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Esta  letra  entre  los  romanos  era  nume- 
ral y  de  ordinario  9  ó  escrita  simplemente 
▼alia  ciento :  en  razón  de  lo  que  dice  el  dís- 
tico antiguo: 
Nmplusquamceníum  C  lüteraferturhabere. 

Yuella  del  revés,  teniendo  á  su  izquierda 
el  uno,  ó  la  I  latina  en  esta  forma  10  valia 
qmnierUos :  escrita  y  combinada  de  este  otro 
modo  CI3  mü.  Algunos  autores  asientan  que 
con  un  trazo  horizontal  encima ,  de  esta  ma- 
nera G  valia  cien  mü;  pero  los  autores  del 
Diccionario  de  Trevoux  aseguran  que  seria 
muy  difidl  hallar  una  prueba  autorizada 
de  ello. 

Usada  sola ,  xomo  inicial  de  nombre,  para 
espresar  el  sexo  femenino ,  se  escribía  del 
revés  3,  y  así  en  el  nombre  Cayo,  por  ejem- 
plo, se  leia  Gaya. 

En  lo  judicial,  en  fin,  se  llamaba  letra 
triitej!^  fatal  ^  porque  como  inicial  del  verbo 
condemno,  era  la  que  escribían  en  la  taUíta 


ó  tejuelo  {tésera)  para  votar  los  jueces  que 
condenaban. 

En  los  usos  de  comercio  suele  escribirse 
duplicada  ó  de  esta  otra  manera  %  para  es- 
presar cuenta  corriente ,  cuenta  abierta. 

CABALA.  EsU  es  una  voz  de  ori- 
gen hebreo  :  proviene  deKabbalach,  tradi- 
ción y  de  Kibbel,  recibir  por  tradición,  de 
padres  á  hijos.  Según  la  creencia  de  los  ju- 
díos ,  Dios  dio  á  Moisés  no  solo  la  ley  escri- 
ta en  el  Éxodo ,  el  Levítico  y  los  Números, 
sino  ademas  una  esplicacion  de  ^la ,  que 
nunca  se  escribió  sino  que  fué  pasando  de 
persona  á  persona ,  de  generación  en  gene- 
ración: esta  ley  oral  es  la  que  designaron, 
pues,  con  el  nombre  de  cúbala.  He  aquí  el 
sentido  propio ,  primitivo  de  esta  palabra. 

Pero  mas  generalmente  se  suele  aplicar 
á  aquellas  esplicaciones  de  la  ley  antigua, 
misteriosas  y  ocultas  que  se  hacen  ó  por 
Gematría,  representado  las  letras  de  una 
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palabra  por  números ,  y  dándolas  un  valor 
aritmético;  ó  por  Notaricon,  tomando  cada 
letra  por  una  dicción  entera ;  ó  por  Thému- 
ra,  haciendo  cambios  de  las  letras  de  una 
palabra.  Todo  esto  constituye  propiamente 
la  cabala  artiGcial. 

Todavía  la  palabra  cabala  designa  ya  los 
abusos  que  hacen  los  mágicos  de  los  pasa- 
ges  de  la  Escritura,  ya  la  misma  secta  de 
los  judíos  intérpretes  de  esta  según  el  arte 
de  la  cabala ,  y  aun  también  el  conocimien- 
to de  los  cuerpos  celestes  superiores  á  la 
luna  y  sus  influencias. 

Baste  apuntar  sencillamente  todas  estas 
acepciones :  su  ampliaciott  está  fuera  de  loe 
límites  de  nuestra  enciclopedia,  y  venga- 
mos á  esponer  otra  que  nos  importa  conocer 
á  fondo,  c Significa  también  (dice  la  Acade- 
mia en  la  primitiva  edición  de  su  dicciona- 
rio) negociación  artificiosa  tratada  por  di- 
» versas  artes  ó  artificios  secretamente  en- 
»tre  algunos:!  y  añade  inmediatamente» 
circunstancia  digna  de  repararse»  c  principal- 
» mente  en  los  palacios.» 

La  palabra  en  este  sentido  debe  haber  si- 
do de  poco  ó  ningún  uso  entre  nuestros  an- 
tiguos hablistas,  puesto  que  no  trae  la  Aca- 
demia la  autoridad  de  ninguno,  apartándose 
en  esto  de  su  costumbre ,  no  seguida  en  las 
ediciones  posteriores  ,  de  justificar  la  ptre- 
za  y  legitimidad  de  las  palabras  castellanas. 
Tampoco  se  halla  en  el  Tesoro  de  la  lengua 
castellana  do  Cobarruvias:  y  por  nuestra 
parte  podemos  añadir  que  en  vano  la  hemos 
buscado  en  leyes  antiguas,  donde  era  natu- 
ral que  se  hubiera  empleado»  á  ser  de  uso 
generalizado  y  corriente. 

Tal  silencio  de  los  documentos  antiguos 
de  nuestra  lengua  se  esplica,  sin  embargo, 
por  la  misma  Academia  del  modo  siguiente: 
«Aunque  en  este  sentido  es  tomada  esta  voz 
»de  la  lengua  francesa,  se  halla  ya  muy  in- 
»trodttcida  para  con  muchos  en  las  conver- 
•saciónos  de  la  nuestra.  >  Aquí  tenemos, 
pues,  comprobado r  primero  el  origen  de  la 
palabra  en  esta  aignificacion;  segundo  el 
uso  que  tenia  en  el  primer  tercio  del  siglo 
pasado. 

Acerca  del  origen,  hallamos  coa  efecto 


en  el  eétebre  dieciottario  de  Treveux  que  cd- 
bala  c  significa  figuradamente  una  asociación 
cde  personas  que  tienen  una  confianza  común, 
»y  los  mismos  intereses»  y  que  se  dice  tam- 
bién de  las  c  tramas  y  empresas  secretas ,  y 
»de  las  maquinaciones  que  en  aquella  asocia- 
»cion  se  forman  contra  el  Estado  ó  contra  los 
particulares.»  Todo  esto  se  puede  reducir, 
aunque  realmente  no  es,  igual,  á  lo  que  es- 
presa la  Academia.  Pero  el  diccionario  Tre- 
voux  apurando  mas  aun  el  significado  aSade 
que  se  toma  ordinariamente  en  mala  parte; 
y  no  solo  esto  sino  que  después  de  consignar 
que  la  palabra  es  aplicable  tambiem  á  calgu- 
»nas  asociaciones  de  amigos  particolar  é  ínti- 
»mamente  ligados  entre  si ,  sin  abrigar  mal 
•propósito»  le  parece  que  á  semejantes  aso- 
ciaciones corresponde  otra  designación,  y 
que  cía  palabra  cabala  se  toma  necesaria- 
imente  en  mala  parte. 

Por  lo  que  al  uso  toca,  ya  hemos  visto  que 
la  palabra  al  comenzar  el  siglo  anterior  se 
ve  c  muy  introducida  para  con  muchos.»  Y 
aunque  entonces  anadió  la  Academia  f  en  las 
conversaciones»  de  nuestro  idioma ,  no  por 
esto  clasificaríamos  ya  hoy  dia  esta  palabra 
entre  las  de  uso  familiar ,  como  hacen  algu- 
nos diccionarios,  y  íacil  seria  probar  que  se 
emplea  en  esfera  mas  amplia  y  elevada. 
Cuando  por  ella  se  quieren  designar  ciertos 
actos  criminales  se  toma  en  lugar  de  las  pa- 
labras conspiración  6  conjuración. 

CABAlAkJknA.  La  ley  28,  tit.  23 
de  la  Part.  2,  Ihima  cabalgada  á  la  correría 
que  en  tiempo  de  guerra  se  hace  en  el  ter- 
ritorio dominado  por  el  enemigo.  Añade  que 
cuando  son  muchos  los  que  las  componen 
deben  hacer  su  entrada  en  el  campo  contra^ 
rio  secretamente,  aunque  pueden  hacer  pú- 
blica su  salida,  y  que  cuando  son  pocos  de- 
ben siempre  obrar  ocultamente ,  por  caminos 
difíciles  y  de  noche.  Doble  cabalgada  ó  ri&- 
dro-cahalgada  era  cuando  después  de  haber 
hecho  su  presa  los  que  la  componían ,  antes 
de  llegar  al  lugar  de  donde  habían  salido 
volvían  otra  vez  al  campo  enemigo  para  ha- 
cerle mayor  daSo  que  el  causado  antes. 

CABALLERATO.  Unas  veces  se 
significa  con  esta  palabra  la  dignidad  ó  rango 
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que  exisUa  en  el  régimen  aristocrático  de 
Catalona  y  que  Tenia  á  ser  nn  intermedio 
entre  los  nobles  y  los  ciudadanos:  su  conce- 
sion  correspondia  al  rey. 

También  se  ha  usado  frecuentemente  de 
esta  palabra  para  designar  el  derecho  que 
en  virtud  de  dispensación  pontificia  tiene  | 
una  persona  después  de  pasar  i  estado  de 
matrimonio  para  continuar  disfrutando  de 
pensión  sobre  dignidades  y  beneficios  ecle- 
siásticos. En  este  sentido  el  caballerato  no  es 
si  no  una  gracia,  una  dispensa  del  Papa  que 
trae  su  origen  de  los  tiempos  en  que  era  con- 
siderado como  el  dispensador  de  todos  los 
beneficios  de  la  cristiandad ,  y  en  que  se  sa- 
caba su  autorización  para  el  goce  de  pensio- 
nes eclesiásticas  por  parte  de  los  legos  casa- 
dos, si  aquellas  no  llevaban  anejas  carga  al- 
guna espiritual.  Hay  autores  que  conceden 
mas  amplitud  á  la  palabra  sin  desviarse  del 
sentido  ya  espresado,  refiriéndola  no  solo  al 
disfrute  de  pensiones  sino  al  de  otras  consi- 
deraci<Nies  eclesiásticas. 

CABAIXERIA.  La  clase  de  sol- 
dados que  hacen  su  servicio  á  caballo,  y 
forma  boy  una  de  las  armas  del  ejército. 
A  veces  la  palabra  se  aplica  á  un  cuerpo  ó 
fracción  determinada  de  esta  dase,  añadién- 
dosela entonces  una  calificación  inmediata: 
V.  g. ,  caballeria  de  linea,  caballeria  lige- 
ra ,  etc.  La  caballería  ha  sido  una  parte  muy 
principal  en  los  ejércitos  antiguos  como  en 
los  modernos;  pero  considerada  esta  arma 
relativamente  á  las  demás,  no  puede  negar- 
se que  su  uso  ha  sido  distinto ,  y  que  se  ha 
economizado,  desde  que  se  generalizaron 
las  armas  de  fuego ,  y  se  introdujo  la  arti- 
llería. 

C AB  AIXERIAS.  Las  bestias  que 
prestan  servicio  al  hombre  para  cabalgar  ó 
andar  á  caballo ,  y  que  se  emplean  también 
para  otros  usos  importantes  como  el  del  tiro 
y  acarreo.  Las  muías  y  caballos  se  llaman 
caballerías  mayores,  y  menores  á  los  borri- 
cos :  división  que  no  es  tan  insignificante 
como  á  primera  vista  parece,  pues  entre 
otras  aplicaciones  tiene  la  de  los  bagajes, 
cuyo  servicio  varia  de  precio  según  las  ca- 
ballerías en  que  consisten.  Las  infracciones 


del  Código  penal  que  pueden  resultar  de 
correr  caballerías  por  ciertos  sitios  ó  de  cier- 
ta manera  se  examinan  en  sus  respectivos 
lugares. 

caballerías.  Con  este  nom- 
bre se  llamaba  en  Castilla  la  obligación  de 
servir  con  caballos  en  los  casos  de  guerra. 
Se  halla  espresamente  establecida  en  algu- 
nos fueros ,  como  en  el  de  la  villa  de  Tan- 
guas  (1),  y  fué  también  objeto  de  mercedes. 

En  Aragón  todas  las  ciudades ,  villas  y  lu- 
gares de  su  distrito,  teniaa  obligación  de 
contribuir  con  cierto  número  de  cabaUertas 
para  la  guerra  con  arreglo  á  la  población,  6 
de  pagar  en  dinero  aquella  cantidad  que  es- 
taba considerada  como  equivalente.  Los  re- 
yes hicieron  merced  ó  euagenaron  la  mayor 
parte  de  este  servicio,  á  los  ricos-hombres 
que  les  acompaSaban  y  ayudaban  en  sus  es- 
pediciones,  aunque  con  la  condición  de  con- 
currir á  ellas  con  el  número  de  caballos  ar- 
mados que  se  graduaba  proporcionado  al  ho- 
nor é  interés  qae  recibían.  De  los  pueblos 
en  que  no  se  habla  enagenado  lo  cobraba  el 
baile  general,  según  aparece  en  las  cuentas 
de  aquel  tiempo. 

El  historiador  Zurita  (hablando  de  este 
servicio  ó  tributo  en  la  Parte  primera  de  sus 
Anales,  Hb.  2,  cap.  64,  pág.  402),  dice: 
f  que  en  el  ano  de  1213,  el  rey  don  Pedro  II 
repartió  las  mas  de  las  rentas  entre  los  ricos- 
hombres,  y  que  de  las  700  caballerías  que 
habia  en  aquel  tiempo  solo  habian  queda- 
do 130,  pues  las  demás ,  ó  se  habian  dado 
por  el  rey,  6  estaban  enagenadas  y  ven- 
didas.» 

CABAIiliERIZA  REAIi.  Aun- 
que puede  tomarse  por  el  sitio  en  que  se 
guardan  y  cuidan  los  caballos  y  caballerías, 
coches  y  ameses  reservados  al  servicio  de 
la  real  casa ,  y  también  por  el  conjunto  de 
los  mismos  caballos  y  muías ,  mas  comun- 
mente se  entiende  por  caballeriza  real  la 
reunión  de  los  diferentes  empleados  y  sir- 
vientes que  tiene  esta  real  dependencia.  En 
este  sentido ,  en  el  que  se  usa  frec«ente- 


(1)   Pinilli,  Biklhteca  ile  Hacienda  de  Espafia,  lomo  i, 
pif.  861. 
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mente  el  plural  de  aquellas  palabras  ^  hay      cisco  de  Boija  y  del  marqués  de  Launoi  (1), 
una  dirección  general  de  reales  caballerizas 


encargada^  de  la  administración  económica, 
y  dotada  de  varios  dependientes. 

CABALiIiERIZO.  La  persona  en- 
cargada del  cuidado  y  gobierno  de  una  ca- 
balleriza, f  T  porque  su  ocupación  se  dirige 
ala  caballeriza  9  tomó  de  allí  el  nombre.» 
Esta  etimología  que  señala  á  la  palabra  la 
Academia,  no  es  muy  conforme  con  la  que 
parece  deducirse  de  estas  palabras  de  Co- 
barruvias:  «el  que  pone  en  el  caballo  al 
»Príncipe  ó  señor  con  todo  lo  dependiente 
»del  tal  oficio.»  Pero  la  mas  general  acep- 
ción de  €  caballerizo»  se  refiere  al  empleado 
de  distinción  que  hay  en  la  casa  del  rey, 
del  príncipe,  de  infantes  ó  de  nobles  princi- 
pales, al  cual  toca  la  superior  dirección  de 
las  caballerizas »  y  es  el  gefe  de  los  emplea- 
dos que  están  puestos  para  su  servicio  mas 
ó  menos  inmediato. 

Ordinariamente  cuando  se  usa  esta  pala- 
bra aislada,  se  entiende  de  los  caballerizos 
de  la  real  persona:  cEs  en  Palacio  un  oficio 
«honorífico,  que  ejercen  hombres  de  cali- 
»dad:  su  ocupación  es  salir  á  caballo  detras 
»del  coche  del  Rey ,  cuando  sale  en  públi- 
ico.»  Esto  advierte  la  Academia  en  la  pri- 
mera edición  de  su  Diccionario,  añadiendo 
otras  noticias.  Nosotros,  sin  salir  de  la  ¿po- 
ca presente,  nos  limitaremos  á  recordar  que 
los  caballerizos  del  rey  son  de  diferentes 
clases :  el  superior  á  todos  es  el  que  se  lla- 
ma caballerizo  mayor:  inmediatamente  le 
sigue  el  primer  caballerizo ,  que  le  reempla- 
za en  ausencia  y  enfermedades :  hay  des- 
pués caballerizos  de  número ,  supernumera- 
rios ,  honorarios,  los  de  campo  y  otros  cuya 
enumeración  no  conceptuamos  necesaria. 
Ahora  delante  del  coche  del  rey  va  un  ca- 
ballerizo y  en  su  defecto  un  carrerista. 

CABALL.ERIZO  MAYOR 
DEL  REY.  Gefe  de  palacio  encargado 
de  la  dirección  y  gobierno  de  la  caballeriza 
de  S.  M.  Este  empleo  cuenta  mucha  antigüe- 
dad ea  España,  y  ya  se  conocía  con  la 
misma  denominación  que  ahora  tiene  en 
tiempo  del  emperador  Carlos  Y,  como  lo 
atestiguan  los  nombramientos  de  San  Fran- 


de  lo  cual  también  se  infiere  claramente  el 
mucho  honor  y  distinción  anejos  i  aquel  car- 
go: de  otro  modo  no  se  hubieran  buscado 
para  él  personas  de  tanta  nobleza  y  posición. 

Los  reyes  de  España  que  siempre  remu- 
neraron generosamente  á  sus  servidores ,  y 
que  siempre  sostuvieron  su  corte  y  su  casa 
con  grande  pompa  y  magnificencia,  otorga- 
ron considerables  prerogativas  á  su  caballe- 
rizo mayor,  como  servidor  que  era  tan  in- 
mediato á  sus  personas.  Confiriéronle  la  honra 
de  tener  llave  de  cámara  y  aposento  en  pa- 
lacio ,  el  mando  en  la  casa  de  los  pages  del 
rey,  en  los  picadores  y  en  la  armería  real, 
el  privilegio  de  andar  en  coche  del  rey  con 
seis  muías  ó  caballos,  la  precedencia  sobre 
el  mayordomo  mayor  y  sumiller  de  Corps, 
acompañando  á  S.  M. ,  y  otras  varias  distin- 
ciones no  menos  honoríficas  (2). 

A  parte  de  ellas,  el  caballerizo  mayor  del 
rey  ha  disfrutado  en  otros  tiempos,  y  por 
cierto  no  muy  lejanos,  del  conocimiento  de 
causas  y  pleitos,  de  una  verdadera  jurisdic- 
ción ,  puesto  que  entraba  en  unión  del  ma- 
yordomo mayor  y  del  sumiller  de  Corps,  á 
formar  la  junta  de  Bureo  con  igual  concepto 
de  gefe  principal :  en  su  virtud  le  correspon- 
día por  asesor  un  consejero  de  Castilla:  tan- 
la  era  la  categoría  que  representaba.  Nues- 
tras leyes  recopiladas  declaran  esta  jurisdic- 
ción del  caballerizo  mayor,  encomiéndanle 
como  primer  gefe  de  la  real  caballeriza  su 
privativo  gobierno  y  dirección ,  ponen  bajo 
sus  órdenes  los  criados  é  individuos  que 
en  aquella  sirvan  le  conceden  en  unos  em- 
pleos la  propuesta ,  en  otros  el  nombramien- 
to, etc.  (5). 

No  deben  aquí  ampliarse  las  indicaciones 
que  hemos  hecho  respecto  al  carácter  juris- 
diccional del  caballerizo  mayor  del  rey,  tanto 
porque  puede  consultarse  sobre  este  punto  el 
artículo  Bureo,  cuanto  porque  el  fuero  priva- 
tivo de  los  empleados  de  reales  caballerizas 
no  existe  en  la  actualidad,  entendiéndose 


(1)  Mencionados  por  la  Academia  en  la  prnnera  edición 

dcsa  diccionario. 

(3)  El  ya  citado  diccionario. 

^3)  Ley  6,  UU  14,  lib.  3  de  la  Nov.  Rccop. 
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Verdad  es  que  en  las  leyes  de  Partidas  (1) 
se  dá  por  uso  que  duró  mucho  tiempo  en  lo 
antiguo,  el  buscar  para  caballeros...  cUe- 
inadores  del  monte ,  que  son  ornes  que  su- 
ifren  grand  iazeria,  e  carpenteros,  e  fer* 
>reros,  e  pedreros  porque  usan  mucho 
tá  ferir...  e  carniceros  por  razón  que  usan 
«matar  las  cosas  bivas ,  e  esparzer  la  sangre 
»de  ellas ;  >  pero  esto  no  falsea  la  base  que 
hemos  establecido.  Por  una  parte  la  misma 
ley  reconoce  que  al  cabo  aconsejó  la  espe- 
riencia  escoger  hombres  cde  buen  linaje... 
>de  buenos  lugares  é  con  algo; »  y  por  otra 
conceptuamos  aquella  aseveración  algún  tan- 
to dificultosa,  como  dice  el  P.  Guardio- 
la,  y  añadiremos  con  este  que  :  fsi  toma- 
>mos  el  nombre  y  apellido  de  caballería  se- 
tgan  su  vigor  y  fuerza,  no  se  halla  haber 
>sido  concedido  sino  á  los  varones  nobles  y 
> de  obras  insignes  y  virtudes  heroicas,  y 
«descendientes  de  padres  conocidos  (2).» 

Pero  á  pesar  de  que  todos  los  caballeros, 
de  que  hablan  nuestras  leyes ,  eran  nobles, 
habia  sin  duda  entre  ellos  ciertas  diferen- 
cias ya  por  el  mayor  ó  menor  grado  de  no- 
bleza ,  ya  por  el  modo  de  adquirir  su  cuali- 
dad de  caballeros ,  por  sus  deberes  especia- 
les y  otros  circunstancias  semejantes,  lo 
cual  produjo  diferentes  denominaciones. 

Caballeros  de  la  espuela  dorada.  Llamá- 
banse caballeros  de  la  espuela  dorada  á  los 
que  eran  armados  solemne  y  legalmente 
como  caballeros,  con  condición  precisa  de  te- 
ner ya  anteriormente  nobleza  ó  hidalguía.  El 
dorado  de  la  espuela  era  el  distintivo  que  los 
daba  á  conocer,  siendo  una  de  las  señales 
necesarias  en  aquel  tiempo  en  que  se  com- 
batía cubierto  con  la  armadura  todo  el 
cuerpo. 

Caballeros  cuantiosos.  Eran  caballeros  de 
cuantía  ó  cuantiosos  aquellos  que  por  el  he- 
cho de  tener  determinada  renta  estaban  obli- 
gados á  mantener  armas  y  caballo  para  salir 
en  caso  necesario  á  contener  á  los  moros  que 
hacian  correrías  é  incursiones  por  las  fronte- 
ras. Parece  que  fueron  instituidos  para  la  de- 
fensa  de  las  de  Andalucía. 

H)    Ley  S,Ut.  y  Part.  duda. 

(t)   Goardiola.  Traudo  de  nobUza.~Cap.  32. 


Caballeros  de  alarde.  Se  entendía  por 
caballeros  de  alarde  ^  los  que  debían  pa- 
sar muestra  á  caballo,  es  decir,  hacer- 
se presentes  en  revista  con  las  armas  y  el 
caballo  que  estaban  obligados  á  tener.  Sin 
duda  fueron  los  que ,  en  virtud  de  esta 
obligación,  se  llamaron  de  premia^  y  por 
el  objeto  de  su  institución  de  guerra.  Es 
tanto  mas  de  creer  que  estos  tres  nombres 
significaban  una  misma  cosa  cuanto  que  los 
emplean  inseparables  las  leyes  Recopiladas, 
sin  hacer  la  mas  pequeña  distinción  (1). 

Caballeros  noveles.  Tomaban  el  nombre 
de  noveles  los  que  eran  recien  investidos  con 
las  insignias  de  la  caballería,  llevando  el 
escudo  en  blanco,  y  sin  divisa  alguna  por  no 
haber  tenido  todavía  ocasión  de  ganarla  en 
la  guerra. 

Caballeros  de  conquista.  Los  de  conquis^ 
ta ,  como  lo  indica  la  palabra ,  eran  aquellos 
á  quienes  se  distinguía  repartiéndoles  las 
tierras  que  se  tomaban  al  enemigo. 

Caballeros  mesnaderos  ó  de  la  mesnada 
del  rey.  Se  llamaban  así  por  ser  los  que 
le  acompañaban  al  rey  en  el  trozo  principal 
de  su  caballería. 

Caballeros  pardos.  Falta  enumerar  un* 
clase  de  caballeros  que  mencionan  nuestras 
antiguas  leyes,  denominados  pardos ^  y  eran 
los  que  obtenían  la  consideración  y  preemi- 
nencias de  caballeros,  á  pesar  de  pertenecer 
al  estado  llano,  por  privilegio  real  ó  por  lle- 
nar ciertos  requisitos  marcados  en  las  leyes. 
I  No  ofrece  dificultad  la  esplicacion  de  la  pa- 
labra con  que  se  les  designa,  'puesto  que  las 
leyes  de  Partidas  cifraban  en  los  colores  de 
los  trajes,  distinciones  del  rango  de  los  caba- 
lleros: c  Panos  de  colores ,  establecieron  los 
c  antiguos  que  traxessen  vestidos  los  cavalle-^ 
cros  nobles...  assi  como  bermejos,  é  jaldes, 
ce  verdes  o  cárdenos...  Mas  prieto  ó  pardo... 
>non  tó vieron  por  bien  que  los  vistiessen  (2). 

Pudieran  todavía  citarse  otras  especies 
de  caballeros,  pero  menos  interesantes,  con 
las  que  se  demostraría  hasta  la  evidencia 
las  diferencias  que  entre  ellos  habia.  Preferi- 


da   Ley  tO,  tft.  1.  itb.  6  ile  la  Nuava  Reeo^ 
{'i)    Ley  rt,  tiU  «I,  Pan.  í. 
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BOft  iadicar  las  dasificaciones  generales  que 
do«Uaa  han  deducido  algunos  autores.  El 
P.  Guardiola  hace  una  en  tres  miembros  refi- 
rieado  al  primero  los  caballeros,  propiamen* 
te  laleSt  descendientes  de  personas  ilustres; 
al  segundo  los  caballeros  pardos ,  y  al  terce- 
ro los  cuantiosos,  y  los  de  alarde »  premia 
^  guerra  (1).  Elizondo  {i)  y  Garcia  admiten 
también  tres  clases  de  caballería ,  aunque  no 
it\  mismo  modo :  la  primera  es  la  de  los  ca- 
lalleros  bidalgos  ó  de  la  espuela  dorada;  la 
llgunda  la  que  se  dá  por  privilegio  real  sin 
«I remonia  ni  solemnidad  alguna,  y  la  terce- 
i|  la  de  los  caballeros  pardos ,  y  la  de  los 
cuantiosos. 

Respecto  al  origen  de  los  antiguos  caba« 
Ufros  españoles  aunque  podríamos  remon- 
tafnos  9  no  infructuosamente  del  todo ,  á  la 
éf^  romana  y  á  la  goda»  nos  fijaremos 
en  los  siglos  medios,  que  es  cuando  verda- 
deramente merece  examinarse  la  caballería, 
como  institución  característica  y  propia  de 
tales  tiempos.  En  España  no  solo ,  como  en 
otras  partes ,  la  milicia  era  la  carrera  mas 
lucrativa»  considerada  y  gloriosa,  y  mucho 
mas  páralos  de  buen  linage  y  que  la  seguían 
á  caballo,  sino  que  la  guerra  con  los  moros 
daba  un  fuerte  y  no  interrumpido  estímulo 
al  valor  y  al  deseo  de  gloria.  El  señalarse 
por  las  armas  era  motivo  de  privilegios  y 
exenciones  por  parte  de  las  leyes ,  prueba 
de  una  esmerada  educación ,  mérito  contrai- 
do  para  con  la  religión ,  tributo  rendido  al 
amor  y  á  la  galantería,  y  lauro  conquistado  en 
diversiones  públicas  á  que  concurría  lo  mas 
escogido  de  la  nobleza  y  el  mismo  rey.  Por 
esto  echó  profundas  raices,  se  propagó  y 
enalteció:  las  leyes  la  acogieron  con  el  favor 
que  todos  la  dispensaban,  contribuyendo  á 
sa  mejoramiento  y  pureza,  y  esto  fué  lo  que 
hicieron  las  Partidas. 

En  muchos  lugares  de  este  célebre  código 
se  menciona  con  estimación  y  entusiasmo  á 
los  caballeros ,  concediéndoles  no  insignifi- 
cantes prerogativas;  pero  ademas  se  consa- 
gra solo  á  esta  materia  un  título  bástanle 


(f)    Guardiola:  op.  cít.  cap.  35. 

(ti   Pr4«tiea  vnivl.  Forense,  lomo  8.%  cap.  S,  námi.  59  j  60. 


estenso  (1).  Mucho  fruto  pueden  sacar  de  él 
así  el  historiador  como  el  jurisconsulto  para 
el  conocimiento  de  las  ideas,  de  las  costum- 
bres, y  de  las  instituciones  de  la  edad  me- 
dia; pero  por  lo  mismo  que  exige  un  estu- 
dio minucioso,  y  que  es  completo  y  nada 
huelga  en  él ,  renunciamos  á  trascribir  dete- 
nida y  circunstanciadamente  su  contenido, 
al  que  por  otra  parte  nada  pudiéramos  aña- 
dir. Sin  embargo,  haremos  indicación  de 
las  disposiciones  principales ,  sin  prescindir 
de  las  que  hay  en  otras  partes  del  código 
mas  dignas  de  mención. 

Juzgando  el  legislador  que:  c honrados 

»deven  mucho  ser  los  caballeros por  no- 

ableza  de  su  linage por  su  bondad 

>por  el  pro  que  de  ellos  viene :  é  porende 
ilos  Reyes  los  deven  honrar....  é  todos  los 
totros  comunalmente  >  les  otorgó  conside- 
rables privilegios.  Entre  ellos  se  contaban 
los  de  no  tener  á  nadie  delante  de  sí  en  la 
iglesia,  escepto  á  los  eclesiásticos,  á  los  reyes 
y  á  los  señores  á  quienes  debieran  obedien- 
cia; no  sentarse  en  la  mesa  á  comer  con 
ellos  otros  que  no  fueran  caballeros ;  no  po- 
dérseles tomar  en  prenda  sus  armas  y  caba- 
llos ;  no  ser  sujetos  á  tormento ;  no  sufrir  la 
pena  de  muerte  de  modo  vil  cuando  la  me- 
recieran; que  sus  derechos  y  propiedades  es- 
tando ausentes  por  guerra,  no  estuviesen  su- 
jetos á  prescripción;  que  pudieran  oponer  es- 
cepciones  perentorias  después  de  sentenciado 
ya  el  pleito,  y  hacer  testamento  en  cualquie- 
ra forma  (2).  Aun  gozaban  de  otras  ventajas, 
tales  como  la  de  poderse  escusar  por  la  ig- 
norancia de  derecho  (3),  la  de  no  pagar  tri- 
butos, deducción  fundada  en  la  ley  que  dis- 
puso escepcionalmente  que  pagaran  por  las 
reparaciones  de  castillos  y  muros  de  las  vi- 
llas, calzadas ,  fuentes  y  otras  obras  de  pú- 
blica utilidad  (4)  y  la  de  escusarsc  de  ser 
guardadores  de  huérfanos  (5),  cuando  no  es- 
taban ausentes  por  la  guerra,  porque  en  es- 
te caso  habia  incapacidad  y  no  escusa  (6). 


(1)  El  ti  de  ia  2.*  Partida . 

(i)  Leyes  ÍZjtl  del  Ut.  y  Partida  citadas. 

(3)  Ley  «1,  tu.  1 ,  Part.  1. 

(4)  Ley  M,  üt.  32 ,  Part.  3. 

(5)  Ley  S,  til.  17.  Part.  6. 

{(i)  Ley  l4,  tiU  16  dt  la  citada  Tart. 
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En  cambio  de  todas  estas  prerogativas 
tenian  obligaciones  muy  estrechas ,  y  rigo- 
rosas prohibiciones  les  vedaban  ciertos  ac- 
tos» pudiendo  á  veces  ser  castigados  seve- 
ramente y  degradados  de  su  cualidad  de 
caballeros.  Las  leyes  llegaban  en  esta  parte 
al  último  estremo  del  precepto  de  derecho 
que  recomienda  la  honestidad ,  y  demarca- 
ban escrupulosamente  las  dotes  intelectua- 
les y  morales  que  habian  de  concurrir  en 
los  caballeros.  A  ningunos  mas  que  á  ellos 
convenian  las  cuatro  virtudes  de  cordura, 
fortaleza,  mesura  é  justicia  (1),  á  las  que 
debian  añadir  entendimiento  é  sabiduria  (2) 
combinando  la  bravura  con  la  mansedum- 
bre (5)  y  mostrándose  arteros  y  mañosos  (4). 

Exigíase  ante  todo  en  los  caballeros  la 
lealtad  cea  esta  es  bondad  en  que  se  acaban 
>é  se  encierran  todas  las  buenas  costumbres, 
>é  ella  es  assi  como  madre  de  todas  (5).>  El 
caballero  que  no  se  encontrara  adornado  de 
tan  estimable  prenda,  estaba  desconceptua- 
do ante  las  leyes;  y  de  aquí  la  severidad 
que  estas  desplegaban  contra  la  traición.  En 
tales  casos  cesaban  los  privilegios  de  igno- 
rar el  derecho  (6)  y  de  la  exención  de  tor- 
mento (7).  f  E  aun  tanto- to vieron  los  Anti- 
>guos  de  España  que  fazian  mal  los  Caba- 

»lleros de  fazer  traycion que  man- 

tdaron  que  los  despeñassen  de  lugar  alto, 
>porque  se  desmembrassen;  ó  los  afogassen 
>en  lámar,  ó  en  otras  aguas  por  que  non 
iparesciessen ;  ó  los  diessen  á  comer  á  las 
ibestias  fieras  (8).» 

Ademas  de  todas  e.<^tas  obligaciones  y  de- 
beres, las  leyes  de  Partida  todavía  recomen- 
daban á  los  caballeros  mas  cosas  que  cum- 
plir, y  les  trazaban  la  conducta  que  habian 
de  observar  aun  en  los  actos  mas  comunes 
y  materiales  de  la  vida;  pues  que  no  solo  se 
advertia  que  debian  ser  conocedores  de  las 
armas  y  caballos,  y  como  debian  cabal- 


(il  Ley  4,  til.  21,  Part.  t. 

II-  Leyes  5  y  6. 

<•>)  Ley  7. 

U)  l.cy  8. 

(5)  Ley  9. 

(6)  Ley  II,  til.  i,  P.irl.  I. 

(7)  Le?  21,  m.  21,Part.  2. 
(S)  Ley  24,  lil.  21 ,  Pan.  2. 


gar  (1),  sino  también  de  qué  manera  debian 
vestir,  comer,  beber  y  dormir  (2);  prescrip- 
ciones todas  estas  que,  aunque  boy  nos  pa- 
recen ridiculas ,  eran  entonces  eficaces  pa- 
ra formar  cumplidos  caballeros.  Con  este 
mismo  objeto  señalaba  la  ley  las  cosas 
que  el  caballero  debia  guardar  en  dicho  y 
en  hecho  (3),  de  las  que  mencionaremos  so- 
lamente dos  que  nos  parecen  muy  caracte- 
rísticas: cE  guardavanaunqne  el  Cavalle- 
»ro  ó  dueño  que  viessen  cuytado  de  pobre- 
»za ,  ó  por  tuerto  que  oviesse  recibido ,  que 
>punassen  con  todo  su  poder  en  ayudarlos 
>como  saliessen  de  aquella  coyta.  E  por  esta 
9  razón  lidiavan  muchas  vegadas  por  defen- 
>der  el  derecho  destos  átales  (4).  E  aun 
iporque  se  esfor^assen  mas,  tenian  por  cosa 
iguisada,  que  los  que  oviesen  amigas,  que 
>las  nombrassen  en  las  lides ,  porque  les 
•creciessen  mas  los  corazones ,  é  oviessen 
>mayor  vergüenza  de  errar  {8).j  Hé  aquí  la 
generosidad  y  el  amor  sancionados  por  la  ley 
como  rasgos  distintivos  de  la  caballería. 

De  todas  esas  disposiciones  que  forma- 
ban, por  decirlo  así,  el  modelo  del  perfecto 
caballero,  fácilmente  se  pueden  inferir  los 
hechos  que  este  tenia  vedados :  tal  era ,  por 
ejemplo ,  el  de  vender  ó  empeñar  6  jugar 
las  armas  y  caballo  cque  son  cosas  que  con- 
>vienen  mucho  á  los  Cavalleros  de  las  traer 
«siempre  consigo  (6).  >  Les  estaba  también 
prohibido ,  á  causa  de  no  distraerlos  del  ser- 
vicio del  rey  y  de  sus  ocupaciones  militares, 
no  solo  el  ser  guardadores,  como  antes  diji- 
mos, si  no  también  el  ser  procuradores  (7), 
arrendadores  (8)  6  fiadores  (9). 

La  ley  no  consentía  que  hombres  indig- 
nos por  sus  acciones  siguiesen  perteneciendo 
á  la  caballería,  donde  tanta  lealtad  y  pureza 
y  tantas  virtudes  se  exigían.  Por  eso  con- 
signaba los  actos  deshonrosos  que  llevaban 
tras  sí  la  degradación  del  caballero ;  y  aque- 


(i) 

Leyes  10  y  17,  tit.  y  Part.  citados. 

(2) 

Leyes  18,19  y  90,  id.  Id. 

Í3) 

Leyes  21  y  22,  Id.  id. 

U) 

La  ley  21  ciUda. 

(5) 

La  ley  22. 

(6) 

Ley  2i. 

<7) 

Ley  6,  til.  n ,  ParU  3. 

(8) 

Ley  t,  tit,  8,  Part.  5. 

fO) 

Ley  2,  tit.  12  de  la  misma  Partida. 
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ilos  otros  todavía  mas  deshonrosos  y  deslea- 
les por  los  que  incarría  no  solo  en  degrada- 
ción sino  en  pena  de  muerte  (1). 

Para  concluir  este  rápido  recuerdo  que  de 
las  leyes  de  Partida  vamos  haciendo,  indica- 
remos quienes,  según  ellas»  no  podían  ser 
caballeros ,  y  los  requisitos  para  armarlos 
tales  y  para  degradarlos. 

No  podian  aspirar  á  la  caballería  el  que 
carecia  de  razón,  de  edad  ó  de  bienes  sufi- 
cientes, el  contrahecho,  el  traficante,  el 
traidor ,  el  condenado  á  muerte ,  el  que  daba 
dinero  para  adquirir  tal  honor ,  y  el  que  ya 
una  vez  le  hubiera  recibido  por  escarnio  é 
ilegftímamente  (i). 

Hacíanse  los  caballeros  por  otros  caballe- 
ros; y  csegund  razón  verdadera  é  derecha 
minguno  non  puede  ser  cavallero  de  mano 
»del  que  lo  non  fuere:  >  regla  que  exigió  fijar 
también  las  incapacidades  del  que  comunica- 
ba la  caballería  y  que  se  miraba  con  tal  res- 
peto y  se  observaba  con  tal  rigor  que  una 
muger  c  maguer  fuese  Emperadora  ó  Reina 
"por  heredamiento  nonpodria  fazer  cavallero 
por  sus  manos  (3).» 

Curiosas  son  las  ceremonias  que  se  usaban 
para  armar  caballero ,  esto  es ,  para  conde^ 
corarle  con  los  distintivos  de  su  profesión: 
las  referiremos  sumariamente.  Un  dia  antes 
de  la  solemnidad  debía  el  noble  tener  vigi- 
lia, y  después  del  medio  dia  los  escuderos 
le  bañaban  y  lavábanla  cabeza,  echándole 
en  el  mejor  lecho  que  encontrasen  y  vistién- 
dole allí  de  las  mejores  ropas  que  tuviera. 
A  la  limpieza  del  cuerpo  seguía  la  del  alma; 
por  esto  le  llevaban  después  los  caballeros  á 
la  iglesia,  donde  arrodillado  hiciera  oración 
para  que  Dios  le  perdonara  sus  pecados  y  le 
guiara  en  la  carrera  que  iba  á  emprender, 
poniéndose  después  en  píe  hasta  que  ya  no 
pudiera  resistir  mas.  Pasada  esta  vigilia,  así 
que  fuere  de  día,  debía  oír  misa;  y  luego, 
previa  promesa  de  querer  ser  caballero  y 
portarse  como  tal,  se  le  calzaban  las  espuelas 
y  te  ceñían  la  espada  estando  cubierto  con 
todas  sus  armaduras ,  pero  con  la  cabeza  des- 


(I)    Ley  «5,  lit.  fl,Part.í. 

(S)   Ley  1t  del  mismo  titulo  y  Partida. 

(3)    Ley  II,  Id.  id. 


nuda.  Después  se  le  desenvainad  la  espada 
y  se  la  ponía  en  la  mano  derecha  quien  le 
armaba  caballero,  haciéndole  jurar  que  no 
repararía  en  la  muerte  cuando  medíase  la 
defensa  dé  su  ley,  de  su  señor  natural,  ó  de 
su  tierra :  dábasele  un  golpe  con  la  mano  en 
la  parte  superior  de  la  espalda ,  á  lo  que  se 
dio  el  nombre  de  pescozada  ó  espaldarazo 
para  que  no  olvidara  lo  jurado,  y  concluía  el 
acto  besándole  todos  los  caballeros  en  señal 
de  la  armonía  y  fraternidad  que  entre  ellos 
debía  haber.  Después  se  desceñía  al  nuevo 
caballero  la  espada  por  una  persona  digna 
que  confirmaba  asi  la  dignidad  recibida, 
y  adquiría  la  consideración  de  padrino  (1). 

De  las  ceremonias  de  que  acabamos  de 
dar  idea  aun  han  quedado  algunos  vestigios 
en  nuestros  dias.  Al  recibir  el  hábito  los  ca- 
balleros de  las  órdenes  militares ,  y  al  con- 
ferirse la  investidura  de  doctor  se  practica 
todavía,  ya  el  calzarlas  espuelas  y  tender 
en  el  lecho,  ya  la  entrega  de  la  espada  y  el 
abrazo  de  fraternidad. 

Últimamente  las  leyes  espresaban  las  obli- 
gaciones que  el  caballero  novel  contraía  así 
respecto  del  que  le  armó,  como  del  padri- 
no (2).  Y  á  la  manera  que  exigía  solemnida- 
des para  armar  caballero ,  también  las  pre- 
ceptuaba para  quitarle  la  dignidad  recibida, 
cuando  se  hubiera  hecho  acreedor  á  ello  (3). 

Habiendo  espuesto  ya  las  leyes  de  Partidas, 
las  mas  completas  en  la  materia,  escusamos 
referimos  á  otros  códigos  de  aquellos  tiem- 
pos, en  que  también  se  encuentra  algo  acer- 
ca de  caballeros,  como  por  ejemplo  en  el 
Fuero  Real  (4).  En  el  ordenamiento  de  Alcalá 
ademas  de  otras  leyes  que  pudieran  citar- 
se (5)  hay  una  bien  notable  que  acredita  ha- 
berse usado  hasta  entonces  el  embargar  y 
vender  á  los  caballeros  sus  armas  y  caballos, 
cuando  no  pagaban  las  deudas  á  que  estaban 
obligados  coma  deudores  principales  ó  como 
fiadores.  El  legislador  derogó  formalmente 
esta  costumbre  (6). 


(i)  Leyes  13,  i4  y  15 Id. 

(i)  Ley  16. 

(3)  Ley  «5. 

(4)  Véanse  sin   embargo  los  titolos  U  del  libro  5  y  19 
del  libro  4. 

(5)  En  los  lítalos  il  y  39. 
(G;  Ley  4  del  tiu  18 
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Sabido  es  en  fin  que  el  Fuero  viejo  daba 
Tacultad  al  noble  de  dejar  al  hijo  mayor  el 
caballo  y  las  armas  (1). 

Tampoco  entra  en  nuestro  propósito  acu- 
dir á  los  fueros  municipales  en  busca  de  dis- 
posiciones acerca  de  caballeroa,  y  menos  to« 
davía  el  hablar  de  las  órdenes  militares  que 
en  aquella  época  tomaron  origen  é  incre- 
mento. Aunque  es  indudable  que  estas  órde- 
nes se  componian  de  caballeros,  por  lo  cual 
se  las  denomina  también  de  caballería,  sin 
embargo  no  cerresponde  tratar  de  ellas  en 
el  presente  artículo.  Pero  á  pesar  de  todo, 
queriendo  también  reunir  aquí  datossuficien- 
tes  para  formar  idea  de  los  antiguos  caballe- 
ros españoles,  escogemos  por  vía  de  ejemplo 
la  orden  de  la  Banda  creada  por  el  rey  Dpn 
Alonso  II  y  de  la  que  él  mismo  quiso  ser  ar- 
mado caballero.  El  Sr.  Sempere  y  Guarínos, 
á  quien  debe  no  poco  la  historia  de  nuestro 
derecho ,  pensó  publicar  las  ordenanzas  de 
aquella  orden,  por  conceptuarlas  cmuy  cu- 
«riosas...  y  muy  útiles  para  el  conocimiento 
>de  la  caballería  y  costun^bres  de  la  edad  me- 
>dia.>  Quedaron  sin  embargo  inéditas  asi 
como  la  obra  á  que  servian  de  apéndice  (2); 
lo  cual  nos  mueve  tanto  mas  á  trascribir  la 
resena  que  de  ellas  dá  el  autor  citado,  ya 
que  no  pueda  ser  cuenta  circunstanciada, 
c Las  obligaciones  y  costumbres,  dice,  mas 
^esenciales  y  características  de  los  caballe- 
>ros  de  la  Banda  eran  ser  leales  á  su  señor: 
»finos  y  constantes  en  sus  amores:  oir  misa 
stodos  los  días:  decir  verdad:  andar  bien 
«vestidos:  tener  buenos  caballos  y  las  mejo- 
>res  armas  y  jaeces:  no  apartar  jamás  de  sí 
>la  espada:  no  alabarse  ni  quejarse  nunca:  lle- 
•var  la  Banda  alo  menos  un  diacada  semana: 
«andar  con  pausa:  no  hablar  alto  ni  de  prisa: 
>no  comer  sin  manteles :  favorecer  siempre 
>á  las  damas...  Para  armarse  caballero  de- 
>bían  ser  hidalgos ;  y  practicarse  las  ceremo- 
>nías  que  se  refieren  en  las  mismas  ordenan- 


it)    Ley  4,  lit.  ?.  lib.  5/ 

li)  Es  esta  obra  la  titulada:  "Memorias  para  la  historia 
de  la  caballería  espafiola:*  qae  hemos  consaltado  en  el 
torooS.*  de  ana  colección  de  p-^peles  Tariob  de  economía  |>o- 
litica  que  posee  la  Academia  de  la  historia.  El  tiozo  qoc  co- 
fí;<mos  en  el  testo  se  hitlla  en  el  cap.  fi. 


n  >2fts.  Cada  dos  meses,  ó  á  lo  menos  tres  vt- 
>ces  en  el  ano,  debían  concurrir  á  la  corte 
>todos  los  caballeros  de  la  Banda  ¿  pasar 
tre vista  de  los  caballos  y  armas,  y  tener  un 
ttorneo  á  presencia  del  rey.  En  todos  los 
'torneos  generales  habia  cierto  número  de 
«fieles  para  cm'dar  de  la  poUda  de  aquellos 
•juegos,  de  la  calidad  de  las  espadas,  modo 
»de  pelear  y  observancia  de  otras  reglas;  y 
»para  juzgar  y  premiar  ¿  los  mas  sobresa- 
»iientes.  Ademas  de  los  torneos  generales 
•de  la  corte,  habia  frecuentemente  otros 
•partíenlares  en  las  provincias  con  motivos 
>de  bodas  y  otros  semejantes ,  ¿  los  que  de- 
>hian  concurrir  todos  los  caballeros  de  la 
•Banda  que  se  encontrasen  á  diez  leguas  de 
•los  pueblos  en  donde  se  celebraban.» 

Pero  de  notar  es  que  la  creación  de  esta 
orden  fué  provocada  por  la  misma  decaden- 
cia que  ya  se  notaba  en  la  caballería  y  el 
deseo  de  estimularla  que  animaba  á  D.  Alon- 
so U.  Todas  las  instituciones  tienen  tasada  su 
época  de  brillo  y  esplendor ,  y  ya  se  iba 
apagando  en  aquella  el  de  la  caballería :  las 
conquistas  considerables  y  progre^vas  sobre 
los  moros  al  paso  que  menguaban  el  primi- 
tivo entusiasmo  militar ,  y  aquel  ardor  ciego 
exigido  por  los  apuros  de  los  cristianos»  au- 
mentaron al  lado  de  la  milicia  otros  medios 
honrosos  y  lucrativos,  otras  carreras  en  que 
se  servia  al  Estado  sin  tantos  peligros  y  con 
no  menor  gloría  y  resultado.  Las  costum- 
bres, puesto  que  en  ellas  mas  que  en  las  le- 
yes d^cansaba  la  caballería,  cambiaban  y 
se  desfiguraban  paulatinamente:  la  milicia 
recibia  otra  organización:  á  la  guerra  pro- 
longada contra  enemigos  de  la  fé  y  dentro 
del  propio  territorio  sucedieron  las  guer- 
ras esleriores.  Todo  esto,  pues,  debió  influir 
y  de  hecho  influyó  en  que  la  caballería  es- 
pañola decayese  y  que  tomase  otra  nueva 
fisonomía,  perdiendo  aquel  carácter  puro  y 
fantástico  de  que  en  otro  tiempo  se  revistiera. 
Procurar  restablecer  y  reanimar  la  institu- 
ción con  privilegios ,  acudir  á  satisfacer  nue- 
vas necesidades,  esforzarse  en  combatir 
abusos ,  tal  fué  el  objeto  de  las  leyes  dadas 
con  posterioridad  á  la  época  de  Alonso  el  XI, 
que  constan  en  el  ordenamiento  de  Montal- 
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Tb  (1)  y  en  la  Nuera  Recopilación  (2).  Has- 
tait  echar  sobre  ellas  una  rápida  ojeada  en 
órdta  cronológico  para  completar,  la  noticia 
histérica  qne  es  el  objeto  de  este  artículo. 

A  t>.  Juan  II  se  deben  muchas  disposicio- 
nes el  punto  á  los  caballeros.  Partiendo  del 
principio  de  qne  estos  merecían  ser  muy  hon- 
rados pdr  la  nobleza  de  su  linage,  por  su 
bondad  y  el  provecho  que  por  ellos  venia  y 
aplicándote  al  porte  de  sus  vestidos,  armas  y 
caballos  lél  concedió  la  distinción  de  que 
pudieran  traer  panos  de  oro  ó  dorados  y  al 
mismo  tiempo  impuso  penas  á  los  que  los 
usaren  sin  tener  derecho.  En  pragmática 
de  1423  mandó  que  los  pecheros  que  hubie- 
ran sido  arma(!os  caballeros  desde  el  princi- 
pio de  su  reinado  pagasen  como  antes  de  ob- 
tener esta  distinción ,  quedando  en  pié  todos 
sus  demás  privilegios.  A  los  diez  anos,  por 
queja  de  las  Cortes  de  Zamora,  solo  recono- 
ció la  libertad  de  no  pechar  en  los  caballe- 
ros que  continuamente  tuviesen  caballos  y 
armas,  sin  cuyo  requisito  no  se  podían  dis- 
frutar las  exenciones  de  la  caballería  (3). 
En  1443  se  repitió  lo  ya  ordenado  confir- 
mándose á  los  caballeros  sus  franquicias 
si  vivían  en  oficio  de  tales  y  de  armas, 
hacian  alarde  y  se  abstenían  de  oficios  ba^ 
jos  (4) :  dictóse  también  la  importante  de- 
claración de  que  ningún  caballero  podía  ar- 
marse como  tal  y  disfrutar  de  privilegios 
por  carta  ó  Albalá  Real ,  si  no  que  debia  ser 
armado  por  mano  del  Rey  velando  las  armas 
con  las  solemnidades  prescritas  en  las  le- 
yes (5).  A  petición  de  las  Cortes  de  Vallado- 
lid  de  1447  esplicó  D.  Juan  II  el  requisito  ya 
mencionado  de  vivir  por  armas,  entendién- 
dose que  cumplía  con  él  el  caballero  que  te- 
nia continua  y  conocidamente  armas  y  caba- 
llo, hiciera  ó  no  alarde,  pero  debiendo  acu- 
dir cuando  el  rey  le  llamara  y  no  usar  de 
oficios  deshonrosos  (6).  Asimismo  dio  en  18S2 
una  regla  notable ,  tanto  porque  la  encon- 


(I)    Til.  1  del  lib.  4. 

(ti   nt.  t  del  lib.  6. 

<3)  Leyes  4  jr  5,  Ut.i,  lib.  4  de  las  Ordenanzas  del  Mon- 
Ulvo:  T  ley  I,  ÚU  i,  lib.  6  dt  la  Reeopilacion, 

(41  Ley  (i  de  las  Ordenanzas ,y  táe  la  Reeopiíaeion  en 
k»  aismuft  Utalos  y  libros. 

(5)   Ley  7  de  las  O.  y  5  de  la  Reeop. 

t6)   Ley  9  de  las  O.  y  S  dt  la  Itecop. 


traba  razonada  y  justa  cuanto  por  acceder  á 
la  petición  de  las  Cortes ;  y  fué  la  de  que  los 
pecheros  no  pudieran  ser  armados  caballeros, 
y  aun  todavía  que  los  que  lo  Jiubieran  sido 
en  los  diez  y  ocho  anteriores  pecharan  sin 
escusa  alguna  (1).  Últimamente,  deseando 
aquel  rey  acrecentar  la  caballería  confirmó 
los  privilegios  de  los  caballeros  de  premia, 
de  alarde  y  de  guerra  que  mantuvieran  ca- 
ballo (2). 

Los  reyes  católicos  dieron  también  dife- 
rentes disposiciones. 

No  fué  de  las  menos  dignas  de  atención  la 
de  que  solo  los  reyes  pudieran  armar  caba- 
lleros con  las  solemnidades  establecidas  en 
las  Partidas;  pero  que  aun  sin  estas  gozaran 
las  preeminencias  de  la  caballería  guardando 
las  leyes  modernas  (3).  En  1492  mandaron 
que  los  hacendados  de  la  provincia  de  Anda- 
lucía por  valor  de  cien  mil  maravedís  arriba 
tuvieran  armas  y  caballo  é  hicieran  tres  alar- 
des al  ano,  y  si  resultaba  que  carecieran  de 
caballos  se  les  impusieran  las  penas  pecunia- 
rias que  se  marcaban  (4).  El  privilegio  de 
Sevilla  de  no  poder  ser  preso  por  deudas 
quien  tuviere  caballo  por  ano  y  día  fué  re- 
vocado por  los  reyes  católicos  (5).  Y  D.  Fer- 
nando en  1510  no  admitió  por  prueba  de  ser 
caballero  armado  el  testimonio  de  la  caba- 
llería, sino  el  prívilegío  de  ello  espedido  (6). 

D.  Carlos  I  al  principio  de  su  reinado  dejó 
sin  efecto  la  creación  de  los  caballeros  par- 
dos que  armó  el  cardenal  Ximenez  de  Cís- 
neros  (7).  Posteriormente  declaró  que  los 
privilegios  de  caballería  que  como  Empera^ 
dor  tenia  concedidos  sirvieran  solo  en  su 
imperio  de  Alemania  (8).  T  en  1S42  mandó 
poner  en  los  libros  de  concejo  inventario  de 
los  que  en  virtud  de  caballeros  tenían  exen- 
ción de  pechos  (9). 

D.  Felipe  II  en  1563  hizo  varias  declara- 
ciones sobre  caballeros  cuantiosos ,  entre 


(1)  Ley  1 1  de  las  0.  y  4  de  la  Recop. 

(2)  Ley  13  de  las  0.  y  10  de  la  Recop. 
(Z)  Ley  8  de  las  0.  y  6  de  la  Recop. 
(4)  Ley  11  de  la  Recop. 

(5»  LeyLn. 

(6)  Ley  7. 

(7)  Uy16. 

(8)  Ley  8. 
{9}  Ley  17. 
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ellas  la  de  subir  la  tasa  de  cien  mil  marave- 
dís fijada  por  los  reyes  católicos  á  trescien- 
tos setenta  y  cinco  mil  ó  sean  mil  ducados 
de  oro  (1)  y  al  ano  siguiente  también  agravó 
las  penas  pecuniarias  por  los  mismos  reyes 
señaladas,  añadiendo  la  de  prisión  en  cárcel 
pública  por  80  dias  (2). 

No  pareciendo  todavía  bastante  en  1600 
los  mil  ducados  de  hacienda,  para  ser  obli- 
gado á  mantener  armas  y  caballo ,  los  dupli- 
có el  rey  D.  Felipe  III  (3);  pero  en  1619  este 
mismo  monarca  en  cumplimiento  de  una  de 
las  condiciones  de  millones,  declaró  estin- 
guidos  como  ya  innecesarios  los  caballeros 
cuantiosos  (4).  Hízose  de  ellos  una  especie 
de  restablecimiento;  aunque  bajo  otras  bases 
en  1734  por  D.  Felipe  V  (5),  restablecimien- 
to que  también  vino  á  caducar. 

Tales  son  las  leyes  de  las  Ordenanzas 
Reales  y  de  la  Nueva  Kecopilacion:  inútil  es 
advertir  que  hace  no  poco  tiempo  cayeron 
en  desuso.  Basta  hojear  la  Novísima  Recopi- 
lación para  convencerse  de  ello.  En  este  Có- 
digo se  encuentra  un  titulo  entero  que  trata 
cDe  los  Caballeros;  >  pero  fuera  de  su  ley  pri- 
mera, que  contiene  la  estincion  de  los  cuan- 
tiosos por  D.  Felipe  111,  no  hay  ninguna  otra 
que  concierna  á  la  materia  del  presente  ar- 
tículo: todo  lo  que  allí  se  encuentra  acerca 
de  las  maestranzas,  de  las  órdenes  militares 
y  otros  puntos  semejantes  no  pertenece  á 
este  lugar  de  la  enciclopedia. 

€ABAL.LiOS.  En  1799  se  impuso 
una  contribución  sobre  los  de  regalo.  Por  el 
primero  que  se  tuviese  debia  pagarse  25  rea- 
les en  cada  ano:  37  por  el  segundo;  56  por  el 
tercero;  84  por  el  cuarto;  127  por  cada  uno 
de  los  que  pasasen  de  cuatro  no  llegando  á 
diez,  y  159  por  cada  uno  de  diez  en  adelante. 

Los  caballos  son  y  deben  ser  objeto  de  la 
atención  y  solicitud  de  la  administración,  ya 
como  objeto  de  industria,  ya  para  las  aten- 
ciones de  la  guerra  y  otras,  sóbrelo  cual 
véase  caía  cabaia^k. 


(1)  Leyes  IS  y  13. 

(t)  Ley  14. 

(3)  Ley  18. 

(4)  Aalo  1,  tit.  f ,  li^.  6  de  la  Reeop. 

(5)  AQto?,  i4« 


CABALA.  Conjunto  de  ganaderos, 
y  mas  propiamente  conjunto  de  ganados, 
como  yeguadas,  rebaños,  hatos,  pearas,  etc., 
puesto  que  la  denominación  es  aplicable  ¿ 
toda  clase  de  cuadrúpedos,  reducidos  á 
ganadería,  ó  pastoría.  Ordinariamente  se 
dice  que  doscientas  cabezas  constituyen  ca^ 
baña;  lo  cual  ha  de  entenderse  de  los  gana- 
dos menores ,  y  para  el  efecto  de  distinguir 
entre  rebaño  y  atajo^  ganaderos  y  atajero$; 
pues  por  lo  demás,  los  ganados  mayores  no 
se  reúnen  siempre  en  pastoría  tan  numerosa, 
y  por  otra  parte  los  ganados  reunidos  en 
cualquier  número,  han'merecido  siempre  la 
solicitud  de  nuestros  monarcas ,  y  la  protec- 
ción especial  de  nuestras  leyes.  Esta  pro- 
tección y  solicitud,  que  eran  una  necesidad, 
cuando  la  principal  riqueza  de  España ,  y  la 
mas  al  abrigo  de  las  razias  é  incursiones  sar- 
racénicas, era  la  pecuaria,  por  las  buenas 
razones  administrativas  de  consultar  el  surti- 
do de  carnes  para  el  consumo,  el  de  lanas  para 
los  diferentes  ramos  de  industria,  etc. ,  to- 
maron nuevas  y  mas  estensas  proporciones, 
y  recibieron  una  organización  especialísima 
ya  desde  la  mitad  del  siglo  XIII ;  y  dieron 
origen  y  ser  á  la  llamada  real  cabana ,  como 
esplicamosen  los  artículos  subsiguientes,  asi 
mismo  en  el  de  negriles. 

C/LB/kÑ/k  REAL  DE  CAR- 
RETEROS. Las  mismas  causas  que 
dieron  lugar  á  los  privilegios  otorgados  k  los 
ganaderos  y  á  la  formación  de  la  real  caba- 
na de  estos ,  impulsaron  á  los  carreteros  y 
tragineros  del  reino  á  solicitar  las  esencio- 
nes  que  creyeron  conducentes  para  fomen- 
tar los  intereses  de  su  tráfico.  Ya  en  tiem- 
po de  los  reyes  católicos  les  fué  concedido 
que  pudieran  andar  por  los  términos  de  los 
pueblos,  sin  llevarles  penas  ningunas  inde- 
bidas; que  las  justicias  les  permitiesen  estar 
y  parar  sus  carretas  y  carros,  yendo  y  vi- 
niendo por  los  términos  de  los  pueblos ,  así 
como  soltar  sus  bueyes,  vacas  y  muías  para 
pacer  las  yerbas  y  beber  las  aguas  libre- 
mente; que  pudiesen  cortar  madera  para  el 
reparo  de  sus  carruajes,  y  guisar  de  comer 
sin  pagar  cosa  ni  pena  alguna;  y  que  es- 
tuviesen libres  del  pago  de  portazgos  en 
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ciertos  casos  que  las  mismas  leyes  designa- 
baD. 

Protegidos  los  carreteros  con  estos  privi- 
legios ^  y  deseando  acrecentar  la  importan- 
cia que  ya  les  dispensaba  la  legislación,  pro- 
curaron imitar  el  ejemplo  de  los  ganade- 
ros asociándose,  como  estos  lo  habian  hecho, 
en  la  forma  mas  adaptable  á  los  principios  de 
aquella  época.  De  aquí  provino  la  herman- 
dad ó  cuerpo  que  se  tituló  cal)ana  real  de 
carretería  ó  de  carreteros. 

Muy  prolijo  seria  enumerar  todos  los  pri- 
vilegios que  desde  esta  época  Tué  obtenien- 
do la  real  cabana ,  tan  importante  en  aque- 
llos tiempos  para  la  conducción  de  efectos, 
para  la  importación  y  esportacion  de  géne- 
ros ,  para  el  fomento  de  la  agricultura,  y 
por  consiguiente  para  el  servicio  público  y 
de  los  particulares.  Además  del  disfrute  de 
pastos,  déla  facultad  de  cortar  madera  y  lena 
en  los  montes  páblicos  y  concejiles ,  de  la  de 
llevar  armas  ofensivas  y  defensivas ,  de  la 
exención  de  ciertos  derechos  y  de  embar- 
gos ,  del  uso  de  las  rastrojeras,  alzado  el  fru- 
to, y  de  algunos  otros  mencionados  en  las 
leyes  recopiladas,  fué  el  mas  importante  la 
creación  de  nn  juzgado  especial  protector  de 
la  cabana  qne  habia  de  conocer  de  todos  los 
negocios  y  causas  que  los  carreteros  y  caba- 
ñiles tuviesen  como  tales ,  en  el  uso  y  ejer- 
cicio desns  carretas,  con  inhibición  de  todos 
los  tribunales  del  reino,  y  las  apelaciones 
al  Consejo  en  sala  de  mil  y  quinientas. 

Las  reformas  hechas  en  la  administración 
piMica  y  en  la  especial  relativa  á  los  asun- 
tos de  justicia,  hacian incompatible  con  ellas 
.a  observancia  de  estos  privilegios.  La  cons- 
titución de  1812  y  el  reglamento  provisional 
para  la  administración  de  justicia  estinguie- 
ron  la  jurisdicción  privativa  pasando  en  su 
consecuencia  el  conocimiento  de  todos  los 
asuntos  civiles  y  criminales  pertenecientes 
i  los  carreteros,  á  la  jurisdicción  ordina- 
ria ;  y  el  real  decreto  de  10  de  octubre 
de  1836,  restableciendo  el  de  las  Cortes  de  17 
de  junio  de  1821,  abolió  todos  los  derechos 
esclnsivos  concedidos  á  la  cabana  de  carre- 
teros, sus  derramas ,  cabañiles  y  iragineros 
del  reino,  los  cuales  deberían  considerarse 

TOMO  VII. 


compren()ídos  para  todo  lo  relativo  á  sus 
marchas,  uso  de  aguas  y  pastos ,  á  lo  pre- 
venido por  las  Cortes  en  los  tres  primeros 
artículos  de  la  ley  de  25  de  setiembre 
de  1820 ,  no  entendiéndose  por  pastos  co- 
munes de  los  pueblos  los  prados  llamados 
boyales ,  cuyo  uso  y  aprovechamiento  que- 
daba á  libre  disposición  de  los  mismos  á 
quienes  pertenecieran. 

Por  consecuencia  de  esta  disposición ,  los 
únicos  beneficios  ó  derechos  que  pueden  dis- 
frutar hoy  los  carreteros  y  tragineros  del 
reino  en  sus  marchas  y  en  el  uso  de  aguas 
y  pastos,  son  los  que  se  conceden  á  los  ga- 
nados de  todas  especies  en  los  tres  artícu- 
los primeros  de  la  ley  de  25  de  setiembre 
de  1820 ,  de  los  cuales  hacemos  mención 
en  el  artículo  correspondiente.'  Y.  gama- 
sema,  PA«T««. 

CABAlllA  REAL.  DE  OAlNA- 

DEROS.  El  conjunto  de  todos  los  ga- 
nados del  reino,  de  vacas,  yeguas,  ovejas, 
carneros ,  cabras  y  puercos  que  por  haber 
sido  puestos  bajo  el  amparo  y  encomienda 
del  rey  se  designaron  con  aquel  nombre.  En 
el  artículo  mbsta  pueden  verse  las  causas 
que  dieron  lugar  á  la  formación  de  la  real 
cabana,  los  privilegios  que  los  reyes  le  con- 
cedieron en  diferentes  épocas  y  cuanto  es 
concerniente  á  dicha  hermandad. 

CARAIBA  SERVICIADA.  La 
cabana  de  lanas  que  en  su  trashumacion  y 
tránsito  tenia  que  pagar  algún  impuesto  ó 
servicio.  Recibía  esta  denominación  del  ser- 
vicio que  prestaban  los  dueños  de  los  gana- 
dos. Varias  leyes  del  título  27  de  la  Nueva 
Recopilación  fijaban  detenidamente  los  de- 
rechos que  en  tal  concepto  pertenecían  al 
rey ,  los  ganados  que  estaban  sujetos  á  este 
tributo ,  el  modo  y  época  en  que  habia  de 
cobrarse  y  las  obligaciones  que  incumbían,  y 
los  derechos  que  disfrutaban  los  jueces  en- 
cargados de  su  recaudación.  Disposiciones 
todas  hoy  sin  importancia  alguna  y  que  no 
han  sido  incluidas  en  la  Novísima  Recopi- 
lación. 

CABECERA.  Varias  eran  las  acep- 
ciones que  en  lo  antiguo  tenia  esta  palabra 
que  hoy  significa  la  parte  superior  ó  princi- 
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pal  de  alguá  sitio  en  que  se  jiiutan  varias 
personas  y  en  donde  se  sientan  las  mas  dig- 
nas y  autorizadas  como  la  cabecera  del  tri- 
bunal, del  estrado,  etc.  Dábase  antes  el  nom- 
bre de  cabecera  al  principio  ó  encabezamien- 
to de  algún  escrito,  al  albacea  ó  testamenta- 
rio ,  al  mismo  cargo  de  albacea ,  al  capitán 
6  gefe  de  algún  ejército ,  provincia  ó  pueblo, 
y  á  la  capital  ó  ciudad  principal  de  algún 
reino  6  provincia.  En  este  sentido  llámanse 
hoy  cabeceras  en  las  islas  Filipinas  á  las  ca- 
pitales de  las  diversas  provincias  en  que  se 
encuentran  divididas.  Esta  palabra  tiene 
otras  diversas  acepciones  de  que  no  nos  ha- 
cemos cargo  porque  no  son  jurídicas. 

CABEZA.  Fuera  de  la  acepción  co- 
mún que  tiene  esta  palabra  se  aplica  al  su- 
perior queclírige,  guia  ó  gobierna  cualquier 
cuerpo  ó  comunidad. 

La  ley  del  Fuero  Juzgo  decia  cpor  ende 
debemos  primeramente  ordenar  los  fechos 
de  los  príncipes  porque  son  nuestras  cabe- 
za^ (1).» 

Las  de  Partida  llamaban  al  rey  cabeza 
del  reino ,  y  nosotros  damos  igual  nombre  al 
gefede  una  corporación  cualquiera.  Se  aplica 
también  al  que  sin  ser  superior  ó  gefe  de 
una  corporación  autorizada  se  pone  al  frente 
de  una  reunión  mas  ó  menos  numerosa  de 
sujetos;  asi  decimos  c  formaba  cabeza  de  la 
reunión,  etc.  >  En  las  herencias  y  sucesiones 
significa  «persona»  así  se  dice  csuceder  por 
cabezas»  que  equivale  á  suceder  por  su  pro- 
pia persona  y  no  por  representación  de  otra; 
efundo  mayorazgo  en  cabeza  de  su  hijo  ma- 
yor» es  decir,  en  la  persona  de  su  hijo  ma- 
yor. Otras  veces  equivale  al  nombre  de  al- 
gún individuo;  así  la  ley  30,  tít.  27,  lib.  9, 
Recopilación  de  Indias ,  dispone  que  no  se 
pueda  traer  de  las  Indias  ningún  oro,  pla- 
ta, etc.,  en  cabeza  de  extranjeros^  es  decir, 
en  nombre  ó  bajo  el  nombre  de  estranjeros. 
Se  toma  también  por  el  todo  de  un  animal  de 
ganado  de  cualquier  especie ,  asi  decimos 
posee  tantas  cabezas  de  gafado;  y  la  ley  12, 
tít.  3,  libro  8  del  Fuero  Juzgo  dispone  c  per 
duas  cabezas  de  ganado  pechen  un  soldó.» 

(1)    Ley  4,  tit.  1,  llb.%. 


En  los  instrumentos  públicos ,  peticiones  y 
otros  documentos  semejantes,  significa  lo 
que  según  la  práctica  y  estilo  se  pone  al  prin- 
cipio para  ordenar  el  contenido. 

CABEZA  DE  BABANOAY. 
En  las  islas  Filipinas  se  llama  asi  al  gefe  es- 
pecialmente encargado  de  recaudar  el  trihue 
to  de  los  cuarenta  ó  cincuenta  indios  cabe- 
zas de  familia  que  forman  un  barangay.  El 
cargo  de  bai^ngay  lo  ejercen  siempre  los  in- 
dios de  mas  posición  y  valía ,  es  por  decirlo 
así  el  principio  del  régimen  municipal,  y  el 
escalón  preciso  para  otros  cargos  de  mayor 
importancia.  Les  está  encomendada  bajo  su 
absoluta  responsabilidad  la  recaudación  del 
tributo,  componen  como  mediadores  las  des- 
avenencias y  mantienen  el  orden  en  su  ba- 
rangay. En  sus  atribuciones  dependen  inme- 
diatamente del  gobernadorcillo.  Una  de  sus 
principales  preeminencias  es  la  intervención 
que  tienen  en  las  elecciones  ó  propuestas 
para  gobernadorcillos  y  demás  cargos  de 
justicia.  Hácense  estas  por  una  junta  que  se 
compone  del  gobernadorcillo  saliente  y  de 
doce  vecinos  que  se  sortean,  la  mitiid  de  en- 
tre los  capitanes  pasados,  y  de  los  que  hayan 
sido  cabezas  de  barangay  por  espacio  de 
diez  anos  consecutivos,  y  la  otra  mitad  de 
los  que  fueren  cabezas  de  barangay  en  ejer- 
I  cicio  al  tiempo  de  la  elección.  Se  exige  en- 
tre otras  circunstancias ,  haber  sido  cabeza 
de  barangay  sin  mala  nota,  ó  serlo  á  la 
sazón  teniendo  sus  cuentas  corrientes  para 
ser  elegido  gobernadorcillo.  Y.  BAmAMo.t  v, 
ATirnTAMiENT»,  cap  5,  sección  3.  Y.  «•- 
BBmifA»«m€ii.i.o. 

CABEZA  DE  CASA  O  LINA- 
JE. La  persona  del  que,  por  legítima  des- 
cendencia del  fundador  de  una  casa  ó  lina- 
je, tiene  la  primogenítura  y  lleva  los  demás 
derechos  propios  de  la  misma  casa  ó  fami- 
lia. Cuando  falta  varón  legítimo  en  la  línea 
primogénita ,  se  considera  cabeza  de  casa  ó 
linaje,  al  que  conserva  la  primogenítura  en 
la  línea  mas  inmediata  á  la  hembra  en  quien 
quebró  la  de  varonía. 

CABEZA  DE  BANDO  O  MO- 
TÍN. En  las  parcialidades  dispuestas  para 
promover  cualquier  género  de  motin  ó  tu- 


Digitized  by 


Google 


CABEZA 

multo,  se  llama  así  el  que  las  exila  y  acaa~ 


dula.  Y.  AmnaABA.,  baii»«»  MBUBuen, 


CABEZA  BE  PARTIDO.    Se 

dá  este  nombre  al  paeMo  que  en  cada  nno 
de  los  partidos  en  que  se  hallan  subdivididas 
las  provincias  de  la  Península  é  islas  adya- 
eeotes,  está  desigoado  por  la  ley  como  ca- 
beza de  la  misma  demarcación  y  residencia 
del  juez  ó  de  la  autoridad  administrativa  6 
rentística. 

CABEZA  DE  PROCESO.  Se 
llama  así  en  la  práctica  del  foro  el  auto  de 
oficio  que  dicta  el  juez  para  abrir  un  proce- 
dimiento criminal.  Del  mismo  modo  se  de- 
nomina cualquier  escrito,  impreso  ó  antece- 
dente que  dá  ocasión  para  proceder  á  la  ave- 
riguación de  algún  delito  y  de  sus  perpetra- 
dores. En  tales  casos  el  auto  de  oficio,  el  es- 
crito ó  antecedente,  forman  la  cabeza  del  pro- 
ceso; así  se  dice:  c mandó  su  merced  se  for- 
me este  proceso  poniendo  por  cabeza  de  él 
la  carta,  el  papel,  etc.,  ó  este  auto  de  oficio, 
y  que  en  su  virtud  se  practiquen  tales  dili- 
gencias.» En  los  aranceles  antiguos  se  decía: 
t  por  un  auto  de  oficio  ó  cabeza  de  proceso.» 
Tiene  también  uso  esta  fórmula  en  las  legis- 
laciones y  procedimientos  especiales,  asi  lee- 
mos en  el  art.  4,  trat.  8,  tít.  6  de  la  orde- 
nanza militar,  c  la  orden  del  capitán  gene- 
ral* ha  de  servir  de  cabeza  de  proceso,  etc.» 

CABEZA  DE  SENTENCIA. 
Es  elpreámbulo  que  precede  á  la  parte  dis- 
positiva de  los  fallos  judiciales.  En  la  cabeza 
de  los  que  dictan  los  jueces  inferiores  se 
espresa  el  lugar,  la  fecha,  el  nombre  del 
juez,  los  de  los  litigantes,  el  asunto  del  li- 
tigio y  la  circunstancia  de  haberse  visto  los 
autos ,  refiriéndose  á  ellos  para  dictar  el  fa- 
llo. En  los  tribunales  superiores  se  suprime 
el  lugar  y  ia  fecha,  y  se  espresa  el  pleito  y 
su  objeto ,  los  nombres  de  las  personas  entre 
quienes  se  controvierte,  los  procuradores 
que  los  representan ,  el  grado  en  que  pende 
el  pleito  ante  el  tiribunal  y  el  resumen  de  la 
sentencia  sometida  á  su  conocimiento. 

Esta  manera  de  estender  las  sentencias 
no  es  común  á  todos  tos  tribunales  Y.  m^n- 
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TO.  Es  el  preámbulo  que  suele  preceder 
á  la  parte  dispositiva  del  testamento.  Por  lo 
c^mun  se  espresa  en  ella  el  nombre  del  tes- 
tador, su  naturaleza  y  vecindad,  el  de  sus 
padres,  su  estado  civil,  el  de  su  salud  y  el 
hallarse  en  su  entero  y  cabal  juicio,  su  pro- 
fesión de  fé  religiosa,  su  libre  y  entera  vo- 
luntad de  otorgar  el  testamento,  y  la  cir- 
cunstancia de  haber  pensado  con  todo  acuer- 
do y  reflexión  todo  lo  concerniente  á  la  dis- 
posición de  sus  bienes.  La  espresi^n  cabeza 
de  testamento  tiene  mucho  uso  en  la  frase  ó 
fórmula  forense  f  librar  certificación  ó  testi- 
monio de  la  cabeza ,  cláusula  y  pié  del  tes- 
tamento» lo  cual  significa  que  se  dá  cer- 
tificación ó  testimonio  del  principio  y  fin 
del  testamento  y  de  la  cláusula  que  inle- 
resa. 

CABEZA  MAKSA.  Esta  palabra 
solia  aplicarse  en  lo  antiguo  al  derecho  de 
primogenitura,  y  á  los  bienes  amayorazga- 
dos que  iban  anejos  á  ella.  También  solia 
tomarse  por  la  porción  de  tierra  suficiente 
para  el  pasto  de  un  par  de  bueyes  de  labor; 
ó  por  la  que  bastaba  á  un  labrador  para 
proporcionarse  lo  necesario  á  su  subsisten- 
cia. En  todas  estas  significaciones  tenia  muy 
poco  uso  aquella  espresion. 

CABEZAJE  DE  MORO.  Dá- 
base este  nombre  á  un  tributo  que  en  algu- 
nas partes  pagaban  los  moros  por  sus  perso- 
nas en  señal  y  reconocimiento  de  su  vasa- 
llaje y  sumisión  á  nuestros  reyes.  Su  pro- 
ducto se  dividía  entre  el  Erario  público  y 
la  Iglesia. 

CABEZ%LERIA,  CABEZA- 
LERO. Voces  usadas  en  nuestros  códi- 
gos antiguos ,  equivalentes  á  testamentaría, 
testamentario  ó  albacea.  Y.  ai^bacba. 

CABIliDO.  Palabra  derivada  de  ca« 
pítulo,  como  esta  de  lá  latina  caputy  y  equi- 
vale á  la  reunión  del  alcalde,  regidores  y 
demás  individuos  que  componen  el  cuerpo 
municipal,  y  el  lugar  ó  sitio  donde  la  reu- 
nión se  verifica.  Y.  Avij»TtMiB»T«. 

CABILDO  ECLESIÁSTICO. 
En  el  derecho  canónico  es  donde  la  palabra 
cabildo  tiene  su  aplicación  mas  general,  sig- 
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níficando  con  toda  propiedad  la  reunión  ó 
colegio  autorizado  de  clérigos  ó  canónigos 
capitulares  con  voto,  asociados  al  obispo 
tomo  su  consejo  y  senado  en  la  iglesia  ca- 
tedral (1);  y  al  abad  presidente  en  la  iglesia 
colegiata ,  siendo  el  principal  objeto  de  am- 
bos cuerpos  la  celebración  pública ,  solemne 
y  diaria  de  los  divinos  oficios ,  la  recitación 
igualmenle  diaria  y  pública  de  las  horas  ca- 
nónicas ,  y  el  servicio  del  altar.  También  se 
entiende  por  cabildo  en  sentido  lato  la  co- 
munidad de  religiosos  pertenecientes  á  una 
abadía,  priorato  ó  casa  convento;  si  bien  es- 
ta clase  de  corporaciones ,  lo  mismo  que  las 
juntas  que  celebran  para  tratar  y  deliberar 
acerca  de  los  asuntos  que  á  la  comunidad 
interesan;  y  la  corporación  y  juntas  de  los 
caballeros  de  las  órdenes  regulares,  hospi- 
talarias y  militares ,  reciben  en  el  uso  común 
el  nombre  de  capitulas  y  que  se  ha  hecho  es- 
tensivo  indistintamente  con  el  de  cabildo  al 
lugar  ó  sala  de  juntas  de  los  canónigos  de 
Cidrales  y  colegiatas  (2),  de  los  regulares, 
y  de  los  caballeros  de  las  órdenes.  Por  últi- 
mo la  reunión  organizada  de  eclesiásticos, 
especialmente  de  párrocos  ó  rectores  de  las 
parroquias  de  un  pueblo  ó  arcipreztazgo,  es 
conocida  en  la  práctica  actual  con  el  nom- 
bre de  cabildo. 

Bajo  la  primera  de  estas  acepciones  que 
también  es  la  principal  y  mas  común ,  en 
cuanto  se  refiere  á  la  corporación  de  canó- 
nigos de  iglesia  catedral  ó  colegiata,  trata- 
remos únicamente  en  este  artículo  de  los  ca- 
bildos ,  reseñando  su  historia  y  organiza- 
ción hasta  el  concilio  de  Trento ;  dando  á 
conocer  la  que  después  de  este  recibieron  y 
su  carácter  actual  canónico,  y  esplicando 
sus  derechos ,  prerogativas  y  obligaciones 
en  sede  plena  y  vacante ,  sin  olvidar  la  dis- 
ciplina acerca  de  su  convocación  ó  reunión; 
todo  lo  cual  será  objeto  de  Jas  secciones  que 
comprende  la  siguiente 


(I)  S0á  terius  «/  et  rei  m*git  eongrue  aedpitur,  Cipl- 
talam  pro  ipso  canonicorum  coUegio  pro  ipsis  canonieis 
rpngregatié.  Sie  aeeipiíur  eapUuium  i»  cép,  7  de  rescHptit. 
Panonmlano  al  cap,  So ,  ift.  6,  lib.  1  de  las  Decretales. 
-  («)  CupUulim  quéndoque  ponitnr  pro  loco  uH  cañoniei 
eongregantur ;  qwg  significatione  accipit.  Dicho  autor  en  el 
Aigar  citado. 


PARTE  DOCTRINAL. 


SeC.      i.      RISEFIa  mSTORICA. 

SeC.  II.  0R6ANIZÁGI0N  DE  LOS  CABILDOS  V 
CARÁCTER  CANÓNICO  DE  LOS  MIS- 
MOS. 

SeC.  111.  DERECHOS  Y  PREROGATIVAS  DE  LOS 
CABILDOS  CATEDRALES. 

§.  i."  En  sede  plena. 

§.  I.""  En  sede  vacatite  ó  impedida, 

SeC.  IV.  CONVOCACIÓN  Y  REUNIÓN  DE  LOS 
CABILDOS. 

SECCIÓN  I. 

RBSEffA  HISTÓRICA. 

Cabildos  catedrales.  Unida  íntimamente 
la  historia  de  los  cabildos  catedrales  con 
la  de  los  canónigos  que  los  constituyen, 
y  consiguiente  organización  de  bene6cios 
en  las  mismas,  no  repetiremos  cuanto  en 
el  articulo  bbwbvicm,  sección  tercera, 
tomo  6/*y  pág.  217,  creimos  indispensa- 
ble anticipar  para  dar  á  conocer  mas 
fácilmente  dicha  organización,  cuyo  pri- 
mer fundamento  debe  buscarse  en  el  ori- 
gen ,  progreso  y  reforma  de  la  vida  ca- 
nonical que  reseñamos  lo  bastante,  re- 
servándonos completarla  en  su  lugar  opor- 
tuno. Cumpliendo  sin  embargo  con  lo  que 
en  el  indicado  lugar  prometimos  acerca  de 
la  primitiva  organización ,  progreso  y  de- 
cadencia de  los  cabildos,  y  omitiendo  lo 
alli  dicho  y  que  tiene  intima  conexión  con  la 
materia  de  este  artículo ,  nos  concretaremos 
á  demostrar  que  el  origen  histórico  de  los 
cabildos  catedrales  se  descubre  en  la  pri- 
mitiva división  de  diócesis  en  el  mundo  cris- 
triano,  y  aparece  con  mas  claridad  en  el  oc- 
cidente en  los  diversos  períodos  de  los  ins- 
titutos de  canónigos,  habiéndose  conservado 
siempre  en  su  vigor  la  causa  de  la  creación 
de  los  cabildos  á  pesar  de  las  que  en  distin- 
tas épocas  prepararon  su  decadencia,  é  hi- 
cieron necesaria  la  reforma  de  su  disciplina. 

Luego  que  tuvo  lugar  la  division.de  dióce- 
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sis  del  mando  cristiano  y  se  dio  á  cada  igle- 
sia de  las  sitaadas  en  las  ciudades  su  obispo 
propio,  creyó  conveniente  cada  ano  de  ellos 
asociarse  una  reanion  de  clérigos  á  manera 
de  senado,  en  el  qae  se  atendiese  providen- 
cial y  saladablemente  á  los  asantes  de  la 
Iglesia.  Reglamentados  poco  á  poco  con  el 
ausilio  de  escuelas  episcopales  y  de  un  modo 
digno  de  su  objeto,  los  cargos  que  hacian  re- 
lación al  servicio  divino  y  ejercicio  del  culto, 
llegó  á  establecerse  una  escala  de  antigüedad 
y  de  aprovechamiento  para  ascender  en  los 
oficios  eclesiásticos,  resultsado  naturalmente 
la  división  de  clérigos  mayores  y  menores, 
y  perteneciendo  por  consecuencia  á  la  reu- 
nión ó  senado  todos  los  clérigos  mayores,  aun 
aquellos  á  quienes  se  habian  distribuido  los 
cargos  diocesanos ,  estoes,  á  los  párrocos 
en  especial  y  sus  coadjutores  todos  los  sacer- 
dotes superiores  ó  inferiores.  Pero  á  propor- 
ción que  se  aumentaban  los  presbíteros  y  se 
hacía  indispensable  destinar  algunos  de  ellos 
á  la  administración  de  Sacramentos  y  á  la 
inmediata  dirección  espiritual  de  los  fieles, 
fué  consiguiente  que  los  obispos,  solo  en 
casos  de  mucha  gravedad ,  convocasen  todo 
el  presbiterio  ó  tuviesen  sínodos  diocesanos, 
y  que  en  los  negocios  mas  frecuentes  se  va- 
liesen del  consejo  de  los  presbíteros  de  su 
iglesia  principal  ó  catedral.  Muy  natural  era 
también  que  aumentándose  en  las  catedrales 
el  culto,  su  esplendor  y  el  número  de  minis- 
tros, no  entrasen  todos  en  el  consejo  del 
obispo  sino  los  mas  principales;  y  en  efecto, 
escluido  paulatinamente  el  clero  diocesano, 
todos  sus  derechos  acrecieron  y  se  concen- 
traron en  el  clero  civitatense.  Los  dérigos 
mismos  adscritos  á  la  iglesia  catedral  esclu- 
yeron  á  los  demás  de  la  ciudad ,  principal- 
mente luego  que  aquellos  instauraron  la  vida 
común  canonical  juntamente  con  el  obispo, 
bajo  la  observancia  de  cierta  regla ,  de  donde 
se  llamaron  canónigos^  como  que  estaban 
adscriptos  al  canon  ó  matrícula  de  la  iglesia 
catedral.  Mientras  estos  canónigos  hicieron 
en  un  principio  vida  común  habitando  en  un 
mismo  claustro  y  bajo  la  regla  de  su  instituto 
y  la  dirección  de  sus  superiores,  sus  reunio- 
nes se  llamaron  monasterios,  si  ha  de  darse 


crédito  á  los  monumentos  y  escritores  de 
aquellos  tiempos  (i).  Mas  una  vez  disuelta 
la  vida  canonical,  y  luego  que  los  canónigos 
se  diferenciaron,  por  su  disciplina  esterna 
de  vida,  de  los  mongos  y  regulares  que  vi- 
vían en  común ,  no  les  pareció  adecuado  el 
uso  de  aquella  voz,  que  llevaba  en  sí  envuelta 
la  idea  de  vida  regular ;  de  modo  que  sus 
iglesias  ó  colegios  comenzaron  á  llamarse 
CAPÍTULOS  y  por  corrupción  cabildos ,  nombre 
con  que  desde  entonces  hasta  nuestros  dias 
se  distinguieron  las  iglesias  de  canónigos 
seglares  de  los  conventos  de  monjes  y  canó- 
nigos regulares;  y  una  vez  adoptada  esta 
singularidad  de  vida  dieron  también  á  sus 
coagregaciones  ó  reuniones  capitulares  que 
durante  la  vida  común  denominaron  conven^ 
tus ,  coUatíanes  el  nombre  de  cabildos  con 
que  en  la  actualidad  se  conocen,  de  donde 
provino  el  llamar  actos  capitulares  á  cuantos 
tienen  Jugar  en  aquellos.  Desde  entonces 
comenzaron  á  pertenecer  á  la  congregación 
llamada  cabildo  casi  todos  los  derechos  gue 
antes  competían  á  los  clérigos  en  común :  á 
saber,  dar  consejo  al  obispo  y  prestarle  su 
consentimiento  cuando  el  obispo  vivía;  y 
muerto  este  ó  vacante  de  cualquier  modo  su 
silla,  hacer  todo  cuanto  perteneciese  á  la 
jurisdicción  episcopal.    - 

Al  paso  que  los  canónigos  menores  siguie- 
ron en  comunidad  dirigidos  por  un  maestre- 
escuela ínterin  duraron  las  escuelas  episco- 
pales, los  canónigos  mayores  que  no  asis- 
tían ya  al  cabildo  sino  cuando  habian  de 
resolver  alguna  cosa  de  interés  común,  con- 
servaron este  nombre  colectivo.  Con  este 
motivo  no  podemos  menos  de  recordar  lo 
que  tratando  de  la  organización  de  los  bene- 
ficios de  las  catedrales  indicamos  acerca  de 
las  causas  que  contribuyeron  á  la  decadencia 
de  los  cabildos.  Debida  esta  en  un  principio 
á  la  adquisición  de  riquezas  con  las  pingües 
fundaciones  hechas  á  su  favor  desde  el  si« 
glo  IX ,  se  fomentó  en  el  si^  X  y  siguien- 
tes especialmente  hasta  el  XIIi,por  el  gene- 
ral desorden  que  durante  estos  siglos  sobre- 


(1)     Nolanns,  lib.  4  de  canonicis,  cap.  12  citado  por 


Í(1)     Nolanns»  lib.  4  de  canonicis,  cap. 
Van-Espen,  parU  1 ,  tit.  7,  cap.  5,  nim.  1. 
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vino  asi  en  lo  político  como  en  lo  eclesiástico. 
Las  fundaciones  les  obligaron  á  mezclarse 
en  cuestiones  territoriales  de  los  respectivos 
obispos,  é  interesarse  poco  á  poco  en  asun- 
tos temporales,  degenerando  por  consiguien- 
te de  su  primitiva  sencillez.  Las  guerras 
continuadas  del  imperio  de  Occidente  os- 
curecieron las  antiguas  y  saludables  doctri- 
nas de  San  Agustín  y  San  Benito ,  arreba- 
tando impetuosamente  los  sazonados  frutos 
que  por  io  general  habían  ofrecido  hasta 
entonces  los  respetables  cabildos  del  instituto 
Agustiníano  y  de  los  reformados  por  Codro- 
gango.Ivonde  Chartresyotros,detal  manera 
que  mas  bien  servían  de  escándalo  que  de 
edificación  á  los  fieles.  El  desorden  general 
del  clero  secular  y  regular  que  se  considera- 
ba como  autorizado  por  la  conducta  igual- 
mente defectuosa  dé  algunos  obispos  y  anti- 
papas de  aquel  tiempo,  influyó  en  el  progreso 
del  que  había  comenzado  á  tener  entrada  en 
los  cabildos  por  lasimonía,  incontinencia,  plu- 
ralidad de  beneficios,  ignorancia  crasísima 
é  intrusión  violenta,  favoreciendo  estos  vi- 
cios enormes  el  abuso  de  los  mandatos  y  es  - 
pectativas  que  con  tanta  generalidad  se  con- 
cedían y  las  frecuentes  recomendaciones 
de  los  reyes  á  los  obispos  y  cabildos  en  favor 
de  personas  ineptas.  La  división  de  canóni- 
gos en  mayores  y  menores ,  y  la  separación 
de  las  mesas  en  episcopal  y  capitular,  re- 
sultados inmediatos  de  la  disolución  de  la 
vida  comuD  canonical,  dieron  una  nueva 
forma  al  patrimonio  de  las  iglesias,  y  tomaot- 
dode  este  sagrado  fondo  una  buena  parte  los 
obísposy  respectivamente  los  cabildosse  crea- 
ron porciones  separadas,  erigidas  después  en 
beneficios  con  el  nombre  de  prebendas.  De 
modoque  haciéndose  cada  día  mas  indepen- 
dientes de  los  obispos  en  la  administración  de 
sus  rentas  y  en  sus  asuntos  interiores,  los  ca- 
bildos llegaron  á  ser  corporaciones  de  gran 
importancia  y  adquirir  derechos  de  elección, 
facultades  disciplínales  sobre  sus  individuos, 
exenciones  mas  ó  menos  amplias  de  la  juris- 
dicción episcopal ,  y  otros  muchos  privile- 
gios. Preciso  es  confesar  que  no  faltaron  va- 
rones celosos  de  la  mas  pura  disciplina ,  que 
en  cuanto  las  circunstancias  lo  permitieron  I 


trataronde remediar  la  absoluta  variación  que 
comenzó  á  esperimentarse  en  los  monaste- 
rios ó  congregaciones  de  canónigos;  que  los 
pontífices,  especialmente  Pascual  II,  Nico- 
lás ITy Alejandro  III,  animados  deunos  mis- 
mos sentimientos  y  deseos,  d ictaron  saludables 
providencias  para  restituir  los  cabildos  á 
su  primitiva  organización  y  reglas  canónicas; 
y  que  los  cuatro  concilios  lateranenses,  y 
aun  algunos  otros  nacionales  de  aquel  tiempo, 
tuvieron  por  su  principal  objeto  desarraigar 
en  lo  posible,  y  acomodándose  á  las  circuns- 
tancias indicadas,  los  vicios  y  males  que 
impedían  la  libertad  necesaria  en  la  elec- 
ción de  los  mas  beneméritos  para  los  cargos 
eclesiásticos;  pudíendo  adquirirse  una  idea 
bastante  exacta  del  estado  general  de  deca- 
dencia en  que  durante  los  siglos  medios  se 
encontraban  los  cabildos  catedrales,  con  solo 
examinar  las  prescripciones  pontificias  y 
conciliares  que  se  leen  en  el  tít.  6,  lib.  3 
de  las  decretales  dadas  á  instancias  de  al- 
gunos obispos  para  reprimir  los  vicios  mas 
dominantes  en  aquellas  carporaciones,  de  los 
que  resultaron  funestas  consecuencias  para 
la  Iglesia,  toleradas  por  esta  mas  bien  que 
permitidas.  Pero  como  ya  digimos  en  su  lugar 
correspondiente  de  la  sección  3  ,  tomo  6, 
pág.217  del  artículo  beyepicio,  á  pesar  de 
los  buenos  deseos  de  los  obispos,  pontífices, 
concilios  y  aun  de  algunos  reyes,  no  siempre 
pudieron  efectuarse  las  reformas,  pues  los  su- 
cesos político-religiosos  de  lasnaciones,  y  la 
diversidad  de  ideas  y  costumbres  que  nos  re- 
vela la  historia  de  todos  aquellos  siglos,  no 
permitieron  la  reforma  completa  de  los  ca- 
bildos aun  después  de  haberse  procurado  re- 
ducirlos á  su  verdedero  y  primitivo  objeto, 
con  la  tendencia  científica  ,  indispensable 
siempre  para  la  mayor  utilidad  y  lustre  de 
estos  cuerpos. 

Cabildos  de  colegiatas.  Es  indudable 
que  creadas  estas  con  posleríodad  á  las 
catedrales,  se  estendieron  rápidamente  en 
la  Iglesia  latina  é  influyeron  sobremanera 
en  el  arreglo  de  costumbres  y  en  la  ma- 
yor perfección  deJ  estado  sacerdotal.  La 
creación  de .  colegiatas  comenzó  á  ser  muy 
frecuente  en  el  siglo  XH  ,  durante  este 
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los  concilios  y  pootítíces  pusieron  todo  su 
conato   y  solicitud  para  que  los   clérigos 
volvieran  á  reunirse  en  vida  común »  lo  cual 
tuvo  erecto  en  las  iglesias  erigidas  en  las 
ciudades  mas  célebres  después  de  las  ca- 
tedrales ,  y  también  en  las  de  los  pueblos 
de  mas  vecindario,  siempre  que  hubiese 
suficiente  número  de  clérigos.  Cuando  estos 
habitaron  ya  en  ellas  á  ejemplo  de  los  que 
lo  hacian  en  la  catedral ,  recibieron  el  nom«- 
bre  de  cabildo,  que  presidido  por  el  abad 
ó  prior,  guardaba  en  lo  general  la  misma 
forma  de  vida  que  el  de  la  catedral ;  distin- 
guiéndose en  dignidades,  canónigos  y  racio- 
neros ,  ocupados  todos  en  el  canto  de  las  ho- 
ras canónicas  y  otras  funciones  correspon- 
dientes al  culto  público  y  solemne,  y  en  el 
desempeño  de  otras  obligaciones  anejas  al 
ministerio  eclesiástico.  No  es  de  este  lugar 
la  enumeración  de  las  diversas  clases,  orga- 
nización y  derechos  de  las  iglesias  colegia- 
tas ó  conventuales,  que  también  así  se  lla- 
maron ,  ni  el  examen  de  las  diferencias  que 
entre  ellos  y  las  catedrales  existen  por  ra- 
zón de  origen ,  antigüedad  y  representación 
de  sus  cabildos  ó  colegios.  Solo  diremos, 
que  las  colegiatas  que  tuvieron  colegio  de 
canónigos,  pero  sin  prelado,  con  jurisdicción 
episcopal  reservada  en  su  totalidad  al  obispo 
diocesano,  fué  costumbre  crearlas,  y  lo  mis- 
mo sus  cabildos,  á  ejemplo  y  semejanza  de 
las  catedrales ,  concediéndose  á  sus  cabil- 
dos derechos  singulares,  y  rigiéndose  en 
lo  sucesivo  por  sus  estatutos,  costumbres 
y  privilegios;  lo  cual  hizo  que  se  prefirie- 
sen á  las  iglesias  simples  no  conventuales 
ó  no  colegiatas ,  y  aun  á  las  parroquiales 
aunque  no  tuviesen  esta  cualidad;  pndíendo 
asegurarse  que  estas  causas  contribuyeron  á 
que  los  cabildos  catedrales  que  vindicaron 
para  sí  los  derechos  de  todo  el  clero  dioce- 
sano ,  no  pudieran  sino  mas  tarde  escluir  á 
los  de  las  colegiatas ,  mayormente  si  esta- 
ban situadas  en  las  ciudades ,  porque  las 
corporaciones  ó  colegios  de  clérigos  de  es- 
tas iglesias  guiados  por  un  espíritu  de  co- 
munidad, pudieron  sostener  con  mas  em- 
peño sus  derechos.  Pero  á  pesar  de  su  ma- 
yor ó  menor  antigüedad  y  lustre,  atendidas 


las  épocas  en  que  sus  iglesias  se  erigieron 
y  la  gerarquía  de  las  personas  que  por  fun- 
dación adquirieron  en  ellas  derecho  de  pa- 
tronato; á  pesar  también  de  su  mayor  ó  me- 
nor sujeción ,  ó  quizás  de  su  total  exención 
de  la  autoridad  episcopal  diocesana,  nunca 
pudieron  sus  cabildos  equipararse  á  los  de 
las  catedrales,  ni  tener  representación  al- 
guna en  los  negocios  eclesiásticos  propios 
de  la  jurisdicción  ordinaria  de  los  obispos; 
ni  tampoco  los  cánones  exigieron  en  sus  in- 
dividuos las  mismas  cualidades  de  edad,  or- 
den y  ciencia  que  requerian  en  los  de  las 
catedrales.  La  Iglesia,  que  en  los  siglos  me- 
dios veia  con  dolor  la  multitud  de  eclesiás- 
ticos  giróvagos  sin  residencia  fija,  y  que  con 
notorio  perjuicio  de  la  misma  y  del  Estado 
no  reconocían  otra  clase  de  regla  que  la  que 
mas  favorecía  su  independencia,  sin  que  la 
fuese  fácil  adoptar  el  remedio  conveniente  en 
el  estado  déla  relajación  general  de  costum- 
bres en  todos  los  países,  toleró  estos  males 
producidos  en  gran  parte  por  las  continuas 
ordenaciones  sin  título  que  los  obispos  ha- 
cian, olvidando  las  sabias  determinaciones 
de  los  antiguos  cánones  sobre  este  punto,  y 
cuya  observancia  renovaron  con  utilidad  ge- 
neral los  lateranenses ,  y  como  uno  de  los 
medios  casi  necesarios  de  reforma  de  la  dis- 
ciplina general  adoptó  el  de  reducir  á  una 
multitud  de  clérigos  á  la  vida  común  canó- 
nica. De  donde  se  deduce ;  primero,  que  se- 
gún queda  dicho  al  principio,  los  cabildos 
de  las  colegiatas  influyeron  en  el  arreglo  de 
costumbres  y  mayor  perfección  del  estado 
sacerdotal;  y  segundo,  que  no  se  compu- 
sieron solo  de  clérigos  que  de  una  vida  se- 
cular pasaran  á  otra  mas  regular  y  mo- 
nástica, sino  también  de  los  que  de  una 
vida  monástica  descendieron  á  otra  que,  aun- 
que secular  respecto  de  la  que  dejaban ,  te- 
nia y  conservaba  mucha  parte  de  la  regu- 
lar, en  cuyo  estado  han  existido  hasta  nues- 
tros tiempos  diferentes  cabildos  en  España, 
Italia  y  Portugal ,  mas  ó  menos  antiguos, 
creados  por  los  pontífices  ú  obispos,  c-m 
mas  ó  menos  privilegios  y  algunas  hasta 
con  Jurisdicción  casi  episcopal  en  sus  aba- 
des ó  priores.  Por  lo   demás  puede  ase- 
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gurarse  que  casi  las  mismas  causas  genera- 
les que  prepararon  y  fomentaron  la  decaden- 
cia de  los  cabildos  catedrales  unidas  ¿  las 
especiales  de  libre  presentación  laical  de  las 
prebendas,  multitud  de  gerarquias  y  tenui- 
dad de  sus  rentas,  y  demasiado  número  de 
colegiatas  en  proporción  al  de  catedrales ,  in- 
fluyeron mas  tarde  en  la  relajación  de  la 
disciplina  de  estos  cabildos,  ejemplar  en  un 
principio  conforme  al  objeto  de  su  creación, 
é  hicieron  necesaria  como  en  los  de  las  ca- 
tedrales su  reforma,  estableciéndose  una 
nueva  disciplina,  cuya  esposicion  será  tam- 
bién objeto  de  la  sección  siguiente. 

Cabildos  exentos.  Después  del  siglo  X 
los  romanos  pontífices  concedieron  priri- 
legios,  en  cuya  virtud  eximieron  de  la 
jurisdicción  episcopal  á  algunos  cabildos 
sujetándolos  inmediatamente  á  la  silla  apos- 
tólica. Varias  son  las  causas  en  que  los 
eruditos  fundan  el  origen  de  tales  exen- 
ciones, pero  si  ha  de  atenderse  á  una  cons- 
titución ó  privilegio  concedido  á  la  Iglesia  y 
cabildo  Pictaviense  por  Juan  YIII  (1)  solo 
datan  del  siglo  X,  pues  hasta  entonces  los 
obispos  acostumbraron  á  ejercer  su  jurisdic- 
ción con  consejo  y  consentimiento  de  los  ca- 
nónigos de  sus  iglesias :  cum  consulto  con^ 
senmque  suce  ecclesüe  canonicorum:  de  modo 
que  aquellos  no  tenian  ocasión  alguna  de 
impetrar  privilegios  pontificios  que  los  decla- 
rasen inmunes  de  la  jurisdicción  episcopal. 
Pero  luego  que  los  primeros  prescindieron 
de  asesorarse  y  pedir  el  acuerdo  de  los  ca- 
bildos, juzgaron  á  su  vez  estos  conveniente 
impetrar  exenciones  que  se  aumentaron  pro- 
gresivamente en  términos  que,  los  intereses 
de  la  corporación  llegaron  á  considerarse 
diversos  y  muchas  veces  opuestos  á  los  de 
los  obispos.  Como  prueba  del  incremento 
que  adquirieron  las  exenciones  de  que  tra- 
tamos ,  pueden  citarse  las  concedidas  á  los 
cabildos  de  las  iglesias  de  Bourges ,  Limoges 
y  Poitiers,  en  Francia,  los  cuales  tenian  la 
prerogativa  de  fallar  en  derecho  por  me- 
dio de  sus  deanes  independientemente  de  la 


(1)   nuda  por  Benedicto  XIV  De  Sínodo  Diocesana,  iib.  13, 
cap.  9 J.  9  7  sif. 


autoridad  de  sus  obispos,  y  dar  sentencia 
contra  los  canónigos ,  beneficiados  y  capella- 
nes sirvientes  en  sus  iglesias  (i);  y  las  otor- 
gadas á  favor  de  algunos  cabildos  en  Alema- 
nia, respecto  de  los  cuales  los  obispos  solo 
pueden  proceder  contra  los  canónigos,  bene- 
ficiados y  otros  ministros  de  la  iglesia,  cuan- 
do los  deanes  descuidando  dar  á  cada  uno 
su  derecho  rehusen  administrar  justicia  á  los 
que  se  la  pidan  (2);  y  por  lo  que  hace  á  los 
dos  famosos  cabildos  de  Beauvaís  en  Francia 
y  de  Colonia  en  Alemaoia,  un  célebre  au- 
tor (3)  no  dudó  asegurar  que  no  se  hubieran 
mostrado  tan  fuertes  para  oponerse  con  te- 
nacidad y  éxito  á  sus  prelados  hasta  desviar- 
se de  la  fé  católica ,  según  la  historia  nos 
demuestra,  si  no  hubiesen  estado  exentos  de 
la  jurisdicción  episcopal.  Por  eso  el  pontífice 
Alejandro  III ,  advirtiendo  que  muchos  cabil- 
dos se  creían  absolutamente  independientes 
de  la  jurisdicción  de  los  obispos,  sin  que  es- 
tos tuvieran  intervención  alguna  en  las  per- 
sonas ni  en  las  cosas,  que  les  pertenecían, 
fundándose  en  cualquier  título  en  virtud  del 
cual  habían  obtenido  protección  de  la  Sede 
Romana,  aun  cuando  en  él  no  estuviera  es- 
presa la  exención  de  la  jurisdicción  ordinaria: 
sabiamente  determinó  que  cuando  algunos 
sostuviesen  estar  exentos  de  la  sujeción  á 
sus  obispos ,  se  inspeccionaran  los  privilegios 
y  se  examínase  con  cuidado  su  tenor ;  pues 
no  siempre  tienen  semejantes  privilegios 
la  fuerza  que  algunos  quieren  figurarse 
en  su  provecho,  á  saber,  la  de  sustraer 
enteramente  á  los  privilegiados  de  la  juris- 
dicción episcopal :  lo  cual  á  la  verdad  no  po- 
día inferirse  de  aquellos  privilegios  por  los 
que  se  dice  que  una  iglesia  se  admitía  bajo 
la  protección  de  S.  Pedro  ó  de  los  romanos 
pontífices,  ni  de  los  que  pagasen  censo- ó 
prestación  anual  á  la  Silla  apostólica :  tenien- 
do por  consiguiente  lugar  tal  inmunidad  solo 
en  los  casos  en  que  así  se  espresase  en  el 
privilegio,  y  siendo  aplicable  á  ella  las  re- 


(1)  Chopin  ie  $ac  polU,  lib.  4,  cap.  2  in  Motiastieou,  \\b.  i, 
eap.  final. 

(2)  TondaU  Quast  Benef.  62.  núm.  2.  {V  Pirlinig  in  jus 
eanoH  Iib.  2,  tíU  2,  sect.  3,  S.  1.^  aiim.  74— Wagnerecta  ai  ca- 
pitulo 13,  tiu  %  iib.  2  de  ias  Decrctaies. 

(3)  SariTla,  <«  (rae  de  adjtmct  qwrst  1,  núm.  4t. 
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la  religión  y  restauración  de  la  vida  común 
impetraron  bulas  pontificias  para  la  agrega- 
ción de  beneficios  y  otras  rentas  eclesiásti- 
cas. El  clero  de  las  catedrales  y  colegiatas 
desde  estos  siglos  se  distinguió  por  sus  mé- 
ritos y  virtudes,  hasta  que  entregados  á  los 
negocios  seculares ,  carecieron  del  verdade- 
ro mérito  y  de  la  perfección  deseada  por  la 
Iglesia  ,  á  pesar  de  la  decidida  protección 
de  los  reyes ,  y  de  los  justos  deseos  de  los 
concilios  lateranenses  y  tridentinos.  Debióse 
su  relajación  principalmente  á  las  reservas 
en  la  provisión  de  dignidades  y  canongías, 
á  la  elección  demasiado  frecuente  de  perso- 
nas faltas  de  ilustración  y  de  otras  circuns- 
tancias necesarias ,  á  la  reunión  frecuente  de 
canongías  y  dignidades  pingües  en  una  ó 
distintas  iglesias ,  y  á  las  coadjutorías,  tan 
comunes  como  perjudiciales,  todo  lo  cual 
contribuyó  á  reducir  á  los  cabildos  de  cate- 
drales y  colegiatas  á  un  estado  casi  de  nuli- 
dad en  orden  á  la  disciplina;  y  aunque  en  el 
concordato  de  1783  se  procuró  remediar  en 
parte  estos  males,  no  por  eso  se  consiguió 
como  conviene  á  la  utilidad  de  la  Iglesia  y 
del  Estado,  k  conseguir  ambos  fines  se  ha 
dirigido  el  novísimo  concordato,  cuyos  artí- 
culos pertenecientes  á  esta  materia  se  espli- 
can  en  la  sección  siguiente. 

SECCIÓN  II. 

ORGANIZACIÓN   DI    LOS  CABILDOS    Y    CARÁCTER 
CANÓNIGO  DE    LOS    MISMOS. 

Organización.  No  es  nuestro  ánimo  enu- 
merar las  diversas  clases  de  dignidades  que 
se  conocieron  en  los  cabildos  de  catedrales  y 
colegiatas,  ni  esponer  la  disciplina  de  cada 
una:  lo  primero  se  hizo,  aunque  ligeramente, 
en  el  artículo  •exbficio,  sección ,  tomo  y 
página  citadas,  donde  también  reservamos 
tratar  de  la  segunda  en  sus  artículos  propios. 
Por  iguales  razones  omitimos  aquí  cuanto 
hace  relación  á  las  canongías  ó  prebendas 
de  oficio  y  aun  á  las  canongías  en  general; 
y  prescindimos  de  indicar  algunos  otros  ofi- 
cios instituidos  en  las  catedrales  y  colegiatas 
en  las  épocas  de  decadencia  de  sus  cabildos. 
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Baste  para  nuestro  propósito  dejar  consig- 
nado que  las  dignidades,  canongías  de  oficio 
y  simples  componen  propiamente  los  cabil- 
dos con  esclusion  de  todo  otro  cargo  ecle- 
siástico, y  constituyen  su  organización,  que 
tuvo  efecto  definitivamente  en  este  sentido 
al  celebrarse  el  concilio  general  Tridenlino. 
Insistiendo  este  en  las  disposiciones  de  los 
concilios  de  Yiena  de  1311 ,  contenidas  en 
el  capítulo  2,  tít.  6,  lib.  1  de  las  Clementi- 
nas ,  y  de  Valencia  de  1548 ,  designó  las 
cualidades  de  que  deberían  estar  adornados 
los  que  obtuviesen  las  canongías  vacantes, 
y  la  capacidad  necesaria  para  el  digno  des- 
empeño de  las  funciones  á  cada  una  inheren- 
tes. Al  efecto,  en  la  sesión  22,  cap.  4  de 
Reforma,  decretó:  que  todo  el  que  desti- 
nado á  los  divinos  oficios  en  las  catedrales  ó 
colegiatas ,  seculares  ó  regulares  no  estuvie^ 
se  ordenado  al  menos  de  subdiácono  ,  no  tu- 
viera voz  en  cabildo,  aunque  los  demás  capi- 
tulares libremente  se  lo  hubieran  concedido; 
que  los  que  obtenían  ó  en  adelante  obtuvie- 
sen en  dichas  iglesias  alguna  dignidad,  per- 
sonado ,  oficio  ,  prebenda ,  porción  y  cuales- 
quiera otro  beneficio  de  los  que  tienen  ane- 
jas varias  cargas ,  á  saber ,  decir  ó  cantar  la 
misa,  evangelio  ó  epístola ,  estuviesen  obli- 
gados, cualquiera  que  fuese  el  prívilegío, 
exención ,  prerogativa  ó  nobleza  que  tuvie- 
sen á  recibir  dentro  de  un  ano ,  cesando  jus- 
to impedimento,  los  órdenes  requeridos, 
pues  de  lo  contrario  incurrirían  en  las  penas 
contenidas  en  la  constitución  del  concilio  de 
Yiena  que  comienza  tUiiy  la  cual  renovaba 
por  su  presente  decreto ;  debiendo  los  obis- 
pos obligarles  á  que  ejercieran  por  sí  mis- 
mos en  los  días  marcados  dichas  órdenes  ,  y 
cumplieran  todos  los  demás  oficios  con  que 
debían  contríbuir  al  culto  divino ,  bajo  las 
penas  mencionadas  y  otras  mas  graves  á  su 
arbitrio:  sin  que  en  adelante  se  hicieran  ta- 
les provisiones  en  otras  personas  que  en  las 
que  se  conociera  tenían  la  edad  y  demás 
circunstancias  requeridas,  siendo  de  lo  con- 
trario írrita  la  provisión.  Todavía  el  concilio 
quiso  llevar  mas  adelante  la  reforma;  y  para 
ello  en  la  sesión  24 ,  cap.  12  de  Reforma, 
dispuso  entre  otras  cosas ,  que  no  se  admi- 
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tiese  ea adelante  á  dignidad,  canongía  ó 
poreion,  sino  al  que  estuviese  ordenado  del 
orden  sacro  que  requiriese  su  dignidad ,  ca- 
nongía 6  porción ,  6  que  al  menos  tuviese 
edad  para  poder  ordenarse  dentro  del  tiem- 
po determinado  por  derecho  y  por  el  Santo 
Concilio:  que  en  todas  las  catedrales  las  ca- 
nongías  y  porciones  llevasen  anejo  el  orden 
del  sacerdocio,  del  diaconado  ó  del  subdíaco- 
nado ;  que  el  obispo  señalase  y  distribuyese 
según  le  pareciese  conveniente  con  dictamen 
del  cabildo  los  órdenes  sagrados  que  en  lo 
sucesivo  habrían  de  ir  anejos  i  las  preben- 
das; pero  de  suerte  que  una  mitad  al  menos 
fuesen  sacerdotes  y  la  otra  diáconos  ó  sub- 
diáconos  »  observándose  exactamente  donde 
la  hubiese  la  costumbre  aun  mas  loable  de 
que  todos  ó  la  mayor  parte  fuesen  sacerdo- 
tes: y  que  ademas  exhortaba  que  en  las  pro- 
vincias donde  cómodamente  se  pudiera  se 
confirieran  todas  las  dignidades  y  por  lo  me- 
nos la  mitad  de  las  canongías  en  las  catedra- 
les y  en  las  colegiatas  mas  insignes  á  solos 
maestros  ó  doctores,  ó  también  á  licenciados 
en  teología  ó  derecho  canónico.  Con  arreglo, 
pues,  á  estos  decretos  que  forman  la  actual 
disciplina  en  los  países  donde  se  admitieron, 
el  principal  elemento  de  los  cabildos  ecle- 
siásticos en  general  lo  constituyen ,  como  en 
todas  épocas  ha  sucedido ,  únicamente  los 
canónigos  que  por  la  edad ,  orden  y  grado 
académico  tienen  voto  en  cabildo;  y  tanto 
por  virtud  de  ellos  cuanto  de  los  que  el  mis- 
rao  concilio  dio  en  orden  á  las  dignidades 
y  canongías  en  especial ,  conservó  algunas 
de  los  primeras  como  recuerdo  de  la  primi- 
tiva disciplina  y  de  la  vida  común  canonical, 
é  instituyó  otras  como  prueba  de  la  laborio- 
sidad continua  de  los  cabildos  en  el  servicio 
de  la  Iglesia ,  reduciendo  las  segundas  á  la 
verdadera  representación  del  antiguo  pres- 
biterio. 

Carácter  canónico  de  los  cabildos.  El  ca- 
bildo catedral  que  sucedió  á  los  presbíteros  y 
diáconos  de  la  ciudad  episcopal,  representa 
como  estos  el  Senado  de  la  Iglesia,  y  forma  un 
solo  cuerpo  con  el  obispo  su  cabeza  y  prelado 
general.  Así  lo  ha  reconocido  el  concilio Tri- 
dentino  en  su  sesión  2i,  capít.  12  de  Refor- 


ma, mandando  que  los  canónigos  de  las  cate- 
drales se  distinguiesen  por  una  integridad 
tal  de  costumbres,  que  con  razón  pudieran 
llamarse  Senado  de  la  Iglesia;  y  el  de  Bar- 
celona en  el  capít.  9,  párrafo  8, declara,  que 
conviene  á  las  iglesias  metropolitanas  y  su- 
fragáneas elegir  y  nombrar  pata  las  canon- 
gías á  personas  tan  recomendables  por  su 
probidad  y  ciencia  que  con  razón  pueda  de- 
cirse que  el  cuerpo  del  cabildo  que  de  ellos 
se  forma  es  el  Senado  de  los  obispos  al  cual 
estos  piden  su  consejo.  El  doble  carácter  que 
concurre  en  los  cabildos  catedrales  de  repre- 
sentar en  cierto  modo  al  clero  de  toda  la 
diócesis  y  constituir  un  solo  cuerpo  con  el 
obispo  sucediéndole  á  su  muerte  en  la  juris- 
dicción ,  le  reviste  también  de  la  principal 
prerogativa  de  preceder  á  todos  los  cuerpos 
eclesiásticos  inferíores  y  á  las  demás  órdenes 
ó  gerarquías  inferiores  á  la  episcopal,  sí 
está  colegialmente  congregado ,  y  á  no  ser 
que  por  privilegio  ó  prescripción  se  le  ante- 
pongan algunos  de  aquellos. 

El  carácter  de  los  cabildos,  de  miembros 
que  forman  un  mismo  cuerpo  con  el  obispo 
su  cabeza,  les  obliga  también  á  reconocer 
en  él  jurisdicción  para  la  corrección  y  en- 
mienda do  todos  sus  individuos  así  en  visita 
como  fuera  de  ella,  ya  sean  de  catedrales  ú 
otras  iglesias  mayores,  ya  exentos  ó  no.  El 
concilio  de  Trente  en  su  sesión  6,  cap.  4 
de  Reforma,  lo  estableció  así  decretando: 
que  los  cabildos  de  catedrales  y  otras  igle- 
sias mayores  y  sus  personas  no  pudieran  es- 
cudarse con  exenciones  algunas,  costum- 
bres, sentencias,  juramentos  y  concordias  que 
solo  obligarán  á  sus  autores  mas  no  á  los  suce- 
sores ,  para  dejar  de  ser  según  las  sanciones 
canónicas,  visitados,  corregidos  y  enmenda- 
dos, aun  con  autoridad  apostólica,  por  sus 
obispos  y  otros  prelados  mayores  por  sí  ó 
acompañados  de  quienes  les  pareciese.  Este 
decreto ,  que  solo  se  referia  á  los  cabildos 
catedrales  no  exentos,  derogó  la  disposición 
del  concilio  Lateranense  lY  contenida  en  el 
cap.  15,  tít.  31,  lib.  1  de  las  Decretales, 
por  la  cual  se  facultaba  al  obispo  para  corre- 
gir por  derecho  devoluto  los  escesos  de  los 
canónigos  de  catedral  de  que  el    cabildo 
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acostumbrase  á  conocer,  si  amonestado  6  i 
mandado  para  ello  por  el  obispo  no  lo  hacían  | 
dentro  del  término  que  este  le  prefijase :  y 
se  confirmó  después  por  el  mismo  conci- 
lio que  lo  amplió  á  las  colegiatas,  estable- 
ciendo en  la  ya  citada  sesión  28,  cap.  6  de 
Reforma,  qué  se  observase  no  solo  cuando 
el  obispo  visitase  sino  también  cuantas  veces 
procediese  de  oficio  ó  á  instancia  de  parle 
contra  alguno  de  los  contenidos  en  dicho  de- 
creto; pero  de  suerte  que  cuando  procedie- 
se fuera  de  visita  tuviese  lugar  cuanto  en 
seguida  disponía,  á  saber:  que  al  principio 
de  cada  año  el  obispo  eligiese  de  entre  el 
cabildo  dos  con  cuyo  consejo  y  asenso  él 
ó  su  vicario  estaría  obligado  á  contar  así 
en  la  formación  del  proceso  como  en  to- 
dos los  demás  actos  hasta  la  conclusión  de 
la  causa  ante  el  notario  del  obispo  y  en  su 
propio  palacio  ó  donde  fuese  costumbre  te- 
ner el  tribunal ;  que  sin  embargo  fuese  uno 
solo  el  voto  de  los  dos  acompañados,  pudien- 
do  el  uno  de  ellos  unirse  al  obispo ;  que  si 
ambos  discordasen  de  este  en  algún  auto  ,  ó 
en  sentencia  ínterlocutoria  ó  definitiva ,  eli- 
giesen con  el  obispo  dentro  de  seis  días  un 
tercero;  y  si  discordasen  también  en  la  elec- 
ción de  éste,  recaería  en  el  obispo  mas  cer- 
cano la  facultad  de  elegir  terminándose  el 
artículo  en  discordia,  según  el  parecer  con 
que  se  conformase  el  tercero ,  y  á  no  hacerlo 
así,  fuese  nulo  el  proceso  y  cuanto  de  él  se 
siguiera,  no  produciendo  efectos  algunos  de 
derecho ;  que  en  los  crímenes  de  incontinen- 
cia y  en  otros  delitos  mas  atroces,  que  re* 
quieren  deposición  ó  degradación,  pudiera 
el  obispo  en  los  principios,  siempre  que  se 
temiera  fuga,  para  que  no  se  eludiera  el 
juicio  y  por  esta  causa  faese  necesaria  de- 
tención personal,  proceder  solo  á  la  infor- 
mación sumaria  y  á  la  necesaria  prisión, 
observando  no  obstante  en  lo  demás  el  orden 
establecido,  y  ea  todos  h»  casos  la  circuns- 
tancia de  encarcelar  á  los  deUncuentes  en 
lugar  decente  según  la  calidad  del  delito  y 
de  las  personas.  Confirmada  de  esta  suerte 
la  jurisxliccion  episcopal  respecto  de  los  ca- 
bildos, parecía  natural  confirmar  también 
la  que  en  las  causas  eclesiásticas  correspon- 


día á  los  obispos  respecto  de  los  que  no  for- 
masen parte  de  ellos  en  las  catedrales  y  co- 
legiatas, y  hacer  alguna  declaración  relati- 
vamente á  otras  corporaciones  y  sus  indivi- 
duos. Así  lo  hi2o  el  concilio  determinando 
en  el  mismo  decreto ,  que  los  que  no  gozasen 
dignidades  ni  fuesen  del  cabildo  quedasen 
todos  sujetos  al  obispo  en  las  causas  eclesiás- 
ticas, siti  que  obstaran,  respecto  de  lo  man- 
dado, privilegios  algunos,  bien  les  competie- 
sen por  ra¿on  de  fundación ,  bien  por  cos- 
tumbres aunque  inmemoriales,  juramentos 
ó  concordias  que  solo  obligarían  á  sus  auto- 
res, dejando  no  obstante  salvos  en  todo  los 
privilegios  que  estuviesen  concedidos  á  las 
universidades  de  estadios  generales  ó  á  sus 
individuos.  T  para  determinar  hasta  donde 
se  estendia  la  jurisdicción  episcopal  con  re- 
lación á  los  cabildos ,  y  cuando  no  debería 
el  obispo  sujetarse  en  su  ejercicio  á  las  for- 
mas que  prescribía  para  la  visita,  corrección 
y  enmienda  en  los  exentos,  dispuso  que  en 
todo  lo  demás  no  mencionado  quedase  abso- 
lutamente salva  é  intacta  la  administración 
de  los  bienes  y  la  jurisdicción  y  potestad  del 
cabildo  si  alguna  le  competiese;  y  que  no 
tuvieran  lugar  todas  las  prescripciones  que 
establecía  ni  ninguna  de  ellas,  en  particular 
en  las  iglesias  en  que  los  obispos  6  sus  vica- 
rios tuviesen  por  constituciones ,  privilegios, 
costumbres,  concordias  ó  cualquier  otro  de- 
recho, mayor  poder,  autoridad  y  jurisdicción 
que  la  comprendida  en  este  decreto,  las 
cuales  no  era  su  ánimo  derogar  (i). 

Terminaremos  esta  sección  esponiendo  la 
actual  disciplina  de  España  acerca  dfi  la  or- 
ganización, régimen  y  carácter  de  los  ca- 
bildos de  sus  iglesias  catedrales  y  colegiatas. 
La  notable  diferencia  que  sobre  estos  puntos 
habia  venido  desde  muy  antiguo  advirtiéndo- 
se  en  todas  ellas  debidas  á  multitud  de  cau- 
sas que  seria  inoportuno  referir  aquí  y  de  las 
cuales  hemos  apuntado  algunas  al  fin  de  la 


it)  Para  mayor  ilastraclon  de  estos  Decretos  Trldentinos, 
y  de  lo  en  su  conformidad  resuelto  en  varios  casos  por  la 
Sagrada  Congregación  del  Cóndilo,  deben  leerse  en  la  edi- 
ción del  mismo  por  Gallexart  á  la  oue  af4}nipaAan  los  «lis- 
cursos  sobre  cada  sesión  y  capítulo  del  cardenal  Dr,  Lvca, 
y  en  Benedicto  XI Y.  Del  Sínodo  Diocesano,  líb,  i5,  vi- 
pítalo  9 ,  píirr.  5  y  sigoitMiles. 
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cabildo  el  deaa  cuando  el  prelado  oo  lo  pre- 
sida. 

SECCIÓN  III. 

DERECHOS  DI  L6S  CABILDOS   EN  SEDE   PLEXA  Y 
VACANTE. 

Esplicadas  la  historia  y  organización  de 
los  cabildos  antes  y  después  del  concilio  de 
Trento,  el  orden  exige  que  tratemos  ahora 
de  los  derechos  de  estas  corporaciones;  con- 
siderándolas ó  como  cuerpo  ausiliar  del  obis- 
po ,  ó  como  autoridad  superior  de  la  diócesis 
en  todos  los  casos  en  que  le  corresponde  su 
gobierno.  Para  hacerlo  con  mas  claridad, 
tratamos  esta  secciotí  en  los  dos  siguientes 
párrafos. 

§.  !.•  Derechos  de  los  cabildos  en  sede  plena. 

Tanto  el  antiguo  presbiterio  como  los  ca- 
bildos modernos  han  ejercido  sin  contradic- 
ción en  todas  las  épocas  de  la  Iglesia  fun- 
ciones que  les  eran  propias  bajo  el  concepto 
de  senado  y  consejo  del  obispo.  No  hay  mas 
que  examinar  las  cartas  de  S.  Agustin,  AJi- 
pío  y  otros  obispos  escritas  á  sus  coepíscopos 
y  clero  unido,  para  comprender  la  interven- 
ción que  el  presbiterio  tenia  en  el  conoci- 
miento de  los  negocios  de  la  diócesis.  Las 
disposiciones  canónicas  de  los  siglos  VI  y  VII, 
son  también  una  prueba  de  esta  verdad  (1), 
y  seria  demasiado  prolijo  y  ageno  de  nuestro 
propósito  examinar  todos  los  cánones  de  los 
concilios,  decretales  de  los  pontífices  y  cos- 
tumbres particulares  de  las  iglesias  que  des- 
de la  institución  de  los  cabildos  hasta  nues- 
tros días  hacen  referencia  á  cada  uno  de  los 
puntos  que  comprende  la  representación  del 
cuerpo  capitular,  ausiliando  al  obispo  en  el 
gobierno  de  su  iglesia.  Bástanos,  pues,  sen- 
tar la  regla  general  de  que  tanto  en  la  anti- 
gua disciplina  el  presbiterio,  como  en  la  nue- 
va y  novísima  el  cabildo ,  ha  tomado  parte 
en  ciertos  negocios  relativos  á  la  dirección 
espiritual  del  pueblo  cristiano.  La  aplicación 
de  este  principio  general  es  difícil  en  la 

{})   Cinofi  i  del  ccbc.  Tolcd.  3/  y  6.*  dtí  Hj^ralc iiíe  2. 


práctica  por  las  diversas  variaciones  que  ha 
tenido  en  el  trascurso  de  los  siglos,  debidas 
ya  á  las  controversias  suscitadas  entre  los 
obispos  y  cabildos,  ya  á  muchos  rasos  espe- 
ciales que  hacen  muy  difícil  la  inteligencia 
del  derecho  c^mun  y  casi  imposible  la  deter- 
minación de  las  reglas  que  deben  observarse 
en  todas  las  iglesias ;  por  esta  razón  han  es- 
crito tanto  los  comentaristas  para  dilucidar 
las  cuestiones  relativas  á  las  facultades  de 
los  cabildos,  y  divididos  en  distintas  opinio- 
nes, se  han  estendido  roas  acaso  de  lo  que 
era  conveniente  (1);  pero  sin  embargo  de  tan 
variada  é  incierta  disciplina  en  punto  tan  in- 
teresante, parécenos  lo  mas  á  propósito  pre- 
sentar una  idea  exacta  de  las  facultades  de 
los  cabildos  en  sede  plena,  tomándola  para 
la  actual  disciplina  del  derecho  común  en 
que  se  comprenden  las  decisiones  do  los  an- 
tiguos cánones ,  el  derecho  de  decretales,  el 
concilio  de  Trento  y  las  costumbres  de  las 
iglesias,  de  las  cuales  aparecen  los  casos  en 
que  el  obispo  debe  obrar  con  aprobación  y 
asentimiento  del  cabildo,  entendiéndose  por 
tal  la  de  la  mayoría  absoluta  del  mismo,  y 
los  en  que  la  costumbre  canónicamente  pres- 
crita ha  hecho  que  los  obispos  puedan  pro* 
ceder  sin  consejo  ni  consentimiento  del  ca- 
bildo (2).  Admitida ,  pues ,  por  el  derecho 
canónico  común  la  costumbre  contraria  al 
principio  de  consultar  y  pedir  los  obispos  el 
consentimiento  de  su  cabildo  según  los  casos, 
fué  estableciéndose  paulatinamente  la  prácti- 
ca de  no  consultar  sino  muy  rara  vez  á  los 
cabildos ,  ya  porque  sus  individuos  fuesen 
poco  capaces  para  llenar  las  funciones  de 
consejeros  en  los  siglos  de  ignorancia ,  ya 
por  razón  de  las  exenciones  en  las  que  tu- 
vieron parle  los  cabildos ,  ya  porque  los  obis- 


(1*  Pueden  verse  sobre  este  poolo  Barbosa,  Fagnani,  Gon- 
zález, Valenzuela  y  Ferráis. 

li)  Como  prueba  de  que  la  costumbre  tiene  lugar  en  cuanto 
á  lus  derechos  de  los  cabildos,  citaremos  dos  decretales  en  que 
asi  se  espresa.  La  t/  es  la  de  Celesiiuo  Ul,  cap.  (> ,  til.  10, 
lib.  3  de  Ijs  Decretales,  en  la  que  se  declara  e>puc!»ta  -X  anu- 
larse la  preseulacioo  que  sin  el  consentimiento  de  la  mayor  y 
mas  sana  parte  del  cabildo  hiciere  el  obispo,  i  no  ser  que  algu- 
nos probasen  que  por  antiKua  ó  canónica  costumbre  ó  por  li- 
bcrtud  concedida,  no  debia  requerir  el  consentimienio  del 
cabildo.  Es.la  t."  de  Uonifaiio  VIH,  cap.  3.  tit.  4.  lib.  I.*  del 
Sexlu,  que  declaró  no  debia  reprobarse  la  costumore,  si  h^bia 
canónicamente  prescrito,  alegada  por  el  obispo  de  inquinr,  cas- 
ligar  y  corregir  los  escesos  de  sus  subditos,  sin  estar  oblig;<do 
a  tomar  el  parecer  de  su  cabiid«. 
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pos  quisieran  gohcrnar  con  mas  indeplndcn- 
cia  :  resultando  haber  perdido  lo$  cabildos  el 
derecho  de  ser  el  consejo  necesario  áa  su 
cabeza,  y  quedando  sus  individuos  en  poseáfon 
de  algunos  derechos  que  no  han  podido  qtki- 
Caries  los  obispos  en  sede  plena.   Asi  es  que 
durante  esta ,  el  cabildo  nada  tiene  que  ver 
en  la  actualidad  con  el  gobierno  de  la  dióce- 
sis, reduciéndose  todas  sus  funciones  á  acom- 
pañarle con  la  representación  de  presbiterio 
ó  senado;  el  obispo  llama  para  su  consejo  al 
que  juzga  mas  apto  eligiéndolo  de  entre  el 
cabildo  ó  de  otra  iglesia;  está  en  posesión  de 
ejercer  las  funciones  de  orden  y  jurisdicción 
sin  participación  del  cabildo  y  hacer  por  si 
los  estatutos ,  constituciones ,  decretos  y  re- 
glamentos en  materias  de  fé  y  disciplina. 
Esta  práctica  que  por  lo  que  acabamos  de 
indicar,  es  lícita,  y  conforme  al  carácter  de 
la  jurisdicción  principal  y  ordinaria  del  obis- 
po en  el  gobierno  de  su  diócesis  (i)  no  es- 
cluye  la  que  conforme  al  espíritu  de  la  igle- 
sia deben  tener  presente  los  obispos  no  ha- 
ciendo nada  importante  sin  el  dictamen  de 
los  eclesiásticos  roas  sabios,  prudentes  y 
entendidos  de  su  diócesis  para  que  su  go- 
bierno no  tenga  el  aire  de  dominación,  que 
Jesucristo  y  San  Pedro  íes  recomendaron 
tan  espresamente  evitar  non   dominantes 
ni  cleris  :  tomando  sobre  todo  la  precau- 
ción de  que  se  aprueben  los  nuevos  re- 
glamentos dísciplinales  en  los  sínodos  dio- 
cesanos, pues  en  estas  santas  reuniones  es 
donde  con  mas  cuidado  se  examinan  las  leyes 
que  en  aquellos  se  publican,  y  los  eclesiás- 
ticos se  someten  de  mejor  grado  á  las  reglas 
qae  en  cierto  modo  se  han  impuesto  á  si 
mismos  (2),  pues  si  las  hace  sin  consultar  al 
cabildo  y  las  promulgan  en  el  sínodo  dioce- 
sano, serian  ineficaces  comohechas  contra  la 
forma  de  derecho,  por  mas  que  siendo  razo- 
nables y  justas  pudieran  después  revalidarse 
por  la  sagrada  congregación  (3). 

Sentados  estos  principios  y  obscrvacio- 


(1)  Fmerr,  de  ios  doctos  capiíulos  catedrales  Anales  litera- 
rios, tom.  2,  póg.  Í33. 

{ij  liericonri,  eítado  por  el  Abate  Andrés ,  en  su  diceiooa- 
rio  de  derecho  canónico,  voz  eapituio,  §  I.* 

r3)  Benedicto  XIV,  ^e  Synodo  Diocesano ,  lib.  13,  cap.  1, 
S  13  y  16. 


nes  generales ,  reasumiremos  la  doctrina  que 
de  ellos  se  deduce  en  las  siguientes  reglas. 
El  obispo  debe,  según  derecho  común,  pe- 
dir el  consejo  del  cabildo  cuando  se  trate  de 
instituir  ó  destituir  abades,  abadesas  ú  otras 
personas  eclesiásticas,  de  concesiones,  con- 
firmaciones ú  otros  negocios  semejantes  de 
su  iglesia  y  de  hacer  estatutos  para  la  dióce- 
sis. Así  lo  dispuso  Alejandro  III  en  los  capí- 
tulos 4  y  5,  tit.  10,  lib.  3  de  las  Decretales. 
Pero  no  está  obligado  á  seguirlo,  bastándole 
consultar  con  los  capitulares  en  el  caso  es- 
presado por  Inocencio  III  en  el  cap.  7 ,  titu- 
lo 43 ,  lib.  1  de  dicha  colección,  y  respecto 
de  los  estatutos  solo  en  los  que  el  derecho 
lo  establezca,  como  así  consta  de  la  ya  cita- 
da declaración  de  la  sagrada  congregación 
del  concilio  (i).  Es  opinión  común  de  losau- 
tores  que  también  debe  pedirse  tíl  consejo 
cuando,  aunque  el  derecho  no  lo  exija,  se 
trate  de  asuntos  arduos  de  jurisdicción  ó  de 
administración  temporal  independientemente 
de  laenagenacion  de  bienes  de  la  iglesia  (2). 
Hay  otros  casos  especiales  en  los  que  el 
obispo  debe  pedir  el  consejo  de  su  senado  al 
cabildo  catedral.  El  concilio  Tridentino  ha 
determinado  algunosde  esta  especie,  como  por 
ejemplo,  el  de  creación  ó  nombramiento  de 
lector  ó  maestro  de  gramática  en  las  cate- 
drales donde  no  pueda  cómodamente  insti- 
tuirse un  lectoral  de  teología ,  según  se  vé 
en  el  cap.  1."^  de  la  sesión  8  de  Reforma :  ei 
de  4Íesignacion  de  los  órdenes  que  hayan  de 
ir  anejos  á  los  canonicatos ,  en  los  términos 
establecidos  en  el  cap.  i2,  sesión  24  de  re- 
forma :  y  el  de  aumento  de  dotación  á  las 
prebendas  tenues  de  las  catedrales  y  cole- 
giatas insignes  para  que  basten  á  la  decente 
sustentación  del  grado  canonical  según  la 
cualidad  de  los  lugares  y  personas ,  en  la 
forma  que  prescribe  el  capítulo  15 ,  sesión 
34  de  reforma.  El  obispo  debe  según  dere- 
cho pedir  el  consentimiento  del  cabildo  en 
los  casos  en  que  verse  interés  de  este  por 

(i)  Benedicto  XIV  en  el  lugar  citado,  núm  O,  dice  qoe 
solo  está  obligado  i  segnfr  cí  consejo  de  la  majrof  Darte  del 
cabildo  cnando  en  los  estatutos  6  constituciones  Synodales 
se  disponga,  por  ejemplo,  la  nnion  perpetua  de  una  iglesia  par- 
roquial á  algún  colegio  ó  monasterio. 

{i)  Engel,  colleg. ,  uni?.  jar.  canon»  lib.  %,  tit.  ÍO»  bA^ 
mero  5  al  principio. 
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pequeño  que  sea,  como  por  ejemplo»  en  ia 
enagenaeion  de  algunas  cosas  notables  to- 
cantes á  la  iglesia ,  según  y  como  se  dispone 
en  los  caps.  23»  tít.  10,  lib.  3  de  las  decre- 
tales, y  en  el  tit.  13  del  mismo  libro  y  códi- 
go ,  de  conüMrmidad  con  lo  determinado  an- 
teriormente ea  los  concilios  Ágatense,  Tole- 
dano III,  canon  4.^,  Hispalense  II,  cinon  6, 
y  Elnense  de  1065:  en  las  uniones  de  be* 
neficios,  iglesias  parroquiales  ó  parte  de  s«s 
réditos  i  monasterios,  aunque  tengan  estos 
derecho  de  patronato  en  aqueUas  y  quede 
al  vicario  parroquial  su  congrua,  como  asi 
se  determinó  por  Inoceneio  ni  en  los  capí- 
tulos 8  y  9  del  citado  tít.  10,  aunque  con  la 
escepcion  consignada  respecto  de  su  restitu-* 
cion  i  otra  iglesia  en  el  eap.  7  del  mismo  tí- 
tulo: en  la  coiaeioft  siflHiltánea  de  beuefi- 
cios  del  obispo  y  cabildos  y  en  la  presentar 
cion  hecha  por  abades  y  otros  prelados  re- 
gulares para  las  parroquias  en  que  tienen 
derecho  de  patronato ,  en  los  términos  y  con 
la  escepcion  que  aparece  del  cap,  6  de  dicho 
titulo  antes  copiado:  en  la  celebración  de 
concilios  proYinciales  i  los  cuales  deben  ser 
citados,  admitiéndose  i  sus  diputados  á  las 
sesiones  y  deliberaciones  sobre  todo,  en  las 
relativas  alo  que  atañe  al  cabildo,  conforme 
lo  determinado  en  el  cap.  10,  último  de 
dicho  título  y  libro  (1),  y  en  la  promulgación 
de  entredicbos,  á  no  ser  que  el  esceso  fuese 
tan  grave  por  sus  partioolares  circunstan- 
cias ,  que  k  iglesia  ddba  cesar  en  la  solem- 
nidad delnficío  divino;  en  cuyo  c^so  si  uo 
clérigo  ó  fetígrés  comete  delito  tal  que  por 
él  incurra  kf&o  faoto  en  el  entredicho  <le  de- 
recho, lo   puede  prwiulgar  y  seSalai*  el 
obispo  sin  cotnsentimíento  del  cabildo,  como  se 
dispone  en  el  cap.  i,  tít.  11,  lib.  3  de  las  Pe- 
cretales.  Bniodos  estos  caaos,  como  asimismo 
en  los  que  se  trate  de  reformar  el  breviario, 
instituir  ó  suprimir  fiestas,  y  otros  semejan- 
tes que  particularmente  interesan  al  cabildo 
en  cuerpo  ó  á  cada  individuo  del  mismo,  el 


(1)  Segon  el  eonelUo  de  Reims  de  i5s3,  sa  voto  no  es  solo 
consaUivo  sino  deaDÍtivo  cuaado  se  traía  de  ios  dereclios  6 
intereses  particulares  de  sos  respecliras  i^^iesias,  habiendo 
9tdo  algana  vez  convocados  i  los  concilios  generales,  y  siem- 
pre ¿  los  diocesanos  con  voto  definitivo  en  estos.-Tomasino 
de  veL  ct  nov  d'tscip,  parí.  1 ,  lib.  3 ,  cap.  9. 


obispo  debe  comunicar  sus  órdenes  junta- 
mente con  el  cabildo  haciendo  espresa  men- 
ción en  ellas  de  que  son  dadas,  después  de 
haber  conferenciado  ó  de  común  acuerdo  con 
sus  venerables  hermanos  el  deán  y  canóni- 
gos, y  así  se  practica  (1). 

Hay  algunos  casos  especiales  en  los  que 
el  obispo  debe ,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  concilio  Tridentino,  acompañarse  de  todos 
ó  de  solo  determinado  número  de  los  ca- 
nónigos. En  el  cap.  8 ,  sesión  23  de  reforma, 
exige  se  llamea  y  concurran  los  canónigos 
de  la  catedral  cuando  en  ella  y  en  los  tiem- 
pos señalados  por  derecho  se  hayan  de  con- 
ferir públicamente  las  órdenes  sagradas,  así 
como  exige  se  halle  presente  el  clero  del 
lugar  cuando  se  celebre  en  otro  de  la  dió- 
cesis y  en  la  iglesia  mas  digna  que  se  pue- 
da: en  el  cap.  9  de  la  sesión  21,  decreta  que 
las  indulgencias  ú  otras  gracias  espirituales 
se  publiquen  en  el  tiempo  debido  por  los  or- 
dinarios, acompañados  de  dos  personas  del 
cabildo  con  facultad  de  recojer  fielipente  y 
sin  percibir  paga  alguna,  las  limosnas  y 
otros  subsidios  que  caritativamente  les  fran- 
queen: en  el  cap.  18  de  la  citada  sesión  23 
de  reforma ,  ordena  que  el  obispo  se  valga 
del  consejo  de  dos  canónigos  del  cabildo, 
uno  elegido  por  él  y  otro  por  el  mismo  ca- 
bildo para  establecer  ademas  de  los  fondos 
destinados  en  algunas  iglesias  para  instruir 
y  mantener  jóvenes,  las  rentas  necesarias  á 
la  fábrica  del  colegio ,  pago  de  estipendio  á 
maestros  y  criados,  manutención  de  los  alum- 
nos y  otros  gastos,  sobre  todo  lo  cual  les  de- 
signa el  método  y  forma  que  han  4c  obser- 
var; que  las  cuentas  de  las  rentas  del  semi- 
nario se  tomen  analmente  por  el  obis- 
po con  asistencia  de  dos  del  cabildo  y  de 
otros  dos  que  el  clero  de  la  ciudad  de- 
signe: en  el  cap.  8  de  la  sesión  23,  manda 
que  los  frutos  de  loshospitalespara  acojer  cier- 


(I)   Los  antignoe  obispos  consultaban  á  sos  cabildos  la  ma- 

Íor  parte  de  sus  decretos  y  disposiciones ,  y  annqae  no  esta- 
an  oblisados  tampoco  á  seguir  sa  parecer,  no  dejaban  por  eto 
de  maniíestar  que  los  daban  después  de  tonar  el  dictamen 
de  sus  venerables  hermanos ,  los  dignatarios  y  candnigos  de 
su  cabildo  catedral.  Con  esta  fórmula  no  daban  autoridad  algu- 
na á  sus  decretos,  pero  ios  hacian  mas  respetables  A  los  ojos 
de  sus  hermanos ,  y  daban  á  su  cabildo  una  sefial  de  la  con- 
sideración que  le  era  debida  por  raion  de  su  utilidad. 
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ea  Im  colecciones  canónicas  y  conCrmado  en 
ti  coicilio  ée  Trenio  (1) ;  pero  asi  como  es 
obrio  el  principio  consignado  en  el  derecho 
de  qtte  los  cid>ikk»  ipio  jure  suceden  al  obis- 
po entodeilos  casos  de  yacmtey  nodqaa  de 
etnrrir  dadas  en  bt  priictíca  cuando  se  trata 
Aeáiiareai^iUeadea ,  ni  tampoco  deía  de  ha- 
lierta»  al  examinar  la  estension  de  las  facul- 
tades qve  corresponden  ai  cabildo  como  in- 
üspemables  para  el  buen  gobierno  de  las 
*  díéoisist.  Por  esta  razón  vamos  á  tratar  en  el 
ppiseBCe  párrafo  de  establecer  primero  la 
doctrina  aoerca  de  las  vacantes «  y  después 
las  nsglas  que  determinan  las  Cacultades  de 
cabildo  durante  la  misma. 
*  Bs  indudable  que  vacando  la  silla  episco- 
pal por  muerte,  traslación,  renuncia  ó  depo- 
sición del  que  la  obtiene,  entra  desde  luego 
el  cabildo  á  gobernar  la  diócesis  según  lo 
dispuesto  terminantemente  en  el  derecho  (2), 
lo  cual  sucede  también  siempre  que  el  obis- 
po por  haber  incurrido  en  censura  eclesiás- 
tica, ó  por  cautiverio  no  puede  desempeñar 
por  sí  la  jurisdicción.  Sin  embargo ,  algunos 
autores,  entre  ellos  Walter  (3),  distingue  en 
estos  casos,  y  supone  que  en  cuanto  al  pri- 
mero, conviniendo  en  que  cesan  entonces 
las  facultades  del  vicario  general  del  obispo 
suspenso  ó  escomulgado,  como  todavía  sub- 
siste el  vínculo  de  este  con  su  Iglesia,  no 
pásala  jurisdicción  al  cabildo,  y  hay  que 
recurrir  al  Pontífice,  para  que  provea  lo 
conveniente,  lo  cual  se  practica  según  Fer- 
raris  (4).  En  cuanto  al  segundo  dice,  que 
cuando  no  es  de  esperar  la  pronta  vuelta  del 
obispo  recae  por  analogía  en  el  cabildo  la 
administración ,  y  se  nombra  vicario;  si  bien 
no  habiendo  tampoco  en  este  caso  quebran- 
tamiento perpetuo  del  vínculo  entre  la  Igle- 
sia y  su  pastor,  debe  el  cabildo  dar  cuen- 
ta inmediatamente  al  Papa  y  atenerse  á 
sus  instrucciones,  según  se  infiere  del  capí- 


(1)  Cm,  íi  yt4,  tít.S3.líb.1  deUs  DecreUOes,  y  ¿sk», 
tiu  18,  m,  3.*;  4.*  tft.  9,  lib.  del  Sexto,  j  otros  mochos  que 
padieran  eiUne,  sesión  M,  cap.  1<  de  reforaia  del  eonciUo 
de  Trento. 


tft. 


{%   Can.  u   tlt.  83,  Ub.  i.'  de  las  Deeretale«,  y  inieo, 
l.  i7,  lib.  1.*  del  Sexto. 


(3)  Lib.  3,  eap.S,  pan.  136. 

(4)  Prompta,  Biblioteca  canónica,  voz  CÉpUuíum,  art.  8. 
lún.  36. 


I  lulo  3,  tít.  S,  lib.  1  del  Sexto  de  Decretales. 
Otros ,  á  pesar  de  la  respetable  opinión  de 
los  escritores  citados ,  creen  indudable  que 
en  los  dos  casos  de  que  tratamos  debe  el  ca- 
bildo entrar  á  ejercer  la  jurisdicción ,  porque 
cesando  en  uno  y  otro  el  vicario  general  del 
obispo ,  según  confiesan  los  mismos  y  se  de- 
duce de  las  decretales,  y  estando  por  otra 
parte  imposibilitado  el  obispo,  aunque  sea 
preciso  recurrir  á  Roma  no  puede  hñbet  en 
la  diócesis  otra  autoridad  legítima  mientras 
Su  Santidad  resuelve  lo  conveniente.  Pueden 
no  obstante  conciliarse  estas  opiniones  sen- 
tando como  regla  general,  que  el  cabildo  su- 
cede al  obispo  en  los  dos  casos,  establecien- 
do como  el  medio  mas  á  propósito  para  evitar 
conflictos,  que  el  cabildo  recurra  al  Papa  por 
el  conducto  ordinario  prevenido  por  las  leyes 
del  pais.  Mayor  dificultad  ofrece  el  estable* 
cerqué  autoridad  debe  regir  la  diócesis  cuan- 
do el  obispo  no  puede  hacerlo  por  hallarse 
espulsado  de  su  silla  en  virtud  de  providen- 
cia gubernativa  ó  de  sentencia  judicial.  Nin- 
guna de  las  opiniones  en  que  los  escritores 
están  divididos  sobre  este  punto,  estáapo* 
yada  en  disposición  canónica  terminante: 
espondremos  por  lo  mismo  las  razones  en  que 
se  fundan.  Los  que  examinan  esta  cuestión 
como  puramente  canónica,  y  sin  considera- 
ción á  los  derechos  del  soberano  temporal,  á 
las  relaciones  del  clero  con  el  Estado,  y  á  las 
leyes  civiles  del  mismo,  defienden  que  debe 
continuar  gobernando  la  iglesia  el  vicario 
general  del  obispo,  ó  porque  la  autoridad 
temporal  debe  entenderse  con  el  Papa  ó  con 
el  cabildo  para  zanjar  las  dificultades  consi- 
guientes á  la  providencia,  en  virtud  de  la 
cual  el  obispo  ha  sido  espulsado ,  y  entonces 
puede  conseguirse  la  restitución  del  separa- 
do, ó  porque  la  iglesia  considera  este  estado 
como  temporal ,  transitorio  y  momentáneo, 
durante  el  cual  debe  continuar  el  vicario  ge- 
neral puesto  por  el  obispo,  sin  perjuicio  de 
que  el  cabildo  esponga  á  la  Santa  Sede  la  si- 
tuación de  la  diócesis.  Los  que  por  el  contra- 
rio examinan  esta  materia  con  relación  á  los 
derechos  del  soberano  y  á  la  legislación  del 
país,  siempre  que  esta  prohiba  al  obispo  el 
ejercicio  de  su  jurisdicción,  y  la  prohibición 
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po  nuevamente  tas  facaltades  que  por  cos- 
ttimbre  ó  especial  decreto  se  le  conceden, 
sino  mas  bien  que  se  restituye  in  integrum 
SH  autoridad',  y  que  las  ejercen  por  derecho 
ordinario  y  no  por  especial  delegación,  su- 
cediendo por  consiguiente  el  cabildo  sede 
vacante  en  tales  facultades  como  anejas  i  la 
autoridad  episcopal  ordinaria  y  conservando 
su  ejercicio,  á  menos  que  se  demuestre  ha- 
llarse prohibido  el  cabildo  por  un  decreto  es- 
pecial de  la  Iglesia  (1):  Z."*  que  como  conse- 
cuencia de  la  jurisdicción  en  que  sucede, 
puede  el  cabildo  imponer  censuras  y  absol- 
ver de  ellas  y  de  los  casos  reservados  al  obis- 
po, pues  aun  cuando  la  decretal  de  Bonifa- 
cio VIII  en  el  cap.  único,  lít.  17,  lib.  i  del 
Sexto  solo  se  refiera  á  la  potestad  de  absol- 
ver ,  los  intérpretes  la  han  ampliado  á  la  de 
imponer  censuras,  diciendo:  que  á  quien 
compete  la  primera  corresponde  también  por 
analogía  la  de  ligar,  mayormente  si  tiene  ju- 
risdicción episcopal ,  según  se  ve  en  el  ca- 
non 51,  dist.  1  del  decreto  de  Graciano;  que 
las  llaves  fueron  entregadas  por  Cristo  á  la 
potestad  eclesiástica  para  ligar  y  desatar;  y 
que  la  censura  es  el  nervio  de  la  disciplina  y 
una  coercicion  que  toca  á  la  jurisdicción 
eclesiástica,  entendiéndose  por  consiguiente 
concedidos  á  quien  aquella  se  dá  todos  los 
medios,  sin  los  cuales  no  puede  efectivamen- 
te ejercerse  (2):  procesar  y  castigar  á  los  cri- 
minales y  vehementemente  sospechosos ,  y 
conocer  de  todas  las  causas  que  pertenecen 
al  foro  episcopal,  aun  las  arduas,  pues  así 
se  halla  dispuesto  respecto  de  las  de  beregía 
por  Lucio  III  en  el  cap.  9,  tít.  7,  lib.  5  de  las 
Decretales,  y  en  el  cap.  1,  §.  1,  tít.  3,  lib.  5 
de  las  Clementinas,  y  de  las  de  matrimonio 
por  la  de  Inocencio  III  en  el  cap.  7,  til.  7, 
lib.  4  de  las  Decretales ,  sin  que  obste  lo 
dispuesto  por  el  concilio  Tridentino  en  el 
cap.  20  de  la  sesión  24  de  Reforma,  en  don- 
de se  dice  que  el  conocimiento  de  las  causas 
criminales  y  matrimoniales  pertenece  al  obis- 
po, pues  el  concilio  solo  escluye  allí  á  los 
arcedianos ,  deanes  y  otros  prelados  inferio- 


(H    Van-Espen,  parto  I.',  tít.  !>,  miro.  3. 
[^)    Engcl,  la;,  cit. ,  núm.  9. 


res ,  mas  no  al  cabildo  sede  vacante ,  como 
que  no  tiene  jurisdicción  inferior  sino  la 
misma  del  obispo  (1):  aprobar  y  dar  licencia 
á  los  sacerdotes  para  confesar,  pues  esto 
corresponde  á  los  obispos  como  ordinarios, 
según  lo  dispuesto  por  el  concilio  Tridentino 
en  la  sesión  23,  cap.  15  de  Reforma,  é  ins- 
tituir confesor  para  absolver  de  los  casos  re- 
servados al  obispo  (2):  enviar  visitadores 
para  la  reforma  necesaria  de  costumbres  en 
el  caso  y  de  la  manera  prescrita  por  dícbo 
concilio  en  el  cap.  3  de  la  sesión  24  de  Re- 
forma, y  siempre  que  haya  trascurrido  un 
ano  desde  la  última  visita  (3) ,  pudiendo  ha- 
cerlo á  toda  la  diócesis ,  ó  solo  á  algunos  lu- 
gares de  ella ,  sin  que  obste  lo  establecido 
por  Bonifacio  YIII  en  el  cap.  4,  tít.  8,  lib.  t 
del  Sexto  de  Decretales,  donde  dispone  que 
vacando  la  iglesia  catedral,  solo  el  Papa  en- 
via  visitador,  á  no  ser  que  el  metropolitano 
lo  hiciese  con  conocimiento  de  causa  por  la 
negligencia  ó  dolosa  administración  del  ca- 
bildo, y  sin  que  puedan  tampoco  eximirse  de 
esta  visita  los  monasterios  de  monjas ,  aun- 
que exentas  por  otro  respeto ,  pues  así  se 
dispone  en  los  capítulos  2 ,  tít.  10,  lib.  3  de 
las  Clementinas  y  9  de  la  sesión  25  de  rega- 
lares obligar  á  los  clérigos  á  que  presenten 
los  títulos  de  sus  beneficios ,  y  si  tuviesen 
dos  6  mas  incompatibles  á  que  muestren  la 
dispensa,  unir  y  prestar  con  causa  su  auto- 
ridad para  la  unión  de  los  beneficios,  con  tal 
que  no  lo  haga  en  su  favor  ó  en  perjuicio  del 
obispo  sucesor,  admitir  las  resignas  de. bene- 
ficios é  interponer  su  autoridad  en  las  per- 
mutas de  los  mismos,  cuando  su  colación  per- 
tenezca simultáneamente  al  obispo  y  cabildo, 
ó  tengan  derecho  á  hacerla  ciertos  sugetos 
por  cláusula  de  fundación :  exigir  el  subsi- 
dio caritativo :  hacer  que  se  lleven  á  efecto 
las  últimas  voluntades  de  los  difuntos  en 
cuanto  esto  pertenece  á  los  obispos  por  de- 
recho ordinario :  tomar  cuentas  á  los  admi- 
nistradores de  lugares  ó  establecimientos 
pios :  instituir  á  los  presentados  por  los  pa- 


(1)    Barbosa,  f  n  collecíancis,  cap.  SO,  núm.  58. 
(%   EngeU  núm.  1%,  dundo  á  Barbosa. 
(J)    Benedicto  XIV,  De  Synoáo  diocesana,  lib.  2,  rap.  9, 
p4r.  6. 
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coiacion  pertenece  solo  al  obispo  p<:ro  coa 
consejo  ó  asenso  del  cabildo»  este  no  puede» 
muerto  ó  suspenso  aquel,  entrometerse  en  la 
colación»  aunque  el  obispo  hubiese  sido  mo* 
roso  en  pedir  la  relajación  de  la  suspensión^ 
Debe  notarse»  que  según  común  opinión  do 
los  autores »  porque  el  obispo  deba  pedir  solo 
el  consejo  del  cabildo ,  la  colación  no  puede 
decirse  simultánea»  toda  vez  que  I»  está 
prohibida  en  sede  vacante  según  la  Decretal 
que  acabamos  de  citar;  como  no  puede  lla- 
marse simultánea  la  que  por  el  contrario 
toca  al  cabildo  por  muerte  del  obispo  ó  es- 
tando en  tierras  l^as»  aunque  estuviese 
obligado  á  aconsejarse  del  obispo»  según  en 
la  propia  se  dispone:  de  modo  que  ni  la  ne* 
cesidad  de  pedir  el  consejo  hace  simultánea 
la  colación»  y  la  necesidad  cesa  cuando  ab- 
solutamente no  puede  pedirse»  v.  g,  muerto 
el  obispo »  ó  cuesta  mucha  dificultad  obtener- 
le» V.  g.  en  el  caso  de  la  repetida  Decre- 
tal (1).  Por  último  el  cabildo  no  puede  en 
sede  vacante  autorizar  uniones  ni  supresiones 
de  prebendas  y  beneficios »  ya  para  apartar 
la  ocasión  deque  pueda  hacerlo  en  su  favor» 
ya  porque  esto  debe  hacerse  por  ei  obispo 
con  consentimiento  del  cabildo»  mayormente 
cuando  se  trate  del  aumento  de  dotación  de 
prebendas  de  corta  renta»  según  se  dispone 
en  los  caps.  1  y  8  del  tít.  10»  líb.  3  de  las 
Decretales »  y  en  el  cap.  IB  de  reforma»  se-* 
sion  24  del  concilio  Tridentino»  ni  convertir 
en  provecho  propio  ó  de  sus  individuos  las 
multas  pecuniarias  y  las  composiciones  (3). 
Bajo  el  segundo  concepto»  no  es  tan  clara  y 
circunscrita  la  prohibición  de  suceder  el 
cabildo  al  obispo  en  la  jurisdicción  estraor- 
dinaria»  dimanando  esta  oscuridad  de  la  que 
existe  respecto  al  modo  de  proceder  el  obis- 
po, ya  como  ordinario,  ya  como  delegado  de 
la  silla  apostólica»  ya  con  ambos  caracteres  á 
la  vez.  Por  eso  los  prácticos,  dividiéndose  en 
?otSi1¿fl^^^  r^iri?*S.SSSr  ¿;^pí^^  ií      opiniones,  han  tratado  de  establecer  una  re- 


justa  causa  (1).  Tampoco  puede  entablar  ni 
seguir  pleito  sobre  los  derechos  episcopales, 
ni  admitir  el  testimonio  de  testigos  en  jui- 
cio contra  la  iglesia  viuda  (3).  Por  la  misma 
razón  de  no  haber  en  sede  vacante  quien 
defienda  el  derecho  de  la  iglesia  viuda, 
prohibió  Inocencio  Ili  en  el  cap.  1  del  tít.  y 
lib.  citados,  toda  desmembración  del  obis- 
pado ó  iglesia  catedral :  como  de  la  elección 
de  los  ministros  del  altar  depende  en  gran 
parte  el  bien  de  la  iglesia,  esta  ha  dispues- 
to que  la  colación  de  beneficios  que  ha  de 
conducir  á  aquel  resultado  no  pase  al  cabil^ 
do ,  cuando  según  la  primitiva  y  apostólica 
disciplina  compete  á  solo  el  obispo.  Tal  es  la 
regla  general  consignada  por  Honorio  III 
en  el  cap.  2,  tit.  9,  lib.  1  de  las  Decretales, 
con  la  adición  de  que  sería  nula  la  hecha 
de  tal  beneficio  por  el  cabildo  aunque  el  Pa- 
pa la  hubiese  confirmado  in  forma  eommun" 
ni  y  repetida  por  Bonifacio  YIII  en  la  primera 
parle  del  cap.  1/,  tít.  6»  lib.  3  del  sesto  de 
Decretales.  Tan  terminante  y  absoluta  han 
considerado  esta  prohibición  los  canonistas 
que  la  aplican  á  los  casos  en  que  competa  al 
obispo  la  colación  estrictamente  dicha,  esto 
es»  libre;  ó  por  derecho  de  presentación, 
esto  es»  de  colación  menos  libre»  ó  por  de- 
recho propio,  ó  derecho  devoluto,  siempre 
que  en  todos  ellos  sea  solo  del  obispo  con  es- 
closion  del  cabildo  (3).  Al  enumerar  las  fa- 
cultades de  este  en  sede  plena  lo  hicimos  de 
la  de  conferir  los  beneficios  cuya  colación  le 
perteneciese  conjuntamente  con  el  obispo 
aunque  este  como  tal  estuviese  en  ella  inte- 
resado (4).  Aqui  añadiremos  que  según  la 
de  Bonifacio  VIH  en  el  §.  I  del  citado  capítu- 
lo único,  tit.  8,  lib.  3  del  Sesto»  cuando  la 


(I)  Engel ,  núm.  7. 

(9)  Engel ,  nim.  14. 

(3)  Van  Espen,  parte  1.*,  tft.  9,  cap.  t,  ndm.  3. 

(4)  IMcbo  aau>r  ea  el  lagar  dttdo,  afiade  q«e  la  eomna 


obispo  i  presentación  de  los  patronos ,  legos  ó  eclesiásticos; 
bien  sea  libre,  pero  loqoe  jontamente  al  obispo  y  cabildo, 
en  tales  casos  este  sucede  al  obis^  en  sede  vacante  para 
dar  la  eolacion ,  confirmación  ¿  institución ,  qoe  segon  Carda 
Debeneficütt  parte  5,  cap.  7,  núm.  73,  que  en  el  caso  en 
qoe  por  prí?ileglo  ó  grtcb ,  solo  el  oUspo  debiera  conferir 
an  beneilela*  dctermiíada  persona,,  t.  g.;  al  nombrado 
académico,  el  etblldo  6  so  ricario  eo  so  nombre  podrían 
hacer  esta  colacioa  necesaria  toda  ves  qie  se  debe  á  cierto 
fiénero  de  personas,  j  aonme  el  patreno  presenure  mochos 
igaalmente  idóneos,  el  cabtlde  poéria  instituir  de  les  presea- 
udos  al  qoe  qnisiere. 


gla  general ,  en  la  que  se  marcase  la  linea 
divisoria  entre  las  facultades  del  obispo,  para 
determinar  de  esta  suerte  las  en  que  puede 


(1) 

pUulo  10;  §4 


Van-Espen,  S  7  yS. 

Benedicto  XI  v ,  De  Synodo  Diocesana , 


Ub.  10,  ca- 
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sueeder  el  cabildo.  De  la  qae  atguáos  propo** 
nen ,  distiogoiendo  los  casos  en  que  el  obis- 
po paede  proceder  cootra  los  exentos  asi 
por  derecho  común  como  pdr  el  novísimo 
del  TridenÜBO,  y  los  en  que  por  este  se  les 
da  potestad  ordinaria  y  solo  se  remueven  los 
obstáculos  nacidos  de  privilegios  ó  exencio- 
nes; establecen  que  cuando  respecto  de  los 
primeros  se  usa  de  la  fórmula  Umquam  sedis 
Apo$toUm  deUgahis.tl  cabildo  no  sucede  en 
esta  especial  delegación  y  como  sucede  res- 
pecto de  los  segundos,  puesto  que  es  ordina- 
ria la  potestad »  i  menos  que  la  fórmala  sea 
€tiam  tanquam  Apa$tolícíB  Sedi$  delegaUut; 
pues  aunque  la  partícula  etiam  parece  en* 
▼olver  la  doble  idea  de  potestad  ordinaria  y 
delegada,  todavía  se  entiende  que  en  tal  ca- 
so el  obispo  procede  en  virtud  de  delegación, 
y  que  apelindose  de  su  sentencia  al  Sumo 
Pontífice  debe  esclqírse  por  consiguiente  al 
cabildo;  y  que  si  la  necesidad  lo  exige ,  aun 
en  los  casos  en  que  el  obispo  debia  proceder 
como  delegado,  puede  el  cabildo  suplirle, 
mayormeiM  si  no  se  esperase  tan  pronto  al 
sucesor,  pues  es  axioma  vulgar  que  en  ca* 
so  de  necesidad  se  prescinde  del  derecho  co- 
mún, y  que  muchas  veces  la  necesidad  hace 
licito  lo  que  por  la  ley  no  lo  era  (1).  Apesar 
del  respeto  que  nos  merecen  los  autores  de 
esta  regla,  creemos,  siguiendo  el  parecer 
de  otros  no  menos  autorizados  y  prácti- 
cos, que  no  les  está  prohibido  álos  cabildos 
en  sede  vacaí^  el  ejercicio  de  la  jurisdic- 
cíoii  que  el  concilio  Tridenttno  declaró  cor^ 
responder  álos  obispos  como  ordinarios  aun- 
que agregase  la  partícula  etiam  (2) ,  y  que 
sí  el  concilio  atribuyó  á  los  obispos  facul- 
tad para  proceder  con  autoridad  apostóli- 
ca ^  los  casos  en  que  antes  podía  hacerlo 
en  virtud  de  solo  la  ordinaria,  en  tal  caso 
no  deberá  entenderse  que  el  concMio  derogó 
la  autoridad  ordinaria,  sino  que  anadió  á 
ella  la  Apostólica  (3)«  Por  lo  que  toca  á  los 
poderes  especiales  dados  por  la  siUa  aposto- 
Kcd  al  prelado  difunto  y  en  consideración  á 
so  gerarquía ,  es  natural  inferir  que  estas 


(I)   Bngel,  núm.  ^  y  3. 

(fi   Berardó,  toiii.  I,  disertat.  5,  cap.  3. 

(3)   Van-Bspen,  iQg.cit.  nám.i. 


no  pasan  á  la  jurisdicción  capitubr  (1).  La 
íacttltad  de  conceder  indulgencias ,  aunque 
no  se  deriva  de  la  potestad  de  orden  sino  de 
la  jurisdicción,  tampoco  competo  á  los  ca- 
bildos en  sede  vacante,  por  mas  que  algu- 
nos canonistas  notables  sean  de  opinión  con- 
traria. En  esta  materia  es  muy  digna  de  res- 
peto   la  autorizada  doctrina  de  Benedic- 
to XIY,  que  en  su  tratado  De  Synodo  Dioee^ 
«mfl,  lib.  2,  cap.  9,  num.  7 ,  aduce  en  apo- 
yo de  la  negativa  tres  razones;  primera,  que 
la  facultad  de    conceder  indulgencias  no 
es  tan  necesaria  para  el   régimen  de  la 
diócesis,  que  de  carecer  de  ella  los  que 
temporalmente  administran  la  diócesis  ba- 
ya de  seguirse  algún  detrimento :  segunda, 
que  esta  facultad  es  efecto  de  cierta  juris- 
dicción estraordinaia  que  solo  pertenece  á 
la  dignidad  episcopal;  y  tercera,  que  todo 
el  tesoro  de  indulgencias  está  en  el  Sumo 
Pontífice,  solo  el  cual  pudo  conferir  única- 
mente á  los  obispos  una  parte  de  esto  dere- 
cho ,  mas  no  á  los  que  no  son  verdaderos  es- 
posos de  las  iglesias  y  verdaderos  pastores, 
sino  que  solo  administraban  la  diócesis.  Bajo 
el  tercer  concepto,  esto  es,  en  cuanto  solo  es 
propio  del  orden  episcopal,  no  compete  al 
cabildo  en  sede  vacante  la  facultad  de  ejercer 
los  actos  de  orden ,  dar  dimisorias ,  aun  á  ios 
que  son  de  la  diócesis ,  hasta  que  no  sea  pa- 
sado el  ano  contado  desde  el  día  de  la  va- 
cante, si  bien  le  es  permitido  llamar  y  con- 
ceder licencia  á  obispos  de  otras  diócesis 
para  que  en  la  vacante  ejerzan  los  que  se 
llaman  actos  de  pontifical,  v.  g.,  la  celebra- 
ción del  oficio  solemne,  la  consagración  de 
iglesias ,  altares,  ornamentos  y  demás  olqe- 
tos  destinados  al  culto  sagrado,  la  confirma- 
ción, etc.  (2).  Bajo  el  cuarto  y  último  con- 
cepto ,  el  cabildo  tompoco  puede  conceder  á 
los  diocesanos  dimisorias  para  otro  obispo, 
durante  el  primer  ano,  contado  desde  el  día 
de  la  vacante,  á  no  ser  á  los  avetados ^  esto 
es,  á  aquellos  que  tengan  precisión  de  orde- 
narse dentro  del  ano  en  razón  de  un  benefi- 
cio conferido  ó  que  haya  de  conferírseles; 


„u-*l  ^■*í''»«**il**'..^^'  derecho  ecUüéttm  universai, 
llb.  3,  f ap.  4,  §.  139.— Devotl, lib.  I,  lít.  3. 
(4)    DeTfU,  lof.  cit.-Eüfel,  núm.  13. 
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siendo  válidas  las  dimisorias  que  pasado  di- 
cho año  conceda  para  todas  las  órdenes 
y  prima  tonsura,  si  el  nuevo  obispo  no  las 
revoca  antes  de  que  hayan  hecho  uso  de 
ellas.  El  concilio  deTrento,  en  el  cap.  40  de 
reforma,  de  la  sesión  7.\  lo  ha  dispuesto  así 
derogando  sobre  este  punto  cualquier  dispo- 
sición de  derecho  común,  costumbre  ó  esta- 
tuto que  en  contrario  pudiera  alegarse  por 
los  cabildos ,  declarando  sujeto  á  entredicho 
eclesiástico  al  que  quebrantase  este  precep- 
to; privados  de  todo  privilegio  clerical,  espe- 
cialmente enasuntos  criminales  á  los  asi  orde- 
nados si  estuviesen  constituidos  en  las  órde- 
nes menores ;  y  si  en  las  mayores ,  suspensos 
ipso  jure  del  ejercicio  de  las  recibidas  á  be- 
neplácito del  prelado  futuro.  Por  último, 
aunque  la  facultad  de  convocar  concilio  dio- 
cesano sea  una  consecuencia  de  la  potestad 
de  jurisdicción ,  el  cabildo  catedral  no  puede 
ejercer  la  sede  vacante,  por  respeto  á  la 
memoria  del  prelado  difunto,  durante  el  ano 
contado  desde  el  dia  de  la  vacante,  si  bien 
el  pontífice  Benedicto  XIY,  en  ios  lug.  cit., 
par.  6 ,  siguiendo  á  muchos  otros  que  este 
menciona,  opina  que  está  facultado  para  ello 
el  cabildo  ó  su  vicario  sin  especial  mandato 
con  tai  que  haya  trascurrido  un  ano  desde 
la  celebración  del  último,  para  evitar  que 
creciendo  la  licencia  de  pecar  queden  los  crí- 
menes impunes. 

En  la  antigua  disciplina,  los  cabildos  ca- 
tedrales aplicaban  su  autoridad  por  si  mis- 
mos, gobernando  en  cuerpo  la  diócesis  du- 
rante la  vacante,  y  solo  nombraban  un  ecó- 
nomo ó  administrador  para  lo  temporal,  cuyo 
nombramiento  se  devolvía  al  metropolitano 
ó  al  Pontífice ,  si  la  corporación  capitular  era 
negligente  en  hacerlo ,  y  asi  se  halla  dispues- 
to por  Bonifacio  VIII  en  el  cap.  4.  tlt.  8,  li- 
bro 4. •  del  sexto  de  Decretales. 

Pero  la  disciplina  general  vigente  es  que  el 
cabildo  catedral  ó  metropolitano  no  solo  no 
puede  ejercer  por  si  la  jurisdicción  en  sede 
vacante  ó  impedida,  sino  ni  aun  reservarse 
parte  alguna,  debiendo  pasar  toda  á  la  per- 
sona que  en  su  nombre  la  ejerce.  Y.  yica- 

La  dísciph'na  de  España  acerca  de  la  fa- 


I  cuitad  de  los  cabildos  en  sede  vacante,  está 
comprendida  en  el  art.  20  del  Concordato 
novísimo  que  dice  así:  cEn  sede  vacante,  el 
cabildo  de  la  iglesia  metropolitana  ó  sufragá- 
nea en  el  término  marcado,  y  con  arreglo  á  lo 
que  previene  el  sagrado  concilio  de  Trento, 
nombrará  un  solo  vicario  capitular ,  en  cuya 
persona  se  refundirá  toda  potestad  ordinaria 
del  cabildo  sin  reserva  ó  limitación  alguna 
por  parte  de  él ,  y  sin  que  pueda  revocar  el 
nombramiento  una  vez  hecho  ni  hacer  otro 
de  nuevo;  quedando  por  consiguiente  ente- 
ramente abolido  todo  privilegio,  uso  ó  cos- 
tumbre de  administrar  en  cuerpo,  de  nom- 
brar mas  de  un  vicario  ó  cualquiera  otro  que 
bajo  cualquier  concepto  sea  contrario  á  lo 
dispuesto  por  los  sagrados  cánones. 

SECCIÓN  IV. 

DE  LA    CONVOCACIÓN    Y    REUNIÓN    DE  LOS 
CABILDOS. 

Considerados  los  cabildos  como  corpora- 
ciones eclesiásticas  y  senado  del  obispo,  han 
celebrado  tn  todos  tiempos  sus  reuniones 
para  tratar  de  sus  negocios  propios  ,  ó  de 
aquellos  en  que  debían  dar  al  prelado  su 
consejo  ó  consentimiento.  En  la  disciplina 
antigua  era  diaria  la  reunión  del  cabildo  (4), 
con  el  objeto  de  sostener  el  buen  espíritu  de 
los  clérigos ,  imponer  penitencias  á  los  que 
hubieran  incurrido  en  alguna  falta,  y  tratar 
del  provecho  y  utilidad  de  la  Iglesia.  Con  la 
disoluciom  de  la  vida  común  fueron  dester- 
rándose poco  á  poco  estas  juntas  diarias  co- 
IlaHoneSf  introduciéndose  en  su  lugar  los 
llamados  cabildos  de  disciplina  capitula  dis^- 
cipliruB^  ó  congregaciones  capitulares.  Pero 
según  lo  dispuesto  por  los  concilios  (2),  los 
asuntos  que  primero  debían  tratarse  en  estas 
juntas  eran  los  referentes  á  las  costumbres, 
al  oficio  divino  y  al  culto  eclesiástico,  sin  ol- 
vidar por  eso  los  negocios  temporales  en  la 
administración  de  los  bienes  ó  rentas  de  la 


(1)  Gap.  1Í3  d9  la  regla  compuesta  en  el  concilio  de  Aqnis- 
gram. 

(t)  Concilios  de  Colonia  de  1536 ,  de  Bourges  de  1564 
de  Tolosa  de  1390  y  de  AviDon  de  1594. 
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Iglesia.  LimitándoDOs  nosotros  en  esta  ma- 
teria á  la  doctrina  de  aplicación  Trecuente, 
la  tomaremos  del  derecho  coman,  délos  de- 
cretos del  concilio  de  Trento  y  de  varias  re- 
soluciones posteriores. 

Dios  en  que  deben  celebrarse  los  cabildos. 
Hay  en  algunas  iglesias  señalados  por  cons- 
titución ciertos  dias  al  ano ,  al  mes  ó  ala  se* 
mana  en  que  á  hora  fija  deben  reunirse  los 
capitulares  sin  previa  citación ,  y  estas  reu- 
niones se  llaman  cabildos  ordinarios  en  que 
se  trata  de  los  negocios  comunes  de  la  Igle- 
sia ,  privándose  de  alguna  parte  de  sus  fru- 
tos á  los  no  asistentes ,  ó  imponiéndoseles 
una  ligera  multa  pecuniaria.  Fuera  de  estos 
dias  solo  se  reúne  el  cabildo  cuando  hay  ne- 
gocios urgentes  que  no  sufren  dilación ,  y 
el  presidente  le  convoca  señalando  hora  en 
que  han  de  reunirse  los  capitulares  citados 
aJ  efecto;  esta  reunión  tiene  el  nombre  de 
cabildo  extraordinario.  Los  cabildos  tanto 
ordinarios  como  estraordinarios  no  deben  ce- 
lebrarse en  dias  festivos ,  ni  en  horas  desti- 
nadas i  la  celebración  de  la  misa  y  oficio 
divino,  á  no  ser  que  sobrevenga  algún 
asunto  necesario  que  no  pueda  diferirse ,  en 
cayo  caso  asisten  algunos  capitulares  al  coro, 
reuniéndose  los  demás  (1) ,  estando  conde- 
nada toda  costumbre  en  contrario  ,  y  prohi- 
bida al  obispo  la  convocación  hasta  para  pe- 
dir cuentas  y  hacer  el  cómputo  ó  liquidación 
de  los  bienes  y  rentas  de  la  mesa  ó  fá- 
brica (2). 

Lugar  en  que  debe  celebrarse  el  cabildo. 
La  convocación  del  cabildo  debe  hacerse, 
para  la  misma  iglesia  catedral ,  celebrándo- 
se éste  en  la  sala  destinada  al  efecto.  No  es- 
tán de  acuerdo  los  canonistas  sobre  sí  el 
obispo  puede  convocar  el  cabildo  en  su  pa- 
lacio ,  ó  debe  hacerlo  en  la  sala  capitular, 
cuando  según  lo  establecido  en  el  cap.  6  de 
reforma  deja  sesión  25  del  concilio  de  Tren- 
to hubiese  de  proponer  á  los  canónigos  al- 
gún asunto  para  su  deliberación ,  siendo  de 


(1)  Coneillos  provincial  de  Hilan  presidido  por  S.  Cirios 
Borromeo  ,  parte  1.%  e^ip.  38.  Camaracense,  part.  2.*,  tiu  18, 
cap.  17  7  otros ,  con  coyas  resolnciones  están  conformes  la  sa- 
grada congregación  del  concilio  y  la  de  ritos. 

(t)    García,  de  beneOcios  parte  3.*»  cap.  S.* ,  nüm.  559. 
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aquellos  en  que  ni  el  prelado ,  ni  los  que  se 
hallan  á  su  servicio  estuviesen  interesados  ; 
pero  á  pesar  de  tan  encontradas  opiniones, 
es  lo  seguro  que  si  bien  no  puede  pedirse 
la  nulidad  de  lo  acordado  en  un  cabildo  ce- 
lebrado fuera  de  la  catedral ,  ni  los  obispos 
ni  cualquiera  otra  persona  á  quien  toca  la 
convocación  puede  hacerlo  para  otro  lugar 
fuera  del  en  que  ordinariamente  se  reúne, 
sino  en  los  casos  estraordinarios  consignados 
en  el  derecho;  estos  son  la  falta  de  seguridad 
en  la  iglesia  ó  sala  capitular,  la  prohibición 
hecha  al  obispo  de  entrar  en  la  ciudad,  ó  la 
de  haber  estelado  alguna  rebelión  contra  el 
mismo.  En  todos  estos  casos  puede  hacerse 
la  convocatoria  para  el  lugar  convenido  en- 
tre el  obispo  y  el  mismo  cabildo  (1). 

Autoridad  que  debe  convocar  el  cabildo. 
La  facultad  de  convocar  el  cabildo  corres- 
ponde por  regla  general  al  mayor  y  mas 
digno ,  de  donde  se  infiere  que  el  obispo  es 
el  primero  que  puede  hacerlo  y  á  quien  toca 
recoger  los  votos  de  los  capitulares ,  y  deci- 
dir según  su  resultado.  El  concilio  de  Tren- 
te, que  en  su  sesión  25 ,  cap.  6  de  Reforma 
así  lo  dispuso  atendiendo  al  principio  y  por 
las  razones  que  acaban  de  indicarse,  anadió 
también  que  cuando  el  obispo  estuviese  au* 
senté ,  ó  se  tratase  bien  de  sus  asuntos  pro- 
pios ó  de  cosas  en  su  provecho,  bien  de  ne- 
gocios que  precisamente  se  refiriesen  al  ca- 
bildo ,  no  fuese  el  vicario  ü  oficial  del  obis- 
po (2),  sino  uno  del  cabildo  á  quien  por  de- 
recho ó  costumbre  locase.  Por  donde  se  ve 
que  lejos  de  desvirtuar  el  principio  de  ma- 
yoría y  dignidad,  le  robusteció,  puesto  que 
determinando  cuándo  debia  hacerlo  el  obis- 
po ó  el  cabildo ,  dejó  intacta  la  escepcion  las 
disposiciones  de  derecho  común  ó  la  costum- 
bre que  atribuyen  esta  facultad  al  mas  digno 


(1)  Declaraciones  de  la  congregación  del  concilio  y  consti- 
tacfones  de  los  pontífices  Clemente  VI  y  de  Inocencio  III. 

(i)  Los  autores  citados  por  Ferraris,  niims.  16  y  17,  apo- 
yándose en  nna  decisión  de  la  Sag.  Cong.  dada  en  ignal  sen- 
Üdo  dicen  que  el  vicario  general  en  niugnn  caso  esté  ó  no  aa- 
sente  el  obispo  pncde  convocar  el  eaUldo  exento,  pero  qne  está 
facultado  para  ello  si  el  cabildo  no  es  exento:  siendo  la  razón, 
que  en  el  primer  caso  el  concilio  concede  la  facultad  á  solo 
el  obbpo  ,  escluyendo  espresamente  al  vkario ,  y  en  el  segun- 
do no  necesita  de  tal  ficnltad  porque  la  tiene  de  derecho  co- 
mun  comunicándola  á  su  vicario,  quien  sobre  lo  mismo  tiene 
jurisdicción  en  el  cabildo  y  puede  convocarle  con  jusu  causa 
para  asuntos  en  que  según  sus  Tacultades  puede  ser  fuero. 
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y  de  mayor  categoría  entre  los  capitalares. 
Las  decisiones  de  la  sagrada  coogregaicioQ 
del  coQcUio  de  16  de  junio  de  1683  y  12  de 
marzo  de  1695,  y  de  la  sagrada  congregación 
de  Ritos  de  38  de  enero  de  1098  fueron  da^ 
das  ea  igual  sentido ,  habiendo  resuelto  esta 
ultima  que  aun  cuando  el  mayor  ó  mas  dig« 
Bo  no  esté  constituido  en  las  órdenes  sagra^ 
das  y  no  tenga  por  oonsígHiente  voto ,  to* 
davía  le  pertenece  coiiYocar  el  cabildo,  pro- 
poner los  negocios  que  se  han  de  decidir ,  y 
recoger  los  votos  de  los  colegiales  que  vo- 
tan ;  pues  este  es  acto  de  jurisdicción  que 
compete  al  presidente  por  razón  de  superio- 
ridad, aunque  no  esté  constituido  en  las  ór- 
denes sagradas  (1).  Algunas  veces  puede  la 
convocación  del  cabildo  tocar  alternativa- 
mente á  dos  por  costumbre ,  según  también 
declaró  la  sagrada  congregación  de  obispos 
en  3  de  febrero  de  1633,  consultada  por  el 
arzobispo  de  Zaragoza,  dicieado  que  á  este 
locaba  convocar  el  cabildo  y  abrir  las  cartas 
capitulares  alternativamente  con  el  deán. 
Mas  no  porque  la  convocación  pertenezca  al 
mayor  ó  mas  digno  se  prohibe  al  cabildo  el 
arbitrio  de  convocarle;  pues  si  aquel  lo  re- 
husa, pueden  ios  demás  eapkalares  obligarle 
é  que  haga  la  convocacioii  por  majiéato  del 
superior  tegitian) ;  ó  si  después  de  requeri- 
do rehusa  todavía  congregarle,  hacerse  la 
Gtnvocacien  por  el  siguiente  en  grado  ;  se- 
gun  deeision  de  la  Bota  Bomana  relativa^* 
mente  al  primer  caso  para  la  Iglesia  de  Se* 
villa  en  2  de  julio  de  170Q ,  y  al  segundo  en 
14  de  junio  de  1602  para  la  de  Gerona  (2). 
Cui^uiera  que  sea  q«¡en  por  derecho  ó 
eeslumbre  convoque  el  cabildo  no  está  obli- 
gado á  espresar  en  la  convocatoria  el  objeto 
de  ella,  como  asi  lo  declaró  en  un  caso  que 
se  le  consultó  la  sagrada  óongregacton  del 
concilio  en  12  de  marzo  de  1655,  fundándo- 
se en  que  de  lo  contrario  podría  pedirse  la 
dilación  del  cabildo  para  responder  después 
de  haber  consultado:  sin  embargo,  algunos 
prácticos  aconsejan  que  en  cuanto  á  esto 


(1) 

neo 


(i)    Asilo  reSere  García,  lugar  cUado,  DÚm.98  y  lo 
D  lof  autores  citados  por  Ferraris,  uums.  2  y  3. 
[t)    Ferraris,  lug .  ciu,  núm.  6. 


sosUe- 


deberá  atenderse  á  la  costumbre  la  cual  al- 
terada bastará  para  que  en  todo  tiempo  pu- 
dieran los  vocales  reclamar  la  nulidad  de 
las  actas  (1).  Tampoco  se  requiere  licencia 
del  obispo  para  la  convocación  sí  se  hubiese 
acostumbrado  á  hacerla  sin  aquella,  y  donde 
estuviese  vigente  este  uso,  el  obispo  ni  mu- 
cho menos  su  vicario  pueden  prohibir  se  con- 
voque el  cabildo  á  menos  que  exista  justa  cau- 
sa para  ello ,  por  ejemplo,  la  de  no  deberse 
celebrar  en  tiempo  de  los  divinos  oficios; 
pudiendo  entonces  el  obispo  aun  sin  nom- 
brarse adjuntos  proceder  á  la  sustracción  de 
frutos  y  á  la  exacción  de  las  multas  por  él 
impuestas  contra  los  canónigos  que  tienen 
cabildo  en  el  tiempo  en  que  deben  celebrar- 
se los  divinos  oficios,  á  no  ser  que  como  an- 
tes dijimos  se  trate  de  un  asunto  que  no  su- 
fra dilación.  El  obispo  no  puede  á  pesar  de 
tal  facultad  obligar  á  los  canónigos  á  que  le 
signifiquen  lo  que  quieren  tratar  en  el  ca- 
bildo ,  aunque  si  á  que  le  exhiban  una  copia 
de  las  actas  ó  resoluciones  capitulares ,  toda 
vez  que  es  propio  de  su  potestad  y  jurisdic- 
ción vigilar  para  que  no  se  tomen  por  el  ca- 
bildo resoluciones  contrarias  á  derecho.  Esta 
doctrina  está  fundada  respecto  al  primer 
caso  en  las  declaraciones  de  la  sagrada  con- 
gregación de  obispos  de  17  de  enero  de 
1584  y  de  20  de  agosto  de  1601 :  al  segun- 
do en  otras  de  4  de  junio  de  1602, 13  de 
setiembre  de  1641  y  27  de  marzo  de  1632: 
al  tercero  en  las  de  25  de  febrero  de  1603, 
6  de  marzo  y  22  de  abril  de  1596 ,  habién- 
dose confirmado  esta  última  por  la  Rota  Ro<» 
mana  en  un  caso  relativo  á  la  Iglesia  de  Ge- 
rona en  12  de  junio  de  1702  que  amplió  al 
vicario  capitular  sede  vacante ,  puesto  que 
á  él  se  devolvía  la  jurisdicción  del  obi^ ,  y 
la  facultad  de  este  para  exigir  copia  de  las 
actas  (2). 

La  manera  de  convocar  el  cabildo  de- 
pende de  la  costumbre,  pues  nada  acerca 
de  este  punto  se  halla  establecido  en  el  de- 
recho. Así  es  que  debe  guardarse  la  forma  ó 
estilo  usado  en  la  iglesia  catedral  ó  metro- 


(1)    Id.ndin.7. 
{%   Id.  Dám.  11 
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polltatta,  haciéndose  en  unas  á  toque  de 
campana  mayor ,  lo  cnal  es  mas  general,  en 
otras  por  cartas  ó  círcuiares,  y  en  otras  de 
tiva  Yoz.  Por  lo  que  toca  á  k)s  ausentes ,  es 
natural  se  convoquen  por  cartas  ó  por  medio 
de  emisarios  6  nttnctos  (i). 

Quienes  deben  ser  convocados.  Deben 
ser  ccmyocados  al  cabildo  todos  los  que » pro- 
pia y  canánicamente  hablando,  le  componen 
y  tienen  voz  y  voto  en  él.  Así  es  que ,  regu- 
larmente los  canónigos  son  los  llamados  por^ 
que  su  reunión  es  la  que  se  entiende  con  el 
nombre  de  cabildo  y  solo  ellos  lo  constituyen; 
no  debiendo  convocarse  á  las  dignidades, 
pues  no  se  dicen  del  cabildo  á  no  ser  que  al 
mismo  tiempo  sean  canónigos  ó  tengan  este 
derecho  por  costumbre,  estatuto  ó  Ainda^^ 
cion  (S);  y  lo  mismo  ios  llamados  racioneros 
y  medios  porque  tampoco  pertenec-en  general- 
mente al  cabildo  (3).  Entre  los  canónigos 
solo  debe  convocarse  á  los  prebendados  que 
sean  del  número  establecido  por  los  estatu* 
tos,  y  se  haUen  constituidos  en  los  órdenes 
mayores,  al  menos  del  subdiaconado ,  pues 
según  lo  dispuesto  en  el  cap.  3,  %iu  6,  lib  1 
de  las  Clementinas ,  y  en  el  capit.  4  de  la 
sesión  22  de  reforma  del  concilio  de  Trento, 
ni  en  las  iglesias  catedrales  ó  colegiatas ,  ni 
en  las  seculares  ó  regulares  puede  tener  voz 
en  cabildo  el  que  no  esté  ordenado  al  menos 
de  subdiácono  (4).  Para  que  se  entiendan 
tratados  capitularmente  los  asuntos  no  es 
necesario  llamar  á  los  canónigos  ausentes  del 
lugar  de  la  residencia.  Tal  es  el  principio 
comunmente  deducido  del  párrafo  4  de  la 
Constitución  de  los  emperadores  Leony  Ante- 
núo  contenida  en  el  can.  2,  causa  10  cuest.  2 
del  <tecreto  de  Graciano,  en  las  palabras 
inajoreparíeibidemservientuim  conseniiente^ 
y  en  especial  de  la  glosa  á  la  constitución  de 
Inocencio  III  en  el  cap.  i6,  tit.  6,  lib.  4  de 
las  Decretales.  Sin  embargo ,  los  autores 
fundados  en  la  glosa  al  cap.  3,  tít.  iO ,  lib.  2 


(I)    í^asserin  de  elecl  canon  cap.  11. 

(i)  Carienal  do  Loca  üc  beoeOette,  4ir6ire.  46,  nim.  1. 
Barbosa  de  canonicis,  cap.  36,  núm.  14.— Van-Espen,  parle  i, 
bU  7,  cap.  5,  núm.  4. 

(S)  ADtorcs  y  decisión  citados  por  Ferrarls ,  num.  Si  en  las 
■dicíoBes. 

(4)  Parece  nataral  qac  al  qoc  se  le  ha  dispensado  la  edad 
se  le  dispense  el  voto  en  cabildo. 


del  Sexto ,  convienen  en  que  solo  debe  lla<^ 
marse  álos  ausentes  en  los  tres  únicos  casos 
que  aquella  eseeptua :  á  saber ,  en  asunto  de 
elección  de  nuevo  Prelado,  según  el  cap.  2 
del  tit.  6 ,  lib.  4  de  las  Decretales ;  cuando 
alguno  hubiese  de  ser  admitido  canónigo, 
conforme  al  cap.  33,  tít.  4,  lib.  3  del  Sexto; 
en  la  cesación  4  tfiviiits  con  arreglo  al  cap.  8, 
tit.  16,  lib.  1  del  mismo  código:  si  bien  al- 
gunos son  de  parecer  que  la  escepcion  espre- 
sa en  estos  tres  casos  debe  eslenderse  á  to- 
das las  demás  causas  graves  y  arduas,  por- 
que la  convocatoria  de  los  ausentes  favorece 
á  los  canónigos,  y  por  paridad  de  razón  debe 
ampliarse  y  hacerse  estensiva  á  semejantes 
ó  mayores  asuntos ;  aunque  en  cuanto  al  de 
que  tratamos  hayan  de  tenerse  en  cuenta 
principalmente  las  costumbres  locales  (1). 

La  Ailta  de  citación  de  uno  solo  de  los  que 
por  derecho  ó  costumbre  deben  ser  llamados 
leda  según  la  común  opinión  derecho  á  pedir 
se  declare  nulo  lo  hecho  por  los  demás  (2). 

P/úmero  de  voU)S  necesario  para  la  reso- 
lueiondelosnegocioSé  Los  canónigos  pre- 
sentes no  pueden  proceder  á  tomar  delibe- 
ración alguna ,  si  no  se  bailan  reunidas  al 
menos  dos  terceras  partes  de  capitulares, 
escepto  en  los  casos  de  necesidad  y  en  que 
se  siguiese  peligro  de  la  tardanza ,  ó  en  que 
lo  contrario  se  hallase  introducido  por  las 
costumbres  locales  (3).  Algunos  sin  embargo 
opinan  que  si  la  convocación  depende  de  uno 
soh) ,  basta  para  formar  cabildo  el  número  de 
asistentes  por  pequeño  que  sea ,  como  cuan- 
do el  obispo  convoca  al  de  la  catedral  para 
pedirte  su  consejo  ó  consentimiento  en  vir- 
tud del  derecho  que  el  concilio  Tridentino 
le  concede  (4). 

Cuando  el  obispo  convoca  el  cabildo  en  los 
casos  en  que  puede  hacerlo ,  debe  presidirlo 
con  todas  las  prerogativas  anejas  á  la  pre- 
sidencia; y  entonces  como  que  hace  de  ca- 
beza del  cabildo  debe  ocupar  el  primer  asien- 
to ,  tener  la  preeminencia  de  reloj  y  campa- 


d'f    Engel,  lug.  cit.  núm.  9. 

it)    Panormitao  al  tit.  11 ,  lib.  5  de  las  Dccreules,  num.  id, 
cap.^  y  56,  tit.  C,  lib.  1  de  las  Decretales. 

(3)  Id.  en  el  Ing.  dt. 

(4)  Fagnani,  al  cap.  1,  tit.  S2,  lib.  5  de    las  Decretales 
núm.  48. 
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nilia,  proponer  los  asuntos»  recibir  los  votos 
y  hacer  todo  lo  demás  que  sea  necesario. 
Guando  interviene  en  el  cabildo  sin  congre- 
garlo ó  convocarlo  para  tratar  de  asuntos  to- 
cantes á  su  dignidad,  sino  solo  por  costum- 
bre en  los  cabildos  que  se  congregan  por  el 
deán  ó  por  el  canónigo  mas  antiguo  en  los 
asuntos  y  negocios  del  mismo  cabildo,  tiene 
también  iguales  preeminencias  y  prerogati- 
vas,  porque  interviene  como  obispo  y  parece 
incongruente  que  esté  sujeto  á  otro  que  no 
deja  de  serle  inferior.  Sin  embargo,  en  los 
actos  que  tocan  al  mismo  cabildo,  á  sa- 
ber ,  la  convocación ,  la  recepción  de  los 
votos  y  en  otros  semejantes,  tales  preroga- 
tivas  pertenecen  á  la  cabeza  del  cabildo  y  no 
al  obispo ,  á  no  ser  que  por  costumbre  le 
toquen  al  obispo,  pues  no  interviene  allí 
como  constituyendo  un  solo  cuerpo  místico 
con  su  cabildo  para  ejercer  actos  en  que  no 
pueden  menos  de  concurrir  el  obispo  y  ca- 
bildo sino  que  el  cuerpo  de  este  los  desem- 
peña sin  contar  con  el  obispo  que  solo  inter- 
viene como  juez  para  que  nada  se  haga  con- 
tra derecho.  Cuando  el  obispo  es  canónigo 
en  la  iglesia  de  su  propia  diócesis  ó  en  la  de 
otra,  ó  en  alguna  exenta  no  puede  como  tal 
canónigo  recibir  los  votos,  ni  convocar  el 
cabildo  ni  hacer  otras  cosas  semejantes ,  sino 
que  todo  esto  corresponde  á  la  cabeza  ó  pri- 
mera silla  del  cabildo,  porque  el  obispo  como 
canónigo  forma  parte  de  aquel.  Mas  el  obis- 
po aunque  sea  titular  é  intervenga  como  ca- 
nónigo en  el  cabildo  y  en  otras  funciones 
capitulares,  tiene  sobre  todos  los  canónigos 
y  dignidades  la  precedencia  y  preeminencia 
debidas  é  inseparables  de  su  elevada  digni- 
dad episcopal  que  resplandece  sobre  tal  ca- 
bildo de  donde  algunos  canonistas  han  de- 
ducido que  el  prefecto  del  cabildo  debe  al 
proponer,  pedir  licencia  al  obispo  con  la 
debida  urbanidad  después  de  saludarle  (1). 
Para  que  pueda  decirse  que  se  han  trata- 
do capitularmente  los  asuntos  es  preciso  que 
los  capitulares  se  hayan  reunido  también  ca- 
pitularmente, y  asistido  todos  á  la  sesión,  y 


íl)  Ferraris,  nüni.  55  ü  ÍSciía  pn  «poyo  de  rsta  doctrina 
los  tpstimoniüs  da  autores  rcspf tables  y  las  derisionet  dad js 
fu  algunos  casos. 


que  después  de  oidos  los  votos  de  cada  uno, 
la  deliberación  se  haya  tomado  por  los  con- 
gregados. Por  lo  mismo  no  basta  que  cada, 
uno  prometa  separadamente  alguna  cosa  ó 
declare  su  voluntad,  pues  asi  como  cada  uno 
fuera  de  la  congregación  no  constituye  ca- 
bildo, así  no  puede  decirse  que  su  consenti- 
miento dado  fuera  de  cabildo  basta  en  los 
asuntos  que  por  este  han  de  despacharse,  lo 
cual  proviene  de  la  naturaleza  de  los  colegios 
y  corporacicmes  (1). 

Los  cabildos  como  toda  corporación  tienen 
derecho  de  hacer  reglamentos  para  su  go- 
bierno interior;  debiendo  intervenir  el  con- 
sentimiento del  obispo  siempre  que  los  esta- 
tutos versen  sobre  asuntos  arduos  y  de  gra- 
ve trascendencia,  como  por  ejemplo  sobre  au- 
mento ódiminucion  de  prebendas,  ó  sobre  in- 
novar algoenpuntoálaresidencia  délos  canó- 
nigos; y  aun  cuando  el  obispoconsientanada 
puede  estatuirse  contra  eJ  derecho  común  al 
cual  el  mismo  está  sujeto ,  ni  contra  los  bue- 
nos usos  á  menos  que  intervenga  la  licencia 
y  aprobación  de  la  suprema  autoridad  de  la 
Iglesia.  Tal  es  la  opinión  general  de  los  ca- 
nonistas basada  en  las  terminantes  disposi- 
ciones que  se  leen  en  los  capítulos  9,  tít.  4, 
8  y  12,  tít.  2 ,  lib.  1  de  las  DecreUles  (2). 

Para  que  se  cumpla  con  lo  prescrito  ene! 
derecho  que  exije  en  algunos  casos  el  con- 
sentimiento del  cabildo,  no  es  necesario  que 
todos  los  capitulares  sin  escepcion  le  presten: 
basta  que  consienta  la  mayor  parte,  pues  lo 
que  esta  hace  se  dice  hecho  por  todo  el  cabil- 
do en  términos  que  regularmente  arrastra  tras 
si  la  minoría  aun  contra  su  voluntad.  Este  es 
el  principio  general  que  domina  en  todos  los 
actos  capitulares ,  y  en  el  cual  están  basadas 
las  disposiciones  contenidas  en  todo  el  tít.  11, 
lib.  3  de  las  Decretales :  mas  esta  pluralidad 
de  votos  ó  mayoría  del  cabildo  no  debe  en- 
tenderse respecto  de  la  otra  parte  menor, 
sino  de  todos  los  capitulares  presentes ,  de 
modoquesea  la  mayoría  absoluta  y  no  la  relati- 
va. Tal  es  la  iolcligencia  que  como  mas  ade- 
cuada al  sentido  de  los  capítulos  24  y  48  del 


(I  I    Cardenal  de  tuca,  lag.  rii  discurso  54),  iiiim.  5  v  U.- 
Louvrex,  disertat.  cánun  17,  núm.  II.  Eni^cl,  nüu.  :>. 
(i)    Engel,nüm.   11. 
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tít.  6,  lib.  1  de  la  citada  coleceioii  han  dado 
los  intérpretes  á  ia  palabra  mayoda ,  si  bien 
algnno  añade  qne  la  costumbre  ha  hecho  re- 
petidas veces  se  atienda  i  la  mayoría  rela- 
tiva, y  no  á  la  absolata,  lo  cual  si  es  verda- 
dero ó  no  solo  el  uso  puede  demostrarlo, 
toda  vez  que  siendo  la  costumbre  asunto  de 
hecho  y  debiendo  reunir  muchos  requisitos 
para  que  se  entienda  introducida  contra, 
según  6  fuera  de  la  ley,  no  puede  presumir- 
se sino  que  requiere  prueba  terminante  (1). 
No  basta  que  consienta  la  mayor  parte;  es 
menester  ademas  que  esta  sea  la  mas  sana. 
Asi  es  que  regularmente  se  prohibe  emitir 
los  votos  por  medio  de  bolas  sino  que  cada 
capitular  debe  manifestar  su  intención  de  vi- 
va voz ,  ó  por  escrito  si  media  justa  causa 
para  que  no  se  den  paladinamente,  á  fin  do 
que  aparezca  no  solo  que  es  mayor  el  núme- 
ro sino  también  el  mas  sano  (2).  Este  doble 
requisito  es  de  derecho  común.  Los  motivos 
de  su  establecimiento  los  hallamos  en  el  ca- 
non 16  del  concilio  Lateranense  III  de  1179, 
contenido  en  el  capitulo  I,  t(t.  11,  lib.  3  de 
las  Decretales. 

La  costumbre  de  resolver  los  cabildos  á 
pluralidad  de  votos  prevaleció  casi  en  todas 
partes  después  de  promulgado  el  concino 
Lateranense ;  pero  según  testimonio  de  al- 
gunos prácticos  no  faltaron  colegios  en  los 
cuales  se  tuvo  por  rato  y  constrvó  toda  su 
fuerza  lo  resuelto  por  el  mayor  número  no 
respecto  de  todos  los  capitulares  sino  de  ios 
inferiores  en  número,  aunque  la  sagrada 
congregación  no  fué  de  este  parecer  en  pun- 
to á  la  elección  en  monasterios  de'monjas(3). 
Y  como  el  concilio,  al  paso  que  exigió  con- 
juntamente el  consentimiento  de  la  mayor  y 
mas  sana  parte ,  admitió  la  escepcion  razo* 
nable  de  la  menor ,  los  intérpretes  espltcán- 
dola  convienen  en  que  si  esta  consta  de  va- 
rones mas  graves  y  prudentes ,  y  aduce  ra- 
rones  mas  sólidas  puede  en  justicia  contra- 
decir ¿  la  mayoría  y  pedir  la  nulidad  de  lo 
que  por  ella  se  hubiese  resuello  apelando  en 


(I)   Zcrola,  primera  parte,  cap.  5,  nüm.  l3.  Gaiil,  lib.  I. 
Obsenr at.  36  al  fin. 
1¿)    Panonnltan  al  cap.  4,  tfL  C,  lib.  I  de  las  Decretales. 
(3)    Zyp«as,  ai  liu  11,  lib.  3  de  Irs  Decretales,  nóm.  l. 


caso  de  no  ser  oída,  al  superior  legítimo  (1), 
Los  capitulares  no  pueden  dar  su  voto  en 
negocios  concernientes  á  su  interés  propio  ó 
de  su  familia,  sino  que  deben  salir  de  la 
reunión  como  así  lo  ha  resuelto  la  sagrada 
congregación  de  obispos  en  13  de  marzo 
de  1615 :  y  cuando  hay  en  el  cabildo  dos  ca- 
nónigos parientes  en  los  grados  marcados  en 
el  reglamento ,  si  opinan  de  la  misma  mane- 
ra sus  votos  valen  por  dos  si  se  trata  de  cor- 
regir escesos ;  pero  no  valen  uno  por  uno  en 
lo  que  toca  á  nombramientos  ó  presentacio- 
nes de  beneficios  y  otros  asuntos  sem^utes. 
Atendido  el  derecho  común  el  dignidad  que 
al  propio  tiempo  es  canónigo  no  goza  por  eso 
de  doble  voto ,  y  si  lo  pretendiese  debe  pro- 
bar que  está  autorizado  para  ello  por  cos^ 
tambre  ú  otro  título  especial  (2).  Cuando  los 
pareceres  están  divididos  tiene  el  voto  de- 
cisivo en  algunos  cabildos  el  deán  ó  presi- 
dente y  la  deliberación  se  toma  según  la  opi- 
nión áque  él  se  inclina.  Hay,  no  obstante, 
algunos  casos  en  los  que  también  un  solo 
canónigo  puede  espresamente  contradecir 
las  deliberaciones  parliculares  ó  interponer 
como  en  el  párrafo  anterior  indicamos  el  re- 
curso  de  apelación :  tal  sería  por  ejemplo  el 
en  que  se  tratase  de  un  asunto  que  á  todos 
interesase,  porque  según  la  reglado  derecho: 
Quod  ad  omnes  tangit^  ab  ommbus  debet  ap- 
probari:  en  cuyo  caso  si  ante  el  superior  de- 
mostrase justa  causa  de  apelar  ó  contradecir 
se  rescindirá  lo  que  la  mayor  y  mas  sana 
parte  ó  por  el  presidente  en  caso  de  empate 
se  hubiesen  hecho  de  otro  modo  ó  contra  lo 
que  convenia.  La  congregación  del  conci- 
lio en  13  de  marzo  de  1615  resolvió  que 
el  cabildo  podia  variar ,  esplicar ,  y  revocar 
sus  (3)  mismos  decretos  y  deliberaciones 
haciéndolo  con  igual  formalidad  que  los  es- 
taUeció ,  pues  nada  es  tan  natural  como  el 
que  una  cosa  se  disuelva  del  modo  que  se 
ligó. 


<i)    Engel,  niim.  10. 

{i¡    Van-Espen,  en  los  lug.  cit.,  núm.  6,  coo  otrus  autores. 

(3)  ValleosU,  nüm.  3.  Ignoramos,  pnesto  qac  no  se  cita, 
la  antorídad  en  que  te  apoya  el  adicionador  de  Engcl  )>ara 
decir  que  si  un  capitular  manifestase!  no  estar  bastante  instmi- 
rio  y  no  hubiese  peligro  on  la  tardanza,  podría  pedir  seídiflrie- 
^0  el  cabildo,  i  fin  de  ver  mas  de  lleno  y  con  detención  el 
a<uu  o  y  dar  con  mayor  conocimiento  su  >oto. 
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Aunque  las  actas  capitulares  y  las  delibe- 
radones  tomadas  ea  cabildo  delNUí  redadar- 
se ,  segvn  costumbre  fundada  en  la  necesi*- 
dad ,  en  un  libro  regís^  destinado  al  efecto 
no  es  necesario  que  todos  y  cada  uno  de  los 
capitulares  asistentes  las  suscriban,  sino  que 
basta  que  el  secretario  las  autorice  hadeado 
espresa  mencioa  de  que  se  han  observado 
todas  las  formalidades  de  costumbre,  ponien^ 
do  el  sello  ordinario  del  cabildo ,  y  que  en  el 
contexto  del  acta  ó  al  final  se  esprese  que  el 
cabildo  é  el  colegio  de  tal  iglesia  tomó  tal 
acuerdo.  Las  deliberaciones  redactadas  en 
esta  forma  deben  archivarse  por  el  secreta* 
rio  el  cual  si  no  es  perpetuo  debe  elegirse 
cada  dos  años,  conservándose  bajo  dos  lla- 
ves el  sello  del  cabildo,  una  de  las  cuales 
se  entrega  al  canónigo  que  el  cabildo  elija  y 
otra  al  presidente  (1).  Sin  embargo  de  que 
algunos  canonistas  esceptúan  los  asuntos  de 
enagenacion  de  bienes  y  otros  igualmente 
arduos,  respecto  de  los  cuales  opinan  que 
deben  aparecer  ea  las  actas  tos  nombres  de 
cada  uno ,  creemos  que  en  esto  debe  tam- 
bién atenderse  la  costumbre  local ,  pues  mu- 
chas veces,  aun  en  negocios  muy  arduos,  se 
ve  que  solo  suscriben  las  actas  el  deán,  pre* 
pósito  y  el  mas  antiguo  en  nombre  de  todo 
el  cabildo. 

En  España,  la  disciplina  sobre  convocación 
y  reunión  de  los  cabildos  de  sus  iglesias  ca- 
tedrales y  colegiatas,  está  comprendida  en  el 
art.  14  del  concordato  que  dice  asi:  c  Los  pre- 
lados podrán  convocar  el  cabildo  y  presidir- 
le cuando  lo  crean  conveniente :  del  mismo 
modo  podrán  presidir  los  ejercicios  de  oposi- 
ción ó  prebendas.  En  estos  y  en  cualesquie- 
ra otros  actos  los  prelados  tendrán  siempre  el 
asiento  preferente,  sin  que  obste  ningún 
privilegio,  ni  costumbre  en  contrario;  y  se 
les  tributarán  todos  los  homenages  de  con- 
sideración y  respeto  que  se  deben  á  sn  sa- 
grado carácter  y  á  su  cualidad  de  cabeza  de 
su  iglesia  y  cabildo.  Cuando  presidan  tendrán 
voz  y  voto  en  todos  los  asuntos  que  no  les  I 
sean  directamente  personales,  y  su  voto 
ademas  será  decisivo  en  caso" de  empate.  En 

(I)    Gavanto  in  Man.  verbo  Camtülüm. 


toda  ekccMNi  ó  nombramiento  de  personas 
que  corresponda  al  cabildo ,  tendrá  el  prela- 
do tres,  cuatro  ó  cíikso  votos,  según  que  el 
numero  de  los  capitulares  sea  de  diez  y  seis, 
veinte,  ó  mayor  de  veinte.  En  estos  casos, 
cuando  el  prelado  no  asista  al  cabildo  pasará 
una  comimon  de  él  á  recibir  sus  votos.  Guan-^ 
do  el  prelado  no  presida  al  cabildo,  lo  pre- 
sidirá ti  deán.» 

CíIlBIU>OS  de  IIVDIAS.  Allí 
también  la  voz  cabildo  es  en  lo  civil  lo  pro- 
pio que  ayuntamiento.  El  título  1 ,  líb.  3  de 
la  Recopilación  de  Indias ,  que  habla  de  es- 
tas corporaciones ,  lleva  por  epígrafe  de  lo$ 
cabildos  y  concejos ,  y  es  tan  constante  esta 
denominación ,  que  apenas  se  hallará  una 
sola  vez  en  dicho  código  la  voz  aifuntamienr' 
to^  aunque  sí  después.  Véase  sobre  esto  el 
capitulo  8.*"  del  artículo  at«mtamibhv#, 
tomoS,  página  303. 

En  lo  eclesiástico  la  voz  tiene  en  nuestros 
dominios  de  Ultramar  la  misma  aplicación; 
pero  no  supone  la  misma  legislación  que  en 
España.  Por  el  contrario ,  la  legislación  es 
allí  de  todo  punto  escepcional,  bastando  sa- 
ber que  en  aquellos  dominios  el  patrona- 
to de  nuestros  moaarcas  no  solo  es  univer- 
sal, sino  el  que  se  llama  absoluto  ó  entero; 
y  ejercido  aun  con  mas  amplitud  que  lo  fué 
hasta  el  último  concordato  en  Granada  y  Ca- 
narias. Por  esta  razón  el  derecho  común  ca- 
nónico, la  disciplina  eclesiástica  de  la  Pe- 
nínsula ,  y  cuanto  queda  espuesto  en  el  ar- 
tículo anterior  sobre  cabildos  catedrales ,  no 
puede  considerarse  mas  que  como  un  prin- 
cipio general ,  como  una  legislación  supleto- 
ria de  infrecuente  aplicación  ,  por  lo  mismo 
que  tratándose  de  la  regalía  de  patrona- 
to, hasta  tal  punto  estraordinaria  ,  nuestros 
reyes  la  han  defendido  y  aplicado  con  parti- 
cular atención.  Escusado  es  advertir  que  el 
último  concordato  no  es  aplicable  á  Ultra- 
mar: y  aun  cuando  esta  importantísima  ma- 
teria corresponde  tratarla  con  la  convenien- 
te amplitud  en  otro  artículo ,  no  podemos 
prescindir  de  consignar  aquí  las  indicaciones 
que  sean  indispensables  para  dar  á  conocer 
el  origen ,  índole  y  vicisitudes  de  los  cabil- 
dos de  Ultramar. 
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de  Indias,  que  dice  así:  c Porque  algunos  pre- 
lados eclesiásticos  de  nuestras  Indias ,  esce* 
diendo  de  la  facultad  que  por  las  ereccioues 
de  sus  iglesias  se  les  conceden ,  resuelven 
muchas  cosas  contra  nuestro  real  patronaz- 
go, y  nunca  fué  nuestra  intención  permitir- 
les que  pudiesen  resolver ,  ni  disponer  con- 
tra él,  en  todo  ni  en  parte  alguna ,  ordena- 
mos y  mandamos  que  en  las  erecciones  que 
estuvieren  hechas  y  se  hicieren  de  aquí  ade- 
lante, se  ponga  cláusula  de  que  cuando  se 
ofreciese  enmendar ,  corregir,  establecer  de 
nuevo,  ó  deckurar,  los  prelados  nos  lo  avi- 
sen en  nuestro  real  Consejo  de  Indias;  y  si  la 
materia  fuese  tal,  que  puede  tener  peligro 
en  la  tardanza,  lo  resuelvan  por  ahora  nues- 
tros vireyes,  presidentes  y  audiencias,  y 
esto  se  ejecute  con  calidad  de  que  en  la  pri- 
mera ocasión  den  cuenta  al  Consejo.  Si  den- 
tro de  tres  anos  no  se  aprobase  lo  que  los 
vireyes,  presidentes  y  audiencias  hubieren 
resuelto  y  ejecutado ,  no  se  continúe  en  la 
ejecución,  y  se  suspenda  lo  resuelto  hasta 
que  nos  proveamos  lo  que  convenga,  i 

Si  con  la  erección  no  se  mandaron  ya  for- 
madas las  constituciones ,  se  forman  por  ios 
delegados  regio  y  pontificio,  y  previo  dicta- 
men del  Consejo  de  Indias ,  cuando  existia, 
y  hoy  con  el  de  la  sección  de  Ultramar,  del 
Consejo  Real,  ó  como  S.  M.  tiene  por  conve- 
niente, recae  la  real  aprobación,  ora  en  las 
constituciones  fundamentales,  ora  en  sus  adi- 
ciones ó  modificaciones.  Debe  notarse  aquí 
que  el  cabildo  no  forma  sus  constituciones; 
sino  que  se  le  dan  formadas. 

Organización.  No  menos  amplia  se  re- 
puta y  ostenta  la  potestad  real  en  este  pun- 
to. La  ya  citada  bula  de  Julio  II  de  28  de 
julio  de  1S08 ,  otro  de  los  fundamentos  le- 
igitimos  y  solemnes  del  patronato  universal, 
al  concederlo  á  nuestros  monarcas ,  extensi- 
vo á  toda  provisión  de  beneficios  inferiores 
al  episcopado  y  á  la  presentación  para  este, 
establece  únicamente  la  siguiente  condición 
con  que  la  praentacion  de  los  prelados  se 
lleve  i  Roma  dentro  de  un  año  de  su  vacan- 
te ,  para  que  allí  se  confirme  por  el  papa ,  y 
la  de  los  otros  beneficios  inferiores  ante  el  or- 
dinario y  dentro  de  diez  días  de  su  provisión. 


Aparte  de  las  dificultades  de  ejecución  en 
cuanto  á  los  términos  que  la  práctica  y  la 
necesidad  han  traido  al  terreno  de  lo  posi- 
ble, según  los  casos  y  circunstancias,  se  ve 
la  absoluta  libertad  de  nuestros  monarcas 
en  toda  clase  de  nominaciones  y  provisiones 
de  prebendas  y  beneficios.  Hasta  donde  se  ha 
creido  que  podian  llevarse  ó  se  han  llevado 
los  límites  de  este  patronato,  lo  espondre- 
mos en  otro  lugar,  limitándonos  ahora  ádecir 
que  los  cabildos,  como  de  nueva  creación, 
eran  y  son  en  donde  los  hay ,  del  clero  se- 
cular, y  por  tanto  sin  vida  común.  Su  orga- 
nización, con  raras  escepciones,  de  que  ha- 
remos mérito ,  ha  comprendido  y  comprende 
las  clases  de  deán,  primera  silla  post  ponti-- 
fieálem,  dignidades,  prebendados  de  oficio, 
canónigos  de  gracia ,  racioneros  y  medios 
racioneros.  En  algunos  cabildos  se  creó 
por  los  mismos  el  oficio  de  colector  general 
apuntador ,  lo  que  dio  lugar  á  largas  con- 
tiendas por  el  empeño  de  los  ordinarios,  y 
otras  veces  de  los  vice-patronos  en  pro- 
veer por  sí,  habiéndose  resuelto  por  último 
que  la  provisión  correspondia  á  S.  M.  He- 
mos dicho  que  en  esta  organización  había 
algunas  escepciones ,  y  son  por  cierto  bien 
notables  la  del  cabildo  de  Puerto-Rico  que 
no  tiene  prebendados  de  oficio ,  y  la  de  las 
catedrales  de  Cebú,  Nueva  Segovia  y  Nue- 
va Cáceres  en  las  Islas  Filipinas,  que  no 
tienen  cabildo.  Estas  tres  diócesis  corres- 
ponden á  las  misiones  de  regulares.  Los 
obispos  se  nombran  ordinariamente  de  en- 
tre estos  ,  y  se  ausílian  de  los  propios  reli- 
giosos, teniendo  únicamente  dos  ó  tres  ca- 
pellanes de  planta  pagados  por  las  cajas 
reales. 

Dada  la  planta  de  un  cabildo,  no  parecia 
regular  que  el  patrono  universal  pudiese  su- 
primir ni  aumentar  plazas ,  y  sin  embargo 
hay  ejemplos  de  todo,  ofreciendo  sin  duda 
menos  dificultades  y  menor  inconvenien- 
te lo  segundo ,  sobre  todo ,  en  donde  las 
asignaciones  eran  de  cargo  de  las  cajas 
reales  por  falta  de  diezmo,  y  puesto  que  en 
lo  canónico  todo  lo  cubría  la  canónica  insti- 
tución. Lo  dicho  no  ha  de  entenderse  en  el 
primer  caso  de  la  destitución  ó  despojo  per- 
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mientras  los  ejerzan  se  les  considere  como 
presentes  para  las  distribuciones  y  demás 
consideraciones  personales  en  la  catedral 
metropolitana,  á  cnyo  efecto  se  impetrará 
la  correspondiente  bula  de  la  Sahtá  Sede. 

7.''  En  atención  á  que  el  estado  de  las 
reales  cajas  de  esas  islas  no  permite  en  la 
actualidad  el  establecimiento  de  cabildos  en 
las  iglesias  sufragáneas,  y  á  que  las  princi- 
pales necesidades  de  estas  se  hallan  atendi- 
das con  las  disposiciones  concedidas  en  esta 
mi  real  cédula ,  be  determinado  ho  acceder 
por  ahora  al  establecimiento  de  dichos  ca- 
bildos mientras  las  circunstancias  no  lo 
exijan. 

SJ*  A  fin  de  que  los  provisoratos  y  otros 
cargos  á  que  están  unidas  la  autoridad  y  ju- 
risdicción eclesiásticas,  estéki  vacantes  el  me- 
nos tiempo  posible,  y  con  el  objeto  de  evitar 
'  los  perjuicios  que  su  interinidad  ocasiona, 
concedo  á  mi  vice-patrono  la  facultad  de 
aprobar  los  nombramientos  que  para  dióhos 
cargos  bagan  los  prelados,  de  la  manera  que 
me  compete  hacerlo  eon  los  que  se  nombran 
para  las  iglesias  de  la  Pen(nsula,  segnn  el 
real  decreto  de  8  de  junio  de  1834  Por 
tanto  ordent)  y  mando  al  gobernador  vice- 
real  patrono ,  presidente  y  oídoirés  de  ttii 
audiencia  chancillería  de  Manfk  eki  las  islas 
Filipinas ,  superintendente  gei^ral  delejgad^ 
de  real  hacienda,  y  á  las  demás  autoridades 
y  personas  á  quienes  corresponda  en  algu- 
na manera  el  cnmplimiento  de  cnanto  va  dis- 
puesto en  esta  mi  real  cédula,  y  encargó  ai 
muy  reverendo  arzobispo  yrever^Ados  obis- 
pos, y  al  veneraMe  deán  y  cabitdo  de  la  san- 
ta iglesia  metropolitana,  la  guarden ,  cum- 
plan y  ejecuten  y  hagan  ^aárdat  y  cam)?Mr 
fiel  y  puntualmente,  sin  permitir  que  deiftin- 
gun  modo  se  conirovenga  á  tó  disp^resto  en 
ella ,  por  ser  así  mi  voluntad ;  y  que  de  esta 
mi  cédula  se  tome  razón  tú  mi  consejo  de 
Ultramar ,  refrendándose  por  sns  míníslros 
decanos.» 

Puerto-Rico '  deán,  arcediano,  chantre, 
tres  canongias  de  igracia  y  dos  rádones. 

Cufta.  En  cftanto  á  los  cabildos  de  Cuba  y 
de  la  Habana,  dicen  lo  siguiente  los  recien- 
tes decretos  de  50  de  setiembre  de  4882, 


notables  por  mas  de  un  concepto ,  y  sobre 
todo  por  contener  la  prueba  de  cuanto  lle- 
vamos espuesto  en  el  presente  artículo. 

c Artículo  I.""  (dice  el  relativo  á  Cuba).  El 
cabildo  de  Santiago  de  Cuba  se  compondrá 
por  ahora  de  las  tres  dignidades  de  deán, 
chantre  y  tesorero,  únicas  que  llegaron  á 
establecerse  de  las  seis  que  se  crearon  por 
su  erección,  hecha  en  8  de  marzo  de  1883: 
de  las  canongias  de  oficio  doctoral  y  peni- 
tenciaria: de  dos  canongias  mas  de  merced 
en  reemplazo  de  la  magistral  y  de  la  lecto- 
ral,  que  han  de  quedar  estinguidas  á  la 
muerte  de  los  actuales  poseedores :  de  tres 
raciones  y  de  cinco  medías  raciones ,  á  sa- 
ber, las  tres  que  hoy  existen,  y  dos  mas 
que  se  crean ,  en  sustitución  de  la  canongía 
suprimida,  cuya  renta  fue  aplicada  á  cubrir 
el  salario  de  los  ministros  del  tribunal  de  la 
inquisición »  por  la  bula  de  Urbano  VIII  de 
10  de  marzo  de  1627:  todo  en  virtud  de  las 
facultades  que  me  corresponden,  y  de  que 
usaron  en  diferentes  ocasiones  mis  predece** 
sores ,  conforme  á  la  reserva  que  en  las  \t^ 
tras  de  erección  hizo  el  reverendo  fray  luían 
de  Umite,  primer  obispo  de  dicha  diócesis, 
comunicado  al  efecto  por  la  santidad  de 
Adriano  Vil,  según  su  bula  espedida  en  Za- 
ragoza á  28  de  abril  de  1822. » 

Uabana.  En  el  otro  decreto  de  la  misma 
fecha  se  dice  en  cuanto  á  la  Habana :  c2.''  El 
cabildo  catedral  de  la  Habana  se  compoMhrá 
de  las  tres  dignidades  de  deán ,  arcediano  y 
maestre-escuela;  de  las  dos  canongias  de  ofi- 
cio doctoral  y  penitenciaria:  de  las  dos  de 
merced:  de  las  dos  raciones  y  de  las  dos  me- 
dias raciones  que  se  establecieron  por  el  ar*- 
tícttio  4.''  de  la  real  cédula  de  su  ereccm. 

3.''  En  lugar  de  la  {$.'  canongia  que  en  la 
Misma  se  creó^  y  dejó  suprinnda  en  el  «cto 
para  aplicarla  al  salario  de  los  ministros  del 
tribunal  de  la  inquisición,  conforme  á  la  bu* 
la  de  Urbano  VIH  de  10  de  mar^o  de  1627, 
se  crearán  dos  nuevas  medias  daciones  ,  en 
virtud  de  las  facultades  q«e  mé  correspon- 
den por  mi  patronato,  y  se  han  reservado  á 
mi  corona  por  dicho  articula  4.''i 

En  virtud  del  patronato  universal ,  el  rey 
provee  todas  estas  prebendas  sin  alternativa 
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con  aidic ,  y  según  cree  conveniente  coq 
oposición  ó  sin  ella,  y  esto  aun  las  cánongías 
de  oficio ,  si  bien  observando  en  cuanto  á  las 
cualid^es  y  grados  académicos  de  los  nom-^ 
brados  lo  establecido  por  los  cánones. 

Facultades.  En  sede  plena  las  facultades 
de  los  cabildos  de  Ultramar  son  como  las 
de  esU  clase  de  corporaciones  en  general, 
salvo  lo  que  es  escepcional  en  ellos  por  la 
índole  ilel  patronato  universal  de  nuestros 
reyes,  el  modo  con  que  fueron  erigidos,  y 
las  circunstancias  especiales  de  aquellos  re* 
motos  países,  en  virtud  de  las  cuales  el  po-^ 
der  político,  personificado  en  sus  vireyes, 
como  tales,  coi^o  capitanes  generales,  pre* 
sidentes  de  los  acuerdos,  y  vice-patronos,  lo 
cual  se  deduce  bien  de  cuanto  dejamos  es* 
puesto  en  los  párrafos  anteriores.  Ni  aun  el 
nombramiento  de  los  servicíales  inferiores 
les  ^mpeii9,  comp  ni  á  ios  obisp^^,  sin  au' 
torizacion  del  rey,  que  la  dá,  la  rebusa,  ó 
modifica  según  le  place. 

En  sede  vacante  pueden  nombrar  gober- 
nador; pero  luego  que  bay  obispo  electo, 
se  libra  para  el  calbíido  la  llamado  real  carta 
de  ruego  y  encargo ,  iá  fin  de  que  el  mismo 
quiera  noimbrar  al  electo  para  el  gobierno  de 
la  diócesis ,  durante  la  vacante ,  como  siem- 
pre se  verifica.  Este  sistema  que  consta  en- 
rayado ya  en  las  primeras  vacantes,  como  la 
de  Guatemala  en  1543 ,  ha  producido  siem  • 
pre  en  la  América  los  mqores  resultados,  y 
siempre  han  sido  acatadas  las  reales  cartas; 
mientras  son  notorias ,  y  nosotros  espone- 
mos en  otro  lugar  las  gravísimas  complíca- 
nes  á  que  el  uso  de  las  mismas  di6  lugar  en 
la  Península  desde  1837  hasta  1847. 

En  las  ya  mencionadas  diócesis  que  no 
Cieñen  cabildo ,  corresponde  el  gpbierno  en 
sede  vacante,  al  ordinario  mas  inmediato, 
según  bula  de  Clemente  XI  de  1704,  conce- 
dida sok)  por  30  anos,  y  de  la  cual  por  tauto 
debe  pedirse  renovación,  mientras  tales  dió- 
cesis no  tengan  cabildo.  Así  el  gobierno  de 
Nueva  Cáceres  y  el  de  Nueva  Segovia  toca 
en  sede  vacante  al  arzobispo  de  Manila ,  y 
en  su  detecto  al  cabildo  metropolitano,  y  el 
de  Cebú  al  de  Nueva  Cáceres.  El  goberna- 
dor se  nombra  del  cuerpo  del  capítulo ,  aun- 


que alguna  vez  lo  ha  sido  de  fuera.  En  la 
actualidad  y  para  en  lo  sucesivo ,  ^&bt  te- 
nerse presente  la  mencionada  real  cédula 
de  18  de  agosto  de  1853. 

Dotación.  En  un  principiólos  reyes  al 
nombrar  á  los  primeros  obispos ,  capitulaban 
con  ellos  el  total  de  rentas  con  que  estos  se 
comprometíau  a  levautar  las  cargas  del  cul- 
to y  clero  de  la  nueva  diócesis ,  y  consistían 
en  todos  los  diezmos  de  ellas,  á  escepcion  de 
los  del  oro ,  plata  y  piedras  preciosas.  Mul- 
tiplicadas las  erecciones  y  por  tanto  las 
flenciones  y  gastos,  no  bastando  siempre 
los  diezmos,  se  suplía  el  déficit  de  las  arcas 
reales. 

De  los  diezmos  cedidos  á  la  sueva  iglesia 
se  hacían  cuatro  partos ,  aplicando  una  ai 
cabildo^  otra  al  obispo ,  y  formando  nueve 
partes  de  las  dos  restantes ,  se  distribuían 
estas  como  diremos  en  su  artículo  corres- 
pondiente. La  cuarta,  adjudicada  al  cabildo, 
se  distribuía  toda  en  prestaciones  cotidia- 
nas, con  la  debida  proporción:  el  deán,  por 
ejemplo,  entraba  por  una  base  igual  á  15, 
el  arcediano  á  12 ,  y  así  en  proporción  des- 
cendía la  escala. 

En  los  ditímos  tiempos,  por  suponer  mejor 
administrados  los  diezmos  por  la  hacienda 
ó  por  otras  causas  ^  la  corona  los  incorporó 
en  todo ,  ó  parte  á  las  cajas  reales  ,  y  esta- 
bleció dotaciones  fijas  para  el  clero  catedral. 

Véanse  los  títulos  2,  6  y  7  de  la  Recopila- 
ción de  (ndi|is :  á  Zamora,  Legislación  Ultra- 
marina, artículo  Cabildos:  y  á  Solorzano, 
PoUtica  Indiana,  cap.  1,  2, 3,  4,  13  y  14 
del  lib.  4,  tomo  2. 

CABIjISS.  Maromas  ó  cadenas  de 
diferenties  gruesos  á  que  van  wdas  las  án- 
coras de  las  naves ,  y  las  que  se  llevan  dis- 
puestas para  el  mismo  objeto.  La  pérdida  de 
los  (OaUes  causada  por  contratiempos  de  mar 
y  la  de  los  que  se  cortan  para  salvar  los 
b^iques  constituyen  avería  en  los  términos 
espuesítosien  el  artículo  correspondiente.  V. 
AircMA,  tomo  3.%  pág.  38. 

jC4lB1LiUBVA.  Denominación  que  en 
lo  aaliguo  se  aplicaba  á  las  veces  á  la  fianza 
de  aaaeauii^^-  V-  «uüp^  /»b  «aivaa- 
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Cit  BDILiLO.  Ed  el  lenguaje  antiguo 
se  llamaba  así  el  general  en  gere  de  un  ejér- 
cito ó  cuerpo  de  guerreros.  Como  nombre 
genérico  comprendia  basta,  á  los  reyes  y 
emperadores,  si  ellos  dirigían  inmediata- 
mente las  operaciones  de  la  guerra.  Hablan 
con  estension  de  los  cabdillos  y  del  modo 
de  acabdillar  la  ley  4  y  siguientes  del  titu- 
lo 25  de  la  Partida  2.' 

CABO.  De  capul,  la  cabeza.  En  el 
orden  físico,  unas  veces  se  llaman  cabos  el 
cstremo  ó  eslremos  del  cuerpo  que  se  pro- 
longa, y  otras  la  parte  ó  estremo  principal 
de  un  cuerpo.  De  aquí  en  el  orden  moral  y 
jurídico  el  que  mas  se  adelanta  á  los  otros 
en  autoridad  y  preeminencias.  Así  en  lo 
antiguo  se  llamaban  cabos,  en  el  sentido 
de  gcres,  ó  cabezas,  los  que  lo  erando 
nna  bueste ,  ú  otra  agregación  de  perso- 
nas ;  y  todavía  la  voz  tiene  en  este  sentido 
infinitas  aplicaciones,  muy  señaladamente 
en  la  milicia ,  usos  y  ordenanzas  marítimas, 
sí  bien  desde  el  reinado  de  Felipe  Y  la  pala- 
bra cabo  ba  sido  sustituida  generalmente 
por  la  de  gefe. 

Todavía »  sin  embargo ,  se  llama  de  ordi- 
nario y  en  una  acepción-  específica  cabo  de 
división ,  al  que  manda  esta  sección  de  una 
armada:  cabo  de  presa,  al  capitán,  gefe  ó  en- 
cargado del  mando ,  ó  que  tiene  á  su  cargo 
este  servicio  marítimo:  cabo  de  guardia  al  ca- 
bo de  escuadra  que  presta  este  servicio  dia- 
rio en  el  ejército,  y  el  hombre  de  mar  que 
tiene  á  sus  órdenes  un  número  mayor  ó  menor 
de  mareantes  en  las  tareas  de  á  bordo  r  cabo 
de  mar  se  llama  en  el  reglamento  novísimo 
de  tripulaciones  al  que  antes  se  denominaba 
artillero  de  mar:  cabo  de  cañón,  es  el  artille- 
ro ó  marinero  que  dirige  el  servicio  de  una 
pieza:  cabo  de  maestranza,  6  de  rivera,  el 
que  tiene  á  sus  órdenes  y  dirige  un  número 
mayor  ó  menor  de  calafates ,  carpinteros  y 
peones:  cabo  de  matricula,  es  el  veterano 
matriculado  encargado  en  una  provincia  ó 
distrito  marítimo  por  el  comandante  de  ella 
para  desempeñar  ciertas  comisiones  de  ju- 
risdicción y  autoridad  sobre  la  gente  de 
mar:  cabo  de  sanidad,  y  también  morbero, 
el  encargado  por  la  junta  de  sanidad  de  vigi- 


lar sobre  el  estado  sanitario  de  los  buques 
de  entrada  en  un  puerto :  y  así  cabo  de  poli-* 
cía,  de  rancho,  de  luces,  de  fogones,  de 
rondines,  etc. ,  los  encargados  de  estos  ser- 
vicios en  los  buques  y  arsenales.  Cabo  de 
fila  ó  de  columna  se  llama  el  bajel  que  va  á 
la  cabeza  de  una  escuadra  ó  sección  de  ella. 
Cabo  de  blanco  es  el  carpintero  que  en  la 
marinería  sigue  al  capataz.  Cabo  de  guzma^ 
nes ,  en  fin ,  se  llamaba  el  que  en  una  com- 
pañía de  marina  tenia  la  preferencia ,  y  go- 
zaba de  mayores  ventajas,  cual  era  la  de  iO 
escudos  por  mes  sobre  los  otros  cdM>s  que 
se  llamaban  ordinarios. 

En  el  servicio  de  tierra  tiene  todavía  la 
voz  cabo  algunas  acepciones  especiales  co- 
mo vemos  en  los  artículos  anteriores  y  sub- 
siguientes. 

CABODEESGUAIHIA.  El  ge- 
fe inmediato  del  soldado,  que  tiene  i  sn  car- 
go el  cuidado  y  mando  de  una  escuadra. 
Este  empleo  es  inmemorial  en  la  organización 
del  ejército  español ,  tanto  que  en  un  princi- 
cipio  se  ilanmban  cabos  todos  los  gefes  y 
oficiales;  asi  se  decía  cabos  mayores  y  me« 
ñores  á  los  gefes  superiores ;  cabos  de  tercio 
ó  regimiento  á  los  actuales  coroneles;  cabos 
de  compañía  á  los  que  hoy  llamamos  capita- 
nes; cabos  de  escuadras  á  los  que  mandaban 
estas  pequeñas  secciones  en  que  se  dividie- 
ron las  compañías. 

El  cabo,  como  hemos  dicho  y  espresa  la 
ordenanza,  es  el  gefe  mas  inmediato  del  sol- 
dado; los  hay  primeros  y  segundos,  y  para 
suplir  á  estos  el  capitán  de  la  compañía  ele- 
girá los  soldados  que  juzgue  mas  ¿  propó- 
sito. 

Las  funciones  y  los  deberes  del  cabo  de 
escuadra  en  general,  y  los  especiales  del 
cabo  de  caballería,  están  perfectamente  des- 
critos en  el  tratado  2.%  títs.  2.^  y  5.**  de  la 
ordenanza  militar.  En  el  orden  de  la  disciplina 
el  cabo  debe  corregir  y  castigar  las  faltas  de 
subordinación  sin  disimularlas  nunca ,  infun- 
dirá en  los  soldados  de  su  escuadra  amor  al 
oficio  y  mucha  exactitud  en  el  desempeño  de 
sus  obligaciones;  se  hará  querer  y  respetar 
de  ellos;  debe  ser  firme  en  el  mando,  gracia* 
ble  en  lo  que  pueda,  castigará  sin  cólera  y 
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será  medido  en  sus  palabras  aun  cuando 
reprenda. 

En  ei  orden  de  las  funciones  peculiares 
del  soldado  cuidará  de  que  cada  uno  sepa 
sos  obligaciones  en  el  modo  de  vestirse,  en 
el  de  conservar  sus  armas,  conocer  sus  piezas 
y  faltas  y  hacer  buen  uso  de  ellas.  Procurará 
que  estén  siempre  corrientes  los  útiles  de- 
signados por  la  ordenanza.  Instruirá  también 
al  soldado  en  la  parte  que  es  de  su  incum- 
bencia; y  en  las  revistas  de  escuadra  y  siem- 
pre que  esta  tome  las  armas,  sea  para  revista 
de  inspección  y  de  comisario,  guardia  de 
plaza,  destacamento,  ejercicios  ü  otro  mo- 
tivo; examinará  todo  cuanto  prescribe  la 
ordenanza ,  ya  en  cuanto  á.  la  limpieza  per- 
sonal, ya  en  cuanto  á  la  conservación  del 
armamento. 

El  cabo  tendrá  autoridad  para  arrestar  en 
la  compañía  cualquier  soldado  de  su  escua- 
dra, y  en  el  solo  caso  de  desobedecerle  ó  res- 
ponderle con  insolencia  le  será  permitido 
castigarle  con  la  vara,  pero  sin  pasar  de  dos 
ó  tres  golpes  y  estos  en  la  espalda  ó  parage 
que  no  pueda  lastimarle  gravemente;  en 
cualquiera  de  estos  casos  dará  cuenta  al 
sargento  para  que  por  el  conducto  de  este 
llegue  la  falta  y  el  castigo  á  la  noticia  de  los 
o6ciales  de  su  compañía.  El  cabo  que  en- 
contrase fuera  del  cuartel  un  soldado  desas- 
trado, borracho  ó  cometiendo  cualquier  es- 
ceso ,  sea  ó  no  de  su  compañía ,  le  conducirá 
al  cuartel  preso  y  dará  parte  á  su  compañía 
ó  al  oficial  de  la  guardia  de  prevención. 

£1  cabo,  como  es  consiguiente  al  cumpli- 
miento de  todos  estos  deberes,  es  responsa- 
ble cuando  no  los  observa  con  la  debida  exac- 
titud. Lo  será,  pues,  del  aseo,  buen  estado 
del  armamento ,  cuidado  del  vestuario,  pun- 
tualidad y  economía  en  los  ranchos,  subor- 
dinación y  policía  de  su  escuadra,  y  á  él  hará 
el  sargento  cargo  de  cualquier  defecto  que 
Dotare.  Si  tolerase  faltas  de  subordinación, 
murmuraciones  contra  el  servicio  ó  conver- 
saciones poco  respetuosas  contra  los  oficia- 
les, será  depuesto  de  la  escuadra  y  obligado 
á  servir  diez  anos  de  último  soldado.  En  to- 
das las  marchas  será  responsable  de  no  dejar 
que  se  separe  soldado  alguno  de  su  escuadra 


ni  que  se  mezclen  con  los  de  otra.  Finalmen- 
te, el  cabo  á  su  vez  estará  en  todo  subordina- 
do al  sargento  para  eualquief  acto  del  servi- 
cio, y  solo  podrá  acudir  á  su  subteniente  en 
caso  de  tener  quejas  del  sargento:  al  teniente 
cuando  la  tenga  de  ambos  y  al  capitán  y 
demás  gefes  por  graduación  siempre  que  no 
se  le  haga  justicia. 

CABO  («ficsirifso  caw).  AI  paso  que 
cabo  segundo  es  el  último  cargo  de  la  mili- 
cia, segundo  cabo  es  por  la  inversa  uno  de 
los  principales ,  y  de  él  tratamos  en  el  pre- 
sente artículo. 

Este  cargo ,  como  especial ,  no  se  conocié 
en  la  milicia  hasta  el  año  de  1800.  Sabida  es 
la  regla  de  ordenanza  de  que  sucumbiendo  ó 
imposibilitándose  un  gefe,  sucede  en  el  man- 
do interino  el  que  le  sigue  en  grado,  y  entre 
los  de  una  misma  graduación  el  mas  antiguo, 
salvo  cuando  algún  gefe  ú  oficial  estuviese 
especialmente  encargado  de  este  servicio,  ó 
sustitución ,  pues  en  este  caso  él  ha  de  des- 
empeñarlo, aun  cuando  no  sea  el  de  supe- 
rior graduación ,  como  no  pocas  veces  succ- 
dia  y  sucede  respecto,  por  ejemplo,  de 
los  tenientes  de  rey  y  otros.  Fácil  es  com- 
prender que  si  esta  es  una  regla  de  opor^ 
tuna  previsión,  es  también  un  remedio 
de  apremiante  necesidad;  y  por  tanto  no 
siempre  libre  de  inconvenientes  hasta  gra- 
vísimos. Tal  seria  la  fluctuación,  ó  la 
contienda  en  los  momentos  mas  críticos 
de  nna  batalla  en  que  hubiera  sucumbtdoí, 
ó  de  otro  modo  quedado  fuera  de  combate 
el  general  en  gefe,  sobre  quien  era  el  mas 
antiguo  que  habia  de  sustituirle  entre  los 
muchos  que  pudieran  tal  vez  alegar  ese  de- 
recho. Por  otra  parte  no  siempre  la  aptitud, 
el  denuedo ,  el  prestigio  y  fuerza  moral  van 
unidos  á  la  nrayor  graduación,  ni  á  la  ma- 
yor antigüedad ;  ni  es  imposible  el  conflicto 
de  que  el  mando  en  una  situación  crítica, 
en  los  bazares  de  un  combate  desgraciado, 
por  ejemplo ,  pase  en  pocos  momentos  por 
muchas  manos,  y  el  que  venga  tal  vez  á  pa- 
rar á  las  últimas ,  ó  muy  inferiores  gradua- 
ciones. 

En  el  servicio  de  campana ,  apenas  pue- 
den evitarse  tales  inconvenientes,  ó  no  pue- 
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den  serlo  de  ningiina  manera ,  oon  el  aom- 
bramíento  previo  y  especial  de  un  gefe 
que  sastituya  /pues  en  los  riesgos  de  una 
guerra,  de  una  batalla»  no  bay  seguri- 
dad de  que  no  sucumba  antes  que  el  ge- 
neral en  gere  ,  para  recaer  al  fin  en  el  ca- 
so ordinario  de  la  ordenanza  con  todos  sus 
inconvenientes.  Hay  algún  servició  en  que 
estos  podian  evitarse  ea  gran  parte  por  di- 
cho sistema  de  nombramiento  previo  espe* 
cial  de  segundo  gefe  ó  cabo :  tal  seria  el  de 
las  capitanías  generales  de  provincia,  y  el 
mando  importantísimo  de  nuestras  lejanas 
posesiones  de  Ultramar;  y  así  se  estimó  y 
consultó  para  ambos  casos.  cConsíderando 
el  rey ,  se  dijo  en  real  orden  de  26  de  julio 
de  1800 ,  que  el  bien  de  su  servicio  sufre 
perjuicios  notables  en  los  casos  de  interini- 
dad en  que  por  muerte ,  enfermedad ,  ó  au^ 
sencia  de  ios  capitanes  generales  ó  coman- 
dantes generales  de  provincia ,  se  dividen 
los  mandos  entre  muchas  autoridades ,  ha 
tenido  por  conveniente  establecer  en  cada 
ma  de  eUas,  y  también  en  el  reino  de  Na- 
varra, tm  segundo  eabo ,  ó  comandante  mi- 
litar que  en  los  referidos  casos  de  ausencia, 
enfermedad ,  ó  muerte  del  capitán  general 
ejerza  intef inamente  el  mando ,  con  la  pre- 
sidencia de  la  real  audiencia,  en  aquellas 
«a  que  estuviere  afecta,  en  cuyo  tiempo  ai- 
cansara  isueldo  de  empleado  en  su  ciase,  y 
las  mismas  honras,  prerogativas  y  distincio- 
nes que  el  propietario ,  sin  necesidad  de 
que  se  le  espida  titulo  por  la  cámara,  ¿la 
cual  hará  S.  M.  saber  por  la  via  reservada 
de  ni  cargo  los  sugetos  que  tuviere  á  bien 
nombrar,  para  que  lo  comunique  á  la  au- 
diencia á  que  corresponda ;  y  precedido  el 
juramento  que  se  acostumbra ,  le  deje  espe- 
dito  el  ejercicio  de  todas  las  funciones  que 
ejena  el  presidente,  en  propiedad ,  sin  exi- 
girle pago  de  media  annata,  dejando  en  su 
feerza  la  opción  al  mando  que  tienen  los 
oficiales  generales ,  conforme  á  reales  ór- 
denes ,^^  en  falta  de  este  segundo  comandan- 
te.» Gomo  se  ve,  es  en  un  todo  distinto  el 
empleo  de  gobernador  de  plaza  y  coman- 
dante general  del  de  segundo  <;abo,  aunque 
pueden  muy  bien  acumularse,  peroen  virtud 


de  mandato  y  nombramiento  especial ,  como 
hemos  visto  alguna  vez:  y  es  de  notar  así, 
bien  que  el  nombramiento  de  segundos  ca- 
bos ,  ó  terceros,  no  escluye  el  medio  suple- 
torio y  prudencial  de  ordenanza,  de  suceder 
á  gefe  ú  oficial  mas  graduado. 

Por  real  resolución  de  29  de  julio  de  1826, 
previa  consulta  del  Consejo  de  Indias ,  se 
creó  para  Filipinas  el  empleo  de  segundo 
cabo,  quedando  el  teniente  de  rey  de  tercer 
gefe ,  y  debiendo  ^r  aquel  por  lo  menos  do 
la  clase  de  brigadieres.  En  su  nombramiento 
debia  renovarse  el  método  antiguo  de  los 
pliegos  de  providencias  en  los  casos  para 
que  se  establecieron;  y  en  atención  á  ser 
Manila  punto  marítimo,  deberia  reunir  el 
nombrado  conocimientos  del  ramo. 

Gomo  por  esta  determinación  no  se  dero- 
gaba la  legislación  de  Indias,  según  la  cual 
muerto  ó  imposibilitado  el  virey,  sucedían 
en  el  gobierno  las  audiencias ,  quedaba  en 
pí4  esta  duda ,  que  quedó  resuelta  mandan  - 
do,  respecto  de  Imérica ,  que  los  segundos 
cabos  sucediesen  en  los  casos  y  con  la  es- 
tension  de  facultades  que  sucedían  aquellas, 
y  estendiéndolo  á  Filipinas  por  real  resolu- 
'  cion  de  10  de  julio  de  1828 ,  estableciendo 
que  ia  sucesión  en  el  mando ,  no  solo  del  se- 
gundo cabo,  sino  del  tercero  en  su  caso, 
fuese  en  lo  sucesivo  en  los  propíos  términos 
que  sucedían  las  audiencias ,  regentes  y  de- 
canos por  las  leyes  de  Indias  y  cédulas 
de  1796. 

En  real  orden  de  31  de  diciembre  de  1831 , 
con  ocasión  de  varias  dudas  ocurridas  so- 
bre qué  autoridades  debian  recibir  corte  en 
las  provincias ,  se  dispuso  que  la  recibiesen 
en  su  caso  los  segundos  cabos ,  como  lo  hacia 
el  capitán  general ;  y  para  aumentar  su  pres- 
úgio,  y  ¿fin  de  que  no  se  resientan  otras 
autoridades^  fuesen  aquellos  nombjrados  de 
la  clase  de  oficiales  gej^erales. 

Por  otra  de  20  de  marzo  de  1835  se  creó 
paca  GsM^arias  el  cargo  de  segundo  cabo, 
que  será  al  propio  tiempo  gobernador  de 
Santa  Cruz  de  Tenerife,  y  subinspector  ge>- 
neral  de  las  tropas  veteranas  y  de  milicias, 
debiendo  ser  los  nombrados  de  la  clase  de 
brigadieres. 
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Según  el  art.  6/  del  real  decreto  de  8  de 
setiembre  de  1841 ,  arreglando  los  distritos 
miniares  9  los  segundos  cabos  deben  nom- 
brarse de  la  clase  de  mariscales  de  campo, 
y  serán  los  generales  de  las  tropas  del  dis^ 
trilo. 

Por  el  tenor,  en  fin,  de  algunas  reales 
disposiciones  llegó  4  dudarse  si  los  gentiles^ 
hombres  baUan  de  preceder  á  los  segundos 
cabos  en  los  besamanos,  que  reciben  los  ca* 
pitanes  generales ,  y  por  real  resolución  de 
30  de  junio  de  1832  se  ordenó  que  no  obs^ 
tante  los  términos  generales  de  la  de  38  de 
mayo  de  183&9  precediesen  en  todos  casos 
los  segundos  cabos. 

Cualquiera  que  se»  la  Tuerza  y  convenien- 
cia de  las  reales  disposiciones  antes  citadas^ 
de  las  coalas  unas  se  deroguen  por  otras  so- 
bre graduaciones,  y  como  por  otra  parte  na- 
da hay  superior  á  las  circunstancias » los  se** 
gundos  cabos ,  según  que  estas  lo  exijen,  se 
nombra  de  la  dase  que  en  ca4a  eato  se 
cree  mas  conyeniente,  y  los  heaos  viste 
nombrar  p»ra  puntos  importantes  de  Ultra- 
mar, y  en  circunstancias  dtfletles»  de  ia  de 
taiientes  generales. 

Sn  estos  caaos  so  feoorre  iamUen  i  otro 
medio  suplettrio ,  no  flwnes  eficaz ,  y  es  ol 
de  enviar  uno  ó  íqms  gefes  ú  oficiales  gene^ 
les  á  las  órdenes  inmediatas  del  que  tte^ 
ae  ei  mando;  cayo  caso  se  resuelve  en 
el  ordinario  de  la  «rdenMía  de  suceder 
el  de  mayor  graduación ;  ^ere  sin  la  oven* 
tnalidad ,  antea  indicada  i  sobre  i^ud  y 
circunstancias  personales*  pteB  la  «kaígna- 
cioasehace  apreciadas  las  circunatanciasdef 
caso  y  dte  la  persfma. 

CABO  DG  VARA,  fialospresi^ 
dios  se  llama  asi  4  los  penados  ^pie  ^igen 
liM  eomttdUie*  eñire  las  d^  mqer  ilispesi- 
ciony  conducta  para  mandar  bs.  escuadras 
de  presidiarioa.  Gada  una  tiene  un  cabo  de 
▼ara  efectivo  y  otro  interiao,  subordinados 
inmediatamente  &  los  capataces.  Las  obliga^ 
cioMs  de  los  oalbosde  vara  aon : 

1  .*  Acompañar  4  los  presidiarios  á  los  tra- 
hajos  públicos  y  observar  con  exactitud  las 
órdenes  <pie  den  los  gefiss  y  las  disposiciones 
establecidas. 


I  2.*  Llevar  siempre  consigo  una  lista  con 
el  nombre»  apellido  y  número  de  todos  los 
presidiarios  de  su  respectiva  escuadra,  y  en 
la  cual  esté  ano  tado  al  m4rgen  el  destino  de 
los  ausentes. 

3.*  Man  tener  el  mejor  orden  en  sus  escua- 
dras respectivas,  procurando  que  lospresi-o 
diarios  que  las  compongan  se  presenten  siem- 
pre á  las  listas ,  revistas  y  demás  actos  con 
la  mayor  prontitud  ,  y  que  se  laven  y  aseen 
diariamente  dando  ellos  mismos  el  ejemplo. 

4/  Cuidar  de  que  sus  escuadras  estén 
con,  el  mayor  orden  y  los  petates  de  los  pre- 
sos ordenados  como  se  previene  en  el  regla- 
mento interior. 

5/  Les  que  no  estuvieren  de  servicio  se 
incorporarán  en  sus  escuadras  respectivas  al 
tiempo  de  salir  al  patio  por  las  mañanas  á  fin 
de  mantener  el  orden  en  este  acto ;  y  los  dos 
que  estuvieren  nombrados  para  el  recoiloci- 
miento  de  hierros  lo  verificarán  prolijamen- 
te 4  kt  pnert  a  del  cuartel ,  debiemio  respon- 
der al  capatai  del  puntual  desempeño  de 
este  encargo. 

6.*  El  cabo  encargado  por  su  capataz  de 
hacer  la  requisa  de  In  parte  de  dormitorio 
que  ocupe  su  gente  >  en  la  revista  de  policút 
reconocerá  proHjamente  las:camast  pétales 
y  demás  efectos;  pero  sin  causar  peijuieio  ó 
deterioro  4  sus  propietarios^  so  pena  de 
resarcimiento ;  y  para  asegurarse  de  ai  hay 
ó  no  armas ,  herramieaias,  ó  cosa  que  indi- 
que sospecha^  registrará  las  camas ,  rcAdqaa, 
junturas  y  demás  sitios  en  que  puedan  ocul* 
tarse. 

7.*  Los  cabos  que  oomisioaaren  los  cui- 
pataces  pasarán  nuevo  y  escrupuloso  regis- 
tro de  hierros  y  personas  en  iguales  términos 
durante  la  lisia  de  la  tarde* 

8w*  Cuando  el  ayudante  disponga  <|ne  las 
presidiarios  recojan  sus  petates » cuidarán  los 
«cabos  de  que  lo  verifiquen  en  órdea  desfilan- 
do sin  bullicio  ni  confusión;  y  que  deapucfi 
de  recojidos  tiendan  y  arreglen  sus  camas  y 
se  dispongan  para  el  rosario* 

S.^  Después  de  este  acto  religioso,  nom- 
brado el  servicio  para  el  dia  siguiente ,  y  cer- 
rados los  dormitorios^  lo  ser4  también  por  el 
cabo  del  cuartel  d  rastrillo  que  divide  el  de- 
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partamenlo  de  ios  cabos.  Estos  en  ei  sayo 
podrán  conversar  y  entretenerse ;  pero  no 
en  jue^  de  naipes  y  otros  prohibidos  has- 
ta la  hora  de  ía  retreta  en  que  deben  reti- 
rarse. 

10.  Escucharán  con  agrado  y  detención 
las  quejas  y  solicitudes  de  los  presidiarios  y 
las  trasmitirán  á  su  inmediato  gefe. 

11.  Cuidarán  de  recibir  y  entregar  las 
ropas  lavadas  ó  que  deban  lavarse  con  las  for- 
malidades determinadas  en  el  reglamento 
interior. 

12.  En  el  momento  que  entre  un  nuevo 
presidiario  en  su  escuadra  9  procurarán  en- 
terarse de  su  procedencia  y  observar  sus  in- 
clinaciones y  conocimientos  y  costumbres, 
para  informar  con  exactitud  á  sus  supe- 
riores. 

13.  Darán  parte  á  los  capataces  cuando 
adviertan  que  algún  confinado  se  halla  in- 
dispuesto. 

14.  Celarán  las  acciones  y  conversacio- 
nes de  los  presidiarios  para  conocer  sus  vi- 
cios y  las  medidas  que  deban  tomarse  para 
la  seguridad  del  presidio. 

15.  Mandarán  con  firmeza  y  con  tesón; 
procurarán  ser  moderados  en  el  uso  de  la 
vara;  distinguirán  las  faltas  de  descuido  de 
4os  actos  ó  ademanes  de  insurrección  ó  re- 
sistencia, en  cuyo  caso  procederán  con  de- 
cisión y  todo  rigor. 

16.  Si  entraren  en  sus  escuadras  algunos 
que  suelen  blasonar  de  matones  ó  barateros, 
les  harán  conocer  las  severas  penas  á  que  se 
esponen;  vigilarán  constantemente  su  con- 
ducta y  darán  parte  al  capataz  de  los  meno- 
res indicios  que  adviertan. 

17.  El  cabo  de  vara  que  se  halle  de  co- 
mandante de  algún  destacamento,  arreglará 
el  desempeño  de  su  encargo  á  lo  que  pre- 
vengan las  instrucciones  particulares. 

18.  Finalmente ,  los  cabos  de  vara  será» 
puntuales  en  el  desempeño  de  lo  que  se  les 
encargue,  respetarán  y  obedecerán  ciega- 
mente á  sus  superiores ,  serán  puros  en  el 
desempeño  de  sus  destinos,  y  vigilantes  y 
prudentes  con  los  confinados.  De  este  modo, 
dice  la  ordenanza,  merecerán  el  aprecio  de 
sus  superiores  y  obtendrán  una  honrosa  cer- 


tificación cuando  regresen  al  seno  de  sus  fa- 
milias (1). 

En  el  reglamento  de  los  presidios  del  rei* 
no  (2)  se  ánade  que  los  cabos  de  vara  vigila- 
rán con  el  mayor  esmero  para  que  no  haya 
juegos  de  ninguna  especie,  estendiendo  su 
vigilancia  á  indagar  los  que  puedan  entrar 
bebida  y  los  medios  de  que  se  valen  para 
burlar  la  vigilancia  de  las  puertas.  Sabrán 
de  memoria  las  obligaciones  que  les  señala 
la  ordenanza ,  y  serán  responsables  del  aseo, 
buen  estado  del  vestuario  y  subordinación  de 
los  individuos  de  sus  respectivas  escuadras. 

CABOTAJE (€«M«B€M  bb).  Pro- 
cede de  la  palabra  cabo^  y  significa  en  su 
origen  el  comercio  que  se  hacia  de  un  cabo 
á  otro  cabo.  Después  se  estendió  ai  que  se 
hacia  de  un  punto  de  la  costa  á  otro  de  la 
misma  ó  de  distinta  costa;  pero  las  leyes 
mercantiles  y  las  de  aduanas  limitan  su  sen- 
tido al  comercio  que  se  hace  de  un  puerto  á 
otro  del  reino ,  ó  al  comercio  entre  puertos 
nacionales. 

A  qué  buques  les  es  permitido  Imcer  el 
comercio  de  cabotaje  y  con  qué  formalidades 
han  de  proceder  en  él,  lo  dejamos  dicho  en 
los  artículos  a€va«  •■  njkwmu%cMmm  y 
ABOAif  A« ,  sección  sesta,  adonde  remitimos 
á  nuestros  lectores  para  evitar  repeticiones. 
Las  modificaciones  que  respecto  al  comercio 
de  cabotaje  se  hagan  desde  la  publicación 
de  aquellos  artículos ,  tendrán  cabida  en  los 
mismos  del  suplemento,  para  conservar  de 
este  modo  la  unidad  de  la  materia. 

CABREO.  Llámase  así  en  algunas 
partes  el  amíllaramiento  ó  registro  estadísti- 
co en  que  se  anotan  para  el  repartimiento  de 
las  contribuciones  las  utilidades  del  oficio, 
tráfico  ó  industria  de  cada  vecino. 

CABREVACIOM.  CABRBVE. 
Con  esta  palabra,  tomada  del  idioma  lemosi- 
I  no,  se  denomina  el  acto  de  apeo  y  reconoci- 
miento que  en  las  bailías  ó  territorios  realen- 
gos de  Valencia  y  Mallorca  se  hace  de  las 
fincas  sujetas  al  pago  de  derechos  á  favor 
del  real  patrimonio. 


(1)   Art.  116  de  U  ordaianu  feneral  ét  los  presidios  del 
reino ,  publicada  e.)  14  de  abril  de  1834. 
(i)    Zabucado  en  5  de  setiembre  de  1814. 
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Este  apeo  se  ejecuta  ante  el  baile  general 
exhibiendo  los  poseedores  de  las  fincas  sus 
respectivos  privilegios  en  la  escribanía  cor- 
respondiente, y  enviando  aquel  comisiona- 
dos para  practicar  por  sí  el  reconocimiento 
de  los  terrenos.  El  baile  por  consiguiente 
conoce  de  todo  lo  concerniente  á  este  punto 
y  sus  incidencias. 

El  objeto  principal  de  las  cabrebaciones  es 
indagar  si  los  poseedores  han  usurpado  al- 
gan  terreno  fuera  del  que  se  espresa  en  los 
títulos;  sirven  también  para  exigir  las  pen- 
siones anuales  que  aquellos  deben  satisfacer; 
para  redamar  y  graduar  el  importe  de  los 
mismos  por  los  traspasos  que  se  hayan  veri- 
ficado; para  comprobar  la  exactitud  de  las 
cuentas  de  los  bailes  ó  administradores ;  y 
para  evitar  que  se  oscurezcan  y  confundan 
los  linderos  de  las  fincas ,  y  se  perjudiquen 
los  derechos  é  intereses  del  patrimonio  real. 

Estas  cabrebaciones  se  verifican  de- cierto 
en  cierto  número  de  anos.  Antiguamente  era 
de  cinco  en  cinco ,  después  de  diez  en  diez. 

CABROm.  El  marido  tan  poco  celoso 
de  la  propia  honra  que  consiente  el  adulterio 
de  sn  muger :  tal  es  la  acepción  que  ha  dado 
á  aquella  palabra  en  un  sentido  metafórico 
el  modo  común  y  familiar  de  hablar.  A  ve- 
ces se  ha  confundido  esta  palabra  con  otras 
análogas  de  que  conviene  distinguirla.  Ad- 
mitiendo por  una  parte  que  esta  voz  c  va- 
>le  lo  mismo  que  cornudo ,  á  quien  su  mu- 
»ger  no  le  guarda  lealtad, »  como  asegura 
Covarrubias  en  el  Tesoro  de  la  lengua  caste- 
llana, y  por  otra  la  definición  de  la  Academia: 
«el  qae  sabe  el  adulterio  de  su  mugér  y  lo 
itolera  ó  solicita; » tendríamos  que  hacer  in- 
distinto el  uso  de  las  tres  palabras  cabrón, 
tonmdo  y  akahmU^  mientras  existe  dife- 
rencia  usual  y  real  entre  ellas. 

Guando  ana  muger  viola  el  lecho  conyu- 
gal, hollando  los  santos  preceptos  de  la  mo- 
ral y  del  derecho ,  recae  una  nota  bochorno- 
sa, el  oprobio  de  la  opinión  y  del  vulgo  sobre 
el  marido,  no  solo  en  el  caso  de  que  este  haya 
ocasionado  ó  consentido  el  adulterio,  sino 
aun  en  el  de  que  lo  ignore.  El  hombre  de  tal 
manera  mancillado,  sea  ó  no  sabedor ,  sea  ó 
no  provocador  de  su  ignominia,  es  el  que  cou 
TOMO  vil. 
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propiedad  se  designa  así  en  el  lenguage 
común,  como  en  el  jurídico,  con  el  dictado 
de  cornudo.  Si  menospreciando  su  reputa- 
ción tolera  la  infidelidad,  si  sabiéndola  no 
se  opone;  por  esta  criminal  indiferencia  se  le 
denomina  vulgarmente  con  la  voz  de  cabrón. 
Y  en  fin,  si  agrava  su  vileza  hasta  el  punto 
de  incitar,  de  procurar  el  adulterio  por  ha- 
berse borrado  en  su  corazón  todo  sentimiento 
de  honor,  ó  por  haberlo  abolido  la  sed  de 
un  lucro  infame,  se  hace  propiamente  al- 
cahuete de  su  muger. 

Hemos  fijado  la  mas  sana  inteligencia  que, 
á  nuestro  juicio,  corresponde  á  esas  tres 
palabras ,  para  que  se  comprenda  bien  la  de 
la  segunda,  objeto  del  presente  artículo. 
No  es,  pues,  genérica  como  la  primera;  es 
especial;  por  eso  va  incluida  dentro  de  ella; 
por  eso  tampoco  tiene  identidad  ni  subordi- 
nación respecto  de  la  tercera ,  igualmente 
especial.  Estas  dos  últimas  palabras  son  las 
que  con  mas  frecuencia  se  han  confundido 
implícitamente  por  varios  escritores,  sin  re- 
parar que  una  supone  el  silencio,  la  confor- 
midad, la  tolerancia  del  marido,  al  paso  que 
con  la  otra  se  indica  haber  sido  este  quien 
indujo,  quien  escitó,  quien  tomó  la  iniciati- 
va ó  la  parle  activa  que  como  requisito  ca- 
racterístico espresa  la  ley  de  Partidas  (1). 
Solo  en  el  caso  de  que  el  consentimiento,  la 
tolerancia  del  agraviado  tome  un  carácter 
estremo  de  vileza,  solo  cuando  suponga  un 
tráfico  y  esa  inmoralidad  activa  y  de  volun- 
tad de  que  hablábamos,  nuestro  derecho 
antiguo  equiparaba  en  la  pena  al  cabrón  con 
el  alcahuete  de  la  propia  muger ,  como  luego 
diremos. 

Las  leyes  recopiladas,  siguiendo  las  hue- 
llas de  las  del  Fuero  Viejo  (2) ,  del  Fuero 
Real  (3)  y  de  las  Ordenanzas  Reales  (4)  enu- 
meraron ciertas  palabras,  que  en  el  trato 
común  pasaban  por  deshonrosas,  dando  fa- 
cultad de  querellarse  de  injuria  al  que  con 
ellas  fuera  denostado.  La  de  t  cornudo »  se 
incluye  en  todas  las  referidas  leyes;  pero 


(1) 

(i) 


l.Mlt.  íí.Part.  7. 
Ley  9,  tít.  l,lib.  í. 
Ley  í,  til.  J,Ub.  4, 
Ley  5,  i\u  9,  lib.  8. 


Digitized  by 


Google 


S8 


CACIQUE. 


en  ningunala  que  es  cabeza  de  este  articulo. 
No  dudamos  nosotros  que  si  aquella  palabra 
genérica  y  comprensiva  del  caso  de  igno- 
rancia del  marido  y  era  palabra  de  injuria, 
mucho  mas  lo  debia  ser  esta  ,  como  especial 
y  concreta  al  caso  de  paciencia,  de  toleran- 
cia. Las  leyes  de  Partida  llevaron  la  severi- 
dad hasta  pronunciar  pena  de  muerte  contra 
el  marido  que  se  hacia  alcahuete  de  su  mu- 
ger;  mas  pasaron  en  silencio  al  que  sin 
llegar  á  tanto  toleraba  su  infidelidad  (1),  de- 
jando así  á  los  intérpretes  entregados  á  du- 
das y  discusiones  sobre  si  el  marido  en  este 
caso  merecia  pena  estraordinaria ,  es  decir, 
la  que  en  falta  de  ley  suplia  el  juez  ó  la 
costumbre,  ó  sino  merecia  ninguna  (2).  Las 
leyes  Recopiladas  al  señalar  pena  mas  leve 
que  la  de  Partida  contra  los  que  indujeren 
á  adulterar  á  sus  mugeres ,  hicieron  partíci- 
pes de  ella  á  los  que  lo  consintieran  por 
precio  (3) :  y  este  es  el  caso  á  que  antes 
aludimos,  caso  escepcional  en  que  ambas 
clases  de  personas,  aunque  designadas  con 
distintas  denominaciones,  sufrian  un  mismo 
castigo. 

Se  ve ,  pues ,  que  según  el  derecho  anti- 
guo la  tolerancia  del  marido,  vituperable  ante 
la  moral  y  el  deber,  no  habia  pasado,  por 
regla  general,  á  la  esfera  jurídica,  no  cons- 
tituía un  delito  específico ,  y  así  sucede  tam- 
bién según  el  Código  penal  vigente. 

CACIQUE.  Cuando  los  españoles 
ocuparon  la  isla  Española  ó  de  Sto.  Domin- 
go ,  hallaron  que  en  el  idioma  del  país  se  de- 
nominaba asi  el  gefe  de  tribu ,  ó  territorio. 
Y  aunque  en  otras  partes,  como  era  natu- 
ral variando  el  idioma ,  se  llamaban  de  otra 
manera ,  como  curacas ,  tecles ,  etc.  el  nom- 
bre de  caciques  se  generalizó  á  los  demás 
dominios  de  Ultramar ,  y  bajo  de  esa  deno- 
minación hablan  de  ellos  las  leyes  de  Indias. 
Solorzano,  en  su  Política  Indiana ,  les  llama 
régulos,  capitanejos ,  y  los  parifica  con  los 
condes,  duques  y  marqueses  entre  nosotros. 
Eran,  en  efecto ,  señores  de  vasallos,  hasta 
el  bárbaro  estremo  de  disponer  de  vidas  y 


(1)    Ley  I,  tít.  12,  Part.7. 

h)   Glosa  6.*  de  Gregorio  López  á  la  eluda  ley. 

(S)    Uy  3,  tiu  17 ,  lib.  12  09  la  Novls.  R«cop. 


haciendas,  y  recibir  en  tributo  las  hijas  de  los 
indios.  Sin  embargo  de  «sto ,  como  tal  car- 
go y  preeminencia  era  una  de  las  principa- 
les bases  de  la  organización  de  los  pueblos 
conquistados  t  como  por  otra  parte  era  tal 
la  sumisión  de  los  indios  á  estos  reyezuelos, 
gefes  ó  señores ,  que  antes  se  dejarían  ma- 
tar que  desobedecerlos :  como  en  fin  era  mas 
fácil  entenderse  con  uno  que  con  la  muche- 
dumbre de  indios ,  á  veces  errantes  y  dis- 
persos, que  les  estaban  sometidos;  los  es- 
panoles  aprovecharon    esta   organización, 
mandaron  respetar  á  los  caciques,  sus  fue- 
ros, autoridad  y  derechos;  si  bien  repri- 
miendo sus  demasías  y  otros  abusos  y  prác- 
ticas inhumanas,  ó  irracionales,  y  haciendo 
compatible  su  autoridad  con  los  preceptos 
de  la  religión,  y  con  la  soberanía  y  autori- 
dad de  nuestros  reyes .  Asi  es  que  se  pro- 
hibió que  á  la  muerte  de  los  caciques  se 
matasen  indios  para  enterrarlos  con  ellos: 
que  recibiesen  por  tributo  las  hijas  de  los 
indios :  que  se  titulasen  señores  de  vasa- 
llos ,  si  bien  en  el  caso  de  probar  que  sus 
indios  eran  solariegos ,  debia  amparárseles 
en  este  derecho :  y  se  les  prohibía  en  fin  im- 
poner á  los  indios  de  su  cacidazgo ,  la  pena 
de  muerte.  Quedaron ,  pues,  reducidos  á 
unas  autoridades  locales,  económicas ,  cor- 
reccionales y  gubernativas ;  esto  es ,  reu- 
nían y  corregían  á  los  indios  con  penas  le- 
ves :  repartían  y  recaudaban  el  tributo  real; 
pero  en  todo  subordinados  á  los  gobernado- 
res y  después  hasta  á  los  corregidores.  Tal 
era ,  y  es  su  último  estado ,  y  ya  hemos  vis- 
to respecto  de  Filipinas,  lo  que  son  los  lla- 
mados cabezas  de  barangay.  Por  el  reparti- 
miento y  recaudación  del  tributo ,  hacer  no- 
torias á  los  indios  las  órdenes  de  las  autori- 
dades superiores,  etc.,  reciben  una  retribu- 
ción, como  entre  nosotros  los  sexmeros,  re- 
caudadores de  contribuciones,  y  antes  las 
justicias  ordinarias. 

De  sus  causas,  y  derechos  sucesorios  y 
señoriales,  cuando  los  alegaren,  al  tenor 
de  las  leyes  de  Indias  conocen  las  audien- 
cias :  la  sucesión  en  el  cargo  y  concepto  de 
caciques  es  por  derecho  de  sangre,  y  no  por 
elección :  el  varón  escluve  á  la  hembra  de 


Digitized  by 


Google 


CADÁVER. 


SO 


cualquier  línea  y  grado  que  esta  sea.  Las 
prácticas  locales  han  modificado  mas  ó  me- 
nos la  autoridad  y  representación  de  los  ca- 
ciques 9  y  han  de  tomarse  en  cuenta  en  ca- 
da caso  y  localidad.  V.  el  til.  7,  lib.  6  de  la 
Recop.  de  Indias:  y  á  Solorzano,  PolUka 
Indiana,  cap.  27,  lib.  1. 

CADALSO.  Llamábase  así  antigua- 
mente á  la  fortificación  ó  baluarte  construido 
de  madera ,  y  también  el  tablado  que  se  ha- 
cia para  algún  acto  solemne.  Hoy  se  dá  este 
nombre  al  que  se  levanta  en  la  plaza,  lugar 
público  ó  donde  el  tribunal  señala  para  la 
ejecución  de  los  criminales  que  han  sido  con- 
denados á  la  pena  de  muerte.  Los  gastos 
para  poner  y  quitar  el  cadalso  se  pagaban 
antes  de  gastos  de  justicia:  hoy  el  juez  á 
quien  corresponde  hacer  que  sea  ejecutada 
la  sentencia  capital  oficia  á  las  autoridades 
de  la  Hacienda  para  que  proporcionen  los 
fondos  necesarios.  Ejecutada  la  sentencia, 
la  voz  pública  dá  un  pregón  para  que  nadie 
sin  licencia  judicial  quite  el  cadáver  del  ca- 
dalso ó  patíbulo ,  en  el  cual  ha  de  estar  es- 
puesto hasta  una  hora  antes  de  oscurecer  (1). 
£1  cadalso  no  puede  cubrirse  sin  licencia  del 
tribunal  con  panos  ó  bayetas  ni  tampoco  po- 
nerse en  él  blandones  ni  pompa  fúnebre. 
También  se  sufre  sobre  el  cadalso  la  pena 
de  argolla  que  á  las  veces,  según  el  Código 
penal ,  es  accesoria  á  la  de  cadena  perpetua. 

CADÁVER.  Con  esta  palabra,  to- 
mada directamente  de  la  latina  cadáver  ^  se 
designa  en  general  el  estado  en  que  se  en^ 
cuentra  un  ser  orgánico  privado  de  vida ,  y 
con  mas  frecuencia,  y  en  mas  concreto  sen- 
tido ,  el  cuerpo  del  hombre  muerto. 

En  todos  los  pueblos  civilizados  los  cadá- 
veres han  sido  mirados  con  respeto  y  consi- 
deración. Conmovidos  los  hombres  en  pre- 
sencia de  la  muerte,  han  dirigido  siempre  al 
cielo  sus  oraciones  por  las  almas  de  sus 
hermanos,  y  custodiando  con  dolor  sus  cuer- 
pos, ios  han  conducido  con  tristeza  y  pia- 
doso respeto  á  su  última  morada.  La  reli- 
gión y  el  sentimiento  natural  en  los  pueblos 
primitivos,  las  leyes  y  la  humanidad  en  los 

(I)    Aru  91  d«l  CMigo  p«Ml. 


adelantados  en  la  carrera  de  la  civilización, 
han  concurrido  á  estimular  y  dirigir  esto? 
afectos ,  han  considerado  como  delito  violar 
los  sepulcros ,  y  han  fulminado  penas  terri- 
bles contra  los  que  olvidándose  de  tan  sa- 
grados deberes,  injuriaran  y  profanaran  los 
cadáveres.  En  los  pueblos  antiguos  se  tuvo 
como  acción  honrosa  conservar  estos  precio- 
sos depósitos.  Los  egipcios  embalsamaban 
los  cadáveres ,  solian  colocarlos  en  cajas  de 
cedro ,  los  cuidaban  con  esmero  y  guarda- 
ban como  su  mejor  tesoro  en  lo  mas  alto  de 
sus  casas  cuando  el  Nilo  salia  de  madre.  Los 
griegos  encerraban  en  ostentosos  sepulcros 
los  cuerpos  de  sus  héroes.  Entre  los  romanos 
el  solo  hecho  de  enterrar  un  cadáver  aunque 
fuera  de  esclavo  (1)  en  suelo  propio  era  su- 
ficiente para  convertirlo  en  lugar  religio- 
so (2)  con  tal  que  alli  estuviera  la  cabe- 
za (3).  Aunque  se  hubiera  enterrado  un  ca- 
dáver en  terreno  ageno,  no  podia  exhumarlo 
el  dueño  de  la  heredad  sin  un  decreto  del 
Pontífice  ó  emperador  (4) ,  y  en  todo  caso 
la  profanación  era  castigada  con  severidad, 
ya  civilmente  por  la  acción  sepulchri  violaii, 
que  como  popular  podia  ser  entablada  por 
cualquiera,  incurriendo  el  profanador  en  la 
pena  de  infamia  y  en  otra  pecuniaria  (5) ,  ya 
criminalmente,  cuyo  castigo  llegaba  hasta  la 
muerte  cuando  los  huesos  habian  sido  ar- 
rancados del  sepulcro  (6). 

A  los  impulsos  de  afectos  y  sentimientos 
se  unió  luego  el  principio  déla  caridad  evan- 
gélica. Los  primitivos  cristianos  se  juntaban 
para  buscar  al  abrigo  de  las  tinieblas  de  la 
noche  los  cuerpos  de  los  mártires,  y  á  riesgo 
de  incurrir  en  terribles  penas  los  escon- 
dían en  sus  casas,  los  encerraban  en  las  ca- 
tacumbas ó  los  depositaban  en  la  tierra.  £1 
principio  de  la  resurrección  de  los  muertos 
predicado  por  la  Iglesia  y  estendido  por  el 
mundo ,  el  triunfo  de  la  doctrina  cristiana  en 
el  imperio  y  su  omnímoda  influencia  en  la 
definitiva  constitución  de  los  pueblos  de  la 


(1)    Principio  de  la  ley  S,  tii.  7,  lib.  7  del  Dsg. 
(i)    S-  9 )  tít-  1  >  l^b.  ^  de  las  Instituciones. 
rS)    Ley  44,  tít.  7,  lib.  11  del  Dig. 
(4)    UyS.til.  7,  lib.  II  del  DiK. 

Til.  lí.  lib.  47  del  Dig.  y  tít.  19,  lib.  9  del  Córt. 
(6)   Ley  li,Ut.lÍ,lib.  47  del  Dig. 
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Europa ,  y  mas  tarde  las  luces  de  la  civili- 
zacioD,  fueron  motivos  suGcíentes  para  mirar 
con  un  respeto  antes  desconocido  ios  cadá- 
veres ;  respeto  y  consideración ,  que  lejos 
de  disminuir  ha  ido  en  aumento  en  todas  las 
naciones. 

Antes  de  proceder  al  entierro  de  un  ca- 
dáver es  necesario  asegurarse  de  la  reali- 
dad de  la  muerte.  Si  los  hombres  de  la  cien- 
cia y  los  prácticos  mas  entendidos,  que  han 
dedicado  sus  estudios  á  esclarecer  el  miste- 
rioso velo  de  nuestra  existencia,  no  nos  di- 
jeran todos  los  días  que  hay  algunas  enfer- 
medades que  pueden  producir  la  muerte 
aparente  y  con  tal  exactitud,  que  las  per- 
sonas de  ellas  atacadas  no  dan  señales  per- 
ceptibles de  vida,  bastaría  á  convencernos 
de  esto  la  historia  lastimosa  de  los  repeti- 
dos casos  de  inhumaciones  precipitadas.  De 
aquí  el  atan  con  que  la  ciencia  en  general, 
y  con  mas  esmero  la  medicina  legal,  que 
tan  poderoso  vuelo  ha  tomado  en  nuestros 
días ,  han  procurado  estudiar ,  fijar  y  dar  á 
conocer  las  señales  ciertas  qne  distinguen 
la  muerte  real  de  la  aparente.  Mas  por  des- 
gracia á  pesar  de  ios  numerosos  signos  in- 
dicados por  los  escritores,  no  es  posible 
aGrmar  de  una  manera  absoluta  la  realidad 
de  la  muerte.  La  misma  putrefacción ,  á  no 
estar  establecida  del  todo ,  no  es  prueba  su- 
ficiente para  asegurar  el  término  de  la  vida, 
pues  que  son  varios  los  casos  que  se  seña- 
lan de  personas  que  de  tan  lastimoso  estado 
se  han  restablecido  en  poco  tiempo.  En  la 
imposibilidad ,  pues  ,  de  afirmar  la  realidad 
de  la  muerte ,  y  como  seria  peligroso  á  la 
salud  pública  esperar  para  hacer  el  entierro 
de  un  cadáver  á  que  estuviese  en  completa 
putrefacción ,  en  todos  los  países  se  ha  fija- 
do un  plazo  mas  ó  menos  largo  que  debe 
trascurrir  antes  de  darle  sepultura  para 
evitar  funestos  accidentes. 

En  España  no  es  permitido  dar  sepultura 
á  los  cadáveres  hasta  pasadas  veinte  y  cua- 
tro horas  desde  el  fallecimiento,  salvo  el 
caso  de  putrefacción  anticipada :  doble  sue- 
le ser  el  término  que  se  deja  trascurrir  cuan- 
do la  muerte  ha  sido  repcntÍDa.  El  corazón 
se  siente  conmovido  al  comparar  lo  corto  de 


este  plazo  con  la  duración  continuada  de  al- 
gunos accidentes,  con  la  oscuridadde  lacien- 
cia  y  con  la  incertidumbre  de  la  muerte. 
Viénense  á  la  memoria  el  gran  número  de 
personas  que  por  una  imprudente  precipita- 
ción han  sido  enterradas  vivas ,  y  las  nume- 
rosas observaciones  hechas  en  la  destruc- 
ción y  reconocimiento  de  cementerios ,  pu- 
blicadas por  médicos  filantrópicos.  En  tales 
ocasiones  se  han  encontrado  esqueletos  en 
posiciones  y  actitudes  que  dejaban  fuera  de 
duda  que  las  personas  á  quienes  pertenecie- 
ron se  habían  movido  dentro  de  sus  sepul- 
cros, que  quizá  habían,  aunque  en  vano, 
intentado  levantar  el  peso  de  la  tierra  que 
con  culpable  ligereza  habían  echado  sobre 
ellos.  ¿Quién  pnede  leer  sin  angustia  que 
Wínslow   fué   por  dos   veces    enterrado? 
¿Quién ,  sin  estremecerse  de  horror  recuer- 
da la  conocida  historia  de  Francisco  de  Cí- 
vílle,  que  fué  por  tres  veces  enterrado  en 
Francia ,  y  de  quien  constaba  en  el  registro 
civil  como  tres  veces  muerto  ^  tres  veces  m- 
terrado,  y  tres  veces  resucitado  por  la  gra- 
cia de  Diosl  Preciso  es  convenir  á  la  vista 
de  estos  y  de  otros  frecuentes  ejemplos ,  en 
que  el  intervalo  de  veinte  y  cuatro  horas  es 
demasiado  corto  para  que  no  esté  espuesto 
á  fatales  desgracias,  y  que  es  mas  acertada 
la  práctica  seguida  en  otros  países  en  que 
se  dan  mayores  dilaciones  antes  de  llevar 
los  cadáveres  ai  sepulcro.  Esto  es  tanto  mas 
prudente  cuanto  que  sin  peligro  alguno  para 
I  la  salud  pública  y  con  solo  saturar  el  aire  y 
purificar  la  habitación  por  los  conocidos  me- 
dios que  hoy  en  abundancia  nos  ofrece  la 
química,  puede  estar  depositado  el  que  fina 
hasta  que  se  adquiera  la  certidumbre  de  su 
muerte.  De  desear  sería  al  menos,  sí  se 
creyera  contrarío  á  las  reglas  de  higiene  y 

I  salud  pública  el  depósito  en  las  casas  parti- 
culares ,  que  en  los  mismos  cementerios  se 
destinase  un  lugar  ventilado  y  á  propósito 
donde  se  depositaran  necesariamente  los 
muertos  durante  cierto  plazo,  colocándolos 
descubiertos ,  las  manos  libres  y  con  el  cor- 
don  de  una  campanilla  eerca  para  que  en  el 
caso  de  volver  á  la  vida ,  impetraran  ausi- 
lio  cuando  no  se  lo  permitiera  hacer  de  otra 
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manera  la  escasez  de  sus  faeraas  y  ia  debi- 
lidad de  su  voz ,  7  mejor  aun  procurando 
que  fueran  Tigilados  constantemente  de  dia 
y  de  noche.  Una  sola  persona  vuelta  á  sus 
parientes ,  amigos  y  á  la  sociedad  por  este 
sencillo  medio  recompensaria  con  usura  los 
cuidados  y  gastos  que  tal  práctica  ocasio- 
nase. 

Tampoco  hasta  que  conste  de  un  modo 
positivo  la  existencia  de  la  muerte ,  debe 
procederse  al  embalsamamiento  de  los  cadá- 
veres: lo  regular  seria  que  se  dejara  pasar 
tanto  tiempo  como  se  reputara  al  menos  ne- 
cesario para  darles  en  otro  caso  sepultura. 
El  embalsamamiento  hoy  se  hace  rompiendo 
la  arteria  é  inyectando  una  gran  cantidad  de 
líquidos  estranos  :  si  la  muerte  no  es  real, 
tendremos  que  se  dá  la  muerte  al  que  está 
vivo. 

Lo  mismo  debe  decirse  rospecto  de  la  di- 
sección anatómica  de  los  cadáveres  y  de 
la  operación  cesárea,  que  no  deben  practi- 
carse sino  después  que  de  un  modo  positivo 
conste  la  existencia  de  la  muerte. 

El  hecho  de  desenterrar  un  cadáver,  pue- 
de ser  un  acto  legítimo  ó  criminal.  Es  legíti- 
mo cuando  se  veriGca  por  la  autoridad  com- 
petente ó  con  su  licencia:  es  criminal  cuan- 
do se  hace  para  injuriarle  ó  para  despojarle 
de  los  adornos  y  vestidos  que  tiene  pues- 
tos. No  entraremos  á  examinar  los  casos  en 
que  es  necesario  para  la  averiguación  de  su 
delito  proceder  á  la  exhumación  de  un  ca- 
dáver, los  requisitos  que  á  esto  han  de  pre- 
ceder y  las  diligencias  que  en  el  acto  han 
de  verificarse.  Doctrina  es  esta ,  que  ñas 
que  aquí,  estará  en  su  verdadero  lugar  al 
hablarde  los  procedimientos  criminales;  pero 
no  podemos  menos  de  indicar  ahora  que  la 
salubridad  pública  exige  imperiosamente  que 
se  adopten  ciertas  precauciones  para  evitar 
los  danos  y  perjuicios  que  puden  sobrevenir 
de  exhumaciones  imprudentes. 

Para  conciliar  los  intereses  de  la  salubri- 
dad pública  con  las  afecciones  de  las  fami- 
lias y  con  el  respeto  debido  á  las  cenizas  de 
los  finados,  se  ha  dado  la  real  orden  de  17 
de  marzo  de  1818.  Solo  podrá  verificarse, 
según  ella,  el  desenterramiento  de  un  cadá- 


ver para  ser  trasladado  á  un  cementerio  ó 
panteón.  Necesario  es  aun  en  este  caso  la 
licencia  del  gobernador  de  la  provincia,  y 
que  hayan  trascurrido  dos  anos  desde  la  in- 
humación. Para  verificar  la  exhumación  den- 
tro del  plazo  de  dos  á  cinco  anos  de  haber- 
se dado  al  cadáver  sepultura,  es  necesario 
ademas  obtener  la  venia  de  la  autoridad 
eclesiástica,  y  un  reconocimiento  y  certifi- 
cación facultativa,  de  la  que  resulte  no  ha- 
ber en  su  traslación  peligro  alguno  para  la 
salud  pública.  Trascurrido  el  plazo  de  los 
cinco  anos ,  puede  el  gobernador  permitir 
sin  necesidad  de  dictamen  facultativo,  aun- 
que previa  la  venia  de  la  autoridad  ecle- 
siástica, la  exhumación  del  cadáver,  cuidan- 
do solo  de  que  se  haga  con  el  debido  respe- 
to y  dando  aviso  oportuno  al  de  la  provincia 
donde  ha  de  ser  conducido.  Claro  es  que 
estas  disposiciones  no  se  refieren  ni  alcanzan 
á  los  que  han  sido  embalsamados,  los  cuales, 
por  no  suponerse  peligro  alguno  de  putrefac- 
ción, pueden  ser  exhumados  en  todos  tiem- 
pos. Las  solicitudes  para  trasladar  á  España 
cadáveres  que  hayan  sido  sepultados  en  país 
estranjeroó  vice-versa,  se  dirigen  á  S.  M.» 
por  conducto  del  ministerio  de  la  Goberna- 
ción, acreditándose  en  ellas  previamente 
las  circunstancias  de  estar  embalsamados,  ó 
la  de  que  haciendo  mas  de  dos  anos  que  fue- 
ron sepultados,  se  encuentran  ya  en  estado 
de  completa  desecación. 

No  siempre ,  como  antes  hemos  manifes- 
tado,  la  exhumación  de  un  cadáver  es  lí- 
cita, es  por  el  contrario  á  veces  un  verda- 
dero delito.  De  antiguo  nuestros  legislado- 
res, han  fulminado  terribles  castigos  contra 
los  que  desoyendo  la  voz  de  la  religión,  y  de 
las  leve?,  y  conducidos  por  odio  impío  ó  des- 
apoderada codicia  han  injuriado  los  cuerpos 
de  los  muertos  y  han  profanado  los  sepul- 
cros. La  ley  12  del  tít.  9  de  la  Partida  7,  des- 
pués de  declarar  con  su  elegante  estilo  que 
los  que  tales  hechos  cometen,  injurian  y  des- 
honran á  los  vivos  y  á  los  muertos,  conde- 
na á  cualquiera  que  sacare  las  piedras  de 
los  monumentos,  á  perder  á  favor  del  fisco 
la  obra  construida  con  ellos,  y  el  terreno  en 
que  se  hizo ,  ademas  de  pagar  una  multa  de 
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diez  libras  de  oro,  ó  en  su  defecto ,  surrir  la 
pena  de  perpetuo  destierro.  Aun  con  mas  du- 
reza era  castigado  el  que  hurtaba  los  vestidos 
del  difunto;  si  iba  con  armas,  incurría  en  la 
pena  de  muerte,  y  yendo  sin  ellas,  habia  de 
ser  para  siempre  condenado  á  las  obras  pú- 
blicas. Eq  la  misma  pena  incurría  el  hombre 
vil  que  desenterraba  y  deshonraba  un  cadá- 
ver arrastrando  ó  esparciendo  sus  huesos,  ó 
tratándolos  de  otro  modo  ignominioso ;  pero 
si  fuera  hidalgo  era  desterrado  para  siempre. 
Si  los  parientes  no  querian  ejercitar  la  ac- 
ción criminal  y  sí  solo  la  civil,  entonces  el 
juez  debia  condenar  á  los  autores  de  la  des- 
honra al  pago  de  cien  maravedís  de  oro, 
entendiéndose  que  esta  clase  de  acusacio- 
nes las  podía  deducir  cualquiera  del  pueblo 
cuando  no  querian  hacerlo  los  parientes. 
Todas  estás-disposiciones,  aunque  algún  tan- 
to modiBcadas  en  la  práctica ,  han  llegado 
hasta  nuestros  diascomo  una  prueba  del  res- 
peto que  siempre  se  ha  tenido  y  que  debe  te- 
nerse á  los  restos  mortales  del  hombre  y  á 
los  sepulcros.  Abundando  en  estas  ideas  nues- 
tro código  penal ,  ha  comprendido  entre  los 
delitos  contra  la  religión  el  de  exhumar  ca- 
dáveres humanos,  mutilarlos  ó  profanarlos 
de  cualquier  otra  manera ,  y  ha  castigado  á 
sus  perpetradores  con  la  pena  de  prisión 
correccional.  (Art.  138). 

La  muerte,  dice  la  ley  7  del  título  l^  de 
la  sétima  Partida,  desata  y  deshace  el  delito 
á  sus  autores.  Muerto ,  pues ,  el  delincuente 
no  ha  de  imponerse  pena  alguna  á  su  cada- 
ver,  ni  aun  por  aquellos  delitos  en  que  era 
permitido  proceder  contra  sus  autores  aun 
después  de  muertos,  pues  en  estos  casos 
solo  el  procedimiento  se  dirigía  contra  su  fa- 
ma y  bienes,  nunca  contra  sus  cuerpos,  como 
se  infiere  de  la  ley  8,  tít.  1,  de  la  Part.  7. 
Si  la  historia  nos  ensena  y  los  anales  de  la 
justicia  nos  han  conservado  la  relación  de 
hechos  y  de  castigos  inútiles  é  impios  en 
abierta  oposición  con  la  doctrina  de  estas  le- 
yes, y  se  ha  arrastrado  con  inútil  sana  hasta 
el  patíbulo  el  cadáver  de  algún  grande  cri- 
minal que  habia  muerto  ó  se  habia  suicida- 
do, si  casi  en  nuestros  dias  hemos  visto  con 
horror  los  cuartos  humeantes  de  los  bandidos 


colgados  de  los  postes  en  medio  de  los  oa<- 
minos,  no  es  menos  cierto  que  tales  espectá- 
culos ,  siempre  reprobados  por  el  sentimien- 
to general,  son  hoy  por  fortuna  incompati- 
bles con  la  civilización  y  con  las  costum- 
bres públicas. 

La  ley  11  del  tít."  31  de  la  Part.  7  orde- 
nó que  el  cadáver  del  ajusticiado  permane- 
ciera en  el  patíbulo  durante  cierto  tiempo: 
el  deseo  de  inspirar  escarmiento  y  terror  en 
las  ejecuciones  capitales,  esplica  esta  dis- 
posición conservada  en  el  art.  92  del  Códi- 
go penal  que  establece,  que  el  cadáver  del 
ejecutado  quede  espueslo  en  el  patíbulo  has- 
ta una  hora  antes  de  oscurecer ,  en  la  que 
será  sepultado ,  entregándolo  á  sus  parien- 
tes ó  amigos,  para  este  efecto,  si  lo  solicita- 
ren, y  en  caso  de  no  hacerlo  á  las  herman- 
dades piadosas  que  se  encargan  de  dar  se- 
pultura á  los  ajusticiados. 

Algunos  intérpretes  dejándose  llevar  con 
esceso  de  su  afición  á  suscitar  cuestiones, 
para  luego  resolverlas,  dudaron  si  los  acree- 
dores podian  detener  el  cadáver  del  deu- 
dor é  impedir  que  se  le  diera  sepultura, 
sobre  todo  en  el  caso  de  que  estuviese  el 
deudor  obligado  por  instrumento  ejecutivo, 
fundándose  en  que  así  como  en  vida  podia 
hacerse  ejecución  en  su  persona  y  bienes, 
parecia  natural  que  después  de  la  muerte 
pudiera  hacerse  en  su  cuerpo  teniéndolo  em- 
bargado hasta  que  los  herederos  pagaran  la 
deuda.  Tan  estrana  opinión,  opuesta  á  todos 
los  principios  científicos,  á  la  salud  pública  y 
al  sentimiento  religioso,  fué  completamente 
rebatida  por  nuestros  mas  distinguidos  ju- 
risconsultos y  condenada  por  nuestras  leyes. 
Así  se  infiere  del  espíritu  y  de  la  letra  de 
las  leyes  13,  tít.  13,  Part.  1,  y  13,  tít.  9, 
Part.  7,  que  prohiben  al  acreedor  detener  la 
sepultura  del  cadáver  del  deudor,  ó  hacerle 
otra  deshonra  bajo  la  pena  que  el  juez  esti- 
me según  la  calidad  de  la  deuda.  Disposi- 
ción tanto  mas  digna  de  elogio  en  las  leyes 
de  Partidas,  cuanto  se  separaron  en  esto  de 
las  romanas,  que  hacían  tan  desgraciada  la 
condición  de  los  deudores ,  sobre  todo  en  los 
primeros  tiempos,  en  que  entre  otros  dere* 
chos  tiránicos  que  tenían  los  acreedores  po- 
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dian  cuaado  eran  yarios  dividir  en  pedazos 
y  repartirse  el  cadáver  del  deador,  disposi* 
cion  horrorosa,  pero  del  todo  atestiguada  por 
la  autoridad  de  Aalo  Celio,  Tertuliano  y 
Quintiliano. 

C ADEMA.  Palabra  que  muestra  cla- 
ramente su  origen  de  la  latina  catena.  Sí 
esta  se  tomó  del  idioma  celta  ó  del  griego, 
y  en  este  caso  cual  pudo  ser  el  vocablo  fun- 
damental de  la  derivación,  son  cuestiones  fi- 
lológicas agenas  de  nuestro  propósito. 

Su  significado  natural ,  por  demasiado  ob- 
vio, y  muchos  de  los  figurados ,  por  impro- 
pios de  esta  obra,  quedan  también  fuera  de 
los  límites  del  artículo.  Pero  otros  merecen 
conocerse :  antiguamente  cadena  era  la  de- 
nominación metafórica  de  la  cárcel ,  en  la 
que  se  ataba  al  prisionero  á  una  cadena:  á 
esa  denominación  se  refiere  la  frase  estar  en 
la  cadena,  asi  como  la  de  renunciar  álaca- 
dena ,  usada  en  nuestras  leyes  y  que  se  es- 
plicará  en  su  respectivo  lugar.  También  ha 
significado  la  reunión  de  presidarios  ó  ga- 
leotes que  son  conducidos  á  los  lugares  de 
la  estincíon  de  sus  condenas  ,  porque  iban 
sujetos  con  grillos  de  dos  en  dos ,  llevando 
ademas  unas  argollas  por  donde  se  pasaba 
la  cadena  que  aseguraba  un  grupo  de  doce 
ó  de  catorce.  Las  penas  de  trabajos  públicos 
para  las  que  se  aherrojaba  á  los  criminales, 
solian  á  veces  ser  designadas  con  el  nombre 
de  cadena.  T  en  fin ,  el  código  penal  vigen- 
te ha  adoptado  esta  palabra  aplicándola  á 
una  pena  aflictiva,  próxima  á  la  de  muerte 
qae  los  sentenciados  deben  sufrir ,  privados 
de  libertad  y  de  todo  ausilio  de  fuera  del 
establecimiento  y  sometidos  á  trabajos  duros 
y  penosos :  el  nombre  de  esta  pena  provie- 
ne de  que  siempre  han  de  llevar  sujeto  el 
pié  con  una  cadena,  como  esplicaremos  en 
el  artículo  en  que  especialmente  hablamos 
de  ella. 

Esto  en  cuanto  al  uso  y  significado  de  la 
voz :  veamos  ahora  los  de  la  cosa  misma. 
Pocos  objetos  podrían  citarse  que,  como  las 
cadenas ,  hayan  simbolizado  tantas  y  tan 
opuestas  ideas.  Denotan  la  distinción,  y  de- 
notan también  el  deshonor:  son  á^la  vez  el 
signo  del  vasallo  y  del  señor,  del  noble  y 


del  criminal :  con  ellas  unos  se  duelen  de  su 
esclavitud  y  de  su  desgracia ,  mientras  que 
otros  se  envanecen  de  su  alcurnia  y  de  su 
poder.  Los  romanos  nos  presentan  una  prue- 
ba de  esta  antítesis :  sus  emperadores  con- 
decoraban con  cadenas  á  los  soldados  que 
se  habían  distinguido  en  la  guerra  por  sus 
hazañas  y  su  valor,  al  propio  tiempo  que 
las  imponían  á  los  enemigos  que  hacían  pri- 
sioneros ,  en  señal  de  cautiverio  y  humilla- 
ción. Pudieran  citarse  ejemplos  semejantes 
de  otros  pueblos  y  de  otras  épocas.  Las  ca- 
denas que  muchas  veces  se  han  aplicado  al 
encarcelado,  al  cautivo  ,  al  esclavo ,  al  deu- 
dor insolvente,  fueron  frecuentemente  el 
carácter  distintivo  de  los  reyes ,  de  los  seño- 
res de  vasallos,  de  los  nobles ,  y  de  perso- 
nas constituidas  en  dignidad.  Entre  los  Galos 
pasaba  por  uno  de  los  principales  atributos 
de  los  que  ejercían  poder,  y  entre  los  ingle- 
ses la  cadena  representaba  la  dignidad  del 
lord-corregidor  de  Londres,  ya  durante  sus 
funciones ,  ya  como  recuerdo  de  haberlas 
desempeñado. 

Y  sin  salir  de  nuestra  España,  de  nuestra 
historia  y  de  nuestras  tradiciones ,  podemos 
observar  las  opuestas  ideas  simbolizadas  en 
la  cadena.  Las  armas  de  uno  de  los  reinos 
mas  poderosos  y  florecientes  de  la  antigua 
España  cristiana,  armas  que  aun  hoy  día 
subsisten  ,  representan  cadenas  de  oro  cru- 
zadas en  campo  de  gules ,  ó  sea  de  sangre 
y  en  su  centro  una  esmeralda.  Traen  su 
origen  de  la  celebrada  batalla  de  las  Navas 
de  Tolosa ,  ganada  contra  los  moros  al  co- 
menzar el  siglo  XIII.  En  ella  el  rey  D.  San- 
cho de  Navarra  fue  quien  rompió  las  cadenas 
del  palenque  en  que  se  hiciera  fuerte  el  Mí- 
ramamolin,  y  entonces  adoptó  aquel  blasón 
para  su  monarquía.  Otros  nobles,  por  ha- 
berse distinguido  en  este  mismo  hecho  de 
armas )  escogieron  también  el  mismo  símbo- 
lo para  perpetuar  su  gloria ,  como  fueron  los 
Mendozas,  Peraltas,  Estúñigas  y  otros.  Si 
en  esta  ocasión  se  tomó  la  cadena  como  tim- 
bre de  honor ,  en  otras  épocas  de  nuestra 
historia  hubo  de  emplearse  para  castigo  de 
rebeliones  vencidas  ó  para  precaver  las 
que  en  adelante  se  temieran.  Sábese  que 
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después  de  domada  la  tenaz  resistencia  que 
opusieron  los  catalanes  á  reconocer  por  rey 
á  D.  Felipe  V ,  hubo  cierta  orden  para  que 
no  se  pudiera  usar  de  cuchillos  sino  des- 
puntados y  pendientes  de  las  mesas  ó  pare- 
des por  medio  de  una  cadena.  Últimamente, 
no  ha  mucho  tiempo,  que  algunas  casas  par- 
ticulares, que  habia  honrado  el  rey  con  su 
presencia ,  ostentaban  cadenas  en  sus  puer- 
tas principales ,  como  si  se  quisiera  dar  á 
entender  que  aquel  parage  hollado  con  la 
planta  real ,  quedaba  cerrado  para  toda  otra 
persona ,  en  alusión  sin  duda  á  que  en  la 
etiqueta  antigua  de  palacio ,  las  puertas  y 
cerraduras  se  llamaban  cadena ,  de  donde 
viene  aun  el  oficio  de  porteros  de  cadena. 
Estos  signos  desaparecieron  con  la  caida  del 
régimen  absoluto,  juzgándose  incompatibles 
con  el  que  se  inauguraba ,  como  signos  de 
vasallage. 

CADEMA  (PEüA  bb).  Pena  aflicti- 
va inmediata  á  la  de  muerte,  en  que  está 
sujeto  siempre  á  una  cadena  el  pié  del  con- 
denado, y  este  privado  de  libertad  y  de  todo 
auxilio  esterior  fuera  del  establecimiento,  y 
compelido  á  trabajos  duros  y  penosos,  según 
queda  indicado  en  el  artículo  cabema.  Es- 
plicar  esta  pena  tal  como  hoy  se  conoce, 
y  recordar  las  instituciones  antiguas  en  lo 
que  con  ella  puede  tener  relación  :  tal  es  el 
objeto  de  este  articulo,  que  al  efecto  divi- 
dimos del  modo  siguiente : 

PARTE   DOCTRINAL.. 

Seo.      i.    reseña  msTÓRiCA. 

SbG.      II.      NATURALEZA  Y  CmCUNSTANCIAS  DE 

LA  PENA  DE  CADENA. 
SeG.      III.   PENAS  ACCESORIAS  DE  LA  DE  CADENA. 
SbG.      IV.   VARIACIONES  QUE  PUEDE   SUFRIR  LA 

PENA  DE  CADENA. 

SECCIÓN   I. 

RESEI^A  HISTÓRICA. 

En  vano  buscaríamos  entre  las  leyes  pe- 
nales de  los  pueblos  de  la  antigüedad  algu- 


nas que  instituyeran  y  regularan  la  pena  de 
cadena  conforme  hoy  se  encuentra  instituida 
y  regularizada  en  los  códigos  formados  con 
sujeción  á  un  sistema  armónico  y  á  clasifica- 
ciones que  guardan  entre  si  una  mutua  cor- 
respondencia. Sabido  es  que  el  derecho  pe- 
nal aparece  tanto  mas  informe ,  tanto  menos 
artístico  cuanto  mas  se  remonta  en  la  serie 
de  los  tiempos.  Pero  en  medio  de  esto,  como 
toda  sociedad  ha  tenido  que  apelar  á  la  ga- 
rantía de  las  penas  y  como  los  pueblos  de 
vida  sedentaria  y  culta  han  hecbo  figurar 
entre  ellas  la  privación  de  libertad  del  hom- 
bre mezclada  con  el  sufrimiento  y  el  trabajo 
y  asegurada  y  simbolizada  por  ciertos  obs- 
táculos materiales,  bien  pueden  hallarse  cas- 
tigos si  no  idénticos,  al  menos  análogos  con 
el  que  ahora  hemos  de  examinar.  Agru- 
pando algunos  rasgos  de  esta  semejanza, 
tomados  en  la  historia  jurídica  de  los  pueblos 
antiguos  y  en  la  de  nuestra  patria,  hal)remos 
llenado  el  objeto  de  esta  sección,  que  es  el 
de  dejar  consignados  ciertos  antecedentes 
que  formen ,  por  decirlo  así ,  un  apoyo  en 
lo  pasado,  y  una  tradición  para  la  institución 
moderna  y  de  actualidad. 

Prolijo,  sin  embargo ,  é  inconducente  para 
nuestro  propósito  seria  el  detenernos  en  re- 
correr una  por  únalas  legislaciones  antiguas: 
creemos  suficiente  acudir  solo  á  aquellas 
que  mas  celebridad  adquirieron  por  su  regu- 
laridad y  madurez.  En  Grecia  hallamos  em- 
pleado el  hierro  y  la  cadena  como  elementos 
de  penalidad  variados  y  combinados  de  dife- 
rentes maneras.  Sin  tratar  de  los  collares  de 
hierro,  de  las  argollas ,  de  las  máquinas  de 
tormento  y  otros  instrumentos  de  suplicio, 
haremos  notar  que  en  Atenas  ciertos  delin- 
cuentes de  consideración  como  los  perjuros, 
y  los  falsos  testigos  en  justicia  eran  conde- 
nados á  trabajos  penosos  de  puertos  y  de 
remo,  juntamente  con  los  prisioneros  de 
guerra;  de  creer  es,  pues,  que  las  condenas 
de  aquellos  se  cumplirían  con  la  cadena  que 
tan  frecuentemente  se  imponía  á  estos  últi- 
mos. También  habia  otros  castigos  que  ade- 
mas de  la  prisión  del  delincuente  exigian 
que  tuviera  este  aherrojados  los  pies  y  las 
piernas:  tal  era  el  que  por  espacio  de  cinco 
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días  y  cinco  noches  y  sin  perjuicio  del  décu- 
plo ^  debían  sufrir  los  ladrones  no  manifiestos 
cuando  no  restituían  la  cosa  robada. 

Sí  de  la  legislación  griega  pasamos  á  la 
romana  t  el  Código  primitivo  que  tuvo  el 
Pueblo-Rey  nos  ofrece  entre  sus  leyes  seve- 
ras é  inexorables»  aquella  que  se  dictara 
contra  los  deudores  insolventes  reduciéndo- 
les á  prisión  y  usando  para  con  ellos  de  las 
cadenas.  De  los  textos  de  las  XII  Tablas,  que 
han  llegado  á  nosotros ,  aparece  claramente 
que  la  persona  obligada  á  satisfacer  una 
deuda,  ya  por  confesión  que  de  ella  hubiera 
hecho  9  ya  por  condenación  en  juicio ,  reci- 
bía un  plazo  de  treinta  días  para  cumplir  su 
obligación.  Si  al  cabo  de  él  el  acreedor  no 
era  satisfecho,  se  apoderaba  del  deudor  por 
la  facultad  que  al  efecto  tenia,  denominada 
manus  injectio ,  y  le  llevaba  i  juicio.  Si  i 
pesar  de  todo ,  seguía  el  deudor  insolvente 
y  no  salía  á  responder  por  él  ningún  fiador 
(ín  jure  mnde$)) ,  el  acreedor  estaba  autori- 
zado para  constituirle  en  cárcel  privada  y 
atarle  con  grillos  y  cadenas.  La  ley  (1) ,  sin 
embargo ,  á  pesar  de  esta  severa  autoriza- 
ción que  otorgaba,  para  precaver  la  crueldad 
prohibía  que  aquellas  cadenas  escedieran  el 
peso  de  iSi  libras ;  y  aun  parece  que  reco- 
mendaba la  suavidad  al  advertir  al  acreedor 
que  el  llegar  á  esta  tasa  no  le  era  obligato- 
rio ,  sino  que  estaba  á  su  arbitrio  el  rebajar- 
la. La  prisión  del  deudor,  esta  pena,  6  mas 
propiamente  este  apremio  de  cadenas ,  po- 
día cstenderse  luego ,  sino  había  convenio 
con  el  acreedor ,  hasta  el  término  de  sesenta 
días,  según  disposición  de  la  misma  ley  (2). 

Por  lo  que  hace  á  las  penas,  verdadera- 
mente tales ,  que  se  impusieran  á  los  delin- 
cuentes en  el  periodo  de  la  república ,  diHcil 
seria  encontrar  la  de  prisión  coa  cadenas 
aplicada  á  los  hombres  libres ,  á  los  ciuda- 
danos romanos:  era  mucho  el  aprecio  en 
que  se  tenían  estas  cualidades  para  que  se 
mancharan  con  señales  ignominiosas.  Seme-  I 
jantes  castigos  solo  podrían  concebirse  en  la 
persona  del  estrano  á  la  ciudad ,  en  aque- 


(I)    V.  el  fragmento  3  áf,  la  Tabla  \[\,  »egun  el  texto  de 
Diriscn  t  Zell  que  seguimos. 
(S)    f^ragm.  5  ibid. 
TOMO  vn. 


líos  que  i  consecuencia  de  un  grave  delito 
venían  á  ser  considerados  como  siervos  de 
su  pena.  Consta  con  efecto  que  á  los  escla- 
vos se  les  destinaba  á  un  lugar  de  cspiacion, 
llamado  ergasíulum  6  pistrinum,  donde  eran 
atados  y  oprimidos  con  cadenas  (vincula). 

Pero  los  privilegios  y  distinciones  del  ciu- 
dadano romano  fueron  decayendo  con  la 
República,  y  en  los  tiempos  del  imperio  que 
á  los  de  esta  sucedieron ,  la  imposición  de 
penas  con  aherrojamiento  no  fue  considera- 
da en  esfera  tan  reducida. 

Vengamos  ya  á  las  leyes.  En  los  fragmen- 
tos de  jurisconsultos  contenidos  en  las  del 
Digesto,  se  hace  mención  de  castigos  que 
no  desacertadamente  podrían  ser  compara- 
dos con  nuestra  cadena,  ya  perpetua,  ya  tem- 
poral. Aparecen  en  la  escala  penal  de  los  ro- 
manos la  condenación  á  minas  de  metal 
{dammtio  in  metallum\  y  la  condenación  á 
trabajos  de  las  minas  [damuatio  in  opus  me- 
talli),  ambas  de  terrible  trascendencia,  pues- 
to que  los  que  sufrían  una  ú  otra  quedaban 
privados  del  estado  de  libertad,  padeciendo 
la  capitis  deminutio  máxima  y  haciéndose 
siervos,  no  ya  del  fisco ,  sino  de  la  pena  (1). 
La  perpetuidad  era  un  requisito  natural,  sin 
el  que  no  se  concebían  (2).  De  suerte  que  la 
única  diferencia  entre  una  y  otra  pena  con- 
sistía solo  en  la  mayor  ó  menor  gravedad  do 
los  vínculos  que  coartaban  la  libertad,  es  de- 
cir, usando  de  un  sentido  figurado,  y  aun 
del  sentido  recto ,  que  ios  condenados  á  las 
minas  soportaban  unas  cadenas  mas  pesadas, 
una  prisión  mas  dura  que  los  condenados  á 
las  obras  de  las  minas:  ínter  eos^  dice  el  ju- 
risconsulto Ulpiano  (3)  qui  m  metalUm  el 
eos  qui  inopus  metalli  damnantur,  differen- 
lia  in  nnculis  tantum  est ,  quod  qui  in  me* 
tallum  damnantur  gravioríbm  vinoulis  pre^ 
munlur,  qui  in  opm  metalli  levioríbus.  Por 
esto  los  que  quebrantaban  esta  última  con*- 
dena  incurrían  en  la  primera,  sin  necesidad 
de  echar  mano  de  la  pena  de  muerte  (4).  Es- 


ií)    8.4,  ley  8:  leyes  17  y  36,  tlL  19,  lib.  48,  ley  12. 
lit.  U.  lib.  49  y  5 ,  ift.  15 ,  líb.  zó  del  Dig.  ^      ' 

it)    j.  6,  ley  48 ,  lit.  19  ,  lib.  48  del  Dig. 
(3)    S.  6  de  la  ley  8 ,  tit.  19 ,  lib.  48  del  Oig. 
(4;    El  §.  eitado  y  el  3  de  la  ley  ?>,  fir.  n,  líb.  80  del  Dig 
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[D  El  mismo  S.  3  de  la  ley  5. 

~  Pr.Otlaley  ifó.  ÜU  I9,líb.  48  éelDif. 

w/  Ley  11 ,  tjt.  47,  lib.  O  del  Cód. 

(4i  Ler  6 ,  id.  id.,  j  35 ,  ÜU  19 ,  lib.  48  del  1H(. 

(5)  %  1  de  la  ley  &,  tít.  19,  lib.  48  del  Dig. 

(6)  I  6  de  la  ley  citada. 

(7)  I  i  de  la  ley  17,  Ut.  19.  lib.  48  del  Di(. 
i8)  Ley  1 ,  Ut.  47 .  Ub.  9  del  Gdd. 

(V)  Lty1,tlt.  4,  lib.  9. 


US  discrepancias ,  advertidas  por  ios  jaris-  j| 
consultos,  prueban  que  las  penas  citadas  no 
eran  en  realidad  dos  penas  distintas  (I),  sino 
tan  solo  dos  niodi6cacíones  ó  propiamente 
dos  grados  de  una  misma  pena.  Por  lo  de- 
mas  este  suplido  que  unía  á  un  trabajo  pe- 
noso la  priyacion  de  la  libertad  para  siem- 
pre ,  DO  podia  menos  de  ocupar  entre  las 
penas  capitales  el  lugar  inmediato  á  la  de 
muerte  (2);  y  era  aplicable  asi  á  las  personas 
libres  como  i  las  de  condición  servil  (3),  lo  cual 
no  sucedía  en  la  pena  de  vínculos  perpetuos 
{vincula  perpetua)  que  podríamos  decir  de 
cadena  perpetua  reservada  tan  solo  para  las 
segundas  (4).  Hacen  mérito  las  leyes  del  Di- 
gesto de  otra  pena:  la  de  obras  ó  trabajos 
públicos  (apus  publieum)  que  también  indica- 
remos ;  pues  aun  cuando  es  verdad  que  no  se 
contaba  entre  las  capitales,  sino  entre  las 
que  recaían  sobre  el  concepto,  sobre  la  esti- 
mación {exütinuUio) ,  no  es  menos  cierto  que 
este  estremo  de  clasificación  comprendía  to- 
das aquellas  penas  que  no  consistían  en  la 
muerte  natural  ó  civil  por  graves  que  bajo 
otro  concepto  fueran ,  por  penosos  padecí-  | 
mientos  físicos  que  irro^ran  (5).  Lapena  de 
obras  públicas,  pues,  según  el  concepto  que 
se  le  daba  no  podía  llevar  consigo  la  capitis 
deminutio  máxima:  el  estado  de  libertad 
quedaba  á  salvo  (6).  En  cuanto  4  su  dura- 
ción podia  ser  ya  temporal,  ya  perpetua,  y 
en  este  caso  producia  la  capitis  deminutio 
media.  Asi  se  deduce  de  un  fragmento  del 
jurisconsulto  Marciano  (7),  si  bien  una  cons- 
titución imperial  (8)  equipara  la  condición 
del  condenado  á  trabajos  perpetuos  con  la 
del  deportado  á  una  isla. 

Tales  son  las  disposiciones  de  las  leyes  ro* 
manas  que  nos  ha  parecido  conveniente  re- 
s^AT :  para  terminar  esta  parte  de  nuestro 
trabajo  recordaremos  una  constitución  inser- 
ta en  el  Código  Justinianeo  (9)  altamente 
honrosa  para  su  autor  el  emperador  Constan- 


cio, según  la  cual  dejando  subsistente  la 
práctica  de  usar  para  con  los  reos  del  rigor 
de  las  cadenas  cuando  lo  exigiese  la  calidad 
del  crimen ,  prohibe  que  con  ellas  sea  ator- 
mentado el  cuerpo ,  ya  porque  opriman  las 
manos,  ó  se  adhieran  á  los  huesos,  mandan- 
do que  las  que  se  empleen  tengan  suficiente 
longitud. 

Para  conocer  nuestro  derecho  antiguo  en 
el  particular,  de  escaso  ausilio  serán  los  Có* 
digos  en  que  prepondera  el  elemento  germá- 
nico ,  ya  porque  su  mismo  espiritn  pudo  ser 
un  obstáculo  para  la  imposición  de  cierta 
clase  de  penas,  ya  porque  no  son  tan  com- 
pletos como  aquellos  en  que  se  tomó  por  tipo 
el  elemento  romano. 

Apenas  podria  encontrarse  en  el  Fuero 
Juzgo  una  pena  parecida  á  la  de  cadena.  La 
sociedad  de  entonces  apelalia  con  mucha  fre- 
cuencia á  los  azotes ,  á  los  palos ,  á  las  mul- 
tas ;  en  algunos  casod  á  la  pena  capital ,  á  la 
de  destierro  y  de  infamia ,  pero  rara  vez  á 
la  lie  coartación  de  libertad  con  accesorios 
de  rigor:  la  prisión  que  sirve  de  base  apenas, 
como  la  de  que  tratamos,  no  estaba  generali- 
zada en  aquellos  tiempos.  Pero  en  el  Fuero 
Real  se  encuentran  leyes  que  mencionan  los 
fierros ,  los  cepos  y  otras  prisiones  (i),  y  esto 
nos  induce  á  creer  que  la  privación  de  liber- 
tad iba  acompañada  de  hierros  y  cadenas. 

Mayores  noticias  pueden  suministrar  las  le- 
yes de  Partida;  mas  habiendo  sido  modelo  de 
estas  las  romanas,  las  penas  que  ofrecen 
analogía  con  la  de  cadena  no  son  sino  una 
especie  de  copia  ó  traducción  de  las  que  en- 
tre los  romanos  se  conocieron  y  que  antes 
dejamos  indicadas.  Fíjanse  en  este  Código 
siete  clases  de  penas,  y  entre  las  cuatro  pri- 
meras, destinadas  como  el  mismo  legislador 
advierte,  para  los  mas  graves  delitos,  hay  dos 
no  poco  importantes  para  nuestro  propósito, 
y  que  describiremos  con  las  propias  palabras 
de  la  ley.  Una  consiste  en  condenar  al  reo 
i<que  esté  en  fierros  para  siempre  cavando 
'»en  los  metales  del  rey  ó  labrando  en  las 
MOtras  sus  lavores  ó  sirviendo  á  los  que  lo 
>ffizieren.>9  La  otra  en  «echar  algún  orne  en 

(1)    LeyM4y1«,m.5,  lib.  4. 
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«fierros  que  yaga  siempre  preso  en  ellos ,  ó 
nen  cárcel  ó  en  o4ra  prisión;  é  tal  prisión 
"Como  esta  no  la  deven  dar  á  orne  libre  skion 
'«á  sierTO  (1).^  Recuérdense  las  ya  mencio- 
nadas leyes  del  Digesto,  los  castigos  que  en 
ellas  se  consignan  y  la  forma  bajo  que  esta* 
ban  organizados,  y  no  podrá  menos  de  cono- 
cerse retratadas  en  el  Código  de  las  Partidas 
aquellas  severas  condenaciones  á  minas  y 
trabajos  de  minas ,  á  vínculos  perpetuos ,  á 
trabajos  públicos.  La  imitación  del  legislador 
te  hará  mas  palpable  con  la  esplicacion  que 
dá  de  las  especies  de  muerte  civil  diciendo 
que  una  de  ellas  es  «como  si  diessen  juyzio 
ncontra  alguno  para  siempre ,  que  labrasse 
tías  obras  del  rey ,  assi  como  lavores  de  sus 
''Castillos ,  o  para  cavar  arena  o  traerla  a  sus 
icuestas,  o  cavar  en  las  minas  de  sus  metales 
»o  a  servir  para  siempre  a  los  que  han  de 
«cavar  ó  de  traer,  ó  en  otras  cosas  semejan- 
yy\ñs  de  estas :  e  este  atal  es  llamado  siervo 
"de  pena  (i).»  Nótese  aquí  cómo  el  legislador 
ofuscado  por  su  adhesión  al  derecho  romano 
no  repara  en  introducir  novedades  que  en 
nuestra  patria  ni  tenian  antecedentes ,  ni 
lograron  jamás  aclimatarse. 

Al  tratar  de  las  leyes  recopiladas,  ante  to- 
do espliquemoB ,  como  tenemos  ofrecido ,  la 
renuncia  de  la  cadena  de  que  algunas  de 
ellas  baceo  espresa  mención.  No  se  trata 
ciertamente  de  renuncia  de  una  pena  desig- 
nada con  el  nombre  de  cadena:  otro  era  el 
significado  de  este  vocablo  como  lo  patentiza 
el  tenor  de  los  mismos  textos  legales.  Son  los 
mas  importantes  de  estos ,  dos  pragmáticas 
de  los  reyes  católicos :  una  en  Córdoba  del 
año  i490:  otra  en  Granada  de  iSOl.  En  la 
primera ,  al  tratar  del  deudor  que  hiciese  ce- 
sión de  bienes ,  se  usa  de  esta  frase  como 
copulativa  é  inherente  á  la  de  renunciacian 
iU  la  cadena  (3);  y  en  la  segunda,  después 
de  establecer  que  los  deudores  que  al  cabo 
de  seis  meses  no  paguen  la  deuda  porque  es- 
tén encarcelados ,  se  entienda  que  renuncian 
á  la  cadena  y  sean  entregados  en  servicio 


H)    Ley  4,  Ut.  31,  Part.  7. 

(«)    Ley  i,Üt.l8.ParU4. 

P)    Ley  6,  tu.  16,  líb.  5  de  la  Naeva  Recop. 


de  sus  acreedores ,  se  manda  que  con  los  ta- 
les deudores  «se  guarde  y  egecute  la  ley  su- 
yysodicba...  como  si  ellos  mismos oviessenre- 
t^nunciado  la  cadena  de  su  voluntad  (i).»»  La 
referencia  de  esta  ley,  en  que  solo  se  habla  de 
renunciará  la  cadena,  á  la  anterior  donde  iba 
esa  renuncia  espresada  como  inseparable  de 
la  cesión,  nos  revelan  su  identidad,  deduc- 
ción lógica  que  no  puede  rechazarse  y  á  la 
que  no  obsta  el  uso  de  la  conjunción  copula- 
tiva cuando  van  juntas  las  dos  frases;  porque 
según  el  sentido  y  contesto  de  la  ley ,  lo  mis- 
mo hubiera  podido  usarse  la  disyuntiva ,  co- 
mo la  usa  con  efecto  su  epígrafe.  Es  induda* 
ble ,  pues ,  la  correlación  íntima  entre  ceder 
bienes  y  renunciar  la  cadena :  y  merced  á 
ella  se  puede  esplicar  perfectamente  el  valor 
de  la  frase  en  cuestión,  precisando  el  signifi- 
cado de  sus  palabras.  En  el  derecho  enton- 
ces vigente,  la  prisión  por  deudas  era  per- 
mitida, aun  mas,  estaba  sancionada :  el  deu- 
dor que  no  pagaba  con  sus  bienes,  tenia  que 
pagar  con  su  persona,  y  en  su  virtud  era 
encarcelado.  Entonces  podia  libertarse  de  su 
prisión  haciendo  cesión  de  bienes  ,  recurso 
que  antes  no  se  le  admitia.  T  hé  a(|ui  cómo 
renwiciar  á  la  cadena  era  lo  mismo  que 
renunciar  á  la  cárcel,  á  virtud  de  la  cesión 
otorgada.  No  ofrece  por  tanto  este  punto  di- 
ficultad alguna,  y  renunciamos  á  aducir  tes- 
timonios de  nuestros  antiguos  intérpretes, 
bastando  por  todos  el  de  Matienzo ,  quien 
con  suma  claridad  y  sencillez  glosa  así  las 
palabras  de  la  ley:  ty  renunciare  la  cadenai^* 
id  estf  abjecerü  á  se  cathenam  seu  vincula 
etcarcerem:  per  cessionem  enim  bonorum 
evUat  qui8  carceremet  vincula....  et  hoc  pr(z 
se  fert  renuneiatio  caüíenm  (2).'» 

Añadiremos  aquí  con  la  ley,  que  el  deu- 
dor, una  vez  hecha  la  renuncia  de  la  cadena, 
y  de  consiguiente  la  cesión  de  bienes ,  «den- 
ude en  adelante  hasta  que  se  parta  de  la  tal 
>»ce&ion  o  dé  fianza  de  pagar  a  sus  acreedo- 
nres,  aya  de  traer  y  traya  al  cuello  una  ar- 
ngolla  de  hierro  tan  gorda  como  el  dedo  y 


(1}    Ley 7. id. id. 
(t)     Commentarig 
Hitpanim:  glOM.  Ad  Leg.  6,  Ut.  XVI. 
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^coDtíaoa  y  abiertamente ,  sobre  el  collar  del 
^jaboQ  y  sin  cobertura  alguna  sobre  ella  {í),n 
Dejando  aparte  los  objetos  que  el  legislador 
pudo  proponerse  al  marcar  así  al  deudor  con 
una  señal  de  ignominia,  hemos  hecho  esta 
cita  con  el  fin  de  llamar  la  atención  sobre 
una  circunstancia,  algún  tanto  singular,  á 
saber:  que  se  reservaba  la  voz  «cadena, w  no 
para  la  argolla  que  había  de  llevar  el  deudor 
como  parecía  natural ,  sino  para  la  cárcel ,  á 
la  que  solo  podia  acomodarse  en  un  sentido 
figurado.  En  esta  parte  las  constituciones 
aragonesas  (2)  se  espresaron  con  mas  exac- 
titud y  propiedad  :  teniendo  en  cuenta  que  lo 
mas  general  era  hacer  la  cesión  de  bienes  en 
Traude  de  los  acreedores ,  y  cuanto  convenia 
que  nadie  cayera  en  engaño  statuitur ,  son 
sus  palabras,  cedentem  per  loca  publica  cwm 
caleña  et  alus  signis  se  ostendere. 

Volviendo  ahora  á  nuestras  antiguas  leyes 
recopiladas,  ¿será  menester  buscar  en  ellas  el 
uso  de  la  palabra  cadena,  para  persuadirse 
de  la  existencia  de  penas  severas  y  análogas 
á  la  designada  con  ese  nombre  por  el  mo- 
derno Código  penal?  Sabida  es  la  dureza  de 
tales  leyes,  y  lo  severo,  lo  cruel  de  sus  cas- 
tigos. En  ellas  no  solo  se  hace  mención  de 
las  bombas  y  galeras ,  sino  que  conservando 
la  tradición  de  las  Partidas ,  todavía  se  alude 
á  los  que  ««devanser  desterrados  según  dere- 
»»cho  para  labrar  o  servir  algunos  metales,»» 
y  fijan  nueva  forma  para  el  cumplimiento  de 
la  condenación  in  metallum  (3)  que  en  el 
código  alfonsino  vimos  adoptada.  En  penas 
semejantes  no  se  echaría  de  menos  el  rigor 
de  las  cadenas. 

Y  si  de  las  leyes  y  pragmáticas  antiguas 
venimos  á  hs  de  reyes  del  pasado  siglo,  en 
una  del  reinado  de  Carlos  Ifl  encontrare- 
mos designados  los  arsenales  del  Ferrol,  Cá- 
diz y  Cartagena,  para  que  allí  á  los  reos  de 
delitos  feos  y  denigrativos  se  apliquen  los 
trabajos  penosos  de  bombas  y  demás  manio- 
bras ínfimas,  «atados  siempre  á  la  cadena  de 
"dos  en  dos.n  Esta  pena,  de  que  ya  hi- 
cimos mérito  en  su  respectivo  lugar  (V.  a«- 


ii)    LadUdalerG. 

(S)    Tit  de  eettione  bonor.  Lib.  VI 11^ 

»i)   Lcr  1  >  tit.  24 ,  lib.  %  a«  1«  Naeviniecop» 


sbxílea),  en  muy  poco  difiere  de  la  que  en 
el  Código  actual  se  conoce  con  el  nombre  de 
cadena.  Y  para  que  se  vea  cuanta  es  esa  se- 
mejanza ,  que  aun  pudiera  decirse  igualdad, 
bastará  que  nos  remitamos  al  artículo  del 
Código  {{)  donde  se  señalan  espresamente^los 
^arsenales  de  marina  >f  como  uno  de  los  pun- 
tos en  que  se  debe  estínguir  la  condena  de 
cadena  temporal. 

No  es  insignificante  esta  analogía ;  pero 
la  hay  mayor  y  bajo  mas  aspectos  entre  las 
disposiciones  del  Código  penal  vigente  y  las 
del  Código  penal  del  ano  i832 ,  como  se 
puede  hacer  ver  decisivamente  parando  la 
atención  en  las  dos  especies  de  penas  que 
este  último  autorizaba  bajo  los  nombres  de 
trabajos  perpetuos  y  de  obras  públicas.  La 
primera  sujetaba  á  los  delincuentes  á  los  mas 
duros  y  penosos  trabajos  ;  á  la  necesidad  de 
llevar  constantemente  una  cadena,  que  no 
fuera  obstáculo  para  trabajar ,  bien  unidos 
de  dos  en  dos,  bien  arrastrando  cada  uno  la 
suya  (2),  y  al  concepto  de  muertos  para  to- 
dos los  efectos  civiles  (3).  La  segunda,  la 
pena  de  obras  públicas ,  consistía  en  hacer 
trabajar  públicamente  á  los  reos,  en  caminos, 
canales,  construcción  de  edificios,  etc.,  sujetos 
de  dos  en  dos  con  una  cadena  ,  pero  mas  li- 
gera que  la  de  los  condenados  á  trabajos  per- 
petuos (4):  la  duración  de  esta  pena  no  podia 
esceder  de  veinte  y  cinco  anos  (5),  y  los  que 
la  sufrían  eran  considerados  en  estado  de  in- 
terdicción judicial  por  incapacidad  física  y 
moral  (6).  Esta  sencilla  esposicion  descubre 
varios  puntos  de  contacto  entre  los  trabajos 
perpetuos  y  la  cadena  perpetua  por  una  par- 
te ,  y  por  otra  entre  obras  públicas  y  la  ca- 
dena temporal.  Verdad  es  también  que  se 
echan  de  ver  algunas  diferencias,  pero  de 
ellas  y  de  otros  puntos  de  vista  comparativos 
entre  ambos  códigos  habrá  ocasión  de  tratar 
en  las  siguientes  secciones. 

Con  esto  puede  considerarse  terminada  la 
resena  histórica,  puesto  que  desde  el  Código 


(i)  ElarU96. 

{%  Arl.  4  7. 

(3)  Arl.  5.T. 

(4i  Arl.  55. 

(5)  Arl.  54. 

(«)  Art.  W. 
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penal  de  1822  no  se  ha  sancionado  ningún 
otro  basta  el  de  4848.  Sin  embargo,  paréce- 
nos  propio  de  este  lugar  bacer  mención  de 
un  proyecto  de  Código  criminal  presentado 
al  gobierno  de  S.  M.  en  i854  por  una  comi- 
sión al  efecto  nombrada  en  el  ano  anterior. 
Entre  las  penas  corporales  en  él  admitidas, 
figuraban  las  de  arsenales ,  minas ,  deporta- 
ción 7  obras  públicas  (i).  Las  dos  primeras 
podian  imponerse  por  seis  anos ,  pero  con 
cláusula  de  retención  (i) ;  la  tercera  se  debia 
entender  con  destino  á  obras  públicas  ú  otros 
servicios  de  piedad  ó  utilidad  común  ,  que 
los  reos  pudieran  hacer  en  las  islas  (3) ;  la 
última ,  en  fin»  no  podia  durar  menos  de  seis 
meses  ni  mas  de  veinte  anos  (4).  Completo 
silencio  se  guarda  en  el  proyecto  sobre  el 
empleo  de  la  cadena  y  otras  circunstancias 
referentes  al  modo  de  ejecutarse  y  cumplirse 
las  citadas  penas ,  y  solo  en  el  título  final,  á 
propósito  de  la  inejecución  de  las  sentencias») 
se  habla  de  la  entrega  y  conducción  de  los 
reos  (5),  lo  cual  está  fuera  de  nuestro  asunto. 

SECCIÓN  U. 

NATURALEZA   T  GIRCUIfSTANCUS   DE  LA  PENA  DE 
CADENA. 

Vamos  ya  á  entrar  en  el  examen  y  apre- 
ciación de  las  disposiciones  que  contiene  el 
Código  penal  vigente  acerca  de  la  pena  de  ca- 
dena. En  él  aparecen  separadas  y  distribuidas 
en  diferentes  secciones ,  porque  asi  lo  recla- 
maba la  esposicion  metódica  del  sistema  ge- 
neral que  desenvuelve  su  Libro  L  Nosotros  por 
el  contrario  tenemos  que  agruparlas  todas  en 
un  cuadro  donde  puedan  consultarse  fácil- 
mente y  con  seguridad.  A  este  fin  principia- 
remos por  analizar  la  pena,  dando  una  idea 
de  sus  elementos  constitutivos ,  de  sus  cuali- 
dades esenciales,  de  la  forma  de  su  organiza- 
ción, pasando  después  á  estimar  su  índole  y 
aptitud  en  lo  que  hace  á  la  aplicación  á  los 


(1) 

Art  45. 

í^l 

Art.  95. 

(3 

Art.  91. 

U) 

Aru.  90  y  65 

(Si 

Aru  796. 

delitos,  averiguando  cómo  se  ha  graduado, 
cómo  se  ha  impuesto  por  el  legislador. 

Los  elementos  integrantes ,  capitales ,  cu- 
ya combinación  forma  la  materia  de  la  pe- 
na de  cadena ,  son  la  privación  de  la  li- 
bertad del  individuo  ,  por  una  parte ,  y  por 
otra  la  sujeción  al  trabajo.  No  hay  que  de- 
tenerse á  ponderar  el  gran  precio  que  tie- 
nen esos  dos  elementos  para  la  creación  de  pe- 
nas: con  la  coartación  de  libertad,  espía  el  que 
delinquió  abusando  de  ella  y  se  tranquiliza  á 
la  sociedad,  quitándole  todo  motivo  de  alar- 
ma: con  el  trabajo  forzoso  se  hacen  adquirir 
al.  penado  hábitos  morales,  se  le  procura  oca- 
sión de  enmienda  convirtiéndole  al  propio 
tiempo  en  un  ser  útil  para  el  Estado  y  á  ve- 
ces para  si  mismo.  Claro  es,  pues,  que  al 
combinar  y  reunir  inseparablemente  esos  dos 
escelentes  medios,  se  ha  dado  á  la  pena  de 
cadena  una  base  tan  conforme,  tan  identifi- 
cada con  los  principios  de  la  ciencia  que  por 
nadie  puede  ser  combatida  ni  rehusada.  La 
moralidad ,  la  legitimidad,  la  divisibilidad,  la 
reparación,  el  ejemplo  ó  escarmiento ,  cuantos 
requisitos  puedan  desearse  en  una  pena,  otros 
tantos  adornan  á  la  que  descanse  en  aquel 
doble  fundamento. 

Pero  descendamos  algo  mas  á  nuestro  ob- 
jeto. La  pena  en  cuestión,  además  de  ese  su 
carácter  genérico  y  capital,  común  á  todas 
las  de  su  clase  que  el  Código  ha  admitido, 
tiene  otro  peculiar  y  especial  >  que  es  el  que 
debemos  exaiúinar.  Tanto  la  coartación  de  li- 
bertad como  la  sujeción  al  trabajo,  pueden  re- 
correr una  graduación  DO  pequeña:  ser  de  po- 
ca entidad,  casi  insignificantes  para  el  pena- 
do ó  llegar  á  constituirle  en  un  estado  de  muy 
sensibles  padecimientos,  ya  por  la  gran  es- 
trechez, ya  por  la  estensa  dnracion  de  los 
vínculos  á  que  la  ley  le  reduzca.  La  pena  que 
toca  este  rigor,  que  llega  al  estremo  de  esa 
escala  en  que  se  gradúa  la  privación  de  li- 
bertad y  el  trabajo  forzado ,  es  la  que  el  Có- 
digo califica  con  el  nombre  de  cadena. 

Y  como  en  todas  partes,  y  en  todas  épocas , 
aunque  mucho,  mas  en  naciones  cultas  y  en 
los  tiempos  modernos,  se  ha  sentido  la  nece- 
sidad de  esa  clase  de  penas,  y  la  convenien- 
cia de  su  graduación,  tenemos  que  encontrar 
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así  en  los  códigos  patrios,  como  en  ios  estran- 
jeros  pena  concordante ,  por  decirlo  así,  coa 
la  de  cadena,  abstracción  hecha  de  sa  deno- 
minación y  de  la  organización  de  sus  porme- 
nores. De  los  primeros  se  han  hecho  las  opor- 
tunas indicaciones  en  la  sección  anterior :  y 
por  lo  que  toca  á  los  de  otras  naciones,  cual- 
quiera puede  hallar  á  su  simple  inspección 
esa  analogía  que  hemos  asentado.  El  código 
francés  nos  ofrece  la  pena  de  «trabajos  forza- 
dos:» el  del  Brasil  lade  «galeras.»?  En  el  napo- 
litano hay  la  de  los  «hierros,»?  cuya  ?oz  pudié- 
ramos sustituir  nosotros  con  la  misma  de  ca- 
dena, y  es  la  que  mas  semejanza  ofrece  con  la 
que  consideramos ,  á  pesar  de  que  atendien- 
do meramente  ala  gra?edad  aquel  código  la 
hace  preceder  la  del  «ergástolo.t^El  derecho 
inglés  admite  entre  sus  penas  de  primer  orden 
lade  trabajos  forzados,  así  como  el  código 
austríaco  desplega  todo  su  rigor  en  la  prisión 
que  califica  de  «durísima»?  y  de  «dura.»?  Final- 
mente, en  el  código  de  Bavierano  solóse  usa 
de  la  pena  de  trabajos  en  una  casa  de  reclu- 
sión (Zuchthausstrafe) ,  sino  de  otra  de  gran 
entidad  designada  con  el  mismo  nombre  que 
la  establecida  entre  nosotros  (Kettenstrafe), 
Volviendo  ahora  al  Código  español ,  vea- 
mos cómo  ha  desenvuelto  esle  el  carácter  es- 
pecífico de  la  cadena ,  y  de  qué  medios  ha 
echado  mano  para  formar,  por  decirlo  así,  la 
fisonomía  propia  de  este  castigo.  Cuatro  son 
sus  circunstancias  esenciales:  1.'  el  delin- 
cuente debe  ser  empleado  en  trabajos  duros 
y  penosos:  2.*  estos  trabajos  han  de  redun- 
daren beneficio  del  Estado :  3.*  el  condenado 
no  puede  recibir  ausilio  alguno  de  fuera  del 
establecimiento:  4.'  ha  de  llevar  siempre  una 
cadena  al  pié»  pendiente  de  la  cintura  ó  asi- 
da á  la  de  otro  penado  (1).  Estos  cuatro  re- 
quisitos de  la  pena  se  hallan  espresados  con 
toda  claridad  y  precisión ,  y  parece  que  no 
podrán  originar  grandes  dudas  ó  dificultades 
en  la  práctica.  A  pesar  de  esto  no  creemos 
superfinas  algunas  observaciones  con  las  que, 
al  mismo  tiempo  que  se  fije  por  completo  su 
inteligencia  y  sentido,  sea  fácil  juzgar  su  con- 
veniencia y  su  mérito.  Teniendo  la  cadena  el 

(1)   hrUW. 


carácter  estremo  de  las  penas  de  su  clase  no 
podía  menos  de  declararse  que  el  trabajo  del 
condenado  á  ella,  había  de  ser  un  trabajo  ri- 
goroso y  considerable:  y  así  se  practicaba  en 
las  penas  análogas  que  nuestra  legislación 
antigua  imponia ,  como  la  de  galeras  y  d^ 
arsenales.  Y  en  esta  parte  no  ha  dejado  ocul- 
to ni  embozado  el  código  vigente  su  pensa- 
miento y  espíritu,  ni  su  lenguage  ha  sido  po- 
co espresivo  para  la  ¡dea  de  severidad ,  aneja 
á  la  de  la  pena.  Enérgica  es  la  calificación 
que  se  aplica  en  el  texto  del  citado  artículo  á 
los  trabajos  del  condenado;  1%  cual  se  advier- 
te tanto  mas,  cuanto  que  no  pareciendo  sin 
duda  suficiente  solo  el  epíteto  de  «duros»?  ó 
solo  el  de  «penosos»?  se  han  reunido  uno  á 
otro:  acumulación  que  podría  pasar  desaper- 
cibida en  cualquier  otro  trabajo  puramente 
literario,  como  una  frase  amplificada  y  enri- 
quecida ;.  pero  que  tiene  que  apreciarse  lite- 
ral y  positivamente  en  una  obra  legal,  que  no 
solo  está  formada  para  una  obsérvamela  es- 
crupulosa en  la  práctica,  sino  que,  como  las 
obras  legales  modernas,  se  distingue  por  una 
redacción  lacónica ,  concisa  y  reducida  á  lo 
que  es  de  pura  aplicación.  Así  es  que  puede 
asegurarse  que  los  trabajos  á  la.  cadena  ane- 
jos, habrán  de  ser  con  efecto  trabajos  para 
los  que  no  sobren  fuerzas  á  los  penados ,  y 
que  hagan  necesario  el  empleo  de  toda  su 
actividad. 

A  pesar  de  esto,  los  reglamentos  especia- 
les que  se  formen  para  el  régimen  de  los  es- 
tablecimientos de  cadena  estarán,  no  hay  que 
dudarlo ,  limitados  por  las  exigencias  de  la 
humanidad ;  y  no  será  de  temer  que  los  tra- 
bajos duros  y  penosos,  que  prescribe  la  ley, 
se  traduzcan  en  insoportables  y  mortíferos. 
Justifican  esta  benigna  interpretación  las  mis- 
mas palabras  del  código,  rigorosas  ciertamen- 
te, pero  no  hasta  el  estremo  que  hubieran  po- 
dido llevarse,  yaque  con  efecto  se  han  llevado 
por  otros  legisladores.  El  Código  francés  des- 
tina á  los  condenados  de  trabajos  forzados  á 
los  que  fueren  mas  penosos:  igual  encargo  se 
hace  por  el  de  Austria  respecto  á  la  prisión 
durísima ;  y  sin  buscar  ejemplos  estranos,  en 
el  Código  español  de  1822  la  pena  de  trabajos 
perpetuos  se  referia  también  á  «los  mas  du- 


Digitized  by 


Google 


CADENA. 


71 


ros  y  penosos:»»  pero  nuestro  derecho  vigen- 
te» ya  lo  hemos  visto ,  no  emplea  la  caliGca- 
cion  superlativa,  sino  que  se  limita  á  la  po- 
sitiva. Ha  habido  por  otra  parle  necesidad  de 
contentarse  con  esta  desde  el  momento  que 
existen  ciertos  casos,  comprendidos  en  otro 
artículo  del  Código,  y  de  que  hablaremos  en 
su  respectivo  lugar ,  en  los  cuales  se  ha  de 
apelar  <<  á  los  trabajos  mas  duros  y  peno- 
sos (l}.o  Para  que  estás  escepciones  pudie- 
ran llevarse  i  cabo,  preciso  era  restringir  la 
regla  ordinaria.  Son  por  lo  tanto  diferentes 
razones  las  que  bililan  para  no  atribuir  i  la 
calificación,  de  que  se  trata,  todo  el  rigor,  to- 
da la  dureza  que  parece  á  primera  vista  en- 
cerrar. 

A  los  reglamentos  especiales  de  los  esta- 
blecimientos corresponde  la  especificación  de 
los  trabajos  que  hayan  de  ejecutar  los  con- 
denados ,  su  duración  diaria  y  otrds  porme- 
nores semejantes.  Aunque  así  sea,  parece 
conveniente  que  en  los  Códigos  se  apunten 
algunas  indicaciones  que  sirvan  de  base, 
particularmente  respecto  á  las  penas  en  que 
entra  por  mucho  la  clase  de  trabajo ,  y  que 
por  otra  parte  se  prestarían  á  arbitrariedad, 
si  se  enunciaran  desnudamente.  Así  en  este 
concepto  puramente  demostrativo  ha  habido 
Códigos,  como  el  de  Baviera,  que  han  seña- 
lado como  trabajo  de  los  condenados  á  cade- 
na la  desecación  de  pantanos ,  construcción 
de  fortalezas,  esplotacion  de  canteras  ó  mi-> 
ñas  y  otras  ocupaciones  semejantes:  el  espa- 
ñol de  1822  adoptó  este  rumbo  cuando  asig- 
nó á  la  pena  de  obras  públicas  el  trabajo  en 
caminos,  canales,  construcción  de  edificios 
y  aseo  de  calles,  plazas  y  paseos  públicos. 
El  Código  vigente  designa  para  sufrir  la  pena 
de  cadena  temporal  los  arsenales  de  marina, 
obras  de  fortificación ,  caminos  y  canales  (2), 
pero  guarda  completo  silencio  acerca  de  la 
clase  de  trabajos  propios  de  la  cadena  per- 
petua. 

Por  lo  demás  no  cabe  duda  en  que  tan- 
to los  de  una  como  de  otra  cadena  han  de 
ser  ejecutados  fuera  del  establecimiento.  T 


•»   Art.  96. 


que  por  regla  general  deben  ser  esleriores, 
públicos,  lo  persuade  el  concepto  de  la  pena 
y  la  organización  que  en  el  Código  se  le  ha 
dado.  Es  mas  grave,  monumento  hablando, 
el  trabajo  que  haya  de  soportar  el  penado  á 
vista  de  todos,  que  el  que  le  ligue  dentro  del 
establecimiento:  hay  en  aquel  una  nota  de- 
nigrativa, vergonzosa,  y  mas  cuando  se  ar- 
rastra una  cadena ,  de  que  este  carece.  Ade- 
más basta  reparar  en  la  clase  de  obras  que  á 
los  condenados  á  cadena  temporal  impone  el 
Código,  bajo  cuyo  aspecto  no  habrán  de  ser 
de  mejor  condición  los  que  sufran  la  perpe- 
tua, para  dejar  demostrada  la  regla.  No  hay 
necesidad  de  insistir  en  este  punto  entrando 
en  comparación  con  los  trabajos  de  las  penas 
de  reclusión,  presidio  y  prisión,  mucho  mas 
cuando  en  otro  lugar  de  este  artículo  habre- 
mos de  tratar  de  una  escepcíon  que  pueden 
hacer  los  tribunales  en  favor  de  los  condena- 
dos á  cadena  (1),  que  acabará  de  comprobar 
plenamente  la  exactitud  de  la  regla  general. 
Otra  de  las  condiciones  de  la  pena  es  la  de 
que  los  sentenciados  han  de  trabajar  en  be- 
neficio del  Estado.  Para  su  completa  inteli- 
gencia es  preciso  recordar  lo  que  el  Código 
establece  respecto  de  los  que  están  sufriendo 
la  pena  de  presidio  ó  de  prisión,  á  saber:  que 
el  producto  de  su  trabajo  se  destina,  después 
de  satisfacer  la  responsabilidad  civil  prove- 
niente del  delito  y  los  gastos  causados  al  es- 
tablecimiento, á  proporcionarles  alguna  ven- 
taja ó  alivio  durante  su  detención ,  y  á  for- 
marles un  fondo  de  reserva  para  cuando  sal- 
gan de  ella  (2).  Ahora  bien :  los  condenados 
á  cadena  no  gozan  de  esas  ventajas  ó  alivios 
durante  su  condena,  ni  tampoco,  si  esta  fuese 
temporal,  sacarán  aquel  fondo  de  reserva  al 
restituirse  á  la  sociedad.  Esta  privación  de 
tales  favores  es  lo  que  el  Código  ha  querido 
establecer  cuando ,  sobre  omitirios  al  dispo- 
ner el  modo  de  cumplirse  la  cadena,  espresa 
que  el  trabajo  de  esta  clase  de  condenados 
es  para  el  Estado.  No  cabe  duda  del  precep- 
to absoluto  y  esclusivo  del  Código ;  pero  sí 
puede  haberla  acerca  de  su  conveniencia  en 


(1)    Part.  seganda  del  art.  96. 
(3;   Am.  m  y  106. 
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toda  la  esteasioQ  que  se  le  ka  dado.  Eq  vez 
de  seguirse  en  esto  el  ejemplo  del  Código  na- 
politano, hubiera  sido  tal  vez  preferible  por 
lo  menos  imitar  el  silencio  del  francés :  en* 
tonces  imitaríamos  también  nosotros,  muy 
gustosos,  la  esplicacion  que  dá  de  ese  silen- 
cio un  conocido  comentador,  presumiendo 
que  el  legislador  habia  querido  que  la  admi- 
nistración pudiera  conciliar  los  iotereses  del 
Estado  con  los  de  los  penados,  dejando  á  es- 
tos alguna  parte  del  lucro  de  sus  trabajos. 

Del  principio  consignado  en  el  Código  de 
que  el  Estado  es  quien  esclusivamente  se 
aprovecha  del  trabajo  de  los  condenados  á 
cadena,  quizás  hubiera  podido  deducirse  mas 
ó  menos  fundadameuto  que  el  mismo  Esta- 
do era  arbitro  de  renunciar  al  beneficio  que 
la  ley  le  reservaba,  y  trasladarlo  á  los  parti- 
culares, ya  de  un  modo  gratuito,  y  como 
gracia  especial ,  ya  por  un  titulo  oneroso, 
por  un  contrato  ó  ajuste.  Mas  el  mismo  Có- 
digo ha  salido  al  encuentro  de  semejante  de- 
ducción declarando  que  los  sentenciados  á 
cadena  temporal  ó  perpetua  no  podrán  ser 
destinados  á  obras  de  particulares ,  ni  á  las 
públicas  que  se  ejecuten  por  empresas  ó  con- 
tratas con  el  gobierno  (1).  Esta  formal  prohi- 
bición ha  encontrado  unánime  elogio ,  y  ha 
sido  aplaudida  sin  reserva  por  cuantos  han 
emitido  su  juicio  acerca  del  Código  penal  vi- 
gente: y  no  podia  suceder  de  otro  modo, 
cuando  con  ella  se  trataba  de  desarraigar  y 
reprobar  abusos  crueles  é  indignos  de  una 
nación  civilizada.  Por  nuestra  parte  asocián- 
donos con  placer  y  sinceridad  á  esa  voz  ge- 
neral de  aprobación,  diremos  algunas  pala- 
bras acerca  del  artículo  que  ha  merecido  tan 
justa  acogida. 

Su  primera  prohibición ,  la  que  se  refiere 
á  las  obras  particulares,  tenia  ya  algún  an- 
tecedente en  la  legislación  antigua :  una  real 
orden  del  ano  de  1793  que  se  insertó  en  la 
Novísima  Recopilación  (2)  al  establecer  re- 
glas y  declaraciones  para  el  gobierno  de  los 
presidiarios  que  se  recibieran  en  la  caja  de 
Málaga,  prevenía  que  ninguno  de  los  que  se 


(1)    ArL97. 

(4)    Ley  ti,  Ht.  40,  lib.  11 


destinasen  á  trabajos  púbUcos  pudiera  ocu- 
parse en  obras  de  particulares  por  distingui- 
dos y  privilegiados  que  fueran,  ni  alistarse 
en  el  número  de  sus  criados  y  dependientes. 
Pero  esta  prohibición  que  por  una  parte  no 
tenia  el  carácter  de  generalidad  que  hubiera 
convenido,  y  por  otra  no  llegó  á  una  obser- 
vancia rigorosa,  debía  ser  adoptada  en  su 
fondo,  pero  mejor  foro^ulada  en  un  Código 
que  como  el  vigente  cambiaba  y  derogaba 
todas  las  leyes  penales  anteriores:  porque 
entonces  como  ahora  era  de  todo  punto  justa 
y  necesaria.  Bajo  ningún  título,  por  ninguna 
razón  ni  pretesto  es  admisible  que  en  lo  rela- 
tivo al  cumplimiento  de  las  penas,  allí  donde 
solo  debe  figurar  el  Estado,  y  dominar  el  in- 
terés público ,  sea  arbitro  un  particular  que 
procure  esclusivamente  su  lucro. 

No  menos  justa  pero  mas  necesaria  sin 
duda  era  la  disposición  del  Código  en  lo  que 
hace  relación  á  las  obras  públicas  ejecutadas 
por  empresa  ó  contrata  con  el  gobierno. 
Aquí  con  efecto  cabían,  si  no  razones  sólidas, 
al  menos  argumentos  especiosos :  el  particu- 
lar, podria  alguno  decir,  al  celebrar  una  con- 
trata de  ese  género,  al  tomar  sobre  sí  la  eje- 
cución de  obras  que  el  gobierno  habia  de 
ejecutar  directamente ,  sustituye  al  Estado, 
le  representa  en  aquel  asunto ,  y  no  se  con- 
sagra á  su  interés  propio ,  sino  al  interés  pú- 
blico. Si  el  Estado  podía  haber  empleado  los 
penados  para  tal  obra  pública,  del  mismo 
modo  los  puede  emplear  el  particular  que 
vaya  á  llevarla  á  cabo.  No  es  este  sin  embar- 
go el  terreno  en  que  se  debe  juzgar  la  prohi- 
bición del  Código:  si  á  él  solo  hubiera  esta- 
do reducida,  tal  vez  no  hubiera  faltado  algu- 
no que  pusiera  en  duda  su  rigor  lógico.  La 
cuestión  estaba  en  otra  esfera,  era  de  mas 
trascendencia:  habíase  clamado  contra  algu- 
nos empresarios  á  quienes  suponiendo  domi- 
nados por  la  perspectiva  de  un  mayor  lucro, 
se  atribuía  que  especulaban  con  la  vida  de 
los  penados,  haciendo  caer  sobre  ellos  toda 
suerte  de  crueldades  y  rigores,  hasta  tal 
punto  que  la  humanidad  ultrajada  pedia  un 
solemne  desagravio.  Cuando  así  estaba  alar- 
mada la  opinión  pública,  afligido  el  corazón 
de  los  hombres  sensibles,  y  loque  era  peor 
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afectado  el  mismo  crédito  de  nuestro  pais, 
los  autores  del  Código  no  buscaron  paliati- 
yos ,  ni  escasas  garantías  de  un  mal  tan  gra* 
ve;  sino  que  comprendiendo  su  verdadera 
misión  y  aprovechando  la  ocasión  de  adoptar 
una  medida  radical,  de  hacer  una  reforma 
completa,  condenaron  absolutamente,  como 
se  ha  visto,  la  concesión  de  los  penados  en 
finvorde  los  empresarios.  Así  hicieron  un  gran 
servicio  á  la  causa  de  la  humanidad ,  y  á  su 
pais. 

Ti  nuestro  modo  de  ver,  aun  cuandose  pres- 
cinda de  esas  razones  tan  especiales  y  apre* 
miantes,  el  artículo  del  Ciddigd  es  conforme 
en  un  todo  á  los  principios  de  la  ciencia  y  á 
la  conveniencia  publica.  Por  una  parte  el 
cumplimiento  de  las  penas ,  ya  lo  hemos  in- 
dicado, debe  verificarse  bajo  la  esclusiva  vi- 
gilancia y  dirección  del  poder  público  en  los 
establecimientos  creados  y  mantenidos  al  efec- 
to, y  administrados  por  empleados  de  las 
dotes  necesarias.  A  esto  se  agrega  que ,  pof 
regla  general,  hay  una  presunción  desfavo- 
rable á  los  particulares:  es  de  creer  que  estos 
mirarán  antes  por  sus  intereses  y  el  logro  de 
sus  especulaciones,  queporel  buentrato,  cum- 
plida dirección  y  corrección  de  los  penados. 

Sigamos  en  el  examen  de  los  requisitos  de 
la  penado  cadena,  y  observemos  al  mismo 
tiempo  cómo  se  va  haciendo  mas  y  mas  de- 
plorable la  condición  de  los  que  son  condena- 
dos á  sufríila.  Los  hemos  visto  ya  sometidos 
á  trabajos  duros  y  penosos ,  privados  aun  de 
WML  mínima  parte  del  producto:  ahora  vamos 
á  ver  que  igualmente  les  está  vedado  recibir 
auxilio  alguno  de  fuera  del  establecimiento. 
Estas  ültinias  palabras,  que  son  puntualmen- 
te las  que  usa  el  Código,  tienen  para  nosotros 
tal  claridad  y  son  tan  terminantes,  que  no  va- 
cilaremos en  su  interpretación.  Significan  sin 
duda,  aunque  nos  sea  sensible  decirlo,  que  el 
condenado  á  cadena  no  puede  esperar  el  mas 
insignificante  socorro ,  el  nías  pequeño  alivio 
de  su  suerte,  ya  consista  en  especie,  como  de 
ropa,  comida,  etc.,  ya  en  dinero,  ya  venga  del 
hombre  benéfico,  ya  del  amigo ,  ya  del  her- 
mano, dol  hijo,  del  padre  ó  de  la  madre.  El 
Código  ha  levantado  un  muro  de  incomunica- 
ción contra  la  esplicacion  sensible  de  todos 
TOMO  vu. 


estos  afectos,  ha  aislado  al  condenado  del  so- 
corro de  sus  semejantes  y  de  su  familia.  No 
desconocemos  que  esta  interacción  puedcf 
apoyarse  en  razones  atendibles.  Tal  vez  se  hat 
querido  preservar  al  penado  de  vicios,  y  quitar 
de  sus  manos  medios  de  corrupción;  en  este 
caso  hubiera  poifido  adoptarse  un  medio  que  se 
conciliára  con  la  buena  disciplina  del  estable- 
cimiento, perToitiendo  los  auxilios,  que  sin  in- 
conveniente pudieran  autorizarse ,  por  mano 
y  con  aprobación  del  gefe  del  mismo  estable-^ 
cimiento;  mas  este  medio  á  nuestro  entender, 
y  quisiéramos  equivocamos^  tampoco  cabe 
dentro  de  las  palabras  del  Código.  O  tal  vez 
se  han  conceptuado  los  socorros  que  pudiera 
recibir  el  condenado,  inútiles  en  cuanto  el 
establecimiento  le  ha  de  vestir  y  alimentar 
convenientemente;  perjudiciales^  en  cuanto 
pueden  endulzar  su  situación,  que  debe  ser  en 
el  e^íritu  de  la  ley  lo  mas  amarga  posible:  á 
serasí,  reconoceremos  ciertamente  que  á  ideas 
tan  escrupulosas  y  severas  corresponde  la  de- 
ducción en  el  artículo  consignada ;  pero  no 
dejamos  tambí^  de  conocer  sus  inconvenien- 
tes y  deseáramos  que  se  modificase.  Añadi- 
remos, ya  que  de  esto  se  trata,  que  no  hemos 
hallado  prohibición  semejante  en  Códigos  es- 
tranjeros,  que  por  lo  general  pecan  de  denía- 
siado  rigorosos,  y  que  en  nuestra  misma 
nación  había  antecedentes  en  diverso  sentido. 
En  un  artículo  del  proyecto  de  Código  penal 
qiíe  se  presentó  á  las  Cortes  estraordinarias 
del  ano  1821,  decia  uno  que  á  los  senten- 
ciados á  obras  pdblicas  ó  á  trabajos  perpetuos 
uno  se  les  permitirá  recibir  de  sus  familias  ó 
>famigo6  dinero  ni  otra  cosa  alguna ,  escepto 
^comestibles;  debiendo  todos  los  delincuentes 
«sujetarse  en  dichos  establecimientos  á  una 
«disciplina  y  régimen  uniforme  (1). "  Cuando 
llegó  la  discusión  de  este  artículo ,  se  dio 
cuenta  por  la  Comisión  de  muchas  observa- 
ciones que  sobre  él  tenian  hechas  varios  tri^ 
bunales,  universidades  y  colegios  de  aboga 
dos:  hablaron  algunos  diputados^  y  declarado 
el  artículo  suficientemente  discutido,  se  puso 
á  votación  y  quedó  desaprobado.  En  seguida 


(1)    Art.  73  del  proyefcto :  pigs, 
l>iscusiQn  é(i  Código  penaU 


37  y  38  del  tomo  1/ de  It 

10 


Digitized  by 


Google 


74 


CADENA. 


preguntó  la  Comisión  si  querían  las  Cortes  que 
se  presentase  de  otro  modo;  mas  sin  deliberar 
nada  sobre  el  particular  se  leyó  y  pasó  á  la 
discusión  del  artículo  siguiente  (1). 

Establece  por  último  el  Código  vigente 
entre  las  condiciones  de  la  pena  que  exami- 
namos, la  de  que  los  condenados  han  de  llevar 
siempre  una  cadena  al  pie,  pendiente  de  la 
cintura,  ó  asida  i  la  de  otro  penado,  en  cuyo 
requisito  conviene  con  los  códigos  estranje- 
ros,  si  bien  difiere  por  la  forma  que  le  ba 
dado.  En  Francia  arrastra  el  condenado  á  su 
pie  una  bala  de  canon,  ó  va  unido  á  otro  con 
una  cadena,  cuando  lo  consiente  la  naturale- 
za de  su  trabajo :  en  Baviera  debe  tener  los 
dos  pies  atados  con  una  larga  cadena  sujeta 
á  una  pesada  bala  de  hierro,  prescribiéndose 
asimismo  una  cadena, aunque  ligera,  para  el 
que  está  condenado  á  la  casa  de  fuerza  ó  re- 
clusión: en  Austria  se  ponen  hierros  á  los  pies 
del  sentenciado  á  la  prisión  dura;  y  á  los  pies  y 
manos  del  que  lo  es  i  la  durísima:  este  úl- 
timo ademas  lleva  rodeado  al  cuerpo  un  cír- 
culo de  hierro,  al  que  va  ligado  por  medio  de 
una  cadena  á  no  ser  durante  el  trabajo.  Final- 
mente, los  códigos  Napolitano  y  Brasileño  con- 
tienen iguales  disposiciones  que  el  de  España. 
Se  ve,  pues,  que  este  ha  desechado  las  balas 
de  canon  y  los  círculos  de  hierro ,  admitien- 
do la  cadena  que  solo  va  sujeta  al  pie.  Merece 
también  repararse  en  nuestro  Código  la  cir- 
cunstancia de  que  siempre  ha  de  llevarse  la 
cadena:  es  decir  que  esta  habrá  de  tener  las 
condiciones  de  longitud,  peso,  etc.  que  se 
presten  á  los  diversos  trabajos  en  que  ha  de 
emplearse  el  condenado,  circunstancia  en  que 
si  hay  divergencia  respecto  de  códigos  es- 
tranos,  se  echa  de  ver  una  completa  confor- 
midad con  el  nuestro  de  1822:  este  decia  con 
respecto  á  los  penados  á  trabajos  perpetuos: 
inconstantemente  llevarán  una  cadena  que  no 
»les  impida  trabajar.  »t 

En  cuanto  á  la  unión  ó  separación  de  los 
condenados  á  esta  pena,  nuestro  Código  no 
se  ha  decidido  por  uno  ú  otro  medio:  autoriza 
los  dos,  conforme  á  lo  que  en  varias  otras  na- 
ciones se  observa.  Claro  es  que  en  esta  fluc- 


; 


(t)   Pie  t49  del  tomo  S.*  de  la  citada  Diteutiou. 


tuacion,  en  esta  disyuntiva  admitida  en  el 
texto  legal,  es  dificii  ó  mejor  imposible,  pe- 
netrar, á  no  haber  otros  antecedentes,  el  ver- 
dadero pensamientodel  legislador,  y  que  puede 
tacharse  de  injusto  y  gratuito  el  cargo  que  se 
le  hiciera  por  aceptar  un  estremo ,  cuando  á 
la  par  acepta  otro  contrario.  Pero  como  á 
nuestro  juicio  entre  estos  dos  estremos  medía 
una  distancia  enorme,  como  su  valor  y  su  mé- 
rito es  sumamente  desigual,  en  una  palabra, 
como  el  uno  nos  parece  muy  preferible  al  otro, 
creemos  que  no  es  conveniente  ni  bien  funda- 
da la  alternativa  del  artículo  del  Código.  El 
sistema  de  juntar  á  dos  criminales  con  una 
misma  cadena  nos  parece  fatal;  esa  unión 
tiene  algo  de  repugnante  y  opresora  en  el 
mero  hecho  de  no  poder  un  hombre  ejecutar 
el  movimiento  mas  insignificante  sin  que  el 
otro  lo  quiera  y  lo  presencie:  no  es  tampoco 
honroso  para  la  especie  humana  hacer  parejas 
inseparables  de  seres  racionales.  Pero  su 
gran  inconveniente  consiste  en  que,  lejos  de 
favorecer,  se  opone  á  la  corrección  del  penado 
y  aun  contribuye  á  su  mayor  perversidad: 
dicta  la  razón  y  lo  ha  demostrado  mas  de  una 
vez  la  esperiencia,  que  cuando  se  liga  á  dos 
reos  de  delitos  graves  y  semejantes  con  una 
cadena  de  que  juntos  han  de  hacer  pública 
manifestación,  no  meditan  planes  de  reforma 
moral,  no  se  hacen  amigos  ni  contraen  inti- 
midad para  entrar  en  el  camino  de  la  virtud, 
no  conferencian  sobre  su  arrepentimiento: 
llevan  fines  distintos  esos  planes,  esas  amis- 
tades y  esas  conferencias,  de  lo  que  algún  dia 
dan  prueba  á  la  sociedad,  poniéndola  en  alar- 
ma con  un  nuevo  crimen. 

Tales  son  las  observaciones  que  pudieran 
convertirse  contra  el  artículo  del  Código 
cuando  autoriza  que  un  penado  lleve  asida 
su  cadena  á  la  de  otro,  en  el  supuesto  que 
antes  hemos  indicado  de  la  imposibilidad  de 
atinar  con  el  pensamiento  del  legislador,  á 
falta  de  antecedentes  especiales.  Afortunada- 
mente estos  antecedentes  existen:  sabemos, 
porque  así  lo  declaró  ante  el  Congreso  uno  de 
los  autores  del  proyecto  del  Código ,  cuando 
se  discutía  la  autorización  pedida  por  el  go- 
bierno para  plantearle,  que  si  la  comisión  dq 
Códigos  ademas  del  requisito  de  llevar  el  per 
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nado  la  cadena  al  pie  y  pendiente  de  la  cin- 
tura, anadió  disyuntivamente  el  de  que  fuera 
unido  á  otro  penado,  fue  solo  para  demostrar 
su  pensamiento  contrarío  al  sistema  celular, 
ó  de  completo  aislamiento ,  que  conceptuaba 
funesto  y  de  malos  resultados.  También  nos- 
otros rechazamos  ese  sistema,  y  conocemos 
todos  sus  inconyenientes;  pero  creemos  que 
la  adopción  en  el  Código  del  requisito  en 
cuestión  bajo  la  forma  que  se  ha  yerificado,  ó 
era  innecesaria,  si  la  clase  de  penas  y  la  or- 
ganización que  se  las  daba  hacia  imposible 
la  introducción  del  sistema  celular;  ó  era  in^ 
suficiente  para  el  caso  de  que  en  efecto  fueran 
compatibles  ambas  cosas.  Blas  no  es  del  caso 
profondizar  este  punto:  nuestro  objeto  se  re- 
duce á  manifestar  que  en  concepto  de  los 
autores  del  proyecto  del  Código  está  desecha- 
do el  sistema  celular. 

Discutiéndose  en  las  Cortes  estraordioarias 
de  -1821  el  artículo  del  proyecto  de  Código 
penal  en  que  se  declaraba  que  los  condenados 
a  obras  públicas  deberían  ir  sujetos  con  una 
cadena  mas  ligera  que  la  de  los  condenados  á 
trabajos  perpetuos ,  la  Comisión  que  habia 
formado  aquel  proyecto  manifestó  cuál  era 
su  pensamiento  en  estos  términos:  que  á  unos 
y  otros  sentenciados  era  necesaría  la  cadena 
«tanto  por  segundad  como  por  parte  de  pena, 
ny  para  que  su  vista  inspire  mayor  escarmien- 
tto...  para  causar  impresión  en  el  ánimo  del 
"pueblo  (1).»  Sin  duda  estos  son  los  dos  ob- 
jetos capitales  del  uso  de  la  cadena.  Bajo  el 
prímer  aspecto  aunque  pudiera  por  otros 
medios  proveerse  á  la  seguridad  de  los  reos, 
ha  parecido  sin  duda  mas  fácil  evitar  su  fuga 
con  la  cadena  considerando  que  los  trabajos 
en  que  se  emplean  son  públicos  y  ejecutados 
fuera  del  establecimiento.  Bajo  el  segundo 
aspecto  y  el  espectáculo  continuo  de  un  hombre 
reducido  ala  condición  miserable  de  estar  su- 
jeto siempre  á  una  cadena  y  destinado  á  tra- 
bajos duros  y  penosos  no  puede  negarse  que 
es  una  pena  ejemplarisima  y  de  efecto  dura- 
dero. Es  verdad  que  no  está  al  abrigo  de  im- 
pugnaciones: se  la  ha  combatido  pretendien- 
do que  es  injusto  que  la  ley  entregue  de  esa 

(1  j  Digeusion  del  proyecto  de  Códigopenatf  tom  f  .*  p¿g.  S16. 


manera  al  público  deshonor  al  condenado 
que  puede  volver  otra  vez  al  seno  de  la  so- 
ciedad: que  haga  objeto  de  curiosidad  |y  de 
espectáculo  á  quien  quizá  quedaban  todavía 
algunos  gérmenes  de  propia  estimación  y  que 
aun  apreciaba  en  algo  su  dignidad  de  hom- 
bre. Se  ha  aSadido  que  la  infamia  de  la  ca- 
dena aventaja  todavia  á  otras  infamias,  por- 
que no  es  de  una  hora  ó  de  unos  momentos, 
es  de  dias  y  de  años,  y  constantemente  y  sin 
intervalo  abruma  al  condenado.  Bástenos  ha- 
cer estas  indicaciones  que  no  han  sido  sulí- 
cientes  áqueel  legislador  haya  creido  oportu- 
na la  supresión  de  una  pena  tradicional  entre 
nosotros,  admitida  en  los  demás  Códigos  mo- 
dernos, y  á  que  no  puede  negarse  la  impor- 
tante circunstancia  de  ser  de  las  mas  ejem* 
piares. 

£1  uso  de  la  cadena  como  medio  de  segu- 
ndad no  se  ha  limitado  á  los  sentenciados  á 
la  pena  de  cadetia,  sino  que  se  ha  hecho  es- 
tensivo  al  condenado  á  reclusión  perpetua 
que  quebrantare  su  condena  á  quien  se  im- 
pone una  cadena  de  seguridad  por  tiempo  de 
dos  á  seis  anos  (1). 

Convendrá  aquí  hacer  una  ligera  digre- 
sión para  esplicar  la  regla  que  acabamos  de 
citar ,  porque  hace  directa  relación  al  obje- 
to de  este  artículo.  Es  importante  deslindar 
la  verdadera  inteligencia  de  esa  cadena  de 
^gurídad  que  puede  venir  á  agravar  la  re- 
clusión, único  objeto  que  á  nosotros  nos 
incumbe.  Su  misma  denominación  especial 
nos  está  indicando  que  no  se  propuso  el  le- 
gislador aludir  á  lo  que  propiamente  consti- 
tuye la  pena  de  cadena  con  todas  sus  circuns- 
tancias y  requisitos  de  que  hemos  hecho 
mérito ;  sino  solamente  tomar  de  estos  requi- 
sitos uno  solo  para  realzar  los  que  son  pro- 
pios de  la  reclusión  perpetua ;  y  no  podía 
ser  otra  cosa :  en  penas  como  estas  de  ta- 
maña gravedad  y  que  ocupan  supremos 
lugares  en  la  escala  general,  el  tránsito  de 
una  á  otra  hubiera  sido  demasiado  violento 
y  hasta  injusto,  especialmente  cuando  solo 
se  trata  de  escarmentar  al  que  quebrantó  su 
condena ,  es  decir,  al  que  se  evadió  del  es- 

(1)    Regla  1.*  del  arl.  124. 
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jtablecimieiito  penal  sin  ningim  otro  acto  de 
delincuencia.  El  recluso  perpétaamente  se- 
guirá ocupado  en  trabajos  dentro  del  recinto 
del  establecimiento;  pero  se  le  impondrá 
por  cierto  tiempo  un  obstáculo  material  que 
dificulte  una  nueva  evasión:  bé  aquí  en  re- 
sumen el  pensamiento  que  supone ,  á  nues- 
tro entender ,  la  cadena  de  seguridad. 

Volvamos  á  la  pena  de  cadena  en  general. 
Puede  dudarse^  y  de  hecbo  se  duda  por  al- 
gunos, acerca  de  la  propiedad  de  la  deno- 
minación que  se  le  ba  dado:  porque   aun 
cuando  la  cadena  es  un  requisito  esencial, 
característico  de  la  pena,  tanto  ó  mas  esen- 
cial y  característico  lo  son  los  trabajos  pú- 
blicos. Y  nadie  dudará  que  este  nombre  es- 
cita ideas  muy  conformes  á  los  verdaderos 
objetos  de  la  penalidad.  Mas  diremos :  nues- 
tros antecedentes  eran  contrarios  al  título 
adoptado  recientemente :  se  ba  usado  la  c^t 
dena  en  nuestras  penas;  pero  á  pesar  de  eso 
nunca  se  llamaron  estas  de  cadena ,  sino  de 
arsenales ,  de  minas ,  de  galeras ,  de  obras 
públicas,  es  decir,  siempre  se  aludia  al  tra- 
bajo á  que  se  destinaba  á  los  penados.  Tam- 
J^ien  los  códigos  estranjeros ,  aunque  unáni- 
mes en  el  empleo  de  la  cadena,  no  todos  han 
preferido  esta  palabra  para  designar  el  cas- 
tigo: cítanse  los  Mbierros*»  de  las  Dos-Sici?- 
Mas  y  la  ««cadenan  de  Baviera.  Pero  en  cam- 
bio están  «los  trabajos  forzados»  del  €6-* 
digo  francés  y  las  «galeras»'  del  brasileño. 
Aun  el  código  austriaco  que  carga  de  hier- 
ros al  criminal ,  que  no  le  deja  libres  ni  el 
cuerpo ,  ni  los  pies,  ni  las  manos  ha  adoptado 
icomo  principal  el  nombre  de  i<prision>9  por 
mas  que  luego  califique  á  esta  de  dura  ó  de 
durísima. 

Hasta  aquí  nos  hemos  hecho  cargo,  al  des- 
cribir la  pena  de  cadena,  de  lo  que  ha  espre- 
sado el  Código :  mayor  elogio  merece  por  lo 
que  ha  omitido.  Si  abrimos  el  de  Austria, 
por  ejemplo ,  hallaremos  tasados  y  regatea- 
dos el  alimento ,  el  lecho,  y  hasta  el  espa- 
cio en  que  ha  de  moverse  el  penado  ,  y  el 
aire  que  ha  de  respirar :  si  el  de  Baviera  se 
nos  presentarán  reglas  como  la  de  que  el 
condenado  á  la  casa  de  fuerza  ó  reclusión 
ha  de  entrar  en  ella  con  el  pelo  cortado ,  que 


ha  de  vestir  un  trage  la  mitad  gris  y  la  mi- 
tad negro,  y  que  ha  de  cúzsat  zuecos.  Tales 
minuciosidades  no  han  sido  imitadas  por 
nuestros  legisladores. 

Al  espresamos  de  este  modo  bi^  se  com- 
prenderá cuan  distantes  eramos  de  tachar 
la  pena  de  cadena  de  cruel  y  de  inhumana: 
no  k)  es  ciertamente.  Has  no  por  eso  hay  que 
desconocer  su  gravedad  suma ,  se  estrema 
dureza,  cualidades  que  se  acreditan  evi- 
dentemente por  las  esplicaciones  que  tene- 
mos hechas  y  que  aun  quedarán  mas  confir- 
madas con  lo  que  nos  falta  por  decir.  Veamos 
en  prueba  de  ello  la  importancia  que  dá  á  la 
pena  el  mismo  Código.  Recordando  aquí  ios 
trabajos  duros  y  penosos ,  la  privación  de  li- 
bertad, el  empleo  de  la  cadena  material  y 
los  demás  requisitos  que  la  constituyen,  po- 
dremos desde  luego  reconocerla  como  {lena 
aflictiva  (1),  y  aun  nosotros  la  clasificaríamos 
como  aflictiva-corporal ,  de  admitir  el  Códi- 
go una  subdivisión  con  esta  nomenclatura. 
Si  consultamos  la  escala  general  de  penas 
encontramos  que  ocupa  el  primer  lugar  en- 
tre las  mas  graves  de  las  aflictivas ,  ya  tem- 
porales ,  ya  perpetuas  (2):  si  las  escalas  gra- 
duales la  vemos  formándolos  grados  segun- 
do y  tercero  de  la  escala  primera ,  que  es  la 
única  que  comienza  con  la  de  muerte  (3).  T 
con  efecto  tiene  la  consideración  de  pena  in- 
mediata á  esta,  con  lo  cual  se  dice  lo  bas- 
tante para  comprender  su  importancia.  La 
misma  viene  á  representar  en  los  códigos 
estranjeros :  y  mas ,  si  posible  es ,  en  el  de 
Baviera,  donde  tiene,  como  la  de  muerte ,  el 
carácter  y  la  denominación  de  ^capital.»» 

La  pena  de  cadena  no  admite  mas  división 
que  en  temporal  y  perpetua:  pues  ya  vimos 
que  la  que  el  Código  llama  «  de  seguridad»» 
no  se  ha  de  conceptuar  por  pena  de  cadena, 
ni  puede  dar  motivo  á  una  clasificación  es- 
pecial. La  cadena  perpetua,  como  de  por  sí 
lo  indica  la  calificación ,  se  prolonga  por  to- 
da la  vida  del  penado :  la  temporal  compren- 
de un  espacio  de  tiempo  de  doce  á  veinte 


(i)    Arl.  24. 

(?|    Arl  70 

{1}   El  mismo  ürUrolo 
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anos  (i):  aquella  se  sufre  en  cualquiera  de 
los  puntos  destinados  á  este  objeto,  en  África, 
Canarias  ó  Ultramar  (2);  esta  en  uno  de  los 
arsenales  de  marina  ó  en  obras  de  fortifica- 
ción ,  caminos  y  canales  dentro  de  la  Penín- 
sula é  islas  adyacentes.  Si  nuestro  Código 
hubiera  querido  multiplicar  diferencias  entre 
una  y  otra  cadena ,  el  código  de  Baviera  y 
el  español  de  1822  se  las  ofrecían  en  cuanto 
al  mayor  ó  menor  peso  de  la  misma  cadena: 
el  de  Austria  en  cuanto  á  los  alimentos,  y  en 
cuanto  á  poner  hierros  también  en  las  manos; 
y  aun  hubiera  podido  hallar  en  el  de  las  Dos 
Sicilias  motivo  para  establecer  distinción 
respecto  4  la  clase  de  trabajos.  Ciertamente 
que  algunas  de  estas  diferencias  eran  incom- 
patibles con  las  ideas  y  el  sistema  que  han 
presidido  á  la  formación  de  nuestro  Código: 
pero^mbien  es  verdad  que  hemos  hecho 
mención  de  otras  cuya  admisión  no  ofrecía 
inconvenientes.  Únicamente  se  han  señalado 
dos  en  el  Código :  aun  de  ellas  una  es  algún 
tanto  problemática,  á  saber,  laque  dice  rela- 
ción al  lugar  en  que  la  pena  se  ha  de  sufrir. 
La  variación  del  clima  y  la  de  los  alimentos 
significan  bien  poco  para  quien  ea  virtud  de 
su  condena  ha  de  esperimentar  penalidades 
y  rigores  de  gran  cuantía:  y  hasta  el  hombre 
que  goza  de  libertad  y  no  se  priva  de  como- 
didades se  acostumbra  fácilmente  á  aquella 
clase  de  cambios :  ni  es  de  aducir  la  idea  de 
verse  muy  alejado  del  hogar  doméstico ,  del 
pais  natal,  del  círculo  de  los  afectos  y  rela- 
ciones sociales,  porque  la  misma  sensacioa 
causará  al  penado  estando  en  la  Península 
que  en  Ultramar:  porque  aquí  y  allí  la  ley 
le  constituye  igualmente  en  absoluta  priva^ 
don  de  libertad ,  y  le  incomunica  con  su  fa- 
milia ,  con  sus  paisanos  y  con  sus  amigos,  y 
le  impide  recibir  cualquier  auxilio  que  se  le 
dirija.  Si  es  esto  así,  si  el  lugar  en  que  se 
sufre  una  tan  grave  pena  importa  poco, 
si  los  demás  elementos  que  la  constituyen 
son  invariables ,  realmente  no  hay  distinción 
entre  las  dos  cadenas  de  que  usa  el  Código 
respecto  á  la  naturaleza  de  la  pena;  pero 


(I)    ArLl6. 
í5/    Ari.  91. 


mucha  respecto  á  la  duración  porque  ya  lo 
hemos  dicho,  hay  cadena  perpetua  y  cadena 
temporal. 

Debemos  abstenernos  de  plantear  y  discu- 
tir aquí  la  grande  y  reñida,  aunque  á  nues- 
tro entender  fácil  cuestión  de  la  justicia  y 
legitimidad  de  las  penas  perpetuas  que  en 
realidad  corresponde  á  otro  artículo,  aunque 
en  rigor  aquella  cuestión  general  no  absorbe 
toda  esta,  pues  que  debe  entrar  por  mucho  1^ 
gravedad  é  intensidad  de  la  pena ;  pero  lu- 
gar oportuno  tendremos  para  hacerlo. 

Pasemos  ahora  á  considerar  la  duración  de 
1$  cadena  temporal,  cuyo  mínimum  es  de  i3 
anos  y  el  máximun  de  20.  La  perpetuidad 
puede  defenderse  y  mejor  puede  combatirse 
partiendo  de  principios  fijos,  de  bases  sólidas 
consagradas  por  la  cieiicia  penal:  mas  para 
juzgar  la  temporalidad  falta  un  tan  seguro  tipo 
de  apreciación.  Así  es  que  aun  cuando  algu- 
nos comentadores  del  Código  han  demostrado 
su  ingenio,  estableciendo  algunos  principios, 
ó  mejor  algunas  probabilidades  para  deducir 
que  la  duración  señalada  á  la  cadena  tempo- 
ral nada  tiene  de  arbitraria,  otros  sostienen 
que  en  este  punto  no  cabe  ninguna  regla  fija 
sino  prudenciales  apreciaciones.  Por  esto  hay 
t$nta  variedad  acerca  de  esa  duración  entre 
las  diferentes  legislaciones.  Lo  que  ahora  es 
el  mínimum  de  la  cadena,  doce  anos,  era  an- 
tes el  máximum  de  la  pena  de  arsenales, 
como  ya  tenemos  observado:  y  pudieran  mul- 
tiplicarse ejemplos  de  esta  disparidad. 

Por  nuestra  parte  haremos  también  una 
apreciación  prudencial  así  del  término  á  quo 
como  del  término  ad  quem  fijados  para  la 
cadena :  y  diremos  sencillamente  que  ambos 
nos  parecen  algún  tanto  escesívos,  atendida 
)a  naturaleza  de  la  pena.  Los  doce  anos  pu- 
dieron haberse  reducido,  á  no  tropezar  con 
el  obstáculo  del  artificio  del  Código,  don- 
de la  escala  penal  se  halla  tan  minuciosa- 
n^eute  graduada :  cuando  este  obstáculo  no 
ha  existido,  y  se  han  admitido  pocas  penas, 
estas  tienen  un  mínimum  reducido :  asi  eu 
las  Dos  Sicilia  son  siete  anos  para  los  hier- 
ros: en  Francia  cinco  anos  para  los  trabajo^ 
forzados.  En  cuanto  al  término  ad  quem,  no 
ha  sido ,  preciso  es  reconocerlo ,  exagerado 
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oaeMro  Código :  el  de  ÍHü  aatorizaba  hasta 
veinte  y  cinco  anos  de  obras  públicas;  y  en- 
tre los  estranjeros  el  napolitano  hace  llegar  á 
treinta  la  pena  de  los  hierros ;  pero  se  han 
preferido  los  veinte  qae  fijan  como  máximum 
los  códigos  francés  y  aastríaco.  Con  razón 
se  ha  tachado  de  desmedidamente  largo  el 
término  de  treinta  anos  no  adoptado  por  nues- 
tro Código,  porque  casi  se  confunde  con  la 
perpetuidad,  siendo  treinta  anos  todo  el 
porvenir  de  un  hombre  de  veinte.  Pero  tam- 
bién veinte  anos  serán  todo  el  porvenir  de 
un  hombro  de  treinta ;  y  á  los  treinta  aun  no 
ha  pasado  su  juventud. 

La  cadena  temporal ,  y  escusado  es  adver- 
tir que  en  esto  tiene  que  diferir  de  la  perpe- 
tua ,  es  por  su  mismo  carácter  una  pena  di- 
visible: y  el  período  que  comprende  se  en- 
tiendo distribuido  en  tres  partes  iguales,  que 
constituyen  otros  tantos  grados :  el  máximo, 
pues ,  será  de  doce  á  catorce  anos ;  el  medio 
do  quince  á  diez  y  siete;  y  el  mínimo ,  en 
fin ,  de  diez  y  ocho  á  veinte.  Tal  es  la  dispo- 
sición del  Código  (1),  á  nuestro  modo  de  ver 
muy  equitativa :  siendo  de  advertir  que  la 
duración  empieza  á  contarse  desde  el  dia  en 
que  el  rematado  entra  en  poder  de  la  auto- 
ridad ,  que  es  desde  cuando  queda  ejecuto- 
riada la  sontencia  condenatoria  (2). 

Esplicada  ya  la  cadena  en  sus  dos  concep- 
tos do  temporal  y  perpetua,  falta  saber  á 
qué  delitos  se  impone.  Sería  prolijo  y  de 
utilidad  escasa  ir  recorriendo  uno  á  uno  los 
artículos  del  libro  II  del  Código  para  formar 
una  lista  de  los  casos  en  que  es  de  aplicar 
aquella  pena.  Basta  observar  que  la  cadena 
perpetua,  é  inmediatamente  después  la  tem- 
poral » forman  los  grados  segundo  y  tercero 
de  la  primera  escala  gradual,  y  que  no  se 
encuentran  en  las  otras  tres  para  que  se  pue- 
da conocer  en  general  á  qué  clase  de  críme- 
nes corresponden.  Son  ciertamente  aquellos 
que  suponen  mas  corrupción  y  vileza  en  el 
delincuente «  que  mas  repugnan  á  las  ideas 
de  moralidad,  y  que  infunden  mas  horror  y 
alarma:  la  piratería,  el  asesinato,  el  incen- 
dio pueden  servir  de  ejemplos. 


lU    Art  ». 


Pero  es  de  notar  respecto  á  la  ajdicacion 
de  la  pena  de  cadena ,  así  perpetua  como 
temporal,  que,  conforme  al  mecanismo  y  á 
las  combinaciones  del  Código,  aveces  ten- 
drá lugar,  aun  cuando  en  este  no  se  esprese 
al  tratar  de  delito  determinado.  No  podrá 
suceder  que  cuando  se  menciona  una  pena 
inferior  resulte  impuesta  la  de  cadena;  pero 
sí  que  á  esta  venga  á  reducirse  la  de  muerte. 
Aludimos  al  hacer  esta  observación  á  las  re- 
glas prefijadas  para  los  casos  de  delito  frus- 
trado y  tentativa,  de  cómplices  y  encubrido- 
res ,  de  circunstancias  atenuantes ,  y  de  falta 
de  evidencia  moral  en  el  juzgador.  En  una  pa- 
labra :  la  pena  de  cadena  se  impone  en  el  Có- 
digo ó  espresa,  ó  tácitamente.  Hay  que  agre- 
gar á  esto  una  regla  especial  para  la  cadena 
perpetua:  á  saber,  que  á  ella  se  recurre  cuan- 
do la  ley  señala  una  pena  superior  á  otra 
determinada,  sin  designar  especialmente  la 
que  se  deba  imponer,  y  no  hay  pena  superior 
en  la  escala  gradual  respectiva ,  ó  la  supe- 
rior sea  la  de  muerte  (1).  Este  recurso  su- 
pletorio en  cuanto  se  refiere  á  la  ultima 
pena  es  altamente  equitativo ;  pero  en  los 
demás  casos ,  al  paso  que  falsea  la  idea  esce- 
lente  que  ha  presidido  á  la  separación  de  las 
escalas  graduales,  podrá  llegar  á  hacer  des- 
proporcionada y  dura  en  demasía  la  pena  de 
cadena. 

Terminaremos  esta  sección  llamando  la 
atención  hacia  la  necesidad  de  organizar  de 
un  modo  completo  los  establecimientos  en 
que  debe  sufrirse  la  pena  de  que  tratamos,  y 
de  formar  los  reglamentos  conducentes  para 
su  organización.  Sin  llevar  á  cabo  esta  em- 
presa, será  defectuosa  é  impropia  la  ejecu- 
ción de  la  cadena :  y  cuánta  sea  la  impor- 
tancia de  los  reglamentos  especiales  se  per- 
suade por  la  disposición  consignada  en  el 
mismo  Código  cuando  manda  observar,  ade- 
mas de  lo  que  la  ley  espresa ,  lo  que  se  de- 
termine en  aquellos  u  acerca  de  la  naturale- 
»za ,  tiempo  y  demás  circunstancias  de  los 
««trabajos,  relaciones  de  los  penados  con 
^otras  personas,  socorros  que  puedan  reci- 
»bir  y  régimen  alimenticio  (2).^  Sobre  algu- 


na   Art.  so. 
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no  de  estos  pantos )  por  ejemplo,  el  délos 
socorros,  claro  es  que  nada  de  naevo  podrá 
introducirse  en  los  reglamentos  de  los  esta- 
blecimienlos  destinados  al  cumplimiento  de 
la  pena  de  cadena ,  puesto  que  el  código 
contiene  espresa  prohibición ;  pero  urge  que 
se  arreglen  los  demas.particulares,  todos  tan 
delicados  é  importantes. 

SECCIÓN  m. 

PENAS  ÁCGESOillÁS  DE  LA  DE  CADENA. 

La  cadena  es,  según  el  Código,  una  pena 
absolutamente  principal :  por  una  parte  no 
acompaña,  como  no  podía  acompañar,  aten- 
dida su  gravedad,  á  ninguna  otra:  mientras 
que  á  ella  siguen  varias  con  el  carácter  de 
accesorias.  De  estas  vamos  ahora  á  tratar 
completando  así  la  sección  anterior  con  la 
presente,  para  que  se  conozca  toda  la  osten- 
sión, todas  las  consecuencias  de  la  cadena. 

Parecerá  á  primera  vista  que  es  colmar  la 
medida  del' rigor  el  añadir  á  penas  de  ta- 
maña cuantía  otros  no  leves  castigos.  Me- 
nester es,  sin  embargo,  reconocer  que  en 
este  punto ,  si  hasta  cierto  límite  el  legisla- 
dor obra  libremente  y  obedeciendo  solo  los 
principios  y  los  dictados  de  la  utilidad  públi- 
ca, también  hay  otra  parte  de  penalidad  ac- 
cesoria, que  él  no  crea  especialmente,  sino 
qae  resulta  por  el  mismo  hecho  de  ha- 
ber creado  la  principal,  declarando  solo  lo 
qae  exige  la  misma  fuerza  de  las  cosas. 
Partiendo  de  este  principio  es  como  podremos 
juzgar  rectamente  de  los  accesorios  que  en- 
contremos señalados  á  la  pena  de  cadena: 
uios  serán  consecuencias  indeclinables,  nece- 
sarias que  no  admitirán  discusión :  en  otros 
se  revelará  una  idea  de  conveniencia  general 
y  habrá  materia  de  opinar  en  distinto  sentido. 

Común  así  á  las  legislaciones  antiguas  como 
modernas,  á  la  nacional  y  á  las  estranjeras, 
ha  sido  la  idea  de  que  las  penas  mas  impor- 
tantes y  vecinas  á  la  de  muerte  debian  llevar 
consigo  otros  castigos ,  y  ciertos  estados  de 
incapacidad.  En  la  sección  primera ,  pudimos 
observar  de  lleno  la  aplicación  de  esa  idea  en 
el  derecho  romano ,  y  no  hay  para  que  volver 


aquí  á  repetirlo.  Ejemplos  análogos  nos  ofre- 
cen las  Siete  Partidas.  El  Código  penal  de 
1822  dedicaba  un  largo  artículo  (i)  á  la  es- 
plicacion  de  la  muerte  civil  que  producían 
los  trabajos  perpetuos :  y  trataba  en  otro  (2) 
de  la  interdicción  judicial  en  que  entraba  el 
condenado  á  obras  públicas.  Según  el  pro- 
yecto de  Código  criminal  de  1834 ,  la  pena 
de  argolla  siempre  iba  unida  á  la  de  arsena- 
les ,  minas  y  obras  públicas  (3). 

Los  Códigos  estranjeros  no  han  omitido 
tampoco  señalar  accesorios  á  las  penas  pare- 
cidas, ó  iguales  á  nuestra  cadena.  En  Francia 
el  condenado  á  trabajos  forzados  perpetuos, 
incurre  en  la  muerte  civil:  y  el  que  lo  es  á 
los  temporales,  sufre  la  degradación  cívica 
y  la  interdicción  legal,  quedando  sujeto,  una 
vez  estinguida  la  pena  ,  á  la  vigilancia  de  la 
alta  policía.  Por  el  código  napolitano  se  de- 
clara en  estado  de  interdicción  patrimonial 
al  que  sufre  los  hierros,  y  asimismo  se  le  veda 
para  siempre  el  ejercicio  de  funciones  públi- 
cas. En  Austria  el  delincuente,  á  quien  se  im- 
pone la  prisión  dura,  ó  durísima,  no  puede 
durante  su  condena  disponer  de  sus  bienes 
por  contrato  ni  testamento;  y  según  su  clase 
y  condición  esperimenta,  ó  la  pérdida  de  su 
graduación  militar,  oes  separado  de  la  corpo- 
ración á  que  pertenecía ,  ó  privado  de  la  no- 
bleza, etc.  Mas  sencilla  es  la  declaración  del 
Código  brasileño :  el  sentenciado  á  galeras 
queda  inhabilitado  durante  su  condena  para 
el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  que  le 
correspondiesen  como  ciudadano.  Finalmen- 
te ,  la  pena  de  cadena  produce  en  Baviera  la 
muerte  civil ,  y  la  de  la  casa  de  fuerza  ó  re- 
clusión, semejante  á  nuestra  cadena  tempo- 
ral, dejando  al  condenado  la  propiedad,  y  la 
capacidad  de  adquirir  le  quita,  mientras  sufre 
su  castigo,  la  disposición  de  sus  bienes  por 
testamento  ó  acto  entre  vivos. 

Trazado  este  cuadro  de  la  legislación  es- 
tranjera,  veamos  el  que  nos  ofrece  la  de 
nuestro  pais.  El  Código  vigente  no  es  pro- 
lijo ni  demasiado  compendioso,  como  otros 
han  tenido  que  serlo ;  porque  por  una  parte. 


(I)  Art.53. 
{%  Aru  70. 
(3)    Art.  Oi. 
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no  admite  la  muerte  civil,  por  lo  menos 
asando  de  esta  palabra,  y  agrupando  bajo 
de  ella  un  conjunto  de  muchas  ideas;  y  por 
otra  las  especies  ó  desmembraci<mes  que  de 
ella  ha  adoptado  para  adherirlas  i  la  cadena, 
se  encuentran  esplicadas  y  definidas  en  su 
lugar  oportuno.  Redúcese,  pues,  nuestra  ley 
á  enumerar  simplemente  las  penas  accesorias 
que  corresponden  á  la  cadena  perpetua  y  las 
que  corresponden  i  la  temporal :  puntos  tra- 
tados con  separación  en  dos  artículos  (1). 

Pero  nosotros  creemos  que  sin  confundir 
las  ideas ,  y  sin  pecar  de  oscuridad,  puede 
adoptarse  iln  método  mas  sencillo  para  la  es- 
posición  de  la  materia,  que  nos  ahorre  al 
j^opio  tiempo  de  molestas  repeticiones.  Al 
efecto  establecemos  dos  clases  de  penas  ac- 
cesorias :  una  de  las  que  son  comunes  asi 
á  la  cadena  perpetua  como  á  la  temporal  en 
toda  clase  de  reos:  otra  de  las  que  son  espe* 
dales  ala  cadena  perpetua  y  comprenden  solo 
á  ciertos  reos.  A  la  primera  se  refieren  la  in- 
terdicción, lá  inhabilitación  y  la  sujeción  á  la 
vigilancia  dé  la  autoridad :  en  la  segunda 
entran  la  argolla  y  la  degradación.  Las  iremos 
esplicando  por  este  orden. 

La  interdicción  civil,  clasificada  en  la  es- 
cala general  del  Código  entre  las  penas  ac- 
cesorias, conserva  aquí  fielmente  su  carácter 
en  punto  á  la  duración.  Si  la  cadena  es  per- 
petua, también  lo  será  la  interdicción:  si 
aquella  fuere  temporal,  esta  será  asimismo 
temporal .  Es  decir  que  por  el  hecho  de  quedar 
eslinguida  la  cadena,  renacerá  la  patria  po- 
testad ,  la  autoridad  marital ,  la  administra- 
ción de  los  bienes,  y  la  capacidad  de  disponer 
de  ellos  por  actos  entre  vivos,  derechos  todos 
estos  que  hasta  entonces  la  ley  habia  tenido 
suspeii^dos:  con  esta  vicisitud  no  será  dificil 
que  surjan  algunas  dificultades,  algunas  cues- 
tiones de  dudosa  resolución.  Pero  estas  no 
son  de  este  lugar. 

Respecto  á  la  inhabilitación,  no  se  espresa 
el  Código  con  tanta  claridad  como  en  el  caso 
anterior.  Al  señalar  las  penas  accesorias  de 
la  cadena  perpetua  cuenta  entre  ellas  la  «in- 


(1)    Arts.  52  y  55. 


habilitación  perpetua  absoluta  (!);>  pero  al 
señalar  las  de  la  cadena  temporal  dice :  «in- 
>9habilitacion  absoluta  perpetua  para  cargos 
f>6  derechos  políticos  (2).»»  Comparando  ambos 
testos  se  observará  en  el  segundo  una  inver- 
sión y  una  adición  respecto  del  primero.  De 
cuyas  variaciones  surge  desde  luego  la  duda 
de  si  en  esta  parte  el  legislador  ha  adoptado 
dos  formas  de  espresion  para  un  pensamiento 
idéntico,  ó  si  por  ventura  quiso  acomodar  la 
pena  acceschria  en  distinta  proporción  según 
que  la  cadena  fuese  temporal  ó  perpetua. 
Interesa  averiguar  cual  de  estos  dos  estremos 
es  el  verdadero. 

La  inversión  en  que  aparecen  los  dos  ca- 
lificativos de  la  inhabilitación  en  nada  se 
opone  á  la  buena  inteligencia  de  lo  que  el 
Código  dispone:  esa  pena  accesoria  ha  de  ser 
perpetua,  ha  de  ser  también  absoluta:  y  nada 
significa  para  la  realidad  de  estos  hechos  que 
el  Uno  se  esprese  antes  que  el  otro.  Mas  siem- 
pre hubiera  convenido  evitar  tal  cambio  de 
palabras  porqiie  las  leyes  deben  hallarse  re- 
dactadas en  unlenguage  rigoroso  y  uniforme. 
En  el  artículo  referente  á  la  cadena  perpetua 
es  donde  debió  llamarse  ala  inhabilitación 
«absoluta  perpetua"  porque  en  este  orden  se 
usan  ambas  calificaciones  en  otros  artículos 
del  Código,  y  particularmente  en  los  que 
comprenden  la  escala  general  de  penas  y  las 
escalas  graduales. 

La  adición  que  se  observa  en  el  artículo  de 
los  accesorios  de  la  cadena  temporal ,  tiene 
por  objeto  coartar  y  limitar  los  efectos  de  la 
inhabilitación. 

Comparando  ahora  las  penas  accesorias  de 
la  de  cadena  que  llevamos  esplicadas,  la  in- 
terdicción civil  y  la  inhabilitación,  observa- 
remos entre  ellas  dos  diferencias.  Consiste  la 
una  en  que  aquella  siempre  tiene  el  carácter 
de  accesoria ,  al  paso  que  esta  es  de  por  si 
pena  principal ,  si  bien  la  ley  declara  que  la 
cadena  la  lleva  consigo.  La  otra  diferencia 
es  relativa  á  la  duración  de  las  dos  penas: 
pues  al  paso  que  la  interdicción  no  se  estiendo 
ni  mas  ni  menos  que  á  lo  que  la  condena 


(I)    Arl.  52. 
(í)    Art.55. 
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principal,  lá  iohabiiiticioii  siempre  es  per-* 
pétoa.  La  raxon  de  designaldad  ha  de  bus- 
carse en  el  distinta  carácter  de  las  facultades 
ó  derechos  iiue  son  objeto  de  una  ú  otra  pro-' 
hibicion.  Entre  la  patria  postestad  y  la  au-* 
toridad  marital,  por  ejemplo»  y  el  disfrute  de 
cargos  ó  empleos  media  la  distancia  que  en- 
tre lo  privado  y  lo  público,  lo  que  es  propio 
de  la  familia  y  lo  que  á  la  sociedad  se  re- 
Gcre.  El  que  estinguió  su  cadena  debe  con- 
servar vedada  esta  segunda  esfera;  pero  debe 
ser  reintegrado  en  el  primer  concepto :  sobre 
no  haber  peligro  en  ello ,  lo  aconsejan  razo- 
nes de  moralidad,  de  justicia  y  hasta  de  hu- 
manidad. 

Por  lo  demás-  es  incuestipnable  á  nuestro 
modo  ver  que  el  Código  ha  estado  muy  acer- 
tado en  declarar  accesorias  de  la  cadena  tan- 
to la  interdicción  ipomo  la  inhabilitación,  y 
también  en  la  manera  con  que  lo  ha  hecho. 
La  primera  se  funda  en  el  imperio  de  la  ne- 
cesidad: quien  está  sufriendo  una  pena  tan 
rigorosa  como  la  de  cadena,  que  le  aisla  de 
sos  asuntos  y  de  su  familia  ^  no  pudiendo  en 
virtud  de  ella  usar  de  la  libertad  y  de  las 
condiciones  precisas  para  la  dirección  de  am* 
bos  objetos,  eon  razón  es  entredicho  de  la 
patria  potestad «  de  la  aut(»ridad  marital,  y 
de  la  administración  y  disposición  de  sus  bie* 
nes.  La  inhabi&tacion  descansa  en  una  base 
de  conveniencia  génerah  el  desempeño  de 
los  cargos  públicos  y  de  los  empleos  que  el 
Estado  confiere »  el  disfrute  de  bs  derechos, 
de  ciudadano  siqM)nen  un  buefa  concepto,  una 
bma  inmaculada,  deque  ya  nunca  podrá  ha- 
cer justo  alarde  el  que  estuvo  en  cadena» 
Ademas  se  ha  dicho ,  y  se  ha  dicho  bien,  que 
la  interdicción  con  la  inhabilitación ,  consti^ 
tuyendo  una  especie  de  muerte  civil,  entran 
oportunamente  á  completar  la  pena  inmedia" 
ta  á  la  de  muerte  natural,  como  penas  acce-^ 
serias  de  la  cadenst. 

A  ellas  se  agrega  otra  tercera:  la  de  su- 
jecioD  á  vigHanoia  de  la  autoridad ,  que  ge- 
neralmente tiene  el  carácter  de  accesoria,  por 
mas  que  el  Código  no  lo  baya  espresado  al 
formar  la  escala  general.  Pero  la  índole  par^ 
tioulat  de  esta,  pena  exigia  en  su  uso  ciertos 
térmíkioB  hábiles:  es  decir,  era  menester  te- 
TOMO  vn; 


ner  presente  que  solo  podia  recaer  en  quien 
ya  había  recobrado  su  libertad,  y  no  hacerla 
superfina  del  todo ,  prescribiendo  que  se  vi- 
gilara á  quien  estuviera  encadenado:  Y  con 
efecto,  lo  ha  tenido  presente  nuestro  Código 
al  establecer  que  la  cadena  perpetua  la  lleva-^ 
ha  consigo  durante  la  vida  del  penado  «en  el 
(«caso  de  haber  obtenido  indulto  de  la  pena 
«principal  (!);>>  pero  no  cuando  dice  que  ej 
condenado  á  cadena  temporal  la  sufhi  du- 
rante el  tiempo  de  su  condena  y  otro  tan- 
to mas  á  contar  desde  el  cumplimiento  de 
esta  (2)* 

Razonable  es  la  imposición  de  una  pena  do 
esta  naturaleza  al  que  sufrió  la  de  cadena. 
No  es  inútil  ni  arbitrario  que  se  vigilo  al 
que  fué  un  gran  delincuente;  y  estamos  en- 
teramente conformes  en  que  la  vigilancia  du- 
re para  siempre  en  el  caso  de  indulto  de  la 
cadena  perpetua.  Con  el  que  salió  de  la  tem- 
poral  se  ha  mostrado  mas  benigno  nuestro 
Código:  mas  á  pesar  de  que  no  somos  parti- 
darios de  un  destemplado  rigor ,  hubiéramos 
también  aprobado  en  este  caso  igual  perpe- 
tuidad de  la  sujeción  á  vigilancia;  porque 
por  una  parte  no  se  trata  de  un  accesorio  (pie 
infiera  grandes  padecimientos,  y  por  otra 
quien  merece  quedar  perpetuamente  inhabi- 
litado,  bien  puede  merecer  quedar  sujeto  á 
la  simple  vigilancia  de  la  autoridad.  Verdad 
es  que  en  no  pocos  casos  esta  será  mera 
cuestión  de  palabras  y  que  la*  temporalidad 
establecida  en  el  Código  se  convertirá  real- 
mente en  perpetuidad  t  la  cadena  temporal 
impuesta  á  una  persona  de  regular  edad  por 
20  anos  acarreará  otros  20  de  sujeción  á  vi- 
gilancia, y  antes  de  llegar  el  fin  del  plazo 
habrá  llegado  ya  el  del  penado. 

Ademas  de  las  penas  accesorias  hasta  aquí 
espuestas,  comunes  todas  ala  cadena  per- 
petua y  temporal ,  senalaiños  arribados  como 
peculiares  á  la  cadena  perpetua.  Una  es  la 
argolla,  que,  bien  lejos  de  recaer  sobre  todo 
defincuenté  por  el  mero  hecho  de  ser  sen^ 
tenciado  á  la  pena  principal ,  se  concreta  ai 
co-reo  del  que  sufre  la  pena  de  muerte  por 


(I)    Aa.  ü2. 
(i)    Arl.  nS. 
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cualquiera  de  tos  delitos  de  traición,  regici- 
dio ,  parricidio ,  robo  6  muerte  alevosa  ó  eje^ 
cutada  por  precio,  recompensa  6  promesa,  y 
ademas  de  esto  no  tiene  efecto  la  pena  cuan- 
do el  que  baya  de  sufrirla  sea  ascendiente 
descendiente,  cónyuge,  hermano  del  reo  sen- 
tenciado i  muerte ,  mayor  de  sesenta  anos, 
ó  muger  (1).  En  sü  lugar  oportuno  tratamos 
de  propósito  de  esta  pena  accesoria  esplican- 
do  los  disposiciones  legales,  que  acabamos  de 
citar.y.  ARC10U.A. 
La  degradación  es  la  otra  pena  pecXiliar  de 
^  la  cadena  perpetua,  pero  aun  dentro  de  estos 
Kmiies  todavja  restringida  á  determinados 
casos;  á.  saber,  cuando  la  pena  principal  fuere 
impuesta  á  un  empleado  público  por  abuso 
cometido  en  el  ejercicio  de  su  cargo  (2).  Cier- 
tamente que  de  haber  merecido  la  degrada- 
ción lugar  ^n  el  catálogo  de  las  penas  ,  su 
aplicación  á  casos  como  los  de  que  se  trata, 
es  oportuna ,  es  lógica.  Entre  los  delitos  de 
mas  baja  índole  figuran  en  primera  linea  los 
que  perpetra  un  empleado  en  el  mismo  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  abdicando  descarada; 
mente  la  probidad,  y  dando  un  ejemplo  peli- 
groso, (ia  ley  hia  buscado  la  analogia  de  la 
agravación  depenalidad'para  el  condenado: 
y  le  degPftdA  solemnemente  por  haberse  él  ya 
degrada^k»  i  sí  mismo. 

Así  la  ¿argolla  como  la  degradación,  aunque 
clasificadas  entre  las  penas  accesorias  por  el 
Código,  llevan  también  consigo  á  su  vez  las 
de  inhabilitación  absoluta  perpetua  y  sujeción 
k  la  vigilancia  de  la  autoritiad  durante  la  vida 
de  los  penados  (3).  Este  doble  concepto  de 
una  y  otra  pena  no  puede  dar  margen  ahora 
.  á  ninguna  dificultad :  la  inhabilitación  y  la 
sujeción  á  vigilancia  wm  ya  por  el  mismo 
Código  accesorias,  y  accesorias  en  iguales 
términos,  de  lajcadena  perpetua. 

No  hay  para  que  ponderar  la  signi^don 
y  la  importancia  de  los  dos  accesorios  e$pe« 
ciáleSk  i  la  cadena  perpetua,  y  cuan  desigual 
vienta  á  haoer  la  condición  de  los  condenados 
á  e^ta  respecto  de  la  de  los  que  lo  son  á  la 
temporal.  La  ley  vuhiera  el  honor  cuanto  está 


(1)    Art.Si.  . 

(i)    El  mbmo  «rticulo. 

(3)    Art.  51. 


I  en  sus  focaltades:  quedando  jistiicada  la  ob- 
servación del  ilustrado  comentador  del  Có- 
digo que  dijo,  que  la  cadena  perpetua  aun 
tiene  circunstancias  accesorias  que  en  la  de 
muerte  no  se  hallan.  T  aunque  nosotros  hu- 
biéramos alabado  mas  el  verlas  omitidas,  es- 
pecialmente la  de  argolla,  que  ya  h^  perdido 
terreno  desde  su  reciente  institución,  sin  em- 
bargo, reconocemos  imparcialmente  que  el 
Código  español  lleva  gran  ventaja  sobre  al- 
gunos de  los  estranjero9,  por  ejemplo,  el  de 
Francia.  En  este  el  condenado  á  trabajos  for- 
zados perpetuos  ó  temporales,  antes  de  sufrir 
esta  pena,  es  espuesto  durante  una  hora-  en 

n  público  espectáculo,  colocándose  sobre  su  ca^ 
beza  un  cartelon'^  quei  con  gnmdes  carac- 
teres se  inscribe  su  nombre,  su  profesión,  su 
domicilio ,  su  delito  y  su  condena.  Esta  in<* 
famia  consignada  general  y  minuciosamente 
no  mancha  á  nuestra  ley:  si  tenemos  la  argolla 
y  hemos  admitido4a  degradación  ñolas  eslen- 
demos  á  la  pena  temporal ,  ni  aun  á  todos  los 
casos  de  la  perpetua. 

No  dejaríamos  completa  esta  sección  si 
omitiéramos  los  efectos  4^0  puede  producir 
en  las  penas  accesorias  e)  indulto  de  la  cadena 
perpetua  ó  temporal.  Cuando  este  indulto  sea 
especial,  y  en  él  se  determine  respecta  de 
las  penas  accesorias,  nunca  podrá  haber 
cuestión  ni  dudas  sobre  su  duración;  pero 
como  en  muchos  casos,  no  son  los  indultos 
especiales,  ni  igualmente  espresivos ,  es  ne- 
cesario conocer  cuáles  sean  los  principios  por 
que  nos  hemos  de  guiar.  El  de  que  las  penas 
accesorias  siguen  la  duración  de  sus  prioci- 
pales  nos  seria  insuficiente  y  aun  podría  in- 
ducimos á  error:  sirve  indudablemente  para 
que  se  conozca  no  ser  posiUe  que  una  pena 
accesoria  dure  menos  que  su  principal ;  pero 
si  de  él  quisiera  lieducirse  que  no  puede 
durar  mas,  nos  pondríamos  en  abierta  contra- 
dicción con  el  espíritu  y  con  la  letra  de  varias 
'  disposiciones  del  Código. 

Nosotros  adoptaremos  una  regla  mas  se*-, 
gura  para  los  casos  que  especíalmettle  no 
menciona  la  ley:  observar  en  qué  proporción 
declara  esta  accesorias  unas  penas  de  otras. 
Y  haciendo  aplicación  de  ella  al  presente,  no 

B  estenderemos  la  eficacia  del  indulto  hasta 
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«pareeer  indistiiitaiaeiite  con  la  ea- 
lemas  penas  que  esta  lleva  consigo. 
moSf  paes,  cada  nna  por  separado 
y  dejar  dudas  en  materia  tan  imípor* 
*^  ' 

La  interdicción,  que  es  perpetua  ó  tem- 
poral según  lo  sea  la  cadena,  cesará  con  el 
indulto:  m.antenerk  subsistente  después  que 
esté  hubiesje  recaido  seria  faltar  á  la  mente 
de  la  ley ,  y  destruir  la  completa  armonía  é 
igualdad  que  ciaramente  se  manifiesta  al  de*- 
elararse  la  ioAerdíccton  del  penado  «durante 
»la  eoBdena.f 

'De  muy  distinto  modo  es  de.  resolver  el 
caso  de  la  inhabilitación:  la  ley  siempre  la 
exije,  no  solo  absoluta»  sino  «perpetua,»»  sin 
atender  á  la  duración  de  la  pena  principal. 
El  indulto,  pues^  habrá  decoacedérespeciaU 
méate  la  reliabilitacion  para  que  esta  tenga 
lugar:  y  así  se  baila  com^gnado  esfMresamen- 

te  CB  el  Código  (1). 

Cuando  la  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
autoridad  va  aneja  i  la  cadena  perpetua,  el 
Código  se  halla  iguahnente  terminante:  y 
puntualmente  para  el  caso  de  indulto  es  para 
el  único  q^QSQ  ha  podido  declarar  como  ac« 
cesofia  aquella  pena:  á  ella,  pues,  qiieda  su- 
jeto el  penado  durante  toda  su  vida  (2),  sin. 
que  por  esto  se  entienda  que  el  rey  no  pueda 
haeerle  en  esto  objeto  de  su  .clemencia  (3). 
Pero  considerada  la  sujeción  á  vigilancia 
respecto  de  la  cadena  temporal  se  presenta 
un  caso  no  del  todo  sencillo:  El  Código  por 
una  parte  establece  que  la  sujeción  ha  (fe 
durar  otro  tanto  Mas  que  duró  la  condena  (4) 
y  por  otra  condene  como  regla  general  que 
el  indulto  noeume  de  la  sujeción  á  vigilan* 
cia  si  en  él  no  se  concede  especialmente  la 
exención ({(),'Ca30  del  que  no  «é  trata.  Cree- 
mos sin  embargo  que  pueden  amb^s  dispo- 
siciones conciUarse ,  sin  negar  al  indulto  de 
la  pena  priacipal  cierta  influencia  en  la  ac- 
cesoria: i  nuestro  modo  de  ver  la  sujeción  á 
Tigilancia  durará  un  espacio  de  tiempo  igual 
al  que  trascurrió^  desde  que  quedó  la  sénten- 


H)   Art.  «i 
(S)    AfUSV. 


8{  *"  *»• 


cia  ejecutoriada  hasta  que  comenzó  el  efecto 
del  indulto ,  y  nos  fundamos  en  que  por  esta 
gracia  puede  y  debe  considerarse  cumplida  la 
condeoa.  La  interpretación  que  manifestamos 
deja  en  pie  lo  dispuesto  en  los  dos  artículos 
citados:  la  pena  accesoria-no  dura  menos  de  lo 
que  duró  la  condena  y  el  indulto  no  ha  eximido 
tampoco  de  ella  al  penado.- 

Finalmente,  es  muy  evidente  lo  que  se  re- 
fiere á  la  argolla  y  la  degradación:  desde 
luego  estas  penas ,  consistiendo  en  un  acto 
solo,  se  habrán  sufrido  necesariamente  cuando 
la  pena  principal  se  remita.  Cnicamente  cabe 
después  borrar,  si  borrarse  puede,  la  nota  que 
en  la  fama  imprimieron:  y  para'esto  el  indulto 
es  de  todo  punto  ineficaz,  porque  según  espre- 
sa el  Código  los  que  hayan  sufrido  las  penas 
de  argolla  ó  degradaron  no  pueden  ser  reha- 
bilitados smo  por  una  ley  especial,  aunque 
obtengan  indulto  de  las  penas  principales  (f). 

SECCIÓN  IV. 

VARIÁCIOlfSS    OüB   PÜEDS    SUFRIR    LA  PfiNA  OS 
CADENA. 

A  pesar  de  que  en  las  dos  secciones  an-* 
tenores  hemos. dado  á  conocer  la  naturaleza, 
circunstancias  y  latitud  de  la  pena  de  cade- 
na, todaTÍa  hay  en  el  Código  algunos  artícu- 
los en  que  se  comprenden  ciertos  casos,  ya  de 
atenuación,  ya  de  agravación  de  aqoella. 
Las  cualidades ,r  la  conducta,  la  condición  de 
los  condenados  dan  muchas  veces  lugar  á  vi- 
cisitudes fkvoiábles  ó  adversas;  así  de  unas 
como  de  otras  corresponde  ahora  tratar. 

Al  referirnos  á  casos  de  atenuación  no  alu- 
dimos de  modo  alguno  á  aquellos  en  que, 
por  razón  de  circunstancias,  atenuantes  ,  de 
frustracioq,de  mera  tentativa,  de  complicidad 
ó  encubrimiento,  la  cadena,  señalada  por 
la  ley  aun  delito,  se  disminuya  y  rebaje. 
Bajo  esté  aspecto  correspoiide  á  otros  luga- 
res de  la  Enciolopbdia.  Aquí  consideramos 
tan  solo  la  pena  en  cuanto  está  ya  impuesta 
al  delincuente  ^  ó  por  lo  menos,  en  cnanto  la 
imposición  procede  de. derecho,  préviamante 


Art.  S5. 
(5)  El  citado  aru  45. 


(1)    Aru  29. 
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apreciada  y  graduada  la  criroinaiidad  por  el 
juzgador.'  Estas  mitigaciones  pueden  ser  de 
tres  clases :  6  se  estingue  la  pena  de  cadena, 
ó  se  cumple  en  la  esfera  de  otra  inrerior ,  ó 
se  suaviza  dentro  de  sí  propia. 

La  cadena  perpetua  ó  temporal ,  lo  mismo 
que  cualquiera  otra  pena,  cesa  por  muerte 
del  condenado  :  y  la  temporal  en  particular, 
por  haber  llegado  el  término  señalado  por  la 
ley  y  por  la  sentencia.  La  amnistía,  borran- 
do la  memoria  del  delito,  hace  caducar  tanto 
la  una  como  la  otra.  Y  en  tin,  el  indulto 
puede  venir  á  darlas  por  cumplidas.  Todo 
esto  es  sencillo :  las  dificultades  que  solo  el 
último  caso  pudiera  suscitar  han  sido  ya  pro* 
puestas  y  dilucidadas  en  la  sección  anterior. 

Los  casos  de  estincion  que  acabamos  de 
apuntar  son  comunes  &  todas  las  naciones: 
algunos  otros  hay  que  no  tienen  este  carácter 
de  universalidad,  y  entre  ellos  figura  el  de  la 
prescripción.  En  ciertos  códigos ,  como  en  el 
del  Brasil  y  en  el  español  de  1822,  se  m'ega 
rotundamente:  y  no  Taita  legislación  donde, 
yunque  admitido  el  beneficio,  no  alcanzad  las 
penas  mas  graves ;  $sí  sucede  en  las  Dos 
Sicilias.  Nuestro  actual  Código,  empero,  pro- 
cediendo con  mas  acierto,  á  nuestro  juicio,  so- 
bre autorizar  la  prescripción,  la  estiende  á  la 
cadena  temporal  y  aun  á  la  perpetua.  Estacón 
efecto,  prescribe  á  los  20  anos,  en  lo  cual 
se  equipara  á  la  pena  de  muerte  (1),  y  aque- 
lla como  todas  las  demás  penas  aflictivas  á 
los  15  (2),  sea  que  se  hubiera  impuesto  en  su 
grado  mínimo,  en  el  medio  ó  en  el  máximo. 
Por  lo  demos  en  ambas  prescripciones  han  de 
concurrir  los  requisitos  señalados  por  el  Có- 
digo :  y  comienzan  á  correr  desde  que  se  no- 
tifique la  sentencia  que  cause  ejecutoria. 

El  Código  ha  señalado  ademas  de  ios  casos 
de  estincion ,  otros  en  que  subsistiendo  legal- 
mente  la  cadena  se  templa  en  su  ejecución: 
con  lo  cual  en  nada  desvirtúa  el  principio 
fundamental  de  la  igualdad  de  los  castigos. 
La  justicia  y  la  equidad  no  proceden  á  cie- 
gas: no  son  absolutamente  inflexibles^  ni 
esciuyen  las  consideraciones  de  humanidad: 


,0    Aii.  Ii6. 

{i)    El  mismo  articulo. 


una  igualdad  matemática  estrema  degene- 
raría eú  desigualdad,  y  el  legislador,  que  por 
ella  se  rigiese,  no  conseguiría  ser  alabado 
como  justo,  sino  considerado  como  cmeL 
Tal  es  el  fundamento  de  las  escepciones  qoo 
vamos  á  esplicar. 

Figuran  eu  primera  línea  las  introducidas 
en  favor  de  U  ancianidad  y  del  sexo.  El  con- 
denado á  cadena^  temporal  ó  perpetua,  que 
tuviere  antes  de  la  sentencia  sesenta  anos  de 
edad,  sufrirá  la  condena  en  una  casa  de  pre- 
sidio mayor ,  y  si  los  cumpliere  estando  ya 
sentenciado  se  le  trasladará  á  dicha  casa 
presidio,  en  la  que  permanecerá  durante  el 
tiempo  prefijado  en  la  sentencia  (1).  Así  ha 
pagado  tributo  nuestro  Código  al  sentimiento 
de  lástima  y  de  compasión  que  siempre  es- 
cita el  hombre  aniquilado  é  inválido  con  el 
peso  invencible  de  los  anos,  por  mas  que  sea 
un  criminal,  por  mas  que  al  mismo  tiempo 
no  escite  otros  sentimientos  de  veneración  y 
de  respeto.  Ni  i  cómo  someter  al  anciano  ó  al 
decrépito  á  los  trabajo»  duros  y  penosos  que 
exije  la  cadena,  sin  envolveren  ella  una  pena 
de  muerte?  Bajo  este  aspecto,  puramente 
humanitario,  son  unánimes  las  disposiciones 
de  todos  los  códigos:  la  divergencia  soló  iM>- 
dia  consistir  en  la  forma  de  aplicar  el  bene- 
ficio, en  el  señalamiento  de  la  época  en  qne 
para  este  efecto  debe  comenzar  la  anciani- 
dad: lo  mas  general  ha  sido  fijar  la  edad 
de  70  anos,  como  lo  espresan  los  códigos 
francés  y  napolitano ,  como  lo  espresaba  tam- 
bién el  nuestro  de  1823.  Pero  ha  sido  mas 
prudente  el  adoptar  el  término  de  sesenta, 
imitando  la  legislación  de  Baviera  y  del 
Brasil:  la  observación  diaria  nos  confirma 
que  el  hombre  que  á  esa  edad  llega  no  es 
hábil  para  soportar  una  pena  tan  dura  como 
la  de  cadena. 

Del  mismo  modo  las  mugeres  que  fueren 
sentenciadas  á  cadena  temporal  ó  perpetua 
cumplirán  su  condena  en  una  casa  de  presi- 
dio mayor  de  las  destinadas  para  las  personas 
de  su  sexo  (2).  Esta  escepcion  aparece,  si 
cabe,  mas  justificada  que  la  anterior  ;  por 


I 


(»)    Arl.  9S. 
(í)    Arl.  99. 
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esto ,  tampoco  ha  dejado  de  reconocerla  mu* 
guQ  Código.  Lo  que  allí  exigía  la  flaqueza 
de  la  edad',  lo  exige  aquí  la  debilidad  del 
sexo:  y  lo  exige  todavía  por  otro  doble  con- 
cepto. Los  trabajos  esteriores.y  públicos  son 
impropios  de  las  mageres :  ni  la  decencia,  ni 
las  costumbres  consentían  tampoco  que  estas 
saliesen  á  ejecutarlos  ostentando  las  cadenas. 
£1  destinar  la  ley»  así  á  los  ancianos  como 
á  hs  mugeres » á  casas  de  pi^^idio  mayor» 
parecerá  á  primera  vista  mucha  despropor- 
ción, cuando  en  la  escala  general  de  penas, 
á  las  de  cadena  siguen  las  de  reclusión ,  re-* 
legación  y  estranamiento.  Has  debe  tenerse 
presente  que  no  es  á  la  escala  general  á  don- 
de ha  de  acudirse  para  apreciar  la  mutua 
relación  y  graduación  de  las  penas:  para 
esto  sirven ,  para  esto  se  han  formado  esca- 
las particulares,  propiamente  llamadas  gra** 
duales;  y  la  primera  de  ellas  nos  persuade  de 
que  i  la  cadena  sigue  inmediatamente  en 
analogía  el  presidio  mayor.  Verdad  es  que  á 
este  se  pasa  no  solo  desde  la  cadena  tem- 
poral sino  también  aun  desde  la  perpetua; 
pero»  ya  lo  hemos  dicho  en  otra  parte,  nin- 
guna diferencia  hay  entre  una  y  iStra  ca- 
dena en  cuanto  á  la  índole  de  los  trabajos, 
por  razón  de  los  cuales  se  han  introducido 
las  escepciones  de  la  muger  y  del  anciano. 

Pero  como  desgraciadamente  á  la  sanción 
del  Código  penal  no  ha  seguido  inmediata- 
mente la  creación  de  los  establecimientos 
penales  que  requiere,  entre  los  que  sequen- 
tan  los  de  presidio  mayor,  han  sido  necesa- 
rias disposiciones  transitorias ,  aplicables  á 
casos  como  los  qae  estamos  examinando.  En 
su  virtud,  las  mugeres  sentenciadas  á  cadena 
cumplirán  su  sentencia  en  los  establecimien- 
tos que  en  la  actualidad  sirven  esclusivamen- 
tepaifaia  reclusión  de  las  persooas  de  su 
sexo,  procurando  reunirías  en  edificios  se- 
parados, ó  por  lo  menos  en  departamentos 
diferentes  de  los  de  las  sentenciadas  á  otras 
pen^  (i);  así  como  los  mayores  de  sesenta 
anos  que  mereciesen  la  cadena  podrán  ser 
destinados  por  ahora  á  loa  mismos  estableci- 
mientos que  sirvan  para  presidio  menor»  aun- 
_^_____^__ ^ p" 

(i;   DísposicioBS.'de  lastransilorias. 


que  se  hallen  situados  fdera  del  territorio  de 
la  audiencia  que  imponga  la  pena,  con  tal 
que  estén  en  la  Península  ó  en  las  islas  Ba- 
leares ó  Canarias  (1). 

No  es  nuestro  ánimo  detenemos  en  el  con- 
tenido de  estas  disposiciones:  áotro  punto 
mas  importante  debemos  convertir  nuestra 
atención.  Las  mujeres  y  los  ancianos  conde- 
nados á cadena  que,  por  ministerio  déla  ley, 
deben  pasar  á  casas  de  presidio  mayor  y  per- 
manecer en  ellas  el  tiempo  prefijado  en  su 
sentencia,  ¿quedarán  sujetos  á  todas  las  ccm- 
diciones.y  partícipes  de  las  ventajas  propias 
y  peculiares  de  la  pena  de  presidio  mayor? 
ó  lo  que  es  lo  mismo  ¿se  entenderá  conmutada 
una  pena  por  otra?  Haciendo  abstracción  por 
un  momento  de  lo  que  está  escrito  en  el  Có* 
digo  para  invocar  los  principios  que  dominan 
en  la  penalidad ,  es  indudable  que  no  puede 
admitirse  semejante  conmutación,  pues  tanto 
valdría  equiparar  delitos  de  muy  distinta  gra- 
vedad, absorver  una  pena  en  otra,  dejar  un 
vacío  en  la  escala,  destruir  la  proporción 
entre  el  crimen  y  ía  pena  y  desvirtuar  en  fin 
la  ejemplaridad.  Delitos  desiguales  deben  ser 
reprimidos  con  castigos  desiguales:  este  es 
un  principio  fundamental  cuya  conculcación 
siempt^  será  rechazada  por  la  ciencia.  Y  las 
palabras  del  Código  son,  á  nuestro  entender, 
bastante  suficientes  para  convencer  que  no 
ha  sido  otra  su  mente:  el  legislador  no  es- 
presa, como  hubiera  podido  y  debido  es- 
presar en  caso  necesario ,  que  el  anciano  ó 
mujer  sentenciados  á  cadena  sufriesen  en  vez 
de  esta  el  presidio  mayor:  se  limita  á  conceder 
que  «sufrirán,  »9  que  «cumplirán  su  condena»* 
en  una  casa  de  presidio  mayor,  lo  cual  es 
esencialmente  distinto.  Si  han  de  sufrir  «su 
"Condena»  ¿cómo  se  puede  entender  que  han 
de  sufrir  la  de  presidio  mayor? 
.  Es  cierto  por  lo  tanto  que  el  objeto  del  Có* 
digo  en  los  dos  artículos  á  que  nos  referimos 
ha  sido  dispensar  de  la  cadena  al  mayor  de 
sesenta  anos  y  á  la  mujer  solo  en  aquella 
parte  que  sea  irrealizable ,  incompatible  con 
la  índole  de  un  establecimiento  de  presidio 
mayor:  y  precisamente  esta  parte  es  todo  lo 


(I)   Disposlciotí  i.* 
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que  exigía  la  humanidad  que  fuera  dispen- 
sado. 

Descendiendo  ahora  á  algunas  aplicaciones 
de  ese  principio  hallaremos  que  el  trabajo  no 
podrá  ser  púhiico  y  esterior ,  ni  tan  duro  ni 
tan  penoso  en  el  establecimiento  de  presidio 
como  lo  sería  en  el  de  cadena.  En  esto  no 
debe,  no  puede  exigirse  que  cumplan  su  con- 
dena los  favorecidos  en  el  Código ;  mas  sí  la 
cumplirán  en  cuanto  á  ta  privación  de  auxi- 
lios de  fuera  del  establecimiento;  y  aun  por 
los  trabajos  que  dentro  de  este  hayan  de  eje- 
cutar no  podrán  sacar,  como  los  condenados 
diirectamente  á  presidio,  ninguna  parte  qae 
les  propordoae  ventajas  ó  alivios  durante  su^ 
detención  ó  que  se  reserve  para  entregársela 
á  su  salida.  Serán  estas  deducciones  rigorosas 
á  juicio  de  muchos ;  pero  proceden  legítima- 
mente de  las  mismas. palabras,  del  mismo 
eq>iritu  del  Código. 

También  ateniéndose  á  una  estricta  in- 
terpretación podria  sostenerse  qne  debiaa  lle- 
var la  cadena  los  que  en  virtud  de  la  escep- 
cion  de  la  ley  pasan  á  estinguir  su  condena  á 
hi  casa^presidio.  Mas  no  avanzamos  á  tan- 
to :  la  cadena  no  puede  consklerarse  parte 
verdadera  del  castigo  que  lleva  este  nom- 
bre sino  en  cuanto  inqume  una  señal  pú- 
blica al  delincuente  que  sale  á  trabajar  fue- 
ra del  establecimiento:  ni  el  que  está  siem- 
pre dentro  de  este  la  necesita  tamppco  por 
razón  de  seguridad,  puesto  que  hay  pocas 
probalidades  de  fuga.  I^a  cadena ,  pues,  no 
procede,  por  folta  de  objeto,  en  el  anciano  y 
ea  la  mujer  que  pasan  á  la  oasa^presidio, 
consecuencia  que  no  necesita  esforzarse  por 
otras  consideraciones  de  equidad  y  humani- 
dad, atendibles  sin  duda  cuando  se  trata-de 
testrmgir  lo  odioso  por  una  beaigna  iatei> 
pretacion. 

Ademas  de  las  atenuaciones  que  acabañóos 
de  considerar  hay  otras  ,  no  emanadas  inme- 
diatamente de  la  ley,  ni  estensas  hasta  tocar 
en  la  pena  inferior,  sino  permitidas  á  la  pru-* 
dente  apreciación  judicial  y  limitadas  al  mis- 
mo circulo  de  la  cadena.  El  Código  se  ha 
mostrado  en  esta  parte  muy  suave  y  previsor: 
para  que  de  su  inflexibilidad  no  sobrevinieran 
perjuicios  é  inconvenientes,  ni  quedaran  des-  | 


atendidas  las  exigencias  de  la  equidad,  tiene 
espresainente  determinado  que  cuando  el  tri- 
bunal y  consultando  la  edad ,  saluda  estado  ó 
cualesquiera  otras  circunstancias  personales 
del  delincuente,  creyere  que  este  debe  sufrir 
la  pena  de  cadena  en  trabajos  interiores  del 
establecimiento,  lo  espresará  así  en  la  sen-* 
tencia  (1).  No  es  insignifkante  ciertamente  el 
beneficio  que  de  esta  disposición  puede  resul- 
tar: los  trabajos  esteriores,  y  por  lo  tanto 
páblicos  que  habia  de  ejecutar  el  condenado 
sujeto  constantemente  á  la  cadena,  son  reem- 
plazados por  otros  trabajos  que  sobre  ser  mas 
llevaderos  se  ejecutan  dentro  del  estableci- 
miento, de  modo  que  no  imprimen  la  nota  de- 
nigrativa que  naturalmente  acompaña  á aque- 
llos. La  ley ,  pues ,  autoríca  para  dispensar 
un  favor  real  y  positivo,  un  bvor  no  peque- 
ño; mas  sin  embargo  aun  queda  inferior  at 
que  antes  hemos  visto  concedido  á  la  mujer 
y  al  mayor  de  sesenta  años  A  pesar  de  la  in- 
terpretación algún  tanto  restrictiva  que  este 
último  exige,  nunca  podrán  entrar  en  paran- 
gón la  suerte  de  un  sentenciado  que  sufre  su 
cadena  dentro  de  un  establecim'rento  especial 
para  esta  con  la  de  otro  que  la  safra  en^ma 
casa-presidio;  porque  prescindiendo  de  que  el 
uno  siempre  ha  de  estar  en  la  Península» 
Islas  Baleares  ó  Canarias,  al  paso  que  el  o^ 
puede  estar  en  África,  Canarias  ó  Ultramar, 
habrán  de  ofrecerse  diferencias  notables  en  la 
naturaleza  y  tiempo  de  los  trabajos,  régimen 
alimenticio  y  otros  puntos  propios  de  los  re- 
glamei^^os.  Pero  aun  concediendo  que  pudie- 
ran llegar  en  realidad  á  ser  iguales  ambos 
beneficios,  bastaría  que  el  uno  derivara  di  • 
rectamente  de  la  ley,  y  el  otro  quedara  en  el 
resorte  del  arbitrio  judicial  para  justificar  la 
diversa  forma  en  su  declaración,  y  para  pre- 
sumir que  el  pensamiento  del  legislador  habia 
sido  evitar  que  la  apreciación  del  tribunal  se 
estendiera  fuera  del  propio  círculo  de  la  pena 
que  le   correspondía  imponer   conforme  á 
derecho. 

Con  motivo  de  la  disposición  del  Código  y 
en  cuanto  se  refiere  al  caso  de  suftírse  la  pena 
en  trabajos  interiores  del  establecimiento,  se 


{{)    Púr.  í/ del  art.  96. 
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paede  r^odacir  la  cnesti^  de  si  se  enti^n^ 
de  remitído  el  contíaiio  uso  de  la  cadena.  La 
ley  dice  qne  «la  llevarán  siempre*'  los  conde- 
nados (1);  pero  á  nuestro  entender  partiendo 
del  snpuesto  general  de  que  se  les  haya  de 
emplear  en  trabajos  estcrioreS)  y  enlazando 
íntimamente  ambos  requisitos:  Si  es  así,  la 
dispensa  del  uno  llevará  consigo  la  del  otro, 
resolución  que  creemos  tanto  mas  prol]|^able 
cuanto  que  al  caso  actual  se  pueden  aplicar 
las  razones  ya  espuestas  cuando  se  trató  del 
sentenciado  que  va  á  cumpKr  su  condena  á 
una  casa  de  presidio  mayor. 

Conocida  la  estension  del  beneficio,  veamos- 
por  qué  causas  pueden  otorgarle  los  tribuna- 
les:  por  la  u edad,  salud,  estado  ó  cuales^ 
quiera  otras c circunstancias  personales:»  tales 
son  las  palabras  mismas  del  Código*  Obsérvase 
desde  luego  que  por  una  parte  se  hace  men- . 
cion  de  la  edad,  acerca  de  ta  cual  existe  dís« 
posición  legal  mas  favorable,  y  por  otra  que 
nada  se  dice  del  sexo:  ni  aquello  ni  esto  tiene 
nada  de  estraSo;  no  se  ha  incurrido  ni  en  re- 
petición ni  en  omisión.  Puede  asegurarse  que 
á  los  60  aSos  el  hombre  ya  no  tiene  suficten-^ 
tes  fuerzas  para  sobrellevar  las  penalidades 
déla  dadena:  por  esto  la  ley  desde  luego  for- 
mula una  escepción  en  su  fovor ;  pero  es-  po- 
sible y  se  darán  algunas  ocasiones ,  en  que 
antes  de  aquella  edad  falten  también  las  fuer- 
zas y  la  robustez  at  sentenciado :  entonces  la 
ley  no  debe  dictar  una  regla  g^eral,  pero  sí 
dejar  al  juzgador  la  apreciación  de  esa  cir- 
cunstancia. He  aquí  como  son  perfectamente 
compatibles,  y  aun  se  completan  el  beneficio 
directo  y  el  indirecto  que  la  ley  concede.  Mas 
esas  variaciones  no  caben  respecto  del  sexo: 
la  muger  siempre  es  enviada  i  una  casa  de 
presidio  mayor:  hubiera  sido  pues  superfino 
dejar  al  arbitrio  del  tribunal  una  causa,  sobre 
lá  que  siempre  procede  un  fallo  ajustado  á 
disposición  éspresa  y  determinada. 

No  son  solamente  lo^  achaques  propios  de 
la  edad  objeto  de  lá  solicitud  del  legislador: 
también  lo  son  los  acliaques  de  la  constitü- 
'  cion  orgánica.  A  estos  sin  duda  se  quiere  alu- 
dir al  enumerarla  t salud «  entre  las  cirouns- 

(1)    Pir.  I.*delart.  9B. 


tandas  qiie  ^liede  consultar  el  tribunal  en 
su  fallo.  Las  enfermedades  agudas  ó  pasaje- 
ras, así  sean  leves  ó  graves,  esos  mismos 
achaques  de  constitución  cuando  lleguen  al 
punto  de  inhabilitar  al  penado  para  trabajos, 
no  solo  csteriores,  sino  también'  interiores, 
pertenecen  á  la  administración  y  á  los  re- 
glamentos especiales,  no  al  Código:  el  fallo 
del  tribunal  ni  puede  imponer  trabajos  inte- 
riores al  que  de  ningún  modo  puede  trabajar, 
ni  debe  tomar  en  cuenta  circunstancias  pura- 
mente transitorias  para  aplicarlas  un  favor 
permanente :  debe  atender  solo  al  hombre  en- 
fermizo, dotado  de  una  organi2acion  pobre 
y  endeble,  capaz  tan  solo  para  un  trabajo  que 
no  sea  penoso  y  no  rinda  demasiado.  En  una 
palabra,  el  artículo  de  nuestro  Código  no  es 
comparable  propiamente  con  aquellos  del 
de  1822,  que  concedian  dispensa  de  los  traba- 
jos perpetuos  ú  obras  públicas  en  caso  de 
^enfermedad  (I),*)  sino  mas  bien  con  el  del 
Código  de  Baviera  en  cuanto  se  refiere  á 
««hombres  débiles  "  eximiéndoles  de  trabajos 
esteriores  (2). 

Entre  las  varias  significaciones  qae  pueden 
asignarse  á  la  palabra  «estado^  paréoenos 
que  la  relativa  k  la  diferencia  de  eclesiásti- 
cos y  legos,  sea  la  que  haya  tenido  presente 
el  Código  al  conceder  á  los  tribunales  la  fa- 
cultad discrecional  de  que  venimos  hablan- 
do; No  es  de  creer  que  sus  autores  hayan  ol- 
vidado en  esta  parte  el  ejemplo  que  les  deja- 
rofi  los  del  Código  do  182i  y  los  del  proyec- 
ta de  1834.  Aquellos  establecieron  qué  por 
honor  al  «sacerdocio^»  ningún  presbítero,  diá- 
cono ni  subdíácono  sufriría  la  pena  de  tra- 
bajos ni  (a  de  obras  públicas,  siendo  depor^ 
tados  en  el  primer  caso,  y  en  el  segundo 
destinados  por  igual  tiempo  á  un  presidio 
para  servir  en  los  hospit^ües  ó  en  las  igle- 
sias (3).  T  en  el  proyecto  de  1831  habia  tam- 
bién un  articulo  (4)  en  que  se  deda  que  los 
eclesiásticos  no  fueran  condenados  á  minas, 
arsenales  ni  trabajos  públicos,  sino  destinados 
á  reclusión  en  conventos  6  monasterios,  y  al 


i)    Arts.i7yfi5. 
%    Art.9. 

Art.  69. 

Art.  «í. 
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servicio  de  hospitales.  T  tal  fué  la  jatispra- 
denciaqfte  venia  rigiendo  eíi  este  punto.  Nos- 
otros creemos  que  ese  honor,  esa  considera-, 
cionálos  eclesiáslicos,  merece  tomarse  en 
puenta  por  el  legislador :  y  que  median  raso- 
nes  de  público  decoro ,  superiores,  á  las  que 
pudieran  alegarse  de  que  el  verdadero  honor 
del  sacerdote  consiste  en  no  deshonrarse  con 
el  crimen^  Aceptando  pues  aquella  base»  pa- 
récenos  que  provee  mejor  á  ella  la  disposición 
de  nuestro  Código  que  las  mencionadas  de 
1822  y  1834,  por  más  que  parezca  escasa. 
Sustraer  al  eclesiástico  de  la  pública  espo- 
sicion:  esto  es  loque  verdaderamente  inte- 
resa y  16  que  harán  sin  duda  los  tribunales 
usando  de  ia  facultad  que  la  ley  les  confia: 
enviar  al  eclesiástico  condenado  por  un  cri- 
men grave  al  servicio  de  hospitales  é  igle- 
sias es  desnaturalizar  demasiado  4a  peüa>  y 
puede  traer  msdos  resultados/ 

Temeroso  el  Código  de  que  por  dar  de- 
masiada fijeza  á  sus  prescripciones  se  moti- 
vara álgun  esceso  de  rigor  en  la  aplicación 
de  una  pena  de  las  mas  graves,  permite  ál 
tribunal  que  ademas  de  la  edad ,  salud  y  es- 
tado consulte  ^cualesquiera  otras  circuns- 
ntancias  personales  del  delincuente.»»  La  sen- 
sibilidad, la  educación,  la  categoría,  un 
buen  concepto  anterior,  ciertos  defectos  ti-" 
sicos ,  todo  esto  y  mucho  mas  cabe  dentro  de 
esa  autorización  tan  amplia  y  tan  genérica. 
Será  sin  duda  este  uno  de  los  casos  en  que 
mas  próvidamente  se  haya  reconocido  el  ar- 
bitrio judicial ,  en  que  mas  ancho  campo  se 
conceda  á  la  prudencia  de  los  tribunales.  La 
ley  que  tan  generosa  se  muestra ,  y  que  no 
se  empeña  en  la  temeraria  empresa  de  que- 
rer someterlo  todo  á  su  previa  regulación  y  si-> 
gué  á  nuestro  juicio  una  conducta  muy  cuer-> 
da  y  digna  de  todo  elo^o. 

£n  medio  de  tanta  amplitud  debe  procu- 
rarse, sin  embargo,  penetrar  en  el  pensa- 
miento dominante  del  legislador;  y  nos  pa- 
rece que  no  aventuramos  al  presumir  que  va 
dirijido  en  primer  término  á  favor  de  aque- 
llas circunstancias  físicas,  materiales,  sensi- 
bles que  pueden  concurrir  en  el  delincuente 
haciéndole  inhábil  para  sobrellevar  todo  el 
rigor  de  la  cadena:  y  que  solo  en  segundo 


término  se  agrupan  otras  circunstancias  mo- 
rales y  de  decoro ,  que  también  exigen  una 
mitigación  análoga,  pero  donde  será  mas  di- 
fícil la  apreciación  »  donde  podrá  resultar  un 
privilegio  injusto  en  vez  de  un  favor  equi^ 
tativo. 

Aclararemos  mas  esta  idea  concretándola 
con  un  ejemplo.  La  posición  social,  ia  esti- 
mación que  en  otro  tiempo  pudo  gozar  el  que 
luego  viene  á  merecer  la  cadena  ,  podrá  ser 
atendida  en  el  fallo  del  tribunal  en  casos  de- 
terminados. Pero  si  indistintamente  se  dá  ca- 
bida á  aquellas  circunstancias,  y  de  ellas  sé 
generaliza  en  favor  de  otras  á  pretesto  de  se- 
mejanza, podrá  llegarse  á  introducir  una 
desigualdad  que  al  cabo  desbordaria  los  lí- 
mites del  arbitrio  judicial,  á  pesar  de  ser  tan 
estensos,  y  aun  pugnaría  abiertamente  con 
nuestras  leyes  fundamentales  y  con  nuestro 
régimen  político.  Téngase  muy  presente  que 
hoy  no  hay  en  el  derecho  diferencia  de  apli- 
cación por  razón  de  clases.  No  consiente 
nuestra  época  el  príncipio  que  asentaba  el 
proyecto  del  Código  criminal  de  1854  de  que 
lo  esencial  eii  las  penas  no  se  variaría  por  el 
diferente  estado  ó  consideración  civil  de  las 
personas;  «pero  en  el  modo  se  guardarán  tas 
"distinciones  debidas  á  los  nobles  é  jiídalgos, 
''y  á  los  que  gocen  por  la  ley  de  la  nobleza 
"personal  (1)."  El  Código  vigente,  que  hace 
mención  espresa  de  la  edad ,  de  la  salud,  y 
del  estado  se  abstiene  de  usar  de  la  palabra 
«clase:"  refiérese  luego  á  otras  circunstancias 
del  delincuente,  pero  han  de  ser  estas  «perso- 
nales;" y  las  de  dase  corresponden  verda- 
deramente alas  hereditarias.  Cuídese,  en  una 
palabra,  de  atender  al  individuo  no  mas  que 
por  lo  que  en  si  merezca «  por  lo  que  en  sí 
represente. 

Así  como  hay  casos  de  atenuación,  los  hay 
también  de  agravación  dé  la  peña  de  cadena: 
ó  hablando  en  términos  mas  generales  y  con- 
forme al  objeto  de  esta  sección ,  así  como 
pueden  sobrevenir  variaciones  Eavorables  aJ 
sentenciado  á  cadena,  pueden  también  sobre- 
venir variaciones  adversas.  Estas  últimas, 
pues  de  las  primeras  ya  hemos  tratado,  cén- 
it)   Arl.  82. 
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sistéA  ó  6A  la  ¿Msiü^cioo,  en  la  absorción  de 
Ja  pent  d^^cadeiLa  por  una  mas  grave;  ó  en 
4a  accHaiúacjoii  jie  ^ra  ya  superior,  ya  igual, 
<ya  il^feri^;  ó  jM>r  último  en  ia  mayor  intea* 
^i4a4  que  la  cadena  adquiere  dentro  de  sí 
nrisma.  Todos  eatos  cambios  emanan ,  y  no 
sepodcian^concebifUe  otro  modo,  de  que  el 
s€«(ei^ciadpá. cadena  ej^uta  un  acto  que  la 
iey.casti^.,^^  quebrantando  méramen^su 
.c(M)^Qa^  ya  dc^línquíendo  de  nuevo  durante 
olla.  Yeamos  las  .ooil^^Quehci^  que  se  pre* 
septem  e&  eato^  ^os  supuestos:  I.""  para  el 
senten<?iado  á. cadena  perpetua;  2.*"  para  el 
que  Qufre>la  temporal 

El  s^(«noiado  á  cadena  perpetua  que 
quebrantase  su,  condena,  la  cumplirá  hacién- 
dole ^frír  las  mayores  privaciones  que  au- 
toricen li»sregl^eptQS)  y  destinándole  á  los 
trabajos  mas  vp^oosos  (1).  Quien  considere 
qiie  el  qi^ebraatamiénto  de  la  condena  no 
viene  á.ser.ptEa((:jOsa  sino  la  realización  del 
^Attti^ldeseo  deja  propia  libertad,  ,y  que  es 
pHji<jpk>ib^p,9eiH^  y  Ilógico  el  de  que  ala 
«vlilga  sijn|(ie^.yKS^  vvi^lencia^ni  engaño  no 
?esiái»lAjl(a(tá.f«iR^>fin.*el  fugado,  sino  en  el 
^aijeUi^r'^^eBeavgapdo  die  su  custodia* {i);y^ 
ao.podiá^ttfyaas  deMlar  inadmisible  cual- 
q^BÍe«i9i^|^yaci0n  de  la  eadeqa  que  por  esa 
cftosa^^.'impoiiga'al  sentenciado.  Si  después 
de  eslo,  se  yuelvela  vista  al  artículo  del  Có- 
dijfo<qtte  en  igualas  términos  reprime  áese 
mismo  eondeiúuio  si  perpetra  un  nuevo  delito 
que  metezea  penade  cadena  perpetua  ú  otra 
menor  iZ)f  se  habrá  de  convenir  en  que  aun 
cuando  de^biera  admitirse  una  agravación 
para  el  que  quebranta  la  sentencia,  la  seña- 
lada por  nuestra  ley  no  puede  ser  mas  despro- 
porcionada^ como  que  dentro  de  ella  vendrán 
á  confundirse  hechos  de  criminalidad  proble- 
mátiea  con  hechos. de  criminalidad  repugnan- 
te 7  odiosa.  Las  mismas  privaciones ,  la  mis- 
ma penalidad  de  trabajos  se  ha  de  aplicar  al 
que  se  evada  de  su  encierro,  que  al  que  se 
hagareode  un  homicidio.  Esnecesario,  pues, 
es  urgenteque  seintroduzcaen  el  orden  penal 
una  desigualdad  correspondiente  á  la  que 


(l>    Regla  1/  del  art.  Ii4. 

(i)    Art.  80  del  proyecto  de  Código  criminal  de  1 83  i. 

M)    Caso  ».*  de  U  regla  2.'  del  art,  «5. 
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ofrece  el  orden  de  delincuencia:  y  que  man^ 
teniendo  la  ley  su  represión  contra  el  que 
durante  la  cadena  delinque  otra  jez  verda- 
deramente ,  abandone  á  los  reglamentos  la 
corrección  puramente  disciplinal  del  que  quie- 
re sacudir  el  peso  de  sus  hierros. 

Por  lo  que  haceá  la  agravación,  considera- 
da en  sí  misma  puede  calificarle  de  terrible: 
á  los  trabajos  «mas  penosos»»  se  han  de  añadir 
las  «mayores  privaciones:»»  y  mucho  pulso, 
mucha  prudencia  reclama  esta  disposición 
del  Código  para  que  de  la  esfera  del  rigor  y 
de  la  severidad  no  se  toque  en  la  de  inhuma- 
nidad y  del  tormento,  para  que  la  agravación 
directa  de  la  penade  cadena  no  se  convierta 
en  la  ejecución  indirecta  de  la  de  muerte.  La 
interpretación,  pues,  de  reglas  como  la  de  que 
tratamos  está  dominada  por  esta  simple  con- 
sideración :  que  el  castigo  del  criminal  sea 
compatible  con  la  existencia  del  hombre.  La 
indiscreción  en  la  ejecución  del  rigor  de 
nuestro  Código  podría  acarrear. mas  funestos 
resultados  que  las  agravaciones  de  los  azotes 
y  del  ayuno,  que  tanto  asustan  en  el. Código 
austfiaco* 

Mas  puede  suceder  que  el  sentenciado  á 
cadena  perpetua  delinca  de  nuevo  durante 
el  tiempo  de  su  condena,  bien  hallándose 
cumpliéndola,  bien  habiéndola  quebrantado, 
lo  cual  con  razón  se  estima  indiferente  (1). 
Entonces  el  Código  con  una  claridad  y  pre- 
cisión que  no  tuvo  en  un  principio  y  que  luego 
adquirió  en  su  reforma  haciendo  imposibles 
muchos  rigores  y  cuestiones ,  distiogue  ati- 
nadamente tres  casos  que  pueden  ocurrir,  re- 
solviendo cada  cual  separadamente.  í.**Quc 
la  pena  señalada  por  la  ley  al  nuevo  delito 
sea  de  cadena  perpetua  á  muerte:  2.**  Que  sea 
de  cadena  temporal  en  su  grado  máximo  á 
muerte:  3."*  Que  sea  cadena  perpetua  ü  otra 
menor.  Pudo  todavia  señalarse  otro  caso:  que 
la  pena  fuera  únicamente  la  de  muerte;  pero 
se  ha  omitido  sin  duda  deliberadamente  por 
ser  tan  claro  que  nadie  podrá  vacilar  en  su 
resolución. 

El  sentenciado  á  cadena  perpetua  que  co- 
metiere otro  delito  á  que  la  ley  señale  la  pena 


(i)    Principio  del  art.  125. 


12 


Digitized  by 


Google 


90 


CADENA. 


de  cadena  perpetua  á  muerte,  será  castigado 
con  esta  última  (1).  Clara  y  terminante  es 
semejante  resolución;  tampoco  parece,  de- 
masiado severa:  la  perpetración  de  un  segun- 
do delito,  cuando  recae  sobre  la  de  otro  de 
la  misma  especie  es  sin  duda  una  circunstan* 
cia  agravante  que  apreciada  debidamente 
para  la  determinación  de  una  pena  compues- 
ta de  dos  indivisibles ,  y  tal  es  la  de  cadena 
perpetua  á  muerte ,  exíje  que  se  imponga  la 
mayor  (i).  Pero  esto  es  solamente  cuando  no 
concurra  alguna  circunstancia  atenuante  (3): 
de  suerte  que  á  no  existir  la  regla  terminante 
y  especial  de  que  vamos  hablando,  fuera  po« 
sible  á  veces  que  se  impusiera,  no  la  pena  de 
muerte,  sino  solo  lade  cadena  perpetua;  pero 
como  ya  sufre  esta  el  sentenciado  por  su  an- 
terior delito,  el  Código  ha  creido  necesario 
que  se  llegara  hasta  la  última  pena:  esta 
transición,  muy  considerable  en  realidad, 
aunque  la  menor  posible  con  arreglo  á  la  es- 
cala, se  hubiera  evitado  recargando  la  pena 
menor  en  sí  misma. 

Mas  conformes  aun  nos  hallamos  con  la  re- 
solución  que  da  la  ley  al  caso  segundo  de 
los  propuestos:  si  el  nuevo  delito  del  senten- 
ciado á  cadena  perpetua  tuviere  señalada  la 
pena  decadena  temporal  en  su  grado  máximo 
á  muerte,  será  juzgado  según  las  disposicio- 
nes generales  del  Código  (4).  Mediante  esta 
regla  no  siempre  será  de  imponer  la  pena  de 
muerte;  pero  cuando  no  se  imponga,  no  por 
eso  dejará  el  sentenciado  de  esperimentar 
mayor  castigo.  Esplicaremos  estos  supuestos: 
al  señalar  el  Código  para  un  delito  cadena 
temporal  en  su  grado  máximo  á  muerte  se 
considera,  á  pesar  de  recurrírse  á  tres  distin- 
tas penas,  impuesta  un^  sola  divisible  en 
tres  grados ,  de  los  cuales  debe  tomarse  el 
máximo,  ó  sea  la  penado  muerte,  en  atención 
á  concurrir  la  reincidencia  como  circunstan- 
cia agravante  (5);  pero  si  las  hay  también 
atenuantes  el  tribunal  hará  para  su  fallo  una 
compensacipn  racional  (6)  de  que  podrá  re- 


(S) 


Caso  1.*  de  la  regla  I.'  del  art.  m. 

P4r.  2/  del  arl.  70. 

El  mismo  par. 

Caso  «.*  de  la  reda  l.'del  art.  i25. 

Pr.  y  regla  3.' del  art.  7». 

Regla  4.*  di-1  mismo  art. 


sultar  el  grado  medio  y  aun  todavía  el 
mínimo,  esto  es,  cadena  perpetua  ótemporal: 
he  aquí  el  primer  supuesto,  Pero  como  en- 
tonces viene  á  merecer  el  sentenciado  una 
pena  igual  ó  menor  á  la  que  ya  está  sufriendo, 
su  cadena  perpetua  será  agravada  conforme 
á  la  regla  que  ahora  esplicaremos  y  este  era 
el  segundo  supuesto.  De  todo  lo  cual  se  de- 
duce que  con  la  aplicación  de  las  disposicio- 
nes generales  del  Código  siempre  se  obtendrá 
una  penalidad  justa  y  proporcionada. 

Lo  cual  no  sucederá  haciendo  uso  de  la 
regla  prescrita  para  el  caso  tercero,  que  for- 
mula así  el  Código:  si  el  sentenciado  á  cade- 
na perpetua  cometiere  un  nuevo  delito  á  que 
la  ley  señale  cadena  perpetua  ú  otra  menor, 
cumplirá  su  primitiva  condena,  haciéndose - 
le  sufrir  las  mayores  privaciones  que  auto- 
ricen los  reglamentos,  y  destinándosele  á 
los  trabajos  mas  duros  y  penosos  (1).  Esta 
agravación  es  igual  á  la  que  ya  encontramos 
antes  para  el  caso  de  quebrantamiento  de 
cadena;  sin  embargo,  la  escrupulosa  con- 
frontación ^e  ambas  puede  sacar  alguna  di- 
ferencia :  en  la  de  entonces  se  exigían  los 
trabajos  a  mas  penosos ;  en  la  de  ahora  los 
mas  duros  y  penosos,»  lo  cual  se  hace  dig- 
no de  notarse  porque  antes  de  la  reforma  así 
el  uno  como  el  otro  texto  eran  exactamente 
iguales.  De  suerte,  que  si  en  la  práctica  no 
fuera  sumamente  (fificil,  por  no  decir  impo- 
sible, la  distinción  entre  los  trabajos  mas  pe- 
nosos y  los  mas  duros  y  penosos ,  creeríamos 
que  se  habia  querido  mermar  algún  tanto 
aquella  desproporción  enorme  que  hicimos 
resaltar  en  su  lugar  oportuno. 

Mas  sea  de  esto  lo  que  quiera^  y  concrete- 
mos nuestras  observaciones  al  caso  que  te- 
níamos propuesto.  No  pudíendo  acumularse 
á  la  cadena  perpetua  hts  nuevas  penas  que  el 
reíncidente  mereciera,  ni  consintiendo  tam- 
poco la  humanidad  ni  los  principios,  ni  el 
sistema  del  Código  apelar  á  la  pena  de  muer- 
te, ha  sido  preciso  aceptar  el  único  medio 
que  se  presentaba :  aumentar  las  privaciones 
y  la  dureza  de  los  trabajos.  Mas  después  era 
en  estremo  esencial  consignar  que  estas  prí- 

(1)   Caso  3.*  de  la  regla  1,  del  articulo  m. 
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váciones  y  dureza  debim  ser  proporcionadas 
á  h  mayor  ó  menor  criminalidad  de  los  actos 
numerosos  y  variados  qne  exigen  una  pena 
inferior  á  la  de  cadena.  La  ley  al  establecer 
el  primer  principio  no  solo  ha  omitido,  sino 
que  ha  hecho  imposible  la  realización  del  se- 
gando. Si  d  Cédigo  no  podía  abarcar  la  gra- 
duación de  los  recargos  de  la  cadena  en  pro- 
porción de  la  diversidad  de  los  nuevos  deli- 
los  de  loe  sentenciados,  al  menos  hubiera 
convenido  recomendarla  al  prudente  arbitrio 
de  los  tribunales:  de  otro  modo,  resulta  una 
pena,  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  una  agravación  de 
pena  indefinida,  qne  tanto  habrá  de  aplicar- 
se á  un  delito  de  poca  monta  como  á  un  delito 
de  los  mas  graves.  Y  nosotros  sostendríamos 
gustosos  aquella  benigna  interpretación  opi- 
nando por  la  libertad  del  arbitrio  judicial, 
si  no  fuera  cierto  que  toda  interpretación 
queda  eselaida  cuando  la  ley  es  clara  y  ter** 
minante. 

No  nos  creemos  en  este  caso,  si  se  trata  de 
averiguar  la  ^riicacioQ  q«e  pueda  tener  la 
regla  del  Código  á  las  faltas  cometidas  por  el 
sentem^o  dmranteel  tiempo  de  su  condena. 
A  juzgar  por  las  palabras  del  priacipio  del 
articula»  todas  las  reglas  deeste,  y  entre  ellas 
la  que  es  nuestro  objeto  actual ,  son  aplica- 
bles á  los  que  cometieren  «algún  delito  ó  bi- 
ta» y  aun  podría  aducirse  el  mismo  epígrafe 
del  capítulo,  general  para  «los  quedetinquenn 
de  nuevo.  Sin  embargo ,  la  regla  en  cuestión 
comprende  solo  al  sentenciado  que  «come- 
tíere  delito  á  que  la  ley  señale  cadena  per- 
petua ú  otra,  menor":  y  á  estas  palabras  nos 
atenemos  estrictamente  y  con  arreglo  á  ellas 
eseluimos  las  faltas ;  más  queremos  pecar  de 
intérpretes  escrupulosos  de  la  ley,  que  pres- 
tar nuestra  probación  á  la  doctrina  cruel  y 
verdaderamente  inhumana  de  que  una  in- 
sigmfieante  falta,  la  mas  liviana  injuria,  por 
cjenqplo,  ha  de  acarrear  sobre  el  sentenciado 
las  mayores  privaciones  y  los  trabajos  mas 
duros  y  penosos. 

La  cadena  temporal,  lo  mismo  qne  la  per- 
petua, puede  espérímentar  vicisitudes  adver- 
sas para  el  que  la  esté  sufriendo.  Si  él  sen- 
tenciado la  quebrantase,  sufrirá  un  recargo  por 
el  tiempo  de  la  sesta  á  la  cuarta  parte  de  la 


duración  que  se  le  hubiese  asignado  (1).  Mas 
suave  es  nuestro  Código  que  el  del  Brasil ,  el 
cual  llega  á  recargar  hasta  la  tercera  parte; 
pero  es  mas  rigoroso  que  el  español  de  i822, 
que  señalaba  tan  solo  de  cuatro  meses  á  un 
ano  para  el  fugado  de  obras  públicas  (2),  re- 
cargo tanto  mas  moderado  cuanto  que  estas 
se  estendian  hasta  vemtey  cinco  años  de  du- 
ración. A  nuestro  entender  cuestos  casos  mas 
que  la  pena  de  los  códigos  procede  la  cor- 
recíon  de  los  reglamentos. 

Mas  si  el  sentenciado  á  cadena  temporal 
comete  otro  delito  ó  falta,  será  condenado 
en  la  pena  seSalada  por  la  ley  á  la  nueva  fal- 
ta ó  delito  en  su  grado  máximo  (3).  Tal  es 
la  regla  general  que  el  Código  asienta  opor- 
tunamente, conceptuando  que  la  circunstan- 
cia de  la  anterior  condena  viene  á  ser  cir^ 
cunstancia  agravante  de  la  nueva,  para  llevar 
esta  á  su  estremo ;  pero  por  lo  mismo  que 
se  trata  de  una  regla  general  pueden  emtir 
escepeiones  en  que  no  procederá  el  grado  má* 
ximo,  por  haber  circunstancias  atenuantes: 
opinión  que  abrazamos,  aunque  parece  con- 
traria á  la  regla  citada,  con  toda  confianza, 
puesto  qué  de  otro  modo  se  destruiria  el 
mismo  sistema  del  Código  (4).  Aun  así  no 
quedará  igualada  nunca  la  condición  del  que 
cometiese  por  vez  priiliera  un  delito  con  la 
del  que  igualmente  incurre  en  él  estando  ya 
sentenciado  á  cadena  temporal :  la  regla  ge- 
neral para  aquel  es  el  grado  medio;  y  para 
este  el  máximo:  bt  escepcion  de  las  circuns- 
tancias atenuantes  producirá  ciertamente  en 
el  segundo  caso  el  grado  medio;  pero  tam- 
bién en  el  primero  el  medio  se  habrá  redu- 
cido al  mínimo. 

La  ley  como  se  ha  visto  autoriza,  pres- 
cribe la  acumulación  de  la  pena  del  nuevo 
delito  con  la  cadena  temporal.  El  orden  en 
que  deban  sufrirse ,  se  prefijará  por  el  tribu- 
nal en  la  sentencia,  de  conformidad  con  las 
reglas  que  el  Código  tiene  establecidas  (5), 
para  el  caso  de  imponerse  varias  penas  á  un 
mismo  delincuente  (6).  Y  aunqne  no  corres- 


II 


Regla  5.'  del  arUculo  íti. 

Art.  58. 

Regla  A.'  del  articulo  Ifi. 

Véanse  las  reglas  del  articulo  74. 
i5)    Art.  76. 
(6)    U  eluda  regla  4.'  del  arUcalo  12£». 
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ponda  ahora  entrar  en  la  esplicacion  de  esas 
reglas  añadiremos,  que  en  su  virtud,  no  sien- 
do posible  el  cumplimiento  simultáneo  de  las 
dos  sentencias;  hasta  que  haya  terminado  la  de 
cadena ,  si  es  que  esta  no  se  ha  perpetuado 
en  virtud  del  nuevo  delito,  no  podrán  tener 
lugar  las  demás  peñas  que  se  impusieren  por 
haber  de  ser  necesariamente  menos  graves. 

CADETE.  Joven  de  la  clase  noble, 
que  servia  en  algún  regimiento  como  soldá7 
do,  Sú  número  no  podia  esceder  de  dos  por 
compañía  y  uno  en  las  de  caballería  y  dra- 
gones<  Para  ser  xecibido  habia  de  acreditar 
con  instrumentos  legítimos  y  fehacientes  en 
ia  mas  debida  forma ,  el  goce  de  hidalguía  y 
que  estaba  tenido  notoriamente  portal  hidal- 
go en  el  pueblo  de  donde  fuera  natural  y 
residiere  su  familia;  ó  bien  que  su  padre  ha« 
bia  tenido  el  carácter  de  capitán  ú  otro  su- 
perior. 

£1  cadete  ^ra  considerado  para  los  actos 
militaras  como  los  demás  soldados,  siendo 
empleado  en  tQdp.  secvicíp  de  armas  en  que 
se  npipbrahA. oficial,. á  esc^pcion  de  cuando 
la  trppa.se  formase  para  el  castigo  de  baque* 
tas.  y  díe  los  mecánicos  de  cuarteles ,  como 
raijchero, cuartelero  yotrossemejantes. De- 
bia  sat)er  de  memoria  las  obligaciones  gene- 
rales de  un  centinela,  en  cuantos  casos  pu- 
diera encontrarse;  las  de  un  cabo,  sargento, 
abanderado  y  subteniente ,  en  el  cuidado  de 
su  compañía;  como  debia  conducirla  en  las 
marchas,  alojarla  en  los  pueblos  y  recojerla 
por  las  mañanan.  Debian  hallarse  instruidos 
en  otra  mifltitud  de  pormenores  que  podrán 
verse,  en  W  título  .18:  tratado  2.''  de  las  Or- 
denan;;^s.  ^  vestuario  y  armamento  del  ca- 
dete, era  igual  en  todo  al  del  soldado ,  por  lo 
que  míoa.á  la  hechura;  pero  én  punta á  la 
■  csiid^d  del  vestido  podia  usar  de  géneros 
mas  (inQ3:  su  distintivo  era  un  cordón  de  pla- 
ta ú  oro  pendiente  del  homaro  derecho  cuyo 
uso  no  se  permitía  en  ningún  otro  uniforme. 

La  clase  .de  cadetes  quedó  suprimida  en  los 
i'egimientos  de  la  Península  por  el  decreto  de 
:22  de  febrero  de  1842,  que  mandó  instituir 
un  colegio  general  militar  donde  los  alum- 
nos recibirian  la  instrucción  necesaria.  En 
este  colegio,  como  en  algunos  otros  milita- 


res ,  subsiste  todavía  la  dase  de  cadetes, 
aunque  les  falte  la  circunstancia  esencial  qAe 
los  distinguía ,  á  saber,  las  pruebas  de  no- 
bleza 6  hidíilguf a  notoria^  abolidas  por  di- 
ferentes decretos.  En  toa  regimPettlos  dé  Ul- 
tramar se  ^conservan  todavía  tos  cadete^. 

CADUCAR,  CADUÍCIOAD. 
Del  verbo  latino  cado-^  caer ,  morir ;  atiabar; 
en  la  acepción  coman,  dignifilcati  el  hédho 
de  acabarse  ó  estinguirse  áigtná  trósá  y  ia 
calidad  inherente  á  algunas  eñ  virtud  de  la 
cual  se  consideran  estinguidas  y  siá  ^efecto. 
En  tal  concepto  se  aplican  k  las  materias  del 
derecho  y  de  la  administrabidñ ;  ^  ^  dícé 
caducar  la  herencia  cuando  por  fstlta  de  he- 
redero no  tiene  efecto  lá  sucesión:  caducar 
la  ley  cuando  cayendo  en  desuáo  vá  dejando 
de  observarse :  caducar  tá  concesión  cuándo 
deja  de  tener  efecto.  Eü  el  /usó  ciunun  se 
aplica  mais  frecueiitemeiite  á  los  derechos, 
acciones  y  obligaciones ,  para  espresar  que 
habiendo  perdido  su  existencia  ^egal^o  pue- 
den ejercitarais  unas  ni  exigirse  el  cümpli- 
miento  de  otras.  Asídeéimos  ♦tdrderecho 
ha  caducado  j  para  manifestar  ^JÍu'e  l}a  que- 
dado prescrito . '  Blreglamento  ^atía  'él  arre- 
glo de  la  deuda  del  Estado  itéúe'uu  dipífúió 
titulado  Caducidad  y  p'rescHptím  de  crédtío$y 
y  considera  caducados  varios  qáe^espresá. 

CAFES.  Las  dispósicióneslrelati vas  á 
este.nuevo  género  de  puestos  público$ ,  cor- 
responden á  las  ordcñan^fás  de -policía,  y 
han  de  verse  en  el  artículo  correspondien- 
te; pero  todavía  el  Código  penal  en  su 
artículo  486,  §.  9,  imípone  la  multa  de  K 
á  15  duros  á  los  dueños  ó  encargados  de 
cafés ,  en  que  se  despachan  bebidas  ú  otras 
sustancias  sin  observar  las  reglas  de  policía 
relativas  4  la  eoniservacion  de  útiles  y' vasi- 
jas:  y  el  i\>^  í  §-  5,  castiga  con  multa" de 
medio  duro  a  cuatro  ^  á  fos  que  falten  á  las 
reglas  de  policía  sobre  cafés,*  fondas  ,'  posa- 
das, etc.  Y.  debí  11119,  FONBitfiP,  ipUESTOf» 

ÍM II IX,  Pudiera  prpvenir  de  la  voz 
griega  kiliz  (xtXij)  vaso.  Óti'os'la  deriban 
del  árabe ,  otros  del  hebreo.'  Pero  sea  Itf  que 
quiera  de  la  etimología,  es  éñlre  nosotí^os 
una  medida  imaginaria  de  -  granos, '  ordiná- 
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ríamele  4»4<wé  teM^é^  ^éf»e  ^  ick 

estarce  i  >fct>Drt»MJbr^ 

comiinftíeiité  para  significar  las  rediles  <te 
cualquier  renta  vencidos  ya  y  que  puede ft, 
ret'lamarse  desde  luegé.  Se  aplroa  c&n  mas 
fjfeüaéücia  4 los  censes,  arreudarntentas  y 
demás  reñías  estubte^idas  sobre  híenes  raic- 
ees. A.3Íse  dice:  «Los  caídos  de  talíonso  im- 
portaü  ya  í  0,000  rs.  i 

CÁ  J.%,    Del  latía  CQpsa ,  y  esta  vo7.  dtJl 
griego  cajiío-,  recibir,  retener,  conservar. 
Cotirorme  á  eála  íiignifiaioíon  y  eliaiDlogía:,  ♦] 
caja  es  en  el  mentido  físico,  no  tima  manera 
de  área,  cuya  cubierta  «stá  de  por  sí,  sid  ;: 
goznes,  ni  cerradura,»  coiíio  dice  Covafrit^ji 
l)¡as  en  su  Tcsofo  de  lu  lengua;  síno,'  como 
dice  mejoreíOiccionarío  déla  Academia  *um  ]\ 
pieza  de  madera,  metal,  pieJraü  otra  n^a^  i' 
lerías  á  propósito  para  guardaren  elfa^algii-  ' 
fia  cosa.»  £1  uso  de  la  caja  y  Ios'6l>jeto^¿qii3e!' 
csíá  destinada  á  guardar,  deciden  ordina- ; 
rlamented€  su  materia,  de  su  forma  y  del 
nnmero  de  sus  cerraduras  y  segtirídadcíi, !. 
ccmio  tambiéu'^e;  s«s  nnmerosad^ádepdatfes  • 
en  la  adflfimi9lráe¡6ay  en^ei^efédlie.'Ikr'ér 
órdéfi^  Iréfirtí^éo  he  üamá  éaja  ^no  solo  d<ÍBs- 
trameiita  raaterial  qiiéf(^eda  ^definido , '  sino 
la'pfies^  'ó  léeál  énfaqite  con  seguridad  se 
cttStddiimr  ló»  ta^dalés.        , 
fin^séhtido'  faubiárérica/  iomando^éi  eoo- . 

'  léttidoT^f'isl^'é^iiéiáeiita  v*&é'flliknfia'<:ajá'Iés;! 
cbtidiílés '  mfeiüó»,  éíálo^ éf,  ^él  ^üumwalirío,.! 
alhaja» ,  *áloffeft ,  lngíire!8*«  y  ^*6tíiblutolfehtós 
derúnsí  ptefíSAa  t^-'éoSrpbhibMíB ,]  pueble  rp«)-  • 
Vin'da'^ácsliftdo/  y^  ÍBHft<Ail*rtiismo  «n  q«e; 
estar  la ^^a/''Ségfiá^^átó^i«éfeíÍ6^  }eeiáos:! 
tesoro  i  eraána ;  woiá  míes  i-esíaí  fejDhádsias;, 
laé  oaj^.'^esliaí  MénVt^hyfJsfas.ififOstefirta  iel 

'  ttraHo;  fete*  '  !; 

-  ^ifemás  dé4oé;eáH€l^fi ,'  t^aéef  lambkn 

'  porcia- aifanmtstk^donde'^HoB  ^'iwí  ^i»  aeliTo 
y  piasho /t'<>J^'*«i  <^^tá  y  'aioM V  y  aua^^p^^^ 

'  las' QÍflcmas  mismas  y:  y^^tksí  deciótos- Hl^fosj; 
de  caja  vía'  oitja  Yébottocer  o'h&teeénbi^\o»\ 
cféíftoB  /  y  erf  eí'sfe'lcmá'  do  -ctíestá  y  ra- 
zo» por  partida  déSle/se)  personifica  la  ca- 


ja»  y  ¿edmos  debe  caja^  se  iebe  á  caja, 

Téflutse  a^ntemopor^etaUecimíentos  de- 

toi«ffBades«de4»!édilo«  y  así  decimos  caja 

diealiuisr^,  de  de- 

l^tgmtts  mnes  ila  imetáffira^e  ^exagera  Jbas-. 
ia  él  ^tsktssm»^  oome  'Gqod&o  decimos  caja  de 
^9oriUo&,  ^or  'la  primeía  reunión  (te^lóstoclu- 
tas  m«fiiiados^'.enjávcapiiaíí'de:ptoYincia.9  ú 
ilttKO(ptitítD'gue  ae:senala. 

ílA'Vos'.caja.,  'en  ifia,  .e^piosando:eilgunas 
VBC¿sÜ«oofitinflEte  7  él  tconleriiflo*  .deter- 
>minalb  cantidad  de  éste.,  niimero.,  peso  ó 
medida^y'jsomoouando  decimos  cajas  de.azú- 
^r,  trajas  ule  icigarros,  .etc. 

fiíilre'tan  numerosas  y  varias. aeepcíones, 
tas  iprini^ipates  jen  'b  administración  ó  en  el 
deirei^ ,  han  de  T6r$e  ^enlios:  artículos  sub- 
sigutai(«s. 

<ca<a:»e  MMmwum.  así  se 

ttá^tiían^eoBiuiiMeáte^tosíeslÁU^^  de 

«rédito  fundados  para ,  promoveí; »  Catcilitar  y 
a;ei;e:e4»ilar.  loS:poiG|Hefiós2aíborn9sdc«to  -,  <;ia- 
sés  menosaeoftiodadas , '  baéieiido/<|iie  con- 
tribuyan á  li^  prodiicckm  *  naoioiíal.'  Obca  e& 
M^orfgetti  de  la  caridad  prinadt^»  se^han  ele- 
vado oon^LtienpaA  la  Aliitade.<Baa  insti- 
tución^ social.  Bajo  este  pvnia  desvista  están 
consideradas  hoy  las  cajas  de.  ahorros,  oa-> 
Fabteritsándolas  nuesUai  legislación  dO' es- 
tablecimientos municipales  de  beneficen- 
cia 9  puestos  bajo  la.<prot6Ccion  y  tutela  del 
Estado. 

JMIlJVE  £EOiaiiA.TlVi%. 


Disposiúkmes  vigentes. 
'Legühacmti  estranjerá. 

DISPOSICIONES  VIGENTES. 

^teAL    DMaSítO    *E    19    BE    JOMO    DE    1853. 

Articulo  A.""  'Se  establecerán .  cajas  de 
aborros^n  Codas  las  tuipitales  de  provincia 
en  que  no  las '  haya  >  oon  sucursales  en .  los 
pueblos  de  las  mismas  donde^  á  juicio  de  los 


Digitized  by 


Google 


94  CAJA  DE 

gobernadores  y  de  los  aynntamieBlos  tespec^ 
tivos  paedan  ser  convenieiUes. 

Art.  S/  Las  cajas  de  ahorros  recibirán 
lodas  las  cantidades  desde  4  hasta  300  rs.» 
que  en  los  dios  señalados  por  los  reglamen- 
tos impongan  en  ellas  los  particulares.  La 
primera  imposición  de  cada  indiridao  podrá 
ser  hasta  de  1000. 

Art.  ZJ"  Las  cantidades  que  se  impongan 
en  las  nnevas  cajas  de  ahorros  devengarán 
nn  rédito  de  3  1|2  por  100  anual ,  á  contar 
desde  una  semana  después  de  la  imposición. 
Los  intereses  se  acumularán  al  capital  cada 
seis  meses,  á  saber :  en  1  /  de  enero  y  en  L® 
de  julio  de  cada  ano »  y  devengarán  desde 
entonces  el  mismo  rédito. 

Art.  4/  A  fin  de  que  dichas  cajas  pue- 
dan establecerse  desde  luego  en  todas  las 
provincias  y  abonar  á  los  imponentes  el  in- 
terés que  les  corresponde,  quedan  autoriza- 
das para  imponer  sus  fondos  en  la  caja  ge- 
neral de  consignaciones  y  depósitos ,  ó  sus 
sucursales ,  en  calidad  de  depósito  volunta- 
rio ,  reintegrable  á  voluntad  con  aviso  anti- 
cipado de  15  dias,  é  interés  anual  de  8  por 
100.  Si  las  juntas  de  gobierno  tuvieren  otro 
medio  seguro ,  legal  y  público  de  emplear 
dichos  fondos » podrá  proponerlo  al  gobierno 
y  adoptarlo  con  su  autorización. 

Art.  6.^  Con  la  suma  que  produzca  la  di- 
ferencia entre  el  interés  que  abone  la  caja 
de  depósitos  y  el  que  pague  la  de  ahorros  á 
sus  imponentes  ,  se  satisfarán  los  gastos  in- 
dispensables de  administración  y  contabili- 
dad de  la  misma;  y  si  hfibíere  sobrante  se 
destinará  á  constituir  un  fonde  de  reserva 
para  jos  fines  que  se  espresarán  mas  ade- 
lante. 

Art.  O.""  Las  cantidades  inpuestas  en  las 
cajas  sucursales,  se  trasladarán  inmediata- 
mente á  la  principal  respectiva  por  el  medio 
mas  seguro,  pronto  y  económico  que  arbi- 
tren las  juntas  de  gobierno  ,  las  cuales  po- 
drán reclamar  para  este  efecto ,  cuando  lo 
crean  necesario,  el  ausílio  de  la  autoridad. 
Si  en  el  pueblo  donde  se  hallen  establecidas 
las  sucursales  de  las  Cajas  de  ahorros  tuvie- 
re también  la  suya  la  general  de  depósitos, 
las  primeras  entregarán  á  la  segunda  todos 
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sus  fondos ,  danda  cuenta  inmediatamente  á 
la  principal  de  que  dependan. 

Art.  7/  Por  mi  Ministro  de  Hacienda  se 
darán  las  órdenes  oportunas  para  que  si  al- 
guna caja  de  ahorros  recaudase  menos 
de  3,000  rs.  por  sí  y  por  medio  de  sus  su- 
cursales durante  la  semana  que  media  des- 
de la  imposición  hasta  que  los  capitales  co- 
mienzan á  devengar  interés ,  se  admita  sin 
embargo  por  la  caja  de  depósitos  la  canti- 
dad recaudada,  como  escepcion  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  S.""  del  reglamento  de  di- 
cha caja  de  14  de  octubre  de  1883. 

Art.  8.*  Los  que  impongan  cantidades 
en  las  Cajas  de  ahorros  las  podrán  retirar  á 
su  voluntad  en  todo  ó  en  parte,  y  serán  rein- 
tegrados de  ellas  en  el  término  de  una  á 
tres  semanas,  contadas  desde  el  dia  en  que 
formalicen  su  petición.  En  este  caso  cesarán 
de  devengar  interés  las  cantidades  reclama- 
das desde  el  dia  en  que  se  pida  su  devolu- 
ción. El  plazo  para  el  reintegro  será  de  una 
á  cinco  semanas  en  las  sucursales  que  deban 
enviar  sus  fondos  á  la  principal ,  á  fin  de 
que  esta  los  imponga  en  la  caja  general  de 
depósitos, 

Art.  9.^  Las  juntas  de  gobierno  de  las 
cajas  podrán- también  acordar  en  casos  es- 
peciales, á  juicio  del  gobernador  de  la  pro- 
vincia, y  previa  siempre. la  aprobación  de 
este,  que  se  hagan  los  reintegros  al  contado. 
Art.  10,  Estos  establecimientos  serán 
dirigidos  y  administrados  por  una  junta  de 
gobierno ,  presidida  por  el  gobernador  de 
la  provincia  en  las  capitales,  y  por  el  alcal- 
de en  los  demás  pueblos.  Se  compondrá  di- 
cha junta  de  seis  á  diez  y  ocho  vocales ,  se- 
gún lo  exijan  las  necesidades  del  servicio ,  y 
se  renovarán  periódicamente  en  la  forma 
que  determinen  los  reglamentos.'EI  nombra- 
miento y  renovación  de  los  vocales  de  las 
cajas  de  ahorros  de  capital  se  hará  por  el 
gdúemo,  á  propuesta  en  tema  de  la  misma 
junta,  elevada  por  conducto  del  gobernador: 
el  de  los  vocales  de  las  juntas  de  sucursal 
se  hará  por  et  gobernador  respectivo  en  la 
misa»  forma.  Para  constituir  las  juntas  que 
do  nuevo  se  establezcan  se  harán  las  pro- 
puestas por  los  gobernadores  y  los  ayunta- 
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mienlos  respectivamente.  Será  individuo 
ntCo  de  unas  y  otras  el  cura  párroco  mas  an- 
tiguo que  hubiere  en  la  población. 

Art.  li.  Los  cargos  de  que  Irata  el  ar- 
ticulo anterior  serán  honoríficos  y  gratui- 
tos. 

Ajrt.  12.  Cuando  las  cajas  de  ahorros  ó 
las  sucursales  de  las  mismas,  que  se  esta- 
blezcan en  virtud  del  présenle  decreto,  reú- 
nan el  capital  necesario,  á  juicio  de  las  jun- 
tas del  gobierno  respectivas  y  con  aproba- 
ción del  gobernador  de  la  provincia,  abrirán 
al  público  un  monte  de  piedad  cada  una. 
Para  establecerlo  retirarán  de  la  caja  de  de- 
pósitos la  cantidad  que  juzguen  conveniente 
á  fin  de  atender  con  ella  á  las  operaciones 
del  monte. 

Art.  i3.  Ambos  establecimientos  se  si- 
tuarán en  un.  mismo  local ;  serán  servidos 
por  unos  mismos  empleados ,  y  se  dirigirán 
y  administrarán  por  una  misma  junta  de  go- 
bierno. 

Art.  14.  Los  montes  de  piedad  abona- 
rán á  his  cajas  de  ahorros  de  que  depen- 
dan un  interés  de  5  por  100  anual  de  todas 
las  cantidades  que  inviertan  en  sus  opera^ 
ciones. 

Art.  30.  Las  cajas  de  ahorros  que  exis- 
ten en  la  actualidad  podrán  establecer  su- 
cursales con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo I."";  y  sin  perjuicio  de  seguir  abonan- 
do á  sus  imponentes  el  mismo  interés  que 
les  paga  hoy ,  si  fuere  de  4  por  100,  modifi- 
carán sus  reglamentos  á  fin  de  acomodarlos 
á  lo  dispuesto  en  el  presente  decreto. 

Art.  31.  Las  mismas  cajas  podrán  impo- 
ner los  fondos  que  no  tengan  aplicación  in- 
mediata en  los  montes  de  piedad  ,  unidos  á 
ellas ,  en  la  general  de  consignaciones  y 
depósitos ,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  4.%  6.*  y  6.** 

Art.  33.  Cuando  haya  sobrantes  para 
constituir  el  fondo  de  reserva  de  que  trata 
el  art.  S."",  se  destinará  este: 

Primero.  A  saldar  los  intereses  de  las 
fracciones  de  capital  menores  de  100  reales 
impuestas  en  las  Ciyas  de  ahorros. 

Segundo.  A  cubrir  el  desnivel  que  ha  de 
resultar  en  su  caso  por  los  préstamos  que 
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hagan  los  montes  de  Piedad  á  interés  menor 
del  6  por  100. 

Tercero.  A  formar  un  fondo  de  emula- 
ción para  los  imponentes  que  acrediten  ha^ 
ber  impuesto  4  rs.  ó  mayor  cantidad  todas 
bis  semanas  durante  cinco  ó  diez  anos  c<m- 
secutivos  en  las  cajas  de  ahorros.  Con  este 
objeto  votarán  todos  los  anos  las  juntas  de 
gobierno ,  con  aprobación  del  gobernador  de 
la  provincia ,  una  cantidad  á  voluntad ,  pe- 
ro que  nunca  podrá  esceder  del  10  por  100 
del  fondo  de  reserva  á  la  sazón  disponible; 
la  administrarán  y  harán  productiva,  y  la 
irán  adjudicando  en  su  día  en  la  forma  que 
determinen  los  reglamentos ,  y  en  la  propor- 
ción que  las  mismas  juntas  hayan  acordado 
previamente  á  los  imponentes  que  estén  en 
el  caso  prevenido  en  el  presente  articulo. 
Para  optar  á  esta  recompensa  otorgada  á  la 
moralidad,  la  laboriosidad  y  la  constancia, 
ha  de  ser  circunstancia  precisa  que  el  im- 
ponente pertenezca  á  la  clase  jornalera. 

Cuarto.  A  desempeñar  cada  ano ,  con  la 
suma  que  al  efecto  vote  la  junta  de  gobierno, 
con  la  aprobación  del  gobernador,  y  que  no 
podrá  escedér  de  otro  10  por  100  del  fondo 
de  reserva  disponible ,  prendas  que  estén 
empeñadas  por  menos  de  80  rs. ,  empezando 
por  los  deudores  mas  antiguos ,  y  entre  es- 
tos por  los  mas  pobres.  Esta  gracia  podrá 
hacerse  estensiva  á  los  empeños  de  100  rea- 
les, cuando  se  hayan  tomado  dando  en  pren- 
da herramientas  de  arte  ú  oficio  que  necesite 
el  deudor  para  trabajar. 

Quinto.  A  aumentar  el  rédito  de  los  ca- 
pitales impuestos  en  las  cajas  de  ahorros, 
para  lo  cual ,  y  para  que  subsista  el  aumento 
aplicable  también  á  los  que  en  lo  sucesivo  se 
impusieren,  se  instruirá  espediente  que, 
remitido  por  conducto  del  gobernador  de  la 
provincia,  se  ha  de  someter  á  mi  real  apro- 
bación. 

Art.  34.  Las  disposiciones  de  este  real 
decreto  y  las  ordenanzas  de  la  caja  de  ahor- 
ros de  Madrid  servirán  de  norma  para  for- 
mar los  reglamentos  de  los  establecimientos 
de  la  misma  especie  que  se  creen  de  nuevo 
en  las  provincias.  Estos  reglamentos  se  ha- 
rán por  los  gobernadores,  de  acuerdo  con 
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las  juntan  dé  ^erüo»  Í  ^erán  atprobtdos 
por  el  minisiefio  dé  laGoberaatioii. 

Arti  $5.  Láé  tiifiA  dt  ahorros  h^rf  tti9- 
lentes  ott^^eMiráii  á  r6g^  deur»  de  dos 
meses  por  tas  dieposíemied  de  «sle  reíd  de* 
creté. 

ArU  36.  Las  cj^s  ^  j^imt»^  o«&  ^s«s 
respectms  sicarsaiesieidrá^ ,  |MMtes  ^^feíy- 
tosdekley,  «4  <^ráffiter  de^siiMecÉañattos 
mnnicipates  de  Ibendicetidik 

Art.  57.  QnedM  deregudas  las  uKsposH 
ciones  anteriores  eontrarias  á  las  4e  «este 
real  decreto. 

RBAL   ÓaDJSN  S^E  JULIO  DB  Í885. 

Previénesé  &  los  'gobeVdadbros,  que  addp^ 
ten  las  medidas  -oportunas  para  qtl^  4as  jung- 
las de  gobierno  de  las  cájais^e  ahorros  exis* 
tentes  se  ocupen  con  todla  p^eñí^encia.  en  kt 
formación  de  sns  nuevos  reglamentos  eonfoir- 
me  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  30,  32  y  *54 
del  real  decreto  de  i9  de  junio  ültittio,  y 
que  los  remitan  sin  demora  á  la  aprebadcfti 
del  gobierno,  en  inteligencia  de  que  han  \Ie 
comenzar  á  regirse  dentro  de  dos  meées  j^r 
las  disposiciones  de  dicho  real  decreto,  se^n 
se  ordena  en  su  art.  38. 

RBAL  DKCRBTO  DE  8  DE  JULIO  ÍDEM. 

Se  faculta  por  él  á  la  caja  generad  de  de- 
pósitos y  sus  subalternas  para  que  reciban 
como  depósitos  voluntarios  reintegrables  con 
interés  de  3  por  100  todos  los  fondos  <]fue  les 
e&treguen  las  Cajas  de  ahorros,  aun  cuándo 
la  cantidad  no  llegue  á  2000  rs. 

RBAL  ÓRDKN  DE  22  DE  JULIO  ÍDEM. 

Dispone  entre  otras  cosas  que  en  iá  refor- 
ma del  reglamento  de  la  Caja  de  ahorros  de ; 
Madrid  se  conserve  en  cuanto  sea  posible  el 
espíritu,  las  reglas  y  buenas  disposiciones*, 
que  contiene,  y  que  se  respete  el  contrato  so-l 
lemné  que  media  entre  la  caja  de  ahorros! 
y  el  monte  de  Piedad. 

También  alza  el  término  perentorio  sena-j 
lado  para  la  reforma  de  los  reglamentos  en 


la  real  orden  de  2  de  pdio,  á^knMosi  celo 
7  prndeaeia  del  gobernador  de  Madrid  y  de 
ii  juladeaq«d«9idÍMjnieoio* 

MAi  émas  M 1/  m  mosto  tpeii. 


la  reina  (Q.  D.  fi.)  de  fwe  sin 
«fensa^  los  iolereaos  7  ^enec^  <en8loiitos 
si  fpm^ih<má  la  <nia^  At^rVjdad  i  la  eje- 
'Cnofon  (M  red  dficsreto'de  39.^  ¡junio  .íiUime 
fnfare^l'e^sfblBciimeitto  de  lasnuec^^as  cajas 
ée  ahorros  7  rmodtes  de  IRieBad .,  7  scrbce  re^ 
Immiaile  las -que  (en  la  adtualitfad  e^ei^n, 
se  >ha  fdfgno  mandar  que  en  e^  iiiteresaate 
SBMioio  immeda  V.  S.  bajo  los  jMfincipros 
fundamentriles  siguientes: 

I.'*  Que  ante  todo  procuTe  V.  'S.  dotar  de 
eátos  benéficos  institutos  á  esa  capital ,  en  el 
daso^de  que' carezca  de  eHos ,  asi  eomo  á  los 
demas'pnebloB  de  la  provinéia  «notables  por 
-s&':^Uacion  y  nrtqneza  ,.TeunieiidD^I'e£»to 
kts  personas  mas  respetables  é  inflnyente^ 
dela^pb&laeioOy.elhortáníiolas'áxTeoperar  á 
ant^ifatáoipiadoaa  y  recoamüdáblQ,  to- 
manttoiparte'en  ella,  'poniéndose  -ál  frente 
de  ios^eitabteeimietteos'é  inorando  de  .este 
m«do  á  sns  convecinos  la  confianza  necesa- 
ria ][^ra  que  comiencen  á  adquirir  losbáUtos 
de  previaff^  y  economia  que  han  de  produ- 
cir su' bienestar  y  asegurar  el  porvenir  de 
sus  familias. 

S.""  Que  en  donde  existan  ya  caja  de 
ahorros  y  monte  de  piedad,  se  ponga  Y.  S. 
de  acneMo  con'  las  juntas  directivas  de  am- 
bos establecimientos  para  llevar  á  efecto 
etreál  decreto,  dando  parte  en  el  caso  im- 
previ^  de  que  surgiese  algún  obstáculo ,  y 
proponiendo  al  mismo  tiempo  los  medios  mas 
eficaces  y  oportunos  para  reme veHe ;  tenien- 
do siempre  á  la  Vista!  la  consideraoíon  que  es 
debida  álosifrtereses  IcgHímos ,  y  procuran- 
do condiliar  con  bllos  eF  cumplimiento  de  las 
ordénes 'del  gobierno ,  encaminadas  á'desar- 
roliarcdn  las  maynresgnraottns'do  seguridad 
y  'firmeza  unas  instituciones  que  tanto  han 
dq  proinbvér  lá'lblicídád  del  país. 

Y  3."*  Qüe^apresttre'  V.  S:  cuanto  sea  da- 
ble k  formación  dé-  los  reg:lamentos  para  la 
marcha^tíiftfrmc  y  regular  de  te  cajas  y 
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jQMMUes ,  euidaiMio  de  dejar  intacta  iel  Upo  del 
interés  al  4  ptur  100  ei^ios  puntoa  donde  es^ 
taviese  establecido,  de  conformidad  con  io 
dispuesto  en  el  art.  SL""  del  real  decreto  que 
le  reduce  al  3 1|3  ei  las  cajas  de  nueva 
creación. 

LEGISLACIÓN  fiSTRANJERA. 

En  Inglaterra  las  cajas  de  ahorres  UanuH 
das  Saving^s^Banks ,  han  sido  objeto  coos^ 
tante  de  los  cuidados  del  parlamento  y  del 
gobierno.  Las  actas  de  11  y  i3  de  julio 
de  1817,  50  de  mayo  de  1818,  24  de  julio 
de  1820, 17  de  junio  de  1824, 28  de  julio  de 
1^8,  y  las  últimas  de  18S3  y  9  de  agQsto'^de 
4844,  que  son  lasque  constituyen  la  legisla-* 
don  que  tíge  en  Ii^laterra  é  Irlanda  sobre 
ia  materia,  han  organizado  esta  institudoa 
de  la  manera  mas  conveniente  á  las  cireuns^ 
tancias  del  país.  Son  consideradas  las  cajas 
de  ahorros  en  la  Gran  Bretaña  coáno  estable- 
dmientoa  públicos  de  beneficencia.  Por  eso 
se  exige  en  la  ley  de  28  de  julio  de  182S, 
que  es  la  que  reasume  las  disposiciones  an- 
teriores y  b  que  es  tenida  como  la  oarta  é 
ley  fundamental  de  esta  espede  de  estable-* 
dmientos,  que  los  administradores  no  puedan 
(riiCener  beneficio  ni  recompensa  alguna,  de** 
biendo  tener  la  fundadon  por  único  objeto 
el  provecho  y  utilidad  de  tos  imponentes.  La 
misma  ley  de  1828 ,  á  la  vez  que  establece 
d  principio  de  que  las  cajas  de  ahorros  pue^ 
dan  invertir  ó  emplear  los  fondos  de  la  ma*- 
ñera  que  orean  mas  cojí veniente  y  conlorme 
á  sus  estatutos ,  las  autorisa  para  que  pue- 
dan llevarlos  al  banco  de  Inglaterra  6  al  de 
Irlanda  en  cantidades  que  escedan  de  SO  li^ 
bras  esterlinas  (5^000  rs.  próximamente). 
Los  comisarios  da  amortización ,  á  quiénes 
se  confia  las  sumas  puestas  en  los  bancos, 
emplean  una  parte  4e  eHas  en  redención  de 
rentas  perpetuas  ó  de  anualidades ,  y  parte 
en  billetes  del  Echiquier,  que  es  el  papel  que 
representa  la  deuda  lotante  del  tesoro  de  la 
Gran  Bre^ia. 

El  gobierno  ha  satisfecho  á  las  cajas  de 
ahorros ,  por  los  fondos  puestos  en  los  ban- 
cos próneramente  y  hasta  1828,  el  interés 
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de  4  1|2  poffiOO;  desde  esta  época  hasta 
1844,  3  3|4  por  100,  y  desde  la  ley  de  9  de 
agosto  de  1844 ,  el  3  li4  por  100 ;  modifica^ 
cienes  que  ha  hecho  necesarias  la  baja  que 
ha  tenido  el  interés  del  dinero.  Escediendo 
en  algunas  épocas  el  interés  (jue  el  tesoro 
abonaba  á  las  cajas  de  ahorros,  del  que  pro« 
curaban  los  fondos  públicos  y  los  billetes  del 
Echiquier,  se  ha  impuesto  el  Estado  este  sa-* 
orificio  de  algunos  millones  para  proteger  y 
fomentar  esta  bienhechora  institución.  Tam^ 
bien  ha  querido  el  Parlamento  fomentarla 
por  otros  medios ,  tales  entre  otros ,  el  de 
baber  decretado  en  1833  que  todo  individuo 
perteneciente  á  las  clases  trabajadoras»  que 
desde  la  edad  de  20  á  30  aips  deposite  cada 
mes  en  una  caja  de  ahorros  la  cantidad  de 
24  rs.,  recibirá  dd  gobierno,  desde  la  edad 
de  60  anos,  una  pensión  vitaliciade  2000 rs.^ 
devolviendo  lo  depositado  á  sus  sucesores,  si 
llegase  á  morir  antes  de  aquella  edad. 
Las  cajas  de  ahorros  que  tienen  fondos  en 

I  los  bancos,  los  retiran  por  medio  de  órdenes 
ó  libranzas  que  espiden  sus  administradores 
contra  los  comisarios  de  la  tesorería,  las  cua- 
les son  satisfechas  á  los  cinco  días,  sino  esce- 
den de  30,000  rs.,  y  á  loe  catorce  dias  sí  es- 
ceden de  dicha  cantidad. 

Los  intereses  que  las  cajas  de  ahorros  de 
Inglaterra  é  Irlanda  abonan  á  los  deponentes, 
ha  quedado  reducido  por  el  bilí  de  1844 
á  3  1|34  por  100.  Las  de  Escocia  parece  que 
solo  abonan  un  2  1  [2  por  100.  El  máximuúi 
de  lo  que  cada  deponente  puede  imponer  en 
una  caja,  está  fijado  en  la  suma  de  180  libras 
esterlinas,  osean  13,000  rs.,  admitiéndose  las 
puestas  parciales  desde  1  ch.  á  30  libras  es- 
terlinas  por  ano.  En  el  caso  de  que  un  depo- 
nente hubiese  retirado  el  capital  impuesto, 
se  le  admite  la  nueva  imposición  en  una  sola 
puesta  hasta  la  cantidad  retirada,  aunque 
esceda  de  aquella  suma.  Guando  la  libreta 
del  deponente  importa  por  capital  é  intereses 
acumulados  la  suma  de  200  libras,  ó  sean  de 
20,000  rs. ,  cesa  de  prodacir  interés.  Res- 
pecto al  pago  la  ley  inglesa  considera  legí- 
timo el  que  se  hace  al  deponente  menor  de 
21  anos,  ó  &  la  muger  casada,  cuyo  estado 

han  ignorado  los  administradores.  En  caso 
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de  sucesión  no  es  tampoco  aqaeüa  ley  tan 
exigente  como  otras « especialmente  en  el 
easo  en  que  el  depósito  no  oscede  de  50  li- 
bras esterlinas. 

Tales  son  las  principales  disposiciones  de 
las  leyes  inglesas  que  dejamos  enumeradas 
al  principio. 

Con  estas  leyes  se  han  mnhiplicado  tanto 
las  cajas  de  ahorros  en  la  Gran  Bretaña  y 
han  correspondido  tan  bien  á  los  Gnes  de  su 
institución ,  que  no  puede  menos  de.  admi- 
rarse el  cuadro  que  presentan  á  flnesde  no- 
Yiembre  de  1882. 

El  número  de  cajas  de  ahorros  existente 
en  aquella  fecha  pasaba  de  900.  El  capital 
impuesto  en  las  mismas  se  elevaba  á  la  enor- 
me suma  de  34.222,809  libras  esterlinas ,  ó 
sean3,422.2S0,900rs.,  productodel. 209,931 
cuentas  corrientes  en  esta  forma: 


Depósitos  indiYida»les  l.tSS.lU  por  falor  de  S.990.8U.700  n. 

Id.  de  sociedades  de 
earidad...^.,...^ njsei  por  valor  de      65.644  400 

1d.de  sociedades  de  so- 
corros múlnos  frieu- 
4Jg  íotietiet) 7.839  por  valor  de    118.958.000 

Id.  de  las  qae  directa- 
mente tienen  abier- 
tas sus  cnootas  en  las 
oOcinas  de  los  comi- 
sarios de  amortíxa- 
cion 585  por  valor  de    t4C.f;i4  800 

ToUl  de  imponentes.    I.i09i921  T.  de  imps.  5  4Ü.%5 1.900 


Es  de  advertir  <|ue  hay  ademas  en  Escocia 
un  número  considerable  de  pequeños  bancos 
y  do  sociedades  Glantrópicas,  distintas  de  las 
cajas  de  ahorros,  que  reciben  los  pequeños 
depósitos  que  periódica  ó  semanalmente  les 
llevan  las  clases  obreras. 

En  Francia  ha  merecido  también  la  ins- 
titución de  las  cajas  de  ahorros  los  constan- 
tes cuidados  del  legislador  y  del  gobierno. 
He  aqu(  en  resumen  las  leyes ,  decretos  y 
ordenanzas  dados  en  aquella  nación  para  el 
régimen  de  estos  establecimientos.  Ordenan- 
za de  25  de  junio  de  1817,  fundando  la  caja  de 
previsión  de  Rive-de-Gier.  Orden,  de  29de ju- 
lio de  1818,  autorizando  la  sociedad  de  la  caja 
de  París.  Artículo  24  de  la  ley  de  17  de  agos- 
to de  1822,  facultando  al  tjssoropara  entregar 
suscriciones  de  renta  de  10  francos.  Orden, 
de  30  de  octubre  de  1822,  regularizando  el 
ejercicio  de  aquella  facultad.  Orden«  de  3  de 
junio  de  1829,  disponiendo  que  los  fondos  de 
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las  cajas  de  ahorros  se  admitan  en  cuenta 
corriente  con  el  Tesoro.  Artículo  7  de  la  ley 
de  2  de  agosto  de  1829,  aprobando  esta  rae^ 
dida.  Orden,  de  16  de  julio  de  1833  elevando 
de  50  á  300  francos  la  suma  admisible  en 
cada  semana.  Orden,  de  17  de  marzo  de  1835, 
fijando  los  términos  dentro  de  los  cuales  las 
sumas  impuestas  producen  interés.  Ley  orgá- 
nica  de  5  de  julio  de  1835,  determinando  las 
relaciones  de  las  cajas  de  ahorros  con  los  de- 
ponentes y  con  el  Tesoro.  Ley  de  31  de  mar- 
zo de  1837 ,  confiando  á  la  caja  de  depósitos 
y  consignaciones  la  administración  de  los 
fondos  de  las  cajas  de  ahorros,  que  antes  se 
entregaban  por  estas  al  Tesoro  en  cuenta 
corriente.  Orden,  de  23  de  agosto  de  1837, 
espidiendo  á  nombre  de  la  caja  de  consigna^ 
cienes  rentas  del  4  por  100  equivalentes  á  la 
suma  debida  por  el  Tesoro  á  las  cajas  de 
ahorros.  Ley  de  22  de  junio  de  1845,  reorga- 
nizando las  relaciones  de  los  deponentes  con 
las  cajas  de  ahorros  con  el  Tesoro  y  con  la 
caja  de  consignaciones.  Orden,  de  16  de  julio 
de  1845,  creando  y  trasfiriendo  á  la  caja  de 
consignaciones,  por  cuenta  de  las  cajas  de 
ahorros ,  i  millones  de  renta  al  4  por  100  en 
representación  á  la  par  de  100  millones  de 
francos.  Orden,  de  28  de  julio  de  1846,  esta- 
bleciendo ciertas  formalidades  sobre  las  im- 
posiciones de  los  sustitutos  y  marinos.  De- 
creto de  7  de  marzo  de  1848,  elevando  al  5 
por  100  el  interés  abonable  alas  cajas,  y  de- 
clarando que  de  todas  las  propiedades  la  mas 
sagrada  é  inviolable  era  el  ahorro  del  pobre, 
y  que  las  cajas  de  ahorros  estaban  bajo  la 
salvaguardia  y  lealtad  nacional.  Decreto  de 
9  de  marzo  de  1848,  suspendiendo  el  reem- 
bolso en  metálico,  ó  mas  bien  limitándolo  á 
100  Irancos  por  libreta.  Decreto  de  9  de  ju- 
lio de  1848,  disponiendo  el  reembolso  parte 
en  bonos  del  Tesoro,  parte  en  rentas  de  5 
por  100  al  tipo  de  80.  Decreto  de  21  de  no- 
viembre de  1848,  bonificando  ó  compensando 
en  8  francos  40  céntimos  por  cada  5  de  ren- 
ta, á  los  que  se  habian  reembolsado  al  tipo 
de  80,  según  el  decreto  anterior.  Ley  de  29 
de  abril  de  1830,  declarando  reembolsables 
las  libretas  especíales  de  compensación.  Ley 
de  30  de  junio  de  1851 ,  fijando  como  máxi- 
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mam  de  imposición  productiva,  la  cantidad 
de  1  »000  francos  para  los  pariícolares  y  8,000 
Cráneos  para  las  sociedades  de  socorros  mú^ 
laos,  y  reduciendo  al  4  ii2  por  100  e^  inte^ 
res  que  ha  de  abonar  ¿  las  cajas  de  ahorros 
la  de  depósitos  y  consignaciones ,  con  otras 
disposiciones  sobre  la  compra  de  rentas  del 
5  y  del  3  por  100.  Decrelo  de  IS  de  abril 
del83áy  estableciendo  la  vigilancia  qite  debe 
haber  sobre  las  cajas  de  ahorros»  Instrucción 
ministerial  de  17  de  diciembre  de  185á ,  y 
otra  del  director  de  la  caja  de  depósitos  y 
consignaciones  de'15  de  enero  de  1853  para 
la  ttejor  ejecución  del  decreto  anterior ,  y  ]& 
ley  de  7  de  mayo  de  1853,  reduciendo  el  in^ 
teres  que  se  satisfaga  á  las  cajas  de  ahorros 
por  la  de  depósitos  y  consignaciones  al  4  por 
100 ,  y  dictando  varias  disposiciones  sobre 
compra  de  rentas  con  ciertos  fondos  de  los 
impuestos  en  aquellas. 

En  Francia  como  en  Inglaterra  son  consi* 
deradas  las  cajas  de  ahorros  como  estableció 
raieAtos  de  beneficencia  y  de  utilidad  gene* 
ral,  y  en  tal  concepto  es  necesario  que  su 
erección  sea  autorizada  por  medio  de  una  or- 
denanza del  Emperador,  dada  en  la  misma 
forma  que  los  reglamentos  de  administración 
pública.  Están  gobernadas  en  lo  general  por 
una  comisión  de  administradores  y  un  con- 
sejo de  directores,  cuyas  funciones  son  gra« 
tuitas,  y  pueden  establecer  sucursales  en  los 
pantos  de  su  territorio  en  que  lo  consideren 
conveniente. 

Las  cajas  de  ahorros  de  Francia  llevan  sus 
fondos  á  la  caja  de  depósitos  y  consignacio- 
nes, la  cual  les  abona  boy  el  4  por  100  des* 
de  el  dia  último  de  la  decena  de  cada  mes, 
basta^el  dia  del  reembolso.  La  caja  de  d^ 
pósitos  y  consignaciones  lleva  estos  fondos 
al  Tesoro  en  cuenta  corriente  al  interés  del 
4  por  100,  ó  los  emplea  en  bonos  reales  de 
vencimiento  fijo,  quedando  asi, alados  al  car- 
ro del  crédito  público  los  pequeños  capitales 
de  las  clases  trabajadoras ,  con  los  inconve^ 
nientcs  que  ha  puesto  de  manifiesto  la  crisis 
de  1848.  Solo  algunas  ciyas  de  ahorros,  como 
son  las  de  Hetz,  Nancy  y  Avignon,  coloóan 
sus  fondos  en  los  montes  de  piedad  ¿  que 
están  anexas. 
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La  candad  que  los  particulares  pueden 
imponer  en  las  cajas  semanálmente,  es  la  de 
4  á  300  fhmcos.  El  máximum  por  capital  é  in- 
tereses acumulados  que  puede  tener  con  de- 
Irechoá  intereses,  es  actualmente  de  1,000 
francos.  Escediendo  de  esta  cantidad,  deja 
de  producir  interés,  y  sino  se  reduce  ó  se 
retira,  no  se  admiten  las  puestas  posteriores 
y  se  emplea  por  la  caja  en  rentas  del  &  ó  del 
3  por  100,  según  los  casos.  Se  esceptúan  de 
estas  reglas  los  sustitutos  del  ejército  de  mar 
y  tierra,  los  marineros  matriculados  que  pue* 
den  imponer  de  una  vez  mayores  sumas  ,  y 
las  sociedades  de  socorros  mutuos ,  que  pue«- 
den  hacer  imposiciones  basta  la  cantidad  de 
8,000  francos. 

Ningundeponente  puede  tener  mas  de  una 
libreta,  y  si  la  tuviese,  bien  sea  en  una  mis' 
ma  caja,  bien  en  varías,  suTre  la  pena  de 
perder  el  interés  de  la  totalidad  de  las  sumas 
impuestas.  Todos  lieaen  sí  el  derecho  de 
trasladarla  de  una  á  otra  sin  gastos. 

Reducido  el  interés  que  la  caja  geáeral  de 
depósitos  y  consigpaciottes  paga  á  las  de 
ahorros  al  4  por  100 ,  y  establecido  que  á  los 
deponentes  no  pueda  en  ningún  caso  exigír- 
sehss  mas  que  el  medio  por  100  en  provincia 
y  1  por  100  en  París  para  gastos  de  oficina  y 
empleados,  sino  hay  con  que  cubrirlos  en 
todo  ó  en  parte,  es  indudable  que  el  interés 
que  deben  recibir  los  deponentes  no  puede 
ser  menos  de  3 1|2  por  100  en  las  cajas  de 
los  departamentos  y  3  por  100  en  la  de  Pa- 
rís, comenzando  á  correr  desde  el  domingio 
siguiettte  al  dia  de  la  imposición,  y  cesando 
el  domingo  precedente  al  dia  del  reembolso. 

En  materia  de  reembolsos  la  ley  francesa 
es  mas  rigurosa  que  la  inglesa;  exige  mas 
solemnidades ,  y  en  ningún  caso  autoriza  al 
meaor  de  edad  y  á  lia  mager  casada  para  re- 
tirar las  Imposiciones,  sino  ^táp  compeleii- 
ttmente  autorizadas  por  su  mando,  padre, 
madre  ó  tutor  respectivo. 

Las  cajas  de  ahorros,  en  fin,  pueden  en 
Francia,  en  el  modo  y  forma  prescrito  para 
los  establecimientos  de  utilidad  pública,  ad- 

Iquirir  las  donaciones  y  legados  que  hagan  á 
w  favor* 
A  la  somltrade  esta  legislación  se  han  des* 
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argollado  en  Francia  las  cajas  de  ahorros 
hasta  el  ptíoto  de  tener  establecidas  á  me-^ 
diados  de  1653,  368 ,  con  roas  de  460  sncar^ 
sales,  ascendiendo  el  capital  impuesto  en 
ellas  á  la  cantidad  de  4,130.000,000  de  rs. 

En  Pntsia  ha  tenido  también  esta  instí-' 
tacíon  un  desarrolle  prodigioso.  Existían  á 
fines  de  1853  en  la  monarquía  prusiana  23S 
cajas  de  ahorros  y  68 sucursales,  en  esta  for- 
ma: En  Silesia  47  cajas  con  10  sucursales:  en 
la  provincia  de  Sajonia  40  con  6:  en  West^ 
phalia  36:  es  Brandebnrgo  35  con  9:  en  la 
proyincía  Rhenana  34con37:  en  la  de  Pone- 
rania  46:  en  la  de  Prusia  47  con  4;  y  en  el 
Gran  Ducado  de  Poe^  8.  El  capital  impuesto 
en  ellas  ascendía  amas  de  300  millones  de  rs. 

En  la  misma  época  existían  en  Austria^ 
propiamente  dicha,  61  cajas,  depositarías  de 
una  suma  de  75  millones  de  florines  eféctí-" 
vos,  ó  sean  760  millones  de  rs.  próximamente* 

Las  cajas  de  ahorros  dé  Alemania  se  rigen 
y  gobiernan  por  constituciones  especiales, 
según  tos  estados  á  que  pertenecen.  No  se 
limitan  como  las  francesas  á  emplear  sus  fon^ 
dos  en  créditos  contra  el  Estado;  prestan  sus 
servicios,  ya  á  la  agricultura,  colocando  sus 
fondos  en  los  bancos  hipotecarios  ó  territo- 
riales; ya  al  comercio,  negociando  en  sus 
efectos  con  la  suficiente  garantía;  ya  alas 
clases  necesitadas ,  asociándose  á  los  montes 
de  piedad. 

En  Suiza  son  consideradas  las  cajas  de 
ahorros  como  una  institución  publica ,  y  su 
desarrollo  puede  calcularse  por  los  siguien^ 
tes  datos.  Comparando  el  número  de  los  im- 
ponentes de  ios  cantones  de  Vaud,  Nuchatel, 
Zurich  y  Ginebra  con  la  población  de  cada 
uno ,  resulta  que  el  cantón  de  Vaud  tiene  un 
imponente  por  cada  23  habitantes:  el  de 
Neucbatel  4  por  cada  8 :  el  de  2uríd\  4  por 
cada  7 ;  y  el  de  Ginebra  4  por  cada  9:  te- 
niendo depositado  pút  término  medio  cada 
imponente,  en  el  primer  cantón  2,000  rs.,  en 
el  segundo  5,390,  en  el  tercero  736,  y  en  el 
cuarto  2,424  rs. 

Hay  en  toda  la  Suiza  mas  de  400  cajas  de 
ahorros  con  un  capital  impuesto  de  mas  de  42 
millones  de  libras  áureas.  El  destino  quedan 
á  sus  fondeé  consiste  eft  préstamos^  sobre 
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obligaciones  comerciales,  é  sobre  oUtgacio- 
nes  hipotecarias.  Careciendo  la  Suita  de 
deuda  pública,  y  no  inspirándole  completa 
confianza  la  deuda  éstranjera ,  se  prohibe  en 
los  reglamentos  de  sus  cajas  de  ahorros  que 
se  empleen  en  ella  los  fondos  que  ingresen 
en  estas.  El  interés  que  abonan  á  los  impo^ 
nentes  varía  desde  4  á  4  por  400 ,  y  suelen 
tener  también  determinado  el  máximum  de 
las  imposiciones  semanales  y  el  máximum  de 
la  imposición  total,  prescribiéndose  en  algu- 
nas, como  en  la  de  Ginebra,  que  los  depó- 
sitos duren  un  año  cuando  menos,  y  que  se 
pida  el  reembolso  con  tres  meses  de  anltei^ 
pación. 

En  Rusia  hay  establecidas  varías  cajas  de 
ahorros.  La  de  San  Petersburgo  tenia  el  34 
de  diciembre  de  4852  cuenta  abierta  con 
40,558  imponentes,  por  unasumade4. 694,733 
rublos  6  sean  27.067,728  rs.  próximamente, 
y  la  de  Moscou  contaba  á  la  misma  fecha 
48,448  imponentes  por  una  suma  de  643,000 
rublos  ó  sean  40.608,000  rs.  próximamente. 

En  el  antiguo  reino  de  Polonia  hay  40  ca« 
jas  de  ahorros ,  y  la  principal ,  la  de  Yarso- 
vía,  debía  el  34  de  diciembre  de  4^2  á  8,808 
imponentes,  la  suma  de  394,000  rublos  ó 
sean  cerca  de  6.280,000  rs. 

Ed  los  diversos  estados  de  /iíatfti,  escepto 
en  el  de  Ñapóles,  se  hallan  establecidas  cajas 
de  ahorros  que  marchan  prósperamente,  es- 
tando organizadas  en  unos  bajo  bases  idénti- 
cas á  las  de  Francia ,  y  en  otros  bajo  bases 
semejantes  á  las  de  Alemania. 

finalmente ,  en  los  Estados-üiHáos  de 
América  existen  en  gran  número,  organiza*^ 
das  á  ejemplo  de  las  de  Inglaterra,  las  cuales 
tienen  acumulados  fondos  de  mucha  consi- 
deración. La  de  Nueva-York  tenia  á  fin  de 
diciembre  de  4852 ,  43,737  imponentes  á 
quienes  debía  7.474,600  dollars  é  sean 
444.000,000  de  rs.  próximamente. 

Un  escritor  francés  muy  entendido  en  esta 
materia  (1),  calcula  que  el  capital  impuesto 
en  todas  las  cajas  de  ahorros  existentes  en 
Europa  y  América  á  froes  del  aSo  de  4852, 


(1)    Mr.  F.  Üelcsserl,  presidente  de  la  jaula  de  direclprc^  y 
administradores  de  la  cuja  de  aliorrüs  de  Paiis. 
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asciende  i  h  svma  de  6.00&  tuUimes  de  rs. 
Este  dato,  que  tto  lo  cfeeittoft  exaferado,  re^ 
vela  por  st  solo  ia  inlpiNrtá&oia  socnl  áb  esta 
benéfiea  insthucioii. 

PARTB  DOGTRINAIi. 

0ViiJikmi9. 

SkG.       L  RUKÍA  BISTÓfilGA. 

SeG.      II.   IDEAS  GENERALES  SOBBB  LA  0R6ANI» 

ZAQON  1»£  LAS  CAJAS  DB  AHOüaOS. 
Sec.      lil.   BStADO  AOTCAL   DB  LAS  CAÍAS  DB 

AHORROS  Sir  BSPABtA  a  TIRTÜ^  DB 

LA  ÚLTIlfA  REFOnU. 

• 

SECCIÓN  I. 

rbscRa  hotórku. 

La  creaokm  de  las  cajas  de  ahorros  es  de 
origen  moderno;  sus  primeros  ensayos  tn- 
vieron  lugar  á  floesdel  siglo  pasado.  Dispú- 
taase  la  invencioii  Alemania,  Suiza  é Ingla^ 
térra ,  si  bien  se  recoooce  como  cierto  qoe 
á  esta  úhima  se  debe  la  forma  de  orgami^ 
zacion  bajo  ta  cual  se  ban  propagado  en  los 
demás  países.  La  ciudad  de  Hamburgo  esta-» 
Meció  su  primera  caja  en  el  ano  de  1778* 
la  cual  ba  conservado  s«s  primitivos  estatiH 
tos  hasta  el  s£o  de  4827  ,  en  que  ha  snio 
completaiaenle  reorganizada.  En  el  ducado 
de  Oidembargo  se  fundó  otra  oeho  anos  des«» 
pues,  hab^ndose  creado  en  1801  la  de  All^ 
na  y  iá  de  Gottinga.  Al  mismo  tiempo^ poco 
desperes  que  en  Hamburgo  *  se  establecieron 
eaBerna  y  Ginebra  por  d  coacnrso  benéfico  do 
algunos  Gíadadanos^  cajas  destinadas  á  reci- 
bir los  ahorros  de  los  obreros  y  domésticos* 
á  las  que  sigaieron  las  de  Basiiea  y  Zuricb^ 
de  manera  que  en  1805  se  contaban  ya  en 
ios  cantones  suiaos  cuatro  establecimientos 
de  este  género.  En  Inglaterra  apareció  el 
primer  ensayo  en  1798 ,  á  impulsos  de  los 
sentüttie&tos  benéficos  deuna  señora.  M*  Pris^ 
cilla  Wakielfield :  fundó  en  Tottenbem  una 
pequeña  caja  páralos  nittos«  En  1804  se  es^ 
bleció  en  Itelh  un  lianco  semejante.  Tres 
aios  deanes,  en  1807 ,  J.  Mnckorsex  fundó 


ABOBAOS.  101 

en  Escocia  unacaji^de  ahorros.  Pero  ocupa*- 
da  la  atención  pública  con  la  guerra  que  por 
este  tiempo  sostfnia  la  Inglaterra  con  la 
Francia,  pasaron  cobm>  desapercibidos  estos 
establecimientos  de  beneficencia,  cuyo  fo- 
mento y  desarrollo  era  tan  importante  en 
la  nación  que  puede  muy  bien  llamarse  la 
patria  del  pauperismo ,  basta  que  M.  Henri 
Duncan,cura  deDumfries»  fundó  la  caja 
de  Ruthwel  en  1810 ,  que  es  la  que  ba  ser- 
vido de  modelo  á  las  posteriores.  La  de 
Edimburgo  fue  creada  en  1813  por  H.  Wr- 
Iliam  Forbes ,  y  la  de  Londres  se  abrió  el 
16  de  julio  de  1816  bajo  la  presidencia  de 
M.  Tomás  Baring.  Desde  esta  época  las  ca-^ 
jas  de  ahorros  se  multiplinacon  ea  ia  Grai^ 
Bretaña ,  propagándose  ffiás  ó  menos  rápida-* 
mente  por  toda  Europa. 

En  España  ba  sido  tordíJiy  lenta  la  acli^ 
matacion  de  las  cajas  de  aborros»  efecto  de 
las  guerras  en  que  se  ha  visto  envuelta  en 
el  presenté  siglo,  y  de  lo  poco  que  han 
cundido  en  er  pueblo  las  ideas  económicas. 
El  primer  ensayo  que  se  ha  hecho  es  debido 
i  los  esfuersos  de  un  particular.  El  conde  de 
Yilkcreces  estableólo  en  Jeres  de  la  Fronte* 
ra  en  el  ano  de  1834  una  cajade  ahorros  ba^o 
las  bases  siguientes : 

1  .*  Cualquiera  persona  podrá  acudir  los 
domingos  y  lunes  de  cada  semana  á  hacer 
imposiciones  que  no  bajen  de  una  peseta  ni 
pausen  de  2^000  rs* 

a.""  La  totalidad  de  las  imposiciones  de 
una  mismn  persona  no  podrá  esceder  de 
20,000  rs. 

3/  Se  entregará  gratis  á  cada  acreedor 
una  libreta  con  su  nombre ,  donde  consten 
las  imposiciones  y  los  reembolsos,  que  fir^ 
mará  el  cajero  y  rubricará  el  principal  de 
la  casa^ 

4.''  La  caja,  abonará  el  interés  á  razón  de 
4  por  100  al  aSo  por  toda  cantidad,  desde 
una  peseta  basta  lamas  superior,  quincedias 
después  de  bechja  ta  imposición,  y  se  capi* 
talizaráu  todos  los  a2os* 

5."  fin  cualquier  tiempo  los  acreedores 
podrán. pedir  el  todo  A  parte  desús  imposi^ 
ciónos  é  ifktereses devengados,  avisando oon 
ocho  dias  de  anticipación  cuando  la  cantidad 
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nó  pase  <]e  $00  rs. ,  y  <xm  un  mes  cuando 
dea  mayor. 

Ultima.  Las  personas  qae  hagan  depó^ 
sitos  en  la  caja  de  ahorros  pueden  contar 
con  la  mas  severa  reserva  acerca  de  sus 
operaciones ,  á  cuyo  efecto  se  sientan  estas 
en  un  libro  independiente  de  los  de  la  conta- 
bilidad mercantil  de  la  misma  casa.  Jerez 
de  la  Frontera  24  de  febrero  de  4834. 

Deseando  el  gobierno  promover  la  crea- 
ción de  estos  establecimientos  en  toda  la 
Península,  eseitó  el  celo  de  los  gobernado- 
res civiles  por  real  orden  de  3  de  setiem- 
bre de  1835  9  para  que  de  acuerdo  y  con  la 
cooperación  de  las  personas  mas  acomoda- 
das, viesen  el  modo  de  fundar  en  las  provin- 
cias las  cajas  de  ahorros  que  permitiesen  las 
circunstancias,  anunciándose  en  ella  que 
cuando  se  restableciese  el  crédito  del  Esta- 
do ,  decaido  entonces  á  causa  de  la  guerra 
civil ,  serían  los  fondos  públicos  el  asilo  se- 
guro y  ventajoso  de  los  ahorros  del  pobre. 

Ya  la  Socieilad  Económica  de  Amigos  del 
Pais,  siempre  solícita  por  iniciar  las  mqo- 
ras  útiles  al  pueblo  y  facilitar  su  desarrollo, 
había  ofrecido  nn  premio  en  1854  al  que 
presentase  el  mejor  trabajo  sobre  las  ven- 
tajas que  producen  las  cajas  de  ahorros  y  so- 
bre el  modo  mas  fácil  y  conveniente  de  es- 
tablecerlas en  nuestro  suelo.  Acudió  al  lla- 
mamiento entre  otros  D.  Francisco  Quevedo 
y  San  Cristóbal ,  presentando  una  memoria, 
en  la  que  no  solo  daba  á  conocer  la  utilidad  y 
beneficios  que  procuran  las  cajas  de  ahorros, 
sino  que  proponía  los  medios  mas  adecua- 
dos en  su  concepto  para  su  fundación  y  des- 
arrollo en  mieslro  país.  Consistían  estos  en 
combinar  las  operacioBes  de  las  cajas  ó  con 
la  institución  de  los  propios  de  los  pueblos, 
ó  mejor  todavía  con  la  de  los  montes  de  pie- 
dad, haciendo  que  la  eeonomia  del  pobre 
fuese  á  socorrer  la  miseria  del  necesitado. 
Aceptada  esta  última  idea  por  la  sociedad,  y 
de3eosa  de  realizarla  desde  luego  en  Madrid, 
en  donde  había  ya  establecido  un  Monte  de 
Piedad,  iba á  elevar  al  gobierno  la  corres- 
pondiente esposicion,  cuando  fué  nombra- 
do gefe  político  de  la  provincia  el  marqués 
viudo  de  Pontejos.  Era  este  á  lasaron  socio 
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de  la  Económica ,  y  empreodéclor  además 
de  las  mejoras  útiles  al  pueblo ,  y  no  se  en- 
gañó la  sociedad  al  encomendarle  la  reali- 
zación de  su  proyecto.  Efecto  de  las  gestio- 
nes del  marqués  viudo  de  Pontejos  fué  el 
real  decreto  de  23  de  octubre  de  1838,  por 
el  que  se  estableció  en  Madrid  una  caja  de 
ahorros,  bajo  el  reglamento  que  incluía,  for- 
mado por  el  jefe  político  con  fecha  9  del  mis- 
mo mes.  Las  bases  principales  de  este  eran 
las  siguientes : 

La  dirección  y  administración  de  la  caja 
se  encomendalia  á  ana  junta  directiva  pre- 
sidida por  el  jefe  pdítico ,  y  compuesta  de 
tres  directores,  un  tesorero,  un  contador  y 
un  secretario ,  cuyos  cargos  eran  gratuitos. 

Los  fondos  que  ingresaran  en  la  caja  de- 
bían entregarse  únicamente  al  Monte  de  Pie- 
dad en  calidad  de  préstamo  al  rédito  anual 
(i^l  5  por  100,  quedando  responsables  á 
ello  todos  los  fondos  y  alhajas  correspondien- 
tes á  este  establecimiento. 

Las  imposiciones  semanales  no  podrían 
esceder  de  100  rs.  Del  3  por  100  que  abona- 
ría á  la  Caja  el  Monte  de  Piedad,  solo  debe- 
rían deducirse  los  gastos  de  escritorio,  dis- 
tribuyéndose lo  restante  proporcionalmente 
entre  los  capitales  que  produjeran  la  ganan- 
cía.  Las  devoluciones  de  bis  cantidades  im- 
puestas las  verificaría  la  caja  á  los  quince 
días  de  presentada  la  solicitud. 

Reunida  la  junta  directiva  de  la  caja  de 
ahorros  de  Madríd,  formó  una  instrucción 
que  fue  aprobada  por  S.  M.  en  1.^  de  fe- 
brero de  1839,  y  bajo  las  bases  de  esta  ins- 
trucción y  del  decreto  de  23  de  octubre 
de  1838,  formó  la  misma  junta  el  reglamen- 
to para  la  administración  y  gobierno  inte- 
rior de  la  caja ,  que  fue  aprobado  por  real 
orden  de  17  de  julio  de  1839. 

La  caja  de  ahorros  de  Madríd  se  abrió  al 
público  el  domingo  17  de  febrero  de  1839,  y 
fue  tan  bien  acogida,  que  reunió  al  poco  tiem- 
po mas  fondos  de  los  que  podía  colocar  él  Mon- 
te de  Piedad,  viéndose  por  esta  causa  obliga- 
dos ios  directores  á  bajar  el  máximum  admi- 
sible en  las  puestas  semanales ,  hasta  redu-  . 
cir  á  60  y  100  rs.  los  300  y  1000  de  la  ins- 
trucción; á  fijar  en  la  cantidad  de  10,000  el 
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máximm  de  cada  lÁbreia;  á  prohiJnr  que 
ningún  imponente  tuviese  nías  de  una  libre* 
ta»á  negar  intereses  á  las  cantidades ^e  es- 
cediesen  de  los  10,000  rs.,  y  á  dictar  otras 
restricciones  que  indudablemefitie  han  reii* 
rado  de  la  caja  capitales  de  consideración. 

Vistos  los  primecos  resultados  de  la  caja 
de  ahorros  de  Madrid ,  quiso  el  g<Aierno 
provocar  el  establecimienlo  de  otras  análo- 
gas en  las  provincias,  y  al  efecto  dictó  la 
real  orden  de  i7  de  abril  de  4839,  previ- 
niendo á  los  gefes  políticos  procurasen  la 
creación  al  menos  de  una  en  cada  provincia, 
asociándola  á  un  Monte  de  Piedad ,  ó  pro- 
moviendo también  la  creación  de  estableci- 
mientos de  esta  especie,  tenieiulo  presentes 
el  reglamento  de  la  de  Madrid  y  la  instruc- 
eioo  formada  por  su  junta  de  gobierno. 

Bien  fuese  por  esta  oscitación  del  gobier- 
no t  bien  porque  terminada  la  guerra  civil 
se  empegase  á  pensar  en  las  mejoras  que 
esta  habia  impedido  ó  retardado ,  lo  cierto 
es  que  desde  el  «io  de  1839  comenzaron  á 
establecerse  cajas  de  ahorros  en  algunas 
provincias. 

fie  aquí  el  catálogo  de  las  existentes  al 
tiempo  de  la  reforma  hecha  por  el  real  decreto 
de  29  de  junio  de  Í8ti3 ,  con  indicación  de 
la  fecha  de  su  establecimiento»  del  interés 
que  pagan  á  los  imponentes  y  del  destino 
que  se  dan  á  aüs  fondos. 

La  de  Granada ,  establecida  en  i  2  de  ma- 
yo de  1839,  satisface  á  los  imponentes  el 
4  por  100  y  entrega  sus  fondos  en  préstamo 
al  Monte  de  Piedad. 

La  de  Sevilla,  fundada  en  15  de  julio  de 
1842 ,  paga  á  los  imponentes  el  4  por  100, 
y  coloca  sus  fondos  en  el  monte  de  Piedad. 

La  de  Valencia,  creada  en  1842,  satisfa- 
ce á  los  imponentes  el  4  por  100  y  destina 
sos  fondos  i  préstamos  que  hace  la  misma 
al  6  por  100. 

La  de  la  Corona,  establecida  en  8  de  ene- 
ro de  1843,  da  á  los  imponentes  el  4  por  100, 
y  entrega  sus  fondos  al  Monte  de  Piechtd. 

La  de  Barcelona ,  fundada  en  17  de  mar- 
zo de  1844,  paga  a  los  imponentes  el  3 
por  100 ,  y  entrega  sos  fondos  al  Monte  de 
PiedAfl  dependiente  de  ella. 
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La  de  Buidos ,  fondada  en  5  de  enero  de 
1845,  sMisfoce  á  los  imponentes  un  4  y  1|2 
por  100 ,  y  coloca  sus  fondos  en  el  Monte  de 
Piedad. 

La  de  Cádiz,  creada  en  2  de  febrero  de 
1845 ,  paga  á  los  imponentes  un  3  por  100, 
y  lleva  sus  fondos  al  monte  de  Piedad. 

La  de  Zaragoza,  instalada  en  1.""  de  se- 
tiembre de  1845 ,  da  á  los  imponentes  un 
4  por  100,  y  sus  fondos  los  emplea  en  ope- 
raciones mercantiles  por  medio  de  la  caja 
de  descuentos  zaragozana. 

La  de  Vitoria,  establecida  en  24  de  no- 
viembre de  1850,  paga  á  los  imponentes  un 

3  por  100 ,  que  satisface  el  ayuntamiento 
por  los  fondos  que  recibe. 

La  de  Valladolid ,  creada  en  26  de  diciem- 
bre de  1851 ,  satisface  á  los  imponentes  un 

4  por  100,  y  lleva  sus  fondos  al  Monte  de 
Piedad. 

En  Castellón  de  la  Plana  hay  proyectada 
una  que  no  fonciona  todavía,  aun  cuando 
existe  reunida  por  suscricion  la  cantidad  de 
51,000  rs«  para  su  establecimiento. 

La  que  Jiabia  en  Santander  cesó  en  31  de 
diciembre  de  1845# 

La  que  hábia  en  Patencia  se  cerró  en  19 
de  octubre  de  1846. 

Resulta  de  estos  datos,  que  á  fines  d^ 
1852  habia  establecidas  en  SspaSa  once  ca- 
jas de  ahorros ,  siendo  la  ma»  importante  la 
de  Madrid ,  la  cual  tenia  impuesto  en  aque- 
lla fecha  un  capital  de  14.234,315  rs.  5  mrs. 

El  gobierno  ha  querido  propagar  estos 
establecimientos  á  todas  las  capitales  de 
provincia  y  aun  á  los  pueblos  mas  importan- 
tes de  cada  una  de  eltes,  y  creyéndose  sin 
duda  con  la  fuerza  creadora  necesaria  para 
llevar  á  cabo  su  propósito ,  ha  resuello  p(Nr 
el  real  decreto  de  29  de  junio  de  1853 ,  in- 
serto en  la  parte  legislativa,  que  se  esta- 
blezcan cajas  de  ahorros  en  todas  las  capi- 
tales de  provincia  donde  no  las  haya ,  c^n 
sucursales  en  los  pueblos  de  las  mismas, 
donde  á  juicio  de  los  gobernadores  y  de  los 
ayuntamientos  respectivos  puedan  ser  con- 
venientes. 

Mucho  dudamos  que  el  /iol  del  gobierno 
sea  bastante  para  crear  estos  establecimíen- 
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tos.  ¡Quiera  Dios  que  k»  existentes  no  se 
resientan  con  la  nueva  organizaeíoi! 

SECaON  II. 

IDEAS  GENERALBS  SOMIt  LA  OROAKIZACION  DE 
LAS  CAÍAS  DE  AHORfeOS. 

Las  cajas  de  ahorros  tienen  el  doble  ca* 
ráeter  de  instituciones  de  befteíicencia  y  de 
instituciones  de  crédito.  Bajo  estos  dos  pnn^ 
tos  de  vista  es  necesario  considerarlas  para 
que  su  organización  pueda  corresponder  á 
su  fin,  que  es  moral  y  económico  á  la  vez. 
Ofreciendo  á  las  clases  menos  acomodadas 
un  asilo  seguro  á  sus  modestos  ahorros^  y 
estimulando  con  la  seguridad  del  empleo  y  la 
seguridad  de  la  ganancia,  su  virtud  de  cco^ 
nomizar  y  de  acumular,  desarrollan  y  for- 
tifican en  el  pueblo  los  hábitos  de  pruden- 
cia, de  previsión  y  de  orden  que  tan  eficaz- 
mente contribuyen  á  la  moralidad  pública  y 
privada. 

El  pequeño  ahorro  del  sirviente,  del  jor- 
nalero y  del  menestral  no  se  produce  nunca 
sino  á  espensas  de  una  necesidad,  porque  la 
recompensa  que  reciben  por  su  trabajo  ape- 
nas alcanza  á  satisfacer  las  mas  indispensa- 
bles á  la  vida.  Si  por  mala  costumbre  é  fal- 
ta de  previsión  consumen  todo  el  salario, 
cuando  este  les  falta  por  vejez ,  enfermedad 
ú  otro  accidente,  se  ven  sumidos  en  la  mas 
espantosa  miseria,  la  cual  les  impele  con 
fuerza  hacia  el  delito,  si  no  hallan  socorro 
en  la  caridad  pública. 

T  aun  en  los  tiempos  bonancibles  de  tra- 
bajo continuo  y  bien  recompensado»  el  gas^ 
to  de  todo  el  salaria  hace  imposible  la  mejo- 
ra de  su  condición  por  medio  áet  poderoso 
ausilio  que  puede  prestar  á  su  industria  el 
empleo  del  propio  capital.  El  ahorro ,  la 
acumulación  del  ahorro  de  las  clases  menos 
acomodadas,  es,  pues,  para  ellas  un  remedio 
•contra  los  accidentes  que  kts  Hevan  á  la  mi- 
mería, y  un  recurso  seguro  para  mejorar  su 
condición. 

Mas  para  impulsarlas  al  ahorro,  para  traer- 
ías á  la  práctica  de  la  virtud  de  privar- 
i$e  de  algo  de  lo  actual  necesario  para  satis- 
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facer  con  eUo  fas  neoendades  futuras ,  ó 
jorar  su  condición ,  era  indispensable  la  crea* 
cien  de  estaUecimienlos  destinados  á  reco- 
jer  aquellos  ahorros  y  á  conservarlos  con 
atmento  i  disposición  de  sus  dueños.  La 
insígnifloaneia  de  los  ahorros  individuales  de 
las  clases  pobres,  las  tentaciones  oontinuas 
de  la  necesidad  y  lo  estéril  de  la  acumulación, 
han  sido  obstáculos  que  con  fuerza  insupe- 
rable se  han  opuesto  siempre  á  que  se  ge- 
neralice en  el  pueblo  el  hábito  de  econo- 
mía y  de  previsión.  Las  cajas  de  ahorros  han 
contribuido  eficazmente  á  aquel  feliz  resul- 
tado, atrayendo  con  el  cebo  del  interés  á  las 
clases  trabajadoras  hacia  el  hábito  de  orden 
y  de  moralidad  domésticos,  base  cardinal 
del  orden  y  moralidad  públicas.  Por  eso  se 
observa  que,  en  todos  los  pueblos  en  que  hay 
establecidas  cajas  de  ahorros,  los  crimina- 
les perseguidos  por  la  justicia  no  suelen 
hallarse  inscritos  en  el  libre  de  los  impo- 
nentes. 

No  son  menos  claros  é  nnportantes  los  re^ 
sultados  económicos  que  provienen  para  el 
individuo  y  para  la  sociedad  de  la  acumula- 
ción de  los  ahorros  de  las  clases  menos  aco- 
modadas. El  individuo  puede  poco  á  poco 
formarse  un  capital  productivo  que  le  abra 
el  camiao  para  mejorar  su  condición  indus- 
trial. Ausilíado  con  él ,  puede  mas  fácilmen- 
te emancipar  su  trabajo  de  las  injustas  con- 
diciones que  quieran  iniponérsele,y  obtener 
mejor  remuneración.  También  puede  servir- 
le el  capital  acumulado  por  su  previsión, 
para  socorrerse  en  sus  enfermedades  y  des- 
gracias ,  y  para  hacer  mas  llevadera  la  ve- 
jez que  consume  su  fuerza  productora.  La 
sociedad  rep<Mrta  dos  beneficios  de  la  ma- 
yor consideración ,  cuales  son,  remediar  la 
miseria  y  hacer  productivos  unos  capitales 
que  se  consumirían  estérilmente.  En  Ingla- 
terra, donde  la  miseria  es  una  plaga  de  la 
sociedad,  las  cajas  de  ahorros  han  nacido  y  se 
ban  fomentado  y  propagado  como  un  remedio 
poderoso  para  contener  los  progresos  de  aquel 
grave  mal.  El  aborr»  del  pobre,  esa  peque- 
ña y  casi  imperceptible  reserva  que  se  hace 
á  eq»nsas  del  consumo  necesario,  y  que  se 
perdería  inútilmente  si  no  existieran. los  es- 
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uUecimientos  creados  para  reeojerlos,  vie- 
sea  á  coB9t¡tair  acumulados  y  reunidos  ua 
gran  ^pital,  capaz  de  ser  aplicado  á  empre- 
sas productivas  de  todos  géneros.  En  mas  de 
seis  mil  miljiones  de  reales  se  .calcula  el  ca- 
pital impuesto  en  las  cajas  de  ahorros  exis- 
tentes. Este  solo  dato  basta  para  que  se  re-« 
conozca  la  marcada  influencia  que  pueden 
ejercer  estos  establecimientos  en  el  progreso 
y  desarrollo  de  la  riqueza  pública. 

Hechas  estas  indicaciones  sobre  el  carác- 
ter benéfico  y  económico  de  las  cajas  de 
ahorros  9  vamos  á  determinar ,  aunque  sea 
ligeramente,  las  bases  principales  de  su 
organización. 

Gomo  establecimientos  de  beneficencia 
debe  ser  gratuita  su  dirección  y  administra- 
ción. Esta  es,  una  base  admitida  sin  contra^» 
dicción.  Se  proponen  aquellos  favorecer  á 
las  clases  menos  acomodadas  conservando  y 
haciendo  fructíferos  ais  ahorros,  y  es  ano  de 
los  medios  mas  adecuados  el  de  no  cercenar 
sus  utilidades  con  los  gastos  de  una  «dmi-*- 
nistracion  onerosa.  Siempre  hay  hombres  fi- 
lantrópicos que  se  prestan  gustosos  k  ese 
servicio  gratuito  en  bien  de  sus  semejantes. 

£1  sello  de  utilidad  general  que  llevan 
impreso  las  cajas  de  ahorros ,  y  la  garantía 
qae  debe  ofrecer  el  Estado  á  las  clases  que 
llevan  á  ellas  sus  pequeñas  fortunas,  hace 
indispensable  y  necesaria  la  vigilancia  cons- 
tante del  gobierno  sobre  la  administración 
de  aqudlos  estaUe/Dimientos.  Enlige  la  abso- 
luta libertad  de  .acción  de  los  mismos  y  la 
dependencia  absoluta  del  gobierno,  hay  el 
término  medio  de  la  inspección  y  vigilancia 
de  este,  con  la  cual  pueden  «carregine  los 
abusos  sin  menoscabo  de  niíiguna  eq^cie» 

Aigo  mas  importante  es  determinar  el  des- 
tino ó  empleo  que  debe  darse  á  ¡oi  foiÉlos 
que  ingresen  en  las  cajas  de  ahorros. 

Daos  sostienen  que  deben  ponerse  á  dis^ 
posición  del  gobierno  bajo  la  garantía  del 
Estado;  otros  que ^ebea llevarse  á  los  mon« 
tes  de  Piedad ;  algunos  qae  deben  emplearse 
en  operaciones  de  comercio  ó  ea  empresas 
industriídes ,  y  no  falta  quien  sostenga  que 
deben  irá  fomentar  la  agricakura.  Todos 
estos  distintos  sistemas  parten,  como  se  vé, 

TOMO  vn. 


de  un  mismo  punto,  cual  es  el  préstamo  & 
interés ,  variando  únicamente  en  la  desig- 
nación del'que  ha  de  tomar  prestado,  según 
el  aprecio  que  cada  tino  hace  de  la  garantía 
que  aquel  presenta. 

'  Sobre  este  punto  capital  no  puede,  en 
nuestro  concepto ,  establecei^se  uha  regla 
absoluta.  El  estado  en  qne  se  encuentre 
cada  pais  será  el  que  aconseje  la  preférC&ncia 
de'  uñ  sistema  ó  de  otro.  Sin  embaígo,  se 
comprende  fácilmente  que  los  préstamos  al 
gobierno  en  esta  ó  en  la  otra  forma  suelea 
correr  graves  peligros ,  como  se  ha  visto  en 
Francia  durante  la  crisis  de  1848.  Hacer  por 
este  medio  dependientes  del  gobierno  Jas 
cajas  de  ahorros ,  y  someter  á  las  alternati- 
vas del  crédito  público  las  pequeñas  fortunas 
de  las  clases  hienos  acomodadas,  no  nos 
parece  justo  ni  t^avenlente/Mas  reeónt^iP- 
dable  es  süi  duda  el  sistema  que  acon's^jlt 
los  préstamos  á  los  Montes  de  PiedaB:  Si 
estos  están  bien  organizados  ofreceb,'i)osolo 
ana  garantía  canstantemenle^  segitfá,  siiib 
también  la  facilidad  del  reembolso,  según  k> 
exijan  las  circunstancias.  El  mayor  inconve- 
niente que  presenta  esta  combinación  es  que 
los  montes  no  suelen  seguir  el  desarrdlo 
progresivo  de  las  cajas  prestamistas. 

Los  préstamos  al  comercio,  á  la  industria 
y  á  la  agricultura,  son  '6i¿  duda'  alguna  los 
que  están  llamados  con  el  tiempo  á  absoi^ 
ver  todos  los  fondos  de  las  cajas  de  ahorros^ 
por  ser  este  sn  natural  destino.  Capitales 
improductivos,  porlo  general,' sino  los  re- 
cojíerany  conservaban  estbs  establecimien- 
tos, dabeo^con vertirse  en  productivos,  coope^ 
lando^al  desarrollo  de  la  riqueza  <nacíonah 
£n  las. nadónos  agrícolas,  como  la  nuestra, 
ea  que  los  préstamósusurarios  tienen  ago^ 
viados  á  los  labradores ,  deberían  con  prefe- 
rencia emplearse  los  fondos  recojidos  por  las 
cajas  de  ahorros  ea 'fovorecer  á  laclase 
agricoltora.  Para,  qae  esto  pueda  hacerse 
sia peligro,  és. necesario  fundar  antes  el 
erécüto  territorial  é  hipotecario  por  los  me^ 
dios  que  d^amos  indicados  en  el  artículo 

Instituidas  las  cajas  para  recojer  y  hacer 
productivos  los  ahorros  de  las  clases  menos 
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aoomodadas » deben  dar  entrada  á  las  pe* 
quenas  puestas  y  cerrarla  á  las  grandes, 
asi  como  deben  poner  también  nn  límite  á 
la  acumulación.  No  de  otro  modo  pueden 
conservar  su  carácter  benéfico.  Los  capita- 
les de  alguna  importancia  encuentran  con 
facilidad  empleo  productivo ,  y  no  necesitan 
el  ausilio  que  prestan  á  los  pequeños  esta 
clase  de  establecimientos. 

Las  cajas  de  ahorros  deben  ofrecer  á  los 
imponentes  las  mayores  facilidades  para  ve- 
rificar las  puestas  9  al  capital  impuesto  el 
mayor  interés  y  á  las  devoluciones  las  me- 
nores trabas  posibles ;  porque  de  este  modo 
estenderán  su  benéfica  influencia  por  el 
atractivo  de  los  beneficios  positivos  que  pro- 
curan. 

Finalmente ,  la  publicidad  de  las  opera- 
ciones debe  ser  una  ley  para  estos  estable^ 
cimientos.  Es  siempre  una  de  las  mejores 
garantías  para  la  buena  gestión  de  los  ne- 
gocios,  y  las  cajad  de  ahorros  deben  acep- 
tar todas  las  que  inspiren  la  confianza  pú- 
.  blica. 

SECCIÓN  m. 

SSTAnO  ACTUAL  DS  LAS  CAJAS  fiS  AHORROS  Elf 
BSPAfTA  A  VIRTUD  DE  LA  ULTIMA  REFORMA. 

Antes  del  real  decreto  de  29  de  junio 
de  18S3 ,  inserto  en  la  parte  legislativa,  las 
cajas  de  ahorros  se  regian  y  administraban 
por  disposiciones  y  reglamentos  especiales. 
El  ministro  de  la  Gobernación,  que  hasta  en- 
tonces se  había  limitado  á  reconiiendar  la 
creación  de  estos  establecimientos  ^  espitan- 
do el  cek)  de  los  particolares ,  de  las  corpo^ 
raciones  y  de  los  gobernadores  de  las  pro^ 
Tincias,  se  ha  constituido  ahora  en  legisla-^ 
■dor  para  ordenar  que  se  establezcan  cajas 
de  ahorros  en  todas  las  capitales  de  provin- 
cia, y  que  tanto  estas ,  como  las  existen-^ 
tes  se  rijan  y  gobiernen  por  lás  disposición 
nes  de  aquel  decreto  y  por  los  reglamen-- 
tos  que  se  formen  en  armonía  con  ellas  qae 
jnerezcan  la  real  aprobación.  De  este  modo 
se  ha  cambiado  por  la  sola  voluntad  minis^ 
terial ,  la  organización  de  las  cajas  de  ahor- 
ros, introduciendo  en  ellas  innovaciones 
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arriesgadas  qne  han  alarmado  á  muchos 
imponentes ,  quienes  recelando  de  la  bon- 
dad de  la  reforma  se  han  apresurado  á  re- 
clamar sus  fondos,  poniendo  en  conflicto  al> 
gunos  de  estos  establecimientos.  En  todos 
los  países  regidos  constítucionalmente  es 
obra  del  poder  legislativo  la  organización 
de  las  cajas  de  ahorros,  porque  él  mas  que 
otro  alguno  puede  ofrecer  á  los  capitales  im- 
puestos la  garantía  de  seguridad  y  respeto 
que  se  merecen. 

Variadas  las  bases  orgánicas  de  las  cajas 
de  ahorros  existentes ,  natural  era  que  se 
les  oblígase  á  reformar  sus  reglamentos  den- 
tro de  cierto  tiempo.  Fijado  primero  el  pla- 
zo de  dos  meses ,  se  ha  prorogado  después 
indefinidamente  por  las  reales  órdenes  de  22 
de  julio  y  2  de  agosto  de  1853 ,  dejando  al 
celo  y  prudencia  de  los  gobernadores  y  jun- 
tas directivas,  el  que  activen  todo  lo  posi- 
ble la  reforma  de  los  reglamentos  de  las 
cajas  de  ahorros  que  hoy  existen  para  po- 
nerlos en  armonía  con  el  decreto  orgánico 
de  29  de  junio  de  Í8S3.  Todavía  no  se  ha 
llevado  á  efecto  esta  reforma ,  ignorándose 
hoy  cuáles  serán  las  disposiciones  que  se 
adopten  para  llevar  á  ejecución  aquel  de- 
creto. El  estado  presente  de  las  cajas  de 
ahorros ,  es  por  lo  tanto  un  estado  anóinalo, 
puesto  que  funcionan  á  virtud  de  constitu- 
ciones y  reglamentos  derogados ,  cuyas  ba- 
ses son  diversas  de  las  que  se  establecen  en 
el  decreta  orgánico  vigente.  Mientras  dure 
este  estado  no  es  posible  dar  una  esplica- 
cion,  doctrinal  do  las  disposiciones  porque 
se  rigen  y  gobiernan  nuestras  cajas  de  ahor- 
ros, y  por  eso  la  suspendemos  hasta  tanto 
que  por  los  reglamentos  reforma  dos  se  pon- 
ga en  práctica  la  nueva  organización. 

CAJA  DE  AMORTIZACIÓN. 
La  apurada  situación  en  que  se  encontraba 
el  Tesoro  á  fines  del  siglo  próximo  pasado, 
producida  por  los  cuantiosos  é  inmensos  gas- 
tos ,  á  cuya  satisfaccian  no  eran  suficientes 
las  rentas  ordinarias  ni  los  impuestos  es- 
traordinarios,  obligó,  según  con  mas  os- 
tensión decimos  en  el  artículo  correspon- 
diente ,  á  contraer  diferentes  empréstitos  y 
á  crear,  no  en  una,  sino  en  repetidas  ocasió- 
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nes»  la  deuda  conocida  con  el  nombre  de 
Vales  Reales. 

Sucedió  entonces  lo  que  debia  suceder 
forzosamente  en  el  orden  regular  de  1^  co- 
sas, á  saber»  que  á  medida  que  se  repetían 
las  creaciones  de  los  vales  reales  se  hacia 
mas  dirícil  el  acrecentamiento  de  ellos ,  y  se 
disminuia  el  crédito  y  la  estimación  que  esta 
clase  de  papel  pudiera  haber  merecido  des- 
de su  establecimiento.  Fue  indispensable, 
por  consiguiente ,  pensar  en  los  medios  de 
eslinguirlos  vales,  procediendo  á  su  amor* 
tizacion  en  mas  ó  menos  reducida  escala  y 
según  lo  permitieran  los  recursos  destinados 
á  este  efecto. 

£1  primer  pensamiento  que  se  ensayó  en 
este  particular  se  redujo  á  la  creación  de  un 
fondo  llamado  de  amortización,  decretado 
en  12  de  enero  de  1794.  Para  formarle  se 
impuso  la  contribución  de  un  10  por  100  so* 
bre  el  producto  anual  de  todos  los  propios  y 
arbitrios  del  reino  :  se  ordenó  que  el  Ban- 
co de  S.  Carlos  retuviese  en  su  poder  los 
derechos  de  indulto  y  los  entregase  al  fin 
de  cada  ano  en  la  tesorería  mayor:  se  acor- 
dó también  que  en  esta  se  estableciese  un 
depósito  en  donde  unos  y  otros  caudales  se 
custodiaran  con  la  seguridad  y  formalidad 
convenientes :  y  por  último  se  previno ,  que 
llegado  el  tiempo  de  la  renovación  de  vales 
de  cualquiera  creación  que  fuesen,  se  estin- 
guieran  y  recogieran  todos  los  que  cupie- 
sen ,  según  lo  que  importaren  dichos  fondos, 
empezando  por  los  de  primera  creación,  al 
tenor  de  lo  orrecido,  y  practicándose  así  su- 
cesivamente todos  los  anos.  Este  fondo  se  au- 
mentó por  decreto  de  29  de  agosto  de  1794 
con  una  contribución  estraordinaria  y  tem- 
poral, que  se  estableció  é  impuso  espresa- 
mente  para  la  amortización  de  vales  reales 
sobre  todas  las  rentas,  procedentes  de  ar- 
rendamientos de  tierras ,  fincas ,  pensqs,  de- 
rechos reales  y  jurisdiccionales. 

Todos  estos  medios,  sin  embargo,  no 
fueron  suficientes  para  levantar  esta  deuda 
del  abatimiento  y  menosprecio  en  que  habia 
caido,  y  que  cada  dia  se  hacia  mas  notable. 
Eran  precisas  medidas  mas  eficaces  y  pode- 
rosas para  reanimar  el  crédito  de  los  vales 


y  asociarlos  ¿  ese  sentimiento  de  seguridad 
y  confianza,  que  es  la  base  y  el  fundamento 
esencial  del  crédito.  Con  este  objeto  se 
pensó  en  dar  mayores  proporciones  al  fondo 
de  amortización  y  en  organizar  su  consti- 
tución y  distribución  bajo  de  otras  bases, 
creando  un  establecimiento  especialmente 
consagrado  á  ello.  Tal  fue  el  origen  de  la 
Real  Caja  de  Amortización. 

El  Sr.  D.  Carlos  IV,  que  habia  sentado  ya 
el  inconcuso  principio  de  que  siendo  perma- 
nente el  Estado  debía  estar  perennemente 
sujeto  á  las  obligaciones  contraidas  en  su 
nombre  por  la  autoridad  legislativa  que  lo 
representa,  sin  permitir  escepciones  arbitra- 
rias ni  dar  el  menor  lugar  á  la  opinión  tan 
errónea ,  como  perjudicial  é  indecorosa  á  la 
magestad  y  á  la  potestad  soberana,  de  ser 
menores  los  reyes  y  de  no  tener  mas  fuerza 
los  empeños  que  toman  que  por  el  tiempo 
de  su  reinado:  el  rey,  que  tanto  respeto  ha- 
bia mostrado  á  los  compromisos  de  sus  au- 
gustos predecesores,  y  que  por  otra  parte 
deseaba  atajar  los  progresos  del  agio  ó  del 
premio  de  reducción  introducido  abusiva- 
mente en  el  cambio  de  los  vales,  mandó  por 
decreto  de  26  de  febrero  de  1798  que  se 
estableciera  desde  luego  una  c^a  de  amor- 
tización enteramente  separada  de  la  tesore- 
ría n^ayor ,  cuyo  principal  objeto  debería  ser 
atender  puntualmente  al  pago  do  los  intere- 
ses y  al  reintegro  progresivo  de  los  vales 
reales ,  de  los  empréstitos  creados  en  1795 
y  1797,  de  los  préstamos  en  paises  estran- 
jeros  y  de  cualquiera  otros  cuya  satisfacción 
cQrríese  en  la  actualidad  directamente  al 
cargo  de  la  tesorería  mayor.  P^ra  llensir  la 
caja  tan  vasto  objeto,  necesitaba  fondos  n^as 
cuantiosos  que  los  asignados  hasta  entonces: 
con  este  convencimiento  se  señalaron  y  se 
mandó  que  entraran  precisamente  en  la 
caja: 

Todos  los  fondos  hasta  entonces  destina- 
dos á  la  estincion  de  vales. 

El  importe  de  un  10  por  100  sobre  el  pro- 
ducto anual  de  todos  los  propios  y  arbitrios 
del  reino. 

El  producto  total  del  derecho  de  indulto 
de  la  estraccion  de  plata. 
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El  de  la  contribueioa  temporal  estraordi-. 
Daría  sobre  fmtos  civiles. 

El  aumento  tstraordiiiario  de  7.000,000 
anuales  al  subsidio  eclesiástico. 

El  producto  de  las  *  vacantes  de  todas  las 
dignidades,  prebendas  y  benéfiéios  étl6siás- 
ticos.  T  í  i  t    .       » 

El  de  el  derecho  de  i5  por  100  sobre  vin- 
culaciones. 

El  de  otro  15  por  100  sobre  el  valor  de 
los  bienes  que  se  adquieran  por  manos 
muertas. 

La  asignación  anual  de  4.000,000  sobre 
kt  renta  de  salinas. 

El  producto  del  indulto  cuadragesimal  de 
Indias. 

Estas  asignaciones  deberlati*conñnüar  in-' 
tegrameute  hasta^  la  total  !estitfcion  de'  los' 
▼ales  9  conservándose'  tOs*  fcmdos  con  entera- 
separación  de  los  demás  de  teséréría  ina^or,' 
para  cuyo  efecto  la  cajadé  amortízacioh'qué-' 
dó  situada  en  el  Banco  nacional  de  San  Gar- 
los^ y  la  oficina  erigidfit  en  aquella  tesorería 
para  la  renovación  de  los  vales  se  convirtió 
en  contaduría  principal  de  la  caja ,  y  como 
tal  encargada  de  ejercer  una  vigorosa  inter- 
vención en  sus  operaciones. 

Habíase  creado  por  entonces  una  junta 
suprema  para  dirigir  las  enagenaciones  de 
los  bienes  pertenecientes  á  las  manos  muer- 
tas, y  creyéndose  que  esta  junta  sería  mas 
á  propósito  para  realizai'  la  amorti^doif,  se 
pusieron  á  disposición  de  ella  todos  los  fon- 
dos y  se  la  erígió  en  Junta  suprema  de  amor- 
tización. Por  decreto  de  6*  de  abríl  de  1799 
se  aumentaron  los  arbitrios  deslihádbs  á  la 
amortización  misma :  por  otro  de  29  de  junio 
del  mismo  ano  quedó  estinguida  la  Junta  su- 
prema, y  se  repuso  en  todas  sus  partes  la 
real  caja,  restituyéndola  al  ser  y  estado  de 
m  primitivo  establecimiento:  y  por  otro  de 
17  de  julio  del  propio  ano  se  establecieron 
cajas  de  descuentos  en  varias  capitales  de 
provincia,  para  consolidar  el  crédito  de  los 
vales  y  sostener  su  valor  reduciendo  su  pre- 
mio al  6  por  100. 

Todas  esas  medidas ,  todos  esos  sistemas 
fueron  sin  embargo  ineficaces  para  producir 
defecto  que  el  gobierno  deseaba  tanto. 


Una  triste  esperiencia,  cómo  dice  eí  decreto 
de  30  de  ag:osto  de  1800,  que  se  publicó  para 
mayor  eficacia  'con  fuerza  de  pracmática 
sanción ,  una  triste  esperiencia -vipo  á  de- 
méstrar  (¡fte  lo&Vales b^fañ sidopospuéstos 
y  desátMdidos  ^df  los  mis'mbs  que  tenian 
Verdadero  irttei%s  en  conservar  sd  crédito,  y 
cfue  no  habia  sido  pS^bEe 'desvanecer  los  re^ 
celos  y  desconfianzas  que  por  efecto  de  va- 
rios temores  ú  otro  principio  equivocado 
habia  propagado  la  ignorancia  ó  la  malicia. 
Habia  sido  infructuoso  el  acrecentamiento 
de  fondos  para  la  amortización;  y  la  pérdida 
que  en  su  reducción  á  dinero  esperimentaban 
los  vales  habia  llegado  á  cerca  de  las  tres 
cuartas  partes' del  verdadero  valor  que  re- 
presentaban. 

'  Desbando  SI  gobierno  evitaf  estósdanos 
^consolidar  y  restablecer' el  crédito ♦y^alói' 
dfe  está  clase  de  papel,  creyó  necesario 
adoptar  medidas  mas  decisivas  y  recurrir  á 
otro  sistema  diferente.  Ratificóse  esta  deuda 
como  deuda  de  la  monarquía:  se  declara 
responsable  de  ella  á  la  monarquía  misma; 
se  señalaron  nuevas  hipotecas  especiales; 
se  suprimió  la  Real  caja  de  amortización :  se 
adoptó  un  nuevo  sistema  de  consolidación 
de  vales  reales  para  su  estincion  y  el  pago 
puntual  y  periódico  de  sus  intereses :  se  puso 
bajóla  dirección  é  iámediato  gobierno  del 
Consejó  todo  lo  perteneciente  á  vales  y  suá 
arbitrios,  y  se  creó  una  comisión  con  el  título 
de  Comisión  gubernativa  de  consolidación 
de  vales  y  cajas  de  estincion  y  descuento 
para  la  ejecución  y  cumplimiento  de  cuanto 
el  Consejo  acordase.  A  esta  nueva  dependen- 
cia, creada  para  la  estincion  de  vales  y  pago 
de  sus  intereses ,  se  la  llamó  Real  caja  de 
consolidación  de  vales,  independiente-de  la 
tesorería  general  y  ansiliadá  por  las  cajas 
de  descuentos  de  que  se  ha  hecho  mención, 
las  cuales  quedaron  también  á  disposiciod 
del  Consejo  para  que  cooperasen  del  modo 
que  á  su  instituto  Correspondía  al  gran  pen- 
samiento dé  la  consolidación. 

La  caja  de  consolidación  de  vales  conti- 
nuó funcionando  sin  éxito  alguno  plausible 
hasta  el  ano  de  1811 ,  en  que  fue  suprimida 
creándose  por  el  decreto  de  las  Cortes  de 
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26  de  setiembre  del  mismo  ano  la  Junta  na- 
cional  del  crédito  público.  El  encargo  de  esta 
junta  no  se  limitó  á  la  amortización  de  los 
vales :  sus  facultades  fueron  mas  estensas. 
La  junta  debia  entender,  no  solamente  en 
la  estincion  de  los  vales  y  pago  de  sus  inte- 
reses, sino  en  la  dirección  y  pago  de  toda  la 
deuda  reconocida ,  cualesquiera  que''  fuesen 
su  origen  y  circunstancias ,  siendo  contraida 
desde  el  18  de  marzo  de  I8O81  La  junta  con^ 
tínuó  hasta  que  por  real  decreto  de  13  de 
dctubre  de  1815  se  dio  k?  establecimiefato 
nueva  forma  y  ^e'puso  i  cargó  de  un  direc-» 
tor  general ,  quedando  estinguida  aquella, 
y  aplicando  al  establecimiento  ciertos  arbi* 
trios  para  el  pago  de  los  réditos  de  la  deuda 
con  interés  y  otroft  p^rk  la  amortización  de 
la  deuda  que  no  los  devengaba. 

A  la  dirección  del  crédíto-pébüco  sucedió 
otra  vez  en  el  ano  de  18S0  la  junta  suprimi- 
da en  1818  y  continuó  hnciónando'hasta  ^ue 
en  el  ano  de  1824  y  por  real  decreto  de  4 
de  febrero  se  suprimió  el  establecimiento 
denominado  crédito  público  y  se  verificó  una 
alteración  esencial  en  la  materia  restable- 
ciéndose la  antigua  Real  caja  de  amortiza- 
cion»  aunque  bajo  otra  forma  y  con  mayores 
proporciones.  El  pensamiento  fundamental 
que  presidió  al  restablecimiento  de  la  caja 
de  amortización  déla  deuda  pública,  fue  el 
conocimiento  y  liquidación  de  esta,  el  pago 
puntual  y  periódico  de  sus  intereses  y  el 
reembolso  efectivo  de  los  capitales  en  las 
ISpocas  en  que  debiera  efectuarse.  Para  esto 
era  indispensable  asociar  á  la  idea  de  la  caja 
que  debia  satisfacer  los  pagos ,  la  ci'eacion 
de  otra  dependencia  que  liquidara  toda^'las 
deudas  del  Estado,  y  con  semejante  fin  se 
creó  la  caja  de  amortización  ya  mencionada 
y  ana  comisión  de  liquidación  de  la  deuda 
pública. 

'  La  caja,  único  establecimiento  de  que 
debemos  tratar  en  este  artículo ,  tenia  la 
obligación,  primero:  de  trascribir  en  el  gran 
libro  que  debia  formarse  al  efecto  los  crédi- 
tos contra  el  Estado  reconocidos  y  liquidados 
por  la  comisión  de  liquidación,  distinguiendo 
los  que  devengasen  y  no  devengasenjnterés. 
Segnndo :  de  estinguirlos  créditos  asi  liquida- 


dos, empezando  por  los  que  devengaban  inte-^ 
res,  en  los  términos  y  bajo  las  condiciones  que 
se  espresaban  en  un  reglamento  particular 
formado  al  efecto.  Tercero :  responder  del 
pago  de  los  intereses  de  las  nuevas  obliga- 
ciones que  en  las  circunstancias  de  aquella 
época  pudiera  contraer  el  Erario  para  ocurrir 
á  las  necesidades  del  servicio  corriente. 

Para  desempeñar  estas  obligaciones  se  se- 
ñaló á  la  caja  de  amortización  una  consigna- 
nación  anual  de  80.000,000,  pagadera  par- 
ticularmente sobre  el  producto  de  los  treinta 
y  cinco  arbitrios  que  se  espresan  en  el  ar- 
tícnto  correspondiente.  Y.  ¡asBiTmi^n  »te 
AMóRvisAcioiv,  babiéndose  reservado  el 
rey  aumentar  la  dotación  de  la  caja  de  amor- 
tización cuando  por  0I  resultado  de  la  liqui- 
dación sea  conocida  la  ostensión  de  la  deuda. 

La  caja  de  amortización  continuó  funcio- 
nando hasta  que  se  publicó  el  real  decreto 
de  11  de  junio  de  1847,  en  que  tratándose  de 
reorganizar  la  Dire)ccion  universal  de  la  Ha- 
cienda pública ,  quedó  suprimida  la  caja  es- 
tableciéndose en  lugar  de  ella ,  de  la  direc- 
ción general  de  liquidación  de  la  deuda ,  de 
la  administración  general  de  bienes  naciona- 
les y  de  la  junta  de  venta  de  los  mismos,  una 
Dirección  general  de  la  deuda  del  Estado 
dividida  en  tres  secciones,  de  las  cuales  una 
se  denominaba  de  amortización  y  entendia 
de  todo  lo  relativo  á  este  ramo. 

En  el  dia  subsiste  la  Dirección  general  de 
la  deuda  del  Estado  aunque  bajo  de  otra  for- 
ma, habiendo  quedado  suprimida  la  sección 
de  amortización  y  correspondiendo  todas  las 
operaciones  peculiares  de  ella  á  la  juhta  de 
la  misma  deuda.  Y.  jíjma  »e  la  beóm 

•£I<  ESTACO,    DiaBOCIOn  «ÍBÑBaAL  bü 

CAJAS  DE  COMUNIDAD  DE 

INDIOS.     Y.    BIEÜEá  »B   COMIÍlil»A1É 

•B  inotofl. 
CAJA  DE  C01VS01.IDAO0IV. 

El  descrédito  y  vilipendio  de  los  vales  rea- 
les habian  llegado  á  mediados  del  ano  1800 
á  una  altura  increible,esperimentandoensu 
reducción  á  dinero  una  pérdida  de  tres  cuar- 
tas partes  de  su  verdadero  valor.  Ni  la  crea- 
ción del  fondo  de  amortización,  ni  el  au- 


Digitized  by 


Google 


ilO 


CAJA  DE  DEPÓSITOS. 


mentó  de  esle,  ai  el  establecimiento  de 
la  re^l  C»ja  de  amortización ,  ni  los  pin- 
gües y  cuantiosos  recursos  con  que  esta 
fué  dotada,  ni  la  creación,  en  fin,  de 
las  cajas  de  descuento  y  reducción  de  Tales 
á  dinero,  bastaron  para  levantar  de  aquel 
estado  de  abatimiento  una  deuda  tan  im- 
portante y  considerable. 

Fué  necesario  recurrir  &  otro  sistema  mas 
eficaz  y  á  propósito  para  restablecer  y  conso- 
lidar el  crédito  de  este  papel,  á  cuyo  efecto 
se  publicó  la  pragmática  sanción  de  30  de 
agosto  de  1800,  en  la  cual ,  después  de  asig- 
nar cuantiosos  arbitrios  para  este  nuevo  es- 
tablecimiento de  consolidación  de  vales,  se 
niandó  poner  todo  lo  concerniente  y  relativo 
¿  ellos  bajo  la  dirección  y  gobierno  del  Con- 
sejo. Además,  teniéndose  en  consideración 
que  el  Consejo  pleno  no  podría  sin  perjuicio 
del  despacho  de  los  negocios  de  su  conoci- 
miento descender  ^1  desempeño  de  este 
nuevo  cometido  en  la  parte  ejecutiva,  se 
mandó  crear,  y  se  creó  efectivai^ente ,  una 
comisión  del  mismo  Consejo, con  el  título  de 
Comisión  gubernativa  de  consolidación  de 
vales  y  cajas  de  reducción  y  descuentOf  para 
llevar  á  efecto  y  cuidar  de  la  punlpal  ejecu- 
ción de  todas  las  providencias  generales  que  I 
dictase  el  Consejo  a}  efecto  de  establecer, 
consolidar  y  perfeccionar  el  nuevo  sistema. 
A  esta  nueva  dependencia,  en  la  cual  quedó 
refundida  la  Caja  de  Amortización,  se  la  lla- 
mó Real  Caja  de  Consolidación,  encargada 
de  todas  las  operaciones  relativas  á  es^e  ra- 
mo, además  de  las  especíalejs  de  su  institu- 
to. La  Caja  de  Consolidación  subsistió  mieur 
^ras  se  conservó  este  nuevo  sistema ,  es  de- 
cir, hasta  que  en  1811  se  creó  la  Junta  na- 
cional del  crédito  público,  y  pasó  á  este  es- 
tablecimiento el  conocimiento,  régimen  y  la 
dirección  de  to(|as  las  operaciones  relativas 
á  la  deuda  del  Estado.  Y.  caja  iic  Aíipon- 

CAtlAC^EMERAliDE  DEPÓ- 
SITOS. Así  se  denomina  el  estableci- 
miento público  destinado  á  recibir  bajo  la 
responsabilidad  del  Estado  los  valores  cuya 
custodia  se  le  encarga  á  título  de  depósito  ó 
(}e  cuenta  corriente.  | 


PARTE  liEOISLATlVA. 

Disposicionsi  vigentes. 
Legislación  estranjera. 

DISPOSICIONES  VIGENTES. 

RSAL  DECRETO  DE  ^  DE  8|ETIEMBRS   DE  18S2. 

Articulo  I.""  Se  establece  en  Madrid  una 
caja  general  de  depósitos  separada  de  las 
del  tesoro  público  y  regida  por  una  admi- 
nistración especial. 

Para  el  objeto  de  su  institución  serán 
dependencias  de  esta  caja  en  las  capitales 
de  provincia  y  de  partido  administrativo  las 
tesorerías  y  las  depositarías  de  flacienda 
pública. 

Art.  2.^  Ingresarán  en  esta  caja  ó  en 
sus  dependencias  los  fondos  en  metálico  y 
los  efectos  de  la  deuda  pública  y  del  tesoro 
que  deban  consignarse  en  depósito  por  de- 
cisiones de  la  administración  ó  disposición 
de  los  tribunales  de  justicia;  para  afianzar 
contratos  que  se  refieran  á  servicios  gene- 
rales, provinciales  ó  municipales;  para  ase- 
gurar el  ejercicio  de  cargos  y  funciones  pú- 
blicas, ó  para  cumplir  obligaciones  legales 
de  interés  público  ó  privado ,  cuando  no  ha- 
ya parte  interesada  que,  con  derecho  para 
ello ,  exija  la  consignación  en  otro  lugar. 

Art.  3.*  Las  autoridades  y  los  tribuna- 
les no  permitirán  ni  ordenarán  consignación 
alguna  en  ninguna  otra  parte ,  ni  considera- 
rán cumplidas  las  obligaciones  de  que  pro- 
ceda^  las  que ,  contra  lo  prevenido  en  el 
artículo  anterior ,  se  hicieren  fuera  de  la 
caja  general  de  depósitos  ó  de  sus  depen- 
dencias. 

Art.  iJ"  Los  fondos  en  metálico  proce- 
dentes de  los  conceptos  mencionados  en 
el  art.  %.''  que ,  en  virtud  de  disposiciones 
administrativas,  existan  actualmente  en  ca- 
lidad de  depósito  en  los  ¿ancos  ó  en  poder 
de  otros  depositarios,  se  trasladarán  desde 
luego  ala  caja  general,  conservándose  en 
ellos  las  cantidades  depositadas  en  virtud  de 


Digitized  by 


Google 


CAJA  DE  DEPÓSITOS. 


m 


providencias  judiciales,  sí  los  interesados  no 
reclamaren  sn  traslación  á  la  caja  general. 

También  se  conservarán  hasta  que  deba 
hacerse  sn  devolución,  los  valores  de  la  deu- 
da pública  ó  de  6trá  especie  que  hubieren 
recibido. 

Art.  S.""  La  caja  general  de  depósitos 
admitirá  con  esta  calidad  en  Madrid  el  me- 
tálico y  efectos  públicos,  y  en  las  dependen- 
cias de  las  provincias  tan  solo  el  metálico, 
que  voluntariamente  les  confien  los  particu- 
lares, los  ayuntamientos,  las  diputaciones 
provinciales,  los  cuerpos  delejército,  y 
toda  clase  *  de  establecimientos  y  corpora- 
ciones. 

Los  documentos  de  resguardo  que  la  caja 
y  sus  dependencias  libren  á  favor  de  los  de- 
ponentes tendrán  á  voluntad  suya  el  ca- 
rácter de  transferibles  ó  intransferibles. 

Art.  6/"  Será  de  cargo  dé  la  caja  gene- 
ral cobrar  en  los  plazos  correspondientes  los 
intereses  y  los  dividendos  de  los  efectos  de 
la  deuda  pública  y  del  tesoro  que  se  hubie- 
ren depositado  en  ella,  administrativa,  ju- 
dicial ó  voluntariamente ;  y  el  metálico  que 
la  caja  perciba  por  este  concepto  lo  conser- 
vará en  depósito  á  disposición  de  los  res* 
pectivos  tribunales ,  autoridades  ó  partícula- 
res  ,  como  una  parte  integrante  de  los  depó- 
sitos de  que  proceda. 

Art.  I.""  £1  Estado  garantiza  con  todas 
sus  rentas  y  haberes  la  devolución  íntegra 
de  los  fondos  y  efectos  que  por  todos  con- 
ceptos ,  y  con  las  debidas  formalidades,  in- 
gresen en  la  ca|a  general  de  depósitos  y  sus 
dependencias,  asegurándolos  aun  de  casos 
fortuitos,  robos,  incendios 9  y  demás  acci^^ 
dentes  de  fuerza  mayor. 

Art.  S.*  Los  documentos  que  en  res- 
guardo de  toAa  clase  de  depósitos  espidan 
la  caja  general  y  sus  dependencias,  debe«- 
ria  contener  la  intervención  déla  contabili- 
dad y  espedirse  á  talón. 

Art«  9.""  Los  fondbs  depdsitados  en  vir- 
tud de  disposiciones  administrativas  y  judi- 
ciales serán  devueltos,  previo  mandamiento 
de  la  autoridad  ó  tribunal  correspondielite, 
con  presentación  de  la  carta  de  pago  espe- 
dida á  su  ingreso ,  y  bajo  las  demás  forma*^  || 


fidades  de  orden  interior  que  se  establezcan, 
dentro  do  los  diez  días  siguientes  al  de  ha- 
berse comunicado  ó  notificado  el  manda- 
miento á  la  administración  de  la  caja. 

Los  efectos  públicos  se  devolverán  con 
iguales  formalidades  tan  luego  como  se  re- 
ciba aquél  mandamiento^ 

La  devolución  de  los  demás  depósitos  en 
todo  ó  parte  se  verificará  sin  detención, 
presentándose  la  carta  de  pago  librada  en 
resguardo  del  mismo,  y  cubiertas  que  sean 
las  demás  formalidades  que  se  establezcan. 

Art.  10.  Si  en  algún  caso  no  pudiere 
presentarse  la  carta  de  pago  porque  hubiese 
sufrido  estravío ,  se  anunciará  la  pérdida  dé 
este  documento  eü  la  Gaceéa  de  Madrid  y 
en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  respiéc^ 
tiva  cuando  el  depósito  se  hubiere  hecho  en 
alguna  dependencia  de  la  caja ;  y  trascurrí- 
dos  dos  ifieses  sin  reclamación  de  tercero, 
el  depósito  será  devuelto,  quedando  la  caja 
libre  de  ulterior  responsabilidad. 

Art.  il.  La  devolución  de  los  fondos  y 
efectos  que  reciban  la  caja  y  sus  depen- 
dencias se  hará  por  punto  gelieral  en  aque- 
llos mismos  donde  se  hubiere  verificarlo  la 
entrega,  y  en  el  tiempo  y  fomiia  espresados. 

Sin  embargo,  atendiendo  á  la  constante 
movilidad  de  los  cuerpos  del  ejército,  la  de- 
volución de  sus  depósitos  podrá  ejecutarse 
en  distinto  punto  que  el  de  la  imposición ,  y 
k)  mismo  se  hará  en  su  caso  respecto  de  los 
que  pertenezcan  á  particulares,  cuando  lo 
pidieren  y  conviniere  ea  ello  la  administra- 
ci<m  superior  de  la  caja; 

Art.  12.  Al  tiempo  de  imponer  los  depó-^ 
sitos  voluntarios,  deberán  manifestar  sus 
dueños  si  la  devolución  de  los  que  consistan 
en  metálico  ha  de  hacérseles  de  contado  á 
voluntad  suya,  ó  en  plazos  fijos ,  ó  mediante 
aviso  con  quince  dias  de  antieipacion. . 

La  de  los  efectos  públicos  se  verificará 
siempre  cuando  lo  pidan  los  interesados. 

Art.  13.  Los  fondos  que  ingresen  en  la 
caja  devengarán  un  interés  anual  arreglado 
á  la  naturaleza  de  dejMisito,  y  según  fueren 
las  condiciones  de  su  impo8Ícion¿ 

Por  los  efectos  púbUeos  né  se  hará  abono 
alguno. 
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Art  14.  El  interés  qoc  abonará  la.  caja; 
será  el  S  por  1(H)  por  la?  caatidades  que  per«^ 
tenezcan.it  d^ep^Hps  administrativos  ó  judir 
ciales;  jigi^al  interés  por  los  depósitos  Yolun- 
tarios  cuyos  dueños  se  hubiesen  avenido  á 
reclamar  la  devolución  en  un  plazo  fijo  que 
no  baje  de  un  mes ,  ó  con  aviso  anticipado 
de  quince  dias ;  y  el  3  por  100  por  los  que 
hayan  de  sei:  devueltos  de  contado  á  volun-» 
tad  de  los  ioiponentes,  comenzando  en  este 
iúltimo  caso  á  devjsngarse  desde  el  décimoses- 
to  dia  de  la  imposición/ verificándose  en  to-» 
dos  hasta  el  dia  de  la  devolución. 

Estos  tipos  regirán  mientras  el  interés  de 
la  deuda  flotante  del  tesoro  no  baje  del  6 
por  100  anual.  Llegado  este  caso,  se  redu- 
cirá en  la  proporción  que  corresponda^  pre- 
cediendo el  oportuno  anuncio  y  designación 
de  plazo  á  fin  de  que  los  dueños  de  los  de-* 
pósitos  voluntarios  que  no  se  conformen  con 
la  rebqa  puedan  retirarlos. 

Art.  15.  Los  fondos  que  ingresen  en  la 
caja  genlsral  de  depósitos  sb  emplearán.sola- 
mente  por  ahora  en  las  negociaciones  del  te- 
soro 9  el  cual  abonará  á  la  caja  lo  que  esta 
haya  de  satisfacer  por  razón  de  interés. 

Art.  16.  La  caja  conservará  constante- 
mente sin  empleo  una  tercera  parle  del  im- 
porte de  los  depósitos  á  metálico  que  hubie- 
ren de  ser  devueltos  á  voluntad,  sin  plazo 
fijo  y  sin  previo  aviso  de  los  deponentes ,  á 
fin  de  atender  con  religiosidad  y  exactitud  á 
sus  demandas. 

El  tesoro  pasará  á  la  caja  los  fondos  nece^ 
sarios  para  que  siempre  resulte  subsistente 
la  tercera  parte  del  importe  de  los  depósitos 
impuestos  con  aquella  condición. 

En  ningún  caso  ni  bajo  pretesto  alguno 
se  hará  uso  de  los  efectos  de  la  deuda  pú- 
blica y  del  tesoro. 

Art.  17.  Los  créditos  de  la  caja  contra 
el  tesoro ,  y  los  de  los  imponentes  á  cargo 
de  aquella,  no  están  sujetos  en  ningnn  caso 
á  la  prescripción  quinquenal  estableicida  por 
el  art.  19  de  la  ley  de  SO  de  febrero  de  1850 
respecto  de  las  obligaciones  del  Estado,  ni  á 
ninguna  otra,  siendo  siempre  y  en  todo  tiem- 
po exigibles  en  la  forma  que  por  este  decreto 
se  dispone. 


.  Art.  18.  La  administración  del  tesoro  y^ 
la  de  la  caja  general  de  depósitos  llevará^ 
cuenta  corriente  de  los  fondos  que  respecti- 
vamente se  entreguen ,  y  en  representación 
y  para  mas  formalidad  4^1  sakib^  que  el  teso- 
ro tenga  contra  sí,  cederá  este  billetes  no-, 
minativos  qne  aquella  conservará  en  sus  ar- 
cas. 

Art.  19.  Ambas  administraciones  man- 
tendrán entre  sí  frecuentes  relaciones ,  y 
diariamente  practicarán  las  operaciones  que 
sean  necesarias  para  el  movimiento  de  los 
fondos  que  recíprocamente  deban  trasladar^ 
se  de  unas  á  otras  arcas. 

Art.  20.  Semanalmente  publicará  la  ad- 
ministración de  la  caja  en  la  Gaceki  de  Ma- 
drid un  estado  abreviado  de  sus  operacio- 
nes ,  y  todos  los  trimestres  una  cu^ta  ge- 
neral detallada  de  las  mismas. 

Art.  21.  Dichas  operaciones  estarán  su- 
jetas al  juicio  del  tribunal  de  Cuentas  de 
reino  en  la  forma  que  las  de  reoepcíon  y 
distribuciott  de  caudales  públicos ;  y  al  efec-f 
to  rendirá  al  mismo  tribunal  sos  cuentas  tri- 
mestrales la  administración  de  la  caja.  Esta 
redactará  anualmente  una  cuenta  general  y 
circunstanciada ,  que  publicará  el  gobierno 
con  las  demás  del  Estado. 

Art.  22.  La  administración  de  la  caja 
de  depósitos  se  compondrá ,  ^  lo  central, 
de  un  director  con  la  consideración  de  jefe 
superior  de  la  administración  piiblica  y  ge^ 
neral  de  este  servicio ;  de  un  s«b-dírector; 
de  un  contador ,  y  de  un  tesorero  con  cate- 
goría de  jefes  de  administración;  y  de  ofi- 
ciales y  subalternos  con  la  consideración 
también  de  funcionarios  de  la  administración 
pública ,  y  con  los  derechos  y  disUndones 
consiguientes.  En  lo  provincial  ejercerán 
las  comisiones  de  la  caja,  bajcfla  dependen- 
cia en  esta  parte  del  director  general  de  la 
misma,  los  teáoiecos.y  depositarios  de  Han 
cienda  con  la  inmediata  intervención  de  las 
contadurías  dé  Hacienda,  y  de  las  adminis- 
traciones de  los  partidos  sujetos  á  la  auUH 
ridad  de  los  gobernadores. 

Art.  23.  El  importe  de  los  haberes  de 
los  empleados  ^  y  los  gastos  del  material  de 
la  caja  general  en  lo  central  y  provincial,  se 
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satisCarán  por  el  Estado ,  comprendiéndoset 
como  los  demás  servicios  públicos ,  en  el 
presupuesto  general  del  mismo. 

Art.  2 i.  Todos  aquellos  empleados  se- 
rán de  real  nombramiento ,  en  la  forma  que 
corresponda  según  sus  clases  respectivas ,  y 
dependerán  del  ministerio  de  Hacienda. 

Art.  25.  La  caja  general  de  depósitos 
será  inspeccionada  por  una  comisión  com- 
paesta  de  un  consejero  real ,  de  un  ministro 
del  tribunal  de  Cuentas ,  del  gobernador 
del  Banco  español  de  San  Fernando ,  y  del 
prior  del  tribunal  de  comercio  de  Madrid. 

La  comisión  inspeccionará»  á  lo  menos 
nna  vez  ai  roes*  los  libros»  asientos  y  situa- 
ción de  la  caja;  hará  las  observaciones  que 
considere  convenientes  al  director  de  ella, 
y  en  caso  de  advertir  faltas  de  gravedad, 
dará  cuenta  al  gobierno  por  conducto  del 
ministerio  de  Hacienda. 

Art.  26.  El  mismo  ministerio  someterá  á 
mí  real  aprobación  un  reglamento  que  abra- 
ce cuantas  reglas  y  detalles  deban  observar- 
se para  la  mejor  administración,  contabilidad 
7  orden  interior  del  establecimiento. 

Art.  27.  En  la  próxima  legislatura  dará 
cuenta  el  gobierno  á  las  Cortes  de  las  dispo- 
siciones que  contiene  el  presente  decreto. 

RXAL  DECRETO  DE  22  DE  IDUO  DE  1853. 

Artículo  I.""  Se  formará  una  estadística 
general  de  todos  los  depósitos  necesarios,  asi 
administrativos  como  judiciales,  que  estén  ac- 
tualmente constituidos  en  el  reino  en  metálico 
ó  efectos  de  la  deuda  pública  y  del  tesoro,  ya 
sea  para  garantir  contratos ,  cargos  públicos 
ó  caalesquiera  otras  obligaciones  legales  ó 
personales ,  ó  ya  procedan  de  cantidades  liti- 
giosas ó  de  cualquier  otro  concepto. 

Art.  2."*  Se  redactarán  é  imprimirán  mo- 
delos de  estados ,  divididos  en  casillas ,  de 
modo  que  aparezcan  en  ellos,  después  de 
llenados  por  quienes  corresponda : 

i.*  La  persona  que  baya  constituido  el 
depósito  y  aquella  en  cuyo  favor  haya  sido 
hecho. 

iJ^  La  cantidad,  fechas  y  conceptos  por 
que  se  haya  constituido. 

TOMO  VII. 


S.""  La  autoridad  que  lo  haya  mandado 
hacer,  y  el  establecimiento,  corporación  ó 
persona  en  cuyo  poder  estén  los  fondos  ó  los 
valores  de  que  conste. 

4.°  Separación  de  los  depósitos  en  metá- 
lico y  de  los  depósitos  en  papel. 

Art.  3.""  Enviará  el  ministro  de  Hacienda 
á  los  mim'sterios  de  Gracia  y  Justicia ,  Guer- 
ra y  Marina  y  Fomento  los  ejemplares  de  los 
modelos  que  sean  necesarios ,  á  fin  de  que  los 
escríbanos,  así  de  los  juzgados  ordinarios 
como  de  los  especiales ,  y  de  los  tribunales 
de  comercio,  los  llenen  en  la  misma  forma 
que  se  dirá  con  respecto  de  los  ayuntamien- 
tos, y  los  devolverán  por  conducto  y  con  el 
visto  bueno  de  los  jueces  y  tribunales  de  que 
dependan. 

Art.  4.''  El  ministro  de  Hacienda  remitirá 
asimismo  estos  modelos  á  los  gobernadores 
para  que  manden  ejemplares  á  cada  uno  de 
los  ayuntamientos  de  su  provincia  con  las 
instrucciones  que  crean  convenientes ,  á  fin 
de  facilitar  el  exacto  cumplimiento  de  lo  que 
se  previene  en  este  decreto. 

Art.  S.""  En  el  término  de  ocho  dias  los 
ayuntamientos  anotarán  en  el  estado  todos 
los  depósitos  necesarios  que  estén  pendientes 
y  constituidos,  ya  en  los  depositarios  de  los 
concejos,  ó  ya  en  poder  de  corporaciones  ó 
personas  particulares.  El  alcalde,  bajo  su 
mas  estrecha  responsabilidad,  los  revisará, 
y  con  su  visto  bueno  los  devolverá  al  gober- 
nador. Donde  no  hubiese  depósito  ninguno 
pendiente  lo  devolverá  en  blanco  con  una 
nota  que  así  lo  esplique. 

Art.  G.""  Los  gobernadores  de  las  provin- 
cias, consultando  los  documentos  y  espedien- 
tes que  sobre  depósitos  necesarios  constitui- 
dos y  pendientes  deben  existir  en  los  respec- 
tivos gobiernos,  se  asegurarán  de  la  exacti- 
tud de  los  estados  de  los  ayuntamientos,  los 
confrontarán,  manifestando  su  conformidad, 
ó  haciendo  en  otro  caso  las  convenientes  ob- 
servaciones, y  los  enviarán  originales  al  mi- 
nisterio de  Hacienda  á  la  mayor  brevedad 
posible,  remitiendo  ademas  un  estado  de  los 
depósitos  provinciales  constituidos  y  pendien- 
tes. 

Art.  7/      Por  el  ministerio  de  Gracia  r 
45 
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Jasticia  se  tomar&n  tas  disposiciones  conve- 
nientes á  fin  de  que  cumplan  lo  prevenido  en 
loe  artículos  anteriores  las  audiencias »  los 
jueces  y  los  escribanos. 

Art.  8.*"  Por  los  ministerios  de  la  Guerra, 
de  Marina  y  de  Fomento  se  tomarán  asimismo 
las  disposiciones  oportunas  para  que  los  tri- 
bunales, juzgados  especiales  y  escribanos 
que  de  ellos  dependan  cumplan  lo  prevenido 
en  el  presente  decreto. 

Art.  9."*  A  medida  que  en  los  ministerios 
de  Gracia  y  Justicia,  de  Guerra,  de  Marina 
y  de  Fomento  se  reciban  los  estados ,  los  irán 
remitiendo  al  ministerio  de  Hacienda. 

Art.  10.  Se  abrirán  registros  generales 
en  la  caja  central  de  depósitos  de  todos  los 
que  resulten  pendientes;  y  el  director  de  la 
misma  tomará  por  sí  ó  propondrá  en  su  caso 
al  ministerio  de  Hacienda  las  medidas  que 
sean  necesarias ,  á  fin  de  que  ingresen  en 
la  caja  central  ó  en  sus  dependencias  todos 
los  depósitos  necesarios  que  por  cualquier 
motivo  no  hayan  tenido  entrada  hasta  ahora 
en  ellas ,  á  pesar  de  lo  prevenido  en  mi  real 
decreto  de  29  de  setiembre  de  1852. 

REAL  raCRETO  DE  29  I>£  JULIO  DE  1855. 

Artículo  1.*"  El  servicio  de  la  recepción 
y  de  la  devolución  de  los  depósitos,  ejercido 
actualmente  en  las  capitales  de  provincia  y 
de  partido  administrativo  por  las  tesorerías 
y  depositarías  de  Hacienda  pública,  como 
dependencias  de  la  caja  general  establecida 
en  Madrid ,  se  desempeñará  désete  1  ."^  de  se- 
tiembre próximo  por  oficinas  especiales,  su- 
cursales del  mismo  establecimiento,  separadas 
de  las  cajas  del  tesoro. 

Art.  2.''  Estas  sucursales  se  establecerán 
por  ahora ,  sin  perjuicio  de  hacerlo  en  otros 
puntos  según  la  necesidad,  en  Barcelona, 
Badajoz,  Burgos,  Bilbao,  Cádiz,  Coruña, 
Granada,  Málaga,  Oviedo,  Palma  de  Ma- 
llorca, Santander,  Sevilla,  Valladolid,  Va- 
lencia y  Zaragoza ,  comprendiendo  cada  una 
en  su  respectiva  demarcación  las  provincias 
que  el  gobierno  determinará. 

Art.  Z."*  Ademas  de  los  fondos  en  metá- 
lico y  en  papel  de  la  deuda  pública  qno    á 
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titulo  de  depósito  necesario  ó  voluntario  in- 
gresen según  el  real  decreto  de  29  de  setiem- 
bre de  1852  y  reglamento  de  14  de  octubre 
siguiente,  la  caja  general  y  las  sucursales 
admitirán  las  cantidades  á  metálico  que  en 
cuenta  corriente  con  interés  entreguen  las 
corporaciones  y  los  particulares ,  con  arreglo 
á  las  instrucciones  que  se  espedirán  al  efec- 
to. Abrirán  desde  luego  cuenta  con  las  depo- 
sitarías provinciales  y  las  municipales  (te  las 
capitales  de  provincia,  conservando  á  dispo- 
sición de  las  mismas  los  fondos  que  reciban 
de  ellas  en  tal  concepto. 

Art.  4.''  Las  entregas  en  cuenta  corrien- 
te que  hicieren  las  corporaciones  y  los  parti- 
culares ,  se  considerarán  como  depósitos  vo* 
luntarios  4  devolver  de  contado ,  y  devenga- 
rán el  interés  de  3  por  100  anual  desde  el 
décimo  sesto  dia  de  la  imposición  hasta  el  de 
la  devolución  inclusive  r  debiendo  conservar- 
se en  reserva ,  sin  hacer  de  ella  uso,  la  ter- 
cera parte  del  importe  délas  cantidades  en- 
tregadas. 

Art.  5.*  Todos  los  depositan;  que. hubie- 
ren^dexonstituirse  y  devolverse  en  el  distri- 
to de  cada  sucursal,  se  formalizarán  en  esta, 
haciéndose  por  medio  de  las  tesorerías  y  de- 
positarías de  Hacienda  de  las  provincias  com- 
I  prendidas  en  las  respectivas  demarcaciones, 
las  traslaciones  do  fondos  que  al  efecto  fue- 
ren convenientes.-  La  devolución  de  los  depó- 
sitos tendrá  lugar  stempre  en  el  mismo  pun- 
to donde  hubieren  sido  constituidos. 

Art.  6.''  Al  frente  de  cada  sucursal  ha- 
brá un  comisionado  jefe  de  ella,  nombrado 
por  el  gobierno  y  elegido  entre  tes  comer- 
ciantes y  pn^tetarios  mayores  contribuyen- 
tes del  punto  donde  haya  de  establecerse. 

Art.  7.""  El  comisionado  jefe  de  la  sucur- 
sal recibirá ,  según  su  importancia ,  un  tanto 
por  ciento ,  que  no  bajará  del  cuartilte  ,  ni 
escederá  del  1  por  100  de  las  cantidades  en 
metálico  que  ingresen  en  ella:  será  de  su 
cuenta  el  pago  de  todos  los  gastos ,  asi  del 
personal  como  del  material,  inclusos  los  que 
originen  las  cajas  subalternas ;  prestará  la 
fianza  que  se  señale  para  cada  punto  en  bi- 
lletes del  Tesoro ,  y  sus  operaciones  serán 
intervenidas  por  un  inspector,  que  el  gobier- 
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DO  nombrará  también.  Uno  y  otro  agente  de- 
penderán inmediatamente  del  director  ^de  la 
general  en  todo  lo  relativo  al  servicio  de  su 
instituto ,  y  el  importe  de  sus  premios  y  ha- 
beres se  cargará  al  capítulo  de  los  quebran- 
tos del  Tesoro  (M)mo  mas  interés  de  los  fon- 
dos que  recibe  de  la  caja  de  depósitos. 

Art.  8J^  La  sucursal  estará  bajo  la  vigi* 
lancia  del  gobernador  de  la  provincia  donde 
se  halle  establecida ,  y  de  una  comisión  com- 
puesta del  vice-presidente  del  consejo  pro- 
vincial » de  dos  comerciantes  y  dos  propieta- 
rios mayores  contribuyentes,  un  eclesiástico 
constituido  en  dignidad,  y  el  juez  de  Hacien- 
da, ó  el  fiscal  donde  no  le  haya,  que  presi- 
dida por  el  gobernad<Nr  de  la  provincia,  exa- 
Qiinará  los  actos  de  la  sucursal ,  siempre  que 
lo  tenga  por  eonveniente  ó  que  á  ello  sea  in- 
vitada por  el  gobernador,  teniendo  la  obli- 
gación precisa  de  asistir  dos  al  menos  de  sus 
individuos  á  los  arqueos  semanales ,  y  de  fir- 
mar sos  actas  y  los  libros  de  entrada  y  salida 
de  caudales. 

Art.  9.""  £1  gobernador  de  la  provincia 
en  cuya  capital  se  establezca  una  sucursal, 
propondrá  al  ministerio  de  Hacienda  cuatro 
ternas ,  dos  sacadas  de  los  20  mayores  pri- 
meros contribuyentes  al  subsidio  industrial  y 
de  comercio ,  y  dos  de  los  25  mayores  con- 
tribuyentes de  la  contribución  territorial,  pa- 
ra que  el  gobierQp ,  entre  los  doce ,  elija  íos 
dos  comerciantes  y  los  dos  propietarios  que 
hayan  de  ser  vocales  de  la  comisión  inspectO'* 
ra  de  la  respectica  sucursal. 

Art.  10.  El  ministro  de  Hacienda  adop- 
tará las  disposiciones  que  correspondan  para 
la  ejecución  del  presente  decreto,  del  cual 
dará  cuenta  oportunamente  á  las  Cortes  para 
su  aprobación. 

HRAL  I^CIIETO  DB  2  DE  SETISSIBUI  DS  18S3. 

Articulo  I.""  Se  consignarán  en  la  caja 
general  de  depósitos  como  garantía  del  Es- 
tado afecta  á  la  responsabilidad  del  mismo  es- 
tablecimi^to : 

Primero.  Los  títulos  de  propiedad  que  el 
Estado  reciba  por  la  participación  en  el  ca- 
nal de  Isabel  U,  tanto  por  las  cantidades  que 


ha  facilitado,  cuanto  por  las  que  en  lo  suce- 
sivo suministre  para  esta  obra. 

Segundo.  Las  acciones  de  carreteras 
existentes  en  el  Tesoro,  aplicables,  según  el 
presupuesto  de  este  ano ,  al  pago  de  obras 
cuyo  coste  se  haya  suplido ,  en  defecto  de  la 
negociación  de  dichos  valores ,  con  los  re- 
cursos de  la  deuda  flotante. 

Art.  2.^  Quedan  afectos  á  responder 
igualmente  de  las  operaciones  de  la  caja: 

Primero.  Los  azogues  que  de  propiedad 
de  la  Hacienda  resulten  existentes  después 
de  cubierto  el  saldo  que  contra  el  Tesoro 
tenga  la  casa  de  Rotschild  por  su  coAtrato 
de  venta  en  participación. 

Segundo.  Los  valores  en  papel  ó  en  otra 
especie  que  no  fuere  metálico  y  adquiera  el 
Tesoropor  cualquier  concepto,  y  hubieren 
de  aplicai*se ,  según  las  leyes  de  presupues- 
tos, á  gastos  satisfechos  provisionalmente 
también  con  los  recursos  de  la  deuda  flotante. 

Art.  3.""  El  gobierno  pres^tará  á  las 
Cortes  en  la  próxima  legislatura  los  oportu- 
nos proyectos  de  ley,  á  fin  de  ratificar  de  la 
manera  mas  solemne  las  obligaciones  de  la 
caja  de  depósitos,  concediendo  á  los  acreedo- 
res á  ella  toda  clase  de  prelaciones  y  seguri- 
dades según  la  legislación  común ,  y  para 
hacer  una  emisión  de  efectos  de  la  deuda 
pública  en  cantidad  suficiente  que,  consig- 
nada en  aquel  establecimiento,  garantice  en 
todo  caso  y  circunstancias  las  operaciones 
del  mismo ,  cualquiera  que  fuere  su  impor- 
tancia. 

m 

LEGISLACIÓN  ESTRANJERA. 

En  todos  los  pueblos  antiguos  y  modernos 
ha  sido  la  segura  custodia  de  los  depósitos 
judiciales  objeto  de  su  legislación. 

Los  romanos  solian  llevar  los  depósitos  á 
los  templos  de  los  dioses  para  mayor  seguri- 
dad (1).  Era  un  sacrilegio  la  sustracción  de 
ellos,  pues  según  Cicerón ,  sacrilegium  esse 
dieit,  non  solum  qüi  sacra  obstulUj  sed  etiam 
qui  sacro  commendatum  (2).  Por  eso  llama 

(1)    Lcff.  accapum,  de  üsuris,  y  1.  7.  §  2.  dig.  miuor. 
(i)   i  de  leg. 
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Yarron  (1)  sacramentum  al  depósito  judicial. 
Estos  depósitos  se  hacian  consignando  los 
sacos  ó  cajas  en  que  se  colocaban ,  es  decir, 
precintándolos  y  sellándolos ,  y  no  contando, 
posando  ni  midiendo  las  especies  que  conté- 
nian  (2).  Hallándose  intactos  los  sellos,  se 
hacia  la  devolución  de  los  bultos  consigna- 
dos, y  el  deponente  nada  mas  tenia  que  re- 
clamar (3). 

En  Francia ,  la  fiel  custodia  de  los  depó- 
sitos judiciales  está  hoy  encomendada  al  es- 
tablecimiento público  conocido  con  el  nom- 
bre de  Caja  de  depósitos  y  consignaciones, 
que  es  el  que  ha  servido  de  modelo  á  la  es- 
tablecida en  nuestro  pais.  Se  rige  por  la  ley 
de  S8  de  abril  de  1816  que  la  creó ,  por  las 
ordenanzas  de  22  de  mayo  y  3  de  julio  del 
mismo  ano,  por  las  de  12  de  mayo  de  1825, 
y  de  15  de  agosto  de  1833,  por  la  ley  de  21 
de  marzo  de  1837,  y  por  la  ordenanza  de  31 
de  mayo  de  1838. 

Hé  aquí  en  resumen  el  cuadro  de  las  fun- 
ciones que  desempeña. 

La  caja  de  depósitos  y  consignaciones  re- 
cibe en  primer  lugar,  los  fondos  proceden- 
tes de  las  consignaciones  judiciales  :  es- 
tas son  sus  funciones  primitivas  y  el  ob- 
jeto de  su  creación.  Las  consignaciones,  á 
pesar  de  tener  todas  un  carácter  común, 
que  es  el  de  ser  obligatorias  para  el  que 
las  hace ,  son  sin  embargo  de  diversa  na- 
turaleza: unas  consisten,  por  ejemplo,  en 
la  oferta  real  hecha  por  los  deudores  á  sus 
acreedores;  en  la  fianza  prestada  por  las 
personas  obligadas  á  ello  en  virtud  de  de« 
cisiones  judiciales ;  en  el  depósito  anticipado 
á  que  conforme  á  las  disposiciones  del  Código 
de  Comercio,  están  obligados  los  adjudicata- 
rios de  buques  vendidos  por  la  autoridad  ju- 
dicial, etc.  Todos  estos  fondos  y  otros  mu- 
chos, cuyo  depósito  es  acordado  por  la  auto- 
ridad judicial  ó  por  la  administrativa ,  son 
trasladados  á  la  caja  de  depósitos  y  consig- 
naciones, y  no  pueden  ser  válidamente  de- 


(I)    Lib.  %  de  ling.  lat. 

[tí  L.  sí  crediüii  y  ü.  Leg.  aceptara.  C.  de  üsurlí.  1. 2. 
C.  de  compcns.  I  5C,  §  i ;  D.  mandail,  1.  7;  D.  de  Usar. 
$.  I,  C.  qal  poüo  in  pig.  1,  aliima.  D.  de  lege  commis. 

1»)   L.  1    S  si  pecunia .  D.  depositl. 


positados  mas  que  allí.  Conforme  al  art.  2.* 
de  la  ley  del  iO  Nivose  del  ano  Xni,  la  caja 
paga  un  interés  de  3  por  100  á  contar  60  dias 
después  de  hecha  la  consignación  hasta  el  del 
reembolso.  Cuando  las  sumas  depositadas  ^ 
retiran  por  partes ,  el  interés  de  las  partes 
restantes  continúa  corriendo  hasta  el  dia  del 
reembolso  total. 

En  París  los  depósitos  se  hacen  directa- 
mente en  la  caja ;  en  los  departamentos  en 
manos  de  los  agentes  establecidos  por  ella 
en  cada  tribunal  de  primera  instancia ,  los 
cuales  lo  reciben  de  su  cuenta ,  siendo  aque- 
lla responsable  de  sus  actos. 

Además  de  las  consignaciones  judiciales, 
puede  también  esta  caja  recibir,  en  virtud 
de  la  ordenanza  de  3  de  julio  de  1816,  los 
depósitos  voluntarios  de  los  particulares ,  los 
de  los  departamentos,  los  de  los  pueblos  y 
los  de  los  establecimientos  públicos.  A  los 
particulares  no  bonifica  mas  que  un  interés 
de  2  por  100  á  partir  desde  el  dia  61  del  de- 
pósito, y  no  recibe  sus  fondos  sino  los  ponen 
directamente  en  la  caja  de -París:  en  cuanto 
á  los  departamentos ,  los  pueblos  y  los  esta- 
blecimientos públicos,  además  de  conceder- 
les un  interés  de  3  por  100  á  contar  desde  el 
dia  31  del  depósito,  les  autoriza  para  hacer  la 
entrega  lo  mismo  en  París  que  en  manos  de 
sus  agentes  en  los  distritos. 

Como  encargada  de  la  administración  de 
las  rentas  y  arbitrios  que  componen  la  do- 
tación de  la  Legión  de  Honor,  la  caja  de  de- 
pósitos y  consignaciones  paga  las  pensiones 
de  los  legionarios ,  y  atiende  á  todos  los  gas- 
tos relativos  á  la  Legión ,  en  virtud  de  man- 
damientos de  pago  librados  con  este  objeto 
por  la  cancillería. 

Teniendo  además  á  su  cargo  el  cobro  y 
administración  de  los  fondos  de  retiro  ó  mon- 
tc-pio  de  empleados,  recibe  también  todas 
las  sumas  procedentes  de  los  descuentos  ve- 
rificados sobre  el  sueldo  de  aquellos,  bien  sea 
en  los  ministerios  y  oficinas  públicas ,  bien  en 
cualesquiera  otros  establecimientos,  abrien- 
do una  cuenta  corriente  á  cada  administra- 
ción. Al  fin  de  cada  ano  las  sumas  que  que- 
dan en  crédito  á  cada  establecimiento ,  des- 
pués de  satisfechos  los  gastos  que  tiene  á  su 
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cargo ,  se  emplean  en  la  compra  de  inscrip- 
ciones sobre  el  Gran  Libro ,  cuyos  atrasos 
percibe  de  su  cuenta,  acrecentando  con  ellos 
ios  fondos  destinados  á  pensiones  de  retiro  y 
demás. 

Independientemente  de  estas  funciones  que 
pueden  llamarse  normales,  tiene  otras  que 
no  son  mas  que  accidentales :  frecuentemen* 
te  se  la  autoriza  para  recibir  depósitos  de  na- 
turaleza y  origen  muy  diversos,  aunque  to- 
dos referentes  á  algún  objeto  de  interés  pú- 
blico, tales  como  los  procedentes  de  fianzas 
prestadas  por  las  compañías  de  caminos  de 
hierro  etc. 

De  todos  estos  senricios,  el  mas  importan- 
te, si  no  el  mejor,  es  el  que  presta  con  rela- 
ción á  las  cajas  de  ahorros ,  de  las  cuales 
recibe  todos  los  depósitos  en  virtud  de  la  ley 
de  21  de  marzo  de  1837.  La  suma  total  de 
estos  depósitos  encomendada  á  la  caja  bajo 
dicho  concepto,  se  elevaba  en  1845  y  1846 
á  nada  menos  que  400.000,000  de  francos; 
desde  entonces  esta  cifiia  se  ha  reducido  no- 
tablemente, en  especial  desde  1848,  con  mo- 
tivo de  las  disposiciones  tomadas  en  aquella 
época;  pero  todavía  es  muy  considerable.  Lo 
que  sobre  todo  constituye  la  importancia  y 
gravedad  de  estas  funciones  es,  por  un  lado, 
que  siendo  los  depósitos  de  semejante  proce- 
dencia voluntarios  por  parte  de  los  deponen- 
tes ,  pueden  ser  retirados  en  un  plazo  suma- 
mente corto,  y  por  otro,  que  el  interés  que 
se  paga  á  contar  desde  el  dia  del  depósito, 
es  mas  subido  que  el  que  se  concede  á  los 
fondos  de  cualquier  otro  origen.  Añádase  á 
esto  que,  aunque  ya  se  han  tomado  diferen- 
tes medidas  para  reducir  la  cifra  de  los  fon- 
dos procedentes  de  las  Cajas  de  Ahorros,  to- 
davía son  estos  susceptibles  de  un  aumento 
indefinido,  lo  cual,  atendida  la  exigibilidad 
de  las  sumas ,  presenta  para  la  caja  que  es 
depositaría  de  ellos  un  peligro  eventual  de- 
masiado grande. 

La  dirección  administrativa  y  coiltabilidad 
de  la  caja  de  depósitos  y  consignaciones, 
está  encomendada  á  un  director  general ,  á 
on  director  adjunto,  á  un  cajero  general,  y  á 
los  gefes  y  oficiales  de  negociado  que  tienen 
aquellos  á  sus  órdenes.  Las  cuentas  de  este 


establecimiento  son  examinadas  y  juzgadas 
por  el  Tribunal  de  Cuentas. 

Para  inspeccionar  las  operaciones  de  la 
caja  hay  una  comisión  permanente  compues- 
ta de  individuos  de  arabas  cámaras ,  de  un 
magistrado  del  Tribunal  de  Cuentas ,  del  go- 
bernador del  Banco  y  del  presidente  de  la 
Cámara  de  comercio  de  París. 

En  otros  paises,  en  que  no  hay  creados  es- 
tablecimientos especiales  para  la  custodia  de 
los  depósitos ,  suelen  estos  llevarse  á  los  ban- 
cos comerciales. 

PARTE   DOCTRINAL. 

SeG.        L    reseña  mSTÓRIGA. 

SbG.  II.  DE  LA  CAJA  GENERAL  DE  DEPÓSITOS, 
SU  CARÁCTER  Y  NATURALEZA. 

SeG.  III.  DE  LAS  OPERAGlOrCES  DE  LA  CAJA 
GBIfERAL  DE  DEPÓSITOS  Y  DE  LAS 
FORMALmADES  CON  QUE  DEBE  PRO- 
CEDERSE  EN  ELLAS. 

§.  1.**  De  los  depósitos  necesarios. 
§.  2.**  De  los  depósitos  voluntarios: 
§.  S.**  De  las  cuentas  corrientes. 

SeG.  IV.  DE  LAS  GARANTUS  Y  PRIVILEGIOS  DE 
LOS  DEPÓSITOS  Y  CUENTAS  COR- 
RIENTES. 

SeC.  V.  DEL  DESTINO  QUE  DEBE  DAR  LA  CAJA 
A  LOS  FONDOS  Y  EFECTOS  QUE  RE- 
CIBE EN  DEPÓSITO  Y  CUENTA  COR- 
RIENTE. 

SeC.  vi.  de  la  ADMINISTRACIÓN  DE  LA  CAJA 
GENERAL  DE  DEPÓSITOS,  SU  INSPEC- 
CIÓN Y  RESPONSABILIDAD. 

SeG.  vil  de  las  SUCURSALES  DE  LA  CAJA  GE- 
NERAL DE  DEPÓSITOS. 

§.  I.®  Délas  operaciones  de  las  sucur- 
sales. 

§.  2.''  De  la  administración  de  las  su- 
cursales* 

SeG.  Ylll.  DE  LAS  CAJAS  DE  DEPÓSITOS  EN  UL- 
TRAMAR. 

SECCIÓN  I. 

RESEÑA    mSTÓRICA. 

La  fiel  custodia  de  los  depósitos  judiciales 
ha  sido  un  objeto  constante  de  nuestra  legis- 
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lacion.  Véose  en  ella  establecidos  ó  ensa- 
yados todos  los  sistemas ,  desde  el  mas  anti- 
guo de  depósitos  en  los  templos,  hasta  el 
mas  moderno  de  depósitos  en  una  caja  espe- 
cial bajo  la  garantía  del  Estado. 

La  idea  que  prevaleció  en  un  principio, 
fue  la  mas  sencilla,  la  de  constituir  los  depó- 
sitos en  las  personas  ó  lugares  que  inspira- 
sen á  los  jueces  mas  confianza.  Tuvieron 
estos  la  facultad  omnímoda  de  nombrar  de- 
positarios, y  no  tardaron  mucho  en  sentirse 
los  inconvenientes  y  perjuicios  á  que  daban 
lugar  el  mal  uso  que  por  interés  ó  por  igno- 
rancia se  hacia  de  aquella  facultad.  Elegían- 
se con  frecuencia  depositarios  sin  responsa- 
bilidad ,  y  no  pocas  veces  se  constituían  los 
depósitos  en  poder  de  los  escribanos  y  aun 
de  los  mismos  jueces.  Para  remediar  los  ma- 
les que  de  esto  resultaban ,  se  adoptaron  á 
petición  de  las  Cortes  algunas  disposiciones, 
tales  entre  otras,  la  de  que  las  justicias  de 
los  pueblos  nombraren  persona  llana  y  abo- 
nada en  quien  se  hiciesen  los  depósitos  de 
dineros  y  otras  cosas ,  y  que  la  tal  persona 
no  fuese  el  escribano  de  la  causa  sobre  que 
se  hiciere  el  depósito ,  so  pena  de  diez  mil 
maravedises  al  juez  que  lo  mandara  y  al  es- 
cribano que  lo  aceptase  (1).  En  consonancia 
con  esta  última  disposición  ,  se  previno  en 
el  capítulo  26  de  las  Ordenanzas  del  Consejo 
de  12  de  julio  de  1554,  que  los  depósitos 
que  se  hacen  en  las  causas  de  recusación 
de  los  del  Consejo ,  ni  otro  cualquier  depó- 
sito que  el  Consejo  mandase  hacer,  no  se 
pusiese  en  poder  de  los  escribanos  de  Cáma- 
ra ante  quien  pasase  el  negocio  ó  causa  (3). 

A  pesar  de  estas  restricciones ,  continua- 
ron los  males  que  provenían  de  la  facultad 
concedida  á  los  jueces  y  se  trató  de  su  re- 
medio radical  en  interés  de  los  particulares 
y  del  Estado.  Creyóse  entonces,  quizá  á  imi- 
tación de  lo  que  se  había  hecho  en  Francia 
por  edicto  de  16  de  junio  de  1578,  que  era  lo 
mas  conveniente  la  elección  por  la  corona  de 
un  depositario  general  en  cada  distrito  muni- 
cipal, ó  en  determinadas  comarcas,  y  se  ins- 


(1)    Ley  i  .  lit.  Í6,  íib.  II  de  h  Nov.  Recop. 
(i;   Ley  i,  lit.  26,  Ub.  U  de  la  Nov.  Rccop. 


títuyó  el  oficio  público  de  los  depositarios 
generales,  que  ha  sido  uno  de  los  enajena- 
dos, k  estos  funcionarios  públicos  debían 
encomendar  los  jueces  y  autoridades  la  cus- 
todia de  todos  los  depósitos.  Por  resolución 
de  5  de  febrero  á  consulta  del  Consejo  de  5 
de  enero  de  1775,  comunicada  en  orden 
de  28  de  febrero,  se  mandó,  que  todos  los 
depósitos  hechos  en  virtud  de  autos,  así  de 
los  corregidores  y  tenientes  de  Madrid,  al- 
caldes de  casa  y  corte  y  jueces  de  comisión, 
como  por  el  Consejo  y  los  de  la  Cámara, 
Guerra,  Indias,  Ordenes,  Hacienda  y  Cru- 
zada, Tribunal  de  la  contaduría  mayor  de 
cuentas  y  otros  cualesquiera  tribunales,  jae- 
ces particulares  y  de  comisión  de  la  corte» 
se  trasladaran  desde  luego  á  la  depositaría 
general  de  la  villa,  y  que  todos  los  depósi- 
tos de  dinero ,  oro ,  plata  y  joyas  que  en 
adelante  se  mandaren  hacer  por  los  espre- 
sados Consejos ,  tribunales,  jueces  ordinarios 
y  de  comisión ,  así  de  causas  civiles  como 
criminales,  se  constituyesen  en  la  misma 
depositaría  general,  pena  de  privación  de 
oficio  y  de  cien  mil  maravedises  á  los  escri- 
banos contraventores  que  lo  ejecutaren  en 
otros  parajes  ó  personas  (1).  Los  deposita- 
rios generales  debían  llevar  sus  libros  de 
asiento  con  las  corre^ndientes  formalida- 
des, y  para  que  tuviesen  la  debida  interven- 
ción, se  mandó  que  los  escribanos  de  ayun- 
tamiento en  que  hubiese  oficio  de  deposita- 
rio, llevasen  también  un  libro,  en  el  que  se 
tomase  razón  exacta  y  cumplida  de  los  de- 
pósitos, antes  de  que  pasasen  estos  á  poder 
del  depositario»  y  que  de  cuatro  en  cuatro 
meses  se  concertasen  estos  asientos  con  los 
del  depositario,  para  ver  si  estaban  ó  no 
conformes,  lo  que  declararía  el  escribano 
bajo  su  firma,  so  pena  de  privación  de  sus 
oficios ,  ademas  de  los  intereses  y  danos  de 
las  partes  (2). 

Así  subsistieron  estas  depositarías  gene- 
rales ,  hasta  que  privadas  de  sus  funciones 
en  ciertas  localidades,  ó  respecto  de  ciertos 
depósitos,  por  favorecerla  prosperidad  de 


(1)    Ñola  i  al  «l.?6,  Ub.  11  Nov.  Recop. 
(t)    Leyes  2  y  3,  Ut.  Í6,  lib.  11  Ntt.  Récop. 


Digitized  by 


Google 


CAÍA  DE 

otros  estaUecimicntos,  ó  asegorar  los  dere- 
chos de  cierta  clase,  se  fué  poco  k  poco  la- 
brando su  tolid  estincion.  Creado  en  Zara- 
goza el  real  Monte,  se  ordenó  en  real  céda- 
la de  H  de  octubre  de  i  751 ,  que  todos  los 
depósitos  que  desde  aquella  fecha  se  manda- 
ren constituir  por  las  justicias  de  Zaragoza, 
se  hiciesen  precisamente  en  el  archivo  de  su 
real  Monte  y  no  en  otra  parte,  quedando  en 
su  beneficio  los  derechos  establecidos  (i). 
Por  igual  motivo  se  dispuso  en  real  provi- 
sión de  37  de  julio  de  i774,  que  los  depósitos 
que  ordenaren  los  jaeces  inferiores  de  (¿rana- 
da se  nevasen  y  constituyesen  en  el  real  Mon- 
te de  Piedad  establecido  en  dicha  ciudad  (2). 
Por  decisión  de  4  de  setiembre  de  1776  y  cé- 
dala de  10  del  mismo  mes  y  ano  se  estable- 
cieron para  la  custodia  de  los  depósitos  per- 
tenecientes á  vínculos  y  mayorazgos,  cajas 
especiales,  aun  en  los  pueblos  en  que  hu- 
biese depositarios  con  oficios  propios  enaje- 
nados de  la  corona,  las  cuales  deberían  te- 
nerse en  paraje  püMíco  y  seguro  con  arca  de 
tres  llaves,  que  deberían  obrar  una  en  poder 
del  corregidor  ó  alcalde  mayor,  otra  en  el 
del  personero,  y  la  tercera  en  el  del  deposi- 
tario general,  y  no  habiéndolo,  en  el  que 
desempeñase  las  (onciones  de  depositario  de 
los  propios. 

Menguadas  asi  las  funciones  de  las  depo- 
sitarías generales,  y  desacreditada  por  las 
doctrinas  económicas  reinantes  aqudla  ins- 
titución, se  pensó  seriamente  en  abolir- 
ías y  reemplazarlas  con  otro  establecimien- 
to público  que,  á  la  vez  que  ofreciese  ma- 
yores seguridades,  hiciese  productivos  los 
capitales  estancados, de  los  depósitos,  ya 
en  favor  de  sus  dueños,  ya  principalmente 
en  favor  del  Estado.  Este  nuevo  sistema,  se 
ensayó  á  los  pocos  meses  de  creada  la  Real 
Caja  de  amortización,  siendo  notable  por 
mas  de  un  concepto  la  cédula  del  Consejo 
de  28  de  setiembre  de  1796,  en  que  se  es- 
tablecen las  bases  principales  del  nuevo 
raimen. 

Quísose  por  ella  conciliar  los  dos  estremos 


^li    Acnirre,  Resolaciones  no  recopiladas,  tomo  5,  dír. 
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de  la  seguridad  mas  absoluta  con  ía  utilidad 
del  dueño  á  la  vez  que  la  utilidad  del  Esta- 
do, y  al  efecto  se  dispuso  que  á  todos  los 
depósitos  que  se  constituyeran  en  la  caja  de 
amortización  se  les  abonaría  un  3  por  100 
de  interés  anual ,  debiéndose  ser  devueltos 
sin  demora  en  las  mismas  especies  en  que 
constare  haberse  recibido,  luego  que  se  pre- 
sentasen en  la  caja  los  libramientos  que  los 
jueces  ó  tribunales  despacharen  á  favor  de 
los  que  resultasen  ser  verdaderos  dueños 
ó  interesados  de  las  cantidades  depositadas. 
El  rey  empeñó  su  real  palabra  de  que  serian 
fiel  y  exactamente  cumplidas  las  condiciones 
espresadas,  á  cuya  firmeza  obligó  é  hipote- 
có especialmente  los  fondos  asignados  á  la 
citada  caja  de  amortización  y  todas  las  ren- 
tas y  bienes  patrimoniales  de  la  Corona. 

Las  necesidades  del  Erario ,  que  obliga- 
ron al  Tesoro  en  1780  á  apoderarse  de  los 
depósitos  pertenecientes  á  vínculos  y  ma- 
yorazgos, constituyendo  en  favor  de  dios 
censos  al  3  por  100  sobre  la  renta  del  taba- 
co; estas  mismas  le  obligaron  también  en 
1799  (1)  á  derogar  la  obligación  tan  solem- 
nemente contraída  de  abonar  el  interés  del 
3  por  100  anual  á  los  depósitos  que  se  consti- 
tuyeran en  la  caja  de  amortización,  y  á  dis- 
poner en  1801  (2),  que  los  caudales  de  de- 
pósitos judiciales  particulares,  y  de  quie- 
bras y  concursos ,  y  los  de  los  economatos, 
se  trasladasen  sin  escusa  ni  dibcion  á  la  te- 
sorería mayor  y  sus  subalternas ,  ó  á  las  ad- 
ministraciones, depositarías  y  tesorerías  de 
rentas  reales,  y  que  los  depósitos  consisten- 
tes en  alhajas ,  se  trasladasen  y  constituye- 
sen en  las  depositarías  públicas  ó  tablas  nn- 
mularias  de  los  pueblos  bajo  el  inmediato 
cuidado  de  los  jueces  y  depositarios. 

A  unos  y  otros  establecimientos  públicos, 
han  venido  después  á  reemplazar  en  estas 
funciones  los  bancos  de  crédito.  Primera- 
mente el  banco  nacional  de  San  Carlos,  y 
después  el  de  San  Fernando,  han  sido  los 
lugares  señalados  para  los  depósitos  judicia- 
les. Los  de  Barcelona  y  Cádiz  han  gozado 


(1)   Cap.  5  de  la  instrucción  de  27  de  diciembre  de  roO. 
C¿)   Real  orden  de  2  de  enero  de  iSOI. 
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también  de  este  privilegio,  hasta  que  crea* 
da  la  Caja  general  de  depósitos,  se  les  ha 
privado  para  en  adelante  de  aquélla  beneG- 
ciosa  atribución. 

Se  ve,  pues,  por  lo  espuesto,  que  nuestra 
legislación  ha  pasado  por  esta  sucesión  de 
sistemas  respecto  á  la  custodia  de  los  depó- 
sitos judiciales.  Elección  de  depositario  por 
el  juez.  Creación  del  oficio  de  depositario 
general.  Establecimientos  municipales.  T  es- 
tablecimientos públicos  en  este  orden ;  Caja 
de  amortización;  Tesorerías  de  rentas;  Ban- 
cos y  Caja  general  de  depósitos,  que  es  déla 
que  vamos  á  hablar  en  las  siguientes  sec- 
ciones. 

SECCIÓN  II. 

DE  LA  CAJA  GENIRAL  DB  DEPÓSITOS,  SU  CABACTER 
Y  NATURALEZA. 

Aun  cuando  este  establecimiento  lleva 
el  titulo  de  caja  de  depósitos,  no  por  eso  de- 
be ser  considerado  como  un  verdadero  de- 
positario en  la  significación  que  da  á  esta 
palabra  la  ley  civil.  No  es  este  su  carácter, 
por  mas  que  ingresen  en  él  los  depósitos  ju- 
diciales y  reciba  también  con  el  nombre  de 
depósitos  muchos  de  los  fondos  y  efectos  que 
voluntariamente  le  entregan  los  particulares, 
las  corporaciones  y  los  establecimientos  pú- 
blicos. La  caja  general  de  depósitos  tiene  el 
derecho  de  disponer  dentro  de  ciertos  límites 
de  los  fondos  que  recibe ,  y  está  á  la  vez  en 
el  deber  de  abonar  un  interés  por  las  canti- 
dades recibidas,  siendo  para  ella  obligatoria 
la  devolución  de  las  mismas,  aun  en  los  casos 
en  que  se  pierdan  por  robo,  incendio  ú  otro 
cualquier  accidente  de  fuerza  mayor.  Por 
estas  y  otras  circunstancias  menos  importan- 
tes no  puede  ni  debe  ser  caracterizada  la 
caja  general  de  depósitos  como  un  verdades 
ro  depositario. 

Tampoco  puede  ni  debe  serlo  como  un 
establecimiento  de  préstamos,  aunque  reciba 
y  dé  á  su  vez  dinero  á  interés;  puesto  que 
se  encarga  de  la  custodia  gratuita  de  ciertos 
efectos,  y  de  otras  operaciones  que  no  pue- 
den ser  calificadas  de  préstamos. 

La  caja  general  de  depósitos  es  un  esta- 


blecimiento de  crédito  público  destinado  no 
solo  á  asegurar  los  fondos  y  efectos  de  los  de- 
pósitos judiciales  y  administrativos  y  los  que 
voluntariamente  se  le  entregan,  sino  tam- 
bién á  hacer  productivos  unos  y  otros  fondos 
en  utilidad  recíproca  de  sus  dueños  y  del  Es- 
tado. Para  hacer  compatible  la  seguridad ,  la 
inviolabilidad  de  los  depósitos  públicos  con 
su  utilidad  y  beneficio,  es  para  lo  q\w  se  ha 
creado  principalmente  este  establecimiento 
de  crédito  público. 

En  todos  los  sistemas  adoptados  anterior- 
mente para  la  custodia  de  los  depósitos  ju- 
diciales y  administrativos,  solo  se  procuró 
realizar  la  idea  de  la  seguridad  de  los  mis- 
mos ,  exijiendo  la  conservación  de  las  co- 
sas depositadas,  y  fiándolas,  ya  al  crédito 
personal  del  depositario,  ya  á  las  garantías 
especiales  que  se  le  exijian,  y  gravando  como 
era  consiguiente  los  depósitos  con  los  dere- 
chos de  custodia  que  fueron  en  ciertas  épo- 
cas altos  y  escesivos. 

Pero  ni  el  crédito  ni  las  fianzas  del  depo- 
sitario, ni  la  prohibición  de  usar  de  las  cosas 
depositadas,  ni  aun  las  penas  con  que  se  cas- 
tigaba su  infidelidad,  fueron  bastantes  á  es- 
tablecer la  inviolabilidad  de  los  depósitos, 
habiendo  ensenado  la  esperíencia  que  todas 
aquellas  garantías  fueron  insuficientes  en  mu- 
chas ocasiones  para  conservar  ilesos  los  in- 
tereses encomendados  á  la  custodia  de  aque- 
llos depositarios.  Bajo  este  punto  de  vista 
se  ha  creido  que  la  garantía  del  Estado,  fun- 
dada en  los  inmensos  recursos  que  posee,  era 
una  garantía  mas  segura,  que  podía  en  todas 
ocasiones  poner  los  depósitos  judiciales  y 
admistrativos  fuera  de  las  contigencias  que 
han  corrido,  cuando  solo  han  estado  asegura- 
dos 'por  el  crédito  de  individuos  ó  de  esta- 
blecimientos particulares. 

Mas  no  es  esta  sola  la  ventaja  que  ofrece 
el  establecimiento  público  que  examinamos. 
Por  los  sistemas  anteriores  la  custodia  de  los 
depósitos  era  siempre  gravosa,  pues  tenia  que 
abonarse  al  depositario  un  derecho  mas  ó  me- 
nos subido;  lo  que  «ra  justo,  exijiéndole  la 
conservación  de  las  mismas  cosas  depositadas 
y  haciéndole  responsable  de  ellas  bajo  ciertas 
penas.  Por  el  sistema  actual  en  vez  de  ser 
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gravosos  los  depósitos,  son  siempre  mas  6  me- 
nos beneficiosos,  por  que  ó  bien  producen  un 
interés»  ó  bien  hacen  gratuitos  ciertos  servi- 
cios, según  sea  la  clase  de  los  efectos  depo- 
sitados. Esta  gran  ventaja  que  d  actual  sis- 
tema procura  i  los  deponentes,  proviene  del 
uso  que  se  permite  hacer  al  depositario  de  los 
fondos  encomendados  á  su  custodia.  Que  los 
depósitos  en  metálico  se  devuelvan  en  oti'as 
monedas  que  las  depositadas  no  importa  á 
los  deponentes;  loque  á  estos  interesa  es  que 
la  devolución  sea  segura  en  la  misma  espe- 
cie. Si  el  uso  no  disminuye  la  seguridad  por 
la  suficiencia  y  calidad  de  la  garantía ,  y  si 
además  este  uso  se  convierte  en  parte  en  uti- 
lidad del  deponente,  no  cabe  duda  que  los 
intereses  de  este  no  se  oponen  al  uso  de  los 
fondos  depositados,  antes  bien  le  aconsejan 
que  lo  otorgue  en  beneficio  recíproco.  Fácula 
tada  la  caja  general  de  depósitos  para  poder 
hacer  uso  de  los  fondos  que  recibe  bajo  res- 
ponsabilidad y  garantía  del  Estado,  los  em- 
plea utilmente ,  dándolos  á  interés  al  tesoro 
público,  procurándose  por  este  medio  los  in- 
tereses que  á  su  vez  debe  satisfacer  á  los 
deponentes,  y  haciendo  al  tesoro  el  servicio 
de  procurarle  fondos  á  un  rédito  mucho  mas 
bajo  que  el  que  consigne  recibiéndolos  á 
préstamo  de  los  particulares.  La  base  de  es-» 
tas  operaciones  es,  según  se  ve,  el  crédito  pú- 
blico. El  es  la  principal  garantía  de  segurí-^ 
dad  de  los  depósitos,  por  él  se  otorga  la  fa-* 
cuitad  de  usar  y  emplear  los  fondos  deposi- 
tados ,  y  él  es  quien  permite  reducir  á  una 
tercera  parte  el  fondo  de  reserva  destinado 
á  hacer  frente  á  las  devohiciones.  Por  eso 
hemos  dicho  al  principio  que  la  caja  general 
de  depósitos  es  on  establecimiento  de  crédito 
público. 

Este  carácter  fundamental  se  hace  aun 
mas  perceptible  en  las  otras  operaciones 
secundarias  que  abarca  este  establecimiento. 
Fundado  solo  en  la  confianza  que  inspira  el 
crédito  público,  llana  hacia  sí  los  capitales 
qoe  los  particniaresy  las  corporaciones,  ó  los 
demáB  estaUwimientos  públicos  quieran  vo- 
luntariamente llevar  á  él,  ya  en  calidad  de 
depósito ,  ya  en  calidad  de  cuenta  corrien- 
te ,  ofreciéndoles  por  las  cantidades  en  me- 
TOMO  vn. 


tálico  un  interés  mas  ó  menos  crecido  y 
por  los  efectos  de  que  no  puede  disponer 
ciertos  servicios  gratuitos  de  mas  ó  me- 
nos consideración.  Por  eso  según  sea  el 
crédito  que  tenga  el  gobierno  asi  serán 
mayores  ó  menores  los  fondos  que  entren 
por  este  medio  en  la  caja  general  de  depó- 
sitos^ 

En  todas  lacs  operaciones  que  hasta  ahora 
abarca  la  caja  general  de  depósitos,  lleva  in- 
mensa ventaja  á' los  demás  establecimientos 
de  crédito  que  á  ellas  sé  dedican ,  de  mane- 
ra que  si  logra  por  su  buena  administración 
que  se  consolide  el  crédito  público  que  le 
sirve  de  fundamento,  afluirán  á  ella  todos  los 
capitales  que  basta  ahora  han  ido  á  los  ban- 
cos en  forma  <te  depósito  y  de  cuentas  cor- 
rientes, y  no  pocos  de  los  que  por  no  hallar 
destmo  útil  ó  seguro  se  han  conservado  es-^ 
toriles  en  poder  de  sus  dueños. 

La  caja  general  de  depósitos,  como  depen-^ 
dencia  del  ministerio  de  Haci^da,  cobra  del 
presupuesto  del  Estado  todos  los  gastos  que 
le*  ocasiona  el  personal'  y  material  de  su  ad-' 
miúistracion,  y  las  cantidades  que  recibe 
hallan:  un  empleo  inmediato  y  lucrativo  en 
d  tesoro  público:  no  es  estrano  por  lo  tanto, 
que  ofrezca  á  los  que  llevan  á  ella  sus  fon- 
dos mas  beneficios  que  los  demás  estableci- 
mientos de  crédito. 

^  Conocidos  ya  el  carácter  y  naturaleza  de 
la  caja  general  de  depósito^^  vamos  ahora  á 
examinar  el  pormenor  de  sus  operaciones,  y 
de  su  ádministraeío». 

SECCIÓN  in. 

DE  LAS  OraRACiOmSS  DE   LA  CAM  ^NEBAL  DE 

DEPÓSITOS  T    DE  LAS    FORKAtlDADES    CON  QUE 

DEBE  PROCBDERSE  EN  ELLAS. 

Creada  la  caja  general  de  depósitos  por  el 
real  decreto  de  29  de  setiembre  de  i85^ 
para  hacerse  cargo  de  los  depósitos  judicia- 
les y  administrativos  que  se  consignasen 
en  metálico  y  efectos  de  la  deuda  pública 
y  del  Tesoro,  y  de  los  depósitos  voluntarios 
que  se  hiciesen  en  iguales  fondos  ú  efectos, 

se  ha  ensanchado  después  el  círculo  de  sus 
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operaciones  por  los  reales  decretos  de  8  y 
29  de  julio  de  1855 ,  por  los  que  se  ordena 
que  reciba  los  fondos  de  las  cajas  de  ahor«> 
ros,  que  estas  no  coloquen  en  los  montes  de 
Piedad  y  ademas  los  que  le  entreguen  en 
cuenta  corriente  los  particulares  y  las  corpo- 
raciones. A  tres  operaciones  pueden ,  pues» 
reducirse  hoy  las  que  tiene  á  su  cargo  la  caja, 
á  saber;  depósitos  necesarios,  depósitios  vo- 
luntarios y  cuentas  corrientes,  que  son  las 
que  vamos  á  dar  á  conocer  con  todos  sus  por- 
menores en  los  párrafos  siguientes. 

i.l/'De  lo9  depósitos  necesarios. 

LUmanse  así  todos  los  que  deben  ingresar 
en  la  caja  general  de  depósttoi.  En  el  dere- 
cho civil  se  da  el  nombre  de  depósito  nece- 
sario, ó  depósito  miserable,  al  que  se  consti- 
tuye con  ocasión  de  un  incendio,  un  naufragio 
ú  otra  g0tve  desgracia-  No  es  esta  especie 
de  necesidad  la  que  consideran  las  disposi- 
ciones especiales  porque  se  rige  el  estable- 
cimiento que  examinamos,  para  calificar  de 
necesarios  los  depósitos,  sino  la  necesidad 
que  proviene  de  la  obligación  que  imponen 
de  constituirlos  en  la  caja,  si  es  que  han  de 
tenerse  por  bien  hechos  y  han  de  producir 
sus  efectos  legales. 

Siendo  como  es  obligatoria  bsgo  ciertas 
penas  la  ooostitumn  en  la  caja  de  deterai" 
nados  depósitos  >  ha  debido,  ó  establecerse 
una  regla  general  que  los  comprenda  todos, 
ó  especificarse  los  que  deban  ser  tenidos  co- 
mo necesarios  para  evitar  dudas  y  cues- 
tiones. El  decreto  orgánico  de  la  caja  ha  pre- 
ferido dar  una  regla  general,  disponiendo  que 
ingresen  en  la  caja  ó  en  sus  dependencias 
los  fondos  en  metálico  y  los  efectos  de  la 
deuda  y  del  Teaoro  que  deban  consignarse  en 
depósito  por  decisiones  de  la  administración 
ó  disi^osicton  de  l&s  tritenales  de  justicia;  ó 
sin  mediar  estas,  para  afianzar  contratos  que 
se  refieran  á  servicios  generales,  provinciales 
ó  municipales;  para  asegurar  el  ejercicio  de 
cargos  ó  funciones  públicas,  ó  para  cumplir 
obligaciones  legales  de  interés  público  ó  pri^ 
vado,  cuando  no  haya  parte  interesada,  que 
con  derecho  para  eUo  exija  la  consignación 


en  otro  lugar  (1).  A  pesar  de  los  términos 
generales  en  que  está  redactada  esta  dispo- 
sición, no  dejarán  por  eso  de  ofrecerse  al- 
gunas dudas  por  no  hallarse  en  ella  bien 
espresadas  las  diferentes  categorías  que 
comprende,  y  por  no  haberse  determinado 
con  bastante  claridad  la  escepcioa  que  hace 
á  la  última  categoría  que  establece. 

Los  depósitos  que  hayan  de  constituirse  á 
virtud  de  decisiimes  de  la  autoridad  adminis- 
trativa ,  bien  sea  esta  activa  ó  contenciosa, 
todos  deben  ingresar  en  la  caja  general  de 
depósitos. 

Lo  mismo  debe  hacerse  con  los  que  cons- 
tituyan á  virtud  de  una  providencia  judicial, 
sea  juez  inferior  ó  tribunal  superior  ó  supre- 
mo el  que  la  ordene,  y  pertenezca  el  negocio 
á  la  jurisdicción  civil,  criminal,  mercantil, 
militar  ó  eclesiástica.  La  razón  de  la  ley  los 
comprende  todos  y  sus  términos  generales 
no  admiten  tampoco  escepcion  alguna. 

Hay  casos  en  que,  sin  que  recaiga  decisión 
de  la  administración  ni  providencia  judicial, 
ordenan  las  leyes  ó  los  reglamentos  que  se 
constituya  en  depósito  las  cantidades  que 
designan  en  metálico  ó  efectos  públicos  para 
afianzar  los  contratos  celebrados  con  la  ad- 
ministración general,  provincial  ó  municipal, 
para  poder  hacer  proposiciones  en  las  subas- 
tas de  las  obras  ó  servidos  públicos  y  para 
responder  del  desempeño  de  cargos  ó  funcio- 
aes  públicas.  Todos  estos  depósitos  son  ne- 
cesarios y  deben  por  lo  mismo  ingresar  en 
la  caja  general. 

No  es  tan  clara  como  las  anteriores  la  úl- 
tima categoria  de  los  depósitos  necesarios, 
á  saber;  la  que  comprende  los  que  sin  de^ 
cisión  administrativa  ni  providencia  jodi^ 
cial  se  constituyen  para  cumplir  obligaioiooes 
legales  de  interés  púUico  ó  privado,  cuando 
no  haya  parte  interesada  que  con  derecho 
para  ello  exija  la  consignación  en  otro  lugar. 
Se  comprende  fácilmente  que  losdepósitosque 
se  hacen  para  cumpKr  obligaciones  de  into^ 
res  público  deban  con  precisión  ingresar  en 
la  caja;  pero  no  se  esplica  bien  pof  qué  deban 


(1)    Art.  2.'  del  real  deerelo  de  99  de  setiembre  de  I8S2. 
Art.  1.*  del  reglamesto  de  la  eaja  de  14  de  octvh'e  de  185i. 
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iagrMur  del  mcsmd  múio  \w  que  se  hagaa 
para  cumplir  obligaciones  de  interés  privadb» 
ni  cuando  teudri  derecho  en  uno  y  otro  oaso 
la  parte  interesada  para  exigir  la  ciensigaa* 
eioB  ea  otfO  lugar.  A  fií^de  que  se  aclarasen 
estos  eslreiios  ba  recurrido  el  banco  espand 
de  San  Fernando  al  ministerio  Hacienda, 
pero  este,  después  de  haber  oído  el  parecer 
de  las  direcciones  generales  de  la  caja  y  de 
lo  contencioso,  y  el  de  las  secciones  de 
Hacienday  Gracia  y  Justioia  del  CensejoReal, 
ba  resuelto  por  real  orden  de  2  de  noviembre 
de  18S3que  no  procede  la  aclaración  soücf^ 
tada  por  el  banco,  porque  el  art.  2/  del 
real  decreto  de  29  de  setiembre  de  1852  es- 
tablece tenninaatemente  la  facultad  que  Ue* 
nen  los  interesados  con  derecho  &  ello  de 
elegir  el  lugar  en  que  haya  de  consignarse 
el  depósito;  que  es  asimismo  innecesaria  la 
designación  de  la  autoridad  que  haya  de  de- 
terminarlo, y  que  los  deponentes ,  antes  de 
realizar  el  depósito  en  la  caja,  podrán  ser 
oídos  competentemente  cuando  en  uso  de 
su  derecho,  y  siempre  que  la  hacienda  ó  el 
público  no  tengan  interés  directo  en  él,  recla- 
men constituirlo  en  sitio  determinado. 

¿Las  consignaciones  que  voluntariamente 
hagan  los  deudores  para  libertarse  de  las  obli- 
gaciones vencidas  que  tengan  contra  si,  cuan- 
do los  acreedores  no  quieran  admitir  el  pago, 
ó  cuando  no  se  sepa  quien  sea  el  acreedor,  6 
se  ignore  su  paradero ,  deberán  constituirse 
en  k  caja  como  depósitos  necesarios?  Indu* 
dablemente,  pues  para  que  la  consignación 
se  tenga  como  paga  y  estinga  la  obligación 
del  deudor,  es  necesario  que  se  verifique  en 
toda  forma,  y  parte  de  esta  es  sin  duda  que 
se  haga  en  la  caja  general  de  depósitos  á 
virtud  de  mandamieoto  judicial. 

También  creemos  debed  ingresar  en  la 
caja  ó  en  sus  dependencias  los  fondos  de 
los  concursos  de  acreedores,  de  las  quiebras 
y  otros  juicios  universales^  en  que  los  inte* 
reses  de  la  masa  caen  bs^o  la  administración 
judicial.  Si  los  interesados  dispusieren  otra 
cosa,  como  que  solo  se  trata  de  su  perjuicio, 
podrán  bajo  su  responsabilidad  acordar  que 
obren  en  poder  de  los  síndicos  ó  administra- 
dores, ó  que  se  lleven  á  otro  establecimiento. 


Todos  los  depósitos  necesarios  deben, 
pues,  ingresar  en  la  caja  general  de  depóá* 
tos  ó  en  sus  dependeneisls,  y  para  que  así  se 
verifique  e^  mandado  que  las  autoridades 
y  los  tribunales  no  permitan  ni  c(msientan  se 
haga  su  consignación  en  ninguna  otra  parte, 
y  que  Ito  consignación  es  que  se  hicieren  de 
ellos  en  otro  lugar  las  consideren  sin  efecto, 
teniendo  como  no  cundidas  las  obligaciones 
de  que  procedan  (1). 

Esto  se  entiende  de  los  depósitos  necesa- 
rios posteriores  al  estaUeeiraíento  de  la  caja- 
Respecto  á  los  anteriores  hay  que  distinguir 
entre  los  que  procedan  de  disposiciones  ad- 
ministrativas, y  los  que  se  hayan  hecho  en 
virtud  de  providencias  judiciales;  los  prime- 
ros, sea  la  que  quiera  la  época  de  su  consti- 
tución y  el  lugar  en  que  se  hallen  consigna- 
dos ,  deben  trasladarse  desde  luego  á  la  caja 
general  de  depósitos;  los  segundos  se  con- 
servarán en  el  lugar  en  que  estuvieren  cons^ 
tituidos ,  sí  los  interesados  no  redaoMm  su 
traslación  á  la  caja  general  (2).  Con  el  fin 
de  conocer  el  námero  y  circunstancias  de  los 
depósitos  necesarios  existentes,  y  de  tomar 
las  disposicioBes  convenientes  para  que  in- 
gresen en  la  caja  todos  los  que  deben  cons-^ 
tituirse  en  ella,  se  ha  mandado  formar  una 
estadística  general  con  las  circunstancias  que 
espresa  el  modelo  circulado  (3). 

Conocidos  ya  los  depósitos  que  necesa- 
riamente deben  ingresar  en  la  caja,  vamos 
á  espiicar  ahora  las  formalicbtdes  con  que 
debe  precederse  á  su  consig^nacioB  y  de-^ 
volucion  y  todo  lo  demás  que  se  reiere  á 
los  mismos. 

Para  constituir  un  depósito  necesario  pre- 
sentará el  deponente  sus  valores  directa- 
mente en  la  tesorería  con  factura  dcq^licaday 
firmada,  que  esprese.— La  clase  deldepósito. 
— >La  especie  en  que  consista  y  su  importe. — 
El  pormenor  de  numeración,  fechas,  cantida- 
dades,  si  fueren  títulos  de  la  deuda  publica, 
billetes,  acciones  de  caminos  ú  otros  docu- 
mentos del  Tesoro;  Jos  cupones  unidos,  en  el 
caso  de  ser  efectos  que  los  tengan  y  el  nom- 


Ü)   Arl.  3."  del  real  dccrclo  de  29  de  setiembre  de  ia>3. 
(3)   llcal  Jecrilo  de  4i  ícluUo  de  185J. 
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bre  del  interesado,  si  el  deponente  obrase 
en  representación  de  otro. — ^T  finalmente  la 
autoridad  ó  tribunal  que  hubiese  acordado  la 
consignación ;  y  no  habiendo  mandato ,  la 
autoridad  i  cuya  disposición  haya  de  quedar 
ó  el  compromiso  á  que  se  sujeta  el  depósito, 
y  sin  cuya  liberación  no  será  devuelto,  de- 
biendo en  el  primer  caso  de  unirse  á  la  fac- 
titra  el  correspondiente  mandato  del  juez  ó 
autoridad  (1). 

Si  el  depósito  es  en  metálico,  puede  ha- 
cerse la  entrega,  bien  en  monedas  de  oro  y 
plaia  corriente,  bien  en  billetes  de  banco, 
bien  en  talones  de  cuentas  corrientes  contra 
este  establecimiento,  aunque  en  este  caso 
no  podrá  formalizarse  su  ingreso  hasta  que 
la  caja  los  presente  al  reconocimiento  (2). 

Si  el  depósito  es  en  efectos  públicos,  se 
hará  la  entrega  de  ellos  en  la  caja  con  una 
de  las  facturas;  pero  esta  no  formalizará  el 
ingreso  de  los  mismos  sin  que  antes  se  haya 
reconocido  y  comprobado  la  legitimidad  de 
los  titules  en  las  oficinas  que  los  hubieren 
emitido.  Hasta  que  practicada  la  comproba- 
ción y  realizado  el  ingreso  en  la  tesorería 
de  la  caja ,  se  espida  el  documento  formal 
fie  resguardo ,  conservará  el  deponente  uno 
(le  los  ejemplares  de  la  factura ,  firmado  por 
el  tesorero  como  resguardo  provisional  (3). 

Presentados  los  valores  con  ías  facturas, 
y  comprobados  aquellos,  como  queda  dicho, 
la  tesorería  se  hará  cargo  de  ellos ,  esten- 
diendo carta  de  pago  á  favor  del  deponente, 
en  la  que  hará  espresion  de  las  circunstan- 
cias del  depósito  y  las  condiciones  con  que 
se  hubiere  impuesto,  sin  omitir  el  interés 
que  devengue  (4).  Es  la  carta  de  pago  inter- 
venida por  la  contaduría  el  título  que  acre- 
dita el  depósito  y  el  que  dá  derecho  para  re- 
clamar la  devolución*  7  ios  intereses. 

Los  depósitos  necesarios  en  metálico ,  no 
siendo  de  los  que  se  constituyen  para  optar 
á  las  subastas  de  servicios  públicos ,  deven- 
gan el  interés  del  5  por  i 00  al  ano,  á  con- 
tar desde  el  dia  de  la  imposición '  hasta  el 


(i)    Ari.  í  del  reglamento  de  la  cajy. 
(á)    neal  rtrdcn  de  Í4  de  octubre  de  18í>a  t  arliciU.i  4  del 
rcglnmento  de  la  caja. 
(3)    Art.  6  del  reglanicnlo  de  la  caja. 
(1)    Art.  8  id.  ■* 


anterior  al  en  qne  debe  hacerse  la  devolu- 
ción (i). 

Los  depósitos  necesarios  en  efectos  públi- 
cos no  devengan  interés  alguno ,  por  cuan- 
to la  caja  no  puede  hacer  uso  de  ettos  en 
ningún  caso,  ni  bajo  ningún  pretesto  (2); 
pero  la  obligan  á  cobrar  los  intereses  ó  divi- 
dendos de  los  mismos,  y  á  conservarlos  sin 
aplicación  á  disposición  de  sus  dueños  (3). 
Si  en  el  término  del  mes  siguiente  al  dia  en 
que  la  caja  hubiere  verificado  aquel  cobro, 
no  se  presentasen  los  interesados  á  percibir 
el  importe  que  les  corresponda ,  la  adminis- 
I  tracion  de  la  caja  debe  formalizar  el  ingreso 
en  ella  de  la  cantidad  percibida  á  título  de 
depósito  voluntario  reintegrahle  á  vohintad, 
la  cual  disfrutará  desde  el  décimo  sesto  dia 
de  esta  formal izacion  el  interés  del  3  por  100. 
La  carta  de  pago  que  esta  operación  produz- 
ca la  conservará  la  tesorería  unida  á  los 
documentos  de  depósito  de  que  procedieren 
aquellos  intereses  ó  dividendos,  y  se  entre- 
gará al  interesado  cuando  la  pidiere ,  ano- 
tándose entonces  en  la  carta  de  pago  del  de- 
pósito primitivo  á  papel  la  baja  por  conse- 
cuencia del  cobro  de  dichos  intereses  ó  di- 
videndos (4). 

Los  intereses  que  abona  la  caja  por  los  de- 
pósitos en  metálico  y  por  los  cupones  ó  di- 
videndos que  cobre  de  los  depósitos  en  efec- 
tos públicos,  en  el  caso  anteriormente  es- 
presado, noson  capitalizables,  sélt  el  qne 
quiera  el  tiempo  que  trascurra  sin  cobrarlos 
sus  dueños ,  y  no  producen  por  lo  tanto  nin- 
gún rédito  (5). 

Sabida  ya  como  debe  hacerse  la  consigna- 
ción de  los  depósitos  necesarios  y  los  inte- 
reses que  producen,  vamos  á  ver  cómo  debe 
pedirse  la  devolución  de  todo  ó  parte  del  de- 
pósito, ó  solo  la  entrega  de  los  intereses 
vencidos. 

Para  qne  la  caja*  pueda  hacer  la  devolu- 
ción de  todo  ó  parte  de  un  depósito  necesa- 
rio ,  debe  preceder  la  comunicación  del  man- 


(1)   Art.  14  del  real  decreto  de  3  j  de  sctieoUire  de  I89Í 
ArL  16  al  fln  y  arl.  28  del  reglamento  de  la  caja. 
m   Arts.  13  al  fin  y  16  al  flu  de  dicho  real  decreto. 
(5)    ArU  6  de  id. 

(4)  Ar^  29  del  reglamento  de  la  caja. 

(5)  Art.  25,  id. 
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damiento  de  devolución,  el  ctml  espresará 
la  persona  á  qui^n  hayan  de  entregarse  los 
valores,  y  no  procediendo  mandamiento,  la 
liberación  del  compromiso  á  que  el  depósito 
estnviere  afecto,  y  el  correspondiente  poder 
si  hubiere  de  recibirse  por  mediación  de 
apoderado.  Ademas  deberá  presentarse  la 
carta  de  pago  espedida  á  su  imposición,  bas- 
tando solo  esta  para  la  devolucimí  de  los  | 
constituidos  para  optar  á  la  subasta  de  ser* 
vicios  públicos ,  puesto  que  con  ella  so  jus- 
tifica no  haberse  adjudicado  el  remate  al  de- 
ponente (1). 

Si  no  pudiere  presentarse  la  eatta  de  pago 
porque  hubiere  sufrido  estraVío ,  se  annn«* 
ciará  la  pérdida  de  este  documento  en  la 
Gaceta  de  Madrid  y  en  et  Boletín  oficial  de 
la  provincia,  y  trascurridos  dos  meses  sin 
reclamación  de  tercero ,  estas  diligencias  su- 
plirán la  falta  de  la  carta  de  pago,  para  la 
devolución,  quedando  la  caja,  después  de 
verificada  esta,  libre  de  ulterior  responsabi- 
lidad (2). 

Con  estos  documentos,  la  persona  autori- 
zada para  pedir  el  depósito  hará  su  recia* 
roacion  por  escrito  al  director  de  la  caja, 
quien  la  acordará  para  que  se  verifique  den^ 
tro  del  plazo  que  corresponda. 

La  devolución  de  los  depósitos  necesarios 
en  papel  debe  hacerse  sin  dilación ,  ponien- 
do el  director  al  respaldo  de  la  carta  de 
pago  el  decreto  de  devolución ,  su  interven- 
ción el  contador-,  y  á  continuación  el  recibo 
del  interesado  (3).  Guando  se  pidiere  la  de- 
volución de  una  parte  del  depósito  en  papel, 
estenderá  un  recibo  el  interesado,  en  el  que 
se  pondrá  el  decreto  de  devolución  y  la  in- 
tervención de  la  contaduría,  anotándose  al 
mismo  tiempo  en  la  carta  de  pago  los  docu- 
mentos devueltos  y  so  importe,  y  el  líquido 
capital  del  depósito  (4). 

La  devolución  de  los  depósitos  necesarios 
á  metálico,  se  hará  dentro  de  los  diez  dias 
siguientes  al  de  haberse  recibido  en  la  caja 


(t)  Art.'9  del  real  decreto  de  Í9de  setiembre  de  1852, 
15  7  1C  del  reglamento  de  la  eaja. 

(1)    Art.  10,id. 

(3)  Art.  A  del  real  decreto  de  ^  de  setiembre  de  ISS^,  y 
art.  *iO  del  reglamento  de  la  eaja. 

(»)     Ari.  ti ,  Id.  ^ 


la  comunicación  del  mandamiento  de  devo- 
iaeion,  ó  de  haberse  justificado  la  liberación 
del  compromiso  á  que  estuviere  sujeto  (i). 
Si  hubiere  de  entregarse  en  totalidad,  la  fór- 
mula del  decreto  de  devolución  que  ha  de 
ponerse  al  respaldo  de  la  carta  de  pago, 
abrazará  el  pago  de  intereses,  previa  liqui- 
dación de  la  contaduría,  la  cual  se  practica- 
rá al  rebatir,  y  prescindiendo  de  las  fraccio- 
nes de  capital  qae  no  lleguen  á  400  reales, 
y  se  consignará  con  la  firma  del  contador  á 
continuación  de  aquel  decreto  (2).  Si  hubie- 
re de  devolverse  solo  una  parte,  estenderá 
un  recibo  el  interesado ,  y  en  él  se  estende- 
rá el  decreto  y  se  hará  la  liquidación  de  In^ 
terescs,  si  el  interesado  quisiere  percibirlos, 
poniéndose  ademas  por  contaduría  en  la 
carta  de  pago  una  nota  que  esprese  la  canti- 
dad devuelta  á  cuenta ,  y  el  líquido  capital 
del  depósito  (3). 

Si  se  reclamase  únicamente  el  pago  de  los 
intereses  de  los  depósitos  á  metálico ,  se  ha- 
rán estos  abonos  previas  las  mismas  forma- 
lidades ,  anotándose  en  la  carta  de  pago  de 
resguardo  y  en  la  cuenta  del  depósito.  No 
hay  un  término  fijo  para  reclamar  los  intere- 
ses vencidos,  solo  se  establece  respecto  á 
los  intereses  de  los  depósitos  en  metálico 
constituidos  para  toda  clase  de  fianzas  que 
se  satisfagan  cada  semestre,  caso  de  que 
no  fueren  devueltos  antes  los  capitales  (4). 

§.  2.**  De  los  depósitos  voluntarios. 

Llámanse  depósitos  voluntarios  los  que 
imponen  libreinente  en  la  caja  los  partícula-; 
res,  corporaciones  ó  establecimientos,  sin 
sujeción  á  obligaciones  legales  ni  oficiales. 
La  caja  general  de  depósitos  admitirá  en 
esta  calidad  en  Madrid  el  metálico  y  efectos 
públicos  que  voluntariamente  les  confien  los 
particulares,  los  ayuntamientos,  las  diputa- 
ciones provinciales ,  los  ouerpos  del  ejército 
y  toda  clase  de  establecimientos  y  corpora- 
ciones (o). 


(1)    Art.  10 ,  id. 
{t)    Art.  90  y  «•<  id. 
(S)    Art.  41  y  24,  id. 

(4)  Art.  47  .  id. 

(5)  Ari.  5  del  real  decreto  de  29  de 
y  1/  al  Un  del  reglamento  de  la  cuja. 


setiembre  de   18^9 
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Los  depóditog  YOluQtarids.  son  como  los 
oeoesarios,  de  dos  ciases,  en  metálico  y  en 
papeU  y  á.  ellos  es  aplicable  cuaato  hemos 
díclio  en  el  párrafo  anterior  acerca  de  Jas 
especies  de  valores  que  son  admisibles  en 
cada  una  de  ellas,  y  de  su  reeonocimiento 
por  la  caja  antes  de  formalizar  d  cargo. 

Los  depósitos  voluntarios  ea  met&lice  no 
se  admiten  sino  llegan  á  la  cantidad  de 
2,000  reales,  i  menos  que  pertenezcan  i 
las  cajas  de  ahorros. 

Una  y  otra  dase  de  depósitos  voluntarios 
se  sobdivíde  á  su  vez  en  tran$ferible$  ¿  in- 
transferibles, según  se  reserve  ó  no  el  de** 
ponente  la  facultad  de  trasmitirlos  á  otro  por 
vía  de  endoso  ó  en  otra  forma ,  y  tos  en  me- 
tálico ademas  en  depósitos  á  voluntad,  á  pla- 
zo fijo  y  ó  mediante  aviso  con  quince  dias  de 
anticipación ,  según  sea  el  tiempo  en  que 
deba  veriñcarse  la  devolución. 

Las  formalidades  con  que  ha  de  prece- 
derse á  la  imposición  de  los  depósitos  vo- 
luntarios son  las  siguientes.  El  deponente 
presentará  los  valores  que  quiere  depositar 
en  la  tesorería  de  la  caja  con  factura  tlupli- 
cada  y  firmada  que  esprese— La  clase  del  de- 
pósito—La  especie  en  que  consta  y  su  impor- 
te.—El  pormenor  de  numeración,  fechas,  can- 
tidades, si  fueren  títulos  de  la  deuda  pá- 
blica,  billetes,  acciones  de  caminos,  ú  otros 
documentos  del  tesoro,  los  cupones  unidos 
en  el  caso  de  ser  efectos  que  los  tengan  y 
el  nombre  del  interesado ,  si  el  deponente 
obrase  en  representación  de  otro.— El  plazo 
porque  se  impone^  que  no  ha  de  bajar  de  un 
mes,  ó  si  la  devdncion  se  hará  mediante 
reclamación  con  quince  días  de  anticipación, 
ó  si  ha  de  ser  de  contado  á  voluntad  del 
dueño.— T  finalmente  si  tiene  el  carácter  de 
transferible  ó  iutransferible  (1). 

Entregados  que  sean  los  valores  de  con- 
formidad con  la  factura ,  y  previo  el  reco- 
nocimiento de  los  titules,  sí  el  depósito  se 
hiciere  en  papel,  según  quedadicho,la  teso- 
rería estenderá  carta  de  pago  á  favor  del 
deponente,  que  intervendrá  la  contaduría,  en 
la  que  se  hará  espresion  de  las  circunstan- 

(I)    Art.  2  del  reglamebto  de  la  caja. 
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cías  deNepé^íto  y  de  las  condiciones  con 
que  se  hubiere  impuesto  sin  omitir,  el  inte- 
rés que  devengue  (i ). 

Sí  ios  interesiHloa  en  los  depósitos  volun- 
tarios en  metálico  quisiesen  dividir  en  va- 
rias porciones  la  cantidad  que  hubieren  de 
depositar ,  presentarán  una  factura  para  ca- 
da porción,  y  recibirán  en  resguardo  otras 
tantas  cartas  de  pago  correspondientes ,  con- 
siderándose cada  parte  de  por  ^  como  un 
soh)  depósito  (2). 

Los  depósitos  voluntarios  en  metálico  pro- 
ducen á  favor  de  sus  dueños  mientras  per- 
manecen en  la  caja  un  interés  mayor  ó  me- 
nor según  las  condiciones  con  que  se  hayan 
impuesto.  Los  constituidos  con  la  condici<m 
de  que  se  devuelvan  á  un  plazo  fijo,  que  es- 
ceda  cuando  menos  de  un  mes ,  ó  dentro  de 
los  quince  días  siguientes  á  la  reclamación, 
devengan  el  interés  del  5  por  100  al  ano; 
mas  los  constituidos  con  la  condición  de  que 
se  devuelvan  al  reclamarlos  los  imponentes 
solo  devengan  el  interés  del  3  por  100  al 
ano,  y  esto  desde  el  décimo  sesto  dia  de  la 
imposición  hasta  el  inmediato  en  que  se 
pida  la  devolución  (3).  Los  depósitos  vohin- 
tarios  á  papel  no  devengan  interés,  solo 
disfrutan  de  las  ventajas  que  los  depósitos 
necesarios  de  su  dase  que  pueden  verse  en 
el  párrafo  anterfor. 

Las  solicitudes  de  devolución  de  los  de- 
pósitos voluntarios  de  cualquiera  clase  que 
sean  han  de  hacerse  por  escrito  al  director 
de  la  caja,  y  si  fuere  de  los  impuestos  á  ca- 
lidad de  reclamarlos  con  quince  días  de  an- 
ticipación, se  tomará  razón  del  dia  de  su  re- 
cibo para  hacer  constar  el  último  del  pla- 
zo (4),  presentando  á  su  tiempo  la  carta  de 
pago,  y  si  se  hulnere  perdido,  las  diligencias 
que  en  este  caso  deben  practicarse,  las  cuales 
hemos  dado  á  conocer  en  el  párrafo  anterior. 

Los  depósitos  transferibles  se  devolverán 
á  los  primitivos  depimentes,  ó  atas  personas 
que  legítimamente  les  representen ,  sino  los 
hubiesen  cedido,  ó  á  sus  cesionarios,  caso 


{\\  Aru8,id. 

(1)  Arull^id. 

(5)  Aru  U  del  real  decreto  de  99  de  setiembre  de  185t. 

{■i)  Art.  19  al  fin,  reglamento  de  la  caja. 
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de  haber  irtosferido  la  carta  de  pago  y  de 
hallarse  arreglados  y  corrientes  los  endo- 
sos (1). 

Los  depósitos  intransferibles  se  devolverán 
linicaniente  á  las  personas  que  los  hubiesen 
constituido,  á  sus  inmoderados,  previa  pre- 
sentación de  poder  en  forma,  ó  en  defecto 
de  aquellas  áquíenetlegítiaiamente  les  re- 
presenten (2). 

La  devoluciofi  de  los  depósitos  voluntarios 
en  metálico,  sean  estos  transferiUes  ó  in- 
transferibtes,  constitmdos  á  plazo  fijo,  debe 
hacerse  precisamente  ei  dia  del  vencimien- 
to; la  de  los  que  deban  reintegrarse  de  con- 
tado á  voluntad  de  los  dueños,  en  el  mo- 
mento que  los  pidieren ,  y  la  de  los  impues- 
tos á  calidad  de  reclaiaarse  con  quince  días 
deaaticipacioo,  dentro  del  transcurso  de 
estos  (3).  La  devolución  de  los  depósitos 
Tolontarios  en  papel  se  hará  sin  la  menor 
dilación. 

Las  Ibnnalidades  del  decreto  de  devolu- 
ción, liquidación  de  intereses  y  demás  de 
entrega,  bien  se  recfaime  la  totalidad  del 
depósito,  bien  una  parte  de  él  con  intereses 
é  mn  dios,  son  las  mismas  que  las  estableci- 
das para  la  devoinnoB  de  los  depósitos  nece- 
sarios que  hemos  esplkado  en  el  párrafo  an- 
terior, á  donde  nos  remitimos  para  evitar 
repeticiones. 

La  redamación  de  les  ratereses  devenga- 
dos por  el  depósito  en  metálico,  podrán  ha- 
cerla h»  interesados  cnando  lo  tengan  por 
conveniente,  sin  eqverar  á  qne  se  cumpla 
el  trimestre,  ni  el  semestre  vencido,  peesto 
que  no  se  ha  se&lado  término  ni  época  para  I 
ene. 

§*  3.''  De  lot  cuentas  ^^rmrUes. 

Llámanse  cuentas  corrientes ,  las  que  se 
abren  en  la  caja  &  los  particulares,  corpora^ 
rámes  ó  establecimientos  que  lo  solidtan  con 
el  objeto  de  conservar  en  ella  sus  fondos  en 
metálico  y  efectos  de  comerdo  y  disponer 
de  ellos  según  lo  estimen  conveniente. 


<f)  Art.  17Jd. 
(1)  ArU18,id. 
KZ)    Art.  19,  id. 


Por  el  decreto  orgánico  de  29  de  setiem- 
bre de  18K2  no  se  autoriiaba  á  la  caja  gene- 
ral de  depósitos  para  abrir  y  llevar  estas 
cuentas  corrientes.  Después  se  espidió  la 
real  orden  de  23  de  octubre  del  mismo  ano, 
facultándola  para  abrir  y  llevar  dichas  cuen* 
tas  por  las  imposiciones  á  metálico  de  fon- 
dos correspondientes  á  los  establecimientos 
y  cuerpos  dd  Estado,  con  absduta  prohibi- 
ción de  hacerte  con  las  imposiciones^  de  los 
particulares.  Y  últimamente,  por  real  orden 
de  4  de  setiembre  de  1833,  se  amplió  aquella 
autorización ,  disponiéndose  que  la  tesorería 
centrd  de  la  caja  generd  de  depósitos ,  ad- 
mita las  cantidades  á  metálico  que  en  cuenta 
corriente  con  interés  le  entreguen  las  cor- 
poraeiones  y  particulares  con  arreglo  á  la 
real  instrucción  de  19  de  agosto  de  18ti8. 

Veamos  ahora  en  qné  forma  han  de  abrir- 
se, llevarse  y  cerrarse  estas  cuentas  cor- 
rientes. 

Los  particulares  y  eorporadmies  quequie^* 
ran  imponer  sns  fondos  en  cuenta  corrien- 
te en  la  caja  general  de  depósitos ,  pasa-* 
rán  la  oportuna  eooranicaeion  d  gefe  de 
día»  espresaado  la  persona  ó  personas  au- 
iori^ulas  para  espedir  sus  Ubramientos  y 
dando  á  conocer  sua  firmas,  que  se  estampa^ 
rán  en  un  libro  abierto  defecto  y  mías  foc- 
tnras  de  que  después  se  hablará  (1).  Decre- 
tadas estas  comnnioadones  se  pasará  á  abrir 
una  sola  cuenta  d  particular  ó  corporacien 
que  lo  bayasdicitado,  en  la  qne  se  asen- 
tarán todas  las  entregas  fue  haga,  se  abo- 
narán todos  hs  intereses  qne  devengue  el 
capitd  impuesto  y  se  cargarán  todas  las  par- 
tidas que  entregue  la  caja  en  pago  del  ca^ 
pitd  é  intereses  hasta  su  estincion  (i^. 

La  primera  entrega  que  se  haga  para  abrir 
cuenta  corriente  á  un  individuo  ó  corporación 
hade  ascender  á  2,000  rs.  cuando  menos,  y 
cada  una  de  las  posteriores  á  300  rs.  (3). 

Solo  se  admiten  en  cuenta  corriente  mo- 
nedas de  oro  y  plata  con  curso  legd ,  bille- 
tes de  banco,  talones  contra  el  mismo,  pre- 
vio el  debido  reconocimiento,  y  libramientos 


(1)  Art.  2  de  U  instroccion  de  tS  de  agosto  de  18o3. 

(2)  Art.  3,  id. 
iZ)    Aru  i ,  id. 
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coDira  la  misma  caja  general  de  depósitos, 
que  los  recibe  de  Qoode  sus  imponentes  pan 
abonárselos  á  otro  en  cuenta  (1). 

Para  conservarlos  en  cartera  y  procurar 
su  cobro,  la  caja  recibe  también  los  billetes  y 
pagarés  del  Tesoro  y  las  letras  de  partícula* 
res  que  sean  pagaderas  en  Madrid  (2). 

La  entrega  de  los  fondos  ó  valores  que 
desde  luego  ban  de  producir  asiento  en  la 
cuenta  corriente  á  favor  del  qne  la  verifica, 
debe  hacerse  coa  doble  factura  *  en  la  que 
se  espresará  la  clase  de  valores  y  su  total 
importe.  La  caja  espedirá  en  resguardo,  lue- 
go que  se  haya  hecho  cargo  de  ella,  nn  ta- 
lón que  represente  la  misma  suma  recibi- 
da ,  haciendo  ademas  en  la  cuenta  corrien- 
te del  interesado  el  asiento  que  correspon- 
da (3). 

La  entrega  de  los  efectos  á  cobrar  se  hará 
también  con  doble  factura ,  en  la  qne  so  ano- 
tarán todos  los  efectos  que  presenten  los 
imponentes^  aunque  sean  de  diversos  ven- 
cnnientos  (4).  Los  efectos  se  entregarán  con 
el  recibí  puesto  en  ellos  (5).  Una  de  estas  fac- 
turas servirá  para  hacer  la  entrega  y  la  otra 
se  devolverá  al  portador  para  su  resguardo 
poniendo  antes  en  ella  el  gefe  y  el  inspector 
una  nota  autorizada  que  e^ese  haberse 
recibi(to  en  cartera  aquellos  valores  (6).  Si 
no  se  cobra  alguno  de  los  efectos  recibidos 
en  el  dia  de  su  vencimieuto  por  causas  age- 
nasálas  oficinas  de  la  caja,  lo  devolverá 
esta  á  su  dueño  bajo  recibo  para  que  use  de 
su  derecho  si  le  oonvíene  (7). 

Una  vez  realizado  el  importe  de  los  valo- 
res préseseos  ea  cartera  ^  se  abonará  este 
en  la  cuenta  del  interesado  v  previa  presen- 
tación de  la  {actura  que  sirvió  de  resguardo 
provisional »  y  de  su  ínq[>erte  se  dará  talón 
para  resguardo  del  imponente  (8). 

La  caja  geaeral  de  depósitos  abona  por 
las  cantidades  que  recibe  en  Madrid  en  cuen- 
ta corriente  el  inteoés  anual  de  S  por  100, 


(1»  Aru  5  fU  la  Instricdonv 

(t)  Art.  %:,  id. 

<3)  Alt.  6,  id. 

(4)  ArU  25  id.,  y  real  órdon  de  10  de  setiembre  de  1S55. 

(5)  Real  orden  di»  10  de  setiembre  df  1853. 

(6)  Art.  i3  de  U  iusirucf  ion  antes  citada. 
[V  Art.  r»,  id> 

iS)  Art.^,  id. 
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á  contar  desde  el  sesto  dia  de  la  imposi- 
ción (1). 

Provistos  los  interesados  de  los  libramien- 
tos y  talones  que  les  entregará  gratuitamen- 
te la  caja, podrán  por  medio  de  los  primeros 
disponer  de  sus  fondos  á  medida  que  lo  ne- 
cesiten, firmando  dichos  libramientos  las 
personas  autorizadas  para  espedirlos,  siem- 
pre que  la  cantidad  no  sea  menor  de  BOO 
reales ,  salvo  los  casos  de  saldo  y  cancela- 
ción de  cuenta  (2). 

Presentado  el  libramiento  en  la  caja,  y 
comprobado  este  coa  su  correspondiente  ta- 
lón ,  y  la  firma  del  que  lo  autorice  con  la 
dada  á  reconocer  *  se  mandará  pagar,  si  exa- 
minada la  cuenta  del  interesado  resulta  á  su 
favor  el  saldo  suficiente  para  satisfacerlo  (3). 

Si  no  resultare  saldo  suficiente^  la  caja  no 
está  obligada  á  pagar  el  librandenlo ,  aun 
cuando  tenga  este  fecha  y  número  anterio- 
res á  otros  satisfechos.  Tampoco  contrae  la 
caja  responsabilidad  por  los  pagos  que  hi- 
ciere en  virtud  de  libnunientos  perdidos  ó 
susti*aidos.  Si  antes  de  realizarlos  avisare  la 
persona  ó  personas  qué  los  hubieren  perdido, 
la  caja  suspenderá  el  pago  hasta  que  se  de- 
cida por  quien  corresponda  el  sugetoque 
tenga  derecho  á  percibir  su  importe  (4). 

Cuando  se  presente  á  bt  caja  algún  libra- 
miento ilegítimo,  se  detendrá  al  portador, 
dando  cuenta  al  gefe  superior  del  estableci- 
miento (5). 

A  fin  de  cada  trimestre  comprobarán  sus 
cuentas  la  caja  y  los  imponentes,  haciéndose 
la  liquidación  de  intereses  ^  en  la  cual  se 
prescindirá  de  las  fracciones  de  capital  que 
no  lleguen  á  100  rs.  Las  cantidades  qne  por 
resultado  de  la  liquidación  deban  acreditarse 
en  cuenta  por  razón  de  intereses ,  no  deven- 
gan rédito  alguno,  como  no  lleguen  á  500 
reales»  En  este  caso  se  llevarán  como  capital 
á  la  cuenta  del  interesado  (6). 

Guando  lo  pida  el  intereaadío,  sea  este  cor- 
poración ó  particular ,  la  caja  cerrará  y  ter- 


(1) 

Real  ó.den  de  K  de  setiembre  de  18KS. 

(ii 

ArU  8  de  dicha  insirucvion. 

(3) 

Ari. 

9  y  40  id. 

(4) 

A". 

11  id. 

(S) 

•Vrl: 

10  id. 

(«; 

19,  id. 
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minará  su  cuenta  corriente,  entregándole  el 
saldo  asi  que  dé  el  correspondiente  libra- 
miento y  devuelva  los  ejemplares  de  los  que 
no  hubiere  hecho  uso. 

SECCIÓN  IV. 

ra  LAS  garantías  y  PMVILBOIOS  BE  LOS  DEPÓ- 
SrrOS  T  CDENTAS  CORRIENTES. 

El  crédito  de  la  caja  general  de  depósitos 
depende  de  la  confianza  que  inspire,  y  esta 
con6anza  se  funda  en  las  garantías  ó  segu- 
ridades que  ofrezca  á  los  que  lleven  á  ella 
sus  fondos  de  que  han  de  serles  devueltos 
religiosamente  cuando  los  reclamen  con  las 
formalidades  establecidas  en  los  reglamen- 
tos. Deseando  el  gobierno  acreditar  desde  el 
principio  este  establecimiento »  consignó  en 
el  artículo  7.®,  del  decreto  orgánico  de  29 
de  setiembre  de  1852  que  el  Estado  salia 
garante  con  todas  sus  rentas  y  hal>eres  de 
la  devolución  íntegra  de  los  fondos  y  efectos 
qtít  por  todos  conceptos  y  con  las  debidas 
formalidades  ingresaren  en  la  caja  general 
de  depósitos  y  sus  dependencias.  No  con- 
siderando sin  duda  suficiente  á  los  ojos  del 
público  esta  garantía  general  del  Estado, 
que  es  la  mas  firme  en  las  naciones  bien 
administradas,  creyó  el  gobierno  que  debia 
robustecerla  con  garantías  especiales,  y  al 
efecto  espidió  el  real  decreto  de  2  de  se- 
tiembre de  1853,  inserto  en  la  parte  legisla- 
tiva ,  por  el  que  se  mandó  que  se  consigna- 
sen en  la  caja  general  de  depósitos,  los  tí- 
tulos >  acciones  que  en  el  mismo  se  es- 
presan,  y  que  ademas  quedasen  afectos  á 
responder  de  las  operaciones  de  la  caja  los 
azogues  y  valores  en  papel  que  allí  se  de- 
signan, ofreciendo  presentar  á  las  Cortes  el 
oportuno  proyecto  de  ley  para  hacer  una 
emisión  de  efectos  de  la  deuda  pública  y 
consignarla  en  aquel  establecimiento  á  fin 
de  asegurar  con  ella  en  todo  caso  y  circuns- 
tancias las  operaciones  del  mismo  cualquiera 
qae  fuese  su  importancia. 

Como  la  principal  garantía  de  la  caja  ge- 
neral de  depósitos  es  la  responsabilidad  del 
Estado  y  esta  no  puede  válidamente  empe- 
TOMO  vn. 


narse  sino  por  medio  de  una  ley ,  lo  mejor 
que  puede  hacer  el  gobierno  para  fundar  el 
crédito  de  aquel  establecimiento  es  someter 
á  la  aprobación  de  las  Cortes  el  oportuno 
proyecto  de  ley  orgánica  del  mismo.  Las 
garantías  que  ofrezca  la  ley  serán  tanto  mas 
estimables  cuanto  que  no  dependerá  de  la 
voluntad  de  un  ministro  el  retirarlas,  el  sus- 
tituirlas ó  el  cercenarlas. 

No  solo  se  han  querido  dar  á  los  acreedor 
res  de  la  caja  general  de  depósitos  garantías 
que  asegurasen  la  devolución  de  sus  fondos, 
sino  que  se  les  han  otorgado  ademas  algu- 
nos privilegios  que  hacen  mejor  su  condi- 
ción. Seguñ  el  derecho  civil  el  depositario 
no  responde  del  depósito  cuando  este  se 
pierde  sin  culpa  suya  por  robo,  incendio  ú 
otro  cualquier  accidente  de  fuerza  mayor. 
La  caja  general  de  depósitos  por  el  contra- 
rio asegura  á  los  imponentes  la  devolución 
de  los  fondos  ó  efectos  que  ingresen  en  ella, 
aun  en  los  casos  en  que  estos  se  pierdan  por 
caso  fortuito ,  robo ,  incendio  y  demás  acci- 
dentes de  fuerza  mayor  (1).  Los  acreedores 
déla  caja  gozan  también  del  privilegio  de  que 
no  prescriban  sus  créditos  en  tiempo  algu- 
no (2).  Otros  privilegios  ha  querido  otorgár- 
seles ,  ya  para  que  no  puedan  ser  embarga- 
dos sus  fondos  mientras  estén  en  la  caja,  ya 
para  que  se  consideren  preferentes  sus  cré- 
ditos en  ciertos  casos,  pero  como  es  necesa* 
rio  para  ello  la  derogación  de  ciertas  leyes, 
ha  creído  el  gobierno  que  debia  esperar  á 
fbrmulartos  en  el  proyecto  de  ley  que  se  ha 
reservado  presentar  á  las  Cortes. 

SECCIÓN  V. 

DEL  DESTINO  QUE  DEBE  BAR  LA  CAJA  Á    LOS 

FONDOS  Y  EFECTOS  QUE  RECIBB  EN  OEPÓSTFO  Y 

CUENTA  CORRIENTE. 

No  es  uno  mismo  el  destino  que  debe  dar 
la  caja  á  los  valores  que  ingresan  en  ella. 

Los  valores  en  efectos  de  la  deuda  pública 
y  del  Tesoro  debe  custodiarlos  en  sus  ar- 


(1)   Art  7  real  deerelo  d«  19  de  setiembre  de  tSftt. 
(í)    Art  17,  id. 
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cas,  8io  que  en  Aingun  caso  ni  bajo  pretexto 
alguno  pueda  hacer  uso  de  ellos  (1),  Solo  le 
es  perigitúlo  cobrar  los  cupones  vencidos, 
los  intereses  ó  dividendos  pan^  tenerlos  4  dis- 
posición do  los  imponentes. 

Los  valores  en  efectos  de  comercio  que 
recibe  en  cuenta  corriente  solo  puede  co* 
brarlos  á  su  vei^cimiento,  abonando  su  im* 
porte  en  la  cuenta  respectiva,  6  devolver- 
los al  que  los  eatregé  sí  no  se  hacen  efecti- 
vos por  causas  ajenas  al  establecimiento, 
para  que  pueda  hacer  uso  de  su  derecho 
contra  los  deudores. 

Les  valores  en  metálico  deben  m  parte 
conservarse  en  la  caja  para  responder  á  las 
demandas.de  devolución,  y  en  parte  em-f 
picarse  por  la  caja  en  las  negociaciones  dei 
Tesoro  solamente  (3).  Isemejanxa  délos  báñ- 
eos de  crédito  comercial ,  fai  caja  general  de 
depósitos  tiene  un  foodo  de  reserva  desti«- 
nado  á  hac^r  efectivas  las  devoluciones  que 
se  le  pidap  en  el  tiempo  que  marea  el  re^ 
glamenta.  Este  fondo  de  reserva  lo  consti- 
tuye bt  tercera  parte  de  lodos  los  fondos 
en  metálico  que  ingresan  en  ella  por  dep6« 
sitos  y  cuentas  corrientes.  Las  otras  dos 
terceras  partes  ^ti  obligada  la  caja  i  fn«* 
tregarlas  al  Tesoro,  d  que  le  i^bona  por 
ellas  el  importe  total  de  los  intereses  que  la 
caja  debe  abonar  i  los  imponentes.  El  Te-^ 
soro  está  obligado  á  devolver  á  la  caja  las 
cantidades  que  esta  necesite  para  conservar 
siempre  íntegro  el  fqndo  de  resierva^  á  fin 
de  no  hallarse  nunca  ei^  ei  conflicto  de  no 
poder  hacer  firente  á  las  redamitciones  de 
los  imponentes. 

De  esta  manera  se  ha  creído  poder  conci- 
liar las  seguridades  de  los  depósitos  con  el 
empleo  de  los  fondos  depositados  en  benefi- 
cio reciproco  de  la  caja  y  de  los  imponentes. 

SECCIÓN  YI. 

DE  LA  ÁDMINISTRAGION  DE  LA  CAJA  GENEBAL  DE 
DEPÓSITOS,  SU  INSPECCIÓN  T  RESPONSABILIDAD. 

La  caja  general  de  depósitos  es  una  de- 


(1)    Art.  16  del  real  «ecrelo  d€  W  de  setienbre  de  t85i. 
\í)    Art.  16,  ¡d. 


pendencia  del  ministerio  de  Hacienda.  Su 
administración  está  á  cargo  de  un  director, 
con  la  consideración  de  gefe  superior  de  la 
administración  pública  y  general  de  este 
servicio;  de  un  subdirector,  de  un  contador 
y  de  un  tesorero  con  categoría  de  gefcs  de 
administración;  y  de  oficiales  y  subalternos 
con  la  consideración  también  de  funciona* 
rios  de  la  administración  pública  (1). 

El  director  general  ^  como  gefe  superior 
del  establecimiento,  tiene  las  atribuciones  y 
obligaciones  siguientes: 

1.*  Cuidar  de  que  todos  los  empleadoe 
de  las  oficinas  oentrales  de  la  caja  y  sus  de** 
pendencias  en  las  provincias  cumplan  las 
obligaciones  que  reqiectiv«mente  lea  impo- 
ne el  reglam^to. 

2.*  Sostener  con  el  ministerio  de  Oaoieno 
da,  con  la  dirección  general  dd  Teaoro,  y 
con  todas  ks  autoridades,  tribunales,  ofid-^ 
ñas  y  corporaciones,  la  correspondencia  que 
elija  el  servicio  de  la  caja. 

3.*  Visitar  las  oficinas  centrales,  y  exa- 
minar sus  libros,  registros  y  cuentas,  y  si  los 
asientos  están  hechos  con  exactitud. 

4*  Disponer  lo  mas  conveniente  para 
que  la  recepción  y  devohidoa  de  loa  depó-> 
sitos  se  verifiquen  en  todas  partea  eon  foci-* 
lidad. 

8.*  A^stir  á  los  arqueos  semanales  y 
mensuales  que  en  la  tesorería  central  de  la 
Caja  han  de  hacerse  de  los  caudales  y  efec- 
tos, y  acordar  los  estraordinarios  cuando  lo 
tuviere  por  conveniente. 

S.*  Ordenar  sobre  la  misma  tesorería 
central  la  devolución  de  los  depósitos,  el  pa-* 
go  de  intereses,  y  las  traslacionea  que  deban 
hacerse  al  Tesoro  ó  á  las  dopendenrias  de 
las  provincias. 

7/  Reclamar  de  aquel  oportunamente 
los  fondos  necesarios  para  cumplir  los  oom-* 
premisos  de  la  caja,  tanto  en  IkbdrkI  eoau» 
en  las  provincias. 

8.^    Procurar  que   la  marnA  conserve 

constantemente  la  tercera  parle  del  importe 

de  los  depósitos  vetuntarioa  en  metálico, 

constituidos  á  calidad  de  ser  devueltos  de 

)  "   .  ,1 

(1)   ArU  Sidfl  real  decrotodelSdestUeiibredeía^ 
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coatado;  de  suerte  qae  asi  la  tesorería  cen- 
tral como  las  dependencias  de  las  protincías 
conserven  la  terceta  parte  de  los  que  cada 
una  hubiese  recibido  y  no  deruelto. 

9/  Exigir  del  Tesoro  la  entrega  í  la 
caja  de  los  billetes  rqir^entativo^  del  saldo 
q«e  resulte  á.  btor  del  establecimiento. 

10.  Prodtovdr  la  titoiacion  á  la  caja  y 
sus  dependencias  de  los  fondos  en  met&líco 
que  por  disposiciones  administratiras  exis^ 
tan  actnalmente  con  calidad  de  debito  ó 
en  poder  de  otros  depositarios. 

11.  Disponer  la»  traslaciones  &  la  teso«- 
reria  central  de  la  eqa  del  papel  entregado 
en  provincia,  ceo  arreglo  á  lo  qne  se  dispone 
en  el  articuto  IJ"  del  reglamento. 

12r  Beselvef  las  reclamaciones  que  ha- 
gan los  depenemes  en  solicitad  de  que  la 
devolacion  de  se»  depóátos  se  haga  en  dis^ 
timo  punto  «fue  el  déla  imposición* 

13.  ToÉiar  conociadeoto diariodel  movi- 
miento de  fondos  y  efectos  que  se  verifique 
en  la  tesovería  central. 

14.  Cuidar  de  la  puntnal  pnblieacton  de 
los  estados  seüaAales  y  de  las  cuentas  tri-* 
mestrales  de  operaciones  de  la  caja,  cuyos 
documentos  visar íu 

15.  Adoptar  todas  las  mecSdas  y  prácti- 
cas mea  eonvenientes  y  expeditas  para  el 
buen  servicio  del  esteMecimiento,  propo- 
•tendo  al  ntíwsterio  aquellas  que  no  consi^ 
derase  en  la  esfera  de  sos  atribuciones. 

16.  Conceder  licencias  temporales  que 
no  ebiíedan  á»  des  meses  á  tos  empleados  de 
la  administraciiii  central  de  la  caja. 

17.  Suspenderlos,  cuando  dieren  motivo 
paira  ello,  de  empleo  y  sdeldo,  poniéndolo 
^i  eonocimiento  del  ministerio, 

18.  Dar  cudnta  á  las  direcciones  genera- 
les de  que  respectivamente  dependen  los 
contadores  de  hiícíenda  péblica,  los  fesoreros 
y  loo  administradoriss  ^  depositarios  de  los 
partidos,  de  bi»  fladtaaqtie  estos  cometieren 
como  agentes  de  la  administración  provin-* 
cial  de  la  cajat 

Y  19.  Dar  á  la  comisión  inspectora  cuan- 
tan  educaciones  le  ekija  sobre  et  servicio  del 
establecimiento  (ty. 

(l>   Art.  3S  del  regltmenU)  de  14  de  octubre  de  1859. 


El  director  es  con  el  contador  y  el  teso- 
rero uno  de  los  claveros  del  arca  de  tres 
llaves  de  la  tesorería  central  (1). 

El  subdirector  sustituye  en  casos  de  va- 
cante, ausencia  ó  enfermedad  al  director 
general,  ejerciendo  entóneoslas  mismas  atri- 
buciones y  bajo  igual  responsabilidad  que  el 
director  general. 

Fuera  de  dichos  casos,  el  subdirector 
desempeña  los  trabajos  y  encargos  que  le 
confia  el  director  (2). 

Él  contador^  en  su  doble  carácter  de  in- 
terventor de  la  tesoria  central  y  encargado 
de  la  contabilidad  general  de  la  caja,  tiene 
las  atribuciones  y  obligaciones  siguientes. 

1.^  Intervenir  la  entrada  y  salida  de  me- 
tálico y  efectos  que  se  verifiquen  en  la  teso- 
rería centraL 

iJ"  Practicar  las  liquidaciones  de  los  in- 
tereses de  los  depósitos  que  hayan  de  pagar- 
se por  ta  misma  tesorería. 

3.*  Cuidar  de  que  se  comprueben  con 
sus  respectivos  talones  las  cartas  de  pago,  y 
de  que  se  cubran  los  requisitos  y  formahda- 
des  que  correspondan  antes  de  prestar  su 
intervención  para  la  devolución  de  los  depó- 
sitos y  los  demás  pagos  que  hayan  de  hacer- 
se en  dkba  tesorería. 

4.''  Estender  los  cargaremes  de  las  can- 
tidades y  billetes  de  garantía  que  el  Tesoro 
pase  á  su  tesorería. 

S.""  Estender  los  libramientos  para  for- 
malizar las  entregas  de  metálico  que  la  teso- 
rería central  de  la  caja  hiciere  á  la  del  Te- 
soro y  l^  demás  que  deban  espedirse  para 
formalizar  salidas  de  fondos  y  efectos  de  la 
tesorería  central. 

O."*  Concurrir  á  los  arqueos  semanales  y 
mensuales,  y  á  los  estraordinarios  que  dis- 
pusiere el  director. 

7.*  Comprobar  diairiamente  con  la  teso- 
rería central  el  movimiento  de  entrada  y  sa- 
fida  de  fondos  y  efectos. 

8.*  Determinar  las  operaciones  de  con- 
tabiTidad  que  en  cualquier  caso  deban  prac- 
ticarse ,  tanto  con  relación  á  actos  que  hayan 


(1^ 


MU  54  ,  id. 
Art.I5,  IJ. 
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de  verificarse  en  la  tesorería  central »  como 
en  las  dependencias  de  las  provincias. 

9."*  Redactar  los  estados  semanales  y  las 
cuentas  trimestrales  y  anuales  de  las  opera- 
ciones ejecutadas  en  todas  las  dependencias 
de  la  caja  que  deben  publicarse  en  aquellos 
periodos. 

10.  Exigir  de  todas  aquellas  dependen- 
cias las  noticias  que  necesite  para  la  mejor 
redacción  de  sus  trabajos. 

U .  Proponer  al  director  general  las  me- 
didas de  contabilidad  que  convenga  adop- 
tar y  concillando  la  exactitud  con  la  espedí- 
cion  (1). 

El  contador  sustituirá  en  casos  de  ausen- 
cia, enfermedad  ó  vacante  del  director  y 
subdirector  al  primero ,  y  á  su  vez  será  sus- 
tituido en  la  contaduría  por  el  empleado  de 
la  misma  dependencia  mas  graduado  (2). 

El  contador  llevará»  con  relación  á  la  con- 
tabilidad particular  de  la  tesorería  central: 

i.""  Diario  de  entrada  y  salida  de  fondos 
y  efectos. 

iJ"    Diario  general. 

S.""    Libro  mayor  de  cuentas  generales. 

4.''  Los  ausiliares  que  considere  nece- 
sarios. 

¥  5.""  Los  registros  de  inscripción  de  los 
depósitos  acomodados  á  sus  diversas  clases, 
especies  y  consideraciones. 

Con  relación  á  la  contabilidad  general  de 
la  caja: 

1 .''  Diario  general  de  entradas  y  salidas 
en  todas  las  dependencias. 

iJ"  Libro  mayor  de  cuentas  generales 
por  conceptos ,  abracando  las  operaciones  de 
todas  aquellas. 

¥3.^  Libro  de  cuentas  particulares  2t 
cada  uno  de  los  depósitos  que  tenga  lugar 
en  la  tesorería  central  y  en  las  dependen- 
cias de  provincia  con  la  debida  separación, 
en  cuyas  cuentas  deberán  aparecer  consig- 
nadas circunstanciadamente  las  especies  y 
condiciones  de  los  depósitos»  los  abonos  de 
interés  que  correspondan,  los  pagos  á  cuen- 
ta ,  y  todas  las  operaciones  basta  su  definiti- 
va devolución. 

(1)   Art.  36  del  reglamento  de  1^  de  ocUbre  de  1852. 
{%   Art.»7,  id. 


En  las  cuentas  de  los  depósitos  que  coth 
sistan  en  papel ,  se  consignarán  detallada- 
mente los  pormenores  de  los  documentos 
que  los  constituyese. 

¥  finalmente,  ios  índices  y  repertorios 
para  facilitar  las  operaciones. 

Todos  estos  libros  y  registros  estarán  au- 
torizados en  la  portada  con  las  firmas  del  di- 
rector, subdirector  y  del  contador,  y  con 
su  rúbrica  las  demás  fojas. 

El  contador  fundará  su  contabilidad  gene- 
ral en  las  cuentas  que  rindan  los  tesoreros 
al  Tribunal ,  al  cual  se  remitirán  por  con- 
ducto de  aquel,  justificando  la  redacción  ge- 
neral trimestral  que  en  su  vista  forme,  y  en 
los  resultados  de  sus  libros  y  asientos. 

Los  estados  semanales  los  formará  con 
vista  de  las  actas  de  arqueo  que  en  los  mis- 
mos períodos  le  remitirán  los  tesoreros  y  los 
depositarios ,  intervenidos  por  los  contadores 
de  provincia  y  administradores  de  los  parti- 
dos (1). 

La  contabilidad  de  la  caja  se  llevará  por 
método  de  partida  doble,  y  para  ello  habrá 
un  tenedor  de  libros  á  las  órdenes  del  con* 
lador  (2). 

£1  tesorero  tiene  las  atribuciones  y  obli- 
gaciones siguientes: 

1.*  Recibir  con  intervención  del  conta- 
dor los  fondos  y  efectos  que  ingresen  en  la 
caja,  tanto  á  título  de  depósito  como  por 
cualquier  otro  concepto ,  espidiendo  las  cor- 
respondientes cartas  de  pago. 

2.*  Entregar,  previa  ordenación  del  di- 
rector general  é  intervención  del  contador^ 
el  metálico  y  demás  valores  que  deban  de- 
volverse á  los  deponentes,  ó  pasarse  á  las 
cajas  del  Tesoro;  recogiendo  de  los  percep- 
tores y  del  tesorero  central  de  aquel  los  cor- 
respondientes recibos. 

3.*  Presentar  al  cobro  los  cupones  y  re- 
clamar los  dividendos  de  los  títulos  de  la 
deuda  pública  y  demás  efectos  que  existan 
en  la  caja  en  los  plazos  que  corresponda, 
con  intervención  de  la  contaduría. 

4/  Pasar  al  director  general  nota  diaria 
del  ingreso  y  salida  de  los  fondos  y  efectos, 

(1)    Art.  39,  id. 
(i)    Art.  40Jd. 
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t^minada»  que  sean  las  operaciones  del  dia. 

8/  Vigilar  por  la  seguridad  de  los  cau- 
dales y  valores  paestos  á  su  cargo. 

6/  Nombrar  bajo  su  responsabilidad  el 
cajero  de  la  tesorería. 

7.*  Elegir  quien  bajo  la  misma  responsa- 
bilidad firme  las  carias  de  pago  y  cargaré- 
mes  en  loe  momentos  que  por  enfermedad  ú 
ocupación  no  pueda  verificarlo »  dando  antes 
conocimiento  de  ello  y  de  la  firma  del  susti- 
tuto al  director  general  y  al  contador  (1). 

Es  responsable  el  tesorero  de  cualquier 
pago  indebido  que  hiciere  á  persona  incom- 
petente para  percibir  los  fondos  ó  efectos. 

Es  responsable  en  caso  de  ilegitimidad  del 
papel  de  que  se  hubiere  hecho  cargo ,  si  lo 
hubiese  recibido  sin  previo  reconocimiento. 

Lo  es  también  única  y  esclusivam^te  de 
cualquiera  distracción  que  se  hiciere  de  fon- 
dos ó  efectos  que  no  se  hubieren  trasladado 
al  arca  de  tres  llaves  (2). 

En  los  casos  en  que  el  tesorero  hubiere 
de  ausentarse  con  licencia »  será  sustituido, 
para  la  recepción  y  entrega  de  los  fondos  y 
efectos ,  por  la  persona  que  bajo  su  respon- 
sabilidad nombre,  dándola  á  reconocer  al 
director  general  y  al  contador;  y  para  el 
despacho  de  los  negocios,  por  el  empleado 
mas  graduado  de  la  tesorería  (3). 

El  tesorero  llevará  los  libros  y  registros 
siguientes : 

1.*  Diarios  de  entrada  y  salida  de  fondos 
y  efectos. 

3.*  Registros  separados  de  inscripción 
según  las  clases ,  especies  y  condiciones  de 
los  depósitos. 

3.*    Diario  general. 

4/    Libro  mayor  de  cuentas. 

5.^  Un  registro  donde  se  consignarán  al 
pormenor  los  documentos  de  los  depósitos 
que  consistan  en  papel. 

Remitirá  al  contador  actas  de  arqueos  se- 
manales (4). 

Rendirá  cuentas  trimestrales  de  caudales 
y  efectos  al  Tribunal  de  las  del  reino ,  cuyo 


ü)  Art.  41.  del  reglamento  do  14  de  oclabre  de  1851 

i3)  Aru4f,id. 

(3)  Art.  43,  id. 

<4)  Art.  41,  id. 
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cargo  justificará  con  certificaciones  genera- 
les por  conceptos,  que  estenderá  la  conta-* 
duría,  y  la  data  con  los  libramientos ,  cartas 
de  pago,  recibos  y  demás  documentos  que 
procedan,  remitiéndola  por  conducto  del 
contador ,  con  una  copia  ademas  de  su  re- 
dacción y  relaciones ,  para  que  obre  en  la 
contadnria  los  efectos  correspondientes  (i). 

El  director,  contador  y  tesorero  tienen 
como  auxiliares  para  el  desempeño  de  las 
funciones  que  les  están  encomendadas  varios 
oficiales  y  escribientes  que  bajo  sus  órdenes, 
desempeñan  los  trabajos  que  se  les  designan. 

Todos  los  empleados  en  la  caja  general  de 
depósitos  son  de  real  nombramiento  en  la  for- 
ma que  corresponde  según  sus  clases  res- 
pectivas, y  el  importe  de  sus  haberes  y  los 
gastos  del  material  del  establecimiento  se 
satisfacen  por  el  Tesoro,  comprendiéndose 
como  los  demás  servicios  públicos  en  el  pre- 
supuesto general  del  Estado  (2). 

Como  garantías  de  la  buena  administración 
de  la  caja  se  ha  establecido  la  publicidad  de 
sus  operaciones,  el  examen  formal  de  sus 
cuentas  y  la  publicidad  de  su  resultado ,  la 
inspección  de  todos  sus  actos  y  la  responsa- 
bilidad de  sus  agentes. 

La  administración  de  la  caja  está  en  el 
deber  de  publicar  semanalmenteen  la  Gace- 
ta  de  Madrid  un  estado  abreviado  de  sus 
operaciones,  y  todos  los  trimestres  una  cuen- 
ta general  detallada  de  las  mismas  (5). 

También  está  en  el  deber  aquella  adminis- 
tración de  rendir  al  tribunal  de  cuentas  del 
reino  sus  cuentas  trimestrales  en  la  misma 
forma  que  las  de  recepción  y  distribución  de 
los  caudales  públicos,  y  de  redactar  anual- 
mente una  cuenta  general  y  circunstanciada 
de  todas  sus  operaciones ,  que  deberá  publi- 
car el  gobierno  con  las  demás  del  estado  (4). 

Los  actos  y  operaciones  de  la  administra- 
ción de  la  caja  están  sujetos  además  á  la  ins- 
pección de  las  personas  elegidas  al  efecto  por 
el  gobierno.  Hay  dos  comisiones  inspectoras. 


(9)   Arts.  Ú  jU  del  real  deereto  de  99  de  setiembre 
de  l8o3. 
(3:    Art.  90  id. 
(4)   Art.  «I  id. 
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una  general  para  todas  las  operaciones  del 
eslableciniento,  y  otra  especial  para  el  ne- 
goctedo  de  cuentas  corrientes. 

La  general  pe  compone  de  m  oonsejero 
real,  de  un  ministro  del  tribnatde  cuentas, 
del  gobernador  del  banco  de  SanFemandoy 
del  prior  del  tribunal  de  comercio  de  Ma- 
drid. Esta  comisión  está  en  el  deber  de  ins- 
peccionar á  lo  menos  una  vez  al  mes  los  li- 
bros, asiento  y  situación  de  h  caja;  de  ha- 
cer al  director  de  esta  las  observaciones  que 
considere  convenientes ,  y  de  dar  cuenta  al 
gobierno  por  medio  del  ministerio  de  Ha- 
cienda de  las  Taitas  de  gravedad  que  advierta 
en  la  administraeion  (1).  Ejerce  sus  fUDCio- 
nes  de  la  manera  que  cree  mas  convenienCe 
para  llenar  el  objeto  de  su  cometido  (S). 

La  comisión  especial  parala  inspección  de 
las  cuentas  corrientes  se  compone ,  del  go- 
bernador civil,  del  viee-presidente  del  con- 
sejo provincial ,  de  cuatro  comerciantes  y 
cuatro  propietarios  mayores  contribuyentes, 
de  un  eclesiástico  constituido  en  dignidad 
y  del  juez  de  Hacienda  (3).  Sus  funciones  se 
limitan  á  las  cuentas  corrientes ,  y  respecto 
á  ellas  puede  y  debe  obrar  como  la  gene- 
ral respecto  á  todas  las  operacieines  de 
la  caja. 

La  responsabilidad  que  puedan  contraer 
los  jefes  y  empleados  de  la  administración 
de  la  caja  general  de  depósitos  en  el  ejerci- 
cio de  sus  atribuciones  y  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberes ,  se  hace  efectiva  en  la  for- 
ma establecida  en  las  instrucciones  genera- 
les y  reglamento  de  la  administración  de  la 
hac^nda  pdMrca  (4). 

SECaONVIf. 

DE  LAS  SUCURSALES  DE   LA  CAJA  OElfEBAL    DB 

DEPásrros. 

Por  el  decreto  orgánico  de  la  caja  general 
de  depósitos  se  dispuso  que  fuesen  depen- 
dencias de  esta  en  las  capitales  de  provincia 


(1)    Art  25  del  real  deerelo  de  t9  de  setiembro  d«  ise»}. 
{%   Art.  SO  del  Reglamento  de  la  caja. 
(1)   Art.  8  del  real  decreto  de  Í9  de  Jolio  de  I8$S,  y  real 
orden   de  4  de  setiembre  de  1858. 
(4)   ArU  49  del  reglamento  de  la  caja. 


y  de  partido  administrativo  las  tesorerías  y 
depositarías  de  Hacienda  pública,  ejerciendo 
las  comisiones  de  la  caja ,  bajo  la  dependen- 
cias en  esta  parte  del  director  general  de  la 
misma ,  los  tesoreros  y  depositarios  de  Ha- 
cienda con  la  inmediata  intervención  de  las 
contadurías  y  de  las  administraciones  de  los 
partidos  sujetos  á  la  autoridad  de  los  gober- 
nadores. Esta  orgMizacion  provincial  de  la 
caja  de  depósitos  fué  derogada  al  poco  tiem- 
po, creándose  por  real  decreto  de  39  de 
julio  de  1853  las  sucursales  del  ttismo  es- 
tablecimiento, sq)aradas  de  las  cajas  del  Te- 
soro. 

Las  sucursales  no  se  han  establecido  des- 
de luego  en  todas  las  capitales  de  provincia, 
sino  en  las  mas  importantes,  y  las  operaciones 
y  funciones  de  cada  una  de  eflas  solo  se  es- 
tienden al  territorio  que  se  le  ba  seSalado. 
Bé  aqui  la  lista  de  las  sucursales  boy  exis- 
tentes, su  clase  y  las  provincias  que  i^da 
cual  comprende. 


Clases.       Centro  de  cada  sucursal. 


Provincias  <ioe  c 
prende. 


Barcelona. 


iCádh. 


2.' 


¡Barcelona. 
Gerona. 
Lérida. 
Tarragona. 
.  Cádiz. 
í  Corana. 

\Corüña. \Lugo. 

(Pontevedra. 

'.^<^<^ ffiS. 

í  Sevilla. 
¡Smlla JHuelva. 

/Córdoba. 

/Videncia. 

!|  Albacete. 
Valencia Alicante. 

(Castellón. 

\  Murcia. 

:  Burgos. 
Logroño. 

[Soria. 

\  Granada. 
7l»en. 

/Yalhidolid. 

V  Avila. 
[  VaUadolid <(  Falencia. 

/Salamanca. 


Burgos. 


[Granada. 


¡Zaragoza. 


VZamora. 

¡Zaragoza. 
Huesca. 
Navarra. 
\  Teruel. 
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Cbses.      Centro  de  eada  ttetnaL 


ProTineiayqaecem- 
pnnée. 


3.» 


!  Vizcaya. 
Álava. 
Guipúzcoa. 

M ]í:^- 

\  Pabm  de  Mallorca.  Islas  Baleares. 


La$  provinciaíS  de  Guadatajara»  Ciudad*- 
Real,  Madrid,  Cuenca  y  Segovia*  tienen 
su  centro  en  la  caja  general  de  depósitos. 
Las  depositarías  de  los  distritos  de  Canarias 
hacen  el  servicio  de  la  sucursal  en  aquellas 
islas. 

£1  gobierno  se  ha  reservado  la  facultad 
de  establecer  otras  en  los  puntos  que  sea 
necesario,  atendiendo  al  mejor  servicio  pú« 
blico. 

Determinado  ya  el  número  de  sacursak^s  y 
lacircunscripcion  de  cada  una  de  ellas»  yamos 
á  dar  á  conocer  separadamente  sus  opera- 
ciones y  su  admiaÍBlracioo. 

§.  i.''  De  las  operaciones  de  las  sucursales. 

Las  sucursales  están  encargadas  de  reci- 
bir los  depósitos  necesarios  que  deban  cons- 
tituirse dentro  de  su  territorio,  los  voluntarios 
que  se  lleven  á  ellas»  y  los  fondos  y  efectos 
que  se  la  entreguen  en  cuenta  corriente  por 
particulares  ó  corporaciones. 

Todo  cuanto  hemos  espuesto  en  la  sec* 
ciou  III,  §.  !.•  respecto  á,  los  depósitos  ne- 
cesarios, otro  tanto  debe  observarse  en  las 
sucursales,  sin  mas  diferencias  que  las  si- 
guientes: 

Cuando  los  depósitos  necesarios  que  se 
constituyan  en  la  sucursal  para  afianzar  em- 
pleos y  gastos  públicos ,  arrendamientos  y 
contratos  de  larga  duración,  ó  con  cualquier 
objeto  que  no  sea  transitorio,  consistan  en 
papel,  se  formalizarán  las  entregas  que  se 
hicieren  en  ellas  en  la  tesorería  central  de  la 
caja,  previo  el  reconocimiento  y  comproba- 
ción de  la  legitimidad  de  los  títulos  en  que 
conaístan.  Solo  deberán  formalizarse  desde 
luego  en  las  sucursales,  los  depósitos  en  pa- 
pel que  hubiesen  de  permanecer  por  corto 


tiempo  en  ellas^  sin  que  por  eso  quede  su« 
jeta  la  caja  general  á  responsabilidad  alguna 
en  casos  de  ilegitimidad  de  los  títulos,  aten- 
dida la  imposibilidad  de  hacer  allí  su  com- 
probación. Los  deponentes  pueden  poner  en 
los  documentos  su  firma  ú  otra  indicación 
que  los  identifique  el  dia  de  la  devolu- 
ción (1). 

Como  el  comisionado  de  la  sucursal  es  el 
gefe  de  ella,  y  el  inspector  interventor  des- 
empeña casi  todas  las  funciones  de  contadu- 
ría, es  una  consecuencia  que  estos  funcio- 
narios sean  los  que  intervengan  en  la  cons- 
titución, devolución  y  liquidación  de  los  de* 
pósitos ,  según  lo  hacen  en  la  cija  central  el 
director  y  el  contador  de  ella. 

En  los  depósitos  voluntarios  las  sucursa- 
les deben  guardar  también  las  mismas  re- 
glas prescritas  para  la  caja  cotral  que  he- 
mos dado  á  conocer  en  la  sección  lU,  §.  2.** 

La  devolución  de  los  depósitos  tendrá  lu- 
gar siempre  en  el  mismo  punto  en  que  hu- 
biesen sido  constituidos  (2).  Sin  embargo, 
atendiendo  á  la  constante  movilidad  de  los 
cuerpos  del  ejército,  la  devolución  de  sus 
depósitos  podrá  haeerse  en  distinto  punto 
que  el  de  la  imposición,  y  lo  mismo  se  hará 
en  su  caso  respecto  de  ios  que  pertenez- 
can á  particulares,  cuando  lo  pulieren  y 
conviniere  en  ello  la  administración  supe- 
iiordelacaja(3). 

En  las  cuentas  corrientes  deben  asimismo 
observar  las  sucursales  las  disposición^  que 
hemos  dado  á  conocer  en  la  seccioa  III, 
§.  3.%  siendo  los  gefes  comisionados  y  los 
inspectores  los  que  han  de  intervenir  en 
eHas.  El  interés  que  abonan  las  sucursales 
por  las  cantidades  efectivas  que  reciben 
en  cuenta  corriente  es  el  de  5  por  lOft  en 
vez  det  2  que  abona  fat  caja  general  en  Ma- 
drid (4).  Las  depositarías  provinciales  y  las 
mmíctpales  de  las  capitales  de  provincia  es- 
tán obligadas  á  llevar  sos  fondos  en  cuenta 
corriente  a  la  sjicursa)  á  que  pertenezcan  y 
esta  á  conservarlos  á  su  disposición  con  el 


ti)  Art.  7  det  reglamento  de  U  «»i»- ,,    .  ,^„_ 

«  Art.  5  del  real  decreto  de  «9  de  lullo  de  1851. 

S)  Art  11  del  real  decreto  de  Í9  de  setlemlire  de  18». 

(4)  Art.  4  del  real  decreto  de  »  de  Jallo  de  t8íi5. 
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iaierés  que  les  corresponda  á  razón  del 
3  por  100  al  ano  (1). 

§.  2.''  De  la  administración  de  la$  sucursales. 

La  administración  de  las  sucursales  está 
encomendada  á  un  comisionado ,  con  el  ca- 
rácter de  gefe  de  ella,  y  á  un  inspector-in- 
terventor, quienes  dependen  inmediatamen- 
te del  director  de  la  caja  general  en  todo 
lo  relatiTO  al  servicio  de  su  instituto. 

Ambos  agentes  son  nombrados  por  el  go- 
bierno, debiendo  recaer  la  elección  de  gefe 
comisionado  en  uno  de  los  comerciantes  ó 
propietarios  mayores  contribuyentes  del  pun- 
to donde  esté  establecida  la  sucursal  (2). 

Los  gefes  comisionados  no  tienen  sueldo 
fijo:  los  de  las  sucursales  de  primera  clase 
tienen  asignado  el  medio  por  ciento  de  las 
cantidades  en  metálico  que  ingresen  en 
ellas ;  los  de  las  de  segunda  clase  los  tres 
cuartos  por  ciento,  y  los  de  las  de  tercera 
el  uno  por  ciento,  siendo  de  su  cuenta  el 
pago  de  todos  gastos,  asi  del  personal,  como 
del  material,  inclusos  los  que  originen  las 
cajas  subalternas.  Deben  afianzar  los  pri- 
meros por  la  cantidad  de  160,000  rs.;  los 
segundos  por  la  de  120,000,  y  los  terceros 
por  la  de  80,000. 

Los  inspectores  de  las  sucursales  de  pri- 
mera clase  disfriUan  el  sueldo  de  16,000  rs.  y 
la  asignación  de  4,000  para  escribientes  y 
material;  los  de  segunda  clase  14,000  y 
2,000,  y  los  de  tercera  12,000  y  2,000. 

El  importe  de  las  asignaciones  y  sueldos  de 
los  gefes  comisionados  y  de  los  inspectores 
son  cargo  contra  el  Tesoro  debiendo  figu- 
rar en  el  capítulo  de  los  quebrantos  del  Te- 
soro como  mas  interés  de  los  fondos  que  re- 
cibe de  la  caja  general  de  depósitos  (3). 

Las  atribuciones  y  deberes  del  gefe  comi- 
sionado son  las  que  tenían  por  el  reglamento 
de  la  caja  los  tesoreros  de  provincia  y  los 
depositarios  de  los  partidos  administrativos 
con  el  aumento  de  los  que  ha  añadido  la  ins- 
trucción de  cuentas  corrientes. 


(1)    ArL  3  del  real  decreto  de  99  de  julio  de  1SS3. 
(S)    Art.6,id. 
(3)    ArUT.id. 


Los  deberes  de  los  inspectores  de  las  su- 
cursales son  intervenir  de  un  modo  formal 
en  todos  los  actos  oficiales  de  las  mismas; 
llevar  $us respectivos  libros  y  cuentas;  es- 
tender los  cargaremes  y  libramientos  que 
sean  necesarios;  practicar  todas  las  liquida- 
ciones y  ejercer  en  el  distrito  de  la  sucursal 
las  mismas  atribuciones  que  han  tenido  los 
contadores  de  provincia  en  los  depósitos, 
con  mas  las  que  les  impone  la  real  instruc- 
ción de  cuentas  corrientes  y  de  cartera  de 
que  ya  se  ha  hablado  (1). 

La  administración  de  la  sucursal  está  bajo 
la  vigilancia  del  gobernador  de  la  provincia 
donde  se  halla  establecida  y  de  una  comisión 
presidida  por  este  y  compuesta  del  vice-pre- 
sidente  del  consejo  provincial,  de  dos  comer- 
ciantes y  dos  propietarios  mayores  contribu- 
yentes, de  un  eclesiástico  constituido  en 
dignidad  y  del  juez  de  hacienda,  ó  en  su  de- 
fecto del  fiscal  (2). 

SECCIÓN  Yin. 

DE  LAS  CAJAS  DE  DEPÓSITOS  EN  ULTRAMAR. 

El  sistema  adoptado  por  las  leyes  de  In- 
dias respecto  á  los  depósitos  judiciales  era 
el  mismo  que  se  seguia  en  la  Península 
antes  de  la  estincion  de  las  depositarías  ge- 
nerales. Creóse  allí  también  el  oficio  de  de- 
positario con  el  requisito  de  fianzas,  libros 
de  asientos  y  demás  formalidades  de  oficios 
vendibles  y  renunciables,  y  en  él  debían 
constituirse  todos  los  depósitos  judiciales,  es- 
cepto  los  de  dinero  y  alhajas  que  estuviesen 
en  litigio  con  la  Hacienda  pública,  los  cuá- 
les se  constituían  y  custodiaban  en  las  cajas 
reales  (3). 

Este  sistema  fué  derogado  por  completo 
por  la  real  cédula  de  24  de  agosto  de  1799, 
que  estinguió  el  oficio  de  depositario  gene- 
ral, y  estableció  como  lugares  de  depósito 


(I)  Circular  de  U  direceion  de  la  caja  de  i6  de  agosto 
delSM. 

(S)   Art.  8  del  real  decreto  de  29  de  jnlio  de  1853. 

(5)  Ley  19,  tiU  19,  llb.  i  de  la  Recopilación  de  las  leyes 
de  Indias.  Ley  IS,  tit.7,  ley  13,  tiU  38,  y  leyes  15  y  16  titu- 
lo 31,  lib.  1.  Ley  31,  tit  1,  lib.  3.  Ley  15 ,  tit.  8,  l(b.  5.  Ley 
13 ,  tiL  6.  Le?  7 ,  UL  11 ,  y  ieres  4  v  5 .  UU  10 .  lib.  8.  Ley  44, 
üt.  1.  Ley  31 ,  lit.  1  y  leyes  Í9  y  « ,  ÜU  14 ,  Hb.  9. 
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las  casas  de  moneda  donde  las  hubiesen  y 
en  sn  defecto  las  cajas  reales  bajo  la  garan- 
tía del  Estado.  Es  tan  interesante  esta  real 
cédula  y  no  solo  porqae  es  la  ley  Tigente  en 
la  actualidad ,  sino  también  porque  se  hace 
en  ella  la  historia  de  esta  reforma  radical, 
que  nos  creemos  en  el  deber  de  insertarla 
integra.  Dice  así  r 

cEl  Bey.  Por  quanto  Don  Martin  de  Ma- 
yorga,  siendo  Yirey  de  la  Nueva-Espana,  en 
carta  de  30  de  Enero  de  1781  dio  cuenta, 
con  testimonio  del  expediente  instrnido  en 
aquel  Supremo  gobierno»  con  voto  consulti- 
vo del  real  acuerdo,  sobre  si  convenia  ó  no 
la  subsistencia  del  oficio  de  Depositario  ge- 
neral en  la  Ciudad  de  Vera-Cruz  y  demás 
de  numeroso  vecindario,  y  que  lo  sirvieren 
personas  nombradas  por  las  Justicias,  en  que 
fueron  varios  los  dictámenes  de  los  Ministros 
informantes ;  y  estándose  examinando  este 
asunto  en  mi  Consejo  de  las  Indias,  sobre 
consulta  de  la  Cámara  de  5  de  Febrero 
de  1783,  en  que  propuso  la  confirmación  del 
privilegio  de  Villa  al  Valle  de  Ribas  de  Ni- 
caragua, y  elmímero  de  Oficios  de  que 
habia  de  componerse  su  Ayuntamiento,  se 
dignó  el  Rey,  mi  señor  padre  (que  santa 
gloria  haya),  excluir  el  de  Depositario  gene- 
ral, mandando  se  extinguiese  donde  le  hu- 
biere ;  eon  cuyo  motivo,  y  habiéndose  co- 
municado esta  real  resolución  al  Presidente 
de  Goathemala,  expuso  Don  Francisco  Saa« 
vedra  y  Carviyal,  Fiscal  que  era  de  aquella 
real  Audiencia,  en  carta  de  16  de  Septiem- 
bre de  1785,  las  dudas  que  se  le  ofrecían 
para  el  caso  de  que  se  circulase :  y  después 
de  haber  oido  el  referido  mi  Consejo  sobre 
todo  repetidas  veces,  á  la  Contaduría  gene- 
ral, y  á  los  dos  Fiscales,  y  pesado  con  la  cir«» 
cunspeccion  y  atención  debida  las  razo- 
nes alegadas  en  favor,  y  contra  la  supre- 
sión, me  commltó  en  14  de  Febrero  de 
1798  y  en  11  de  Junio  ultimo,  el  que  me 
dignase  confirmar  la  extinción  general  de 
dichos  oficios,  resuelta  por  mi  augusto  padre 
eon  lo  deasiás  que  tuvo  por  oportuno;  coftfoc* 
mandóme  eon  su  parecer,  he  resuelto  qoe 
desde  luego  seJIeve  á  pito  y  debido  efecio 
la  supresión  de  los  oficios  de  DtpastUrios 

TOMO  vn. 


generales  en  todas  las  Ciudades  y  Villas  de 
mis  dominios  de  las  Indias  donde  estubiesen 
erigidos,  aunque  no  se  hallen  á  la  sazón  vacan- 
tes  ni  pendientes  de  confirmación,  devolvién- 
dose á  sus  actuales  poseedores  el  valor  que 
resultare  haber  desembolsado  por  ellos  cuan- 
do los  adquirieron;  y  que  en  cuanto  á  aque- 
llos oficios  cuya  renuncia  no  se  presentó  en 
tiempo  ó  no  se  impetró  la  real  confirmación, 
se  proceda  con  presencia  de  las  circunstan- 
cias según  corresponda  á  lo  dispuesto  en  las 
leyes  y  reales  Cédulas  del  asunto,  y  los 
exemplares  que  haya  de  otras  extinciones  de 
oficios.  Para  esta  abolición,  y  que  pueda 
suplirse  la  falta  de  Depositarías  públicas  ó 
Tablas  numularias  como  las  de  estos  Reynos; 
he  resuelto  asimismo,  que  en  las  Capitales  en 
que  haya  casas  de  Moneda  se  erija  en  ellas 
una  caxa  de  depósitos,  como  la  hay  en  la  de 
México,  establecida  y  aprobada  por  reales 
órdenes  de  13  de  Febrero,  5  de  Abril  y  96 
de  Octubre  de  1781,  en  donde  se  devuelven 
en  el  dia  que  se  presenta  el  libramiento  del 
Juzgado  ó  Tribunal  que  hizo  el  depositario, 
sin  pagar  las  partes  cosa  alguna  pcNr  razón 
de  él,  ni  ÍShctú  Hacienda  el  tres  por  ciento, 
ú  otra  conocida,  sirviendo  entre  tanto  estos 
caudales  para  aumento  de  los  fondos  de  la 
casa  é  inci^mento  de  sus  labores ;  y  que  en 
las  partes  donde  no  hubiese  casas  de  Monea- 
da, y  sí  Caxas  reales,  se  estaUezea  tambiea 
en  estas  una  de  depósitos  y  seqtteslros  de 
numerario ,  plata  labrada  y  en  barras,  para 
todos  losqne  con  qualquier  motivo  procedan 
de  los  Tribunales  y  Jueces  reales  y  eclesiás^ 
ticos,  quedando  estos  con  facultad  de  nom- 
brar sugela  de  su  satisfacción,  y  de  las  par« 
tes  para  los  depósitos  de  haciendas,  bienes 
muebles  y  raices,  alhajas ,  fardos  y  demás 
efectos  de  comercio;  con  tal  que  quando  los 
bienes  de  estas  clases  se  reduzcan  á  dinero, 
cuiden  los  mismos  Tribunales  y  Jueces  de 
que  se  traslade  á  las  expresadas  caxas  de 
depósito ;  con  lo  que  logrará  el  público  la 
misma  segvridad  de  estos  caudales,  y  mi 
real  Hacienda  el  poder  servirse  de  ellos  en 
stts  urgencias  con  mucha  utilidad  suya,  de  las 
casas  de  Moneda  y  Caxas  reales,  y  sin  per- 
juicio de  loé  vasallos,  que  antes  por  el  coih 
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trario  conseguirían  benefició  en  la  puntua- 
lidad de  sus  devoluciones ;  y  porque  á 
exemplo  de  lo  que  se  practica  en  la  casa 
de  Moneda  de  México,  no  se  les  exigirán 
d^ecbós  algunos  por  esta  krazon ,  sino  que 
los  recibos  y  los  pagos  de  dinero,  certifica- 
ciones de  entero^  y  demás  que  se  ofrezca  en 
el  asunto,  se  harán  gratuitamente,  aun  sin 
llevar  nada  por  el  papel  y  escrito.  Y  final- 
mente, para  evitar  perjuicos  á  las  partes,  es 
mi  voluntad quequede  al  arbitrioy  prudencia 
de  los  Jueces  el  hacer  ó  no  los  depósitos  en 
las  indicadas  caxas,  ó  en  personas  de  satis- 
facción de  cantidades  pequeñas  de  parages 
distantes  de  las  casas  de  Moneda  y  Caxas  rea- 
les. Por  tanto  ordenó  y  mando  ámis  Vireyes, 
"Presidentes)  Audiencias  y  Gobernadores  in- 
dependientes de  mis  Reynos  de  las  Indias  é 
Idas  Filipinas,  que  inmediatamente  que  re- 
ciban esta  mi  rc^  Cédula,  cada  uno  en  su 
distrito,  y  en  la  parte  que  respectivamente 
le  tocare,  procedan  á  la  execucion  y  puntual 
tutaiplimiento  de  la  i'esohicion  que  en  ella  se 
contiene,  sin  contravenir  á  su  tenor ,  coma- 
Bícándoia  á  los  Jueces  y  Ministros  que  cor- 
cesponda;  por  ser  así  mi  vdiintad:  y  que  de 
ella  se  tomé  razón  en  ta  Contaídaría  general 
dél^preáadoi  mi  Conse}o.i 
(  £st^  real  cédula  ha  sido  confirmada  por 
varías  dis|^osicíones  posteriores,'  aclarándose 
por  algtímursu'séntide,  cómo  vamób  i  ma^ 
nifestar»    ; 

Bfibíéndo9e  dudfidó ,  si  lo8  depósitos  pre^ 
dosos  de  los  consultados  <)e  Indias  estaban 
eompféndides  en  las  disposiciones  de  la  real 
eédfria  Je  24  de  agosto  de  i799 ,  se  decidió 
aficmatiVaineiite  porcirciilaír  dé  SS  de  julio 
de  1806^ 

En'real  ócden  de  il  de.mario  de  1809^ 
diútada  con  mqtiircf  de  las  contestaciones  que 
mediakoB  entre  la  intendenbia  de  la  Habana 
y  la  «omandancift  general  de  Marina,  sobre 
el  depósito  én  bahía  fpie  este  dispuso  de 
flOOi,000  pesos,  de  unes  donativos  queseen-» 
dqeron^dlBsde  Cartegena'en  un  bnqie  inglés, 
se^daoláfó:  cQueenadelanfése observase  lo 
prevenido  eh  regiamónto;,  sin  que  paptí4a 
ídgqnA.  se  deposite  en  btra  parte  qué  em  la 
tctortfía  de  real.  Hapienda^  de  la  ctiai  de^ 


DEPÓSITOS. 

I  be  salir  con  el  correspondiente  registra.» 
Por  real  orden  de  39  de  junio  de  1816,  se 
autorizó  el  empleo  de  los  depósitos  en  metár^ 
lico,  constituidos  en  las  cajas  reales,  para  la 
compra  de  tabacos ,  lo  que  se  hizo  saber  á 
todos  los  tribunales  y  jueces  de  distrito 
por  oficios  circulares  de  la  superíalendencía 
delegada  de  12  de  setiembre  de  1817,  reea« 
cargándoles  la  puntual  observancia  de  la 
real  cédula  de  24  de  agosto  de  1799^  dis-^ 
poniéndose  después  por  real  orden  de  2d  de 
marzo  de  1818,  circulada  por  la  superinten- 
dencia en  ^  de  julio  del  mismo  lo  siguiente: 
Art.  i."*  Que  se  pongan  y  estén  siempre  á 
disposición  del  intendente  de  la  Babanáy  los 
depósitos  judiciales  y  los  de  difuntos  ültra^ 
marinos ,  formándose  al  efecto  una  caja  se- 
parada de  la  tesi»rería  de  ejército,  según  está 
prevenido  en  real  cédula  de  24  de  agosto  de 
1799  y  reales  órdenes  posteriores  para  ma-^ 
yor  seguridad ,  de  los  que  no  se  podrá  usar 
por  motivo  ni  objeto  alguno,  sino  únicamen- 
te espado  ftiere  preciso  para  compras  de  ta^ 
baco  por  cuenta  de  S.  M. ,  á  cuya  seguridad 
quedarán  hipotecados  (os  l<Midósdela.real  fac^ 
toría ,  y  to  mismo  á  su  devolneioii  e(  dia  que 
se  presente  el  libramiento  ó  mandato  del  \wt* 
gado  ó  tribunal  que  haga  el  depósito ,  sin 
gravar  en  cosía  algana  á  las  partes  interesa- 
das, á  cuyo  fin  dispondrá  qte  Inmedíata- 
nienle  ^  trasladen  á  dkha  cija  ti>dos:  los 
caudales  referidos  k)on  los  debidos  requisitos. 
Art.  i/"  ^ue  el  intendente  de  la  Habana 
en  caso  necesairio  con  acuerdo  de  ios  géfes 
de  los  respectivos  tribunales  y  juzgados»  dis^ 
ponga  una  visita  á  todas  las;  escribanías,  par^ 
saber  los  depóisitos  que  haya  én  alias  ^  los 
que  sin  escepcioA  de  tribunales  ni^  fueron 
se.  pasarán  inmediatamente  á  las  cajas  dede^ 
pósitos.»' 

Habiéndose  mandado  por  real  érden  de  SO 
de  abril  de  18S6 ,  que  se  suspendiese  desde 
dicho  dia 'hacer  los  depósitos  jadíciales  én  la 
tesorería  de  corte  y  demás  del  ileino,  vol- 
riéndo  las  cosas  al  estado  que  tenian  aütes 
de  espedirse  el  real  decreto  de  104e  setiem»- 
tee  de  1798,  se  dudó  por  algunos  jueces 
de  Uttrainar,  si  aqatUsL  real  orden  derogaba 
también  fá  real  eédufa  de  24  de  agosio 
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de  1799,  y  para  quitar  esta  duda  se  espidió  ^ 
la  real  6rdefide  15  de  n&viembce  de  IS^S,  por 
la  que  de  coaformidad  con  el  consejo  de  In* 
días»  estraaó  S.  M.  se  hubiese  iateutado 
por  algunos  jueees  gobernarse  por  una  dis- 
posición como  la  de  20  de  abril  de  1826, 
dictada  solo  para  la  Península»  nuMidando  se 
les  manifestase  su  real  desagrado  para  que 
^  lo  sucesivo  se  abstuviesen  de  proceder 
de  un  modo  tan  opuesto.al  buen  orden  y  le- 
gislación indiana.  , 

FinaUnjente  por  acordado  de  la  audiencia 
pretorial  de  la  Habana  de  8  de  agosto  de 
1848,  reiterando  ql  d^  la  de  Puerto-Pjrínci- 
pe  de  16  de  setíembie  de  1828  se  previno: 
c  Que  sin  embargo  de  Miarse  dispuesto  por 
la  real  cédula  circular  de  .24  de  agosto 
de  1799 ,  meandada  observar  por  la  audien-r 
cia  de  Puerto-Príncipe  ea  16  de  setiembre 
de  1828»  que  los  depósitos  judiciales,  ya 
sean  en  pequeñas  ó  gruesas  sumas ,  se  ve-^ 
ririquen  siempre  en  arcas  reales,  sin  que 
por  ningún  titulo  se  hagan  en  las  escriba-^ 
nias,  se  nota  que  contra  lo  espresamente 
prevenido,  se  ban  verificado  algunos,  ya 
en  las  repetidas  escribanías ,  ya  en  terceras 
personas,  ba|o  diversos  preCestos.  A  fin  de 
evitar  en  lo  sucesivo  tan  perjuciales  abusos, 
de  conformidad  con  lo  representado  por  los 
señores  fiscales,  acordaron  se  guarde  y 
cumpla  la  citada  cédula  circular,  y  que  se 
prevenga  por  punto  general  que  los  escri- 
banos coubignen  inmedíatamenle  en  arcas 
reales  cualquier  cantidad  depositada ,  en 
corta  ó  grande  cuantía ,  si  alguna  conser- 
vasen en  su  poder,  como  igualmente  que 
en  lo  sucesivo ,  ni  por  corto  ni  por  largo 
tiempo  reciban  cantidades  de  esa  especie, 
las  cuales  deben  pasar  directamente  por  el 
que  las  exhibe  y  el  escribano ,  á  las  reales 
cajas  á  que  corresponda ;  recogiéndose  por 
dicho  ministro  la  carta  de  pago  para  unirla 
al  espediente»  sin  perjuicio  de  dar  al  inte- 
resado copia  certificada  de  ella,  si  la  pidie- 
re. I  que  se  circule  á  las  justicias  del  ter- 
ritorio*» 

Tales  son  las  disposiciones  vigentes  en 
Ultramar  sobre  las  cajas  de  los  depósitos 
judiciales. 


CAJAS  DE  DESCUENTO  Y 
REDUCCIÓN  DE    VAI4ES.    El 

incremento  estraordinario  que  tomó  ésta 
claie  de  deuda  á  fines  del  siglo  pasado  obli- 
gó al  gobierno  á  poner  en  práctica  algunas 
medidas  con  el  fin  de  restablecer  el  crédito 
de  este  papel  cada  día  mas  abatido.  Habia 
sido  inútil  la  asignación  de  cuantiosos  arbi* 
trios  y  de  especiales  hipotecas,  y  no  daba 
los  resultados  que  habia  hecho  concebir  la 
pneaciw  de  la  Caja  de  Amortización  dotada 
etisi  pingües  fondos  destinados  á  la  estiacion 
progresiva  de  los  mismos  vales..  Fué  necesa- 
rio recurrir  &  otro  sistema  mas  eficaz  y  se 
pensó  en  la  creación  de  las  €ajas  dedescuento 
y  reducción  de  vales  ¿  dinero. 

Estableciéronse  estas  en  17  de  julio 
de  1799  en  algunas  de  las  mas  importantes 
plazas^mercantiles  de  España,  siendo  su  prin- 
cipal objeto  descontar  los  vales «  es  deeír^ 
entregar  á  Iqs  herederos  de  eU^  en  efectivo 
el  valor  que  representasein  con  el  premio  ó 
diferencia  de  un  seis  por  ciento  á  favor  de 
la  Caja  para  volver  al  papel  el  crédito  que 
habia  perdido.  También  daban  las  cajas  .va- 
les á  los  individuos  que  querísA  trqcarlos 
por  dinero,  con  el  beneficio  i  favor,  de  es- 
toa  de  un  medio  por  ciento  sobre  el  numera- 
rio :  de  suerte  que  las  ca>as  reduelan  &  seis 
por  ciento  y  daban  los  vales  por  dinero  á 
seis  y  medio. 

Bl  fondo  de  las  cajas  debia  ser  de  49$ 
millones,  168  en  dinero  efectivo  y  330  en 
cédulas  de  eaja.  El  fondo  efectivo  de  cada 
una  deberia  dividirse  en  acciones  de  á  cin- 
co mil  reales»  y  la  mitad  de  su  número  en 
cuartas  partes  de  1280  reales  cada  una»  Pa- 
ra formar  este  fondo  se  debian  admitir  sus- 
criciones  voluntarías ;  y  no  alcanzando ,  se 
repartirían  entre  las  personas  mas  pudientes 
de  las  mismas  plazas  de  comercio ,  formando 
una  sociedad  ó  compañía  en  beneficio  públi-r 
co  y  particular  de  los  mismos  socios* 

Para  el  establecimiento  y  organización  de 
las  cajas,  se  formó  una  junta  en  cada  una 
de  las  plazas,  donde  se  establecieron,  pasan- 
do después  el  régimen  de  aquellas  i  direc- 
ciones especialmente  creadas  para  ello.  Mas 
adelante,  cuando  se  suprimió  la  Real  Caja  de 


Digitized  by 


Google 


440  CAJA  DE 

Amortkacion  y  las  operaciones  de  este  esta- 
blecimiento se  pusieron  ¿  cargo  del  Consejo 
y  de  su  comisión  gubernativa,  las  cajas  de 
descuento  tuvieron  igual  suerte »  habiéndose 
puesto  á  disposición  del  mismo  cuerpo  para 
que  le  sirviesen  de  ausilioen  sus  operaciones, 
sin  perjuicio  de  hacer  en  la  organización  de 
las  cajas  las  reformas  que  estimase  conve- 
nientes» no  solo  en  cuanto  á  reducir  y  am- 
pliar el  número  de  las  creadas ,  sino  en  va- 
riar su  principal  instituto  en  todo  ó  en  parte. 
Las  cajas  continuaron  funcionando  asociadas 
á  la  comisión  gubernativa  del  Consejo,  que 
por  eso  se  llamó  comisión  gubernativa  de 
consolidación  de  vales,  y  cajas  de  estincion 
y  descuento ,  hasta  que  habiendo  cesado  di- 
cha comisión  y  creádose  en  1811  la  Junta 
nacional  del  crédito  público,  quedaron  tam- 
bién suprimidas  las  cajas  y  refundido  su  ob- 
jeto en  el  de  este  establecimiento. 

CAJA  DE  roiVDOS.  En  la  mi- 
licia se  llaman  asi  las  que  hay  en  cada  bata* 
llon  para  conservar  los  fondos  que  le  perte- 
necen. Según  se  previene  en  la  parte  2.% 
art.  1.^,  tit.  4,  trat.  l.^'de  la  Ordenanza  mili- 
tar, el  caudal  que  produzca  la  gratificación 
de  recluta  ha  de  depositarse  cada  mes  en  la 
caja  de  fondos  de  cada  batallón,  y  esta  hade 
tener  tres  cerraduras  diferentes  y  tres  lla- 
ves, de  las  cuales  una  de  cada  batallón  ha 
de  tener  el  coronel  ó  comandante  del  cuer- 
po, otra  el  sárjente  mayor,  y  otra  el  capitán 
que  en  cada  batallón  sea  depositario.  Según 
la  real  orden  de  8  de  octubre  de  1830,  las 
cajas  de  fondos  de  cada  batallón  tendrán 
cuatro  llaves  diferentes ,  de  las  que  hallán- 
dose los  batallones  reunidos,  tendrá  una  el 
coronel,  otra  el  teniente  coronel,  otra  el  co- 
mandante, y  la  restante  el  capitán  cajero;  y 
cuando  dichos  batallones  estén  separados, 
obrará  una  en  poder  del  comandante,  dos  en 
el  del  capitán  cajero,  y  la  otra  la  tendrá  el 
mayor  del  batallón.  Siempre  que  haya  de  sa- 
carse dinero  de  la  caja  con  destino  á  provi- 
dencias de  recluta,  asistirán  el  coronel  y  los 
oficiales  encargados  de  las  llaves,  y  el  mas 
antiguo  capitán  de  cada  batallón,  formalizan- 
do con  su  asistencia  la  entrega  del  caudal  li- 
brado á  los  oficiales  nombrados  para  la  es- 


FONDOS. 

presada  comisión,  sirviendo  sus  recibos  y  la 
orden  del  coronel  con  intervención  del  ma- 
yor, de  resguardo  al  depositario,  hasta  que 
formada  y  aprobada  la  cuenta  de  su  distri- 
bución, puedan  recojerlos ;  pero  para  otros 
gastos  menores  bastará  la  concurrencia  de 
los  que  tienen  las  tres  llaves,  dejando  en  ca- 
ja el  abono  correspondiente  á  favor  de  ella 
del  caudal  que  se  estrajere  á  continuación 
de  la  orden  por  escrito  que  ha  de  dar  el  co« 
ronel  ó  comandante,  con  espresion  del  fin  á 
que  se  destina  la  cantidad  que  libra  (1). 

Los  fondos  de  los  cuerpos  se  han  manda- 
do por  último'ingresar  en  la  caja  de  depósi- 
tos y  consignaciones,  recientemente  creada. 
Véanse  en  su  articulo. 

CAJA  DE  QUINTOS.  El  depó- 
sito en  que  estos  se  reúnen  en  la  capital  de 
provincia  ú  otro  punto  que  se  señala ,  según 
las  circunstancias ,  luego  que  son  filiados,  y 
hasta  tanto  que  son  destinados  á  cuerpo. 
Estas  cajas  están  encargadas  á  un  gefe  mi- 
litar que  tiene  á  sus  órdenes  los  subalternos 
que  se  creen  necesarios.  Debe  cuidar  de  la 
disciplina  é  instrucción  de  los  reclutas ,  or- 
ganizados para  eso  en  compañías  y  escua- 
dras provisionales:  hará  que  se  obsérvela 
Ordenanza,  y  para  no  retrasar  el  cumpli- 
miento de  las  órdenes  soberanas  ó  de  las 
autoridades  competentes,  en  la  entrega  de 
quintos  á  los  cuerpos,  no  podrá  conceder 
licencias  por  poco  ni  mucho  tiempo  (2).  La 
administración  económica  de  la  caja ,  aun- 
que provisoria,  es  militar,  y  al  pasar  los 
quintos  á  cuerpo,  lo  serán  con  su  cargo  cor- 
respondiente. 

CAJAS  REALES.  En  sentido  me- 
tafórico, tomando  el  contenido  por  el  conti- 
nente, espresamos  con  esta  frase  los  fon- 
dos, recursos  rentísticos,  los  ingresos  de  un 
Estado. 

En  sentido  propio  se  toma  por  las  cajas 
materiales  destinadas  á  la  conservación  de 
los  fondos  públicos.  Tomada  la  voz  en  el 
mismo  doble  sentido,  decimos  también  arcas 
reales ,  tesoro  público,  real  erario,  etc. 


(I)    Art.  6,  !íu  5,  trat.  1/,  Ord.  Blilit. 
(i)    Revi  urden  d«  17  de  junio  d«  1844. 
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En  lodos  tiempos  se  ha  recurrido  á  la 
precaución  de  conserrar  los  caudales  públi- 
cos en  estos  depósitos  cerrados ,  y  resguar- 
dados de  mil  modos ,  previniendo  así  los 
efectos  de  la  imprerision ,  del  descuido ,  de 
la  infidelidad  y  de  la  rapacidad;  en  tiempos, 
sobre  todo ,  en  que  el  Estado  disponia  de 
sumas  9  cuya  salida  y  emplea  no  era  tan  ins- 
tantánea como  en  el  dia. 

La  voz  cajas  reales  es  especifica  y  mas 
usuat  respecto  de  Ultramar;  y  allí  también 
fue  mas  necesario  este  sistema  precaucionáis 
porque  esperando  la  salida  de  eondudas  y 
flotas  para  España,  los  fondos  públicos  sub- 
sistían largo  tiempo  en  recaudo  ó  depósito:  y 
ademas,  porque  recibiendo  nuestros  monar-» 
cas  en  barras  el  quinto  de  las  minas ,  y  ha- 
biéndose reservado ,  como  hemos  indicado 
ya  en  el  artículo  cabii.b«0  •■  ihmas,  los 
diezmos  del  oro,  plata,  perlas  y  piedras  pre- 
ciosas, llegaba  á  ser  inmensa  alguna  vez, 
voluminosa ,  y  siempre  espuesta  la  riqueza 
acumulada. 

Trata  de  las  cajas  reales  el  tít.  6 ,  lib.  8 
de  la  Recop.  de  Indias ,  prescribiendo  minu- 
ciosamente las  formalidades  y  seguridades 
conquedebian  establecerse  y  resguardarse. 

Como  dichas  leyes  no  están  derogadas, 
como  ninguna  precaución  sobra  en  tratán- 
dose de  la  conservación  de  caudales,  de 
pureza  y  de  responsabilidad ,  cualquiera  que 
sea  el  uso  ó  desuso  que  los  tiempos  pueden 
haber  introducido  en  esta  materia ,  como 
en  otras,  lo  determinado  por  aquellas  es  su- 
mariamente como  sigue. 

En  el  supuesto  de  que  ha  de  haber  caja 
real  donde  quiera  que  haya  oficinas  ó  admi- 
nistración por  los  oficiales  reales,  nunca  se 
establecerá  dicha  caja,  ni  dará  por  consti- 
tuida sin  que  aquellas  presenten  formaliza- 
dos los  libros  de  su  razón  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  tít.  7 ,  lib.  8  de  la  Recop.  de 
Indias  (i). 

La  caja  ó  cajas  que  sean  necesarias  en 
cada  punto  ó  capital ,  sean  de  madera  ,  bar- 
readas y  colocadas  en  paraje  seguro.  Cada 
una  de  ellas  tendrá  tres  llaves ,  una  de  las 

(I)    Uy  |,tit.  6,  lib.  S  de  la  Recop. 


REALES.  Ui 

N  cuales  conservará  el  tesorero,  otra  el  con- 
tador y  otra  el  factor  (1). 

Por  el  gobernador  ó  justicia  mayor  se  ha- 
rá arqueo  y  revista  de  lo  contenido  en  la 
caja  real,  en  riquezay  en  efectos,  cuales  son 
las  marcas  reales  y  los  punzones  para  mar- 
car y  señalar  el  oro  y  plata  del  quinto  de 
minería ,  formalizando  inventario  minucioso 
de  todo  y  asiento  en  el  libro  de  cargo  uni- 
versal ,  en  los  cuales  conste  por  números, 
calidad,  peso  y  ley  cuanto  contenga  la 
caja,  en  la  que  quedarán  depositados  el 
inventario  y  libro,  y  el  acta  firmada  por 
dicha  autoridad  y  oficiales  reales,  pasando 
todo  por  ante  escribano  (2). 

En  las  puertas  de  la  pieza  en  que  se  con- 
serven las  cajas,  haya  tantas  llaves  con 
guardas  diferentes ,  cuantos  son  los  oficiales 
que  hayan  de  entrar  en  ellas ,  conservando 
cada  uno  hi  suya  (3). 

Las  cajas  han  de  conservarse  precisamen- 
te en  las  casas  reales  á  cargo  y  ventura  de 
los  empleados :  en  ellas  haya  un  cofre  con 
los  punzones  y  marcas ,  y  tenga  la  llave  de 
esta  el  oficial  mas  antiguo  (4). 

Estando  enfermos  las  oficíales  reales  pue- 
den entregar  sus  llaves  (8). 

Los  presidentes,  vireyes,  audiencias  y 
gobernadores  no  pueden  tener  llaves  (6). 

Todos  los  fondos  y  efectos  de  Hacienda 
publica  deben  entrar  sin  dilación  en  la  caja 
real,  y  lo  mismo  los  depósitos  sobre  que 
haya  litigio.  Nunca  se  hará  entrega  ni  em- 
pleo de  fondos,  estando  estos  fuera  de  la 
caja  (7). 

No  se  visitarán  las  cajas  por  comisión, 
sino  en  casos  muy  precisos  (8). 

En  donde  hubiese  caja  se  nombrará  un 
alguacil  mayor  de  ella  (9). 

En  el  sentido  de  fondos  ó  caudales  públi- 
cos, decimos  también  cajas  de  Ultramar,  ca- 
jas de  la  Habana ,  de  Manila ,  etc. ,  y  sobro 


(I)  LefS.ld.  id. 

l^)  Ley  3,  id.  id. 

(3)  Ley  4,  id.  id. 

(i)  Leyes  5  y  8,  id.  id. 

(5)  Ley7,id.  id.,  ytO  y  91,  Ut.  4  dd  mismo  libro. 

íG)  Ley  U,  id.  id. 

(7)  Leres  II,  13  y  15,  id.  id, 

(8)  Ley  17,  id.  id. 
['J)  Ley  18,  id.  id. 
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esto  t  y  coa  tal  epígrafe  hay  iaBnitas  dispo- 
siciones, en  general  transitorias;  como  solare 
giros,  libranzas  y  operaciones  de  ccnitabili- 
dad  administrativa,  etc.»  de  lo  cual  corres- 
ponde tratar  ea  sus  articolos  respectivos;  lo 
propio  que  de  lo  concerniente  á  Las  cajas;  de 
la  Península  al  tratar  del  tesoro  y  de  otras 
oficinas  cenlrale^  6  generalefs ,  i.cuyo  xot 
glamento  ha  de  e^rsfe. 

CAJERO.  El  que  tiene  4  su  cargo  la 
dirección  y  coaservaciot  de  una  paj«  de 
fmdos.  En  las  csyaa  de  particulares  es  un 
niandatario:  en  las  de  caudales  públicos  un 
oficial  público ,  oficial  de  rentas,  etc.,  se- 
gún la  naturaleza  de  los  caudales.  Sus  obli- 
gacioines  respectivas  no  pueden  determinarse 
sino  por  el  reglamento  especial  del  caso. 

l'AEi  ABOZO.  Lugar  seguro  y  fuerte 
que  en  las  cárceles  y  eslablecimieetos  pe- 
nales sirve  para  encierro,  mayor  sujeción  y 
á  las  veces  para  castigo  de  los  presos  é  rema- 
tados. No  están  conrormes  los  autores  ea  la 
etinu>logía  de  esta  palabra:  quien  la  deriva 
de  la  voz  arábiga  cala^  que  significa  fuerte  ó. 
castillo  y  de  la  voz  pozOf  en  el  supuesto  de 
que  los  calabozos  son  subterráneos  ó  cuartos 
en  forma  de  pozos,  viniendo  así  la  unión  de 
estas  dos  palabras  á  significar  fuerte  pozo: 
quien  atribuyéndole  origen  hebreo  le  dá  por 
raíz  el  verbo  cate,  que  equivale  á  prohibir ^  y 
también  de  la  palaÍN*a  pozo  por  ser  el  cala-* 
bozo  un  subterráneo  de  que  no  se  puede  sa-» 
lir:  quien  quiere  que  sean  las  dos  palabras 
castellanas  cfilar  y  boca  las  que  bayaa  ser- 
vido par»  la  composición  de  la  de  calabozo^ 
fundándose  en  que  á  los  que  encerraban  en 
ellos  los  bajaban  por  una  boca  estrecha ,  y 
en  que  calar  es  bajar  de  alto  á  bajo.  Mas 
sea  de  esto  lo  que  quiera,  parece  que  los 
antiguos  siempre  consideraron  unida  á  un 
calabozo  la  circunstancia  de  un  subterráneo, 
y  en  este  sentido  se  halla  la  definición  en  la 
edición  primera  del  Diccionario  de  la  Aca- 
demia española,  si  bien  después  la  modificó 
diciendo  que  las  mas  veces  son  subterráneos 
los  calabozos.  Subterráneos  eran  los  calabo- 
zos en  que  los  sarracenos  encerraban  los 
cristianos  cautivos,  y  se  llamaron  ma^smor- 
ras.  Sabido  es  que  subterráneo  también  y 


IQon  la  entrada  ea  la  parte  superior,  era 
en  Roma  el  lugar  ó  calabozo  llamado  ruUia- 
num ,  por  ser  obra  de  Tulo  Hostilio  la  cárcel 
en  que  se  construyó,  y  en  que  fueron  por 
orden  de  Cicerón  ahorcados  Lentulo  y  otros 
cómplices  en  la  conjuración  de  Catilina»  A 
esta  idea  de  ser  el  calabozo  subterráneo* 
corresponde  la  frase  sumir  en  un  colo^ 
%o.  Sin  embargo,  la  palabra  calatos  se  apli-* 

Ica  hoy  á  encierros  que  no  están  en  subter- 
ráneos ,  y  que  no  tienen  las  circunslanciaft 
de  oscuros  y  horribles  con  que  antes  se  los 
describia.  Ni  el  estado  actual  de  la  civiliza- 
ción, ni  la  ley  escrita,  permite  el  uso  de 
tales  medios  para  agravar  la  triste  condición 
de  los  que  se  hallan  en  las  cárceles^  £1  ar- 
tículo 297  de  la  Constitución  de  1812  que  es 
ley  en  el  particular,  después  de  consignar  el 
principio  humanitario  de  que  se  dispongan 
las  cárceles  de  manera  que  sirvan  para  ase« 
gurar  y  no  para  molestar  á  los  presos ,  dice 
que  estos  nunca  han  de  estar  en  calabozos 
subterráneos  ó  mal  sanos. 

CALAFATES  Y  CARPINTE- 
ROS. Operarios  destinados  en  las  embar- 
caciones á  desempeñar  todos  los  trabajos 
propios  de  sus  respectivos  artes.  Las  orde- 
nanzas de  la  armada  detallan  minuciosamente 
sus  obligaciones;  los  consideran ,  cuando  es- 
tán embarcados,  en  la  clase  de  oficiales  de 
mar.  y  mandan  que  en  sus  £sütas  ó  delitos 
sean  corregidos  y  juzgados  como  tales  ofi- 
ciales de  mar.  El  art.  648  del  Código  de  co- 
mercio dispone  que  antes  de  ponerse  la  nave 
a  la  carga  se  hará  un  reconocimiento  prolijo, 
de  su  estado  por  el  capitán  y  oficiales  de 
ella  y  dos  maestros  de  carpintería  y  calafa* 
tería. 

CALATRAVA   {mmmmm  mmutau 

CALCEDONIA    (cMd&M  mt&). 

y.  €«ii€ii.i«. 

CALDARIA  (rBVBBa).    Y.  pbvb- 

CALDERAS  Y  ALAMRI- 
QUES.  Hay  disposiciones  terminantes  y  de 
uso  frecuente  sobre  estos  objetos ,  especial- 
mente en  lo  relativo  á  la  contribución  de  con- 
sumos, sobre  patentes  para  elaborar  aguar- 
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diente^  certeza  etc.,  dknettsiones  délas  cal- 
deras y  otros  requisitos  concernientes  á  estás 
industrias^  todo  lo  cual  se  es|rtica  en  sus  ar- 
tículos correspondientes ,  consultándose  en 
todo  caso  las  secciones  2  y  9,  cap.  3  de  la 
ley  de  1845  sobre  la  contribución  de  con- 

SOBIOS. 

CALIBOS.  Auncpie  según  lo  etimo- 
logia,  ÚQealeOi  calentar ,  pudieran  com- 
prenderse b^o  de  esta  denommacion  gené- 
rica todos  los  líquidos  que  se  producen  ó 
confeccionan  por  fermentación ,  ó  de  otro 
modo  por  medio  del  fuego,  no  es  asi  sin  em^ 
bargo;  y  en  el  lenguaje  rentístico,  lallama-^ 
da  renta  de  caldas  comprendia  soto  el  Tíno^ 
aceite  y  aguardiente.  La  tecnología:  de  ren^ 
tas,  sin  embargo^  y  el  tenor. de  varias  dis^ 
posicioBes ,  han  hecho  estensfiva  la  voz,  ade<- 
mas  de  tos  tres  liqmdbs  láencionados,  y  no 
solo  cuando  se  trasportan  i  Ultramar,  como 
dice  el  Diccionario  de  la  lengua ,  si  no  en 
todo  caso,  al  mosto  y  al  vinagre.  Por  la  ley 
vigente  relativa  á  la  contribución  de  consu*- 
fiWB  la  denominacioa  dé  mldos  debe  c(mi- 
prender  también  la  sidra  y  b  cervéia.  Para 
esteoderla  i  los  licores  es  preciso  que  así  se 
desprenda  del  documiento  ó  disposición  de 
csya  aplicación  se  trate. 

C  AJbB  N  P  A«  En  lo  -edettáslice  y 
con  relación  á  las  horas  canónicas  se  llama 
asi  la  lección  qué^  se  tema  del  martiroMgie 
romano* 

CALENDABIO.  Del  mismo  orf« 
gen  etimoiógioftqM  GaieiíidaSi  En  &i  ^tí- 
coiocorrespeQdiemte  vemosque  esta  voz  pres- 
tó éttmologia  y  base  entre  los  romanos  á  b 
diatribaCMm  mensnd  del  tíempo^,  por  Id  res* 
peotivo  érumas^  idus,  iestas,  sacrificios^  fe* 
rkis  y  mercados.  Despws  estaimisma  base  há 
servido  hasta  cierta  pnnto^  y  seguramente  ba- 
lo d  etimológieo  y  ejemplar ,  para  el  arreglo 
mas  ó.  menos  general  y  aun  universal  de  los 
tiempos :  y  si  al  principie  cuinriaé  cMendarias 
eran  entre  los  romanos  la»  mensuales^  ó  que 
se  liquidaban  el  dia  primerof  de  cada  mes ;  y 
IStro  caimdario  era  el  asiento^  cuaderno  ó 
libro»  digámoslioasí,  decdiaédecuentay 
razón,  en  que  se  asentaban  estas  cuentas; 
después ,  como  Jioy »  cal€niario  es  el  arreglo 


mas  ó  m^ios  general  y  hasta  universal  de 
los  tiempos,  según  el  asante  de  que  ise  trat^^ 
por  días,  semanas,  meses,  anos ,  hmaciones, 
períodos  sotares,  siglos»  ele. ,  y  esto  con  re- 
lación al  orden  astronómico,  eclesiástico,  ci- 
vil, económico,  etc.  Figuradamenle  Uámanse 
también  calendario  las  tablas,  libro  ó  escrito 
en  que  dicha  distribución  y  orden  de  tiempos 
se  consigna.  Bajo  de  este  punto  de  vista  el 
calendario ,  según  el  asunto  de  que  se  trate, 
se  llama  almanaque  (de  etimología  árabe), 
anuario,  (^lalejo,  cartiüa  (de  rezo),  reper- 
torio^ etc. 

La  esposicion  del  calendario  en  su  sentido 
latoi  ó  sea  en  el  orden  astronómico,  histórico, 
eclesiástico  y  civil,  en  la  división  y  coordina- 
ción de  los  tiempos,  es  sobremanera  compleja^ 
vasta  y  eterogénea,  y  formarla  ella  sola  un 
estenso  volumen.  Para  ser  completo  deberia 
tratarse  ^n  él,  astronómica,  histórica,  crono^ 
lógica  y  jurídicamente  de  la  hora ,  con  todas 
las  divisiones  mínimas  del  tiempo  que  en- 
cierra: del  dia,  semana,  mes,  ano,  siglo, 
cielo  solar,  cielo  lunar,  era,  perfodoscro- 
fiológioos ,  revoluciones  astronómicas,  épo- 
cas, epáctas/  indicciones,  letras  dominicales^ 
áureo  nómerd,  y  de  infinitas  cosas  mas  toda*- 
via^  lo  que  haria^l  presente  articuio  esteno 
y  complicado  por  deáiás,  y  romperla  él  ór^ 
den  alfabético  de  la  ENCicLOiéMA!  motivos 
por  losr  que  trataremos  de  cada  «na  de  esas 
cosas  en  sos  artículos  particvlai^es,  limitando 
el  preMüe  k  la  idea. general  del  ealendario; 
y  es  escuiodo  advertir,  que  tintándose  de 
una  enci(flopedia  de  derecho,  no^rednciremoé 
á  lo  que  dice  mas  iimediala  relación  coa  este 
y  con  s|i  hístioria,  porlo  c«al  limitaremoe 
fioestras  nbservmciones  á.lo>conceniíenle  al 
derecho  espaiol  y  ai  canóntéo,  y  por  s»  cor- 
relación; al  romane.  Por  esta  consideración 
10  haremos  mérito  del  calendario  egipcio^ 
piersa,  árabe,  ni  de>otr^  de  pueblos  antiguos 
qhe  se  han  diferenciado,  y  todavía  sübsnce- 
sbres  se  dÜereboian  en  ^  modo  de  cotnpntar 
los  tiempos. 

Todos  los  calendarios^  sinenbargb^  tienen 
por  unidad  cardinal  lel  aio;  b>  que  aés  obli- 
garla á  tecet  algunas  iadicacianessébre  iesta 
unidad  dtc tiempo ;v  si  yt  na  lo  hubiéramos 
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aerificado  en  el  articolo  aA«»  y  habremos  de 
ampliarlo  en  el  de  mbs. 

Tomado,  pues,  en  esta  acepción  general, 
y  principalmente  bajo  el  punto  de  vista  de  su 
base  astronómica,  el  calendario  se  divide 
para  nuestro  propósito  en  antiguo  y  moder- 
no ,  ó  sea  en  calendario  romano  y  calendario 
gregoriano^  Llámase  del  primer  modo  la  di^ 
visión  del  ano  y  arreglo  de  los  tiempos,  con 
todas  sus  aberraciones,  errores  y  vicisitudes 
desde  Rómulo  y  Numa,  hasta  Gregorio  XIII: 
y  del  segundo  modo  la  división »  orden  y 
método  de  la  computación  de  los  tiempos 
desde  la  corrección  gregoriana,  ó  sea  la  ve- 
rificada por  el  papa  Gregorio  XIII  en  1582, 
en  adelante,  precediendo  y  acompañando  ¿ 
los  dos  la  complicada  historia  de  sus  vicisi- 
tudes, y  los  errores  y  esfuerzos  de  la  astro^ 
nofflía  y  de  los  pueblos  por  llegar  al  verda- 
dero punto  de  vista,  lo  cual  tenemos  espues- 
to ya,  aunque  sucintamente,  y  habrá  de  ver- 
se en  el  articulo  aHe» 

Entre  nosotros,  bajo  el  punto  de  vista  re- 
ligioso, y  podemos  añadir  que  del  civil,  la 
base  y  autoridad  del  calendario  es  eclesiás- 
tica, por  cuanto  toda  la  Iglesia  fija  la  cele- 
bración de  la  Pascua  al  tenor  de  lo  dispuesto 
por  el  cobcilio  Niceno,  y  por  cuyo  principio 
se  rigen  las  demás  fiestas  del  ano,  salvo  las 
votivas  y  poUticas. 

Se  han  hecho  grandes  esfuerzos  para  fijar 
y  poder  comprender  con  facilidad  este  punto, 
nuis  oscuro  que  dificil;  pero  ciertamento  em- 
foamzdso,  recurrieodo  á  la  idea  de  un  ca- 
lendario perpetuo,  en  vez  del  anual  ó  casuis^ 
tico,  de  que  usan  la  Iglesia  y  la  sociedad  po* 
litica;  p^o  ese  mismo  calendario  perpetuo 
tiene  que  ser  casuístico  también  y  reducido 
á  tastos  calendarios  parciales,  ó  anuales» 
cuantos  son  los  dias  de  diferencia  que  en  su 
mayor  escala  puede  presentar  la  celebracioA 
déla  Pascua»  según  que  cae  lo  m$3  baja,  ó  lo 
mas  idta  que  puede  ser,  esto  es,  con  una  di- 
ferencia de  3S  dias,  ó  sea  desde  el  ii  de 
marzo  hasta  el  25  de  abril* 

El  csdendario  y  corrección  gregoriana  fue- 
rvML  admitidos  por  nuestras  leyes ,  y  aunque 
yalo  esiabaeii  lo  eclesiástico,  Bene«Ecto  XIY 
lo  mandó  observar  por  su  constitución  Et  si 


pastorálü  y  ha  de  verse  en  el  tomo  i  de  las 
suyas,  ccmst.  57,  §  9» 

La  perfección  del  calendario  gregoriano 
sobre  el  romano  cesáreo  es  tal,  que  no  podia 
ofrecer  dudas  su  admisión;  y  sin  embargo  el 
discolismo  religioso  de  las  sectas  vino  á  mez- 
clarse en  ello.  Varios  paises  católicos  le  ad- 
mitieron desde  luego,  como  España  (1),  Fran- 
cia, Portugal,  Italia  y  Flandes.  Recibiéronlo 
también ,  aunque  con  alguna  lentitud,  los  ca- 
tólicos de  otros  estados :  los  de  Alemania  y 
los  cantones  católicos  de  la  Suiza  en  1584: 
los  de  Polonia  en  1586,  y  los  de  Hungría 
en  1587.  No  así  los  protestantes,  por  odio  á 
la  autoridad  de  que  procedia,  salvo  la  Dina- 
marca que  lo  recibió  en  1582.  Luchando  con 
la  evidencia,  y  á  favor  de  ligerisimas  varia- 
ciones» como  la  variación  de  fechas  délos 
equinocios  y  solsticios,  dando  sustancial- 
mento  el  mismo  resultado,  lo  admitieron ,  ó 
sea  su  equivalente,  los  protestantes  alemanes 
en  1700:  los  de  Suiza  en  1701:  los  de  Ingla- 
terra en  1752:  y  los  suecos  en  1753.  Los  ru- 
sos y  demás  comuniones  del  rito  griego  con- 
servan el  calendario  cesáreo ,  ó  romano ,  por 
lo  cual  hay  que  tener  presento  que  sus  fe* 
chas  llevan  siempre  12  dias  de  atraso,  y 
cuando  ellos  cuentan  10  de  enero,  por  ejem- 
plo ,  contamos  nosotros  32 ,  por  caya  causa, 
y  para  prevenir  los  perjuicios  de  posibles 
equivocaciones ,  se  acude  siempre  al  recurso 
de  la  doble  fecha,  conforme  á  uno  y  otro  ca- 
lendario. 

£1  Código  de  Comercio  ordena  en  su  ar- 
tículo 256 :  «En  todos  los  cómpvtos  de  días, 
meses  y  anos,  se  entenderán  el  dia  de  24  ho- 
ras ,  los  meses  según  están  designados  en  el 
calendario  gregoriano,  y  el  ano  de  365  dias:«t 
lo  cual  habrá  de  entenderse  en  cuanto  á  los 
anos,  cuando  se  mencionen  estos  genérica- 
mente, como  en  tantos  años,  un  año  después 
de  la  fecha,  ttxi.;fní^s  si  el  ano  se  determina, 
como,  por  ejemplo,  el  aRocorríetUe,  el  en- 
trante ,  el  anterior^  ete. ,  y  estos  fueren  bi- 
siestos, asi  han  de  computarse.  La  propia  es- 
cepcion  procede  si  se  dijere  ano  astronómi- 
co,  año  del  calendario  gregoriano.  En  este 


(1)    Kty  li,  tu.  I,  \\h.  i  ée  la  Nov.  Re^. 
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ttimo  taso  serian  Umbien  aSos  astronó* 
micos. 

Véanse:  nuestro  art.  Affo,  tom.  3,  pág.  38: 
Ferrarís,  Biblioteca  jurídica ,  art.  Kalendor 
ñum:  Diccionario  canónico  del  abate  Andrés 
en  el  mismo  artículo :  el  propio  en  la  Enci- 
clopedia Moderna:  y  los  relativos  á  esta  ma- 
teria mencionados  en  el  cuerpo  del  presente 
artículo. 

CALENDAS.  Traducción  del  plu* 
ral  latino  calenda^  ó  kaleíidcey  pues  como  es 
sabido  esta  voz  no  tenia  singular  en  dicha 
lengua;  aunque  después  se  le  ha  dado  en 
los  usos  eclesiásticos. 

Entre  los  romanos  la  palabra  kalendx  pro- 
Tenia  del  rerbo  griego  ealeo  (xaXeb>)  llamar 
eomocary  citar:  y  llamóse  calendas  (kalendis) 
al  primer  día  de  cada  mes  y  porque  en  él  los 
pontífices  menores  convocaban  al  pueblo,  y 
reunido,  como  también  los  tribunos,  en  el  lu- 
gar llamado  curia  calabra ,  en  el  cual  se  es- 
plicabanlos  ritos  y  ceremonias  religiosas,  di- 
chos pontífices  publicaban  las  fiestas  y  sacri- 
ficios correspondientes  al  mes,  días  en  que 
se  celebraban  los  nonas,  y  los  idus,  y  tam- 
bién lo  relativo  á  ferias  y  mercados. 

Las  calendas,  ó  sean  los  dias  primeros  de 
cada  mes,  estaban  consagradas  á  Juno.  En 
este  dia  los  logreros  liquidaban  con  sus  deu- 
dores, y  de  aquí  ialendce  trisles^  por  que  lo 
eran  para  el  que  debia:  cuentas  cdendariasy 
Jas  de  principio  de  mes:  y  liber  kalendarius^ 
el  libro  en  que  se  contenían,  como  si  dijera* 
mos  libro  mensual,  de  caja,  ó  de  cuenta  y 
razón. 

La  época  mensual  de  las  calendas  preva- 
leció tanto  entre  los  romanos,  sin  duda  por- 
que se  ligaba  k  tas  prácticas  religiosas,  como 
hemos  visto,  que  sobre  esa  vase  se  fundaba 
principalmente  su  sistema  numeral  en  la  dis- 
tribución del  mes,  cuyo  sistema  trascendió 
después  á  todas  las  naciones  en  que  se  ha- 
bló la  lengua  latina  y  en  ella  se  trataron 
los  negocios  públicos,  y  aun  los  privados, 
como  sucedió  entre  nosotros  hasta  hace 
pocos  siglos.  Se  má  también,  aun  en  el  ro- 
Bunce,  introducida  ya,  y  hecha  nacional  esta 
lengua.  Continúa  ufándose  en  la  buena  lite- 
ratura latina:  en  le  canónico:  y  la  curia  to** 

TOMO  VH. 


mana  la  aplica  en  algunos  documentos,  bulas 
y  breves  inalterablemente ;  y  en  otras  con 
frecuencia.  De  aquí  la  necesidad  de  retener 
y  comprender  con  certeza  y  precisión  el  mé- 
todo romano,  por  los  infinitos  documentos 
antiguos  y  modernos,  escrituras,  procesos, 
leyes,  cánones,  bulas,  breves,  etc.,  que  el 
letrado  y  el  publicista,  tienen  que  esponeiv 
descifrar,  ó  aplicar  por  dicho  sistema,  y  me- 
canismo numeral. 

Los  romanos,  pues,  tenían  como  es  sabido, 
en  cada  mes  tres  épocas ,  ó  períodos  nota- 
bles,  que  eran  las  calendas,  cl  primer  día  de 
él :  las  nonas  el  cinco  ó  el  siete ,  según  los 
meses:  y  los  idus  el  trece,  ó  el  quince  en  la 
propia  forma. 

Como  siempre  entre  las  nonas  y  los  idus 
habían  de  mediar  ocho  dias,  incluso  el  de 
las  nonas,  cuando  estas  correspondían  al 
dia  cinco  del  mes,  los  idus  eran  el  trece;  y 
si  correspondían  al  siete ,  los  idus  eran  cl 
quince.  Los  dias  que  mediaban  desde  los 
idus^exclusivéy  hasta  las  calendas  siguientes, 
ó  sea  hasta  el  primero  del  siguiente  mes,  tu- 
clusive  este,  se  llaiuaban  también  calendas, 
en  el  sentido  de  dias  en  que  la  división  del 
tiempo ,  ó  cómputo  mensual  se  referia  y  su- 
jetaba á  las  calendas  del  mes  siguiente.  El 
número  de  estos  días  era  mayor ,  ó  menor, 
según  que  los  idas  correspondían  al  iS,  ó 
al  15 ,  y  los  días  de  que  constaba  el  mes. 

En  tos  meses  de  marzo ,  mayo ,  julio  y 
octubre  los  idus  correspondían  ó  correspon- 
den al  cinco;  en  los  restantes  al  siete;  y  por 
consecuencia  en  aquellos  son  los  idus  el  13, 
y  en  estos  el  quince.  Desde  el  14 ,  pues ,  en 
los  primeros ,  y  desde  el  16  en  los  segun-^ 
dos,  se  empieza  á  contar  con  relación  á  las 
calendas;  pero  en  la  forma  inversa  siguien- 
te :  en  el  mes  de  enero ,  por  ejemplo ,  ea 
que  los  idus  son  el  13,  diremos  el  14  XlXy  j 
también  e/^cimo  nonohalendas  februaiias^ 
subentendiéndose  siempre  la  preposición  an- 
te, esto  es ,  dú^  IX  ante  kalendas  februa^ 
fias ,  y  equivaliendo  á  dia  19  antes  de  las 
calendas  de  febrero.  En  los  dias  suceaivos* 
siguiendo  de  mayor  á  menor  la  escala  in- 
versa, secontmúa  diciendo  el  13  dédmo  oc- 
tavo; el  16  dédmo  séptimo;  él  il  déeim% 
19 
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sesto,  etc.;  salvo  el  34  de  enero  qae  diremos 
pridie  ialendas  fbbruariasy  esto  es,  eldia 
antes  de  las  calendas  á^  febrero;  y  el  prime- 
ro de  este  mes  kalendis  februariis ,  esto  es, 
bI  diadelas  calendas,  ó  primero  de  febrero. 
Hemos  indicado  ya,  que  para  la  numeración 
en  la  escala  inversa  de  los  dias  ha  de  aten- 
derse á  si  el  mes  trae  30, 31,  28  6  29. 

¿Calendas,  dice  la  ley  45,  tít.  44,  Parti- 
da 5,  son  llamadas  el  primer  dia  de  cada 
mes:  cct  por  que  acaesce  á  las  vegadas  que 
algún  home  promete  á  otro  de  dar  ó  de  facer 
alguna  cosa  en  kalendas,  non  señalando  cua- 
les, en  tal  caso ,  como  este  decimos  que  se 
debe  complir  la  promisión  en  las  primeras 
kalendas  que  vinieren  después  de  aquel  dia 
en  que  se  fizo  el  obligamiento.» 

En  escritos  antiguos,  señaladamente  en  la 
antigua  corona  de  Aragón,  calendar  es  lo 
mismo  que  fechar ;  y  calenda,  6  calendata, 
lo  propio  que  fecha.  V.  cai.bw»a»i#. 

CALICATA.  Lo  mismo  que  caía  y 
eata.  Estas  voces  son  de  usual  y  frecuente 
aplicación  en  el  ramo  de  minería,  y  signifi- 
can la  cava  ó  rompimiento  que  se  practica 
en  la  superficie  6  capa  esterior  de  la  tierra, 
en  indagación  ó  esploracíon  de  las  sustancias 
minerales  que  puede  encerrar. 

Empezando  necesariamente  la  calicata  por 
deformar  y  deteriorar  el  fundo  en  que  se 
practica,  lastimando  asi  los  derechos  de  pro- 
piedad ,  ora  esta  pertenezca  á  particulares, 
ora  al  Estado ,  es  claro  que  este  asunto  ha 
de  haber  merecido  en  todos  tiempos  la  aten- 
ción de  las  leyes ,  y  así  es  en  efecto;  por 
mas  que,  aun  en  estos  últimos  tiempos,  en 
que  tal  desarrollo  ha  recibido  el  ramo  de  mi- 
nería, y  tan  frecuentes  tienen  que  ser  las 
invasiones  de  la  propiedad,  hayan  dejado 
no  poco  á  la  interpretación. 

¿ibido  es  que  nuestras  leyes  de  todos  los 
tiempos,  al  establecer  y  proclamar  el  domi- 
nio supremo  del  Estado  sobre  minas ,  lo  han 
Hmitado  en  el  hecho  á  los  metales,  sustan- 
cias, combustibles  y  salinas,  y  á  las  piedras 
preciosas;  declarando  de  aprovechamiento 
eomun  las  tierras  y  las  piedras  de  cons* 
tracción,  constituyendo  aqudtas  el  objeto 
Mpecial  de  la  minería,  y  no  asi  las  segun- 


das. De  aqui  los  dos  géneros  que  podemos 
distinguir  de  calicatas :  las  primeras  con  re- 
glas precisas  y  terminantes;  las  segundas 
no  tanto,  teniendo  que  recurrirseen  laprác* 
tica  i  la  jurisprudencia  y  costumbres  reci- 
bidas ,  i  los  principios  generales,  y  por  pa- 
rificacion ,  ó  como  doctrina  la  mas  autoriía- 
da,  á  lo  dispuesto  por  las  leyes  de  minería 
en  cuanto  á  las  calicatas  del  primer  género^ 
esto  es,  las  que  sirven  para  esplorar  la  exis- 
tencia ó  criauleros  de  sustancias  metálicas, 
combustibles ,  salinas  y  de  piedras  pre- 
ciosas. 

En  cuanto  á  estas,  la  ley  vig^te  de  mi- 
nas de  44  de  abril  de  4849,  ordena  lo  si- 
guiente de  acuerdo  en  ello  con  el  real  de- 
creto del  ramo  de  48  de  diciembre  de  4838. 

f  Art.  7.  Todo  español  ó  estranjero  pue- 
de hacer  libremente  esploraciones  ó  investi- 
gaciones para  descubrir  los  minerales  de 
que  habla  el  art.  4.''  (que  son  las  cuatro 
clases  de  sustancias  antes  mencionadas)  ya 
sea  en  terrenos  realengos,  comunes  ó  de 
propios ,  ya  de  dominio  particular  •  siempre 
que  estas  operaciones  se  limiten  á  meras  ca- 
licatas. Estas  no  podrán  esceder  de  cuatro 
varas  de  superficie  9  sobre  una  de  profun- 
didad. 

Guando  las  calicatas  hubieren  de  hacerse 
á  menor  distancia  de  cincuenta  varas  de  un 
edificio,  ó  en  jardines,  huertas,  viñedos, 
terrenoscercados  ó  de  regadío,  ó  en  servi- 
dumbres públicas,  no  podrán  principiarse 
sin  permiso  del  dueño  ó  de  quien  le  repre- 
sente; y  por  su  denegación  el  del  gefe  po- 
lítico ,  que  no  podrá  dario  sin  audiencia  de 
aquel  é  informe  del  consejo  provindal,  pre- 
vio reconocimiento  de  facultativo. 

El  esplorador  queda  obligado  á  indemni- 
zar al  propietario  del  terreno  los  danos  y 
perjuicios  que  de  cualquier  modo  le  ocasio- 
ne; y  en  su  defecto  caso  de  ínsolveada, 
será  reputado  dañador  voluntario  para  todos 
los  efectos  legales.  > 

Si  dos  ó  mas  abren  calicatas  en  el  terreno 
señalado  auna  pertenencia,  será  preferido 
para  la  concesión  de  esta,  ei  que  primero 
haya  descubierto  el  mineral.  Si  hay  terreno 
franco  para  todos  los  que  hubieren  descu-^ 
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Merto  mineral  9  todos  serán  amparados.  T 
SI  no  habiéndolo,  dos  ó  mas  halli^n  el  mi- 
neral al  m»mo  tiempo ,  todos  los  que  se  ba- 
Hen  eaigoal  caso  serán  asimismo  amparados 
en  JQsta  proporción  (1). 

En  cnanto  á  las  calicatas  del  segundo  gé- 
nero, ó  sean  las  que  se  practican  en  indaga- 
clon  y  para  la  estraccion  de  piedras  comu- 
nes y  sustancias  terrosas ,  ya  la  ley  %  tíi.  i8, 
lib.  9  de  la  Not.  Recop.  babia  asentado  el 
principio  en  cuanto  á  toda  dase  de  calicatas 
de  la  licencia  necesaria  del  dueSo  del  ter- 
reno y  de  la  competente  indemnización.  £1 
mencionado  real  decreto  de  i825  en  su  ar- 
tículo 4.""  estableció  que  todo  español  ó  es- 
Cranjero  pudiese  hacer  calicatas  en  cuales- 
quiera clase  de  terrenos  para  la  estraccion 
de  piedras  y  tierras,  resarciendo  los  danos  y  | 
perinicios;  pero  callaba  acerca  del  conoci- 
miento de  los  dueños.  En  real  orden  de  6  de 
marzo  de  4832,  se  declaró  la  libre  facultad 
á  natorales  y  á  estranjeros  de  hacer  calica- 
tas en  cualesquiera  tierras ,  para  la  busca  y 
estraccion  de  piedras  litográficas,  previa  li- 
cencia de  las  justicias,  y  habiendo  de  indem- 
nizar de  los  perjuicios  á  los  dueños.  En  real 
resolución  de  2  de  agosto  de  1833 ,  hacien- 
do ya  distinción  entre  las  sustancias  metáli- 
cas y  demás  que  constituyen  el  objeto  espe- 
cial de  la  minería  y  las  piedras  comunes  y 
sustancias  de  naturaleza  terrosa ,  se  autori- 
zaron ya  las  calicatas  en  cualesquiera  clase 
de  terrenos,  previa  indemnización  de  lo 
que  importasen  los  derechos  de  propiedad, 
y  con  licencia  de  las  justicias. 

Como  se  Té ,  no  hay  entre  todas  estas  re- 
soluciones, ni  en  otras  que  se  omiten,  un 
sistema  fijo:  hablan  unas  de  indemnización 
de  daios :  otras  del  derecho  de  propie- 
dad; y  eran  oscuras  é  inadecuadas  en  cuan- 
to al  requislo  de  previa  licencia  de  los  due- 
ños de  los  terrenos,  pues  que  hablan  soló 
de  la  de  las  justicias.  Mas  completa  y  mejor 
entendida  la  ley  vigente  de  minas ,  ya  antes 
citada,  ordena  lo  que  sigue  en  su  art.  3. 
cLas  producciones  minerales  de  naturaleza 
terrosa,  como  las  piedras  calizas  ó  de  cons- 


(1)    Art.  S  de  la  ley  de  minas. 


truccion,  las  arenas,  las  piedras  arcillosas 
y  magnesianas,  y  las  piedras  y  tierras  calizas 
de  toda  especie,  continuarán  como  hasta 
ahora ,  siendo  de  aprovechamiento  común  ó 
propio ,  según  sean  los  terrenos  en  que  se 
encuentren.     * 

No  se  permitirá  la  esplotacion  de  estas 
sustancias  en  terrenos  ágenos  sin  consenti- 
miento del  dueño.  Sin  embargo,  cuando 
estas  materias  tengan  aplicación  á  la  alfa- 
rería, fabricación  de  loza  y  porcelana,  ladri- 
llos refractarios,  fundentes  de  cristal  ó  vi- 
drio, ú  otro  ramo  de  industria  fabril ,  ó  para 
las  construcciones  de  interés  público,  podrá 
concederse  la  autorización  por  el  gobierno, 
previo  espediente  instruido  por  el  gefe  po- 
lítico, oyendo  al  dueño,  al  ingeniero  de  mi- 
nas y  al  consejo  provincial. 

Si  el  dueño  se  obliga  á  esplotarlas  dentro 
del  término  de  seis  meses,  será  preferido; 
pero  en  las  construcciones  de  interés  públi- 
co, el  término  lo  fijará  el  gobierno.  En  nin- 
gún caso  podrá  darse  principio  á  la  esplota- 
cion sin  baber  indemnizado  al  dueño  del 
terreno  del  valor  de  este ,  y  de  una  quinta 
parte  mas;  á  no  ser  que  prefiera  la  de  los 
perjuicios  que  se  le  ocasionen. 

Caducará  esta  clase  de  concesiones,  siem- 
pre que  se  falte  á  las  condiciones  estableci- 
das en  el  reglamento. 

Las  sustancias  á  que  se  refiere  este  ar 
ticulo ,  no  quedan  sujetas  á  las  disposicio- 
nes de  esta  ley  en  cuanto  á  las  labores:  estas 
sin  embargo,  se  someterán  á  la  vigilancia 
de  la  administración,  respecto  á  las  reglas 
de  policía ,  siempre  que  se  hicieren  por  po- 
zos ó  galerías  subterráneas.» 

Se  vé  que  en  uno  y  otro  género  de  ca- 
licatas, está  amparada  la  propiedad :  la  le- 
gislación de  minería  es  aplicable  á  las  que 
dicen  relación  á  sustancias  terrosas ,  menos 
en  cuanto  á  las  labores:  sobre  estas,  sin  em- 
bargo, debe  velar  la  autoridad  administra- 
tiva bajo  el  punto  de  vista  de  prevenir  des- 
gracias, y  para  impedir  el  deterioro  ó  afea- 
miento de  paseos,  edificios,  vias  y  parajes 
públicos. 

Todavía  en  cuanto  á  unas  y  otras  calica- 
tas las  disposiciones  posteriores  á  la  ley  de 
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minas  han  adoptado  reglas  comtmes»  ya  de 
ejecacioa,  ya  como  naevas  garantías  para 
la  propiedad.  Trata  de  este  particular  el 
cap.  4  del  reglamento  de  minas  de  31  de 
julio  de  i849. 

Según  él ,  todo  el  que  intente  hac^r  cali- 
catas, sin  perjuicio  del  permiso  del  dueño, 
acudirá  al  alcalde  local  con  una  solicitud,  es- 
poniendo su  propósito  y  pidiendo  se  haga 
comparecer  al  dueño  del  terreno ,  ó  se  le 
requiera  para  que  adopte  las  precauciones 
que  crea  oportunas  á  fin  de  evitar  perjuicios. 
Sin  este  requisito  previo  no  puede  proceder 
á  hacer  calicatas,  y  estará  sujeto  además 
sobre  el  esceso ,  á  lo  que  determinen  las  le- 
yes (1). 

En  los  casos  en  que  según  el  art.  7  de  la 
ley,  hay  que  suplir  el  consentimiento  del 
dueño,  el  que  desee  hacer  calicata,  citará 
al  dueño  ajuicio  de  avenencia  ante  el  alcal- 
de, por  solicitud  escrita  en  que  se  anotará 
el  dia,  hora  y  fecha  de  la  presentación. 
Comparecerán  ambos  con  hombre  bueno; 
si  hubiese  avenencia  ó  consentimiento,  el 
alcalde  cuidará  de  hacerlo  poner  por  acta  y 
de  ejecutar  lo  convenido.  En  caso  negativo 
remitirá  el  acta  al  gefe  político,  hoy  gober- 
nador ,  con  oficio  é  informe  sobré  si  en  su 
juicio  debe  ó  no  concederse  el  permiso  su- 
pletorio. . 

El  gobernador  requerirá  al  recurrente  I 
para  que  pida  ó  demande ,  y  este  instruirá 
esposicion  esponiendo  el  hecho  y  su  propó- 
sito, designando  el  lugar,  fundo  y  natura- 
leza del  terreno,  afianzado  de  danos  y  per- 
juicios y  formalizando  petición  de  permiso. 

Mandada  anotar  la  solicitud  y  proveer  de 
resguardo  al  recurrente ,  se  ordenará  remi- 
tir copia  de  aquella  al  dueño  del  terreno, 
para  que  en  término  de  diez  dias  esponga  lo 
que  crea  oportuno  sobre  el  permiso  y  sufi^ 
ciencia  de  la  fianza. 

Si  la  calicata  hubiere  de  hacerse  sobre 
servidumbre  pública ,  las  diligencias  se  en^ 
tenderán  con  el  alcalde  local. 

Pasado  el  término  con  contestación  ó  sin 
ella,  el  gobernador  mandará  pasar  ingeniero 


II)   Art.  12  del  regUmínUr. 


á  verificar  el  recoBocimiento  del  iemmo» 
previa  citación  de  los  interesados. 

El  espediente  así  instrnido  pasará  i  exá<* 
men  del  consejo  provincial ,  y  el  gobernador 
con  presencia  de  él ,  dictará  providencia 
concediendo  ó  negando  el  permiso,  y  desig- 
nando fianza,  si  el  dueño  del  terreno  no  se 
hubiere  conformado  con  la  propuesta. 

La  resolución  se  notificará  á  tos  interesa** 
dos,  y  al  solicitante  del  permiso  se  le  pro- 
veerá de  certificación  por  el  secretario  con 
el  Visto  Bueno  del  gefe,  en  ia  cual  se  inser- 
tará el  permiso  y  un  estracto  de  lo  espuesio 
en  el  espediente. 

Si  alguno  de  los  interesados  se  sintiere 
agraviado  de  la  providencia ,  pnede  recur- 
rir en  queja  á  S.  M.  por  el  ministerio  de 
Obras  públicas  (i). 

No  se  permite  hacer  calicatas  ni  otras  la- 
bores de  investigación,  en  carreteras  y  ca- 
minos públicos;  en  los  caminos  de  hierro; 
dentro  del  recinto  de  plazas  fortificadas ;  en 
poblaciones  no  rurales ;  en  los  edificios  de 
propiedad  particular  (y  creemos  que  lo  mis- 
mo debe  entenderse  de  todo  género  de 
edificios)  á  menos  que  preceda  consenti- 
miento espreso  del  dueño ,  dado  por  escrito 
y  sin  que  pueda  suplirlo  ninguna  autori- 
dad (2). 

El  permiso  caduca ,  no  haciéndose  uso  de 
él  en  el  término  de  dos  meses.  En  este  caso 
y  en  el  de  negarse  aquel  por  ineficacia  de 
la  fianza,  se  reconocerá  el  derecho  del  solí-* 
citante  que  le  siga  en  tiempo,  si  hubiese 
uno  ó  mas ,  y  así  gradualmente  (3). 

Dura  por  cierto  parece  aquí  la  coartación 
impuesta  al  uso  del  permiso ,  toda  vez  que 
no  pudiendo  darse  otro  que  el  concedido  por 
el  dueño ,  la  limitación  parece  no  podta  pro- 
venir sino  de  este  que  dispone  de  su  propio* 
dad.  Sin  embargo,  es  menester  no  perder 
de  visla  que  las  minas  están  declaradas  por 
del  Estado^  que  si  debe  favorecer  á  la  pro- 
piedad, ne  ha  de  hacerlo  menos  á  la  indos- 
tria,  que  resultaría  perjudicada  no  abríén- 


(1)  Art.  ». 
(1)  Art.  14. 
(3     Art.», 
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doseparaeRa,  ni  aun  con  las  garantías  de 
la  ley»  las  entrañas  de  la  tierra,  debiendo 
tenerse  en  cnenta  que  aqní  no  se  trata  del 
permiso  en  los  casos  en  que  no  puede  su« 
plirse,  según  queda  antes  espuesto;  sino 
del  concedido  ó  suplido ,  á  cuya  sombra  no 
debe  abusarse. 

En  real  orden  de  iO  de  marzo  de  iSSS, 
aplicando  y  supliendo  los  antedichos  artícu- 
los del  reglamento,  se  dispone  que  cuando  el 
terreno  en  que  se  intente  hacer  calicata  sea 
de  propios  ó  procomunal  se  acuda  al  alcalde 
local,  como  se  hace  en  su  caso  respecto  de 
los  dueños  particulares,  para  que  adopte  las 
disposiciones  que  tenga  por  oportunas ,  á  fin 
de  evitar  perjuicios.  Declárase  asimismo  que 
los  dos  meses  que  en  el  reglamento  se  con- 
ceden para  hacer  uso  del  permiso  de  ha- 
cer calicatas  son  perentorios,  sin  que  contra 
el  lapso  (fe  tiempo  pueda  alegarse,  ni  se  ad- 
mita disculpa  alguna,  no  habiendo  realizado 
la  simple  calicata:  y  que  durante  dicho  tér- 
mino, sin  embargo,  no  puede  concederse  á 
nadie  el  permiso  para  esplorar  por  pozos  ó 
galerias:  y  que  en  todo  caso,  si  durante  el 
mencionado  término  pidiese  este  permiso  el 
que  lo  obtuvo  para  proceder  por  calicata, 
se  le  amparará  en  el  derecho  de  propie- 
dad ,  toda  vez  que  también  con  ella  cons- 
ta anotada  la  solicitud.  Y.  vinas  y  artícu- 
los análogos  como  •■niiiiCf^ff,  rbc&is- 
¥■•9,  etc. 

CÁLICES  (veMcisii  mm  i.o9).  El  em- 
perador Carlos  y  ordenó  que  cada  ano  en  la 
fiesta  de  la  Epifanía  se  ofreciesen  en  la  ca- 
pilla de  palacio  tres  cálices  ó  copas  doradas, 
al  tiempo  del  ofertorio  de  la  misa  solemne, 
y  desde  entonces  se  ha  observado  por  nues- 
tros reyes  esta  práctica  religiosa.  El  mayor- 
domo mayor  los  presenta  al  rey,  y  el  rey 
por  su  mano  al  prelado  celebrante.  Si  hay 
príncipe  de  Asturias  es  este  el  que  los  pre- 
senta al  rey.  El  uno  de  los  tres  cálices  con- 
tiene una  moneda  de  oro:  el  otro  incienso: 
y  el  restante  cera  blanca.  Concluida  la  fun- 
ción, uno  de  los  cálices  ofrecidos  se  lleva 
como  donativo  al  Escorial:  los  otros  dos  se 
destinan  á  iglesias  pobres  á  juicio  del  limos- 
nero mayor.  Por  todo  ello  la  solemnidad  de 


la  capilla  real  en  ef  día  dé  Reyes  íq  Ihima 
fitncUm  de  los  cálices. 

CALIDAD.  Dícese  también  cualidad: 
del  latin  qtmliUas,  qualis*  En  el  sentido  filo- 
sófico es  lo  mismo  que  aquel  requisito,  6  cir- 
cunstancia por  la  cual,  una  cosa  e&  lo  que  es, 
y  se  distingue  de  las  otras  Individual,  espe- 
cífica, ó  genéricamente.  Calidades  6  cualida- 
des es  el  conjunto  de  propiedades,  atributos, 
requisitos,  ó  circunstancias  peculiares  de  un 
ser:  id  omne  propíer  quod  rem  talem ,  aut 
qualem  esse  dicUur.  De  aquí,  en  el  orden  fí- 
sico son  cualidades,  la  lucidez,  la  opacidad, 
la  elasticidad,  la  liquidez,  etc. :  en  el  orden 
social  el  ser  noble,  pechero,  título,  gran* 
de,  etc.,  en  el  orden  moral  los  vicios  y  vir» 
tudes,  ya  se  consideren  en  abstracto,  ya  en 
el  individuo :  en  el  orden  administrativo^  en 
fin,  el  requisito,  ó  requisitos  que  constitu- 
yen la  aptitud  legal  para  los  cargos,  benefi- 
cios de  ley,  como  tantos  anos  de  carrera,  gra- 
dos académicos ,  etc.  Asi  personas  de  cali- 
dad son  las  de  noble  alcurnia,  ó  gran  valía: 
en  el  orden  jurídico  se  decian  pleitos  de  ca^ 
lidad  y  cantidad  aquellos  en  que  para  que 
procediera  alguna  instancia  mas  ó  recurso, 
como,  por  ejemplo,  el  de  mil  y  quinientas 
doblas,  habia  de  concurriría  cuantía  con  la 
precisa  calidad  de  haber  empezado  por  de- 
manda y  por  respuesta  en  la  Chancillería,  ó 
tribunal  de  alzada:  y  asi,  en  fin,  en  el  re- 
glamento interior  del  Senado  se  establece 
una  comisión  permanente  de  examen  deca^ 
Hdades ,  entendiendo  por  estas  los  requisitos 
determinados  por  la  Constitución  política, 
para  poder  pertenecer  á  la  alta  Cámara, 
como  la  edad,  la  renta,  la  categoría,  etc. 

CALIFICAR.  Apreciar  calidades, 
juzgar  acerca  de  ellas:  censurar  un  escrito, 
título,  ó  documento  bajo  el  punto  de  vista  de 
sn  legitimidad,  verdad^  ó  falsedad,  trascen- 
dencia, eficacia^  moralidad ,  etc.  Así  en  el 
tribunal  de  la  inquisición  habia  funciona- 
ríos  que  tenian  este  cargo,  denominándose 
por  ello  calificadores  dd  sanio  oficio.  Con 
arreglo  á  lo  dicho  hombre  caüfieada,  ó  muy 
calificado,  es  en  lo  moral  el  que  se  halla  bien 
ó  muy  favorablemente  juzgado  por  la  opi- 
nión en  cuanto  á  su  probidad  y  prendas  aná- 
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laga$.  Cal^íearse  es  lo  mismo  qae  probar 
uno  por  los  medios  establecidos  en  tas  leyes 
U  nobleza»  ü  otros  requisitos  exigidos  por 
ellas  para  el  honor,  cargo,  ó  dignidad  á  que 
se  aspira. 

CÁLIZ.  Del  latin  calix,  palabra  deriva- 
da, según  unos  de  la  griega  kilis  (^^f),  vaso 
de  beber;  y  según  otros  del  verbo  cdeo,  ca- 
lentar, fomentar,  etc.,  por  estar  destinado  en 
las  mesas  al  uso  de  bebidas  calientes,  ó  es« 
pirituosas.  Como  estas  podian  ser  de  diver- 
sas especies,  gratas,  acervas,  etc. ,  de  aquí, 
sobre  todo  en  lo  antiguo,  lasespresíones  me- 
lafóricas,  y  el  tomarse  cedix  por  placer,  do- 
lor, padecimiento,  como  en  las  locuciones 
cali%  dulect  cali%  amargo  ó  de  amargura^  y 
en  el  testo  sagrado  la  locución  figurada  si 
po89Ünle  est^  trase<tí  á  me  calix  iste,  y  otras 
análogas. 

En  lo  antiguo,  y  mientras  este  vaso,  copa, 
ó  taza  estaba  destinado  á  usos  profanos,  era 
de  diversas  formas  y  materias ,  y  hay  auto- 
res que  asientan  que  el  cáliz  de  la  consagra- 
ción en  la  áltima  cena,  era  de  dos  asas.  Des- 
pués de  esta  solemnidad  mística  y  supre- 
ma, el  cáliz  fué  ya  un  objeto  sagrado  entre 
los  cristianos,  y  esta  palabra  genérica  y  co- 
mnn,  como  su  objeto,  pasaron  á  ser  entre  los 
mismos  y  en  los  usos  y  ceremonias  de  la 
iglesia  una  cosa  específica,  y  religiosa,  y  en 
todo  rigor  una  cosa  sagrada. 

Era  consiguiente  á  esto  el  que  acerca  de  su 
materia,  forma,  uso  y  ritos  de  su  bendición 
y  consagración  hubiera  reglas  determinadas, 
y  asi  es.  La  forma  recibida  es  la  que  con- 
viene al  uso  de  este  vaso  sagrado,  esto  es, 
una  copa  de  regular  altura  en  su  pié:  forma 
la  mas  adecuada  á  los  jures  usos  á  que  llegó 
á  estar  destinado  el  cáliz,  esto  es,  la  coii- 
sagracion,  la  elevación  del  mismo  en  el  sa- 
crificio oíVeciéndolo  á  la  adoración  de  los  fie- 
les, y  la  comum'on  del  sanguis  á  los  mismos 
mientras  esta  se  verificó  en  ambas  especies. 

En  los  primeros  tiempos  de  la  Iglesia 
los  cálices  eran  de  madera ,  según  el  testi- 
monio de  San  Gerónimo  (1)  y  otros  auto- 


(t)  KybLi. 


res  (1),  y  varios  testos  canónicos  (3),  d^ 
donde  el  Racional  de  offic.  depkt.etor- 
nament.  ecclesiast^  cap.  3.  num.  44,  tomó 
la  acerva  y  repetida  invectiva,  tunc^  entm, 
erant  lignei  cálices;  et  aurd  sacerdotes; 
nunc  vero  corUrá. 

Ordenóse  después  que  fuesen  de  vidrio; 
pero  si  este  era  mas  limpio  y  adecuado,  por  su 
mayor  esposicíon  á  romperse,  esponia  mas  á 
irreverencias.  Al  vidrio  sustituyó  el  estaño; 
con  esclusion  de  todo  metal  sujeto  á  la  cor- 
rosión del  orín.  En  8i3  el  concilio  de  Reims 
ordenó  que  los  cálices  y  patenas  fuesen 
solo  de  oro  ó  plata;  salvo  el  caso  de  estre- 
mada pobreza  en  que  podrían  ser  de  estaño. 
En  787  el  concilio  de  Galchut,  en  Inglaterra, 
habia  ya  mandado  que  fuesen  solo  de  oro  ó 
plata.  Lo  propio  dispusieron  Urbano  1,  y 
León  IV»  y  asi  la  Iglesia  lo  tiene  sancionado 
y  la  disciplina  general  recibido,  c  Calix  do- 
mini  cum  patena,  si  non  ex  auro  omninOf 
ex  argento  fiat.  Si  quis  antem  tam  pauper 
esl,  saltem  vel  stanneum  calicem  habeat.  Ex 
aurichalco  non  fiat  calix  ^  quia  ob  vini  vir^ 
tutem  eeruginem  partía  qum  vomüum  pro^ 
voeat.  Ntülus  autem  in  ligneo^  atU  vitreo^ 
cálice  presumat  missam  cantare.  Can,  ut  car- 
lix,  de  consecrat.  di$t.  1,  cap.  uU.  de  cele* 
brat.  mins. 

Doy  los  callees  mas  pobres  tienen  el  pié 
de  bronce  ú  otra  materia ;  pero  la  copa  de 
plata  sobredorada  en  el  interior ;  ni  los  ordi- 
narios deben  consagrar  otro  género  de  cáli- 
ces, si  bien  creemos  que  en  casos  aislados 
de  estrema  necesidad ,  podría  consagrarse 
un  cáliz  de  estaño ,  ó  vidrio»  como  en  los 
viajes,  descubrimientos  y  misiones  en  remo- 
tos países,  en  los  cuales  vemos  en  el  artí- 
culo BfiíiMci^a,  y  otros  que  por  bien  de 
la  Iglesia  rige  ó  se  tolera  una  Ulurgia  es- 
cepcional. 

En  rigor,  ninguna  mano  profana  puede 
tocar  á  un  cáliz  consagrado,  al  tenor  del  ca- 
pítulo 70  del  concilio  de  Agda:  Non  oportet 
insacratos  ministros  oontingere  vasa  damini. 
La  imposibilidad  de  hallar  siempre  y  en  tantas 


(1)  Rstrabon  ,  De  Rebos  cccl.  eap.  %. 

(2)  Cap.  Vim:  Cap.  1,  Ub.  A  de  OonsecraU  dUU  I. 
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iglesias  pobres  9  subdiácenos,  ó  clériges  de 
érden  sacro  para  ios  serTtcios  menores  del 
ci^  eclesiástico,  ha  relajado  en  esta  parte 
el  rigor  de  la  discipliiia,  limitándolo  al  caso 
de  contener  el  cáliz  el  sanguis »  ó  la  hostia 
consagrada,  como  en  las  ceremonias  de  se- 
mana Santa;  pero  siempre  ha  de  evitarse 
qne  las  mujeres  y  los  niños,  incapaces  estos 
de  la  conveniente  reverencia,  manejen  los 
vasos  sagrados. 

La  costumbre  de  poner  cáliz  en  las  manos 
del  cadáver  de  vm  sacerdote  es  abusiva,  j- 
solo  puede  tolerarse  que  se  use  para  estos 
casos  un  cáliz  figurado  de  madera  plateada  ú 
otra  cosa  análoga,  y  en  todo  evento,  aun 
siendo  propiamente  cáliz  de  oro  é  plata ,  no 
consagrado. 

En  los  cónclaves  para  la  elección  de  pon« 
iffice,  los  cardenales  depositan  las  cédulas 
en  un  cáliz. 

El  cáliz,  como  se  vé,  es  entre  los  vasos 
sagrados  uno  de  los  principales.  Necesita, 
no  solo  betidunon;  sino  consagración.  Sobre 
quien  puede  hacerla,  por  derecho  propio,  ó 
delegado,  y  cuando  por  deterioro,  fractura,  ó 
recomposición  debe  reiterarse,  ó  no,  véanse 
principahiMnte  los  artículos,  aaí^,  »biiiéi- 

eiOlV,  €#WA<imA€ÍOW, ¥A—  gACIH a»— . 

CALORA.  Palabra  usada  con  fre^ 
ouencia  en  los  antiguos  fueros  municípsJes 
de  España,  para  espresar  las  penas  pecu- 
niarias que  debian  satisfacer  los  reos  de  al-* 
gunos  delitos  en  reparación  ó  indemnisa^ 
cion  de  los  danos  causados  á  los  ofendidos. 
Véase  iivi.va;  miiA  wmmmmñAmMA. 

CAIAJMÍIIIA.  Se  usa  esta  palabra 
en  dos  acepciones :  una  general  y  común  en 
la  cual  recibe  una  significación  mas  lata;  otra 
especial  y  concreta  e^  que  tiene  ana  signi- 
ficación puramente  legal.  En  este  sentido  se 
aplica  la  palabra  calumnia  á  las  denoncias 
falsas  que  se  hacen  en  juicio,  y  á  las  iaipu- 
taciones  de  hechos  criminales  que  se  propa- 
lan faera  de  él.  De  las  denuncias  eaUnanío- 
sas  haMamos  en  ios  articalos  AcvAAiDMa; 
•BinniOiA  €Ai««inii««4«  De  toxalumnta 
estrajodloial  y  oomiin  habláremos  en  el  pre- 
sente, que  para  la  mayor  claridad  4ívi¿imos^ 
en  las  «ecciones  siguientes  .\ 


PABTB   »0€TRIIVAIi. 


StC.  L  KXÁMKI  DBL  DXRE(»0  ESPáROL  AK« 
TIRIOa  AL  CÓOIOO  PENAL  VIGENTE, 
V  DE  LA  LEOISLACION  ESTRANJEEA 
RESPECTO  DE  LA  CALDMNU. 

SbC.  II.  DB  LA  CALUMNIA  T  SUS  ESPECIES 
CON  ARREÓLO  AL  CÓDIGO  PENAL. 

SeG.  UL  CONDICIOKBS  esenciales  del  DELI- 
TO DB  CALUMNIA. 

Seo.  IV.  AGUSACKHf.--*PENAS«--SATnFA0a01f 
AL  OFENDmO. 

SECCIÓN  I. 

EXAMEN   DEL   DMUICBO  BSPAÜOL    ANTERIOR  AL 

CÓMGO  PENAL  VlOENTE    T    DE    LA   LBGISLACIOli 

ESTRANiERA  RESPECTO  DB  LA  CALUMNU. 

Antes  de  entrar  en  el  examen  de  las  dis- 
posiciones consignadas  en  el  Código  penal 
respecto  de  la  calumnia  para  conocer  su  na- 
turaloEa  y  determinar  sn  verdadero  carácter 
ene!  estado  actual  de  nuestra  legislación, 
nos  parece  conventeite  dar  alguna  idea  de 
los  principios  adoptados  en  los  códigos  ante« 
rieres,  y  del  sistema  que  sancionaron  para 
reprimir  este  pernicioso  delito.  El  conoci- 
miento de  esos  antecedentes,  comparado  con 
el  sistema  seguido  en  otros  paises,  nos  pon« 
drá  en  el  caso  de  apreciar  con  la  ddnda 
exactited  las  innovaoioiies  de  la  actual  h^ 
lacion,  y  de  ilustrar  nuestrojuicio  acerca  de 
la  conveniencia  y  utiUdad  de  ellas. 

Empesando  por  la  delFuero  Juzgo,  obser- 
varemos, que  si  bien  este  código  ludbló  de  la 
denuncia  cahunniosa,  ó  sea  de  la  calumnia 
jndictal,  resultado  de  una  acusación  mali- 
ciosamente falsa,  hedía  en  joido ,  no  cono- 
ció, sin  embargo ,  ia  calumnia  estrajudictal, 
que  han  definido  y  castigado  las  leyes  pos- 
teriores, como  resultado  de  una  imputación 
ofensiva  y  idsa,  dirigida  estrajüdioiatnMnte 
de  ps^bra  ápqr  escrito.  Consai^,  si,  la  le^ 
gislaoíon  goda  UB  titulo  enteró  á  \o%denue&* 
tos  y  áiaspéUiirai  orfitiflt  ó  JajurioBas;  pe- 
ro allí  no  se  hablaba  de  la  calumniáf  sino  en 
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general  de  las  iftjams  que  se  causaban  im- 
putando algún  vicio  que  hiciese  desmerecer 
el  crédito  personal  en  el  concepto  público. 
Aun  en  este  concepto,  la  ley  no  castigaba 
todo  género  de  imputaciones;  sino  las  que  se 
hacian  por  medio  de  las  palabras  designadas 
espresamente,  tales  como  podrido^  tiñosOy 
vizcOj  circuncidado^  etc.  De  forma  que  lejos 
de  penarla  imputación  de  un  hecho  criminal 
falso »  ó  de  un  vicio  deshonroso,  falso  ó  ver- 
daderOf  se  limitaba  á  prohibir  el  uso  de 
ciertos  dictados ,  con  los  cuales  podia  echar- 
se en  cara  á  otro  un  vicio  é  una  deformidad, 
que  sin  ser  depresivas  de  su  honra,  le  hicieran 
caer  en  el  menosprecio  de  sus  semejantes, 
ó  le  atrajeran  perjuicios  de  otro  género. 
Aun  en  estos  casos  la  imputación  no  era 
considerada  como  denuesto,  sino  cuando  era 
falsa,  es  decir,  según  las  palabras  de  la  ley 
cenando  aquel  á  quién  lo  dicen  non  lo  es> 
cuando  »aquel  á  quién  lo  dice  non  lo  foro.  > 
El  sistema  del  fuero  juzgo ,  sí  tal  nombre 
merecen  las  mezquinas  disposiciones  dicta- 
das para  reprimir  los  delitos  de  difamación, 
varió  algún  tanto  con  la  publicación  del 
FueroReal  respecto  de  alguna  circunstancia 
importante ;  pero  ninguna  alteración  sufrió 
en  cuanto  ¿  la  clasificación  de  estos  delitos. 
Según  el  Fuero  Real  se  consideraban  como 
denuestos  las  palabras  designadas  por  la  ley 
á  imitación  del  Fuero  Juzgo ;  pero  prohibía 
además,  y  «n  términos  generales,  o^oi  da- 
nuevos  y  es  decir,  todo  género  de  imputacio- 
nes deshonrosas  ,  con  las  que  pudiera  menos- 
cabarse la  reputación  y  la  fama  del  hombre. 
De  este  modo ,  sin  distinguir  la  injuria  de  la 
calumnia,  consideraba  como  denuestos  todas 
aquellas  propalaciones  que  hoy  secalificarian 
de  calumnias :  y  si  no  castigaba  determina- 
damente la  imputación  falsa  de  un  hecho 
eriminal,  la  castigaba  genéricamente  como 
una  ofensa  inferida  á  la  honra  del  perjuidi- 
cado.  El  Fuero  Real ,  sin  embargo ,  no  exi- 
gía como  el  Fuero  Juzgo  que  la  imputación 
fuese  falsa;  bastaba  el  mero  hedió  de  haber- 
la dirigido  para  incurrir  en  la  pena  de  la  ley. 
Escusado  es  advertir ,  que  este  código  casti- 
gaba también  la  denuncia  calumniosa  ó  ta 
ealumnia  judicial. 


Las  Partidas  regularizáronla  legislación 
concerniente  á  los  delitos  de  difamación. 
Dictaron  varias  disposiciones  con  respecto 
á  la  calumnia  judicial ;  fijáronla  significación 
especial  de  las  injurias»  clasificándolas  se- 
gún el  medio  de  ejecutarlas;  y  aunque  no 
reconocieron  expresamente  la  calumnia  es- 
trajudicial,  estableciéndola  con  este  nombre, 
previeron  y  castigaron  el  delito  de  difamación 
dándole  una  significación  equivalente  á  la 
que  damos  hoy  al  mismo  género  de  calum- 
nia, c  Desfamado  tortizeramente ,  decia  la 
ley  8  tít.  6,  Part.  7,  un  borne  á  otro  de  tal 
yerro,  que  si  le  fuesse  probado,  deuria  morir 
ó  ser  desterrado  para  siempre,  por  ende, 
dezimos,  que  deve  recebir  essa  mesmapena 
aquel  que  lo  enfamó.  Mas  sí  lo  enfamasse  de 
otro  yerro  alguno  de  que  non  mereciesse 
aver  tan  gran  pena,  deve  fazer  emienda  de 
pecho  aquel  que  lo  enfamó  según  el  alve- 
drio  del  judgador. »  La  ley  admitia  la  prueba 
para  justificar  la  certeza  del  delito  imputado: 
así  continuaba  la  ya  citada ;  cpero  si  aquel 
que  oviesse  enlamado  á  otro  quisiesse  pro- 
var  que  era  verdad  lo  que  babia  dicho,  pro^ 
vándolo  assi  non  auria  pena» 

Á  la&  disposiciones  de  la  Novísima  Reco- 
pilaoioa  presidieron  poco  mas  ó  menos  los 
mismos  principios  sancionados  por  lo$  códi- 
gos anteriores.  Reproduciendo  las  leyes  del 
Fuero  Real  condenaron  la  calumnia  judicial 
y  los  denuestos  causados  con  las  palabras 
anteriormente  citadas;  prohibieron  en  gene- 
ral todo  género  de  dictados  lujuriosos;  re« 
primieron  la  difamación  que  pudiera  causar- 
se por  medios  encubiertos ;  pero  nada  esta- 
blecieron tampoco  respecto  de  la  calumnia 
estrajudicial,  quedando  comprendida  en  la 
acepción  genérica  de  la  difamación. 

Las  leyes,  que  por  primera  vez  trataron 
de  reprimir  determinadamente  la  calumnia 
estrajudicial,  fueron  las  que  se  dictaron  para 
regularizar  el  uso  de  la  libertad  de  imprenta. 
Sancionada  esta  libertad  sin  restricción  al- 
guna por  U  Constitución  de  i812,  como  un 
derecho  sagrado  que  podian  ejercer  todos 
los  españoles,  era  natural  que  ea  el  ^erci- 
cio  de  ét  Bobrevinieraa  los  desórdenes  que 
nacen  en  las  épocas  de  transición,  y  que  son 
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consigtiieDtes  al  establecimiento  de  naeva» 
instituciones  9  que  el  tiempo  y  la  esperiencia 
no  han  conseguido  poner  en  el  punto  de 
equilibrio  correspondiente.  Acostumbrados  á 
una  represión  absoluta  y  constante  de  sus 
ideas,  en  el  momento  que  pudieron  dis- 
frutar ampliamente  de  aquel  beneficio ,  rom- 
pieron las  antiguas  trabas,  y  la  imprenta 
vino  á  cometer  escesos  de  la  mayor  grave- 
dad en  daño  del  gobierno ,  de  los  partidos 
políticos ,  de  los  individuos  y  de  la  sociedad 
entera.  La  libertad  degeneró  en  licencia; 
objetos  respetables  Tneron  blanco  de  sus  ata- 
ques; la  injuria  y  la  calumnia  invadieron  el 
sagrado  de  la  vida  privada.  El  gobierno  no 
pudo  permanecer  por  mas  tiempo  impasible 
ante  una  situación  que  alteraba  el  orden  de 
la  sociedad^  y  queriendo  dictar  medidas  ca- 
paces de  contener  semejantes  esceso*  y  de 
poner  al  abrigo  de  las  leyes  la  reputación  de 
los  particulares,  promovió  la  publicación  de 
una  ley  en  que  por  primera  vez  se  distinguió 
la  injuria  de  la  calumnia,  sometiendo  al  tri- 
bunal de  imprenta  toda  imputación  que  tacha- 
ra la  conducta  privada  de  un  individuo,  ornan- 
cillara  su  honor,  reservando  al  agraviado  su 
acción  para  acusar  al  injuriante  de  calumnia 
ante  los  tribunales  ordinarios.  Las  leyes  pos- 
teriores de  imprenta  confirmaron  las  mismas 
disposiciones.  En  la  de  10  de  abril  de  1844 
hay  un  titulo  coii  e(  epígrafe  cDe  los  escritos 
injuriosos  y  calumniosos »  y  esplicando  los 
que  se  comprenden  bajo  de  este  nombre, 
dice  ,  que  son  los  que  agravian  á  una 
pers(ma  ó  corporación  ,  imputándoles  al- 
gún hecho  falso ,  ó  algún  defecto  falso  ú* 
ofensivo. 

Entre  las  legislaciones  de  paises  estranje- 
ros,  es  la  romana  la  que  se  ofrece  en  primer 
lugar  á  nuestro  examen.  En  ella  no  fué  co- 
nocida tampoco  la  calumnia  estrajudiciak 
Las  leyes  romanas  pilcaban  el  nombre  de 
calumniador  á  aquel  que  acusando  &  otro  vo- 
luntariamente de  un  delito,  no  daba  la  com- 
petente justificación  de  su  certeza.  Los  deli- 
tos que  producian  la  difamación  se  llamaban 
iujuríay  conviáunij  libelltts  famosas.  Cuan- 
do se  trataba  de  aquellos  cuyo  castigo  inte- 
resaba al  Estado,  cualquier  ciudadano  podia 
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llevar  á  los  tribunales  la  acusación  del  de- 
lincuente y  tenía  el  deber  imprescindible  de 
dar  la  prueba.  Fides  veri  á  calumnia  te  de- 
fende.  Pero  á  nadie  le  era  lícito  hacer  im- 
putaciones deshonrosa,  aunque  fuesen  cier- 
tas. Veiitas  convicii  non  excusat.  El  comí- 
cium  era  la  injuria  mas  ó  menos  grave ,  co- 
metida por  medio  de  la  palabra ,  y  no  era 
punible ,  sino  en  tanto  que  era  proferida  en 
alta  voz  ó  en  alguna  reunión.  La  difamación 
por  escrito  se  Ibmaba  libellus  famosas  y  caia 
bajo  la  condenación  de  la  ley  desde  el  mo- 
mento en  que  se  leía  y  se  le  daba  publi- 
cidad. 

La  legislación  inglesa  reconoce  sustan- 
cialmente  la  calumnia  judicial.  Cuando  uno 
intenta  contra  otro  la  acusación  de  un  deli- 
to anie  un  tribunal ,  y  la  imputación  nx)  que* 
da  justificada,  la  ley  concede  al  ofendido  el 
derecho  de  reclamar  la  indemnización  cor- 
respondiente. La  calumnia  estrajudicial  no 
se  distingue  de  tos  demás  delitos  de  difama- 
ción y  que  la  ley  castiga,  ni  recibe  la  signi- 
ficación precisa  que  tiene  en  nuestra  actual 
legislación.  Hay  imputaciones  injuriosas  que 
pueden  dar  lugar  á  una  reclamación  judicial: 
hay  otras  que,  aun  cuando  basta  cierto  punto 
deban  considerarse  ofensivas,  no  llegan  á 
producir  este  efecto.  Una  relación  falsa,  he- 
cha con  el  objeto  manifiesto  de  dañar  al  con- 
cepto de  otro ;  la  imputación  de  un  delito 
determinado;  el  afirmar  que  una  persona 
tiene  una  enfermedad  vergonzosa;  el  des- 
acreditarla en  su  profesión  ó  industria,  como 
llamar  fallido  al  comerciante,  ó  charlatán  al 
médico  r  dan  lugar  á  una  reclamación  judi- 
cial de  parte  del  agraviado.  Y  aunque  esta» 
imputaciones  constituyen,  según  nuestra  le- 
gislación actual ,  dos  delitos  diferentes ,  la 
injuria  y  la  calumnia;  en  Inglaterra  dan  lu- 
gar á  una  sola  acción  con  las  mismas  penas. 
La  particularidad  mas  notable  que  contiene 
en  esta  materia  la  legislación  inglesa ,  es 
que  cuando  se  atenta  contra  la  reputación 
de  una,  representándole  bajo  de  un  punto 
de  vista  odioso ,  sea  por  medio  de  un  libelo 
impreso  ó  manijecrito,  sea  por  medio  de  di- 
bujos ó  pinturas,  há  lugar  á  la  acción  crimi- 
nal ,  sin  que  pueda  eximirse  de  sus  conse- 
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cuencias  el  díramador,  aunque  el  libelo  sea 
cierto. 

El  código  penal  francés  siguió  otro  siste- 
ma: reconoció  y  castigó  la  calnomia  judicial; 
estableció  una  diferencia  terminante  entre 
la  injuria  y  la  calumnia ,  y  fijó  con  precisión 
los  caracteres  de  la  calumnia  ordinaria  cau- 
sada estrajudicialmente.  cSerá  reo  del  delito 
de  calumnia ,  decia  el  art.  367 ,  el  que  en 
sitios  ó  reuniones  públicas»  ó  en  un  acto  au- 
téntico ó  público ,  ó  por  medio  de  manuscri- 
tos ó  impresos  que  se  hayan  fijado,  Tendido 
ó  repartido,  hubiere  imputado  á  otro  hechos, 
que  de  ser  ciertos,  le  espondrian  á  ser  pro- 
cesado criminal  ó  correccionalmenle ,  ó  al 
desprecio ú odio  de  sus  conciudadanos.»  Esta 
disposición  no  era  aplicable  ¿  los  hechos 
cuya  publicidad  autorizase  la  ley,  ni  i  aque- 
llos cuya  revelación  ó  represión  fuese  obli- 
gatoria por  razón  de  su  cargo  ó  atribuciones 
para  el  que  hubiese  hecho  la  imputación. 
Todas  tas  demás,  que  no  contenian  un  hecho 
preciso,  calificado  de  delito,  aunque  fuesen 
de  un  vicio  determinado,  eran  consideradas 
como  injurias;  graves»  si  se  hacían  con  pu- 
blicidad; menos  graves,  si  se  cansaban  sin 
ella.  Este  sistema  quedó,  y  subsiste  todavía 
derogado  por  la  ley  de  17  de  mayo  de  1819, 
que  adoptó  otros  principios  esencialmente 
distintos.  En  el  sistema  de  esta  nueva  legis- 
lación no  se  conoce  el  delito  de  cahimnia. 
Toda  espresion  deshonrosa,  palabra  de  des- 
precio, invectiva,  etc.,  que  no  comprende 
ningún  hecho,  se  considera  como  injuria;  y 
toda  imputación  de  un  hecho  atentatorio  al 
honor  ó  &  la  consideración  de  la  persona  ó 
corporación  á  quien  se  dirijo,  se  comprende 
bajo  el  nombre  genérico  de  difamación.  Que 
el  hecho  sea  verdadero ,  que  sea  falso,  el 
que  lo  alega  es  castigado  del  mismo  modo, 
por  el  mero  hecho  de  haberlo  imputado. 
Solo  cuando  la  imputación  se  hace  á  funcio- 
narios públicos  ó  agentes  de  las  autoridades, 
permite  la  ley  la  prueba*  £n  los  demás  ca- 
sos el  autor  de  la  imputación  es  declarado 
culpable  d  priari;  y  por  consiguiente  según 
este  sistema,  no  puede  haber  lugar  al  delito 
de  calumnia  ordinaria,  sín<o  solamente  al  de 
difamación.  Las  demás  legislaciones  moder- 


nas de  Europa  están  calcadas  sobre  las  dispo- 
siciones del  Código  francés  ó  las  posteriores 
del  mismo  pais  que  las  derogan. 

El  Código  austríaco  sigue  este  último  sis- 
tema ,  reconociendo  la  calumnia  judicial  y 
calificando  de  uUra;es  contra  el  honor  los  de- 
litos de  difamación.  El  del  Brasil  está  forma- 
do bajo  el  anterior  sistema  del  Código  fran- 
cés. En  Bélgica,  finalmente,  se  observan  aun 
las  disposiciones  de  este  último. 

Comparando  estos  diferentes  sistemas  en 
sus  bases  esenciales,  no  es  fácil  decidir  á 
favor  de  cuál  están  la  razón ,  la  justicia  y  la 
conveniencia.  Distinguir  y  separar  la  injuria 
de  la  calumnia;  autorizar  la  acusación  es- 
trajudicial ,  puramente  voluntaria  y  oficiosa 
de  un  delito ,  contra  quien  quiera  que  sea 
y  de  todos  modos,  de  palabra,  por  escrito  ó 
valiéndose  de  la  imprenta,  con  publicidad  ó 
sin  ella,  y  permitir  después  todo  género  de 
pruebas  en  un  procedimiento  donde  los  áni- 
mos se  ensañan  y  se  agitan  las  pasiones  mas 
violentas,  nos  parece  un  sistema  ocasionado 
á  gravísimos  conflictos.  En  el  estado  actual 
de  nuestras  costumbres;  cuando  la  exaltación 
de  los  partidos  no  perdMUí  medio  alguno  de 
injuriar,  de  maldecir,  y  de  mandilar  la  pro- 
bidad mas  acrisolada;  cuando  las  ideas  pre- 
dominantes en  materias  de  honor,  no  dejan 
al  hombre  libertad  para  buscar  la  reparación 
de  un  ultraje  sino  en  el  terreno  de  la  fuerza ; 
finalmente,  cuando  éste,  resbaladizo  y  pe- 
ligroso para  el  hombre  pacífico,  suele  pro- 
porcionar una  feliz  coyuntura  al  que  no  lo 
es  para  borrar  tal  vez  la  ignominia  de  su 
conducta  y  mostrarse  arrogante  á  los  ojos 
de  un  público  preocupado ,  creemos  qne  la 
facultad  de  propalar  la  imputación  de  un  de- 
lito, siquiera  sea  verdadero,  puede  Hevar 
mas  de  una  vez  la  perturbación  y  la  alarma 
al  seno  de  las  familias  y  de  la  sociedad,  alle^ 
rando  la  buena  armonía  en  las  relaciones 
que  la  ley  debe  conservar  entre  los  asocia- 
dos. Por  otra  parte,  el  que  estrajudicialmente 
dirijo  contra  otro  la  imputación  de  un  deUto, 
no  se  propone  el  fin  legitimo  de  su  represión 
y  castigo:  el  interés,  el  resentimiento,  el 
odio ,  son  loa  móviles  que  le  arrastran  por  lo 
común  á  divulgar  la  deshonra  del  acusado: 
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su  iateooM  es  Tituperablet  poes  tiene  por 
objeto  cansar  an  daSo  á  su  adversario.  Pa«- 
rece  por  consecaeDcia  que  la  ley  no  debería 
favorecer  semejantes  instintos,  ni  poner  á 
merced  de  la  maledieenda  al  qne  puede  ser 
victima  de  tan  üegitimos  ataques. 

Sin  embargo  de  estas  consideraciones, 
cuya  ftiersa  reconocemos,  el  sistema  del  Có- 
digo francés,  adoptado  por  el  nuestro ,  como 
despnes  veremos,  nos  parece  prereriblo.  Te- 
nemos para  pensar  así  dos  fundamentos  prin- 
cipales. Primero :  que  importa  grandemente 
á  la  sociedad  el  conocimiento  de  los  delitos 
y  el  castigo  de  los  culpables;  por  lo  mismo 
hace  en  último  resultado  un  servicio  á  la  ad- 
ministración de  justicia,  ¿la  moral  y  á  la 
sociedad  el  que  revela  un  delito ,  sobre  el 
cual  puede  recaer  la  espiacion  reclamada 
por  la  justicia.  Ta  desde  muy  antiguo  fué 
adoptada  esta  doctrina.  Eum,  decia  la  ley  ro- 
mana, qui  nocenteminfUmat,  non  esi  oeqUum 
et  bonumob  eam  rem  condennarí:  delicia  enim 
noeentíum  nota  esse  oporteU  et  expedit.  Así 
la  ley  de  Partidas  permitía  la  acusación  es- 
trajudicialy  la  prueba,  cuando  se  trataba 
de  la  imputación  de  un  delito.  T  asi  los  in- 
térpretes y  doctores  del  derecho  español ,  al 
hablar  de  los  delitos  de  difamación ,  en  que 
se  comprendían  la  iiyuría  y  la  calumnia, 
cnseSaron  constantemente,  que  no  cae  en 
responsabilidad  alguna  el  que  profiere  pala- 
bras injuriosas  ó  impota  ¿  otro  un  delito, 
cuando  interesa  á  la  sociedad  su  averigua- 
ción y  castigo.  TunCjSi  dicU  verunif  nonpu- 
nttffr,  quia  expedit  rdpublicce,  vel  pro  delicio 
puniendo  t  vel  pro  salute  hominum^  según  las 
palabras  de  Antonio  Gómez  (1). 

£1  segundo  fundamento  consiste  en  que 
la  persona  ¿  quien  se  imputa  cslrajodícial- 
mente  m  hecho  concreto  que  constituye  de- 
lito, puede  rechazar  la  imputación  de  frente 
y  combatirla ,  puede  defenderse  demostran- 
do la  falsedad  del  hecho ;  puede ,  en  fin ,  pa- 
tentizar su  inocencia  y  la  calumnia  de  su 
acusador.  £1  hombre  injuriado  con  una  de 
esas  calificaciones  generales ,  que  aun  cuan- 
do lastiman  la  reputación ,  no  se  contraen  á 

(I)    Var.  Refol.,ctp.  6, 


ningún  hecho  determinado ,  no  podría  de- 
fenderse por  la  imposibilidad  de  atacar  di- 
rectamente la  ofensa.  No  hay ,  pues ,  en  el 
primer  caso  la  dificultad  que  se  esperimen- 
taria  en  el  segundo;  y  puesto  que  la  socie- 
dad se  interesa  en  la  represión  de  los  deli  • 
tos  y  el  acusado  tiene  medio  de  demostrar 
sn  inocencia,  los  inconvenientes  que  antes 
hemos  espnesto,  pierden  mucho  de  su  gra- 
vedad y  no  parece  que  deban  ser  suficientes 
para  rechazar  el  sistema  adoptado  en  nues- 
tro Código  en  esta  parte. 

Dos  circunstancias ,  sin  embargo ,  exi- 
giríamos como  condiciones  indispensables 
en  este  sistema.  Primera :  agravar  la  pe- 
na en  el  evento  de  resultar  falso  ó  de  no 
comprobarse  el  hecho  imputado.  Segun- 
da :  dar  al  ofendido  en  este  mismo  caso, 
medios  mas  eficaces  de  satisfacción ,  para 
hacer  pública  su  inocencia.  Por  lo  mis- 
mo que  la  ley ,  teniendo  presente  el  interés 
público ,  permite  que  un  particular  pueda  re- 
velar el  delito  que  se  supone  cometido  por 
otro,  debe  establecerse  una  pena  mas  eficaz 
para  contener  los  ímpetus  del  odio  y  del  re- 
sentimiento, y  reducir  aquel  derecho  á  sus 
mas  estrechos  y  legítimos  límites,  es  decir, 
al  único  caso  en  que  la  verdad  de  una  parte, 
y  la  conveniencia  pública  de  otra ,  puedan 
justificar  su  ejercicio.  T  por  lo  mismo  que 
una  imputación  de  aquella  especie ,  aunque 
resulte  después  falsa,  empieza  por  causar 
una  herida  profunda  en  el  honor  del  ofendi- 
do;  por  lo  mismo  que  el  efecto  inmediato  de 
aquella  imputación  es  disminuir  su  estima- 
ción en  el  concepto  de  los  demás;  por  lo 
mismo,  en  fin,  que  privándole  de  los  buenos 
oficios  de  sus  semejantes  y  esponiéndole  á 
las  desagradables  consecuencias  de  su  des- 
precio ,  le  infiere  nn  mal  cierto ,  del  cual 
acaso  no  quedará  indemnizado  en  lo  sucesi- 
vo ;  los  medios  de  satisfacción  que  la  ley 
acuerde  para  hacer  general  y  público  el  co- 
nocimiento de  la  calumnia,  deben  ser  mas 
prontos  y  efectivos  en  sus  resultados.  Sino 
adoptaríamos  todos  los  que  propone  Ben- 
tham  al  hablar  de  esta  materia  (1),  no  nos 


(!)   Princip.  del  Cdd.  pcn.,!omo  i,  cap.  II. 
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daríamos  por  satisfechos  con  el  insuficiente 
que  establece  el  Código  penal.  Como  quiera 
que  sea,  este  sistema ,  comparado  eos  el  de 
nuestra  antigua  legislación  y  con  la  de  al- 
gunos paises  estranjeros,  que  hemos  citado, 
nos  parece  preferible  y  mas  conforme  al  in- 
terés general  de  la  sociedad.  Examinemos 
ahora  en  todos  sus  pormenores  las  disposi- 
ciones contenidas  en  el  Código,  relativa- 
mente al  delito  de  que  se  trata. 

SECCIÓN  II. 

DE  LA  CALUMNIA  Y  SUS  ESPECIES  CON  ARREGLO 
AL  CÓDIGO  PENAL. 

Determinar  con  la  precisión  posible  el  ca- 
rácter distintivo  de  los  delitos ,  debe  ser  el 
cuidado  principal  del  legislador  en  el  orden 
penal  y  la  condición  indispensable  de  su 
obra.  La  palabra  calumnia  ha  tenido  en  el 
uso  común  diferentes  acepciones ,  y  ni  la 
ley  podia  abrazarlas  todas,  ni  fijar  un  con- 
cepto tan  general  que  se  aplicase  i  cada  una 
de  ellas.  Se  calumnia  á  uno  en  el  concepto 
común,  cuando  se  le  acusa  de  un  delito  ó  de 
una  falta  que  no  ha  cometido;  cuando  sin 
acusarle  directamente  se  hacen  insinuacio- 
nes de  tal  especie,  que  no  pueden  menos 
de  producir  el  juicio  de  que  es  culpable; 
cuando  imputando  hechos  verdaderos  en  su 
esencia,  se  añaden  circunstancias  falsas  pa- 
ra producir  en  el  ánimo  de  los  demás  el  des- 
precio de  la  persona,  ó  se  ocultan  por  medio 
de  una  reticencia  maliciosa  circunstancias 
verdaderas,  que  abonarían  su  inocencia  des- 
truyendo el  efecto  de  una  combinación  ofen- 
sivíi  para  eraeusado.  Era,  por  consiguiente, 
indispensable  concretar  la  inteligencia  de  la 
palabra  calumnia ,  dándole  una  sígniGcacion 
legal  tan  precisa,  que  no  dejase  lugar  á  la 
duda  en  la  aplicación  de  las  disposiciones 
concernientes  á  este  delito.  La  ley  ha  pro- 
curado satisfacer  esta  necesidad,  limitando 
h  calumnia  á  la  imputación  falsa  de  un  de- 
lito de  los  que  pueden  dar  lugar  á  procedi- 
mientos de]oficio.  No  hay ,  pues,  calumnia 
en  el  orden  legal,  cuando  la  imputación  no 
es  falsa ;  cuando  no  es  de  un  hecho  concreto 


y  punible ;  y  cuando  este  es  de  aquellos  que 
no  dan  lugar  ¿  los  procedimientos  indi- 
cados. 

La  principal  división ,  que  reconoce  im- 
plícitamente el  Código  penal ,  es  la  de  ca- 
lumnia judidaZ  y  estrajudicial  ó  común.  Hay 
calumnia  judicial  cuando  la  imputación  del 
delito  se  hizo  por  medio  de  una  acusación  ó 
denuncia  producida  en  juicio ,  que  después 
se  declara  falsa  y  calumniosa  por  sentencia 
ejecutoriada.  La  hay  estrajudicial  ó  común, 
siempre  que  la  imputación  se  hace  fuera  de 
juicio,  de  palabra  ó  por  escrito,  ó  por  cual- 
quiera otro  de  tos  medios  previstos  por  la 
ley.  La  prímera  la  establece  el  Código  en  su 
artículo  248:  la  segunda  se  establece  en  los 
que  examinamos  en  el  presente. 

Otra  división  que  reconoce  el  Código,  es 
la  de  calumnia  de  palabra  y  por  escrito.  Se 
comete  por  escrito ,  cuando  interviene  algu- 
no de  los  medios  que  la  ley  designa  para 
que  la  calumnia  pueda  recibir  esta  califica- 
ción. Se  comete  de  palabra,  cuando  no  se 
emplea  ninguno  de  estos  medios.  Los  que 
el  Código  designa  para  que  la  calumnia  se 
repute  hecha  por  escrito,  se  reducen  todos 
á  la  escrítura ,  ya  sea  esta  de  mano,  ya  im- 
presa ;  ora  se  haga  por  medio  de  papeles  li- 
tografiados ó  grabados,  bien  por  carteles  ó 
pasquines  (1).  La  ley  ha  querido  que  en  este 
punto  no  hubiese  duda;  por  consiguiente 
sus  palabras  y  su  definición  serán  las  que 
hayan  de  caracterizar  el  delito  en  las  diver- 
sas combinaciones  que  pueden  ofrecerse-. 
Calumnia  escrita  será  la  que  se  cause  por 
cualquiera  de  los  medios  espresados ;  verbal 
ó  de  palabra,  la  que  se  efectúa  por  algún 
otro. 

Reconoce  asimismo  el  Código  la  calumnia 
pública  y  no  pública ,  puesto  que  en  el  ar- 
tículo 376  se  castiga  la  calumnia  propagada 
con  publicidad,  y  en  el  377  se  pena  la  que  ?io 
se  propaga  con  publicidad  ni  por  escrito.  En 
esta  parte ,  el  Código  se  ha  separado  de  los 
príncipios  consignados  en  el  francés,  donde 
una  de  las  circunstancias  distintivas  de  la  ca- 
lumnia era  la  publicidad.  La  calumnia  públi- 

(1)    Art.  8S5. 
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ca  es  la  qne  se  infiere  ppr  cualquiera  de  los 
medios  que  designa  el  Código  para  que  se 
repute  hecha  por  escrito,  siempre  que  á 
esta  circunstancia  se  agregue  la  publicidad. 
Así  propagándose  la  calumnia  por  medio  de 
un  papel  impreso,  litografiado  ó  grabado,  por 
carteles  ó  pasquines,  fijados  en  sitios  pú- 
blicos; ó  por  medio  de  un  papel  manuscrito 
comunicado  á  mas  de  diez  personas,  se  re- 
putará cansada  con  publicidad.  Cuando  no 
se  verifique  ninguna  de  estas  circunstancias, 
la  calumnia  no  será  pública. 

Desde  luego  se  comprende  que  ninguna 
dificultad  puede  ofrecer  el  calificar  de  pú- 
blica la  calumnia  cuando  se  propague  por 
carteles  ó  pasquines,  fijados  en  sitios  públi- 
cos. Las  dos  circunstancias  son  muy  preci- 
sas; y  por  lo  mismo  siempre  que  se  hayan 
escrito  los  carteles  ó  pasquines  calumniosos  y 
se  hayan  fijado  en  algún  paraje  público,  la  ca- 
lumnia tendrá  este  carácter  y  se  hallará  com- 
prendida para  su  penalidad  en  el  art.  376. 
Pero  la  designación  de  los  sitios  públicos, 
puede  ofrecer  alguna  duda  toda  vez  que  el 
Código  no  determina  la  significación  de  la 
palabra:  sin  embargo,  creemos  que  deben 
considerarse  como  sitios  públicos  todos  los 
que  por  su  objeto  se  hallan  destinados  á  la 
reunión  del  público  ó  al  uso  de  los  particu- 
lares ,  en  términos  que  pueda  haber  y  exista 
siempre  la  presunción  legal  de  la  publicidad 
de  la  imputación  por  medio  del  cartel  ó  pas- 
quín fijado  en  el  mismo  sitio.  Consiguiente 
á  esta  doctrina,  calificaríamos  de  sitios  pú- 
blicos las  calles,  las  plazas ,  los  teatros,  los 
cafés,  las  iglesias,  las  salas  de  los  tribuna- 
les ,  etc. ,  por  que  estando,  ó  pudiendo  estar 
los  particulares  reunidos  en  estos  puntos, 
existe  siempre  la  presunción  indicada  en  fa- 
vor de  la  publicidad. 

Tampoco  ofrecerá  dificultad,  por  lo  co- 
mún, la  calificación  de  esta  circunstancia, 
cuando  la  calumnia  se  haga  por  medio  de 
papeles  manuscritos  y  el  mismo  autor  de 
ellos  los  publica  y  propaga.  Si  el  manuscrito 
ha  sido  comunicado  á  mas  de  diez  personas, 
la  calumnia  se  reputará  hecha  con  publici- 
dad ;  si  se  ha  comunicado  á  un  número  me- 
nor ,  se  considerará  sin  esta  circunstan- 


cia (1).  Pero  ¿tendrá  aplicación  este  artículo 
en  el  caso  de  que  el  autor  del  manuscrito  y 
el  que  lo  ha  comunicado  sean  distintas  per* 
sonas }  Pedro  escribe  á  Juan  una  carta  en 
que  atribuye  un  delito  á  Diego;  y  Juan  por 
sí,  por  indiscreción  ó  por  malicia,  con  áni- 
mo de  ofender  ó  sin  él ,  dá  publicidad  á  la 
carta.  ¿Quién  será  responsable  del  delito  de 
calumnia? 

A  primera  vista  y  consultando  solamente 
los  principios  generales  de  legislación  en  ma- 
teria penal,  parece  que  el  responsable,  como 
autor  de  la  calumnia ,  deba  ser  el  que  dio 
publicidad  al  hecho  que  la  constituye.  El 
autor  de  la  carta  se  limitó  á  dar  una  noticia, 
tal  vez  en  el  seno  de  la  confianza,  sin  pro- 
pósito de  que  llegase  al  conocimiento  de  los 
demás;  y  sin  ánimo,  por  consiguiente,  de 
menoscabar  la  reputación  de  la  persona  alu- 
dida. Por  lo  mismo  pudiera  decirse  que  en 
ninguno  de  sus  actos  se  halla  el  principio 
determinante  del  delito,  porque  ni  tuvo  in- 
tención de  causar  daño ,  ni  ejecutó  el  hecho 
que  en  realidad  le  ha  producido,  ni  violó 
ningún  principio  legal  al  hacer  una  confian- 
za cuyo  abuso  no  pudo  preveer.  El  principio 
determinante  del  delito,  podría  añadirse, 
está  en  la  publicidad,  en  la  comunicación  de 
la  carta;  así  es,  que  todos  los  artículos  del 
Código  que  hablan  de  la  calumnia,  la  fwü" 
ádLíieñh  propagación;  y  aun  el  art.  377, 
que  se  refiere  á  la  calumnia  no  pública  ni 
escrita,  usa  de  la  misma  palabra.  ¿Qué  ha- 
bría sucedido  si  el  que  recibió  la  carta  no 
hubiese  hecho  uso  alguno  de  ella?  En  tal 
caso,  se  dirá,  no  hubiera  llegado  á  existir 
el  delito;  de  donde  se  sigue  que  este  nace, 
no  del  hecho  de  escribirla  y  remitirla  en  los 
términos, que  hemos  supuesto,  sino  del  de 
comunicarla  dando  publicidad  á  su  contenió- 
do.  Finalmente,  pudiera  alegarse,  en  tanto 
está  sujeta  á  castigo  la  calumnia  en  cuanto 
ataca  la  reputación  y  hace  perder  la  honra; 
y  una  calumnia  proferida  de  individuo  á  in- 
dividuo, que  no  tuviese  mayor  comunica- 
ción y  que  quedase  encerrada  en  el  círculo 
de  tan  estrecha  confianza,  no  produciría 

(I)    Art.  585. 
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aquellos  reonltack».  Por  oso  Ut  ooBdicioii 
esencial  del  delito  de  calamnit  ha  sido  en 
todas  las  legislaciones  la  publicidad  mas  ó 
menos  limitada,  según  los  principios  y  las 
circunstancias  de  cada  pais. 

Sin  embargo  de  todas  estas  razones»  cree- 
mos que  en  el  orden  de  ios  principios  adop- 
tados por  el  Código,  el  responsable  de  la 
calumnia  será  el  autor  de  la  carta  donde  se 
consignó  el  hecho  criminal  que  la  constitu- 
ye. Además  de  la  oportuna  observación  que 
hace  á  este  propósito  uno  de  los  comentado* 
res  del  Código,  de  que  sí  la  carta  no  se  hu- 
biese escrito,  la  calumnia  no  habría  llegado 
a  propagarse,  es  indudable  que  el  que  es- 
críbe,  aun  cuando  sea  particular  y  confiden- 
cialmente, imputando  un  hecho  criminal  aun 
tercero,  empieza  á  propagar  la  noticia  y  el 
conocimiento  del  hecho  mismo.  Desde  el  ins- 
tante, pues,  que  se  escribe  y  recibe  la  car- 
ta que  hemos  supuesto,  hay  propagación, 
reducida  todavía  y  no  suficiente  para  consti- 
tuir la  publicidad  de  la  calumnia  ,  pero  bas- 
tante para  que  en  virtud  de  ese  acto  pueda 
y  deba  decirse  que  ha  empezado  á  propa- 
garse. No  se  castigará  al  que  escribió  la  car- 
ta como  autor  de  calumnia  pública;  pero  se 
le  penará  como  autor  de  calumnia  inferida  ó 
propagada  sin  publicidad ,  porque  este  ca- 
rácter atribuye  el  artículo  385  á  la  calum- 
nia cuando  se  infiere  por  papeles  manuscri- 
tos comunicados  á  menos  de  diez  personas, 
en  cuyo  número  indefinido  está  comprendi- 
do el  caso  de  haberse  hecho  la  comunicación 
á  una  sola. 

Y  si  la  carta  se  hubiera  dirigido  á  la  mis- 
ma persona  calumniada  ¿podria  en  este  caso 
qercilar  la  acción  de  calumnia  por  el  solo 
hecho  de  haberla  recibido?  La  consideración 
espuesta  en  el  último  párrafo,  persuade  que 
no»  porque  no  hay  en  el  caso  propuesto  nin- 
guna de  las  circunstancias  que  constituyen 
la  criminalidad  eo  la  calumnia.  No  hay  ofen- 
sa, porque  nó  hay  publicación  de  hecho 
ofensivo  que  pueda  lastimar  la  reputación, 
no  hay  propagación  ni  mas  ni  menos  cstensa 
como  en  la  hipótesis  de  la  cuestión  anterior, 
porque  la  imputación  se  ha  dirigido  al  mismo 
autor  del  hecho  imputado.  Será  otro  csceso 


el  que  se  haya  oonetido ;  podrá  estar  sujeto 
á  otros  medios  de  represión ;  pero  no  será  la 
acción  de  calumnia  la  que  pueda  entablar  el 
que  habiendo  recibido  la  carta  directamente 
de  su  autor ,  y  haciendo  este  uso  de  ella, 
empezaria  él  mismo  por  ser  el  propagador 
de  su  contenido.  De  esta  cuestión  volvere- 
mos á  tratar  en  el  artículo  imvbia.  Adver- 
tiremos únicamente  que  nuestra  doctrina  des- 
cansa en  el  supuesto  de  que  por  causa  de  la 
persona  que  escribió  la  carta  no  se  hubiesen 
enterado  del  hecho  criminal  imputado  otras, 
en  cuyo  caso  ya  existiría  la  propagación  im- 
putable á  la  primera. 

Últimamente :  tampoco  puede  ofrecer  du- 
da según  las  palabras  del  Código,  la  califi- 
cación de  la  publicidad  cuando  la  calumnia 
se  propagare  por  medio  de  papeles  impre- 
sos, grabados  ó  litografiados.  El  art.  385  ya 
citado  dice:  cía  calumnia  se  reputará  hecha 
por  escrito  y  con  publicidad  cuando  se  pro- 
pagare por  medio  dé  papeles  impresos,  lito- 
grafiados ó  grabados.»  Nada  mas  exije  ni 
añade  el  artículo ,  como  lo  hace  al  hablar 
de  la  calumnia  propagada  por  medio  de  pa- 
peles manuscritos,  en  cuyo  caso,  para  que 
sea  pública»  han  de  haber  sido  comunicados 
amas  de  diez  personas;  por  consiguiente, 
bastará  el  simple  y  mero  hecho  de  propagar 
el  conocimiento  del  hecho  calumnioso  por 
medio  de  un  impreso,  puraque  exista  la  cir- 
cunstancia de  la  publicidad.  Sin  duda  se  ha 
fundado  el  Código  para  establecer  esta  doc- 
trina en  la  intención  que  envuelve  el  hecho 
de  imprimir  un  escrito  calunmioso;  porque 
en  efecto,  el  que  lleva  las  cosas  hasta  seme- 
jante estremo ,  revela  claramente  su  propó- 
sito de  dar  publicidad  á  los  hechos.  ;Y  cuán- 
do se  entenderá  que  la  cahimnia  ha  sido  pro- 
pagada por  medio  del  impreso  para  que  se 
califique  de  pública?  El  Código  penal  no  lo 
espresa ,  como  lo  espresa ,  por  ejemplo ,  el 
del  Brasil ,  que  en  el  caso  á  que  se  refiere 
su  artículo  230,  exije  que  los  papeles  impre- 
sos, litografiados  ó  grabados,  se  hayan  dis- 
tribuido á  mas  de  diez  personas,  ó  como  de- 
cia  el  Código  penal  español  de  ISü  csi  el 
papel  impreso  se  hubiese  distribuido  á  otras 
personas.!  Sin  embargo ,  como  en  el  siste- 
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ma  del  Código  vigente  hay  propagación  des- 
de el  momento  en  qne  empieza  &  ponerse  en 
conocimiento  de  los  demás  el  hecho  impu**- 
tado,  desde  el  momento  en  que  se  distribu*- 
ya  nn  número»  ó  de  cualquier  otro  modo  se 
haga  uso  de  los  impresos ,  se  entenderá  que 
existe  la  publicidad,  supuesto  que  no  se  exi« 
je  para  dar  á  la  calumnia  este  carácter»  sino 
el  hecho  de  propagarse  por  medio  del  im*« 
preso.  La  intención  de  que  hemos  hablado 
antes  queda  en  este  caso  corroborada  con 
un  acto  positivo ,  por  medio  del  cual  se  em-< 
pieza  á  poner  en  ejecución  el  designio  de 
difamar. 

La  última  división  de  la  calumnia  que  re^ 
conoce  el  Código,  es  la  de  manifiesta  y  en* 
cubierta.  La  primera,  como  el  mismo  nom- 
bre lo  indica ,  es  la  que  se  hace  clara  y  es- 
plícitamente  sin  dejar  duda  alguna  acerca 
del  delito  imputado  y  de  su  autor.  La  se- 
gunda es  la  que  se  infiere  de  un  modo  equí- 
voco y  dudoso,  empleándose  los  medios  in- 
directos que  la  ley  designa.  El  artículo  384 
dice  ese  cometed  delito  de  calumnia,  no 
solo  manifiestamente,  sino  por  medio  de  ale- 
gorías, emblemas  y  alusiones.»  Este  género 
de  diramadon  fué  conocido  ya  esencialmente 
por  las  leyes  de  Partida.  La  4,  tít.  9,  Par* 
tidal  decía:  fNon  tan  solamente  fazen  los 
ornes  tuerto  ó  deshonrra  unos  á  otros  por  pa- 
labras, denostándolos»  é  diciendo  mal  dellos 
de  otra  guisa ,  por  cantigas  ó  por  rimas  ó 
por  deytados,  según  dijimos  en  las  leyes  an- 
tes desta,  mas  aun  por  remedijos  ó  por  con- 
tenentes malos  que  dizen  ó  fazen  unos  con- 
tra otros.»  Estos  medios  de  que  habla  el  ar- 
tículo del  Código  ya  citado,  son  de  tal  espe- 
cie, que  han  de  dejar  duda  en  el  ánimo  de 
los  que  hayan  de  calificarlos ,  ya  sobre  la 
iDtencion  del  ofensor,  ya  sobre  la  certeza  de 
la  calumnia ,  porque  ni  comunmente  se  pre- 
senta con  daridad  el  hecho  imputado ,  ni 
hay  tampoco  seguridad  acerca  de  si  la  im- 
patadon  se  dirije  ó  no  al  que  se  supone  ofen- 
dido. Cualquiera  que  fkíese  el  juicio  moral 
que  sobre  estos  estremos  pudieran  formar 
los  jueces,  es  lo  cierto  que  el  artificio  em- 
pleado para  hacer  la  imputación  á  mansalva, 
alejaria  la  prueba  legal  de  la  culpabilidad; 


baria  vadlar  la  conciencia  de  aquellos  en  la 
imposición  de  las  penas,  y  no  permitirla  es- 
tablecer otras  regias  que  las  que  dictan  á  los 
tribunales  su  discreción  y  prudencia.  El  Có- 
digo vigente  lo  previo  así;  y  para  evitar  ta- 
les inconvenientes  dispuso  en  el  art.  386 
que  el  acusado  de  calumnia  encubierta  ó 
equívoca  que  rehusare  dar  en  juicio  esplica- 
cion  satisfactoria  acerca  de  ella,  será  casti- 
gado como  reo  de  calumnia  manifiesta. 

Esta  acertada  disposición  evita  los  incon- 
venientes que  ofreceria  por  sí  sólo  el  ante- 
rior artículo;  porque  ó  el  acusado  dá  una 
esplicacion  que  satisface  al  ofendido,  ó  se 
niega  á  darla  en  términos  algunos ,  ó  aclara 
el  concepto  antes  equivoco,  acriminando  ma- 
nifiestamente al  querelloso.  En  este  último 
caso  procederá  desde  luego  la  acción  de  ca- 
lumnia; en  el  segundo  será  castigado  como 
reo  de  calumnia  manifiesta  con  arreglo  á  Ibi 
espresa  disposición  citada ;  y  en  el  primero 
la  cuestión  quedará  terminada  desaparecien- 
do toda  sombra  de  difamación.  Con  todo:  en 
este  último  caso  todavía  puede  suscitarse 
controversia  sobre  si  la  esplicadon  es  ó  no 
satisfactoria*  Si  el  autor  de  la  presunta  ca- 
lumnia sostiene  que  la  esplicacion  es  sufi- 
ciente y  que  deja  á  cubierto  de  todo  punto 
la  opinión  del  inculpado,  y  este  á  pesar  de 
dio  no  se  dá  por  satisfecho,  creemos  que  la 
cuestión  deberá  resolverse  por  el  juez ,  de- 
clarando con  arreglo  á  su  conciencia  y  á  los 
sentimientos  de  buena  fé  que  deberá  consul- 
tar en  este  oaso ,  lo  que  entienda  mas  pro- 
cedente. 

Además  de  las  divisiones  de  la  calumnia 
espuestas  hasta  aquí ,  debe  notarse  la  dife- 
rencia esencial  que  ha  establecido  el  Código 
entre  la  calumnia  proferida  contra  un  parti- 
cular, y  la  que  se  infiere  á  las  autoridades  ó 
personas  que  se  reputan  tales  para  este  efec- 
to. La  calumnia  en  este  último  caso  se  llama 
desacato  y  en  este  concepto  se  halla  penada 
por  el  art.  193.  Los  que  calumnian,  pues,  á 
un  senador  ó  diputado  por  las  opiniones  ma- 
nifestadas en  el  Senado  ó  Congreso ;  á  los 
ministros  de  la  corona  ó  á  otra  autoridad  en 
el  ejercicio  de  sus  cargos ;  ó  á  un  superior 
suyo  en  el  ejercicio  de  sus  funciones ,  no 
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están  sujetos  á  las  disposiciones  referidas  en 
este  artículo,  ni  sufrirán  los  penas  de  que 
hablaremos  mas  adelante.  Gomo  autores  de 
desacato  contra  las  autoridades,  sufrirán  las 
que  el  Código  prescribe  para  este  delito. 

V.  DESACATO. 

SECCIÓN  lU. 

CONDICIONES    ESfiNGlALES   DEL   DELrrO  DB    CA- 
LUMNIA. 

Consistiendo  la  calumnia,  ségun  hemos 
dicho  ya ,  en  la  falsa  imputación  de  un  deli- 
to de  los  que  dan  lugar  á  procedimientos  de 
oficio ,  evidente  es  que  no  existirá  aquella 
sino  cuando  concurran  todas  estas  circuns- 
tancias simultáneamente.  Son ,  pues ,  condi- 
ciones esenciales  de  la  existencia  de  este  de- 
lito las  siguientes: 

1 ."    Imputación  de  un  delito. 

2  '    Falsedad  de  la  imputación. 

3.*  Que  el  delito  imputado  dé  lugar  á 
procedimiento  de  oficio. 

Imputación  de  tm  delito.  La  palabra  im- 
putación indica  que  la  ley  exije  algo  mas 
que  la  simple  espresion  ó  manifestación  del 
hecho.  Por  muy  difícil  que  sea  dar  una  idea 
exacta  del  concepto  que  envuelve  dicha  pa- 
labra ,  fácilmente  se  notará  que  la  imputa- 
ción de  un  hecho  es  la  enunciación  afiímc^ 
Uva  y  equivalente  á  una  especie  de  acusa- 
ción. Alegar,  articular,  es  espresar  un  he- 
cho con  palabras  menos  positivas.  Imputar, 
dijo  la  comisión  de  la  Cámara  de  los  diput»* 
dos  en  Francia ,  es  afirmar;  alegar  es  anun- 
ciar sobre  la  fé  de  otro  ó  dejar  á  la  afirma- 
ción cierto  carácter  de  duda.  Por  lo  demás, 
para  que  la  imputación  exista  en  el  sentido 
de  este  artículo ,  no  es  preciso  que  se  nom- 
bre al  autor  del  delito  imputado:  bastará  que 
su  persona  se  halle  tari  claramente  designa- 
da que  no  deje  duda  acerca  de  ello. 

La  imputación  que  exije  el  Código ,  ha  de 
ser  precisamente  de  un  delito.  No  bastará, 
por  consiguiente,  que  se  impute  una  cuali- 
dad deshonrosa  que  produzca  descrédito,  ó 
que  atraiga  el  menosprecio  de  los  demás. 
No  basta  tampoco  que  se  atribuya  una  de 


las  faltas  graves  que  castiga  el  mismo  Códi-' 
go;  es  indispensable  que  la  imputación  se 
contraiga  á  un  hecho  determinado ,  califica- 
do de  delito.  Decir  de  uno  que  es  inmoral, 
que  es  borracho ,  que  es  tan  malo  como  un 
criminal,  seria  una  injuria  mas  ó  menos 
grave;  pero  no  calumnia,  porque  la  impu- 
tación no  envuelve  ningún  delito,  ningún 
hecho  concreto. 

Esta  teoría ,  que  circunscribe  la  calumnia 
á  la  imputación  de  un  hecho  calificado  de 
delito ,  no  nos  parece  conforme  atendido  el 
sistema  que  en  orden  á  la  calificación  de  los 
delitos  tiene  adoptado  el  Código  penal ;  por- 
que entre  otros  inconvenientes  tiene  el  de 
reducir  ala  condición,  muy  inferior  en  la 
escala  penal,  de  simples  injurias,  imputa- 
ciones que  en  la  opinión  pública ,  tan  com- 
petente en  materias  de  honor ,  tienen  mas 
gravedad  é  importancia. 

Por  ejemplo,  según  el  Código  penal  son 
faltas,  defraudar  menos  de  cinco  duros:  blas- 
femar públicamente  de  Dios;  cometer  des- 
acato contra  la  persona  del  rey.  Pues  bien: 
si  se  imputa  á  uno  que  ha  defraudado  á  otro 
aquella  suma ;  si  se  le  atribuye  que  en  tal 
ocasión  profirió  blasfemias  contra  Dios,  ó 
que  cometió  tal  desacato  contra  la  persona 
del  rey  ¿deberá  considerarse  la  imputación 
de  cualquiera  de  estos  hechos  criminales 
como  una  simple  injuria?  Cualquiera  que  sea 
la  posición  del  inculpado  en  un  pais  pundo- 
noroso donde  el  sentimiento  de  religión  no 
se  ha  estinguido  y  donde  el  respeto  y  la  ve- 
neración al  trono  es  una  ley  que  todos  aca- 
tan con  profunda  veneración,  la  imputación 
de  cualquiera  de  aquellos  hechos  rebajaría 
grandemente  el  concepto  y  la  estimación  de 
una  persona ;  su  honra  quedaría  mancillada 
y  seria  un  objeto  de  escándalo  y  menospre- 
cio á  los  ojos  de  los  demás.  Si  la  acción  de 
calumnia ,  pues ,  procede  cuando  estos  ma- 
les ,  tan  graves  en  el  orden  moral ,  se  can- 
san por  medio  de  imputaciones  de  hechos 
punibles  determinados,  creemos  que  en  nin- 
guna ocasión  debería  negarse  menos  que 
cuando  se  trata ,  como  en  los  casos  citados, 
de  hechos  altamente  vituperables  que  exi- 
gen un  castigo  irremisible.  T  nos  afirmamos 
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mas  en  este  modo  de  pensar,  si  comparamos 
ios  casos  de  qae,  por  ejemplo ,  acabamos  de 
hacer  mención ,  con  otros  en  que  según  las 
disposiciones  del  Código  y  es  procedente  la 
acción  de  calumnia.  El  ejecutar  en  el  reino 
sin  los  requisitos  legales  una  bula  ó  breve, 
constituye  delito,  según  el  Código,  lo  mismo 
que  el  cometer  alguna  falsedad  en  los  actos 
electorales  y  el  despachar  cualquier  sustan- 
cia que  pueda  ser  nociva  á  la  salud,  sin 
cumplir  las  formalidades  prescritas  en  los  re- 
glamentos. Por  consiguiente,  si  se  imputa 
á  uno  cualquiera  de  los  actos  que  se  acaban 
de  indicar,  procederá  la  acción  de  calumnia, 
no  obstante  de  que  la  imputación  de  ellos  es 
menos  grave  que  la  de  los  anteriormente  re- 
feridos. Pues  qué  ¿trae  sobre  el  hombre  pun- 
donoroso mas  afrenta  una  falsedad  en  cual- 
quier acto  electoral  ó  la  venta  de  sustancias 
nocivas  sin  llenar  una  fórmula,  ó  la  ejecu- 
ción de  un  breve  sin  la  misma  circunstancia, 
que  el  defraudar  una  cantidad  por  pequeña 
que  sea,  ó  blasfemar  públicamente  de  Dios, 
ó  cometer  un  desacato  contra  la  real  perso- 
na ?  De  seguro  que  no ;  y  ojalá  que  la  rela- 
jación de  nuestras  costumbres  y  la  perver- 
sión de  nuestros  principios  sociales  y  reli- 
giosos ,  no  llegue  hasta  el  punto  de  tener  en 
menos  la  estafa  y  el  hurto ,  el  desprecio  de 
Dios  y  de  la  persona  que  simboliza  el  trono, 
qae  nna  superchería  electoral ,  cuyas  conse- 
cuencias en  algunos  casos  no  negaremos 
que  pueden  ser  trascendentales.  Creemos, 
pues  y  que  se  ha  circunscrito  demasiado  el 
carácter  de  la  calumnia,  limitándola  á  la 
imputación  de  los  hechos  que  en  el  Código 
se  califican  de  delitos. 

Hemos  viste  que  no  basta  para  constituir 
el  delito  de  calumnia,  ni  la  imputación  de 
una  cualidad  deshonrosa,  ni  de  un  vicio  de- 
terminado: ¿sucederá  lo  mismo  cuando  se 
hace  una  impntacion  que  supone  el  hábito 
de  delinquir  aunque  no  se  contraiga  á  nin- 
gún hecho?  ¿Habrá  calumnia  cuando  se  diga 
que  tal  persona  es  un  ladrón  ó  falsario?  Aun- 
que á  primera  vista  parezca  que  atribuyén- 
dose nna  cualidad ,  que  supone  el  hábito  de 
delinquir,  se  calumnia  á  la  persona  ultraja- 
da, no  es  así  sin  embargo.  Falta  en  este  V 
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caso  la  base ,  la  condición  esencial  de  impu- 
tar un  delito,  es  decir,  un  hecho  especial 
en  virtud  del  cual  pueda  precederse  de  ofi- 
cio. La  imputación  genérica  de  falsario  ó  la- 
drón ,  no  concretándose  á  hechos  determi- 
nados, no  podria  dar  lugar  á  un  procedi- 
miento de  esa  especie.  Ni  podría  imponerse 
pena  por  tal  acusación ,  pues  no  seria  posi- 
ble graduarla  siendo  desconocido  el  delito 
en  su  esencia  y  en  sus  accidentes.  Ni  aun  la 
pena  que  el  Código  establece  para  el  calum- 
niador podria  tener  efecto,  supuesto  que  la 
base  prescrita  para  grailuarla  es  la  gravedad 
del  delito  imputado,  y  mal  podria  calificarse 
este  delito  de  grave  ó  menos  grave ,  para 
fijar  la  pena  correspondiente  á  esta  circuns- 
tancia esencial,  no  habiéndose  concretado 
la  imputación  en  ios  términos  que  hemos  di- 
cl^o.  Habrá,  pues,  en  el  caso  propuesto  una 
injuria,  porque  aquellas  espresiones  infieren 
deshonra  y  descrédito  en  alto  grado  á  la  per- 
sona contra  quien  se  han  dirigido;  pero  no 
existirá  el  delittHe  calumnia  atendidas  las 
condiciones  que  constituyen  hoy  este  delito 
con  arreglo  al  Código  penal. 

Pudiera  suceder  que  el  autor  de  la  impu- 
tación alegara,  en  cualquiera  de  los  infinitos 
casos  que  pueden  ofrecerse ,  su  buena  fé  y 
el  no  haber  tenido  intención  de  dañar  al 
ofendido.  ¿En  tal  caso  estas  escepciones  exi- 
mirán al  primero  de  la  nota  y  de  la  respon- 
sabilidad de  calumniador?  ¿Lesera  permi- 
tido alegarlas  y  probarlas' para  conseguir  su 
absolución?  Creemos  que  no ^  porque  cuan- 
do se  lanza  al  público  la  imputación ,  siem- 
pre deshonrosa,  de  un  delito  por  cualquiera 
de  los  medios  estrajudiciales  mencionados 
hasta  aquí ,  la  intención  de  lastimar  el  cré- 
dito personal  se  presume  de  derecho.  Qiuh 
Hes  verba  per  se  suní  injuriosay  toiies  prcesu" 
mitur  animus  injuriandi^  nisi  injuriam  pro- 
bet  se  animo  non  injuriandi  fecisse.  El  que 
pudiendo  llevar  á  los  tribunales  la  acusaciou 
de  un  delito  con  el  recto  y  útilísimo  fin  de 
procurar  el  castigo  del  delincuente  y  la  sa- 
tisfacción de  la  vindicta  pública ,  se  com- 
place en  divulgar  un  hecho  que  ha  de  de- 
nostar á  otro  y  menoscabar  su  honra ,  obra 
con  el  pieno  convencimiento  de  que  tal  pu^ 
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blicidad  ha  de  causarle  un  grave  perjuicio. 
Seria,  por  consecuencia,  muy  gratuito  su- 
poner que  á  este  acto  habia  precedido  sana 
intención  y  un  propósito  inocente.  Ni  habría 
términos  hábiles  para  apreciar  la  buena  fé 
en  el  caso  de  que  se  trata ,  cuando  á  nadie 
le  es  lícito  ignorar,  que  la  imputación  de  un 
hecho  en  el  orden  de  la  vida  privada  ,  ó  la 
de  un  delito  cuando  no  se  tienen  los  medios 
legales  de  justificar  su  certeza,  es  un  aten- 
tado en  el  primer  caso,  y  en  el  segundo  un 
abuso  repugnante  de  la  facultad  que  la  ley 
concede.  Comprenderíamos  la  buena  Té  en 
el  que  acude  á  los  tribunales  de  justicia  y 
acusa  bajo  la  responsabilidad  que  este  acto 
le  impone  al  que  juzga  autor  de  un  delito; 
pero  no  podremos  formar  igual  juicio  del 
que,  abusando  de  su  posición  ó  movido  por 
resentimientos  ó  en  fuerza  de  sus  instintos, 
propaga  estrajudicialmente  especies  injurio- 
sas ó  denigrantes. 

Imputación  falsa.  Otra  condición  indis- 
pensable para  que  exista  el  delito  de  colum- 
nia,  es  que  el  hecho  imputado  sea  falso.  Si 
se  prueba  que  el  ofendido  le  cometió  real  y 
efectivamente,  la  base  de  la  calumnia  des- 
aparece. La  falsedad  es  también  el  carácter 
que  distingue  la  calumnia  de  la  injuria  y  di- 
famación. 

Pero  el  Código  califica  de  calumnia  la  im- 
putación falsa;  y  como  en  juicio  no  se  con- 
sidera falso  sino  aquello  cuya  falta  de  ver- 
dad ha  sido  demostrada  legalmente ,  podría 
dudarse  si  para  la  existencia  de  aquel  deli- 
to será  necesario  que  el  inculpado  justifique 
la  falsedad  del  hecho  que  se  le  atribuye ;  ó 
si  bastará  que  el  autor  de  la  imputación  no 
dé  prueba  alguna  ó  no  la  suministre  suficien- 
te. El  Código  francés  habiendo  previsto  esta 
dificultad ,  dispuso  en  el  artículo  368  que  se 
reputaría  falsa  toda  imputación  que  no  se 
comprobase  por  medio  de  alguna  prueba  le- 
gal. El  nuestro  nada  dispone  sobre  este 
punto;  sin  embargo,  como  el  autor  de  la 
imputación ,  desde  el  momento  que  la  pro- 
paga ,  toma  el  carácter  de  verdadero  acusa- 
dor ;  como  por  consecuencia  de  este  carác- 
ter pone  sobre  ^í  la  inescttsable  obligación 
de  acreditar  la  certeaa  de  sus  propalaciones; 


y  como  el  derecho  de  hacerlas  está  restrin- 
gido con  el  deber  de  probarlas,  es  evidente 
para  nosotros,  que  existirá  el  delito  de  ca- 
lumnia siempre  que  el  autor  de  la  imputa- 
ción no  dé  la  prueba  legal  de  su  certeza, 
aunque  el  inculpado  nada  justifique  por  su 
parte.  EsU  consecuencia  se  deduce  legíti- 
mamente del  contesto  del  artículo  368,  pues 
declarando  que  el  acusado  de  calumnia  que- 
dará exento  de  toda  ftn^  probando  el  hecho 
criminal  que  hubiere  imputado,  viene  á 
decir  implícitamente  que  incurrirá  en  di- 
cha pena  cuando  no  suministre  semejante 
prueba. 

Es,  pues,  un  derecho  inherente  á  la  con- 
dición del  acusado  de  calumnia  el  probar 
la  certeza  del  hecho  imputado.  Es  ademas 
una  obligación  que  debe  cumplir  irremisi- 
blemente para  quedar  libre  de  responsabili- 
dad. ¿Y  de  qué  medios  podrá  valerse  para 
dar  esta  prueba?  Como  el  Código  no  restrin- 
ge el  derecho  del  autor  en  este  caso ,  ni  li- 
mita los  medios  de  justificación  á  determi- 
nadas pruebas ,  es  claro  que  deberán  tener 
aplicación  al  caso  presente  las  disposiciones 
comunes  del  derecho  y  que  podrá  suminis*- 
trar  todas  las  que  convengan  á  su  objeto  de 
cualquier  especie  que  sean.  La  legislación 
actual  francesa,  que  solo  permite  la  prueba 
de  la  difamación  cuando  se  dirije  contra  fun- 
cionarios públicos,  rechaza  la  prueba  testi- 
monial para  justificar  los  hechos  difanaiato* 
ríos;  disposición  saludable,  que  convendría 
adoptar  tratándose  de  imputaciones  oficiosas 
y  voluntarias  contra  el  honor,  las  cuales  de- 
ben considerarse  siempre  hechas  con  pro- 
pósito de  ofender;  en  las  que  se  agitan  el 
odio,  los  resentimientos  y  »tras  pasiones 
profundas ,  y  donde  empeñado  el  amor  pro^ 
pío,  el  espíritu  de  partido  y  el  deseo  de 
venganza,  no  es  dificil  que  se  apele  á  todo 
linaje  de  recursos ,  por  indignos  y  reproba- 
dos que  sean ,  para  vencer  en  tan  apasiona- 
do debate. 

También  podrá  dudarse  si  bastará  alegar 
y  aun  pregar  ia  notoriedad  del  hecho  impu- 
tado para  que  el  autor  de  la  imputación  que- 
de á  salvo  de  toda  responsabilidad.  En  nues- 
tro concepto  no  basta  semejante  prueba.  L^ 
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que  (tebe  daree;  la  qae  implíciUmeate  exije 
el  Código  debe  ser  especial,  no  genérica; 
ceocreUy  terminante  el  hecho  atribuido, 
no  vaga  y  relativa  al  concepto  que  otros  hu- 
bieren foriBado  acerca  de  su  exactitud.  Por 
eso  sin  duda  el  artículo  368  exime  de  pena 
al  acosado  de  calumnia,  probando  el  hecho 
criminal  que  hubiese  imputado.  El  hecho, 
es  decir,  su  realidad,  no  el  concepto  y  la 
opinión  agena.  La  prueba,  pues,  debe  ser 
especial  y  ha  de  tener  por  único  objeto  la 
certeza  del  hecho  que  constituye  la  impu- 
tación. 

Que  el  delito  imputado  dé  lugar  á  proce- 
dimietdos  de  oficio.  Tal  es  la  última  con- 
dición esencial  para  que  exista  delito  de  ca- 
lumnia. No  bosta  que  se  impule  un  hecho 
caUfieado  de  delito  por  el  Código  penal ;  la 
ley  ha  establecido  aquella  circunstancia  res- 
trictiva de  esta  regla,  y  creemos  que  ha 
procedido  aeertadamente  atendidos  los  prin- 
cipios adoptados  por  el  mismo  Código.  Si  el 
acusado  de  calumnia  tiene  el  derecho  de 
probar  la  certeza  del  hecho  que  ha  imputa- 
do ,  es  consiguiente  que  la  acción  de  calum- 
nia DO  pueda  ser  procedente  cuando  este 
hecho  constituye  un  delito  que  no  puede  ser 
perseguido  »no  á  instancia  de  la  parle  oFen- 
dida,  porque  de  otro  modo  podria  abrirse  un 
procedimiento  criminal  sobre  delitos  de  esta 
especie,  en  que  se  discutiera  sobre  el  honor 
de  una  tercera  persona  y  se  admitieran  jus- 
tificaciones y  probanzas  sin  su  consenti- 
miento y  quizá  contra  su  voluntad.  Si  Pedro 
imputase  á  Juan  que  habia  cometido  adulte- 
rio con  muger  determinada  y  la  ley  califi- 
cara esta  imputación  de  calumnia,  seria 
consiguiente  á  los  principios  adoptados  por 
el  Código,  que  se  le  permitiese  probar  la 
certeza  del  adalterio ,  lo  cual  falsearia  una 
regla  fuadamental  respecto  de  este  último 
delito  y  otros  semejantes,  en  los  que  no 
puedo  precederse  ni  imponerse  pena  sino  á 
querella  del  ofendido.  La  imputación ,  cuan- 
do el  hecho  no  dá  lugar  á  procedimientos  de 
oficio,  se  considerará  como  uua  injuria  gra* 
ve  y  en  este  concepto  podrá  entablar  k  cor- 
respondiente acción  la  persona  contra  quien 
se  hubiese  dirigido. 


Pero  uua  imputación  do  las  que  no  dan 
lugar  á  procedimientos  de  oficio,  ataca  el 
honor  de  otra  ú  otras  personas  ademas  de 
aquella  contra  quien  se  dirijen  inmediata- 
mente. En  el  ejemplo  anterior  no  solo  se 
ofende  á  esta  persona,  sído  á  la  muger  quo 
resulta  inculpada  y  al  marido  á  quien  indi- 
rectamente se  deshonra.  Bajo  de  este  su- 
puesto, aunque  entablada  la  acción  de  inju- 
rias se  imponga  al  difamador  la  pena  consi- 
guiente á  este  delito,  como  en  el  procedi- 
miento de  injuria  no  se  admite  prueba  ,  la 
conducta  de  la  muger  no  recibirá  la  justifi- 
cación correspondiente ,  ni  su  marido  verá 
vindicada  su  honra.  Sigúese  de  aquí  que  el 
único  derecho  que  el  Código  concede  en  las 
imputaciones  de  delitos  que  no  pueden  per- 
seguirse de  oficio,  no  es  un  medio  suficiente 
para  satisfacer  los  intereses  lastimados,  ni 
llevar  una  reparación  completa  á  las  reputa- 
ciones ultrajadas.  ¿Podrá  el  marido  entablar 
la  acusación  de  calumnia  para  que  abrién- 
dose un  juicio  en  que  puedan  tener  cabida 
pruebas  de  una  y  otra  parte,  quede  ejecu- 
toriado que  la  impastación  fué  calumniosa  y 
se  purifique  la  opinión  de  los  ofendidos? 
Creemos  que  sí.  Cuando  el  Código  niega  el 
ejercicio  de  la  acción  de  calumnia  {)or  la  im- 
putación de  un  delito  que  no  puede  perse- 
guirse de  oficio ,  BO  puede  presumirse  que 
se  refiera  sino  al  autor  del  delito  mismo,  ó  á 
cualquiera  otro  que  pueda  tener  algún  gé- 
nero de  complicidad.  En  el  adulterio .  por 
ejemplo,  en  el  rapto,  etc.,  son  el  supuesto 
adúltero  ó  el  raptor  los  que  no  pueden  pro- 
vocar el  juicio  de  calumnia  aunque  se  les 
impule  la  perpetración  de  estos  escesos  por- 
que, como  ya  se  ha  indicado,  se  daría  lu- 
gar de  otro  modo  á  poner  en  tela  de  juicio 
la  honra  de  otras  personas  sin  su  voluntad. 
Pero  si  estas  renuncian  implícitamente  á  esta 
consideracioo  favorable  de  la  ley  y  se  pre- 
sentim  ejercitando  ellas  mismas  la  acción  y 
provocando  el  juicio  de  calumnia  cesa  ya  la 
razón  que  tuvo  la  ley  para  prohiUr  el  proce- 
dimiento, y  existe  un  nuevo  motivo  de  in- 
terés público  que  exije  la  admisión  de  aque- 
lla. Si  asi  no  fuera,  la  muger  inculpada  de 
tan  grave  delito  se  >eria  privada  de  ua  dc- 


Digitized  by 


Google 


104 


CALUMNIA. 


recho  inviolable  en  sa  esencia  y  concedido 
á  todos  los  individuos  de  la  sociedad;  el  ma- 
rido no  tendría  medios  de  defensa  para  res- 
tablecer sa  opinión  ultrajada  en  el  punto  mas 
delicado  del  honor  y  la  incertidumbre  y  la 
duda  oscurecerían  la  inocencia  de  aquella  y 
la  honra  de  este  sin  que  pudiera  evitarlo  la 
pena  impuesta  al  autor  de  la  imputación  por 
consecuencia  de  la  acción  de  injurias  ejerci- 
tada en  un  juicio  donde ,  como  ya  se  ha  di- 
cho 9  no  tienen  lugar  las  pruebas. 

SECCIÓN  IV. 

ACUSACIÓN. — PENAS.— SATISFACCIÓN    AL 
OFENDIDa. 

Llegamos  ya  á  los  últimos  pormenores  de 
este  artículo ,  no  menos  importantes  que  los 
anteriores,  puesto  que  comprenden  cuanto 
dice  relación  al  ejercicio  del  derecho  de  acu- 
sar; á  las  penas  que  el  Código  impone  á  los 
calumniadores  y  á  la  satisraccion  que  debe 
darse  á  los  calumniados. 

Acusación.  EscusadOr^es  advertir  que  el 
derecho  de  acusar  compete  principal  é  in- 
mediatamente al  ofendido.  La  ley  concede 
la  acción  de  calumnia  para  vindicar  el  ho- 
nor menoscabado  y  solo  el  que  esperímenta 
esta  adversidad  se  halla  en  el  caso  de  apro- 
vecharse de  semejante  beneficio.  Nadie  será 
penado,  dice  el  artículo  391,  por  calumnia, 
sino  á  querella  de  la  parte  orendida.  Es  un 
delito  puramente  privado  y  por  consiguien- 
te el  acusador  público  no  puede  tener  inter- 
vención en  ningún  caso.  Tampoco  puede  ser 
admitida  la  simple  den\Micia  del  ofendido:  se 
necesita  acusación  formal  y  terminante  pro- 
ducida por  el  mismo  á  querella  de  la  parte 
ofendida. 

Una  escepcion  establece  el  Código  á  esta 
regla  que  consideramos  sumamente  fundada 
y  oportuna  y  se  refiere  al  caso  en  que  la  ca- 
lumnia se  hubiese  dirigido  contra  la  autori- 
dad pública,  corporaciones  ó  clases  del  Es- 
tado. Reconocido  en  el  Código  reformado, 
con  notable  mejora  del  anterior ,  el  delito 
de  desacato  contra  las  autoridades,  que  como 
se  ha  dicho  puede  consistir  en  la  calumnia, 


era  consiguiente  dar  á  las  mismas  un  medía 
fácil ,  pronto  y  espedito  para  obtener  la  vin- 
dicación de  la  ofensa  sin  necesidad  de  com- 
parecer personalmente  en  los  tribunales.  Si 
la  autoridad  es  calumniada  como  tal  en  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones  ó  con  ocasión 
de  ellas,  nada  mas  natural  y  justo  que  la 
.  acción  pública  venga  en  su  ausilio  para  pro- 
curar el  castigo  del  agresor ,  porque  siendo 
la  autoridad  la  que  ha  recibido  el  ultraje,  no 
puede  desprenderse  e)  ofendido  de  este  ca- 
rácter para  acudir  como  un  simple  particu- 
lar á  los  tribunales  de  justicia  en  reclama*» 
cion  de  su  agravio.  La  ley  que  no  debe  de- 
jar indefensa  á  la  autoridad  en  ningún  caso, 
que  debe  ponería  al  abrigo  de  todo  género 
de  ataques,  y  que  llena  cumplidamente  este 
deber,  calificando  y  castigando  como  desa- 
catos los  que  se  dirijen  contra  aquella ,  con- 
tra las  corporaciones  públicas  y  contra  las 
clases  del  Estado,  debia  ser  consiguiente,  y 
lo  ha  sido  en  efecto,  dejando  á  cargo  de  los 
funcionarios  competentes  la  acusación  de  los 
calumniadores.  Todavía  el  Código  ha  ido 
mas  allá  en  la  previsión  que  ha  empleado  en 
este  último  caso.  Puede  suceder  que  motivos 
atendibles  de  conveniencia  pública,  que  el 
interés  del  Estado,  y  aunque  el  decoro  mis- 
mo de  las  corporaciones,  clases  del  Estado 
y  de  las  altas  personas ,  que  para  los  efectos 
de  que  estamos  hablando  se  reputan  autori- 
dades y  se  comprenden  en  las  disposiciones 
relativas  á  ellas,  exijan  en  el  caso  de  verse 
deprímidas  y  calumniadas,  que  no  se  provo- 
que üjeramente  un  juicio  de  cuyos  debates 
pudiera  seguirse  un  perjuicio  mayor  que  el 
de  la  imputación  calumniosa.  Para  este  even- 
to se  dispone  en  el  último  párrafo  del  artícu- 
lo 391 ,  que  en  los  casos  espresados  en  el 
párrafo  anterior  ha  de  preceder  á  la  acusa- 
ción escitacion  especial  del  gobierno. 

Ademas  del  ofendido  pueden  ejercitar  la 
acción  de  calumnia,  según  el  artículo  388: 
c los  ascendientes,  descendientes,  cónyuges 
y  hermanos  del  difunto  agraviado,  siempre 
que  la  calumnia  trascendiere  á  ellos ,  y  en  • 
todo  caso  el  heredero. »  Esta  declaración  no 
era  necesaria  para  el  fia  de  que  so  trata; 
porque  si  las  personas  á  que  se  refiere  no 
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pueden  ejercitar  la  acción  de  calumnia  sino 
en  el  caso  de  que  trascienda  á  ellas ,  evi- 
dente es  que  sin  necesidad  de  esta  especial 
disposición  podrían  hacerlo  como  agraviados 
y  orendidos.  Si  la  calumnia  lanzada  contra 
una  persona  que  ha  dejado  de  existir ,  tras- 
ciende también  á  sus  ascendientes  ó  descen- 
dientes, á  su  cónyuge  ó  á  los  hermanos  que 
existen ,  es  claro  que  se  considerarán  ca- 
lumniados ,  ño  solo  aquel ,  sino  estos ,  y  que 
no  necesitarán  la  representación  del  prime-  | 
ro  para  ejercitar  la  acción  que  les  corres- 
ponde por  su  propio  derecho.  Lo  que  debe 
tenerse  muy  presente ,  es  que  la  ofensa  de 
estas  personas  y  especialmente  de  los  des- 
cendientes ,  sea  clara  y  mani&esta ,  no  que- 
dando duda  acerca  de  que  la  imputación 
ataca  también  y  trasciende  á  sus  personas; 
porque  de  otro  modo  cualquiera  calificación 
que  se  hiciese  de  una  persona,  siglos  des- 
pués de  haber  fallecido,  ó  la  relación  mas  ó 
menos  fidedigna  de  un  suceso  en  que  hubie- 
se tomado  parte ;  la  esposicíon ,  finalmente, 
de  lá  historia ,  en  que  se  hiciese  mención 
del  mismo  sujeto,  podrían  dar  lugar  á  recla- 
maciones de  los  descendientes  que  se  cre- 
yeran ofendidos  ó  calumniados. 

En  cuanto  al  heredero  del  difunto  agra- 
viado la  representación  legal  de  que  se  halla 
investido  lleva  consigo  la  obligación  y  el 
derecho  de  defenderle  de  cualquiera  impu- 
tación deshonrosa  ó  calumniosa.  Este  dere- 
cho fué  ya  espresamente  establecido  en  la 
legislación  de  las  Partidas,  t E  aun  deziraos 
que  si  alguno  dijese  mal  tortizeramenle  de  la 
fama  de  algún  home  muerto  que  los  sus  he- 
rederos pueden  demandar  emienda  dello  tam- 
bién como  si  lo  dijesse  contra  ellos  mismos; 
por  que  según  derecho  como  una  persona  es 
contada  la  del  heredero  é  la  de  aquel  á 
quien  heredo  (l).i 

Por  la  misma  razón  que  hemos  indicado 
aunque  en  sentido  inverso  la  acción  de  ca- 
lumnia no  puede  ejercitarse  sino  contra  el 
autor  de  la  imputación.  El  es  el  autor  del 
delito;  el  único  que  puede  suministrar  6  no 
las  pruebas  de  su  certeza ;  el  único  en  quien 


(í)    Ley  15,  til.  9,  Par.  7. 


pueden  tener  efecto  las  penas  que  la  tey  san- 
ciona contra  los  calumniadores:  contra  él, 
pues,  debe  dirigirse  la  acusación  del  ofen- 
dido. 

La  acusación  no  ofrecerá  dificultad  alguna 
cuando  desde  luego  aparezca  el  autor  de  la 
imputación ;  pero  esta  puede  haberse  causa- 
do por  medio  de  un  papel  anónimo,  por  un 
cartel  ó  pasquín  ó  por  cualquiera  otro  medio 
cuyo  autor  sea  desconocido.  En  tal  caso  de- 
be preceder  información  judicial  de  la  culpa- 
bilidad de  la  persona  contra  quien  se  trata 
de  dirigir  la  acusación  para  que  esta  pueda 
ser  deducida  en  juicio. 

Cabe  también  la  acusación  de  calumnia 
cuando  esta  se  ejecuta  por  la  imprenta.  Las 
calumnias  irrogadas  por  este  medio  no  las 
considera  la  ley  como  delitos  especiales  de 
imprenta;  sino  que  reserva  su  conocimiento  y 
castigo  para  los  tribunales  ordinarios. 

Es  asimismo  procedente  la  acusación  del 
delito  de  calumnia  cuando  se  haya  hecho  por 
medio  de  publicaciones  en  pais  estranjeiv.  Es- 
tas palabras  que  son  terminantes  en  el  artí- 
culo 389  pueden  dar  lugar  á  alguna  duda  en 
su  aplicación;  puesto  que  la  calumnia  puede 
inferirse  por  medio  de  publicaciones  en  pais 
estranjero  no  en  uno  solo,  sino  en  muchos  ca- 
sos, cuyas  diferentes  combinaciones  no  es 
fácil  prever.  Un  comentador  del  Código  pe- 
nal, censurando  fuertemente  la  disposición  de 
que  vamos  hablando,  añade  cque  lo  único  ra- 
cional en  este  punto  es  lo  que  prevenia  el 
código  francés.!  Respecto  á  las  calumnias 
publicadas  en  periódicos  extranjeros  podrán 
ser  procesados  los  que  hubieren  enviado  (des- 
de Francia)  los  artículos  ó  dado  orden  para 
su  inserción ,  ó  contribuido  á  que  se  intro- 
duzcan ó  espendan,  c  Recelamos,  añade  dicho 
escritor,  que  eso  mismo  es  lo  que  ha  querido 
decir  nuestro  articulo,  y  sostenemos  sin  nin- 
guna duda  que  así  es  como  deben  entenderlo 
los  tribunales,  i  Aceptamos  desde  luego  esta 
inteligencia  y  añadimos  que  el  artículo  589 
no  puede  ser  aplicable  sino  al  caso  en  que 
irrogándose  la  calumnia  por  medio  de  una 
publicación  en  pais  estranjero,  el  autor  de 
ella  ó  su  cómplice  puedan  ser  acusados  ante 
los  tribunales  españoles  por  concurrir  alguna 
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de  las  circtmstaiicias  legales  que  hagan  com- 
petente su  jttrísdiccioQ. 

¿T  habrá  casos  en  que  el  autor  de  una  im- 
putacioQ  calumniosa  no  podrá  ser  acusado  ni 
quedará  sometido  á  responsabilidad  alguna? 
Guando  aquella  se  haya  verificado  en  algún 
discurso  pronunciado  en  una  asamblea  le- 
gislativa; cuando  en  las  relaciones  y  estrac* 


rar  del  proceso  el  escrito  que  las  contenga. 
La  obligación  impuesta  por  este  artículo 
es  estensiva  á  todas  las  calumnias  que  se 
causan  en  juicio  por  cualquier  medio  que  sea. 
Ora  se  haya  verificado  verbalmente  en  una 
defensa  pronunciada;  ora  por  escrito  en  una 
alegación  ó  pedimento ,  destinados  á  formar 
parte  del  proceso»  la  necesidad  de  obtener 


tos  de  las  sesiones  de  Cortes  se  consignan   I  previamente  la  licencia  del  juez  ó  tribunal  es 


imputaciones  de  la  misma  especie;  cuando  en 
las  reuniones  electorales  ó  protestas  contra 
la  validez  de  una  elección  se  cometiere  el 
mismo  esceso  ¿podrá  ejercitarse  la  acción  de 
calumnia  por  el  agraviado?  Como  en  todos  ca- 
sos espresados,  mas  que  unaimputacioncalum  - 
niosa,  puede  tener  y  tiene  por  lo  común  lugar 
la  injuria  ó  difamación,  nos  reservamos  exa- 
minar las  cuestiones  propuestas  cuando  tra- 
temos de  estos  delitos. 

En  cuanto  á  la  calumnia  que  pueda  cau- 
sarse en  juicio,  dispone  el  artículo  390  que 
no  podrá  deducirse  la  acción  sin  previa  licen- 
cia del  juez  ó  tribunal  que  conociere  del  jui- 
cio. Esta  disposición  nos  parece  muy  oportu- 
na. Permitir  sin  cortapisa  alguna  la  acusa- 
ción de  calumnia  á  los  que  se  considerasen 
ofendidos  por  imputaciones  dirigidas  en  el 
curso  de  los  debates  judiciales,  podría  ser 
perjudicial  y  atentatorio  quizá  á  la  inmuni- 
dad del  abogado  y  á  los  respetables  derechos 
de  la  propia  defensa.  Pero  conceder  una  li- 
bertad sin  límites  á  los  litigantes  en  términos 
de  dirigirse  ofensas  y  calunmías  impunemen- 
te, seria  también  una  concesión  peh'grosa, 
inconveniente  é  indigna  de  la  cultura  de  un 
pueblo  civilizado.  £1  Código  ha  adoptado  un 
término  medio  que  satisface  todos  los  intere- 
ses. Si  la  imputación  por  la  cual  uno  de  los 
litigantes,  apasionado  por  su  resentimiento, 
ha  creido  verse  calumniado,  no  contiene  es- 
te ultraje,  el  juez  ó  tribunal  que  conoce  del 
negocio  9  negará  la  licencia  para  deducir  la 
acción;  si  cree  que  en  efecto  existe,  la  conce- 
derá; y  si  juzga  que  no  hay  calumnia,  sino 
una  ofensa  menor  que  no  merece  tal  pro- 
cedimiento, acordará  la  medida  mas  con- 
veniente para  satisfacer  la  justa  suscepti- 
bilidad del  ofendido,  ya  mandando  borrar 
las  palabras  difamantes,  ya  haciendo  reti- 


siempre  indispensable.  Lo  es  también  cual- 
quiera que  sea  el  tribunal  donde  el  juicio  se 
ventile,  inclusos  los  consejos  de  provincia,  el 
Consejo  Real  y  el  Senado  mismo  cuando  juz- 
gue como  tribunal  de  justicia.  Creemos  ex- 
ceptuados únicamente  los  tribunales  y  juz- 
gados donde  no  tienen  aplicación  las  dispo- 
siciones del  Código  penal. 

Petms.  No  hay  necesidad  de  fatigar  la 
razón  para  comprender  perfectamente  una 
verdad  que  es  de  sentimiento.  La  calumnia 
es  un  delito  grave  y  la  ley  ha  debido  penar- 
le severamente.  El  que  imputa  á  otro  un  de- 
lito que  no  bacometido  lastima  su  reputación 
y  buen  nombre,  le  espone  al  desprecio  de 
sus  semejantes,  le  confunde  con  el  criminal  y 
le  abruma  bajo  el  peso  insoportable  de  una 
acusación  tanto  mas  sensible ,  cuanto  es  ino- 
cente y  tanto  mas  odiosa  cuanto  sea  mas 
grave  el  hecho  imputado.  Fácil  es  advertir 
todo  el  fondo  de  perversidad  que  encierra  la 
conducta  del  calumniador  de  cualquier  modo 
que  dirija  sus  emponzoñados  tiros  contra  la 
inocencia.  En  todas  las  hipótesis  posibles  el 
calumniador  reúne  la  maldad  del  detractor 
que  procura  dañar  con  el  veneno  de  sus  pa- 
labras la  reputación  de  su  semejante ;  la  fal- 
sedad, mas  odiosa  todavía,  del  impostor  que 
habla  contra  lo  que  le  dicta  su  conciencia;  y 
la  debilidad  despreciable  del  que  ataca  al 
que  en  el  acto  mismo  no  puede  defenderse. 
Haciendo  de  estos  elementos  perniciosos  el 
instrumento  de  su  venganza,  mina  sorda  pe- 
ro reflexivamente  las  reputaciones ;  asesina 
moralmente  al  que  tiene  la  desgracia  de  ser 
objeto  de  sus  ataques,  porque  le  arrebata  el 
bien  mas  apreciable  que  puedo,  ofrecer  al 
hombre  honrado  la  sociedad,  turba  la  tran- 
quilidad y  el  sosiego  de  su  espíritu ,  y  hace 
infeliz  al  que  vivia  tal  vez  dichoso  en  el  seno 
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de  una  Amilia  afortimada.  La  caluffiaia ,  en 
tin,  empieza  por  preTenir  los  ánimos  contra 
el  ofendido »  y  desterrando  la  confianza  que 
inspiraba ,  confianza  sin  la  cual  no  pueden 
existir  entre  los  hombres  lazos  de  unión  pro- 
vechosa,  acaba»  sino  por  hacer  creer  los  he- 
chos ímpoiadoB,  al  menos  por  hacer  dudar 
de  la  inocencia  mas  acrisolada. 

Por  eso  todas  las  naciones  han  dictado  le- 
yes para  escarmentar  el  pernicioso  arrojo  de 
los  calunmiadores.  Las  legislaciones  anti- 
guas, empezando  por  la  de  Moisés  y  acaban- 
do por  la  romana » todas  han  impuesto  seve- 
ras penas  á  los  perpetradores  de  este  delito. 
Nuestra  legislación,  aplicándolas  á  los  ca- 
lumniadores judiciales ,  castigaban  también 
con  rigor  la  calumnia  común,  coafundida  en- 
tonces con  la  difamación  é  injuria.  En  los  có- 
digos modernos  se  ha  seguido  constantemen- 
te el  espíritu  de  estos  principios,  y  se  ha 
penado  el  delito  de  calumnia  con  la  prisión 
mas  ó  menos  dilatada,  distinguiéndose  el  có- 
digo francés  que  la  imponia  hasta  de  cinco 
anos,  y  el  austríaco,  que  fijando  la  pena  or- 
dinaria en  la  prisión  de  uno  ó  cinco  años ,  la 
ampliaba  basta  diez,  cuando  concurría  algu- 
na de  la»  circunstancias  determinadas  en  su 
articulo  189. 

£1  Código  español  establece  la  misma  cla- 
se de  pena,  auMque  no  en  grado  tan  elevado. 
Tomando  por  IÑise  para  la  graduación  de 
ella  la  gravedad  del  delito  imputado,  casti-^ 
ga  el  artículo  376  la  calumnia  propagada  por 
escrito  y  con  publicidad ,  con  las  penas  de 
prisión  correccional,  ó  sea,  de  siete  meses 
á  tres  anos  y  multa  de  ciento  á  mil  duros, 
cuando  se  imputare  un  delito  grave ;  y  con 
las  de  arresto  mayor,  ó  sea,  de  uno  á  seis 
meses  y  multa  de  cincuenta  á  quinientos  du- 
ros ai  se  imputare  un  delito  menos  grave. 
No  propagándose  la  calumnia  con  publicidad 
y  por  escrito ,  es  castigada  con  las  penas  de 
arresto  mayor  en  su  grado  máximo,  ó  sea  de 
cinco  á  seis  meses  y  multa  de  cincuenta  á 
quinieatos  duroa,  cuando  se  imputare  un 
delito  grave ,  y  con  las  de  arresto  mayor  en 
su  grado  mínimo,  ó  sea,  de  uno  á  dos  nüe* 
ses  y  multa  de  veinte  4  doscientos  duros, 
cuando  se  imputare  un  delito  mesos  grave. 


Esta  base  adoptada  para  la  penalidad  de 
la  calumnia,  puede  producir  alguna  injusti- 
cia en  la  aplicación  de  las  disposiciones  que 
se  acaban  de  citar.  Supongamos  que  Pe- 
dro imputa  á  Juan  el  hecho  de  que  habiendo 
recibido  de  una  tercera  peisona  ocho  mil 
reales,  lo  negó  después  y  ^  quedó  con  esta 
suma.  La  pena  que  se  impondría  al  autor  de 
esta  imputación,  siendo  calumniosa  y  no  ha- 
biéndose propagado'con  publicidad  y  por  es- 
crito ,  seria  la  de  uno  á  dos  meses  de  prisión 
y  multa  de  veinte  á  doscientos  duros,  por- 
que el  Código  califica  el  delito  que  hemos 
supuesto ,  de  menos  grave.  Pero  suponga- 
mos que  el  mismo  Pedro  imputa  á  Juan  el 
hecho  de  haber  facilitado  su  casa  para  una 
sociedad  secreta  ó  el  de  haber  penetrado  ar- 
mado en  un  colegio  electoral :  la  pena  que 
se  impondría  al  autor  de  esta  imputación 
siendo  falsa  y  habiéndose  propagado  con 
publicidad  y  por  escrito,  seria  la  de  siete 
meses  á  tres  anos  de  prisión  y  multa  de 
ciento  á  mil  duros,  porque  el  Código  califica 
de  graves  los  dos  delitos  mencionados.  A 
primera  vista  aparece  la  notable  diferencia 
que  hay  entre  imputar  á  uno  el  hecho  que 
hemos  supuesto  en  primer  logar  y  cualquie- 
ra de  los  otros  dos.  La  imputación  de  un  hur- 
to ataca  la  honra  en  lo  mas  vivo  y  profundo 
de  su  existencia ,  es  el  ultraje  mas  grave 
que  puede  recibir  el  hombre,  es  una  acusa- 
ción que  debe  combatir  desde  luego  porque 
le  condenaría  á  una  afrenta  eterna.  La  im- 
putación de  los  otros  hechos,  por  mas  que 
en  el  orden  social  sean  graves  y  deban  cas*- 
tigarse  muy  severamente  por  las  consecuen- 
cias que  pudieran  seguirse  de  ellos;  la  im- 
putación ,  repetimos ,  no  atenta  al  honor  y 
á  la  opinión  del  individuo:  el  hombre  á  quien 
se  dirigiese  la  falsa  imputación  de  cualquiera 
de  estos  delitos,  no  se  consideraría  deshon- 
rado y  envilecido.  Sin  embargo,  ya  hemos 
visto  que  el  autor  de  aquella  grave  imputa- 
ción seria  castigado  con  una  pena  leve,  mien- 
tras el  de  esta  otra  recibiría  un  castigo  mu- 
cho mas  grave.  Se  vé,  pues,  que  citando  se 
trata,  no  de  la  gravedad  esencial  del  delito, 
sino  de  la  gravedad  mas  ó  menos  deshon- 
rosa de  la  imputación  de  un  hecho »  podrá 
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no  ser  siempre  justo  y  adecuado  el  principio 
adoptado  por  el  Código  para  la  imposición 
de  las  penas. 

Los  mismos  artículos,  objeto  de  las  ante- 
riores reflexiones,  pueden  dar  lugar  en  su 
aplicación  á  una  duda  que  no  debemos  pasar 
en  silencio,  c  La  calumnia,  dice  el  376,  propa- 
gada por  escrito  y  con  publicidad  se  casti- 
gará... ele.  •  y  el  artículo  siguiente  añade, 
cno  propagándose  con  publicidad  y  por  es- 
crito se  castigará...  etc.»  Son,  pues,  dos  úni- 
camente los  casos  previstos  y  penados  en 
estas  disposiciones:  1.**  cuando  la  calum- 
nia se  propaga  con  publicidad  y  por  escrito, 
con  las  dos  circunstancias  á  la  vez ,  no  con 
una  sin  la  otra.  2.**  Cuando  se  propaga  sin 
publicidad  y  sin  escrito.  Pues  bien :  cuando 
la  calumnia  se  haya  propagado  por  escrito, 
pero  sin  publicidad ,  como  por  ejemplo ,  por 
medio  de  un  cartel  fijado  en  un  sitio  no  pú- 
blico, ó  por  medio  de  un  manuscrito  leído 
á  menos  de  diez  personas,  ó  cuando  se  haya 
propagado  verbalmente,  pero  con  publici- 
dad, por  ejemplo,  en  un  discurso  pronun- 
ciado ante  una  reunión  numerosa.  ¿Con  qué 
penas  será  castigado  el  autor  de  la  calum- 
nia? Creemos  sin  vacilar  que  con  las  del  ar- 
ticulo 377,  porque  señaladas  las  mas  graves 
del  artículo  anterior  para  el  caso  en  que 
concurran  simultáneamente  las  dos  circuns- 
tancias de  publicidad  y  escrito,  debe  re- 
servarse la  pena  del  artículo  siguiente,  para 
todos  los  demás  casos  en  que  no  ocurran 
á  la  vez  dichas  circunstancias,  ó  no  se  haya 
verificado  ninguna.  Así  siempre  que  la  ca- 
lumnia se  propague  por  escrito  y  sin  publi- 
cidad, con  publicidad  y  sin  escrito,  ó  sin  es- 
crito y  sin  publicidad,  tendrá  aplicación  el 
artículo  377,  y  se  impondrán  las  penas  que 
establece  según  la  gravedad  del  delito  im- 
putado. 

Una  particularidad  ofrece  el  Código  en  or- 
den al  efecto  y  cumplimiento  de  las  penas  de 
este  delito,  y  es  que  de  cnidquier  modo  que 
se  hubiese  inferido  la  calumnia  contra  par- 
ticulares el  culpado  quedará  relevado  de  la 
pena  impuesta  mediando  perdón  de  la  parte 
ofendida.  Como  el  daño  en  este  caso  recae 
esclusivamente  sobre  el  individuo,  es  lógico 


que  la  acción  quede  estinguida  desde  el  mo- 
mento en  que  el  ofendido  se  dé  por  satisfecho 
perdonando  al  ofensor,  á  diferencia  de  cuan- 
do el  interés  público  ofendido  exige  el  casti- 
go de  un  delito,  en  cuyo  caso,  como  se  esta- 
blece en  el  artículo  ¿1,  el  perdón  de  la  parte 
ofendida  no  estingue  la  acción  penal.  Por  es- 
ta consideración  precisamente  y  por  el  prin- 
cipio en  que  se  funda  la  disposición  citada, 
cuando  la  calumnia  se  infiere  contra  particu- 
lares se  sigue  que  aquella  no  puede  tener 
aplicación  cuando  se  haya  dirigido  contra 
las  autoridades  públicas,  corporaciones  ó 
clases  del  Estado.  No  siendo  en  este  caso 
las  personas  que  representan  esos  elevados 
intereses  ultrajadas  ó  deshonradas  en  su  in- 
dividualidad ,  sino  en  el  carácter  público  de 
que  se  hallan  investidas,  es  evidente  que 
no  puedan  perdonar  la  ofensa  ó  que  su  per- 
don  no  produce  la  impunidad  del  culpable. 
Satisfacción  al  ofendido.  La  índole  espe- 
cial del  delito  de  calumnia  exige  algo  mas 
que  la  imposición  y  el  cumplimiento  del  cas- 
tigo para  que  pueda  considerarse  reparada 
la  herida  causada  en  el  honor  del  calumniado. 
Ya  hemos  dicho  que  uno  de  los  primeros 
efectos  de  la  calumnia  es  rebajar  la  estima- 
ción de  la  persona  y  hacerle  perder  muchos 
grados  de  la  altura  á  que  se  hallaba  en  el  con- 
cepto de  los  demás  desde  el  momento  mismo 
en  que,  empezando  á  propagarse,  va  llegando 
al  conocimiento  público.  Inútil  seria  en  este 
caso  la  pena,  ó  por  lo  menos  insuficiente,  si  á 
ella  no  se  agregase  alguna  circunstancia  ca- 
paz de  destruir  la  impresión  de  la  ofensa,  por- 
que el  conocimiento  y  el  efecto  de  aquella, 
reducidos  á  un  círculo  muy  estrecho,  no  al- 
canzarían á  estínguir  el  mal  y  los  resultados 
del  delito.  Por  eso  todas  las  legislaciones  que 
han  previsto  y  castigado  la  calumnia  han  es- 
tablecido algún  medio  de  proporcionar  al 
ofendido,  aparte  de  las  penas,  la  satisfacción 
debida  al  ultrage  y  de  hacer  pública  y  noto- 
ria su  inocencia.  El  célebre  jurisconsulto 
Bentham,  dedicó  una  parte  de  sus  profundas 
investigaciones  á  esta  materia  y  adoptó  al 
fin  una  satisfacción,  que  llamó  atestatoría, 
para  los  delitos  de  difamación  y  calumnia, 
diciendo  que  este  medio  de  satisfacción  se 
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adaptaba  particQhrmente  á  I(H  delitos  de 
falsedad,  de  los  cnales  resolta  nna  opinión 
perjudicial  á  un  individuo  sin  que  se  pueda 
justificar  bien,  ni  el  valor  ni  la  estension,  ni 
aun  la  existencia  de  sus  efectos.  Mientras  el 
error  subsiste,  añade,  es  una  fuente  perenne 
de  mal  actual  y  probable  y  no  hay  mas  medio 
de  cortarle  que  el  de  poner  en  evidencia  la 
verdad  misma. 

Movidos  sin  duda  por  estas  consideracio- 
nes los  autores  del  Código  penal  establecie- 
ron esa  misma  satisfacción  en  favor  del  ofen- 
dido, si  bien  atendido  el  medio  adoptado  para 
este  otqeto,  no  creemos  que  pueda  propor- 
cionarla tan  amplia  y  cumplida  como  merece 
b  honra  mancillada  del  calumniado.  La  sen- 
tencia, dice  el  artículo  378  en  su  segunda 
parte ,  en  que  se  declare  la  calumnia  se  pu- 
blicará en  los  periódicos  oficiales  si  el  calum- 
niado lo  pidiere.  Esta  restricción  nos  parece 
muy  oportuna  y  aun  conveniente  en  elinterés 
de  la  misnui  persona  ofendida;  porque  tales 
pudieran  ser  las  circunstancias  de  so  posici(m 
especial  qoe  no  le  conviniese  ni  aon  lapubli- 
odad  del  faHo  favorable  en  que  se  declare 
su  inocencia.  La  satisfacion  se  establece  en 
beneficio  soye  y  nadie  mejor  que  él  se  halla 
en  el  caso  de  apreciar  si  está  ó  no  en  el  caso 
de  haeer  uso  de  semejante  favor. 

Otra  disposicmi  contiene  el  Código  rela- 
tiva á  este  mismo  punto  que  nos  parece  so- 
mámente  oportuna.  Como  la  calwnnia  puede 
propa^rse^  y  es  eomun  que  asi  suceda  por 
medio  de  periódicos^  el  interés  de  proporcio- 
nar al  ofendido  toda  clase  de  medios  condu- 
centes á  hacer  notoria  su  inocencia  exigia, 
q«e  em  el  caso  de  cteclararse  esta,  se  emplea- 
se para  dar  publicidad  al  fiedlo  favorable  el  ¡ 
mismo  medio  que  había  servido  para  prq)a- 
gar  la  imputación  calunmiosa.  Con  este  de- 
signio y  coi  tan  raronaUe  fundamento  dis- 
pone el  articulo  387  que  los  editores  de  los 
periódicos  en  que  se  hubieren  propagado  las 
calumnias  insertaran  en  eUos  dentro  del  tér- 
mino que  señalan  las  leyes,  ó  el  tribunal  en 
su  defecto,  la  satisfaccionó  sentenciaconde- 
natoria,  si  h>  redamare  el  ofendido. 

CALUMNIA.  (Según  d  derecho  ea- 
náuieo).  Lo  propio  que  por  las  legkiacio- 
TOMO  vil. 


nes  civiles:  malÜioMf  et  mendax  acusm- 
tío :  siempre  la  deshonra ,  la  difamación  por 
falsas  imputaciones.  Las  leyes  de  la  Iglesia, 
reprobando  por  el  doble  concepto  de  delito 
y  de  pecado  los  crímenes,  los  escándelos,  la 
inmoralidad,  no  podian  ser  indulgentes  con 
la  calumnia^  cuando  por  otra  parte  ninguna 
de  las  antiguas  ni  coetáneas  legislaciones  lo 
babia  sido ,  y  menos  las  leyes  de  Moisés, 
como  diremos  en  el  artículo calvmwia»»». 
Pero  también  en  el  derecho  y  prácticas  ca- 
nónicas la  calumnia,  lo  propio  que  respecto 
de  los  antigoos  códigos  españoles  hemos 
dicho  en  so  artículo;  tomándose  en  ellos 
unas  veces  la  causa  por  el  efecto,  el  efecto 
pof  la  causa,  el  medio  por  el  fin  ó  á  la  in- 
versa; en  vez  de  venir  discernida  ó  clasifica- 
da, viene  comprendida  en  tas  calificaciones 
ó  enunciativas  de  detracción  y  difamación, 
deshonra  y  injuria  grave  ^  falsa  acusaciotí^ 
libelo  famoso  y  otras  análogas.  Así  es  que 
llevando  por  epígrafe  el  tít.  2,  lib.  5  de  las 
Decretales  ^De  caíumniotorihi^,»  después, 
de  los  dos  capítulos  que  comprende,  tra- 
ta genéricamente  el  primero  de  los  críme- 
nes con  que  se  lastima  á  personas  inocentes, 
sobre  todo  sagradas :  [Cüm  fortius  ¡mnienda 
sini  crimina^  qwe  insontilms^  et  máxima 

sacratis  hominibus  inferuníur ):  y  en  el 

segundo  de  la  denuncia  falsa.  La  legisla- 
ción eclesiástica,  pues,  at  hablar  de  la  ca- 
lumnia la  limita  en  genetal  á  la  acusación 
falsa:  y  si  trata  de  ella  como  imputación  es- 
trajudicial,  es  en  el  concepto  de  difamación 
ó  detraceionr  equiparándola  al  homicidio. 
En  el  primer  concepto  el  cap.  Cum  fortius, 
de  Caluminatoríbus,  que  es  el  primero  de  los 
antes  citados,  castiga  al  subdiácono  que 
calumnia  á  un  diácono  con  la  privación  del 
subdiaeotiado,  y  después  de  la  pena  pública 
de  azotes  con  la  de  destierro.  Jubemus.... 
prius,  subdiaconatiis^  quo,  indignas,  Ptngi^ 
tur,  privari  officio,  et  verberibus  publicé 
castigatum,  in  exüinm  áeportari. 

El  cap.  Cum  Meeíus,  del  título  antes 
citado,  tratando  de  un  clérigo  que,  ha- 
biendo  acudido  á  la  Santa  Sede  imputando 
varios  escesos  á  su  obispo,  no  los  había  pro- 
bado suficientemente,  en  cuya  vista  Inocen- 
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cío  III  resolvió,  que  mientras  el  denunciador 
no  probase  coinpletamente  su  ánimo  de  no 
calumniar  y  quedase  suspenso  de  oficio  y  be- 
neficio. Doñee  canonicé  suampurgaverit  inno- 
centiam^  scilicet^  quod  non  calumniandi  ani- 
mo ad  hujusmodi  crimina  proponenda  proce- 
«tí ,  üb  officio  et  beneficio  suspendatur :  ut 
cceteri ,  simili  pcena  perterrUi,  ad  infamiam 
$uonim  facilé  prwlatorum  mn  pivsilimU, 

El  cap.  24 ,  causa  2  de  la  2/  parte  del 
Decreto  de  Graciano ,  hablando  de  la  de- 
tracción en  general,  la  parifica,  como  ya 
hemos  indicado,  con  el  homicidio ,  en  su 
entidad  y  en  su  pena.  Homicidiorum  re- 
rd  tria  genera  esse  dicebat  B.  Petrus^  et 
pwjiam  eorum  parem  fore  dicebat.  Sicut 
enim  homicidas,  interfectione  fratruum  ,  iía 
detractores  eorum,  cosque  odientes^  Aomici- 
das  esse  manifestábate  quiaetqui  occiditfra- 
iremsuum,  et  quiodüy  et  qui  detrahit  eí, 
pariter  homicida  esse  mostratur. 

Los  dos  capítulos  primeros  son  casuísticos, 
como  se  ve:  el  tercero ,  mas  bien  que  una 
disposición  legislativa ,  y  por  tanto  aplicable 
por  los  tribunales ,  encierra  en  suma  una 
enunciativa  que  solo  puede  aceptarse  como 
má&ima  moral,  y  eso  en  sentido  figurado,  ó 
cuando  mas  con  relación,  no  al  delito;  sino 
al  pecado. 

De  todo  se  deduce  que  el  derecho  canó- 
nico en  la  generalidad  de  los  casos  tiene 
que  juzgar  la  calumnia  por  las  reglas  de  la 
injuria,  difamación,  libelo  famoso,  acusación 
falsa,  etc.,  y  por  las  disposiciones  del  dere- 
cho civil,  y.  CAI^MMiA. 

CALUMillAOOR.  £1  que  calum- 
nia. Antes  del  Código  penal  vigente»  calum- 
niador, en  términos  generales  era  todo  el 
que  infamaba,  ó  denigraba  con  imputacio- 
nes falsas,  de  las  que  lastiman  jurídica  ó 
moralmente  la  honra.  Después  del  Código, 
esta  acepción  no  tiene  lugar  sino  en  el 
lenguage  general,  en  el  terreno  de  las  cos- 
tumbres; pues  en  lo  legal  y  judicial,  la 
acepción  de  calumniador,  es  rigorosamente 
jurídica,  y  limitada  solo  al  que  impute  fal- 
samente á  otro  un  delito  por  él  que  podria 
precederse  de  oficio.  Y.  caiíViimia. 

Como  la  vida  social  y  moral  del  hombre  pro- 


bo es  la  honra,  ella  es  también  el  patrimonio 
mas  estimado,  el  estimulo  mas  noble  y  efi- 
caz, la  ley  del  pundonor  de  cada  uno:  ella  es 
por  tanto  de  los  cuatro  objetos  capitales 
que  nos  garantizan  las  leyes  divinas  y  bu  - 
manas:  la  vida^  la  honra ^  la  libertad  y  la 
hacienda.  ¿Qué  mucho  que  la  sociedad  y 
las  leyes  hayan  vituperado  de  consuno ,  y 
con  igual  execración,  á  los  calumniadores? 
Las  leyes  de  Moisés  los  castigaban  con  la 
pena  del  talion,  esto  es,  con  sufrir  el  mis- 
mo mal  que  sufrirla  el  ofendido,  probán- 
dosele en  juicio  el  hecho  imputado.  Las 
de  Egipto  y  Atenas  siguieron  la  misma  re- 
gla. Las  eleáiásticas  llegan  á  parificarlos 
con  el  homicida  voluntario  y  los  declaran 
reos  de  igual  pena.  Las  del  tít.  9,  Part.  7, 
consignan  así  bien  contra  el  detractor  y  acu- 
sador falso  la  pena  del  talion.  El  Código  pe- 
nal, en  fin^  aunque  mas  benigno,  lo  propio 
que  los  de  otras  naciones  de  Europa ,  apli- 
can todavía  contra  el  calumniador  y  difama- 
dor una  saludable  severidad.  Apetecíamosla 
mayor,  por  cierto,  en  algunos  casos  sobre 
todo,  que  dejamos  notados  en  el  artículo 
CALVMiviA.  Y  como  prueba  del  horror  de  la 
antigüedad  y  aun  de  los  siglos  medio»  á  la 
calumnia  y  al  calumniador ,  mencionaremos 
para  concluir  este  articulo  tres  hechos  entre 
otros  que  por  su  singularidad  lo  comprue- 
ban. Es  el  primero  el  de  las  costumbres 
y  leyes  de  la  antigua  Polonia,  según  las 
cuales  se  obh'gaba  al  calumniador  á  com- 
parecer tu  la  asamblea,  ó  senado:  ten- 
dido sobre  la  tierra  al  pie  de  la  silla  que 
correspondía  al  ofendido,  tenia  en  esta  po- 
sición humillante  que  declarar  en  alta  voz 
que  habia  difamado,  mintiendo  como  un 
perroy  debiendo  ademas  concluir  remedando 
por  tres  veces  el  ladrido  de  este  animal. 

El  segundo  es  la  celebrada  invectiva  de 
Apeles  contra  la  calumnia.  En  ninguna  par- 
te,  tal  vez,  se  arraigó  mas  que  en  Grecia 
esta  calamidad  de  los  hombres  pacíficos.  El 
inicuo  oficio  de  los  sicofantas^  de  los  aleves  y 
falsos  delatores,  era  para  ellos  un  tráfico 
lucrativo;  el  terror  y  d  azote  de  los  ciuda- 
danos honrados.  En  todos  tiempos  debió  de 
ser  así,  y  los  atenienses,  por  miedo  eri- 
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gieroa  altares  á  ia  diosa  infernal  Diabo^ 
U^  (AcoSoXt)),  la  metUira.  La  envidia  de 
otro  pintor  quiso  perder  á  Apeles,  delatán- 
dolo al  Grande  Alejandro  como  conspirador 
contra  su  persona.  El  genio  de  la  pintura 
hizo  servir  á  su  desagravio  su  pincel  divino, 
y  en  una  hermoso  cuadro,  pero  sangrienta 
alegoría,  presentado  á  Tolomeo,  uno  de  los 
capitanes  de  Alejandro,  consignó  á  un  tiem- 
po su  vindicación  para  la  posteridad,  el 
odio  debido  á  la  calumnia,  y  una  lección 
saludable  para  los  legisladores  y  ios  jueces. 

La  calum7iia,  en  forma  de  una  joven  her- 
mosa ,  de  aparente  dulzura ,  pero  en  reali- 
dad de  semblante  feroz,  los  ojos  ardiendo 
en  ira,  en  una  mano  una  antorcha  incendia- 
ria, con  la  otra  arrastrando  á  un  niño,  que 
indefenso  eleva  sus  ojos  al  cielo  implorando 
ausiíio,  se  adelanta  hacia  la  mentira  que 
le  sale  al  encuentro  y  la  tiende  las  manos. 
Hacian  cortejo,  la  credulidad^  con  hrg^s 
orejas,  como  las  de  Midas:  la  ignúrancla, 
representada  en  una  muger  ciega :  la  sospe- 
cAa,en  formado  hombre,  de  aspecto  si- 
niestro, en  ademan  de  quien  cabila,  y  ha 
descubierto  algo  que  le  satisface :  precedía 
la  enmdiay  figura  macilenta ,  y  como  devo- 
rada de  sus  propios  disgustos:  á  sus  lados  y 
como  á  su  servicio,  la  impostura,  y  la  lison- 
ja. A  bastante  distancia  seguía  á  este  sig- 
nificativo cortejo  la  verdad;  y  á  la  verdad  el 
arrepentimiento  en  traje  lúgubre.  ¡  Enérgico 
apotegma,  profunda  enseñanza,  que  no  deben 
olvidar  los  tribunales  y  potestades,  muy  se- 
ñaladamente en  los  tiempos  calamitosos  de 
civiles  revueltas! 

Justo-Lipsio,  en  fin,  nos  da  testimonio 
del  género  de  suplicio  perpetuo  con  que  la 
antigüedad  entregaba  al  calumniador  al  des- 
vio, á  la  desconfianza ,  al  menosprecio  de 
los  demás,  marcándolos  en  lugar  de  todos 
visible,  imprimiéndole  con  hierro  encendido 
en  la  frente  la  letra  K. 

CALZA.  Solia llamarse  asi  el  grillete 
que  solo  se  ponia  en  una  de  las  piernas. 
Calza  de  arena  era  un  saco  6  calceta  ileua 
de  ella ,  con  la  cual  se  golpeaba  al  reo  por 
vía  de  suplicio ,  ó  tortura. 

CALZ.ADA.     Este  nombre,  según 


algunos,  es  contracción  de  calle  alzada. 
Puede  venir  también  á  calce^  parte  posterior 
del  píe ,  cuyo  movimiento  repetido  calca ,  ó 
consolida  el  terreno  que  huella;  significa  asi 
mismo  la  cal ,  y  podría  decirse  porque  ella 
sirve  grandemente  para  formar  arrecife ,  ó 
pavimentos  sólidos  (Stratá),  Puede,  en  fin, 
haberse  dicho  del  verbo  calcar ,  en  sus 
acepciones  de  apretar,  consolidar,  macizar. 
Aplícase  la  voz  á  las  vías  públicas  empe- 
dradas, ó  de  otro  modo  sólidas,  suscepti- 
bles de  carruages;  y  asi  denominamos  á 
los  restos  de  aquellos  caminos  solidísimos ,  y 
que  podríamos  llamar  perdurables  de  los  ro- 
manos, y.  CAMIMOS:  CABBETEaAS. 

CALLAR.  Como  uno  de  los  medios 
de  obligarse  el  hombre  es  por  la  palabra: 
como  muchas  veces  nace  obligación ,  no  solo 
del  consentimiento  espreso,  sino  aun  del 
presunto,  de  aquí  la  necesidad  de  examinar 
cómo  ha  de  apreciarse  el  silencio  espontá- 
neo del  hombre ,  cuando  puede  y  debe  ha- 
blar. Las  leyes  han  establecido  algunas  re- 
glas sobre  este  punto,  pero  ineficaces,  in- 
coherentes, en  contradicción  á  las  de  la  co- 
mún prudencia,  como  unas  y  otras  lo  están 
entre  sí. 

La  buena  filosofía  ensena,  y  con  razón, 
que  no  hay  actos  indiferentes,  como  sean 
deliberados ,  ó  lo  que  es, lo  mismo,  que  to- 
dos los  actos  espontáneos  son  imputables: 
de  donde  es  preciso  inferir  que  el  que  ca- 
/ía  pudiendo  y  debiendo  hablar,  lleva  en 
ello  á  cabo  una  resolución  deliberada  é  im- 
putable. Pero  ¿es  la  de  asentir?  ¿Es  la 
de  disentir?  ¿Es  solo,  sin  consentir  ni  di- 
sentir, una  actitud  y  resolución  de  indi- 
ferencia? ¿de  contumacia,  ó  de  menospre- 
cio? Todo  es  oscuro.  Todo  es  interpretable. 
El  juzgador  tiene  que  descender  á  un  juicio 
prudencial ;  pero  ni  el  derecho ,  ni  la  juris- 
prudencia, ni  ia  prudencia  común  le  suminis- 
tran reglas  ciertas  para  ello.  La  opinión  vul- 
gar le  dirá,  dando  á  la  enunciativa  el  carác- 
ter de  una  regla,  de  un  axioma,  que  el  que 
calla  consiente^  que  el  que  calla  otorga;  míen-* 
tras  ella  misma  le  presentará  testimonios  de 
un  juicio  contrario.  Como  tal  podríamos  citar 
el  de  la  antigua  leyenda,  relativa  al  hecho 
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conocido  de  on  célebre  rey  de  Castilla,  que 
al  dividir  el  reino  entre  sos  hijos,  reservaba 
sin  embargo  en  herencia  la  ciudad  de  Za- 
mora á  su  hija  Dona  Urraca,  y  decia : 
Al  que  te  quite  á  Zamora 
La  mi  maldición  le  caiga: 
Todos  dijeron  amen; 
Menos  D.  Sancho  que  calla. 

Silencio  convertido  después  en  la  regla 
como  de  prudencia,  al  buen  callar  llaman 
Sancho. 

Todo  bien  analizado»  hallaremos  la  sin- 
gular confosion  de  que,  según  la  vulgar  pru- 
dencia, el  que  calla  otorga:  el  que  calla  pro- 
testa ^  como  D.  Sancho:  el  que  calla  ni  asien- 
te ni  disiente;  queda  en  libertad  de  obrar, 
si  es  cierto  que  hay  prudencia  en  callar ,  ó 
que  al  buen  callar  llaman  Sancho. 

No  hallará  el  juzgador  reglas  mas  seguras 
en  la  ley,  ni  en  los  principios  del  derecho. 
Este  le  dirá  que  hacer  y  deber  hacer  ^  bajo  el 
punto  de  vista  de  la  responsabilidad,  son  lo 
mismo.  Con  arreglo  á  ello  el  que  calla,  debien- 
do hablar,  se  reputará  haber  hablado;  pero 
pudiendo  verificarlo  para  asentir  y  para  di- 
sentir, queda  por  resolver  la  euestion. 

Según  otro  principio  de  derecho  siempre 
se  subentiende  que  cada  uno  consiente  en  lo 
que  le  es  provechoso,  conforme  á  lo  cual  ha- 
bría de  inferirse  que  el  que  pudiendo  ó  de- 
biendo contradecir  lo  que  le  perjudica,  no  lo 
hace,  consiente;  ó  al  revés  en  el  caso  opues- 
to ,  por  razones  de  utilidad  personal,  que  él 
está  en  posición  de  apreciar;  pero  que  nadie 
deducirá»  y  lo  que  vendrían  á  corroborar  otras 
disposiciones  de  derecho  constituido.  Eltít.  34 
de  la  Partida  7/,  de  las  reglas  del  derecho, 
establece  en  la  7.%  ^que  el  señor  que  ve  fa- 
cer mal  á  aquel  á  quien  lo  puede  vedar,  si 
non  lo  vieda,  semeja  que  lo  consiente,  é  que 
es  aparcero  de  ello.»  Los  casos  no  pueden  ser 
mas  semejantes;  pero  aun  esta  regla  no  con- 
tiene resolución  preceptiva,  sino  conjetura, 
pues  no  declara  que  en  este  caso,  callando  el 
señor,  consiente ;  sino  que  semeja ,  esto  es 
que,  parece  consentir,  lo  cual  habrá  de  apre- 
ciarse todavía  por  las  circunstancias  del  caso, 
por  la  prudencia  del  juzgador. 

Algunos  autores  admiten  este  otro  prínci- 


pío :  qui  patUur  per  se  alium  fidejuvere ,  vi- 
detur  mandare.  En  lo  canónico  es  opmion 
bastante  común,  que  en  favor  de  causas  pia- 
dosas ,  se  entiende  que  el  que  calla  otorga; 
de  donde  parece  halÑria  que  inferir  lo  con- 
trario, ó  queda  por  lo  menos  dudoso,  en 
causas  no  piadosas.  El  jurisconsulto  Paulo 
decia:  Si  tacuü,  pálam  est  eum  voluisse:  pa- 
tientioí  consensus  inest:  qui  tacet,  vidttur  con- 
sentiré.  Las  prácticas,  en  fin,  de  nuestras  cá- 
maras legislativas  y  las  de  otras  naciones,  pre- 
sentarían también  un  argumento  notable,  pues 
es  sabido  que  leído  un  dictamen  ó  proyecto 
de  ley,  é  propuesta  cualquier  resolución,  si 
ninguno  se  opone  de  palabra  ó  de  hecho  á  la 
pregunta  del  secretario ,  se  dá  por  sentado 
que  todos  consienten,  y  se  declara  aprobada. 

Sin  embargo,  en  los  casos  de  derecho  ci- 
vil prívado ,  el  asentimiento  y  las  obligacio- 
nes personales  son  de  interpretación  mas  es- 
tricta ,  y  tenemos  además  contra  todo  lo  di- 
cho, entre  otros  principios  y  reglas  opuestas 
de  derecho,  la  195  del  tít*  17,  lib.  50  del  Di- 
gesto que  dice:  expressa  nocent;  non  expre- 
sa non  nocent:  la  141  quis  tacet,  non  utique 
fatetur;  sed  tatüum  verum  est  eum  non  ne^ 
gasse:  y  la  23,  en  fin,  del  titulo  y  Partida 
antes  citada,  de  acuerdo  en  esta  parte  con  la 
legislación  romana:  uE  aun  dijeron  (los  sa- 
bios), que  aquel  que  calla  non  se  entienda 
que  siempre  otorga  lo  quel  dicen ,  magtter 
non  responda :  mas  esto  es  verdad,  que  non 
niega  lo  que  oye.>«  Non  se  entienda  que  siem- 
pre otorga :  pero ,  ¿otorga  algunas  veces?  La 
ley  lo  dá  por  supuesto,  mas  no  lo  determina. 
Con  tantas  reglas  de  derecho  la  cuestión  que- 
da tan  oscura,  como  sino  hubiese  ninguna: 
queda  realmente  por  resolver;  y  queda  peor: 
queda  mas  complicada;  en  una  completa 
contradicción,  teniendo  al  fin  que  atenerse  al 
juicio  práctico  y  prudente  arbitrio  del  juz- 
gador. 

De  todo  lo  cual  se  infiere  por  necesidad, 
que  la  jurisprudencia  en  esta  materia  tiene 
que  ser  de  todo  punto  casuística:  que  en  cada 
caso  es  preciso  atenerse  á  la  justa  y  prudente 
apreciación  de  su  naturaleza  y  circunstancias: 
que  nunca  el  silencio  podrá  constituir  plena 
prueba ,  y  sí  solo  un  indicio  mas  ó  menos  ve- 
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hemente ;  y  que  aunque  este  se  eleve  á  pre^ 
smiciati^  será  solo  presunciofljtirts,  que  ad- 
mite por  lo  tauto  prueba  eu  contrario.  La  teo- 
ría, pues,  corresponde  en  este  caso,  esto  es, 
en  lo  criminal ,  á  la  de  indicios  y  presun- 
ciones. 

£n  esta  materia  las  deducciones  en  lo  an- 
tiguo, auxiliadas  de  la  tortura,  muchas  veces 
llegaron  hasta  la  exageración  y  la  inhumani- 
dad, tomando  el  silencio,  ora  por  contuma- 
cia, ora  por  confesión.  En  el  dia  esta  juris- 
prudencia se  ha  dulcificado  hasta  igualarse 
con  la  civil,  después  de  la  supresión  de  la  tor- 
tura, y  recientemente  hasta  la  del  juramento 
y  confesión  con  cargos  de  los  reos :  lo  cual 
todo  ha  de  entenderse  como  principio  y  regla 
general,  así  en  lo  criminal  como  en  lo  civil; 
pues  ú  en  casos  determinados  las  leyes  dis- 
pusiesen otra  cosa  ó  necesariamente  se  des- 
prendiese de  su  contesto,  á  ello  habrá  de  es- 
tarse. Tal  sería  el  caso  prescrito  por  el  art.  370 
del  Código  penal.  Según  él  «ios  reos  de  deli- 
to de  rapto  que  no  dieren  razón  del  paradero 
de  la  persona  robada,  éesplicacion  satisfiíeU)' 
ría  de  su  muerte  ó  desaparición ,  serán  casti- 
gados con  la  pena  de  cadena  perpetua."  Si, 
pues,  ha  de  tenerse  por  confeso  al  que  no  dá, 
no  como  quiera  esplicacion,  sino  esplicacion 
satisfactoria;  por  mayoria  de  razón  babrá  de 
reputarse  tal  al  que  por  cálculo,  contumacia 
ú  otro  motivo  se  reduzca  al  silencio.  Lo  propio 
en  las  posiciones.  Y.  €«ii«B.i'riiiiB!iTa. 

CALLE.  Del  latin  callis,  senda,  ó 
sendero ,  quasi  via  callo  perdurata ,  esto  es, 
camino  trazado  con  las  pisadas ,  endureci- 
do en  fuerza  de  pisarlo.  Aplicóse  después  y  se 
aplica  al  espacio  que  media  entre  dos  hileras 
de  edificios.  Por  analogía  se  llama  calle  tam- 
bién el  espacio  así  limitado  por  filas  ó  hile- 
ras de  árboles,  de  monumentos ,  estatuas,  y 
cualesquier  otros  objetos. 

Siendo  la  calle  uno  de  los  elementos  cardi- 
nales délas  poblaciones,  pues  que  en  el  con- 
cepto de  via  pública,  ó  tránsito  común  las  pla- 
zas mismas  son  calles;  y  por  tanto  las  consi- 
derables variaciones,  ó  gradaciones  de  estas 
y  aquellas,  como  plazuelas,  callejones,  tra- 
vesías, etc. ;  desde  luego  se  comprende  que 
el  presente  artículo,  bajo  el  punto  de  vista  de 


lapolicia  urbana;  de  la propiedady  servidum- 
bres ;  de  los  fines  cardinales  de  comodidad, 
salubridad,  seguridad  y  ornato ,  ó  belleza, 
que  han  de  consultarse,  absoluta,  y  relati- 
vamente, al  fundar,  ó  reformar  las  poblacio- 
nes, es  de  grande  interés  é  importancia,  é. 
que  corresponden  dimensiones  análogas. 
Pero,  como  en  hablando  de  las  poblaciones 
agrupadas,  apenas  puede  decirse  nada  del 
todo,  que  no  haya  que  repetirlo,  proporcio- 
nalmente  en  cada  una  de  sus  partes ;  por  lo . 
tanto,  para  no  romper  la  unidad,  y  evitar 
repeticiones,  reservamos  el  tratar  esta  mate- 
ria bajo  un  contesto  en  sus  artículos  capita-* 
les  Población,  Polida urbana,  limitando  los 
particulares  de  cada  una  á  su  definición  (1) 

CIJl  OKBAi'IA  ,  OmiMBXAlIBAy  MIITWICl- 
PAt.B«. 

CAMA.  En  el  sentido  de  lecho ,  no 
puede  ser  embargada  ni  vendida  á  los  deu- 
dores. Se  salve ,  ó  reserve  en  las  testamen- 
tarías al  cónyuge  superviviente.  Y.  adtgm- 

TAJA9,  BBMEPICIO  »E  CTOllPBTBMCiA, 
■¿JBCOCI^M :  BMBAm««:  I.BCH9  COTI- 
DIANO. 

C  AMAD  A.  En  sentido  rigoroso  es  la 
cria  reunida,  ó  conjunto  de  hijuelos  de  aque- 
llas clases  de  animales  cuyas  hembras  paren 


(I;  Como  al  comparare!  giro  del  presente  artiealo  con  el 
de  Calendario  y  otros  podría  arauirse  falu  de  sistema, 
acerca  de  los  arlicnlos,  ó  asuntos  colectivos,  pues  en  unos  re- 
servamos sus  partes  integrantes  para  traurías  bajo  un  solo 
coutcsio ,  y  en  otras  por  la  inversa  las  tratamos  en  artículos 
separados,  consignaremos  aquí  la  razón  del  método,  que  es  ea 
primer  Ingai  la  de  escusar  toda  repetición  que  pueda  evitarse: 
y  en  segundo,  la  de  conservar  la  unidad  en  los  asuntos  com- 
plejos, concillándola  hasta  donde  la  índole  de  la  obra  lo  per- 
mita con  el  rigor  y  mecanismo  alfabético.  En  su  consecuen- 
cia, cuando  las  pSrlcs  de  un  todo,  son  de  tal  naturaleía  quo 
pueden  traurse  p)r  separado  sin  destruir  la  unidad  de  aquel, 
sin  perjuicio  de  la  facilidad  y  claridad,  y  antes  al  contrario; 
lo  vcriUcamos  asi,  obtenpcrando  entonces  al  rigor  alfabético, 
que  tanto  conduce  ¿  ello.  Tal  sucede  .  por  ejemplo ,  en  el 
arlic  Jlo  Calendario,  respecto  de  sos  partes  Integrantes  cielo 
e pacta,  indicción,  época,  periodo,  áureo  numero,  letra  do- 
minical,  calendas,  ele.  Cuaido  por  el  contrario,  las  partes 
integrantes  ó  subordinadas  de  un  todo  están  tan  enlazadas 
entre  sí,  que  al  tratar  de  las  unas  haya  de  repetirse  por  nc- 
ci'sidad  una  gran  parte  de  lo  dicho  en  las  otras;  como  por  ejem- 

Rlo,  en  el  presente  articulo  Calle,  que  si  respecto  de  ella 
an  de  consultarse  los  fines  cardinales  de  comodidad,  salubri- 
dad, seguridaa  y  ornato,  ó  hermosura :  si  no  ha  de  ser  obs- 
truido, ó  embarazado  su  paso:  si  ha  de  haber  sállenles  en 
sus  edificios ;  si  estos  han  de  tener  cierta  altura ;  si  no  ha  do 
verterse,  arrojarse  nada  en  ellas,  ni  colgarse  ó  suspender- 
se cosa  que  puede  perjudicar  i  los  transeúntes,  ele. ,  etc., 
eso  mismo  hay  que  repetir  al  tratar  de  la  población  colectiva- 
mente, y  en  sus  partes  constituyen  les,  plazas,  plazuelas,  ca- 
llejas, pasadizos,  eiC.,  en  tales  casos  decimos,  por  una  razón, 
que  después  de  estas  esplicacioncs  es  obvia,  tratamos  las  par-  , 
les  subonlinadas  eu  su  articulo  geuérico,  ó  sea  bajo  un  con- 
testo, como  on  los  artículos  grados  académicos,  ordenes  mi- 
li rAR:is,  ETC. 
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mas  de  ano.  En  la  persecución  y  esterminio 
de  animales  dañinos  el  cojer  y  presentar  la 
carnada  tiene  un  premio  respeetíyamenle  ma- 
yor que  el  de  animales  sueltos.  Y.  anima- 
MMm:  cABAt  FIBRAS.  Así  mismo  el  tH.  31, 
lib.  7  de  la  No?.  Recop. 

CAMálRA.  Del  latin  cámara  y  ca- 
mera^  trasuntos  de  la  voz  griega  kámara 
(xa(jLapa),  concavidad,  superficie  cóncava,  y 
de  aquí  techo  arqueado,  abovedado.  Por  eso, 
lomando  el  todo  por  la  parte ,  equivale  en 
muchos  casos  á  habitación  ^  aposento.  Como 
el  arco  y  la  bóveda  se  emplean  de  ordinario, 
y  mas  aun  en  los  tiempos  antigües,  por  causa 
de  solidez  unas  veces,  y  otras  de  mayor  sun- 
tuosidad y  ornato ,  por  ello  sin  duda  la  de- 
^  nominación  de  cámara,  entre  sus  numerosas, 
varias,  y  aun  opuestas  acepciones,  se  aplico 
desde  antiguo  á  los  aposentos  y  piezas  prin- 
cipales de  las  casas,  como  salas,  despachos, 
dormitorios,  y  muy  señaladamente  en  ios  pa- 
lacios de  los  reyes  y  príncipes.  De  aquí  la  de- 
nominación de  muchos  oficiales  y  ministros 
superiores  que  desempeñaron,  ó  desempeñan 
^un  sus  cargos  cerca  de  la  real  persona,  ó  en 
su  morada,  y  de  oficiales  así  bien  y  gentes  de 
la  real  servidumbre,  como  camarlengo,  ca- 
marista, camarero,  camarera,  gentil-hombre 
de  cámara,  escribano  de  cámara,  ugier,  por- 
tero de  cámara,  etc.  Por  el  mismo  principio 
se  dice  camarero  al  servicial  doméstico  entre 
particulares,  cámara  de  un  buque,  etc.  Por 
su  origen  histórico,  én  fin,  ó  por  su  destino; 
pero  siempre  por  el  mismo  principio  y  analo- 
gía, en  Espaíay  en  otros  estados,  se  han  Ila- 
m^ulo,  ó  se  llaman  todavía  cámara  muchos 
tribunales  superiores  y  cuerpos  colegiados,  y 
asi  mismo  el  local  de  sus  reuniones,  como  cá- 
mara ardiente,  cámara  estrellada,  cámara 
apostólica,  cámara  de  Castilla,  de  Indias, 
de  Guerra,  Eclesiástica  de  comptos,  ele. 

Cámara  eclesiástica,  y  aun  apostólica  se 
llama  en  algunas  diócesis  el  despacho  de  go- 
bierno y  la  secretaría  del  diocesano. 

Cámara  se  llamó  en  lo  antiguo  al  concejo 
ó  ayuntamiento. 

Por  una  especie  de  antífrasis,  en  fin,  se 
llaman  cámara  en  algunas  provincias  las  lo- 
calidades menos  ostentosas  y  aseadas  de  las 


casas,  ó  destinadas  á  usos  rurales ,  ü  otros 
análogos,  como  las  llamadas  por  otro  nombre 
paneras,  graneros,  desván,  sojado,  etc. 

Como  se  ve,  entre  las  multiplicadas  acep- 
ciones de  la  voz  cámara,  las  hay  que  merecen 
atención,  en  la  historia,  en  el  derecho,  y 
muy  señaladamente  en  las  prácticas  y  eti- 
queta del  Real  Palacio,  con  trascendencia  al 
derecho  público  y  al  orden  diplomático,  bajo 
el  punto  de  vista  de  recepebnes,  y  entradas 
de  los  individuos,  clases  y  categorías  en  la 
real  morada.  Las  principales,  ó  mas  esen- 
ciales de  estas  acepciones  en  lo  histórico,  ju- 
rídico, oficial  y  ceremonial  de  la  etiqueta,  se 
exponen  en  los  artículos  subsiguientes. 

CAIIIA.RA  (A»TG-oAiiAmA).  En  la 
antigua  etiqueta  de  palacio  se  llama  ante-cá- 
mara al  salón  de  los  actos  públicos  que  hoy 
se  denomina  Cámara  por  excelencia,  y  es 
antecámara  por  lo  tanto ,  ó  segundo  salón 
de  etiqueta  la  pieza  que  precede  á  esta.  So- 
bre ello  y  sobre  la  prerogativa  de  entrada, 

y.  CAMAAA  mBAI.. 

CálIII\R.%  (atusa  db).  Según  el 
diccionario  de  la  Academia ,  ayuda  de  cá- 
mara del  rey,  es  «el  criado  que  sirve  en 
la  cámara  de  S.  M.  para  ayudar  á  vestírie  y 
otros  usos."  Según  Covarrubias  en  su  Teso- 
ro de  la  lengua  son  «los  gentiles-hombres 
que  se  dan  por  ayudas  á  los  caballeros  de  la 
llave  dorada,  que  son  de  la  cámara  de  S.  M. 
para  que  acudan  á  los  ministerios  ordinarios 
en  que  no  se  han  de  ocupar  los  señores.» 

Debe  notarse  que  aquí  se  toma  la  voz  cá^ 
mará  en  el  sentido  de  la  etiqueta  (Véase  este 
artículo),  ó  lo  que  es  lo  mismo,  por  los  apo- 
sentos del  rey. 

Siendo  regla  de  etiqueta  que  en  el  servicio 
ordinario  y  doméstico  de  palacio  solo  podrán 
tocar  á  la  real  persona ,  el  camarero  mayor  y 
el  sumiller  de  corps,  y  en  ausencia  de  ellos 
los  gentiles-hombres  de  cámara,  solo  estas 
clases  podian  asistir  al  rey  para  vestirle  en 
su  dormitorio  etc.:  mas  á  fin  de  que  les  auxi- 
liaran en  ciertos  servicios  mecánicos,  se  crea- 
roa  los  ayudas  de  cámara,  ó  criados  interio- 
res del  cuarto  del  rey ,  los  cuales  se  distin- 
gu'ai  por  una  llave  blanca ,  asi  como  era  do- 
rada la  d3  los  gentiles-hombres. 
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La  clase  de  ayudas  de  cámara  ha  sido  re- 
formada, y  si  no  paede  considerarse  suprimi- 
da,  sí  trasformada  en  la  de  gentiles-hombres 
de  lo  interior,  y  otras  clases  de  serviciales. 

CAMARil  APOSTÓLICA.  Es 
en  Roma  un  alto  caerpo  jurisdiccional  y 
consultivo ,  que  puede  reputarse  como  el 
consejo  de  hacienda  del  Papa.  Se  compone 
de  un  gefe,  ó  presidente  denominadora- 
marerOy  camerlingOy  sancUB  romance  ecclesice 
camerarins:  un  auditor  general:  un  tesorero 
general:  y  doce  clérigos»  denominados  al- 
ternativamente clérigos  de  la  eátnara  apos- 
tólica: notarios  j  y  secretarios  de  la  cámara. 

Conoce  la  cámara  de  los  asuntos  concer- 
nientes al  tesoro 9  al  dominio  de  la  iglesia»  y 
al  de  el  Papa:  y  en  materias  beneficíales 
para  la  espedicion  de  bulas»  ó  rescriptos 
acerca  de  ellos »  cuando  hay  algún  defecto 
de  parte  del  impetrante»  ó  que  por  otra  cau- 
sa» no  se  quiere  que  vayan  al  consistorio. 

El  auditor  y  el  tesorero  tienen  jurisdic* 
cien  privativa  en  algunos  asuntos. 

Debe  tenerse  muy  presente  que  la  cáma- 
ra fecha  sus  rescriptos  de  otro  modo,  ó  sobre 
diversa  base  que  la  cancelarla.  Y.  fscha» 

Para  la  espedicion  de  bulas  y  rescriptos  hay 
un  abreviador  con  un  sustituto.  En  desem- 
peño de  su  cargo  hace  las  minutas»  ó  revisa 
y  aprueba  las  formadas  por  este »  y  sella 
las  bulas,  y  despachos.  Por  disposición  de 
Sisto  V  la  abreviaduria  constituye  un  oficio 
separado  que  antes  desepemnaba  uno  de  los 
doce  clérigos. 

De  todas  las  gracias  espedidas  por  el  Papa, 
y  por  el  vice-canciller  se  ha  de  tomar  razón 
en  los  registros  de  la  cámara  apostólica»  se^ 
gun  bula  de  Pió  lY. 

CÁMARA  DE  CASTILLA. 
Creada  por  Felipe  II  la  cámara  de  Indias» 
como  lo  fué  después  la  de  guerra;  la  antigua 
y  primitiva  Cámara  se  denominaba  de  Cas- 
tilla, cuando  había  que  diferenciarla  de  las 
otras.  Cámara  de  Castilla»  pues,  era  el 
mismo  Consejo  de  la  cámara.  Yéase  este  ar- 
ticulo y  los  de  camaba  ve  ovbbba:  ca- 
mama mu  inviAfl. 

CÁMARA  {cmMmM9  »b  la).    Lla- 


mábase así  uno  de  los  Consejos  Supremos  de 
mayor  importancia  en  la  monarquía,  com- 
puesto del  presidente  ó  gobernador  del  Con-- 
sejo  de  Castilla  y  de  algunos  ministros  det 
mismo»  cuyo  número  varió  según  los  tiempos. 

Se  le  dio  este  nombre  por  una  antigua 
práctica  de  nuestros  reyes.  Dos  ó  mas  mi- 
nistros del  Consejo»  designados  personal- 
mente por  el  monarca»  asistían  al  despacho 
de  los  negocios  en  su  propia  cámara  ó  apo- 
sento y  le  daban  dictamen»  cuando  se  le  pe- 
dia» para  su  resolución  mas  acertada.  A  este 
fin  seguian  asiduamente  á  la  corte  durante 
aquellos  tiempos  en  que  la  residencia  real 
variaba  con  frecuencia »  según  lo  exigían  las 
necesidades  del  Estado  y  la  atención  princi- 
pal de  las  armas  castellanas »  consagradas  á 
la  reconquista. 

Llamóse  también  de  Castilla  por  su  orí- 
gen  y  en  contraposicieB  á  la  de  Indias  que 
se  creó  mas  tarde. 

La  antigüedad  de  este  elevado  Tribunal  y 
Consejo;  el  haber  sido  durante  tantos  siglos 
una  de  las  instituciones  preeminentes  de 
nuestro  sistema  de  gobierno  en  el  orden 
consultivo  y  judicial;  la  especialidad  de  sus 
atribuciones;  la  solidez  de  su  jurisprudencia 
y  de  sus  prácticas  y  el  acierto  y  trascenden- 
cia de  sus  resoluciones»  respetadas  aun  en 
el  día  é  invocadas  justamente  como  norma 
por  los  altos  cuerpos  y  tribunales,  hacen 
que  demos  á  este  artículo»  ya  casi  puramen- 
te histórico»  mayor  ostensión  a*caso  de  la 
que  por  tal  circunstancia  le  correspondería. 

PARTE  DOCTRINAL. 

SVIIARI». 

I^CION  ÚNICA. 

§.  i*""  Reseña  histórica. 

%4  i.""  Atribuciones  en  el  arden  civil. 

§•  3.®  Atribuciones  en  d  orden  edesiáS' 
tico. 

§.  4."*  Modo  de  proceder  la  Cámara 
respecto  de  las  providencias  de 
los  prelados  ordinarios  en  los 
asuntos  espiíituales  y  eclesiáS' 
ticos   del   patronato,  que  ha^ 
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bian  meneüer  dd  real  acenso. 
$.  5/  Derecho  de  avocación  y  examen  y 

retención  ejercido  por  la   Cá 

mará. 
9.  6.''  Jueces  y  tribunales  delegados  de 

la  Cámara* 

§.  1/  Reseña  histórica. 

Antes  de  la  brillante  y  gloriosa  época  de 
los  Reyes  Católicos ,  el  gobierno  de  los  di- 
rersos  reinos  era  paramente  militar  y  guer- 
rero, consecuencia  precisa  de  aquel  estado 
de  locha  perpetua  é  incesante^  moderado 
solo  por  la  influencia  religiosa.  Los  prelados 
y  los  ricos-hombres  eran  por  su  representa- 
ción y  dignidad  consejeros  natos  de  los  re- 
yes ,  lo  que  no  escluia  la  elección  para  su 
consejo  privado  y  diario  de  personas  de  su 
especial  confianza,  ya  en  las  mismas  clases, 
ya  en  la  de  letrados. 

La  Cámara  de  Castilla  trae  su  filiación  y 
nacimiento  del  Consejo  Real  del  mismo  nom- 
bre, y  por  tanto  para  conocerlos  bien  es  pre- 
ciso que  tracemos  el  origen  de  este  muy  so- 
meramente. 

San  Fernando,  á  quien  se  atribuyó  con 
error  la  creación  del  Consejo ,  se  valió  solo, 
como  sus  predecesores,  de  consejeros  priva- 
dos que  no  formaban  cuerpo ,  ni  tenian  atri- 
buciones especiales ;  y  aunque ,  deseoso  del 
«cierto,  llamó  i  su  corte  doce  sabios  de 
gran  reputación  en  aquel  tiempo  y  les  pidió 
dictamen  sobre  varios  negocios  espirituales 
y  temporales,  el  cual  le  dieron  en  un  escri- 
to dogmático  que  se  conserva  y  no  dá  gran- 
de idea  de  la  profundidad  de  su  ciencia, 
consta  que ,  cumplido  su  encargo ,  volvieron 
á  los  puntos  de  su  residencia,  sin  constituir 
de  ningún  modo  una  asociación  permanente. 
San  Femando  y  su  hijo  Alonso  el  Sabio  tu- 
vieron, es  cierto ,  el  pensamiento  de  crearle 
■{y  escrito  lo  dejó  el  último),  pero  las  difi- 
cultades y  las  turbulencias  de  su  época  no 
les  consintieron  realizarlo.  Es,  sin  embargo, 
nn  hecho  que  desde  entonces  nuestros  reyes 
abrigaron  este  propósito ,  que  la  necesidad 
del  acierto  y  de  un  centro  de  gobierno  re- 
novaba con  frecuencia. 


Piense  lo  que  quiera  la  crítica  severa  de 
nuestros  jurisconsultos  modernos  respecto 
del  Consejo  Real  de  Castilla  y  cualesquiera 
que  fuesen  sus  vicios  y  defectos ,  hijos  en  so 
mayor  parte ,  mas  de  la  exageración  y  con- 
fusión de  sus  atribuciones  y  de  su  organi- 
zación desacertada ,  que  de  su  idea  primi- 
tiva, el  hecho  es  que  aquella  institución  con- 
tribuyó poderosamente  durante  algunos  si- 
glos al  mejor  gobierno  de  estos  reinos ,  y 
que  ningún  cuerpo  de  su  especie  existia  por 
aquella  época  en  Europa  que  pudiera  compa- 
rársele. IJn  sistema  de  administración  esen- 
cialmente central  era  entonces  nna  de  las 
primeras  necesidades  de  gobierno  y  con  so- 
brada razón  atendieron  á  ella  nuestros  re- 
yes, si  bien,  como  sucede  siempre  en  las 
obras  de  los  hombres ,  se  llevaron  después 
las  cosas,  no  sin  graves  y  trascendentales 
perjuicios,  al  contrario  estremo. 

Pero,  continuando  nuestra  investigación 
histórica,  diremos  que  tampoco  fué  creado 
el  Consejo  en  tiempo  de  Alonso  XI,  quien 
se  limitó,  al  ceñirse  lá  corona,  á  dar  cierta 
fuerza  é  importancia  á  su  consejo  intimo, 
así  por  el  número  como  por  la  diversa  dase 
de  los  individuos  de  que  le  compuso  (1). 

Enrique  II ,  á  petición  de  las  Cortes  habi- 
das en  Burgos  en  i567 ,  quiso  añadir  á  su 
Consejo  privado  doce  hombres  buenos  de  las 
diversas  provincias  de  sus  dominios,  pero 
tampoco  llegó  á  realizarse  su  propósito. 

Llevóle  á  cabo  Juan  I,  creando  efectiva- 
mente el  Consejo  como  cuerpo ,  dotándole 
de  un  número  igual  de  ministros  de  los  tres 
estados ,  y  ordenando  á  estos  que  libraran 
todos  los  negocios  del  reino,  menos  los  de 
justicia,  cometidos  á  la  audiencia  creada 
por  su  padre ,  y  algunos  que  se  reservó  de 
gracias  y  mercedes. 


(1)  Fueron csLQi  D.  Nofio  Pérez,  Abad  de  Sanet  Ander, 
ChaTiíílkT  T  CftDíidíTO  priTado  qae  ftié  de  la  nelni  Doflt  ■■- 
ría ,  í^u  alíUPla  ,  >í-irtin  Fernandez  de  Toledo ,  Maestre  Pero 
dí^íipae*Carileirjl  por  mego  del  Rey,  Garellaio  de  b  Vett, 
rabSuoroílc  Casillli,  AWar  Nuliez  de  Osorto ,  caballero  del 
netrft  de  J.píhí,  \  i^^'  estos dos diee  la  crónica  «por  el  m  n- 
hpr  ik  ellos  lóTnoi^ig  para  su  Consejo...  annqnc  sabia...  qne 
«■líos  e(  Büi  compañas  oviesen  seldoa  malfetrloaos  en  la  tierra») 
▼  por  dUimo  ai  Almojarif  judio  Don  Ynzaf  de  Ecija.  «Et  i 
eslos  tomó  para  en  el  sn  Consejo,  et  diólet  óflekM  en  ta  casa 
ctcon  estos  babia  sus  fablas  et  consejos  en  como  ordenarían 
el  forian  los  fccbos  del  regno.» 
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Has  tarde,  aleccionado  por  la  esperiencia  I  patronato  real  sin  espresá  real  licencia  «la 


sustituyó  á  los  cuatro  ciudadanos  ó  del  estado 
de  las  cíbdades  é  viUaSj  cuatro  letrados  ^  cu- 
ya ciencia  sirviera  de  contrapeso  al  influjo  de 
los  prelados  y  Caballeros  del  Consejo^  y  dis- 
puso que  dos  de  estos  letrados  acompañaran 
siempre  al  soberano  ;  en  cuya  última  provi- 
dencia creemos  ver  nosotros  el  origen  primi- 
tivo ,  y  digámoslo  así »  el  primer  germen  de 
la  Cámara. 

Fernando  Pérez  de  Guznlan  al  rererir  en 
su  Crónica  qiie  Juan  II  confirmó  en  sus  pla- 
zas á  los  consejeros  nonibrados  por  su  padre, 
añade  :  cT  el  Rey  dijo  que  pues  el  habia 
ttomado  el  regimiento  de  sus  Reynos,  queria 
>que  luego  así  se  diese  orden  como  algunos 
«caballeros  del  su  Consejo  con  ciertos  docto- 
»res  librasen  las  cosas  de  justicia:  y  otros  iie- 
^godos  que  fuesen  de  otra  calidad  queria  el 
9ver  conlos  que  á  el  paresciese,  para  los  deter- 
ominar.  9  Estos  últimos  eran  los  que  consti- 
tuían la  parte  intima  y  especial  del  Consejo, 
que  vino  luego  conociéndose  con  el  nombré 
de  Cámara. 

Sabido  es  que  los  reyes  Católicos  reforma- 
ron ei  Consejo  real  de  ana  manera  notable. 
Dotáronle  de  un  prelado  y  doce  plazas,  tres 
para  caballeros  y  ocho  ó  nueve  para  letra- 
dos, conservando  la  entrada  y  asiento  en  él, 
pero  sin  voto,  á  los  prelados,  títulos  y  maes- 
tres de  las  órdenes  i  que  eran  deí  Consejo, 
con  lo  qiie  menguó  el  poder  é  influjo  de  los 
grandes  en  las  cosas  de  gobierno ,  y  creció 
el  de  los  letrados,  mas  sumisos  y  adictos  á 
la  autoridad  real,  y  muy  á  propósito  para  de- 
bilitar la  prepotencia  feudal  de  nuestra  aris- 
tocracia. En  tiemfpo  de  estos  monarcas,  los 
historiadores  Zurita ,  Sandoval ,  y  Oaribay, 
al  referir  que  los  licenciados  Zapata  y  Car- 
vajal fueron  consultados  para  el  testamento 
del  rey  Fernando ,  los  designan  con  el  dic- 
tado de  consejeros  de  la  Cámara.  Pero  sea 
de  esto  lo  que  quiera,  es  indudable  que  en 
el  reinado  de  Carlos  I  había  ya  para  los  asun- 
tos de  gracia  Cámara  formal.  Pruébase  con 
la  ley  VI ,  tit.  XTII ,  lib.  1,  de  la  Novísima 
Recopilación  (ano  de  1528)  en  la  cual,  entre 
otras  cosas,  se  prohibió  terminantemente  im- 
petrar en  Roma  dignidades  ó  beneficios  del 
TOMO  vil. 


cual  conste  por  carta  patente ,  firmada  de 
nuestro  nombre  y  sellada  con  nuestro  sello, 
Y  señalada  de  los  del  nuestro  consejo  de  nues- 
tra Cámara  que  para  ello  tenemos  deputados.  * 
La  Cámara,  sin  embargo ,  no  se  hallaba  eri- 
jida  todavía  en  consejo  separado  del  real  de 
Castilla ,  como  Elizondo  y  Nunez  de  Castro 
dieron  por  sentado.  Consta  de  tos  datos  exis- 
tentes en  su  archivo  que  carecía  entonces  de 
presidente  y  facultades  propias,  que  apenas 
se  distinguía  del  Consejo  real ,  por  donde 
continuaron  su  curso  muchos  negocios  de 
mercedes  civiles  y  eclesiásticas:  que  li- 
mitada á  evacuar  consultas  y  dictámenes 
ni  siquiera  señalaban  sus  ministros  las  que 
dirigían  al  monarca,^  y  que  éste  muchas  veces 
oía  solo  al  secretario  de  ella,  quien  rubrican- 
do las  suyas  y  las  del  cuerpo,  se  entendía 
directamente  con  la  real  persona  y  le  daba 
cuenta  oficial  de  lo  que  advertía  en  el  curso 
de  los  asuntos  y  aun  en  las  personas  de  los 
consejeros.  Ni  día  señalado  tenían  estos  para 
reunirse  á  acordar  sus  consultas,  según  se 
deduce  de  los  mismos  dalos  y  de  la  petición 
iOi  de  las  Cortes  celebradas  en  Madrid  el 
ano  1S28,  puesto  que  suplicaban  en  ella  los 
procuradores  del  reino  que  el  rey  designa- 
ra á  lo  menos  un  dia  cada  mes  á  aquel 
efecto. 

FeKpe  II,  continiíando  en  la  senda  ya 
marcada  por  los  reyes  Católicos,  aumentó 
cuatro  plazas  en  el  Consejo  y  le  compuso  to- 
do de  letrados.  Por  ello,  acaso^  y  como  re- 
sultado también  de  las  doctrinas  entonces 
dominantes^  se  sobrecargó  de  asuntos  judi- 
císdes,  contra  el  objeto  de  su  creación,  que 
fué  consagrarle  princí pálmente á  los  negocios 
de  gobierno,  c  El  oficio  del  Consejo  real,  dé- 
tela este  monarca  en  la  instrucción  que  dióá 
isu  presidente  don  Diego  Covarrubias,  es 
•tener  cuidado  de  los  negocios  del  Reino,  y 
iloB  pleitos  accesorios  al  Consejo,  y  no  sú 
•propio  oficio.  Mieda  tengo  que  se  ocupan 
»mas  en  lo  accesorio  que  en  lo  principal,» 

A  ejemplo  del^  Consejo,  y  como  parte  de 

él,  la  Cámara  empezó  á  conocer  de  algunas 

materias  de  justicia,  especialmente  cuando 

provenían  de  mercedes  ó  gracias  hechas  p^i* 
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ella  en  perjuicio  de  tercero.  Las  Cortes  de 
Valladolid,  Madrid  y  Scgovia,  vinieron  pi- 
diendo desde  1523  á  1532  que  no  entendie- 
ra de  tales  asuntos,  ó  sobreyera  en  los  qne 
asi  lo  solicitaran  las  partes ,  remitiéndolas 
al  Callo  del  Consejo,  como  al  fin  se  estable- 
ció, en  cuya  virtud  principiaron  á  introdu- 
cirse en  el  Consejo  los  recursos  de  retención 
de  gracias  hechas  por  la  Cámara,  y  se  evitó 
el  conocimiento  de  esta  en  negocios  de  jus- 
ticia; pero  no  así  el  del  Consejo,  á  su  vez, 
en  muchos  asuntos  de  gracia ,  ni  los  males  y 
perjuicios  que  especialmente  en  los  de  Real 
Patronato,  ocasionaba  esta  conrusioD. 

Para  cortarlos  de  raiz  Felipe  11  creyó  pru* 
dente  acuerdo  erijir  la  Cámara  en  Consejo 
Supremo  separado  del  de  Castilla  y  con  atri- 
buciones propias  y  marcadas. 

JBízolo  así  por  real  cédula  de  6  de  enero 
de  1588  (1)  y  dispuso :  que  el  presidente 
del  Consejo  Real  lo  fuese  también  de  la  Cá- 
mara y  tuviese  voto  como  los  demás  conseje- 
ros de  ella;  que  entendiera  esta  en  lo  sucesi- 
vo de  todos  los  asuntos  del  real  patronato^ 
asi  de  justicia  como  de  gracia;  que  conociera 
también  de  la  provisión  y  nombramiento  de 
personas  para  las  plazas  de  los  Consejos, 
Chancillerías,  Audiencias  y  demás  oficios  de 
justicia;  que  sus  ministros  se  reunieran 
para  el  despacho  uno  ó  dos  días  cada  sema- 
na en  la  pieza  que  él  designase;  y  que  ade- 
más de  la  antigua  de  la  Cámara,  hubiera 
dos  secretarias,  una  de  justicia  y  otra  de  pa- 
tronato, quedando  aquella  para  lo  secular  de 
gracia. 

Encargó  mucho  á  los  nuevos  camaristas 
el  servicio  de  Dios  y  el  de  la  Cámara  con  la 
integridad,  diligencia  y  cuidado,  que  con**- 
venia  y  esperaba  de  ellos.  Les  encomendó 
el  secreto  necesario  y  aun  forzoso  para  el 
buen  fin  de  los  negocios,  y  que  hicieran  há- 
bito y  costumbre  de  callar  todo  lo  que  se 
tratase,  c  y  aunque  por  razón  de  vuestros 
> oficios,  anadia,  os  está  prohibido  recibir 
>cosa  alguna,  os  encargo  mucho  lo  cumpláis 
>así  por  lo  que  esto  importa  para  la  libertad 


(i)    De  esta  instrucción  se  formó  la  ley  i ,  tit.  A,  lib.  4  de 
la  NoTisíroa  Rrcop. 


a  y  limpieza  con  que  debéis  proceder  (1).» 
Por  medio  de  esta  real  cédula  erijió  Fe- 
lipe 11  la  Cámara  como  vá  dicho,  en  Supre-» 
mo  consejo  y  tribunal  real  separado  del  de 
Castilla  dándole  importantes  y  variadas  atri-* 
buciones  así  én  el  orden  civil  como  en  el 
orden  eclesiástico. 


(1)  Como  testimonio  smgalar  del  celo  y  miras  de  este  mo- 
narca, y  del  rigor  y  detenimiento  con  qne  debía  proceder  It 
Cámara,  tan  dignos  de  ser  imitados  por  los  altos  cuerpos  y  an- 
toridadcs  que  la  lian  reemplazado»  coplaitkos  i  la  letra  parte 
de  dicba  instrucción. 

« 7.*  De  todos  los  negocios  qne  se  remitieren  i  consalta 
(decía)  se  ordenarán  luego  las  consultas  anteponiendo  siem- 
pre  lo  de  mas  importancia  á  lo  de  no  tanta,  y  lo  de  mas  pri^ 
sa,  á  lo  que  sin  inconveniente  pudiere  esperar,  y  se  me  en- 
viaran con  brevedad  sin  que  las  partes  lo  sepan,  por  que  ce- 
sen sus  importunidades,  que  suelen  ocuparme  el  tiempo  qne 
había  de  gastar  en  despacnallas.  Y  estaréis  advenido  de  so 
enviarme  consulta  alguna  sin  parecer,  en  particular  para  que 
se  cscose  la  dilación  de  pedirle  y  darle. 

«8.*  La  provisión  de  las  Prelacias  (1)  y  de  las  otras  dig- 
nidades y  prebendas  de  mi  patronazgo,  conviene  qne  no  se 
difiera, teniendo  el  cuidado  que  confio  de  vuestras  per- 
sonas, cristiandad  y  celo,  de  qne  se  me  proporaáB  las  per- 
sonas que  pat'ecieren  mas  dignas  para  cada  cosa:  y  cuando 
Eara  los  arzobispados  y  obispados  de  mas  valor  se  me  hi- 
ieren  de  proponer  algunos  de  los  otros  obispos  que  pueden 
ser  promovidos,  se  declarará  partlcalarmente  la  edad  y  salad 

Suc  tienen  v  cuanto  ba  que  fueron  eonsasrados,  y  que  Igle- 
tas  han  tenido  á  so  etrgo,  y  como  las  nai  gobernado ;  y 
en  las  demás  personas  que  también  se  me  propusiereí  se  ad- 
vierta en  particular  de  sas  partes,  nacimiento,  edad,  virtud, 
ejemplo,  letras,  prudencia  y  experiencia  de  {gobierno, ...  y 
todas  las  consultas  de  las  cosas  tocantes  al  dicho  patronazgo 
señalareis  vos  el  presidente,  y  los  de  la  Cámara  que  ts  üa- 
biéredes  hallado  á  acordarlas,  procurando  siempre  concurrir 
todos  iantos  para  estas  cosas. 

»9.*  Y  para  qne  no  haya  dilación  en  saberse  lo  que  vacare 
faera  de  las  Prelacias,  que  de  estas  luego  se  tiene  noticia,  or- 
denarse han  carus  mías  para  los  prelados  y  capellanes  mayo  • 
res  de  mis  capillas  reales  y  las  demás  personas  que  pareciere, 
encargándolas  que  tengan  particular  cuidado  de  avisar  con 
brevedad  de  las  vacantes  para  qne  sin  dilación  se  ve«  y  trate 
de  lo  que  se  me  hubiese  de  consultar. 

•10.  Hánse  de  despachar  ansimismo  earlas  mln  wfialadas 
de  vos  el  presidente  y  los  de  la  Cámara  para  todos  los  pia- 
lados del  Reino,  pidiéndoles  con  gran  secreto  relaokui  de  per- 
sonas las  mas  beneméritas  y  á  propósito  que  se  les  ofrecie- 
ren, asi  para  las  Preladas  como  para  las  otras  dignidades  y 
prebendas  de  mi  patronazgo,  encargándoles  mucho  la  con- 
ciencia y  secreto,  y  asegurándoles  que  también  se  les  fuap- 
dará,  y  advírtiéndoIe«  que  declaren  en  particular  la  limpieza, 
edad,  virtud,  caridad,  baen  ejemplo,  entendimiento,  letras  y 
grado  gue  tuvieren,  v  donde  hubieren  estudiado,  y  eomo  bao 
procedido  y  gobernado  lo  que  han  tenido  á  sa  cargo ;  y  estas 
cartas  converná  que  se  escriban  cada  afio,  pues  los  hombres 
suelen  faltar  de  una  hora  á  otra,  y  también  por  la  mudanza 

3ne  puede  haber  en  ellos,  encargando  también  á  los  prela- 
08  une  tengan  cuidado  de  avisar  de  oficio  de  cualquier  no- 
vedad que  hallaren  en  las  personas  (nie  hubieren  aprobado,  y 
qne  á  los  proveídos  lea  obliguen  á  I;i  residencia  de  sus  pre- 
bendas, teniendo  también  vos  el  presidente  y  los  de  la  Cá^ 
mará  y  el  secretario  del  patronazgo  mucho  cuidado  de  que 
esto  se  cumpla,  y  también  os  informéis  de  otras  personas 
desinteresadas,  de  cuya  cristiandad  y  celo  se  tensa  entera  sa- 
tisfacción, de  los  sngetos  que  conocen  para  las  dichas  Prela- 
cias, dignidades  y  prebendas,  y  haréis  las  demás  diligencias 
que  os  parecieren  necesarias  para  proponerme  las  peraonaa 
mas  dignas,  calificadas  y  aprobadas  que  hubiere. 

«11.  Las  consultas  de  las  iclesias  que  vtiearen  las  eseribirá 
de  su  mano  el  secretario  de  mí  patronazgo,  porque  se  guarde 
en  ello  el  secreto  y  decoro  qne  conviene,  y  en  las  demAs 
bastará  qne  ponga  de  sn  letra  el  parecer  del  presidente  y  los  de 
la  Cámara,  y  todas  las  de  consultas  guardará  debajo  de  llave 
para  que  no  las  pueda  ver  ninguno,  ni  él  las  mostrará  á  las 
partes,  ni  á  otra  persona  alguna  raerá  de  la  Cámara. 

>  1 2.  El  dicho  secretario  de  mi  patronazgo  ba  de  poner  den- 
tro de  un  afio  después  que  esu  urstmeeion  se  pablíeare  en 


(1)  Este  |.  y  los  siguientes  hasu  el  11  inclusive,  fsrman 
eon  el  t3  la  ley  XI,  titulo  XVIf,  lib.  f,  de  la  Novísima  Reco- 
pilación. 
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Estas  atribtcioMs  Aieroa  eonsUntemente 
respetadas,  y  DO  se  opBso  duda,  ni  reparo 
ai  derecho  y  ejercicio  de  su  jarisdiccioa  en 
determinadas  materias  eclesiásticas  hasta  el 
reinado  de  Felipe  V.,  y  aun  eso  por  la  oca« 
sion  que  se  dirá.  Y  es  muy  de  notar  que  así 
sucediera,  cuando  á  todos  consta  que  las  re- 
galías únicamente  se  empezaron  á  sostener 
con  gran  esmero  desde  la  época  de  los  re* 


on  libro  eneaaderfiado  y  por  may  bneni  orden  los  arzobispa- 
dos f  oblspadoB  que  son  á  mi  preseatacioa  en  la  corona  de 
Casülli»  r«no  de  Navarra»  islas  de  Canaria,  declarando  so 
valor  eonfome  á  las  relaciones  que  dentro  del  dicho  afiose 
tuvieren  de  ello  y  con  las  demás  circunstancias  que  fueren  de 
consideración.  Y  asimismo  las  abadías,  prioratos  y  otras  dig- 
nades  y  beneficios  que  son  á  mi  proTlslon,  con  las  calidades 
de  ellas  y  st  faior,  y  también  las  capelianias  y  otros  oicios 
de  las  capillas,  mtinasterios,  hospitales  reales  de  estos  mis 
réteos,  cuya  provisioo  me  pertenece,  y  de  las  dignidades, 
canongbs,  raciones  y  otras  prebendas  y  beneflcios  de  las  igle- 
sias catedrales  y  eoiegiales,  y  otras  de  mi  patronazgo  real,  de 
manera,  qie  se  tenga  particular  noticia  y  luz  de  todas  las 
•osas  eclesiásticas  cuya  presentación  y  provisión  me  toca ;  y 
otro  tal  libro  como  esic  Armado  de  vos  el  presidente  y  los  de 
la  Cámara,  autorizado  con  la  fé  dul  secretario,  se  llevará  á 
mi  archivo  real  de  Simancas  para  que  esté  alia  guardado :  y 
de  que  todo  se  ejecate  y  cumpla  asi,  teméis  particular  cai- 

»t3.  Para  la  provisión  de  los  oficios  de  justieia,se  ba  de  hacer 
diligencia  con  los  presidentes  de  los  otros  consejos  y  chancille- 
rias  y  Regencias  y  otras  personas  que  por  mas  antiguas  presidie- 
ren en  los  tribunales,  y  umbien  con  las  universidades  y  catedrá- 
ticos de  ellas,  escribiendo  é  los  que  están  fuera  de  la  corte 
con  cartas  mias  despachadas  por  la  Cámara  y  no  particula- 
res vuestras :  y  tamolen  os  informareis  por  medio  de  otras 
personas  eaiificadas.  secretas  y  de  quien  tengáis  mucha  satis- 
facción  que  sabrán  informarse  bien  de  la  veriud  y  la  avilarán 
porque  de  esta  manera  haya  entara  y  cierta  noticia  de  las  per- 
sonas mas  suficientes  gue  se  me  hubieren  de  proponer ;  y  hase 
de  tener  mucha  coasioeraeion  siempre  en  las  que  se  me  pro- 
pusieren para  las  plazas  de  asiento  a  lo  que  hubiere  resulta- 
do da  las  vistas  y  en  los  oficios  temporales  de  las  resi- 
den(5ias. 

14.  Les  memoriales  de  toa  que  pratondieren  ofleios  de  jus- 
ticia, se  remitirán  al  presidente  como  se  ba  hecho  hasta  ahora 
para  qae  los  Heve  á  la  Cámara  y  se  den  ai  secretario  de  lo 
de  justicia  y  habiéndose  visto  por  el  presidente  y  los  de  la 
Cámara  y  tratado  y  acordado  lo  qae  couverná  consultárseme 
en  cada  cosa  de  las  que  se  hubieren  de  proveer,  ordene  el 
dicho  secretario  las  consullas  y  sefiatadas  de  todos,  me  las 
enviará  el  presidente  en  manos  de  Mateo  Vázquez  de  Leca, 
para  que  escriba  en  ellas  lo  que  To  le  mandare  ,  y  después 
las  vuelva  al  dicho  presidente  y  el  avise  á  los  proveídos,  y 
advierta  que  no  aceptando  farden  secreto  siempre,  y  acep- 
tando hasta  que  se  les  avise  que  lo  podrán  publicar  y  en- 
viar por  sus  despachos,  y  en  simendo  el  presidente  que  han 
aceptado  lo  dirá  en  la  Cámara,  volviendo  entonces  las  consul- 
tas al  secretario  para  que  haga  los  despachos  y  avise  á  los 
proveídos  que  envien  por  ellos. 

15.  Hase  de  escnsar  buenamente  cuanto  se  pudiere  oue 
pora  la  chaacillerta  de  Vallafdolid  no  se  me  propongan  los 
naturales  de  aquel  distrito,  ni  psra  la  de  Granado  del  suyo 
tíao  por  ei  contrario,  y  lo  mismo  se  guardará  en  lo  que  toca 
á  las  Audiencias  de  Sevilla  y  Galicia,  y  á  los  corregidores  y 
otros  uflcios  de  justicia. 

16.  Y  porque  he  sido  informado  gue  hay  muchos  preien- 
aores  de  otcioe  que  no  han  sido  graduados  en  las  universida- 
des aprobadas,  ni  estidiado,  y  que  con  pocas  letras  y  menos 
anteddialentD  y  sin  las  partes  que  se  requieren  .  pretenden 
con  mucha  importunidad,  negociación  y  favor  cualquier  oficio 
de  jasticiapor  caUflcado  que  sea ;  os  encargo  mucho  que  tengáis 
cuenta  con  esto,  y  de  entender  y  satisfacernos  muy  particular- 
mente de  las  partes  de  los  pretensores,  de  minera,  que  en  las 
elecciones  que  se  hicieren  no  se  pueda  recibir  engaño,  y  ^ha- 
biendo  dado  sus  memoriales  ó  envládolos,  que  los  será  mejor, 
vos  el  presidente  les  ordenareis  con  resolución  que  se  vuelvan 
á  sus  casas  y  sin  detenerse  en  la  corte,  diciéndoles  que  estando 
en  ellas  se  teudrá  mas  memoria  de  los  que  lo  merecieren  y 
apercibiéndoles  que  por  el  mismo  caso  que  lo  dejaren  de  cum- 
plir, no   eran  proveídos. 

17.  Lo  mismo  se  hará  con  los  colegios  y  otros  malesqnier 
pretendientes  de  oficios  de  justicia,  no  permitiendo  que  los  unos 
ni  los  otros,  se  cstéi  ni  andón  aquí  perdidos,  y  sino  lo  hicieron 


yes  Católicos,  acallado  el  mmor  de  los  com- 
bates y  cuando  ya  se  dio  cima  á  la  gloriosa 
obra  de  arraigar  hondamente  en  nuestro 
suelo ,  á  espensas  de  sangre  y  tesoros  der-^ 
randados ,  la  santa  religión  de  Jesucristo. 

Consagráronse  vivamente  y  con  grande  en- 
tereza estos  monarcas  á  reintegrar  al  rea[ 
patronato ,  no  solo  de  las  usurpaciones  de 
los  poderosos  del  reino ,  sino  también  de  las 


vos  el  presidente  lo  reprenderéis  severamente,  dando  la  orden 

aue  mas  parezca  convenir  para  que  se  vayan  hasta  desterrar- 
)s  si  fuere  necesario,  y  decirles  que  no  se  me  poma  en  con  • 
sulta  pretensor  que  esté  en  la  cdrte,  y  asi  se  haga,  con  qua 
cesarán  las  larcas  ausencias  de  sus  casas ,  mujeres  y  familias, 
con  mucho  peligro  de  los  unos  y  de  los  otros  en  las  costum- 
bres y  gastos  de  hacienda,  y  las  provisiones  se  harán  con  li- 
bertad, y  sin  importunaciones,  ni  tantos  ruegos. 

18.  El  sacarse  de  los  colegios  para  las  chancillerlas  hom- 
bres que  no  hayan  pasado  por  otras  audiencias  y  oficios,  h 
debe  mucho  considerar  principalmente  después  que  las  dos 
sentencias  conformes  quitan  la  posesión.  Y  asi  conviene  que 
tengáis  mucha  cuenta  con  esto  para  los  que  se  me  propusieren. 

19.  Y  por  que  conociendo  los  alcaldes  de  las  vidas  y  hon- 
ras de  los  nombres,  de  cualquier  calidad  que  sean ,  y  acabán- 
dose laa  causas  con  su  determinación  y  sentencia ,  importa  mu- 
cho que  las  provisiones  de  ettos,  se  acierten  teméis  muy  parti- 

I  aular  cuidado  de  preponerme  siempre  para  estas  plaxas  personat 
que  tengan  mucha  esperiencia  en  materia  de  gobierno  y  da 
seaocioa  criminales  y  letras  y  calidades  que  se  requieren»  da 
quien  haya  muy  aprobada  relación. 

90.  Laa  promociones  en  los  oficios  de  josticia  son  muy 
convenientes,  asi  para  premiar  á  los  que  lo  merecen,  que  sue- 
le ayudar  mocho  á  hacer  ellos  y  otros  con  la  esperiensia  lo 
que  deben,  como  para  desarraigarlos  de  las  amistades  que  co- 
bran en  lugares  donde  están  largo  tiempo,  y  también  para  que 
los  que  vinieren  al  Consejo  tengan  mas  universal  noticia  y 
experiencia,  ad virtiendo  que  para  que  la  tengan  será  bien  na 
mudarlos  tampoco  muy  aprisa;  y  asi  en  las  consultas  qua  sa 
me  hicieren  se  terna  atención  á  lo  nao  y  á  lo  otro. 

21.  Advertidos  de  no  proponerme  cufiados,  ni  primos  her- 
manos, ni  otros  deudos  mas  propincuos  para  mi  consejo,  chan- 
cilleria  6  audiencia,  por  escusar  la  parcialidad ,  qiue  de  ordi- 
nario es  de  mucho  inconveniente,  y  porque  podía  haber  el 
mismo  en  los  quo  son  de  un  colegio ,  y  casi  tan  grande  en  los 
naturales  de  un  pueblo ,  tendréis  consideración  á  todo  esto  en 
lo  que  se  me  consultare. 

92.  Lo  que  una  vez  se  acordare,  no  se  ha  de  poder  mudar 
ni  alterar  sino  fuere  en  presencia  de  todos  los  que  se  hallaron 
á  lo  primero.  Y  si  fueren  muertos  6  estuvieren  ausentes  ó 
ocupados  en  otros  ministerios,  se  me  consultará  con  el  último 
acuerdo  el  primero  que  se  tuvo  y  por  quienes  y  los  motivos 
en  que  se  fundaron. 

^5.  Si  se  probare  que  alguno  ó  ha  alcanzado  ó  pretendido 
haber  oficio  de  justicia  d  otra  cosa  eclesiástica  que  sea  á  ni 
provisión   con  pagar  dinero,   6  dando  alffuna  joya  ó  pieza, 

3 ulero  y  es  mi  voluntad  que  luego  sea  declarado  por  incapat 
c  tenerle  ;  si  le  hubiere  alcanzado,  que  sea  escluido  de  él. 

ÍÁ,  Y  por  que  en  todo  se  proceda  con  la  libertad  y  reca- 
lo que  conviniere,  no  os  habéis  de  escribir  ni  tener  corres- 
pondencia con  pretensores,  ni  visitarlos,  ni  tener  comuni- 
cación estrecha  con  ellos,  ni  con  sus  agentes,  ni  con  los  ne- 
gociantes, poraue  asi  se  escnsarán  las  envidias  y  murmura- 
ciones, y  se  poará  guardar  mejor  el  secreto,  que  como  esta 
dicho  importa  tanto. 

i5.  Cs  mi  voluntad  que  no  os  podáis  servir  de  hombre 
que  lleve  salario  ni  otro  entretenimiento  alguno  de  prelado  ó 
pretensor  de  oficios  6  beneficios,  ni  tampoco  de  parientes  cer- 
canos de  prelados,  ni  los  vuestros  los  nan  de  servir  á  ellos 
por  vuestra  contemplación. 

Í6.  Daréis  á  los  negociantes  fácil  y  ^rata  audiencia,  y  no 
respuestas  desabridas,  ni  particulares,  sino  fuere  en  los  neao- 
cios  que  sea  menester,  aavirtiendo  mucho  á  que  de  las  dicoas 
respuestas  no  resulte  traerlos  shspensos  y  entreumidos,  gastaa- 
do  sus  haciendas,  y  siguiéndose  otros  inconvenientes  de  con- 
sideración, sino  que  brevemente  sean  despachados. 

97.  Todo  lo  cual,  quiero  y  mando  que  se  cumpla  y  ob- 
serve particularmente  por  todos  por  el  tiempo  que  fuere  mi 
voluntad,  y  que  para  ello  tenga  cada  uno  de  vosotros  y  de 
los  secretarlos  una  copla  de  esu  instrucción,  y  que  el  origi- 
nal esté  en  poder  de  mi  secretario  de  la  Cámara  y  se  lea  en 
ella  en  principio  de  cada  mes,  y  todas  las  veces  que  entrare  de 
nuevo  alguno  de  los  que  allí  habéis  de  concurrir,  para  que 
tengáis  mas  presente  lo  que  aquí  os  cicargo  y  ordeno.» 
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que  habían  introducido  las  reservas  apostó- 
licas; adelantaron  por  concordia  la  provi- 
sión de  los  obispados  y  la  de  beneficios  y 
piezas  patronadas ,  pidiendo  á  la  santa  Sede 
que  los  proveyese  solo  á  propuesta  suya  y 
de  sus  sucesores,  previniendo  á  los  cabildos 
que  depositasen  sus  frutos  y  no  admitiesen 
las  provisiones  y  bulas;  y  remitiendo  estas 
al  consejo  para  suplicar  á  la  Santa  Sede. 
Tales  providencias  continuadas  con  notable 
pmpeno  produjeron  la  declaración  en  pú- 
blico ConsistprÍQ ,  de  quenp  era,  ni  podia 
ser  el  ánimo  de  la  silla  apostólica  perjudicar 
á  las  regalías  de  aquellos  monarcas  con^o 
patronos  de  sus  iglesias,  y  otras  notables 
bulas  y  providepcias  que  no  son  de  este 
lugar. 

El  emperador  Carlos  V»  I  de  España»  dio 
también  muestras  señaladas  de  su  deseo 
de  conservar  las  regalías  y  derechos  de  la 
Magestad.  En  su  tiempo  se  terminaron  fe- 
lizmente las  controversias  sobre  la  elección 
para  los  obispados  y  beneficios  consistoria- 
les con  bulas  de  Adriano  VI,  Clemente  Vil, 
y  Paulo  III;  obtuvo  que  los  presentados  á 
los  beneficios  y  prebendas  del  patronato,  no 
necesitaran  bulas  pontiQcías;  dispuso  por 
una  ley  del  reino ,  ya  citada ,  que  no  se  im- 
petrasen aquellos  en  Roma;  mandó  retener 
las  bulas  de  coadjutorías  y  las  provisiones 
en  perjuicio  del  patronato ,  haciendo  sobre 
todo  ello  especiales  encargos  al  consejo; 
comisionó  al  abad  de  Alfaro  y  á  otros  para 
reunir  datos  y  noticias  conducentes  á  la  re- 
yindicacion  do  piezas  patronadas  y  mereció, 
no  obstante ,  la  benevolencia  de  los  Sumos 
Pontífices,  y  gracias  especialísimas ,  siendo 
entre  ellas  muy  de  notar  1^  unión  de  los 
maestrazgos  á  la  corona. 

Completó  Felipe  II  la  obra  de  sus  aplece- 
sores,  estableciendo  la  Cámara  en  la  forma 
ya  enunciada;  renovó  las  leyes  declaratorias 
délos  títulos  del  patronato,  confirmólas  pe- 
nas impuestas  á  los  que  consentian  pensio- 
nes; dio  comisión  al  doctor  Rosales,  digni- 
dad de  Málaga,  para  averiguar  las  usurpa- 
ciones del  mismo  patronato,  y  le  reintegró 
de  muchas  prebendas ,  iglesias  y  beneficios 
(le  importancia. 


Felipe  III  siguió  las  huellaá  da  su  augusta 
padre  declarando  y  estendiendo  la  jurisdic- 
ción de  la  Cámara  para  el  conocimiento  de 
las  causas  del  real  patronato ;  repitió  las  co- 
misiones y  encargos  para  la  investigación 
de  sus  derechos,  se  reintegraron  en  su 
tiempo  muchas  piezas  patronadas,  cuya  ren- 
ta escedia  de  40,000  ducados,  y  quedaron 
datos  muy  autorizados  para  pedir  y  obtener 
en  lo  sucesivo  muchas  declaraciones  favora- 
bles, aconteciendo  lo  mismo  en  los  reinados 
sucesivos  de  Felipe  IV  y  Carlos  II  sin  alte- 
ración notable.  Este  último  monarca  mandó 
escribir  sobre  la  jurisdicción  de  la  Cámara, 
por  no  haberlo  verificado  antes  ningún  au- 
tor exprofeso,  al  doctor  D.  Fernando  Alfon- 
so del  Águila ;  quien  lo  hizo  en  efecto ,  aun- 
que no  ha  llegado  á  imprimirse  su  trabajo. 

Tal  era  el  estado  de  las  cosas,  y  asi  cor- 
rieron durante  una  gran  parte  del  reinado 
de  Felipe  V,  cuando  sobrevino  un  periodo 
de  reñida  lucha  y  agria  controversia  sobre 
el  real  patrons^to  (1)  y  su  jurisdicción. 

Antes  de  él ,  las  demandas  fiscales  venían 
juzgándose  á  vista,  ciencia  y  paciencia  de 
los  nuncios  de  España,  con  citación  y  de- 
fensa ya  de  los  prelados  y  sus  fiscales ,  ya 
de  los  provistos  por  la  Santa  Sede  ó  por 
los  ordinarios  ^  sin  que  nadie  se  opusiera  á 
este  derecho,  ni  repugnase  el  fallo  de  la  Cá- 
mara ,  que,  por  otra  parte ,  se  hizo  siempre 
muy  notable  por  su  imparcialidad  y  rectitud. 

Las  cuestiones  políticas  de  sucesión  á  la 
Corona,  en  que  tomóla  Santa  Sede  una  parte 
aoliya  y  resuelta  contra  el  fundador  en  Es- 
pana  4e  la  ({inastía  4^  Qorbon,  soliviantaron 
como  era  natural  los  ánimos,  encendieron  las 
quejas  que  ya  se  abrigaban  en  el  reyno  sobre 
abusos  cometidos  en  la  curia  romana,  y  fal- 
tando la  imparcialidad  y  la  fria  razón,  agena 
siempre  de  estas  épocas,  se  exajeraron  los 
agravios  por  una  y  otra  parte  y  se  recurrió  á 
providencias  en  [que  tenia  por  lo  menos  tan- 
ta parte  el  enojo  como  el  celo. 

Conocidos  son,  y  no  de  este  lugar,  los  efec- 
tos de  aqiiel  largo,  penoso  y  reiterado  rom- 
pimiento, que  dio  ocasión  á  severas  disposi- 

(I)    Y«a$e  el  artíetUt  df  real  patromatí. 
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Clones  de  ambas  potestades;  basta  á  nuestro 
objeto  hacer  indicación  de  ellas  para  que 
sirvan  de  luz  y  de  esplicacion  á  lo  ocurrido. 

Esta  disposición  de  los  ánimos  por  una 
parte  y  por  otra  la  incansable  actividad  del 
Abad  de  Vivanco,  secretario  de  la  Cámara, 
y  aun  las  doctrinas  que  en  materias  eclesiás- 
ticas habia  aprendido  en  su  pais  aquel  mo- 
narca produjeron  naturalmente  el  resultado 
de  impulsar  mucho  las  reintegraciones  al 
real  patronato»  Parecianle  al  abad  lentos  y 
embarazosos  los  trámites  observados  por  la 
Cámamy  después  de  haber  consumido  ocho 
^os  en  practicar  muy  vivas  y  escrupulosas 
diligencias  en  el  archivo  de  su  secretaría 
para  descubrir  lo  usurpado  al  patronato, 
reunidos  los  antecedentes»  los  espuso  al  rey 
en  papel  de  4  de  agosto  de  1736.  En  él  pe-< 
dia  ppn  el  fervor  que  puso  siempre  en  este 
negociado,  la  creación  de  una  junta  especial 
que  examinara  si  podian  y  debian  revocarse 
las  donaciones  hechas  en  materia  de  real  pa- 
tronato, incorporándolas  al  mismo  y  reinte- 
grándole en  sus  dere(;hos.  Accedió  á  ello 
S.  M*9  á  los  dos  dias,  creando  por  decreto 
de  6  del  propio  mes  la  junta  de  patronato 
real ,  de  que  hablaremos  en  su  lugar  corres- 
pondiente (1)|  y  reintegrando  ala  corona  por 
este  y  otros  medios  eficaces  de  muchas  igle- 
sias mayores  y  menores.  Creían  aquel  mo- 
narca y  los  hombres  de  estado  que  le  acon- 
sejaban, no  sin  fundamento,  que  con  la  rein- 
tegración del  patronato  volvería  á  florecer  la 
disciplina  eclesiástica  en  España,  y  que  era 
empeño  de  justicia  y  cargo  grave  de  con- 
ciencia restablecer  la  observancia  de  los  cá- 
nones, concilios  y  leyes  fundamentales  de 
estos  reinos. 

Así  se  lograría ,  dice  un  escritor  de  los 
que  mas  sólidamente  han  tratado  esta  ma- 
teria, que  el  rey  proyeyese  todas  las  pre- 
bendas en  sugetos  dignos  ep  virtud,  letras  y 
naturaleza ;  que  no  se  extrajese  el  oro  de 
España  por  el  coste  inmoderado  de  las  bulas; 
que  los  naturales  se  dedicasen  á  Ips  estudjos 
para  entrar  por  la  puerta  del  mérito ,  y  no 
por;  la  de  la  adulación  con  vilipendio  y  ul- 

(1^    Véast  el  arb'eolo  fatrohato  rem.. 


traje  de  sus  personas,  de  la  nación  y  de  su 
estado ;  que  el  clero  de  España  se  restable^r 
ciera  á  su  esplendor  antiguo;  y  cortar  de 
raíz  la  simonia,  que  habia  llegado  ya  á  ha-? 
cerse  como  razón  de  estado.  Ponderación 
podrá  haber  en  alguno  de  estos  males,  pero 
seria  injusto  decir  que  tan  graves  quejas 
eran  gratuitas  ó  infundadas. 

Instalada  la  junta  de  patronato  real  con  la 
misma  jurisdicción  y  atribuciones  que  la  Cá- 
mara, se  consagró  á  su  cometido  con  gran 
celo;  pero  alarmada  la  Santa  Sede  con  in- 
formes inexactos,  la  santidad  de  Clemen-* 
te  XII  espidió  dos  breves  eu  29  de  setiem- 
bre y  23  de  octubre  de  1736  dirigidos  á  lo» 
prelados  españoles,  en  que  suponiendo  in- 
vertida la  disciplina  eclesiástica  y  lastima- 
da la  libertad  de  la  iglesia,  mandó  bajo  gra- 
vísimas penas  y  con  cláusulas  harto  duras* 
que  no  se  obedeciesen  las  leyes,  decretos  ó 
presentaciones  reales,  en  la  inteligencia  de 
incumbir  á  la  Santa  Sede  el  conocimiento 
de  es^os  y  análogos  asuntos. 

Produjeron  aquellas  letras  una  penosa  in-t 
certidumbre  en  el  ánimo  de  los  prelados 
que  luchaban  entre  sus  respectivas  relacio- 
nes con  ambas  potestades ;  y  el  monarca, 
previo  dictamen  de  una  grave  junta  de  mi-r 
nistros  y  de  teólogos,  las  jnandó  retener  por 
real  decreto  de  24  de  octubre  de  173,6  como 
ofensivas  á  la  regalía  y  real  ps^trooato,  y  por 
los  notorios  vicios  de  o()repcio|i  y  subrep- 
ción, puesto  que  el  rey,  al  crear  la  junta, 
usó  de  un  legítimo  derecho.,  trasmitido  por 
sus  mayores  y  CQnsignadp  en  las  leyes  del 
reino. 

Estas  graves  diferencias,  que  se  hicieron 
ruidosas  por  la  resistencia  de  algunos  prela- 
dos á  cumplir  las  disposiciones  dictadas  por 
la  Cámara  en  ejecución  de  reales  depretos 
expedidos  á  consulta  de  la  Junta  de  patro- 
nato ,  calmáronse  algup  tanto  por  el  art.  23 
del  concordato  de  1757.  Convinieron  ambas 
potestades  en  que  para  terminarlas  amisto- 
samente, después  que  se  hubiese  puesto  en 
ejecución  aquel  ajustamiento,  se  diputaríais 
personas  respectivamente  para  reconocer  la^ 
razones  que  asistían  á  ambas  partes ,  y  en- 
tretanto se  suspendería  en  España  pasar  adc- 


Digitized  by 


Google 


18S 


C\MARA. 


lafite  en  este  asunto ,  y  ios  beneficios  vacan- 
tes ó  que  vacaren,  sobre  qne  pudiera  caer 
ia  disputa  del  patronato,  se  deberían  pro- 
veer por  Sa  Santidad,  ó  en  sus  meses  por 
los  respectivos  ordinarios,  sin  impedir  la  po- 
sesión á  los  provistos.  La  Cámara,  en  su 
virtud,  sobreseyó  en  los  procedimientos  re- 
ferentes á  aquellos  beneficios  en  que  Su 
Santidad  ó  los  ordinarios  tenian  interés,  en- 
tendiendo solo  en  la  reintegración  de  las 
usurpaciones  hechas  por  particulares  y  co- 
munidades, á  las  cuales  no  se  refería  el  con- 
cordato, 

Conrorme  al  artículo  citado  nombró  la 
Santa  Sede  al  nuncio  y  á  su  auditor,  y  el  rey 
al  cardenal  de  Molina  y  á  D.  Pedro  Ontalbat 
qnienes  dieron  principio  á  las  conferencias, 
escribiendo  el  último  un  largo  informe ,  que 
se  imprimió  y  tuvo  por  objeto  principal  la 
jnrisdiccion  de  la  Cámara,  según  se  le  pre- 
vino de  real  orden. 

Dióse  copia  al  nuncio  de  este  escrito, 
quien  la  pasó  á  Roma,  sin  que  en  último  re- 
sultado se  adelantase  en  las  conferencias  lo 
mas  mínimo.  Los  representantes  de  España 
exigían  solo  la  satisfacción  moderada  de  que 
aquella  jurisdicción  se  reconociese  dentro 
de  sus  antiguos  y  justos  límites,  dejándola 
libre  y  desembarazada,  y  que  mandase  re- 
eojer  Su  Santidad  los  breves  referidos ;  pero 
deteniéndose  mucho  en  las  voces  y  términos 
del  que  habla  de  espedirse,  llegó  la  noticia 
de  la  muerte  de  Su  Santidad  y  cesaron  del 
todo  las  conferencias ,  marchando  al  cóncla- 
ve el  nuncio  cardenal  Valenti. 

Elevado  su  sucesor  al  solio  pontificio  en  i 6 
de  agosto  de  1740 ,  recibió  el  nuevo  nuncio 
las  instrucciones  necesarias  para  continuar- 
las, y  en  su  virtud,  se  le  dijo  de  real  orden 
en  4  de  febrero  de  1741  cuánto  convenia  la 
conclusión  de  este  importante  negocio  por 
el  perjuicio  que  se  seguía  á  la  corona  de  la 
suspensión  temporal  convenida  en  el  art.  23 
del  concordato,  y  que  de  no  terminarse  den- 
tro de  cuatro  meses,  se  vería  S.  M.  obliga- 
do á  mandar  que  continuase  la  Cámara  en  el 
uso  de  sus  facultades. 

No  dando  esta  apremiante  advertencia  el 
resultado  apetecido,  la  Cámara  á  instancias 


de  su  Ascal ,  elevó  una  detenida  consulta  wth 
bre  la  inteligencia  de  aquel  artículo ,  pidien* 
do  que  S.  M.  declarase  no  comprendidos  en 
él  los  casos  notorios  notorietate  juria  et  fáetU 
que  nunca  pudieron  sujetarse  á  concordia 
ni  compromiso  y  que  la  Cámara  debra  conti- 
nuar en  los  asuntos  de  esta  naturaleza.  Con- 
formóse el  rey  con  ello,  trascurrido  algún 
tiempo  y  después  de  muy  pensado,  y  se  bi-* 
cié  ron  á  sus  resultas  algunas  reintegraciones 
de  consideración,  con  audiencia  formal  de 
las  partes,  según  costumbre  y  práctica. 

Dio  asimismo  Felipe  V  varias  providen- 
cias en  favor  de  los  donatarios  de  la  corona, 
por  estimaríos,  á  la  manera  qne  el  real  pa- 
tronato, esentos  de  las  reservas  apostólicas, 
las  cuales  motivaron  segunda  queja  del  nun- 
cio y  una  especie  de  concordia  en  declara- 
ción del  referido  artículo,  que  se  participó 
á  la  Cámara  en  decreto  de  51  de  agosto 
de  1741,  en  los  términos  siguientes:  cEI 
1  nuncio  de  Su  Santidad  me  ha  espuesto,  que 
launque  por  el  art.  23  del  concordato  entre 
•estos  mis  reinos  y  la  Santa  Sede,  se  pactó 
>que  entretanto  que  se  fenecían  las  contro* 
tversias  pendientes  sobre  mí  patronato,  se 
isuspeodiese  en  España  todo  acto  ulterior, 
ique  los  beneficios  vacantes  y^qne  vacaren, 
>en  que  pueda  caer  la  disputa  de  patronato 
>los  provean  Su  Santidad  y  los  ordinarios 
>cn  sus  meses,  y  que  no  se  impida  la  pose-* 
ision  á  los  provistos;  sin  embargo»  la  Ca- 
lmara ha  espedido  órdenes  generales,  en 
>cuyo  cumplimiento  los  abades  de  las  dos 
«religiones  de  San  Benito  y  San  Bernardo, 
>la  den  cuenta  de  todos  los  beneficios  que 
ison  de  su  provisión  y  presentación,  y  efeo- 
•tivamente,  se  han  provisto  algunos  como 
>piezas  de  mi  patronato,  y  como  tales  quie- 
>ren  recibir  los  provistos  la  colación  de  los 
>ord¡narios,  á  los  cuales  se  está  apremiando 
>por  la  Cámara  bajo  de  varias  penas  para 
>qne  den  pronta  ejecución  á  sus  despachos, 
ipara  cuya  prueba  ha  producido  el  nuncio 
>el  ejemplar  de  lo  que  le  han  asegurado  que 
isucede  al  prior  de  Santiago;  y  habiéndo- 
>me  propuesto  el  mismo  nancio  que  para 
»evilar  los  efectos  de  las  nuevas  diferencias 
>que  pueden  nacer,  tiene  por  espediente 
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•oportOQd  que  se  suspenda  todo  procedí- 
«miento  para  que  queden  vacantes  estos  be- 
«neficios  hasta  la  última  determiiiaci(m  de 
leste  negocio :  no  obstante  que  he  consí- 
iderado  que  conteniéndose ,  como  se  con- 
itiene  la  Cámara,  en  los  términos  de  defen- 
>der  la  'regalía  de  mi  patronato  ^  solo  en 
laquellas  partes  que  por  derecho  no  están 
iSQJetas  á  controversias  ni  á  concordia,  cual- 
iquíera  suspensión  >  aunque  moderada,  pue- 
>de  hacer  á  mi  patronato  mas  dilatada  la 
•continuación  de  los  danos  que  está  sufrien- 
ido;  sin  embargo,  por  aumentar  á  la  sagra- 
ida  persona  de  Su  Santidad  los  testimonios 
ide  mi  respeto,  he  tenido  por  digno  de  mí 
«aprecio  el  medio  propuesto  por  el  nuncio, 
>y  en  esta  consecuencia  consiento  y  resuelvo 
>que  por  ahora  todos  los  beneficios  vacantes 
ló  que  en  cualquier  modo  vacaren,  sobre  los 
«cuales  baya  recaido  ó  debiere  recaer  la  du- 
«da  de  patronato  según  la  letra  y  mente  del 
«articulo  23 «  queden  vacantes ,  sin  que  por 
«unas  ni  otras  partes  se  trate  de  su  provi-» 
«sion;  y  que  si  sobre  la  de  algunos  hubiere 
«la  Cámara  empezado  á  proceder ,  suspenda 
«todo  acto  ulterior  hasta  que  yo  mande  otra 
icosa.  Tendráse  entendido  así  en  la  Cama-* 
«ra,  y  dispondrá  desde  luego  su  cumplí-* 
«miento  en  la  parte  que  le  toca^  pues  por 
»lo  respectivo  al  nuncio  ya  he  mandado  pa- 
«sarle  el  oficio  correspondiente»  para  que 
«por  su  parte  se  den  las  órdenes  conducen- 
«les  al  mismo  efecto. »  Cumplió  la  Cámara 
religiosamente  esta  providencia»  pero  no  así 
la  Dataria,  lo  que  dio  lugar  á  nuevas  con- 
testaciones y  disputas,  y  á  que  espusiera 
aquella  viva  y  reiteradamente  los  perjuicios 
que  tal  situación  ocasionaba  á  las  iglesias  y 
á  los  fieles  por  la  falta  de  ministros  para  el 
culto  y  el  pasto  espiritual* 

En  el  mismo  ano  de  1741  había  escrito  Su 
Santidad  al  rey  directamente  manifestándole 
sos  eficaces  deseos  de  que  se  terminaran 
estas  prolongadas  controversias ,  tratándose 
al  efecto  entre  su  sagrada  persona  y  los  car- 
denales Belluga  y  Acquaviva,  autorizados 
con  las  facultades  é  instrucciones  necesarias. 
Confirmó  esta  indicación  el  segundo  de  estos 
purpurados  en  carta  de  25  de  julio  espre- 


sando: cque  Su  Santidad  le  había  instado  á 
«que  escribiese  por  las  instrucciones  mani- 
«festándole  que  su  ánimo  se  inclinaba  á  no 
«innovar  en  cosa  alguna  la  práctica  que  has- 
«ta  ahora  se  había  tenido  en  España,  y  que 
«lo  que  únicamente  deseaba  era  que  se  acor- 
«dasen  con  nuestra  corte  los  títulos  y  las 
«causas  que  se  debían  observar  para  decla- 
«rar  los  beneficios  por  del  real  patronato. « 
Encargóse  de  formar  las  instrucciones  don 
Gabriel  de  Olmeda ,  marqués  de  los  Llanos» 
fiscal  de  la  Cámara »  y  su  trabajo  muy  elo- 
giado por  esta,  que  entendió  en  su  aproba- 
ción, se  pasó  á  S.  M.,  quien  le  remitió  á  los 
cardenales.  Fueron  objeto  de  esta  obra»  que 

I  tenemos  á  la  vista  y  aprovechamos  para  es- 
tos apuntes,  los  fundamentos  de  hecho  y  de 
derecho  con  que  los  reyes  y  sus  tribunales 
han  conocido  de  tiempo  inmemorial  de  todas 
las  causas  y  negocios  del  real  patronato, 
cuya  jurisdicción  residía  últimamente  en  el 
Consejo  supremo  de  la  Cámara. 

El  ilustrado  pontífice  Benedicto  XIV,  dio 
á  los  cardenales  una  larga  y  meditada  res- 
puesta trabajada  por  él  mismo  en  el  retiro  de 
Castel-Gandolfo ,  que  volvió  á  pasar  al  mar-* 
ques  de  los  Llanos  para  que  satisfaciera» 
como  lo  hizo,  en  un  notable  y  bien  pensado 
escrito,  á  los  reparos  de  Su  Santidad.  Larga 
tarea  seria  hacer  la  crítica  de  estos  documen- 
tos ó  memorias ,  que  reunieron  en  opuestos 
sentidos  la  erudición  y  copia  de  razones  que 
debían  esperarse  de  la  ilustración,  celo  y  pro^ 
fundos  conocimientos  de  ambos  escritores. 
Propia  de  obras  de  otra  especie ,  debemos 
abstenernos  también  de  entrar  en  ella,  por 
ser,  aunque  los  conocemos  y  los  hemos  con- 
sultado repetidamente ,  de  naturaleza  re- 
servada. 

Mientras  esto  sucedía  y  mas  tarde  se  tra^ 
bajaba  ardientemente  en  aquella  corte  para 
la  celebración  de  un  nuevo  concordato  que 
subsanara  los  inconvenientes  y  perjuicios 
producidos  por  el  de  1737,  y  que  abarcase, 
asi  los  artículos  de  este  que  quedaron  pen- 
dientes, como  los  que  no  habían  llegado  á 
cumplirse  por  perjudiciales  y  gravosos,  y  los 
que  necesitaban  de  declaración,  ampliacio- 
nes ó  limitaciones,  según  el  diclároen  de  nues- 
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tros  jariscoQsiiltos  y  él  parecer  de  cuerpos 
tan  ilustrados  y  notables  como  la  Cámara  y 
el  Consejo  lo  eran  en  ac|uéila  época,  si  bien 
creian  todos  que  declarado  el  real  patronato 
se  cortarían  cómo  consecuencia  necesaria  los 
abusos  y  perjuicios  pertenecientes  á  la  mate- 
ria beneGcial»  por  manera  que  se  debía  mi- 
rar y  estimar  casi  como  remedio  universal. 

T  en  efecto,  después  de  muchos  aSos  de 
la  reñida  lucha  que  hemos  bosquejado  acer- 
ca de  las  cuestiones  anteriores,  y  de  dos  si- 
glos de  continuas  controversias  en  Rtuma  so- 
bre la  provisión  de  beneficios,  las  poderosas 
razones  de  los  jurisconsultos  y  canonistas  es- 
panoles,  auxiliados  por  el  celo  de  nuestros 
ministros  cerca  de  la  Santa  Sede,  dieron  por 
resultado  el  concordato  de  1753  y  con  él 
considerables  beneficios  para  la  Nación  en 
el  orden  espiritual  y  temporal.  Radicóse  por 
él  un  nuevo  sistema  arreglado'  á  las  leyes  y  á 
los  cánones,  robusteciéronse  los  derechos  de 
patronato,  quedó  libre  y  desembarazada  la 
jurisdicción  Real  de  la  Cámara ,  se  fijó  en 
España  la  provisión  y  colación  de  todas  sus 
iglesias  con  leves  excepciones,  se  aseguró  el 
importante  y  esencial  acierto  en  la  elección 
de  las  personas,  con  otras  ventajas  que  ha- 
remos rer  en  momento  mas  oportuno  cuando 
nos  ocupemos  directamente  de  este  memo- 
rable concordato. 

Continuando,  por  creerla  útil  é  instructi- 
va ,  esta  resena  histórica  de  la  jurisdicción 
ejercida  por  la  Cámara  y  de  las  disposicio- 
nes mas  importantes  que  á  ella  se  refieren, 
diremos  que  los  fundamentos  eh  que  la  mis- 
ma se  apoya  tienen  una  poderosa  confirma- 
ción en  las  competencias  que  este  consejo 
apenas  creado^  sostuvo  con  el  de  Castilla  y 
que  demuestran  que  si  hubo,  como  algunos 
sostienen,  y  es  posible,  bula  ó  breve  espe- 
cial y  determinado  de  Gregorio  XtlI  autori- 
zando á  Felipe  II  para  su  establecimiento^ 
por  mas  que  sea  estrano  no  hiciese  mención 
espresa  de  él  este  monarca,  es  lo  cierto 
que  reconoceria  la  jurisdicción  propia  de  la 
corona  en  estas  materias  eclesiásticas,  cuan- 
do á  raíz  de  aquel  suceso  el  Consejo  real 
se  creía  autorizado  á  disputar  su  conoci- 
mifBto  V  resolución  á  la  Cámara  en  mas  ó 


menos  parte.  No  es  creíble  qué  en  aquellos 
tiempos  se  rebelase  el  Consejd  (filtra  lá  de- 
cisión pontificia  sancionada  por  la  real,  y 
mucho  menos  que  lo  hiciese  guardando  acer- 
ca de  ellas  un  silencio  completo  y  absoluto, 
que  vendría  á  argüir  como  desden  y  me- 
nosprecio. No  lo  hubiera  hecho  de'  seguro, 
atendidas  las  reglas  de  la  sana  crítica,  si  la 
jurisdicción  de  que  tratamos  htibiera  traido 
origen  diferente  de  la  que  ejercían  los  de- 
mas  consejos  y  tribunales  reáled  antes  que 
la  Cámara  existiera. 

La  ley  11 ,  tít.  4,  lib.  3  de  Nueva  Reco- 
pilación, niandaba  que  todas  las  cansas  de 
justicia  entré  partes,  se  proveyesen  y  libra- 
ran en  el  Consejo  real  y  que  no  se  espidieran 
en  el  de  la  Cámara.  Fundado  en  ella  el  Con- 
sejo y  en  que  no  había  sido  espresamente 
derogada  en  la  cédula  de  creación  y  gobier- 
no de  aquella,  sostuvo  que  le  correspondía 
seguir,  y  siguió  en  efecto  en  el  uso  de  este 
derecho,  conociendo  por  via  de  apelación  y 
fuerza  de  los  asuntos  de  justicia  correspon- 
dientes al  real  patronato;  lo  cual  dio  lugar 
á  que  se  publicara  en  Segovia  á  8  de  junio 
de  1592  (reinaba  aun  Felipe  II)  nn  real  de- 
creto (1)  en  que  recordando  haberse  come- 
tido á  la  Cámara  el  conocimiento  de  todos 
los  negocios  referentes  al  patronato,  así  de 
justicia  como  de  gracia,  se  anadia:  cT  porque 
•conviene  se  haga  así,  y  que  tw  se  remüan 
9al  Consto ,  ni  i  otro  tribunal^  porque  es 
»causa  de  introducir  mas  largos  y  dudosos 
•pleitos  de  lo  que  serian  feneciéndose  en  la 
•Cámara ,  tendréis  mucho  Cuidado  de  que 
•esto  y  lo  demás  que  tocare  á  mi  patronaz- 
•go,  sé  despache  y  acabe  en  ella  con  breve- 
•dad  j  y  sabréis  de  González  (secretario  del 
•patronato  á  la  sktót)  qué  negocios  hay  que 
•despachar  para  qué  se  haga ;  porque  las 
•cosas  de  las  iglesias  es  bien,  por  lo  que  toca 
•á  las  concieúcias,  que  su  provisión  se  abre- 
•vie  cnanto  áe  püéda,  porque  no  carezcan  de 
•sus  ministros  y  del  servicio^  que  como  veis , 
•es  de  tanta  importancia.  •  Parece  que  si  el 
establecimiento  de  la  Cámara  hubiera  sido 
consecuencia  únicamente  de  un  breve  apos- 

I       (I)    Lfy  12,  Üt.  17,  líb.  1  de  la  Sov.  littof. 
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lóli€o,  no  se  habría  omiUdo  consigaarlo  co- 
mo ra«m  decbíva  en  este  real  deereto,  tras- 
curridos apenas  oatoroe  aSos. 

No  basté  aqaella  providencia  para  evitar 
nuevas  cuestiones.  Declaró  la  Cámara  en  el 
mismo  ano  iff92,  que  el  priorato  de  la  Puen* 
te  era  del  patronato  real,  é  biso  preseotacion 
de  él  en  el  doctor  Juan  de  Bargondia,  que 
obtuvo  su  posesión  en  juicio  contradictorio 
con  el  abad  de  Benevivere ,  y  este  que  re- 
clamaba el  derecho  á  presentar ,  no  confor- 
mándose, recurrió  al  Consejo  Real  por  vía  de 
apelación  y  fuerza.  Púsolo  al  momento  en 
noticia  del  rey  el  secretario  del  patronato, 
encareciendo  la  importancia  de  espedir  nue* 
va  cédula  inhibiendo  al  Consejo  Real  y  chan- 
cillarías de  estas  causas  y  mandando  que  ni 
en  lo  principal  de  ellas,  ni  por  viade  fuerza, 
ni  de  otra  manera  pudiesen  conocer ,  y  sí 
solo  la  CáBMffa  en  vista  y  revista,  con  dero- 
gación de  la  ley  antes  citada  y  demás  que 
en  contrario  hubiere.  La  resolución  fué: 
cHé  visto  este  papel  y  será  bien  que  vos 
«tratéis  aqneUo  en  la  Cámara  para  que  tra- 
»tea  la  orden  que  en  ello  será  bien  se  dé, 
>de  manera  que  todos  sepan  lo  que  se  ha  de 
»hacer  y  no  se  metan  los  unos  en  lo  que  to^ 
»eare  á  los  otros ,  y  si  os  pareciere,  se  lo  po- 
idreis  decir  de  mi  parte,  con  que  me  con- 
»suUen  lo  que  en  ello  les  parecerá  con- 
Tenir.» 

Consultaron,  en  efecto,  y  se  espidió  real 
cédula  en  17  de  marzo  de  1K93  (i),  decla^ 
raado  que  si  las  partes  pretendían  haber 
fuerza  en  pleitos  y  negocios  promovidos  ante 
Ja  Cámara  sobre  cosas  tocantes  al  derecho 
del  real  patronato,  é  Invocando  el  ausilío  de 


tronato,  á  quien  para  dicho  efecto  debían  en- 
tregarse los  procesos  y  papeles  originales. 
Derogábanse ,  al  terminar  esta  real  cédula, 
cualesquiera  leyes ,  usos  y  costumbres  que 
en  contrario  hubiese. 

Tampoco  seaquietó  el  Consejo  Real  condís- 
posicion  tan  clara  y  terminante ,  y  continuó 
durante  ocho  anos  esta  competencia  hasta 
que  ocurrió  en  1601  el  notable  caso  siguiente 
que  dio  ocasión  á  terminarla.  Nombró  el  rey 
para  una  canongía  de  la  iglesia  colegial  de 
Antequera  al  maestro  Pedro  Ramírez  de 
Montoya,  racionero  en  ella;  el  Consejo  de  la 
Cámara  halló  justas  causas  para  negarle  la 
posesión;  acudió  el  nombrado  al  Consejo  Real 
y  obtuvo  dos  autos  para  que  la  Cámara  remi- 
tiera el  espediente,  á  lo  que  esta  se  negó. 
AJegaba  el  Consejo  Real  que  las  cédulas  de 
Felipe  II  de  6  de  enero  de  1588  y  17  de  marzo 
de  1593,  solo  cometieron  al  de  la  Cámara  las 
causas  de  patronato  en  cuanto  al  nombramien- 
to y  presentación  de  las  personas,  y  á  lo  qu^ 
sobre  esto  se  hubiera  de  proveer  y  ordenar  en 
materia  de  justicia,  pero  que,  presupuesto  el 
patronato  y  no  dudándose  de  él,  las  contro- 
^  versias  y  pretensiones  que  hubiese  entre  las 
parles,  debían  tratarse  en  el  Consejo  Real, 
cuando  alguna  de  ellas  se  sintiere  agraviada 
de  las  providencias  de  la  Cámara ,  y  lo  mis- 
mo cuando  dudase  ó  negara  cualquiera  de 
los  contendientes  ser  el  asunto  perteneciente 
al  patronato.  Noticioso  de  todo  Felipe  lU  y 
conociendo  que  de  esta  interpretación  nacían 
graves  inconvenientes  contra  el  real  patrona- 
to y  se  originaban  cuestiones  en  que  se  con- 
sumía el  tiempo  con  daño  de  la  causa  pública 
^w. .««.  |»..wu»«v,  ^  iu*.,«/««Mv  ^  «.»*.«.«/  V».  H  y  de  las  partes,  hizo  en  Martin  Muñoz  á7  de 
ella  apelaban  ante  el  Consejo  Real,  el  artículo  |  abril  de  1603  la  declaración  siguiente  (1) 
de  si  Jiabia  ó  no  tal  fuerza ,  se  viera  y  deter- 
minase en  este  únicamente  por  los  tres  in- 
dividuos del  mismo ,  que  entonces  compo- 
nían la  Cámara,  ó  por  los  que  en  adelante 
fueran  de  ella,  y  por  el  presidente  del  Con- 
sejo ,  ú  otro  oidor  que  el  mismo  nombrare, 
á  falta  de  alguno  de  aquellos  por  muerte, 
ausencia  ú  otro  impedin^nto  legitimo,  hallán- 
dose siempre  presente  el  secretario  del  pa- 


(i)   Ley  li,  Ut  t»  üb.  «.'  de  la  Nov. 
TOMO  VII. 


Recop. 


c Mando  se  guarden  y  cumplan  invíolable- 
>mente  las  dichas  cédulas  deS.  M.  (Felipe  II, 
>su  padre),  que  de  suso  hace  mención ,  y  por 
«esta  inhibo  al  dicho  mi  Consejo  Real  y  chan- 
icillerlas  y  otros  ciuüesquier  mis  tribunales 
^y  jueces  de  cualquier  estado  ^  calidad  ó  con^ 
adición  que  sean  para  que  en  ninguna  ma- 
>nera  conozcan,  ni  puedan  tratar ,  ni  cono- 
>cer  de  las  dichas  causas  de  patronazgo ,  ni 


(1) 


Ley  13,  tU.  17,  lib.  1  de  la  Nov.  Re«ot). 
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ide  lo  anexo  incidente  y  dependiente  de  ellas, 
>sin  embargo  de  cualesquier  leyes ,  usos  y 
«costumbres  que  haya  en  contrario,  las  cua- 
tíes para  en  cuanto  á  esto  toca  derogo,  anu- 
blo y  doy  por  ningunas  y  de  ningún  valor  y 
•efecto,  quedando  en  lo  demás  en  su  fuerza 
>y  vigor ;  de  lo  cual  mandé  dar  dos  cédulas 
»de  un  tenor ,  la  una  para  que  se  ponga  en 
>el  archivo  de  mis  escrituras  de  la  fortaleza 
>de  Simancas,  y  la  otra  para  que  esté  en 
»poder  de  mi  secretario  que  es  ó  fuere  del 
»dicho  mi  patronazgo  real,  para  que  tenga 
•cuidado  del  cumplimiento  de  lo  aquí  con* 
itenido.» 

No  era  fácil  combatir  de  frente  esta  real 
cédula  y  sus  esplícitas  disposiciones;  pero 
el  Consejo  que  las  vio  con  sentimiento ,  no 
perdonaba  oportunidad  de  eludirlas  ó  ate- 
nuarlas ,  valiéndose  de  los  mas  fútiles  pre- 
testos.  En  i 608  se  hizo  nueva  distribución  y 
señalamiento  délas  salas  del  Consejo  Real,  y 
no  quedando  desocupada  ninguna  de  ellas 
donde  pudieran  continuarse  viendo  los  re- 
cursos de  fuerza  en  el  caso  y  forma  dispues- 
tos por  la  cédula  de  1593  (estoes,  única- 
mente por  los  tres  de  la  Cámara  á  presencia 
del  secretario  del  real  patronato)  la  de  go- 
1)ierno  consultó  en  4  de  agosto  que  se  vie- 
ran y  determinaran  en  ella  por  sus  ministros 
en  compañía  de  los  de  la  Cámara ,  siendo  la 
resolución  de  S.  M.:  cEstá  bien  y  así  se  ha- 
ga. >  Pero  la  Cámara  representó  en  28  del 
mismo  contra  esta  novedad ,  esponiendo  que 
asi  se  baria  mas  difícil  el  despacho  de  los 
negocios;  que  era  inexacto  el  presupuesto 
de  que  no  habiasala,  pues  podrían  seguir 
despachándose  estos  pleitos  en  la  del  presi- 
dente, donde  siempre  se  habían  despachado, 
pasando  á  otra  los  de  la  sala  de  gobierno; 
que  los  recursos  de  fuerza  se  determinaban 
en  las  chancillerías  por  tres  jueces,  y  cuan- 
do mas  por  cuatro ,  y  en  la  sala  de  gobierno 
del  Consejo  por  solo  los  de  ella ,  mientras 
esta  novedad  aumentaría  cinco  jueces  en  los 
pleitos  del  real  patronato ,  que  con  los  cua- 
tro de  la  Cámara  llegarían  á  nueve,  lo  cual 
seria  anómalo;  que  era  también  reparable 
que  en  los  pleitos  de  mil  y  quinientas ,  á  pe- 
sar de  que  en  ellos  so  fenecía  la  instancia 


I  para  no  volverla  á  abrir  jamas,  y  se  trataba 
siempre  de  cuestiones  arduas  y  de  conside- 
ración, no  pudiera  haber  sino  cinco  jueces; 
cuando  los  recursos  de  fuerza  son  casi  de 
ordinario  sobre  artículos  de  poca  considera- 
ción y  que  por  su  naturaleza  no  acaban  la 
causa,  sino  la  preparan;  que  exigiéndose 
para  las  del  rey  y  de  su  real  patronato  tanto 
número  de  jueces,  no  obstante  que  la  Cá- 
mara había  procurado  y  procuraba  conser- 
varle con  razón  y  justicia ,  se  daría  ocasión 
para  que  los  nuncios  y  jueces  eclesiásticos* 
tan  opuestos  á  estos  recursos,  pretendiesen 
lo  mismo  en  todo  género  de  causas,  y  con 
mayor  razón  en  las  demás  referentes  solo  á 
particulares,  con  grave  dilación  y  daño;  que 
aunque  en  varias  épocas  se  propuso  esto  por 
algunos  nuncios,  nunca  se  admitió;  que  era 
contra  leyes  y  reales  órdenes  aplicar  á  un 
Consejo  las  causas  de  otro,  y  mas  á  ia  sala 
de  gobierno,  cuyo  instituto  no  era  tratar  de 
pleitos  y  estaba  sobrecargada  con  las  mate- 
rias generales  de  su  incumbencia ;  que  se 
lastimaba  la  buena  reputación  de  los  minis- 
tros de  la  Cámara ,  suficientes  por  sí  solos 
para  la  determinación  de  aquellos  pleitos, 
como  elegidos  siempre  entre  todos  por  el 
rey;  y  por  último,  que  incoándose  y  sustan- 
ciándose en  la  Cámara ,  los  consejeros  de 
ella  tenían  completa  ínstruccícm  y  conoci- 
miento de  ios  asuntos ,  al  paso  que  la  mez- 
cla de  mayor  número  de  jueces  estranos  para 
su  despacho ,  había  de  causar  confusión  y 
daño  á  la  inteligencia  de  los  casos ,  y  desde 
luego  la  grave  irregularidad  de  que  la  sen- 
tencia definitiva  pe  determinase  por  cuatro, 
y  el  auto  interlocutofio  por  nueve.  La  res^ 
puesta  del  rey  estampada  de  su  mano  fué: 
«Visto  lo  que  representáis,  tengo  por  bien 
>que  estos  negocios  se  vean  por  los  de  la 
iCámara  en  presencia  del  presidente  sin 
>mas  jueces.  T  de  él  entenderéis  la  sala  y 
iforma  en  que  quiero  se  vean  (1).»  La  se- 
gunda parle  de  esta  resolución  fué  que  se 
vieran  en  la  sala  de  gobierno,  pasando  á 
otras  salas  los  de  aquella. 


(1)    Ley  13,  tiut,  lib.  9  de  la  Nqv.  Rccop. 
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Merece  observarse  por  lo  que  de  sí  arroja 
esta  consulta  ó  que  para  los  recursos  de  fuer- 
xa  el  voto  supletorio  del  presidente  se  había 
convertido  en  ordinario ,  sin  que  conste  co- 
mo, ó  que  en  vez  dh  tres  eran  ya  cuatro  los 
consejeros  de  la  Cámara,  cosa  harto  fácil  no 
habiendo  disposición  alguna  que  fijara  su 
número. 

Por  la  lentitud  de  las  tramitaciones  en  la 
Cámara,  por  los  graves  asuntos  que,  fuera 
de  los  de  su  instituto,  ocupaban  á  sus  minis- 
tros, por  el  espíritu  de  aquella  época,  porque 
solo  celebraba  consejo  los  lunes  y  los  miér- 
coles y  por  otras  causas  semejantes ,  vino  á 
hallarse  abrumada  bajo  el  pesado  fárrago  de 
pleitos  y  negocios ,  y  ya  en  8  de  marzo  de 
1615  consultó  al  rey  que  no  podia  dárseles 
la  espedicion  necesaria  y  padecían  las  parles 
teniendo  que  aguardar  á  que  hubiera  Conse- 
jo para  cada  cosa ,  por  leve  que  fuese.  En- 
contraba el  remedio  en  que  el  consejero  mas 
moderno  sustanciase  los  autos  de  los  pleitos 
referentes  al  patronato  real  en  todos  los  ca- 
sos y  artículos  que  no  tuvieran  fuerza  de 
prejudiciales  hasta  hallarse  conclusos  para 
sentencia  definitiva,  y  entonces  se  llevasen 
para  fallarlos,  con  lo  cual  la  corriente  de  los 
negocios  tendría  mas  suave  y  fácil  despa- 
cho y  la  Cámara  menos  embarazo  para  acu- 
dir á  los  objetos  de  su  encargo.  El  rey  lo 
aprobó  asi  respondiendo  á  consulta  de  19  de 
abril  de  1616. 

Estinguido  este  Consejo  en  varias  épocas, 
la  necesidad  y  la  esperiencia  obligaron  á 
restablecerle  de  nuevo  y  sin  grandes  dila- 
ciones. Recordaremos  un  caso  muy  atendi- 
ble por  las  circunstancias  y  los  términos. 

Cuando  cesó  la  dinastía  austríaca  y  comen- 
zó la  de  Borbon,  Felipe  Y,  inclinado  natural- 
mente al  sistema  de  gobierno  establecido  en 
Francia,  creó  los  ministerios,  y  planteó  gran- 
des reformas  (algunas  acertadas),  en  todos  los 
ramos  del  Estado.  Hízose  notar  entre  ellas  la 
supresión  del  Consejo  de  la  Cámara  dispuesta 
por  real  cédula  de  10  de  noviembre  de  1713, 
que  alegaba  como  razón  general  y  única  del 
nuevo  plan  la  mejor,  mas  fácil  y  económica 
administración  de  justicia  en  los  supremos 
tribunales.  £1  conocimiento  de  los  negocios 


de  patronato,  se  atribuyó  á  la  sala  de  go- 
bierno del  Consejo  Real ,  salvo  algunos  es- 
pecialmente marcados  de  que  debía  enten- 
der la  del  Consejo  pleno.  Pasaron  á  servir 
en  este  los  ministros,  secretarios  y  subalter- 
nos de  la  Cámara,  esto  es,  las  personas  mas 
á  propósito  para  continuar  el  orden  antiguo 
y  mantener  las  prácticas  establecidas,  y  sin 
embargo,  tales  fueron  el  estravio  y  desarre- 
glo en  los  asuntos  de  patronato  y  tales  los 
perjuicios  que  se  recelaron,  que  hubo  de 
ponérseles  remedio  apenas  trascurridos  cua- 
tro meses.  En  18  de  abril  de  1714  se  or- 
denó ya  que  los  espedientes  eclesiásticos 
despachados  por  las  otras  tres  secretarías 
del  Consejo  se  llevaran  siempre  á  él  con 
informes  de  don  Santiago  Agustín  Riol,  ofi- 
cial mayor  de  la  que  estaba  á  cargo  del  abad 
de  Yivanco,  y  que  lo  habia  sido  muchos 
anos  de  la  Cámara  y  real  patronato  de 
Castilla,  hombre  de  buenas  luces  naturales, 
mucha  disposición  práctica,  amor  al  trabajo 
y  celo  en  el  servicio,  pero  de  escasos  prin- 
cipios facultativos  y  sujeto,  por  lo  mismo,  á 
padecer  involuntariamente  hartos  errores. 
Fué  insuficiente  este  remedio  para  facilitar 
y  conseguir  el  buen  despacho ,  y  hubo  de 
acudirse  á  otro  mas  radical  y  mas  seguro, 
al  del  restablecimiento  de  la  Cámara  en  el^ 
pié  que  antes  tenía.  Felipe  V,  al  espedir  el 
real  decreto  de  9  de  junio  de  1715,  espresa- 
ba haberle  merecido  la  mayor  atención  la 
confusión  y  los  desórdenes  que  habían  resul- 
tado en  los  consejos  de  las  providencias  que 
le  fueron  propuestas  y  que  habían  producido 
efectos  enteramente  contrarios  á  sus  bue- 
nos deseos;  por  cuyo  motivo,  y  no  ser  bien 
tolerarlos  mas,  había  resuelto  restituir  lodos 
los  consejos  y  tribunales  al  pié  antiguo.  Para 
ello  revocó  y  anuló  los  decretos  espedidos 
en  10  de  noviembre  de  1713  y  declaracio- 
nes que  les  subsiguieron,  y  ocupándose  des- 
pués especialmente  de  la  Cámara,  decía: 
cHé  resuelto  vuelva  á  su  primitiva  exíslen- 
»cía,  manejo  y  dependencia  la  Cámara  de 
•Castilla  como  estaba  antes  de  la  nueva 
iplanla,  restituyendo  á  su  ejercicio  por  su 
»antigUedad  á  los  secretarios  de  ella,  y  á  los 
> ministros  que  anteriormente  habia  y  fue- 
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>rou  apartados  por  decreto  de  10  de  noviem- 
•.bre  de  1713  (1). » 

Declaró  que  la  Cámara  se  había  de  com- 
poner del  presidente  6  gobernador  del  Con- 
sejo» cinco  ministros  y  cuatro  secretarios, 
uno  para  los  asuntos  de  justicia ,  otro  para 
los  del  real  patronato,  otro  para  los  de  gra- 
cia de  Castilla^  y  otro  finalmente  para  todos 
los  de  Aragón,  Cataluña  y  Valencia,  por 
haberse  suprimido  en  1707  el  Consejo  supre- 
mo de  Aragón. 

cProseguirá  el  Consejo  (advertia)  en  la 
>recta  administración  de  justicia,  imitando 
>á  los  ministros  antiguos;  pues  mi  ánimo  es 
1  reducirlos  á  la  formalidad  que  aquellos  ob- 
«servaron  y  con  que  se  hicieron  tan  respeta- 
>bles,  previniéndolos  «ahora  de  lo  que  queda 
•espresado  para  que  desde  luego  empiece  el 
•despacho  y  tengan  curso  los  negocios,  re- 
tservándome  dar  con  el  tiempo  y  con  mayor 
«reQexion  otras  providencias  que  aseguren 
>mi  Real  conciencia  y  el  bien  de  mis 
>  vasallos.» 

tPor  las  mismas  razones,  habiendo  resuel- 
»to,  como  queda  declarado,  reintegrar  el  tri- 
>bunal  de  la  Cámara,  formándole  délos  mi- 
tnistros  que  ocuparon  este  empleo  cuando 
>se  ordenó  la  reforma  y  de  los  mas  antiguos 
-^consejeros,  fio  de  su  celo  que  todos  corres- 
»ponderán  á  mi  confianza  y  al  cumplimiento 
>de  su  obligación.» 

c  Todos  los  efectos  de  la  Cámara  han  de 
•ceder  á  beneficio  de  mi  real  Hacienda,  lle- 
•vándose  cuenta  y  razón  por  la  contaduría 
»de  ellos  y  poniéndose  en  poder  del  tesoro- 
>ro,  sin  sacar  ningún  caudal  sin  espresa  ór- 
»den  mia,  poniéndose  en  mi  noticia  al  fin  del 
•ano  el  producto  de  él  y  de  las  sumas  que 
•existieren  en  poder  del  tesorero  para  que  en 
•recompensa  del  aumento,  mayor  trabajo,  y 
•asistencia  á  la  Cámara,  señale  yo  á  sus  mi- 
•nistros  con  igualdad  la  parte  que  fuere  ser- 
•vido,  dividiéndose  entre  todos,  sin  gozar  de 
•otros  algunos  mas  emolumentos  por  razón 
>de  la  Cámara. » 

cEn  los  asientos  han  de  guardar  todos  los 
•consejeros  la  antigüedad  de  su  recepción 


(1)    Loy  i,  tlt.  4,  Ijb.  4  de  la  Noy.  Brcop. 


»en  el  Consejo,  como  siempre  se  ha  esti- 
llado....» 

cLas  consullas. ...vendrán  á  mis  manos 
•firmadas  de  todos  los  ministros  que  las  acor- 
»daren,  y  me  reservo  dar  en  adelante  otras 
•reglas  y  providencias  que  puedan  mejor 
»facilitar  los  aciertos  de  un  Consejo  cuyas 
•determinaciones,  acuerdos  y  consultas  de- 
»ben  mantener  asegurada  la  justicia,  la  gra- 
»cia  y  los  derechos  de  la  corona,  t 

f  Por  ultimo  encargo  también  al  Cense* 
»jo  me  dé  cuenta  y  me  informe  con  toda  in- 
»dividualidad  del  estado  en  que  se  hallan 
»las  chancillerias  y  audiencias  del  reino,  su 
»número,  planta  y  gobierno ,  y  si  se  obser- 
» van  las  leyes,  reglas  y  ordenanzas,  y  los 
» inconvenientes  ó  abusos  que  se  hubieren 
i  introducido;  dándome  cuenta  con  distinción 
»detodo  para  tomar  las  providencias  que  mas 
•convengan. » 

Al  restablecer  Felipe  V  el  Consejo  de  la 
Cámara  á  su  antiguo  estado  y  dar  estas  pro- 
videncias no  dictó  todas  las  reformas  necesa- 
rias para  la  mejor  espedicion  de  los  negocios 
y  para  evitar  los  continuos  casos  de  compe- 
tencia ocurridos  con  otros  tribunales  reales. 
Lo  hizo  su  hijo  Fernando  VI  en  decreto  de 
3  de  octubre  de  1748,  después  de  haberla 
oido,  conformándose  en  gran  parte  con  su 
dictamen.  Este  notable  documento  fijó  juicio- 
sa ,  razonadamente  y  con  espíritu  y  térmi- 
nos conciliadores  la  jurisdicción  ordinaria  del 
Consejo  huyeifdo  de  las  opuestas  exageracio- 
nes, al  paso  que  reformó  los  perjuicios  y 
abusos  que  embarazaban  y  desluciaB  la  me- 
jor y  mas  recta  administración  de  justicia 
como  consecuencia  de  prácticas  y  providen- 
cias anteriores. 

cDeclaro,  decia  (1),  que  en  consecuencia 
»de  las  antecedentes  reales  cédulas  (las  de  6 
»de  enero  de  1 388  y  7  de  abril  de  1603  cx- 
»pedidas  por  Felipe  II  y  Felipe  III)  toca  pri- 
•vativamente  al  Consejo  de  la  Cámara,  con 
•inhibición  á  todos  mis  tribunales,  el  cono- 
scimicnto  de  las  causas  del  Real  patronato, 
>en  cuanto  se  intesesa  la  regalía  de  mi  coro* 
>na  en  la  conservación  y  defensa  de  los  dere- 

(I)    Lef  17,  tu.  17,  lib.  1  d«  la  Noy.  Reeop. 
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ichos  de  nombrar  y  presenUr  personas  para 
>las  iglesias  y  piezas  eclesiásticas,  qae  por 
taatígua  costumbre»  justos  titules  y  cemisio* 
mes  apostélicas  me  pertenecen  de  }i»ticía, 
»y  aun  que  es  consiguiente  i  estas  facultades 
»la  comprehension  de  lo  anexo  y  dependien- 
te de  ellas,  deseando  dar  oportuno  remedio 
>que  asegure  la  mas  pronta  administración 
tde  justicia  mando  que  laschanoilleriasyau- 
idiencias  respectivas  cono2can  y  determinen 
»en  primera  instancia,  con  las  apelaciones 
iá  ia  Cámara  de  todas  las  causas  y  negocios 
>en  que  no  dudándose  de  mi  útil  efectivo 
ipatroaatOy  solo  se  controvierta  sobre  las 
»donaciones,  rentas,  derechos  y  preemi- 
»nencias  tocantes  á  las  iglesias  y  piezas 
•de  mi  real  presentación,  y  en  su  nombre 
iá  los  provistos  en  ellas »  á  cuyo  fin  se 
•darán  por  el  consejo  de  ia  Cámara  las  ór- 
•denes  coavenientes,  con  las  de  que  ce-* 
•sen  todos  los  jueces  subdelegados  en  estas 
•particulsures  comisiones  y  remitan  lo  pen- 
•díente  á  ios  espresados  tribanales,  ha- 
•ciendo  especial  encargo  á  los  fiscales  para 
•que  coadyuven  estos  derechos,  y  asistan  á 
•la  defensa  y  conservación  de  las  referidas 
•mis  iglesias  por  los  medios  que  justa  y  legí- 
•timamente  se  puedan  usar,  de  modo  que 
•en  todo  se  proceda  con  mucha  considera- 
•cion  á  lo  dispuesto  por  derecho  canónico  y 
•leyes  de  mis  reinos  en  las  causas  que  se 
•deben  jUBsgar  en  mis  tribunales ,  é  remitir  á 
•los  jueces  eclesiásticos  por  ser  privativas 

•de  su  fuero Mando  que   todas  las 

•causas  en  que  priucípalmeme  se  coniro- 
•vierta  la  exacción  de  diezmos  eclesiásticos 
•y  sus  exenciones,  se  remitan  al  fuero  de  la 
•iglesia  de  donde  tienen  su  origen,  y  solo 
•conozca  la  Cámara  y  mis  tribunales  en  el 
•caso  en  que  conste ,  como  caaMad  atri- 
«btttiva  de  jurisdiccioD,  que  los  diezmos  en 
«litigio  son  secularizados  ó  incorporados  en 
•la  corona  por  concesiones  pontificias ,  aun- 
•que  después  faesen  donados  á  las  iglesias 
•y  sus  ministros,  cuya  mutación  de  posee- 
adores  no  ahera  el  antecedente  estado  que 
•tomaron  para  que  sean  juzgados  por  la  ju- 
•risdiceion  real ,  como  si  se  manturiesen  en 
•mi  patrimonio*  Asimismo  prevengo  á  la 


•Cámara  que  sobre  la  retardación  y  pago  de 
•pensiones  impuestas  á  los  obispados  y  pre- 
•lacias ,  no  admita  formales  instancias  de 
»los  interesados,  que  deberán  solicitar  su 
•ejecución  en  el  fuero  eclesiástico,  siempre 
•que  no  se  intentase  controvertir  el  dere- 
•dio  de  cargar  estas  pensiones  conforme  se 
•halla  establecido,  pues  disputándose  en  este 
•caso  mi  regalía,  deberá  conocer  la  Cámara 
•en  su  conservación  y  defensa.  • 

cEstoy  enterado,  concluia,  que  las  dife- 
•rencias  acaecidas  en  tiempo  del  rey ,  mi 
•señor  y  padre,  con  la  corte  de  Roma  sobre 
•algunos  derechos  de  patronato,  se  remi- 
•tieron  de  acuerdo  de  ambas  Cortes  por  el 
•concordato  que  celebraron  el  ano  de  1737 
>á  un  amigable  convenio ,  y  que  de  hallarse 
•después  de  tanto  tiempo  sin  resolución  este 
•acordado  medio ,  se  siguen  considerables 
•perjuicios  á  mi  corona,  por  cuanto  se  le 
•embaraza  el  uso  de  los  legítimos  derechos 
•que  de  justicia  corresponden  á  mi  real  pa- 
•tronato,  en  cuya  justa  causa  no  menos  se 
•interesa  el  divino  culto  que  el  beneficio 
•común  de  mis  vasallos;  deseando  no  obs- 
•tante  dar  á  la  Santa  Sede  y  á  Su  Santidad 
•las  mas  reales  pruebas  de  mí  filial  venera- 
•cion  y  respeto ,  y  que  de  mí  parte  no  se 
•dilatará  la  última  determinación  de  este 
•incidente,  mando  ala  Cámara  que  por  el 
•tiempo  de  un  año  suspenda  las  providen- 
•cias,  demandas  y  pretensiones  que  dieron 
•motivo á  las  espresadas  diferencias,  sobre 
»las  cuales  pueda  caer  la  disputa  de  los  pa- 
•tronatos,  que  se  reservaron  por  el  articu- 
»lo  23  del  concordato  á  un  amigable  conve- 
»nio ,  y  que  esta  resolución  se  comunique  al 
•nuncio  de  Su  Santidad  para  que  por  su 
•parte  no  omita  el  que  se  traten  y  allanen 
•estas  dudas  en  el  espresado  tiempo ,  pre- 
•viniéndole  que  si  pasado  no  se  hubiesen 
•concluido,  no  podré  negarme  al  buen  uso 
•de  los  derechos  de  mi  regalía  por  los  me- 
•díos  justos  y  honestos  que  me  permita  la 
» justicia.» 

Este  mismo  monarca  en  real  orden  de  8 
de  agosto  de  1735  (1)  dispuso  sobre  la  ma- 

<i)   Lfy  iS,  tu.  17,  lib.  %  d«  la  TIoy.  Recop. 
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ñera  en  que  la  Cámara  había  de  usar  de 
sus  facultades  lo  siguiente : 

«liando  por  punto  general  que  la  Cámara 
•cuide,  como  lo  hace,  de  defender  y  ase- 
»gurar  mi  real  patronato,  pero  en  cuanto  al 
»uso  de  las  facultades  que  este  concede, 
«quiero  atienda  siempre  la  Cámara  á  lo  que 
»sea  del  mayor  servicio  de  Dios  y  bien  de 
»las  almas ,  de  suerte  que  el  ser  las  iglesias 
»del  patronato  no  sea  ocasión  ó  pretesto, 
»para  que  los  eclesiásticos  provistos  en  ellas 
»se  eximan  de  la  jurisdicción  ordinaria  de 
»sns  respectivos  obispos,  sino  en  aquellas 
•iglesias  en  que  ya  estuviese  establecida ,  y 
»sin  duda  ni  disputa ,  otra  cosa ;  dejando 
»esto  al  prudente  dictamen  de  la  Cámara, 
»para  que  en  los  casos  particulares  deter- 
»mine  lo  que ,  sin  defraudar  en  lo  sustan^ 
»cial  al  patronato,  se  acerque  mas  á  la  dis- 
»ciplina  eclesiástica.» 

Desde  que  se  espidió  este  real  decreto  no 
se  hicieron  novedades  de  gran  cuenta  ni 
en  la  forma,  ni  en  las  atribuciones  de  la  Cá- 
mara. Aplicadas  estas  con  mayor  eGcacia  en 
tiempo  de  Carlos  III  por  el  impulso  que  die- 
ron á  los  asuntos  de  su  incumbencia  Cam- 
pomanes  y  Floridablanca ,  no  hay  memoria 
de  que  dejaran  de  ejercerse  regularmente 
y  con  celo  templado  de  prudente  acierto. 
Demuéstralo  así  en  el  reinado  de  Carlos  IV 
una  real  cédula  espedida  en  27  de  enero 
de  1804  en  que  haciéndose  cargo  aquel  mo- 
narca de  haber  sido  despojado  el  presbítero 
D.  Ángel  de  Penas  de  varios  beneficios  de 
presentación  alternativa  por  el  tribunal  de 
la  Rota  sin  la  competente  audiencia  é  ins* 
truccion ;  de  haber  pedido  los  autos  el  Con- 
sejo de  la  Cámara  al  citado  tribunal  para  su 
examen;  y  de  haberse  declarado  nula  la 
ejecutoria  de  la  Rota  por  real  resolución  á 
consulta  de  la  Cámara,  dispuso  lo  siguiente: 
«Considerando  preciso  prevenir  los  danos  y 
•perjuicios  que  se  han  seguido  y  seguirán, 
•como  en  el  caso  presente ,  de  continuar  los 
•tribunales  eclesiásticos  conociendo  en  ma- 
•terias  tocantes  á  mi  real  patronato,  bien 
•porque  este  quedase  indefenso  y  perjudi- 
•cado  no  llegando  á  noticia  de  mi  Consejo 
•de  la  Cámara,  ó  porque  teniendo  noticia 


•fuese  preciso  anular  y  dejar  sin  efecto  todo 
•lo  hecho  y  actuado,  á  que  no  debe  darse 
•lugar  por  las  vejaciones,  molestias  y  gas- 
•tos  que  ocasionarían  á  las  partes  inútil- 
•mente ;  he  resuelto  espedir  la  presente  mi 
•real  cédula,  por  la  cual  os  ruego  y  encargo 
•(á  los  muy  RR.  arzobispos,  RR.  obispos  y 
•demás  prelados  elesiásticos  con  jurisdic-^ 
•cioD)  que  inmediatamente  remitáis  y  ha- 
•gais  remitir  sin  escusa  alguna  á  mi  Con* 
•sejo  de  la  Cámara  todos  los  pleitos  y  nego- 
•cios  que  en  vuestros  respectivos  tribunales 
•se  hallen  pendientes  sobre  la  calidad  y  na- 
•turaleza  del  patronato  de  beneficios  ecle- 
•siásticos,  ó  en  que  de  cualquier  modo  se 
•dispute  la  provisión  de  ellos,  haciéndolo 
•saber  á  las  partes,  y  que  en  lo  sucesivo  no 
«admitáis,  ni  deis  curso  á  demandas  ó  pre- 
•  tensiones  en  que  directa  ó  indirectamente 
•se  pueda  ofender  mi  real  patronato ;  que 
•así  es  mi  voluntad.  • 

De  esta  manera  continuó  el  célebre  Conse- 
jo de  la  Cámara  en  el  primer  tercio  de  este 
siglo,  hasta  que  ocurrido  el  fallecimiento  del 
último  rey  y  suscitada  una  lucha  terrible  de 
sucesión  y  de  pricipios ,  el  gobierno  repre- 
sentativo, inaugurado  con  escasa  suerte  en 
dos  diversas  épocas,  se  planteó  por  tercera 
vez  con  mas  vigor  y  empeño. 

Gomo  era  natural,  estas  circunstancias  pro- 
vocaron un  cambio  completo  y  radical  en  la 
antigua  organización  administrativa  de  la 
monarquía.  El  Supremo  y  Real  Consejo  de 
Castilla,  que  lo  era  de  gabinete  y  asesor  nato 
del  trono  en  los  mas  graves  negocios  del  Es- 
tado, que  constituía  el  centro  del  orden  admi- 
nistrativo y  judicial,  y  estaba  sobrecargado  de 
atribuciones  inconexas,  que  dejó,  por  último, 
en  la  colección  de  sus  providencias  sobre  abas- 
tos y  en  sus  autos  acordados,  pruebas  á  la  vez 
de  un  celo  plausible  y  de  un  estravío  lamen- 
table, fue  desde  luego  suprimido,  alcanzan- 
do necesariamente  la  reforma  á  su  antigua 
filiación  el  Consejo  de  la  Cámara.  Creóse  en 
lugar  de  ambos  por  real  decreto  de  24  de 
marzo  de  1834  el  tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, que  heredó  algunas  de  las  facultades 
y  atribuciones  de  la  última,  reasumiendo  las 
demás  los  respectivos  ministerios,  si  bien  el 
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de  Gracia  y  JnsKcia  por  la  íadole  y  natura-- 
Icza  de  las  cosas,  alcanzó  la  mayor  parte. 

§.  2."*  Atribuciones  en  el  orden  civil. 

Recordaremos  bs  principales  entre  ellas, 
despachadas  en  sa  tiempo  por  las  secretarías 
de  Gracia  y  de  Justicia. 

Incumbid  á  la  primera  >  como  su  nombre 
lo  indica,  la  espedicíon  de  gracias  y  merce- 
des de  grandezas  de  España  y  títulos  de  du- 
ques ,  marqueses ,  condes ,  vizcondes ,  ba- 
rones, almirantes,  mayordomos,  caballerizos 
mayores  y  demás  empleos  y  oficios  de  casa 
real;  todos  los  de  las  ciudades,  villas  y  luga- 
res del  reino,  convocación  á  cortes ;  jura- 
mentos de  reyes  y  príncipes,  y  pleitos-bome- 
nages,  testamentos  de  personas  reales,  con- 
cesión de  facultadles  para  fundar  vinculaciones 
dispensas  de  ley  y  de  privilegios ,  gracias 
de  indulto  y  otros  semejantes.  La  de  justicia 
comprendía  el  despacho  y  provisión  de  las 
plazas  de  los  Consejos,  chancillerías,  audien- 
cias y  corregimientos ,  i  cuyo  fin  elevaba 
propuestas  para  los  cargos  referidos  y  sin 
escepcion  alguna,  para  todo  el  personal  y 
oficios  de  justicia. 

No  es  de  gran  importancia  consignar  en 
este  artículo  como  objeto  de  estudio,  aplica- 
ble por  los  hombres  de  ciencia  ó  de  gobierno 
á  graves  cuestiones  existentes  en  la  actuali- 
dad ó  que  arrastrarán  consigo  los  tiempos 
venideros,  la  historia  de  la  Cámara  en  la  par- 
te relativa  á  sus  atribuciones  civiles.  Sino 
puede  negársele  la  gloria  de  haber  contri- 
buido, por  un  orden  regular,  al  mejor  y  mas 
acertado  despacho  de  los  negocios,  dando 
ejemplo  frecuente  de  ilustración ,  tino  prác- 
tico y  virtudes  en  sus  consultas  y  propuestas; 
pagado  este  tributo  de  justicia  á  su  honrosa 
memoria,  dicho  que  era  un  modelo,  digno 
siempre  de  imitarse,  no  es  necesario  entrar 
en  mayores  pormenores,  ágenos  de  la  índole 
actual  de  nuestra  sociedad  y  del  sistema  de 
gobierno  que  hoy  nos  rige. 

§.  3.^  Atribucio)ics  en  el  orden  eclesiástico. 

Las  atribuciones  de  la  Cámara  sobre  ma- 
terias eclesiásticas,  de  grande  importancia  II 


en  lo  antiguo,  y  en  cnyo  despacho  entendía 
la  secretaría  del  real  patronato,  abrazaban 
las  propuestas  para  todos  los  arzobispados  y 
obispados  y  para  las  dignidades  y  prebendas 
de  nombramiento  real,  y  el  conocimiento 
universal  privativo  de  los  negocios,  contro- 
versias y  pleitos  de  justicia  del  real  patronato; 
conocimiento  y  jurisdicción  consentidos  y  re- 
conocidos desde  su  creación  hasta  el  ano 
1735 ,  como  va  dicho,  y  disputados  con  ar- 
dor y  vehemencia  por  la  Santa  Sede  desde 
esta  época  hasta  la  publicación  del  concor- 
dato de  1753,  que  dio  feliz  término  y  cima 
á  la  reñida  cuestión  del  patronato. 

Los  fundamentos  de  la  jurisdicción  priva- 
tiva de  la  Cámara  en  todo  lo  perteneciente 
á  este,  la  manera  digna,  prudente  y  celosa 
en  que  la  ejercía,  y  las  vicisitudes  y  contra- 
riedades que  esperimentó,  deben  ser,  á  jui- 
cio nuestro,  puntos  examinados  con  repeti- 
ción y  empeño  por  los  jurisconsultos,  por 
los  eclesiásticos,  por  los  hombres  políticos  y 
hasta  por  los  diplomáticos.  Todos  ellos  ten- 
drán mucho  que  aprender  y  bastante  que  apli- 
car en  ese  examen  y  en  ese  estudio,  siempre 
que  en  él  procedan  sin  la  pasión  que  ciega  ó 
deslumhra,  y  con  el  ánimo  distante  así  de  las 
exajeraciones  de  los  jurisconsultos  regalis- 
tas,  como  de  las  ideas  exclusivas  de  los  ca- 
nonistas ultramontanos,  ensañados  hasta  con 
(as  verdaderas  regalías,  que  siendo  necesa- 
rias para  la  conservación  y  el  buen  orden  del 
Estado,  no  son  perjudiciales  á  la  iglesia, 
antes  bien  en  muchas  ocasiones  son  muy 
provechosas  al  mayor  explendor  de  la  reli- 
gión, que  nuestros  reyes  profesan  y  protejen. 
Creemos,  por  lo  mismo,  deber  nuestro  tratar 
este  punto  con  algún  detenimiento. 

Compete  al  rey,  en  nuestra  nación  como 
en  otras,  el  conocimiento  de  varios  asuntos 
eclesiásticos,  no  espirituales,  ya  en  concep- 
to de  soberano,  ya  como  protector  déla  Igle- 
sia y  de  los  cánones,  ora  como  protector 
especial  del  Concilio  do  Trento,  ora  final- 
mente en  virtud  de  concesiones  emanadas 
de  la  Santa  Sede  por  medio  de  concordatos, 
facultades  y  gracias  pontificias  otorgadas  á 
la  corona. 

El  conocimiento  y  custodia  de  las  rega. 
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lías  como  príocipe»  protector  de  la  iglesia, 
y  especial  del  Concilio  eran  propios  del  Con- 
sejo de  Castilla  por  delegación  y  encargo 
expreso  del  monarca,  é  incumbian  exclusiva- 
mente á  la  Cámara  los  de  patronato  y  con- 
cordatos, si  bien  llegó  á  conocer  de  todos, 
por  derecho  privativo  en  los  de  su  compe- 
tencia, y  por  incidencia  ó  mandato  real,  mu- 
chas veces,  en  los  demás  que  le  eran  cs- 
traios. 

A  fin  de  preservar  estas  regalías  y  para 
que  ejerciera  estos  derechos  creó  Felipe  II 
el  Consejo  Supremo  y  tribunal  real  de  la  Cá- 
mara (que  no  lo  era  eclesiástico,  ni  aun  mix- 
to) y  le  dio  las  facultades  y  atribuciones  que 
por  derecho  canónico,  concesiones  pontificias 
y  leyes  de  sns  predecesores  competian  al 
Consejo  real,  y  de  que  este  vino  siempre 
usando  sin  contradicción  y  sin  cuestiones. 

El  derecho  de  patronato  (1),  según  dicta 
la  razón  y  nuestros  jurisconsultos  ensenaron 
siempre,  nació  con  la  monarquía  y  tiene  su 
raiz  en  la  erección  de  las  iglesias.  Era  in- 
dispensable que  estas  pagasen  á  sus  funda- 
dores y  hacedores  el  tributo  de  su  recono- 
cimiento, concediéndoles  varios  derechos  y 
perpetuando  su  memoria,  y  así  suceiíUó  siem- 
pre, por  mas  que  no  se  conociera  bajo  este 
nomtÑre  en  los  tres  primeros  siglos^Ta  desde 
ei  cuarto  empieza  paulatina  y  sucesivamente 
á  verse  clara  y  determinada  su  existencia 
en  el  hecho  y  en  el  derecho»  en  la  historia  y 
en  las  leyes. 

En  el  primer  período  de  la  religión  cris- 
tiana, cuando  la  iglesia  catótica  se  levanta- 
ba milagrosamenie  entre  persecuciones  y 
peligros,  tos  pontífices,  los  eoncilios  y  los 
prelados  excitaron  por  este  medio  la  devo- 
eioQ  de  los  fieles  y  de  los  príncipes  á  erijir 
altares  y  dotar  minisiros. 

La  legislación  canónica  recoaoció  al  prín- 
cipio  tres  títulos  para  adquirir  el  patronato: 
la  edificación,  la  fundación  y  U  dotación; 
iodos  reunidos  y  cada  uno  separadamente 
producían  este  honroso  derecho,  que  aun 
siendo  espiritual,  al  menos  por  anexión,  le 
adquieren  los  legos  y  le  hacen  de  su  patrimo- 

(I)    Véase  el  articulo  PatroMaio  feal. 


nio.  A  estos  tres  títulos  se  agregaron  después 
por  análogas  razones  los  de  reedificación 
absoluta,  segunda  dotación,  y  conquista,  pues 
aunque  este  último  no  se  consigna  en  los 
cañones  espresa  y  formalmente ,  equivale  á 
todos  los  otros,  le  declaran  tal  varios  indul- 
tos apostólicos  estimándole  mas  poderoso  que 
ellos  en  algunos  casos,  y  se  colije  de  la  an- 
tigua legislación  civil  de  nuestro  pueblo,  que 
le  denomina  mayoría  y  honra  de  los  reyes, 
señorío  sobre  todas  las  iglesias,  dominio  y 
preeminencia  real,  graduándole,  y  con  ra- 
zón, dice  un  célebre  jurisconsulto,  como  la 
piedra  mas  preciosa  de  la  corona ,  y  una  de 
las  mayores  prerogativas  de  la  magostad. 

Los  privilegios  apostólicos  que  hemos  in^ 
dicado  datan  desde  Recaredo  á  Carlos  1,  en 
remuneración  del  celo  religioso  y  de  las  coor 
quistas,  y  abrazan  además  del  patronato,  las 
oblaciones,  las  primicias  y  loe  diezmos. 

Lo  mismo  estas  gracias  y  privilegios  que 
los  derechos  nativos  de  los  soberanos  supo- 
nen la  autoridad  y  jurisdiccm  consiguientes 
para  mantenerlos  y  revindicarlos,  y  es  indu- 
dable que  los  tribunales  reales  las  han  ejer- 
cido en  nuestra  España.  Pocq  versado  será 
en  la  historia  y  el  derecho  nacionales  quien 
no  sepa  que  nuestros  monarcas  han  conoci- 
do sin  interrupción  de  todas  las  causas  de  su 
real  patronato,  sentenciándolas,  según  el 
progreso  de  los  tiempos  y  Us  costumbres  su- 
cesivas, unas  veces  por  sí  propios,  otras  con 
acuerdo  de  los  de  su  Conseijo,  que  seguian 
á  la  corte  en  la  azarosa  époea  de  la  recon- 
quista, hiego  por  las  audiencias  y  Ghancille- 
rí«9,  mas  tarde  por  el  Consejo  Real,  y  últi- 
mamente por  el  de  la  Cámara,  en  que  los 
reyes  Felipe  II  y  III,  refundieron  su  eonocir- 
míento  especial  y  privativo,  con  imbibición 
absoluta  á  los  otros  tribunales» 

Y  no  se  diga  que  el  derecho  de  patronato 
es  espiritual  y  se  ejerce  sobre  oosasespiritua^ 
les*  Ta  respondieron  nuestros  jurisconsultos 
que  <la  práctica  de  esta  jurisdicción  no  tiene 
«principalmente  por  objeto  el  ju$  patrouatut, 
•sino  las  cualidades  del  hecho  de  los  patro- 
»natos ,  si  la  Iglesia  fué  fundada,  edificada  ó 
•dotada  por  los  soberanos,  lo  cual  nada  tiene 
>que  no  sea  temporal  y.  en  que  puedan  te- 
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•ner  ejercicio  los  juicios  de  posesión  y  pro- 
ftpiedad.  T  coDmas  razón  coando,  por  io  ge* 
>neraiy  en  la  Cámara  solo  se  trata  de  la  con- 
Yservacionó  reintegración  del  real  patronato, 
»sas  presentaciones «  regalías  y  preeminen- 
>cias,  y  de  las  donaciones  reales,  paralocnal 
•basta  la  jurisdicción  propia ,  por  que  de  lo 
»que  el  príncipe  dona,  solo  el  príncipe  pue- 
>de  y  debe  conocer  según  derecbo  y  leyes 
»reales.> 

Es,  pues,  cosa  asentada  qae  nuestros  mo* 
Barcas  dieron  reglas  y  sancionaron  providen* 
eias  para  la  conservación  y  esplendor  de  las 
iglesias  y  prebendas  patronadas  como  mate- 
ría  propia  de  su  jurisdicción;  y  no  lo  es  me- 
nos que  la  Cámara  lejos  de  entrometerse  en 
la  jurisdicción  de  la  iglesia,  se  abstuvo  cuida- 
dosamente de  proceder  contra  las  personas 
de  los  clérigos  y  de  mezclarse  en  las  materias 
puramente  espirituales  y  eclesiásticas,  sino 
era  (como  dice  el  autor  antes  citado)  pro  fto- 
no  paels^  extraordinarUe  cognitionis,  aut  de 
puro  faetOy  dejando  á  los  ordinarios  la  insti- 
tución y  colación  de  beneficios,  las  causas 
criminales  contra  clérigos,  el  examen,  visi- 
ta y  corrección  de  los  sacerdotes  presentados 
por  el  rey,  las  causas  de  privación  de  bene- 
ficios {consulto  patrono)  las  dispensas  de  re- 
sidencia y  algunas  otras  que  en  rigor  y  justi- 
cia no  eran  ajenas  de  algún  modo  á  la  ins- 
pección y  derecho  del  patrono. 

Aun  cuando  quisieran  negarse  ó  diputarse 
los  demás  títulos  que  autorizaban  la  compe- 
tencia de  la  Cámara,  aun  cuando  fuese  nece-^ 
saria  jurisdicción  eclesiástica  para  el  desem- 
peño de  todo  é  parte  de  lo  que  en  ella  se 
tratabái  demuestran  nuestros  regalistas  que 
la  tenian  los  monarcas  españoles,  puesto  que 
hay  capacidad  en  los  soberanos  y  en  los  par^ 
liculares  legos  para  ejercerla  por  privilegios 
apostólicos.  En  este  caso  dado  no  adminis- 
trarían la  jurisdicción  contenciosa  del  fuero 
externo  con  facultad  propia,  sino  como  dele- 
gados ó  ministros  del  sumo  pontífice,  lo  cual 
se  apoya  en  disposiciones  canónicas  y  en 
1>rácticas  nacionales  y  estranjeras,  de  todos 
conocidas. 

El  principal  fundamento  de  esta  jurisdic- 

eion,  dice  el  marqué*  de  los  Llanos,  es  la 
TOMO  vil. 


posesión  inmemorial  én  que  los  reyes ,  sus 
tribunales  y  la  Cámara  se  hallaron^  iostru- 
mentalmente  autorizada  y  comprobada  por 
la  existencia  de  muchos  pleitos ,  decretos  y 
resoluciones.  cLa  posesión  inmemorial  es  el 
>mejor  título  del  mundo,  supone  privilegio 
«apostólico,  constitución,  decreto «  acto  es-* 
»preso,  concordato  y  posesión  juri$  et  de 
^jure.  El  privilegio  tácito  de  la  inmemorial 
>es  mas  poderoso  y  firme  que  el  espreso 
»apostólicoó  real,  sin  poderse  revocar  ni 
•admitirse  contra  este  título  las  exenciones 
>que  contra  el  espreso,  por  lo  que  le  llaman 
•los  autores  fuente  de  todas  las  jurisdiccio- 
nes; •  y  se  prueba  palpablemente  esta  po- 
sesión inmemorial ,  la  mas  esceientc  é  in- 
contrastable de  todas ,  por  leyes ,  reales 
pragmáticas,  cédulas,  decretos  y  obras  de 
los  mas  clásicos  autores  regnícolas  y  estran- 
jeros,  de  que  la  índole  de  este  trabajo  solo 
B06  permite  hacer  indicación^  Basta  decir 
que  de  todo  ello  se  deduce  ser  preciso  que 
los  reyes  juzguen  las  causas  del  patronato, 
una  vez  que  es  propio  suyo,  y  que  ningún 
otro  puede  conocer  de  sus  causas,  ni  inter- 
pretar, ni  declarar  sus  derechos. 

Fuera  de  estas  razones  generales ,  alegan 
muchos  la  específica  de  que  se  dieron  real 
y  efectivamente  privilegios  apostólicos  para 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción  del  patronato 
real.  El  arzobispo  de  Granada  D.  Diego  Es- 
colano  y  después  Yanez  Dávila,  célebre  abo- 
gado de  aquella  ciudad ,  afirmaron  que ,  go- 
bernando el  reino  D.  Femando  por  impedi- 
mento perpetuo  de  su  hija  la  reina  Dona 
Juana ,  solicitó  y  obtuvo  de  la  santidad  de 
LeonX  que  los  reyes  de  Castilla  tuvieran 
jurisdicción  en  los  derechos  y  acciones  com- 
petentes á  las  iglesias  y  personas  edesiásti^ 
cas  de  todo  su  patronato  real ,  confirmándo- 
lo el  P.  Huelman  en  su  respuesta  á  la  alega- 
ción de  Yanez.  El  concórdalo  que  celebró 
con  el  rey  de  Francia  este  pontífice»  crean- 
do en  él  una  jurisdicción  semejante,  y  su 
bula  otorgándola  al  capellán  mayor  del  rey 
de  Portugal  en  causas  de  patronato»  dan 
fuerza,  en  nuestro  juicio,  á  esta  aseveración 
ya  respetable.  De  antiguo  y  por  otro  breve 
I  pontificio,  conocia  el  rey  en  Cataluña  de  las 
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causas  de  beneficios  del  real  patrimonio  y 
de  sus  bienes  y  congruas,  en  lo  petitorio  y 
posesorio,  aun  contra  las  iglesias  y  personas 
eclesiásticas.  Aducen  asimismo  los  que  pien- 
san de  este  modo  un  certificado  del  archivo 
de  Simancas ,  según  el  cual  se  remitió  al 
Consejo  de  Castilla,  cumpliendo  con  su  ór« 
den,  un  breve  de  Gregorio  XIII  espedido  á 
favor  de  Felipe  II  para  que  los  de  su  Conse- 
jo y  Cámara  conociesen ,  como  antes  lo  ha- 
cian  y  pertenecia  á  los  ordinarios,  de  todas 
las  causas  y  litigios  que  pudiesen  ocurrir  so- 
bre las  presentaciones  y  derechos  del  real 
patronato,  y  un  real  despacho  de  14  de  ju- 
nio de  1689  que  hace  espresa  referencia  del 
mismo  breve;  y  si  bien  no  se  halló  este  á 
fines  del  siglo  XVII  y  principios  del  XVIII 
en  nuestros  archivos ,  á  pesar  de  las  reitera- 
das diligencias  del  abad  de  Vivanco ,  no  pa- 
rece que  deba  rechazarse  absolutamente  su 
existencia ,  aunque  sea  lícito  dudar  de  los 
términos  en  que  se  dice  concebido. 

De  todas  maneras,  ó  los  monarcas  espa- 
ñoles habian  de  abandonar  y  renunciar  la 
regalía  del  patronato  (que  no  pueden)  ó  de 
conservarla 9  había  de  ser  con  la  jurisdicción 
indispensable.  Los  jueces  eclesiásticos  son 
incompetentes  para  conocer  de  la  regalía,  y 
resultarla  que  privada  la  Cámara  del  ejerció- 
do  <)e  su  jurisdicción,  se  hubiera  dado  el 
caso  de  no  haber  tribunal  que  fallase  estos 
negocios. 

Por  otra  parte,  ningún  perjuicio  se  seguía 
á  la  Iglesia,  ni  del  patronato  real,  ni  de  la 
jurisdicción  de  la  Cámara  que  le  defendía  y 
conservaba. 

Bn  razones  igualmente  sólidas  apoyaban 
los  jurisconsultos  españoles  el  conocimiento 
de  la  Cámara  respecto  de  las  causas  decima- 
les en  que  se  controvertían  activa  ó  pasiva*- 
menle  ios  intereses  de  las  casas  patronadas. 

Aunque  los  diezmos ,  decían ,  son  de  de- 
recho divino  y  natural  eñ  aquella  parte  que 
mira  áiá  manutención  de  los  ministros  del 
ultSLt ,  quia  temporaUa  debmtur,  cui  spiri^ 
tualia  miitistraí ,  en  el  sobrante,  y  en  cuan- 
to i  la  cuota,  son  de  derecho  positivo  ecle- 
stástico.  Incorporados  en  el  patrimonio  real 
en  yfrlud  de  concesiones  apostólicas  son  ya 


temporales  y  profanos ,  y  eonko  tales  pueden 
los  legos  adquirirlos  por  título  de  prescrip- 
ción, permuta,  venta,  cesión  ú  otro  de  los 
comprendidos  en  el  derecho. 

Por  este  principio  y  el  de  no  tratarse  de 
derecho  espiritual  directo  de  diezmar ,  qmd 
quidem  manet  ¡yenes  Ecdesia,  sino  de  la 
utilidad  ,  comodidad,  distribución  y  aplica- 
ción de  los  diezmos,  no  solo  pueden  los  tri- 
bunales reales  tomar  conocimiento  de  este 
asunto,  sino  que  el  derecho  de  hacerlo  se 
comprende  en  las  regalías ,  es  inabdicable 
de  la  corona  y  la  jurisdicción  eclesiástica 
cesa  y  es  incompetente.  Así  se  esplica  como 
el  Consejo  de  hacienda  conocía  privativa- 
mente por  leyes  del  reino  de  las  tercias  y 
diezmos ,  con  inhibición  á  los  eclesiásticos; 
como  el  de  Indias  decidía  también  las  causas 
de  esta  naturaleza ;  como  había  en  Valencia 
un  juez  secular  de  diezmos  nombrado  por  el 
rey ,  y  porque  en  el  Principado  de  Cataluña 
conocieron  siempre  de  ellos  los  tribunales 
reales. 

Éste  derecho  viene  tan  de  antiguo  como 
el  de  conceder  los  reyes  ios  diezmos  usando 
de  los  privilegios  que  les  dieron  los  Sumos 
Pontífices  por  el  títalo  irrevocable  de  con- 
quista, que  hace  también  la  jurisdicción  á  él 
aneja  perpetua  y  duradera;  y  asi  aunque  los 
donen  á  iglesias,  no  pierden  la  calidad  de 
regalía  que  una  vez  adquirieron,  en  reco- 
nocimiento debido  á  la  mano  que  pr^ta  á  las 
iglesias  la  utilidad  de  los  diezmos,  única 
cosa  que  puede  conceder  el  monarca* 

Las  razones  qm  (lindan  el  conocimiento 
de  los  tribunales  referidos  continuabam,  apo- 
yan el  de  la  Cámara,  confirmado  por  otras 
dos  notables  y  especiales;  la  de  3er  diezmos 
referentes  á  casas  ó  persogas  patronadas, 
que  interesan  á  la  dotaeion  de  las  mismas, 
en  tuya  virtud  y  la  de  ser  un  incidente  de 
patronato,  «e  Mha  comprendidas  en «u  ju- 
risdicción ,  y  la  de  ser  dieznu»  donados  por 
la  corona  y  tratarse  de  su  conservación,  en 
cuyo  caso  solo  al  rey  toca  conocer  de  los  mé- 
ritos de  sus  donaciones  reales.  Era  este  so- 
brado título  para  el  conocimiento  de  la  Cá- 
mara, apoyado  ademas  en  haber  decidido 
estas  causas  ^desde  su  croaoion  por  práctica 
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inmemorial  que  supoae  privilegio,  y  tilulo, 
cuando  no  le  hubiera. 

Se  reunían ,  pues ,  respecto  de  ias  atribu- 
ciones de  la  Cámara  en  materias  de  real  pa- 
tronato la  jurisdiocion  nattya  y  propia  de  la 
magestad ,  la  detegada  por  los  Somos  Pontí- 
fices y  la  que  dan  á  los  tribunales  reales  las 
leyes  fundamentales  del  reino. 

§.  4/*  Modo  de  procedería  Cámara  respecto 
de  las  providencias  de  los  prelados  ordina- 
rios en  los  asuntos  espirituales  y  eclesiás-' 
ticos  del  patronato ,  que  bahian  menester 
del  real  asenso. 

Ya  hemos  dicho  que  este  venerando  cuer- 
po respetó  con  esmero  las  leyes  religiosas, 
huyó  de  inmiscuirse  en  las  materias  verda- 
deramente espirituales,  cuyo  conocimiento 
y  determinación  perteneció  siempre  á  ios 
ordinarios  eclesiásticos ,  aun  en  los  asuntos 
de  real  patronato,  y  entendía  solo  en  aque- 
llos negocios  de  que  vinieron  entendiendo 
los  reyes  por  sí  propios,  ó  aconsejados  por 
los  ministros  de  la  antígoa  y  primitiva  Cá- 
mara. 

Estando  declarado  el  derecho  del  monarca 
respecto  de  su  patronato  por  disposiciones 
eanónieas,  leyes  reales  y  letras  pontificias, 
la  Cámara  juzgaba  solo  del  hecho  ^  limitán- 
dose á  examinar  detenidamente  las  razones 
y  documentos  alegados  en  las  demandas  fis- 
cales, que  solían  presentarse  ya  instruidas 
y  á  declarar  en  justicia  si  las  piezas  recla- 
madas en  ellas  pertenecían  ó  no  á  la  corona 
por  fundación ,  edificación,  dotación,  con- 
quista, provisión  en  consistorio  y  demás  tí- 
tulos legales.  En  su  principio  lo  verificaba 
sin  estrépito,  ni  figura  de  jujcio  hasta  rein- 
tegrar al  rey  en  su  posesión;  mas  tarde  si- 
guió los  pleitos  en  vía  ordinaria  y  juicio  de 
propiedad  oa&itiendo  el  sumarísimo  y  juicios 
privilegiados,  sin  que  se  alegaran  ni  pudie- 
ran alegarse  casos  de  que  la  Cámara  se  hu- 
biese eseedido;  mientras  podrían  justificarse 
muchos  en  que  remitió  á  los  prelados  varias 
instancias  de  que  antes  conocía. 

Ejercía,  pues,  libremente  el  ordioario  sus 
atribuciones  en  los  negocios  verdaderamente 


esptf ítuaies  y  que  ao  incumbiao  á  las  rega- 
lías de  la  corona;  pero  en  los  que  tocaban 
directa  ó  indirectamente  á  ios  derechos  del 
real  patronato ,  ó  podían  rozarse  con  ellos, 
necesitaba  aquel  para  el  ejercicio  de  su  ju- 
risdicción el  consentimiento  del  patrono,  lo 
cual  no  es  de  estranar  tratándose  del  prínci- 
pe cuando  del  particular  le  exije  á  veces  el 
derecho,  y  quiere  que  se  le  oiga  siempre  en 
lo  que  interesa  al. suyo. 

Procede  el  asenso  y  es  tanto  mas  natural 
en  los  negocios  del  real  patronato  porque  es 
doctrina  de  célebres  autores  y  jurisconsultos 
que  la  iglesia  al  concederle ,  delega  en  el  rey 
la  parte  de  jurisdicción  necesaria  para  el  uso 
del  derecho  activo;  y  no  la  respetaría,  antes 
bien  la  inferiría  ofensa  el  ordinario ,  si  ejer- 
ciera la  que  le  compete  sin  la  anuencia  de 
S.  M. ,  puesto  que  le  privaría  del  conoció 
miento  de  los  hechos  que  le  incumbe  como 
patrono,  y  que  uo  debe  ignorar  aun  como  so- 
berano. 

Cuando  los  ordinarios  declaraban  un  dere- 
cho ó  le  establecían  de  nuevo  en  materias 
ecleaiástícas  ó  espirituales  relativas  al  patro- 
nato en  sus  respectivos  territorios  ,  dentro 
de  los  límites  de  sus  atribuciones  y  en  la  for- 
ma prescrita  por  los  cánones,  el  rey  auxilia- 
ba sus  decretos  por  medio  de  la  Cámara  con 
reales  cédulas,  facilitando  su  ejecución  y  ha- 
ciéndolos mas  respetables  con  su  asenso,  dig- 
nidad y  poder.  Sí  la  real  cédula  y  asenso  pre- 
cedían á  los  decretos  del  ordinario  se  ejercía 
la  jurisdicción  accesoria  antecedente;  sí  los 
seguían,  la  consiguiente.  En  uno  y  otro  caso 
no  ora  ya  lícito  al  ordinario  variarlos  ó  alte- 
rarlos sin.  nuevo  real  asenso.  La  jurisdicción 
del  ordinario  se  llamaba  concomitante  con 
poca  exactitud,  pues  lejos  de  acompañará 
la  del  rey,  que  es  la  accesoria,  esta  era  la 
que  acompaüaba  y  ausiiíaba  á  aquella ,  que 
es  la  principal. 

Así, decían  los  jurisconsultos  regalislas, 
debiendo  concurrir  unidas  ambas  jurisdiccio- 
nes, la  real  y  la  ordinaria  eclesiástica,  cami- 
nando de  común  acuerdo  y  evitando  mutuas 
ofensas  en  las  materias  espirituales  de  patro- 
nato ,  ni  el  rey  podía  estcndcr  la  suya  inva- 
diendo los  límites  do  la  eclesiástica,  ui  el 
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ordiDarío  ejercerla  sin  conocimiento  y  asenso 
del  rey ;  que  este  se  conceda  antes  ó  después 
del  decreto  del  diocesano,  anadian,  nada 
importa;  lo  qne  interesa  á  la  regalía  es 
qne  sin  él  no  se  lleve  i  efecto  ninguna  pro* 
videncia  de  autoridad  eclesiástica  en  que  de- 
ba intervenir. 

La  jurisdicción  real  antecedente  tenia  lu- 
gar bien  proponiendo,  solicitando  ó  exigien* 
do  el  rey  según  los  casos-,  una  providencia 
dada;  bien  accediendo  S.  M.  á  los  términos 
propuestos  en  esposicion  ó  informe  elevado 
por  el  ordinario  antes  de  diotarla;  si  bien  de 
suyo  no  cansaba  derecho  ,  ni  producía  otro 
efecto  que  el  de  que  pudiera  el  prelado  ha- 
cer cumplir  su  providencia ,  consentida  y 
aprobada  ya  por  el  rey  en  lo  que  tocaba  á  sus 
derechos. 

Cuando  la  anticipación  del  real  asenso  no 
era  amplia  y  completa  y  contenia  la  real  cé- 
dula la  clásula  de  que  el  ordinario  remitiese 
original  el  auto  ó  decreto  que  dictase  para 
dar  en  su  vista  el  real  asenso ,  pertenecía  el 
acto  verdaderamente  á  la  real  jurisdicción 
consiguiente ,  como  todos  aquellos  en  que  se 
aprobaba,  confirmaba  y  mandaba  ejecutar  lo 
dispuesto  por  el  diocesano  en  providencia 
espontánea,  á  solicitud  de  parte,  ó  accedien* 
do  á  los  deseos  del  príncipe.  La  jurisdicción 
ó  derecho  real  antecedente  se  ejercitaba  por 
cédulas  de  varias  especies  comprendidas  bajo 
el  nombre  genérico  de  cartas  de  ruego,  la 
consiguiente  por  medio  de  cédulas  auxi- 
liatorias. 

Aunque  fuera  rarísimo  podria  suceder  que 
el  ordinario  repugnase  contra  derecho  los 
deseos  razonables  y  justos  del  real  patrono, 
en  cuyo  caso  se  procuraba  su  cumplimiento 
por  los  medios  y  trámites  que  caben  en  el 
mismo,  sin  perjuicio  siempre  de  la  libertad 
é  independencia  de  las  autoridades  eclesiás- 
ticas. 

A  las  declaraciones  do  derecho  propias  del 
diocesano,  indicadas  arriba,  se  referian  las 
que  causaban  estado  ó  variaban  de  cualquier 
modo  el  que  ya  existia  en  cuanto  á  la  natu- 
raleza y  calidad  de  los  beneficios,  y  mas  par- 
ticularmente las  relativas  á  la  erección,  des- 
membración y  supresión  de  los  mismos ,  ó  á 


su  unión  y  separación ;  pero  algunas  veces, 
declarado  el  derecho  por  la  autoridad  ecle- 
siástica, se  disputaba  el  hecho  de  estar  ó  no 
unidos  dos  beneficios  y  en  qué  forma,  y  en 
tal  caso,  cuando  ambos  ó  uno  á  lo  menos  era 
de  real  patronato,  la  Cámara  solía  reservarse 
la  declaración  para  que  la  del  ordinario  eti 
materia  de  hecho  no  pudiese  perjudicar  á  la 
regalía  en  su  derecho  de  presentación.  Al- 
guna mayor  ostensión  alcanzaron  en  esta  par- 
te las  atribuciones  de  la  Cámara  en  el  rei- 
nado de  Carlos  III  y  en  los  posteriores, 
pues  se  hallan  muchos  ejemplos  de  haber  de- 
clarado por  sí  uniones  de  beneficios  y  su  for- 
ma, y  aun  dádolas  contradictorias.  Basta  lo 
dicho  para  dar  una  idea  general  y  sucinta  de 
la  forma  en  que  ejercía  su  jurisdicción  este 
Consejo. 

§.  5."*  Derecho  de  avocación,  examen  y  re^ 
tención  ejercido  por  la  Cánutra. 

Era  también  muy  notable  el  derecho  que 
ejercía  de  llamar  á  si  los  pleitos  ó  negocios 
de  otras  jurisdicciones  para  sujetarlos  á  su 
examen,  y  según  el  resultado  de  este,  re- 
tenerlos ó  devolverlos  á  las  mismas. 

Desde  que  la  real  cédula  de  5  de  febrero 
de  1609  (1)  dispuso  quede  las  fuerzas  en  ma- 
teria de  patronato  solo  conocieran  en  el  Con- 
sejo Real  los  de  la  Cámara,  vinieron  estos 
viendo  y  determinando  sin  oposición  las  cau- 
sas y  negocios  de  esta  calidad,  hasta  que  en 
13  de  julio  de  1703 ,  se  remitió  al  Consejo 
Real  un  papel  del  nuncio  mandando  que  le 
vieran  todos  los  del  Consejo  y  consultasen 
sobre  el  siguiente  asunto. 

La  abadesa  del  real  monasterio  de  las 
Huelgas ,  prelada  regular  que  estaba  en  po- 
sesión de  conocer  inmediatamente  de  las 
causas  del  cabildo  de  comendadores  del  hos- 
pital del  rey,  estramuros  de  Burgos,  mandó 
prender  á  estos,  que  interpusieron  por  si 
parte  apelación  al  tribunal  de  la  nunciatura 
de  España,  y  obtuvieron  letras  de  inhibición 
y  remesa  de  los  autos.  A  ella  se  opuso  la 
abadesa,  pretendiendo  que  fueran  remitidos 


0)    Ley  13,  tit.  t,  lib. «  dt  la  Nov.  Reoop. 
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á  la  Cámara,  y  como  la  aunciatara  insistiese, 
entabló  aquella  recurso  de  fuerza  en  cono- 
cer y  proceder  con  perjaick)  de  su  jurisdic- 
cioB,  pidiendo  á  la  Cámara  al  mismo  tiempo 
que,  usando  de  su  derecho»  retuviese  la  cau- 
sa* No  son  de  este  lugar  los  estensos  Tunda- 
mentos  que  de  uno  y  otro  lado  se  alegaron 
en  apoyo  de  las  respectivas  y  opuestas  pre- 
tensiones; pero  sí  hacer  alguna  indicación 
del  dictamen  emitido  en  este  asunto  por  el 
Consejo  de  Castilla,  c  Todos  los  señores  reyes 
(dijo)  conocen  de  las  causas  tocantes  al  patro-* 
nazgo  en  fuerza  de  imperio  clientelar»  de  cual* 
quiera  calidad  y  naturaleza  que  sean,  aunque 
sean  eclesiásticas,  por  prescripción,  privi- 
legios y  asenso  paternal  de  la  Santa  Sede, 
y  por  aquella  suprema  dignidad  de  su  per- 
sona que  se  difunde  en  sus  derechos  y  bie- 
nes de  la  corona  real,  y  este  conocimiento 
le  tiene  S.  M.  cometido  4  la  Cámara  inhi- 
biendo á  todos  los  tribunales. » 

cEn  consecuencia  del  derecho  de  conocer 
de  estas  causas  tocantes  al  patronato  com* 
pete  á  S.  H.  la  jurisdicción  tuitiva ,  que 
se  ejercita  mandando  venir  á  su  tribunal  los 
autos  para  que  se  haga  relación  de  los  méri* 
los,  ser  y  naturaleza  de  la  causa,  reteniendo-^ 
los  en  el  caso  que  se  estime  tocar  al  real  pa- 
tronato, procediendo  á  su  ejecución  por 
yusiones  regias  y  proceso  que  se  dice  per 
contemptum  reguB  dignüatis;  todo  lo  cual  se 
espide  por  medio  de  la  Cámara. » 

cEste  remedio  tuitivo  es  mas  lleno  y  per- 
fecto que  el  del  recurso  por  vía  de  fuerza  y 
agravio,  y  mas  propio  para  la  defensa  del  pa- 
tronazgo, y  con  él  no  se  necesita  del  rccur* 
so  vulgar  de  las  fuerzas ,  antes  se  puede 
decir  este  tan  impropio  que  no  se  compadece 
con  el  de  la  retención  y  autoridad  de  los  re- 
gios preceptos,  siendo  no  necesario  decir  un 
rey  de  si  que  se  le  hace  fuerza,  presumien- 
do bastante  su  poder  y  con  razón  para  aFzar 
las  que  se  hacen  á  sus  subditos,  y  no-cabien- 
do la  acción  y  pasión  de  agravio  en  una 
misma  persona,  cuya  unidad  se  halla  tam- 
bién en  la  magestad. » 

>Hay  casos  en  que  se  pueden  ofrecer  en 
las  cansas  de  patronazgo  recursos  por  vía 
de  fuerza  y  agravio  por  incidencia  de  otras 


cuestiones  que  se  ventilen  entre  las  partes, 
y  en  este  caso  se  despachan  las  mejoras  ó 
provisiones  por  el  Consejo  real,  á  quien  pri- 
vativamente tiene  S.  M.  cometido  el  uso  de 
este  económico  remedio,  en  particular  en  los 
autos  que  se  traen  por  vía  de  fuerza  del 
nuncio.» 

cHabiendo  habido  gran  cuestión  entre  el 
Consejo  y  la  Cámara  sobre  si  trayéndose  con 
provisión  ó  mejora  del  Consejo  los  autos  por 
via  de  fuerza  en  puntos  tocantes  al  patro- 
nazgo, se  habían  de  ver  por  los  del  Conse- 
jo ó  por  los  de  la  Cámara  que  asislian  en  él, 
se  mandó  el  ano  1593  y  se  reiteró  el  de  1603 
que  se  viesen  por  los  del  Consejo,  á  quienes 
el  rey  tenia  proveidos  por  el  de  la  Cámara, 
tomando  este  medio  S.  M.  para  sosegar  esta 
cuestión,  y  dándoles  el  conocimiento  de  las 
fuerzas  como  á  consejeros,  aunque  eligién- 
dolos (á  los  de  la  Cámara)  por  la  noticia  in- 
dividual de  sus  derechos.» 

Aplicando  estos  principios  generales  al 
caso  en  cuestión,  proseguía  el  Consejo  :  «en 
la  mejora  se  hallan  complicados  y  confundi- 
dos estos  dos  remedios,  y  de  esta  complica^ 
cion  nace  lo  intrincado  de  esta  dependencia, 
haciendo  concepto  el  Consejo  que  la  Cámara 
no  puede,  como  Cámara,  conocer  por  via 
de  fuerza,  ni  despachar  la  mejora  para  que 
por  este  medio  se  le  vaya  á  hacer  relación, 
tocando  esto  solo  al  Consejo  en  cuyos  estra-t 

dos  se  debe  asimismo  decidir y  que 

solo  el  mandar  hacer  relación  pudo  y  debió 
ser  por  el  medio  de  la  retención  y  uso  de  la 
jurisdicción  tuitiva  del  patronazgo,»  porque 
c cuando  se  complican  dos  remedios,  uno 
inútil  y  inusitado,  y  otro  hábil  y  correspon- 
diente á  la  materia,....  se  refiere  el  decreto 
al  remedio  que  se  intenta  hábil  y  según  es- 
tilo, en  particular  dándole  ministros  de  tanta 
literatura. » 

cEn  fuerza  de  estos  supuestos,  y  teniendo 
asimismo  noticia  el  Consejo  de  que  por  el  re- 
medio de  retención  van  á  la  Cámara  los  no^ 
tarios  de  la  Nunciatura  á  hacer  relación,  es 
de  sentir  que  S.  M  mande  responder  al 
oficio  del  nuncio,  que  cree  que  la  Cámara 
mandaría  ir  á  hacer  relación  por  haberse 
intentado  el  remedio  de  la  retención  y  no 
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por  el  recurso  de  fuerza,  y  mas  habiendo 
expresado  en  la  petición  de  mejoíra  qu^  era 
la  controversia  sobre  la  administración  y 
caudal  del  hospital,  que  es  del  patronazgo, 
y  que  le  había  mandado  que  viese  los  autos 
solo  por  el  medio  de  la  retención,  absteniéu- 
dose  de  este  conocimiento  y  mandando  á  las 
partes  acudiesen  al  Consejo  á  sacar  la  mejo- 
ra del  recurso,  en  el  caso  de  que  no  se?i 
punto  de  retención,  sino  de  fuerza;  que  Su 
Magestad,  lo  previniese  asi  á  la  C&mara 
para  que  en  este  y  en  los  casos  ocurrentes 
h)  practique;  y  atendiendo  á  la  gravedad 
de  la  materia,  circunstancia  del  oficio  (del 
nuncio)  y  otras  consideraciones  fué  de  pa- 
recer el  Consejo  que  en  caso  de  verse  en  él 
por  via  de  fuerza,  fuese  por  todo  el  Consejo, 
pues  S.  M.  es  dueño  de  dar  la  forma  que 
conviniere  y  fuere  mas  conducente  á  la  gra- 
vedad de  la  causa  y  instancia  de  las  partes.» 
S.  M.  resolvió:  tComo  parece  y  así  lo  he 
mandado,»  en  decreto  de  46  de  julio  (1)  del 
ano  referido. 

Para  terminar  este  ruidoso  asunto,  después 
de  varias  contestaciones  entre  la  Cámara  y 
el  nuncio  y  de  haber  declarado  este  incur- 
sa  á  la  abadesa  en  las  censuras  de  la  bula 
in  ccena  dominiy  se  celebró  una  concordia 
muy  notable,  en  la  cual  y  en  los  anteriores 
supuestos  del  Consejo,  no  solo  se  establece 
el  principio  y  la  práctica  del  derecho  de 
examen  y  retención  de  causas  patronadas 
en  la  Cámara,  sino  también  se  demuestra 
que  su  jurisdicción  en  materias  eclesiásticas 
era  reconocida,  consentida  y  aun  aprobada, 
dentro  de  sus  límites,  por  los  mismos  nun- 
cios de  Su  Santidad,  y  siendo  estos  dalos 
tan  curiosos  y  tan  útiles  no  hemos  podido 
resistir  al  deseo  de  dejarlos  espresa  y  origi- 
nalmente consignados. 

Ocurrió  primero  que  don  Baltasar  Fernan- 
dez Montero,  notario  de  la  nunciatura  (la  cual 
cesó  en  su  oposición  por  los  reiterados  de- 
cretos de  S.  M.),  acudió  á  la  Cámara  é  hizo 
en  ella  relación  de  ios  autos,  acordando  esta 
que  se  retuvieran  unos  y  que  en  otros  no 
habia  lugar,  por  entonces,  á  la  retención;  se 

(1)    Ley  14,  til.  2,  lib.  2  de  U  Njv.  Recop. 


siguieron  luego  nuevos  incidentes  dei  mismo 
negocio;  volvió  á  acordar  la  Cámara  qae  el 
notario  faese  á  hacer  relación  y  habiendo  ido 
á  ejecutarlo,  dijo  á  la  Cámara  de  parte  del 
nuncio  que  en  nada  que  tocase  á  lo  econó- 
mico y  administración  de  hacienda  7  hospi- 
tal, que  estaba  sujelo  á  la  abadesa,  era  su 
ánimo  introducirse,  sino  en  lo  espiritual  y 
eclesiástico,  y  que  sobre  el  reconocimiento 
de  uno  y  otro  nombrase  la  Cámara  á  perso- 
na, que  con  otra  designada  por  él,  Gjase  lo 
que  tocaba  á  una  y  otra  jurisdicción,  ofre- 
ciendo el  nuncio  suspender  de  oficio  tas  cen- 
suras siempre  que  el  arzobispo  de  Sevilla, 
gobernador  á  la  sazón  del  Consejo,  le  escri- 
biese papel  sobre  ello.  Suspendióse,  en  vista 
de  esta  manifestación,  el  examen  de  los  au- 
tos y  nombró  la  Cámara  á  don  José  de  Gur- 
pcgui,  del  Consejo,  para  que  confiriese  con 
el  auditor  de  la  nunciatura  sobre  los  puntos 
siguientes :  si  laabadesa  estaba  i nmediamen- 
te  sujeta  á  Su  Santidad  y  exenta  del  nuncio; 
si  los  freiles  eran  legítima  y  verdaderamente 
religiosos,  ó  meramente  donados  y  sirvientes 
del  hospital  (según  su  fundacion),y  si  intro- 
ducidos artificiosamente  al  supuesto  estado  de 
tales  religiosos  y  no  con  las  licencias  y  noticia 
dequien  debia  concurrir  á  esta  notable  mu- 
danza de  estado,  se  deberian  reputar  porta- 
les para  los  efectos  que  ellos  persuadian;  por 
último  ,  si  cuando  fuesen  verdadera  y  legí- 
timamente religiosos,  en  las  penas  y  compul- 
siones personales  que  les  impusiera  la  aba- 
desa por  razón  de  la  falta  de  cumplimiento 
en  la  hospitalidad  y  manejo  de  ht  hacienda, 
habían  de  ir  sus  recursos  á  la  nunciatura  ó 
á  la  Cámara.    . 

Tuvo  Gurpegui  diferentes  reuniones  con 
el  auditor,  y  en  vista  de  las  Bulas,  privile- 
gios, definiciones  de  la  orden  y  demás  datos 
necesarios,  convinieron  por  via  de  conferen- 
cia: 4."^  en  que  aquella  prelada  de  ningún 
modo  podía  considerarse  exenta  de  la  juris- 
dicción del  nuncio  quien  tenia  las  facultades 
de  legado  á  latere  de  Su  Santidad  y  como 
tal  se  estendia  á  todos  los  csentos ,  aunque 
en  sus  privilegios  de  escncion  se  digera  que 
estaban  inmediatamente  sujetos  á  la  Santa 
Sede  Apostólica,  2.**  en  que  los  freiles  eran 
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verdaderamente  religiosos  profesos  de  la  Re- 
gla del  Cister  para  todos  los  efectos  que  po* 
dian  deducirse  de  tal  estado  por  las  razones 
qne  muy  csteosaraente  se  enunciaban ,  y 
S."*  qne  cuando  los  freiles,  faltando  al  estado 
religioso  y  cometiesen  algún  crimen,  esceso 
ó  delito  porque  debieran  ser  procesados  y 
castigados  como  personas  religiosas,  según 
las  penas  establecidas  por  las  definiciones, 
regla  y  constituciones  de  la  orden  del  Cister 
y  derecho  canónico,  debía  proceder  la  aba- 
desa como  legítima  prelada  y  superíora  de 
dichos  freiles  por  virtud  de  la  jurisdicción 
eclesiástica  que  sobre  eHos  ejercia  y  los 
mismos  recurir  por  via  de  apelación ,  agra- 
vio, ó  recursos  de  todas  sus  determinaciones 
y  autos  al  tribunal  superior  eclesiático ,  que 
lo  era  el  del  nuncio  de  Su  Santidad,  Pero 
cuando  la  abadesa  procediese  oontra  dichos 
freiles  por  faltas  cometida£i  ea  el  ejercicio  de 
la  hospitalidad  que  estaba  á  su  cargo,  y  que 
era  el  fin  para  que  el  rey  fundador  y  los  reyes 
sucesores  los  consagraron  al  servicio  de  aque- 
lla real  casa,  y  cuando  delinquiesen  ose  esce- 
dieran en  la  administración  subalterna  de  su 
hacieada,  habría  que  distinguir  dos  casos  y 
procedimientos;  unos  regulares  y  ordinarios 
referentes  i  la  mejor  administración  en  que 
estrajudicialmente  se  atiende  mas  á  la  eco-p 
noflúa  y  buen  gobierno,  que  á  corregir  ó 
castigar,  y  en  este  caso  si  los  comendadores 
se  sintiesen  agraviados^  deberían  recurrir  á 
ia  Cámara  como  tribunal  privativo  á  quien 
incumbía  el  conocimiento  por  el  patronato 
que  el  rey  allí  tenia  para  que  pudiera  lograr- 
se mejor  el  santo  celo  y  piadoso  instituto  de 
la  hospitalidad  á  que  prínci^Imente  atendió 
d  rey  fundador  y  dotador;  entendiéndose  lo 
mismo  respecto  de  las  cuentas  y  distribución 
de  fes  catülales  y  hacienda  que  los  freiles 
debían  rendir  en  las  épocas  marcadas. 

Habia  otra  especie  de  procedimientos  que 
podían  ser  prejudiciales  por  operaciones  cri- 
jninosas  en  el  ejercicio  de  la  hospitalidad, 
mala  administración  de  la  hacienda,  usur- 
pación de  ella  y  otros  escesos  análogos  que 
pedirían  castigos  y  penas  personales  como 
prisiones  y  censuras.  En  el  caso  de  emplear 
la  abadesa  directamente  estos  medios ,  que 


son  privativos  de  la  jurisdicción  eclesiástica 
y  totalmente  ajenos  de  la  secular ,  ya  por 
su  incompetencia,  ya  por  su  incapacidad 
para  usarlos  respecto  de  personas  religiosas^ 
las  apelaciones  y  recursos  de  tales  procedi- 
mientos no  podrían  pertenecer  á  la  Cámara, 
corresponderían  al  nuncio  de  Su  Santidad, 
pues  en  la  real  dignidad  (aunque  tan  alta  y 
soberana)  no  había  al  efecto  jurisdicción 
concedida,  ni  ejercitada  en  ningún  caso. 
Creyeron,  sin  embargo,  el  auditor  de  la 
nunciatura  y  Gurpegui  que  aun  en  estos 
mismos  casos  si  la  abadesa  procedía  por  via 
de  multas,  sustracción  de  las  raciones  ú 
otros  medios  análogos  escluyendo  las  censu- 
ras y  demás  penas  personales  coercitivas,  los 
recursos  deberían  ir  á  la  Cámara  aprecián- 
dose esta  clase  de  procedimientos  como  eco- 
nómicos y  gubernativos,  que  no  estaban 
escluidos  de  la  jurísdicion  que  á  la  misma 
pertenecía. 

Examinado  con  el  detenimiento  necesario 
este  dictamen  por  la  Cámara  consultó  al  rey 
la  aprobación  en  todas  sus  partes  de  lo  con- 
ferenciado y  acordado ,  y  como  S.  M.  se 
conformara  y  lo  mandase  así,  pidió  Gurpe- 
gui que  á  fin  de  que  constase  en  la  Cámara 
la  aprobación  del  nuncio  y  á  este  la  de  la 
Cámara ,  se  la  hicieran  mutuamente  cono- 
cer ambos  tribunales  por  el  despacho  que 
correspondiese,  pues  el  nuncio  estaba  pronto 
á  hacerlo  por  lo  que  á  él  tocaba ,  dando  en 
su  vista  uno  y  otro  certificaciones  en  forma 
de  lo  ocurrido  y  concordado. 

Consignamos  aquí  esíe  curioso  y  notable 
documento,  porque  nada  hay,  repetimos,  mas 
á  propósito  para  demostrar  y  fijar  el  derecho 
de  avocación ,  examen  y  retención  ejercido 
por  el  tribunal  de  que  nos  ocupamos. 

§.  6.**  Jueces  y  tribunales  delegados  de  la 
Cámara- 

La  Cámara  conocía  ordinariamente  por 
sí  misma  de  los  juicios  activos  y  pasivps  de 
las  iglesias  y  casas  patronadas ,  pero  á  veces 
exijian  las  fundaciones  de  estas  casas  el 
nombramiento  de  un  juez  propio  mas  inme- 
diato ,  que  en  varias  de  la  corte  debía  ser 
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íninistro  de  la  Cámara  ó  del  antigao  Goase- 
jo  de  Aragoa ,  y  otras  hacia  el  rey  seme- 
jantes coQcesioncs  por  circunstancias  espe- 
ciales. En  ano  y  otro  caso,  la  Cámara  dele- 
gaba en  estos  jueces  su  jurisdicción  privativa 
con  mas  ó  menos  amplitud  á  fln  de  que» 
bajo  el  título  de  prolectores  ó  conservadores, 
fallasen  en  primera  instancia  los  negocios  de 
cada  iglesia  ó  casa,  con  apelaciones  á  la 
misma  Cámara.  Debiendo  advertir  que  cuan- 
do el  juez  protector  era  uno  de  sus  ministros 
reasumia  todas  las  facultades  propias  de 
aquella ,  si  S.  M.  no  mandaba  espresamente 
lo  contrario. 

Repugnaba  la  Cámara  el  nombramiento 
de  jueces  protectores ,  pero  tenia  que  obe* 
decer  y  respetar  las  reales  concesiones, 
flechas  estas  por  el  rey,  unas  veces  se  re- 
servaba el  nombramiento  S.  M.;  en  otras 
nombraba  la  Cámara,  y  en  algunas  llegó  á 
hacerlo  el  gobernador,  su  presidente. 

Apenas  restablecida  la  Cámara ,  en  S9  de 
setiembre  de  i715  (i),  se  suprimieron  todos 
los  juzgados  protectores  como  sumamente 
perjudiciales  á  la  mejor  administración  de 
justicia,  acertada  disposición  que  se  guardó 
poco  tiempo ,  no  obstante  fundarse  en  razón 
tan  poderosa,  puesto  que  ya  en  1716  el 
mismo  rey  que  la  dictó  concedió  juez  pro- 
tector al  priorato  de  San  Miguel  de  Breamo, 
aunque  solo  para  el  efecto  de  reintegrar  al 
prior  en  la  posesión  de  bienes  que  acababan 
de  usurparle,  en  1717,  sin  esta  limitación, 
para  el  priorato  del  Sax,  en  1719  parala 
real  capilla  de  San  Marcos  de  Salamanca, 
en  1721  para  el  monte  de  piedad  déla  corte, 
convento  de  Maravillas  de  la  misma,  capilla 
real  de  San  Fernando  en  Sevilla,  convento 
de  San  Payo  en  Santiago,  é  Iglesia  colegial 
de  la  Coruna,  desde  cuyo  ano  empezaron  á 
renovarse  las  concesiones  de  protector  á 
casi  todas  las  iglesias  ó  casas  que  antes  lo 
tenian  y  á  hacerse  por  primera  vez  á  favor 
de  otras,  llegando  hasta  el  punto  de  conse- 
guirlo, contra  el  dictamen  de  la  Cámara,  al- 
gunas estranas  al  real  patronato. 

Esta  contradicción  solo  puede  esplicarse 

(i)    Ley  14,  Ut  17,  lib.  1  de  U  Not.  Reeop. 


por  las  dilaciones»  perjuicios  y  diq[)éndt08 
que  ocasionaba  á  las  partes  sostener  sos  liti- 
gios ante  an  tribunal  situado  á  tanta  distan- 
cia como  el  de  la  Cámara ,  cuando  eran  tan* 
tas  las  dificultades  que  se  oponían  á  los  via- 
jes y  á  la  correspondencia  pública  en  aque-* 
Ha  época,  y  cuando  el  Consejo  estaba  sobre* 
cargado  de  trabajo.  Hubo,  pues,  necesidad 
de  acudir  sucesivamente  á  otro  remedio  mas 
apropiado  para  evitar  estos  males  de  diversa 
índole.  Vióse  obligada  la  Cámara  á  delegar 
su  Jurisdicción  en  las  audiencias  ó  en  las 
personas  de  sos  regentes.  La  primera  dele- 
gación de  esta  especie  se  hizo  en  la  de  Bar- 
celona por  real  cédula  de  15  de  diciembre 
de  1736  y  por  otra  de  igual  dia  de  1744  (1), 
se  autorizó  al  regente ,  y  en  sos  ausencias  y 
enfermedades  al  ministro  decano  de  la  de 
Galicia,  para  que  como  delegados  de  la  Cá« 
mará  conociesen  de  las  cansas  de  casas  pa^ 
tronadas  de  aquel  reino,  que  no  tuvieran 
juez  protectoría  calidad  de  otorgar  apelación 
para  la  Cámara  y  no  para  otro  tribunal  ni 
juez  alguno.  Dióse  esta  real  cédula  á  mego 
de  las  ciudades  de  Santiago,  Mondoiedo» 
Lugo  y  Betanzos  en  obviacion  de  los  perjui^ 
cios ,  danos  y  menosóabos  que  sos  natnrales 
sufrían  para  seguir  fuera  de  la  espresada 
audiencia  los  pleitos  sostenidos  activa  ó  pa-» 
sívamente  por  los  monasterios  de  San  Beni- 
to» San  Bernardo  y  otras  iglesias  y  casas 
del  real  patronato,  perjuicios  que  llegaban 
hasta  la  indefensión,  en  muchos  casos  de  los 
que  con  estos  litigaban. 

Posteriormente ,  en  1747 ,  el  monasterio 
del  Escorial  pretendió  qne  el  Consejo  de 
hacienda*  se  inhibiera  de  conocer  en  cierto 
asunto  y  pasara  los  autos  á  su  juei  protec» 
tor  ó  á  la  Cámara.  Consultó  esta  á  S.  M.  la 
remisión  y  el  rey  dijo :  <  Quiero  saber  de  la 
Cámara  á  qué  asuntos  estiende  el  ejercicio 
de  su  jurisdicción  en  las  cosas  pertenecien- 
tes á  las  comunidades  de  mi  real  patronato 
con  esclusion  de  otros  tribunales  mies ,  y  en 
qué  lo  funda.»  La  Cámara  satisflto  á  S.  M. 
en  7  de  febrero  de  1748  indicando  que  «ara 
en  tiempo  del  señor  Carlos  V  se  encentra- 

(I)    Ley  i6,lít.17,  lib.  1  de  U  Nov.  Recop. 
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ban  cédulas  de  coaservaduria  de  varías  co- 
inuDÍdades  de)  real  patronato  con  la  espre- 
sioa  del  fuero  activo  y  pasivo  •  y  fundando 
su  competencia  especialmente  en  la  real  cé- 
dula de  1603,  si  bien  reconociendo  que  la 
amputad  de  algunas  de  sus  cláusulas  abría 
ia  puerta  á  muchos  fraudes;  y  para  evitar 
en  lo  sucesivo  casos  de  competencia  con 
otros  tribunales  reales ,  propuso  varias  re- 
glas, siendo  la  base  de  todas  que  la  Cámara 
conociese  de  cuanto  pudiera  ofender  á  la  re- 
galía en  lo  principal ,  incidente  y  depen- 
diente de  las  casas  patronadas,  dejando  los 
demás  negocios  propios  de  estas  al  conoci- 
miento y  fallo  de  las  chancillerías  y  audien- 
cias. Quería  también ,  respetando  lo  exis- 
tente, que  se  mantuvieran  las  delegaciones 
acordadas,  aunque  ceñidas  á  los  límites  de 
la  jurisdicción  de  la  Cámara,  en  causas  per- 
tenecientes al  real  patronato. 

Estimando  el  rey ,  que  ya  era  Fernan- 
do YI,  el  dictamen  de  la  misma  en  gran 
parte ,  espidió  el  real  decreto  de  3  de  octu- 
bre de  1748  (1)  notable  bajo  mas  de  un  con- 
cepto ,  del  que  tomamos  los  siguientes  pár- 
rafos : 

cLa  molesta  continuación  de  recursos  de 
varias  naturalezas  que  hé  esperimentado 
desde  mi  exaltación  al  trono,  decía  aquel 
monarca,  sobre  negocios  pendientes  en  mi 
Consejo  de  la  Cámara,  me  ha  hecho  ver  la 
precisión  de  examinar  el  origen  para  impe- 
dir los  perjuicios;  y  habiendo  sobre  muchos 
oído  i  la  Cámara,  sobre  otros  á  varios  mi- 
nistros, he  querido  que  con  presencia  de 
todo  se  hiciese  un  radical  examen.  Por  él 
estoy  bien  informado,  que  de  tratarse  en  mi 
Consejo  de  la  Cámara  los  pleitos  y  negocios 
tocantes  i  las  comunidades,  conventos  y 
monasterios  de  mi  patronato,  se  sigue  gran 
dispendio  y  molestia  á  mis  vasallos,  en  cuan- 
to se  les  precisa  á  que  defiendan  sus  dere- 
chos y  promuevan  sus  inst^tncias  fuera  de 
sus  propios  domicilios  y  respectivas  provin- 
cias ,  cuando  en  ellas  tengo  mis  tribunales, 
chancillerías  y  audiencias,  creados  en  su  ali- 
TÍo,  para  la  mas  pronta  y  fácil  administra^ 


{i)    Uy  17,  tit.  17,  Itb.  1  de  li  Nov.  Recop. 
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cion  de  justicia,  en  cuya  atención  conocen 
de  mayores  regalías  y  derechos  propios  de 
mí  corona.  Por  tanto,  deseando  dar  oportu- 
na providencia,  que  evite  los  referidos  per- 
juicios, introducidos  con  novedad  desde  el 
ano  1733,  mandé  examinar  seriamente  este 
I  importante  asunto,  y  con  atención  á  lo  que 
sobre  él  rae  consultó  también  la  Cámara  (1), 
hé  resuelto  que  las  comunidades,  conventos 
y  monasterios  de  mí  patronato  sigan  sus  jui- 
cios activos  y  pasivos ,  derechos ,  acciones 
y  defensas  en  los  tribunales,  chancillerías  y 
audiencias  de  sus  respectivos  distritos  y  pro- 
vincias, á  donde  corresponda  su  conoci- 
miento, según  lo  dispuesto  por  derecho  ca- 
nónico y  leyes  de  mis  reinos.  Y  para  que 
tenga  pronto  efecto  esta  providencia ,  man- 
do que  en  la  Cámara  no  se  admitan  pleitos 
ni  instancias  de  las  espresadas  comunidades 
patronadas ,  y  que  los  introducidos  y  pen- 
dientes en  ella  se  remitan  á  las  referidas 
chancillerías  y  audiencias ,  y  los  que  fuesen 
privativos  del  fuero  eclesiástico  á  sus  legíti- 
mos jueces,  á  escepcion  de  aquellos  pleitjs 
que  estuviesen  sentenciados  en  vista  y  se 
hallen  en  instancia  de  súplica,  los  cuales 
(no  siendo  del  fuero  eclesiástico ,  á  donde 
en  caso  de  serlo,  deberán  también  remitirse) 
quiero  se  concluyan  y  determinen  luego  en 
la  Cámara,  sin  permitir  insustanciales  dila- 
ciones de  las  partes.» 

A  este  fin  mandó  celebrar  además  de  las 
Cámaras  regulares  de  los  lunes  y  miércoles 
otras  en  las  tardes  de  los  jueves  y  sábados 
por  espacio  de  cuatro  meses;  revocó  todos 
los  nombramientos  de  protectores  y  jueces 
conservadores,  disponiendo  que  cesaran 
desde  luego  y  para  siempre  sus  juzgados  par- 
ticulares y  remitiesen  todas  las  causas  de  sus 
comisiones  que  no  estuviesen  sentenciadas 
á  los  tribunales  correspondientes. 

^Habiendo  entendido,  continúa  el  real  de- 
creto que  las  espresadas]comunidades  patro- 
nadas se  fundan  para  avocar  sus  pleitos  y 
dependencias  á  la  Cámara  en  las  cédulas  es- 
pedidas en  6  de  enero  de  1388  y  7  de  abril 
de  1603  por  los  señores  reyes  mis  prcdoce- 
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sores  (Ion  Felipa  II  J'  (Ida  Felipe  III,  ocur- 
ricQdo  á  estos  motivos  ,  declaro  que  si  bien 
aquellas  reales  resoluciones  dáu  providencia 
para  la  mejor  conservación,  integridad  y 
derensa  del  útil  patronato  de  mi  corona,  sus 
privativas  regalías  y  efectos,  no  comprenden 
los  intereses,  pleitos  y  negocios  propios  de 
las  referidas  casas  patronadas,  como  lo  ma- 
nifestó su  regular  inmediata  observancia  en 
los  recursos  hechos  á  las  chancillerias  y  au- 
diencias, asi  por  sus  propios  derechos,  como 
sobre  la  conservación  y  defensa  de  las  dona- 
ciones que  recibieron  de  la  corona,  y  de  que 
deben  conocer  mis  tribunales,  sin  que  en 
aquellos  tiempos  hubiesen  pretendido  el  fue- 
ro activo  y  pasivo  de  la  Cámara  en  que  des- 
de el  ano  del735  se  han  introducido,  por  lo 
cual,  conformándose  como  se  conforman,  las 
referidas  reales  cédulas  y  su  observancia  con 
el  alivio  que  deseo  y  quiero  dispensar  á  mis  va- 
sallos, miindo  que  soto  en  el  preciso  caso  que 
se  intentase  controvertir  mi  patronato,  ó  los 
honores,  autoridades  y  preeminencias  que 
como  á  tal  patrono  me  pertenecen...,  conoz- 
ca la  Cámara  privativamente  de  estos  dere- 
chos propios  de  mi  corona  y  pida  el  fiscal  lo 
conveniente  para  que  me  sean  bien  guar- 
dados. > 

Aunque  este  real  decreto  disponía  por 
graves  motivos  que  desapareciesen  todos  los 
jueces  protectores  y  conservadores  delega- 
dos de  la  Cámara,  y  tal  fué  la  inteligencia 
que  se  le  diá  al  tiempo  de  publicarse,  pues- 
to que  cesaron  en  el  desempeño  de  su  car- 
go los  que  entonces  etistian ,  representó  el 
prior  de  Santa  María  de  Sax,  estramuros  de 
Santiago,  los  perjuicios  que  se  babian  se- 
guido á  su  dignidad,  y  pidió  á  la  Cámara 
declarase  que  su  conservador  no  estaba 
comprendido  en  el  decreto.  El  fiscal  opinó: 
cque  únicamente  se  había  entendido  para 
con  los  jueces  conservadores  de  comunida- 
des y  religiones,  co  para  las  pieza»  y  casas 
patronadas  que  necesitan  de  la  real  protec- 
ción, y  que  en  este  supuesto  podía  la  Cá- 
mara dar  orden  al  juez  conservador  del  prio- 
rato para  que  continuase  sin  reparo,  no  obs- 
tante el  referido  decreto.»  La  Cámara  se 
conformó  con  el  parecer  del  fiscal ,  á  cali- 


dad de  que  las  apelaciones  en  las  csuntá 
sobre  reintegro  de  bienes  al  patronato, 
regalías,  y  otros  derechos  perpetuos  hu- 
biesen de  ir  precisamente  á  ella,  á  escep- 
cion  de  las  que  fueren  sobre  cobranza  de  ren- 
tas ó  ejecuciones  á  este  fin,  que  habian  de 
ir  á  la  audiencia.  Recayeron  mas  tarde 
acuerdos  y  declaraciones  semejantes  á  favor 
de  los  hospitales  reales  de  Sevilla,.  Granada, 
Burgos,  sin  perjuicio  de  la  jurisdicción  de 
la  abadesa  de  las  Huelgas  y  otros,  en  cuya 
virtud  siguieron  nombrándose  hasta  la  su- 
presión de  la  Cámara  para  las  iglesias  y  ca- 
sas del  real  patronato,  esceptuándose  de  la 
prohibición  general  varios  monasterios  ó  con- 
ventos, y  entre  ellos  el  del  Escorial,  que 
dio  origen  al  decreto.  El  último  ejemplar  es 
el  de  las  Salesas  nuevas  de  esta  corte;  en  15 
de  abril  de  1833  fué  nombrado  protector  del 
mismo  D.  Francisco  Fernandez  del  Pino  y  á 
quien  por  haber  sido  jubilado  sucedió  D.  Jo- 
sé de  Mier  en  22  de  agosto. 

Acaso  se  nos  tache  de  habernos  estendido 
demasiado  en  el  examen  que  hemos  hecho 
del  antiguo  Consejo  de  la  Cámara.  Si  así 
fuere,  sírvanos  de  escusa  que  su  memoria 
debe  ser  muy  grata  á  nuestros  jurisconsul- 
tos y  hombres  de  Estado  por  los  buenos  ser- 
vicios que  prestó;  y  que  sus  actos,  consul- 
las y  resoluciones  son  y  serán  objeto  de  me- 
ditación y  estudio  para  cuantos  necesiten 
ilustrarse  acerca  de  la  historia  y  mas  acer- 
tada dirección  de  los  negocios  eclesiásticos 
que  constituyen  una  parte  esencial  y  prefe- 
rente del  gobierno  en  una  nación  como  la 
nuestra,  católica  por  escelencia. 

CÁMARA  DE  OOMPTOS. 
Tribunal  superior  colegiado  de  Navarra, 
creado  por  Cários  II  de  aque(  reino  en  18 
de  febrero  de  136  i.  Conocía  únicamente  de 
los  asuntos  de  real  hacienda  y  del  real  patri- 
monio. Se  componía  de  ministros  togados^ 
y  de  capa  y  espada ,  y  eran  cuatro  oidores, 
ó  garnachas,  según  la  espresion  de  la  ley  d^ 
Navarra,  el  patrimonial  y  ó  defensor  del  real 
patrimonio,  y  el  tesorero.  El  virey  presi- 
dia, como  en  el  consejo  real,  y  el  fiscal  del 
consejo  lo  era  también  de  la  cámara.  Los 
ministros  sin  embargo  de    la  cámara    de 
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compto»,  asi  logados  como  de  capa  y  espa- 
da, debían  ser  todo^  patrimoniales ,  esto  es, 
naturales  de  aquel  reino;  mientras  en  el 
consejo  solo  debían  serlo  algunos.  Cuando 
el  fiscal  asistía  á  la  cámara,  era  precedido 
de  sas  oidores :  cuando  estos  asistían  al 
coosejo,  les  precedía  él. 

La  cámara  debía  nombrar  delegados ,  ó 
diputados  en  los  puertos ,  villas ,  ó  ciudades 
en  que  se  pagaban  los  derechos  reales.  Estos 
delegados  decidiao  las  contiendas  que  se 
suscitaban  sobre  el  pago  de  los  reales  comp^ 
tos ,  ó  derechos ,  hasta  en  cantidad  de  cien 
ducados.  De  sus  fallos  se  apelaba  á  la  cáma- 
ra de  comptos ,  que  decidía  de  plano.  De  las 
resoluciones  de  esta  se  apelaba  al  Coosejo 
Real  de  aquel  reino ,  y  el  fallo  de  este  cau- 
saba ejecutoria. 

Cono  se  ve,  la  cámara  de  comptos  era  un 
tribunal  especial.  Ademas  de  todo  lo  tocante 
á  ios  comptos  ó  derechos  reales ,  eslo  es, 
de  hacienda  y  real  patrimonio,  conocía  en 
primera  instancia  con  apelación  al  consejo 
délos  pleitos  sobre  la  prestación,  ó  servicio 
llamado  de  cuarteles,  y  sobre  alcabalas. 

Las  ejecutorias  las  espedía  la  cámara;  y 
no  el  virey. 

En  ningún  caso  podía  espedir  mandamien- 
tos generales;  ni  hacer  acuerdos  de  este  gé- 
nero, sino  resolver  en  cada  uno  con  visla 
de  documentos  y  pruebas. 

En  la  cámara  debía  ll(^varsc  un  asiento ,  ó 
registro  de  las  escrituras,  privilegios,  merce- 
des y  ejecutorias  de  hidalguías  y  mayoraz- 
gos :  y  también  de  las  provisiones ,  ó  nom- 
bramientos hechos  por  el  rey.  En  ningún 
caso  la  cámara  podía  registrar  real  cédula 
que  no  estuviese  sobre-cartada  por  el  Consejo 
Real,  con  citación  de  la  diputación  del  reino. 

El  patri^nonial  nombraba  sustitutos  ó  de- 
legados en  todo  el  reino,  aunque  no  habían 
de  esceder  de  tres  en  cada  merindad. 

El  tesorero  debía  rendir  cuentas  de  su 
cargo  á  la  cámara  dentro  de  medio  ano, 
pasado  que  fuese  el  término  en  que  cumplía 
el  servicio,  6  mandamiento  de  que  se  trata- 
se, sin  poder  por  sí,  ni  remitir,  ni  pagar. 

En  la  cabeza  de  los  escritos  el  tralamíenlo 
de  la  Cámara  era  el  de  muy  ilustres  sefwrcs: 


en  el  cuerpo  de  ellas   vuestras  mentdes. 

Por  la  ley  de  9  de  octubre  de  1812,  capí- 
tuto  1 ,  art.  3,  la  cámara  de  comptos  se  su- 
primía, como  el  Consejo  Real  de  Navarra,  ins- 
tituyendo en  lugar  de  ambos  una  audiencia 
territorial.  Abolida  dicha  ley  en  1814,  como 
la  Constitución  del  Estado,  la  Cámara  de 
comptos  reapareció ,  corriendo  en  lo  suce- 
sivo las  vicisitudes  de  la  política.  Todavía  el 
reglamento  provisional  de  1835  para  la  ad- 
ministración de  justicia,  determinando  en 
su  artícnlo  58  las  atribuciones  de  las  audien- 
cias, esceptuaba  las  especiales  de  la  Cámara 
de  comptos.  Ordenóse  después  que  las  au- 
diencias territoriales  conociesen  por  apela- 
ción de  todos  los  asuntos  y  litigios  en  que 
fuese  interesada  la  hacienda  nacional.  Esta 
determinación  adjudicaba  por  necesidad  al 
consejo  real  las  atribuciones  de  la  cámara, 
como  tribunal  de  alzada ;  pero  no  otras ;  y 
ademas  oponía  un  óbice  á  la  acumulación  la 
subsistencia  de  los  fueros  de  aquel  reino. 
Sabidas  son  las  contrariedades  sufridas  por 
algún  presidente  del  Consejo  Real ,  sobre 
convertirlo,  ó  no  en  audiencia;  quedando 
siempre  en  pie  la  dificultad  por  falta  de  in- 
tendentes, subdelegados  de  Hacienda.  Hasta 
que  al  fin  por  la  ley  de  16  de  agosto  de  1841 , 
se  reformaron  los  fueros  de  Navarra,  orde- 
nando en  su  artículo  4 ,  que  f  la  parte  orgá- 
nica y  de  procedimiento  (en  la  administra- 
ción de  justicia)  será  en  lodo  conforme  con 
lo  establecido,  ó  que  se  establezca  para  los 
demás  tribunales  de  la  nación,  sujetándose 
á  las  variaciones  que  el  gobierno  eslimase 
ccnvcníentes  en  lo  sucesivo.  Pero  siempre 
deberá  conservarse  la  audiencia  en  la  capi^ 
tal  de  la  provincia.»  Y  son  por  fin  conocidas 
por  las  disposiciones  posteriores  sobre  admi-r 
nislracion  y  jurisdicción  de  hacienda  y  muy 
señaladamente  la  ley  de  1849. 

CÁMARA  ECLESIÁSTICA 
(coii»EJo  DR  ii%).  Se  ha  dado  este  nom- 
bre á  un  Consejo  de  negocios  eclesiásticos 
compuesto  de  prelados,  sacerdotes  constitui- 
dos en  dignidad  y  allos  empleados  del  ór* 
dnn  judicial  y  administrativo,  que  ademas  de 
las  atribuciones  consultivas  en  las  materias 
ordinarias  de  su  instituto ,  reúne  el  cntargQ 
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de  calificar  y  clasificar  á  los  sujetos  que  aspi- 
ren á  prebendas  ó  beneficios  de  toda  clase  cu- 
ya libre  presentación  corresponde  á  la  corona. 

La  Cámara  eclesiástica,  según  el  decreto 
de  sn  creación  espedido  en  2  de  mayo  de 
1851,  debe  componerse  de  dos  consejeros  na- 
tos ,  que  son  el  M.  R.  arzobispo  de  Toledo, 
presidente,  y  el  M.  R.  patriarca  de  las  In- 
dias ;  de  un  eclesiástico  constituido  en  dig- 
nidad que  tenga  su  residencia  canónica  en 
la  corte,  siendo  Tacultativo  el  ulterior  au- 
mento de  los  de  esta  clase  (1);  de  dos  minis- 
tros del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  de 
cuatro  altos  empleados  efectivos  ó  cesantes, 
nombrados  por  S.  M.  á  propuesta  del  minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia.  Uno  de  los  com- 
prendidos en  las  dos  últimas  categorías  ha 
de  servir  el  cargo  de  fiscal  de  la  Cámara, 
con  voto  meramente  consultivo  en  los  nego- 
cios sobre  que  diere  dictamen,  é  iguales  fa- 
cultades que  los  demás  individuos  en  todo 
lo  restante.  Todos  los  cargos  son  gratuitos. 

La  supresión  de  la  antigua  Cámara  de 
Castilla,  habia  dejado  un  gran  vacío  en  la 
prudente  intervención  que  corresponde  á  la 
corona  respecto  de  las  cosas  y  personas  ecle- 
siásticas por  los  justos  títulos  que  hemos 
asentado  al  tratar  de  la  primera.  Se  habia 
llenado  incompletamente  este  vacio  confi- 
riendo algunas  de  sus  atribuciones,  sobre  to- 
do en  la  parte  de  consulta,  primero  al  Tri- 
bunal Supremo  de  España  é  Indias,  ahora  de 
Justicia,  y  después  al  Consejo  Real,  y  crean- 
do mas  tarde  una  junta  consultiva  para  el 
orden  eclesiástico.  Pero  sentida  mas  que 
nunca  la  necesidad  de  un  cuerpo  análogo 
luego  que  el  último  concordato  dejó  cspedi- 
ta,  asi  la  provisión  de  las  prebendas  y  be- 
neficios, como  la  resolución  de  los  negocios 
eclesiásticos  en  gran  parte  suspensos,  se 
atendió  á  ella  creando  esta  nueva  Cámara; 
pensamiento  útil  y  acertado  sin  duda,  pero 
que  lo  habría  sido  mas  si  se  hubiera  realiza- 
do con  menos  timidez.  A  nuestro  juicio,  de- 
bió hacerse  la  heredera  de  casi  todas  las  atrí- 
buciones,  facultades  y  jurisdicción  de  la  an- 


(1)    Por  real  decreto  de  85  de  oclabre  de  18.HI  se  cre^i  ya 
•tra  plaza  d«  mia^stro  de  la  Cámara  perteneciente  i  ella. 


I  tigua  de  Castilla,  en  la  parte  edesiásiíca,  síq 
mas  modificaciones  que  las  puramente  indis- 
pensables ;  se  debió  conservar  sa  organiza- 
ción en  todo  lo  posible  esmerándose  en  bor- 
rar hasta  el  recuerdo  de  la  interrapcion  poco 
meditada  ocurrida  durante  algunos  anos;  y 
debió ,  por  último,  formarse  escepto  el  pre- 
sidente y  á  lo  sumo  otro  vocal ,  de  minis- 
tros seglares,  si  bien  notables  por  su  religio- 
sidad, instrucción  y  espirítu  conciliador.  Si 
en  épocas  normales  la  existencia  de  minis- 
tros eclesiásticos  no  tiene  inconveniente  al- 
guno, llegado  el  caso,  sensible  siempre  y 
que  debe  alejarse  con  empeño,  de  diferen- 
cias y  cuestiones  entre  ambas  potestades, 
es  crítica  y  penosa  la  situación  de  los  últimos 
para  sostener,  aun  cuando  sea  cuerda  y  dig- 
namente, los  derechos  de  la  corona  y  para 
abrir  un  camino  que  conduzca  i  la  condlia- 
cion  por  medio  de  mutuas  concesiones. 

De  todos  modos,  la  creación  de  la  Cámara 
eclesiástica  fué,  sin  duda,  una  medida  útil 
de  gobierno,  que  está  dando  y  dará  venta- 
josos resultados. 

Sus  atribuciones  según  el  decreto  de  plan- 
ta son: 

Ordenar  la  instrucción  de  los  espedientes 
y  resolver  definitivamente  los  negocios  que 
no  sean  de  gran  trascendencia,  limitándose 
á  emitir  su  parecer  en  los  demás. 

Formar  anualmente  estados  nominales  de 
los  sugetos  que  por  sus  virtudes  evangélicas, 
méritos  y  circunstancias  personales  sean  idó- 
neos para  las  prelacias,  previo  informe  de  los 
respectivos  diocesanos,  y  en  su  caso  de  otras 
personas  de  reconocida  piedad  y  celo. 

Clasificar  según  sus  circunstancias  y  me- 
recimientos los  eclesiásticos  que  deben  indi- 
car anualmente  los  prelados  por  la  vía  reser- 
vada para  que  se  les  promueva  en  su  car- 
rera. 

Calificar  y  clasificar  asimismo  á  todos  los 
que  pretendan  prebendas  ó  beneficios,  cuya 
libre  presentación  corresponda  á  la  Corona. 

Dar  su  dictamen  sobre  la  provisión  de  cu- 
ratos y  beneficios  curados  perteneciente  á 
S.  M.,  previa  oposición  y  propuesta  del  res- 
pectivo diocesano:  sobre  permutas,  resignas 
y  planes  beneficiales;  sobre  espedicion  de 
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cédulas  austiiitorias  á  favor  de  los  sugetos 
nombrados  por  los  prelados  ó  por  los  cabil- 
dos, sede  Tacante  ,  para  cargos  delajadica- 
tura  eclesiástica;  acerca  de  todos  los  conflic- 
tos que  ocurran  así  entre  las  autoridades 
eclesiásticas  y  las  del  orden  civil,  como  en* 
tre  autoridades  eclesiásticas  qae  no  reconoz- 
can un  prelado  común  superior;  y  en  gene- 
ral, sobre  todo  lo  que  pueda  afectar  las  bue- 
nas relaciones  y  concordia  entre  la  Iglesia  y 
el  Estado.  La  Cámara  no  solo  puede  ser  oida 
en  todos  los  casos  comprendidos  en  este  pár- 
rafo ,  sino  que  debe  serlo  precisamente  y 
sin  escepcion  alguna;  no  obstante  lo  cual,  el 
gobierno  se  reserva  oir  también  al  Con- 
sejo Real ,  siempre  que  por  la  gravedad  y 
trascendencia  del  negocio  lo  estime  conve- 
niente. 

En  el  mismo  decreto  orgánico  se  previe- 
ne, como  era  consiguiente,  que  el  ministro 
de  Gracia  y  Justicia  no  proponga  á  S.  M.  su- 
geto  alguno,  cualquiera  que  sea  el  beneficio 
de  que  se  trate,  sin  que  la  Cámara  hubiese 
calificado  previamente  sus  circunstancias  con 
vista  de  informe  y  testimoniales  del  diocesa- 
no; y  se  ordena  al  propio  tiempo  que  se  pu- 
bliquen en  la  Gaceta  todas  las  provisiones 
con  una  ligera  resena  de  la  carrera  del  pre- 
sentado, prescripción  la  última  que,  en  ver- 
dad ,  no  se  ejecuta. 

P&ra  ausiliar  los  trabajos  de  la  Cámara  se 
destinaron  á  su  secretaría ,  que  desempeña 
el  gefe  encargado  de  la  sección  de  negocios 
eclesiásticos  en  el  ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  todos  los  empleados  del  mismo  cor- 
respondientes á  este  negociado  y  los  que  es- 
taban á  las  órdenes  de  la  Junta  consultiva, 
entonces  suprimida. 

El  sistema  establecido  para  la  Cámara 
eclesiástica  á  fin  de  procurar  el  acierto  en 
la  provisión  de  las  prebendas  es,  como  á 
primera  vista  se  deja  conocer,  mucho  mas 
tato  que  el  constantemente  observado  por  la 
antigua  de  Castilla.  Mieutras  esta  formaba 
libremente  y  sin  mas  Hraites  que  su  justifi- 
cación, religiosidad  y  conciencia  propuesta 
en  terna  con  arreglo  á  los  datos  que  tenia  á 
la  vista  eligiendo  el  monarca  uno  de  ios  com- 
prendidos en  ella,  la  Cámara  eclesiástica  ci- 


ne sus  trabajos  á  calificar  y  clasificarlos  pre- 
tendientes. 

La  secretaría  forma  el  espediente  de  cada 
provisión  incluyendo  á  los  aspirantes  en  una 
lista  con  su  calificación  respectiva,  y  le  pa- 
sa directamente  al  camarista  que  está  en 
turno.  Este,  en  calidad  de  ponente,  clasifica 
conforme  á  los  datos  y  según  su  buen  juicio 
á  los  calificados  ya  por  la  secretaría,  ó  rec- 
tifica la -calificación  hecha  por  la  misma,  si 
cree  hal)er  motivo  para  ello;  después  de  lo 
cual  la  Cámara  decide.  Vuelto  el  espediente 
al  ministerio  y  examinado  el  acuerdo  de  la 
Cámara  ,  el  ministerio  propone  á  S.  M.  al 
que  juzga  mas  á  propósito  entre  todos  los 
aspirantes  calificados  por  ella.  Este  método 
busca  la  garantía  de  que  se  nombre  siempre 
una  persona  digna:  el  antiguo,  estrechando 
el  círculo  de  la  elección,  la  fijaba  en  uno  de 
los  tres  mas  dignos. 

El  cardenal  presidente  de  la  Cámara  dictó 
un  reglamento  provisional  (1)  para  su  go- 
bierno interior,  copiado  en  gran  parte  de  la 
notable  intruccion  que  Felipe  II  dio  á  la  de 
Castilla. 

Consta  de  cinco  títulos. 

El  primero ,  consagrado  á  determinar  las 
obligaciones  de  los  ministros  de  la  Cámara, 
les  recuerda  la  de  meditar  profundamente  y 
observar  siempre  para  el  buen  desempeño  de 
su  alto  cargo  los  deberes  que  les  imponen  las 
leyes  del  reino,  y  señaladamente  la  1.*,  tí- 
tulo 4.°,  lib.  4.**  de  la  Novísima  Recopilación, 
parte  á  su  vez  de  la  instrucción  citada  arri- 
ba, y  que  se  reproduce  en  los  artículos  su- 
cesivos de  este  reglamento. 

En  su  virtud  les  recomienda  la  pruden- 
cia, cristiandad  y  buen  celo  que  deben  apa- 
recer en  su  conducta;  la  atención,  cuidado 
y  recato  que  han  de  acompañar  siempre  á  la 
integridad  y  diligencia  en  el  servicio;  y  el 
secreto  tan  necesario  para  el  buen  fin  de  los 
negocios;  les  prohibe  de  todo  punto  recibir 
cosa  alguna  y  estrechar  amistad  con  los  as- 
pirantes á  cargos  ó  empleos  en  cuya  provi- 
sión pueda  intervenir  la  Cámara,  así  como 


(1)  Este  reglamento  provisional,  qae  es  el  vigente,  esti  In- 
serto en  el  tomo  l.'del  Boletín  oficial  del  ministerio  de  tfraeia 
y  Justicia,  pig.  155. 
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toda  comunicación  ó  trato  íntimo  con  ellos, 
sus  agentes,  negociantes  y  comensales;  en- 
cargándoles al  propio  tiempo  dar  á  los  inte- 
resados fácil  y  grata  audiencia,  y  despachar 
breve  y  claramente  los  negocios  por  el  orden 
de  su  importancia. 

Se  previene  también  en  este  primer  título 
que  para  alterar,  ó  mudar  lo  ya  acordado 
han  de  hallarse  presentes  todos  tos  ministros 
que  asistieron  al  primer  acuerdo,  y  9i  hubie- 
ren muerto  ó  estuvieren  ausentes  ú  ocupa- 
dos en  otros  cometidos,  la  consulta  conten- 
drá con  el  último  acuerdo  el  primero  que  se 
tuvo,  por  quienes,  y  los  motivos  en  que  se 
fundaron;  que  todos  los  acuerdos  resolutivos 
y  consultivos  se  dictarán  por  mayoría  abso- 
luta de  votos,  teniéndole  el  presidente  deci- 
sivo en  caso  de  empate;  y  que  las  minorías 
y  votos  particulares  podrán  escribirse  y  6r- 
marse  por  sus  autores  á  continuación  del 
acuerdo  de  la  mayoría;  con  otras  reglas  con- 
eernientes  al  despacho  de  los  asuntos  y  mo- 
do de  formular  las  consultas  del  cuerpo. 

El  título  i.°  establece  los  dias  y  la  Torma 
en  que  deben  celebrarse  las  sesiones. 

El  3.**  va  encabezado  con  este  epígrafe  de 
las  facultades  y  atribuciones  de  la  Cámara, 
Para  que  estas  puedan  apreciarse  mejor  crec- 
S10S  oportuno  insertarle  íntegro: 

«Art.  29.  Las  facultades  y  atribuciones 
de  la  Cámara  son  ó  resolutivas  ó  consultivas. 

iA.rt.  30.    Son  consultivas: 

1/  Todas  las  de  formación  ó  instrucción 
de  los  espedientes. 

2.**  Todas  las  que  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  real  decreto  orgánico  de  2  de 
mayo  corriente  (18o i),  no  sean  de  gran  tras- 
cendencia y  cuya  decisión  está  reservada  á  la 
resolución  regia,  previo  el  parecer  de  la  Cá- 
mara. Y  con  el  fin  de  que  se  cumpla  sin  en- 
torpecimiento y  no  se  dude  de  lo  dispuesto 
en  el  mencionado  arl.  4.°,  se  entenderán  por 
ahora  como  negocios  de  definitiva  resolución 
de  la  Cámara,  entre  otros,  los  que  el  gobierno 
le  remita  para  este  efecto,  y  los  que  así  se 
determinen  y  clasifiquen  en  las  instrucciones 
generales  ó  particulares  que  se  espedirán  al 
efecto  por  el  ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

»Art.  31.    Son  consultivas  (odas  las  que 


no  siendo  de  conocida  resolución  de  la  Cá-> 
mará  pi oponga  y  dirija  ai  mismo  ministerio 
en  forma  de  consulta,  ya  evacuando  su  pa- 
recer, cuando  se  le  pida,  ya  elevando  su  dic- 
tamen en  asuntos  suscitados  á  instancia  de 
partes,  ya  en  los  que  nazcan  de  propio  y  de- 
liberado acuerdo  de  la  Cámara. 

>Art.  32.  Para  dar  cumplimiento  á  los 
estados  nominales  que  anualmente  se  deben 
formar  de  los  sugetos  que  por  sus  virtudes 
evangélicas,  méritos  y  circunstancias  perso- 
nales sean  idóneos  para  las  prelacias,  con- 
sultará la  Cámara  lo  mas  pronto  que  sea  po- 
sible el  modelo  ó  modelos  interrogatorios  que 
crea  necesario  dirigirá  los  respectivos  dioce- 
sanos y  demás  personas  de  reconocida  pie- 
dad y  celo  á  fin  de  obtener  sus  informes  con 
la  homogeneidad,  precisión  y  claridad  que 
tan  grave  asunto  requiere. 

»Art.  33.  También  consultará  á  la  ma- 
yor brevedad  los  oportunos  modelos  de  inter- 
rogatorio que  convenga  dirigir  á  fin  de  cali- 
ficar y  clasificar  según  sus  respectivas  cir- 
cunstancias y  merecimientos  á  los  eclesiás- 
ticos que  por  la  via  reservada  deben  indicar 
anualmente  los  prelados  como  dignos  de  que 
se  les  promueva  en  su  carrera,  ó  de  obtener 
las  prebendas  ó  beneficios  de  toda  clase  que 
pretendan  y  cuya  libre  presentación  corres- 
ponda á  la  corona. 

>Art.  34.  Además  de  ser  oida  la  Cá- 
mara en  lodos  los  negociso  de  que  habla  el 
artículo  I.''  del  decreto  orgánico  de  2  de 
mayo,  lo  será  también  en  todos  los  conflic- 
tos y  encuentros  de  competencia  que  nazcan 
entre  autoridades  eclesiásticas  que  no  reco- 
nozcan un  prelado  común  superior,  á  la  ma 
ñera  que  antes  lo  hacia  la  Real  Junta  Apos- 
tólica de  competencias. 

«El  título  4."*  refente  al  ministerio  fiscal, 
dispone  que  este  sea  siempre  oido  en  todos 
los  negocios  en  que  esté  interesado  el  real 
patronato ;  en  los  de  interés  individual  que 
siendo  de  naturaleza  gubernativa  puedan 
convertirse  en  perjudiciales  ó  contenciosos, 
en  los  asuntos  entre  partes  en  que  luche  el 
interés  individual  con  alguna  institución  pú- 
blica, ó  en  que  dos  cuerpos,  institutos  ó 
autoridades  se  disputen  el  derecho  que  dé 
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motivo  á  la  cuestión.  Fuera  de  estos  casos 
y  por  vía  de  instrucción  podrá  ser  oido  el 
fiscal,  de  viva  voz  ó  por  escrito,  en  cualquier 
otro  asunto  grave,  cuando  así  lo  acordare  la 
Cámara.  > 

El  título  5.**  y  último  contiene  algunas 
reglas  de  poca  importancia  referentes  al  me- 
jor servicio  de  la  Cámara. 

La  reciente  creación  de  este  cuerpo  no 
permite  tratar  con  mas  estension  esta  mate- 
ria, ni  juzgar  prácticamente  de  su  importan- 
cia, prestigio  y  fuerza  moral  que  en  nues- 
tro concepto  le  hubiera  asegurado  mas  la 
denominación  de  CAmara  de  Castilla  con  al- 
gunas atribuciones  jurisdiccionales  en  asun- 
tos del  real  patronato. 

CitMitRii.  DE  eUERRit.  En 
lo  antiguo  las  propuestas  para  empleos  y  car- 
gos militares  se  hacian,  ora  por  el  Consejo 
de  la  Guerra,  ora  por  la  Cámara  de  Casti- 
lla (1).  En  1814,  al  dar  nueva  planta  al  Con- 
sejo de  la  Guerra  por  el  real  decreto  de  18 
de  junio,  se  dijo  en  su  art.  7.*,  que  cuando 
ocurriere  vacante  de  alguna  de  las  plazas 
del  Consejo,  que  no  fuere  la  de  secretario, 
y  cuando  la  vacante  fuere  de  auditoría  de 
guerra,  ó  de  marina ,  ó  de  las  oficinas  del 
tribunal,  c  reunidos  en  Cámara  el  decano ,  el 
general  mas  antiguo  de  la  sala  de  gobierno 
de  marina,  y  el  mas  antiguo  de  los  de  ejér- 
cito, el  intendente,  y  el  ministro  togado  mas 
antiguo,  me  consultaran  la  persona  6  perso- 
nas que  crean  mas  á  propósito  para  servir  el 
empleo  que  vacare.  A  estas  consultas  asis- 
tirá sin  voto  el  secretario  de  la  sala  de  go- 
bierno del  ejército.  1 Y  manda  después,  que 
en  estas  consultas  y  otras  que  se  encarga- 
ren al  Consejo,  y  en  la  instrucción  de  los 
espedientes  respectivos  se  guarde  el  orden 
observado  en  otras  Cámaras. 

Por  los  términos  del  artículo  antes  citado, 
por  la  falta  de  solemnidad  para  la  creación 
de  un  consejo  de  Cámara,  en  el  cual  por  otra 
parte,  ningún  nombramiento  es  personal,  y  ni 
ann  se  hace  designación  de  presidente,  parece 
que  mas  bien  que  una  Cámara  6Consejo  supe- 
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rior,  se  estableció  una  mera  comisión  de  con- 
sulta. Después,  sin  embargo,  se  fué  supliendo 
esta  falta  de  solemnidad  en  la  forma  y  por- 
menores, debiendo  advertir  que  habiéndose 
creado  pocos  dias  después  el  Almirantazgo, 
ó  consejo  de  Marina,  las  atribuciones  de  la 
Cámara  de  Guefrra  se  redujeron  á  lo  concer- 
niente á  los  ejércitos  de  tierra.  Así  termi- 
nantemente se  ordenó  en  real  decreto  de  18 
de  agosto  de  1814 ,  en  el  cual  se  dispuso 
en  cuanto  á  la  Cámara  de  Guerra  que  en 
vez  del  general  de  marina,  que  según  el  ar- 
tículo 7.**  del  citado  decreto  de  15  de  junio 
anterior  debia  concurrir  á  ella,  asistiese 
otro  del  ejército,  de  suerte,  que  compusie- 
sen la  Cámara  el  decano,  los  dos  generales 
que  le  siguiesen  en  antigüedad,  el  intenden- 
te, ó  el  ministro  político,  según  el  que  fuese 
mas  antiguo  de  todos,  y  el  primero  de  los 
ministros  togados. 

En  real  orden  de  5  de  junio  de  1815,  se 
estableció  ya  que  los  individuos  de  la  Cáma- 
ra de  Guerra  gozaran  de  los  mismos  honores, 
tratamiento,  asignación  y  emolumentos  que 
los  de  la  Cámara  de  Castilla,  y  se  hizo  desig- 
nación personal,  ó  aun  nombramiento  de  los 
individuos  que  la  componian. 

Habiéndose  nombrado  vice-presidente  del 
consejo  de  la  Guerra  ai  infante  don  Antonio, 
se  mandó  que  este  fuese  presidente  de  la 
Cániara,  como  en  el  mismo  caso  lo  fué  des- 
pués el  infante  don  Carlos. 

Elevada  así  la  Cámara  al  alto  rango  que 
por  este  concepto  le  correspondia,  en  10  de 
abril  de  1816  se  la  proveyó  de  reglamento 
interior,  y  en  real  decreto  de  12  de  febrero 
siguiente  se  ampliaron  sus  atribuciones,  co- 
metiéndole la  propuesta  en  terna  para  los 
cargos  de  consejeros  y  ministros  de  la  Cá- 
mara misma :  para  los  de  vireyes,  capitanes 
generales,  convandantes  generales,  y  segun- 
dos cabos,  así  de  España,  como  de  Indias: 
de  todos  los  grados  del  ejército  de  coronel 
arriba:  inspectores  generales,  generales  de 
ejércitos  de  operaciones,  mayores  generales 
y  gefes  de  estados  mayores  de  ejército  y 
plazas:  tenientes  de  rey,  auditores  de  guer- 
ra, intendentes  militares,  con  otros  muchos 
cargos  y  empleos  aun  inferiores^  á  lo?  n>en- 
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cioaados,  y  lo  propio  para  honores  de  los 
mismos. 

Reconociéndose  después  que  el  acierto  en 
muchas  de  estas  propuestas  dependía  del  co- 
nocimiento del  personal,  en  decreto  de  12  de 
agosto  del  propio  ano  se  ordenó  con  este 
fin  que  fuesen  ministros  natoüs  de  la  Cámara 
de  Guerra,  los  capitanes  generales  de  ejér- 
cito que  estuvieren  al  servicio  de  S.  M. 

La  Cámara  así  constituida  siguió  la  suerte 
del  Consejo  de  la  Guerra,  y  cuando  estécese 
por  la  creación  del  tribunal  de  Guerra  y  Ma- 
rina, cesó  ella  también.  {Véanse  los  artícu- 
los relativos  á  dicho  Consejo  y  tribunal.) 

CAMitRA  DE  INDIAS.  Instí- 
tuido  el  Consejo  de  Indias  y  perfeccionado 
sucesivamente  por  varios  soberanos,  esta- 
blecióse en  él  la  Cámara  del  mismo  nom- 
bre (i)  á  ejemplo  de  la  de  Castilla,  atribu- 
buyéndole  facultades  análogas  y  de  especia- 
lísima  importancia  en  atención  á  ejercer 
nuestros  reyes  sobre  aquellos  remotos  paí- 
ses, tan  difíciles  de  ser  bien  gobernados  por 
diversos  conceptos,  no  solo  la  autoridad  real 
como  monarcas,  sino  también  la  de  legados 
de  la  SanU  Sede  en  las  materias  eclesiás- 
ticas. 

Aunque  muy  dignos  de  ser  conocidos  y 
estudiados  los  dictámenes  y  resoluciones  de 
la  Cámara  de  Indias ,  sobre  todo  en  esu  úl- 
tima parte  de  sus  trabajos,  la  índole  de 
nuestra  obra  no  nos  permite  entrar  ahora 
en  un  examen  detenido  acerca  de  ellos ,  co- 
mo por  consideraciones  muy  obvias  lo  he- 
mos verificado  respecto  de  la  de  Castilla,  si 
bien  en  algunos  artículos  especiales  tendre- 
mos ocasión  de  poderlos  apreciar  debida- 
mente. 

Nos  limitaremos  por  tanto  á  consignar  con 
brevedad  las  mas  notables  entre  las  muchas 
vicisitudes  que  su  historia  nos  marca. 

En  16  de  marzo  de  1609  fué  estinguida 
para  dar ,  se  dijo ,  mejor  espediente  á  ios 
negocios,  escusar  emulaciones  y  diferen- 
cias, y  autorizar  las  plazas  del  Consejo ,  pa- 
reciendo al  rey  (Felipe  III)  mas  conveniente 


il\    Fué  creada  por  real  cédala  de  tS  de  agosto  de  ICOO, 
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I  que  se  determinaran  y  consultasen  por  unos 
mismos  sugetos  las  materias  de  gracia  y  de 
gobierno  por  la  conexión  y  dependencia  que 
tienen  entre  sí.  Entonces  se  dispuso  que  las 
cuatro  secretarías  de  Consejo  y  Cámara  que- 
dasen reducidas  á  dos ,  según  fuesen  vacan- 
do, y  que  la  junta  de  Guerra  atendiese  á  la 
provisión  de  los  oficios  y  cargos  del  ejército 
y  armada ,  que  antes  eran  de  inspección  de 
la  Cámara ,  así  como  á  la  distribución,  cuen- 
ta y  razón  de  lo  que  se  impendía  en  las  flo- 
tas de  la  carrera. 

Apenas  pasado  un  tercio  de  siglo ,  se  crea- 
ba de  nuevo  la  Cámara  en  10  de  febrero 
de  1644  componiéndola  del  presidente  y 
tres  ministros  del  Consejo  de  Indias  para 
que  despacharan  y  consultasen  las  cosas  y 
negocios  sometidos  anteriormente  á  su  ins- 
pección. 

En  6  de  marzo  de  1704  se  estinguió  otra 
vez  cometiendo  al  Consejo  los  asuntos  en 
que  entendía  por  ser  conveniente  para  el 
mas  pronto  despacho  de  los  negocios,  según 
en  el  decreto  se  espresaba,  reducir  el  nd- 
mero  de  los  ministros  de  los  tribunales  al 
que  con  prudencia  acordada  prescribieron 
las  leyes ,  y  consultando  también  al  mayor 
ahorro  de  la  real  Hacienda,  no  obstante  lo 
cual  volvió  á  restablecerse  por  decreto 
de  29  de  abril  de  1716  y  se  compuso  del 
presidente  ó  gobernador  del  Consejo,  dos 
justicias  de  capa  y  espada  y  un  togado. 

Suprimida  de  nuevo  con  estrana  lijereza 
al  ano  inmediato  (11  de  setiembre  de  1717] 
estimando  mas  conveniente  que  corriese  por 
la  vía  reservada  todo  lo  que  directa  ó  indi- 
rectamente tuviera  relación  con  el  manejo 
de  la  real  Hacienda ,  Guerra ,  comercio,  na- 
vegación á  las  Indias,  provisión  de  em- 
pleos, etc.,  renació  de  sus  cenizas  en  22  de 
diciembre  de  1721  por  considerarse  que  di- 
vididas las  dependencias  de  los  vastos  do- 
minios de  América ,  se  asegurarían  mas  los 
aciertos  de  sus  providencias.  La  constituye- 
ron bajo  la  presidencia  del  gobernador  del 
Consejo  del  ramo  cuatro  de  sus  ministros, 
dos  de  capa  y  espada  y  dos  togados  ^  á  fin  de 
que  se  mantuviese  en  el  número  de  cinco 
precisos ,  sin  que  debieran  gozar  por  este 
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^cargo  mas  sueldo  ai  emolumentos  que  el 
que  cada  cual  tenia  por  su  plaza. 

Las  prudentes  y  acertadas  disposiciones 
que  dictó  Fernando  VI  para  la  Cámara  de 
Castilla  en  3  de  octubre  de  1748,  de  que  en 
su  lugar  hicimos  mérito,  se  estendieron  tam- 
bién &  la  de  Indias  por  idénticas  razones. 

No  exigiendo  especial  mención  las  alter- 
nativas posteriormente  ocunidas,  terminare- 
mos esta  lijerisima  resena  consignando  que 
por  real  decreto  de  24  de  marzo  de  1834  fue- 
ron suprimidos  el  Consejo  y  la  Cámara  de 
Indias,  pasando  al  Tribunal  Supremo  de  Es- 
paña é  Indias  la  mayor  parte  de  sus  atribu- 
ciones* 
.  CÁMARA  (PBSAS  m)  y.  nmAm 

»B  CAMAmA  T  «.%0T«9  »B  JVüVICia. 

CÁMARA  REAIi.  (T  también  sim- 
plemente Cámara,  Real  Cámara  y  Cámara  del 
rey).  En  el  lenguaje  de  la  etiqueta  tiene  va- 
rias acepciones,  para  cuya  inteligencia  es 
menester  tener  presente  lo  dicho  en  el  ar- 
ticulo genérico  Cámara,  y  ademas  que  en  e 
Real  Palacio,  y  en  cualquier  punto  de  man- 
sión, alojamiento  ó  campamento  del  rey;  y  lo 
propio  en  su  caso  de  la  reina,  príncipe  de  As- 
turias, y  demás  personas  reales  que  tienen 
cuarto  6  servidumbre  separada,  la  estancia 
real,  para  los  fines  de  la  etiqueta  y  servicio 
se  divide  y  clasifica  de  esta  manera:  cámara 
interna,  ó  departamento  interior  cerrado,  en 
que  reside  la  real  persona :  cámara  abierta 
que  es  la  pieza  anterior  contigua  en  que  el 
soberano  ó  persona  real  se  presenta  en  públi- 
co y  tienen  lugar  los  actos  públicos,  oficiales 
y  de  etiqueta:  y  luego  sucesivamente  hasta  la 
entrada,  antecámara  ó  segunda  sala:  saletaf 
ó  tercera  sala ,  que  es  donde  concluye  la  eti- 
queta, y  cuarta  y  demás  saletas,  que  forman 
el  redl¿miento  común ,  ó  de  clases  no  privi- 
legiadas* 

La  circunstancia  de  cámara  cerrada  ó 
abierta,  ha  de  entenderse  materialmente, 
pues  asi  realmente  lo  están,  si  bien  las  puer- 
tas de  una  y  otra  se  guardan  como  mas  ade- 
lante diremos. 

.  La  cámara  abierta,  ó  primer  salón  de  eti- 
queta, se  denomina  en  las  antiguas  etiquetas 
de  palacio  antecámara ,  por  preceder  inme- 
TOMO  vil. 


diatamente  á  la  cámara  interior,  ó  aposentos 
cerrados  de  la  real  persona. 

En  tal  supuesto,  la  palabra  cámara  en  el 
sentido  del  presente  articulo,  tiene  tres  acep- 
ciones principales. 

i.*  El  aposento  ó  habitaciones  cerradas 
de  la  real  persona. 

2.*  La  pieza  abierta,  inmediata  á  los  apo- 
sentos cerrados,  á  cargo  de  los  gentiles-hom- 
bres de  día;  y  de  los  monteros  de  Espinosa 
de  noche,  llamada  antes  antecámara,  y  hoy 
cámara  por  antonomasia  y  por  la  razón  arri- 
ba indicada. 

Y  3.^  En  los  viajes  y  jornadas  el  séquito 
principal  del  rey  y  personas  reales ,  ordena- 
do por  categorías.  Llámase  entonces  primera 
cámara  á  la  clase  que  precede  á  todas,  inme- 
diatamente después  del  coche  del  rey:  segun- 
da cámara  la  que  le  sigue  inmediatamente. 
Los  carruajes  de  estas  categorías  se  denomi- 
nan también,  en  analogía  con  las  clas^  que, 
los  ocupen ,  primera  y  segunda  cámara.  Es-, 
tas  precedencias  están  arregladas  por  la  eti- 
queta. En  el  régimen  constitucional  se  cree, 
que  en  ciertos  actos  nadie  puede  prece- 
der á  los  Ministros  de  la  Corona,  y  de  or- 
dinario ocupan  la  primera  cámara:  los  ge-, 
fes  de  palacio ,  y  gentiles-hombres  de  ser- 
vicio t  la  segunda:  de  no  concurrir  los  mi- 
nistros ,  estas  últimas  categorías  ocupan 
por  su  propio  fuero  la  primera.  Diremos  de 
paso  que  los  ministros  no  concurren  con  esa 
preferencia  sino  en  actos  oficiales,  no  en  los 
de  pura  etiqueta,  como  los  de  capilla;  y  tam- 
bién en  los  convites,  en  que  el  presidente  por 
lo  menos  y  el  de  Estado  tienen  precedencia; 
esto  es ,  asiento  de  preferencia ,  inmediata-» 
mente  al  lado  de  la  persona  real;  y  los  de- 
mas  ministros  suelen  interpolarse* 

Llámase,  en  fin,  cámara  el  pabellón  real, 
pueblo,  ó  ciudad  donde  n^as  de  ordinario  re- 
side el  rey;  y  así  leemos  alguna  ve?»  respecto 
de  Burgos,  ser  Cabeza  de  Castilla,  y  Cámara 
del  rey. 

Nada  de  lo  dicho  seria  objeto  de  la  Enciclo- 
PBDiA,  si  los  efectos  de  estas  ritualidades . y 
clasificaciones  hubiesen  de  limitarse  al  recinto 
de  palacio  y  á  las  personas  de  la  real  y  do^ 
méstica  servidumbre.  Pero  la  clasificación  da 
27 
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localidftdes  en  el  real  alcázar  llera  consigo  la 
prerogatíTa  y  cuestión  de  entrada.  Las  per- 
sonas 7  clases  sujetas  á  las  reglas  que  la  de* 
terminan,  son  los  tribunales  y  consejos:  los 
príncipes  de  la  Iglesia:  las  primeras  autorida- 
des: los  cuerpos  colegisladores:  el  cuerpo  di- 
plomático: el  pueblo,  el  clero  y  la  nobleza,  y 
de  este  modo  la  etiqueta  de  palacio  se  resuel- 
ve en  una  cuestión ,  oscurísima  por  cierto, 
delicada  por  demás,  y  con  frecuencia  ocasio- 
nada; según  que  establece  derechos  y  prero- 
gatívas  de  clases  y  personas ,  y  prescribe  re- 
glas y  obligaciones  sobre  el  respeto  debido  á 
la  casa  del  rey ,  se  resuelve ,  decimos ,  en 
una  cuestión  de  deberes  y  derechos ,  y  tras- 
ciende por  la  índole  de  los  mismos  al  derecho 
pübKco  y  al  derecho  diplomático. 

Mas  fácil  es  comprenderlo  así,  que  dar  á 
conocer  las  reglas  Gjas  y  seguras  de  la  eít- 
queta,  porque  esta  no  las  tiene  en  realiadad, 
como  espresaremos  en  su  artículo  correspon- 
diente. 

Reservaríamos  también  para  el  artículo  En- 
trada en  pálaciOy  ú  otro  análogo  el  dar  á  co- 
nocer las  reglas  de  este  derecho;  pero  lo  nue- 
va y  poco  usada  de  la  denominación  que  pu- 
diera adoptarse,  hace  mas  cómodo  y  natural 
el  que  se  consignen,  así  como  es  mas  natural 
también  éH  buscarlas  en  el  artículo  caMAmA 

B8AI.. 

La  misma  conveniencia  hay  sin  duda  en  no 
dividir  la  unidad  de  la  cuestíoír,  tratando  de 
bs  entradas  respectivas  en  las  saletas,  ante- 
cámara» cámara  por  antonomasia,  y  cámara 
interior,  ó  aposentos  cerrados  de  la  residencia 
de  la  real  persona;  por  lo  cual  los  consigna- 
anos  bajo  un  contesto  en  el  presente  artículo, 
reduciendo  después  los  particulares  arriba  in- 
dicados á  una  remisión. 

Cámara  interi&r  6  aposentos  cerrados 
de  la  real  pet'sona.  Nadie,  por  pura  pre- 
rogatív2(  tiene  entrada  en  ellos ,  sin  ser 
anunciado,  sino  otra  real  persona.  Entra- 
se pues ,  en  ellos,  por  razón  de  servicio ,  y 
por  llamamiento  ó  beneplácito  de  la  persona 
real.  Por  razón  de  servicio  entran  o  entraban, 
el  camarero  mayor:  el  sumiller  de  corps:  los 
gentlles-bottAres  de  servicio:  los  monteros  de 
Espinosa,  pnes  que  «iendo  varón  la  persona 


I  reinante,  velaban  en  la  pieza  inm6(Bata  en 
que  el  rey  dormía:  los  que  tienen  despacho 
con  S.  M.  como  los  ministros  de  la  Corona,  y 
gefes  de  Palacio:  los  oGcios,  como  ayos  5 
maestros:  y  la  servidumbre  interior,  como 
ayudas  de  cámara,  camareras,  azafotas,  ete. 

Para  indicar  que  la  índole  esencial  de  esta 
cámara  interior  es  el  estar  cerrada,  los  Gran- 
des de  España,  y  demás  destinados  á  guar- 
dar sus  puertas  cerradas ,  y  á  penetrar  á  la 
real  estancia  para  anunciar  á  los  que  preten- 
den ser  recibidos  por  S.  M. ,  son  de  la  clase 
de  Gentiles-hombres,  llevando  por  distintivo 
la  llave  dorada,  como  emblema  de  su  cargo 
y  prerogativa;  mientras  guardan  la  entrada 
de  la  cámara  pública,  ó  Ramada  tal  por  esoe- 
lencia,  los  ugieres  de  cámara;  y  las  áe  la^  sa« 
letas  los  porteros  de  ellas. 

Cámara  por  escelencia  6  gran  salón  de 
etiqueta.  Pudiera  llamarse  también  cáma- 
ra pública,  6  cámara  abierta.  Llámase  cá- 
mara por  antonomasia,  porque  los  actos  qua 
en  ella  tienen  lugar  no  son  ya  del  servicio  ki- 
terior,  no  se  limitan  á  la  persona  real;  son  pú- 
blicos, son  entre  el  n^onarca  y  los  vasaUos; 
entre  el  gefe  del  Estado  y  las  altas  clases, 
corporaciones  y  autoridades ;  entre  el  sobera- 
no y  el  cuerpo  diplomático,  los  representan- 
tes de  otros  soberanos :  son ,  en  fin,  actos  ofi- 
ciales y  solemnes. 

Este  salón  se  Ramo  también  Salar  dé  los^ 
Grandes;  pero  solo  en  el  lenguaje  de  fitmilia 
y  etiqueta  interior,  pues  en  el  jurídico  y  oS* 
cial,  siempre  fue  cámara,  laque  por  ti^rapar-* 
te  no  ha  de  confundirse  con  el  sdlón  del  tíro^ 
no,  hoy  salón  de  embajadoreSé  En  lasaatiguaár 
etiquetas  se  llama  antecámara ,  por  cotítn^MH 
sicion  á  la  cámara  interior  ó  aposento»  e^^ 
rados  de  la  servidumbre  del  rey. 

En  esta  cámara,  hasta  en  1940,  ft#  babia 
mas  asiento  que  dos  grandes  sitiales  6  s^- 
nes  para  el  rey  y  la  reina ,  y  cesando  los  ac- 
tos públicos  se  volvían  y  aun  vuelven  de  res- 
paldo en  señal  de  que  Solo  los  ocupa  la  real 
persona. 

En  esta  cámara  se  verificaba  la  ^^rtora^ 
de  las  autiguas  Cortes,  y  en  ella  se  daban  las 
peticiones  de  las  mismas :  se  recibía  i  los  en- 
cargados diplomáticos,  cnaado  por  mayor  so- 
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Itmnidad  no  tenia  lugar  en  el  salón  del  tro- 
no: se  tenia  la  llamada  consulta  del  viernes: 
el  besamanos  anual  ó  periódico  de  consejos  y 
tribunales:  en  él  cruza  S.  M.  ó  arma  á  los 
caballeros  grandes  cruces;  recibe  el  jura- 
mento á  los  ministros  de  la  corona :  recibe  el 
besamanos  general  de  clases  privil^adas,  ó 
lea  de  todas  las  que  tienen  entrada  en  la  cá- 
mara: á  las  corporaciones,  y  comisiones,  sal- 
vo las  de  los  cuerpos  colegisladores ;  que  si 
1NUI  á  presentar  ¿  sanción  un  proyecto  de  ley, 
son  recibidos  por  muestra  de  confianza  en  el 
tabinete  de  S.  M.,  y  si  son  de  mensaje,  en  el 
talón  del  trono:  á  las  personas  particulares 
que  son  recibidas  á audiencia,  ele,  cuyos  ac- 
tos, y  otros  muchos  análogos  que  se  omiten, 
dan  4  conocer  el  destino  de  la  cámara,  su 
impof  lancia  oficial,  y  la  de  la  prerogativa  de 
entrada  en  ella. 

No  puede  esta  determinarse,  sin  embargo, 
por  los  actos  de  que  queda  hecha  mención. 
En  donde  quiera  que  se  sitúe  S.  H.,  ^  claro 
que  h«Ata  allí  han  de  pei^trar  las  clases  y 
personas  que  se  digna  S.  M.  llamar ,  ó  reci- 
bir. Allí  ft  llega  por  autorización  de  S.  M. 
limitada  4  aquel  caso;  y  por  ahorrar  molestia 
4  su  real  persona;  porque  no  seria  digno  que 
S.  M.  viniese  4  buscar  á  las  clases  ó  personas 
en  el  locaj  en  que  respectivamente  deben  es- 
perar. La  prerogativa  de  entrada  en  la  cá- 
mara, y  lo  propio  relativamente  en  la  sala  y 
saletas,  consiile  en  poder  presentarse  en  ellas 
sin  previo  permiso  solicitado  de  S.  M.,  ni  de 
ningún  gefs  de  palacio;  y  esperai"  en  dichas 
estancias  AosM  que,  siendo  anunciado  áS.M., 
ó  persona  real  de  que  se  trate,  por  el  genlii 
hombre  de  servicio,  es  ó  no  recibido.  La  pre- 
sentación en  las  reales  estancias  puede  ser 
espontánea  ó  por  motivos  particulares:  de 
oficio;  ó  por  llamamiento  de  S.  M.  Siempre  la 
regla  y  prerogativa  de  entrada  es  la  misma; 
y  la  misma  también  que  en  el  cuarto  del  rey, 
en  el  cuarto  ó  palacio  de  las  demás  personas 
reales. 

La  regla  de  clases  y  personas  es  mas  in- 
cierta sin  embargo  que  la  de  localidades.  La 
antigua  etiqueta,  con  el  lapso  de  tiempos  tan 
opuestos,  y  con  la  mezcla  de  las  casas  de 
Castilla,  de  Borgona,  y  francesa  era  ya  un 


caos  que  han  venido  4  aumentarlas  vidatu- 
des  y  alteraciones  políticas,  é  institución  de 
infinitas  clases  nuevas  de  un  siglo  .4  esta  par- 
te. La  reina  gobernadora  dona  María  Cristi- 
na de  Borbon,  convencida  de  ello,  y  de  la  ne- 
cesidad de  establecer  reglas  fijas  y  ciertas  en 
razón  de  las  cuestiones  que  con  frecuencia 
ocurrían ,  siempre  delicadas,  y  espuestas,  ya 
por  el  lugar  en  que  ocurrían,  ya  p<»r  las  cla- 
ses y  personas  que  en  ello  mediaban,  ordenó 
la  formación  de  una  nueva  etiqueta ,  con- 
fió este  encargo  á  los  jefes  de  palacio  y 
personas  competentes.  Presentado  este  tra- 
b^o  y  cuando  ya  había  recibido  la  aproba- 
ción de  S.  M.  el  pensamiento  general  y  al- 
guno de  sus  artículos,  sobreviniéronlas  ocur- 
rencias políticas  de  1840  y  las  cosas  quedaron 
en  tal  estado.  Sin  embargo ,  por  el  princi- 
piode  autorización  que  recibiódicho  trabajo, 
y  la  autoridad  por  otra  parte  y  competencia 
de  las  personas  á  las  cuales  fué  encomen- 
dado; y  en  el  supuesto  también  de  que  la 
etiqueta  posterior,  formada  en  1849  por  el 
marqués  de  Miraflores,  como  gobernador 
de  palacio,  fué  declarada  sin  efecto,  es 
la  antedicha  de  la  reina  gobernadora,  lamas 
fija  y  reciente  á  que  hay  que  atenerse,  y  la 
que  eu  parte  se  observa.  Según  su  testo  li- 
teral, las  clases  que  tienen  entrada  en  la  cá- 
mara^ son  las  siguientes : 

«<Los  cardenales  efectivos,  ó  electos. 

Enviados  á  latere. 

Nuncios. 

Arzobispos  y  obispos  consagrados. 

Confesores  de  S.  M.  con  título  de  tales. 

Senadores  y  diputados,  mientras  lo  son. 

Grandes  de  España  efectivos  ú  honorarios, 
aunque  no  sean  gentiles-hombres. 

Consejeros  de  Estado  efectivos  ú  honorarios. 

Secretarios  del  despacho,  ó  ministros  que 
son  ó  han  sido  en  propiedad ;  y  los  interinos 
mientras  lo  son. 

Consejeros  de  gobierno. 

Caballeros  del  toisón  de  oro. 

Capitanes  generales  del  ejército  y  armada. 

Embajadores  de  S.  M*que  son,  ó  han  sido. 

Vireyes  que  son,  ó  han  sido. 

Embajadores  de  Cortes  estranjoras ,  no  de 
familia. 
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Daques  Pares  de  Francia. 
Coroneles  de  la  antigaa  guardia  española 
y  Walona. 

Presidente  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, del  de  Guerra  y  Marina,  y  del  de  las  ór- 
denes militares  (decano). 
Primogénitos  de  grandes  de  EspaSt. 
Mayordomos  de  semana. 
Introductor  de  embajadores.»* 
Aun  cuando  no  se  espresan  los  gentiles- 
hombres  de  cámara,  es  indudable  la  prero- 
gativa  de  esta  clase,  si  tienen  servicio  y  se  la 
ve  indicada  al  mencionar  la  de  grandes  de 
España,  aunque  tw  sean  gentües-hombres. 

AnUeámaraó  segunda  sala  de  etiqueta.  Se- 
guimos en  esto  las  denominaciones  de  la  eti- 
queta que  vamos  copiando.  Tienen  entrada 
en  ella,  según  la  misma: 
mLos  arzobispos  y  obispos  electos. 
Los  abades  mitrados. 
El  sumiller  de  cortina. 
El  cura  de  palacio. 
Receptor  de  la  capilla  real. 
Comisario  de  Cruzada. 
Colector  de  espólios  y  vacantes. 
Tenientes  generales  y  mariscales  de  cam- 
po del  ejército  y  armada. 

Ministros  plenipotenciarios  de  S.  M.  que 
son,  ó  han  sido. 

Gentiles-hombres  con  entrada;  pero  sin 
servidumbre. 
Secretarios  del  consejo  de  Estado. 
Grandes  cruces. 

Grandes  priores  y  bailios  de  S.  Juan. 
Jefe  político  de  Madrid  y  los  honorarios. 
Ministros  propietarios  y  honorarios  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  del  de  Guerra  y 
Marina,  y  del  de  las  órdenes  militares. 

Ministros  propietarios  y  honorarios  de  los 
estinguidos  consejos. 

Intendente,  contador,  tesorero,  y  alcalde 
de  la  real  casa. 
Capellanes  de  honor. 

Grandes  cruces  estranjeros,  y  los  españo- 
les que  la  tengan  con  autorización  de  S.  M. 
y  tengan  escelencia. 
Títulos  del  reino  y  sus  primogénitos. 
Exentos  de  guardias. 
Ministros  plenipotenciarios  estranjeros. 


Juex  de  la  capilla  real. 

Los  que  tengan  honores  de  generales. 

Hijos  de  grandes  de  España,  que  no  sean 
primogénitos.»» 

Saleta,  ó  tercera  sala  de  etiqueta. 

"Gentiles-hombres  de  boca. 

Gentiles-hombres  de  casa. 

Caballerizos  de  campo. 

Caballeros  pajes. 

Ayos  de  ellos. 

Ministros  de  la  audiencia  territorial ,  y  de- 
mas  togados  propietarios  y  honorarios. 

Jueces  de  la  casa  real  que  son,  ó  Tueron* 
y  el  consultor. 

Brigadieres  y  coroneles  de  ejército  y  ar- 


Monteros  de  Espinosa. 

Armeros,  pintores,  escultores  y  grabado- 
res de  la  casa. 

Arquitecto  mayor  de  palacio. 

Jefes  y  oficíales  de  la  secretaría  general  de 
etiqueta,  cámara,  y  patriarcal. 

Id.  de  la  intendencia  general,  contaduría, 
archivo,  y  tesorería. 

Intendentes  de  provincia. 

Id.  militares  de  primera  y  segunda  clase. 

Comisarios  ordenadores,  sin  honores  de 
mariscales  de  campo. 

Jefes  políticos  de  provincia,  propietarios  y 
honorarios. 

Pensionados  de  Cários  HI. 

Comendadores  de  las  cuatro  órdenes  mi- 
litares y  de  la  de  S.  Juan. 

Id.  de  la  de  Isabel  la  Católica. 

Placas  de  la  de  S.  Hermenegildo,  aunque 
no  sean  brigadieres  ni  coroneles. 

Caballeros  de  la  de  S.  Fernando  de  cuarta 
clase. 

Comendadores  de  órdenes  estranjeras  y  es- 
pañolas que  lo  sean  con  autorización  de  S.  M. 

Encargados  de  negocios  estranjeros. 

Cónsules  generales  estranjeros. 

Encargados  de  negocios  de  S.  M. 

Oficiales  de  los  ministerios. 

Secretarios  de  S.  M.  con  ejercicio  de  de- 
cretos y  honorarios,  n 

Saleta  segunda  y  demás.  Las  demás  cla- 
ses no  mencionadas  respecto  de  la  cámara, 
antecámara,  y  saleta. 
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«Las  esposas  y  riadas  gozan  át  la  prero- 
^tíTa  de  sas  maridos  n 

Debemos  notar  que  esta  etiqueta  no  rige 
por  completo,  y  antes  respecto  de  la  cámara 
se  observa  generalmente  lo  que  tenemos  di- 
cho en  el  artfcnlo  »bsahaiii«jí. 

Nada  mas  natural  y  legal  que  el  que  la 
mujer  disfrute  de  la  misma  prerogativa  que 
su  marido,  y  sin  embargo,  por  error  del  ugier 
ó  por  prácticas  mejor  ó  peor  entendidas,  nos- 
otros hemos  visto  disputar  y  rehusar  la  en- 
trada en  la  cámara  á  la  esposa  del  presiden- 
te del  Gabinete,  yendo  con  él :  á  las  esposas 
de  los  ministros,  y  á  algunos  presidentes  de 
los  tribunales  supremos,  que  no  teman  otro 
titulo  de  entrada. 

Guando  por  enfermedad  del  rey,  ú  otro 
acontecimiento  se  pone  lista,  ó  libro  en  las 
reales  estancias  para  que  pasen  á  apuntarse 
los  que  deban,  ó  quieran  prestar  ese  home- 
naje, cada  uno  se  detiene  y  escribe  en  la  pie- 
za en  que  tiene  entrada. 

Véase  BtesAM.tii^s  :  b»tba»a  (prero- 
gativa de):  bvi^vbta:  •Ai.eTA  y  demás  ar- 
tículos relativos  á  las  localidades,  oficios  v 
servidumbre  de  palacio  en  este  mencionadas 

CÁMARA  DEL  REY.  (Y  también 
simplemente  Cámara:  Real  Cámara:  nuestra 
Cámara;  Cámara  deS.  üf.).  En  el  lenguage 
fiscal ,  ó  rentístico ,  lo  propio  que  el  fisco. 
Así  el  principio  romano ,  mulier  et  fiscus  pari 
poíu  ambtdanty  es  adoptado  por  la  ley  33, 
tit.  13,  Part.  6,  sustituyendo  la  palabra  Cá-- 
mará  á  la  de  fisco  en  esta  forma:  cTal  pri- 
vilegio ha  el  debdo  de  la  cámara  del  rey, 
como  otrosi  lo  quel  marido  debe  á  la  muger 
por  dolé,  i  Con  cuyo  motivo  dice  Gregorio 
López  en  su  glosa  á  esta  ley :  nota  cameram 
regiam  ídem  esse,  quodfiscum.  En  esta  acep- 
ción, pues,  han  de  tomarse  en  las  leyes,  y 
muy  especialmente  en  el  derecho  antiguo, 
las  enunciativas  Cámara,  Cámara Real^Cáma- 
ra  del  rey ,  empleadas  con  ocasión  de  penas 
pecuniarias ,  multas ,  confiscos ,  mostrencos, 
y  adjudicaciones  al  estado.  Y.  fisco. 

CÁMARA  DE  ULTRAMAR. 
Establecido  el  Consejo  de  Ultramar  en  30  de 
setiembre  de  18S1 ,  se  creó  en  él  por  real 
decreto  de  26  de  enero  dé  1853  una  sección 


denominada  Cámara ,  compuesta  del  vice* 
presidente  y  cuatro  consejeros  en  represen^» 
tacion  de  los  ramos  de  Justicia,  Goberna- 
ción, Guerra,  Marina  y  Hacienda ,  la  cual 
había  de  hacer  esclusivamente  la  califica- 
ción y  propuesta  para  empleos,  títulos,  con- 
decoraciones y  gracias  relativas  á  Ultramar 
en  los  casos  en  que  debia  oirse  al  Con- 
sejo. 

Determinaba  aquel  decreto  que  las  plazas 
de  la  Cámara  habían  de  proveerse  por  S.  M. 
en  consejeros  del  mismo  ramo  en  que  ocur- 
riera la  vacante  á  propuesta  individual  de  los 
consejeros  hecha  en  pliego  cerrado  y  remi- 
tida por  conducto  de  la  Presidencia  del  con- 
sejo de  ministros. 

£1  reglamento  publicado  para  el  Consejo 
y  Cámara  de  Ultramar  en  20  de  marzo  de 
1853  fijaba  las  atribuciones  de  la  última  en 
el  orden  siguiente : 

1.*  Calificar  las  personas  que  hubieran 
de  servir  en  las  posesiones  de  Ultramar,  for- 
mando y  espidiendo  en  su  caso  las  corres- 
1  pendientes  relaciones  de  méritos. 

2.*  Proponer  para  los  empleos  de  justi- 
cia ,  hacienda  y  administración  que  vacaran 
ó  se  crearan  en  aquellos  dominios ,  siempre 
que  su  dotación  pasara  de  500  pesos  fuertes, 
á  las  personas  que  juzgase  mas  aptas  para 
su  desempeño;  limitando  su  propuesta  á  tres 
individuos  ó  estendiéudola  á  cinco,  según  el 
número  de  aspirantes  aptos  para  obtener  el 
cargo  ó  destino  de  que  se  tratase;  escepto 
los  de  gobernadores  capitanes  generales, 
comandantes  generales  de  marina  y  superin- 
tendentes de  real  Hacienda. 

3.*  Calificar  en  la  propia  forma  la  apti- 
tud de  los  aspirantes  á  los  empleos  militares 
que  teniendo  anejo  cargo  político  ó  jurisdic- 
ción ,  debían  ser  provistos  por  los  ministe- 
rios de  Guerra  y  Marina. 

4.*  Proponer  para  las  prelacias  y  para 
las  prebendas  y  beneficios  eclesiásticos  que 
hubieran  de  proveerse  por  real  patronato  en 
las  iglesias  de  Ultramar. 

5.*  Informar  lo  que  se  le  ofreciera  y  pa- 
reciera sobre  concesión  de  grandezas ,  títu- 
los de  Castilla,  cruces  y  grados  mililares 
hasta  el  de  coronel  ó  capitán  de  navio  inclu- 
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si\t ,  q«e  no  Coenoi  de  rígorou  escala,  ho- 
nores y  distinciones  de  toda  clase. 

6/  Gonsaltar  sobre  dispensas  de  ley  y 
gracias  al  sacar  ^  sobre  breves  y  bulas  en 
que  se  otorgaren  concesiones  á  personas  de- 
terminadas» y  en  general  sobre  toda  clase 
-de  mercedes  y  gracias  por  que  Imbiera  de 
espedirse  cédula,  título  ó  pateute  á  persona 
residente  en  las  posesiones  ultramarinas. 

7/  Proponer  cuanto  á  su  juicio  exigiera 
la  justicia  ó  la  conveniencia  pública  sobre  la 
cotocacion  en  la  Península  de  los  empleados 
de  Ultramar. 

T  8/  Informar  sobre  los  asuntos  del  real 
patronato  en  la  parte  personal. 

A  fin  de  regularizar  la  buena  elección  de 
los  empleados  de  aquellas  posesiones,  objeto 
principal  de  la  institución  de  la  Cámara»  ase- 
gurando al  propio  tiempo  su  carrera  y  la  re- 
compensa de  los  méritos  que  hubieren  con- 
traido,  se  prescribió  la  formación  de  los  re- 
gistros siguientes : 

Uno  de  Justicia  que  comprendería  el  per- 
sonal de  todos  los  individuos  destinados  á 
esta  carrera t  con  espresion  de  su  edad,  de 
su  entrada  en  ella,  de  los  ascensos  que  ob- 
tuvieren y  la  correspondencia  de  su  respec- 
tivo destino  en  Ultramar  con  otro  análogo 
de  la  Península. 

Uno  de  Hacienda  y  otro  de  Gobernaciati 
estendidos  en  los  mismos  términos. 

T  otro  de  Guerra  y  Marina  comprensivo 
únicamente  de  los  cargos  de  Jurisdicción  y 
civiles  afectos  á  los  empleos  militares  del 
ejército  y  armada  en  aquellos  dominios. 

Estos  registros  hablan  de  llevarse  por  los 
ministros  de  la  Cámara  á  quienes  correspon- 
diera el  ramo  de  su  referencia,  pero  la  cen- 
sura, las  anotaciones  de  hechos  y  cualquie- 
ra otra  diligencia  que  se  estampara  en  ellos, 
no  pedia  hacerse  sin  el  examen  y  aproba- 
ción de  la  Cámara»  cuya  providencia  con 
espresion  de  la  fecha  y  de  los  ministros  que 
asistieron  al  acuerdo,  se  indicaria  en  el 
mismo  registro. 

Finalmente,  en  real  decreto  de  iO  de 
abril  de  1853,  se  dispuso  que  la  Cámara 
de  Ultramar  informase  en  adelante  sobre 
todo  lo  relativo  á  la  concesión  de  la  real  ve- 


nia y  Regium  exequátur  respecto  de  los 
breves  y  bulas  impetrados  á  Su  Santidad, 
para  las  provincias  ultramarinas. 

La  Cámara,  sin  embargo,  tuvo  una  edno- 
ra  existencia,  puesto  que  en  31  de  setiem- 
bre del  propio  ano  1883  quedé  suprimida,  lo 
mismo  que  el  Consejo  del  ramo,  encargándo- 
se al  Real  en  pleno  las  funciones  consultivas 
que  ambos  ejercian. 

CJlM AHAJE.  £n  alemas  partes  es 
el  alquiler  que  se  paga  por  un  cuarto  ó  ha- 
bitación. 

CÁMARAS.  No  vamos  á  introducir 
una  nueva  voz  en  la  tecnología  del  derecho 
y  de  la  doctrina,  la  hallamos  introdueida  ya: 
y  nada  mas  lógico  ni  mas  en  la  naturalexa 
de  las  cosas,  que  el  que  á  nuevas  teorías 
y  doctrinas  correspondan  voces  y  signoj 
análogos.  La  palabra  Cámaras  y  en  el  senti- 
do político  del  presente  artículo,  se  halla 
sin  duda  en  este  caso ,  después  de  la  impor- 
tación y  establecimiento  del  gobierno  repre- 
sentativo en  España;  como  ha  sucedido  con 
las  de  Parlamento,  bilí  de  indemnidad ,  tr^ 
mietida  en  sentido  paríamentario  y  otros. 
Partiendo  nosotros  de  este  hecho,  y  creyen- 
do en  tal  supuesto  la  palabra  Gánotras  la 
mas  adecuada  para  ello ,  por  las  razones  in^ 
dicadas  y  otras  que  consignamos  á  continua- 
ción, la  tomamos  como  cifra  ó  clave  de  la 
teoría  mas  abstracta  ó  genérica  posible  de  la 
índole  y  naturaleza  de  los  cuerpos,  en  ma- 
yor ó  menor  escala  soberanos,  ora  se  Uamen 
Cortes,  Senado,  Asamblea,  etc.,  y  cuya 
teoría  por  las  espresadas  circunstancias  pue- 
da al  propio  tiempo  servir  de  regla  para 
constituir  cuerpos  soberanos  ó  asambleas 
deliberantes  de  índole  política,  y  para  juz- 
gar de  las  antiguas  de  que  da  razón  Ja  his- 
toria, y  de  las  que  pueden  constituirse. 

I  con  efecto,  en  diferentes  Estados  de  Eu- 
ropa y  así  en  virtud  de  lo  que  queda  mani- 
festado ,  habremos  de  entenderlo  en  su  caso 
respecto  de  España ,  se  han  llamado  y  lla- 
man Cámaras  U)s  cuerpos  políticos  que  cofi^ 
centran  en  si  ó  comparlen  con  oíros  cuerpos 
ó  potestades  el  supremo  poder  legislativo :  y 
pudiera  también  decirse  por  ostensión  de 
aquellos  cuerpos  políticos,  que  sin  verdadera 


Digitized  by 


Google 


CÁMARAS. 


Si8 


soberanía,  6  teniéndola  solo  para  ciertos  ca- 
sos y  asuntos  determinados,  intervienen  por 
solenmidad  6  necesidad  censtitucionai  en  la 
forflutcion  de  las  leyes. 

£n  algunas  naciones,  como  hemos  indicado 
ya ,  el  nombre  de  Cámaras  aplicado  á  estos 
cuerpos,  es,  ó  ha  sido  específico,  y  constitu- 
cional ,  y  por  tanto  jurídico  y  oficial,  como 
en  Inglalerra:  Cámara  de  los  Lores:  Cama-' 
ra  de  los  Comunes;  y  en  Francia:  Cáma-^ 
ra  de  los  Pares :  Cámara  de  los  diputa- 
dos.  En  otras  naciones  la  denominación  es 
voluntaria,  por  analogía,  6  imitación,  im« 
portadas  como  en  Espsma,  en  donde  cons- 
titucional y  oficialmente  ha  habido  Braxos 
dd  Reino,  Estados,  Estamentos,  Cortes, 
Senado ,  Congreso ,  etc.;  pero  no  Cama- 
ras,  si  bien  desde  la  introducción  del  ré- 
gimen representativo,  usual  y  doctrinatmen-* 
te,  decimos  Cámara  alta.  Cámara  vitalicia, 
Cámara  eonserfodora,  con  relación  al  Sena- 
do; y  Cámara  popular.  Cámara  electiva,eíe., 
respecto  del  Congreso  de  diputados. 

Bajo  denominaciones,  sin  embargo,  tan 
diversas,  como  las  anles  espresadas,  en  el 
terreno  dd  derecho  y  de  la  doctrina,  y  en  ma- 
yor ó  menor  escala,  se  encierra  siempre  el 
mismo  principio,  la  misma  idea  política,  esto 
es,  siempre  una  institución  de  primera  gerar- 
quía,  un  cuerpo  soberano,  6  casi  soberano, 
<kon  las  infinitas,  complejas  y  graves  cuestio* 
nea  á  que  su  organizacioB,  atribuciones  y 
preemineaciaB  dan  lagar,  ora  en  el  terreno 
del  dereoho  constitayente,  ora  en  el  del  cons- 
tituido. 

La  índole  ie  nuestra  ERcicLoiniDu  y  su 
método  drabético  no  permiten  que  las  poda- 
mos espresor  todas  bajo  an  contesto;  y  antes 
por  el  contario  el  desenvolvimiento  y  com-*- 
plemontode  las  de  derecho  constituyente 
ban  de  buscarse  en  los  articulos 
MuketJi,  tomo  S.%  pág.  B6i: 
tomo  4.*",  pág.  74:  mmmmfrmoi 
«a:  mmmmsm^tsA:  cm 
Ma :  y  otros  análogos ;  así  como  el  de  las 
enestiones  de  derecho  eonslituíde  en  algunos 
de  los  menoiondos,  yes  los  deiMAB^s 
9BI.RB1ÜI»:   mmwjkuom:    mmrAwsmtnmm: 


i.a»#m8«:  mmmikmmmmm  MMnrA»*»:  etc. 

Hay  sin  embargo  principios  fundamentales 
como  esenciales  en  la  materia,  cualquiera 
que  sea  por  otra  parte  la  índole  constitu- 
cional de  estos  cuerpos,  por  el  hecho  de  ser, 
en  mayor  ó  menor  escala,  soberanos  ó  casi 
soberanos:  principios  y  consideraci(mes  que 
corresponde  esponer  bajo  un  tema  general, 
á  lo  que,  cada  una  por  diferentes  motivos,  no 
se  prestan  las  denominaciones  antedichas, 
La  de  Cortes,  por  ejemplo,  quitaría  á  la  cues- 
tión su  generalidad :  en  ve2  de  esponerla  en 
abstracto,  la  espondria  en  concreto:  en  lu- 
gar de  una  cuestión  general,  presentaria  una 
cuestión  particular,  y  digámoslo  así  doméstica 
y  de  derecho  positivo;  6  no  correspondería 
á  su  epígrafe.  Podría  adoptarse  la  abstracta 
de  cuerpos  deliberantes,  cuerpos  soberanos^ 
parlamentos,  etc.  Pero  las  primeras  no  están 
recibidas  como  específicas  por  la  tecnología 
de  derecho  constitacíoflal:  no  todos  los  cuer- 
pos políticos  supremos  son  deliberantes ,  ni 
soberanos  en  el  rigor  de  la  espresion :  y  la 
denominación  de  parlamentos,  sobre  no  es- 
tar recibida  tampoco,  técnicamente  se  ha- 
llaría en  el  mismo  caso  que  la  de  Cortes. 

Hay  todavía  otra  diferencia  y  es  que  la  pa- 
labra Cámaras  indica  solo  el  cuerpo  político; 
mientras  que  la  de  Cortes  espresa  el  cuerpo, 
y  sus  sesiones;  asi  como  la  de  Parlamento 
las  Cámaras,  ó  cuerpos  colegisladores  con 
el  rey  ó  poder  soberano  unipersonal. 

Hay  dos  denominaciones ,  sin  embargo, 
mas  generalmente  adoptadas  para  este  pro- 
pósito, y  son  las  de  asambleas  polUicas  y  Cal- 
maras. Bajo  la  primeras  consignó  Bentham 
escelentes  reglas  y  consideraciones  sobre  la 
materia ;  pero  aquel  profundo  pensador  no 
trató  lo  que  no  se  propuso  tratar;  y  su  tdc- 
ttea  de  las  asambleas  polltieas,  es  por  lo  tanto 
una  obra  puramente  ideológica  y  critica; 
pero  no  decieode  á  las  cuestiones  fundamen- 
tales de  constitución,  organización,  etc.  de 
estos  cuerpos,  y  que  son  las  que  mas  inme- 
diatamente conducen  á  la  práctica.  La  deno- 
minación genérica  de  Cámaras,  por  la  razón 
sin  duda  de  que,  como  queda  dicho ,  ha  sido 
específica  en  dos  grandes  naciónos  primero, 
I  y  después  en  otros  porque  á  causa  de  ello  st 
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ha  hecho  la  misma  usaal  y  doetrkial  en  los 
numerosos  publicistas  de  dichas  naciones: 
porque  de  este  modo  ha  trascendido  natural- 
mente á  los  demás,  pues  esa  es  la  conse- 
cuencia natural  de  haber  de  adoptar  un  pue- 
blo las  instituciones,  las  doctrinas,  y  la  tec- 
nología de  otro  que  se  le  ha  adelantado ;  la 
denominación  de  Cámaras,  decimos,  por  es- 
tas y  otras  razones,  se  halla  mas  generaliza- 
da; motivo  por  el  que,  si  bien  iniciamos  la 
cuestión  política  y  de  doctrina  constitucional, 
en  el  artículo  a0a»i<ba  ,  reservamos  para 
en  el  presente,  si  no  la  estensa  esposicion  á 
que  se  presta  la  materia,  la  indicación  orde- 
nada al  menos  de  aquellas  cuestiones  teori- 
co-pricticas  que  por  su  universalidad  y  en- 
lace formen  teoría ,  como  veremos. 

PARTE  DOCTRlIVAIi. 

«raAM«t 

SlG.       I.  CLASmCAGIOlf    DE    LAS    CÁMARAS    Ó 

asambleas  políticas  por  razón 
de  sü  orígen  y  duración  :  de  la 
índole  constitdgional  de  las 
mismas:  de  su  composición  ó  ele- 
mentos coNSTrruTivos. 

^G.      II.  DE  LA  unidad  Ó  PLURAUDAD  DE  LAS 

CÁMARAS. 
SeG.    III.   BE  LAS  CÁMARAS  Ó  ASAMBLEAS  POLI- 

TIGAS  BAJO  £L  PUNTO  DE  VISTA  DI 

tus  ATRIBUCIONES  T  PRER06ATIVAS. 
SeG.    IV.   DE  LAS  CÁMARAS  POLÍHCAS  BAJO  EL 

PUNTO  DE  VISTA  DEL  EJERCICIO  DE 

SUS  FUNCIONES. 

SECCIÓN  I. 

clasincaoon  de  las  cámaras  ó  asambleas 
políticas  por  razón  de  su  orígen  t  dura- 
ción: de  la  índole  constitucional  de  las 
mismas:  de  sus  elementos  constttutivos. 

En  el  sentido  de  la  presente  sección ,  cua- 
tro pueden  ser  las  especies  de  Cámaras  po- 
líticas; lo  que  revela  que  el  derecho  consti- 
tuido ha  recorrido  ya  todo  el  terreno  del 
derecho  constituyente,  pues  esas  son  las 


que  aquel  da  i  conocer,  como  ensayadas  en 
diferentes  tiempos  y  naciones ,  á  saber:  Cd- 
maras  electivag,  vitalicias ,  hereditarias  y 
mistas.  Ni  la  ciencia,  ni  la  esperíencia  han 
decidido  todavía  sobre  la  mayor  escelencia 
y  bondad  esclnsiva  de  alguna  de  estas  espe* 
cíes  sobre  las  demás ;  y  nunca  podrán  ha- 
cerlo, puesto  que  la  bondad  de  las  teorías, 
de  las  instituciones  y  de  las  doctrinas ,  es 
siempre,  como  la  de  las  leyes  y  principios 
generales,  absoluta  y  relativa;  decidiendo  de 
esta  las  circunstancias  del  caso :  de  donde 
resulta  necesariamente  que  hoy  puede  ser 
prererible  una  especie  de  Cámaras,  que  sea 
perjudicial  mañana,  variando  las  circuns* 
tancias,  la  forma  de  gobierno,  etc.  B^o 
este  punto  de  vista,  y  puesto  que  la  cues- 
tión se  espone  en  abstracto ,  bien  podemos 
decir  de  las  diferentes  especies  de  Cámaras 
con  Benjamín  Constant,  y  asentar  como  prin- 
cipio lo  que  él  decía  de  los  gobiernos ,  esto 
es ,  que  la  bondad  de  estos  no  ha  de  deter- 
minarse por  su  forma,  sino  por  el  mayor 
bien  que  reporten  al  pueblo  regido  por  ellos; 
loque  no  escusa,  sin  embargo,  de  haber 
de  conocer  y  examinar  técnica  y  filosófica- 
mente la  índole  peculiar  de  dichos  cuerpos. 

Cámaras  electivas.  Ordinariamente  se 
denominan  así  aquellas  cuyos  individuos  de- 
ben esclusivamente  su  cargo  al  sufragio  6 
elección  popular,  por  alguno  de  los  medios 
de  elección  conocidos  y  que  pueden  ado(H 
tarse.  La  elección  ó  designación  hecha  por 
la  corona  en  su  caso^  se  llama  con  mas  pro- 
piedad nombramiento. 

Las  Cámaras  electivas  tienen  por  m  índo- 
le el  ser  temporales;  como  destinadas  á  re- 
presentar principalmente  los  interesa  de  ac- 
tualidad y  como  de  índole  transitoria:  las 
necesidades  coetáneas.  De  otro  modo  no  se 
concibe  filosóficamente  la  utilidad  práctica 
del  sistema  de  la  elección ,  ni  la  escelencia 
política  del  sufragio  popular. 

De  aquí  se  infiere  naturalmente  la  índole 
y  elementos  principales  de  esta  especie  de 
Cámaras,  así  como  otras  circunstancias,  en- 
tre ellas  la  duración  del  oargo  ó  mandato,  ó 
sea  de  la  diputación. 

Desde  luego  se  comprende  fácilmente  que 
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USA  Cámara  popular  no  es  i  propAsito  por 
sa  esencia  para  cuerpo  cantervaáar^  y  por 
tanto  relativamente  moderador :  qne  sos  in- 
diridaos  han  de  ser  sacados  principalmente 
de  aquellas  clases  en  que  son  mas  comunes 
los  intereses  temporales  que  los  perpetuos, 
de  la  clase  media,  é  inferiores,  por  tanto, 
de  las  capacidades;  pues  las  altas  clases  li- 
bran su  fortuna  en  otro  género  de  intereses 
y  tienen  su  representación  natural  en  otra 
Cámara;  salro  que  por  la  forma  de  gobierno 
ó  por  la  constitución,  la  electiva  fuere  única, 
escepcion  necesaria  que  admite  la  regla  asen- 
tada, como  sucediapor  ejemplo  entre  nosotros 
en  la  üoica  Cámara  política  establecida  por  la 
Constitución  de  Í8i2,  y  en  las  antiguas  cor- 
tes españolas  por  brazos  del  reino.  Dedúce- 
se»  en  fin,  qne  la  duración  de  la  dipuiacion 
no  debe  pecar  de  prolongada;  pues  por  la 
fuerza  de  las  cosas  la  representación  podría 
no  marchar  en  completa  armonía  con  los  in- 
tereses representados ,  toda  vez  que  no  ha- 
llamos consecuencia  en  el  sistema  de  la  re-» 
vocación  de  poderes;  y  aun  suponiendo  des** 
echado  el  no  .mas  conducente  de  los  man^ 
datos  imperativos. 

Cámaras  vitalicias.  La  denominación  in- 
dica que  son  aqueUas  cuyo  cargo  dura  por 
la  vida  del  nombrado.  No  se  comprenden 
sino  como  un  término  medio  entre  las  electi^ 
vos  y  las  hereditarias.  Para  lo  primero  les 
falta  el  sufragio  popular;  para  lo  segundo  la 
cualidad  hereditaria,  lo  que  revela  que  los 
intereses  que  una  Cámara  vitalicia  está  lla- 
mada á  representar,  ni  son  específicamente 
iramitorios,  ni  perpetuos,  sino  en  armonía  con 
la  índole  de  la  Cámara.  Infiérese  de  ello: 
1.*  que  una  Cámara  vitalicia  ha  de  formarse 
mas  bien  por  nombramiento,  que  por  sufra^ 
gio;  2/  que  corresponde  mejor  á  la  forma  de 
gobierno  representativo,  que  á  otra:  3.""  que 
su  índole  propia  es  principalmente  de  poder 
moderador  ó  de  contenimiento,  y  por  lo  mismo 
que  su  existencia  supone  casi  de  necesidad 
la  de  otra  Cámara,  principalmente  popular; 
y  4/  que  estando  llamada  por  lo  tanto  á  re* 
presentar  con  preferencia  intereses  genera- 
les y  pennanehtes,  sus  individuos  han  de 

corresponder  en  su  mayoría  á  la  dase  de  no- 
TOMo  vn. 


tabilidades  del  orden  administrativo  general, 
y  á  las  eminencias  gerárquicas.  El  primero^ 
de  estos  elementos  importa  consigo  la  cir- 
canstancía  de  edad  provecta,  lo  que  atribu- 
ye á  las  Cámaras  vitalicias  el  carácter  de 
senado,  ó  como  si  dijéramos,  Cámewa  de 
edad.  Cámara  de  los  ancianos.  La  calma,  el 
aplomo,  la  circunspección  austera  son  la  ín- 
dole natural  de  una  Cámara  vitalicia.  La  ar- 
bitrariedad, el  favoritismo,  el  tomar  la  esca- 
la admitistrativa  en  grados  muy  inferiores 
á  los  supremos,  causan  necesariamente  la 
degeneración  de  la  Cámara,  llevando  á  ella 
con  la  inquietud,  emulación  y  aspiraciones 
propias  de  la  juventud,  y  de  una  carrera  que 
aun  no  toca  á  su  término,  las  esperanzas  y 
temores,  el  calor  y  el  movimiento,  impropios 
de  su  índole. 

Aun  hay  otro  peligro  mayor  en  la  formación 
de  estas  Cámaras.  Las  eminencias  gerárqui^' 
cas  nobiliarias  fOTsvL  índole,  posición  y  finpo* 
Utico,  dicen  dependencia  del  Trono  ó  del  su- 

Ipremo  poder:  las  notabilidades  administra-' 
tivas  del  gobierno,  muy  especialmente  sino 
se  precave  el  abuso  de  la  arbitrariedad,  ó  el 
favoritismo  antes  indicado-  Una  Cámara  de 
esta  índole  lleva  comprometida  en  su  esen- 
cia misma  su  independencia.  Este  peligro 
está  en  parte  contrarestado  con  otra  cír* 
cunstancia  también  esencial:  la  calidad  vita- 
licia. Pero  no  bastará  siempre,  y  puede  te- 
merse con  fundamento,  que  sin  una  inmuni^ 
dad  absoluta  en  la  Cámara  y  en  sus  indivi- 
duos; aquella,  no  solamente  será  ministerial 
de  ordinario ,  sino  con  frecuencia  Cámara 
oficial. 

Cámaras  heredüarias.  En  las  Cámaras 
dectivas  son  razón  para  el  sufragio  la  apti- 
tud y  circunstancias  personales:  en  las  H/o- 
licias  la  posición  administrativa  y  social.  En 
las  primeras  por  lo  menos  vemos  todavía  á 
la  persona,  pues  apreciando  el  caso,  no  por 
el  lado  del  abuso  posible,  si  no  de  la  justicia, 
no  se  llega  al  término  de  una  carrera  sin  es- 
tudios, aptitud,  y  merecimientos,  riquísima 
dote  personal:  en  las  Cámaras  hereditarias, 
desaparece  de  todo  punto  la  persona:  se  tiene 
presénteselo  laclase,  el  nacimiento: no  elige 
el  elector  con  conocimiento  de  la  persona:  no 
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nombra  el  gobierno  eou  conocimiento  de  can- 
sa: la  ley,  sin  oonocimiento  algnno  déla 
persona,  y  antes  qne  naciere,  eligió  de  nna 
rez  para  codas.  Bstas  Cámaras,  pnes,  son  na 
poder  inmoble,  y  por  tanto  esencial  y  abso- 
lutamente conservadoras  y  moderadoras.  En 
los  tiempos  modernos  esta  clase  de  Cimaras 
exigen  de  necesidad  una  condición  que  los 
mismos  tiempos  y  las  doctrinas  económicas 
y  políticas  dominantes  rechazan:  la  acumu- 
lación de  grandes  riquezas  inenagenables. 
En  k)  antiguo  vemos  sin  embargo  senados  de 
patricios,  esto  es,  hereditarios ,  que  sin  este 
elemento  de  riquezas ,  cuantiosas,  perma- 
nentes ó  vinculares ,  alternando  sus  indivi- 
duos entre  las  tareas  legislativas  y  de  gobier- 
no y  las  rurales,  correspondian  admirable- 
mente á  su  fin.  No  escluye  la  índole  de  estas 
Cámaras  la  aptitud  y  méritos  personales; 
pero  ademas  la  riqueza,  el  pundonor  y  dig- 
nidad gerárquica,  el  espíritu  de  clase,  los 
-deberes  de  posición,  las  glorias  históricas,  el 
renombre  familiar,  constituyen  justísimos  tí- 
tulos y  eficaces  garantías  de  orden,  rectitud 
y  justicia.  Así  como  las  Cámaras  vitalicias 
presentan ,  según  hemos  dicho ,  el  término 
medio  entre  las  populares  y  las  hereditarias; 
estas  son  el  mayor  contrapeso  posible  de  las 
populares;  y  son  por  tanto  mas  propias  de  los 
gobiernos  representativosy  y  como  límite,  en 
^erto  modo  inmoUe,  entre  el  pueblo  y  el  tro- 
no. La  composición  de  estas  Cámaras  es  por 
tanto  esclusiva:  los  principes  y  demás  varo- 
nes de  la  real  familia:  las  eminencias  ecle- 
siásticas: los  grandes:  bi nobleza  titulada, 
poseedora  de  grandes  riquezas  vinculares, 
ton  sus  elementos  naturales. 

Cámaras  mistas.   No  se  concibe  el  término 
á  que  podrian  llevarse  las  combinaciones  en 
la  formación  de  una  Cámara  mista;  y  es  lo 
singular  que  en  casos  dados  podría  esta 
ofrecer  colectivamente  las  ventajas  que  par- 
.eiahnente  ó  por  separado  se  buscan  con  Cá- 
maras de  forma  esclusiva,  como  las  anterior- 
mente mencionadas.  En  el  rigor  de  los  prin- 
.  dpios  teóricos  una  Cámara  de  esta  composi- 
'  cíon  no  se  oondbe  sino  funcionando  sola, 
i  pues  en  otro  caso,  bien  se  ve  que  según  sus 


ni  la  antítesis  pelíttca  (fue  se  procvra  en  la 
combinación  de  ios  poderes  soberanos,  ni  oon 
una  Cámara  popular,  ni  con  una  Cámara  he- 
reditaria, dici^ado  también  mas  ccmformidad 
que  oposición  con  una  Cinara  vitalicia.  Esto 
en  el  caso  de  que  la  calidad  de  mista  provi- 
niera, no  solo  del  origen ,  esto  es ,  de  una 
combinación  de  sufragio  y  nombramiento;  sino 
de  la  de  sus  elementos  democráticos,  admi- 
nistrativos, gerárquicos,  etc.,  pues  sisólo 
fuese  mista  en  el  primer  sentido ,  no  habria 
igual  inconveniente.  Así  era  misto  el  Senado 
establecido  por  la  Constitución  política  de 
1837:  de  ambos  modos  lo  eran  las  antiguas 
Cortes  españolas  por  estamentos:  pero  debe 
recordarse  como  votaban  en  tal  caso,  y  que 
en  rigor  aquellas  Cortes,  como  se  deduce  de 
lo  dicho,  eran  mas  bien  consultivas  y  peticuH 
narúls,  que  deliberantes  j  soberanas.  El  rigor 
teórico,  pues,  parece  persuadir,  hablando  de 
Cámaras  deliberantes  y  portante  soberanas, 
que  si  hubiere  mas  de  una,  y  en  contraste 
sobre  todo  con  un  tercer  poder  soberano,  co- 
mo pcMT  ejemplo  el  trono,  deben  aquellas  ser 
Aomoff^neos  en  sí  mismas,  iftro  eterogéneas 
entre  sí. 

Compo8Í€i(m.    La  composición  de  ana  Cá- 
mara es  una  de  las  cuestiones  capHate  y  al 
propio  tiempo  mas  difíciles  del  mecanismo 
representativo.  Si  tuviéramos  que  analizar 
este  mecanismo,  podríamos  redscirio  al  es- 
trecho círculo  de  estos  cuatro  principios  car- 
dinales: división  ó  fraccionamiento  de  la  so- 
beranía efectiva:  organización  de  las  fraccio- 
nes ó  poderes  soberanos:  composición  y  por- 
menores constitutivos  de  cada  uno:  y  poder 
moderador  ya  relativo ,  ya  absoluto :  arduo 
y  dificilísimo  complejo  de  circunstancias  ca^ 
pítales ,  cada  una  de  las  que  per  la  acción 
lenta  de  un  error  en  su  fórmnla,  ó  de  aboso 
en  su  aplicación,  puede  decidir  de  este  me- 
canismo político:  estas  circunstancias  son  el 
número  y  organización  recíproca  de  los  po- 
deres soberanos:  la  organización  ó  composi- 
ción de  cada  uno:  la  iniciativa:  la  sanción*, 
la  facultad  de  convocar,  suspender  y  disol- 
ver. EsUt  mera  enunciativa  revela  cuál  es  el 
lugar  y  la  ímport»u»a  de  la  cnestion  de 
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mo  repreteaMivOi  y  un  embarga  está  cues^ 
tif  n  na  tiene  ni  pnede  tener  una  fórmala  y 
coBstestacíon  abeelnta.  En  derecho  coasti- 
tnido  la  cempoaicion  de  una  Cámara  se  deter- 
mina ó  debe  determinarse  en  la  eonstitueion 
del  Estado;  y  en  cuanto  &  las  Cámaras  elec- 
tivas, y  alguna  especie  de  las  mistas » por  la 
ley  electoral,  Pero  esta,  asi  como  la  consti* 
tneion,  demandan  el  principio  en  qne  des- 
cansan, y  que  solo  les  incumbe  desenvolTer, 
al  derecho  constítuytmtet  y  aquí  vuelte  á 
renacer  la  dificultad. 

Atenuándola,  mejor  que  resolviéndola,  hay 
que  decir,  que  siendo  la.  creación  de  una,  i 
mas  Cámara»  un  medio  de  realixar  un  fin  po- 
lítico, la  compcMsicion  de  eUas  se  determina 
por  este  fin:  que  el  fin  constitucional  inme- 
diato de  ia  creaciofl  de  una  Cámara  es  el 
equilibrio  entre  los  poderes  soberanos;  pero 
que  aquella  puede  crearse,  ó  solo  por  este 
fin,  ó  también,  por  el  de  representar,  prin- 
cipal ó  separadamente,  intereses  legítimos 
determinados:  que  en  el  primer  caso  la  com-^ 
posición  de  una  Cámara  admite»  y  aun  re- 
clama, una  combinación  convenientede  todas 
las  clases  del  estado:  en  el  segundo  la  de 
clases  determinadas,  lo  cual  solo  puede  te- 
ner lugar  habiendo  mas  de  una  Cámara:  y 
por  último,  y  en  consecuencia  de  todo,  que 
teóricamente  la  caoiposiicion  de  una  Cámara 
se  determina  por  el  fin  inmediato  constitu- 
cioaal  de  ella,  y  en  el  terreno  práctico  por 
el  número  de  las  Cámaras,  y  por  la  dase  de 
intereses  que  cada  una  haya  de  representar, 
fines  ambos  subordinados  al  primitivo ,  antes 
indicado. 

Pero  aquí  precisamente  vuelve  á  renacer 
la  cuestión  en  el  terreno  de  la  práctica:  ¿cuál 
es  la  regla  cierta,  y  mas  adecuada  para  cla- 
sificar y  determinar  estos  intereses?  Cierta 
y  absoluta  no  la  hay,  ni  es  posible.  No  están 
tan  aislados  ios  respectivos  intereses  sociales 
que  pueda  hacerse  de  ellos  un  deslinde  es^ 
tusivo:  tan  en  contraposición,  que  puedan 
reputarse  divorciados;  cuando  lo  cierto  e$  que 
todos  se  enlazan  y  depe^denunosde  otros^  y 
iodos  constituyen  el  interés  general  y  Ja  pros- 
peridad del  Estado*  l^a  regla,  pues,  sino  gcr 
neral,  y  por  tanto  vaga  y  solo  aproximada,  es 


IdL de int0res$é  íranditrnios  ó  temporales;^ 
intete$e$permaneníe8ófijo$:  calificacionesque 
hay  que  fundar,  no  en  que  en  tos  tramitario^ 
varié  la  utilidad  y  conveniencia  á  cada  paso, 
y  en  los  pemumentes  nunca;  sino  en  su  natu*- 
raleza  legal,  en  la  mayor  ó  menor  frecuencia 
con  que  hay  que  variar  los  medios  materiales» 
industriales  y  por  tanto  los  legales  para  su 
adquisición  y  fomento.  A  pesar  de  esta  reglai 
fundamental,  por  que  es  la  única  que  puede 
establecerse,  la  clasifieax^ion  de  intereses  no 
puede  ser,  según  hemos  dicho,  sino  aproxi- 
mada. Conforme  á  ella  se  reputarán  inter^ 
ses  tramiteriosó  ímnporaleSf  los  de  la  indus^ 
tria,  eofñerciOf  y  navegación:  riqueza  territo^ 
riaU  alodiM  y  colomas:  los  que  se  ligan  ó  son 
relativos  á  las  ciencias ,  profesiones^  artes  y 
oficios:  á  instituciones  municipales;  propios, 
arbitrios,  consumos,  vias  de  comunicación f 
canales  y  puertos;  inquiünatoSfpastoStporta:!^ 
gos,  pontajes,  ele,,  todos  aquellos,  en  fin  de 
que  depende  principalmente  la  fortuna  de  las 
clases  sociales  media  é  inferiores;  mientras  la 
de  las  altas  ciases  gerárquicas  y  lo  propio  en 
su  caso  la  del  estado,  como  individualidad  poli- 
ca  y  como  poseedor ,  están  menos  sometidas 
á  vicisitudes  y  frecuentes  variaciones,  lo  que 
naturalmente  determina  á  estas  ciases  hacia 
todo  lo  que  sea  estable ;  y  de  aquí  su  na- 
tural tendencia  co/»er{;a(íora.  Pueden,  pues, 
reputarse  para  este  efecto  intereses  perma^ 
nentes^  ó  de  índole  de  tales,  la  forma  de  go^ 
biernOf  la  constitución  política^  el  trono,  la 
religión  del  Estado;  el  patrimonio,  fueros  y 
prerogativas  de  la  corona,  y  de  la  real  fa- 
milia: sucesión,  enlaces^  y  condición  de  los  in- 
dividuos de  ella:  nacionalidad,  organización 
social^  organización  déla  propiedad:  propie- 
dad no  alodial ,  bienes  del  estado:  integri- 
dad é  inmunidad  del  territorio  nacional; 
tratados  y  relaciones  internacionales;  estran- 
gerla:  itistitudones  de  orden  público ,  reli- 
giosas, de  beneficencia  general f.  cíentlficas^ 
administrativas,  juddcií^les,  etc. ,  y  cuanio  sea, 
en  fin,  y  se  repute  de  naturaleza  análoga. 

Pero  aun  supuesta  la  exactitud  y  preci- 
sión taxativa,  que  no  es  posible  eu  ia  clasi- 
.  ficacion  y  derechos  de  intereses  transitorics 
,y  pei'mancntes  ¿cón^o  se  combinará  la  jusia 
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7  mas  conveniente  representación  de  los 
mismos?  ¿Será  preciso  que  concurran  á  la 
Cámara  todas  las  clases,  cuya  fortuna  se  lí« 
ga  respectivamente  mas  á  las  diferentes  es- 
pecies de  intereses ;  que  concurran  en  una 
proporción  aritmética ,  ó  geométrica ,  y  que 
esta  representación ,  en  fin »  no  pueda  de- 
legarse en  individuos  de  otras  clases  y  ge- 
rarquías  sociales?  Parecénos  que  el  legislador 
no  ha  de  empeñarse  en  realizar  imposi- 
bles :  que  la  teoría  ha  de  reducirse  á  la  del 
mandato ,  pues  un  mandante  es  en  suma  el 
que  media  entre  el  elector  y  los  elegidos; 
y  que  en  este  caso  se  salva  el  principio  re- 
presentativo en  el  derecho  electoral  activo. 
Es  natural  suponer  que  el  mandante  conoce 
su  interés  y  también  las  personas  á  propó- 
sito para  ser  sus  mandatarios.  Cualesquiera 
que  estas  sean  y  á  cualquiera  clase  que  per- 
tenezcan ,  siempre  representan  su  interés. 
El  derecho  electoral  pasivo,  pues,  en  las 
Cámaras  electivas ,  puede  recaer  en  indivi- 
duos, cuya  clase  no  diga  relación  á  los  inte- 
reses representados ,  y  por  tanto  aun  de  las 
superiores  á  la  clase  media.  No  á  sí  en  las 
Cámaras  hereditarias,  en  que  no  hay  elector 
ó  conmitente  :  sino  que  como  hemos  dicho 
arriba ,  la  ley  elige ,  por  clases,  por  circuns- 
tancias no  personales ,  sin  conocer  á  la  per- 
sona, y  antes  prescindiendo  absolutamente 
de  ella. 

Pero  aquí  no  se  trata  solo  del  interés  del 
elector  particular:  se  trata  también  del  de  el 
Estado.  Por  otra  parte,  si  el  cuerpo  electo- 
ral fuese  único ,  podria  esperarse  uniformi- 
dad y  consecuencia  en  el  resultado :  pero 
por  el  contrario  el  cuerpo  electoral  es  múl- 
tiplo :  cada  colegio  procede  sin  acuerdo  de 
los  demás  -,  siendo  casi  imposible  la  conve- 
niente proporción  entre  las  clases  elegidas; 
y  si  el  rigorismo  del  derecho  representativo 
se  salva  por  no  poder  ser  otra  cosa ,  en  el 
sufragio  activo,  como  hemos  dicho,  las  con- 
secuencias ,  y  fines  de  la  elección  se  asegu- 
ran mas  con  una  elección  proporcionalmen- 
te  clasificada ;  puesto  que  la  falta  del  equi- 
librio posible,  podria  frustrar  los  fines  del 
elector,  como  veremos.  El  estado,  pues,  tie- 
ne que  intervenir,  y  la  ley  por  él ,  como  lo 


hace ;  distribuyendo  los  derechos  poltcícos, 
organizando,  digámoslo  así,  antes-  que  la 
cuestión  pueda  ser  personal,  el  sufragio 
oi^vo  y  pasivo,  y  seSaladamente  el  pri- 
mero, por  el  doble  sistema  de  garantUnsé 
incompatíbiUdades. 

Grande  es  el  peligro  que  hay  en  el  des- 
envolvimiento de  este  sistema ;  hasta  el 
punto  de  poderse  falsear  el  mecanismo  repre- 
sentativo. La  ley  debe  ampliar  conveniente- 
mente el  suñ^agio  activo ;  y  debe  restringir 
el  pasivo ;  rodeario  de  garantías ,  y  organi- 
zario,  digámoslo  así,  de  modo  que  por  la 
designación  de  incomptUibilidades  haya  en 
la  Cámara  el  posible  y  conveniente  equili- 
brio entre  las  ciases  llamadas  naturalmente 
á  componerias.  No  seria  ni  esirano  ni  vio- 
lento establecer,  que  si  un  colegio  ó  distrito 
tenia  que  elegir  dos,  tres,  6  mas  represen- 
tantes ,  no  pudieran  ser  todos  de  una  mis- 
ma categoría,  como  por  ejemplo ,  tres  capa- 
cidades, tres  empleados,  tres  eclesiásticos, 
tres  militares,  etc.  El  gobierno  por  último, 
aun  siendo  la  ley  poco  esplícita,  lejos  de 
abusar  de  ella,  debe  supliria.  Derecho  tiene 
para  procurar  el  apoyo  y  cooperación  de  las 
Cámaras ;  pero  no  hasta  hacer  degenerar 
la  institución;  y  degenerará,  torciendo  la 
voluntad  ó  coartando  la  libertad  legítima  del 
cuerpo  electoral ;  y  rompiendo  en  su  prove- 
cho el  prudente  y  posible  equilibrio  de  cla- 
ses en  la  Cámara.  La  exorbitancia  de  em- 
pleados ,  por  ejemplo ,  no  solo  deja  desam- 
parados ó  en  manos  mercenarias  los  cargos 
públicos,  que  sin  duda  el  Estado  ha  creado 
y  paga  porque  son  necesarios  á  su- servicio; 
si  no  que  como  ya  antes  hemos  dicho  con 
otro  motivo,  puede  llegar  á  trasformar  una 
Cámara  deliberante  en  un  cuerpo  consulti- 
vo; una  Cámara  representativa  en  una  Cá- 
mara oflciaL  El  sistema,  pues,  de  garantías, 
y  el  de  incompatibilidades  se  identifican  con 
la  esencia  de  la  composición  de  un  Cámara. 

La  composición  de  las  Cámaras  dá  lugar 
á  diversas  clasificaciones  de  las  mismas» 
mas  usuales ,  que  teóricas ,  salvo  alguna  de 
ellas ,  como  Cámara  popular.  Cámara  aris^ 
tocrática,  Cámara  conservadora,  etc.  Cáma- 
ra popular  se  dice  ordinariamente  por  con- 
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traposidon  á  otra  aristocrática ,  como  la  he- 
reditaria; ó  casi  aristocrática,  como  la  Tita- 
licia ;  y  se  llama  asi  aquella  en  qne  inter- 
viene el  sahragio  popular,  resultando  la  de- 
nominación de  aristoer^Mca  por  nna  razón 
ioTcrsa.  La  de  Cámara  conservadora ,  es  en 
parte  teórica ,  aunque  también  por  contra- 
posición. Como  ninguna  Cámara  se  instituye 
para  conserrar  abusos ,  todas  ellas  son  en 
rigor  conservadoras;  pues  todas ,  cada  una 
en  su  esfera  de  acción ,  y  según  su  índole, 
procuran  conservar  y  mantener  lo  provecho- 
so y  justo  y  conveniente,  mientras  lo  es;  pe- 
ro se  dicen  conservadoras  por  antonomasia 
aquellas  Cámaras,  llamadas  á  representar 
intereses  permanentes ,  cuya  legislación  no 
conviene  retocar  ó  sustituir  con  frecuencia 
7  antes  con  mas  parsimonia  y  circdnspeccion, 
que  lo  que  suele  sufrir  el  celo  loable,  pero 
alguna  vez  impaciente  y  exajerado  de  ace- 
lerar cuanto  se  aprende  como  mejora  y  ven- 
taja. Se  vé,  pues,  que  la  clasificación  de 
Cámaras ,  que  tiene  por  supuesto  necesario 
el  diverso  fin ,  origen ,  y  composición  de 
las  mismas,  constituye  una  parte  muy  esen- 
cial del  mecanismo  representativo.  De  sus 
multiplicados  pormenores,  no  esplicadosen  la 
presente  sección,  sino  meramente  indicados, 
con  omisión  de  otros  muchos  por  taludóle  de 
nuestra  obra,  se  comprenderá,  que  si  en  algo 
es  una  verdad  que  en  política  no  hayprinci*- 
pios  ensolutos ,  lo  es  principalmente  en  esta 
materia:  y  de  todo  se  deduce  que  en  el  terre- 
no de  los  resultados,  en  ella  también  mas 
que  en  otras ,  la  bondad  y  eficacia  del  me- 
canismo representativo,  no  menos  que  de 
la  ley  ó  tanto  como  de  esta,  dependen  de  la 
prudenday  buena  fé  del  poder  ejecutivo,  y  de 
las  Cámaras;  del  gobierno  y  del  cuerpo  elec- 
toral ;  de  los  representantes  y  de  los  repre- 
sentados.! no  veremos  otra  cosa  en  las  sec- 
ciones ulteriores. 

SECCIÓN  11. 

DB  LA  UNIDAD  T  PLURALIDAD   DB  CÁMARAS. 

Hemos  dicho  en  la  sección  anterior,  y  asi 
lo  persuaden  la  teoría,  el  buen  sentido  y  la 


esperíencia  de  lo  que  en  general  han  practi- 
cado y  practican  la  mayoría  de  las  naciones 
que  han  tenido  ó  tienen  gobierno  represen-- 
tativo ,  que  las  Cámaras ,  especialmente  las 
deliberantes,  se  crean,  ya  para  representar 
intereses  y  derechos  legítimos,  ya  para  esta- 
blecer y  mantener  el  equilibrio  político  entre 
los  poderes  soberanos ,  ya  para  ambos  fines. 
Uno  y  otro  principio  se  prestan  á  diversas 
combinaciones;  porque  en  efecto  los  intere- 
ses sociales  pueden  estar  representados  con- 
juntamente por  solo  una  Cámara,  como  ett 
España  por  la  Constitución  de  181S:  y  dis>- 
yuntivamente  por  dos  Cámaras,  como  en  Es- 
pana  también  por  las  Constituciones  de  1837 
y  184S ,  y  aun  mas  especialmente  en  Ingla- 
terra por  la  Cámara  hereditaria  y  la  de  los 
Comunes.  Del  mismo  modo  el  principio  de 
contenimientOy  de  equilibrio,  puede  procu- 
rarse con  una  sola  Cámara  respecto  del  po- 
der soberano  unipersonal ,  ora  el  qne  lo  re- 
presente se  llame  rey,  presidente,  dux,  dic- 
tador, etc.:  con  dos  Cámaras  respecto  del 
mismo  poder  unipersonal :  y  con  las  mismas 
entre  sí  propias,  cuando  ellas  solas  compar- 
ten la  soberanía  y  no  hay  ningún  otro  poder 
soberano  fuera  de  ellas. 

Puede  darse  también  una  combinación  en 
que  por  error  ó  conveniencia ,  esto  es ,  por 
las  circunstancias  de  un  pais ,  por  su  for- 
ma de  gobierno ,  por  la  índole  de  los  tiem- 
pos ,  etc.,  se  consulte  únicamente  uno  de  los 
dos  principios  mencionados,  é  mas  uno  que 
otro,  para  determinar  el  número  de  Cáma- 
ras. Si  este  principio  esclusivo  ó  dominante 
es  el  de  la  diversa  representación  de  intere- 
ses, es  sin  duda  preferente  la  pluralidad  de 
aquellas.  Si  es  el  principio  de  equilibrio  po- 
lílico,  podrán  dos  Cámaras  no  representar 
mas  qne  unos  mismos  intereses,  ó  lo  que  se- 
ria lo  propio  en  el  resultado,  no  haber  mas 
que  una  Cámara  en  contraposición  al  poder 
soberano  unipersonal:  podrá  haber  dos  en 
contraposición  al  mismo  poder  unipersonal, 
ó  á  sí  mismas,  si  ellas  compartiesen  solas  la 
soberanía;  pero  sería  necesario  en  este  caso 
que  ambas  fuesen  de  la  misma  índole  y  com- 
posición; ó  muy  aproximadamente,  como  su- 
cedía en  España  por  las  Constituciones  de 
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1837  y  1848,  cimforme  á  las  que  el  Congre- 
so ^aelectíuo,  y  por  tanto  popular;  y  el  Se- 
nado de  origen  decíivo  también,  siendo  muy 
eomnn  el  que  un  mismo  candicbíto  lo  fuera 
para  diputado  y  para  seaador,  y  que  un 
gcande  ó  título  de  Castilla  fuese  nombrado 
diputado  y  aun  un  príncipe  de  sangre  real, 
y  un  individuo  de  las  elases  medias  se- 
nador. 

Lo  propio,  en  Gn,  podria  verificarse  con 
alguna  de  las  numerosas  combinaciones  ¿ 
que  se  presta  la  índole  de  Cámaras  mistas, 
como  hemos  manifestado  en  la  sección  ante*- 
ríor,  cual  seria,  por  ejemplo,  al  lado  del 
poder  soberano  unipersonal  y  de  una  Cáma- 
ra popular,  una  segunda  Cámara  compues-* 
ta  á  la  vez  de  vocales  hereditarios,  vitali-» 
dos,  de  nombramiento  por  tiempo,  electi- 
vos, etc. 

No  por  eso  puede  sentarse  como  principio 
que  las  formas  é  combinaciones,  la  unidad 
6  pluralidad  de  Cámaras  son  indiferentes 
para  conseguir  el  fin  político  que  ha  dado 
ser  y  oríg^  á  este  género  de  instituciones, 
es  decir,  el  de  compartir  la  soberanía  posi- 
tiva para  cofUrarestar  los  abusos  posibles 
de  la  soberanía  unipersotial.  Por  el  contrario, 
el  principio  ilnico  que  cabe  adoptar  en  esta 
parte  para  hacer  efectivo  el  anterior ,  es  el 
de  la  bondad  y  consecuencia  relativa,  al  te- 
nor de  lo  que  dejamos  manifestado  en  la 
sección  anterior. 

^n  embargo,  teniendo  en  conóderacion 
b  espuesto,  no  pudiendo  perder  de  vista 
que  el  motivo  cardinal  de  las  formas  repre- 
sentativas de  gobierno  es  y  ha  sido  el  con- 
trarrestar la  soberanía  positiva  unipersonal  ó 
absoluta:  considerando,  en  fin ,  que  el  men- 
cionado principio  es  hasta  tal  punto  cardinal, 
que  sin  él  no  se  concibe  gobierno  represen- 
tativo posible ,  aun  en  un  pueblo  en  que  to- 
dos los  intereses  fueran  análogos,  ó  tan  té* 
núes  sus  diferencias  esenciales,  que  no  exi- 
giesen una  representación  diversa;  en  lo  que 
cabe  generalizar  en  esta  materia,  pueden 
deducirse  y  tenerse  como  reglas  generales 
las  siguientes : 

1.*  En  las  diversas  combinaciones  políti- 
cas de  unidad  y  pluralidad  de  Cámaras,  pue- 


de considerarle  mas  6  menos  el  principio  de 
representación  diversa  ó  dasificada  de  inte* 
reses;  y  aun  prescindirse  de  esta,  pero  nun- 
ca del  principa  de  equilibrio  poUtieo. 

3.*  Uno  y  otro  principio  se  consultan  nie' 
jor  con  la  pluralidad  de  Cámaras. 

Z^  Ambos  pueden,  mas  ó  menos,  ser 
consultados  con  una  Cioiara  única,  contra- 
puesta al  poder  soberano  unipersonal ;  pero 
dificilmente  cqando  ella  sola  concentre  en  si 
la  soberanía  efectiva. 

4.'  La  pluralidad  de  Cámaras  se  presta 
mas  á  la  perfección  del  régimen  representa- 
tivo, ya  concentren  en  si  la  soberanía,  ya  la 
compartan  con .  el  poder  soberano  uniper- 
sonal. 

8.*  La  combinación  mas  desventajosa  y 
apenas  coa|>atible  con  el  mecanismo  repre- 
sentativo, es  la  de  una  Cámara  única  que 
concentre  en  sí  sola  lo  soberanía. 

6/  Las  ventajas,  pues,  ó  desventajas  de 
una  forma  representativa ,  y  por  tanto  de  la 
unidad  ó  pluralidad  de  Cámaras,  ha  de  apre- 
ciarse por  el  modo  con  que  en  ella  están 
combinados  mas  ó  menos  ventajosamente  los 
principios  de  representación  de  intereses  y 
de  equilibrio  polUico ,  y  mas  señaladamente 
este  último. 

Una  lijera  resena  de  los  inconvenientes  y 
ventajas  de  las  oMnbinaciones  mas  comunes 
de  unidad  y  pluralidad  de  Cámaras,  comple- 
tará lo  fundamental  y  adecuado  de  las  reglas 
anteriores. 

Cámara  única  que  concentre  en  si  toda  la 
soberanía  efectiva.  No  se  concibe ,  sino  en 
un  gobierno  republicano ,  ya  bajo  la  forma 
democrática,  ya  aristocrática,  ya  mista. 

Es  la  mas  imperfecta  de  todas  las  combi- 
naciones. Los  intereses  tienen  solo  una  re- 
presentación colectiva :  y  si  la  composición 
de  la  Cámara  fuese  por  clases  ó  estamentos, 
el  antagonismo  baria  imposible  su  marcha. 
Con  mayor  dificultad  aun  se  salvarla  en  ella 
el  principio  de  equilibrio  ó  de  conteuímiento, 
cuando  ninguna  especie  de  Cámaras  lo  ne- 
cesita mas,  puesto  que  en  este  caso  el  prin- 
cipio de  equilibrio  ó  poder  moderador  relati- 
vo no  pued^  establecerse  sino  dentro  de  la 
Cámara  misma;  habrá  de  estar  en  la  compo- 
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sicion  de  esta  t  ^Q  su  organizacioD ,  on  su 
reglamento  y  método  de  discusión  ^  en  la  re- 
visien  en  su  caso,  en  todos  ios  medios  y  trá* 
mites,  en  fin,  que  prescribe  el  buen  senti- 
do y  ha  dado  ¿  conocer  la  práctica,  para 
prevenir  los  efectos  de  la  sQrpresa ,  del  ca* 
lor,  del  entusiasmo,  de  las  pasiones  políti- 
cas ,  de  cayos  pormenores  hablamos  en  la 
sección  4/  En  teoría  esta  especie  de  Cáma- 
ras no  se  presentan  á  propósito  sino  para  en 
momentos  dados:  en  situaciones  críticas  para 
contener  por  la  unidad  de  acción  y  la  ener- 
gía los  efectos  de  una  retoincion,  y  para 
consolidarlos  y  preparar  el  camino  á  un  r¿« 
gimen  normal :  como  máquinas  de  gu^ra, 
por  lo  tinto,  mas  bien  que  legislativas.  Ea 
una  revolución  en  que  se  compromete  ó  se 
derroca  el  régimen  constituido  y  aun  el  po« 
der  social  s  el  espediente  ordinario  es  el  de 
una  junta  eentrait  una  asamblea  única,  oomo 
la  Convencían  nacUmál  en  Francia  en  el  si«* 
gk)  antier  y  su  Asamblea  en  1848.  La  his» 
toria,  sin  embargo,  presenta  ejemplos  de 
haber  prolongado  este  género  de  Cámaras 
su  existencia  largo  tiempo  con  gloria  y  ati-* 
lidad  del  pais.  Su  ese  caso  se  haUó  el  Sena^ 
do  romano  hasta  que  la  plebe  por  el  medio 
de  la  soblevacion^  entró  á  compartir  la  so^ 
beranía.  La  duracieA  prolongada  de  este  gé* 
aero  de  Cámaras,  fuera  de  los  casos  de  con* 
flicto  en  que  puede  justificarse  ó  hacerse 
precisa  su  eiustencía  por  la  neeesifM,  si 
son  aristocráticas,  produce  de  ordinario  la 
sublevación  de  la  plebe :  si  democráticas,  la 
de  la  aristocracia,  y  en  todo^  los  casos  las 
desacredita  su  violencia ,  é  abren  te  puerta 
al  poder  y  régimen  absoluto. 

Lo  que  en  esta  parte  se  preseiUa  en  la 
teoría  como  efecto  natural ,  está  comprobado 
casi  constantemeito  por  la  historia. 

Cimaru  única  que  compatie  la  soberanía 
con  otro  poder  éoberano  unipersonal.  Estas 
Cámaras  corresponden  ya  al  raimen  repre*- 
sentativo  ^  y  se  prestan  á  una  combinación 
aceptable.  Los  intereses. soctaies,  sin  em«- 
bargo ,  están  representados  colectivamente. 
£1  principió  de  equilibrio  puede  estar  com- 
pletamente organizado  y  esosf  Itado.  El  po- 
der moderador  absoluto  está  en  la  corona  per 


medio  de  la  convocatoria,  suspensión  de  las 
sesiones  y  disolución  de  Cortes :  el  relativo 
en  ambos  poderes  por  la  reciprocidad  de  la 
iniciativa ,  por  la  sanción  en  la  corona  y  por 
la  desaprobación  de  sus  proyectos  de  ley  en 
la  Cámara ,  por  el  voto  necesario  de  los  im- 
puestos ,  etc.:  y  en  la  Cámara  por  los  trá- 
mites de  discusión.  Con  cortas  diferencias, 
tal  era  la  Cámara  única  de  las  Cortes  espa- 
ñolas de  1812  á  4»14:  de  1820  ál825:  y 
en  1836. 

Pluralidad  de  Cámaras.  Para  asegurar 
las  ventajas  de  la  pluralidad  de  Cámaras,  la 
teoría  no  presenta,  ni  como  necesarias,  ni 
como  conveniente  mas  que  dos ,  y  de  todos 
tiempos  responde  á  este  principio  el  hecho 
histórico  y  la  práctica  de  las  naciones ,  ya  la 
forma  de  gobierno  sea  republicana,  ya  re^ 
presentativa;  cuyo  hecho  casi  universal  re-* 
vela  sin  duda  la  general  convicción  de 
que  hs  ventajas  políticas  y  sociales  que 
pueden  esperarse  de  la  institución  deCáma-* 
ras  ó  asambleas  políticas ,  se  asegura  mejor 
con  la  pluralidad  que  de  otro  modo^ 

La  pIuraKdad  de  Cámaras  se  presta,  como 
ya  dejamos  indicado,  á  la  representación  es- 
pecífica, ó  clasificada  de  intereses  diversos; 
y  á  la  perfección  del  equilibrio  político, 
organizándose  el  poder  moderador  ó  de  con- 
tenimiento  en  el  gobierno  representativo^ 
de  un  modo  análogo  al  que  dejamos  ¡tf** 
dicado  en  la  subdivisión  anterior;  y  en-< 
el  republicano  por  la  igualdad  de  faculta-* 
des,  por  la  reciprocidad  de  iniciativa ,  por 
los  trámites  de  reglamento  para  el  órdeñ  de 
la  discusión  y  por  la  ley,  ó  disposición  cons- 
titucional de  relaeiottes  de  los  dos  cuerpos. 
El  conveniente  desenvolvimiento  de  estas 
indicaciones  ha  de  verse  en  las  secciones  S.' 
y  4.';  en  los  artículos  citados  en  la  1.*  y  ade- 
más en  los  de  ipober  modcraboii,  9.%ic- 
€ia»  LB«HHL4TiTA  j  otros  análogos. 

Las  reglas  y  observaciones  consignadas  en 
esta  sección,  se  refieren  como  hemos  indica- 
do al  principio^  á  las  Cámaras  soberanas; 
siendo  fácil,  sin  embargo,  la  aplicación  á  las 
meramente  eonsultípasypdiciónarias  ó  mis^ 
taSy  de  las  que  hacemos  mención  mas  espe- 
cial en  la  siguiente  sección. 
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DE  LAS   CÁMAIUS  Ó  ASAMBLEAS   POLÍTICAS  BAiO 

EL  PUNTO  DE  VISTA  DE  SV3  FACULTADES  Y  PREE- 

MINENCIAS. 

Por  razón  de  sus  facultades  y  preeminen- 
cias las  Cámaras  ó  asambleas  políticas  son 
soberanas,  y-  no  soberanas,  y  se  concibe  tam- 
bién una  combinación  mista  ^  esto  es,  sobe- 
ranas en  asuntos  determinados,  y  peticiona'^ 
rías  6  consuüivas  en  otros,  de  lo  cual  la  his- 
toria presenta  algunos  casos,  como  veremos* 

Cañaras  soberanas.  Son  esencial  y  pro^ 
piamente  tales  las  que  conceníran  en  sí, 
ó  comparten  con  otros  poderes^  soberanos 
también,  la  potestad  legislativa,  como  ya  an- 
tes habíamos  indicado  en  la  deGnicion  gene- 
ral de  Cámaras  políticas.  El  primer  caso,  el 
de  concentrar  en  sí  la  potestad  legislativa,  no 
puede  darse  sino  en  los  gobiernos  republi- 
canos de  una  Cámara  única:  mientras  el  se- 
gundo, el  de  estar  compartida  la  soberanía» 
tiene  lugar  siempre  que  hay  mas  de  una  Cá- 
mara soberana,  cualquiera  que  sea  la  forma 
de  gobierno. 

Al  presentar  la  potestad  legislativa  como 
circunstancia  esencial  de  la  soberanía  efecti- 
va de  una  Cámara,  no  es  porque  esta  no  pue- 
da tener  otras  facultades ,  gubernativas,  por 
ejemplo,  judiciales,  etc.,  de  lo  que  tratamos 
después;  si  no  que  dicha  potestad  salva  por 
sí  sola  el  connotado  de  soberanía,  y  ella  sola 
es  por  tanto  primaría,  cardinal,  y  eminente* 
mente  soberana,  en  cuyo  caso  no  se  hallan 
las  demás.  De  aquí  es  que  hallaremos  en  la 
historia  Cámaras  soberanas  con  solo  la  po- 
testad legislativa,  como  hoy  sucede  en  Espa- 
ña, por  cuyo  motivo  sus  dos  Cámaras  se  de- 
nominan con  una  enunciativa  común  y  an^ 
tonomástica  al  propio  tiempo,  cuerpos  cote^ 
gisladores;  pero  no  con  solo  el  poder  egecu- 
tivo,  ya  en  su  parte  gubernativa,  ya  judicial, 
ya  en  todas  las  que  comprende.  En  rigor  ló- 
gico y  en  el  orden  constitucional,  supuesta 
la  división  de  poderes  supremos,  es  imposi- 
ble desconocer»  que  el  ejecutivo  presenta  el 
carácter  de  secundario,  y  dice  razón  de  in- 
ferioridad del  legislativo,  paesqne  se  redu- 


ce  en  su  esencta;  y  asi  en  tu  mayor  como 
en  su  menor  escala,  á  ejecutar  ó  aplicar  lo 
que  el  poder  legislativo  ba  establecido.  Este, 
por  tanto,  se  concibe,  y  con  frecuencia  hasta 
funesta ,  existe  sin  aquel;  pero  no  aquel  sin 
este,  así  como  no  se  concibe  que  pueda  exi&* 
tir  el  efecto  sin  la  causa.  Hemos  dicho  de 
propósito  que  esta  distinción  se  entiende 
cuando  la  soberanía  está  compartida;  pues 
en  otro  caso ,  ya  el  poder  único  que  la  con- 
centra en  sí,  sea  unipersonal,  seauoa  Cámara 
única ,  los  actos  del  poder  legisbitivo  y  del 
ejecutivo  se  confunden  á  veces  ó  identii- 
can  en  el  hecho,  y  una  prescripción,  un  man- 
dato de  esa  potestad  soberana  única,  y  mas 
aun  cuanto  mas  obsoiuta  sea,  es  á  un  tiempo 
legislativa  y  ejecutiva,  y  mas  bien ,  es  indis- 
oerniUe  en  el  efecto. 

Notaremos  por  último  que,  como  correspon- 
de en  el  presente  artículo,  tomamos  la  p^lk- 
himpotestadlegislativa,  no  en  un  sentido  lato^ 
ni  en  el  jurídico,  en  el  que  se  reconocen 
técnicamente  varias  especies  de  derecho; 
sino  en  el  estricto  y  rigorosamente  constitu- 
cional ,  de  donde  se  deduce:  1/  que  no  se 
concibe  la  soberanía  legislativa»  sino  cuando 
los  poderes  colegisladores  tienen  derecho  de 
iniciativa  libre  é  independiente,  y  la  necesi- 
dad de  tomar  recíprocamente  cada  uno  en 
consideración  los  proyectos  de  ley  presenta- 
dos por  el  otro,  con  igual  y  recíproco  derecho 
y  necesidad  de  aprobarlos  ó  desaprobarlos; 
y  ^"^  que  en  rigor  constitucional  no  se  en- 
tiende por  potestad  legislativa  soberana  la 
de  dictar  disposiciones  con  fUer%a  áe  ley, 
como  por  ejemplo  en  España,  los  bandos  de 
los  capitanes  generales  de  ejército  en  cam- 
pana y  estado  de  sitio:  las  cédulas  de  los  an- 
tiguos Consejos:  los  autos  acordados  de  los 
tribunales  superiores  y  supremos,  etc.,  pues 
que  en  estos  actos  se  vé  bien  que  la  potestad 
de  tales  cuerpos,  ó  autoridades,  es  secunda- 
ria, dependiente,  como  delegada ,  no  es  en 
Gn  una  potestad  soberana,  propia ^  indepen* 
diente,  irrevocable,  élo  que  es  lo  mismo,  qu« 
no  pueda  ser  retirada ,  modificada  6  impe- 
dida esdusivamente  por  otro  poder,  en  cuyo 
caso  este  es  primero  y  prc^mente  sobe- 
rano. 
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No  se  oponen  á  los  requisitos  qne  indica-  I 
mos  como  esenciales  para  constituir  propia- 
mente soberanía  en  el  sentido  de  este  arti- 
culo ,  las  restricciones  que  tienen  por  objeto 
establecer  y  mantener  el  mecanismo  y  nece- 
sario equilibrio  del  régimen  representativo, 
puesto  que  deben  estar  reciprocamente  com- 
pensados; y  si  bay  alguno  que  parezca  estarlo 
menosy  como  por  ejemplo,  la  samuon  legisla- 
tiva absoluta  de  parte  de  la  corona,  ó  del 
poder  unipersonal;  esta  se  halla  contrares- 
tada  con  la  votación  necesaria  de  los  im- 
puestos ú  otra  al  modo;  y  si  ninguna  hubie- 
se ,  será  ó  debe  de  ser  una  dificultad  y  ne- 
cesidad absoluto,  inevitable;  pero  no  volunta- 
ria y  que  contrarié  la  exactitud  déla  teoría. 

Lo  que  sí  la  destruye  ó  ÜEÜsea  es  la  des- 
igualdad de  facultades  y  preeminencias  en- 
tre cuerpos  soberanos  ó  colegisladores;  y 
llamamos  desigualdad  de  facultades  la  de 
que  el  voto  ó  aprobación  de  uno  d<  ellos  pue* 
da  bacer  ley,  prescindiendo  del  otro  ,  y  aun 
contra  su  decisión  contraria.  De  esta  índole 
es  ia  disposición  de  alguna  de  nuestras  cons- 
tituciones políticas  en  virtud  de  la  cual;  cías 
leyes  sobre  contribuciones  y  crédito  público 
se  presentarían  primero  al  Congreso  de  los 
diputados  9  y  si  en  el  Senado  sufrieren  algu- 
na alteración  que  aquel  no  admita  después, 
pasaría  i  la  sanción  real ,  lo  que  los  diputa- 
dos aprobasen  definitivamente.»  Esta  cüspo- 
sicion  podria  parecer  fundada,  ó  tendría 
por  lo  menos  una  esplícacion  aceptable,  si 
no  babiesen  sido  abolidos  los  fueros  y  exen- 
ciones de  la  nobleza:  la  exención  de  pechos 
y  tributos  y  hasta  la  contribución  de  san- 
gre, de  clases  privilegiadas :  si  los  grandes 
propietarios  no  fuesen  contribuyentes,  como 
los  quA  poseen  en  inferior  escala;  y  si  no  lo 
faesen  mas,  por  lo  mismo  que  poseen  ma- 
yores bienes:  si  el  crédito  público  pendiese 
ado  de  las  clases  industriales,  media  é  infe- 
rioresy  y  no  de  las  superiores ,  y  no  intere- 
saraá  todos  y  proporcionalmente  mas  i  estos 
últimos :  pero  cuando  laConstitucion  política 
declara  que  todos  los  españoles^  están  obliga- 
dos á  contribuir  segaa  sus  facultades,  y  que 
son  iguales  en  facultades  políticas  los  dos 

cuerpos  colegisladores:  cuando  las  leyes  han 
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abolido  los  fueros  y  exenciones  de  las  altas 
clases;  semejante  escepcion  constitucional 
parece  fundarse  roas  bien  en  prevenciones, 
consecuencia  todavía  de  pasados  abusos  y 
tiempos,  que  no  en  ninguna  razón  teórica; 
bajo  cuyo  punto  de  vista  es  ilógica  é  insos- 
tenible aun  la  mera  preeminencia  esclusiva 
y  constitucional  de  que  las  leyes  antes  men- 
cionadas hayan  de  presentarse  primero  en  la 
Cámara  popular. 

Hemos  dicho  que  el  consistir  esencial- 
mente la  soberanía  de  las  Cámaras  delibe* 
rantes  en  la  potestad  legistiva ,  no  se  opone 
á  que  puedan  tener  facultades  de  gobierno, 
administrativas,  judiciales,  etc.;  mas  el  de- 
cir que  no  se  opone ,  no  es  admitir,  ni  asen- 
tar que  convenga ,  y  antes  sobre  ello  ha  do 
haber  la  mayor  parsimonia.  Si  la  soberanía 
hace  de  suyo  irresponsables  á  las  Cámaras 
deliberantes  ¿cómo  se  concilla  con  eso  la  ad- 
ministración y  gobierno,  cuya  mejor  ga- 
rantía es  ia  responsabilidadi  ¿De  qué  servi- 
ría la  división  de  poderes  soberanos,  y  el 
deslinde  constitucional  de  facultades  y  atri- 
buciones ,  si  luego  hubieran  de  acumularse 
en  las  Cámaras,  como  antes  lo  estaban  en 
el  poder  soberano  unipersonal?  Por  estas  é 
infinitas  razones  mas  se  vé,  que  la  tendencia 
de  las  constituciones  modernas  es  á  simplifi- 
car cada  dia  las  facultades  de  las  Cámaras 
políticas ,  reduciéndolas  con  raras  escepcio- 
nes  á  la  potestad  legislativa;  y  si  les  dejan 
atribuciones  de  otro  género,  como  por  ejemplo 
judiciales,  es  enreducidas  cosas  por  unagran- 
de  y  especial  razón  de  conveniencia  públi- 
ca, de  necesidad,  y  rodeando  de  precaucio- 
nes y  garantías  el  ejercicio  de  las  mismas. 
Así  en  delitos  políticos  de  primera  magni- 
tud, y  en  el  encausamiento  de  los  individuos 
de  su  seno  en  ciertos  casos,  eran  tribunal, 
pero  con  organización  especial  para  ello, 
distinta  de  la  parlamentaria,  la  estinguida 
Cámara  de  Pares  de  Francia,  lo  biíshio  la 
de  los  Lores  de  Inglaterra,  y  el  Senado  es^ 
panol  de  la  Constitución  de  i845« 

Dos  escepciones  admite  esta  regla,  y  no 
puede  resistir  la  teoría  mas  estricta ,  por 
cuanto  no  son  voluntarias ,  sino  de  imperio- 
sa necesidad.  Es  la  primera  respecto  de 
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ciertos  actos  supremos ,  que  ann  podríamos 
llamar  emiDentemente  legislatíTos»  y  aun 
eamtUutivos  y  que  parece  que  la  nación  sola 
puede  autorizar,  ó  legitimar.  Tales  son  la 
jura  del  monarca :  prorision  en  el  caso  de 
incapacidad  del  mismo :  resolución  d^  las 
dudas  que  puedan  ocurrir  en  orden  á  la  su- 
cesión de  la  corona :  nombramiento  de  re- 
gencia 7  los  demás  de  esta  ó  análoga  índole 
y  magnitud. 

La  segunda  escepeiout  si  así  podemos 
llamarla,  tiene  lugar  respecto  de  las  Cáma- 
ras ünicas ,  y  en  casos  dados  y  escepciona- 
les,  como  el  sobrevenido  para  España  de 
1f808  á  1813 ;  situaciones  supremas ,  en  que 
hs  Cámaras  políticas ,  como  la  junta  cen- 
tral y  el  Congreso  español  de  aquella  épo- 
ca memorable,  son,  por  la  fuerza  de  las  co- 
sas, mas  bien  que  un  cuerpo,  ni  legislativo, 
ni  constituyente ,  asamblea  y  gobierno  á  la 
vez;  máquina,  digámoslo  así,  de  guerra, 
la  nación  levantada  en  masa  para  salvar  su 
independencia  por  todos  los  medios  que  au- 
toriza la  necesidad  mas  desesperada  y  el  de- 
recho sagrado  y  supremo  de  lar  propia  de- 
fensa. No  siendo  este  caso  normal;  na  solo 
no  falsea  la  teoría,  sino  que  ni  aun  es  en 
rigor  escepcioo  de  ella. 

Cámaras  no  soberanas  y  mistas.  Llama- 
ríanse  del  primer  modo  las  que  meramente 
tuviesen,  ya  el  derecho  de  petición,  ya  voto 
consultivo ,  ya  ambas  cosas:  y  se  llamarían 
propiamente  Cámaras  mistas  ^  las  que  ade- 
más tuvieran  voto  deliberativo  y  necesario 
en  cosas  determinadas.  De  estos  géneros  de 
Cámaras  presenta  repetidos  ejemplos  la  an- 
tigüedad ,  y  las  Cortes  españolas  de  los  pa- 
sados tiempos ,  limitadas  unas  veces  á  dar 
petición  al  rey  sobre  los  deseos  del  reino  ó 
de  las  clases ;  otras  á  dar  su  asentimiento 
ó  consejo  sobre  la^  propuesta  del  rey ;  con 
flicoltades  además  para  emkir  su  voto  de- 
MberatiV'O  sobre  servicios  de  millones ,  ofre- 
cen un  ejemplo  de  Cámaras  de  esta  espe- 
cie ,  que  las  nuevas  teorías  representativas 
rechazan,  no  admitiendo  medio  entre  conse- 
jos, ó  cuerpos  consultivos ,  y  Cámaras  deli- 
berantes. 

Bajo  el  punto  de  vista  de  sus  facultades  y 


preeminencias  las  Cámaras  son  todavía 
comtituy entes ,  legislativas,  ordinarias  y  es- 
traordinarias.  Estas  clasificaciones  en  la  ma- 
yoría de  los  casos  cuadran  menos  á  las  Cá- 
maras en  particular ,  que  al  Parlamento ,  6 
reunión  colectiva  de  los  poderes  soberanos, 
que  entre  nosotros  diríamos  á  las  Cortes 
con  el  rey.  Ha  de  verse  por  tanto  sobre  ello 
el  artícuño  ce»TB0. 

SECCIÓN  IV. 

DE  LAS  CÁMARAS  Ó  ASAMBLEAS    POLÍTICAS    BAJO 
EL  PUNTO  DE  VISTA  DEL  EJERCICIO  DE  SUS    PUN- 
CIONES. 

De  cualquier  modo  que  se  dividan  y  or- 
ganicen los  poderes  soberanos,  todas  las 
teorías  y  combinaciones  se  encaminan  á  es- 
tablecer lo  que  se  llama  equiltinio  político; 
y  este  equilibrio ,  sin  embargo ,  este  meca- 
nismo que  constituye  la  esencia  de  los  go- 
biernos representativos  y  el  ünico  correcti- 
vo á  que  ha  sido  posible  llegar  contra  los 
inconvenientes  del  poder  absoluto,  vienen 
á  prueba  con  las  teorías  en  que  se  fundan 
en  el  terreno  práctico  de  su  aplicación.  Bajo 
este  punto  de  vista  i  cuánta  no  debe  de  ser 
lar  importancia  de  la  presente  sección?  Pa- 
ra esplanarla  y  conocerla  por  completo  se 
necesitaría  un  estenso  tratado.  T  sin  em- 
II  bargo ,  aun  espuesto  sumaríamente  su  obje- 
to, vendremos  á  ver  de  relieve  una  deduc- 
ción que  mas  ampliamente  aparecerá  al  ha- 
blar en  su  lugar  oportuno  del  régimen  re- 
presentativOy  y  de  lo  que  en  él  se  llama  equi- 
librio político:  deducción  harto  sensible  para 
el  género  humano ,  y  nada  airosa  para  la 
humana  inteligencia ;  y  es  que ,  siendo, 
como  acabamos  de  indicar ,  el  único  ó  prin- 
cipal correctivo  á  que  hasta  hoy  ha  sido  dado 
aspirar  contra  los  abusos  del  poder  absoluto, 
el  que  se  llama  equilibrio  político  contra  los 
poderes  soberanos ,  sería  un  grave  error  el 
creer  que  este  equilibrio  pueda  ser  perfecto, 
ni  aun  casi  posible ,  mientras  por  la  natura- 
leza insuperable  de  las  cosas ,  uno  de  estos 
I  poderes  tiene  que  preponderar  sobre  los  de- 
mas  ,  siendo  predominante  hasta  cierto  gra- 
do por  derecho ;  y  pudiendo  llegar  á  serio 
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de  todo  punto  ea  el  hecho.  ¿Ni  cómo  coace- 
bir  otra  cosa » cuando  al  tener  que  tratar  de 
los  poderes  soberanos  y  de  su  equilibrio 
constitucional ,  habrá  de  hablarse  como  de 
supuestos  necesarios  y  condiciones  inheren- 
tes á  este  mecanismo ,  de  la  prerogativa  de 
convocatotiay  de  las  de  suspensión  de  las  se- 
siones y  disolticion  de  las  Cámaras,  y  por 
último  y  de  la  sanción  ya  absoluta »  ya  reía- 
Uva  de  las  leyes,  atribuidas  á  uno  solo  de 
estos  poderes ,  y  precisamente  al  que  tiene 
los  medios  de  obligar  las  voluntades  por 
nombramientos  9  distinciones  y  beneficios; 
el  que  tiene  á  sus  órdenes  la  fuerza  pública 
y  dispone  inmediatamente  de  los  recursos 
del  £stado?  Pero  si  esta  es,  como  decimos, 
una  deducción  aflictiva  para  el  género  hu- 
mano ,  y  nada  airosa  para  la  humana  inteli- 
gencia; ella  es  también  una  gran  lección 
para  los  legisladores  y  para  los  pueblos ,  en- 
senando á  todos  que  en  este  punto  el  bien 
social  no  ha  de  esperarse  solo  de  las  formas 
constitucionales ,  ora  absolutas ,  ora  repre- 
sentativas ;  sino  de  las  costumbres  políticas 
que  es  preciso  formar  y  dirigir  con  plan  y 
perseverancia;  y  que  aun  en  esta  elevada 
esfera ,  como  en  todas  las  del  orden  .social  y 
legislativo,  es  una  solemne  enseñanza  el  di- 
cho célebre  de  Platón :  ¿quid  vana  síne  nuh 
ribus  jura  pi*o/!durU?  No  resultará  otra  cosa 
del  examen  y  apreciación  filosófica  del  con- 
junto de  circunstancias  que  es  preciso  enu- 
merar, al  haber  de  considerar  á  las  Cámaras 
ó  Asambleas  políticas  legislativas  bajo  el 
punto  de  vista  del  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, y  cuyas  circunstancias  han  de  ser  por 
lo  menos  las  siguientes:  convocatoria,  pun- 
to de  reunión  de  las  Cámaras ,  instalación, 
constitución,  organización,  modo  de  funcio- 
nar, duración  de  la  diputación,  duración  de 
la  legislatura ,  correlación  de  los  cuerpos  y 
poderes  soberanos,  inmunidad,  suspensión, 
disolución. 

La  escelencia  de  cualquier  teoría  consti- 
tucional pende  en  un  todo,  en  cuanto  al 
elemento  representativo,  de  la  acertada  com- 
binación de  estas  circunstancias :  á  veces  en 
la  práctica  de  alguna  sola  de  ellas:  siempre 
del  conjunto. 


I  Convocatoria.  Bien  pronto  hemos  hallado 
la  comprobación  de  cuanto  queda  espuesto. 
¿Qué  es  la  soberanía  de  un  poder ,  cuando 
necesita -de  la  iniciativa ,  como  de  la  autori- 
zación constitucional  de  otro,  para  poderse 
reunir  y  funcionar  legalmente?  Tratándose 
de  poderes  soberanos ,  parece  que  debian 
iener  en  si  la  iniciativa  de  reunirse ,  bien 

I  que  determinado  antes  por  la  ley  política  el 
tiempo  y  el  modo;  y  sin  embargo,  esijta  que 
parece  una  verdad  elevada  á  principio,  no 
puede  en  términos  absolutos  ser  admitida 
por  una  teoría  ilustrada  de  gobierno  consti- 
tucional. 

Y  con  efecto,  de  tres  modos  podría  orga- 
nizarse la  iniciativa  de  reunión :  siendo  es- 
pontánea é  independiente  en  cada  uno  de 
los  poderes:  determinándola  previamente  la 
ley:  atríbuyendo,  en  fin,  esta  exhorbitante 

I  prerogativa  á  uno  solo  de  los  poderes,  y 
bien  se  concibe  que  habrá  de  ser  al  que  por 
tener  á  su  cargo  el  mantenimiento  del  or- 
den ,  la  conservación  y  defensa  del  Estado, 
necesita  como  medio,  una  prudente  libertad 
de  acción,  se  halla  mas  en  posición  de  apre- 
ciar lo  que  favorece  ó  contraría  en  un  mo- 
mento dado  estos  fines ,  y  tiene  el  derecho 
por  tanto,  de  moderar,  suspender  ó  diferir, 
bí  por  la  naturaleza  ó  por  la  ley  no  puede  ó 
no  debe  ser  absolutamente  combatido,  cuan- 
to embaraza  ó  hace  imposibie  en  un  mo- 
mento dado  también  este  deber  supremo.  El 
primero  y  segundo  caso  de  esta  combina- 
ción conducen  por  la  naturaleza  intrínseca 
de  las  cosas  al  desgobierno:  el  tercero  con- 
traría la  igualdad  recíproca  de  los  poderes 
soberanos,  y  en  términos  absolutos  es  en  sí 
perturbatorio  del  equilibrio  político ;  y  es, 
sin  embargo,  al  que  han  tenido  que  atenerse 
y  se  atienen  las  sociedades  en  que  la  sobe- 
ranía positiva  está  compartida ,  sin  que  la 
teoría  pueda  rechazarlo ;  pues  si  una  teoría 
política  podría  con  no  malas  razones ,  como 
ya  hemos  visto,  vindicar  esta  iniciativa  para 
los  poderes  soberanos  ó  para  la  ley  constitu- 
cional ;  todas  las  teorías  de  gobierno  la  re- 
claman para  el  poder  ejecutivo,  de  cualquier 
modo  que  esté  organizado  ó  personificado. 
Grande  é  inminente  es  el  riesgo  del  abu- 
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so.  La  ley  política ,  hasta  dosde  es  dado  á 
lahoniaiapnidencia,  debe  prevenirlo;  ya 
estableciendo t  por  ejemplo,  que  cada  i£o 
baya  necesariamente  de  abrirse  el  Parla*- 
mentó,  reservando  así  á  la  prudencia  del 
poder  ejecutiro  la  oportunidad  del  momento 
en  este  considerable  período:  ya  imponien* 
do  como  necesidad  constitucional  que  cada 
ano  bayan  de  votarse  los  impuestos :  ya  por 
otros  medios  análogos;  si  bien  no  los  hay 
tales,  que  puedan  prevalecer  en  todo  caso 
contra  la  posibilidad  del  abuso ,  volviendo  á 
repetir  aquí  con  este  motivo  la  máxima  an- 
tes inculcada ,  de  que  en  último  término  el 
resaltado  práctico,  tanto  como  de  las  formas 
y  mecanismo  político ,  pende  de  las  costum- 
bres nacionales,  de  la  cordura  y  de  la  buena 
fé  del  poder  ejecutivo  ;  de  las  Cámaras,  de 
gobernantes  y  gobernados. 

Reunión.  En  la  reunión  de  las  Cámaras 
ban  de  consultarse  siempre,  pues  que  no 
debe  ser  arbitraria,  las  circunstancias  de 
tiempo  y  lugar.  La  cuestión  de  tiempo  que- 
da en  parte  tratada  al  hablar  de  la  convoca- 
toria, y  lo  será  completamente  al  hablar  de 
la  mspemiotí  y  disolución.  La  de  lugar  ha 
de  apreciarse  siempre  bajo  los  puntos  de 
vista  de  comodidad  y  seguridad.  Cualquier 
arbitrariedad  en  este  punto,  sobre  faltar 
contra  el  conveniente  respeto  que  mutua- 
mente se  deben  los  poderes  soberanos,  po- 
dría contrariar  y  aun  destruir  la  libertad  é 
independencia  de  que  necesitan  las  asam- 
bleas políticas,  sobre  todo  deliberantes  y 
ademas  numerosas. 

£1  punto  natural  de  reunión  es  cerca  del 
poder  ejecutivo ;  el  centro  natural  de  los  po* 
deres  soberanos  la  corte.  Ninguna  novedad 
sobre  cualquiera  de  estos  estremos  puede 
justiGcarse  sino  por  una  razón  pública  y 
grande,  eomo  la  de  guerra,  peste  ú  otro 
conflicto  público  semejante. 

ínstalaeion  ó  apertura.  Si  las  institucio- 
nes no  están  en  descrédito:  si  los  poderes 
soberanos  conservan  bastante  prestigio  para 
que  de  ellos  se  espere  el  bien,  su  reunión, 
que  imprime  un  movimiento  de  indefinible 
espectativa  en  todos  las  ánimos,  y  hace  de- 
pc^er  de  sí  todas  las  esperanzas  justas,  es 


uno  de  los  actos  mas  solemnes  de  los  Estados 
regidos  por  instituciones  representativas,  y 
si  quieren  formarse  y  sostenerse  costumbres 
políticas  en  el  pueblo,  es  menester  no  de^- 
fraudar  estos  actos  de  su  natural  solemni- 
dad. La  acostumbrada  es  la  reunión  de  todos 
los  poderes  soberanos,  en  medio  de  los  que 
el  poder  ejecutivo,  el  monarca  por  ejemplo, 
pone  el  complemento  á  la  prerogativa  de 
convocatoria  con  la  fórmula  de  instalación, 
declarando  abierta  la  legislatura.  Desde  aquel 
momento  la  máquina  política  entra  constitu- 
cionalmente  en  juego. 

Puede  verificarse ,  y  se  verifica  la  insta- 
lación ó  apertura  sin  solemnidad,  por  una 
ordenanza  ó  decreto  del  poder  ejecutivo  co- 
municado á  cada  una  de  las  Cámaras;  pero 
nunca  debe  hacerse  sin  una  razón  que  satis- 
faga. La  frialdad  de  esta  fórmula  trasciende; 
hiela  los  ánimos;  y  sí  no  les  hace  vislumbrar 
un  desvío  significativo,  un  cierto  grado  de 
mala  inteligencia  entre  las  Cámaras  y  el  po- 
der ejecutivo,  no  contribuye  por  cierto  á  vi- 
gorizar las  costumbres  políticas. 

Es  natural  que  el  poder  ejecutivo  imponga 
desde  luego  á  la  representación  en  lo  que  es 
concerniente  á  la  administración  general  del 
Estado;  pero  no  vemos  la  necesidad  de  que 
haya  de  ser  en  el  mismo  acto,  y  ha  de  preca- 
versecon  suma  diligencia  que  el  medio,  ó  fór- 
mula que  se  adopte,  no  sea  mas  á  propósito 
para  abrir  campo  á  las  pasiones,  que  al  racio- 
cinio; para  impedir;  mas  que  para  examinar 
la  administración  general. 

Constitución.  La  mera  instalación  no  dá 
todavía  á  estos  cuerpos  políticos  ó  no  les  dá 
siempre  la  individualidad  políHca  que  los 
constituye  tales.  Dásela  la  canstUudondt  los 
mismos  que  se  completa  por  los  hechos  si- 
guientes: comprobación  de  poderes  ó  exa- 
men de  calidades,  posesión  del  presidente,  ó 
cabeza  de  la  asamblea  y  juramento :  puntos 
algunos  de  ellos,  y  sobre  todo  el  primero,  de 
una  influencia  vital  en  el  orden  representa- 
tivo, pues  que  de  él  depende  el  que  quede 
admitida,  en  vez  de  la  verdadera,  una  falsa 
representación. 

Esta  importancia  no  la  tiene  la  comproba- 
ción de  poderes  cuando  se  reduzca  al  mero. 
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examen  jurídico  y  ritoal  de  an  documenlOi 
como  en  las  antiguas  Cortes  españolas;  sino 
eoando  la  elección  del  representante  proven- 
ga de  una  lucha  política,  en  que  la  violencia, 
la  intriga,  la  falsedad,  puedan  haber  usurpa- 
do su  lugar  á  la  verdad;  en  cuyo  caso  el  re- 
sultado inmediato  puede  ser  el  triunfo  de  una 
representación  falsa,  y  á  lo  largo  el  descré- 
dito inevitable  de  la  forma  de  gdkiemo. 

Lo  mas  arduo  de  la  dificultad  es  que  ape- 
nas tiene  remedio,  ó  en  último  término  lo  tie- 
ne solo  moral;  esto  es,  el  de  las  costumbres 
políticas,  con  el  que  no  siempre  puede  conr- 
tarse;  y  por  tanto  de  suyo  ineficaz,  nunca  de- 
cisivo. 

Gravísima  es  la  aserción;  pero  no  ensenan 
otra  cosa  ni  la  teoría,>^ni  la  esperiencia.  No 
por  eso  puede  pararse  el  legislador:  si  no 
está  en  su  potestad  el  variar  la  índole  del 
género  humano,  está  el  mejorar  la  condición 
de  la  sociedad ,  y  sobre  todo  debe  procu- 
rarlo. 

En  este  supuesto  diremos,  que  la  facultad 
de  examinar,  y  aprobar  los  poderes,  y  mas 
bien  de  examinar  la  legalidad  ó  ilegalidad 
de  la  elección,  ó  se  comete  á  la  Cámara  mis- 
ma de  cuyos  individuos  se  trata:  ala  otra 
Cámara  en  el  caso  de  pluralidad :  al  poder 
ejecutivo;  ó  á  otra  potestad,  ó  cuerpo  reves- 
tido de  este  poder  por  la  ley.  No  es  dable 
otra  combinación. 

El  primer  caso  es  mas  conforme  á  la  ín- 
dole soberana  de  este  género  de  asambleas. 
Pero  sea  porque  está  así  en  la  naturaleza 
de  las  cosas ,  por  el  estado  de  la  sociedad, 
por  la  índole  de  los  tiempos,  ó  por  otra 
causa,  es  un  hecho  que  en  materia  electoral 
no  puede  contarse  demasiado  con  el  rigor 
de  la  moralidad  política,  y  antes  hay  que  ad- 
mitir como  un  supuesto  que  fallará  rara 
vez,  el  fuego  de  las  pasiones,  las  tendencias 
de  partido,  el  influjo  de  opuestos  intereses, 
la  intervención  del  poder  ejecutivo,  que  do 
seguro  no  ha  de  mediar  en  su  daño.  Si  en 
tal  supuesto,  al  principio  de  una  diputa- 
ción, las  urnas  diesen  por  resultado  una  re- 
presentación falsa  en  su  totalidad,  ó  en  su 
mayoría  por  lo  menos  ¿puede  esperarse  que 
esta  al  examinar  sus  poderes,  se  suicide? 


¡Que  el  electo  que  se  presenta  en  virtud  de 
una  acta ,  que  viene  á  sostener  ,  como  ver- 
dadera y  legal,  vote  contra  ella?  ¿Que  el  po- 
der ejecutivo  no  interponga  su  influjo  natu- 
ral para  no  resultar  culpable,  ni  vencido? 
No  hay  necesidad  de  llevar  mas  allá  las  con- 
secuencias, quedando  en  esta  parte  el  cooh- 
plelar  el  cuadro  al  cargo  de  la  esperiencia 
de  todos  los  paises  y  de  todos  los  tiempos. 

El  tercer  medio  pondría  la  constitución  y 
la  suerte  de  las  Cámaras  en  manos  del  po- 
der ejecutivo ,  debiendo  contar  siempre  con 
el  antagonismo,  que  por  la  fuerza  de  las 
cosas,  media  entre  los  poderes  soberanos,  y 
que  es  como  condición  del  equilibrio  político. 

El  cuarto  desdice  de  la  índole  soberana 
de  las  Cámaras :  baria  á  la  potestad  ó  cuer- 
po que  comprobase  los  poderes ,  como  su- 
perior á  ellas :  seria  una  estraila,  anómala 
entidad  política,  y  siempre  habría  que  supo- 
nerle bajo  el  influjo  del  poder  ejecutivo. 

El  segundo  medio ,  pues ,  sin  carecer  de 
inconvenientes ,  y  aunque  no  es  el  que  so 
práctica ,  es  sin  duda  el  mas  análogo:  deja 
á  salvo  el  principio  de  soberanía :  la  Cáma- 
ra que  en  este  caso  examinara  los  poderes 
de  la  otra,  aparecería  igualmente  exenta  de 
parcialidad  y  del  influjo  del  poder  ejecutivo. 
Si  la  Cámara  de  cuya  constitución  se  tratase 
no  fuese  totalmente  electiva,  si  no  mista, 
dominando  en  ella  el  elemento  heredítarío 
ó  el  de  nominación ,  ella  misma  podria  sin 
inconveniente  comprobar  los  poderes  de  sus 
individuos. 

En  las  Cámaras  no  electivas ,  como  lo  que 
hay  que  examinar  únicamente  son  las  cuali- 
dades, ó  requisitos  de  la  ley,  nadie  debe  ha- 
cerlo sino  la  propia  Cámara,  lo  cual  no  ofre- 
ce inconvenientes  de  ningún  género. 

La  segunda  circunstancia  para  la  cons- 
titución de  una  Cámara  es  la  posesiojn  de  la 
persona  que  ha  de  regirla ,  lo  cual  supone 
el  nombramiento  previo ,  ó  elección  de  ella, 
que  es  en  lo  que  puede  hallarse  la  dificultad 
que  no  habría ,  si  la  división  de  los  poderes 
soberanos  fuese  perfecta.  Cada  poder  cons- 
tituiría entonces  una  autoridad  indepen- 
diente, y  ni  aun  podria  dudarse  de  que  el 
mismo  habría  de  nombrar  su  presidente  ó  ca- 
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beza.  Pero  las  cosas  «o  pasan  así,  y  preeisa^ 
mente  lo  que  se  llana  equilibrio  político 
'Consiste,  y  eso  constituye  su  dificultad ,  en 
•contener  los  poderes  soberanos ,  separándo- 
los; y  en  armonizarlos,  uniéndolos.  Hay, 
pues,  relaciones  necesarias,  mutua  y  recí- 
proca correlación  y  dependencia;  y  sino 
toca  4  la  teoría,  á  la  doctrína ,  que  debe  ser 
inofensiva,  exagerar,  ni  fomentarlas  pre- 
Tenciones  recelosas,  el  sistema  de  descon- 
fianza, que  de  ordinario  mira  al  poder  eje- 
cutivo, como  siempre  invasor ,  y  aun  hostfl 
á  los  fueros  populares  y  prerogativas  de 
las  Cámaras;  es  preciso  reconocer,  que  res- 
pondiendo el  poder  ejecutivo  del  orden  pú- 
blico y  de  la  seguridad  del  Estado,  su  inter- 
vención, como  medio  que  conduce  á  estos  fi- 
nes ,  debe  reputarse  natural ;  y  antes  bené- 
fica que  perniciosa ,  allí  donde  puedan  sus- 
eitarse  dificultades  contra  su  deber  sagrado, 
donde  quiera  que  pueda  legalmente  procu- 
rarse legal  apoyo  y  cooperación  para  llenar- 
lo debidamente  :  en  todo  aquello  ,  en  fin, 
que  tan  inmediatamente ,  y  en  tan  alta  es- 
cala se  ligue  á  la  suerte  del  Estado ,  como 
las  asambleas  soberanas  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones:  es  precito  reconocer,  en  fin, 
que  en  todo  caso  no  es  conforme  á  las  buenas 
leerías  de  gobierno  el  escatimar,  sin  necesi- 
dad, al  poder  ejecutivo ,  no  como  quiera  los 
medios  de  gobernar ,  sino  aun  de  gobernar 
mejor.  La  teoría  sólida  será  la  de  acordar 
ampliamente  al  poder  ejecutivo  estos  medios; 
asegurando  eficazmente  la  responsabilidad 
contra  el  posible  abuso.  En  tal  supuesto  hé 
aquí  lo  que  parece  mas  adecuado :  las  Cá- 
maras electivas  nombran  presidente  de  su 
seno:  en  las  de  nombramiento  ó  hereditarias 
lo  elije  en  igual  forma  el  poder  ejecutivo. 

El  juramento  del  presidente  y  de  los  re- 
presentantes electos,  ó  nombrados,  com- 
pleta en  sus  casos  respectivos  la  constitu- 
ción de  una  Cámara.  Sobre  ello  no  hay  que 
decir  mas,  sino  que  nunca  se  procurará  con 
esceso  la  solemnidad ,  y  mas  aun  la  eficacia 
de  este  acto  religioso,  especie  de  pacto  en- 
tre la  nación  y  sus  representantes ,  trayen- 
do á  Dios  por  testigo. 

Organi%acian.    Como  la  organización  de 


I  una  entidad  activa  la  constituye  todo  aquello 
que  hace  posible ,  fácil  y  espedita  su  acción 
según  su  fin ,  la  organización  de  una  asam- 
blea deliberante  empieza  ya  en  la  constitu- 
ción de  la  misma  por  la  elección  ó  nombra- 
miento de  la  cabeza  que  ha  de  regirla,  lo  que 
eleva  el  conjunto  de  individualidades  á  cuer- 
po. Esta  circunstancia  no  atribuye  todavía  á 
la  Cámara  sino  la  posibilidad  de  funcionar: 
la  útil  facilidad  y  comodidad  de  hacerlo  ha 
de  provenir  muy  principalmente  de  otros  por- 
menores de  los  que  conducen  á  realizar  el 
principio,  mudios  á  deliberar  y  para  ejecutar 
pocos.  La  organización ,  pues ,  de  un  cuerpo 
deliberante  requiere  de  necesidad,  cabeza 
que  gobierne  y  ejecute :  funcionarios  que 
consignen  y  revistan  de  fé  publícalas  delibe- 
raciones do  la  asamblea:  comisiones  que  pre- 
paren las  resoluciones,  y  sirvan  al  acierto 
en  las  mismas,  ilustrando  y  sosteniendo  su 
discusión. 

Una  asamblea  política  en  cuyo  seno  han  de 
agitarse  alguna  vez  las  pasiones ,  y  que  ha 
de  decidir  de  los  mas  altos  intereses  del  es- 
tado ,  necesita  de  uguridad  interior  y  estC' 
rior.  En  lo  esterior  incumbe  esta  al  poder 
ejecutivo;  en  lo  interior  el  presidente  de  la 

I  Cámara  ba  de  estar  revestido  de  toda  autori- 
dad: tendrá  por  la  ley  y  por  el  reglamento 
todo  el  poder  coercitivo,  que  se  necesite  para 
mantener  el  orden ,  venga  la  pertubacion  de 
este  de  donde  viniere. 

Modo  de  proceder.  La  mejor  organización 
es  ineficaz  sino  se  metodiza  y  reglamenta 
convenientemente  su  uso  y  ejercicio.  El  pro- 
cedimiento, pues,  de  una  asamblea  delibe- 
rante no  puede  ser  potestativo ,  ó  discrecio- 
nal. Atendida  la  índole  de  una  Cámara  poli- 
tica,  el  objeto,  á  veces  vital,  de  sus  resolu- 
ciones, la  forma  pública  de  sus  debates,  ape- 
nas cabe  esceso  en  precaver  los  efectos  del 
deslumbramiento,  ó  de  la  sorpresa:  en  nin- 
gún terreno  se  adunan  mas  fácilmente  con- 
tra la  razón  la  esperanza ,  el  temor,  el  amor 
propio,  el  celo,  la  elocuencia,  todas  las  pa- 
siones nobles  é  innobles,  que  por  la  natura- 
leza misma  de  las  cosas  no  tienen  campo 
mas  abierto  que  el  recinto  de  una  asamblea 
deliberante,  sin  que  sea  necesario  ir  á  bus- 
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car  los  ejemplos  á  las  plazas  de  Atenas,  al 
foro  de  Roma,  al  palacio  de  Wesminsther,  ¿ 
la  asamblea  legislativa,  ó  á  la  ConveDcion 
Francesa:  y  sin  embargo  de  todo  lo  dicho,  es 
ponto  sobre  manera  deficil  el  reglamentar 
los  debates  de  ana  Cámara  soberana.  Exage- 
rando esta  caalidad,  se  ha  arrojado  al  campo 
de  la  doctrina  el  llamada  principio  de  la  om^ 
fripotenda  parlamentaria^  que  es  la  arbitra- 
riedad. Pasando  al  estremo  opuesto  de  que- 
rer reglamentarlo  todo,  se  toca  un  imposible, 
y  aun  no  siéndolo,  la  irresponsabilidad  de  una 
Cámara  soberana,  h  conciencia  de  su  poder, 
la  perentoriedad  de  los  acontecimientos,  el 
influjo  Tactick)  ó  real  de  la  opinión ,  y  el  de 
las  circunstancias,  hacen  con  frecuencia  inú- 
tiles los  reglamentos»  La  dificultad  no  puede 
ser  mayor.  Afortunadamente  el  mal  tiene  en 
parte  remedio,  no  en  donde  se  busca  de  or- 
dinario ,  reformando  ó'  adicionando  el  propio 
reglamento ;  esto  es ,  añadiendo  ineficacia 
á  ineficacia;  sino  fuera  de  él,  en  la  raíz  del 
mal.  Obtemperando  k  ht  cualidad  de  sobe- 
ranía, se  reconoce  alas  Cámaras  el  poder 
de  reglamentarse ;  y  francamente  hablando, 
en  términos  absolutos,  eso  es  lo  análogo.  Pe^ 
ro  no  hay  analogía  que  deba  prevalecer  con* 
tra  el  fia  de  uñar  institución:  y  por  otra  par- 
te ,  exagerando  ese  principio  vendremos  á 
parar  en  el  absurdo  de  que  una  Cámara 
puede  no  reglamentarser  y  proceder  absolu- 
tamente á  svt  arbitrio. 

Además^  después  que  una  Cámara  se  dá 
á  si  misma  su  reglamento ,  es  cierto  que 
aquel  acto  no  agota  su  poder.  Con  esta  cir- 
cunstancia no  vé ,  ni  puede  ver  en  el  regla- 
mento,  sino  su  obra:  su  obra  que  le  es  in- 
ferior: y  en  los  conflictos  entrarsulibertad  y 
el  reglamento-,  decide  por  aquella.  Esta  es 
íh  amrdpoiencia  parlamenlaría:  el  arbitrio 
en  el  procedimiento. 

fiemos  didio  que*  el  mal  está  en  el  orí- 
gen  ,  en  la  raiz ,  y  así  es  en  efecto :  consiste 
en  considerar  como  una  entidad  aislada  é  in- 
dependiente á  la  que  forma  sistema  con 
otras,  ala  que  t^ correlacioiíadas  como  lo 
es  aquí  cada- Cámara:  correlacionada  con  el 
poder  ejecutivo:  correlacionada  en  su  caso 
con  otra  Gámim.  El  reglamento,  pues,  de 


ella ,  no  puede  ser  una  ley  privada ,  pura* 
mente  interna  y  discrecional ,  salvo  en  su 
menor  parte;  sino  una  ley  de  relaciones.  En- 
tonce»  ten^lrá  estabilidad  y  respeto:  el  pro«^ 
cedímiento  será  ordenado  y  análogo ;  y  ne 
se  verá  la  monstruosidad,  ó  por  lo  menos  la 
grave  inconveniencia  de  que  un  asunto  tan 
vital  como  la  formación  de  las  leyes ,  cuan- 
do se  proclama  como  garantía  para  el  acier- 
to de  ellas  la  discusión  pública,-  pueda  darse 
el  caso  de  que  entre  dos  Cámaras  colegisla- 
doras, aquella  sea  diferente  en  cada  una, 
pudiendo  llegar  á  equipararse  esta  diferen- 
cia con  la  que  hay  entre  la  realidad  y  la 
sombra. 

En  tal  supuesto ,.  los  objetos  principales 
que  pueden  serlo  del  criterio  y  atribuciones 
de  una  Cámara  soberana^ son :  gobierno  in- 
terior: discusión  de  la»  leyes:  acusación  de 
los  ministros:  funciones  judiciales  respecto 
do  los  mismos  ó  de  otras  personas:  aquellos 
actos  y  en  fin,-  mas  bien  que  legislativos, 
constiiueionales,  4e  que  hemos  hablado  en 
la  sección  i.*;  á  saber,  íncapacitacion  del 
monarca,  sucesión  en  la  corona,  nombra- 
miento de  regencia ,  etc.  En  el  primero  úni- 
camente de  estos  casos  pueden  regirse  los 
poderes  soberanos  por  el  reglamento  que  se 
den  á  si  mismos :  en  los  demás  por  una  ley 
eonstiíucional  de  relaciones.  No  se  opone 
esto  de  ninguna  manera  á  la  índole  sobera- 
na de  estos  poderes,  pues  la  ley  de  relacio- 
nes se  haoe  con  su  concurso :  así  se  forma 
la  misma  Constitución  política,  que  es  la 
ley  para  todos :  no  son  otra  cosa,  en  fin,  las 
que  se  llaman  leyes  ie  relaciones  entré  los 
poderes  soberanos,  como  en  breve  veremos. 

Como  el  fin,  ya  de  la  ley,  ya  del  regla- 
mento, es  prevenir  el  efecto  funesto  de  lá 
precipitación  ó  la  sorpresa;  la  garantía  con- 
tra estos  males  está  en  los  trámites.  Restric- 
ciones formularias  en^el  uso  del  derecho  de 
iniciativa  en^  lo»  individuos  de  la  Cámara: 
diversas  lecturas  del  proyecto  ó  propuesta: 
dictamen  necesario  de  una  comisión  sobre 
ello:  amplitud  conveniente  en  la  discusión: 
libertad  en  la  votación:  revisión  en  su  caso, 
al  tenor  de  lo  que  dejamos  manifestado  en 
las  secciones  anteriores :  esto»  y  otros  trá- 
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miles  aaálogos  son  otras  tanUs  garantías  de 
acierto.  Si  el  resultado  necesario  es  una 
cierta  lentitud;  este  es  cabalmente  el  reme- 
dio de  la  precipitación.  En  política  será 
siempre  un  principio  festina  lente;  corre 
despacio.  Lejos  de  nosotros  la  idea  de  es- 
cluir  la  prudencia  conveniente  al  establecer 
los  trámites ;  pero  sin  perder  de  vista  que 
hasta  los  frutos  de  la  razón  son  acervos 
cuando  no  están  sazonados ,  7  que  á  veces, 
según  ya  hemos  indicado ,  el  poder  mode- 
rador está  principal  ó  únicamente  en  los  trá- 
mites. 

Duradan  de  la  diputación.  Fácil  es  com* 
prender  que  esta  enunciativa  se  concreta  á 
las  Cámaras  electivas  ó  mistas.  Es  el  punto 
qne  en  la  teoría  de  Cámaras  soberanas  ofre- 
ce menor  dificultad.  El  esceso  en  la  duración 
conduce  por  la  fuerza  de  las  cosas  á  la  ne- 
gligencia de  los  cuerpos  deliberantes:  la 
brevedad  ahoga  los  propósitos  mas  loables  y 
renueva  para  los  pueblos  el  trance  calami- 
toso de  las  elecciones  generales.  La  Índole, 
por  otra  parte,  4e  las  Cámaras  electivas  ó 
mistas  es,  como  decimos  en  la  sección  1.*, 
la  de  representar,  másemenos,  intereseUem^ 
poraleSf  ó  sean  aquellos  acerca  de  los  cuales 
las  necesidades  y  la  legislación  varían  con 
mayor  frecuencia.  El  período  prudente,  pues, 
de  una  diputación,  parece  puede  correr  en* 
tre  tres  y  cinco  anos. 

Duraáoii  de  la  legislatura.  No  diremos 
de  esta  circunstancia  lo  que  de  la  anterior. 
La  duración  de  la  legislatura  es  precisa- 
mente la  vida  del  Parlamento ,  y  decide  por 
tanto  de  la  importancia  y  prestigio  de  las 
Cámaras ,  y  basta  del  de  la  forma  de  go- 
bierno. Por  eso  algunas  constituciones,  como 
la  españolado  1812,  prefijaron  taxativamen- 
te la  duración  de  la  legislatura:  otras ,  como 
las  de  1837  y  1845,  la  subordinaron  en  un 
lodo  á  la  prudencia  del  poder  ejecutivo.  Aun 
podría  combinarse  de  otro  modo  esta  capita- 
lísima circunstancia.  Pero  como  parte  del 
resultado  la  identifica  con  la  prerogativa 
de  fuspemion  de  las  sesiones,  al  tratar  de  es- 
ta ampliaremos  nuestras  consideraciones  so- 
bre el  particular. 

Corrdacion  de  los  poderes  soberanos.  La 


esencia  de  los  entes  compuestos ,  está  en  el 
modo  con  que  se  hallan  unidas,  y  subordina- 
das las  partes  que  los  constituyen.  Este 
principio  filosófico  revela  la  importancia  de 
la  correlación  entre  los  poderes  soberanos 
que  colectivamente  constituyen  la  máquina 
de  gobierno.  La  eficacia  saludable  de  su 
movimiento  nace  de  la  facilidad  y  regulari* 
dad  de  este;  asi  como  todo  conflicto  de  en- 
tidad entre  estos  poderes  colosales  es  de  ne- 
cesidad perturbatorío.  El  evitarlos  es  el  ob- 
jeto de  las  leyes  de  relaciones  :  arduo  em- 
peño, qne  empieza  en  la  Constitución  políti- 
ca al  deslindar  los  poderes  soberanos ,  prefi- 
jando las  atribuciones  y  preeminencias  de 
cada  uno,  y  se  completa  por  una  ley  comti^ 
tueional  de  relaciones,  qne  para  ser  perfecta 
babia  de  ser  ostensiva  á  todo  lo  que  no  es 
puramente  gobierno  interno  de  cada  Cáma- 
ra ,  á  todo  lo  que  no  nace  y  muere  dentro 
de  eHa ,  sin  trascender  al  público ,  ni  enla- 
zarse can  la  acción  constitucional  y  sobera- 
nía de  los  otros  poderes ,  como  por  ejemplo, 
el  alto  derecho  de  iniciativa,  la  formación 
de  la  ley,  el  nombramiento  de  regencia,  etc. 
Véase  lo  que  sobre  esto  hemos  dicho  en  la 
subdivisión,  modo  de  proceder  las  Cámaras. 
T  todavía  este  punto  es  tan*  capital,  tan  per- 
turbatorío en  fljgun  conflicto,  que  aun  ana- 
diremos  que  si  la  Constitución  política,,  ó  la 
ley  constitucional  de  relaciones  hubieran 
sido  omisas,  la  jurísprudenciadelos  cuerpos, 
y  aun  de  todos  los  poderes  soberanos  deben 
encaminarse  asidua  y  cuidadosamente  á  su- 
plirlos. 

Inmunidad.  Es  como  si  dijéramos,  I«- 
bertad^  seguridad  ^  independencia  para  las 
Camainas  y  para  sus  individuos.  Si  estos  no 
la  tienen  en  sus  votos  políticos;  si  no  la  tíe<* 
nen  las  Cámaras  en  el  ejercicio  de  sus  atri- 
buciones y  preeminencias,  en  vano  se  pro- 
clamarán las  ventajas  de  la  ditñsUm  depo^ 
dores ;  en  vano  se  encarecerá  la  prerogati- 
va de  la  soberanía  de  las  Cámaras;  porde« 
mas  será  el  hablar  de  equilibrio  político.  Los 
poderes  soberanos  tienen  sus  fueres  que  son 
las  condiciones  de  su  ser.  Sin  la  libertad 
posible,  independencia  y  mutuo  respeto  de 
I  los  poderes  entre  sí ,  el  meeaiiismo.  desapa* 
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rece :  el  poder  ejecutivo,  subyugado  por  la 
prepotencia  de  las  Cámaras ,  sin  la  holgura, 
y  libertad  de  acción  que  necesita,  es  una 
mera  oficina  mas  del  Estado ;  las  Cámaras 
sin  inmunidad  para  ellas  y  para  sus  indivi- 
duos ,  no  serán  sino  una  Cámara  oficial. 

Esta  inmunidad ,  esta  independencia  re- 
cíproca ha  de  estar  determinada  en  la  cons- 
títacion ;  pero  solo  la  reducirá  á  un  hecho 
el  mutuo  respeto  de  los  poderes  soberanos. 

Todo  ello,  sin  embargo,  se  comprende 
mejor  en  cuanto  á  las  Cámaras,  que  respec- 
to de  sus  individuos.  El  poder  ejecutivo  tiene 
á  su  cargo  la  administración  general,  el  man- 
tenimiento del  orden,  la  seguridad  del  Esta- 
do. Este  deber,  esta  responsabilidad  pone 
por  necesidad  en  su  mano  el  nombramiento 
y  separación  de  los  empleados.  En  el  caso  de 
que  estos  correspondan  á  las  Cámaras  ¿qué 
potestad  conservará  sobre  ellos  el  poder  eje- 
cativo?  ¿Hasta  donde  serán  conciliables  la 
prerogativa  de  este  en  nombrar  y  separar, 
y  la  inmunidad,  la  libertad  y  seguridad  del 
representante  diputado,  senador,  etc. 

Ardua  es  por  cierto  la  cuestión ,  aumen- 
tando en  alto  grado  su  dificultad ,  el  que, 
atendida  la  ley  de  incampatibüidades  al  te- 
nor de  lo  que  dejamos  espuesto  en  otra  par- 
te, la  mayoría  de  una  Cámara  puede  ser  de 
empleados  públicos;  y  complican  aun  mas  la 
cuestión ,  la  cualidad  de  sacerdocio :  la  ma- 
gistratura: la  milicia ,  brazo  ejecutivo  del 
gobierno ,  y  cuya  ley  es  la  obediencia.  La 
teoría  mas  esmerada  no  halla  en  esto  solu- 
ción. Asi  se  verá  que  ninguna  de  las  ensa- 
yadas hasta  el  dia  satisrace:  es  una  de 
aquellas  dificttUades  sin  solución  del  meca- 
nismo representativo;  semejante  ala  que 
nace  de  la  necesidad  de  conciliar  la  vida  del 
parlamento  con  la  imperiosa  necesidad  de 
gobernar  ,  que  acaba  por  atribuir  al  poder 
ejecutivo  la  eonvocatoria,  la  duración  de  la 
legislatura,  la  suspensión,  l^disolucion  de  las 
Cortes,  la  sanción,  que  es  como  poner  en  su 
mano  todo  el  mecanismo  político.  Puede  es- 
tablecerse en  esto  la  regla  prudente  de  que 
el  poder  ejecutivo  conserve  completa  liber- 
tad sobre  la  suerte  de  los  empleados  en  car- 
gos de  índde  política ,  y  no  en  los  demás: 
TOMO  vn. 


que  respecto  de  los  militares  pueda  disponer 
de  ellos ,  previo  conocimiento  de  la  Cámara, 
según  unos ,  con  anuencia  de  la  misma ,  se- 
gún otros:  que  el  empleado  empiece  por  obe- 
decer, y  que  luego  recurra  á  la  Cámara.  Pero 
todo  ello  no  basta.  ¿Cuál  será  en  este  caso  la 
prerogativa  de  la  Cámara  sobre  y  aun  con- 
tra la  necesaria  libertad  de  acción  del  go-« 
bierno?  Apurando  todas  las  teorías  nos  pare- 
ce que  en  último  término  ha  de  Teñirse  á 
parar  á  la  garantía  moral ,  ya  en  otra  parte 
anunciada,  de  la  cordura  y  recíproca  buena 
fé  de  los  poderes  soberanos  entre  si;  á  las 
costumbres  políticas.  Una  cosa  añadiremos 
todavia  en  conclusión  y  es,  que  si  las  Cáma- 

Iras  no  tienen  la  conciencia  de  su  ininunidad, 
de  su  seguridad,  de  su  independencia ,  que 
todo  empieza  en  la  de  sus  individuos  ;  es 
como  el  gobierno  supremo  que  no  abriga  la 
convicción  de  su  fuerza  moral :  este  y  aque- 
llas están  igualmente  lejos  de  poder  respon- 
der á  su  fin. 

Suspensión.  No  parece  sino  que  por  gra- 
dos estrecha  la  dificultad.  Si  esta  tendencia 
y  resultados,  no  facticios ;  sino  que  están  en 
la  naturaleza  de  las  cosas ,  no  deben  condu- 
cirnos á  desesperar  de  los  esfuerzos  de  la 
inteligencia  y  de  las  combinaciones  humanas; 
sí  que  persuade  la  necesidad  de  estudiar 
profundamente  las  teorías  políticas. 

La  suspensión  de  las  sesiones  no  termina 
siempre  la  legislatura ;  pero  de  ordinario 
I  conduce  á  ella.  Es  una  tregua  que  se  procu- 
ra el  poder  ejecutivo  que  no  marcha  bien 
con  las  Cámaras;  ó  cuando  las  circunstancias 
del  pais  reclaman  toda  su  atención  y  esfuer- 
zos y  le  llaman  hacia  otro  punto. 

Si  el  poder  ejecutivo  no  puede  marchar 
con  las  Cámaras :  si  estas  no  pueden  conti- 
nuar abiertas  porque  las  circunstimcias  lla- 
man hacia  otra  parte  la  atención  del  gobier- 
no por  el  mantenimiento  del  orden,  ó  la  sal- 
vación del  Estado ,  en  ambos  casos  proce- 
de la  suspensión  de  las  sesiones.  El  primero 
es  un  medio  político :  el  segundo  un  medio 
de  gobierno.  ¿Puede  en  alguno  de  estos  ca- 
sos reusarse  al  poder  ejecutivo  esta  prero- 
gativa? En  el  segundo  absolutamente  no^ 
pues  i  él  le  incumbe  siempre  el  gobernar. 
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El  segundo  caso  esdeconflicto:  tampoco  pue- 
de reusarse  al  gobierno  una  tregua  para  re- 
organizarse, para  requerir  sus  fuerzas  y  sus 
medios,  para  deliberar,  si  por  bien  del  país,  y 
acatando  las  prácticas  parlamentarias,  ha  de 
retirarse ;  ó  ba  de  aconsejar  á  la  corona  la 
terminación  de  la  legislatura,  ú  otro  medida 
en  mayor  escala.  ¡Tremenda  es  la  preroga- 
tiva  de  suspemon;  pero  la  teoría  mas  rigo- 
rosa no  puede  reusársela  al  poder  ejecotivo. 
El  abuso  no  es  una  razón  contra  este  princi- 
pio:  es  un  cargo  ,  no  contra  las  cosas ;  sino 
contra  las  personas  de  cuya  parte  esté  el  abuso. 

Como  decimos,  la  suspensión  de  las  sesio- 
nes no  es  siempre  el  término  de  la  legisla- 
tura; pero  de  ordinario  conduce  ¿ella,  lo  cual 
revela  desde  luego  que  en  uno  y  otro  caso 
la  prerogativa  es  la  misma,  ó  lo  que  es  lo 
propio  f  que  el  mismo  poder  político,  al  cual 
compete  suspender ,  compete  también  poner 
término  á  la  legislatura. 

Diremos  para  mayor  demostración  que 
esta  declaración  podría  en  suma  provenir  de 
la  ley ,  fijando  anticipada  é  inflexiblemente 
la  duración  de  aquella:  de  las  Cámaras,  por 
contemplar  ya  satisfecho  el  objeto  de  su 
reunión:  del  poder  ejecutivo,  en  fin,  en  la 
forma  que  dejamos  manifestado.  Lo  primero 
podria  embarazar  muchas  veces  la  acción 
del  gobierno ;  y  gastaría  el  prestigio  de  las 
Cámaras »  teniéndolas  reunidas  sin  necesi- 
dad y  sin  que  semejante  posición  correspon- 
diera al  alto  fin  de  la  institución :  lo  segun- 
do podria  atraer  los  mismos  inconvenientes, 
propendiendo  al  descrédito  por  otro  camino; 
por  el  de  precipitar  el  término  de  las  sesio- 
nes por  oposición  al  gobierno  cuando  toda- 
vía el  bien  del  pais  reclamase  la  continua- 
ción. ¿T  quién  dirimiría  el  conflicto  entre 
dos  Cámuras,  de  las  cuales  la  una  por  riva- 
lidad entre  sí,  por  adicta  ú  opuesta  al  go- 
bierno, quisiese  la  continuación  ó  termina- 
ción ,  mientras  la  otra  quisiere  lo  contrario? 
¿Quién  cuando  el  conflicto  fuese  entre  las 
Cámaras  ó  de  parte  de  una  Cámara  liníca  y 
el  poder  ejecutivo?  Por  exhorbitante  que 
paresca,  por  peligrosa  que  pueda  resultar, 
la  dificultad  no  tiene  otra  solución  que  la 
del  tercer  caso. 


Disolución.  De  dos  modos  puede  esta 
verificarse;  por  la  ley,  terminado  el  período 
de  la  diputación  prefijado  por  ella,  en  el  caso 
de  Cámaras  electivas  ó  mistas ;  ó  por  el  acto 
político ,  pero  legal,  ó  no  revolucionario ,  de 
uno  de  los  poderes  soberanos.  Ta  hemos 
visto  que  como  solución  posible  á  una  ardua 
dificultad  del  mecanismo  político,  compete 
al  poder  ejecutivo  la  convocatoria,  la  si»- 
pension,  el  declarar  terminada  la  legislatu- 
ra;  y  en  otra  parte  veremos  que  la  sandon 
legal  íküti  absoluta;  es  decir,  el  que  se  reú- 
nan las  Cámaras,  el  que  funcionen,  el  re- 
sultado de  sus  tareas  legislativas:  ¿le  com- 
peterá también  la  prerogativa  de  disolución? 
Cuantas  razones  quedan  espuestas  lo  con- 
vencen así,  en  el  caso  de  que  la  Constitu- 
ción política  haya  establecido  la  apelación  al 
cuerpo  electoral ,  lo  que  supone  que  las  Cá- 
maras, ó  alguna  de  ellas  por  lo  menos ,  es 
electiva  ó  mista.  Pero  ¿y  si  la  Cámara  no 
favorable  al  gobierno  no  es  disoluble?  ¿T  si 
el  poder  ejecutivo  no  usa  convenientemente, 
ó  de  conocido  abusa  de  la  prerogativa  de  di^ 
s(river?  Se  hablará  en  el  primer  caso  de  la 
potestad  de  renovar  en  cierto  modo  la  Cá- 
mara indisoluble  por  el  nombramiento  de 
nuevos  individuos  para  ella,  á  cuyo  recurso, 
por  su  frecuencia  ó  por  su  ineficacia,  el  sar- 
casmo ha  prestado  la  amarga  fórmula  de 
hornadas :  se  hablará  de  otros  medios  tam- 
bién; pero  todos  llevados  á  su  fin,  agotada 
su  eficacia,  tienen  por  t^mino  el  tantas  ve- 
ces repetido  y  que  repetimos  una  vez  mas 
para  cerrar  el  presente  articulo:  la  eordttra 
y  recíproca  buena  fide  los  poderes  soberanos: 
las  costumbres  políticas.  Véanse  los  diferen- 
tes artículos  meaeionadoB  en  el  cuerpo  del 
presente. 

CAMAAERA.  Uamárowe  así,  y 
aun  se  llaman  en  algunas  partes^  las  sirvien- 
tes domésticas,  especialmente  de  los  palacios 
y  casas  de  categoría.  Otras  veces  Itevaba  ese 
título  únicamente  la  sirvienta  de  mayor  auto- 
ridad. 

CAMAREaA     MAYOR.    Este 
artículo  ha  de  compararse  con  el  anterior, 
„  aunque  se  concreta  á  los  palados.  Como  da 
"  muy  antiguo  los  reyes  de  España  tenian  Ca-- 
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marero^  las  que  de  cerca  terviaa  á  la  reina 
llevaban  un  lomkre  análogo.  Felipe  V  re* 
gularizó  mas  especialmente  esta  parte  de  la 
servidumbre  del  cuarto  de  la  reina  por  or- 
denanza de  31  de  diciembre  de  4875,  crean- 
do el  o6cio  de  Camarera  mayor.  La  qae  lo 
sirviera  habia  de  ser  de  la  clase  de  la  gran- 
deza» 7  tenia  á  sus  órdenes»  ó  estaban  su- 
bordinadas á  su  autoridad  en  palacio,  toda 
la  Eamilia  y  sirvientes  del  cuarto  de  la  reina 
y  de  las  infantas,  las  dueñas  de  honor»  ayas 
y  maestras»  ayudas  de  cámara»  mozas  de  re- 
trete » secretaria  de  la  reina »  furriera » y  co- 
cinas. Guando  no  bastaba  su  autoridad»  acu- 
día al  mayordomo  mayor.  El  cargo  de  cama- 
rera mayor  subsiste  en  el  dia  y  la  dama  que 
lo  sirve  es  por  virtud  de  su  autoridad  y  fun* 
ciones  uno  de  los  gefes  de  palacio. 

camarería.  Antes  el  oficio  y 
secretaría  del  camarero  del  rey»  y  hoy  de  la 
camarera  mayor.  Asi  solicitar  por  ejemplo; 
ma  audiencia  por  Camarería^  es  acudir  á 
S.  M.  por  medio  de  la  camarera  mayor. 

CAMARERO.  De  Cámara  en  el 
sentido  de  aposento.  Asi  en  algunas  partes 
es  criado  doméstico.  Otras  veces  criado  de 
distinción»  ó  equivalente  al  ayuda  de  cámara 
{CíMcuXarim).  En  algunas  partes  el  encar- 
gado del  pdstto»  cámara  ó  granero  común. 

CAMARERO  DEL.  REY:  CA- 
MARERO  MAYOR.  Gefe  de  la  Cá- 
mara del  rey  qne  no  ha  de  conrundirse  con  el 
mayordomo  mayor  cuyo  cargo  mira  mas  al 
servicio  de  la  casa  que  al  de  la  persofia. 

La  ley  12»  título  9»  Partida  2,  dice  del  ca* 
marero  del  rey  cque  ha  este  nome  por  quel 
debe  guardar  la  Cámara  do  el  rey  albergare» 
é  su  lecho»*  é  los  panos  de  su  cuerpo»  é  las 
arcas»  é  los  escritos  del  rey.»  Este  cargo 
se  conservó  hasta  los  iltimos  tiempos»  aun- 
que ya  solo  nominal  y  como  de  honor»  pues 
desde  la  entrada  en  España  de  la  casa  ét 
Borgoia»  variaron  los  servicios  y  las  denomi- 
naciones» sustituyendo  al  camarero  del  rey^ 
el  Sumiller  de  Corps^  y  todavia  algunas 
atenciones  de  dicho  cargo  se  han  distribuido 
entre  el  conserje  de  palacio»  alcaide»  secre- 
tarios particulares »  etc.,  según  conianzay 
voluntad  de  la  real  persona. 


CAMARILLA.  Por  ironía  y  como 
formando  anttiesis  con  el  Consejo  de  la  Cá« 
mará»  se  llama  así  el  conjunto  mas  ó  menos 
numeroso  de  personas  favorecidas  que»  sin 
posición  oficial  ni  ostensible»  domina  ó  influ- 
ye en  los  consejos  del  monarca:  peligrosa  in- 
vectiva con  que»  en  tiempos  de  revueltas  so- 
bre todo »  se  espresan  con  razón  las  quejas 
del  pueblo  sobre  el  gobierno  del  Estado;  ó  se 
desautorizan  sin  ella  el  nombre  y  resolucio- 
nes del  rey.  El  peligro  y  la  trascendencia  in- 
tencional de  esta  invectiva  es  mayor  en  los 
gobiernos  representativos ,  sobre  todo  si  se 
exagera  y  aun  con  solo  admitir  el  principio  de 
que  d  rey  reina  y  tw  gobierna,  cuya  conse- 
cuencia es  que  tampoco  habrá  de  oir  mas  con- 
sejo que  el  de  sus  mininistros  responsables. 

CAMARISTA.  Se  llamaban  asi  los 
ministros  del  Consejo  de  la  Cámara:  la  sir- 
vienta de  distinción»  y  damas  de  honor  de  la 
reina,  princesas  ó  infantes.  El  que  vivia  en 
una  cámara,  esto  es»  cuarto  particular ,  con 
total  independencia  de  los  demás  huéspedes 
y  sin  relación  económica  con  ellos. 

CAMARLENGO»  y  en  el  sacro 
palacio  ó  servicio  del  papa»  Camarlingo:  ser- 
vicio de  grande  honor  en  los  palacios.  En  la 
casa  real  de  Aragón  equivalía  á  camarero 
mayor»  y  á  camarero  del  rey  en  la  de  los  re-f 
yes  de  Castilla.  V.  €am%aa  APi»9Tei.i€a» 

y  CAMAIlfcAO. 

CAMBIADOR  O  CAMBISTA. 

Llámase  así  d  que  se  ocupa  habitualmenie 
en  cambiar  unas  monedas  por  otras»  bien 
sean  nacionales»  bien  estranjeras»  mediante 
cierto  precio.  Véase  el  art.  B%ncA. 

CAMBIANTE.  El  qne  hace  su  co- 
mercio permutando  las  cosas  que  lo  consti- 
tuyen con  otras  análogas. 

CAMBIATARIO.  El  que  verificad 
cambio  de  monedas  con  el  cambiador  ó  cam- 
bista ,  ó  el  de  otras  cosas  con  el  cambiante. 

CAMBIO.  Se  entiende  por  cambio 
en  general  el  hecho  de  dar  una  cosa  por  otra. 
Que  se  dé  una  cosa  mueble  ó  inmueble  por 
otra  de  la  misma  especie»  que  se  dé  moneda 
por  moneda»  ó  que  se  dé  una  cosa  mueble  ó 
inmueble  por  moneda»  siempre  hay  cambio  en 
la  acepción  general  de  esta  palabra.  Las  le- 
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yes,  síq  embargo,  han  reservado  la  palabra 
cambio  füTB.  espresar  la  operación  mercantil, 
en  cuya  virtud  se  dá  numerario  por  nume- 
rario, llamando  trueque  ó  permuta  al  cambio 
de  las  otras  cosas  entre  sí,  y  venta  al  cam- 
bio de  una  cosa  por  numerario. 

Del  contrato  de  cambio  propiamente  di- 
cho, hablamos  con  la  ostensión  debida  en  ol 
articulo  BFKCT09  »s  €«iiBKCio;  así  como 
de  los  contratos  de  permuta  y  venta  en  los 
artículos  PBBmiTA ,  c«iipiia  y  ▼bwta. 

En  el  lenguaje  mercantil  se  llama  también 
cambio  al  premio  que  se  exige  por  entregar 
en  un  lugar  el  metálico  que  se  recibe  en 
otro.  En  este  concepto  se  dice  que  el  cam- 
bio está  favorable  ó  desfavorable  á  una  plaza 
de  comercio  respecto  de  otra,  cuando  los  gi- 
ros entre  ambas  se  hacen  con  premio  en 
beneficio  de  la  una  y  daño  de  la  otra,  así  co- 
mo también  que  está  á  la  par  cuando  se  ha- 
cen los  giros  sin  permiso  alguno. 

CAMirVJLNTES.  Llámanse  otras 
veces  viandantes,  transeúntes,  tragíneros, 
viajeros,  navegantes,  pasajeros,  etc,;  y  son 
los  que ,  dejando  su  domicilio  por  necesidad, 
comodidad  ó  deber,  se  trasladan  de  un  pun- 
to á  otro ,  ya  por  vias  terrestres ,  ya  fluvia-' 
les  ó  marítimas,  y  siempre,  para  los  efectos 
de  esta  ley,  por  motivos  lícitos.  La  sociedad, 
que  debe  ofrecer  camino  á  la  industria ,  al 
comercio  y  necesidades  sociales,  debe  tam- 
bién amparo  y  comodidad  á  los  pasajeros, 
mayormente  cuando  han  de  facilitárseles  á 
propias  espensas  ó  sin  perjuicio  de  tercero. 
Y  hablamos  de  los  que  viajan  por  motivos  lí- 
citos ó  inofensivos,  porque  si  bien  hasta  á 
los  malhechores  detenidos  se  les  deben  al- 
guna vez  los  recursos  indispensables  para  la 
vida,  no  son  esos  los  auxilios  de  que  habla 
la  notable  ley  5,  lít.  36,  lib.  7.*  de  la  Nov. 
Recop.,  que  dice  así: 

c  Mandamos  que  en  cada  lugar  donde  lle- 
gasen ó  parasen  los  viandantes,  naturales  y 
eslraojeros  de  estos  nuestros  reinos,  les  den 
y  les  sea  dado  por  sus  dineros  de  comer  y  de 
beber  para  ellos,  y  para  sus  bestias  pan  y  vino 
y  cebada  y  las  otras  cosas  que  menester  obie- 
ren,  que  en  tal  el  lugar  haya,  para  se  poder 
vender,  Y  si  los  ducHos  de  las  tales  cosas  no 


ge  las  quisieren  vender,  ó  les  pidieren  por 
ellas  precios  demasiados,  según  que  allí  en 
la  comarca  suelen  valer,  que  los  tales  vian- 
dantes con  dos  homes  buenos ,  ó  con  uno  de 
los  del  dicho  lugar »  pueden  tomar  las  tales 
cosas  que  así  ovieren  menester  por  sti  propia 
autoridad,  pagando  luego  en  la  hora  á  sus 
dueños  el  precio  razonable  por  ello,  y  si  no 
lo  quisieren  recibir,  que  lo  pongan  y  dejen 
en  poder  de  una  buena  persona  de  aquel  la- 
gar, y  con  esto  sean  libres  y  quitos.  Y  man- 
damos á  los  alcaldes  ordinarios  de  la  herman- 
dad de  los  tales  lugares  que  den  tal  forma  y 
tengan  manera ,  como  á  los  dichos  caminan- 
tes se  den  las  provisiones  y  mantenimientos 
que  hubieren  menester,  y  en  el  lugar  se  ha- 
llaren sin  dificultad ,  ni  escándalo  alguno.  > 

Con  otra  organización  en  la  sociedad,  esta 
ley  seria  con  frecuencia  perturbatoria,  si  los 
viajeros,  por  autoridad  propia,  en  áehcio  de 
la  local,  habiande  proveerse  de  lo  necesario. 
Pero  en  España  no  hay  apenas  aldea  en  que 
no  haya  un  regidor,  6  jurado  ^  y  en  ese  caso 
siempre  hay  recurso  á  la  autoridad  local,  que 
es  lo  que  se  practica  y  debe  practicarse.  Et 
de  notar  que  la  ley  no  habla  de  la  interven- 
ción de  la  autoridad  local,  ó  de  usar  los  vian- 
dantes de  la  suya  propia ,  sino  contra  los  ven- 
dedores ,  que  tal  parece  el  sentido  de  las  pa- 
labras para  se  poder  vender.  Mas  como  la 
intervención  de  la  autoridad  es  providencial 
en  tales  casos ,  y  como  lá  razón  es  en  todos 
ellos  la  misma ,  á  saber,  la  de  evitar  que  pe* 
rezcan  los  que  viajan,  y  prevenir  en  este 
punto  la  codicia  inhumana  de  los  que  sin  per- 
juicio propio.,  ó  mediando  justa  indemniza- 
ción, pueden  socorrerles,  la  disposición  pre- 
visora de  esta  ley  ha  de  entenderse,  no  solo 
respecto  de  los  vendedores  de  efectos  de  con- 
sumo, sino  en  casos  de  necesidad,  de  cuales- 
quier  poseedores  de  ellos.  El  auxilio,  en  fin, 
de  esta  ley  no  escluye  por  otra  parte  el  de 
necesidad  y  humanidad  que  se  debe  al  tran- 
seúnte necesitado,  aun  cuando  absoluta  6 
accidentalmente  carezca  de  los  medios  de  in-> 
demnizacion. 

La  legislación  de  Indias  era  y  es  algún 
tanto  mas  estricta  en  esta  parte.  La  ley  1» 
tít.  17,  lib.  4  de  la  Rccop.,  manda  á  los  vi- 
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reyes,  presidentes,  gobernadores  y  jasti-  O 
cías ,  den  las  órdenes  convenientes  c  para 
que  en  las  posadas,  mesones  y  ventas  (y  lo 
propio  ha  de  entenderse  con  mayoría  de  ra- 
zón, en  los  almacenes,  comercios  y  tiendas) 
se  den  á  los  caminantes  bastimentos  y  re- 
caudo necesario,  pagándolo  por  su  justo  pre- 
cio ;  y  que  no  se  les  haga  estorsion  ni  malos 
tratamientos;  y  todos  tengan  arancel  de  los 
precios  justos  y  acomodados  al  tragin  y  co* 
mercio.» 

La  18 ,  de!  tít.  3 ,  lib.  5 ,  ordena  que 
los  gobernadores  y  corregidores  y  alcaldes 
mayores  f  visiten  los  mesoaes,  ventas  y  tam- 
bos; y  que  los  establezcan  en  los  pueblos  y 
caminos  en  donde  no  los  hubiere ,  ó  por  lo 
menos  casas  de  acogimiento ,  aunque  sea  en 
pueblos  de  indios ,  cuidando  en  tal  caso  de 
que  á  estos  se  les  pague  el  acogimiento  y 
hospedaje. 

Por  el  art.  66  de  la  Ordenanza  de  inten- 
dentes de  Nueva  España  en  1786,  y  después 
en  términos  mas  generales  en  la  de  1803, 
se  encarga  á  dichas  autoridades  el  cumpli- 
miento de  las  dos  leyes  antes  citadas;  y  que 
procuren  conforme  á  ellas ,  c  que  en  todos 
los  pueblos  y  parajes  de  tránsito  haya  ven- 
tas y  mesones  de  suficiente  capacidad »  con 
la  competente  provisión  de  víveres,  camas 
limpias  y  lo  demás  preciso  para  el  buen  hos- 
pedaje ,  asistencia  y  alivio  de  los  caminan- 
tes á  la  menor  costa  posible,  y  de  modo  que 
sin  considerable  gravamen,  puedan  los  po- 
saderos satisfacerse  de  su  cuidado  y  gasto  y 
adelantamiento  en  la  provisión.» 

La  ley  23,  tít.  3,  lib.  6,  ordena ,  sin  em- 
bargo, que  ningún  español  que  taya  de  ca- 
mino ,  se  detenga  en  pueblos  de  indios  mas 
que  el  dia  en  que  llegare  y  otro,  marchando 
al  tercero,  pena  de  50  pesos  de  oro  por  cada 
dia  mas  que  se  detuviere :  la  S8  prohibe  que 
los  viajeros  vayan  á  parar  á  las  casas  de  los 
indios ,  caso  de  haber  ventas  y  mesones  en 
donde  albergarse ;  y  sí  no  los  hubiere,  pa- 
guen por  su  precio  justo  á  los  indios  en  cuya 
casase  alojaren,  la  posada,  comestibles  y 
servicio:  la  26,  en  fin,  del  mismo  título  y 
libro,  en  contraposición  á  la  de  Castilla,  es- 
tablece cque  en  los  pueblos  de  indios ,  es- 
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lancias  y  reducciones,  no  tomen  los  cami- 
nantes á  los  indios  contra  su  voluntad,  bas- 
timentos, ni  otras  cosas :  y  si  algo  les  ven-' 
dieren,  sea  pagado  el  justo  valor;  y  lo  que 
de  otra  forma  tomaren ,  harán  las  justicias 
satisfacer  á  los  indios  con  el  doblo  y  mas  el 
cuatro  tanto  en  pena;  mitad  para  núes* 
Ira  Cámara,  mitad  para  el  juez  y  denun- 
ciador. > 

Como  se  vé,  las  leyes  de  Indias  no  autori- 
zan al  caminante  á  tomar  de  propia  autori- 
dad en  su  caso  lo  que  necesita:  mas  como  la 
necesidad  es  de  suyo  una  ley  escepcional ,  y 
como  por  otra  parte  las  leyes  de  Castilla  son 
supletorias  en  Indias,  las  reglas  ordinarias 
para  proveerse  de  víveres,  albergue  y  otros 
ausilios  indispensables  los  caminantes  serán 
en  unos  y  otros  dominios:  1.*  la  convención: 
2.^  el  recurso  á  la  autoridad :  3/  en  casos 
de  necesidad  absoluta  la  consignación  del 
precio  ante  hombres  buenos,  6  ante  la  pri- 
mera y  mas  inmediata  autoridad ,  siempre 
bajo  la  responsabilidad  correspondiente  civil 
y  penal,  por  cualquier  abuso  ó  esceso. 

CAmiHEROS.  Véase  M#«B»CA- 

MIIVRBOll. 

CAMIilIOS.  No  se  halla  del  todo  ave- 
riguada la  emitología  de  esta  palabra.  Unos 
la  traen  del  hebreo,  citando  la  voz  chamak, 
que  significa  circuir  ó  caminar:  otros  del 
árabe ,  donde  caymun,  equivale  á  camino; 
y  algunos,  invocando  orígenes  latinos,  creen 
que  pudo  formarse  la  palabra  en  cuestión  de 
las  de  campas  minor,  porque  el  camino  es  una 
parte  del  campo,  pequeña  respecto  de  la  que 
se  destina  al  cultivo;  ó  también  de  callis 
magnus,  por  ser  en  grande  lo  que  en  pe- 
queño una  senda  trillada  por  el  ganado :  á  la 
primera  de  estas  dos  emitologías  latinas  pa- 
rece inclinarse  la  autoridad  de  Covarrubias. 
T  como  si  no  fueran  bastantes  todas  estas 
etimologías,  no  falló  luego  quien  desechán- 
dolas por  leves  conjeturas,  propuso  otra, 
mas  directa  y  natural  á  primera  vista,  pero 
que  no  ha  conseguido  muchos  partidarios: 
según  el  autor,  á  que  aludimos,  camino  vie- 
ne de  la  voz  latina  caminas,  que  significa 
chimenea,  así  porque  se  suelen  formar  que- 
mando primero  la  maleza,  y  porque  el  polvo 
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que  se  levanta  imita  al  hamo^  como  también 
porque  se  hacen  i  manera  de  conductos  cer- 
rados por  un  lado  y  por  otro.  La  etimología 
arábiga  9  es  la  que  estima  preferible  la  Aca- 
demia española. 

La  definición  de  la  palabra  están  sencilla 
y  clara  que  lejos  de  ofrecer  la  divergencia 
de  pareceres  que  su  etimología,  se  encuen- 
tra formulada  en  todos  los  autores  casi  con 
términos  idénticos.  Por  camino  se  entiende, 
pues,  la  faja  ó  lista  de  tierra  hollada  por  los 
que  van  y  vienen  de  un  punto  á  otro.  Tal 
acepción,  que  es  la  general  y  propia  de  la 
palabra,  no  puede  ser  mas  estensa:  en  ella 
se  comprenden  todas  las  clases  de  comuni- 
cación posibles  sobre  tierra,  por  mas  que 
algunas  tengan  nombre  particular:  así,  tanto 
son  caminos  las  veredas  y  las  sendas,  como 
las  carreteras,  como  los  ferro-carriles.  To- 
das las  diferencias  que  se  ofrecen  en  punto 
á  anchura,  longitud,  permanencia  y  otros 
aspectos  caben  perfectamente  dentro  de  la 
idea  genérica  espresada  por  aquella  palabra. 
T  de  aqui  la  variedad  de  nombres  y  de  cla- 
sificaciones de  los  caminos,  que  espondre- 
mos en  el  lugar  correspondiente  de  este 
artículo. 

Entiéndese  también  por  camine  el  que  se 
hace  por  mar  en  una  navegación.  Asimismo 
se  encuentra  usada  la  misma  palabra  en  el 
sentido  del  viage  que  se  hace  de  un  punto  i 
otro,  particularmente  por  aquellos  que  acos- 
tumbran á  repetirlo  con  frecuencia  por  ocu- 
paciones ú  otras  causas.  En  esta  acepción  la 
palabra  no  podría  graduarse  de  estrana  al  de- 
recho: empléase,  por  ejemplo,  en  la  prag- 
mática de  tasas  de  1680,  citada  oportuna- 
mente en  el^Diccionario  primitivo  de  la  Aca- 
demia. 

Nosotros  prescindiremos  de  estos  signifi- 
cados, y  aun  ni  siquiera  mencionaremos 
otros  que  la  palabra  admite  por  semejanza 
é  traslación.  La  acepción  que  ante  todas 
dejamos  indicada  es  la  única  que  entra  de 
lleno  en  la  esfera  de  nuestra  Enciqlopkdia, 
la  única  que  merece  tomarse  en  cuenta,  cuan- 
do se  trata  de  las  disposiciones  qne  rigen  la 
materia  de  caminos  y  de  las  consideraciones 
i  que  pueden  dar  lugar. 


PABTB  LEGISLATIVA. 

0iiiiAmi«. 

Ltyes  de  Partida, 
ídem  de  la  NavMma  RecapUaekm. 
Di9posicume8  posteriaret. 
Legislaeion  ettrangera. 

LEYES  DE  PARTIDA. 

LBY  54 ,  Trr.  6 ,  pabt.  1. 

No  se  pueden  escnsar  los  clérigos  de  con- 
tribuir, como  los  legos,  á  la  construcción  y 
conservación  de  los  caminos :  al  efecto  si  se 
negaren  á  ello,  deberán  ser  compelidos  por 
sus  prelados. 

LKT  6,  TIT.   28,  PART.  3. 

Los  caminos  públicos  son  comunes  á  todos 
los  hombres,  pudiendo  usar  de  ellos  tanto  los 
estrangeros  como  los  naturales  y  moradores 
del  pais. 

LEY   7,   TIT.   29,  ID. 

Los  caminos,  que  son  de  uso  común  de 
una  ciudad,  villa  ú  otro  lugar,  no  pueden 
ser  ganados  por  tiempo  por  hombre  alguno. 

LKY  3,  TIT.  31,  m. 

Hay  servidumbre  rústica  cuando  un  hom- 
bre tiene  senda,  carrera  ó  via  en  la  heredad 
agena  para  salir  ó  entrar  en  la  suya.  El  que 
disfruta  de  la  servidumbre  de  senda,  puede 
ir  solo,  á  pié,  ó  en  caballería,  ó  acompañado, 
pero  uno  tras  otro.  Si  disfruta  de  carrera 
podrá  llevar  también  carretas  y  bestias  car- 
gadas á  mano.  En  fin,  si  disfrutase  de  via, 
no  solo  podrá  llevar  esto,  sino  además  made- 
ra ó  piedras  arrastrando  y  cuanto  le  fuere 
menester  para  utilidad  de  su  heredad.  A  faka 
de  convenio,  la  via  comprenderá  ocho  pies 
de  anchura  si  es  recta,  y  diez  y  seis  si  es 
I  torluosa. 
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LEY  23,   TIT.  32,   ». 


A  nadie  es  lícito  edí6car  ea  los  caminos 
que  son  comunes  délas  ciudades,  villas  ú 
otros  lugares;  lo  que  se  edificare  debe  der- 
ribarse., á  no  ser  que.el  común  de  aquel 
lugar  quisiera  conservarlo,  usando  de  su  ren- 
ta como  de  las  demás  rentas  comunes.  Ni  po- 
drá alegarse  por  el  particular  para  conservar 
lo  edificado  que  lo  ba  ganado  por  tiempo. 

LBT  i8,  Trr.  14,  part.  7. 

El  ladrón  de  caminos  públicos,  y  los  que 
le  dieren  ayuda  consejo  ó  encubrieren  in- 
curren en  la  pena  de  muerte. 

LBY  7,  TIT.  15,   ID. 

Si  alguno  hiciese  hoyas  6  cepos  para  pren- 
der bestias  bravas,  en  si  líos  por  donde  se 
acostumbra  á  transitar,  debe  hacer  enmienda 
del  daño  que  resultase  por  caer  en  los  cepos 
hombres,  ó  bestias  mansas,  ó  de  otros  danos 
semejantes* 

LBY  28,   ID.  ID. 

Si  alguna  higuera  ú  otro  árbol  estiende 
sus  ramas  sobre  la  via  pública,  de  suerte  que 
se  estorbase  el  tránsito,  cualquiera  podrá  cor- 
tar bs  ramas  que  así  colgasen,  sin  incurrir 
en  pena. 

LEYES  DE  LA  novísima  RECOPILACIÓN. 

LEY  3,  m.  13,  LIB.  12. 
Leyes  48  y  49,  tit.  5t  del  Ordenamiento  de  Alcalá. 

Los  caminos  caudales  (principales)  deben 
ser  guardados  y  amparados:  el  que  en  ellos 
cometa  fuerza  é  robos ,  ademas  de  las  penas 
impuestas  por  el  derecho,  incurrirá  en  la  de 
seis  mil  maravedises  para  la  Cámara  del  rey. 

LBT  1,  TIT.  36,   LlB.  7. 

Ley  49,  tfu  32  del  Ordenamiento  de  Alcalé,  y  D.  Enrique  III, 
tit.  de  poenii,  eap.  IG. 

El  que  cierre  ó  embargue  los  caminos. 


por  donde  se  suelen  trasportar  las  viandas  y 
mercaderías,  pague  cien  maravedís  para  la 
Cámara  del  rey  y  deshaga  á  su  costa  la  cer- 
radura ó  embargo,  dentro  de  tremta  dias. 

LBT  4,  Trr.  34,  L!b«  12. 

D,  Enrique  11  en  Toro,  aQo  1368.  ley  t  y  1171,  ley  II. 

Después  de  señalar  el  modo  con  que  las 
justicias  deben  hacer  pesquisa  contra  caba- 
lleros y  personas  poderosas  que  perpetraren 
robos  ó  fuerzas,  ordenando  que  procedan 
sumariamente  sin  figura  de  juicio,  añade  que 
si  el  robo,  ó  fuerza  ó  muerte  se  hicieren  en 
camino,  se  han  de  guardar  las  leyes  de  la 
hermandad. 

LBT  2,  TIT.  35,  LIB.  7. 
D.  Pemando  y  dofia  Isabel  en  Medina  del  Campo,  alo  1497. 

Las  justicias  y  conc^  hagan  abrir  y 
habilitar  los  cammos  carreteros  dejándoles 
la  suficiente  anchura;  y  no  consientan  que 
se  cierren,  dañen  ó  angosten,  sopeña  de  diez 
mil  maravedises  al  que  lo  contrario  hi* 
ciere« 

LBT  10,  Trr.  15,  LIB.  12. 

Dofla  Jaana  en  el  Monasterio  de  Valboena  i  t3  de  oetnbre 
de  i514. 

Cuando  se  hiciere  algún  robo ,  muerte  ó 
daño  en  cualquier  camino  del  reino  de  Gra- 
nada, los  vecinos  del  lugar  en  cuya  jurisdic- 
ción ocurriere ,  tienen  obligación  de  seguir 
el  rastro  de  los  malhechores  hasta  hacerlos 
entrar  en  otra  jurisdicción ,  donde  se  conti- 
nuará la  persecución  en  igual  forma.  Los  ve* 
cinos  que  no  dieren  el  rastro  y  no  le  siguie- 
ren, como  deben,  serán  responsables  de  todo 
los  daños  que  hicieren  los  ladrones  y  malhe- 
chores. 


LEY  4,  TIT.  36,  LIB.  7. 


D.  Felipe UwlaiCdrtes de  Madrid  de  15S(áS0,  pet03. 

Pónganse  pilares  en  los  puertos  para  seña- 
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lar  los  caminos  á  fia  de  evitar  peligro  á  los 
transeúntes  en  tiempo  de  nieves. 

LBY  5.  ID.  ID. 

D.  Femando  VI  en  U  ordenaniis  de  intendenie  de  1749, 
•ap.  t8»  99  7  31 ,  y  D.  Carlos  lU  en  la  Instrucción  de  corre- 
gidores de  1788,  cap.  51 ,  52  y  53. 

Se  encarga  especialmente  que  se  tengan 
compuestos  y  comerciables  los  caminos  pú- 
blicos; que  no  se  permita  á  los  labradores 
entrarse  en  ellos ,  bajo  las  penas  correspon- 
dientes &  mas  de  obligárseles  á  la  recompo- 
sición por  su  cuenta»  y  que  se  ponga  en  no- 
ticia del  consejo  los  ensanches  6  reparos  que 
fueren  menester  para  que  providencie  lo  con- 
veniente en  lo  que  no  puedan  costear  los 
pueblos.  Mándase  que  en  los  sitios  donde  se 
junten  caminos  principales  se  ponga  un  pos- 
te de  piedra  levantado  proporcionadamente 
con  unletrero  que  esprese  áqué  parte  condu- 
ce, distinguiendo  los  que  fueren  de  carruaje  y 
herradura.  Finalmente  se  prescribe  mucho 
cuidando  respecto  de  la  seguridad  délos  ca- 
minos, Ubre  tránsito  y  comercio  de  los  pasa- 
jeros, conminando  á  las  justicias  con  riguro- 
sas penas  y  la  responsabilidad  de  cualquier 
atentado  que  se  cometa  en  su  distrito  ,  si 
para  evitarlos  no  practican  frecuentes  visitas 
en  los  caminos  y  despoblados. 

LEY  6  y  ID.  ID. 

D.  Carlos  Itl  poi  resolución  i  consulta  de  S8  de   febrero  y 
la  cédula  del  consejo  de  1.*  de  noriembre  de  176^. 

Reglas  que  deben  observarse  en  todos  los 
caminos  generales  del  reino. 

1.*  Que  en  los  márgenes  compuestos  de 
murallas  o  paredes  cobijadas  con  losas  se  re- 
ponga prontamente  cualquiera  piedra  cobija 
que  se  caiga. 

2.*  Que  se  use  de  carros  con  rueda  de 
llanta  ancha,  lisas  ó  rasas,  con  tres  pulgadas 
de  huella  á  lo  menos  ,  sin  que  sobresalgan 
los  clavos  ;  observándose  lo  mismo  en  todo 
otro  carruaje,  á  no  ser  los  carros  recalzados 
de  madera,  como  son  los  de  las  carretas  de 
cabanas. 


3.*  Que  8i  anduviesen  de  tráfico  sobre 
estos  caminos  carros  de  llanta  estrecha  y  cla- 
vos prominentes  paguen  doble  portazgo; 
y  donde  no  le  hubiere,  se  imponga  de  nuevo. 

iJ"  Quedan  esceptuados  de  este  grava- 
men los  carros  que  sean  del  mismo  país  y  so- 
lo atraviesen  los  caminos  nuevos  y  reales. 

8.""  Que  no  se  permita  bajo  protesto  al- 
guno arrastrar  maderas  por  estos  caminos 
ú  otros  para  ruedas,  aunque  las  dichas  ma- 
deras sean  para  la  construcción  de  bajeles  de 
la  Real  Armada,  debiendo  efectuarse  el  tras- 
porte sobre  carros,  y  si  fueren  mayores  sobre 
cuatro  ruedas. 

6.^  Que  los  reparos  menores  de  echar 
tierra  ó  cerrar  alguna  corta  quiebra  sean 
del  cargo  del  puel)lo  en  cuyo  término  se 
causen;  pero  que  las  obras  de  cantería,  mam- 
postería  ú  otras  considerables  se  costeen  de 
los  portazgos,  y  donde  no  los  hubiere  de  los 
arbitrios  concedidos  para  este  objeto. 

NOTA 4.%  ID.   ID. 

Se  determinó  que  las  leguas  en  los  cami- 
nos reales  fuesen  de  8,000  varas  castellanas 
y  se  señalasen  con  unos  pilares  altos  de  pie- 
dra que  en  su  frontis  indicaran  la  distancia 
á  Madrid.  Del  mismo  modo  debían  seña- 
larse las  medias  leguas  aunque  con  pilares 
menores. 

LEY  7,  ID.  ID. 

D.  Cirios  III  por  real  decreto  de  8  de  octubre  de  1778. 

La  superintendencia  general  de  caminos 
queda  agregada  á  la  de  correos  y  postas» 
con  facultad  d^  nombrar  subdelegados  é  in- 
hibición de  cualesquiera  jueces  ó  tribunales. 
En  este  concepto  estarán  á  la  disposición  del 
superintendente  general  todos  los  arbitrios 
destinados  á  la  conservación  de  caminos,  in- 
cluso el  sobrante  del  uno  por  ciento  de  la 
plata  que  viniere  de  Indias  destinado  al  ca- 
mino de  Andalucía,  y  el  producto  del  sobre 
precio  de  los  dos  reales  vellón  que  se  cobra 
en  cada  fanega  de  sal  de  las  que  se  consu- 
men en  estos  reinos.  Al  mismo  objeto  se 
aplicarán  los  sobrantes  de  la  renta  de  correos. 
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Pertenece  al  superintendente  formar  las  ins- 
iracciones  para  lo  relativo  á  estos  puntos,  la 
conservación  de  los  caminos  y  seguridad  de 
los  caminantes  ,  concediéndosele  autoridad 
para  nombrar  facultativos  y  los  deroas  de- 
pendientes, y  prescribirles  sus  respectivas  in- 
cumbencias. 

NOTA  4.",  ID.   ID. 

Se  declara  que  las  obras  de  caminos  pú- 
blicos y  sus  operarios  deben  ser  exentos  de 
alcabala  y  demás  derechos  impuestos  sobre 
materiales  y  comestibles,  y  gozar  de  la  liber- 
tad deabrir  canteras,  cortar  lena  y  aprove- 
charse de  los  pastos  en  los  terrenos  públicos 
y  baldíos,  como  lo  pueden  hacer  los  vecinos 
délos  pueblos  en  sus  respectivos  domicilios. 

NOTA  2,  ID.    ID. 

Los  pueblos  de  las  carreteras  principales 
de  caminos  compongan  sólidamente  la  en- 
trada y  salida  de  todos  ellos  en  la  distancia 
de  trescientas  veinte  y  cinco  varas. 

LEY  ID.  ID. 

D.  Carlos  IV  en  la  ordenanza  general  de  correos  y  caminos 
de  1791,  tit.  1,  cap.  II,  li  y  13. 

El  primer  secretario  de  Estado,  como  su- 
perintendente general  de  caminos,  cuidará 
de  su  construcción  y  conservación,  y  de  que 
se  mantentengan  transitables  y  seguros:  al 
efecto  podrá  nombrar,  además  del  director  ó 
directores  generales,  que  deben  serlo  los  de 
correos  y  postas,  los  demás  jueces  subdele- 
gados, directores  facultativos  y  dependien- 
tes necesarios.  La  observancia,  variación  y 
derogación  de  las  instrucoiones  sobre  cami- 
DOB  y  la  decisión  de  competencias  penderá 
de  su  prudente  arbitrio.  Quedan  sujetos  ásus 
órdenes  los  caudales  destinados  ala  construc- 
ción y  conservación  de  caminos  para  recau- 
darlos é  invertirlos ,  según  creyere  conve- 
niente; podrá  mandar,  administrar  ó  arren- 
dar los  portazgos,  cuidando  de  que  esta  con- 
tribución se  invierta  en  la  conservación  del 

mismo  camino  donde  se  exigiere. 
TOMO  vn. 


LEY  9,  ID.  ID. 


D.  Carlos  IV  e»  la  dicha  instmeciin  cap.  délos  subdelegados 
particulares. 


Las  justicias  ordinarias  deben  ser  en  todo 
el  reino  los  subdelegados  particulares  cada 
una  en  su  término,  en  lo  respectivo  á  cami- 
nos con  sujeción  inmediata  á  ia  dirección  ge- 
neral. Solo  en  el  caso  de  que  se  encuentre 
alguna  justicia  que  ni  con  el  ruego,  ni  con 
la  amenaza  y  aun  castigo  quisiera  prestarse 
al  desempeño  de  esta  comisión,  podrá  propo- 
nerse otro  subdelegado. 

LEY  10,  ID.  ID. 


D.  Carlos  IV  por  real  orden  de  23  de  jolio  inserta  en  circalar 
del  consejo  de  tt  de  diciembre  de  1795. 


Se  encarga  la  observancia  de  una  circular 
espedida  en  i  de  setiembre  de  1791 ,  según 
la  que  en  los  pueblos  de  los  reinos  de  Grana- 
da, Jaén  y  Córdoba  no  podian  las  justicias  y 
ayuntamientos  ejecutar  ninguna  obra  de 
construcción  ó  reparación  de  caminos,  ni  in- 
vertir caudales  destinados  á  este  ramo  sin 
que  precediera  la  noticia  y  orden  espresa  de 
la  junta  mayor  de  caminos  de  Granada,  como 
delegada  del  superintendente  general  de 
postas  y  correos. 

NOTA  6,   ID.   ID. 

D.  Carlos  IV  por   real  orden  comunicada  en  27  de  juUo 
de  1804. 

Se  suprime  la  junta  de  caminos  de  Grana* 
da,  pasando  la  dirección  de  los  que  tenia  á 
su  cargo  al  cuidado  del  capitán  general  á 
escepcion  de  la  carretera  de  Granada  á  Má- 
laga que  estará  bajo  la  inspección  de  un  co- 
misionado especial  por  S.  M. 

NOTA  8,  ID.   ID. 

D.  Cirios  IV  oomunicada  en  circular  del  consejo  de  5  de  abril 
de  1805. 

Se  encarga  á  las  justicias  la  puntual  ob- 
servancia de  las  reales  órdenes  de  4  v  6  de 
31 
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junio  de  1785,  añadiendo  que  donde  no  se 
encuentren  otras  proporciones  para  abrir 
canteras  y  proveerse  de  lena  y  pastos  con 
comodidad,  sino  en  las  propiedades  de  los 
particulares,  será  muy  conveniente  para' la 
utilidad  pública  que  estos  lo  permitan,  re- 
cibiendo la  compensación  correspondiente 
del  fondo  de  carreteras  por  justa  tasación, 
y  usando  los  operarios  de  este  permiso  con 
el  respeto  debido  á  la  propiedad. 

REAL  ORDEN  DE  8  DE  MARZO  DE  1824. 

Todos  los  arbitrios  destinados  antes  del  7 
de  marzo  de  1820  para  la  construcción  y  con- 
servación de  caminos,  se  repondrán  al  mismo 
ser  y  estado  que  tenían  entonces. 

REAL  ORDEN  DE  27  DE  OCTUBRE  DE  182S. 

Manda  que  á  los  carruages  que  se  separen 
de  la  caja  de  las  calzadas  reales  y  se  dirijan 
por  los  paseos  laterales  de  ellas,  se  impon- 
ga la  multa  de  sesenta  reales  de  precisa 
exacción. 

REAL  ÓRDIN  DE  18  DE  SETIEMBRB  DE  1826. 

Al  arbitrio  de  dos  reales  en  fanega  de  sal, 
destinados  para  la  construcciofi  y  conserva- 
ción de  las  carreteras  generales,  debe  hacer- 
se el  descuento  del  cuatro  por  ciento,  con 
arreglo  á  la  real  orden  de  6  de  diciembre 
de  1818. 

REAL    ORDEN    CmCULAR   DE    15    MB    SETIEMBRE 
DK  1828. 

Los  dueños  de  propiedades  inn^ediatas  & 
las  carreteras  reales  y  caminos  ramales ,  en 
sitios  pendientes  ó  inclinados,  no  corten  ár«-, 
boles  contiguos  á  ellas  sin  previa  y  espresa 
licencia  de  la  autoridad  local  respectiva,  y 
obligación  de  plantar  en  el  mismo  parage 
tres  por  cada  uno  de  los  que  corten ,  prohi- 
biéndose absolutamente  sacar  ó  arrancar  las 
raices  de  los  que  con  estas  calidades  se  cor- 
taren. 


REAL  ORDEN  DE  IK  DE  ABRIL  DB  1830. 

Se  hace  ostensiva  la  real  orden  de  27  de 
octubre  de  1825  á  las  caballerías  y  ganados, 
imponiéndose  cuatro  reales  por  cada  una  de 
aquellas  que  transitare  por  los  paseos  late- 
rales ,  y  veinte  á  cada  hato  de  ganado  en  el 
propio  caso. 

REAL  ORDEN  DE  23  DE  JULIO  DB  1831. 

Se  declara ,  conforme  á  varias  reales  ór- 
denes anteriores,  que  la  confirmacioBde  pri- 
vilegios de  exención  de  portazgos  no  se  en- 
tiende con  los  establecidos  en  las  carreteras 
generales  construidas  á  espensas  del  real 
Erario. 

REAL  ORDEN  DE  20  DE  OCTUBRE  DE  1831. 

Se  encarga  el  exacto  cumplimiento  de  las 
reales  órdenes  de  4  y  6  de  junio  de  1785, 
de  modo  que  á  lo  sumo  pueda  solo  obligarse 
al  ramo  de  caminos ,  si  los  aprovechamientos 
de  los  terrenos  públicos  y  baldíos  e^n  des- 
tinados á  cubrir  las  cargas  municipales  de  los 
pueblos,  á  satisfacer  aquella  cuota  que  se 
justiprecie  por  valor  de  las  lenas  que  se  cor- 
len y  perjuicio  en  las  canteras  que  se  abran, 
siempre  que  paguen  igualmente  los  vecinos 
de  los  pueblos  las  cuotas  que  les  quepan ,  se- 
gún los  aprovechamientos  que  disfruten. 

REAL  ORDEN  DE  9  DB  MARZO  DB  1832. 

La  renta  de  caminos  quedará  exenta  por 
punto  general  de  todo  recargo ,  á  escepcion 
del  diez  por  ciento  que  con  arreglo  al  real 
decreto  de  31  de  diciembre  de  1829  debe  sa* 
tisfacer  como  descuento  para  resarcir  á  la 
real  Hacienda  los  gastos  de  administración  y 
recaudación. 

REAL  ORDEN  MI  i8j)E  NOVIBMBRB  DE  1833. 

Mándase  cumplir  en  todas  sus  partes  la 
real  orden  de  20  de  octubre  de  183Í ,  y  asi- 
mismo se  prescribe  la  observancia  de  la  de  4 
de  junio  de  1785 ,  que  se  inserta,  declarán- 
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dose  exentos  á  todos  los  operarios  de  carre- 
teras del  reino  de  los  derechos  qne  adeuden 
los  comestibles  de  su  consumo* 

REAL  ORDEN  DE  4  DE  SETIEMBRE  DE  1834. 

Los  gobernadores  civiles  de  las  provincias, 
mientras  no  pueda  destinarse  á  estas  un  in- 
geniero civil ,  dirigirán  por  conducto  del  mi- 
nisterio del  Interior  los  planos  de  caminos  á 
la  Dirección  general  de  correos  para  su  exa- 
men y  aprobación  antes  de  proceder  á  la 
ejecución  de  las  obras  proyectadas ,  debien- 
do acompañar  también  los  presupuestes  y 
cálculo  de  su  coste. 

REAL  ORDEN  OE  2S  DE  ENERO  DE  1835. 

Las  formalidades  prescritas  en  la  real  or- 
den de  4  de  setiembre  de  1834  se  observa- 
rán solo  cnando  se  trate  de  obras  nuevas  de 
caminos  y  reparaciones  de  alguna  entidad, 
que  no  sean  del  momento;  pues  cuando  se 
cortaren  las  comunicaciones  por  avenidas, 
rompimiento  de  alcantarillas,  desprendimien- 
to de  terrenos,  nieves,  etc.,  y  la  habilitación 
fuese  de  urgente  necesidad ,  deben  acudir 
los  gobenudores  civiles  al  pronto  remedio  de 
estos  danos  por  cuantos  medios  están  á  su 
disposición,  dando  en  seguida  parte  de  lo 
hecho. 

LEY  DE  PRESUPUESTOS  DE  26  DE  MAYO  DE  1835. 

Se  declaran  nacionales  y. construidos  por 
cuenta  del  Estado  los  caminos  desde  la  capi- 
tal del  reino  á  las  de  las  provincias  y  á  los 
departamentos  de  marina;  los  cuales  deben 
construirse  conforme  á  los  planos  que  pre- 
sente la  Dirección  del  ramo. 

REAL  ORDEN  DE  9  DE  DICIEMBRE  DE  1838. 

Se  encarga  el  cumplimiento  de  la  real  or- 
den de  22  de  abril  de  1786,  sobre  que  los 
pueblos  ejecuten  por  su  cuenta  la  composi- 
ción de  las  carreteras  á  las  entradas  y  sali- 
das basta  la  distancia  de  325  varas,  igual- 
mente la  de  las  calles  de  travesía,  admitiendo 


la  Diputación  provincial ,  en  caso  necesario, 
en  los  presupuestos  municipales  las  partidas 
destinadas  á  estos  gastos. 

LEY  DE  28  DE  JULIO  DE  1840. 

Se  autoriza  al  gobierno  para  que ,  previa 
la  instrucción  de  los  respectivos  espedientes 
y  oyendo  á  las  diputaciones  provinciales 
pueda  llevar  á  efecto  los  proyectos  de  cami- 
nos, aprobando  los  arbitrios  provinciales  y 
municipales  que  considere  arreglados. 

ORDEN  DE  LA  REGENCIA  PROVISIONAL  DE  5  DE 
MARZO  DE  1811. 

Se  encarga  á  los  gefes  políticos  que  hagan- 
cumplír  la  real  orden  de  22  de  abril  de  1786, 
según  la  cual  deben  los  pueblos  situados  en 
las  carreteras  principales,  ejecutar  por  su 
cuenta  y  componer  con  toda  solidez  las  en 
tradas  y  salidas  hasta  la  distancia  de  325  va- 
ras ;  igualmente  que  las  calles  de  travesía; 
para  lo  cual ,  si  su  presencia  fuese  necesaria, 
se  trasladen  á  donde  convenga. — Si  la  osea-  ^ 
sez  de  fondos  di6cultase  realizar  tales  me- 
joras, podrá  utilizarse  la  costumbre  antigua 
de  que  cada  vecino  en  dias  señalados,  que 
no  interrumpan  violentamente  sus  faenas  ha- 
bituales, contribuya  con  una  parte  de  traba- 
jo proporcional  á  su  riqueza,  ya  suministran- 
do materiales,  ya  caballerías  ó  carros  para  su 
conducción,  ya  brazos  para  su  preparación  y 
arreglo.  Los  ingenieros  y  dependientes  del 
cuerpo  de  caminos  y  canales ,  sin  abono  de 
honorarios  ni  gratificación  á  costa  de  los  pue- 
blos, cuidarán  de  preparar  y  dirigir  los  tra- 
bajos.—Donde  haya  recursos  disponibles ,  ó 
puedan  sin  gran  gravamen  allegarse ,  apro- 
bando la  Diputación  los  que  los  ayuntamien- 
tos propongan ,  será  á  veces  lo  mejor  sacar 
las  obras  á  pública  subasta ,  con  la  precisa 
circunstancia  de  que  el  ingeniero  Bscalice  la 
construcción  y  la  apruebe  definitivamente, 
cuando  llegue  á  su  término.  Si  no  se  consi- 
guiese reunir  de  pronto  toda  la  cantidad  que 
haya  de  cubrir  el  valor  de  las  obras,  se  su- 
plirá lo  que  falte  por 'el  trabajo  personal  ya 
indicado ,  á  no  ser  que ,  con  alguna  garantía, 
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haya  modo  de  ofrecer  pagar  en  diversos  pla- 
zos á  quien  anticipe  el  importe  de  las  obras, 
ó  por  su  cuenta,  y  en  virtud  de  un  convenio 
especial,  las  ejecute. 

ORDEN  DEL  REGENTE  DE  14  DE  AGOSTO  DE  1842. 

Se  encarga  á  los  gefes  políticos  que ,  por 
cuantos  medios  estén  á  su  alcance,  procuren 
que  los  pueblos  situados  sobre  las  carrete- 
ras hagan  los  acopios  de  materiales  para  las 
recomposiciones  y  conservación  permanente, 
al  tenor  de  lo  que  se  previene  en  la  circular 
de  la  dirección  general  de  16  de  julio. 

ORDENANZA  PARA  LA  CONSERVACIÓN  Y  POUCÍA 

DE  LAS  CARRETERAS  GENERALES  DE  14  DE  SE- 

TIEBfBRE  DE  1842. 

Artículo  1.**  No  será  lícito  hacer  repre- 
sas ,  pozos  ó  abrevaderos  á  las  márgenes  de 
los  caminos  á  menor  distancia  que  la  de  30 
varas.  Los  contraventores  incurrirán  en  la 
multa  de  50  á  200  rs. ,  además  de  subsanar 
el  perjuicio  causado. 

Arl,  2.**  Los  cultivadores  de  las  hereda- 
deslindantes  con  el  camino,  que  con  su  plan- 
tío y  labores  ocasionen  daño  á  las  obras  del 
camino ,  ó  que  labren  en  las  escarpas  de  es- 
te, incurrirán  en  igual  multa. 

Art.  3.**  Los  labradores ,  pastores  y  ga- 
naderos que  dejaren  caer  en  los  paseos  y 
cunetas  de  los  caminos,  cualquier  cosa  que 
impida  el  libre  curso  de  las  aguas,  estarán 
obligados  á  la  reparación. 

Art.  4.^  Los  dueños  de  las  heredades  lin- 
dantes con  el  camino  no  podrán  impedir  el 
libre  curso  de  las  aguas  de  aquel,  haciendo 
zanjas ,  calzadas  ó  levantando  el  terreno  de 
dichas  heredades. 

Art.  5.®  Los  dueños  de  heredades  con- 
finantes con  los  caminos  y  en  posición  eos- 
tañera  ó  pendientes  sobre  estos,  no  podrán 
cortar  los  árboles  en  30  varas  de  distancia 
sin  licencia  de  la  autoridad  local  y  recono- 
cimiento del  ingeniero,  y  en  manera  alguna 
arrancar  sus  raices.  Si  contravinieren  habrán 
de  costear  la  obra  necesaria  para  evitar  da- 
ños al  camino. 

Art.  Q,""    El  pasajero  que  con  su  carruaje 


rompiere  6  arrancare  algún  guarda-rueda, 
pagará  40  rs.  y  además  de  50  á  100  si  hu- 
biese contravención  á  la  presente  orde- 
nanza. 

Art.  S.""  Los  conductores  que  abrieren 
surcos  en  los  caminos ,  sus  paseos  6  márge- 
nes, sufrirán  la  multa  de  60  á  100  rs.  y  re- 
sarcirán el  daño  causado. 

Art.  9.*  El  dueño  ó  conductor  de  un  car- 
ruaje ó  caballería  que,  desviándose  del  firme 
ó  calzada,  marchare  por  sus  paseos,  pagará 
de  50  á  100  rs.  por  carruaje  y  cuatro  por  ca- 
ballería. 

Art.  10.  Cuando  en  los  caminos  se  hi- 
cieren obras  de  reparación ,  los  carruajes  y 
caballerías  deberán  marchar  por  el  parage 
que  se  demarcare  al  efecto,  y  los  contra- 
ventores serán  responsables  del  daño  que 
causaren. 

A  rt .  i  1 .  Los  dueños  6  conductores  de  los 
carruajes,  caballerías  ó  ganados  que  cruza- 
ren el  camino  por  parages  distintos  de  los 
destinados  á  este  fin ,  pagarán  el  daño  que 
hubieren  causado  en  los  paseos,  cunetas  y 
márgenes,  además  de  la  multa  de  60  rs. 

Art.  12.  El  que  rompa  ó  de  cualquier 
modo  cause  daño  en  las  obras  de  los  cami- 
nos, así  como  en  los  postes  que  señalan  las 
leguas  ó  maltrate  las  fuentes,  abrevaderos  6 
árboles  de  la  vía  pública,  ó  permita  que  lo 
hagan  sus  caballerías  y  ganados,  pagará  el 
perjuicio  y  una  multa  de  20  á  100  rs.  Al  que 
robare  materiales  6  efectos  de  las  obras  se 
le  asegurará  para  castigarle  con  arreglo  á 
las  leyes. 

Arl.  13.  Se  prohibe  barrer,  recoger  ba- 
suras 6  tomar  tierra  en  el  camino,  sus  pa- 
seos, cunetas  y  escarpes ,  bajo  la  multa  de 
20  á  50  rs.  y  reparación  del  daño  causado; 
pero  se  'permitirá  la  estraccion  del  barro  6 
basura  conforme  á  las  reglas  que  al  efecto 
se  establezcan. 

Art.  14.  Se  prohibe  todo]arrastre  de  ma- 
deras, ramajes  ó  arados  en  los  caminos,  y  el 
atar  las  ruedas  de  los  carruajes,  bajo  la  mul- 
ta de  4  rs.  por  cada  madero,  8  por  arado  que 
lleve  al  eslremo  chapa  ó  clava  de  hierro,  y 
60  por  carruaje  con  rueda  atada,  además  de 
resarcir  el  daño  causado. 
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Art.  15.  Los  conductores  de  carraajes 
deberán  observar  en  el  aso  de  la  plancha  de 
hierro  para  disminuir  la  velocidad  de  las 
ruedas,  las  reglas  siguientes:  1."  Que  la 
plancha  sea  igual  al  modelo  aprobado  por  la 
dirección  general  del  ramo :  2.'  Que  solo  se 
use  en  las  cuestas  y  distancias  marcadas  por 
los  ingenieros :  3/  Que  se  i^lique  á  la  rue- 
da, de  manera* que  su  centro  quede  sentado 
de  plano  sobre  el  camino ;  y  4.*"  Que  cuan- 
do los  carruajes  la  lleven  puesta  marchen  al 
paso  de  las  cabillerías.  La  infíaccion  de  es- 
tas reglas  se  castigará  con  multa  de  50  á  100 
reales  y  la  reparación  del  daño  causado. 

Art.  16.  Los  alcaldes  cuidarán  de  que 
los  caminos  y  sus  márgenes  estén  del  todo 
libres  para  el  tránsito  público »  especial- 
mente en  las  calles  de  travesía  de  los  pue- 
blos. 

Art.  17.  No  podrán  los  particulares  ha- 
cer acopios  ni  montones  de  materiales,  tier- 
ra, mieses  ú  otra  cualquier  cosa  sobre  el  ca- 
mino, sus  paseos  y  cunetas,  ni  colgar  ó  ten- 
der ropas  en  estos  parages.  Los  contraven- 
tores serán  multados  en  25  á  30  rs.  por  la 
primera  vez,  y  en  doble  por  la  segunda. 

Art.  18.  Todo  género  de  ramage  que  sir- 
va de  resguardo  ó  cerca  á  los  campos  y  he- 
redades lindantes  con  el  camino,  deberá  es- 
tar cortado  de  modo  que  no  salga  á  este. 

Art.  19.  Los  arrieros  y  conductores  de 
cari  najes  que  hicieren  suelta  y  den  de  co- 
mer á  sus  ganados  en  el  camino  ó  sus  pa- 
seos ,  sufrirán  la  multa  de  20  rs.  por  cada 
carruaje,  y  de  4  por  cada  caballería  ó  cabeza 
de  ganado,  además  de  pagar  cualquier  per- 
juicio que  causaren. 

Art.  20.  Igual  pena  es  aplicable  á  los 
dnenos  y  pastores  de  cualquier  ganado  que 
estuviere  pastando  en  las  alamedas,  paseos, 
cunetas  y  escarpes  del  camino. 

Art.  21.  En  el  camino,  sus  paseos  y  már- 
genes ninguno  podrá  poner  tinglados  ó  pues- 
tos ambulantes  sin  la  licencia  correspon- 
diente. 

Art.  22.  En  ningún  parage  del  camino 
podrá  dejarse  carruaje  suelto,  y  al  dueño  ó 
conductor  del  que  así  se  encontrare  se  le 
impondrá  una  multa  de  20  á  50  rs.  En  igual 


pena  incurrirá  el  que  eche  animales  muertos 
sobre  el  camino  ó  á  menos  distancia  de  30 
varas  de  sus  márgenes,  además  de  que- 
dar obligado  á  sacarlos  fuera. 

Art.  23.  Las  caballerías,  recuas,  gana- 
dos y  carruajes  de  toda  especie  deberán  de- 
jar libre  la  mitad  del  camino  á  lo  ancho;  y 
al  encontrarse  en  un  punto  los  que  van  y 
vienen  se  arrimará  cada  cual  á  su  respecti- 
vo lado  derecho. 

Art.  24.  A  los  arrieros  que,  llevando  mas 
de  dos  caballerías  reatadas  caminaren  pa- 
reados, se  les  multará  en  20 rs.;  é  igual  can- 
tidad se  exigirá  por  cada  carruaje  que  asi 
camine. 

Art.  26.  A  ninguno  será  permitido  cor- 
rer á  escape  en  el  camino,  ni  llevar  de  este 
'  modo  caballerías,  ganados  y  carruajes  á  la 
inmediación  de  otros  de  su  especie  ó  de  las 
personas  que  van  á  pié,  bajo  la  multa  de  20 
á50rs. 

Art.  27.  Igual  multa  se  aplicará  á  los  ar- 
rieros y  conductores  cuyas  recuas,  ganados 
y  carruajes  vayan  por  el  camino  sin  guia  ó 
persona  que  los  conduzca.   - 

Art.  28.  En  las  cuestas  marcadas,  según 
lo  dispuesto  en  el  art.  15,  no  podrán  bajar 
los  carruajes  sino  con  plancha  ú  otro  apara- 
to que  disminuya  la  velocidad  de  las  ruedas, 
y  al  que  faltare  á  esta  disposición,  llevando 
pasageros,  se  le  impondrá  de  50  á  200  rea- 
les de  multa. 

Art.  29.  En  las  noches  oscuras  los  car- 
ruajes que  vayan  á  la  ligera  deberán  llevar 
á  su  frente  un  farol  encendido,  imponiéndo- 
se la  multa  de  30  rs.  á  los  conductores  por 
cada  contravención. 

Art.  30.  En  las  fachadas  de  las  casas^ 
contiguas  al  camino  no  podrá  ponerse  cos^ 
alguna  colgante  ó  saliente  que  ofrezca  inco- 
modidad, riesgo  ó  peligro  á  los  pasageros,  á 
las  caballerías  y  carruajes.  Los  alcaldes, 
cuando  reciban  denuncias  por  dicha  causa, 
señalarán  un  breve  término  para  que  se  qui- 
ten los  estorbos,  imponiendo  multa  de  20  á 
80  rs.  al  que  dentro  de  él  no  lo  hiciere. 

Art.  31.  Cuando  los  edificios  contiguos 
al  camino  amenazasen  ruina,  los  alcaldes  da- 
rán aviso  inmediatamente  al  ingeniero  en- 
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cargado  de  la  carretera  para  qae  proceda  á 
sa  reconocimienlo. 

Art.  32.  El  ingeniero  deberá  reconocer 
cualquier  edificio,  del  cual  se  tengan  indi- 
cios de  que  amenaza  ruina  sobre  el  camino; 
y  cuando  alguno  se  hallare  en  este  caso,  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  alcalde,  espre-^ 
sando  si  la  ruina  es  ó  no  próxima,  y  si  el  edi- 
ficio está,  ei^virlud  de  alineación  aprobada, 
sujeto  á  retirar  su  línea  de  Tachada  para  ma- 
yor ensanche  de  la  vía  pública. 

Art.  33.  Dentro  de  la  distancia  de  30  va- 
ras colaterales  de  la  carretera  no  se  podrá 
construir  edificio  alguno,  ni  ejecutar  obras 
que  salgan  del  camino  ó  las  posesiones  con- 
tiguas, ni  establecer  presas  y  artefactos,  ni 
abrir  cauces  para  la  toma  y  conducción  de 
aguas  sin  la  correspondiente  licencia. 

Art.  34.  Las  peticiones  de  licencia  para 
construir  ó  reedificar  en  las  espresadas  fajas 
de  terreno,  se  dirigirán  al  al«*^lde,  espresan- 
do el  parage,  calidad  y  destino  de  la  obra. 

Art.  35.  £1  alcalde  remitirá  dichas  ins- 
tancias, con  sus  observaciones,  al  ingeniero 
encargado  de  la  carretera,  para  que,  previo 
reconocimiento,  señale  la  distancia  y  alinea- 
ción á  que  deberá  sujetarse  la  obra  y  demás 
condiciones  facultativas  que  deban  oteer- 
varse  en  su  ejecución,  á  fin  de  que  no  resul- 
te perjuicio  á  la  vía  pública  ni  á  sus  obras, 
paseos  y  arbolados. 

Art.  36.  Los  alcaldes,  previo  el  recono- 
cimiento é  informe  del  ingeniero,  concede- 
rán licencia  para  construir  ó  reedificar  con 
sujeción  á  la  alineación  y  condiciones  que 
aquel  hubiere  marcado. 

Art.  37.  Los  que,  sin  esta  licencia,  eje- 
cutasen cualquier  obra  dentro  de  las  30  va- 
ras al  lado  del  camino,  ó  no  guarden  la  ali- 
neación ó  las  condiciones  designadas  serán 
obligados  por  el  alcalde  á  la  demolición  de 
la  obra,  si  se  perjudicase  á  la  carretera,  sus 
paseos,  cunetas  y  arbolados. 

Art.  38.  Cuando  se  susciten  contestacio- 
nes con  motivo  de  la  alineación  y  condicio- 
nes facultativas  señaladas  por  el  ingeniero, 
el  alcalde  las  pondrá  en  su  conocimiento,  y 
suspendiendo  todo  procedimiento  ulterior, 
remitirá  el  espediente  al  gefe  político. 


Art.  83.  £1  gefe  político  resolverá  sobre 
los  espedientes,  oyendo  al  ingeniero  en  jefe 
del  distrito;  y  si  hallare  motivo  para  no  con- 
formarse con  el  dictamen  de  este,  los  pasará 
sin  demora  á  la  dirección  general  del  ramo, 
para  que  decida  ó  proponga  en  su  caso  al 
gobierno  la  resolución  que  corresponda. 

Art.  40.  No  podrá  exigirse  pena  alguna 
de  las  prefijadas  en  esta  ordenanza,  sino  en 
virtud  de  denuncia  ante  los  alcaldes  de  los 
pueblos  mas  próximos  al  punto  de  la  carre- 
tera en  que  fuere  detenido  el  contraventor. 

Art.  41 .  Las  aprehensiones  y  denuncias 
podrán  hacerse  por  cualquiera  persona;  de- 
berán hacerlas  los  dependientes  de  justicia 
de  los  pueblos,  pero  con  especialidad  los  peo- 
nes camineros  y  capataces,  y  lodos  los  em- 
pleados de  caminos  con  cualidad  de  guardas 
jurados  para  la  observancia  de  la  presente 
ordenanza. 

Art.  42.  Los  alcaldes  procederáade  pla- 
no, oyendo  á  los  interesados,  é  imponiendo 
en  su  caso  las  multas  que  c«)rrespondan. 

Art.  43.  De  las  multas  que  se  exijan  se 
aplicará  una  tercera  parte  al  denunciador, 
otra  del  mínimum  al  alcalde  ante  quien  se 
hiciere  la  denuncia,  y  el  resto  á  los  gastos 
de  conservación  del  camino,  entregándose 
al  sobrestante  ó  aparejador  de  este  bajo  re- 
cibo visado  por  el  ingeniero  encargado  de  la 
carretera. 

Art.  44.  Los  gefes  políticos  cuidarán  de 
que  se  observe  esta  ordenanza,  procediendo 
contra  los  alcaldes  que  cometan  ó  toleren  al- 
guna infracción  de  ella. 

Art.  45.  En  todos  los  portazgos  situados 
en  las  carreteras  generales  habrá  fijado  un 
ejemplar  de  esta  ordenanza;  otro  se  entre- 
gará á  cada  uno  de  los  alcaldes  de  los  pue- 
blos que  se  hallen  en  igual  caso,  y  asimis-- 
mo  á  todos  los  peones  camineros  y  capata* 
ees,  guardas  y  demás  empleados  del  ramo 
en  dichas  carreteras. 

ORDEN  CIRGIILAR  DEL   GOBIERNO  PROVISIONAL 
DE  14    DE  SETIEMBRE  DE  1843. 

Se  encarga  á  los  gefes  políticos,  bajo  su 
mas  estrecha  responsabilidad,  la  observan- 
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«ia  de  la  ordenanza  de  14  de  setiembre  de 
1842  sobre  la  conservación  y  policía  de  las 
carreteras  generales. 

REGLAAIENTO  PARA  LA    GUARDIA  CIVIL    DE  9  DE 
OCTUBRE  DE    1844. 

Art.  30.  Eigefe  político  dispondrá  que  ha- 
ya de  continuo  rondas  en  los  caminos  y  pun- 
tos que  ofrezcan  habitualmente  alguna  inse- 
guridad, arreglando  la  distribución  de  esta 
fuerza  en  términos  que  haya  dos  partidas 
constantes  en  el  mismo  camino,  las  cuales 
rondarán  en  dirección  opuesta. 

Art.  32.  En  los  caminos  toda  partida  ó 
individuo  déla  guardia  civil,  cuidará  de  pro- 
teger á  cualquiera  persona:  que  se  vea  en 
algún  peligro  ó  desgracia,  ya  prestando  el 
auxilio  de  la  (\ierza,  ya  facilitando  el  socorro 
que  estuviere  á  su  alcance. 

Art.  33.  Corresponde  también  á  la  guar- 
dia civil  velar  sobre  la  observancia  de  las 
leyes  y  disposiciones  relativas:  1.^  á  los  ca- 
minos.... 

Art.  34.  Es  obligación  de  la  guardia  ci- 
vil. ...S."*  Recoger  los  vagabundos  que  anden 
por  los  caminos  y  de^oblados,  entregándo- 
los á  la  inmediata  autoridad  civil. 

Art.  35.  Habrá  siempre  en  las  ferias  un 
destacamento  de  la  guardia  civil,  destinado 
á  conservar  el  orden  interior  y  la  seguridad, 
personal  en  los  caminos  inmediatos;  á  cuyo 
fin  se  establecerán  rondas  especiales  que 
vigilen  de  continuo  ,  así  de  dia  como  de 
noche. 

Art.  36.  El  gefe  de  toda  partida  de  guar- 
dia civil  ó  cualquier  individuo  de  esta  fuer- 
za que  obre  separadamente,  se  halla  facul- 
tado :  1.^  Para  exigir  la  presentación  del  pa- 
saporte ó  pase  á  los  viajeros  y  transeúntes, 
deteniendo  á  los  que  no  le  llife'ven...;  pero  si 
la  falta  se  notare  en  los  caminos  solo  deben 
detener  á  los  viajeros  que  infundieron  sospe- 
cha para  presentarlos  al  comisario  ó  celador 
inmediato,  limitándose  respecto  de  los  de- 
mas  á  dar  parte  á  la  autoridad  civil  y  pres- 
cribir al  interesado  la  obligación  de  proveer- 
se del  correspondiente  documento. 
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Art.  80.  Es  atribución  de  los  ayunta- 
mientos arreglar,  por  medio  de  acuerdos, 
conformándose  con  las  leyes  y  reglamentos... 
3.""  El  cuidado,  conservación  y  reparación  de 
los  caminos  y  veredas,  puentes  y  pontones 
vecinales. 

LEV  DB  DIPUTACIONES  PROVINCIALES  DE  8  DE 
ENERO  DB  1845. 

Art.  61.  Son  gastos  obligatorios  para  el 
presupuesto  provincial....  8."^  Los  de  con- 
servación y  reparación  de  los  puentes  y  ca- 
minos provinciales  y  demás  obras  de  utilidad 
particular  de  la  provincia,  ó  en  las  que  entre 
á  la  parte  con  el  Estado  ó  con  otras  provin- 
cias. 

LEY  DB  9  DB    JUNIO  DE  1845. 

Para  la  mas  pronta  construcción  de  los 
caminos  y  otros  medios  generales  de  comu- 
nicación, se  autoriza  al  gobierno  á  fin  de  le- 
vantar un  empréstito,  cuyos  réditos  anuales 
y  amortización  no  escedan  de  los  15.000,000 
consignados  en  el  presupuesto  de  gastos  pa- 
ra obras  de  esta  clase. 

RBAL  ORDEN  DE  29  DE  JUNIO  DE  1845. 

Con  objeto  de  llevar  á  debido  efecto  la  ley 
de  9  de  junio  de  este  ano,  se  resolvió  que  el 
l.'^de  setiembre  se  sacase á  pública  licitación 
el  empréstito,  fijando  el  total  de  los  fondos 
que  se  obligara  á  facilitar  el  prestamista  en 
200  millones  de  reales,  distribuidos  en  cinco 
anos  y  dictando  otras  bases  respecto  de  la 
celebración  del  contrato  y  sus  efectos. 

REAL  ORDEN  DE  19  DE  SETIEMBRE  DE  1845. 

Se  resuelve: 

1  .**  Que  los  obras  de  caminos  en  curso  de 
ejecución  no  se  detengan  ni  paralicen  por  las 
oposiciones  que  puedan  intentarse  con  moti- 
vo de  los  danos  y  perjuicios  que  al  efectuar 
las  mismas  obras  se  ocasionen  por  la  oeup»- 
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cion  de  terrenos,  escayacíones  y  otras  servi- 
dumbres á  que  están  necesariamente  sujetas 
las  propiedades  contiguas. 

2.®  Que  las  indemnizaciones  y  resarci- 
mientos solo  podrán  solicitarse  ante  el  gefe 
político  respectivo,  quien  dispondrá  que  ten- 
gan cumplido  efecto,  habiendo  conformidad 
entre  el  reclamante  y  la  parte  que  deba  re- 
sarcir el  daño,  procurando  avenirlos  cuando 
mediare  alguna  diferencia. 

Z.""  Que  si  por  no  haber  conformidad  se 
hiciesen  tales  asuntos  contenciosos,  se  deci- 
dan por  el  Consejo  Real  con  inhibición  de 
•cualesquiera  otras  autoridades  judiciales  ó 
admini^rativas. 

INSTRUCCIÓN  PARA  PROMOVER  Y  EJECUTAR  LAS 
OBRAS  PÚBLICAS  DE  10  DE  OCTUBRE  DE  1845. 

A.rt.  1.**  Para  los  efectos  de  esta  instruc- 
ción se  consideran  como  obras  públicas  los 
eaminos  de  todas  clases. ... 

HEAL  ORDEN  DE  27  DE  HATO  DE  1846. 

Se  manda : 

1.*  Que  los  alcaldes  de  los  pueblos  cuyos 
términos  jurisdiccionales  atraviesen  las  car- 
reteras generales,  por  sí  ó  por  las  personas 
que  deleguen  al  efecto,  acompañadas  del  in- 
geniero de  caminos  ó  de  los  empleados  del 
ramo,  y  con  citación  de  los  propietarios  co- 
lindantes, acoten  y  an>ojonen  los  terrenos  ad- 
yacentes de  la  carretera,  previniendo  á  los 
últimos  que  en  lo  sucesivo  no  se  introduz- 
can con  el  cultivo  fuera  de  lo  que  marque  la 
línea  acotada.  '^^• 

2.''  Que  para  hacer  el  amojonamiento  val- 
ga el  informe  de  testigos  que  declaren  los  lí- 
mites que  antes  tenia  el  camino,  las  señales 
existentes  en  otros  trozos  del  mismo  en  que 
no  haya  intrusión,  y  por  último,  el  apeo  de 
las  heredades  colindantes,  en  caso  de  du- 
da ó  no  conformidad  de  los  dueños  de  ellas. 

S.'^  Que  comprobada  la  intrusión  en  la 
carretera  y  sus  partes  accesorias,  de  cual- 
quier colindante ,  se  allanen  las  zanjas,  va- 
Hados  ó  tapias  que  hayan  construido  para  in- 
fernar en  su  propiedad  los  terrenos  us«írpa^ 


dos,  verificándose  esta  operación  y  la  coló» 
cacion  de  los  nuevos  hitos  ó  mojones  á  costa 
de  los  intrusos,  en  el  término  preciso  de  ocho 
dias  siguientes  á  la  intimación  que  les  hicie- 
re el  alcalde,  bajo  la  multa  que  el  mismo  se- 
ñale. 

4.^  Que  los  gefes  políticos  cuiden  de  la 
puntual  observancia  de  estas  disposiciones  y 
de  las  contenidas  en  la  ordenanza  vigente  de 
{  conservación  y  policía  de  las  carreteras  ge- 
nerales, haciéndolas  ostensivas  á  los  caminos 
provinciales  y  demás  á  que  fueren  aplica- 
bles al  tenor  de  la  legislación  del  ramo. 

REAL  DECRETO  DE  23  DE  SETIEMBRE  BE  1846. 


Art.  I.""  Se  considerará  como  prívi^ivo 
de  los  consejos^províneiales  el  conocimiento 
de  todos  los  negocios  de  naturaleza  civil, 
correspondientes  á  la  administración  del  ra^ 
mo  de  caminos,  cuando  hayan  de  pasar  de 
laclase  de  gubernativos  á  la  de  contencio- 
sos, con  inclusión  de  los  casos  de  espropia- 
cion  forzosa  por  causa  de  obras  públicas. 

Art.  2.''  Se  esceptúan  del  artículo  ante- 
rioc  los  litigios  sobre  propiedad  que  la  ad- 
ministración del  ramo  tuviere  que  sostener, 
y  los  casos  en  que  la  misma  hubiere  de  pro- 
ceder por  remate  y  venta  de  bienes  contra 
sus  deudores. 

Art.  3."*  De  las  cuestiones  contenciosas 
procedentes  de  contratas  celebradas  por  la 
administración  provincial  ó  municipal,  co- 
nocerán los  consejos  provinciales  con  apela- 
ción para  ante  el  Real ;  pero  si  la  contienda 
nace  de  un  contrato  que  hubiere  celebrado 
por  sí  el  gobierno  ó  la  dirección  general,  co- 
nocerá de  ellas  directamente  el  Consejo 
Real. 

Art.  4.''  En  taparte  criminal  de  la  juris- 
dicción peculiar  del  ramo,  se  distinguirá  lo 
puramente  correccional  de  lo  penal,  propia- 
mente dicho,  remitiendo  á  los  tribunales  or- 
dinarios ó  especiales  competentes  los  nego- 
cios sobre  casos  de  alzamiento  de  caudales, 
destrucción  violenta  de  obras  públicas  y 
cualquier  otro  delito  é  infracción  de  las  re- 
glas y  ordenanzas  administrativas,  á  que  es- 
té señalada  pena  cor  oral. 
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ktí.  B.*  Todas  las  faltas  cometidas  por 
empleados  y  contratistas  del  ramo  serán  cor- 
regidas por  los  respectivos  gefes  de  la  admi- 
nistración, siempre  que  se  trate  de  penas  es- 
tablecidas por  las  ordenanzas  y  reglamentos 
ó  de  responsabilidad  convencional. 

Art.  6.^  Las  infracciones  de  las  reglas  y 
ordenanzas,  cometidas  por  particulares,  se- 
rán corregidas  con  sujeción  á  las  mismas  or- 
denanzas por  la  autoridad  civil,  oyendo  á  los 
gefes  locales  respectivos. 

REAL  ÓEDEN  DE  9  DE>IClElfBBE  DE  1846. 

Las  carreteras  que  tengan  el  concepto  de 
generales,  se  considerarán  para  todos  los 
objetos  de  su  administración  y  servicio,  á 
cargo  de  la  dirección  general  de  caminos, 
aun  cuando  en  cierta  proporción  concurran 
á  costearlas  las  provincias  ó  los  pueblos  in- 
teresados. 

REAL  ORDEN  AE  11  DE  FEBRERO  DE  1847. 

Se  encarga  á  la  dirección  general  de  ca- 
minos que  adopte  con  toda  urgencia  las  pro- 
videncias necesarias,  á  fin  de  que  diaria é  in- 
cesantemente se  practiquen  reconocimientos 
y  se  hagan  las  obras  precisas  en  las  carrete- 
ras generales,  y  en  todas  aquellas  que  ten- 
gan comunicación  con  la  corte. 

REAL  ÓBDEN  DE  26  DE  FEBRERO  DE  1847. 

Se  recomienda  el  exacto  cumplimiento  de 
los  reglamentos  y  disposiciones  vigentes  so* 
bre  carreteras,  comunicándose  á  este  efecto 
por  la  dirección  general  de  obras  públicas 
las  oportunas  instrucciones  á  los  ingenieros 
gefes  de  distrito. 

REAL  DECRETO  DE  I.""  DE  JDLIO  DE  1847. 

Mándase  dividir  la  Península  para  el  ser- 
vicio propio  de  los  ingenieros  de  caminos  en 
doce  distritos. 

REAL  ORDEN  DE  3  DE  JULIO  DE  1847. 

Para  llevar  á  efecto  la  división  de  distri- 
tos aprobada  por  real  decreto  de  l.^'de  este 
TOMO  vn. 


mes,  se  mandan  observar  las  disposiciones 
siguientes: 

1.'  Los  limites  de  los  doce  distritos  es- 
tarán determinados  por  los  de  las  provincias 
asignadas  á  cada  uno ,  escepto  en  los  casos 
en  que,  para  la  mayor  facilidad  del  servicio 
de  las  obras  sea  conveniente  alterar  esta  re- 
gla á  juicio  de  la  dirección  general. 

2."  El  servicio  de  cada  distrito  se  distri- 
buirá entre  los  ingenieros  subalternos,  según 
el  número  de  provincias  que  comprenda^  del 
modo  que  determine  el  gefe  respectivo,  con 
aprobación  de  la  dirección. 

3."  La  división  de  las  carreteras  generales 
existentes  entre  los  distritos,  se  conformará 
álaestensíon  de  estos,  considerándose  divi- 
didas en  tantas  secciones  como  provincias 
atraviese;  y  cuando,  por  el  límite  de  una 
provincia  con  otra,  se  bailare  cortada  una 
legua,  corresponderá  toda  entera  á  la  pro- 
vincia en  que  se  halle  la  mayor  parte.  La 
dirección  general  resolverá  las  dudas  que  con 
este  motivo  ocurran. 

4.*  Dichas  secciones  se  numerarán  cor- 
relativa é  independientemente  en  cada  car- 
retera, contando  desde  la  corte  ó  punto  mas 
próximo  á  esta. 

&^  La  subdivisión  de  cada  sección  en 
trozos  queda  á  cargo  del  ingeniero  gefe  del 
distrito,  oyendo  al  subalterno  á  quien  cor- 
responda. 

REAL  DECRETO  DE  7  DE  ABRIL  DE  1848. 

Art.  1.^  Los  caminos  públicos  que  no  es- 
tán comprendidos  en  las  clases  de  carreteras 
nacionales  ó  provinciales  se  denominarán 
caminos  vecinales  de  primero  y  segundo  or- 
den: son  caminos  vecinales  de  segundo  or- 
den los  que  interesando  á  uno  ó  mas  pueblos  á 
la  vez  son  poco  transitados.  Son  de  primer 
orden  los  que  por  conducirá  un  mercado,  á 
una  carretera  nacional  ó  provincial,  á  la  ca- 
pital de  un  distrito  ó  por  cualquiera  otra 
circunstancia  interesen  á  varios  pueblos  á 
un  tiempo  y  sean  de  un  tránsito  activo  y 
frecuente. 

Art.  S.""  El  gefe  político,  oyendo  á  los 
ayuntamientos  y  al  consejo  provincial,  de- 
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signará  los  caminos  recíñales  de  segundo 
orden,  ñjando  la  anchura  dentro  del  máximo 
de  diez  y  ocho  pies  de  firme.  La  diputación 
provincial,  previo  informe  de  los  ayunta- 
mientos y  á  propuesta  y  con  aprobación  del 
gefe  político,  declarará  cuales  son  los  cami- 
nos vecinales  de  primer  orden,  designará 
su  dirección  y  determinará  los  pueblos  que 
han  de  concurir  á  su  construcción  y  conser- 
vación. La  anchura  de  estos  caminos  se 
marcará  por  el  gefe  político  como  en  los  de 
segundo  orden. 

Art.  3."*  Los  gefes  políticos  remitirán  á 
la  dirección  de  obras  públicas  itinerarios  cir- 
cunstanciados de  los  caminos  que  hayan 
clasificado. 

Art.  4.**  Los  caminos  vecinales  de  se- 
gundo orden  estarán  esclusivamente  á  car- 
go de  los  pueblos  cuyo  término  atraviesen. 
Para  los  de  primer  orden  podrá  concederse 
auxilios  de  los  fondos  provinciales:  la  distri- 
bución de  la  cantidad  votada  por  la  diputa- 
ción se  hará  por  el  gefe  político,  de  acuer- 
do con  el  consejo  provincial. 

Art.  5.^  No  se  procederá  á  la  construc- 
ción y  mejora  de  los  caminos  vecinales  sino 
á  petición  ó  con  la  conformidad  de  los  ayun- 
tamientos de  los  pueblos  á  quienes  intere- 
sen y  que  hayan  votado  los  recursos  nece- 
sarios. Cuando  el  camino  interese  á  varios 
pueblos,  se  concertarán  los  alcaldes  acerca 
de  la  cuota  que  cada  cual  haya  de  aprontar 
y  no  habiendo  avenencia  decidirá  el  conse- 
jo provincial. 

Art.  6.°  Para  la  construcción ,  mejora  y 
conservación  de  los  caminos  vecinales  po- 
drán emplear  los  pueblos  con  aprobación 
del  gobierno:  i.°  Los  sobrantes  de  los  ingre- 
sos municipales:  2.^  Una  prestación  per- 
sonal de  cierto  número  de  días  de  trabajo  al 
ano:  3.**  Un  repartimiento  vecinal :  4.**  los 
arbitrios  extraordinarios  que  estimen  conve- 
nientes. Los  ayuntamientos  en  unión  con  los 
mayores  contribuyentes  podrán  volar  unos  ú 
otros  de  estos  arbitrios,  ó  todos  á  la  vez:  los 
fondos  recaudados  se  invertirán  en  los  cami- 
nos sucesivamente  empezando  por  los  de  in- 
terés mas  general . 
Art  S.""    La  prestación  personal  se  impon- 


dráá  todo  habitante  del  pueblo  en  esta  íofmdL: 

1.*^  Por  su  persona  y  por  cada  individuo 
varón  no  impedido  de  18  á  60  años,  que  sea 
miembro  ó  criado  de  su  familia  y  que  resida 
en  el  pueblo  ó  en  su  término:  ^J"  Por  cada 
uno  de  sus  carros,  carretas,  carruages  de 
cualquiera  especie,  así  como  por  los  anima- 
les de  carga  de  tiro  ó  de  silla  que  emplee  en 
el  uso  de  su  familia,  en  su  labor  ó  en  su  trá- 
fico dentro  del  término  del  pueblo.  Los  indi- 
gentes no  están  obligados  á  la  prestación 
personal. 

Art.  9.®  La  prestación  podrá  satisfacerse 
personalmente  por  sí  ó  por  otro,  ó  en  dine- 
ro. El  precio  de  la  conversión  será  arreglado 
al  valor  que  el  gefe  político ,  oyendo  á  los 
ayuntamientos  y  de  acuerdo  con  el  consejo 
provincial,  fije  anualmente  á  los  jornales. 
Laprestacion  personal  no  satisfecha  en  dinero 
podrá  convertirse  en  tareas  ó  en  destajos, 
con  arreglo  á  las  bases  establecidas  por  los 
ayuntamientos  y  aprobadas  por  el  gefe  polí- 
tico. Siempre  que  en  el  término  prescrito 
por  el  ayuntamiento  no  haya  optado  el  con- 
tribuyente entre  satisfacer  su  prestación  de 
uno  de  los  modos  espresados,  se  entiende 
esta  exigible  en  dinero.  El  servicio  personal 
nunca  se  prestará  fuera  del  térihino  del  pue- 
blo del  contribuyente. 

Art.  10.  La  distribución  de  los  recursos 
votados  por  los  ayuntamientos  se  hará  de 
modo  que  los  caminos  vecinales  de  primer 
orden  no  consuman  mas  de  su  mitad,  in vir- 
tiéndose lo  restante  en  los  caminos  de  se- 
gundo orden. 

'  Art.  11.  Siempre  que  un  camino  vecinal 
sufra  deterioro  por  una  empresa  industrial 
perteneciente  á  particulares  ó  al  estado,  se 
podrá  exigir  de  los  empresarios  una  presta- 
ción extraordinaria  proporcionada  al  deterio- 
ro producido  por  la  esplolacion.  Estas  pres- 
taciones podrán  satisfacerse  en  dinero  ó  eu 
trabajo  material  con  aplicación  á  los  caminos 
que  las  hayan  exigido.  Para  determinarlas 
se  concertarán  las  partes  entre  sí  y  en  caso 
de  desavenencia  fallará  el  consejo  pro- 
vincial. 

Art.  12.  Las  estracciones  de  materiales, 
las  escavaciones,  los  depósitos  y  las  ocupa— 
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ciones  temporales  de  terrenos  serán  autori- 
zadas por  una  orden  del  gefe  político,  el  cual 
designará  los  parages  donde  hayan  de  hacer- 
se. Esta  orden  se  noti6cará  á  los  interesados 
quince  días,  por  lo  menos,  antes  de  que  se 
lleve  á  ejecución.  No  podrán  imponerse  ser- 
vidumbres de  esa  clase  en  terrenos  cercados 
sin  el  consentimiento  de  sus  dueños. 

Art.  13.  Los  trabajos  de  abertura  y  rec- 
tificación de  los  caminos  vecinales  serán  au- 
torizados por  órdenes  de  los  gefes  políticos. 
A  los  caminos  vecinales  ya  en  uso  correspon- 
de la  anchura  de  18  pies  desde  que  son  cla- 
sificados con  arreglo  al  art.  2.**  y  los  perjui- 
cios que  con  este  motivo  se  causaren  en  pa- 
redes, cercas  6  plantíos  colindantes  se  in- 
demnizarán conyencionalmente  ó  por  deci- 
sión del  Consejo  provincial.  Cuando  por  va- 
riar la  dirección  de  un  camino,  ó  haberse  de 
construir  uno  nuevo,  sea  necesario  recurrir  á 
la  espropiacion,  se  procederá  con  sujeción  á 
la  ley  de  17  de  julio  de  1836. 

Art.  14.  Los  caminos  vecinales  de  pri- 
mer orden  quedan  bajo  la  autoridad  y  vigi- 
hucia  directa  de  los  jefes  políticos  y  de  ios 
gefes  civiles.  Los  de  segundo  orden  bajo  la 
dirección  y  cuidado  de  ios  alcaldes.  No  obs- 
tante, los  gefes  políticos  cuidarán  de  que  los 
fondos  se  inviertan  debidamente,  y  de  que 
se  hagan  las  obras  necesarias  con  la  solidez 
y  dimensiones  convenientes. 

Art.  15.  Las  contravenciones  á  los  regla- 
mentos de  policía  de  los  caminos  vecinales^ 
serán  corregidas  por  los  alcaldes  ó  por  las 
autoridades  á  quienes  las  leyes  concedieren 
estas  atribuciones. 

Art.  16.  Los  ingenieros  de  las  provin- 
cias evacuarán  gratuitamente  los  encargos 
que  les  dieren  los  gefes  políticos,  relativos  á 
caminos  vecinales;  y  solo  en  el  caso  de  que 
tengan  que  salir  á  mas  de  tres  leguas  de  su 
residencia,  disfrutarán  la  indemnización  de 
gastos. 

Art.  i7.  Se  considerarán  de  utilidad  pú- 
blica las  obras  que  se  ejecuten  para  la  cons- 
trucción de  los  caminos  vecinales.  Los  ne- 
gocios contenciosos  que  ocurrieren  con  oca- 
sión de  ellas  se  resolverán  por  los  tribunales 
ordinarios  ó  administrativos  á  quienes  com- 


peta, del  mismo  modo  que  en  los  caminos 
generales  costeados  por  el  Estado. 

RS6LAHENT0  DB   8  OB  ABRIL  DB  1848  PARA   LA 
EJECÜCIO?!  DEL   DECRETO  DEL  7  SORBE  CONSER- 
VACIÓN Y  MEJORA  DE  LOS  CAMINOS  VECINALES. 

Art*  2."*  Los  alcaldes  formarán  desde 
luego  un  itinerario  circunstanciado  de  todos 
los  caminos  de  cualquiera  especie  que  crucen 
el  término  de  sus  pueblos. 

Art.  S.""  Este  itinerario  se  someterá  á  la 
aprobación  y  deliberación  del  ayuntamiento. 

Arts.  4.^  5.^  y  6.°  Se  pondrá  de  mani- 
fiesto durante  15  dias,  á  fin  de  que  los  veci- 
nos del  pueblo  y  los  que  tengan  propiedad 
en  su  término  bagan  las  observaciones  que 
creyeren  convenientes,  reuniéndose  después 
el  ayuntamiento  para  deliberar  sobre  ellas. 

Art.  8.''  En  vista  de  los  antecedentes 
procederá  el  gefe  político  á  la  clasificación 
de  los  caminos  bajo  la  denominación  senci- 
lla de  caminos  vecinales,  hasta  que,  reunida 
la  diputación  provincial  se  determine  cuáles 
han  de  ser  de  primer  orden. 

Art.  9.*  La  orden  de  clasificación  mar- 
cará la  anchura  de  los  caminos  vecinales 
dentro  del  nmximum  de  18  pies  de  firme, 
no  comprendidos  los  paseos,  pretiles,  cune- 
tas y  demás  obras  necesarias  que  sea  preci- 
so establecer  fuera  de  la  vía. 

Art.  11 .  Hecha  la  clasificación  remitirán 
los  gefes  políticos  á  la  Dirección  de  Obras  pú- 
blicas un  itinerario  de  los  caminos  clasifica- 
dos, espresando,  además  de  varios  pormeno- 
res de  descripción,  el  grado  de  interés  gene- 
ral de  cada  uno  y  la  cantidad  que  seria  ne- 
cesaria para  que  por  ellos  pudieran  transitar 
carruages. 

Art.  12.  La  dipataeion  provincial,  á  pro- 
puesta del  gefe  político,  designará  los  cami- 
nos que  hayan  de  ser  de  primer  orden,  y  co- 
mo tales  serán  reconocidos,  aprobado  el 
acuerdo  por  el  gefe  político. 

Arts.  13  y  14.  Declarado  de  primer  or- 
den un  camino  vecinal,  se  formará  una  noti- 
cia descriptiva  de  su  anchura,  dividida  en 
tantas  secciones  cuantos  sean  los  pueblos 
cuyo  término  atraviese,  para  que  en  el  tér- 
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mino  de  lí^  días  puedan  hacer  reclamaciooes 
los  propietarios  á  quienes  interese.  Delibe- 
rará después  el  ayuntamiento,  y  el  gefe  po- 
lítico, en  vista  de  todo ,  determinará  la  an- 
chura. 

Art.  i5.  Si  un  pueblo  creyera  conve- 
niente la  abertura  de  un  camino  vecinal  de 
primer  orden,  ó  la  clasificación  como  tal  de 
uno  ya  existente,  se  hará  la  demanda  al  gefe 
político,  indicando  el  ayuntamiento  y  votan- 
do desde  luego  los  recursos  que  piense  afec- 
tar á  los  gastos  que  se  ocasionen. 

Art.  16.  Para  que  se  admitan  á  los  par- 
ticulares iguales  demandas,  ha  de  garanti- 
zarse concurrir  á  los  gastos. 

Art.  17.  El  gefe  político  podrá  declarar 
de  primer  orden  el  camino  á  que  se  refieran 
las  demandas,  oyendo  al  ingeniero  de  la 
provincia  y  á  la  diputación  provincial. 

Art.  20.  Cuando  hs  circunstancias  lo  re- 
quieran el  gefe  político  podrá  trasladar  un 
camino  de  segundo  á  prrmer  orden  y  vice- 
versa, oyendo  á  los  ayuntamientos  y  al  in- 
geniero, y  de  acuerdo  con  la  diputación  pro- 
vincial, sin  necesidad  de  petición  de  parte 
interesada. 

Art.  21.  Todo  obstáculo  puesto  á  la  cir- 
culación en  un  camino  se  considerará  como 
usurpación  de  su  terreno:  el  alcalde  provee- 
rá lo  conveniente  para  restablecer  el  libre 
tránsito,  y  la  contravención  será  castigada 
conforme  al  capítulo  XI  de  este  reglamento. 
Art.  22.  Desde  1."  de  enero  á  1."  de 
abril  de  cada  ano  harán  los  alcaldes  la  visita 
de  los  caminos  vecinales  de  segundo  orden, 
formando  un  estado  sumario  del  dinero,  ma- 
teriales y  medios  que  se  necesiten  para  los 
trabajos  del  siguiente  ano. 

Arts.  23  y  24.  Estos  estados  sumarios 
han  de  quedar  en  poder  de  los  gefes  civiles  ó 
gefes  políticos  el  dia  10  de  abril,  y  estos  los 
devolverán  con  las  variaciones  que  estimen 
convenientes,  para  que  sirvan  de  base  al  vo- 
to de  los  ayuntamientos. 

Art  25.  Los  gefes  políticos,  valiéndose 
de  personas  facultativas  harán  reconocer  al 
principio  de  cada  ano  los  caminos  vecinales 
de  primer  orden,  y  que  se  formen  estados 
iguales  á  los  espresados  en  el  artículo  22, 


los  cuales  se  remitirán  también  á  los  alcal- 
des para  que  los  ayuntamientos  los  tengan 
presentes  al  votar  los  recursos  necesarios. 

Art.  27.  En  las  primeras  sesiones  de  ma- 
yo presentará  el  alcalde  al  ayuntamiento  los 
estados  de  que  tratan  los  anteriores  artícu- 
los, para  que  delibere  y  vote  los  recursos. 

Arts.  28  y  29.  Se  atenderá  á  las  necesi- 
dades de  los  caminos  vecinales  con  el  so- 
brante de  ingresos  municipales;  si  estos  no 
bastaren  se  podrán  votar  cualquiera  de  los 
otros  arbitrios  designados  en  el  real  decreto, 
sometiéndose  á  la  aprobación  del  gobierno: 
para  la  prestación  personal  basta  la  del  gefe 
político.jf 

Art.  32.  Luego  que  los  ayuntamientos 
hayan  votado  los  recursos,  el  gefe  civil  6  el 
alcalde,  nombrado  por  el  géfe  político,  con- 
vocará á  todos  los  alcaldes  de  los  pueblos  in- 
teresados en  cada  camino  vecinal  de  primer 
orden  para  acordar  la  proporción  con  que 
han  de  contribuir  á  los  gastos  necesarios. 

Art.  34.  Si  hubiere  acuerdo  en  la  junta 
acerca  de  la  repartición  de  los  contingentes 
de  los  pueblos,  se  remitirá  al  gefe  político  pa- 
ra acordar  que  lo  haga  obligatorio,  dándole 
su  aprobación. 

Arts.  38  y  36.  Si  la  junta  no  pudiere 
concertarse  sobre  las  cuotas,  se  remitirán, 
por  conducto  del  gefe  político,  las  actas  y. do- 
cumentos al  Consejo  provincial,  el  cual  de- 
signará la  cantidad  con  que  cada  pueblo  ha- 
ya de  contribuir;  estas  cuotas  se  fijarán  siem- 
pre en  dinero,  si  bien  podrán  satisfacerse  en 
dinero  ó  en  servicio  personal. 

Arts.  37  y  3H.  El  gefe  político,  al  formar 
el  presupuesto  anual  de  la  provincia,  inclui- 
rá en  capítulo  separado  la  cantidad  que  crea 
deber  asignarse  por  vía  de  auxilio  y  estíma- 
lo á  los  caminos  vecinales  de  primer  orden; 
y  aprobado  que  sea  aquel,  procederá  á  dis- 
tribuirla. 

Art.  39.  En  cada  pueblo,  el  alcalde,  en 
unión  de  les  repartidores  de  contribuciones, 
formará  un  padrón  de  todos  los  contribuyen- 
tes sujetos  á  la  prestación. 

Art.  41.  Están  obligados  á  la  prestadon: 
1."*  Todo  habitante  del  pueblo,  soltero  ó  ca- 
sado, varón  no  impedido  de  edad  de  18  aSo& 
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basta  60  por  su  persona,  por  cada  iodividoo 
varoD  00  impedido  déla  citada  edad,  que  sea 
miembro  ó  criado  de  su  Tamilia,  y  que  resi- 
da en  el  pueblo  ó  en  su  término,  y  también 
por  cada  carruaje  de  toda  especie  y  animales 
de  carga,  de  tiro  y  de  silla  que  emplee  en  su 
labor  y  en  su  tráGco  dentro  del  término  del 
pueblo  :  2.°  Todo  individuo  de  menos  de  18 
anos  ó  mas  de  60,  aun  cuando  sea  hembra, 
esté  impedido  y  no  resida  en  el  pueblo,  sí 
este  individuo  es  gefe  de  una  Tamilia  que  ha- 
bite en  él,  ó  dueño  ó  arrendatario  de  un  es- 
tablecimiento situado  en  el  territorio  del  pue- 
blo. IBn  este  caso  no  debe  la  prestación  por 
su  persona,  pero  sí  por  las  demás  personas  y 
cosas  sometidas  á  este  servicio  que  depen- 
dan del  establecimiento. 

Art.  44.  No  están  sujetos  á  la  prestación: 
1.^  Los  animales  destinados  al  consumo,  ala 
reproducción  y  los  que  se  poseen  como  obje- 
to de  comercio .  2.''  Los  caballos  padres  y 
garañones,  aun  cuando  estén  domados,  y  los 
caballos  y  muías  de  las  paradas  de  postas: 
3.*"  Los  animales  de  carga  y  tiro  que  em- 
pleen los  tragineros,  ordinarios  y  arrieros  en 
el  trasporte  de  géneros,  ó  pasageros  de  unos 
puntos  á  otros. 

Art.  46.  Formados  que  sean  los  padro- 
nes se  pondrán  de  manifiesto  por  espacio  de 
un  mes,  para  que  los  contribuyentes  puedan 
hacer  reclamaciones :  pasado  aquel  término 
y  rectificado  el  padrón,  se  pasará  al  gere  po- 
lítico, que  lo  devolverá  á  los  alcaldes  des- 
pués de  aprobarlo. 

Arts.  47  y  48.  Después  de  la  aprobación 
definitiva  de  los  padrones,  se  pasará  á  cada 
vecino  del  pueblo  una  papeleta  que  manifies- 
te los  términos  en  que  ha  de  satisfacer  la 
prestación,  lacnal  se  devolverá  á  los  18  dias, 
espresando  si  se  elije  la  prestación  personal 
ó  en  dinero. 

Arl.  81 .  En  vista  del  estrado  que  de  los 
padrones  se  haga,  determinarán  los  alcaldes 
que  se  reserven  la  cantidad  en  efectivo  y  las 
peonadas  que  basten  á  cubrir  la  cuota  cor- 
respondiente al  pueblo  para  los  caminos  de 
primer  orden,  y  el  dinero  y  peonadas  restan- 
tes se  emplearán  en  los  de  segundo  orden. 

Art.  82.    Respecto  de  los  que  se  nieguen 


I  á  contribuir  con  sus  cuotas  respectivas,  se 
adoptarán  las  mismas  medidas  coercitivas 
que  se  emplean  en  la  cobranza  de  las  con- 
tribuciones generales. 

Art.  84.  Cuando  por  insuficiencia  de  los 
ingresos  municipales  quieran  los  ayuntamien- 
tos votar  un  arbitrio  distinto  de  la  prestacionr 
personal  ó  agregarlo  á  esta,  podrán  hacerla 
en  unión  de  los  mayores  contribuyentes, 
trasmitiendo  el  acuerdo  al  gefe  político  para 
obtener  la  aprobación  del  gobierno. 

Art.  87.  Cuando  por  la  esplotacion  de 
minas,  bosques,  canteras  ó  de  cualquiera 
otra  empresa  industrial,  esperimente  dete- 
rioro continuo  ó  temporal  un  camino  de  pri- 
mero ó  segundo  orden,  podrán  exigirse  de 
los  empresarios  prestaciones  proporcionadas 
al  daño  que  causen. 

Art.  89.  Se  entiende  que  hay  deterioro 
continuo  cuando  el  trasporte  de  las  materias 
esplotadas  se  hace  durante  todo  el  ano,  ó  la 
mayor  porte  de  él  por  un  mismo  camino. 
Hay  deterioro  temporal  cuando  el  trasporte 
no  se  ejecuta  durante  todo  el  ano  ó  su  n^a- 
yor  parte,  sino  solamente  en  ciertas  épo- 
cas. 

Art.  62.  Para  justificar  el  buen  estada 
de  un  camino  bastará  que  la  junta  inspecto- 
ra del  partido,  establecida  con  arreglo  al  ar- 
tículo 182,  lo  haya  reconocido  como  tal  enet 
informe  anual  al  gefe  político. 

Art.  63.  Para  determinar  las  prestacio- 
nes por  razón  del  deterioro,  se  concertarán 
las  partes  entre  sí.  No  habiendo  avenencia 
se  nombrarán  dos  peritos,  uno  por  el  alcalde 
y  otro  por  el  propietario  ó  esplotador,  y  ter- 
cero en  caso  de  discordia:  envista  de  su  dio 
támen  el  Consejo  provincial  fijará  la  indem<- 
nizacion.  Si  hubiere  avenencia  se  someterá 
el  convenio  á  la  aprobación  del  ayuntamien- 
to, y  si  este  la  negase  decidirá  el  Conseja 
provincial. 

Art.  68^  Él  alcalde  comunicará  la  deci- 
sión del  Consejo  provincial  al  propietario  ó 
esplotador,  deudor  de  la  prestación,  y  al  co- 
brador nombrado  por  el  ayuntamiento  para 
la  recaudación  de  fondos  destinados  á  los  ca- 
minos. 

Art.  67.    Los  deudores  de  las  prealax^io- 
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nes  declararán  en  el  término  de  18  dias  si 
quieren  satisfacerlas  personalmente  ó  en  di- 
nero. 

Art.  62.  Cuando  los  ayuntamientos  ha- 
yan recibido  aprobados  sus  acuerdos  sobre 
caminos,  visitará  estos  de  nuevo  el  alcalde, 
y  con  presencia  de  una  descripción  detalla- 
da de  los  trabajos  que  hayan  de  ejecutarse, 
preparará  la  repartición,  tanto  de  los  dias  de 
prestación  personal,  como  del  dinero  exis- 
tente. 

Art.  70.  Los  trabajos  de  prestación  per- 
sonal se  ejecutarán  en  dos  épocas  del  ano, 
que  fijarán  los  gefes  políticos,  dentro  de  cu- 
yos  límites  los  alcaldes  harán  la  oportuna  de- 
signación. 

Arts.  73  y  74.  Luego  que  el  alcalde  ha- 
ya fijado  el  dia  en  que  han  de  abrirse  los  tra- 
bajos, lo  hará  publicar  en  el  pueblo  con  quin- 
ce de  anticipación,  y  con  cinco  remitirá  por 
medio  del  cobrador,  á  los  contribuyentes  que 
hubieren  optado  por  satisfacer  personalmen- 
te la  prestación  una  papeleta  requiriéndoles 
para  que  se  presente  en  el  dia  que  se  les  in- 
dique. 

Art.  76.  Las  papeletas  de  aviso  no  se 
enviarán  simultánea,  sino  sucesivamente  y 
á  medida  de  los  adelantos  de  las  obras. 

Art.  77.  Si  el  pueblo  tuviere  que  contri- 
buir para  algún  camino  de  primer  orden  con 
una  parte  del  servicio  personal,  no  se  avisa- 
rá á  los  contribuyentes  cuyos  jornales  estén 
reservados  á  este  efecto,  hasta  que  el  gefe 
político  prevenga  al  alcalde  el  dia  en  que 
han  de  comenzar  estos  trabajos. 

Art.  78.  Lo  vigilancia  y  dirección  de  los 
trabajos  de  ios  caminos  de  segundo  orden, 
pertenecerá  á  los  alcaldes,  quienes  podrán 
eomisionar  á  un  individuo  del  ayuntamiento 
para  que  los  vigile  cuando  él  no  pudiere  asis- 
tir personalmente. 

Art.  79.  El  alcalde,  de  acuerdo  con  el 
ayuntamiento,  y  con  la  autorización  del  gefe 
político,  podrá  nombrar  una  persona  inteli- 
gente que  se  encargue  de  la  dirección  ma- 
terial de  los  trabajos. 

Art.  85.  Los  contribuyentes  están  auto- 
rizados para  enviar  jornaleros  pagados  por 
ellos  en  sa  lugar,  siempre  que  tengan  mas 


de  i8  y  menos  de  60  anos,  y  sean  útiles  pa- 
ra los  trabajos. 

Art.  87.  La  policía  de  los  trabajos  perte- 
necerá al  alcalde  ó  su  delegado. 

Art.  89.  El  encargado  de  la  vigilancia  de 
los  trabajos,  en  una  copia  del  estracto  de  la 
prestación  personal,  anotará  por  dias  á  cada 
contribuyente  el  número  de  jornales  que  ha- 
ya satisfecho,  haciendo  igual  anotación  al 
respaldo  de  las  papeletas  de  aviso. 

Art.  91.  Concluidos  los  trabajos  revisará 
y  firmará  el  alcalde  el  estracto,  y  lo  remiti- 
rá al  cobrador,  que  hará  iguales  anotaciones 
en  el  padrón  original. 

Arts.  92  y  93.  Si  hubiere  votado  el  ayun- 
tamiento que  los  trabajos  se  ejecuten  por  ta- 
reas ó  destajos,  y  el  gefe  político  hubiese 
aprobado  las  bases  de  la  tarifa  de  conver- 
sión, será  esta  obligatoria  para  todos  los 
que  declararon  querer  satisfacer  personal- 
mente su  prestación,  haciéndose  mención  de 
ello,  y  espresando  la  clase  del  trabajo  y  tér- 
mino para  darle  concluido  en  las  papeletas 
de  aviso. 

Art.  96.  Para  la  justificación  del  servi- 
cio prestado  se  observarán  en  este  caso  las 
formalidades  prescritas  en  el  art.  89. 

Art.  98.  El  empleo  de  las  prestaciones 
satisfechas  personalmente  y  los  resultados  de 
este  empleo,  se  justificarán  por  un  estado  cer- 
tificado por  el  concejal  encargado  de  la  vi- 
gilancia de  los  trabajos,  que  se  enviará  al 
gefe  político  para  la  formación  del  estado 
general  que  cada  seis  meses  debe  remitir  al 
gobierno. 

Art.  100.  Todos  los  trabajos,  cuyo  im- 
porte haya  de  pagarse  en  efectivo,  serán  ob- 
jeto de  proyectos  regularmente  redactados 
conforme  á  la  instrucción  de  la  Dirección  de 
obras  públicas  de  28  de  abril  de  1846;  no 
obstante,  con  la  aprobación  del  gefe  político 
para  las  obras  cuyo  costo  no  esceda  de  10,000 
reales ,  bastará  en  caso  necesario  una  des- 
cripción y  presupuesto  detallado. 

Art.  102.  Los  proyectos  y  planos  de  los 
trabajos  que  se  hayan  de  pagar  en  dinero, 
redactados  á  principios  de  octubre,  se  remi- 
tirán al  gefe  político.  Este,  haciéndolos  exa- 
minar por  el  ingeniero  del  distrito»  podrá 
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aprobar  aquellos  cuyo  presupuesto  no  suba 
de  20,000  rs. :  los  demás  necesitan  la  apro- 
bación del  gobierno. 

Art.  103.  Los  trabajos,  cuyo  importe  ha- 
ya de  pagarse  en  dinero,  se  ejecutarán  por 
regla  general  por  empresa,  adjudicándose  al 
mejor  postor  en  subasta  pública. 

Art.  104.  Cuando  el  presupuesto  de  una 
obra  no  pase  de  1,500  rs.  podrá  el  alcalde 
hacer  ejecutar  los  trabajos  á  jornal  ó  á  des- 
tajo. Entre  los  límites  de  1,500  á  «3,000  rea- 
les podrán  ejecutarse  del  mismo  modo,  pero 
con  la  autorización  del  gere  político.  Cuando 
el  presupuesto  csceda  de  3,000  rs.  los  tra- 
bajos deberán  hacerse  necesariamente  por 
vía  de  adjudicación,  y  si  anunciada  dos  ve- 
ces la  subasta  no  se  presentare  postor,  podrá 
el  gefe  político  autorizar  la  ejecución  de  los 
trabajos  á  jornal  ó  á  destajo,  con  tal  de  que 
su  importe  no  esceda  de  20,000  rs. ,  en  cu- 
yo caso  solo  podrá  concederla  el  gobierno. 

Art.  105.  El  gefe  político  formará  un  plie- 
go de  condiciones  generales  para  las  adjudi- 
caciones de  los  trabajos  de  los  caminos  veci- 
nales. Las  especiales  de  cada  adjudicación 
se  redactarán  por  el  alcalde  con  aprobación 
del  gefe  político. 

Art.  107.  Cuando  el  presupuesto  de  las 
obras  que  hayan  de  adjudicarse  de  una  vez 
no  pase  de  20,000  rs.,  se  verificarán  las  su- 
bastas en  la  gefatura  civil  del  distrito,  si  bien 
el  gefe  político,  por  circunstancias  particula- 
res, podrá  autorizar  aquellas  en  el  pueblo  en 
cuyo  término  hayan  de  hacerse  los  trabajos. 
Si  el  presupuesto  escediera  de  20,000  reales 
las  subastas  se  harán  en  la  capital  de  la  pro- 
vincia ante  el  gefe  político. 

Art.  109.  Los  remates  de  trabajos  ha- 
brán de  ser  aprobados  por  el  gefe  político  si 
su  presupuesto  no  llega  á  20,000  rs. »  y  por 
el  gobierno  si  escediera. 

Art.  114.  Los  trabajos  que  se  ejecuten 
por  vía  de  adjudicación  serán  vigilados  por 
el  alcalde,  asistido,  siempre  que  sea  posible, 
de  una  persona  inteligente,  cuyo  jornal  se 
fíjará  por  el  ayuntamiento. 

Art.  118.  La  recepción  definitiva  de  los 
trabajos  se  hará  por  el  alcalde,  acompañado 
de  UD  ingeniero ,  arquitecto  ó  maestro  de 


obras,  en  presencia  del  empresario  ó  de  su 
apoderado.  El  acta  se  someterá  á  la  aproba- 
ción del  gefe  político. 

Arts.  119  y  120.  Los  alcaldes  podrán  dar 
libramientos  parciales  de  pagos  á  los  empre- 
sarios, sin  esceder  de  las  cuatro  quintas  par- 
tes del  importe  total,  quedando  la  otra  quin- 
ta en  depósito  como  garantía  hasta  la  re- 
cepción definitiva  de  los  trabajos. 

Art.  i  22.  Los  ingresos  y  gastos  relativos 
á  los  caminos  vecinales  serán  objeto  de  un 
capítulo  especial  en  el  presupuesto  munici- 
pal y  en  las  cuentas  de  cada  pueblo. 

Art.  123.  Los  recursos  destinados  á  los 
caminos  vecinales  son  especiales,  sin  que 
pueda  dedicarse  ninguna  parte  de  ellos  á 
otros  objetos,  so  pena  de  haberse  de  reinte- 
grar mancomunadamente  la  cantidad  así  in- 
vertida por  el  depositario  que  la  entregare, 
y  por  el  funcionario  que  la  hubiere  autori- 
zado. 

Art.  124.  Los  depositarios  de  ios  fondos 
del  común  estarán  esclusivamente  encarga- 
dos de  todos  los  ingresos  y  gastos  concer- 
nientes á  los  caminos  vecinales  de  segundo 
orden.  El  alcalde  solo  podrá  autorizar  gas* 
tos  sobre  estos  fondos,  pero  no  le  será  per- 
mitido efectuar  ninguno  por  sí  mismo,  sino 
por  medio  de  libramientos  contra  el  deposi- 
tario. 

Art.  125.  Establece  la  forma  de  justifi- 
cación de  los  ingresos  relativas  al  servicio 
de  los  caminos  vecinales  según  su  distinta 
procedencia. 

Arts  126  y  127.  Enumeran  los  docu- 
mentos por  medio  de  los  que  se  deben  justi- 
ficar los  gastos  conforme  al  origen  que  es- 
tos tengan. 

Art.  128.  Todas  las  cantidades  en  efec- 
tivo destinadas  á  los  caminos  de  primer  or- 
den, se  centralizarán  en  poder  del  deposita- 
rio de  los  fondos  provinciales,  que  las  cobra- 
rá en  vista  de  un  estado  de  las  cuotas  de  los 
pueblos,  que  mandará  formar  el  gefe  político. 

Art.  129.  Estos  recursos  conservarán  su 
especialidad,  bajo  el  título  de  cuotas  de  los 
caminos  vecinales  de  primer  orden  para  las 
líneas  á  que  estén  destinados  por  los  ayun- 
tamientos ó  Ift  dipntaciott  provincial. 
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h  Art.  130.  Los  trabajos  de  toda  especie  " 
que  hayan  de  hacerse  en  los  caminos  de  pri- 
mer orden  se  ejecutarán  bajo  la  autoridad  in- 
mediata del  gefe  político  y  bajo  la  vigilancia 
y  dirección  del  ingeniero  ó  persoQa  que  esta 
autoridad  nombrare  al  efecto. 

hxi*  131.  Los  trabajos  de  toda  especie 
que  deban  hacerse  en  los  caminos  vecina- 
les de  primer  orden ,  serán  objeto  de  pro- 
yectos redactados  por  persona  competente. 
Estos  proyectos  irán  acompañados  de  planos 
ó  una  descripción  sumaria  de  las  obras  y  su 
presupuesto,  espresando  cuáles  de  estas  ad- 
mitan la  prestación  personal,  y  no  se  ejecu- 
tarán hasta  que  hayan  sido  aprobados  por  el 
gefe  político,  oyendo  al  ingeniero  de  la  pro- 
vincia. 

Art.  132.  Las  prestaciones  personales 
que  hayan  de  satisfacerse,  sea  por  peonadas 
ó  tareas  en  los  caminos  de  primer  orden,  se 
verificarán  en  las  épocas,  plazos  y  sitios  que 
designen  los  gefes  políticos. 

Art.  133.  Los  trabajos  de  prestación  que 
se  hagan  en  los  caminos  de  primer  orden  se 
ejecutarán  conforme  á  las  reglas  prescritas 
en  Ja  sección  3.*  del  capítulo  Y,  con  la  dife- 
rencia de  que  aquí  dirigirá  y  vigilará  los 
trabajos  la  persona  nombrada  por  el  gefe  po- 
lítico, y  el  alcalde  se  contraerá  á  cuidar  de 
que  los  contribuyentes  cumplan  sus  obliga- 
ciones. 

Ari.  136.  Las  prestaciones  personales  que 
deba  satisfacer  un  pueblo  para  un  camino  de 
primer  orden,  podrán  convertirse  á  propuesta 
del  alcalde  y  con  el  consentimiento  del  gefe 
político  en«l  suministro  de  una  cantidad  con- 
venida de  materiales. 

Art  137.  Los  materiales  que  se  reúnan 
en  ejecución  del  artículo  precedente  podrán 
cederse,  después  de  recibidos  de  los  contri- 
buyentes á  los  empresarios  de  obras  ejecuta- 
das á  dinero  que  los  tomen  por  su  justo  pre- 
cio: verificada  la  entrega  se  estenderá  un 
acta  que  se  remitirá  al  gefe  político. 

Art.  138.  Los  trabajos  délos  caminos  ve- 
cinales de  primer  orden,  cuyo  importe  haya 
de  pagarse  en  dinero,  se  adjudicarán  en  su- 
basta pública  y  á  no  ser  que  su  valor  no  es- 
ceda de  3,000  rs. ,  ó  si  no  se  4iubiere  pre- 


sentado postor  en  dos  subastas  anunciadas. 

Art.  139.  El  pliego  de  condiciones  para 
las  obras  de  estos  caminos  se  redactará  por 
el  gefe  político. 

Art.  140.  Cuando  la  subasta  deba  recaer 
sobre  todos  los  trabajos  de  caminos  vecina- 
les de  la  provincia  ó  de  varios  distritos,  y 
cuando  el  presupuesto  de  ellos  esceda  de 
20,000  rs.,  se  hará  ante  el  gefe  político  con 
asistencia  de  dos  consejeros  provinciales  y 
del  ingeniero  de  la  provincia.  Cuando  dicha 
subasta  recaiga  solo  sobre  las  obras  de  un 
partido  judicial,  y  el  presupuesto  de  cada 
lote  no  esceda  de  20,000  rs»,  se  verificará  an- 
te el  gefe  civil,  si  residiere  en  él,  ó  ante  el 
alcalde  de  la  capital  del  partido,  si  lo  creye- 
re conveniente  el  gefe  político ,  con  asisten- 
cia de  un  concejal  de  cada  uno  de  los  pue- 
blos interesados  en  el  camino. 

Art.  143.  Los  trabajos  que  se  ejecuten 
por  empresa  serán  vigilados  por  la  persona 
facultativa  nombrada  al  efecto  por  el  gefe 
político. 

Art.  144  El  gefe  político  adoptará  contra 
los  empresarios  que  falten  á  las  condiciones 
de  sus  contratos  las  medidas  coercitivas  pres- 
critas para  los  caminos  de  segundo  orden. 

Art.  145.  La  recepción  de  los  trabajos 
se  hará  por  la  persona  facultativa  que  nom- 
brare el  gefe  político  á  presencia  del  empre- 
sario ó  su  apoderado,  estendiéndose  la  cor- 
respondiente acta  que  habrá  de  someterse  á 
la  aprobación  del  gefe  político. 

Arts.  147  y  148.  Luego  que  un  camino 
vecinal  de  primer  orden  se  halle  en  estado 
de  tránsito  podrá  nombrar  el  gefe  político  pa- 
ra su  conservación  y  guarda,  peones  camine- 
ros, é  petición  de  los  ayuntamientos,  y  acor- 
dado por  estos  el  jornal  que  se  les  haya  de 
abonar. 

Art.  149.  Todos  los  gastos  relativos  á  ca- 
minos vecinales  de  primer  orden  se  ejecu- 
tarán en  virtud  de  libramiento  del  gefe  poli- 
tico  contra  el  depositario  de  los  fondos  pro- 
vinciales. 

Art.  130.  Las  cuentas  de  los  ingresos  y 
gastos  de  estos  caminos  se  formarán  y  justi- 
ficarán del  mismo  modo  que  las  de  los  ingre- 
sos y  gastos  de  ios  caminos  provinciales  y 
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necesitarán  igual  aprobación  que  estas. 

Art.  152  y  153.  Los  gefes  políticos  po- 
drán Tormar  ya  para  <;ada  camino  vecinal 
de  primer  orden ,  ya  para  todos  ios^camínos 
vecinales  de  un  partido,  juntas  de  inspección 
y  vigilancia  compuestas  de  diputados  provin- 
ciales párrocos,  alcaldes,  propietarios,  co- 
merciantes y  demás  personas  interesadas  en 
el  buen  estado  délas  comunicaciones;  sin 
embargo,  cuando  un  camino  tuviere  dema- 
siada estension  podrá  dividirse  en  dos  partes 
que  se  confien  á  dos  juntas  distintas. 

Art.  156.  Estas  comisiones  darán  su  dic- 
tamen á  invitación  del  gefe  político  sobre  los 
proyectos  redactados  para  trabajos  nuevos  y 
obras  de  fábrica  ó  de  cualquiera  otra  espe- 
cie: podrán  ser  consultadas,  cuando  no  hu- 
biere avenencia  entre  los  alcaldes,  acerca  de 
las  cuotas  que  deben  señalarse  á  los  pueblos 
interesados  en  un  camino  de  primer  orden: 
vigilarán  á  los  peones  camineros,  designa- 
rán uno  ó  varios  individuos  de  su  seno  para 
que  asistan  á  la  recepción  de  obras  ejecuta- 
das por  empresa,  asi  como  ala  de  materiales 
suministrados  por  empresarios  ó  por  medio 
de  prestaciones,  si  bien  la  recepción  se  efec- 
tuará aun  cuando  los  referidos  comisionados, 
habiendo  sido  citados  de  anteroano,  no  con- 
curran á  ella. 

Art.  157.  Las  juntas  inspectoras  se  re- 
unirán en  los  tres  primeros  meses  del  ano 
para  redactar  sus  observaciones  sobre  el  es- 
tado de  los  caminos  y  las  mejoras  mas  urgen- 
tes que  exijan:  estas  observaciones  se  dirigi- 
rán al  gefe  político.  En  la  primera  sesión  de- 
signarán las  juntas  los  individuos  de  su  seno 
encargados  especialmente  de  cuidar  de  la 
buena  construcción  de  las  obras  y  de  asistir 
á  su  recepción,  á  cuyo  efecto  podrán  ponerse 
en  relación  directa  con  el  gefe  político  y  con 
la  persona  nombrada  para  la  dirección  y  vi- 
gilancia inmediata  de  los  trabajos;  pero  sin 
hacer  por  sí  ninguna  modificación  en  los  pro- 
yectos adoptados  ni  dar  á  los  encargados  de 
su  ejecución  ninguna  orden  directa. 

Art.  158.  Las  juntas  inspectoras  procu- 
rarán ilustrar  á  los  pueblos  respecto  de  la 
utilidad  de  caminos  vecinales;  escitarán  el 
celo  de  los  ayuntamientos,  despertarán  el  es- 

TOMO  VII. 


píritu  de  a  ociacion  entre  los  pueblos,  pro- 
moverán la  realización  de  suscriciones  en 
dinero  ó  en  prestaciones  personales;  tratarán 
de  obtener  la  cesión  gratuita  de  los  terrenos 
y  materiales  necesarios  para  el  estableci- 
miento y  conservación  de  los  caminos  veci- 
nales; se  valdrán  de  su  influencia  para  ven- 
cer los  obstáculos  que  se  susciten,  y  en  fin, 
emplearán  cuantos  recursos  les  dicte  su  amor 
al  bien  público  para  llevar  á  cabo  una  idea 
tan  beneficiosa. 

Art.  159.  No  se  procederá  á  la  construc- 
ción de  caminos  vecinales  de  primero  ó  se- 
gundo orden,  sino  á  petición  de  los  ayunta* 
mientos  interesados  y  con  la  aprobación  del 
gefe  político. 

Art.  160.  En  el  caso  de  haberse  de  cons- 
truir un  camino  nuevo  y  de  no  querer  los 
dueños  de  los  terrenos  que  haya  de  atravesar 
cederlos  gratuitamente,  se  tratará  de  la  ad- 
quisición por  convenio :  las  condiciones  que 
el  alcalde  concertase  con  los  propietarios  se 
someterán  á  la  aprobación  del  ayuntamien- 
to y  á  la  del  gefe  político.  No  habiendo  ave- 
nencia se  procederá  con  sujeción  á  la  ley  de 
17  de  abril  de  1836. 

Art.  161.  Para  variar  la  dirección  de  un 
camino  ya  existente,  se  necesita  la  petición 
del  ayuntamiento  interesado  y  la  autoriza- 
ción del  gefe  político,  siempre  que  el  nuevo 
trozo  que  resulte  esceda  de  media  legua:  en 
otro  caso  se  considerará  esta  obra  como  otra 
cualquiera  de  las  comunes  que  hayan  de  eje- 
cutarse en  los  caminos  vecinales. 

Art.  162.  La  adquisición  de  los  terrenos, 
que  haya  de  ocupar  el  nuevo  trozo,  se  veri- 
ficará del  mismo  modo  que  los  necesarios 
para  un  camino  de  nueva  construcción;  pe- 
ro si  el  dueño  del  terreno  adquirido  lo  fuese 
también  del  colindante  con  el  trozo  abando- 
nado, se  procurará  hacer  la  adquisición  por 
via  de  cambio. 

Art.  163.  £1  terreno  necesario  para  dar 
á  un  camino  la  anchura  que  se  le  haya  fijado 
en  la  orden  de  clasificación,  se  tomará  por 
partes  iguales  de  los  terrenos  adyacentes, 
siempre  que  el  de  uno  y  otro^  lado  sean  de 
propiedad  particular.  Si  el  camino  linda  por 
uno  de  sus  bordes  con  propiedades  particii- 
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lares  y  por  el  otro  con  terrenos  baldios,  rea- 
lengos ó  del  común»  se  tomará  de  estos  últi- 
mos la  parte  precisa  para  ensanchar  el  ca- 
mino. Pero  cuando  obstáculos  ó  circunstancias 
locales  se  opongan  á  la  observancia  de  las 
reglas  anteriores;  ó  el  terreno  colindante  por 
un  lado  con  el  camino  esté  cercado  ó  de 
plantío,  se  ensanchará  el  camino  por  el  cos- 
tado libre  y  que  ofrezca  menos  dificultades  de 
ejecución. 

Arls.  164  y  165.  Siempre  que  los  cami- 
nos Tecinales  de  primero  ó  segundo  orden 
estén  construidos  al  piso  natural  ó  en  des- 
monte, tendrán  cunetas  á  los  costados,  que 
harán  parte  integrante  de  ellos,  por  lo  menos 
de  dos  pies  de  anchura  en  la  parte  superior, 
pié  y  medio  en  el  fondo  y  dos  pies  de  profun- 
didad: estas  cunetas  se  limpiarán  una  vez  to- 
dos los  anos,  ó  mas  á  menudo  si  fuere  menes- 
ter, por  orden  y  bajo  la  dirección  del  alcal- 
de, y  á  costa  de  los  fondos  destinados  á  ca- 
minos TecinaleSySin  que  las  materias  estrai- 
das  se  echen  sobre  el  camino. 

Arts.  166  y  179.  Reproducen  las  mismas 
disposioioBes  que  los  artículos  1.M4  de  la 
ordenanza  para  la  conservación  y  polkía  de 
las  carreteras  generales  de  14  de  ^tiembre 
de  1842. 

Arts.  180  y  191.  Trascribe  los  16-27 
át  lacitada  ordenanza. 

Ari.  192.  Igual  al  29  de  la  misma  orde- 
nanza. 

Art.  193.  Es  el  30  déla  ordenanza  de  14 
de  setiembre  de  1842. 
'  Art.  194.  Cuando  los  edificios  contiguos 
al  camino,  y  en  particular  las  fachadas  que 
confronten  con  él,  amenacen  ruina,  dispon- 
drán inmediatamente  los  alcaldes  que  se  re- 
conozcan por  un  arquitecto,  maestro  de  obras 
<^  persona  inteligente,  que  dará  su  dictamen 
por  escrito.  Si  este  confirmase  el  estado  rui- 
noso del  edificio,  se  trasmitirá  á  su  dueño 
riándole  un  breve  plazo  para  contestar;  y  en 
%^\  caso  áe  no  conformarse  aquel  con  el  dic- 
tamen, se  decidirá  lo  convenienle  por  los 
trámites  prefijados  para  los  derribos  obliga- 
torios dentro  de  la  población. 

Arts.  195  y  196.    Son  los  33  y  34  de  la 
referida  ordenanza. 


Art.  187.  Los  akaldes  podrán  conceder 
las  licencias  para  construir  ó  reedificaren 
las  fajas  de  terreno  á  ambos  lados  del  cami- 
no, sin  perjudicar  á  este  y  oyendo,  siempre 
que  fuere  posible,  el  dictamen  de  un  inge- 
niero, arquitecto  6  maestro  de  obras.  Los  in- 
teresados estarán  obligados  á  presentar  el 
plano  de  la  obra  proyectada,  si  se  creyere 
conveniente  por  el  encargado  de  informar  al 
alcalde. 

Art.  198.  Dispone  lo  mismo  que  el  37  de 
la  ordenanza  de  carreteras. 

Art.  199.  Cuando  se  susciten  contesta- 
ciones con  motivo  de  la  alineación  y  condi- 
ciones marcadas  por  el  alcalde  para  la  cons- 
trucción de  un  edificio,  se  suspenderá  todo 
procedimiento,  y  se  remitirá  el  espediente 
al  gefe  político  de  la  provincia,  que  le  dará 
el  curso  conveniente  para  su  resolución. 

Arts.  200  y  202.  Contienen  iguales  dis- 
posiciones que  los  40-42  de  la  ordenanza  de 
carreteras. 

Art.  203.  Las  multas  exigidas  se  aplica^ 
rán  á  la  reparación  de  las  líneas  vecinales 
con  los  demás  recursos  destinados  al  efecto. 

Art.  204.  Prescribe  lo  mismo  que  el  44 
déla  ordenanza  citada. 

Arts.  205. y  206.  Encárgase  á  los  gefes 
políticos  que  cuiden  déla  observancia  de  las 
disposiciones  contenidas  en  este  reglamento, 
y  que  circulen  este  á  todos  los  pueblos  para 
su  debida  publicidad. 

Art.  207.  Los  gefes  políticos  remitirán  en 
fin  de  junio  y  diciembre  á  la  dirección  de 
obras  públicas  un  estado  que  esprese  los 
adelantos  en.los  trabajos  de  los  caminos  ve^ 
ci  nales,  y  una  noticia  de  los  recursos  de  toda 
especie  invertidos  en  ellos. 

Art.  208.  A  los  registros  que  deben  lle- 
varse en  los  gobiernos  políticos  se  aumen- 
tarán los  siguientes :  1.""  Del  número  de  ca- 
minos vecinales  de  cada  pueblo  con  espre- 
sionde  las  leguas  que  se  hubiesen  reparado: 
2.''  Resumen  de  Jas  cuentas  de  los  fondos  in- 
vertidos: S.""  De  todas  las  consultas  que  se 
hagan  sobre  la  ejecución  del  real  decreto 
de  7  de  abril,  resoluciones  que  recaigan  y 
oliservaciones  á  que  dé  lugar  la  esperiencia. 
Art  209.    Quedan  derogados,  en  cnanto 
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¿e  opongan  al  presente,  todos  los  reglamcn- 
tos»  ordenanzas,  disposiciones  y  órdenes  que 
rijan  en  materia  de  caminos  vecinales  en  to- 
das las  provincias  del  reino. 

REAL  ÓRDBN  DE  10   DE  JULIO   DE  1848. 

Los  itinerarios  qae  deben  formar  los  alcal- 
des para  la  clasificación  de  caminos  vecina- 
les, han  de  hacerse  en  los  distritos  munici- 
pales, compuestos  de  varias  poblaciones  por 
el  alcalde  principal,  oyendo  á  los  pedáneos. 

REAL  DECRETO  DE  7  DE  SBTIEBIRiai    DE' 1848. 

Se  crea  nna  clase  denominada  de  Direc- 
tores de  caminos  vecinales,  que  estarán  en- 
cargados esclnsivamente  del  trazado,  direc- 
ción y  ejecncion  de  las  obras  de  dichos  ca- 
minos.— ¥•  €A1II1I««  ¥B€lí«AI.Bil  (diABC- 

wmwsm  mm) 

REAL  ORDEN  De2{(  DE  SETIEMBRE  DE  1848. 

Siempre  que  para  la  construcción  ó  recti- 
ficación de  caminos  vecinales  sea  necesario 
ocupar  parte  del  terreno  de  las  cañadas  y 
cordeles  destinados  al  paso  de  los  ganados 
trashumantes,  cuidarán  los  gefes  políticos  de 
que  se  resarza  por  quien  corresponda  el  ter- 
reno ocupado,  con  otro  tan'to  por  uno  y  otro 
lado  del  cordel,  sin  que  las  disposiciones  de 
aquellas  autoridades  prejuzguéis  nada  res^ 
pecto  á  las  cuestiones  de  propiedad  y  servi- 
dumbre que  puedan  suscitarse^  y  que  son  de 
la  competencia  de  los  tribunales  ordinarios. 

REAL  ORDEN  DE  14  DE  DICIEMBRE  DE  1848. 

Se  resuelve  por  regla  general,  que  los  mi- 
litares en  activo  servicio  queden  exentos  de 
contribuir  con  la  prestación  personal  que  vo- 
ten los  ayuntamientos  para  la  construcción  y 
mejora  de  los  caminos  vecinales;  pero  que 
no  deben  gozar  de  esta  exención  les  emplea^ 
dos  civiles. 

LEY  DE  11  DE  ABRIL  DE  1849. 

Art.  1."*  La  obligación  que  por  las  dispo- 
siciones vigentes  tenian  los  pueblos  situados 


en  las  carreteras  pnncípales ,  de  costear  su 
construcción  y  conservación,  juntamente  con 
las  espropiaciones  precisas  para  su  rectifica- 
ción y  ensanche  en  la  travesía  respectiva  y 
en  las  trescientas  veinte  y  cinco  varas  de 
entrada  y  salida,  se  limitará  en  lo  sucesivo  á 
la  travesía  de  cada  pueblo  por  sus  calles, 
con  inclusión  de  los  arrabales,  arreglándose 
á  las  disposiciones  siguientes:  1.'  El  gobier- 
no determinará,  previa  instrucción  de  espe- 
diente, las  calles  ó  arrabales  sujetos  á  la  ser- 
vidumbre de  travesía  de  carretera,  desig- 
nando la  longitud,  la  anchura  de  la  vía  y  la 
alineación  á  que  deban  sujetarse  los  edificios 
y  cercados:  2.* Para  toda  construcción  nue-» 
vaó  de  reparación,  deberá  contribuir  el  pue- 
blo de  igual  modo  que  para  los  gastos  de  con- 
servación permanente,  con  lo  que  permitan 
sus  recursos,  quedando  la  parte  restante  del 
coste  presupuesto  á  cargo  de  la  provincia  y 
del  Estado  á:la  vez,  ó  solamente  del  Estado, 
según  la  clase  de  lá  carretera:  3.'  En  cada 
uno  de  los  casos  mencionados  el  gobierno  de- 
terminará el  tiempo  y  la  forma  en  que  debe- 
rán ser  cubiertos  dichos  gastos  por  los  pue- 
blos, fijando  las  cuotas  respectivas,  que  se 
considerarán  desde  entonces  como  gasto  obli- 
gatorio para  el  presupuesto  :  4.'  Los  pue- 
blos podrán  cubrir  por  medio  de  la  presta- 
ción personal  de  sus  vecinos  y  propietarios 
el  coste  total  ó  la  parte  de  gasto  que  se  hu- 
biese declarado  á  eargadel  presupuesto  mu- 
nicipal: &.'  El  gobierno,  previa  instrucción 
de  espediente,  podrá  declarar  esceptoados 
de  la  obligación  de  costear  las  obras  nuevas 
ó  de  reparación  á  los  pueblos  cuyos  recursos 
DO  alcancen  á  cubrir  su  importe  ó  la  parte 
que  les  corresponda,  quedando  en  tal  caso  á 
cargo-de^la  provincia  sola  6  juntamente  con 
el  Estado,  según  fuere  la  carretera  de  que 
aquellos  tomen  parte  :  6.'  En  los  espedien- 
tes oirá^  siempre  el  gobierno  á  la  diputación 
provincial  respectiva. 

Art.  2.°  Las  disposiciones  de  la  ordenan- 
za de  policía  de  las  carreteras,  que  sean  apli- 
cables á  las  travesías  de  los  pueblos ,  se  ob- 
servarán en  los  mismos,  sin  perjuicio  de  las 
municipales  respectivas  que  no  sean  contra* 
rias  á  a(|uellas. 
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Art.  !.•  La  construcción,  conservación  y 
mejora  de  ios  caminos  vecinales  son  de  car- 
go de  los  pueblos  directamente  interesados. 
Las  diputaciones  provinciales,  sin  embargo, 
podrán  votar  fondos  por  vía  de  auxilio  para 
los  caminos  vecinales  que  interesen  también 
á  ta  provincia^ 

Art.  2."*  Los  ayuntamientos  votarán  la 
prestación  personal  para  atender  á  las  obras 
de  caminos  vecinales,  á  que  no  alcancen  los 
rendimientos  ordinarios  del  presupuesto  mu- 
nicipal y  demás  ingresos  aplicados  al  objeto. 
En  este  caso  los  ayuntamientos,  en  unión 
con  los  mayores  contribuyentes,  propondrán 
á  los  gefes  políticos:  1.^  El  orden  ó  turno  en 
que  hayan  de  cumplirse  las  prestaciones: 
3."*  La  época  ó  épocas  en  que  deban  tener 
lugar  dentro  del  ano :  S.""  El  máximo  de  jor- 
nales á  que  pueda  llegar  anualmente  la  pres- 
tación, no  cscediendo  nunca  de  seis:  4.^  El 
precio  de  la  conversión  en  dinero  de  cada 
jornal. 

Art.  3.®  La  prestación  personal  no  podrá 
imponerse  por  razón  déla  propiedad  territo- 
rial que  se  posea  en  el  pueblo.  Solo  se  hará 
efectiva  con  sujeción  á  las  reglas  siguientes: 
1.'  Está  sujeto  á  ella  todo  habitante  del  pue- 
blo domiciliado  en  él,  por  su  persona,  por 
cada  uno  de  los  individuos  varones,  desde  la 
edad  de  18  á  60  anos,  que  sean  miembros  ó 
criados  de  su  familia,  y  por  cada  uno  de  los 
animales  de  servicio  y  carruajes  empleados 
en  la  labor,  tráfico  ó  uso  de  su  familia,  den- 
tro del  término  del  pueblo :  2."  La  prestación 
personal  podrá  satisfacerse  en  todo  ó  en  par- 
te por  sí  mismo,  ó  por  otro,  ó  en  dinero,  á 
voluntad  del  contribuyente:  3.' La  presta- 
ción personal  no  tendrá  lugar  en  ningún  ca- 
so fuera  de  los  términos  del  pueblo :  4."  Los 
ordenados  in  sacris^  los  impedidos  habitual- 
mente  y  los  pobres  de  solemnidad  están  es- 
ceptuados  por  sus  personas  de  la  prestación. 

Art.  4.""  Los  fondos  aplicados  á  la  cons- 
trucción, conservación  y  mejora  de  los  cami- 
nos vecinales,  se  invertirán  esclusivamentc 
en  ios  objetos  á  que  se  hallen  destinados. 

Art.  5.*    Se  declara  á  los  caminos  vecina- 


les de  utilidad  pública  para  los  efectos  de  la 
espropiacion.  No-se  impondrá  ninguna  ser- 
vidumbre temporal  sin  consentimiento  de  los 
dueños:  en  su  defecto  el  gefe  político,  oído 
los  interesados,  y  previo  dictamen  del  Con- 
sejo provincial,  podrá  autorizar  la  imposición 
de  la  servidumbre. 

Art.  6.""  El  máximo  de  la  anchura  de  los 
caminos  vecinales  será  de  18  pies  de  Bur- 
gos; aquellos  que  ya  estuvieren  en  uso  á  la 
publicación  de  esta  ley,  se  entenderá  que 
tienen  la  anchura  que  dentro  de  ios  18  pies 
se  les  haya  señalado  en  la  clasificación.  Si 
para  dar  al  camino  esta  anchura  fuese  nece- 
sario tocar  edificios,  paredes,  cercados  ó 
plantíos,  tendrá  lugar  la  espropiacion  con  ar- 
reglo á  la  ley. 

Art.  T.""  Al  gefe  político,  oido  el  Consejo 
provincial,  corresponde  resolver  sobre  la  cla- 
sificación, dirección  y  anchura  de  los  cami- 
nos vecinales.  Cuando  los  pueblos  interesa- 
dos en  su  construcción,  conservación  ó  me- 
jora no  se  hallaren  de  acuerdo  en  su  necesi- 
dad ó  conveniencia,  la  resolución  del  gefe 
político  se  llevará  á  efecto,  si  fuere  confor- 
me con  el  dictamen  del  Consejo  provincial; 
en  otro  caso  se  aguardará  la  resolución  del 
gobierno. 

Art.  8.°  Corresponde  también  al  gefe  po- 
lítico, con  recurso,  sin  embargo,  contra  sa 
providencia  al  Consejo  provincial ,  designar 
la  parte  con  que  cada  pueblo  haya  de  con- 
tribuir al  camino  vecinal,  siempre  que  uno  ó 
mas  pueblos  no  se  hallen  conformes  en  la 
cuota  que  respectivamente  se  les  designe. 
Procederá  también  el  recurso  al  Consejo  pro- 
vincial en  el  caso  de  que,  después  de  hecha 
la  designación  de  las  cuotas  correspondien- 
tes á  cada  pueblo,  se  alterase  la  dirección 
del  camino. 

Art.  9.""  Los  ingenieros  de  caminos  des- 
tinados á  las  provincias  desempeñarán  gra- 
tuitamente, sin  perjuicio  de  las  atenciones  de 
su  peculiar  instituto,  los  encargos  que  les 
dieren  los  gefes  políticos  sobre  la  formación 
de  planos,  cálculos,  trazados,  visitas ,  ins- 
pección é  informes  relativos  á  caminos  ve- 
cinales. 
Art.  10.    Clasificado  un  camino  vecinal  v 
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aprobados  los  fondos  para  su  conslruccioo, 
conservación  ó  mejora,  los  alcaldes  de  los 
pueblos  interesados  en  él  contratarán  un  fií- 
cultativo  que  tenga  título  del  gobierno  para 
dirigir  esta  clase  de  obras.  Cuando  todos  los 
alcaldes  no  se  pusiesen  de  acuerdo  en  este 
punto,  el  gefe  político,  oyendo  á  los  alcaldes 
disidentes,  aprobará  ó  reformará  el  convenio 
acordado  ó  intentado  por  los  demás,  el  cual 
será  obligatorio  desde  entonces  para  todos, 
con  arreglo  á  la  parte  de  gastos  correspon- 
dientes á  cada  pueblo.  Si  los  alcaldes  en 
su  mayoría  no  contratasen  el  facultativo  den- 
tro del  término  de  tres  meses,  el  gefe  políti- 
co lo  nombrará  por  sí,  y  designará  sus  obli- 
gaciones y  la  retribución  que  haya  de  per- 
cibir de  los  fondos  destinados  al  camino. 

Art.  H.  En  todos  los  casos,  y  aun  cuan- 
do el  facultativo  se  encargue  de  la  direc- 
ción de  las  obras  de  todos  ó  de  varios  cami- 
nos vecinales  de  un  distrito,  su  retribución 
total  no  podrá  pasar  de  10,000  rs.  anuales. 
La  duración  de  su  encargo  no  podrá  nunca 
esceder  del  tiempo  que  esté  ocupado  en  las 
obras  del  camino  correspondiente. 

Art.  12.  Quedan  derogados  los  reales 
decretos,  órdenes  é  instrucciones  que  se  opon- 
gan á  esta  ley. 

REAL  ORDEN  DE  14  DE  MAYO  DE  1849. 

Se  declara  por  regla  general  que  los  mili- 
tares en  activo  servicio  están  exentos  de 
contribuir  con  la  prestación  personal  para 
la  construcción  de  caminos  vecinales;  pero 
que  no  gozan  de  esta  exención  los  militares 
retirados  que  tengan  domicilio  fijo  en  un 
pueblo. 

REGLAMENTO  DE  14  DE  JULIO  DE  1849  PARA  LA 
EJECUCIÓN    DE   LA   LEY  DE  11  DE  ABRIL  SOBRE 
LAS  TRAVESÍAS  DE  LOS  PUEBLOS  POR  DUNDE  CRU- 
ZAN LAS  CARRETERAS  PRINCIPALES. 

ArU  1."*  Se  declaran  comprendidas  en  la 
ley,  además  de  las  carreteras  generales,  to- 
das las  trasversales  de  grande  comunicación 
y  las  provinciales  que  clasifique  el  gobierno. 

Art.  2."    Los  goles  políticos,  oido  el  dic- 


tamen del  ingeniero,  gefe  del  distrito  res- 
pectivo, procederán  á  la  instrucción  de  los 
espedientes  que  previene  la  disposición  1.* 
del  art.  1."*  de  la  ley.  A  este  fin  designarán 
las  carreteras,  en  el  orden  que  señala  el  ar- 
tículo anterior,  y  si  hubiere  dos  ó  mas  de  una 
misma  clase  en  el  de  su  respectiva  impor- 
tancia, fijando  al  propio  tiempo,  respecto  de 
los  pueblos  comprendidos  en  cada  carretera, 
el  orden  de  instrucción  de  dichos  espedien- 
tes. De  todo  se  dará  conocimiento  á  los  pue- 
blos interesados  con  treinta  dias  de  antici  • 
pación,  en  cuyo  período  los  gefes  políticos  y 
los  ingenieros  gefes  de  distrito,  comunicarán 
las  instrucciones  oportunas  al  de  la  pro- 
vincia. 

Art.  3.°  Para  cada  uno  de  los  pueblos 
que  tenga  travesía  de  carretera  se  instruirá 
un  espediente  que  constará:  l.^^Del  proyec- 
to de  travesía :  2.^  De  los  informes  locales  y 
de  los  recursos  que  se  hayan  producido  en 
pro  ó  en  contra  del  proyecto,  y  3.**  del  infor- 
me de  la  diputación  provincial  y  del  que 
omita  el  ingeniero  gefe  del  distrito,  si  se  le 
pidiere  por  el  gefe  político. 

Arts.  4.^  y  6.°  Durante  los  treinta  dias 
señalados  en  el  art.  2.^,  los  ayuntamientos 
deliberarán  acerca  de  todo  lo  relativo  á  la 
travesía,  discutiendo  principalmente  sobre  la 
conveniencia  de  que  la  carretera  se  dirija  por 
las  afueras  del  pueblo;  la  designación  de  las 
calles,  plazas  y  terrenos  por  donde  convinie- 
re fijar  las  travesías;  la  anchura  máxima  y 
mínima  de  la  carretera,  comprendiendo  sus 
partes  accesorias;  la  espropiacíon  de  terre- 
nos y  edificios;  la  preferencia  que  merezcan 
los  empedrados  respecto  del  afirmado  por  el 
método  ordinario,  y  la  totalidad  ó  parte  de 
los  gastos  de  travesía*  Trascurrido  aquel  pla- 
zo el  ingeniero  de  la  provincia,  en  vista  de 
los  acuerdos  del  ayuntamiento ,  y  con  reco- 
nocimiento de  la  travesía  existente  ó  la  nue- 
va que  se  indique,  levantará  el  plano  y  for- 
mará el  proyecto  correspondiente. 

Arts.  7.^  y  8.°  Cuando  no  haya  confor- 
midad en  los  acuerdos  del  ayuntamiento,  dis- 
pondrá el  alcalde  que  se  reúnan  de  nuevo 
los  concejales,  con  asistencia  de  igual  nú- 
mero de  vecinos  mayores  contribuyentes  y 
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del  ¡Dgeniero,  á  fin  de  que  este  esclarezca  la 
cuestión.  No  resultando  tampocx)  conformi- 
dad en  esta  segunda  reunión,  el  ingeniero 
formalizará  su  proyecto  haciéndose  cargo  de 
los  puntos  que  hayan  motivado  la  diversidad 
de  pareceres. 

Art.  9."*  Aunque  la  corporación  munici- 
pal esté  conforme  en  todo  lo  relativo  á  la  tra- 
vesía, se  reunirá  para  que  el  ingeniero  es- 
plique su  proyecto  sobre  el  croquis,  que  en- 
tregará al  alcalde. 

Arts.  10  y  li.  No  habiendo  hecho  uso  el 
ayuntamiento  de  la  facultad  de  deliberar,  el 
ingeniero  formará  el  proyecto  de  travesía  y 
remitirá  al  alcalde  un  croquis  de  esta,  con 
una  relación  sucinta  de  la  dirección  y  dispo- 
siciones principales  del  proyecto;  y  en  tales 
casos  satisfarán  los  pueblos  los  gastos  de  nue- 
vos reconocimientos  y  proyectos  á  que  den 
lugar  las  reclamaciones  sobre  el  primitivo 
proyecto  de  travesía. 

Art.  12.  Los  pueblos  deberán  facilitar  á 
su  costa  los  operarios  que  el  ingeniero  nece- 
site para  levantar  el  plano  y  fijar  las  alinea- 
ciones de  la  travesía. 

Art.  14.  Completo  el  proyecto  lo  visará 
el  ingeniero  gefe  del  distrito,  remitiéndolo 
al  gobierno  político  de  la  provincia  para  que 
quede  de  manifiesto  hasta  la  primera  reunión 
de  la  diputación  provincial;  las  reclamacio- 
nes que  se  dirijan  durante  este  período  se 
unirán  á  él. 

Art.  15.  £1  ingeniero  que  hubiere  for- 
mado el  proyecto  asistirá  á  las  sesiones  de  la 
diputación  provincial,  y  dará  las  esplicacio- 
nes  necesarias. 

Art.  16.  Si  la  diputación  provincial  no 
estuviere  conforme  con  los  dictámenes  fa- 
cultativos que  resulten  en  cada  espediente, 
se  pasarán  al  ingeniero  gefe  del  distrito  para 
que  informe  ó  amplíe  su  parecer. 

Arts.  17  y  18.  Devuelto  el  espediente  al 
gefe  político  dispondrá  esta  autoridad,  si  lo 
juzga  conveniente,  que  el  ingeniero  de  la 
provincia  varíe  ó  modifique  el  proyecto  de 
travesía,  oyéndose  al  Consejo  provincial  en 
los  casos  de  que  trata  el  art.  16. 

Art.  19..  Instruidos  los  espedientes  se  re- 
mitirán por  el  gefe  político,  y  con  su  dicta- 


men, al  ministerio  de  obras  públicas,  á  flndc 
que,  oido  el  parecer  de  la  junta  consultiva  del 
ramo  y  los  demás  informes  que  se  juzguen 
necesarios,  recaiga  la  oportuna  resolución. 

Arts,  20  y  21.  Devueltos  los  espedientes 
al  gefe  político,  se  remitirá  á  cada  pueblo 
copia  de  los  planos  y  demás  decumentos  del 
proyecto,  conservándose  estos  en  el  archivo 
del  ayuntamiento  para  tenerlos  presente  al 
adoptar  cualquiera  medida  que  s6  refiera  á 
la  travesía. 

Art.  22.  Los  edificios,  cercados  y  terre- 
nos que  con  arreglo  á  la  traza  y  alineaciones 
del  plan  de  travesía  deban  ocuparse,  quedan 
sujetos  á  la  enagenacion  forzosa  de  la  pro- 
piedad particular  en  la  forma  que  dispone  la 
ley  de  17  de  julio  1836;  y  la  aprobación  del 
referido  plan,  obtenida  por  los  trámites  que 
quedan  señalados,  valdrá  como  declaración 
solemne  de  que  las  obras  comprendidas  en 
dicho  plan  son  de  utilidad  pública. 

Art.  23.  Para  todos  los  edificios  y  cer- 
cados que  se  hayan  de  hacer  de  nuevo,  ó 
que  se  construyan  en  la  confrontación  de 
las  travesías,  será  necesaria  licencia  espe- 
cial, en  la  que  se  señalen  para  las  fachadas 
las  alineaciones  y  rasantes  que  deban  darse 
á  la  obra. 

Art.  24.  No  podrán  señalarse  otras  ali- 
neaciones y  rasantes,  ni  modificarse  las  que 
resulten  del  plan  aprobado  para  toda  la  tra- 
vesía, tratándose  de  obras  de  particulares: 
si  estas  fueren  de  interés  público  deberá  ser 
aprobada  de  real  orden  la  variación,  previo 
el  oportuno  espediente. 

Art.  25.  El  ingeniero  de  la  provincia 
formará  los  proyectos,  presupuestos  y  plie- 
gos de  condiciones  facultativas  de  todas  las 
obras  que  exija  la  carretera  en  la  travesía: 
dichos  proyectos,  con  el  V.**  B.**  del  ingenie- 
ro gefe  del  distrito,  se  remitirán  al  gefe  po- 
lítico, quien  los  pasará  al  alcalde  respectivo 
con  las  instrucciones  que  juzgue  oportunas. 

Art.  26.  Se  considerarán  como  parte  de 
la  vía  pública  en  las  travesías ,  además  del 
firme  ó  empedrado,  que  constituye  su  parte 
principal,  las  cunetas  y  alcantarillas  de  des- 
agüe, los  paseos  laterales  y  demás  partes  ac- 
cesorias que  exigieren  las  circunstancias  de 
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la  población  y  lastopográflcas  de  la  travesía. 
Arl.  27.    Los  pueblos  costearán  las  obras 
de  sa  travesía,  incluyendo  su  importe  en  el 
presupuesto  municipal. 

Art.  28.  Si  los  recursos  locales  no  fueren 
suficientes  para  cubrir  el  coste  de  las  obras 
nuevas  y  las  de  reparación  de  la  travesía  de 
un  pueblo,  su  ayuntamiento  promoverá  la 
instrucción  del  espediente,  de  que  trata  la 
regla  S.'  del  art.  i.**  de  la  ley. 

Art.  29.  El  ayuntamiento  acompañará  á 
la  instancia,  que  al  efecto  dirija  al  gefe  po- 
lítico, relaciones:  i.**  Del  vecindario,  riqu^ 
za  y  contribuciones  que  por  todos  conceptos 
satisfaga  el  pueblo :  2.''  De  los  gastos  ordi- 
narios de  cargo  del  presupuesto  municipal  y 
de  las  deudas  y  otras  obligaciones  que  ten- 
ga el  pueblo,  con  cspresion  de  los  recursos 
aplicados  al  pago  de  dichas  obligaciones. 

Art.  30.  La  solicitud  del  ayuntamiento 
se  pasará  á  informe  de  la  diputación,  y  des- 
pués del  Consejo  provincial.  Instruido  el  es- 
pediente se  remitirá  por  el  gefe  político  al 
ministerio  de  Obras  públicas,  proponiendo 
la  resolución  que  le  parezca.  Envista  de  to- 
do, el  gobierno  decidirá  las  cuotas  respecti- 
vas que  se  han  de  incluir  en  el  presupuesto 
municipal  ó  en  el  provinciano  solamente  en 
uno  ü  otro  como  gasto  obligatorio,  fijando 
también  la  parte  que  en  su  caso  haya  de  cu- 
brir el  Estado. 

Art.  31.  Cualquiera  que  sea  la  proceden- 
cia de  los  recursos  y  fondos,  con  que  se  pro- 
vea á  la  ejecución  de  las  obras,  asi  de  nue- 
va construcción  y  reparación,  como  detrén- 
servacion  permanente  de  las  travesías,  se 
observará  en  unas  y  otras  el  régimen  esta- 
blecido para  las  obras  públicas  de  su  clase. 
Art.  32.  Sin  perjuicio  de  las  atribucio- 
nes que,  en  virtud  de  la  declaración  conteni- 
da en  el  artículo  anterior  corresponden  al  in- 
geniero de  la  provincia  ó  al  que  especial- 
mente tuviere  á  su  cargo  una  carretera,  las 
obras  de  mera  conservación  de  las  travesías, 
estarán  en  cada  pueblo  bajóla  inspección 
inmediata  del  alcalde  ó  de  los  concejales  en 
quienes  delegue,  al  cuidado  del  arquitecto 
titular  ó  de  otro  facultativo  competente  que 
el  alcalde  deberá  nombrar  al  efecto  por  cuen- 


ta del  pueblo.  Los  presupuestos  y  pliegos  de 
condiciones  formalizados  por  dichos  faculta- 
tivos, se  remitirán  al  gefe  político  para  la 
correspondiente  aprobación. 

Art.  33.  En  los  pueblos  en  que  no  hu- 
biere perito  de  la  clase  indicada,  y  que  ca- 
rezcan de  recursos  para  satisfacerle  sus  ho- 
norarios, dispondrá  el  gefe  político,  previa 
justificación  de  falta  de  medios,  que  el  inge- 
niero de  la  provincia  provea  lo  conveniente 
para  la  conservación  de  las  travesías,  enten- 
diéndose al  efecto  directamente  con  los  al- 
caldes. 

Art.  34.  En  todos  los  casos  en  que  los 
gefes  políticos  hubieren  de  aprobar  los  pre- 
supuestos y  pliegos  de  condiciones  de  algu- 
nas obras  nuevas  ó  de  reparación,  ó  dictar 
providencia  para  suspender,  modificar  ó  al- 
terar la  ejecución  de  las  correspondientes  á 
una  travesía,  deberán  oir  al  ingeniero  de  la 
provincia,  y  no  conformándose  con  su  dicta- 
men al  ingeniero  gefe  del  distrito. 

Art  35.  Los  gefes  políticos  autorizarán 
á  los  ayuntamientos  respectivos  para  que  por 
medio  de  la  prestación  personal  se  atienda  á 
la  conservación  de  la  travesía  correspondien- 
te, y  en  su  caso  á  las  obras  nuevas  y  de  re- 
paración ,  que  siendo  de  cargo  del  pueblo 
no  se  pudieren  costear  de  otro  modo. 

Art.  36.  La  prestación  personal  de  los 
vecinos  y  propietarios  de  los  pueblos,  se  re- 
gulará y  exigirá  con  sujeción  á  las  disposi- 
ciones contenidas  en  el  art.  2.^  y  en  la  regla 
2  *  del  3.''  de  la  ley  de  caminos  vecinales. 

Art.  37.  Los  gefes  políticos  y  alcaldes 
cuidarán  de  que  se  observen  en  las  travesías 
de  los  pueblos  las  disposiciones  de  la  orde- 
nanza de  policía  y  conservación  de  las  car- 
reteras. 

REAL  ORDEN  DE  20  DE  JULIO  DE  1849. 

Se  manda  que  los'  gefes  políticos  hagan 
las  mas  terminantes  prevenciones  á  los  al- 
caldes y  á  los  empleados  de  protección  y  se- 
guridad pública,  para  que  adopten  disposi- 
ciones eficaces  á  fin  de  asegurar  ios  caminos 
y  de  capturar  á  los  ladrones  en  el  momento 
^  que  tenga  lugar  un  robo.  Cuando  tengan  no- 
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ticia  de  que  en  cualquier  punto  se  concier- 
tan los  ladrones,  ó  de  que  se  ha  verificado 
un  robo,  se  constituirán  allí  en  persona,  si- 
no lo  impiden  absolutamente  otras  atencio- 
nes del  servicio. 

REAL  ORDEN  DE   10  DE  SETIEMBRE  DE  1849. 

Hasta  que  se  publique  el  reglamento  para 
llevar  á  erecto  la  ley  de  28  de  abril  de  este 
año,  se  observarán  las  disposiciones  siguien- 
tes: 

1.*  Para  proceder  á  la  construcción  de 
cada  camino  vecinal,  los  geres  políticos  oi- 
rán á  los  pueblos  interesados  en  él,  y  en  se- 
guida, previa  consulla  del  Consejo  provin- 
cial, resolverán  sobre  su  necesidad  y  conve- 
niencia y  lo  clasificarán  según  lo  dispuesto 
en  el  art.  7.**  de  dicha  ley. 

2.'  La  resolución  del  gefe  político  se  lle- 
vará á  efecto,  si  fuese  conforme  con  el  dic- 
tamen del  Consejo  provincial;  sino  lo  fuese 
se  remitirá  el  espediente  al  ministerio  de 
Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas  pa- 
ra que  resuelva  definitivamente. 

3.'  Declarada  la  necesidad  ó  convenien- 
cia, y  hecha  la  clasificación,  el  gefe  político 
declarará  también  cuáles  son  lospueblos  in- 
teresados en  el  camino. 

4.*  En  seguida  dispondrá  que  estos,  po- 
niéndose de  acuerdo  entre  sí,  determinen  la 
proporción  en  que  cada  uno  ha  de  contribuir 
al  coste  del  camino. 

5.*  En  el  caso  de  que  uno  ó  mas  pueblos 
no  se  hallen  conformes  con  la  parte  propor- 
cional que  haya  designado  la  mayoría  de  los 
interesados  en  el  camino,  la  señalará  el  gefe 
político,  contra  cuya  providencia  hay  recur- 
so al  Consejo  provincial  con  arreglo  al  artí- 
culo 8/  de  la  ley. 

6.*  Después  de  declarada  la  necesidad  ó 
conveniencia  del  camino,  y  votados  los  fon- 
dos, se  contratará  el  facultativo  que  haya  de 
dirigirlo,  en  los  términos  prevenidos  en  el 
artículo  10  de  la  misma  ley,  sin  perjuicio  de 
que  además  el  gefe  político  lo  vigile  por  me- 
dio de  los  ingenieros  de  caminos  ú  otras  per- 
sonas que  creaá  propósito  para  ello,  sin  au- 
mentar los  gastos  de  la  obra. 


7.'  Dicho  facultativo,  director  del  cami- 
no vecinal,  levantará  los  planos,  formará  el 
presupuesto  detallado  de  las  obras  y  redac- 
tará la  correspondiente  memoria,  elevándolo 
todo  al  gefe  político  para  su  aprobación. 

8.'  Concedida  esta  el  mismo  gefe  políti- 
co pondrá  en  conocimiento  de  cada  pueblo 
el  tanto  con  que  ha  de  contribuir  á  los  gas- 
tos del  camino,  en  vista  de  la  cantidad  á  que 
asciendan  y  de  la  parte  proporcional  que  se 
les  haya  designado,  en  virtud  de  lo  prescri- 
to en  las  disposiciones  4.'  y  S.' 
'  9.'  Conocida  la  cuota  que  haya  corres- 
pondido á  cada  pueblo,  votarán  los  recursos 
necesarios  para  cubrirla,  según  los  artículos 
1.*  y  2.^  de  la  ley. 

Fuera  de  estas  disposiciones  se  determina 
que  los  directores  de  los  caminos  vecinales» 
después  de  formados  los  planos  y  el  presu- 
puesto, espresen  el  sistema  de  construcción 
ó  conservación  del  camino;  debiendo  recaer 
la  aprobación  del  gefe  político,  previa  au- 
diencia de  los  ayuntamientos  interesados, 
que  sino  se  hallaren  conformes  pueden  re- 
currir al  gobierno. 

REAL  ORDEN  DE  29  DE  OCTUBRE  DE  1849. 

Los  gefes  políticos  procederán  desde  lue- 
go á  establecer  en  cada  pueblo  cabeza  de 
partido  judicial,  una  junta  inspectora  de  los 
caminos  vecinales  del  mismo,  con  las  atribu- 
ciones que  se  espresan  en  el  capítulo  IX  del 
reglamento  de  8  de  abril  de  1848,  debiendo 
cxisk)*  las  juntas  que  se  hubiesen  creado  para 
la  inspección  y  vigilancia  de  algún  camino 
vecinal  de  primer  orden,  con  arreglo  á  lo 
que  disponía  el  art.  152  del  espresado  regla- 
mento. 

REAL  ORDEN  DE  21  DE  ENERO  DE  18S0. 

Al  clasificar  los  caminos  vecinales  se  les 
debe  dar  la  anchura  de  16  pies  á  lo  menos, 
sin  que  esto  obligue  á  que  desde  luego  se 
construyan  todas  las  líneas  con  la  espresada 
anchura,  sino  á  disponer  los  trabajos  de  mo- 
do que  se  puedan  aprovechar,  para  que  en 
lo  sucesivo  transiten  carruajes  y  entiendan 
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los  propietarios  colindaoles  que  no  deben 
usurpar  el  terreno  designado.  Este  solo  po- 
drá ser  menor  de  los  i6  pies  de  anchura 
cuando  lo  exijan  absolutamente  las  circuns- 
tancias locales  ó  la  perentoria  necesidad  de 
tener  una  comunicación  desde  luego. 

REAL  ÓRDEIf  DB  23  DE  ENERO  OE  Í8S0. 

Dispóncse  por  ella  que  los  gobernadores 
de  provincia  aprueben  las  propuestas  de  ar- 
bitrios que  voten  los  ayuntamientos  para  ca- 
minos vecinales,  siempre  que  el  presupues- 
to municipal  no  esceda  con  dichos  arbitrios 
de  20,000  rs. :  que  ínterin  se  forme  el  re- 
glamento para  la  ejecución  de  la  ley  de  28 
de  abril  de  i849,  se  siga  respecto  á  los  in- 
gresos y  gastos  de  los  caminos  vecinales  el 
mismo  sistema  de  contabilidad  que  se  obser- 
va en  los  demás  gastos  municipales,  pero  sin 
distraer  los  fondos  destinados  á  dichos  cami- 
nos para  otras  atenciones;  y  finalmente,  que 
las  atribuciones  concedidas  á  las  diputacio- 
nes provinciales  en  el  art.  2.**  del  real  decre- 
to de  7  de  abril  de  1848  están  derogadas  por 
el  art.  2.**  de  la  ley  de  28  de  abril  de  1849. 

REAL  ORDEN  DE  19  DE  FEBRERO  DE   1850. 

Se  encarga  á  los  gobernadores  de  provin- 
cia que  esciten  el  celo  de  los  ayuntamientos 
para  que,  además  de  votar  la  prestación  per- 
sonal, incluyan,  ya  sea  en  los  presupuestos 
ordinarios,  ya  en  los  adicionales,  las  canti- 
dades que  permitan  las  circunstancias  de  ca- 
da puebla,  para  atender  á  las  líneas  vecina- 
les. Designados  los  caminos  en  que  han  de 
emplearse  los  recursos,  debe  precederse  en 
los  trabajos  con  método,  principiándose  por 
los  caminos  de  primer  orden :  las  poblacio- 
nes que  por  su  situación  no  tengan  que  con- 
tribuir á  ninguno  de  esta  clase,  invertirán 
sus  prestaciones  y  fondos  en  los  de  segundo, 
comenzando  por  el  de  mayor  utilidad,  sin  que 
se  ejecuten  trabajos  en  dos  caminos  de  un 
pueblo  al  mismo  tiempo,  á  no  ser  que  así  lo 
requieran  circunstancias  especiales.  Los  go- 
bernadores darán  puntualmente  parte  de  los 
caminos  declarados  de  mayor  interés,  de  los 

TOMO  VII. 


fondos  reunidos,  del  ndmero  de  facultativos 
que  se  contraten,  de  las  épocas  del  empleo 
de  las  prestaciones  y  de  los  progresos  de  las 
obras ,  en  un  estado  que  remitirán  en  6n  de 
junio  y  diciembre  de  cada  ano. 

REAL  ORDEN  DE  31  DE  MARZO  DE  1850. 

Siempre  que  para  la  construcción  de  un  ca- 
mino vecinal  sea  preciso  que  los  empleados  y 
trasportes  materiales  pasen  por  cualquier 
portazgo  de  los  establecidos  en  las  carrete- 
ras generales,  se  avisará  por  quien  corres- 
ponda con  la  debida  anticipación  á  la  direc- 
ción general  de  Obras  públicas,  á  fin  de  que 
tomando  esta  los  informes  oportunos  para 
asegurarse  de  la  necesidad  de  dicho  paso, 
proponga  la  oportuna  declaración  de  exen- 
ción, y  obtenida  que  sea,  comunique  las  pre- 
venciones convenientes  á  sus  subalternos 
para  que  se  observe,  entendiéndose  que  ha- 
brá de  ser  por  tiempo  limitado,  aunque  pro- 
rogable  por  causas  legítimas  á  juicio  de  la 
misma  dirección.  Se  agregará  desde  luego 
alas  actuales  condiciones  para  todos  los  esta- 
blecimientos de  dicha  clase  que  se  arrienden 
en  adelante  ó  estén  pendientes  de  subasta, 
la  cláusula  de  que  cuando  el  gobierno  esti- 
me conveniente  conceder  exención  de  pago 
de  derechos  á  los  empleados,  carros  y  caba- 
llerías que  se  ocupen  en  obras  de  caminos 
vecinales,  estará  el  arrendatario  obligado  á 
observarla,  sin  derecho  á  indemnización  al- 
guna por  este  concepto.  Respecto  de  los  por- 
tazgos y  pontazgos  que  se  hallen  arrendados 
ó  cedidos  á  una  empresa,  propondrá  la  direc- 
ción de  Agricultura  el  modo  de  indemnizará 
los  pueblosque  ejecuten  obras  de  caminos  ve- 
cinales por  medio  de  la  prestación  personal, 
de  las  cantidades  que  tengan  que  satisfacer 
por  derechos  de  tales  establecimientos,  siem- 
pre que  sea  posible  hacer  el  consiguiente 
abono  de  los  fondos  que  en  el  presupuesto 
haya  designados  para  esta  clase  de  obras. 

REAL  DECRETO  DE  18  DE  OCTUBRE  DE  1850. 

El  negociado  de  caminos  vecinales  pasará 

del  ministerio  de  Comercio,  Instrucción  y 
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Obras  públicas  al  cargo  del  de  la  Goberna- 
ción del  Reino,  como  uno  de  los  ramos  de  la 
administración  municipal. 

LEY  DE  7  DE  HATO  DE  18S1. 

Art.  I.""  Las  carreteras  de  la  Península 
se  consideran  divididas  para  los  efectos  de 
la  presente  ley  en  las  clases  siguientes: 

i.*    Carreteras  generales. 

2."    Carreteras  trasversales. 

3.'    Carreteras  provinciales. 

4.*    Carreteras  locales. 

Art.  2.*^  Se  comprende  en  la  primera 
clase  todas  las  carreteras  que  se  dirigen  des- 
de Madrid  á  capitales  de  provincia,  á  depar- 
tamentos de  Marina  y  aduanas  de  gran  mo- 
vimiento mercantil,  habilitadas  para  el  co- 
mercio estranjero. 

Los  ramales  que  mande  construir  el  go- 
bierno, y  que ,  partiendo  de  una  carretera 
general  conduzcan  á  alguno  de  los  puntos 
designados  en  el  párrafo  anterior,  forman 
parte  de  la  misma  carretera. 

Art.  3.*  Se  consideran  carreteras  tras- 
versales las  que  cortan  ó  enlazan  á  dos  ó 
mas  carreteras  generales,  pasando  por  al- 
guna ó  algunas  capitales  de  provincia  ó  cen- 
tros de  mayor  población  y  tráfico,  así  del  in- 
terior como  del  litoral  de  la  Península. 

Art.  4.*  Son  carreteras  provinciales:  1.* 
Las  que  enlazan  una  carretera  general  con 
una  trasversal :  2.**  Las  que,  partiendo  de 
una  carretera  general  ó  de  una  trasversal 
termina  en  un  punto  de  producción  ó  de  es- 
portacion :  3.""  Las  que  ponen  en  comunica- 
ción directa  á  dos  ó  mas  provincias:  4."*  Las 
que  en  las  provincias  insulares  de  las  Balea- 
res y  Canarias  pongan  en  comunicación  á  la 
capital  con  otros  puntos  marítimos,  ó  á  dos 
6  mas  |)unt08  de  producción  ó  de  esporta- 
<;ion  entre  sí. 

Art.  8.*  Las  carreteras  locales  son  aque- 
llas que  algunos  pueblos  interesados  de  una 
ó  mas  provincias  promueven  y  ejecutan  aso- 
ciados para  un  objeto  de  utilidad  común. 

Art.  6.*^  Si  después  de  haber  clasificado 
el  gobierno,  con  arreglo  á  la  presente  ley, 
las  carreteras  cuya  construcción  no  esté  ya 


principiada»  variasen  de  condiciones  por 
efecto  de  nuevas  vías,  procederá  á  variar 
su  clasificación  haciendo  las  declaraciones 
que  correspondan. 

A  esta  variación  están  sujetas,  por  las 
mismas  causas,  todas  las  carreteras,  así  las 
ya  concluidas  como  las  que  se  hallen  cons- 
truyendo en  la  actualidad. 

Art.  7.**  Las  carreteras  generales  y  sus 
ramales  serán  como  hasta  aqui,  de  cargo  es- 
clusivo  del  Estado,  y  su  costo  será  satisfe- 
cho por  el  gobierno  con  los  fondos  que  se 
consignen  en  los  presupuestos  generales. 
Por  el  mismo  medio  se  proveerá  á  la  repa- 
ración y  conservación  de  las  carreteras  ge- 
nerales y  sus  ramales. 

Art.  8.*  Las  carreteras  trasversales  se- 
rán costeadas  por  el  gobierno  y  por  las  pro- 
vincias en  cuyo  territorio  se  construyan. 

La  concurrencia  del  gobierno  para  la  cons- 
trucción de  esta  clase  de  carreteras  no  será 
por  menos  de  la  tercera  parte  del  presupues- 
to respectivo,  ni  por  mas  de  su  mitad,  con 
esclusion  de  las  indemnizaciones  por  espro- 
piacion  y  daños,  que  serán  siempre  de  cargo 
déla  provincia  ó  provincias  interesadas.  El 
resto  hasta  el  total  costo  de  las  obras  se  pro- 
rateará  entre  las  mismas  provincias,  tenien- 
do en  cuenta  el  de  las  indemnizaciones  y 
obras  comprendidas  en  cada  una,  y  la  parte 
proporcional  de  las  ventajas  que  deba  repor- 
tar de  su  ejecución. 

La  designación  del  tanto  con  que  han  de 
concurrir  los  fondos  del  Estado  y  la  de  las 
cuotas  que  han  de  aprontar  las  provincias 
para  la  ejecución  de  una  carretera  trasver- 
sal, se  harán  por  el  gobierno  con  presencia 
de  los  acuerdos  y  dictámenes  de  las  diputar 
clones  provinciales. 

El  gobierno  aplicará  á  cada  una  de  las  car- 
reteras trasversales  las  sumas  que  le  hubiere 
señalado,  y  las  provincias  votarán  en  sus 
presupuestos  con  igual  aplicación  y  como 
gasto  obligatorio,  las  que  deban  hacer  efec^ 
tivas  en  cada  año  hasta  cubrir  la  cuota  cor* 
respondiente. 

Concluida  que  sea  una  carretera  trasver- 
sal quedará  su  conservación  á  cargo  esclu- 
sivo  del  Estado* 
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Art.  9/  La  construcción  y  conservación 
de  las  carreteras  provinciales  serán  csclusi- 
vamente  de  cargo  de  la  provincia  ó  provin- 
cias interesadas. 

Cuando  la  carretera  provincial  se  eslcn- 
diese  á  dos  ó  ums  provincias,  el  gobierno, 
examinados  los  acuerdos  y  dictámenes  de  las 
diputaciones  provinciales  respectivas,  y  to- 
mando en  consideración  el  coste  de  las  in- 
demnizaciones y  obras  comprendidas  en  ca- 
da territorio ,  y  las  ventajas  que  hayan  de 
reportar  de  la  realización  del  proyecto,  se- 
ñalará las  sumas  con  que  deba  contribuir 
cada  provincia. 

Verificado  el  señalamiento  de  las  cuotas 
incluirán  las  provincias  anualmente  entre 
los  gastos  obligatorios  de  sus  presupuestos, 
las  cantidades  necesarias  para  cubrir  este 
servicio. 

El  gobierno  podrá  auxiliar  hasta  con  la 
tercera  parte  de  su  coste,  la  construcción  de 
carreteras  provinciales.  Este  auxilio  recaerá 
esclusivamente,  y  como  compensación,  so- 
bre las  provincias  que  resulten  menos  favo- 
recidas en  las  carreteras  generales  y  tras- 
versales, pero  no  podrá  tener  lugar  simultá- 
neamente en  dos  carreteras  provinciales  de 
una  misma  provincia. 

Art.  10.  Las  prestaciones  personales  que 
dispone  la  ley  de  23  de  abril  de  {849  podrán 
utilizarse  para  la  construcción  de  las  carre- 
teras locales,  entendiéndose  al  efecto  entre 
si  y  con  los  particulares  que  se  les  asociaren 
para  levantar  fondos  y  realizar  las  obras,  los 
pueblos  de  una  misma  ó  de  varías  provin- 
cias. 

Art.  il.  Los  productos  de  tránsito  en  lo- 
dos los  portazgos,  pontazgos  y  barcages,  es- 
tablecidos ó  que  en  adelante  se  estable- 
cieren en  las  carreteras  generales  y  en  las 
trasversales,  serán  para  el  Estado  y  queda- 
rán afectos,  sin  perjuicio  de  las  hipotecas  le- 
gales que  sobre  si  tuvieren,  á  laconserva- 
eioB  de  carreteras,  como  parte  de  la  consig- 
nación de  la  ley  anual  de  presupuestos  ge- 
nerales para  los  gastos  de  este  ramo. 

Los  producios  de  portazgos,  pontazgos  y 
barcages  de  las  carreteras  provinciales,  se- 
rán para  las  provincias  respectivas. 


Los  de  carreteras  locales  construidas  por 
pueblos  asociados ,  entrarán  en  el  fondo  (y 
caja  particular  de  la  asociación  correspon- 
diente. 

Art.  12.  No  podrán  distraerse  para  otros 
servicios  los  productos  de  los  derechos  de 
tránsito,  ni  los  arbitrios  y  cualesquiera  otros 
recursos  que  por  el  origen  ó  deslino  de  su 
imposición  y  establecimiento  constituyen  un 
fbndo  especialmente  aplicado  á  las  carre- 
teras. 

Art.  13.  Asi  las  atenciones  de  repara- 
ción como  las  de  conservación  de  todas  las 
carreteras,  se  considerarán  preferentes  res- 
pecto de  las  de  nueva  construcción,  de  ma- 
nera que  no  puedan  contratarse  nuevas  obli- 
gaciones ni  originarse  gastos  de  la  segunda 
especie,  mientras  que  no  quede  asegurado 
el  servicio  de  la  primera. 

Art.  14.  Una  vez  principiada  cualquiera 
carretera  nueva,  no*podrá  abandonarse  para 
proceder  á  la  construecion  de  otra,  ni  sus- 
penderse indeñnídameate  las  obras  comen- 
zadas ,  sino  mediando  la  imposibilidad  de 
realizar  los  recursos  que  se  consignaren 
al  efecto  por  el  Estado,  las  provincias  ó  los 
pueblos. 

Art.  16.  En  lo  sucesivo  será  obligatorio 
para  las  provincias  el  contribuir  á  la  cons- 
trucción de  una  carretera  trasversal  que  ha- 
ya de  pasar  por  su  término,  con  preferencia 
á  otra  cualquiera. 

Art.  16.  Si  una*  provincia,  además  de 
estar  contribuyendo  para  la  construcción  de 
una  carretera  trasversal,  acordase  la  cons* 
truccion  de  una  carretera  provincial  y  reca- 
yese la  aprobación  del  gobierno,  ya  serán 
obligatorios  los  -gastos  causados  por  esta 
nueva  atención. 

Durante  el  tiempo  en  que  una  provincia 
esté  contribuyendo  paramuna  carretera  tras- 
versal y  otra  provincial,  6  para  dos  provin- 
ciales, no  podrá  contribuir  para  la  construc- 
ción de  mas  carreteras. 

Art.  17.  Por  cuenta  de  las  cuotas  con 
que  las  provincias  deberán  contribuir  para 
una  ó  mas  carreteras,  podrán  las  diputacio- 
nes provinciales  acordar  y  proponer  á  Ja  apro- 
bación del  gobierno  la  contratación  de  anti- 
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cipos,  sea  ca  fondos,  sea  en  obras,  bajo  la 
garantía  de  los  recursos,  que  en  los  respecti- 
vos presupuestos  se  votaren  para  el  mismo 
objeto. 

Art.  18.  Las  carreteras  provinciales  y  lo- 
cales que  se  estén  construyendo,  oque  con- 
venga construir  por  asociaciones  de  provin- 
cias, pueblos  ó  particulares,  estarán  bajo  la 
inspección  de  la  autoridad  superior  corres- 
pondiente, con  arreglo  á  las  disposiciones 
generales  administrativas. 

La  dirección  que  ha  de  llevar  cada  una  de 
estas  carreteras,  la  anchura  del  firme  y  las 
demás  condiciones  de  arte  á  que  hayan  de  su- 
jetarse las  obras,  se  fijarán  previamente  por 
el  gobierno. 

Art.  19.  El  gobierno  publicará  cada  cua- 
tro meses  un  doble  estado  en  que  se  mani- 
fieste: 

!.*•  Las  cantidades  invertidas  en  carre- 
teras, á  que  se  destinen  fondos  del  Estado. 

2."  £1  señalamiento  de  cantidades  que  se 
haga  para  las  mismas  carreteras. 

Igual  obligación  tendrán  los  gobernadores 
de  provincia  respecto  de  las  carreteras  pro- 
vinciales. 

BEÁL  DECBE^TO  DE  20  DE  OCTUBRE  DE  1851. 

Art.  2.^  El  negociado  de  caminos  veci- 
nales y  demás  relativos  á  la  ejecución  de 
obras  públicas,  pasarán  al  ministerio  de  Fo- 
mento. 

Art.  6.^  Con  los  negociados  respectivos 
pasarán  al  ministerio  de  Fomento  los  em- 
pleados en  el  ramo  de  caminos  vecinales. 

BEAL  ORDEN  DE  7  DE  FED^ERO  DE  1832. 

Se  resuelve: 

1.*  Que  se  generalice  el  establecimiento 
de  viveros  de  árl>oles  en  las  carreteras  ge- 
nerales con  destino  ásus  márgenes  y  paseos, 
bajo  la  administración  del  ramo  de  obras 
públicas. 

2.*  Que  al  efecto  se  reconozcan  y  desig- 
nen los  terrenos  comprendidos  en  la  zona 
de  las  mismas  carreteras,  ó  los  que  conven- 
ga adquirir  por  su  mayor  calidad  y  circuns- 
tancias enlrc  los  colindantes  que  pertenez- 
can á  particulares,  comunales  ó  de  realengo. 


S.""  Que  tanto  en  la  siembra  de  los^vive* 
veros,  como  para  las  plantaciones  que  desde 
luego  se  bagan,  se  procure  estudiar  y  elegir 
aquellas  clases  que  mejor  puedan  prevalecer 
atendida  la  naturaleza  de  las  localidades. 

5."*  Que  para  las  plantaciones  que  de 
presente  convenga  ejecutar,  se  dé  salida  á 
los  plantones  disponibles  que  hubiere  en  los 
viveros  de  las  carreteras,  y  en  caso  necesa- 
rio que  se  compren  de  otros  planteles,  á  fin 
de  que  comenzándose  las  plantaciones  ahora 
en  los  parages  donde  con  mas  facilidad  se 
logren  puedan  estenderse,  continuando  sin 
interrupción  en  todos  los  anos  siguientes. 

6."*  Que  el  personal  afecto  á  la  conser- 
vación de  las  carreteras,  sea  también  el  en- 
cargado de  ejecutar  dichas  operaciones,  asi 
como  de  la  vigilancia  y  conservación  del  ar- 
bolado de  las  mispias  y  sus  viveros. 

7."*  Que  por  la  dirección  general  de  Obras 
públicas  se  proponga  el  sistema  de  adminis- 
tración y  aprovechamiento  á  favor  del  ramo 
de  las  lenas  que  produzcan  el  esquilmo  y  las 
cortas  de.  dichos  árboles. 

LEGISLACIÓN  ESTRANJERA. 

No  nos  proponemos  en  este  lugar  hacer 
mención  de  la  legislación  de  pueblos  de  que 
tenemos  escasas  ó  muy  imperfectas  noticias 
en  la  parle  á  que  este  artículo  se  refiere.  Por 
esto  dejando  las  indicaciones  que  en  el  par- 
ticular pudiéramos  hacer,  nos  limitaremos  á 
esponer  lo  mas  interesante  de  la  legislación 
romana. 

Sus  códigos  abundan  en  disposiciones  acer- 
ca de  la  materia  :  unas  de  derecho  privado, 
otras,  y  son  las  mas ,  de  derecho  público. 
Prescindiremos  al  presente  de  las  servi- 
dumbres rústicas  que  consistían  en  caminos, 
asunto  indicado  ya  en  las  leyes  de  las  Doce 
Tablas  (1)  esplicado  en  Jas  instituciones  de 
Justiniano  (2)  y  desarrollado  en  el  Digeslo  (3); 
pasaremos  en  silencio  los  títulos  De  eursu  pu- 
blico que  hallamos  en  los  códigos  Teodosia- 
no  (4)  y  Justinianeo  (5)  por  considerarlos  al- 


lí^ V.  fragm.  6  de  la  Tabla  Vil  según  Dirksen  y  ZeU. 

(9)  g.  inicial  del  lil.  .V.  lib.  9.' 

(.*>)  Tiiulns  3  del  libro  8  y  19  del  libro  i3. 

(i»  Til.  r>.  líb.  8. 

(5)  TI!.  51,  lib.  íl. 
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guD  tanto  desviados  de  nuestro  principal  ob- 
jeto en  esta  parte  del  articulo;  y  recordare- 
mos, en  í¡n,[j rápidamente,  y  como  de  paso, 
la  aplicación  de  la  teoría  de  los  cuasi  delitos 
al  hecho  de  arrojar,  ó  derramar,  ó  de  tener 
suspendidas  en  sitios  de  tránsitQ  cosa<^  que 
pudieran  perjudicar  con  su  caída  al  que  por 
ellos  pasase  (1),  y  las  prescripciones  déla 
ley  Aquilía,  por  la  que  se  reprimía  al  que 
medíanle  su  imprudencia  causaba  alguna 
desgracia  en  uncamino,  por  ejemplo  la  muerte 
de  un  esclavo  al  podar  árboles  contiguos  (^). 
En  lugar  de  andar  en  busca  de  disposicio- 
nes particulares  y  aisladas,  desmembrán- 
dolas de  sus  oportunos  lugares,  indicaremos 
las  principales  disposiciones  de  algunos  títu- 
los, siquiera  baya  de  ser  sucintamente,  con- 
tenidos en  el  libro  4?  del  Digesto,  que,  en- 
trando en  h  esfera  del  derecho  publico  ad- 
jnÍDistrativo,  y  proveyendo  á  la  integridad  y 
reparación  de  los  caminos,  son,  á  nuestro 
entender,  los  mas  iraperta^ies  qiie  pudiéra- 
po$  examinar. 

Sea  el  primero  el  título  7."  que  tr^la  De 
iQcis  et  ítinerUms  publicis;  contíénense  en  él 
lao  solo  tres  leyes,  una  del  jurisconsulto 
Pomponio  y  de  Ulpiano  las  otras  dos.  En  la 
primera  se  espone  el  fundamento  del  inlerdíc- 
toqiic llevaba  la  mencionada  denominación: 
á  cualquiera  debe  ser  lícito  pedir  como  pú- 
blico lo  que  corresponde  al  uso  de  todos, 
como  lo  son  los  caminos  públicps;  por  lo 
no^smo  no  podía  negarse  interdicto  á  cual- 
quiera que  le  pidiese  para  obtener  su  dis- 
frute. La  segunda  ley  se  dirige  á  prohibir 
que  se  erijaq  monumentos  en  las  vías  públi- 
cas, prohibición  que  guarda  completa  con- 
formidad, y  aun  puede  considerase  como  un 
j&orolario  del  principio  enunciado  anterior- 
mente :  hállase  formulada  de  un  modo  abso- 
luto y  terminante;  pero  á  nuesirp  entender 
se  le  baria  violencia  si  se  la  juzgase  esclusi- 
va  hasta  el  punto  de  no  consentir  ninguna 
escepcion.  £1  sentido  en  que  están  concebi- 
dos otros  fragmentos  del  Digesto  y  algunas 
noticias  que  nos  suministra  la  historia  son 


(I)    g.  S,Til.  5.  lib.  i  de  las  Inst.— 88-2de  la  \ey  I,  Ü- 
lulo  3.<  lib.  &  y  5  de  la  ley  5.  tít,  7,  lib.  44  del  Dig . 
(i)    S-  S»  tít.  5,  Ubro  4  de  las  lost. 


suficientes  á  persuadirnos  que  en  est^  parta 
podia  mediar  dispensa  de  la  ley  por  la  aulo-r 
ridad  6  poder  competente,  y  quedando  á  sal- 
vo las  condiciones  esenciales  del  camino  y 
los  derechos  que  en  él  tenia  el  público.  Fi-;' 
nalmente,  la  ley  tercera  y  última  del  título 
cuenta  entre  los  caminos  públicos  los  caminos 
vecinales  (vid.  vicinales);  pero  advirtien- 
do la  diferencia  que  los  separaba  de  los  ca- 
minos militares,  puesestosconducianal  mar 
ó  á  las  ciudades,  ó  á  los  ríos  públicos,  ó  á 
otro  camino  militar,  mientras  que  délos  ve- 
cinales unos  tenían  salida  á  caminos  milita- 
res, pero  parte  de  ellos  no  la  tenia. 

El  título  siguiente ,  8."*  del  citado  libro  43 
lleva  el  epígrafe:  ne  quid  in  loco  público  vel 
Hiñere  fíat,  siendo  mucho  mas  estenso  y  no 
menos  interesante  que  el  anterior,  por  espli- 
car  distintos  interdictos  que  se  dirigian  al 
mismo  objeto  de  mantener  los  caminos  des- 
embarazados y  espeditos  para  el  público  trán- 
sito. No  seguiremos  paso  á  paso  su  conteni- 
do, porque  no  todo  el  hace  á  nuestro  própor 
sito,  sino  que  escogeremos  lo  que  nos  pueda 
ser  de  utilidad  y  sirva  para  esclarecer  los 
principios  que  el  derecho  romano  aplicaba  á 
la  interesante  materia  de  caminos  públicos» 
El  primer  interdicto  que  se  nos  presenta  es 
aquel  por  el  que  el  Pretor  precavía  que  no 
se  hiciera  ni  introdujera  en  un  lugar  público 
cosa  alguna  por  laque  le  sobreviniera  daño,  á 
no  ser  que  el  particular  se  hallase  autoriza- 
do para  ello  por  ley,  Senado-Consulto,  edic- 
to ó  decreto  del  príncipe  (1).  Este  interdicto 
que,  como  observa  el  jurisconsulto  Ulpiáno, 
pertenece  á laclase  de  los  probibilorios,  pro- 
cedía indudablemente  cuando  el  hecho  que 
el  magistrado  prohibía  recaía  en  cualesquier 
caminos  públicos,  puesto  que  se  hallaban 
comprendidos  como^  una  de  las  especies  de 
lugar  público. 

^í  del  sentido  como  de  la^letra  de  este 
interdicto,  se  deduce  que  á  nadie  era  permi- 
tido edificar  en  los  parajes  de  tránsito,  de 
modo  que  acarrease  perjuicio,  que  era  pre- 
císaiuente  lo  que  se  quería  eyitar;  y  por  igual 
motivo  la  reedificación,  caso  de  que  ya  exis- 
tí)   Vt.  di'  la  ley  M,  til.  y  Ub.  ciiídos. 
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tiera  algo  construido  en  la  vía  pública,  es-  I 
taba  asimismo  prohibida:  en  otro  caso  se  to- 
leraban esas  obras.  De  suerte  que  ó  el  edifi- 
cio impedia  el  uso  público  ó  no:  si  lo  prime- 
ro, el  que  cuidaba  de  las  obras  públicas  debía 
hacerlo  desaparecer,  y  no  el  que  lo  constru- 
yó, porque  el  interdicto  era  meramente  pro- 
hibitorio, no  restitutorio:  si  lo  segundo,  se 
imponia cierto  tributo,  denominado  soíamm, 
porque  se  pagaba  en  razón  del  suelo  ó  solar. 
El  interdicto  no  tenia  lugar,  como  en  su  mis- 
ma formulación  se  espresa,  cuando  la  ley,  el 
Senado-consulto  ó  el  decreto  ó  edicto  impe- 
rial facultaban  á  un  particular  á  haper  intro- 
ducir algo  en  el  camino,  concesión  que  im- 
plicitamente  llevaba  la  condición  de  no  per- 
judicar á  otro. 

Habia  también  otro  interdicto  de  igual  ten- 
dencia que  el  que  acabamos  de  esponer,  pe- 
ro concreto  especialmente  á  las  vías  públi- 
cas, y  aun  de  estas  solo  á  las  rústicas,  pues 
las  urbanas  estaban  á  cargo  de  los  magistra- 
dos. Decia  el  Pretor:  prohibo  que  en  las  vías 
y  caminos  públicos  se  haga  ó  se  ponga  cosa 
alguna  por  laque  aquellas  vías  ó  caminos  su- 
fran deterioro  (1).  Con  ocasión  de  este  inter- 
dicto Ulpiano  enumera  diferentes  clases  de 
caminos,  diciendo  que  son  vías  públicas  aque- 
llas cuyo  suelo  es  también  público,  y  que  en 
las  privadas  el  suelo  es  ageno ;  las  primeras 
eran  las  llamadas  por  los  romanos  ya  preto- 
rias, ya  consulares;  las  segundas,  que  algunos 
denominaban  agrarias  se  tomaban  en  dos 
acepciones;  ó  las  que  hay  en  los  campos  gra- 
vados con  la  servidumbre  de  dar  paso  á  otro 
campo,  ó  lasque  conducen  á  los  campos  des- 
de las  vías  consulares,y  por  las  que  es  á  todos 
licito  el  pasar,  si  bien  esta  clase  de  vías  que 
parten  de  una  consular  á  caseríos  [villaí^)  ó 
colonias  pueden  considerarse  propiamente 
como  vias  públicas.  Hay  además  vías  veci- 
nales, y  estas  son  las^  de  pueblos  pequeños, 
ó  que  conducen  á  ellos :  quce  in  vicis  sunt 
vel  quce  in  vicos  ducunt:  tenían  carácter 
de  públicas  ó  privadas,  según  quienes  las 
costeaban  y  reparaban. 

Hechas  estas  distinciones  Ulpiano  pasa  á 

iU    5.  W  de  U  ley  2,  ti».  8,  llb,  4.1  úel  l»ig. 


averiguar  qué  casos  se  comprenden  en  el  in- 
terdicto y  quiénes  están  obligados  por  él.  En 
esta  parte  la  palabra  introducir,  tmmtaere, 
que  el  Pretor  usaba,  se  entendía  con  alguna 
latitud;  así  se  daba  el  interdicto  no  solo  con- 
tra el  que  introducía  una  cloaca  ó  albanal  en 
la  vía  pública,  sino  contra  el  que  hacia  en  su 
fundo  un  foso  desde  donde  corría  el  agua  ai 
camino,  ó  por  el  contrario  impedia  con  edifi- 
cación el  curso  de  la  de  este,  y  aun  contra 
el  poseedor  de  una  finca  contigua,  de  donde 
se  difundiera  al  camino  algún  olor  pestilen- 
te. Entendíase  que  sufría  deterioro  la  vía,  no 
solo  cuando  desde  luego  aparecía  así,  sino 
cuando  resultaba  posteriormente;  y  el  dete- 
rioro consistía  en  que  se  obstruyese  el  paso 
público,  ó  en  que  este  se  dificultase,  como 
por  ejemplo,  sí  el  camino  de  llano  se  hacia 
pendiente,  ó  de  suave  áspero,  ó  de  ancho  es- 
trecho, ó  de  seco  pantanoso.  Por  lo  demás 
este  interdicto  era  perpetuo  y  se  concedía  á 
cualquiera  del  pueblo,  haciéndose  en  su  vir- 
tud 1^  condenación  en  lo  que  interesaba  al 
actor. 

Además  de  estos  interdictos  prohibitorios 
había  otro  restitutorio  por  el  cual  se  impo- 
nia la  obligación  de  quitar  lo  que  se  hubiere 
hecho  ó  puesto  en  un  camino  público  cau- 
sándole deterioro  (1).  Se  echa  de  ver  la  dife- 
rencia de  este  interdicto  al  que  se  ha  es- 
pilcado  anteriormente:  por  el  prohibitorio 
se  veda  que  se  haga  tal  ó  cual  cosa  en 
el  camino;  mientras  que  por  el  restitutorio 
se  trata  de  que  desaparezca  lo  hecho,  y  de 
qué  el  camino  vuelva  á  su  estado  anterior: 
por  lo  mismo  aquel  se  daba  contra  el  que 
intentaba  hacer  lo  prohibido ,  y  este  (contra 
el  que  poseía  lo  hecho,  contra  el  que  tenia  en 
su  poder  la  obra  ejecutada ,  en  cuanto  era 
poseedor.  Con  arreglo  á  este  principio  el  ju- 
risconsulto Ofilio  opinaba  que  no  podía  es- 
tar obligado  por  el  interdicto  aquel  que  ha- 
biendo ejecutado  la  obra  que  deterioró  el 
camino,  la  dejó  luego  abandonada :  Ulpiano 
añade  que  solo  por  un  interdicto  útil  proce- 
dería la  obligación  de  restituir  el  camino  á 
su  antiguo  ser.  El  interdicto  de  que  se  trata, 

{i}    l  55  «le  la  ciuda  ley  3.  dol  tU.  sm  43  del  Dif. 
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como  pertenecía  ala  utilidad  pública, no  era 
temporal  y  la  condenación  se  hacía  según 
lo  que  interesaba  al  ador  que  se  demoliese 
lo  hecho. 

Falla  todavía  mencionar  otro  interdicto 
con  que  finaliza  el  título  del  Dígesto  que  va- 
mos examinando,  en  la  parte  que  se  refiere 
á  caminos,  á  saber:  el  que  impedía  se  corta- 
se violentamente  su  tránsito  (I).  Pertenecía 
á  la  clase  de  los  prohibitorios,  y  es  tan  sen- 
cillo que  no  ha  menester  de  esplicacion. 

El  título  10  del  mismo  libro  43  del  Diges- 
to que  trata:  de  vid  publica  et  si  quid  in  eá 
factum  esse  dicalur^  contiene  una  sola  ley, 
aunque  distribuida  en  varios  párrafos,  com- 
prensiva de  un  fragmento  del  jurisconsulto 
Papiníano:  tratase  en  ella  de  las  obligacio- 
nes que  tenían  los  Ediles  cumies  respecto  de 
las  vías  públicas:  estábales  encomendado, 
con  efecto  mantener  en  buen  estado  los  ca- 
minos inmediatos  á  las  ciudades,  evitando 
que  las  avenidas  perjudicasen  á  las  casas  y 
cuidando  de  que  se  hicieran  los  puentes  ne- 
cesarios; y  debían  también  procurar  que  las 
paredes  de  las  casas  inmediatas  á  las  vías 
públicas  no  estuvieran  ruinosas:  que  ningu- 
no socavase,  ni  derruyese,  ni  edificase  en 
estas  vías.  Igualmente  habían  de  vigilar  de 
suerte  que  no  hubiera  pendencias,  que  nose 
echasen  inmundicias  y  en  fin  que  no  se  in- 
fringiese por  otros  conceptos  semejantes  la 
policía  del  tránsito.  Todo  esto,  según  sede« 
duce  del  modo  con  que  se  espresa ,  parece 
mas  bien  referirse  á  las  vías  urbanas,  á 
las  calles  que  no  á  los  caminos  públicos  que 
sirven  para  el  tránsito  fuera  de  las  poblacio- 
nes. Sin  embargo  pueden  sin  duda  ser  apli- 
cables á  una  y  otra  clase  de  vías  la  mayor 
parte  de  las  prohibiciones  que  dejamos  apun- 
tadas. 

Todavía  hay  otro  título  del  Dígesto,  el  il 
del  citado  libro,  que  no  debe  pasar  desaper- 
cibido; su  epígrafe  es:  Üe  vid  publica  el  Hi- 
ñere publico  reficiendo:  y  en  él  se  nos  ofre- 
ce otro  interdicto  por  el  que  se  prohibía  in- 
ferir violencia  al  que  estuviera  facultado  pa- 
ra restaurar  y  reparar  el  camino  público, 
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siempre  que  no  lo  deteriorase.  Conforme  á  la 
esplicacion  que  de  este  interdicto  hace  el  ju-^ 
risconsulto  Ulpiano,  se  comprendían  bajo  de 
su  protección  la  restitución  de  la  vía  á  la 
anchura  y  altura  que  antes  hubiera  tenido  y 
la  remoción  de  las  alteraciones  que  hubiera 
esperímentado;  y  también  la  limpieza  era 
considerada  como  parte  de  reparación.  El 
interdicto,  á  semejanza  de  otros  que  ya  he- 
mos tenido  ocasión  de  examinar,  se  daba 
perpetuamente,  á  todos  y  contra  todos  en  lo 
que  al  actor  interesase.  Entre  otras  decla- 
raciones ,  se  contiene  en  el  título  menciona- 
do una  regla  fundamental  del  derecho  res- 
pecto de  caminos  públicos,  que  después  de 
los  romanos,  han  adoptado  también  los  de- 
mas  pueblos,  y  que  mas  adelante  tendremos 
ocasión  de  observaren  nuestras  propias  leyes: 
el  pueblo  no  puede  perder  la  vía  pública  por 
el  no  uso. 

Las  disposiciones  que  basta  aquí  hemos 
recorrido  dan  sobradamente  á  entender  cuán- 
to era  el  cuidado  que  los  romanos  ponían 
en  lo  tocante  á  la  conservación  y  reparación 
de  los  caminos,  y  á  la  libertad  del  tránsito; 
por  una  parte  el  Pretor  proponía  interdictos 
que  garantizaban  tan  interesantes  objetos: 
por  otra  los  Ediles  enrules  tenían  que  ejer- 
cer en  cumplimiento  de  su  cargo,  una  es«* 
crupulosa  vigilancia;  además  de  esto  en  el 
mismo  Digesto  se  espresa  que  procede  la  in- 
tervención de  los  magistrados  cuando  la  vía 
pública  no  se  halle  espedíta  y  esté  su  nso 
coartado  (1).  Y  como  si  todo  esto  no  fuera 
bastante,  aun  existían  en  Romafuncionaríos 
especialmente  encargados  délos  camínosse- 
gun  nos  lo  manifiestan  los  mismos  juriscon- 
sultos del  imperio.  Paulo,  hablando  de  laac- 
cion  dirigida  á  que  ninguno  fuera  perturba-» 
do  en  el  disfrute  de  la  vía  pública ,  nos  re- 
vela que  había  curadores  partícularinente 
destinados  á  los  caminos  (2):  por  otra  par- 
te Pomponío  índica  la  creación  de  los  qua- 
luorviri  que  tenían  el  cuidado  de  los  cami- 
nos (3).  La  historia  nos  auxilia  mucho  paraba 


(1  i    Pr.  de  la  ler  I.*  ÚU  II.  Lib.  a  del  Dig. 

íá)    §  45  de  la  ley  4.'  lil.  8.  Lib.  43. 

(«)    S  9  del  Ut.  6.'  Ub.  5  de  las  Sent5.  de  Pavlo. 
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ampliacioQ  de  estas  noticias;  y  los  au- 
tores eruditos  no  han  pasado  en  silencio  á 
los  quatuor  viras:  júzgase  que  su  institución 
corresponde  próximamente  al  ano  600  de  la 
fundación  de  Roma:  corroboran  su  existen- 
cia las  inscripciones ,  que  es  donde  con  mas 
frecuencia  se  hace  mérito  de  ellos ,  y  según 
parece  lleTaban  también  el  nombre  de  via- 
cuH. 

Y  nada  estranos  deben  parecer  tan  espe- 
ciales cuidados  de  la  administración  pública 
y  tanta  solicitud  por  parle  de  las  leyes,  si 
se  para  la  atención  en  los  intereses  áque  de- 
bía proveer  el  imperio  romano,  y  en  las  ne-  , 
cesidades  de  que  no  podía  prescindir.  Su 
cstension,  su  Iriqueza,  sus  mismas  guerras 
exigían  buenas  y  numerosas  comunicacio- 
nes: y  así  en  conseguirlas  pusieron  su  gran 
empeño.  Hasta  la  material  construcción  de 
los  caminos  es  digna  de  considerarse:  esta 
clase  de  obras  se  ejecutaba  con  suma  solidez 
y  si  nuestro  objeto  no  nos  lo  vedara,  referiría- 
mos la  serie  y  sucesión  de  los  trabajos  y 
operaciones  que  se  practicaban  ponderando 
la  clase  de  materiales  que  se  escojian  y  so- 
bre todo  el  arte  con  que  los  usaban  y  amal- 
gamaban. Mas  no  debiendo  descender  á  esto 
sin  salirde  los  límites  de  nuestra  Enciclope- 
dia, nos  bastará,  para  hacer  justicia  al  pueblo 
romano,  la  famay  celebridad  que  se  han  con- 
quistado sus  calzadas,y  la  admiración  conque 
aun  contemplamos  sus  vestigios. 

Después  de  esto  y  siguiendo  la  ilación  his- 
tórica, nos  correspondería  tratar  del  régimen 
administrativo  de  los  caminos  durante  la 
edad  media  en  las  diferentes  soberanías  que 
se  crearon  de  entre  las  ruinas  del. imperio 
romano  y  continuar  luego  igual  tarea  por  los 
tiempos  modernos.  No  nos  empeñaremos,  sin 
embargo,  en  trabajo  tan  arduo  y  minucioso, 
porque  por  muchas  investigaciones  que  hi- 
ciéramos y  por  muchas  noticias  que  acumu- 
láramos, el  provecho  habria  de  ser  insignifi- 
cante para  nuestro  objeto.  Consultando,  pues, 
como  debemos  consultar  mas  á  la  utilidad 
práctica  queá  la  curiosidad  erudita,  nos  limi- 
taremos á  consignar  el  sistema  que  las  prin- 
cipales naciones  de  nuestra  época  siguen  en 
la  conservación  y  fomento  de  los  caminos. 


En  Francia  todo  lo  relativo  á  vías  de  co- 
municacion,al  tránsito  público,  se  comprende 
bajo  la  denominación  de  voiriey  y  se  divide 
en  dos  clases  principales,  las  cuales  reciben 
ásu  vez  los  nombres  de  grande  voirie  ypetite 
voirie.  Corresponden  á  una  ú  otra  de  estas  di- 
visiones, no  solo  los  caminos  sino  también 
las  calles,  según  su  respectiva  importancia. 
Concretándonos  nosotros  á  aquellos,  diremos 
cuáles  son  sus  diferentes  especies,  á  saber: 
1."^  Caminos  ó  carreteras  {routes)  naciona- 
les de  primera  clase,  si  conducen  de  París  al 
estranjero;  de  segunda,  si  van  desde  París  á 
una  ciudad  importante  ó  puerto  de  mar,  y  de 
tercera,  si,  aunque  no  pasen  por  la  capí- 
tal  enlazan  ciudades  de  un  departamento 
con  las  de  olro :  2.^  Caminos  ó  carreteras 
(routes)  departamentales  que  van  desde  la 
cabeza. del  departamento  á  sus  distritos,  ó 
que  unen  á  dos  departamentos:  5."  Caminos 
(chemins)  vecinales  de  gran  comunicación, 
por  los  cuales  se  enlazan  varias  municipali- 
dades: 4.^  Caminos  municipales  {chemins 
communaux)  ó  de  pequeña  comunicación 
[de  petite  vicinalité)^  cuyo  beneficio  redunda 
principalmente  en  una  sola  municipalidad. 
De  los  caminos  que  dejamos  enumerados  en- 
tran en  la  grande  voine  las  carreteras  na- 
cionales y  departamentales,  y  en  la  petite 
voirie  los  caminos  vecinales  de  grande  y  pe- 
quena  comunicación. 

La  clasificación  de  los  caminos  sirve  para 
distinguir  quiénes  deben  soportar  los  gastos 
de  su  construcción  y  conservación;  así  las 
carreteras  nacionales  de  primera  y  de  se- 
gunda clase  se  costean  por  el  Estado,  y  las 
de  tercera  de  mancomún  por  el  Estado  y  por 
los  departamentos  á  quienes  las  carreteras 
interesan;  las  carreteras  departamentales 
por  el  departamento,  los  distritos  y  las  mu- 
nicipalidades por  donde  aquellas  pasan,  á 
cuyo  efecto  está  ordenado  que  se  haga  una 
repartición  proporcional;  los  caminos  veci- 
nales de  gran  comunicación  por  las  munici- 
palidades del  respectivo  territorio,  también 
proporcionalmente;  y  en  fin,  los  caminos  de 
pequeña  comunicación  por  las  municipalida- 
des que  de  ellos  se  aprovechan.  Estas  son 
las  reglas  generales:  hay,  sin  embargo,  de 
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particular,  respecto  de  los  caminos  vecina* 
les,  que  las  municipalidades  pueden  ser  au- 
xiliadas en  ciertos  casos  con  subyenciones 
délos  fondos  del  deparlamento.  Asimismo 
autoriza  la  ley  la  prestación  personal,  eu cu- 
ya virtud  son  obligados  los  vecinos  á  traba- 
jar de  su  cuenta  en  los  caminos  vecinales 
cierto  número  de  dias  previamente  desig- 
nados. 

La  anchura  de  las  carreteras  ba  sido.aten- 
dida  por  la  ley  francesa  prudentemente :  las 
departamentales  tienen  señalados  basta  30 
pies,  é  igual  anchura  las  carreteras  naciona- 
les de  tercera  clase:  56  pies  las  de  segunda 
clase,  llegando  á  42  las  de  primera. 

Para  el  completo  y  desahogado  disfrute 
de  los  caminos,  para  su  integridad  y  para  la 
mayor  facilidad  y  economía  de  su  construc- 
ción y  reparaciones,  hay  varías  especies  de 
servidumbres  públicas  impuestas  á  los  pro- 
pietarios de  fincas  colindantes.  Entre  estas 
hay  una  que  consulta  á  la  vez  al  adorno  y  á 
la  otiiídad  de  las  carreteras,  á  la  salubridad 
y  al  buen  aspecto :  los  propietarios  están 
obligados  á  plantar  y  á  conservar  árboles  en 
su  heredad^  necesitando  permiso  de  la  auto- 
ridad, no  solo  para  cortarlos,  sino  aun  para 
hacer  en  ellos  podas  de  consideración. 

En  cuanto  á  los  caminos  vecinales  para 
que  tengan  toda  la  consideración  y  surtan 
todos  los  efectos  que,  como  á  tales,  les  asig- 
na la  ley,  es  indispensable  el  acto  adminis- 
trativo de  la  declaración  de  aquel  concepto. 

En  Inglaterra  los  caminos  son  mas  nume- 
rosos que  en  Francia,  bien  acondicionados 
y  construidos,  y  conservados  cuidadosamen- 
te; ambas  naciones  han  conseguido  felices 
resultados,  y  á  pesar  de  esto  hay  bien  poca 
semejanza  en  los  medios,  en  el  sistema  que 
cada  cual  ha  adoptado.  Los  ingleses  están 
bien  lejos  de  las  ideas  centralizadoras  por  lo 
que  toca  á  las  obras  de  caminos  y  á  la  apli- 
cación de  los  fondos  que  estas  exigen:  es 
principio  fundamental,  y  aun  podríamos  de^ 
eir  tradicional,  que  los  distritos,  las  parro - 
quiag  ó  municipalidades  deben  tener  por  su 
cuenta  y  bajo  su  inspección  los  caminos  que 
les  interesan.  Alli  no  es  la  regla  sino  la  es- 
cepcion,  que  el  Estado  los  construya  y  man- 
TOMO  vu. 


tenga  á  su  costa;  cuando  hay  esta  cscepcíon, 
los  caminos  se  ll^msLn  parlametUarios,  porque 
al  parlamento  toca  votar  sus  arbitrios  y  pre- 
supuestos. 

Por  lo  dicho  puede  conocerse  que,  pres- 
cindiendo de  los  caminos  parlamentarios,  los 
demás  tienen  que  sostenerse  con  recursos 
esencialmente  locales,  y  que  se  ba  de  ape- 
lar por  lo  general  á  impuestos  sobre  el  trán- 
sito. Y  así  sucede  en  efecto :  los  recursos  de 
caminos  son  de  tres  especies :  contribucio- 
nes en  dinero  entre  los  vecinos  de  la  parro- 
quia; la  corvea  ó  prestación  personal  que  de- 
ben satisfacer  seis  dias  por  ano,  y  en  fin,  si 
no  bastan  estos  medios,  se  establecen  los  pea- 
ges.  Por  todos  estos  conceptos  se  reúnen 
cantidades  muy  considerables  para  fomentar 
los  caminos,  aunque  á  prímera  vista  parez- 
ca que  solo  puede  obtenerse  un  producto 
módico :  baste  decir  que  la  suma  total  se 
valúa  anualmente  en  mas  de  cuatrocientos 
millones  de  reales. 

Con  tan  cuantiosos  recursos  no  pueden 
menos  de  abundar  los  caminos  y  hallarse  eu 
un  escelente  estado  de  conservación;  contri- 
buyen también  á  esta  prosperidad  otras  va- 
rias circunstancias,  entre  las  que  no  es  cier- 
tamente la  menor  hallarse  buenos  patricios, 
que  con  entusiasmo  y  abnegación  ponen  su 
inteligencia  y  sus  recursos  á  disposición  de 
su  pais.  Así  el  nombre  de  Mac-Adam  se  ha 
hecho  célebre  y  popular  en  Inglaterra,  por- 
que recuerda  una  persona  que  con  su  genio, 
su  celo  y  su  asidua  observación  logró  rege- 
nerar los  caminos  de  ese  pais,  haciendo  que 
las  obras  se  ejecutasen  á  menos  coste  y  con 
mejor  éxito.  También  debeinucho  el  ramo  de 
caminos  al  interés  con  que  se  le  há  atendi- 
do siempre,  y  particularmente  en  la  admi- 
nistración de  Sir  Roberto  Peel.  En  sus  pla- 
nes entró  por  mucho  el  disminuir  y  coartar 
la  descentralización  que  antes  hemos  indica- 
do, queriendo  introducir  alguna  unidad  don- 
de dominaba  un  completo  aislamiento  y  va- 
riedad. Pero  no  por  eso  pretendió  atribuirlo 
todo  al  Estado;  sino  que  conociendo,  sin  du- 
da los  graves  males  que  acarrearla  el  tras- 
torno de  los  elementos  que  existian  para  la 

construcción  y  conservación  de  caminos,  se 
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esforzó  en  mejorarlos  y  corregirlo»  sola- 
mente. Sa  idea  principal  consislia  eri  procu- 
rar la  reunión  de  varias  parroquias  para 
que  juntas  constituyeran  una  autoridad  co- 
mún encargada  del  cuidado  y  administración 
de  todos  los  caminos  del  distrito  que  aquellas 
parroquias  compusieran, convirtiendo  las  reu- 
niones voluntarias  de  las  parroquias  que  la 
ley  autorizaba  en  reuniones  necesarias  que  la 
misma  ley  ordenase.  Al  mismo  tiempo  juzgó 
qne  seria  muy  conveniente  hacer  efectiva  la 
responsabilidad  de  la  construcción  y  conser- 
vación de  los  caminos,  uniendo  á  las  autori- 
dades locales  personas  facultativas  que  diri- 
gieran esas  obras. 

En  Prusía,  en  donde  han  recibido  de  poco 
tiempo  á  esta  parte  los  intereses  materiales 
un  gran  impulso,  y  se  han  promovido  tanto 
las  fuentes  de  la  riqueza  general,  se  ha  aten- 
dido mas  particularmente  á  los  caminos  pú- 
blicos. El  fomento  de  este  ramo  es  en  aquel 
pais  tanto  mas  digno  de  consideración  cuan- 
to mas  considerables  han  sido  los  obstáculos 
de  todo  género  que  ha  habido  que  vencer 
para  abrir  y  asegorar  las  grandes  vias  de 
comunicación ,  consiguiéndose  caminos  bue- 
nos y  en  bastante  número,  lo  cual  supone 
haberse  invertido  sumas  cuantiosas,  mayores 
proporcionalmente  que  en  otros  paises  don- 
de la  naturaleza  no  se  ha  mostrado  tan  des- 
bvorable.  Aparte  de  loe  fbndos  que  sumi- 
nistra el  Estado  y  de  los  recursos  corres- 
pondientes á  las  provincias  y  á  los  pue- 
blos, cuéntase  en  Prusia  con  un  arbitrio  su- 
mamente prodBCtivo:  el  de  los  portazgos. 
Establéeense  estos  ya  á  favor  del  Estado,  ya 
también  i  favor  de  bs  empresas  particula- 
res, qne,  como  sucede  frecuentemente,  to- 
n^ui  á  sv  cargo  y  de  sn  cuenta  la  construc* 
cion  de  caminos. 

La  Rusia,  además  de  haber  organizado 
en  i858  un  mioisterio  de  bienes  del  Estado 
y  de  tener  juntas  con  esta  denominación  en 
ranchas  provincias,  encargadas  de  la  admi- 
nistración local  y  del  fomento  de  intereses 
materiales,  sostiene  ingenieros  civiles,  bajo 
cuya  dirección  y  responsabilidad  se  constru- 
yen los  camines  pttlicos  y  se  ejecutan  las 
obras  qne  exige  su  conservación  y  repara- 


ción. El  ministeriaper  medio  de  fos  informe» 
que  recibe  de  ellos  y  de  los  inspectores  que 
suele  nombrar  para  visitar  á  las  provincias, 
adquiere  un  cabal  conocimiento  de  las  nece- 
sidades de  cada  una,  respecto  de  las  eomo- 
nicaciones ;  y  en  s«  consecuencia  espide  las 
órdenes  oportunas,  de  cuya  ejecución  están 
encargados  los  gobernadores  civiles. 

N«)  siendo  necesario  á  nuestro  objeto  re- 
correr.todos  los  paises  de  Europa  para  inda- 
gar el  ré^^imen  y  fomento  de  sus  caminos, 
terminaremos  esta  parte  del  artículo,  recor- 
dando que  también  hay  naciones  fuera  de 
Europa,  que  miran  con  interésesa  importan- 
te necesidad  pública.  Basta  citar  lo&Eslados- 
ünidosde  América  para  que  se  comprenda 
que  en  medio  de  sus  adelantos  y  cultora^ 
prosperan  los  caminos. 

Así  en  todas  partes  se  ha  reconocido  qne 
es  una  atención  pública  esencial,  de  que  los 
gobiernos  y  las  leyes  no  pueden  desenten- 
derse, e»  construir,  conservar  y  reparar  R» 
caminos,  buscando  tos  medios  mas  adecuados 
y  espedilos  para  sn  oportuna  satisfacción. 

PARTB  IKK3TRIIVAIJ. 


Seo.        i.  RiSEflA  histómca. 

SbC.         II.   IMPORTANCIA  1   NECESIOAD   SOCIAL 
DE  LOS  CAMINOS. 

Sbc.  UL  del  carácter,  naturaleza  t  m- 

VISKHC  DE  LOS  CAMINOS^ 

Sbc     IV.  RE  LAS  carbetbras. 
§.  !.•  Carreteras  generales. 
§.  2.*  Carreteras  trasversales* 
§.  S.*  Cmreteras  provinciales. 
§.  4."  Carreteras  tócales. 
.§.  5.**  DispoMciones  reMivas  á  difereii^ 

tes  especies  de  caneteras^ 
§.  6.*  De  las  travesías  de  las  carrete-- 

ras  por  los  pueblos. 
Sbc.      V.  DE  los  caminos  vecinales. 

§.4.**  Clasiftcacion  de  caminos  vecinales 

y  su  construcción  en  general. 
§.  í.*  Recursos  para  la  construcción  p 

conservación  de  (os  sandffos  inp- 

cinales. 
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o.""  meeucion  de  la$  obmt  de  iSMLÍme 
cecimka. 

VL  I»  I«A  eOKSKRVACUNf  Y  POLICÍA  I^E 
LOS  GAIONOS. 

i/  ConsereacUm  de  los  eaminos. 
2.^  Libertad  del  transió. 

Seguridad  del  tránsito. 

RestríceUm  e»  el  uso  de  los  ca^ 

Pe9uüidad  por  la  contrwencion  á 
las  reglas  y  ordenan%ae  de  ca^ 
minos. 

Vil.   OB«AlfIZáGlON  ADMiNISTaÁTlTA  DEL 

EAMO  DB  CAlUirOS. 
VIU.   OS  LOS  CAMINOS  PftlVAIKH. 

SECCIÓN  I. 


AtSBtA  aiSTÓaiCA. 

Nos  proponemos  en  esta  sección  trazar  un 
cuadro  cronológico  de  las  principales  dispo- 
siciones legales  que  en  España  se  han  dicta- 
do respecto  á  caminos,  marcando  ai  propio 
tiempo  el  fomento  qne  estos  han  mererido  á 
los  goMemos  de  las  distintas  ¿pocas.  Y  para 
qñ^  ese  cuadro  resultara  mas  completo  y 
eoriqaecído ,  le  hubiéramos  comenzado  por 
los  tiempos  de  los  primeros  habitantes  y  mas 
«ntigtias  dominaciones  de  nuestra  patria,  si 
la  historia,  eo'vez  de  incertidumbre  é  indi- 
caciones conjeturales ,  nos  ofreciera  hechos 
ciertos  y  noticias  seguras  que  pudieran  ser 
útiles  para  nuestro  objeto.  Tampoco  existen 
vestigios  de  épocas  tan  remotas  con  los  que 
fuera  dable,  hasta  cierto  punto,  llenar  el  va- 
cío que  la  historia  deja:  nada,  pues,  arentu- 
rarettios  acerca  de  io^  caminos  de  España 
antes  de  la  dominación  de  los  cartagineses. 

La  cultura  de  esta  raza,  su  empeño  en  ar- 
raigarse en  la  península,  su  ambición  de 
nuestras  riquezas  y  su  atícion  al  comercio, 
inducen  á  creer  que  no  descuidarian  la  rea- 
lizaeioa  de  obras  públicas ,  particularmente 
de  aquellas  que  cDttdujeran  á  facilitar  lasco- 
municacioues,  los  trasportes  y  las  operacio- 
nes militares.  Atribuyeseles,  con  efecto,  la 
construcción  de  puentes  y  la  abertura  de 
buenos  caminos:  pero  esto  mas  so  adivina 


que  se  sabe,  puesto  que  no  ha  llegado  á  nos.- 
otros  huella  alguna  de  tales  obras. 

Pero  de  la  dominación  romana  se  puede 
hablar  ya  coa  seguridad :  hay  de  este  tiempo 
noticias  positivas  que  permiten  satisfacer 
nuestras  investigaciones.  La  grandeza  y  es- 
tado floreciente  de  la  Espaia  en  tiempo  de 
los  romanos  que  los  historiadores  refieren  y 
que  atestiguan  del  modo  mas  fehaciente  las 
ruinas  y  los  monumentos  que  por  do  quiera 
I  dan  pábulo  ala  admiración,  consistierouBKiy 
principalmente  en  las  magnificas  vias  que 
prestaban  comunicación  á  las  ciudades  y 
municipios,  constituyendo  á  veces  partes  in- 
tegrantes de  las  grandes  vias  del  imperio. 
Citaremos  algunas  por  vía  de  ejemplo  yaque 
el  describirlas  todas  fuera  tarea  prolija  y  que 
exigiria  mucho  espacio.  Refiérese  al  octavo 
consulado  de  Augusto  una  calzada  que  par- 
tiendo desde  Córdoba  pasaba  por  Ecija  é  iba 
á  morir  al  Océano;  la  distancia  que  recorría 
entre  el  Guadalquivir  y  el  Templo  de  Jano  y 
el  mar  era  de  121  millas.  Fué  también  cé- 
lebre otra  yia ,  llamada  comunmente  camino 
de  la  Plata  que  enlazaba  á  Salamanca  y  Ate- 
rida: actualmente  no  disfrutaraosde  bastantes 
reliquias  de  esta  calzada  para  poder  conocer 
su  construcción  y  la  época  k  qne  pertenece; 
dícese  que  se  debe  á  Marco  Craso  y  se  fun- 
da esta  opinión  en  que  Antonio  de  Nebrija 
examinando  unas  columnas  que  habia  en  el 
rererido  camino  en  su  tiempo ,  observó  ins- 
crito en  eUas  el  nombre  de  Craso ;  pero  qui- 
zás sea  mas  probable  que  tal  obra  corres- 
ponda á  Publio  Ltcinto  Craso,  puesto  que  es- 
te no  solo  se  distinguió  por  su  celo  hacia  las 
obras  de  caminos  sino  que  también  fué  cón- 
sul en  España.  Calzada  mas  principal  todavía 
y  positivamente  de  las  roas  largas  que  ha- 
bría en  España,  debió  ser  otra  que  finalizaba 
en  Cádiz,  atravesaba  por  Málaga ,  por  Carta- 
gena ,  por  Tortosa  y  por  Tarragona  y  cru- 
zaba por  la  Junquera  los  Pirineos  á  enlazarse 
ya  en  Francia  con  la  célebre  vía  Aureliana 
que  desde  la  Italia  y  cruzando  los  Alpes,  pa- 
sabíi  por  Arles  y  seguía  por  Narbona.  De  es- 
te modo  estaba  enlazada  la  Italia  con  la  Es- 
pana  por  un  camino  de  primer  orden  y  no 
interrumpido  en  parte  alguna.  Digna  es  de 
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consignarse  aquí  una  noticia  que  balíamosen 
una  apreciable  y  erudita  obra  (1),  por  la  luz 
que  puede  dar  acerca  del  emperador  que  in- 
tervino en  la  construcción»  ó  tal  vez  solo  en 
la  reparación  de  una  sección  de  la  via  men- 
cionada: en  el  ano  de  1803  se  hallaron  en  una 
huerta  de  la  villa  de  Cambríls  por  donde  pa- 
saba esa  vía ,  dos  columnas  miliarias  de  7 
pies  y  8  pulgadas  de  altura,  y  2  pies  y  5 
pulgadas  de  diámetro :  la  inscripción  que  en 
una  de  ellas  se  observó,  designaba  al  empe- 
rador Tiberio  Claudio  en  su  consulado  IV 
marcando  la  distancia  de  115  millas:  la  otra 
columna,  desnuda  de  inscripción,  se  habría 
levantado  quizás  solo  para  hacer  simetría  con 
aquella:  en  ambas  habia  un  hueco  destinado 
á  un  esqueleto.  Cítase  también  otra  calzada 
que  comenzaba  en  el  Ebro  y  que  continuaba 
por  Francia  atravesando  los  Alpes ,  y  que  se 
cree  fuera  la  primera  que  se  abrió  en  las  pro- 
vincias del  imperio:  la  dirección  que  se  la  supo- 
ne hace  presumir  que,  como  la  anteríormente 
espresada ,  vendría  á  España  desde  Narbona, 
puesto  que  aquí  la  vía  Aureliana  se  desmem- 
braba en  dos  caminos  que  daban  entrada  á 
nuestra  península. 

Por  las  noticias  que  llevamos  reunidas  y 
que  aun  serian  susceptibles  de  aumento  y 
amplificación,  si  la  naturaleza  de  la  obra  lo 
consintiera,  se  infiere  que  España  debió  ser 
una  de  las  provincias  romanas  mas  favoreci- 
das por  el  imperio  en  punto  á  caminos.  T  no 
podia  ser  de  otro  modo;  cuando  nuestro  suelo 
era  tan  feraz,  los  habitantes  de  grandes  cuali- 
dades y  todo  el  pais  de  envidiable  posesión, 
como  lo  prueba  la  esplotacíon  que  por  buenas 
y  malas  artes  ejercia  con  empeño  la  capi. 
tal.  Aun  á  parle  de  esta  consideración  que, 
aunque  harto  cierta,  está  tomada  de  la  ava- 
ricia y  tiranía  de  los  Emperadores ,  puede 
aducirse  la  de  que  algunos  pocos  de  estos 
ocuparon  el  solio  para  acreditar  sus  felices 
prendas  de  gobierno,  y  su  buen  deseo  por  la 
felicidad  de  sus  subditos:  y  estos  Emperado- 
res fueron  precisamente  españoles:  mirando 


(i)  La  que  con  el  ti  lulo  de  Tarragona  Monum'ruiai  co- 
menzaroa  i  publicar  en  1849  en  la  nifema  Tarragona  los  seDo- 
rts  ü.  Francisco  A!biñana  v  D.  Andrés  de  Boiaruli.— V.  xú- 
«inasl8l|«55  del  tomo  I.*  ^ 


por  lodos,  con  mas  razón  atenderían  i  sus 
compatriotas:  así,  j[K>r  ejemplo ,  Trajano  que 
eternizó  su  nombre  en  tantos  monumentos,  y 
por  tantas  obras  de  pública  utilidad  como 
derramó  en  el  imperio,  y  qujB  especialmente 
cuidó  de  construir  y  reparar  caminos,  fomen- 
taría también,  sin  duda,  los  que  nuestra  pe- 
nínsula necesitara:  y  no  seria  la  re3tauracion 
del  puente  sobre  el  Tajo  el  único  recuerdo  que 
dejase  entre  los  españoles.  Habiendo  indica- 
do los  elementos  de  prosperidad  con  que  con- 
taban los  caminos  de  España  en  tiempo  de  la 
dominación  romana,  fáltanos  ya  solo  dar  una 
comprobación  práctica  con  el  dato  que  fre- 
cuentemente se  cita  en  los  autores,  á  saben 
que  se  llegaron  á  formar  en  la  península  por 
los  romanos  hasta  7700  millas  de  caminos, 
con  la  notable  circunstancia  de  que  estos  no 
eran  insignificantes  y  de  cual(piiera  estima- 
ción, sino  caminos  empedrados  y  construidos 
con  aquella  solidez  y  firmeza  á  toda  prueba 
que  han  hecho  proverbiales  las  obras  de  los 
romanos. 

En  vano  buscaríamos  entre  ios  godos  que 
desposeyeron  á  éstos  del  terrítorío  español, 
esa  magnificencia  de  vías,  esas  esmeradas 
construcciones  que  acabamos  de  admirar  du- 
rante la  época  romana.  Los  nuevos  domina- 
dores de  nuestro  pais  no  eran  los  dominadores 
del  orbe:  su  carácter,  su  cultura  escasa,  su 
espíritu  militar,  no  les  impulsaría  áabrir  mu- 
chos caminos ;  ni  los  necesitaban  tampoco, 
puesto  que  ya  los  encontraron  construidos. 
Pero  á  pesar  de  todo  esto,  no  pudieron  des- 
cuidar su  conservación  y  vigilancia,  ni  la 
garantía  y  protección  del  franco  tránsito  par- 
ticularmente cuando  una  vez  reposados  en 
nuestro  pais  se  dedicaron  á  la  agricultura, 
prestando  atención  á  la  policía  rural.  Así  es 
que  el  Fuero  Juzgo  nos  ofrece  algunas  leyes 
acerca  de  las  carreras^  que  es  el  nombre 
aplicado  á  los  caminos  en  la  traducción  ro- 
manceada. Sobresalen  entre  ellas  dos  bas- 
tante importantes;  en  una  (1)  se  dispone  que 
si  alguno  cerrare  el  camino  público  con  se- 
to ó  valladar  siendo  siervo,  mande  el  juez 
sea  llevado  al  mismo  sitio ,  le  haga  dar  cien 

'i)    I.fy!f4,M!.4,  lib.  S. 
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azotes,  y  le  oblígae  á  quitar  el  obstáculo; 
siendo  hombre  poderoso  sufra  la  multa  de 
veíate  sueldos;  y  los  de  íoferior  condición 
pague  cada  uno  diez  sueldos;  estas  multas 
eran  para  el  rey.  Además  de  castigarse,  co- 
mo hemos  visto  el  cerramiento  del  camino, 
estaba  autorizado  todo  transeúnte  para  des- 
hacer cualquier  seto  ó  valladar  que  obstru- 
yese el  paso,  sin  deber  por  esto  pena  ó  in- 
demnización alguna.  La  otra  ley,  á  que  nos 
referíamos  (1)  es  todavía  mas  digna  de  aten- 
ción como  dirigida,  no  solo  á  que  los  cami- 
nos estén  desembarazados  de  todo  obstácu- 
lo, sino  además  á  que  se  deje  á  su  lado  cier- 
to espacio  libre  para  desahogo  de  los  tran- 
seúntes, cuyo  espacio  parece  debia  ser  tanto 
como  la  mitad  del  ancho  del  camino ;  si  no 
entendemos  mal  las  palabras  de  la  ley:  «La 
«carrera  porque  los  oranes  suelen  ir  á  las 
tcibdades  ó  á  las  villas  nengun  omne  non  la 
•cierre,  mas  dexen  la  meatad  descubierta 
•sin  él  al  que  prende  de  cada  una  parte,  que 
'^aquellos  que  van  carrera,  que  puedan  aver 
•espacio  de  folgar.  >  La  infracción  de  este 
precepto  se  castigaba  con  iS  ú  8  sueldos,  se- 
gún el  rango  del  infractor,  cuyas  multas  eran 
para  el  rey.  Añádese  en  la  ley  una  preven- 
ción á  los  dueños  de  vinas,  mieses  ó  prados, 
colindantes  con  el  camino:  que  los  cercaran 
de  seto ,  y  caso  de  no  serles  posible  por  su 
pobreza,  hicieran  en  ellos  valladar. 

Proveía  también  el  Fuero  Juzgo  á  la  se- 
guridad de  las  personas  y  cosas  de  los  tran- 
seúntes :  asi  es  que  declaraba  ser  vedado  ha- 
cer en  los  caminos  hoyos  para  coger  anima- 
les, y  poner  ballestas  ó  tender  tazos  con  esté 
objeto.  Los  cazadores  podían  emplear  seme- 
jantes medios  en  otros  lugares,  guardando 
los  requisitos  preventivos  advertidos  en  la 
ley;  pero  «non  devien  meter  tal  periglo  en 
•la  carrera  o  los  omnes  suelen  pasar»»  (2). 
Otras  leyes  castigan  á  los  que  encierran  los 
ganados  del  que  va  por  el  camino  (3);  pres- 
criben regla  y  limitación  para  el  pasto  de  es- 
tos en  los  campos  ó  lugares  al  efecto  que  no 


(I)  Ley  15  del  mismo  tiu  >  lib. 
\2)  Ley  t3  del  mi^mu  til.  y  Ub. 
<5)    LtyiSdeíd.id. 


fuesen  cierrados  (I);  ordenan  que  los  tran- 
seúntes no  bagan  fuego  en  los  campos  in- 
mediatos sin  tomar  las  precauciones  necesa- 
rias para  evitar  incendios  (2);  reprimen  el 
atropello  de  detener  por  la  fuerza  al  que  va 
de  camino  sin  ninguna  razón  para  ello  (3). 
Pero  todas  estas  disposiciones,  aunque  indi- 
rectamente protejen  el  libre  tránsito,  no  son 
verdaderamente  especiales  á  caminos,  sino 
mas  bien  á  los  caminantes.  No  merecen  por 
lo  tanto  sinouna'ligera  indicación. 

Pasemos  á  la  época  de  la  lucha  con  los 
árabes  y  á  los  tiempos  de  la  edad  media :  y 
solo  con  enunciar  esta  transición  se  habrá 
de  comprender  que  durante  algunos  siglos 
faltaron  en  España  términos  hábiles  para  pro- 
mover y  sostener  la  construcción  y  fomento 
de  caminos.  Todas  las  obras  públicas,  y  par- 
ticularmente las  de  esta  especie  ,  requieren 
circunstancias  normales  y  el  disfrute  de  la 
paz;  y  si  se  trata  de  ejecutarlas  con  ventaja 
y  bajo  un  buen  sistema  requieren  todavía 
mas:  una  administración  pública  regular- 
mente organizada  é  ilustrada.  De  ambas  co- 
sas careció  nuestra  patria  en  el  período  á  que 
nos  referimos.  La  guerra  empeñada  contra 
los  invasores  era  continua,  yofreciacada  día 
diversas  vicisitudes,  sucediéndose  los  temo- 
res y  las  esperanzas  en  constante  alternati- 
va :  semejante  estado  de  alarma  é  incerti- 
dumbre  tenia  que  ser  incompatible  con  la 
construcción  '^de  caminos  y  la  ejecución  de 
obras  considerables  y  prolongadas :  y  aun 
dado  caso  que.  en  estas  obras  se  pensara» 
hubiera  sido  poco  prudente  acometer  su  rea- 
lización, cuando  nadie  tenia  seguridad  de 
poseer  mañana  el  territorio  conquistado  hoy. 
En  cuanto  á  la  administración  pública,  ape- 
nas puede  deeirse  que  existia;  no  se  conocía 
entonces  su  especialidad;  no  se  sabia  que 
estaba  fundada  en  una  serie  de  principios, 
de  verdades  conexas,  en  una  ciencia:  solo  se 
procuraba  remediar  aquellas  necesidades  que 
se  hacían  sentir  perentoriamente;  y  este  re- 
medio por  lo  tanto  se  aplicaba  con  arreglo 


(1)    LeySTdi'i.l.  id. 
{%    Ley  3.  tit.  9,  lib.  8. 
(3)    Ley  4,  tit.  4,  rib.  G. 
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á  lo  que  cnteodia,  easi  por  instiato,  el  poder 
público.  |. 

Ahora  bien :  entre  esas  necesidades  ¿  que 
hemos  aludido  tenia  que  tigurar  en  primer 
término  la  conservación  y  disfrute  de  los  ca- 
minos :  el  erear  nuevos  medios  de  comuni- 
cación puede  mirarse  como  un  pensamiento 
impropio  de  la  época  de  la  reconquista  :  el 
protegerlos  y  garantir  los  existentes  viene  á 
ser  por  el  contrario  un  pensamiento  lógico,  y 
y  aun  diriamos  característico.  No  solamente 
era  un  motivo  bastante  poderoso  la  facilidad 
del  tránsito  de  la  gente  de  guerra,  que  siem- 
pre se  hallaba  en  movimiento :  habia  otros, 
no  menos  atendibles,  tales  como  la  celebra- 
ción de  ferias  y  mercados  ,  cuyas  reuniones 
se  verificaban  coa  frecuencia  y  tenian  gran 
importancia  en  la  edad  media,  y  las  peregri- 
naciones que  fomentaban  y  multiplicaban  el 
espíritu  religioso.  Asi  fué  que  los  reyes,  que 
como  todos,  participaban  de  este  espíritu ,  y 
que  no  podian  desentenderse  de  la  influen- 
cia, de  las  demás  razones  apuntadas  dirigían 
sos  cuidados  no  solo  hacia  la  guerra,  sino 
también  hacia  les  caminos  de  sus  reinos:  al- 
gunos se  esmeraron  tanto  en  este  particular 
que  han  merecido  honrosa  mención  de  la  pos^ 
teridad :  de  don  Alonso  VI,  por  ejemplo,  re- 
fieren las  crónicas  que  se.  interesó  con  mu- 
cho celo  porque  los  caminos  estuvieran  es- 
peditos  y  seguros,  particularmente  el  de  San- 
tiago, cuyos  puentes  hizo  reparar. 

Dicho  esto  en  general  acerca  del  fomento 
de  los  caminos  en  la  edad  media,  recorrere- 
mos ahora  los  códigos  que  por  entonces  se 
formaron,  haciendo  notar  las  leyes  que  con- 
tengan en  relación  con  nuestro  asunto.  Ya 
el  Fuero-Yiejo  de  Castilla  nos  ofrece  algunas 
disposiciones  dignas  de  mención.  Entre  las 
cosas  por  las  que  el  rey  debía  mandar  hacer 
pesquisase  espresa  el  «quebrantamiento  de 
caminos,»  igualmente  que  el  quebrantamien- 
to de  la  iglesia  (1);  lo  cual  convence  de  que 
aquel  hecho  se  reputaba  de  mucha  gravedad 
y  de  [consecuencias  trascendentales.  No  nos 
parece  dudoso  qué  es  lo  que  se  quiso  dar  á  en- 


ít)    Leyes  1  y  »,  del  Ui.  4 ,  lib.  t  Uel  Fuero  Viejo  do 

Caslilla. 


tender  bajo  la  paUbra  c  q  uebrantamiento»  aun- 
que son  diversos  los  delitos  por  que  se  puede 
atacar  la  libertad  del  tránsito  y  la  seguridad 
del  transeúnte ;  alúdese  al  robo  en  camino, 
que  perturbaba,  que  quebrantaba  verdadera* 
mente  la  garantía  de  seguridad  que  este 
debe  ofrecer  á  todo  pasagero.  Y  traeremos 
en  prueba  de  la  interpretación  que  á  la  pa- 
labra asignamos  otra  ley  del  mismo  Código, 
y  que  forma  parte  del  mismo  título:  «Si  al- 
gund  orne, »  dice  esta  ley  (1)  «se  querella 
>al  rey  ó  aquellos  que  están  por  él  enlatier- 
>ra,  que  algund  ome  le  tomó,  ó  robó  en  la 
«tierra  alguna  cosa,  andando  de  camino,  si 
>él  sopier,  ó  quisier  nombrar  cuáles  eran 
«aquellas  personas  ciertas,  quel  tomaron  lo 
»suo,  ó  que  quebrantawn  el  camino^  deben 
>ser  aplazados,  que  veugan  facer  derecho  á 
>esta  querella  ante  el  rey,  ó  ante  aquellos 
»que  lo  han  de  ver  por  el  rey.  >  En  este  tes- 
to se  denomina  quebrantamiento  del  camino 
lo  que  poco  mas  arriba  se  propone  como  ro- 
bo á  una  persona  que  anda  de  camino. 

Encuéntrase  también  en  el  Fuero- Viejo  de 
Castilla  una  disposición  formuladade  un  mo- 
do singular  acerca  de  la  anchura  que  debían 
tener  ciertos  caminos.  Dice  así :  «Esta  es  fa- 
i^ana  de  Fuero  de  Castella,  que  judgó  don 
>Lope  Díaz  de  Haro,  que  carrera  que  sale  de 
>viella,  é  va  para  fuente  de  agua,  deve  ser 
>tan  ancha  que  puedan  pasar  dos  mugeres 
>con  suas  or^as  de  encontrada,  é  carrera  que 
»vá  para  otras  eredades ,  deve  ser  tan  an- 
»cha  que  si  se  encontraren  duas  bestias 
«cargadas,  sin  embargo  que  pasen;  é  car- 
>rera  de  ganado  deve  ser  tan  ancha  que 
>si  se  encontraren  dúos  canes  que  pasen  sin 
«embargo  (¿).>  La  base  sobre  que  está  juz- 
gada la  fazana  es  tan  sencilla  como  acertada: 
un  camino  delie  tener  aquella  anchura  que 
requiera  el  tránsito  simultáneo  de  ida  y  vuel- 
ta de  las  personas,  animales  ó  vehículos  á 
que  se  destine,  tomando  siempre  el  máxi- 
mum que  fuere  necesario.  Con  arreglo  á  es- 
te principio  se  prescribe  la  anchura  de  las 
tres  clases  de  caminos  espresadas  en  la  fa- 


(i) 


hc)  4,  lil.  4,  lib.  2  (fcl  Fuero  Viejo. 
Ley  Mi,  lit.  5,  lib.  9. 
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zana.  Aunqae,  como  dejamos  dicho,  la  base 
de  ia  fazana  es  aceptable,  habiera  sido  aun 
preferible  otra  deducción  mas  determinada: 
desi^B^r  con  arreglo  á  una  medida  cierta  la 
anchura  que  se  necesitara  para  el  tránsito  á 
que  el  camino  estuviera  destinado.  Obsérva- 
se también  que  en  la  ky  del  Fuero-Viejo 
nada  se  prescribe  respecto  á  los  caminos 
principales  6  cabdales,  siendo  mas  importan- 
tes que  las  diferentes  carreras  que  mencio- 
na: pero  esta  omisión  halla  su  causa,  6  en 
que  á  los  caminos  principales  e^  exactamen- 
te aplicable  el  mismo  principio  adoptado  pa- 
ra los  demás,  ó  quizás,  y  estoes  lo  mas  pro- 
bable, en  que  no  era  propio  de  una  fazana 
como  la  de  don  Lope  Díaz  de  Haro,  el  regular 
aquello  que  por  su  importancia  debía  estar 
reservado  á  la  autoridad  del  rey. 

El  Fuero  Real  contiene  mas  disposiciones 
que  tas  que  acabamos  de  observar  en  el  Fue- 
ro-Viejo: encuéntrase  en  aquel  Código  un 
titulo  especialmente  destinado  á  tratar  ude 
los  que  cierran  los  caminos,  é  egidos,  é  los 
ríos  (1).  >  Su  ley  primera  ordena  que  si  algu  • 
no  cerrare  ceamino  ó  carreras  usadas»  pa- 
gue por  su  osadía  treinta  sueldos  al  rey  y 
deshaga  lo  que  hizo  á  su  costa;  y  la  segun- 
da continuando  la  misma  materia,  autoriza  á 
cualquiera  que  hallare  cerrados  los  tales  ca^ 
minos  ó  carreras  usadas  para  deshacer  el 
valladar  ó  la  cerradura,  sin  incurrir  en  res- 
ponsabilidad ni  pena  alguna;  antes  por  el 
contrario,  pudiendo  exigir  del  que  cerró  el 
camino  los  gastos  que  él  hubiera  tenido  que 
hacer  para  desembarazarlo.  Todas  estas  pres- 
crípctoaes  enunciadas  con  claridad  y4)reci- 
sion,  se  compreden  sin  dificultad:  únicamen- 
te puede  exigir  alguna  aclaración  la  diferen- 
cia que  per  ambas  leyes  se  hace  entre  cami- 
minos  y  carreras  usadas,  k  nuestro  juicio  la 
acarrera  ifóada»  puede  esplicarse  sencilla- 
mente, por  lo  que  hs  mismas  palabras  pare- 
cen indicar;  el  tránsito  público  no  solo  se 
verificaba  por  las  vías  abiertas  y  destinadas 
determinadamente  para  él,  sino  además  por 
otras  direcciones  que  poco  á  poco  se  habían 
í«lo  convirtiendo  en  caminos  para  comuni- 

(i;    Tít.  6.  ác\  \\h,  4* 


carse  de  un  punto  á  otro :  en  este  supuesto 
ccarreras  usadas»»  equivaldría  á  caminos  que 
habían  adquirido  el  carácter  de  püblicos  en 
fuerza  de  la  repetición  y  constancia  del  trán- 
sito común,  esto  es,  en  fuerza  del  uso.  Qui- 
zás podria  sospecharee  si  la  ley  átl  Fuero 
Real  se  propuso  solamente  castigar  el  cerra- 
miento no  respecto  de  todos  los  caminos, 
sino  de  los  que  estuvieran  usados;  pero  esta 
esplicacion  haría  demasiada  violencia  á  aque- 
lla y  falsearía  su  contesto:  por  esto  no  la  adop- 
tamos. Creemos  por  lo  tanto,  según  queda 
indicado,  que  la  ley  comprende  dos  cosas 
distintas,  si  bien  para  ambas  aplica  igual 
sanción :  los  caminos  públicos,  propiamente 
dichos,  por  una  parte,  y  las  carreras  usadas 
por  otra,  habiéndose  querido  dejar  fuera  de 
duda  que  estas,  tanto  como  aquellos,  no  se 
podlian  cerrar  impunemente. 

La  ley  siguiente  á  estas,  ó  sea  la  tercera 
del  título  ya  citado,  contiene  uua  declaración 
muy  principal,  hé  aquí  su  tenor:  tLos  camí- 
»nos  que  entran  á  la  ciudad,  é  que  van  á  las 
•otras  tierras,  finquen  bien  abiertos,  é  tan 
•grandes  como  suelen  estar :  é  los  herederos 
>de  la  «ñaparte,  é  de  la  otra  no  sean  osados 
>de  los  ensangostar;  mas  sí  quisieren  &cer 
«cerraduras  á  sus  tierras,  ^  asas  heredades,, 
«fáganlas  en  lo  suyo :  é  si  alguno  contra  esto 
»ficíere  peché  por  la  osadía  treinta  sueldos 
»al  rey  é  desfágalo.»  flé  aquí  una  ley  que 
en  cuanto  á  su  fuerza  de  obligar,  y  al  Códi- 
go donde  se  encuentra,  pertenece  á  la  his- 
toria; pero  que  considerada  en  su  fondo  y  su 
objeto,  constituye  ima  regla  esencial  á  toda 
sociedad  que  haya  organizado  medianamen^ 
te  su  administración.  La  anchura  de  los  ca-^ 
minos  no  debe  nunca  aminorarse  por  la  in- 
trusión de  los  particulares:  para  estos  los  lí- 
mites de  la  vía  ¡mblíca  han  de  ser  siempre 
inviolables.  Tendremos  en  lo  sucesivo  oca- 
sión de  encontrar  este  principio  y  también  de 
desenvolverlo :  por  ahora  hacemos  notar  la 
universalidad  con  que  lo  consigna  la  ley  det 
Fuero  Real,  haciéndolo  aplicable,  no  tanto  á 
los  caminos  principales  que  conducen  á  las 
ciudades,  cuanto  á  los  que  « van  á  las  otras 
tierras;  >  y  el  rigor  inflexible  que  se  le  atri- 
buye al  prohibir  y  castigar  aun  aquellas  in- 
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trusiones  qae  se  quisieran  paliar  con  la  ne- 
cesidad de  cerrar  las  heredades  colindantes: 
el  legislador  deja  á  cada  cual  en  libertad  de 
cerrar  su  finca,  pero  no  consiente  que  el  cer- 
ramiento se  haga  en  terreno  que  correspon- 
da al  camino  público,  que  se  estralimiten,  ni 
poco  ni  mucho  del  suyo  propio. 

Siguen  luego  en  el  título  que  vamos  exa- 
minando otras  dos  leyes  protectoras  de  los 
viandantes,  ya  autorizándoles  á  que  puedan 
descansar,  descargar,  y  apacentar  sus  gana- 
dos en  los  lugares  que  no  sean  cerrados  ni 
vedados  por  un  dia  6  dos  alo  mas,  con  otorga- 
miento del  dueño  del  lugar  (1),  ya  multando 
á  los  que  sacaren  de  los  campos  al  ganado 
que  el  viandante,  usando  del  favor  de  la  ley, 
hubiera  introducido  en  ellos  (2). 

Además  de  las  leyes  que  bajo  el  nwncio- 
nado  título  del  Fuero  Real  se  contienen,  hay 
algunas  que,  aun  cuando  pertenecen  á  otros 
títulos,  garantizan  también  el  disfrute  de  los 
caminos  públicos,  y  se  dirigen  á  evitar  las  des- 
gracias y  atropellos  que  pudieran  ocurrir  á 
los  que  por  ellos  hayan  de  transitar.  El  que 
abriá  en  un  camino  pozos  ú  hoyos  no  debia 
dejarlos  descubiertos  de  modo  que  no  hu- 
biera ocasión  de  daño  páralos  queporalli 
pasaren;  y  si  no  los  tapaba  de  un  modo  se- 
guro, y  por  ello  moria  siervo  6  bestia,  tenia 
que  pagar  al  dueño  otros  tan  buenos  ó  su 
valor:  si  resultaba  solo  lesión  estaba  obliga- 
do á  pagar  su  enmienda,  é  igualmente  debia 
responder  conforme  á  las  leyes  de  la  muer- 
te ó  daño  del  hombre  libre  (3) :  así  se  repri- 
mía la  imprevisión,  el  cuasi  delito.  En  cuan- 
to á  los  delitos,  también  nos  ofrece  el  Fue- 
ro Real  dos  leyes  de  que  debemos  hacernos 
cargo  en  este  lugar. 

Una  es  la  ley  18  del  título  4,  del  lib.  4,  la 
cual  partiendo  del  principio  que  esplíeitamen- 
te  consignaba,  de  que  los  caminos  deben  ser 
seguros  imponia  á  los  que  hurtasen,  robasen 
ó  forzasen  en  un  camino  al  viandante  la  pe- 
na del  cuadruplo,  aplicada  en  provecho  del 
ofendido,  señalando  además  las  penas  cor- 


(1)    LcT  5.  del  llU  6.,  Hb.  4.  del  Fncrn  npal. 
h)    Lrr  i  del  osismo  tfialo  y  Hhr». 
y    19,  lil.  4.  Hb  4  dpl  Foero  ncíl. 


respondientes  para  las  muertes  y  otros  da- 
nos.  La  otra  ley,  á  saber ,  la  7  del  título  5 
del  mismo  lib.  4,  ordena  que  todos  los  que 
no  sean  ladrones  conocidos  ó  encartados  y 
robaren  caminos  paguen  el  duplo  de  lo  roba- 
do á  su  dueño  y  cien  maravedís  al  rey,  y  los 
que  lo  fueren  mueran  por  ello,  y  de  lo  suyo 
se  saque  el  duplo  del  robo  con  igual  aplica- 
ción. Ambas  leyes,  como  se  ve,  van  dirigidas 
contra  una  misma  clase  de  delitos,  á  pesar 
de  no  ser  iguales  las  sanciones:  verdad  es 
que  la  segunda  ley  no  menciona  el  hurlo  y 
la  violencia  que  la  primera  comprende;  pe- 
ro aun  cuando  esto  constítuya  una  diferencia 
mas  ó  menos  importante,  siempre  resulta 
que  así  una  como  otra  castigan  el  robo  en 
camino,  y  con  penas  diferentes.  Ahora  bien: 
¿cómo  se  esplica  que  en  un  mismo  código 
exisla  esa  diversidad  de  penas  para  unos 
mismos  delincaentes?  ¿O  mas  bien  se  debe 
creer  que  á  cierta  clase  de  estos  se  aplica- 
ba una  ley  y  á  los  demás  la  otra?  Para  dilu- 
cidar esta  materia  no  necesitamos,  afortu- 
nadamente ,  valemos  de  conjeturas  propias 
ni  idear  una  interpretación,  cuando  tenemos 
las  leyes  del  Estilo  destinadas  especialmen- 
te á  fijar  y  aclarar  la  inteligencia  de  las 
del  Fuero  Real:  acudiremos,  pues,  aellas 
por  este  su  carácter,  aun.  á  costa  del  riguro- 
so orden  cronológico  que  exige  esta  sección 
del  artículo.  Sabemos,  pues,  que  la  ley  18  ya 
citada,  se  ha  de  entender  del  que  roba  en 
camino  á  algún  hombre,  sin  mediar  razón  ni 
pretesto  alguno  para  ello,  y  este  ladrón  no 
solo  ha  de  pagar  lo  que  robó  con  el  cuadru- 
plo sino  cien  maravedís  por  camino  quebran- 
tado, aunque  de  estos  no  haga  el  legislador 
absolutamente  mención.  T  por  k)  tocante 
á  otra  ley  7  del  tít.  5,  del  lib.  4,  su  pri- 
mera parte,  acerca  del  que  robare,  no  sien- 
do ladrón  conocido  ó  encartado,  se  entiende 
del  que  tíene  c alguna  manera  de  razón»  pa- 
ra tomar  en  el  camino  al  que  vá  por  él  lo 
que  lleva,  como  por  ejemplo;  si  era  su  deu- 
dor ó  su  fiador,  y  entonces  debe  rostítuir  lo 
robado  con  el  duplo  y  cien  maravedís  al  rey: 
en  la  segunda  parte,  que  trata  del  ladrón 
conocido  ó  encartado,  imponiéndole  la  pena 
de  muerte  y  la  del  duplo,  es  de  adverUr  que 
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aquella  reemplaza  á  los  cien  maravedís  de) 
camino  quebrantado,  y  el  duplo  corresponde 
á  la  persona  que  fué  robada.  De  estas  de- 
claraciones se  sacan  algunas  consecuencias 
interesantes,  además  de  desvanecer  las  indi- 
cadas dudas  acerca  de  la  coexistencia  de  las 
dos  leyes  del  Fuero  Real  que,  enapariencia, 
no  en  realidad,  tratan  de  iguales  casos:  el 
robo  en  camino  se  castigaba  por  dos  concep- 
tos distintos:  por  uno,  en  virtud  de  la  dimi- 
nución que  se  causaba  en  el  patrimonio  age- 
no,  por  el  perjuicio  que  se  causaba  al  vian- 
dante; por  otro,  en  virtud  del  ataque  que  se 
infería  á  las  condiciones  de  confianza  y  de 
seguridad  con  que  debe  ser  garantida  la  vía 
publica,  es  decir ,  el  quebrantamiento  del 
camino.  Este  doble  aspecto  no  debe  pasar 
desapercibido  para  el  que  trate  de  estudiar 
el  sistema  penal  de  la  edad  media.  Igualmen- 
te se  deduce  de  las  leyes  del  Estilo,  que  el 
c quebrantamiento  de  camino»  que  ya  en- 
contramos en  el  Fuero- Viejo,  encierra  el  sen- 
tido que  entonces  le  asignamos  como  el  mas 
probable  y  natural. 

Tiempo  es  ya  de  que  hablemos  de  las  le- 
yes de  Partida.  Este  Código  que  es  el  mas 
completo  que  tenemos,  contiene  para  nuestro 
asunto  muchas  mas  disposiciones  que  las  que 
ya  llevamos  recorridas,  por  mas  que  no  se  ha- 
llen agrupadas  bajo  un  título  especial,  sino 
repartidas  por  diferentes  lugares  donde  pa- 
reció mas  oportuna  su  inserción.  En  esta  par- 
te, como  en  tantas  otras,  no  desmienten  las 
leyes  de  Partida  el  modelo  sobre  que  fueron 
calcadas;  y  pocas  serán  las  disposiciones  del 
Derecho  Romano  que  no  se  encuentren  repro- 
ducidas en  ese  Código,  particularmente  por 
h)  que  toca  á  los  interdictos  protectores  de 
la  vía  publica.  Desde  luego,  y  mas  de  una 
vez,  se  tace  la  declaración  fundamental  de 
que  la  construcción  y  cuidado  y  reparación 
de  los  caminos  no  solo  es  honra  para  el  rei- 
no, sino  deber  para  el  monarca.  Así  leemos 
en  una  ley  (i) :  €  Apostura  é  nobleza  del  rei- 
no es  mantener....  las  calcadas  é  las  puen- 
tes;» y  otra  (2)  esplicando  como  han  de  amar 


(I)    LeyíO,tit.  5t,Par.5. 
(t)    Ley\  tiU11,Par.  í. 
TOMO  VI. 


los  reyes  á  su  tierra  se  dice  que  «deven  man- 
>dar  labrar  las  puentes  é  las  calcadas  é  alia- 
mar  los  pasos  malos,  porque  los  omes  pue- 
>dan  andar,  é  llevar  sus  bestias,  e  sus  cosas 
idesembargadamente  de  un  lugar  á  otro.» 
Semejante  deber  es  de  suyo  natural  é  inne*^ 
gable,  y  virtualmente  fué  antes  y  siempre 
uno  de  los  mas  estrechos  que  pesan  sobre 
los  monarcas :  el  Código  de  las  Partidas 
por  espresario  no  lo  creó;  ni  los  Códigos 
anteriores  por  omitirlo  lo  negaron;  pero  es 
lo  cierto  que  su  reconocimiento  esplícito  es 
un  adelanto  de  aquel  respecto  de  estos, 
que  es  precisamente  lo  que  tratábamos  de 
advertir. 

Todas  las  leyes  que  entre  las  de  Partida 
se  hallan  referentes  á  caminos,  no  son,  pues, 
otra  cosa  que  la  aplicación ,  la  derivación 
práctica  del  principio  formulado  como  una 
base  de  legislación  administrativa;  pero  hay 
una  en  particular  tan  terminante  y  significa- 
tiva que  por  sí  sola  bastaría  para  persuadir- 
se de  la  importancia  y  vigor  de  ese  princi- 
pio. Cuando  para  las  obras  de  caminos  fue- 
re menester  apelar  á  contribuciones  genera- 
les para  todos  los  moradores  de  un  lugar, 
ninguna  persona  se  eximia  por  privilegiada 
que  fuera  (i) :  los  huérfanos  y  las  viudas  no 
hallaban  para  estos  casos  aquellos  favores 
singulares  que  por  lo  general  les  otorgaba  la 
ley.  ¥  lo  mismo  sucedía  respecto  á  los  cléri- 
gos; en  vano  pretenderían  invocar  sus  fran- 
quezas é  inmunidades  por  no  contribuir  a  la 
construcción  y  reparación  de  los  caminos  pii- 
blicos:  cea  en  estas  cosas  tenudos  sonde 
tayodar  á  los  legos,  é  de  pagar  cada  uno  de 
lellos,  assi  como  los  otros  vecinos  legos.... 
aporque  son  obras  buenas  é  de  piedad  (i2). » 

Si  ahora  pasamos  á  consultar  las  demás 
disposiciones  de  las  leyes  de  Partida  hallare- 
mos que  los  caminos  públicos  se  cuentan  en- 
tre aquellas  cosas  que  pertenecen  en  común 
á  todos  los  hombres  cen  tal  manera  que  tam- 
>bien  pueden  usar  de  ellos  los  que  son  de 
»otra  tierra  estraña,  como  los  que  moran,  é 
»biven  en  aquella  tierra  do  son  (3);»  y  na- 


(1)    La  eitada  ler  ^,  tit.  5t,  Part.  9. 
(9)    Ley  U,  tit.  6.  Pan.  1. 
(3)    Ley  6,  tit.  28,  Parí.  3. 

56 


Digitized  by 


Google 


sas 


CAMINOS. 


die  puede  prescribirlos  (4).  Del  mismo  modo 
y  conforme  á  este  carácter  de  los  caminos,  se 
prohibe  todo  aquello  que  pueda  obstruirlos, 
é  inutilizarlos  para  el  tránsito  publico;  y 
prescindiendo  aquí  de  una  ley  {%  que  no  I 
consiente  edi6car  dentro  de  cierta  distancia 
de  la  muralla  de  las  villas  é  ciudades,  por- 
que esto  es  especial  á  los  caminos  que  las 
circuyen,  hay  en  el  Código  de  las  Partidas 
prohibiciones  semejantes ,  respecto  á  cua- 
lesquier  caminos  públicos:  en  ellos  cnon  de- 
>ye  ningún  orne  tazer  casa,  nin  otro  edificio, 
tnin  otra  lavor.  Ca  estos  lugares  átales*  que 
•fueron  dexados  para  apostura,  ó  por  pro- 
•comunal  de  todos  íos  que  y  vienen,  non  los 
>deve  ninguno  tomar,  nin  labrar  para  pro  de 
>sí  mismo  (3).»  Previsto  eslaba  también  el 
perjuicio  que  resultase  al  tránsito  por  colgar 
sobre  el  camino  las  ramas  de  los  árboles  co- 
lindantes: podia  denunciarse  este  estorbo 
para  que  fuese  removido,  sin  perjuicio  deque 
á  cualquiera  se  autorizaba  para  cortar  de  su 
propia  autoridad  las  ramas  que  colgasen  em- 
barazando el  paso  (4). 

Conforme  el  Código  de  las  Partidas  con 
los  que  le  habian  precedido,  prohibe  poner 
en  los  caminos  públicos  hoyos,  cepos  ú  otras 
aripaduras  para  coger  las  bestias  bravas:  el 
que  contraviniendo  á  esta  disposición  oca* 
sione  con  su  imprudencia  daño  en  personas, 
bestias  mansas  ó  en  las  cosas,  debia  resar- 
cirlo (5).  En  cuanto  á  los  salteadores  de  ca- 
minos la  ley  se  mostraba  severa:  estos  robos 
eran  considerados  por  ella  como  dignos  de 
un  riguroso  castigo,  así  aun  cuando  por  de- 
litos de  este  género  vedaba  las  penas  de 
muerte  y  de  amputación  de  miembro,  escep- 
tuaba  desde  luego  al  robador  de  camino. 
Por  razón  de  hurto,  cdecia  (6)  non  deven 
•matar,  nin  cortar  miembro  ninguno.  Fueras 
.  >ende,  si  fuesse  ladrón  conoscido  que  mani- 
ifiestamente  tuviesse  caminos.»  T  no  solo  á 
estos,  sino  á  cuantos  les  prestasen  ayuda, 
consejo  ó  encubrimiento  debia  imponerse  la 
pena  de  muerte. 


(I)  Ley7,'i¡t.  »,Part.  I. 

(%  Uj  ü.  tíu  32,  de  1«  misma  Part. 

¡3\  Lev  Í3  id.  id.« 

U)  Lcir48.tiL15,  Part.  7. 

{Vti  hoy  7  id.  id. 

(6)  Ley  18,  lit.  14,  Part.  7. 


Hé  aquí  las  principales  disposiciones  que 
nos  presentan  las  leyes  de  Partida;  podría- 
mos también  citar  algunas  de  las  del  Es- 
tilo para  no  dejar  vacio  en  la  cronolo^; 
pero  como  quiera  que  anteriormente  el  Fue- 
ro Real  haya  dado  motivo  de  hacer  mendon 
de  ellas,  pasamos  al  ordenamiento  de  Alcalá. 
Este  Código,  á  pesar  dé:  su  corta  e$tei»ion, 
no  deja  de  ofrecer  interés  en  punto  á  cami- 
nos. Garantízase  su  seguridad  de  esta  mane- 
ra: cLos  caminos  cabdales^  el  uno  que  vá  á 
•Santiago,  é  los  otros  que  van  de  una  cibdad 
»á  otra,  é  de  uoa  villa  á  otra,  é  á  los  merea- 
•dos,  é  á  las  ferias,  sean  guardados  é  sean 
•amparados  que  ninguno  non  foga  en  eUos 
•fuera,  nin  tuerto,  nin  robo^  é  el  que  lofioie^ 
•re  peche  seiscientos  maravedís  de  esta  mo- 
>neda  usual  al  rey  (!).•  Aseguran  los  docto- 
res Asso  y  Manuel  que  esta  ley  es  de  don 
Alonso  el  emperador,  hijo  de  don  Alonso  VI, 
que  tanto  miró,  como  dijimos  anteriormente, 
por  los  caminos  del  reino:  creemos  descubrir 
en  este  aserto  ua  error  genealógico,  pues 
don  Alonso  Vil,  á  quien  sin  duda  se  alude, 
era  hijo  de  dona  Urraca,  que  le  habia  pren- 
dido en  el  trono  Ue  Castilla,  en  el  que  había 
sucedido  á  su  padre  don  Alonso  VI:  eis  decir 
que  don  Alonso  el  emperador  no  fué  hijo  sino 
nieto  de  este.  Mas  aparte  de  esta  equivoca- 
ción, no  podemos  tener  duda  alguna  sobre  el 
indicada  origen  de  la  ley  sobre  la  seguridad 
de  los  caminos;  porque  es  sabido  que  ella, 
con  las  demás  del  título  final  del  Ordena- 
miento de  Alcalá  constituyen  el  Ordenamien- 
to de  las  Cortes  que  en  Nájera  tuvo  don  Alon- 
so VII  en  1 138.  Nosotros^  sin  embargo,  he- 
mos postergado  la  ley  referida  á  la  época  de 
la  promulgación  del  Ordenamiento  de  Alca- 
lá, porque  el  de  Nájera  solo  es  conocido  por 
estar  en  él  inserto,  y  con  él  formsHr  una  par- 
te integrante. 

Mas  sea  cualquiera  el  lugar  que  á  la  ley 
corresponda,  siempre  se  la  deberá  conside- 
rar como  importante  para. nuestra  historia 
legal  antigua.  Revela  con  bastante  distinción 
el  carácter  de  la  edad  media,  y  nos  refleja 
usos  é  ideas  dominantes  de  aquellos  tiempos, 

(1)    Ley  iO,  lit.  52  del  Ordenamiento  de  Álcali. 
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demostráiidoiiog  el  interés  qae  merecían  los 
mercados  y  las  ferias  y  el  ferror  religioso 
eoD  qae  st  aeudia  en  peregrinación  á  San- 
üago. 

Los  feyes  de  Castilla,  por  lo  lanto>  tenían 
que  atender  con  todo  celo  á  la  conservación 
y  seguridad  del  camino  mas  principal  enton* 
ees  de  su  territorio;  y  i  ello,  sobre  las  razo- 
nes de  pública  necesidad  y  conveniencia  ad- 
miní^rativa,  les  impulsaban  motivos  religío- 
sosi  y  al  paso  que  cumplían  con  la  obligación 
que  como  monarcas  tenían  de;  procurar  el 
bien  desús  subditos,  pensaban  cumplir  tam- 
bién como  cristianos,  con  el  deber  de  boorar 
y  servirá!^  Ser  Supremo/T  ya  antes  que  don 
Aloaso  el  XI  hubiera  adoptado  la  ley  del  Or- 
denamiento dje  Nájera,  don  Alonso  el  Sabio 
decía:  cTenemos  por  bien,  é  mandamos  que 
»Io8  Romeros  é  Pelegrinos  que  vienen  á  San- 
>ttago,  que  ellos  é  sus  compañías,  ésus  cosas 
»vayan  é  vengan  salvos  é  seguros  por  todos 
•nuestros  reinos  (!).>  De  este  modo  si  el  ca- 
mino era  amparado,  igualmente  se  dispensa- 
ba toda  proleccíon  i  las  personas  que  ha- 
bían de  servirse  de  él  para  ^  el  cumplimiento 
de  sos  votos  y  promesas.  V.  VAiu.^es  cab- 

La  ley  del  Ordenamiento  de  Nájera,  que 
acabamos  de  ver  inserta  en  el  de  Álcali,  pa- 
só á  la  Nueva  Recopilación  (2)  y  todavía  fué 
admitida  en  la  Novísima  (3);  pero  ya  en  este 
último  Código  se  desflguró  bastante,  no  tan- 
to ensu  testo,  cuanto  en  «u«  misma  sanción: 
la  p9l^bft  cabdales  fué  modi6cada  en  la  de 
caudales:  los  seimentos  maravedís  ascen- 
dieron hasta  seis  mil,  y  se  anadió  que  la  exac- 
ción de  esta  multa  se  entendía  ^allende  las 
penas  en  que  se  debe  proceder  por  derecho.  > 
De  estas  diferencias  la  primera  debió  ser 
eonsecimicía  de  las  vicisitudes  sucesivas  del 
lengnaje :  la  segunda,,  lo  fué  sin  duda  de  las 


*  (I)  LcT  t,  til.  fl,  Pin.  I. 

(f)  V.  las  \exci  3.  del  Ui.  »  y  1  del  19,  lib.  B,  ara- 
bas son  casi  de  idéntico  contenidu;  y  según  indican  sus  e[H- 
frtfes  la  |irÍBera  se  lomó  i&e  la  ley  48  del  lit.  83  del  Ordena- 
miento de  Alcalá.  No  sabemos  cómo  pudo  ser  esto,  porque  ha- 
biendo evacuado  en  este  la  cita  bemos  bailado  que  la  ley  48 
«Tabla  de  las  agoas  ct  pozos  salados.» 

i3)  L«]r  3,  UU 15,  lib.  1i;  con  la  que  se  redujeron  ú  una 
sola  las  dos  citadas  do  la  Nueva,  reniuéndose  á  su  citbeza  las 
ellas  i  la  ley  48  y  i  la  49  del  tit.  3i  del  Ordenamiento ;  prueba 
evidente  de  qne  el  RecoHli<l^  l*s  copió  sin  tomcrsc  la  moles- 
lia  de  eerriorarse  de  su  exactitud . 


del  valor  de  la  moneda  y  la  última  del  pro-» 
pósito  de  poner  esa  ley  en  armonía  y  sin  per« 
juicio  de  las  demás  que  se  incluían  en  la 
Recopilación»  donde  el  robo  en  camino  se 
baila  reprimido  con  mas  severidad  que  en 
los  Códigos  antiguos. 

El  Ordenamiento  de  Alcalá  contiene  tam- 
bién un  título  con  el  epígrafe  cde  los  portaz* 
gos  é  peages  (1).  f  No  nos  cumple  hacernos 
cargo  de  él,  y  ni  aun  le  hubiéramos  citado  á 
no  mencionarse  en  su  única  ley  entre  los  tri- 
butos que  el  epígrafe  indica  el  llamado  ron-- 
das.  Este  tributo,  según  se  deduce  de  varios 
documentos  legales  de  la  edad  media,  se  exi- 
gía para  el  mantenimiento  de  ciertas  compa- 
ñías denominada^  rondas  y  destinadas  á  re- 
correr los  caminos  y  vigilar  en  los  términos 
de  los  pueblas.  Estas  compañías  guardan  ana- 
logía con  los  cuadrilleros  de  la  Santa  Her-* 
mandad,  de  cuya  institución  hablaremos  des- 
pués. 

^Posteriormente  al  Ordenamiento  de  Aloalá 
no  descuidaron  nuestros  reyes  los  caminos, 
de  lo  que  vamos  á  presentar  ejemplos,  si- 
guiendo el  orden  cronológico,  pero  sin  pre- 
tender hacer  un  catálogo  completo  de  todas 
las  disposiciones  sobre  el  asunto,  minuciosi- 
dad que  mas  serviría  de  embarazo  que  de 
provecho.  D.  Enrique  III  prohibió  cerrar  ó 
embargar  los  caminos  por  donde  se  traspor- 
tasen con  bestias  ó  carretas,  viandas  y  mer- 
caderías de  unos  lugares  á  otros;  imponien- 
do á  los  infractores  una  multa  de  cien  mara- 
vedís para  la  Cámara  del  rey  y  la  obligación 
de  deshacer  la  cerradura  ó  embargo  á  su 
costa,  dentro  del  término  de  treinta  días  (3). 
Esta  ley,  aun  cuando  parece  concreta  á  de- 
terminados caminos,  es  en  realidad  muy  am- 
plia^ y  aun  puede  decirse  que  venia  á  apli- 
carse á  casi  todos  los  caminos  transitables 
para  bestias  ó  carretas,  puesto  que  las  razo- 
nes en  que  se  fundaba  suponían  una  necesi- 
dad pública  de  que  muy  pocos  estarían  li- 
bres. 

Los  reyes  católicos,  inaugurando  la  rege- 
neración política,  jurídica  y  económica  de 


(i;    Tit.  Í6. 
á)    Ley  1,  lit.  35,  lib.  7  déla  Nov.  Ucc. 


Digitized  by 


Google 


S84 


CAMINOS. 


nuestra  patria,  emprendieron  también  la  re- 
generación administrativa  no  menos  indis- 
pensable. El  ramo  de  caminos  tenia  qae  par- 
ticipar de  ella :  por  una  parte  habia  elemen- 
tos poderosos  que  redundaban  en  su  beneGcio, 
al  paso  que  por  otra  cesaban  causas  incom- 
patibles con  su  desarrollo.  La  unión  de  las 
dos  coronas  de  Castilla  y  Aragón,  á  las  que 
no  habia  de  tardar  en  incorporarse  la  de  Na- 
varra, y  la  desaparición  de  la  media  luna,  pu- 
sieron bajo  un  mismo  poder  supremo  la  ma- 
yor parte  de  la  Península:  esta  amalgama, 
con  la  que  coiDcidia  el  desarrollo  y  vigoriza- 
cion  de  la  vida  social,  exigia  que  se  constru- 
yeran unos  caminos  y  otros  se  repararan,  y 
todos  se  conservaran  y  pusieran  seguros.  La 
centralización  del  poder,  dando  unidad  y  ra- 
pidez á  las  funciones  de  la  administración, 
correspondió  entonces  i  las  necesidades  de 
la  prosperidad  nacional.  Ya  no  habia  que 
atender  á  la  guerra  con  los  moros  y  ya  se 
veia  libre  la  nación  de  las  turbulencias  que 
suscitara  en  los  reinados  anteriores  el  poco 
tino  de  ios  monarcas  y  la  ambición  y  orgullo 
de  los  nobles,  con  gran  daño  del  fomento  de 
los  intereses  materiales.  Los  reyes  católicos, 
pues,  tenían  el  deber  de  atender  á  los  cami* 
nos  de  su  monarquía,  y  alcanaaron  aitemás 
circunstancias  favorables  para  cumplirlo. 

De  ellos  es  una  providencia  acerca  de  las 
travesías  de  las  carreteras  por  los  pueblos: 
mandaron  á  las  justicias  y  concejos  que  hi- 
cieran abrir  y  reparar  los  caminos  destinados 
al  tránsito  de  carretas  y  carros  en  sus  res- 
pectivos términos,  dándoles  la  suficiente  an- 
chura; el  que  cercenara  esta  anchura  ó  cer- 
rara ó  perjudicara  de  otro  modo  la  carretera, 
debía  sufrir  la  pena  de  diez  mil  maravedís  (1). 
En  la  pragmática  espedida  en  1600  para  los 
asistentes,  gobernadores  y  corregidores  de 
los  pueblos,  se  hacia  á  estos,  entre  otros  en- 
cargos, el  de  cuidar  del  buen  estado  de  los 
puentes  y  calzadas,  y  que  caso  necesario  die- 
sen orden  de  repararlos  con  toda  diligen- 
cia (2). 

Mas  donde  los  reyes  católicos  de?plegaron 


(D-  Lry  2,  tit  35 ,  lib.  7  de  la  Not.  Rtc. 
[i)    tcy  6,  tit.  1  dd  mbmo  lib.  y  Gódígo. 


una  rigurosa  vigilancia  fué  en  lo  relativo  i 
seguridad  de  los  caminos;  y  buena  prueba  de 
ello  nos  suministran  las  leyes  que  publicaron 
acerca  de  la  tan  conocida  institución  deno- 
minada de  la  Santa  Hermandad  ^  institución 
que  no  era  nueva  en  los  reinos  de  Castilla; 
existia  ya  de  tiempo  antiguo,  aunque  bajo  un 
régimen  bastante  defectuoso  é  insuficiente: 
el  rey  don  Enrique  II  hace  mención  de  ella 
al  ordenar  el  modo  de  ejecutar  pesquisa  las 
justicias  contra  los  caballeros,  las  personas 
poderosas  ó  gente  de  su  compañía  en  caso  de 
robos  y  violencias:  desterraba  por  regla  ge- 
neral para  estos  casos  toda  íigura  de  juicio; 
cpero  si  el  robo,  ó  toma,  ó  muertes ,  anadia, 
ese  hicieren  en  el  camino,  que  se  guarden 
•las  leyes  de  Nuestra  Hermandad  (1).>  Re-í 
novar  estas  leyes  de  modo  que  esta  institu- 
ción quedase  purgada  de  los  vicios  que  ado- 
lecía y  que  correspondiese  á  su  objeto :  tal 
fué,  y  nada  mas,  la  obra  de  los  reyes  católi- 
cos. Una  de  las  reformas  consistía  en  la  ne- 
cesidad de  que  nombraran  Alcaldes  de  Her- 
mandad todas  las  ciudades,  villas  ó  lugares 
que  contaran  mas  de  treinta  vecinos  (2):  esto 
en  cuanto  á  la  parte  de  jurisdicción,  y  en  lo 
relativo  á  la  instrucción  de  la  causa  é^  impo- 
sición de  pena  á  los  malhechores.  Por  lo  (|ue 
hace  á  su  seguimiento  y  captura  debía  haber 
en  las  poblaciones  del  reino,  y  según  su  im- 
portancia, los  llamados  QuadíiUerosiosboiSf^ 
luego  que  se  denunciaba  ó  tenia  noticia  del 
robo  estaban  obligados  á  cseguir  y  mandar 
>que  sigan  los  malhechores  hasta  cinco  le- 
iguas  dende,  haciendo  todavía  dar  apellido, 
•repicando  las  campanas  en  todo  lugar  don- 
>de  llegaren,  porque  asimismo  salgan  y  va- 
»yan  de  los  tales  lugares  en  persecución  de 
•los  malhechores,  y  que  cada  y  quando  los 
»uuos  llegaren  en  cabo  de  las  cinco  le- 
nguas donde  salieren  ,.dexen  el  rastro  á  los 
•otros  (3).^ 

Hemos  hecho  mérito  de  la  reorganización 
de  la  Santa  Hermandad,  y  apuntado  algunas 
de  sus  bases,  porque  entre  los  casos  de  Her- 
mandad, es  decir,  entre  los  delitos  que  caían 


«)  I.ey  4,  lit.  7íi,  lib.  12  de  la  Nov.  Ucc. 
'.i)  Ley  I ,  til.  53  del  mismo  lib.  y  Índigo. 
[o)    Ley  3 ,  id.  id. 
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bajo  Ja  jurisdicción  de-esta,  figuraban  no  so- 
lo los  homicidios,  los  robos  y  otros  atropellos 
perpetrados  fuera  de  poblado,  en  general, 
sino  especialmente  los  c  salteamientos  de  ca- 
minos (1).»  A  pesar  de  esto  no  entraremos 
en  la  esposicion  de  las  demás  leyes  por  que 
se  gobernaba  la  Santa  Hermandad  (2),  de- 
biendo esta  tener  mas  oportuno  lugar  en  la 
Enciclopedia. 

Solo  añadiremos  en  muestra  del  rigor,  y 
aun  diremos  de  la  crueldad,  con  que  se  man* 
daba  aplicar  la  pena  de  muerte  i  los  salteado- 
res de  caminos,  lo  que  ¿este  propósito  se  lee 
en  una  ley  de  la  Nue?a  Recopilación  ,  que 
con  harta  razón  do  mereció  cabida  en  la  No- 
vísima: cQue  losalcaldes  y  quadrílleros  hagan 
»sacar  y  saquen  al  tal  malhechor  al  campo,  y 
apónganle  en  un  palo  derecho,  que  no  sea  ¿ 
•manera  de  cruz,  y  tenga  una  estaca  en  me- 
»dio  Y  un  madero  á  los  pies,  y  allí  se  Urea 
«las  saetas  hasta*  que  muera  naturalmen- 
te (3).»  La  cousecuencia  que  se  saca  de  esta 
y  semejantes  leyes  es  la  frecuencia  de  los 
delitos  que  las  motivan:  esta  frecuencia  es 
la  que  irritando  al  legislador  le  hace  esoe- 
der  los  límites  de  la  proporción  y  humani- 
dad que  siempre  deben  distinguir  á  las  penas. 

Sin  embargo  de  los  rigores  de  las  leyes, 
los  salteamientos  en  caminos  siguieron  per- 
petrándose, particularmente  en  aquellas  pro- 
vincias donde  estaba  aun  reciente  la  huella 
de  la  pasada  guerra  con  h)s  moros.  Asi  suce- 
día en  el  reino  de  Granada :  allí  pululaban 
bandidos  que  tenían  en  alarma  á  los  habi- 
tantes, y  hacían  peligroso  el  tránsito  de  los 
caminos,  originando  c muchos  males,  y  da- 
nos, y  robos,  y  muertes  (4).i  Habíase  encar- 
gado muy  escrupulosamente  á  los  vecinos 
de  aquel  reino,  nuevamente  convertidos,  que 
los  persiguieran  y  bajo  ningún  concepto  los 
ocultaran;  mas  siendo  unos  y  otros  déla  mis- 
ma raza,  fácilmente  se  comprende  cuan  po- 
co resultado  daria  la  persecuciou  y  la  prohi- 
bición de  encubrimiento.  Esto  motivó  una 
providencia  de  la  reina  dona  Juana  en  el  ano 


(1)  Lry  %  del  Ut.  y  libro  ritadú. 

(i)  V.  todo  el  r.itado  lit.  3ü. 

(7y)  Ley  7,  tit.  13,  lib.  8  de  la  Nuc\a  Roe. 

(4j  Ley  15,  lil.  3U  üel  niismu  lib.  y  Código. 


151 4  en  que  prevaleció  la  tolerancia  de  la  po- 
lítica sobre  el  rigor  de  la  justicia,  prefirién- 
dose el  remedio  para  lo  venidero  al  castigo  de 
lo  pasado.  Establecióse,  pues,  para  lo  sucesi- 
vo que  todos  los  vecinos  y  moradores,  cristia- 
nos viejos  y  nuevamente  convertidos  de  las 
Alpujarras  y  del  reino  de  Granada ,  estaban 
obligados  á  seguir  por  sus  respectivos  térmi- 
nos el  rastro  de  los  c moros  de  allende»  ú 
otros  malhechores  que  ejecutaran  en  los  ca- 
minos robos,  muertes  ú  otros  danos,  hasta 
entrar  en  otra  jurisdicción,  cuyos  vecinos  de- 
bían continuar  del  mismo  modo  el  rastro,  so 
pena  á  los  que  asi  no  lo  verificaren  de  pagar 
todo  el  daño  causado  por  los  ladrones,  y  «sa- 
>car  de  allende  cualesquier  cristianos  que 
•allá  tuvieren  (i),»  Asi  se  castigó  el  saltea- 
miento de  caminos,  en  este  caso,  sin  lujo  al- 
guno de  crueldad. 

El  reinado  de  don  Felipe  II  no  fué  estéril 
para  los  caminos  del  reino:  entre  sus  provi- 
dencias es  de  notar  la  que  tomó,  á  petición 
de  las  Cortes  de  Madrid,  sobre  que  se  pusie- 
ran en  los  puertos  pilares  destinados  á  soiia- 
lar  los  caminos  y  evitar  á  los  caminantes  los 
peligros  que  corrían  por  falta  de  tales  seña- 
les (!2).  De  los  demás  monarcas  de  la  dinastía 
austríaca  citaremos  ádon  Felipe  IV,  en  cuyo 
reinado  se  encargó  á  los  corregidores  que 
procuraran  la  seguridad  de  los  caminos,  ha- 
ciendo sobre  ello  los  requerimientos  conve- 
nientes álos  caballeros  que  tuviesen  vasallos; 
y  en  caso  necesario  enviasen  mensajeros  á 
costa  de  la  ciudad  ó  villa  con  acuerdó  de  los 
regidores,  y  diesen  cuenta  al  Consejo  si  sus 
órdenes  no  tenían  cumplimiento  (3). 

Al  comenzar  el  siglo  XYIU,  y  con  él  la  di* 
nastía  borbónica,  se  inauguró  una  época  de 
provechosas  consecuencias  para  la  adminis- 
tración pública:  la  monarquía  española  de$de 
la  cumbre  de  su  esplendor  habia  ido  descen- 
diendo de  reinado  en  reinado  hasta  la  mas 
completa  postración  y  envilecimiento:  en  tal 
estado  se  encontraba  á  la  muerte  de  don  Car- 
los 11.  Pero  dea  Felipe  V  se  esforzó  en  dar 


(1)  La  misma  Icr,  raya  parte  disposUiva  se  trasladó  á  la  10. 
Ululo  15  del  lib.  11  de  la  Nov.  Kec. 
(í)    Ley  3,  tlL  33,  lib.  7. 
Ü)    Númeio  «  de  la  ley  i3,  tiu  11  del  lib.  7  de  la  Nov.  Rec. 
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nuevo  ¡ni{ml8o  á  lodos  los  ramos  que  fomen- 
taran el  bienestar  general,  sino  que  también 
se  consagró  ¿su  reforma  pdícíca ,  adminis- 
trativa y  económica.  Su  inslroccion  para  ita«* 
tendentes  det  ano  1718  nos  ba  dejádoüna 
pmeba  de  évl  solicitad  en  pnntó  al  Tomento 
de  las  comunicaciones  interiores  y  su  propó- 
sito de  mejorar  las  existentes  y  abrir  otras 
nuevas  que  exigieren  las  necesidades  del  co- 
mercio- Los  intendentes  debían  informar  (f) 
sobre' el  estado  de  los  caminos  del  reino  y  los 
reparos  que  fueran  precisos  para  el  tránsito 
de  carruajes  ^  manifestando  los  que  convi- 
niera ensanchar  ó  empedrar,  por  sor  el  ter  - 
reno  pantanóso/y  los  quepudíeran  hacerse 
raes  cortos  sin  considerable  gasto,  para  oIh 
víár  rodeos  y  abreviar  el  tterapo  de  las  jor- 
nadas. '  -  :•  , 

También  don  Fernando  VI  dio  nna  orde- 
nanza de  intendentes  ^corregidores,  donde  se 
encuentran  disposiciones  mas  positivas  y  no 
raenóg  útiles  que  en  la  de  su  antecesor:  Ade- 
más de  pedir  ínfbrraes  á  fin  de  mejorar  y 
acortar  las  comunicaciones  se  encargaba  muy 
particularmente  "que  mantuvieran  en  buen 
estado  de  tránsito  los  caminos  públicos;  que 
procediesen  contra  los  labradores  que  se  in-^ 
Cródujeran  oñ  ellos  con  las  penas  y  multas 
correspondientes,  á  mas  de  obligarles  á  hi 
recomposición  á  su  costa;  y  que  cuando  fue- 
ran menester  ensanches  y  reparos  dieran 
cuenta  con  la  justificación  necesaria  al  Con- 
sejo para  que  providenciase  sobre  lo  que*  no 
pudieran  costear  los  pueblos  (2).  Mandón 
lambien  que  en  todos  los  sitios  donde  se  jun- 
taran caminos  principales  se  pusieran  postes 
de  piedra  que  indicaran  los  puntos  i  donde 
cada  camino  conducía,  7  espresaran  los  que 
fuesen  de  herradura' ó  para  carruaje  (S).  T 
en  fin,  se  proveía  á  la  sondad  y  tSbre  trán- 
sito de  los  caminos,'  haeiéndose  responsables 
á  las  jnscticlas^  caso  de  no  ^ercer  la  debida 
vigilancia,  de  los  robosóínsuhosqae  en  los 
de  sus  respectivos  disttitos  se  cometieran  (4)2 
Con  esta  y  otras  útHes  providencias  recibíe-. 


(I)  Art.  4, 

(t)  Uj  5,  dd  üt  Tío,  Ub.  7  de  \a  N«v.  Rcc. 

(3)  1.»  citada  lev  S. 

(4)  La  ml<ina  léj. 


ron  algún  impulso  los  caminos  en  tiempo  de 
don  Femando  VI:  en  Navarra  y  en  Cataluña 
mejoraron  notablemente,  y  k  pesar  de  ser  el 
sueh)  de  estas  provincias  no  poco  ingrato,  se 
llevaron  á  cabo  obras  importantes  para  facif- 
litar  las  comunicaciones:  el  monarc»  mandó 
hacer  á«u  costa  un  camino  desde  Santander 
á  Reinosa.  Encambio  otras  vías  que,  por  en- 
lazar poblaciones  de  primer  orden,  debían 
haber  sido  atendidas,  permanecían  bastante 
ó  4et  todo  descuidadas.  D.  Carlos  Illv  este 
monarca  celoso  de  la  buena  administraoion,^ 
y  qué  dejó  memoria  de  ella  en  tantas  obras 
de  pública  utiUdttl,  promoviójisde  caonnos 
con  gran  empeSo,  dejando  á  sds  sneesores^ 
un  esceiente  ejemplo  que  imitar  y  adelan- 
tando mas  que  sus  predecesores.  Asílocom* 
prueban  las  leyes  de  nuestros  Códigos  y  la 
historia  de  nuestras  reformas  aebnimstrátivas. 
En  cuanto  á  las  primeras  podemos  citar  el 
real  decreto  de  10  de  junio  de  1761  para  la 
construcción  breve  y  económica  de  los^at- 
minos  de  Andalucía  ^  Cataluña,  Galicia  y 
Valencia,  á  -cuyo  fin  consignó  el  rey  la  sa- 
ma de  S80,000  rs.  mensuales  (1);  la  reaire- 
sohicioa  de  1762  por  la  que  se  fijaban  re- 
glas oportunas  para  la  conservación  y  repa- 
ración de  los  caminos  generales  (2);  la  orden 
de  16  de  enero  de  17^  sobre  erección  de  pi- 
lares que  marcasen  las  distancias  á  la  corte, 
de  media  en  media  legua  (3);  el  real  decreto 
de  1778  refundiendo  en  la  primera  secreta- 
ría de  Estado  la  superintendencia  génetalde 
caminos  y  la  de  correos  (4);  lais  reales  órde- 
nes de  junio  de  1785  en  que  se  concedieroa 
á  las  obras  de  caminos  públicos  y  sus  opera- 
ríos  varias  exenciones  y  beneficios  (5);  la  real 
orden  de  22  de  abril  de  1786  sobre  la  eon- 
servacion  y  reparación  por  cnentade  lospuer 
biós  de  las  travesías  de  las  carreteras  prínei- 
pales  (6)j  y  en  fin,  la  Instrucción  de  corregi- 
dores^ del  ano  1788,  en  que^  contonne-álo 
I  dispuesto  en  la  de  1749,  se  consultaba  i  hi 


'Ai 


Nota  3  del  lít.  35.  lib.  7  de  la  Nov.  Rce. 

Ley  C  del  Bismo  lU.  y  fíb. 

Nttta  1  del  dudo  tiu 

Ley  7.  id.  I(t 

Nula  i,  id.  id. 

Ñuta  i,  id;  iú. 
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seguridad ,  libertad  y  aon  comodidad  del 
tránsito  (1). 

Tantas  disposiciones  sobre  diferenfes  ob* 
jetos  en  nn  mismo  reinado,  suponen  na  sis* 
tema  de  fomento  de  los  caminos  y  asiduidad 
en  su  realización :  y  con  efecto ,  en  esta  par- 
te los  ministros  que  acensaban  i  Carlos  III 
demostraron  so  ilustración  y  su  patriotismo. 
Entre  ellos  descuella  sin  duda  el  célebre 
conde  de  Florídablanca,  i  quien  tanto  debe 
España.  No  se  libertó»  sin  embargo,  de  cen- 
suras y  críticas  inmerecidas.  Entonces  ha^ 
lió  el  conde  ocasión  de  justificar  su  con- 
ducta en  una  memoria  que  presentó  al  mo- 
narca: esta  memoria  (S)^  que  después  fué 
declarada  veridica  por  un  real  decreto;  con- 
tiene un  capítulo  acerca  de  comunicaciones 
interiores,  suficientenumte  interesante  para 
que  podamos  dispensarnos  cte  estractar  algu- 
nas de  sus  noticias.  En  1760  se  habia  esta- 
blecido un  arbitrio  sobre  la  sal,  con  destino 
especial  á  las  obras  de  caminos;  pero  no  re- 
portói  inmediatamente  al  menos,  las  ventajas 
que  de  él  pudieran  esperarse :  en  el  espacio 
de  diez  y  nueve  anos  solo  se  hicieron  diez 
leguas  del  camino  de  Aranjuez  á  Valencia, 
oteas  tantas  delde  Barcelona,  no  mas  que  tres 
en  el  de  la  Coruna,.y  ni  una  en  el  de  Anda- 
lucia.  Agregábase,  i  esto  el  descuido  en  la, 
conservación,'  y  las  intrusiones  que  los  parti- 
cularet  babian  becho  en  el  terreno  del  cami- 
no de  Santander  y  de*  los  de  las  provincias 
Vascongadas.  Pero  babiendo  entrado  en  el 
ministerio  el  cotide  de  Fioridablanca,  y  por 
esto  mismo  en  la  superintendencia  general 
de  los  camino»  del  reino,  estos,  al  cabo  de 
nueve  anos  presentaban  un  favorable  aspec- 
to: termináronse  y  ae  abrieron  al  tránsito 
público  mas  de  ciento  noventa  y  cinco  le- 
guas, y  se  repararon  mas  de  doscientas :  se 
superaron  los  obstáculos  y  dificultades  que 
ofrecia  sucesivamente  el  curso  de  los  traba- 
jos, adquiriendo  así  mas  valor  y  estimación 
las  vias  que  se  abrían :  entre  ellas  las  había 


(I)    Ley  5,  id.  id. 

(i)  Hay  de  ella  copias  mamiseiitas ;  pero  puede  verse  im- 
presa al  final  de  la  mduccion  francesa  qoe  hizo  don  Andrés 
Moriel  de  la  obra  de  W.  Coxe.*  Esptiña  bnjo  el  reinado  úe 
los  Borkones, 


muy  notables,  pero  las  de  Sierra  Morena  6 
Puerto  del  Rey  admiraron  á  nacionales  y  ex- 
tranjeros por  la  solidez  y  magnificencia  de  su 
construcción. 

Los  medios  y  recursos  con  que  contó  Fio- 
ridablanca para  tamañas  empresas  apenas 
gravaban  al  Tesoro  público,  ni  distraían  fon- 
dos para  cubrir  las  obligaciones  que  sobre 
Hacienda  pesaban:  además  del  impuesto  de 
la  sal,  de  que  ya  se  ha  hecho  mérito,  se 
aplicaron  á  caminos  los  esoedentes  de  los  in- 
gresos de  correos  y  el  producto  de  los  bienes 
mostrencos.  Y  aun  dado  caso  de  que  todos 
los  recursos,  previamente  señalados  á  estas 
atenciones,  no  hubieran  sido  suficientes,  ha- 
bia entonces  para  todos  un  complemento  de 
"gran  valor:  este  complemento  era  el  espíritu 
verdaderamente  patriótico  con  que  las  cor- 
poraciones, los  altos  funcionarios  y  los  sim- 
ples particulares  se  asociaban  y  ausiliaban 
generosamente  á  las  obras  de  utilidad  públi- 
ca. El  conde  de  Fioridablanca  se  reconoce 
secundado  poderosamente  por  los  ayunta- 
mientos, por  varios  obispos  y  arzobispos,  por 
las  sociedades  patrióticas  y  por  otros  mu- 
chos buenos  espaSoles,  Tanto  por  este  espí- 
ritu publico,  cuanto  por  la  pureza  y  esmero 
de  la  administración  por  cuenta  del  Estado, 
la  construcción  de  los  caminos  se  hizo  con 
gran  economía:  el  millón  de  reales  que  an- 
tes venía  á  costar  cada  legua  nueva,  se  re- 
dujo luego  á  una  tercera  parte  de  esa  suma. 
En  fin,  la  conservación  de  los  caminoj  me- 
reció al  conde  de  Fioridablanca  una  particu- 
lar atención:  bajo  su  superintendencia  se  for- 
mó un  reglamento  para  llenar  tan  importan- 
te objeto,  y  se  dotó  á  las  vias  públicas  de  su* 
ficiente  número  de  peones  camineros,  orga- 
nizándolosde  modo,  que  al  paso  que  pudieran 
satisiacer  con  éxito  el  servicio  público,  fue- 
sen vigilados  en  el  desempeño  de  sus  obliga- 
ciones. 

Tal  es  el  cuadro  Usonjero,  pero  verídico  á 
la  vez,  de  la  fecunda  administración  de  los  ca- 
minosde  España  bajo  el  reinado  de  Carlos  III. 
No  lo  fué  tanto  la  de  su  sucesor  don  Cários  IV. 
En  tiempo  de  este  monarca,  sin  embargo,  ha- 
llamos algunas  disposiciones  acerca  del  ra- 
mo :  la  junta  mayor  de  caminos  de  Granada, 
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q«e  por  delegacioft  de  ia  superiniendeiieía 
general  teoía  á  su  cargo  lo  relatifo  á  obras  de 
coDStruccion  6  de  reedí6cacíon  en  aquel  rei- 
no, y  sin  cuya  noticia  y  orden  espresa  no  po- 
dian  verificarlas  las  josticias  y  ayuntamientos 
ni  invertir  cantidades  (1),  fué  estingnida  el 
año  de  1804,  reasumiendo  sus  atribuciones 
el  capitán  general  (2) :  asimismo,  en  el  año 
siguiente  se  reiteraron  las  exenciones  y  pri« 
vilegios  que  disfrutaban  las  obras  de  cam¡-> 
nos  y  sus  operarios  (3). 

Merecerán  también  citarse  como  principa- 
les disposiciones  del  reinado  de  don  Car* 
los  IV,  las  contenidas  en  la  ordenanza  gene- 
ral de  correos  y  caminos  del  ano  1794  y  en 
el  reglamento  de  igual  fecha  que  á  esta  or- 
denanza corresponde.  El  primer  secretario 
de  Estado,  en  su  carácter  de  superintenden- 
te general,  debia  cuidar  de  la  construcción, 
conservación,  libre  tránsito  y  seguridad  de 
los  caminos,  y  á  él  íncumbia  la  inversión  de 
los  caudales  destinados  á  las  obras  que  hu- 
bieran de  practicarse  (4),  declarando  á  las 
justicias  subdelegados  particulares  en  lo  res- 
pectivo á  caminos  (5). 

Las  circunstancias  que  siguieron  al  reina- 
do de  Carlos  lY  no  fueron  las  mas  favorables 
para  el  progreso  y  mejora  de  las  vías  de 
comunicación.  España,  empeñada  en  una 
lucha  heroica  y  sangrienta,  soleen  cuanto  lo 
consentian  atenciones  tan  urgentes,  se  dedi- 
caba con  entusiasmo  á  las  reformas  políticas 
y  á  las  administrativas  que  mas  conexión  te- 
nían con  las  políticas.  Sin  duda  por  todas  es- 
tas causas  no  encontramos  desde  el  ano  1810 
hasta  el  14  disposiciones  importantes  acerca 
de  caminos:  las  Cortes  de  aquella  época,  en 
medio  de  su  ardiente  celo  por  promover  ba- 
jo todos  aspectos  la  prosperidad  nacional,  en 
medio  de  su  incansable  y  constante  laborio- 
sidad, no  reorganizaron  aquel  ramo  de  la  ad- 
ministración pública:  hubieron  de  atenderá 
empresas  mas  graves  y  radicales. 

Desde  el  año  1814  hasta  el  de  1890,  se 


(t)  Ley  10,  tit.  S5,  llb.  7  de  b  Nov.  Rcc. 

(t)  Nota  6  il^l  mismo  tit. 

(3i  Nota  5,  id.  id. 

(I)  l.er  8  del  tit.  v  lib.  citados. 

(SI  Uy  9,  id.  Id.  * 


observa,  preciso  es  confesarlo,  que  el  go- 
bierno estaba  animado  de  buenos  deseos,  y 
que  miraba  con  preferencia  la  necesidad  de 
atender  á  los  caminos:  sin  duda  estos  exi- 
gían no  pocas  reparaciones  y  mejoras,  des- 
pués de  la  lucha  calamitosa  que  habia  ardi-^ 
do  en  España  los  años  anteriores.  Se  remo** 
vieron  obstácnlos  para  la  construcción  de^  ca- 
mino de  CastiHa  (1),  y  se  concedieron  arbi- 
trios para  los  que  tuviera  que  componer  de 
su  cuenta  la  ciudad  de  Antequera  (i);  y  apar- 
te de  estas  deposiciones,  que  podríamos  de- 
cir locales,  se  mandó  que  los  arbitrios  sobre 
la  sal,  el  vino  y  otros  géneros  aplicados  á  ca- 
minos se  pusieran  á  la  disposición  del  ra- 
mo de  correos  (3),  y  que  los  empleos  que  en 
este  resultasen  por  ascenso  no  se  proveye- 
sen á  fin  de  reunir  mas  abundantes  recursos 
para  la  reparación  de  caminos  (4). 

Las  Cortes  de  la  segunda  época  constitu- 
cional, animadas  de  tanto  celo  como  las  de 
la  primera,  pero  funcionando  bajo  circuns- 
tancias menos  azarosas ,  y  hallando  ya  rea- 
lizado mucho  que  solo  hubieron  de  restable- 
cer, pudieron  dictar,  y  con  efecto  dictaron, 
disposiciones  de  fomento  de  caminos :  los  de 
Vizcaya,  Guipúzcoa,  Galicia  y  otros  puntos 
recibieron  la  protección  que  esta  clase  de 
obras  merece:  se  señalaron  cantidades  de 
consideración  para  esta  atención  pública, 
añadiéndose  en  el  ano  1820  á  los  doce  millo- 
nes de  reales  que  se  habian  presupuesto,  el 
10  por  100  sobre  los  productos  de  propios 
que  percibía  el  crédito  público  (5):  se  abrió 
la  escuela  de  ingenieros  de  caminos  (6);  se 
autorizó  al  gobierno  para  reorganizar  la  Di- 
rección de  caminos  en  los  términos  que  exi- 
gía su  reparación  de  la  de  correos  (7);  y  en 
fin,  se  adoptaron  otras  medidas,  en  cuya 
enumeración  no  es  necesario  detenerse. 

La  reacción  inaugurada  en  el  smo  1824  se 
dejó  sentir  también  en  lo  relativo  á  caminos, 
y  así  se  repusieron  todos  los  arbitrios  desti- 
nados á  la  construcción  v  conservación  de 


(1)  Circular  del  Coasejo  Real  de  i4»dc  setiembre  de  1815 

(f )  Real  orden  dt  6  de  agosto  de  1816. 

(3)  Real  orden  áeíQ  áe  noviembre  de  1817. 

{A)  Real  decreto  de  ^  de  enero  de  1815. 

(5)  Orden  de  las  Cortes  de  7  de  novkmbre  de  18^. 

iC)  Orden  de  8  del  mismo  mes  y  airo. 

(7)  Ordenlde  las  Cortes  d«  t9  de  janio  de  1821 . 
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canmos  al  misiM  ser  y  estado  que  Uwiaa 
antes  del  7  de  marzo  de  1830  (1).  El  gobier- 
BOy  sib  embargo,  aiuM^ae  no  coa  arreglo  á 
las  bases  admiaistrativas  del  régimen  coas-* 
tilocíoaa),  aspiraba  ¿  mejorar  las  comimica- 
maessegua  parecen  sigaifiear  las  reales  ór* 
denes  (3)^  por  las  que  se  pedían  informes  á 
la  dirección  de  camíMs  acerca  del  estado  en 
qae  se  «nconCrÉtban  las  empresas  de  los  qno 
se' oonstruían,  y  sobre  los  arbitrios  qoe 
pedieran  aplicarse:  también  por  este  mismo 
tíeuape  se  asignaron  Yciatey  eineo  mil  reales, 
nenaaales  para  la  carrelera  de  la  Carolina  ¿ 
Málaga,  y  se  anioriz6  al  capítaa  general  de 
fimnada  para  emplear  á  los  presidiarios  en 
dichas  olÑras  (3). 

En  tos  anos  que  mediaron  hasta  la  muerte 
de  dpn  Fernando  YU,  además  de  atenderse 
al  régimen  económico  y  á  la  construcción  de 
camines,  se  miró  por  la  conservación  y  por 
la  polida  del  tránsito,  ya  prohibiendo  Iwjo 
ciertas  condiciones  que  los  dueños  de  las  pro^ 
piedades  colindantes  con  la  via  pública  cor* 
tasen  los  árboles  inmediatos  á  osla  (4),  ya 
seBolándiMe  multas  á  los  ^rraa|es,  caballe- 
rías y  ganados,  que  se  separaran  de  laciya 
de  las  oarreteras  mar(^aj^o  por  los  paseos 
ilAeralef(S)« 

fiéstaoios  considerar  la  tercera  época  del 
gobíei^no  constitucional  que  aloansa  hasta 
nuestros  dias.  Inauguróse  felizmente  y  bajo 
grandes  espenmsas  para  el  bienestar  mate* 
rial  de  la  EspoSa.  Un  programa  administra* 
livo,  la  Instrucción  para  gobierno  de  los 
subdelegados  de  Fomento  de  30  de  noviem- 
bre dé  i833,  anunciaba  que  una  comisión 
fM^ttltativa  debia  trazar  inmediatamente  el 
plan  de  los  caminos  que'debian  emprender- 
se en  seguida  (6),  y  entretanto  se  indicaba á 
los  subdelegados  que  se  aplicaran  con  todo 
esmero  á  reunir  todas  las  noticias  necesarias 
para  formar  cabal  idea  de  los  caminos  de 
Espaüa  y  de  sus  necesidades ,  invocando 


.(1)   Keaj  Mea  4c  &  de  mano  de  1824. 
ti)   Oe  ^  de  mano  de  18i4. 
.   O)    Reales  órdenes  de  4  7  6  de  mafo  de  1824. 
H)    Real  orden  de  15  de  setiembre  de  1828. 
(S)  M9^e$  érilenes  de  27  de  oetabre  de  1825  y  de  15  de 
abril  de  18S0. 
<6)   Núa.  51  en  el  cap,  12. 
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algunos  principios  fecundos»  con  cuya  apli* 
cacica  se  consiguiera  el  fomento  de  las 
vias  de  comunicación.  Mas  una  guerra  civil 
prolongada  y  sangrienta  vinoá  presentar  un 
obstáculo,  una  verdadera  imposibilidad  para 
poner  en  planta  todo  lo  que  se  proyectaba  y 
aua  mucho  menos»  A  pesar  de  esta  calamidad 
el  gobierno  pugnaba  por  mejorar  el  ramo  de 
caminos»  y  las  Cortes  le  ayudaban  en  esta 
laudable  empresa.  Tenemos  de  esta  época 
disposiciones  muy.  acertadas,  tales  como  la 
que  declara  uaeionales  y  construidos  por 
cuenta  del  Estado  Jos  caminos  desde  la  ca-> 
pital  del  reino  á  las  provincias  y  departa^ 
montos  de  marina  (1)»  la  organización  de  la 
dirección  general  de  camÍQos  y  de  los  in- 
genieros y  su  escuela  especial  (2)t  laque  po-» 
ne  á  cargo  de  los  pneUos  la  composiciou  do 
las  travesías  de  las  carreteras  (3)  y  otras  va-< 
rías  no  menos  importantes. 

Concluida  la  guerra  civil  el  gobierno  c(h 
naeió  que  estaba  doblemente  obligado  á  alen* 
der  á  la  mejora  y  adelanto  de  las  comunica-** 
cienes;  por  una  parte  habían  desaparecido 
las  dífieultades  que  opusieron  anter«)rme^tie 
las  círcunsftancias;  jkorotra,  entre  los  <tesas^ 
ttes  que  la  guerra  acarreara  no  fiíé  ú  menos 
doloroso  el  deteriore  deJos4)ámiBO^,  Con  el 
objeto  de  projireer  á.  este  ramo  de  la  adminis^ 
tracton,  se  han  espedido  leyes^dec^et(]^„  rea* 
les  órdenes  y  regiamentoo  en  gran  nimero: 
nosotros  no  descenderemos  aquí  á  si  enu- 
meracioo:  hay  muchos  derogados;  jotros 
que  han  perdido  su  interés  de  actualidad ;  y 
los  que  permanecen  vigentes,  de  que  habla- 
remos en  las  secciones  sucesivas  de  este  ar- 
ticulo. Pero  para  consignar  en  la  presente 
una  muestra  del  celo  de  nuestro  gobierno  en 
este  reciento  periodo,  recordaremos  el  regla- 
mento para  la  organisacion  y  servicio  de  los 
peones  <»Aiineros  de  16  de  junio  de  1843;  la 
ordenanza  de  14  de  setiembre  del  mismo  ano 
sobre  la  conservación  y  policía  de  las  carre-* 
teras  generales;  la  institución  de  la  guardia 
civil  en  1844;  la  instrucción  de  10  de  octubre 
de  1845  para  promover  y  ejecutar  las  obras 

n )    Ley  de  presnpnestos  de  26  de  mayo  de  18r>.s. 
(M  Ref  lamentos  de  li  de  abril  de  im. 
13}    R«al  orden  de  9  de  diciembre  de  1838. 
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púliNcas;los  formiitariospara  la  redacck»  de 
JOS  proyectóB  délos  caminos  mandados  obser- 
var por  la  direpcdon  general  en  Í8  de  abril  de 
184ftj  la  real  órdtn  de  27  de  mayo  de  este 
^i0  acerca  de)  amojoBamíente  de  los  terre- 
itos  adyacentes  de  las  carreteras;  el  real  de- 
creto soiMre  construcción,  conservación  y  me- 
jora de  los  caminos  vecinates  de  7  de  abril 
de  1848  y  el  reglamento  é  instrucción  para 
su  ejecución  de  8  y  19  del  misino  mes;  el 
real  decreto  de  7  de  setiembre  de  igual  ano 
oreando  directores  para,  estos  cantónos;  la  ley 
de  44  de  abril  de  1849  acerca;de  travesía», 
de  las  carreteras,  y  el  reglamento  dé  14  de 
fulio  para  su  ejecución;  la  ley  de  28  de  abril 
del  mismo  aSa  sobre  oonslraccion  de  caminos 
vecinales  y  real  órdee  para  m  aplieaoioa  del 
10  de  setiembre;  la  ley  de  carretera»  del  7 
de  maya  de  18tM;  y  inatmente,  para  no  pro- 
longar estas  indicaciones,  el  real  decreto  y 
reglamento  de  14de  abrit  de  18B4  para  la 
organización  del  personal  {aculuaivo  auxiliar 
del  cuerpo  de  ingenieros  de  camittos. 

Tal  es;  el  estado  de  la  legjslaciDn  admiais^ 
rativft  del  ranM>  de  caminos.  Luckiadose 
con  las  diíkültades  que  naturalmente  se  opo- 
nen á  proyectos  qoe  interesan  á  muolMs^  se^ 
ba  adelantado  bastante^  «i  bieft  no  lauto  eo* 
me  fttera  de  desear.  Se  kan  abierto  y  se  e»* 
tan  abriendo  nuetas  vías  de  oemiinioacíeii;^ 
se  ha  org^nisaado  ki  admimstmeien  prtbiica 
dé  modo  que  pueda  atender  fc  estas  aeoeei^ 
dade^  peribanemes  eoü  orden,  cou  regulari- 
dad y  perseverancia,  y  se  baldado  una  se- 
guridad i  tes  camínoo  que  no  conocieron 
nuestros  antepasados.  De  esie  i»odo,  enla- 
jándose los  caminos  eemunes  co«lo&  nuevoe 
ferro-earrítes  se  aumentarán  notableneste 
las  comunicaciones,  y  &  su  sombra  la  riqueza 
pébiica,  y  podremos  d^ar  i  noestn»  hijos 
un  beneBcioque  no  pudieron  legamos  rae»- 
tros  padres* 

SECCIÓN  n. 

IMPORTANCU    \  NECESIDAD    SOCIAL  DB  LOS 
CAUINOS. 

Hay  verdades  tan  umversalmente  recono- 
cidas que  están  fuera  dé  discusión:  asi  suce- 


de con  la  milidad  de  lo&  eamisoai  Por^iloiio 
nos  detendremos  en  la  presente  sección  á  de- 
mostrar le  que  para  todos  es  evidente.  Nuce* 
tro  principal  objeto  es  aqaí  maniibatarla  im^ 
portanda  y  necesidad  social  de  los  caMunos» 
necesidad  que  aparece  en  todos  los  pudrios 
desde  que  empieza  en  ellos  la  dviüzadon; 
y  que  pasa  á  ser  ua  deber  de  ke  que  les.go- 
biemaa.  Ni  podría  ser  de  otra  OMMia)  la< 
naturaleza,  los  instintos  y  bs.  simpatías  del 
hombre  y  su  tendencia  irresistible  ala  asar-* 
ciaoion,  á  la  conmueacion  con -su»  seae^ 
jantes,  tendencia  que  de  los  iwlividaoa  ha 
formado  tamttiaa ,  y  de  las  familias  p«eH 
blos,  provinoiaiBy  naciones,  los  anraatmá 
ponerse  en  relaciones  y  en  cwtaeto,  ao 
soto  con  los  que  pertenece»  k  su  mismo 
pais,  sino  con  los  demás  hombrea  que  puo^ 
Man  et  planeta  que  habitamos.  Pero  para 
este  son  necesarios  medies  materiales  que 
vensan  la»  dificultades  que  la  natoraleza 
opone  i  las  comunicaciones^  que  salven  laa 
distancias,  y  que  hagaa  fiunl  el  acedad  de 
unos  á  otros  pueblos. 

La  historia  DOS  demuestra  que  esta  BAec^ 
sidad  ha  sido  reconocida  p^r  todos  los  pacH 
l))os  m$s  6  menos,  dvílizados^.y  así  m  las  so^ 
ciedades  de  remotas  épocas  como  en  laa  4A 
nuesiros  tiempos.  Dé  los  fenicios  se  refiere 
que  ateadian  coa^particular  solicitud  i  la 
eonstruoóion  y  conservamon  de  los  caflWios« 
hasta  tal  panto  que  sirviereade  modelo  á 
otros  pueblos  que  iban  desenvolviendo  sus 
gérmenes  de  civilización^  aserto  que  leji09 
de  parecer  aventurado ,  guarda  coasonanisia 
con  la  idea  que  tenemos  de  la  grandeza  de 
aquel  pueblo  y  de  la  majestad  y  opateacia  de 
sus  célebres  ciudades.  Los  griegos  miraron 
este  ramo  como  tan  ínqKMrtante  que  lepasia- 
ron  ba|o  la  proteccioa  del  Axeópago,  iavea^ 
tando  una  clase  particular  de  material  que 
pronto  se  generalizó  eu  vista  de  los  buenos 
resultados  que  producia.  Fiiipo»  rey  de  Bla-r 
cedonia  tenia  por  los  caminos  una  predic- 
ción especial,  y  Aristóteles  les  asignaba  un 
lugar  preferente  en  su  tratado  de  política. 
Pero  entre  todos  los  pueblos  antiguos,  él  qoe 
mas  se  adelantó  en  materia  de  caminos  fué 
el  romano,  como  lo  hemos  espueslo  al  tratar 
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de  ia Je^latíon  estritfiiera«  No  puede,  ain 
«rabargo^  negarse  q«e  se  ha  fliaaiféstado  mas 
«premiante  y  mas  ii^períosa  esta  necesidad 
á  projtorcion  que  les  puebles  avansan  en  la 
carrera  de  ia  civilisaeton :  en  estos  las  rela- 
ciones de  los  hombres  se  hacen  mas  intimas^ 
aias  Tañadas,  ai  paso  qae  sos  intereses  cre« 
een  es  número,  en  magnitud  y  en  importan- 
<áa:  se  aumenta  el  comercio,  que  de  cam* 
Uos  de  artículos  de  primera  necesidad  llega 
4  tomar  un  Tueio  prodigioso:  abundan  los 
produces  y  necesitan  mercados  en  donde 
pueda  consumirse  lo  que  sobra  á  los  natura^ 
les,  que  á  su  vez  tienen  necesidad  de  im per- 
portar  lo^  productos  que  oíros  países  pueden 
propercienaries  con  mejores  condiciodes  y 
con  mayor  economía*  Asi  es  que  lo  que  en 
ia  infancia  de  un  pueblo  pudiera  parecer  su- 
pérfluo,  viene  4  ser  en  su  desarrollo  un  ele* 
melito  indispensabie  para  su  existeucia.  Por 
«sto  al  jMso  que  en  el  primelr  estado  buscar- 
iban  solo  los  pueblos  ^  medio  mas  fácil  partí 
«tts  comunicaciones,  guiándose  por  io  que  el 
mismo  suelo  les  indicaba,  y  haciendo  poco 
mas  que  remover  algunos  obstáculos  mater- 
nales y  habilitar  algunos  pasos ,  ahora  ya 
no  se  busca  lo  mas  fácil  y  sencillo,  sino  lo 
mas  conveniente  y  lo  que  mas  consulta  á  la 
<)eleridad  y  hasta  á  la  comodidad  y  al  recteo, 
las  dificultades  se  domiDan  por  el  «rte,  se 
xeaUzan  obras  cuyo  proyecto  hubiera  paifeoi^ 
ido  4  nuestros  padres  un  desvarío,  sse  inviefr 
te»  sumas  oonsid^caljles  muy  superiores  :á 
las  qoe  las  edades  pasadas  piidieroa  4cs4ir 
«ará  sus  ctimíiios»  y  laladminjstracionpú;- 
blica  no  salo  consiruye,  repara^  mejora  y  fOr 
ttwta  las  comUfiicacjones  de  todfts  clases  tOr 
mandolas  bd^  su  protección  como  un  OiqeU) 
predilecto,  &tno  que  «rige  y  sostiene  esoue* 
ias  especiides  j^ra  formar  hábiles  ingenieros 
4  cuya  pericia  puede  confiar  la  dir eccion  de 
4aaearrelera0  y  oaminos. 

Estas  escuelas  esfledales  son  la  prueba 
mas  clara  de  la  importancia  que  los  caminos 
tienen  en  las  nacioBes  modernas;  ellas  ma- 
nifiestamente declaran  que  este  ramo  de  Ja 
administración  no  ha  de  estar  confiado  al  tím^ 
picifiao  y  4  la  ignoiiancia,i  y,  que  el  Estado  hf 
precedido  en  este  puálo  non  prqviskln  yhfis* 


4a  si  sé  «(ttiere,  con  desoonSann»  puesto  qU^ 
no  se  ha  contentado  cdi  exigir  4  los  ingenie- 
ros los  conocinfientos  neclss4riospaNi  el  de»- 
4mipeB0  de  sns{Éncio«es,  sino  que  haquer¡«- 
4o  que  estos  conocimientos  sé  adquieran 
precisamente  en  sus  escuelas,  y  que  Hcven 
d  sello  de  la  autoridad  páhUcalos  títulos  que 
los  acrediten. 

Ni  se  han  contentado  con  esto  los  gobier«- 
nos:  no  satisfoebos  con  sus  propios  esfner** 
<286  y  con  la  ilustracioii  nacional,  hcm  aspi- 
rado á  conocer  y  estudiar  los  sistemas,  las 
mejoras  y  los  adelantos  de  las  defllas  nacio- 
nes :  sin  rivalidad,  sin  celos,  han  buscado  Ib 
mejor  donde  han  creido  que  se  hdkba.  Asi 
vemos  que  no  hace  mucho  que  entre  nos- 
iotros  se  nombró  una  oomi&ion  de  ingenieros 
encargada  de  viajar  por  Inglaterra^  Bélgica 
y  Alemania,  4  fin  de  visitar  las  principales 
obras  de  caminos,  no  solo  en  lo  parte  fecufc- 
taliva,  sino  fambieti  en  la  administrativa  y 
económica  (1). 

¥  todos  estos  esberzos  son  legítimos,  pere- 
que pbcos  ramos  hay  en  la  administración 
pública  que  inlDlayatt  maá  directamente  en  el 
érden  y  en  el  bienestar  general,  porque  kk 
caminos  &cilitán  de  una  manera  inmediata  y 
eficaz  los  fines  sociales,  políticos,  adminis»- 
irativos  y  económicos  4  que  tienden  tos  pue^ 
bios  en  su  marcha  progr^iva  y  cíviÜEmdarai. 
Sin  comunicaciones  ó  con  commicacloneis 
malas  y  escasas  se  dificultan,  entorpecen  y 
4  las  veces  se  imposibilitan  las  relaciones  d^ 
gobierno  supremo  con  sus  delegados  en  ]áí^ 
<li9tinlas  divisiones  del  terrttvio  y  la$  délas 
autoridades  consus  subordinados^  nos<  átlr- 
nan^,  como  es  de  desear,  los  obstliculos  que 
pueden  oponerse  ala  rápida  marcha  admihi^ 
4rátiva<  y  se  hace  de  todo  punto  irveália&ble 
esa  omnipresencia  de  la  admioistraeion  que 
algunos  consideran  como  el  bello  ideial  de 
un  poder  ejecutivo  bien  organizado.  Estas 
dificultades  con  qm  la  administración  activa 
tropieaa  donde  no  hay  camhios;  ^e  bace  Ben>- 
tir  en  mayor  tV  menor  escala  en  la  demás  ne^ 
cesidades  sociales;  así  sucede  en  la  adiiiini^ 
Imoion do  justicia;  así  enlu  inslnnociéb  pdh 
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¿lica,  y  así  en  el  mismo  gobierno  de  la  Igle- 
sia. Y  aun  hay  ramo  de  la  administración  que 
so  solo  es  auxiliado  por  el  de  caminos,  sino 
que  puede  decirse  que  esclusivamente  pen- 
de de  él;  así  sucede  especialmente  con  el  de 
correos. 

Pero  donde  mas  ejerce  su  influencia  la 
buena  organización  del  ramo  de  caminos  es 
en  el  orden  económico.  Sin  caminos  se  seca- 
rian  en  gran  parte,  y  á  veces  del  todo,  las 
fuentes  de  la  riqueza  pública.  Las  produccio- 
Bes  de  la  tierra  que  no  pueden  consumirse 
en  el  suelo  que  las  dá,  desaparecerían  por 
fttita  de  estímulo  en  el  productor,  si  se  care- 
ciese de  medios  para  trasportarlas  y  socorrer 
con  la  abundancia  de  unas  comarcas  la  ca- 
restía que  en  otras,  6  por  la  ingratitud  del 
terreno  ó  por  causas  accidentales  se  esperi- 
mentara.  Aproximando  los  centros  de  pro- 
ducion  4  los  centros  de  consumo  presta  la 
administración  uno  de  los  mejores  servicios 
que  puede  hacer  á  la  sociedad,  porque  es 
aflictivo  el  aspecto  que  presenta  la  nación  en 
que  unas  provincias  perecen  anegadas  por 
8u  misma  fertilidad  y  abundantes  cosechas  y 
las  otras  carecen  de  las  susistencias  que  son 
mas  indispensables  para  la  vida  de  sus  mo*- 
radores.  Lo  que  se  ha  dicho  de  la  agricultu- 
ra, es  aplicable  á  la  industria  y  al  comercio; 
al  comercio,  porque  sin  comunicaciones  tie- 
ne que  ser  reducido,  lánguido  y  casi  ínsig- 
nifieante ;  i  la  industria,  porque  necesita  de 
caminos  para  acarrear  las  primeras  materias 
y  para  dar  salida  á  los  efectos  manufactura- 
dos. Oportunaiía  sido  por  lo  tanto  la  espre- 
siva  y  exacta  comparación  de  los  caminos  á 
unas  máquinas  que  sirven  siempre  y  para 
toda  clase  de  productos. 

Ni  deben  ios  gobiernos  retroceder  ante  las 
di6cultades  materiales,  ante  las  escaseces 
del  Tesoro,  ante  los  grandes  gastos  que  los 
caminos,  especialmente  si  son  de  largas  lí- 
neas, llevan  consigo:  su  deber,  su  gloría  es- 
tá en  superar  con  la  ley  en  la  mano  los  obs- 
táculos que  se  les  opongan :  deben  tener  en 
cuenta  que  al  hacer  un  camino  crean  un  ca*- 
pita!  nacional,  que  los  gastos  invertidos  en 
él  son  reproductivos,  que  de  una  comimíca- 
cion  depende  muchas  veces  la  riqueza  de 


provincias  enteras,  y  que  en  el  movimiente 
actual  de  las  naciones  europeas  es  triste  el 
porvenir  de  la  que  no  procura ,  aun  á  costa 
de  los  mayores  sacriBcios,  ponerse  al  nivd 
con  las  otras,  ó  á  lo  menos  no  quedar  muy 
postergada  en  las  mejoras  materiales,  ksí 
han  sido  aplaudidos  los  esfuerzos  hechos  en 
laglaterra  para  abrir  caminos  en  las  monta- 
nas de  Escocia,  y  los  de  Prusiaparasns  car^ 
reteras  construidas  en  terrenos  arenosos, 
obras  costosas  y  llevadas  i  cabo  venciendo 
grandes  dificultades;  pero  que  por  lo  mismo 
han  sido  mas  ventajosas  y  fueron  recibidas 
con  mayor  reconocimiento. 

Este  pensamiento  de  fomentar  los  cami- 
nos ha  sido  comprendido  en  todos  tiempos 
entre  nosotros.  En  la  parte  legislativa  y  en 
la  resena  histórica  hemos  presentado  datos 
suficientes  que  lo  prueban.  Allí  hemos  visto 
que  cuando  no  se  ha  podido  atender  á  bbras 
de  esta  naturaleza  por  falta  de  capitales,  se 
ha  acudido  á  ellas  en  lo  posible,  obliguido  á 
servicios  personales  hasta  á  los  mismos  que 
por  razón  de  su  clase  y  condición  social  esta- 
ban por  regla  general  exentos  de  tales  pres- 
taciones, y  que  este  sistema,  como  también 
mas  adelante  esplicaremos,  no  está  aun  hoy 
desechado  para  algunas  obras  de  caminos^ 

Pero  los  gobiernos  no  cumplírian  en  toda 
su  ostensión  con  los  deberes  que  so  misten 
les  impone,  si  atentos  solo  á  abrir  caminen 
no  procuraran  en  su  ejecución  la  maywr  suma 
de  ventajas  para  los  pueblos.  No  basta  ha- 
cer lo  bueno,  debe  hacerse  lo  mejor  en  cuan'- 
to  sea  posible:  en  la  inversión  de  tos  fondos 
de  que  se  dispone  para  caminos  la  potida  y 
el  bien  público  exigen  preferir  lo  necesario 
á  lo  útil,  y  lo  que  conocidamente  es  iteil  á  to 
que  es  de  ventajas  problemáticas.  A  este 
efecto  parece  lo  mas  acertado  que  en  um 
nación ,  en  que  baya  mucho  que  hacer,  se 
comience  formando  un  plan  general  que  po^ 
niendo  en  contacto  todas  las  dil^rentes  partes 
del  territorio ,  no  desatienda  ningún  interés 
legítimo,  y  lleve  sus  beneficios  basta  las  úl^ 
timas  aldeas,  facilitando  á  todos^ia  libre  cir* 
culacion  interior,  la  fácil  concurrencia  d« 
productos  á  los  principales  mercados  oaoio* 
nales,  lae^portaeinná  países  estranjeres  y 
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el  acceso  á  los  mares  que  son  los  caminos 
■ms  económicos.  En  estos  planes  debe  con- 
larse  con  la  facilidad  que  á  las  comunica- 
ciones y  á  los  transportes  ofrecen  los  ríos, 
canales  navegables  y  los  ferro-carriles.  No 
debe  darse  &  ninguna  clase  de  caminos  pre« 
ferencia  escjosiva  sobre  los  otros :  las  cir- 
cunstancias deben  ser  la  guia  de  la  adminis- 
tración. Erraría  esta  si  preocupada  por  la 
idea  y  la  celebridad  de  las  grandes  obras» 
fomentara  eselusivamente  la  construcción  de 
las  carreteras,  que  tocando  en  los  mas  consi-^ 
derables  centros  de  población  atravesaran  io^ 
do  el  territorio  nacional  y  lo  enlazaran  con 
los  países  estranjeros,  desatendiendo  en  un 
todo  otros  caminos  que  no  por  mas  humildes 
sos  menos  interesantes.  No  impropiamente 
se  han  comparado  los  caminos  á  los  ríos:  los 
mas  caudalosos,  los  qne  pueden  servir  para 
la  navegaoioQ,  nada  serian  sino  contribuye- 
ran á  formarlos  con  sns  aguas  otros  mas 
pequeños  que  á  su  vez  se  forman  por  arroyos 
humildísimos.  Asi  los  caminos  vecinales  de- 
ben enlajarse  con  los  que  oondueen  á  las  ca- 
pitales de  provincia,  y  estos  con  los  genera*^ 
les  que  facilitan  la  comíuaicacion  con  las  po- 
blaciones residencia  de  ios  gobiernos,  con  los 
paises  estranjeros  y  con  los  mares,  formando 
unidor,  un  sisleroa  completo ,  homogéneo  y 
qne  sea  capaz  de  satisfacer  á  todas  las  ne- 
cesidades. 

..  Has  al  proyectar  y  construir  caminos  d 
^biemo^  convieae  también. que  tenga  muy 
en  cuenta  ladefensa  del  terrítórío,  conciliaa- 
do  con  ella  los  intereees  de  las  comunicacio- 
nes: la  itenor  falta  de  circunspecoion  en  es^ 
te  punto  podría  producir  consecuencias  ftk- 
Mfistisimas.  ' 

La  constmecion  de  ferro-carriles  no  es  mo*- 
livo  para  que  el  gobierno  descuide  los  cami* 
minos  ordinarios,. aunque  si  debe  contribuir 
¿  darles  distinta  dirección  y  á  economizar  el 
número  de  las  grandes  vías:  lejos  de  haber 
incompatibilidad  entre  unas  y  otras  comuní-» 
caciones,  mutuamente  se  auxilian  y  comple^ 
tan.  El  ejemplo  de  las  naciones  en  que  mas 
ferro-carriics  se  han  construido,  no  permite 
poner  en  duda  esta  verdad  demostrada  ya 
por  la  csperiencia. 


Bastan  estas  indicaciones*  respeelo  á  la 
importancia  y  necesidad  social  de  los  caoii'' 
nos  para  el  fin  que  nos  proponemos. 

SECCIÓN  lU. 

Dlt    CABÁCTKR,   NATUaALEZA  Y    DlVISIOIf   DB 
LOS  CABÜNOS. 

Tratamos  de  indagar  en  esta  sección  cual 
sea  la  índole  y  carácter  de  los  caminos  pú-» 
blicos,  porque  de  los  privados  se  dirá  en*s« 
oportuno  lugar.  Para  satisface  al  presente 
nuestro  objeto,  comenzaremos  consultandtf 
tas  leyes  patrias,  que  en  esta  parte,  como  en 
tañías  otras,  se  hallan  representadas  por  las 
de  Partida. 

Los  caminos,  como  que  prestan  utilidad 
positiva  á  los  hombres^  entran  en  el  númeco 
de  las  cosas ;  y  bajo  este  concepto  tienen  ^ 
lugar  en  las  divisiones  que  de  las  cosas  hace 
el  derecho.  Las  instituciones  de  Justiniano 
establecen  cinco  clases :  cosas  comunes  á  to« 
dos,  públicas,  de  corporación,  de.  ninguno  y 
de  particnlares ;  pero  en  los  ejemplos  que 
presentan  de  las  dos  primeras,  no  hallamos 
mencionados  los  caminos  públicos  (1).  Nues' 
tro  Gúdigo  de  las  Partidas  acepta  aquella 
misma  clasificación;  pero  es  mas  espUoito 
al  desenvolverla  espresando  <|tte  del  mismo 
modo  que  los  ríos  y  puertos  «los  oamiAO^  p^ 
nblicon  pertenecen. á  lodos  les  ome»  comu- 
iHialmente;  en  tal  manera,  que  iamfoien^pIveT 
ndea  usar  ieilos  los  qne  aon  de  otra  iien^ 
sestran^,  como  los  que  moran»  e  biven  ea 
*t«qfnetia  tierra,  do  som  {%  Lo(»  .caminos 
públicos,  por  lo  ianeo,.dehea  ser  ef4iinado$ 
segnn  dedaraeion  espresa  del  legíaiador  co* 
ma  eosas  públicas»  c«yo  uso  es  común  paca 
todos  los  hombres. 

Pero  estando  el  aire )  las  aguas  de  llu* 
vía ,  el  mar  y  su  ribera  en  olrp  miembro 
de  la  clasificación,  ¿  saber,  en  el  prímero 
comprensivo  de  las  cosas  de  uso  común  á 
todas  las  criaturas  animadas  (o),  se  podría 
dudar  si  ios  caminos  están  bien  dasifieadn^ 


(1^    Párt.  i  ai  A,  til.  1,  lib.  t, 

{i)   l.ey  C,  til.  %,  Pan.  3. 

(5)    Lcvci  4  y  3  del  inlMno  lii.  y  P»ftiiU* 
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liiera  do  esta  división»  k  mieetro  entender 
lo  están:  sn  u»o  ciertamente  puede  juzgarse 
estensivo hablando  en  todo  rigor,  hasta  don^ 
de  lo  es  el  del  mar,  el  agua  y  el  aire;  pero 
estos  son  dones  de  la  naturaleza  que  se  dis- 
frutan tales  cuales|eilos  existen,  que  repug- 


rácter  nacionai  prevaleciese  sobre  el  caráo^ 
tec  público  y  de  universalidad  hasta  ei  punto 
de  (ua^ilarlo.  Gregorio  López  trata  la  cnes-> 
tion  de  si  es  lícito  vedar  ei  tránsito  por  los 
caminos  públicos  á  los  estranjefos,^  y  ana  á 
personas  del  mismo  país »  y  deanes  de  se*- 


nan,  é  mejor  dicho  son  incapaces  de  restric-      pararse  de  la  opinión  de  Baldo ,  demasiado 


cienes ,  de  prohibiciones  y  aun  de  aprehen- 
sión, al  paso  que  los  caminos  públicos  supo- 
Mu  el  trabajo  del  hombre ,  y  son  efecto  de 
la  nacionalidad,  por  masque  aprovechen  á 
lodos  los  estranjeros. 

Conocida  la  naturaleza  délos  caminos  pú^ 
Ukos,  se  comprende  fácilmente  cuál  sea  su 
caráeler.  Bastaria  para  ello  la  misma  deíjui* 
eion  con  que  se  ha  iniciado  este  artículo :  el 
fin  del  camino  es  comunicar  un  lugar  con 
otro,  que  se  pueda  ir  y  venir  á  ambos :  luego 
sil  carácter  ha  de  consistir  en  ia  aptitud  para 
tí  tránsito  público.  Un  camino  que  llegara  á 
carecer  de  las}  condiciones  que  el  tránsito 
requiere,  quedariadesnatnralizado,  habría 
perdido  su  carácter.  Por  esto  cualquiera 
puede  aprovecharse  de  los  caminos,  pero 
nadie  pretender  m  provecho  escfaisívo  qué 
se  convierta  en  perjuicio  de  los  demás :  ut9* 
tos  lugares  átales,!  dice  una  ley  (1),  que 
*»fueron  dexados  fiara  apostura,  6porproco-^ 
nmonat  de  tttdos  los  que  y  vieben ,  non  ios 
vdere  ningono  tomar  nin  labrar  pora  pni  de 
^sí.misnioi^ 

-  Ei  caráecer  fmUbmiental  de  los  caminos 
piábitoos  estimas^,  pues,  cbn  relación  al  des» 
tino^ue^tíenenv  ai  aso  qué  do  ellos  se  hace. 
Sí  00  consideran  bajo  otro  punto , ote  vista, 
MCOttiramos  un  carácter  local,  de  nacimiar» 
lidad ,  en  cuya  ví^tod  el  gobierno  d^  pa&  en 
dónde  existen ,  los  sostiene  y  fomeÉtay  dá 
régtas  sobre  su  construccioB,  su  conserva* 
cion  y  su  disfrute.  Este  carácter  seeandarío 
no  se  opone  al  principal  que  antes  hemos 
«enalado ,  at  contrario  viene  en  su  apoyo  y 
garantía.  De  su  coexistencia  dimana  que  to- 
4o  el  que  quiera  osar  de  un  camino  público^ 
deba  observar  las  presoripcioaes  vigentes  en 
la- nación  á  que  corresponda^. 

-  YauA  pudiera^ darse ol caso de^^ el ca- 

(I)    Ley  Í3,  IlL  3»,  Pi«.  3. 


restrictiva  9  sentando  como  principio  general 
que  no  es  aceptable  aquella  prohibición,  ad-> 
mite,  sin  embargo,  algunas  escepciones  jus<* 
tilícadas  por  causas  muy  poderosas ;  así ,  por 
ejemplo ,  cuando  se  temiera  nna  invasión ,  ó 
fuera  perjudicial  á  los  nacionales  la  perm»^ 
nencia  y  comercio  de  los  estranjeros,  ó  inte*- 
resara  que  no  se  traslucieran  los  secretos 
del  reino  (1).  Nosotros  creemos  que  la  regia; 
general  no  puede  ser  otra  que  la  libertad  de 
los  caminos  para  todos  los  hombres ,  y  sin 
conformamos  con  todas  las  escepciones  que 
Gregorio  López  indica ,  porque  no  todas  noa 
parecen  bien  fundadas ,  reconocemos  que  en 
casos  estraordinaríos  y  raros ,  puede  sufrir 
limitación.  A  veces  se  han  dado  en  las  nacio« 
nes  estos  casos;  pero  sin  necesidad  de  prohi-* 
bir  especialmente  el  uso  de  los  caminos; 
porque  esto .  es  una  de  tantas  consecuencias 
como  lleva  consigo  la  prohibición  de  que  loe 
estranjeros  inmigren  ó  de  que  los  nacionales 
entren  en  todo  óparte  del  territorio  del  pais^ 
Ya  que  del  carácter  do  los  caminos  públi* 
eos  se  trata ,  conviene  saber  cuándo  se  en* 
tiende  que-  un  camino  $e  bace  público  ^  deja 
de  serlo.  ¿Bastará  la  freooencia  del  tránsito 
de  todos  en  el  primer  caso,  y  en  el  segundo 
la  cesación  de  éste  tránsilo?  Ateiidiendo  al 
fin  del  camino,  at  destmo  natural  <|Qe  tiene^ 
bastarían,  en  elteto  esos  hepbos^  Sin  e»har-í- 
go ,  preciso  es  profundizar  mas  la  cuestión, 
haciendo  aplicación,  no  solo  denno,  sino  de 
los  dos  caracteres  que  hemos  asignado  á  los 
caminos.  El  tránsito  público  debe  ser  libre 
y  común  á  los  hombres:  no  puede  derogi^se 
en  principio  genetial ;  pero  todos  estos  efec* 
tos  se  entienden  una  vez  que  la  nación  ha 
designado  en  su  territorio  el  sitio  por  donde 
se  ha  de  verificar ;  es  decir  que  el  tránsito  efe 
esencial  al  camino  ya  creado;  pero  no  basta 


(1)    Glosi  S  il\n  ley  7,  Ut.  tOdc  la  Part.  3^ 
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de  por  ü  ptra  orearto,  ó  imraeitiii^trlo. 
EslQ  camina  no  esü  legalmente  constiiaido 
baaia  tante  que  la  aiHoridad  ^úbtioa  así  lode^ 
claré ;  hasta  Unto  que  el  Estado  le  recoiu»'* 
capono  tal  y  66  cumplaii  los  requisitos  pré^ 
vios  que  las  leyes  del  país  establecen  d  efec-^ 
W.  Say  razoaes  de  óidea  público  y  econór 
ouoas  que  asi  lo  persoadeu :  si  se  preseindíe*N 
ra  de  la  sanción  legal ,  la  propiedad  de  los 
particulares  seria  machas  yecés  violada  ¿ 
protesto  det  interés  pü|)lkó,  BntOBces  arbi-í 
Ueario  é  ilimitado ;  por  otrfet  parte  seorigiiia^ 
na  una  gr^TC  carga  paira,  el  Estado,  las  pro^ 
vittcias  6  los  p«^á4os  qiie  con  sus  fondos  tie« 
neu  que  maofieoer  y  reparar  h»  caminos 
puestos  á  su.  carg»^  sin  saberse  suToluotad 
ó  sucoBsentimientOL  Creemos  que  debe  adop^ 
tarse  este  principio  per  regla  segura  y  cons- 
tante, tratándose  de  la  creación  de  un  caminó 
público*  Respecto  de  te  supresión,  bien  se 
eompreide  (pie  el  principio  no  puede  ser  tan 
riguroso:  nó  median  las  mismas  raseues; 
así,  bajo  cidrias  coadioíiiies  será  admisible 
la  supresión  ó  eetincm,  no  solo  cuando  ha- 
ya uaa  tieplaracion  legal,  espresa,  siao  tam« 
bien ,  niitdíaiid«  un .  templete  abandono  4el 
4riiisito  quesepEesuma>lipPokado por  la au*^ 
ioridad  pública^  coibo  mas  adelante  tendré^ 
nos  oeaáian  de  espliear.  i     . 

ia>fiatuialezB  y  carádieilde  que  haUamos^ 
produce  coilsecoeocias  ímporCautes.  Como  una 
de  ellas  debemosjnencionMr  aquí  el  Concepto 
que  tienen  hs  obtas  que  se  emprenden  para 
lacoBstruocioo,  conservación  y  reparaéion  de 
caminos»  f<Se  consíderau  como  obras  públi- 
4:as  los  camino^  de  todas  clases»  seguq  está 
expresamente  declarado  0).  No  solo,  pues^ 
lasobras  que  costee  el  Estado  para  utilidad 
directa  de  toda  lá  nación  disfrutan  de  esa 
consideración^  sino  también  las  que  ejecutan 
las  provincias  y  aun  los  pueblos  enimnedia^ 
lo  beneficio  suyo:  con  todo  cuidadoso  es^ 
pregaron  los  caminos  t de  todas  clases,»  mu^^ 
cbo  mas  cuando  también  está  declarado  que 
-en  el  oomíbre  généricoide  obras  públicas  se 
eomprenden  las  del  Estado,  laé  protincíales 
y  las  municipales  (2).  Bajo  dste  aspecto  ge- 


(I)    Ari.l 


J.*  d«  la  lostmccion  de  10  de  oelabra  de  i815. 
S/dertitobnialirtmiccfdÉ.  -  '       ' 


neral  no  nos  cumple  decir  mas  en  este  arw 
tkub.  V.  osisAS  rasKroa*. 

También  se  fundan  en  el  carácter  propio 
de  los  caminos  públicos  varias  prohibiciones 
que  encontramos  en  leyes  y  reglamentos  di^ 
rigidasá  mantenerlos  íntegros,  libres  y  espe* 
ditos,  las  restricciones  del  tránsito,  y  las  ser^ 
vidumbres  á  que  están  afectas  las  propieda-» 
des  de  los  particulares.  Estas  y  otras  seme-* 
jantes  consecuencias  se  desenvolverán  en  b 
sección  VI:  aquí  soto  toca  la  esposicion  del 
principio  sin  seguírleen  sos  numerosas  apli«* 
caciones.  Pero  debemos  dilucidar  con  algún 
detenimiento  dos  cuestiones  fundamentales: 
la  primara  versa  sobre  la  propiedad  de  loa 
caminos  públicos;  la  segunda  sobre  su  im^ 
prescriptibilidad. 

Ante  todo:  los  caminos  públicos  que  según 
hemos  visto  en  las  leyes  de  Partida  «perte^ 
rnescen  á  todos  los  omes  comunalmente» 
¿son  susceptibles  de  propiedad?  Lo  que  á  to- 
dos es  comun^  se  dirá,  ne  es  por  esto  mismo 
de  nadie.  Asi  es  con  efecto;  pero  nada  se  opo« 
ne  al  principio,  para  nosotros  indudable*  que 
hay  propie(hid  de  camitios  públicos*  La  da^ 
lé  de  lá  cuestión  se  reduce  á  una  soncüte 
distinción  eátrela  propiedad  y  elnsot  d<»qM 
este  5€ia  común  á  tolos  los  hombres,  no  sé 
iñfieire  que  aqtreHa  también  lo  sea«  es  dedr 
que  se  desvanezca  por  esta  misma  unirersar^ 
tidad :  así  con  relación  al  uso,  y  nada  mas, 
afirmaron  exactamente  las  Partidas  que  los 
caAíinos  pertenecen  á  todos  los  hombres  en 
coitiun.  Y  en  prueba  de  que  solo  en  éste  leU'^ 
tido  debe  entenderse  lá  ley  á  que  nos  reíe^ 
rimas,  citaremos  otras  del  mismo  Código; 
donde  hace  separación  entre  cosas  comunes 
á  todas  las  criaturas,  y  cosas  destinadas  sofo 
al  uso  comttn  de  ios  hombres,  traiéndose  cou' 
separación  de  aquellas  y  de  estas  {!).  La 
distinción  careceria  de  todo  motivo,  seria 
completamente  súpérflua  sino  se  refiriera  i 
la  propiedad,  porque  el  uso  de  las  de  tina  y 
otra  ciase  es  idéntico,  comtm  á  todo  hom- 
bre. El  aire,  el  mar,  el  agua  de  lluvia  no  soq 
susceptibles  de  propiedad;  la  propiedad  es 
universal  de  la  humanidad;  luego  la  ley  d 

{\)   Lcycsí  y  sfgúicnfes  as-lW.íSdolaParuí. 
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indairen  olra.clasede  cosas  loa  caiB¡iio&  pú- 
blicos, implicitameiiie  los  hace  capaces  de 
propiedad.  Hay  además  de  la  razón  que  se 
desprende  de  la  ley,  otra  que  se  deriva  de  la 
misma  naturaleza  de  unas  y  de  otras  cosas: 
d  aire,  el  mar,  y  el  agua  ni  dependen  del 
arbitrio  ni  del  trabajo  del  hombre,  ni  pueden 
caducar  por  su  voluntad,  ni  entrar  en  su  po- 
der, al  paso  que  los  caminos  son  por  él  he- 
ekos  y  deshechos,  abiertos  al  tránsito  ó  con- 
vertidos en  campo  de  cultivo :  son  capaces 
de  aprehensión,  de  posesión;  luego  tambi^ 
de  propiedad  verdadera. 

Claro  es,  sin  embargo,  que  esta  prcqpiedad 
no  tendrá  el  carácter  de  privada,  no  será 
equiparable  á  la  de  los  particulares  que  á  to- 
do alcanza,  y  que  corresponde  al  derecho  ci- 
vil. Es  una  propiedad  adecuada  al  uso  de  la 
cosa  restringida  en  atención  á  este,  y  que  de 
Ueno  pertenece  á  la  esfera  del  derecho  admi- 
nistrativo. En  una  palabra,  y  para  formular 
la  teoría  con  la  posible  claridad,  los  caminos 
son  cosas  públicas  de  uso  general,  que  en 
cnanto  se  distinguen  de  las  comunes,  están 
s^¡etas  á  propiedad  y  en  cuanto  se  distin- 
guen de  las  privadas,  resisten  la  propiedad 
de  ios  particulares.  No  son  de  todos  los  hom^ 
bres/pero  tampoco  lo  puede  ser  de  uno.  Re^ 
QOnocido,  pues,  el  dominio  en  los  caminos 
iaita averiguar  á  quien  corresponde»  y  laxe! 
solución,  á  nuestro  modo  de  entender,  es 
sencilla.  El  camino  consiste  en  el  suelo  y  en 
las  obras  que  han  sido  índispeasabLes  para  la 
via  pública,  ó  que  han  venido  á  completarla, 
á  perfeccionarla  ó  á  embellecerla.  El  que  es 
dueño  del  suelo  públloo ,  el  que  tiene  que 
adquirir  el  terreno  que  haga  falta  para  abrir 
el  camino  ó  para  ensancharlo,  el  que  está 
obligado  á  costear  y  costea  la  construcción, 
el  que  lo  está  también  á  mantener  y  reparar 
a  via,  ese  será  su  propietario.  No  es  aquí 
donde  debemos  entrar  en  las  aplicaciones  de 
este  principio  ^  dejárnosle  aqui  indicado  para 
en:  sus  lugares  oportunos  darle  el  convenien- 
te desenvolvimiento. 

Establecida  así  en  general  la  cuestión  de 
dominio  de  los  caminos  públicos ,  sea  cual- 
quiera la  clase  á  que  pertenezcan ,  pasemos  á 
hablar  del  modo  de  adquirirle  y  de  perderle. 


Desde  luego  se  ofrece  que  debe  haber  no- 
table diferencia  entre  la  adquisición  y  la  pér- 
dida. La  adquisición  de  los  terrenos  que 
ocupa  un  camino,  está  sujeta  á  las  condicio- 
nes que  el  derecho  común  tiene  establecidas 
respecto  á  los  titidos  y  modos  de  adquirir  la 
prqfuedad.  Todos  los  títulos ,  pues,  qaedáii 
un  derecho  á  la  cosa ,  y  que  sirven  después 
para  constituir  el  derecho  en  elhi,  tienen  su 
aplicación  á los  eammoa  públicos:  el  Estado, 
ke  proviacos,  los  pueblos,  adquieren  ios 
terrenos,  acopian  los  materiales  y  constru- 
yen en  términos  análogos  á  los  que  emplean 
los  particulares,  si  bien  sujetándose  á  las 
reglas  especiales  que  el  derecho  administra- 
tivo tiene  establecidas;  pero  tos  contratos^ 
su  naturaleza,  su  fuerza  y  sos  efectos,  se 
sujetan  á  las  condiciones  que  prescribe  el 
derecho  común.  Ni  debe  olvidarse  que  para 
esta  clase  de  obras  como  de  utilidad  pública» 
hay  una  ley  de  espropiacion  (pK  es  la  de  17 
de  jtth'o  de  18S6,  en  virtud  de  la  que  se  re*^ 
mueven  los  obstáculos  4pie  4  la  apertura  y 
construcción  de  los  caminos  pneden  oponéé 
los  propietarios  de  los  terrenos  por  donde 
deben  atravesar,  ley  que  ooneiliando  todoi 
los  intereses,  consulta  á  los  derechos  indivi^ 
duales  consagrados  por  la  ley  civil,,  y  á  las 
necesidades  y  al  bienestar  generaL  Lo  q«e 
se^ice  en  geoenal  de  los  títulos  para  adqui- 
rir, es  aplicable  al  particuhr  de  prescrípr 
ci<m:  el  terreno  que  era  de  un  particular, 
puede  ser  adquirido  de  este  modo  en  benefi-» 
cio  del  camino:  la  prescripción  entonces  co- 
menzará y  se  completará  como  cualquiera 
otra  prescripción  ordinana.  Pero  debe  siem- 
pre tenerse  en  cuenta  que  la  repetición  del 
tránsito  no  constituye  por  sí  sola  el  camino; 
este  no  se  reputará  legalmente  constituido 
basta  tanto  que  se  hayan  señalado  recursos 
para  su  construcción  y  se  haya  cbsificado 
en  debida  forma;  y  es  claro  que  mientras  el 
camino  no  existe,  no  pueden  hacerse  adqui- 
siciones para  él. 

Sin  detenernos  en  la  cuestión  de  la  ena- 
genacion  de  un  camino  público  ó  de  los  ter* 
renos  que  le  forman  cuando  se  hace  por  la 
administración,  lo  que  no  necesita  esplicarse 
en  este  lugar ,  porque  se  conforma  en  su 
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fuerza  y  efeclos  á  lo  qae  se  halle  prescrito 
por  el  derecho  común  respecto  á  la  natura- 
leza y  erectos  de  los  contratos ,  nos  limitare- 
mos aquí  á  hablar  acerca  de  sí  la  prescrip- 
ción puede  ó  no  tener  lugar  en  los  caminos. 
El  principio  de  los  romanos:  viampubli- 
cam  populus  non  ulende  amittere  non  po- 
test  (1),  es  precisamente  el  que  se  observa 
por  derecho  español.  Las  leyes  de  Partida 
vigentes  en  esta  parte  le  formulan  repetida- 
mente (2)  diciendo  que  nadie  puede  ganar 
por  tiempo  los  caminos.  Verdad  es  que  estas 
leyes  se  limitan  á  los  caminos  que  son  del 
pro-comunal  de  las  ciudades,  villas  ó  luga- 
res :  no  puede  sin  embargo  negarse  que  su 
espíritu  alcanza  á  todos  los  caminos  públicos. 
Habla  el  Sabio  Rey  de  lo  que  sucedia  en  su 
tiempo:  entonces  la  administración  pública 
ni  estaba  centralizada,  ni  el  Estado  se  em- 
peñaba en  las  costosas  y  difíciles  obras  que 
hoy  son  elementos  de  vida  para  las  nacio- 
nes: todo  estaba  casi  esclusivamente  aban- 
donado al  interés  local,  y  los  pueblos  hacían 
por  sí  lo  que  no  podían  en  la  edad  me- 
dia esperar  de  los  gobiernos.  Ni  habría  ra- 
zón para  hacer  de  mejor  condición  los  ca- 
minos vecinales  que  las  grandes  vías  de  co- 
niunícacion  que  unen  á  la  capital  de  la  Mo- 
narquía con  los  puertos,  con  las  provincias  y 
con  las  naciones  estranjeras  y  á  unas  provin- 
cias con  otras:  sí  había  motivos  mas  especia- 
les á  favor  de  algunos  caminos,  seguramen- 
te debería  ser  en  los  de  mas  importancia,  en 
los  que  satisfacían  mayor  número  de  intere- 
ses ,  á  los  que  prestaban  mas  grandes  serví- 
vicios,  en  los  que  exigían  para  su  ejecución 
mas  crecidos  capitales.  Del  contesto  de  las 
leyes  que  quedan  indicadas  se  infiere  que 
no  hay  prescripción  ni  ordjnaria  ni  eslraor- 
dinaria  respecto  á  los  caminos  públicos.  Y 
esto  se  justifica  con  arreglo  á  los  principios 
del  derecho,  porque  faltan  todos  los  requi- 
sitos señalados  para  la  prescripción.  Lo  que 
está  destinado  al  disfrute  de  todos,  y  de  cada 
lino  continuamente  y  de  un  modo  tan  os- 
tensible ,  no  puede  ser  reputado  nunca  ni 


(1)    Lcyl,  lU.  II,  l¡b.45ilH  01}?. 
ti)    Uycí  7 ,  til.  89  y  25 ,  til   ói ,  de  la  l\3rl.  5. 
TOMO  VIÍ. 


por  nadie  del  dominio  particular  de  uno 
solo:  no  cabe  por  lo  tanto  buena  fé.  Agre- 
gúese á  esto  que  el  Gn  esencial  de  los  caminos 
escluye  por  otra  parte  la  posibilidad  de  cons- 
tituirse con  justo  título ,  lo  que  hace  que  los 
caminos  sean  imprescriptibles  por  su  propia 
naturaleza ,  y  por  último  que  tampoco  pue- 
de llegar  á  establecerse  una  posesión  legal, 
quieta  y  pacífica,  porque  cualquier  acto  de 
un  particular  que  ya  se  apodere  del  cami- 
no, ya  solamente  cercene  en  algún  tanto  su 
anchura  es  una  verdadera  usurpación  que  la 
ley  prohibe  y  reprime. 

Pero  sí  bien  las  prescripciones  ordinaria 
y  estraordinaria  no  son  suficientemente  po- 
derosas para  considerar  perdido  el  camino 
público,  no  creemos  que  puede  decirse  lo 
mismo  de  la  prescripción  inmemorial.  Cuan- 
do la  administración,  que  siempre  se  presu- 
me vigilante  y  celosa  por  los  intereses  que 
le  están  encomendados ,  permite  un  ano  y 
otro  ano  que  un  camino  público  se  con- 
vierta en  propiedad  particular,  cuando  deja 
pasar  una  y  otra  generación  sin  reivindicar 
lo  que  corresponde  al  uso  común,  cuando 
las  generaciones  nuevas  han  perdido  la  me- 
moria de  lo  que  en  tiempos  antiguos  se  ob- 
servaba, cuando  han  llegado  á  ser  del  todo 
desconocidos  por  el  no  uso  de  los  derechos 
del  Estado,  de  las  provincias  ó  de  los  pue- 
blos, cuando  se  han  abierto  nuevas  comuni- 
caciones que  hayan  reemplazado  con  venta- 
ja á  la  antigua,  ó  esta  ya  ha  dejado  de  tener 
su  fin  primitivo  de  utilidad,  cuando  ya  por 
el  largo  espacio  que  se  requiere  para  poder 
llamar  inmemorial  la  prescripción  el  camino 
no  ha  servido  para  el  tránsito  público  y  un 
particular  es  reputado  como  dueño  del  ter- 
ritorio cultivándolo,  haciéndolo  productivo, 
ó  utilizándolo  con  sus  capitales,  trabajo  é 
industria,  parécenos  que  no  hay  duda  que  el 
camino  ha  de  perder  su  calidad  de  público, 
y  reputarse  como  de  la  persona  que  de  este 
modo  le  hubiese  prescrito.  El  tiempo  que  en 
todo  ejerce  su  influencia,  que  borra  lenta  y 
sucesivamente  los  recuerdos  y  la  memoria 
de  los  sucesos  mas  importantes,  concluye  por 
legitimar  lo  que  tuvo  un  origen  vicioso.  Y 

esto  es  tan  cierto  que  la  imprescriptibilidad 
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nunca  se  ha  considerado  como  un  obstáculo 
eterno:  en  campos  cultivados  han  aparecido 
recientemente  vestigios  de  antiguos  cami- 
nos, cuya  estincion  legal  no  consta,  y  sin 
embargo  la  propiedad  privada  de  esos  cam- 
pos se  ba  considerado  como  una  propiedad 
segura  é  inviolable. 

Pero  conviene  ventilar  una  cuestión  im- 
portante; á  saber,  si  en  el  caso  de  que  un 
camino  público  haya  sido  de  hecho  eslingui- 
do  por  no  frecuentarse  por  nadie  pero  no 
haya  llegado  á  haber  prescripción  inmemo- 
rial, podrán  prescribirse  las  servidumbres 
públicas  que  por  razón  de  él  sufrían  las 
heredades  colindantes,  tales  como  la  res- 
tricción de  la  corta  de  árboles  y  de  la  edifi- 
cación dentro  de  las  varas  que  forman,  por 
decirlo  así,  la  zona  del  camino.  Razones 
poderosas  militan  en  favor  de  la  libertad  de 
tales  servidumbres;  introducidas  principal- 
mente en  garantía  de  la  seguridad  y  como- 
didad del  tránsito,  parece  que  faltando  este, 
deben  cesar  por  falta  de  objeto ,  por  hacer- 
se inútiles:  el  particular  que  entra  en  po- 
sesión de  la  libertad  de  su  predio,  no  se  in- 
trusa en  el  camino,  ni  aspira  á  la  prescrip- 
ción del  terreno  que  estaba  destinado  al 
tránsito;  este  terreno  queda  íntegro.  A  to- 
das estas  consideraciones  se  agrega  la  de 
que  las  servidumbres,  como  coartación  del 
dominio ,  son  odiosas,  y  deben  interpretarse 
estrictamente,  Sin  embargo  creemos  que  la 
subsistencia  de  las  servidumbres  es  la  verda- 
dera doctrina  legal,  á  pesar  de  todas  las  im- 
pugnaciones que  pueden  hacérsele  con  harto 
fundamento  bajo  el  aspecto  de  la  convenien- 
cia. Las  servidumbres  públicas  de  un  ca- 
mino no  son  otra  cosa  que  un  accesorio  de 
este;  por  causa  de  él  se  introducen  y  hasta 
que  él  desaparezca  legalmente  no  deben 
quedar  estinguidas.  La  imprescriptibilidad 
de  lo  principal  induce  la  de  lo  accesorio, 
mucho  mas  cuando  las  servidumbres  de  que 
se  trata,  consultan ,  no  solo  á  la  comodidad 
y  libertad  del  tránsito ,  sino  también  á  la 
integridad  y  permanencia  del  camino. 

Fáltanos  examinar  la  división  de  los  cami- 
nos; dejando  por  ahora  los  privados  para  los 
que  reservamos  la  sección  final  del  artículo, 


diremos  solo  cómo  se  consideran  clasificados 
los  que  tienen  carácter  público.  De  poco  ó 
ningún  provecho  nos  seria  consultar  las  le- 
yes antiguas :  obsérvanse  en  ellas  diferentes 
denominaciones,  pero  sin  que  pueda  dedu- 
cirse un  sistema  general  de  clasificación: 
unas  hablan  de  caminos  cabdales  ó  cauda- 
les (1);  otras  de  caminos  carreteros  ó  carri- 
les (2);  algunas  se  refieren  á  caminos  prin- 
cipales (3);  las  hay  que  tratan  de  los  gene- 
rales (4)  y  á  veces  parecen  distinguir  los  ca- 
minos públicos  en  dos  clases;  los  reales  y 
los  de  travesía  (5). 

Y  esta  con  efecto  es  la  clasificación  que 
prevaleció  entre  los  autores >  en  el  lenguaje 
común  y  aun  en  disposiciones  posteriores  á 
las  leyes  recopiladas,  si  bien  á  veces  se 
usan  los  nombres  de  carreteras  reales  y  ca- 
minos ramales  (6).  Llamábanse  caminos  rea- 
les los  que  antes  el  rey,  luego  el  Estado 
mantenía  á  su  costa,  por  ser  los  principales 
del  país  y  los  que  servían  de  comunicación 
entre  las  principales  ciudades;  los  de  trave- 
sía, llamados  también  trasversales,  servían 
para  la  comunicación  de  los  pueblos  de  una 
provincia  entre  sí  y  aun  con  los  de  las  in- 
mediatas. 

Esta  división  tan  sencilla  hubo  de  ser  in- 
suficiente luego  que  en  tiempos  recientes  se 
ha  dado  tanto  impulso  á  las  obras  públicas 
mejorándose  los  caminos  antiguos  y  creán- 
dose muchos  otros.  Las  diferentes  condicio- 
nes que  requerían ,  su  desigual  importancia, 
la  mayor  ó  menor  generalidad  de  los  inte- 
reses á  que  principalmente  se  destinaban ,  y 
mas  que  todo  el  distinto  origen  de  los  re- 
cursos y  del  régimen  administrativo  y  facul- 
tativo que  eran  aplicables  á  unos  ó  á  otros 
eran  motivos  que  eligían  necesariamente  una 
clasificación  mas  completa  y  minuciosa. 

Tratóse  de  satisfacer  esta  necesidad  en 
diferentes  disposiciones  dictadas  sobre  el  ra- 
mo de  caminos.  Así  la  instrucción  para  pro- 


(1)  Ley  49.  Uu  39  del  Ordenamiento  de  Alcalá  y  3,  tit.  13  , 
lib.  12  de  la  Noy.  Recop. 

(¿)  Ley  2,  liu  J5,  lib.  7  de  la  Noy.  Rccop. 

(8)  Ley  5,  id.  id. 

(i)  Ley  6.  id.  id. 

(5)  Ley  7, id.  id. 

(6)  Real  Orden  de  15  de  setiembre  de  1828. 
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mover  y  ejecutar  las  obras  publicas  aprobada 
por  reaJ  decreto  de  10  de  octubre  de  1848, 
al  comprender  bajo  el  nombre  genérico  de 
obras  públicas  las  del  Estado,  las  provincia- 
les y  municipales  guiándose  para  determi- 
nar estas  denominaciones  por  la  procedencia 
de  los  fondos  (1) ,  implícitamente  clasificaba 
los  caminos  públicos  en  esos  mismos  tres  ór- 
denes, puesto  que  para  los  efectos  de  la  ins- 
trucción todos  se  consideraban  como  obras 
públicas  (%). 

Los  formularios  para  la  redacción  de  los 
proyectos  de  obras  públicas  de  caminos  man- 
dados observar  por  orden  de  la  dirección 
general  de  28  de  abril  de  1846  dividen  en 
cuatro  clases  todas  las  carreteras ,  á  saber: 
1  /  Nacionales:  bajo  cuya  denominación  en- 
tran las  llamadas  generales ,  que  son  las  que 
conducen  de  la  capital  de  la  Monarquía  al 
litoral  ó  á  las  fronteras  del  reino:  2/  Pro- 
vinciales ,  esto  es  las  que  interesan  á  una 
ó  mas  provincias,  estableciendo  comunica- 
ción entre  sus  capitales ,  bien  empalmen  ó 
no  con  las  de  primera  clase:  3/  Municipales, 
ó  sean  las  que  dentro  de  una  provincia  inte- 
resan á  uno  ó  mas  'partidos  ó  ciudades  im- 
portantes por  su  comercio,  industria  y  agri- 
cultura: y  en  fin,  4.*  Vecinales,  á  saber  las 
que  interesan  á  uno  ó  mas  pueblos  dentro 
de  sus  términos  jurisdiccionales.  Esta  clasi- 
ficación, como  se  conoce  desde  luego  por  el 
origen  que  tiene ,  hacia  relación  mas  bien  al 
servicio  facultativo  de  los  caminos ,  que  al 
orden  administrativo  y  económico. 

Publicóse  luego  el  real  decreto  de  7  de 
abril  de  1848  sobre  construcción,  conserva- 
ción y  mejora  de  los  caminos  vecinales,  y 
en  él  se  fijó  en  primer  lugar ,  la  definición 
y  división  de  esta  clase  de  caminos,  preli- 
minares, siempre  importantes ,  pero  muobo 
mas  cuando,  como  entonces  sucedia,  se 
entraba  en  una  materia  que  podia  conside- 
rarse como  nueva  en  España.  Con  arreglo  á 
este  decreti)  los  caminos  públicos  que  no 
están  comprendidos  en  las  clases  de  carre- 
teras nacionales  ó  provinciales  se  denomi- 


(1)    Art.l. 
{%    Art.  I. 


nan  caminos  vecinales  de  primero  y  segun- 
do orden  según  se  clasifiquen  atendida  su 
importancia  y  uso  frecuente:  son  caminos 
vecinales  de  primer  orden  los  que  por  con  • 
ducir  á  un  mercado ;  á  una  carretera  nacio- 
nal ó  provincial,  á  un  canal,  á  la  cabeza  del 
partido  judicial  ó  del  distrito  electoral ,  ó  por 
cualquiera  otra  circunstancia,  interesan  á 
varios  pueblos  á  un  tiempo  y  son  de  un 
tránsito  activo  y  frecuente.  Son  caminos 
vecinales  de  segundo  orden  los  que  intere- 
sando á  uno  ó  mas  pueblos  á  la  vez  son  no 
obstante  poco  transitados  por  carecer  de  un 
objeto  especial  que  les  dé  importancia  (I). 

Después  de  este  real  decreto,  peculiar  á 
los  caminos  vecinales,  encontramos  una  cla- 
sificación general  en  la  instrucción  que  en 
26  de  enero  de  18S0  espidió  el  ministerio  de 
Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas  para 
los  gobernadores  civiles  de  las  provincias. 
En  ella  (2)  se  dividen  los  caminos  en  cinco 
diferentes  clases,  cada  cual  con  sus  espe- 
ciales condiciones  á  saber:  1.*  carreteras 
generales;  2.*  trasversales  de  gran  comuni- 
cación; 3.*  provinciales;  4/  de  comarca  ó 
de  pequeñas  travesías ;  y  5.*  vecinales. 

Presenta  mucha  analogía  con  esta  clasifi- 
cación la  que  de  las  carreteras  se  hace  en 
la  ley  de  7  de  mayo  de  1851 :  según  ella  las 
carreteras  de  la  Península  se  consideran  di- 
vididas en  las  clases  siguientes:  1.*  carrete- 
ras generales:  2."  carreteras  trasversales: 
3.*  carreteras  provinciales;  y  4.'  carreteras 
locales.  Como  que  esta  clasificación  es  la  vi- 
gente y  tengamos  destinada  la  sección  si- 
guiente á  tratar  de  las  carreteras,  no  es 
oportuno  aquí  entrar  á  definir  cada  una  de 
las  indicadas  clases. 

Hemos  referido  todas  las  precedentes  dis- 
posiciones, por  mas  que  unas  escluyan  á 
otras,  con  el  objeto  de  ilustrar  algún  tanto 
esta  materia  de  clasificación  de  caminos. 
Para  determinarla  con  precisión  bastan  única- 
mente el  real  decreto  de  7  de  abril  de  1848 
y  la  ley  de  7  de  mayo  de  1851 :  procedien- 
do sobre  estas  bases  podemos  decir  con  exac- 


(1)    Art.l. 

(%)    f.  16  «D  el  capitulo  1.*  de  U  sección  5. 
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tilud  que  los  caminos  públicos  de  España  se 
dividen  en  carreteras  y  en  caminos  vecina- 
les. Héaquí  la  división  mas  genérica.  Ob- 
servamos que  si  el  real  decreto  definió  los 
caminos  vecinales,  la  ley  no  ha  conceptuado 
necesario  deKnir  á  su  vez  las  carreteras»  sin 
duda  por  juzgar  que  la  mera  enunciación  de 
esta  palabra  dá  por  sí  idea  clara  de  su  sig- 
nificado. Así  es,  en  efecto,  carretera  equi- 
vale á  camino  público  de  la  suficiente  an- 
chura para  que  por  él  vayan  y  vengan  toda 
clase  de  carruages :  sin  embargo,  y  á  pesar 
de  que  la  ley  esplíca  cada  una  de  las  especies 
de  carreteras,  no  hubiera  sido  del  todo  su- 
perfino que  hubiera  fijado  su  definición,  mu- 
cho mas  cuando  la  de  los  caminos  vecinales, 
es  negativa,  refiriéndose  como  ya  hemos  visto 
á  aquellos  caminos  públicos  c  que  no  están 
comprendidos  en  las  clases  de  carreteras» 
nacionales  ó  proviuciales.  Mas  adelante,  ten- 
dremos ocasión  de  reparar  cuan  conveniente 
hubiera  sido  la  definición  que  ahora  echamos 
de  menos. 

En  cuanto  á  las  subdivisiones  de  cada  uno 
de  los  miembros  de  esta  división  fundamen- 
tal, se  hallan  asimismo  determinadas  inequí- 
vocamente en  la  ley  y  en  el  real  decreto  ya 
citados.  Comparando  unas  con  otras,  se  pue- 
de observar  que  al  paso  que  las  de  los  ca- 
minos vecinales  se  espresan  con  palabras  que 
indican  un  mero  orden  de  importancia,  las 
de  las  carreteras  llevan  denominación  que, 
al  mismo  tiempo  que  su  importancia,  revelan 
otras  ideas,  por  ejemplo,  la  estencion  á  que 
llegan,  y  el  origen  de  los  fondos  que  las  es- 
tán distinados. 

Tal  es  la  clasificación  vií;cntc,  según  se 
desprende  de  las  mismas  disposiciones  con- 
tenidas en  las  leyes  y  decretos;  es  decir,  que 
no  solo  tenemos  una  clasificacion-clara,  que 
favorece  al  método  de  la  ésposicion  de  doc- 
trinas, sino  al  mismo  tiempo  una  clasifica- 
ción legal  que  por  este  carácter  destierra  du- 
das y  evita  cuestiones.  Aunque  el  objeto 
principal  de  la  ley  sea  el  precepto,  lydecla- 
racion  de  derechos  y  obligaciones ,  y  no  las 
definiciones  y  clasificaciones ,  que  parecen 
mas  propias  de  los  autores  y  de  los  libros 
doctrinales,  sin  embargo,  preciso  es  cono- 


cer que  si  algunas  materias  requieren  es- 
tar clasificadas  por  el  legislador,  es  preci- 
samente una  de  ellas  la  de  que  al  presen* 
te  tratamos.  Si  no  existiera  JpreestaUecido 
un  principio  regulador,  una  base  cierta 
para  señalar  el  orden  de  importancia  de  un 
camino  cualquiera  que  se  trate  de  habilitar, 
ocurrirían  muchos  conflictos  en  la  marcha 
de  la  administración,  al  paso  que  los  par- 
ticulares y  los  pueblos,  buscando  la  prepon- 
derancia de  los  propios  intereses,  se  empe- 
narian  en  contiendas  nunca  ventajosas  y 
las  mas  veces  deplorables,  cada  cual  querría 
que  se  diera  al  camino  de  su  especial  interés 
el  mas  alto  carácter ,  prelenderia  la  provin- 
cia que  el  Estado  debia  mantener  tal  ó  cual 
comunicación,  y  el  pueblo  que  la  provincia; 
serian  inciertos  el  régimen  y  la  competen- 
cía  tanto  respecto  de  las  atribuciones  de  las 
autoridades,  como  de  la  dirección  facultati- 
va. Por  muchos  conceptos,  pues,  es  conve- 
niente, es  necesario  que  la  clasificación  de  los 
caminos  públicos  sea  materíade  las  leyes. 

Y  en  vista  de  la  que  las  españolas  han  es- 
tablecido podria  inquirirse  si  por  ventura 
no  caben  mas  clases  de  caminos  públicos  que 
las  dos  principales  que  quedan  indicadas. 
Las  hay  efectivamente :  prescindiendo  de  los 
de  hierro,  que  no  entran  en  los  límites  de 
este  artículo,  es  sabido  que  los  rios  navega- 
bles y  flotables  y  los  canales  exigen  en  su 
orílla  ciertos  caminos  destinados  á  los  hom- 
bres y  á  las  caballerías  que  tiran  de  los  bar- 
cos, balsas,  ú  otros  cuerpos  trasportados  por 
el  agua  por  medio  de  maromas :  estos  son 
los  caminos  que  los  franceses  designan  con 
el  nombre  de  chemins  (fe  halage^  y  que 
nosotros  llamamos  de  sirga.  Tienen  indu- 
dablemente un  carácter  público,  como  los 
damas  ordinarios,  si  bien  su  destino  es  mas 
concreto,  puesto  que  de  igual  carácter  pú- 
blico gozan  los  rios  y  canales,  cuyo  acceso- 
rio indispensable  son:  contribuyen,  pues, 
á  que  se  comuniquen  unas  provincias  con 
otras,  unos  pueblos  con  otros,  y  deben  entrar 
por  lo  tanto  á  formar  una  parte  esencial  del 
sistemado  caminos:  no  sirven  primariamen- 
te para  el  tránsito,  pero  sí  para  el  trasporte, 
y  esto  basta. 
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A  pesar  de  ser  indudable  este  carácter 
público,  no  hemos  visto  enumerados  tales 
caminos  entre  los  demás,  ni  en  las  disposi- 
ciones antiguas,  ni  en  las  modernas  de  nues- 
tro derecho.  Entre  las  últimas  hay  una  (1) 
que,  consultando  á  la  mejor  conservación  y 
aprovechamiento  público  de  los  canales  de 
navegación,  previene  se  deslinden  y  amojo- 
nen los  terrenos  colindantes  necesarios  á  su 
uso,  y  los  demás  que  les  son  propios  bajo  las 
reglas  prescritas  paralas  carreteras  gene- 
rales y  provinciales,  y  que  nosotros  espon- 
dremos en  su  lugar  oportuno.  Sienestareal 
orden  se  comprenden ,  como  parece  indu- 
dable, los  caminos  de  sirga  ella  misma  de- 
muestra que  por  nuestra  jurisprtidencia  no 
se  conceptúan  unidos  á  los  demás  que  cons- 
tituyen las  comunicaciones  terrestres.  Cree- 
mos que  este  punto  de  vista  es  exacto:  por 
lo  mismo  que  los  caminos  de  sirga  son,  según 
la  ingeniosa  espresion  de  Pascal,  c  caminos 
que  se  mueven  por  sí  mismos,»  y  sin  apar- 
tarse del  agua  tienen  que  someterse  siem- 
pre al  curso  de  esta,  por  lo  mismo  que  tie- 
nen el  concepto  de  medios  que  auxilian  la 
navegación  y  el  flote,  sirviendo  principal- 
mente para  este  objeto,  nosotros  los  concep- 
tuamos fuera  de  los  límites  de  este  artículo, 
reservándonos  tratar  de  ellos  en  los  que  des- 
tinamos á  canales  y  rios. 

SECCIÓN  IV.  I 

DE  LAS  CARRETERAS. 

Las  disposiciones  vigentes  acerca  de  car- 
reteras ó  se  refieren  á  cada  una  de  sus  cla- 
ses en  particular  ó  son  aplicables  á  varias  ó 
H  todas  ellas.  Por  esto  destinamos  los  cua- 
tr  o  primeros  párrafos  de  la  sección  presen- 
te á  las  cuatro  clases  de  carreteras  que  la 
ley  reconoce,  y  en  el  quinto  reunimos  loque 
no  es  peculiar  á  una  sola.  Y  en  fin,  como 
quiera  que  las  travesías  de  las  carreteras 
por  los  pueblos  merezcan  tratarse  separada- 
mente y  mucho  mas  habiendo  una  ley  espe- 
cial acerca  de  ellas,  reservamos  el  último 

(1)    Real  orden  de  S  d«  aovlembr^  d«  18  iG 


párrafo  esclusivameute  para  esta  materia. 
§.  1.*"    Caneteras  generales. 

Bajo  el  nombre  de  carreteras  generales, 
se  comprenden  todas  las  carreteras  que  se 
dirigen  desde  Madrid  á  capitales  de  provin- 
cia, á  departamentos  de  marina  y  á  aduanas 
de  gran  movimiento  mercantil  habilitadas 
para  el  comercio  estranjero  (I).  Tal  es  la 
disposición  textual  de  la  ley:  fáciles  com- 
prender cuál  baya  sido  su  motivo.  Las  car- 
reteras que  deben  estimarse  generales,  prin- 
cipalmente cuando  la  escala  de  clasificación 
está  bastante  graduada,  son  aquellas  que 
desde  el  punto  mas  importante  del  reino, 
como  central  conduzcan  á  los  demás  puntos 
que  tengan  también  una  gran  importancia; 
cuál  haya  de  ser  aquel  y  cuáles  estos  indí- 
calo la  misma  naturaleza  de  tales  carrete- 
ras. Las  mas  principales  vías  de  comunica- 
ción están  destinadas  al  beneficio  de  toda  la 
nación,  no  consultan  en  primer  término  in- 
tereses locales  sino  los  generales;  su  objeto, 
en  una  palabra,  es  la  facilidad  del  comer- 
cio interior  en  grande  escala  y  aun  mas 
del  comercio  esterior:  importan  á  la  nación 
como  tal  nación,  y  en  sus  relaciones  mercan- 
tiles con  las  demás.  De  aquí  resulta  que  el 
punto  central,  el  nudo,  digámoslo  así,  de  to- 
das estas  carreteras  deba  tomarse  en  la  ca- 
pital del  pais,  porque  se  supone  que  la  po- 
blación que  tal  categoría  tenga,  la  habrá  ad- 
quirido por  su  importancia  ya  política,  ya 
económica  ó  mercantil;  y  tanto  mas  conven- 
drá que  esta  capital  se  adopte  como  punto 
de  partida  para  las  comunicaciones  genera- 
les, si  á  sus  ventajas  intrínsecas  reuniera 
otra  ventaja  topográfica,  por  decirlo  así, 
emanada  de  su  misma  posición  central,  con 
respecto  á  los  demás  centros  de  comercio  y 
de  producción,  cuya  circunstancia,  si  puede 
pasar  desapercibida  bajo  ciertos  aspectos, 
es  de  sumo  interés  tratándose  de  un  sistema 
de  comunicaciones  generales. 

El  mismo  orden  de  consideraciones  que 
nos  sirven  para  fijar  en  este  sistema  el  punto 
de  partida,  nos  ha  de  conducir  á  senarlar  el 
término.  Ya  hemos  dicho  que  ha  de  atenderse 
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al  comercio  interior  y  al  esterior.  Con  res  • 
pecio  al  primero ,  se  ofrece  desde  luego  la 
división  territorial  de  mas  aplicaciones  polí- 
ticas y  económicas,  es  decir»  la  división  en 
provincias  civiles  como  la  única  útil  para  la 
designación  que  se  busca.  Las  divisiones 
eclesiásticas,  las  judiciales,  y  aun  las  mili- 
tares no  son  de  tanta  significación  en  el 
particular :  deberán  tenerse  en  cuenta  para 
otras  clases  de  comunicaciones,  pero  ceden 
ante  la  importancia  de  la  división  civil  y 
administrativa  en  cuanto  á  las  generales. 
Esto  supuesto  parece  que  el  punto  que  debe 
considerarse  en  las  provincias  como  prefe- 
rente para  que  á  él  confluyan  las  carreteras 
debe  ser  por  regla  general  el  de  las  capita- 
les, como  que  naturalmente  tienen  á  su  fa- 
vor la  presunción  de  mayor  importancia.  Por 
una  parte,  cuando  no  sean  superiores  en  ra- 
zón de  la  abundancia  de  producción  y  de  la 
actividad  del  comercio,  están  por  lo  menos, 
y  en  tal  supuesto  hablamos,  enlazadas  con 
los  demás  puntos  de  la  provincia  por  cami- 
nos secundarios ;  por  otra  parte  son  los  cen- 
tros que  ban  de  comunicarse  con  la  capital 
donde  reside  el  gobierno  de  la  nación.  La 
rapidez,  y  por  lo  mismo  el  acierto  de  la  ad- 
ministración general  del  Estado  así  lo  exige. 
Ya  se  atienda,  pues,  á  motivos  de  protección 
y  fomento  para  el  comercio  interior,  ya  á 
razones  de  facilidad  en  la  administración  y 
de  orden  público,  las  capitales  de  provincia 
deben  estar  unidas  á  la  capital  del  país  por 
medio  de  caminos  de  primer  orden. 

Pero  decíamos  que  el  comercio  esterior, 
había  también  de  servir,  como  base  muy 
esencial  para  designar  estos  caminos:  re- 
flexiones generales,  obvias  y  sencillas,  así  lo 
convencen,  y  en  España  es  tanto  mas  im- 
portante é  indispensable  aquella  base  cuanto 
que,  sobre  tener,  como  península,  una  es- 
tensa costa  bañada  por  dos  mares,  ofrece 
por  la  escelencia  de  sus  producciones  no 
poco  aliciente  para  el  comercio  estranjero. 
Para  hacer,  pues,  espedito  este  comercio, 
así  por  mar  como  por  tierra,  es  preciso  que 
las  carreteras  generales  terminen  ya  en  cen- 
tros de  divisiones  marítimas,  estoes,  depar- 
tamentos de  marina ,  en  puertos  frecuenla- 


do|,  y  en  aduanas  de  mucho  movimiento  y 
tráfico. 

L|  designación,  pues,  que  la  ley  espano- 
la  h^  adoptado  en  punto  á  carreteras  gene- 
rales está  perfectamente  acorde  con  la  índo- 
le de  esta  clase  de  vías  de  comunicación, con 
las  exigencias  de  la  buena  administración, 
y  con  las  necesidades  é  intereses  del  pais. 
Madrid,  como  capital  y  corte,  y  como  pobla- 
ción ceptral  debe  dar  origen  á  las  carrete- 
ras geiierales ;  ni  las  capitales  de  provincia 
ni  los  departamentos  de  marina,  ni  las  adua- 
nas habilitadas  para  el  comercio  estranjero 
podían  quedar  privadas  tampoco  de  sus  ven- 
tajas. Guantas  carreteras  clasifica  la  ley  como 
generaleí  €stan  bien  clasificadas. 

Sin  embargo,  no  faltan  quienes  crean  que 
esta  cla9ÍGcacion,  aun  cuando  sea  aceptable 
por  lo  qne  comprende,  es  insuficiente  por  lo 
que  omite ,  al  paso  que  otros  se  duelen  de  la 
preponderancia  que  se  ha  dado  á  la  capital 
del  reino,  hasta  el  punto  de  no  tener  cabida 
entre  los  caminos  de  primer  orden  el  que 
con  aquella  no  comunique.  No  son  siempre, 
las  capitales,  se  ha  dicho,  las  poblaciones  mas 
importantes,  mas  ricas:  en  el  desarrollo  que 
la  industria  ha  adquirido  en  estos  tiempos 
hay  lugares  insignificantes  de  por  sí,  pero 
muy  interesantes  y  muy  frecuentados  por  la 
riqueza  que  esplotan,  y  por  el  alimento  que 
dan  al  comercio.  Estos  lugares,  pues,  re- 
quieren también  carreteras  generales,  que 
llegarían  á  ser  mas  útiles  que  otras  destina- 
das á  la  comunicación  de  Madrid  con  una 
capital  de  provincia  de  último  orden. 

Los  que  se  han  esforzado  en  hacer  preva- 
lecer tales  argumentos,  procuran  dar  mayor 
importancia  á  determinados  distritos  y  pro- 
vincias que  contribuyen  poderosamente  al 
engrandecimiento  de  la  riqueza  pública.  Pero 
á  pesar  de  todo,  lejos  de  estimarlos  incon- 
testables nos  parece  que  vienen  algún  tanto 
desvirtuados  por  fundarse  en  consideraciones 
locales.  La  misma  clase  de  caminos,  de  que 
se  trata,  indica  que  para  su  designación  debe 
tomarse  un  punto  de  vista  general :  los  inte- 
reses de  un  pueblo,  de  una  provincia  por 
mas  que  sean  muy  atendibles,  y  aun  cuando 
vengan  me  díatamente  á  refluir  en  provecho 
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(le  loda  la  nación»  no  bastan  para  establecer 
una  carretera  general.  En  esto  no  les  resul- 
ta ningún  agravio  ni  se  les  infiere  perjuicio, 
puesto  que  son  convenientemente  satisfechos 
con  las  carreteras  locales  y  provinciales  que 
la  ley  admite,  y  aun,  sí  tanto  valieran,  con 
carreteras  trasversales,  que  no  ceden  mucho 
á  las  generales.  Observación  es  estaque  ad- 
quiriría todavía  doble  Tuerza  si  la  riqueza  é 
importaocia  de  determinados  lugares,  á  los 
que  se  pretendiera  favorecer  con  una  carre- 
tera general,  proviniera  dé  causas  variables 
y  pasajeras,  como  por  ejemplo,  de  la  esplo- 
tacion  de  una  mina.  No  seria  entonces  pru- 
dente que  el  Estado  se  comprometiera  en  la 
construcción  de  un  camino  de  primer  orden, 


CAMINOS.  305 

también  en  real  resolución  comunicada  al 
consejo  por  el  ministerio  de  Estado  en  orden 
de  16  de  enero  de  1769  á  consecuencia  de 
varios  dictámenes  sobre  el  cómputo  i^de  le- 
guas en  los  caminos  reales,  determinó  S.  M., 
que  las  leguas  y  medias  leguas  se  contasen 
desde  Madrid  y  puerta  que  mas  en  dere- 
chura se  dirigiese  á  la  línea  del  camino  (1). 
Estos  ejemplos,  tomados  al  acaso  entre  nues- 
tras disposiciones  legales  antiguas  y  moder- 
nas, y  que  por  lo  tanto  podrian  aumentarse 
con  otros  muchos,  que  demuestran  los  re- 
quisitos vigentes  para  la  clasificación  de  las 
carreteras  generales ,  no  son  debidos  al  in- 
flujo de  las  ¡deas  escesivamente  centrali- 
zadoras. 


que  quizás  dentro  de  poco  tiempo  podría  Las  capitales  de  provincia,  los  departa- 

K«....«  ;..«......:^    T .« ;-..:««  „  i.«      mentos  de  marina  y  las  aduanas  de  gran 

movimiento  mercantil  habilitadas  para  el  co- 
mercio estranjero,  no  se  enlazan  con  la  corte 
únicamente  por  vias  directas ,  sino  que  tam- 
bién pueden  estarlo  por  comunicaciones  in- 
directas que  sin  embargo  tengan  el  concep- 
to de  primera  clase  ó  generales;  así  lo  con- 
vence la  ley  al  declarar  que  los  ramales  que 
mande  construir  el  gobierno  y  que,  par- 
tiendo de  una  carretera  general ,  conduzcan 
á  alguno  de  los  puntos  ya  designados,  for- 
man parte  de  la  misma  carretera  (2).  Com- 
préndese desde  luego  cuan  fundada  sea  esta 
declaración :  los  ramales  á  que  se  refiere 
son  accesorios  de  las  carreteras  principales 
que  van  á  parar  á  los  puntos  que  la  ley  es- 
timó suficientemente  importantes  para  con- 
ceder la  categoría  de  carretera  general  y 
que  vienen  asimismo,  aunque  por  medio  de 
otra  gran  línea  de  la  misma  capital  de  la 
Monarquía:  debían  por  lo  tanto  obtener  el 
rango  que  se  les  ha  asignado,  mucho  mas 
cuando  merced  á  ellos  las  capitales  de  pro- 
vincia, los  departamentos  de  marina  y  las 
aduanas  reciben  casi  igual  beneficio  que  de 
una  carretera  directa.  En  esta  parte  ha  pro- 
.cedidolaley  no  solo  prudentemente,  sino 
satisfaciendo  una  necesidad  imperiosa  de 
la  administración,  procurando  considerables 
economías ,  y  dejando  sin  vacíos  el  sistema 


hacerse  innecesario.  Las  provincias  y 
pueblos  directamente  interesados  en  el  cul- 
tivo y  circulación  de  tal  ramo  de  riqueza  son 
á  quienes  toca  verdaderamente  establecer 
las  comunicaciones  que  se  conceptúen  opor- 
tunas ;  y  todo  lo  mas  que  pudiera  admitirse 
seria  la  concurrencia  del  Estado  con  las  pro- 
vincias, para  el  establecimiento  de  una  car- 
retera trasversal. 

En  cuanto  á  la  necesidad  de  que  toda 
carretera  general  tome  su  origen  en  la  ca- 
pital de  la  Monarquía,  tenemos  ya  indica- 
das razones,  suficientes  á  nuestro  juicio, 
que  persuaden  ser  una  necesidad  legítima, 
verdadera  á  esta  clase  de  comunicaciones. 
No  se  debe,  pues,  ver  en  la  ley  un  deseo 
inmotivado  de  centralización,  ni  un  privile- 
gio inmerecido  á  la  capital:  en  nuestros 
tiempos,  cuando  aun  no  habia  adquirido 
tanta  influencia  el  principio  de  centraliza- 
ción y  en  tiempos  antiguos  estrsmos  por 
completo  al  desenvolvimiento  de  semejan- 
te teoría,  se  ha  reconocido  por  las  leyes, 
como  cosa  corriente  y  justificada,  el  enlace 
con  Madrid  de  los  caminos  generales.  Así 
en  1833  se  declaró  carretera  general  el  ca- 
mino de  Bailen  á  Málaga,  mediante  á  que 
abrazaba  tres  capitales  de  provincia  « y  la 
comunicación  de  estas  con  la  corte»  circuns- 
tancia que  exigían  los  reglamentos  y  orde- 
nanzas para  la  espresada  calificación  (1):  así 

(1)   Real  órdeD  de  «3  de  febrero  de  1831. 


(1)    Nota  I  del  tit  95,  lib.  7  de  la  Nov.  Recop. 
(3)   §.  S.*  dol  arl.  i  de  la  ley  de  7  de  mayo  de  1881. 
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de  clasificación  que  trataba  de  desarrollar: 
todos  los  puntos  qne  designa  merecen,  y  de- 
ben estar  unidos  á  la  capital  de  la  Monar- 
quía por  caminos  de  primer  orden;  mas  no 
es  necesario ,  en  atención  á  su  proximidad 
reciproca,  que  cada  uno  de  por  si  tenga  su 
vía  especial  y  directa;  ni  esto  tampoco  seria 
posible  respecto  á  ser  muy  numerosos  esos 
puntos  de  primera  importancia,  y  los  recur- 
sos del  Estado  siempre  inferiores  á  los  enor- 
mes gastos  que  supondrían  otras  tantas  car- 
reteras generales.  Habiendo  grandes  lineas 
con  la  debida  proporción,  y  desde  ellas  los 
ramales  que  exijan  los  puntos  próximos  de 
los  designados  en  la  ley,  queda  completo  el 
sistema  de  comunicaciones  generales. 

De  notar  es  que  la  ley  se  espresa  respecto 
délos  ramales,  sin  ninguna  limitación,  es 
decir,  que  nada  se  opone á  la  coexistencia  de 
dos  ó  mas  en  una  misma  provincia  y  á  la 
consideración  de  primer  orden  ó  generales 
que  á  cada  uno  corresponde  en  caso  de  ser 
único :  esta  interpretación  de  la  ley  no  solo 
es  del  todo  acertada  sino  incontrovertible 
según  resultado  los  antecedentes  legisla- 
tivos. El  proyecto  decía  que  los  ramales 
que  mandara  construir  el  gobierno  y  que, 
partiendo  de  una  carretera  general ,  condu- 
jeran á  capitales  de  provincia ,  departamen- 
tos de  marina,  ó  á  aduanas  de  gran  movi- 
miento habilitadas  para  el  comercio  estran- 
jero,  formarían  parte  de  la  misma  carretera 
c siempre  que  no  exista  en  la  misma  provin- 
«cia  otro  ramal  de  igual  especie».  Sin  duda 
se  trataba  de  introducir  la  limitación  con- 
sultando puramente  á  la  economía,  y  para 
desahogar  al  tesoro  del  gasto  que  no  fuera 
en  todo  rigor  necesario;  pero  se  demostró 
en  la  discusión  de  un  modo  concluyente  que 
no  era  lógica  y  estaba  en  abierta  contradic- 
ción con  el  espíritu  y  demás  disposiciones 
del  proyecto.  Cuando  se  hubiera  tratado  de 
beneficios  concedidos  por  el  gobierno  á  las 
provincias  principalmente,  se  concebiría  que . 
se  impidiese  á  una  acumular  varios,  mientras 
otra  tal  vez  no  disfrutase  ninguno;  pero  res- 
pecto de  la  utilidad  de  la  nación  toda,  que 
es  la  que  se  consulta  en  el  establecimiento 
de  carreteras  generales  no  se  comprenden 


precauciones  dirigidas  á  impedir  la  multi- 
plicacion  de  estas  en  cualquiera  parte  del 
país.  Todo  ramal  de  carretera  general,  ó 
merece  formar  parte  de  ella  y  ser  costeado 
por  el  Estado,  ó  no  tiene  suficiente  impor- 
tancia para  adquirir  ese  carácter;  en  el  pri- 
mer caso  el  número  nada  significará,  porque 
la  utilidad  general  siempre  es  la  misma;  en 
el  segundo  caso  los  ramales  no  debían  ser 
considerados  en  la  clase  de  carreteras  ge- 
nerales, sino  rebajarse  á  otra  mas  inferior. 
Estas  razones  eran  demasiado  poderosas  para 
que  pasasen  desapercibidas,  por  lo  cual  cier- 
tamente cuando  apareció  sancionada  la  ley, 
había  desaparecido  la  restricción  censurada* 
No  se  dará  probablemente  con  este  motivo 
una  desigualdad  grande  entre  unas  y  otras 
provincias;  pero  aun  cuando  así  sucediera 
la  misma  ley  contiene  disposiciones  con 
cuya  aplicación  hasta  cierto  punto  se  indem- 
nizaría á  las  que  resultaran  menos  favoreci- 
das: el  gobierno  podría  ausilíarlas  en  la 
construcción  de  carreteras  provinciales  con 
cierta  parte  de  su  coste,  como  diremos  en  su 
oportuno  lugar. 

Dicho  ya  qué  caminos  se  comprenden  ba- 
jo la  clase  de  carreteras  generales,  corres- 
ponde averiguar  por  quién  se  costean.  La  s 
carreteras  generales  y  sus  ramales  son  de 
cargo  esclusivo  del  Estado ,  y  su  coste  se 
satisface  por  el  gobierno  con  los  fondos  que 
se  consignan  en  los  presupuestos  genera- 
les (1).  La  regla  que  la  ley  consigna  es  la 
misma  que  siempre  se  ha  practicado  en  es- 
ta clase  de  caminos ;  y  la  denominación  de 
créales»  que  antes  llevaban  se  referia  no 
solo  á  la  protección  inmediata  que  les  de- 
bía el  rey,  sino  á  su  coste  á  cargo.de 
la  corona  y  del  tesoro  público.  Las  obras 
de  interés  general  de  la  nación  deben  em- 
prenderse y  ejecutarse  por  cuenta  del  Es- 
tado: todas  las  provincias,  todos  los  pue- 
blos reportan  ventajas,  y  por  lo  tanto  de  las 
contribuciones  de  todos  han  de  salir  los 
recursos  necesarios  para  proporcionarlas. 
Las  carreteras  generales  se  hallan  en  este 
caso:  gravar  á  unas  provincias  mas  que  á 

íl)    Arl.  7  de  la  ley  de  7  de  m-ivo  de  1831. 
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otras  seria  ana  injusticia:  repartir  el  coste 
entre  todas,  según  el  territorio  que  atrave- 
sasen las  carreteras  generales,  equivaldría á 
confundir  y  mutilar  ei  sistema  de  comunica- 
ciones: si  el  Estado,  como  aquí  sucede,  es 
el  mas  interesado  en  mantener  uno  de  ios 
medios  esenciales  de  gobierno  y  asociación, 
de  su  cargo  y  cuenta  debe  ser  el  salisfa- 
cerlo. 

Para  cumplir  el  Estado  con  esta  obligación 
que  la  ley  Impone,  se  consigna  por  regla 
general  en  el  presupuesto  de  cada  ano  una 
«cantidad  fija  para  el  ramo  de  caminos,  canti- 
dad que  por  fortuna  del  pais  ha  ido  aumen- 
tándose sucesivamente  en  estos  últimos 
tiempos.  No  hay,  pues,  en  la  actualidad  arbi- 
trios especiales  para  construcción  de  caminos 
de  cargo  del  Estado:  se  subviene  á  esta  aten- 
»cion  como  k  las  demás  atenciones  públicas, 
carácter  distintivo  del  sistema  administrati- 
vo y  rentístico  de  nuestra  época  respecto  á 
las  anteriores.  A.  veces  el  gobierno  autori- 
zado competentemente  por  una  ley  especial 
para  dar  impulso  á  las  obras  de  carreteras 
generales,  reuniendo  recursos  eslraordina- 
rios  ha  apelado  al  medio  de  empréstitos,  ya 
para  todas  las  carreteras  en  general,  ya  es- 
pecialmente para  algunas  determinadas;  de 
aquí  se  ha  originado  una  clase  de  papel 
del  Estado,  las  acciones  de  carreteras,  que 
se  cambian  y  circulan  garantizadas  por  el 
Estado  como  valores  entre  particulares  y 
que  el  gobierno  dá  en  pago  á  los  contratis- 
tas de  obras  de  capiinos.  Estas  acciones 
llevan  el  interés  anual  del  seis  por  ciento,  y 
el  uno  de  amortización. 

Natural  es  que  las  carreteras  generales 
y  sus  ramales  se  reparen  y  conserven  á  cos- 
ta del  mismo  Estado  que  las  construye:  la 
ley  así  lo  determina  espresamcnle(d).  Puede 
sin  embargo,  observarse  una  diferencia  res- 
pecto á  ambos  géneros  de  obligaciones;  para 
la  de  construcción  se  recurre  á  los  ingresos 
generales  del  presupuesto;  pero,  para  la 
conservación  se  reserva  especialmente,  entre 
otras  cantidades,  el  producto  de  los  portaz- 
gos, pontazgos  y  barcajes  según  disposición 


{\)    Art.7. 
TOMO  VU. 


de  la  misma  ley  que  mencionaremos  en  su 
lugar  oportuno. 

§.  2.*    Carreteras  trasversales. 

Alas  carreteras  generales  siguen  inmedia- 
tamente en  importancia  las  llamadas  trasver- 
sales que  se  han  denominado  también  mistas 
por  los  fondos  de  que  se  costean,  las  cuales 
ocupan  el  segundo  lugar  en  la  clasificación  de 
las  carreteras.  Se  consideran  carreteras  tras- 
versales las  que  cortan  ó  enlazan  ádos  ó  mas 
carreteras  generales,  pasando  por  alguna  ó 
algunas  capitales  de  provincia,  ó  centros  de 
mayor  población  y  tráfico,  así  del  interior 
como  del  litoral  de  la  Península  (1).  Esta  es 
una  de  las  clases  de  caminos  según  las  clasi- 
ficaciones modernas  que  constituyen  un  grado 
intermedio  entre  las  carreteras  generales  y 
provinciales  que  antes  ocupaban  en  la  escala 
lugares  inmediatos.  Puede  muy  bien  suce- 
der que  enlacen  una  provincia  con  otra  ó  con 
una  carretera  general;  pero  nunca  se  confun- 
dirán con  las  provinciales;  porque  no  son  esas 
circunstancias  lasque  las  determinan;  su  re- 
quisito esencial  es  poner  en  comunicación 
dos  ó  mas  carreteras  generales.  Asimismo  se 
distinguen  claramente  délos  ramales  de  estas, 
porque  los  ramales  solo  suponen  una  carre- 
tera general  enlazada  precisamente  con  una 
capital  de  provincia,  ó  con  un  departamento 
de  marina,  ó  con  una  aduana  de  gran  movi- 
miento mercantil  habilitada  para  el  comercio 
estranjero,  mientras  que  las  carreteras  tras- 
versales, además  de  la  precisa  comunicación 
de  dos  generales,  pueden  pasar  por  puntos 
diferentes  de  aquellos.  Si  consideramos  el 
territorio  de  la  nación  como  un  círculo  cuyo 
centro  ocupa  la  capital,  podríamos  comparar 
las  carreteras  generales  á  los  radios  y  á  las 
trasversales  como  unas  líneas  que  cortando 
á  estos  forman  una  especie  de  círculos  Cbn- 
céntricos. 

Pero  aun  cuando,  como  acabamos  de  in- 
dicar, haya  distinción  verdadera  entre  las 
carreteras  generales  y  las  trasversales  por 
razón  de  su  posición  y  de  los  puntos  que  es- 


(1)   Art.  8  de  la  ley  de  7  de  mayo  de  1851. 
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tan  destinadas  á  enlazar^  no  debe  haberla  en 
cuanto  al  cargo  de  su  construcción  y  mante- 
nimiento. Si  el  Estado  costea  las  carreteras 
que  conducen  en  derechura  á  capitales  de 
provincia,  departamentos  de  marina  y  adua- 
nas, si  igualmente  costea  los  ramales  de  es- 
las  carreteras  que  van  á  puntos  de  la  misma 
clase,  parecia  consiguiente  que  costeara  las 
comunicaciones  entre  esas  carreteras.  Cierto 
es  que  aprovechan  á  las  provincias  por  cuyas 
capitales  ú  otros  puntos  de  población  y  trá- 
fico pasan ;  pero  esto  no  es  bastante  para 
que  hayan  dé  contribuir  las  provincias  al 
coste  de  la  construcción,  y  si  lo  fuese,  tam- 
bién se  podría  decir  lo  mismo  respecto  de 
las  carreteras  generales  y  sus  ramales.  Allí 
donde  no  se  vea  marcado  inequívocamente 
el  interés  particular  de  las  provincias  ó  de 
los  pueblos ,  al  Estado  tiene  que  correspon- 
der la  subvención  á  los  gastos  de  caminos. 
Pero  muchas  veces ,  como  sucede  en  este 
caso,  lo  que  la  teoría  aconseja  como  lo  mas 
acertado  y  justo,  no  puede  realizarse  en  la 
práctica;  y  es  sustituido  por  lo  mas  fácil  y 
conveniente:  hé  aquí  tal  vez,  porqué  nues- 
tra ley  ha  adoptado  el  principio  de  que  las 
carreteras  trasversales  han  de  ser  costeadas 
por  ti  gobierno  y  por  las  provincias  en  cuyo 
territorio  se  construyan  (1).  Sin  embargo  de 
que  creemos  ver  en  esta  regla  una  tendón-' 
cia  á  desahogar  el  tesoro  público  ,  sobre  el 
que  tantas  atenciones  urgentes  y  perentorias 
pesan,  de  las  que  no  son  tan  apremiantes, 
debe  advertirse  que  antes  de  la  publica- 
ción de  la  moderna  ley  de  carreteras  ya  se 
practicaba  en  la  construcción  de  bastantes 
carreteras  principales  el  sistema  de  concur- 
rencia del  Estado  con  las  provincias  inte- 
resadas, lo  que  les  valió  la  denomioacion 
de  mistas. 

Este  principio  exijia  un  desenvolvimiento 
completo  y  que  no  dejase.motivos  de  dudas 
y  conflictos;  y  con  efecto  la  ley  se  le  ha 
dado  prolijo  y  minucioso  estableciendo  que 
la  concurrencia  del  gobierno  para  la  cons- 
trucción de  esta  clase  de  carreteras  no  será 
por  menos  de  la  tercera  parte  del  presu- 

(1)   $.  1.*  del  art.  8  de  la  ley  de  7  de  mayo  de  1851. 


puesto  respectivo  ni  por  mas  de  su  mitad, 
con  esclusion  de  las  indemnizaciones  por  es- 
propiacíon  y  danos,  que  siempre  serán  de 
cargo  de  la  provincia  ó  provincias  intere- 
sadas. El  resto  hasta  el  total  coste  de  las 
obras  se  prorateará  entre  las  mismas  pro- 
vincias, teniendo  en  cuenta  el  de  las  indem- 
nizaciones y  obras  comprendidas  en  cada 
una  y  la  parte  proporcional  de  las  ventajas 
que  deba  reportar  de  su  ejecución  (1).  Por 
la  disposición  de  la  ley  se  conoce  fácilmente 
cuál  haya  sido  la  intención  del  legislador ' 
se  ha  creido  sin  duda  que  las  provincias  es- 
taban interesadas  casi  tanto  como  el  Estado 
en  la  construcción  de  las  carreteras  trasver- 
sales: de  aquí  el  establecer  que  la  concur- 
rencia de  este  pueda  llegar  hasta  la  mitad 
de  costo.  Pero  la  proporción  no  se  ha  fijado 
invariablemente,  y  en  verdad  j^on  mucha, 
previsión  porque  en  esta  materia,  tanto 
como  en  la  que  mas,  se  han  de  presentar  ca- 
I  sos  distintos,  y  ser  muy  diferente  la  ventaja 
que  proporcionen  á  unas  ú  otras  provincias 
las  carreteras  trasversales;  así  la  ley  al  se- 
ñalar un  mínimum  tiene  una  flexibilidad  que, 
usada  con  tino  y  conocimiento,  habrá  de 
producir  la  posible  igualdad  de  beneficios 
dispensados  por  el  Estado. 

No  parece  tan  equitativa  la  regla  inalte- 
rable y  constante  de  que  «las  indemnizacio- 
enes  por  espropiacion  y  danos  serán  siempre 
cde  cargo  de  la  provincia  ó  provincias  inte- 
€  rosadas»:  antes  por  el  contrario  está  en 
cierto  modo  en  contradicción  con  el  princi- 
pio por  la  misma  ley  adoptado  para  el  costo 
de  la  construcción  y  con  el  carácter  espe- 
cial de  las  carreteras  trasversales.  Esas  es- 
propiaciones  no  son  en  último  resultado  sino 
una  parte  del  coste  de  la  carretera :  los  da.- 
nos  que  se  indemnizan,  los  terrenos  que  se 
pagan  constituyen  gastos  análogos  á  ios  de 
los  jornales  y  de  los  materiales.  No  alcanza- 
mos por  lo  tanto  la  razón  de  diferencia  como 
se  ha  establecido  entre  unos  y  otros.  Si  se 
ha  presumido  que  el  Estado  tiene  cierto  in- 
terés, quizás  tanto  como  las  provincias,  de- 
bia  aplicarse  este  tipo  de  apreciación  á  las 


I      (1)   S.  t.*  del  citado  art  8. 
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indemnizaciones  y  pagarlas  también  el  Es- 
tado en  unión  de  las  provincias.  Aun  bajo 
este  aspecto  la  ley  ha  venido  á  confundir  las 
carreteras  trasversales  con  las  provinciales: 
á  nuestro  juicio  fuera  mas  equitativo  que 
una  provincia  no  resultara  igualmente  gra- 
vada por  indemnizaciones  cuando  solo  es  su- 
ya parte  de  uoa  carretera  que  cuando  la 
hace  toda  por* su  cuenta;  cuando  procede  en 
concurrencia  con  el  Estado  que  cuando  es 
todo  i  cargo  suyo. 

Verdad  es  que  la  ley  prescribe  para  el 
prorateo  entre  varias  provincias  interesadas 
que  se  tenga  en  cuenta  el  coste  de  las  in- 
demnizaciones; regla  sumamente  equitativa, 
pero  que  no  salva  el  inconveniente  que  de- 
jamos manifestado,  antes  bien,  la  pone  mas 
de  realce.  Precisamente  lo  que  nosotros  hu* 
bieramos  deseado  era  ver  aplicada  al  Estado 
la  proporción  que  entre  las  provincias  se  re- 
comienda: y  que  la  ley  no  hiciera  distincio- 
nes cuando  se  trata  de  la  aplicación  de  un 
principio  tan  claro,  como  el  de  que  cuando 
son  varios  los  participes  en  las  ventajas,  esos 
mismos  sean  los  partícipes  en  los  graváme- 
nes y  cargas. 

No  faltará  sin  duda  quien  crea  compensa- 
da esta  desigualdad  con  otras  ventajas  que 
contiene  la  ley.  Si  las  provincias  han  de  so- 
portar de  lleno  las  indemnizaciones  por  es- 
propiacion  y  danos  de  carreteras  trasversa- 
les, en  cambio,  se  dirá,  concluida  que  sea 
una  carretera  de  esta  clase,  queda  su  conser- 
vacion  á  cargo  esclusivo  del  Estado,  como  la 
ley  lo  advierte  espresamente  (1).  No  nos  ha- 
ría gran  fuerza  este  argumento  de  defensa, 
puesto  que,  como  ya  tenemos  indicado,  la 
misma  naturaleza  de  esas  carreteras  lleva 
consigo  que  no  solo  su  conservación,  sino 
también  su  construcción  deba  costearse  por 
el  Estado.  Pero  prescindiendo  de  la  cuestión 
de  principios  y  reduciéndonos  á  los  límites 
de  lo  escrito  en  la  ley,  ni  dentro  de  ellos  en- 
contramos la  compensación  que  se  quisiera 
demostrar.  Nada  significa  para  el  presente 
caso  que  la  conservación  de  las  carreteras 
trasversales  pese  sobre  el  Estado  cuando  en 

(I)  f.  diurno  del  art.  8. 


Otro  artículo  de  la  ley  ,  se  declara  que  los 
productos  de  tránsito  en  todos  los  portazgos, 
pontazgos  y  barcajes  establecidos  ó  que  en 
adelante  se  establecieren  en  las  carreteras 
generales  y  en  las  trasversales,  serán  para  el 
Estado  y  quedarán  afectos  á  la  conservación 
de  carreteras  como  parte  de  la  consignación 
de  la  ley  anual  de  presupuestos  generales 
para  los  gastos  de  este  ramo,  Ahora  bien, 
nosotros  deducimos,  y  á  nuestro  entender 
lógicamente,  que  el  coste  de  la  "conservación 
á  cargo  del  Estado,  si  sirve  para  compensar 
algún  gravamen  de  las  provincias,  será  el 
que  resulta  de  no  hacer  partícipes  en  losde- 
rechos  de  tránsito  á  quien  contribuyó  á  la 
construcción  de  la  carretera  donde  esos  de- 
rechos se  exijan:  si  el  Estado  hace  suyos 
todos  los*portazgos  de  las  carreteras  trasver- 
sales, claro  es,  que  tiene' que  encargarse  de 
la  conservación  á  cuyo  título  se  perciben :  he 
aquí  la  verdadera  compensación ;  y  hé  aquí 
como  no  hay  ya  ninguna  para  el  pago  ínte- 
gro de  las  indemnizaciones  que  siempre  gra- 
vita sobre  las  provincias. 

Para  fijar  la  proporción  en  que  han  de 
concurrir  el  Estado  y  las  provincias  á  la 
construcción  de  las  carreteras  trasversales, 
no  solo  se  han  da¿o  en  la  ley  las  reglas  que 
hemos  espuesto,  sino  que  se  ha  tratado  de 
asegurar  en  lo  posible  el  buen  uso  de  la  fa- 
cultad que  tiene  el  gobierno  de  contribuir 
con  mayor  ó  menor  cantidad,  teniendo  en 
cuenta  las  necesidades  de  las  provincias  ma- 
nifestadas por  su  natural  conducto.  Al  efecto: 
la  designación  del  tanto  con  que  han  de  con- 
currir los  fondos  del  Estado  y  la  de  las  cuo- 
tas que  han  de  aprontar  las  provincias  para 
la  ejecución  de  una  carretera  trasversal,  se 
hacen  por  el  gobierno  con  presencia  de  los 
acuerdos  y  dictámenes  de  las  diputaciones 
provinciales  (1).  Esta  disposición  se  justi- 
fica con  su  mera  enunciación:  entre  las  pro- 
vincias y  el  Estado,  claro  es  que  no  cabia 
duda  acerca  de  quien  había  de  hacer  la  de- 
signación del  tanto :  lo  único  que  había  que 
salvar  era  la  debida  influencia  de  aquellas, 
escuchar  su  voto ,  y  á  esto  se  ha  provisto  en 


(t)    f.  3  del  citado  art.  8. 
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la  ley.  La  designación  tiene  qne  ser  discre- 
cional en  el  límite  del  máximum  y  el  mini- 
mum :  pues  en  eso  consiste  precisamente  su 
ventaja. 

§.  3.*  Carreteras  provinciales. 

En  la  escala  gradual  de  carreteras,  después 
de  hablar  de  las  que  ofrecen  un  interés  ge- 
neral á  toda  la  nación,  corresponde  descen- 
der á  las  qufe  son  de  interés  especial  de  al- 
guna fracción  del  territorio;  y  entre  ellas  en 
primer  término  de  las  carreteras  llamadas 
provinciales.  Daremos  üu  enumeración  legal, 
como  hemos  hecho  ya  con  las  anteriores :  son 
carreteras  provinciales:  d.**  Las  que  enlazan 
una  carretera  general  con  una  trasversal: 
2.**  Las  que  partiendo  de  una  carretera  ge- 
neral, ó  de  una  trasversal ,  terminan  en  un 
punto  de  producción  ó  de  esportacion :  3.'* 
Las  que  ponen  en  comunicación  directa  á 
dos  ó  mas  provincias:  4.^  Las  que  en  las  pro- 
vincias  insulares  de  las  Baleares  y  Canarias, 
pongan  en  comunicación  á  la  capital  con 
otros  puntos  marítimos,  ó  á  dos  ó  mas  puntos 
de  producción  ó  de  esportacion  entre  sí  (1). 
Estas  diferentes  especies  de  carreteras  pro- 
vinciales están  suficientemente  deslindadas 
para  que  necesiten  ulteriores  esplicaciones. 
Nosotros,  pues,  prescindiendo  de  aclarar  lo 
que  la  ley  por  sí  aclara,  nos  concretaremos 
meramente  á  una  observación;  á  saber  cómo 
debe  tomarse  la  denominación  de  provincia- 
les correspondiente  á  estas  carreteras.  A 
pesar  de  ella,  no  se  alude  á  caminos  que  en- 
lacen necesaria  y  únicamente  á  dos  provin- 
cias, poniendo  en  comunicación  sus  capita- 
les ;  puede  suceder  esto,  pero  no  siempre 
constituye  un  requisito  esencial,  ni  mucho 
menos  se  requiere  significar  las  carreteras 
que  existan  dentro  de  una  provincia;  por  el 
contrario,  ceerlo  así,  seria  incurrir  en  un 
error.  La  denominación  legal,  por  lo  tanto, 
no  se  refiere  al  territorio  y  á  su  división,  ni 
á  determinados  puntos  que  hayan  de  ponerse 
en  comunicación  por  el  camino,  sino  en  pri- 
mer término  á  laclase  de  utilidad  que  preste, 

(I )    Art.  4  de  la  ley  de  7  de  mayo  do  1851. 


á  saber,  una  utilidad  para  las  provincias  mas 
que  para  toda  la  nación,  un  interés  provin- 
cial antes  que  general . 

De  notar  es,  como  acabamos  de  indicar, 
que  entre  las  carreteras  provinciales,  al  me- 
nos por  lo  que  hace  á  nuestra  Península,  no 
cuenta  la  ley  las  que  enlazan  puntos  de  una 
misma  provincia.  Este  silencio  no  es  casual, 
no  supone  olvido,  sino  antes  bien  significa  una 
esclusion.  Así  lo  convence  la  comparación 
del  testo  de  la  ley  vigente  de  carreteras  con 
el  projecto  que  se  sometió  á  los  cuerpos  co- 
legisladores, pues  al  paso  que  aquel  nada 
dice,  este  espresaba  que  se  denominarían 
carreteras  provinciales  de  segundo  orden  las 
que  se  construyesen  dentro  de  cada  provin- 
cia, sin  reunir  las  condiciones  de  importancia 
que  suponian  las  de  primero.  Semejante  no- 
menclatura y  designación  ofrecía  no  pocos 
inconvenientes ;  por  una  parte  hacia  entrar 
en  la  categoría  de  carreteras  provinciales 
caminos  que  carecian  de  suficiente  impor- 
tancia para  ello;  por  otra  induciaá  confusión, 
puesto  que  apenas  podía  encontrarse,  al  me- 
nos en  gran  Lúmero  de  casos,  diferencia  al- 
guna verdadera  entre  las  carreteras  provin- 
ciales de  segundo  orden  y  los  caminos  veci- 
nales, no  solo  de  primero,  pero  aun  de  se- 
gundo orden,  para  los  que  ya  existian  dispo- 
siciones especiales.  Creemos,  pues,  muy 
acertado  que  esa  parte  del  proyecto  no  haya 
encontrado  cabida  en  la  ley  sancionada. 

Según  se  ha  dicho,  tienen  el  carácter  de 
carreteras  provinciales  las  que  en  las  pro- 
vincias insulares  de  las  Baleares  y  Canarias 
ponen  en  comunicación,  ya  ala  capital  con 
otros  puntos  marítimos,  ya  á  dos  ó  mas 
puntos  de  producción  ó  de  esportacion  entre 
sí;  volvemos  á  recordarlo  para  desvanecer 
la  estrañeza  que  podria  causar  encontrar  la 
mención  particular  de  esas  provincias  de  la 
monarquía  en  una  ley  dictada  para  todas 
ellas  indistintamente.  Exigíala  sin  duda  su 
misma  posición :  su  carácter  de  islas  que  las 
separa  de  nuestra  Península  hace  imposible 
para  ellas  disfrutar  de  una  carretera  general 
ó  trasversal;  pueden ,  y  deben  tener  comu- 
nicaciones rápidas  y  espeditas,  ya  con  la 
capital  de  la  monarquía ,  ya  con  otras  pro- 
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vincías  ó  puntos  importantes  por  población 
ó  tráfico :  roas  semejantes  comunicaciones, 
no  siendo  seguidas  por  tierra,  quedan  fuera 
del  objeto  de  la  ley.  Es  decir,  que  en  las  is- 
las Baleares  ó  Canarias  no  se  conciben  car- 
reteras de  mas  importancia  que  las  provin- 
ciales, las  cuales  se  subdividen  en  las  dos 
especies  ya  mencionadas.  Y  esta  subdivisión, 
diremos  de  paso,  es  muy  aceptable ,  porque 
sin  desatender  á  la  capital  de  las  islas  con- 
sulta á  los  intereses  de  otras  poblaciones 
considerables ;  no  concede  á  aquella  un  fu- 
nesto privilegio  de  preponderancia  6  de  mo- 
nopolio respecto  á  las  ventajas  de  caminos 
principales,  al  paso  que  las  segundas  en- 
cuentran la  protección  debida  á  su  comercio 
y  riqueza. 

La  construcción,  conservación  y  repara- 
ción de  los  caminos  son  cargas  que  deben 
•soportar  aquellos  á  quienes  principalmente 
interesan:  aplicando  principio  tan  sencillo 
á  las  carreteras  provinciales,  resulta  que 
estas  deben  correr  por  cuenta  de  la  provin-. 
cia  ó  provincias  que  con  ellas  son  mas  favo- 
recidas. En  el  derecho  administrativo  antes 
vigente  estaba  reconocida  esta  base  de  un 
modo  esplícito :  la  ley  de  diputaciones  pro- 
vinciales enumeraba  entre  los  gastos  obliga- 
torios para  el  presupuesto  provincial  los  de 
conservación  y  reparación  de  los  caminos 
provinciales  (1);  así  como  la  instrucción 
para  la  ejecución  de  las  obras  públicas  de- 
claraba que  las  que  interesasen  á  la  gene- 
ralidad de  una  provincia  se  debian  costear 
con  los  arbitrios  6  recursos  generales  de 
ella  (2). 

Así  también  la  ley  de  carreteras,  actual- 
mente en  vigor,  espresa  que  la  construcción 
y  conservación  de  las  carreteras  provinciales 
serán  esclusi vamente  de  cargo  de  la  provincia 
ó  provincias  interesadas  (3).  De  este  modo  se 
ha  marcado  una  línea  profunda  de  diferencia 
entre  las  carreteras  generales  y  trasversales 
por  un  lado ,  y  por  otro  Us  provinciales  :  en 
aquellas  el  Estado  costea  las  obras  por  com- 


(1)   Alt.  61  de  U  ley  de  dipauciones  provinciales  de  8  de 
enero  de  1845. 
i)    Aru  4  de  la  instioccion  de  10  de  octabre  de  f845. 
(3;    f.  1.*  del  art.  9  de  la  ley  de  7  de  mayo  de  1831 . 


pleto  6  concurre  con  sus  fondos,  no  por 
vía  do  ansilio ,  no  dispensando  un  beneficio 
sino  tomando  la  participación  que  de  justicia 
le  corresponde  en  esas  cargas,  llenando  la 
obligación  que  la  ley  le  impone:  en  las  car- 
reteras provinciales  no  hay  semejante  obli- 
gación para  el  Estado :  toda  es  de  la  pro- 
vincia. Hé  aquí  el  principio  general. 

Pero  como  las  carreteras  de  que  tratamos 
han  de  interesar  muchas  veces  á  mas  de  una 
provincia,  ha  sido  preciso  que  ía  ley  des- 
cendiera á  la  manera  de  aplicar  el  principio, 
á  fin  de  que  no  se  tocaran  desigualdades 
y  agravios.  De  aquí  las  reglas  siguientes: 
cuando  la  carretera  provincial  se  eslienda  á 
dos  ó  mas  provincias,  el  gobierno,  examina- 
dos los.  acuerdos  y  dictámenes  de  las  dipu- 
taciones provinciales  respectivas  y  tomando 
en  consideración  el  coste  de  las  indemniza- 
ciones y  obras  comprendidas  en  cada  terri- 
torio y  las  ventajas  que  hayan  de  reportar 
de  la  realización  del  proyecto,  señalará  las 
sumas  con  que  deba  contribuir  cada  provin- 
cia. Verificado  el  señalamiento  de  las  cuo- 
tas ,  incluirán  las  provincias  anualmente  en- 
tre los  gastos  obligatorios  de  sus  presupues- 
tos, las  cantidades  necesarias  para  cubrir 
este  servicio  (1). 

Parecerá,  á  primera  vista,  que  se  atribuye 
en  estas  disposiciones  al  gobierno  demasiada 
intervención  en  el  desenvolvimiento  de  los 
intereses  locales ,  y  que  se  le  confiere  una 
autoridad  decisiva  respecto  de  los  gastos  de 
las  provincias ,  procurándose  demostrar  que 
tales  preceptos  se  hallan  en  contradicción 
con  la  regla  capital  de  la  misma  ley ,  que 
reserva  á  las  provincias  esclusivamente  la 
construcción  y  conservación  de  las  carrete- 
ras que  promueven  su  interés.  Es  en  efecto 
cierta  la  intervención  decisiva  atribuida  al 
I  gobierno;  pero  no  que  esta  intervención  sea 
contradictoria  dentro  de  la  ley  y  peque  de 
inmoderada.  El  gobierno  no  tiene  á  su  discre- 
ción los  intereses  provinciales;  pero  debe 
regularlos,  cuando  se  encuentren  en  oposi- 
ción y  tiendan  á  prevalecer  unos  en  daño 
de  otros.  La  ley  ha  atendido  en  cuanto  podia 


(I)  18.  «.•  y  3.*  del  citado  art.  0. 
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atenderse,  al  interés  y  voluntad  de  la  pro-  I 
vincia,  recibe  de  buen  grado  su  influencia; 
no  le  pide  su  mero  consejo,  sino  que  acepta 
sus  deliberaciones  y  votos  para  proceder  en 
su  virtud :  por  esto  es  en  la  ley  un  requisito 
esencial  que  el  gobierno  obre  cexaminados 
clos  acuerdos  y  ditámenes  de  las  diputacio- 
nes, i  Esto  supuesto  no  puede  sostenerse  en 
buenos  principios  administrativos  mayor  in- 
fluencia de  las  provincias.  La  ley  para  au- 
mentar esta  influencia  solo  tenia  ya  un  me- 
dio: el  de  dar  á  las  diputaciones  un  voto 
decisivo  en  el  q^e  al  gobierno  nada  le  fuera 
lícito  alterar  ni  modiflcar.  Mas  cualquiera 
conoce  qué  semejante  facultad  hubiera  sido 
á  todas  luces  peligrosa  y  anárquica  en  cuan- 
to á  la  unidad  y  armonía  de  la  nación,  in- 
justa y  perjudicial  para  las  mismas  provin- 
cias ,  absurda  y  viciosa  en  el  terreno  de  la 
ciencia.  No  se  pierda  de  vista  que  la  disposi- 
ción de  la  ley,  acerca  de  la  que  ahora  esta- 
mos discurriendo ,  si  bien  concede  al  gobier- 
no atribuciones  decisivas  es  partiendo  del  su- 
puesto de  que  haya  intereses  diferentes  que 
armonizar,  es  decir  cenando  la  carretera 
«provincial  se  eslendiese  á  dos  ó  masprovin- 
tcias»  como  dice  la  ley  espresamente.  Pres- 
cindir de  este  supuesto  es  sacar  la  cuestión 
de  su  esfera  propia  y  concreía  y  llevarla  á 
un  terreno  general  y  absoluto,  en  que  ahora 
no  debemos  entrar. 

La  mente  de  la  ley,  como  de  sus  mismas 
palabras  se  deduce,  ha  sido  que,  habiendo 
varias  provincias  interesadas  en  una  carre- 
tera, las  cargas  de  su  construcción  y  conser- 
vación se  distribuyesen  en  proporción  de 
otros  gravámenes  que  cada  cual  haya  tenido 
que  soportar  de  por  sí,  y  de  las  ventajas  que 
luego  tengan  que  disfrutar.  Y  todas  estas  cir- 
cunstancias, que  son  otros  tantos  anteceden- 
tes indispensables  para  el  equitativo  reparti- 
miento de  las  cuotas,  pueden  pasar  desaper- 
cibidas muy  frecuentemente  para  las  provin- 
cias, atentas  principalmente  á  su  esclusivo 
provecho,  y  ofuscadas  por  decirlo  así,  por 
su  mismo  interés.  Pero  aun  dado  caso  que 
las  diputaciones,  por  un  esfuerzo  de  abnega- 
ción, pusieran  todo  su  empeño  en  hacer  acuer- 
dos imparciales  y  rectos,  no  podrian  conse- 


guirlo: una  diputación  delibera  y  vota  para 
la  provincia  determinada,  cuyos  intereses  es- 
tá llamada  á  promover,  ni  tiene  obligación, 
ni  posibilidad,  y  aun  diríamos  debe  abstener- 
se de  tomar  por  base  los  intereses  de  otra 
provincia,y  de  inquirir  loque  en ellase  acuer- 
da y  acontece.  Hé  aquí,  pues,  cómo  el  seña- 
lamiento de  cuotas  con  que  hayan  de  con- 
currir las  diferentes  provincias  interesadas 
en  una  carretera  no  solo  radica  eala  justicia 
y  conveniencia,  sino  en  la  misma  necesidad. 

Consecuencia  es  de  todo  lo  dicho,  que  el 
señalamiento  del  gobierno  implica  la  nece- 
sidad de  incluir  las  cuotas  en  los  gastos  obli- 
gatorios del  presupuesto  provincial.  Con  esto 
no  se  supedita  la  acción  y  la  vida  de  la  pro- 
vincia, sino  que  se  dirije  y  encamina  por  su 
verdadero  rumbo.  Para  acabar  de  persuadir- 
lo reasumiremos  nuestras  ideas  en  estos  dos 
principios:  1.^  La  construcción  y  conserva-» 
cion  de  caminos  provinciales  no  es  solo  un 
derecho,  es  también  un  deber  de  las  provin- 
cias, ya  por  sus  mutuas  relaciones,  ya  con 
relación  al  Estado.  2.*^  La  forma  del  cumpli- 
miento de  este  deber  no  puede  quedar  al 
arbitrio  de  la  misma  provincia  sobre  quien 
pesa  para  evitar  que  lo  evada  ó  desvirtúe  y 
también  que  degenere  en  mas  gravoso  el 
que  otras  provincias  tengan. 

No  cumpliría  el  gobierno  sus  deberes  de 
protección  general  para  todas  las  partes  del 
territorio  de  la  nación,  si  dejara  siempre  la 
construcción  de  los  caminos  provinciales  á 
cargo  esclusivo  de  las  provincias  y  sin  con- 
sideración al  beneficio  que  unas  mas  que 
otras  obtienen  de  las  demás  clases  de  comu- 
nicaciones; á  veces  las  carreteras  de  primer 
orden  que  el  Estado  costea  atorrarán  alguna 
á  las  provinciales,  al  paso  que  se  dará  pro- 
vincia, no  tan  afortunada,  que  haya  de  con- 
sumir todos  sus  recursos  en  construir  ca- 
minos, sin  conseguir  qnizás  satisfacer  esta 
necesidad  cumplidamente.  Así  el  Estado  que, 
sin  quererlo  y  sin  poderlo  evitar,  desiguala 
la  condición  de  las  provincias  según  la  direc- 
ción de  las  carreteras  generales  y  trasver- 
sales, debe  procurar  reparar  esta  falta  de 
equilibrio,  y  ayudar  con  sus  fondos  los  es- 
fuerzos de  los  territorios  mas  perjudicados 
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por  la  fortuna.  La  ley  ha  tomado  en  cuenta 
tan  equitativas  consideraciones,  no  hasta  el 
punto  de  deducir  de  ellas  una  obligación 
exigible,  pero  al  menos  organizando  un  dere- 
cho y  senidándole  sus  límites  de  suerte  que 
se  traduzca  en  un  tácito  deber:  autoriza  con 
efecto  al  gobierno  para  ausiliar,  basta  con  la 
tercera  parte  de  su  coste,  la  construcción  de 
carreteras  provinciales.  Este  auxilio  recaerá 
esclusivamente  y  como  compensación  sobre 
las  provincias  que  resulten  menos  favoreci- 
das en  carreteras  generales  y  trasversales, 
pero  no  podrá  tener  lugar  simultáneamente 
en  dos  carreteras  provinciales  de  una  mis- 
roa  provincia  (1). 

ManiBestas  son  las  razones  que  justifican 
los  límites  que  se  señalan  al  ausilio  del  Go- 
bierno. Respecto  de  este  se  ha  de  considerar 
que  los  fondos  públicos  se  estravían,  aunque 
por  razonable  motivo,  de  su  verdadero  des- 
tino que  es  el  fomento  de  los  intereses  gene- 
rales; y  respecto  de  las  provincias  ya  hemos 
dicho,  y  también  lo  espresa  la  ley,  que  solo 
se  trata  de  equilibrar,  de  compensar,  no  de 
conceder  ventajas.  Hubiera  podido  ensan- 
charse el  ausilio,  en  cuanto  á  la  cantidad,  y 
concederse  fondos  por  mas  de  la  tercera  par- 
te del  coste;  pero  sin  duda,  en  esta  limita- 
ción ha  presidido  el  pensamiento  de  armoni- 
zar esta  con  otras  disposiciones  de  la  ley  y 
no  confundir  las  diversas  categorías  de  car- 
reteras. En  jais  trasversales,  como  se  dijo  en 
su  oportuno  lugar,  la  concurrencia  del  Esta- 
do con  las  provincias  puede  llegar  tan  solo 
á  la  tercera  parte:  este  mínimum  de  la  cuota 
.  del  Estado  en  las  carreteras  trasversales,  de- 
bia,  por  lo  tanto  convertirse  en  el  máximum 
de  la  que  correspondiera  á  las  carreteras  pro- 
vinciales que  son  de  clase  inferior  en  la  es- 
cala legal. 

§.  V    Carreteras  locales. 

La  última  clase  de  carreteras  que  la  ley 
considera  son  las  que  denomina  clocales.»La 
nomenclatura  no  es  aquí  tan  exacta  y  rigu- 
rosa como  la  adoptada  para  otra  clase  de  ca- 

(%   Pimío  último  del  art.  9.*,  de  U  cHada  le;. 


minos :  si  por  intoreses  locales  se  han  de  en- 
tender los  que  difieren  de  los  generales  ó  na- 
cionales, en  las  carreteras  Jocales  deberán 
comprenderse  las  provinciales ;  si  también  se 
escluyen  los  intereres  provinciales,  parece 
que  era  mas  propio  haber  escogido  la  deno- 
minación de  carreteras  municipales  ó  vecina- 
les. A  pesar  de  esto  nos  parece  que  la  con- 
signada en  la  ley  no  es  reemplazable  por  otra 
alguna:  es  vaga  é  indeterminada,  pero  solo 
así  podia  corresponder  á  una  clase  de  carre- 
teras que  tanto  pueden  enlazar  pueblos  de 
una  como  de  varias  provincias. 

Hé  aquí,  como  las  define  la  ley :  Las  car- 
reteras locales  son  aquellas  que  algunos  pue- 
blos interesados  de  una  ó  mas  provincias  pro- 
mueven y  ejecutan  asociados  para  un  objeto 
de  utilidad  común  (1).  Conviene  fijarse  bien 
en  los  términos  y  sentido  de  esta  definición. 
Son  requisitos  esenciales  que  U  ejecución  se 
promueva  y  lleve  á  cabo  por  varios  pueblos 
interesados:  que  estos  pueblos  se  asocien;  y 
en  fin,  que  se  propongan  un  objeto  de  utili- 
dad común.  Circunstancia  accidental  eslade 
que  los  pueblos  pertenezcan  á  una  ó  mas  pro- 
vincias. Bajo  estos  supuestos  aclararemos  al- 
gún tanto  la  definición. 

Aunque  un  pueblo  solo  podria  tener  tal 
interés  en  la  construcción  de  una  carretera 
destinada  á  desarrollar  sus  gérmenes  de 
prosperidad,  que  se  esforzara  en  emprender- 
la y  ejecutarla  á  su  propia  costa,  no  es  este 
el  caso  de  que  la  ley  trata,  puesto  que  exije 
por  el  contrario  que  sean  c algunos  pueblos t 
los  que  ejecuten  la  carretera.  Y  en  verdad 
que  siendo  común  la  utilidad  de  los  caminos 
alas  poblaciones  que  por  ellos  se  comunican, 
no  se  realizará  sin  duda  el  supuesto  que  in- 
dicábamos. Mas  atención  merece  el  testo  de 
la  ley  en  la  palabra  c promueven»  que  unida 
y  anterior  á  la  de  c ejecutan»  emplea  con  re- 
lación á  los  pueblos  interesados  en  la  carre- 
tera; sirve  esta  palabra  para  sacar  la  impor- 
tante consecuencia  de  que  la  construcción  de 
una  carretera  local  es  un  acto  potestativo  de 
los  pueblos,  no  una  obligación  á  que  puedan 
ser  compelidos:  es  decir,  que  bajo  este  as- 

(1)    Aru  5  de  la  ley  de  7  de  mayolde  1851. 
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pecto  medía  gran  diferencia  enlre  ana  carre- 
tera local  y  las  provinciales,  cuya  ejecución 
no  es  arbitraria  de  la  provincia.  En  virtud 
de  esto,  podremos  desde  luego  escluir  de  la 
clase  de  carreteras  locales  aquellos  caminos 
que  aunque  ejecutados  por  varios  pueblos 
interesados  y  para  su  común  utilidad  son 
promovidos  por  la  autoridad  superior,  to- 
mando esta  la  iniciativa  y  exigiendo  de  los 
pueblos  el  cumplimiento  de  cierta  obliga- 
ción legal. 

La  ley  que  solo  se  refiere  á  pueblos  no  ha 
escluido  la  cooperación  y  la  concurrencia  de 
los  particulares,  que  uniendo  su  interés  al  de 
aquellos  quieran  contribuir  con  su  influencia 
y  con  su  fortuna  á  la  ejecución  de  las  carre- 
teras locales,  puesto  que  en  otra  parte  (1)  se 
mencionan  juntamente  con  los  pueblos  los 
particulares  que  se  les  asociaren  para  c  le- 
vantar fondos  y  realizar  las  obras.  >  Creemos 
sin  embargo  que,  si  bien  no  hay  en  esto 
duda  alguna,  debió  biberse  completado  la 
definición  de  las  carreteras  locales  compren- 
diendo esa  circunstancia.  Tal  vez  se  baya 
creido  que  no  era  menester  tanta  espresion 
porque  los  particulares  se  asociarán  como 
uniendo  su  interés  al  de  los  pueblos  en  el 
concepto  de  vecinos  ó  propietarios  en  estos: 
bajo  tal  punto  de  vista  no  tachamos  la  defi- 
nición legal  de  insuficiente. 

Importante  es  también  el  requisito  que  la 
ley  exige  al  enunciar  que  los  pueblos  han 
de  estar  t  asociados »  para  promover  y  eje- 
cutar las  carreteras  locales.  Esto  comprue- 
ba lo  que  hace  poco  hemos  indicado  acerca 
de  la  pluralidad  de  los  pueblos  y  de  la  es- 
pontaneidad en  emprender  las  obras.  Si  se 
tratara  de  una  obligación  que  pesara  indivi- 
dualmente sobre  los  ayuntamientos  de  una 
provincia,  en  vano  era  espresar  el  requisito 
de  asociación.  Infiérese  por  lo  mismo  de  la 
ley  que  los  pueblos  que  así  ejecutan  una 
carretera  compondrán  persona  jurídica,  por- 
(pie  sus  intereses  son  comunes,  contribuyen 
á  un  mismo  objeto  con  cuotas  que  forman  un 
fondo  total,  un  acervo  común,  y  tienen  obli- 
gaciones, y  como  mas  adelante  veremos,  dis- 

(1)    Art.  10. 


frutan  derechos  bajo  la  protección  y  con  au- 
torización de  la  ley.  La  asociación  no  solo 
puede  ser  espresa,  sino,  á  lo  que  creemos 
también  tácita  y  deducida  de  los  hechos  de 
los  pueblos ;  de  todos  modos  deb^  constar 
claramente  para  que  en  caso  necesario  pue- 
da invocar  los  beneficios  de  la  ley. 

Finalmente  constituye  un  requisito  esencial 
de  las  carreteras  locales  que  sean  de  utili- 
dad común  á  los  pueblos  asociados.  Es  este 
un  requisito  tan  evidente  de  por  sí,  que  fue- 
ra ocioso  detenerse  en  su  esplicacion,  mu- 
cho mas  después  de  lo  que  llevamos  dicho. 
Precisamente  la  utilidad  común  ha  de  ser  el 
vínculo  de  la  asociación  y  solo  por  ella  po- 
drán decirse  interesados  los  pueblos. 

Por  lo  que  hace  á  la  circunstancia  acciden- 
tal que  se  espresa  en  la  definición  de  las  car- 
reteras locales,  á  saber:  que  los  pueblos  pue- 
den ser  de  una  ó  mas  provincias,  es  también 
clara  y  evidente  :  pero  debe  tenerse  muy  en 
cuenta  por  lo  que  aprovecha  para  formar  una 
idea  exacta  de  las  carreteras  locales ,  parti- 
cularmente comparadas  con  otros  caminos. 
Las  carreteras  generales,  trasversales  y  pro- 
vinciales, están  bajo  del  aspecto  del  territo- 
rio mas  determinadas,  como  que  su  clasifi- 
cación pende  de  su  dirección  y  estension:  en 
las  locales  son  indiferentes  semejantes  cir- 
cunstancias. 

Sírvanos  esta  observación  para  pasar  á 
discutir  un  punto  oscuro  aun  después  de  los 
debates  parlamentarios  á  que  dio  lugiiiT  el 
proyecto  de  la  ley  de  carreteras.  Tratábase 
entonces  de  apurar  la  diferencia  entre  las 
carreteras  locales  y  los  caminos  vecinales, 
cuya  definición  tenemos  indicada  en  la  sec- 
ción anterior:  instóse  con  gran  empeño  en 
averiguar  esa  diferencia  y  con  empeño  tam- 
bién se  sostuvo  que  no  la  habia :  diéronse  re-^ 
petidas  esplicaciones  para  demostrarla;  pero 
no  tan  claras  y  concordes  como  lo  exigía  la 
materia  algún  tanto  complicada  y  dificultosa. 
No  es  de  nuestro  objeto  seguir  paso  á  paso 
la  discusión  habida  en  el  Congreso  de  los  di- 
putados ;  pero  como  quiera  que  debamos  pro- 
curar á  nuestra  vez  la  resolución  de  esas  du- 
das, habremos  de  invocar,  como  anteceden- 
tes esenciales,  el  pensamiento  que  formula- 
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ron  por  una  parte  el  gobierno  que  presentó 
ante  las  Cortes  el  proyecto  de  ley,  y  por 
otra  la  comisión  de  diputados  que  lo  adoptó 
y  proponía  su  aprobación. 

Uno  de  los  individuos  de  la  comisión  es- 
plicó  la  diferencia  que  se  buscaba,  en  este 
sentido:  caminos  vecinales  son  aquellos  que 
establecen  comunicación  entre  unos  pueblos 
con  otros  pueblos  cercanos  y  cuya  impor- 
tancia se  limita  á  ios  intereses  de  estos  pue- 
blos; al  paso  que  carreteras  locales  son  aque- 
llas que  enlazan  partes  de  la  misma  provin- 
cia ó  las  de  una  provincia  con  las  de  otra, 
promoviendo  así  los  intereses  colectivos  de  un 
cierto  número  de  pueblos,  los  cuales  se  con- 
ciertan para  este  objeto ;  no  llegan  á  la  ca- 
tegoría de  carreteras  provinciales;  pero  su- 
peran en  importancia  á  los  caminos  veci- 
nales. 

£1  ministro  de  Comercio,  Instrucción  y 
Obras  públicas,  invocando  la  ley  de  caminos 
vecinales  sancionada  hacia  poco  trompo,  ha- 
llaba entre  estos  y  las  carreteras  locales  una 
diferencia  palmaria  y  evidente  que  desen- 
volvió en  estos  términos :  Dentro  de  una 
misma  provincia  se  pueden  construir  cami- 
nos que  pongan  en  comunicación  los  parti- 
dos judiciales  de  que  se  compone ;  y  estos 
son  los  caminos  locales.  Pero  los  caminos 
vecinales  son  únicamente  aquellas  vías  de 
comunicación  que  se  abren  entre  pueblos  de 
un  mismo  distrito  municipal.  Asi  que,  todo 
lo  que  se  halla  dentro  de  un  distrito  munici- 
pal está  comprendido  bago  la  denominación 
de  camino  vecinal;  y  todo  lo  que  abarca  una 
estension  mayor  dentro  del  territorio  de  una 
misma  provincia,  lo  está  bajo  la  denomina* 
cion  de  camino  local. 

Confrontando  ahora  ambas  esplicaciones, 
viendo  su  divergencia  y  considerando  que, 
una  y  otra  provienen  de  personas  á  quienes 
^  debe  presumir  identificadas  con  el  espíri- 
.  tu  de  la  ley,  las  dudas  se  aumentan,  y  exi- 
gen entrar  en  mayores  investigaciones.  Para 
no  errar,  debe  buscarse  lo  mas  conforme, 
no  solo  con  el  testo  de  la  ley  de  carreteras, 
sino  también  con  las  disposiciones  dadas 
acerca  de  caminos  vecinales.  Ellas  vendrán 
á  resolver  las  dificultades  que  se  ofrecen,  y 
TOMO  vil. 


rectificarán  cualquier  opinión  equivocada  que 
pudiere  formarse.  La  ley  de  29  de  abril 
de  1849,  única  que  tenemos  de  caminos  ve- 
cinales, en  ninguno  de  sus  artículos  contiene 
la  defiinicion  de  estos,  sino  que  dándolos  por 
definidos  dicta  reglas  acerca  de  su  construc- 
ción, de  su  clasificación,  de  su  anchura  y 
otros  puntos  semejantes :  la  real  orden  de  10 
de  setiembre  de  aquel  año,  espedida  para  la 
aplicación  provisional  de  la  misma  ley,  nada 
aclara  sobre  el  particular.  Donde  únicamente 
se  encuentra  la  definición  de  los  caminos  ve- 
cinales, es  en  el  real  decreto  de  7  de  abril 
de  1848.  Este  enumera  entre  los  de  primer 
orden,  los  que  conducen  « á  la  cabeza  del 
distrito  judicial  6  electoral  (1):»  al  paso  que 
la  ley  dé  carreteras  al  definir  las  locales  para 
nada  menciona  á  los  partidos  judiciales,  sino 
que  solo  habla  en  general  de  pueblos  aso- 
ciados para  su  común  utilidad;  y  lejos  de 
concretarlas  al  radio  de  una  provincia,  dice 
terminantemente  que  pueden  estenderse  por 
cuna  6  masprovincias.»  De  aquí  parece  de- 
ber inferirse  que  no  es  necesario  que  sean 
carreteras  locales  aquellas  que  dentro  de 
una  misma  provincia  ponen  en  comunicación 
un  partido  judicial  con  otro  partido  judicial. 
Tampoco  puede  decirse  que  los  caminos 
vecinales  tienen  por  límites  insuperables  los 
de  un  distrito  municipal.  Para  demostrar  cuan 
inexacta  sea  este  punto  de  vista ,  no  aduci- 
remos un  argumento  incontestable  tomado 
de  los  hechos ,  á  saber :  que  una  gran  parte 
de  los  distritos  municipales  se  componen  de 
un  solo  pueblo :  queremos  elevarnos  sobre  las 
consideraciones  puramente  locales  y  colocar- 
nos en  el  terreno  de  las  generales.  El  ya  ci- 
tado real  decreto  de  7  de  abril,  al  dividir  los 
caminos  vecinales  en  unos  de  primero,  otros 
de  segundo  orden ,  y  al  exigir  que  aquellos 
c  interesen  á  varios  pueblos  á  un  tiempo  y 
sean  de  un  tránsito  activo  y  frecuente;  y  al 
poner  como  ejemplos  los  que  conducen  á  un 
mercado,  á  una  carretera  nacional  ó  provin- 
cial, á  un  canal,  persuade  hasta  la  evidencia 
que  su  pensamiento  abarcó  mas  latitud  que 
la  de  un  mero  distrito  municipal.  Dentro  do 


(1)    Art.  1  d«I  Real  decreto  de  7  de  abril  de  1848. 
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este  paede  haber,  y  hay  con  efecto  caminos  ||  llevan  á  cabo ;  en 
recíñales ;  pero,  por  lo  general»  no  mas  que 
de  segundo  orden:  los  de  primero  por  su 
importancia  están  llamados  á  recorrer  varios 
distritos  municipales.  En  una  palabra,  el  ca- 
mino vecinal,  considerado  en  toda  su  ampli- 
tud tiene  por  límite,  no  el  distrito,  sino  la 
provincia. 

Partiendo  de  lo  que  dejamos  dicho,  cree- 
mos que  tomándolos  por  base  de  compara- 
ción hallaremos  algún  resultado  positivo.  Las 
carreteras  locales  son  promovidas  y  ejecuta  • 
das  por  algunos  pueblos  interesados :  los  ca- 
minos vecinales  son  también  ejecutados  por 
varios  pueblos  interesados,  pero  no  promo- 
vidos, puesto  que  cumplen  una  obligación 
de  la  ley,  ya  sea  que  se  muestren  mas  6  me- 
nos solícitos,  y  que  se  anticipen  6  ya  que 
sean  compelidos  para  su  cumplimiento.  La 
construcción  de  los  caminos  vecinales  es  de 
cargo  del  pueblo  6  pueblos  interesados  (1);  el 
gobernador  declara  cuales  son  estos  (2)  y  en 
seguida  debe  disponer  que,  poniéndose  de 
acuerdo  entre  sí ,  determinen  la  proporción 
con  <iue  cada  uno  ba  de  contribuir  al  coste 
del  camino  (3),  disposiciones  que  revelan 
cierta  autoridad  sobre  los  pueblos ,  y  que  en 
realidad  no  son  solo  ellos  los  que  promueven 
los  caminos  vecinales :  en  las  carreteras  lo- 
cales domina  el  principio  de  asociación  de 
los  interesados,  como  la  ley  los  espresa  cla- 
ramente :  en  los  caminos  vecinales  no  es  de 
la  misma  índole  la  concurrencia  y  mutuo 
acuerdo  de  los  pueblos,  puesto  que  aca- 
bamos de  ver  que  este  acuerdo  no  queda 
á  voluntad  de  los  interesados  sino  que  se  les 
impone  como  una  condición  que  han  de  lle- 
nar, á  lo  cual  añadiremos  ahora  que  la  ley 
autoriza  al  gobernador  para  resolver  acerca 
de  la  necesidad  ó  conveniencia  de  los  cami- 
nos vecinales  y  de  la  parte  con  que  cada  uno 
de  los  pueblos  baya  de  contribuir,  en  caso  de 
que  estos  no  se  convinieren  (4).  En  las  car- 
reteras locales  hay  un  objeto  de  ulHidad  co- 
mún para  los  pueblos  que  las  emprenden  y 


(O   Art.  i  de  U  ley  de  28  de  abril  de  1849. 
tí)   Disposición  3  de  ia  Real  orden  de  10  de  setiembre 
ée  1849. 
<3)    Disposición  4  üe  ta  misma  Real  orden. 
(4)    Aria.  7  y  8  de  la  ley  de  i8  de  abril  de  1849. 


caminos  vecinales, 
aunque  no  lo  declaren  espresamente  las  le- 
yes y  reglamentos,  preside  sin  duda  el  mis^ 
mo  objeto  y  aun  mas  la  necesidad.  Por  últi- 
mo, las  locales  pueden  circunscribirse  á  una 
provincia  ó  estenderse  por  varias ;  los  cami- 
nos vecinales  se  limitan  siempre  al  territorio 
provincial. 

De  esa  comparación  podemos  deducir  las 
diferencias  claras  y  características  entre  una 
y  otra  clase  de  caminos;  á  saber:  1."^  Las 
carreteras  locales  son  promovidas  por  los  pue- 
blos; los  caminos  vecinales  lo  son  por  la  ley 
y  en  su  nombre  por  el  gobierno  y  las  auto- 
ridades administrativas.  S.""  Las  carreteras 
locales  se  ejecutan  en  virtud  de  asociación 
voluntaria,  los  caminos  vecinales  han  de  lle- 
varse á  cabo ,  haya  ó  no  conformidad  ó  mu- 
tuo acuerdo:  3."*  Las  carreteras  locales  son 
de  utilidad  común,  los  caminos  vecinales  son 
de  absoluta  necesidad.  4.''  Las  carreteras  lo- 
cales no  tienen  límites  por  razón  del  territo- 
rio :  los  caminos  vecinales  se  contienen  den- 
tro de  la  provincia.  Y  si  aun  quisiéramos  bus- 
car mas  diferencias,  pudieran  quizás  encon- 
trarse; nosotros  nos  concretaremos  á  indicar 
una  que  se  deduce  de  las  mismas  deno- 
minaciones :  no  es  lo  mismo  camino  que  car- 
retera. Todas  las  carreteras  locales  son 
necesariamente  caminos;  pero  no  todos  los 
caminos  vecinales  entrarán  en  la  clase  de 
carreteras :  verdad  es,  que  el  camino  veci- 
nal puede  ser  ancho  hasta  18  pies,  en  cuya 
anchura  se  provee  muy  cómodamente  al 
tránsito  de  carruajes;  pero  esta  dimensión 
está  señalada  por  la  ley  tan  solo  como  má- 
ximo (1) :  ahora  bien  si  se  repara  por  una 
parte  en  que  no  hay  un  mínimo  establecido, 
y  por  otra  parte  en  que  después  de  los  cami- 
nos vecinales  de  primer  orden,  vienen  los  de 
segundo,  que  son  poco  frecuentados  y  que 
carecen  de  un  objeto  especial  que  les  déára^ 
portancia,  se  comprenderá  sin  dificultad  el 
caso  de  que  un  camino  vecinal  no  sea  carre- 
tera, por  mas  que  la  administración,  con- 
sultando la  utilidad  de  los  mismos  pueblos» 
deba  procurar  que  todos  lo  sean.  No  suceda 


(1)    Art.  6  de  la  ciuda  ley. 
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«si  en  las  carreteras  locales ;  que,  como  sa 
mismo  nombre  lo  indica,  siempre  habrán  de 
servir  para  el  tránsito  de  carruajes :  y  no  de 
otro  modo  se  les  hubiera  dado  cabida  en  la 
ley  de  carreteras. 

Existe,  pues,  una  bien  marcada  distinción 
entre  carreteras  locales  y  caminos  vecinales» 
ya  no  nos  queda  mas  que  desvanecer  un  mo- 
tivo de  duda  que  pudiera  suscitarse  con  mo- 
tivo  de  la  definición  de  estos  según  el  real 
decreto  de  7  de  abril  de  i848.  Dicese  en 
él  (i):  Los  caminos  públicos  cque  no  están 
comprendidos  en  las  clases  de  carreteras 
nacionales  ó  provinciales  i  se  denominarán 
en  k)  sucesivo  caminos  vecinales  de  primero 
y  segundo  orden.  De  aqui  tal  vez  se  quiera 
inferir  que  las  carreteras  locales  no  estando 
comprendidas  en  la  clase  de  nacionales  ni 
de  provinciales  tienen  que  ser  caminos  ve- 
cinales. Semejante  objeción  se  desvanece 
por  si  misma:  si  algo  valiera  habríamos  de 
incurrir  igualmente  en  el  estremo  de  equi- 
parar con  los  caminos  vecinales  las  mismas 
carreteras  trasversales ,  lo  que  seria  un  ab- 
surdo. £1  real  decreto  de  7  de  abril  de  1848 
tomó  por  base  la  clasificación  de  carreteras 
entonces  vigente ,  que  luego  ha  cambiado 
por  completo.  Pues  bien,  con  arreglo  á  esta 
nueva  clasificación  debemos  entender  la  de- 
finición del  real  decreto:  antes  la  última 
clase  de  carreteras  era  la  que  llevaba  la  de- 
nominación de  provinciales :  hoy  que  lo  son 
las  carreteras  locales ,  los  caminos  vecinales 
vendrán  á  colocarse  en  el  lugar  inmediata- 
mente inrerior  á  estas  dentro  del  total  sistema 
de  caminos.  Es  decir  que  al  presente  la  de- 
finición pudiera  redactarse  en  estos  térmi- 
nos. cLos  caminos  públicos  que  no  están 
«comprendidos  en  las  clases  de  carreteras 
c generales,  trasversales,  provinciales  ó  lo- 
téales se  denominan  caminos  vecinales  de 
«primero  y  segundo  orden,  i 

La  ley  no  ha  descendido  á  enumerar  los 
recursos  que  podían  emplearse  para  la  cons- 
trucción délas  carreteras  locales,  ni  ha  de- 
clarado siquiera  de  cargo  de  quien  sean  es- 
tas. Todo  ello  no  constituye  una  omisión 

{i)    Art.  !.• 


notable :  no  se  han  espresado  esos  puntos 
porque  están  decididos  vírtualmente  en  la 
misma  naturaleza  legal  de  esas  carreteras. 
Si  son  varios  pueblos  interesados  los  que  las 
promueven  y  se  asocian  para  ejecutarlas, 
claro  es  que  de  su  cargo  esclusivamentc 
será  su  construcción,  conservación  y  mejora 
y  que  de  sus  fondos  reunidos,  del  acervo 
común  de  la  asociación  destinado  especial^ 
mente  al  efecto,  habrán  de  costearse  las 
obras  necesarias. 

Sin  embargo,  como  ciertos  recursos,  por 
ejemplo  el  de  la  prestación  personal ,  podian, 
y  hubieran  debido  entenderse  vedados  si  la 
ley  espresamente  no  los  autorizaba,  partid 
cularmente  cuando  por  su  índole  onerosa 
son  de  estricta  interpretación,  y  el  legislador 
por  otra  parte  quisiera  favorecer  é  impulsar 
las  carreteras  locales,  ha  sido  necesario  de- 
clarar que  las  prestaciones  personales  que 
dispone  la  ley  de  28  de  abril  de  1849  podrán 
utilizarse  para  la  construcción  de  las  carre- 
teras locales,  entendiéndose  al  efecto  entre 
sí  y  con  los  particulares  que  se  les  asociaren 
para  levantar  fondos  y  realizar  las  obras,  los 
pueblos  de  una  misma  ó  de  varias  provin- 
cias (1).  Bajo  este  aspecto,  pues,  se  han 
equiparado  las  carreteras  locales  á  los  ca- 
minos vecinales,  cuya  equiparación  es,  á 
nuestro  juicio,  acertada  tratándose  de  cami- 
nos que,  aunque  diferentes,  al  cabo  tienen 
de  común  el  carácter  de  localidad ,  é  intere- 
san directamente  á  los  pueblos,  no  á  las  pro- 
vincias ni  al  Estado.  La  prestación  personal^ 
que  debe  emplearse  con  mucha  economía 
respecto  de  las  obras  de  caminos,  que  ofrece 
graves  inconvenientes  y  hasta  degenera  en 
injusta  generalizada  en  demasía,  no  traspasa 
su  esfera  de  ventajas  empleada  para  la  cons- 
trucción de  carreteras  [locales.  Nada  mas 
diremos  aquí  sobre  el  particular ,  puesto  que 
en  la  sección  siguiente  tenemos  un  párrafo 
destinado  á  esponer  los  recursos  para  la 
construcción  y  conservación  de  los  caminos 
vecinales,  donde  corresponde  tratar  de  la 
prestación  personal. 


(1)    Art.  IOdelalfyd»7deMa}o  de  IgSl 
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Disposiciones  relativas  á  diferentes 
especies  de  carreteras. 


Hemos  reservado  para  este  lugar,  no  solo 
todo  aquello  que  sea  común  á  las  distintas 
clases  de  carreteras,  sino  además  lo  que,  si 
bien  referente  á  varias  y  aun  á  una  de  ellas, 
exigía  esposicion  comparativa  y  conocimien- 
to del  conjunto. 

La  clasificación  que  la  ley  hace  de  las 
carreteras  descansa,  como  tenemos  ya  mani- 
festado, en  la  importancia  que  ofrecen  por  su 
mayor  tránsito,  por  el  comercio  y  riqueza  de 
las  poblaciones  que  se  ponen  en  comunica- 
ción, por  el  interés  de  las  capitales  y  otras 
causas  semejantes.  Sin  embargo,  no  siempre 
las  carreteras  tienen  la  misma  importancia: 
las  vicisitudes  de  los  pueblos ,  el  desigual 
desarrollo  de  las  necesidades  sociales  y  mas 
particularmente  la  abertura  de  nuevos  cami- 
nos, hacen  que  los  antiguos  crezcan  en  pros- 
peridad ó  por  el  contrario  que  decaigan.  Las 
comunicaciones  mas  ventajosas  se  prefieren 
á  las  que  no  lo  son  tanto.  Estas  alternativas, 
esta  instabilidad  debe  ser  tomada  en  cuenta 
por  el  gobierno,  no  para  alterar  el  sistema, 
la  base  de  la  clasificación,  porque  esto  no  es 
necesario ,  sino  para  dar  á  cada  carretera  su 
verdadero  lugar  en  la  clasificación :  y  á 
esto  se  ha  de  dar  tanta  mas  atención  cuanto 
que  la  distinta  categoría  de  un  camino  lleva 
consigo  la  aplicación  de  fondos  y  recursos 
de  distinto  origen.  De  aquí  que  la  ley  haya 
dispuesto  que  si  después  de  haber  clasifica- 
do el  gobierno  con  arreglo  á  ella  las  car- 
reteras cuya  construcción  no  estuviera  ya 
principiada,  variase  de*  condiciones  por 
efecto  de  nuevas  vías ,  proceda  á  variar  su 
clasificación  haciendo  las  declaraciones  que 
correspondan  (1).  Igualmente  la  ley  declaró 
que  á  esta  variación  estaban  sujetas,  por  las 
mismas  causas,  todas  las  carreteras,  así  las 
ya  concluidas  como  las  que  entonces  se  ha- 
llaran en  construcción  (2). 

Los  productos  de  tránsito  en  todos  los 
portazgos,  pontazgos  y  barcajes  establecidos 


(I)    §.1  del  arl.  6  de  la  ley  de  7  de  Mayo  de  laül. 
(9)    S  1  del  ciudo  art. 


á  la  promulgación  de  la  ley  ó  que  después 
se  hayan  creado  en  las  carreteras  generales 
y  en  las  trasversales  son  para  el  Estado  j 
están  afectos,  sin  perjuicio  de  las  hipotecas 
legales  que  sobre  sí  tuvieren,  á  la  conserva- 
ción de  carreteras,  como  parte  de  la  consig- 
nación de  la  ley  anual  de  presupuestos  ge- 
nerales para  los  gastos  de  eSte  ramo.  Los 
productos  de  portazgos ,  pontazgos  y  barca- 
jes de  las  carreteras  provinciales  son  para 
las  provincias  respectivas.  Los  de  carreteras 
locales  construidas  por  pueblos  asociados, 
entrarán  en  el  fondo  ó  caja  particular  de  la 
asociación  correspondiente  (i).  Estas  dispo- 
siciones de  la  ley  son  dignas  de  particular 
examen  y  requieren  alguna  esplicacion. 

Los  portazgos,  pontazgos  y  barcajes,  sir- 
ven para  la  conservación  de  los  mismos  ca- 
minos, segim  bien  claramente  se  deduce  de 
las  palabras  de  la  ley.  Háse  creido  justo  que 
contribuyan  á  conservar  los  que  contribuyen 
á  deteriorar ;  que  sufran  el  gravamen  los 
que  reportan  las  ventajas.  No  dejan  de  tener 
fuerza  estas  razones,  sin  embargo  de  que  no 
merecen  desatenderse  las  de  los  que  abogan 
por  la  abolición  de  estos  arbitrios,  alegando 
el  entorpecimiento  que  ocasionan  al  tránsito 
y  á  la  circulación  de  la  riqueza  y  las  des- 
igualdades de  que  adolece  su  aplicación  é 
invocando  al  mismo  tiempo  el  ejemplo  de 
naciones  estranjeras  donde ,  ó  no  se  conocen 
ó  se  usan  con  grande  parsimonia.  Quisieran 
los  que  así  opinan  que  de  los  fondos  destina- 
dos á  la  construcción  de  caminos  salieran  los 
necesarios  ásu  conservación.  No  podemos  to- 
mar parte  en  esta  contienda,  ni  menos  dilu- 
cidar razones,  ni  buscar  su  solución,  puesto 
que  nuestro  objeto  se  limita  á  indicar  el 
fundamento  de  los  derechos  de  tránsito.  En 
los  artículos  especiales  trataremos  del  modo 
y  forma  de  su  exacción :  aquí  solo  de  lo  que 
directamente  hace  relación  á  lo  dispuesto  en 
la  ley  de  carreteras. 

Cinéndonos  á  este  terreno  es  justo  que 
una  vez  admitidos  los  portazgos  y  demás  de- 
rechos de  tránsito,  se  reserven  para  la  con- 
servación y  no  para  otras  obras  de  caminos. 


I       (1)    Art.  II  de  la  misma  ley. 
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La  construcción  de  eslos  debe  costearse  con 
fondos  especiales,  con  los  recursos  del  esta- 
do, de  las  provincias,  ó  de  los  pueblos  de  cu* 
yo  cargo  sea:  así  se  demostró  en  la  disen- 
sión de  la  ley  con  tal  copia  de  razones  que 
no  pudo  prevalecer  en  esta  parle  el  proyecto 
según  el  cual  se  destinaban  los  derechos  de 
tránsito,  no  solo  á  conservación  sino  tam- 
bién á  nueva  construcción. 

La  ley,  como  se  ve ,  no  habla  mas  que  de 
conservación,  ¿podrán  sin  embargo  conside- 
rarse las  reparaciones  de  la  carretera  como 
objeto  de  los  pontazgos  y  barcajes?  En  nues- 
tro entender  no  puede  decidirse  esta  duda  de 
un  modo  absoluto:  las  reparaciones  ó  son  de 
aquellas  de  poco  coste,  que  exige  Trecuente- 
mente  el  camino,  ó  son  considerables  que  su- 
ponen mucho  gasto  y  obras  especiales.  Pa- 
récenos  pues  que  las  primeras  pueden  muy 
bien  sobreentenderse  en  la  conservación:  las 
ultimasen  realidad  son  reconstrucciones  que 
correrán  á  cargo  de  quien  tenga  la  obliga- 
ción de  costear  la  contracción  de  la  carretera. 

Por  lo  general  la  conservación  corres- 
ponde al  mismo  á  quien  corresponde  la 
construcción.  De  aquí  que  la  ley,  muy  opor- 
tunamente declara  ser  del  Estado,  de  las 
provincias  ó  de  las  asociaciones  de  los  pue- 
blos respectivamente  los  productos  de  los  de- 
rechos de  tránsito  de  las  carreteras  gene- 
rales, provinciales  y  locales.  Parece  que  hay 
cierto  derecho  escepcíonal  y  contradictorio 
respecto  á  los  derechos  de  transito  de  las 
carreteras  trasversales  que  la  ley  atribuye 
esclusivaroente  al  Estado,  ^siendo  así  que  las 
provincias  costean  esas  carreteras  por  mitad 
ó  quizas  por  las  dos  terceras  parles.  Pero  si 
se  considera  que  aunque  la  construcción  se 
hace  en  concurrencia  con  el  Estado,  la  con- 
servación queda  csclusivaraente  á  cargo 
de  este,  como  la  ley  ordena  espresamen- 
te  (1),  se  concebirá  sin  dificultad  cuan  con- 
forme es  aquella  disposición  al  principio  ge- 
neral de  que  los  derechos  de  tránsito  se  per- 
ciben por  quien  soporta  la  conservación^  de 
la  carretera. 


(1)   5.  ultimo  del  arl.  8  de  la  ley  ciUda. 


Se  vé,  pues ,  que  el  derecho  vigente  es 
rigurosamente  equitativo  al  adoptar  este 
principio  y  al  circunscribir  los  derechos 
de  tránsito  al  objeto  que  se  deduce  de 
su  institución  y  que  se  presume  de  la  volun- 
tad de  los  que  los  pagan.  Pero  en  cuanto  á 
la  distribución  de  estos  medios  de  conserva- 
ción ha  abandonado  esa  equidad  rigurosa, 
que  tiende  á  la  consideración  local,  dando 
á  los  derechos  de  tránsito  qne  el  Es- 
tado percibe  el  carácter  de  generales  para 
conservar  todas  las  carreteras  de  primera  y 
segunda  clase,  en  vez  de  hacerlos  especiales 
respectivamente  para  aquellas  donde  se  co- 
braran. En  esta  parte  hay  una  diferencia 
capital  entre  nuestras  leyes  antiguas  y  mo- 
dernas. En  laordenánza  general  de  correos  y 
caminos  del  ano  dé  1794  se  recomendaba 
muy  particularmente  á  la  superintendencia 
general  que  cuidara  de  que  la  contribu- 
ción por  razón  de  portazgos  invirtiera  en  la 
conservación  del  mismo  puente  y  camino  don- 
de se  exigiese,  de  manera  que  los  viageros  y 
tragineros  esperimentaran  la  comodidad  cor- 
respondiente al  gravamen  (1) ;  al  paso  que 
en  la  ley  de  carreteras,  hoy  vigente ,  se  de- 
claran los  derechos  de  tránsito  afectos  á  la 
conservación  de  carreteras  « como  parte  de 
lia  consignación  de  la  ley  anual  de  presu- 
1  puestos  generales  para  los  gastos  de  este 
«ramo  (2).»  El  principio  en  que  se  fundaba 
la  disposición  de  la  ordenanza  nada  tiene 
por  cierto  de  injusto  ni  de  arbitrario,  porque 
aunque  en  los  caminos  no  hay  distinción  res- 
pecto del  Estado,  que  á  todos  por  igual  debe 
atender,  la  hay  sin  embargo  respecto  de  los 
transeúntes,  y  aun  mas ,  de  los  tragineros. 
Estos  por  lo  común  hacen  los  trasportes ,  en 
que  cifran  su  subsistencia  y  ocupación  ha- 
bitual, por  unos  mismos  caminos,  donde 
cada  vez  pagan  los  portazgos  correspondien- 
tes. A  pesar  de  esto  reconocemos  que  las 
razones  en  que  se  apoya  el  derecho  novísi- 
'  mo  son  de  bastante  peso:  al  Estado  conviene 
tener  arreglada  su  contabilidad  en  los  ingre- 
sos y  en  los  gastos  de  un  modo  fijo  y  bajo  de 


(1)    Ley  8.  lit.  3.H,  lib.  7  de  la  Nov.  Rcc. 
(9)    %.  I.    del  art  11  de  la  Ley  de  7  de  Mayo  de  ISol. 
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UD  punto  de  Tista  general :  asimismo  se  ha 
bascado  proporcionarle  ana  base  para  afian- 
zar y  ampliar  el  crédito  de  que  fanto  nece* 
sita  para  las  mismas  contratas  que  frecaen- 
temente  celebra  á  fin  de  construir  carreteras. 
Por  otra  parte  se  ha  tenido  en  cuenta  qae  el 
sistema  de  reservar  á  cada  camino  el  pro- 
ducto de  sus  portazgos  á  pesar  de  su  osten- 
sible equidad  ,  llevaba  consigo  el  grave  in- 
conveniente d&  introducir  desigualdades  con- 
siderables :  puesto  que  al  paso  que  en  unas 
carreteras  bastan  y  sobran  los  derechos  de 
tránsito  para  cubrir  la  conservación ,  en  otras 
no  alcanzan  á  llenar  esta  necesidad.  Se  ha 
preferido  por  lo  tanto  la  centralización  de 
esos  recursos  y  su  amalgama  con  los  que 
tienen  por  el  presupuesto  general  igual  des- 
tino para  que  todos  los  caminos  puestos  á  car- 
go del  Estado  sean  atendidos  por  igual. 

Con  respecto  á  los  fondos  destinados  á 
carreteras  especialmente  se  hace  en  la  ley 
una  declaración  importante  que,  condenando 
tácitamente  los  abusos  pasados,  es  un  freno 
proderoso  para  los  que  en  adelante  se  qui- 
sieran intentar.  Esa  declaración  está  reduci- 
da á  que  no  puedan  distraerse  para  otros  ser- 
vicios los  productos  de  los  derechos  de  trán-  | 
sito,  ni  los  arbitrios  y  cualesquiera  otros  re- 
cursos que  por  el  origen  ó  destino  de  su  im- 
posición y  establecimiento  constituyen  un 
fondo  especialmente  aplicado  á  las  carrete- 
ras (1).  Demasiado  frecuente  y  dolorosa  era 
la  distracción  de  fondos  que  aquí  se  veda 
para  otros  objetos  y  exigia  esta  represión  ab- 
soluta. Deben  ser  inviolables  los  arbitrios 
que  los  pueblos  votan  y  pagan  espresamente 
para  la  construcción  de  un  camino:  frustrar 
estos  sacrificios  dirigidos  á  la  satisfacción  de 
una  necesidad  tan  atendible,  seria  un  abuso. 

Mas  no  basta  que  los  fondos  de  caminos 
sean  invertidos  precisamente  en  las  atencio- 
nes de  este  ramo  si  su  aplicación  llega  á  ser 
arbitraria  y  desordenada.  Los  caminos  supo- 
nen obras  de  distinto  género,  y  entre  ellas 
unas  son  mas  necesarias ,  mas  útiles  ó  mas 
oportunas  que  otras.  Si  hubiera  fondos  abun- 
dantes, y  se  pudiera  gastar  sin  tasa,  seria 

(1)    Art.  ti  He  U  dicha  ley. 


CAMINOS. 

ociosa  toda  cuestión  de  preferencia  entre  las 
diversas  atenciones  de  caminos ;  pero  una 
vez  que  el  presupuesto ,  y  aludimos  tanto  al 
general  como  á  los  locales ,.  tiene  sus  lími- 
tes reducidos ,  quizás  se  hace  preciso  deci- 
dirse si  merece  ser  mas  atendida  la  cons- 
trucción que  la  conservacíon*ó  que  las  repa* 
raciones.  T  nuestra  ley  se  ha  decidido  termi- 
nantemente declarando  que ,  así  las  atencio- 
nes de  reparación  como  las  de  conservación, 
todas  las  carreteras  se  considerarán  prefe- 
rentes respecto  de  las  de  nueva  construc- 
ción, de  manera  que  no  puedan  contratarse 
nuevas  obligaciones  ni  originarse  gastos  de  la 
segunda  especie,  mientras  que  no  quede  ase- 
gurado el  servicio  de  la  primera  (1).  Abunda 
en  igual  sentido  otra  disposición  de  la  misma  . 
ley  y  puesta  á  continuación  de  la  anterior ,  á 
saber :  que  una  vez  principiada  cualquiera 
carretera  nueva,  no  podrá  abandonarse  para 
proceder  á  la  construcción  de  otra ,  ni  sus- 
penderse indefinidamente  las  obras  comen- 
zadas, sino  mediando  la  imposibilidad  de 
realizar  los  recursos  que  se  consignaren  al 
efecto  por  el  Estado,  las  provincias  ó  los 
pueblos  (2).  Estas  restricciones  absoluta- 
mente consideradas  podrian  dar  lugar  á  al- 
guna impugnación:  porque  pudiera  decirse 
que  tienden  á  paralizar,  á  impedir  una  gran 
parte  del  fomento  del  ramo  de  caminos,  que 
consiste  en  las  nuevas  construcciones,  en  la 
multiplicación  de  las  carreteras.  Sin  embar- 
go, las  disposiciones  de  la  ley  no  podrán  me- 
nos de  obtener  la  aprobación  de  quien  las 
juzgue,  como  deben  juzgarse,  relativamente 
á  nuestro  pais ,  donde  es  una  verdad ,  que 
habia  confirmado  la  esperíencia   hace   ya 
tiempo ,  que  ó  por  cálculo  de  fondos  poco 
meditado  y  completo,  ó  por  el  cambio  de 
gobernantes ,  ó  por  cierta  propensión  fatal  á 
la  novedad  se  proyectaban  y  emprendían 
muchas  obras  públicas  y  pocas  llegaban  á  su 
término  y  perfección.  Teníamos  gran  nú- 
mero de  carreteras ,  unas  trazadas  y  apenas 
comenzadas,  otras  suspendidas,  muchas  que 
se  seguían  con  una  lentitud  que  casi  equiva- 


lí)   Art.  13  de  la  íey. 
{t)    Art.  14. 


Digitized  by 


Google 


CAMINOS. 


519 


lia  á  la  paralización ,  casi  todas  en  fin  sin  las 
condiciones  que  exije  la  espedicion  y  como- 
didad del  tránsito  y  del  trasporte.  No  solo, 
pues ,  ha  estado  la  ley  de  1851  oportuna  y 
previsora,  no  solo  ha  acomodado  sus  pres- 
cripciones al  estado  de  España ,  sino  que  ha 
atacado  con  franqueza  y  vigor  el  mal  que  se 
esperimentaba  al  tiempo  de  su  promulga- 
ción* Si  por  algo  hubiera  de  merecer  censura 
mas  que  por  sus  restricciones,  seria  por  no 
haberlas  fortalecido  y  garantido  de  tal  modo 
que  se  imposibilitara  para  en  adelante  su 
olvido  é  inobservancia.  Para  justificar  ple- 
namente el  tino  de  la  ley ,  para  comprender 
la  conveniencia  y  necesidad  de  que  se  guar- 
de puntualmente,  para  demostrar  en  la  prác- 
tica los  danos  que  de  entonces  acá  ha  acar- 
reado su  poco  esmerada  ejecución,  trascribi- 
remos las  mismas  sentidas  palabras  del  go- 
bierno en  una  circular  espedida  ya  pasados 
mas  de  dos  anos  de  la  promulgación  de 
la  ley  de  carreteras :  «La  situación  en  que 
>se  encuentran  las  carreteras  principales  de 
lia  Península  es  desgraciadamente  cada  dia 
>mas  deplorable  y  exige  un  pronto  y  eficaz 
tremedio.  Inútil  será  que  el  gobierno  se  de- 
>dique  con  todo  el  afán  que  le  inspiran  sus 
«buenos  deseos  á  la  construcción  de  carre- 
iteras  nuevas  de  conocida  necesidad,  é  inú- 
>til  también  que  para  dar  principio  á  estas 
lobras  gaste  los  recursos  no  muy  estensos 
>del  presupuesto  ordinario,  sí  entretanto 
>han  de  verse  abandonadas  nuestras  mas 
'importantes  vías  de  comunicación  y  enca- 
tminarse  rápidamente  á  su  ruina  por  el  uso 
t mismo  á  que  están  destinadas.  Los  incon- 
» venientes  de  semejante  estado  de  cosas  son 
»tanto  mayores ,  cuanto  que  se  puede  obte- 
>ner  el  conveniente  entretenimiento  y  repa- 
«ración  de  las  carreteras  con  gastos  mode- 
«rados  y  esfuerzos  comparativamente  leves, 
>si  desde,  el  principio  se  establece  un  buen 
tsistema  y  se  lleva  adelante  con  perseveran- 
>cia,  mientras  que  con  el  abandono  de  las 
cobras  construidas  se  llega  á  un  periodo  en 
>que  es  preciso  hacer  costosísimas  reparacio- 
mes,  que  en  muchos  casos  equivalen  ácons- 
»truir  de  nuevo  las  mismas  obras  que,  casi 
»sin  sacrificio  alguno,  hubieran  podido  man- 


utenerse en  un  estado  perfecto  de  conser- 
tvacion  (l).t  Estas  consideraciones  ,  con 
arreglo  á  las  que  se  hacian  varios  encargos 
á  los  ingenieros  jefes  de  distrito  para  poder 
apreciar  los  trabajos  que  faltaba  ejecutar 
y  su  coste,  son  tan  exactas  y  razonadas  que 
una  vez  trascritas,  no  tenemos  nada  que 
manifestar  por  nuestra  parte ,  como  no  sea 
el  deseo  de  que  no  queden  estériles ,  y  de 
que  ai  cabo  se  llegue  á  satisfacer  una  nece- 
sidad tan  urgente  y  ponderada. 

Quizás  ya  lo  estuviera  si  se  hubiese  dado 
oportuno  cumplimiento  á  una  orden  que  es- 
pidió la  regencia  provisional  en  1840  reco- 
mendando la  formación  de  un  plan  general 
I  de  carreteras.  Este  plan  debía  comprender 
los  portazgos  de  cada  una,  sus  productos, 
distancias  y  otros  pormenores,  señalándolos 
para  su  mas  fácil  comprensión  en  un  mapa, 
de  España:  y  se  juzgaba  indispensable  par- 
ticularmente para  la  reparación  y  conserva- 
ción de  los  caminos  y  conclusión  de  los  co- 
menzados (2).  Realizada  esta  feliz  idea  se 
hubieran  comprendido  á  un  golpe  de  vista 
las  necesidades  de  nuestras  carreteras,  y 
se  hubieran  también  ahorrado  muchos  infor- 
mes y  memorias  que  se  han  pedido  repetidas 
veces  asi  á  los  jefes  facultativos  como  á  los 
administrativos. 

De  todos  modos  debe  procurarse  diligen- 
temente ,  cuando  de  conservación  y  repara^ 
cienes  de  carreteras  se  trate,  establecer  como 
reconoce  la  mencionada  circular  de  18S3 
desde  el  principio  un  buen  sistema  y  llevarlo 
adelante  con  perseverancia.  Esta  es  la  mas 
positiva  garantía  de  la  buena  inversión  de 
los  fondos  destinados  á  tal  dase  de  obras. 
Los  males  y  desengaños  cuyo  recuerdo  te- 
nemos tan  cercano  que  casi  ya  se  mezcla 
con  el  presente ,  son  para  la  administración 
una  lección  elocuente  en  lo  sucesivo. 

Además  de  las  disposiciones  restrictiva, 
que  acabamos  de  mencionar,  dirigidas  á  es-% 
tablecer  cierta  preferencia  respecto,  de  la 
clase  de  obras  de  carreteras,  hay  también 
otras  que  tienen  por  objeto  una  preferencia 


(1)    CIrcalar  de  2í  de  agosto  de  185t . 
'i)    Orden  de  la  regencia  proTislonal  de  30  de  noyiembro 
de  1840. 
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análoga  relalivamente  á  las  carreteras  que 
afectan  á  los  fondos  dé  las  provincias.  De- 
biendo estas  contribuir  según  la  ley,  no  solo 
á  las  carreteras  llamadas  provinciales,  sino 
que  también,  en  cierta  proporción  á  las  tras- 
versales, ha  sido  preciso  fijar  reglas  á  fin^de 
que  no  se  comprometiese  una  provincia  en 
tanto  número  de  obligaciones  que,  por  falla 
de  fondos  ,  tuvieran  que  quedar  luego  des- 
atendidas. Asi  la  ley  dé  carreteras  determinó 
que  en  lo  sucesivo  fuera  obligatorio  para  las 
provincias  el  contribuir  á  la  construcion  de 
una  carretera  trasversal  que  hubiera  de 
pasar  por  su  territorio  con  preferencia  á  otra 
cualquiera  (4) :  disposición  que  no  podrá  me- 
nos de  calificarse  de  justa  y  oportuna  por 
cualquiera  que  se  remonte  á  consideraciones 
generales.  En  efecto ,  aunque  parece  des- 
ventajoso á  la  provincia  puesto  que  á  esta 
mas  conviene  una  carretera  provincial  que 
una  trasversal,  el  legislador  no  podia  decla- 
rar preponderantes  los  intereses  locales,  so- 
bre los  que  además  de  locales  son  á  la  vez 
generales:  su  declaración  se  deduce  lógica- 
mente del  sistema  de  clasificación  adoptado 
en  el  que  las  carreteras  están  graduadas  por 
el  orden  de  importancia:  las  de  segunda 
clase  deben  mirarse  preferentemente  á  las 
de  tercera;  esto  es  lo  que  consigna,  como  no 
podia  menos,  la  ley  de  carrreteras.  Las  de 
primera  clase,  osean  las  generales  no  son 
aquí  mencionadas  por  la  razón  sencilla  de 
que  se  costean  esclusívamente  por  el  Estado 
sin  ninguna  cooperación  de  la  provincia. 

Pero  la  obligación  que  tienen  las  provin- 
cias de  dar  preferencia  á  la  construcción  de 
las  carreteras  trasversales  no  las  inhabilita  pa- 
ra procurarse  también  otras  provinciales^  al- 
canzando para  todo  sus  fondos  y  cumpliendo 
con  ios  requisitos  oportunos.  Así  lo  ha  reco- 
nocido la  ley :  si  una  provincia  además  de 
estar  contribuyendo  para  la  construcción  de 
una  carretera  trasversal,  acordase  la  de  una 
provincial,  y  recayese  la  aprobación  del  go- 
bierno, ya  serán  obligatorios  los  gastos  cau- 
sados por  esta  nueva  atención  (2).  Mas  la 


(I)   Art.  1S  de  U  Icr  de  7  de  mayo  de  l85i. 
{t)    f.  1  del  art.  16  de  la  misma  ley. 


ley  no  consiente  á  las  provincias  que  coceen 
mas  de  dos  carreteras  á  la  vez,  porque  su 
presupuesto  es  limitado  y  no  sod  las  obliga- 
ciones de  caminos  las  únicas  que  sobre  él 
gravitan:  por  esto  durante  el  tiempo  en  que 
una  provincia  esté  contribuyendo  para  una 
carretera  trasversal  y  otra  provincial  ó  para 
dos  provinciales,  no  podrá  contribuir  para  la 
construcción  de  mas  carreteras  (1). 

Se  han  concedido  á  las  provincias  ciertas 
facultades  estraordinarias  á  fin  de  que  pue- 
dan impulsar  las  obras  de  carreteras  en  que 
se  «ncuenlrén  interesadas,  sin  esperi mentar 
las  dilaciones  ni  sujetarse  á  la  lentitud  que 
consigo  lleva  el  orden  periódico  de  los  ingre- 
sos y  gasto^del  presupuesto  provincial.  Por 
cuenta  de  las  cuotas  con  que  las  provincias 
deban  contribuir  para  una  ó  mas  carreteras 
pueden  las  diputaciones  provinciales  acor- 
dar y  proponer  á  la  aprobación  del  gobierno 
la  contratación  de  anticipos,  sea  en  fondos, 
sea  en  obras,  bajo  la  garantía  de  los  recursos 
que  en  los  respectivos  presupuestos  se  vota- 
ren para  el  mismo  objeto  (2).  No  están  todas 
las  opiniones  en  favor  de  esta  facultad;  unos 
la  creen  inconveniente  ponderando  los  frau- 
des, las  disipaciones  y  otros  funestos  resulta- 
dos que  han  solido  originarse  de  los  antici- 
pos y  citan  casos  particulares  en  que  se  han 
patentizado  estos  abusos ;  en  su  consecuen- 
cia, condenan  absolutamente  la  facultad  de 
hacer  anticipos.  Otros  por  el  contrario,  cifran 
en  ella  grandes  ventajas  porque  á  veces  se 
tratará  de  la  construcción  de  carreteras  ur- 
gentes, indispensables  para  la  vida  é  intere- 
ses de  la  provincia,  y  convendrá  á  esta  entrar 
cnanto  antes  en  el  disfrute  de  la  nueva  co- 
municación; también  citan  á  su  vez  casos  en 
que  han  sido  beneficiosos  los  anticipos  y  en- 
comian, á  la  ley  por  haberlos  autorizado. 
Tiene  esta  cuestión  otra  esfera  mas  general 
que  la  circunscrita  de  caminos,  y  por  tanto, 
dejando  á  un  lado  su  discusión  y  examen, 
nos  contentaremos  con  indicar  que  nuestra 
opinión  no  es  contraria  á  la  facultad  que  la 
ley  consigna,  si  bien  deseamos ,  como  el  que 


(1)    $.9  del  ciudo  artículo, 
(i)    Art.  17  de  la  mUma  ley. 
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mas ,  que  se  apele  á  las  garantías  oportanas 
para  evitar  los  abusos,  y  hacer  el  uso  prove- 
choso. 

La  ley  de  carreteras  no  ha  introducido  un 
principio  opuesto  al  de  la  ley  de  diputacio- 
nes provinciales.  Verdad  es  que  en  esta  se 
dice  que  ninguna  provincia  podrá  contraer 
empréstitos  sin  estar  espresamente  autoriza- 
da por  una  ley  (1) ;  pero  la  letra  y  el  espíritu 
de  tal  disposición  han  quedado  perfectamen- 
te á  salvo :  la  letra,  porque  para  la  ejecución 
de  carreteras  no  se  autorizan  empréstitos, 
sino  anticipos,  y  estos  tanto  pueden  ser  de 
fondos  como  de  obras;  el  espíritu,  porque  los 
términos  en  que  se  halla  concebida  la  dispo- 
sición de  la  ley  de  carreteras,  la  necesidad 
de  la  aprobación  del  gobierno,  la  utilidad  del 
objeto  á  que  se  concretará  el  anticipo  alejan 
los  inconvenientes  y  abusos  que  tuvo  en 
cuenta  la  ley  de  diputaciones  para  dictar  su 
prohibición.  Aun  cuando  no  se  admitiera  la 
distinción  que  dejamos  establecida  entre  el 
empréstito  y  el  anticipo,  todavía  guardarían 
consonancia  los  dos  testos  legales  de  que 
venimos  hablando.  Los  empréstitos  son  líci- 
tos á  la  provincia  cuando  están  autorizados 
espresamente  por  una  ley,  y  una  ley,  la  de 
carreteras,  es  la  que  autoriza  el  anticipo  en 
fondos  ó  en  obras  para  todos  y  cada  uno  de 
los  casos  en  que  la  diputación  con  el  gobier- 
no lo  crean  necesario. 

Conviene  apreciar  detenidamente  las  pa- 
labras de  la  ley  para  comprender  cuanto  ha 
respetado  los  derechos  de  las  provincias  en 
lo  que  se  refieren  á  la  inversión  de  sus  fon- 
dos y  á  la  apreciación  de  sus  necesidades. 
El  gobierno  puede  conceder  ó  negar  su  apro- 
bación al  anticipo  proyectado;  pero  no  le  es 
lícito  autorizarlo  por  sí;  ni  imponerlo  á  la 
provincia  contra  su  voluntad.  Los  goberna- 
dores podrán  emitir  su  parecer  y  dar  su  voto< 
como  presidentes  que  son  de  las  diputacio- 
nes; pero  á  nada  mas  se  estienden  sus^  fa- 
eultades.  Cuando  la  provincia  no  quiera  con- 
tratar el  anticipo,  ó  desapruebe  el  que  se 
propusiere,  el  anticipo  no  se  realizará. 


(1)    ArU  6S  de  la  le?  de  diputaciones  de  8  de  enero 
de  1845. 

TOMO  vn. 


¥  ya  que  de  aplicación  de  fondos  á  obras, 
de  caminos  y  de  recursos  estraordinarios.se 
trata,  bueno  será  dejar  resuelta  una  duda 
que  pudiera  suscitarse  en  la  aplicación  de  la 
ley  de  carreteras.  ¿Se  entienden  autorizados 
el  Estado  y  las  provincias  para  emplear  la 
prestación  personal  respecto  de  las  carrete- 
ras generales,  trasversales  y  provinciales 
que  están  á  su  cargo?  Algunos  creerán  qui- 
zás que  no  hay  en  ello  inconveniente,  y  ale- 
garán que  no  han  de  ser  estas  carreteras  de 
peor  condición  que  las  locales,  para  las  que, 
siendo  de  inferior  categoría,  la  ley  consiente 
la  aplicación  de  aquel  recurso.  No  opinamos 
nosotros  de  este  modo.  La  prestación  personal 
que,  como  tenemos  ya  indicado  y  en  lo  que 
tendremos  que  insistir  mas  adelante,  apenas 
puede  sostenerse  y  traer  ventajas  sino  en  las 
obras  de  caminos  que  directamente  intere- 
san á  los  pueblos,  es  por  lo  mismo  impropia 
de  las  carreteras  de  superior  orden,  y  ade- 
mas de  estricta  interpretación;  por  estas  dos 
razones  la  conceptuamos  prohibida  en  el  mero 
hecho  de  no  ser  mencionada.  El  concederla 
especialmente  la  ley  cuando  habla  de  las 
carreteras  locales,  prueba  con  toda  claridad 
que  la  ha  querido  escluir  respecto  de  las  de- 
mas.  Creemos,  pues,  que  sea  un  recurso  ve- 
dado, no  solo  para  las  provincias,  sino  también 
para  el  gobierno;  y  por  lo  tanto,  si  en  algún 
caso  se  quisiera  aplicar  seria  precisa  una  ley; 
una  real  orden,  un  real  decreto  no  podrían 
derogar  la  ley  de  carreteras  ni,  aun  cuando 
esta  fuera  obstáculo,  autorizar  una  contribu- 
ción, puesto  que  la  prestación  personal  es 
una  contribución  y  no  po<io  gravosa. 

Como  complemento  de  KKiasIas  disposicio- 
nes que  hasta  aquí  llevamos  referidas  acer- 
ca de  la  designación  é  inversión  de  fondos 
para  carreteras,  la  ley  exige  que  el  gobierno 
publique  cada  cuatro  meáes  un  doble  estado 
en  que  se  manifieste:  1.*  Las  cantidades  in- 
vertidas en  carreteras  á  que  se  destinen  fon- 
dos del  Estado:  i.""  £1  señalamiento  que  se 
baga  de  cantidades  para  las  mismas  carrete- 
ra3«  Ignal  obliga(!ion  tienen  los  gobernado- 
red  de  provincia  respecto  de  las  carreteras 
provinciales  (1).  De  este  modo  se  ha  pagado 


(«) 


Art.  19  de  la  Icj  de  7  de  majo  de  1831, 
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uDJuslo  tributo  á  la  publicidad,  que  nunca 
se  recomendará  bastante  tratándose  de  in- 
versión de  caudales  ,  ya  del  Estado,  ya  de 
las  provincias ,  y  que  se  han  de  emplear  en 
un  objelo  en  que  están  todos  interesados. 

Hemos  concluido  de  esponer  lo  que  se  re- 
fiere principalmente  al  coste  de  las  carrete- 
ras; pero  aun  tenemos  que  decir  algo  sobre 
su  régimen  y  condiciones.  La  ley,  consultan- 
do á  los  buenos  principios  de  orden  adminis- 
trativo, estableció  que  las  carreteras  provin  • 
ciales  y  locales  que  se  estuvieran  constru- 
yendo ó  que  en  adelante  conviniera  construir 
por  asociaciones  de  provincias,  pueblos  ó  par- 
ticulares, babian  de  hallarse  bajo  la  inspec- 
cionde  la  autoridad  superior  correspondiente, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  generales  ad- 
ministrativas (l).Esa  inspección  nunca  puede 
negarse  á  un  gobierno  por  sí  ó  por  sus  auto- 
ridades en  todo  lo  que  se  ejecuta  en  el  país 
referente  á  los  intereses  públicos  y  á  la  uti- 
lidad general:  esta  es  precisamente  una  de 
sus  Tacultades  y  al  mismo  tiempo  de  sus  obli- 
gaciones mas  esenciales;  pero  no  ha  sido 
inoportuno  el  declararla  esplícitamente  en  la 
ley  para  evitar  Talsas  inteligencias  y  conflic- 
tos que  pudieran  suscitarse  con  mas  ó  menos 
acierto,  con  mas  ó  menos  bueua  fé. 

Añade  inmediatamente  la  ley  que  la  di- 
rección que  ha  de  llevar  cada  una  de  estas 
carreteras,  la  anchura  del  firme  y  las  demás 
condiciones  de  arte  á  que  hayan  de  sujetar- 
se las  obras  se  fijarán  previamente  por  el  go- 
bierno (2).  Esta  advertencia  de  la  ley  parece 
concretarse  á  las  carreteras  provinciales  y 
locales  que  se  construyan  por  asociaciones 
de  provincias,  pueblos  ó  particulares,  úni- 
.  cas  de  que  se  acababa  de  hablar  en  virtud  de 
las  palabras  ccada  una  de  estas  carreteras,» 
no  sabemos  como,  por  lo  tanto  se  fijarán 
respecto  de  las  demás  aquellos  particulares 
de  la  dirección,  anchura  y  otras  condiciones 
de  arte;  podria  ser  por  previa  determinación 
del  gobierno  según  se  ha  de  practicar  en 
las  citadas  carreteras  provinciales  y  locales, 
podria  también  reservarse  esa  materia  para 
reglamentos  facultativos  ó  administrativos. 


(I)    §.1  (tpl  art.  18  de  la  misma  ley. 
{"ií   I'  2  del  citado  articulo. 


Todos  los  pormenores  á  que  se  alude  no 
debían ,  no  hubieran  podido  tampoco  deter- 
minarse en  la  ley;  ni  en  los  mismos  regla- 
mentos cabe  quizas  esta  determinación  por- 
que algunos  son  esencialmente  variables  y 
distintos  para  cada  caso,  para  cada  carretera, 
aun  cuando  se  consideren  las  de  una  mis- 
ma especie;  pero  algunos  se  prestan,  en 
nuestro  concepto,  á  ser  fijados  de  antemano 
por  la  ley ,  y  todavía  creemos  que  hay  razo- 
nes de  conveniencia  para  que  se  hubiera 
intentado  hacerio.  Aludimos  particularmente 
á  la  anchura  de  las  carreteras:  esta  condi- 
ción merece  algunas  observaciones. 

Ante  todo  ¿es útil,  es  necesario  que  la  ley 
fije  la  anchura  de  las  carreteras?  Para  nos- 
otros no  es  dudosa  esa  utilidad  y  necesidad: 
las  carreteras  como  todo  camino  constituyen 
un  medio  de  comunicación,  están  esencial- 
mente instituidas  para  el  tránsito  y  trasporte: 
garantizar,  pues,  previamente  su  anchura  es 
tanto  como  garantizar  una  condición  de  todo 
punto  esencial:  otras  podrán  ser  arbitrarias, 
mas  ó  menos  amplias  y  aun  existir  ó  no  exis- 
tir; pero  esta  tiene  tal  importancia,  que  de 
ella  depende  el  buen  uso  ó  la  inutilidad  del 
camino.  Hay  además  otra  razón  para  que  se 
determine  en  la  ley:  la  dimensión  de  una 
carretera  es  una  señal ,  un  carácter  de  su 
categoría:  así  un  sistema  de  clasificación  re- 
quiere una  graduación  de  dimensiones  como 
complemento  práctico,  por  decirlo  así.  A  todo 
lo  cual  se  reuniría  la  ventaja  de  que,  no  pu- 
diendo  alegar  nadie  ignoranóia,  se  harian 
imposibles  ciertos  fraudes,  quedando  cerrada 
la  puerta  á  toda  gracia  ó  concesión  en  favor 
de  los  contratistas  y  en  perjuicio  del  público. 

Creen  algunos  que  por  muy  útil  y  conve- 
niente que  sea  la  designación  de  dimensio- 
nes no  puede  prescribirse  previamente  ni 
*  ajustarse  á  ciertos  límites  para  todos  los  ca- 
sos, y  que  habiendo  de  ser  las  dimensiones 
proporcionadas  al  género  y  actividad  de  mo- 
vimiento de  cada  carretera,  no  caben  reglas 
fijas,  sino  decisiones  en  lo^  casos  particulares.. 
Pero  esta  opinión  parte  de  un  principio  inad- 
misible por  su  mismo  rigor:  si  fuera  cierto 
que  se  debiera  atender  con  esa  nimia  escru- 
pulosidad y  proporción  al  tránsito  que  ha  de 
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efectuarse  en  una  carretera,  no  ya  las  di- 
mensiones» sino  ninguna  condición  absoluta- 
mente podria  fijarse  por  reglas  generales: 
decimos  mas,  seria  arbitraria  toda  clasifica- 
ción legal ,  porque  también  el  tránsito  mas 
ó  menos  frecuente,  en  mayor  ó  menor  esca- 
la, sirve  para  graduar  la  importancia.  Por 
otra  parte  cuál  haya  de  ser  el  tránsito  es 
cosa  que  no  está  sujeta  á  la  observación, 
que  no  puede  apreciarse  por  los  hechos,  sino 
por  las  presunciones:  auu  admitiendo  la  fi- 
jación individual  confiada  al  gobierno ,  esta 
fijación  hade  ser  necesariamente  previa,  ha 
de  formar  un  supuesto  para  arreglar  á  él  las 
obras.  Si  pues  solo  se  puede  partir  de  con- 
jeturas probables,  si  el  tránsito  se  ha  de 
apreciar  anticipadamente  por  la  importancia 
de  los  puntos  que  la  carretera  enlace,  no  fal- 
tan datos  para  señalar  la  anchura.  En  una 
palabra,  creemos  que  si  la  ley  puede  clasificar 
los  caminos,  igualmente  puede  designar  sus 
dimensiones. 

En  buen  hora  que  esta  designación  no  se 
establezca  de  un  modo  inflexible  é  inaltera- 
ble, puede  haber  motivos  para  que  la  an- 
chura sea  en  ciertos  casos  algo  mayor  6  me-, 
ñor;  pero  estos  motivos,  pudiendo  ser  tam- 
bién apreciados  por  el  legislador  de  un  rao- 
do  general,  no  prueban  en  último  resultado 
sino  la  conveniencia  de  señalar  las  dimen- 
siones, adoptando  un  máximo  y  un  mínimo. 
Mucha,  infinita  variedad  puede  darse  en  la 
importancia  y  en  el  tránsito  de  los  caminos 
vecinales,  que  se  dividen  en  dos  órdenes  y 
cada  orden  admite  luego  grande  desigual- 
dad;  y  sin  embargo  cuando  estos  caminos 
se  han  organizado  y  regularizado  en  España, 
constantemente  se  ha  provisto  á  su  anchu- 
ra, señalándola  un  máximo,  y  así  puode 
observarse,  no  solo  en  reglamentos,  sino  en 
reales  decretos  y  hasta  en  leyes.  Cabia, 
pue«,  una.  designación  semejante,  y  aun 
mas  determinada  en  las  carreteras  cuya  im- 
portancia es  mayor,  y  cuya  clasificaciones 
mas  graduada. 

Parece  que  este  punto  debia  haberse  com- 
prendido al  menos  en  los  reglamentos  parti- 
culares y  facultativo?,  y  así  lo  dio  á  entender 
en  el  Congreso  la  conusion  que  sostenía  el 


-/ 


proyecto  de  ley  de  carreteras.  Pero  es  lo 
cierto,  que  han  trascurrido  ya  mas  de  dos 
anos  desde  que  esta  ley  fué  promulgada,  sin 
que  se  haya  formado  ningún  reglamento 
para  su  ejecución.  ¿Qué  reglas,  pues,  se  ha- 
brán de  seguir  actualmente  para  determinar 
la  anchura  de  las  carreteras?  ¿Habrá  que- 
dado este  punto  al  pleno  arbitrio  del  gobier- 
no? ¿Existían  antes  de  la  ley  algunas  bases? 

En  nuestro  concepto  flébese  recurrir  á  las 
que  se  contienen  en  los  formularios  de  obras 
públicas  de  caminos  mandados  observar  por 
orden  de  la  dirección  general  de  28  de  abril 
de  1846.  La  comisión  de  personas  facultati- 
vas encargada  de  redactarlos,  propuso  el 
sistema  completo  de  dimensiones  que  luego 
se  adoptó ;  para  darlo  á  conocer  trascribire- 
mos nosotros  las  mismas  palabras  de  su  in- 
forme, tanto  para  ilustración  de  la  materia 
cuanto  porque  los  mencionados  formularios 
no  se  publicaron  en  la  colección  legislativa. 

f  Cree  la  comisión  que  deben  fijarse  de 
tantemano  las  dimensiones  generales  de  las 
^principales  partes  que  constituyen  una  car- 
iretera,  según  su  clase,  y  los  límites  á  que 
>debe  circunscribirse  su  aumento  ó  dismi- 
»nucion  en  los  casos  en  que  la  conveniencia 
ló  una  economía  bien  entendida  aconsejen  la 
>alteracion  de  las  dimensiones  indicadas, 
»sin  originar  inconvenientes  en  menoscabo 
ide  los  beneficios  que  el  pais  espera  de  tan 
•costosas  obras.»  tPara  determinar  las  cla- 
tses  y  dimensiones  principales  de  las  carre- 
tteras,  nos  parece  que  es  indispensable 
tatemperarse  todo  lo  posible  á  las  prácticas 
texistentes  y  á  las  declaraciones  que  sobre 
testos  puntos  se  han  dictado  en  muchos  ca- 
nsos por  el  gobierno  y. la  dirección  general, 
•por  ser  en  nuestro  (joncepto  acertadas  y 
•muy  conformes  con  los  resultados  de  la  es- 
»periencia ,  lo  cual  nos  ha  servido  para  for- 
tmar  el  cuadro  siguiente  con  esclusíon  de 
lias  cunetas: 


Clases. 


Latitud  to- 
Flnne.  Paseos,  tal  de  la 
Pies.         Pies.       via  enjiiés. 


!.■  Nacionales... 
2.'  Provinciales. 
3?*  Municipales. 
4.' Vecinales.... 


24 
22 

20 
18 


12 

10 
8 
6 


3ff 
32 

28 
24 
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tEn  cuanto  al  aumento  del  firme  en  las 
tde  1/  clase,  podría  hacerse  hasta  30  pies 
>eQ  las  inmediaciones  de  las  capitales.  Los  6 
»piés  asignados  á  cada  paseo  podrán  redu- 
>cirse  á  3  en  los  grandes  desmontes»  su- 
iprimiéndolos  en  los  pasos  muy  costosos, 
idonde  podrá  además  reducirse  el  firme  has- 
tia 22  piés.n  cPara  las  de  2  *  clase,  que  se 
«encuentren  en  el  caso  previsto  anterior- 
>mente  de  aumentar^el  firme,  se  hará  hasta 
>26piés,  y  para  los  de  disminución  ó  supre- 
«sion  de  los  paseos,  se  observará  lo  que  he- 
»mos  manifestado  para  las  de  i/  clase,  á  es* 
icepcion  del  firme,  que  aun  se  reducirá  á  20 
»p¡és.»   cEn  las  de  3/  y  4.*  clase  no  nos 
aparece  probable  el  caso  de  aumento  de  fir- 
>me,  ni  tampoco  encontramos  posibilidad  de 
«reducirlo,  porque  el  asignado  es  el  limite 
«menor  para  que  en  el  carreteo  ordinario 
«puedan  cruzarse  dos  carruajes ;  sin  embar- 
«go,  en  cortos  trechos  donde^ueda  prescin- 
«dirse  de  aquella  circunstancia  sin  graves 
«inconvenientes,  podrá  dejarse  paso  para  un 
«solo  carruaje,  teniéndolo  así  entendido  los 
«transeúntes,  que  se  sujetarán  á  las  medidas 
«de  policía  dictadas  para  evitar  las  cuestio- 
«nes  á  que  dá  lugar  el  uso  de  estas  partes 
«de  la  carretera.  Por  lo  demás,  los  paseos 
«podrán  suprimirse  en  los  pasos  muy  eos- 
«tosos.« 

El  conocimiento  con  que  están  formadas 
estas  reglas,  la  previsión  y  esperiencia  que 
revelan,  la  proporción  tan  graduada  y  minu- 
ciosa que  las  distingue,  y  la  competencia  fa- 
cultativa de  las  personas  que  las  idearon  las 
hacen  muy  recomendables  y  siempre  útiles 
para  suminístíar  buenos  antecedentes  cuan- 
do se  trate  de  establecer  un  sistema  ordena- 
do en  la  materia.  Sin  embargo,  hay  un  obs- 
táculo para  que  hoy  puedan  considerarse  vi- 
gentes y  aplicables  en  toda  su  integridad,  á 
pesar  de  que,  como  tenemos  indicado,  no  se 
hayan  derogado  por  otras  reglas  posteriores. 
Ese  obstáculo  nace  de  la  nueva  clasificación 
que  de  las  carreteras  ha  hecho  la  ley  de  7  de 
mayo  de  1851,  tan  distinta  de  la  que  tomaba 
por  base  la  comisión  que  redactó  los  formu«» 
larios.  Desde  luego  la  4.*  clase  de  carrete- 
ras que  en  estos  se  espresa  se  debe  concep- 


tuar equivalente  á  loque  ahora  denomina- 
mos caminos  vecinales,  y  que  entonces  no  se 
habian  todavía  organizado  por  la  legislación 
administrativa;  de  lo  cual  resulta  que  que* 
dan  solo  tres  clases  de  carreteras,  y  por  lo 
tanto  tres  órdenes  do  dimensiones  para  com- 
parar y  concordar  con  las  cuatro  de  la  ley 
de  18S1.  Aun  admitiendo  que  las  que  esta 
llama  «locales  "  se  puedan  poner  en  parangón 
con  las  «municipales^^  de  los  Tormularios,  lo 
que  creemos  no  ofrece  inconveniente  algu- 
no, todavía  subsistirá  la  misma  dificultad  que 
indicábamos.  Están  tan  poco  distantes  los 
grados  de  la  escala  de  dimensiones  adopta* 
da  por  los  formularios  que  ni  siquiera  cabe 
una  subdivisión,  ó  mejor  una  nueva  distri- 
bución, según  la  cual,  de  los  dos  grados  cor- 
respondientes á  las  carreteras  nacionales  y 
provinciales  se  hicieran  tres  para  las  que  hoy 
se  denominan  generales,  trasversales  y  pro- 
vinciales. 

Parécenos,  pues,  que  el  mejor  recurso 
para  zanjar  esta  dificultad  seria  el  de  hacer 
comunes  á  dos  clases  de  carreteras ,  según 
el  sistema  moderno,  unas  mismas  dimensio- 
nes :  y  al  efecto,  las  que  quizás  debieran  te- 
nerse en  cuenta  para  igualarse  con  otras 
serian  las  carreteras  trasversales,  atendien- 
do á  que  no  han  tenido  categoría  indepen- 
díente, existencia  propia  hasta  las  clasifica- 
ciones modernas.  Su  afinidad  parece  mas  in- 
tima con  las  generales  que  con  las  provin- 
ciales; pero  como  quiera  que  en  este  caso  se 
trate  de  una  graduación  en  que  un  poco  mas 
viene  á  producir  un  grande  aumento  del  cos- 
te, nosotros  las  consideraríamos  equiparadas 
con  las  segundas.  Es  decir,  que  aplicaríamos 
la  escala  de  dimensiones  de  los  formularios 
á  la  ley  de  1851  de  esta  manera:  carreteras 
generales,  24  pies  de  firme;  trasversales  y 
provinciales  22;  locales  20;  y  luego  segui- 
rían los  caminos  vecinales  con  el  máximo 
de  18. 

Pero  esta  forma  de  aplicación,  á  pesar  de 
que,  en  nuestro  entender,  sería  la  mas 
análoga,  ofrece  un  grave  inconveniente  que 
no  se  nos  oculta,  el  de  no  guardar  el  orden 
gradual  que  se  observa  en  todo  cuanto  toca 
á  la  clasificación  de  carreteras  hoy  vigen- 
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te.  Lo  hemos  indicado  ya,  y  ahora  lo  repeti-  I 
mos:  la  anchara  de  los  caminos  deben  guar- 
dar exacta  proporción  con  la  importancia  que 
(a  ley  les  atribuya.  Por  esto  conceptuamos 
muy  conveniente  y  aun  de  necesidad,  que  el 
gobierno,  consultando  á  la  desahogada  y  fá- 
cil aplicación  de  la  ley  de  carreteras,  dispon- 
ga la  formación  de  reglamentos  en  los  que 
sin  duda  se  llenará  el  vacío  que  existe  sobre- 
el  punto  que  acabamos  de  tratar. 

Diremos,  por  último»  algunas  palabras  acer- 
ca de  un  privilegio  ó  exención  que  disfruta- 
ban antiguamente  los  operarios  de  carrete- 
ras. Ta  en  el  pasado  siglo,  queriéndose  dar 
mayor  estímulo  al  adelanto  de  estas  obras, 
se  estableció  que  los  que  en  ellas  trabajaran 
no  adeudasen  ningún  derecho  de  los  impues- 
tos sobre  los  comestibles  de  consumo  (1):  pos- 
teriormente ha  habido  espresas  disposicioaes 
en  que  se  reproducía  terminantemente  esta 
exención  (2).  Pero  en  el  actual  sistema  dé 
impuestos  no  se  reconocen  privilegios  seme- 
jantes, estando  espresamente  mandado  que 
ninguna  persona,  corporación  ni  establecí-* 
miento,  cualquiera  que  sea  su  clase,  disfrute 
de  exención  total  ni  parcial  en  el  pago  de  es- 
tos derechos  (3).  En  su  consecuencia  se  han 
denegado  en  varios  casos  las  pretensiones 
de  algunos  contratistas  de  caminos  que  in- 
vocaban el  beneficio  del  antiguo  derecho;  y 
se  han  dictado  por  el  gobierno  diferentes  dis- 
posiciones bajo  el  misino  sentido  que  domi- 
na en  el  nuevo,  siendo  la  mas  notable  la  qae 
se  espidió  recientemente  con  motivo  de  cier 


adelante  no  se  concediera  la  franquicia  de 
derechos  de  consumo  y  puertas  en  beneficio 
de  las  obras  públicas  de  caminos  (1). 

La  construcción  y  reparaciones  de  las  car- 
reteras pueden  llevarse  á  cabo,  ya  por  el  Es- 
tado ó  quien  tenga  á  su  cargo  esas  obras,  ya 
por  medio  de  una  contrata.  Pudiéramos  de- 
mostrar que  por  punto  general,  y  particular- 
mente en  carreteras  y  demás  caminos  con- 
viene mucho  mas  la  ejecución  directa;  sin 
embargo,  la  esplicacion  y  examen  compara- 
tivo de  los  sistemas  de  empresa  y  adminis- 
tración corresponden  al  articulo  de  ••raa 
^fjsi.i€A9 ,  por  lo  cual  nos  abstenemos  de 
esplanar  aquí  esta  materia.  Solo  diremos,  por- 
que es  muy  importante  recordarlo,  que  para 
los  casos  en  que  el  Estado  renuncie  á  la  eje- 
cución directa,  y  prefiera  comprometerse  en 
un  contrato,  está  espresamente  mandado  por 
real  decreto  (2)  que,  cualquiera  que  sea  el 
servicio  ú  obra  pública  en  que  recaiga,  se  ce- 
lebre por  remate  solemne  y  público,  previa 
la  correspondiente  subasta. 

§•  Q."*    De  las  travesías  de  las  carreteras 
fw  los  pueblos. 


Las  carreteras,  destinadas  á  enlazar  deter- 
minadas poblaciones  y  que  atraviesan  al  mis- 
910  tiempo  por  otras  muchas  situadas  en  la 
dirección  que  siguen,  han  de  coincidir  nece- 
sariamente con  una  calle  de  cada  una  de 
esas  poblaciones,  de  tal  suerte,  que  cierta 
parte  de  suelo  sirve  para  los  forasteros  que 
tas  condiciones  en  beneficio  del  ferro-carril  |  caminan  y  para  los  vecinos  que  se  comuni 


de  A.lar  á  Santander.  En  ella,  queriéndose 
evitar  la  facilidad  de  fraudes  y  ocultaciones, 
en  perjuicio  del  Tesoro  y  de  los  ayuntamien- 
tos, diputaciones  y  otros  partícipes  en  aque- 
llos arbitrios,  consultándose  á  los  derechos 
de  los  contratistas  de  impuestos  de  consumo, 
siguiéndose  el  ejemplo  de  lo  que  en  otros  ca- 
minos sucedía,  respetándose  la  base  del  de- 
recho vigente  y  atendiendo  á  otras  conside- 
raciones se  declaró  por  regla  general  que  en 


(1 )   Nula  4 ,  tiu  88,  l.b.  7  lic  la  Nov.  Rec. 
{i,,    Kea!  orden  de  18  de  nuTii^mbre  de  1855. 
5     Uasc  4  en  la  letra  C  dt  ta  ley  de  iNresiipveslM  de  184^. 


can  mutuamente.  Este  doble  concepto ,  ape- 
nas reparado  en  las  grandes  capitales,  está 
por  el  contrario  sumamente  marcado  en  las 
poblaciones  secundarias,  y  mas  aun  en  los 
pueblos  humildes,  por  medio  du  los  que  atra- 
viesa una  calle  llamada  por  lo  común  Real^ 
precisamente  por  servir  de  continuaciou  y 
enlace,  ó  mejor  por  ser  una  travesía  de  lo» 
caminos  antes  denominados  t«Reales.n 

Estos  trozos  de  la  vía  pública  son  los  que 
reciben  el  nombre  de  travesías.  Su  doble 


(1      nnl  orden  de  \h  do  jnlio  di*  18:>i. 
\'i,    llal  dcc  do  de  V¡  de  fibrcro  do  ISji. 
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inseparable  carácter  de  calles  y  camiaos  pú- 
blicos á  la  vez,  no  puede  dar  margen  á  cues- 
tión alguna  acerca  del  coste  de  construccio-- 
ncs  ó  reparaciones  cuando  los  pueblos,  ya 
por  su  asociación  voluntaria,  ya  por  disposi- 
ción de  las  leyes  administrativas,  tengan  la 
obligación  de  ejecutar  y  costear  las  obras 
del  camino.  En  semejantes  casos,  esta  obli- 
gación estará  tan  en  armonía  con  la  que  las 
ordenanzas  municipales  establezcan  para  el 
mantenimiento  y  conservación  de  las  calles 
que  se  refundirán  una  en  otra. 

Pero  cuando  los  caminos  públicos  que  atra- 
viesan por  los  pueblos,  no  están  en  razón  de 
su  clase  á  cargo  de  estos,  ó  en  otros  térmi- 
nos cuando  son  carreteras  generales,  tras- 
versales 6  provinciales ,  pueden  originarse 
cuestiones,  pueden  suscitarse  dudas  acerca 
de  quién  deberá  costear  las  obras  necesarias 
para  la  integridad  de  las  condiciones  que 
exijan.  Y  con  efecto,  las  opiniones  están  en 
desacuerdo,  particularmente  respecto  de  cier- 
tos trozos  de  entrada  y  salida  de  las  carrete- 
ras que  han  solido  considerarse  unidas  con 
las  calles  y  los  arrabales  de  las  poblaciones. 
Unos  creen  que  quien  por  la  ley  tenga  á  su 
cargo  el  coste  de  la  carretera,  debe  tener 
también  el  de  las  travesías;  otros  por  el  con- 
trario, atribuyen  el  mantenimiento  de  estas 
á  los  pueblos,  puesto  que,  por  una  parte  re-: 
dundan  en  beneficio  suyo,  y  por  otra  les  in- 
cumbe el  cuidado  y  policía  de  todas  las  calles 
sin  distinción. 

Creemos  nosotros  que  este  segundo  siste- 
ma es  el  mas  fundado  y  equitativo  siempre 
que  las  travesías  no  se  amplien  á  mas  de  lo 
que  comprenden  sus  verdaderos  límites,  esto 
es ,  siempre  que  se  concreten  á  las  calles  de 
la  población,  y  cuando  mas  á  los  arrabales. 
Bajo  esta  salvedad  desenvolveremos  las  razo- 
nes que  justiflcan  nuestra  opinión. 

Hemos  ya  indicado  que  la  obligación  que 
los  pueblos  tienen  de  conservar  y  mejorar 
sus  calles  lleva  implícitamente  consigo  la  de 
mantener  y  costear  las  travesías  de  la  car- 
retera. Las  calles  están  destinadas  al  tránsi- 
to público;  aunque  sean  del  pueblo,  su  uso 
no  se  concreta  á  los  vecinos ,  es  libre  y  espe- 
dito  para  todos.  Hay  mas :  Irafándosc  de  ca- 


lles principales,  como  lo  son  las  que  atravie- 
san los  pueblos,  y  por  lo  tanto,  las  que  sirven 
de  travesía  á  las  carreteras,  no  basta  que  sir- 
van para  el  tránsito  de  personas ,  es  preciso 
que  aprovechen  al  tránsito  en  su  mayor  pro- 
porción, esto  es,  á  los  trasportes,  á  la  gran 
comunicación :  la  anchura  por  lo  tanto  ha 
de  ser  adecuada  á  este  objeto.  Por  lo  mismo 
tienen  que  guardarse  otras  varias  condi- 
ciones, tales  como  las  qne  garantizan  la  se- 
guridad del  piso ,  el  buen  estado  de  con- 
servación de  los  ediGcios  colindantes ,  el 
completo  desembarazo  de  obstáculos.  Resul- 
tará ,  pues ,  que  con  cortas  diferencias  las 
calles  suponen  las  mismas  cualidades  y  cir- 
cunstancias que  las  carreteras :  unas  y  otras 
son  igualmente  vía  pública.  Bajo  este  aspec- 
to ,  cuando  se  dice  que  á  los  pueblos  corres- 
ponde naturalmente  el  costear  las  travesías  de 
carretera,  lejos  de  pretender  imponerles  un 
gravamen  particular,  una  carga  estrana,  no 
se  hace  mas  que  espresar  en  otros  términos, 
y  á  lo  sumo  considerar  en  mas  amplios  lími- 
tes, la  obligación  indeclinable  que  sobre  ellos 
pesa  de  atender  á  sus  propias  calles. 

Pero  suponemos  desde  luego  que  las  tra- 
vesías por  el  pueblo  exijan  mas  y  mayores 
condiciones  que  las  calles,  que  sean  mas  cos- 
tosas, constituyendo  cierto  gravamen ;  aun 
así  el  gravamen  no  seria  en  manera  alguna 
injusto  y  arbitrario,  sino  antes  por  el  contra- 
río muy  fundado.  Grandes  y  positivos  bene- 
ficios reportan  los  pueblos  cuando  pasa  por 
ellos  una  carretera;  sus  productos  encuentran 
consumo,  su  industria  y  su  agricultura  pros- 
peran: su  comercio  se  anima;  en  fin,  todos 
sus  elementos  de  riqueza  se  desenvuelven 
notablemente,  se  hacen  ostensibles  los  que 
estaban  ocultos,  se  estimulan  los  que  se  mi- 
raban con  indiferencia  y  se  fortifican  y  pro- 
pagan los  que  tenian  poca  y  estacionaría 
vida;  hasta  la  cultura  de  los  habitantes  to- 
ma mayor  incremento.  En  compensación  de 
estas  ventajas  tan  considerables,  justo  es  que 
se  obligue  á  los  pueblos  á  mantener  de  su 
cuenta  el  medio  qu^  se  las  proporciona.  Ade- 
más, la  carretera  que  atraviesa  por  una  po- 
blación, aparte  de  lodos  los  enunciados  bene- 
ficios, recibe  uno  no  menos  positivo:  el  de 
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ahorrarse  camÍQos  que  de  otro  modo  habrían 
de  construir,  y  en  que,  con  efecto,  apuran 
sus  recursos  los  demás  pueblos  que  no  gozan 
de  tan  aventajada  situación.  El  principio  de 
que  quien  reporta  las  utilidades,  está  obli- 
gado en  toda  justicia  á  soportar  los  gravá- 
menes, tiene  aquí  oportuna  y  exacta  apli- 
cación. 

Algunos  reconocen  estas  ventajas,  pero 
pretenden  que  no  deben  tomarse  en  cuenta 
para  la  cuestión  de  travesías ;  porque  el.  Es- 
tado ó  la  provincia  al  ejecutar  las  carreteras 
que  les  interesan,  no  van  guiados  en  primer 
termino  por  consideraciones  locales :  poruña 
parte  cumplen  la  obligación  que  las  leyes  les 
han  impuestt),  por  otra  procuran  el  interés 
nacional  ó  provincial :  las  consecuencias  que 
luego  se  tocan  son  secundarias  ,  accidenta- 
les. Mas  este  modo  de  ver,  en  nada  desvirtúa 
nuestra  opinión.  La  cuestión  de  travesías, 
como  que  estas  afectan  á  los  pueblos  sola- 
mente, no  debe  resolverse  consultando  los 
intereses  generales  ó  provinciales,  sino  los 
locales :  basta  que  se  reconozca  que  un  pue- 
blo obtiene  beneGcios  de  que  otros  están  pri- 
vados para  que  se  le  conceptúe  obligado  á 
costear  la  travesía. 

Verdad  es  que  á  las  ventajas  suelen  reem- 
plazar á  veces  inconvenientes :  los  pueblos 
situados  en  las  carreteras  se  hallan  espues- 
tos mas  inmediatamente  á  las  exacciones,  á 
las  venganzas,  y  á  los  castigos  arbitrarios  é  in- 
merecidos y  á  infinitas  vejaciones  en  las  guer- 
ras así  civiles  como  estranjeras :  las  carrete- 
ras sirven  de  comunicación  á  los  ejércitos 
que  en  estos  períodos  desastrosos,  ya  entren 
en  los  pueblos  embriagados  con  la  victoria, 
ya  desesperados  por  las  derrotas,  ya  persi- 
guiendo, ya  siendo  perseguidos,  siempre  ha- 
cen sentir  á  aquellas  grandes  calamidades. 
No  puede  esto,  en  efecto,  negarse  cuando  por 
desgracia  lo  acredita  la  historia  de  nuestras 
guerras  de  todo  género  y  en  todas  épocas. 
Creemos,  sin  embargo,  que  para  estimar 
prudente  é  imparcialmente,  si  es  ó  no  venta- 
josa á^los  pueblos  su  situación  en  las  carrete- 
ras, no  debe  tomarse  por  punto  de  partida  la 
eventualidad  de  la  guerra,  sino  lo  que  se  es- 
perimentc  en  tiempos  normales :  la  guerra  es 


una  esoepcion»  produce  un  estado  transito- 
rio, circunstancias  estraordinarias,  y  sabido 
es  que  el  legislador  se  ha  de  guiar  por  lo  que 
generalmente  sucede.  Y  una  prueba  termi- 
nante que  puede  darse  para  demostrar  que 
los  desastres  de  la  guerra  no  tienen  en  la 
cuestión  una  influencia  decisiva,  es  que  los 
pueblos  no  solo  agradecen,  sino  que  desean 
y  solicitan  con  empeño  ser  atravesados  por 
carreteras:  este  empeñó  llega  á  veces  hasta 
el  punto  de  originarse  grandes  luchas  con 
motivo  del  trazado  de  comunicaciones  prin- 
cipales. 

Pero  así  como  estamos  intimamente  per- 
suadidos de  que  los  pueblos,  bajo  cualquier 
concepto  que  se  les  considere,  deben  ser 
obligados  al  mantenimiento  de  las  travesías 
de  carreteras  con  todas  sus  consecuencias, 
también  creemos  que  esta  obligación  no  pue- 
de comprender  mas  que  la  estension ,  ó  el 
trozo  contenido  dentro  de  la  misma  pobla- 
ción; de  otro  modo  podrá  degenerar  en  in- 
justa y  onerosa  y  siempre  será  arbitran^. 
Bajo  dos  conceptos  podría  la  ley  ampliar,  ó 
mejor  dicho,  estralimitar  las  travesías:  ya 
señalando  una  cierta  parte  de  carretera  á  la 
salida  y  entrada  del  pueblo,  cuya  parte  hu- 
biera este  de  conservar  y  costear,  ya  regu- 
lando esa  parte  en  cada  caso  por  lo  que  se 
dedujera  de  la  riqueza,  de  la  amplitud,  de 
las  necesidades  y  otras  circunstancias  del 
mismo  pueblo.  El  primer  medio  afectaría  con 
un  mismo  gravamen  á  las  grandes  ciudades, 
y  alas  capitales,  que  á  las  poblaciones  secun- 
darias y  de  escasos  recursos:  el  segundo  no 
adolecería  de  este  inconveniente;  pero  por  su 
indeterminación  podría  fácilmente  ocasionar 
otros  de  distinto  género,  á  saber,  los  fraudes 
y  la  parcialidad,  llegando  muchas  veces  á 
ser  ineficaz.  De  aquí  la  conveniencia  de  re- 
nunciar á  toda  amplificación  de  las  travesías 
fuera  del  territorio  que  el  pueblo  ocupa. 

Veamos  ahora  la  apreciación  que  debe  ha- 
cer el  derecho  respecto  de  las  travesías  de 
las  carreteras :  los  pueblos  son  los  propieta- 
rios de  los  terrenos  en  que  se  hallan  consti- 
tuidos y  de  las  calles  que  sirven  para  el  uso 
y  comunicación  de  sus  vecinos:  cuando  por 
estas  calles  pasen  las  carreteras,  tienen  el 
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deber  de  no  menoscabar  las  condiciones  que 
exije  esta  ciase  de  vía  pública,  y  al  mismo 
tiempo  de  proporcionar  las  qae  faltaren:  de 
consiguiente  su  dominio  está  coartado,  está 
gravado  en  cuanto  que  han  de  mantener  el 
tránsito  espedito,  removiendo  á  su  costa  los 
obstáculos  que  le  perjudiquen.  Puede  por  lo 
tanto  decirse,  y  no  impropiamente,  que  la  tra- 
vesía de  carretera  es  una  servidumbre:  y  con 
efecto,  se  ha  convenido  en  denominarla  así,  y 
ese  nombre  tiene  también  en  nuestras  leyes, 
como  luego  veremos.  Es  verdad  que  la  na- 
turaleza de  las  servidumbres  consiste  mayor* 
mente  en  permitir,  de  ningún  modo  en  ha- 
cer ;  y  aquí  los  pueblos  no  solo  permiten  el 
tránsito  y  el  trasporte,  sino  que  ejecutan 
obras  de  c<)nstrucc¡on,  de  conservación  y  re- 
paración ;  pero  es  preciso  no  olvidar  que  se 
trata  de  una  servidumbre  pública.  Y  las  ser- 
vidumbres públicas,  á  diferencia  de  las  pri- 
vadas, no  solo  exijen  la  tolerancia  del  pro- 
pietario, sino  también  actos  á  las  veces  por 
su  parte. 

La  estension  de  esta  servidumbre  está 
naturalmente  deslindada  por  su  objeto:  el 
pueblo  tendrá  todas  aquellas  cargas  que 
sean  necesarias  para  el  uso  y  disfrute  de 
la  carretera  puesto  que  esta  no  ha  de  ser 
de  peor  condición  dentro  de  la  población 
que  fuera  de  ella.  De  esas  cargas  la  que 
parece  mas  dura  es  la  de  espropiacion  de 
terrenos  para  dar  al  camino  la  anchura  legal 
que  le  corresponda :  sin  embargo  por  costo- 
sa que  sea ,  es  tan  justa  como  las  demás. 
No  se  concebiría  que  el  pueblo  quedara  con 
los  gravámenes  mas  llevaderos,  y  declinara 
en  el  Estado  ó  en  la  provincia  los  mas  pe- 
sados:  unos  y  otros  forman  la  servidumbre 
y  esta  debe  considerarse  como  indivisible. 
Además  la  espropiacion  hecha  á  un  parti- 
cular sustituye  al  carácter  de  domiiuo  prí- 
vado,  el  de  dominio  comunal,  luego  á  nadie 
mas  que  al  pueblo  que  aumenta  asi  su  pro- 
piedad corresponde  resarcir  al  dueño  parti- 
cular. Los  pueblos  espropian  de  su  cuenta 
para  la  apertura  de  una  nueva  calle ,  para  el 
ensanche  de  una  plaza  y  otros  fines  de  uti- 
lidad general ,  y  aun  á  veces  de  recreo,  co- 
modidad y  ornato,  sin  que  se  conceptúen 


injustamente  gravados  por  las  indemnizacio- 
nes que  al  efecto  han  de  hacer;  y  la  con- 
servación y  reparación  de  una  carretera  es, 
como  ya  hemos  dicho ,  un  objeto  de  utilidad 
pública  innegable  y  á  veces  hasta  de  necesi- 
dad para  los  pueblos. 

Esplicada  la  travesía  de  carretera  en  su 
naturaleza  y  fundamento ,  pasemos  á  consi- 
derarla en  nuestro  derecho.  Tenemos  leyes 
antiguas  en  que  se  reconoce  esa  servidum- 
bre; ya  á  fines  del  siglo  XV  mandaban  los 
reyes  católicos  á  las  justicias  y  concejos  que 
hicieran  abrir  y  componer  los  caminos  car- 
reteros, cada  concejo  en  parle  de  su  tér- 
mino, dándoles  la  suficiente  anchura  y  man- 
teniéndolos á  cubierto  de  toda*  intrusión  y 
obstáculo  (1).  Esta  obligación  aparece  mas 
circunscrita  y  esplícita,  cuando  hacia  mitad 
del  siglo  XYIII  se  pensó  seriamente  en  el  ré- 
gimen y  fomento  de  los  caminos,  y  en  par- 
ticular de  las  carreteras.  En  las  reglas  for- 
madas en  i  762  para  la  conservación  de  los 
caminos  generales  se  espresaba  que  los  re- 
paros menores  de  echar  tierra,  ó  cerrar  al- 
guna corta  quiebra  en  los  caminos  eran  de 
cargo  del  pueblo  en  cuyo  término  se  causa- 
ban; pero  que  necesitándose  obras  de  can- 
tería, mampostería  ú  otras  considerables ,  se 
hablan  de  costear  del  portazgo ,  donde  lo 
hubiere,  y  donde  no,  de  los  arbitrios  con- 
cedidos para  estas  obras  (2). 

Pero  donde  aparece  claramente  determi- 
nada la  servidumbre  de  travesía  es  en  la 
real  orden  de  22  de  abril  de  1786,  en  la  que 
se  mandó  al  Consejo  tomar  las  debidas  pro- 
videncias á  fin  de  que  los  pueblos  situados 
en  las  carreteras  principales  compusiesen 
sólidamente  la  entrada  y  salida  de  ellas  en 
la  distancia  de  S25  varas  (3).  Ta  hemos  di- 
cho que  este  señalamiento  de  distancia  in- 
yaríable  para  todos  los  pueblos,  y  que  no 
consulta  á  su  riqueza,  importancia  y  vecin- 
dario es  una  organización  esencialmente  de- 
fectuosa de  la  servidumbre  de  travesía. 

Sin  embargo,  tenemos  disposiciones  de 


(1)  L<^y  t .  tlt  35 ,  nb.  7  de  la  Noi.  Rec. 

(2)  Ndmero  6  de  la  ley  6  del  citado  titulo  y  libro, 

(3)  Noli  i  del  mismo  tlialo  y  lU)ro. 
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nuestros  tiempos  en  el  mismo  sentido.  Por 
una  real  orden  del  ano  1838  se  encargaba  el 
cumplimiento  de  la  ya  citada  de  22  de  abril 
de  1786 :  los  pueblos  tenían  que  ejecutar  por 
su  cuenta  la  composición  de  las  entradas  y 
salidas  de  las  carreteras  ha^ta  la  distancia  de 
las  328  varas  igualmente  que  la  de  las  calles 
de  travesía,  y  las  diputaciones  provinciales 
debian  admitir  en  caso  necesario  en  los  pre- 
supuestos municipales  las  partidas  destina- 
das á  estos  gastos  {i).  También  la  Regencia 
provisional  reiteró  en  1841  la  observancia 
de  la  real  orden  de  1786,  dictando  varias 
disposiciones  para  hacerla  erectiva  según 
fueran  suficientes  ó  escasos  los  fondos  de 
que  pudieran  disponer  los  pueblos  (2). 

Üesde  entonces  9  es  decir ,  desde  que  se 
trató  de  plantear  verdaderamente  el  sistema 
adoptado  en  nuestras  leyes  antiguas,  se  de- 
bieron tocar  los  inconvenientes ,  las  dificul- 
tades y  los  gravámenes  que  llevaba  consigo. 
Ese  sistema  ha  durado  mucho  tiempo ;  pero 
es  porque  también  en  mucho  tiempo  ha  estado 
en  inobservancia,  hasta  el  punto  de  que  los 
trozos  de  las  carreteras  á  las  entradas  y  sali- 
das de  los  pueblos  eran  precisamente  los  mas 
deteriorados,  los  que.  demostraban  mayor 
abandono.  El  gobierno,  pues,  hubo  de  co- 
nocer la  conveniencia  de  exigir  menos  á  los 
pueblos  para  obtener  mas ,  y  la  necesidad  de 
seguir  otro  rumbo  que  el  del  derecho  anti- 
guo, reduciendo  á  un  límite  equitativo  la 
servidumbre  de  travesía.  Propuso  su  pensa- 
miento á  las  Cortes;  aceptáronlo  estas  y  lo 
mejoraron  en  su  forma  de  aplicación;  y  asi 
llegó  á  sancionarse  la  ley  de  11  de  abril 
de  1849.  En  esta  ley  y  en  el  reglamento 
para  su  ejecución  aprobado  por  el  real  de- 
creto de  14  de  julio  del  mismo  ano  se  h^lla 
reasumido  todo  el  derecho  vigente  acerca 
de  las  travesías  de  carreteras. 

Escusado  parece  advertir  que  esa  ley  y 
ese  reglamento  están  en  toda  fuerza  y  vi- 
gor á  pesar  de  la  ley  de  carreteras  de  7  de 
mayo  de  1831.  Esta  no  ha  derogado  esplí- 
cita  ni  implícitamente  aquellas  disposicio- 


(1)    Real  orden  de  9  de  diciembre  de  1838. 
(t)  Orden  de  la  Regencia  provisional  de  S  de  marzo  de  1841. 
TOHO  VU. 


nes;  y  aunque  formula  en  términos  ^solu- 
tos, y  sin  escepcion,  las  reglas  de  que  la 
construcción  y  conservación  de  las  carrete- 
ras generales,  trasversales  y  provinciales 
son  de  cargo  del  Estado  ó  de  la  provincia 
respectivamente,  no  debe  entenderse  en 
manera  alguna  que  sigan  igual  condición  las 
travesías.  Estas,  que  tenían  anteriormente 
su  derecho  y  hasta  su  nombre  especial,  no 
podian  menos  de  continuar  inalterables:  su 
abolición  no  ha^  sido  declarada  por  el  le- 
gislador. 

Hé  aquí  el  principio  capital  de  la  ley  de 
travesías,  y  el  que,  por  decirlo  así,  concen- 
tra todo  su  pensamiento':  la  obligación  que 
por  las  disposiciones  antes  vigentes  tenían 
los  pueblos  situados  en  las  carreteras  prin- 
cipales de  costear  la  construcción  y  con- 
servación de  las  mismas  juntamente  con  las 
espropiaciones  precisas  para  su  rectificación 
y  ensanche  en  la  travesía  respectiva  y  en 
las  323  varas  de  entrada  y  salida,  ha  queda- 
do limitada  actualmente  á  la  travesía  de  cada 
pueblo  por  sus  calles  con  inclusión  de  los 
arrabales  (1).  No  necesitamos  someter  esta 
base  de  la  ley  á  un  examen  crítico,  pues 
por  los  principios  que  dejamos  espuestos  al 
comenzar  este  párrafo  se  puede  compren- 
der que  la  creemos  acertada  y  justa  en  todas 
sus  partes,  y  cuál  sea  el  fundamento  de  nues- 
tra opinión.  No  nos  hallaríamos  igualmente 
conformes  con  el  principio  de  la  ley ,  si  la 
servidumbre  se  hubiera  estendido  á  mas  de 
las  calles  y  arrabales  aun  cuando  se  hubiera 
reducido  á  pesar  de  esto  á  menos  de  las  323 
varas  de  entrada  y  salida;  así  se  hacia  en  el 
proyecto  que  presentó  el  gobierno,  según 
el  cual  la  obligación  que  antes  pesaba  sobre 
los  pueblos  se  babia  de  regular  limitando 
aquellas  distancias  en  proporción  de  los  re- 
cursos, vecindario  y  demás  circunstancia» 
locales  de  cada  uno.  Esta  base  revestida  de 
gran  apariencia  de  equidad  ocultaba  gra- 
ves inconvenientes ;  pero  la  discusión  parla- 
mentaria los  descubrió  y  se  adoptó  la  base 
fija  y  verdaderamente  justa  que  hemos  visto 
en  la  ley. 


(1)    Art  i  de  la  ley  de  11  de  abril  de  1849 ; 
42 


Digitized  by 


Google 


330 


CAMINOS. 


El  testo  legal ,  como  se  ha  dicho ,  *sc  re- 
fiere á  las  carreteras  c principales;»  pero 
como  esta  calificación ,  ya  de  antiguo  em- 
pleada ,  podia  originar  dudas  y  cuestiones, 
mucho  mas  cuando  no  se  designa  por  ella 
ninguna  de  las  especies  de  carreteras  en  los 
modernos  sistemas  de  clasificación ,  el  re- 
glamento declaró  comprendidas  en  la  ley 
de  11  de  abril,  cademás  de  las  carreteras 
^generales ,  todas  las  trasversales  de  grande 
>  comunicación  y  las  provinciales  que  clasifi- 
»que  el  gobierno  (1).»  Es  verdad  que  desde 
el  ano  1849,  en  el  que  se  formó  ese  regla- 
mento ,  ha  cambiado  la  nomenclatura  y 
clasificación  de  las  carreteras ;  pero  no  de 
un  modo  tan  radical  que  origine  dificultades 
en  la  aplicación  de  la  ley  de  travesías:  antes 
por  el  contrarío  es  sencillo  comprender  que 
esta  se  debe  rererir  en  la  actualidad  á  las 
carreteras  que  llamamos  generales ,  trasver- 
sales y  provinciales.  En  nuestro  concepto 
todas  las  que  á  las  tres  clases  correspondan 
se  rigen  sin  escepcion  por  las  disposiciones 
de  la  ley:  la  cláusula  cque  clasifique  el  go- 
>bierno»  con  que  termina  la  declaración 
hecha  por  el  reglamento  ,  solo  significa  la 
necesidad  de  que  la  carretera  esté  legal- 
mente  constituida  y  clasificada  por  aquel  á 
quien  corresponda,  antes  por  el  gobierno 
con  arreglo  á  la  jurisprudencia  que  solía 
seguir  para  estos  casos ,  hoy  por  el  gobierno 
también;  pero  con  sujeción  estricta  á  la  ley 
de  7  de  mayo  de  1851 ,  uno  de  cuyos  objetos 
principales  fué  el  de  la  clasificación. 

Conocida  la  base  de  la  ley  de  travesías  y 
su  esfera  de  aplicación ,  veamos  bajo  qué 
disposiciones  se  desenvuelven  los  distintos 
particulares  que  de  aquella  se  derivan.  Res- 
pecto de  cada  uno  de  los  pueblos  compren- 
didos en  esta  ley ,  corresponde  al  gobierno 
determinar ,  previa  instrucción  de  espedien- 
te ,  las  calles  ó  arrabales  sujetos  á  la  servi- 
dumbre de  travesía,  designando  los  puntos 
eslremos  y  la  longitud  de  la  misma,  la  an- 
chura de  la  vía,  ó  sea  el  empedrado  ó  afir- 
mado de  la  carretera ,  y  las  alineaciones  y 
rasantes  á  que  deberán  en  lo  sucesivo  suje- 

(1)    Art.  1  del  reglamtnto  de  14  de  julio  de  1849. 


tarse  todos  los  edificios  y  cercados  que  se 
levanten  de  nuevo,  ó  se  reconstruyan  entre 
'os  límites  de  la  respectiva  travesía  (1).  Co- 
mo se  vé  por  lo  que  la  ley  ordena,  el  go- 
bierno es  la  autoridad  competente  para  hacer 
la  designación  definitiva  de  los  sitios  que 
hayan  de  considerarse  sujetos  á  la  servi- 
dumbre, pero  llenándose  previamente  un 
requisito  esencial  sin  duda ,  porque  no  se 
haga  esa  designación  de  un  modo  arbitra' 
rio,  y  todas  sus  consecuencias  lo  sean  igual- 
mente :  este  requisito  es  la  instrucción  de 
espediente. 

Para  cada  uno  de  los  pueblos  que  tengan 
travesía  de  carretera  se  debe  instruir  un 
espediente  que  conste:  1.**  Del  proyecto  de 
travesía  formalizado  con  los  planos  y  docu- 
mentos facultativos  correspondientes:  2.*  De 
los  informes  locales  y  de  los  recursos  que  se 
hayan  producido  en  forma ,  ya  en  pro ,  ya 
en  contra  del  proyecto  ó  proyectos  de  tra- 
vesía ;  y  3."*  Del  informe  de  la  diputación 
provincial  y  del  que  emita  el  ingeniero  gefe 
del  distrito,  si  le  pidiere  su  dictamen  el 
gobernador  de  la  provincia  (2).  De  este  úl- 
timo estremo  que  el  reglamento  consigna  se 
infiere  claramente  que  es  indispensable  el 
informe  de  la  diputación  provincial:  pero 
que  puede  muy  bien  instruirse  el  espediente 
sin  queden  él  conste  el  dictamen  del  inge- 
niero gefe  del  distrito.  La  primera  deducción 
es  de  todo  punto  cierta  y  legítima  puesto 
que  la  ley  prescribe  terminantemente  que  en 
todo  espediente  de  esta  clase  coirá  siempre 
>el  gobierno  á  la  diputación  provincial  res- 
•pecliva  (3).  >  La  audiencia  del  ingeniero  gefe 
del  distrito  no  debe  sin  embargo  omitirse 
ligeramente  porque  con  ella  se  acumularán 
mas  antecedentes  útiles,  mas  garantías  de 
acierto  para  la  resolución  que  tendrá  que 
dictar  el  gobierno.  La  intervención  del  in- 
geniero de  provincia  es  inescusable :  él  ha 
de  levantar  los  planos,  formar  los  proyec- 
tos ,  esplicarlos  en  un  croquis ,  redactar  los 
documentos  facultativos;  pero  por  lo  mismo 


(i)  Disposición  1  del  art.  I  de  la  ley  de  11  de  abril  de  18 JO. 
['i)    Ari.  3  del  rcelamenio  de  14  de  julio  de  1849. 
[ó)    Üisposrciou  O  de  la  ley  de  1 1  de  abril  de  1849. 
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que  tantos  y  tan  interesantes  trabajos  le 
están  cncortiendados ,  bueno  es  que  lleven 
la  censura  superior  del  ingeniero  gefe  del 
distrito.  Así  corao  en  el  orden  administrativo, 
además  del  acuerdo  de  ayuntamientos,  se 
oye  á  las  diputaciones  y  emite  su  dicta- 
men el  gobernador,  conviene  que  en  el 
orden  facultativo  haya  también  mas  de  un 
dictamen. 

Para  la  instrucción  de  los  espedientes  de 
travesía,  que,  como  hemos  visto,  es  de  atri- 
bución de  los  gobernadores,  deben  estas  au- 
toridades designar  las  carreteras  comprendi- 
das dentro  de  los  límites  de  sus  respectivas 
provincias  en  el  mismo  orden  de  su  clasifica- 
ción legal,  y  si  hubiere  dos  ó  mas  de  una 
misma  clase,  en  el  de  su  respectiva  impor* 
tancía;pero  fijando  al  propio  tiempo,  res- 
pecto de  los  pueblos  comprendidos  en  cada 
carretera,  el  orden  en  que  ha  de  precederse 
á  la  instrucción  de  dichos  espedientes  (1). 
Tales  son  los  trámites  preliminares,  por  de- 
cirlo así,  de  esta  clase  de  asuntos,  una  vez 
practicados;  los  subsiguientes  tocan  ya  á  las 
respectivas  localidades  y  al  facultativo  que 
en  la  parte  científica  ha  de  venir  constante- 
mente á  guiarlas  con  sus  luces :  así  es,  que 
dc'lodo  se  ha  de  dar  conocimiento  á  los  pue- 
blos interesados  por  un  aviso  que  se  inser- 
tará en  los  Boletines  oficiales  con  treinta 
dias  de  anticipación,  y  durante  el  mismo  pe- 
ríodo los  gobernadores  y  los  ingenieros  ge- 
fes  de  distrito  comunicarán  las  instrucciones 
oportunas  al  de  la  provincia  (2). 

El  espediente  comprende  dos  períodos 
principales:  el  primero  destinado  á  esplorar 
la  voluntad  del  pueblo  interesado,  á  reunir 
noticias,  á  hacer  los  trabajos  preparatorios. 
Subsiste  hasta  que  se  completa  el  proyecto 
de  travesía  que  ha  debido  formar  el  ingenie- 
ro de  provincia :  durante  este  período  el  es- 
pediente ha  tenido  un  carácter  puramente 

local.  El  segundo  período  abraza  varios  trá- 
mites dirigidos  al  exámen,á  la  mejora  y  apro- 
bación de  lo  que  se  hizo  durante  el  primero: 
el  espediente,  saliendo  de  la  esfera  local,  es 


(1)    El  citado  articulo  del  rfgUmcnto. 
(i)   El  mismo  articulo. 


sometido  á  |a  dehbcracion  de  la  diputación 
y  aun  á  la  del  Consejo  provincial,  al  dicta- 
men del  gobernador  y  luego ,  oido  el  de  la 
junta  consultiva  de  caminos ,  es  resuelto  de- 
finitivamente por  el  gobierno.  Veamos  los 
pormenores  de  cada  uno  de  estos  períodos. 
La  ley  dispone  que  para  toda  construcción 
nueva  ó  de  reparación ,  contribuya  el  pue- 
blo de  igual  modo  que  para  los  gastos  de 
conservación   permanente,  con  lo  que  per- 
mitan sus  recursos,  quedando  la  parte  res- 
tante del  coste   presupuesto   á  cargo   de 
la  provincia,  si  la  carretera  fuere  provin- 
cial; de  la  misma  provincia  y  del  Estado, 
cuando  aquella  corresponda  á  las  trasversa- 
les, y  solamente  del  Estado,  si  la  travesía 
forma  parte  de  una  carretera  general  (1). 
De  aquí  la  intervención  que  han  de  tener  los 
pueblos :  puesto  que  son  los  que  han  de  con- 
tribuir con  todo  cuanto  permitan  sus  recur- 
sos, sus  dictámenes  y  acuerdos  se  hacen  de 
todo  punto  necesarios.  Durante  los  treinta 
dias  de  que  antes  hicimos  mención,  los  ayun- 
tamientos pueden  deliberar  acerca  de  lodo  lo 
relativo  á  la  travesía  respectiva  (2),  discu- 
tiendo principalmente:  1."*  Sobre   la  conve- 
niencia de  que  la  carretera  se  dirija  por  las 
afueras  del  pueblo,  indicando  en  tal  caso  el 
trayecto  y  los  puntos  estremos  de  la  longi- 
tud en  que  aquella  haya  de  ser  considerada 
como  travesía :  2.^  La  designación  de  las 
calles,  plazas,  terrenos,  entradas  y  salidas 
por  donde  se  juzgue  conveniente  fijar  las  tra- 
vesías, señalando  también  sus  límites:  o." 
La  anchura  máxima  y  mínima  de  la  carre- 
tera, comprendiendo  además  del  firme,  don- 
de las  circunstancias  locales  lo  permitan,  el 
ancho  de  las  aceras,  de  los  paseos  laterales, 
y  de  las  demás  partes  accesorias  de  la  vía 
pública:  4."*  Lu  espropiacion  de  terrenos  y 
edificios  que  para  el  mayor  ensanche  ó  la  rec- 
tificación y  regularidad  de  la  travesía  se  ha- 
ya creído  necesaria:  5.®  La  preferencia  que 
merezcan  los  empedrados  respecto  del  afir- 
mado de  la  carretera  porel  método  ordinario: 
6.^  Acerca  de  la  totalidad  6  parte  de  los  gas- 


{D    Disposición  1  del  art  1   de  la  ley  de  11  de    abnl 
de  1849. 
H       (2)    Arl.  4  del  reclámenlo  de  U  d."  julio  de  1849. 
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tos  de  travesía  con  que  deban  contribuir  el 
pueblo,  la  provincia  ó  el  Estado,  según  la 
clase  de  carretera  (1).  Comparando  el  terce- 
ro de  estos  puntos  con  la  disposición  de  la 
ley,  que  ya  fué  antes  trascrita,  referente  á 
los  objetos  que  debe  comprender  la  designa- 
ción del  gobierno,  encontramos  alguna  dife- 
rencia: en  la  ley  solo  se  ha  considerado  para 
la  estimación  de  la  vía,  el  firme,  puesto  que 
se  dice :  c  la  anchura  de  la  vía  ó  sea  del  em- 
•pedrado  ó  afirmado  de  la  carretera,»  mien- 
tras que  en  el  reglamento  no  solo  se  indica 
para  la  discusión  de  la  corporación  munici- 
pal, además  de  la  anchura  del  firme  la  de  las 
aceras,  de  los  paseos  laterales  y  demás  acce- 
sorios de  la  vía,  sino  que  hay  un  artículo  (2) 
destinado  especialmente  á  declarar  que  c  se 
•considerarán  como  parte  de  la  vía  pública 
>en  las  travesías,  además  del  firme  ó  empe- 
>drado  que  constituye  su  parte  principal,  las 
tcunetas  y  alcantarillas  de  desagüe,  las  ace- 
»ras,  los  paseos  laterales,  sus  arbolados  y 
>las  demás  partes  accesorias  queexijieren  las 
•circunstancias  de  la  población  y  lastopográ- 
»ficasdela  travesía.»  Parécenos  que  tan  ter- 
minantes declaraciones  carecerían  de  objeto 
y  no  surtirían  eficaces  resultados  si  la  desig- 
nación definitiva  del  ancho  de  la  travesía  se 
limitara  al  empedrado  ó  afirmado  de  la  carre- 
tera :  antes  por  el  contrarío  se  deben  consi- 
derar puestas,  en  nuestro  concepto,  para  dar 
la  suficiente  amplitud  al  testo  reducido  de  la 
ley,  y  en  caso  necesario  para  rectificar  la  in- 
teligencia errónea  que  en  esta  pudiera  en- 
contrarse. Creemos  por  lo  tanto  que,  así 
como  en  el  espediente  instructivo  se  tienen 
que  tomar  en  cuéntalas  cunetas,  aceras,  pa- 
seos y  demás  accesorios,  también  se  habrán 
de  atender  en  la  designación  que  al  gobier- 
no corresponde. 

A  las  discusiones  de  los  ayuntamientos  si- 
guen acuerdos;  á  veces  estarán  discordes  los 
pareceres  de  los  concejales :  ha  sido,  pues, 
preciso  prever  este  caso,  procurando  por  una 
parte  que  cese  la  discordancia,  y  por  otra 
que  9  cuando  esto  no  9  pueda  conseguir, 


(1)    Art.  5  del  citado  reglamento, 
(i)    Arl.i«. 


I  no  quede  suspendido  indefinidamente  el  cnr- 
so  del  proyecto  de  travesía.  No  habiendo 
conformidad  en  los  acuerdos  de  un  ayunta- 
miento sobre  los  puntos  sometidos  á  su  deli- 
beración, dispondrá  el  alcalde  que  se  reúnan 
de  nuevo  los  concejales,  con  asistencia  de 
igual  número  de  vecinos  mayores  contribu- 
yentes y  del  ingeniero,  á  fin  de  que  este  ma- 
nifieste su  parecer  acerca  de  los  particulares 
que  motiven  la  cuestión,  esclareciéndola  con 
datos  facultativos  y  económicos,  y  esplicando 
con  un  croquis  el  proyecto  en  que  él  se  hu- 
biere fijado  (1).  Si  tampoco  resultase  confor- 
midad en  esta  segunda  reunión,  el  ingenie- 
ro formalizará  su  proyecto,  haciéndose  car- 
go de  las  variantes  de  trazado  ó  de  los  pun- 
tos que  hayan  motivado  la  diversidad  de  pa- 
receres en  la  reunión  del  ayuntamiento  y  de 
los  mayores  contribuyentes  (2).  En  caso  de 
conformidad  de  acuerdos,  todavía  se  procu- 
ra por  las  disposiciones  vigentes  que  las  cor- 
poraciones municipales  tengan  del  proyecto 


de  travesía  una  idea  tan  clara  y  exacta  cual 
lo  exije  el  interés  que  ofrece  para  las  mismas. 
Así,  aunque  la  corporación  municipal  esté 
conforme  en  todo  lo  relativo  á  la  travesía  de 
carretera  que  corresponda  al  pueblo,  su  ayun- 
tamiento se  reunirá  para  que  el  ingeniero  es- 
plique sobre  el  croquis,  que  entregará  al  al- 
calde, la  forma  y  disposiciones  del  proyecto 
que  hubiese  adoptado  (3). 

La  deliberación  de  los  ayuntamientos  den- 
tro de  los  treienta  dias  señalados  al  efecto^ 
es  potestativa :  el  reglamento  lo  dice  espre- 
samente :  c podrán  los  ayuntamientos  delibe- 
rar (4) :  >  ni  era  esta  una  de  aquellas  mate- 
rias que  admitieran  coacción  ó  precepto. 
Sin  embargo,  el  pueblo  que  renuncia  á  dis- 
cutir un  asunto  que  tanto  afecta  á  sus  fondos 
y  que  está  tan  íntimamente  enlazado  con  su 
utilidad  é  intereses,  arguye  una  indiferencia 
y  hasta  un  descuido  reprensible,  y  se  hace 
acreedor,  ya  que  no  á  una  pena,  porque  en 
verdad  no  hay  delito,  al  menos  á  esperimen- 
tar  ciertas  desventajas.  Para  estos  casos  se 


(I)  Art.  7  del  reglamento. 

(4)  Art.  8,  id. 

ló)  Art.  9. 

(ii  Art.  4. 
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halla  dispuesto  que  el  ingeniero  forme  el  pro- 
yecto de  travesía,  y  remita  con  oficio  al  al- 
calde un  croquis  de  la  misma,  acompañando 
una  relación  sucinta  de  la  dirección  y  dispo- 
siciones principales  del  proyecto  que  hubie- 
re fijado  (1);  pero  entonces  habrán  de  satis- 
facer los  pueblos  los  gastos  de  nuevos  reco- 
nocimientos y  proyectos  á  que  den  lugar 
reclamaciones  dirigidas  en  forma  sobre  el 
primitivo  proyecto  de  travesía  (2). 

Por  lo  que  hace  á  la  intervención  y  debe- 
res de  los  facultativos  en  el  primer  período 
del  espediente,  ya  hemos  visto  que  durante 
los  treinta  dias  que  se  conceden  á  la  delibe- 
ración del  pueblo,  los  gobernadores  por  una 
parte  y  los  ingenieros  gefes  de  distrito  por 
otra,  comunican  las  instrucciones  oportunas 
al  de  la  provincia  (3).  Este,  trascurrido  que 
sea  el  referido  plazo,  pasará  á  levantar  el  pla- 
no y  formar  el  proyecto  correspondiente  (4), 
á  cuyo  fin  se  le  han  de  comunicar  de  ofi- 
cio, á  su  presentación  en  el  pueblo,  los 
acuerdos  de  los  ayuntamientos,  para  que  en 
vista  de  ellos  y  reconocida  la  travesía  exis- 
tente, ó  la  nueva  que  se  indique,  proceda 
al  estudio  del  trazado  que  á  su  juicio  deba 
adoptarse  (3). 

Era  preciso  evitar  que  á  los  ingenieros  en- 
cargados de  estos  trabajos  se  originasen  gas* 
tos  en  todo  aquello  que  verdaderamente  in- 
cumbe á  los  pueblos  en  virtud  de  laobligacion 
impuesta  por  la  ley  de  costear  la  travesía:  por 
esto  declara  oportunamente  el  reglamento 
que  los  pueblos  deberán  facilitar  á  su  costa 
los  operarios  que  el  ingeniero  necesite  para 
levantar  el  plano  y  fijar  las  alineaciones  de  la 
travesía  (6).  Nada  dice  el  reglamento,  ni 
menos  la  ley,  acerca  de  los  demás  gastos  que 
tiene  que  originar  la  traslación  del  ingenie- 
ro al  pueblo,  ni  de  las  remuneraciones  parti- 
culares que  merezcan  las  operaciones  que 
practique  con  motivo  del  proyecto  de  trave- 
sía; nosotros  suponemos  que  este  silencio  se 
esplica  naturalmente :  si  se  espresa  que  los 


(I)  Art.  10. 

(9)  Art.  II. 

{^)  §.  final  del  art.  3. 

(4)  Art.  4. 

<a)  Art.  ó. 

(G)  ÁrLit. 


operarios  necesarios  al  ingeniero  se  han  de 
facilitar  por  los  pueblos ,  sin  duda  se  releva 
á  estos  de  costear  cualesquier  otrasjsubven- 
ciones  que  originen  los  trabajos  facultativos. 
En  buen  hora  que  se  recompensen  tales  tra- 
bajos ;  pero  no  nos  parece  que  deba  ser  de 
los  fondos  municipales.  De  suerte,  que  en 
esta  parte  puede  considerarse  vigente  la  or- 
den de  la  regencia  provisional,  arriba  citada, 
en  la  que  se  declaraba  ,  entre  otras  cosas, 
que  los  ingenieros  y  dependientes  del  cuerpo 
de  caminos  sin  abono  de  honorarios  ni  grati- 
ficación, á  costa  de  los  pueblos,  cuidaran  de 
preparar  y  dirigir  los  trabajos  de  la  trave- 
sía (1).  Esta  disposición  no  parece  injusta  si 
se  atiende  á  que  no  se  refiere  á  caminos  lo- 
cales, sino  á  trozos  de  carreteras,  cuya  di- 
rección é  inspección  corresponde  á  los  inge- 
nieros destinados  á  los  distritos  y  provincias. 
A  pesar  de  esto  nunca  podrán  entenderse 
dispensados  los  alcaldes  de  prestar  el  ausi- 
lio  de  su  autoridad  cuando  lo  reclamen  los 
mismos  ingenieros  para  el  mejor  cumplimien- 
to de  la  ley  y  reglamento  de  travesía  (2). 

Hasta  aquí  hemos  visto  cómo  se  llega  á 
completar  el  proyecto :  diremos  ahora  cómo 
se  ha  de  someter  á  los  dictámenes  y  aproba- 
ciones necesarias  para  que  surta  los  efectos 
legales,  y  con  arreglo  á  él  se  puedan  co- 
menzar las  obras  necesarias.  Todos  los  trá- 
mites dirigidos  al  efecto  forman  el  segundo 
período  del  espediente.  Completo  el  proyec- 
to, según  tenemos  espr^sado,  lo  deberá  vi- 
sar el  injeniero  gefe  del  distrito,  remitiéndolo 
al  gobierno  de  provincia  para  que  quede  de 
manifiesto  hasta  la  primera  reunión  de  la  di- 
putación provincial ,  y  si  durante  este  perío- 
do se  dirigicrcn  reclamaciones  acerca  del 
proyecto  de  travesía,  se  unirán  al  mismo, 
formándose  el  oportuno  espediente  respecto 
de  cada  pueblo  (3). 

A  pesar  de  que  todos  los  trámites  segui- 
dos y  todas  las  operaciones  practicadas  ar- 
rojarán ya  mucha  luz  para  que  la  diputación 
pueda  lomar  acertado  y  justo  acuerdo,  aun 
le  serán  quizas  necesarias  ciertas  aclaracio- 


I 


ii)  Orrtcn  de  la  regencia  provisional  de  5  de  mano  de  1841. 
\i)  Kl  citado  art.  li  del  reglamento  de  14  de  julio  de  1849. 
13)    Art.  14. 
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nes  y  algunos  dalos,  especialmcQle  en  la 
parle  facullaliva:  convendrá  la  presencia 
del  ingeniero,  aulor  del  proyecto,  que  es- 
plique lo  que  por  este  concepto  sea  oscu- 
ro ,  y  resuelva  las  dudas  que  se  susciten: 
en  lo  cual  la  diputación  no  debe  ser  de  peor 
condición  que  el  ayuntamiento,  puesto  que 
tan  necesaria  es  la  garantía  de  ilustrada  re- 
solución en  una  como  en  otra  de  estas  cor- 
poraciones: así,  pues,  el  ingeniero  que  hu- 
biere formado  el  proyecto  asistirá  á  las  se- 
siones de  la  diputación  provincial,  y  dará  las 
esplicaciones  necesarias  para  que  esta  pueda 
emitir  su  informe  con  entero  conocimiento 
de  cada  uno  de  los  espedientes  de  trave- 
sía (1). 

Para  cl  caso  en  que  la  diputación  provin- 
cial no  estuviere  conforme  con  los  dictáme- 
nes facultativos  que  resulten  en  cada  espe- 
diente, el  reglamento  contiene  las  siguien- 
tes disposiciones':  desde  luego,  y  como  re- 
quisito siempre  necesario,  el  espediente  se 
pasará  al  ingeniero  gefe  del  distrito  para  que 
informe  ó  amplíe  su  parecer,  si  antes  lo  hu- 
biere emitido  (2):  devuelto  al  gobernador, 
dispondrá  esta  autoridad,  si  lo  juzga  conve- 
niente, que  el  ingeniero  de  la  provincia  va- 
ríe ó  modifique  el  proyecto  de  travesía  (3); 
y  bien  se  haya  practicado  esta  formalidad, 
bien  se  haya  juzgado  innecesaria,  deberá 
oirse  al  consejo  provincial  sobre  el  espedien- 
te de  travesía  en  el  caso  de  no  conformidad, 
(le  que  vamos  hablando  (4).  Hallamos  todo 
esto  bien  establecido;  aunque  parece  que  no 
hubiera  sido  inoportuno  oir  en  lodos  los  casos 
el  dictamen  del  consejo  provincial,  lo  que 
seria  una  nueva  prenda  de  acierto. 

Instruidos  los  espedientes,  según  los  casos 
que  quedan  ya  espuestos,  se  remitirán  por 
el  gobernador  con  su  dictamen  al  ministe- 
rio de  Fomento,  á  fin  de  que  oido  el  parecer 
de  la  junta  consultiva  del  ramo,  y  cuales- 
quiera otros  informes  que  se  juzguen  nece- 
sarios, recaiga  la  oportuna  resolución  (3). 
Esta  resolución  no  solo  debe  contener  la  de- 


(i)  Arl.  15. 

(2>  Arl.  <6. 

(3)  Arl.  17. 

(4)  Art.  18. 
l5)  Art.  1'.». 


signacion  de  las  calles  ó  arrabales  sujetos  á 
Id  servidumbre  de  travesía,  de  la  longitud, 
anchura  y  otros  particulares  que  en  su  lugar 
mencionamos,  sino  la  fijación  del  tiempo  y  el 
modo  en  que  deberán  ser  cubiertos  los  gas- 
tos necesarios  por  los  pueblos,  y  la  de  las 
cuotas  respectivas,  que  serán  desde  entonces 
consideradas  é  incluidas  como  gasto  obliga- 
torio en  los  presupuestos  correspondien- 
tes (1). 

Devueltos  los  espedientes  al  gobernador, 
remitirá  esta  autoridad  á  cada  pueblo  copia 
de  los  planos  y  demás  documentos  del  pro- 
yecto de  la  respectiva  travesía,  comunican- 
do á  los  alcaldes  la  real  orden  de  su  apro- 
bación (2).  Los  espresados  documentos  se 
conservarán  en  el  archivo  del  ayuntamiento 
para  tenerlos  presentes  al  adoptar  cualquie- 
ra medida  que  se  refiera  á  la  travesía  (3). 

Así  aprobado  el  proyecto  y  resuelto  el  es- 
pediente de  travesía ,  se  procede  con  arreglo 
á  aquel  á  efectuar  las  obras.  Estas  pueden 
oon.siderarse  ya  en  su  preparación,  ya  en  su 
coste,  ya  en  su  ejecución  y  régimen ,  y  ya 
en  fin  en  cuanto  á  sus  efectos.  De  todos 
estos  puntos  vamos  ahora  á  hablar  siguiendo 
exactamente  las  disposiciones  contenidas  en 
la  ley  y  en  el  reglamento.  Al  ingeniero  de  la 
provincia  corresponde  formar  oportunamen- 
te los  proyectos,  presupuestos  y  pliegos  de 
condiciones  facultativas  de  todas  las  obras 
de  nueva  construcción  ó  de  reparación  que 
exija  la  carretera  en  la  travesía  con  arreglo 
al  plan  aprobado.  Dichos  proyectos  con  el 
Y.*"  B."*  del  ingeniero  gefe  del  distrito  se  re- 
miten al  gobernador,  quien  los  debe  pasar 
al  alcalde  respectivo  para  los  efectos  cor- 
respondientes ,  con  las  instrucciones  que 
juzgue  oportunas  (4):  siendo  de  advertir  que 
por  punto  general  está  mandado  que  los  pla- 
nos y  documentos  facultativos  que  completen 
el  proyecto  de  una  travesía ,  deben  arreglar- 
se á  las  escalas  y  formularios  vigentes  é  ins- 
trucciones que  se  dicten  por  la  dirección  ge- 
neral de  obras  públicas  (S). 

íl)    Disposición  3.'  del  aru  1.*  de  la  ley  de  11  do  abril 
de  1849. 
{t}    Arl.2i. 

{o\    Arl.  40  del  rcglaracnlo  de  U  de  julio  de  1840. 
(X)    Arl.  i3. 
t.-i)    A  ti.  10. 
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Conforme  á  las  bases  de  la  ley,  espresa  el 
reglamento  que  los  pueblos  costearán  las 
obras  de  su  travesía ,  incluyendo  su  importe 
en  el  presupuesto  municipal ,  con  vista  del 
particular  de  las  mismas  obras  que  debió 
formarse  por  el  ingeniero  y  remitirse  por  el 
gobernador  (1).  Pero  muchas  veces  podrá 
suceder  que  los  pueblos  no  puedan  costear 
con  sus  fondos  todo  el  importe  de  las  obras 
que  en  rigor  les  correspondería:  la  ley  debía 
prever  estos  casos,  harto  frecuentes,  y  mirar 
con  efecto  por  los  pueblos,  ya  otorgándoles 
el  uso  de  ciertos  recursos  especiales  con  que 
les  sea  llevadera  la  carga  que  no  podrían  so- 
portar de  otro  modo,  ya  exonerándoles  de 
aquellos  gastos  que  absolutamente  puedan 
satisfacer ,  si  bien  acreditándose  siempre 
esta  imposibilidad. 

El  primer  medio  á  que  aludimos  es  el  de 
la  prestación  personal:  la  regencia  provisio- 
nal en  su  orden  acerca  de  travesías,  espe- 
dida en  el  ano  de  1841 ,  y  que  ya  hemos 
citado  otras  veces  considerando  que  la  esca- 
sez de  fondos  había  de  crear  en  muchos  pue- 
blos un  obstáculo  para  la  realización  de  las 
mejoras  de  las  carreteras  en  las  calles  de  tra- 
vesía, y  particularmente  en  la  distancia  de 
las  325  varas  que  entonces  señalaba  el  de- 
recho vigente,  manifestó  que  podría  utilizar- 
se la  costumbre,  antigua  en  España,  de  que 
cada  vecino  en  dias  señalados  que  no  inter- 
rumpieran violentamente  sus  faenas^  habi- 
tuales contribuyese  con  una  parte  de  trabajo 
proporcional  á  su  riqueza,  ya  suministrando 
materiales,  ya  caballerías  ó  carros  para  su 
conducción,  ya  brazos  para  su  preparación  y 
arreglo  (2).  Esta  disposición  desgraciada- 
mente no  encontró  una  ejecución  rápida  y 
espedila,  antes  bien  puede  decirse  que  al 
cabo  vino  á  caer  en  el  olvido :  contribuyó  sin 
duda  á  ello  como  causa  principal  el  no  estar 
organizado  debidamente  y  en  lodos  los  por- 
menores que  exije  aquel  recurso.  Pero  cuan- 
do se  formó  la  ley  de  travesías,  en  el  ano 
de  1849,  había  ya  circunstancias  favorables 
que  permitían  utilizarlo  con  buen  éxito,  y  á 


U)    Art.iT. 

(9)   Orden  de  la  regencia  proTlsional  de   5   de  marzo 
de  1841. 
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I  mayor  abundamiento  razones  no  desatendí- 
'  bles  que  lo  recomendaban.  Ta  se  encontra- 
ban planteados  los  caminos  vecinales,  y  con 
ellos  la  prestación  personal  cuyo  uso  se  (¡ja- 
ba en  un  real  decreto,  se  desarrollaba  en  un 
reglamento,  y  aun  se  esplicaba  en  una  ins- 
trucción. Por  otra  parte,  las  travesías  de  las 
carreteras  son  para  los  pueblos  de  un  inte- 
rés local  ,•  les  son  tanto  ó  mas  útiles  que  los 
caminos  vecinales,  y  aun  les  ahorran  á  ve- 
ces la  construcción  de  algunos.  Además  se 
trataba  de  suplir  los  fondos  municipales,  de 
no  aumentar  el  presupuesto  de  un  modo  de- 
masiado gravoso  para  los  vecinos;  á  lo  que 
se  agregaba  la  nueva  base  de  la  ley,  según 
la  cual  se  reducía  notablemente  la  artiplítud 
antigua  de  la  servidumbre  de  travesía  tan 
solo  á  las  calles  y  arrabales. 

Adopfóse,  pues,  la  prestación  personal  sin 
contradicción  alguna,  antes  bien  con  la  es- 
peranza fundada  de  obtener  ventajosos  resul  - 
tados.  De  suerte  que  según  los  términos  de 
la  ley,  tanto  para  las  obras  nuevas  como  para 
las  de  reparación  y  nueva  conservación  po- 
drán los  pueblos  cubrir,  por  medio  de  la 
prestación  personal  de  sus  vecinos  y  propie- 
tarios, el  coste  total  ó  la  parte  de  gasto  que 
se  hubiese  declarado  ser  á  cargo  del  presu- 
puesto municipal,  con  tal  que  el  acopio  y  su- 
ministro al  pié  de  la  obra  de  los  materiales 
requeridos  por  el  proyecto  aprobado,  ó  los 
jornales  de  brazos,  caballerías  y  carros  de 
trasporte  que  deban  suministrarse,  sean  equi* 
valentes  á  dicho  gasto  (1).  El  reglamento, 
desenvolviendo  esta  declaración ,  establece 
que  los  gobernadores  autoríz^arán  á  los  ayun- 
tamientos respectivos  para  que  por  medio  do 
la  prestación  personal  se  atienda  á  la  conser-^ 
vacion  de  la  travesía  correspondiente ,  y  en 
su  caso  á  las  obras  nuevas  y  de  reparación 
de  la  misma,  que  siendo  de  cargo  del  pue- 
blo no  pudiere  costearlas  de  otro  modo  (2). 
Dos  consecuencias  importantes  se  despren- 
den de  estos  términos  en  que  se  esprésa  el 
reglamento :  es  una  que  los  pueblos  no  pue- 
den emplear  la  prestación  personal  de  sus 


(1)   Disposlcirn  4  del  arl.  1  de  la  ley  de  11  de  abril  de  18  i9, 
(i)   Aru  35  del  reghmcnlo  de  M  de  julio  de  \m. 
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yecinos  y  propietarios  sin  que  sean  autori- 
zados al  efecto  por  el  gobernador  de  la  pro- 
vincia; la  otra  se  reduce  á  que  la  prestación 
personal  solo  tiene  el  concepto  de  recurso  su- 
pletorio y  que  no  procede  cuando  de  otro  rao- 
do  pueda  costear  el  pueblo  los  gastos  decla- 
rados á  cargo  de  su  presupuesto.  Esta  última 
restricción  está  indudablemente  sobreenten- 
dida, sino  en  la  letra,  por  lo  menos  en  el  es- 
píritu de  la  ley ;  pero  en  cuanto  á  la  primera 
parece  que  no  es  conforme  con  su  letra  ni  com- 
pletamente con  su  espíritu.  La  ley  al  espresar 
simplemente  y  sin  poner  limitación  alguna, 
^ue  los  pueblos  t  podrán  cubrir  ^  por  la  pres- 
tación el  coste  total  ó  parcial  de  las  obras  que 
hayan  de  ejecutar,  les  concede  una  facultad 
en  cuyo  ejercicio  no  hayan  de  estar  someti- 
dos á  la  voluntad  de  la  autoridad  superior. 
Parécenos  esta  tendencia  del  reglamento  de- 
masiado cenlralizadora  y  que  no  entra  en  la 
mente  de  la  ley,  ya  que  no  digamos  que  la 
quita  todo  apoyo  y  fundamento. 

El  mismo  reglamento  ha  señalado  la  for- 
ma bajo  que  deba  aplicarse  la  prestación  á 
las  obras  de  travesía.  La  prestación  personal 
de  los  vecinos  y  propietarios  de  los  pueblos 
en  los  casos  en  que  proceda  y  sea  autorizada 
se  regulará  y  exigirá  con  sujeción  á  las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  artículo  2.''  y  en 
la  regla  segunda  del  3.^  de  la  ley  de  caminos 
vecinales  (1).  De  estas  disposiciones,  á  que 
se  hace  remisión,  espresa  la  una  que  los 
ayuntamientos  en  unión  con  los  mayores 
contribuyentes  propondrán  á  los  goberna- 
dores: l^  El  orden  6  turno  en  que  los  con- 
tribuyentes hayan  de  cumplir  con  la  pres- 
tación: 2.^  La  época  ó  épocas  en  que  deban 
tener  lugar  las  prestaciones  dentro  del  ano: 
3.*  El  máximo  de  jornales  á  que  pueda  lle- 
gar anualmente  la  prestación,  no  debiendo 
esceder  en  ningún  caso  de  seis  jornales;  y 
4.''  El  precio  de  la  conversión  en  dinero  de 
cada  jornal.  La  otra  disposición  que  se  cita 
está  reducida  á  declarar  que  la  prestación 
personal  podrá  satisfacerse  en  todo  ó  en 
parte  por  sí  mismo  ó  por  otro ,  ó  en  dinero  á 
voluntad  del  contribuyente.  Sin  embargo  de 

(1)    Art.  36. 


que  (odas  estas  reg'as  son  aplicables  asi  á 
los  caminos  vecinales  como  á  las  travesías^ 
conviene  tener  en  cuenta  que  no  será  tan 
frecuente  respecto  á  estas  el  turno  anual  de 
los  mismos  vecinos  como  para  la  construc- 
ción de  aquellos :  las  travesías  se  limitan  á 
las  calles  y  arrabales,  distancia  corta,  y  $o- 
bre  todo  proporcional  á  la  estensíon  del 
pueblo;  por  otra  parte  nunca  exigirán  los 
grandes  trabajos  de  desmonte  y  otros  seme- 
jantes que  requiere  la  construcción  de  los 
óaminos  vecinales,  por  lo  mismo  que  se  con- 
funden con  el  lugar  ya  destinado  al  tránsito 
de  los  vecinos  en  las  calles  y  arrabales. 

Mas  beneficioso  es  á  los  pueblos  otro  re- 
curso que  la  ley  autoriza  en  los  c^sos  que  no 
cuenten  con  medios  para  costear  las  obras 
de  la  travesía.  El  gobierno,  previa  instruc- 
ción de  espediente,  podrá  declarar  esceptua- 
dos  de  la  obligación  de  costear  las  obras 
nuevas  ó  de  reparación  á  los  pueblos  cuyos 
recursos  no  alcancen  á  cubrir  su  importe  6 
la  parte  que  les  corresponda,  quedando  en 
tal  caso  á  cargo  de  la  provincia  sola ,  6  jun- 
tamente con  el  Estado,  según  fuere  la  car- 
retera de  que  aquellas  formen  parte  (1).  Es- 
cusado  sería  detenerse  en  justificar  esta  dis- 
posición y  demostrar  su  acierto,  cuando  para 
ello  basta  su  simple  lectura.  La  ley  ha  puesto 
á  cargo  de  los  pueblos  las  travesías ,  pero 
cuando  les  sea  imposible  costearlas  está  bien 
indicado  que  esos  trozos  de  carretera  tomen 
la  condición  que  los  demás  trozos  de  la  mis. 
ma,  es  decir,  que  entonces  cesará  la  servi- 
dumbre de  travesía  por  no  poderse  soportar 
las  cargas  que  la  constituyen. 

De  lo  cual  se  deduce  que  el  testo  de  la 
ley,  en  la  parte  de  que  tratamos,  se  encuen- 
tra redactado  de  un  modo  incompleto:  se  ha 
espresado  sin  duda  menos  de  lo  que  se  quiso 
y  se  debia  espresar.  Dícese  que  la  parte  que 
el  pueblo  no  pueda  costear,  quedará  á  cargo 
«de  la  provincia  sola  6  juntamente  con  el 
Estado»  siendo  así,  que  además  de  estos  dos 
casos  hay  otro  tercero,  á  saber :  que  el  Esta- 
do deba  costear  esclusivamente  por  sí.  Por- 
que las  travesías  tanto  pueden  serprovincia- 


(9)    nUpoiieion  5  del  xrU  S  de  la  ley  de  22  de  abril  de  48(9. 
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les  y  trasversales  como  generales.  Asi,  pues, 
aunque  la  ley  no  comprenda  esplicitamente 
este  caso ,  la  resolución  es  de  seguro  confor- 
me á  su  espíritu:  particularmente  cuando  en 
la  misma  ley  se  declara  que  contribuyendo  el 
pueblo  con  la  cantidad  que  permitan  sus  re- 
cursos, la  parte  restante  del  coste  presupues- 
to quede  á  cargo  c  solamente  del  Estado,  si 
la  travesía  forma  parte  de  una  carretera  ge- 
neral (1).» 

La  facultad  concedida  por  la  ley  al  gobier- 
no, al  paso  que  contiene  un  beneficio,  una 
exención  de  gravámenes  á  favor  «de  los  pue- 
blos, supone  el  recargo  de  los  que  ya  tuvie- 
ran el  Estado  ó  las  provincias  para  ejecutar 
las  obras  de  las  respectivas  carreteras.  Será 
por  lo  mismo  indispensable  que  se  justifiquen 
de  una  manera  cierta  los  motivos  para  el  dis- 
frute de  aquel  beneficio,  y  para  la  proceden- 
cia de  estas  nuevas  cargas.  De  aquí  el  reque- 
rirse cbmo  circunstancia  esencial  la  previa 
instrucción  de  un  espediente  que  toca  pro- 
mover al  interesado  ó  sea  al  ayuntamien- 
to (2).  A  la  instancia  que  al  efecto  dirija  al 
gobernador  de  la  provincia  deberá  acompa- 
ñar relaciones:  I.""  Del  vecindario,  riqueza  y 
contribuciones  que  por  todos  conceptos  satis- 
faga el  pueblo:  ^.'^  De  los  gastos  ordinarios 
de  cargo  del  presupuesto  municipal,  y  de  las 
deudas  y  otras  obligaciones  que  teuga  el 
pueblo,  con  espresion  de  los  recursos  aplica- 
dos al  pago  de  dichas  obligaciones  (5).  La 
solicitud  del  ayuntamiento  se  pasará  á  infor- 
me de  la  diputación  y  después  del  consejo 
provincial,  quien  lo  emitirá  acerca  de  los 
trámites  observados  y  puntos  principales  que 
resulten  del  espediente.  Instruido  este  en  la 
forma  indicada,  se  remitirá  por  el  goberna- 
dor al  ministerio  de  Fomento,  proponiendo 
la  resolución  que  le  parezca :  y  en  vista 
de  todo  decidirá  e\  gobierno  las  cuotas  res- 
pectivas que  se  han  de  incluir  en  el  presu- 
puesto municipal  ó  en  el  provincial,  ó  sola- 
mente en  uno  ü  otro,  como  gasto  obligatorio 
fijando  también  la  parte  que  en  su  caso  haya 
de  cubrir  el  Estado  (4)* 


(t)  Disposición  i  del  mismo  artfenlo. 

(D  Art.  18  del  reglamento  de  14  de  jallo  de  1819. 

(3)  Art.  19. 

U  ArUSO. 

TOMO  vn. 


Aprobado  el  proyecto  de  travesía,  forma- 
dos los  presupuestos  y  pliegos  de  condicio- 
nes, y  determinado  á  quiénes,  y  en  qué  pro- 
porción corresponden  los  gastos  necesarios, 
nada  detiene  ya  la  ejecución  de  las  obras. 
Respecto  á  estas,  el  reglamento  ha  prefijado 
su  dirección,  inspección  y  régimen,  ya  en  lo 
que  toca  á  las  autoridades  y  corporaciones 
administrativas,  ya  en  lo  que  se  refiere  á  las 
personas  facultativas.  Hé  aquí  las  reglas  que 
deberán  tenerse  presentes  acerca  de  la  ma- 
teria :  cualquiera  que  sea  la  procedencia  de 
los  recursos  y  fondos  con  que  se  provea  á  la 
ejecución  de  las  obras,  así  de  nueva  cons- 
trucción y  reparación,  como  de  conservación 
permanente  de  las  travesías,  se  observará  en 
unas  y  otras  el  régimen  establecido  por  los 
reglamentos  ó  instrucciones  generales  vi- 
gentes de  las  obras  públicas  de  su  clase.  Los 
ayuntamientos  y  alcaldes  deberán  en  conse- 
cuencia acomodar  los  acuerdos  y  providen- 
cias que  por  las  leyes  les  corresponda  dictar 
en  este  ramo  del  servicio  público,  á  la  letra 
y  espíritu  de  dichas  instrucciones  y  regla- 
mentos (l)i  Sin  perjuicio  de  las  atribuciones 
que  por  esta  declaración  correspondan  al  in- 
geniero de  la  provincia,  ó  al  que  especial- 
mente tuviere  á  su  cargo  una  carretera,  las 
obras  de  mera  conservación  de  las  travesías 
estarán  en  cada  pueblo  bajo  la  inspección 
inmediata  del  alcalde  ó  de  los  concejales  en 
quienes  delegue,  al  cuidado  del  arquitecto 
titular  ó  de  otro  facultativo  competente  que 
el  alcalde  deberá  nombrar  al  efecto  por  cuen- 
ta del  pueblo.  Los  presupuestos  y  pliegos  de 
condiciones  de  la  mencionada  clase  de  obras, 
formalizados  por  dichos  facultativos,  se  re- 
mitirán al  gobernador  para  la  correspondien- 
te aprobación  (2).  En  los  pueblos  en  que  no 
hubiere  perito  de  la  clase  indicada,  y  que 
carezcan  de  recursos  para  satisfacerle  sus 
honorarios,  dispondrá  el  gobernador,  previa 
justificación  de  la  falta  de  medios,  que  el  in- 
geniero de  la  provincia  provea  lo  convenien- 
te para  el  cuidado  de  todo  lo  relativo  á  la 
conservación  de  las  travesías  respectivas, 
entendiéndose  al  efecto  directamente  con  los 


I  1^ 


Art.  51. 
Art.  39. 
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alcaldes  (1).  En  todos  los  casos  en  que  los 
gobernadores  habieren  de  aprobar  en  uso  de 
sus  atribuciones  los  presupuestos  y  pliegos 
de  condiciones  de  algunas  obras  nuevas  ó  de 
reparación,  ó  diciar  providencia  para  suspen- 
der, modificar  ó  alterar  la  ejecución  de  las 
correspondientes  á  una  travesía,  deberán  oír 
al  ingeniero  de  la  provincia,  y  no  confor- 
mándose con  su  dictamen,  al  ingeniero  gefe 
del  distrito  (2). 

Podrá  suceder  que  las  obras  que  la  trave- 
sía requiera  no  puedan  llevarse  á  cabo  sin 
vencer  los  obstáculos  que  oponga  la  propie- 
dad particular:  en  este  caso  procede  la  es- 
propiacion  por  motivos  de  utilidad  pública. 
Los  edificios,  cercados  y  terrenos  que  con 
arreglo  á  la  traza  y  alineaciones  del  plan  de 
travesía  deban  ocuparse  para  su  mayor  en- 
sanche y  regularidad,  quedan  sujetos  á  la 
enagenacion  forzosa  de  la  propiedad  particu^ 
lar  en  el  modo  y  forma  que  dispone  la  ley  de 
17  de  julio  de  1836  (3).  Sabidos  son  los  re- 
quisitos que  en  esta  ley  se  exigen  para  que 
la  espropiacion  tenga  validez :  todos  deben 
llenarse,  ninguno  puede  omitirse  según  la 
terminante  disposición  que  acabamos  de  re- 
producir teslualmente:  la  declaracionde  que 
es  indispensable  la  enagenacion  para  la  eje- 
cución de  la  obra,  que  incumbe  al  goberna- 
dor, en  unión  con  la  diputación  de  la  provin- 
cia, y  al  gobierno  en  caso  de  no  conformarse 
el  dueño,  tendrá  siempre  que  obtenerse  en 
el  mero  hecho  de  seguirse  para  la  aproba- 
ción del  proyecto  de  travesía,  los  trámites 
prolijos  que  ya  tenemos  manifestados  ante- 
riormente: el  justiprecio  se  habrá  de  arreglar 
en  un  lodo  á  lo  prevenido  por  la  ley;  y  lo 
mismo  decimos  del  pago  del  importe  de  la 
indemnización,  la  cual  es  de  cargo  del  pue- 
blo, según  también  dejamos  indicado.  En 
cuanto  al  requisito  de  la  declaración  de  que 
la  obra,  con  cuyo  motivo  se  hace  la  espro- 
piacion, es  de  utilidad  pública,  no  podia  me- 
nos de  introducirse  cierta  modificación  en  la 
forma  prescrita  por  la  ley :  esta  exige  por  re- 
gla general  una  real  orden  particular  y  aun 


(1)   Art.  39  del  reglamento  de  14  de  julio  de  18|9. 
{'i)    Arl.  34. 
l5,    Arl.  W. 


una  ley  cuando  la  ejecución  irroga  un  grava- 
men á  las  localidades,  cuando  origina  retri- 
buciones que  pesen  sobro  una  ó  mas  provin- 
cias. Pero  tratándose  de  travesías,  el  espe- 
diente que  ha  de  seguirse  conduce  á  igual 
resultado  y  presta  no  menor  garantía;  en  él, 
oyéndose  á  los  interesados  y  resolviendo  el 
gobierno,  se  hace  una  aplicación  déla  ley, 
especial,  al  caso  que  lo  motiva;  y  la  ley  tie- 
ne ya  previamente  reconocido  que  las  espro- 
piaciones  son  precisas  para  la  rectificación  y 
ensanche  de  las  travesías  (1).  Por  esto  se  ha 
establecido- muy  oportunamente  que  la  apro- 
bación del  plan  de  la  travesía  obtenida  por 
los.trámites  señalados  parala  aprobación  de 
este,  valdrá  como  declaración  solemne  de  que 
las  obras  comprendidas  en  dicho  plan  son  de 
utilidad  pública  (2). 

La  aprobación  del  plan  de  una  travesía  no 
solo  produce  este  efecto  importante  sino  que 
también  lleva  consigo  otras  condiciones  de 
estabilidad  y  fijeza  para  que  no  sea  obs- 
truida ó  dificultada.  De  aquí  que  para  todos 
los  edificios  y  cercados  que  se  hayan  de  ha- 
cer de  nuevo ,  6  que  se  reconstruyan  en  la 
confrontación  de  las  travesías,  después  de 
aprobado  el  plan  respectivo ,  sea  necesaria 
licencia  especial ,  señalándose  en  ella  para 
las  fachadas  las  alineaciones  y  rasantes  que 
deban  darse  á  la  obra ,  conforme  al  referido 
plan  (3).  No  podrán  señalarse  otras  alinea- 
ciones y  rasantes  ni  modificarse  las  que  re- 
sulten del  plano  aprobado  para  toda  la  tra- 
vesía ,  tratándose  de  obras  de  particulares; 
pero  si  estas  fueren  de  interés  público ,  y 
conviniese  introducir  alguna  variación,  de- 
berá ser  aprobada  de  real  orden ,  previo  d 
oportuno  espediente  instruido  del  mismo  mo* 
do  que  si  se  tratase  de  un  nuevo  plano  de 
travesía  (4). 

La  ley  establece  como  regla  general  que 
en  los  espedientes  necesarios  para  la  deter- 
minación de  la  servidumbre  de  travesía  oirá 
siempre  el  gobierno  á  la  diputación  provin- 
cial respectiva  (5^.  No  se  hacia  especialmen- 

(1)  Art.idc  lalejdeildeibfll  deiM9.  ,  ^,   ^   ^^.^ 

(i)  El  citado  art.  22  del  reglamento  de  14  de  jallo  de  1849. 

(3)  Art.  í3. 

(4)  Art.  24.  ^     V  ..  j   -*»!* 
5)  Disposición  6  del  art.  1  de  la  ley  de  11  de  abril  de  184f . 
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le  esU  declaración  en  el  proyecto  que  el  go- 
bierno presentó  á  los  cuerpos  colegisladores: 
introdújola  la  comisión  del  tie  diputados  y 
muy  acertadamente  por  cierto:  tratándose 
de  los  intereses  de  los  pueblos  que  forman  el 
interés  colectivo  de  la  provincia  es  aquel  trá- 
mite una  garantía;  y  pudiendo  suceder  que 
los  fondos  provinciales  hayan  de  suplir  ó 
reemplazar  á  los  municipales  se  convierte  en 
el  ejercicio  de  un  derecho.  En  el  proyecto 
de  ley  que  aprobó  el  Senado  se  decia  que  el 
gobierno  babia  de  oir  taritesi  á  las  diputa- 
ciones; la  ley  vigente  espresa,  como  se  ha 
visto,  que  se  las  oirá  «siempre.» Esto  se  re- 
duce á  una  mera  cuestión  de  palabras ;  por- 
que las  dos  cosas  son  igualmente  ciertas :  y 
así  habrá  podido  observarse  en  las  disposi- 
ciones reglamentarias  que  dejamos  ya  tras- 
crílas:  sin  duda  la  palabra  «siempre»  susti- 
tuyó á  la  de  «antes»  porque  aquella  tiene  un 
valor  positivo  ,  al  paso  que  esta  pudiera  re- 
putarse como  ociosa  y  superabundante:  si  el 
gobierno  ha  de  oir  á  la  diputación  precisa- 
mente habrá  de  ser  antes  de  que  recaiga  su 
resolución  en  los  espedientes:  cuando  estos 
hayan  terminado  y  esté  definitivamente  se- 
ñalada la  travesía  es  de  todo  punto  escusado 
cualquier  dictamen. 

Respecto  á  la  policía  y  conservación  de 
las  travesíasAO  era  necesario  dictar  reglas 
particulares;  en  esta  parte  las  carreteras  de- 
ben estar  sujetas  á  las  mismas  condiciones 
en  toda  su  estension,  ya  sean  generales, 
trasversales  ó  provinciales:  el  tránsito  en 
unas  y  en  otras  debe  disfrutar  de  iguales 
garantías  y  estar  sujeto  á  iguales  deberes. 
Sin  embargo  á  veces  podrá  darse  cierta  opo- 
sición y  aun  incompatibilidad  entre  las  or- 
denanzas generales  que  el  gobierno  tiene 
espedidas  para  las  carreteras,  y  las  munici- 
pales que  la  autoridad  local  haya  dictado 
para  la  policía  de  las  calles.  En  este  caso, 
por  puntó  general ,  se  conceptúan  preferen- 
tes las  últimas  siempre  que  se  mantengan 
integras  las  condiciones  de  la  travesía ,  esto 
es,  de  la  carretera.  De  todo  se  ha  hecho  car- 
go la  ley  cuando  declara  que  las  disposicio- 
nes de  la  ordenanza  de  policía  de  las  carre- 
teras que  sean  aplicables  á  las  travesías  de 
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los  pueblos  se  observarán  en  estos,  sin  per- 
juicio de  las  municipales  respectivas  que  no 
se  opongan  á  aquellas  (1).  Los  gobernadores 
y  alcaldes  cuidarán  respectivamente  de  que 
así  se  verifique  (2), 

Como  conclusión  de  esta  materia  de  tra- 
vesías, mencionaremos  dos  disposiciones  del 
reglamento ,  que  á  pesar  de  su  carácter  de 
transitorias,  todavía  pueden  ser  interesantes 
particularmente  si,  según  creemos,  no  se 
ha  formado  para  todos  los  pueblos  el  plan 
general  á  que  en  ellas  se  alude.  Esas  dispo- 
siciones se  hallan  concebidas  en  los  térmi- 
nos siguientes:  que  hasta  tanto  que  para 
cada  uno  de  los  pueblos  comprendidos  en  la 
ley  de  travesías  se  formase  el  plan  general 
de  lo  que  respectivamente  deba  señalarse 
con  las  formalidades  y  trámites  que  se  pre- 
fijan en  el  reglamento,  todos  los  artículos  de 
este  que  desde  luego  fueran  aplicables  se 
observasen  respecto  de  las  travesías  que  en- 
tonces se  hallaran  en  uso  (3);  y  además  que 
los  alcaldes  pudieran  conceder  licencias  para 
edificar  ó  reparar  los  edificios  y  cercados 
que  confrontasen  con  las  dichas  travesías, 
fijando  la?  alineaciones  y  jasantes  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  la  ordenanza  de  policía 
y  conservación  de  las  carreteras  (4). 

SECCIÓN  Y. 

DE  LOS  CAMINOS  VECINALES. 

La  actual  legislación  sobre  caminos  veci- 
nales data  desde  el  ano  1848.  El  real  decreto 
de  7  de  abril ,  y  el  reglamento  y  la  instruc- 
ción espedidos  respectivamente  en  8  y  i9  de' 
mismo  mes ,  y  varias  disposiciones  particu- 
lares que  sucesivamente  se  fueron  puhlican-* 
do  constituían  una  especie  de  código  acerca 
de  la  materia.  Ofrecían  la  ventaja  de  la  uni« 
dad  de  pensamiento ,  de  la  armonía  del  sis- 
tema ;  pero  á  su  vez  adolecian  del  grande 
inconveniente  de  ser  muchas  de  sus  decla- 
raciones mas  bien  una  recomendación  que 


(W  Art.  9  de  la  lev  de  II  de  abril  de  18i9. 

(9)  Art.  37  del  reglamcuto  de  14  de  jullu  de  1BI9. 

(5)  Art.  40. 

^4)  Arl.  41. 
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un  precepto ,  de  no  imponer  una  verdadera 
obligación  legal  exigible  por  la  autoridad, 
puesto  que  no  hablan  concurrido  con  su  voz 
ni  con  su  voto  los  cuerpos  coiegisladores. 
Bien  pronto  hubo  de  reconocerse  cuánto  ur- 
gía esta  concurrrencia:  el  gobierno  presentó 
un  proyecto :  sometióse  este  á  una  detenida 
y  minuciosa  discusión,  á  consecuencia  de  la 
que  sufrió  grandes  modificaciones  y  cambió 
de  forma ,  sancionándose  al  cabo  como  ley 
en  28  de  abril  del  siguiente  ano  de  1849. 

¿Se  debe  considerar  derogado  por  esta 
ley  todo  el  derecho  antes  vigente  sobre  cami- 
nos vecinales?  Mucho  hubiera  convenido,  á 
nuestro  entender,  semejante  derogación;  por- 
que el  pensamiento  de  las  Cortes  de  1849  dis- 
ta bastante  del  que  dominó  en  el  real  decreto 
y  el  reglamento  de  1848.  Pero  como  quiera 
que  en  la  ley  no  se  tocan  mas  que  pocos 
particulares  de  tantos  como  son  propios  de 
la  materia  de  caminos   vecinales ,  tenian 
que  considerarse  vigentes  el  real  decreto  y 
el  reglamento  en  lo  que  no  contradijeran  á 
aquella.  Así  lo  indicó  ya  en  los  debates  par- 
lamentarios el  gobierno,  manifestándose  por 
el  ministro  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras 
públicas  que  en  el  proyecto  no  se  compren- 
dian  mas  que  los  puntos  que  se  habian  con- 
siderado como  esencialmente  de  ley,  pero 
que  c  suponen  todos  disposiciones  contenidas 
>en  los  decretos  y  reglamentos  que  se  han 
^publicado  sobre  esta  materia  (4).»  Y  en  la 
misma  ley  no  se  derogó,  como  en  otras,  lodo 
el  derecho  anterior  sino  solo  los  reales  de- 
cretos, órdenes  é  instrucciones  que  á  ella  se 
opusieran  (2).  Pero  esta  clase  de  derogacio- 
nes en  medio  de  su  aparente  lógica,  son 
luego  en  la  práctica  una  fuente  perenne  de 
dudas  y  de  encontradas  interpretaciones ,  y 
de  ello  tendremos  mas  de  una  prueba  al  tra- 
tar la  materia  en  esta  sección. 

Mas  no  solo  no  se  ha  reorganizado  por 
completo  la  legislación  sobre  caminos  veci- 
nales ,  sino  que  han  trascurrido  ya  cinco 
aHos  sin  que  se  haya  publicado  un  reglamen- 
to completo  que  desenvuelva  los  principios 


(I)    Sesión  del  Congreso  de  diputados  de  26  de  enero 
do  1819 
(9;    Art.  1i  de  U  ley  de  'iS  de  abril  de  f$l9. 


consignados  en  la  ley  y  facilite  su  aplicación, 
á  pesar  de  que  el  gobierno  tiene  reconocida 
su  necesidad  y  aun  anunciada  su  formación 
por  el  Consejo  Real,  ya  hace  mas  de  cuatro 
anos  (1).  Es  decir  que  aun  rige  la  real  or- 
den que  se  espidió  en  10  de  setiembre 
de  1849  ínterin  se  publicaba  el  mencionado 
reglamento. 

De  estos  elementos  tan  incompletos,  y 
aun  heterogéneos,  está  actualmente  com« 
puesta  la  legislación  de  caminos  vecinales. 
Sin  embargo  con  arreglo  á  ellos  tenemos 
que  esponerla.  Consideraremos  separada- 
mente: I."",  la  clasificación  de  los  caminos 
vecinales  y  su  construcción  en  general ;  2.", 
los  recursos  que  se  pueden  destinar  al  efec- 
to ;  y  S."",  la  ejecución  de  las  obras.  Esta  es 
la  división  que  ya  tenemos  anunciada  para 
esta  sección  del  artículo. 

§.  1.**  Clasificación   de  caminos  vecinales 
y  su  construcción  en  general. 

Hemos  ya  dicho  en  lugar  oportuno  qué  se 
entiende  por  caminos  vecinales ,  y  también 
tenemos  señalada  su  división  en  dos  órde  • 
nes :  no  hay ,  pues ,  para  qué  repetirlo  y 
solo  añadiremos  en  cuanto  á  la  nomencla- 
tura, que  una  vez  admitida  en  las  disposi- 
ciones vigentes,  de  ella  han  de» usar  esclu- 
sivamente  los  gobernadores  de  provincia  y 
demás  autoridades  que  funcionen  en  este 
ramo,  en  todos  los  actos  y  en  la  correspon- 
dencia oficiales  (2);  y  respecto  á  la  clasifica- 
ción ,  que  esta  se  funda  en  la  importancia  y 
frecuentación  de  los  caminos  y  no  en  el  solo 
hecho  de  conducir  á  la  capital  del  partido, 
porque  si  bien  es  cierto  que  esta  tiene  siem- 
pre su  importancia  judicial  y  en  algunas 
épocas  utilidad  electoral ,  lo  es  también  que 
cualquier  otro  pueblo  que  posee  un  mercado, 
un  puente ,  una  barca ,  una  esplotacion  im-> 
portante,  es  de  mas  interés,  considerado 
bajo  el  aspecto  de  la  viabilidad ,   porque  el 
objeto  esencial  de  las  comunicaciones  veci- 
nales debe  ser  el  de  la  utilidad  colectiva  (3). 


(1)    Real  orden  de  35  de  enero  de  1850. 
(S)    Comenlarlo  del  arl.  1  del  real  decreto  de  7  de  abril 
de  1848  en  la  ínstmccion  de  19  del  mismo  mes  r  afio. 
(3)   Preimbolo  del  real  decreto  de  7  de  abril  de  1848. 
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Se  ha  podido  observar  que  la  distinción 
de  los  caminos  vecinales  en  caminos  de  pri- 
mero y  segundo  orden  es  determinada  y  fija 
en  cuanto  á  que  no  se  admite  ninguna  otra 
clase;  pero  vaga  é  incierta  en  cuanto  que 
no  hay  un  tipo  invariable  de  apreciación  para 
incluir  desde  luego  en  una  de  estas  clases 
tal  ó  cual  camino.  Este  inconveniente  es 
inevitable :  ha  habido  que  ceder  ante  las  di- 
ficultades que  llevan  siempre  consigo  las  de- 
finiciones generales,  mucho  mas  en  cosas 
tan  variables  como  las  circunstancias  de  las 
localidades:  solo  en  presencia  de  ellas  se 
pueden  apreciar  debidamente  las  razones 
que  existan  para  colocar  los  caminos  veci- 
nales en  uno  ú  otro  orden  (1). 

Pudiera  parecer  dudoso  á  alguno  si  sub- 
siste al  presente  la  división  de  caminos  ve- 
cinales de  que  vamos  hablando.  La  ley  de 
28  de  abril  no  hace  mención  ni  uso  de  ella 
en  ninguno  de  sus  artículos ;  lo  cual  es  tanto 
mas  de  reparar  cuanto  que  en  ciertos  pun- 
tos, tales  como  la  anchura ,  la  clasificación 
legal  y  otros  semejantes  tiene  sus  efectos  la 
distinta  clase  á  que  corresponde  el  camino 
vecinal;  y  aun  ¿  veces  es  de  todo  punto  in- 
dispensable este  antecedente ,  por  ejemplo 
respecto  del  ausilio  de  fondos  provinciales, 
el  cual  espresamente  se  concedia  á  los  ca- 
minos que  fueran  de  primer  orden.  Igual  si- 
lencio observamos  en  varías  disposiciones 
publicadas  con  posterioridad  á  la  ley.  A  pe- 
sar de  todo  no  la  consideramos  completa- 
mente abolida;  reconoceremos  en  buen  hora 
que  ha  perdido  muchos  de  sus  efectos  lega- 
les, que  ha  disminuido  en  importancia ;  pero 
la  juzgamos  todavía  útil  ya  porque  fija  una 
base  que  no  está  derogada  en  el  derecho  ac- 
tual, ya  porque  trae  utilidad  y  produce  con- 
secuencias en  ciertos  puntos  que  no  han 
sido  afectados  por  la  ley  de  28  de  abril 
de  1849. 

Sentados  estos  preliminares,  comencemos 
á  tratar  de  la  clasificación  de  los  caminos 
vecinales.  Es  esta  una  de  aquellas  palabras 
que  pueden  inducir  con  facilidad  á  error  por 
tener  un  doble  sentido.  Tómase  frecuente- 


(1)   Insiruccion  del  19  de  abril  de  181S:  comentario  al  artí- 
culo 1  del  real  decreto. 
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mente  en  acepción  vulgar  para  indicar  solo 
la  distribución  en  clases,  y  así  la  usan  no  po- 
cas veces  lasmismas  leyes,  y  así  lahemos  em- 
pleado también  nosotros.  Pero,  según  el  de- 
recho moderno  de  caminos  vecinales,  ha  ad- 
quirido además  una  significación  verdadera- 
mente jurídica:  se  ha  hecho  voz  técnica.  Ha- 
blando con  exactitud,  un  camino  vecinal  no 
está  clasificado  por  el  mero  hecho  de  enu-' 
merarse  entre  los  de  primer  ó  segundo  orden: 
se  necesita  que  se  hayan  cumplido  ciertos 
requisitos  previos,  que  se  guarden  las  forma- 
lidades y  los  trámites  al  efecto  prescritos.  He 
aquí  lo  esencial :  por  lo  tanto  pudiera  haber 
clasificación,  mejor  dicho,  tendria  que  ha- 
berla, aun  cuando  no  se  distinguiesen  varias 
clases  de  caminos,  puesto  que  la  clasifica- 
ción consiste  esencialmente  en  obtener  por 
los  medios  legales  la  declaración  de  que  este 
ó  el  otro  camino  es  vecinal,  por  mas  que  se 
esprese  igualmente  el  orden  á  que  corres- 
ponden, si  la  ley  vigente  admite  estas  dis- 
tinciones. La  clasificación,  pues,  es  un  acto 
administrativo  ejercido  por  la  autoridad  com- 
petente, mediante  el  que  un  camino  es  re- 
conocido por  tal  legalmente,  adquiriendo  ca- 
rácter público  con  todas  sus  consecuencias. 
Cuéntase  entre  estas  la  de  quedar  hábil  para 
el  tránsito  común;  sin  embargo,  á  veces  no 
se  verificará  esto  inmediatamente ;  antes  de 
que  se  concluya  un  camino  vecinal,  antes  de 
que  se  ejecuten  en  él  las  obras  necesarias 
para  dotarle  de  las  condiciones  exigidas  por 
las  leyes  y  los  reglamentos,  procede  la  clasi- 
ficación :  no  hay  en  esto  dificultad,  se  sabe 
que  un  camino  ha  de  ser  vecinal  y  sin  incon- 
veniente alguno  puede,  y  aun  debe,  decla- 
rársele este  concepto.  De  aquí  el  que  en  las 
disposiciones  vigentes  se  exija  para  proce-  " 
der  á  la  construcción  de  los  caminos  veci- 
nales que  la  autoridad  administrativa  haga 
la  clasificación  (1). 

Veamos  ahora  bajo  qué  trámites  y  por 
quién  se  ha  de  cumplir  este  requisito.  Como 
ya  hemos  indicado  mas  de  una  vez,  al  real 
decreto  y  el  reglamento  del  ano  1848,  se 


de" 


(i)    Disposición 
1849. 


1  de  la  real  orden  .de  iO  de  setiembre 
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debe  la  orgftDÍzacion  y  arreglo  del  ramo  de 
caminos  vecinales:  era,  pues,  preciso  enton- 
ces apelar  á  medidas  de  pura  información 
para  conocer  con  exactitud  lo  que  antes  se 
había  mirado  con  harto  descuido.  La  prime-; 
ra  necesidad  era  saber  qué  caminos  de  aque- 
lla ciase  existian  en  cada  provincia,  en  cada 
distrito  municipal ;  y  para  esto  se  mandaron 
formar  ciertos  itinerarios:  este  trámite  pre- 
vio que  entonces  exigían  las  circunstancias, 
cumplido  una  vez,  perdió  su  interés  por  lo 
mismo  que  no  exigía  ser  repetido:  sin  em- 
bargo, conviene  esplícarlo,  según  las  dispo- 
siciones contenidas  en  el  reglamento.  Los  al- 
caldes debían  formar  desde  luego  un  itine- 
rario circunstanciado  de  todos  los  caminos 
de  cualquiera  especie  que  cruzaran  el  tér- 
mino de  sus  pueblos  (1),  habiéndose  decla- 
rado posteriormente,  para  desvanecer  las  du- 
das que  en  la  práctica  ocurrieron,  que  en  los 
distritos  municipales  compuestos  de  varias 
poblaciones  9ebia  formarse  el  mencionado 
itinerario  por  el  alcalde  principal,  oyendo  á 
los  pedáneos,  ya  con  los  datos  que  estos  le 
suministraran,  ya  con  los  que  él  adquiriera 
porsí  mismo  (2).  Formado  el  itinerario,  se  ha- 
bía de  someter  á  la  aprobación  y  delibera- 
ción del  ayuntamiento,  quedando  de  mani- 
fiesto durante  15  días  á  fin  de  que  los.  veci- 
nos del  pueblo  y  los  que  tuvieran  propiedad 
en  su  término,  pudieran  examinarlo  y  hacer 
las  reclamaciones  que  creyeran  convenientes, 
ya  á  su  interés  privado,  ya  al  del  pueblo, 
bien  indicando  sí  se  había  omitido  algún  ca- 
mino que  debiera  declararse  vecinal,  bien 
por  el  contrarío  si  constaban  otros  que  no 
merecían  incluirse  (3).  Trascurrido  el  plazo 
de  los  15  días,  el  ayuntamiento  debía  dar  su 
■dictamen  sobre  las  reclamaciones  y  sobre  las 
proposiciones  que  se  hubieran  hecho ,  y  pa^ 
sarlo  con  los  documentos  en  que  se  apoyase 
y  asimismo  con  copia  del  itinerario  al  gcfc 
político  (4). 

Procedía  entonces  hacer  la  clasificación:  si 
los  caminos  eran  de  3egundo  orden,  compe- 


(1)  Art.  1  del  ref  lamcoto  de  8  de  abril  de  i8 18. 

(i)  Real  orden  de  10  de  julio  de  1818. 

(^  Arts.  3, 4  y  5  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1848. 

(i)  Aru.6y7. 


tía  al  gefe  político,  el  cual,  al  mismo  tiempo 
debía  fijar  la  anchura  y  los  límites,  teniendo 
presente,  no  solo  el  dictamen  de  los  ayunta- 
mientos, sino  también  el  del  consejo  provin- 
cial ;  pero  en  cuanto  á  los  caminos  de  pri- 
mer orden  á  la  diputación  provincial  cabe 
clasificarlos,  designar  su  dirección  y  deter- 
minar los  pueblos  que  hubieran  de  concur- 
rir á  los  gastos  de  su  construcción  y  conser- 
vación; así  como  al  gefe  político  correspon- 
día hacer  la  propuesta  á  la  diputación,  apro- 
bar sus  acuerdos,  y  fijar  la  anchura  del  ca- 
mino (I).  Las  facultades  que  la  legislación 
de  1848  daba  á  las  diputaciones,  eran  lógi- 
cas, estaban  bien  justificadas :  sentado  en 
ella  el  principio  de  que  para  los  caminos  ve- 
cinales de  primer  orden  podían  concederse 
ausílíos  de  los  fondos  provinciales  y  concep- 
tuándose probable  que  muchos  de.  estos  ca- 
minos tuvieran  un  interés  provincial  mas  ó 
menos  estenso,  se  dio  á  las  diputaciones  el 
derecho  de  clasificarlos  á  propuesta  de  los 
gefes  políticos ;  medida  además  justa,  porque 
no  se  trataba  de  un  acto  de  administración, 
de  crear,  por  ejemplo,  una  clase  de  caminos, 
sino  de  designar  los  que  por  su  importancia 
pudieran  interesar  á  la  provincia  ó  á  parle 
de  ella  por  lo  menos,  y  los  que  en  este  con- 
cepto merecieran  ausílíos  de  los  fondos  pro- 
vinciales: de  este  derecho  era  complemento 
el  de  indicar  la  dirección  de  los  caminos  veci- 
nales ;  porque  un  camino  no  tiene  verda- 
dera existencia  legal  sino  cuando  el  acto  que 
lo  clasifica  establece  que  va  de  tal  á  tal 
punto  (2). 

Pero  la  legislación  de  1849,  sea  porque 
conceptuó  estas  razones  de  poca  fuerza,  sea 
porque  no  dio  atención  á  la  diferencia  de  cla- 
ses de  caminos  vecinales,  cambió  ■  las  bases 
del  real  decreto  y  del  reglamento  de  1848, 
adoptando  la  de  que  á  los  gobernadores,  oído 
el  consejo  provincial,  corresponde  resolver 
sobre  la  clasificación,  dirección  y  anchura 
de  los  caminos  Vecinales  (5).  En  estas  mate- 
rías  no  ha  quedado,  pues,  por  el  derecho 


(1)  Art.  $  del  real  decreto  de  7  de  abril  de  1818 ;  y  8  y  1 
del  reglamento. 

{i)  Instrucción  de  19  de  abril  de  1818  en  el  comentario  al 
art.  i  del  real  dorn-to. 

(3)    MU  7  de  la  ley  de  38  de  abril  de  1818. 
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vigCQle  ninguna  alribuciotk  ¿  las  diputacio- 
nes provinciales :  las  que  tenían  por  el  real 
decreto  de  1848  han  sido  derogadas  por  la 
citada  regla  de  la  ley  de  1849 ,  y  así  se  ha 
declarado  espresamente  (1).  Ni  aun  siquiera 
se  obliga,  ni  aun  se  recomienda  á  los  gober- 
nadores que  oigan  á  aquellas  corporaciones, 
lo  cual  es  tanto  mas  de  estranar  cuanto  que 
la  ley  las  concede  que  puedan  votar  fondos 
por  vía  de  ausilio  para  los  caminos  vecina- 
les que  interesen  ala  provincia,  además  de 
los  pueblos  por  donde  pasaren  (2).  En  cam- 
bio siempre  debe  ser  consultado  el  consejo 
provincial. 

La  nueva  base  adoptada  ha  dado  lugar  á 
trámites  distintos  de  los  que  antes  se  halla- 
ban establecidos.  Ahora  para  proceder  á  la 
construcción  de  cada  camino  vecinal,  los  go- 
bernadores oyen  á  los  pueblos  interesados 
en  él;  y  en  seguida,  previa  consulta  del  con- 
sejo provincial,  resuelven  sobre  su  necesidad 
y  conveniencia  y  lo  clasi6can  en  virtud  de 
las  atribuciones  que  la  ley  les  concede.  La 
resolución  del  gobernador  se  llevará  á  efec- 
to, aun  cuando  los  pueblos  interesados  en  la 
construcción,  conservación  ó  mejora  de  un 
camino  vecinal  no  se  hallaren  de  acuerdo  en 
su  necesidad  ó  conveniencia,  siempre  que 
fuere  conforme  con  el  dictamen  del  consejo 
provincial:  si  no  lo  fuere,  se  remitirá  el  es- 
pediente al  ministro  de  Fomento  para  que 
se  resuelva  deGnitivamente.  Una  vez  decla- 
rada la  necesidad  ó  conveniencia,  y  hecha  la 
clasiGcacion,  el  gobernador  declara  también 
cuáles  son  los  pueblos  interesados  en  el  ca- 
mino (3). 

Clasificado  un  camino  vecinal,  ya  de  pri- 
mero, ya  de  segundo  orden,  el  gobernador 
debe  remitir  la  orden  de  clasificación  á  los 
alcaldes  de  los  pueblos  por  donde  pase  á  fin 
de  que  la  hagan  publicar  en  los  sitios  y  for- 
ma de  costumbre,  siendo  desde  este  mo- 
mento reconocido  legalmente  el  camino  (4): 
formalidad  que  no  ha  mencionado  la  ley 


(1)   Real  orden  de  23  de  enero  de  1850. 

(1)    Art.  1  de  la  citada  ley  de  28  de  abrU  de  1815. 

(3)  Aru  7  de  la  ley  de  28  de  abril  de  1849 :  t  disposiciones 
1 , 2  y  3  de  la  real  orden  de  10  de  setiembre  del  mismo  afio. 

(4)  Arts.  9  y  21  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1849. 


de  d849,  pero  que  indudablemente  debe  con- 
siderarse en  vigor. 

Disponían  también,  así  el  real  decreto  como 
el  reglamento  de  1848,  que  los  gobernado- 
res de  provincia  luego  que  hubieren  hecho 
la  clasificación  de  los  caminos  remitiesen  á 
la  dirección  de  Obras  públicas  itinerarios 
circunstanciados,  divididos  para  mayor  cla- 
ridad por  partidos  judiciales  y  que  espresa- 
sen los  caminos  clasificados,  la  anchura  que 
se  hubiere  fijado  á  cada  uno,  el  número  de 
leguas  que  comprendiesen,  los  puntos  de  su 
dirección,  d  estado  de  conservación,  el  gra- 
do de  interés  general,  y  finalmente  un  presu- 
puesto aproximado  de  la  cantidad  necesaria 
á  fin  de  hacerlos  transitables  para  carrua- 
jes (4).  Tampoco  la  ley  de  4849  impone  á 
los  gobernadores  esta  obUgacion,  conside- 
rando quizás  que  ya  debía  estar  cumplida  en 
el  mero  hecho  de  referirse  á  la  clasificación 
general  mtindada  efectuar  luego  que  se  pu- 
blicaron el  real  decreto  y  reglamento.  La 
clasificación  que  prescribe  la  ley  de  i849  es 
por  el  contrario  individual,  no  de  todos,  sino 
de  cada  uno  de  los  caminos  según  se  tenga 
f|ue  proceder  á  su  construcción  (2).  A  pesar 
de  todo,  el  gobernador  deberá,  en  nuestro 
concepto,  noticiar  las  clasificaciones  que  ha- 
ga, espresando  los  mencionados  particulares/ 
por  mas  que  ya  no  tenga  lugar  al  itinerario 
general. 

Hemos  ya  indicado  que  la  ley  confia  esclu- 
sivamente  á  los  gobernadores  de  provincia  la 
fijación  de  la  anchura  de  los  caminos  vecina- 
les ;  para  ello,  sin  embargo,  deberán  oir  á 
los  ayuntamientos  de  los  pueblos  interesados 
y  al  consejo  provincial,  según  se  deduce  cla- 
ramente del  real  decreto  de  7  do  abril 
de  1848  (3),  no  derogado  en  esta  parte  por 
las  disposiciones  modernas  (4).  La  ley  no  se- 
ñala una  anchura  fija  y  aplicable  á  todos  los 
casos :  por  una  parte  se  ha  propuesto  que  el 
tránsito  se  pueda  efectuar  con  desahogo,  por 
otra  ha  reconocido  que  la  desigualdad  de 


(1)  Arts.  3  del  real  decreto  de  7  de  abrii  de  1849  y  II  del 
reglamento. 

(2)  Art.  1  de  la  real  orden  de  10  de  setiembre  de  1849. 

(3)  Art.  2. 

(4)  Art.  12  de  la  ley  de  28  de  abrU  de  1849. 
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terrenos,  unos  mas,  otros  menos  accesibles, 
exigia  dejar  cierto  arbitrio  prudente,  cierta 
facultad  discrecional  á  ia  autoridad  adminis- 
trativa ;  y  al  mismo  tiempo  ha  tomado  sin 
duda  en  cuenta  la  diversidad  de  los  recursos 
de  los  pueblos.  La  regla  vigente  dice  así: 
cEl  máximo  de  la  anchura  de  los  caminos 
c  vecinales  será  18  pies  de  Burgos  (i).»  Es- 
ta dimensión  no  puede  tacharse  de  escasa, 
puesto  que  basta  holgadamente  para  que  pa- 
sen dos  carruajes  á  la  par  en  encontradas  di- 
recciones :  un  camino  de  18  pies  de  anchura 
es  un  buen  camino  carretero.  Algunos  quizás 
llevando  mas  allá  sus  consideraciones,  en- 
contrarán reducido  el  límite  que  la  ley  ha 
establecido,  creyendo  preferible  no  señalar 
máximo  alguno;  porque  si  se  conceptúa  bue- 
no un  camino  de  18  pies,  mejor  resultaría, 
dándole  hasta  20  ó  22  ó  aun  mas.  Asi  es  sin 
duda;  pero  como  los  pueblos  costean  estos 
caminos,  y  no  es  esta  la  única  atención  que 
tienen  que  cubrir  con  sus  fondos,  la  ley,  muy 
oportunamente,  ha  limitado  la  anchura  auto- 
rizando io  que  exija  la  necesidad,  no  lo  que 
consulta  mas  bien  á  la  comodidad  y  al  lujo. 
A  primera  vista  parece  de  poca  entidad  ét 
aumento  de  uno  ó  dos  pies  en  la  anchura  de 
un  camino;  pero  esta  dimensión  sostenida 
en  toda  la  longitud  hace  subir  en  gran  pro- 
porción el  coste  de  las  obras  y  espropia- 
ciones. 

No  hay  ningún  mínimo  señalado,  y  he 
aquí  lo  que  no  acertamos  á  esplicarnos.  Tan- 
to ó  mas  útil  hubiera  sido  su  determinación 
como  la  del  máximo:  si  ha  querido  evitar  el 
estremo  de  que  los  pueblos,  ínvirtiendo  con 
demasiada  largueza  sus  fondos,  hiciesen  un 
camino  mas  ancho  de  lo  necesario ,  no  menos 
debió  precaverse  el  de  que  por  una  mal  en- 
tendida economía  den  al  tránsito  medios  po- 
co cómodos  y  desembarazados.  La  misma  idea 
de  un  máximo  exige  sin  duda  la  de  un  mí- 
nimo como  correlativa.  No  hubiera,  pues, 
sido  superfino,  antes  bien  ventajoso,  señalar 
cierto  número  de  pies,  de  (jjie  no  pudiera  ba- 
jar la  anchura  de  los  caminos  vecinales.  De 
todos  modos  recordaremos  aquí  la  adverten- 

(1)  Art.edcla  misma  ley. 


cia  que  la  instrucción  de  1848  hacía  con  mo- 
tivo de  la  regla  de  que  venimos  hablando  y 
que  el  real  decreto  del  mismo  año  consigna- 
ba del  mismo  modo,  á  saber:  que  siempre 
que  la  anchura  fuere  menor  de  16  pies,  era 
indispensable  construir  de  distancia  en  dis- 
tancia apartaderos  para  que  pudieran  gua- 
recerse los  carruages  y  dejarse  mutuamente 
el  paso  espedito  (1). 

La  ley,  como  se  ha  visto,  se  refiere  tan 
solo  á  la  anchura  c  de  los  caminos: »  y  en 
nuestro  concepto  la  regla,  formulada  en  es- 
tos términos,  adolece  de  oscuridad  é  incerti- 
dumbre.  ¿Deben  considerarse  como  parte  de 
los  caminos,  para  la  computación  de  la  an- 
chura, las  cunetas,  los  paseos  y  otras  partes 
accesorias?  ¿Ose  ha  tratado  de  aludir  úni- 
camente al  firme?  Ambas  interpretaciones 
son  sostenibles:  la  primera  conviene  perfec- 
tamente con  la  letra  de  la  ley:  indudablemen- 
te los  paseos ,  y  mas  todavía  las  cunetas ,  se 
comprenden  en  la  palabra  genérica  de  ca- 
mino; sin  embargo,  adoptamos  la  segunda 
porque  solo  con  ella  se  garantizan  las  condi- 
ciones indispensables  del  tránsito;  admítase 
que  dentro  de  la  dimensión  de  18  ó  menos 
pies,  se  han  de  incluir  aquellas  partes  acce- 
sorias y  podrá  quedar  el  firme  tan  redu- 
cido que  no  puedan  pasar  carruajes.  El  real 
decreto  de  7  de  abril  de  1848  mas  esplícito 
y  previsor  fijaba  el  máximo  •  de  18  pies  de 
firme  (2); »  y  el  reglamento  declaraba  espre- 
samente  que  c  no  tomprendidos  en  ellos  las 
icunetas,  pretiles,  paseos,  muros  de  sosten, 
»taludes  y  demás  obras  necesarias  que  sea 
•preciso  establecer  fuera  de  la  vía, »  cuyas 
dimensiones  se  habían  de  fijar  también  por 
el  gobernador  según  las  circunstancias  (3). 
Lo  mism'o  en  nuestro  concepto  debe  presu- 
mirse que  quiso  decir  la  ley  de  1849. 

Para  la  mejor  aplicación  de  la  regla  con- 
signada en  esta  ley,  está  recomendada  á  los 
gobernadores  de  provincia  que  al  clasificar 
los  caminos  vecinales  seles  dé  la  anchura  de 
16  pies  á  lo  menos,  no  porque  hayan  de  cons- 


(1)    Instnieclon  de  19  de  abril  de  1848  en  el  comcnUrio  al 
art.  13  del  real  decreto. 
it)    ArUt. 
(5)    Arl  9. 
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truirse  desde  luego  todas  las  lineas  con  esta 
anchura,  sino  &  fin  de  disponer  los  trabajos 
de  modo  que  se  puedan  aprovechar  para  que 
en  lo  sucesivo  transiten  carruajes  y  entien- 
dan los  propietarios  colindantes  que  no  deben 
usurpar  el  terreno  designado.  Este  solo  po- 
drá ser  menor  de  los  d6  pies  de  anchura 
cuando  lo  exijan  absolutamente  las  circuns- 
tancias locales  ó  la  perentoria  necesidad  de 
tener  una  comunicación  desde  luego  (1). 

Después  de  sentar  la  ley  la  regla  de  que 
hasta  ahora  hemos  hablado,  formula  su  mo- 
do de  aplicación ,  declarando  en  cuanto  á  los 
caminos  vecinales,  ya  en  uso  al  tiempo  des» 
publicación,  que  se  entenderá  que  tienen  la 
anchiíra  que  dentro  de  los  18  pies  se  les 
haya  señalado  en  la  clasificación  (2) :  esto  es 
sencillo  y  se  esplica  satisfactoriamente.  Mus 
luego  la  ley  añade  que  en  el  caso  de  que 
para  dar  al  camino  la  anchura  indicada  sea 
necesario  tocar  edificios ,  paredes,  cercados 
ó  plantíos ,  tendrá  lugar  la  espropiacion  con 
arreglo  á  la  ley  (3).  Esta  declaración,  con- 
siderada dentro  de  los  límites  que  se  le  fijan, 
es  de  rigurosa  equidad  y  es  de  alabar;  pero 
como  sus  límites  son  demasiado  reducidos, 
incluye  en  sí  propiamente  otra  declaración 
que  no  nos  parece  equitativa. 

Todos  los  propietarios  deben  ser  iguales 
ante  la  ley ,  todos  recibir  de  ella  igual  pro- 
tección y  garantía :  el  derecho  de  propiedad 
aparte  de  la  diversidad  de  objetos  sobre  que 
recaiga,  siempre  es  uno  mismo:  por  lo  tanto 
le  repugna  toda  desigualdad,  toda  preferen- 
cia. Tanto  es  propietario  de  un  terreno  el 
que  edificó,  cercó  ó  plantó,  como  el  que  cre- 
yó conveniente  destinarle  á  otros  usos,  y 
aun  el  que  no  quiso  aprovecharle  para  nin- 
gún objeto  determinado.  Allí  donde  la  utili- 
dad pública  encuentra  un  obstáculo  en  la 
propiedad  particular,  procede  la  espropia- 
cion: el  destino  que  á  la  finca  se  haya  dado 
debe  ser  un  asunto  estrano  para  la  ley  y  solo 
correspondiente  al  propietario. 

Según  se  deduce  del  preámbulo  con  que 
el  gobierno  presentó  á  las  Corles  el  proyecto 


•I)   Real  orden  de  21  de  ecero  de  1850. 
(2)   Art.  6  de  It  ley  de  28  de  abrtl  de  1849. 
(S)   El  mismo  artículo. 
TOMO  VI. 


de  la  ley  de  1849 ,  las  razones  que  le  deter- 
minaron á  la  adopción  de  ese  sistema  son 
exactamente  las  mismas  que  ya  se  habian 
espuesto  al  presentar  á  la  aprobación  de 
S.  M.  el  decreto  de  7  de  abril  de  1848  y  que 
después  se  robustecieron  y  ampliaron  en  la 
instrucción  del  19  del  mes  y  ano  citados. 
Conviene  consignarlas  para  examinar  su  va- 
lor. La  ley  3  del  título  XXXI  de  la  Parti- 
da III,  se  decia  en  la  esposicion  á  S.  M., 
dá  la  anchura  de  doce  pies  en  los  trozos  rec- 
tos, y  diez  y  seis  en  los  recodos,  á  la  ser- 
vidumbre de  vía  ó  camino  constituida  en  la^ 
heredad  de  un  propietario  á  favor  de  la  d 
otro ;  por  consiguiente  los  caminos  vecinales 
ya  en  uso,  que  son  del  dominio  público,  de- 
ben tener  aquella  latitud  cuando  menos ,  y 
si  carecen  de  ella,  debe  inferirse  natural- 
mente que  el  defecto  consiste  en  las  invasio- 
nes que  hayan  hecho  en  ellos  los  propieta- 
rios colindantes.  Por  eáta  razón  se  establece 
que ,  cuando  solo  se  trate  de  ensanchar  un 
camino  vecinal  abierto  de  antemano,  no 
tiene  lugar  la  indemnización  por  los  terrenos 
que  ocupe ,  á  no  ser  que  sea  necesario  desi- 
truir  cercas,  plantíos  ó  edificios  (1).  Desde 
luego  se  incurrió,  al  citar  la  ley  de  Partida, 
en  una  equivocación  manifiesta;  la  vía  según 
esa  ley  exige  16  pies  cuando  no  es  derecha; 
pero  en  los  demás  casos  se  espresa  termi- 
nantemente que  €  debe  baber  ocho  pies.»  Pero 
prescindiendo  de  este  error ,  haremos  notar 
el  del  razonamiento ,  que  consiste  en  ser  ar- 
bitrario ,  puesto  que  las  consecuencias  que 
se  pretendan  sacar  no  guardan  relación  con 
las  premisas.  Si  es  cierto  que  hay  una  vehe- 
mente presunción  de  usurpación  contra  los 
propietarios  colindantes  en  el  caso  de  que 
un  camino  vecinal  en  use  tenga  menor  an- 
chura de  la  prefijada  á  la  vía  por  la  ley  de 
Partida,  es  claro  hasta  la  evidencia  que  una 
pulgada  de  terreno  mas  allá  de  estas  dimen- 
siones que  se  toman  por  base,  reclama  de 
toda  justicia  la  espropiacion.  Hasta  8  pies  en 
lo  recto  y  16  en  lo  tortuoso  se  presume  usur- 
pación ,  es  un  dominio  legítimo  el  de  9  ó  17 
pies  y  ulteriores.  Nosotros  creemos  que  en 


(1)    Espo5Íeion  qae  precede  al  real  decreto  de  7  de  abril 
de  1848. 
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esta  deducción  no  pnede  caber  mas  verdad, 
ni  mas  rigor  de  lógica ;  y  por  lo  tanto  que 
no  es  sostenible  la  argumentación  en  cuya 
virtud  no  se  admite  propiedad  dentro  de  la 
anchura  de  18  pies ,  equiparándose  así  ca- 
sos de  usurpación  con  caso  de  legitima  pro- 
piedad. 

T  como  insostenible ,  ó  insuficiente  al  me- 
nos, debió  considerarse  desde  luego ,  puesto 
que  la  instrucción  dada  á  pocos  días  de  pu- 
blicado el  real  decreto  reconocía  la  necesidad 
de  aducir  otras  razones  que  calificaba  de 
mas  poderosas,  y  que  espresaba  de  este  mo- 
do :  prescindiendo  de  las  carreteras  naciona- 
les y  provinciales ,  pueden  reducirse  á  dos 
solas  clases  los  demás  caminos  existentes ,  á 
saber;  caminos  propiamente  rurales,  que  son 
los  que  conducen  á  una  hacienda  de  propie- 
dad particular,  y  que  respecto  del  dueño 
constituyen  una  propiedad  privada,  y  res- 
pecto de  otros  pueden  constituir  una  servi- 
dumbre ;  y  caminos  de  mas  ó  menos  impor- 
tancia que  ligan  entre  sí  á  diferentes  pue- 
blos, y  que  son  los  que  en  lo  sucesivo  de- 
berán denominarse  caminos  vecinales.  Ahora 
bien,  los  de  esta  última  clase  que  se  distin- 
guen actualmente  en  muchas  provincias  de 
España  con  el  nombre  de  caminos  reales ,  se 
reputan  en  todas,  y  lo  son  en  realidad,  ca- 
minos públicos;  y  no  es  admisible  de  modo 
alguno  que  un  camino  de  esta  especie,  que 
en  rigor  debería  tener  la  anchura  de  una 
carretera  nacional,  tenga  la  misma  de  otra 
servidumbre  particular.  Si  carece,  pues,  de 
las  dimensiones  que  te  corresponden ,  claro 
es  que  consiste  en  las  invasiones  que  los 
propietarios  colindantes  han  ido  haciendo  en 
él.  Al  fijar,  pues,  la  anchura  de  18  pies  de 
firme  para  los  caminos  vecinales,  no  se  hace 
mas  que  reivindicar,  y  aun  no  por  completo, 
un  derecho  contra  el  cual  se  alegaría  en 
vano  el  de  posesión  por  parte  de  los  dueños  H 
de  «predios  colindantes  (1).» 

Hé  aquí  un  raciocinio  que  á  primera  vista 
parece  sólido,  pero  que  examinado  con  algu- 
na detención  descubre  la  debilidad  de  las  ba- 
ses en  que  se  apoya.  Nadie  dudará  que  los 


(I)    Insiiucckm  de  19  de  abril  de  IStS :  en  el  eomenlario 
al  art.  fii  del  real  decreto. 


caminos  vecinales  se  distinguen  de  los  rurales 
que  pertenecen  á  predios  particulares,  y 
que  son  verdaderos  caminos  públicos :  este 
punto  es  evidente  y  hasta  trivial,  pero  por 
lo  que  hace  á  la  cuestión  que  tratamos  ca- 
rece de  toda  aplicación  y  oportunidad.  Si  se 
debatiera  acerca  de  la  espedicion  y  desem- 
barazo del  tránsito,  si  se  pusiese  en  duda  el 
uso  común  á  toda  clase  de  personas,  sí  se 
quisiera  justificar  el  paso  de  carruages,  ad- 
mitiríamos como  útil  y  de  consecuencias  la 
idea  del  carácter  público  de  todo  camino  ve- 
cinal. Pero  por  el  contrarío,  cuando  sobre 
ninguno  de  esos  puntos  se  cuestiona,  cuan- 
do partimos  del  supuesto  de  que  todo  cami- 
no ha  de  satisfacer  á  sus  condiciones  esen- 
ciales, y  entre  ellas  al  tránsito,  no  sabemos 
de  qué  aprovecha  el  recordar  aquel  carácter 
público.  Este  exige  un  cierto  mínimo  de 
anchura,  solo  el  suficiente  para  que  no  se 
entorpezca  el  tránsito:  esto  cumplido  las 
demás  graduaciones  penden  de  otros  prin- 
cipios, y  se  establecen  con  arreglo  á  las  ba- 
ses de  clasificación.  El  señalamiento  de  an- 
chura, obtenida  la  puramente  precisa,  no 
depende  del  concepto  de  público  que  tenga 
un  camino. 

La  denominación  de  créales»  que  haya 
podido  darse  antiguamente  á  los  caminos 
hoy  llamados  vecinales  no  supone  bajo  nin- 
gún concepto  que  hubieran  de  ser,  ni  todos 
de  una  anchura,  ni  esta  la  máxima :  aquella 
denominación  significa  meramente  lo  que  por 
sí  manifiesta:  que  el  rey  los  costeaba,  que 
tenia  inmediata  jurísdiccion  y  protección  en 
en  ellos.  T  así  es,  que  por  lo  general  se  apli- 
caba á  los  caminos  de  primer  orden  que  en- 
lazaban las  capitales  con  la  corte,  y  que  por 
lo  tanto  servían  á  los  altos  fines  de  la  admi- 
nistración pública.  Sin  embargo,  tampoco  el 
carácter  de  «reales»  atribula  á  los  caminos 
una  anchura  determinada. 

£1  príncipio  fundamental  de  que  la  ins- 
trucción parte,  admitiendo  espresamente  que 
un  camino  público  debe  tener  en  rigor  la 
anchura  de  una  carretera  nacional,  es  de 
todo  punto  arbitrarío  y  aun  erróneo.  Los  ca- 
minos públicos  convienen  en  ser  de  uso  co- 
mún para  cualesquiera  personas;  pero  es 
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sabido  que  á  parle  de  esta  condición  esencial 
se  dividen  y  subdividen  por  razón  de  la  im- 
portancia de  las  poblaciones  qne  ponen  en 
comunicación,  por  la  frecuencia  y  clase  de 
tránsito,  cuyas  divisiones  y  subdivisiones  se 
marcan  por  requisitos  peculiares,  y  uno  de 
eUos  es  precisamente  la  anchura.  Asi»  pues, 
lejos  de  indicar  el  carácter  público  las  di- 
mensiones que  ha  de  tener  un  camino,  estas 
dimensiones  son  una  señal  para  determinar 
la  clase  á  que  el  camino  pertenece,  el  lugar 
que  le  corresponde  en  la  escala  de  clasifica- 
ciones. En  buenos  principios  facultativos  y 
administrativos,  y  en  la  práctica  constante 
de  todos  los  paises  está  desmentido  que  un 
camino  público  haya  de  tener  la  anchura  que 
una  carretera  nacional. 

Ni  hay  tampoco  contradicción,  ni  inconve- 
niente alguno  en  admitir  que  todo  camino 
público  no  tenga  mas  anchura  que  uno  priva- 
do ,  siempre  que  esta  igualdad  resulte  entre 
los  ínfimos  de  aquella  clase  y  los  superiores 
de  esta.  La  servidumbre  particular  de  vía  se 
halla  establecida  en  el  derecho  para  asegurar 
á  un  predio  las  comunicaciones  de  todo  géne- 
ro, de  grande  escala:  por  el  contrario,  hay 
caminos  vecinales  tan  secundarios  que  apenas 
bastan  para  el  tránsito  de  carruajes.  Sí  esta 
paridad  fuera  un  absurdo,  también  la  podría- 
mos imputar  al  mismo  real  decreto  de  7  de 
abril  de  1848,  sobre  el  que  gira  la  instruc- 
ción, y  en  cuyo  preámbulo  después  de  citar 
la  anchura  que  la  ley  de  Partida  señala  en  la 
servidumbre  de  vía ,  se  dice  testualmente: 
«Por  consiguiente  los  caminos  vecinales  ya 
»en  uso,  que  son  del  dominio  público,  deben 
atener  aquella  latitud  cuando  menos.» 

Las  consideraciones  hasta  aquí  espuestas, 
y  en  que  nos  hemos  detenido  algún  tanto, 
por  tratarse  de  una  cuestión  trascendental, 
como  lo  son  todas  las  de  propiedad,  demues- 
tran satisfactoriamente,  á  nuestro  entender, 
que  siempre  que  se  diese  á  un  camino  veci- 
na! en  uso  mas  anchura  de  la  mínima  que 
pueda  tener,  debiera  estimarse  el  terreno 
añadido  á  costa  de  los  predios  colindantes 
como  de  dominio  privado  y  concederse  laes- 
propiacion  por  causa  de  utilidad  pública. 

La  escepeion  que  la  ley  hace  al  admitir 


esta  cuando  baya  que  tocar  edificios,  pare- 
des, cercados  y  plantíos  corrobora  la  poca 
equidad  de  la  regla  general.  La  instrucción 
decia  acerca  de  este  punto  que  procediendo 
en  todo  rigor  tampoco  deberla  otorgarse  in- 
demnización cuando  se  ocasionaran  danos  en 
plantíos,  cercas  ó  paredes  colindantes ;  pero 
como  esto  produciría  quejas,  reclamaciones  y 
menoscabo  de  intereses  creados,  se  ha  esti- 
mado conveniente  hacer  una  escepeion  para 
estos  casos  (1).  Del  mismo  modo  se  lastima- 
rán los  intereses  creados ,  cuando  á  un  pro  - 
Ípietario  colindante  se  le  quite  un  campo  que . 
le  sea  útil  por  mas  que  no  haya  edificado, 
cercado  ó  plantado :  quizás  ese  terreno  de 
que  se  le  priva  era  patrimonio  de  su  familia 
,  desde  tiempo  inmemorial :  en  vano  exhibirá 
sus  títulos,  en  vano  acreditará  un  pleno  de- 
recho ,  la  inexorable  presunción  de  usurpa- 
ción le  dejará  sin  propiedad,  sin  esperanza  de 
recuperar  su  valor.  Sin  embargo,  otro  veci- 
no suyo  que  ha  edificado  ó  ha  plantado  ó  ha 
cercado,  quizás  porque  contaba  con  mas  re- 
cursos, porqueera  mas  rico,  será  indemniza- 
do por  aquellos  conceptos.  Sin  el  dominio  de 
terreno,  no  hay  dominio  de  ló  edificado  ó  plan- 
tado :  á  pesar  de  todo,  la  ley  reconoce  este 
y  se  desentiende  de  aquel.  En  cuanto  aque- 
jas y  reclamaciones  no  serán  menores  las  de 
los  propietarios  de  simples  campos  que  las 
que,  á  no  haberles  favorecido  la  ley,  hubie- 
ran manifestado  los  dueños  de  edificios  y 
plantíos:  y  así  bajo  este  aspecto  igual  consi- 
deraciones merecían  los  derechos  de  unos 
que  los  de  otros. 

Por  lo  que  hace  al  testo  de  la  ley ,  es  ae 
fácil  inteligencia  en  teoría ;  pero  habrá  de 
suscitar  no  pocas  cuestiones  y  dificultades  en 
la  práctica,  en  razón  de  los  intereses  que  las- 
tima. Naturalmente  los  propietarios  le  darán 
una  ínterpetacion  muy  lata,  y  será  interés  de 
la  administración  el  adoptar  otra  que  toque 
en  el  estremo  opuesto.  Nosotros  creemos,  por 
lo  que  ya  hemos  díchOf  que  los  c  edificios,  pa- 
redes ,  cercados  y  plantíos»  mencionados 
en  la  ley  han  de  interpretarse  con  latitud 
para  no  privar  de  los  beneficios  de  la  ley, 


(I)   La  citada  fnstraceion  en  el  mismo  comeDUrío. 
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harto  reducidos  ya»  á  demasiados  propieta- 
rios,  y  ecoDomizar  perjuicios.  En  esos  casos 
de  escepcíoQ  la  ley  dice  que  c  tendrá  lugar  la 
espropíacíon:»  ¿alude  á  la  de  los  edificios  y 
demás  labores  meramente,  ó  comprende 
juntamente  con  ellas  el  suelo?  Parece  que 
podria  haberse  dado  mas  claridad  á  la  redac- 
ción,  espresando  csuespropiacíon:»  sin  em- 
bargo de  esto,  y  atendido  el  espíritu  de  la 
ley,  no  piiéde  en  nuestro  concepto  ser  esten- 
sivo  el  derecho  de  indemnización  al  valor 
del  terreno,  sino  que  está  circunscrito  á  las 
obras  que  se  mencionan  y  que  han  motivado 
la  escepcion. 

Hemos  hablado  de  los  caminos  vecinales 
ya  en  uso  al  tiempo  de  publicarse  las  dispo- 
siciones vigentes  en  la  materia :  otros  prin- 
cipios son  los  que  rigen  cuando  se  trata  de 
la  construcción  de  nuevos  caminos  ó  de  la 
variación  de  dirección  y  ensanche  de  los 
existentes.  Desde  luego  es  evidente  que  la 
construcción  ó  abertura  de  un  camino  vecinal 
puede  ser  ya  promovida  por  los  pueblos,  ya 
por  los  particulares  que  en  ella  tengan  inte- 
rés. En  el  primer  caso  deberán  deliberar  los 
ayuntamientos,  é  indicar  la  naturaleza  y 
cantidad  de  los  recursos  que  piensan  afectar 
á  los  gastos  que  con  este  motivo  se  ocasio- 
nen y  votar  desde  Juego  los  indicados  re- 
cursos (1).  En  el  segundo  las  demandas  no 
se  admitirán  .<ino  cuando  contengan  la  ofer- 
ta de  concurrir  á  los  gastos ,  y  una  garantía 
conveniente  de  la  realización  de  este  con- 
curso (2).  Y  tanto  en  uno  como  en  otro  caso 
al  gobernador  toca  conceder  el  permiso,  de- 
clarada previamente  la  necesidad  del  nuevo 
camino,  y  constándo|.e  además  que  los  peti- 
cionarios tienen  recursos  suficientes  para 
llevar  á  cabo  la  obra  y  la  posibilidad  de  rea- 
lizarlos (3). 

No  cabian  mas  que  estos  medios  espontá- 
neos para  la  construcción  de  caminos  veci- 
nales ,  según  las  disposiciones  del  afio  1848: 
tanto  el  real  decreto  como  el  regtamento 
prevenian  espresamente  que  no  se  procedie- 
se á  la  construcción  y  mejora  de  los  caminos 


li¡ 


1)    Art.  15  del  reglameoto  de  8  de  abrU  de  1818. 
1   ArUi6. 
(i)    Alt.  159. 


vecinales  sino  á  petición  ó  con  la  conformi- 
dad de. los  ayuntamientos  de  los  pueblos  á 
quienes  interesasen  y  después  que  dichos 
ayuntamientos  hubiesen  votado  los  recur- 
sos (1).  De  suerte  que  si  los  ayuntamientos 
no  resolvían  construir  caminos,  ya  por  apatía, 
ya  por  dar  á  los  fondos  municipales  otro  des- 
tino que  creyeran  mas  útil,  y  si  además  de 
esto  no  habia  particulares  celosos  que  toma- 
ran sobre  sí  la  realización  de  tales  mejoras , 
se  privaba  á  varios  distritos  délas  ventajas  de 
comunicaciones  quizás  necesarias ,  en  daño 
suyo  y  aun  de  la  misma  provincia.  Era  este 
un  grave  inconveniente,  pero  inevitable; 
porque,  por  útiles  que  fueran  los  gastos  de 
caminos,  al  fin  constituían  un  gravamen 
páralos  fondos  de  los  pueblos,  y  su  imposi- 
ción hubiera  sido  ilegal,  no  ya  en  el  regla- 
mento ,  sino  en  el  mismo  real  decreto.  Ha- 
bia ,  pues ,  que  reservar  todo  medio  de  coac- 
ción á  una  ley  hecha  en  Cortes,  y  con  efecto 
la  de  28  de  abril  de  1849  declaró  de  cargo 
de  los  pueblos  la  construcción ,  conservación 
y. mejora  de  los  caminos  vecinales  que  les 
interesaran  (2):  variación  fundamental  que 
hubo  de  importar  otras  muchas  en  las  dispo- 
siciones que  hasta  entonces  venian  rigiendo 
en  la  materia.  Así  por  el  derecho  actual  se 
oye ,  como  es  justo,  á  los  pueblos  interesa- 
dos (3);  pero  en  vano  seria  que  estos  trata* 
ran  de  neutralizar  la  construcción  de  un  ca- 
mino, ya  poniendo  en  duda  su  necesidad  y 
conveniencia,  ya  no  conformándose  con  la 
cuota  que  se  les  señale:  ambos  pontos  se- 
rian decididos  por  el  gobernador,  si  bien  de- 
jando á  los  interesados  las  garantías  oportu- 
nas (4). 

Veamos  ahora  los  efectos  que  puede  pro- 
ducir en  la  propiedad  particular  la  abertura 
de  nuevos  caminos  vecinales.  Declarados  es<^ 
tos  de  utilidad  pública  (5),  es  consecuencia 
natural  que  en  caso  necesario  proceda  de 
derecho  la  espropiacion  (6).  Hé  aquí  ios  trá- 


.    (1)   Art.  5  del  real  decreto  de  7  de  abHl  de  1848;  y  el  ]n 
eludo  articQlo  158  de!  reglamento. 
(»   Arui. 

(Z)   Dlsposldon  1  de  la  real  orden  de  10  de  setiembre 
de  1849. 


U)   Art.  7  7  8  de  la  lejr  de  18  dt  abril  de  1849. 
&    Art.  5 de  la  leyeítada  y  17^  '       '  ^ 
abril  de  1848. 


Art.  5  de  la  leyeftada  y  17  del  real  decreto  de  7  de 
B1848. 
(6)  El  mismo  art.  5  de  la  ley  y  el  ti  del  real   :ereto. 
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mites  al  efecto  señalados:  en  el  caso  de  ha- 
berse de  construir  un  camino  nuevo  y  de  no 
querer  los  dueños  de  los  terrenos  que  haya 
de  atravesar  cederlos  gratuitamente  en  be- 
neficio del  pueblo,  se  tratará  de  adquirir 
estos  terrenos  por  vía  de  convenio.  A  este 
fin  concertará  el  alcalde  con  los  propietarios 
las  condiciones  de  la  adquisición,  las  some- 
terá á  la  aprobación  del  ayuntamiento;  y  si 
este  y  el  gobernador  después  las  aprueban, 
se  verificará  la  compra  del  terreno.  Si  no 
hubiere  avenencia  entre  el  alcalde  y  propie- 
tario-, se  procederá  con  sujeción  á  la  ley  de 
17  de  julio  de  1836(1). 

Respecto  á  la  variación  de  dirección  de  un 
camino  ya  existente ,  se  disponía  en  el  re- 
glamento de  1848  que  requería ,  así  como  la 
construcción ,  la  petición  del  ayuntamiento 
interesado  y  la  autorización  del  gefe  político 
de  la  provincia ,  siempre  que  el  nuevo  trozo 
que  resultara  escediese  de  media  legua, 
considerándose  en  otro  caso  esta  obra  como 
otra  cualquiera  de  las  comunes  que  se  eje- 
cutan en  los  caminos  vecinales,  y  por  lo 
tanto  sujeta  á  las  misipas  reglas  y  formali- 
dades (2).  Esta  disposición  puede  muy  bien 
considerarse  vigente  respecto  á  la  línea  di- 
visoria que  en  ella  se  traza  en  las  variacio- 
nes de  dirección  según  que  esceden  ó  no  de 
la  media  legua;  pero  está  derogada  por  la 
ley  de  28  de  abril  de  1849  en  cuanto  exige 
como  requisito  indispensable  la  petición  del 
ayuntamiento  interesado ,  por  cuanto  que 
puede  hacerla  obligatoria  el  gobernador,  del 
mismo  modo  que  hemos  dicho  sucede  en  los 
casos  de  abertura  de  un  camino. 

La  adquisición  de  los  terrenos  que  haya 
de  ocupar  el  nuevo  trozo  se  verificará  tam- 
bién en  igual  forma  que  los  necesarios  para 
un  camino  de  nueva  construcción;  pero  si  el 
dueño  del  terreno  adquirido  lo  fuese  también 
del  colindante  con  el  trozo  abandonado ,  se 
procurará  hacer  la  adquisición  por  vía  de 
cambio  (3). 

A  veces  será  necesario  ensanchar  un  ca- 
mino, conforme  á  la  dimensión  que  le  haya 


( 1)   Alt.  160  del  reglamento  de  8  de  abñl  de  1848. 
(t)   Aruiei. 
(3)    Art.1GS. 


señalado  la  clasificación ;  entonces  se  obser- 
varán ciertas  reglas  prescriptas  con  objeto 
de  verificar  el  ensanche  del  modo  menos 
gravoso  á  los  propietarios  colindantes  y  que 
evite  indemnizaciones  y  dificultades  de  eje- 
cución. Estas  reglas  son  las  siguientes:  el 
terreno  necesario  para  dar  á  un  camino  la 
anchura  que  se  le  haya  fijado  en  la  orden  de 
clasificación,  se  tomará  por  partes  iguales  de 
los  terrenos  adyacentes,  siempre  que  el  de 
uno  y  otro  lado  sean  de  propiedad  particu- 
lar. Si  el  camino  linda  por  uno  de  sus  bordes 
con  propiedades  particulares,  y  por  el  otro 
con  terrenos  baldíos ,  realengos  ó  del  común, 
se  tomará  de  estos  últimos  la  parte  precisa 
para  ensanchar  el  camino.  Se  esceptúan  sin 
embargo  los  casos  en  que  los  obstáclilos  na- 
turales ó  las  circunstancias  locales  se  opon- 
gan á  la  observancia  de  las  reglas  anteriores, 
y  también  aquellos  en  que  el  terreno  colin- 
dante por  un  lado  con  el  camino  esté  cerca- 
do ó  de  plantío  y  por  el  otro  espedito,  pues 
entonces  se  ensanchará  siempre  el  camino 
por  el  costado  libre  y  que  ofrezca  menos  di- 
ficultades de  ejecución  (1). 

Hay  una  disposición  especial  respecto  de 
los  terrenos  de  las  cañadas  y  cordeles  del 
gajjado  trashumante,  recomendando  que  en 
lo  posible  se  evite  la  coincidencia  con  ellos 
en  la  construcción  ó  rectificación  de  los  ca^ 
minos  vecinales;  pero  que  en  caso  de  que 
no  se  pudiera  evitar  la  ocupación,  cuiden 
los  gobernadores  de  que  se  resarza  con  otro 
tanto  de  terreno  por  uno  y  otro  lado  del  cor- 
del, sin  que  por  la  disposición  que  se  dieta- 
tare,  prejuzgue  nada  respecto  á  las  cuestio- 
nes de  propiedad  y  servidumbre  que  puedan 
suscitarse  (3). 

Así  como  la  esperiencia  podrá  acreditar  la 
conveniencia  ó  necesidad  de  variar  la  direc- 
ción de  un  camino  vecinal,  del  mismo  modo 
las  necesidades  del  tránsito  exigirán  á  veces 
que  un  camino  pase  de  la  categoría  de  se- 
gundo orden  á  la  de  primero;  y  aunque  no 
tan  frecuentemente,  podrá  darse  el  caso  de 
descender  uno  de  primer  orden  á  la  clase  de 
los  de  segundo.  En  ei  primer  caso ,  cuan- 


(1)    Art.  163. 

(i)    Heal  orden  de  S5  de  setiembre  de  1848. 
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do  por  su  importancia  y  utilidad  para  las  re- 
laciones agrícolas  y  comerciales  del  pais,  crea 
el  gobernador  que  un  camino  de  segundo  or- 
den, ya  existente,  debe  pasar  á  la  categoría 
de  primero,  oiráá  los  ayuntamientos  y  el  dic- 
tamen del  ingeniero  de  la  provincia,  y  podrá 
declarar  lo  conveniente  sin  necesidad  de  que 
preceda  petición  de  parte  interesada.  Con 
iguales  formalidades  podrá  convertirse  un 
camino  de  primer  orden  en  de  segundo,  siem- 
pre que  las  circunstancias  lo  requieran  (1). 
Anadia  como  otro  trámite  el  reglamento  de 
18 i8,  de  donde  tomamos  esta  disposición,  que 
la  autoridad  administrativa  había  de  proceder 
c  de  acuerdo  con  la  diputación  provincial ; » 
este  requisito  ha  cambiado,  sustituyendo  á  la 
diputación  el  consejo  provincial,  y  no  exi- 
giendo su  conformidad,  puesto  que  la  ley 
confia  á  los  gobernadores  la  facultad  de  cla- 
sificar «oido  el  consejo  provincial  (^). » 

Debemos  añadir  en  este  lugar  que  los  ca- 
minos vecinales  de  primer  orden  están  bajo 
la  autoridad  y  vigilancia  directa  de  los  go- 
bernadores de  provincia ,  y  los  de  segundo 
orden  bajo  la  dirección  y  cuidado  de  los  al- 
caldes (3).  Unos  y  otros  caminos  deben  con- 
siderarse como  municipales ;  pero  como  quie- 
ra que  en  aquellos. el  interés  municipal ^e 
refiere  á  mayor  número  y  mas  importantes 
pueblos,  y  las  mas  veces  degenera  en  reali- 
dad en  interés  provincial,  al  paso  que  los  de 
segundo  orden  se  encuentran  en  condiciones 
mas  circunscritas  y  humildes,  se  esplica  muy 
bien  que  los  primeros  estén  bajo  la  autoridad 
general  de  la  provincia  y  los  segundos  bajo 
la  municipal.  Así  es  que  las  atribuciones 
concedidas  á  los  gobernadores  no  merecen 
tacharse  de  escesivas :  desde  el  momento  que 
se  reconoce  que  los  caminos  de  primer  orden 
son,  respecto  de  los  de  segundo  de  un  inte- 
rés mas  general,  y  se  establece  en  consecuen- 
cia que  pueden  recibir  ausilios  de  los  fondos 
provinciales,  cuyo  empleo  no  puede  hacerse, 
sino  bajo  la  inspección  del  gobernador,  pre- 
ciso es'  separar  estos  caminos  de  la  acción  de 
la  autoridad  municipal,  que  solo  se  ejerce  en 


(1)    A rt  20  del  reglamento  de  8  d<  abril  de  1819. 

{i)    Aru  7  de  la  ley  de  28  de  abril  de  1819. 

('>;    Art.  1 1  del  reglamento  de  8  de  abril  de  18 19. 


el  territorio  de  un  pueblo,  y  someterlos  á  U 
que  obra  en  el  territorio  de  todos  los  de  It 
provincia.  T  es  evidente  que  tampoco  se  in- 
vaden las  atribuciones  de  los  alcaldes ;  por* 
que  cuando  se  trata  de  reglamentar  trabajos 
que  se  estienden  al  territorio  de  varios  pue- 
blos, necesario  es  colocar  estos  trabajos  ba- 
jo la  vigilancia  y  dirección  de  una  autoridad, 
cuya  acción  sea  estensiva  también  á  lodos 
ellos :  conceder  á  un  alcalde  autoridad  sobre 
los  demás  de  su  clase  no  es  legal  ni  posi«- 
ble  (1). 

Pero  la  regla  de  que  los  caminos  vecinales 
de  segundo  orden  están  bajo  la  dirección  y 
cuidado  de  los  alcaldes,  no  se  ha  de  enten- 
der con  tal  amplitud  y  rigor  que  no  quede  ya 
atribución  alguna  á  los  gobernadores.  Nunca 
pueden  escluirse  aquellas  que  les  correspon- 
den en  concepto  de  administradores  de  la 
provincia,  de  inspectores  superiores,  de  pro- 
tectores naturales  de  los  pueblos  y  de  los  par- 
ticulares, y  sobre  todo  de  ejecutores  de  las 
leyes  y  reglamentos  administrativos.  Los  go- 
bernadores en  materia  de  caminos  vecinales 
de  segundo  orden,  tienen  principalmente,  no 
solo  el  derecho,  sino  aun  el  deber  de  inter- 
venir en  caso  necesario  para  que  no  se  mal- 
versen 6  distraigan  los  fondos  de  su  verdade- 
ro destino,  ni  se  malgasten  inútilmente ;  in- 
tervención que  está  perfectamente  en  armo- 
nía con  las  que  ejercen  las  mismas  autorida- 
des en  todos  los  demás  gastos  municipales 
que  se  hallan  en  el  mismo  caso  respecto  á  su 
cualidad  de  locales.  Así  se  ha  prevenido  muy 
oportunamente  que  no  obstante  la  regla  ge- 
neral, los  gobernadores,  como  encargados  de 
la  administración  superior  de  toda  la  provin- 
cia, cuiden  de  que  los  fondos  destinados  á 
los  caminos  de  segundo  orden  se  inviertan 
debidamente,  de  que  se  hagan  las  obras  ne- 
cesarias y  de  que  se  ejecuten  con  la  solidez 
y  dimensiones  convenientes  (3). 

§.  2.**    RecurMS  para  la  construcción  y  con- 
servación de  los  caminos  vecinales. 

Hemos  dicho  en  el  párrafo  anterior  que, 

(i     Instroccion  de  19  de  abril  de  1818  en  sa  comentarlo  al 
ari.  14  del  reglamento.  ,  ,     ,  ,    ._ 

\t}    El  reglamento  y  la  instrucción  en  los  lagares  citados. 
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segan  previenen  las  disposiciones  vigentes, 
declarada  la  necesidad  ó  conveniencia  y  he  • 
cha  la  clasificación  de  un  camino  vecinal ,  el 
gobernador  debe  también  declarar  cuáles  son 
los  pueblos  interesados  en  él  (1).  Y,  como  fá- 
cilmente se  conoce,  nadie  mejor  que  estas 
autoridades  podían  ser  competentes  para  la 
designación;  Canto  por  la  presunción  de  im* 
parcialidad,  cuanto  por  la  de  acierto  que  á  su 
fitvor  concurren :  el  deber  de  administrar  con 
equidad  producirá  una  resolución  en  que  se 
eviten  preferencias  inmotivadas ;  por  otra  par- 
te las  noticias  que  para  hacer  la  clasificación 
habrán  debido  reunir  serán  de  mucho  interés 
para  designar  con  exactitud. 

Pero  una  vez  sabido  quienes  sean  los  pue* 
blos  interesados^  á  estos  debe  corresponder  el 
fijar  la  proporción  en  que  cada  cual  haya  de 
contribuir  á  los  gastos  que  exija  el  camino:  al 
efecto  el  gobernador  dispone  que  se  pongan 
de  acuerdo  (2),  pudiendo  hacerse  la  convoca- 
ción de  sus  alcaldes  por  uno  nombrado  por 
esta  autoridad.  Los  alcaldes  encaso  de  impe- 
dimento pueden  delegar  en  otro  miembro  del 
ayuntamiento  la  facultad  de  concurrir  á  la 
junta/ que  será  presidida  por  el  que  la  haya 
convocado,  y  nombrará  un  secretario  entre 
sus  mismos  individuos  (3). 

Las  disposiciones  de  1849  no  exijen  sino 
que  los  pueblos  interesados  se  pongan  de 
acuerdo,  y  nada  dicen  de  la  necesidad  de 
juntado  alcaldes.  Sin  embargo,  ja  razón 
dicta  que  sea  este  el  medio  mas  espedito  y 
sencillo  para  inquirir  la  voluntad  de  varios 
pueblos  en  un  asunto  que  á  todos  toca  y  que 
exije  las  manifestaciones  de  todos. 

Bajo  este  supuesto  diremos  que  para  eva- 
luar la  cuota  con  que  deba  concurrir  cada 
pueblo,  debe  la  junta  tener  en  consideración 
su  población  respectiva,  sus  ingresos  muni- 
cipales, la  frecuentación  mas  ó  menos  activa 
del  camino,  la  cantidad  y  la  naturaleza  délos 
trasportes,  la  mayor  ó  menojr  utilidad  que  los 
pueblos  reporten  de  la  linea  y  todas  las  de- 
mas  circunstancias  favorables  ó  adversas  que 
espongan  los  alcaldes,  cuyas  proposiciones  y 


(I)   Disposfdon  3  de  la  ley  de  10  de  setiembre  de  I8i9. 

(i)   Disposición  4  de  la  misma  real  orden. 

(3)  Art.  3i  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1848. 
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razones  se  consignarán  sumariamente  por 
escrito.  Si  hubiere  acuerdo  en  la  junta  acer- 
ca de  la  repartición  de  los  contingentes  de 
los  pueblos,  se  remitirá  dicho  acuerdo  al  go- 
bernador, que  lo  hará  obligatorio,  dándole  su 
aprobación.  Este  acuerdo  continuará  rigien- 
do en  los  anos  sucesivos,  siempre  que  los 
mismos  pueblos  voten  recursos  para  sus  ca- 
minos vecinales,  á  menos  de  que  sobreven- 
gan causas  que  hagan  indispensable  alguna 
modificación  (1). 

•  Si  la  junta  no  pudiere  concertarse  sobre 
las  cuotas  respectivas,  consignará  esta  cir- 
cunstancia, remitiéndose  al  gobernador  las 
actas  originales  y  todos  los  documentos  que 
puedan  dar  luz  sobre  las  discusiones  (2).  En- 
tonces prescribían  el  real  decreto  y  el  regla- 
mento de  1848,  que  el  gobernador  trasmitie- 
se los  documentos  al  consejo  provincial  para 
que  este  hiciera  la  designación  de  cnWas^S). 
Pero  según  las  disposiciones  vigentes,  toca 
dirimir  al  gobernador  cuando  uno  6  mas  pue- 
blos no  se  hallen  conformes  con  la  parte  pro- 
porcional que  haya  designado  la  mayoría  de 
interesados.  Si  los  pueblos  discordes  se  alla- 
nasen con  esta  resolución,  ninguna  otra  au- 
toridad interviene;  pero  si  creyesen  que  aun 
se  les  hacia  agravio  por  la  parte  que  se  les 
asignase,  tienen  por  la  ley  reservado  el  de- 
recho de  recurrir  al  consejo  provincial,  cuyo 
recurso  también  procede  en  el  caso  de  que 
después  de  hecha  la  designación  de  las  cuo- 
tas correspondientes  á  cada  pueblo,  se  al- 
terase la  dirección  del  camino  (4). 

Las  cuotas  se  deben  fijar  siempre  en  dine- 
ro, ya  por  el  gobernador,  ya  por  el  consejo  de 
la  provincia:  solo  asi  podrán  ser  apreciadas 
con  exactitud,  solo  así  guardarse  la  propor- 
ción debida;  y  este  ha  sido  sin  duda  el  obje- 
to primordial  de  aquella  regla.  De  aquí  el 
que  una  vez  fijadas,  pueden  luego  satisfa- 
cerse indistintamente  en  dinero  ó  en  ser* 
vicio  personal,  puesto  que  uno  de  los  requi- 
sitos previos  que  este  exige  es  el  precio  de 


n )    Arts.  35  y  8i  del  citado  reglamento. 
(í)    Art.  35. 

j  ^ÍL^^'*  ^  ^^^^*®  y  5  del  real  decreto  de  7  de   abril 
de  1848. 

A  ^f  ^    ^"!*x^/®  ]*  ^^J.^^  ^  de  abril  de  1849 .  y  disposición  5 
de  la  real  drden  de  10  de  setiembre  del  mismo  afio. 
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la  conversión  en  dinero  de  cada  jornal  (1). 

Una  vez  hecha  la  designación  de  cuotas  en 
la  forma  indicada,  contratado  el  Tacuitativo 
que  haya  de  dirigir  las  obras  y  aprobado  el 
presupuesto,  como  diremos  en  el  párrafo  si- 
guiente, el  gobernador  debe  poner  en  conoci- 
miento de  cada  pueblo  el  tanto  con  que  ha  de 
contribuir  á  los  gastos  del  camino,  en  vista 
de  la  cantidad  á  que  asciendan  y  de  la  parte 
proporcional  que  á  cada  uno  se  haya  desig- 
nado. Entonces  el  pueblo,  conocida  la  cuota 
que  le  haya  correspondido,  votará  los  recur- 
sos necesarios  para  cubrirla  (:2). 

Esto  se  encuentra  consignado  en  las  dis- 
posiciones de  1849:  examinándolas  con  inten- 
ción, y  reparando  que  en  ellas  se  provee  á  la 
construcción  y  demás  obras  de  los  caminos 
vecinales,  considerados  con  individualidad, 
y  en  tanto  en  cuanto  sucesivamente  los  exi- 
jan las  necesidades  de  tos  pueblos,  se  puede 
deducir  que  han  caducado,  ó  por  lo  menos 
serán  ya  de  escaso  valor  en  la  práctica,  otras 
bases  consignadas  sobre  el  mismo  objeto  en 
el  reglamento  de  1848,  en  cuya  virtud  en  los 
primeros  meses  de  cada  ano  dcbian  recono- 
cerse, con  asistencia  de  facultativos,  los  ca- 
minos vecinales  de  la  provincia,  formándose 
unos  estados  sumarios  del  dinero ,  mate- 
riales, carros,  mano  de  obra  y  otros  particu- 
lares de  las  necesidades  á  que  hubiera  de 
proveerse  con  los  trabajos  del  ano  siguiente, 
estados  que  se  tenian  que  presentar  á  los 
ayuntamientos  en  el  mes  de  mayo  para  que 
deliberasen  y  votasen  los  recuros  (5). 

Estos  pueden  ser  de  diferentes  clases,  en 
cuya  esposicion  vamos  á  entrar:  trátase  de 
un  punto  de  los  mascapitales,  y  conviene  de- 
jarlo bien  fundado.  El  real  decreto  de  7  de 
abril  de  1848  recomendaba  á  los  jefes  políti- 
cos que  escitaran  por  cuantos  medios  estuvie- 
sen á  su  alcance  el  celo  délos  ayuntamientos 
para  que  votaran  como  gastos  voluntarios  los 
recursos  suficientes  para  la  construcción,  me- 
jora y  conservación  de  los  caminos  vecinales. 
A.  este  fin  podian*  emplear  los  pueblos  con 


(1)  Art.  36  del  reglamento  de  S  de  abril  de  1848 ,  ?  núme- 
ro 4  del  art.  i  de  la  ley  de  «8  de  abril  de  18  i9. 

i)  Disposiciones  8  y  9  de  la  real  orden  de  10  de  setiembre 
de  1849. 

,3;    Art  )i  i7  del  reglamento  dft  8  de  abril  de  18Í8. 


aprobación  del  gobierno :  1.^  Los  sobrantes 
de  los  ingresos  municipales,  después  de  cu- 
bierto el  presupuesto  ordinario:  2.^  Una 
prestación  personal  de  cierto  número  de  días 
de  trabajo  al  ano :  3.^  Un  reparto  vecinal  le- 
galmente  hecho:  i.""  Los  arbitrios  estraordi- 
narios  que  estimasen.  Los  ayuntamientos,  en 
unión  con  los  mayores  contribuyentes,  po- 
dían votar  unos  ú  otros  de  estos  arbitrios  ó 
todos  á  la  vez  si  lo  creyesen  necesario  (1). 
Habia  también  otro  recurso  eventual  qtie  por 
su  naturaleza  no  admitía  votación:  las  mul- 
tas que  se  exigiesen  por  contravenciones  á 
los  reglamentos  de  policía  de  los  caminos  ve- 
cinales debian  ingresar  con  los  demás  fondos 
destinados  á  dichos  caminos  {i). 

Todas  estas  disposiciones  del  real  decreto 
hubieron  de  sufrir  algunas  modificaciones  por 
la  ley  promulgada  al  siguiente  ano:  los  re- 
cursos cambiaron  de  carácter;  pero  en  cuan- 
to á  su  empleo  quedaron  sustancialmenle  los 
mismos.  Bueno  será  siempre  que  los  gober- 
nadores escíten  á  los  ayuntamientos  á  mirar 
con  todo  interés  y  celo  los  caminos  vecinales, 
y  á  emplear  los  recursos  mayores  que  los  pue- 
blos puedan  soportar  para  ana  clase  de- obras 
que  con  tanta  usura  les  han  de  indemnizar 
de  sus  gastos;  sin  embargo,  actualmente  esa 
escitacion  no  es  indispensable;  sin  ella  los  pue- 
blos deben  subvenir  á  una  atención  que  ya 
está  declarada  necesaria.  Caben  recursos  vo^ 
luntarios,  legalmente  introducidos  y  plantea^ 
dos ;  pero  los  habrá  siempre  necesarios.  Por 
este  mismo  cambio  que  ha  sufrido  el  dere- 
cho acerca  de  caminos  vecinales,  entre  los  in- 
gresos municipales,  en  el  presupuesto  ordina- 
rio tienen  su  lugar  los  gastos  para  su  cons- 
trucción, conservación  y  mejora.  Si  por  el 
real  decreto  solo  estaban  afectos  los  sobrantes 
de  aquellos  ingresos,  era  porque  la  ley  de  8  de 
enero  de  1845,  sobre  organización  y  atribu- 
ciones de  los  ayuntamientos  declaraba  carga 
comunal  la  construcción  y  conservación  de 
los  caminos  vecinales ;  pero  la  colocaba  en  la 
categoría  de  las  cargas  ó  gastos  voluntarios, 
y  no  concedía  á  las  autoridades  administrati- 


(1)    Art.  6. 
(4)    Art.  7. 
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Vas  el  derecho  de  emplear  medidas  coercili- 
vas  para  compeler  á  los  pueblos  á  la  reali- 
zación de  tan  interesante  obra :  en  este  su- 
puesto el  gobierno»  que  respetaba  las  facul- 
tades de  las  Cortes,  no  debia  ni  podía  derogar 
lo  establecido  por  la  ley,  y  se  concretaba  por 
lo  mismo  á  reglamentar  los  esfuerzos  par- 
ciales de  los  pueblos  (d).  De  este  modo,  pues, 
la  ley  de  8  de  enero  de  i 845,  que  quedaba 
integra  por  el  real  decreto,  ha  sido  á  la  par 
que  este,  modificada,  con  gran  ventaja  para 
los  intereses  materiales  del  pais,  por  la  ley 
de  Í8  de  abril  de  1849. 

Comparando  con  la  disposición  de  esta 
las  análogas  del  real  decreto  y  reglamento 
de  i848,  se  observa  que  la  prestación  perso- 
nal no  se  considera  del  mismo  modo.  El  real 
decreto  la  coloca  inmediatamente  próxima  á 
los  sobrantes  de  los  ingresos  municipales, 
atribuyéndola  en  virtud  de  este  orden  de  co- 
locación un  principal  lugar  entre  los  recur- 
sos para  las  obras  de  caminos  vecinales ;  los 
repartimientos  vecinales,  los  arbitrios  es- 
traordinarios  y  domas  medios  venian  en  au- 
sílio  y  complemento  de  la  prestación  perso- 
nal, como  se  deduce  bien  claramente  del  re- 
glamento (2)  y  de  la  instrucción  (3).  Pero  la 
ley  de  28  de  abril  de  1849  ha  tomado  un 
punto  de.  vista  del  todo  distinto  y  aun  diría- 
mos que  contrario :  según  ella  los  ayunta- 
mientos votarán  la  prestación  personal  para 
atender  á  las  obras  de  caminos  vecinales  á 
que  no  alcancen  los  rendimientos  ordinarios 
del  presupuesto  municipal,  ú  otros  cuales- 
quiera ingresos  aplicados  á  este  objeto  (4):  he 
aquí,  pues,  declarada  la  prestación  como 
puramente  complementaria,  de  suerte  que  si 
los  recursos  ordinarios  ú  otros  estraordina- 
rios  fuesen  suficientes,  quedará  inaplicable 
la  prestación. 

De  este  modo  teníamos  razón  en  decir 
que  los  recursos  admitidos  en  el  real  decre- 
to de  1848  habian  sido  conservados  en  toda 
sn  estension  por  la  ley  de  1819;  pero  rau- 


co  Pre¿iiibak>  de  la  iostnieeion  de  10  de  abril  de  1S4S. 
{%    Aru  54  del  reglamento  de  8  de  abril  de  18JS. 

(3)  Instioccion  de  19  de  abril  de  1848  en  el  comentario  al 
art.  6  del  real  decreto. 

(4)  Arl.  4. 
TOMO  VII. 


dando  su  carácter  y  su  importancia  respec- 
tiva. Actualmente  pueden  contarse  por  este 
orden:  primeramente  los  ingresos  ordinarios 
del  presupuesto  municipal ;  después  los  re- 
partimientos vecinales,  los  arbitrios  estraor- 
dinarios,  y  últimamente,  en  caso  de  que  to- 
dos esos  medios  resultasen  insuficieotes,  se 
apelara  á  la  prestación  personal. 

Respecto  de  los  requisitos  para  la  validez 
y  legalidad  de  los  recursos ,  las  disposicio- 
nes vigentes  han  introducido  dos  variaciones 
muy  importantes,  que  conviene  reparar.  £1 
real  decreto  que,  como  se  ha  dicho  fre- 
cuentemente, no  podia  considerar  los  gastos 
que  Totasen  los  ayuntamientos  para  caminos 
vecinales  como  gastos  obligatorios ,  acomo- 
dándose exactamente  á  la  ley  de  ayunta- 
mientos de  8  de  enero  de  1845,  exigía  que 
estos  se  asociasen  á  los  mayores  contribu- 
yentes; y  una  vez  sentada  esta  base,  el  re- 
glamento de  8  de  abril  de  1848  hubo  de 
proceder  sobre  pila  y  en  su  virtud  prescribir 
las  reglas  oportunas  (1).  La  ley  de  28  de 
abril  de  1849,  aun  cuando  en  su  concesión 
nada  espresó  acerca  del  particular,  derogó 
virtualmente  el  requisito  antes  esencial  de 
que  hablamos ;  lo  cual  se  confirma  observan- 
do que  respecto  de  la  prestación  personal 
cuida  de  advertir  especialmente  que  los 
ayuntamientos  han  de  proceder  á  las  pro- 
puestas dirigidas  al  gobernador  en  unión  con 
los  mayores  contribuyentes.  Disposiciones 
posteriores  á  la  ley  hablan  de  la  votación  de 
arbitrios  para  caminos  vecinales  como  propia 
de  tos  ayutitaniientos ,  guardando  completo 
silencio  acerca  de  los  mayores  contribuyen- 
tes (2). 

Ha  caducado  también  la  necesidad  de  que 
recayese  la  aprobación  del  gobierno  en  las 
propuestas  de  recursos  que  los  ayuntamien- 
tos hicieran,  y  solo  será  preciso  cumplir  con 
esta  formalidad  en  casos  estraordinarios. 
Así  es  que,  según  las  disposiciones  vigentes, 
y  no  obstante  las  que  se  hallan  consignadas 
en  el  real  decreto  y  reglamento  de  1848,  bas- 
ta que  los  gobernadores  de  provincia  aprue- 


(1)  Arts.  27  ,  Í9  y  54.    . 

(2)  Real  orden  de  i5  de  enero  de  Í650. 
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ben  las  propuestas  de  arbitrios  qae  voten  los 
ayuDtamientos  para  caminos  yecinales«  siem- 
pre que  el  presupuesto  municipal  no  esceda 
con  dichos  arbitrios  de  200,000  reales  (1). 
Si  llegase  á  esta  cantidad  será  indispensable 
la  real  aprobación:  todo  esto  guarda  exacta 
conformidad  con  la  ley  de  ayuntamientos  (2). 

Acerca  de  los  repartos  vecinales  en  parti- 
cular solo  hay  que  advertir  que  se  recaudan 
del  mismo  modo  y  por  la  misma  persona  que 
las  cantidades  que  provengan  de  la  presta- 
ción satisfecha  en  dinero ,  disfrutando  el  co- 
brador solo  el  2  por  100  de  los  ingresos,  y 
verificándose  la  cobranza  al  mismo  tiempo  y 
bajo  igual  método  que  para  las  demás  con- 
tribuciones (3).  Sí  se  trata  de  un  arbitrio 
sobre  cualquier  especie  de  consumo,  el 
ayuntamiento  que  le  hubiere  votado  estará 
en  libertad  de  recaudarlo  por  sf  ó  de  sacarlo 
á  subasta ,  sometiendo  el  remate  á  la  apro- 
bación del  gobernador  (4). 

El  recurso  que  debe  examinarse  detenida- 
mente es  el  de  la  prestación  persmial ;  deno- 
minación con  que  modernamente  se  ha  desig- 
nado la  obligación  de  contribuir  con  cierto 
número  dediasde  trabajo  al  año  para  las  obras 
de  caminos  vecinales.  Este  recurso  se  ha  ad- 
mitido en  naciones  estranjeras  y  en  la  nues- 
tra es  también  conocido  desde  época  antigua. 
Bajo  esta  ó  la  otra  forma,  en  límites  mas  ó 
menos  estensos,  es  lo  cierto  que  en  otras  na- 
ciones se  ha  estimado,  y  aun  hoy  se  estima, 
la  prestación  personal  como  un  medio  impor- 
tante para  las  obras  de  caminos  vecinales.  En 
España  también  es  muy  antigua  esta  clase  de 
prestación,  como  en  el  oportuno  artículo  de- 
rooslraremoá.  Dejando  para  él  el  examen  de 
las  ventajas  ó  inconvenientes  que  trae  consi- 
go este  modo  de  contribuir  á  la  construcción 
de  los  caminos,  diremos  solo  como  conducen- 
te inmediatamente  á  nuestro  propósito,  que 
la  prestación  personal  requiere  aquí  una 
condición  esencial  é  inviolable,  cuya  infrac- 
ción desnaturalizaría  el  recurso  de  que  se 
trata  hasta  el  punto  de  convertirlo  en  odioso, 


1 1)   La  citada  real  orden  de  15  de  enero  de  18S0. 
(%)   Art.  96  de  ia  ley  de  aytmumieDtos  de  8  de  enero 
de  iS-i'i. 
<3i    Aru  55  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1S48. 
(4)    Art.  56  del  mismo  reglamento. 


arbitrario  y  hasta  tiránico.  Esta  es  la  de 
concretarse  á  los  caminos  vecinales  ó  locales: 
aplicado  á  las  carreteras  que  estén  á  cargo 
de  las  provincias  ó  del  Estado  tendrían  quo 
salir  los  jornaleros  y  demás  vecinos  que  no 
conmutasen  la  prestación  «n  dinero  á  una 
larga  distancia  de  su  domicilio,  ocasionán- 
dose perjuicios  muy  trascendentales.  Pero 
circunscrita  la  prestación  á  distrítos ,  á  corta 
estension,  dándola  puramente  un  carácter 
local ,  se  soportará  fácilmente  por  los  contrí- 
buyentes  y  aun  con  gusto,  porque  el  trabajo 
se  emplea  en  obras  que  después  han  de  pro* 
porcionaries  un  servicio  frecuente  y  á  veces 
diario,  y  que  se  miran  casi  como  propias. 
Por  esto  la  prestación  se  puede  aplicar  sin 
inconveniente  á  las  travesías  de  las  carrete- 
ras por  los  pueblos  y  á  las  carreteras  locales,, 
como  hemos  visto  que  nuestro  derecho  la 
aplica;  pero  no  será  justo  ni  conveniente 
aplicarla  á  las  carreteras  provinciales,  tras- 
versales ó  generales. 

Veamos  cómo  han  sido  aplicados  estos  prin- 
cipio» en  el  derecho  vigente.  La  ley  exige 
que  cuando  sea  necesario  apelar  á  este  re- 
curso ,  los  ayuntamientos  en  raion  con  los 
mayores  contríbuyentes  propongan  k  los  ge- 
bernadores:  1 .""  El  orden  ó  turno  en  que  los 
contríbuyentes  hayan  de  cumplir  con  la  pres- 
tación :  iJ"  La  época  ó  épocas  en  que  deban 
tener  lugar  las  prestaciones  dentro  dd  aino: 
3.*  El  máximo  de  jornales  áque  pueda  llegar 
anualmente  la  prestación  ^  no  debiendo  esce- 
der en  nnigon  caso  de  seis  jornales:  4^  El 
precio  de  la  conversión  en  dinero  de  cada 
jornal  (1).  Todas  estas  propuestas,  que  se 
encomiendan  á  los  ayuntamientos  con  los 
mayores  contribuyentes ,  hechas  con  tino  y 
prudencia,  con  cabal  conocimiento  de  las 
necesidades  de  los  pueblos  y  con  un  ilustra- 
do celo  en  bien  de  los  vecinos  son  hts  que 
han  de  asegurar  el  buen  éxito  de  la  pres- 
tación. 

I.as  dos  primeras  de  que  habla  la  ley  son 
indispensables  para  mantener  la  continuidad 
de  los  trabajos ,  y  para  evitar  perjuicios  que 
pudieran  resultar  de  la  incertidumbre  en  el 

(1)   Art.  t  de  la  ley  de  18  de  abrU  de  1S49. 
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tiempo  del  cumplimíenlo  de  la  prestaoion. 
Ed  la  tercera  se  consigna  una  base  impor- 
tante cual  es  que  no  pueden  exigirse  mas  de 
«eis  dias  de  trabajo  al  año :  limitación  muy 
laudable  puesto  que  con  ella  se  garantiza  á 
los  jornaleros  de  que  no  se  les  privará  sino 
en  poca  cantidad  de  los  productos  que  ob* 
tienen  en  sus  ocupaciones  habituales:  en 
esta  parte  la  ley  ba  introducido  una  verda- 
dera mejora  fijando  un  punto  que  se  hallaba 
indeterminado.  Tanto  el  real  decreto  (1)  co- 
mo el  reglamento  (2)  de  i 848  se  concretaban 
i  declarar  que  la  prestación  se  satisfaría  en 
cierto  número  de  dias  al  ano,  pero  no  tasa- 
ban este  número.  El  precio  de  la  conversión 
en  dinero  se  debia  arreglar  según  el  real 
decreto  (3),  al  valor  que  el  gefe  político, 
oyendo  á  los  ayuntamientos  y  de  acuerdo 
con  el  consejo  provincial,  fija  anualmente  á 
los  jornales,  según  las  localidades  y  esta- 
ciones. Con  arreglo  á  la  ley,  como  se  ha 
visto,  no  tiene  en  esto  atribución  alguna  el 
consejo  provincial ,  sino  que  la  prq>uesta  es 
del  ayuntanúento  y  la  aprobación  del  go- 
bernador. 

La  prestación  personal  no  puede  imponer- 
se nunca  por  razón  do  la  propiedad  territorial 
que  se  posea  en  el  pueblo,  sino  solo  en  con- 
formidad á  las  reglas  que  la  ley  establece  y 
que  pasamos  á  enumerar.  Es  la  primera  que: 
está  sujeto  á  la  prestación  todo  habitante  del 
pueblo  domiciliado  en  él,  por  su  persona, 
por  cada  uno  de  Id^  individuos  varones  desde 
ia  edad  de  18  á  60  anos  que  sean  miembros 
ó  criados  de  su  familia,  y  por  cada  uno  de 
los  animales  de  servicio  y  carruages  emplea- 
dos en  la  labor,  tráfico  ó  uso  de  su  Xamilia, 
dentro  del  término  del  pueblo  (4).  Como  que 
la  regla  es  la  misma  que  consignaba  el  real 
decreto  de  1848 ,  la  podemos  esplanar  con 
el  reglamento  que  para  la  ejecución  de  este 
se  espidió:  los  individuos  varones  que  sean 
miembros  é  criados  de  la  familia  se  entiende 
que  han  de  residir  en  el  pueblo  ó  en  su  tér- 
mino (5).  Todo  individuo  de  menos  de  18 


I 

(5í 


Arl.  6. 

Aru  i7. 

Arl.  9. 

Regla  1  del  art.  3  de  la  ley  de  tS  de  abril  de  1819. 

Néaaeroa  t  del  arL  8  del  real  decreto  de  7  de  abril 


«•e  1848,  y  1  del  41  del  recUmento. 


anos  ó  mas  de  60,  aun  cuando  sea  hembra, 
esté  impedido  y  no  resida  en  el  pueblo ,  si 
es  gefe  de  una  familia  que  habite  en  él,  ó 
dueno-ó  arrendatario  de  un  establecimiento 
agrícola  ó  de  cualquiera  otra  especie  situado 
en  el  territorio  del  pueblo ,  no  debe  la  pres- 
tación por  su  persona ,  pero  sí  por  las  demás 
personas  y  cosas  sometidas  á  este  servicio, 
que  dependan  del  establecimiento  de  que  sea 
dueño  ó  arrendatario  (1).  Respecto  de  los 
propietarios  que  tienen  ya  varías  residen- 
cias ,  ya  establecimientos  en  diferentes  pue- 
blos, con  venia  establecer  reglas  fijas  para  que 
no  salieran  perjudicados  y  al  mismo  tiem- 
po para  que  no  resultaran  mas  favorecidos 
en  proporción  que  los  demás  vecinos.  Estas 
reglas  son  las  siguientes:  el  propietario  que 
tenga  varias  residencias  que  habite  alterna- 
tivamente ,  estará  sujeto  á  la  prestación  en 
el  pueblo  donde  tenga  la  vecindad :  si  tuvie- 
re en  diferentes  pueblos  un  establecimiento 
permanente  con  criados,  carruajes  ó  anima- 
les de  carga,  de  tiro  ó  de  silla,  estará  sujeto 
en  cada  pueblo  á  la  prestación  por  lo  que  en 
él  le  pertenezca:  si  sus  criados,  animales  y 
carruages  pasan  temporalmente  con  él  de 
una  residencia  á  otra,  no  está  obligado  á  la 
prestación  en  ningún  concepto,  sino  en  el 
I  pueblo  donde  esté  avecindado  (2).  Final- 
mente,* se  consideran  como  criados  los  que 
reciben  un  salario  mensual  ó  anual  perma- 
nente, y  no  los  obreros  que  trabajan  á  jor- 
nal ó  á  destajo ,  ó  que  estén  empleados  tem«- 
poralmente  durante  la  recolección,  semente- 
ra y  otras  faenas,  ni  los  gefes  de  talleres, 
empleados  y  obreros  de  los  establecimientos 
industríales,  ni  los  postillones  permanentes 
de  las  paradas  de  postas:  los  individuos 
comprendidos  en  estas  clases  deben  satisfacer 
la  prestación  por  su  propia  cuenta  en  el  pue- 
blo de  su  domicilio  ó  del  de  su  familia  (3). 

La  segunda  regla  que  establece  la  ley ,  es 
que  la  prestación  personal  puede  satisfacerse 
en  todo  ó  en  parte  por  sí  mismo  ó  por  otro,  ó 
en  dinero,  á  voluntad  del  contribuyente  (4). 


(1)   Mdmero  f  del  citado  art.  H  del  reglamento, 
(i)    Art.  42. 
(3)    Art.  43. 

(i)    Regla  )  del  artí  3  de  la  Icr  de  28  de  abril  de  I8i9;  y 
ari.  9  del  real  derrelo  de  7  de  abril  de  f848. 
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Esta  facultad  es  justa  en  cuanto  tiene  por 
objeto  facilitar  á  todos  los  contribuyentes  so- 
metidos á  la  prestación  por  el  voto  de  los 
ayuntamientos  el  medio  de  satisfacer  su  cuo« 
ta  de  una  manera  que  no  se  oponga  á  sus 
hábitos.  Si  no  se  les  dejase  la  libertad  de 
opción  y  de  sustitución ,  seria  imposible  que 
la  prestación  se  realizara,  porque  muchos 
individuos  no  acostumbrados  á  trabajos  ma- 
teriales se  negarían,  y  con  razón,  á  ejecu- 
tarlos (i).  Así  demostraba  la  instrucción  de 
19  de  abril  de  1848  que  la  autorización  con- 
cedida á  los  contribuyentes  era  indispensa- 
ble; anadia  después  que  podia  reportar  gran 
utilidad  al  mismo  tiempo  si  se  fijaba  el  precio 
de  conversión  de  una  manera  conveniente;  y 
hé  aquí  por  qué  la  prestación  personal ,  que 
es  sin  duda  el  arbitrio  mas  productivo  que 
puede  emplearse  en  los  caminos  vecinales, 
tiene  sin  embargo  el  inconveniente  de  haber 
de  aplicar  hombres  á  trabajos  á  que  no  es- 
tán habituados  y  el  de  no  proporcionar  en  s^ 
misma  recursos  para  las  obras  de  fábrica  que 
deban  construirse.  Será  por  lo  mismo  muy 
útil  que  se  verificara  la  conversión  en  dinero 
del  mayor  número  de  cuotas  posible,  y  esto 
solo  puede  conseguirse  fijando  á  los  jornales 
de  conversión  un  precio  algo  menor  del  que 
tengan  comunmente  en  el  pais ,  porque  de 
este  modo  los  contribuyentes  preferirán  sa- 
tisfacer sus  prestaciones  en  dinero  (2). 

Otra  regla  inalterable  respecto  á  la  pres- 
tación es  que  no  tendrá  lugar  en  ningún  caso 
fuera  de  los  términos  del  pueblo  (3).  Preci- 
samente en  esta  condición  hemos  dicho  que 
estriba  la  ventaja,  la  equidad  de  la  presta- 
ción ;  pero  ahora  debemos  ampliar  aquellas 
indicaciones  poniendo  de  manifiesto  los  in- 
convenientes que  á  su  vez  ocasiona  esta  res- 
tricción ,  nunca  tan  poderosos  sin  embargo 
que  nos  hagan  vacilar  en  la  convicción  que 
tenemos  manifestada.  Para  dilucidar  este 
punto  nos  valdremos  de  las  palabras  con  que 
el  ministro  esplicaba  aquella  regla  funda- 
mental á  los  gefes  políticos ;  palabras  auto- 


'1)  Insiruccion  de  19  de  abril  de  1848  en  el  comentario 
del  ait.  O  del  real  dccrelo. 

(i<    La  instrucción  en  el  lugar  cilado. 

(5)  Regla  3  del  art.  5  de  la  lev  de  tS  de  abril  de  1849;  y 
arl.  9  del  real  decreto  de  7  de  abril  de  1848. 


rizáüas  puesto  que  emanaban  del  autor  de 
la  regla  que  ha  adoptado  después  la  ley 
de  28  de  abril  de  1849.  «Esta  regla  es  en 
cierto  modo  desfavorable  para  los  caminos 
vecinales  de  primer  orden;*  porque  habiendo 
de  emplearse  la  prestación  personal  dentro 
del  término  de  cada  pueblo»  y  pudiendo  una 
línea  de  primer  orden  tener  algunas  leguas 
de  ostensión  é  interesar  á  bastantes  pueblos» 
será  necesario  abrir  los  trabajos  en  muchos 
puntos  distintos  á  la  vez»  lo  cual  ofrece  en 
primer  lugar  la  dificultad  de  hallar  personas 
capaces  de  dirigir  tantas  obras  simultánea- 
mente: tiene  además  el  inconveniente  de  re- 
tardar considerablemente  la  conclusión  del 
camino,  porque  los  trozos  hechos  en  un  ano 
no  pueden  afirmarse  debidamente  con  el 
tránsito  de  carruages  y  cSiballerias,  de  ha- 
cerla mas  costosa  á  causa  de  los  jornales  de 
los  diferentes  directores  de  trabajos^  y  oca- 
siona por  último  la  desventaja  de  que  estos 
trozos  aislados  sean  completamente  inútiles 
á  la  circulación.  Seria  por  lo  mismo  mucho 
mas  útil  reunir  todos  los  esfuerzos  en  un  pun- 
to, ó  en  muy  pocos,  que  diseminarlos  en 
muchos  á  la  vez;  pero  tampoco  dejaria  este 
sistema  de  ofrecer  graves  obstáculos  é  in- 
convenientes respecto  á  la  prestación  perso- 
nal. Primeramente,  los  contribuyentes  obli- 
gados á  salir  del  término  de  sus  pueblos, 
irian  de  mala  voluntad ,  y  si  no  oponían  una 
resistencia  abierta,  ejecutarian  con  dificul- 
tad los  trabajos  que  se  lef  exigiesen ,  perde- 
rían mucha  parte  del  día  en  ir  y  venir  á  lar- 
gas distancias,  y  finalmente,  no  se  aVen- 
drian  con  facilidad  á  ser  vigilados  y  á  traba- 
jar á  las  órdenes  de  un  alcalde  ó  concejal 
que  no  pertenecieran  á  sus  pueblos  respec- 
tivos. Pesados  unos  y  otros  inconvenientes, 
se  ha  creido  lo  mejor  establecer  como  regla 
general ,  que  el  servicio  personal  no  podrá 
emplearse  en  ningún  caso  fuera  del  término 
del  pueblo  del  contribuyente  (1).» 

Esta  regla,  como  se  ha  dicho,  es  absoluta, 
inflexible ,  solo  podria  quedar  sin  aplicación 
cuando  el  contribuyente  se  conformase  en 


(I)    Instrucción  4lel  19  de  abril  de  1848 en  el  comentario  al 
art.  9  del  real  decreto. 
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salir  fuera  del  término  del  pueblo;  pero  esto 
no  es  en  realidad  uní^  escepcion,  sino  una 
renuncia  hecha  por  el  interesado  de  un  be- 
neficio introducido  en  su  favor.  El  objeto  de 
la  prescripción  legal  es  el  de  evitar  que  las 
autoridades  obliguen  á  los  individuos  some- 
tidos á  la  prestación  á  satisfacerla  fuera  del 
término  de  sus  pueblos;  pero  de  ninguna 
manera  se  opone  á  que  se  verifique  esto  úl- 
'timo,  siempre  que  los  contribuyentes  con- 
sientan en  ello  voluntariamente,  ya  porque 
conozcan  la  utilidad  que  á  los  caminos  de 
primer  orden  ha  de  resultar  de  este  consen- 
timiento ,  ya  porque  se  les  proporcionen  ven- 
tajas á  los  mismos  contribuyentes  en  cambio 
de  este  sacrificio:  así  por  ejemplo  se  podrá, 
en  cuanto  lo  permitan  los'  recursos  disponi- 
bles para  las  líneas  de  primer  orden ,  ofrecer 
un  corto  estipendio  á  los  individuos  que  se 
presten  á  salir  del  término  de  sus  pueblos ,  ó 
reducirles  las  peonadas  ó  tareas  que  deban 
ejecutar,*  ó  también  cambiárselas  en  una 
cantidad  determinada  de  materiales.  Tal  vez 
por  estos  medios  ü  otros  análogos  se  conse- 
guirá que  se  presten  á  ejecutar  su  servicio 
donde  convenga  (i). 

La  cuarta  y  última  regla  que  dá  la  ley  para 
el  empleo  de  la  prestación,  se  refiere  á  las 
personas  que  disfrutan  exención  de  ella ,  así 
como  la  primera  se  referia  á  las  personas 
obligadas.  Los  ordenados  in  sacris,  los  impe- 
didos habitualmente  y  los  pobres  de  solemni- 
dad están  esceptuados  por  sus  personas  de  la 
prestación  (2).  Como  se  vé,  las  escepciones 
son  muy  reducidas,  y  así  conviene  á  la  índo- 
le misma  del  recurso,  tanto  mas  equitativo 
cuanto  mas  general  sea:  ya  hemos  dicho  que 
todos  los  vecinos  de  un  pueblo  ó  los  que  en 
él  se  hallen  domiciliados  deben  contribuir  por 
regla  general  con  la  prestación,  porque  todos 
se  aprovechan,  todos  deterioran  con  su  uso 
los  caminos  vecinales :  es  la  prestación  una 
carga  común,  en  que  no  caben  exenciones 
por  razón  de  clases,  de  sexo,  ni  de  nienor 
edad:  respecto  á  este  punto  personas,  á  que 
el  derecho  concede  beneficios  singulares,  son 


(1)  Instrucción  de  19  de  abril  de  1848  en  el  comentario  al 
art.  9  del  real  decreto. 

(2)  Kcf  la  i  del  art.  3  de  la  ley  de  28  de  abril  de  1849. 
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equiparadas  á  las  demás.  Espresó  todo  esto 
con  gran  precisión  una  ley  de  Partida  en  que 
se  trata  de  la  conservación  y  reparación  de 
los  caminos,  puentes,  fortalezas  y  otras  obras 
de  interés  comunal :  «  Sí  en  las  cibdades,  ó 
>en  las  villas  han  menester  de  fazer  algunas 
>destas  lavores,  si  han  rentas  apartadas  de 
icomun,  deven  y  ser  primeramente  despen- 
>didas.  E  sí  non  complieren,  ó  non  fuesse  y 
»alguna  cosa  comunal,  estonce  deven  los  mo- 
>radores  de  aquel  lugar  pechar  comunalmen- 
>te,  cada  uno  por  lo  que  oviere,  fasta  que 
f ayunten  tanta  quantía,  de  que  se  pueda 
«cumplir  la  lavor :  e  desto  non  se  pueden  es- 
icusar  cavalleros,  nin  clérigos,  nin  biudas, 
>nin  huérfanos,  nin  ningún  otro  qualquier, 
ipor  previllejo  que  tenga.  Ca  pues  que  la  pro 
>de  estas  lavores  pertenesce  comunalmente  á 
>todos,  guisado,  e  derecho  es  que  cada  uno 
•faga  y  aquella  ayuda  que  pudiere  (1).»  He- 
mos citado  esta  ley,  aunque  propiamente  ha- 
bla de  repartimiento  vecinal,  porque  es  per- 
fectamente aplicable  su  tenor  á  la  presta- 
ción. 

Pero  como  la  prestación  comprende  así  á 
las  personas  como  á  las  cosas  ,  la  exención 
puede  también  considerarse  bajo  estos  dos 
aspectos.  Las  tres  especies  de  escepcion  que, 
en  cuanto  á  las  personas ,  hace  la  ley ,  se  en- 
cuentran perfectamente  justificadas  por  razo- 
nes de  equidad ,  y  aun  de  necesidad ;  y  siem- 
pre han  sido  reconocidas  por  todo  legislador. 
Verdad  es  que  la  ley  de  Partidas  antes  ci- 
tada no  reconoce  privilegio  á  favor  de  cabs^- 
lleros  ni  de  clérigos;  pero  es  porque  se  trata 
solamente  de  «pechar  comunalmente, »  esto 
es,  de  contribuir  con  bienes,  no  con  la  perso- 
na. Mas  claramente  todavía  lo  dá  á  entender 
otra  ley  del  mismo  código :  «algunas  cosas  y 
y»  a,  en  que  tovo  por  bien  santa  Eglesia ,  que 
«yse  non  pudiessen  escusar  de  ayudar  los  cle- 
"rigos  a  los  legos....  en  estas  cosas  tenudos 
»  son  de  ayudar  a  los  legos,  e  de  pagar  cada 
»  uno  dellos  ,  assi  como  los  otros  vezinos, 
» legos  que ,  y  oviere  (2). «  Los  clérigos ,  se- 
gún estas  leyes ,  quedaban  obligados  á  la 


(I)    LeyiO.  til.  53.  Part.3. 
yt)    Ley  U,m.  6,  Part.  i. 
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prestación  por  lo  que  poseyeren  /y  sus  per- 
sonas siempre  á salvo;  es  decir,  valiéndonos 
del  lenguage  de  los  canonistas,  gozaban  de 
la  inmunidad  personal ,  pero  no  de  la  real. 
Y  en  este  sentido  deben  también  entenderse 
las  disposiciones  del  real  decreto  (4)  y  del 
reglamento  (2)  del  ano  1848,  aun  cuando  en 
ellas  no  hay  una  sola  palabra  que  consigne 
ninguna  clase  de  exención  á  Tavor  de  los  or- 
denados in  saciis.  Por  lo  demás ,  las  otras 
dos  clases  de  escepcion  otorgada  por  la  ley 
de  1849  á  los  impedidos  habitualmente  y  á 
los  pobres  de  solemnidad  se  reconocían  tam- 
bién en  el  real  decreto  de  1848;  si  bien  en 
este  se  usaba  de  las  palabras  t  impedidos  t  sin 
calificación  alguna  ;  y  de  la  de  t  indigen- 
tes {3).w  Respeto  á  estos  últimos,  aunque 
comprendidos  por  la  ley  entre  los  demás  que 
están  exentos,  t  por  sus  personas »  claro  es 
que  también  han  de  estarlo  necesariamente 
por  lo  que  posean,  puesto  que  es  tan  reduci- 
do que  la  ley  no  puede  estimarlo  para  obli- 
garles á  contribuir. 

La  ley  solo  espresa  las  escepciones  que 
acabamos  de  manireslar;  pero  como  en  su  re- 
gla primera  tiene  fijados  los  requisitos  de  los 
que  declara  comprendidos  en  la  prestación 
personal,  resultarán  otras  tantas  exenciones 
cuantos  casos  se  presenten  en  que  aque- 
llos requisitos  falten :  no  era  menester  que 
estos  casos  se  declararan  espresamente  y  aun 
en  todo  rigor  no  pueden  decirse  de  escep- 
cion. Así,  por  ejemplo,  no  procederá  la  pres- 
tación respecto  al  que  temporalmente  perma- 
nezca en  el  pueblo  sin  adquirirenél  vecindad 
ni  fijar  su  domicilio,  así  tampoco  respecto  de 
los  miembros  de  una  familia,  ó  de  los  criados 
que  no  lleguen  á  la  edad  de  18  anos  ó  pasen 
de  la  de  60.  En  aplicación  de  esta  regla,  los 
militares  en  activo  servicio  están  exentos  de 
contribuir  con  la  prestación  personal ;  su  es- 
tancia eventual  no  es  el  verdadero  domicilio 
que  exije  la  regla  primera  de  la  ley;  por  el 
contrario,  los  militares  retirados  que  tengan 
domicilio  fijo  en  un  pueblo,  están  sujetos  á 


(1)  An.8. 

(f,    Art.4t 

(3)   El  eiudo  art.  t. 


la  prestación  del  mismo  modo  que  lo  están 
los  domiciliados  en  él,  según  prescribe  la  ci- 
tada regla  (1) ;  y  con  mayor  razón  los  em- 
pleados civiles,  puesto  que  su  vecindad  es 
efectiva  en  los  pueblos  donde  desempeñan 
sus  destinos  (2). 

Respecto  de  las  cosas  sujetas  á  la  prcista- 
cion  la  ley  no  hace  escepcion  ninguna ;  pero 
conforme  á  lo  que  respecto  de  las  personas 
tenemos  dicho,  las  hay  contenidas  virtual- 
mente  en  su  regla  primera.  Según  esta  los 
animales  han  de  ser  c  de  servicio  i  ó  lo  que 
es  lo  mismo  « de  carga ,  de  tiro  ó  de  silla,» 
como  espresaba  el  real  decreto  de  1848(3),  y 
los  carruajes  han  de  ser  los  que  se  empleen 
en  la  labor,  tráfico  ó  uso  de  la  familia  den  • 
tro  ¿el  término  del  puebl^.  Por  esto  los  ani- 
males ó  carruajes  que  no  sean  de  los  deter- 
minados en  la  ley  deben  considerarse  esccp- 
tuados.  No  estarán,  pues,  sujetos  á  la  pres- 
tación: 1.**  Los  animales  destinados  al  con- 
sumo, á  la  reproducción,  y  los  que  se  poseen 
como  objeto  de  comercio,  á  menos  de  que, 
no  obstante,  el  objeto  á  que  están  destinados 
los  emplee  su  dueño  en  trabajos  de  cual- 
quiera especie :  2.**  Los  caballos  padres  y 
garañones,  aun  cuando  estén  domados,  y  los 
caballos  y  muías  de  las  paradas  de  postas, 
con  tal  de  que  no  escedan  del  número  prefi- 
jado por  los  reglamentos  de  administración: 
3."*  Los  animales  de  carga  y  tiro  que  empleen 
los  tragíneros,  ordinarios  y  arrieros  en  el 
trasporte  de  géneros  ó  pasajeros  de  unos  pun- 
tos á  otros,  á  no  ser  que  los  dediquen  en  al- 
guna época  del  ano  á  trabajos  agrícolas  ó  de 
otra  especie,  en  cuyo  caso  estarán  obliga- 
dos á  la  prestación  los  que  se  empleen  en 
dichos  trabajos.  Tampoco  deben  considerarse 
como  carruajes  empleados  en  la  labor,  en  el 
tráfico,  ó'  en  servicio  de  la  familia,  sino  aque- 
llos que  el  propietario  posee  de  una  manera 
permanente,  con  el  ganado  necesario  para 
poder  usarlos  todos  á  un  tiempo  (4). 

Hasta  aquí  hemos  espuesto  las  reglas  fun- 
damentales de  la  prestación  personal,  por  lo 


({';  Real  orden  de  U  de  mayo  de  1849. 

it)  Iteal  orden  de  U  de  üicieaibre  de  1S48. 

í5:  Arl.  8. 

(4  Ari&  4 i  y  45  del  reglaroeOiO  de  8  de  abril  <tc  1848. 
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que  hace  á  los  trámites  y  rormalidadcs  que 
hayan  de  observarse  para  su  imposición  y 
cumplimiento,  ni  se  mencionan  en  la  ley,  ni 
podian  ser  objeto  de  ella:  los  que  •  espresa 
el  reglamento  de  1848  son  perrectamente 
compatibles  con  las  bases  de  las  disposicio- 
nes modernas,  y  por  tanto  los  consideramos 
vigentes. 

En  cada  pueblo  de  la  provincia  se  forma 
por  el  alcalde  en  unión  de  los  repartidores 
de  contribuciones,  un  padrón  de  todos  ios 
contribuyentes  sujetos  á  la  prestación ,  dis- 
puesto de  modo  que  pueda  servir  para  tres 
anos.  Sin  embargo,  en  cada  uno  de  estos,  y 
antes  de  que  empiece  el  turno  de  la  presta- 
ciottt  se  revisará,  haciendo  en  él  las  altera- 
ciones necesarias;  y  siempre  que  se  renue- 
ve iotalmente  se  someterá  á  la  aprobación 
del  gobernador.  En  el  padrón    constarán 
el  nombre  y  apellido  de  cada  habitante  do- 
miciliado en  el  pueblo,  y  de  cada  varón  que 
sea  miembro  ó  criado  de  su  ramilia ;  el  nú- 
mero de  carruajes  y  animales  sujetos  á  la 
prestación,  y  las  causas  que  haya  para  es- 
ceptuar  á  algunos  individuos  de  este  servi- 
'  cío,  sea  por  edad,  enfermedad,  indigencia  ó 
cualquiera  otra  razón  legítima.  Formados 
los  padrones,  se  pondrán  de  manifiesto  por 
espacio  de  un  mes  para  que  todos  los  con- 
tribuyentes incluidos  en  ellos  puedan  hacer 
las  reclamaciones  que  crean  convenientes; 
pasado  este  término  y  hechas  las  alteraciones 
oportunas,  se  pasa  el  padrón á  la  aprobación 
del  gobernador  (1).  Cuando  los  contribuyen- 
tes no  sean  atendidos  en  las  reclamaciones 
que  hicieron  en  sus  pueblo§  respectivos,  po- 
drán acudir  al  consejo  provincial,  según  lo 
establecido  en  el  art.  S.""  de  la  ley  de  2  de 
abril  de  1845;  esto  no  obstante  deberán  sa- 
tisfacer su  prestación  del  modo  que  hayan 
elegido,  salva  el  reembolso  en  dinero ,  que 
se  hará  de  los  fondos  municipales,  de  la  re- 
baja que  obtuvieren  en  sus  cuotas  (2). 

Luego  que  los  gobernadores  hayan  de- 
vuelto los  padrones  aprobados  definitivamen- 
te, se  pasará  á  cada  vecino  del  pueblo  una 


(1 )    Arts.  39, 40  j  46  del  ciudo  regltnenlo. 
(i)    Art.  46. 


papeleta  que  contenga :  1  .*  £1  número  de 
días  de  trabajo  que  debe  prestar  por  su  per- 
sona y  por  cada  uno  de  los  miembros  ó  cria- 
dos de  su  familia:  2.""  El  número  de  diasque 
debe  por  sus  carros,  carretas  y  demás  car- 
ruajes: S.^'.El  que  debe  por  los  animales  de 
servicio;  y  4.*  El  importe  de  lodos  estos  jor- 
nales en  dinero.  Conocido  es  el  objeto  de  la 
última  circunstancia:  puesto  que  la  ley,  como 
hemos  dicho,  deja  á  la  voluntad  del  contri- 
bu  vente  satisfacer  la  prestación  ó  con  su  tra- 
bajo y  sus  cosas  ó  en  dinero.  £1  importe  se 
graduará  con  arreglo  á  la  tarifa  de  conver- 
sión que  se  hubiere  formado  en  vista  de  los 
precios  señalados  á  los  jornales  por  el  gober- 
nador á  propuesta  de  los  ayuntamientos,  de 
la  cual  también  tenemos  hecha  mención.  Los 
alcaldes  de  los  pueblos  harán  saber  á  los  ha- 
bitantes domiciliados  en  ellos  que  á  los  15 
dias  de  recibida  la  papeleta,  la  han  de  devol- 
ver espresando  en  ella  por  escrito,  si  quieren 
satisfacer  la  prestación  personalmente  ó  en 
dinero  (1). 

Si  el  contribuyente  optase  por  satisfacerla 
en  dinero,  no  hay  mas  que  proceder  á  su  co- 
bro 6  al  apremio  en  caso  necesario  según 
luego  diremos;  pero  cuando  elija  el  otro  me- 
dio, convendrá  que  los  ayuntamientos  hayan 
formado,  y  los  gobernadores  aprobado ,  las 
bases  y  evaluaciones  de  la  conversión  de  la 
prestación  personal  en  tareas  ó  destajos.  El 
inconveniente  grave  que  se  ha  encontrado 
siempre  á  la  prestación  personal,  decía  opor- 
tunamente la  instrucción  de  19  de  abril 
de  1848,  es  el  de  ser  ilusoria  en  cierto  mo- 
do; porque  los  contribuyentes  que  la  satisfa- 
cen materialmente  en  virtud  de  un  mandato 
del  alcalde,  suelen  ejecutar  los  trabajos  de 
mala  gana,  ó  torpemente  otras  veces  por  fal- 
ta de  costumbre.  El  único  medio  deevitaren 
lo  posible  este  inconveniente  es  el  de  consig- 
nar que  pueden  los  ayuntamientos  adoptar  ó 
no  el  principio  de  la  conversión  en  tareas  ó 
destajos,  pero  procurando  persuadir  á  los 
pueblos  de  la  ventaja  y  equidad  que  ha  d  e 
resultarles  de  adoptar  generalmente  este  sis- 
tema. Reportarán  ventaja,  porque  repararán 

(1)    Arte.  47  y 'S. 
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y  perreccionarán  mas  pronlo  y  coa  meóos 
sacrificios  sus  comunicaciones  en  beneficio  de 
su  agricultura;  y  les  resultará  equidad  por- 
que de  este  modo  satisfará  realmente  cada 
contribuyente  su  cuota,  y  no  pesará  todo  el 
trabajo  sobre  los  que  lo  ejecuten  de  buena  fé, 
como  sucederia  en  otro  caso.  Puede  suceder 
que  aun  en  las  provincias  donde  están  en  uso 
las  prestaciones  personales  halle  oposición  la 
conversión  en  tareas  por  las  dificultades  que 
acaso  encuentren  los  ayuntamientos  en  la 
redacción  de  las  tarifas,  y  por  el  apego  que 
se  tiene  comunmente  á  costumbres  enveje- 
cidas. No  obstante,  si  se  hace  conocer  á  los 
contribuyentes  que  este  sistema  redundará 
en  beneficio  suyo,  y  que  se  les  ahorrará 
tiempo  de  trabajo,  puesto  que  el  que  dé  con- 
cluida su  tarea  en  medio  día  habrá  cumplido 
como  si  hubiera  estado  todo  en  él ;  y  si  por 
otra  parte  se  dan  á  los  ayuntamientos,  en 
caso  necesario,  csplicaciones  mas  detalladas 
sobre  la  formación  de  las  tarifas,  y  se  les  re- 
miten modelos  convenientes,  se  vencerá  al 
fin  los  obstáculos  y  se  consiguirá  ganerali- 
zar  la  conversión  (1). 

En  caso  de  que  los  ayuntamientos  adopten 
este  ventajoso  medio ,  redactarán  las  tarifas 
de  modo  que  cada  peonada  de  bracero,  de 
animales  ó  de  carruajes  esté  representada 
por  una  cantidad  determinada  de  tierra  que 
cavar,  de  materiales  que  estraer ,  que  tras- 
portar,  ó  de  cualquier  trabajo  que  fuere  ne- 
cesario ejecutar.  T  tomarán  por  base  de  esta' 
tarifa  el  valor  de  los  jornales  de  prestación 
en  dinero,  tal  como  haya  sido  determinado 
por  el  gobernador  y  el  precio  de  las  diferen- 
tes especies  de  trabajos  y  de  trasportes  en 
el  pais  (2).  Con  estas  csplicaciones  apenas 
se  puede  ofrecer  dificultad  alguna  sobre  el 
particular.  En  efecto,  no  puede  ignorarse 
generalmente  en  los  pueblos  cuáles  son  los 
preciosde  los  trabajos  de  remoción  de  tierra, 
estraccioo  y  trasporte  de  piedra  y  otros  de  la 
misma  naturaleza ,  y  respecto  de  ios  demás 
poco  usados,  á  no  ser  en  las  inmediaciones 
de  las  carreteras,  como  por  ejemplo,  el  par- 


(1)    Comentario  al  art.  9  del  real  decreto  de  7  de   abril 
de  1848. 
(^    Art  31  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1848. 


tir  y  estender  las  piedras ,  puede  juzgarse 
por  ana  logia  con  otras  faenas,  ó  bien  por  es- 
períencia,  dedicando  por  unos  dias  á  estos 
trabajos  algunos  jornaleros.  No  es  difícil, 
pues,  saber  cuanto  cuesta  partir  una  vara  cú- 
bica de  piedra,  ó  escabar  una  vara  de 
cuneta  con  las  dimensiones  que  se  hayan  fi- 
jado, y  menos  dificultad  ofrece  todavía  el  co- 
nocer con  exactitud  cuanto  cuesta  el  tras- 
porte de  ios  materiales  á  una  distancia  dada. 
Con  estos  antecedentes  está  todo  reducido  á 
consignar  en  una  tarifa  el  valor  intríusecode 
estos  diferentes  trabajas,  y  habiéndose  fija- 
do de  antemano  por  el  gobernador  el  precio 
de  los  jornales  para  la  conversión  en  dinero, 
es  muy  sencillo  saber  lo  que  puede  exigirse 
á  cada  contribuyente  en  tareas  ó  destajos  (1). 
Formadas  que  sean  las  tarifas  se  remitirán  á 
la  aprobación  del  gobernador,  de  cuyo  re- 
quisito necesitan  para  ser  ejecutorias;  por- 
que de  otro  modo  podría  abusarse  de  esta 
facultad  en  perjuicio  de  los  caminos  veci- 
nales (2). 

Volvamos  ahora  á  la  opción  que  tiene  el 
contribuyente  para  satisfacer  personalmente 
en  dinero  la  prestación  personal ;  pasado  el 
término  prefijado  sin  que  opte  se  entenderá 
esta  exigible  en  dinero  (3) :  la  presunción  es- 
tablecida á  favor  de  este  medio  proviene  de 
que  es  mas  sencillo  y  mucho  mas  ventajoso 
que  el  de  la  satisfacción  personal,  según  de- 
jamos manifestado  mas  arriba.  La  declaración 
de  opción  procede  aun  cuando  se  haya  en- 
tablado recurso  sobre  la  cuota  al  consejo  pro- 
vincial, sin  que  esta  declaración  perjudique 
al  derecho  del  recurrente  (4).  Las  declaracio- 
nes de  opción  serán  recibidas  por  el  alcalde 
ó  la  persona  que  nombrare  al  efecto,  y  des- 
pués de  reunidas  se  entregarán,  asi  como  los 
padrones,  á  un  cobrador  nombrado  por  el 
ayuntamiento,  que  anotará  en  estos  la  ma- 
nera que  cada  contribuyente  haya  elejido 
para  satisfacer  sü  prestación  (S). 
Estos  cobradores  que  deben  ser  los  dcpo- 


\i)  Insimedon  del  19  de  abril  de  1818  en  el  comenurio  ti 
art.  9  del  real  decreto. 

[i)  Art.  9  del  real  decreto  j  sa  comentario  en  la  inslnic- 
cion  ,  arl.  3t  del  reglamento. 

(3)  Art.  48  del  reglamento. 

(4)  Bl  mismo  articalo. 

(5)  Art.  49. 
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sitarlos  de  fondos  del  comuQt  nombrados  con 
sujeción  á  la  ley  de  8  de  enero  de  1843,  for- 
marán en  los  quince  dias  siguientes  al  reci- 
bo de  los  padrones  un  estracto  de  estos  á  ñn 
de  que  el  gobernador  tenga  conocimiento  de 
los  recursos  con  que  cuentan  los  pueblos  y 
los  alcaldes  los  distribuyan  en  conformidad  á 
las  disposiciones  vigentes  (1).  Los  cobradores 
tienen  el  3  por  100  del  importe  total  de  los 
ingresos  (2). 

Las  cuotas  qae  los  contribuyentes  quieran 
satisfacer  en  dinero,  y  las  que  seanexigibles 
del  mismo  modo  por  falta  de  opción  en  el  tér- 
mino prefijado,  se  cobrarán  en  iguales  pla- 
zos y  épocas. que  las  contribuciones  directas. 
El  servicio  que  los.  contribuyentes  hubieren 
declarado  querer  satisfacer  personalmente, 
y  que  no  prestaren,  siendo  requeridos  para 
él,  será  también  exigible  en  dinero  (3). 
La  prestación  puede  satisfacerse  material- 
mente ó  en  dinero,  á  elección  del  deudor; 
pero  es  indispensable  que  se  satisfaga  de  uno 
de  los  dos  modos;  y  si  el  contribuyente,  des- 
pués de  haber  declarado  querer  pagar  en 
trabajo  material,  no  se  presenta  á  verificarlo 
en  el  día  que  le  fuere  designado,  se  entiende 
que  renuncia  al  beneficio  de  opción.  £sta  dis- 
posición no  solo  es  justa,  sino  que  acaso  pue- 
da todavía  tildarse  de  imponer  á  los  morosos 
una  pena  demasiado  suave,  mediante  á  que 
no  es  siquiera  un  resarcimiento  del  daño  que 
causan  al  común ;  porque  la  falta  en  el  día 
crítico  de  los  individuos  citados  al  trabajo 
produce  al  pueblo  una  pérdida  real  en  el  jor* 
nal  inútil  invertido  en  los  trabajadores  ú  hom- 
bres prácticos  que  dirigen  las  obras  (4).  Res- 
pecto á  los  que  se  nieguen  á  contribuir  de 
un  modo  ú  otro  con  sus  cuotas  respectivas, 
se  adoptarán  las  mismas  medidas  coercitivas 
que  se  emplean  en  la  cobranza  de  las  con- 
tribuciones generales  (8). 

Hasta  aquí  hemos  bablado  de  los  recursos 
que  pueden  y  deben  emplearse  en  beneficio 
de  los  caminos  vecinales,  votados  por  los 
pueblos  y  sacados  de  su  propia  fortuna  ó 


(1)    Arts.80y5l. 
{%    Art.5S. 
(Si    A-t.fil. 

U)   La  insiroccion  de  19  de  abril  de  1849  en  el  comenta- 
rio al  art.  9  del  real  decreto. 
15)   El  eludo  art.  &i  del  reglamento. 
TOMO  VII. 


rentas.  Pero  como  entre  los  caminos  vecina- 
les hay  algunos  que  por  su  estension,  direc- 
ción, tránsito  y  otras  circunstancias  promue- 
ven no  poco  directamente  los  intereses  de  la 
provincia  toda ,  se  ha  creído  oportuno  y  has- 
ta equitativo  que  esta  tenga  espedito  el  de- 
recho de  ayudar  con  sus  fondos  los  esfuerzos 
de  los  pueblos.  El  real  decreto  de  7  de  abril 
de  1848  establecía,  que  para  los  caminos  ve- 
cinales de  primer  orden  pudiesen  conceder- 
se ausilios  de  los  fondos  provinciales,  inclu- 
yéndose su  importe  en  el  presupuesto  cor- 
respondiente cuando  la  diputación  provincial 
estimara  conveniente  votarlos  (1).  En  el  he- 
cho de  espresarse  solamente  que  á  los  ca- 
minos vecinales  de  primer  orden  podrían 
concederse  ausilios ,  quedaba  absolutamente 
prohibida,  aunque  de  una  manera  implícita, 
la  aplicación  de  estos  ausilios  á  las  líneas  de 
segundo  orden;  sin  embargo,  la  instrucción 
dada  por  el  ministro  del  ramo,  advertia  que 
podrían  ocurrir  casos  escepcionales  en  que 
fuese  conveniente  y  aun  necesario  valerse 
de  aquellos  fondos  para  un  camino  de  los  de 
esta  clase ;  pero  que  como  estos  casos  debe- 
rían ser  raros,  se  reservaba  el  gobierno  la 
facultad  de  autorizar  la  referida  aplicación 
á  los  que  ocurrieran ,  para  evitar  que  se  hi- 
ciera de  esta  autorización  un  uso  demasiado 
estenso  (2).  Pero  la  ley  de  1849  escusará  de 
semejantes  autorizaciones,  porque  si  bien 
ha  conservado  la  facultad  acordada  á  las  pro- 
vincias ,  no  toma  por  base  la  distinción  de 
caminos  de  primero  y  segundo  orden,  al 
menos  en  su  letra ;  hé  aquí  sus  palabras: 
cLas  diputaciones  provinciales  podrán  votar 
fondos  por  via  de  ausilio  para  los  caminos 
vecinales  que  interesen  á  la  provincia,  ade- 
mas de  los  pueblos  por  donde  pasareu  (ó). » 
No  es,  pues,  una  obligación  que  se  impo- 
ne, sino  una  facultad  lo  que  se  concede  á  las 
diputaciones.  Si  por  obligación  se  hubiere 
prescrito,  seria  el  ausilio  mas  eficaz,  pero 
injusto  unas  veces  é  innecesario  otras :  no 
todos  los  caminos  vecinales ,  ni  aun  los  de 
una  clase  determinada,  son  igualmente  im- 


(1)    Art.  A. 

(i)    Instroccion  de  19  de  abril  de  i8IS  en  el  comentario  al 
articnlo  i  del  real  decreto. 
l3)    ArU  i.'  de  la  ley  de  U  de  abril  de  1849. 
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portantes,  ni  tampoco  lo  son  los  recursos  de 
todos  los  pueblos :  se  debe  ayudar  á  los  que 
lo  merezcan  y  á  quienes  lo  necesiten :  las 
circunstancias  de  cada  pueblo  y  camino  ser- 
virán únicamente  de  regla  en  el  particular. 
Ademas,  las  provincias  por  lo  general  se  ha- 
llan gravadas  con  muchas  atenciones ,  y  á 
veces  con  las  de  construcción  y  obras  de 
carreteras:  no  convenia,  pues,  añadirlas 
esta  nueva  carga,  mucho  mas  cuando  en 
todo  rigor  los  caminos  vecinales  deben  ser 
sostenidos  por  los  pueblos  en  ellos  intere* 
sados. 

Disponíase  en  el  real  decreto  de  7  de 
abril  de  1848,  que  la  distribución  de  la  can- 
tidad votada  por  la  diputación  para  los  ca- 
minos de  primer  orden,  se  hiciera  por  el  gefe 


político  de  acuerdo  con  el  consejo  provincial,      m 

teniendo  presente,  no  solo  la  utilidad  gene-      y  conservación,  no  pueden  ni  deben  conce 


atendible  bajo  el  imperio  de  la  nueva  legis- 
lación de  caminos  vecinales;  por  esto  decía* 
mos  que  la  disposición  fundada  en  ella»  en 
nuestro  concepto  subsiste  todavía. 

Pero  la  otra  regla  de  la  disposición  del 
real  decreto,  y  que  también  inculcaba  el 
reglamento  (1) ,  según  la  cual  habia  de  aten- 
derse muy  principalmente  para  la  concesiOQ 
de  ausilios  á  los  esfuerzos  que  hicieran  los 
pueblos  en  fomento  de  los  caminos  que  les 
interesaran,  sino  ha  sido  derogada  espresa- 
mente,  por  lo  menos  ha  tenido  que  quedar 
sin  aplicación  con  arreglo  al  espíritu  predo- 
minante en  la  ley  de  1849.  Habíase  introdu- 
cido el  principio  á  que  aludimos  por  una 
razón  muy  obvia:  cualquiera  que  sea  la  uti- 
lidad de  un  camino,  se  decia,  si  los  pueblos 
no  concurren  á  los  gastos  de  su  construcción 


ral  de  los  caminos,  sino  los  esfuerzos  que 
hiciesen  los  pueblos  en  ellos  interesados  para 
contribuir  á  los  gastos  que  ocasionaren  (1). 
Respecto  á  la  primera  base  en  esta  disposi- 
ción ,  á  saber ,  las  atribuciones  conferidas  al 
gobernador  y  consejo  de  la  provincia  con- 
juntamente, pudiera  muy  bien  entenderse 
derogada  en  la  actualidad,  porque  la  ley  de 
28  de  abril  de  1849  ha  refundido  en  los  go- 
bernadores solos,  facultades  que  en  otros  va- 
rios puntos  compartían  c^n  el  consejo,  según 
el  real  decreto  de  1848;  pero  como  quiera  que 
este  se  debe  considerar  subsistente  en  lo  que 
no  le  contradiga  espresamente  la  citada  ley, 
y  por  otra  parte  convenga  dar  á  los  pue- 
blos favorecidos  las  mayores  garantías  posi- 
bles de  equitativa  y  proporcional  distribu- 
ción, creemos  que  aun  hoy  dia  compete  al 
gobernador  con  el  consejo  decidir  sobre  esta 
distribución.  Efectivamente,  el  real  decreto 
dio  facultades  á  aquel,  porque  es  el  único 
que  puede  conocer  con  exactitud  los  recur- 
sos que  hayan  votado  los  pueblos  para  sus 
caminos;  pero  á  fin  de  evitar  cualquiera 
parcialidad  se  estableció  que  el  reparto  hu- 
biera de  ejecutarse  de  acuerdo  con  el  con- 
sejo provincial  (2).  Esta  razón  es  también 


(I)    Art.  i. 

>3)   InstruceíoD  de  19  de  abril  de  1848  en  el  comemUrio  al 
citado  arU  i  del  real  decreto. 


dérseles  ausilios  de  los  fondos  provinciales, 
porque  ó  estos  serian  insuficientes  para  con- 
seguir el  objeto,  y  de  consiguiente  perdidos, 
ó  bastarían  por  sí  solos  para  concluir  el  ca- 
mino, en  cuyo  caso  dejaría  este  el  carácter 
vecinal  para  pasar  á  la  categoría  de  provin- 
cial (2).  El  supuesto  de  que  parte  este  ra- 
zonamiento no  puede  ya  realizarse  desde 
que  los  pueblos  están  obligados  á  sostener 
los  caminos  vecinales ,  desde  que  los  gastos 
hechos  con  este  objeto  no  son  ya  voluntarios, 
en  fin,  desde  que  sus  esfuerzos  no  prestados 
espontáneamente  son  provocados  y  exigidos. 
La  utilidad  general  de  los  caminos,  el  grado 
de  interés  que  ofrezcan  para  la  provincia 
guiarán  solo,  pues,  en  la  distribución  de 
ausilios. 

Por  lo  demás ,  el  gobernador  al  formar  el 
presupuesto  anual  de  la  provincia,  con  ar- 
reglo á  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  inclu- 
ye en  él,  en  capítulo  separado,  la  cantidad 
que  crea  debe  asignarse  por  vía  de  ausilio  á 
los  caminos  vecinales  que  interesen  á  la  pro- 
vincia: la  diputación  provincial  discute  y 
vota  este  capítulo  como  los  demás  del  pre- 
supuesto ,  que  se  someterá  á  la  aprobación 
de  S.  M.  según  la  dicha  ley  dispone  (3). 


(1)   Art.  38  del  reglamento  de  8  de  abril  de  18 i8. 
«I    La  instraccion  de  <9  de  abril  de  1848  en  el  lagar  ya 
dudo. 
(3)   Art.  37  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1818. 
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Ko  hubiera  bastado  aotorízar  recursos  y  i 
señalar  foDdos  para  los  caminos  vecinales, 
sin  proveer  por  una  parte  á  la  realidad  de 
sa  aplicación»  y  por  otra  á  su  empleo  meto* 
dico  y  ordenado :  ambos  objetos  han  motiva- 
do terminantes  disposiciones.  Los  recursos 
destinados  á  los  caminos  vecinales  son  es- 
peciales :  los  fondos  aplicados  á  su  constrne* 
cion ,  conservación  y  mejora,  se  ban  de  in- 
vertir esclusivamente  en  estos  objetos ;  de 
suerte  que  no  podrá  dedicarse,  bajo  cualquier 
protesto  que  sea ,  ninguna  parte  de  esos  re- 
cursos y  fondos  á  otras  atenciones ,  so  pena 
de  haberse  de  reintegrar  mancomunadamen- 
te  la  suma  así  invertida  por  el  depositario 
que  la  entregare  y  por  el  funcionario  que  la 
hubiere  autorizado  (I):  compréndese  todo  el 
valor  de  estas  garantías  y  la  necesidad  de 
que  se  cumplan  con  exacta  severidad ,  al  re- 
cordar los  frecuentes  y  deplorables  abusos 
que  se  han  esperimentado  en  el  particular, 
frustrando  los  sacrificios  de  los  pueblos  y 
defraudando  sus  legítimas  esperanzas.  To- 
davía hay  ciertos  recursos  que  tienen  un 
destino  mas  especial :  las  sumas  que  se  re- 
cauden á  consecuencia  de  ofrecimientos  de 
concurso  voluntario  de  parte  de  pueblos  ó 
particulares,  no  podrán  emplearse  nunca 
sino  en  los  caminos  para  que  hayan  sido 
ofrecidas  (2J.  Esta  especialidad  tan  concreta 
seesplica  por  los  mas  sencHIos  principios: 
la  voluntad  del  donante  debe  ser  siempre 
estrictamente  respetada  y  cumplida ,  por  lo 
mismo  que  constituye  una  pura  liberalidad. 

El  orden  de  importancia  que  respectiva- 
mente ofrezcan  los  caminos  vecinales,  ha  de 
servir  sin  duda  para  la  preferencia  en  la  in- 
versión de  los  fondos  aplicados  á  todos  ellos 
en  general :  en  este  punto  ^  como  en  tantos 
otros ,  las  necesidades  deben  satisfacerse  en 
la  graduación  que  su  urgencia  designe  y 
que  su  g^^ralidad  prescriba;  sin  embargo, 
iK>  conviene  deducir  de  este  un  principio  tan 
inflexible  por  el  que  se  posterguen  y  tal  vez 
se  abandonen  los  caminos  mas  secundarios; 
puesto  que  estos  suponen  también  pueblos 


(1)   Art.  113  del  citado  reglamento  ,  t  i  de  la  ley  de  98  de 
abril  de  1149. 
{%   Art.  19  del  reglamento. 


interesados.  El  real  decreto  de  7  de  abril 
de  1848  desenvolvió  acertadamente  esta  ma- 
teria: por  una  parte  sentó  como  regfa  ge- 
neral que  los  fondos  que  se  recaudaren  por 
los  medios  concedidos  á  los  pueblos ,  se  in- 
virtiesen en  los  caminos  vecinales  sucesiva- 
mente ,  empezando  por  los  de  interés  nías 
general  (i);  por  otra  prescribió  que  la  dis- 
tribución de  los  recursos  votados  por  los 
ayuntamientos  para  las  necesidades  de  sus 
caminos  vecinales ,  se  hiciera  de  modo  que 
los  de  primer  orden  no  consumieran  en  nin- 
gún caso  mas  de  la  mitad  de  dichos  recursos, 
invirliéndose  los  restantes  en  los  caminos  de 
segundo  orden  (2).  La  primera  regla,  te- 
niendo en  cuenta  que  los  recursos  de  los 
pueblos  no  pueden  ser  muy  considerables  y 
que  si  se  dedicasen  á  varias  líneas  á  un 
tiempo,  se  malgastarían  inútilmente,  impe- 
dia que  se  emprendiesen  trabajos  en  un  ca- 
mino hasta  que  se  hubiera  concluido  otro,  á 
no  ser  en  poblaciones  muy  considerables, 
cuyos  recursos  permitieran  ejecutar  las  obras 
de  dos  ó  mas  líneas  de  primer  orden  á  un 
tiempo:  buscaba  también  la  ventaja  de  cons- 
truir con  perfección  y  solidez  desde  el  prin- 
cipio, para  no  tener  que  invertir  después  los 
fondos  en  recomposiciones  y  verse  privados 
los  pueblos  de  continuar  la  mejora  de  los 
demás  caminos.  La  segunda  disposición  se 
fundaba  en  que  si  los  pueblos  viesen  que  to- 
dos los  fondos  aprontados  por  ellos  se  inver- 
tian  en  puntos  algo  distantes  y  no  tocaran 
inmediatamente  los  efectos  de  sus  sacrificios, 
manirestarian  mas  repugnancia  á  repetirlos. 
Otra  razón  de  adoptar  el  máximun  estable- 
cido era  que  de  no  hacerh)  así  podría  sos- 
pecharse alguna  vez  que  se  destinaban  to- 
dos los  recursos  á  los  caminos  de  primer  or- 
den, solo  porque  estos  fuesen  de  interés  para 
pueblos  ó  personas  influyentes  (3). 

Disposiciones  modernas  hay  que  se  hallan 
concebidas  en  un  espíritu  bastante  conforme 
con  el  del  real  decreto  de  18i8:  en  una  se 
reconoce  que  para  proceder  con  método  y 
regularidad  en  los  trabajos,  es  indispensa- 

(1)    Arte, 
(i     Art,  10. 

(3)  La  tnstroedon  de  19  Je  abril  de  1848  en  los  comenta- 
rlos de  los  dos  articolos  citidos. 


Digitized  by 


Google 


364 


CAMINOS. 


ble  principiar  por  los  caminos  de  primer  or- 
den, y  donde  se  encarga  que  las  poblaciones 
que  por  su  situación  no  deban  contribuir  á 
ninguno  de  esta  clase  inviertan  sus  presta- 
ciones y  fondos  en  los  de  segundo,  princí- 
piando  por  el  de  mayor  utilidad,  pero  ob- 
servando la  regla  general  de  no  ejecutar 
trabajos  en  dos  caminos  de  un  pueblo  al 
mismo  tiempo,  ano  ser  que  así  lo  requieran 
circunstancias  especiales,  como  en  los  de 
crecido  vecindario,  donde  por  los  muchos 
contribuyentes  resultaría  conrusion  de  dedi- 
carse á  un  camino  solo  (i). 

Todas  las  cantidades  en  efeotivo  destina- 
das á  los  caminos  de  primer  orden ,  cual- 
-quiera que  sea  su  origen,  se  deben  centrali- 
zar en  poder  del  depositario  de  los  fondos 
provinciales,  que  las  cobrará  en  vista  de  un 
estado  de  las  cuotas  délos  pueblos  que  man- 
dará formar  el  gobernador ;  estos  recursos 
conservarán  su  especialidad  para  las  líneas 
á  que  estén  destinados  por  el  voto  de  los 
ayuntamientos  ó  decisiones  de  la  diputación 
provincial  (2).  Los  gastos  se  ejecutarán  en 
virtud  de  libramiento  del  gobernador  ,  for- 
mándose, justificándose  y  aprobándose  las 
cuentas  del  mismo  modo  que  las  de  los  ca- 
minos provinciales;  y  el  resumen  de  cada 
una  de  las  que  se  aprueben  se  imprimirá  y 
se  dirigirá  á  los  alcaldes  de  los  pueblos  inte- 
resados en  el  camino  á  que  la  cuenta  se  re- 
fiera (3). 

Los  depositarios.de  los  fondos  del  común 
están  esclusivamente  encargados  de  todos 
los  ingresos  y  gastos  concernientes  á  los  ca- 
minos vecinales  de  segundo  orden.  El  alcal- 
de solo  puede  autorizar  gastos  sobre  estos 
fondos,  pero  no  le  es  permitido  efectuar  nin- 
guno por  sí  mismo,  sino  por  medio  de  libra- 
mientos contra  el  depositario  (4). 

En  el  reglamento  de  8  de  abril  de  1848 
hay  una  sección  destinada  especialmente  á 
tratar  de  la  contabilidad  de  los  ingresos  y 
gastos,  y  de  los  medios  de  justificar  así 
aquellos  como  estos  (5);  nos  remitimos  me- 


tí)  Real  orden  de  19  de  febrero  de  I8S0. 

$,    Aria.  138  y  119  del  reglamento  de  S  de  abril  de  1848. 

.5)    Arts.  I«9,150yl51. 

(4)    Art.  m 

(5^   La  sección  ).*  oei  cap.  Vil,  comprensiva  de  los  artfca- 

los  «:.  ita  y  líT. 


i 


ramente  á  ella,  tanto  por  la  prolijidad  de  sus 
pormenores,  cuanto  porque  mas  reciente- 
mente se  ha  mandado  que  ínterin  el  Conse- 
jo Real  presenta  el  reglamento  que  ha  de 
servir  para  la  ejecución  de  la  ley  de  28  de 
abril  de  18i9,  se  siga  respecto  á  los  ingresos 
y  gastos  de  los  caminos  vecinales  el  mismo 
sistema  de  contabilidad  que  se  observa  en 
los  demás  gastos  municipales;  pero  sin  dis- 
traer en  manera  alguna  los  fondos  destinados 
á  dichos  caminos  para  otras  atenciones  (1). 

No  podemos  poner  fin  á  este  párrafo  sin 
tratar  de  ciertas  prestaciones  especiales  que 
se  exigen  por  el  deterioro  de  los  caminos 
vecinales,  y  que  vienen  por  lo  tanto  á  ser 
una  clase  particular  de  recursos  destinados  á 
la  conservación,  ó  mejor  dicho,  á  la  repara- 
ción de  estos  caminos.  Tan  importante  ma- 
teria ha  sido  pasada  en  silencio  por  la  ley  de 
28  de  abril  de  1849,  motivo  por  el  que  están 
vigentes  todas  las  disposiciones  del  real  de- 
creto y  reglamento  del  ano  anterior.  El  prin- 
cipio general  se  reduce  á  que  siempre  que  un 
camino  vecinal  de  primero  ó  segundo  orden 
conservado  por  uno  ó  mas  pueblos,  sufra  de- 
terioro continua  ó  temporalmente,  á  causa 
de  la  esplotacion  de  minas,  bosques,  canteras 
ó  de  cualquiera  otra  empresa  industrial  per- 
teneciente á  particulares  ó  al  Estado,  se  po- 
drá exigir  de  los  empresarios  una  prestación 
eslraordinaria,  proporcionada  al  deterioro 
que  sufra  el  camino  en  razón  á  la  esplota- 
cion (2).  No  hay  para  que  detenerse  en  de* 
mostrar  los  fundamentos  en  que  se  apoya 
este  principio,  las  comunicaciones  de  los 
pueblos  entre  sí  son  de  gran  utilidad,  son 
de  necesidad  para  ellos  y  para  el  pais :  no 
seria  por  lo  tanto  justo  qne  se  consintiera  su 
deterioro  por  proteger  otros  intereses,  siem- 
pre respetables,  pero  que  ni  por  su  carác- 
ter, ni  por  su  estension,  ni  por  sus  resulta- 
dos podrían  considerarse  preponderantes. 
Las  empresas  industríales  á  que  comprende 
la  obligación  de  que  tratamos ,  merecerán 
á  lo  sumo  tanta  consideración  ,  pero  nunca 
mas  que  los  caminos  vecinales.  Además,  no 


1 1)    Real  orden  de  15  de  enero  de  IS50. 

i9)   Arts.  11  del  real  decreto  y  57  del  regimiento. 
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se  trata  de  ¡nferirles  on  perjtiicio,  .ni  atm  si- 
quiera un  gravamen :  sino  que  se  aplica  á 
ellas  un  principio  constante  de  equidad,  de 
que  nadie  puede  pretender  exención :  todos 
están  obligados  á  reparar  el  daño  que  cau- 
san á  los  que  están  en  el  legítimo  ejercicio 
de  su  derecho.  Por  otra  parte  aun  cuando  se 
irrogara  gravamen,  este  seria' compensado 
por  las  mayores  ventajas  que  á  la  empresa 
han  de  resultar  de  la  conservación  y  fomen- 
to de  los  caminos  de  que  se  ha  de  servir 
frecuentemente  y  que  tan  de  cerca  le  inte- 
resan. 

Según  se  halla  formulada  la  regla  funda- 
mental de  la  prestación  por  deterioro,  no 
comprende  sino  á  las  empresas  puramente 
industriales.  Con  efecto,  se  ha  querido  redu- 
cir á  estas  la  obligación,  escluyendo  á  las 
esplotaciones  agrícolas,  cualquiera  que  sea 
la  ostensión  de  sus  medios  de  cultivo,  por- 
que estas  contribuyen  constantemente  á  la 
conservación  de  los  caminos  con  la  presta- 
ción ó  del  modo  usado  en  el  pueblo  donde 
radican  ( I ). 

Las  prestaciones  por  deterioro  son  recla- 
madas por  los  alcaldes  de  los  pueblos  inte- 
resados, aun  cuando  se  trate  de  los  caminos 
de  primer  orden  (2),  porque  estas  autorida- 
des en  razón  á  su  mayor  proximidad  á  los 
lugares  tienen  mas  medios  de  apreciar  si  el 
daño  es  tal  que  deba  exigirse  indemnización. 
Sin  embargo,  esta  disposición  no  escluye  en 
manera  alguna  la  acción  de  los  goberna- 
dores, quienes  pueden  y  deben  ejercerla 
cuando  los  alcaldes  descuiden  el  interés  de 
sus  administrados  (3). 

Se  entiende  que  hay  deterioro  continuo 
cuando  el  trasporte  de  las  materias  esplota- 
das  se  hace  durante  todo  el  ano  ó  la  mayor 
parte  de  él  por  un  mismo  camino;  y  hay  de- 
terioro temporal  cuando  el  trasporte  no  se 
ejecuta  durante  todo  el  ano  ó  su  mayor  par- 
te, sino  solamente  en  ciertas  épocaé.  Si  el 
trasporte  es  continuo,  pero  se  hace  por  dis- 
tintos caminos  sucesivamente ,  se  considera- 
rá el  deterioro  como  temporal  respecto  á 


(1)  Instnieeloa  de  19  de  abril  do  1818  en  el  eomenUrio  al 
art.  II  del  real  decreto. 
(%)    Art.  58  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1848. 
(3)    La  instrucción  en  el  logar  citado. 


cada  uno  de  los  caminos  por  donde  se  hi- 
ciere (1).  A  primera  vista  parece  mucho 
gravamen  el  que  debe  resultar  á  las  empre- 
sas industriales  por  obligarlas  á  indemniza- 
ciones respecto  á  seis ,  ocho  ó  mas  pueblos 
cuyos  caminos  recorran  sucesivamente.  Pero 
este  gravamen  se  halla  en  primer  lugar 
compensado  con  la  facilidad  y  economía  que 
proporcionan  en  los  trasportes  los  caminos 
bien  conservados,  y  en  segundo  lugar  por- 
que no  sería  justo  establecer  que  las  empre- 
sas de  esplotacion  resarcieran  solo  los  danos 
que  causasen  en  los  caminos  del  pueblo 
donde  radicaran,  pues  sucedería  muchas 
veces  que  estando  situadas  en  el  confin  del 
término  de  un  pueblo,  deteriorasen  menos 
los  caminos  de  este  que  los  de  otro  cualquie- 
ra por  donde  cruzaran  sus  productos.  El  de- 
terioro existe  de  hecho  para  todos  los  cami- 
nos por  donde  transitan  frecuentemente  car- 
ruajes con  peso  considerable;  y  de  consi- 
guiente todos  los  pueblos  á  quienes  pertene- 
cen estos  caminos  tienen  derecho  á  la  indem- 
nización. No  obstante  se  necesitan  mucho 
pulso  y  detenimiento  en  la  aplicación  de 
este  principio,  porque  seria  daríe  demasiada 
latitud  pretender  que  las  empresas  de  esplo- 
tacion hubieran  de  pagar  indemnizaciones  en 
toda  la  estension  de  la  Unea  que  sigan  sus 
trasportes  cuando  esta  esceda  de  ciertos 
límites  (2). 

Los  alcaldes  deben  dirigir  sus  reclamacio- 
nes á  los  dueños  de  las  empresas,  cuando  la 
esplotacion  se  haga  por  su  cuenta,  y  á  los 
arrendatarios  si  estos  la  ejecutaren  de  por 
sí,  escoplo  cuando  se  haya  adjudicado  un 
monte  para  carbonear  ó  hacer  cortas  en  él, 
por  lotes  y  á  varías  personas ,  en  cuyo  caso 
se  dirigirán  los  alcaldes  siempre  al  propieta- 
rio (3). 

Como  seria  injusto  obligar  á  una  empresa 
ó  particular  á  reparar  por  su  cuenta  un  ca- 
mino abandonado,  sin  otra  razón  que  la  ne- 
cesidad de  servirse  de  él  (4),  está  declarado 
que  no  podrán  reclamarse  prestaciones  de 
los  propietarios  ó  esplotadores ,  sino  en  el 


(1)  ArU  59  del  reglamento. 

(S)  La  instnicoion  en  el  logar  ciudo. 

J5)  Art.  60  del  reglamento. 

(4)  La  instraeeton  en  el  logar  citado. 
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caso  de  que  el  camino  qae  dé  origen  á  las 
reclamaciones  se  halle  en  buen  estado  de 
conservación  y  de  tránsito  (1).  Para  justifi- 
carlo es  preciso  apelar  á  medios  fáciles  y 
exactos :  el  exigir  demasiadas  formalidades 
ó  retraería  á  los  pueblos  de  reclamar  la  in- 
demnización, ó  haría  prescindir  por  el  deseo 
de  conseguirla «  dé  las  disposiciones  legales 
sustituyéndolas  una  funesta  arbitrariedad. 
Los  pueblos  han  de  tener  medios  espeditos 
de  justificar  su  derecho,  sin  dejar  por  eso  á 
los  empresarios  en  la  dificultad  de  defender- 
se contra  los  abusos  que  podrían  originarse 
de  dar  entera  fé  al  testimonio  de  la  otra 
parte  interesada.  Bastará,  pues,  para  justi- 
ficar el  buen  estado  de  un  camino ,  que  la 
junta  inspectora  del  partido ,  de  las  que  mas 
adelante  se  hablará ,  lo  haya  reconocido  co- 
mo tal  en  el  informe  que  debe  pasar  anual- 
mente al  gobernador:  no  es  presumible  que 
una  corporación  formada  de  individuos  res- 
petables de  diferentes  pueblos,  no  todos 
acaso  interesados  en  el  camino  de  que  se 
trate,  dé  un  informe  inexacto  con  el  solo  ob- 
jeto de  obtener  una  indemnización  (9). 

Las  prestaciones  reclamadas  por  los  alcal- 
des, deben  ser  proporcionadas  al  deteriorb 
que  sufran  los  caminos.  Para  determinarlas 
se  concertarán  las  partes  entre  sí;  y.en  caso 
deque  no  haya  avenencia,  se  nombrarán 
dos  peritos ,  uno  por  el  alcalde  y  otro  por  el 
propietario  ó  esplotador,  los  cuales  darán  su 
dictamen  acerca  de  la  indemnización  á  que 
haya  lugar ,  que  se  fijará  por  el  consejo  pro- 
vincial en  vista  del  dictamen  de  los  peritos, 
ó  del  de  estos  y  un  tercero  nombrado  por  di- 
cho consejo ,  sí  los  primeros  no  estuvieren 
acordes.  Si  hubiere  avenencia  entre  el  al- 
calde y  el  empresario,  se  someterá  el  con- 
venio que  hicieren  á  la  aprobación  del  ayun- 
tamiento, el  cual  podrá  admitir  ó  desechar 
la  proposición.  Si  la  desechase,  se  remitirá 
al  gobernador  para  que  decida  el  consejo 
provincial  (3).  La  designación  de  la  cuota 
con  que  ha  de  contribuir  el  dueño  ó  empre- 


(1)    Art.61  del  reglamento. 

(i)    La  instraccioD  ep  el  íngar  citado;  y  arl.  61  del  recia- 
mentó.  ^ 

i3)    Art.  63  del  reglamento  y  U  del  real  deereto. 


sario  de  la  esplotacion ,  se  hará  al  concluir* 
se  esta,  si  fuere  temporal ,  y  al  fin  de  cadtt 
ano,  si  fuere  permanente.  Las  cuotas  men- 
cionadas se  fijarán  anualmente ,  sin  que  la 
decisión  del  consejo  provincial  pueda  ser  es- 
tensiva  á  varios  anos ,  ya  porque  un  camino 
conservado  en  buen  estado  de  tránsito  en  la 
actualidad  puede  dejar  de  estarlo  en  lo  su- 
cesivo ,  ya  porque  la  importancia  de  los  de- 
terioros es  susceptible  de  variar  de  un  ano 
á  otro  por  aumento  ó  disminución  en  la  es- 
plotacion. Para  evitar  dificultades ,  y  toda 
vez  que  las  indemnizaciones  pueden  estipu- 
larse por  convenio  de  las  partes  interesa- 
das, habiendo  de  designarse  anualmente  solo 
cuando  se  fijen  por  el  consejo  provincial, 
nada  seria  mas  útil  que  inclinar  á  los  pueblos 
á  fijarlas  convencionalmente  con  los  empre- 
sarios, por  iguala  de  cierto  número  de  anos, 
en  cuyo  caso  bastaría  la  aprobación  del  go- 
bernador ,  porque  ya  no  se  trataria  de  una 
materia  contenciosa,  sino  de  sancionar  un 
convenio  entre  dos  partes  interesadas  (1). 

La  decisión  del  consejo  provincial  se  co- 
municará por  el  alcalde  al  propietario  ó  es- 
plotador y  al  cobrador  nombrado  por  el  ayun- 
tamiento para  la  recaudación  de  fondos  de 
caminos ;  y  si  la  prestación  recayese  sobre 
un  monte  del  Estado ,  se  entenderán  los  al- 
caldes con  los  comisarios  de  montos  de  la 
provincia  (2).  Por  lo  demás  las  prestaciones 
por  deterioro  pueden  satisfacerse  en  dinero 
ó  en  trabajo  material  (3) ;  los  deudores  opta- 
rán por  uno  de  estos  dos  medios  en  eJ  tér- 
mino de  15  días ,  contados  desde  que  se  les 
haya  comunicado  la  decisión  del  consejo  pro- 
vincial, ó  desde  que  hayan  hecho  el  conve- 
nio con  los  alcaldes.  Si  no  lo  espresaren  en 
el  término  prefijado,  la  prestación  se  exigirá 
en  dinero  y  del  mismo  ■M>do  qne  á  los  de- 
mas  contribuyentes.  En  el  caso  de  que  ha- 
yan optado  por  satisfacer  la  prestación  en 
trabajo,  se  someterán  á  las  disposiciones  que 
sobre  este  punto  rijan  en  el  pueblo  á  que 
pertenezca  el  camino  (4). 


(I)    La  fnstraccion  en  el  logar  citado ,  y  art.  64  del  re- 
glamento. 
{%    Aris.  65  T  66  del  reglamento. 
\i)   Arl.  II  del  real  decreto  de  7  de  abril  de  1848. 
[A)    Art.  67  del  reglamento. 
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Es  de  advertir,  por  último,  que  las  pres- 
taciones de  que  hemos  hablado  se  deben 
destinar  esclasivamente  á  los  caminos  que 
las  hayan  exigido  (1).  Seria  en  verdad  bien 
injusto  que  un  pueblo  obtuviera  una  indem- 
nización con  motivo  de  daño  causado  en  uno 
de  sus  caminos  por  uña  empresa  de  esplota- 
cion ,  é  invirtiese  los  recursos  que  por  este 
medio  se  proporcionara  en  otros  caminos  dis- 
tintos, privando  así  del  beneficio  en  la  faci- 
lidad y  economía  en  los  trasportes  á  la  em- 
presa contribuyente.  Es  necesario,  pues,  no 
separarse  en  ningún  caso  de  una  preven- 
ción, cuya  justicia  y  equidad  son  tan  palpa- 
bles (2). 

§.  3.*  Ejecución  de  las  obras  de  caminos  ve- 
cinales. 

Tomamos  este  epígrafe  bajo  el  sentido  li- 
mitado en  que  debe  tomarse  en  un  artículo 
de  Enciclopedia  de  derecho;  es  decir,  que 
no  nos  incumbe  nada  de  lo  que  se  refiera  & 
la  ejecución  de  los  trabajos  de  caminos  veci- 
nales en  cuanto  exige  tales  ó  cuales  medios, 
estas  ó  las  otras  condiciones  por  parte  de  las 
personas  que  como  facultativas  sean  busca- 
das al  efecto.  Las  reglas  administrativas  y 
aun  económicas  á  que  se  sujeta  la  ejecución 
son  puramente,  y  nada  mas,  la  materia  de 
este  párrafo.  Espondremos  primeramente  las 
importantes  bases  consignadas  en  la  ley  de 
28  de  abril  de  1849,  referentes  á  la  direc- 
ción de  las  obras,  y  después  las  supliremos 
con  tas  que  acerca  de  otros  muchos  particu- 
lares de  ejecución  se  contienen  en  la  legis- 
lación de  1848,  haciéndonos  también  cargo 
en  sus  lugares  oportunos  de  algunas  dispo- 
siciones que  el  gobierno  ha  dictado  acerca 
de  puntos  determinados. 

Declarada  la  necesidad  ó  conveniencia  de 
un  camino  vecinal,  clasificado  en  debida 
forma,  y  aprobados  los  fondos  para  su  cons- 
trucción ,  conservación  ó  mejora ,  los  alcal- 
des de  los  pueblos  interesados  en  él ,  con- 
tratarán un  facultativo  que  tenga  título  del 


(i)    El  mismo  aru  i  i  de»  real  decreto. 

{t)   La  instniccion  en  el  comenurio  al  citado  art.  11. 


gobierno  para  dirigir  esta  clase  de  obras  (1). 
fié  aquí  el  principio  que  domina  en  el  dere- 
cho vigente ;  principio  fundamental  y  rege- 
nerador de  considerables  consecuencias;  por 
lo  que  requiere  un  examen  algún  tanto  de- 
tenido. El  carácter  que  en  él  sobresale  es  el 
de  imponer  una  obligación  á  los  pueblos; 
estos  no  reciben  contra  su  voluntad  un  di- 
vector  facultativo ,  sino  que  lo  reciben  en 
virtud  del  contrato  que  celebren;  pero  no 
es  menos  cierto  que  no  pende  de  su  arbitrio 
el  verificar^este  contrato :  la  ley  no  permite 
que  puedan  contratar  un  facultativo,  sino 
que  manda  que  lo  contraten.  Hay,  pues, 
una  necesidad  legal ,  hay  un  requisito  de 
todo  punto  necesario.  De  aquí  una  cuestión 
radical,  y  que  se  ha  debatido  con  empeño: 
¿es  conveniente,  es  justo  que  se  imponga  á 
los  pueblos  la  necesidad  y  el  gravamen  de 
mantener  un  director  facultativo?  Niéganlo 
algunos ,  suponiendo  que  el  interés  mismo 
de  los  pueblos  es  bastante  para  buscar  ese  ú 
otros  medios  oportunos  que  conduzcan  al  fin 
de  obtener  buenos  caminos  vecinales:  crée- 
se que  las  obras  de  estos  caminos  no  son 
tan  difíciles  y  complicadas  como  las  de  otros 
medios  de  comunicación  en  mayor  escala; 
de  suerte  que  mas  bien  requieren  el  celo  de 
hombres  esperimentados ,  que  los  planes  y 
cálculos  de  personas  facultativas.  No  nos  en- 
contramos conforme  con  este  modo  de  ver: 
antes  bien  tenemos  por  indudable  que  los 
caminos  vecinales ,  en  medio  de  ocupar  el 
mas  humilde  lugar  en  las  diferentes  clases 
de  comunicaciones ,  son  al  cabo  verdaderos 
caminos  que  se  construyen  ó  reparan  por 
una  serie  y  combinación  de  operaciones  es- 
tranas  para  el  que  no  tenga  conocimientos 
especiales  y  no  se  haya  dedicado  á  observar- 
las y  apreciarlas  en  La  práctica.  La  mera  es- 
periencia,  aun  dado  caso  que  no  sea  una 
ciega  rutina,  no  basta  por  sí  sola  para  con- 
cebir ,  emprender  y  proseguir  con  toda  ga- 
rantía obras  de  caminos.  Es  preciso,  pues, 
admitir  el  principio  de  una  dirección  facul- 
tativa como  indispensable  y  constante. 


(1)    Art.  iOdela  ley  de  $S  de  abril  de  1849,  j  disposl- 
M  6.*  de  la  real  orden  de  10  de  setiembre  del  mismo  afio. 
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De  lo  cual  se  deduce  que  ha  de  ser  obli- 
gatoria para  los  pueblos.  Hemos  dicho  mas 
de  una  vez  que»  según  el  derecho  vigente» 
no  son  gastos  voluntarios,  sino  necesarios, 
los  que  requieren  los  caminos  vecinales: 
luego  todos  ios  medios  indispensables  para 
la  buena  construcción »  conservación  ó  me- 
jora tienen  que  llevar  ese  mismo  carácter 
de  necesidad.  Constituirá  en  buen  hora  ut 
gravamen  la  elección  del  facultativo ;  pero 
este  gravamen  no  es  menos  admisible  ni 
justificado  que  tantos  otros  como  contiene 
en  sí  la  obh'gacion  general  de  los  pueblos  á 
formar  y  mantener  sus  caminos.  T  sobre 
todo  siempre  será  reproductivo  y  recompen- 
sará con  positivas  ventajas :  valdrá  mas  au- 
mentar algún  tanto  el  presupuesto  de  un  ca- 
mino, asegurando  su  solidez  y  duración, 
que  obtener  economías  ficticias  sin  la  ga- 
rantía de  estas  condicione*.  La  ley,  que 
tenia  consignado  espresamente  que  la  cons* 
truccion,  conservación  y  mejora  de  los  ca- 
minos vecinales  son  de  cargo  de  los  pueblos 
inmediatamente  interesados ,  ha  deducido 
.  lógica  y  acertadamente  la  consecuencia  de 
que  también  los  pueblos  tendrían  obligación 
de  contratar  un  facultativo  para  la  dirección 
de  las  obras. 

Ubsérvanse  también  en  la  ley  otras  con- 
diciones que  hacen  su  principio  muy  acep- 
table, y  algunas  de  las  cuales  han  sido  mejo- 
ras obtenidas  en  el  parlamento  sobre  el  pro- 
yecto del  gobierno.  No  habrá  designación  de 
distritos  para  nombrar  en  cada  uno  un  di- 
rector, como  hubiera  resultado  de  adoptarse 
aquel  proyecto ,  multiplicándose  quizás  sin 
necesidad  los  facultativos ,  ó  distribuyéndo- 
se desventajosamente ,  sino  que  los  diferen- 
tes pueblos  interesados  en  un  camino  se 
pondrán  de  acuerdo  para  contratar  uno. 
Ademas  la  elección  de  director,  según  el  tes- 
to de  la  ley,  no  procede  hasta  qué  el  camino 
de  que  se  trate  esté  clasificado  y  votados  los 
fondos,  es  decir,  hasta  tanto  que  ya  sea  in- 
dispensable. 

Yeaftios  ahora  en  qué  personas  debe  re- 
caer el  nombramiento  ó  contrata.  La  ley  lo 
espresa ,  en  un  facultativo  que  tenga  título 
del  gobierno  para  dirigir  esta  clase  de  obras. 


Limitación  que  no  puede  tacharse  de  injus- 
ta: los  pueblos  son  los  que  contratan  el  fa- 
cultativo según  ya  dejamos  dicho ;  pero  su 
elección  debe  circunsoribirse  en  los  límites 
que  supone  el  ejercicio  de  todo  cargo  ó  pro- 
fesión. El  titulo  del  gobierno  es  la  garantía 
de  los  estudios  previos ,  de  la  aptitud  que  se 
requieren  en  los  directores  de  los  caminos 
vecinales ,  como  lo  es  en  los  médicos ,  en 
los  maestros  de  primeras  letras,  en  los  ar- 
quitectos y  otros  peritos  que  los  pueblos 
también  contratan  de  por  sí.  Nada  se  ha  es- 
tablecido, pues ,  de  arbitrario ;  nada  nuevo, 
nada  que  se  aparte  de  los  principios  gene- 
rales admitidos  y  seguidos  en  casos  análo- 
gos. Ahora  bien,  aunque  parecía  natural  que 
los  directores  natos ,  por  decirlo  así ,  de  los 
caminos  vecinales  fuesen  los  ingenieros  de 
caminos,  bien  se  comprende  que  no  podia 
adoptarse  tan  escelente  medio.  Esa  clase  es 
corta  en  número,  y  sobrecargada  de  traba- 
jos de  consideración;  solo  las  atenciones  que 
exigen  las  carreteras  les  imposibilitan  de  di- 
rigir habitual  y  constantemente  otros  cami- 
nos. La  ley,  pues,  ha  tenido  que  habilitar  para 
estos  servicios  á  otros  facultativos  especia- 
les, reservándose  sin  embargo  para  ciertos 
casos  determinados  el  ausilio  de  los  superio- 
res conocimientos  de  los  ingenieros  como 
luego  veremos.  i 

Estos  facultativos  especiales  con  título  del 
gobierno  á  que  se  refiere  la  ley  de  28  de 
abril  de  1849  son  los  que  se  habian  creado 
el  ano  anterior,  formando  una  clase  denomi- 
nada de  directores  de  caminos  vecinales,  á 
cuyos  individuos  se  declaró  esclusivamente 
encargado?  del  trazado,  dirección  y  ejecución 
de  las  obras  de  dichos  caminos  (1).  No  po- 
drán ,  pues ,  los  pueblos  en  ningún  particu- 
lar de  la  ejecución  de  estas  obras,  desen- 
tenderse de  esta  disposición  terminante,  te- 
niendo muy  presente  que  está  espresamente 
prohibido  confiar  la  dirección  de  caminos  ve- 
cinales á  otras  personas  que  á  los  ingenieros 
de  caminos  y  directores  de  caminos  vecina- 
les (3).  No  hace  mucho  tiempo  que  habién- 


(1)    Art.  1/  del  real  decreto  de  7  de  leüembrc  de  1818. 
(t)    Art.  II  del  citado  real  decreto. 
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dose  notado  en  el  ministerio  que  algunos 
proyectos  de  caminos  vecinales  estaban  for- 
mados por  personas  que  carecían  de  la  apti- 
tud legal  y  y  aun  en  muchos  casos  de  los  co- 
nocimientos necesarios,  se  encargó  la  obser- 
vancia de  la  regla  ya  mencionada  que  esta- 
blece la  competencia  esclusiva  de  los  direc- 
tores (4). 

Pero  podrá  suceder  que  los  alcaldes  de 
los  pueblos  interesados  no  puedan  ponerse 
de  acuerdo  en  la  elección ,  ó  que  descuiden 
el  deber  que  tienen  de  contratar:  la  ley  ha 
previsto  estos  casos,  dando,  como  era  natu- 
ral, á  la  autoridad  administrativa  de  la  pro- 
vincia la  decisión  del  desacuerdo,  y  el  su- 
plemento de  la  negligencia.  Cuando  todos 
¡os  alcaldes  de  los  pueblos  interesados  en^in 
camino  vecinal  no«se  pusiesen  de  acuerdo  en 
la  contratación  del  facultativo,  el  gobernador 
oyendo  á  los  alcaldes  disidentes,  aprobará  ó 
reformará  el  convenio  acordado  ó  intentado 
por  los  demás,  el  cual  será  obli^torio  desde 
entonces  para  todos  con  arreglo  ala  parte  de 
gastos  correspondientes  á  cada  pueblo.  Si 
los  alcaldes  en  su  mayoría  no  contratasen  al 
facultativo  dentro  del  término  de  tres  meses, 
el  gobernador  lo  nombrará  por  sí  y  designa- 
rá sus  obligaciones  y  la  retribución  que 
haya  de  percibir  de  los  fondos  destinados  al 
camino  (2). 

Las  atribuciones  y  obligaciones  de  los  di- 
rectores de  caminos  vecinales  naturalmente 
habrán  de  fijarse  en  las  contratas  que  cele- 
bren los  pueblos:  conviene,  sin  embargo, 
conocerlas  en  general,  abstracción  hecha  de 
pormenores  y  convenios  especiales.  Hácese 
espresion  de  ellas  en  la  real  orden  que  forma 
el  reglamento  interino  de  la  ley  de  28  de 
abril  de  1849 :  el  facultativo  director  del  ca- 
mino vecinal  levantará  los  planos  del  mismo, 
formará  el  presupuesto  detallado  de  las 
obras,  y  redactará  la  correspondiente  memo- 
ria elevándolo  todo  al  gobernador  para  su 
aprobación  (3).  Está  asimismo  mandado  que 
los  directores  de  los  caminos  vecinales,  des- 


Circolar  de  13  de  jalio  de  IS59. 

ArU  «O  de  la  ley  do  28  de  abril  de  1849. 

Disposición  7.*  de  ta  real  orden  de  10  de  seUfmbre  de 

TOMO  vn. 


pues  de  formados  los  planos  v  el  presu* 
puesto  correspondiente,  espresen  el  sistema 
de  construcción  ó  conservación  del  camino, 
debiendo  recaer  la  aprobación  del  goberna- 
dor, previa  audiencia  de  los  ayuntamientos 
interesados,  que  si  no  se  hallaren  confor- 
mes pueden  recurrir  al  gobierno  (2). 

Aunque  el  trazado  y  ejecución  de  los  ca- 
minos vecinales  corresponde  esclusivamente 
á  los  directores,  la  vigilancia  de  las  obras  y 
de  los  caminos  no  debe  estimarse  asimismo 
peculiar  de  estos ,  porque  ambas  cosas  son 
bastante  distintas.  De  aqm'  que  sin  perjuicio 
de  la  contrata  que  se  haga  de  facultativos 
directores,  el  gobernador  está  autorizado 
para  vigilar  los  mencionados  caminos  por 
medio  de  los  ingenieros  ú  otras  personas  que 
crea  á  propósito  para  ello,  sin  aumentar  los 
gastos  de  la  obra  (3).  Mucho  menos  hubiera 
podido. entenderse  eschiida  la  intervención 
de  los  ingenieros  de  caminos,  no  tanto  por- 
que su  carácter  facultativo  es  de  mayor  sig- 
nificación, cuanto  porque  en  algunos  casos 
no  solo  será  ventajoso,  sino  además  indis- 
pensable por  surgir  dificultades  y  dudas  de 
resolución  superior  á  los  conocimientos  de 
los  directores.  Pero  en  los  casos  en  que  se 
apele  á  tos  ingeniemos,  debe  tomarse  en 
cuenta  por  una  parte  que  estos  lo  son  de  la 
provincia  en  general,  y  de  consiguiente  pue- 
de escusarse  una  retribución  especial  por 
sus  trabajos  respecto  de  los  caminos  vecina- 
les, y  por  otra  que  los  pueblos  soportan  ya 
muchas  cargas  por  otros  conceptos,  y  entre 
ellas  la  del  sueldo  del  director  contratado. 
Fundada,  sin  duda,  en  estas  consideracio- 
nes la  ley  de  28  de  abril  de  1849  ha  decla- 
rado que  los  ingenieros  de  caminos  destina- 
dos á  las  provincias  desempeñaran  gratuita- 
mente, sin  perjuicio  de  las  atenciones  de  su 
peculiar  instituto,  los  encargos  que  les  die- 
ren los  gobernadores  sobre  la  formación  de 
planos,  cálculos,  trazados,  visitas,  inspec- 
ción é  informes  relativos  á  caminos  vecina- 
les (1).  Con  mucha  verdad  la  instrucción  de 
i9  de  abril  de  1849  calificó  de  cutilísimo» 


(1)    La  misma  real  orden  en  sn  disposición  flnal. 
{%   Disposición  a  de  la  misma  real  órdea. 
(I)    An.9. 
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este  concurso  de  ios  ingenieros,  juzgando 
como  beneficioso  al  país  el  que  los  goberna- 
dores recurran  á  los  conocimientos  de  aque« 
líos  funcionarios;  y  advirtió  también  opor- 
tunamente que  para  que  estos  conocimien- 
tos produjeran  el  resultado  que  debia  espe- 
rarse,  era  necesario  que  los  ingenieros  se 
prestaran  á  separarse  de  las  reglas  precisas 
que  acostumbran  seguir,  en  consideración  á 
las  exigencias  de  unos  trabajos  que  se  eje- 
cutan con  recursos  tan  distintos  de  los  que 
se  emplean  en  las  carreteras  (i). 

También  preveía  la  citada  instrucción  que 
la  escasez  de  ingenieros  y  las  atenciones  á 
que  están  dedicados  los  que  hay,  habrían 
de  ser  causa,  siu  duda,  de  que  muy  raras 
veces  pudieran  encargarse  de  la  dirección 
de  los  caminos  vecinales,  y  de  aquí  la  ne- 
cesidad de  formar  hombres  capaces  para 
emplearse  con  provecho  en  estos  trabajos; 
idea  desenvuelta  y  realizada  al  poco  tiempo 
con  la  creación  de  la  clase  de  directores  de 
caminos  vecinales.  Las  observaciones  de  la 
instrucción  son  completamente  exactas,  y 
los  gobernadores  deberán  tenerlas  muy  pre- 
sente al  hacer  uso  de  la  facultad  que,  como 
hemos  visto,  les  concede  la  ley,  y  al  dar  es- 
pansion  á  su  celo  por  los  caminos  vecinales. 
Mucho  convendrá  que  estos  reciban  impulso 
por  parte  de  los  ingenieros ;  pero  los  inge- 
nieros al  mismo  tiempo,  como  la  ley  reco< 
noce,  en  nada  pueden  distraerse  de  las  aten- 
cjones  de  su  peculiar  instituto  respecto  de 
las  carreteras.  No  cabrá ,  pues ,  emplearlos 
en  trabajos  habituales  y  continuos ,  sino  en 
el  desempeño  de  encargos  particulares,  y 
aun  en  estos  con  prudencia  y  economía, 
cuando  la  necesidad  lo  exija,  no  siempre 
que  el  buen  deseo  lo  aconseje. 

La  declaración  contenida  en  la  ley  no  es- 
presa, como  ha  podido  observarse,  ninguna 
limitación,  no  ^supone  casos  escepcíonales. 
El]desempeno  gratuito  de  los  diferentes  en- 
cargos que  los  gobernadores  conceptúen  ne- 
cesario dar,  se  consigna  de  una  manera  ab- 
soluta. Pero  es  de  notar  que  el  real  decreto 


(I)    Cn  el  Comentario  al  art.  16  del  real  decreto  de  7  de    « 
abril  de  1848.  « 


de  7  de  abril  1848  después  de  bacer  idéntí-* 
ca  declaración  y  casi  en  iguales  términos, 
añadía  que  solo  en  el  caso  de  que  los  inge- 
nieros tuvieran  que  salir  á  mas  de  tres  le- 
guas de  su  residencia  disfrutarían  la  indem- 
nización de  gastos  que  les  está  dignada  por 
la  instrucción  vigente  (1).  Ahora  bien,  cuan- 
do la  ley  de  28  de  abril  de  1849  habiendo 
trascrito  el  principio  general  del  real  decreto 
ha  omitido  la  escepcion  que  en  él  era  aneja, 
queda  lugar  á  la  duda  de  si  fué  la  mente  del 
legislador  el  derogarla  con  su  silencio.  Re- 
conocemos que  así  podría  sostenerse;  sin 
embargo,,  creemos  mas  fundada  la  subsis- 
tencia de  la  escepcion,  ó  mejor  dicho  de  la 
adición  que  acompaña  á  la  regla  general. 
En  primer  lugar  la  materia  de  que  se  trata 
debe  conceptuarse  como  odiosa  para  el  efec- 
to de  interpretarla  contra  los  ingenieros: 
porque  si -bien  tiende  á  favorecer  á  los  pue- 
blos y  sus  caminos,  al  cabo  niega  honorarios 
á  trabajos  científicos  y  facultativos,  y  esclu- 
ye  una  remuneración  que,  aparte  de  dispo- 
sición espresa,  se  reputa  con  razón  justa  y 
procedente.  Ademas  de  esto,  sabido  es  que 
la  ley  de  28  de  abril  deroga  los  reales  de- 
cretos y  demás  disposiciones  anteriores,  tan 
solo  en  cuanto  se  opongan  á  sus  prescripcio- 
nes, oposición  que  en  verdad  no  existe  en  el 
présenle  caso.  Cuando  el  ingeniero  haya  de 
salir  á  mas  de  tres  leguas  de  su  residencia 
no  recibe,  según  el  real  decreto,  honorarios 
ni  remuneración  por  el  desempeño  de  las 
comisiones  confiadas,  sino  una  indemniza- 
ción de  gastos,  lo  cual  es  bien  distinto.  Esta 
indemnización,  cuya  equidad  seria  escusado 
detenerse  á  poner  de  manifiesto,  porque  de 
por  sí  se  persuade,  es  perfectamente  conci- 
liable con  el  tenor  de  la  ley  de  caminos  ve- 
cinales: concedida  en  el  real  decreto  y  con- 
signada en  las  instrucciones  del  cuerpo  de 
ingenieros  solo  podría  estimarse  derogada, 
en  nuestro  concepto,  cuando  se  espresase 
así  claramente  en  la  ley  ó  se  hallara  incom- 
patible con  sus  preceptos. 

También  ha  habido  quienes  creyeran  que 
el  cargo  de  director  facultativo  de  un  cami- 

(1)    Art.  16. 
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no  vccioal  debiera  eoiuDerarse  entre  los  ho- 
noríGcos  y  gratuitos.  Pero  en  verdad  que  no 
aconsejan  esto  ni  la  justicia  ni  la  convenien- 
cia; no  la  justicia,  porque  el  título  de  direc- 
tor de  caminos  vecinales  no  se  adquiere  sin 
previos  estudios  y  sin  desembolsos,  á  los  que 
va  aneja  una  legítima  esperanza  de  obtener 
algún  dia  una  positiva  recompensa;  no  la 
conveniencia,  porque  seria  menester  grande 
desprendimiento  y  abnegacioD,  y  no  á  todos 
puede  exigirse  para  trabajar  asiduamente 
sin  utilidades:  por  lo  general  faltarla  celo  y 
faltaría  estímulo,  con  lo  que  los  caminos  ve- 
cinales apenas  adelantarían  con  semejante 
dirección  facultativa:  esta  vendría  á  ser  apa- 
rente y  nominal.  Justifícanse  estas  presun- 
ciones con  una  no  interrumpida  esperiencia 
de  la  esterilidad  del  desempeño  de  los  car- 
gos meramente  honoríficos.  En  esta  parte  no 
cabe  asimilación  entre  los  ingenieros  y  di- 
rectores de  caminos  vecinales:  los  ingenie- 
ros destinados  á  provincias  disfrutan  de 
sueldo  por  el  Estado  y  este  al  imponerles  el 
desempeño  gratuito  de  las  comisiones  de  que 
se  trata  no  hace  sino  aumentar  algún  tanto 
sus  atribuciones,  pero  los  directores  de  ca- 
minos vecinales  no  reportan  beneficio  de  su 
carrera  sino  en  tanto  en  cuanto  sean  con- 
tratados y  remunerados  por  los  pueblos.  Con 
arreglo  á  estos  principios  el  real  decreto  de 
institución  de  los  directores  admitió  desde 
luego  su  dotación  come  base  principal  (1), 
base  igualmente  aceptada  en  las  disposicio- 
nes posteriores  y  en  la  ley  de  28  de  abril 
de  1849. 

Sin  embargo,  proponiéndose  esta  no  re- 
cargar demasiado  á  los  pueblos,  de  cuyos 
fondos  ha  de  salir  la  dotación,  y  ya  que  la 
contrata  de  facultativo  es  obligatoria,  ha  de- 
clarado que  en  todos  los  casos,  y  aun  cuan- 
do el  facultativo  se  encargue  de  la  direc- 
ción de  las  obras  de  todos  ó  de  varios  cami- 
nos vecinales  de  un  distrito,  su  retribución 
total  no  podrá  pasar  de  10,000  reales  anua- 
les (2).  Por  este  señalamiento  de  sueldo  fijo 
los  directores  tienen  obligación  de  residir  en 


(i)    Arts.  7.  8  y  10  del  real  decreto  de  7  de  seiicmbre 
de  13SS. 
C¿)    Art.  1 1  de  la  lej  de  2$  de  abril  de  1Si9. 


el  punto  que  se  les  designe  por  los  ayunta- 
mientos con  quienes  contraten  (1).  El  sueldo 
antes  de  la  ley  de  28  de  abril  de  1849  se 
debía  incluir  entre  los  gastos  voluntarios  del 
presupuesto  municipal  (2) ;  pero  ya  por  el 
derecho  vigente  ha  entrado  en  el  número  do 
los  gastos  obligatorios. 

Por  lo  demás  la  ley  en  tanto  autoriza  el 
empleo  y  dotación  de  los  facultativos  en 
cuanto  es  necesaria  su  intervención.  Soste- 
nerlos constantemente  originaría  gastos  inú- 
tiles. Por  esto  se  encuentra  espresamente 
determinado  que  la  duración  del  encargo 
de  los  facultativos  directores  no  podrá  nun- 
ca esceder  del  tiempo  que  estén  ocupados  en 
las  obras  de  los  caminos  que  les  correspon- 
dan (ó).  El  buen  propósito  de  la  ley  justifica- 
ba lo  estricto  de  su  precepto;  pero,  aparte 
de  consideraciones  de  economía  y  haciendo 
abstracción  de  la  escasez  de  recursos  que 
por  lo  general  se  observa  en  los  pueblos,  no 
dejarla  de  reportar  ventajas  la  dotación  per- 
manente de  algunos,  por  lo  menos,  ya  que  no 
de  todos  los  directores,  porque  nn  camino 
vecinal,  lo  mismo  que  otro  cualquiera,  re- 
quiere la  vigilancia  y  dirección  facultiva,  no 
solo  durante  las  obras  de  constraccion  ó  re-, 
paracion,  sino  también  fuera  de  'estas  épocas. 
Habrá,  pues,  de  suplirse  la  falta  de  direc- 
tores con  la  inspección  y  cuidado  de  los  in- 
genieros de  provincia. 

En  la  ejecución  de  las  obras  de  caminos 
vecinales  ademas  de  lo  que  se  refiere  á  la 
dirección  facultativa,  de  que  hasta  aquí  he- 
mos tratado,  hay  otros  varios  puntos  dignos 
de  consideración.  T  como  acerca  de  ellos 
guarda  silencio  la  ley  tle  28  de  abril  de  1849, 
hay  que  recurrir  á  las  disposiciones  conte- 
nidas en  el  reglamento  del  ano  anterior.  Las 
obras  de  los  caminos  vecinales  pueden  eje- 
cutarse, ya  por  la  prestación  personal ,  ya 
mediante  fondos  provenientes  de  otros  recur- 
sos. Trataremos  de  cada  una  de  estas  formas 
de  ejecución.  A  ambas  precede  el  reparti- 
miento para  los  diferentes  caminos,  tanto  de 
los  dias  de  prestación  que  hayan  de  satisfa- 


(1)   Art.  7  del  real  decreto  de  7  de  setiembre  de  1818. 

li)    Art.  8  del  mismo  real  decreto. 

(5J    Kl  i-iladu  art.  11  de  la  ley  de  «28  de  abril  de  1819. 
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cerse  personalmeote,  como  del  dinero  que 
proceda  por  cualquier  concepto;  esta  repar- 
tición se  hace  con  presencia  de  la  previa 
descripción  de  los  trabajos  y  de  las  declara- 
ciones que  ya  dijimos  en  el  párrafo  anterior 
deben  hacer  los  contribuyentes  optando  por 
un  modo  determinado  de  satisfacer  la  pres- 
tación (1). 

Los  trabajos  de  prestación  personal  se  de- 
ben ejecutar  en  las  épocas  del  año  que  hu- 
bieren propuesto  los  ayuntamientos  y  apro- 
bado los  gobernadores,  atendiendo  á  las  cir- 
cunstancias particulares  de  cada  provincia 
para  que  no  se  perjudique  á  la  agricultura. 
Los  alcaldes  determinarán  dentro  de  los  lí- 
mites prefijados  la  época  mas  conveniente  á 
los  trabajos,  cuidando  de  señalar  el  día  en 
que  hayan  de  principiarse,  de  modo  que  pue- 
dan quedar  concluidos  al  espirar  el  término 
marcado  por  el  gobernador  (2).  El  servicio 
de  prestación  satiisfecho  personalmente  de- 
be efectuarse  siempre  en  el  mismo  año  para 
que  ha  sido  votado,  prohibiéndose  espresa- 
mente  que  se  reserve  parte  de  dicho  servi- 
cio de  un  año  para  otro  (3).  Las  prestaciones 
personales  que  hayan  de  satisfacerse ,  sea 
por  peonadas  ó  tareas,  en  los  caiñinos  de  pri- 
mer orden  se  verificarán  en  las  épocas,  pla- 
zos y  sitios  que  designen  los  gobernado- 
res (4). 

El  alcalde  publicará  en  «I  pueblo  el  día  en 
que  hayan  de  abrirse  los  trabajos  con  quin- 
ce de  anticipación,  y  con  cinco  por  lo  menos 
se  requerirá  por  papeleta  á  los  contribuyen- 
tes que  hubieren  optado  por  satisfacer  per- 
sonalmente la  prestación  para  que  se  pre- 
senten en  el  dia  y  sitio  que  se  les  indique. 
El  contribuyente  que  no  pudiere  asistir  lo 
hará  presente  á  las  24  horas  al  alcalde,  que 
le  podrá  conceder  un  plazo  proporcionado  á 
la  naturaleza  del  impedimento  para  satisfa- 
cer su  prestación  (8).  No  se  citarán  para  tra- 
bajar á  la  vez  sobre  un  camino  mas  que  el 
número  de  hombres  y  carruajes  ó  animales 


(1)  KtU  G8  del  reglamento  de  8  abril  de  1848. 

(2)  Art.  70  del  eludo  reglamenio:  y  2  de  la  ley  de  i8  de 
abril  de  1849, 

(3)  Art.  79  del  reglamento. 

(4)  Art.  133. 

(»)    Art».  71  74  y  75. 


que  puedan  emplearse  simultáneamente  sin 
confusión  ni  pérdida  de  tiempo;  asimismo  las 
papeletas  de  aviso  se  enviarán  á  medida  de 
las  adelantos  y  necesidades  de  las  obras  (1). 
Una  orden  del  gobernador  determinará  el 
dia  en  que  han  de  empezarse  los  trabajos  de 
prestación  en  cada  camino  de  primer  orden: 
los  alcaldes  la  darán  en  sus  pueblos  publici- 
dad y  entregando  al  encargado  de  la  direc- 
ción una  lista  nominal  de  los  contribuyentes 
y  sus  prestaciones  pasará  á  estos  los  avisos^ 
para  que  concurran  el  dia  señalado  (2).  To- 
das estas  disposiciones,  y  otras  que  próxi- 
mamente hemos  de  mencionar  son  aplicacio- 
nes de  las  reglas  generales,  según  las  que 
los  trabajos  de  abertura  y  rectificación  de  los 
caminos  vecinales  han  de  ser  autarizados 
por  órdenes  de  los  gobernadores  (3),  estando 
bajo  la  autoridad  y  vigilancia  directa  de  es- 
tos los  caminos  de  primer  orden  y  los  de  se- 
gundo bajo  la  dirección  y  cuidado  de  los  al- 
caldes (4). 

El  alcalde  que  en  virtud  de  estas  reglas 
tiene  la  vigilancia  de  los  trabajos  de  los  ca- 
minos de  segundo  orden,  podrá  comisionar 
á  un  individuo  del  ayuntamiento  á  su  elec- 
ción ,  para  que  los  vigile  cuando  él  no  pu- 
diera asistir  personalmente  (5),  cuya  dispo- 
sición, aunque  dictada  con  anterioridad  á  la 
ley  de  28  de  abril  de  1849  que  obliga  á  los 
pueblos  á  contratar  un  director  facultativo, 
parece  que  no  ha  quedado  escluida,  antes 
bien  creeríamos  que  ha  venido  á  ser  tam- 
bién obligatoria  la  elección  del  concejal.  El 
facultativo  dirigirá  las  obras  y  este  es  su  en- 
cargo; pero  el  pueblo  que  las  costea  y  que 
paga  al  director,  debe  vigilaré  inspeccionar 
el  buen  curso  de  aquellas  y  el  buen  cumpli- 
miento de  este.  El  alcalde  remitirá  diaria- 
mente al  concejal  una  lista  de  los  contribu- 
yentes requeridos  para  prestar  su  servicio 
con  los  útiles  de  que  han  de  ir  provistos  (6). 
En  cuanto  á  los  trabajos  de  los  caminos  de 
primer  orden ,  infiérese  de  lo  dicho  que  han 


(1)  Art.  76. 

i%  Arts.  77  133  y  134. 

(31  Art.  13  del  real  deereto  de  7  de   abril  de  1848.    , 

(4)  Aru:.  14  del  cilado  real  decreto;  y  78  y  130  del  regla- 
mento de  8  de  abril  de  1848. 

(n)  Art.  78  del  reglamento. 

^)  Art.  81. 
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de  ejecutarse  bajo  la  autoridad  inmediata  del 
gobernador;  ¿  pesar  de  la  dirección  del  fa- 
cultativo qae  se  contrate  y  parece  que  esta 
autoridad  liene  facultad,  y  aun  obligación, 
de  nombrar  persona  que  vigile  los  trabajos; 
y  los  alcaldes  se  deben  limitar  á  cuidar  de 
que  los  contribuyentes  cumplan  sus  obliga- 
ciones (1). 

Los  que  personalmente  satisfagan  su  pres- 
tación, llevarán  al  trabajo  los  útiles  que  ten- 
gan y  que  les  hubieren  sido  designados  en 
la  papeleta  de  avisó;  y  respecto  á  aquellos 
objetos  de  que  no  suelen  estar  provistos  los 
contribuyentes,  deberá  proporcionárselos 
cada  pueblo  con  los  fondos  de  los  caminos. 
Si  los  individuos  avisados  no  tuvieren ,  ni 
pudieren  proporcionarse ,  los  útiles  necesa- 
rios para  el  trabajo  de  su  prestación,  lo  ha- 
rán presente  al  alcalde  en  las  48  horas  si- 
guientes al  recibo  del  aviso :  el  alcalde  verá 
si  puede  proporcionar  los  referidos  útiles ,  y 
en  caso  de  no  tenerlos  designará  otro  dia 
para  que  los  individuos  que  no  puedan  ser 
ocupados  con  provecho  satisfagan  su  presta- 
ción. Por  lo  demás  los  contribuyentes  están 
autorizados  para  enviar  jornaleros  pagados 
por  ellos,  con  tal  de  que  estos  sustitutos 
tengan  roas  de  i8  anos  y  menos  de  60,  y 
sean  útiles  para  el  trabajo  (2).  Los  que  no 
se  sometan  á  las  reglas  establecidas  para  los 
trabajos,  que  perturben  el  orden,  que  no 
lleven  sus  animales  y  carruajes  aparejados  y 
guarnecidos  de  modo  que  puedan  servir, 
que  no  vayan  provistos  de  los  útiles  de  su 
posesión  exigidos  en  la  papeleta  de  aviso,  6 
en  fin,  que  no  trabajen  como  si  estuviesen 
á  jornal ,  serán  despedidos  por  el  encargado 
de  las  obras  y  su  cuota  se  hará  efectiva  en 
dinero  (3) :  á  los  que  cumplieren  se  anotará 
al  respaldo  de  su  papeleta  por  el  que  diri- 
giere los  trabajos  con  el  V.**  B.**  del  concejal 
encargado  de  la  vigilancia,  las  partes  que 
vayan  satisfaciendo  del  servicio  personal  que 
les  corresponda  (4).  Los  trabajos  de  presta- 
ción en  los  caminos  de  primer  orden  se  eje- 


(I)  Arts  ISO  7  135. 

(9)  Arts.  83,  84  y  S$. 

(5)  Arl.88. 

{A)  Art.8t. 


cutan  en  los  términos  y  bajo  las  mismas  re- 
glas que  los  de  segundo  orden  (1). 

La  justificación  del  servicio  prestado  por 
los  contribuyentes  es  muy  sencilla:  el  en- 
cargado de  la  vigilancia  de  los  trabajos  ano- 
tará cada  dia  al  margen  de  una  copia  del  es- 
tracto  de  la  prestación  personal  el  número 
de  jornales  que  cada  contribuyente  haya  sa- 
tisfecho, haciendo  igual  anotación  al  respal- 
do de  las  papeletas  de  aviso ,  según  dejamos 
ya  advertido.  Concluidos  los  trabajos,  el  al- 
calde revisa  y  firma  el  estracto  marginado 
y  lo  remite  al  cobrador,  que  margina  igual- 
mente el  padrón  original,  espresando  los  jor- 
nales satisfechos  (2). 

Si  el  ayuntamiento,  haciendo  uso  de  la  fa- 
cultad que  le  está  concedida,  y  que  en  su 
respectivo  lugar  espusimos,  hubiere  votado 
que  los  trabajos  se  ejecuten  por  tareas  ó  des- 
tajos ,  y  el  gobernador  hubiere  aprobado  las 
bases  de  las  tarifas  formadas  para  la  conver- 
sión ,  será  esta  obligatoria  para  todos  los  in- 
dividuos que  hayan  declarado  querer  satis- 
facer su  prestación  personalmente.  En  este 
caso  se  advertirá  con  oportunidad  á  los  con- 
tribuyentes en  las  papeletas  de  aviso  que  se 
les  dirijan,  espresando  también  en  ellas  la 
especie  y  cantidad  de  trabajo  que  cada  in- 
dividuo ha  de  hacer,  y  el  término  en  que 
debe  darla  por  concluida :  las  tareas  ademas 
se  señalarán  sobre  el  terreno.  Su  recepción 
se  hará  por  el  alcajde  ó  encargado  de  las 
obras,  á  medida  que  se  fueren  concluyendo; 
y  cuando  no  se  recibieren  por  su  mala  eje- 
cución serán  rehechas  ó  recompuestas  en  el 
término  que  fijare  el  alcalde  (3). 

Gonvenia  al  admitir  la  prestación  personal 
salir  al  encuentro  de  los  abusos  que  pudie- 
ran desnaturalizarla,  y  de  las  estralimita- 
ciones  que  se  intentaran  en  vejamen  de  los 
contribuyentes:  los  sacrificios  que  á  estos  se 
impone  con  aquel  recurso,  valen  demasiado 
para  que  se  hicieren  estériles,  y  no  se  cui« 
dará  escrupulosamente  de  concretarlos  al 
único  fin  que  los  legitima ,  el  fomento  y 
construcción  de  los  caminos  vecinales.   A 


(I)    Art.  135. 

íí)    Arts.  80  y  91. 

{1}    Art.9S,  9S,94  7  95. 
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tan  laudable  objeto  se  dirigen  direrentes  de- 
claraciones que  conviene  tener  presentes. 
Ninguna  parte  de  la  prestación  salisfecha 
personalmente  ó  en  dinero,  podrá  emplear- 
se en  otros  caminos  que  en  los  clasificados 
mediante  los  trámites  al  efecto  establecidos 
y  que  ademas  hayan  sido  designados  como 
necesarios  y  de  reconocida  conveniencia: 
tampoco  podrá  emplearse  la  prestación  en 
ninguna  clase  de  trabajos  que  no  sean  para 
los  caminos  vecinales.  El  funcionario  que 
contraviniere  á  esta  prescripción  quedará 
personalmente  responsable  del  valor,  de  las 
prestaciones  que  hubiere  hecho  emplear  in- 
debidamente. El  empleo  de  las  prestaciones 
satisfechas  personalmente  y  sus  resultados, 
se  justificarán  por  un  estado,  que  certificará 
el  concejal  encargado  de  la  vigilancia  de  los 
trabajos ,  que  se  enviará  al  gobernador  á  fin 
de  que  forme  el  estado  general  que  debe 
elevar  al  gobierno .  cada  semestre,  según 
mas  adelante  diremos.  En  fin,  sí  por  una 
causa  cualquiera  no  se  empleasen  las  pres- 
taciones votadas  en  algún  pueblo ,  lo  pondrá 
el  alcalde  en  conocimiento  del  gobernador, 
espresando  el  motivo  de  esta  omisión  (i). 

Las  prestaciones  personales  que  deba  sa- 
tisfacer un  pueblo  para  un  camino  de  primer 
orden  pueden  convertirse  en  el  suministro 
de  materiales  (2) :  disposición  ventajosa  sin 
duda  para  los  pueblos  y  los  contribuyentes, 
y  en  nada  perjudicial  al  progreso  y  termina- 
ción de  las  obras ;  aparece  concretada  á  los 
caminos  de  primer  orden ,  porque  estos  in- 
teresan á  muchos  pueblos  y  en  su  virtud  ha- 
cen bien  complicado  el  empleo  de  la  presta- 
ción satisfecha  en  trabajo  personal ,  y  ade- 
mas porque  en  ellos  la  reunión  de  materia- 
les es  mucho  mas  considerable ,  mucho  mas 
costosa  que  la  que  los  de  segundo  orden 
pueden  exigir.  A  pesar  de  que  la  conversión 
se  recomienda  por  estos  conceptos,  claro  es 
que  ni  podía  hacerse  obligatoria,  ni  quedar 
meramente  á  arbitrio  de  la  administración: 
los  pueblos  como  deudores  son  quienes  na- 
turalmente deben  tener  opción  de  satisfacer 


ií)    Art.  97 ,  98  T  90. 
{%)    Arl.  I3C. 


de  uno  ú  otro  modo  la  prestación  á  que  es- 
tén obligados;  y  el  de  la  conversión  se  auto- 
riza por  los  reglamentos  para  declarar  que 
es  lícito,  para  indicarlo,  para  recomendarlo 
á  los  contribuyentes.  En  una  palabra,  la 
conversión  exige  por  una  parte  la  voluntad 
del  que  debe  la  prestación;  por  otra  la  acep- 
tación de  la  autoridad  administrativa;  y  de 
aquí  que  viene  á  constituir  un  verdadero 
convenio ,  sujeto  á  ciertas  reglas ,  protegido 
con  garantías  y  hábil  para  producir  los  cor- 
respondientes efectos.  Así  la  conversión  de 
las  prestaciones  se  verifíc^a  á  propuesta  del 
alcalde  y  con  el  consentimiento  del  gober- 
nador ,  y  por  ella  se  suministra  una  canti- 
dad convenida  de  piedra  estraída  ó  partida, 
ó  de  cualquiera  otra  especie  de  materiales, 
que  el  alcalde  hará  entregar  por  los  contri- 
buyentes conforme  al  convenio  verificado. 
En  este  caso  el  gobernador  prevendrá  al  al- 
calde con  alguna  anticipación  la  época  en 
que  debe  verificarse  la  entrega,  para  que 
tenga  este  el  tiempo  suficiente  de  avisar  á 
los  contribuyentes  quince  días  antes  de  la 
fijada.  Los  materiales  que  se  reúnan  podrán 
cederse  á  los  empresarios  de  obras  ejecuta- 
das á  dinero,  siempre  que  se  convengan  en 
recibirlos  por  su  justo  precio:  la  entrega  se 
les  hará  por  el  alcalde  del  pueblo,  pero  des- 
pués que  los  materiales  se  hayan  recibido 
de  los  contribuyentes,  á  fin  de  evitar  toda 
cuestión  entre  estos  y  los  empresarios.  Veri- 
ficada la  entrega,  se  estenderá  un  acta  de 
ella ,  como  justificante  del  pago  del  pueblo, 
cuya  acta  se  remitirá  al  gobernador  para 
que  se  una  á  los  documentos  justificativos 
de  la  cuenta  de  trabajos  ejecutados  en  los 
caminos  de  primer  orden  (i). 

Habiendo  tratado  de  los  trabajos  de  pres- 
tación personal ,  debemos  ahora  hablar  de 
aquellos  cuyo  importe  haya  de  satisfacerse 
en  dinero.  Para  unos  y  otros,  pero  mas  prin- 
cipalmente para  los  segundos,  es  un  trámite 
esencial  y  preliminar  la  redacción  de  pro- 
yectos y  presupuestos,  sin  lo  cual  las  obras 
se  realizarían  á  la  ventura  y  con  desorden  é 
inútiles  dispendios.  Todos  los  trabajos  cuyo 

[i)    Arli.  I3'í  )  i:>7. 
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importe  haya  de  pagarse  en  efectivo,  serán 
objeto  de  proyectos  regularmente  redacta- 
dos con  sujeción  á  lo  prevenido  en  la  ins- 
trucción espedida  por  la  dirección  de  Obras 
públicas  en  28  de  abril  de  1846 :  esto  no  obs- 
tante con  la  aprobación  del  gobernador  bas- 
tará una  descripción  y  presupuesto  detallado 
si  no  fuera  posible  otra  cosa,  respecto  de 
las  obras  de  reparación  ó  de  cualquiera  otra 
especie,  cuyo  costo  no  deba  esceder  de 
i 0,000  rs.  (1).  Anadia  ademas  el  reglamento 
de  8  de  abril  de  1848  que  los  proyectos  y 
planos  de  todas  las  obras  de  fábrica,  cuyo 
importe  escedíese  de  dicha  cantidad  debe- 
rían formarse  por  un  ingeniero ,  arquitecto 
ó  maestro  de  obras  aprobado,  al  paso  que  los 
proyectos  de  obras  menores  y  de  reparación 
ó  conservación  podrian  hacerse  por  un  maes- 
tro de  obras,  aparejador  ó  cualquier  otro 
hombre  práctico  á  elección  del  alcalde  (2), 
pero  estas  distinciones  y  enumeraciones  han 
quedado  sin  duda  innecesarias  é  inútiles 
desde  que  la  ley  de  28  de  abril  de  1849 
hizo  obligatoria  la  contrata  de  un  director 
facultativo;  una  de  las  principales  obligacio- 
nes consiste  precisamente  en  la  formación  de 
los  mencionados  proyectos  y  planos.  Estos, 
según  dispone  el  reglamento ,  deben  hallarse 
redactados  á  principios  de  octubre  de  cada 
ano  y  remitirse  inmediatamente  al  goberna- 
dor^  que  los  hará  examinar  por  el  ingeniero 
del  distrito  y  aprobará,  si  ha  lugar,  aque- 
llos cuyo  presupuesto  no  suba  de  20,000  rs., 
porque  los  que  escedan  de  esta  cantidad  ne- 
cesitan la  aprobación  del  gobierno  (o).  Los 
trabajos  de  toda  especie  que  deban  hacerse 
en  los  caminos  de  primer  orden  serán  obje- 
to de  proyectos  redactados  por  persona 
competente»  como  hemos  dicho  antes  que  se 
reputan  los  directores  de  caminos  vecina- 
les, y  no  se  ejecutarán  hasta  que  hayan  sido 
aprobados  por  el  gobernador,  oyendo  al  ins- 
geniero  de  la  provincia.  Los  proyectos  irán 
acompañados  de  planos,  cuando  lo  exija  la 
importancia  de  los  trabajos:  en  otro  caso 
bastará  una  descripción  sumaria  de  las  obras 


íl)  Arl.  100. 
(^  Art.  101. 
(3)    Art.  102. 


y  el  presupuesto  de  ellas.  En  los  proyectos 
y  descripciones  se  espresarán  las  obras  que 
puedan  ejecutarse  por  medio  de  la  presta- 
ción personal  y  las  que  en  razón  á  su  espe- 
cie no  puedan  hacerse  sino  á  dinero  (1). 

La  ejecución  de  los  trabajos  puede  reali- 
zarse por  empresa  ó  administración.  La  dis- 
cusión y  mutuo  examen  comparativo  de  am- 
bos medios,  en  términos  generales,  es  asun- 
to que  daria  margen  á  muchas  reflexiones^ 
pero  que  no  corresponde  á  este  artículo 
cuando  hay  otro  en  nuestra  Enciclopedia, 
donde  tendrá  oportuna  cabida.  Hémosle  des- 
cartado al  tratar  de  los  trabajos  que  se  eje- 
cutan en  las  carreteras,  y  asimismo  debemos 
prescindir  de  él  respecto  de  los  que  exigen 
los  caminos  vecinales.  Sin  embargo  conviene 
indicar  aquí  que  el  sistema  de  empresa  sería 
inconveniente  y  aun  repugnante  aplicado  á 
los  trabajos  que  se  satisfacen  por  la  presta- 
ción personal;  es  odioso  en  efecto  poner  á 
los  vecinos  bajd  las  órdenes  de  un  empresa- 
rio especulador  (2).  Por  lo  que  hace  á  los 
trabajos  cuyo  importe  haya  de  pagarse  en 
dinero ,  que  son  de  los  que  vamos  hablando, 
el  reglamento  de  8  de  abril  de  1848  sentaba 
como  regla  general  que  se  ejecutaran  por 
empresa,  adjudicándose  al  mejor  postor, 
pero  advertía  que  también  podrian  ejecutar- 
se por  administración  con  sujeción  á  las  si- 
guientes reglas :  cuando  el  presupuesto  de 
una  obra  no  pasase  de  1,500  reales ,  podría 
el  alcalde  hacer  ejecutar  los  trabajos  á  jor- 
nal ó  destajo,  sin  necesidad  de  autorización 
especial;  entre  los  límites  de  1,500  á  3,000 
reales ,  podrian  todavía  ejecutarse  á  jornal  ó 
á  destajo ,  pero  con  la  autorización  del  go- 
bernador. En  íin,  cuando  el  presupuesto  es- 
cediese de  3,000  reales,  los  trabajos  debe- 
rían hacerse  necesariamente  por  vía  de  ad- 
judicación: si  anunciada  dos  veces  la  subas- 
ta no  se  presentare  postor,  podrá  el  gober- 
nador autorizar  la  ejecución  de  los  trabajos 
á  jornal  ó  á  destajo ,  con  tal  de  que  su  im- 
porte no  esce^da  de  20,000  reales ,  en  cuyo 
caso  solo  podrá  concederla  el  gobierno  (3). 

(1)    Art.  131  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1848. 
(%)    Real  orden  de  10  de  setiembre  de  1749  en  sas  disposi- 
ci>nes  Anales. 
v5)    Art.  lOJ  y  104. 
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Era  conforme  al  espirita  de  estas  reglas  las 
que  se  dictaron  relativamente  á  los  trabajos 
á  dinero  en  los  caminos  de  primer  orden :  se 
debian  adjudicar  siempre ,  á  menos  de  im- 
posibilidad absoluta,  en  subasta  pública ;  de 
esta  regla  se  esceptuaban  los  trabajos  cuyo 
valor  no  escediera  de  3,000  reales,  y  aque- 
llos para  los  cuales  no  se  hubiere  presenta- 
do postor  en  dos  subastas  anunciadas  (1). 
Todas  estas  reglas  han  caducado  por  una 
real  orden  posterior ,  y  han  sido  sustituidas 
por  el  prudente  arbitrio  de  las  autoridades 
administrativas,  cuya  innovación  nos  pare- 
ce oportuna  y  previsora.  El  gobierno  t;on- 
sultado  sobre  si  las  obras  de  los  caminos 
vecinales  hablan  de  hacerse  por  subasta  ó 
por  administración ,  tomó  en  cuenta  que  la 
construcción  por  empresa  espone  á  que  los 
empresarios  burlen  la  vigilancia  de  los  fun- 
cionarios encargados  de  ejercerla;  pero  que 
hay  obras  en  que  apenas  cabe  engaño,  y  que 
por  lo  tanto  pueden  subastarse  sin  inconve- 
niente, por  ejemplo,  el  acarreo  de  piedra  y 
el  trabajo  de  desmonte  y  terraplenes.  Hesol- 
vió ,  pues ,  terminantemente ,  que  esto  de- 
bía determinarse  en  cada  caso  particular  (2). 
Para  cuando  se  recurra  al  medio  de  adju- 
dicación en  subasta ,  contiene  minuciosas 
prescripciones  el  reglamento  de  1848;  pres- 
cripciones que  no  trascribiremos  puntual- 
mente ,  creyendo  bastante  dar  una  idea  de 
las  principales.  El  gobernador  formará  un 
pliego  de  condiciones  generales  para  esta 
clase  de  adjudicaciones :  y  las  especiales  de 
cada  adjudicación  se  redactarán  por  el  al- 
calde, que  las  someterá  á  la  aprobación  del 
gobernador  (3).  Estaba  también  determina- 
do que  siempre  que  fuera  posible  y  que  el 
presupuesto  de  las  obras  que  hubieran  de 
ejecutarse  de  una  vez  no  pasara  de  30,000 
reales ,  se  verificaran  las  subastas  en  la  ge- 
fatura  civil  del  distrito;  pero  que  no  esce- 
diendo el  presupuesto  de  dicha  cantidad ,  se 
hiciesen  en  la  capital  de  la  provincia  ante  el 
jefe  político  (4).  Suprimidos  ya  hoy  los  gefes 


(1)  Art.  138. 

(f )  La  real  orden  anteriormente  eitada  en  el  mismo  laaar. 

(3,  Art.  106. 

(4)  Art.  107. 


civiles,  entendemos  que  ía  capital  de  la 
provincia  serán  por  regla  general  los  luga- 
res de  la  subasta.  Cuando  circunstancias  par- 
ticulares exijan  que  la  adjudicación  de  las 
obras  tenga  lugar  en  el  pueblo  en  cuyo  tér- 
mino hayan  de  hacerse,  podrá  el  gobernador 
autorizar  esta  escepcion ,  verificándose  en- 
tonces el  remate  ante  el  alcalde  con  asisten- 
cia del  regidor  síndico,  de  otro  concejal  y 
del  cobrador  nombrado  por  el  ayuntamien- 
to (1).  Los  remates  de  trabajos  cuyo  presu- 
puesto no  pase  de  2í),000  reales,  se  some- 
terán á  la  aprobación  del  gobernador;  cuan- 
do el  presupuesto  esceda  de  dicha  cantidad, 
necesitan  la  aprobación  del  gobierno.  Las 
garantías  que  se  exijan  á  los  licitadores,  los 
trámites  y  forma  del  remate  y  adjudicación 
son  las  mismas  que  se  exigen  para  las  obra^ 
públicas  costeadas  por  el  Estado  (2).  Por  lo 
que  toca  á  las  obras  de  los  caminos  vecina- 
les de  primer  orden ,  el  pliego  de  condicio- 
nes se  redactará  por  el  gobernador ,  pudien- 
do  hacerse  las  adjudicaciones  por  líneas  ó 
por  trozos  de  línea,  según  lo  exija  la  impor* 
tancia  de  los  trabajos  (3).  Cuando  la  subasta 
recaiga  sobre  las  obras  que  hayan  de  ejecu- 
tarse en  toda  la  provincia  ó  en  varios  distri- 
tos, se  hará  ante  el  gobernador  con  asisten-, 
cia  de  dos  consejeros  provinciales  y  del  in- 
geniero de  la  provincia ;  pero  si  la  subasta 
recae  solo  sobre  las  obras  de  un  partido  ju- 
dicial ,  y  el  presupuesto  de  cada  lote  no  es- 
cede de  20,000  reales ,  se  podrá  verificar 
ante. el  alcalde  de  la  capital  del  partido,  si 
lo  creyera  conveniente  el  gobernador,  con 
asistencia  de  un  concejal  nombrado  por  cada 
ayuntamiento  de  los  pueblos  interesados  en 
el  camino  (4). 

Los  trabajos  que  se  ejecuten  por  via  de 
adjudicación  serán  vigilados  por  el  alcalde, 
cuidándose  de  que  los  empresarios  se  arre- 
glen á  las  bases  de  los  proyectos  y^  á  los 
pliegos  de  condiciones  (6).  Si  el  empresario 
se  retardara  en  dar  principio  ó  en  continuar 
progresivamente  los  trabajos,  el  alcalde  le 


(I)  El  mismo  articolo    el  111. 

(3  Art.  1J9. 

(3)  Art.  13»  7  Ul. 

(4)  Art.  140. 

(5)  Ans.  114  j  115. 
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notificará  la  érdcD  de  comenzarlos  y  de  con- 
tinuarlos sin  interrupción,  y  si  no  fuere  obe- 
decida esta  orden  á  ios  ocho  dias  de  su  re- 
cibOy  dará  cuenta  al  gobernador  para  que 
determine;  ó  que  se  prosigan  los  trabajos  & 
jornal  por  cuenta  de  aquel;  ó  que  se  rescin- 
da el  contrato  (1).  La  recepción  definitiva  de 
los  trabajos  se  bará  por  el  alcalde  acompa- 
ñado de  un  director  de  caminos  vecinales  en 
presencia  del  empresario  ó  de  su  apoderado; 
firmada  el  acta  de  recepción  por  dichas  per- 
sonas y  aprobada  por  el  gobernador,  se  de- 
positará un  ejemplar  en  la  secretaría  de 
ayuntamiento  y  otro  se  entregará  al  empre- 
sario para  que  le  sirva  de  resguardo  y  cobre 
la  »uma  que  se  le  adeude  por.  los  trabsrjos 
ejecutados  (2).  Pero  si  bien  el  pago  final  no 
se  hace  si  no  después  de  reconocidos  y  reci- 
bidos e^los,  los  alcaldes  podrán  dar  libra- 
mientos parciales  á  favor  del  contratista  bajo 
certificación  que  espida  el  encargado  de  la 
dirección  de  las  obras  haciendo  constar  el 
progreso  de  estas.  Los  libramientos  parcia- 
les no  podrán  esceder  nunca  de  las  cuatro 
quintad  partes  del  importe  total  de  los  tra- 
bajos; la  otra  quinta  quedará  siempre  en  de- 
pósito como  garantía  hasta  la  recepción  de- 
finitiva (3).  Los  trabajos  que  se  ejecuten  por 
empresa  en  los  caminos  dé  primer  orden,  se- 
rán vigiladas  por  la  persona  facultativa  nom- 
brada al  efecto  por  el  gobernador  /  que,  se- 
gún lo  que  dejamos  indicado  anteriormente, 
habrá  de  ser  por  lo  general  un  director  de 
caminos  vecinales.  Las  medidas  coercitivas 
prescritas  par^í  los'  caminos  de  segundo  orden 
cuando  los  empresarios  falten  á  las  condicio- 
nes de  sus  contratos,  son  aplicables  á  casos 
iguales  ocurridos  respecto  á  obras  dd  los  ca- 
minos de  primer  orden,  con  la  díferentía  dé 
ser  aquí  el  gobernador  la  parte  actora  con- 
tra los  empresarios.  La  recepción  de  los  tra 
bajos  se  hará  por  la  persona  facultativa  que 
nombrare  el  gobernador,  cuyo  nombramien- 
to podrá  recaer  con  gran  ventaja  en  el  inge- 
niero de  la  provincia,  á  presencia  del  em- 
presario ó  su  apoderado:  et  acta  de  recep- 


"1  "- 


(I)    ArU.  106  7  116. 
(t)    ArU  118. 
\Z)    Artt.  119,  laíTy  «I. 
TOMO  Vlt. 


cion  se  firmará  por  el  qiie  entregue  y  el  qué 
reciba,  espresando  en  ella  si  hay  conformi- 
dad ó  las  observaciones  que  se  les  ofrezcan; 
después  se  someterá  á  la  aprobación  del  go- 
bernador. A  esta  autoridad  corresponde  es- 
pedir los  libramientos  de  pago  á  los  empre- 
sarios, del  mismoí  modo  que  se  practica  en 
cuanto  á  los  trabajos  de  las  carreteras  pro- 
vinciales (1). 

Aun  queda  algo  que  advertir  respecto  & 
los  trabajos  que  se  practican  en  los  caminos 
vecinales  asi  de  primero  como  de  segundo 
orden.  Unos  y  otfos  son  de  interés  común, 
proporcionan  ventajas  á  lodos  tos  vecinos  y, 
según  tenemos  yadíehóeii  otros  lugares,  es- 
tán de(;kirados  como  de  utilidad  pública.  De 
aquí  las  diferentes  servidumbres  que  pesan 
sobre  los  predios  colindantes,  y  entre  ellaá 
aquellas  qtíe  tiéneíí  por  objtto  la  mayor  fa- 
cilidad y  comodidad  de  las  obras;  con  rela- 
ción á  estas  servidumbres  el  real  decreto  de 
7  de  abril  de  1848,  dispuso  que  las  estraccio- 
nes  de  materiales,  las  escavaciones,  los  depó- 
sitos y  las  ocupaciones  temporales  de  terre- 
nos, seráotautorizaídas  por  una  orden  del  gefe 
polflico,  el  cual  oyendo  al  ingeniero  de  la  pro- 
vincia, cuando  lo  juzgue  conveniente,  de- 
signará tos  parajes  dónde  hayan  de  hacerse. 
Esta  ó'fden  se  notificará  á  los  interesados 
quince  dias  por  lo  menos  antes  de  que  se  lle- 
ve á  ejecución.  No  podrán  estraerse  mate- 
riales, hacerse  escavaciones ,  ni  imponerse 
otro  género  de  servidumbre  en  terrenos  acon- 
tados con  paredes,  vallados  ó  cualquiera  otra 
especie  de  cerca,  según  los  usos  del  pais ,  á 
menos  ie  qcfe  sieá  con  él  coláséntimiento  de 
sus  düeffos  (2).  Abundando  en  esta  misma 
idearla  ley  de  caníinos  vecfhíaíles,  ha  declara- 
éS  poisleriofmente  que  nó  se  impondrá  nin- 
guna servidumbre  temfporal  sib  consenti- 
miento^ de  los  duenosf  y  que  en  su  defecto  el 
gobernador,  oídos  lo&  interesados ,  y  previo 
dictamen  del  Consejo  provincial,  podrá  au- 
torizar la  imposición  de  la  servidumbre  (3).' 
Con  esta  última  disposición  se  ha  llegado  á 
Completar  la  materia;  de  otro  modo  el  in- 


(1)    Arts.«43,  144,  145  j  146. 

(3;    Art.  5  Aé  U  lef  de  9S  de  abril  de  1819. 
4o 
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teré3  público  estaría  subordinado  al  par- 
ikuiar.  Sin  embargo,  el  real  decreto  aun 
cuando  previene  la  necesidad  y  conve- 
DÍenciá  de  semejante  limitación  del  princi- 
pio general  que  consignó»  no  hubiera  podido 
proponerlo  con  carácter  rerdaderamente  eñ" 
caz  y  que  surtiera  efectos  positivos.  Res* 
trrfigese  en  él  la  propiedad,  aunque  por 
molhos  respetables^  y  eso  solo  pueden  ha^ 
certo  las  leyes. 

Con  objeto  de  hacer  constar,  de  estimular 
y  de  comunicar  al  gobierne  los  resultados  y 
adelantos  de  los  trabajos  que  se  han  de  eje- 
cutar en  los  caminos  vecinales/  existen  va- 
rias  disposiciones  qtfe  brevemente  referire- 
mos. Según  el  reglamento  de  7  de  abril 
tl^  1&Í8  los  gobernadores  deben  remitir  en 
fin  de  junio  y  diciembre  á  la  Dirección  de 
obras  públicas  un  estado  que  esprese  los  ade- 
lantos hechos  en  los  trabajos  de  reparación, 
eimstruccion  y  mejora  de  sus  respectivas  pro^ 
vincias,  asi  como  una  noticia  de  los  recursos 
de  toda  especie  invertidos  en  ellos  (1>.  Este 
éllimo  eslremo  quizás  ha  venido  después  á 
ser  menos  interesante,  si  bien  es  siempre 
áítil,  cuando  los  pueblos  han  podido  y  ban 
diebido  enumerar  los  gastos  de  sus  caminos 
entre  los  obligatorios  del  presupuesto  muni- 
cipal. El  estado  semestral  no  solo  constituye 
todavía  una  de  las  obligaciones  de  los  go- 
bernadores sino  que  aun  parece  que  debe  es- 
tenderse mas  minuciosamente,  conforme  al 
tenor  de  una  real  orden  ttt  que  se  encarga 
á  aquellas  autoridades  que  den  al  ministerio 
puntualmente  parte  de  los  caminos  declara- 
dos de  mayor  interés,  de  los  fondos  reuni- 
dos, del  número  de  facultativos  que  se  con- 
traten, de  las  épocas  del  empleo  de  las  pres- 
taciones y  de  los  progresos  de  las  obras  en 
un  estado  que  se  remitirá  en  fin  de  junio  y 
diciembre  de  cada  ano  {i).  Todavía  ha  sido 
menester  reiterar  una  y  otra  vez  el  cumpli- 
mento  de  esteeucargo;  porque  no  se  recibían 
en  el  ministerio  á  su  debido  tiempo  los  esta- 
dos, y  algunos  de  ellos  carecían  de  los  datos 
indispensables  para  que  el  gobierno  pudiera 


(I)    Art.  107. 

(i)   Real  ^Tútü  «•  19  Uo  febrero  4e  Í950. 


juzgar  de  las  mejoras  que  se  hacen  en  el  rá' 
mo  de  caminos  vecinales  y  adoptar  los  me- 
dios mas  adecuados  de  llevarlas  á  cabo;  etf 
su  consecuencia  se  ha  dispuesto  recienle- 
mcnte  que  los  gobernadores  no  retarden  la 
remisión  de  los  mencionados  trabajos,  á  cuyo 
fin  se  les  ba  trazado  un  modelo «  facilitando 
asimismo  cuantas  BOticias  se  refieran  á  un 
ramo  tan  importante  del  servicio  (1). 

Otra  obligación  análoga  tienen  los  gober- 
nadores; á  los  registros  que  deben  llevar  en 
sus  gobiernos  mandó  aumentar  el  reglamen- 
tos de  1848  los  siguientes:  1/  Del  número 
de  caminos  vecinales  de  cada  pueblo/  couf 
espfesion  de  las  legiías  que  se  hubieren  re- 
parado, i.*"  Resumen  de  las  cuentas  de  \o» 
fondos  invertidos  en  los  caminos  vecinales: 
S.""  De  todas  las  consultas  que  se  hicieran 
sobre  la  ejecución  del  real  decreta  <Ie  7  de 
alpil  de  1848,  resoluciones  que  recayera»  y 
observaciones  á  que  diera  lugar  la  experien- 
cia. Patente  está  el  fibde  este  último  re- 
gistro, y  en  verdad  que  merece  elogio^  te-' 
ner  reglas  segaras  de  interpretación  para  la 
aplicación  de  las  dificultades  que  ba  de  sus- 
citar siempre  una  disposición  por  clara  que 
parezca,  y  recojer  las  fecundas  lecciones  der 
la  csperieBcia  son  tendencias  gue  por  sí  mis- 
mas se  justifican.  Pero  en  la  actualidad,  ba^ 
hiendo  ya  una  ley  muy  importante  sobre; 
caminos  vecinales  y  una  reai  orden  que 
hace  veces  de  reglamento ,  la  tercera  cla^ 
se  de  registro  se  debe  conceptuar  ampli- 
ficada: una  de  sus  bases  seguirá  siendo  'el 
reai  decreto  de  1848,  puesto  que  se  halla  vi-* 
gente  en  varios  puntos,  pero  otra  base  serái 
la  ley  de  28  de  abril  de  1M9  y  la  real  orden 
de  10  de  setiembre  del  mismo  ano.  Así  la 
jurisprudencia  q\»  tan  oportunamente  se 
desea  será  completa  y  provechosa. 

Para  finalizar  este  párrafo  y  con  él  la  sec- 
ción de  caminos  vecinales  haremos  alguna  in-" 
dícacíon  sobre  comisiones  ó  juntas  inspectora» 
de  estos  capiinos.  £1  reglamento  de  1848 
propuso  y  desenvolvió  la  idea  de  las  jun- 
tas de  inspección  y  vigilancia  compuestas  de 
diputados  provinciales,  párrocos»  alcaldes/ 

(»)   ReaVórdcn  de  lt  de  julio  d«  1955' 
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propietatiod,  comercíaDtes  y  denu»  personas 
iateresadas  en  el  baen  estado  de  las  comuni- 
caciones (1).  Posteriormente  se  ha  aceptado 
también  este  pensamiento  como  oportnno  y 
provechoso;  puesto  que  reconociéndose  qné 
los  esfuerzos  aislados  particulares  no  siempre 
pueden  remover  los  diversos  obstáculos,  por 
lo  cual  es  necesario  reunidos  y  organizarlos 
de  modo  que  ilustren  ala  administración  pú- 
blica y  obtengan  de  ella  providencias  acer- 
tadas, se  resolvió  que  desde  luego  procedie- 
sen los  gefes  políticos  á  establecer  en  cada 
pueblo,  cabeza  de  partido  judicial»  una  junta 
inspectora  de  los  caminos  vecinales  del  mis- 
mo con  las  atribuciones  que  se  espresan  en 
el  reglamento  de  18 i8  (í).  Sin  embargo  se 
ipandó  al  mismo  tiempo  que  cesaran  en  se- 
guida las  juntas  que  se  hubiesen  creado  para 
la  inspección  de  algún  camino  vecinal  de  pri- 
mer orden  (3);  es  decir  que  de  las  dos  clases 
de  juntas  que  autorizaba  el  reglamento  sola- 
mente ha  quedado  subsistente  la  segunda, 
esto  es,  las  que  se  forman  para  todos  los  ca- 
minos vecinales  de  un  partido. 

Cada  una  de  estas  juntas  nombra  su  pre- 
sidente y  secretario  y  determina  el  sitio  ha- 
bitual de  sus  reuniones  (4).  Según  el  objeto 
de  su  institución,  dan  su  dictamen  á  invita- 
ción del  gobernador  sobre  los  proyectos  re- 
dactados para  trabajos  nuevos  y  obras  de  fá- 
brica 6  de  cualquiera  otra  especie;  podrán 
ser  consultadas  cuando  no  hubiera  avenen- 
cia entre  los  alcaldes  acerca  de  las  caotas 
que  deben  señalarse  á  los  pueblos  interesa- 
dos en  un  camino;  vigilarán  á  los  peones  ca- 
mineros y  darán  noticia  al  gobernador  de  los 
que  no  cumplan  con  sus  deberes ;  designa- 
rán uno  ó  varios  de  los  individuos  de  su  seno 
para  que  asistan  á  la  recepción  de  obras  eje- 
cutadas por  empresa,  así  como  á  la  de  ma- 
teriales suministrados  por  empresarios  6  por 
medio  de  prestaciones ;  pero  si  estos  comi- 
sionados, debidamente  citados,  no  acndie- 
ren  á  la  recepción,  el  acto  se  veriQcará  sin 
que  sea  obstáculo  la  ausencia  (5).  Las  juntas 


<1> 

{5) 


Art.  15i  ée\  reglamento  de  8  de  abril  de  1848. 
Real  orden  de  29  de  octabre  de  1849. 
La  real  drden  citada.       ^   ^^     ^^,  ^  ^^^^ 
Art.  15  i  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1848. 
Art.  15G. 


inspectoras  so  retiñirán  en  los  tres  primeros 
meses  del  ano  para  redactar  sus  observación 
nes  al  gobernador  sobre  el  estado  de  los  ca- 
minos y  las  mejoras  mas  urgentes  que  en 
ellos  deban  hacerse.  En  esta  primera  sesión 
designarán  los  individuos  de  su  seno  encar- 
gados especialmente  de  cuidar  de  la  buena 
construcción  de  las  obras  y  de  asistir  á  su 
recepción,  sin  que  estos  delegados  puedan 
hacer  por  sí  ninguna  raodiflcacion  en  los  pro- 
yectos adoptados,  ni  dará  los  encargados 
de  su  ejecución  ninguna  orden  directa. 

En  fin,  las  juntas  inspectoras,  si  hay  celo 
y  acierto  en  sus  individuos,  pueden  propor- 
cionar grandes  beneficios;  porque  ademas 
de  las  atribuciones  que  hemos  enumerado; 
tienen  el  encargo  de  ilustrar  á  los  pueblos, 
haciéndoles  conocer  la  utilidad  que  les  ha 
de  resultar  de  mejorar  sus  comunicaciones; 
oscilar  á  los  ayuntamientos  para  que  se  pres- 
ten á  contribuir  á  este  importante  objeto, 
despertar  el  espíritu  de  asociación  entre  los 
pueblos,  promover  la  realización  de  suscrip- 
ciones en  dinero  6  en  prestaciones  persona- 
les; tratar  de  obtener  la  cesión  gratuita  de 
terrenos  y  materiales;  valerse  de  su  influen- 
cia para  vencer  los  obstáculos  que  se  susci- 
ten ,  y  emplear  todos  cuantos  recursos  les 
dicte  su  amor  al  bien  público.  Lo  cual  no  se 
remunera  con  sueldo,  el  cargo  es  gratuito; 
pero  los  gobernadores  harán  presente  al  go- 
bierno los  esfuerzos  de  estas  juntas  y  los -re- 
sultados que  dieren  para  que  se  tenga  en 
cuenta  el  mérito  que  contraigan  los  indivi- 
duos que  las  forman  (1).. 

SECCIÓN  VL 

DS  LA  CONSERVACIÓN  Y  POLICÍA  DB  LOS  CA- 
MINOS. 

Comprendemos  en  esta  sección  los  medios 
que  deben  emplearse  para  que  los  caminos  no 
sufran  deterioro  y  estén  siempre  en  disposi- 
ción de  servir  á  su  uso  El  conjunto  de  las 
medidas  que  la  administración  tiene  adop- 
tadas para  satisfacer  á  este  objeto  se  com- 


(1)    Art.  158. 
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prenden  bajo  el  nombre  genérico  de  policía 
de  caminos;  sin  ellas  ningún  sistema  por 
perfecto  que  fuera  produciría  los  resultados 
apetecidos,  de  lo  cual  proyiene  la  grande 
importancia  que  en  todos  tiempos  ha  dado 
á  este  asunto  la  administración.  Vamos  pues 
á  dedicar  esta  parte  de  nuestro  articulo  al 
examen  de  las  disposiciones  vigentes  en  la 
materia  siguiendo  el  orden  que  marcan  los 
siguientes  párrafos. 

§.°  1.*  Comervqcion  de  los  caminos. 

Bajo  la  palabra  conservación  no  c^n^pren- 
demos  la  reparación  de  los  grandq^  deterio- 
ros que  ocurren  en  los  cansinos ,  i^i  la  cons- 
trucción de  l^s  obráis  periódicas  de  alguna 
n^agnitud  que  son  indispensables  para  su 
mantenimiento;  de  estas  hemos  hablado  en  su 
lugar  oportuno.  Entendemos  solo  el  cuidado 
diario,  continuo  y  permanente  que  debe  te- 
nerse para  que  no  suQran  deteriof:o  los  cami- 
nos y  estén  siempre  en  disposición  de  servir 
á  las  necesidades  del  tránsito.  Para  lograr 
tan  importante  fin  la  administración  ha  dado 
diferentes  clases  de  disposiciones,  unas  que 
tienen  por  objeto  la  contihua  custodia  y  vi- 
gilancia de  la  vja  pública,  otras  que  sujetan 
á  los  predios  con  ellas  colindantes  á  ciert^ 
cargas  ó  6ervi4umbres ,  otrs^s  que  prohi^ 
Jjen  algunos  actos  que  ocasionan  deterioros 
y  corrigen  el  abuso  que  puede  hacc^rse  en 
el  modo  y  medios  empleados  pa^ra  el  tras- 
porte, y  otras  por  último  quq  castjgan  á 
los  que  causan  perjuicios  mas  ó  men€^  con- 
siderables. 

Entre  las  medidas  que  tienen  por  objeto 
la  continua  custodia  y  vigilancia  del  camino 
$e  cuenta  la  institución  de  los  peones  cami- 
neros. No  es  ocasión  de  hablar  detenidamen- 
te de  la  creación,  historia  y  minuciosas  obli- 
gaciones de  estos  agentes  de  la  administra- 
ción, todo  esto  corresponde  al  artículo  peo- 
nes camineros;  aho^^  solo  diremos  algunas 
palabras  acerca  de  sus  atribuciones  y  debe- 
res en  cuanto  tienen  relación  con  la  policía 
y  en  especial  con  la  conservación  de  los  ca- 
minos. 

La  destrucción  de  los  caminos,  por  el  uso 


aunque  lenta,  es  continua:  de  aqní  la  con- 
veniencia de  la  reparación  permanente  en- 
cargada á  los  peones  camineros.  La  admi- 
nistración en  esta  materia  no  se  ha  contenta- 
do con  sentar  como  principio  general  que 
los  peones  deben  ocuparse  constantemente 
en  las  labores  del  camino,  sino  que  ha 
descendido  á  detallar  sus  atribuciones.  Esr 
tas,  en  la  parte  que  se  refieren  al  pre- 
sente articulo,  son:  1.*  Trabajar  en  el 
camino  todos  los  dias  de  sol  á  sol ;  2/  Rcr 
correrle  los  dias  festivos  para  evitar  hagan 
daño  á  sus  obras,  y  3.*  Concluir  las  tareas 
que  se  les  señalen  en  el  plazo'  prefijado.  Di- 
versas providencia?  se  han  dictado  para  ase- 
gurarse la  administración  de  que  se  cumplen 
estas  obligaciones.  Una  de  ellas  ha  sido 
que  los  peones  camineros  de  número  se  dis- 
tribuyan en  las  carreteras  de  cargo  del  Esta- 
do, de  tal  manera  que  ¿  cada  uno  de  ellos 
corresponda  una  longitud  de  tres  kilóme- 
tros (1).  Con  lo  que  se  logra  que  cada  uno 
cuide  del  trozo  que  tiene  señalado,  se  intro- 
duce el  estímulo  entre  ellos  y  se  conoce  des- 
de luego  los  que  cumplen  y  los  que  dejan 
de  hacerlo  con  los  deberes  de  su  cargo.  En 
mayor  escala  se  hftn  logrado  estos  resultados 
con  la  circular  de  3i  de  junio  de  i841,  la 
cual  se  propuso  cortar  los  abusos  que  una 
viciosa  costumbre  y  la  indolencia  de  los  peo- 
nes camineros  habían  hacho  prevalecer. 
Dispúsose  en  ella  que  &  cada  peón  caminero 
se  le  proveyera  de  un  jalón  indicador  de 
cinco  pies  de  altura  y  del  diámetro  propor- 
cionado, que  llevara  en  la  parte  superior 
una  tabla  rectangular  fijada  á  él  la  cual 
deberá  tener  diez  pulgadas  de  ancho  y 
siete  de  altura  y  estar  pintada  de  encar- 
nado al  óleo,  llevando  sobre  este  fondo^, 
ms^rcado  con  coloi:  blanco ,  el  número  de 
la  legua  correspondiente.  Cuando  se  ha- 
llan trabajando  los  peones  camineros  está 
mandado  tengan  inmediato  á  ellos  clavado 
el  jalón  indicador  colocándole  fuera  del  fir- 
me; pero  no  mas  allá  de  la  arista  este^- 
rior  de  la  cuneta,  con  el  número  vuelto 
hacia  el  camino.  De  esta  manera  los  via- 

(1 )    Art.  I.'  del  real  decreto  de  f&  de  juQío  de  I8SS. 
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jeros  podrán  ver  y  apreciar  las  faltas  en 
que  íneurran  los  peones  camineros  y  de- 
jarlas ,  á  su  tiempo,  anotadas  en  un  regis- 
tro que  al  efecto  hay  establecido  en  cada 
parada  de  postas.  Asi  ha  venido  á  crearse 
por  este  medio  una  constante  vijilancia  y 
una  general  fiscalización  que  todo  transeún- 
te puede  ejercer,  que  dá  las  suficientes  ga- 
rantías de  que  no  estará  desatendido  el  ser- 
vicio público.  En  las  visitas  quincenales,  que 
está  mandado  hagan  los  celadores,  examinan 
aquellos  registros,  anotan  las  faltas  cometí* 
das,  y  los  firman  poniendo  la  fecha  del  día 
en  que  lo  hacen«  con  lo  que  se  logra  tener 
exact9  conpci miento  de  los  abusos  que  exis- 
ten y  mayor  focilidad  de  corregirlos.  Mas  no 
era  bastante  asegurarse  de  la  continua  pre- 
sencia de  los  peones  en  el  camino;  era  nece- 
sario tener  una  completa  certidumbre  de  que 
empleaban  útilmente  el  tiempo  en  las  labo- 
res que  la  vía  pública  exige :  para  esto  se  ha 
acudido  al  señalamiento  de  tareas.  En  su 
consecuencia  en  la  visita  quincenal  se  seña- 
la á  cada  peón  caminero  un  número  de  va- 
ras proporcionado  al  estado  en  que  se  en- 
cuentre el  camino  (1).  Si  en  la  visita  si- 
guiente no  tiene  concluido  su  trabajo  se  le 
pone,  por  la  primera  vez,  á  su  costa  un  peón 
que  le  ayude,  el  cual  habrá  de  permanecer 
hasta  que  esté  del  todo  terminado  (2).  Si  fal- 
ta por  '^ogunda  vez  es  despedido  inmediata- 
mente (S),  así  como  también  lo  será  todo 
peón  contra  quien  hubiere  queja  fundada  de 
su  falta  de  asistencia  al  camino  en  las  horas 
prefijadas.  Y  aquí  debe  hacerse  notar  que 
para  que  no  puedan  alegar  ningún  género 
de  escusa  por  su  ausencia  del  camino,  se  ha 
dispuesto  por  el  real  decreto  de  25  de  junio 
de  Í8S2  que  se  les  proporcione  albergue  en 
el  mismo  parage  en  donde  tienen  que  pres- 
tar su  continua  asistencia. 

Las  ideas  generales  que  dejamos  espnes- 
tas  creemos  que  son  suficientes  para  com- 
prender la  parte  directa  que  toman  los  peo- 
nes camineros  en  la  conservación  de  las  car- 


(1)    Oircnlar  de  10  de  marzo  de  1841  regla  9.* 
{%    Circular  de  10  de  mano  de  1811  regla  5.* 
(i)    Id.  Id.  regla  4."  •      •      . 


reteras;  ahora  pasamos  á  tratar  de  otras  me^ 
didas  que  conducen  al  mismo  importante 
objeto. 

Ademas  de  los  peones  camineros  hay  otros 
funcionarios  que  con  el  nombre  de  celadores 
de  caminos  atienden  y  cuidan  de  su  conser^ 
vacien.  Sus  atribuciones  y  obligaciones  ten- 
drán su  debida  esposicion  en  su  artículo  es- 
pecial, ahora  basta  solo  á  nuestro  propósito 
decir  que  vigilan  á  los  peones  camineros  y 
cuidan  de  que  se  cumplan  las  ordenanzas  de 
conservación. 

El  interés  público  de  la  solidez  y  conser- 
vación de  los  caminos  está  á  las  veces  en 
oposición  con  el  interés  particular  de  los  due- 
ños de  los  predios  colindantes.  Para  armoni- 
zar hasta  donde  ha  sido  posible  estos  estre- 
mos  se  han  establecido  y  regularizado  las 
servidumbres  públicas  de  caminos,  que  como 
antes  hemos  dicho,  constituyen  una  de  las 
clases  de  disposiciones  que  la  administración 
ha  tomado  para  procurar  la  conservación  de 
la  via  pública. 

Las  servidumbres  de  caminos  son  perpe- 
tuas, poique  perpetuamente  existe  la  causa 
de  utilidad  pública  que  hace  necesario  su  es- 
tablecimiento. Esta  causa  es  la  solidez ,  el 
sostenimiento  y  la  conservación  de  la  via 
pública.  En  gracia  de  estos  poderosos  intere- 
ses se  ha  limitado  el  dominio  de  los  dueños 
de  los  predios  colindantes  con  el  camino, 
los  cuales  no  pueden  cortar  sin  licencia  de 
la  autoridad  superior  los  árboles  lindantes 
con  las  carreteras  generales  (i)  y  sin  previo 
reconocimiento  del  ingeniero  los  demás ,  no 
tan  próximos «  siempre  que  estén  dentro  de 
la  distancia  de  30  varas  á  ambos  lados  del 
camino  cuando  ocupen  terrenos  costaneros  y 
pendientes  sobre  el  camino,  y  en  ningún  caso 
arrancar  raices.  Disposiciones  justas  dirigi- 
das á  la*  mejor  conservación  del  camino  y  á 
evitar  que  las  aguas  arrastren  tierras  que 
obstruyan  la  via  pública.  Por  esto  con  equi- 
dad se  ha  dispuesto  que  los  que  contra- 
vinieren á  loque  acerca  de  este  punto  está 
mandado  serán  obligados  á  costear  las  obras 
necesarias  para  evitar  semejantes  daños.  Es 

(i)    Real  orden  de  15  de  setiembre  18i8. 
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estensiva  iambieii  esta  disposición  al  caso 
de  que  los  árboles  qae  se  balleo  en  las 
inárgeaes  de  los  caminos  sean  de  propie- 
dad municipal,  entonces  las  cortas  pue- 
den hacerlas  los  ayuntamientos  debidamente 
autorizados  por  el  gobernador  de  la  provin- 
cia, siempre  que  los  árboles  por  su  vejez  ó 
inutilidad  deban  ser  reemplazados  con  nue- 
vas plantaciones,  ejerciendo  los  ingenieros 
la  correspondiente  intervención  en  todo  lo 
relativo  á  la  conservación  y  policía  de  las 
carreteras. 

No  solamente  pueden  sufrir  deterioro  los 
caminos  cortando  árboles  y  arrancando  rai- 
ces deutro  de  la  distancia  de  las  30  varas 
señaladas  por  la  ley:  mayores  perjuicios,  s¡ 
cabe,  pueden  originárseles  de  la  construcción 
de  edificios  dentro  de  dicha  zona.  La  edifi- 
cación exige  escavaciones  para  asentar  los 
cimientos  y  hace  indispensable  abrir  zanjas 
y  remover  el  terreno,  operaciones  todas  que 
hechas  en  las  inmediaciones  del  camino  pue- 
den perjudicar  á  la  solidez  y  firmeza  de  las 
carreteras.  Conforme  con  estas  ideas  se  ha 
determinado  (1)  que  (fentro  de  las  treinta 
varas  colaterales  de  las  carreteras  no  se 
puede  construir  edificio  alguno,  tal  como  po- 
sada, casa,  corral  de  ganados,  etc.,  ni  ejecu- 
tar alcantarillas,  ramales  ú  otras  obras  que 
salgan  fuera  del  camino,  ó  las  posesiones 
contiguas,  ni  establecer  presas,  ni  artefactos, 
ni  abrir  cauces  para  la  toma  y  conducción  de 
aguas  (i).  Sin  embargo,  para  atender  á  los 
intereses  de  los  dueños  de  los  predios  colin- 
dantes en  tanto  cuanto  lo  permita  la  seguri- 
dad del  camino,  se  ha  permitido  hacer  aque- 
llas obras  siempre  que  antes  se  obtenga  la 
correspondiente  licencia.  Para  alcanzarla  se 
dirige  la  petición  al  alcalde  del  pueblo  res* 
pectivo,  espresando  el  parage,  calidad  y  des- 
tino del  edificio  ú  obra  que  se  trat&  de  eje- 
cuUr  (3).  El  akalde  remite  dicha  instancia, 
con  las  observaciones  que  estime  oportunas, 
al  ingeniero  encargado  de  la  carretera  para 
que  previo  reconocimiento  señale  la  distan- 
cia ó  alineación  á  que  deberá  sujetarse  en 


(t)    Alt.  33  de  la  ordeoanza. 
{i)    Alt.  33  de  U  ordeoacza. 
(3;    Art.34id. 


la  confrontación  del  camino  la  obra  proyee* 
tada,  espresando  las  precauciones  ó  condicio- 
nes Tacultativas  que  deberán  obser^'arse  en 
su  ejecución  para  que  no  cause  perjuicio  á 
la  via  pública,  ni  á  sus  obras,  paseos  y  arbo^ 
lados.  A  las  veces,  cuando  el  ingeniero  lo 
juzga  necesario,  los  interesados  cstánobliga- 
dos  á  presentar  el  plano  de  la  obra  en  pro- 
yecto para  que  así  pueda  emitir  aquel  su 
dictamen  con  mayor  acierto  y  conocimien- 
to (1).  Llenadas  estas  condiciones  los  alcal- 
des conceden  licencia  para  construir  ó  reedi- 
ficar con  sujeción  á  la  alineación  y  condicio- 
nes que  aquel  hubiere  marcado,  cuidando 
que  se  observen  puntnalmente  por  los  due- 
ños de  la  obra  (3).  A  los  que  faltan  á  ellas, 
lo  mismo  que  á  los  que  sin  la  licencia  espre- 
sada ejecutaren  cualquier  obra  dentro  de  las 
30  varas  á  uno  y  otro  lado  del  camino  ó  se 
aparten  de  la  alineación  marcadas,  el  alcalde 
les  obligará  á  la  demolición  de  la  obra  caso 
de  perjudicar  á  las  de  la  carretera,  sus  pa- 
seo», cunetas  y  arbolados  (3).  Cuando  se  sus- 
citen contestaciones  con  motivo  de  la  alinea- 
ción y  condiciones  facultativas,  el  alcalde, 
suspendiendo  todo  procedimiento,  remitirá  al 
gobernador  de  la  provincia  el  espediente, 
que  lo  resolverá  á  la  posible  brevedad  oyen- 
do al  ingeniero  jefe  del  distrito;  pero  si  ha- 
llase motivo  para  no  conformarse  con  el  dic- 
tamen de  este  lo  pasará  sin  demora  á  la  di- 
rección del  ramo  para  que  decida  lo  que 
fuere  justo  y  conveniente,  ó  proponga  en  su 
caso  al  gobierno  la  resolución  que  corres- 
ponda. 

Las  servidumbres  de  que  hasta  ahora  he- 
mos hablado  tienen  por  fundamento  un  moti- 
vo de  utilidad  pública;  hay  otras  que  puede 
decirse  que  nacen  de  una  necesidad  física  in- 
dispensable para  la  conservación  del  camino. 
Estas  son  las  que  tienen  los  predios  colin- 
dantes de  recibir  las  aguas  pluviales  del  ca- 
mino y  la  prohibición  de  entorpecer  el  libre 
curso  de  las  aguas  que  de  aquel  provengan. 
En  su  virtud  tienen  sus  respectivos  dueños  el 
gravamen  de  no  abrir  zanjas,  construir  cal- 


(1)  Art.S5. 
¡i)  Art.  36. 
(3)    Art.  37. 
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tadas  ó  levantar  el  terreftO  de  las  heredades 
limitrofes,  ni  tampoco  paeden  hacer  represas, 
pozo  ó  abrevaderos  á  las  hocas  de  los  puen- 
tes y  alcantarillas  ni  á  las  márgenes  de  los 
caminos,  ni  á  menor  distancia  de  treinta  va- 
ras. Los  que  en  este  punto  faltan  á  la  orde- 
nanza incurren  en  la  multa  de  50  &  ÍQÚ  rea* 
tes  ademas  de  subsanar  el  perjuicio  causado* 

No  nos  detendremos  mas  tiempo  en  exami<> 
liar  las  servidumbres  de  caminos,  ya  porque 
la  razón  de  su  institución  es  tan  clara,  que 
basta  la  simple  esposícion  de  las  disposicio- 
nes de  la  ordenanza  para  comprender  la  ra« 
son  de  su  establecimiento,  ya  porque  habien- 
do de  hablar  en  su  oportuno  lugar  ^le  las 
servidumbres  públicas,  «alli  y  no  aqui  será 
ocasión  de  dar  á  esta  materia  todo  el  ensan- 
che y  ostensión  que  necesita. 

Hemos  dicho  anteriormente  que  uno  de 
los  medios  de  que  se  valia  la  administración 
para  la  conservación  de  los  caminos  era  pro- 
hibir  algunos  actos  que  ocasionan  su  dete- 
rioro y  destrucción.  Estos  daños  se  pueden 
causar  en  la  vía  pública,  en  sus  obras  ó  en 
sus  arbolados.  En  la  via  pública  para  que  no 
se  perjudique  el  Grme  del  camino  se  ha  prohi* 
bido  bajo  la  pena  de20á  50  rs.  de  mulla,  bar- 
rer, recoger  basura,  rascar  tierra  ó  tomarlaen 
el  camino,  sus  paseos,  cunetas  y  escarpen:  si 
bien  los  encargados  de  las  carreteras  podrán 
permitir  la  estraccion  del  barro  ó  basura  de 
ellas,  prescribiendo  las  reglas  que  al  efecto 
crean  oportunas  (i).  Aun  mas  que  con  es- 
tos hechos  puede  causarse  el  daño  con  la  abu- 
siva costumbre  que  tienen  los  conductores  de 
abrirsurcos  ea  los  caminos,  sus  paseosó  már- 
genes para  meter  las  ruedas  de  los  carrua- 
jes y  cargarlos  mas  cómodamente:  por  esto 
con  razón  se  ha  condenado  á  sufrir  la  multa 
de  KO  á  100  rs.  á«los  que  ejecuten  estos  ac- 
tos (2). 

Los  danos  que  puedan  recibir  las  obras  de 
los  caminos  son  en  general  mas  graves  que 
lo  que  acabamos  de  examinar.  Considerados 
en  razón  de  las  personas  que  los  ejecutan 
son  de  dos  clases :  unos  que  provienen  de 


abusos  que  cometen  los  dueños  de  los  pré 
dios  colindantes,  otros  que  nacen  de  las  di- 
versas personas  que  van  y  vienen  por  el 
camino.  En  el  primer  concepto  faltan  á  la  or^ 
denanza  de  policía  y  conservación  los  labra- 
dores que  con  el  plantío  y  labores  de  sus  he- 
redades ocasionan  danos  á  los  muros  de  sos- 
tenimiento, aletas  de  alcantarillas,  estribos 
de  puentes  ó  á  cualesquiera  otras  obras  del 
camino,  los  cuales  incurren,  caso  de  hacerlo, 
en  la  multa  de  50  á  SOO  rs.  ademas  de  sub- 
sanar el  perjuicio  causado:  igual  pena  es 
aplicable  á  los  que  labran  en  las  escarpas  del 
camino  (41.  Cuando  los  labradores  al  tiempo 
de  cultivar  las  heredades  inmediatas,  ó  lo<^ 
pastores  al  tiempo  de  conducir  sus  ganados 
dejaren  caer  en  tos  paseos  y  cunetas  tierra  ó 
ctttiquier  cosa  que  impida  el  libre  curso  de 
las  agMs,  están  obligados  á  su  limpia  y  re- 
paración (2). 

Mas  no  siempre  son  ios  dueños  de  los  pre- 
dios limítrofe  los  que  cometen  actos  que  tan- 
to perjudican  á  su  buena  conservación;  las 
mas  de  las  veces  %stos  abusos  son  producidos 
por  personas  que  no  tienen  aquel  carácter. 
En  este  concepto  son  castigados  los  pasaje- 
ros que  con  su  carruaje  rompan  6  arranquen 
algún  guarda-rueda  del  camino,  que  pagarán 
40  rs.  por  subsanacion  y  ademas  de  50  á  400 
reales  si  hubieren  procedido  contraviniendo 
á  las  reglas  establecidas  (5),  y  los  que  rom- 
pen ó  de  cualquier  modo  causen  daño  en  los 
guarda-ruedas,  antepechos  ó  sus  albardillas, 
en  las  pirámides  ó  postes  que  señalan  las  le- 
guas, borre  sus  inscripciones  y  maltrate  las 
fuentes  y  abrevaderos  construidos  en  la  via 
pública,  los  cuales  incurren  en  la  multa  de  20 
á  100  rs.  y  tienen  que  pagar  el  perjuicio 
causado  (4). 

Entre  los  accesorios  de  los  caminos  figura 
en  primer  lugar  el  arbolado ,  establecido  en 
la  mayor  parte  de  los  paises  cultos.  En  su 
conservación ,  mejora  y  aumento  ha  puesto 
el  mas  diligente  cuidado  la  administración, 
que  con  justicia  ha  condenado  á  pagar  de 
20  á  100  reales  de  multa  y  el  perjuicio 


(t)    Art.  i^  de  la  ordcnaoza. 
(»,    Aruv.* 


(1)  Art.  2. 

i<)  Art.  3. 

(3  Art.  6. 

(4)  Artlt. 
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causado,  á  todo  aquel  que  maltrate  los  árbo- 
les plantados  á  las  márgenes  de  los  caminos 
ó  que  permitan  que  lo  hagan  sus  caballe- 
rías ó  ganados  (I). 

Una  de  las  medidas  que  la  administración 
emplea  para  alcanzar  ía  conservación  del 
camino,  hemos  dicho  que  es  corregir  el  abu- 
so que  puede  hacerse  en  el  modo  y  medio 
empleados  para  el  trasporte.  De  aquí  la 
prohibición  de  arrastrar  maderas;  ramajes 
y  arados  en  los  caminos^  bajo  la  mulla 
de  4  reales  por  cada  madero,  8  si  fuera 
arado  que  lleve  al  estremo  chapa  ó  clava  de 
hierro,  y  la  obligación  de  resarcir  el  daño 
causado  (¿).  Todavía  contribuyen  mas  á  la 
conservación  del  camino,  las  precauciones 
y  reglas  que  la  administración  ha  tomado  y 
que  deben  observarse  en  la  conducción  de 
carruajes  y  aun  en  su  misma  construcción. 
Las  mas  de  estas  disposiciones  favorecen  á  la 
vez  la  seguridad  del  tránsito  y  la  conserva- 
ción del  camino.  Los  carruages  deben^  en 
su  virtud,  bajo  la  mulla  de  50  á  100  reales  y 
pagar  el  daño  causado,  marchar  al  paso  de 
las  caballerías  en  todos  los  puentes^  sean 
estos  de  la  clase  que  fueran,  no  dar  vuelta 
énire  las  barandillas  ó  antepechos  de  es- 
tos (5),  no  ir  por  fuera  del  firme  ó  calzada^ 
bajo  la  multa  de  50  á  100  reales  (4)|  y  mar- 
char por  el  parage  que  se  les  designe  cuan- 
do en  los  caminos  se  hiciesen  recargos  d 
cualesquiera  obras  de  reparación  (5). 

La  continuidad  del  tránsito,  y  especial- 
mente el  de  los  carruages,  desmejora  los  ca- 
minos y  es  una  de  las  causas  que ,  aunque 
lentamente,  contribuyen  á  su  destrucción. 
Para  evitar  esta,  en  cuanto  es  posible,  se 
han  exigido  algunas  circunslancias  en  la 
construcción  de  los  carruages  y  señalado 
ciertas  cantidades  que  habrán  de  pagar  los 
dueños  como  indemnización  de  los  danos  que 
causan.  Las  ruedas  con  llantas  anchas,  lisas 
y  llanas  y  sin  clavos  prominentes,  aprietan 
los  rellenos  y  suavizan  el  tránsito,  en  tanto 
que  las  estrechas  ahondan  la  huella,  remue- 


(1) 

Art. 

f2. 

(«) 

Arl. 

11. 

il) 

Aru 

7. 

•4) 

Art. 

S. 

(5^ 

Aft 

tlK 

ven  el  guijo  y  deterioran  la  via  pública.  De 
aquí  que  esté  mandado(l)qoe  los  coches,  ga- 
leras, carros,  calesas  y  demás  carruajes  que 
se  usen  en  los  caminos,  tengan  rueda  de  llanta 
ancha,  lisa  y  llana,  con  tres  pulgadas  de  hue- 
lla á  lo  menos,  y  sin  clavos  prominentes,  em- 
bebiéndose estos  en  la  llanta:  esta  determina- 
ción no  comprende  los  carros  recalzados  de 
madera,  como  son  las  carretas  de  cabanas  y 
otros,  las  cuales  no  solo  no  perjudican  sino 
que  favorecen  el  camino,  aprietan  el  firme 
y  allanan  el  tránsito.  Si  contraviniendo  á  las 
reglas  establecidas  hicieran  el  tráfico  en  los 
caminos  carros  de  llanta  estrecha  y  clavos 
prominentes,  habrán  de  pagar  doble  portazgo 
en  resarcimiento  de  danos  y  perjuicios. 

La  administración  por  último  ha  prohibido 
bajo  la  multa  de  60  reales  y  la  indemniza- 
ción de  los  danos  causados  el  que  los  car- 
ruajes lleven  ninguna  de  las  ruedas  aladas 
cuando  vayan  por  el  camino;  y  ha  dictado 
las  reglas  siguientes  acerca  de  la  planeha  de 
hierro  que  llevan  los  carruajes  para  dismi- 
nuir la  velocidad  de  las  ruedas. 

1/  Que  la  plancha  sea  igual  al  modelo 
aprobado  por  la  Dirección  del  ramo. 

2.*  Que  no  se  haga  uso  de  la  plancha 
sino  en  las  cuestas  y  distancias  marcadas  al 
efecto  por  los  ingenieros  encargados  de  las 
carreteras. 

3.*  Que  la  plancha  deberá  aplicarse  á  la 
rueda  de  macera  que  su  centro  quede  sen- 
tado de  plano  sobre  él  camino. 

T  4.'  Que  los  carruages^  cuando  lleven 
la  plancha  puesta,  solo  podrán  marchar  al 
paso  de  las  caballerías. 

Los  que  infrinjan  dstás  reglas  serán  cas- 
tigados con  la  multa  de  50  á  100  reales  y 
la  reparación  del  daño  <{ue  se  canse. 

§.  2.**  Libertad  del  tramito. 

Todas  las  disposiciones  que  pueden  adop- 
tarse pTarst  garantir  la  libertad  del  tránsito  pú- 
blico, están  naturalmente  comprendidas  en 
la  policía  de  los  caminos,  y  caen  por  lo  tan- 
to bajo  el  cuidado  y  vigilancia  de  las  autori- 

(Ij    Ley  6  lU.  95,  Lib.  7,  Not.  RK;¿. 
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(lades  admínistralivag.  Así  es  que,  según 
regla  general,  los  alcaldes  deben  cuidar  en 
sos  respectivos  términos  jurisdiccionales^que 
el  camino  y  sus  márgenes  estea.libres  y  des- 
embarazados, sin  permitir  estorbo  alguno 
que  obstruya  el  tránsito  público,  especial- 
mente en  las  calles  de  travesía  de  los  pue- 
blos (i). 

Los  estorbos  que  pueden  oponerse  al  trán- 
sito público  son  varios;  citaremos  los  princi- 
pales, teniendo  presentes  las  disposiciones 
dirigidas  á  su  probibicion  y  represión.  No 
pueden  los  particulares  hacer  acopios  de 
materiales,  tierras,  abonos  y  estiércoles, 
amontonar  frutos,  mieses  ú  otra  cualquiera 
cosa  sobre  el  camino,  sus  paseos  y  cunetas, 
ni  colgar  ó  tender  ropas  en  los  mencionados 
parages:  á  los  contraventores  se  impondrá 
una  multa  de  veinte  y  cinco  á  treinta  reales 
por  la  primera  vez  y  doble  por  la  segun- 
da (2).  La  prohibición  comprende  en  cierta 
parte  solamente  á  los  particulares;  porque 
los  agentes  de  la  administración  y  los  depen- 
dientes destinados  á  la  conservación  y  repa- 
ración cotidiana  de  los  caminos  tienen  fa- 
cultad, mas  aun,  obligación  de  .apilar  en  los 
paseos  ó  márgenes  de  los  caminos  la  piedra, 
tierra  y  demás  materiales  destinados  para  las 
obras  de  recomposición:  los  demás  estorbos 
les  están  igualmente  vedados  que  á  los 
particulares,  porque  el  interés  público  no 
los  legitima  bajo  ningún  concepto. 

En  las  fachadas  de  las  casas  contiguas  al 
camino,  no  podrá  ponerse  cosa  alguna  col- 
gknte  ó  saliente  que  pueda  ofrecer  incomo- 
didad, riesgo  ó  peligro  á  los  pasageros  ó  á  las 
caballerías  y  carruages.  Los  alcaldes  cuando 
reciban  denuncias  por  dicha  c^usa,  señala- 
rán un  breve  término  para  que  ^e  quiten  los 
estorbos,  imponiendo  una  multa  de  veinte  á 
ochenta  reales  al  que  no  lo  hiciese  en  el 
tiempo  señalado  (3).  Prohibiciones  análogas 
se  establecen  respecto  délas  heredades.  Así 
se  halla  dispuesto  que  las  pitas,  zarzas,  ma- 
torrales y  todo  género  de  ramages  que  sir- 

(f)  Artfealos  16  de  la  ordenanza  de  U  de  setiembre  de 
Ifili  7  ISO del  rcfUmento  de  8  deabñl  de  1848. 

())  Articvlos  i7  de  la  ordenania  y  181  del  reglamento 
eludo. 

(3)  Aru  30  de  la  ordenama  y  193  dfl  reglomento. 
TOMO  vil. 


van  de  resguardo  ó  de  cerca  á  los  campos  y 
heredades  lindantes  con  el  camino,  deben 
estar  bien  cortados  y  de  modo  que  no  salgan 
al  mismo  (i).  Los  árboles  próximos  á  la  vía 
pública,  deberán  disponerse  de  manera  qué 
no  perjudiquen  el  tránsito,  pudiendo  cual- 
quiera cortarlas  ramas  en  otro  caso  (i).  Con 
el  mismo  fin  de  facilitar  la  libertad  del  trán- 
sito se  ha  prohibido  á  los  arrieros  y  conduc- 
tores que  hagan  suelta  y  den  de  comer  á  sus 
ganados  en  el  camino  ó  sus  paseos,  debiendo 
sufrir  caso  de  contravención  la  multa  de 
veinte  reales  por  cada  carruage;  y  de  cua- 
tro por  cada  caballería  ó  cabeza  de  ganado, 
ademas  de  pagar  cualquiera  perjuicio  que 
causaren;  aplicándose  igual  pena  á  los  due- 
ños y  pastores  de  ganado,  aunque  sea 
mesteno  que  estuviere  pastando  en  las 
alamedas,  paseos,  cunetas  y  escarpes  de 
camino  (5).  Tampoco  pueden  ponerse  en  el 
camino,  paseos  y  márgenes,  tinglados  ó  pues* 
tos  ambulantes,  aunque  sean  para  la  venta 
de  comestibles  sin  licencia  correspondien* 
le  (4). 

Los  dueños  ó  conductores  de  carrnages 
que  los  dejasen  sueltos  delante  de  las  posadas 
ú  otro  parage  del  camino,  sufrirán  la  multa 
de  veinte  á  cincuenta  reales  (S).  Igual  con* 
denacion  se  impondrá  á  toda  persona  que 
eche  animales  muertos  sobre  el  camino  ó  á 
menor  distancia  de  treinta  varas  de  sus 
márgenes,  ademas  de  tener  la  obligación  de 
sacarlos  fuera  (6). 

Para  que  la  libertad  del  tránsito  se  obten- 
ga de  un  modo  completo,  preciso  es  que  la 
administración  dirija  sus  cuidados  á  mante- 
ner la  anchura  que  esté  designada  al  camino. 
En  su  lugar  correspondiente  hemos  hablado 
de  este  particular;  ahora  solo  nos  incumbe 
indicar  cómo  la  administración  mantiene  la 
anchura  y  como  ha  de  estar  atenta  y  pronta  á 
reprimir  los  menoscabos  que  pueda  sufrir, 
esto  es,  las  intrusiones  de  la  vía  pública. 

Desde  luego  se  comprende  que  á  nadie  es 


(1)  ArUenlos  18  de  la  ordenanza  y  183  del  reglamento. 

(4)  Lcyl8,l¡t.  l5,ParU7, 

^8)  Artfealos  19  y  10  de  la  ordenanza  de  14  de  ScUembrt 
de  1842;  y  183  y  184  del  reglamento  de  8  de  abril  de  1848. 

(4)  Articalos  %l  de  la  ordenanza,  y  185  del  reglamento. 

(5)  AnicBlos3idc  la  ordenanza,  y  186  del  reglamenta» 

(6)  Los  mismos  artlcolo5. 
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licito  edificar  ni  hacer  otra  labor  en  los  ca- 
minos (i);  semejantes  labores  por  lo  común 
obstruirán  el  tránsito,  y  aun  cuando  así  no 
fuese,  siempre  resultaría  una  manifiesta 
usurpación  de  una  cosa  de  uso  común  y  de 
dominio  público  por  un  particular.  Por  esto 
mismo  las  Partidas  otorgaron  á  cualquiera 
d^l  pueblo  acción  para  impedir  el  atentado, 
esceptuando  solo  á  los  huérfanos  menores  de 
catorce  anos  y  á  las  mugeres. 

Pero  las  intrusiones  mas  comunes  y  mas 
fáciles  de  ejecutar,  son  las  que  provienen 
del  cultivo  de  las  heredades  colindantes 
con  el  camino;  hácense  insensiblemente  y 
tan  poco  á  poco,  que  pasarian  desapercibidas 
hasta  el  trascurso  de  mucho  tiempo  si  no  se 
adoptase  la  colocación  de  mojones  que  indi- 
quen donde  termina  el  suelo  público  y  don- 
de comienza  el  privado,  y  si  á  veces  no  se 
practicasen  apeos  á  falta  de  las  señales  men- 
cionadas. Así  en  las  instrucciones  de  Inten- 
dentes y  Corregidores  del  pasado  siglo,  se 
encargaba  muy  particularmente  la  vigilancia 
para  que  los  agricultores  no  se  entrasen  en 
los  caminos,  que  se  pusiesen  mojones  y  que 
se  procediese  contra  los  que  ocuparen  el  ter- 
reno público  con  las  penas  y  multas  corres- 
pondientes ademas  de  obligarlos  á  la  repara- 
ción de  su  cuenta  (2). 

En  Bvestra  época  se  ha  mandado  que  los 
alcaldes  de  ios  pueblos,  cuyos  términos  ju- 
risdiccionales atraviesan  las  carreteras  gene- 
rales por  sí  6  por  las  personas  que  deleguen 
al  efecto  acompañadas  del  ingeniero  de  ca- 
minos ó  de  los  empleados  del  ramo  y  con 
citación  de  los  propietarios  colindantes,  aco- 
ten y  amojonen  los  terrenos  adyacentes  de 
la  carretera,  previniendo  á  los  últimos  que 
en  k)  sucesivo  no  se  introduzcan  con  el 
cultivo  fuera  de  lo  que  marque  la  línea 
acotada  (3).  Mas  dificil  era  designar  las 
bases  ó  principios  que  hubieran  de  servir 
para  practicar  el  amojonamiento  con  acierto 
reivimlicando  al  dominio  públiiu)  lo  usurpa- 
do; pero  conservando  al  propio  tiempo  al 
particular  lo  que  legítimamente  le  correspon- 

(I)    Lev  13,  Uu  3Í,  part.  5. 

(t)    Lev  5,  tit.  35.  l.b.  7  de  la  NovRceop. 

(S)    nuposiclon   1/  de  li  retí    orden  de  17  éo  mav» 


diese.  El  derecho  vigente  admite  fo  informa- 
ción de  testigos  que  declaren  los  límites  que 
antes  tenia  el  camino ,  las  señales  existentes 
en  otros  trozos  del  mismo  en  que  no  haya  in- 
trusión, y  por  último  el  apeo  de  las  hereda- 
des colindantes  encaso  de  duda  ó  no  confbr* 
midadde  los  duenosde  ellas  (i).Elefectodel 
amojonamiento  es  justificar  la  usurpación  y 
restituir  al  camino  sus  propias  dimensiones, 
á  costa  de  los  que  se  apropiaron  indebida- 
mente k)  que  sabían  no  les  pertenecía;  por 
esto,  comprobada  la  intrusión  en  ta  carrete- 
ra y  sus  partes  accesorias  de  cualquer  colin- 
dante, se  deberán  allanar  las  zanjas,  vallad- 
dos  ó  tapias  que  hayan  construido  para  in- 
ternar en  su  propiedad  los  terrenos  usurpa- 
dos, verificándose  esta  operación  y  la  colo- 
cación de  los  nuevos  hitos  ó  mojones  á  cosía 
de  los  intrusos  en  el  termino  preciso  de  ocho 
días  siguientes  á  la  intimación  que  les  hi- 
ciere el  alcalde  bajo  la  multa  que  él  mismo 
señale  (2). 

Las  reglas  que  acabamos  de  esponer  se 
establecieron  para  las  carreteras  generales; 
roas  no  por  eso  se  han  de  conceptuar  ceñi- 
das puramente  á  estas.  No  vemos  ningún  in- 
conveniente en  que  sirvan  también  para 
otras  clases  de  caminos:  sea  una  de  las  carre- 
teras principales,  sea  un  camino  vecinal  h 
vía  de  que  se  trate,  siempre  habrá  la  misma 
necesidad  de  deslindar  el  suelo  público,  de 
distinguirlo  del  privado ,  de  preservarlo  de 
usurpaciones  ulteriores ,  de  reintegrarle  de 
las  que  ya  hayan  podido  verificarse;  y  esa 
necesidad  exigirá  la  aplicación  de  igudes 
medios  y  el  uso  de  las  mismas  pruebas.  Si 
alguna  modificación  introdujera  la  diferente 
Índole  de  estos  seriado  poco  momento,  que- 
dando siempre  á  salvo  la  esencia  de  las  re- 
glas y  del  procedimiento. 

Hasta  aquí  nos  hemos  hecho  cargo  de 
los  obstáculos  que  pueden  oponerse  al  tránsi- 
to de  los  caminos  públicos,  ya  por  la  negli- 
gencia, ya  por  la  intención  dañada  de  las 
personas;  otros  hay  que  provienen  de  la  mis- 
ma naturaleza  y  que  no  es  dado  al  hombre 


(i)    Msposif  Ion  9.*  de  la  Real  órdrn  rilada. 
(S)   Ditpotieioii  t.*  de  It  real  Mtn  diada. 
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evitar,  siaque  por  eso  la  adinioistracioa  pue- 
de desentenderse  de  su  remedio;  así  por  ejem- 
plo el  espaleo  de  nieves  es  una  de  sus  mas 
perentorias  obligaciones.  Por  lo  común  la 
ra(nocion  de  estos  embarazos  va  incluida 
en  otras  especies  de  reparación,  principal- 
mente cuando  los  rigores  de  la  estación  y  las 
persistencias  de  los  temporales  á  mas  de  ori- 
ginar el  embarazo  del  camino  suelen  afectar 
i  obras  de  este.  No  bace  mucho  tiempo  que 
fué  menester  atender  á  este  deber  y  esci- 
tar el  celo  de  los  gobernadores,  á  fin  de  que 
por  medio  de  los  ingenieros  y  demás  em- 
pleados afectos  k  las  lineas  adoptaran  las 
disposiciones  mas  eficaces  para  que  el  trán- 
sito se  mantuviese  espedito,  y  que  al  efecto 
se  siguiesen  librando  con  cargo  al  capítulo 
correspondiente  del  presupuesto,  las  sumas 
que  se  considerasen  necesarias  (1). 

Al  hablar  de  la  libertad  del  tránsito,  no  po- 
demos prescindir  de  dar  á  conocer  algunas 
disposiciones  dirigidas  á  promover  la  facilidad 
y  iomodidad  del  mismo.  Presuponiendo  como 
ya  hemos  dicho  en  otra  parte,  que  los  cami- 
nos deben  reducirse  á  la  menor  longitud 
posiUe,  deberá  cuidarse  de  que  estén  pro- 
vistos de  arbolado,  mejora  tanto  mas  conve- 
niente, cuanto  mas  frecuentes  sean  las  vías  á 
que  se  aplique.  Los  árboles  que  depuran  el 
aire,  que  resguardan  de  los  ardores  del  sol, 
que  protegen  la  lluvia,  que  recrean  nuestros 
sentidos,  constituyen  un  accesorio  á  la  vez 
de  utilidad  y  de  embeUecimiento. 

Por  eso  se  ha  reconocido  la  incontestable 
conveniencia  de  establecer  arbolados  en  las 
márgenes  de  las  carreteras,  con  el  doble 
objeto  de  proporcionar  i  los  viageros  la 
frescura  y  amenidad  que  tanto  escasean  en 
mieslras  comarcas  interiores  y  á  los  pro« 
pietarios  colindantes  un  ejemplo  de  que  á 
su  vez  podrán  aprovecharse  para  embe- 
llecer por  de  pronto  sus  predios,  legando 
á  sus  hijos  un  aumento  de  riqueza  con  el 
producto  de  sus  lenas.  En  su  virtud  se  halla 
dispuesto  que  se  generalice  el  establecimien- 
to de  viveros  de  árboles  en  las  carreteras 
generales  con  destino  á  los  paseos  y  márge- 

(I)    ncal  ététíi  de  17  de  taero  de  1851. 


nes  de  las  mismas,  bajo  la  adminisiracíoft 
del  ramo  de  obras  públicas,  y  que  al  efec- 
to se  reconozcan  y  designen  los  terrenos 
comprendidos  en  las  zonas  de  las  carreteras 
ó  los  que  convenga  adquirir  por  su  mejor  ca- 
lidad y  circunstancias  entre  los  colindantes 
de  particulares  comunales  ó  de  realengo  (i). 
Asimismo  se  encargó  que  tanto  en  la  siembra 
de  los  viveros,  como  para  las  plantaciones, 
se  procurara  estudiar  y  elegir  aquellas  clases 
que  mejor  pudieran  prevalecer  atendida  la 
naturaleza  de  las  localidades  y  que  por  la  di- 
rección general  de  obras  públicas  se  meditara 
y  propusiera  el  sistema  de  administración  y 
aprovechamiento  á  favor  del  ramo  de  las  le- 
nas que  produzcan  el  esquilmo  y  las  cortas 
de  dichos  arbolados  comunicando  á  los  inge-> 
nieros  gefes  las  instrucciones  oportunas  (2). 
Por  lo  tocante  al  personal  encargado  de 
las  operaciones  que  exige  el  establecimiento 
de  los  arbdados  y  su  conservación  y  cuidado, 
se  ha  dispuesto  que  el  personal  encargado 
de  la  conservación  de  las  carreteras  sea  el 
que  ejecute  las  operaciones  de  plantación 
y  cuide  de  la  vigilancia  y  conservación  del 
arbolado  de  aquellas  y  sus  viveros,  según  ya 
se  venia  practicando  (3). 

Favorecen  considerablemente  á  los  tran- 
seúntes, y  facilitan  el  uso  y  disfrute  délos  ca- 
minos públicos,  los  pilares  ó  columnas  que  in- 
dican la  díceccion  y  las  distancias.  Estos  pi- 
lares pueden  ser  de  tres  especies,  y  de  todas 
tres  hallamos  mención  en  nuestras  leyes  re- 
copiladas. Los  quemas  importa  sin  duda  eri- 
gir, son  aquellos  que  tienen  por  objeto  ad- 
vertir en  los  puertos  cual  es  la  dirección  que 
sigue  el  camino,  del  que  frecuentemente 
no  queda  huella  en  tiempo  de  fuertes  neva- 
das. Ademas  dé  estos  postes  que  podríamos 
llamar  de  seguridad,  hay  otros  que  sirven 
para  indicar  á  qué  punto  conduce  un  camino 
cuando  concurre  y  se  cruza  con  varios  otros; 
con  este  objeto  está  dispuesto  que  en  los  si- 
tios donde  se  junten  caminos  principales,  so 
ponga  un  poste  de  piedra  suficientemente 
levantado,  con  un  letrero  que  esprese  á  qué 


(1)  Dispostcfon  1/  y  9.*  dfl  u  chidt  retí  Méd. 
(S)    Disposiciones  ^.'  f  7/ 
(1)    Disposipioii  6." 
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parte  coaduce,  disliaguiendo  los  que  fucreQ 
de  carruage  y  herradura,  cuyos  postes  se 
renueven  cuando  Tuere  necesario  (1).  Final- 
mente se  consulta  á  la  comodidad  de  los 
transeúntes,  advirtiéndoles  á  menudo  la  dis- 
tancia á  que  se  encuentran  de  un  punto  cen- 
tral é  importante  de  todos  conocido,  hacia  el 
que  se  dirijan.  Ya  en  1769  se  determinó  que 
las  leguas  se  contasen  desde  Madrid  y  puer- 
ta que  mas  en  derechura  se  dirigiese  á  la 
linea  del  camino  y  que  se  señalasen  con  unos 
pilares  altos  de  piedra,  en  cuyo  frontis  se  es- 
culpiese con  lelras  romanas  la  inscripción 
siguiente:  á  Madrid  1  legua,  2  leguas»  etc.;  y 
que  las  medias  leguas  se  señalasen  con  pila- 
res menores  de  la  misma  flgura,  poniendo  en 
ellos  el  número  que  denote  la  distancia  en 
el  dia. 

Por  último,  la  adminú^tracion  estíende  su 
vigilancia  á  las  ventas  y  posadas  como  mate- 
ria conexa  con  los  caminos;  asi  es  que  en  lo 
antiguo,  ambos  ramos  estaban  unidos,  diri- 
giéndose por  una  misma  superintendencia. 
Hoy  el  primero  constituye  un  cbjeto  aparte» 
del  cual  nos  ocuparemos  en  su  artículo  cor- 
respondiente. 

§.  3.*    Seguridad  del  tránsito. 

La  seguridad  del  tránsito  puede  tomarse 
en  dos  direrentes  acepciones;  entiéndese  que 
un  camino  está  seguro  cuando  se  ha  cons- 
truido con  la  debida  solidez ,  y  cuando  si^s 
obras  ó  los  edificios  colindantes  no  amena- 
zan ruina  ni  peligros  á  los  que  transitan. 
Esta  clase  de  seguridad  en  cuanto  á  la  parte 
facultativa  se  halla  fuera  de  los  límites  de 
nuestra  Enciclopedia;  en  cuanto  á  los  de- 
beres de  la  administración ,  habiéndose  di- 
cho bastante  en  el  párrafo  primero  de  esta 
sección,  solo  cumple  añadir  aquí  lo  que  en- 
tonces no  pudo  tener  tan  oportuna  cabida. 
Cuando  las  casas  ó  edificios  contiguos  á  una 
carretera  y  en  particular  las  fachadas  que 
confronten  con  ella  amenacen  ruina,  los  al- 
caldes darán  aviso  inmediatamente  al  inge- 
niero encargado  de  la  carretera  por  medio 
de  los  peones-camineros  ó  de  cualquier  otro 

(I    Ley  S,  tí!.  *5,  lib.  7. 


dependiente  del  ramo  para  que  proceda  ^ 
su  reconocimiento  (1).  Los  ingenieros  por 
su  parte  deben  reconocer  cualquier  edificio 
público  ó  privado  del  cual  se  tengan  íodi- 
cios  que  amenaza  ruina  sobre  la  carretera; 
y  cuando  alguno  se  hallare  en  este  caso  lo 
pondrán  en  conocimiento  de  los  alcaldes, 
espresando  si  la  ruina  es  ó  no  próxima;  ad- 
virtiendo al  mismo  tiempo  si  el  edificio  está 
en  virtud  de  alineación  aprobada,  sujeto  á 
retirar  su  línea  de  fachada  para  dar  mayor 
ensanche  á  la  vía  pública  (2).  En  los  cami- 
nos  vecinales  pesa  igual  deber  sobre  la  ad« 
ministracion;  pero  los  trámites  para  cercio- 
rarse del  estado  de  los  edificios  y  ocurrir  al 
peligro  de  una  próxima  ruina  son  algún  tan- 
to diferentes  y  se  hallan  también  prescritos 
con  mas  proligidad:  así  cuando  las  casas  ó 
edificios  contiguos  á  un  camino  vecinal  y  en 
particular  las  fachadas  que  confronten  con 
él»  amenacen  ruina,  dispondrán  inmediata- 
mente los  alcaldes  que  se  reconozcan  por 
persona  inteligente  (3)  que  sin  duda  debo 
ser  un  director  de  caminos  vecinales»  una 
vez  creada  esta  clase.  El  dictamen  acerca 
del  estado  del  edificio  se  dará  por  escrito;  y 
si  confirmase  el  peligro  de  ruina  se  trasmi- 
tirá al  dueño ,  exigiéndole  que  conteste  en 
un  breve  plazo  si  se  conforma  con  él.  Si 
contestare  afirmativamente  se  le  dará  orden 
por  el  alcalde  para  que  desde  luego  proceda 
al  derribo  de  las  parles  ruinosas.  En  el  caso 
de  no  conformarse  el  propietario  con  el  dic- 
tamen se  decidirá  lo  conveniente  por  los  trá- 
mites prefijados  para  los  derribos  obligato- 
rios dentro  de  la  población  (4). 

La  seguridad  de  los  caminos  comprende 
también  la  protección  de  las  personas  que 
transitan  y  de  las  cosas  que  consigo  condocea 
contra  todo  género  de  atentados.  Inútil  es 
ponderar  cuanto  interesa  que  la  seguridad 
del  tránsito  se  afiance  vigilando  y  repri- 
miendo los  robos  y  demás  ataques  que  pue- 
den turbarla  y  comprometerla.  En  este  pon- 
to las  leyes  nunta  serán  bastante  previsoras 


if )  Art.  31  de  la  Ordcnaaia  de  U  de  setiembre  de  18ii. 

(9)  Art.  39  de  la  citada  Ordenanu. 

(3)  Art.  19   d¿1  reglamento  de  8  de  abril  de  18IS. 

(4)  El  mismo  articulo. 
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y  severas,  ni  ia  autoridad  traspasará  sus  li  • 
mites  acordando  medidas  conducentes  para 
lograr  tan  importante  y  útilísimo  objeto.  Por 
eso  los  códigos  penales,  y  señaladamente  el 
nuestro,  castiga  con  graves  penas  á  los  saN 
teadores  de  caminos,  á  los  que  en  ellos  aton- 
tan contra  la  seguridad  individual  en  cual- 
quier Torma  que  sea;  por  eso  reprimen  los 
robos  y  por  eso  en  fin  se  ban  creado  institu- 
ciones tales  como  la  de  la  guardia  civil  para 
proteger  la  seguridad  del  tránsito  y  para 
que  el  temor  no  retraiga  del  uso  y  disfrute 
de  los  caminos.  De  estos  asuntos  nos  ocupa- 
remos en  sus  lugares  respectivos,  bastando 
ahora  la  indicación  de  que  como  medio  de 
afianzar  la  seguridad  de  los  caminos  han 
dictado  las  leyes  aquellas  disposiciones  y 
ban  creado  un  cuerpo  que  también  ha  sabi- 
do corresponder  al  saludable  objeto  de  su 
institución. 

§.   4.*  Restricciones  en  el  uso  de  los 
caminos. 

Ocioso  es  advertir  que  el  uso  de  los  ca- 
minos, dejado  al  arbitrio  de  los  particulares, 
y  siendo  de  todo  punto  libre,  degeneraría  fá- 
cilmente en  abuso,  ya  deteriorándola  via 
publica,  ya  haciendo  del  tránsito  de  unos  un 
obstáculo  para  el  de  los  demás.  De  aqui  las 
restrícciones  que  respecto  i  esta  materia 
encontramos  en  las  Ordenanzas  y  Regla- 
mentos y  que  son  de  dos  clases :  1.*  con  el 
objeto  de  mantener  la  integrídad  del  camino 
y  sus  obras:  2.*  con  el  objeto  de  establecer 
cierto  orden  y  medida  en  el  tránsito,  de  suer- 
te que  todos  puedan  disfrutar  á  su  vez  el  ca- 
mino sin  estorbo  y  sin  riesgo  por  parte  de 
otros  transeúntes. 

La  primera  clase  de  restricciones  se  ha 
comprendido  ya  implícitamente  en  el  párrafo 
que  en  esta  misma  sección  vemos  destinado 
á  tratar  de  la  conservación :  la  segunda  cla- 
se debe  ser  únicamente  materia  del  presente. 
Estas  prohibiciones  son  tan  sencillas  que  bas- 
tará trascríbirlas  con  ef  mismo  laconismo 
bajo  que  se  hallan  formuladas  en  las  dispo- 
siciones vigentes. 

Preciso  es  dar  una  regla  á  que  se  aco- 


Imode  el  tránsito  cuando  se  hace  en  direc- 
ciones encontradas,  evitando  los  choques  pro- 
ducidos por  el  descuido  ó  la  tenacidad;  lo  na- 
tural entonces  es  que  cada  transeúnte  tome 
la  mano  derecha  como  se  practica  en  las  ca- 
lles. Así  las  caballerías,  recuas,  ganados  y 
carruajes  de  toda  especie  deben  dejar  libre 
la  mitad  del  camino  á  lo  ancho  para  no  emba- 
razar el  tránsito  á  los  demás  de  su  especie; 
y  al  encontrarse  en  un  puesto  los  que  van  y 
vienen,  marcharán  arrimándose  cada  uno  á 
su  respectivo  lado  derecho  (1).  Considérase, 
pues,  para  el  buen  orden  del  tránsito  dividi- 
do el  camino  por  lo  anchoen  dos  partes  igua- 
les, una  para  los  que  van  y  para  los  que  vienen 
otra:  á  fin  de  mantener  esta  separación,  los 
arrieros  que  llevando  mas  de  dos  caballerías 
reatadas  caminaren  pareados ,  serán  multa- 
dos en  veinte  reales  de  vellón  cada  uno ;  y 
sí  fuesen  carruajes  los  que  así  caminen  se 
exigirá  igual  cantidad  por  cada  uno  (2), 
Respecto  de  la  correspondencia  pública,  se 
ha  procurado  eximir  á  los  que  la  conducen 
de  toda  detención  por  pequeña  que  sea,  por- 
que asi  lo  exige  la  índole  de  este  servicio, 
hallándose  prescrito,  que  cuando  en  cual- 
quiera paraje  del  camino  las  recuas  y  car- 
ruajes se  encontraren  con  los  conductores  de 
la  correspondencia  pública,  deberán  dejar  á 
e^tos  el  paso  espedilo,  castigándose  las  con*» 
travenciones  voluntarias  de  esta  disposición 
con  una.  multa  de  veinte  á  cincuenta  rea- 
les (3). 

Por  otro  concepto  está  regulado  y  restrin« 
gido  el  tránsito,  á  fin  de  que  los  animales  y 
carruajes  no  marchen  con  una  velocidad  em« 
barazosa  y  arriesgada.  Bajo  la  multa  de 
veinte  á  cincuenta  reales,  á  ninguno  es  per<» 
mitido  correr  á  escape  en  el  camino ,  ni  lle- 
var de  este  modo  caballerías,  ganados  y  car- 
ruajes á  la  inmediación  de  otros  de  su  espe- 
cie ó  de  las  personas  que  van  á  pie  (4).  Esta 
disposición  es  común  á  caminos  vecinales  y 
carreteras ;  pero  peculiar  á  estas  ia  de  que 
en  las  cuestas  marcadas  al  efecto  por  los  ia- 


(1)   Art.  Í8  de  la  ordenanza  de  M  de  setiembre  de  iStí  f 
y  187  d«l  reglamento  de  8  de  abrU  de  1818. 
(2*    Art.  84  de  la  Ordenanza;  j  18S  del  realamento  ciudof. 
(o)    Art.  t3  de  la  Ordenanza  y  189  del  reglamento. 
(4)    Art.  26  de  la  Ordenanza;  y  190  del  reglamento. 
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geoieros  no  puedan  bajar  los  carruajes  sino 
con  plancha  ú  otro  aparato  qae  disminuya 
la  yelocidad  de  sus  ruedas :  al  que  faltare  á 
esta  disposición  llevando  pasajeros ,  se  im- 
pondrán de  cincuenta  é  doscientos  reales  de 
muUa  (i). 

Has  no  solo  pueden  ocnrrir  desgracias  y 
perturbarse  el  tránsito  mutuo  dando  á  los 
animales  y  carruajes  demasiada  velocidad, 
sino  también  dejándolos  marchar  sin  direc- 
cion:  por  esto  no  es  injusta  la  aplicación  de 
la  milita  de  veinte  á  cincuenta  reales  á  los 
arrieros  y  conductores  cuyas  recuas,  gana- 
dos y  carruajes  vayan  por  el  camino  sin  guía 
ó  persona  que  los  conduzca  (2). 

Finalmente,  se  halla  prevenido  que  en  las 
Bodies  oscuras  los  carruajes  que  vayan  á  la 
lijera,  sin  escepciou  alguna,  lleven  en  su 
frente  un  farol  encendido,  imponiéndose  la 
multa  de  treinta  reales  á  los  conductores  por 
cada  vez  que  contravengan  á  esta  preven- 
ción (3). 

§.  5.®  Penalidad  por  la  contravención  á  las 
reglas  y  ordenanzas  de  caminos. 

Inútil  seria  dictar  reglas  y  disposiciones 
para  lograr  la  continua  vigilancia  y  conser- 
vación del  camino,  la  seguridad  del  tránsi- 
to y  la  posible  comodidad  de  los  viajeros  si 
al  mismo  tiempo  no  se  impusieran  algunas 
penas  para  castigar  á  los  que  por  incuria  ó 
mala  fé  fallan  y  contravienen  á  aquellas  dis- 
posiciones. Mencionadas  en  sus  respectivos 
lugares  las  penas  impuestas  por  la  contra- 
vención á  las  reglas  y  ordenanzas  de  cami- 
nos, nos  proponemos  tratar  ahora  del  modo 
y  forma  con  que  se  han  de  hacer  efectivas  y 
de  la  distribución  que  se  ha  de  dar  á  las 
multas  que  se  exijan.  Desde  luego  nos  pare- 
ce conveniente  el  que  no  pueda  exigirse  pena 
alguna  de  las  prelljadas  en  la  ordenanza  si  no 
mediante  denuncia  ante  los  alcaldes  de  los 
pueblos  mas  próximos  al  punto  de  la  carre- 
tera en  que  fuere  detenido  el  contraven- 


tor (1),  porque  así  se  evitan  los  abusos  que 
se  originarían  si  todo  dependiente  de  la  ad- 
ministración se  creyese  autorizado  para  exi- 
gir las  multas  señaladas. 

Las  aprehensiones  y  denuncias  se  hacen 
ó  voluntaría  ó  necesariamente.  Tiene  liber- 
tad de  hacerlas  cualquiera  persona,  aunque 
no  tenga  el  carácter  de  agente  de  la  admi- 
nistración, y  están  obligados  á  hacerlas  los 
dependientes  de  justicia  de  los  pueblos  por 
donde  pasa  la  carretera,  y  mas  especialmen- 
te  los  peones  camineros  y  capataces,  así  como 
todos  los  empleados  de  caminos  que  tienen 
la  cualidad  de  guardar  jurados  para  perse- 
guir á  los  infractores  de  la  ordenanza  (2). 

Presentadas  las  denuncias  ante  el  alcalde 
procederá  este  de  plano  y  oyendo  á  los  inte- 
resado^,  impondrá  en  su  caso  las  multas 
establecidas  en  la  ordenanza.  La  distribución 
de  las  multas  exigidas  se  hace  del  modo  si- 
guiente: una  tercera  parte  al  denunciador, 
tercera  parte  del  mínimun  de  la  que  en  cada 
c^so  señala  esta  ordenanza  al  alcalde  ante 
quien  se  hiciere  la  denuncia,  y  el  resto  á 
los  gastos  de  conservación  del  camino.  Esta 
última  pártese  entregaal  sobrestante  ó  apa- 
rejador del  mismo  bajo  el  correspondiente 
recibo  visado  por  el  ingeniero  encargado 
de  la  carretera  (3). 

Hemos  terminado  con  esto  la  sesta  y  últi- 
ma de  las  secciones  en  que  hemos  dividido  el 
artículo  €ABfiKo«.  De  su  lectura  «e  deduce 
que  la  base  principal  del  derecho  en  que  se 
fundan  las  reglas  y  disposiciones  que  deben 
tenerse  presentes  para  la  conservación  y  po- 
licía de  los  caminos  es  la  ordenanza  de  14 
desetieml>rede1842.  Esto  esplica  la  impor- 
tancia que  siempre  se  le  ha  dado,  así  como 
el  repetido  interés  con  que  se  ha  encargado 
á  los  jefes  políticos  que  cuiden  en  sus  res- 
pectivas provincias  de  que  se  observen  las 
disposiciones  en  ellas  contenidas,  procedien- 
do con  arreglo  á  la  ley  contra  los  alcaldes 
que  no  cumplieran  con  aquellas  prescripcio- 
nes ó  tolerasen  que  otros  las  infringieran. 


(I)    Art.  ^8  de  la  Ordenanza. 

\%    Art.  ti  de  la  Ordenaoza;  y  t91  del  reglameulo  ante-    I  (1)  Art.  40. 

riormeute  diado.  I  (í,)  Art.  41. 

ió)    Art.  9J  de  la  Ordenania;  v  102  del  reglameulo.  I  ¡5?  Arl.  I>. 
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SECCIÓN  VII. 


OROANISAGIOII    ADmrflSTBATIVA    DKL    RAMO   DI 
CABUNOS. 

Si  las  disposiciones  qae  se  dicten  para  la 
mejor  construcción,  conservación  y  mejora 
de  los  caminos  han  de  ser  eficaces  y  de  una 
aplicación  práctica  y  beneficiosa,  necesario 
es  organizar  acertadamente  esto  importante 
ramo  ó  aplicar  4  él  convenientemente  todo  el 
impulso  déla  administración. Esta  organiza* 
cioQ  administrativa  puede  referirse  á  su  ín- 
dole y  tendencias,  ó  sea  á  las  cualidades  de 
su  acción;  alas  autoridades,  corporaciones 
y  agentes  que  la  mantienen  y  Tacilitan;  ó  en 
üa  á  las  atribuciones  ^y  deberes  que  pesan 
sobre  todos  los  que  administran.  De  estos 
tres  aspectos  principales,  solo  el  segundo 
será  materia  de  esta  sección ;  porque  el  pri- 
mero entra  en  la  elevada  esfera  de  las  teo- 
rías y  doctrinas  de  la  administración  en  ge- 
neral, y  el  segundo  queda  examinado  en  las 
secciones  anteriores. 

No  hay  necesidad  de  comenzar  nuestra 
tarea  trazando  la  organización  administra- 
va  á  que  ha  reemplazado  la  existente.  Basta 
indicar  que  suprimida  la  soperintendcnoia 
general  de  caminos  y  con  ella  la  direc- 
ción general,  los  jueces,  sulnlelegados ,  los 
aparejadores,  facultativos  y  demás  depen- 
dencias pusiéronse  á  cargo  del  ministerio  de 
Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas,  de 
reciente  creación  también,  los  caminos  de  to- 
das clases.  Creyóse  no  mucho  después  que 
los  caminos  vecinales,  si  bien  debian  conser- 
varse den^o  del  referido  ministerio,  mere- 
cían asignarse  á  Ja  dirección  de  Agricultura, 
Industria  y  Con^ercioy  noá  lade Obras  publi- 
cas, á  que  hasta  entonces  hablan  correspon- 
dido. Alegóse  la  utilidad  de  dejar  á  esta  úl- 
tima mas  desahogada  para  que  pudiera  de- 
dicarse asiduamente  á  las  carreteras  genera- 
les y  provinciales,  y  ademas  el  ausilio  pode- 
roso y  eficaz  que  prestan  los  caminos  veci- 
nales al  fomento  de  la  agricultura  y  tráfico 

interior  (1).  No  es  ya  del  caso  entrar  á  dis- 

-  — ■ — — " — — • — — ^ — 

(1)  Orenbr  Ae  la  di.f erion  de  agricaltnra  de  IS de  seliem- 
kre  de  1148. 


cutir  este  punto,  y  valorar  la  fuerza  de  las 
razones  espueslas ,  ya  que  la  desmembra- 
ción llegó  posteriormente  á  caducar.  Pero 
antes  de  que  esto  sucediera  todavía  se  hizo 
mayor  divorcio  entre  las  carreteras  y  los  ca- 
minos vecinales ,  puesto  que  estos  se  lleva- 
ron al  ministerio  de  la  Gobernación.  Menos 
se  alcanzan  á  primera  vístala  razón  y  la 
ventaja  de  esta  traslación  que  las  de  la  pre- 
cedente :  según  el  preámbulo  del  Real  de- 
creto espedido  al  efecto,  el  despacho  de  los 
asuntos  relativos  á  la  conservación,  mejora 
y  construcción  de  los  caminos  vecinales  de- 
bía facilitarse  agregado  al  ministerio  dé  la 
Gobernación  porque  á  este  corresponde  lo 
concerniente  á  la  administración  municí* 
pal  (i).  El  principio  aquí  consigado  es  bajo 
algún  aspecto  exacto;  pero  dándole  tanta  es* 
tensión  y  una  aplicación  tan  rigurosa  con- 
cluiría por  concentrar  en  el  ministerio  de  la 
Gobernación,  no  ya  el  negociado  de  cami- 
nos vecinales,  s^ino  otros  muchos  negociados 
de  diferentes  ministerios  igualmente  conexos 
con  la  ndminislracion  municipal;  pero  que  sin 
embargo  nadie  ha  pensado  en  sacar  de  sn 
propia  esfera.  Tampoco  fué  de  mucha  perma- 
nencia esla  variación  ,  y  ron  motivo  de  la 
creación  del  aclnal  ministerio  de  Fomento  los 
caminos  vecinales  volvieron  á  unirse  con  las 
carreteras ,  de  donde  en  nuestro  concepto 
nunca  debieron  separarf»e.  Todos  los  ele- 
mentos constitutivos  de  las  Obras  públicas, 
cualquiera  que  sea  la  especie  de  estas,  sonde* 
masiado  conexos  y  atines  para  que  puedan 
andar  dispersos  sin  inferirles  perjuicio:  las 
obras  públicas  en  medio  de  su  diversidad  su- 
ponen un  mismo  fin,  una  misma  necesidad, 
por  eso  se  decia  con  razón  en  el  preámbulo 
del  Real  decreto  de  creación  del  ministerio 
de  Fomento:  f  Los  caminos  vecinales,  recnr- 
>so  de  los  pueblos  pequeños,  clamor  de  la 
>gran  mayoría  de  los  habitantes,  conviene 
«que  corran  unidos  en  su  cuidado  y  despacho 
•á  las  grandes  vias  de  comunicación,  como 
>las  ramificaoioies  á  los  troncos,  como  la 
«parte  al  todo,  formando  un  grupo  donde  se 
icomfahien  hi  denda  y  h  aplicación,  los 

I)   Real  decreto  de  1S  de  oflobrede  18S0. 
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sgraoded  elementos  con  los  pequeños  y  los 
tintcreses  de  las  localidades  con  los  de  la 
•generalidad.»  En  sa  virtud  el  negociado  de 
caminos  vecinales  y  demás  relativos  ala  eje- 
cución de  Obras  públicas  pasaron  al  ministe- 
rio de  Fomento  (1). 

Para  Tacilitar  y  ausiliar  sus  trabajos,  exis- 
ten dos  grandes  centros ,  la  Dirección  ge- 
neral de  Obras  públicas ,  y  la  Junta  consul- 
tiva de  caminos.  La  Dirección  bajo  la  inme- 
diata dependencia  del  ministro  del  ramo  es 
la  que  verdaderamente  rige  la  acción  admi- 
nistrativa que  se  ejerce  en  los  diferentes  dis- 
tritos y  provincias:  redacta  instrucciones  y 
circulares,  instruye  espedientes  y  los  prepa- 
ra para  su  fácil  resolución,  dá  impulso  á  las 
obras  de  caminos,  en  una  palabra ,  ausilia 
al  ministro  en  sus  determinaciones  ejerciendo 
porsf  atribuciones  de  vigilanciaé  inspección. 
Por  lo  que  hace  á  la  Junta  consultiva  su  mis- 
ma denominación  dá  bastante  idea  de  su 
objeto :  ilustra  con  sus  dictámenes  la  acción 
superior  central  y  coadyuva  á  ella  poderosa- 
mente garantiendo  su  acierto  y  completán- 
dola por  decirlo  asi  bajo  el  aspecto  facullali- 
Yo;  así  es  oída  en  la  resolución  de  espedien- 
tes delicados  y  difíciles,  en  la  formación  de 
los  proyectos  de  ley,  reates  decretos  y  otras 
disposiciones  generales.  De  suerte,  que  la 
Dirección  obra ;  la  Junta  aconseja :  aquella 
mira  á  la  parte  administrativa  y  se  halla  or- 
ganizada al  efecto,  al  paso  que  esta  se  refle- 
re  mas  bien  á  la  parte  facultativa,  y  entran  á 
formarla  individuos  del  cuerpo  de  ingenieros 
de  alta  categoría,  como  lo  son  los  inspecto- 
res generales  y  de  distrito. 

Del  ministerio,  pues,  asi  ansiliado  ¿  ilus- 
trado parten  tanto  el  orden  administrativo,  es- 
trictamente dicho,  como  el  facultativo :  am- 
bos son  en  realidad  distintos,  con  diferentes 
atribuciones,  y  también  constituido  por  di- 
Terente  clase  de  empleados ;  pero  como  des- 
de luego  se  comprenden  ha  de  haber  entre 
ellos  armonía  é  íntimo  contacto:  echemos 
una  rápida  ojeada  sobre  cada  uno.  £1  admi- 


.  (t )   ^rfárabulo  y  irt.  V  del  Real  Hecreto  de  ÍO  de  oelobre 
de  ISS1, 


nistrativo  pro|>íamen(e  está  representado  por 
los  gobernadores  en  las  provincias  y  por  al* 
caldes  en  los  pueblos;  verdad  es,  que  á  ve- 
ces interviene  la  decisión  ó  el  dictamen 
del  Consejo  provincial;  pero  cuando  esto 
sucede,  la  materia  en  que  haya  necesi- 
dad de  esa  intervención  es  contenciosa, 
ó  por  lo  menos  podrá  llegar  á  serlo;  y 
sobre  esto  haremos  luego  las  oportunas 
indicaciones.  Respecto  de  las  facultades  y 
deberes  que  la  administración  concede  é 
impone  á  las  autoridades  provinciales  ó  mu- 
nicipales no  hay  que  presentarlas  aquí  en 
conjunto,  puesto  que  en  sus  lugares  oportu- 
nos quedan  hechas  las  esplicaciones  necesa- 
rias con  bastante  detenimiento:  recordare- 
mos únicamente  que  la  circunstancia  de 
construirse  las  carreteras  provinciales  y  lo- 
cales por  asociaciones  de  provincias,  pueblos 
ó  partidos  en  nada  influye  para  desvirtuar  la 
inspección  y  vigilancia  qne  corresponde  so- 
bre ellas  á  la  autoridad  administrativa  (1). 
Asimismo  tenemos  ya  dicho  relativamente  á 
los  caminos  vecinales  que  al  gobernador,  oido 
el  Consejo  provincial,  corresponde  resolver 
sobre  su  clasificación,  dirección  y  anchura  (2), 
debiéndose  ademas  tener  presente  que  los  de 
primer  orden  se  hallan  bajo  la  autoridad  y 
vigilancia  directa  de  los  gobernadores;  y  que 
si  los  de  segundo  orden  están  puestos  bAJo 
la  dirección  y  cuidado  délos  alcaldes,  no  por 
eso  la  autoridad  administrativa  de  la  provin- 
cia pierde  sus  facultades  acerca  de  la  buena 
inversión  de  fondos  y  de  la  ejecución  de  las 
obras  necesarias  con  la  solidez  y  dimensio- 
nes convenientes  (3).  También  está  al  cuida- 
do de  los  gobernadores  y  alcaldes  respecti- 
vamente  la  policía  délos  caminos  y  la  repre- 
sión de  las  contravenciones  que  puedan 
ocurrir. 

El  orden  facultativo  comprende  princi* 
pálmente  el  cuerpo  de  ingenieros  de  ca- 
minos, canales  y  puertos.  En  las  secciones 
anteriores  hemos  tenido  ocasión  de  apr«- 


H)   Art.  18  de  li  ley  de  7  de  bito  de  ISSI . 
m    Art.  7.*  deje  ley  de  S8  de  ibril  de  1849. 


íil 


Art.  U  del  Real  decreto  de  7  de  abril  de  íM, 
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ciar  la  cooperacipD  que  4  la  administra- 
cion  prestan  los  ingenieros  de  distrito  y  de 
provincias;  Jo  d^as  que  respecto  á  este 
cuerpo  se  reGcre,  pertenece  al  artículo  espe- 
cial que  le  dedicará  la  Eiyciclopedia.  Solo 
añadiremos  que  una  vez  creados  los  directo- 
res de  caminos  vecinales,  y  declarada  obli- 
gatoria para  los  pueblos  su  contrata,  pueden 
y  deben  ser  cpnsiderados  como  complemen- 
to del  personal  de  que  consta  el  orden  fa« 
cultativo.  Nq  se  entienda  por  esto  que  pre- 
tendamos equiparar  á  los  directores  con  los 
ingeniemos ;  estos  son  indudablemente  de 
una  categoría  y  consideración  superior; 
pero  como  son  poco  numerosos ,  y  los 
pueblos  necesitea  facultativos  mas  ó  me- 
nos profundos,  aquellos  suplen  su  falta  has- 
ta ciertos  límites.  En  este  sen^^o.  mera- 
mente les  damos  un  lugar  en  la^esfeni^G^9uI-f 
tativa.  ,    .;^..*  .i> 

Juntamente  con  el  orden  administraii-f 
vo  y  el  facultativo  pudiera  considerarse  el 
orden  económico  ;  pero  esto  nos  llevaría 
á  la  materia  de  recursos ,  de  la  cual  he- 
mos hablado  con  la  estension  correspon- 
diente por  lo  que  dice  relación  á  los  ca- 
minos. De  la  intervención  que  en  esta  ma- 
teria tienen  los  ayuntamientos ,  las  dipu- 
taciones provinciales  y  la  que  pueden  tener 
las  juntas  económicas  de  provincia  como  in- 
terventoras de  los  gastos  que  ocasionen  to- 
das las  obras  públicas,  hablaremos  en  el  ar- 
tículo QJPiUM*  PI79MCA9. 

0¿  aqui  el  bosquejo  de  las  autoridades, 
corporaciones  y  empleados  cuyos  esfuerzos 
reunidos  forman  la  organización  administra- 
tiva del  ramo  de  caminos.  Considerada  aho- 
ra esta  en  general,  no  podemos  menos  de 
indicar  una  idea  fundamental  en  un  buen 
sistema  administrativo  acerca  de  las  vías  de 
comunicación.  Para  que  sea  fundado  no  es 
necesario  que  haya  una  rigurosa  centraliza- 
rlo^: las  provincias  y  los  pueblos,  con  el  ali- 
ciente de  su  propio  provecho ,  con  el  irre- 
sistible estímulo  de  sus  comunes  necesidades, 
han  de  dirigir  sus  esfuerzos  ¿  la  multiplica- 
ción j  adelanto  de  sus  caminos :  estos  es- 
fuerzos deben  dirigirse»  no  sofocarse.  Por 

Mra  parte  las  autoridades  administrativas  y 
TOHO  vil. 
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los  empleados  facultativos  necesitan  ciertas 
atribuciones  libres,  cierto  prudente  arbitrio 
para  proveer  con  éxito  y  sin  grandes  dispen- 
dios y  dilaciones  á  la  resolución  de  muchos 
puntos  que  ofrecen  las  pbras  de  caminos. 
Trátase  aqui  del  fomento  de  los  intereses 
materiales ,  y  en  esta  materia  puede  muy 
bien  aminorarse  la  centralización  hasta  un 
punto  que  no  convendría  quizás  en  lo  que 
atañe  á  lo  político.  Preciso  es  confesar  que 
en  España  la  centralización  no  se  manifiesta 
tan  rigurosa  y  exagerada  como  en  algunas 
otras  naciones;  sin  embargo  aun  tal  vez 
convendría  moderaría  con  v^entaja. 

Aungue  la  uniformidades  una  de  las  con- 
diciones, que  á  nuestro  entender  debe  pro- 
curarse conseguir  para  que  todas  las  provin- 
cias y  los  pueblos  sean  iguales ,  como  partes 
de  una  misma  nación,  entre  nosotros  se  ha- 
\\J^  algún  tanto  quebrantada  :  las  Provincias 
yaicoogadas  tienen  de  antiguo  adoptados 
medios  especiales  para  proveer  á  la  construc- 
ción ;¡*  conservación  y.  reparación  de  sus  ca- 
minos, disfrutando  en  este  copio  en  otros  tanr 
tos  puntos  un*  verdadero  privilegip.  También^ 
aunque  en  menor  escala ,  se  hicieron  en 
1848,  concesiones  particulares  á  las  cuatrp 
provincias  catalanas  respecto  de  las  carre? 
teras  que  á  estas  interesaban.  Estralimilá,- 
ronse  las  reglas  comunes  del  sistema  de  im^ 
puestos  destinados  á  las  obras  públicas  y 
demás  servicios  provinciales,  creyéndose  que 
las  circunstancias  estraordinarias  de  Catalu- 
ña justificaban  bastante  la  escepcion,  mayor- 
mente cuando  no  se  veía  posible  de  otra  ma- 
nera arbitrar  una  suma  de  recursos  tan  cuan- 
tiosos y  seguros  como  los  que  se  concej)tua- 
han  precisos  para  la  mas  rápida  y  acertada 
ejecución  del  plan  de  carreteras  ya  de  ante- 
mano trazado.  Examinadas  las  basQs  de  aque^ 
lias  disposiciones  escepcionales  (1)  observa- 
se  que  el  sistema  en  ellas  contenido  aunque 
c  con  el  único  y  esclusivo  objeto  n  de  hacer 
distribución  y  giro  de  fondos  es  verdade- 
ramente  privilegiado  respecto  del  que  se 
halla  adoptado  para  el  común  de  la  nación^ 


(1)  EsposleloD  AS.  II*  qttepreeede  ti  lUal 4ecrf to d# K^ 
50 
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implicando  otras  direrencias  trascendentales, 
por  ejemplo,  las  atribuciones  otorgadas  al  ca- 
pitán general,  qae  por  mas  que  se  quieran 
concretar  á  la  esfera  económica,  trascienden 
á  la  de  lo  político  y  administrativo. 

Para  completar  la  materia  que  hemos  que- 
rido bosquejar  en  esta  sección,  y  habien- 
do hasta  aquí  considerado  la  organización 
administrativa  respecto  de  lo  gubernativo, 
corresponde  tratar  de  las  disposiciones  que 
rijen  en  los  asuntos  contenciosos  de  caminos. 
Uno  de  los  principales  de  estos  asuntos  es  el 
de  indemnizaciones  por  perjuicios  inreridos 
i  particulares  con  la  ejecución  de  las  obras: 
ha  sido  preciso  dictar  oportunas  reglas  en 
que  por  una  parte  se  impidiera  la  parali- 
zación de  lo  que  es  de  interés  público  por  la 
queja  del  interés  privado;  y  por  otra  se 
atendiera  %  las  reclamaciones  de  un  modo 
bastante  y  por  vias  conciliadoras,  de  suerte, 
que  si  posible  fuera,  se  evite  que  el  asunto 
'degenere  de  gubernativo  en  contencioso. 
Está,  pues,  mandado  que  las  obras  de  cami- 
nos en  curso  de  ejecución  no  se  detengan 
ni  paralicen  por  las  oposiciones  que  puedan 
intentarse  con  motivo  de  los  daiios  y  perjui- 
cios que  al  ejecutar  las  mismas  obras  se  oca- 
sionen por  la  ocupación  de  terrenos,  escava- 
ciones  y  otras  servidumbres  á  que  están  ne- 
cesariamente sujetas  las  propiedades  conti- 
guas (1). 

Este  principio  nada  tiene  de  injusto  y  arbi- 
trario: los  particulares  no  pueden  eximirse 
de-las  servidumbres  públicas  de  que  se  trata: 
los  daños  y  perjuicios  que  con  este  motivo 
se  les  irroguen  tienen  señalada  por  los  prin- 
cipios de  justicia  y  por  las  disposiciones  le- 
gales  su  correspondiente  indemnización:  las 
obras  de  interés  general  deben  activarse  y 
empezar  á  ser  disfrutadas  cuanto  antes. 

Por  esto  mismo  las  redamaciones  que  se 
aduzcan  pertenecen,  no  al  orden  judicial,  si 
no  al  administrativo:  trátase  ciertamente  de 
danos  y  perjuicios  y  bajo  este  aspecto  aunque 
parece  que  el  particular  debiera  acudir  á  los 
tribunales  ordinarios ,  sin  embargo ,  como 


iMtei 


U)  pliFíWlcíoii  i.'  de  la  Beal  drdcn  de  i9  de  wilímbre 
«le  181$, 


eí^os  danos  y  perjuicios  se  ocasionan  por  la 
ejecución  de  una  obra  pública  y  traep  su  ra« 
dical  origen  de  una  servidumbre  pública,  es- 
ta razón  de  conveniencia  general  reclama 
la  competencia  de  las  autoridades  y  tribuna- 
les administrativos.  Las  indemnizaciones  y 
resarcimiento  solo  pueden  solicitarse  ante 
el  gobernador  de  provincia»  quien  dispondrá 
que  tengan  cumplido  efecto  habiendo  con- 
formidad entre  el  reclamante  y  la  parte  que 
deba  resarcir  el  daño,  procurando  avenirlos 
cuando  mediare  alguna  diferencia.  Pero  si 
por  no  haber  conformidad,  se  hiciesen  tales 
asuntos  contenciosos,  se  decidirán  por  el 
tribunal  de  esta  clase  con  inhibición  de  cua- 
lesquiera otras  autoridades  judiciales  ó  ad- 
ministrativas (1). 

Veamos  ahora  las  reglas  de  competencia 
que  se  hallan  establecidas  para  los  asuntos 
contenciosos  de  caminos  en  general.  Nata«- 
ralmente  estos  asuntos,  según  el  hecho  qne 
los  provoque ,  han  de  pertenecer  ó  á  los  trí- 
bunales  administrativos,  ó  á  los  ordinarios,  ó 
álos  especiales  de  quienes  esté  declarado  pe- 
culiar su  conocimiento:  lo  que  importaos  co- 
nocer cuando  entienden  unos  ú  otros.  Se 
considera  como  privativo  de  los  consejos 
provinciales,  hoy  de  las  diputaciones,  el  cono- 
cimiento de  todos  los  negocios  de  naturale- 
za civil  correspondientes  á  la  administraciofl 
del  ramo  de  caminos,  cuando  hayan  de  pasar 
de  la  clase  de  gubernativos  á  la  de  conten- 
ciosos, con  inclusión  de  los  casos  de  espro- 
piacion  forzosa  por  causa  de  obras  púbii*' 
cas  (2).  Los  litigios  sobre  dominio  ó  propie- 
dad que  la  administración  del  ramo  tenga 
que  sostener,  y  los  casos  en  que  la  misma 
haya  de  proceder  por  remate  y  venta  de  bie- 
nes contra  sus  deudores,  son  respectivamen- 
te del  conocimiento  de  los  tribunales  ordi- 
narios ó  de  los  especiales  á  que  según  las 
leyes  correspondan  por  su  naturaleza  (3). 
La  regla  y  la  escepción,  que  acabamos  de 
consignar,  son  de  snyo  tan  sencillas  que  no 
exigen  justificación  ni  comentarios.  No  basta 
que  se  trate  de  obras  de  interés  público  ni 

(«>    Di5posir iones  f  .*  t  S.*  de  la  citada  Real  ór^ei.      ' 
{%   hn,  t  /  del  Braí  Oeereio  de  U  de  seUcylire  de  ItfS» 
(S)   Ari.  t.*  del  citado  |ie»l  decreto. 
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que  hayaa  recaído  actos  adniíoistralivospara 
que  haya  lugar  á  la  demanda  contencioso - 
administrativa;  preciso  es  atender  también  á 
la  Índole  misma  del  negocio:  así  hemos  visto 
que  las  cuestiones  de  dominio  se  reservan 
á  los  tribunales  ordinarios.  Sin  embargo»  á 
veces  se  prescinde  de  este  último  requisito 
dándose  por  motivos  de  conveniencia  á  la 
administración  lo  que  en  realidad  no  le  de- 
biera corresponder:  así  de  las  cuestiones  con- 
tenciosas, procedentes  de  contratas  celebradas 
por  la  administración  provincial  ó  municipal, 
conocen  los  consejos  provinciales  ó  sean  las 
diputaciones  con  apelación  para  ante  el  Real, 
hoy  tribunal  Contencioso  Administrativo;  y 
si  la  contienda  nace  de  contrato  celebrado  á 
nombre  del  gobierno  conoce  directamente 
dicho  tribunal  (1). 

En  la  parte  criminal  de  la  jurisdicción 
peculiar  del  ramo  se  distingue  lo  puramente 
correccional  de  lo  penal  propiamente  dicho, 
remitiendo  á  los  tribunales  ordinarios  ó  es* 
peciales  competentes  tan  solo  los  negocios 
sobre  casos  de  alzamiento  de  caudales,  de 
destrucción  violentado  obras  públicas  y  cual- 
quier otro  delito  é  Infracción  de  las  reglas  y 
ordenanzas  administrativas  á  que  esté  seña- 
lada pena  corporal  (i).  Todas  las  faltas  co- 
metidas por  empicados,  dependientes,  em-^ 
presarlos  y  contratistas  del  ramo  se  corrigen 
por  los  respcctivosgcfesdela  administración, 
siempre  que  se  trate  de  penas  establecidas 
por  las  ordenanzas  y  reglamentos  ó  de  res- 
ponsabilidad convencional  (3).  t  finalmente, 
las  infracciones  de  las  reglas  y  ordenanzas, 
cometidas  por  particulares  son  corregidas 
con  sujeción  á  las  mismas  ordenanzas  por  la 
autoridad  civil  oyendo  á  los  gefes  locales  res- 
pectivos (4). 

SECCIÓN  VIH. 

DI  LOS  CAMINOS  PRIVADOS. 

Al  tratar  en  la  sección  tercera  de  la  natu- 
raleza y  carácter  de  los  caminos,  procuramos 


iS)    Art.  ft.* 
Ui    Art.  «.• 


Aru.  3/ 
Aü.  4 


4tl  mitm  RmI  l6«rft». 


dar  á  conocer  cuales  pueden  y  deben  ser  re- 
putados como  públicos.  Aquellos  á  que  no 
convengan  las  condiciones  alH  espuestas,  se- 
rán considerados  como  privados. 

El  camino  público  seconstituye  por  la  de- 
claración que  el  Estado  ó  la  autoridad  admi- 
nistrativa competente  hace  al  efecto,  es  decir, 
por  la  clasificación^  en  el  sentido  especial  y 
técnico  de  esta  palabra:  he  aquí  un  principio 
fundamental.  El  camino  que  haya  sido  decla- 
rado público,  que  haya  sido  objeto  de  esta 
clasificación,  queda  por  este  hecho  abierto 
al  tránsito  de  todas  y  cualesquiera  personas: 
puede  dudarse  si  un  camino  que  todos  ven- 
gan usando  sin  oposición,  será  por  este  hecho 
público.  Inexacta  seria  la  deducción  de  seme- 
jante consecuencia:  podrá  ser  en  efecto  pú- 
blico  si  su  terreno  no  consta  estar  sujeto  á 
dominio  de  un  particular,  pero  habiendo  pro- 
pietario de  este  terreno,  el  camino  será  pri- 
vado, y  el  tránsito  común  no  un  derecho  que 
se  haya  adquirido,  sino  un  favor  que  se  re- 
cibe. La  tolerancia  del  dueño  no  le  perjudica 
ni  le  hace  decaer  de  su  derecho.  Muchas  sen- 
das, muchas  comunicaciones  abiertas  en  ter- 
renos no  cercados  que  se  frecuentan  comun- 
mente son  verdaderamente  caminos  privados, 
que  legítimamente  quedarian  reservados  al 
uso  peculiar  del  propietario  y  de  las  perso* 
ñas  que  obtuvieran  su  permiso,  en  el  mismo 
momento  que  cerrara  su  heredad. 

Preciso  será  por  tanto  tener  siempre 
muy  en  cuenta  que  cuando  un  camino  se 
halla  por  una  parte  enclavado  entre  un  ter- 
reno de  propiedad  particular  y.  no  ha  sido 
por  otra  clasificado  por  la  autoridad ,  es 
un  camino  privado.  En  una  palabra,  en  se- 
mejantes cuestiones  rige  el  principio  de  la 
clasificación,  no  el  del  tránsito  común:  este 
bastará  por  sí  tan  solo  cuando  no  se  pruebe 
ser  el  terreno  de  dominio  particular  ó  cuando 
los  dueños  hubieran  venido  consintiendo  de 
largo  tiempo  el  tránsito  general  sin  hacer 
ellos  ninguno,  sin  aplicar  el  camino  para  la 
ventaja  ó  comodidad  de  su  predio,  es  decir» 
cuando  tácitamente  lo  hubieran  renunciado 
con  su  abandono.  Asimismo  en  los  casos  de 
duda,  verdaderamente  tal,  naturalmente  la 
presunción  y  por  tanto  el  derecho  están  á 
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implicando  otras  diferencias  trascendentales, 
por  ejemplo,  las  atribuciones  otorgadas  al  ca- 
pitán general,  qae  por  mas  que  se  quieran 
concretar  á  la  esfera  económica,  trascienden 
á  la  de  lo  político  y  administrativo. 

Para  completar  la  materia  que  hemos  que- 
rido bosquejar  en  esta  sección,  y  habien- 
do hasta  aquí  considerado  la  organización 
administrativa  respecto  de  lo  gubernativo, 
corresponde  tratar  de  las  disposiciones  que 
rijen  en  los  asuntos  contenciosos  de  caminos. 
Uno  de  los  principales  de  estos  asuntos  es  el 
de  indemnizaciones  por  perjuicios  inferidos 
á  particulares  con  la  ejecución  de  las  obras: 
ha  sido  preciso  dictar  oportunas  reglas  en 
que  por  una  parte  se  impidiera  la  parali- 
zación de  lo  que  es  de  interés  público  por  la 
queja  del  interés  privado;  y  por  otra  se 
atendiera  %  las  reclamaciones  de  un  modo 
bastante  y  por  vias  conciliadoras,  de  suerte, 
que  si  posible  fuera,  se  evite  que  el  asunto 
'degenere  de  gubernativo  en  contencioso. 
Está,  pues,  mandado  que  las  obras  de  cami- 
nos en  curso  de  ejecución  no  se  detengan 
ni  paralicen  por  las  oposiciones  que  puedan 
intentarse  con  motivo  de  los  daiios  y  perjui- 
cios que  al  ejecutar  las  mismas  obras  se  oca- 
sionen por  la  ocupación  de  terrenos,  escava- 
ciones  y  otras  servidumbres  á  que  están  ne- 
cesariamente sujetas  las  propiedades  conti- 
guas (1). 

Este  principio  nada  tiene  de  injusto  y  arbi- 
trario: los  particulares  no  pueden  eximirse 
délas  servidumbres  públicas  de  que  se  trata: 
los  daños  y  perjuicios  que  con  este  motivo 
se  les  irroguen  tienen  señalada  por  los  prin- 
cipios de  justicia  y  por  las  disposiciones  le- 
gales  su  correspondiente  indemnización:  las 
obras  de  interés  general  deben  activarse  y 
empezar  á  ser  disfrutadas  cuanto  antes. 

Por  esto  mismo  las  redamaciones  que  so 
aduzcan  pertenecen,  no  al  orden  judicial,  si 
no  al  administrativo:  trátase  cierlamente  de 
danos  y  perjuicios  y  bajo  este  aspecto  aunque 
parece  que  el  particular  debiera  acudir  á  los 
tribunales  ordinarios ,  sin  embargo »  como 


{%)  nis]^eioii  1.*  de  I*  Bcal  drden  de  19  de  KU^mbre 


c.«os  danos  y  perjuicios  se  ocasionan  por  ta 
ejecución  de  una  obra  pública  y  traen  su  ra- 
dical origen  de  una  servidumbre  pública,  es* 
ta  razón  de  conveniencia  general  reclama 
la  competencia  de  las  autoridades  y  tribuna- 
les administrativos.  Las  indemnizaciones  y 
resarcimiento  solo  pueden  solicitarse  ante 
el  gobernador  de  provincia»  quien  dispondrá 
que  tengan  cumplido  efecto  habiendo  con- 
formidad entre  el  reclamante  y  la  parte  que 
deba  resarcir  el  daño,  procurando  avenirlos 
cuando  mediare  alguna  diferencia.  Pero  si 
por  no  haber  conformidad,  se  hiciesen  tales 
asuntos  contenciosos»  se  decidirán  por  el 
tribunal  de  esta  clase  con  inhibición  de  coa* 
lesquiera  otras  autoridades  judiciales  ó  ad- 
ministrativas (i). 

Veamos  ahora  las  reglas  de  competencia 
que  se  hallan  establecidas  para  los  asuntos 
contenciosos  de  caminos  en  general.  Nata* 
raímente  estos  asuntos,  según  el  hecho  que 
los  provoque »  han  de  pertenecer  ó  á  los  tri« 
bunales  administrativos,  ó  á  los  ordinarios,  ó 
á  los  especiales  de  quienes  esté  declarado  pe- 
culiar su  conocimiento:  lo  que  importa  es  co- 
nocer cuando  entienden  unos  ú  otros.  Se 
considera  como  privativo  de  los  consejos 
provinciales,  hoy  de  las  diputaciones,  el  cono- 
cimiento de  todos  los  negocios  de  naturale- 
za civil  correspondientes  á  la  administración 
del  ramo  de  caminos»  cuando  hayan  de  pasar 
de  la  clase  de  gubernativos  á  la  de  conten- 
ciosos, con  inclusión  de  los  casos  de  espro- 
piacion  forzosa  por  causa  de  obras  públi-^ 
cas  (2).  Los  litigios  sobre  dominio  ó  propie- 
dad que  la  administración  del  ramo  tenga 
que  sostener,  y  los  casos  en  que  la  misma 
haya  de  proceder  por  remate  y  venta  de  bie- 
nes contra  sus  deudores,  son  respectivamen- 
te del  conocimiento  de  los  tribunales  ordi- 
narios ó  de  los  especiales  á  que  según  las 
leyes  correspondan  por  su  naturaleza  (3). 
La  regla  y  la  escepcíOn,  que  acabamos  de 
consignar,  son  de  suyo  tan  sencillas  que  no 
exigen  justificación  ni  comentarios.  No  basta 
que  se  trate  de  obras  de  interés  púbKco  ni 

(«>    Dísposir iones  f .'  y  S.*  de  li  citada  Heal  órlei. 

\%   hn,  I  .*  del  Bfaí  Decreto  de  U  de  stUmhrt  df  IS|6. 

[1]  Art.  f  .*  del  eiíado  Real  decreto. 
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que  hayao  recaído  actos  adniioistralivospara 
que  haya  lugar  á  la  demaoda  conteocioso- 
admioistraUva;  preciso  es  atender  también  á 
la  Índole  misma  del  negocio:  así  hemos  visto 
que  las  cuestiones  de  dominio  se  reservan 
á  los  tribunales  ordinarios.  Sin  embargo»  á 
veces  se  prescinde  de  este  último  requisito 
dándose  por  motivos  de  conveniencia  á  la 
administración  lo  que  en  realidad  no  le  de- 
biera corresponder:  así  de  las  cuestiones  con- 
tenciosas, procedentes  de  contratas  celebradas 
por  la  administración  provincial  ó  municipal, 
conocen  los  consejos  provinciales  ó  sean  las 
diputaciones  con  apelación  para  ante  el  Real, 
hoy  tribunal  Contencioso  Administrativo;  y 
si  la  contienda  nace  de  contrato  celebrado  á 
nombre  del  gobierno  conoce  directamente 
dicho  tribunal  (1). 

En  la  parte  criminal  de  la  jurisdicción 
peculiar  del  ramo  se  distingue  lo  puramente 
correccional  de  lo  penal  propiamente  dicho, 
remitiendo  á  los  tribunales  ordinarios  ó  es* 
peciales  competentes  tan  solo  los  negocios 
sobre  casos  de  alzamiento  de  caudales,  de 
destrucción  violenta  de  obras  públicas  y  cual- 
quier otro  delito  é  inrraccioa  de  las  reglas  y 
ordenanzas  administrativas  á  que  esté  seña- 
lada pena  corporal  (i).  Todas  las  faltas  co- 
metidas por  empicados,  dependientes,  em-^ 
presarlos  y  contrs^tislas  del  ramo  se  corrigen 
por  los  respcctivosgefesde  la  administración, 
siempre  que  se  trate  de  penas  establecidas 
por  las  ordenanzas  y  reglamentos  ó  de  res- 
ponsabilidad convencional  (3).  t  finalmente, 
las  inrracciones  de  las  reglas  y  ordenanzas, 
cometidas  por  particulares  son  corregidas 
con  sujeción  á  las  mismas  ordenanzas  por  la 
autoridad  civil  oyendo  á  los  gofes  locales  res- 
pectivos (4). 

SECCIÓN  VIH. 

DI  LOS  CAMINOS  PRIVADOS. 

Al  tratar  en  la  sección  tercera  de  la  natu- 
raleza y  carácter  de  los  caminos,  procuramos 

<l)  Arts.  3/  U\  aimf  RmI  éHtéVK 

\t)  Att.4.* 

8 i  Art,».' 

j  Art.  «.• 


dar  á  conocer  cuales  pueden  y  deben  ser  re- 
putados como  públicos.  Aquellos  á  que  no 
convengan  las  condiciones  allí  espaestas,  se- 
rán considerados  como  privados. 

El  camino  público  seconstituye  por  la  de- 
claración que  el  Estado  ó  la  autoridad  admi- 
nistrativa competente  hace  al  efecto,  es  decir, 
por  la  clasificación^  en  el  sentido  especial  y 
técnico  de  esta  palabra:  he  aquí  un  principio 
fundamental.  El  camino  que  haya  sido  decla- 
rado público,  que  haya  sido  objeto  de  esta 
clasificación,  queda  por  este  hecho  abierto 
al  tránsito  de  todas  y  cualesquiera  personas: 
puede  dudarse  si  un  camino  que  todos  ven- 
gan usando  sin  oposición,  será  por  este  hecho 
público.  Inexacta  seríala  deducción  de  seme- 
jante consecuencia:  podrá  ser  en  efecto  pú- 
blico  si  su  terreno  no  consta  estar  sujeto  á 
dominio  de  un  particular,  pero  habiendo  pro- 
pietario de  este  terreno,  el  camino  será  pri- 
vado, y  el  tránsito  común  no  un  derecho  que 
se  haya  adquirido,  sino  un  favor  que  se  re- 
cibe. La  tolerancia  del  dueño  no  le  perjudica 
ni  le  hace  decaer  de  su  derecho.  Muchas  sen- 
das, muchas  comunicaciones  abiertas  en  ter- 
renos no  cercados  que  se  frecuentan  comun- 
mente son  verdaderamente  caminos  privados, 
que  legítimamente  quedarían  reservados  al 
uso  peculiar  del  propietario  y  de  las  perso- 
nas que  obtuvieran  su  permiso,  en  el  mismo 
momento  que  cerrara  su  heredad. 

Preciso  será  por  tanto  tener  siempre 
muy  en  cuenta  que  cuando  un  camino  se 
halla  por  una  parte  enclavado  entre  un  ter- 
reno de  propiedad  particular  y.  no  ha  sido 
por  otra  clasificado  por  la  autoridad ,  es 
un  camino  privado.  En  una  palabra,  en  se- 
mejantes cuestiones  rige  el  principio  de  la 
clasificación,  no  el  del  tránsito  común:  este 
bastará  por  sí  tan  solo  cuando  no  se  pruebe 
ser  el  terreno  de  dominio  particular  ó  cuando 
los  dueños  hubieran  venido  consintiendo  de 
largo  tiempo  el  tránsito  general  sin  hacer 
ellos  ninguno,  sin  aplicar  el  camino  para  la 
ventaja  ó  comodidad  de  so  predio,  es  decir» 
cuando  tácitamente  lo  hubieran  renunciado 
con  su  abandono.  Asimismo  en  los  casos  de 
duda,  verdaderamente  tal,  naturalmente  la 
presunción  y  por  tanto  el  derecho  están  á 
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Tavor  del  público,  no  do  los  particulares. 

La  doctriaa  que  acabamos  de  establecer 
descansa  en  la  equidad  y  en  la  razón,  es  la 
única  conciliable  con  los  principios  del  dere- 
cho civil  y  del  administrativo,  y  no  se  halla 
por  lo  tanto,  ni  nunca  se  ba  hallado  contra- 
dicha por  nuestras  leyes.  Si  algunas,  parti- 
cularmente las  del  Fuero  Real,  mencionan 
las  carreras  usadas,  y  las  equiparan  á  los 
demás  caminos  públicos,  no  incluyeron  en 
sus  disposiciones  la  violación  de  la  propiedad 
particular,  si  no  que  quisieron  espresar  que 
habia  ciertos  caminos  de  tránsito  frecuente, 
y  quizás  hechos  de  dominio  público,  por  una 
posesión  legitima  y  justa:  lo  cual,  según  he- 
mos indicado,  es  un  principio  que  nadie  pue- 
de impugnar  y  que  también  nosotros  acepta- 
mos como  exacto  y  verdadero. 

Con  decir  que  los  caminos  privados  son 
una  de  tantas  cosas  sujetas  á  propiedad  par- 
ticular escusamos  ulteriores  ampliaciones 
acerca  de  las  Tacultades  que  respecto  de  ellos 
pueden  ejercerse  por  el  propietario,  y  acerca 
de  las  diferencias  tan  numerosas  como  ma- 
nifíestas  que  los  diferencian  de  los  públicos. 
Quien  quiera  que  tenga  en  su  heredad  un  ca- 
mino privado  puede  usarlo,  modificarlo,  dete- 
riorarlo y  hasta  destruirlo;  y  con  mayor  razón 
puede  dar  en  venia  ó  permuta,  puede  donar- 
lo, puede  en  fin  enagenarlo  de  una  ú  otra 
manera  á  título  lucrativo  ú  oneroso.  La  au- 
toridad pública  vigila  siempre  y  á  veces  in- 
terviene en  el  uso  de  los  mencionados  dere- 
chos, llegando  quizás  á  compeler  al  propieta- 
rio á  abdicarlos;  pero  esa  vigilancia  é  inter- 
vención son  generales  á  toda  clase  de  domi- 
nio, y  bajo  ningún  concepto  se  favorece  ni 
se  grava  mas  al  dominio  de  los  caminos. 

Pero  todo  camino,  como  quiera  que  es 
un  medio  de  comunicación,  supone  por  lo 
menos  dos  lugares,  dos  campos  ó  predios. 
Cuando  estos  pertenecen  á  un  mismo  dueño, 
el  derecho  no  ha  menester  de  establecer  re- 
glas especiales:  la  propiedad  lleva  consigo 
libre  y  arbitrario  ejercicio.  Mas  sucede  mu- 
chas veces  que  heredades  contiguas,  de  di- 
ferentes propietarios  se  hallan  en  tal  posición 
una  respecto  de  otra  que  dejándolas  inco- 
municadas serian  poco  provechosas,  y  á  ve- 


ces de  imposible  disfrute:  de  nada  serviría, 
por  ejemplo,  un  predio  enclavado  entre  otros, 
pero  al  que  estos  no  permitieran  entrada  ni 
salida:  preciso  es  en  semejantes  casos  que  un 
predio  tenga  el  gravamen  de  dejar  transitar; 
y  he  aquí  una  de  tantas  especies  de  servi« 
dumbres  prediales  ó  reales  y  al  mismo  tiempo 
rústicas  que  ól  derecho  no  solo  autoriza, 
sino  que  está  en  la  obligación  de  arreglar 
por  medio  de  sus  prescripciones,  ya  para  fa- 
cilitar las  convenciones  de  los  particulares, 
ya  para  suplirlas  y  corregirlas. 

No  es  del  caso  entrar  en  el  examen  de 
estas  servidumbres  para  determinar  las  con- 
diciones especiales  de  su  constitución  legal, 
.de  su  origen  y  de  su  estiocion.  Esta  doc- 
trina tendrá  cabida  en  su  articulo  pro* 
pió,  bastando  decir  ahora  que  siendo  las 
servidumbres  rústicas  el  fundamento  de  los 
caminos  privados  en  el  caso  á  que  nos  refe- 
rimos, tienen  aplicación  á  ellos  las  disposi* 
clones  legales  que  rigen  respecto  de  ías  ser- 
vidumbres indicadas. 

CAMIIVOS  ^DE  HIEllltÓ. 
Adoptada  en  el  lenguaje  oficial  la  denomi- 
nación de  ferro-carriles  para  designar  aque- 
llas vias  de  comunicación  entre  los  pueblos 
y  las  naciones ,  y  próximo  á  discutirse  el 
proyecto  de  ley  general  sobre  esta  materia 
que  el  gobierno  ha  presentado  á  las  Cortes 
constituyentes,  nos  ha  parecido  conve- 
niente reservar  la  esposicion  de  ella  para  el 
articulo  ferro-carriles,  donde  podrá  tener 
lugar  con  toda  la  copia  de  datos ,  antece- 
dentes y  doctrinas  que  reclama  el  detenido 
examen  de  este  imporlante  asunto.  Véase 

FERRO-CARRILES. 

C.%MIIVOS  CAUDALES.  Según 
el  diccionario  de  la  lengua,  lo  mismo  que 
camino  real.  Mas,  eomo  de  ordinaria  se 
aplica  esta  denominación  á  las  carreteras  y 
caminos  principales,  y  como  según  la  Aca- 
demia misma,  caminos  reales  son  los  públi^ 
eos  y  mas  frócuenladús  por  domle  se  va  á  las 
piincipales  ciudades  dd  reitw,  tal  definteloi 
puede  inducir  á  error  en  la  aplicación  de  las 
leyes.  Porque,  en  cfectd,  conforme  á  ella  no 
serán  caminos  reales,  ni  por  tanto  caminos 
caudales  las  carreteras  y  caminos  públicos, 
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y  mas  frecuentados,  ya  de  ruedas,  ya  de  her- 
radura, según  las  circunstancias  tópicas  del 
terreno,  que  conduzcan  á  las  ciudades  de  se* 
gundo  ó  tercer  orden,  á  las  villas,  y  pueblos, 
ferias,  mercados,  grandes  establecimientos 
industriales,  canales,  puertos,  etc.;  y  sin 
embargo  lo  contrario  está  determinado  por 
las  leyes.  Y  la  inexactitud  es  tanto  mas  pe- 
ligrosa, cuanto  que  las  leyes,  aF  hablar  de 
caminos  caudales,  es  bajo  el  punto  de  vista 
de  su  seguridad  y  defensa  y  de  las  penas  en 
que  incurren  los  que  los  asaltan ,  ó  roban 
en  ellos,  y  no  se  irá  á  creer  que  no  necesiten 
de  esa  protección  de  la  ley  los  caminos  que 
conducen  á  las  ciudades  de  segundo  orden, 
villas,  ferias ,  etc. 

Con  efecto :  la  denominación  de  caminos 
caudales,  viene  originariamente  del  derecho 
antiguo.  En  él  se  les  llama  caminos  cabdale$, 
que  etimológicamente  equivale  á  caminos 
capitales  {de  capite),  en  el  sentida  de  princi- 
pales, ó  de  importancia  notable.  £1  compi- 
lador de  la  Novísima,  al  hacerlo  en  la  ley  3, 
lít.  15,  lib.  12  de  la  49,  til.  32  del  Or- 
denamiento de  Alcalá  (y  no  de  lá  48  y  49, 
como  se  espresa  en  el  epígrafe  con  equivo- 
cion),  tradujo  la  palabra  ca&^fós  en  la  de 
caudales,  dando  con  ello  lugar  á  la  inexac- 
titud, é  inconvenientes  indicados.  El  mejor 
comprobante  de  cuanto  queda  espuesto,  es 
el  testo  mismo  de  la  ley  del  Ordenamiento, 
que  dice :  f  Los  caminos  cabdales,  el  uno  que 
va  á  Santiago,  é  los  otros  que  van  de  una 
cibdadáotra,  é  de  una  villa  á  otva^  é  á  los 
mercados,  é  á  tas  ferias  ,  sean  guardados ,  é 
sean  amparados,  que  ninguno  faga  en  elfos 
fuerza,  nin  tuerto,  nin  robo.»» 

De  donde  claramente  se  deduce  qlie  cami- 
nos cabdales ,  ó  caudales,  no  son  solo  los  mas 
frecuentados  que  conducen  á  las  ciudades 
principales  del  reino,  sino  todos  los  caminos 
piU)Iicos,  y  podríamos  decir ,  todos  los  C2Lnú' 
nos  tragineros,  ó  de  tránsito  general,  en  opo- 
sición á  los  caminos  privados,  sendas  y  tro- 
chas, servidumbres  rurales,  ó  vecinales,  etc.: 
y  no  porque  estos  no  necesiten  de  protección, 
-y  de  6eg4»ridad  los  pasa|arOj^  sino  porque  en 
ellos  es  menos  necesaria,  y  aun  rara,  y  las 
leyes  hablan  de  los  casos  comunes.  De  todos 


modos  se  vé  que  la  acepción  jurídica  de  ca- 
minos caudales  está  equivocada  ó  espr^ada 
sin  exactitud  en  el  diccionario  de  h  lengaa, 
y  en  la  ley  recopilada. 

CjtniírVOS      (CBI.AINI«tf9,    BI«K€>« 

iciEnoii,  uvsrECTonés  üc).  Véanse  estos 
artículos. 
CAMlilIOS  EN  ULTRAMAR. 

No  podía  ocultarse  su  necesidad  y  conveniai- 
cía  á  la  solicitud  de  nuestros  monarcas;  pero 
los  azares  y  penalidades  de  la  conquista :  lo 
vasto  de  su  ostensión:  la  despoblación:  la  ia^ 
dolé  y  circunstancias  délos  natnrales:  la  falte 
de  una  industria  y  comercio  arraigados  y  vi« 
gorososf  en  donde  por  el  contrarío  todo  había 
que  crearlo:  la  falta  también  de  ana  atención 
ilnstrada  y  perseverante  á  este  medio  de  ci- 
vilización, de  prosperidad,  y  (Comodidad» 
cuando  vemos  que  aun  en  la  Península  casi 
estamos  hoy  empezando  en  este  punto:  todas 
estas  causas  debieron  influir  en  que  no  se  for- 
mase ni  al  principio  de  la  conqnista ,  ni  des« 
pues,  un  plan  uniforme,  y  sistema  general  de 
caminos;  si  bien  se  encargó  constantemente  á 
las  autoridades  prestasen  atención  á  la  aper- 
tura y  conservación  de  caminos  y  vías  públi- 
cas, y  á  la  facilidad,  comodidad  y  seguridad 
de  la  circulación.  Así  es  que  en  la  entendida 
legislación  y  larga  historia  administrativa  de 
aquellos  países  no  hallamos  sobre  caminos  si 
no  disposiciones  aisladas ,  y  el  testimonio, 
aquí  del  celo;  allí  de  la  ignorancia,  ó  abando* 
no,  y  en  geúeral  de  ia  negligencia  de  las  aa« 
toridades  generales  y  locales,  que  eran  alU, 
como  hemos  indicado,  y  son  ann,  el  código  y 
sistema  vivo  y  prudencial  en  el  ramo  de  ca* 
minos,  como  én  tantos  otros.  El  siguiente 
sudario  indica  las  resoluciones  principales 
que  contiene  sobre  dicho  a&naio  h  legisla*" 
eion  de  Indias. 

«Los  oidores  no  impidan  á  los  cabildos  y 
concejos  el  cuidado  de  entender  con  los  es- 
panoles  é  indios  én  hacer...  calzadas...  ade* 
rezar  caminos,  y  hacer  las  demás  cosa?  qae 
deben  proveer  para  su  conservación ,  y  tra« 
ten  de  expedir  los  pleitos  y  negocios  confor- 
me su  obligación  ( I  ).> 


(1)    Ley  10,  tit.  10,  lib.  %  de  la  RdCóp. 


Digitized  by 


Google 


398 


CAMINOS. 


**Lo8  vireyes  ó  prcsideales  gobernadores 
informen  -si  en  sus  distritos  es  necesario  ha- 
cer y  facilitar  los  caminos ,  y  fábricas  y  ade- 
rezar los  puentes:  y  hallando  que  conviene 
alguna  de  estas  obras  para  el  comercio,  há- 
ganla con  el  coste  y  repartimiento  entre  los 
que  recibieren  el  beneficio,  guardando  con  los 
indios  la  forma  contenida  en  la  ley  7,  til.  13 
de  este  libro  (i).» 

La  mencionada  ley  7,  tit.  18 ,  lib.  4 ,  dice 
así:  f  Si  conviniere  hacer  repartimiento  para 
la  obra  de  algún  puente ,  tan  necesaria  al 
trajin,  y  comercio  de  los  indios  que  les  sea 
may  conveniente,  necesaria,  é  inescnsable, 
y  que  se  les  debe  repartir  alguna  cantidad: 
ordenaraios  que  se  les  reparta  lo  menos  que 
ser  pueda,  con  que  no  esceda  de  la  sesta 
parte  del  gasto,  sacado  lo  que  Nos  diéremos 
por  merced..." 

Que  los  dueSos  de  ventas  y  tambos  situa- 
dos sobre  caminos  antiguos,  no  impidan  á  los 
trajineros  viajar  libremente  por  ios  abiertos 
con  posterioridad,  como  lo  habían  aquellos 
intentado ,  y  se  ordena  que  los  vireyes ,  au- 
diencias y  gobernadores  no  lo  permitan, 
y  que  provean  lo  que  convenga  para  que  ca- 
da uno  pueda  caminar  con  libertad  por  donde 
quisiere  (3). 

L(*s  vireyes  pueden  en  las  parles  donde 
cónvíniereabriryracil  tar  caminos,  calzadas, 
hacer  y  reparar  puentes,  decretar  los  gastos 
que  fueren  necesarios,  observando  la  mayor 
economía,  gravando  principalmente  á  los  que 
recibieren  el  beneticío  conforme  á  las  leyes 
de  Castilla,  y  observando  en  cuanto  á  las  im- 
posiciones á  los  indios  las  leyes  que  hablan 
de  la  materia  (3). 

Los  corregidores  y  alcaldes  mayores  en  sus 
distritos  hagan  aderezar  los  caminos,  y  visi- 
ten los  ingenios  y  obrages  (4). 

Por  la  ordenanza  de  intendentes  de  Nueva 
España  de  1786,  y  después  con  mas  genera- 
lidad en  el  art.  93  de  la  de  1803,  se  dispone 
que  aquellos  cuiden  de  que  todos  los  jue- 
ces f  subdelegados  de  sus  provincias  ten- 


gan bien  repartidos  los  puentes «  y  compues- 
tos los  caminos  públicos :  que  no  permitan 
que  los  labradores  9e  introduzcan  en  ellos, 
poniendo  á  este  fin  hitos ,  ó  mojones ,  y  pro- 
cediendo á  castigar  á  los  contraventores  coa 
las  multas  y  penas  corresj^ndientes,  además 
de  obligarlos  á  reparar  el  daño  á  su  costa:  y 
que  si  los  caminos  necesitara  mayor  ensan- 
che ,  ó  fueren  necesarios  nuevos  puentes  6 
calzadas,  que  faciliten  los  tránsitos,  dea 
cuenta  á  los  intendentes  con  la  dobida  justi- 
ficación para  que  informando  á  la  junta  su- 
perior  de  Hacienda,  resuelva  esta  la  conve-» 
niente  al  tenor  de  la  ley  53,  tít.  3,  lih.  3  do 
la  Recop.  (1). 

Asimismo  las  justicias  de  cada  territorio, 
para  mayor  comodidad  de  los  pasageros  ht* 
rán  poner  en  todos  los  distritos  en  donde  «e 
junten  dos,  ó  mas  caminos,  ó  snndas,  un  ma-* 
doro  levantado  y  fijo  con  una  tarjeta  en  que 
se  lea ,  camino  para  tal  lugar ^  espresando 
además  en  ella  si  los  caminos  desde  allí  son 
de  herradura  ó  para  carruaje. 

Los  intendentes  corregidores  celarán  asi 
bien  con  todo  cuidado ,  por  sí  mismos  y  por 
los  jueces  subalternos  de  cada  pueblo  que  los 
alcaldes  provinciales ,  ó  de  la  hermandad  y 
sus  cuadrilleros  donde  los  hubiere ,  cumplan 
exactamente  con  la  obligación  de  reconocer 
los  campos  y  montes  para  tener  seguridad  en 
los  caminos  (3). 

Reducidos  nuestros  dominios  de  Indias  has- 
ta el  punto  que  es  notorio,  é  introducidas  de 
algunos  anos  á  esta  parte  las  reformas  y  me- 
joras administrativas  que  son  conocidas,  han 
sido  modificadas  ó  mejoradas  las  disposicio- 
nes anteriores  sobre  caminos ,  y  hasta  am- 
pliado el  sistema  de  estos  á  los  de  hierro, 
como  sucede  en  la  Habana,  si  bien  continúa 
la  falta  de  uniformidad  en  las  disposiciones 
que  se  adoptan  para  unas  y  otras  islas. 

Y  con  efecto:  en  la  instrucción  de  alcaldes 
mayores  de  Puerto-Rico  de  17  de  mano 
de  1832  se  encarga  por  el  art.  4.^  á  los  te- 
nientes á  guerra^  mantener  con  el  vecinda- 
rio en  los  tiempos  oportunos  los  caminos  rea- 


[i)  Ley  Mil.  16,  lib.  4. 

(•2)  Lejí.lU.  17,  lib.  4. 

(2)  LeyÍ3»  til  \  lib.  5. 

(4)  Le7  53,ti(.5,  lib.  3. 


(I)    ArU  64. 
(5;    Art.  67, 
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les  ea  el  mejor  estado,  como  qne  de  esto  de- 
pende el  progreso  de  la  isla  en  lodos  los  ra- 
mos de  su  industria. 

En  1840  el  intendente  de  aquella  isla  re- 
presentó al  gobierno  de  la  metrópoli  sobre  la 
imperiosa  necesidad  de  mejorar  y  ampliar  los 
caminos :  formóse  de  sus  resultas  una  comi- 
sión presidida  por  el  capitán  general  para 
proponer  arbitrios,  y  aunque  escasos,  se  han 
dictado  por  consecuencia  algunas  medidas 
útiles. 

En  la  isla  de  Cuba  el  ramo  de  caminos  es  - 
tá  á  cargo  principalmente  de  su  junta  de  fo- 
mento, por  cuyo  dictamen  se  han  propuesto 
y  aprobado  arbitrios  y  aranceles  de  peage, 
portazgos  y  pontazgos,  como  el  de  1 ."  de  se- 
tiembre de  1834  para  la  calzada  de  Marianao, 
aprobado  por  real  orden  de  23  de  julio 
de  1835y  encargándose  en  ella  á  la  junta  de 
fomento  estendiese  su  celo  á  generalizar  la 
apertura  y  mejora  de  caminos,  reducida  has- 
ta entonces  al  radio  de  la  Habana,  á  toda  la 
isla,  debiendo  abrirse  carreteras  generales  á 
Santiago  de  Cuba  y  Trinidad,  con  las  trans- 
versales correspondientes. 

El  bando  de  buen  gobierno  de  14  de  no- 
viembre de  !842,  ya  en  otra  parte  citado  y 
aplaudido,  contiene  sobre  caminos  las  dispo- 
siciones siguientes: 

Toda  persona  sin  distinción  respetará  el 
orden  establecido  en  el  servicio  de  los  cami- 
nos de  hierro  (1). 

Nadie  podrá  tampoco  atravesarlos  á  pié  ni 
á  caballo,  sino  por  los* cruceros,  óseruentias, 
pena  de  8  pesos  de  multa  que  impondrá  y 
exigirá  la  autoridad  local  (2). 

Se  prohibe  el  arrastre  de  maderos,  ni  otros 
erectos  por  los  caminos  de  rueda;  y  estas  de- 
berán ser  de  llanta ,  ó  carril  de  seis  pulga- 
das de  ancho ,  con  clavos  embutidos ,  pena 
de  6  pesos  de  multa  y  reparación  de  da- 
nos (3). 

No  se  podrá  repartir  ninguna  hacienda, 
hato  9  ni  corral ,  sin  que  por  el  gobierno  se 
determinen  los  caminos  reales,  transversales, 
servidumbres,  ó  serventías,  que  han  de  cru- 


zarla, á  cuyo  ffn  el  dueño  presei^tará  un  phm 
topográfico  de  la  6nca  en  el  que  se  tra- 
cen (1). 

El  dueño,  ó  colono  de  cualquier  6nca  por 
cuyo  centro  ó  lindero  pase  algún  camino  real, 
transversal,  ó  serventías^  está  obligado  á 
mantenerlo  transitable  y  hacer  los  reparos 
necesarios  en  todo  el  frente  de  su  posesión. 

Si  los  reparos  fueren  de  gran  considera- 
ción, concurrirán  á  verificarlos  todos  los  ha- 
cendados y  vecinos  del  partido  en  proporción 
al  número  de  brazos  de  que  cada  uno  pudie- 
re disponer,  siempre  que  sea  en  caminos  rea- 
les y  transversales;  ó  en  serventías  de  que  se 
aprovechen  mas  de  diez  vecinos ;  pues  si  el 
número  de  los  que  se  aprovechen  de  ellas 
fuere  menor,  ellos  solos  costearán  los  gas- 
tos (2). 

Las  cercas  de  las  fincas  de  campo  por  la 
parte  qne  diere  á  los  caminos  no  tendrán  mas 
que  dos  varas  de  elevación;  y  en  el  caso  de 
ser  de  plantas  ó  arbustos,  es  de  cargo  de  los 
dueños  el  chapodarlos  manteniéndolos  siem- 
pre á  dicha  altura;  pena  si  no  de  verificarlo  á 
su  costa  (3). 

Nadie  cerrará  los  caminos  y  servenHas  sm 
previa  autorización  dol  gobierno  político  del 
distrito,  ni  aun  en  el  caso  de  facihlar  otra; 
por  su  mismo  fundo;  pena  de  100  pesos  de 
multa ,  y  reposición  á  su  costa  (4). 

En  real  orden  de  4  de  junio  de  1793  se 
mandó  al  presidente  de  Chile  que  en  punto  á 
caminos  no  otorgase  las  apelaciones  ante  la 
audiencia,  sino  para  S.  M.  por  la  via  reser- 
vada. Y  lo  propio  se  resolvió  por  punto  ge- 
neral en  real  orden  de  2  de  diciembre  de  1794, 
declarando  privativo  del  supremo  gobierno 
el  conocimiento  en  estos  casos,  que  debian 
elevarse  á  resolución  de  S.  M.  por  la  via  re- 
servada de  Gracia  y  Justicia.  V.  el  artículo 

CAUINOS. 

C AMPAÜ  A .  Tomábase  algunas  ve- 
ces por  parroquia.  Asi  deberse  tales  ó  (ales 
diezmos  á  la  campana,  era  una  traducción, 
nts'  ó  menos  adecuada ,  del  principio  de 


(I)  Art.65. 
m  Art.08. 
|3)  Art.as, 


(1)  Artl86. 

®  Arl.<87. 

m  ArlMSS. 

(4)  Art.4S9. 
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derecho  oonMm,  según  el  cual,  y  sairo  I 
cnalqnier  escepcieo  legítima  y  probada,  I 
los  diezmos  de  frutos  correspondían  á  la 
parroquial  en  cuyo  distrito  ó  circonscríp* 
cioB  radicaban  los  predios;  ora  sus  diie- 
Sos  liiesen  feligreses  ó  forasteros ;  ora  cris- 
líanos,  judíos ,  moros,  etc. 

CAMPAWAS.  No  hallamos  docu- 
mentos que  eompruebea  el  uso  de  ellas 
por  la  Iglesia  antes  del  siglo  Y.  Según  ooos 
fue  San  Paulino ,  obispo  de  Ñola  en  la  Cam- 
panía,  y  coetáneo  de  San  Gerónimo ,  el 
primero  que  las  introdujo  para  convocar  á 
los  fieles;  y  parece  favorecer  á  esa  opi- 
aioo  la  denominación  de  Cancana  ,  y  Cam* 
pawB  con  que  de  antiguo  se  designan  las 
mayores  de  ellas, ;  y  los  de  ñolas  ó  no- 
lana  con  que  lo  son  las  manuales ,  ó  mas 
pequeñas.  Otros  rechazan  esta  opinión,  y 
atribuyen  al  papa  Sabiniano  el  haber  or- 
denado el  uso  de  ellas  en  el  templo ,  por 
IOS  añ(^  de  604.  Benedicto  XIV,  en  fin ,  en 
la  20  de  sus  instituciones  eclesiásticas,  nú- 
mero 2,  asienta  que  las  campanas  se  conocie- 
ron ,  empleadas  para  el  servicio  divino,  an- 
tes del  siglo  VI  (!)•  Basta  ese  tiempo  cons-  j 
ta  qoe  en  Egipto  y  en  Palestina,  los  mon- 
gos, y  es  probable  que  los  demás  fieles, 
eran  convocados  para  los  actos  religiosos 
por  medio  de  trompetas,  según  la  costumbre 
de  los  hebreos,  y  en  otras  partes  con  ínstru-  \ 
mentos  de  madera ,  y  por  la  viva  voz.  En  la 
Iglesia  griega,  según  Baronía,  no  se  introdu- 
jeron las  campanas  hasta  en  865  con  ocasión 
de  un  regalo  de  ellashecho  por  Urso  Patri- 
ciaco,duxde  Venecia,  al  emperador  Mi- 
guel, y  que  este  hizo  colocar  en  una  torre 
contigua  á  Saota  Sofía.  Después  de  estos 
tiempos,  primero  espontáneamente,  luego 
por  precepto,  la  campana  es  en  los  templos 
cristianos  el  medio  ordinario  para  la  convo- 
cación de  los  fieles,  y  para  infinitos  otros 
usos.  La  sociedad  civil  las  ha  adoptado  tam- 
bién ,  valiéndose  una  vez  para  ciertos  fines 

(1)  50/iiM  dici  potett  tiníinabula  ante  teeulum  texíwn 
áb  eedesia  occldentatt  uu  recepta  ptí$te ,  qvod  ex  vUat 
Saneti  Coium  banni^  abbatit,  qu<t  secuto  6/  exarata  fuH 
ae  postea  á  P.  Mabitlonio  in  ¡ucem  edita ,  deprenéatur 
ipsum  sub  mediam  noctem ,  pnlsatá  campana  ad  temptwm 
se  contuiisie.  cttterosque  mcnachos,  iomnp  0XcitatOf  ad 
ffmplm  ptriíer  conrcniisf. 


profanos  de  las  campanas  de  los  templos ;  y 
otras  de  las  suyas  peculiares  no  bendecidas, 
como  muchas  villas  y  ciudades  las  tienen ,  6 
tuvieron,  para  el  reloj  público,  para  reaaír 
el  concejo,  para  alarmas  y  rebatos,  etc. 
Pe  aquí  las  multiplicadas  reglas  y  disposi- 
ciones del  derecho  civil ,  del  canónico ,  y 
de  la  liturgia  sobre  el  uso ,  y  hasta  el  nú- 
mero de  las  campanas ;  de  las  cuales  sin 
embargo  haremos  mención  únicamente  de 
aquellas  cuya  aplicación  ha  sido ,  ó  suele 
ser  mas  frecuente  en  la  práctica,  tanto 
del  derecho  canónico,  como  de  la  liturgia, 
y  disciplina  general ,  ó  particular. 

Gomo  el  fin  primitivo  y  ordinario  en  el  uso 
de  las  campanas  es  la  convocación  de  los 
fieles  para  los  divinos  oficios,  es  una  con- 
secuencia identificada  con  este  ün,  y  pue- 
de considerarse  como  una  regla  de  discipli- 
na universal,  que  en  todo  templo,  ó  santua- 
rio público  hayA  campana ;  asi  como  es  de 
precepto  el  que  haya  de  haberlas  en  la<« 
iglesias  parroquiales.  El  derecho  civil  y  el 
.canónico  en  general,  las  disposiciones  de  (os 
concilios,  las  constituciones  de  los  papas, 
el  pontifical  y  ritual  romano,  las  decretales, 
en  fin ,  tomadas  algunas  de  nuestros  codcí* 
líos  de  Toledo ,  al  hablar  del  oficio  del  arci- 
preste ,  de  los  clérigos  de  menores ,  y  del 
custodio ,  hacen  siempre  supuesto  necesa- 
rio de  ello.  Por  bula,  sin  embargo,  de  Ce- 
lestino III,  está  mandado  que  no  las  haya 
en  los  oratorios  y  capillas  domésticas,  lo 
que  habrá  de  entenderse  en  las  meramen- 
te privadas,  y  de  campanas  bendecidas, 
siendo  la  razón  de  lo  primero  que  en  los 
oratorios  puramente  privados  no  tiene  en- 
trada el  público ,  y  no  hay  por  tapto  á 
quien  convocar ;  y  de  lo  segundo   la  liber- 
tad en  que  están  los  particulares,  asi  co- 
mo la  sociedad  civil ,  de  usar  de  campa- 
nas,  ó  de  otros  medios  de  convocar ,  reu- 
nir, ó  dar  señales  para  algún  fin ,  con  tal 
que  aquellas  sean  totalmente  profanas,  ó 
no  consa  gradas ,  ni  benditas.  Aun  asi  no  se 
entenderá  que  por  el  uso  de  este  género  de 
campanas  puedan  las  capillas  j)rivadas  con- 
vertirse en  capillas  públicas ,  contra  el  bre* 
ve  de  su  concesión. 
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El  Dilmero  de  campanas,  por  lo  qae  hace 
á  las  parroquias  é  iglesias  seculares ,  bo  está 
delcrmioado.  San  Garlos  Borromeo  ordenó 
que  las  parroquias  no  tuviesen  menos  de 
dos  9  de  tamaño  y  timbre  desigual :  tres  en 
igual  forma  las  colegiatas ,  y  cinco  las  cate- 
drales. Este  punto  se  ha  dejado  al  buen 
sentido,  que  siempre  tendrá  presente  que 
el  menor  número  es  de  necesidad ;  el  mayor 
de  solemnidad ,  habiendo  en  todo  considera- 
ción á  la  calidad  de  la  iglesia ,  recursos  en 
su  fábrica  y  costumbres  recibidas. 

En  cuanto  á  las  iglesias  de  regulares  es 
notable   el  tít.    5.^  de   las  estravagantes 
Comunes ,  de  officio  cusíodis.  Por  él  el  pa- 
pa JuanlXII  decidió,  que  para  evitares* 
cándalos  y  contiendas ,  las  órdenes  de  men« 
dicantes  no  puedan  tener  sin  especial  au* 
torizacion  pontiGcia  mas  que  una  campa- 
na en  cada  iglesia  de  las  suyas:  que  aun 
cuando  alguna  comunidad  ó  persona  ecle- 
siástica, ó  civil,  tenga  alguna  campana  pro- 
pia en  las  iglesias  de  mendicantes »  estos  pa- 
ra sus  usos  religiosos  no  podrán  valerse  sino 
de  la  peculiar  del  convento :  que  los  conven- 
tos que  tuviesen  sin  pleito ,  ni  contradic- 
ción mayor  número  de  campanas ,  pudieran 
conservarlas  y  usarlas :  que  las  que  no  se 
hallasen  en  este  caso  se  apeasen  de  las  tor- 
res en  el  término  de  tres  meses :  y  que  la 
prohibición  no  se  entendiese  de  las  campa- 
nas menores  de  uso  doméstico  asi  como 
las  de  refectorio ,  etc.  Del  término  de  esta 
disposición  se  deduce  que  cuando  no  haya 
contradicción ,  ó  controversia  judicial ,  los 
mendicantes  podrán  tener  tantas  campanas 
como  permitan  sus  recursos;  y  asi  lo  ha 
entendido  la  práctica  general  respecto  de 
todas  las  iglesias  y  conventos,  sobre  todo  en 
los  dominios  españoles. 

La  antigua  costumbre  de  bautizar  á  los 
muertos ,  se  estendió  también  á  las  cosas 
inanimadas ,  y  entre  ellas  á  las  campanas. 
Al  baütimo  de  estas  sucedió,  como  mas 
racional ,  y  sin  duda  mas  ortodoxa ,  la  ben- 
áicien  ó  comagracion  de  las  mismas.  Según 
Baronio,  esta  práctica  empezó  en  tiempo 
del  papa  Juan  XXII :  otros  la  anticipan  algu- 
nos siglos ,  y  con  buenas  razones  sin  duda, 
TOMO  vil. 


pues  habla  ya  de  ella  Alcuíno ,  que  vivió 
en  tiempo  de  Carlo-Magno.  En  el  arlículo 
BsiioiaoFi  hemos  manifestado  que  cuando 
á  la  bendición  acompaña  la  unción ,  ó  apli- 
cación del  crisma,  se  llama  consagración. 
En  su  consecuencia,  la  que  se  dice  bendición 
de  las  campanas,  no  se  llama  asi  sino  con 
impropiedad,  y  por  un  valor  entendido,  pues 
es  mas  bien  consagración. 

El  motivo  de  esta  bendición  fue  el  fin 
mismo  de  las  campanas ,  el  deseo  de  pres- 
tar  una  eficacia,  hasta  sagrada,    á  este 
sonido  imponente ,  que ,  ora  convoca  á  los 
fieles  para  su  reunión  en  el  templo:  ora  les 
recuerda  su  mortalidad,  anunciando  el  falle- 
cimiento de  un  padre,  de  un  amigo,  de  un 
cohermano:    ora  anuncia  y  solemniza  las 
augustas  festividades,  etc.  Los  autores  han 
espresado  y  comentado  de  mil  maneras  -,  co- 
mo notamos  mas  adelante,  la  importancia  y 
fines  de  este  instrumento  sagrado.,  distintivo 
carecterístico,  podemos  decir,  de  las  iglesias 
cristianas:  los  concilios  particulares,  como 
alguno  de  los  de  Toledo ,  del  cual  se  ha 
tomado  el  cap.  2 ,  tit.  17,  lib.  1  de  las  De- 
cretales :  el  mediolanense  1 ,  part.  2  de  ec- 
clesiis:  el  colonicnse  2,  part.  9,  cap.  14: 
el  de  Cambrai,  de  1565  :  el  de  Bourges, 
de  1584:  el  de  Aix,  de  1585 :  el  de  Tolo- 
sa,  en  fin,  de  1590,  lo  propio  que  el  pon- 
tifical, y  ritual  romano,  y  con  su  acos- 
tumbrada ciencia  y    autoridad  ,   Benedic- 
to XIV  en  sus  Instituciones  ecclesiaslicas^ 
han  consignado  reiteradas  declaraciones  so* 
bre  la  eficacia  religiosa  del  sonido  de  la  cam- 
pana ,  para  escitar  la  piedad,  solemnizar 
el  culto ,  ahuyentar  las  tempestades,  ctc  , 
lo  propio  que  sobre  el  uso  y  bendición 
de  ellas. 

Esta,  por  la  razón  dicha  de  ser  propia  y 
verdadera  consagración  en  el  rigor  cahóni- 
co ,  compete  por  derecho  común  á  los  obis- 
pos; y  sin  ella  no  pueden  ser  colocadas  en 
les  torres  de  las  iglesias  (1).  Lo  propio  or- 
.  denó  el  Concilio  de  Tolosa ,  part.  3,  capí- 
tulo 1 :  innulbs  ecclesix  usos  campanas  ¡yrius 
admitantur ,  quam  illis  benediclionem  epis- 


{i}  Pratiletl  rtnaao ,  Mp.  n^  hñediet.  Cñmpwm, 
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eopus  fumi  ekrgitus.  La  coagregacion  de  | 
ritos  tiene  ademas  declarado  que  d  obispo 


que  d  obispo 
puede  prohibir  que  se  toquea  las  campanas 
antes  de  estar  bendecidas  (1);  y  hasta  hacer- 
las apear  en  este  caso  de  |^  torres  dp  los 
regulares  (2). 

El  obispo  DO  puede  delegar  en  inferiores 
é  él ,  sin  indulto  de  la  Santa  Sede  (3);  ni 
puede  subdelegar  y  si  espresan^nte  no  se 
le  autoriza  en  el  indulto  (4).  Lo3  abades 
mitrados  y  los  prelados  q«e  tienen  el  uso 
de  insignias  episcopales ,  pueden  por  pri- 
vilegio bendecir  campanas  (S);  pero  solo  las 
de  las  iglesias  de  su  orden,  y  jurisdic- 
ción (6).  La  práctica  general  se  ha  sobre- 
puesto en  este  punió  al  derecho  común,  y 
los  obispos  delegan  en  meros  presbíteros,  sim 
que  estos  tengan  indulto  de  la  Santa  Se- 
de ,  sobre  lo  cual  ha  de  estarse  por  lo  tan- 
to á  la  disciplina  general ,  y  á  la  particular 
de  cada  pais. 

La  bendición  se  praclica  cantando ,  y  i 
veces  solo  recitando  los  salmos  que  deter- 
mina el  ritual :  se  rocía  la  campana  con 
agua  bendita  ,  imponiéndola  el  nombre  de 
algún  santo:  se  unge  con  crisma,  y  se 
perfuma  con  incienso  y  mirra.  En  campanas 
bendecidas  está  prohibido  toda  6gura  profa- 
na, ni  leyendas  del  mismo  género  que  no 
sean  la  fecha,  nombre  del  consagrante,  ó 
cosas  análogas. 

Con^rlida  así  la  campana  en  un  objeto 
sagrado,  en  un  principio  no  podian  ser 
tañidas  sino  por  sacerdotes:  después  por 
los  clérigos  de  menores ,  como  los  hoUia- 
ríos:  sucesivamente  por  el  que  se  llamó  aU" 
todio ,  pero  bajo  las  órdenes  y  mandato  del 
archidiácono :  lintínnabula  puUanda  »  ipso 
archidiácono  jubenle ,  ab  ipso  (el  custo- 
dio) pulsentur  (7):  últimamente  por  los  le- 
gos ,  bien  que  con  la  autorización  ,  ó  con- 
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sentimiento  del  párroco ,  capellán  ó  prepósi- 
to del  templo. 


Una  vez  bendecidas  las  campanas,  ya  no 
pueden  ser  tocadas,  ó  tañidas  sino  para  usos 
^  canónicos:  $aent  eampanm  umm. . .  indfgmm 
€$t  ad  conveniendos  homines  ad  expectacitla 
supplidorum  adhiberi  (1).  €ampanamm.... 
euram  geraiU,  ut  pro  more  eccleHa  pulsentur. 
profanas  autem  carUilenas  mm  sonent  (2). 
Ñeque  earum  sonitu  et  canglore,  qum  cow- 
secrake  sunt ,  eonvoceníar  hamines  ad  seca- 
laríapertractanda,  ner  reos  adpoHbulá  per- 
ducendos  (3). 

Lo  propio  tiene  declarado  reiteradamente 
la  sagrada  congregación  de  obispos  y  regu- 
lares, señaladamente  porsus  decisiones  de  3i 
de  enero  y  18  de  marzo  de  1581 ,  y  29  de 
julio  de  1616,  llevando  el  rigor  en  esta  parte 
á  ordenar  como  lo  verificó  por  decisión  [in 
papiensi)  de  1881 ,  que  las  campanas  bendi- 
tas ó  consagradas  no  pueden  emplearse  para 
fines  ó  usos  profanos,  aun  cuando  estén  co- 
locadas en  una  torre  ó  lugar  profano;  y  aun 
cuando  hayan  sido  hechas  ó  fundidas  de  pro- 
pósito para  tales  usos  por  particulares  ó  per- 
sonas legas.  La  glosa  al  tít.  8 ,  lib.  1  de  la^ 
Estrav.  comunes,  introduce  hablando  á  la 
campana  y  determina  asi  los  usos  lícitos  de 
ella: 
Laudo  Deum  verum,  pkhem  voco,c(mgrego  elerum} 

Defúnetes  plorOy  pestemfúgo,  festa  decoro,  (4) 

A  pesar  de  cuanto  queda  espuesto  no  cree- 
mos  contrario,  y  antes  muy  conforme  á  los 
fines  y  á  la  piedad  de  la  Iglesia ;  ó  de  otro 
modo,  no  creemos  profano,  ni  por  tanto  ca- 
nónicamente reprobado,  el  que  las  campanas 
benditas  ó  consagradas  se  empleen  por  moti- 
vos de  humanidad,  de  beneficencia,  y  otros 
análogos,  como  son  los  casos  de  incendio, 
I  avenidas,  irrupción  de  enemigos,  naufragios, 
alarma  contra  malhechores :  aun  en  las  eje- 


(I)    In  aarunua ,  5  de  jnlto  de  1614. 

(i)  UíiAOísttg.  de  obiifXM  y  rebotares,  in  úpruanu, 
17  de  enero  de  1614.  /     o         >  /-         i 

13)    ídem  de  ritos  in  majerkenH .  19  de  abril  de  168S. 

(4)    La  misma  in  faidcnsí,  1/  de  setiembre  de  1701. 

t5)   Ídem  inpattvtn*  ,  5  de  abril  de  16». 

(6)  El  poniiflcal ,  y  la  misma  congregación ,  en  reitera- 
das declaraciones,  y  señaladamente  en  1619,  esponleido 
el  decreto  de  Alejandro  Vil ,  sobre  el  uso  de  pontificales 
por  prelados  inferiores  al  obispo. 

17)    Pecrc'fles,  tu.  «7  ,  lib,  I.  De  o/ficto  e»$Uf4ií. 


Goneil.  mediolaneiMs  I,  Part.  1. 
Concil.  de  Bourges,  de  I5SI,  UL  9»  £M  il, 
B^)  Coneii.  de  Alx,  de  1585. 
(i)   Los  autores  ban  procurado  asi  Ueo  fsprfsar  dt  «t 
modo  sumario  y  fieil  la  mente  de  los  concilios  por  dlsiieos 
análogos,  como  son  los  siguientes,  hacieiHU  baMar  4  Uem* 
pana. 

Fuñen  plñnffe,/ki0urm  frmg;  iakM§  ywi». 
DefMHCiot  ploro,  pettem  fugo,  feeU  decoro. 

Convoco,  signo,  noto,  compelió,  eoncino,  ploro: 
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cttcioDes  de  loe  reos,  y  en  la  agooía  de  los  que 
fallecen»  para  rogar  á  Dios  iK>r  ellos:  en  los 
sitios  de  plazas  para  anundar  la  caída  de 
proyectiles  incendiarios:  en  tierra  áspera  y 
noches  tempestuosas,  para  anunciar  al  ca* 
miaante  estraríado  el  puerto  de  salvación  á 
que  puede  dirige,  etc.  La  práctica  gene  * 
TÚ  lo  tiene  recibido  asi,  y  tanto  que  habién- 
dose opuesto  algunos  prelados,  atenidos  al 
testo  ritual  de  los  concilios,  á  que  las  cam* 
panas  se  tocasen  para  funerales  sin  su  es- 
presa licencia ,  la  sagrada  congregación  de 
obispos  y  regulares  declaró  en  2  de  febrero 
de  1601  que  no  podian  oponerse;  y  asrmis- 
0M>  por  otra  decisiott  de  21  de  agosto  de  1607 
que  se  observase  la  costumbre  piadosa  de 
MHMciarse  por  clamor  de  la  parroquia  los 
aniversarios  y  oficios  de  difuntos. 

La  propia  congregación  tiene  declarado 
(13  de  junio  de  1339)  que  con  licencia  del 
obispo  las  campanas  pueden  emplearse  para 
usos  pro&mos,  como  m  sea  para  eatua  de 
MHgre,  muy  señaladamente  si  aquellas  han 
sidD  costeadas  por  la  autoridad  ó  comunidad 
que  reclama  el  empleo  de  ellas  para  tales 
usos,  aun  cuando  al  ponerlas  en  ¡a  iglesia 
n»»n  reservase  espresamente  ese  derecho  ó 
faeuliad.  Está  finalmente  declarado  por  la 
misma  (8  de  enero  de  1392)  que  no  es  nece- 
sario que  la  licencia  del  obispo  se  pida  para 
cada  caso;  stao  que  vasta  de  una  vez  para 
siempre.  Para  concluir  esta  materia  consi- 
deramos que  en  la  opinión  común,  y  según 
la  práctica  universal,  vasta  el  coasentimien- 
to  itUerpreíMú  del  obispo,  y  se  supone  este, 
siempre  que  el  uso  de  las  campanas,  aunque 
profano,  es  honesto  y  moral,  y  cuando  prao- 
ticánioseaaá  cao  Crecuencia,.  6  por  tiempo  el 
obispo  no  ha  eoalradieho ,  lo  cual  autoriza  á 
suponer  que  consieste. 

Otra  cuesttoft  es,  si  la  potestad  temporal 
puede,  aun  para  usos  canónicos,  mandar  y 
hacer  se  toquen  las  campanas  de  los  tem- 
plos sin  la  venia  ó  anuencia  del  párroco,  ó 
capellán,  y  en  su  caso  del  obispo.  Desde  lúe- 
gd  decimos  que  no,  apreciada  la  cuestíott  en 
el  rigor  de  les*  principios^  La  misma  razón 
había  para  que  (fispusiora  por  sola  su  volun- 
tad y  autoridad  de  otros  efectos  sagrados ,  ó 


benditos,  dedicados  al  culto ,  ó  para  que  la 
potestad  eclesiástica  dispusiera  por  sí  sola  de 
los  instrumentos  de  guerra,  ó  de  las  campanas 
profanas,  ó  no  benditas  de  los  concejos.  De- 
be notarse,  sin  embargo,  que  en  España,  de 
inmemorial  tiempo,  los  reyes  y  autoridades 
superiores,  en  su  caso,  han  acostumbrado  y 
acostumbran  á  ordenar  en  forma  de  manda* 
ta espreso t  ora  de  real  orden,  ora  por  reales 
decretos ,  no  solo  el  toque  de  las  campanas, 
aun  por  motivos  profanos',  si  bien  honestos  y 
morales ,  si  no  la  práctica,  ó  celebración  de 
actos  y  funciones  religiosas,  como  rogativas, 
eieqaias,  acciones  de  gracias  por  motivos  y 
acontecimientos  públicos ;  y  eso  no  á  una,  ó 
algunas  iglesias,  si  m>  á  la  vez  á  todas  tas  del 
reino.  Algunos  obispos  han  reclamado  con- 
tra esta  que  reputaban  invasión  ó  tisurpa* 
cion  de  derecho.  El  gobierno  supremo  ha 
contestado,  como  sucedió  recientemente  al 
obispo  de  Patencia:  que  en  la  piedad  de 
nuestros  monarcas,  no  han  de  suponerse  fá- 
cilmente invasiones  en  tales  materias  :  que  la 
forma  imperativa  y  absoluta  de  los  reales  de* 
eretoSy  espresaba  solo  el  tfoto  y  resolución  efec- 
tiva del  monarca,  conforme  d  sus  sefHimien^ 
tos  religiúsos  ó  al  voto  público :  que  este  en- 
cierra únicamente  lo  que  cae  dentro  del  re- 
sorte de  la  potestad  temporal;  sin  que  esduya 
por  tanto  el  ruego,  encargo,  ó  atención  que 
debe  tenerse  con  la  potestad  eclesiástica :  ^ 
la  oomimcacion  por  carta,  ó  traslado  á  los 
prelados,  vicarios  y  respectivas  autoridades 
edesiMicas,  era  de  índole  precatortUf  y 
I  llevaban  implícito  el  ruego :  que  por  otfn 
parte  lo  púbüco  y  plausible  de  los  motivos 
treUa  las  cosas  al  coso  canónico  de  osefM-' 
miento  interpreMivo  dd  obispo,  ó  autoridtíi 
eclesiástica:  que  asi  sin  duda  lo  habiun  en- 
tendido por  una  parte  los  gobiernes  y  h(  Cá- 
mara de  Castilla ;  por  otra  las  poteskute$ 
eclesiásticas,  espidiendo  lüs  prmeras  en  tth 
les  casos  y  por  largo  tiempo,  mandatos  ó  rv* 
solueimes  en  forma  preceptiva;  obtempe- 
rando los  s^uthdos  siti  formar  oposicbm; 
de  donde  era  preciso  inferir  que  la  fér* 
muía  mencionada  llevaba  ensid  valor  m* 
tendido  de  ser  compatible  eOH  tas  pr$r9§§tí^ 
vas  y  fueros  de  ambas  poteMadee*  Como  en  ló 
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eclesiástico  ospeciairaenle  la  costumbre  hace 
ley  y  constituye  regla  de  disciplina,  á  ella 
deben  atenerse ,  así  la  potestad  temporal, 
cómelos  prelados,  y  autoridades  eclesiásti- 
cas ;  sin  que  se  crea  que  porque  la  costum- 
bre autorice  el  uso  de  las  campanas  en  casos 
profanos,  ni  en  estos,  ni  en  los  rigorosamente 
canónicos,  puede  la  autoridad  temporal  pres^ 
cindir  de  la  personalidad  del  prelado ,  vi- 
cario, párroco,  ó  capellán;  para  que  por  me- 
dio de  estos  se  den  las  órdenes  de  ejecución. 

Los  conflictos  ocurridos,  y  posibles,  y  aun 
necesarios,  entre  las  autoridades  civiles  v 
eclesiásticas ,  requieren  de  parte  de  unas  y 
otras  mucha  consideración  y  prudencia.  En 
algunos  paises  han  llegado  estos  conflictos 
hasta  la  decisión  de  los  primeros  tribunales 
del  Estado  y  aun  de  los  cuerpos  legislativos, 
cuyas  buenas  doctrinas  pueden  consultarse 
cen  utilidad. 

La  congregación ,  en  fin,  de  obispos  y  re- 
gulares (19  de  junio  de  1583)  tiene  repro- 
bado, como  un  abuso  intolerable,  el  que  haya 
campanas  que  esclusivamente  se  toquen  para 
nobles  6  ricos;  sino  que  todas  indistintamen- 
te han  de  tocarse  para  el  que  lo  pida  para 
fines  canónicos ;  á  lo  que  no  se  opone  el  uso 
relativo  de  ellas  y  diversidad  de  casos,  según 
la  clase  del  acto,  sufragio  ó  solemnidad  reli- 
giosa, conservarse  la  piadosa  costumbre  se- 
gún la  misma  congregación  (9  de  mayo 
de  1617,  y  28  de  mayo  de  1638)  de  acudir 
con  la  limosna  ó  estipendio  autorizado  por  la 
práctica,  ó  por  las  constituciones  sinodales  ó 
parroquiales. 

Hemos  visto  en  qué  casos ,  y  con  qué  for- 
malidades pueden  ser  tocadas  las  campanas: 
hay.  casos  también  en  que,  según  el  derecho 
la  práctica,  ó  la  liturgia ,  no  pueden  serlo. 

Uno  de  estos  casos  es  el  de  entre-dicho. 
Burante  él  y  en  el  territorio  á  que  alcance, 
para  hacer  mas  íitoponente  esta  pena  ecle- 
siástica, cerrándose  las  iglesias,  cesando  el 
culto  público ,  callan  también  las  campanas 
que  lo  anuncian.  Esceptúanse  por  el  derecho 
f  omun  las  solemnidades  de  Pascuas  de  Nati- 
vidad ,  de  ResurreccJon  y  de  Pentecostés,  y 
la  Asunción  de  Nuestra  Señora,  en  que  es  lí- 
cito celebrar  á  puerta  abierta,  escluidos  sin 


embargo  los  escolmulgados«  Marlino  V,  Eu- 
genio IV ,  y  León  X,  ampliaron  el  privilegio 
á  las  fiestas  del  Corpus  y  de  la  Concepción. 

y.  ENTREDICHO. 

No  pueden  tocarse  tampoco  en  la  semana 
mayor  desde  d  jueves  hasta  elSábado  Santo, 
como  es  sabido ,  sin  que  conste  con  certeza 
el  origen  de  esta  piadosa  costumbre.  El  Sá- 
bado Santo  ninguna  iglesia  podrá  tocar  las 
campanas  antes  que  se  verifique  en  la  Cate- 
dral, si  la  hubiere,  y  en  su  defecto  en  la  par- 
loquia  matriz,  yeso  aun  cuando  haya  cole- 
giata que  en  otras  cosas  la  prefiera;  todo  lo 
cual  sin  embargo,  como  sucede  en  los  casos 
de  disciplina  canónica,  se  subordina  á  la  cos- 
tumbre. Contraviniendo  á  esta  práctica  los 
regulares ,  pueden  por  ella  ser  convenidos 
ante  el  ordinario,  según  declaración  de  la 
congregación  de  obispos  y  regulares,  in 
sitírentina,  18  de  julio  de  1601,  é  in  thelesi'- 
fia  i  8  de  febrero  de  162i. 

Lo  dicho  hasta  aquí  ha  de  entenderse  de 
las  campanas  de  las  iglesias ,  y  por  tanto  de 
las  benditas.  En  cuanto  á  las  profanas  ha 
de  estarse  á  las  ordenanzas  y  costumbres  lo-, 
cales  y  generales. 

En  cuanto  á  unas  y  otras  hay  todavía  con-. 
sideraciones  de  orden  público  y  disposiciones 
de  la  potestad  civil,  qnc  es  indispensable  te- 
ner en  consideración. 

La  potestad  civil  puede  prohibir  que  en 
casos  determinados,  y  por  mas  ó  menos  tiem- 
po se  toquen  las  campanas.  Toda  autoridad 
debe  obtemperará  este  mandato,  salvo  el  de- 
recho que  pueda  asistirle  para  reclamar 
después.  La  razón  es  que  la  Iglesia  está  tan 
interesada  en  el  orden  público,  como  el  Esta- 
do, y  lo  propio  cualquiera  corporación  ó  par- 
ticular: que  la  potestad  temporal  es  la  que 
responde  del  orden  público,  y  que  incnm« 
hiéndela  este  fin,  no  pueden  rehusársela  los 
medios:  que  la  solemnidad  en  los  actos  reli- 
giosos y  civiles  es  de  utilidad  ycanvenieneia, 
mientras  el  orden  público  es  de  absoluta 
necesidad. 

Siempre  es  punible  el  escitar  á  los  conmo- 
ciones, turbar  el  sosiego  público,  y  como  de- 
cían los  antiguas  leyes ,  hacer  apellido  de 
gentes  para  estos  fines ,  por  medios  raafe- 
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ríales  ;  y  por  tanto  por  medio  de  las  cam- 
panas; y  siempre  el  hecho  somete  á  res- 
ponsabilidad, que  en  lo  civil  y  correccional 
será  efectiva  por  demanda  civil  de  danos, 
ó  providencias  gubernativas.  En  lo  penal  la 
ley  2,  til.  H,  lib.  12  de  la  Novísima  Recopi- 
lación castigaba  con  pena  de  muerte  y  con* 
fiscacion  de  todos  sus  bienes  á  los  que  para 
«escándalos,  bullicios  ,  y  ayuntamientos  de 
gente«...  repicasen  las  campanas  sin  manda- 
do de  la  justicia  del  lugar.»*  Esta  ley  severi- 
sima,  dada  por  Enrique  IV  en  1462 ,  se  re- 
siente del  tiempo  en  que  se  dio,  si  bien  es 
de  notar  que  lo  fué  por  petición  de  Cortes. 
El  abuso  llegó  sin  duda  al  estremo  cuando 
ademas  de  lo  dicho,  para  tocar  las  campanas 
en  caso  de  conmoción  sin  incurrir  por  ello  en 
las  penas  anteriores,  se  exigia  ^el  mandato 
de  la  justicia  y  de  cuatro  regidores,  si  pu- 
dieran ser  habidos  ó  á  lo  menos  dos  regido- 
res con  la  justicia  de  la  ciudad,  villa,  ó  lu- 
gar; y  si  el  lugar  fuese  tal  que  no  pudieren 
ser  habidos  regidores,  el  de  la  justicia.» 

Por  el  párrafo  l.^'de  la  célebre  pragmática 
de  asonadas  (Ley  5.*  título  11,  libro  12  de 
la  Novísima  Recopilación)  se  mandaron  ob- 
servar inviolablemente  las  leyes  sobre  fru- 
llicios  y  conmociones  populares:  y  por  eHO 
se  previene  á  las  «justicias ,  párrocos ,  y  su- 
periores eclesiásticos,»  que  en  tales  casos, 
puesto  que  «los  revoltosos  suelen  apoderarse 
de  las  campanas ,  y  poner  con  su  loque  en 
confusión  á  los  vecinos,  profanar  los  templas 
con  violencias,  y  tal  vez  con  efusión  de  san- 
gre...  cuiden  de  resguardar  h)s  campanarios, 
con  seguridad,  cerrar  lod  conventos,  y  casas 
de  sus  habitaciones  y  los  templos,  siempre 
que  prudentemente  se  tema»  el  mencionado 
abuso. 

El  Código  penal,  en  fin,  por  el  artículo  169 
impone  la  pena  de  cadena  temporal  en  su 
grado  máximo  á  la  de  muerte  á  los  que  to- 
quen  ó  manden  tocar  campanas  para  escitar 
á  hrebelüm:  y  por  el  177  impone  la  de  pri- 
sión mayor  si  no  merecieren  otra  superior,  á 
los  que  por  el  propio  medio  se  hacen  reos  de 
tedicion. 

Otras  veces  por  el  contrario  la  potestad 
civil  tiene  ya  ordenado  y  ordena  que  para 


causa  de  infortunio,  para  prevenir  los  delitos 
para  la  mas  eficaz  persecución  de  los  malhe- 
chores ,  se  toquen  las  campanas.  Así  por 
ejemplo,  lo  disponía  la  ley  4.%  título  13,  libro 
9  de  la  Novísima  Recopilación  cuando  los  sa- 
cadores  de  caballos  y  otros  animales,  cuya 
extracion  del  reino  estaba  prohibido,  se  com- 
pletaban, ó  hacían  apellido  de  gentes  arma* 
das  para  realizarla :  y  la  3,  título  35,  libro 
12  ídem  ídem  para  la  persecución  de  malhe- 
chores. 

Para  evitar  fraudes  en  el  pago  de  diezmos 
la  ley  2.*,  título  6,  libro  1.^  del  propio  Códi- 
go establecía  que  ningún  diezmador  pudie- 
ra levantar  los  montones  de  la  era  sin  que 
antes  fuese  tañida  por  tres  veces  la  cam- 
pana. 

Finalmente ,  en  Espanaestá  recibido, no  solo 
que  la  potestad  civil  ordene  el  toque  de  reba» 
to  6  de  somaten,  para  la  persecución  comu- 
nal de  malhechores,  rebeldes,  etc.;  si  no  que 
los  meros  particulares,  y  es  harto  plausible, 
toquen  de  propia  autoridad  el  rebato  en  públi- 
cas calamidades,  como  incendio,  inundación, 
invasión  de  enemigos,  ó  malhechores  c  señala- 
damente de  noche,  cuyo  toque  de  alarma  ha 
bastado  muchas  veces  para  desconcertarios  y 
ponerlos  en  fuga,  en  cuyos  casos  todos  el 
principio  de  autoridad  y  competencia  canó- 
nica queda  á  salvo  el  consentimiento  por  lo 
lícito  de  los  motivos,  y  por  el  interpretativo 
ó  presunto  del  obispo,  vicario,  párroco,  etc., 
que  es  justo  suponer. 

Véase  sobre  la  materia  y  pormenores  de 
este  artículo :  los  de  bendición  ,  cáliz,  con- 
sagración: Paleotimo ,  Antiquitatum  eccle^ 
sia^icarum  suma^  capítulos  7,  libro  8.*,  y 
4  libro  11:  Barbosa,  in  Colleeta  decisionum 
apóstol,  en  la  palabra  campana:  el  pontifical 
de  obispos:  el  ritual  romano ,  título  de  bene 
dil.  campanee:  Benedicto  XIV  insstit  eccle^ 
siast.  núm.  6  y  siguientes:  y  Ferraris,  Biblio- 
teca canónica  y  jurídica,  artículo  campana. 

CAMPABA:  skrtici»  dbcampa- 
fta,  KT€.  Campana  se  dice  de  campo.  La 
estensíon  del  campo,  ó  el  conjunto  de  pagos 
del  término  de  un  lugar,  villa,  ciudad,  ó 
provincia  ,  en  España  se  llama  campiña;  en 
el  estranjero  champaña^  ó  campma ,  de  don- 
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de  la  voz  se  traslada  á  los  tsuotos  militures, 
60  los  cuales  campaña  espresa,  unas  veces  el 
hecho  de  hallarse  las  tropas,  6  fuerza  pública 
de  »n  estado  en  pié  de  guerra,  estoes,  en  es- 
lado  habitual  de  ofensiva^  defensiva  ccnúrsL  un 
enemigo  interior,  6  esterior;  lo  cual,  sin  em- 
bargo, no  revela  que  el  pais  se  halle  en  es- 
tado de  guerra  ;  sino  que  lo  están  sus  ejér- 
crtos,  y  pueden  oslarlo  fuera  del  reino,  como 
ansiliares,  en  una  espcdicion  de  conquista, 
en  demanda  de  una  satisfacción  por  ofensas  6 
agravios  inferidos  al  pabellón  nacional,  á  los 
subditos,  etc.  Cam/wíia  significa  también  la 
doracion  de  una  guerra ,  siquiera  sea  de 
muchos  años.  Otras  veces  el  tiempo  que  en 
eadaano  permiten  el  cuma  6  los  temporales 
periódicos  hacer  la  guerra,  y  se  dice  en  con- 
traposición i  cuarteles  de  invierno,  ó  perío- 
do de  forzosa  inacción,  ó  suspensión  de  ope- 
raciones: y  se  toma  en  fin  por  los  periodos 
estacionales  de  cada  ano  de  guerra.  En  estos 
diversos  conceptos  decimoe  ,  por  ejemplo, 
campañas  de  Flandes:  campana  de  1853,  de 
1854:  campaña  de  otoño,  de  primera,  etc. 

De  todas  estas  acepciones  U  primera  es  la 
capital  y  de  suma  trascendencia  en  el  dere- 
cho y  en  el  orden  administrativo.  Repatarse 
un  ejército  en  eampAfia,  es  estar  en  pié  de 
guerra.  Así  respecto  del  ejército  y  sus  in- 
dividuos se  dice  hallarse  en  campaña  ó  en  pié 
de  guei'm  por  contraposición  al  estado  de  paz, 
aunque,  como  hemos  dicho,  el  estado  no  esté 
en  guerra:  diferencia  esencialísima  que  afec- 
ta y  modifica  profundamente  los  deberes  y  de- 
rechos y  todaslas  condiciones  de  la  fuerza  pá- 
bhca.  Asi  el  trat.  7de  la  ordenanza  general  del 
ejercitóos  del  servicio  de  campaña;  y  la  mis- 
ma diferencia  corresponde  en  las  ordenanzas 
generales  de  la  armada.  El  servicio  de  cam- 
paña atribuye  al  general  en  gefe  la  facultad 
de  dictar  bandos  con  fuerza  de  ley  en  lo  que 
concierne  á  la  guerra;  y  por  tanto  de  decla- 
rar á  las  ciudades  y  provincias  en  estado  es- 
cepcional  ódesi(»o :  agrava  las  leyes  penales 
militares :  aumenta  las  ventajas  de  los  gefes 
y  soldados,  y  de  aqui  las  raciones  de  campa- 
ña ,  el  doble  abono  de  los  años  de  servicios, 
la  omnímoda  libertad  sobre  las  solemnidades 
del  testamento  miHtar,  etc.  Bajo  este  punto  de 


vista  el  ano  de  campiOa  equivale  entro 
nosotros  al  estado  militar  que  entre  los  ro- 
manos se  decia  in  sago  ó  in  proclnetu. 

Declarado  el  servicio  militar  de  campaña 
6  como  de  campaña,  los  gravámenes  y  ven- 
tajas consiguientes  á  él  alcanzan ,  no  solo  á 
la  fuerza  que  raaterialmeote  hace  la  guer- 
ra;  si  no  á  la  que  se  destina  al  servicio  de 
plazas,  y  en  cualesquier otras  atenciones 
mUtares  relativas  á  ella* 

El  estado  y  servieio  de  campaña  empieza 
de  derecho  desde  la  declaración  de  guerra: 
desde  que  los  ejércitos  ó  una  fuerza  pública 
es  puesta  en  pierde  guerra ,  aunque  sea  es- 
tando la  nación  en  paz ,  al  tenor  de  lo  que 
anteriomente  hemos  manifestado:  los  go- 
biernos  asi  bien  conceden  en  casos  dados  las 
ventajas  encampana  á  la  fuerza  púliUca  des- 
tinada á  algún  servicio»  ó  fatiga  particular, 
como  k  persecución  de  malheohofies,  caá»* 
do  es  protongada  y  penosa. 

En  marina  se  llama  campaña  ademas  el 
servicio  de  un  buque  de  guerra  desde  que 
sale  de  un  puerto  para  navegar  hasta  que 
YUelve  al  mismo,  ó  fondea  en  otro,  después 
de  cumplida  su  comisión ,  ó  el  objeto  de  su 
Tiaje  ,  y  de  aquí  campaña  de  crucero^  de 
evoluciones ,  de  verano ,  de  i^ú^es,  etc.  Llá- 
mase campaña  asimismo  el  tiempo  que  un 
marino  sirve  en  k»  buques  de  guerra,  por 
turfto,  óaUematíva  con  los  demás  metricu- 
lados.  Eltarno  no  tiene  nna  daraeion  fija, 
si  no  que  pende  de  las  circunstancias  y  na- 
turaleza del  caso,  aunque  de  ordÍMtio  sve- 
le  ser  de  dos  aios. 

CAMPEOiV'  Dtcampo.iomríi^etl^ 
por  el  del  combate ,  6  torneo.  El  caballera 
que  en  hechos  de  armas  se  distiagaia  por  su 
valor ,  y  proezas:  el  caballero  que  abría  y 
mantenía  el  combate  en  el  palen^ ,  ó  tor- 
neos: en  los  juicipios  de  Dios  por  armas ,  6 
haciendo  depender  la  verdad  y  la  justieta  del 
resultado  de  un  combato  individual,  solían 
llamarse  can^mnes]  tos  dos  eombatíoBios 
respecto  de  las  personas  y  oaasa  qne  sobte- 
nian;  pero  de  un  modo  mas  especilic»  se  Hu- 
maba asi]  el  defensor  de  la  dama  ó  per»mt 
acusada  6  injuriada. 
CAIIIPBR09.    Guardas,  6  cetaéoras 
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del  cam|N>,  qae  atendían  simiiitáiieameBte  á 
MI  coslodia  y  seguridad ,  eoo  facaltades  por 
tanto  de  tomar  prenda  &  los  dafiadores  de 
los  frutos  y  sembrados;  y  de  evitar  los  de- 
litos, deteniendo  á  los  perpetradores.  Eran 
una  institución  análoga  en  su  caso  á  la  de 
ios  peones  camineros  en  nuestros  días.  Los 
camperos  precedieron  á  los  cuadritleros ,  y 
hacen  mención  de  ellos  algunos  teeros  mu- 
nicipales. 

CAMPIÍIí.i.  Se  toma  algunas  Teces 
por  el  término  de  un  pueblo,  ó  parte  de  él; 
pero  se  dice  mas  ordinariamente  de  aquellos 
térmifioSy  ó  notable  ei^ension  de  terrenos, 
dd  todo  llanos,  é  mas  Uanos  que  quebrados. 
Asi  en  el  primer  sentido,  recorrer  la  campi- 
ift,  es  lo  mismo  que  recorrer  el  campo. 

C IMPO.  Según  el  diccionario  de  la 
lengua,  espaciosidad  ionde  poder  estenáene 
con  anchura  y  desahogo.  Según  algunos  de 
nuestros  autores,  la  llanura  de  tierra  ancha 
y  dilatada  que  está  fUera  de  pobladon.  Se- 
gún tas  leyes  de  Partida,  en  fin  (8,  tü.  53, 
Partida  7.)  uAger  en  latín  tanto  quiere  decir 
en  romance,  como  campo  para  sembrar, 
ea  que  non  ha  casa,  nin  otro  edificio ,  feeras 
ende  cabana,  6  cboaa  en  qie  cojer  los  frutos.» 

Por  sola  la  idea  ordinaria  y  común  de  lo 
q4ie  es  ^ampo ,  se  conocerá  fácilmente  cuan 
Tioiosas  son  las  antedkbas  definiciones ,  y 
düeíl  había  de  ser  implicarlas  en  ninguna 
cuestión  práctica  legislativa ,  administrativa, 
ni  jurídica.  Es  de  nolar  que  la  mas  defeclno- 
sa^tttre  eHas  as  piecísameate  la  de  la  ley, 
skndo  así  que ,  «obre  esta  drenatavcta,  que 
la  reviste  de  un  «ai^K^r  obligatorio,  cor- 
responde ademas  al  titulo  del  sigmifiea^ 
dúdelas  palabras,  é de  las  cosas  dudosas. 
Lasdidas  que  ofrece  precisamente  esta  re* 
gfia  y  deeesioQ  de  la  ley ,  y  mas  bien  el 
error  Mlorío  que  encierran  y  su  oonideta 
ineficacia,  nos  obligan  á  consagimr  algunas 
eonsiíderaaÍMies  pan  ijar  con  precisión  el 
significado  de  una  voz  de  aplieaeion  diaria. 
Porquera  'Ofeoto :.  en  cnanto  á  la  primera  de 
dichas  defiíHÓanes ,  «o  es  (weanftanma  es-  ; 
ekiaíva  del  isampa  el  poder  esidMfen»  nats 
anclmra  y  ifesoAÓfo:  las  ideas  muJmra  y 
étMokago  sm  relativas:  y  por  obra  parle  el 


campo  no  deja  de  serlo  porque  sea  estredio 
y  reducido.  Por  la  segunda  quedan  fuera  de 
la  acepción  de  campo  los  valles,  montes, 
montanas,  etc.,  todo  lo  que  no  sea  llanura; 
y  además  no  es  campo  tampoco  la  llanura,  ó 
tierra  que  no  es  ancha  y  dtiatada.  Por  la  ter- 
cera no  son  campos  sino  bs  tierras  de  siem^ 
bm  ;  y  aun  entre  estas  no  lo  serán ,  los  paí- 
ses de  población  diseminada ,  como  muchos 
de  Asturias  y  Galicia:  Im  campos  de  Ara- 
gón y  Cataluiia,  con  sus  multiplicadas  torres: 
la  huerta  de  Valencia  con  sus  numerosas  ^» 
ipicrias,  etc. 

Lacoorusion  é  incolicrencia  de  las  antedi- 
chas definictoDcs,  naco  de  haber  adoptado 
sin  bastante  atención  y  como  genérica ,  la 
oomendatara  de  los  romanos ,  que  no  era  si 
no  específica.  En  la  historia  y  en  las  leyes 
romanas ,  campas  era  efectivamente  laUa- 
nura :  ager  los  terrenos  labrantíos :  rus  los 
parques  de  recreo,  granjas,  quintas,  etc. 
con  sus  campos  contiguos.  Alguna  vez  la  se- 
gunda y  la  tercera  de  estas  denominacioscs 
se  tom2Ü>an  por  el  campo  en  general ;  pero 
no  la  primera.  De  aquí  el  error  y  la  inexac- 
titud manifiesta  de  la  ley  de  Partida.  Según 
eila,  si  en  una  ley,  orden ,  decreto,  ó  intrn- 
menio  público  se  emplea  la  voz  campo  sim  ' 
plemente  ,  ó  sin  otro  aditamento  que  espli- 
que la  mente  del  legislador,  otorgante»  e(c. 
habríamos  de  entender  solo  terrenos  de 
si^m^f'a,  con  el  aditamento  además  de  que 
no  habia  de  haber  en  ellos  casa  ,  nin  okv 
edificio ;  fueras  ende  cabana^  ó  choza  en  que 
eojer  los  fivtos ;  lo  cual  no  puede  ser  mas 
inexacto.  Entre  nosotros  en  lo  legal ,  admi- 
nistrativo y  jurídico,  se  halla  adoptada  en 
sus  derivados ,  y  ya  en  su  sentido  espeeífiee^ 
ya  genérico,  la  nomenclatura  fomana,  y  así 
dedmos  campeón ,  campeador,  campéate: 
agreslet  agrícola,  agricultura :  rústico,  ru- 
ral ,  ruricttitnra ,  etc. ;  pero  campo ,  simple- 
mente enunciado,  siempre  lo  tomamos  y  lia 
de  tomarse,  no  por  la  llanura,  por  una  es]Mi<- 
eiósidad  cualquiera  donde  poder  esíemdene 
€m  anebura  y  desabogo:  por  la  llanura  de 
íieira  atwha  y  dilatada :  por  el  €ampo  para 
sembfvr  en  que  non  hayacasa  nin  edifúño,  fue- 
ras ende  cabana,  ó  choxa  en  que  cojer  los  fnh 
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tos ;  si  no  por  la  parte  esterior  del  globOf  ora 
plana ,  ora  motitañosa^  etc.,  no  culnería  tno- 
terialmente  de  matees  y  poblaciones.  T  co- 
mo» según  la  regla  de  la  fílosoGa,  lo  que 
se  dice  del  lodo,  se  dice  de  la  parte,  serán 
canipo  también  en  casos  particulares  hasta 
las  porciones  inmensas  de  este  inmenso  todo, 
ya  sean  dilatadas ,  ó  reducidas;  llanos  ó  va- 
lles, breñas,  etc.  En  sentido  figurado,  toman- 
do la  parle  por  el  todo,  será  campo  el  térmi- 
no de  un  pueblo  ó  una  parte  de  él,  un  Tundo, 
posesión,  ó  heredad  particular :  asi  decimos; 
pero  sin  consideración  á  las  circunstancias  de 
que  sea  llano  ó  montañoso,  inculto,  ó  labran- 
tío ,  poblado  ó  despoblado,  campo  de  Cari- 
Sena  ,  campo  de  Calatrava,  campo  de  bata- 
lla, vida  del  campo,  etc.  Véanse  los  demás 
artículos  de  campo:  güaeda  di  gimpo. 

CiMPO  DE  BATALLA,  Y 
SIMPLEMENTE  CAMPO.  En 
lo  militar  es  aquel  pareje  ó  terreno  en  que 
han  combatido  dos  ejércitos ,  ó  fuerzas  ar- 
madas opuestas ,  y  también  aquel  punto  ó 
paraje  atacado  y  defendido,  perdido  tam- 
bién y  sucesivamente  recobrado  por  fuerzas 
opuestas.  En  las  reglas  de  la  milicia ,  en  las 
Imtallas,  ó  encuentros  de  éxito  dndoso ,  al 
haber  de  apreciar  la  gloria  de  las  fuerzas 
combatientes,  el  mérito  ó  responsabilidad  de 
un  jefe,  se  reputa  haber  vencido  aquella  fuer- 
za, división  ó  ejército  que  ha  quedado  dueña 
del  campo f  dormido,  ó  vivaqueado  en  el  cam- 
po, ó  parage  sobre  el  cual,  ó  por  el  qué  ha 
tenido  lugar  la  refriega,  ó  hecho  de  armas. 

CAMP4I.  En  la  heráldica  es  el  plano 
ó  fondo  del  escudo  de  armas,  sobre  el  cual 
se  pintan,  estampan,  graban,  ó  tallan  las 
empresas  y  figuras ,  como  castillos ,  leo- 
nes, las  águilas.  Asi  campo  r(^o  es  el  fondo  en- 
camado: campo  de  Gules  el  azul:  campo  de 
sable f  6  simplemente  sable,  el  de  color  de 
arena,  etc.  La  circnostancia  ó  color  del  cam- 
po es  siempre  signifieativa  y  una  ley  necesa- 
ria del  blasón.  Faltar  á  ella,  es  faltar  á  la 
propiedad,  é  induce  presunción  de  falsedad 
en  la  formación  y  concesión  del  escudo;  pero 
las  minuciosas  reglas  sobre  esto  pertenecen 
á  la  heráldica,  ó  ciencia  del  blasón,  y  en  ella 
ban  de  buscarse. 


CAMPO    DEL    HOIVOR.    Ea 

sentido  muy  lato ,  pero  siempre  honroso,  se 
dice  así  por  antonomasia  de  la  profesión  mi* 
litar,  ó  servicio  de  las  armas;  y  mas  concreta 
y  específicamente  del  campo  de  batalla.  T  de- 
cimos que  por  atUonomasia^  6  por  escelencia 
porque  así  cuadra  mas  que  á  otra  ninguna 
á  una  profesión  en  que  hay  que  realizar  tan- 
tos hechos  contrarios  á  la  propia  comodidad, 
al  carácter  pacífico  é  inofensivo ,  á  los  senti- 
mientos de  humanidad ,  hasta  al  ii^tinto  de 
la  propia  conservación ;  y  en  la  cual  por  lo 
mismo  el  pundonor  entra  por  tanto;  esta  ley 
del  individuo  y  de  los  cuerpos:  mas  enérgico 
que  las  ordenanzas  y  sus  penas :  superior  á 
todo  intento  de  egoísmo  ó  de  interés:  en  ma- 
chos casos  el  único  sentimiento  enérgico  y  su- 
blime que  tan  admirable  y  tan  completamente 
reemplaza  al  valor  individual,  aun  en  los  que 
no  tienen  este. 

Por  la  m  isma  razón  y  otras  que  pueden 
comprenderse,  es  un  abuso  el  llamar  campo 
del  honor  al  del  duelo,  ó  contienda  privada 
entre  dos  p  articulares  ,  por  encono,  por  in- 
solencia ó  ligereza  de  alguno  de  los  dos,  con 
escándalo  de  la  moral  y  contravención  á  las 
leyes.  La  frase  era  fundada  y  tenia  defensa, 
cuando  el  duelo  era  una  profesión  autorizada 
por  las  leyes,  y  servia  para  la  defensa  de  la 
ínocenciay  de  la  justicia,  de  la  religión  y 
del  Estado :  hoy  no  tiene  ni  siquiera  espK- 
cacion:  es  un  puro  abuso.  V.  duelo. 

CAMPO  8AIVTO.  El  parage  or- 
dinariamente cercado,  y  siempre  bendito, 
destinado  para  enterramiento  común  de  los 
difuntos.  Véase  cuucnaio ,  BNTSRaAR ,  sb- 

POLTURA. 

CAIVAL.  Cavidad  mas  ó  menos  pro- 
longada y  profunda  por  donde  se  conducen 
las  aguas  para  regadío ,  navegación,  desagüe 
ú  otros  objetos.  Del  uso  á  que  están  desti- 
nadas estas  aguas  recibe  su  denominación 
especifica  el  canal;  a^  se  dice  canial  de  riego» 
canal  de  navegación. 

Al  redactar  este  artículo  quisiéramos  pre-- 
sentar  á  nuestros  lectores,  como  tenemos  la 
costumbre  de  hacerlo,  una  esposidon  níietó- 
dica  y  completa  que  abrazase  la  legislacioii 
y  la  doctrina  relativas  á  esta  materia  boje 
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toílos  los  pontos  de  vista  de  que  es  siiseepti- 
Me;  pero  hemos  tocado  la  imposibilidad  do 
hacerlo,  sin  esponernos  á  tener  que  repetir 
unas  mismas  consideraciones  en  diferentes 
artículos,  á  causa  de  que  las  disposiciones  le- 
gislativas y  administrativas  en  materia  de  ca- 
nales no  se  concretan  á  esta  clase  de  obras 
solamente  sino  que  se  estienden  á  otras,  que 
tienen  el  mismo 'objeto  ó  conducen  á  otros 
análogos.  Así,  por  ejemplo ,  si  se  trata  de  la 
utilidad  de  los  canales ,  si  se  procura  inves- 
tigar teóricamente  por  quién  deben  construir- 
se, si  corresponde  ó  no  al  gobierno  conceder 
la  autorización  para  ejecutarlos  y  la  propie- 
dad de  los  construidos,  la  cuestión  se  enlaza 
con  la  materia  de  obras  públicas  y  de  obras 
de  riego,  en  las  cuales  se  comprende  la  obra 
ó  construcción  de  un  canal.  Del  mismo  modo 
si  se  (rata  de  saber  qué  requisitos  deben 
preceder  al  permiso  ó  autorización  para  abrir 
un  canal;  cuando  y  como  debe  concederse  la 
autorización  definitiva  para  ejecutarlo;  en 
qué  circunstancias  caducan  estas  concesio- 
nes; qué  beneficios  disfrutan  los  que  em- 
prenden estas  obras;  qué  derechos  adqnie- 
ren,  etc.,  hay  que  recurrir  al  examen  de  las 
materias  ya  citadas  y  á  las  disposiciones  le- 
gales que  á  ellas  se  refieren. 

Nos  vemos,  pues ,  en  la  imposibilidad  de 
escribir  un  artículo  concreto  sobre  la  materia 
del  presente,  y  tenemos  que  referirnos  á  las 
que  con  ella  se  hallan  tan  intimamente  en- 
lazadas, pudiendo  nuestros  lectores  consul- 
tar los  artículos  que  á  continuación  se  citan, 
donde  encontrarán  las  disposiciones  que  pue- 
den tener  aplicación  al  ramo  de  canales,  con- 
siderados en  todas  sus  relaciones  con  las  le- 
yes y  con  la  administración  pública.  Véase 

AGKQUIA,  AGUA,  NAVEGACIÓN,  OBRAS  PÚBLICAS, 
OBRAS  DB  RIEGO,  RIEGOS. 

CANAL.  DE  CASTILLA.     El 

pensamiento  de  abrir  un  canal  de  riego,  que 
fertilizase  una  parle  de  los  áridos  campos  de 
Castilla  y  aun  los  primeros  trabajos  para  su 
ejecución  son  muy  antiguos.  Pretenden  al- 
gunos remontar  su  origen  á  la  mitad  del  si- 
glo XVI;  pero  de  cuanto  en  aquella  remo- 
ta época  pudo  idearse  y  ejecutarse  para 
la  realización  de  la  empresa  no  han  quedado 
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otros  vestigios  que  la  memoria  y  la 
cion. 

Las  obras  de  este  canal  datan  verdade- 
rameníedel  reinado  del  Sr.  D.  Fernando  VI. 
Practicados  nuevos  reconocimientos  en  17S1 
por  orden  de  este  monarca,  y  asegurado  de 
lá  posibilidad  del  canal  proyectado,  tuvo 
principió  la  obra,  trabajándose  por  espacio 
de  algún  tiempo  con  actividad  y  provecho.  El 
primer  ramal,  que  empezó  á  ejecutarse,  fué  el 
llamado  de  Campos,  y  sus  obras  prosiguieron 
sin  interrupción  por  algunos  anos;  después  se 
dio  principio  al  ramal  llamado  del  Norte,  que 
arranca  desde  Alar  del  Rey  y  en  él  se  trabajó 
con  tal  lentitud,  que  á  los  26  anos  solo  se  ha- 
bía conseguido  la  escavacionde  siete  leguas; 
por  último  se  procedió  á  la  apertura  del  ra- 
mal denominado  del  Sur,  que  empezó  desde 
Serrón,  donde  se  une  al  de  Campos,  y  debia 
seguir  por  Dueñas  á  Valladolid:  su  ejecución 
fué  asimismo  lenta  é  interrumpida . 

En  1828,  calmada  la  efervescencia  prO'- 
ducida  por  la  reacción  política ,  se  pensó 
seriamente  en  la  continuación  de  las  obras 
del  canal  de  Castilla  y  en  los  medios  de  lle- 
varlas á  su  completa  terminación.  El  que  se 
estimó  como  mas  espedito  y  eficaz  fué  el  de 
encomendar  el  canal  á  una  empresa  de  par-, 
ticulares,  que  disponiendo  de  los  recursos  in- 
dispensables al  intento  y  movida  de  su  pro- 
pio interés,  imprimiese  á  la  ejecución  de  las 
obras  laactividad,  el  impulso  y  la  rapidez  que 
no  es  dado  esperar  nunca  de  la  marcha  em^ 
barazosa  del  gobierno  y  de  sus  funciona- 
rios. 

El  contristo  se  celebró  y  quedó  aprobado 
por  real  cédula  de  17  de,  marzo  de  1831  en- 
tre el.  gobierno  y  una  empresa  particular, 
previas  diferentes  formalidades  que  no  es  del 
momento  referir.  Las  condiciones  fueron^ 
Terminar  por  su  cuenta  y  en  el  término  de, 
siete  anos  los  tres  ramales  del  canal  del  Sur 
hasta  Valladolid ,  el  de  Campos  hasta  Rio- 
seco,  y  el  del  Norte  desde  Alar  hasta  Gol- 
mir  con  todos  los  puentes  y  obras  proyecta- 
das; pagar  á  los  dueños  por  convenio  rccf-. 
proco  el  valor  de  los  terrenos  que  necesitase; 
no  exigir  mas  derechos  que  los  eslablccidos;| 
la  continuación  del  juzgado  privativo.  Las 
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concesiones  hechas  á  la  empresa  fueron  tam- 
bien  sustancialmonte. 

El  peazgo  sobre  la  navegacien  de  los  par* 
ticulares. 

£i  importe  íntegro  déla  que  hiciese  laem* 
jresa  con  sus  barcos. 

El  prodiietQ  de  los  edificios ,  artefactos  y 
propiedades  del  caQaK 

El  de  la  pesca,  arbolado  y  riego. 

El  derecho  de  4  mrs.  en  cántara  de  vino 
de  la  provincia  de  PaEcDcia  durante  25  anos. 

üaa  consigoacion  de  300,000  rs.  por  el 
mismo  tiempo. 

Ún  se^ndo  diezmo  sobre  los  terrenos  gue 
se  regasen. 

El  derecho  esclusivo  de  pcácar. 

El  de  portazgos. 

El  ausilio  de  los  presidiarios. 

la  laguna  de  la  Nava. 

Las  tierras  que  resultasen  laborables  de  la 
desecación  de  esta  ligana;  los  molinos  y  de- 
más artefactos  que  la  compañía  hiciese  cons- 
iriiírí  los  almacenes  y  edifií-ios;  los  árboles  y 
demás  plantíos  debiao  considerarse  como 
propiedad  libre  y  absoluta  dir  la  empresa. 

Esta  emprendió  y  conlintió  sus  trabajos 
'  aunque  no  con  tanta  actividad  como  habia 
orrecido,  hallándose  hoy  concluidos  Jos  dos 
ramales  del  Sur  y  de  Campos,  y  abiertos, 
como  la  prolongación  cjeciítada  en  el  del 
Norte,  á  la  navegación  y  al  riego. 

La  combinación  particular  de  estos  tres 
ramales,  podria  facilitar  la  ejecución  de  otros 
proyectos,  que  sí  llegaran  á  realizarse  promo- 
verian  considerablemente  la  riqueza  de  va- 
rias provincias ,  y  aun  el  interés  general  de 
la  nación. 

En  primer  lugar  baria  posible  un  sistema 
de  canales  de  navegación ,  que  tomando  por 
base  el  de  Castilla,  pudiese  en  comunicación 
ireeta  el  interior  de  este  país  con  los  puntos 
principales  de  esportacíoa  y  facilitase  el  cam- 
bio do  sus  frutos  con  los  productos  industria- 
les de  Aragón  y  Catahma.  Este  proyecto,  sin 
embargo,  es  demasiado  vasto,  atendida  la 
poeibilidad  de  nuestros  recursos ;  pero  en  me- 
nor escala  podría  emprenderse  la  prolonga- 
ción del  cañal  de  Castilla  desde  Medina  de 
Bioseco  basta  Zamora,  produciendo  inmensos 


beneficios  en  esta  provincia  y.  en  la.  de  Sala* 
manca.  El  gobierno  copvencido  de  ello,  ha 
mandado  recientemente  (i)  que  se  practique 
un  escrupuloso  reconocimiento  del  (^rreno  y 
se  reúnan  los  datos  necesarios  para  asegu- 
rarse de  la  conveniencia  y  facilidad  de  su 
ejecución.  También  facilitaria  aquella  com- 
binación la  prolongación  del  canal  desde  Ya- 
Iladolid  á  Segovia,  y  aun  Ttlguna  compañía 
ha  pensado  en  la  ejecución  de  este  projecto. 
Finalmente,  seria  posible  la  prolongación  del 
canal  de  Campos  hasta  el  rio  Duero,  bajan- 
do por  el  rio  hasta  Oporto^  y  en  este  con- 
cepto se  recordó  por  real  orden  de  7  de  agos- 
to de  1851  que,  creyendo  S.  M.  Iljegado  el 
caso  de  pensar  en  la  unión  de  ambos  rios, 
aprovechando  y  prolongando  los  canales  in- 
termedios, estableciendo  así  la  comunicación 
entre  ambos  mares  desde  I03  Alfaques  hasta 
Oporto  por  medio  de  una  linea  no  interrum- 
pida de  navegación,  se  procediese  desde  lúe 
go  á  hacer  los  estudios  conducentes  á  deter- 
minar, en  la  cordillera  que  media  entre  el 
Ebro  y  Duero ,  el  punto  mas  oportuno  para 
descender  por  uno  y  otro  lado  basta  las  ve- 
gas de  ambos  rios  ó  de  sus  principales 
afluentes. 

€:.%IVAL  niPERIAL.  DE  ARA- 
GOxlI.  Una  de  las  obras  que  el  celo,  el  po- 
der y  la  beneficencia  de  los  monarcas  espa- 
ñoles, han  legado  á  la  posteridad  para  mere- 
cer su  justo  agradecimiento ,  es  el  canal  de 
riego  y  navegación  á  que  se  contrae  este  ar- 
tículo. 

Ideado  y  empezado  á  ejecutar  por  el  gran- 
de emperador  Carlos  Y  en  1528  para  facilitar 
I  el  riego  en  varios  territorios  de  Aragón,  y 
asegurar  las  cosechas  que  peligraban  fre- 
cuentemente ,  dióse  principio  á  la  obra  sa- 
cando del  caudaloso  rio  Ebro  á  una  legua  de 
Tudela ,  reino  de  Navarra,  una  acequia  de 
riego,  á  la  que  desde  luego  se  dio  el  nombre 
de  imperial  para  perpetuar  la  memoria  del 
autor  de  tan  útil  empresa.  Las  obras  empe- 
zaron á  espensas  de  la  ciudad  de  Zaragoza; 
mas  viendo  esta  que  por  sí  sola  no  podia  lle- 
varlas acabo,  suplicó  al  emperador  que  toma- 

(1)  11.0,  de  1Bdeabrildel849. 
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seásucargolaejecucioQ,  para  laqae,  sia  em- 
bargo, contribuyó  en  los  anos  siguientes  con 
cantidades  considerables.  Además  de  los  en- 
pleados  facultativos  y  económicos,  se  nombró 
un  gobernador,  á  quien  se  dio  el  título  de 
juez  de  aguas  y  se  le  confirió  la  jurisdicción 
civil  y  criminal  para  todo  lo  perteneciente  á 
la  acequia  y  sus  dependencias. 

Las  obras  adelantaron  poco  durante  el  rei* 
nado  de  aquel  monarca ,  y  no  mucho  mas  en 
los  de  Felipe  II  y  Felipe  ¡V,  aunque  ambos 
trataron  de  dar  impulso  á  su  ejecución  dic* 
tándo  algunas  medidas  para  ello.  Mas  ade- 
lante, en  tiempo  del  señor  don  Felipe  V,  pre- 
vios prolijos  reconocimientos  sobre  la  posibi- 
lidad de  hacer  navegable  el  Ebro ,  se  conci- 
bió el  gran  proyecto  de  unir  en  la  acequia 
imperial  los  dos  objetos  del  riego  y  de  la  na* 
yegacion,  tomando  desde  entonces  esta  obra 
proporcionas  colosales.  En  el  glorioso  reina- 
do del  Sr.  D.  Carlos  III  se  trabajó  mucho  en 
el  adelantaij^ienlo  de  ella;  en  1768  se  aproba- 
ron las  condiciones  de  un  contrato,  celebrado 
con  cierta  compañía,  que  se  obligó  á  verifi- 
car las  obras  del  proyecto  en  el  término  de 
ocho  años;  mas  dicha  compañía  no  realizó  su 
compromiso:  en  4772  se  pusieron  á  cargo  del 
célebre  aragonés  D.  Ramón  Pignatelli  y  se 
confirmó  el  establecimiento  de  un  juez  con- 
servador, para  conocer  y  resolver  en  todas 
las  incidencias  respectivas  al  canal  sin  apela- 
ción áotro  tribunal,  que  ala  sala  primera  de 
gobierno  del  Consejo  de  Castilla.  El  Sr.  Don 
Carlos  IV  cargó  un  millón  de  reales  al  ano 
sobre  la  renta  provincial  de  Aragón,  cono- 
cida con  el  nombre  de  equivalente ,  para  lle- 
var adelante  la  empresa,  mandando  que  de  su 
real  Hacienda  se  entregasen  cincuenta  mil 
reales  mensuales,  para  proseguir  las   obras 
con  actividad.  Posteriormente  y  hasta  hues* 
tros  días,  en  medio  de  las  calamidades  y  de 
los  disturbios  que  han  afligido  y  agitado  al 
pais,  los  gobiernos  no  las  han  desatendido 
nunca,  habiendo  quedado  establecida, niuy 
recientemente  por  cierto,  la  organización  ad- 
ministrativa y  económica  del  canal,  creándo- 
se síndicos  de  riego  y  cuanto  ha  parecido 
conveniente  para  asegurar  sus  beneficiosos 
resultados. 


La  longitud  del  canal,  según  el  proyecto 
aprobado,  es  de  32  leguas  de  á  ocho  mil  va- 
ras; su  profundidad  generalmente  de  9  pies 
de  París  desde  la  superficie  de  las  aguas,  en 
la  cual  tiene  64  pies  de  latitud ,  cuyo  ancho 
va  disminuyendo  hasta  el  plan  ó  solera;  de 
manera,  que  construidas  las  almenaras  de 
riego  á  cinco  pies  de  esta,  corren  siempre 
por  el  canal  4  pies  de  agua,  que  es  la  sufi* 
cíente  para  todo  el  riego,  quedando  aun 
cinco  para  navegar  las  barcos  de  mayor 
porte. 

El  canal,  como  costeado  con  fondos  pú- 
blicos, es  una  propiedad  del  Estado :  se  ád  • 
ministra  por  el  ministerio  de  Fomento :  como 
canal  de  navegación  se  halla  bajo  la  esclu« 
siva  dependencia  de  la  dirección  de  obras 
públicas;  como  de  riego  bajo  la  vigilancia  de 
la  dirección  general  de  agricultura,  indus- 
tria y  comercio. 

El  Estado  se  obliga  á  poner  corriente  el 
agua  necesaria  para  los  riegos,  y  si  fallase  á 
esta  obligación  cesa  la  de  satisfacer  su  im- 
porte. En  recompensa  deíbeneficio  los  regan- 
tes abonan  al  Estado  43  rs.  vn.  por  cahizada 
dé  a  veinte  cuartales  aragoneses,  siendo  de 
su  cuenta  la  construcción  de .  nuevas  ace- 
quias particulares,  y  la  reparación  y  mejoras 
de  las  antiguas. 

Para  el  régimen  de  los  riegos  hay  estable- 
cidos seis  sindicatos  bajo  las  bases  siguien- 
tes: los  síndicosson  nombrados  por  el  gober- 
nador de  entre  los  interesados  en  el  riego; 
el  cargo  dura  cuatro  anos  y  es  gratuito, 
cada  sindicato  tiene  un  director  y  un  subdi- 
rector, el  primero  elegido  por  el  gobierno  á 
propuesta  en  terna  del  gobernador  de  entre 
los  síndicos;  el  segundo  le  nombra  el  gober- 
nador; la  junta  ó  sindicato  delibera  spbre  to- 
do lo  qne  se  refiere  á  la  mejora  y  conserva- 
ción de  las  acequias,  distribución  de  aguas, 
pastos,  arbolados,  arriendos  y  permutas;  en 
fin,  las  resoluciones  permanentes  del  sindi- 
cato, se  someten  á  la  aprobación  del  go- 
bernador antes  de  precederse  á  su  cumpli- 
miento. 

En  punto  álas'cdestróñes  que  pue'dañ  sus- 
citarse, si  estas  son  de  derecho  qiie  sé  refie- 
ran á  la  propiedad  ó  posesión,  son  de  la 
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competencia  de  los  tribaaales  civiles.  Las 
que  versen  sobre  el  camplimicato  de  los  re- 
glamentos, repartimiento,  pago  de  cuentas, 
cuestiones  con  empresarios  y  las  que  se  sus* 
citen  á  consecuencia  ó  con  ocasión  de  algún 
acto  administrativo ,  corresponden  al  cuerpo 
ó  tribunal  que  desempeñe  la  jurisdicción  con- 
tcncioso  administrativa. 

En  las  cuestiones  de  hecho ,  conoce  el  tri- 
bunal de  aguas,  compuesto  del  director  y  de 
dos  síndicos,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
real  decreto  de  22  de  octubre  de  i848,  dado 
en  virtud  de  la  autorización  de  las  Cortes 
liara  plantear  el  Código  penal.  Y.  tribunal 
DI  AGUAS.  De  las  faltas  y  delitos  que  no 
están  sometidos  á  este  tribunal,  conoce  el 
alcalde  ó  juzgado  de  primera  instancia ,  con 
arreglo  al  Código  citado. 

Para  mayor  conocimiento  de  esta  materia 
y  de  la  naturaleza  de  los  riegos,  de  las  obli- 
gaciones del  astado  y  de  los  regantes,  de  la 
creación  de  los  sindicatos,  de  su  organización 
y  facultades,  de  las  atribuciones  de  los  direc- 
tores, etc.,  véanse  las  disposiciones  que  se 
citan  al  pié  de  este  artículo  (1). 

CAIVALDE  ISABEL  II.  La  no- 
table escasez  de  aguas,  que  se  viene  esperi- 
mentando  en  Madrid  desde  que  la  población 
y  las  necesidades  han  ido  acrecentándose  al 
compás  de  la  civilización  y  de  la  riqueza,  obli- 
gó al  gobierno  á  pensar  seriamente  en  los 
medios  de  satisfacer  aquella  urgente  necesi- 
dad, que  amenazaba  casi  en  su  existencia  á  la 
capital  de  la  monarquia. 
'  Ejecutados  previamente  por  el  gobierno 
los  trabajos  necesarios  para  averiguar  la  po- 
sibilidad de  traer  á  la  corte  una  considerable 
cantidad  de  agua  del  rio  Lozoya,  se  decidió  á 
tomar  á  su  cargo  la  ejecución  de  la  obra, 
adoptando  para  ello  el  sistema  que  le  pare- 
ció mas  conveniente.  A  este  efecto  se  publicó 
el  real  decreto  de  18  de  junio  de  Í8S1  orde- 
nando, que  el  gobierno  procediera  directa- 
mente á  la  ejecución  de  las  obras  necesarias 
para  conseguir  el  indicado  fin  de  abastecer 
á  Madrid  de  aguas  saludables  por  medio  de 


(I)  Real  decreto  de  15  de  junio  de  I84S.— Real  orden  de  3 
de  iSBlo de  1849.— Reglamento  para  los  sindicatos  de  id.  Id. 
—Real  orden  de  V  de  jonio  de  1850. 


un  canal  derivado  del  rio  Lozoya,  que  se  dc« 
nominaría  Caiial  de  Isabel  IL 

El  sistema  adoptado  por  el  gobierno  tuvo 
dos  objetos  principalmente :  I.""  la  reunión  de 
fondos:  2.®  la  construcción  de  las  obras. 

Para  conseguir  el  prímero,  calculadas  es« 
tas  en  80  millones  próximamente ,  se  valió 
el  gobierno  de  los  fondos  del  Estado,  de  los 
ausilios  que  ofreció  facilitar  el  ayuntamiento 
dcMadríd  y  de  la  cooperación  de  los  particu- 
lares. El  Tesoro  público  adelantó  dos  millones 
de  reales  sin  perjuicio  de  comprenderse  anual- 
mente otras  sumas  en  el  presupuesto  del  Es- 
tado. El  ayuntamiento  se  suscribió  porta  can* 
tidadde^é  millones  Cereales  vellón,  valor  de 
dos  mil  reales  fontaneros  de  agua  al  precio 
cada  real  fontanero  deocho  mil  reales  vellón. 
T  varios  particulares  se  interesaron  en  la  sus* 
cripcion  voluntaria  que  se  abríó  al  efecto,  i 
condición  de  reintegrar  su  importe,  con- 
cluidas las  obras,  en  reales  de  agua  al  precio 
indicado  ó  en  efectivo  con  el  interés  en  este 
último  caso  de  6  por  100  anual  á  voluntad 
de  los  suscritores. 

Para  el  segundo  objeto  se  estableció  un 
consejo  de  administración  en  que  debían  es- 
tar representados  los  intereses  del  ayunta- 
miento y  demás  copartícipes ,  la  inteligencia 
facultativa  y  la  económica  en  esta  clase  de 
obras.  El  consejo  se  compuso  do: 

Tres  comisarios  nombrados  por  el  go- 
bierno. 

Del  alcalde  corregidor  y  dos  individuos 
del  ayuntamiento  de  Madrid. 

Del  director  económico  y  facultativo  délas 
obras. 

De  tres  suscrítores  elegidos  por  los  de 
esta  clase. 

De  un  secretarío  elegido  por  el  consejo. 

T  la  administración  de  las  obras  se  puso 
á  cargo  del  consejo  y  de  un  director  faculta- 
tivo y  económico,  elegido  por  el  gobierno 
á  propuesta  en  terna  del  consejo. 

A.  la  conclusión  Je  las  obras,  lo  cual  debia 
verificarse  necesariamente  en  el  término  de 
cuatro  años,  el  gobierno  se  reservó  proceder 
á  la  formación  de  un  sindicato  en  que  han 
de  estar  representados  el  interés  del  Estado, 
los  de  la  villa  de  Madrid  y  los  de  los  propie- 
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tarios  de  aguas,  teniendo  á  su  cargo  el  re- 
parlimiento  proporcional  de  los  gastos  entre 
los  que  disfruten  los  beneficios,  la  conserva- 
ción de  las  obras  y  la  distribución  de  las 
aguas. 

Actualmente  se  prosiguen  con  bastante 
actividad ,  siendo  de  esperar  que  no  se  di- 
fiera ya  por  mucho  tiempo  la  realización 
ercctíva  Y  completa  de  un  pensamiento,  que 
honrará  el  reinado  de  la  augusta  persona 
cuyo  nombre  lleva  el  importante  canal  de 
que  hemos  tratado. 

CAHAL  DE  MAIVZAIWit- 
RES.  El  proyecto  de  construir  este  ca- 
nal es  muy  antiguo ,  pues  según  el  testimo- 
nio de  alguno  de  los  escritores  que  he- 
mos consultado ,  data  del  reinado  de  don 
Juan  I.  Saca  el  agua  del  rio  de  su  nom- 
bre cerca  del  puente  de  Toledo  en  Madrid; 
y  el  pensamiento  que  presidió  á  su  aper- 
tura fue  nada  menos  que  enlazarle  con  el 
Guadalquivir ,  estableciendo  una  vía  de  co- 
municación por  agua  entre  Madrid  y  Sevi- 
lla. Gabarras,  en  sus  cartas  á  Jovellanos, 
asegura  que  desde  un  principio  se  abrió  con 
mil  errores;  y  en  efecto ,  la  esperiencia  ha 
demostrado  no  solo  la  imposibilidad  de  rea- 
lizar la  empresa,  sino  la  completa  infecundi- 
dad de  las  obras  ejecutadas.  Son  muy  cuan- 
tiosas las  sumas  que  estas  han  consumido, 
habiendo  pasado  de  un  millón  de  reales 
anual  lo  que  por  muchos  anos  han  satisfe- 
cho los  consumos  de  Madrid ,  sin  que  las 
aguas  se  hayan  utilizado  en  riegos  ni  apro- 
yechádose  todas  sus  caidas  en  objetos  in- 
dustriales. 

.El  único  caudal  de  agua  con  que  se  ali- 
menta el  canal  de  Manzanares  es  la  que  re- 
cibe de  las  filtraciones  superficiales  del  rio, 
lo  cual  ocasiona  que  carezcan  del  curso  ne- 
cesario, y  que  tal  vez  hayan  influido  en  mas 
de  una  ocasión  perniciosamente  sobre  la  sa- 
lubridad pública.  Las  obras  hace  anos  que 
se  suspendieron,  debiéndose  mirar  hoy, 
según  la  espresion  de  Canga  Arguelles  (I), 
mas  bien  como  una  laguna  prolongada  que 
como  un  canal.     . 

(1)   Diccionario  de  Hacienda. 


La  dificultad  de  atender  á  los  gastos  d^ 
su  conservación»  que  en  1847  subieron  á, 
3Í7,6i3  rs. ,  cuando  sus  rendimientos  no^ 
pasaron  de  116,180,  obligó  al  gobierno  á 
pensar  en  el  medio  de  evitar  un  perjuicio 
tan  grave  é  improductivo  para  los  fondos 
públicos.  Y  creyendo  que  un  arrendamien- 
to de  largo  tiempo,  hecho  con  la  compe.- 
tente  seguridad ,  mediante  una  fianza  y  con 
la  imparcialidad  de  una  subasta  pública  por. 
pliegos  cerrados,  conduciría  á  llenar  este 
objeto,  acordó  por  real  decreto  de  15  de. 
julio  de  1847»  que  se  verificara  aquella  con 
las  condiciones  oportunas,  reservándose  el 
nombramiento  de  un  inspector  durante  el 
arrendamiento  para  asegurar  el  estado  de 
las  obras  según  la  contrata  y  las  instruc- 
ciones que  recibiere  del  gobierno  mismo. 

CANAL  DE  TAVSTE.  Es  una 
derivación  del  canal  imperial  de  Aragón, 
formada  por  una  presa  que  cruza  diagonal 
al  río  Ebro,  por  medio  de  la  cual  se  intro- 
duce el  agua  en  el  de  Tauste:  le  proyeclaroq 
y  empezaron  á  ejecutar  algunos  pueblos, 
que  por  su  situación  topográfica  no  podian 
participar  de  los  beneficios  del  canal  impe- 
ríal.  Como  los  gastos  considerables  de  este 
proyecto  escediesen  de  los  recursos  que  po- 
dían facilitar  los  pueblos  interesados ,  im- 
ploraron y  obtuvieron  en  diferentes  oca- 
siones el  ausilio  de  los  reyes,  hasta  que  en 
i 780,  á  súplica  de  ellos,  fue  acogido  este 
canal  bajo  la  protección  del  imperial,  que 
asegurándole  el  agua  por  medio  de  una  pre- 
sa construida  al  intento  y  que  sirvió  para 
ambos ,  produce  ventajas  de  la  mayor  con- 
sideración. Posteríormente,  los  sacríficios 
hechos  por  los  mismos  pueblos  interesados 
han  logrado  dar  grande  impulso  á  las  obras 
llevándolas  al  estado  en  que  á  la  sazón  se 
hallan. 

Antiguamente  las  tierras  que  regaba  e| 
canal  pagaban  un  canon  que  era  el  S  en  gra- 
nos y  semillas  en  limpio  respecto  de  las  tier- 
ras antiguas,  y  el  6  y  el  8  en  las  novales: 
mas  por  real  decreto  de  15  de  junio  de  1848 
se  devolvió  la  acequia  ó  canal  de  Tauste  i 
las  villas  que  le  costearon,  y  son  Tauste, 
Cabanillas,  Fustinanay  Bunuel,  habiéudo- 
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les  reconocido  la  plena  propiedad  de  él  y 
concedido  el  mismo  gobierno  el  uso  de  las 
aguas  para  los  riegos  y  artcraclos,  que  sin 
¡iérjulcio  de  aquellos  puedan  establecerse. 
Por  consecuencia,  estas  cuatro  villas  como 
eondáeñas  nada  pagan  por  los  riegos,  sino 
Id  necesario  para  las  obras  que  exigen  la 
conservación  y  mejoras  de  la  acequia.  Los 
derna^  pueblos  y  particulares  regantes,  que 
¿o  son  condueños ,  pagan  por  el  uso  de  la 
acequia  la  cuota ,  que  previo  acuerdo  del 
sindidato  con  los  interesados,  aprueba  el  go- 
ifíerno. 

El  régimen,  gobierno  y  administración 
dé  la  acequia  corresponden  á  dichas  villas  y 
á  las  demás  regantes  ejerciendo  tales  actos 
por  medio  de  un  sindicato.  El  góbmrúo,  én 
virtud  del  dominio  eminente  que  el  Estado 
tiene  sobre  las  aguas ,  y  del  inleiés  colecti- 
vo de  la  agricultura ,  que  le  está  confiado, 
interviene  en  la  formación  y  reglamento  del 
sindicato  para  vigilar  la  constante  útil  apli- 
cación de  aquellas. 

El  sindicato  de  Tauste  se  halla  estableci- 
do bajo  las  mismas  bases ,  poco  mas  ó  me- 
nos, que  los  del  canal  imperial.  Su  organi- 
zación, las  cualidades  de  los  síndicos,  sus 
atribuciones,  las  del  director  y  sub-director, 
facultades  de  estos  funcionarios  y  cuanto  se 
refiere  á  la  administración  econóniiica  se  ha- 
Ih  dispuesto  en  el  reglamento  especial  for- 
mado á  este  objeto.  Respecto  de  la  compe- 
tencia en  las  cuestiones  que  puedan  sobre 
venir ,  y  del  tribunal  de  aguas  para  deci- 
dir las  de  hecho  sobre  aprovechaihiento  de 
las  aguas,  se  han  adoptado  las  mismas  re- 
glas establecidas  para  el  canal  imperial. 
Véanse  para  mayor  conocimiento  las  dis- 
í)osiciod¿3  que  se  citan  (1). 

EBRO.  El  vasto  y  útilísimo  proyecto  de 
canalizar  este  rio  data  de  tiempos  muy  anti- 
guos. En  las  Cortes  celebradas  en  el  reino 
de  Aragón  por  los  anos  de  1677  y  1678,  se 
pensó  ya,  y  aun  se  resolvió  hacer  navegable 


(1)   Keal  decreto  de  15  de  julo  de  1848. 
Real  órdfin  d^  30  de  jnuio  de  1849. 
•RcgltÉieuto  para  eUÍDdioato  de  riegoi  de  Tauste  de  Ídem, 
Ídem. 


el  Ebro.  El  señor  D.  Felipe  V  en  1738  reno- 
vó este  proyecto  y  comisionó  á  los  ingenieros 
de  sus  Reales  ejércitos  D.  Bernardo  Lana  y 
don  Sebastian  Rodoifi  para  que  reconociesen 
la  madre  y  curso  del  mismo  rio,  y  espusíc- 
sená  S.  M.  cuanto  se  les  ofreciera  necesario 
para  realizar  su  intento.  Verificado  asi,  opi- 
naron aquellos  facultativos,  que  sin  dificul- 
tad podía  ser  navegable,  con  tal  que  se  cons- 
truyesen algunos  canales  á  poca  distancia 
del  rio  ,  capaces  para  suplir  la  navegación 
en  aquellos  parajes  por  donde  corría  dema* 
siado  estendido  ,  y  era  difícil  incorporar  las 
aguas  en  cantidad  suficiente  para  transitar 
barcos  de  porte  de  alguna  consideración.  Los 
mismos  ingenieros  hicieron  un  tanteo  de  las 
obras  necesarias  párá  formar  un  canal  de  na- 
vegación ;  practicaron  el  reconocimiento  del 
terreno,  levantalron  plan  del  proyecto  y  es- 
tendieron sobre  ello  sus  correspondientes 
memorías. 

Desde  aquella  época,  salvas  las  interrup- 
ciones á  que  han  dado  lugar  las  circunstan- 
cias y  vicisitudes  porque  ha  ¡do  pasando  la 
nación,  se  han  practFcado  trabajos ,  estu- 
dios y  nuevos  reconociáiientos  para  dar  prin- 
cipio á  la  ejecución  de  un  pensamiento  de  la 
mayor  utilidad,  bajo  todos  conceptos.  Sin 
necesidad  de  entrar  en  otros  pormenores, 
cuyo  conocimiento  en  la  actualidad  tendría 
poca  importancia,  bastará  decir  que,  termi- 
nados aquellos  trabajos  y  aprobado  elpro- 
yecto  de  canalización ,  se  publicó  en  26  de 
noviembre  de  1851  una  ley  autorizando  ál  go- 
bierno para  hacer  á  favor  de  D.  Isidoro  Pour- 
cet  la  concesión  definitiva  de  las  obras  de  ca- 
nalización del  Ebro  desde  Zaragoza  al  mar, 
y  de  un  canal  desde  Aiiiposta  hasta  Tos  Alfa- 
ques, como  también  para  hacer  á  este  em- 
presario ó  á  otro  fa  oportuna  concesión  si 
quisieren  prolongar  la  navegación  del  mismo 
rio  en  su  parte  superior  desde  Zaragoza. 

Las  principales  condiciones  de  la  conce- 
sión fueron:  la  de  darpríncipio  á  las  obras  en 
el  término  de  cuatro  meses  dejándolas  con- 
cluidas en  los  seis  anos  siguientes ;  la  de 
ejecutar  todas  las  obras  necesarias  para  la 
navegación  y  los  riegos  conforme  á  los  tra- 
bajos facultativos  apro'bados  por  el  gobterho; 
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la  empresa  debe  durac  so|o  99  aoos,  entre- 
gándose a^  concluir  estos  todas  las  obr^  al 
gobiernp.  La  misnia  percibir^  los  derecho^ 
y  sut^vepfiopes  siguientes : 
Por  espacio  de  3Q  anos  el  déficit  que  resulte 
QD  sus  beneíicjos  hasta  c\ibrir  el  interés 
anual  de  6  por  100  d^l  capital  ínycrtido 
en  ellas.  Desde  el  momento  que  el  be- 
neficio líquido  esceda  4el  6  por  100  la 
tercera  parte  del  esceso  la  percibiií  el^ 
Estado. 
El  derecho  csclusivo  de  la  navegacíoQ  por 
medio  de  barcos  á(n  vapor  pud^endo  es- 
tablecerlos también  de  trasporte. 
Lo;j  precios  de  trasporte  y  derecho  4©  nayc- 

gacion  establecidos  er\  las  tarifas. 
Un  canon  sobre  los  riegos. 
El  derecho  de  pesca,  pastos  y  plantaciones 

quQ  establezca  la  empresa. 
Los  terrenos,  del  lecho  ordinario  del  rio  que 
queden  en  seco  y  los  de  dominio  público 
que  sean  absolutamente  necesarios  para 
el  servicio  del  canal. 
Los  edificios  existentes  en  las  márgenes  del 
río  pertenecientes  al  Estado  y  que  pue- 
dan serTir  para  los  objetos  de  la  nave- 
gación. 
La  introducción  sin  derechos  de  las  m,áqui- 
ñas,  instrumentos,  herramientas,  mate- 
riales y  demás  efectos  necesarios  para 
la  construcción  de  las  obras. 
La  facultad  de  corlar  maderas  de  los  montes 

del  Estado  para  el  mismo  objeto. 
La  de  cor^r  Ipnas  de  los  montes  públicos  y 

del  común  de  los  pueblos. 
La  4e  abrir  canteras  ,  recojer  piedras,  cons- 
truir hornos  de  cal ,  yeso  y  ladrillos  y 
depositar  materiales  en  los  terrenos  pú- 
blicos. 
Exención  de  toda  cootribucion  para  los  ca- 
pitales desuñados  á  la,  construccioin. 
Finalmente :  no  principiando  la  empresa  k^ 
obras  en  el  plazo  de  los  cuatro  meses,  debia 
caducar  la  concesión,  como  también  no  coa- 
chiyéndolas  eo^  el  término  de  los  spis  estipu-r 
lado^  ó  no  dando  ál{i^  Qbras^el  iiQ^qlso  UQ/; 
cesario  para  q^ue  al  concluir  el  terpqr .^no  se 
halle  terminada  mas  de  la  mitad  de  ellas.  ^1 
gobierno,  ei^  cualquiera  de  estos  casos,  ppr 


drá  proceder  á  una  nneva  concesión,  hacién*: 
dose  ^sta  por  subasta  á  &ypr  del  licitadoc 
que  haga  proposiciopes  mas  ventajosas. 

CitrVALOIVEl^.  Énlaadministracioii 
y  en  el  derecho  tienq  esta  voz  dos  acepciones 
específica^.  Se  llaman  así,  y  (ambien  angui* 
loneSy  los  tubos  ó  canales  que  recogen  las 
aguas  de  un  tejado  para  que  caigan  con  me- 
nos incomodidad  del  p.úblico,  y  los  que  sir- 
yqn  para  arrojar  aguas  inmundas.  Los  pri- 
m^eros  spn  de  dos  ^én^ros :  rn^os  que  viertan 
desde  el  t^qado  á  la  palle.  ^.  palios  cQmupes; 
y  otros  que,  embebidos  en  el  muro  del  edí-- 
Gcio^  vierten,  sin  ser  vistos,  eQ  algi^na  alcan- 
tarilla, ó  sumidero;  ó  en,  la  ca|lo,  (^  sitio  co- 
mún ó  público;  pj^o  sin  menor  incon^odidad 
i%  lo3  transeúntes,  ^ste  sisteiya  es  sin  cínda 
e(  i)[ias  á  propósjtQ;  ^\  m^  cómodo  y  mas 
acomodado  por  tanto.  4  la  mejor  policía  ur- 
bana: muy  fácil  cuando  se  construye  de  nue- 
vo un  edificio  con  esa  condición;  difícil  y  gra- 
voso cuando  se  impone  á  todo  ua  vecindarioi 
^obre  los  antiguos  edificios,  levaiU^03  por  eí 
primer  método.  Así  se  mandó  en  Madrid  por 
la  autoridad  pplíiica  en  1849.  Sin  negar  la 
utilidad  y  comodidad  de  la  medida,  se  eleva- 
ron sobre  ella  enérgicas  reclamaciones  délos 
dueños  de  edificios  en  el  concapto  de  gravo- 
sa. La  autoridad  sostuvo  su  mandato ;  y  fué 
casi  absoluUn^^nte  ejecutado.  L^  cuestión  en 
si,  los  fundamentos  de  las  reciamacipnes^ ,  y 
las  resoluciopes  que  recayeron^  causis  un 
notable  precedente  administrativo  y  en  el 
orden  de  policía  urbana,  qne  afectando  por 
otra  parte  al  derecho  de  propiedad,  merecerá 
consultarse  cq  casos  análogos. 

Por  lo  demás  la  cuestión  de  imalonefi  ^n 
la  primera  acepción  t  absorve  hasta  ciei;to 
punto  lasi  servidjuinibres  llamadas  por  loa  ro- 
manos, stilicidium  y  vis  flun^irkis.:  ^  I^  se- 
gunda y  aun  en  ambas,  constituyen  i^oo^de 
los  muchos,  casos  d.i^  polidí^  urb^a.  V^e 
portante  agija,  pág.  333,  tom.  2:  pc^j^i^iiOü, 

POLICÍA  UIVBANA,  SERVinpi]|aKS. 

CAlIVAIMAS.  Pebglenersemii^  pá- 
sente que  aQM'guamjQi^la,,  y  hasta  i^  ||ip 
l\ace  vfinc\}Q  tiempo,  Ij^s  islas  Canai;ias  Cor- 
maban  parle  en  lo  jiyícjljco  y  adn^ínistrativo 
de  losqt^e.se  UaiQalH^  dotininios  de  Ultramar 
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y  se  regían  por  tanto  por  la  legislación  de 
Indias.  En  la  actualidad  son  de  las  qne  se 
llaman  islas  adyacentes  á  la  Península »  y  se 
rigen  en  lo  general  por  las  leyes  comunes 
de  esta.  T  decimos  en  lo  generaí ,  porque 
hay  puntos  sobre  los  qne  se  han  dictado 
para  aquel  archipiélago  disposiciones  parti- 
culares, aun  cuando  no  podremos  espresar- 
las aquí  todas.  Asi  en  lo  judicial ;  por  ejem- 
plo ;  los  magistrados  gozan  de  nna  quinta 
parte  de  sueldo  mas  que  los  de  la  Península, 
en  razón  del  viaje  por  mar.  En  lo  mercan- 
iil  se  dié  en  i2  de  octubre  de  1831  un  aran- 
cel especial  sobre  derechos  de  importación 
y  esportacion ;  lo  cual  todo  ha  de  verse  en 
sus  correspondientes  artículos. 

CArVCEEf.  Sin  necesidad  se  ha  diva- 
gado sobre  la  etimología  de  esta  voz  y  otras 
análogas,  como  canciller,  ó  chanciller,  canci- 
llería, chancillería,  chanciller,  etc.,  buscán- 
dola, por  ejemplo,  el  diccionario  de  Trevoux, 
hasta  en  la  voz  griega  cígeliso,  que  si  bien 
significa  cercar,  ó  rodear,  ninguna  analogía 
gráfica  tiene  con  ellas.  Dichas  voces,  ya  sea  la 
capital  entre  ellas  cancel,  ya  lo  sea  cancelar, 
vienen  originalmente  del  latín  cello,  cerrar, 
ó  cercar.  Si  no  se  cerraba ,  6  cercaba  de 
un  modo  absoluto,  si  no  por  interposición  de 
cuerpos,  ó  piezas  entrelazadas,  que  bastan- 
do para  contener,  permitían  cierta  diafani- 
áad,  ó  penetrar  con  la  vista,  como  una  reja, 
ima  verja,  una  empalizada;  la  verja  ó  valla 
se  espresaba  en  este  caso  con  el  plural  lati- 
no cancelli,  y  el  efecto  producido,  por  la  in- 
terposición de  ellas,  uniendo  la  conjuntiva 
con  al  verbo  cello,  de  lo  cual  resulta  el  ver- 
bo compuesto  (^onrelto,  cerrar  juntamente. 


cnmentos  auténticos  ó  de  la  Té  pdblica. 
De  aquí,  en  los  países  en  que  prevaleció 
por  largo  tiempo,  como  entre  nosotros,  el  uso 
de  la  lengua  latina,  las  multiplicadas  acep« 
cíones,  voces  análogas,  mas  ó  menos  latini- 
zadas, mas  ó  menos  alteradas ,  como  canceU 
cancelar,  cancelación,  canceladura,  cancela- 
rio, canciller,  cancillería,  chancillería,  etc., 
todas  de  uso  Trecuente  y  de  importante  sig- 
nificación en  lo  civil  y  canónico,  según  se  ve 
en  los  artículos  subsiguientes  y  análogos. 

CANCELACIÓN:  CANCE- 
LA R.  Cancelar,  6  chancillar,  con  arreglo  i 
lo  dicho,  y  en  la  acepción  del  derecho,  es  en 
sentido  material  inutilizar  un  escrito,  ó  docu- 
mento por  medio  de  líneas,  ó  rasgos  de  pluma 
multiplicados  sobre  él ;  pero  que  permitan 
ver  y  leer  el  contesto:  en  sentido  formal  es 
dejar  cancelado,  y  sin  efecto  para  en  lo  su- 
cesivo el  mismo  documento,  por  auto,  ó 
decreto  de  autoridad  competente,  emplean- 
do ó  no  los  medios  materiales  antes  indica- 
dos, ú  otros  análogos,  como  el  del  iala^ 
dro,  etc. 

Así  cancelar  una  fianza,  por  ejemplo ,  es 
declarar  ^in  efecto  para  en  adelante  la  es- 
critura que  sobre  ello  pasó ,  y  la  obligación 
contenida  en  la  misma,  ora  porque  se  declare 
nula  desde  su  origen:  por  haber  terminado  su 
objeto  en  lo  legal:  por  transacción,  en  fin,  re- 
misión ó  avenencia  de  las  parles.  La  prácti- 
ca es  poner  meramente  una  nota  marginal  de 
esta  providencia  en  el  espediente  ó  protocolo; 
ni  debe  hacerse  mas ,  pues  debe  subsistir  le- 
gible el  documento  para cualesquier  cuestión» 
ó  incidencias  que  pudieran  resultar  en  lo  su- 
cesivo, ya  sobre  el  contenido  del  documento 


modificado  luego  en  cancello,  cerrar ,  cercar      cancelado,  ya  sobre  su  existencia ,  contesto. 


rodear.  Así  se  denominaba  cancelli  la  valla  ó 
verja  qne  rodeaba  al  foro  romano  para  conte- 
ner al  pueblo,  y  nosotros  hemos  llamado  can- 
celes á  esta  especie  de  verjas,  ó  cerraduras, 
cuya  Yoz  se  aplicó  antiguamente  á  la  verja 
del  coroen  las  iglesias,  á  la  del  presbiterio,  á 
lavarandilla  de  los  estrados  de  un  tribunal,  á 
lá  taca,  ó  verja  dentro  de  la  cual  se  conser- 
baban  los  sellos  del  principe ,  de  empleados 
de  un  cuerpo,  ú  oficina;  y  aun  á  los  armarios 
6  archivos  en  que  se  custodiaban  los  do- 


formas  legales,  etc.  Nunca  la  parte  á  quien 
interese  ,  y  que  por  este  medio  legal  queda 
libre  de  una  obligación  escriturada  que  con- 
trajo, debe  dejar  de  pedir  en  su  caso  se  can^ 
cele  el  instrumento  público  en  que  se  con- 
signó: los  tribunales  ó  autoridades,  no  deben 
rehusar  esta  declaración  cuando  es  justa;  ni 
los  escribanos,  archiveros,  contadores,  etc.,  i 
quienes  incumbe  han  de  ser  omisos  en  cum- 
plir este  mandato,  que  tanto  conduce  á  la  for* 
malidad,  y  á  corlar  cuestiones  y  litigios,  por 
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error,  ignorancia»  ofvido,  ó  mals»  fé  en  lo  su- 
cesivo. 

Es  innecesario  advertir  qne  este  es  el  ob- 
jeto principal  de  la  cancelación ,  pues  por 
lo  demasy  aunque  nada  de  lo  dicho  mediase, 
esto  es,  aun  cuando  la  parte  fuese  omisa  en 
pedir;  y  la  autoridad  en  decretar  la  cancela- 
ción, y  el  escribano,  ú  oficial  público  que  tie* 
ne  á  su  cargo  la  custodia  del  registro  ó  proto- 
lo ,  en  estamparla  por  la  nota  conveniente, 
siempre  la  parte  se  librará,  demostrando  por 
otros  medios  legales  que  la  obligación  se  ha- 
lla estinguida,  así  como  en  su  caso  con  el  de- 
creto, ó  mandato  de  la  autoridad  competen- 
te, dado  ó  espedido  en  forma,  según  la  natu- 
raleza, ja  judicial,  ya  administrativa  del  asun- 
to. La  mera  nota,  ó  cancelación  del  escriba- 
no, notario,  contador  de  hipotecas,  etc.,  sin 
los  procedimientos  indicados,  esto  es,  el 
mandato  en  forma  de  la  autoridad ,  para  la 
cancelación  ó  prueba  legal  de  hallarse  estin- 
guida la  obligación,  no  produce  si  no  presun- 
ción legal  ;m'ts. 

CAUCELACIOIV  DE  CRÉ- 
DITOS COIWTRÜ  EL  ESTA- 
DO. Las  formalidades  especiales  que  la 
administración  pública  se  ha  visto  en  la  ne^ 
cesidad  de  establecer  para  asegurar  el  re- 
sultado de  la  cancelación  en  esta  clase  de 
créditos,  y  la  conveniencia  de  que  se  tenga 
mayor  conocimiento  de  ellas,  exigen  que  ha- 
gamos particular  mención  de  lo  que  las  dis- 
posiciones vigentes  prescriben  en  este  par- 
ticular. 

A  primera  vista  se  comprende  el  interés 
que  tiene  el  Estado  en  que  los  documentos 
presentados  en  sus  dependencias  para  la  can- 
celación, queden  inutilizados  de  manera  que 
no  pueda  hacerse  ningún  uso  ulterior  de  ellos, 
en  perjuicio  de  los  intereses  públicos. 

En  los  reglamentos  antiguos  estaba  dis- 
puesto que  se  verificara  la  cancelación  de 
los  créditos,  poniéndoles  á  su  final  un  sello 
con  las  palabras  cancelado ,  archivándose 
hasta  que  se  dispusiera  quemarlos.  Este  me- 
dio era  insuficiente,  porque  no  evitaba  la 
sustracción  fraudulenta  de  estos  documen- 
tos, ni  que,  haciéndose  desaparecer  de  ellos, 

como  tan  fácil  es  en  el  dia  1^  n^ta  de  9U  can- 
TOMO  vil, 


celacion ,  volviesen  á  circufar  en  grave  per- 
juicio de  los  hombres  de  buena  fé  ó  poco 
prácticos  en  esta  materia. 

Añadióse  á  dicha  formalidad  la  del  taladro, 
que  se  estampaba  y  abria  en  los  documentos 
de  crédito  en  el  momento  de  su  presentación; 
pero  todavia  la  esperiencia  enseñó  que  cré- 
ditos de  importancia  inutilizados  en  esta  for- 
ma volvieron  á  la  circulación  sin  ofrecer  la 
menor  señal  que  indicase,  auna  los  ojos  mas 
perspicaces,  la  anterior  operación.  Entonces 
á  propuesta  de  la  junta  directiva  de  la  deu- 
da y  con  el  objeto  de  evitar  que  fuesen  res- 
taurados y  vueltos  á  la  circulación  por  falsi- 
ficadores, los  créditos  que  después  de  haber 
tenido  ingreso  en  las  dependencias  del  go- 
bierno habian  sido  cancelados  y  taladrados^ 
se  mandó  que  en  el  momento  de  recibirse  en 
las  dependencias  públicas  cualquier  crédito 
que  debiera  ser  cancelado,  ademas  de  inuti- 
lizarle en  la  forma  indicada,  se  pasara  á  la 
dirección  de  la  deuda  una  nota  espresiva  de 
su  numeración,  clase  y  valor  para  hacer  las 
anotaciones  preventivas  do  cancelación  en 
asientos  de  su  referencia  (1). 

En  el  arl.  85  de  la  ley  de  1.**  de  agosto 
de  ^SS^  se  ordena,  que  toda  deuda  que  se 
emita  por  virtud  en  la  ley  de  I.""  de  agosto, 
tendrá  en  las  oficinas  los  libros  de  talones  y 
asientos  en  los  registros  de  cada  una  de  las 
clases  por  el  orden  correlativo  de  numeración 
y  lo  mismo  el  de  cupones  para  que  puedan 
cancelarse  unos  y  otros  á  su  amortización. 

Consiguiente  á  todo  lo  espuesto,  actual<r 
m^ntc  se  verifica  la  cancelación,  taladrando 
á  presencia  de  los  interesados,  los  documen- 
tos de  crédito  en  el  centro  del  impreso ;  el 
papel  que  el  taladro  separa  se  quema  diaria- 
mente á  presencia  de  la  Junta;  se  estampa  la 
correspondiente  nota  de  cancelación  en  el 
documento  mismo  y  se  consigna  en  esta  mis- , 
ma  nota  en  los  libros  de  talones  y  registros 
de  emisión  de  los  créditos  cancelados,  esten- 
diéndose los  asientos  por  el  orden  correlativo 
de  su  numeración.  En  el  momento  que  estas 
operaciones  se  ejecutan  el  crédito  se  conside- 
ra cancelado. 


(1)  Benl  Men  d«  10  de  n^osio  de  i890, 
83 
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CANCeLADUBA  ,  CANCE- 
Li  A  MIENTO.  Según  el  sentido  en  que 
se  tomen,  significan  unas  veces  el  acto ^  y 
otras  el  efecto  de  eaneélar.  Véanse  los  artí- 
culos análogos  que  subsiguen,  y  el  de  chan- 

CILLERU. 

CArVCELARIA.  En  lo  canónico 
se  tomaba  antiguamente  con  frecuencia  por 
el  parage  en  que  se  custodiaba  el  sello  del 
obispo  y  el  de  una  parroquia,  ó  corpora- 
ción eclesiistica ,  molivo  por  el  que  en  al- 
gunas iglesias  se  conservó  este  oficio ,  esto 
es ,  el  de  cancelario  ,  ó  canciller  por  mn* 
cho  tiempo.  Tomábase  también  por  el  para- 
je en  que  se  custodiaban  los  títulos  y  do- 
cumentos auténticos  de  los  prelados ,  par- 
roquias y  cabildos;  y  por  tanto  por  la  secre- 
taría del  obispo  ó  del  cabildo ,  y  por  el  ar- 
chivo de  una  parroquia.  En  este  sentido  se 
confundían,  según  Tomasino  (De  discipli- 
na, part.  3,  lib.  i,  cap.  51  y  Ú)  6  mas  bien 
se  denominaban  promiscuantc  en  lo  anti- 
guo los  encargados  de  los  sellos,  y  de  los 
mencionados  registros  ,  cancelarios  ó  can- 
cilleres, cartofilaces,  notarios.  Aun  en  el 
dia  algunos  autores  eclesiásticos  toman  la 
cacelaría  del  obispo  por  la  secretaría  y  cá- 
mara del  mismo,  y  por  su  archivo;  y  al 
cancelario  ó  canciller  por  el  secretario ,  por 
el  archivero  y  por  el  notario  eclesiástico. 
Sobre  el  modo  de  desempeñar  sus  cargos 
estos  funcionarios,  derechos  que  pueden 
llevar  y  asuntos  que  han  de  despachar  de 
todo  punto  gratis ,  hay  diversas  declaracio- 
nes de  la  congregación  de  ritos.  Véase  á 
Ferraris ,  art.  Cancelaría :  y  también  Can- 
celaría  romana,  Cancelario,  Canciller. 

cancelaría  ROMANA.  Si, 
como  vemos  en  los  artículos  Canciller,  Can- 
cillería, Chancilleru,  y  sus  análogos,  las 
•  grandes  corporaciones,  prelados,  y  sobera- 
nos tuvieron  necesidad  de  un  oficial  público, 
y  aun  de  una  oficina,  depositarios  del  sello  de 
su  autoridad,  y  por  cuyo  medióse  preparasen 
bajo  una  forma  determinada  y  cierta,  las  le- 
yes, y  otras  decisiones  solemnes  de  su  auto- 
ridad ,  asegurando  al  propio  tiempo  la  au- 
tenticidad de  las  mismas,  mal  podrían  des- 
cuidar tan  impo  ríante  requisito  los  romanos 


pontífices  en  sn  doble  cualidad  de  gefes  y 
cabeza  de  la  Iglesia  universal,  y  después  de 
soberanos  temporales. 

Para  demostrar  algunos  la  aniigtiedad  día 
la  cancelaría  citan  la  mención  de  los  canee^ 
larioB  hecha  en  el  Concilio  VI  general ,  esUi 
es,  en  el  año  de  680.  En  luestro  juicio,  sin 
embargo,  la  mención  del  concilio  ha  de  lo- 
marse de  la  cancillería,  ó  cargo  general  de 
los  cancelarios,  ó  cancilleres  en  el  sentido  en 
que  hablamos  de  estos  y  aquella  en  el  artículo 
anterior,  esto  es,  por  las  cancelarías  de  igle- 
sias ,  prelados  y  corporaciones  eclesiásticas. 
Lo  que  en  el  particular  se  deduce  por  el  buen 
sentido  es  que  siendo  mas  reducidas  laBaten* 
cienes  de  la  Iglesia  universal,  y  menos  com- 
plicadas por  tanto  las  formas  oficiales  de  las 
e]^pediciones  pontificias  en  los  primeros  si- 
glos ,  era  escusada,  ó  menos  necesaria  ki 
división  y  organización  fastuosa  de  oficio», 
y  que  es  por  demás  buscarla  en  aquellos 
tiempos.  Posteriormente  consta  que  el  Papa 
ocurria  á  la  espedicion  de  este  negocia- 
do por  una  agregación  de  clérigos  y  ofi- 
ciales con  un  presidente  que  despachabaA 
bajo  sus  órdenes.  Este  cuerpo  ú  oficina 
general,  multiplicadas  las  atenciones  pon- 
tificias en  la  administración  general  de  la 
Iglesia,  presentaba  formas  mas  solenmes 
al  principio  del  siglo  XIII ,  y  hablan  ya 
del  Canciller,  ó  Cancelario  y  gefe  de  ella, 
Lucio  III,  capítulo  Ád  hmc,  de  Re$eripti$:  ¿ 
Inocencio  III ,  capítulos  Dura ,  de  crímine 
falsi,  y  Pon^ecta,  de  confitmat.  útil,  vd  inú- 
til. Pero  el  establecimiento  y  organización 
mas  en  forma  de  la  cancelaría  es  de  fines 
del  siglo  XV,  y  se  atribuye  á  Sixto  IV  por  su 
constitución  divina.  Desde  entonces  la  can- 
celaria  romana  es  un  cuerpo  colegiado  y  nu- 
meroso, cuyo  cargo  es  formar  y  esteader  en 
regla  las  bulas  á  que  dan  lugar  las  decisiones 
y  resoluciones  pontificias,  que  según  prácti- 
ca, requieren  esta  solemnidad  en  vez  de  nn 
breve  ú  otro  género  de  rescripto,  y  son  prin- 
cipalmente las  adoptadas  en  Consistorio ,  ó 
por  la  Dataría:  prímatia,  et  graviora  seáis 
apostólicce  negotia,  publica  et  solemnia,  cua* 
lia  sunt  Coíisistorialia ,  aliaqrn  pluritna, 
dice  Van-£spen. 
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La  orgaoízacioD  de  este  cuerpo  nameroso, 
itto  tiempo  oficina  y  tribunal,  es  en  el  dia 
la  de  un  gefe  denominado  vice-cancilleí',  que 
lo  es  siempre  un  cardenal:  un  segundo  gefe 
nombrado  regente  de  la  cancilleria,  y  des- 
pués un  numeroso  personal  de  mas  de  70 
individuos  á  saber:  una  sección,  y  es  la  prin- 
cipal, de  prelados  y  personas  de  categoría, 
denominados  por  el  lugar  en  que  despachan, 
y  lo  importante  de  sus  Tunciones,  de  majori 
pareo  f  estoes,  de  banco  alto,  ó  superior:  otra 
sección  de  oficiales  de  inferior  orden  denomi- 
nados por  razones  opuestas  de  minori  parco, 
y  un  cuerpo  ó  colegio  de  notarios  apostólicos. 
Como  hemos  indicado  en  el  artículo  Abuevu- 
noBiBS,  los  individuóse  vocales  de  majori  par- 
ce  corresponden  á  las  categorías  de  prelados 
¿omósticos  del  Papa,  condes  palatinos,  etc.; 
y  el  conjunto  del  inmenso  personal ,  por  ra- 
ün  del  cargo,  ó  funciones  que  desempeñan, 
9%  denominan  abreviadores,  sumistas ,  escri- 
tar^s  apostólicos,  secretarios,  plumbatores, 
archiveros,  protonotarios,  etc. 

Bebe  tenerse  muy  presente  que  la  canee- 
lam  fecha  los  documentos  que  se  espiden  por 
ella  desde  laencanmoíon  del  hijo  de  Dios  {ab 
am$  iiicarnationis);  mientras  la  cámaraapos- 
tólioa  y  otras  dependencias  pontificias  siguen 
la  práctica  común  de  contar  desde  la  nati" 
vidad. 

Es  cuestión  bastante  debatida  entre  los 
canonistas  porqué  el  cardenal  que  preside  en 
la  cancelaría  se  denomina  solo  vice-cand^ 
ller;  y  no  canciller.  El  cardenal  de  Luca  es- 
plica  esta ,  que  parece  anomalía ,  porque 
cáendo  tan  elevada  la  dignidad  de  cardenal, 
parecia  rebajada  con  tal  cargo  en  propiedad; 
*  lo  que  no  sucede  en  comisión.  La  razón  nos 
parece  puramente  de  clase,  y  algún  tanto 
fastuosa:  y  si  bien  es  verdad  que  tal  opinión 
parece  corroborarse  observando  que  lo  pro- 
pio sucede  en  la  dataría,  denominándose  el 
cardenal  que  la  preside  pro-datario  ,  y  no 
datario;  también  lo  es  que  los  cardenales  re- 
ciben y  desempe&ancón  propiedad  otros  mu- 
chos cargos,  al  frente  de  corporaciones,  y 
dependencias  pontücias,  legaciones,  etc.,  y 
no  por  eso  se  repHta  rebajada  la  dignidad  y 
prestigio  de  la  clase.  Parécenos  mas  fundada 
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la  opinión  común  de  los  canonistas  de  que 
en  la  Iglesia  universal  el  canciller  es  el  papa. 
Papa  est  cancellarius  in  ecclesia  Dei,  sicdic^ 
tus,  quia  rescripta,  privilegia,  et  alia,  ante^ 
quam  sigillo  muniantur,  corrigit,  et  cance^ 
llat:  unde,  qui  ejus  vices  in  illo  officio 
exercet,  vice^ancillarius  discitur  (1).  Cor-r 
robórase  lo  dicho  con  el  hecho  histórico  de 
que,  según  algunos',  antiguamente  era  can- 
celario un  cardenal,  hasta  que  Bonifacio  YIU 
reservó  para  los  pontífices  el  título  de  can- 
ciller, dando  solo  el  de  vice-canciller  al  car- 
denal que  presidiese  la  cancelaría,  por  cuan- 
to, según  dicho  pontífice  cancellarius  certa ^ 
bat  de  pari  cum  papa.  Si  el  punto  mereciera 
mayor  amplitud,  veríamos  que  tampoco  esta 
razón  satisface;  pues,  si  siempre  el  cardenal 
canciller  se  diria  Canciller  del  Papa,  eso 
mismo  indicaba  la  inferioridad  de  aquel:  esta- 
ba en  manos  de  este  el  determinar  las  atri- 
buciones y  categoría;  y  podrian  ser  cosas 
muy  distintas  canciller  de  la  cancillería  y 
canciller  de  la  iglesia  universal . 

En  cuanto  á  la  práctica  de  la  cancelaría, 
adoptada  una  resolución  por  el  Papa  en  el 
consistorio,  dataría,  etc. ,  de  las  que  deben 
publicarse  por  bula,  se  pasa  el  decreto  al  vi- 
ce-canciller, el  cual  lo  registra  en  el  libro 
llamado  de  asuntos  consistoriales,  bajóla  for- 
ma rilural,  Romxapud  Sactam  Mariamila^ 
jorem,  die...  mensis...  anni...  fuit  consis- 
torium,  injquo  Sanctissimus  dominus  noster, 
referente  cardinaleN..,  y  espresa  el  géne- 
rodeprovision:  el  cardenal  proponente  forma 
en  seguida  una  nota  ó  minuta  circunstancia- 
da de  la  provisión,  llamada  sceda  consisto -^ 
rialis  cardinalis  proponentis^  y  la  remite  al 
yice-canciller:  éste  formaliza  una  nueva  mi- 
nuta también  razonada,  llamada  contra-sce' 
da,  ó  contra*cédula,  la  cual,  firmada  de  su 
mano,  sellada  con  su  sello,  y  autorizada  por 
su  secretario,  pasa  á  los  prelados  de  majori 
parco.  Constituidos  estos,  como  en  tribunal, 
deciden  las  dudas,  y  resuelven  las  cueslio* 
nes  que  pueden  suscitarse  sobre  el  caso  en 


( i)  Canrellarta  reprasentat  Sedem  apoitolícam^  q  ua  kaké' 
tur  pro  canccUarlo:  unde,  queando  auditor  remittit  causam  ad 
cancellariam  diciinr  eam  remitiere  ad  Contistorium  pavee. 
auod  hahetur  pro  can  cellar Ío,  non  autem  remittilur  ad  Yice 
Cancel larium.  Oomez,  proemio  ad  regulas  CanoeUariee, 
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sí,  y  sus  círcuDslaDcias,  y,  todo  allanado,  se 
procede  á  la  eslension  y  publicación  de  1» 
bula  con  las  Tormalidades  que  pueden  verse 
en  el  artículo  bula.  EIdecrelo  consistorial,  y 
la  cédula  del  cardenal  proponente,  quedan 
archivadas;  como  á  su  vez  la  contra-cédula 
y  minuta  de  la  bula. 

Tantas  precauciones,  y  muchas  mas,  que 
no  espresamos,  ó  que  pueden  verse  en  las 
reglas  de  la  cancelaría,  son  el  resultado  de 
las  reiteradas  disposiciones  que  ha  sido  ne- 
cesario adoptar  para  prevenir  los  abusos  de 
la  cancelaría.  No  nos  haremos  nosotros  los 
intérpretes ,  ni  seremos  el  eco,  porque  no 
cumple  á  nuestro  propósito,  de  las  invecti- 
vas, censuras,  y  declamaciones,  á  que  die- 
ran lugar  tantos  y  tan  graves  abusos,  que  no 
nos  parecerían  posibles  ,  si  no  los  viéramos 
espresados  por  autores  de  primera  nota; 
pero  sí  diremos  que  ellos  dieron  lugar  á  suce- 
sivas correcciones  y  prescripciones  de  que  con 
el  tiempo  resultaron  en  gran  parte  las  céle- 
bres reglas  de  la  cancelada  romana. 

Estas  reglas,  mas  nombradas  que  conoci- 
das en  las  obras  de  derecho,  no  son  de  nin- 
guna manera  el  reglamento  interior  de  esta 
elevada  corporación:  son  constituciones  pon- 
tificias que  obligan  en  su  caso  con  fuer- 
za de  ley:  un  cuerpo  particular  de  derechp, 
sobre  todo  en  materia  beneficial,  á  que  el 
Papa  quiere  obligarse ,  y  que  obliga  á  la  can- 
celaría á  preparar  y  llevar  á  término  las  re- 
soluciones y  espediciones  que  proceden  de 
ella:á  los  solicitantes  yá  los  colatores  en  sus 
casos:  un  cuerpo  de  derecho  eclesiástico  y 
universal  en  su  efecto,  pues  que  sus  disposi- 
ciones son  estensivas  á  todo  el  orbe  cristiano, 
y  asi  establecen  y  afectan  los  derechos  de 
patronato  del  colador  universal,  cual  es  el 
Papa,  como losde los  patronos  generales,  co- 
mo lo  son  algunos  soberanos;  y  á  su  vez  los  de 
los  patronos  particulares.  Las  reglas  de  can- 
celaría completan  la  esplicacion  y  contenido 
de  infinitos  é  importantes  artículos  en  mate- 
ria beneficial  y  canónica,  como  los  de  afec- 
ción, alternativa^  beneficio,  concordato,  fu- 
turas, mandatos  de  providendo ,  meses  ordi- 
narios y  apostólicos,  patrotmto,  resigna,  etc.: 
sin  un  conocimiento,  en  fin,  lalcual  detallado 


de  c'tas  reglas  no  es  posible  comprender  bien 
el  fundamento  ni  la  historíade  las  largas  y 
empeñadas  contiendas  sostenidas  por  siglos 
entre  los  soberanos  y  la  Sede  apostólica,  ni  to- 
do elalcance  de  los  concordatos  en  que  tales 
contiendas  terminaron,  muy  principalmente 
en  España,  motivos  por  los  que,  si  en  alguna 
obra  de  derecho  pudiera  omitirse  el  porme- 
nor de  estas  reglas ,  de  ninguna  manera  en 
una  obra  universal  y  de  consulta,  como  la 

ENCICLOPEDIA  EsPAflOLA. 

Aun  cuando  las  reglas  de  cancelaría  sean 
como  hemos  dicho,  constituciones  pontificias 
y  obliguen  con  fuerza  de  ley,  su  fuerza  de 
obligar  en  cada  pontificado  pende  de  la  apro- 
bación del  nuevo  Pontífice,  y  rigen  por  tanto 
desde  que  este  las  aprueba,  y  ordena  su  ob- 
servancia, modificándolas,  ó  no,  hasta  el  dia 
de  su  fallecimiento.  En  sede  vacante  i^oniiñch 
se  reputanno  existir  hs  reglas  de  cancelaría, 
siendo  en  la  práctica  un  principio  que  entonces 
se  han  de  considerar  tamquam  si  non  essent 
inrerum  natura.  En  su  consecuencia  du- 
rante este  período ,  los  coladores  ordinarios 
recobran  el  derecho  que  les  haya  sido  restrin- 
gido, ó  rehusado  por  virtud  de  dichas  reglas, 
como  los  diocesanos,  por  ejemplo ,  en  cuanto 
á  los  meses  apostólicos ,  pues  estos  entonces 
dejan  de  serlo,  y  se  reputan  ordinarios  todos 
los  del  ano.  En  Roma  es  opinión  que  las  re- 
glas de  carcelaria    obligan  desde  que  el 
nuevo  Pontífice  resume,  adiciona  ó  modifica 
las  de  sus  predecesores,  aun  cuando  todavía 
no  las  haya  publicado.  La  razón  y  el  dere- 
cho resisten  que  obligue  una  ley  no  promul- 
gada; pero  la  curia  romana  parte  en  esto  de 
otro  principio,  y  es  que  siendo  el  Papa  cola- 
dor universal,  los  coladores  particulares  no  - 
lo  son  si  no  por  indulto,  y  concesión  suya ,  y 
siendo  en  materia  de  gracia,  puede  el  Papa  res- 
tringir ó  modificar  los  que  concede.  La  debili- 
dad de  este  razonamiento  nos  parece  evidente: 
pues  muchos  patronos  y  coladores  tenían  su  de- 
recho por  título  oneroso,  y  ademas  procede  en 
la  mayoría  de  los  casos,  estoes,  en  lodos  los 
casos  de  derecho  común,  no  de  gracia  y  con- 
cesión espontánea  del  Pontífice;  si  no  de  der 
cisionesde  la  Iglesia.  Laregla,  pues,  habrá  de 
restringirse  á  los  patronatos  particulares  de 
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pura  gracia,  y  en  que  no  haya  perjuicio 
de  tercero:  y  ea  lodo  evento  cesa  en  los  ca- 
sos de  rigorosa  justicia ,  y  cuando  medien 
en  contrario  concordatos  y  estipulaciones  so- 
lemnes. 

.  Las  reglas  de  cancelaría  han  seguido  las 
mismas  vicisitudes  que  los  capítulos  de  la 
Bula  de  la  Cena,  y  que  los  edictos ,  prime- 
ro casuísticos  y  luego  perpetuo  de  los  roma- 
nos. Empezaron  en  reducido  número  que 
cada  Pontífice,  según  las  circunstancias, 
su  sistema  beneficial ,  y  las  doclrínas  y  teo- 
rías que  dominaban  en  cada  época ,  aumen- 
taba ó  disminuía.  El  Papa  Juan  XXII,  aun 
antes  que  la  cancelaría  recibiera  la  forma  y 
organización  que  después  obtuvo  y  con  que 
ha  continuado  hasta  nuestros  dias ,  las  hizo 
compilar  y  redujo  á  cuerpo ,  con  tendencia 
ya  por  tanto  á  la  perpetuidad.  Nicolás  Y  las 
dio  la  forma  mas  definitiva  con  que  casi 
han  llegado  hasta  nuestros  dias.  Benedic- 
to XIV ,  por  su  constitución  Sanctissimus, 
publicada  en  la  cancelaría  en  51  deagostode 
1740 ,  las  redujo  al  número  de  72.  La  gran- 
de autoridad  de  este  insigne  portífice  ha 
hecho  que  después  se  miren  con  cierto  res- 
peto especial  y  que  se  alteren  bien  poco :  el 
hallarse  concordadas  y  terminadas  asi  las 
grandes  controversias  sobre  patronato,  sos- 
tenidas entre  varios  soberanos  y  la  Santa 
Sede ,  hará  que  se  alteren  menos :  y  cada 
Pontífice  se  limita  á  reproducirlas,  como 
constituyéndolas  de  nuevo.  La  fórmula  en 
este  punto  es  siempre  sustanciairaenle  como 
la  del  actual  pontífice  Pió  IX:  nomam ,  et 
ordinem  rebus  gerendis  daré  voletis^  in 
a^asiina  suce  assumplionis  ad  sutnmi  apos- 
tolatus  apicem,  reservationes  ^  constitutio- 
ne$  el  regulas  infirascriptas,  fecü,  quas  etiam 
ex  tune  suo  tempere  dwaturas,  obseinfari 
voluit. 

Las  reglas  de  cancelaría  no  están  admi- 
tidas por  todas  las  naciones ,  ó  no  lo  están 
«n  su  totalidad.  Entre  nosotros  han  de  repu-  I 
tarse  siempre  subordinadas ,  ni  mas  ni  me- 
nos que  el  mismo  derecho  común ,  que  ellas 
corríjen alguna  vez ,  á  los  concordatos,  á 
la  disciplina  particular  de  la  Iglesia  es- 
pañola, y  á  nuestra  especialisima  y  pri- 


vilegiada legislación   canónica  de  Indias. 

Debe  tenerse  presente,  sin  embargo ,  que 
en  donde  están  recibidas ,  no  se  entenderán 
nunca  derogadas  por  ningún  género  de  le- 
tras opostólicas  y  cláusulas  derogatorias  ge* 
nerales  ó  particulares ,  por  mas  espresas  y 
terminantes  que  sean,  como  no  se  haga  en 
ellas  mención  espresa  de  la  regla  ó  reglas 
que  han  de  entenderse  derogadas.  Asi  ter- 
minantemente k)  establece  la  regla  71  de 
las  de  cancelaría.  Y  con  todo  se  comprende 
y  parece  seguro,  que  esta  regla  no  pnedo 
tener  lugar  contra  la  costumbre  contraríai 
contra  los  concordatos  también  contrarios, 
contra  los  decretos  y  decisiones  disciplina- 
rías de  los  concilios,  publicadas  por  el  Papa, 
y  recibidas  por  un  estado  (1). 

Estas  reglas ,  pues ,  según  fueron  orde- 
nadas por  Benedicto  XIY,  y  publicadas  por 
los  pontífices  sucesivos » son  como  signe: 

REGÜLiE. 

Ordinationes ,  et  eonstUutiones  Canceliarim 
apostólica  SS.  D.  N.  Benedicti  Divina  Pro^ 
videntia  Papa  XIV. 

1. 

Sanctissimus  in  Crhisto  Pater,  et  Dominusnos- 
ter,  D.  Bened.  Divina  Providentia  PP.  XIV.  sao- 
rum  prsdecessorum  vestigiis  inhaerendo,  normam, 
et  ordinem  rebus  gerendis  daré  volens  in  crasti- 
num  su»  assumptionis  ad  summi  Apostolatus  api- 
cem*, videKcet  die  decima  octava  mecsis  An- 
gustí anno  ab  Incamatione  Domint  millesimo  sep- 
tingentésimo quadragesimo,  reservationes,  eons- 
titutiones,  et  regulas  infrascriptas  fecit,qua8  etiam 
ex  tune,  lícet  nondum  pnblicatas,  et  suo  tempe- 
re duraturas,  observar!  voluit,  ac  quas  Nos  Thomas 
Episcopus  Ostiensis,  et  Velitemensis  Cardinalis, 
Rufus,  Sacr.Rom.  Bccles.  Cardinalis,  Sacrí  Golle- 
gü  decanus,  et  Ecclesias  S.  Laurentii  in  Dámaso 
perpetuus  Comm  endatarhis,  die  31  mensis  Ao- 
gusti  in  Gancellaria  apostoliica  publican  fechmif . 

!.• 

Reservationes  generales,  et  speeiales. 
Iij  primis  fecit  easdem  reservationes ,  qu»  in 


(1)  Véanse  los  artfcvlos  beneficio  ,  camcillr»  ,  concok- 
DATo  :  í  Van-Espcn ,  Jut.  eccL  ,  arilculosW ,  par.  1,  j  cap. 
5,  paru  3  ;  Rigancío ,  Comenurios  á  las  reglas  de  Caoct- 
llcria ;  v  Fcrrarfs ,  Biblioteca  jurídica ,  art.  Bene/kium ,  aru 
9  y  10  del  mismo. 
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consUtntione  fel.  rec.  Boned.  XII  que  indp.  Áá 
régimen,  oontineotur,  et  illas  ÍQDO?aYit,  ac  locum 
habére  voluít,  etiamsi  (Müciales  io  eadem  consti- 
tutíoDe  expresí  apostólica  Sedis  Officiaies  ante 
obitum  eorum  esse  debereut ,  quoad  beneficia, 
quaB  tempere',  quo  Officiales  erant,  oblinebant; 
declarans,  nihilominus,  beneficia,  que  dictae  Se- 
dis Officiales,  qui  ratione  ofQcionim  suorum  bu- 
jnsmodi  ejusdem  Sedis  rotarii  erant,  etiam  dimis- 
sis  ipsís  oíBcüs,  et  quandocumque  assecotifuerint, 
Mb  bujusmodi  reserrationibus  comprehendi  t  ac 
reservant  beneficia,  quas  per  coiistitutionem  püe 
mem.  Joan.  PP.  XXU.  incip.  ExeerabiliSy  vacant, 
Yel  vacare  coatigerit;  quam  consUtutioneai,  et 
reservationem  SS.  tam  ad  beneGcia  obtenta,  quam 
alia  quaecuroque,  de  quibus  Ordinarii,  et  alii  coI« 
latores  contra  Conc.  Trid.  decreta  disposuerunt 
et  disponent ,  ín  futurum,  extendit ,  et  ampliavit, 
et  ea  etiam  beneficia  oinnia  dispositiení  suae  reser- 
TaTit,  de  quibus  per  dictes  ordinarios,  aut  alios 
oollatores  contra  ejusdem  Goncilíi  decretorum 
forman  disposítum  fuerit,  decernens  irrítam,  etc. 

n. 

Reservalio  calhedralium  ecclesiarum,  et  manase' 
teriorum,  ac  de  tempore  vacationis  episcopa^ 
tuum  vacaturorum  beneficiorum, 

ítem  reservavit  generaliter  omnes  ecclesias  pa« 
triarclmleB,  prímítiales,  arcfaiepiscopales,  episco- 
pales, necoon  omnia  monasteria  Tlrorum  valorem 
annuum  ducentorum  florenorum  auri  conmiuni 
aostimalione  exceden tia;  nunc  quomodocumque 
vaoantia,  et  imposterum  vacatura.  Et  voluit,  quod 
excessus  bujusmodi  in  litterís  exprímatur.  Ac  etiam 
reservavit  dignitates,  et  beneficia  omnia  ad  col- 
ktíooom,  prflBsentationem,  electionem,  et  quam- 
cttlnque  aliam  dispositionem,  Patríarcbarum,  Prí- 
mtium,  Arcbiepiscoponim,  et  Episooporum,  nec- 
Ron  Abbaium ,  ac  aliorum  quorumcumque  et 
Gollatorum,  et  coUatricium  secularium,  ei  regu- 
larium  quomodoUbet  (non  tamen  ad  cóHationem 
cum  alio,  vel  alus,  aut  etiam  at  alterius  pr«sen- 
totionem ,  vel  electionem  pertinentia )  que  post 
iUorum  obitum ,  aut  ecdesiarum ,  seu  monaste- 
rium ,  vel  aliarum  dignitatum  suarum  dimissio- 
nem,  seu  amissionem,  vel  privationem,  seu  tras- 
lationem ,  vel  aliks  quomodocumque  vacaverint, 
usqueadprovissionetn  succesorum  ad  easdem  ecel 
csias,  aut   monasteria,  vel  dignitates  apostólica 
aucloritate  faciendam,  el  adeptam  ab  elsdem  snc- 
cessoríbus  pacificam    illorum  possessionem  qno 
modocumquc  vacaverint,  ct  vecabunt  iu  forturum; 
decercens  irriluin,  etc. 


m. 


Exíensio  reservationis  beneficiorum  per  ouecti- 
tionem  pacificam  vacaturorum. 

ítem,  sí  qui  de  beneficiis  ecclesiasticiá ,  pre- 
sertim  curam  animarnm  habentibus ,  seu  aliks 
personalem  residentiam  requirentibns,  dum  pr6 
tempore  vacant,  apostólica  auctorttate  provisi,  sen 
providendl,  ante  illonim  assecutienem  aliacán 
endem  incompatibilía  beneficia  eodesitatka  per 
eo€  tune  obtenta  in  fraudeoí  reservatioais  súw, 
resignarent,  seu  dimitterent,  voluU,  decrevit,  et 
declaravit,  quod  si  imposterum  quibusvis  personis 
de  aliquibus  beneficiis  ecclesiasticis,  tune  vacan- 
tibus,  seu  vacaturis ,  per  Sanctitatem  suam,  aut 
ejus  auctoritate  provideri,  ipsosque  provldendos 
intra  vacationis  et  provisionís,  seu  assecutionis 
eommdem  beneficiorum,  témpora,  quecomque 
alii  cum  alíis  incompatibilia  bentiflda  eédletflafl- 
tica  deealaria,  vél  qaonimvis  oriiauaa,   ac  etían 
hospitaltum,  et  regularía  per  eM  Hno  obtéoU^ 
bulla  8p«;iali,  et  expressa  de  eisdcm  improvisío- 
nibus  predictis  íacta  mentione ;  símpliciter,  vel 
causa  permHtationis,  ac  alias  quomodolibet,  sive 
in  Sanctitatis  suae,  vel  alterius  Romani  Pontificis 
pro  tempore  existentis,  aut  Legatorum ,  aut  Nun- 
liorum,  dicte  Sedis ,  sive  ordinariorum ,  vel  tal- 
liomm  collatorum  quorumcumque  manibus  re- 
signare, sea  dinúttere,  ot  juribus  sibi  la  illis,  vel 
ad  illa  cumpetentibtts  cederé  oontingerít,  ottnes, 
et  singule  concessiones,  eollationeSy  provisiones» 
et  queviealie  dispositíones  de  beaeOcii-t,  seu  |urí- 
bus  sic  resignandis,  dimittendís,  et  cedendis  peo 
tempore  faciende,  cum  indo  seeutis  quibiMCOa 
que,  casse  et  irrite,  nulliusque  roborís,  vel  mo- 
menti  existant,  nec  cuiquam  sufTragentur,  sed 
beneficia,  et  jura,  ut  prefertur  resignata ,  et* 
dimissa,  et  cessa,  eo  ipso  vacent ,  ac  sub  res- 
servatione  predlcta,  quam  Sanctilas  sua  eUain 
quoad  hoc  extendit,  et  ampliavit,  eomprebansí 
censeontur .  Ita  quod  de  illís  per  Ilium ,  quam 
per  eamdem  Sanctitatem,  taam ,  vel  pro  tenpore 
existenlem  Uomtoum  Poattficem,  oailafteMn  dta- 
poni  possit,  in  ómnibus  et  per  omia,  perínde  ac 
si  per  pacificam  assecutionem  beneOoiorum  alio- 
rum biyusmodi  veré ,  ac  realiter  ,vAcavissent ;  ac 
ulterius  voluit  beneficíum,  de  quo  resignans  fuerit 
auctoritate  apostólica  provisus,  ac  per  cujus  asse- 
cutlonem  beneficia  vacare,  debeant,  utpríus  vacare 
perínde  ac  si  collatio  favore  rresignantis   facta 
non  fuisset ,  sal  vis  tamem  quibuscumque  jurHnls 
competentibus  alteri  parti,  ad  cujus  íávorem  fadta 
esset  resignatio ,  etiam  ex  dusa  permutatioaís^ 
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sanmiaiiVy  símpIfeUer^  et  afipoiiatíone  reniota 
Mecé'HHKB;  decernens  ¡rrítiiniy  etc.  atteatarL 


IV. 


Bdem)aU6^  áignUatum  Mtnon  $uorum  et  Sanet: 
Román.  EtAes.  C<»rdinialimm  Famüiarium  be-^ 
ntfichrufn. 

ítem  r«seftiiTlt  generaliter  dspositkmidaad  otiH 
Des  dígnlbites  roajores  po9t  ponUGcales  in  oatfae* 
dralibus,  etíam  metropolitanis,  et  patriárchalibus, 
necnon  yalorem  decem  florenorum  aurl  oooMiuni 
sbstlknationé  eicedentes,  principales  in  oollegifttis 
ecclesirs.  Reservavit  ctinm  príoratus,  pmposituins, 
pnepositatas,  ac  alias  dignitates  conventuales ,  et 
pneccptorías  generales  ordinnm  queramcnmque 
(sed  non  niilítaríum)acqua9cum(|aebeneficiay  cpm 
siriy  etitm  duro  Cardinafatns  ftingelmtur  honore 
existentes,  ac  S.  R.  E.  yiyentinm  nunc,  et  qui  erunt 
pro  tempore,  Gardinalatus  familiares  contíntii  co- 
mensales obtinent,  ct  in  posterum  obtinebunt  eo- 
rom  famiKaritate  durante,  ac  quibus,  seu  ad  qa» 
jus  e¡  compelit,  aat  competierit,  etiamsi  ab  ipsa 
familiarítate  per  obitum  Gardinalium  eorumdem, 
vel  alias  recesserint.  Declarans  dignitates,  quse  in 
cathedraKbus,  etiam  metropolitanis,  post  pontiñ- 
cales  non  majores  existunt ,  et  qusB  ex  apostolicae 
Sedes  hidulgentia,  yel  ordinaria  auctorítate,  aut 
consueludine  pr«scriplaB  vel  alias  qaovis  modo  in 
quibuscumque  collegiatis  ecclesiís  príncipalem 
prsminentiam  habére  noscnntur,  sub  reservalio- 
ne  praedictt  comprehendi  deberé,  decemenst;  ir- 
rítum  etc. 

V. 

Reiervaiio  beneficiorum  c(^laetorum,  et  subcO'* 
Uechrum. 

ttem  reservavit  generaliter  omnia ,  et  singula 
beneficia  ecclesiastiea  quorumcumquecollectoruro, 
et  SQbcoUectorom  in  qaacumque  civitate,  vel 
dioecesi,  qui  sqo  tenpore  offícia  ekercuerint,  quo- 
rumcumqué  fhictutim,  proventnum  Gamerae  apos* 
tellc»debitararo,  Ufa  videiicet  beneficia  dumtaxat, 
qu»  dtmmte  éorom  oíficio  obtinebunt ,  et  ín  qui-- 
bus,  seo  ad  qnm  eis  ¡m  competobat;  decernens  ir- 
ritum  etc. 

VI. 

ñeservatio  benefietortm  Oaráimíhtm,  ilthh  f tn 
ria  ítamfMúr. 

ítem  reservavit  omnia ,  et  singula  beneficia  <ec- 
^ksitstíca  quommcumque  curialíum ,  quos  dum 


Curia  Rcrnianí^  de  hco  ad  loeum  transfertiur,  eam 
sequendo  deeedere  eonügeril  in  quoyis  loco  quan- 
tumcum^e  etiam  h  dicta  curia  remoto;  decernens 
irritum  etc. 

vn. 

Resenxsth  beneficiorum  eúbicfidtiriorum,  0t  our^^ 
«orum. 

ítem  reservavit  generaliter  idem  N.  D.  PP.  dis- 
positini  su»  ottBía  beneficia  ci^eulariorum  etiam 
bonorís  nuncupalorum ,  ac  cursorum  suorum^ 
declarans  in  praBdecessorum  suorum  Romanomoi 
Ponti&uim  oonstitutionibus,  ei  regulis  reservatio-» 
nis  beneficiorum  cubiculariorum^  etiam  oulúctt** 
larios  honoris  nuocupatos,  etiam  h  die  earum  edi- 
tioois,  et  pnbücationis  intelligi,  et  comprehendi, 
ai^  compreheosos  fuisse,  et  esse.  Irritumque  etc. 
aUenlari  decernens. 

vm. 

Reservatio  beneficiorum  ecclesiarum  S.  Joannis 
Lateranensis  et  S.  Petri,  ac  S.  Marica  Majorie 
de  Urbe,  et  beneficiorum  titulorum  Cardina-^ 
lium  á  Curia  abeentium. 

ítem  reservavit  dispositioni  suaa  generaliter 
quoscumquecanonicatus,  et  prebendas  ac  digni- 
tates, personatus,  et  officia  in  S.  Joanis  Latera- 
nensis, et  Príncipis  Apostolorum,  ac  S.  Maris  Ma- 
jorís  de  urbe  ecclesiís,  nec  non  ad  collationem,pro- 
visionem,  et  pnesentationem,  seu  quamvis  aliam 
dispositionem  S.  R.  E.  Gardinalium  k  Romana 
curia  absenlium  ratione  suorum  episcopatuum, 
Gardinalatus ,  ac  ipsorum  Gardinalium  titnlorum, 
et  diaconarum  spectantia,  quamdiu  absentia  hujus- 
modi  duraverit,  canomcatus ,  et  prsbendas  ,  dig^ 
nitate^  personatus,  adroinistrationes ,  et  oficia^ 
celeraque  beneficia  eclessiastica  cum  cnra,  et  sine 
cura  vacantia,  ac  id  antea  vacatura,  tam  in  eadem 
urbe,  quam  ín  ecclesiís,  civitatibus,  ac  dicecesibus 
dictorum  episeopatuum  consistentia ;  ac  decrevit 
irritum  etc. 

IX. 

Reeervaíid  mensium  ap09toli€orum ,  et  eMemth- 
ti9a  pro  episcopis  residenttbue, 

ítem  copiens  SS.  D.  N.  pauperibus  Glericis,  «t 
altis  benemeritts  personis  providére  omnia  bene- 
ficia ecclesiastiea  cum  cura,  et  sine  cura^  secula- 
ria^  et  quorombis  ordimim  regularía  qualiterc  um- 
qtre  quallfiniata,  et  ubicumque  exislenti^  in  lifigu* 
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lis  Janiiari,  Febnrarli ,  AprH»,  Maji,  Julii,  Au- 
gustiy  Octobrís,  et  Novembrís  mensibus,  usque  ad 
su»  Toluntaüs  beneplacítum  extra  B.  C.  alias, 
quám  per  resignatioDem,  quocumque  modo  ya- 
catura,  ad  collationeiDi  proyisíonem,  praesenla- 
lionero,  electiooem,  et  quamvis  aliam  dispositio- 
nem  qponuncainqiie  collatoram,  et  coUatriciuin 
secularíum,  et  quorumbis  ordinum  regularíam, 
(non  autem  S.  R.  E.  Gardinalium,  aut  aliorum 
sub  concordatís  ínter  sanctam  Sedem  apostoli- 
cam  f  et  quoscumque  alios  initis,  et  per  eos,  qui 
illa  acoeptare ;  et  observare  ,  debo^rant  aocep- 
tatis,  et  observatis  qu»  laedere  non  intendü, 
comprehensorum)  quomodolibet  pertinentia  dis- 
positíoni  su»  generaliter  reserraTit,  voiens  in 
suppücationibns,  seu  concessionibus  gratiarum, 
qusB  de  díctis  beneficüs  tune  vacantibus  etiam 
motu  profMrio,  Gent,  de  mense,  in  quo  Taeayerínt, 
dispositive  mentionem  fieri :  alioquin  gratias  nu- 
Ilasesse.Ac  consuetudines  etiam  immemorablil  es 
oplandi  majores,  et  pingiores  praBbemdas,  necnou 
¡privilegia  etiam  in  limine  erectionis  concessa,  et 
ndulta  apostólica  circa  cas,  ac  etiam  disponcndi  de 
hujusmodi  beneGciis,  aut  quod  illa  sub  bujusmo- 
di  reservationibus  numquam  comprebendantur, 
etiam  cum  quivusbis  derogatoriurum  derogato- 
rus,  et  fortioribus,  efGcacioríbus,  et  insolitis  ciau- 
suliis,  necnon  irritantibus,  et  alus  decretís  ,  quo- 
rum tenores  pro  expressis  baberí,  et  laUssime  ex- 
tendi,  Toluit  quibusvis  personis,  et  collegiis  cu- 
juscumquedignitatis, status,  gradus,  ordinis,  con- 
ditionis  existenlibus  quomodolibet  concessa,  ad- 
verstts  reservationem  hujusmodi  minime  sufTragari. 
Insuper  Sanctitas  sua  ad  graUficandum  Patriar- 
cbis,  Arcbiepiscopis ,  et  Episcopis  intenta  ipsis 
quandin  apud  ecclesias ,  ac  dioeceses  suas  veré,  et 
personafiter  resederint  dumtaxat ,  de  ómnibus ,  et 
quibuscumque  beneGcüs  ecclesiasticis  cum  cura, 
et  sine  cura,  secularibus,  et  regularíbus  (ad  libe- 
rain  ipsorum  dumtaxat ,  non  autem  aliorum  cum 
eis  disposilionem ,  seu  praBsentationem  ,  vel  elec- 
tionem,  nec  etiam  cum  consilio,  vel  consensu,  seu 
interventu  Capitulorum,  vel  aliorum,  aut  alias 
pertinentibus),  qm  antea  in  mensibus  Februarii' 
Aprilis ,  Junü  ,  Augusti ,  Octobris,  et  Decembris 
extra  Curíam  ipsam  vacare  contigerit  (dummodo 
alias  dispositioni  apostolice  resérvala,  vel  aíTecta 
non  fuerint)  libere  disponendi  facultatem  tempo- 
re  suí  pontiflcatus  tantum  duraturam  concessit. 
Ac  etiam  voluit,  ut  si  ipsi  collatione,  aut  alia  dis- 
positione  beneficiorum  in  alus  sex  mensibus,  vi- 
delice  Janucirü,  Martii,  Maji,  Julii,  Septembris,  et 
Novembris  vacaturorum  (qus  etiam  dispositione 
i^VMf  ut  prteffrtur,  r^servavit)  fieu  etiam  aliorupí) 


dispositione  suoy  et  tTíelne  Sedis  afíüs  qti»OMid<^ 
bet  reservatorum  vel  aflectorum  se  intromisefint, 
aut  quominus  provisiones ,  et  graliaa  Sanctitatis 
su»  de  illis  debilum  efTectum  consequanlur,  im« 
pedimentum  quoquomodo  prsesliterint,  usu,  et 
beneOcio  prsdict»  facultatis  eo  ipso  privati  exis- 
tant,  ac  coUatlones,  et  aliae  dispositiones  de  benefi- 
cüs illus  praetextu  deinceps  faciend»  nullius  sipt 
roboris,  vel  momenli.  lili  vero ,  qui  gratiam  al- 
ternaliv»  pnedict»  aceptare  voluerint ,  accepta- 
tionem  biyusmodi  per  patentes  literas  manu  pro- 
pria  subscriptas,  suoque  sigillo  munitas,  et  in  sua 
quisque  civitate ,  vel  dioecesi  datas  declarare,  et 
litteras  ipsas  buc  ac  Datarium  Sanctitatis  su» 
transmitiere  teneantur ;  quibus  ab  eo  receptis,  et 

Irecognitís,  ac  libro  ab  id  depulato  registratis, 
tunc;]denum,  et  non  antea  uti  incipiaut  gratia 
supradicta.  insuper  declaravit,  quod  si  idem 
Episcopus  pluríbus  ecclesiis  quomodoqumque  uni« 
lis  ex  apostólica  concessione,  et  dispensatione 
quomodocumque  pr»3it ,  teneatur  hujusmodi  al- 
ternativ»  gratiam,  quatenus  ea  potirí  velit,  utrius- 
que  ecclesias  nomine  explicitc  aeccplaro ,  aliíi5  illl 
non  sufTragctur.  Et  post  faclam  acceptationem,  et 
admissíonem  in  Dalaria,neutripnrli  ]iceat,nisi 
concordi  consensu  ab  ea  recedere.  Declarsns  pr»- 
terea ,  exceplionem  posílam  in  regula  favoro 
S.  R.  E.  Cardiualiura ,  et  indultum  conferendi 
beneficia  resérvala  concessum  Cardinali  Episcopo, 
non  suHragari  Capítulo  ratione  coraniunionis,  et 
consorti  juxta  declarationera  fcl.  rccordat.  Urba- 
ni  VIH  Pap»  praedecessoris  sui  editam  díe  decima 
Septembris  anno  millesimo  sexcentésimo  vigésimo 
sexto,  quam  Sanctitas  sua  in  ómnibus,  et  per  om- 
nia  approbat;  decernens  sic  in  praemissis  ómnibus 
per  quoscumque,  etc.  judicare  deberé,  ac  irri- 
tum,  etc. 

X. 

De  litteris  in  /brma,  rationicongruit.  expediendii. 

ítem  voluit  idem  D.  N.  Papa ,  quod  concessa 
per  fel.  recordat.  Clement.  XII  prsdecessorem 
suum,  et  de  ejus  mandato,  expediantur  in  forma 
rcUioni  eongruU  ,  etc.  sub  die  coronationis  su», 
ut  morís  esl ;  et  idem  quoad  concessa  per  p¡» 
memor.  Benedictum  XIII  etiam  pr»decessorem 
suum  ad  sex  mensos  dumtaxat,  ab  ipso  die  coro- 
naUonis  incipiendo  observan  voluit. 

XI. 

DeclaraHo  reservatdonis  eeokHarum ,  ei  bénefl^ 
ciorum  per  prcedecessores  reservatorum. 

ítem  declaravit  omnium ,  et  singularum  eccle^ 
siarum  catbedralium,  et  ^onasterlorifm  ]^9vim^ 
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nos ,  quas  praetlicU  praecfecessores  suí,  ordinatíoni, 
et  dispositioni  corum;  nec  non  omnia,  ct  singula 
beneficia  ecclesiastica,  qum  dicti  predecessores, 
etíam  pnedicto)  díspositioni  cum.  interpositione 
decreti  reservaverant  (quaB  quidem  ecclesi»,  mo- 
nastería ,  necnon  sic  reservata  beneficia  tempere 
obitus  eoram  prasdecessorum  vacabant,  aut  eccle- 
sis  ipss,  vel  monasteria  hujusmodi,  si  comendata, 
vel  eis  admínistratores  deputati  non  fuissent, 
etiam  tune  yacassent)  remansisse,  et  remanére 
per  hujusmodi  reserrationem,  et  decretum  affecta, 
nullumque  de  lilis  praeter  Uomanum  Pontificem 
ea  vice  se  intromittere,  veldisponere  potuisse, 
sive  posse  quoquomodo;  decernens  irritum,  et 
inane,  si  secus  super  illis  attentatum  forsan  erat 
tune,  vel  in  posterum  contlngeret  attentari. 

XIl. 

Revalidatio  lUterarum  prcBdéeesoris  graticB^vel 
juiticicB  infra  annum  conceuarum. 

ítem  pnedictus  D.  N.  omnes,  et  singulas  k  Cle- 
mente XIC  Romano  Pontífice  praBdecessore  suo 
infra  annum  ante  diem  ejus  obitus  concessas  gro^ 
tía,  vel  jtistitia  litteras  temporíbus  debitís  earnm 
executoribus,  seu  judicibus  non  pnesentatas  omni^ 
no  valídavity  et  in  stalum  pristinum ,  quo  videli* 
cet  antea  fuerat,  vel  pro  quibus  erant  obtent», 
quoad  boc  plenarie  rcstituit,  ac  dccrevit  per  cxe« 
cutores,  seu  judiéis  praediclos,  vel  ab  eis  subdele- 
pandos  ad  expedítionem  negotiorum  in  eis  con* 
tentorum  procedí  posse ,  et  deberé  juxta  illarum 
formam. 

xm. 

Revocatio  unionum, 

ítem  rationabilibus  suadentibus  causis  ipse 
D.  N.  omnes  uniones,  annexiones,  incorporationes, 
Fupprosiones,  extinctiones ,  applicationes,  et  dis- 
membrationes,  etiam  perpetuas,  de  quibusvls  ca- 
tbedralibus,  necnon  aliis  ecclesiis,  monasteriis, 
dignitatibus,  personatibus,  oflicis,  et  benefieüs 
ecclesiasticis,  eorumvedomibus,  et  praediis,  et 
locis  per  cessum,  vel  decessum  aut  aliam  quamvis 
dimissionem,  vel  amisslooem  qualiaqumque  fue«- 
rínt  invicem,  vel  aliis  ecclesüs ,  monasterriis,  et 
mensis  etiam  capitularibus,  dignitatibus ,  perso- 
natibus,  oflicüs,  benefieüs ,  ac  piis,  et  aliis  locis, 
universitatibus  etiam  studlorum  generalium,  et 
collegiis,  etiam  in  favorem  S.  R.  E.  Cardinalium, 
seu  ecclesüs ,  monasteriis ,  et  benefieüs  per  eos 
obtehtts  quomodolibet  apostólica ,  vel  alia  qua vis 
TOMO  VJ|. 


(non  tamen  Concíiíi  Trídenliní)  anttoritate  (nec 
non  pro  fundalione^  seu  dotatione ,  augmento,  vel 
conservatione  collegiorum,  et  aliorum,  piprum,  et 
religiosorum  locorum  ad  fidei  catolicae  defensio* 
nem,  et  propagationem,  bonarumque  artium  cuI-> 
tum  institutorum )  factas ,  quae  suum  non  sunt 
sortitae  eflectum :  ac  quascumque  concessiones,  et 
mandata  super  unionibus ,  annexionibus,  incor- 
porationibus,  et  aliis  praemissis  taliter  faciendis, 
revocavit,  casavit,  et  irritavlt,  nuliiusque  decre- 
vit  existere  firmitatis.  Nec  alicui  quascumque 
clausulas^  vel  adjectiones,  aut  decreta,  qusB  Sane- 
titas  sua  pro  expressís  baberi  voluit  in  quivusbis 
apostoücis,  etiam  qu»  motu  proprio ,  au  ex  certa 
scientia,  et  consistorialiter  processerunt,  et  ema- 
narunt  ütteris,  etiamsi  in  eis  decretum  esset  illas 
ex  tune  elTectum  sortitas  esse,  aut  jus  quaBsítum 
fore  quomodolibet  contenta  adversus  revocatio* 
nem.  etirritationem  hujusmodi  voluit  aliquatenus 
suffragarí,  decernens  irritum ,  etc. 

XIV. 

Revoealio  fadüUaium  quihiudam  eoncessarum. 

hütn  revocavit  quascumque  (ucultutes  concedsas 
quibusvis  Patriarchis,  Arcliiepiscopis,  Episcopio, 
ct  aliis  Praslatis,  et  Personts,  nec  non  apostólicas 
Sedis  Nuntils,  ac  fructum,  ct  proventaum  Ca- 
meras apostólicas  dcbitorum  Collectoribus,  r'e  dis- 
ponendo  cum  quibusvis  personis  super  matrimo- 
nio contracto,  vel  contraehendo  in  gradu  prohi* 
bito,  ac  natalium,  et  aetatis  defectibus,  et  de  in- 
compntibilibus  benefieüs  ecclesiasticis  insimul  rc- 
tinendis,  nec  non  de  Notariis  publicis  creandis, 
ac  de  disponendo  quomodolibet  de  quibusvis  be- 
nefieüs ecclesiasticis^  et  alíás  á  pnemissis  offícia 
ipsorum  Nuntiorum,  et  Collectorum  directo  non 
concernentes,  etiamsi  in  lilteris  desuper  confectis 
sin  clausulad,  et  restitutorias,  et  derogatoriarum 
derogatoria),  et  aliae  efficaciores,  quas  pro  exprés* 
sis  havert  voluit  quoad  omnia,  in  quibus  facultates 
ipsae  non  sunt  sortitae  cfTectum,  etiamsi  Nuntiis 
eisdem  dicta)  Sedts  Legatis  de  latero  competens 
sit  concessa  potestas,  decernens  irritum,  etc. 

XV. 

Revocatio  facultatem  conferendi  beneficia  reser*^ 
vota, 

ttem  revocavit  quascumque  facultates^  et  litteras 
desuper  confectas,  per  quas  quicumque  sui  prae* 
dece^sores  Pomani  Pontifices  quibusvis  personis 
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ordinariam  coUatíonem,  seu  aliam  dispositionem 
benefidorom  ecclesiasticorum  de  jure ,  vel  con- 
saetudíne  habentibus,  et  quavis  etiam  patrlarclia* 
]í ,  archiepiscopali,  epíscopali,  Tel  alia  dígnitate, 
non  tamem  cardinalatas  bonore  fulgentibus,  qua- 
vis consideratione,  vel  intuitu  etiam  motu  pro- 
prio,  et  ex  certa  scíentía,  ac  de  apostolícaB  potes- 
tatis  plenítudine,  cum  quibusvis  clausulis ,  etiam 
derogatoríarum  derogatoriis,  ac  irritantibus,  et 
alus  decretis,  quorum  tenores  babére  voluit  pro 
expressis ,  concesserant,  aut  quamdiu  viverent, 
vel  suis  ecclesiis  seu  monasteríis  praeosent,  aut 
aliud  tempus  de  beneficüs  ecclesiasticis  genernliter 
rei^rvatisy  seu  afTectis  ad  eorum  collationem,  pro- 
vjsioném,  praBsentationem ,  electionera,  et  quam- 
vis  aliam  dispositionem  communíter,  vil  divisim 
spectantibus,  disponere  libere,  et  licite  valerent, 
aut  etiam  ad  id  per  eosdem  praédecessores  Vicaríí 
perpetui  vel  ad  tempus  constittuti  forent^  decer- 
nentes  irritum,  et  inanO;  etc. 

XVI. 

De  dictionibus  numeralibu$. 

ítem,  ut  in  apostolicis  Htterís  committendi  cri- 
men faisi  per  amplius  tollatur  occasio,  voluit,  et 
ordinavit,  quod  dictiones  numerales,  qua;  in  díctis 
litteris  ante  Nonas,  idus,  el  Kalcndas,  inmediaté 
poni  consueverunt,  per  literas,  acsyllabas  exten- 
se descríbantur:  illas  ex  prasdictis  litteris,  in  qui- 
bos  hujusmodi  dictiones  aliter  scríptae  fuerint,  ad 
Bullarium  nullatenus  mittantur. 

xvn. 

De  eoneurrentibus  in  data. 

ítem  voluit ,  quod  de  concnrrentibus  in  data 
ejusdem  diei ,  super  vacantibus ,  seu  certo  modo 
vacaturís  benefíciis,  illi  quibus  gratiae  motu  pro- 
prío  concedenlur  ceterís  simili  modo  gratías  non 
babentibus,  alias  graduati ,  aut  ínter  gradúalos 
magis  graduati,  ac  inler  asqualilcr  gradúalos  prius 
graduati,  nec  non  collorato  litulo  possessores  non 
possessoribus,  ac  inler  personas  alias  ín  Curia 
praesenles  absentibus  ab  ea,  ac  inler  absentes,  non 
Beneficíati  Benefícialis,  et  simililer  inler  absenles, 
ceteris  paribus,  oriundus  non  oriundo,  el  dioece- 
sanus  non  dioecesano;  in  reliquis  vero  singuli  qui 
prius  apostólicas  desuper  liltcras  eorum  executori- 
bus  praesentnveril,  alus  in  ipsorum,  de  quibus  agí 
cootigerit,  bencíiciorum  fisseculiono  preferantur. 


xnr. 

De  non  toüendojus  qucíeitum. 

ítem  ne  per  varias,  quas  pro  commisionibus  sen 
mandatis,  et  dedarationibns  habendis  in  causis 
plerumque  Gunt  suggestiones,  justitia  postpona- 
tur;  ídem  D.  N.  decrevit,  et  declaravit ,  suaa  in- 
tentionis  fore,  quod  deinceps  per  qaamcomque 
signaturam,  seu  concessionem ,  aut  gratiam  ,  vel 
Hileras  apostólicas  pro  commissionibus,  seu  man- 
datis, aut  declarationibus  hujusmodi,  etiimsi  mo- 
tu proprio,  et  ex  certa  scientia,  ac  etiam  ante 
molam  iitem  á  Sanctilate  sua  emanaverint ,  vel 
de  ejus  mandato  faciendis,  nulli  jus  sibi  quaesitum 
quomodoUbet  tollatur. 

XIX. 

.  Regula  de  viginti, 

ítem  voluit,  quod  si  quis  in  infirmitate  consti- 
tutusresignaveril,  sive  in  Romana  Curia,  sive  ex- 
tra illám,  aliquod  beneOcium,  sive  simplicitery  si- 
ve causa  permutationis,  vel  alias  dimisserit,  aut 
illius  commendae  cesserit,  seu  ipsius  beneficii 
unionisdissolutioniconsenseril,  etiam  vigore  sup- 
plicalionis ,  dum  esset  sanus,  signataB ,  et  postea 
infra  viginti  dica  á  die  per  ipsum  rcsignanlcm 
praíslandi  conscnsus  computandos ,  do  ipsa  infir- 
mitale  decesserit,  et  ipsum  beneficiuro  quavis  auc- 
toritate  conferatur  per  resignalionem  sic  factam, 
collatio  hujusmodi  sil  nulla»  ipsnmque  beneíicium 
nihilominus  per  obitum  censeatur  vacare. 

XX. 

De  idiomate. 

ítem  voluit,  quod  si  contingat,  tam  in  Curia, 
quam  extra,  alicui  personas  de  parochiall  ecclesia 
vel  quovis  alio  beneGcio  exercitium  Curis  anima- 
rum  parochianorum  quomodolibet  habente,  pro-* 
videri,  nisi  ipsa  persona  intelligibiiiter  loqui  sciat 
idioma  loci,  ubi  ecclesia,  vel  beneíicium  hujus- 
modi consístit,  provisio,  seu  mandatum,  et  gratia 
desuper  quoad  parocliialcm  eccjesiam,  vel  beneG- 
cium  hujusmodi,  nullius  sinl  roboris,  vel  momen- 
ti,  decernens  irrilum  etc. 

XXI. 

De  non  impetrando  beneficium  per  obitum  ví- 
ventis, 

ítem  si  quis  snpplicaverit  sibi  de  beneGcio  quo- 
I  cumgue  tamquam  per  obitum  alicujus^  li  ei  ttinc 
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vivenlis,  vacante  provMerí,  el  postea  per  obílura 
ejus  vacct,  provisio,  et  quaevis  dispositio,  etiam 
vigore  alterius  novaBsupplieatíonis,  vol  gratiaB  dicto 
supplicantí  perobitum  Jiujusrnodí  denuo  faciend»; 
nullius  sint  roboris,  vel  momenli. 
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XXU. 

De  unionibus,  et  unionum  confirmatione. 

Ítem  voluií,  qnod  petens  beneficia  ecclesiaslica 
alus  uniri,  teneatur  exprimere  venim  annuura 
valoremsecundum  comraunem  aBstimationem,  tam 
beneficiiuniendi,  quamillius,  cui  uniri  petitur: 
alioquín  unió  non  valeat ,  et  semper  in  unionibus 
coramissío  fiat  ad  parles,  vocatis  quorum  interest. 
Et  ídem  voluit  observan  in  quibusvis  suppressio- 
nibus  perpetuis,  concessionibus,  dismembrationi- 
bus ,  et  applícationibus,  etiam  de  quibuscumque 
fructibus,  et  bonis  ecclesiasiicis,  ac  etiam  in  con- 
fírmationibus  unionum,  singularumque  dispositio - 
num  hnjusmodi. 

XXIII. 
De  mendicantibus  transfcrendis. 

ítem  do  mendicantibus  Iransferendis ,  qui  ad 
alíos  Ordincs  transierint  pro  tempere,  voluit  cons- 
titutionem  folie,  recordat,  Martini  Papas  V.  prae- 
dtícessoris  sui  de  superfactam,  et  in  libro  Cance- 
llariaB  apostolicae  descriptam ,  qu»  incip.  Viam 
ambitiosa  eapiditatis  eic.  firmiter  observari. 

XXIV. 

De  male  promoUs. 

ítem  de  clericis  extra  tempera  á  jure  statuta, 
síve  ante  aetatem  legitimam,  aut  absque  dimisso- 
riis  litteris  ad  sacros  Ordines  se  promoveri  facien- 
tlbus  pro  tempere  etiam  voluit  constitutionem 
pis  memor.  Pii  IL  similiter  praBdecessoris  sui  de- 
super  edilam^  et  in  dicta  Cancellaria  apostólica 
libro  descriptam,  qusB  incip.  Cum  ex  sacrorum 
Ordinum  etc.  pari  modo  observari. 

XXV. 

De  moneta. 

ítem  declaravit  idem  D.  N.  quod  libra  turonen- 
sium  parvorum ,  et  florenus  auri  de  Camera  pro 
ajquali  valore  in  concernentibus  Hileras,  el  Came- 
rani  apostolicam,  computan,  et  a)^timari  debeant. 


XXVI. 


De  beneficiisvaoaturis  per  promotionem  ad  ecde'^ 
sias,  et  monastcria. 


ítem  praedictus  D.  N.  Papa  voluit,  decrevit,  et 
ordinavit,  quod  quaecumque  concessiones,  gratis, 
el  mándala,  etiam  mol  j  proprío,  et  cum  deroga- 
tione  hujus  constitutionis,  quae  ab  eo  pro  quibus- 
vis personis  emanaverint,  de  providendo  eis  de 
quibusvis  beneficüs  vacaturis  per  promotionem 
quorumcumque  ad  ecclesiarum,  et  monasteriorum 
regimina ,  si  bujusmodi  concessiones ,  et  mándala 
diem  promolionis  promovendorum  ipsorum  prae- 
cesserínt  nec  non  quaecumque  collationes,  provi- 
siones, et  disposi  tienes  pro  tempere  faciendas  de 
praemissis,  ct  quibusvis  aliís  beneficiis  ecclesiastí- 
cls  secularibus,  et  regularibus,  quas  per  promo- 
vendos  ad  quascumque  praslaturas  Ínter  illarum 
vacalionis,  et  bujusmodi  promoUonís,  vel  assump- 
tionis  témpora  simpliciter,  vel  ex  causa  permu- 
taliodis  unicuique  resignare,  vel  alias  admitti 
contigerít,  cum  inde  sequutis  pro  tempere,  sint 
cassaB,  et  irritas,  nulliusque  roboris,  et  momenli. 

XXVII. 

De  non  Judicando  Juxta  formam  supplicatio^ 
num\  sed  litterarum  expedilarum, 

ítem  cum  ante  confectionem  litterarum  grati.i 
apostólica  sil  informis,  voluit,  statuit,  et  ordina- 
vit idem  D.  N.  quod  Judices  in  Romana  Curia,  et 
extra  eam  pro  tempere  existentes ,  etiamsi  sint 
S.  R.  E.  Card¡na1is,causarum  Palatii  apostolici  Au- 
ditores, vel  quicumquealii,  nonj  uxta  formam  sup- 
plicationum  super  quibusvis  impetralionibus  (nisi 
in  dicta  Curia  dumtaxat  sint  commissiones  justi- 
tíam  concementes  per  Plaoet,  vel  per  S.  R.  E. 
Vícecancellarium  juxta  facultatem  super  hoc  sibi 
concessam  signatae)  sed  juxta  litterarum  super  eis- 
dem  impetralionibus,  et  concessionibus  confecta- 
rum  tenores,  et  formas  judicare  debeant.  Decer- 
nens  irritum,  etc.  Et  si  litterad  ipsao  per  praBOccu- 
pationem ,  vel  aliks  minus  bene  expeditas  repe- 
ríantur,  ad  illorum,  quorum  interest,  instantiam, 
ad  apostolicam  Cancellariam  remitti  polerunt  per 
ejus  officiales,  quibus  bujusmodi  tenores*,  et  for- 
mas reslringere  convenit,  ad  formas  debitas  redu- 
cendae. 

xxvm. 

De  regulis  Cancellaria  produccndis. 

ItemattendensD.  N.  Papa,  quod  super  habendis 
de  Cancellaria  apostólica  regulis,  et  constitutioni- 
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bus  inibi  JescripUs  fucih'ter  per  eos,  quí  ín  Roma- 
na curia  iiídiguerint,  ad  ¡psara  Cancellariam  re- 
cursus  dirigí  potest,  nec  consoltum  forct,  quod 
supcr  earumdem  rcgularum  ,  ot  constitulionum 
(quae  juila  varíelalein  concurrentiura  causarum, 
el  negoliorum  aliquolies  ímmutariconveDit)  pro- 
bando lenore,  vel  efTeclu  tesliura  plerumqae  te- 
nacem  desiipor  memorlam  non  habenlium,  depo- 
silionibns  slari  debcrel,  voluit,  slatuil,  et  ordina- 
vil  quod  deinceps  quilibet  ex  aaditoribus  causa- 
nim  palatíi  apostolici,  el  alus  (eliamsi  S.  R.  E. 
sinl  Cardinales)  in  ipsa  curia  pro  lempore  depu- 
tnlis  auclorilale  aposlolica  jadicibus,  eüam  in 
causis  actu  pendenlibus,  super  hujusmodi  lenore, 
vol  effeclu  probando  dumlaxat  slel,  Gdemque 
adbibeal  schedul»,  seu  scríplunD  desuper  á  dúo- 
bus  majorís  Prs&ídenliaB,  quod  danda  sil,  k  tergo 
signáis,  et  eliam  k  duobusaliis  lillerarum  aposlo- 
licarum  abbrevialoríbus  in  ipsa  Gancellaria  aus- 
cullal»,  el  Vicecancellaríi,  seu  diclam  Cancella- 
riam Regentis  roanu  subscrípUe,  ul  morís  est; 
quidquid  aulem  secue  flcri  contigerit|  nullius  sil 
roboris,  Tel  momenli. 

XXIX. 

De  9ubrogandis  CoUiUgantibw. 

Kem  D.  N.  cupiens  lilum  succedere  anrraclus, 
el  ne  novi  coliiligonlibus  adversarii  dentur,  pro- 
videro  Yoluil^  slaluil ,  el  ordinavit,  quolies  dein- 
ceps aliquem  super  quovis  beneGcio  ecclesiaslico 
coliiliganlem  in  jure,  vel  ad  jus ,  sí  quod  forsan 
ejus  adversario  in  diclo  beneGoío  compelieril, 
subrogan  conligeril  (dummodo  pr»diclus  coUili- 
gans  in  diclo  beneficio  inlrusus  non  fueríl,  nec 
super  eo  conlra  diclum  adversaríum ,  poslquam 
illud  per  lríenníum¿  pacifico  possederíl ,  lis  lunc 
mola  fueril)  aliorum  quorumlibel  de  pnemisso 
jure,  sive  lunc  vacel,  vel  cum  vacaveríl ,  impe- 
Iraliones,  eliam  molu  proprio  infra  mensem,  anle 
concessionem  hujusmodi  faclae,  nullius  sint  robo- 
rís,  vel  momenli,  el  niliilominus  cupiens  eorum 
fraudibus  obviare,  qui  vivenlium  beneficia,  illorum 
prffiserlim,  quibus  aul  propler  senium,  aulpropler 
infirmilalem  inminerel  vilaB  periculum  ,  impe- 
tranl,  ul  illis  decedenlibus  lamquam  colliliganles 
in  eorum  juribus  facilius  subrogentur ;  voluil,  ul 
deinceps  nullus  in  Jure,  vel  ad  Jus  in  beneficio  de- 
funcli,  quod  illo  vívenlo  in  casibus  prsmissis,  vel- 
similibus  impelraveril,  aliquo  modo  subrogclur, 
ac  subrogalio,  vel  gralia,  si  neulri,  si  nulli,  seu 
nova?  provissionis,  aut  perinde  valere,  laliter  im- 
pelranli  nullalenus  suñragetur ,  quod  etiam  stri- 


clissimo  observar!  mandavit  jmpclralionibus  bc- 
neficiorum  per  privalionem ,  el  amoüonem  ex 
quibusvis  criminibus,  el  excessibus  forsan  peno- 
tralis,  eliamsi  usque  ad  definilivam  senlenliam, 
qus  lamem  in  rem  non  bransiverít  judicalaní, 
processum  forel. 

XXX. 

De  verisimili  notUia, 

Ilem  voluil ,  el  ordinavil,  quod  omnes  gratis, 
quas  de  quibusvis  beneficiís  ecclesiaslicis  cum  cu- 
ra, vel  regularíbus  per  obitum  quammqumque 
personarum  vacanlibus  in  antea  feceril,  nullius 
roborís,  vel  momenli  sinl,  nisi  posl  obilura,  et 
ante  datam  graliarum  hujusmodi  tamlum  tem- 
pus  effluxeril ,  quod  interím  vacationes  ipsae  de 
locis,  in  quibus  persons  praedict®  decobserínt  ad 
notitiam  ejusdem  SS.  D.  N.  verísimililer  potuerínt 
pervenire. 

XXXI. 

Non  vaUant  oomissiones  eausarum ,  nisi  liiteris 
expeditii. 

ítem  quod  omnes,  el  singulae  commissiones 
eausarum,  quas  in  antea  fieri  conligeril,  obtents, 
vel  occassione  concessionum  dumlaxat  apostolica- 
rum  do  beneficiis  ecclesiaslicis  graliarum ,  super 
quibus  lillene  apostolice  confecls  non  fuerint,  ac 
proccessus  desuper  habendi ,  nullius  sint  roborís. 
vel  momenli. 

XXXII. 

De  impetrantibus  beneficia  per  obitum  famUus^ 
rium  Cardinalium. 

ítem  voluil,  quod  Impetrans  beneficium  vacans 
per  obitum  familiarís  alicujus  Cardinalis  tenealur 
exprímere  nomen,  el  tilulum  ipsius  Cardinalis,  ut 
si  ille  ¡n  Curía  fueril,  ipsius  ad  id  accedat  assen- 
sus;  alias  desuper  gralia  sil  nulla;  et  idem  servan 
voluil,  si  Cardinales  quomodolibet  ab  ipsa  Curía, 
abscntes,  el  ubilibcl  eliam  in  locis  ihfra  duas  die- 
tas vicinis  deccdentes ,  familiamque,  el  lares  ia 
eadem  Curia  retinen  tes ,  ap  ipsa  Curia  recesserint 
ad  eadem  illico  reversurí,  et  infra  decem,  vel  ad 
summum  quindecim  dies  veré,  et  pesonaliter  re- 
versi  fuerint.  lia  quod  Cardinalibus  aliksqukm, 
ut  praeferlur,  ex  quacumque  causa  quantumiibet 
necessaría,  el  hic  necessarío  exprímenda,  absenti- 
bus  facultas  praestandi  consensum  hujusmodi  non 
competat,  sed  beneficia  hujusmodi  ad  liberam 
Sanclitatís  sus,  ct  Scdis  Apostolics  provisionein, 
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et  dispositioucm  pcrliiieaiit.  Declaraus,  regulas, 
et  constítutiones  suorum  Prasdecessorum  eiiam 
k  die  earum  ediüonis,  et  publicatíonís  super  assen- 
su  hujusmodi  prsestando  sic  iuteliectas,  et  iatelli- 
gendas  fuisse.  Irritumque ,  etc.  attentarí  decer* 
ncns.  Quodquo  si  praBdictü  familiares  eorumdem 
Cardinalium  familiares  csse  desierint,  seu  ad  alio- 
rum  Cardinalium  familiarítatem  similem  transíe- 
lint,  quond  beneficia ,  qua3  familiaritate  durante 
oblinuerínt,  et  in  quibus,  yel  ad  qusB  priorí  ipsa 
familiarítate  durante  jus  eis  competierit,  Cardina- 
les, quorum  prius  familiares  fuerint ,  suum  de- 
bennt  adhibere  consensum.  Declarans  prtesertim, 
constitutionem  locum  non  habére  in  illisbeneficiis, 
quse  familiares  ipsi,  tempere  obitus  eorum  in  díc^ 
ta  Curia,  vel  extra  eam,  obtinerent,  aut  antea  obti- 
nuissent,  et  ratione  officiorum  per  eos  obten  torum 
dict®  diapositioni  general iter  reservata,  vel  affecta 
fuisse  apparerent.  Necnon  illos  quoad  affectum 
dictsconstitutionis  familiares  eorumdem  Cardina- 
lium censen,  qui  ipsorum  Cardinalium  familiares 
continuit  comensales  ad  minus  per  quatuor  men- 
ees, compútate  etiam  tempore  ante  promotionem 
ad  Cardinalatum,  fuisse  probarcntur;  decernens 
irritum;  etc. 

XXXIII. 

Super  eadem  familiaritate, 

ítem  D.  N.  ad  evítondas  liles,  el  conlenliones, 
quaa  ex  prsecedcnli  sna  conslilutione  exoriri  pos- 
scnt,  vesligüs  Praedecessorum  suorum  inbaercndo, 
voluit,  staluit,  et  ordinavit,  quod  si  beneficia  quse 
per  obitum  familiarum  continuorum  comensalium 
eorumdem  Cardinalium  ín  futurum  yacabunt;  ces- 
santibus  aposlolicis  reservationibus  ad  alteríus 
Cardinalis  collationem  vel  aliam  dispositionero 
pertinere  debeient,  in  dicta  prscedenti  constitu- 
tione  non  comprehendantur  quoad  hoc,  ut  in  pro- 
visionibus  talium  beneGciorum  super  expeditíone 
litterarum  iliius  cardinalis,  cujusfam  iliaris  defunc- 
tus  ille  extitit,  consensus  requiri  debet.  Sed  bc- 
neOcia  bujusmodi  ad  collationem,  seu  quamvis 
dispositionem  Cardinalis  Ordinarii  Collatoris ,  ut 
prsfertur,  libere  spectare  ccnseatur ;  et  si  apud 
Sedem  Apostolicam  beneficia  bujusmodi  per  obi- 
tum dictorum  familiarium  vacavorínt  luncinpro- 
visione  talium  beneficiorum,  super  expeditione  li- 
tterarum iliius  Cardinalis  cxígalur  consensus;  si  in 
romana  Curia  praesens  fuerit  ad  quem  eorumdem 
collatio,  et  di'  positio,  et  prsfertur,  pertinere  de- 
beret;  ita  ut  Cardinalis  Ordinarius  Collator  in 
concnrsu  cum  Cardinali  Patrono  semper  prajferri 
debeat,  salvis  tamcn  semper  indultis  concessis,  et 


concedendis  olnhm  S.  R.  C.  Cardinalibus,  decer- 
nens irritum,  eto. 

XXXIV. 

Signatura  per  Fiat  prceferatur  aUeri  per  Con- 
cessum. 

ítem  voluit  Ídem  D.  N.  quod  concurrentibus 
eadem  die  super  quocumque  beneficio  per  Fiat  el 
Coneessum  signaturis,  ex  eis  per  Fiat  etiam  ut 
petitur  habens,  alten  per  Coffcessum,  eüamsi  in 
illa  per  Coneeseum  prasgnatioies ,  et  quantumli* 
bet  privilegíatao  essent  dausuls. 

XXXV. 

De  annali  posmsare. 

ítem  SS.  D.  N.  ut  improbi  lites  exquireutium 
motus  reprimantur,  voluit ,  statuit,  et  ordinavit, 
quod  quicumque  beneficium  ecclesiastícuro » tune 
per  annum  iommediate  pnecedentem  pacífico  pos- 
sessorum,  et  quod  certomodo  vacare  praetenditnr 
deincepsimpetraverit,*noroen,  gradum,  et  nobí- 
litatem  possessorisejusdem,  et  quod  annis  ipse 
illud  possederit,  ac  pacificam,  et  det^minatam, 
ex  qua  clare  poterit  constare,  quod  nuUum  ipsi 
possessori  in  dicto  benoticio  Jus  competat,  causam 
in  hujusmodi  impetratione  exprimere,  et  infra  sex 
mensos  ipsum  possessorem  ad  judicíum  evocari 
faceré,  causamque  ex  tune  desuper  infra  annum 
usque  ad  sententiam  definitivam  inclusive  prosc- 
qui  debeat,  et  teneatur.  Alioquin  ímpetratio  pr»- 
dicta,  et  quaecumque  indo  sequuta  nulliuit  exis- 
tant  firmatitis.  Et  ídem  impetrans  de  damnis ,  et 
interesse  possessorem  predüctum  conüngentíbus 
ei  satisfacere,  et  si  possessorem  ipsum  injusto  fri- 
volo, et  indebite  molestare  repertus  extiterít, 
quinquaginta  florónos  auri  persolvere  Cameras 
Apostólicas  sit  adstrictus,  nec  alius  quám  pnemis* 
sad  vacationis  modus  etiam  per  lílteras  si  neutri, 
aut  subrogationis,  aut  alias  sibi  quoad  hoc,  ut  be- 
neficium hujusmodi  ea  vico  consequi,  aut  obtioe- 
re  valeat,  quomodolibet  sufTragetur,  illudque  nu- 
llatenus  in  antea  Iltigiosum  propterea  censeatur. 
Quod  etiam  extendí  voluit  ad  impetrantes  benefi- 
cia ecclesiastica  cujuscumque  qualitatis  per  prí- 
vationcm,  etamotionem,  vel  alias  propter  commis- 
sa,  exccssus,  et  crimina  vacantia,  vacatura,  etsi- 
militer  ad  impetrantes  beneficia  tamquam  vacan7 
tia  per  dovolulionem. 

XXXVI. 
De  triennali. 
ítem  staluit,  et  ordinavit  ídem  D.  N.  quod  si 
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quis  quaecumque  beneficia  ecdesiastica  qualiocum-l 
que  sint  absque  simoniaco  ingressu ,  ex  quovis  ti- 
tulo apostólica,  vel  ordinaria  collatione,  aut  elec- 
tlonis  hujusmodi  coníirmatione,  seu  prssentatio- 
n«,  et  instilutione  illorum,  ad  quos  beneficiorum 
hujusmodi  collatio,  próvido,  electio,  et  praesenta- 
lio,  seu  qusYis  alia  disposi  ¡o  pertinet,  per  trien- 
nium  pacifico  possederit  (dummondo  in  benefíciis 
hujusmodi ,  si  dispositioni  apostoUc»  ex  reserva- 
tione gcnerali  incorpore  Juris  clausa  reservata 
fuerint,  se  non  intruserit)  super  eisdem  beneficiis 
talitcr  posessis  molestan  nequeant,nec  nonimpe- 
traiiones  quas  libet  beneficiis  ipsius  sic  possessis 
facías,  et  irrilas  et  inanes  censeri  deberé  decrevit, 
antiquas  lites  super  ülis  motas  peni  tus  extinguendo. 

XXXVII. 

De  non  appellando  ante  sententiam  definitivam. 

ítem  ídem  D.  N.  utfinis  litibus  celeriusimpooa- 
tur,  et  litigantium  parcatur  sumplibus,  et  expen- 
sis,  suorum  Praedecessorum  constilulionibus ,  et 
statütis  inha^rendo ,  stntuít,  el  ordinavit ,  quod  in 
causis  pendentibus ,  el  quas  impostenim  contia- 
geril  agilari ;  nulli  ante  definitivam  sententiam 
liceat  appollare,  nec  oppellatío  ,  si  fuerit  emissa, 
debent  admilli ,  nisi  ab  interlocutoria ,  quas  vim 
Inbeat  definitivaB,  vel  h  gravamine  minime  con- 
cemenfe  negotium  principal e ,  quod  non  possit 
per  appellationem  k  definitiva  sententia  reparari: 
nullaequé  causas  appellationum  comilüinlur  ,  nisi 
in  commissione  expnmatur,  quod  interlocutoria 
vimdefiniliva  habeal,  vel  gravamen  sil  tale,  quod 
in  appellalione  k  definitiva  non  valeat  reparari; 
alioquin  appellationes,  et  oommissiones  imposte* 
rum ,  et  quidquid  inde  sequutum  ííierit ,  nullius 
sint  roboris,  vel  momenti  commissionibus  appella* 
tionum  jam  Judicibus  pmsentntis ,  el  oxbibitis  ip 
suo  robore  permansuris,  in  quibus  latis  super  eis- 
dem sententiis  secundo ,  vel  ulterius ,  ab  eis  non 
liceai  ap{)ellaro,  appallnntcs  vero,  et  appellationes 
eliam  ab  interlocutoriis ,  et  gravaminibus  hujus- 
modi suo,  vel  alterius  nomine  prosequentes,  si  suc* 
cubueriiil,  ultra  expensas,  et  damna,  ad  qusB  refi- 
cienda  de  Jure  condemnalus  compellitur ,  viginti 
florenorum  auri  posna  mulctentur. 

XXXVIIl. 

Non  stetar  commissioni  post  conclusioncm. 

Ilcín  statuit,  el  ordinavit,  quod  in  commissioni- 
bus de  justilia,  seu  raandHlis  ctiam  consisloriali- 


bus  per  eum,  seu  de  ejus  mandato,  yol  auctoritttd 
in  causis  in  quibus  conclusum  existat,  lii  poslerum 
concedendis,  etíamsi  in  eis  de  coQclusíooe  hujus- 
modi implicite,  vel  oxplicite  mentio  faot^  fuerit, 
nihil  censeatur  esse  concessum ,  nisi  per  ooDces- 
sionem  hujusmodi  commissioni  eidero  coaoln^toni, 
ac  pnesenti  regulaD  derogetur  expresse. 

XXXIX. 

De  liUeris  Religiosorum  expediendis. 

ítem  voluit,  et  ordinavit,  quod  si  aliqui  Religio  • 
si  petunt  aliquod  beneficium  ad  nutum  amovibile 
cum  clausula,  quod  exinde  pro  solo  nutu  abbatis 
vel  superioris  amoveri  non  possint,  litteraB  quoad 
ipsam  clausulam  uullateuus  expediantur,  nisi  idem 
D.  N.  ponat  in  signatura,  quod  non  possint  amo- 
vi,  vel  ad  partem  ipsam  concedat. 

XL. 

De  clausula  ponenda  in  lUteris  permula^onú 
beneficiorum. 

ítem  si  committantur  alicujus  benofícii  resigna- 
tionis  receptio,  ponatur  clausula ,  Atiente  quoque 
providens  etc.  el,  si  ex  causa  permutationis  re- 
signationes  fiant,  ponatur  clausula,  Quod  neuter 
permutantium  Ju8  acquirat  \  nisi  quíliber  ipso- 
rum  Jus  habueritin  beneficio  per  ipsum  resígnalo. 

XU. 

De  supplendis  defectibus. 

Voluit,  quod  si  petatur  supleri  defoctus  in  ge- 
nere, nullatenus  litter®  desuper  concedantur,nisi 
in  pelitione  desuper  hujusmodi  dofectus  exprí- 
manlur,  vel  per  Fiat  ut  petitur ,  suppiicatio  síg- 
nala fuerit. 

XLll. 

De  derogatione  Juri  spatronatus. 

ítem  voluit,  quod  super  quovis  beneficio  eccle- 
siaslico  de  jurepatronatus  laiconim  non  expedian- 
tur lillerffi,  nisi  ponatur  expresse,  quod  tale  bene- 
ficium tanto  tempere  vacavit,  quod  ejus  collatio 
ad  Sedem  Aposlolicam  legitime  est  devoluta,  vel 
quia  tempus  palronis  laicisad  praescntandum  k  Ju- 
re pra3fixum  lapsum  existat,  aut  ad  id  patrononim 
ipsorum  acccdat  assensus;  et  sí  per  ipsum  Juris- 
patrenatus  hujusmodi  mentio  disposilive,  acspeci- 
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fkCy  ot  determínate,  non  outem  conditionaKtor 
fiaty  si  illud  ad  aliquem  Rogem,  Ducem,  Marcltlo- 
neiD,  aul  alium  Principem  pertineat.  Et  si  de  hoc 
in  Ktterís  provisión^ ,  vel  mandato  de  providendo 
de  dicto  beneficio,  símilis  mentio  facta  non  fuerit, 
non  censeatur  quomodolibet  derogatum. 

XLIII. 

De  commendis, 

ítem  Tolair,  quod  nulli  seculari  de  regulan,  nec 
Religioso  de  seculari  beneficüs  comenda  detur, 
nisi  in  signatura,  vel  per  clausulam  ad  parlem  su- 
per  petitione  commendae  hujusmodi,  de  commcn- 
da  ipsa  mentio  fíat. 

XLIV. 
De  reformatí<mihu8. 

ítem  Toluit,  statuit,  et  ordinavit ,  qaod  super 
quibuscumque  reformationibus  sígnatis  super  im- 
petrationibus  quorumcumque  beneneficíorum  va-* 
cantium,  tcI  certo  modo  vacalurorum,  in  quibus 
petltur,quod  litteras  super  prima  data  expedíri 
possinty  si  ex  hujusmodi  expeditione  sub  tuli  data 
cuipiam  videatur  posse  fien  praBJudicium.  Lilterae 
hujusmodi  sub  ipsa  prima  data  nullatenus  expe- 
diantur,  nlsi  rerormationes  hujusmodi  per  Fiat 
sub  prima  data  signatae  fuerint. 

XLV. 


expedid  possint,  nisi  de  consensii  íllius,  qui  pen- 
sionem  persolvere  tuncdebcbit. 

XLVI. 

In  ingressurdigionis. 

ítem  non  dentur  llttcra)  super  beneficüs  vacntu- 
ris  per  ingressum  relígionis,  nisi  professio  prsccs- 
serít  datam  desuper  petitionis. 

XLVU. 

Non  valeat  impetratio  facta  per  modum  in  Can^ 
cellaria  exprimendum. 

ítem  Yoluit,  quod  si  petatur  aliquod  beneficium 
vacans  per  modum  in  Gancell aria  Apostólica  expri* 
mendum,  talis  impetratio  non  valeat,  nec  litteraa 
desuper  eipediantur. 

XLVffl. 

De^xecutionc  facienda. 

ítem  voluit,  et  statuit,  et  ordinavit,  quod  quo- 
tiescumque  per  signaturam  suam,  vel  de  cjus 
mandato  factam  super  exequendis  aliquibus,  cum 
adjectione  propríí  nominis,  vel  dignitatis  cujusvis 
judex  datur,  litterae  desuper  expediantur  cum 
expressione,  quod  idem  judex  executíonem  faciat 
por  se  ipsum.  • 

XLIX, 


De  eonsensu  in  resignationibus  el  pensionibus,   H  Bedispensationibusingradibusconsanguinilatis. 


ítem  voluit,  et  ordinavit,  quod  super  resigna- 
tione  cujuscumque  beneficii  ecclesiastici,  seu  ees- 
sione  juris  in  eo,  ^quam  in  manibus  suis,  vel  in 
Gancellaria  Apostólica  fieri  contigerit,  ¡ipostolicaB 
litterae  nullatenus  expediantur,  nisi  resígnaos,  vel 
cedens,  si  praesens,  in  Romana  Curia  fuerit  persona- 
liter,  alioquin  per  procura torem  suum  ad  lioc  ab 
ea  specialiter  constitutum,  expeditioni  hujusmodi 
in  eadem  Gancellaria  expresse  consenserit,  et  ju- 
raverít,  ut  morís  est.  Et  si  ipsum  resignantem, 
seu  cedentem  pluries  super  uno,  et  eodem  bene- 
ficio in  favorem  diversarum  personarum  succesive 
consentiré  contigerit,  voluit  Sanctitas  sua,  quod 
primus  consensus  tenere  debeat,  et  alii  posterio- 
res consensus,  ac  litter©  eorum  praetextu  eliam  sub 
priori  data  expedits  pro  tempore  nullius  sint  ro- 
boris,  vel  momenti ,  nec  Hterae  reservalionis, 
vel  assignatiohis  etiam  motu  proprio  cujusvis 
iiensionis  annuse  super  alicujns  beneficii  fructibus 


Voluit ,  quod  in  litteris  dispensa tionum  super 
aliquo  gradu  consangulnitatis,  vel  affinitatis,  aut 
alihs  prohibito ,  ponatur  clausula^  si  mulier  rapta 
non  fuerit,  Et  si  scienler  ponatur  clausula,  addita 
in  quaterno. 

L. 

Super  defectu  natalium, 

Voluit,  quod  in  dispensationibus  super  defectum 
natalium,  quod  posint  succedere  in  bonis  tempo- 
ralibus,  ponatur  clausula,  Quod  non  prejudieetur 
illiSy  ad  quos  successio  bonorum  ab  intestato 
pertinere  debeat. 

LI. 

Super  dispensationibus, 

ítem  quod  per  quamcumque  signaturam  in  qua- 
vis  gratia,  nullatenus  dispensalio  vepiat,  nisi 
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specinUter  expiimatur,  toI  dicta  gratia  totalíler 
efTectum  hnjusmodi  dispensationis  concernat,  vel 
alias  nihíl  conferat,  aut  operetur. 


LII. 


NuUii  tuffragetur  éUspensatio,  nisi  litteris  con- 
fecU9. 

ítem  cum  concessiones  super  gratiis  dispensa** 
lioiium  quarumcumque ,  qaibusvis  per  ipsum 
D.  N.  concessaruniy  Te!  concedendarum,  per  re- 
galas GancellaríaB  apostólicas  sint  províde  limitalae, 
licét  aliquando  in  petitionibus  super  bujusmodi 
concessionibas  oblatis,  multa  sint  pelita ,  ne  quis 
talium  concessionum  prastextu  id  dispensative  te- 
nere,  aut  faceré  prssumat,  ad  quod  concessiones 
bujusmodi  se  non  extendant,  voluit  ídem  D.  N. 
quod  nulla  talis  dispensatio  cuipiam  in  Judicio, 
vel  extra  suüragetur,  antequam  super  ea  litteras 
apostólicas  sint  confect®. 

LIIL 

Didamutis  ponendis  in  HUeris  índulgentiarum. 

ítem  voluit,  quod  in  litteris  Indulgentiarum  po- 
nalur,  quod  si  ecclcsiae,  vel  capclls,  aut  aliks  ali- 
qua  Indulgenlia  fuerit  concessa ,  de  qua  inibi 
^pecíalis  menlio  facta  non  sit ,  bujusmodi  litters 
sint  nullas. 

LIV. 

De  índulgentiisiíoncessii  ad  instar. 

ítem  voluit,  D.  N.  quod  llttene  super  Indulgen- 
-  tiis  non  cxpediantur  ad  inHar^  nisi  specifícentur. 

LV. 

De  exprimendo  valore  beneficiorum  in  impetra-^ 
iionibus, 

ítem  voluit,  quod  in  gratiis ,  quas  quibusvis 
pcrsouis  de  benefíciis  vacanlibus,  seu  certo  modo 
vacaturis  fieri  contigerít,  illorum,  et  aliorum  quo- 
rumqumque  beneGciorum,  qus  dictas  persona 
tune  obtinuerint^  seu  de  quibus  eis  fuerit  provi- 
sum,  vel  concessum ,  aut  mandatum  provideri, 
venís  annuus  valor  per  marcbas  argenti,  aut  ster- 
lingorum,  vel  libras  turonen.  parvorum,  seu  dó- 
renos auri,  aut  ducatos,  vel  uncias  aun,  seu  aliam 
monetnm,  secundum  communem  asstimationem 
oxprimatur;  nisi  per^nae   praBdicta»  bancfícia, 


quae  tune  obtínuerínt,  aut  in  cfuibu»,  vel  ad  que 
Jus  eis  competit;  juxta  ipsarum  oblationes,  auC 
alias  dimitiere  tcneantur,  alioquin  gratiae  pne* 
dictas  sint  nuiias.  Et  idem  servetur  in  gratiis, 
quas  h  Sanctitate  sua  motu  proprio  emanare  con* 
tígeril;  quoad  beneGcia  tamen,  de  quibus  per 
SancUtatcm  suam  pro  tempere  providetur,  seu 
provideri  mandatur,  aut  alias  disponitur,  ac  litte- 
ris ,  per  quas  pro  tempere  ad  ecclesiarum  pa- 
triarcbalium,  et  calhedralium ,  ac  monasteriorum 
regimina  promotis,  conceditur,  ut  monasteria,  et 
alia  beneficia  ecclesiastica  secularia ,  et  regultria 
per  eos  obtenta,  et  in  quibus,  ct  ad  quae  Jus  eis 
competit,  retiñere  possint. 

LVI. 

De  clausuUs  in  beneficiis  vacanlibus  ponendis» 

Voluit,  et  ordinavit,  quod  quando  providet,  sea 
mandat  providere  alicui  de  beneficio  ecclesiastico 
vacante,  tune  dari  poterunt  clausulae,  si  petantur, 
etiamsi  illud  quovis  modo,  etc.  seu  per  constitu-^ 
tionem  Execrabilis  vacet;etspecial\ler  reservatum 
Ínter  aliquos  liUgiosum  sit,  et  ejus  coUalio  devo» 
luta  fuerit  et  si  pro  collitigante,  vel  per  subro'^ 
gationem,  aut  si  neulri  vel  si  hulli,  ete.  pétente; 
si  tune  lis  specifíce  exprimatur,  nec  detur  aliqtia 
generalis  reservatio  disposilive,  nisi  desupcr  in 
concessione  specialis ,  et  expressa ,  ac  puré,  ct 
non  sub  conditíone  menlio  fiat,  et  tune  reliquse 
reservationes  ibi  contenías  veniant.  Si  vero  tem- 
pere expeditionis  inde  lillerarum  generalis  reser- 
vatio bujusmodi  probari  non  possit,  aut  in  novis 
provisionibus,  seu  pro  colliliganlibus ;  Si  neutri, 
vel  si  nulli,  etc.  sit  expressum,  quod  ad  aliquíbus 
asseritur,  illum,  cujus  bencficium  conceditur; 
Collectorem  ;  vel  unicum  Subcolleclorem,  Abbre- 
viatorem  ,  vel  Familiarem,  Notaríum ,  aut  dict» 
Sedis  Oíficialcm  fuisse  clausula  ponatur,  etiamsi 
dictum  bcnefidum  ex  eo  quod  talis  Collector,  vel 
unicus  Subcollector,  Abbreviator,  vel  Familiaris, 
Notaruis  aut  dielCB  "Sedis  Of/tcialisfuit,  disposi^ 
tioni  apostolicm  generaliter  reservatum  existat, 
dummodo  non  sil  in  eo  alicui  specialiter  Jus 
quoRsitum.  In  reliquis  vero  nuUa  clausula  detur, 
unde  reservatio  generalis  clici  possit  nisi  desuper 
signatura  per  dúplex  Fiat,  sígnala  sit,  aut  reser- 
vatio, vel  alias  specialiter  babeatur. 

LVII. 

De  expressioné  quatitatum  beneficiorum  tn  tm-> 
pctrationibus. 

ítem  voluit,  quod  super  beneficiis  ecclediascis  dd 
qualítalibiis  iliorum^  vídeücet  on  dígnitates,  per^ 
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üonatus,  tel  ofScia  síDi^  ebque  imroineat  cura 
ammaniniy  et  qui  ad  illa  consueveriot  per  electío- 
nem  aasumit  meotío  fiat,  alias  grati»  desuper 
ficUe  sint  nuil».  Et  si  qualitates  bujusmodi  affir- 
mati?ey  reí  condinitionaliter  nou  exprímantury 
negativa  expresse  desuper  fiat  in  beneGcUs,  qu« 
tales  qualitates  I  tel  ex  eis  aliquas  consueverínt 
liabere. 

Lvni. 

Dihenefieiii  vacantibus  per  eontractum  matriz 
monii, 

Ilem  si  reserretur  beneficium  per  eontractum 
natrímonü  non  dentur  alii  modi  yacatlonum  de 
futnroy  nec  censeatur  beneGdum  reservatum  spe-» 
cialitery  vel  afleetum^nisisequatur  matrimonium; 
sed  in  beneficiís  per  promotíonem  aut  ingressum 
religionis ,  tel  assecutionem  vacaturís  ponatur 
clausula,  eliamsf  non  petalur,  ownlí^nefUia  hujui- 
modi  praomisso  vel  aHá$  quovi$  modo  ele,  prs- 
lerquam  per  obítum  obtiiientis  Tacare  contigerít; 
eliamsí  vacent ,  decemens  irritum  etc. 

La. 

De  clauiulii  ponendis  in  lUteris  religio" 
sorum, 

ítem  Yoluit,  quod  si  petalur,  nliquem  in  reli- 
gionem  recípi ,  et  sibi  de  quovis  beneGcio  cccle- 
siastico  provideri  per  siraplicem  signaturam  Fiat, 
receptío  bujusmodi  dunbxat  detur,  adjecto,  si  pe^ 
tens  idóneas  sit ,  aut  aliud  canonicum  impedid 
mcntum  non  obsistat  et  exprimatur,  si  certus  nu- 
merus  regularíum  sit  ibidem,  cui  etiam  non  dero- 
guelur,nis¡cxpresseconcedalur,  et  si  numorusiste 
non  existaty  ponatur  dummodo  receptionis  locus 
hi^usmodi  nimium  propterea  non  gravelur.  Pos- 
sintquc  executores  provisionis  bujusmodi  ad  re- 
ceptionem  emissíonis  professionis ,  non  expectalo 
probationis  anno  procederé. 

LXw 

De  tramlatione  religiosorum. 

ítem  si  regularis  petat  sibi  de  beneficio  ab  aü- 
que  monasterio^  vel  alio  regular!  loco  dependente 
provideri,  et  appareat  ex  petitione  bujusmodi, 
quod  alterius  monasteriiy  vel  loci  relígiosi  sit,  li? 
cét  ihi  translatio  non  petatnr,  nihilominus  illa 
veniat. 

TOJIO  Vil. 


LXl. 
üe  clausula,  si  est  ita. 

ítem,  quod  in  litterís  super  beneficüs  per  cons- 
titutionem,  Execrabilis,  vacantibus  ponatur  clau- 
sula, Si  est  ita,  simíliter  de  quíbuscumquc  narra- 
tis  informationem  facli  requirentíbus. 

LXIl. 

Petenti  provideri  de  vaeaturo,  dentur  Mera  de 
vaeanti. 

ítem  petenti  sibi  provideri  de  vaeaturo  dentur 
litteni  de  vacanti,  prout  expedierít  impetranli. 

Lxm. 

AtfiH)ca<ú>  deeimarum ,  et  aliarum  •mjM)ii- 
tionum. 

ítem  revocavit  quascumque  decimánim,  necnon 
subsidiorum»  vigesim®,  et  aliorum  onerum  impo- 
sitiones  ex  quavis  causa  emanatas  (non  tamen  de- 
eimarum, sub:»idiorum,  et  onerum  impositorum  ex 
quavis  causa,  et  occasione  cxpcditionis  contra 
turcas,  et  ortodoxas  Fidei  bostes)  et  quascumqu^ 
facúltales  supcr  deeimarum,  vigesim»,  et  onerum 
bujusmodi  exactione  quibusvis  fructuum  et  pro- 
vcnluum  Cameras  Apostolicoe  debitorum ,  cóllec.- 
toribus,  et  Apostólicas  Sedis  Nuntüs  ab  eisdem 
Prasdecessoribus  concessas.  Suspendit  queque  ad 
suas  Sanctitalis,  et  Sedis  Apostolicae  beneplacituin 
quascumque plenarias  Indulgentias  ab  eisdem  Prae- 
dtícessoríbus  ex  quavis  causa,  eliam  cxpcditionis 
liujusmoJí,  si  quae  per  Nuntios,  vel  Quaestores  de- 
ferebantur,  concessas ,  necnon  deputandi,  et  eIÍ7 
gendi  confessores,  qui  plenario  absolvant,  el  alia 
faciant  adearumdem  Indulgentiarum  suspensarum 
eflcclum,  reliquasque  facúltales,  ipsas  Indulgeur 
lias  quomodolibetconcernentes  pra&terquam  quoad 
ea,  in  quibus  Indulgentias ,  et  facúltales  in  aliqua 
sui  parle  sint  sortitaQ  effectum ;  ita  ut  illis,  qui 
impleutes  injuncla  eis  in  liltcris  Indulgentiarum 
bujusmodi  jam  consequti  sunt  facultatem  eligen- 
di  confessores,  qui  absolvant  eos  plenaríe  in 
mortis  articulo,  per  bujusmodi  suspensíonem  non 
praejudicetur;  quin  facúltate  ipsa  uti  possint  in 
futurum;  decrevit  queque  irritum,  et  inane  quid- 
quid  lacultatum  revocatarum  earumdem  praetextu 
in  posterum  contigerit  altentari. 
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LXiV. 


Revoeatio  fáctdtatum  percipiehdi  preíium  offi^ 
dorum, 

ítem  revocavit,  cassavit,  el  annuIlavSt,  ac  ifri- 
\tj¡s  declara  vit  (]uascümque  faculta  tes  percipíendl 
pretíum  ofOciorum  Romans  CttríaB  pro  tempore 
Yacantium  in  toto,  vel  in  parte,  quasvis  conces- 
siooes,  et  coUationes ,  aliasque  dispositiones  per 
fel.  reo.  Clemente  XII  aliosque  Praedecessores  de 
diclis  oíficiis,  eliaro  ex  die  collatioiium,  conces- 
sioQum,  et  dispositionum  earumdem  in  antea  va- 
caturíSy  in  favorem  quarumcumque  personnrum, 
ecclesiarum,  monasterium,  piorum  locorum,  co- 
llégiorum,  seu  éorum  mensarum ,  etiam  perpetuo, 
etjam  ¡h  Vím  contractas,  el  ex  titulo  (oneroso,  et 
sub  quavis  alia  verborum  forma,  quam  et  praemis- 
sorum  tenore  pro  cxpre^sisliaberivoluit,  conccssas, 
et  factas  quoad  ofGcia,  quae  post  obitum  dictorum 
Praede^essoram  vacarunt,  et  Su  posterum  quomo- 
dolibet  vacabunt.  ítem  revocavit  quoquc,  cnssavit, 
ctanuUavit,  ac  irritas  declaravit,  quascumquc  in- 
feadationes,  invesliluras,gratias,  conccssiones  quc- 
quomodo  etiam  inempbyleusimad  tempus,  seu  in 
perpetuum,  etiam  motu  proprio;  ct  de  pleditudine 
potcstatis,  accumquibusvisderegatoriarum  dero- 
gatorils  (extra  lameraConsístorium,  el  sino  S.  R.  E. 
Cardínairum  consilio ,  et  conseiisu  ^  die  constltu-  ■ 
lionisíel.  rcc.  Pü  V  PP.  PrajJecessoris  sui  super 
prohibitione  atienandi,  et  infcimdündí  Civitates, 
et  Loca'á.  R.  E.  sub  datum  Romas  apndS.  Petrum 
anno  Incarnationis  Domiuíés  miltesímo  quingen- 
tésimo sexagésimo  sesto,  quarto  kaicnd.  Aprílis, 
Pontííidatus  sui  anno  secundo,  usque  in  praesen* 
tem  diem ,  per  quoscumque  Romanos  PontiGces 
suos  Praedecessores,  aut  mandato,  vcl  auctorítate 
eorum  quomodoncumque,  et  quaiitercamquc,  et 
quovis  colore  factas,  et  concessas  ac  civítatíbus, 
lerris,  oppidis,  caslris,  arclbus,  etlocisSantae  Ro- 
manas. Ecclesise,  et  Santas  Sedi  Apostólicas  tam 
medinte,  quam  ¡nmediate  snbjeclis,  tune  videlicet 
de  tempore  díctarura  infeudntionum,  investllura- 
rum,  gratiarum,  et  concossionum  nondum  dcvolu- 
tís,  neciH)n  quascumque  prorogationes,  ct  exten- 
siones quarumcumque  infeudalionum,  investura- 
rum,  gratiarum,  ct  concossionum  de  diclis  civita- 
libus,  terrís,  oppidis,  caslris,  arcibus,  el  locis, 
tune  videlicet  de  tempore  dictarum  prorogatio- 
num,  et  extensíonum  nendum  fínilnrum  quibusvis 
personis  cujuscumque  gradus,  status,  conditio- 
nes,  et  praeminenliae  etiamsi  impcriaii,  regnli,  du- 
cal!, aut  alia  quavis  prasfulgeant  dignitate,  etiam 
W  YÍro  CPDtractuS;  et  ^  ^uocumquo  titulo^  etiam 


oneroso,  et  per  quft^uin^Qe  t«hi  éáh  {itamV>, 
qukm  in  forriía  BreVís  süb  mamh  piácataris,  a«i 
etiam  alias  quomodocuiTiqu»,  él  quaHtemnnqt», 
expeditas  littéras,  ab  stib  quavis  verbonim  formav 
quam,  ct  prasmissorum  omníam  tenores^  S.  Sw  |ira 
expressis  haberí  Toluit,  latíssíAié  exteodiendoB. 

LXV. 

Quod  fruelus  in  tertia  parte  augeri  po$8Ínt  vigari 
elatisula, 

ítem  cum  nonnuUi  iü  fñ  petrationibus  beneíi- 
ciorum  ecclesiasticorum  pro  tempore  vacantium, 
ét  corto  modo  VsK^ttir^nim ,  «Mirando  lllonim 
fhictüs,  etc.  certtiMí  per  eob  ekprattum  amntoNi 
valorém  non  exóedere,  nonnuitiquaifi  (Mnesalt 
Sáncütate  suh,  üt  hujusmoái  valorem  annuam  ati- 
gero  possínt,  ut  verius  posíl  In  confessione  Htlo* 
rarom  super  hujusmodi  impetrationíbus,  suiprna, 
aut  valor  annuus  exprimí,  aliter  desnper  non  spe* 
eifícato,  ne  de  veri  late  hujusmodi  concessíMís 
in  pfwterum  liassitari  conlíngnt;  declaravit,  pr»- 
textu  conccssionii  hojusmodi,  valorém  iprsum  tn- 
que  ad  terliain  partem  valoris  cxpressi,  et  in  pri- 
ma quas  dasuper  fiel  litterarum  expedilione  dum- 
taxat  augerit  possc,  et  eas,  quas  lilteris  jam  expe- 
ditls  cum  expressione  valoris  «pcoífloati,  aut  non 
integro  augmento  praedicto,  denuo  dcsuper  expc- 
díri  contígerit,  lilteris,  cum  alíquo  augmento  va- 
loris hujusmodi,  nullius  esse  roboris,  vel  momenti, 
etiamsi  motu  proprio  beneficíales  gfatíft,6t dis- 
positiones qoaecumque  k  Sanctítatd  ^la  emana* 
verint. 

LXVI, 

J>e  insordescentibus. 

Ítem  ne  personis,  pro  quibus  litterae  saae  Sanc- 
titatis  emanabunt,  ob  generaiem  absolutionem  k 
censuris  ecclesiastícis ,  quibus  ligati  forent,  ad 
eorum  eíTectum  indilTerenter  conóedi,  et  in  Ktterís 
apostolicis  apponi  solitam,  pr«fStetar  oooasio  con- 
juras ipsas  vilipendendi,  et  insordescendi  in  illis, 
staluit,  et  ordinavit,  hujusmodi  absolutioncm,  et 
clausulam  in  lilteris,  quas  in  futurum  cum  illa  con- 
cedí continget,  non  suffragari  non  pafentibus  reí 
judicatas,  incendíariis,  violatoribus  ecclesiarum, 
falsificatoribus,  el  falsíficarí  proeurantibiB  iíttel*as, 
et  suppücaliones  apostólicas ,  et  ülts  «teatibvs, 
receptatoríbus,  et  fkuloribus  eorum,  ac  res  ireti- 
tas  ad  inndells  deferentibus,  violatoribus  eede- 
siasticaelibertatb,  vía  (áetiausa  tetaeniHo  aposto  «- 
Ucí«  mandatis  non  obtemperaatíbus^  et  NaBtto»^ 
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rol  exocutores  A^iolic»  Sedís,  et  ejus  oflicia* 
lUtfD,  ejus  ooiBmíssa  exequentes,  impedientibuSy 
quí  propter  priBimssa,  vel  aliquod  éorura  excom- 
municatí  h  ¡wte,  ve]  ab  horoine  per  quamor  mea- 
ses scienler  exeommuaicationis  senteuttam  liu- 
jusmodi  susUnueriat;  e  geoeraUler  quibuscum- 
qiie  alus ,  qui  ceusurís  aliquibus  ,  elhro  alíks/ 
qukm  ut  pr»fectur,  quomodolibet  ligaU,  ia  illis 
per  anniim  contmiHim  insordueríot. 

uvn. 

ítem  ídem  Dominus  Noster  exactionibus ,  quas 
Sanclilns  sua  non  sine  displicentia  plerumque 
fieri  intellexít  per  offícíales  RomanaB  Curiae ,  qui 
eonstUutis  sibi  emolumentis  pro  exerciüo  offício- 
rum,  quae  obtinent,  non  contenli,  ultra  k  prose- 
qucntíbus  negotíorum  quorumdam  expedí  tionem 
¡n  eadem  Curia  exígere  non  verentur,  obviare  vo- 
lens  districte  praecipiendo  inhíbuít  obnibus,  et 
ftinguUs,  quaevis  offícia,  in  eadem  Curia  obtínen- 
tibus,  ne  decastero  quidquam  pr^textu  ofliciorum, 
qus  pbtinent ,  quovís  colore ,  eUom  celerioris 
•xpeditionís,  ultra  emolumenta  hujusmodi  exige- 
re,  seu  ad  hunc  effectura  expeditionem  eorum, 
qu33  ei  incumbunty  malitiosc  differre,  sub  excom-* 
municátionis,  et  pra>ter  ¡llam  suspensionls  k  per-*- 
ceptione  em^umentorum  hujusmodi  pro  prima 
ad  semestre,  et  pro  secunda  ad  araium ,  et  pro 
lerüa  vioibus,  quibua  sic  excederent ,  privationb 
oCGfiiorum  por  0os  obtentorum,  in  quibus  sic 
excesserint ,  pcenis;  oc  voluit,  quod  S.  R.  E.  Vi« 
cecanc£llar¡uf ,  et  CenccUaríus,  excedentes  ipsjM 
respective^  prout  ^i  subsunt ,  per  subtrationem 
emolumentorum  eorundem,  ac  alíks,  ut  prqsferlur, 
compelían t  ab  hujusmodi  illicitis  exactionibus  abs- 
tinerc,  ac  contra  eos  per  prasdictas  poenas ,  ct 
afíb,  prout  melius  expediré  viderint,  procedant. 

Lxvni! 

Ri$$rveUio  benificiamm  vatanHum  Sede  Ajmío^ 
¡tea  vacmUe. 

ítem  Sancüs^imgs  p.  N,  provide  consider^ns 
consuevisse  quandoque  Romanos  Pontífices  prs- 
decessores  suos  bepefici^ ,  (^\i¡b  vs^cante  S^de 
Apostólica  vacare  contigerant,  dispositione  su® 
reservare,  intendens  de  benenciis  hujusmodi,  tam 
conciavistis ,  quam  pauperibus  clericis,  et  aliis 
bencmeritis  personis  providere,  omnia  et  singula 
beneficia  per  regolas  OaneeHari»  apostolice ,  aut 


quaslibet  alias  aposloUcas  constitutiones  lempo- 
rales  Eomani  Pontificis  pro  tempore  existenti  dfs- 
positioni  quoroodolibet,  et  ex  quavis  causa  reser- 
vari  sólita  qu»>  h  die  obitus  fcl.  rec  Clpn\.  ^11. 
Praedecessoris  sui ,  usque  ad  díem  septimam  ()e«> 
cimain  AugusU  curreotis  vacaverunt,et  de  quibus 
per  quo$cumque  ordinarias  Collatore^,  tune  dis- 
positum  ao.n  (uerat,  %\m  provisión! ,  ac  dispositio- 
ni  reservaiity  decamena  ifritum»  ^c. 

LUX. 

Revooatió  indultorum  eupervenietUice» 

ítem  quia  a(|  importunara  nonnullorqni  sugges- 
tionem,  quandoque  contigit,  praedecessores  suos 
Romanq^  Pontijices  pro  tempore  existeote^  anb 
contractorum  debitorum,  vel  (Uversis  allLs  praQfex«* 
tibusconcessisse,  et  indulsisse  Qeneficiatis  ^^  fntf* 
tus  suorum  beneGciorum  aut  partem  eonim  an- 
ticipatis  solutioníbus  ad  tempus  clocar^ » yel  erga 
creditoxes,  aut  quascumque  alias  personas  obligare 
v^l  hypoihecare,  io  splutum  daré,  aut  alUis  quq- 
modolibet  de  eis  dlsi/pnere  liceret,  ad  tempus  mi- 
nime  rostríctum ,  ad  vitam  supplicanlium  ciim 
gravi  successorum  praejudicio,  et  ecclessiariuu 
detrímento.  Ideo  indomnitati  ecclessiaruqa ,  ct 
successonim  in  bcneíiciis  hujusn^odi  salubritejr 
consulero  volens,  revocavit,  cassavit,  et  apnulla- 
vit  omnia,  el  singula  indulta,  et  facúltales  in  ea 
parte,  qua  nedum  veré,  et  realiter  suum  sortita 
sunt  effectum,  per  quoscumque  Romano^  ponti^ 
fices  prsedecessoressuos  hactenus  ad  favorem  qua- 
rumcumqúe  personarum  concessas,  quibus  eis, 
vel  eoriuB  singulis,  uUo  n^odOy  et  ex  qi^vis  c§^» 
vcl  prastextu  pern^iütturfructuscerti^,  vel  ioicer- 
tqs,  jura  obventiones^  et  eimoluraenta  qi^ct^mque 
quorumlibet  boneficiorum  per  eos  oblealorum  aa-^ 
ticipatis  scIutloaiJÍHis  ultra  unioum  anuum  elp<^ure, 
arrenjdare,  ad  firmara,  val  responsionem  concede- 
ré, yel  eos  ad  favorem  quarurocumque  personarum 
quomodolibet  obligare,  vel  hypoüiecare,  ía  splu- 
tum date ,  aut  de  eis  qjOjpmodoUbet ,  et  ex  lyaayis 
cau^a  disponere  pro  temp^u^  ad  vitam  Beneficia-^ 
tonim,  et  tempus,  quo  beneficia  tiujusroo4i  <4>U* 
nuerint,  mlaíme  restricto,  et  coarctaio,  iHemm 
ten(Mre8  etc.  deeemeos  irritum  etc. 

LXX. 

Quo^  Cardii}ali$  non  comprehendantur  sub  ^ «« 
gulis  faciendis, 

ítem  cum  S.  R.  E.  Cardinales  SS.  D.  N.  assis- 
lant,  ac  propterea  debeant  apeciatibus  prorogati« 
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vi?,  et  privílcgiís  gaudcre,  iilein  D.  N.  statait,  || 
ordinavit,  decrevil,  quod  in  quibuscamqae  cons-  I 
l¡tut¡onibus,  et  rcgulís  per  Sanclitatem  suam  edcn- 
dis  non  eompreliendantur ,  ñeque  compreliensi 
cónseantur  ipsi  Cardinales  ,  nisi  illas  eorumdem 
Cardínallum  favorem  conccmant ,  vel  conslilutio- 
nos  edendae  de  eorumdem  Gardinalíum,  vel  majo* 
ris  partís  eorum  consilio  editas  fuerint  seu  eisdem 
regulís ,  et  constitutionlbus  facta  fuerít  ipsorum 
Cardinalium  exprossa  mentio. 

UXl. 

Quod  Regules  CaneeUaria  non  eompreheniantur 
$ub  generalibui  derogaiionibus. 

ítem  Sanctitas  sua  statuit,  et  declaravit,  quod 
prasmissís ,  et  quibnsvis  alus  regulis  Cancellaríae 
8U0  tempere  edendís,  ac  publicandis,  namquam 
canseatur  derogatum  in  quibuscumque  constitu- 
tiouibus,  lilteris,  brevibus,  indultis,  et  alus  ordi- 
nationibtts  apostolicis ,  etíam  motu  proprío  et  ex 
certa  scientia  emanatis,  per  quascimique  verba,  et 
decreta  derogatoria,  irritantia  unlversalia,  et  am- 
plissima,  et  clausulas  quantumcumque  eflicacissi- 
mas,  eliam  derogatorias,  atque  specialis,  et  indi* 
viduaB  expressíonis  vím  hibentes,  et  habentia,  nisi 
facta  fuerít  de  iilis  expressa  mentio ,  et  non  aliter, 
noc  alio  modo. 

LXXH. 

De  polestate  Reverendissimi  Domini  Viceeanee^ 
llarii,  Cancellariam  ñegentis. 

Primo,  quod  possit  committere  absolutionem 
illorum,  qui  ignorantes  in  supplicationibus ,  vel  in 
litteris  apostolicis  aliquid  scriberent ,  corrigerent, 
vel  delerent. 

ítem,  quod  possit  corrigere,  nómina,  et  cogno- 
mina  personarum,  non  tamem  eorum,  quibus  gra- 
tías,  et  concessiones  fiunt ,  ac  beneGcíorum,  dum 
tamen  de  corpore  constet. 

ítem,  quod  possit  omnes  causas  beneíiciates, 
etiam  non  devohitas,  commitere  in  Curia  cum  po- 
téstate  citandi  ad  partes. 

ítem,  quod  processus,  apostólica  anctorítatede* 
cretos,  aggravare,  possit  cum  invocatione  braclüi 
secularis,  et  sententias  executíoni  demandan  face- 
re  contra  intrusos,  et  inlrudendos,  per  litleras 
apostólicas  desuperconGciendas,  et  non  ali^?. 

ítem,  quod  possit  signare  suppUcationes  mani- 
bus  duorum  referendariorum  signatas  de  benefl- 
dis  ecclesiastieis  secularibus,  et  regulartbus  dis- 
positiene  apostólica  generaliter  non   reservalis, 


quorum  cujuálíbet  valor  ceiitum  fiorenorum  aurí 
de  Camera,  vel  totidem  librarum  turoncns.  pnr« 
vorum  seu  totidem  in  alia  moneta  juxta  commu* 
nem  9*stimalíonem  valorem  annuum  non  excedat. 

ítem,  quod  possit  assignare  suppliea tienes  etiam 
duorum  referendariorum  mantbus  signa  tas  de  no- 
VIS  provisionibus,  si  neutri,  et  subrogationibot 
pro  collitigantibus,  in  quibus  non  detar  clausula 
generalem  reservationem  importans. 

ítem,  quod  possit  ad  ordines  suscipieodos  arc- 
taüs  prorogare  termines  de  dictis  suscipiendis  or- 
dinibusy  usque  ad  proxima'tunc  k  jure  statula 
témpora,  in  quibus  sic  arctati  suocessivB  ad  ipsos 
ordines  promoveatur. 

Placel,  publieentur  el  dcscribantur.  P. 

Lectae,  et  publicatas  fuerunt  suprascriptae  regu- 
las, ordínationes ,  et  constitutiones  k  Cancellaria 
apostólica  ab  uno  ex  RR.  PP.  DD.  Majoris  Praesi- 
dentiae  Abbreviatoribus  anno  Incarnationis  Domi- 
nicas mitlesimo  septingentésimo  quadragesimo, 
die  vero  3  i  mensis  Augustis  Pontífícatus  praslibati 
S.  D.  N.  Bened.  XIV  anno  primo. 

CANCELARIO.  De  las  voces 
latinas  cancellarius ,  caticellare  ,  tenemos 
en  castellano  cancelario  y  canciller:  cl 
que  tiene  á  su  cuidado  la  custodia  de  los 
sellos  de  alguna  potestad  eciesüstka  6  ci- 
vil j  iglesia  ó  corporaekm :  el  encargado  de 
sellar ,  ó  de  la  imposición  ó  estampamiento 
de  los  sellos :  el  oficial  público  6  notario  en* 
cargado  del  depósito,  archivo  6  registro 
de  cierta  clase  de  documentos :  la  potestad 
ú  oficial  público  encargado  de  enmendar, 
corregir,  rectificar,  á  veces  tachando,  ó 
cancelando  ciertos  documentos  legislativos» 
jurídicos  ó  de  la  fé  pública,  como  bulas» 
rescriptos,  reales  provisiones,  reales  eje- 
cutorias ,  etc.  Nos  es  indispensable  presen- 
tar la  idea  con  esta  generalidad  y  ostensión, 
porque  tal  es  la  diversidad  de  acepciones 
délas  voces  cancelario  y  canciller,  apli- 
cadas unas  veces  aun  al  mismo  Pontífice, 
otras  &  un  simple  notario  ó  registrador  de 
audiencia. 

La  mas  latinizada  de  estas  voces ,  esto  es; 
la  de  cancelario  i  asi  como  su  análoga  can* 
celaiia,  se  aplican  únicamentCi  y  aun  como 
técnicas  en  lo  canónico;  la  de  canciller  y 
sus  análogas  caneilleria ,  y  chancillería  en 


Digitized  by 


Google 


CANCELARIO. 


4S7 


los  asuntos  civiles  ,  polílicos  y  diplomáticos, 
y  alguna  vez  también  en  las  canónicos, 
como  se  nota  en  la  serie  de  artículos  relati* 
vos  á  esta  materia.  Asi  vemos  en  el  de  Ca?i- 
celaria  romana  que  el  Papa  es  reputado 
Cancelario  de  la  Iglesia ,  y  gefe  6  concela- 
río  de  la  cancelaría ;  asi  como  se  llama  t^- 
ce-cancelario ,  el  cardenal  6  personaje  que 
le  representa  y  preside  en  dicho  cuerpo,  6 
secretaría  universal. 

Entre  nosotros  es  técnica  la  palabra  can- 
celario en  lo  académico.  Sabido  es  qae  nues- 
tras universidades  literarias  tuvieron  desde 
8U  origen  el  carácter  de  regias  y  pontifitías^ 
cuyos  caracteres  esplicamos  en  su  artículo 
correspondiente.  De  aquí  en  lo  general  la 
doble  autoridad  por  que  eran  regidas ,  la 
real  que  ejercian  los  rectores  ;  y  la  pontifi- 
cia que  ejercia  el  cancelario.  Este  era  siem- 
pre un  eclesiástico.  Su  cargo  principal  era 
el  cuidar  del  orden  y  pureza  de  los  estu- 
dios ,  y  de  la  observancia  de  las  reglas  y 
leyes  académicas.  Presidia  y  confería  los 
grados  mayores;  y  si  los  menores  los  con- 
ferian los  decanos  de  las  respectivas  facul- 
tades ,  era  sin  embargo  bajo  lo  fórmula,  auc- 
toritate  regia  et  pontificia ,  qua  in  hac  parte 
fuugor^  confero  tibi,  etc. 

Con  cl  tiempo  las  facultades  de  los  caa^ 
cetarios ,  que  en  el  lenguaje  común  se  lla- 
maban también  cancilleres^  fueron  varías  y 
aun  mal  definidas.  En  unas  universidades 
eran  ademas  jueces  de  estiídios^  esto  es, 
ejercian  jurisdicción  académica  correccional: 
en  otras  reunian  el  doble  concepto  de  can- 
celarios y  rectores.  Después,  las  univer- 
sidades, señaladamente  desde  que  con  la 
institución  de  los  seminarios  conciliares,  en 
estos  principalmente  se  hacian  los  estudios 
teológicos  y  demás  eclosiásticos  ,  propendie- 
ron sin  ostentarlo  á  la  emancipación  que 
al  fin  se  ha  consumado ,  sin  que  la  autori- 
dad eclesiástica  lo  haya  resistido  por  ht  ra- 
zón indicada.  A  fines  del  siglo  anterior ,  en 
el  plan  de  1786 ,  la  autoridad  de  los  cance- 
larios se  ve  casi  limitada  á  la  colación  de 
grados:  para  la  admisión  de  un  estudiante 
á  matrícula  ponían  el  visto  baeno  con  la 
fórmula ,  va  arreglado  en  el  traje :  estaban 


subordinados  al  rector,  y  como  los  cátedra* 
ticos  y  profesores  tenían  que  prestar  jura- 
mento de  obedeceríe  in  lieitis  el  honectis. 
Era  incumbencia  también  de  los  cancelarios 
el  cuidar  de  que  en  la  recepción  de  grados 
se  prestase  juramento  de  defender  el  miste- 
río  ds  la  Inmaculada  concepción;  si  bien 
este  encargo  era  mas  bien  real  que  ponti- 
ficio, por  la  piedad  y  especial  creencia  és« 
panela  en  este  punto. 

En  el  plan  general  de  estudios  de  18i4, 
último  documento  legislativo  en  que  se  con- 
signó la  existencia  del  cargo  de  cancela* 
río,  al  propio  tiempo  que  casi  se  estinguia 
(título  De  los  cancelarios,  artículos  S49, 
250  y  251),  se  estableció ,  que  en  las  uni- 
versidades en  que,  como  en  la  de  Cervera,  el 
cancelarío  era  la  única  cabeza,  reuniendo 
á  sus  facultades  las  de  rector,  no  se  hi- 
ciese novedad :  que  por  entonces  y  basta 
tanto  que  vacaren  por  muerte  ú  otra  causa 
las  dignidades  de  los  cancelarios  de  Sala- 
manca y  Alcalá,  continuasen  estos  ejercien- 
do la  jurisdicción  privilegiada  que  les  Aic 
concedida;  pero  verificada  la  vacanie,  se 
ejecutase  del  modo  roas  conveniente  la  me- 
dida general  adoptada  en  dicho  plan :  y  que 
los  cancelarios  asistirían  á  dar  puntos  para 

I  el  último  ejercicio  de  la  licenciatura,  el 
cual  presidirían  ,  confiriéndolo  lo  propio  que 
el  de  doctor. 

En  los  planes  posteriores  de  estadios  ya 
no  se  habla  del  cancelario,  cesando  asi  el 
cargo  por  preterición ,  y  por  agregación  de 
sus  atribuciones  á  las  del  rector,  y  á  la  po- 
testad real ,  hasta  el  punto  de  que  boy  al 
colador  nato  de  los  grados  de  doctor  lo  es 
el  ministro  de  instrucción  pública ,  y  por 
delegación  suya  el  redor  ú  otra  persona. 

La  potestad  eclesiástica,  viendo  haberse 
completado  la  emancipación  de  lo%  esludios, 
ha  promovido  con  empeño  la  de  los  cda^ 
siásticos  en  los  seminarios ,  con  lo  que  de 
todo  punto  ha  concluido,  y  ya  puede  decirse 
que  autorizadamente  por  el  silencio  de  quien 
podía  reclamar  el  cargo  de  cancelario  en  lo 
académico.  Véase  cancelaría,  CANCiLLia. 

CANCILLER.  En  el  derecho  anti- 
guo y  documentos  de  las  mismas  épocas,  se 
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Ihyna.Umbien  ebaneiller,  asi  coinb  en  los 
fueros  de  Aragón  chancMer  y  chancelle' 
ro.  Eq  los  artículos  cancbl,  cakcblama  ; 
CANCBLAMO  queda  establecida  la  etimelo- 
g<a  de  esta  denomÍDacion,  é  indicada  la  íq« 
dele  del  cargo ,  presentado  de  ordinario 
con  mas  oscvridad  y  confusión ,  que  pre- 
cisioa  y  Terdad.  Etimológicaniente  lo  que 
en  los  d^eumeatos  latinos,  eaaónieos  y  aca- 
démicos era  y  es  el  caneellarius »  y  canee- 
lorio,  eso  era  y  es  en  romance  oaneilUr.  En 
UM  y  otro  orden  las  vicisitudes  de  este  ofi- 
cia y  dignidad  han  sido  anilogameate  las 
mismas,  abarcando  sus  varíaeionea  e^  loge- 
rárquíco  desde  el  grado  mas  Ínfima,  basta 
lo  mas  elerado.  La  esplicacion  de  este  ulti- 
mo eonoepto  ha  sido  llevada  por  algunos  aa- 
tofet  ha$ta  la  exageración,  manifestando  para 
espliear  la  esceieacia  del  cargo  que  Josafa^ 
fué  canciller  de  David,  Moisés  de  Dio^,  el 
Basiiftta  del  Hesias,  y  que  el  Papa  lo  es  de 
Jesucristro.  Aun  sin  eso  es  como  pq  axioma 
en  lo  eclesiástico,  segu  vemos  en  el  artículo 
GAHCUARk  ROMANA,  quo  Bolití  Papa  est 
eanceUáríun  in  Ecclesia  Dei,  asi  como  lo  era 
en  h)  civil  y  político  que  el  gran  canci- 
ciUef  eral  major  port  regem.  Y  todo  esto 
mientras  por  otra  parte,  en  sentir  de  algu- 
nos autores  de  nota,  cancítí^r  equivalió  en  los 
principios,  y  sucesivamente  aun  á  porUro  de 
secretaria  y  tribunales :  secretario:  refreti- 
dario^  ñoíario,  ese^Hba9U>(i).  Llamironse  al- 
(^na  vez  cueBiores,  maguirís$cri$  tcriny 
lébeUórun^  y  todavía  de  algunos  otros  modos 
difiereates;  pero  hay  eH  todo  verdad  y  confu- 
sión q«e  en  vano  se  procurarían  deslindar 
sin  difcreaeiar  el  orden  de  los  tiempos. 

Y  con  efecto:  en  todos  tiempos  se  com* 
prende  que  la  estancia  real,  la  mansión  de 
los  prelados  y  príncipes,  siempre  religiosa  y 
hasta  misteriosamente  reservadas  á  laimpru- 
dftiioia,  é  á  la  audacia  de  los  profanos,  estu- 
viesen ba}0  la  custodia  de  guardadores  inter- 


(1)  Sfmpere  yCasrloos,  disttnen  flsetl  nSro  el  orfeón  Ac 
las  Clhancillerias,  de  que  hacemos  mérito  ea  el  art.  Audien- 
cia Real. 

t<)!ofierimus  foñíum,  ittce  Jo.  Wiebeíae  r^ocluH,  citado  por 
él  misnio ,  rorrK  chartttlarii ,  tñbulmit,  tiMiones,  Tffere»- 
4jni,  cmctüñtU ,  aliafqne  noí^rii,  intcirdHvt  fuisse  sffno- 


nos,  que  por  esta  misma  circunstancia,  por 
residir  inlra  cancclloSt  como  pudieron  Ua* 
marse  hosliarm  6  porteros ,  se  llamasen 
cancelarios^  é  introducido  el  romance^  chan- 
ceUeres ,  ó  cancilleres :  cuya  denominación 
podían  recibir  también ,  de  guardar  intra 
camellos^  en  la  ests^ncia  re^l,  interior  del 
templo,  palacio,  tribunal,  etc.,  los  sellos  rea* 
les,  cartas  y  registros  auténticos. 

También  se  comprende,  y  aun  enseña  la 
historia,  que  en  todos  tienipos  y  mas  en  los 
mas  cultos,  ó  ea  que  ha  sido  nu^yor  la  com* 
plicaciondelos  negocios  públicQs,  los  prín- 
cipes y  potentados,  que  no  haMan  de  ser 
competentes  paia  todo,  ni  bajar  ^  i|Aano  á 
todo  género  de  atenciones,  y  pegQcia^,  so- 
bre todo  oficiales  y  formularios ,  y  ya  cien* 
tíQcos,  ya  jurídicos,  habrían  de  (eaer  cercado 
sí  persoaa  ó  personas  aptas,  y  d^  ^n  plena 
confianza,  que  sin  abuso,  ni  oompromiso  de 
la  magostad ,  ó  autoridad ,  cursaran  las  so« 
licitudes,  estendieren  las  resolucianes,  es- 
tampasen los  sellos,  &  signos  de  fuiteiitici- 
dad,etc.iy  asi  sucediaentos  palacios  de 
los  emperadores  griegos,  y  romanos ,  como 
después  en  las  cortos  de  los  reyes,  y  prínci- 
pes, y  en  el  de  la  cabeza  de  la  Iglesia:  y  biep 
que  se  ve  que,  según  se  atienda  á  cada  una 
(le  las  ya  enunciadas  circunstancias ,  ora  del 
cargo  mismo,  ora  de  la  localidad  en  que  se 
egercia,  ó  debía  ejercer,  tales  pficjo^  podisM 
recibir,  como  recibieroa  sucesivameate  |^ 
denominaciones  promiscuas  de  notarios,  ^»*- 
tulaiios,  apocrisarios,  cuestor0Sf  C()í}des  4é 
los  notarios,  notarios  maj/ores^magi^s^' 
crí  serinii ,  cíincelaiios  ,  cancilleres,  jpm4a 
sellos,  etc. 

La  mayor  parte  de  estos  nombres  se  asa- 
ban en  un  príncipio  promiseuam^te,  y  aon 
no  poca  confusión.  Los  de  cancelario  en 
lo  eclesiástico,  y  canceller  ó  canciller  ea  lo 
civil  prevaleci^on  al  fin,  ó  ñas  bien  toma* 
roa  un  valor  específico,  contraidos  sobre  to- 
do á  los  negocios  de  estado,  y  á  las  casas  de 
los  príncipes,  y  en  este  sentido  la  última  de 
esias  denominaciones  es  objeto  del  presente 
artículo. 

El  deslinde  no  Alé  desde  kiego  tan  ndi* 
cal,  que  no  se  confundiesen,  aun  rigiendo  ya 
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la  tegisiacíon  de  fas  Partiéas,  alguna  do  k» 
iniédiclHis  dcfoomioacíoDcs.  Segon  Seiteiiír 
de  Meiitfozai  sio  embar^,  y  por  Id  que  ha- 
ce i  la  «asa  del  rey,  el  de  Castilla  y  de  To- 
ledo 4lettSo  el  Bueno ^  por  losaiios  de  llSd 
separé  él  earg^o  de '  m)u>Ul^  del  de  noídrio: 
ü  cmiüftt^'  le  dio  por  arinas  ó  disiiniíTo  un 
sello  de  {riomo  ooq  «b  castlHode  oroeneam* 
po  ro}o:  al  noíftrto  le  encargó  la  «ola,  é  en* 
teñüotí de  «arlas,  y  escrituras,  de  doaáe 
fe  Víuo  d  nombre  (4). 

%egtih  «1  mfsme  S^tamif ,  «I  rey  D.  Mbih 
se  VH,  «I  temar  ti  título  de  emperad^ 
«A  113*  ífté  el  primero,  qtw  á  imitad«n  de 
los  emperadores,  y  sobre  tode  de  le^  de 
PiMcra,  tituló  eamitteres  k  §as  secretarias. 
Se«nipére  ea  él  dietámeti  aates  citado  4e  cea'- 
tradice  y  cea  ratoii,  pues  ahfes  tatfcia  ^H  eam- 
cilleresen  el  palacio  de  nuestros  reyes,  como 
resulta  ló  ftleronGarci  Pérez  de  doua  Urraca; 
y  del  mismo  D.  Alonsb  el  emperador,  D.  Die- 
go Gelmirei,  arzobispo  de  Santiago,  cuyo  tí- 
tulo y  cargo  le  conlrmó  en  1137. 

flecha  ya  específica  esta  dignidad ,  dice  de 
ella  la  ley  4,  tít.  9,  Partida  í:  «chanceDer  es 
el  «égündo  ^ial  de  casa  del  rey,  de  aque- 
llos que  tienen  eticios  de  porídad.  >Ca  bten 
aftixome  d  capcltai^  medianero  entre  üim 
é  el  rey  espirilualmente.  ..  otrosí  lo  es  el 
CbaiKcIter  entredi  é íes  homes  en  las  «osas 
temporales.  E  esto  es  porque  todas  las  cosas 
<|ae  ha  de  librar  por  cartas  de  quier  mane- 
ra que  sean,  han  de  ser  con  sa  sahkkiría: 
é  él  las  debe  ver  antes  que  las  selle,  por 
guardar  que  non  sean  dadas  contra  derecho, 
por  manera  que  el  rey  non  reciba  ende  daño, 
m Tergttenza. Esi  follase ifue algu4ia cosa  y 
habiaqoe  non  foese  ansí  fecto,  débela  rom- 
per ó  desatar  con  la  péñola,  á  que  dicen  en 
latió  eti»}oe/te;*a,é  de  esta  palabra  tomó  no- 
mechancínerfa.i 

La  ley  15,  W««lo  19,  Partida  4,  dioe  Coda- 
yh  en  esta  ratón:  -uMagkter  sacrí  ^crínü  fí- 
beliorufá  es  la  decena  dignidad  por  q«e  sale 
el  fijo  defoderde  su  padre,t|ueq«iere  tanto 
decir  en  rcunaace  como  dkaneeller.  E  este  ha 


(i)   Or^ei   de  las  dignidades  de  CastiUe  y  de  Uw, 


de  tener  ek  gn»tiá  los  seHoa  del  em|^er«4a^ 
ó  dd  rey ,  é  las  arcas  de  ios  esorilos  de  la 
chanceMeria.  B  deher  ver  é  exanrinar  todas 
las  cartas  qne  vinieren  i  la  cbanoellería  an^ 
te  que  les  seiien:  élas  que  entendiereiiae  sus 
derechureras ,  débelas  mandar  sellar ;  é  las 
otms  cAoitc^íorto.  B  por  ande  le  flaomn  á 
este  á  tal  tbaaceller,  por  que  ri  I»  de  dum'- 
cellar  é  ^emendar  las  carlal. . » E  &  este  deben 
obedecer  los  notarios  é  los  ^seríim&i  ée  la 
cérte.  Pero  el  chancelier  nofnede  dar  por>sf 
privilegies,  nía  carta  de  gracia,  nta  iWarta 
ninmandaria  facer  sin  mandato  ddrey,  asi 
cnomo  dijimos  en  la  tercera  partida  en  ai  If^ 
tulo  de  las  escrituras.. ..>) 

Aquí  se  ve  comj^etamente  ^paradd  el  Car- 
go  de  cabciler  M  de  notario  y  eseiíbano, 
y  por  tanto  que  la  disposición  de  khifáo  el 
Siieno  de  que  antes  hemos  hecho  mención, 
tuvo  desde  luego  pleno  curapiímiealo.  Por 
los  títulos  6,  7,  8  y  9de la  Partida  8,  rendía 
qne  ya  entonces  el  fcrvkio  de  (a  corte  y 
casa  del  rey,  sobre  lafbrmaciony  espedieíon 
de  la^  cartas  y  privilegios,  estaba  orfinha- 
do  en  esta  forma:  aun  cuando  la  custodia*  de 
los  sellos  reales  estaba  enconíendada  al  can^ 
eiUer  mayor,  este,  para  la  imposición  dé 
ellos,  tenia  á  sus  órdenes  varios  oficiales  rea- 
les que  por  el  cargo  se  llamaban  selki4ai*es: 
luego  que  el  canciller  recibía  mandato  del 
rey  para  espedir  caria  ó  privilegio, daba  or- 
den de  notarla  ó  escribirla  según  la  fotma 
recibida  á  los  oficiales  de  la  corte  del  rey  que 
por  eso  se  llamaban  notatios  y  efíoribanm. 
Presentada  al  canciller,  si  nada  tenia  que 
enmendar  ó  chancillar,  mandaba  regidretrta 
y  sellarla ,  desempeñando  el  primer  encargo 
los  oficiales  de  la  casa  del  rey^^^QC  poroso  se 
llamaban  escríbanos  registradores. 

La  ley  4,  título  9,  Partida  2,  antes  cHáda, 
humera  éstensamente  las  prendas  de  naci- 
miento, probidad ,  cortesanía  é  ¡nstroecíon 
que  debían  «doftíar  al  cancítlef ,  anadiando 
en  este  ultimo  sentido  que  «leer  é  escrebir 
conviene  que  «epa  en  latín  é  en  romance  por 
que  las  cartas  que  mandare  facer  sean  dita- 
das  é  escritas  bien  é  apuestamente  «v» 

DiiU*  AOlü.  moAll  ^ir*ti*^  /\tyj  ni  noft/^ín^^  Jk^A 

eclesiástico  de  ordinario.  Por  su  alta  digni- 
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dftd  se  le  llamaba  alguna  vez  caitciUer  ma- 
yor  en  contraposición  á  los  encargados  de  la 
cttilodia  de  sellos  inreriores  al  del  rey,  es- 
to es,  de  autoridades ,  ó  corporaciones,  los 
cuales  en  el  mismo  sentido  eran  reputados 
inreriores,  ó  eatmllet*e$  menores.  Por  la  ley 
13,  título  18,  Partida  4,  hemos  visto  que  es- 
tallan á  sus  órdenes  todos  ios  notarios  y  es- 
cribanos de  la  corte  del  rey,  en  lo  que  parece 
verse  el  origen  de  la  denominacian  de  fto(a- 
fio  mayor  de  reinos  dada  con  el  tiempo  á  los 
ministros  de  Gracia  y  Justicia,  ¿uando  han 
venido  á  ser  como  el  guardasellos  del  rey,  y 
gefes  natos  de  los  notarios  y  escríbanos  de 
todo  el  reino. 

Asi  la  dignidad  de  canciller  del  rey  se 
elevó  de  grado  en  grado  á  la  primer  cate- 
goría del  reino:  major  post  regem^  y  lo  pro- 
pío  sucedió  en  los  demás  estados.  En  Aragón 
era  llamado  en  el  fuero  lugar  teniente  del 
rey.  En  Francia  era  después  de  los  doce  pa- 
res, la  primera  dignidad  del  reino :  y  en  tal 
concepto  presidía  el  parlamento  en  las  coro- 
naciones, piesidia  á  todos  los  príncipes ,  y 
aun  hoy  el  guarda-sellos  es  el  Ministro  de  la 
justicia.  En  Inglaterra,  es  uno  de  los  diez 
jueces  supremos;  y  como  hemos  dicho  en  el 
artículo  ADMiNiSTRAcioif  DE  JusTicu,  tomo  1, 
página  678,  él  preside,  y  mas  bien  él  consti- 
tuye el  tribunal  de  equidad  ^  con  las  exorbi- 
tantes atribuciones  que  son  conocidas,  ya  en 
ese  concepto ,  ya  como  canciller  del  echi" 
quier ,  ó  de  la  sala  y  supremo  tribunal  de 
hacienda. 

En  ese  estado  ya  en  España  no  era  canci- 
ller  del  rey  un  eclesiástico  cualquiera,  si  no 
por  lo  común  un  obispo ,  ó  arzobispo,  desde 
.  que  se  separó  el  cargo  de  canciller  del  de 
notario  y  secretario.  En  Aragón  según  el  fue* 
.ro(l)  el  canciller  del  rey  debía  ser  natural 
.del  reino,  y  arzobispo  de  Zaragoza,  ü  obispo 
de  Huesca,  ó  de  Tarazona,  prefiriendo  entre 
ellos  el  que  fuera  doctor,  aunque  al  Gn  pre- 
valeció la  costumbre  de  que ,  aun  sin  este 
grado  lo  fuera  siempre  el  arzobispo  de  Zara- 
goza. Del  reino  de  León  lo  eran  de  ordinario 
los  arzobispos  de  Santiago:  del  de  Castilla 

p)    \\tif.\i,DeoffkiúCeitcef/itfU, 


los  de  Totedo ;  y  aun  cuando  esta  regla  tuvo 
algunas  escepciones  hasta  el  tiempo  de  los 
Reyes  Católicos,  estos  monarcas  mandaron 
fuese  asi  á  perpetuidad,  sí  bien  esta  digni- 
dad, desde  hace  mucho  tiempo  es  puramente 
honorifica.  El  cargo,  sin  embargo,  ha  sub- 
sistido y  subsiste,  realmente,  aunque  con 
las  vicisitudes  y  diversidad  de  aplicacio- 
nes que  eran  inevitables  en  el  largo  trans- 
curso de  tantos  siglos,  como  ha  ocurrido 
también  respecto  del  cargo  de  canciller  en 
general,  según  hemos  visto  en  los  artículos 
CANGKLABJA  y  CANCKLARio,  y  vercmos  aun  en 

los  de  CANúlLLERU   y   CHANCILLERU ,    y  COtt 

particularidad  en  los  que  subsiguen. 
CANCILLER  DE  CASTILLA. 

Llámasele  también  gran  canciller  en  acep- 
ción mas  amplia  y  elevada  que  la  antigua  de 
canciller  mayor. 

Con  la  creación  del  Consejo  Real ,  de  las 
chencillerias ,  y  después  de  la  Cámara  de 
Castilla  y  demás  consejos ,  el  cargo  y  digni- 
dad de  cancilller  del  rey  sufrió  notables  mo- 
dificaciones. Por  la  ley  4,  título  9,  Partida  2, 
hemos  visto  que  el  canciller  del  rey  debía  ser 
de  buen  linage  ,  entendido,  capaz,  de  buen 
trato  y  maneras ,  para  desempeñar  el  alto 
cargo  de  mediador  eiUre  el  rey  y  el  pueblo, 
haciendo  amigos  al  rey.  Era^,  pues,  lugar  te* 
nientedél  rey,  su  pensamiento,  el  dispensador 
de  sus  bondades  y  de  su  justicia ,  y  digámoslo 
asi,  como  el  rey  de  hecho.  De  aquí  la  gran- 
de autoridad  é  importancia  del  cargo,  nacida 
de  ello ,  mas  que  de  la  materialidad  de  cus- 
todiar los  sellos  reales  cuyo  uso  en  la  prác- 
tica vemos  se  confiaba  á  los  selladores.  De 
aqui  la  opinión  fundada  de  que  el  canciller 
del  rey,  hasta  los  tiempos  de  Enrique  III 
tenia  la  misma  autoridad  que  después  los 
presidentes  de  Castilla,  en  lo  de  gracia  y  en 
lo  de  justicia.  El  Consejo  empezó  á  compar- 
tir algunas  de  sus  atribuciones,  ya  en  lo  con- 
sultivo, ya  en  lo  jurídico  y  de  gracia ;  pero 
creada  primero  la  chancilleria  de  Valladolid 
y  después  la  de  Granada ,  la  unidad  del  car- 
go, y  autoridad  del  canciller  se  fraccionó  por 
necesidad,  pues  que  tuvieron  qi^ie  multipli- 
carse los  sellos  reales.  Desde  entonces  puede 
considerarse  dividida  la  unidad  de  la  canee-* 
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Hería  en  Cancillería  de  graciay  y  Cancillería 
dt  justicia.  La  primera  radicó  en  la  casa  y 
corte  del  rey,  siguiendo  de  ordinario  á  su 
persona.  La  de  josiicia  se  dividió  ann  entre 
el  Consejo,  como  tribunal,  y  las  dos  chan- 
cillerias  de  Yailadolid  y  Granada.  Reunidos 
con  el  tiempo  los  diversos  reinos  de  la  Pe- 
nínsula, las  cancillerías  de  León ,  de  Aragón 
de  Andalucía,  etc., quedaron  honorífieas^  las 
cancillerías  de  justicia,  ó  para  las  ejecutorias 
y  reales  provisiones,  radicaron  eti  las  cbanci- 
Herías  y  altos  tribunales:  la  de  gracia,  esto 
es,  la  de  mercedes,  títulos,  nombramientos,  y 
privilegios,  radicó  en  la  casa  del  rey:  el  que 
estaba  por  título  propio  al  frente  de  ella  se 
llamó,  por  la  concentración  que  queda  espli« 
cada,  gran  canciller  de  Castilla.  Esta  can- 
cillería radicó  después  en  la  Cámara ,  y 
aun  se  subdividió.  Sobre  ello  han  de  verse 
los  artículos  snbsiguientes  y  el  de  canci- 

LLEBU. 

CAIVCILI.ER  DE  CONTEN- 

CIOIVES.  En  el  derecho  aragonés  se 
llamaba  así  un  eclesiástico  con  autoridad 
y  jurisdicción  para  dirimir  las  competencias 
entre  la  jurisdicción  civil  y  la  eclesiásti- 
ca. En  lo  antiguo,  cuando  el  ordinario 
eclesiástico  cometía  alguno  de  los  abusos 
que  en  Castilla  dieron  lugar  á  los  recur- 
sos de  fuerza ,  tenia  que  comparecer  ante 
el  tribunal  real  llamado  batico  regio ,  ó  del 
rey  ,  esplícar  su  proceder  y  reponer  en  su 
caso.  Las  graves  dificultades  que  de  ordi- 
nario ocurrían,  ya  para  hacer  compare- 
cer al  eclesiástico,  ya  para  obligario  á 
reponer,  crearon  la  necesidad  de  un  arreglo, 
que  tuvo  lugar  en  1572  entre  doña  Leonor 
de  Portugal,  muger  de  Pedro  lY ,  y  el  car- 
denal Beltrand,  nuncio  de  Su  Santidad.  Por 
esta  concordia  se  concertó: 

i."*  Que  las  contiendas  de  jurisdicción 
entre  la  eclesiástica  y  la  civil  se  dirimiesen 
por  arbitros  nombrados  recíprocamente  por 
las  partes. 

S.*^  Que  no  habiendo  conformidad  entre 
ellos ,  se  decidiría  la  contienda  por  un 
canciller  eclesiástico,  de  real  nombramien- 
to, el  cual  dictaria  resolución  en  el  fondo 
4ientro  de  treinta  dias,  y. no  haciéndolo,  se 

TOMO  VII. 


entendía  dirimida  la  competencia  en  favor 
de  la  jurisdicción  eclesiástica. 

En  ausencias  y  enfermedades  del  canci« 
ller,  la  jurisdicción  real  nombraba  un  ecle- 
siástico constituido  en  dignidad  para  diri- 
mir la  competencia.  Si  trascnrria'n  cuatrb 
días  sin  realizar  este  nombramiento  interi- 
no, empezaba  acorrer  el  de  treinta,  como 
estímulo  para  que  el  juez  real  nombrase/ 
pues  que  sí  no,  pasados  los  treinta  días » sé 
daba  por  resuelta  la  contienda  como  hemos 
dicho  en  favor  del  eclesiástico.  Er  juez 
que  anunciaba  la  competencia,  al  tiempo 
de  requerir,  indicaba  ya  el  arbitro  nombra- 
do por  él ,  como  el  requerido  debía  verifi- 
carlo en  término  preciso  de  tercero  dia.  Los 
arbitros  decidían  sin  ulterior  recurso  en  el 
término  también  perentorio  de  cinco  días ;  y 
ya  queda  dicho  que  en  caso  de  discordia  de 
estos  iba  la  causa  al  canciller.  No  respon- 
diendo el  juez  requerido  en  término  dé  ter» 
cer  dia ,  se  le  dirigían  letras  monitorias ;  y 
dejando  trascurrir  otros  tres  sin  verificarla^ 
se  daba  la  contienda  por  decidida  contra  él. 
Los  arbitros  lo  eran  de  ordinario  los  fiscales 
respectivos.  El  canciller  en  su  caso  se  ase- 
soraba de  una  de  las  salas  de  la  audiencia, 
que  con  este  fin  se  trasladaba  á  su  casa. 

Nada  diremos  de  lo  vicioso  é  ineficaz  de 
semejante  sistema ;  solo  sí ,  que  en  11  de 
noviembre  de  1813 ,  por  resolución  de  las 
Cortes  estraordinarias ,  calificándolo  de  de- 
presivo de  las  regalías  y  poco  decoroso 
para  la  magistratura,  se  decretó:  el."* 
Queda  suprimido  en  la  antigua  corona  de 
Aragón  el  empleo  de  canciller  de  con- 
tenciones: S.""  Las  competencias  que  ocur- 
ran allí  entre  los  juzgados  y  tribunales  rea- 
les y  los  eclesiásticos ,  se  entablarán  y  de- 
cidirán conforme  á  lo  que  previenen  las  le- 
yes de  Castilla  y  disposiciones  vigente^  en 
la  materia:  S.""  Los  recursos  de  fuerza  y 
protección  tendrán  lugar  en  dicho  territo- 
rio  como  en  las  demás  provincias  de  la 

monarquía,  sin  embargo  de  cualesquiera 
concordias,  leyes,  fueros  y  costumbres  en 
contrario.'* 

Aunque  esta  disposición  no  se  reprodujo 
después  de  1836,  lo  ha  sido  en  sa  sentidcT 
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por  otoM  deiermiDftoioned  y  reformas  en  el 
orden  judicial.  Véanse  sobre  eUo  en  les  ftae- 
ros  de  Aragón  el  titalo  De  la  competencia 
de  jurkdieeiúnes  ,  lib.  3:  y  el  1>0  Cancd" 
lorié  eompetendatüm ,  de  las  Cortes  de 
HoBxon  de  i58». 

CA^iCILLEft  EN  EL  ORDEN 
BMPEiOMATICO.  Conocida  es  la  aa- 
tDridadgabemativa,  política  y  jnrisdiccíonal 
de  qne  por  necesidad  están  revestidos  los 
agestes  dsplomátícos  y  censóles.  Son  bajo 
eate  pbntode  vista  como  m  peqneno  gobier- 
na en  paú  estranjero  respecto  de  los  súb- 
dítoft  de  sa  nación.  La  oficina  por  medio  de 
laonal  se  e^lica  esta  autoridad  universal, 
y  en  la  cual  se  aatoritan  los  actos  inter  vivoe, 
y  morii$  causa^  se  llama  de  ordinario  canci- 
lleria;  y  eancUler  por  tanto  el  secretario  ü 
oietal'  que  lo  rige  en  lo  ritual,  y  autoriza  con 
ré  pública  los  actos  que  pasen  por  ella.  La 
firma  del  canciller,  ó  secretario  con  el  vitío 
bueno  del  ministro  ó  c^insul  equi  valia  consue- 
tudinariamente, y  por  la  Tuerza  de  las  cosas, 
á  testimonio  legalizado  de  escribano  ó  nota- 
rio: pero  todavía  en  razón  de  eslo,  al  espli- 
car  y  determinar  la  jurisdicción  consular  por 
el  real  decreto  de  29  de  setiembre  de  i848, 
se  dispuso  en  su  art.  22:  cLos  cancilleres  de 
les  consulados,  mientras  lo  son,  se  reputan 
notarios  con  fé  púbKca  en  lo  judicial  y  es- 
criturario dentro  del  distrito  de  aquellos. 
Loe  documemoB  que  autorizaren,  harán  féen 
juicio  y  hiera  de  él  en  la  demarcación  del 
consulado:  y  con  la  legalización  del  cónsul 
en  todo  el  reino.'* 

CANCILLER  DE  IGLESIA. 
Es  ya  un  concepto  histórico ,  traducción 
de  la  palabra  cancelario^  aplicado  á  los  can- 
celarios menores ,  ó  de  parroquii»,  cabildos, 
y  otraa  corporaciones.  En  algunas  catedrales 
llamaban  canciller  al  maestre-escuela.  En 
esta  razón  dice  la  ley 7,  tít.  6,  Part.  i.  aE  es- 
ta mesma  dignidad  llaman  en  algunas  igle- 
sias canceller:  é  dícense  asi  por  que  de  su 
oSdo  es  de  ftcer  las  cartas  que  pertenecen 
al  cabildo.  Véase  cancel,  garcblaru  ,  CAtf- 

CBtARIO. 

CANCILLER:  GRAN  CAN- 
«liiLER  DB  INDIAS,    Asi  como 


la  Cámara  de  Castilla  ñié  dníca  y  universal 
hasta  la  creación  sucesiva  de  las  demás 
cámaras  y  consejos ,  lo  propio  sucedía  con 
la  cancillería  de  Castilla.  Descubierto  el 
nuevo  mundo  y  croado  el  Conseja  de  Indias 
se  estableció  como  era  consiguiente  la  can- 
cillería del  mismo  nombre.  Por  eüa  se  cspe- 
dian  y  refrendaban  las  infinitas  cédulas,  títu- 
los, gracias  y  privilegios  relativos  á  los  nue- 
vos dominios.  Su  mímero  é  importancia  so- 
brepojaba  ciertamente  á  los  relativos  á  la 
Península.  El  encargado  de  la  nueva  cancí- 
lierfa  se  llamó  con  razón  Grfan  Canciller  de 
Indias.  Esta  cancillería ,  suprimidos  el  Con* 
sejo  y  Cámara  de  su  nombre,  se  incorporó  á 
la  de  Castilla  y  siguió  sn  suerte.  Véase  can- 

CILLBRIA. 

CANC^-nXBR  RE  W9TÍCI4 
O  DE  LOS  TRIRVNALES.    Ta 

hemos  visto  que  con  la  creación  de  las 
chancillerías  la  cancillería  real  y  única  se 
dividió ,  quedando  la  de  gracia  en  la  casa 
del  rey,  y  pasando  la  de  justicia  al  consejo  y 
chancillerías,  asi  como  después  esta  se  sub- 
dividió  pasando  en  parte  á  los  tribunales  su- 
premos y  audiencias  del  reino ,  pues  que  en 
todos  habia  y  hay ,  porque  en  todos  era  y 
es  necesario ,  un  oficial  público  que  regís- 
trase y  sellase  las  reales  ejecutorias  y  pro- 
visiones. Fácil  es  comprender ,  que  después 
;  de  la  división  y  sucesiva  desmembración 
de  la  única  cancillería  real,  las  secciones  ó 
desmembraciones  no  conservaron  la  impor- 
tancia ni  el  prestigio  del  todo.  Por  otra  par- 
te ,  en  proporción  que  se  aumentaban  y  or- 
ganizaban los  tribunales,  crccia  el  trabajo 
material ,  asi  como  era  consiguiente  que  la 
;  autoridad ,  influencia  y  concepto  de  los  can- 
¡  cilleros  d&lode  gracia  fuesen  reemplazados 
j  por  los  de  las  Cámaras  y  Consejos  sucesiva- 
'  mente  creados.  Palpando  ó  previendo  el  re- 
■  sultado,  se  separó  lo  honorífico  de  lo  penoso 
y  mecánico.  El  cargo  efectivo  de  canciller,  no 
solo  de  gracia,  pero  aun  de  justicia»  fue  ena- 
genado  de  la  corona.  Los  propietarios  que, 
en  lo  de  justicia  especialmente ,  eran  de  la 
clase  de  grandes  ó  títulos  de  Castilla,  re- 
tenían para  sí  el  honor  y  nombraban  un 
teniente  que  servia  f  con  aprobacioii  do  k^ 
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eoronajo  material  del  cargo,  resttltando 
asi  dos  cancilleres  de  honor  y  dignidad  en 
cada  caso:  el  arzobispo  de  Toledo ,  por 
ejemplo,  en  el  cancillerato  de  Casulla,  y 
el  grande  ó  lítalo,  en  cuyo  Tavor  se  enage- 
nó  de  la  corona  asi  el  cancillerato  de  gra^ 
eia,  como  el  de  justicia.  Todavía  este  car- 
go debía  surrír  otra  trasformacion ,  y  la 
ba  recibido  en  la  creación  de  canciUerei 
registradores  y  cancillerías  de  ministerios, 
como  vemos  en  los  artículos  correspon- 
dientes. 

CAIVCIIXER  DE  L.%S  OH* 
OEniES.  De  todas  ks  órdenes  militares 
y  civiles  el  gefe  supremo  es  el  rey,  con  el 
nombre  de  gran  maestre  en  las  militares  an* 
tiguas,  con  el  de  gefe  y  soberano  en  los  civi- 
les y  militares  de  reciente  creación.  Para 
regirlas  sin  embargo  es  gefe  inmediato  de 
ellas  el  ministro  principal,  que  en  las  de 
Carlos  III  é  Isabel  la  Católica  se  llama 
graacancUler,  como  si  se  dijera  lugar-te- 
tiente  del  rey,  y  lo  es  de  ordinario  el  Pa- 
triarca de  las  Indias,  y  eso  aun  cuando  sean 
individuos  de  ellas,  como  lo  son  siempre  de 
la  de  Carlos  III,  el  principe  de  Asturias,  y  los 
inrantesde  España.  £1  gran  canciller  sin 
embargo  tiene  limitadas  sus  funciones  al 
régimen  interior  de  la  orden,  pues  los  capí- 
tulos generales  los  preside  el  rey,  ó  el  per- 
sonaje que  delega.  Lo  propio  sucede  al  cru- 
zarse los  caballeros  grandes  cruces ,  y  eso 
aun  reinandahembra:  el  rey,  ó  la  reiiU  en  su 
caso,  cruzan  y  reciben  al  nuevo  caballero, 
con  asistencia  sin  embargo  del  gran  canciller 
y  del  secretario  de  la  orden.  En  el  título  fir- 
ma de  estampilla  el  rey:  después  el  gran 
canciller,  que  ademas  sella  con  sus  armas,  y 
el  secretario  rerrenda. 

CA.%C1LX.EK  REGlSTR/i- 
OOR.  En  lo  antiguo,  según  hemos  visto 
anteriormente,  eran  diversos  los  oficios  de 
Canciller^  registrador,  y  sellador.  En  sus  úl- 
timos tiempos  se  ha  hecho  sobre  este  punto 
una  novedad  en  las  cancillerías  de  justicia f 
6  de  los  tribunales  y  es  la  de  haberse  reunido 
los  tres  conceptos,  con  bien  escaso  presti- 
gio, sin  embargo,  y  mucho  menor  después 
con  las  novedades  introducidas  «obre  espe- 


dícion  de  títulos  de  empleados,  como  deci- 
mos en  el  artículo  canciller. 

En  la  actualidad  hay  cancilleres  regUtra" 
dores  en  el  Tribunal  Supremo  y  audiencias^, 
y  á  imitación  de  aquel  en  otros  tribunales 
también  supremos  que  tienen  que  espedir 
^cutorias.  Las  indicaciones  que  subsiguen 
dan  á  conocer  la  índole  del  mencionado 
oficio. 

Canciller  registrador  del  Tribunal  Smn-e-' 
mo  de  Justicia,  c  Hallándose  enagenados  de  la 
corona  los  oficios  de  canciller  y  registrador 
de  Castilla  y  de  Indias,  de  los  cuales  el  pri- 
mero pertenece  al  marqués  de  Yaiera,  y  el. 
otro  al  duque  de  Al  va,  continuarán  estos  ó 
sus  tenientes  ejerciendo  dichos  cargos  en  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  según  lo  ha- 
cían hasta  el  real  decreto  de  24  de  marzo  de 
1834,  mientras  no  lleguen  á  incorporarse  ala 
corona  ambos  oficios ,  en  cuyo  caso  los  pro«> 
veerá  S.  M. 

Todas  las  provisiones  y  cartas  que  se 
manden  despachar ,  se  registrarán  y  sella- 
rán por  el  registrador,  el  cual,  antes  de  se- 
llarlas, las  hará  copiar  literalmente  de  bpe- 
na  letra  en  el  registro,  y  las  firmará:  y  ni  él 
ni  sus  oficiales  manifestarán  á  persona  algu- 
na el  conteaidode  las  mismas,  especialmen- 
te de  las  que  fueren  de  oficio. 

En  todas  las  cartas  y  provisiones  debe- 
rán estar  anotados  por  los  escribanos  del 
tribunal  que  las  refrenden  sus  derechos  y 
los  del  registrador;  y  no  se  registrarán  ni 
seUarán  aquellas  en  que  no  se  baya  Jiecbo 
esta  anotación. 

El  registrador  conservará  el  registro  con. 
el  mayor  cuidado,  y  no  dará  traslado  alguno^ 
sin  orden  del  tribunal. 

Si  en  la  nota  de  derechos,  puesta  por  lc6 
escribanos  del  tribunal  al  pie  de  los  des- 
pachos ó  provisiones,  advirtiese  el  regis- 
trador alguna  equivocación,  y  aquellos  no 
quisieren  rectificarla,  dará  cuenta  al  tri- 
bunal (1)." 

Canciller  registrador  de  ¡as  audiencias. 
Sobre  este  cargo  las  ordenanzas  generales 


lí)    Arla.  79,  SO,  81  ,  S2  y  83  del  rfgUmeDU)  de 
itikmi  de  .17  do  #cuair<Mie  MS. 
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de  19  de  diciembre  de  1835,  dicen  lo  si- 
guíente: 

cArt.  146.  Habrá  en  cada  audiencia  un 
canciller  registrador  que  deberá  ser  persona 
de  probidad,  idónea  y  de  toda  confianza  para 
registrar  y  sellar  las  reales  cartas,  despa- 
chos y  provisiones  que  mande  despachar  la 
audiencia  ó  cualquiera  de  sus  salas.  Percibirá 
los  derechos  de  arancel ,  y  será  nombrado 
por  S.  M.  á  propuesta  del  tribunal,  que  lo 
hará  simple  por  esta  vez,  y  en  lo  sucesivo 
por  tema. 

Art.  147.  Se  le  dará  en  el  edificio  de  la 
audiencia  una  oficina  decente,  donde  ejer- 
cerá sus  Funciones  y  custodie  el  sello  y  el 
registro;  los  cuales  no  podrá  tener  en  su 
casa,  ni  en  otra  parte  alguna  por  ningún 
motivo  ni  pretesto. 

Art.  148.  Estará  en  su  oficio  todos  los 
dias  de  audiencia  á  las  horas  que  el  regente 
señale  para  sellar  y  registrar  las  provisiones 
y  cartas,  y  deberá  reunir  en  cuadernos  en 
uno  ó  mas  libros  todos  los  registros  de  cada 
ano. 

Art.  149.  (En  un  todo  igual  al  80  del 
reglamento  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia.) 

Art.  150.  No  registrará  ni  sellará  provi- 
sión, ni  carta  alguna  que  no  le  presenten  las 
partes  interesadas,  ó  sus  procuradores,  ó  el 
respectivo  escribano  de  Cámara  cuando  el 
negocio  sea  de  oficio. 

Art.  151.  Tampoco  sellará  ni  registrará 
ninguna  carta  ni  provisión  en  que  el  escriba- 
no de  Cámara  que  la  refrende  no  haya  ano- 
tado sus  derechos  y  los  del  registrador  con- 
forme al  art.  137;  y  si  en  esta  nota  advir- 
tiese alguna  equivocación,  y  el  escribano  no 
quisiese  rectificarla,  dará  cuenta  á  la  sala 
respectiva. 

Art.  152.  Conservará  el  registro  y  el  se- 
llo con  el  mayor  cuidado,  y  no  dará  trasla- 
do alguno  del  primero  sin  orden  de  la  au- 
diencia, ó  de  alguna  de  sus  salas. 

Art.  153.  En  ausencia,  enfermedad  ó  va- 
cante del  canciller  registrada  nombrará  la 
audiencia  un  interino."  Y.  CANCiLLEaÍA. 

C^!VCILI.Ea  DEL  SELLO 
DE  LA  PURIDAD.  Al  hablar  la  lev 


de  Partida  del  canciller  en  general,  dice 
era  una  de  las  dignidades  de  palacio,  de  las 
que  tenian  oficios  de  puridad.  De  aquí  pa« 
rece  inferirse  que  el  canciller  del  sello  de  la 
puridad,  era  el  mismo  canciller  mayor.  Y  sin 
embargo ,  no  era  asi  siempre ,  sino  cuando 
el  rey  le  fiaba  el  seUo  privado ,  como  á  su 
secretario  de  confianza.  He  aquí ,  sin  em- 
bargo lo  que  parece  cierto.  Unas  veces  se  ha 
tomado  por  el  canciller  de  gracia:  otras  por 
el  que  intervenía  en  los  negocios  reservados 
y  de  la  íntima  confianza  del  rey.  Entonces 
se  llamaba  magister  scrínii  memorím  prfnd- 
pis.  Las  leyes  de  Partida  al  hablar  de  los 
registradores ,  dicen  terminantemente,  que 
estos  copiarian  en  el  registro  todas  las  car- 
tas, salvo  aquellas  respecto  de  las  cuales 
el  rey  mandase  lo  contrarío.  Estas  eran  las 
de  la  puridad.  Eranlo  también  las  de  nego- 
cios privados ,  en  los  cuales  sin  embargo  in- 
tervenían notario  y  canciller.  Otras  veces 
se  sellaban  estas  cartas.  El  sello  en  estos 
casos  era  diferente.  V.  canciller. 

CAIVCILLERIrt.  La  oficina  en  que 
se  conservaba  y  conserva,  é  impone  ó  estampa 
el  sello  del  rey,  personas  ó  corporaciones  que 
usaban  de  él  al  tenor  de  lo  que  dejamos  dicho 
en  el  artículo  cancel,  cancelaría,  canciller, 
y  demás  análogos:  y  significa  también  el  car- 
go, ú  oficio  de  canciller.  Aun  cuando  era  tan 
general  el  uso  del  sello  público,  como  se  es- 
presa en  los  artículos  mencionados,  por  anto- 
nomasia la  simple  enunciativa  de  cancillería 
indicaba  desde  luego  la  del  rey ;  si  bien  esta 
no  ha  sido  siempre  una  misma;  si  no  que  he- 
mos visto  en  los  artículos  canciller  y  canci- 
ller registrador,  ó  se  deduce  de  ellos,  que 
primitivamente  la  cancillería  del  rey  era  úni- 
ca, esto  es,  se  autorizaban  por  ella  los  nego- 
cios de  justicia  y  los  de  gracia,  todos  los  que 
emanaban  de  la  corte  del  rey,  mientras  este 
despacha  lo  gubernativo  con  consejo  de  los 
prelados,  ricos-homes,  letrados,  ó  consejeros 
á  quienes  paraeso  llevaba  consigo,  aun  antes 
de  establecer  en  forma  el  Consejo  Real;  y  lo 
de  justicia  por  medio  de  la  audiencia  real,  ó 
Tribunal  Supremo,  que  también  seguia  á  la 
corte.  (Véanse  los  artículos  audiencia  real 
y  CONSEJO  real).  Pero  dividida  la  audiencia 
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real  por  D.  Juan  II ,  y  mas  cu  forma  des- 
pués por  los  reyes  Católicos» coa  el  estableci- 
miento de  las  chaocillerías  de  Yailadolid  y 
Ciadad*Real,  despnes  Granada,  y  despachán* 
dose  en  ellas  en  nombre  del  rey,  para  lo  cual 
las  dotó  con  su  real  sello,  la  cancillería  se 
dividió  necesariamente  en  cancillería  de  jus- 
ticia y  cancillería  de  gracia,  quedando  esta 
en  la  casa  del  rey  y  pasando  la  primera  alas 
chancillerías,  y  asimismo  á  los  consejos, 
cuando  tuvieron  el  carácter  ademas  de  tribu- 
nales supremos,  según  decimos  en  el  ar- 
tículo GANGiLLKR.  Asi  la  Cancillería  de  lo 
de  justicia  se  ha  dividido  ó  multiplicado 
con  los  tiempos;  pero  la  relativa  á  lo  de 
gracia  fué  siempre  única ,  ora  radicase  en 
la  Cámara  de  Castilla,  ora  se  despachase 
de  otro  modo,  como  antes  de  la  erección 
de  ella  hasta  el  descubrimiento  y  conquis- 
ta del  Nuevo-Mundo,  con  cuyo  motivo  se 
dividió  en  cancillería  de  Castilla,  y  cancille- 
ría de  Indias.  La  primera  es  la  que  por  an- 
tonomasia se  ha  entendido  y  comprendido 
siempre  por  la  simple  enunciativa  de  canci- 
llería. La  de  Indias  ó  bien  se  espresaba  con 
este  aditamento,  ó  se  subentendia  el  mismo 
por  tratarse  de  cosas  de  Ultramar,  asi  como 
en  las  cancillerías  de  justicia  si  se  hablaba  de 
la  chancillería,  consejo,  ó  tribunal  superior, 
ó  supremo. 

La  cancillería  de  lo  de  gracia  subsistió  en 
la  casa  del  rey,  hasta  que  con  la  creación  de 
los  respectivos  consejos  de  la  Cámara,  pasó 
la  de  Castilla  á  la  Cámara  de  este  nombre  y 
la  de  Indias  á  la  de  igual  denominación.  Co- 
mo el  oficio  de  Cs^nciller  del  rey  llegó  á  ena- 
genarse  de  la  corona,  los  propietarios  de  los 
de  Castilla  y  de  Indias,  según  decimos  en  sus 
artículos  respectivos,  nombraban  un  teniente, 
ó  servidor,  á  cuyo  cargo,  previa  aprobación 
de  S.  M.,  estaban  el  sello  y  la  cancillería 
aunque  de  ordinario  eran  estos  secretarios 
de  Cámara. 

Suprimido  el  consejo  de  la  Cámara  en  1812, 
y  después  en  i820,  las  cancillerías  pasaron 
al  Consejo  de  Estado,  habiendo  vuelto  al  or- 
den antiguo,  como  era  consiguiente  de  1814 
á  1820,  asi  como  después  de  1823  á  1835. 
Bnesta  época,  por  virtud  de  las  nuevas 


reformas,  creado  el  Consejo  Real  de  Es- 
pana  é  Indias,  pasaron  á  él  ambas  canci- 
llerías, unidas  á  la  sección  de  Gracia  y  Jus- 
ticia. Con  este  motivo  cuando  en  1836  se  su- 
primió dicho  Consejo,  la  cancillería  pasó  al 
ministerio  de  Gracia  Justicia ,  en  el  que  la 
servia  el  teniente  nombrado  por  el  canciller 
propietario,  ó  dueño  de  este  oficio.  Los  de- 
mas  ministerios  se  resentían,  y  siendo  todos 
ellos  iguales  en  representación,  el  de  Estado 
pretendía  que  la  cancillería  le  correspondía 
á  él ,  y  todos  que  á  cada  uno  correspondía 
una  cancillería  para  lo  que  se  espendia  res- 
pectivamente por  el  ministerio  de  su  cargo. 

Este  deseo  se  ha  realizado  en  parte,  si 
bien  de  un  modo  indirecto,  con  las  recientes 
disposiciones  sobre  el  papel  sellado  y  títulos 
de  empleados;  pues  espidiendo  cada  ministe- 
rio, y  aun  meramente  los  gefes  superiores 
en  ciertos  casos,  los  correspondientes  á  los  de 
su  ramo,  y  eso  con  diversidad  de  formalidades,' 
y  hasta  casi  sin  ningunas,  y  por  decentado  sin 
necesidad  de  pasar  á  la  real  estampilla;  no  se 
ha  arrebatado  á  Gracia  y  Justicia  la  cancille- 
ría general  y  primitiva;  pero  dejan  de  pasar  á 
ella  infinidad  de  títulos  de  los  que  antes  se 
sometían  á  esa  formalidad  necesaria.  La  can- 
cillería,  pues,  de  Castilla,  reducida  á  la  úl- 
tima espresion  por  las  sucesivas  desmem- 
braciones, radica  aun  en  Gracia  y  Justicia, 
á cargo  de  uno  de  los.  oficiales  del  archivo 
del  ministerio,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
reglamento  interior  del  mismo  de  23  de  di- 
ciembre de  1833. 

Parécenos  que  para  mayor  respeto  y  pres- 
tigio del  real  sello  en  lo  gubernativo  y  de 
gracia,  la  real  cancillería  debe  ser  única  en 
la  corte,  asi  como  es  única  la  oficina  de  la 
real  eBiampUla^  aun  cuando  todos  los  minis- 
tros despachan  con  la  reina,  y  todos  son 
iguales  en  categoría  y  funciones. 

La  cancillería  tiene  sus  formas  rituales  y 
lenguaje  especial ,  que  no  han  sido  siempre 
los  mismos.  En  lo  antiguo  un  secretario  del 
rey  estendia  la  cédula,  título  ó  privilegio :  el 
canciller  lo  chancillaba,  esto  es,  lo  corregía 
tachando  lo  vicioso,  ó  superfino;  y  de  su  or- 
den uno  de  los  seííodor^^  estampaba,  ó  col- 
gaba el  sello,  y  un  notario  registrador  lo  re- 
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gtstraba,  ó  anotaiMt  en  la  matrícula,  ó  libro 
de  80  razón.  El  rey  hablaba  ea  el  documen- 
to personalmente,  como  hoy;  ponía  sn  firma 
aotógrafa,  y  según  la  clase  del  documento 
firmaba  con  el  mayor  ó  menor  número  de  los 
de  su  consejo,  y  á  veces  la  reina  y  los  inEan- 
tes:  el  canciller,  espresando  su  oficio:  y  pa- 
sados los  primitivos  tiempos  el  secretario, 
espresando  haberlos  escrito  por  maridado  del 
rty;  circunstancia,  no  de  mera  fórmula,  si  no 
esencial,  pues  que  la  cancillería  no  tenia  (a- 
cnltad  de  espedir  por  si  documentos  que  hu- 
bieran de  sellarse,  y  antes  espresamente  le 
prohibían  las  leyes  de  Partida  estender  tales 
documentos  sin  previo  mandato  del  rey. 

En  el  dia  las  formas  son  mas  sencillas. 
El  rey  espide  un  decreto,  que  por  real  or- 
den se  pasa  en  copia  autorizada  á  can- 
cillería por  el  ministerio  mismo.  Esta  lo 
reduce  á  cédula  en  la  forma  ordinaria,  in- 
sertando el  decreto  á  la  letra,  y  lo  eleva 
á  la  real  estampilla:  impuesta  por  este  me- 
dio la  firma  de  S.  M.,  el  ministro  refrenda, 
con  sola  la  ante  firma,  El  ministro  dé  tal 
ramo ,  y  firma  entera :  y  sin  mas  firmas, 
ni  formalidades,  el  documento  vuelve  de  nue- 
vo á  la  cancillería  que  lo  registra,  estampa, 
ó  cuelga  el  real  sello,  según  la  clase  de  do- 
cumento, ó  importancia  que  quiere  dársele:  y 
previo  el  pago  de  derechos,  é  indemnización 
á  la  Hacienda  pública,  entrega  la  cédula ,  ó 
titulo  á  los  interesados.  Véase  cancillek, 
ESTAMPILLA,  SELLO.  Asi  qucdau  dos  registros, 
y  mas  bien  tres  protocolos  ó  matrices  de 
la  gracia,  ó  éspedicion  real :  uno  en  el  mi- 
nisterio con  la  minuta  del  real  decreto,  y 
este  ya  con  la  rúbrica  autógrafa  de  S.  M.  y 
refrendo  del  ministro  del  ramo:  otros  respec- 
tivamente en  la  oficina  de  la  real  estampi- 
lla, y  en  la  cancillería,  en  las  cuales  se  co-» 
pta  la  cédula,  quedando  ademas  en  la  se- 
gunda el  trasunto  del  real  decreto  que  para 
la  estension  de  aquella  se  le  comunica. 

La  voz  cancillería  se  toma  algunas  veces, 
en  un  sentido  mas  lato,  por  el  gobierno,  ó  au- 
toridad á^ue  se  refiere,  y  aun  por  la  políti- 
ca de  un  país.  Así  llamamos  íen^uaj^  de  can- 
cüleria  al  empleado  por  los  ministeríos  en 

todos  sos  documentos,  aun  cuando  no  sean 


de  los  que  van  al  sello:  trashidarse  á  tal,  ó 
tal  punto  la  cancillería  de  undepartartame»- 
to,  de  UQ  ejército  ^  etc. ,  es  trashidarae  el 
asiento  de  la  autoridad,  el  gobierno,  el  oqat- 
tel  general,  etc. 

Sobre  cancillerías  judiciales  y  diptooiáti- 
cas  ó  de  legación,  véase  lo  que  decimos  tft 
el  artículo  gancilleb. 

CANDELAS.  En  la  liturgia  cristiana 
se  toma  unas  veces  por  cualquier  género  de 
luces,  de  las  diferentes  que  se  emplean  para 
el  culto  y  actos  religiosos :  otras  se  llaman 
asi  solo  las  luces  de  cera.  Sobre  esta  mate^ 
ría ,  considerada  bajo  diferentes  «puntos  de 
vista,  hay  realas  y  muHiplicadas  diaposi* 
cienes  canónicas  y  civiles,  y  declaracio* 
Bes  de  las  oongregamones  de  rítos,  y  de 
obispos  y  regulares  de  que  habremos  4t  ha* 
cer  mérito,  y  aqiií  omitimos  porfiar  repe- 
ticiones, en  los  artículos,  obra,  cibios,  lu« 
CBS,  LUM1IVARIA,  MISA  y  otros  awUogos. 

En  lo  eclesiástico  la  festividad  de  la  Puri- 
ficación de  la  Virgen  liaría  se  llama  de  or- 
dinario de  Candelas ,  por  las  que  al  tiempo 
de  la  misa  solemne  del  dia  se  bendicen  y  dis- 
tribuyen en  el  templo  al  clero  y. al  pueblo. 
Sobre  este  ponto,  como  solm  todos  los  de 
prerogativa  y  precedencia  de  personas,  y 
muy  especialmente  de  autoridades ,  ocurren 
y  han  ocurrido  repetidas  cuestiones ,  y  hay 
también  declaraciones  multiplicadas  de  bis 
antedichas  congregaciones  ,  de  entre  las 
cuales  mencionaremos  las  que  mas  tpaedea 
conducir  en  la  práctica.     . 

Segon  ellas  se  enumera  entre  las  funcio- 
nes, 4  atribuciones  parroq.uiales  la  bendicton 
y  distribución  de  candelas  en  la  ante  dicha 
festividad,  y  por  tanto  compete  al  párroco 
por  derecho  común.  (Congregación  de  ritos, 
m  allatrina ,  5  de  marzo  de  1633).  Eso  no 
obstante,  dicha  función  puede  practicarse  ea 
todas  las  iglesias  colegiadas ,  asi  de  secnla- 
res,  como  de  regulares.  (Id.  in  ostienti ,  28 
de  abril  de  1607).  Lascándolas,  ó  cirios  ben- 
ditos han  de  distribuirse  prccisameote  en  la 
iglesia,  y  de  ninguna  manera  remitiéndohis 
á  los  fieles  á  sus  casas.  ^Congregación  do 
obispos  y  regulares  in  fülginatetmf  Si  de 
enero  de  1584,  y  después  suoesivamenle  en 
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2&(fo  mano  de  1585:  9  de  enero  de  1587: 
y  Udeenoro-deieSS). 

Bq  h»  catedrales  no  debe  omitir  el  obispo 
el  hacer  ht  bendición  y  distribución  de  can«- 
delaaqoe  el  pueblo  y  el  clero  ban  de  recibir 
de  sa  mano,  y  no  de  la  de  síndicos,  ó  perso- 
nas legas.  (La  misma  m  íhshmensi »  23  de 
enero  de  1577:  m  hieroeeníri^  22  de  enero  de 
1«77>  y  la  de  enero  de  1653)^  Estendo  ira- 
pediéo  el  obispo ,  competen  estas  ftinofones, 
no  ai^hebdonadario, »  no  á  la  primera  dignt- 
dacL  (La  de  ritos»  in  pimurienai  y  12  de 
1600).  Ei  obispo  recibe  la  candela  de  la  pri^ 
mera  dignidad;  (Id.  mbrixiensU  28  de  mar- 
zade  1016).  Después,  antes  que  todos,  y  que 
el'  mismo  vicarto  generaU  ei  que  la  ha  su- 
nmmliadd^al  obi^K).  (ht.  in  Incerína,  15»  de 
junio  de  1«*8),  y  por  regla  general  siempre 
es  preferido  el  que  ha  suministrado  la  can- 
dela al  celebrante.  (Id.  in  mlíerrma,  6  de 
marzo  de  1633).  Después  las  precedencias 
son  precisamente  por  esta  orden ,  añadiendo 
la  congregación  que  aun  mediando  costum- 
bre en  contrario :  los  que  asisten  con  para- 
mentos ai  obispo  en  el  solio  pontiíiciaK 
(Mem  mcáralemi,  25  de  setiembre  de  1621, 
y  antes  en  otras  muchas  de  1603, 1607,  y 
1614:  y  la  congregación  de  obispos  y  regU'- 
lares  in  bisiniamnsi  16  de  mayo  de  1600): 
el  vicaria  general :  las  dignidades:  los  canó- 
nigos. (La  de  ritos  in  vdüenana  5  de  marzo 
de  1635).  El  preste ,  ó  celebrante  distribui- 
rá las  candelas  con  la  cabeza  descubierta, 
(ídem  7  de  agosto  de  16?7) ,  salvo  si  fuere 
mitrado,  que  tendrá  puesta  la  mitra.  (ídem 
18  de  febrero  de  16S0). 

Sin  perjuicio  de  esponerio  en  sus  artículos 
correspondientes,  diremos  de  paso  que  cuan- 
to queda  dicho  sobre  precedencias  en  la  dis- 
tríbndoQ  de  (ándelas ,  ha  de  entenderse  lo 
mismo  en  la  aplicación  de  la  ceniza ,  y  dís* 
tribudoi  de  palmas  y  ramos  en  los  tem- 
plos. 

Pueden  verse  sobre  cmdela$ ,  aunque  en 
diversos  sentidos,  las  leyes  6  y  11 ,  título  6: 
13,  título  9:  y  16,  título  1»,  Partida  1.  Véase 
asinisno  á  Ferraris,  Biblioteca  jurídica,  ar* 
tfculo  Candela. 

CAMDKLJi.   (Excomnioir  i  mma 


Candela. )  Véase  censura  ,   EXOOMumoif. 
€i%rVDELitBRO  SEPTENO.  Su 

uso  es  inherente,  según  la  liturgia,  al  episco- 
pado. Es  peculiar  solo  de  los  ordinarios  dio- 
cesanos. Aua  estos  no  pueden  usarlo,  é  no 
se  coloca  sobre  ei  altar  cuando  celebran  vis- 
peras,  misas  4  sufiragios  de  difuntos;  sino 
en  las  mi$«s  de  pontifical.  (Congreg.  de  Ri-* 
tés^,  inplacen¿ina,  19  de  mayo  de  16d7.) 
No  se  pone  á  los  sufragáneos  en  la  diécesis 
metropolítioa ,  ni  á  los  obispos  ausiliares. 
(Id<»i  in  braoarenai,  1.''  de  setiembre  de 
1607).  Tampoco  á  los  prelados  y  abades 
mitrados 9  iaieriores  á  loa  obispos.  (ídem  en 
decreto  general  sobre  pontificales  (te  dichos 
mitrados ,  de  37  de  setiembre  de  1658.) 

CAHÍDIDATO.  En  los  casos  ea 
que  se  aplica  con  propiedad  esta  voz  equi- 
vale á  ospírtml^  á  un  cargo  ú  honor,  pr€* 
tendiente  de  los  mismos.  Ea  la  república 
romana  los  que  aspiraban  á  los  cargos  ü 
honores  públicos,  se  presentaban  en  las 
asambleas  ó  reuniones  del  pueblo  oDa  te- 
gas  blancas,  para  ser  notados  y  distingui- 
dos por  el  pueblo  elector:  era  un  modo  de 
pretender:  y  de  vectis  candida ^  vestidos  ó 
ropajes  blancos,  se  llamaron  candidatoe  6 
vestidos  de  blanco.  Entre  nosotros  se  usa 
algunas  veces  la  denominación  genérica- 
mente; y  se  ha  hecho  específica  en  lo  aca- 
démico ,  llamándose  asi  el  que  aspira  á  los 
grados  y  honores  universitarios,  y  en  lo  po- 
lítico ,  denominándose  usual  y  oficialmente 
candidatos  los  que  aspiran  al  sufragio  púUt- 
co  para  representantes  de  la  nación  en  las 
Cortes  por  un  distrito  ó  provincia,  ó  lo  que 
es  lo  mismo  á  diputados  ó  senadores  ea  el 
moderno  parlamento,  pues  en  las  antiguas 
Cortes  de  Castilla  ao  estuvo  en  uso  esa  de* 
nominación. 

De  aquí  candidatura  f  que  es  la  aómkm  i 
conjunto  de  nombres  de  los  que  porsf  se  pre- 
sentan candidatos,  ó  son  presentados  como 
tales  por  el  cuerpo  electoral  ó  una  sección  del 
mismoi  Lo  segunde  es  lo  mas  honroso  sin 
diida,  y  coa  razón  se  ha  creidd  mas  o^nCnr» 
me  al  carácter  es^panol;  y  sin  embsu*gO,  la 
primero  es  lo  que  va  prevaleciendo  eatr# 
nos<rtro8  y  aceptando  la  láctica  de  las^nacio- 
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nes  estranjeras,  como  Francia  é  laglaterra,  I 
en  qnc  se  veríBca  asi.  El  modo  de  formar- 
se la  candidatura  no  ataca  la  esencia  libre 
de  la  elección ,  porque  en  términos  genera- 
les no  induce  coacción.  Otra  cosa  será  si 
los  que  forman  y  dan  ai  público  su  propia 
candidatura  son  autoridades  en  los  distritos 
de  su  mando,  ó  es  el  supremo  gobierno,  por 
lo  mismo  que  ejerce  su  mando  y  autoridad 
en  toda  la  nación.  Las  leyes  político-ad- 
ministrativas determinan  lo  conveniente  so- 
bre candidatos  y  candidaturas:  las  leyes  y 
las  costumbres  la  parte  que  en  este  punto 
es  dado  tomar  al  gobierno  supremo  y  sus 
autoridades,  y  á  ellas  ba  de  estarse ,  inter- 
pretándolas siempre  en  el  sentido  de  la  ne- 
cesaria libertad  electoral ,  y  por  tanto  de 
alejar  toda  coacción,  aun  cuando  sea  solo 
moral.  Esa  debe  ser  también  la  regla  de  de- 
cidir en  los  casos  y  cuestiones  sobre  la  ma- 
teria por  el  parlamento,  y  por  los  tribu- 
nales. 

CANON.  Palabra  griega ,  que  signi- 
fica lo  mismo  que  regla.  En  esta  rason  dice 
el  canon  i,  dist.  3:  Qínon  grascé ,  latiné  re- 
gula nuncnpaíur.  T  como  regla  en  lo  legal 
y  moral  es  la  norma  á  que  debemos  con- 
formar nuestras  acciones :  en  la  iglesia,  to- 
mada la  voz  Canon  en  un  sentido  lato ,  ó 
genérico ,  comprende  todo  decreto ,  deci- 
sión ó  constitución  conciliar,  ó  pontificia, 
esté  ó  no  comprendida  en  el  cuerpo  del  de- 
recho ^  pues  que  unas  y  otras  obligan,  se- 
gún el  tenor  de  los  cánones  i,  2 ,  3  y  4  de 
las  dist.  i9.  La  palabra  canon ,  pues ,  en 
esta  acepción  comprende  todas  las  especies 
de  derecho  eclesiástico,  cualquiera  que  sea 
la  denominación  especifica  de  las  mismas, 
tomada  de  su  objeto,  solemnidad  ó  forma- 
lidades ,  como  bulas ,  breves ,  decretos ,  res- 
criptos, decisiones,  encíclicas,  decretales, 
constituciones  f  motiitorioSf  reglas  de  la 
Caneelaria,  etc.  En  este  sentido  decimos 
que  una  cosa  no  es  canónica  cuando  es  con- 
traria á  alguna  disposición  ó  decisión  ponti- 
ficia ó  conciliar,  aun  cuando  no  esté  com- 
prendida ,  según  qneda  dicho ,  en  el  cuerpo 
del  derecho. 
Otras  veces  las  vpces  cámi,  cámnes, 


tomadas  en  sentido  menos  lato,  se  afdícan 
solo  á  las  disposiciones  contenidas  en  el 
cuerpo  del  derecho ,  sin  que  nunca  se  en- 
tiendan comprendidas  en  dicha  denomina- 
ción lo  supuesto  ó  adicionado  por  Graciam, 
ni  la  llamada  pMea.  (Véase  este  artículo),  y 
el  canon  i ,  dist.  i9. 

En  el  propio  sentido  se  denominan  cáno- 
nes también  las  decisiones  y  determinacio- 
nes de  los  concilios  particulares ,  como 
los  nacionales,  provinciales  y  diocesanos. 

Por  antonomasia,  en  fin,  se  llaman  cano-, 
nes  en  todo  sentido,  esto  es ,  técnica ,  es- 
pecífica y  genéricamente,  las  decisiones  de 
los  concilios  generales ,  y  de  los  pontífices, 
en  materia  de  fé ,  doblemente  si  en  su  re- 
dacción están  articuladas,  como  los  cánones 
dogmáticos  del  Concilio  de  Trento.  Sobre 
este  punto  observan  algunos  autores  conóni- 
cos ,  que  en  los  ocho  primeros  concilios  ge- 
nerales se  llama  casi  constantemente  dog- 
ma, á  las  decisiones  sobre  puntos  de  fé;  y 
cánones  á  las  relativas  á  la  disciplina. 

Después  ya  no  fue  constante,  sino  promis- 
cuo el  uso  de  estas  voces ,  ya  en  el  lenguaje 
de  los  autores  canonistas ,  ya  en  las  bulas  y 
constituciones  pontificias,  ya  en  fin,  en  los 
mismos  concilios,  ora  generales,  ora  provin- 
ciales. El  de  Trento,  sin  embargo,  paredó  que- 
rer renovar,  á  lo  menos  en  parte ,  la  antigua 
costumbre ,  pero  si  en  las  primeras  lecciones 
se  observa  asi ,  después  denominó  canotiés 
hasta  á  los  decretos  de  reforma ,  como  se 
lee  en  el  cap.  i,  ses.  i4  de  ref.,  en  que  dice: 
hos,  qui  seqnuntur  canotiés ,  statuendos ,  et 
decemendos  duxit ,  siendo  asi  que  estos  no 
versan  ya  sobre  puntos  de  fé; 

Lo  manifestado  hasta  aquí  es  hoy  el  uso 
y  práctica  constante.  En  los  autores  canó- 
nicos se  hallan ,  sin  embargo ,  dudas  y  cues- 
tiones acerca  de  ello ;  pero  infundadas  real- 
mente, ó  de  leve  importancia,  toda  vez  que 
para  resolverlas  basta  distinguir  los  tiempos 
y  el  sentido,  ya  estricto,  ya  mas  ó  menos  la- 
to en  que  se  tomen ,  ó  hayan  de  usarse  las 
voces  canon ,  cánones ;  y  puesto  que  di- 
chas cuestiones  son  puramente  de  íeeno- 
logia  jurídica;  sin  afectar  en  este  ter- 
reno el  fondo  de  las  cosas ,  una  vez  conve- 
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nido  en  que  toda  disposición  dictada  en  lo 
eclesiástico  por  autoridad  canónica»  ó  legí* 
tima  y  ha  de  observarse  en  su  caso ,  llámese 
canon,  ó  simplemente  deereial,  encíclica, 
breve ,  rescripto ,  etc.  y  esté  ó  no  contenida 
en  el  cuerpo  del  derecho.  Hk  üa,  divina 
[avente  gratia ,  pralibatis ,  ostendimus  nul- 
Imn  difertntiam  e$se  inter  illa  decreta,  qua 
in  códice  canonum  habentur ,  sedis  aposto^ 
liece  prcBSulum ;  et  ea,  quce  prce  muUitudine, 
vixper  iingüla  vdtMimm  corpora  repériun- 
tur,  cum  omnia  sirU....  invafiHabHiter  iusct- 
piendas,  et  custodiendas  {can.  i,  dist  19). 
Pertenece  al  número  de  las  cuestiones  ante- 
dichas la  indicada  p6r  Fagnani,  cuando 
«sienta  que  las  dedsioaes  de  los  obispos  y 
capítulos  se  llaman  cánones  también  tn  favo- 
rabilibus;  secus  in  odiosis;  \o  que  hoy  no 
Temos  practicado,  ni  mas  que  lo  que  deja- 
mos espuesto  en  los  párrafos  anteriores;  y 
antes  tales  disposiciones  no  suelen  denomi« 
narse  cánones ;  sino  estatutos ,  constitucio- 
nes»  sinodales.  Otra  cosa  será  aGrmar  que 
en  el  lenguaje  forense  loque  se  practica  con- 
forme á  estas  determinaciones  diseiplinariag 
se  diga  canónico  ,  con  toda  propiedad ,  so- 
bre lo  cual  véase  el  artículo  canónico. 

Asimismo  se  llama  canon  por  antonomasia 
el  catálogo  de  los  libros  denominados  santos, 
ó  que  según  la  declaración  del  Concilio  de 
Trente  constituyen  la  Sagrada  Biblia,  ó  Es- 
eritura  Sagrada :  el  de  los  santos  canoniza- 
dos» ó  recibidos  como  tales  por  la  Iglesia: 
aqueUa  parte  de  la  misa  ('Canon  missce), 
que  encierra  lo  mas  subtime  y  esencial  de 
«lia,  esto  es,  la  consagración  y  asumpcion, 
el  saciificio  :  y  en  lo  antiguo  se  denominó 
(Sihion  la  nómina,  tablas  ó  matrícula  en  que 
^tate  escrito  en  cada  iglesia  el  número  de 
clérigos  incorporados  á  ella  para  el  servicio 
sagrado  y  percepción  de  las  prebendas  ó 
porción  de  frutos  de  aquella»  de  donde  vino 
después  y  se  conserva  la  costumbre  de  de- 
cirse adscrípto  á  una  iglesia  el  alérigo  á 
quien  el  obispo  destina  á  la  misma  para  au- 
siliar  el  culto ,  prestando  en  ella  el  servido 
de  sn  orden  respectivo, 
.    En  k)  civil  y  diplomático  se  usa  también 

^iag««»8.  yecea  la  pidtéra  canon,  «tonque 
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pocas.  En  lo  civil ,  por  ejemplo,  es  técnica 
para  espresar  la  pensión  ó  cantidad  fija  ^ue 
en  los  censos  paga  el  ceuáalorio  al  censúa* 
lista  en  representación  del  dominio  directo, 
sobre  la  cosa  dada  en  censo:  en  términos 
mas  generales  se  denomina  <;ánon  también 
el  rédito,  pensión  ó  gravamen  que  en  diñe- 
ro  ó  frutos  se  paga  por  el  disfrute  de  perte* 
nencia  agena.  En  el  orden  diplomático  sue^ 
ten  denominarse  cánones  en  algunos  tratados 
varias  disposiciones,  cláusulas  ó  articatos  de 
los  mismos. 

Lo  propio  sucede  ei  el  orden  científico  y 
literario  respecto  de  los  supuestos,  bases 
fundamentales  ó  reglas  principales  de  la  ma«- 
teria,  lo  cual  no  nos  incumbe  esplanar. 
Véase  cánonis,  ganóüioo,  dkcrital  ,  beiie- 

€H0  canónico. 

CAIVONES.  En  el  sentido  lato,  y  al 
tenor  de  lo  que  queda  dicho  .en  el  articuló 
GÁNON,  lo  nmmo  que  leyes  eclesiásticas.  En 
esta  acepción,  pues,  la  palabra  cánofies  nhrsL' 
^a  todas  las  especies  de  derecho  eclesiástico 
que  coDstitayen  lo  que  se  llama  derecho  ca^ 
nónico,  en  cuyo  artículo  corresponde  sin  duda 
esplanar  conTenientemenle  esta  materia.  Por 
tanto,  sobre  la  índole  y  naturaleza  del  der^ 
cho  canónico ,  como  ciencia  y  como  legisla* 
cion:  de  la  potestad  legislativa  eclesiástica: 
origen  y  autoridad  de  los  cánones:  de  su 
promulgaron,  interpretación  yderogadon: 
diversas  especies  de  los  mismos:  cánones 
verdaderos  y  apócrifos,  ó  reputados  tales: 
colecciones  canónicas,  en  fin ,  además  de  los 
artículos  particulares,  que  se  desprenden  de 
esta  resena,  véanse  canon,  cánones  be  los 

APÓSTOLES,  cánones  PENrTENCIALES,  CANÓNICO^ 
DERECHO  OANÓmCO  (CBOrpodel),  DERECHO  ECLE- 
SIÁSTICO. 

C/klVONBS  (vAcrnTA»  »e).  Una 
de  las  cuatro  Mamadas  mayores  en  los  estu- 
dios  universitarios  del  reino.  Desde  el  origen 
de  estos  el  estudio  serio  y  profundo  de  ios 
cánones  había  sido  objeto  entre  nosotros  de 
especial  preferencia.  Ni  podia  ser  otra  cosa 
cuando  nuestras  universidades,  al  propio 
tiempo  que  reales  ersn  pontilicias,  interviú 
niendo  de  igual  á  igual  ambas  {)otestades  'á 
su  e^aUedmiepto  y  organización,  como  de* 
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cimos  en  m  iii^.  Todévia  ien  el  ptan  de  ed* 
ludios  de  1774  se  perfeccíoDÓ  con  particular 
osmj^ro  la  facultad  de  cánones.  Lo  propio  su- 
codió  en  el  plan  de  4784 ;  como  puede  verse 
en  m  título  7.^  Así  corrieron  las  cosas  hasta 
qne  en  el  plan  de  4  de  agosto  de  1836,  creán^ 
dose  laque  en  él  se  denominó  facultad  deju^ 
íiéprmdendA  ^  quedaron  refundidas  en  ella, 
f  por  lo  mismo  tácitamente  suprimidas,  las 
«ntrqoisimas  de  leyes  y  cánones.  Esta  mnota- 
don  se  sosluto  y  reiteró  en  el  plan  de  estn^ 
dios  de  47  de  setiembre  y  reglamento  de  32 
de  octubre  de  4845:  en  et  pian  de  8  ile  julio 
de  4847:  eo  el  de  38 de  agoste  de  4850:  en 
el  plan  y  reglameato  de  46  de  setiembre  de 
4854  :  y  en  el  reglamento  de  40  de  setiem^ 
bre  de  i85á.  En  vkiad  de  este  Boredad  ^1 
estudio  de  los  cánones,  reducidD  apenas  4 
une  sold  de  ios  cursos  de  la  antigua  facul- 
tad, aun  cuando  en  la  de  jwisprudenda  se 
verifique  en  des,  puede  decirse  qué  ba  sido 
snprimido  entre  nosotros.  La  innovación  ba 
preditóido  todavía  otro  efectoi,  y  es  el  de  con- 
vertir las  univer:^idades  púiHificias  en  nni* 
versidades  civiles^  lo  que  iia  dado  lugar  á 
una  cuestión  canónica  que  se  ba  agitado  con 
calor  y  dilucidádose  con  gran  copia  de  doc- 
trioas  en  estos  últimos  anos,  á  saber,  si  los 
grados  mayores  recibidos  en  la  nueva  faoiN 
lad  de  jurisprudmciai  podían  y  pueden  re- 
potarse  copyínicamente  hábiles  para  obtener 
prebendas,  y  piezas  eclesiásticas  en  virtud  de 
:ella8,  en  aquellos  casos  en  que  segm  las  le- 
yes, los  concilios  y  bulas  pontificias  eran  ne- 
cesarios en  derecho  canónico;  puesto  que 
coü  la  mencionada  innovación,  sustituidas 
las  universidades  mti^9  ó  puramente  reále$^ 
k  las  reales  y  pontifietas^  ba  quedada  soprt- 
mido  en  aquellas  el  oficio,  y  carga  de  caoct* 
Iler,  ó  cancelario,  que  nottbrado  por  el  po- 
jder  real  y  representando  al  poder  pontificia, 
ifonferia  los  grados  auctoríMe  regia  et  porUifir» 
cia^  qi^  era  la  fórmula:  en  vez  de  grados  en 
pánonesp  ó  tealogía,  que  era  de  ordinario  la 
disyuntiva  de  las  bulaSf  ya  no  hay  mas  que 
grados  en  jurisprudencia:  y  ha  estado  por 
úUimo»  y  está,  en  arbitrio  de  la  peiestad  ci- 
vil modificar  los  juramentos,  y  omitir  ó  rao- 
ditíoar  la  profesión  de  fé  previeniriá  f»er  la 


potestad  eclesiástica.  De  todo  elfo  tolvomos 
á  tratar  en  otro  punto.  La  organizaeion  de  la 
facultad  de  cánones,  número  de  curses,  as?g^ 
naturas,  y  grados  menores  y  mtryoresde 
cite,  se  ve  en  ^  mayor  amptitvd  en  el  ettadé 
pian  universitario  de  4884.  Véanse  tes  artí* 

CblOS  CAHOEL^niO,  CAKCHtlR,  CANÓinGO,  TA» 
CULTAntS,    ORADOS   acavíüioos,  MinÉlinAS, 

omvnnsn>Anfes. 

OitnfONeS  DB  LOS  APOS- 
TÓLES. CANOIV«S  FElVITení-^ 

GlALiBS.  V.  BKRSGBó  ojíntifiGo  (cuer- 
po del). 

CANOIVeSAS.  <Los  autores  las  lla- 
man Canmíssa:  las  boLis  ?  los  cándnes  mt- 
nonkm ,  que  habríamos  de  traducir  cattóni*> 
Cñs  ó  eanónifite).  Mugeres  dedicadas  i  Dkb 
en  comunidad  religiosa,  conocidas  muy  de 
antiguo  en  la  Iglesia  con  esa  denominación, 
por  amlogfa  con  los  canónigos.  Enm  coím 
estos,  fffflares  y  seculares.  Las  primeras  $©- 
jetas ,  según  Tomasino ,  ár  la  reghi  de  san 
Agostio.  Pero  esta»  son  propiamente  retí» 
giosas^  y  por  tanto  no  trat^tmos  de  ellas» 
Las  segundas  tuvieron  sin  duda  en  un  prin^ 
cipio  regla  monástica,  pero  luego ,  apartán- 
dose de  eUa,  adoptaron  una  sacada  de  los 
cáaoB^ ,  ó  bien  la  formuia  para  el  caso 
por  k»  concilios ,  como  diremos ,  y  estas  sen 
propia  y  verdaderamente  las  eanmaas. 

No  hay  noticia  cte  que  con  tal  ¿enotíriná' 
cion  hayan  existido  en  EspaSa;  pero  sí  en 
diversas  naciones  cristianas  ,  prinoipahn6n<e 
en  Francia,  Alemania  y  Bélgica. -Entre  lo 
mucho  que  han  hablado  de  cHas  tos  autores, 
he  aqni  lo  que  creemos  propio  del  presente 
articulo. 

Según  el  erudito  Mabillon ,  dundo  por  su- 
puesto que  en  un  principio  hubo  mo»aet«* 
TiosíMfos,  6  de  reli jjiosos  y  religiosas^  y 
que  hiego ,  degenerando,  y  alterada  I*  dteí- 
plina  y  k  regla  de  las  reHgiosas,  t«s«H«- 
ron,  dice,  be  canonesati,  ast  coma  de  los 
mongos  los  canónigos  y  ora  regtates^  om 
seculares.  Sea  lo  que  quiera  de  esta  opintoo, 
como  sistema  mas  6  menos  general ,  es  imy 
verosímil ,  y  aun  cierto  en  algunos  aasos, 
y  así  se  infiere  del  testo  del  Conellíó  CábWo" 
iteiwv  celebiado  MñlaSé  ^8)16,iM4te 
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ademas  se  deduce»  qa&  por  larocnos  en 
Francia,  entonces  empezaron  á  denominarse 
asi  las  cananesoíí.  Prescribiendo  reglas  para 
la  vida  religiosa  de  estaft,  dice  el  Concilio: 
LibuU  naníquehuk  mero  conpentm  quasdam 
admanitiuncutas  hrmter  %i$  sanclimonMli- 
bvíssciHbere,  qu»  se  canónicas  voeaítí.  En 
8i7  el  Concilio  de  Aquisgrm  formalizó  la 
regla  á  qne  debian  sujetarse  asi  las  eanone^ 
sdá  Qomo  los  canénigos,  siendo  los  principa* 
les  capitules  el  voto  perpetuo  de  castidad ,  y 
la  vida  común,  con  obedieacia  y  sumisión  á 
una  prelada.  Hasta  los  siglos  XU  y  XIU  las 
cauwh^sas  pueden  aun  <M)nsiderarse  como  reli- 
giosas regulares^  unas  sujetas  ^  las  reglas  de 
S.  Benito  ó  S.  Agustín,  otras  á  la  ordenada 
pop  ^  Concilio  de  Aquísgran;  des^  eso  ¿po- 
ca la  institución  corrió ,  digámoslo  asi ,  i  se^ 
Qularizarse,  y  la  historia  de  las  canonesas  es 
la  de  los  c&nómgm  en  este  p9ato.  Cesó  el  voto 
perpéitto  de  cmlidad  que  luego  no  prestaron 
ai  no  la  abadesa  y  la  decam:  los  hábitos 
negros  monacales  iq^puestos  por  el  Concilio' 
de  Aquísgran,  se  $ionvirlieron  en  trages  se- 
culares v  profanos»  salvo  en  los  actos  reli- 
giosos ;  las  canonesas  podian  dejar  la  orden 
para  casarse ;  y  la  casa  religiosa  ó  monásti- 
ca se  denominó  simplemente  colegio,  revé* 
lándose  en  ello  todo  su  órdea  interior  reli- 
gioso. Estas  casas  y  congregaciones,  sin 
embargo ,  han  continuado  reputándose  cor- 
poraciones eclesiásticas ,  sujetas  á  k  visita 
del  ordinario :  las  0aHom$as  asistían  á  las 
procesiones  religiosas ,  cantando  las  preces 
y  precediendo  á  los  canónigoa :  algunas  aba- 
desas tenían  jurisdicción  espiritual  sobre  es- 
tos ;  eran  benditas  y  concurrían  eomo  prela- 
das jurisdiccioaales  á  los  sínodos.  Yanespen, 
part.  1,  tit.  33,  cap.  3 :  y  también  en  las 
Glemenünas,  i  de  Relig.  Dtm.:  oap.  Dileet. 
de  major.  obed. :  en  la  glosa,  palabra  Cano- 
nisM. 

CAIVOIVGIA.  CANONICATO. 
Voces  sinónimas  que  espresan,  según  unos 
un  título  espiritual,  que  atribuye  el  derecho 
de  asiento  en  el  coro,  y  voto  en  el  cahiikio 
eclesiástico  catedral,  ó  parroquial.  Conrúa- 
dense  con  frecuencia  en  el  uso  común  la  ea-' 
mngíay  hpi'^ndaf  tomándose  um  por 


otra,  cuando  realmente  son  diversas.  La  pre* 
benda  es  en  rigor  el  derecho  á  percibir 
cierta  porciott  de  los  bienes,  frutos,  ó  emolu-» 
montos  de  la  iglesia  catedral,  ó  colegial :  de- 
recho que  rauy  frecuentemente  se  tiene  sin 
asiento  en  el  coro,  ni  voto  en  el  cabildo; 
como  muchas  veces  sucedía  respecto  de  loa 
musióos,  cantores,  organistas,  etc.,  de  una 
catedral;  y  alguna  vez  las  dignidades,  y  ra<* 
oioneros,  ó  medios;  y  eso  nun  cuando  tales 
prebendas  estuviesen  espiritualizadas,  cons- 
tituyendo así  un  título  canónico  de  ordena- 
ción, como  en  algunas  iglesias  sucedía;  toda 
vez  que  no  atribuían  el  mencionado  doble 
derecho  do  oatortl»  y  voto.  Verdad  es,  que 
el  canónigo,  según  el  prtacipk)  beneflomní 
prapier  offitíum^  tenia  deiecho  á  prebendaí 
pero  de  aquí  lo  que  se  deduce  ea  que  e| 
oanéoígo  es  prebendado ;  perd  no  que  Ud» 
prebendado  es  canónigo. 

De  aquí  nacía  la  ouestion  de  ai  la  eanon^ 
gia,  era  ó  no  título  canónico  de  ordenación^ 
porque  ciertamente  que  ni  el  asiento  en  et 
coro,  ni  el  voto  en  el  eabíMo  constituyen 
edügi^a.  Los  que  hacían  consistir  la  esen*^ 
eia  del  canonicato  en  este  doble  derecho  te- 
nían que  admitir  la  adruatíva*  por  mas  es-» 
trana  que  parezca  y  sea  en  realidad  se^ 
majante  doctrina,  ya  se  atienda  á  la  índole 
del  cargo,  ú  oficio,  ya  á  que  el  canóniga 
tiene  precisíoQ  á  cierto  tiempo  de  recibir  ór^ 
den  aacm.  Para  salvar  la  dificultad  por  la 
afirmativa  anadian  qne  á  la  canongia  iban 
me]M  hss  ¿fátribucieHes  ^(jdtoaoa,  lo  que 
[  ya  bastaba  para  constituir  beneficio.  Sin  em^ 
bargo,  estas  dtstríbncitfnes  no  bastaban  sieaH 
pre  á  constituir  congrua;  y  no  siempre  se 
tenia  derecho  á  ellas,  pues  en  muchos  casos 
es  sabido  que  por  la  ausencia  se  pierdmi  kt^ 
de  iaier -presentes  .  Verdad  es,  que  también 
la  prebenda  podía  alguna  vez  no  ser  eátht 
§rua ;  pero  esto  no  podría  suceder  sino  por 
incidente,  por  las  vicisitudes  variables  de  loo 
tiempos;  pues  en  principio  no  deben  establear 
cerse  mas  plazas  prebendadas  que  las  qne 
decorosa  y  canónica  mente  pueden  snsteptar 
las  rentas  de  la  iglesia,  asi  corno  no  está  per-^ 
mítido  aumentar  dicho mbnero,  sino  onanáto  Im 
rentas  aaíragtten  para  ello.  De  todos  modas 
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DOS  parece  que  esta  cuestión,  estrívando  en 
un  sapuesto  voluntario,  cual  era  el  de  fijarla 
esencíadel  canonicato  en  el  mencionado  dere- 
cho de  asiento  y  voto,  lo  era  solo  de  palabras; 
pues  quedaba  eludida  y  aun  prevenida^  es- 
tableciendo como  algunos,  y  puesto  que  en 
ello  no  se  contraviene  á  ningún  principio  ca- 
nónico; y  antes  en  congruencia  con  todos 
los  que  es  lícito  invocar  en  la  materia,  que 
canongla  ó  canonicato  es  un  Ululo  espiritual 
que  en  lai  iglesias  catedrales  y  colegiales 
atribuye  los  derechos  de  asiento  en  el  coro, 
voto  en  el  cabildo  y  obcion  á  las  distribiuio* 
nes  cotidianas  y  á  prebendas. 

Alguna  modificación  parece  surrír  esta 
doctrina  cuando  las  iglesias  dejan  de  poseer 
bienes  en  todo  6  parte,  y  los  canónigos 
quedan  atenidos  á  una  asignación  por  el  es^ 
tado ,  como  al  presente  sncede  entre  iios« 
otros ,  aun  después  del  concordato  de  i851. 
La  duda ,  sin  embargo ,  podria  establecerse 
en  aquellos  casos  de  desamortizaeion  ó  cb^ 
propiacion  por  solo  la  potestad  civil ,  que 
9iñ  concurrencia  de  la  eclesiástica  fija  en 
codsecuencia  la  dotación  del  clero:  duda 
fundada ,  pues  la  asignación  entonces  no 
queda  espirituali%ada ,  es  puramente  profa- 
na ,  puede  hasta  no  ser  congrua ,  no  es  per- 
petua ,  y  aun  podria  desaparecer  ó  no  fijar- 
ge  :  mas  no  asi  cuando  concordada  por  am- 
bas potestades  la  organización  y  dotación  de 
ün  cabildo ,  la  asignación  ó  dotación  queda 
espiritualizada  en  el  becho. 

Lo  dicho  hasta  aquí  ha  de  entenderse  de 
las  rigorosas  canonglas ;  y  no  de  las  escep" 
ciúnalesj  como  las  honoraria» ,  heredita- 
rias ,  etc.  Véase  cabiónigo. 

GAIIÍOPVICO.  Lo  perteneciente  á 
los  cánones:  lo  arreglado ,  ó  conforme  á 
ellos ,  aun  en  el  sentido  mas  lato :  lo  pre- 
ceptuado ó  autorizado  por  los  mismos :  en 
sentido  lato  lo  que  se  funda ,  no  solo  en 
el  derecho  eclesiástico  escrito,  sino  en  el 
no  escrito ,  esi%  es ,  en  la  costumbre  legí- 
tima general  ó  particular  de  ''alguna  igle- 
sia,  siendo  sabido  que  en  lo  canónico  la 
costumbre  hace  ley ,  aun  contra  los  cánones 
no  dogmáticos :  por  antonomasia  ,  en  fin .  lo 
qtíc  está  prescriplo  ó  declarado  como  de  fé, 


ó  de  na  modo  muy  solemne  y  especial ,  en 
cuyo  sentido  llamamos  por  escelencia ,  por 
ejemplo ,  libros  canónicos  ,  á  los  que ,  según 
declaración  del  Concilio  de  Trente ,  consti- 
tuyen la  Esciitura  Sagrada :  asi  decimos 
también  Canon  de  la  misa,  Horas  Cajidni- 
cas.  Véanse  e^tos  artículos. 

En  la  segunda  acepción  se  llama  espe^^ 
diente  canónico  y  causa  canónica,  al  proce- 
so, que  con  formas  judiciales ,  y  empleados 
en  vano  por  el  prelado  ó  cabildo  los  medios 
prudentes  y  monitorios  gubernativos  que  se 
forma  contra  los  canónigos  y  prebendados 
que  no  residen  sus  prebendas  ó  canongías. 
Liámase  también  espediente  canónico  de  non 
residendo, 

CAIVOIVIGO.  Traducción,  menos 
precisa,  de  la  voz  latina  canonicus^  que  n<> 
siempre  tuvo  la  misma  significación  en  la 
historia  eclesiástica  y  en  el  derecho.  En  ellos 
vemos  que  usada,  como  adjetivo ^  según  el 
género  y  los  casos  ,  se  aplicaba  á  cosas  y 
personas,  á  lo  que  procedía  de  tos  cánones 
y  reglas  de  la  Iglesia ,  ó  era  conforme  á  ellas^ 
(Véase  cANomco).  Sustantivada ,  se  apli- 
có soh)  á  las  personas ,  espresó  una  clase  y 
categoría  eclesiástica,  y  por  tanto ,  no  á  lo-* 
dos  los  que  vivían  ó  debían  vivir  según  las 
reglas  de  la  Iglesia,  en  cuyo  caso  se  halla- 
ban todos  los  cristianos ;  si  no  á  los  clérigos 
que  para  mayor  perfección  se  reunían  en 
vida  común ,  subordinados  á  un  prehido  ó 
superior,  bajo  reglas  especiales  de  disciplina 
y  obediencia :  en  esta  acepción  es  como  la 
palabra  canónigo  es  traducción  de  la  de  ca^ 
nonxcus.  Por  eso  es  un  error  dar  por  senta- 
do, como  se  vé  en  algunos  autores,  que  hu- 
bo canónigos  desde  que  se  hallan  en  la  hiS" 
toria  ó  en  el  derecho  las  palabras  camnicus^ 
canoníci.  Aun  en  sentido  propio ,  esto  es, 
bajo  el  concepto  corporativo  ya  indicado, 
la  palabra  canónigo  tiene  dos  acepciones; 
tomada  genéricamente  se  aplica  á  los  ecle- 
siásticos, reunidos  ó  no  en  vida  común,  pero 
sí  formando  corporación,  bajo  una  regla  ca- 
nónica ,  no  monástica ,  ó  no  rigorosamente 
tal,  por  prescindir  de  alguno  de  los  votos, 
que ,  por  lo  menos  ,  solía  y  suele  ser  el  do 
pobreza,  lo  que  ha  dado  ocasión  á  la  difc- 
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rencia  cardiaal  entre  monges  y  canónigos ;  y 
asi  bien  á  la  de  canónigos  regulares  y  canó- 
nigos seculares.  En  sentido  específico  se  dice 
canónigo  en  el  rigor  de  la  denominación  el 
clérigo  ó  sacerdote ,  que  en  los  cabildos  ca- 
tedrales ó  colegiales  disfruta  una  canongía  ó 
canonicato,  propiamente  tal,  esto  es,  un 
título  espiHtnal  que  le  (Uribuye  derecho  de 
asiento  en  el  coro  en  cuerpo  de  cabildo,  vo% 
y  voto  en  este,  i  las  distribucioties  eoti'* 
dianas  y  á  prebenda  (véase  el  artículo  ca- 
iíoncía):  título  que  pueden  obtener  y  disfru- 
tar k)  mismo  los  canónigos  regnlai-eé,  que 
k)sr  seculares,  como  en  la  práctica  se  ve* 
Ademtó  d^  eso  canáiiigo,  canonieu^,  se 
dice,  según  unos,  á  canone,  tomado  este 
en  sentido  de  ley  eclesiástica:  según  otrea 
de  la  misma  voz,  pero  tomada  por  la  ma^ 
tríenla,  ó  nómina  de  eclesiásticos  adscríptos 
á  una  iglesia,  ycuya  nómina  se  ilamac^inon: 
otros  de  la  voz  canon  lomada  por  la  renta  ó 
porción  de  frutos  ó  bienes  de  la  iglesia^ 
eomo  sí  se  dijera  clérigo  estipendiario:  va^ 
ríos  autores,  en  Gn,  á  canendo,  por  la  obli- 
gación del  canónigo  á  cantar  en  eJ  coro  En 
todos  estos  casos  se  usaron  y  usan  las  voces 
canon,  canónicas ;  pero  solo  en  la  primera 
acepción  son  aplicables,  en  nuestro  con- 
cepto, á  la  dase  que  es  objeto  este  artículo. 

Hemos  dicho  al  principio  de  la  defínicion 
clérigo  é  sacerdote,  pues  aunque  por  la  disci- 
pNna  actual  todo  canónigo  está  obligado  á  re- 
cibir orden  sacro,  como  veremos,  dentro  de 
un  breve  término;  eso  mismo  que  establece 
el  supuesto  de  que  pueden  ser  nombrados 
sin  él.  Los  autores  tratan  iatísimamente  de 
esta  materia ,  que  la  índole  de  nuestra  obra 
ROS  hace  reducir  á  las  siguientes  subdivisio- 
nes, en  que  tambiea  consignamos  el  derecho 
vigente  sobre  el  particular. 

Origen  de  los  canónigos.  Para  los  que 
creen  que  los  canónigos  fueron  monges  en 
un  príneipío,  su  origen  es  el  de  las  órdenes 
monásticas.  Los  que  opinan  de  otra  manera 
loman  el  principio  de  otro  género  de  corpo- 
raciones eclesiásticas,  en  lo  practicado  por 
San  Agusliii ,  que  consultando  la  pureza  de 
las  costumbres  del  clero,  reunió  al  suyo 
en  su  palacio  episcopal ,  lo  sometió  á  vida 


común  bajo  ciertas  reglas  de   subordina- 
ción y  disciplina,  asi  como  paralas  con* 
gregaciones  de  mugeres  ordenó   y  pres- 
cribió las  que  con  su  nombre  han  llegado 
hasta  nuestros  días.  Lo  verosímil  es  que  las 
corporaciones  de  canónigos,  propiamente  ta* 
les,  se  prepararon  por  ambos  medios,  y  asi 
lo  convence  el  estudio  serio  de  la  historia. 
Con  el  autorizado  ejemplo  de  tan  insigne 
prelado  y  padre  de  la  Iglesia  se  multiplica* 
ron  las  congregaciones  de  eclesiásticos  bajo 
una  vida  y  disciplina  común;  si  bien  el  tiem- 
po  abrió  la  puerta  muy  en  breve  á  la  relaja- 
ción y  á  ios  abusos.  Asi  al  principio  del  si- 
glo VIH  se  ven  ya  en  los  príncipes  cristia- 
nos y  en  los  concilios  y  prelados  los  reitera- 
dos y  unánimes  esfuerzos  para  restaurar  la 
disciplina,  y  entonces  principalmente  ciertas 
congregaciones  de  eclesiásticos,  sometidos  á 
disciplina  menos  severa  que  la  de  los  verda* 
deros  monges,  empezaron  á  distinguirse  coa 
la  denominación  de  canónicas  en  contrapo- 
sición á  las  de  monásticas,  y  de  canjonici  sus 
individuos,  en  contraposición  asi  bien  á  mo- 
ñachi,  ó  monges  en  el  rigor  de  esta  palabrfi.. 
Asi  vemos  que  en  707 ,  Rotario,  rey  de. 
Longobardos ,  hizo  coleccionar  las  leyes  de 
estos,  y  de  ellas,  la  1,  tít.  3,  §.  8;%  de- 
claraba canónicos  regulares  esse,  qui  se* 
cundum  regulmn  sibi  prcescriptam...  vivunt; 
cum   seculares  dicantur  vivere  secmidum, 
cánones  ac  regulam  sanctí  Augustini ,  ele- 
ricis  ómnibus  indlctam:  ley  y  documento 
histórico  notable ,  pues  manifiesta  ya  como 
establecida  en  aquella  época  la  diferenoia  de 
canónigos  regulares ,  y  seculares;  y  la  apre- 
ciación hecha  entonces  también  de  la  reglad^ 
S.  Agustín,  que,  siendo  notorio  que  el  S^nto 
la  formó  solo  para  las  monjas,  se  reputó  apli- 
cable á  las  congregaciones  caiuinicas  de  va- 
rones,    según   ha   continuado  hasta  nos- 
otros. Sobre  este  período  notable  de  transi- 
ción en  la  disciplina  de  la  Iglesia  respecto 
de  corporaciones  religiosas ,  pueden  consul- 
tarse las  Capitulares  de  Pipino  y  de  Cárlo- 
Magno  :  y  los  Concilios  III  de  Orleans,  de 
Vernón,  de  Maguncia  de  813,  de  ilú;  de 
816,  el  de  Aquisgrán  de  817  ,  que  formó  y 
publicó  la  regla  que  lleva    su  nombre  para 
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cmténigos  y  canonesaSj  y  otros  de  aquel 
tiempo. 

Otra  fue  formada  por  san  Crodegardo, 
obispo  de  Metz ,  bajo  la  cual  reunió  á  sus 
elérigoa  envida  común,  cuyo  loable  ejem- 
plo fue  imitado  por  el  pronto,  ya  bajo  aquella 
regla ,  ya  bajo  las  denominadas  de  san  Sil- 
vestre, san  Urban  y  otras,  hasta  qne  des- 
pués ,  renovándose  la  relajación  de  la  disci- 
plina ,  fae  nuevamente  la  seSal  y  ocasión 
del  casi  abandono  de  ella  la  distribución  de 
los  bienes  de  la  Iglesia  en  porciones  perso- 
nliles  ó  ptebeniasy  como  lo  habia  sido  en  el 
período  anterior  análogo  del  V  al  VI  siglo. 
Asi  á  fines  del  siglo  X ,  y  en  todo  el  XI ,  la 
vtda  común,  fue  casi  generalmente  abando- 
nada ,  y  volvieron  "&  presentarse,  para  no 
desaparecer  ya ,  para  recibir  hasta  la  san- 
ción canónica,  las  diferencias  desde  enton- 
ces reconocidas  y  jurídicas,  de  canónigos  r9- 
¡fiares  y  canónigos  seculares ,  de  que  volve- 
mos á  hablar  al  Rn  de  este  artículo. 

En  España  apenas  es  conocido  el  curso 
que  llevaron  las  cosas.  De  los  Concilios  I,  III 
y  1 V  de  Toledo,  se  coligo  que  habia  sido  adop- 
toda  en  ella  la  práctica  de  San  Agustin :  y 
si  bien  en  los  cánones  de  estos  Concilios  re- 
lativos á  la  reunión  de  los  clérigos,  pudiera 
verse  mas  bien,  y  ven  algunos  el  origen  de 
los  seminarios  eclesiásticos,  no  así  en  el  ca- 
non 23  del  Concilio  IV  en  que  espresa- 
mente  se  habla  de  los  clérigos  y  saoeréoies 
reunidos  en  la  casa  del  obispo:  prtBshUeros 
atquelevit€e,quos  forte  infírmifaSy  auné  osla- 
ils  gravitas  in  condavi  episocpi  numere  non 
siniU  etc.  Es  de  presumir  qne  continué  esta 
disciplina,  cuando  los  Concilios  posteriores 
no  claman  contra  el  abandono,  6  relaja- 
ción de  ella ;  pero  lo  es  también  que  la  ir- 
rupción de  los  sarracenos  debió  perturbar  el 
ófden  de  cosas,  en  medio  de  lo  cual,  nodeja- 
ría  de  influir  en  EspaSa  el  que  hemos  visto 
se  propagó  en  el  vecino  imperio  de  Pípino  y 
Carlo-Magno.  Con  todo,  Berganza  asegura 
no  se  halla  mención  de  canónigos  en  tiempo 
de  los  reyes  godos,  y  que  el  primer  docu- 
mento en  que  vio  usada  esta  palabra  fué  en 
una  escritura  de  donación  en  favor  de  la 
iglesia  ^e«(»MeH$e  de  la  dióooMS  de  Gerojiai 


del  aSo  de  967,  aunque  ea  su  juiolo  hablaba 
de  canénigos  reglares.  Puede  verse  sobra  eale 
punte  su  empeñada  polémica  can  el  «roais* 
ta  Pulgar,  y  sus  esfuerzos  en  demostrar  que 
algunas  de  nuestras  catedrales,  eomo  las  de 
I^mploaa,  y  Paleocia,  tuvieron  «us  cabildos 
de  monjes  benediotiaos  (cap«  19,  li|».  4,  da 
sus  antigüedades  de  España),  Como  quiera,  que 
sea  en  los  siglos  XI  y  XII  la  Iglesia  de  Espa* 
na  recoaocia  ya  como  laa  demaa,  las  diferen- 
cias de  canónigos  seglares  y  seeulare^. 

ProDimn  ó  eolacion:  cmámeñ  niHibh 
don.  Tenemos  espaesla  áoijdiaBieiile  esta 
materia,  y  la  legislacioa  relativa  á  alUt  aa 
loa  artiottioa  ALTsaiiATfVAi  toma  2,  pág»  S/BO^ 
y  BKNartaio,  tom.  6,  pág.  91 »  il9  y  192:  y 
véante  adeoMs  loa  arttoolas  gabhm^  a^vao* 
NATO,  ffSEasanás. 

¡hfuMtús  pmwml^.  Sen  haj^laa  prineipar 
leskttdana/ttmtoMyenestaareioaa,  ^lía^f,  ^* 
4en  y  eieiicia.  Sobre  eHa  ha  de  verse  también 
el  artículo  Bifisncio,  teaiendo  presentes  ade- 
mas las  siguientes  indicaciones.  Niagana  úñ 
ser  español,  ó  haber  obtenido  cavia  de  iiate- 
ralexaj  paede  obteno*  eanoagfaa,  coma  nía* 
gna  género  de  beaafiak»,  sin  aselair  de  eala 
regla  ni  aun  los  eanoniealos  y  prdieadas  de 
provisión  del  Papa,  al  tener  de  los  caacerda- 
tos  de  1733  (ley  1,  tít.  18,  lib.  1,  Nov.  Be- 
copílacion),  y  1851.  Véanse  sobre  el  parti- 
cular las  leyes  del  tít.  13,  Kb.  eítada  del 
mismo  código,  y  los  artiaolos  prtanias  da 
nuestras  eonstüneiones  palitieaa. 

La  edad  y  el  orden  son  hoy  correbtívai, 
aunque  no  así  anl^  del  GoncMa  de  Trente. 
Basta  entóneos ,  aegua  el  dereabo  conua, 
la  edad  para  obtener  beneficios  y  par  tanta 
canonicatos ,  era  la  de  14  smos ;  salvo  qoa 
por  ftmdacioii  é  por  ta  iftdole  del  beaa&eio, 
ó  prebenda ,  estos  exigiesen  otra  cosa,  paes 
esa  era  entonces  la  ley  del  easo.  Véase  so- 
bre este  ponto  el  artículo  ómw»  sac»,  Elei- 
tado  Concilio  alteró  saludablemente  eila  dk- 
ciplína ,  y  mas  áaipltameiile  aan  lo  ka  vari- 
fícado  el  Concordato  de  1851.  Por  él  paade 
asentarse  como  regla  general,  y  au«  absa-» 
luta:  I."",  que  estando  obligados  loa  canént^ 
ges,  como  veremos,  i  redbir  orden  sacra, 
ea  su  caso ,  dentro  del  aao  de  fat  posasioo» 
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bi  ediHi  pura  ser  nünibrado  ha  de  ner  á  lo  I 
menos  la  de  21  auos  cumplidos,  sin  dislm«<> 
gmr  de  ctledrales  y  colegialas :  y  2.'*,  ti  el 
eayoDÍcaU)  lleva  aneja  cura  de  almas ,  la 
edad  para  ser  nombrado  será  la  de  24  aSos 
elimplidos.  Mas  camo  nada  es  en  este  ponto 
mas  espKeito  y  autorizado  que  el  tenor  mis^ 
ftto  del  GonctHo  y  del  Concordato  citados^ 
fomo  además  uno  y  otro  soh  la  legislacjoa 
▼fgente ,  el  primero  en  la  disciplina  gene- 
ral, estatodo  recibido  ^  el  segundo  en  tade 
las  iglesias  de  la  Peninsala  é  islas  adyacen^- 
tea  t  iMthiandii  hasta  modlBcado  en  est^  el 
patronato  real  llamado  entero  6  relativio  al 
reino  de  Granada  >  Canarias  y  algún  otro 
ponto ,  faé  aquí  el  testo  de  los  mismos4 

hLos  ^ite  obtieaett  6  en  «d^tite  bbtit- 
vienen  d¡gfiidades>  personados ,  oftcios,  pre^  ¡ 
bendas,  porciones  y  cualquier  otro  género 
de  beneficios  en  las  mencionadas  iglesias 
(en  las  catedrales  y  colegiales)  dice  el  Con- 
cilio (cap.  4,  seo.  98,  de  ref. )  de  los  que 
llevan  ciertas  cargas  anejas ,  como  laé  de 
decir  ó  cantar  ht  misa  9  el  evangelio  ó  la 
epístola ,  están  obligados  á  recibir  dentro  de 
un  año,  salvo  justo  impedimento,  el  6rden 
sacro  requerido  para  tales  cargos ,  aun 
cuarafa)  para  lo  contrario  tengan  en  su  iávor 
cualquier  privik^gio,  exención,  prerogativa, 
ni  aun  por  rason  de  la  estirpe  ó  rango  de 
la  persona :  en  otro  caso  incurren  'en  las 
penas  establecidas  en  la  constitución  del 
Concilio  de  Viena,  que  empieza  Ut  ij  qui{i), 
la  cual  réfiíie^ii  ei  Gonctlto  por  el  presente 
decreto.**.  T  nadie  pueda  ser  nombrado  en 
lo  sucesivo ,  si  no  aquellos  que  se  hallen  en 
fai  odad,  y  tengan  integramente  los  reqiri- 
•itoa exigidos:  de  otro  modo  sea  irrítala 
iproviaíoB.» 

El  mismo  Ceneilio  estableció  entre  otras 
eosas  (cap.  i%  ats.  24  de  rer«),  <pie  e^ta#- 
do  ímAituidas  las  dignidadea,  eepecialmeÉte 
éa  las  caledralea,  para  mayor  deeoro  y  so- 
lemnidad del  culto ,  los  provistos  para  ellas 
dtíbeD  9ü  tales,  que  puedan  vespotidar  á 
este  |»ropésito  y  cargo.  ««Nadie  ^  pues,  ái- 
eet  ea  sm  consecnencfa  t  pueda  en  lo  soeef- 


sivo  ser  promovido  á  cualquier  dignidad  i|ue 
Iteve  aneja  cura  de  almas  ,  si  no  el  que  por 
lo  mem»  baja  entrado  m  la  e<fod  de  SK 
MÍOS....  Paralas  demás  dignidades  y  per- 
sonados que  no  llevan  aneja  curia  de  al- 
mas ,  elíjanse  clérigos  idóneos  y  no  meno- 
res de  8¿  anos....  Ninguno,  de  aquí  ed  ade- 
lante sea  {)romovido  á  dignidad,  canónica* 
to  ó  porcíoAv  8i  no  sé  baila  iniciado  enaqnel 
orden  sacerdotal ,  qno  los  ausmos  cd^gbs  rb« 
quieren,  ó  en  tal  edad,  que  lo  pueda  veálinar 
dentro  del  tí«mpo  prefijado  pbr  él  derecbo  y 
por  este  Concilio.  En  todas  las  iglesias  ca* 
tedrales,  todos  los  canonicatos  y  pomiiNies 
lleven  anejo  el  orden  de  presbítero  ^  de^diá- 
eoneó  de  subdíácono.  El  obispo^  oido  el  ca- 
bildo, determine  el  número  de  los  que  ba^án 
do  pertenecer  i  cada  una  de  estas  órtfenes, 
con  tal  que  la  mitad  por  lómenos^  hayan 
de  ser  presbitetos;  y dondehaya  la salnflaUe 
costumbre  de  que  lo  sean  mas  ,  ó  qnb  todos 
sean  presbíteros,  guátdese  absolulaflaentei'* 

No  hacen  espresa  diferencia  estes  dbsde* 
érelos  entre  las  catedrales  y  colegiatas»  y 
sin  embargo  la  Congregación  del  ConcüiOi  y 
y  b  rota  romana  á  sa  vez  declaran»:  qifc 
nada  habkt  linovado  en  cuant»  á  coi^a- 
tas,  y  que  por  tanto  para  obtener  canoníeaio 
en  ellas  bastaba  la  edad  de  i4  años,  prefi- 
jada por  derecho  común.  En  todo  oas#  el 
concordato  do  tSíH,  ha  líemovido  toda  duda 
en  cnanto  á  la  Península  é  islas  adyacentes. 
Sus  determinaciones  relativas  al  casó,  émi 
como  sigue: 

Art.  16.  Asi  las  dignidades  y  canóúigós, 
coa^o  los  beneficiados  ó  capellanes,  auwpte 
para  el  mejor  servicio  de  his  respoelivas  oa* 
tedíales  se  hallen  divididos' en  prtsMetúles, 
diac^ale$i  jf  sulndiaíconalesi,  debefláKiser 
todos  presbíteros....  y  fes  qtie  no  to'Aiesea 
al  lomatr  posesión  de  ftus  béndicios  df^teiéo 
serlo  /preetmnumíe deiáro dd  año,  bdjoias 
penas  oadiónicas. 

Ari.  23.  Las  reglas  esiabecidas  ea  tos 
artícttioe  anteriores^  asi  para  la  proviaian  de 
las  prebendas  y  beneficios  en  las  iglesias  oa- 
tedrales,  Oomo  para  el  régimen  de  sus  eabil* 
dos,  se  observarán  puntualmepie  en  todas 
stis  partes  respecto  de  bis  iglesias  cole^iiitiiiu 
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Para  que  la  cora  de  almas  aneja  á  un  ca- 
Bonícato  haga  necesaria  en  la  provisión  de 
este  la  edad  de  35  anos ,  es  necesario  que 
sea  inherente^  y  no  inddeHÍe,  esto  es,  que 
vaya  unida  como  principal ,  ó  como  condi- 
ción esencial  del  cargo  6  dignidad ,  y  así 
fue  declarado  por  la  congregación  del  Con- 
cilio ;  y  lo  propio  cuando  la  cura  de  almas 
iociúnbia  colectivamente  el  cabildo ,  y  no  in- 
dividualmente á.  alguno  de  los  capitulares;  no 
pudiendo  lo  primero  tener  ya  lugar  en  Es- 
pala en  virtud  de!  art.  25  del  Concordato 
de  i851,  que  prohibe  que  los  cabildos  y  cor- 
poraciones eclesiásticas  tengan  cura  de  al- 
mas aneja  pleno  jure. 

Tiene  declarado  asi  bien  la  congregadon 
del  Concilio ,  que  por  el  tenor  de  lo  esta- 
blecido por  este  en  los  anteriores  decretos 
no  se  entienden  alteradas  las  cláusulas  de 
fundación ,  en  cuanto  á  la  edad  y  recepción 
de  orden  sacro ,  y  por  tanto  qne  ni  aun  con 
asentimiento  de  los  patronos  puede  el  opis- 
poidterar  dichas  cláusulas,  en  las  iglesias 
colegiadas,  por  ejemplo,  de  patronato  parti- 
cular. En  ellas,  en  tal  caso,  puede  ser  nom- 
brado un  canónigo  menor  de  22  años ,  y  con- 
cederse á  este  mayor  término  que  el  señalado 
por  el  Concilio  para  recibir  orden  sacro;  aunque 
alterar  el  mínimum  establecido  por  la  Iglesia 
como  regla  universal  para  recibir  órdenes. 

Las  penas  canónicas  en  que  incurre,  se- 
gún el  Concilio,  el  canónigo  que  no  recibe 
el  orden  correspondiente  dentro  del  ano  de 
posesión ,  son ,  al  tenor  de  lo  dispuesto  por 
el  Concilio  de  Yiena,  la  prohibición  de 
TQto  en  el  cabildo,  y  la  pérdida  de  la  mi- 
tad de  las  distribuciones  cotidianas. 

En  cuanto  kh  ciencia,  una  es  la  que 
constituye  la  que  se  llama  idoneidad  de  im 
aaceiklotey  á  saber,  la  ciencia  é  instrucción 
eligida  por  el  derecho  común,  planes  de 
«studios,  sinodales  de  los  obispados,  y  cláu- 
sulas de  fundación  en  su  caso ,  para  recibir 
las  órdenes  respectivas,  para  ejercer  la  cura 
de  almas,  y  para  obtener  las  correspon- 
dientes licencias  y  testimoniales.  De  este  gé- 
'  ñero  de  instrucción ,  decide  mas  bien  que  el 
colador,  el  prelado  que  dá  la  canónica  ins- 
tilación ;  cerciorándose  por  sí ;  ó  por  medio 


de  los  sinodales  de  examen  y  concnrso  se- 
gún los  casos. 

Otra  es  la  ciencia  profesional,  la  qne  su- 
ponen el  seguimiento  de  una  carrera »  y 
ciertos  grados  académicos.  En  cuanto  á  esta, 
además  de  lo  que  pueden  exigir  en  casos 
especiales  la  fundación  ó  las  constituciones 
capitulares,  el  Concilio  de  Trente  recomien- 
da que  en  donde  pueda  ser  asi ,  el  arcedia' 
no,  á  quien  llama  ojo  del  obispo,,  sea  maes- 
tro en  teología  ,  doctor  ó  licenchdoen  de- 
recho  canónico  (cap*  42,  ses.  24  de  refO: 
y  exhorta  asimismo  á  que  en  las  catedrales, 
y  en  las  colegialas  notables,  en  que  pueda 
cómodamente  verificarse,  las  dignidades,  y 
por  lo  menos  la  mitad  de  los  canónigos,  luí- 
yan  recibido  alguno  de  los  antedichos  gra- 
dos. El  Concilio,  sin  embargo,  se  limita  á 
exhortar ;  y  de  ahí  sin  duda,  el  que  sus  salu- 
dables disposiciones  estén  ea  este  punto  casi 
en  completo  desuso*  No  asi  respecto  de  los 
que  se  llaman  prebendados  de  oficio,  esto  es, 
el  magistral,  lectoral,  doctoral,  y  peniten- 
ciario; mas  en  cuan  lo  á  la  ciencia  profesionaU 
y  grados  de  estos  véanse  sus  respectivos  ar- 
tículos, y  el  de  phbbbndados  de  oficio. 

Hasta  aquí  hemos  hablado  de  los  requisi- 
tos y  cualidades  exijidas  por  uno  y  olro  de- 
recho, ó  por  ambos.  Otras  lo  eran,  ó  k)  son 
todavía  por  las  constituciones  de  cada  igle- 
sia, ó^'undacion  de  sus  cabildos,  como,  por 
ejemplo,  que  el  de  abad,  presidente,  el  que 
todos,  ó  algunos  de  los  capitulares  hayan  de 
obtener  ciertos  anos  de  carrera,  grados  acadé- 
micos, la  profesión  de  alguna  regla,  como  la 
de  sanAgustin,  en  su  caso,  de  donde  suelen, 
tomar  denominación  las  catedrales,  ó  cole- 
giatas, y  por  cuyo  concepto  la  de  Pamplo- 
na, V.  g.,  es  de  canónigos  seglares;  j  sñ 
denomina  colegiata  magistral  la  de*  Alcalá 
de  Henares.  Sobre  este  punto,  ha  de  estarse 
á  las  disposiciones  pecdiares'para  cada  caso, 
no  contrariadas  por  el  dereeho  común,  ó  la 
costumbre  legítima. 

Entre  los  requisitos  de  tal  modo  exijídos 
hay  algunos  de  que  no  podemos  menos  de 
hacernos  cargo^  como  por  ejemplo,  la  lim- 
pieza de  sangre,  el  dt.sí^,crisíiam  viejo 
ó  n  Q  descender  de  moros  ójudiosy  no  ser  con* 
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vénú  y  el  no  ser  religioso  secularizado^  ó 
no  haber  profesado  regla  monástica^  El  qae 
haya  leído,  entre  otras  constituciones  capí- 
tularesy  las  antiguas  de  la  catedral  de  Tolo- 
do,  verá  hasta  qué  punto  se  llevó  el  celo, 
roas  ardiente  que  discreto,  en  punto  ¿  con-- 
versos  y  descendientes  de  moros  ó  judíos,  y 
castigados  por  el  santo  ofieio^  etc.  Todas  estas 
constituciones  están,  y  sino  deben  reputarse 
absolutamente  en  desuso.  La  religión  pier- 
de con  ellas  mas  que  gana.  Y  están  en  efec- 
to abolidas  por  lo  que  hace  i  la  potestad  ci- 
vil. El  real  decreto  de  28  de  marzo  de  i  85*1 
ordena  en  su  artículo  iJ":  cCesarán  por  aho- 
ra y  hasta  que  otra  cosa  se  disponga  en  de- 
bida forma,  las  llamadas  pruebas  de  estatU" 
tos,  ó  cualesquiera  otras  que  hasta  el  dia  se 
hayan  exigido  por  usos  ó  prácticas  de  las 
iglesias. 

No  así,  esto  es,  no  puede  reputarse  en  de- 
sosó la  circunstancia  de  no  haber  profesado 
orden  monástico.  El  principio  de  derecho 
coman  secutaría  beneficia  secularibus;  regu^ 
loria  regularibusdentur,  no  ha  dejado  aun  de 
serlo;  si  bien  es  de  suponer  se  modifique  en 
Im  constituciones  uniformes  que  después  del 
Concordato  de  1854  deben  hacerse  paralas 
iglesias  de  España.  Hasta  tanto,  el  principio 
se  reputa  vigente;  y  solo  se  modifica  en 
cada  caso  por  virtud  de  indulto  apijistólico.El 
nuncio  de  Su  Santidad  se  halla  revestido  de 
facultades  estraordinarías  para  habilitar  á  los 
esclaustrados  durante  las  estraordinarías  cir- 
cunstancias de  la  Península;  y  así  ha  cedi* 
do  y  cede  la  oposición  de  muchos  cabildos 
á  admitir  por  canónigos  á  los  religiosos  es- 
claustrados,  ya  civil  yacanónicamentCy  nom- 
brados por  la  corona.  Por  parte  de  la  autori- 
dad real  los  esclaustrados  están  habilitados 
para  obtener  prebendas  en  catedrales  y  co- 
legiatas, y  mandado  se  les  admita  y  pose- 
sione por  el  real  decreto  de  25  de  julio  de 
1852.  (Véase  en  el  tomo  VI,  pág.  123). 

Se  resuelve,  en  fin,  en  requisito  personal, 
la  incompatibilidad  establecida  en  casos  da- 
dos por  buhis  y  breves,  y  últimamente  por 
el  Concordato  en  1851,  cual  es  la  relativa  á 
las  capellanes  de  honor  de  la  real  capilla, 
jueces  de  la  rota»  etc.,  sobre  lo  cual  véase  el 
TOMO  vil. 


artículo  caniAA  ■■%!..  Sobre  requisitos  y 
prerogativas  para  los  nombramientos  y  pro- 
mociones, respecto  de  los  cusáto  canónigos 
de  oficio  f  véanse  sus  artículos  respectivos: 
en  cuanto  á  los  demás  capitulares  véanse  la 
ley  12,  tít.  18  de  la  Nov.  Recop.,  y  el  cita* 
do  real  decreto  de  25  de  julio  de  1852 ,  por 
el  cual  se  manda  aquella  observar  inviola* 
blemente,  prescribiendo  numerosas  reglas 
para  el  caso ;  si  bien  es  de  lamentar  que  aun 
hoy  se  vean  casi  sin  uso,  debiendo  notar  que 
los  mencionados  decretos ,  y  todos  los  dema» 
publicados  para  la  ejecución  del  concordato, 
han  sido  convenidos  con  el  nuncio  de  Su 
Santidad ,  y  son  decretos  ademas  con  fuerza 
de  ley,  como  dados  en  uso  de  la  autorización 
para  el  arreglo  del  clero  concedida  al  gobier- 
no por  la  ley  de  8  de  mayo  de  1849. 

Derechos  y  prerogativas.  En  el  artículo 
e.%ii»»icAT»,  y  en  ladefioicion  de  éste  antes 
consignada,  espresamos  las  príncipales  de 
ella.«,  pues  que  determinan  la  esencia  y  na- 
turaleza del  cargo,  supuestas  siempre  las 
obligaciones  á  él  inherentes.  Es  la  primera 
de  dichas  prerogativas  la  de  asiento  en  el 
coro,  lo  cual,  ha  de  entenderse  por  virtud 
del  Mulo  espititual;  y  no  por  gracia  ó  de- 
ferencia, como  seda  asiento  á  dignatarios  y  á 
personas  legas;  y  en  el  llamado  comunmente 
coro  alto,  esto  es,  el  lugar  preeminente  des- 
tinado para  el  diocesano  y  los  que  son  de 
corpore  capUuli.  El  uso  de  este  derecho  no 
pende  inmediatamente  de  la  nominación,  ó 
colación ;  si  no  de  la  posesiot^Y  profesión 
de  fé ,  cuyos  actos  dan  entrada  al  nombrado 
en  d  cuerpo  del  cabildo,  y  son  como  la  forma 
del  título  espiritual,  que  se  denomina  cano- 
nicato; sin  la  plenitud,  sin  embargo,  de  de- 
recho, la  cual  pende  aun  del  orden ,  sacro, 
como  hemos  visto. 

La  segunda  prerogativa  es  la  de  voto  en 
el  cabildo,  que  el  Concilio  llama  vocem  in 
capitulo.  Notaremos  de  paso,  que  asi  en 
el  derecho,  como  en  la  jurisprudencia,  y  aun 
en  el  uso  coniun,  la  palabra  voto,  espresa 
una  veces  el  decisivo  y  el  consultivo :  otras 
por  voto  se  entiende  solo  el  decisivo  llaman- 
do vos  en  esto  caso  al  consultivo:  otras  en 

fin,  la  palabra  voz  como  sucede  en  el  testo 
58 
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del  Concilio  de  Trenlo,  cqprcsa  el  voló  deci- 
sivo y  el  eomultivo;  mienlras  cq  el  Concor- 
dato de  1851,  se  distingue  expresamente 
entre  voz  y  votOé  Esto  supuesto  direnaos  que 
aun  dada  la  posesiotij  y  emitida  la  profesioii 
de  Té,  la  Taita  del  orden  sacro  correspon- 
diente priva  al  canónigo  de  voto  en  el  ca- 
bildo. Después  veremos  de  qué  clase  de 
voto  ha  de  entenderse  la  prohibición.  Sobre 
ello  dice  el  Concilio  de  Trenlo  (capítulo  4, 
ses.  23,  de  ref.)  cLos  que  en  una  catedral,  ó 
colegiata,  secular,  ó  regular^  se  hallan  exen- 
tos de  cargo  para  los  divinos  oGcios,  si  al 
menos  no  han  recibido  el  orden  de  subdiá- 
conos,  no  tengan  voz  en  el  cabildo,  aun 
cuando  por  alguien  les  esté  concedida.» 

Respecto  de  los  que  tienen  cargos  y  están 
obligados  á  asistir  á  ios  divinos  oGcios,  can- 
tando la  misa,  el  evangelio,  la  epístola,  etc., 
ya  hemos  vislo  arriba  que  deben  haber  reci- 
bido en  el  término  de  un  ano,  desde  la  toma 
de  posesión ,  el  orden  sacro  correspoBdieote, 
incurriendo  en  otro  caso  en  las  penas  canó- 
nicas establecidas  por  el  concilio  de  Yiena; 
y  hemos  indicado  ser  una  de  ellas  la  priva- 
ción de  voló  en  el  cabildo:  *nullo  modo,  dice 
este  Concilio ,  vocean  ni  capitulo  habeant  (i). 
Los  autores  opinan  que  la  palabra  voz ,  usa- 
da por  estos  Concilios ,  espresa  el  voto  deci- 
sivo, el  consultivo,  y  hasta  el  asiento  y  asis- 
tencia: ñeque  co7isuUivam  vocem^  ñeque 
usistcfitiam,  ñeque  sedem  in  capítulo  (2). 
\si  lo  confirma  el  Concordato  de  1831,  pues, 
si  en  el  art.  13,  distinguiendo  entre  vozj 
voto^  como  en  el  14,  establece  que  «iodos 
los  individuos  del  cabildo  tendrán  en  él  igual 
voz  y  voto,  n  ordena  después  en  el  16 : « que 
los  capitulares  que  no  hubieren  recibido  or- 
den sacro  en  el  tiempo  prefijado  para  sus 
casos ,  hayan  de  hacerlo ,  bajo  las  penas  ca» 
nvnicas,^  y  }a  hemos  visto  serio  entre  ellas 
la  privación  de  voto. 

Los  Concilios  citados,  al  prefijar  el  térmi- 
no perentorio  para  recibir  orden  sacro ,  es- 
ceptúan  espresamente  el  caso  de  mediar  para 
lo  contrarío  justo  impedimento :  justo  impe- 


(1)    Ubro  I  de  \w  Clnnenlinas,  de  arMe  et  quaíiíotf^  etc. 
t^ei    (^alemart ,  anotaciones  al  Concilio  de  Trenlo 
diado  cap.  t  sef  ion. 


dimento  cessante.  Si ,  poes ,  mediando  jiistd 
impedimento,  el  canónigo  no  incurre  en  las 
penas  canónicas,  por  no  recibir  orden  sacro, 
no  queda  privado  del  voto  en  el  cabildo. 
Los  autores  hacen  ademas  otras  dos  esce¡  -* 
cienes,  á  saber,  si  el  Papa  dispensa  á  uno 
la  edad  para  ser  nombrado  canónigo ,  pues 
entonces ,  como  por  otra  parte  no  puede  re- 
cibir orden  sacro ,  según  ios  cánones ,  hasta 
los  2á  anos,  tiene  justo  impedimento  para  no 
hacerlo:  y  e»  el  otro  caso  si  al  que  carece  de 
dicho  orden  incumbe  por  incidencia  el  pre- 
sidir el  cabildo,  en  ausencia,  por  ejemplo, 
de  la  primera  silla,  por  cuanto  es  cargo, 
dicen ,  de  jurisdicción ;  si  bien  en  este  caso 
no  tendrá  sino  presidencia,  procedentia  y  vos 
directiva,  pero  no  vo/o. 

Notaremos  que  en  mnchas  catedrales  y 
colegiatas  hay  lo  que  se  llama  cabildo  de 
hacienda ,  6  para  cosas  puramente  económi- 
cas; á  direrencia  del  cabildo  de  diseipHná 
y  gobierno  j  dicho  tambim  cíAildo  de  los  ca» 
nónigos ,  y  no  se  ha  creido  contrarío  a)  Con- 
cilio, ni  lo  parece,  el  que  al  primero  asis- 
tan los  que  no  sean  canónigos ,  pero  sí  pre- 
bendados y  porcioneros;  como  en  muchos 
casos  hs  dignidades  y  personeros^  ractonerot 
y  medios. 

.  Observaremos,  en  fin,  que  ni  aun  en  el  pri- 
mero de  los  dos  casos  escepcionales  mencio- 
nados el  Papa  puede  dispensar  contra  el  te- 
nor de  lo  concordado ,  pues  por  esta  misma 
razón  media  una  obligación  Iñiateral ,  que 
por  tanto  no  puede  relajar,  ó  dejar  sin  erec- 
to f  una  sola  de  las  parles. 

Ya  hemos  visto  también  tiene  derecho  el 
I  csLíiénigo  k  distiHbuciones  cotUianas  y  pre-^ 
bendas.  En  qué  casos  y  cómo,  sobre  lo  in- 
dicado en  el  presente,  véanse  estos  artí- 
culos. 

La  precedencia  es  oira  de  sus  prcro- 
gativas.  Sería  interminable  la  mera  indi- 
cación de  las  infinitas  controversias  ocor'^ 
ridas  y  decisiones  sobre  el  particular.  Te- 
nemos acerca  de  ello  las  bulas ,  por  ejem- 
plo, de  Clemente  VIU.  Deeet  Romanan  pon^ 
tificem,  de  20  de  febrero  de  ItíOl,  y  Quce  ai 
removendum ,  de  S  de  noviembre  de  1605, 
mandadas  observar  por  otra  de  Gregorio  XV. 
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Álm  á  felicis  de  13  d«  agosto  de  \%ii:  hay, 
como  queda  indicado,  innumerables  dedara- 
cíoóes  de  lu  Congregación  de  ritos,  y  decisio- 
nes de  la  Rota  romana ,  á  veces  en  contra- 
dicción «ñas  con  otras,  para  venir  en  fin  á 
jvarar  en  la  costumbre  de  cada  iglesia ,  que 
es  ciertamente  alo  que  hay  que  atenerse  en 
cada  caso.  Sobredio,  sin  embargo,  puede 
consultarse  á  Ferraris,  Biblioteca  jurídica, 
en  la  palabra  catwnicatuSy  art.  7/,  especial- 
mente de  la  edición  de  Madrid.  Dé  aquí,  sin 
embargo^  las  reglas  que  en  medio  de  tanta 
confusión  parecen  tener  á  su  favor  mayor 
número  de  decisiones,  y  la  autoridad  de «ia- 
yor  número  de  autores.  Los  canónigos  de  las 
colegiales  de  Roma  preceden  en  cuerpo  á  los 
de  todas  las  catedrales  del  orbe :  los  canóni- 
gos de  las  catedrales  á  los  de  colegiata,  y  al 
clero  regular  ó  parroquial ,  aun  en  sus  igle- 
sias y  conventos:  en  cada  cabildo  preceden 
entre  sí  por  superioridad  de  orden  sacro,  y 
no  de  antigüedad  de  posesión :  en  las  cate- 
drales ea  que  hay  divi^on  de  oficios  en  pres- 
biterales, diaconales^  etc.,  esta  precedencia 
se  entiende  relativamente  dentro  de  cada 
uno  de  estos  órdenes :  al  canónigo  coadjutor 
lo  preceden  todos ,  i  no  ser  coadjutor  de  una 
dignidad ,  si  esta  ademas  tiene  canongía :  el 
predicador,  en  fin,  y  el  turiferario,  aquel  al 
empezar  y  nombrar ;  y  este  en  la  turifera- 
cion  (asi  como  ai  llevarse  la  paz)  han  de  an- 
teponer el  cuerpo  de  canónigos  á  las  autori- 
dades civiles.  Véase  ademas  ea  el  derecho 
común  los  caps.  Alia  causa:  y  Legi  episto* 
lam/56^  qua^t.  I. 

lie  mayor  entidad  son  en  sí,  aunque  de 
menos  trascendencia  esterior ,  por  no  afectar 
al  orden  público,  ni  dar  ocasión  á  conflicto 
entre  cuerpos  y  autoridades ,  las  cuestiones 
relativas  k  jubilación  de  canónigos.  En  tesis 
general ,  la  jubilación  es  de  justicia  civil  y 
canónica,  pues  concediéndose  sin  abuso, 
^sto  es ,  al  que  se  ha  imposibilitado  en  el 
servicio  de  la  Iglesia  por  la  edad ,  ó  por 
otra  causa  no  voluntaria ,  no  solo  no  se  re- 
leva al  canónigo  del  oficio ,  dejándole  el  be^ 
nefieio;  sino  que  se  atempera  al  principio 
general,  entreoíros,  de  que  nadie  está  obli- 
4/ado  á  lo  i^nposible.  Las  dificultades  nacen' 


en  este  punto,  en  primer  lugar  del  menciona- 
do inconveniente ,  y  al  parecer  contraprín- 
cipio  de  separar  el  beneficio  del  oficio ;  á  lo 
cual  ya  dejamos  contestado,  añadiendo  aun, 
que  en  el  derecho  eclesiástico  no  fallan  ejem- 
plos de  ello,  mediando  autoridad  competen- 
te y  causa  legítima ,  como  sucede,  por  ejem- 
plo ,  en  los  llamados  beneficios  simples,  y  cu 
la  relevación  de  asistencia  y  residencia,  dis- 
frutando, sin  embargo,  del  beneficio^  por 
enfermedad,  por  hallarse  ausente  en  servicio 
déla  iglesia,  etc.  Y  en  segundo  tugarlas 
dudas  y  dificultades  provienen  del  patronato 
universal  de  los  reyes ,  del  derecho  de  alter- 
nativa,  y  de  hallarse  establecida  la  mesa  ca- 
pitulan*,  la  posesión  de  bienes  propios,  y  h, 
participación  privativa  en  la  cilla  decimal. 
En  estos  casos  se  comprende  que  si  la  coro- 
na en  virtud  del  patronato,  prodiga  las  ju- 
bilaciones, ocasionando  asi  vacantes,  puede 
favorecer  su  aUemativa ,  en  la  presenta- 
ción, coo  perjuicio  de  la  de  los  prelados  y 
cabildos,  y  aun  en  la  del  Papa  en  sus  casos: 
y  agravará  á  la  mesa  capitular ^  aumentando 
los  partícipes  de  ella,  con  el  jubilado  antes 
de  tiempo,  y  el  nuevamente  provisto.  A 
su  vez  el  Papa  y  los  prelados  y  cabildos  pue- 
den respectivamente  perjudicar  á  la  corona 
en  su  patrofiato ,  y  en  su  derecho  en  las  va- 
cantes y  anualidades.  La  dificultad  se  au- 
menta en  lo  canónico,  cuando  la  jubilación 
se  concede  por  los  cabildos  con  derecho  en 
el  jubilado  á  las  distrUmciones  cotidianas, 
sobre  todo  de  inter  prasente^s;  como  sucedia, 
por  ejemplo,  en  la  catedral  de  Santiago,  por 
cuyos  estatutos  el  canónigo  sKiquiria  derecho 
de  jubilación  con  estas  ventajas  á  los  40  anos 
de  servicio.  La  congregación  de  ritos  decla- 
ró en  este  caso  que  dicho  estatuto  era  irrito, 
si  bien  después  Su  Santidad  declaró ,  según 
testimonio  de  Esteban  Gracian.,  en  la  298  de 
sos  cuestiones  forenses,  párrafo  19,  que 
podia  tolerarse. 

La  solución  de  las  dudas  en  este  punto 
es  casi  siempre  transaccional,  por  lo  mismo 
que  se  trata  de  potestades  diversas,  y  de  de- 
rechos opuestos,  y  asi  lo  hemos  visto  prac- 
ticado en  algunos  casos  ocurridos  en  nues- 
tro tiempo,  cediendo,  ya  la  corona,  ya  los 


Digitized  by 


Google 


460 


CANÓNIGO. 


prel»lo6  y  cabildos,  pro  bono  paeis;  y  para 
no  perjudicar  al  coito  y  servicio  divino,  co- 
mo sucedería  si  el  mayornúmero  de  capitu- 
lares llegasen  i  bailarse  imposibilitados;  sí 
bien  con  la  salvedad,  de  sin  perjuicio,  sin 
causar  precedenUf  con  lo  que  en  principios 
queda  ¡leso  el  derecho  de  cada  parte* 
.  Las  reglas  generales  que  pu^en  estable- 
cerse en  el  particular  son: 

1/  El  inconveniente  canónico  se  salva 
mediando  autoridad  ponUGcia,  ó  costumbre 
legítima,  puesto  que  en  lo  canónico  la  coe- 
lofflbre  hace  ley,  salvo  en  lo  dogmático,  sí 
bien  en  ambos  casos  ba  de  entenderse  sin 
perjuicio  de  los  derecho?  posesorios  de  un 
tercero,  lo  cual  constituiría  despojo,  y  de 
los  derechos  concordados ,  cual  es  por  ejem- 
plo, la  real  prerogatíva  de  presentación  y  de 
nominación  para  piezas  eclesiásticas. 

2/  Las  dificultades  por  parte  de  las  rega- 
Itosde  la  coronase  salvan  con  el  asentamien- 
to espreso  ó  tácito  de  esta.  Tácito  por  la  cos- 
tumbre á  ciencia  y  paciencia  de  ella:  espre- 
so interviniendo,  como  puede  y  debe,  en  la 
aprobación  de  las  constituciones  capitulares» 
en  que  se  consigne  la  jubilación  y  sus  tér- 
minos. 

3.*  Teniendo  presentes  en  todos  los  casos 
una  y  otra  potestad  las  necesidades  espiri- 
tuales, y  el  debido  decoro  y  prestigio  del 
culto  y  servicio  divino. 

En  Indias  la  mayor  parte  de  las  dificulta- 
tades  están  previamente  allanadas  por  la  le- 
gislación. Como  dejamos  sentado  en  el  ar- 
tículo cyiBMJMi,  la  Santa  Sede  cedió  á  nues- 
tros reyes  los  diezmos  con  el  cargo  de  man- 
tener el  culto.  Los  capitalares  tienen  en  su 
consecuencia  una  asignación  sobre  las  arcas 
reales.  Los  cabildos  por  lo  tanto  no  pueden 
ser  perjudicados  en  que  el  rey  jubile,  ó  no, 
canónigos,  sino  el  tesoro  público;  ni  la  coro- 
na por  la  jubilación  que  no  pueden  acordar  los 
cabildos,  pues  en  Indias  el  patronato  es  ab- 
soluto ó  entero^  esto  es«  sin  alternativa. 

También  en  la  Península  han  disminuido 
en  parte  las  dificultades  por  los  concordatos 
de  i753  y  1851,  y  príncipalmentc  por  este 
último.  Consentida  por  él  la  supresión  del 
xliczmo;  y  por  ccnsocuencia  de  eUo,  la  su- 


presión de  la  mesa  capitular,  admitiendo 
en  su  lugar  las  asignaciones  personales ,  ya 
supletorias,  ya  absolutas,  según  que  á  la 
iglesia  le  hayan  sido,  ó  no  restítuidosalgonos 
de  los  bienes,  antes  secularizados,  los  cabil- 
dos no  pueden  jubilar,  sin  aprobación  del  rey, 
pues  gravarían  al  tesoro  público;  ni  el  rey 
perjudica  económicamente  á  los  prelados  y 
cabildos  si  no  al  tesoro,  en  prodigar,  como 
no  debe,  las  jubilaciones. 

Las  dificultades,  en  fin ,  pueden  hasta  casi 
desaparecer,  en  todos  sentidos;  paes  de- 
biendo formarse  en  el  arreglo  general  del 
cleco  constituciones  uniformes  para  todos  los 
cabildos,  interviniendo  la  potestad  real  y  la 
pontificia,  en  ellas  pueden  y  deben  prevé «^ 
nirse ,  hasta  donde  es  dado ,  todos  los  casos. 

Concluiremos  observando:  t.*  que  los  ca- 
nónigos no  constituyen  categoría  eclesiásti- 
cas;  si  no  clero  mas  digno,  preeminente, 
por  cuanto  forman  el  consejo  del  obispo, 
como  los  cardenales  el  del  Papa.  S.*  Que  si 
anteríormente  había  esencial  diferencia  en- 
tre canónigos  y  prebendados,  canónigos  y 
dignidades,  pues  ni  estas,  ni  los  prebenda- 
dos en  general  eran  siempre  canónigos;  hoy 
por  el  artículo  i3  del  Concordato  de  1851  to- 
das las  dignidades  son  canónigos;  y  3."*  que 
por  dicho  Concordato  bajo  la  palabra  capitu- 
lares se  comprenden  todos  los  que  compo- 
nen el  cuerpo  del  cabildo,  esto  es,  los  canó- 
nigos de  gracia,  los  de  oficio ,  y  las.  dignUa^ 
des,  y  por  tanto  que  el  presente  artículo 
es  aplicable  á  todos  indistintamente ,  sin 
perjuicio  de  lo  cual  véanse  los  artículos  res- 
pectivos M««IBABB9,  HtCISVmAI^  »#€- 

«•nal»,  etc. 

Los  canónigos,  según  los  autores,  se  re- 
putan comprendidos  en  la  enunciativa  óíí 
clérigos  para  lo  favorable;  mas  no  en  lo  per- 
judicial. 

Posesión ,  profesión  de  fé.  Para  la  profe- 
sión de  fé,  y  la  ordenación  se  señalen  térmi- 
no y  pena;  mas  no  para  la  posesión,  ó  no 
tan  terminante  y  rigorosamente,  por  cr^i^ 
sin  duda  que  en  cuanto  á  ella  es  bastante 
estimulo  el  interés  individual ,  lo  que  la  es- 
períencia  ba  demostrado  no  ser  asi.  La  po- 
testad temporal ,  por  lo  que  hace  á  si ,  ha 
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dispuesto  por  real  decreto  de  i4  de  mayo 
de  4832,  qae  los  canónigos  y  prebeadados, 
nombrados  por  S*  M.  hayan  de  presentarse 
á  solicitar  la  posesión  en  e!  término  que  se 
les  prefije  en  la  real  cédula  de  colación ,  que 
suele  ser  relativo  á  la  distancia ,  sin  esceder 
de  ordinario  de  seis  meses  en  cuanto  á  la 
Península  y  después  veremos  en  cuanto  i 
Ultramar. 

Mas  como  no  puede  estar  en  arbitrio  del 
nombrado  defraudar  en  su  efecto  el  dere- 
cho del  colador,  y  menos  aun  el  fin  de 
k  iglesia,  y  del  fundador  en  su  caso,  al 
instituir  el  beneficio  ó  prelienda,  puede  ser 
eompelido  i  la  alternativa  de  pedir  pose- 
sión, ó  renunciar  el  nombramiento;  y  las 
dudas  ocurren  solo  en  la  práctica.  En  el  su- 
puesto de  que  el  colador,  hecha  la  presen- 
tación, ó  nombramiento,  fUnctus  esí  offido 
$uo:  de  que  la  colación,  aunque  no  es  toda- 
via  un  jm  in  r«,  es  un  jus  ad  rem ,  y  que  en 
si  es  cosa,  ú  objeto  espiritual;  el  compeler 
álaalteraativa  antes  indicada  compete  sin 
duda  al  ordinario,  el  cual,  á  queja  del  cola- 
dor, que  ve  eludido  ó  ineficaz  su  demedio  y 
la  voluntad,  ó  fin  del  institutor,  ó  patrono; 
é  bien  de  oficio,  debe  hacer  requerir  al  nom- 
brado^ y  en  su  caso  formar  espediente  á  ma- 
nera del  que  se  llami^  canónieo  (le  iion  retí- 
dendo^  cuya  sentencia  seria  declarar  sin  efec- 
to la  colación,  y  hallarse  ea  el  caso  el  patro- 
no ó  colador  de  usar  nuevamente  de  su  dere* 
ckOf  si  09  el  término  que  al  contumaz  se  se- 
ñalara, no  se  presentase  i  pedir  y  tomar  po- 
sesión. Eñ  los  canonicatos  y  dignidades  de 
Indias,,  sin  embargo,  ht  solución  es  otra.  Por 
virtud  del  ampUsin^o  patronato  de  nuestros 
;'eyes^  se  señala  al  nombrado  en  el  real 
nombramiento  un  término  para  tomar  pose- 
sión ,  si  es  que  se  biblia  en  la  Península :  pa- 
sado este  sin  haberlo  verileado,  requiriendo, 
6 no  al  elegido,  aunque  lo  primero  es  lo 
mas  fundado  y  frecuente,  se  le  retira  el  nongi- 
JJH'amiento,  como  hace  la  corona  ea  la  pre- 
sentación para  obispos,  si  aun  no  han  sido 
ptxconizadas.  En  uno  y  otro  caso  la  ra- 
zón canónica  es  el  patronato  amplísimo  de 
nuestros  reyes,  y  la  costumbre  de  venir 
.ejerciéndolo  asi;  pues  4a  do  que  ]a  posesión 


de  los  canónigos  constituye  la  canónica  ins- 
titucioB,  asi  como  la  preconvMcion  de  los 
obispos  en  sus  casos,  y  por  tanto  que  el  ca- 
nónigo antes  de  tomarla  no  es  aun  canónigo 
efectivo;  bastará  para  que  no  se  forme  con- 
tra él  espediente  canónico  de  non  residendo; 
pues  no  tiene  jtam  re;  pero  lo  tiene  ad  renif 
es  sobre  cosa  espiritmd ,  como  hemos  di- 
cho ya,  y  hace  necesaria  por  tanto  una  de- 
claración judicial  de  autoridad  competente 
para  perder  ese  derecho. 

La  posesión  en  lo  canónico  no  es  como 
en  lo  civil,  que  con  frecuencia  se  dispensa  ó 
sustituye;  si  no  que  en  materia  beneficial, 
por  lo  mismo  que  lleva  aneja  la  profesión 
de  fé,  es  bajo  este  punto  de  vista  estrictijtfy 
rís,  y  la  que  es  objeto  del  presef^e  aFJ^ipuU) 
(iene  qqa  fon^a  precisa,  eual  es  la  conteni- 
da en  la  .«iguiente  regla  deducida  entre 
otros  testos  del  cap.  6,  tít.  3,  líb.  7  del  ses- 
to  de  las  Decretales:  po$9esi$o  camnieatus, 
et  dignilatum,  qtuz  mnt  de  corpore  capUull, 
capUularUer  acdpkfida  e$t.  Tomada  de  otrp 
modo,  esto  es,  no  siendo  el  cabildo ,  convo- 
cado á  son  de  campana ,  ó  en  la  forma  acos- 
tumbrada para  tales  casos,  es  nula,  aun 
cuando  fuera  dada  de  mandato  del  ejecutor 
de  letras  apostólicas;  salvo  en  el  caso  de  ncr 
garse  el  cabildo  á  reunirse ;  pues  enton- 
ces la  presentación  dd  nombrado  y  el  man- 
dato razonado  del  ejecutor,  producen  efec- 
tos de  posesión.  Para  acreditar  la  formal 
convocatoria  del  cabildo  PQ  kv^  9F^^^^  ^ 
fé  del  notario  eclesiástico;  si  no  acompaXa 
testimonio  de  testigos.  Se  tiene  tambiea  por 
tomada  capUularmente,  si  convocado  al  ca- 
bildo, no  concurriesen  mas  que  tres ,  y  aun 
dos  capitulares;  y  hay  decisiones  de  la  Rota 
romana  de  valer  en  este  caso  la  posesión  da- 
da por  yno  solo.  En  sus  efectos  equivale  á 
posesión  el  haberla  pedido  y  no  haberse  po« 
dido  dar  por  justo  impedimento,  como  guer- 
ra, incendio,  etc.  Tomada  la  posesión^  no  ca- 
pitularmente ;  si  no  de  otro  n^odo ,  y  consin- 
tiéndola después  el  cabildo  en  actos  que  ne- 
cesariamente la  suponen,  se  tienes  por  bien 
dada,  salvo  si  resultase  perjuicio  de  tercero; 
si  el  impedimento  parf  recibirle  cápitular- 
ro^nte  provino  s^lo  de  la  per^^na  del  asi 
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posesionado;  mas  si  el  impedinieoto  fué  de 
todo  punto  independiente  de  sa  volnntad 
aon  con  tai  perjuicio,  como  por  ejemplo  si  el 
inconveniente  provino  del  cabildo,  6  de  las 
circunstancias. 

Por  lo  que  hace  á  hs  iglesias  de  Indias, 
está  señalado  por  reales  órdenes  el  término 
de  tres  meses  para  embarcarse,  coa  prohi- 
bición de  prorogarlos;  y  no  embarcándose 
dentro  de  dicho  término,  se  tiene  por  renun* 
ciado  el  canonicato.  En  igual  Ibrmaestá 
declarado  que  para  los  efectos  que  son  con- 
siguientes, la  posesión  se  repute  tomada  des- 
de el  día  del  embarque.  El  término,  sin  em- 
bargo ,  para  hacer  la  profesión  de  fé^  empe* 
zara  á  contarse  desde  que  él  nuevo  capitular 
topie  asiento  en  el  cabildo,  pudiéndo  muy 
bien  decirse  que  esta  es  en  rigor  la  posesión 
emuiuica;  y  la  otra  cuasi  eiüil ,  ó  como  ha- 
bilitación para  no  perder  el  nombramiento, 
devengar  la  asignación  anua,  y  ganar  anti- 
güedad* 

Por  el  derecho  común  se  repulan  simonia- 
cos  los  convites  exigidos  ó  acostumbrados 
por  dar  la  posesión  {cap.  Janvolemu,  De  Si- 
monía). Uno  de  los  Concilios  de  Letran  pro- 
hibe absolutamente  toda  exacción ,  ó  dádiva 
4;on  este  motivo  para  utilidad  privada  (Ca/7Í/u- 
¡0  Qitum  in  eccletía.)  Urbano  V,  estrechó  la 
prohibición  hasta  el  caso  de  ser  las  dádivas 
ó  exacciones  para  usos  piadosos.  {Extrap. 
Sane^  De  simotUa).  El  Ck>ncilio  de  Basiléa, 
ses.  21,  §.  1,  la  estendíó  á  toda  clase  de  be- 
neficios, y  en  cualquiera  de  los  actos  deelec^ 
d&ñy  colación^  postulación,  i9i8talacion  éüis- 
tüucion.  El  Concilio  de  Trente,  en  fin  (capí- 
tulo 14,  ses.  2i  de  refor.),  prohibe  con  igual 
generalidad  semejantes  erogaciones,  cual- 
quiera que  sea  la  forma,  bajo  la  eual, se  pre- 
senten ,  salvo  si  se  aplican  á  usos  piadosos: 
declarasimoniacas  las  demás,  é  incursos  en  la 
pena  de  tales  á  los  que  en  olio  intervinieren. 
Véase  ademas  sobre  este  punto  la  bula  de 
Fio  V,  Durumnimii  de  1770.  En  opinión 
de  los  autores ,  y  según  declaraciones  de  la 
Congregracioa  del  Concilio,  se  tienen  por  no 
opuestos  á  él  la  costumbre  ,  ó  estatutos  de 
no  percibir  nada  de  la  mesa  capitular  el  po« 
sesionado,  sin  que  haya  residido  un  tiempo 


determinado,  recibido  orden  sacro ,  ó  pres- 
tado algún  servicio  eclesiástico:  en  Hn,  todo 
lo  que  aleje  la  nota  directa  é  inderecta  de 
simonía,  por  ceder  de  bq  modo  ú  otro  en 
utilidad  personal  de  los  capitulares,  prohi- 
biendo en  esto  el  Concilio  ád  Trente,  ses.  y 
cap.  citados^  toda  costumbre  en  contrario, 
aun  cnando  sea  inmetnorial ,  y  conlírmada 
por  la  Santa  Sede.  Últimamente ,  por  el  ar- 
ticulo á7  del  Concordato  de  1831 ,  al  propio 
tiempo  que  se  impone  á  los  nombrados  pan 
prebendas,  curatos, y  otros  beneficios ,  el  des- 
cuento de  una  mesada  en  el  primer  aito  para 
el  fondo  pió ,  ó  reserva  que  en  el  propio  ar- 
tículo se  establece ,  se  aKade:  c  debe  cesar 
por  tanto  todo  otro  descuento  que  por  cual- 
quier concepto,  uso,  disposición  ó  privilegio 
se  hiciese  anteriormente.^ 

En  esplicacion  y  ejecución  de  esta  parte 
del  Concordato  se  publicó  el  real  decreto 
de  28  de  marzo  de  1832 ,  que  en  sos  artícu- 
los 2  y  o  dice  asi : 

c\rt.  2.  No  se  hará  4  los  nombrados 
mas  descuento  que  el  de  la  mesada  que  pre- 
viene dicho  articulo  37  (del  Concordato),  ce- 
sando ,  en  alenoion  á  las  actuales  circuns- 
tancias del  clero  ^  todo  otro  que  por  cual- 
quier concepto,  uso,  disposición  ó  privilegio 
se  hiciese  anteriormente. 

Art.  3.  Igualmente  cesará  la  exacción 
de  derechos,  agasajos  y  todo  etro  gasto; 
esceptuandb  los  puramente  indispensables, 
entendiéndose  por  tales  los  gastos  de  cola  • 
cion ,  con  tal  qtie  no  eseedan  dd  importe  ie 
media  mesada,  y  ademas  los  nuUeriaks  y 
las  dádivas  ó  propinas  que  perciben  los  sir- 
vientes, ó  dependientes  inferiores  de  las 
iglesias.'» 

Esta  disposiciofi  real,  y  la  del  articulo  del 
Concordato  á  que  se  refiere,  envuelven  ma- 
yor  gravedad  de  la  que  parece.  Ni  las  po* 
testados  pontificia  y  r^  pueden  concordar 
nada  contra  las  disposiciones  dd  Concilio; 
sobre  todo  habiendo  sido  recibido ,  como  lo 
fue  en  España,  el  de  Trente;  ni  ipoiios  pue- 
de hacerlo  cada  una  de  ellas  de  por  sí.  ¥  sin 
embargo ,  sino  se  ha  de  haber  verificado  asi 
en  el  presente  caso,  es  indispensable  que  el 
articulo  37  del  Concordato,  y  el  citado  real 
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decreto  digan  menos  de  lo  qiu^csprcdané  pa- 
recen dar  á  cnlendcr:  queso  limite  y  pi'etíie 
canónicamente  su  sentido.  Se  tendrá,  pties, 
presente ,  ¡^  la  mesada  que  se  ha  de  des- 
contar por  el  primero  no  es  gravamen  per- 
sonal; sí  no  real  >  pues  se  impone  á  las  pre-> 
bendas  y  beneficios  antes  que  haya  benefi^ 
ciado,  loque  no  es  opuesto  al  Goncilio/scgun 
la  opinión  de  los  autores»  aunque  no  sea  la 
nuestra:  qUe  esa  mesada  se  subroga  en  lu- 
gar de  las  annatas  y  medias  annatas ,  que 
legítimamente  gravitaban  sobre  las  preben- 
das: y  que  se  destina  afines  piadosos,  sin 
que  ceda  en  utilidad  personal  de  \6s  capitu- 
lares que  dan  la  posesión;  no  es  simoniaca 
por  tanto;  y  bajo  estos  lUlimos  conceptos  no 
es  opuesta  al  Concilio.  No  induce^  pues» 
como  parece  á primera  vista»  la  facultad  de 
gravar,  ni  aun  por  concordato, á  los  benefi- 
cios eclesiásticos :  ni  el  derogar  los  gravá- 
menes que  existiesen  por  cualquier  concepto^ 
nsOf  disposición  ó  privilegio^  arguye  que  le- 
gítimamente pudieran  existir,  pues  ya  he- 
mos visto  que  el  Gondiio  prohibe  igualmen- 
te la  costumbre  inmemorial  en  contrario ;  y 
hasta  la  aprobación  y  privilegio  de  la  Santa 
Sede. 

En  el  real  decreto  se  dice,  que  el  cesar  todo 
otro  descuento  que  la  mesada  nuevamente 
establecida ,  es  en  consideración  á  las  ac^ 
tuales  circunstancias  del  clero ,  lo  que  puede 
inducir  á  error  en  la  práctica,  pues  parece 
inrerirse,  que  cesando  las  actuales  circuns^ 
taíieias  del  dero ,  la  corona  poflria  imponer 
ó  exigir  otros  gravámenes ,  como  las  anti- 
guas annatas^  medias  annatas,  mesadas^  etc. 
Esto  seria  ciertamente  contra  el  Concorda- 
to, por  virtud  del  que  cesa  después  de  él 
toda  exacción ,  aun  por  priüilegio  ,  que  es 
decir,  por  Uululto  apostólico,  en  cuyo  caso 
<^c  liallan  las  annatas  y  medias;  y  no  en 
atención  á  las  actuales  circumtancias ,  ó  du^ 
rantc  ellas ;  sino  absolutamenle ,  á  menos 
que  se  concordase  otra  cosa. 

La  posesión  no  sufraga  para  la  percepción 
de  frutos,  si  dentro  de  dos  meses  precina- 
mcntc  no  hace  el  nuevo  prebendado  la  pro- 
fesión de  fé,  al  tenor  de  la  buU  de  Pió  IV, 
tnjuncíum   nobiSy  que  contiene  la  fórmula. 


El  Concilio  de  Trente  (cap.  i3,  ses.  24  de 
ref.)»  ordena  sobre  este  punto:  cLos  provis- 
tos en  cualesquiera  beneficios,  que  lleven 
aneja  cura  de  almas,  en  el  término  de  dos 
meses ,  contados  desde  el  dia  en  que  toma- 
ron posesión,  harán  pública  profesión desufé 
ortodoxa  en  manos  del  obispo;  y  hallándose 
este  impedido  en  las  de  su  vicario,  ú  oficial 
público,  prometiendo  y  jurando  permanecer 
en  la  obediencia  de  la  Iglesia  romana:  los  pro- 
vistos en  canongías  y  prebendas  en  iglesias 
catedrales,  deben  verificarlo,  no  solo  ante 
el  obispo  ó  un  oficial  público,  si  no  en  el  ca- 
bildo ;  de  otro  modo  ninguno  de  los  arriba 
mencionados  haga  suyos  los  frutos,  ni  le  su- 
frague la  posesión.*» 

En  cuanto  al  término  de  dos  meses,  debe 
suponerse  que  no  corre ,  como  en  ninguno 
otro  caso ,  contra  el  legitimamente  impedi- 
do. Respecto  de  la  persona  ó  autoridad  ante 
quienes  ha  de  hacerse  la  profesión ,  prome- 
sa y  juramento ,  la  disyuntiva  del  Concilio 
coram  episcopo;  veU  eo  impedito,  coram  vica- 
iHO,etc.,  está  bien  terminante;  y  sin  embargo 
la  opiniones,  que  aun  sin  estar  impedido 
el  obispo ,  pueden  dichos  actos  verificarse 
ante  el  vicario  general,  pues  las  palabras  del 
Concilio,  vel  eo  impedito,  dicen  los  autores 
han  de  entenderse  puestas,  no  preceptiva^ 
mente;  si  no  como  cierta  exortacion^  é  indi- 
cación de  lo  ínas  conveniente :  ad  quemdam 
admonitionem,  et  simal  ad  denotandum  con-" 
venientius,  etc.  A  pesar  de  la  autoridad  de 
Barbosa,  García  (De  benefic¡is,part.  5,cap.  3^ 
n.  33),  y  otros ;  nosotros  hallamos  por  demás 
violenta  semejante  interpretación  y  mascuan- 
do  es  tan  espedito  y  fácil  el  que  el  obispo 
delegue  en  su  vicario  general.  La  opinión, 
sin  embargo ,  es  como  dejamos  indicada ,  y 
habrá  de  suponerse  esa  tácita  delegación  A 
priori  en  el  vicario ,  }  la  que  asimismo  se 
puede  subentender  en  cada  caso,  por  el  he* 
cho  de  acudir  el  hcacüciado  al  obispo,  que 
teniendo  ciencia  y  conciencia  de  la  práctica 
general ,  deja  correr  el  espediente  por  su 
vicario. 

En  cuanto  al  efecto,  en  fin ,  las  palabras 
absolutas  del  Concilio  de  no  hacer  el  canóni- 
go suyos  los  frutos,  ni  sufragarle  la  pose- 
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síon,  fhietm  non  fiteianí  mun^  nec  UHs  poé" 
sesm  mfraguehtr ,  se  ha  entendido  asi  bien, 
que  nocomprenden  las  distribuciones  cotidia- 
nas; 91  no  la  prebenda,  ó  participación  de  la 
mesa  capitular,  pues  aquellas  dicen  darse 
por  la  asistencia  personal  á  los  sagrados  ofi- 
cios, añadiendo  que  la  Taita  de  proresion  no 
hace  ineficaz  la  posesión  en  cuanto  á  la 
propiedad  del  canonicato ,  adviento  en  el  co- 
ro ,  voz  en  d  cabildo  y  demás  derechos  y 
erectos  distintos  de  los  frutos.  Es  preciso  re- 
conocer cierta  violencia  en  esta  interpreta- 
ción :  es  de  un  efecto  disonante  un  preben- 
dado ,  un  ministro  de  la  Iglesia,  qoe  como 
tarse  sienta  en  el  coro,  ofreciéndose  como 
r3g!a  y  ejemplo  vivo  á  los  fieles;  y  que  sin 
embargo  retarda,  aun  con  pérdida  de  inte- 
tcreses,  nada  menos  que  la  profesión  de  la 
fé  cristiana,  que  espontáneamente  debia 
prestar ,  cnanto  mas  mediando  pena  y  pre- 
cepto. Con  todo,  la  opinión  general  ^  se* 
gun  queda  indicado,  y  hay  sobre  ello  has- 
ta declaraciones  de  las  congregaciones  del 
Concilio  y  de  Cardenales,  algunas  de  ellas 
dirigidas  á  la  Iglesia  de  España,  como  pue- 
den verse  en  los  autores  y  lugares  que  cita- 
mos al  final  de  este  articulo. 

£1  punto  de  la  profesión  de  fé  y  sus  efec- 
tos him  dado  lugar  á  infinitas  otras  cuestio- 
nes, sobre  las  cuales  han  venido  la  doctrina 
general  y  decisiones  de  las  congregaciones 
mencionadas,  de  entre  las  que  indicamos 
sumariamente  i  continuación  las  principa- 
les é  mas  frecuentes  en  la  práctica. 

Sobre  si  puede  hacerse  la  profesión  por 
procurador,  hay  decisiones  opuestas  de  la 
Cong.  del  Conc.  Algunos  autores  opinan 
poder  verificarse  por  procurador  especial^ 
y  asi  lo  hemos  visto  practicar  en  algunos 
casos ,  como  también  ante  otro  obispo,  por 
comisión  del  propio  La  congregaoion  del 
Concilio  autoriza  al  beneficiado  ó  canónigo 
empleado  en  la  curia  7vmana  á  prestar  la 
profesión  de  fé  y  juramento  ante  el  pro-da- 
tariOf  ó  vice-canciller  de  la  cancelaría,  aun 
cuando  en  las  lelras  de  provisión  se  esprese 
que  haya  de  verificarlo  ante  el  obispo  ó  su 
vicario. 

Cuando  se  hace  la  proresion  separada- 


mente ante  estos ,  es  preciso  rq^iria  en  el 
cabildo;  pero  sufraga  esta  sola,  sí  el  obispo 
se  haHa  presente. 

En  sede  vacante  no  basta  hacar  la  profe- 
sión ante  el  cabildo  únicamente,  si  no  ante 
el  vicario  general;  pues  aunque  el  cabildo  en 
sede  vacante  ejerce  la  jurisdicción  del  obispo, 
debe  hacerlo ,  según  el  Concilio  de  Treoto, 
por  medio  de  vicario,  por  cuya  razón  dicen 
los  autores,  el  vicario,  una  vez  delegada  en 
él  la  jurisdicción  episcopal ,  representa  en  el 
hecho  mas  propiamente  al  obispo  que  el  ca- 
bildo. 

Aun  cuando  un  capitular  haya  hecho  la 
profesión  de  fó,  si  después  recibe  diversa  ea- 
MUgía  4  prebenda ,  aunque  sea  en  el  mis- 
mo cabildo,  debe  repetirla.  Creeriamos  me- 
nos violenta  que  en  los  puntos  anteriores 
la  interpretación  en  contrarío  sentido;  y  sin 
embargo  tal  es  la  opinión  general. 

No  obstante  haber  trascurrido  los  dos  me- 
ses  espresados  por  el  Concilio,  el  capitular 
está  obligado  á  hacer  la  profesión ,  pnnnesa 
y  juramento ;  ya  por  el  escándalo  que  habría 
en  lo  contrario,  prevaliéndose  de  un  lapso 
de  tiempo,  tal  vez  culpable,  ya  porque  las 
palabras  del  Concilio  contienen  dos  precep^ 
tos,  el  de  hacer  la  profesión  y  el  de  verificar- 
la dentro  de  dos  meses.  El  primero  de  estos 
preceptos  es  sin  duda  absoluto;  el  segundo 
modal,  que  por  tanto  no  puede  prevalecer 
sobre  lo  principal,  si  noque  ha  de  entender- 
se prefijado ,  según  la  fórmula  doctrinal  non 
ad  diem  fbiiendam;  sed  ad  diem  non  difíé- 
rendam.  Entre  tanto  no  hace  suyos  los  fru- 
tos, ni  puede  retenerlos  tutá  conscienlia ,  y 
está  obligado  á  restituirlos  aun  sin  esperar 
á  que  recaiga  sentencia  judicial.  Una,\'ez  he- 
cha, y  podríamos  decir  mas  bien  en  este 
caso ,  una  vez  arraneada  ^  con  escándalo  pú- 
blico ,  la  tardia  profesión  de  fé,  el  canónigo 
recobra  los  frutos  que  no  percibió  ó  retuvo 
indebidamente,  correspondientes  á  los  dos 
meses  señalados.  Hallamos  solo  tolerable  es- 
ta opinión.  Seria  mas  conforme  al  Concilio, 
á  la  gravedad  y  santidad  del  objeto,  á  los 
deberes  del  sacerdocio,  lo  contrario;  y  debe- 
rá limitarse  la  primera  á  los  casos,  nodo  sola 
noluntad  ó  contumacia,  si  no  de  impedimcn- 
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to  de  legitimidad  interpretable  ó  dudosa, 
como  de  h^erse  ya  prestado,  é  no,  de  de- 
ber ó  no  repetirse ,  etc.  No  se  concibe  de- 
corosamente morosidad  voluntaria  ó  resis- 
tencia á  la  profesión  de  Té ,  y  en  todos  casos 
es  indudable  que  hay  mas  escándalo  en  re- 
sistirla 6  cuestionar  sobre  ella,  que  inconve- 
nientemente ni  gravamen  en  prestarla  6  rei- 
terarla. 

Debe  asimismo  reHerar  la  profesión  de  fé 
el  que  obtuvo  un  canonicato  ó  dignidad  en 
una  catedral,  si  lo  renunció  6  perdió ,  y  lue- 
go vuelve  á  obtenerlo  é  recobrarto;  pues 
que  necesita  nueva  posesión. 

La  profesión  de  fé  no  comprende  á  los  ca* 
nónigos  y  dignidades  de  tas  colegiatas;  lo 
que  habrá  de  limitarse  si  tuvieren  cura  de  al- 
mas ,  no  debiendo  perder  de  vista  que  hoy 
en  España  no  puede  tenerla  eoleelivamente 
ningún  cabildo ,  y  por  el  contrario  que  siem- 
pre la  lleva  aneja  el  abad  de  tos  colegiatas 
que  se  conservan ,  al  tenor  de  lo  dispuesto 
por  el  Concordato  de  1881. 

No  corre  el  termino  de  los  dos  meses  se- 
ñalados por  el  Concilio,  si  la  posesión  no  se 
ha  tomado  pacfñcamenle  ó  sin  perturbación 
de  hecho  ni  de  derecho ,  y  disfrutándola  en 
tal  concepto,  por  lo  menos  un  mes;  siendo 
la  razón  la  de  que  en  virtud  del  espediente 
ó  juicio  instruidos  sobre  ello ,  puede  el  capi- 
tular dejar  de  serlo ,  y  aun  declararse  la  nu- 
lidad hasta  de  la  colación  ó  nominación,  y 
por  tanto  todo  derecho  á  la  percepción  de 
frutos  y  ventajas  como  tal. 

En  cuanto  á  la  propiedad  del  canonicato  y 
efectos  titiles  de  la  posesión ,  el  capitular  que 
no  hizo  la  profesión  de  fé  dentro  de  los  dos 
meses,  puede  ayudarse  de  la  regla  llamada  de 
tríetmali,  36  de  las  de  la  Cancelaría  romana. 

El  canónigo  coadjutor,  como  no  tiene  mas 
título  aun  que  el  de  expectativa,  en  caso,  para 
cuando  fallezca  el  propietario,  cuya  muerte 
le  constituye  canónigo  efóctivo ,  no  está  obli- 
gado basta  entonces  á  hacer  profesión  de  fé. 

La  obligación ,  en  fin ,  de  hacer  profesión 
de  fé,  no  prescribe,  ni  se  escusa  por  cos- 
tumbre en  contrarío,  ni  aun  la  inmemoríal; 
8¡  no  por  exención  espresa  de  la  Santa  Sede. 
kú  está  declarado  por  Benedicto  XIY  en 

Tono  VII, 


la  60  de  sus  tnstítocfioMs  eclesiáslioas ,  en 
que  trata  estensamente  de  la  materia. 

Obtigaeianes.  La  fundamental  es ,  como 
en  todo  beneficiado ,  el  re%o  dipífio:  mas  por 
la  Índole  del  beneficio  y  de  la  fglesia  en  que 
sedisfrata,  estoes,  en  la  catedral  ó  eo^ 
legiata,  que  deben  sobresalir  entre  las  de- 
más ,  por  el  esplendor  del  culto :  en  la  cá^ 
tedra  del  obispo,  cerca  de  la  persona  de  este 
que  no  puede  sin  asistencia  adecuada  cele- 
brar, ni  ejercer  actos  de  pontifical :  perte- 
neciendo el  canónigo,  en  fin,  á  un  cuerpo 
eclesiástico,  que  constituye  por  los  cánones 
el  consejo  del  prelado;  el  oficio  canonical 
viene  revestido  de  peculiares  circunstancias, 
no  accidentales,  si  no  esenciales;  y  que  por 
tanto  se  convierten  en  obligaciones  canóni- 
cas, cuyo  conjunto  constitnye  en  su  esencia 
el  mencionado  oficio.  Son  estas  de  dos  ma- 
neras, generales  y  especíales.  Las  genera- 
les ,  que  comprenden  á  todo  capitular ,  son: 
asidua  asistencia  al  coro^  recitar  6  cantar  pre- 
cisamente en  él ,  y  diariamente ,  las  horas 
canónicas :  asistir  asimismo  diariamente  á  la 
misa  conventual:  aH^ir  al  olrispo  en  los  ac- 
tos de  pontifical ,  ora  los  ejerza  en  su  igle  • 
sia ,  ora  en  otra  de  la  capital  de  la  diócesis, 
ó  en  su  palacio  á  oratorio  privado :  y  como 
es  consiguiente  para  todo  esto,  y  pnes  que 
estas  obligaciones  ha  de  desempeñarlas  por 
si,  y  no  por  encargado,  según  los  cánones, 
residir  en  ¿I  pnnto  en  que  radica  la  catedral 
ó  colegiata,  por  lo  menos  nueve  meses  del 
a9o;ómas,  si  asi  estuviese  establecido  en 
las  constituciones  capitulares. 

Las  obligaciones  particulares  son  las  que 
van  anejas  á  determinadas  eanongías  6  pre- 
bendas; como  á  las  dignidades,  á  las  canon- 
gias  presbiterales ,  diaconales  y  subdiacona- 
les,  en  donde  se  halla  establecida  esta  divi- 
sión de  oficios:  á  las  canongías  de  oficio,  etc., 
lo  cual  ha  de  verse  en  sus  respectivos  ar- 
tículos. 

En  cuanto  á  las  obligaciones  comunes  la 
ley  novísima,  y  por  ello  y  otras  circunstan- 
cias propias,  la  mas  autorizada  sobre  el  par- 
ticular,  es  el  cap.  Í2 ,  ses.  24  de  reform.  del 
Concilio  de  Trente ,  que  por  lo  mismo  inser- 
tamos, y  dice  asi  entre  otras  co>as:  t...Ade- 
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Mas;  loa  que  eik  (as  misma»  catedrales  ó  oo« 
legiataSy  oblieQon  dignidades,  oaaongías, 
prebendas  ó  porcioaes,  no  puedan  por  vir- 
tud de  ningún  estatuto  ó  costumbre ,  ausen- 
tarse de  las  mismas  mas  de  tres  meses  en 
cada  ano;  salvas,  sin  embargo ,  las  constitu- 
ciones de  las  mismas  iglesias  que  eslablez- 
can  el  servicio  por  tiempo  mas  largo:  en  otro 
caso ,  en  el  primer  aHo  sea  privado  cada  uño 
de  la  mitad  de  los  Trulos ,  que  hace  suyos 
por  virtud  de  la  prebenda  y  residencia :  si 
segunda  vez  incurriere  en  la  misma  negli- 
gencia ,  sea  privado  de  todos  los  frutos  que 
habia  de  percibir  en  aquel  ano :  mas  aumen- 
tando la  contumacia ,  precédase  contra  ellos 
conforme  á  lo  establecido  por  los  sagrados 
cánones Y  todos  sean  obligados  á  des- 
empeñar por  si  los  oGcios  div^s ,  y  no  por 
sustitutos,  y  asimismo  á  asistir  y  ausiliar  al 
obispo  cuando  celebre  de  pontiGcal  ó  ejerza 
otros  actos  con  esta  sole^i][¡/iad :  y  alabar 
con  reverencia,  distinta:  y  devotamente,  el 
nombre  de  Dios  en  el  coro ,  instituido  para 
cantar ,  por  medio  de  himnos  y  cánticos. 
Ademas  de  esto,  asiduamente  usaran  de  tra- 
je decente  asi  en  la  iglesia,  como  fuemde 
eila:  absténganse  de  cazas  ilícitas,  volatería, 
bailes,  tabernas  y  juegos ;  y  de  tal  suerte 
sobresalgan  por  la  pureza  de  sus  costumbres 
que  merecidamente  puedan  decirse  senado 
del  obispo.  Por  lo  que  hace  al  régimen  debi- 
do en  los  divinos  oficios,  forma  conveniente 
de  cantarlos  ó  recitrlos ,  orden  fijo  para  ve- 
nir á  coro  y  permanecer  en  él ,  y  asimismo 
cuanto  sea  con^ducente  respecto  de  todos  los 
ministros  de  la  Iglesia ,  en  esto,  y  en  todo 
lo  que  sea  análogo ,  el  concilio  provincial, 
consultando  la  utilidad  y  costumbres  de  la 
provincia,  establezca  regla  fija  para  cada 
caso.  Entre  tanto  el  obispo  puede  proveer  lo 
que  parezca  necesario ;  pero  en  unión  de 
dos  canónigos,  uno  elegido  por  él  y  otro  por 
el  cabildo. f 

.  El  testo  claro  y  terminante  del  Concilio 
ha  ofrecido,  sin  embargo,  multiplicadas  difi- 
cultades en  la  práctica  ^  y  numerosas  deci- 
siones, ora  de  los  pontífices,  ora  de  la  congre- 
gación del  Concilio,  de  entre  los  que  men- 
cionaremos los  mas  notables ,  remitiendo  á 


nuestros  teciores  á  las  ftientes  y  testes  ma» 
amplios  que  en  sus  lugares  correspondientes 
indicamos» 

Para  hacer  efectiva  la  asistencia  al  coro, 
una  parte  de  las  rentas  se  distribuye  entre 
los  que  asisten  cada  dia ,  y  son  las  llamadas 
distribuciones  eatidianas :  sobre  ello  se  abri- 
rá un  libro  ó  registro ,  y  un  canónigo  tendrá 
el  cargo  de  apuntar  en  él  á  los  que  fallan 
sin  causa ,  por  poco  ó  mucho  tiempo,  al  ofi* 
ció  divino.  Los  canónigos  no  estando  impe- 
didos ó  legítimamente  relevados  de  asinea- 
cía  ,  no  pueden  recitar  las  horas  canónicas 
si  no  en  el  coro.  Por  justas  causas,  como  la 
de  frió  escesivo,  puede  el  obispo  autorizarles 
para  recitarlo  en  la  sacristía  ú  otra  parte  del 
templo ;  pero  no  en  dias  festivos.  Está  de- 
clarado por  la  congregación  del  Concilio,  y 
sobre  todo  por    la    santidad  de  Benedic- 
to XIV ,  en  la  103  de  sus  constituciones, 
Cum  semper ,  que  los  canónigos  hayan  de 
saber  el  canto  gregoriano  ,  y  que  no  cum- 
plen su  deber  si  no  cantando  el  oficio  divino, 
s^Ivo  si  el  canto  es  figurado,  en  cuyo  caso 
bastará  que  presten  atención.   El  canto,  sia 
embargo ,  no  admite  coacción :  el  obispo  de* 
berá  exhortar  á  ello;  pero  no  compeler ,  con 
lo  cual  el  precepto  del  Concilio  se  ha  redu- 
cido á  un  deber  de  conciencia. 

Aunque  la  misa  no  está  comprendida  en  las 
horas  canónieas,  lo  está  en  el  oficio  divinOf 
De  aquí  la  obligación  de  asistir  los  canónigos 
á  la  misa  conventual  que  diariamente  ha  de 
celebrarse. 

El  canónigo  no  puede  cumplir  por  medio 
de  sustituto,  contraviniendo  asi  á  la  dispo- 
sición del  Concilio  en  el  sentido  de  cscu- 
sar  su  asisteacia  al  coro ;  pero  asintiendo, 
pueden  entre  sí  cambiar  su  turno  ó  sustituir- 
se. No  es  tolerable  la  costumbre  de  turnare! 
cabildo  para  el  coro  por  mitad ,  tercera  ¿ 
cuarta  parte  de  sus  individuos ;  y  ha  de  ' 
reunirse  todo  aun  cuando  esté  reducido  i 
tres  ó  dos  individuos :  con  justa  causa,  co- 
mo escasez  de  rentas,  reducción  del  núme- 
ro de  capitulares,  etc.,  puede  dispensarse 
por  la  Santa  Sede. 

La  ausencia  de  la  propia  catedral  ó  cale* 
giata  no  puede  esceder  nunca  de  solo  tres 
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meses  aulorteailis  por  el  Concilio;  aunque  si  I 
puede  reducirse  y  aun  no  ser  ninguna ,  se* 
gun  lo  dispongan  los  estatutos  capitulares. 
Las  bulas  de  fundación  de  las  iglesias  de 
patronato  efbeHvo,  ó  llamado  entero.,  como 
las  del  reino  de  Granada ,  que  permitian  la 
ausencia  anual  de  cuatro  meses»  y  los  de- 
cretos de  la  Cámara  dados  en  consonancia 
con  ellas,  han  de  reputarse  modificadas  por 
el  Concilio  de  Trente.  La  ausencia  de  los 
tres  meses  puede  ser  continua ,  ó  interrum- 
pida. Los  meses  se  reputan  de  30  dias.  Para 
usar  del  que  se  llama  redes ,  ó  de  la  au- 
sencia que  permite  el  Concilio  dentro  de  la 
diócesis  y  el  canónigo  no  tiene  que  pedir 
licencia  al  obispo  ni  al  cabildo;  pero  sí  pa- 
ra Tuera  de  ella;  y  aun  en  el  primer  caso 
debe  ponerlo  en  su  conocimiento  y  obede- 
cer sus  órdenes,  si  le  manifestase  no  po- 
der usar  entonces  del  recles;  siendo  mo- 
tivos canónieos ,  para  ello  el  hallarse  ya  au- 
sentes una  tercera  parte  de  los  capitulares, 
pues  nunca  puede  haber  mas  ausentes  al 
mismo  tiempo ,  ni  ninguno  puede  estarlo, 
salvo  por  causa  de  enfermedad  ó  servicio  de 
la  iglesia,  en  los  tiempos  y  solemnidades,  y 
octavas  en  su  caso ,  de  adviento ,  Natividad, 
cuaresma ,  Resttrreceion^  Pentecostés  y  Cor- 
ptis-CAm¿i.  Con  justa  causa,  el  IHipa  dis- 
pensa la  residencia  por  mas  de  los  nueve 
meses  conciliares.  Los  obispos  pueden  tam- 
bién por  justa  causa  prorogar  el  recles  por 
un  mes  mas.  Hay,  en  fin,  sobre  esto  una 
disposición  singular ,  y  es  bt  de  Benedic- 
to XIV,  en  su  constitución  107;  por  la  cual 
se  ve  que  por  costumbre  inmemorial  puede 
escusarsc  ó  mitigarse  el  rigor  de  la  residen- 
cia en  colegiatas  rurales  de  todo  punto  ais- 
ladas ,  en  las  cuales  haya  habido  dicha  cos- 
tumbre ,  y  también  cuando  es  tal  la  pobre- 
za ó  escasez  de  sus  rentas,  que  los  canónigos 
no  pueden  mantenerse  residiendo;  en  lo  que 
seguramente  hay,  mas  bien  que  una  dispen- 
sa, una  imposibilidad. 

£1  canónigo  que  abusa  en  cuanto  á  au- 
sencia no  pierde  los  frutos  correspondien- 
tes al  primero ,  segundo  y  tercer  año,  como 
ni  el  canonicato  en  este  caso,  si  no  por  sen- 
tencia, según  las  palabras  del  Concilio,  prí- 


ventitr;  mientras  sucede  lo  contrario  en  el 
caso  ya  espuesto  do  no  prestar  la  profesión 
do  fé  en  el  tiempo  debido.  Si  las  constitucio- 
nes del  cabildo  requieren  mayor  servicio 
anual  que  el  de  nueve  meses ,  el  canónigo 
incurre  en  las  penas  canónicas  por  menos 
ausencia  que  la  de  tres. 

Si  la  ausencia  de  un  canónigo  ó  dignidad, 
fuese  de  cuatro  ó  mas  anos ,  sobre  la  pérdi- 
da del  canonicato,  al  tenor  del  Concilio, 
procede  la  de  los  frutos  de  todos  los  anos 
de  ella  Jesde  el  tercero  inclusive.  Aun 
cuando  en  lo  canónico  sea  como  regla  ge- 
neral la  trina  monición  antes  de  castigar  al 
resistente ,  en  este  caso  no  es  necesaria 
para  que  el  capitular  que  abusa  pierda  los 
frutos  en  la  progresión  establecida  por  el 
Concilio.  Deb^  ser ,  sin  embargo ,  amones- 
tados á  exculparse,  antes  de  procedei*  aLes- 
pedienie  canónico  de  non  residendo.  El  canó- 
nigo coadjutor,  sí  lo  era  con  especlativa  de 
fntura  sucesión-,  incurría  por  la  no  residen- 
cia en  las  mismas  penas  que  el  propietario. 
Los  frulos  que  en  cualquiera  de  estos  caaos 
fueren  objeto  déla  condena,  se  aplican  á  la 
fábrica  de  la  Iglesia  ,  y  pobres  de  la  loca- 
lidad ;  y  según  las  circunstancias  del  caso 
á  otro  fin  piadoso,  pero  nunca  acrecerán  las 
rentas  y  utilidad  personal  de  los  canónigos. 

Hemos  indicado  algunas  de  las  causas  le- 
gitimas que  pueden  escusar  de  la  residen- 
cia sobre  los  tres  meses  permitidos,  como 
máximum,  por  el  Concilio :  pero  hay  otra,  ó 
mas  bien  hay  cuatro  fundamentales  á  que 
han  de  referirse  todas  las  demás,  y  son  con- 
signadas por  el  propio  Concilio  en  el  cap.  1, 
ses.  23 de  reform.:  á  saber,  christiatia  chári- 
tas,  urgens  necessitas,  debita  obedientia,  ac 
evidens  Ecclesice,  vel  reipublicm  utiUtas,  las 
cuales ,  ya  previamente  para  obtener  el  de- 
bido permiso,  ya  posteriormente  para  escu- 
sar la  auseacia ,  si  por  la  premura  no  pudo 
verificarse  previamente ,  han  de  justificarse 
en  sus  casos  respectivos  ante  el  Papa ,  el 
metropolitano ,  y  en  ausencia  de  este  ante 
el  sufragáneo  mas  antiguo.  Hasta  aquí  la  le- 
tra del  Concilio.  Según  su  espíritu  y  decla- 
raciones de  la  congregación  de  este ,  cree- 
mos poder  decir  lo  mismo  para  ante  el  propio 
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ordinario»  en  cnanto  ai  mes  de  ausencia 
qne  puede  autorizar  sobre  el  recles^  y  an- 
te este,  y  su  tribunal  eclesíáslioo,  cuan- 
do el  primero  proceda ,  eomo  puede ,  por 
censuras  contra  el  ausente  contumaz ;  y  el 
segundo  judicialmente  para  la  pérdida  de 
frutos  y  del  canonicato  mismo  en  los  casos 
del  Concilio.  El  mencionado  cap.  i ,  mi.  23 
de  ref.y  puede  ser  consultado  en  la  residen- 
cia ,  ó  permiso  á  capitulares  sobre  ausencia, 
y  se  halla  literal  en  el  tomo  6  de  esta  Enci- 
cLOPiBu,  pág.  i52.  Sobre  residencia  de  to- 
da clase  de  beneficios  que  la  requieran ,  y 
por  tanto  del  clero  catedral  y  colegial, 
véanse  otros  pormenores,  y  la  legislación 
canónica,  así  como  la  civil,  tanto  de  Espa- 
Sa  como  de  Indias,  en  nuestros  artículos  a«- 
MBmra  (see.  4^  tom.  4,  pig.  499),  y  me!«is- 
Fi€a«  Bd-BAtASTic*,  L  6,  pig.  91,  439, 
i33, 146  y  941.  Véase  en  el  mismo  artículo 
mmmmnetm  lo  relativo  i  incompatibilidad  de 
canongías,  y  asi  bien  entre  eanoogías  y 
otros  cargos  ó  destinos  qne  requieren  resi- 
dencia fija ,  como  capellanes  de  honor,  jae- 
ces do  la  Rota,  etc.  Véase,  en  fin,  sobre 
este  último  punto  nuestro  artículo  vami«i.% 

La  asiUeneia,  ya  entre  los  mismos  capi- 
tulares de  inferior  á  superior,  ya  al  obispo 
en  los  actos  públicos  del  culto  y  ceremo' 
nial  religioso ,  es  otra  de  las  obligaciones 
comunes  de  los  canónigos.  De  menos  tras- 
cendencia é  importancia  que  la  de  residen" 
dabenefkial;  es  tal  vez  mas  ocasionada  á 
cuestiones  y  conflictos,  por  lo  mismo  que  ba- 
jo uno  de  sus  puntos  de  vista  es  cuestión  de 
prerogativa,  y  por  la  naturaleza  de  las  cosas, 
de  orden  público  religioso ,  de  disciplina  y 
categoría,  y  hasta  de  espíritu  de  clase ,  de 
amor  propio ,  ya  corporativo,  ya  personal 
en  muchos  casos.  Asi  se  comprende  bien 
que  solo  en  el  trascurso  de  siglo  y  me* 
dio ,  desde  fines  del  XVI  hasta  la  mitad 
del  XVIII ,  las  decisiones  pontificias  y  las 
multiplicadas  declaraciones  de  las  congrega- 
ciones  del  Concilio,  de  ritos,  de  obispos  y  re- 
gulares ,  y  hasta  especiales ,  nombradas  á 
propósito,  como  la  que  lo  fué  por  Clemen- 
te XI  en  1708,  puedan  formar  un  cuerpo 


especial  de  derecho  y  jurisprudeneia,  á  que 
liay  que  auadir  ol  derecho  común ,  las  dU- 
posiciones  del  Concilio  de  Trente ,  el  ritual 
romano,  el  ceremonial  de  obispos ,  declara- 
ciones de  los  concilios  provinciales  ó  dioce^ 
sanos,  constituciones  capitulares ,  en  fin ,  y 
costumbres  recibidas ;  de  donde  se  deduce 
que  la  amlencia  en  el  sentido  de  este  artícu- 
lo, si  bien  á  primera  vista  parece,  y  lo  es  ea 
muchos  casos«  meramente  Utúrgua^  de  obse- 
quio y  urbanidad;  importando  en  muchos 
otros ,  derechos  y  obligaciones  que  admi- 
ten coercicúm,  es  entonces  cuestión  de  de- 
recho ,  que  entra  por  lo  tanto  en  el  terreeo 
de  lo  penal  y  judicial.  Bajo  este  solo  punto 
de  vista  lo  consideramos  aquí ;  si  bien  sien* 
do  interminable  aun  el  hacer  mención  de  las 
dudas  y  decisiones  en  la  materia  ,  la  hare- 
mos de  las  mas  principales  y  frecuentes, 
cuidando ,  sin  embargo ,  de  poner  á  nues- 
tros lectores  ea  el  caso  de  hallar  regla  ó  de- 
cisión para  los  que  en  la  práctica  puedan  , 
ocurrirles. 

Sobre  la  asistencia  de  los  canónigos  ; 
dignidades  entre  sí,  véase  nuestro  arttculo 

ASMrrsXTBIi. 

Por  lo  que  hace  á  la  asistencia  de  los  mis- 
mos al  obispo,  es  esta  de  kefwr  y  etiqueta^ 
como  el  acompanaríe  de  su  palacio  á  la  igle- 
sia, ó  al  revés ,  recibirle  i  las  puertas  de  la 
catedral  ó  colegiata  y  despedirle  :  y  por 
respeto  á  su  persona,  y  magor  esplendor  dd 
culto.  La  primera  esti  fundada  principal- 
mente en  el  ceremonial  de  obispos  ,  costum- 
bres y  constituciones  capitulares:  la  segun- 
da tiene  estos  fundamentos  y  es  ade  mas  de 
rigoroso  derecho,  según  el  testo  del  Concilio 
de  Trente  (cap.  12,  sea.  24  de  ref.):  Oinnes 
vero....  compellantur....  obireofficia,et  efis- 
copo  celebranti ,  vel  alia  pontíficaiia  exer^ 
centi ,  asistere,  et  inservire. 

Partiendo ,  pues ,  de  este  y  demás  ante- 
cedentes ,  arriba  mencionados,  para  mayor 
facilidad  y  comodidad,  reducinaos  lo  que 
creemos  oportuno  decir  en  la  presente  ma- 
teria á  las  reglas  siguientes : 

1.*"  Inasistencia  de  los  canóiiigos  y  dig-> 
nidadcs  al  obispo,  no  es  solo  por  deferencia; 
sí  no  por  disciplina  y  rigoroso  derec/to^  y  ad- 
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mitepor  tmi(^  cocrcidan^  poroieilio  decca- 
saras  y  oirás  peaas  caoóuieas,  guberoalíva» 
y  judicialmente  impuestas,  seguu  el  caso. 
(Couc.  de  Trente,  cap,  y  ses,  diados:  com- 
peUantm':  la  Cong.  de  ritos  in  saliKUuititia, 
16  de  junio  de  1603:  in  reaUna^  10  de  ju- 
nio de  1609,  y  28  de  mayo  de  1616:  in  cala- 
gurrílana,  12  de  diciembre  de  1630.) 

2.'  Cuando  el  obispo  se  dirija  á  la  cate- 
dral para  actos  de  su  ministerio  d&  capa 
magna;  y  también  sin  esta,  según  fuese  cos- 
tumbre, deben  salir  de  hábito  coral  á  reci- 
birle á  las  puertas,  y  ofrecerle  el  agua  ben- 
dita, todos  loa  canónigos,  si  el  servicio  divi- 
no no  lo  impidiese;,  y  en  otro  caso  algunos; 
y  lo  propio  &  despedirle,  cuando  se  retire. 

El  eeremonial  de  obispo»,  cap.  15,  re- 
quiere que  todos  los  canónigos  ó  la  mayor 
parte,  vayan  á  buscarle  á  su  palacio  ó  cámara, 
y  desde  allí  le  acampanen:  varias  decisiones 
de  la  Congreg.  limitaron  sucesivamente 
esa  obligación,  primero  si  el  palacio  distaba 
mas  de  60  pasos,  después  mas  100,  mas  tar- 
de de  160  y  por  último  300  ó  mas,  en  cuyos 
casos  el  obispo  debia  designar  una  localidad 
dentro  de  esta  distancia.  Generalizado  des- 
pués de  aquellas  épocas  el  uso  del  coche, 
el  prelado  se  traslada  en  él  á  la  iglesia  con 
sus  familiares,  y  es  recibido  á  las  puertas  de 
ella  por  los  canónigos. 

3.*  Para  que  no  se  turbe  el  orden  del 
rezo  divino,  el  obispo  dehe  prefijar  una  hora 
para  ser  recibido;  y  llegada  sin  que  se  pre-* 
senté,  el  cabildo  empezará  aquel,  sin  perjui- 
cio de  que  algunos  capitulares  reciban  al 
obispo  cuando  llegue. 

4*  Al  sufragáneo  ó  ausUiar  que  viene 
á  celebrar  actos  de  pontifical  en  nombro 
del  obispo  propio  se  le  hacen  los  mismos  ho- 
nores que  á  este. 

8.^  La  asistencia  ha  de  prestarse  según 
el  ritual  romano;  salvo  en  lo  que  hubiese 
(Tostumbre  inmemorial  en  contrario;  lo  que 
habrá  de  entenderse  en  cuanto  á  la  forma  y 
rituaüdad;  pues  en  cuanto  á  la  sustancia^  ha 
de  estarse  á  lo  dispuesta  por  el  Concilio. 
(Véase  el  art.  14  del  Concordato  de  1831.) 

6.*  Cuando  el  obispo  celebre ,  ó  ejerza 
en  el  altar  otro  acto  ó  actos  de  pontiticalde* 


ben  asistirle  con  capa  pluvial  el  deán  y  otras 
des  dignidad^,  y  en  su  defecto  igual  número 
de  capitulares  de  los  mas  preeminentes  por 
su  orden. 

7.*  £n  la  misa  privada  ó  no  de  pontifical, 
y  en  actos  y  ceremonias  de  igual  género  no 
procede  la  asistencia. 

8/  La  misma  asistencia  que  en  las  cate- 
drales han  de  prestar  los  canónigos  de  estas 
al  obispo  en  las  demás  iglesias  de  la  capital 
y  sus  barrios,  si  en  ellas  celebrase  ó  ejerciese 
de  pontifical,  aun  cuando  dichas  iglesias  sean 
colegiatas:  y  ya  hemos  visto  que  á  los  canó- 
nigos de  estas  preceden  los  de  la  catedral. 
Es  notaUe  sobre  la  materia  la  estensa  con- 
sulta del  cabildo  de  Sevilla,  y  la  decisión  de 
la  Cong.  de  Rit.,  confirmada  por  Clemen- 
te VIII  en  17  de  junio  de  1892,  y  puede  ver- 
se en  la  biblioteca  de  Fer^raris,  palabra  ca« 
nonicatHSy  art.  6. 

Dit^so^  dases  de  canónigos.  Hemos  re- 
servado el  último  lugar  para  la  presento 
subdivisión,  por  no  multiplicar  los  artículos 
ó  tratar  de  la  materia  en  uno  mismo  en  dos 
partes  diferentes,  esto  es,  en  una  de  los  ca- 
nónigos propiamente  (ales;  en  otra  de  los  no 
efectivos ,  ó  no  plenamente  tales  canónigos. 

Canónigos  seculares.  Los  que  no  profe- 
san regla  monástica,  en  cuyo  caso  se  hallan 
los  de  casi  todas  las  catedrales  y  colegiatas. 
Hubo  tiempo  en  que  la  calificación  de  secu- 
lares era  depi^esiva ,  pues  que  indicaba  el 
abandono  de  la  regla  monástica,  ó  la  adop- 
ción de  vida  eclesiástica  mas  cómoda  y  de 
menos  sujeción  y  privaciones,  con  abando- 
no, ó  postergación  de  otra  mas  austera.  Por 
contraposición  se  llamaron  y  llaman  reglares 
ó  regulare»,  los  que  profesaban  ó  profesan 
alguna  regla  monástica,  ó  cuasi  tal,  como 
las  de  San  Benito,  ó  San  Agustín.  En  los  sí- 
nodos de  Letran  ya  se  reconocía»  como  usual  y 
canónica  la  diferencia  de  canónigos  reglareSf 
y  seculares.  Lo  propio  confirmaron  Jos  Con- 
cilios posteriores,  incluso  el  do  Trente.  Los 
canónigos  seculares  observaron  en  un  princi- 
pio ciertos  preceptos  de  subordinación  y  de 
disciplina,  á  que  después  han  sucedido  las 
constituciones  capitulares  y  sinodales. 

Canónigos  reglares  y  regulares.    Se  11a- 
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man  con  mas  propiedad  de  este  segundo  mo- 
do ios  qae  observan  una  regla  de  todo  punto 
monástica,  como  la  de  San  Benito ,  según 
pretende  Berganzah  observaron  aatignamen- 
le  los  de  las  catedrales  de  Pamplona  y  Pa- 
lencia:  y  reglares  los  que  observan  la  de* 
San  Agustín,  como  hoy  los  de  Pamplona.  En 
España,  aun  en  nuestros  dias,  habia  canóni- 
gos reglares  de  San  Agustin ,  en  casas  ó  con- 
gregaciones conventuales ,  no  catedrales  ni 
colegiatas ,  como  los  del  convenio  de  canó^ 
nigos  de  Benevivere  en  la  diócesis  de  León. 
Al  meacionar  la  regla  de  San  Agustín  ,  nos 
acomodamos  al  uso  recibido;  pues  por  lo 
demás,  y  según  dejamos  indicado  mas  ar- 
riba, a(|uel  padre  de  la  Iglesia  no  hizo  la  re- 
gla que  lleva  su  nombre  para  congregaciones 
de  hombres ,  si  no  de  mugercs. 

Canónigos  de  gracia.  Llámanse  asi  los 
que  lo  son  por  nombramiento  gracioso  de  la 
corona  ó  del  cabildo ,  sin  dignidad  ó  perso- 
nado; mientras  los  canónigos  de  oficio  lo  son 
por  virtud  de  oposición  y  propuesta  cisterna, 
y  los  dignidades  uniendo  estas  al  título  de 
canónigos.  La  denominación  de  canónigos 
de  gracia  es  hoy  algún  tanto  impropia »  y  no 
les  cuadraría  si  no  la  de  simples  canónigos; 
pues  también  el  deán  es  nombrado  por  gra- 
cia de  la  corona;  y  en  igual  forma  las  dig- 
nidades reservadas  ó  pontificias  por  el  Papa: 
poro  tal  es  la  denoimnacion  adoptada  por 
el  Concordato  de  1851. 

Canónigos  ó  prebendados  de  oficio.  En 
el  sentido  lato  de  oficio  edesidstico ,  en  vir- 
tud del  que  se  tiene  derecho  al  beneficio, 
todos  los  canónigos  y  prebendados  podrían 
llamarse  de  oficio,  pues  todos  lo  tienen.  Po- 
drían también  llamarse  específicamente  asi 
los  que  tienen  oficio  peculiar  6  personal, 
como,  por  ejemplo,  en  las  iglesias  en  que 
está  dividido  el  cabildo  por  órdenes,  los  ca- 
nónigos del  orden  de  presbíteros,  diaconales 
y  subdiaconales.  Pero  llámanse  por  antono-. 
masía  canónigos  de  oficio ,  los  cuatro  que 
Tundan  en  él  su  Mulo  espiritual;  y  por  ello 
y  para  ello  son  nombrados,  ordinariamente  á 
consecuencia  de  oposición  y  lugar  en  la 
terna  de  propuestos ,  y  son  los  denominados 
magistral,  lecíoral,  penitenciario  y  doctoral 


La  leclaral  y  penUeneíal  son  prebendas  co- 
munes ó  muy  generales  en  las  catedrales  y 
colegiatas  de  las  naciones  cristianas:  las 
otras  dos  pueden  llamarse  propiamente  espa- 
ñolas, ó  peculiares  de  las  iglesias  de  España, 
en  donde  fueron  creadas  por  la  ley  6,  tít.  6, 
lib.  1,  Nov.  Recop.  Véanse  los  artículos  par- 
ticulares de  estas  prebendas. 

Canónigo  apuntador.  El  que  durante  las 
horas  canónicas  apunta  ó  anota  en  .el  libro 
ó  registro  abierto  al  efecto ,  la  falta  absoluta 
ó  parcial  de  asistencia  de  los  demás  conóni- 
gos ,  para  el  efecto  penal  disciplinario  de 
perder  en  todo  ó  parte  las  distribuciones  ca- 
nónicas de  Ínter  prcesentes: 

Canónigo  hebdomadario  ó  semanero.  Se 
llama  asi  el  canónigo  que  en  cada  semana 
desempeña  aquellos  oficios,  que  con  este 
turno,  y  por  la  costumbre  ó  los  estatutos 
van  anejos  á  este  cargo ,  y  suelen  ser  los  de 
cantar  la  misa  conventual  diaria ,  asistir  al 
altar  á  la  primera  dignidad,  oficiar  de  pres- 
te en  las  vísperas,  etc.  En  general  el  cargo 
de  habdomadario  ha  llevado ,  y  en  algunas 
naciones  lleva  aneja  la  prerogativa  de  pre- 
sentar para  todos  los  beneficios  que  durante 
la  semana  tocaría  presentar  al  cabildo.  Yes- 
ticío  de  preste  para  oficiar ,  ocupa  el  logar 
preferente  ante  los  canónigos  y  dignidades, 
siendo  presbítero:  si  fuese  de  otro  orden  en 
medio  del  coro  y  cabildo.  Llámase  también 
septimanario.  En  algunas  catedrales  tiene 
suplente  para  en  casos  de  imposibilidad,  que 
se  denomina  vicario  del  cabildo.  El  ceremo- 
nial» lib.  i,  cap.  6,  dice  del  hebdomadario: 
canónicas....  facturm  offlcium....  ascendií 
chorum  in  primo  tíallo ,  $eu  sede  ex  ea  parte 
ubi  cadet  hebdómada. 

Canónigo  privilegiado.  El  que  sin  asis- 
tir al  coro,  ni  residir,  disfruta  sin  embargo 
los  frutos  de  su  prebenda,  con  causa  real  ó 
supuesta ;  pero  en  virtud  de  privilegio  apos- 
tólico, costumbre  ó  estatutos. 

Canónigo  domiciliario  ó  in  minoribus.  Ei 
que  por  no  haber  recibido  aun  orden  sacro, 
no  concurre  a  los  actos  capitulares. 

Canónigo  coadjutor.  El  que  se  nombra 
para  sustituir  á  otro  canónigo  ó  dignidad  ca 
los  actos  del  oficio  divino,  k  veces  se  le 
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B6mbra  coa  opcioa  á  la  yacanto,  y  de  él  lie^ 
mos  hablado  ya  en  ei  cuerpo  del  artículo.  No 
debe  en  este  caso  conruodirsele  con  el  canó- 
nigo espectante ,  pues  este  ejerce  el  cargo 
por  derecho  y  nombre  propio ,  y  aquel  en 
representación  del  sustituido  si  no  tiene  es* 
pectativa.  Véase  coAiuinraii. 

Canónigo  expectante.  El  supernumerario 
que  era  nombrado  con  asiento  en  el  coro, 
voz  y  voto  en  el  cabildo ,  y  opción  á  la  pri- 
mera vacante  del  tumo  del  colador ,  que  le 
nombraba.  Sus  obligaciones  eran  las  del  ca- 
nónigo efectivo. 

Canónigo  ad  effectum.  En  algunas  igle- 
sias no  podia  obtener  dignidad  el  que  no 
era  canónigo »  y  á  ese  efecto ^  para  obte* 
nerla  6  retenerla  ^  el  Papa  le  nombraba 
canónigo ,  siendo  la  fórmula  ad  effectum  ob- 
tinendi ,  aut  retinendi  dignüatem. 

Canónigo  lego  :  canónigo  hereditario. 
Aquellos  legos  ó  eclesiásticos  á  quienes  se 
concedia  el  titulo  y  honores  de  canónigo,  con 
asiento  en  el  coro,  y  puede  creerse  que  al- 
guna vez  con  voto  en  el  cabildo  y  aun  p^^e* 
benda.  En  Roma  y  en  algunas  catedrales  de 
España  y  de  otras  naciones,  eran  canónigos 
hereditarios  los  emperadores  y  reyes.  Cuan- 
do cnlaban  en  el  coro,  solía  presentárse- 
les y  conservarse  ante  su  asiento  la  capa 
y  muceta.  Eran  propiamente  hereditarios^ 
si  la  gracia  estaba  concedida  á  la  dignidad 
ó  gerarquia  ,  como  lo  era  en  los  reyes  de 
España;  y  solo  honorarios^  si  la  concesión 
era  á  la  persona.  Algunos  obispos  concedian 
este  honor  á  otros  obispos,  y  los  metropoli- 
tanos á  sus  sufragáneos. 

Canónigos  honorarios.  Quedan  ya  indi- 
cados al  final  del  párrafo  anterior. 

Canónigos  foráneos.  Los  que  sirven  una 
canongia  por  nombramiento  y  en  represen- 
tación de  alguna  iglesia  ó  corporación  que 
corporativamente  tiene  título  de  propiedad  á 
ella  en  aquella' catedral  ó  colegiata  para  que 
le  nombran. 

Canónigo  racionero  ó  medio  raeuniero: 
canónigo  poreionario.  El  porcionero,  ra- 
cionero ó  medio ,  que  aun  sin  tener  preben- 
da completa,  se  reputaba  canónigo  para  to- 
dos los  demás  efectos  y  t  enian  ó  no  voto  en 


cabildo,  segiui  las  eoBstítueíones  y  ta  cos- 
tumbre. 

Canónigo  mansionario.  Los  que  sirven 
personahnentc  su  canongia,  en  vez  de  ha- 
cerlo por  vicario  ó  foi*áneo. 

Debemos  notar  que  muchas  de  estas  es- 
pecies de  canónigos  no  subsisten  en  la  Igle- 
sia general  después  del  Concilio  de  Trento; 
y  ademas  en  España  después  del  Concordato 
de  1851 ,  al  que  ha  de  estarse  en  todo  caso, 
y  en  él  se  espresan  las  especies  de  canónigos 
que  en  la  actualidad  pueden  reconocerse  en 
España. 

Sobre  el  traje  de  los  canónigos  véase  el 
artículo  CAPA.  Véanse  también  nuestros  ar- 
tículos A9ISTBM€I.%  ,  AII9EWTB,  BBMEFI- 
CIO,  €.%BIIi9#,  CAnomCATO,  CAN^OXC&lA, 

co.^coRBATo  y  demás  citados  en  el  cuerpo 
del  presente  artículo:  á  Ferraris,  Biblioteca 
jurídica,  artículos  Canonicatos  ^  üebdoma-' 
daiius :  Vanespén ,  Jus  ecclesiasticumy  lít.  6, 
part.  1:  Tomasino,  parí.  1,  lib.  1 ,  cap.  17: 
Solorzano,  De  Indiarum  jure^  lib-  3,  capí- 
tulo 14:  y  el  til.  6,  lib.  1  de  la  Nov.  Recop. 

CAIVOIVIZÜClOrV.  De  la  locución 
greco-latina  canonizo ,  conformar  ó  sujetar 
á  regla.  Por  antonomasia  se  ha  dicho  en  lo 
eclesiástico  de  inscribir ,  recibir ,  anotar  á 
los  finados  del  gremio  de  la  Iglesia  en  el 
catálogo  de  los  santos,  autorizando  por  tan- 
to su  culto,  ó  adoración  dedulía  por  todos 
los  fieles  de  la  Iglesia  universal. 

No  siempre  la  canonización ,  ó  sea  el  jui- 
cio de  la  Iglesia  ó  su  cabeza  sobre  este  gra- 
ve asunto ,  ha  tenido  los  mismos  Irámi  tes. 
En  el  artículo  oKATivictcio.^  hemos  mani- 
festado con  amplitud  cuanto  convendrá  tener 
presente  sobre  el  particular,  con  cspeciali-* 
dad  en  lo  relativo  á  la  formación  y  ritualidad 
de  los  diversos  espedientes  <iue  en  el  dia 
preceden  á  las  declaraciones  de  beatifica- 
ción j  canonización,  hechas  por  la  Santa 
Sede,  locualque  nos  permite  reducir  este  ar- 
tículo á  una  ligera  resena  histórico-jurídica. 

En  dicho  artículo  bsatificaciom  hace- 
mos mérito  de  la  cuestión  entre  canonistas, 
sobre  si  aquella  y  hcaíioni%acion  se  diferen- 
cian esencialmente;  y  la  opinión  común  ne- 
gativa:  cuestión  que  tiene  algún   tanto  de 
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ociosa ;  pttt%  toda  vez  qno,  según  la  disci- 
*  plioa  actual»  son  dos  hechos  realmente  dis- 
tintos  y  qtie  no  pueden  sustituirse  ni  escu- 
sárse»  ni  aun  en  el  nodo;  si  no  que  precisa- 
mente para  inscribir  á  un  cristiano  en  el  ca- 
non de  la$  santos  y  son  indispensables  los 
dos  actos ,  y  siempre  precediendo  la  beaUfi- 
eacion  á  la  canonixaeiony  lo  que  importa 
prácticamente ,  y  lo  que  no  se  escusa  con 
decir  que  son  ó  no  son  esencialmente  idén- 
ticas ,  es  esponer  el  origen,  trámites  y  efec- 
tos  de  cada  UHa»  con  espresion  de  la  auto- 
ridad, que  con  esclusion  de  toda  otra,  es  pri- 
vativa para  ellas. 

Todo  convence  que  en  lo  antiguo  la  ca- 
noni%a€ion  ó  admisión  do  un  siervo  de  Dios 
ch  el  canon  ó  gremio  de  los  santos ,  fue  una 
fórmula  única  y  simple ;  y  que  los  abusos 
de  la  malicia,  ó  los  errores  de  una  piedad 
menos  Uustrada,  aconsejaron  de<^pucs,  como 
garantía  de  acierto,  el  doble  y  lento  trámi- 
te de  la  beatificatíon  y  canonizaríon.  Ade- 
mas de  lo  dicho  sobre  aquella  en  su  artículo, 
véanse  los  de  €o:«pc90Rfiiiy  culto,  hclia, 
tiiA«eiiB0,  MAttTift  y  mjkyrro.  En  cilosse 
ve  cuan  pocos  trámites  y  pruebas  se  necesita- 
ron para  el  culto  de  un  mártir,  después  déla 
eximia  y  notoria  de  su  muerte  por  la  Té  en 
medio  de  tormentos ,  á  veces  indecibles:  que 
á  propojpcion  que  los  tiempos  se  interponian 
entre  el  hecho  y  su  memoria,  esta  podía  ser 
sustituida ,  y  llegó  á  serlo ,  por  el  embauca- 
nriento  ó  el  error:  que  la  dificultad  crecia 
al  haber  de  clasificar  la  santidad  de  los  lia- 
modos  con  el  tiempo  confesores ,  en  contra- 
posición á  mártires,  á  his  cuales  se  les  da- 
ba por  antonomasia  -aquel  nombre  en  los 
primeros  siglos :  y  que  cuando  fueron  sien- 
do conocidos  casos ,  como  el  que  se  cita  del 
tiempo  de  San  Martin ,  de  haberse  erigido 
en  Tours  un  altar,  y  haberse  estado  dando 
culto  sobre  el  sepulcro  de  un  creido  mártir, 
que  el  santo  prelado  averiguó  haber  sido  un 
malhechor;  y  como  el  contenido  asi  bien  en 
la  decretal  Andivimus,  de  que  mas  adelante 
hacemos  mérito,  el  episcopado  empezó  á  adop- 
tar mayor  severidad  y  precauciones  en  las 
calificaciones  de  santidad.  Los  que  se  repu- 
taba haber  muerto  en  ella,  recibían  culto, 


y  eran  sus  nombres  rtíscrilos  en  ef  canon  de 
la  misa  y  dypticos  ó  tablas  parroquiales ,  co- 
mo hasta  allí ,  pero  ya  con  la  intervención 
de  la  autoridad  del  obispo. 

Esta  era  entonces  la  canonixadon.  La  de^ 
claracion  del  obispo  no  autorizaba  si  no  el 
culto  local  ó  particular;  en  una  comunidad, 
en  un  pueblo,  en  el  obispado;  pero  nada  im* 
pedia  que  trascendiendo  la  notoriedad  del 
martirio,  ó  de  una  evidente  santidad,  confir- 
mada por  la  práctica  ejemplar  de  la  virtud 
y  milagros  hechos  en  vida  ó  muerte ,  otras 
iglesias  ó  todas  ellas ,  adoptasen  particular- 
mente el  mismo  culto ,  ostensivo  á  veces  á 
la  Iglesia  universal. 

No  era  asi  dable  siempre  traa  rigorosa 
precien  en  la  apreciación  de  virtudes  y  mi- 
lagros ,  y  empezaron  á  intervenir  en  la  «i- 
noni%acion  ó  declaración  de  santidad  los 
Concilios  y  el  Papa.  El  principio  de  esta 
disciplina  data  por  lo  menos  del  siglo  X, 
pues  es  sabido  que  en  993,  el  Papa  Juan  XV, 
en  el  Concilio  de  Letran  ,  admitió  en  el  nú« 
mero  de  los  santos  al  beato  üldaríco.  No  se 
afirmó  aun  la  disciplina  en  esta  forma ;  pero 
venian  en  su  favor  los  abusos  intolerables 
de  que  se  iba  adquiriendo  noticia ,  con  gra- 
ve daño  de  la  piedad ,  y  hasta  del  culto  de 
los  santos.  La  Santa  Sede  pensó  en  su  con- 
secuencia avocar  á  sí  este  juicio  esclusivo; 
y  se  atribuye  á  Alejandro  HI ,  que  ocupaba 
la  silla  pontificia  en  el  sigfo  XII,  el  haber 
hecho  para  la  potestad  de  la  misma  la  reser- 
va de  una  y  otra  declaración ,  ó  sea  el  bea- 
tificar y  canoni%ar.  Suya  es  la  decretal  Au' 
ditnmitó  (cap.  1,  De  Reliquiis,  et  veneralvh 
ne  sanctoi^m)y  en  que  se  atestigua  el  hecho 
de  haberse  estado  venerando  con  díofroli- 
cáf^aude,...  kominem  quemdám  in  potatüme 
et  ebrietate  occissum;  ordenando  en  su  con- 
secuencia, y  declarando  no  ser  lícita  la  ado- 
ración, aun  confirmada  con  n^ilagros,  sin  la 
autoridad  de  la  Santa  Sede :  Illum,  ergo, 
non  prassumatls  de  cmtero  colere,  cum:  etiam 
si  per  euni  miracula  fierení,  non  liceret  w>- 
bis  ipsum  pro  sancto  absque  auctorüale  ro- 
mance ecclesice  veiierarí.  Vemos  después  á 
San  Gerardo  canonizado  en  un  Concilio  ro- 
mano por  Lepn  X:  á  Sau  Estarme  w  el 


Digitized  by 


Google 


CANONIZACIÓN. 


473 


Concilio  ü^  de  Letran  por  loocencio  II,  en 
cuyas  cartas  se  ve  consignado ,  que  para  la 
canonización  se  necesitaba  la  autoridad  de 
un  Concilio  general :  el  clero  Trances ,  en 
fin,  tan  poco  pródigo  en  conceder  reservas 
á  la  silla  pontificia ,  pidió  á  Gregorio  IX  en 
el  Concilio  de  Viena  la  canonización  de  San 
Esteban  de  Die. 

La  disciplina  general  se  fijó  al  fin  en  la 
reserva  y  no  al  Concilio  con  el  Papa;  si  no 
á  este  solo.  Para  justificarlo  los  canonistas 
reputan  causas  mayores  las  de  beati^cacion 
y  canonización  y  y  en  esto  suponen  infalible 
al  Papa. 

No  son  estrañas,  pues,  en  vista  de  ello  las 
especiales  y  mulliplicadas  restricciones  que, 
para  asegurar  el  acierto,  para  la  calificación 
de  milagros,  para  evitar  los  abusos  hasta  de 
la  codicia ,  en  los  postuladores  y  oficiales  in- 
termediarios, han  adoptado  respectivamente 
los  Papas,  los  Concilios,  como  el  de  Trente, 
y  hasta  los  reyes.  Los  espedientes  sobre  la 
materia  son  un  rigoroso  juicio  contradicto- 
rio. En  el  ampliativo  ó  de  última  comproba- 
ción que  se  forma  en  Roma,  si  la  postulación 
tiene  su  defensor  letrado  que  se  llama  ordi- 
nariamente abogado  de  Dios ,  para  la  im- 
pugnación á  la  misma ,  desmintiendo  ,  ó  po- 
niendo en  duda  las  virtudes  y  los  milagros, 
hay  el  que  se  llama  en  igual  forma  abogado 
del  diablo. 

De  aquí  asimismo  el  razonable  período  de 
tiempo  que  ha  de  seguirse  á  la  muerte  del 
que  se  cree  haber  fallecido  en  santidad  para 
poder  incoar  espediente  de  beatificación  y 
canonización:  los  prolijos  trámites  del  pro- 
ceso :  la  prohibición  de  venerar  á  ningún  fi- 
nado sin  estar  beatificado;  y  las  reservas  im- 
puestas por  Urbano  VIII  en  su  decreto  de  13 
de  marzo  de  1838,  aun  á  los  escritores  que 
traten  de  escribir  sobre  la  santidad,  virtudes 
y  milagros  atrííiuidos  á  una  persona,  aun  no 
beatificada.  El  tenor  de  las  bulas  y  disposi- 
ciones reales  á  que  nos  vamos  refiriendo,  y 
que  mas  conducen  á  la  materia,  véase  en 
nuestro  artículo  BEATiricAcí»». 

Ltk canonizacioíi j  pues,  según  la  actual 
disciplina  de  la  Iglesia  es  ufia  declaración 
de  la  Santa  Sede ,  diciada  en  juicio  contra-- 

TOMO  VII. 


dictoriOf  admitiendo  en  el  catálogo  de  los 
santos  al  que  ya  ka  sido  beatificado  ^  y  auto-' 
rizando  su  culto  y  veneración  por  la  Iglesia 
universal,  que  es  en  lo  que  esencialmente 
se  diferencia  de  la  beatificación.  Los  efectos 
canónicos  de  la  canonización  se  encierran  en 
los  siete  capítulos  siguientes : 

1.°  Se  inscribe  el  nombre  del  justo  ca- 
nonizado  en  los  calendarios  eclesiásticos, 
martirologios,  en  su  caso,  letanías  y  cuales- 
quier  otros  dypticos  sagrados. 

2.®  Pueden  ser  invocados  en  el  rezo  ecle- 
siástico y  oficios  religiosos  públicos  y  pri- 
vados. 

3.*  Pueden  erigírseles  altares  y  consa- 
grarse con  su  advocación  capillas  y  templos. 

4.^  Ofrecer  en  su  honor  el  sacrificio  de 
la  misa. 

S.""  Celebrar  ó  hacer  conmemoración  la 
Iglesia ,  y  pueden  hacerla  los  fieles ,  de  su 
festividad  anual. 

QJ"  Se  pueden  esponer  sus  imágenes  ó 
efigies  á  la  veneración  de  los  fieles ,  ornada 
la  cabeza  con  un  cerco  de  luz  que  se  llama 
aureola. 

I.""  Sus  reliquias  pueden  ser  veneradas 
y  espuestas  al  culto. 

Como  nada  hay  en  el  particular  como  la 
obra  de  Benedicto  XIV  De  so-vorum  Dei 
beatificatione  f  et  beatorum  canonizatione^ 
véase  con  preferencia,  y  ademas  las  bulas 
Cmlestis  Hierusalem  de  Urbano  VIII :  Cum 
coHireníMs  de  Juan  XV:  Benedictas  XIV  de 
Celestino  III :  Cum  dicat,  de  Gregorio  IX: 
el  decreto  de  Urbano  VIII  de  13  de  marzo 
de  1625  sobre  esta  materia:  el  título  de  las 
Decretales  De  reliquiiSy  et  veneratiotie  sanc^ 
torum :  la  ses.  25  del  Concilio  de  Trento  D& 
invocatione  et  veneratione,  etc.:  Fleuri,  his- 
toria eclesiástica,  lib.  9,  n.  37:  Ferraris, 
artículo  Fe?)eraíto:  y  nuestro  artículo  bba- 

TiriCACI^M. 

C/tlVTAK,  CAIVCIOIV,  CAN- 
TIGA. Bajo  diferentes  puntos  de  vista 
pueden  ser  objeto  de  las  leyes  y  de  la  juris- 
dicción de  las  autoridades ,  los  cantares  ó 
canciones  que  en  el  lenguage  de  las  antiguas 
leyes  se  llamaban  cantigas.  Unas  veces  la 
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público  y  de  velar  por  la  seguridad  de  los 
eiadadaoos,  puede  prohibir  que  se  canteo 
cantares  ó  canciones  de  noche  ó  después  de 
ciertas  horas,  bajo  la  multa  que  tenga  por 
conveniente  imponer.  Las  leyes  deben  pro- 
hibir también,  y  han  prohibido  en  efecto,  los 
cantares  ofensivos  á  la  moral  pública  :  así  la 
ley  6,  tft.  23,  lib.  ii  de  la  Nov.  Recop. 
mandaba  que  ninguna  persona  Tuera  osada  á 
decir  ni  cantar  de  noche  ni  de  día  ningunas 
palabr<is...  ni  otros  cantares  que  sean  sucios 
ni  deshonestos,  so  pena  de  cien  azotes  y  nn 
ano  de  destierro.  Boy  este  hecho  constituye 
naa  falta  solamente,  y  según  el  número  {.^ 
artículo  484  del  Código  penal,  será  castigada 
con  la  multa  de  medio  duro á  cuatro.  Última- 
mente, los  cantares  ó  canciones  están  espre- 
samente  prohibidos  por  las  leyes,  cuando  se 
dicen  para  deshonrar,  mas  ó  menos  directa 
y  ofensivamente  á  alguna  ó  algunas  perso- 
nas: en  este  sentido,  la  ley  o,  tít.  9,  Part.  7, 
decía:  cotrosí,  defendieron  que  ningún  ome 
non  sea  osado  de  cantar  cantigas  nin  decir 
rimas  nin  dictados  qoe  fuessen  fechos  por 
deshonrra  ó  por  denuesto  de  otro.  >  La  ley 
castigaba  este  delito  con  la  pena  de  infamia 
y  la  corporal,  á  arbitrio  del  juez;  pero  pres- 
dndiendo  de  que  estas  penas  habian  caído 
ya  en  desaso  por  la  falta  de  proporción  entre 
ellas  y  el  hecho  justiciable,  imponiéndose 
las  que  dictaban  á  los  jueces  su  discreción  y 
las  circunstancias  especiales  de  cada  caso, 
hoy  se  considera  el  delito  á  que  se  refieren 
estas  observaciones,  como  calumnia  ó  injuria 
mas  6  menos  grave ,  observándose  para  su 
penalidad  lo  que  dispone  el  Código  con  re- 
lación á  esta  clase  de  delitos  ó  faltas.  Véase 

CANTAR    LA    PAI.IIVODIA. 

Frase  derivada  de  la  palabra  latina  palino^ 
día,  que  significa  retractación  de  lo  que  se 
ha  dicho,  y  se  aplicaba  al  acto  por  el  cnal 
una  persona,  en  cumplimiento  de  alguna 
providencia  judicial,  se  desdecía  de  lo  que 
habia  dicho  en  daño  ó  descrédito  de  otra.  La 
pena  de  cantar  la  palinodia  ó  desdecirse,  te- 
nia lugar  en  varios  casos,  tales  como  en  los 
rieptos  y  en  les  injurias :  en  los  primeros 
cuando  el  acusador  no  podía  probar  la  acu- 


sación ó  la  abandonaba  después  de  prodocí^ 
da  en  juicio;  y  en  las  injurias,  cuando  estas 
versaban  sobre  las  palabras  de  la  ley  ú  otros 
denuestos  semejantes. 

Por  la  ley  %  tft.  5,  lib.  4  det  Fuero  Real, 
que  introdujo  esta  peno,  se  aplicaba  indis- 
tintamente á  todo  el  que  denostare  6  hfquria- 
sc  á  alguno  con  cualquiera  de  las  palabras 
mencionadas  ú  otras  semejantes ;  pero  una 
ley  de  la  Recopilación  publicada  en  tiempo 
del  Sr.  D.  Felipe  II,  é  inserta  en  el  lib.  13, 
título  2S  de  la  Nov.  Recop.,  eximió  espresa - 
mente  á  los  hijosdalgo,  declarando,  que  si  lo 
fuera  el  que  dirige  tales  denuestos,  no  será 
condenado  áqm  ^^  desdiga  por  ello ,  impo- 
niéndosele otras  penas. 

La  retractación  con  arreglo  á  las  leyes  ci- 
tadas, no  podía  imponerse  si  no  en  las  inju- 
rias verbales,  cuando  eran  de  cierta  grave-  ^ 
dad  é  importancia;  no  siéndolo,  se  sustituía 
á  esta  pena,  ó  bi^n  la  declaración  de  honor 
en  favor  del  ofendido,  ó  bien  la  súplica  que 
se  dirigía  á  este  para  que  perdonase  la  ofen- 
sa. La  retractación  es  una  pena  severa  y  no 
debía  imponerse  en  casos  comunes  y  livia- 
nos; así  la  práctica  de  los  tribunales  la  tenia 
reservada  para  las  injerías  mas  graves  en 
que  concurrían  determinadas  circunstancias. 

El  acto  de  desdecirse  ó  cantar  la  palino- 
dia, debía  verificarse  en  el  juzgado  ante  el 
juez  que  había  dictado  la  condenación  ;  ante 
algunas  personas  que  eran  convocadas  al 
efecto ,  observándose  las  formalidades  que 
la  práctica  de  cada  uno  de  tos  tribunales  ha- 
bla introducido :  por  eso  en  la  providencia 
judicial,  se  solía  decir  ««á  estilo  del  juzga- 
do*» para  manifestar  que  se  observarían  aque- 
llas formalidades  que  la  costumbre  autori- 
zaba. 

Esta  pena,  como  es  fácil  comprender,  ha- 
bía merecido  de  muy  antiguo  ya  la  censura 
que  de  cUa  han  hecho  en  tiempos  modernos 
escritores  muy  distinguidos.  Nuestro  profun- 
do jurisconsulto  Pariadorio  habia  dicho  si- 
glos antes  de  que  Bentham  escribiese  sus 
principios  del  Código  penal  uhanc  palinoduB 
pcenam  el  severam,  eí  perifuam  duram  esse; 
siquidem  ts,  qui  palinodiam  canUU,  loto 
txautoratur  honore  et  quamtavis  dignitaU 
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jpr^fidgeat  in  ordinem  redigitur. »  Aun  las 
leyes  de  Partida  reeeaocieron  esa  idea  exac- 
tamente filosófica  que  envuelve  la  censura 
deParladorio,  y  por  eso  la  8,  tít,  3,  Par- 
tida 7,  al  hablar  del  reptador  que  se  des- 
decía ^  previno ,  «é  si  se  desdigere ,  den- 
de  en  adelante  non  puede  reptar ,  nin  ser 
par  de  otro  en  lid»  nin  en  honrra»»  y  la  2, 
título  S,  Partida  7,  declaraba  que  caía  en 
yerro  de  menos  valer...  el  fidalgo  que  se 
desdecía  en  juicio  de  la  cosa  que  había 
dicho. 

£1  jurisconsulto  inglés  Bentham  impugnó 
con.su  acostumbrada  solidez  la  pena  de  que 
vamos  hablando.  Aprobando  las  prácticas 
antiguas  que  ordenaban  casi  siempre  que  la 
sentencia  que  restablecía  en  su  reputación  I 
¿  la  persona  ofendida  fuese  impresa  y  fijada 
en  los  siiios  públicos  acostumbrados  á  costa 
del  ofensor,  añade:  «pero  ¿por  qué  se  for- 
zaba al  delincuente  á  declarar  que  había 
proferido  una  mentira  y  á  reconocer  públi- 
camente el  honor  de  la  parte  ofendida?  cEsta 
forma  era  viciosa  por  muchos  conceptos.  Se 
hacia  mal  en  prescribir  á  un  hombre  la  con- 
fesión de  ciertos  sentimientos  que  no  podían 
ser  los  suyos  y  se  corría  riesgo  de  autorizar 
judicialmente  una  mentira;  se  hacía  tam- 
bién mal  en  debilitar  la  reparación  por  un 
acto  de  fuerza,  porque  al  fin  ¿qué  prueba 
una  retractación  hecha  ante  la  justicia  mas 
que  la  deblidad  y  el  temor  del  que  la  pro- 
nuncia? El  temor,  añade,  que  dicta  estas  re- 
tractaciones, no  varía  los  verdaderos  senti- 
mientos y  al  mismo  tiempo  que  la  boca  las 
pronucia  delante  de  un  grande  auditorio,  se 
oye,  por  decirlo  así,  el  grito  del  corazón  que 
las  desmiente. 

Con  arreglo  á  estos  principios,  la  pena  de 
la  retractación  ó  de  cantar  la  palinodia  no 
se  halla  hoy  vigente.  El  Código  penal  la  ha 
suprimido  estableciendo  en  su  lugar  otros 
medios  de  satisfacción  honrosa  para  el  ofen- 
dido. Los  hijodalgo  estaban  exentos ,  como 
arriba  se  dijo,  de  cantar  la  palinodia,  y  esta 
exención  se  numeraba  entre  las  prerogativas 
de  dicha  clase. 

CAüVTER.t.  El  rompimiento  verifi- 
cado en  la  superficie  de  un  terreno  para  la 


estraccion  de  piedras  no  preciosas;  si  no  de 
construcción,  ó  para  usos  industriales,  como 
lítográficas,  de  molino,  etc.  Aunque  estas 
piedras,  lo  mismo  que  el  yeso,  margas, 
arena,  arcilla  y  otras  tierras,  no  metálicas, 
ó  no  buscadas,  como  tales;  si  no  para  la  cons- 
trucción también,  ó  usos  industríales,  como  la 
alfarería  ,  caleras,  hornos  de  teja,  ó  ladri- 
llo, etc.,  aunque  estas  sustancias,  decimos, 
no  sean  objeto  de  la  minería;  su  libre  es- 
traccion en  heredad  agena  está  permitida 
por  las  leyes,  aunque  no  sin  responsabilidad 
por  el  abuso,  y  sin  indemnización  por  los 
perjuicios  de  rompimiento  y  deterioro.   Vea  - 

se  CAI/ICATA. 

CAÜíTirVit.    Tienda, almacén,  opues- 
to de  comestibles  y  bebidas,  existentes  en  lo^ 
cuarteles,  cantones  ó  campamentos  de  la  mi- 
licia. Dispuesto  por  la  ley  13,  tít.  i7,  libro  7 
de  la  Nov.  Recop.  que  ningún  cuerpo  esta- 
bleciera por  si  carnicerías  ni  otro  abasto;  sí 
no  que  precisamente  hubieran  de  concurrir 
sus  individuos  á  surtirse  de  los  víveres  de  su 
consumo  á  los  puestos  públicos,  pagándolos  á 
los  mismos  precios  que  los  satisfacían  los  ve- 
cinos, debiendo  los  pueblos  contribuir  á  los 
cuerpos  con  la  refacción  ó  franquicia  equiva- 
lente á  los  derechos  municipales,  que  solo 
debían  pesar  sobre  los  primeros,  se  suscita- 
ron quejas  y  recursos  de  parle  de  los  pueblos 
y  de  los  gefes  de  los  cuerpos,  y  aun  contes- 
taciones desagradables  entre  estos  y  los  in- 
tendentes de  algunas  provincias  sobre  esta 
materia,  esto  dio  tugará  que  se  espidiera 
la  real  orden  de  5  de  mayo  de  1830 ,  en   la 
cual,  recordándose  lo  dispuesto  en  la  citada 
ley  de  la  Nov.  Recop.,  y  en  otras  órdenes 
posteriores,  se  mandó  por  punto  general,  que 
en  lo  sucesivo  no  se  permitiera  el  uso  de 
cantinas,  tiendas  ó  almacenes  en  los  cuarte- 
les de  la  tropa,  debiendo  surtirse  y  proveer- 
se los  individuos  de  ella  de  los  víveres  de 
su  consumo  en  los  puestos  públicos  de  los 
pueblos,  á  los  precios  y  en  los  propíos  térmi- 
nos que  lo  hicieran  los  vecinos ,  y  que  por 
las  justicias  y  ayuntamientos  se  abonase  á 
los  regimientos  la  correspondiente  refacción 
de  los  derechos  municipales ,  en  la  forma 
prevenida  en  la  citada  ley. 
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CANTO  ECLESIÁSTICO.    El 

casto  en  la  Iglesia  empezó  por  piedad  y 
tradición :  ha  recit>ido  después  formas  pre- 
cisas de  la  liturgia^  y  ha  concluido  por  ser 
uoa  obligación,  hasta  personal  y  carporaU'- 
vüf  confirmada  y  esplicada  por  autoridad  tan 
competente,  entre  otras,  como  la  del  conci- 
lio de  Trento  (ses.  24,  cap.  12  de  ref.)  se- 
gún hemos  visto  en  el  artículo  cak^mics». 

No  nos  incumbe  hacer  la  apología  del  ca;i- 
to  y  de  la  música,  como  medio  á  un  tiempo 
de  solemnizarlo  todo,  de  prestar  unción  y 
energía  á  los  impulsos  y  sentimientos,  ya 
profanos,  ya  religiosos  del  corazón.  En  este 
carácter  filosólico  del  canto,  sin  embargo, 
7  no  en  una  imitación  irreflexiva,  en  una 
mutuacio7i,  digámoslo  así,  rutinaria,  ó  fas- 
tuosa, y  menos  aun  gentílica,  fundamos  lo 
que  llamamos  tradición  en  el  canto  sagrado 
de  la  Iglesia  cristiana.  Y  por  esta  razón,  deri- 
vada de  la  naturaleza  de  las  cosas,  por  este 
conocimiento  del  corazón  humano,  vemos  el 
canto  y  la  música  ídenti6cados  con  la  piedad 
y  el  entusiasmo ,  como  parte  esencial  en  to- 
das  las  solemnidades,  como  rito  en  todas  las 
liturgias,  ya  sagradas,  ya  gentílicas  desde 
que  hay  naciones.  La  poesía  sublime,  y  di- 
vina de  los  salmos  é  himnos  sagrados,  es 
un  canto :  su  tenor  revela  á  cada  paso  la 
forma  con  que  los  ^ntia  el  corazón,  y  el  es- 
píritu los  elevaba  al  Altísimo:  cántate  Domi- 
no canticum  novum...  lau  late  eum  in  sonó 
tubce...  Í9ipsalterio  et  cithara...  in  chordis^ 
et  órgano...  in  cymbalis  bene  sonantibus... 
La  iglesia,  pues,  no  hizo  en  la  adopción  del 
canto,  como  forma  del  rezo  y  de  las  preces 
divinas ,  si  no  continuar  el  ejemplo  autori- 
zado y  profuadamenle  Glosófico,  el  senti- 
miento sagrado  de  Moisés  y  David. 

Hemos  dicho  que  también  {^piedad  fué  en 
este  punto  una  de  las  razones  de  la  Iglesia 
cristiana:  razón  que  vuelve  á  identiGcarse 
con  el  conocimiento  del  corazón  humano ,  y 
de  la  humana  flaqueza.  El  canto  permite  me- 
nos la  distracción  del  espíritu  que  el  rezo 
secreto:  solemniza:  aviva  el  sentimiento  y 
la  piedad;  y  mas  cuando  en  los  primeros 
tiempos  cantaban  en  misa  el  clero  y  el  pue- 
blo: ne  populusy  dccia  San  Ambrosio,  al 


adoptar  el  canto  alternado  de  la  Iglesia  de 
Oriente  para  la  suya,  mceroris  Uedio  con* 
tabescat.  T  San  Agustín  decía  con  este  mo- 
tivo al  mismo  San  Ambrosio :  «Quisiera  ale- 
jar de  mis  oidos,  y  aun  de  la  Iglesia,  la  me- 
lodía del  canto...  y  me  parecería  mas  seguro 
lo  que  he  oido  contar  de  Atanasio  obispo  de 
Alejandría,  que  ordenó  fuese  tan  remisa  la 
inflexión  de  voz  del  salmista,  que  pareciese 
mas  bien  que  pronunciaba^  que  no  que  cayi- 
taba.  Sin  embargo ;  cuando  recuerdo  las  lá- 
grimas que  vertía  al  oir  los  cantos  de  tu 
Iglesia  en  el  principio  de  mi  conversión: 
cuando  contemplo  cual  me  conmueven,  aun 
hoy,  no  precisamente 'el  canto,  si  ñolas  co- 
sas que  se  cantan  con  voz  sonora,  y  la  mas 
conveniente  melodía,  reconozco  de  nuevo  la 
grande  utilidad  de  esta  institución.  Fluctúo, 
por  tanto,  entre  el  peligro  del  agrado ;  y  la 
certeza  de  lo  útil:  me  siento,  sin  embargo, 
mas  inclinado,  aunque  sin  formar  sobre 
ello  un  juicio  irrevocable,  á  aprobar  en  la 
Iglesia  la  costumbre  del  canto;  ut  per  ceblec- 
lamenta  aurium  inflrmior  animus  in  affec- 
tum  pietalis  assurgat.  (Libro  10,  confes., 
capitulo  33.) 

Así  no  es  de  ninguna  manera  violento  lo 
que  asegura  el  mismo  Santo  Padre  de  que 
el  canto  en  la  Iglesia  proviene  desde  el  tiem- 
po de  Jesucristo  y  de  los  apóstoles  (1). 

En  los  principios  cantaban  reunidos  eide- 
ro y  el  pueblo.  La  confusión  inevitable  in- 
trodujo el  canto  alternado,  ó  á  coros ,  y 
lo  vemos  ya  asi  establecido  en  Antioquía  en 
tiempo  de  San  Ignacio,  su  tercer  obispo, 
después  de  San  Pedro.  En  tiempo  de  San  Ba- 
silio (siglo  IV)  lo  vemos  ya  generalizado  así 
en  las  iglesias  de  Asia:  y  en  el  mismo  lo  ra- 
dicó en  las  de  Europa  San  Ambrosio.  (San 
Agustín,  ¡ib.  9,  confess.,  cap.  7.) 

En  un  principio  el  canto  debía  de  ser  un 
rezo  con  cierta  entonación:  y  tal  era,  según 
dejamos  notado,  el  método  autorizado  por 
San  Atanasio  en  Alejandría;  ni  casi  podía 

(I)  Sine  dubitatione  fadendum  est  máxime  tüni,  qu4fd 
de  Scripturis  defendí  poíest^  sicui  de  kymnh  et  psnimit  r«- 
Hcndiü,  cum  et  ípsius  Dommi^  et  ApoUoiorum  kabcfimu»  do- 
enmenia  et  exempta,  etprtecepta  de  re  tam  utUi  ai  motcnéttm 
pie  animum  ,  et  acccndenHum  diñiut  lecttonii  affectum» 
(rpist.  bS,  cap.  l^.j 
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exigirse  oira  cosa  en  la  piadosa ,  pero  nece- 
saria impericia  y  sencillez  de  los  fieles ,  can- 
tando en  conjunto.  Este  inconveniente,  del 
lodo  inevitable,  debió  de  introducir  muy  des 
de  luego  una  segunda  rerorma  litúrgica, 
y  fué  la  separación  del  clero  y  el  pueblo  en 
la  celebración  y  canto  del  oficio  divino,  es- 
tableciéndose la  diferencia  local  del  prestiíe- 
lio  y  el  cuerpo  del  templo.  En  tiempo  del 
cmperader  Justiniano,  sin  embargo ,  vemos 
aun  en  la  Iglesia  de  Oriente  cantar  en  el 
templo  el  clero  y  el  pueblo,  si  bien  se  nota 
que  en  aquel  se  reputaba  va  una  obligación  el 
canto,  hasta  el  punto  de  merecer  la  acerva 
censura  de  dicho  emperador ,  que  se  ve  con- 
signada en  una  de  las  leyes  del  Código ,  y 
en  la  que  al  clero  se  pone  por  ejemplo  y 
modelo  al  pueblo  (1). 

Cayó  al  fin  en  desuso  la  intervención  del 
pueblo  en  el  canto;  y  formulada  debidamente 
esta  obligación  dei  clero  secular,  pues  del 
regular  lo  fué  mucho  antes,  se  marcó  mas 
en  los  templos  el  co!V  ó  lugar  de  canto. 

Ya  fuese  que  la  salmodia  y  liturgia  del 
canto  resultara  sobrecargada,  ya  que  lo  tra- 
jesen los  tiempos,  llegándose  á  ello  también, 
como  parece  verosímil,  la  necesidad  de  re- 
gularizar el  canto,  consultando  en  esto  el 
mayor  decoro  y  solemnidad  del  culto,  se 
empezaron  á  permitir  á  los  canónigos  adjun- 
tos^ peritos  en  el  canto,  llamados  vicarios  y 
cantores  9  restltando  al  fin  la  que  se  llama 
capilla  de  canto.  El  Concilio  de  Laodicéa  y 
otros  prohibieron  que  estos  cantores  ó  a¿í/u?i- 
tos  fuesen  legos,  y  prescribieron  las  circuns- 
tancias que  debian  adornarlos,  i  fin  de  que 
cantasen  las  divinas  alabanzas,  no  sin  aten- 
ción y  reverencia,  como  meros  mercenarios;  si 
no  cono  vieaiios  de  los  canónigos,  y  compar- 


tí) «SaDctonaroos  ademá«  que  todos  los  clérigos  da  eida 
ll^lesia  caiHe*  por  sf  mismos  los  nociurnus,  maitioes  y  vis- 
peras,  pam  que  no  paiezca  quo  son  elóriges  ónicamentc  para 
consumir  la  snstancia  de  la  Iglesia;  llevando,  sí,  el  nombre 
«le  clérigos;  pero  no  llenando  en  realidad  el  deber  de  lates  en 
€4imi>lir  con  la  liurgia  divina.  Es  por  cierto  bien  disonante» 
«jue  iusqne  ban  contraído  el  deber  de  cantar,  no  cantan  si  no 
obligadus  A  ello.  Y  cuainlu  vemos  que  muchos  legos,  con- 
sultando el  bien  de  sa  almj,  concnrren  i  las  sanias  iglesias, 
4<em0^lrjndo  csiudio  y  aúcion  a  la  salmodia,  ;no  ba  de  pare- 
<.cr  disonante,  que  los  clériitos,  ordenados  para  esto,  no  cum- 
|ilan  con  su  miiisierio?  «Mandamos,  pues,  que  canieu  irrenü- 
:>iblemente...>' 

Ordena  ademas  que  los  obispos  t  autoridades  inqoieran, 
V  que  cualqiuera  puede  denunciar  el  aouso,  y  iirubado,  que  el 
('lerigo  culpable  sea  escluido  del  clero.  (Ley  Ai,  %»  10,  iiU  1, 
iibro  I  del  Código,  Üc  Episcapis  elclerkis  ) 


tiendo  con  estos  el  deber  y  el  respeto  religioso. 

Creáronse  con  el  mismo  fin  los  colegios  y 
enseñanzas  de  niiíos  para  el  canto ,  deno- 
minados por  ello  niños  de  coro,  bajo  la  di- 
rección del  que  por  lo  mismo  se  llamó  maes^ 
tro  de  capilla.  Por  el  propio  principio  se 
crearon  sucesivamente  para  regir  conve- 
nientemente el  canlo  los  llamados  prímicc' 
rioSy  coreplscopoSj  ú  obispos  del  coro  (chori 
episcopi)y  y  el  cantor  mayor,  6  chantre^  cu- 
yo cargo  ha  llegado  á  ser  una  dignidad  en 
los  cabildos.  Véanse  sus  respectivos  artículos. 

Avanzando  los  tiempos,  el  canto  eclesiástico 
se  diferenció  en  Harto  y  figurado.  Clamóse, 
y  no  con  razón,  contra  este;  cuando  no  era, 
ni  es  el  canto;  si  no  los  compositores  los  que 
abusan  de  su  arte,  y  que,  no  distinguiendo  en- 
tre el  teatro  y  el  templo,  llevan  á  este  la  pro- 
fanación y  el  escándalo.  Los  concilios  y  los 
prelados  han  reprobado  completamente  esle 
abuso  irreligioso,  que  no  por  eso  ha  dejado 
de  ir  en  aumento,  lejos  de  corregirse.  En 
el  siglo  XYÍ  el  Papa  San  Gregorio  el  Magno 
mandó  que  para  el  canto  eclesiástico  se  usase 
el  canto  llano,  que  por  dicha  circunstancia 
se  llama  también  canto  gregoriano,  y  de 
aquí  la  obligación  de  los  canónigos  á  apren- 
derlo, según  decimos  en  el  arlículocA^ío.^ci- 
oo.  Otros  pontífices  han  preceptuado  lo  mis- 
mo en  cuanto  á  las  órdenes  monásticas,  como 
por  ejemplo  Benedicto  XIV ,  á  los  regula- 
res de  San  Francisco  de  Paula  por  su  cons- 
titución Román  is  Pontifex.  El  eslado  actual 
es  que  el  canto  gregoriano  está  mandado;  y 
el  ñgiindo  tolerado.  Véase  ciwo.^ico,  bo- 

WLAM  CA»OMiCA9,  OPIOIO  DIVI.%0  ,  SAL- 
MODIA: Vancspén,  jMS  Ecc  part.  5,  de  ter- 
tio  ofp^io  canonícorum. 

CAIVTOR.  En  lo  eclesiástico  los  le- 
gos, ó  prebendados  que  corresponden  á  la 
capilla,  y  que  por  lo  mismo  cantan  por  ofi- 
cio, véase  €.%iiTe:  catmas.  En  lo  profa- 
no se  dice  cantor  y  cantante ;  aplicándose 
en  el  dia  esta  segunda  denominación ,  como 
especifica,  á  los  qne  cantan  en  los  teatros. 
Véase  cauto. 

CAIVTAKIilS    D£8HO^Ií:S- 
TOS,  KSCA.^DALOSWS,  I.^Ji;- 
I  IU0S03).     Véase  c%:%toii. 
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CACADA.    Camino  pastoril  estable-  I  dalosenlrcgacloresó  reialegradoresJeIrcy, 
cido  para  la  trashuraacion  de  los  ganados  ó      los  alcaldes  mayores  enlregadores  de  cana- 


ganado 
como  dice  la  ley  (1),  para  que  vayan  y  ven- 
gan los  ganados  de  las  sierras  á  los  estre- 
ñios, y  de  los  eslremos  á  las  sierras.  Las 
leyes  recopiladas  las  llaman  cañadas  reales 
ó  cañadas  del  rey ,  es  decir,  de  propiedad 
del  Estado;  pero  en  alguna  provincia  eran 
conocidos  con  el  nombre  de  galianas^  y  asi 
se  denominan  en  muchos  documentos  ofi- 
ciales. 

El  origen  de  las  cañadas  se  remonta  á  la 
época  de  los  romanos,  quienes  según  el  tes^ 
timonio  de  Jovellanos,  citando  á  Cicerón, 
conocieron  la  trashumacion  y  protegieron 
las  cañadas  con  el  nombre  de  calles  pas^ 
torum  (2).  La  medida  de  las  cañadas  está 
espresa  en  el  art.  22  de  la  ley  5  del  lib.  y 
tít.  citados,  la  cual  dispone  que  deberán  ser 
de  seis  sogas  de  marco  acordelado,  cada  so- 
ga de  cuarenta  y  cinco  palmos ,  que  hacen 
noventa  varas,  entendiéndose  esta  medida 
entre  panes  y  viñas. 

Como  el  uso  de  las  cañadas,  asi  bien 
que  el  de  los  demás  caminos  pastoriles,  era 
indispensable  para  la  trashumacion  de  los 
ganados,  el  establecimiento  de  esta  clase  de 
servidumbres  públicas,  Tué  necesario,  justo 
y  legítimo.  El  ganado  trashumante  hubiera 
perecido  y  perecería  inraliblcmente,  si  no 
tuviese  fácil  y  espedítoel  medio  de  verificar 
esa  emigración  periódica  de  los  rebaños ,  por 
un  espacio  tan  dilatado  como  el  que  media 
entre  los  puntos  estremos  de  la  trashuma- 
cion. Asi,  la  antigua  legislación  pecuaria  de- 
dicó toda  su  atención  á  dos  puntos  princi- 
palmente ,  á  conservar  en  toda  su  amplitud 
y  sin  menoscabo,  ni  rompimienlo  alguno, 
las  cañadas  establecidas,  y  á  facilitar  el  li- 
bre uso  de  ellas  sin  perjuicio  de  los  propie- 
tarios. Dicigidas  todas  sus  disposiciones  á  la 
consecución  de  estos  fines,  creó  funcionarios 
encargados  de  entender  y  conocer  en  todas 
las  materias,  asi  gubernativas  como  judicia- 
les, concernientes  al  ramo  de  cañadas.  La 
legislación,  aun  de  nuestros  dias,  nos  recuer- 


(|>    L.  3  ,  lib.  7,  líl.  «7  N.»v.  Rccop. 
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das,  los  procuradores  fiscales  de  cañadas  y 
otros,  y  en  ella  leemos  varias  prescripciones, 
terminantes  y  severas  para  averiguar  la  ocu- 
pación de  las  cañadas,  para  practicaren  épo- 
cas  señaladas  prolijos  reconocimientos ,  ins- 
truyendo diligencias  judiciales,  á  fin  de  que 
se  mantuviesen  siempre  cspedilas  y  desocu- 
padas, y  para  castigar  á  los  que  cerrasen  ó 
impidiesen  el  uso  de  estas  servidumbres, 
con  las  penas  que  establecen  minuciosa- 
mente. 

Las  leyes  mas  modernas,  teniendo  en  cuen- 
ta las  consideraciones  que  hemos  espuesto 
acerca  de  la  imporlancia  y  necesidad  de  las 
cañadas,  las  han  respetado  espresamente.  El 
decreto  de  las  Cortes  de  8  de  junio  de  1813, 
restablecido  en  6  de  setiembre  de  1836,  per- 
mitió á  los  dueños  y  poseedores  de  dehe- 
sas y  heredades  cerrarlas  y  acotarlas ;  pero 
sin  perjuicio  de  las  cañadas:  y  el  de  23  de 
setiembre  del  citado  año  1836,  previene, 
que  no  se  impida  á  los  ganados  de  todas  es- 
pecies el  paso  por  sus  cañadas.  La  conserva- 
ción, defensa  y  libre  uso  de  estas  se  hallan 
encomendados,  en  la  parte  económica  y  gu- 
bernativa, á  funcionarios  dependientes  de  la 
asociación  general  de  ganaderos,  en  los  tér- 
minos que  hemos  espuesto  en  el  artículo  de 
este  nombre,  conociendo  los  tribunales  ordi- 
darios  de  las  faltas  y  delitos  que  puedan 
cometerse  en  contravención  á  las  leyes  pe- 
nales, dicUdas  en  este  particular. 

Lo  espueslo  nos  parece  suficiente  para 
que  nuestros  lectores  formen  un  juicio  exac- 
to acerca  de  la  materia  de  este  artículo.  Y 
como  la  legislación  relativa  á  las  cañadas 
es  aplicable  á  los  demás  caminos  pastoriles 
y  servidumbres  pecuarias,  establecidas  para 
faciliUr  la  trashumacion  de  los  ganados,  po- 
drán consultarse  los  artículos  en  que  damos 
mayor  desarrollo  á  la  legislación  concer- 
niente á  estos  últimos  asuntos.  Véase  »»%»- 

BIJMtCi«!V:    MESTA. 

€A]llAM%.  Parece  corrupción  de 
Cmihamaé  judería.  Véase  ami»*,  ácnyo 
nombre  equivalían,  Canhama  espresaba 
ademas  un  impuesto  por  capitación  que  pa- 
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gabán  los  judíos,  y  consistía  en  30  monedas, 
reminiscencia  depresiva  de  la  venia  del  Re- 
dentor hecha  por  Judas.  Después  en  algunas 
provincias  se  ha  llamado  y  aun  se  llama  ca- 
iiama  á  ciertos  repartimientos  vecinales  pa- 
ra atenciones  del  pro*comun  ,  y  que  unas 
veces  se  hacían  por  capitación ,  otras  sobre 
la  base  de  riqueza.  V.  casa:  c  tffAMA. 

CAPA  (vBRBCBo  be).  Cierta  pen- 
sión ó  retribución  que  debía  pagarse  á  la  en- 
trada en  algunas  corporaciones,  llamada  de- 
recho de  capa. 

CAPA.  Esta  pieza  talar  del  traje 
prorano,  que  se  sobrepone  á  todo,  dicha 
asi  del  latín  capio ,  recibir  en  sí ,  y  tan  ca- 
racterística del  traje  español,  que  en  ló  an- 
tiguo mereció  á  los  españoles  el  dictado  de 
gens  palliala ,  se  introdujo  en  los  usos  ecle- 
siásticos, y  es  clásica  en  este  género ,  has- 
ta el  punto  de  significar  algunas  veces  au- 
toridad y  jurisdicción,  variando  en  sus  de- 
nominaciones, según  su  uso  y  su  forma. 

Capa  coral.  La  que  con  la  muceta  cos- 
til nye  el  traje  canonical  para  el  coro.  Te- 
niendo cola,  indicaba  jurisdicción,  ó  loque 
es  lo  mismo ,  que  el  que  la  veslía  era  canó- 
nigo ,  ó  de  corpore  capituliy  por  la  jurisdic- 
ción que  á  este  compete.  Por  esta  razón  ca- 
recía de  ese  apéndice ,  ó  era  del  todo  redon- 
da la  de  los  racioneros  y  prebendados  que 
no  tenían  canongla ,  ni  por  tanto  voto  en  el 
cabildo  de  canónigos.  Por  eso,  tal  vez,  hoy 
que  en  algunas  catedrales  se  ha  dado  asien- 
to en  el  coro  á  los  capellanes  ó  beneficiados 
flmte/iíe«,  creados  por  el  Concordato  de  18!J1, 
y  permitido  por  lo  tanto  el  traje  coral  y  no 
se  les  ha  dado  si  no  capa  redonda.  A  pe- 
sar de  todo ,  y  de  que  en  lo  antiguo  se  opi- 
nase, como  queda  dicho,  aun  cuando  l:i  ca* 
pa  coral  es  y  debe  ser  cándala ;  esta  cir- 
cunstancia ha  dejado  de  tener  una  significa- 
ción categórica  esclusiva,  cuando  vemos 
se  permite  en  el  traje  talar  de  los  oficíales 
mas  subalternos  de  una  catedral  ó  colegiata. 

Capa  magna.  Es  la  coral  ó  caudata;  pe- 
ro se  llama  asi  mas  principalmente  la  que 
tisan  en  el  coro  y  actos  de  pontifical,  que 
según  la  liturgia  no  requieren  otra  vestidu- 
ra ü  ornamentos ,  el  del  Papa,  cardenales, 


arzobispos  y  obispos.  La  de  los  canónigos  es 
negra,  morada,  encarnada  ,  y  aun  verde, 
según  los  estatutos  de  la  Iglesia ,  pues  es 
sabido  que  el  traje  canonical  no  se  adopta, 
ni  puede  variarse  si  no  por  disposición  pon- 
tificia. La  de  los  obispos  es  carmesí  de 
ordinario ;  y  morada  en  adviento  y  cuares- 
ma ,  sobre  todo  en  la  semana  mayor:  la  de 
los  cardenales  de  ordinario  es  encamada;  y 
morada  en  la  semana  mayor :  la  del  Papa 
blanca  ó  encarnada ,  según  las  festividades: 
blanca,  por  ejemplo ,  en  Natividad;  encar- 
nada en  la  semana  mayor. 

En  el  lenguaje  común  se  confunde  con 
frecuencia  la  capa  pluvial  con  la  magna, 
coral  ó  de  coro;  pero  aquella  es  ornamento 
6  vestidura  sagrada ;  esU  abito  ó  traje  de 
prelado  y  corporación  canonical :  la  primera 
por  lo  tanto  es  objeto  de  la  liturgia;  la  se- 
gunda de  constituciones  capitulares ,  que  se 
mudan  con  mas  frecuencia  y  menos  incon- 
veniente. La  capa  coral ,  sin  embargo ,  co- 
mo abito  eclesiíistico ,  ni  puede  asarse  como 
queda  indicado,  ni  alterarse  su  forma,  y  ni 
aun  su  color ,  si  no  en  virtud  de  concesión 
pontificia,  y  asi  está  declarado  por  la  con- 
gregación del  Concilio  (tu  tauniiensi ,  21  de 
junio  de  1641 :  m  tarbisina ,  8  de  febrero 
de  16S9).  Los  autores  dicen  en  esta  razón: 
usus  cappcCf  et  roechetti  sunt  de  regalibus 
Snmmi  Pontificis ,  et  eorum  concessio  ex 
ejus  absoluta  potestate  pendet.  En  uso  de  es- 
ta autoridad  el  Papa  concede  el  uso  de  la 
capa  y  roquete  aun  á  clérigos  particulares. 
La  capa  coral  se  usa  en  el  templo  ó  fuera 
de  él ;  pero  siempre  en  actos  religiosos  y 
corporativos ,  y  no  de  un  modo  absoluto, 
como  ensenan  algunos  autores,  fundados  en 
que  su  uso  es  una  concesión  ó  privilegio 
personal ,  lo  que  no  siempre  es  asi ,  y  antes 
en  general  es  concesión  corporativa ,  y  eso 
con  sujeción  á  un  fin  y  uso  determinado  por 
estatutos  ó  costumbres.  En  este  sentido  lo 
tiene  declarado  la  Congreg.  de  Rit.  (19  de 
agosto  de  1634). 

Concedido  el  uso  de  capa ,  se  entiende 
también  el  de  roquete.  Cuando  una  catedral 
no  tiene  el  uso  de  capa  coral  y  roquete ,  no 
debe  concederse  á  la  colegiala,  y  filiales^ 
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por  la  disoDancia  é  iaconveniencia;  cuya  re- 
gla, según  los  autores  ,  tiene  dos  esccpcio- 
ncs:  la  primera,  si  la  colegiata  se  hubiere 
fuodado  por  un  lego  con  esa  condición  ;  y  la 
segunda  sí  la  colegiata  y  la  catedral  estu- 
viesen en  localidades  diversas  y  distantes, 
de  suerte  que  nunca  hayan  de  concurrir  jun- 
tos los  cabildos  respectivos ,  pues  entonces 
falta  la  razón  de  disonancia  é  in^onvenien* 
cía  categórica.  La  incompatibilidad,  como 
regla  general ,  está  declarada  por  la  Con* 
greg.  de  Rit.  {in  trojaita,  10  de  setiembre 
de  1701),  y  á  pesar  de  ello  en  la  práctico  se 
observa  lo  contrario  por  punto  general,  y  es 
que  siendo  la  concesión  regalía  del  Papa, 
este  procede  en  cada  caso  según  las  circuns- 
tancias. 

Habiendo  ocurrido  dudas ,  en  fin ,  aun  en 
los  últimos  tiempos ,  sobre  el  uso  de  las  ro- 
pas corales  en  la  administración  de  Sacra- 
mentos, la  Congreg.  de  Rit.  declaró  en  12 
de  noviembre  de  1831:  tam  intra,  quam 
extra  propi^am  ecclesiamf  tenentur  canonici 
in  sacramentorum  administraíione  eappam, 
vel  mazettam  depoíiere,  et  assumere  super- 
pellicem ,  et  stolam :  $i  concionem  habeant, 
in  propria  ecclesia  cappa ,  vel  mozetta  utan- 
tur ;  non  itcm  extra.  Esta  resolución ,  sin 
embargo ,  ha  de  entenderse  de  los  actos  sa- 
cramentales en  que  sea  indispensable  el  uso 
de  estola  ;  pues  por  lo  demás  pueden  usar- 
se»  como  en  el  confesonario,  las  ropas  corales. 

Capa  p{uv¿a{:  llamada  también  decoro^ 
confundiéndola  con  la  coral  y  según  queda 
dicho.  La  capa  abierta  y  sin  cola  ni  muceta, 
que ,  no  como  abito  canonical  ó  corpora- 
tivo ,  si  no  como  vastidura  sagrada ,  usa,  no 
f»olo  el  clero  catedral  y  colegial,  si  no  indis- 
tintamente cualquier  sacerdote  secular  ó  re- 
gular, en  los  actos  religiosos  ó  solemnes  del 
culto,  en  que  asi  lo  determina  el  ritual,  y 
con  stijecion  á  los  colores  de  rúbrica ;  mien- 
tras la  capa  coral ,  como  abito ,  y  no  or-  \ 
namento  sagrado,  se  sujeta  menos  á  e&ta  re- 
gla, según  queda  dicho.  Llámase  pluvial  sin 
duda  por  acercarse  mas  en  su  forma  á  la 
capa  profana ,  y  prestarse  mas  que  la  coral 
á  usarse  sin  dificultad  en  las  solemnidades 
religiosas  y  actos  del  culto  sagrado  extra 


templum ,  y  sobre  todas  tas  vestiduras.  En 
lo  antiguo ,  y  tal  vez  por  una  afectación  ó 
reminiscencia  histórica,  las  capas  que  con 
mangas ,  y  á  manera  de  túnica  usaron  loa 
emperadores,  se  empezaron  á  usar  asi  tam- 
bién por  el  clero.  Reputándolo  un  abuso, 
tal  vez  por  los  motivos  profanos  indicados, 
Inocencio  III  prohibió  espresamente  en  el 
Concilio  de  Leiran  el  uso  de  las  mangas, 
cuya  prohibición  reiteraron  todavía  des- 
pués varios  concilios  diocesanos,  en  virtud 
de  lo  cual  ha  quedado  lija  su  forma  actual, 
esto  es,  abierta,  redonda,  ó  no  eaudata,  y 
sujeta  al  pecho  con  un  broche. 

CAPA  Y  ESPADA  (ceusci- 
••Re«  bb).  En  el  antiguo  régimen  se  lla- 
maban asi  los  corrergidores  legos,  que  en  los 
actos  juridíccionales  debian  servirse  del  dic- 
tamen de  los  alcaldes  mayores,  ó  de  asesores 
fijos.  Enviábanse  esta  clase  de  funcionarios  á 
las  ciudades  principales,  ó  de  régimen  difí- 
cil por  sus  circunstancias,  nombrándose  de 
ordinario  personas  de  categoría,  ó  de  la 
clase  militar,  consultando  en  ello  el  presti- 
gio, ó  la  energía  en  el  mando.  Era  un  medio 
también  de  remunerar  sin  gravamen  del 
erario  á  las  clases  legas ,  que  sin  embargo 
habian  prestado  considerables  servicios  al 
Estado.  Habia  corregimientos  fijos  de  esta 
clase;  y  otras  veces  se  nombraban  tales  cor- 
regidores por  cstraordinario,  por  la  razón 
capital,  ademas  de  las  indicadas,  de  que 
siendo  el  corregidor  presidente  de  los  ayun- 
tamientos, y  componiéndose  estos  en  su  ge- 
neralidad, de  oficios  enagenados ,  que  en  las 
grandes  poblaciones  servían  los  grandes  y 
títulos  de  Castilla,  era  indispensable ,  ó  muy 
conveniente  que  el  corregidor  se  hallase  á 
cierta  altura  categórica.  Establecido  el  noe- 
vo  régimen  constitucional  con  sus  naturales 
consecuencias  en  lo  judicial  y  administrati* 
vo ,  han  cesado  los  corregidores  de  capa  y 
espada^  cuyo  número  iba  reduciéndose  ya 
en  los  últimos  tiempos  del  régimen  ante- 
rior. 

CAPACIDAD.  Del  latin  capacUas, 
ámbito,  espacio,  susceptibilidad  para  conte- 
ner muchas  cosas:  capacitas  recipiendonmy 
se  dic^  del  ámbito  ^  ó  espacio. 
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En  sentido  figurado,  y  considerando  esa 
cantidad  de  materia  como  un  efecto  produci- 
do por  el  receptáculo  en  que  se  contiene,  se 
entiende  por  capacidad,  la  disposición  de  un 
ser  cualquiera,  para  producir  un  efecto  de- 
terminado. Concretada  en  este  sentido  la 
signiticacion  de  la  palabra  á  las  personas  en 
el  orden  social,  es  una  cualidad  inherente  á 
ellas»  que  las  hace  aptas  para  desempeñar 
talos  cargos  ó  profesiones ,  ejercer  algunos 
derechos,  6  practicar  ciertos  y  determinados 
actos  de  la  vida  civil. 

Esta  cualidad,  se  determina  por  la  reu- 
nión de  las  circunstancias  y  condiciones 
que  la  ley  requiere  ó  establece  espresada- 
mente  para  cada  caso. 

La  capacidad  de  las  personas  con  relación 
al  derecho,  puede  considerarse  en  el  orden 
civil,  en  el  orden  administrativo  y  en  el  or- 
den poh'tico. 

La  capacidad  en  el  orden  civil,  es  la  reu- 
nión de  las  circunstancias  y  condiciones  que 
la  ley  requiere  para  ejecutar  ciertos  actos 
legales;  asi  el  menor  no  tiene  capacidad 
para  contratar  ni  comparecer  en  juicio;  el 
mayor  de  edad  que  está  en  el  uso  de  su  ra- 
zón, y  reúne  las  demás  circunstancias  lega- 
les, tiene  capacidad  para  otorgar  testamen- 
to; otras  personas,  en  fin,  tienen  ó  carecen  á 
su  vez  de  capacidad  legal  para  donar  ó  reci- 
bir á  título  gratuito. 

La  capacidad  en  el  orden  administrativo, 
es  la  reunión  de  his  circunstancias  ó  condi- 
ciones que  la  ley  tiene  prescritas  para  el  des- 
empeño de  los  cargos  y  empleos  públicos, 
ó  el  de  ciertas  profesiones,  cuyo  ejercicio  no 
podría  ser  sin  grandes  inconvenientes  abso- 
lutamente libre.  Así  no  tienen  capacidad 
para  ser  jueces,  magistrados,  consejeros, 
abogados,  médicos,  arquitectos,  etc.,  etc., 
si  no  los  que  reúnen  las  condiciones  estable- 
cidas por  las  leyes  ó  reglamentos  respec- 
tivos. 

La  capacidad  en  el  orden  político,  es  la 
reunión  de  las  circunstancias  y  condiciones 
establecidas  por  la  ley ,  para  el  ejercicio  de 
los  derechos  políticos.  Así,  por  ejemplo,  no 
tienen  capacidad  para  ejercer  el  derecho 
electoral,  ó  para  ser  elegidos  diputados  ó 
TOMO  vil. 


concejales,  si  no  los  que  reúnen  las  condi- 
ciones que  la  ley  determina  para  ello. 

El  fundamento  de  la  capacidad ,  tanto  en 
el  orden  civil,  como  en  el  administrativo  y 
político,  es  la  aptitud  ó  la  inteligencia  que 
se  presumen  por  la  reunión  de  las  cualida- 
des preexigidas.  Ni  las  leyes  deben  permi- 
tir el  ejercicio  de  ciertos  actos  á  personas 
que  no  puedan  conocer  la  in^portancía  y 
trascendencia  de  ellos ;  ni  los  gobiernos  han 
de  confiar  el  ejercicio  de  ciertas  funciones 
y  empleos,  sin  asegurarse  de  la  instrucción, 
del  talento,  y  en  una  palabra,  de  la  capaci- 
dad necesaria  para  su  desempeño:  ni  puedo 
permitirse  el  ejercicio  de  los  derechos  po- 
líticos, si  no  á  aquellas  que  teniendo  cierta 
aptitud  para  los  negocios  públicos,  reúnan 
el  conocimiento  de  las  necesidades  sociales, 
que  dan  la  posición  en  la  sociedad,  los  hábi- 
tos de  la  vida,  el  sexo,  la  edad,  etc.,  etc. 
En  la  imposibilidad  de  apreciar  la  capacidad 
de  cada  uno  de  los  individuos,  las  leyes  han 
eslablecido  una  regla  general ,  fundada  cu 
una  presunción  que  resultará  falsa  muchas 
veces,  pero  que  no  podrá  menos  de  ser  ver- 
dadera en  la  generalidad  de  los  casos.  Esta 
presunción  se  deriva  de  la  reunión  de  las 
condiciones  prescritas  por  la  ley,  asi  por 
ejemplo,  se  presume  la  capacidad  en  el  or- 
den administrativo,  por  la  edad,  por  los  es- 
tudios y  por  los  anos  de  servicio  que  la  ley 
determina;  y  en  el  orden  político  por  la  edad, 
por  la  conlribucion  que  se  satisface,  ó  por  la 
inteligencia  que  atribuye  el  ejercicio  de  cier- 
tas profesiones  artísticas  ó  científicas.  Es  de- 
cir, que  la  capacidad  no  es  una  cualidad  ab- 
soluta é  indivisible,  por  decirlo  asi;  si  no  re- 
lativa y  concreta  á  cada  caso  en  particular: 
asi  por  ejemplo,  en  el  orden  civil  tendrá  ca* 
pacidad  para  practicar  ciertos  actos,  el  mis- 
mo que  no  la  tenga  para  ejecutar  otros ;  en 
el  orden  político  podrá  ser  elector  el  que  no 
pueda  ser  diputado,  y  en  el  administrativo, 
podrá  ser  juez  el  que  no  pueda  ser  magistra- 
do. La  capacidad  está  garantida  por  las  leyes, 
por  lo  mismo  ninguna  autoridad  puede,  sin 
abusar  de  sus  facultades,  establecer  una  in- 
capacidad que  no  resulta  establecida  espre- 
samente  en  alguna  lev  ó  reglamento.  Gomo 
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la  capacíd^  se  fajj^  pr¡nQq)^inínl(j  e^  I9 
ioteligencia»  que  se  presume  eu  las  perso- 
nas, se  suele  designar  con  el  nombre  de  ca- 
pacidades en  el  orden  politíco  á  aquellas  á 
quienes  se  concede  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos de  esta  clase  por  su  inteligencia,  asi 
los  abogados^  los  doctores,  los  individuos  de 
la  historia,  se  llaman  comunmente  capacida* 
des.  Véase  CAPA€iD%BB«. 

CAPACIDADES.    Esta  voz  en  los 
gobiernos  representativos  es  siempre  la  fór- 
mula de  una  grave  cuestión  política ;  y  mas 
aun  en  el  principio  de  esta  clase  de  gobiernos, 
en  que  es  todavia  imperfecta  la  educación 
política,  domina  mas  la  desconfianza,  y  no 
menos  la  ambición  y  los  abusos,  que  crecen 
á  todas  las  sombras,  sin  esceptuar  la  del  ce- 
lo, la  del  entusiasmo,  la  del  patriotismo.  En 
este  período  de  la  regeneración  de  los  pue- 
blos es  inevitable  la  impaciencia,  tanto  como 
temibles  y  frecuentes  los  errores  y  desenga- 
ños. Entonces  se  cree  hallar  el  mal  en  todo; 
en  lo  innovado  y  en  las  reminiscencias ,  y  no 
estinguido  influjo  de  lo  abolido  :  se  busca  el 
remedio  con  impaciencia:  se  espera  hallarlo 
en  la  modificación  ó  sustitución  de  lo  creado: 
se  toma  por  vicio  de  las  cosas  y  de  las  clases 
el  que  lo  es  mas  frecuentemente  de  las  cir- 
cunstancias, ó  de  las  personas ;  se  envuelve 
i  aquellas  en  el  juicio  condenatorio  que  no 
debía  recaer  si  no  sobre  estas ;  y  se  procede 
por  esclusivas  apasionadas ,  se  establecen 
incompatibilidades  prematuras ,  y  se  ponen 
en  contradicción  cosas  y  principios,  nacidos 
para  ser  hermanos :  la  aristocracia  con  el 
pueblo  llano;  las  clases  pudientes  con  las 
proletarias ;  los  cargos  de  la  administración 
general  con  la  representación  desinteresada 
y  celosa  d.el  pais;  la  riqueza  con  la  ciencia. 
Quien  examine  con  imparcialidad  entre  nos- 
otros las  vicisitudes  políticas  de  los  últimos 
43  anos ;  la  í;ido(e  y  testo  de  nuestras  cinco 
constituciones  políticas,  y  de  nuestras  leyes 
electorales,  ya  modificadas^,  ya  abolidas  y 
vueltas  á  restablecer;  preciso  es  que  encuen- 
tre no  poco  de  cuanto  llevamos  dicho,  y  entre 
ello  la  ya  célebre  cuestión  de  capacidades. 
Háse.  hecho  específica  esta  voz  y  denomina- 
ción en  lo  político,  aplicándola ¿ aquellas 


clases  que  solo  tendrían  entrada  en  el  par- 
lamento por  un  Üíulo  cimüfieo^  profesioml, 
ó  facultativo;  en  contraposición  á  las  que  lo 
tendrían  meramente  por  título  de  riqueza^ 
apreciada  por  renta ,  ó  contribución :  el  abo- 
gado, el  médico,  el  profesor  público,  etc., 
en  contraposición  del  industrial ,  del  terra- 
teniente. Solo  la  suspicacia  política  pudiera 
hallar  incompatible,  no  en  un  caso  singular, 
sino  en  la  cuestión  universal  de  la  represen- 
tación pública ,  de  dar  leyes  al  pais,  incom- 
patible, decimos,  la  riqueza  con  la  ciencia 
que  la  hace  nacer,  la  desenvuelve,  y  au- 
menta. 

No  es  de  ahora  la  desconfianza  hacia  las 
clases  científicas.  Bilbao  nos  presentará  sus 
célebres  ordenanzas  mercantiles,  en  las  cua- 
les absolutamente  se  escluye  la  intervención 
de  abogados;  pero  nosotros  no  aplicamos 
nuestra  censura  y  teoría  á  casos  singulares, 
á  negocios  especiales :  las  aplicamos  á  casos 
universales:  á  la  alta  esfera  de  la  política. 
En  este  terreno  nunca  se  ha  aplicado,  ni  se 
aplicará  la  contraria  sin  que  responda  el  des- 
engaño. Napoleón  sintió  el  estímulo  y  pro- 
pensiones de  todos  lo  poderes  y  gobiernos 
nuevos;  y  ni  su  autoridad,  ni  su  fortuna  le 
libraron  de  la  pena  siempre  inherente  á  los 
juicios  que  contrarían  la  naturaleza  esencial 
de  Us  cosas:  renegó  de  los  abogados;  y  no 
supo  ni  pudo  pasarse  sin  ellos:  amenazó  de 
antemano,  y  pareció  despreciar  á  los  argu- 
mentadores;  y  fluctuó,  y  quedó  sin  habla  al 
presentarse,  y  eso  circuido  de  caudillos  de- 
nodados, y  legionarios  invencibles,  al  Con- 
sejo de  los  Quinientos. 

Cabe  ciertamente  esceso  en  apreciar  esta 
cuesüon,  y  le  hay  siempre,  como  en  todas, 
en  llevarlo  á  cualquiera  de  sus  estremos;  y 
sin  embargo ,  ¡  parece  no  se  le  ha  hallado 
otra  solución!  Pero  séanos  licito  preguntar 
en  este  caso:  ¿en  qué  principio  filosófico  pue^ 
de  estar  fundado  el  reputar  inherentes  i  la 
riquezüf  y  no  á  la  ciencia,  la  ilustración  y  la 
probidad^  tan  nec  esarias  para  representar 
útilmense  á  una  nación  y  dictar  sus  leyes? 
Si  una  asamblea  soberana  tiene  por  esencia  el 
ser  representativa  ¿cómo  no  lo  será  de  todos 
los  intereses  nacionales?  Y  siéndolo,  ooflio 
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realmente  lo  tiene  que  ser,  ¿por  qué  prin* 
cipio  político  serán  algunos  de  ellos  mejor 
consultados  por  representantes,  incompeten- 
tes tal  vez,  y  muchas  veces  adversos,  ó  traí- 
dos por  la  naturaleza  de  las  cosas,  á  opuestos 
fines,  que  por  sus  representantes  genuinos? 
¿Por  qué  razón  de  buen  sentido ,  en  fin, 
en  el  examen ,  y  formación  dificilísima  de 
las  leyes  políticas,  académicas  ,  religio- 
sas, diplomáticas,  etc.  prestará  mayor  apti 
tud  y  garantías  la  riqueza  que  la  cieneta? 
No  llevaremos  mas  adelante  esta  demostra- 
ción, bastando,  como  basta  ciertamente,  lo 
dicho,  para  convencer  cuan  inconveniente- 
mente, y  lo  que  es  mas,  con  cuánta  injusti" 
cia  se  resuelve  la  grave  cuestión  de  capad- 
dades ,  cuando  se  opta  por  la  exclusión  de 
estas.  Equivale  á  lo  mismo  adoptar  por  base 
electoral  pasiva  un  principio  único ,  cual  es, 
por  ejemplo,  el  de  la  riqueza^  pues  la  prete- 
rición de  otros  principios  dista  muy  poco  de 
la  esclusiva.  Verdad  es  que  no  mediando  es- 
ta espresamente ,  puede  muy  bien  suceder 
que  con  la  riqueza  concurra,  y  concurrirá  al- 
gunas veces ,  la  cualidad  de  capacidad;  pero 
una  pura  contingencia,  que  puede  realizarse, 
ó  no;  no  es  solución  adecuada  en  una  cues- 
tión de  principios.  Y  sin  embargo,  tal  es  el 
sistema  electoral  adoptado  entre  nostros  por 
la  Constitución  de  1845.  Para  ser  diputado 
ó  senador  se  necesita,  como  condición  fija  y 
preeminente,  la  riqueza,  representada  por  la 
renta  ó  la  contribución  directa :  algunas  otras 
cualidades,  y  garantías  también;  pero  en  se- 
gundo término,  y  subordinadas  al  principio 
de  la  riqueza.  No  tratando  nosotros  si  no  de 
una  cuestión  de  principios,  no  descendemos 
á  pormenores  de  ejecución,  lo  cual  es  pro- 
pio de  la  ley  electoral.  Véase  sobre  este  pun- 
to nuestro  artículo  cámaras,  tomo  6,  sec. 
1,  al  fól.  2i8. 

CAPATAZ  DE  BRIGADA. 
El  empleado  que  en  los  presidios  se  halla 
encargado  del  mando  de  una  brigada. 

Según  la  ordenanza  de  presidios  de  1834, 
los  capataces  debian  ser  elegidos  entre  la 
clase  de  sargentos  ó  cabos  primeros  retira- 
dos del  ejército  ó  armada,  por  el  subdelega- 
do de  Tomento  de  la  provincia,  á  propuesta 


del  comandante.  Usan  el  vestuario  que  deta- 
lladamente se  prescribe  en  aquella,  y  un  sa- 
ble corto  de  hoja  recta  para  castigar  sm  ries*" 
go.  Se  alojan  junto  al  dormitorio  de  los  pre- 
sidiarios, para  que  puedan  vigilarles  como 
corresponde. 

La  misma  ordenanza  les  impone  varias 
obligaciones,,  siendo  las  principales:  la  de 
abrir  los  dormitorios  y  disponer  que  vayan 
saliendo  al  patio  los  presidiarios  para  que 
los  cabos  de  vara  puedan  practicar  el  reco- 
nocimiento de  los  primeros :  contar  el  nú- 
mero de  los  que  cada  uno  tiene  á  su  cargo, 
pasándoles  la  revista  de  policía  con  el  rigo- 
roso registro  personal  que  está  prevenido; 
disponer  los  demás  actos  de  limpieza  y  aseo 
que  deben  practicarse  en  los  dormitorios: 
asistir  á  la  lista  de  la  tarde:  recibir  por 
conducto  délos  cabos  de  vara  las  solicitudes 
délos  presidiarios  y  ponerias  en  conocimien- 
to del  ayudante ;  recibir  y  distribuir  las  so^ 
bras;  cuidar  de  que  los  enfermos  sean  pre- 
sentados al  facultativo  en  la  visita  diaria, 
y  de  que  los  alimentos  sean  de  buena  calidad 
y  estén  bien  condimentados;  celar  la  con- 
ducta de  los  cabos  de  vara,  y  ejercer,  en  fin, 
sobre  aquellos  toda  la  inspección  y  vigilancia 
que  la  ordenanza  recomienda  ,  ya  para  cor-* 
regir  sus  vicios ,  ya  para  evitar  relaciones 
perniciosas  con  otros  sugetos. 

El  reglamento  de  presidios  del  reino,  pübti* 
cado  en  5  de  setiembre  de  1844,  determina 
con  mas  claridad  el  carácter  que  tienen  los 
capataces  de  gefes  de  sus  respectivas  briga- 
das. En  tal  concepto  dispone  que  cada  uno 
es  con  respecto  á  la  suya  lo  que  el  coman* 
dante  en  todo  el  establecimiento ,  por  cuya 
razón  debe  observar  á  sus  individuos,  cono- 
cer  su  carácter ,  saber  su  índole  é  inclina- 
ciones, no  perdiendo  de  vista  nunca  los  dís- 
colos y  propensos  á  la  bebida  y  juego.  Pre- 
viene también  el  citado  reglamento  que  los 
capataces  han  de  saber  puntualmente  lo  ^nc 
dispone  la  ordenanza,  que  no  disimulen  de- 
fectos que  puedan  trascender  ad  buen  órdeá 
y  disciplina,  bajo  su  personal  responsabñi-* 
dad ;  que  no  maltraten  de  obra  ni  de  pala- 
bra á  los  cabos  ni  les  impongan  otto  castigo 
que  el  de  arrestarios  en  el  dormitorio ;  qub 
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tengan  unlibro  donde  eslatepen  diariamente 
las  órdenes  que  diere  el  comandante;  que 
nombren  el  servicio  interior  y  esterior  que 
corresponda  á  su  brigada,  y  que  guarden, 
finalmente,  el  orden  que  está  prevenido  en 
las  formaciones  de  aquella. 

Por  circular  de  la  dirección  general  de 
presidios,  publicada  en  14  de  julio  do  1846, 
se  dispuso  que,  para  Tormar  buenos  capata- 
ces de  brigada  y  tener  el  número  suficiente 
disponible,  se  creara  un  depósito  de  super- 
numerarios en  proporción  á  la  fuerza  y  aten- 
ciones de  cada  presidio;  que  su  nombra- 
miento fuera  privativo  del  respectivo  co- 
mandante ;  pero  debiendo  tenor  los  elegidos 
las  condiciones  y  circunstancias  prevenidas 
por  la  ordenanza;  que  no  disfrutarian  suel- 
do ni  ración  por  el  presidio ;  que  para  optar 
en  lo  sucesivo  á  la  plaza  de  capataz  efectivo, 
hubiera  de  baberse  servido  algún  tiempo  en 
estos  depósitos,  y  finalmente,  que  debiendo 
recaer  en  lo  sucesivo  la  aprobación  de  las 
plazas  efectivas  en  los  supernumerarios,  no 
se  propusiesen  mas  que  aquellos  que  tuvie* 
sen  esta  circunstancia. 

Por  último,  en  real  orden  de  I.""  de  no- 
viembre de  18i7  se  autorizó  á  los  gefes  polí- 
ticos para  que  de  la  clase  de  sargentos  ó 
cabos  primeros  retirados  del  ejército  ó  ar- 
mada ,  verifiquen  en  lo  sucesivo  los  nombra- 
mientos de  capataces  de  los  presidios  ó  des- 
tacamentos comprendidos  en  sus  respectivas 
provincias,  sujetándose  al  número  de  uno 
por  cada  cien  confinados,  como  prescriben 
la  ordenanza  general  del  ramo  y  el  real  de- 
creto orgánico  de  S  de  setiembre  de  1844, 
dando  cuenta  al  director  de  corrección  de  los 
non^bramíentos  que  realicen. 

CAPATACES  MIIVEROS  DE 
ASTURIAS.  Establecida  en  el  insti- 
tuto asturiano  de  Gijon  una  escuela  para  la 
enseñanza  de  capataces  mineros  de  aquel 
principado,  son  admitidos  en  ella  »  como 
alumnos ,  los  jóvenes  que  han  cumplido 
diez  y  seis  anos ,  y  que  acrediten  saber  leer 
y  escribir  correctamente ,  su  moralidad  y 
buenas  costimibres.  La  enseñanza  se  verifi- 
ca en  dos  anos,  y  concluidos  y  aprobados  los 
exámenes  de  los  alumnos  reciben  el  titulo 


de  capataces  de  minas,  que  se  les  espide,' 
previa  propuesta  del  profesor,  con  informe 
del  inspector  de  la  escuela.  Ocho  de  los  dis- 
cípulos tienen  derecho  á  la  adjudicación  de 
6  y  4  rs.  por  via  de  pensión ,  para  lo  cual, 
ademas  de  ciertos  ejercicios  que  previene  el 
reglamento  han  de  practicar  en  las  minas 
las  operaciones  que  les  designe  el  inspec* 
tor.  Con  arreglo  á  la  calificación  que  hu- 
biesen merecido  en  sus  ejercicios  los  aspi- 
rantes á  las  pensiones  ,  se  forman  las  pro- 
puestas y  se  confieren  á  los  mas  distingui- 
dos (1). 

CAPCIOSIDAD,  CAPCIO- 
SO. Del  verbo  latino  capia,  en  su  acep- 
ción de  sujetar ,  detener  á  uno  cercándolo, 
enredándolo  por  lazo  ó  trampa.  Capcioso  en 
lo  jurídico,  lo  mismo  que  falso,  doloso,  que 
trata  de  engañar  ó  ha  engañado  á  otro  con 
perfidia  ,  falsas  apariencias ,  malas  artes. 
La  capciosidad  puede  constituir,  según  los 
casos,  en  lo  civil ,  el  dolo  malo;  en  lo  cri- 
minal la  circunstancia  agravante  de  alevo- 
sía,  per  fidia^  etc.,  y  aun  delitos  tales,  como 
los  de  sedticcion  y  etigaño. 

CAPELO.  £1  sombrero  eficamado 
de  los  cardenales  de  la  Iglesia  romana,  da- 
do á  los  mismos,  como  distintivo  peculiar, 
por  Inocencio  IV.  Tómase  también  por  la 
propia  dignidad  cardinalicia.  Asi  dar  á  uno 
el  capelo ,  agraciarle  con  él ,  es  hacerle 
cardenal.  Tómase  sin  duda  en  este  sentido, 
porque  el  capelo  es  como  la  investidura  del 
cardenalato ,  pues  hay  que  recibirle  de  ma- 
no del  Pontífice  con  notable  solemnidad ,  y 
ante  el  cuerpo  de  cardenales ,  y  esto  aun 
cuando  el  electo  resida  lejos  de  Boma,  sal- 
vas rarísimas  esccpcipnes ,  mientras  hemos 
visto  que  el  birrete  cardenalicio  se  les  en- 
vía desde  luego.  Las  escepciones  en  cuanto 
á  relevar  de  tomar  el  capelo  de  manos  del 
Papa ,  son  sin  duda  atribución  de  este;  pe- 
ro no  se  realizan  si  no  en  favor  de  principes, 
ó  por  circunstancias  muy  singulares  de 
tiempos  ó  personas.  No  es  preciso  marchar 
á  Roma  desde  luego  para  recibir  el  capelo. 


(I)    Vid.  la  R.  0.  de  7  áo.  f.'brcro  de  18Í6  y  el  ncgUme* 
to  Uc  IG  de  seUcmbrc  de  idcm. 
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y  muchas  veces  se  difiere  hasta  que  el  car- 
denal nombrado  tiene  otro  motivo  especial 
para  ir  y  presentarse  en  ella^  como  elección 
do  Pontífice ,  sínodo  ó  concilio  convocado 
por  este,  ele.  Sí  alguna  vez  se  eavia  el  ca- 
pelo, el  breve  determina  la  forma  y  solem- 
nidades. Si  estas  son  las  ordinarias,  quedan 
ya  indicadas  en  el  artículo  birrete. 

Recibido  el  capelo  de  manos  del  Papa, 
queda  ya  el  nuevo  cardenal  incorporado  al 
cuerpo  de  estos ;  pero  no  todavía  con  voz  y 
voto,  basta  tanto  que  se  verifica  la  ceremo- 
nia de  abrirle  la  boca  ,  que  el  Pontífice  le 
cierra  al  darle  el  capelo. 

Es  una  cuestión,  no  importante  en  sí, 
pero  mucho  en  su  objeto  y  efectos,  si  el 
cardenal,  que  aun  no  ha  recibido  el  capelo, 
y  á  quien  todavía  no  se  haya  abierío  la  bo^ 
ea ,  puede  entrar  y  tiene  voto  en  el  cóncla- 
ve para  la  elección  de  Pontífice.  Véanse  so- 
bre todo  los  artículos  rirrbtb  ,  carde* 

HAI.,  €•!•€!..%▼£,  P9XTIVICB. 

En  lo  aotíguo  se  llamaba  capelo  cierto 
derecho  que  los  obispos  percibian  de  los 
cclesiásUeos. 

CAPCLIi.%!V.  El  número  y  genera- 
lidad de  las  acepciones  de  esta  voz  y  sus 
afines  capellanía  y  capilla,  ha  hecho  inqui- 
rir con  empeño  la  etimología  ,  ya  absoluta, 
ya  relativa  de  las  mismas ,  por  si  ella  ofre- 
ciese alguna  luz  para  determinar  el  genuino 
sentído  de  la  que  hubiera  de  reputarse  eti- 
mológica de  las  demás,  y  por  tanto  «1  de 
estas ;  lo  que  creemos  se  ha  procurado  en 
vano;  aun  habiendo  dado  en  los  estre- 
mos  mas  insostenibles.  Según  unos,  las 
iglesias  y  santuarios  rurales  se  llamaron  ca- 
pillas de  eapere,  por  el  ámbito  ó  capacidad 
que  prestaban  para  reunirse  en  ellas  los 
fieles,  ó  como  punto  de  reunión  de  estos; 
como  si  esas  mismas  circunstancias  no  con- 
currieran ,'  y  en  mucha  mayor  escala ,  en 
las  catedrales  y  templos  no  rurales.  Según 
otros  de  capilla  se  habría  dicho  capellán;  y 
capellanía  por  el  cargo  y  beneficio  de  estos. 
Quisieron  otros  que  se  haya  dicho  capilla  ó 
capellay  de  capsa^  pequeña  habitación. 
Haciendo  otros  supuesto  de  que  los  clérigos 
de  igle^as  rurales  se  precavian  de  la  intem- 


perie y  desabrigo  con  cierto  defensivo  ó  capa 
de  pieles  de  cabra  (capellá) ,  se  les  deno- 
minó capellanes.  Favorece  el  propósito  de 
estos  autores  el  nombre  de  sobrepelliz  («u- 
per  pellicon)  dado  en  general  á  la  vestidura 
eclesiástica  asi  denominada »  y  que  testual- 
mente  suena  sobre  la  piel  ó  sobrepuesta  á 
la  piel :  pero  sobre  ser  voluntario  el  supues- 
to ,  habría  que  generalizarlo  á  los  clérigos 
no  rurales ,  lo  que  lo  hace  mas  insostenible. 
Los  autores  franceses ,  en  fin ,  quieren  que 
estas  voces  sean  de  origen  francés.  Asientan 
que  ninguna  de  ellas  se  halla  en  los  documen* 
tos  eclesiásticos ,  antes  de  haber  sido  venera- 
do ,  como  santo,  san  Martín  de  Tours:  que 
acostumbrando  los  reyes  de  Francia  á  llevar 
á  la  guerra  la  capa  y  reliquias  de  este  santo, 
confiadas  con  religioso  esmero  á  un  cuerpo 
de  eclesiásticos :  que  la  tienda  de  campaña  ó 
santuario  portátil  en  que  se  custodiaban  y 
esponian  á  la  veneración  pública,  se  llamó  ca- 
pilla de  capella^  diminutívo  de  cappa^  según 
unos;  y  según  otros  de  IdiS  pieles  con  que  la 
citada  tíendase  resguardaba  del  temporal.  De 
ese  modo ,  según  los  mismos ,  de  capella  {ca- 
pilla), se  dijeron  capellani  (capellanes) ,  los 
clérigos  del  rey  á  quienes  se  confiaba ;  y  ca^ 
pellanía  (capellanía),  al  mismo  encargo,  que 
en  conjunto  espresaba  el  oficio  y  sus  emolu- 
mentos ó  beneficio. 

Generalizadas  las  voces  capellán ,  capella^ 
nía,  capilla  á  toda  la  Iglesia,  la  oscuridad 
del  origen  ha  trascendido  á  su  significado  y 
aplicaciones ,  en  términos  de  no  poderse  dar 
una  definición  precisa  de  las  mismas ,  y  ni 
aun  bastar  la  descriptiva  ó  casuística ,  por 
cuanto  falta  también  la  reciprocidad  entre 
ellas ,  ya  por  la  incoherencia  de  las  respec- 
tivas acepciones ,  ya  por  ser  mayor  el  núme- 
ro de  estas  ea  alguna  de  estas  voces  que  en 
las  otras ,  como  efeotívamente  sucede  en  la 
de  capellán  respecto  de  las  de  capellanía  y 
capilla. 

Consignadas  aquí  estas  indicaciones ,  co- 
munes al  presente  artículo  y  á  los  de  c.%pili-% 
y  cAPfei.i.ii«i4  :  para  no  repetírlas  en  cada 
uno,  y  puesto  que  en  buenos  principios  el 
funcionario  se  instituye  por  el  cargo,  y  no  el 
cargo  por  el  funcionario,  parece  verosímil 
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que  de  capilla  se  haya  dicho  capellanía,  y 
dé  capilla  6  de  ambas  capellán. 

Como  quiera  que  sea,  capellán  en  su 
acepción  mas  lata  se  aplica  á  todo  eclesiásti- 
co y  aun  á  todo  clérigo ,  sin  distinción  de 
clero  alto  y  bajo:  menos  latamente  y  con 
alguna  mas  propiedad  al  clero  inferior :  es- 
pecíficamente y  con  propiedad  rigorosa  al 
clérigo  poseedor  de  una  capellanía  colativa, 
y  aun  laical  sacerdotal;  esto  es,  que  por 
la  naturaleza  de  los  bienes  6  del  cargo, 
por  institución  6  fundación  se  llama  eclesiás- 
tica sin  ser  colativa  :  y  por  traslación,  en 
fln,  se  llama  capellán  el  clérigo  ó  lego  po- 
seedor de  lo  que  en  términos  generales  se 
llama  capellanía  laical  6  patronato  real  de 
legos  ,  esto  es ,  de  una  fundación  profana, 
vínculo,  aniversario ,  memoria  pía  ,  memo- 
ria de  misas ,  etc.,  cuyos  frutos  y  emolu- 
mentos han  de  aplicarse  en  todo  ó  parte  en 
misas ,  sufragios  y  otros  objetos  religiosos  6 
sagrados.  Guardan  un  medio  entre  unos  y 
otros,  y  se  llaman  con  propiedad  tam1)ien 
capellanes  los  ordenados  á  título  depalrimO" 
nio ,  pues  por  un  lado  la  fundación  es  par- 
ticular, y  por  olro,  aunque  los  bienes  que  lo 
constituyen  han  sido  espiritualizados  por  el 
obispo ,  lo  han  sido  solo  temporalmente,  sin 
constituir  por  lo  tanto  título  perpetuo.  En 
estos  casos ,  que  son  específicos,  y  de  los 
mas  propios  de  la  denominación  capellán, 
la  jurisdicción  espiritual  y  la  cura  de  almas^ 
no  entran  por  nada  en  el  cargo,  y  antes  son 
accidentales ,  y  de  ordinario  no  son  inheren- 
tes á  este  género  de  fundaciones. 

No  asi  en  otros  muchos  casos  "en  que  la 
denominación  procede  menos  del  cargo  ,  &e- 
nefício  6  institución,  que  del  uso ,  del  len- 
guaje legal ,  ó  por  traslación ,  como  sucede 
por  ejemplo  en  los  llamados  capellanes  caS" 
íreiises,  ó  del  ejército  y  armada,  desde  el 
capellán  mayor  de  los  ejércitos  ó  vicario  ge- 
neral castrense ,  hasta  el  capellán  de  un  pe- 
queñio  destacamento ,  pues  es  inseparable 
en  sus  cargos  h  jurisdicción  espiritual  y  cu- 
ra de  almas. 

En  este  segundo  concepto  ,  esto  es  ,*  en 
el  de.  aplicarse  la  voz  capellán  por  uso, 
por  traslación ,  ó  por  la  tecnología  jurídi- 
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ca  y  oficial,  se  dice/  capellanes  castre» • 
ses,de  ejército,  de  regiraicato,  de  mari- 
na ,  á  todo  el  que  recibe  jtirisdiccioi  eqfi- 
rilual  delegada  del  vicario  general  castren- 
se ,  y  aun  á  este  mismo ;  capellanes  de  fto- 
nar :  capellanes  reales :  capellaft  muzárabe: 
capellán  de  coro :  capellán  de  monjas  :  de 
cofradía:  de  misa  de  alba,  de  once,  de 
doce  :  capellán  limosnero :  capellsm  del  Pa- 
pa, etc.  Se  llama  capellán  también  ei  ecle- 
siástico que  meramente  tiene  el  cargo  de 
decir  misa  alguno  6  algunos  días  en  la  ca- 
pilla ú  oratorio  de  un  particular:  y  aun  se 
llama  capellán  complidor  ó  servidor,  al  ecle- 
siástico que  aplica  las  misas  ó  sufragios  que 
debe  mandar  aplicar  el  csq[>ellan  lefo.  En  al- 
gunas provincias  se  llaman  capetlaaes  los 
ecónomos  y  tenientes  de  cura. 

Debe  tenerse  presante,  como  regla  gene-* 
ral,  que  según  el  Concordato  de  1851 ,  ensa 
artículo  S3:  cLos  coadjutores  y  dependientes 
de  las  parroquias ,  y  todos  ios  eetesUisticos 
destinados  al  servicio  de  ermitas  ,  santua- 
rios ,  oratorios ,  capillas  públicas  ó  iglesias 
no  parroquiales  ,  dependerán  del  cura  propio 
de  su  respectivo  territorio ,  y  estariu  su- 
bordinados á  él  en  todo  lo  tocante  al  cuito 
y  funciones  religiosas.»  Lo  que  es  peculia- 
á  las  ciases  mas  principales  de  las  mencionar 
das  en  este  articulo,  véase  en  los  sntasi* 
guientes  de  €.%pbiaam  ,  y  en  los  de  bkmb- 
wttum,  cApiiLi.%l«iA ,  cAViLiit.  Véanse 
ademas  los  logicones  de  Ducange ,  de  Tre^- 
vaux,  de  Cov€nrubias:  Vanespen,  Jur.  ecd.» 
parí.  2,  sección  o,  tít.  i,  cap.  4. 

CAPELLÁN  DE  ALTAR*  El 
presbítero  destinado  en  algunas  iglesias, 
principalmente  catedrales  ó  colegiata^,  para 
asistir  en  la  misa  mayor  al  celebrante. 

CAPELLÁN  DE  LA  ARMA- 
DA. El  presbítero  que  con  nombramien- 
to real  y  título  del  vicaría!  general  castren* 
se  ejerce  la  cura  de  almas  en  los  cuerpos, 
buques  y  establecimientos  dependientes  de  la 
autoridad  marítima. 

Sobre  el  particular  es  fundamental  el  tí- 
tulo 4.^,  trat.  S."*  de  las  Ordenanzas  gene- 
rales de  la  armada  naval ,  que  debe  consul- 
tarse ,  como  asimismo  las  diferentes  reales 
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órdenes;  di$posicioncs  pcsterior^s  eoncer- 
Dientes  ¿  dlobo  objeto.  Asi ,  pues,  reservaiH 
do  hablar  de  lo  que  es  coman  á  los  capella- 
nes de  la  armada  con  los  de  ejército,  cuan- 
do lo  hagamos  de  estos  (V.  cAPe&iiJim  »b 
BJBRCVTo);  pasamos  á  indicar  k)  que  es  es- 
pecial respecto  de  aquellos. 

El  cuerpo  de  capellanes  de  la  armada  se 
compone  actualmente  de  ocho  primeros,  diez 
y  seis  segundos  y  veinte  y  cuatro  terceros, 
y  ¿  él  corresponden  los  párrocos  castrenses 
de  los  departamentos ,  los  de  los  arsenales  y 
los  del  colegio  naval;  teniendo  por  gcíes 
inmediatos  á  los  tenientes  vicarios  de  k)s 
departamentos ,  y  por  superior  eclesiástico 
al  vicario  general  de  los  ejércitos  y  ar- 
mada (4). 

Nombramiento.  Tiene  lugar  el  de  los 
capellanes  de  la  armada ,  previo  rigoroso 
concurso  de  oposición ,  convocado  en  las 
subdelegaciones  castrenses  de  los  departa- 
mentos, presentando  los  sacerdotes  aspiran- 
tes las  testimoniales  de  moralidad,  espedidas 
á  su  favor  por  los  respectivos  diocesanos  (2). 
El  vicario  general  propone  definitivamente 
para  cada  plaza  de  entrada  ó  de  ascenso  al 
pretendiente  aprobado  por  los  examinadores 
sinodales,  haciendo  espresion  de  sus  méri- 
tos y  circunstancias ;  sin  que  puedan  ser  ad- 
mitidos los  que  carezcan  de  robustez  para 
las  fatigas  de  la  mar  nt  los  que  pasen  de  35 
anos  de  edad  (3). 

Conforme  á  tas  antiguas  disposiciones ,  los 
subdelegados  castrenses  ó  tenientes  vicarios, 
proponian  los  capellanes  supernumerarios 
cuando  las  urgencias  de  los  armamentos  lo 
exigiesen  9  y  los  capitanes  generales  les  pi- 
diesen; debiendo  sujetarse  en  lo  tocante  á 
exámenes  y  calidades  de  los  capellanes  á  las 
prevenciones  que  por  el  vicario  general  se 
les  cdmonicasen  (i).  Mas  esta  laenltad  pare- 
ce haber  cesado  á  virtod  de  la  nueva  orga- 
nización dada  al  cnerpo  de  capellanes  de  >a 


(1)    Aru  a  *  7  tt.*  de  la  real  orden  de  S  de  noTlembre 

(«)    Áñ.  4  de  Id.  id. 

(3)  Real  orden  de  J5  de  febrero  de  1784,  y  arl.2de 
la  de  8  de  noviembre  citada. 

(4)  Art.  4 ,  lit.  4.' ,  trat.  5  de  las  Ordenanzas  generales 
dft  la  amada.  ArU  %  de  la  teal  órácu  de  25  de  febrero 
citada. 


armada»  d^  que  acabamos  dQ  hacer  vf^q. 

En  cs^so  d^  necesitarse  capellán  para  ua 
bajel  fuera,  de  la3  capitales  de  departamento^ 
el  comandante  lo  solicita  del  teniente  vica-> 
rio  en  aquel  distrito ,  y  en  su  üaMa  del  obis- 
po 6  su  vicario  (1). 

Los  capellanes  de  arsenales  y  hospitales 
se  proponen  del  mismo  modo  por  el  teniente 
vicario  del  distrito ,  con  espresion  de  la  pre- 
ferencia de  su  mérito  al  capitán  general,  el 
cual  pasa  con  su  informe  las  propuestas 
áS.  M.,  sin  cuya  orden  ó  aprobación  da 
nueva  propuesta,  cuando  haya  raines  para 
ella,  no  pueden  ser  removidos  de  sus  desti- 
nos (2);  pero  si  ocurre  necesitarse  paj:^^  ar* 
señal  ú  hospital  mas  número  de  capellanes 
del  establecida  con  real  aprobación»  el  ca-* 
pitan  general  los  nombra  y  remueve  á  pro« 
puesta  del  teniente  vicario ,  y  dispone  cesen 
en  su  destino  cuando  cesare  la  cdiusa  (3). 

Cuando  á  bordo  de  los  navios  ó  en  tierrs^ 
se  establezcan  hospitales  para  los  enfermos 
délos  equipages  de  una  escuadra,  deben  des- 
tinarse á  ellos  los  capellanes  de  los  embar- 
cados ,  nombrándolos  el  vicario  de  la  escua-* 
dra ,  y  en  su  defecto  el  capellán  mas  anti- 
guo ó  el  elegido  especialmente  por  el  subde- 
legado para-presidir  á  las  funciones  unidas 
de  los  capellanes  de  la  escuadra,  con  apro-* 
bacion  del  comandante  de  marina  (4). 

A  la  provisión  verificada  en  la  forma  que 
acabamos  de  indicar ,  sigue  el  nombramiento 
firmado  de  la  real  mano »  en  el  cual  ha  de 
poner  el  cúmplase  el  capitán  general  del  de- 
partamento para  la  formación  del  asiento  eA 
tos  oficios  principales  (5);  y  pasado  con  la 
nota  de  toma  de  razón  al  teniente  vicaria 
del  deparlamento ,  este  lo  asienta  tam^uei^ 
en  los  libros  de  su  cargo,  entreg^ndQlo  al 
interesado  I  proveyéndole  de  las  licei^jú^ 


(1)  Art.  6 ,  ttt.  7  traL  ctt.  Por  real  drden  de  SQ  de  mar- 
zo de  1851  se  encarga  4  ias  autoridades  de  marina ,  Que 
bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad  cniden  del  maseiie- 
to  cnmpilmiento  de  ias  reales  órdenes  de  i7  de  marzo  j  iV 
de  noviembre  de  1848 ,  qae  determinan  so  provean  de.... 
c^ipellan  los  baques  que  conduzcan  á  Ultramar  cieno  número 
de  pasageros ,  enand»  su  tripulMion  sea  d«  enafeaahfbws 
de  capitán  ipage,  llegue  á  scienia  individuos  entre  tripu- 
lación y  pasageros ,  ó  ademas  de  la  tripulación  conduzean  se- 
tenta bombres  de  tropa  ó  de  la  ciase  de  reclutas. 

ti)    Art  8  de  id.  id. 

(3)  ArU  9  de  id.  id. 

(4)  Art.  29  de  id.  Art.  3  de  la  real  drden  de  £  de  fe* 
brero  dtada. 

(5)  Art.  1 ,  tit.  y  trat.  rlt.  de  las  Ordenanzas. 
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necesarias  para  el  ejercicio  de  la  cura  de 
almas  y  y  caidando  de  remitir  noticia  literal 
del  asiento  á  la  secretaría  del  vicariato  ge- 
neral (1). 

Los  capellanes  de  las  escuadras  ó  navios 
que  arriban  i  los  puertos  del  distrito  de  las 
subdelegaciones  en  los  departamentos  de 
Cádiz /Ferrol  y  Carlagena,  ó  á  los  mas 
principales  de  América,  están  sujetos  en 
cuanto  al  ejercicio  de  su  jurisdicción  ecle- 
siástica á  los  respectivos  subdelegados  del 
vicario  general  castrense,  que  en  algunos  de 
aquellos  lo  son  los  mismos  obispos  de  las  dió- 
cesis. 

Guando  se  hallen  á  bordo  de  los  navios 
deben  observar  como  los  pasageros  las  re- 
glas de  policía  y  buen  gobierno  que  establez- 
can los  comandantes ,  los  cuales  están  auto- 
rizados para  poner  remedio  con  la  conside- 
ración que  exige  el  alto  carácter  sacerdotal, 
dando  parte  si  la  falta  es  grave,  al  capitán 
general,  que  instruirá  de  ello  al  vicario  ge- 
neral; y  obedecer  las  disposiciones  de  dichos 
comandantes  respecto  á  licencias  de  bajar 
á  tierra ,  dormir  fuera  de  vajcl ,  y  horas  de 
celebrar  misa  y  administrar  los  Sacramen- 
tos (2).  En  cuanto  á  lo  eclesiástico,  los  co- 
mandantes carecen  de  jurisdicción  y  autori- 
dad sobre  lob  capellanes,  quienes  á  su  arri- 
bo al  puerto  pueden  presentar  la  queja  del 
modo  qne  los  comandantes  en  sus  viajes 
nllramarinos  pueden  dar  la  suya  al  subdele- 
gado ,  y  en  su  defecto  á  los  obispos ,  para 
que  procesen  á  los  capellanes  y  provean  sus 
reemplazos  (3),  ¿  informar  reservadamente 
sobi^  la  conducta  de  los  mismos  al  subde- 
legado para  que  este  pase  el  informe  al  vi- 
cario general  quedándose  con  copia  (4). 
Mientras  haya  capellanes  .de  la  armada  no 
pueden  embarcarse  en  los  buques  capella- 
nes sopetnumerarios  ó  provinciales ,  aun- 
que aquellos  espongan  estar  enfermos,  pues 
solo  deben  estos  destinarse  en  defecto  de  los 
de  número  que  constantemente  disfrutan  su 


(1)    ArU  t  lie  id.  id. 

(«)    Ari.  16  y  17 ,  iit.  f  Irtl.  cil.  de  las  Ordenanzas. 
Art.  4.*  de  la  real  orden  de  25  de  febrero  citada. 

^  (.5>    Í^^'J^.»  *"•   y  ^f»»-  «*»•  Art.  4.'  ciíado  de  la  real 
érden  da  t5  de  febrero. 

(4)   Art.  15  de  las  Ordcnanzai.  Art.  12  de  dleba  real 
ornen. 


sueldo  en  esta  consideración  (1) ;  debiendo 
los  mismos  justificar  legítimamente  ante  el 
capitán  general  su  imposibilidad  de  embar- 
carse por  enfermos ,  pues  si  la  causa  es  in- 
suficiente el  capitán  general  lo  avisa  áS.  U. 
para  la  providencia  que  corresponda  (2).  Los 
capellanes  que  sin  justa  causa  se  quedasen 
en  América  abandonando  sus  buques»  deben 
ser  separados  de  sus  empleos  (3). 

Facultades.  La  jurisdicción  espiritoal  de 
los  capellanes  de  la  armada  es  igual  á  la  que 
compete  á  los  de  ejército  sobre  sus  feligre- 
ses para  la  dirección  espiritual  de  los  mis- 
mos ;  ya  cuando  los  individuos  de  los  buques 
ó  navios  se  mantienen  en  ellos,  ya  cuando 
bajan  á  tierra  por  temporada,  si  los  buques 
subsisten  armados ,  y  aquellos  no  se  separan 
de  sns  destinos.  Bajo  este  concepto  pueden 
pedir  y  exigir  á  los  párrocos  locales  que  les 
franqueen  las  iglesias  para  ejercer  su  minis- 
terio; pero  si  en  cualquiera  puestea  donde 
arribe  el  navio  ó  la  embarcación  real  hay 
cura  castrense,  á  este  toca  la  administración 
de  Sacramentos  y  demás  actos  parroquiales 
á  la  gente  de  mar  que  salte  y  permanezca 
en  tierra  del  modo  y  en  los  términos  que  se 
practica  en  los  departamentos  de  Cádiz,  Fer- 
rol y  Cartagena  (4). 

Obligaciones.  Los  capellanes  destinados 
á  navio  real  ó  de  cuenta  del  Estado,  además 
de  las  obligaciones  de  que  por  incidencia 
hemos  hecho  mérito,  tienen  tocante  á  su  mi^^ 
nisterio  y  servicio»  las  siguientes: 

Presentarse  al  subdelegado  del  departa- 
mento y  tomar  sus  órdenes,  al  comandante 
I  general ,  al  intendente  y  al  jefe  de  navio 
comandante  del  bajel  de  su  destint) ,  en  el 
cual  se  le  ha  de  dar  á  reconocer  como  párro- 
co ó  teniente  de  párroco,  según  su  antigüe- 
dad, si  hubiube  otro  de  su  ministerio  (5). 

Pasar  en  seguida  á  bordo  é  informarse  del 
capellán  que  desembarque  acerca  de  las  ne- 
cesidades espirituales  que  deja  pendientes  en 


Ji)   Real  orden  de  16  de  jnlio  de  1785.  Art.  7  de  la  real 
en  de  8  de  noviembre  de  1848. 
(9)    Real  orden  de  5  de  agosto  de  dicbo  afio  1785. 
(S)    Art.  11  de  la  real  orden  de  13  de  febrero  ciU  Artl* 
cnlo  30,  tit.  y  irat.  cit.  de  las  Ordenanus. 

(4)  Real  orden  de  t5  de  setiembre  de  1784. 

(5)  Art.  1i.  titulo  y  tratado  citado  de  las  Ordenanzas. — 
Artfcalo  7  déla  lusirnccion  de  Í4  de  juarzo  de  176i  d«4i~ 
por  el  vicario  general  castrense. 
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el  navio  (1)>  y  á  efecto  de  encargáis  de  la 
caja  de  la  capilla,  examiiiaiido  si  tiene  )o  ne- 
cesario para  celebrar  misa  y  administrar  los 
Sacramentos  de  la  Encaristia  y  Kstremaun- 
cion  (2),  en  lo  cual  deben  procurar  todo  el 
aseo  y  decencia  correspondientes  (3) :  sien- 
do propio  del  mas  antiguo  este  cargo  cnando 
en  nn  bajel  hubiese  dos  capellanes  (4). 

Tomar  del  capitán  la  hora  para  la  celebra- 
ción de  la  misa  á  fin  de  que  asistan  todos  los 
empleados  del  navio  si  el  tiempo  es  oportuno 
y  seguro  (5). 

Publicar  al  fin  de  la  misa  ó  en  el  ofertorio 
los  dias  festivos  de  la  siguiente  semana ,  y 
ios  en  que  se  gana  indulgencia  plenaria  y  se 
señalan  en  el  Breve  de  facultades  (6),  celan- 
do sobre  que  ninguno  falte  á  los  rezos  esta- 
blecidos según  lo  dispuesto  por  Reales  Orde- 
nanzas (7). 

Cuando  en  el  navio  vaya  algún  sacerdote 
secular  ó  regular,  examinar  si  lleva  las  li- 
cencias por  escrito  del  vicario  general  ó  su 
subdelegado,  ó  del  ordinario  diocesano  del 
punto  inmediato  al  de  embarque,  prohibién- 
dole si  no  las  manifiesta,  que  celebre  y  con- 
fíese, y  dando  cuenta  secreta  al  prelado  ó  al 
ordinario,  si  fuese  apóstata  de  alguna  reli- 
gión (8). 

Visitar  con  frecuencia  la  enfermería  del 
navio,  como  fiscales  que  son  de  ella ;  confe- 
sando por  la  tarde  á  los  enfermos  que  han  de 
ser  administrados,  para  que  avisando  al  ca- 
pitán de  guardia  se  lleve  el  viático  con  la  so- 
lemnidad y  decencia  posibles,  y  amonestán- 
doles antes  ó  después  que  dispongan  su  tes- 
tamento y  nombren  albaceas,  resistiendo 
serlo  los  capellanes  hasta  los  términos  en  que 
conozcan  pueden  hacerlo  sin  faltar  á  la  cari- 
dad y  al  consuelo  del  doliente  (9). 

Poner  el  fallecimiento  en  noticia  del  co- 
mandante para  que  lo  haga  saber  á  todos  por 


H)   Art.  Sdédidülnstrveeion. 
(S)   ArU  9  de  id. 

i3i   Art.  14,  titilo  j  tratado  citado  de  las  OrdeDtnias.-* 
Arlienio  10 de  la Inatrncco i. 


(4)  An.  iSde  las  Ordcnanus. 

(5)  *        


M   ArU  16  de  ld.~Art.  11  de  la  InstriceioD. 
(€)   Art  lt  de  la  lostreedoo. 
i7)    Art  IS  de  id. 
tS)   AruUdeIJL 

(9)  Aru  ^,  ttutioytrttiáaeiíadof  d«  IH  Ordesaom.- 
Artieilo  15  de  la  InstrtUCkMh 


toque  de  campana  y  demás  modos  usados  en 
el  mar;  y  si  el  cadáver  puede  mantenerse 
hasta  el  día  siguiente  decirle  mrsa  de  cuerpo 
presente ,  hacerle  funeral  y  darle  sepultura 
con  la  mayor  solemnidad  (1). 

Llevar  libro  y  sentar  en  él  clara  y  circuns- 
tanciadamente los  bautismos,  matrimonios  y 
defunciones,  notando  si  el  difunto  testó  y  á 
quien  nombró  albacea ,  haciendo  se  cumpla 
su  testamento  en  cuanto  á  misas  y  mandas 
pías  (2).    • 

Asegurarse  y  tener  Hsta  de  los  individuos 
de  mar  y  tropa  casados  en  la  capital  ú  otro 
punto  de  estancia  del  bajel  para  los  permisos 
que  puedan  concedérseles  de  pasar  algunas 
noches  en  sus  casas  (3). 

Proponer  al  comandante  los  dias  de  pláti- 
cas doctrinales  para  que  acuerde  el  modo  de 
que  tengan  lugar  segan  las  circunstancias  y 
con  mayor  frecuencia  en  la  cuaresma  ',  for- 
mando en  este  tiempo  por  la  lista  del  oficial 
del  detall  padrón  de  toda  la  gente  de  tripu- 
lación del  bajel ,  para  anotar  en  el  mismo  los 
que  cumplen  con  el  precepto  pascual,  y  amo- 
nestar á  los  morosos,  conminarlos  con  cen- 
suras ó  declararlos  incursos  en  ellas  (4). 

No  asistir  á  matrimonio  alguno  de  oficial, 
soldado  ó  marinero  sin  que  se  les  exhiba  des- 
pacho del  vicario  general  ó  de  su  subdele- 
gado (8). 

Cuando  en  las  escuadras  sean  nombrados 
por  el  vicario  general  en  clase  de  primeros 
para  todos  los  actos  propios  de  su  jurisdic- 
ción, procurar  que  los  demás  cumplan  con 
su  deber,  amonestándoles  en  caso  de  omisión 
ó  detito  secreto,  castigándoles  si  fuese  pú* 
blico  y  teniéndoles  á  custodia  para  entregar- 
los ai  subdelegado  del  departamento  donde 
arribasen  (6) :  siendo  de  advertir  que  en  el 
caso  de  unirse  diversas  escuadras,  cada  una 
de  las  cuales  salió  separada,  ejercerá  la  ju- 
risdicción castrense  solo  mientras  permanez- 
can unidas  al  capellán  comisionado  para  la 


(t) 

Art  16  de  dicha  Instmeeion. 

(?) 

Art  9s  de  id. -Art.  i7  de  las  Ordenanzas, 

(3) 

Art  21  de  las  Ordenanzas. 

íí> 

Ar..  íO  de  id.- Art.  15  de  la  Instracelon. 

«5» 

AitWdelsinsirucelon. 

(0    Art.  IQ  de  id. 
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que  mande  el  oficial  de  mayor  gradua- 
ción (4). 

En  caso.de  combate  exhortar  cristiana- 
mente á  toda  la  gente  de  la  tripalacion  y  te- 
ner prevenidos  los  óleos  y  demás  recados, 
conresar  y  asistir  á  los  heridos,  ausiliar  á  los 
moribundos,  y  dar  sepultura  á  los  fallecidos, 
llegada  la  noche,  ó  cuando  el  comandante  lo 
acuerde  (2). 

Cuando  lleguen  al  puerto  cantar  la  salve 
sobre  el  alcázar,  y  cuando  vayan  á  tierra  vi- 
sitar al  subdelegado  si  le  hay,  dándole  ra- 
zón de  su  viaje  y  pidiéndole  sus  órdenes  (3). 

En  el  caso  de  ausentarse,  encargar  interi- 
namente el  cuidado  de  la  tripulación  al  ca- 
pellán de  otro,  si  le  hubiese,  en  conserva  del 
suyo ,  ó  en  su  defecto  á  algún  eclesiástico 
secular  ó  regular  que  tenga  las  licencias  y 
sea  de  su  satisfacción  (4). 

En  navegación  ó  de  puerto  no  permitir  en 
los  dias  de  pagamento  mas  demandas  ni 
alcancías  que  las  de  ánimas,  virgen  del  Car- 
men y  Santa  Bárbara ,  enterándose  muy  por 
menor  del  produelo  de  estas  limosnas  y  de 
las  de  votos  y  promesas,  asi  como  de  su  dis- 
tribución (5). 

AI  regresar  á  su  departamento  traer  ano- 
tado en  libro  secreto  de  memoria  lo  mas  no- 
table de  su  viaje  y  lo  que  quisieron  enmen- 
dar y  no  pudieron,  manifestándolo  al  subde- 
legado del  distrito  para  su  remedio  y  reglas 
en  lo  sucesivo  (6). 

Pedir,  estando  en  tierra,  las  licencias  tem- 
porales por  conducto  de  los  tenientes  vica- 
rios, los  cuales  se  informarán  previamente 
de  los  capitanes  generales,  y  entablar  por 
medio  de  los  mismos  las  instancias  de  cam- 
bios de  departamentos  y  demás  que  les  ocur- 
ran, no  pudiendo  poner  sustitutos  durante 
las  licencias  (7). 

Dirigir  asimismo  por  conducto  del  teniente 
vicario  las  pretensiones  á  prebendas,  bene- 
ficios, capellanías  reales,   jubilaciones  y 


d)  Art.Sfldefd. 

(S)  ArUSideid. 

(3)  Art.  33  de  id« 

(4)  Aru  34  de  id. 

(5)  Art.  li  de  id. 

(6)  Aru  36  de  id. 

—Art.  5  de  U  Real  ^Wdeii  de  J5  (*>  fvbtefo* 


cualquier  otro  premio,  para  que  remitidas 
por  aquel  al  vicario  general  este  las  eleve 
á  S.  M.  con  informe  de  los  capitanes  genera- 
les de  los  departamentos  por  los  que  deben 
dar  los  comandantes  de  los  buques  (1). 

Intervenir  en  el  inventario  y  almoneda 
de  los  bienes  de  los  difuntos  con  el  oficial 
destinado  por  el  comandante  y  el  contador 
del  navio,  haciendo  se  inventaríe  íntegramen- 
te todo  cuanto  se  averigüe  pertenece  al  cúmu- 
lo de  sus  bienes  y  testamentaria  (2). 

Disponer  que  el  producto  de  la  almoneda 
cuando  esta  tenga  efecto  entre  en  poder  de 
los  albaceas,  hallándose  presentes  y  abona- 
dos, y  en  su  defecto  se  deposite  en  perso- 
na que  lo  sea ,  dando  de  ello  cuando  vuel- 
van á  España  cuenta  puntual  al  subdelega- 
do del  departamento  donde  desembarquen 
si  lo  hay,  ó  al  vicario  general  por  conduc- 
to del  secretario  del  mismo  (3). 

En  los  abintcstatos  conformarse  y  obrar 
según  está  dispuesto  por  Reales  Ordenanzas, 
dando  también  cuenta  al  vicario  de  haberlo 
así  ejecutado  (4). 

Las  funciones  de  los  capellanes  desem- 
barcados se  espresan  en  las  materias  de  arse- 
nales y  hospitales  para  los  casos  de  espe- 
cial destino  en  ellos;  y  fuera  de  estos  se 
reputan  como  un  cabildo  eclesiástico  cas- 
trense para  las  ocupaciones  anejas  á  su  mi- 
nisterio, bajo  la  dirección  del  teniente  vicario 
que  en  todos  parajes  es  su  propio  é  inme- 
diato jefe  (8):  y  cuando  se  hallen  en  tier- 
ra con  cuerpo  militar  cuya  cura  parroquial 
esté  á  su  cargo,  deben  arreglarse  absoluta- 
mente á  las  instrucciones  dadas  para  cape- 
llanes de  cuerpos  de  tierra,  pidiendo  de  ellas 
un  ejemplar  al  teniente  vicario  subdelegado 
y  observando  las  órdenes  que  el  mismo  les 
comunicase  (6). 


(I)   Art.  3S  de  las  Ordenanzas— Art.  6  de  la  Inat. 
(«)    Art.  SO  de  dicha  Inst. 

(3)  Art.  21  de  id. 

(4)  Art.  fi  de  id.  En  cnanto  i  It  obHgikion  qae  tieaen 
de  eomportarse  con  ia  tirconspcccion  y  moderación  pronía  de 
sa  estado;  do  educar  cristiioamcnte  i  los  pages,  vigilar  so 
conducta  y  ampararlos  con  su  celo  pastoral,  vigilarlas  cocs^ 
tambres  del  eiiaipaje  dando  en  sa  caso  aviso  reservado  al 
comandante;  instrak  en  la  doctrina  cristiana  á  toda  la  gente  de 
mar  y  tropa;  y  por  último,  las  deaus  aue  cooio  párrocos  les 
incamben,  véanse  los  art.  Í4,  S6,  S7,t8,y37de  id«  y  loi 
art  29, 23  y  i4  tit.  y  traL  ciu  de  las  Ordenanias. 

/5)   Art  7  de  id.  id.  en  las  OrdditiiBafi. 
j6)   Art  3  de  Ja  cit  Inst 
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Derechos  parroquiales.  Los  que  pueden 
percibir  los  capellanes  de  la  armada  por 
razón  de  funeral  y  sepultura  de  las  gentes 
de  mar,  asi  á  bordo  como  en  tierra»  son  los 
consignados  en  los  artículos  16  al  19  délas 
Instrucciones  y  en  el  arancel  del  vicario  ge- 
neral castrense;  debiendo  celar»  en  el  caso 
de  darse  sepultura  á  los  cadáveres  en  tier- 
ra, que  los  curas  territoriales  no  se  escedan 
de  los  que  por  el  propio  arancel  les  corres- 
ponda (1).  Estáá  su  vez  prohibido  el  dere- 
cho de  quince  reales  que  en  lo  antiguo  exi  • 
gia  el  capellán  mayor  del  hospital  real  por 
cada  cadáver  de  los  matriculados  de  marina 
que  se  sacaban  de  él  para  enterrarse  Fuera;  y 
mandado  que  solo  cobre  el  que  como  cura 
castrense  le  corresponde  (¿). 

En  cuanto  á  los  demás  derechos  parro- 
quiales que  por  cualquier  otro  concepto  de- 
ben percibir  como  párrocos  los  capellanes  de 
la  armada  cuando  se  hallen  en  tierra ,  véase 
el  artículo  capellán  »b  ¡ejésciT». 

En  Ultramar.  El  capellán  de  la  capitana 
se  nombra  por  el  general,  hace  veces  de 
capellán  mayor,  examina  las  dimisorias  y 
demás  recaudos  que  llevan  los  capellanes  de 
la  armada  ó  flota ,  y  vigila  sobre  que  estos 
desempeñen  bien  su  ministerio,  atiendan  al 
regalo  y  cura  de  los  enrermos  que  haya  en 
los  navios,  y  cumplan  con  sus  obligaciones 
respectivas  (3).  Para  capellanes  de  los  galeo- 
nes y  navios  de  las  armadas  y  flotas  no  pue- 
den los  capitanes  nombrar  religiosos  si  no  á 
clérigos  de  buena  vida  y  ejemplo  que  den 
fianzas  de  volver  á  España  (4).  Por  último, 
el  nombramiento  de  capellán  mayor  y  de 
otros  capellanes  de  las  armadas,  galeras  y 
navios  y  cualesquier  bajeles  de  cuenta  de  la 
corona  pertenece  á  la  misma  y  en  su  nom- 
bre á  los  capitanes  generales  de  las  Islas  Fili- 
pinas y  demás  partes  de  las  Indias  donde  sea 
necesario  nombrarlos,  correspondiendo  sola- 
mente á  los  arzobispos  y  obispos  la  aproba- 
ción y  licencia  para  administrar  los  Sacra- 
mentos (5). 


(I)   Art.  te,  tlt.  y  trat.  (AU  de  las  Oréenaocas. 
(t>    R.  O.  de  7  mayo  17S0. 

(3>   Ley  33,  tít  iO.  Ub.  9  de  la  Reeop.  de  Indias.— R.  O. 
de  II  de  enero  1614  y  16  de  mayo  1610. 
(i)   Ley  4i,  Üt.  15,  Ub.  9  de  dicha  Reeop. 
i5)    l.cy  UO,  Ut.  él  Ub.  1  de  id. 


CAPELLÁN  DE  EJEBCITO. 

Bajo  esta  denominación  comprendemos  el 
eclesiástico  que ,  con  nombramiento  real  y 
título  del  vicario  general  castrense ,  ejerce 
la  cura  de  almas  en  un  cuerpo  del  ejército 
ó  de  casa  real;  en  las  plazas,  campamentos 
ó  establecimientos  militares ;  y  en  las  cinda- 
delas, castillos,  fortalezas,  consulados  ó  pre* 
sidios. 

Para  la  mas  fácil  inteligencia  de  este  ar- 
tículo, hablaremos  con  separación  de  las 
clases,  nombramientos  ,  facultades ,  obliga- 
ciones, derechos,  premios  y  categoría  de  los 
capellanes  de  ejército. 

Clases.  El  clero  parroquial  castrense  de 
la  Península  y  Ultramar,  se  compone  de  to* 
dos  los  capellanes  destinados  á  las  diferentes 
armas  del  ejército,  al  cuartel  general  de  in- 
válidos, álos  colegios  militares ,  á  las  fábri- 
cas y  maestranzas ,  á  las  plazas,  ciudadelas, 
castillos  y  hospitales  militares  (1).  Los  que 
sirven  en  guardias  de  la  reina ,  en  los  regi- 
mientos ,  en  los  colegios  militares  y  en  el 
cuartel  general  de  inválidos  constituyen  cuer- 
po separado ,  y  todos  los  demás  se  conside- 
ran como  de  parroquias  fijas  (2).  Los  del  es- 
presado cuerpo  se  dividen  en  tres  clases  ,  á 
saber:  párrocos  de  entrada ,  de  ascenso  y 
de  término;  siendo  de  entrada  los  que  sirven 
en  infantería  y  en  la  reserva  cuando  esta 
deba  tener  párrocos;  de  ascenso  los  quo 
sirven  en  caballería  y  en  el  cuartel  general 
de  inválidos;  y  de  término  los  de  artillería, 
ingenieros,  guardias  de  la  reina  y  cole- 
gios (3).  Son  capellanes  de  parroquias  fijas 
el  del  tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina; 
los  de  los  hospitales  militares  de  los  distri- 
tos; los  de  las  plazas  ,  ciudadelas  y  castillos 
de  primera ,  segunda  y  tercera  clase;  y  los 
de  las  fábricas  ó  maestranzas  (4). 

En  Ultramar  los  capellanes  que  sirven  en 

aquellos  ejércitos  se  consideran  como  los  de 

la  Península ,  divididos  en  iguales  clases  de 

entrada,  de  ascenso  y  de  término  (5). 

Nombramiento.    La  facultad  concedida 


(1)  Reglamento  orginieo  del  clero  castrense  b  12  d) 
tolNre  de  1883. 
(t)   Art.  19  de  id. 
13)    Art.  90  de  id. 

(4)  Aru  SI  de  M. 

(5)  Art.  48  de  id. 

: 
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por  las  Ordenaizas  (1)  i  los  coroneles  de  los 
ciuerpos  para  nombrar  sus  capellanes ,  se 
derogó  por  la  real  disposición  (2)  que  esta- 
bleció ja  forma  de  oposición  en  concurso  ,  y 
la  propuesta  del  vicario  general  castrense 
para  la  provisión  de  capellanías  de  cualquier 
cuerpo ,  inclusos  los  de  casa  real ,  exigien- 
do como  indispensable  el  reaJ  despacho  de 
nombramiento  para  dar  posesión  al  provisto 
y  abonarle  el  sueldo,  lias  adelante  se  in- 
trodujo la  alteración  de  que  las  oposiciones 
ó  concursos  se  verificasen  en  Madrid  ante  el 
teniente  vicario  y  auditor  general »  y  cinco 
examinadores  de  propuesta  del  vicario  gene- 
ral y  de  real  nombramiento;  los  cuales  ha- 
bían de  arreglarse  á  la  práctica  del  arzobis- 
pado de  Toledo  para  los  concursos  á  curatos, 
y  á  las  demás  formalidades  que  se  estable- 
dan  (3).  Pero  el  nuevo  reglamento  orgánico 
del  clero  castrense  de  la  Península  y  de  Ul- 
tramar solo  establece  la  forma  de  concurso 
para  la  provisión  y  nombramiento  de  cape- 
llanes del  que  se  denomina  cuerpo  separado, 
y  aun  respecto  de  estos  solo  para  los  de  en- 
trada. Conforme  al  mismo,  todas  las  capella- 
nías de  esta  clase  han  de  darse  por  oposi- 
ción ,  abriendo  al  efecto  el  vicario  general 
todos  los  aSos  un  concurso  que,  se  celebrará 
en  Madrid  desde  I.*"  de  setiembre  basta  30 
de  noviembre :  los  eclesiásticos  que  deseen 
eoncurrir  presentan  al  vicario  general  una 
¡Aslancia,  solicitando  su  admisión  y  acom- 
pañando indispensablemente  el  permiso  de 
stt  prelado  diocesano ,  con  los  documentos, 
que  acrediten  su  naturaleza  y  edad ,  carrera 
literaria  y  anos  de  estudio  probados ,  asi  co- 
mo los  méritos  y  servicios  contraidos  ea  la 
jurisdicción  orinaría,  y  tener  corrientes  las 
licencias  de  celebrar,  confesar  y  predicar: 
el  vicario  general ,  después  de  reconocidos 
los  eqMresados  documentos ,  dispone  q«e  los 
eclesiásticos  aspirantes  sean  admitidos  á  con- 
curso, que  ha  de  celebrarse  ante  el  mismo  ó 
cuando  por  sus  graves  ocupaciones  no  pue- 


(1)  Art  1  T  i  del  tiU  %\  trtt.  %  de  id. 

(2)  Aru  1  de  la  real  orden  de  4  de  noviembre  de  17f(3, 
eorounicada  al  ejército  de  Indias  en  H  de  id.  id. ,  y  reca- 
caneada  en  19  de  marzo  de  1813. 

(3)  Aru  10  del  Reglamento  de  30  de  eiero  de  ISOl.  Lcr 
10,  UU  W.  lib.  1  de  la    Nov.  Recop. 

t 


da  asistir,  ante  el  auditor  general  que  pre- 
sidirá los  ejercicios,  pa^a  los  cuales  designa 
aquel  prelado  los  jueces  examinadores  y  es** 
lablece  la  forma  en  que  deben  verificarse, 
estos  actos :  estendidas  para  cada  opositor 
en  pliego  separado  las  censuras ,  y  firmadas 
por  los  examinadores,  se  pasan  al  vicario 
general,  el  cual  hace  la  propuesta  en  terna 
para  cada  una  de  las  vacantes,  uniendo  á 
ella,  no  solo  la  relación  de  méritos  y  censu- 
ra de  los  consultados  ,  si  no  también  los  de 
todos  los  demás  ap robadla  en  concurso,  y 
remitiéndola  al  ministerio  de  la  Guerra  pajra 
la  resolución  de  S.  M  (1).  Los  capellanes 
que  se  hallen  en  situación  de  reemplazo  y 
que  por  su  procedencia  é  idoneidad  deban 
volver  al  ejército ,  han  de  ser  colocados  con 
preferencia  á  los  de  entrada,  segnn  sus  mé- 
ritos y  circunstancias ;  y  los  que  no  se  ha- 
llen en  disposición  de  servir  desde  luego  en 
actividad,  ó  no  tengan  concesión  especia^ 
para  encontrarse  temporalmente  en  la  men- 
cionada situación  pasiva  ,  han  de  ser  pro- 
puestos para  la  de  retiro,  gozando  dicjios 
capellanes  de  reemplazo  del  sueldo  que  en 
la  actualidad  disfruten  (2).  La  provisión  de 
las  capellanías  de  parroquias  fijas  se  hace 
proponiendo  el  vicario  general  á  S.  M»  los 
eclesiásticos  que  reúnan  las  circunstancias 
necesarias  (3).  Para  las  vacantes  que  ocnrraa 
en  los  regimientos  y  parroquias  Qjas,  interia 
se  proveen  definitivamente,  el  teniente  vi- 
cario general  caatranse  nomboa  callases  y 
párrocos  interinos ,  los  cuales  disfrutan  del 
sueldo  y  goces  correspondientes  á  dichas  ^ 
cargos  (4).  Por  último,  el  vicario  general 
castrense  está  facultado  para  nombrar  curas 


(I)  An.ná  «6  de  id. 

{%)    Art.  11  de  id. 

(3>    Art.  48  de  id. 

(A)  Real  orden  de  4  de  mano  de  1789.  Real  érdea  de  4 
de  agosto  de  1807.  Art.  30  del  dtado  Reglamento  orgia! - 
co.  Por  circalardc  1.*  de  abril  de  1830,  se  disenso  qoe 
laego  qoe  los  comandantes  de  los  caerpM  manirestaaen  á 
los  diocesanos  donde  residían  la  falla  de  cancihnes  Irs 
proveyeren  de  ellos  nombrando  al  efeelo  promionalnente 
algnn  eclesiástica  y  reservando  para  después  las  formalida- 
des del  sínodo  y  propuesta.  La  real  érden  de  15  de  oct«- 
bre  del  mismo  afio ,  dispuso  que  cuando  el  nombramiento 
del  interino  Tuese  para  reemplazar  ü  un  propietario  ausen- 
te ,  cualquiera  que  fuera  el  motivo  de  la  aoseneia ,  sería  de 
cuf^ntn  de  este  el  abono  del  haber  del  sostilulo.  En  retlea 
órdent.s  de  5  de  mayo  de  1838,  y  S3  de  marzo  de  1858, 
se  mandó  que  cuando  hubiera  de  elegirse  algún  capellán  pan 
los  cuerpos  provisionales ,  se  pusieran  de  acuerdo  las  aBto« 
ridades  militares  con  los  subdelegados  castrenses. 
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castrenses  en  los  puntos  que  juzgue  nece- 
sario á  efecto  de  administrar  el  pasto  espiri- 
tual á  ios  ffliCtares  que  no  tengan  capellanes 
propios ;  pero  entendiéndose  tales  cargos  co- 
mo meras  comisiones  que  servirán  de  reco- 
mendación á  Jos  que  las  desempeñen,  aun- 
que no  para  darles  lugar  en  los  cuadros  del 
clero  parroquial  castrense ,  ni  optar  á  las 
gracias  generales  que  puedan  acordarse  á 
dicha  clase  (1). 

En  jJltramar,  los  generales  del  ejército 
estuvieron  en  lo  antiguo  facultados  para 
nombrar  capellanes,  tocando  solo  á  los  pre- 
lados diocesanos  examinarlos  y  aprobar- 
los (2).  Posteriormente  se  determinó  que  las 
vacantes  se  noticiasen  al  vicario  general 
castrense  (3);  mas  habiéndose  notado  muy 
luego  las  dilaciones  y  perjuicios  de  esta 
práctica,  se  estableció  que  las  vacantes  se 
avisaran  al  virey  ó  al  capitán  general  de  la 
proyincia,  y  que  las  oposiciones  á  concurso 
se  hicieran  ante  el  subdelegado  del  vicario 
general  (4).  Finalmente  en  el  nuevo  regla- 
mento orgánico  se  dispone  que  las  capella- 
nías de  aquellos  dominios  se  provean  como 
las  do  la  Península,  remitiéndose  al  vica- 
rio general  las  censuras  de  los  opositores 
cuando  hubiese  mediado  concurso  general, 
y  acompauando  siempre  los  informes  de 
aquellos  prelados  acerca  de  los  estudiost 
conducta  y  demás  circunstancias  de  los  as- 
pirantes :  que  el  vicario  eleve  á  S.  M. 
por  conducto  del  ministerio  de  la  Guerra» 
las  correspondientes  propuestas,  pudiendo 
dar  lugar  en  ellas  cuando  lo  considere  nece- 
sario á  unos  ó  mas  capellanes  de  la  Penín- 
sula que  reúnan  las  circunstancias  prescritas: 
y,  por  último^  que  el  nombramiento  de  ecle- 
siásticos que  en  calidad  de  interinos  han  de 
desempeñar  las  capellanías  que  vaquen  en 
las  respectivas  diócesis  de  Ultramar»  hasta 
tanto  que  S.  M.  confiera  la  propiedad  de 
acuellas,  corresponda  á  los  arzobispos  y 


{V   Art.  31  del  Reglamento  orgánico. 

(i)  R.  C.  de  ^^9  de  agosto  de  1630.— Ley  ii,  UL4,  lib.  3 
de  la  Recop.  de  Indias. 

(3)    R.  0 .  d  e  4  'de  noviembre  de  1 7S3 . 

(I)  ArL  1.'  de  la  R.  0.  de  31  de  noviembre  de  1784  acla- 
ratoria de  U  anierior  citada. 


obispos  como  subdelegados  castrenses  en 
aquellas  posesiones.  (1). 

Espedidos  ios  reales  despachos  en  favor 
de  los  agraciados,  el  vicario  general  les  libra 
los  correspondientes  títulos  de  facultades 
para  ejercer  su  sagrado  ministerio  (2);  que- 
dando sujetos  todos  los  individuos  del  clero 
castrense  como  subditos  del  vicario  general 
á  la  jurisdicción  del  mismo,  sobre  lo  cual 
puede  verse  el  art.  51  del  mismo  regla- 
mento. 

Facultades.  Los  capellanes  del  ejército 
pueden  con  delegación  y  licencia  del  vica-' 
rio  general  castrense»  previo  examen  y  apro« 
bacion  de  idoneidad,  caso  de  que  la  tengan 
del  ordinario  diocesano  respectivo  (3). 

Administrar  todos  los  Sacramentos»  aun 
aquellos  que  no  se  acostumbra  administrar 
si  no  por  los  párrocos»  escepto  el  Orden  y  la 
Confirmacioi^,  y  ejercer  todas  las  funciones 
parroquiales  (4). 

Absolver  de  cualesquiera  escesos  y  débi- 
tos por  graves  y  enormes  que  fuesen  aun  de 
los  reservados  á  la  Santa  Sede»  á  los  indivi- 
duos del  ejército  de  ambos  sexos  que  le  si- 
guen en  cualquier  punto  y  cargo  necesario  á 
la  milicia»  aunque  sean  de  la  misma  dió- 
cesis (5). 

Asistir  á  la  celebración  de  matrimonios 
de  soldados  y  demás  personas  que  de  cual- 
quier modo  pertenezcan  al  ejército,  aun  cuan- 
do se  bailen  en  lugares  de  invernja^  de  cuar- 
tel ó  alojamiento. 

Decir  misa  una  hora  antes  de  la  aurora  y 
otra  después  del  mediodia,  en  caso  de  nece- 


[1^    Art.  14^17  de  id. 

i^\    Ar1.i9deiil. 

(3 1    i.cv  9  ilL  O,  líb.  1  íc  la  íioT.  Reísap. 

\i\   tiklia  ley.  $  i' 

[Tii  Esu  Jaríádicelon  del  fum  inlerno  es  amnlf^^ma  por  ra^ 
mn  de  bs  pcr?!onas  j  de  íps  cíjsos.  Auiortiíido  el  viearm  (d^nfi- 
\d{  ¿a  si  fíense  para  delegar  sus  facuUarics  en  todo  f  por  lodo, 
ca  lí>5  siícrdüle^  destinados  i  la  lilmliiUiradiHj  at  Sarra- 
Tiicíilns  4  los  sofíisííoa  j  otras  persona^  del  ejerclln  (lírj  4/ 
iJ  id'i;  y^kndala  de  a bsoh'i?r  dimanada  déla  jurMícebti  qD« 
íii?  rjcrcct  en  el  inbunal  del  S^  crimen  lo  de  la  l'cnUencia  ;  ea 
íiiduii^ible  que  el  víc.ar]ii  Re  ñera  E  piiedí!  eoTíreflef  esta  1 1  ce  lí- 
ela í  |á4eflpellaíics1ilNií<'Ns  .|iir  nl  É fn>fj  5ub<1eleKU<*,  esieníí- 
va  4  los  re^etvidüs  v  i  ,mi1ii  ¡i  i-  i  h  l:i  Rula  ^m  cfrna  (Itminig 
91  bien  respeclíi  á  í^i^im^  y^ln  ili  bifiu  í.t'r  una  vbi  ea  H  ¥Ída  y 
•íLra  en  el  arlíruEu  rly  !ii  nmitEc*  i'&cf [4ii  en  lus  cai^iü*  de  he- 
regia^  iesa  mage^tait^  conspiración  centra  eu  ^^llntMud  é  ti 
Kátitla»  Raea  de  armas  y  víveres  psrs  bliele*,  atcnl:irlft  viHeo* 
to  Cíintni  clérigos  rt  prelados  e des iisi Icos ^  \ Id atioD  *lfi  inmu- 
ujilüd  ú  tlíi\mif^  de  mcmaslerio  Út  monjas;  respecto  de  \m 
<  ij^k^^su  facultad  itueds  reducida  ú  la  i\m  cui\í[^kt  f^íCCídotc 
Uene  ^Iti  para  d  artteulQ  de  la  muerré. 
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sidad,  fuera  de  las  iglesias  auaque  sea  al 
raso  ó  en  algún  subterráneo,  y  si  aquella  es 
grave,  dos  veces  al  dia  en  la  forma  ordina- 
rio para  tales  casos  (1). 

Reconciliar  las  iglesias,  capillas  y  cemen- 
terios que  de  cualquier  modo  hubiesen  sido 
profanadas  en  los  parages  donde  los  ejérci- 
tos hagan  mansión  siempre  que  no  pueda 
cómodamente  acudirse  á  los  ordinarios  lo- 
cales (2). 

Bendecir  cualesquiera  vasos  sagrados, 
ornamentos  y  demás  perteneciente  ai  culto 
divino;  pero  solo  las  necesarias  para  uso  de 
los  ejércitos  ,  escepto  aquellas  para  cu- 
ya bendición  ha  de  hacerse  uso  del  santo 
óleo  (3). 

Dar  certificaciones  de  partidas  de  bautis- 
mo, matrimonio  y  defunciones  de  sus  feli- 
greses  á  ejemplo  de  los  párrocos  territoria- 
les, intervenidas  por  el  sargento  mayor  y  con 
el  visto  bueno  del  coronel  ó  comandante  de 
del  cuerpo  (4);  sin  que  estén  obligados  á  po- 
ner en  el  encabezamiento  de  orden  superior 
sino  solo  el  nombre  del  gefe  del  cuerpo, 
y  por  último  : 

Ejercer  la  misma  jurisdicción  necesaria 
para  la  dirección  espiritual  de  sus  feligreses 
que  la  que  corresponde  álos  párrocos  locales 
sobre  los  suyos;  pues  en  los  capellanes  de 
ejército  subdelegan  los  tenientes  vicarios  ge- 
nerales las  mismas  facultades  á  dicho  objeto 
conducentes,  que  las  que  á  estos  se  conce- 
den por  el  vicario  general  en  virtud  de  las 


(1)   Dicha  ley  %.' JS  8.— R.  O.  de  i  de  mano  de  1802. 
'{'i)   Dicha  ley f/f  14. 

t3)    Dicha  ley,  S  13. 

(4)  Art.  9.  Ut.'&y  tratado  i.*  de  laordenanza  general.  Cir- 
cular di)  17  de  marzo  1849.  En  cuanto  i  la  facultad  de  los  cape- 
llanes para  dar  cerliQcacioncs  de  soltería  i  los  soldados  licen- 
eladushan  existido  üadas  hasta  tiempos  muy  recientes.  La  prac- 
tica de  algunos  cuerpos  se  ha  inclinado  á  la  aflrmativa,  y  los 
gcfes,  sargentos  mayores  y  ayudantes  han  autorizado  con  su 
firma  la  estampada  por  los  capellanes  en  tales  documentos. 
Colon  en  suTraudo  de  juicios  militares,  tomo.  1,  pág.  348, 
asf'gura  que  de  ningún  modo  corresponde  i  unos  ni  a  otros 
porque  estas  declaraciones  de  libertad  solo  pueden  autori- 
zarse por  personas  gue  ejerzan  jurisdicción.  AQade,  que  este 
es  ano  de  les  actos  judiciales  en  que  deben  Iniervenir  las  so- 
lemnidades del  derecho  canónico  en  términos  de  ser  nulos 
los  documentos  que  se  den  por  cualquiera  otra  persona,  aun- 
que lleven  la  firma  de  les  coroneles  d  otros  gefes  mas  auto- 
rizados. Conclave,  que  esta  potestad  solo  reside  en  los  tenien- 
tes vicarios  gcnñrales  como  subdelegados  c:)strenses  i  quie- 
nes deben  acudir  todos  los  soldados  que  necesiten  iguales  do- 
cumentos; y  que  solo  en  virtud  de  espresa  delegación  de 
a(iocllos«  y  por  evitar  a  estos  la  Incomodidad  de  ir  A  las  ca- 
pitales á  solicitarla^  pacdcu  los  capellanes  darlas,  cuidando  de 
usarla  fórmula  y  con  los  requisitos  prevenidos  cu  Cblos  tri- 
bunales. 


disposiciones  pontificias  y  reales  vigentes 
sobre  este  punto  (1). 

Obligaciones.  Los  capellanes  de  ejército, 
tienen ,  en  razón  de  su  verdadero  carácter 
de  párrocos,  el  imprescindible  deber  de  por* 
tarse  como  tales,  edificando  á  sus  feligreses 
con  el  ejemplo  y  dirigiéndolos  por  el  camino 
de  la  sana  doctrina.  Pero  ademas  de  este 
deber  propio  y  fundamental  de  su  ministerio 
les  incumben  obligaciones  especiales  para 
su  mejor  desempeño.  Las  principales  con- 
signadas en  las  ordenanzas  generales  é  ins- 
trucciones vigentes,  son: 

Exhibir  á  los  párrocos  locales  ú  ordinarios 
diocesanos  sus  títulos  luego  que  lleguen  con 
sus  cuerpos  á  ciudad,  villa  ó  lugar;  y  sin  so- 
licitar eUa:^9ua(urhabiendo  alcázar,  castillo, 
fortaleza  ú  hospital  que  tenga  parroquia  mi- 
litar ó  capilla,  con  Sacramentos  de  ella  ad- 
ministrarlos siempre  que  sea  necesario;  pero 
hallándose  en  alojamiento  ó  destino  en  que 
por  defecto  de  aquellas  sea  preciso  elegir 
iglesia,  servirse  de  ella  siendo  única,  y  si 
hay  muchas  elegir  la  mas  cómoda  según 
costumbre  (2). 

Ponerse  de  acuerdo  con  los  párrocos  terri- 
toriales para  que  sin  escándalo  y  con  decen- 
cia se  administren  los  Sacramentos  pronta- 
mente á  los  feligreses;  y  si  alguno  ó  algunos 
de  aquellos  no  se  conformasen  usar  de  su 
derecho  tomando  de  la  iglesia  elegida  el  sa- 
cramento de  la  Eucaristia  y  el  de  la  Estre- 
ma-uncion,  llevando  en  secreto  el  primero 
cuando  por  falta  del  correspondiente  apara- 
to no  puedan  hacerlo  en  público  (3), 

En  las  plazas  y  cuarteles  donde  hubiese 
hospital  militar  ú  otro  de  marina  ó  público, 
alternar  diariamente  con  los  de  la  guarni- 
ción para  asistir  ó  consolar  á  los  enfermos  6 
heridos  (4):  si  hay  muchos  en  una  guarni- 
ción alternar  por  días  y  semanas  para  cele* 
brar  con  señalamiento  de  hora  por  el  gober- 
nador una  misa  ó  dos  diarias  en  el  hospital; 


{í\  Dicha  ley  4.'  §  IS.-Lcy  6,  MU  4.  libro  3  de  Id.— Ar- 
tículos de  la  Ordenanza  6  Instrucción  referentes  i  esta  mate- 
ria y  citados  al  tratar  de  las  obligaciones. 

(2)  Art.  S  de  la  Instrucción  del  vicario  general  del  ejercite 
páralos  capellanes  de  tierra  deS  de  diciembre  de  4836. 

1 5)    Art.  4  de  id. 

(I)  Arl.  4,  tit.  i9,  iraudo  %.*  de  las  Ordenutns. 
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y  en  los  días  festivos  en  que  el  regimiento 
monte  la  guardia  decir  uno  de  ellos  la  misa 
á  la  hora  oportuna  para  la  tropa  de  pa- 
rada (1). 

Dar  cuenta  á  los  subdelegados  del  terri- 
torio con  relación  circunstanciada  cuando 
por  los  párrocos  ú  ordinarios  se  insista  en 
perturbar  su  autoridad  y  jurisdicción  en  lo 
tocante  al  cumplimiento  de  la  voluntad  de 
los  que  falleciesen  (2). 

Llevar  un  libro  registro  del  modo  que 
los  párrocos  territoriales,  y  con  la  separa- 
ción necesaria,  de  los  bautismos ,  confirma- 
ciones, matrimonios,  defunciones  donde  quie- 
ra que  estas  hayan  ocurrido ,  y  el  estado  de 
almas  de  los  dependientes  del  regimiento; 
sin  perjuicio  del  asiento  respectivo  en  la 
parroquia  donde  se  celebró  el  Sacramento,  y 
arreglándose  para  el  registro  de  difuntos  á 
la  filiación  que  conste  en  el  libro  maestro 
del  sargento  mayor  con  aumento  de  las  cir- 
cunstancias de  edad  ú  otras  que  le  hayan  he- 
cho variar  (3). 

Proceder  con  la  mayor  circunspección  an- 
tes de  dar  fes  de  vida,  á  fin  de  evitar  pagos 
indebidos  (4). 

Cuando  los  dos  contrayentes  sean  de  tro- 
pa no  selcmnizar  el  matrimonio  sin  previo 
despacho  del  vicario  general  ó  del  subdele- 
godo,  y  sin  que  precedan  las  moniciones  ó 
proclamas,  á  no  haberse  dispensado  las  tres 
ó  alguna  de  ellas.  Si  solo  la  mujer  es  de  la  ju- 


(1)  ArtSde  id.  Id.— Por  laR.O.  cirenlar  de  la  dlreo 
eion  general  de  infonteria  de  2  de  febrero  de  1850  se  deter- 
mina qoe  cuando  por  enfermedad  notoria  de  los  capellanes  de 
los  eneróos  del  arma  no  puedan  por  sí  decir  la  misa  -en  los 
dias  festiTos  y  sea  preciso  valerse  para  ello  de  otros  ec;esids- 
ticos,  el  estipendio  que  se  les  satisfaga  tenga  aplicación  al  fon- 
do de  entretenimiento;  y  cuando  sea  por  vacante  de  capellanes 
los  gefes  deben  acudir  al  teniente  vicario  castrense  reclaman, 
do  uno  interino  el  cual  disfrutará  todo  el  haber  de  dicha  clase 
pasando  revista  de  comisario  como  si  fuera  efectivo.  Sobre  la 
obligación  de  espliear  la  doctrina  cristiana;  emplear  los  me- 
dios conducentes  para  separar  de  la  vida  escandalosa  á  cual- 
quier Individuo  del  regimiento;  visitar  y  asistir  de  continuo  á 
los  enfermos  en  las  casas  6  cuarteles  administrándoles  pun- 
tualmente los  Sacramentos  v  no  apartándose  de  su  cabecera 
en  los  últimos  instantes;  y  disponer  el  modo  de  efectuarse  el 
entierro  proporcionando  la  pumpa  funeral  á  las  facultades, 
carácter  y  empleo  del  difunto ,  gobernándose  por  la  disposi- 
ción testamentaria  si  la  hubiese,  véanse  los  artículos  5  y  tf  de 
la  citada  Instrucción,  y  reales  ordenes  de  10  de  abril  de  1801 
7  de  9  de  mayo  183S. 

(i)    Art.  7  de  dicha  Instrucción. 

(S)  Art.  8  y  II,  tit.  SS ,  tratado  2  de  las  Ordenanzas— Art. 
15  y  16  de  la  Instrucción. -Reales  órdenes  de  51  mayo  1801  y 
5  abril  18i7.-Segun  la  R.  O.  circular  de  la  dirección  gral.de 
Infanterfa,  de  1S  diciembre  1849.  ios  gefes  de  los  cuerpos 
no  están  autorizados  para  intencnv  los  libros  de  U»  eape- 
jlanei. 


risdiccion  castrense»  previo  el  indicado  des- 
pacho y  el  del  juez  eclesiástico  ó  párrocos 
del  varón;  y  si  este  únicamente  lo  es»  luego 
que  haya  exhibido  los  despachos  que  se  pa- 
sarán al  párroco  de  la  contrayente  para  que 
asista  como  en  el  caso  anterior  (1). 

Remitir  todos  los  años  á  la  vicaría  castren- 
se una  copia  integra  y  literal  y  con  la  debi- 
da separación»  de  las  partidas  de  bautismos» 
matrimonios  y  entierros  ejecutados  en  el  ano 
precedente»  para  pasar  su  contenido  al  libro 
maestro  que  se  lleva  en  dicho  tribunal  (^). 

Formar  las  matrículas  para  que  en  cua- 
derno separado  eonste  del  cumplimiento  pas- 
cual» incluyendo  en  ellas  á  todos  los  que  es- 
tén á  su  cargo  y  en  su  departamento  (3). 

Dar  parte»  en  todo  lo  que  pertenezca  á 
las  instrucciones  ü  órdenes  que  tengan  del 
vicario  general»  al  gefe  del  cuerpo»  arre- 
glándose á  ellas  á  menos  que  por  este  se  les 
requiera  de  suspenderlas  por  tener  que  ha- 
cer algún  recurso  (4). 

Siempre  que  con  la  real  licencia  nece- 
saria obtenida  por  conducto  del  vicario  ge- 
neral (5)  se  ausenten  del  puuto  donde  se 
bailen  sus  regimientos»  proponer  á  dicho 
vicario  un  sacerdote  idóneo  que  pueda  sus- 
tituirles en  las  funciones  de  su  cargo  du- 
rante su  ausencia:  si  el  sustituto  no  es  al- 
guno de  los  capellanes  compañeros »  procu- 
rar que  tenga  las  licencias  necesarias  del 
ordinario  y  cuanto  antes  solicite  las  del  vi- 
cario general  castrense  ó  su  subdelegado: 
aprobado  el  sustituto  ó  el  que  el  prelado 
nombre  lo  presentará  el  capellán  propieta- 
rio al  coronel  ó  gefe  del  cuerpo  ó  plaza» 
manifestándole  la  licencia  solo  para  su  noti- 
cia y  gobierno»  sin  que  el  gefe  pueda  im- 
pedir su  uso  siempre  que  se  halle  con  los 
requisitos  necesarios  del  vicario  general  y 
nombramiento  de  sustituto»  al  cual  ha  de 


(1)  Ley  t,  tit.  6,  lib.  2  de  la  Nov.  Recop.— Art.  O  á  Ib  d« 
la  citada  Instrucción,  en  los  cualea,  ademas  de  reiterarse  i  sia 
obiiffacion  se  indican  los  medios  que  los  capellanes  han  de 
emplear  para  que  no  se  efectúe  roairimonio  alguno  de  subtii* 
to  de  la  Jurisdicción  castrense  en  fraude  de  la  mifma,  y  el 
procedimiento  que  deben  adoptar  caso  de  haberse  efeetoado. 

(9)   Art.  17  de  la  Instrucción. 

(S)  Art.  18  de  id.-Art.  U  y  15»  tit.  23,  traL  de  las  Orde- 
nanzas. 

^4)   Dicho  art.  15. 

45)  An.  4.*  de  la  H.  i),  de  ^  d»poTi»i|¡re  fí^ 
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dejar  p«tH  so  ¿otMeifno  la  hiálraccion  ó  copia 
de  ella  (1). 

Obtener  espresa  ucencia  del  yicario  ge* 
neral  para  venir  á  la  corte,  á  escepcion  de 
QQ  ladee  urgentísimo,  presentándose  en  to  • 
do  caso  luego  que  lleguen  ante  aquel  ó 
8U  auditor  general  (2). 

Dirigir  sus  instancias  al  vicario  general 
castrense  sin  que  en  caso  alguno  tengan  que 
Informarlas  los  coroneles  de  los  regimien- 
tos (3). 

Conservar  siempre  en  su  poder  los  Bre- 
ves de  gracias  especiales  é  indultos  conce- 
didoá  ai  ejército  para  que  puedan  satisfacer 
á  las  consultas  de  sus  feligreses  sobre  este 
punto;  y  entregarlos  álos  que  lessucedan  (4): 
y  por  último; 

Cuando  se  forme  ejército  de  campaña, 
los  capellanes  que  á  ella  se  destinen  deben 
celar  igualmente  el  cumplimiento  de  su  mi- 
nisterio, estando  á  las  órdenes  é  instruccio- 
nes del  vicario  ó  subdelegado  teniente  vica- 
rio á  quien  se  encargue  la  dirección  y  go- 
bierno espiritual  del  ejército  (5). 

Derechos  parroquiales.  Los  capellanes  de 
ejército  ó  armada»  propietarios  ó  interinos 
deben  dar  gratis  las  certiñcaciones  de  liber- 
tad ó  soltería  que  les  pidan  los  individuos 
hcenciados,  por  ser  esto  may  peculiar  y  pro- 
pio de  su  ministerio,  y  hallarse  en  el  goce 
de  sueldo^como  los  demás  individuos  de  sus 
respectivos  cuerpos  (6);  pero  si  cualquiera 
aforado  de  guerra  tiene  que  pedir  documen- 
tos oflciales,  ha  de  arreglarse  á  las  fórmu- 
las establecidas  ya  para  cuando  los  libros 
parroquiales  existan  en  poder  de  los  párro- 
cos, ya,  para  si  estuviesen  archivados  en  las 
subdelegaciones  castrenses  ó  en  el  vicariato 
general,  y  pagar  los  derechos  que  se  deven- 
guen con  sujeción  á  los  iiranceles,  y  si  no 


n)   Art.  S/  de  id.  id. 

(9)  Art  j9de  la  Instracdoii.-fff  Wrámíir  las  liceocltspara 
Mseitarse  de  sn  respectivo  eaerpo  como  no  sea  pan  venir  i 
Espafta,  deben  pedirlas  al  virer  ó  capitán  general  por  condac- 
to  del  tQbdelegado  castrense.  Art.  1/  de  la  R.  0.  de  21  de  no- 
Tietiore  1784. 

(J»  a.  O.  de  46  de  octnbre  185?  y  circular  de  la  Inspección 
geoml  de  tnfanteria  de  6  jnlto  184Í.  iiopeccioii 

Jfi  jS'JL^^^^¿í\a¿.  **  IWfeccIon  general  de  infanteria 
de  U  de  BOTlenibre  1849. 
(5)    Art.  21  de  la  rJtada  Instmccion. 


los  hay,  sometiéndose  á  la  costumbre  del 
país  (f). 

Abolidos  hoy  los  emolumentos  ordinarios 
que  los  capellanes  de  ejército  y  armada  so- 
lian  percibir  con  el  nombre  de  derechos  de 
estola  (2);  y  no  siéndoles  permitido  exigir 
bajo  ningún  título  ofrenda  ni  cuarta  fuñe* 
ral  de  los  militares  de  cualquiera  clase  que 
fuesen  (5),  solo  pueden  percibir  los  derechos 
parroquiales  designados  en  las  reales  dispo- 
siciones vigentes  (4).  Conforme  á  estas: 

Corresponde  álos  capellanes  castrenses, 
la  cuarta  parte  de  las  misas  que  en  su  testa- 
mento dejase  el  oficial  ó  soldado  de  su  res- 
pectivo regimiento  si  fallece  en  él,  y  si 
muere  abintestato  los  que  se  acuerden  por 
via  de  sufragio  ó  al  menos  su  cuarta  parte; 
pudiendo  en  ambos  casos  el  capellán  encar- 
gar á  otros  sacerdotes  la  celebración  de  las 
misas  con  tal  que  por  recibos  ú  otro  legíti- 
mo documento  acredite  su  cumplimiento  (5): 

Del  mismo  modo  les  corresponde  percibir 
como  cuarta  funeral  para  emplearla  en  su- 
fragios, el  importe  de  todos  los  alcances  de 
un  individuo  de  su  batallón  ó  cuerpo  que  h- 
lleciese  intestado,  ya  sea  en  punto  donde  se 
halle  su  párroco  natural,  ya  en  hospital,  si 
nada  debe  á  la  caja,  y  dicho  importe  no  pa- 
sa de  cuarenta  reales;  si  llegase  á  doscien 
tos  solo  percibirá  sesenta;  si  á  cuatrocien  - 
tos  se  le   entregarán  ochenta;  y  ciento, 
que  será  el  máximo,  siempre  que  los  bie- 
nes suban  ó  pasen  de  quinientos  reates: 
entendiéndose  que  cualquiera  que  sea  la 
cantidad  que  haya  de  darse  al  capellán  con 
arreglo  á  estas  disposiciones  deberá  satisfa- 
cer con  ella  la  cuota  que  pueda  correspon- 
der al  hospital  cuando  en  él  ocurriese  la 
defunción:  y  si  el  individuo  del  bataHon  ó 
cuerpo  falleció  con  testamento  deberá  este 


(1)  R.  O  de  17  de  abril  ISSl. 

(2)  Citado  R.  D.  de  6  de  noviembre  de  1820. 

(3)  R.  O.  de  93  enero  1804,  y  R.  D.  dudo  de  6  novlett- 
brélS20.-Por  la  primera  se  derogaron  en  este  panto  loe 
art.  12,  til.  10  y  t9,  tit.  23,  trat.  3  de  las  Ordenanzas  del 
ejército:  el  aru  10,  tit.  íi,  trat.  2  de  la  de  Guardias  de  la 
Real  Persona:  la  R.  0.  de  4  de  abril  1778,  el  art.  9  de  las 
Instracciones  de  S  agosto  de  id.  dadas  por  el  vicarío  geserat: 
las  reales  órdenes  de  20  jallo  4  y  9  setiembre  de  1779.*  la  de 
91  octubre  1781  aae  con  la  fecha  de  11  noviembre  id.  es  la 
ley  6,  tit.  3,  lib.  de  la  Nov.  Recop. 

(4)  Art  41  del  Reglamento  orgánico. 

¡5)  Art.  1.*  y  í.;de  la  R.  Q,  df  4c9pjiiljp  177^-11.  O.c^ 
tada  de  95  enero  1904. 
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Ileyarse  á  efecto  después  de  entregada  al 
capellán  párroco  la  parte  qae  le  corres- 
ponda (1). 

Premios  y  ascensos.  Los  capellanes  de 
ejército  y  armada  qae  sedistingaiesen  en 
e!  ejercicio  de  su  ministerio  debían  ser  en 
lo  antiguo  propuestos  por  el  vicario  general 
á  S.  M.  para  atenderlos  con  ascensos  propor- 
cionados á  sus  circunstancias  (2).  Los  que  se 
hubiesen  inutilizado  en  alguna  función  de  su 
cargo  antes  de  los  15  anos  señalados  para  op- 
tar á  retiro,  y  aquellos  á  quienes  este  se  con- 
cediese, debian  también  ser  atendidos  con  al- 
guna renta  eclesiástica  proporcionada  á  sus 
méritos  y  cualidades,  cesando  en  el  haber  que 
como  á  capellanes  retirados  les  correspondía 
si  aquella  escondía  á  este  (3).  Mas  adelante 
se  fíjó  un  sueldo  á  los  capellanes  nombrados 
y  que  se  nombrasen  previa  oposición ;  á  cu- 
yo efecto  se  consignaron  para  parte  de  su 
pago  ciertas  cantidades  sobre  las  mitras  de 
España  y  América,  aplicándose  para  la  res- 
tante beneficios  simples  y  préstamos:  se  de- 
terminaron las  iglesias  de  la  Península  en 
que  aquellos  habían  de  ser  provistos  en  ca- 
nongías  y  raciones;  la  forma  de  llevarse 
desde  luego  á  efecto  la  provisión,  y  la  obli- 
gación en  los  provistos  de  desempeñar  sin 
sueldo  el  cargo  de  capellanes  en  los  hos- 
pitales militares ,  inválidos  ó  castillos  que 
hubiese  en  los  puntos  de  su  residencia  (4). 
Todavía  fueron  necesarias  aclaraciones,  en* 
tre  otras  la  relativa  á  la  antigüedad  de  los 
capellanes  del  ejército  para  optar  á  los  pre- 
mios y  ascensos,  la  cual  debía  contarse 
desde  la  fecha  del  nombramiento  (j):  la  que 
establecía  el  modo  de  hacerse  efectiva  la  al- 
ternativa entre  los  capellanes  del  ejército  y 
armada,  proponiéndose  á  los  que  mas  se 
acercasen  y  fuesen  beneméritos,  cuando  no 


i\)  Art.  9.*  T  «.*  de  la  R.  O.  de  13  agosto  de  1899,  elr- 
eulada  por  U  Insoeccion  general  de  infantería.— Art.  90  de 
la  i.*  parte  del  Reglamento  del  detall  para  los  regimientos 
del  arma  de  Infantería  de  1.*  setiembre  ISi'S.-Art.i.Sy  4 
de  la  circular  de  ia  Inspección  de  caballería  de  10  junio  1846, 
j  i,'  y  i,"  de  la  de  infantería  de  90  diciembre  del  mismo 
afio.-R.  O.  circular  de  la  dirección  general  de  infantería 
de  94  noviembre  de  1849,  y  R,  O.  circular  de  31  de  diciem- 
bre de  1853. 

19)    Art.  6.*  de  la  R.  0.  de  4  nOTícmbre  1783. 

(3)  R.  0.  de  10  marzo  1784,  comunicada  i  Indias  eo 
15  noviembre  1788. 


y  9  del  Reg 

,  PÍOY.  Rccop. 


(4)  Art.  I,  9,  4,  5,  6,  7,  8  y  9  del  Reglamento  de  90 
ñero  1801.  le?  10,  tlt.90,llb.  1,^*     "  - - 
t5)   R.  0.  de  90  de  Julio  de  id. 


TOMO  VII, 


los  hubiera  del  numero  de  anos  prefijado  (1): 
la  que  determinaba  pudiesen  optar  á  ca« 
nongfa  de  primera  clase ,  previa  nueva  pro* 
puesta  los  que,  habiendo  cumplido  33  anos 
de  servicio,  fuesen  provistos  en  alguna  de  se- 
gunda por  no  haber  vacante  de  aquella  (S): 
la  que  reservaba  á  los  promovidos  á  destinos 
eclesiásticos  la  percepción  de  sueldos  y  emo- 
lumentos hasta  que  se  posesionasen,  siempre 
que  funcionaran  como  tales  capellanes  (3); 
y  por  último ,  la  que  consignó  el  derecho  de 
los  que  llevasen  20  anos  de  servicio  en  hos« 
pítales  ü  otros  destinos  establecidos  en  tier- 
ra, á  ser  colocados  en  beneficios  y  plazas 
eclesiásticas  (4).  Pero  la  nueva  creación  de 
cuerpos  de  todas  armas  hizo  insuficientes  los 
ascensos  señalados  para  atender  á  los  ecle- 
siásticos beneméritos  del  clero  castrense,  es- 
pecialmente á  los  que  tanto  lo  fueron  en  la 
última  guerra  de  la  Independencia,  y  remu- 
nerar dignamente  á  los  tenientes  vicarios cas- 
trení^es.  En  su  consecuencia  se  señalaron  30 
prebendas  para  los  capellanes  del  ejército  y 
armada  que  llevasen  25,  20  ó  15  años  de 
servicio ,  determinándose  al  propio  tiempo  la 
forma  de  su  provisión ,  con  otros  puntos  á 
esta  materia  referentes  (5). 

Tales  fueron  las  disposiciones  legislativas  y 
administrativas  que  sirvieron  de  regla  para  los 
premios  y  ascensos  hasta  que  estos  se  regula- 
rizaron en  nuestros  días,  mandándose  que  los 
capellanes  del  ejército  optasen  á  ellos  por  ri- 
gurosa antigüedad  y  respectivamente  á  cape- 
llanes de  los  cuerpos  de  caballería,  artillería 
é  ingenieros,  escepto  el  caso  en  que  alguno  lo 
desmereciera  por  su  conducta,  reservándose, 
no  obstante,  el  vicario  general  dispensar  al 
que,  contando  al  menos  tres  años  de  senricio 
en  el  arma  en  que  se  hallase,  se  hubiera  he- 
cho acreedor  á  esta  gracia  por  su  acreditada 
aplicación  y  ciencia,  y  por  sus  notables  serví- 


(1)   R.  0.  de  S  de  seUembre  de  id. 

(9)    Real  orden  de  19  de  id. 

(i)   Real  drdende  16  de  agosto  de  1803* 

(4)    Real  drden  de  1  .*  de  setiembre  de  1816. 

i5)  Real  cédula  de  14  de  setiembre  de  1810,-Reat  drdel 
deid.  confirmatoria  del  reglamento  de  30  de  enero  de  1804, 
de  las  Reales  órdenes  de  17  y  94  de  octubre  y  19  de  diciembre 
de  1814.  y  de  la  circular  de  10  de  agosto  de  1815:  derogatoria 
délas  Reales  órdenes  de  91  de  oetobrede  1814,  4  de  enero 
y  96  de  setiembre  de  1815.  Por  ella  se  dispuso  además ,  qae 
el  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  no  interviniese  en  las  mo- 
pnestas  de  prebendas  señaladas  en  dichos  reglamentpf  y  firal 
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ck»  en  la  carrera  (<);  qw  la  aatígttedad  de 
los  de  cuerpos  francos  y  milicias  se  contase 
desde  sn  pase  al  permanente,  y  que  el  abono 
de  tiempo  servido  en  aqneUos  cuerpos,  con- 
cedido á  los  que  con  reales  despachos  fueron 
colocados  en  el  ejército  no  debía  contarse 
como  antigüedad,  sirviendo  únicamente  para 
las  situaciones  y  jubilaciones  pasivas  (2). 
Según  el  nuevo  reglamento  orgánico  del  cle- 
ro cai^trense ,  los  ascensos  han  de  darse  tam- 
bien  por  rigurosa  aotiglledad,  formando  al 
efecto  el  vicario  castrense  un  escalafón  ge- 
neral, del  cual  ha  de  remitir  un  ejemplar  al 
ministerio  de  la  Guerra  al  principio  de  cada 
ano ;  y  en  el  inesperado  caso  de  que  algún 
capellán  castrense  merezca  ser  postergado 
en  su  ascenso ,  el  vicario  general  lo  hará 
presente  á  S.  M.,  espresando  las  causas  pa- 
ra su  resolución ,  siendo  permitido  á  todo  ca- 
pellán renunciar  el  ascenso  que  le  toque; 
pero  en  inteligencia  de  que  en  ningún  tiem- 
po, ni  por  razón  alguna,  podrá  aspirar  á  ín- 
validar  dicha  renuncia  (3). 

En  Ultramar  los  capellanes  castrenses  de- 
ben obtener  también  por  rigurosa  antigüe- 
dad sus  ascensos  y  gozar  de  las  ventajas 
concedidas  á  los  de  la  Península,  asi  para 
las  recompensas  á  que  se  hagan  acreedores, 
como  para  el  abono  de  los  anos  de  ser- 
vicio (4). 

Gracias.  Los  capellanes  castrenses  tie« 
nen  derecho  á  participar  de  las  generales 
que  se  concedan  al  ejército  en  la  forma  que 
sea  compatible  con  su  sagrado  ministe- 
rio (5) ;  pero  no  pueden  optar  á  ellas  los  cu- 
ras  castrenses  nombrados  para  administrar  el 
pasto  espiritual  klos  militares  que  no  tengan 
capellanes  propios  (6);  los  de  los  hospitales 
continuarán  en  los  mismos  goces,  en  tanto 
que  se  publica  la  nueva  ordenanza  para  la 
mejor  organización  y  servicio  de  dichos  es- 
tablecimientos; y  los  de  los  colegios  militares 
han  de  optar  á  las  recompensas  que  por  los 
respectivos  reglamentos  les  están  señaladas 

(1)  Real  orden  de  96  de  abril  de  1848. 

Ai  Rca^  orden  de  SI  de  majo  de  1849* 

(5)  Arta.  31  á  55  de  dklio  reglameDio. 

(i)  ArU  49  de  id. 

i5)  Arl.  S6  de  id. 

(C)  ArtSldeid. 


en  raaon  del  profesorado  que  ejaroen  (f). 

Retiro.  Tienen  derecho  á  él  los  capella- 
nes de  ejército  ó  armada  que  hubiesen  ser* 
vido  15  anos  cumplidos,  á  satisGiccion  del 
vicario  general  castrense,  por  cuyo  conducto 
deben  solicitarlo,  á  menos  que  antes  se  ha- 
yan inutilizado  ejerciendo  alguna  función  de 
su  ministerio,  en  cuyo  caso  el  vicario  gene- 
ral castrense  debe  hacerlo  presente  á  S.  M.t 
aunque  no  lleven  los  anos  de  servicio  espre- 
sados (2),  pues  se  les  considera  acreedores  á 
gracias  análogas  á  las  que  se  conceden  á  los 
oficiales  del  ejército  que  se  inutilizan  por 
idénticas  causas  (3) ,  pudiendo  todo  párroco 
castrense  retirarse  del  servicio  con  las  ven- 
tajas y  plazos  señalados  en  la  real  disposición 
vigente  sobre  este  punto,  ínterin  no  se  dis- 
ponga otra  cosa  (4). 

En  Ultramar  el  retiro  de  los  capellanes  se 
concede  conforme  á  las  disposiciones  que  ri- 
jan respecto  de  las  demás  clases  del  ejército 
que  sirvan  en  aquellas  posesiones  (5). 

Categoría.  Corresponde  á  los  capellanes 
del  ejército ,  cuartel  general  de  inválidos  y 
colegios,  como  justa  y  proporcionada  á  su 
dignidad,  la  de  capitanes  mas  antiguos,  de- 
biendo guardárseles  las  exenciones  y  prero- 
gativas  correspondientes  á  este  empleo  en 
cualquier  caso  y  en  la  alternativa  y  concur- 
rencia con  los  oficiales  (6),  abonándoles,  si 
son  de  instituto  montado ,'  la  ración  corres- 


(i)    ArU37deM.  ,   ^, 

(¿)  Real  orden  de  10  de  marto  de  178 1,  comanieada  Un* 
días  en  SI  de  noTícmbrc  de  1788. 

(3 i  Art.  il  del  reglainenio  orgánico.- Scgan  la  Real  orden 
de  14  de  febrero  de  1818,  los  capellanes  separados  del  senricio 
sin  soUcilarlo  goian  del  retiro  consignado  en  los  arts.  1  y  i 
del  Real  decreto  de  5  de  jallo  de  1847,  concediéndose  4  los 
que  se  bailen  en  el  primero  de  estos  el  retiro  nerpéino  deliO 
reales  mcnsaales,  t  a  los  qne  alcance  el  segundo  la  jubilación 
minima  de  su  empleo  solo  por  dos  aftos. 

(4)  Art.  41  ciudo  y  Real  orden  de  30  de  julio  de  1850  es- 
presada en  el  mismo,  por  lo  cual  se  declara  que  la  cantidad 
que  se  les  señala  aunqje  se  arregla  i  la  ley  de  jubilaciones 
mientras  no  se  fija  por  medio  de  una  cápcciai  la  escala  propor- 
cionada de  retiros  para  los  pirrocos  castrenses,  no  puede  con- 
fundirse con  el  señalamiento  de  verdadera  jubilación,  sino  oue 
debe  siempre  mirarse  bajo  el  concepto  de  retiro  mHiiar.-Sobrc 
lus  abonos  de  años  de  carrera  y  de  campaña ,  con  relación  al 
sueldo  de  retiro  que  deben  distruur  los  capellanes  castrenses, 
véasela  Real  orden  de  18  de  junio  de  1852  y  el  art.  41  de  di- 
cho reglamento. 

(5)  Art.  50  de  dicho  reglamento.  ,    ^ 

(6)  Reglamento  de  30  de  enero  de  1804,  ley  10,  til.  90, 
libro  1  delaNov.  Recop.;  Reales  órdenes  de  5  t  1  S  de  seden- 
bre  id.  y  de  30  de  julio  de  1850.~Art.  48  del  Rcslamento  or- 
gánico.-for  la  Real  orden  de  5  de  febrero  de  1850  se  dispone, 
que  cuando  no  baya  camarote  en  la  toldiUa ,  los  capellanes 
alojen  después  de  los  contadores  del  buque,  y  estos  después 
de  los  pilotos  graduados  de  oficiales,  debiendo  tenerse  presenta 
la  Real  orden  de  S5  de  julio  de  181  i  v  adicionarse  esu  deela- 
raeion  al  art.  1,  Ut.  S,  trat.  5  de  las  Ordenanus  generales  de 
laí      " 
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pandieote  y  en  igual  forma  qoe  á  los  capita- 
nes v  eo  campaia  á  los  de  ¡oEsiQiería  (i). 
CAPELLÁN  DECOFRAIHA. 

El  eclesiástico  que  por  eleccioa  de  los  in- 
dividuos de  la  misma,  y  con  aprobación  do 
la  autoridad  competente  ejerce  el  cargo  de 
director  en  los  actos  y  ejercicios  religiosos 
de  ella. 

El  derecho  canónico  común  nada  deter- 
minado y  preciso  dispone  acerca  de  las  rela- 
ciones de  estos  capellanes  con  los  párrocos 
ó  rectores  de  las  iglesias,  capillas  ú  oratorios 
donde  se  hallen  establecidas  dichas  corpora- 
ciones. Asi,  en  la  multitud  de  controversias 
que  pueden  originarse  entre  cualquiera  de 
estas  y  sus  capellanes,  ó  entre  estos  y  los 
párrocos  ó  rectores  espresados,  relativamen- 
te á  los  derechos  parroquiales  y  Tunciones 
eclesiásticas  ó  á  determinadas  preeminencias 
y  prerogatívas,  no  puede  darse  una  regla 
fija,  dependiendo  la  Resolución  de  la  contro- 
versia del  examen  de  las  circunstancias  par- 
ticulares del  caso.  La  única  resolución,  pues, 
'  y  sino  la  mas  fundamental  en  la  materia  de 
qne  tratamos,  es  la  dada  por  la  Congrega- 
ción de  Ritos  en  10  de  diciembre  de  170i,  y 
aprobada  por  la  Santa  Sede  con  el  fin  de  ter- 
minar las  controversias  entre  los  párrocos  y 
las  cofradias  de  casi  todo  el  orbe  cristiano. 
Del  dictamen  que  se  presentó  á  dicha  Con- 
gregación (2)  se  deduce  desde  luego  que 
asi  esta  como  la  del  concilio,  y  la  de  obis- 
pos y  regulares,  hablan  sancionado  muchos 
puntos  según  la  diversidad  de  casos  y  pre- 
vio un  detenido  examen,  lo  cual  produjo  va- 
rias controversias  dando  lugar  á  que  se  ma- 
nifestaran pareceres  encontrados»  y  se  pro- 
mulgasen decretos  contrarios;  que  se  procuró 
entonces  establecer  leyes  generales  y  unifor- 
mes en  lo  posible,  teniendo  para  ello  en 
cuenta  los  anteriores  decretos ;  que  antes  de 
emi  tirse  jnicio  alguno ,  se  acordó  que  los  dos 
abogados  consistoriales  presentasen  su  dicta- 
men por  escrito  fundado  en  la  verdad;  y 
por  ñn ,  queen  este  asunto  se  procedió  con 


(t)    krí.  ^  del  reslamento  orginleo. 

(i)  Benedicto  XIV  in^,  ectesiáslica  iOí,  §  3  núm.  93 
insírucstc  dicUmeo  presentado  por  el  Cardenal  Leandro  Go- 
lloredo. 


la  mira  de  nopeijndiear  á  los  párrocos.  En 
dicha  resolución  se  distinguió  entre  las  co- 
fradías de  seglares  erigidas  dentro  de  las 
parroquias  ó  de  las  capillas  ú  oratorios  pú- 
blicos ó  privados  que  dependen  de  la  parro- 
quia ó  le  están  unidos,  y  las  instaladas  ea 
iglesias  ú  oratorios  que  se  hallan  en  la  de« 
marcación  parroquial.  Respecto  de  las  pri- 
meras casi  todo  lo  atribuyó  á  los  párrocos; 
mas  no  se  mostró  tan  liberal  al  tratar  de  las 
segundas,  pues  por  una  parte  les  concedió  y 
lo  mismo  á  sus  capellanes  muchos  privile- 
gios, determinando  por  otra  que  quedasen 
en  su  vigor  los  convenios  celebrados  al  eri- 
girse las  cofradias,  las  transacciones  litigio- 
sas hechas  por  las  partes  y  aprobadas  por 
la  Santa  Sede,  los  indultos,  las  constitucio- 
nes sinodales  ó  provinciales,  y  las  costum- 
bres inmemoriales  ó  que  contasen  al  menos 
cien  años  de  prescripción.  Dejando  para  su 
lugar  oportuno  (i)  la  enumeración  de  los 
decretos  de  la  Congregación  de  Ritos ,  que 
se  reRcren  á  las  cuestiones  entre  cofradías 
y  párrocos  ó  rectores  de  las  iglesias ,  tan 
solo  indicaremos  que  por  el  16  se  resolvió 
que  los  capellanes  de  aquellas  pojdian  ]sin  lir 
cencia  del  párroco ,  anunciar  al  pueblo  las 
festividades  y  vigilias  de  la  3emana;  por 
el  33,  que  no  les  era  lícito  llevar  estola  en 
las  procesiones  de  la  coCradía  fuera  de  la 
iglesia  en  que  estuviese  establecida;   por 
el  25,  que  el  párroco ,  solo  por  su  derecha 
de  tal,  y  ano  tener  algún  otro  titulo  espe- 
cial y  legítimo  >  no  podia  obligar  á  los  rec- 
tores y  capellanes  de  las  cofradias  á  que 
asistiesen  alas  funciones  de  la  iglesia  parro- 
quial; y  por  el  29,   que  dichos  capellanes 
tampoco  pedían  sin  consentimiento  del  pár- 
roco, mezclarse  en  las  funciones  de  la  misoia 
iglema,  foesen  ó  no  parroquiales  (2).  Por  lo 
que  toca  alas  procesiones,  el  capeUaa  de 
una  cofradía  no  pnede  por  sola  su  vohinlad 
disponerlas  ni  haceriad  sin  licencia  espresa 
del  obispo  ú  ordinario  diocesano,  ó  del  par* 

(1)  Véase  el  arU  cofradía. 

(2)  Beoedicio  XIV  ea  ios-log.  eluespoofi  las  33  osatfa- 
nes  que  sobre  derechos  parroquiales  y  preeminencias  entre  kM 
párrocos  y  las  cofradías  de  iegor-  y  sos  capellanes  y  olclales 
se  trataron  en  la  Gong;regacion  de  Ritos,  y  los  31  decretos  ea 
qae  las  resolvió.  Son  dignes  de  leerse  las  observaciones  qoe 
enlospárraíosByGpreseoU  acerca  de  ellos  y  en  particular 
de  loe  que  se  refieren  á  los  obispos  y  á  los  párrocos. 
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roco  por  cuyo  (errítorío  han  de  pasar,  y  el 
obispo  no  puede  sin  causa  y  oponiéndose  á 
ello  los  cofrades,  separar  de  su  cargo  al  ca- 
pellán (1). 

bebe  ademas  (enerse  presente  lo  dispues- 
to en  este  punto  por  el  art.  25  del  Concor- 
dato de  1851  sobre  capellanes  de  oratorios, 
hermitas, etc.  Véase cürBiAAiv. 

CAPELLÁN  DE  HOIVOR. 
Con  esle  nombre  se  distinguen  en  España 
los  eclesiásticos  que  con  nombramiento  y  ti- 
tulo del  rey  forman  parte  del  cuerpo  de  ca- 
pellanes de  la  Real  Capilla.  Acerca  del  nú- 
mero y  clases  de  estos  capellanes,  los  requi- 
sitos y  solemnidades  para  su  admisión,  sus 
obligaciones  y  demás  relativo  á  su  organi- 
zación véase  capiula  rbaIm 

CAPBLLAIV  MAYOR.  El  ecle- 
siástico que  ejerce  la  autoridad  superior  de 
un  cuerpo  de  capellanes,  que  respecto  de  él 
se  denominarán  por  lo  tanto  capellanes  me- 
nore$.  Como  hay  tantas  especies  de  cape- 
llanes, y  el  cargo  no  espresa  por  lo  mismo 
una  catogoría  (¡ja;  y  sí  por  el  contrario  una 
elasifícacion  y  denominación,  varia  según 
los  tiempos ,  y  digámoslo  asi ,  casuística;  las 
reglas  sobre  la  índole  del  cargo,  deberes  y 
atribuciones,  á  veces  importantísimas,  del 
hmnndo  capellán  mayor ,  han  de  buscarse 
en  cada  caso  en  la  fundación  ó  institución 
reqiectiva.  Véanse  por  tanto  las  diversas 
acepciones  de  la  voz  en  los  artículos  subsi- 
guientes. 

En  lo  militar,  capellán  mayor ,  enunciado 
simplemente  asi ,  ó  sin  el  aditamento  de  los 
ejárcUos ,  es  el  teniente-vicario  6  subdele- 
gado mayor  del  vicario  general  castrense, 
en  un  distrito,  armada,  espedicion ,  eto.  En 
América  suele  serlo  en  cada  diócesis  el 
propio  obispo.  Véase  TicaRi^  «iíiibrai. 


CAPELLÁN  MAYOR  DE  LOS 
EJÉRCITOS.  Estensiva  esta  deno* 
mmacion  á  los  ejércitos  de  mar  y  tierra,  es- 
presa lo  mismo  que  la  de  vicario  general 


(1)  ?en9ris,ui.cüpetlaBus  iñcommMij  núm.  38  á  SI 
cita  éh  comprobación  de  lo  primero,  dos  declaraciones  di'  l.i 
Cooffreg.  de  Ritos  de  i  de  marzo  de  1606  y  10  de  dicii'inbre 
de  170S;  j  de  lo  segando  esta  mismi  y  la  de  la  Congregación 
de  obbpos  de  5  octubre  de  169). 


cástreme.  Véase  este  artículo  y  los  de  ca* 

PBIAA»  »B  I^  AliaiA»A  ,  CAPBIAAII 
»B  KJáRCIT»,   CAPBI.I.A1I   HAT^B. 

CAPELLAIV    MAYOR   DEL 

REY.  El  prelado  eclesiástico  que  en  lo 
antiguo  ejerció ,  y  á  quien  compete  en  la 
actualidaa  la  jurisdicción  superior  espiritual 
y  eclesiástica  en  los  palacios,  casas  y  sitios 
reales ,  y  sobre  los  criados  de  S.  M. ;  la  cual 
hoy  ejerced  llamado  pro  •capellán  mayor. 
Véase  cawmmjla  rbai.. 

CAPELLÁN  DE  MOIVJAS. 
Llámase  también  vicario.  El  sacerdote  en- 
cargado de  dirigir  espiritualmento  las  comu- 
nidades de  religiosas. 

Los  capellanes  de  monjas  deben  ser  de 
edad  madura  (1),  y  al  mismo  tiempo  instrui- 
truidos ,  pues  no  tanto  se  llaman  tales  los 
sacerdotes  por  su  edad  avanzada,  cuanto 
por  su  sabiduría  (2).  Es  tan  necesario  el  re* 
quisito  de  la  edad,  que  la  abadesa  ó  supe* 
ríora  puede  no  admitir  al  capellán  joven  que 
el  obispo  quiera  dar  á  las  monjas  (3) ;  y  por 
identidad  de  razón ,  aunque  estas  tengan 
derecho  de  nombrarse  capellán,  puede  el 
obispo  rechazarlo  por  justa  causa,  v.  g, ,  la 
de  ser  demasiado  joven  (4).  Sin  embargo, 
como  pudieran  no  hallarse  Tácilmento  cape-> 
llanos  ancianos ,  ó  al  menos  de  edad  iiiadu^ 
ra,  queda  á  la  prudencia  del  obispo,  des- 
pués de  pesadas  las  circunstancias  del  caso 
y  lugar,  admitir  á  los  jóvenes  con  tal  que 
sean  de  buenas  costumbres,  estén  dotados 
de  cualidades  religiosas  y  gocen  en  general 
de  buena  fama. 

Gomo  el  cargo  de  capellán  de  monjas  su- 
pone en  el  que  ha  de  desempeñarle  los  re* 
quisitos  de  edad,  ciencia  y  prudencia  indi- 
cados, el  que  lo  Tuese  no  puede  nombrar 
por  sustituto  á  otro  presbítero  sin  espresa 
licencia  del  obispo  ó  de  su  vicario  general. 
No  siendo  tampoco  perpetuo  ni  dando  titulo 
canónico,  el  que  lo  obtiene  puede  ser  amo- 
vible á  voluntad  del  legítimo  superior  (5):  y 

(1)    Canon  9,  dist.  59  del  Decreto. 

(i)    <:ánon  G  ,  dist  84. 

\á)  Declaraciones  de  la  Oongreg.  de  obispos  y  regalares 
Ao.   19  de  diciembre  do  16W. 

(I)  ídem  id.  de  81  de  mayo  id.,  y  de  19  de  noviem- 
bre de  1605. 

(5)    Ídem  id.  de  18  de  iuiiodef69i. 
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es  regla  general  que  los  capellanes  de  mon 
jas  exentas,  6  de  las  sajelas  á  la  jurisdic- 
ción episcopal,  no  pueden  á  pesar  de  su 
cualidad  de  amovibles  ser  separados  sin 
justa  causa  (i). 

Cuando  las  monjas  están  subordinadas  á 
la  autoridad  de  los  prelados  regulares  de  la 
orden,  pende  de  estos  la  designación  de  ca- 
pellanes. En  este  caso  el  cap.  18  de  la  Bula 
Apostolici  Ministerü  dispone  que  el  nombra- 
do debe  ademas  esponerse  6  probar  su  sufi- 
ciencia ante  el  ordinario  diocesano. 

Conservándose  por  el  Concordato  de  1831 
la  jurisdicción  especial  de  los  prelados  re- 
gulares, algunos  de  los  que  eran  al  tiem- 
po de  la  esclauslracion  general  en  Espa- 
ña, procedieron  al  nombramiento  de  cape- 
llanes de  las  comunidades  de  monjas  de 
la  orden  respectiva,  con  cuyo  motivo,  en 
circular  de  28  de  diciembre  de  1854,  di- 
rigida de  real  orden  al  arzobispo  de  Toledo, 
so  declaró  que  la  citada  disposición  del 
Concordato  había  de  entenderse  de  los  pre- 
lados regulares  de  órdenes  restablecidas 
después  del  Concordato ;  y  no  de  las  que 
continuaban  suprimidas. 

CAPELLÁN     MUZÁRABE. 
Véase  capiiaa  mjEARABtf. 

CAPELLAíV  REAL.  El  nombra- 
do por  el  rey  para  el  servicio  (|e  las  capi- 
llas denominadas  Reales,  fuera  de  la  corte, 
como  la  de  mozárabes,  reyes  nuevos  de  Se- 
villa, etc. 

CAPELLANES  DE  CORO. 
Los  eclesiásticos  nombrados  en  las  cate- 
drales y  colegialas  para  asistir  en  el  coro  á 
los  oficios  divinos  y  horas  canónicas.  Por  el 
último  Concordato  (2)  se  denominan  benefi- 
ciados 6  capellanes  asistentes  al  cabildo;  y  re- 
conociéndose la  necesidad  de  darles  presti- 
gio, se  determina  su  número  en  cada  una  de 
las  metropolitanas,  sufragáneas  y  colegiatas; 
sus  clases,  á  ejemplo  de  las  dignidades  y 
canónigos,  que  han  de  ser  prebíteros  al  to- 
mar posesión  ó  dentro  del  ano;  y  nombrados 


CAPELLÁN. 


SOI 

y  los  prelados  y 


(1)   ídem  id.  de  9»  de  octubre  de    viot      Ig  de 
de  1653  y  14  de  mayo  de  1655.  ' 

ft)   Art.  18,  17,  18  .  M  y   «  de  Id.,  copiados 
pirte  legislativa  del  articulo  MNKncio  bclksiástico. 


mayo 
^n    la 


alternalivaniinlc  por  S.  M. 
cabildos.  Véase  €%bie.d«. 

CAPELLÁN  es  DE  PARTI- 
CULARES. Por  este  solo  concepto, 
aun  cuando  la  capilla  sea  pública,  y  las 
personas  que  le  nombren  pendan  en  lo  es- 
piritual ya  del  ordinario  diocesano ,  ya  de  la 
jurisdicción  eclesiástica  castrense,  no  pue- 
den ejercer  en  la  familia  á  quien  sirven  ni 
en  la  capilla  acto  alguno  parroquial ,  y  ni 
aun  ejercer  en  esta  los  actos  que  como  sacer- 
dote puede  ejercer  en  la  parroquia  y  tem- 
plos públicos,  como  oir  en  penitencia ,  dar 
la  sagrada  comunión,  predicar,  celebrar 
tres  misas  en  los  dias  en  que  asi  lo  permite 
la  liturgia ;  salvo  la  celebración  de  la  misa, 
rezos,  devociones  y  pláticas  privadas,  pura- 
mente doctrínales.  Son  en  un  todo  iguales  i 
los  capellanes  mercenarios  ó  cumplidures  en 
las  capellanías  laicales,  fot,  privilegio  per^ 
sonal  ó  real ,  esto  es ,  concedido  á  ellos,  á 
la  Tamilia  ó  á  la  capilla,  pueden  ejercer 
otras  funciones;  pero  eso  penderá  de  los 
frreves,  privilegios,  concesiones  y  fundacio- 
nes aprobadas  por  la  autoridad  eclesiástica, 
que  han  de  tenerse  presentes  en  cada  caso. 
Véase  €APii.t,A,  ••at«ri«,  PAmii«o«, 
PAmmo^iniA.     . 

CAPELLANES  DE  PRESI- 
DIOS. Los  eclesiásticos  encargados  de  ad- 
ministrar el  pasto  espiritual  á  los  rematados 
en  los  establecimientos  penales.  De  estos, 
unos  penden  de  la  jurisdicción  militar ,  co- 
mo los  presidios  de  África :  otros  de  la  ad- 
ministración civil ,  como  los  presidios  correc- 
cionales del  interior.  En  los  primeros  los 
capellanes  son  castrenses  ,  de  ejército  ó  ar- 
mada ,  según  el  caso :  dependen  del  vicario 
general  castrense;  y  en  cuanto  á  sus  atribu- 
ciones y  deberes  véanse  los  artículos  respec- 
tivos. En  los  segundos,  los  capellanes  son 
nombrados  por  la  administración  civil,  y  de- 
penden del  correspondiente  ordinario  dioce- 
sano. Estos  capellanes  no  tienen  jurisdicción, 
si  no  direccimí  espiritual :  deben  en  los  dias 
festivos  esplicar  la  doctrina  á  los  presidiarios 
y  sus  capataces ,  inculcando  á  todos  la  pu- 
reza de  costumbres :  cuidar  con  el  coman- 
dante del  cumplimiento  pascual :  ausiliar  á 
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los  condenados  á  mnerlc  >  debiendo  después 
del  acto  dirigir  una  exhortación  conveniente 
á  los  presidiarios :  debe  el  capellán  visitar  á 
los  enfermos  y  concurrir  cuando  sea  llama- 
do por  ellos :  todas  las  tardes  rezar  el  rosa- 
rio en  la  enfermería  á  los  enfermos  y  sir- 
vientes :  adoctrinar  y  celar  con  especial 
cuidado  á  los  presidiarios  jóvenes ,  evitan- 
do se  contaminen:  no  permitir  se  entier- 
ren  los  presidiarios  ni  dependientes  en  la 
capilla  del  establecimiento ,  sino  en  el  ce- 
menterio parroquia],  si  no  lo  tuviese  espe- 
cial el  -establecimiento ,  proponiendo  sobre 
esto  io  conveniente  al  director  general  del 
ruso:  finalmente,  llevar  su  registro  for- 
mal de  los  hechos  y  conducta  de  los  presidia- 
rios»  que  en  nuestro  concepto  deberá  ser 
de  alta  y  baja ,  defunciones ,  y  todo  lo  que 
complete  la  historia  del  penado ,  ya  para 
comprímante  ea  sus  casos  de  derechos  fami- 
liares y  disciplina  del  establecimiento,  como 
para  los  informes  de  conducta  que  para  in- 
dnltos,  rebajas,  etc. ,  puedan  pedirse. 

El  párroco  del  presidio  lo  es  el  déla  parro- 
quia en  que  radique.  Los  capellanes,  portan- 
te, no  pueden  ejercer  otras  funciones  parro- 
quiales T|ae  las  que  aquel  les  delegue,  ^r- 
tlculo  i6Sj/166rfeIa  Ordenanza  de  presi- 
dios de  H  de  abril  de  1834:  real  decreto 
de^  de  diciembre  de  1843. 

CAPELIiAIVIA.  La  etimología  es 
á  veces  una  razón  para  determinar  la  signi- 
ficación de  las  palabras,  y  sin  embargo  la  de 
capellanía  es  tan  incierta  como  complejo  el 
significado  de  esta  voz.  Véase  sobre  ello  los 
artículos  capei^i^am,  capilla.  Por  las  dos 
razones  indicadas  no  es  posible  dar  una  defi- 
nición concreta  y  exacta  de  la  capellanía, 
cuya  idea  compleja,  como  queda  dicho,  no 
se  desenvuelve  por  completo,  sino  confron- 
tando entre  sí  el  presente  artículo  y  los  de 

•einSPfCI^   ECLESIÁSTICO^    CAPELLÁN, 

en  todas  sos  acepciones,  capilla,  en  to- 
das las  suyas,  patkoivato  real  de  lk- 

«•9,  y  aun  otros  análogos,  como  awiter- 

0AIIIO,  LE«A1»e  pío,  MEMOnlA  OR  MI- 
SAS ,  etc.,  á  los  que  referimos  á  nuestros 
lectores.  Sin  perjuicio  de  ello  diremos  que 
eapellatria,  en  una  acepción  lata,  es  unas 


I  veces  lo  mismo  que  eapilla ,  otras  se  toma 
por  todo  cargo  eclesiástico  poseido  por  un 
capellán,  ya  en  iglesia,  catedral  ó  colegiata 
regular  ó  parroquial ,  ya  en  capilla  dentro 
de  cualquiera  de  aquellas  ó  contigua  á  las 
mismas,  ya  en  oratorios  separados  erigidos 
por  pontífices  ¿  obispos  ó  por  legos ,  sean 
estos  reyes,  magnates  ó  particulares. 

En  una  acepción  mas  estricta  capellanía 
es  una  especie  de  beneficio  eclesiástico  im« 
propio  (1)  de  fundación  particular  en  igle- 
sia, capilla  ó  altar,  que  obliga  ásu  poseedor 
á  celebrar  ó  mandar  celebrar  en  alguna  de 
aquellas  una  ó  mas  misas ,  ausiliar  al  pár- 
roco en  el  ejercicio  de  sus  funciones  como 
tal ,  servir  en  el  altar  y  recitar  las  horas 
canónicas  en  las  catedrales,  ó  ejercer  en 
determinados  dias  otros  ministerios  en  cier- 
to altar  ó  capilla,  según  hubiese  dispuesto  el 
fundador,  con  derecho  á  los  emolumentos 
señalados  por  este,  ó  al  goce  de  los  bienes 
que  constituyen  la  dotación  de  la  fundación. 
Con  esta  descripción  que  hemos  preferido  á 
la  simple  definición  de  capellanía ,  se  dá 
á  conocer  no  solo  su  diferencia  específica, 
sino  también  en  general  su  origen ,  su  ob- 
jeto primario  bajo  sus  puntos  de  vista  mas 
principales,  y  ladifereacía  radical  que  como 
resultado  de  ladiveradad  de  laa  obligaciones 
y  derechos  gn  el  poseedor  aparece  desde 
luego  entre  las  que  pueden  llamarse  coa  to- 
da propiedad  capellanías,  y  his  que  solo  im- 
propiamente merecen  el  nombre  de  tales. 

PARTE   US«ISLATIVA. 

SVMARIO. 

Leye^  de  la  Novísima  Recopilación. 
Disposiciones  posteriores. 
Leyes  de  Indias. 

NOVISLVi  REGOPILiClON. 

LEYl,TfT.  12,  LIB.  1. 
D.  Felipe  II ,  en  1593,  peüc.  14  y  S9  de  las  Cortes  de 

Habiéndose  quejado  los  procuradores  de 

(f)   VéMeart.  ^eneficlOf  pi^.  nt  del  tomo  6.* 
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CórleSt  de  qoe  en  algunos  obispados  los  Or- 
dinarios solían  compeler  á  tos  que  carecien- 
do de  bdoeficios  ó  capellanías  pedian  orde- 
narse á  titulo  de  patrimonio ,  á  que  fundaran 
con  este  capellanía  para  oixlénarles  á  titulo 
de  ella,  de  donde  resultaba  que  los  bienes 
se  hacian  eclesiásticos  y  quedaban  libres  de 
pecho,  se  inandó  que  los  prelados  no  com-* 
pelieran  á  los  clérigos  á  fundar  tales  cape* 
llanias. 

LEY    dS,    TÍT,    iO    ID. 

D.  Carlos  111  a&e  1771. 

Oísponia  que...  el  Consejo  de  las  Ordenes 
hiciera  observar  las  leyes  y  disposiciones 
canónicas  sobre  no  permitir  sin  absoluta  ne* 
ccsidad  y  examen  del  mismo,  se  ordenara 
ninguno  á  título  de  patrimonio,  ni  que  los 
ya  Tundados  se  redujesen  á  capellanía  per- 
pétua,  sustrayéndose  asi  los  bienes  de  la 
autoridad  civil. 

LEY  6,  TÍT.  12  ID. 
D.  Carlos  VI  en  1796. 

Se  declaraba  que  en  las  palabras  ni  pro- 
hibir  perpéíuamefUe  la  efiagenacion  de  bie^ 
nes  raices  ó  estables  por  medios  directos  ó 
indirectos,  del  decreto  de 28  de  abril! 789  (1) 
debian  entenderse  comprendidas  las  cape- 
llanías y  todas  las  fundaciones  perpetuas, 
sin  que  pudieran  hacerse,  no  precediendo 
licencia  real  á  consulta  do  la  Cámara  ni  con 
otros  bienes  que  los  que  dicho  decreto  es- 
presa. Que  la  Cámara  para  hacer  sus  con- 
sultas tomara  informes  especialmente  de  los 
diocesanos,  sobre  la  necesidad  conocida  ó 
utilidad  pública  de  la  fundación ;  renta  con 
que  hubiera  de  hacerse,  de  manera  que  fue- 
se  suficiente  congrua  para  mantener  con  de- 
cencia al  clérigo  que  hubiera  de  poseerla;  y 
servicio  que  este  habia  de  preslar  á  la  ig^ 
sia  ó  capilla  donde  se  fundara... 


(t)   V6tse  en  d  trtfftilo  «AToniítioí^ 


DISPOSICIONES  POSTERIORES. 

REAL  DECRETO  DE  30  DE  AGOSTO  DE  1836. 

Por  los  arts  1  y  2  se  restablecieron  en  to- 
da su  fuerza  y  vigor  la  ley  de  11  de  octubre 
do  1820 ,  que  prohibió  absolutamente  la  fun- 
dación de capellanías....;  y  las  aclaracio- 
nes hechas  por  las  Cortes  en  18  y  19  de 
mayo  y  en  19  de  junio  de  1821. 

Por  el  art.  3  se  declaró ,  que  la  ley  resta- 
blecida por  este  decreto  principiaría  á  regir 
desde  la  fecha  del  mismo. 

LEY  DE  2  DE  SETIEMBRE  DE  ID. 

Por  el  art.  6  se  declaran  esceptnadosde  h 
dispuesto  en  los  artículos  anteriores  de  la 
misma,  que  consideran  bienes  nacionales  las 
propiedades  del  clero ,  los  bienes  pertene- 
cientes á capellanías beneficios  y 

demás  fundaciones  de  patronato  activo  ó  pa- 
sivo. 

LEY  DB  19  DE  AGOSTO  DE  1841. 

Artículo  1.®  Los  bienes  de  las  capellanías 
colativas,  á  cuyo  goce  estén  llamadas  ciertas 
y  determinadas  familias,  se  adjudicarán  co- 
mo de  libre  disposición  á  los  individuos  do 
ellas  en  quienes  concurra  la  circunstanciado 
preferente  parentesco  según  los  llamamien- 
tos, pero  sin  diferencia  de  sexo,  edad,  con- 
dición ni  estado. 

Art.  2.*  En  consecuencia  de  la  anterior 
disposición  serán  preferidos  los  parientes  que 
con  arreglo  á  la  fundación  sean  de  mejor  lí- 
nea ,  y  entre  los  de  esta  aquel  ó  aquellos  quo 
fuesen  de  grado  preferente.  Cuando  se  hicie- 
sen estos  llamamientos  en  general  á  tes  pa- 
rientes ,  sin  distinguir  de  líneas  ni  grados, 
serán  preferidos  los  mas  próximos  á  los  fnn^ 
dadores  ó  á  los  que  estos  señalen  como 
tronco. 

Art.  3.""  En  los  casos  en  que  las  funda- 
ciones dispongan  que  alternen  las  liaeas ,  se 
dividirán  los  bienes  entre  estas  con  entera 
igualdad/  y  la  porción  que  á  cada  tana  cor- 
responda se  adjudicará  á  los  individuos  exis- 
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lentes  de  ella  en  los  términos  qae  dispone  el  u  do  en  una  dotación  confundida  hoy  en  la  m^^ 
articule  antecedente.  sa  capitular  de  catedrales  ó 

Art.  4.''  Cuando  solo  el  patronato  acti- 
vo fuese  familiar »  se  adjudicarán  también 
los  bienes  en  concepto  de  libres  á  los  pa- 
rientes llamados  á  ejercerlo. 

Art.  5."*  Si  en  alguna  fundación  se  dis- 
pusiese de  los  bienes  para  en  el  caso  en  que 
dejase  de  existir  la  capellanía,  se  cumplirá 
lo  determinado  en  aquella. 

Art.  6.^  Las  disposiciones  que  preceden 
tendrán  aplicación  á  las  capellanías  vacantes 
en  la  actualidad,  y  á  las  demás  según  fueren 
vacando. 

Art.  7."*  Los  poseedores  actuales  conti- 
nuarán gozando  las  capellanías  en  el  mismo 
concepto  en  que  las  obtuvieron  y  con  entera 
sujeción  á  las  reglas  de  las  fundaciones  res- 
pectivas. Pero  podrán  en  su  caso  usar  del 
derecho  que  les  corresponde  en  virtud  de  los 
anteriores  artículos. 

Art.  8."*  Los  pleitos  que  sobre  capellanías 
colativas  se  hallen  pendientes ,  podrán  conti- 
nuar, y  estas  proveerse  como  tales,  quedan- 
do los  que  lleguen  á  obtenerlas  en  el  mismo 
caso  que  los  poseedores  actuales. 

Art.  9.""  Los  parientes  que  conforme  á  los 
cuatro  primeros  artículos  de  esta  ley ,  ó  las 
personas  que  con  arreglo  al  quinto  tuviesen 
derecho  á  los  bienes  de  las  capellanías  que 
se  hallen  vacantes  ó  sobre  las  que  penda  li- 
tigio, podrán  desde  luego  pedir  que  se  les 
declare  la  propiedad  de  dichos  bienes  sin 
perjuicio  del  usufructo  que  á  los  poseedores 
corresponda. 

Art.  iO.  A  los  tribunales  civiles  ordina- 
rios de  los  partidos  en  que  radiquen  la  mayor 
parte  de  los  bienes  corresponde  hacer  la 
aplicación  de  los  derechos  que  se  declaran 
en  esta  ley. 

Art.  11.  La  adjudicación  de  los  bienes 
se  entenderá  con  la  obligación  de  cumplir, 
pero  sin  mancomunidad,  las  cargas  civiles  y 
eclesiáticas  á  que  estaban  afectos. 


hbal  dscreto  m  11  ns  maazo  ns  1845. 

'  Art.  1.®    En  los  casos  en  que  los  bienes 
de  una capellanía...,,  hubieran  consi^ti- 


se 
entenderán  comprendidos  en  la  escepcion 
del  párrafo  1,  art.  6  de  la  ley  de  2  de  setiem- 
bre de  184! ,  y  se  dejarán  á  disposición  del 
poseedor  mientras  viva  y  de  los  parientes 
llamados  para  después  de  su  muerte,  ó  bien 
los  mismos  bienes  de  la  dotación  primitiva, 
si  fuesen  conocidos,  ó  una  parte  de  los  co- 
munes del  cabildo  equivalente  al  valor  de  la 
misma  dotación,  graduado  por  capitalización 
de  la  renta  percibida  por  el  prebendado  en 
el  ano  común  de  quinquenio  de  1829  á 
1853 

Art.  2.^    No  se  entienden  comprendidos 

en  la  espresada  escepcion  los  bienes  de 

capallanias  de  libre  presentación  ni  los  lla- 
madas d^jure  devoluto  por  estincion  absolu- 
ta de  las  familias  á  quienes  pertenecieron 
ambos  patronatos;  pero  si  los  actuales  posee- 
dores  se  hubiesen  ordenado  á  título  d^ 

ellas  y  no  tuviesen  otra  congrua se  les 

dejará  en  posesión  de  sus  bienes  por  ahora... 

Art.  S.""  Se  suspenderá  la  enagenacion 
de  los  bienes  que  constituyan  la  dotación 
consignada  para  celebración  de  las  misas  11a- 
rosidas  de  alba mas  la  escepcion  consisti- 
rá solo  en  el  valor  capital  correspondiente  á 
la  renta  necesaria  para  el  sostenimiento  dj 
las  misas ;  y  cuando  los  bienes  de  la  funda- 
ción fuesen  superiores  á  dicho  valor,  se  ven- 
derán, con  obligación  de  levantar  la  carga, 
y  con  deducción  del.  capital  correspondiente 
impuesto  sobre  las  Gncas  en  forma  de  censo. 

RIAL  ÓRDBN  DB  17  DB  ENBRO  DB  1847. 

Art.  1.''  Siempre  que  ocurra  una  recia- 
macion  de  bienes  procedentes  de  capellanías 
colativas  de  patronato  activo  ó  pasivo  fami- 
liar, deberá  instruirse  inmediatamente  su 
espediente  gubernativo,  para  declararlos  ó 
no  comprendidos  en  las  escepciones  con- 
signadas en  el  art.  6  de  la  ley  de  2  de  se- 
tiembre de  1841 ,  ajustándose  en  su  forma- 
ción al  curso  y  trámites  prevenidos  en  la  real 
orden  de  9  de  febrero  de  1842. 

Art.  3.*  Las  resoluciones  definitivas  que 
recaigan  en  esto^  espedientes  no  se  ejecuta* 
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rán  hasta  que  no  obtengan  la  «probacH»)  de 
la  superioridad. 

Art.  3/"  Ea  el  caso  de  que  esta  sea  favo- 
rable á  los  particulares  reclamantes,  debe- 
rán entregarles  todos  los  productos  líquidos 
desde  que  ocurrió  la  vaeante,  salvas  las  de- 
ducciones que  procedan  de  gastos  necesarios 
para  la  conservación  de  las  fincas ,  adminis- 
tración ,  recaudacioQ  y  demás  indispensable. 
Lo  núsmo  se  bará  cuando  la  declaración  sea 
favorable  al  Estado. 

Art.  4.®  Las  providencias  de  los  juzgados 
de  primera  instancia  no  tienen  fuerza  ejecu- 
tiva, ni  para  declarar  la  escepcion  de  las  fin- 
cas que  se  reclamen,  ni  para  decidir  la  in- 
mediata entrega  de  sus  productos ;  pero  se- 
rán útiles  para  que  cuando  una  y  otra  deban 
verificarse  se  haga  á  la  persona  legítima..... 

nfAL  óftDBir  DE  39  ns  julio  de  id. 

Se  previene  á  las  audiencias  territorial^ 
y  á  los  jueces  de  primera  instancia,  que  en 
los  espedientes  sobre  adjudicación  de  cape* 
Hanías  de  sangre  á  los  parientes  de  los  fun- 
dadores ,  se  oiga  á  los  promotores  fiscales 
como  representantes  del  Estado. 

n^At  ÓRDllf  DE  SO  DB  SETIEMBRE  DE  ID. 

En  atención  á  que  los  bienes  afectos  á  las 
capellanías  familiares  de  sangre  tenian  el 
carácter  de  espiritualizados,  hasta  la  ley  de 
19  de  agosto  de  18i{ ;  á  que  los  individuos 
que  han  obtenido  á  su  favor  la  declaración 
de  propiedad  de  los  mismos  bienes  en  conse- 
cuencia de  la  citada  ley ,  los  han  adquirido 
como  secularizados  por  un  título  civil ,  el 
cual  no  puede  darles  derecho  á  los  frutos 
producidos  cuando  los  bienes  se  reputaban 
espiritualizados  ;  y  por  último ,  á  que  tales 
rendimientos  tienen  una  aplicación  determi- 
nada según  las  disposiciones  vigentes,  se 
dispone  que  en  observancia  de  la  circular 
de  10  de  enero  de  1837,  los  reverendos  obis- 
pos y  gobernadores  de  las  diócesis  entre- 
guen en  el  erario  público  los  frutos  de  las 
capellanías  colativas  correspondientes  al 
tiempo  de  sus  últimas  vacantes  hasta  el  19 

TOMO  Vil, 


de  agosto  de  f84t,  deducfda9  las  cargas  ci- 
viles y  eclesiásticas,  y  que  las  personas  á 
cuyo  favor  se  httbierá  declarado  la  propie- 
dad de  los  mendonados  bienes,  solo  puedan 
eligir  con  igual  deducción  de  cargas  las 
rentas  posteriores  á  la  promulgación  de  la 
ley  de  19  de  agosto. 

REAL    ORDEN  DB  12  DE    FEBRERO     DB    1880. 

Recordándose  lo  dispuesto  por  varias  rea- 
les órdenes  sobre  dar  intervención  á  los  fis- 
cales y  á  los  promotores  en  los  pleitos  que 
se  sigan  para  adjudicar  como  libres  los  bie- 
nes que  pertenecieron  á  capellanías  y  patro- 
úatos,  se  renueva  la  necesidad  de  examinar 
con  el  mas  escrupuloso  esmero  los  referidos 
pleitos,  para  conocer  si  los  que  aspiran  á  la 
adjudicación  de  los  bienes  tienen  derecho  á 
ellos  por  la  fundación,  si  están  dentro  del 
grado  que  para  adquirirlo  requieren  las  le- 
yes ,  y  si  hay  de  dichos  parentescos  la  pruc  • 
ba  necesaria;  sin  descansar  en  las  concesio- 
nes que  acerca  de  esto  se  hagan  recíproca- 
mente los  litigantes ,  porque  en  ellas  puede 
haber  amaños  que  no  deben  pasar  desaper- 
cibidos á  los  ojos  del  ministerio  público. 
Ademas  se  dispone ;  que  cuando  por  con- 
secuencia de  las  gestiones  del  fiscal  de  S.  M. 
se  declare  que  los  litigantes  no  tienen  dere  • 
cho  á  la  adquisición  de  los  bienes ,  el  mis- 
mo dé  cuenta  á  la  Dirección  de  lo  contencio- 
so para  resolver  lo  conveniente  á  los  intere- 
ses del  fisco:  que  luego  que  recaiga  ejecu- 
toria á  favor  de  cualquiera  de  los  parientes, 
remita  nota  de  los  bienes  de  la  fundación  y 
de  sus  cargas  eclesiásticas,  como  misas  y 
aniversarios,  á  la  Comisión  investigadora, 
creada  por  Real  decreto  de  12  de  octubre  del 
año  anterior',  dando  cuenta  á  la  Dirección  de 
lo  contencioso  de  haberlo  asi   ejecutado ;  y 

que  si  en  los  indicados  pleitos el  fallo 

que  cause  ejecutoria  no  es  conforme  á  las 
pretensiones  del  ministerio  fiscal ,  remita 
este  á  la  espresada  Dirección  copias  cer- 
tificadas de  su  censura»  del  apuntamien- 
to del  relator  y  de  la  sentencia  cjcculo- 

riada. 
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MUL   6aOXN   M  1/  D£  MAYO'  DE  ID. 

Se  ordena  que  en  los  pleitos  de  capellanías 
de  sangre,  como  en  los  de  patronatos,  se  ton- 
ga por  parte  á  los  promotores  fiscales  y  i  los 
fiscales  de  las  audiencias ;  que  se  entiendan 
con  ellos  todas  las  diligencias  y  actuaciones, 
pero  que  los  promotores  no  deduzcan  preton- 
sion  alguna  hasta  después  de  publicadas  las 
pruebas,  en  cuyo  caso,  sí  encontrasen  que  los 
litigantes  no  tienen  derecho  i  los  bienes  de 
la  fundación,  bien  por  los  términos  de  esta, 
bien  porque  el  parentesco  alegado  no  se 
pruebe,  háganla  pretonsion que  convenga á 
los  intoreses  de  la  Hacienda,  y  de  lo  contra- 
rio devuelvan  los  autos  sin  oposición ,  pero 
precediendo  consulta  con  el  fiscal  de  la  Au- 
diencia, para  que,  en  el  caso  de  que  el 
asunto  se  termine  en  primera  instancia  no 
quede  solo  decidido  con  la  opinión  del  pro- 
motor; y  que  á  los  fiscales  en  las  Audiencias 
se  les  comuniquen  dichos  pleitos  después 
que  las  partes  hayan  alegado,  y  antes  de 
sentoncia,  y  entonces,  arreglándose  á  lo 
que  queda  dicho  con  respecto  á  los  promo- 
tores, ejecuten  lo  mismo  que  i  estos  se  pre- 
viene con  respecto  á  la  oposición  que  deba 
hacerse,  ó  devolución  de  los  autos  sin  des- 
pacho. 

11£AL  ÓADEN  DB  7  Dfi  OCTUBA£  DE  ID. 

Se  dispone  no  se  haga  novedad  en  los 
bienes  de  capellanias  de  sangre  y  de  libre 
presentación  entregados  al  clero  en  5  de  di- 
ciembre de  184S,  áconsecuencia  delaleyde 
3  abril  del  mismo  ano,  y  que  solo  deben  re- 
clamarse del  clero  los  pertenecientes  á  las 
de  sangre  ó  Eamiliareá,  cuando  los  interesa- 
dos á  quienes  correspondan  los  hayan  pe- 
dido y  se  hayan  declarado  escepluados  de 
la  aplicación  al  Estado. 

nEAL   ÓaPEN  DE  20  De  HAYO  DE  1851. 

Se  declara  que  los  bienes  pertenecientos 
á  capellanías  vacantes,  no  comprendidas  en 
las  escepciones  de  la  ley  de  S  de  setiembre 
de  1841,  corresponden  al  clero  secular  y 


que  deben  serle  entregados  en  la  forma  que 
previene  el  real  decreto  de  29  de  ociiibre 
de  1849. 

CONCORDATO  DE  16  DB  MARZO  DB  18o!,  PU- 
BLICADO COMO  LEY  EN  17  DE  OCTUBRE  DB  ID. 

Art.  39.  El  g  obierno  de  S.  M.,  salvo  d 
derecho  propio  de  los  prelados  diocesanos, 
dictará  las  disposiciones  necesarias  para  que 
aquellos  entre  quienes  se  hayan  distribui- 
do los  bienes  de  las  capellanías  y  funda- 
ciones piadosas,  aseguren  los  medios  de 
cumplir  las  cargas  á  que  dichos  bienes  es- 
tuviesen afectos. 

Art.  41.  Por  consiguiente ,  en  cuanto  á 
las  antiguas  y  nuevas  fundaciones  eclesiás- 
ticas no  podrá  hacerse  ninguna  supresión 
ni  unión,  sin  la  intervención  de  la  autori- 
dad de  la  Santa  Sede,  salvas  las  facultades 
que  competen  á  los  obispos  según  el  Santo 
Concilio  de  Trente. 

REAL   DECRETO  DE  30  DE  ABklL  DE  1852. 

Art.  1.**  Desde  el  dia  17  de  octubre 
último,  en  que  se  publicó  el  Concordato 
como  ley  del  Estado,  se  considerará  dero- 
gada la  ley  de  19  de  agosto  de  1841,  rela- 
tiva á  capellanías  colativas  de  patronato  ac- 
tivo ó  pasivo  de  sangre.  De  la  misma  ma- 
nera, y  desde  igual  fecha  se  entonderán  de- 
rogadas las  disposiciones  relativas  á  las  fun- 
daciones piadosas  familiares. 

Art.  iJ*  A  su  consecuencia  quedan  sub- 
sislenles  las  capellanías  colativas  de  patro- 
nato activo  ó  pasivo  de  sangre,  estén  ó  no 
actualmente  vacantes,  cuyos  bienes  no  ha- 
yan sido  adjudicados  judicialmente  á  las  fa- 
milias respectivas ,  ó  para  cuya  abjudica- 
cion  no  pendiere  juicio  en  ejecución  de  la 
ley  de  19  de  agosto  de  1841  y  otras  dispo- 
siciones, antes  de  dicho  dia  17  de  octubre.. 
Lo  mismo  se  entenderá  respecto  á  las  fun- 
daciones piadosas  arriba  mencionadas. 

Art.  S.""  Por  lo  tanio  se  adjudicarán  por 
los  tribunales  eclesiásticos  y  servirán  á  títu- 
lo de  ordenación  las  capellanías  subsistontes, 
según  los  artículos  anteriores,  siempre  que 
sean  congruas. 
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.  Art.  4."*  Continuarán  hasta  sn  decisión 
definitiva  con  arreglo  á  derecho  los  espe- 
dientes judiciales  que  pendían  en  los  juzga- 
dos de  primera  instancia  y  reales  audiencias 
el  citado  dia  17  de  octubre,  cesando  los  jui-  . 
cios  principiados  con  posterioridad. 

Art.  S.""  Si  los  sugetos  á  quienes  se  ha- 
yan adjudicado  judicialmente  los  bienes  de 
las  capellanías  hubiesen  sido  ordenados,  ó 
lo  fuesen  en  lo  sucesivo  á  título  de  ellas »  se 
entenderá  que  los  interesados  han  renun- 
ciado al  beneficio  de  la  ley  de  19  de  agosto 
de  1841;  observándose  por  lo  tanto  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1/  y  3.°  de  la  pre- 
sente declaración.  Lo  mismo  se  entenderá 
respecto  de  la  capellanías  que  hayan  servi- 
do ó  sirviesen  de  título  de  ordenación  á  al- 
gún individuo  de  las  familias  entre  quienes 
se  hayan  distribuido  los  bienes,  siempre  que 
presten  á  esto  su  consentimiento  todos  los 
interesados. 

iSIRCDLAR  DE  28  DE  MARZO  BB  1853. 

Se  declara  que  los  tribunales  eclesiásticos 
deben  cumplimentar  los  exhortes  librados 
por  la  real  jurisdicción  ordinaria  en  los  jui- 
cios sobre  capellanías  y  demás  bienes  ecle- 
siásticos, cuando  aquellos  procedan  de  espe- 
dientes judiciales  incoados  antes  del  17  de 
octubre  de  1831 ,  en  que  se  publicó  el  Con- 
cordato; quedando  sin  efecto  todos  los  de- 
mas  que  se  hallen  comprendidos  en  el  caso 
citado. 

REAL  ORDEN  DE  1.^  DE  JUNIO  DE  10. 

Se  dispone  que  en  los  pleitos  sobre  mejor 
derecho  á  los  bienes  de  una  capellanía,  el 
ministerio  fiscal  deduzca  las  oportunas  pre- 
tcnsiones para  que  aquellos  no  se  adjudiquen 
sino  á  los  que  prueben  su  derecho  á  los  mis- 
mos; y  que  si  ninguno  se  hallare  en  este  ca- 
so, el  ministerio  fiscal  se  limite  á  solicitar 
quede  subsistente  la  capellanía  y  no  la  ad- 
judicación de  los  bienes  al  Estado  en  cali- 
dad de  mostrencos ,  pues  seria  oponerse  al 
espíritu  del  Concordato  y  al  del  Real  decreto 
de  .10  de  abril  de  1832."^ 


OTRA  DE  ID.  10. 


Se  determina  que  en  los  pleitos  pendientes 
sobre  adjudicación  como  libres  de  los  bienes 
de  capellanías  colativas  que  deben  continuar 
hasta  su  resolución  definitiva ,  el  ministerio 
fiscal  pida  en  nombre  del  Estado,  y  á  falta 
de  opositores  de  mejor  derecho,  que  que- 
den subsistentes  las  capellanías  para  que  se 
adjudiquen  ¿  quien  corresponda  por  los  tri- 
bunales eclesiásticos. 

LEYES  DE  INDIAS. 

LEY  13,  TÍT.  10,   LIB.   1   DE  LA  RECOPILACIÓN. 
D.  FeUpe  íí  «n  I59t. 

Los  gobernadores  y  justicias  reales  no  li- 
bren mandamientos  para  que  en  virtud  de 
ellos  se  paguen  los  estipendios  de  capellanías 
que  han  fundado  personas  particulares,  y  de- 
jen á  los  jueces  eclesiásticos  usar  de  su  ju- 
risdicción y  librar  los  dichos  nombramientos. 

REAL  CÉDULA  DE  18  DE  MARZO  DE  1776. 

Se  prohibe  el  nombramiento  de  capclla* 
nes  interinos  para  las  capellanías  colativas 
y  laicales;  que  nunca  se  tengan  estas  por 
vacantes»  reservando  su  goce  á  los  parientes 
llamados  como  en  los  mayorazgos ,  y  se  de- 
clara abusivo  todo  lo  hecho  en  contrario  has- 
ta su  fecha. 

REAL  CÉDULA  DE  22  DE  MARZO  DE  1789. 

Se  revoca  la  ley  anterior  (18,  tít.  10,  li- 
bro 1)  y  se  dispone  que  el  conocimiento  de 
las  demandas  de  principal  y  réditos  de  toda 
clase  de  capellanías  y  obras  pías  toca  á  lis 
justicias  reales;  que  el  fisco  y  sus  jueces 
continúen  avocando  el  conocimiento  de  lol  i 
causa  en  que  aquel  tenga  interés,  aunque  Ií\ 
hipoteca  esté  afecta  á  capellanía  ó  iglesia ,  y 
que  en  caso  de  competencia  el  eclesiástico 
no  abuse  de  censuras  ni  dirija  sus  procedi- 
mientos contra  los  depositarios  legos ,  sino 
que  se  entienda  con  el  juez  real  del  modo  ur- 
bano y  atento  que  prescribe  la  ley. 
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Src.  VIII. 


RESENA  HISTÓniCA. 


CAPELL:VNIA. 

nías.  Necesario  es,  pues ,  que  al  reseSar  la 
hisloria  de  estas  se  mezclen  algunas  kidicB* 
ciones  comunes  i  las  vinculacíooes  en  gene- 
ral, sin  que  por  eso  dejemos  de  limitamos 
en  lo  posible  á  la  materia  objeto  de  esiear* 
tículo. 

No  puede  fijarse  exactamente  la  época  en 
que  comenzaron  á  conocerse  en  España  las 
capellanías ,  como  fundaciones,  en  la  acep* 
clon  que  hoy  tienen.  Las  de  iglesias  y  capi^ 
lias  por  reyes  y  sefiores  eran  frecuentes  an- 
tes del  siglo  1X9  y  tenían  lugar  en  los  llama- 
dos términos  y  pagos  desiertos,  que  no  eran 
otra  cosa  que  solares  propios  de  aquellos,  los 
cuales  les  daban  un  clérigo,  dos  ó  mas,  según 
la  población ,  denominándolos  capellanes  que 
percibían  una  parte  de  los  frutos  que  en  el 
término  se.cogian,  en  recompensa  del  cargo 
de  administrar  los  Sacramentos  á  los  que  en 
él  moraban  (I).  Mas  adelante  se  conocieron 
las  adquisiciones  de  bienes  raices  en  virtud 
de  toda  clase  de  títulos  por  iglesias,  monas- 
terios ,  y  clérigos,  como  un  efecto  de  la  pie- 
dad y  catolicismo  de  los  españoles,  aventa- 
jándose por  diferentes  causas  alas  demás  na- 
ciones católicas  en  enriquecer  á  las  iglesias 
y  capellanes  (2). 

Laudables  y  santasen  un  principio,  á  la  par 
que  escasas  en  número,  las  fundaciones  de ca- 
pelianfas,  se  acrecentaron  por  laintrodncciony 
preponderancia  de  lasdoctrínas  legales  ultra- 
montanas (3)  y  por  el  descubrimiento  de  las 
Américas  que  proporcionó  nuevo  estímulo 
para  emplear  los  capitales  que  de  aquellos 
puntos  traían,  á  los  que  deseaban  ejercer 
estos  actos  de  piedad  y  conservar  al  propio 
tiempo  su  memoria,  como  sucedía  con  los 
mayorazgos  que  llegaron  á  servir  de  contra- 
peso á  las  capellanías  (4).  Este  aumento  al 
cual  una  causa  estraordínaria  contribuyó  po- 
derosamente (S)  hizo  que  los  bienes  que  les 


La  historia  de  las  capellanías,  como  fun- 
daciones particulares ,  está  íntimamente  uni- 
da con  la  de  las  vinculaciones  de  toda  clase, 
y  la  mayor  parte  de  las  disposiciones  legales 
españolas  que  prescribieron  las  reglas  que 
debían  seguirse  en  su  creación,  arroglo  y 
supresión,  hablan  indistintamente  dejos  ma 
yorazgos»  patronatos,  legados  píos  y  capel  la 


:l 


ü)    Sandova),  Crónica  deD.  Alonso  VIÍ,  cap.  45. 

{%  Véase  á  ene  propósito  la  ley  931  del  Estilo,  y  lo  qu 
disposleron  las  Cortes  de  bajera  de  1158. 

(j)  Una  prueba  de  e>to  se  encaentra  en  las  leyes  55,  tit.  6, 
Pariídal.'y44,tlt.5  Partida  5.' 

(4    Desde  esta  época  paede  decirse  qne  data  ya  la   histo- 


ria de  las  capellanías  como  fundacioaes  piadosas,  puesto  qpe 
la  ley  íáeoltaba  para  viacular  en  fiíTor  de  iglesia,  moaasteno, 
pnriente  ó  familia,  etc.,  permitiendo  como  se  vé.  por  las  pre- 


ara  viucular  en  fiíTor  de  iglesia,  moaaaten 
i,  etc.,  permitiendo  como  se  vé.  por  laspr 

citadas  leyes  de  Partida,  ittponerá  los  bienes  raices  la  caigi 

de  inalienables,  y  eximiéndolos  de  Iribotos. 
(5j   Tal  rué  la  mortandad  conodda  eon  el  nombre  de  en- 

(ermtiai  horrible. 
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servían  de  dotedcjaraudedesliiiarseá  los  ob- 
jetos de  enseñanza,  sustento  de  familias  po- 
bres y  socorros  de  enfermos  á  que  antes  se 
destinaran;  y  produjo  un  escesívo  número  de 
eclesiásticos ,  perjudicial  á  la  Iglesia  por  las 
ordenaciones  frecuentes  á  título  de  capellanías 
sin  necesidad  y  utilidad  de  la  misma  ó  sin  la 
congrua  suficiente,  y  gravoso  al  Estado  por- 
que privado  de  brazos  que  pudieran  serle  iti- 
les,  los  bienes  de  las  capellanías  se  hallaban 
exentos  de  tributos  y  cargas  reales,  al  con- 
trario de  lo  que  antes  sucediera.  La  autori- 
dad temporal,  escitada  por  las  quejas  de  los 
procuradores  á  Cortes  (i)  por  los  escritos  de 
ilustrados  hombres  políticos  y  de  celosos 
eclesiásticos  (2),  por  los  informes,  en  fia,  de 
sabias  y  respetables  corporaciones  (3)  que 
hacian  presente  la  gravedad  progresiva  del 
mal,  patentizaban  su  origen,  trascendencia 
y  efectos,  y  proponian  los  remedios  roas 
convenientes ;  adoptó  ya  desde  el  siglo  XV, 
en  virtud  de  su  propio  derecho,  y  de  acuer- 
do con  el  poder  espiritual,  precauciones  que 
tendían  á  moderar  en  este  punto  la  disciplina 
y  evitar  los  perjuicios  que  se  irrogan  á  la  fe- 
licidad material  de  los  pueblos  (4).  Acomo- 
dándose el  remedio  á  las  circunstancias,  solo 
so  imponen  en  un  principio  arbitrios  sobre 
los  bienes  de  las  capellanías  (5);  pero,  pro- 
curando después  cortar  el  mal  en  su  raiz,  se 
fijan  las  condiciones  de  su  existencia,  como 
TÍQCulacion,  al  paso  que  las  de  las  demás  (6). 

(1)  Pctic.  33  de  las  Cártts  de  Valladolld  de  1331.— Pe- 
ticunes  de  dichas  Cortes  y  de  Us  de  Toledo  y  Madrid,  cele- 
bradas hasu  el  aüo  1593.  .      ^    ^     .   - 

iSi  Discurso  dirigido  por  D.  Diego  Arredondo  Agnero, 
contador  de  rentas  de  los  reinos  de  Castilla  y  León  i  Feli- 
pe 11,  sobre  el  rcstiblecimiento  de  la  Monarquía,  acerca  del 
erecimicato  del  estado  ectesiistico.— Véase  también  en  la  obra 
Utaladü  Conservación,  de  Monarquías^  por  D.  Pedro  Navar- 
retPp  el  discurso  en  que  trata  de  los  maTorazgos  cortos: 
h  Memoria  de  Joveihnos  sobre  la  le?  agraria;  y  el  discurso 
dirigido  en  161 V  al  clero  de  Castilla  por  D.  Fray  Ángel 
Manrique ,  obispo  que  después  fué  de  Ba  lajoz,  y  aoc  ii- 
tnió  «Socorro  que  el  esudo  eclesiástico  de  EspaQa  podía  ba- 
cer  alrcy...»  ^.  .    ^         .  ... 

CS)  Entre  otros  son  noUbles  en  esU  época  de  que  babla- 
mos,  los  de  la  congregación  del  clero  de  Castilla  y  León 

^"i)  Leyes  12,  tít.  5, 1,  tit.  12.  1  y  S.tít.  10  libro  1  de  la 
Nov.  Recop.— Bula  Apostoliel  MinisterH,  arl.  3  j  8.— Con- 
cordato de  1787,  art.  5  y  8.— Leyes  10  y  II,  tít.  10,  U,  15  y 
IC,  ül.5.  clt.  lib.  1  dclaNov.  uccop. 

(s!  Desde  está  época  la  historia  de  las  capellanías  está  fn- 
timamenie  unida  á  la  de  las  vinculaciones  en  general,  bajo  el 
aspecto  de  los  perjuicios  que  irroga  al  BsUdo  el  estancamien- 
to lie  bienes  en  manos  muerus,  y  en  su  consecuencia  puede 
darse  aquí  por  reproducido  cuanto  espresanos  en  sus  respec- 
tivos artículos  sobre  Amarliiocion.—  Caja  de  Anufrliza- 
cion,— Concordato  de  1787.—  BUnes  vendidos  de  hospita- 
les ,  t\K.—fíesaMorlizaeion,''Manos  muertas^^yincuiaeto- 
nes.^Vaies  reales  y  demás  wálogos. 


Pero  las  urgencias  de  la  Corona  proouievea 
una  reforma  radical,  que  mientias  produce 
el  efecto  de  poder  hacer  frente  á  aquellas  ce  • 
de  en  utilidad  de  los  vínculos  y  por  consi^ 
guíente  de  las  capellanías  (1).  Concediendo* 
se,  entre  otras,  la  libertad,  que  después  se 
estimula  y  premia,  de  enagenar  los  bienes 
en  que  consisten,  de  redimirlos  censos  y  de 
subrogar  en  otraslas  cargas  pias  á  ellos ane« 
jas  (2);  se  habilita  también  á  los  poseedores 
de  capellanías,  como  á  los  demás  vinculis* 
tas,  para  comprar  los  bienes  que  les  acomo- 
den de  entre  los  vinculados;  no  obstante 
cualquiera  cláusula  prohibitiva  establecida 
en  la  fundación  (3).  Aumentadas  á  pesar  de 
esto  cada  día  mas  las  necesidades  del  Esta- 
do por  efecto  de  causas  bien  notorias,  en 
los  primeros  anos  del  presente  siglo  se  fa- 
cultó por  la  Santa  Sede  á  la  corona  para  ?en^ 
der  en  subasta  los  predios  rústicos  y  urbanos 
pertenecientes  á  capellanías,  cuya  creación 
hubiera  sido  hecha  por  autoridad  eclesiásti- 
ca, ó  que  de  cualquier  otro  modo  la  colación 
é  institución  canónica  de  ellas  perteneciera 
á  los  Ordinarios  y  otros  superiores  eclesiás- 
ticos, reconociéndose  á  los  poseedores  por  la 
Real  Caja  de  Consolidación  la  recompensa 
en  numerario  á  razón  de  un  3  por  400  so- 
bre  el  capital  correspondiente  al  precio  de 


Sm  tirtiablpfi  sobre  i?üte  puaio  I»  represealaciaa  ¿<í1  ?s^ 
tal  del  Consdo  de  II  icuMiiii ,  Catrasí^,  ^n  Hfii  i  D,  r*ár- 
lo>  IIL— El  iratido  de  ln  Rflií^íía  de  Amorliíacion,  por  Gini- 
puraanes,  cap.  40.  nufiis,  3\3I  f  !">  y  f^p.  *U  mm.  15-  Lt 
ronre&unláíiiini  de  }i  di[HiUfifid  rtc  MiUonn*  del  mino  a  i»,  m* 
en  13  fübri'r.*  llfl+l.— Las  jnfííruics  üacítles  del  citíidoi-ampo- 
mares  y  Floridaíí lauca,  <?n  el  e&pcilicnle  dtsl  0DiStH>  of  t,ticD- 
ca.-Lalnsimcdon  ü..^  Esla^lo  prese  nía  di  im  d  'iü^^  Florida - 
hlanía.— PiJí'deii  la  di  bien  verse  el  auto  í  cordado  3,  til.  10, 
lib.  1  ilf  b  Recíuv-Las  leyes  In,  lítíUjib-  la-JÍ^-  ^\^'^¡> 
lili.  I.-Kin.  0.  U^%vüi-ra  HH»,  ñola  *.  Ht,  17*  lib.  10  ¿o 
itl— La  Ueal  ntl^^íl:^  (íe  fl  enero  \'HÍ.  nota  %  l'^- »>  »J*  Li 
coinoíaloría  ele  U  Sorii'ilJ<Í  ee*>ortai¡ca  M^lnleasc  de  SI  oc* 
lübre  de  17«3,  seüibüao  m  prmb  al  aiiior  líe  U  memufia 
cuf"  nieiíyr  probar*  loí  imntus  qne  U  rolsmi  íicñalaba;  lií  le- 

íib.  ík-Q  Ut.  Hlíb.  l.-li  y  IB.  1¡U  17,  Ub.  <P""8  ^^Í;S, 
lib.  1  tle  id  — Bllnfurjuc  (le  U  ^fKiídüd  EcflJiüWiic^  üaUllen- 
&fí,  ila.lticiiele-íiLííl.cíiilo  fürn^Aflo  i  iñálíintta  del  couüe  ñt 
C:iUiimnvAü^H  para  el  restablcclinlí'Tiítt  ik-  una  ky  agflFi», 
Impreiio  en  íTlíft  «n  el  tomo  a  de  l»s  Síeniorias  úe  la  intóm*. 

il  [Kbín  leífíc,  Min-v  muj  nt¡le*  para  la  mejor  intuliiíe'n- 
pi.i  iW  la  IcgUUeiofi  núL'  fué  su ee^i? ámenle  foní ¿nílasc  wtiro 
limiUiríiMleude  hablamos  b  luemorb  nnónlmA  pruscniafla 
;iL  MMiiüK-ritíen  mi,  lide  lA  Diroccíon  de  Fomcnio  Kcncral 
al  Principe  de  li  Pai  cu  1797,  f  el  Trafila  di  h'r  »^^^^  F^ 

{%)  Leyes  16.  lít.  17,  lib.  10  y  nou  7  de  W.-M.  ÜU  5, 
lib.  10.-17  Ui.  17.  lib.  I0-nou«f  y  9  á  os  m  til.  5, 
lib.  i0.-^i,  lit.  17  Hb.  10.-18  de  id.  W.— SI,  üt.  U,  lib.  ÍO, 
Doia  8,  al  üt.  SI,  lib.  1  de  la  Nov.  Recop.  «        j 

(3>  lleyS}.lít:i7,  lib.  10  de  la  Nof.  Recop.:  Breva  dü 
Pío  Vil  de  U  de  junio  de  180->,  y  real  Udula  para  su  í|«- 
cuciua. 
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enagfeBacion  de  los  predios ,  bajo  las  reglas 
qoe  se  establecieron  (f). 

Esta  foé  la  época  mas  decisiva  hasta  en- 
loncesy  eo  materia  de  capellanías,  bajo  el 
pfrato  de  vista  de  la  veata  de  sus  bienes,  y 
delaconversionde  su  importe  en  láminas 
Bo  negociables  que  vinieron  constituyendo 
la  congrua  de  los  capellanes,  los  cuales  pre- 
tendieron alguna  vez  su  conversión  en  tras- 
fcribles  para  beneficiarlas,  habiéndoseles 
negadojustamente.  Por  otra  parte  las  ideas 
de  libertad  política  avivadas  por  el  ejemplo 
de  otras  naciones,  y  por  el  sentimiento  de  in- 
dependencia, noblemente  escitada  por  la  ne- 
cesidad de  sacudir  el  yugo  tiránico  de  una 
dominación  estranjera,  favorecieron  la  com* 
pleta  desvinculacion  preparada  de  antema- 
no y  que  en  las  capellanías  habia  comenzado 
á  realizarse,  después  de  la  estincion  del  go- 
bierno intruso,  por  la  suspensión  de  las  pro- 
visiones eclesiásticas  y  del  nombramiento 
é  institución  en  aquellas  (2). 

Desde  entonces  su  historia  es  parte  de  la 
general  sobre  bienes  eclesiásticos,  des- 
amoriizacion  y  de^inculaciony  sufriendo  co- 
mo e3tas  las  alternativas  que  son  consi- 
guientes  á  los  cambios  de  sistema  político, 
á  una  guerra  fraticida  y  á  las  luchas  y  reac- 
dones  qu^  de  40  anos  á  esta  parte  han  agi- 
tado de  continuo  á  nuestra  patria.  Pero  la 
fase  mas  notable  de  las  capellanías  durante 
este  período,  es  la  que  vino  á  crearse  por  la 
ley  de  19  agosto  184!,  que  posterior  á  la  de 
supresión  general  de  conventos  y  venta  de 
sus  propiedades  en  favor  de  la  nación  y  su 
deuda  pública,  como  antes,  declaró  adjudi- 
cables  los  bienes  de  capellanías  colativas  de 
sangre  á  los  parientes  mas  próximos  del 


(I)  Breve  de  Pío  VII  de  19  de  dici.'mbre  do  iSOfí,  inserlo 
en  Real  cédala  de  8  de  febrero  de  1807,  la  cual  con  l«  reíalas 

Sarasa  ejecución  se  elrcQló  á  los  prelados  diocesanos,    carill- 
os, prelados  regulares  y  exentos,  párrocos,  etc.,  en  3i  de 
febrero  del  mismo  aíio. 

(i>  Pueden  verse  los  decretos  de  Cdrles  referentes  á  esta 
materia  T espedidos  en  iSlO  y  I8II;  el  Real  decreto  de  »  i\e 
marto  J8t3 ;  los  de  las  Cortes  estraordinarias  de  i7  abril 
y  i*  diciembre  de  1814;  el  Heal  decreto  de  l."  fobrero  1«l?>; 
el  dccrelo  de  Wrles  de  87  setiembre  de  Iíí3 ) ,  publicado  co- 
mo  ley  en  II  de  octubre  de  id.;  el  de  lis  mismas  de  31 
marzo  y  orden  de  8  abril  189t:  la  orden  de  las  mismas  de  i3 
A¿  junio  de  Id.;  ia  ley  de  ÍS  Junio  1S4Í  promnlifala  por  rtr- 
tknde  lasCdrtesde  3  marzo  deI8í3;  ia  Roal  célula  de  11 
mano  de  1811;  rl  Real  decreto  de  9  marzo  de  i83i;  la  kv 
de  6  junio  de  185  i;  ia  Real  orden  de  1)  octubre  de  Id.;  el 
Real  decreto  de  30  agosto  I83S;  las  Realeo  órdenes  de  13  octu^ 
bre  de  id.,  10ener«-y  ii^ abril  de  1837  y  la  de  15  febrero 
de  1838. 


capellanía. 


fundador,  sin  diferencia  de  seto,  edad,  con-* 
dicion  ni  estado;  si  bien  procurando  salvar 
en  parte,  como  en  ella  se  ve,  lo  dispuesto 
en  las  fundaciones,  y  conservando  á  los  ac« 
tuales  poseedores  en  el  goce  y  disfrute  de 
las  fincas,  sin  perjuicio  del  derecho  que  con* 
Ibrme  á  la  ley  pudiera  corresponderles.  Exa- 
minada con  alguna  detención  é  imparciali- 
dad la  ley  de  que  hablamos,  se  advierte  que 
no  suprimió  esta  especie  de  beneficios  ecle- 
siásticos, toda  vez  que  se  abstuvo  de  entro- 
meterse en  la  jurisdicción  de  la  Iglesia ,  y 
respetó  en  su  parte  principal  la  voluntad  de 
los  fundadores,  dejando  en  el  estado  que 
tenian  los  gravámenes  y  cargas  impuestas 
sobre  los  bienes.  Preciso  es,  no  obstante, 
reconocer  que  su  fin  y  trascendencia  fueron 
los  de  las  demás  leyes  prohibitivas  de 
vincular ,  y  á  su  ejemplo  debia  contener 
disposiciones  que  aunque  indirectas  se  en« 
caminaran  á  cortar  radicalmente  ia  acurou- 
l(M^ion  y  estancamiento  de  lariqueza,  en  ma- 
nos improductivas,  motivos  por  los  que  á  esta 
ley  se  siguió  bien  pronto,  en  6  d^  tohfOPO^^J^ 
del  mismo  ano ,  la  de  enagenacion  de  los 
bienes  del  clero  secular,  y  por  tanto  de  to* 
das  las  capellanías  eclesiásticas. 

Al  llevar  á  cabo  un  empeño  de  tal  mag- 
nitud y  trascendencia  debieron  resultar  in- 
convenientes seguramente  inevitables.  Para 
atenuarlos,  entre  otras  disposiciones,  se  es- 
pilcaron  los  artículos  7  v  8  de  la  citada  lev 
de  19  de  agosto,  en  cuanto  á  la  diferencia 
entre  capellanías  varantes,  poseidas  en  la 
actualidad  y  litigiosas;  prohibiéndose  toda 
interpretación  violenta,  y  asimismo  el  que 
se  abriera  nuevo  juicio  para  las  ya  adjudi- 
cadas, y  que  se  llamara  á  los  que  por  la  fun- 
dación no  pudieran  ser  capellanes  (1):  sede- 
terminó  la  inteligencia  déla  cscepcion  ante- 
dicha, en  cuanto  se  referia  á  los  bienes  de... 
capellanías...  que  hubieran  consistido  en 
una  dotación  confundida  entonces  en  la  ma- 
sa capitular  de  catedrales  ó  colegiatas,  y  en 
orden  á  las  capellanías  llamadas  de  libre 
presentación  por  su  origen,  ó  da  jure  devo^ 


(li  Real  orden  de  7  setiembre  ^19  dada  á  virtud  de  con- 
snlt4  de  un  jucK  oclcsi-isiico  de  uno  de  los  obispados  del  Hci- 
uj,  y  no  iiiseriaea  la  (bleccioo  legislativa. 
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luto  por  estÍQcíon  absoluta  de  las  familias  á 
quienes  tocaron  ambos  patronatos  (f ). 

Tal  era  al  mediar  el  presente  siglo  el  es* 
lado  de  las  capellanías  de  toda  clase,  res- 
pecto de  la  desvinculacion  de  sus  bienes,  y 
de  los  derechos  de  sus  poseedores  llamados 
por  las  fundaciones  ó  pretendientes  á  su 
goce.  Resultado  natural  de  necesidades  de 
épocas  y  circunstancias  determinadas,  cau- 
saba necesariamente  la  instabilidad  é  incer- 
tidumbre  en  los  derechos  de  los  particula- 
res. En  los  tribunales  civiles  y  eclesiásticos 
seguían  suscitándose  y  agitándose  los  gra- 
ves litigios  á  que  habían  dado  lugar  las  le* 
}  es  de  desvinculacion  en  general,  y  la  es- 
pecial sobre  capellanías  colativas,  con  todas 
sus  aclaratorias,  no  siendo  posible  á  pesar  de 
ellas  atenerse  á  una  jurisprudencia  clara  y 
uniforme,  si  se  esceptúan  h  doctrinal,  ^dmi- 
tida  respecto  á  la  necesidad  de  acreditar  el 
parentesco  con  el  último  poseedor  legal,  ó 
con  el  fundador  ó  con  el  llamado  como  tron- 
co y  cabeza  de  línea  según  fuese  laical  ó 
eclesiástica,  para  que  procediera  la  adjudi- 
cación de  sus  bienes;  y  la  autétitica  que  re- 
siilló  en  consecuencia  de  nuevas  aclaracio- 
nes sobre  la  clase  de  bienes  que  debían  con- 
siderarse comprendidos  en  la  esccpcíon;  sobre 
la  distinción  entre  frutos  pendientes  al  tiempo 
de  las  últimas  vacantes ,  hasta  la  ley  especial 
de  agosto  de  1841,  ó  posteriores  á  la  promul- 
gación de  esta  para  su  consignación  en  el  Era- 
rio, ó  su  entrega  á  las  personas  á  cuyo  favor 
se  hubiese  declarado  la  propiedad;  sobre  la 
época  desde  que  deberían  reclamarse  del  cle- 
ro secular  los  bienes  pertenecientes  á  capella- 
nías de  sangre  y  de  libre  presentación,  y  que 
á  virtud  de  ley  especial  le  habían  sido  entre- 
gados, ó  entregársele  los  de  capellanías  va- 
cantes y  no  esceptuados  de  la  clase  de  na- 
cionales; y  en  fin,  sobre  la  necesidad  reitera- 
da de  la  intervención  del  ministerio  fiscal 
en  los  pleitos  sobre  adjudicación  de  bienes 
de  capellanías  de  sangre  y  familiares  (2). 
Teniendo  carácter  de  transitorio  el  estada 


(I)    Real  deereio  de  II  mano  IS43. 

tt)  Sobre  los  iodicados  pontos  se  dispone  en  las  reales  ór- 
denes de  17  enero.  ID  setiembre  y  t9  julio  1847,  1t  febrero, 
1«    de  majo  y  7  of  tabre  I8C0  y  tOmayo  ISÍ^l. 


que  acabamos  de  describir,  como  creado  por 
la  potestad  política ,   la  intervención  de  la 
suprema  autoridad  de  la  Iglesia  se  creyó  por 
las  circunstancias  aun  mas  indispensable 
que  hacia  un  siglo  lo  fué  para  el  arreglo  de 
este  punto  y  de  otros  igualmente  interesan- 
tes á  aquella  y  al  Estado,  pero  diferida  ó 
aplazada  por  las  contiendas  poUticas.  Cele- 
bróse con  este  motivo  el  Concordato  de  1851, 
en  el  cual,  entre  otras  cosas,  se  estipuló  en 
su  art.  39,  que  el  gobierno,  salvo  el  dere- 
cho propio  de  los.  diocesanos ,  dictaría  las 
disposiciones  necesarias  para  que  aquellos 
entre  quienes  se  hubiesen  distribuido  los  bie- 
nes de  las  capellanías  y  fundaciones  piadosas, 
asegurasen  los  medios  de  cumplir  las  cargas 
á  que  estuviesen  afectos  (i).  Nada  nuevo, 
en  verdad,  se  convino  relativamente  al  cum- 
plimiento  de  cargas,  puesto  que  las  leyes 
recopiladas  y  las  disposiciones  posteriores 
habían  tenido  presente  este  estremo;  pero  se 
re  conoció  la  necesidad  de  asegurarlo  de  un 
modo  definitivo.  Debieron  ocurrir  dudas  so- 
bre el  testo  ó  espíritu  del  Concordato  acer- 
ca de  capellanías  colativas  y  de  las  demás 
fundaciones  de  patronato  activo  ó  pasivo  de 
sangre;  y  con  esta  ocasión  se  publicó  el  real 
decreto  de  30  de  abril  de  1852.  £1  espíritu 
de  esta  disposición  fué  indudablemente  el  de 
conservar  y  favorecer  la  existencia  de  las 
capellanías  colativas ,  partiendo  de  un  doblo 
punto  de  vista ;  de  los  bienes  en  cuanto  no 
hubiesen  sido  adjudicados  ó  pedídose  su  ad- 
judicación; y  de  los  sugetos  en  cuanto  se 
hubiesen  ordenado  ú  ordenasen  á  título  de 
ellas,  aun  en  el  caso  de  habérseles  adjudi- 
cado los  bienes,  ó  en  cuanto  consintiéndolo 
los  demás  entre  quienes  se  hubiesen  aque- 
llos distribuido  ,  quisiera  alguno  ordenarse  á 
título  de  las  mismas. 

Después  del  Concordato  de  1851  y  del 
antedicho  Real  decreto,  derogatorios  en  par- 
te de  las  infinitas  disposiciones  dictadas  en 
el  largo  trascurso  de  cuatro  siglos;  mien- 
tras en  gran  número  de  puntos  estable- 
ce el  primero  un  derecho  nuevo,  hacen 


(1)    Hice  también  relación   é  esto  mi9mr*ertrt.  41  á» 
dicbo  concórdalo.  -  .  ;. 
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estas  por  deroas  compKcado  el  estado  ac« 
iQal  de  la  legislación  canónica  y  cítíI  sobre 
capeManfas  en  España.  El  mismo  Concordato 
di  lagar  á  dadas  moy  fundadas  sobre  la 
existencia  ó  no  existencia  de  ellas.  Mas  co« 
roo  el  esponer  este  estado  legislativo,  es  al 
par  qne  histórico  doctrinal ;  véase  la  sec- 
ción Vn ,  para  la  cnat  reservamos  con  este 
motivo  algonas  citas  legales,  que  en  otro 
caso  debieron  formar  parte  de  la  presente. 

SECCIÓN  II. 

IfATtmAXSZA  DK  LAS  CAPELLANÍAS  E!f  GKIfEftALi 
Y  Sü  DrFXRF.lfCIA  DE  OTRAS  INSTrTÜCIONXS  CA- 
NÓNIGAS Ó  CIVILES. 

La  natoratezade  las  capellanías,  en  cnanto 
se  consideran  como  beneficios  eclesiásticos 
impropios,  no  se  halla  determinada  com 
pleta  y  específicamente  en  disposición  alga- 
na  canónica.  Instílnídas  por  particulares  ó 
corporaciones  i  ejemplo  de  los  beneficios 
propiamente  dichos ,  y ,  por  lo  común ,  con 
objeto  de  servir  á  fines  de  conciencia  ó  de 
favorecer  á  familias  ó  personas  determina- 
das, señalando  y  vinculando  ciertos  bienes 
para  qne  con  ellos  se  ordenasen,  ó  para  que 
los  poseyesen  con  la  única  obligación  de  cum- 
plir por  sí  ó  por  otro  ciertas  cargas  piadosas 
en  conmemoración  de  aquellos,  la  Iglesia  aco- 
gió y  fiívoreció  este  piadoso  propósito.  Pero 
la  institución  no  podia  sujetarse  á  las  mismas 
reglas  qne  los  beneficios  instituidos  por  au- 
toridad de  la  misma  y  necesarios  para  la  con- 
servación de  los  oficios  anejos  á  los  diferen- 
tes  grados  de  U  gerarquía.  La  Iglesia,  re- 
compensando á  los  fundadores  de  ciertos 
cargos,  qne  tendían  á  aumentar  y  fomentar 
el  decoro  y  esplendor  del  culto,  y  premiando 
el  piadoso  designio  de  los  fundadores ,  les 
permitió  separarse  del  derecho  coman  y  fijar 
reglas  especiales  respecto  á  la  índole  y  na- 
turaleza de  tales  cargos,  á  las  personas  que 
deberían  obtenerlos,  y  á  la  manera  de  desem- 
peñarlos (1).  La  índole,  pues,  y  naturaleza 
de  estas  fundaciones  debia  determinarse 


(I)   Cén,  SO,  faas.  IX,  ruost.  4. 


principafanente  por  las  escrituras  é  instru- 
mentos de  su  institución ,  de  modo  que ,  se« 
gun  las  condiciones  de  estas  se  acomodasen 
mas  ó  menos  á  las  prescripciones  del  dere- 
cho canónico  en  materia  beneficial ,  así  las 
capellanías  se  equipararían  mas  ó  menos  á 
los  benefidos  propios  ^  rigiéndose  por  el  de- 
recho común  en  aquello  en  que  el  fundador 
no  se  hubiese  separado  de  él  espresamente. 
I  Infiérese  de  aquí ,  que  la  naturaleza  de  las 
capellanías  en  general  es  la  de  una  fundación 
hecha  por  autoridad  privada,  con  objeto  mas 
ó  menos  piadoso,  en  la  cual  rigen  como  pri- 
meras las  reglas  de  la  fundación,  y  en  defec^* 
to  de  espresíon  de  esta ,  las  generales  de  de** 
recho;  y  que  la  de  una  capellanía  determi- 
nada se  aproximará  mas  ó  menos  á  la  del 
beneficio,  según  que  ta  fundación  demuestre 
que  quiso  ó  no  separarse  de  las  que  rigen 
acerca  de  él,  ya  vinculando  determinados  bie- 
nes con  obligación  impuesta  al  poseedor  de 
cumplir  ciertas  cargas  piadosas,  v.  g.,  el  ce- 
lebrar misas  en  determinados  diasy  en  algún 
altar,  iglesia  ó  capilla,  ya  instituyendo  una 
especie  de  beneficio  porque  obligase  al  po- 
seedor á  ejercer  algunos  ministerios  sagra- 
dos ,  propios  del  orden  gerárquico  ó  sacer- 
dotal. 

Aunque  tan  sencillos  á  primera  vista  los 
fundamentos  jurídicos  de  las  capellanías,  há 
sucedido  que ,  confundiéndose ,  no  con  poca 
frecuencia,  las  cosas  y  sus  verdaderas  nocio« 
nes ,  se  haya  dado  de  ordinario  á  las  cape- 
llanías el  nombre  de  beneficios ,  si  bien  con 
impropiedad,  solo  porque  entre  estos  y  aque- 
llas hay  algo  de  común ,  ó  que  se  les  haya 
confundido  con  los  aniversarios  ó  legados 
píos ,  aunque  su  naturaleza  diste  mucho  de 
la  de  estos.  En  materia  de  tanto  interés 
por  la  aplicación  práctica  que  ha  tenido 
y  aun  puede  tener ;  y  vigente  en  todo 
caso  en  sus  efectos  legales ,  pues  que  las 
mismas  leyes  de  supresión  reconocen  á  ve- 
ces los  efectos  producidos  por  otras;  creemos 
no  poder  dispensarnos  de  esponer,  ó  rese- 
ñar por  lo  menos,  lo  que  hay  de  contttn  y  di- 
ferente entre  capellanías  y  beneficios  propios. 
En  aquellas,  lo  mismo  que  en  los  benefi- 
cio?, se  desempeña  cierto  oficio  sagrado ,  ó^ 
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raando  menos  se  cumplen  ciertos  cargos  re- 
ligiosos y  piadosos,  en  lérminos  que  ú  dea- 
penan  no  cumple  con  ellos,  puede  ser  remo- 
vido det  derecho  de  la  capellanía ,  previa 
amonestación;  á  no  üer  que  el  fundador  haya 
querido  que  la  pierda  ipso  jure,  Es  también 
común  á  esta  con  el  lieneficto  el  hallarse 
e$iñrÍlualbados  ciertos  bienes  por  vía  de 
congrua  que  ha  de  poseer  perpcluamenle  el 
capellán.  Paro  mientras  el  beneficio  ecle- 
siástico, siempre  se  concede  á  clérigo;  al 
contrario,  la  capellaníano exige  siempre  que 
su  poseedor  tenga  aquel  carácter,  sino  que 
á  veces  se  coníiere  á  lego  hasta  de  uno  ú 
otro  seso,  el  cual  cumple  por  sí  los  deberes 
píos  ó  religiosos,  cuando  consisten,  por  ejem- 
plo, en  dar  ciertos  dotes  anuales  ó  distribuir 
limosnas  á  pobres,  y  siempre  que  no  vaya 
inherente  á  la  capellanía  runcíou  algtma  je- 
rárquica; ó  aun  en  el  caso  opuesto  ,  si  man- 
da á  otro  clérigo  que  la  ejerza,  salvo  s¡  la 
fundación  espresamente  previene  que  el  ca- 
píHIan  sea  sacerdote.  En  cuanto  á  su  crea- 
ción y  á  su  colación  ó  provisión  tampoco  son 
iguales  los  beneficios  y  las  capellanías :  aque- 
llos deben  siempre  erigirse  y  conferirse  in- 
terviniendo la  autoridad  eclesiáslica ,  sin 
que  natlic  pueda  tomarlos  por  su  propia  au- 
toridad; mientras  que  para  la  erección  y  cola- 
ción de  las  ultimas  no  se  requiere  siempre 
autoridad  del  ordinario,  pues  tales  actos  se 
ejercen  por  el  fundador  ó  por  su  sucesor,  los 
rítales  se  entiende  que  gozan  del  derecho  de 
patronato ,  ó  por  cual(]uiera  otro  que  el  ins- 
tituidor designe,  sí  bien  no  repugna  que  este 
esprese  como  necesaria  la  intervención  de  h 
autoridad  episcopal  en  la  elección  ó  colación, 
.«cguo  sea  la  natnrateza  de  la  capellanía. 

La  principal  diferencia  entre  estay  el  be- 
nctícío,  que  sirve  siempre  para  distinguirlos 
entre  sf,  consiste  en  que  el  beneficio  se  enu- 
mera entre  los  derechos  eclcsiá^tico-í,  y  el  tí* 
hilo  permanece  en  la  iglesia,  conservando  su 
adminislracíoa general  el  prelado, aunque  se 
rci^cfvefl  ciertos  derechos  honoríficos  en  gra- 
fía del  fundador  ó  de  los  que  le  rcprcácnlen. 
Míis  la  capellanía  no  se  cuenta  propiamente 
nutre  los  derechos  cclesiá-^licos .  pue^  el  tí- 
tulo permanece  en  el  fundador  lego  ó  cele- 
Toao  VII, 


siástico,  ó  en  el  que  haga  sus  veeesj  aunque 
pueda  suceder  que  se  dejen  á  la  !é ,  piedad 
y  solicitud  del  prelado  cclesiáslico  muchas 
cosas  tocantes  á  la  misma  capellanía.  Üe 
donde  resulta  que  muchos  actos  que  tienen 
lugar  en  los  beneficios  por  constiluciones  de 
los  prelados,  no  se  esitenden  á  las  capella- 
nías, como  sucede,  por  ejemplo ,  en  punto  k 
reservas  pontificias  que  no  son  estensivas 
á  aquellas,  aun  cuando  en  virtud  de  hallarse 
encomendadas  a  los  prelados  por  causa  de 
colación  ú  otro  acto  ,  puedan  llamarse  ecle- 
siásticas. 

Explicado  en  su  lugar  oportuno  (1)  lo  que 
se  entiende  por  bene¡ido  ¡mtñmmnal,  y  por 
prestimonial  como  tícueficios  impropios ,  y 
asimismo  por  patrimmno  derícal  que  forma 
también  una  de  las  clases  de  aquellos,  cree- 
mos innecesario  ampliar  á  ellos  este  examen 
comparativo,  toda  vez  que  la  misma  defini- 
ción de  cada  uno  dá  á  conocer  suficiente- 
mente la  diferencia  esencial  que  los  separa 
délas  capellanías. 

La  idea  fundamental,  antes  enunciada,  de 
que  el  beneficio  se  enumera  entre  los  dere- 
chos edesiásíicos,  aunque  se  reserven  ciertos 
derechos  honoríficos  al  fundador  ó  á  los  que 
le  representen,  dáá  conocer  desde  luego  que 
nos  referimos  4  los  beneficios  de  derecho  de 
patronato ;  y  existiendo  algunas  capellanías 
que  reciben  el  nombre  de  patronadas^  ha- 
bremos de  indicar  aquí  las  diferencias  esen- 
ciales que  existen  entre  el  patronato  y  las 
capellanías,  sin  adelantar  por  eso  en  cuanlu 
al  primero  nociones  que  tienen  lugar  mas 
conveniente  en  su  artículo  propio,  y  reser- 
vando para  su  sección  correspondiente  el 
tratar  de  esta  clase  de  capellanías. 

Sabido  es  que  el  patronato  es  un  derecho 
singular  que  consiste  en  ciertos  honores  y 
preeminencias  t  al  cual  van  anejas  ciertai 
cargas  ú  obligaciones  y  se  ha  concedido  por 
la  Iglesia  como  remuneración  a  los  que  die- 
ron un  fundo  para  edificar  un  templo,  o  eri- 
gieron este;  le  señalaron  rentas  bastantes 
para  sostener  el  culto  y  sus  minislros  ;  er¡-- 
gieron  un  beneficio  dotándole  suficientemen* 
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le;  reedificaron,  restauraron 6 redolaron  coa 
los  requisitos  necesarios  la  iglesia  ó  benefi- 
cios, ó  adquirieron  el  derecho  por  sucesión, 
prescripción,  privilegio  ó  contrato.  Al  con- 
trarío, la  capellanía  es  en  general  una  carga 
y  obligación  de  celebrar  misa  en  cierto  altar, 
capilla  ó  iglesia ,  impuestas  al  poseedor  de 
ciertos  bienes  vinculados;  y  en  tanto  es  de- 
recho en  cuanto  la  Iglesia  concede  también 
por  via  de  remuneración  á  los  fundadores  la 
facultad  de  separarse  del  derecho  común  y 
establecer  reglas  especiales  acerca  de  su  na- 
turaleza, délos  requisitos  para  su  obtención, 
y  de  las  obligaciones  para  su  desempeño:  pu- 
diendo  existir  la  capellanía  sin  el  derecho  de 
patronato,  que  relativamente  á  ella  solo  con- 
siste en  la  facultad  de  nombrar  ó  presentar. 
De  estas  diferencias  se  deduce,  que  mien- 
tras el  patronato  se  refiere  siempre  aun  bene- 
ficio propio ,  cuya  colación  hace  menos  libre, 
la  capellanía  es  beneficio  mas  ó  menos  pro- 
pio, según  que  en  su  fundación  se  acomoda 
de  la  misma  manera  á  la  naturaleza  del  último, 
la  cual  consiste  principalmente  en  haberse 
instituido  interviniendo  la  autoridad  diocesa- 
na y  doládole  de  congrua  suficiente,  no  dán- 
dose de  ella  colación  ,  á  no  ser  en  las  cape- 
llanías eclesiásticas,  para  las  cuales  se  ne- 
cesita, como  en  los  beneficios  de  patronato, 
que  el  presentado  ó  nombrado  sea  clérigo,  ó 
tenga  al  menos  la?  cualidades  necesarias  pa- 
ra ordenarse  y  ejercer  por  sí  las  funciones 
sagradas,  salvas  algunas  escepciones.  Dedú- 
cese también  que  mientras  el  patronato, 
siendo  activo,  disminuye  en  cierto  modo  la 
libertad  de  la  iglesia  ó  del  beneficio,  y  si  es 
pasivo  solo  la  libertad  y  derecho  del  que  goza 
el  activo,  en  las  capellanías  patronadas  el  acti- 
vo no  disminuye  libertad  alguna  y  á  su  vez  es 
coartado  por  el  impropiamente  llamado  pasivo 
que  compete  á  determinadas  personas,  y  con- 
siste en  el  derecho  que  el  fundador  les  con- 
cede para  que  solo  ellas  sean  admitidas  al 
goce  de  los  bienes  de  la  capellanía  ó  preferi- 
das á  las  demás  para  su  obtención.  Del  pa- 
tronato activo  en  los  beneficios,  son  capaces 
todos,  hombres  ó  mugeres,  solteros  ó  casa- 
daSf  menores  ó  mayores  de  edad ,  etc. ;  mas 
no  del  pasivo:  sucediendo  lo  mismo  en  las 


capellanías  patronadas  y  en  las  llamadas  lai- 
cales ó  patronatos  de  legos,  por  lo  que  hace 
al  activo,  ó  sea  á  la  facultad  de  nombrar  ó 
presentar;  y  al  pasivo,  entendido  como  ejer- 
cicio de  un  cargo ,  que  requiere  clérigo  ó 
persona  capaz.de  ordenarse ;  no  como  dere- 
cho á  la  posesión  de  los  bienes  de  la  funda- 
ción, en  cuyo  caso  viene  á  convertirse  en 
activo ,  como  sucede  en  las  laicales.  En  los 
beneficios  de  derecho  de  patronato,  como  la 
base  de  este  derecho  es  la  erección  de  un 
verdadero  beneficio,  su  naturaleza  de  ecle- 
siástico ,  laical  ó  misto,  se  deduce  de  la  clase 
de  bienes  con  que  se  constituyó  la  dotación, 
de  las  personas  ó  corporaciones  á  las  que  va 
unido  ó  que  lo  adquirieron  por  privilegio ,  y 
de  las  cláusulas  de  la  fundación  :  mas  en  las 
capellanías  como  que  no  son  beneficios, 
puesto  que  aun  las  colativas  lo  son  impro- 
piamente, su  naturaleza  de  cclesiástic>as  ó 
laicales  se  deduce  de  la  intervención  del  dio- 
cesano exigida  ó  prohibida  en  las  tablas  de 
la  fundación  que  son  la  primera  ley.  Además 
el  derecho  de  patronato  activo  se  refiere  á  la 
iglesia  ó  beneficio,  y  el  pasivo  solo  á  este, 
mientras  que  en  las  capellanías  uno  y  otro 
se  refieren  á  ellas  y  al  goce  de  los  bienes 
que  las  constituyen.  Por  último,  en  las  ca- 
peilaoías,  lo  mismo  que  en  los  beneficios  de 
derecho  de  patronato,  el  patronato  activo 
puede  pertenecer  á  los  herederos  del  funda- 
dor, á  su  familia  ó  á  los  que  reúnan  esta  do- 
ble circunstancia  de  sucesión  y  parentesco, 
ó  ir  unido  á  cierta  cosa  ó  lugar  ó  á  persona 
ó  corporación  eclesiástica  lega  ó  mista :  sien- 
do aplicables  acerca  del  ejercicio  de  este  de- 
recho en  las  capellanías  patronadas  las  reglas 
y  principios  que  sirven  de  guía  en  los  bene- 
ficios de  derecho  de  patronato  cuando  se  tra- 
ta de  fijar  bajo  este  aspecto  su  naturaleza. 
Véase  PATmoMATo. 

Los  aniversarios,  cuya  naturaleza  queda 
esplicadaen  su  artículo  propio,  y  que  no  son 
otra  cosa,  como  allí  se  indica,  que  conme- 
moraciones anuales  de  difuntos  á  la  vuelta 
de  cada  ano ,  convienen  también  en  algunas 
cosas  y  se  diferencian  en  otras  de  las  cape- 
llanías. 

A  ejemplo  de  los  aniversarios  se  inslítu- 
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yeron  otros  legados  píos ,  en  los  cuales 
conforme  á  la  mente  de  los  fandadores  se 
ejercen  con  mas  frecuencia  ciertos  actos  re- 
ligiosos; y  estos  legados  pios  tienen  también 
á  su  vez  algo  de  común  con  las  capellanías, 
diferenciándose  de  ellas  en  algunas  cosas. 
Sobre  esta  materia  no  puede ,  en  nuestra 
opinión,  darse  esplicacion  mas  clara  y  funda- 
da que  la  del  autorizado  canonista  Berardi, 
el  cual ,  con  la  crítica  y  filosofía  que  distin- 
guen sus  obras ,  se  espresa  asi :  cEs  comuu 
á  la  capellanía,  al  aniversario  y  á  los  lega- 
dos píos ,  el  que  aquella  y  estos  se  reputen 
perpetuos ,  y  obliguen  á  cualesquiera  here- 
deros, aun  los  mas  lejanos,  á  no  coo^ar  es- 
presamente  que  fué  otra  la  voluntad  del  fun  - 
dador.  Ciertamente ,  continúa  el  citado  ca- 
nonista, en  los  aniversarios,  en  las  cape- 
llanías, en  los  legados  píos  es  perpetua  la 
causa,  á  saber ,  el  culto  divino,  la  redención 
de  los  pecados ,  el  sufragio  del  alma  del  di- 
funto, ú  otras  obras  pías  úliles  á  los  pobres 
que  perpetuamente  les  sucedan.  La  capella- 
nía dista  también  del  aniversario  y  del  legado 
pío ,  en  que  en  aquella  se  designan  ciertos 
fundos  y  se  segregan  del  patrimonio  ó  heren- 
cia del  fundador  como  congrua  de  la  misma 
capellanía  asignados  al  capellán;  mas  en  los 
aniversarios  y  legados  píos  se  reputa  como 
principal  la  obligación  impuesta  á  los  here- 
deros, aunque  no  se  designen  fundos  (1) 

Concluiremos  notando ,  primero :  que  ni 
las  capellanías,  ni  los  beneficios  exijen  de 
necesidad  el  tsiancamiento  de  bienes;  y  an- 
tes pueden  muy  bien  ser  enagenables  los  que 
constituyen  la  fundación ,  y  únicamente  ase- 
gurarse la  congrua  con  un  derecho  ó  grava-  || 
men  impuesto  á  los  mismos:  y  segundo,  que 
para  que  los  bienes  se  digan  eclesiásticos  no 
es  necesario  que  estén  precisamente  en  el 
libre  dominio  de  las  iglesias,  si  no  ¿ajo  su 
juiisdiecion ,  lo  cual  sucede  en  las  capella^ 
nías  colativas  por  la  intervención  del  Ordina- 
rio en  su  constitución,  ó  sea  espiritualización 
de  bienes,  por  consentirlo  asi  el  derecho  de 
ellos;  conviniendo  en  esto  también  las  cape^ 


(I)    CommenL  in  Jus  ecclesiasL  univ.  Disertat.  T^cap.  8, 
apéodke  de  Benefhiis  impropiis,  S«  capeitñniíe. 


llanlas  colativas ,  y  los  beneficios  propios,  á 
saber,  en  que  los  bienes  de  estos  y  aque- 
llos, aunque  en  distinta  forma,  son  eclesiás- 
ticos, 

SECCIÓN  III. 

DIV£RSAS  CLASES  DE  CAPELLANÍAS,  Y  PRINCIPAL- 
MENTE DE  LAS  ECLESIÁSTICAS  Y  LAICALES. 

Cuando  se  trata  de  calificar  las  capellanías 
ocurre  la  dificultad  de  que  la  clasificación 
sea  completa  y  exacta,  ya  porque  sobre  es- 
ta materia  nada  hallamos  específicamente 
determinado  en  el  derecho  canónico ,  y  ya 
también  porque  en  consecuencia  de  esto  y  de 
la  facultad  concedida  por  la  Iglesia  á  los 
fundadores  de  obras  pías,  entre  las  cuales  se 
cuentan  las  capellanías,  la  naturaleza  espe- 
cial de  cada  una  de  estas  ha  estado  en  razón 
de  las  condiciones  impuestas  por  aquellos, 
ó  que  se  presumen  de  las  tablas  de  la  funda- 
ción. Por  otra  parte,  la  estincion  que  con  el 
trascurso  de  tiempo  llegó  á  verificarse  de 
los  bienes  que  un  principio  formaban  la  con- 
grua de  algunas  capellanías;  los  diversos 
actos  de  provisión  ó  colación  de  otras  por  la 
autoridad  eclesiástica,  cuya  intervención  pa- 
ra este  efecto  habia  prohibido  el  fundador;  el 
consentimiento  de  los  patronos  para  que 
otras  sirviesen  por  aquella  vez  de  título  de 
ordenación;  la  estincion  de  las  personas  ó 
familias  que  en  las  patronadas  gozaban  del 
derecho  de  nombrar ,  ó  el  haber  dejado  de 
hacerlo  en  el  término  ó  fuera  de  las  condicio- 
nes que  la  fundación ,  y  en  defecto  de  esta, 
el  derecho  exígia;  y  finalmente  la  falta  de 
observancia  en  las  fundaciones  de  capella- 
nías eclesiásticas  ó  laicales  de  lo  dcterntina- 
do  en  nuestras  leyes  recopiladas,  de  acuerdo 
con  las  disposiciones  pontificias,  acerca  de 
la  cantidad  á  que  debia  ascender  el  importe 
de  los  bienes  de  las  mismas,  para  que  pro- 
cediera su  amortización ;  han  influido  en  el 
cambio  temporal  ó  perpetuo  de  la  naturaleza 
primitiva  de  algunas  capellanías,  ó  en  la  ab- 
soluta estincion  de  las  que  eran  eclesiásticas, 
reduciéndose  á  bienes  de  otra  clase.  Mas 
á  pesar  de  estos  inconvenientes,  y  de  la  dis- 
tinta manera  con  que  los  autores  civilistas 
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y  canonistas  han  clasificado  y  definido  las 
capellanías,  creemos  que  puede  hacerse  de 
ellas  una  división  general  tomada  de  los  dos 
puntos  de  vista  esenciales ,  bajo  el  cual  de- 
ben considerarse,  y  que  las  comprende  á 
todas,  subordinando  á  cada  miembro  de  la 
división  las  especies  que  de  él  dependen; 
puesto  que  las  demás  denominaciones  de  ca- 
pellanías ó  se  fundan  en  las  condiciones  es- 
peciales que  las  modifican  y  determinan,  ó 
son  comunes  en  ambos  casos  á  los  dos  gene* 
ros  á  que  nos  referimos.  Con  arreglo  á  lo  que 
la  división  mas  capital  de  capellanías  es  en 
eclesiásticas  y  laicales  ,  cuya  naturaleza  pa- 
samos á  esponer. 

§.  1."  De  las  capellanías  eclesiásticas. 

Son  eclesiásticas  y  merecen  con  toda  pro  • 
piedad  el  nombre  de  capellanías  las  erigidas 
á  manera  de  beneficios  con  consentimiento 
de  la  autoridad  eclesiástica  respectiva,  y  cu- 
yos bienes  se  espiritualizan  por  pasar  de  la 
clase  de  temporales  á  la  de  eclesiásticos.  In- 
fiérese, por  lo  tanto,  que  la  creación  de  una 
capelfanía,  á  manera  de  beneficio  eclesiásti- 
co en  cuanto  exige  la  intervención  del  dio- 
cesano ü  ordinario  respectivo,  y  la  consi- 
guiente conversión  de  los  bienes  que  consti- 
tuyen la  dotación  de  aquella  en  espirituales 
que  le  sirvan  de  congrua,  son  las  cualidades 
necesarias  para  reputar  eclesiástica  una  ca- 
pellanía, aun  cuando  en  la  fundación  se  es- 
prese que  no  es  precisa  la  institución  canóni- 
ca por  el  obispo  cuantas  veces  vaque  la  ca- 
pellanía, y  que  la  sola  nominación  del  patro- 
nato haya  de  tener  fuerza  de  institución.  £1 
fundamento  de  la  intervención  del  diocesano 
para  que  la  capellanía  sea  eclesiástica,  no  es 
otro  que  la  prohibición  impuesta  por  los  cá- 
nones á  los  particulares,  de  edificar  lugar  sa- 
grado ó  constituir  en  espiritual  una  cosa  sin  la 
autoridad  eclesiástica  ordinaria,  como  se  in- 
fiere de  la  Decretal  de  urbano  IV,  contenida 
en  el  cap.  4,  tít.  36,  líb.  3  de  las  Decretales 
y  en  la  declaración  dada  de  antemano  por  el 
Concilio  de  Orleans,  inserta  en  el  canon  9, 
distinción  1 .'  de  Consecrat.  para  que  no  se 
dedicase  nueva  iglesia  sin  intervención  del 
obispo  de  la  diócesis. 


Será  también  eclesiástica  una  capella- 
nía si  el  fundador  concedió  el  patronato  de 
ella  á  una  iglesia  ó  su  rector,  ó  al  que 
lo  fuere  de  un  colegio  de  clérigos  secu- 
lares ó  regulares ,  ya  porque  su  objeto  en 
tal  caso  no  pudo  ser  otro  que  hacerla  ecle- 
siástica, ya  porque  asi  viene  á  inferirse  cla- 
ramente del  canon  32  del  ConciUo  4J*  Tole- 
dano, inserto  en  el  canon  6,  causa  10,  cues- 
tión 1  .*,  cuando  establece  que  los  fundadores 
de  Basílicas  no  tienen  potestad  alguna  en  las 
cosas  que  donasen  á  las  tales  iglesias ,  sino 
que  conforme  á  lo  prescrito  en  los  cánones, 
la  iglesia  y  su  dote  se  sujetan  á  la  disposi- 
ción d^  obispo ,  y  también  de  la  Decretal  de 
Bonifacio  VIIl  que  forma  el  tít.  19,  lib.  3  del 
Sesto  de  Decretales,  en  la  cual ,  suponiendo 
el  caso  en  que  á  un  lugar  eclesiástico  se  hu- 
biese hecho  donación  del  derecho  de  ^tro- 
nato  laical,  declaró  que  la  donación  fuese 
eficaz,  aunque  hubiese  tenido  lugar  sin  con- 
sentimiento del  obispo,  cuyo  derecho,  no  por 
eso  se  derogaba ,  teniendo  la  iglesia  ó  mo- 
nasterio el  tiempo  de  seis  meses  para  presen- 
tar ,  y  debiendo  reputarse  enteramente  para 
este  efecto  como  patrono  eclesiástico. 

Si  el  patronato  se  hubiese  concedido  á  un 
hospital  eclesiástico,  la  capellanía  será  del 
mismo  modo  eclesiástica ,  puesto  que  la  cua- 
lidad de  eclesiástico  en  un  establecimiento  de 
esta  clase ,  fundada  en  la  intervención  epis- 
copal a!  tiempo  de  erigirse,  le  hace  entera- 
mente religioso  y  eclesiástico  para  todos  los 
demás  efectos,  según  se  deduce  de  la  citada 
Decretal  de  Urbano  IV. 

Las  capellanías  eclesiásticas  pueden  ser 
tales  por  fundación  ó  por  prescripción.  El 
primer  modo  es  el  mas  natural  y  ordinario  y 
á  esta  elase  pertenecen  las  de  que  venimos 
tratando:  el  segundo  ,  que  podemos  llamar 
extraordinario,  se  funda  en  el  derecho  adqui- 
rido por  el  diocesano  que  durante  largo  tiem- 
po confirió  á  los  presentados  por  el  patrono, 
cuatro ,  tres  y  aun  dos  veces  la  capellanía 
para  que  esta  se  repute  en  adelante  eclesiás- 
tica. Se  ha  disputado  acerca  del  tiempo  ne- 
cesario para  que  este  derecho  prescriba, 
considerando  unos  que  debe  serlo  el  inme- 
morial, otros  el  de  cuarenta  anos ,  y  otros  el 
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ordinario ;  toda  vez  que  segan  los  últimos 
la  prescripcioQ ,  en  el  caso  de  que  se  trata, 
versa  sobre  derechos  de  la  Iglesia,  y  refi- 
riéndose  á  asunto  profano,  como  es  un  ani- 
versario ó  memoria  de  misas,  con  el  trascur- 
so del  tiempo  ordinario  puede  una  capellanía 
convertirse  en  beneficio ,  aun  cuando  en  su 
origen  é  institución  no  pueda  llamarse  lal; 
que  además  la  Sagrada  Rota  decidió  en  un 
caso  muy  semejante,  que  podia  dejar  de 
cumplirse  la  voluntad  del  fundador,  si  exis- 
ten justas  causas ;  y  que  conforme  á  la  opi- 
nión de  los  prácticos ,  las  condiciones  pues* 
tas  por  aquel  desaparecian  en  fuerza  de  la 
prescripción.  Esta  ha  sido  la  opinión  de  La- 
ra  (1),  sí  bien  con  la  reserva  de  que  la  pres- 
cripción por  largo  tiempo  debe  entenderse 
aplicable  al  caso  en  que  conste  que  el  funda- 
dor no  quiso  que  fuese  colativa  la  capellanía; 
pues  cuando  consta  de  la  propiedad  de  tal, 
no  se  atiende  al  último  estado  del  beneficio 
si  no  ha  prescrito.  Aunque  esta  opinión  no 
ha  sido  adoptada  unánimemente  por  los  au- 
tores, nos  parece  muy  fundada  en  los  prin- 
cipios reconocidos  en  ambos  derechos ,  y  por 
lo  tanto  preferible  á  las  demás  que  exigen  el 
tiempo  inmemorial,  ó  al  menos  el  de  cuaren- 
ta anos  para  que  proceda  la  prescripción  en 
el  caso  de  que  se  trata.  Verdad  es  que  en 
las  causas  pías  es  necesaria  la  prescripción 
cuadragenaria;  pero  también  lo  es  que  en 
la  especie  de  causa  pía  de  que  hablamos ,  la 
prescripción  no  corre  contra  ella,  sino  á  su 
favor,  porque  haciéndose  eclesiástica  la  ca- 
pellanía, la  carga  pía  se  hace  también  mas 
piadosa  y  para  mayor  culto  de  Dios,  en 
cuanto  no  solo  se  celebran  las  misas  sino 
que  se  impone  también  al  capellán  la  obliga- 
ción de  recitar  el  oficio  divino ;  y  hé  aquí 
porque  no  es  necesaria  la  prescripción  de 
cuarenta  anos,  que  en  último  resultado  solo 
se  ejerce  contra  los  bienes  de  la  capellanía, 
respecto  de  los  cuales  es  suficiente  la  ordi- 
naria (2). 

Es  tan  inherente  á  la  cualidad  de  ecle- 
siásticas en  las  capellanías  la  de  colativas, 


(i)    De  anníversariis  et eapellanlií, Mb,  %  cap.  Innúme- 
ros 50  al  55. 
\S'    Mostazo,  de  causit  piis,  lib  3,  cap.  1,  núms.  i8  al  3S. 


que  se  han  usado  y  usan  indistintamente 
ambos  nombres  para  distinguirlas  de  las 
laicales.  Como  que  aquellas  son  una  espe- 
cie de  beneficio  eclesiástico,  sirven,  si  tienen 
la  cóngrjia  suficiente,  de  título  de  ordena- 
ción al  poseedor  capaz  de  recibirla,  y  se  dá 
I  de  ellas  colocación  canónica  que  esclusiva- 
mente  corresponde  ai  ordinario,  reputándo- 
se por  no  puesta  la  condición  de  que  este 
no  se  entrometa  en  conferirlas,  si  ya  antes 
el  fundador  había  consignado  su  voluntad 
de  que  interviniera  el  consentimiento  del 
obispo  en  la  creación  y  fund'acion. 

Las  capellanías  colativas  ó  eclesiásticas 
no  son  de  igual  naturaleza,  aunque  todas 
supongan  como  indispensables  la  institución 
canónica  ó  colación. 

Cuando  la  fundación  no  llama  á  poseer- 
las á  individuos  de  familia  determinada, 
pero  faculta  á  los  patronos  para  nombrar 
y  en  su  defecto  al  diocesano, /eciben  el 
nombre  de  colativas  simples  ó  de  libre  pre- 
sentación y  colación  (1);  mas  si  el  fun- 
dador llamó  para  el  disfrute  de  la  cape- 
llanía á  parientes  suyos  ó  de  las  personas 
que  señaló  como  tronco  y  cabeza  de  línea , 
entonces  se  denominan  colativas  de  sangre, 
y  locan  y  pertenecen  al  que  las  solicite  si 
tiene  el  grado  de  descendencia  aunque  haya 
otros  de  mas  alto  grado  de  consanguinidad, 
prefiriéndose  siempre  á  los  parientes  trans- 
versales en  defecto  de  descendientes  y  en 
concurrencia  de  los  eslraños. 

Del  mismo  modo  puede  suceder  que  en  la 
fundación  no  esté  nombrada  la  persona  física 
ó  moral,  lega  ó  eclesiástica  que  haya  de  ejer- 
cer el  derecho  de  nombrar  ó  presentar  para 
una  capellanía  colativa;  en  cuyo  caso  esta  se 
dice  colativa  de  jure,  dándose  á  entender  que 
el  acto  de  nombrar  y  presentar,  proveer  y 
dar  colación  en  ella,  corresponde  al  ordinario 
eclesiástico  ó  prelado  diocesano,  que  por  de- 
recho es  el  colador  nato  de  todos  los  beneficios 
de  su  diócesis;  pero  cuando  el  fundador, 
usando  del  privilegio  que  entre  otros  le  otor- 
ga la  Iglesia  en  premio  de  su  piedad  y  ser- 


(1)   Aplicado  este  derecho  á  los  patronos  se  llama  pñtr»' 
nato  aettvon 
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vicios ,  designa  la  persona  que  ha  de  tener  el 
derecho  de  patronato,  el  cual,  como  antes  se 
indicó,  está  limitado  al  nombramiento  ó  pre- 
sentación de  clérigo  que  haya  de  servir  la 
capellanía,  se  llama  colativa  patronada. 

El  fundador  ha  podido  conceder  simple- 
mente el  derecho  de  patronato  á  cierta  y  de- 
terminada gente  ó  familia,  ó  llamar  para  el 
disfrute  de  la  capellanía  á  sus  parientes  nom- 
brando al  mismo  tiempo  el  patrono  ó  patronos. 
En  el  primer  caso  la  capellanía  se  entiende  co- 
laliva  gentilicia ,  por  razón  del  patronato  (1) 
que  como  se  vé  no  puede  menos  de  recaer  en 
persona  lega,  la  cual  lo  ejerce  guardando 
en  la  nominación  las  debidas  formalidades; 
sin  que  el  obispo  pueda  ser  de  modo  alguno 
escluido  de  la  colación  ó  institución  canóni- 
ca en  la  capellanía,  aun  cuando  el  fundador 
espresase  que  el  obispo  no  pueda  ingeniarse 
en  ella,  y  que  si  lo  hace  sea  de  ningún  valor 
la  institución  del  capellán ;  puesto  que  á 
pesar  de  esto  la  capellanía  subsistiría,  no 
pudiendo  obligarse  á  nadie  bajo  pena  á 
aquello  que  por  derecho  es  ineficaz  ("2).  En 
el  segundo  caso,  la  capellanía  toma  el  nom- 
bre de  colativa  de  sangre,  patronada  (3), 
porque  al  paso  que  los  llamamientos  para 
la  posesión  y  goce  de  la  capellanía  están 
hechos  en  favor  de  parientes  del  fundador  ó 
del  que  este  señala  como  tronco  ,  existe  el 
derecho  de  patronato  por  lo  regular  en  fa- 
vor de  personas  estranas ,  ya  sean  legos,  ya 
eclesiásticos,  aunque  reducido  en  muchos 
casos  al  examen  de  las  cualidades  que  con- 
forme á  la  fundación  deben  reunir  los  que 
soliciten  como  llamados  la  capellanía,  y  al 
cuidado  deque  se  cumplan  las  cargas  y  obli- 
gaciones á  ella  inherentes. 

Fundada  una  capellanía  colativa ,  pue- 
de ocurrir  que  falten  los  parientes  llama- 
dos por  el  fundador ,  á  causa  de  haber- 
se estinguido  enteramente  las  líneas;  ó  que 
llegado  el  caso  de  una  vacante  no  se  per- 
sone á  solicitar  su  propiedad  ó  adjudica* 
cion  ninguno  de  los  llamados,   ya  porque 


(1)  Coa  relacioa  á  los  patronos,  se  llama  áepalronaío  ac- 
tivo familiar. 

(t)    En  la  sección  i.*  se  ampliarán  estas  indicaciones. 

<3)  Con  relacioa  á  los  llamados  se  denomina  también  ann- 
que  impropiamente  paíronato  pasivo. 


lo  ignoren  ,  ya  por  negligencia ;  ó  por  úl- 
timo ,  que  el  patrono  ó  patronos  dejen  tras- 
currir el  tiempo  señalado  en  la  fandacion  ó 
concedido  por  el  derecho  á  los  legos  y  ecle- 
siásticos respectivamente  para  hacer  la  pre- 
sentación, ó  que  esta  haya  tenido  lugar  á 
ciencia  del  patrono  contra  las  condiciones 
espresadas  en  la  fundación  ó  requeridas  por 
derecho.   En  cualquiera  de  estos  casos,  la 
capellanía  se  llama  de  juredevoíuto,  coa  la 
diferencia  de  que  en  el  primero  lo  es  abso- 
luta y  perpetuamente,  mientras  en  los  res- 
tantes es  solo  por  aquella  vez;  signiGcándose 
con  dicha  frase  que  el  derecho  de  nombrar 
y  presentar  se  devuelve  al  Ordinario,  el 
cual  adquiere  el  libre  uso  del  que  originaria- 
mente le  asiste  para  proveer  los  beneficios 
eclesiásticos  de  su  diócesis,  dando  en  su 
virtud  colación  de  la  capellanía  á  la  persona 
que  juzgue  mas  digna  según  los  cánones, 
si  en  lo  posible  reúne  las  demás  cualidades 
exigidas  para  la  fundación  cuyo  cumpli- 
miento procura. 

Las  capellanías  eclesiásticas  colativas  pueden 
si^vsimplesk  manerade  los  beneficios  de  igual 
clase,  cuando  no  imponen  al  capellán  otra 
carga  que  la  celebración  personal  de  misa  y 
la  recitación  de  las  horas  canónicas,  ó  cura- 
das si  á  ejemplo  de  los  beneficios  asi  llama- 
dos ,  incumbe  al  capellán  poseedor  la  cura 
de  almas  de  una  parte  del  pueblo,  como  son, 
por  ejemplo,  las  instituidas  para  ayudar  á 
los  párrocos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
como  tales ,  ó  las  concedidas  á  monasterios, 
catedrales  ó  colegiatas,  en  el  hecho  de  agre- 
garles una  porción  de  pueblo  aunque  no  se 
traslade  á  ellos  la  cura  de  almas  que  per- 
manece en  el  obispo,  designándose  por  este 
con  consentimiento  del  monasterio  ó  igle- 
sia un  capellán  que  ejerza  dicha  cura  y 
administre  como  párroco  los  productos  de  la 
capellanía  (1). 

Una  vez  erigida  esta  con  autoridad  é  in- 
tervención del  diocesano,  entra  en  esta  parte 
en  la  clase  de  los  beneficios  propiamente 
dichos,  cuyo  carácter  entre  otros,  es    el  de 


(1)    Véase  Beneficiot  regulares  y  mannalei^  p4g.  ttS  y 
siguientes  tom.  6.* 
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perpetuidad.  Sin  embargo,  no  debe  perderse 
de  vista  la  facultad  concedida  á  los  fundado- 
res para  separarse  en  este  punto  como  en 
otros  de  lo  dispuesto  por  derecho  común, 
en  virtud  de  la  cual  han  podido  establecer 
que  la  capellanía»  á  pesar  de  su  cualidad  de 
colativa  y  de  servir  de  título  de  ordenación, 
fuese  amovible  á  voluntad  del  obispo  ó  pa- 
trono, sin  causa  ó  con  ella,  por  una  vez  ó  por 
muchas ,  puesto  que  la  colación  no  quita  á 
la  capellanía  su  cualidad  de  amovible.  De- 
Jbe  también  notarse  que  aun  cuando  la  fun- 
dación no  contuviese  esta  facultad  ó  es- 
presase que  la  capellanía  debia  reputar- 
se perpetua,  esta  perpetuidad  debería  en- 
tenderse del  mismo  modo  que  la  del  be- 
neficio ,  el  cual  si  bien  no  puede  menos  de 
reputarse  perpetuo  por  razón  del  oficio,  no 
lo  es  cuando  ocurre  alguna  de  las  causas  por 
las  cuales  el  derecho  establece  que  quede 
privado  de  él  el  que  lo  desempeña.  De  modo 
que  las  capellanías  colativas  son  perpetuas 
en  principio  general,  y  en  cuanto  su  cola- 
ción ha  tenido  lugar  con  las  debidas  solem- 
nidades; pero  son  amovibles  cuando  la  fun 
dación  contiene  la  cláusula  de  amovilidad 
con  causa  ó  sin  ella  por  el  obispo  ó  patrono, 
ó  cuando  en  el  silencio  de  la  fundación  puede 
probarse  esta  cualidad  por  enunciativas,  que 
si  son  muy  largas  y  tan  antiguas  que  escedan 
de  cien  anos,  tienen  fuerza  de  fama  pública, 
ó  también  por  las  mismas  provisiones  hechas 
con  la  cualidad  de  amovible  adnutum,  y  con 
beneplácito  de  los  coladores  ó  presentantes. 
Reservando  parala  sección  quinta  tratar  de 
las  cuestiones  sobre  amovilidad  bajo  todos 
sus  puntos  de  vista,  solo  añadiremos  que  las 
capellanías  amovibles  pueden  convertirse  en 
perpetuas  en  virtud  de  prescripción  ó  cos- 
tumbre, esto  es,  cuando  durante  largo  tiem- 
po hayan  sido  conferidas  con  la  calidad  de 
perpetuas.  En  este  caso  cesa  el  derecho  de 
familiaridad,  y  el  capellán  en  virtud  del  títu- 
lo de  perpetuidad  que  se  le  concedió,  sostie- 
ne con  derecho  su  posesión  contra  el  patrono 
ú  obispo  que  tiene  facultad  de  removerle; 
debiendo  decirse  lo  mismo  si  estos  disintie- 
sen en  cuanto  á  la  remoción  y  después  se 
aquietasen,  pues  siendo  los  capellanes  pues- 


tos en  la  cuasí-posesion ,  se  hace  perpe- 
tua la  capellanía  por  costumbre  ó  prescrip- 
ción (1),  tanto  mas  admisible  cuanto  que 
favorece  la  naturaleza  de  la  capellanía ,  que 
por  ser  eclesiástica  colativa  se  reputa  perp  é- 
tua  como  el  beneficio  eclesiástico. 

Suponiendo  este  un  oficio  ó  ministerio  sa- 
grado es  innegable  que  todo  beneficiado  está 
en  la  obligación  de  desempeñar   el   cargo 
anejo  al  beneficio  que  obtiene,  permaneciendo 
asiduamente  en  el  lugar  donde  aquel  está 
instituido,  á  fin  de  prestar  á  la  Iglesia  su 
servicio  personal  que  es  en  lo  que  consiste 
la  residencia.  Aunque  en  los  beneficios  ecle- 
siásticos sirve  de  regla  para  cumplir  con 
esta  obligación  ó  eximirse  de  ella  la  natura- 
leza del  oficio  anejo  al  beneficio,  en  términos 
que  si  el  beneficiado  no  puede  desempeñarlo 
á  no  residir  en  el  lugar  del  beneficio,  este 
se  llama  residencial:  en  las  capellanías  cuya 
primera  regla  es  la  fundación,  su  cualidad 
de  residencial  se  toma  de  las  cláusulas  mis- 
mas de  aquella,  que  espresa  la  voluntad  del 
fundador  de  que  la  capellanía,  aunque  sim- 
ple, obligue  á  la  residencia,  ó  bien  déla  na- 
turaleza misma  de  la  capellanía  que  erige. 
Asi,  pues,  se  llamará  colativa  resideiicíal 
una  capellanía,  cuando  por  la  fundación  el 
capellán  está  obligado  á  residir  en  el  punto 
donde  aquella  se  fundó  ó  en  que  exista  la 
Iglesia ,    capilla    ó  altar  designados   para 
asistir,  celebrar  ó  ejercer  otros  actos  y  mi- 
nisterios sagrados  propios  del  orden  gerár- 
quico  ó  sacerdotal  (2). 

Del  principio  de  la  residencia  es  una 
consecuencia  necesaria  la  incompatibilidad. 
Como  ninguno  puede  físicamente  hallarse  á 
un  tiempo  en  dos  lugares,  es  claro  que  un 
beneficio  puede  por  razón  de  residencia  ha- 
cerse incompatible;  y  la  ley  que  obliga  á  un 
beneficiado  á  residir  en  el  lugar  del  bene- 
ficio, esa  misfíTa  le  prohibe  la  pluralidad  de 
beneficios  y  hace  incompatible  la  obtención 
de  otro ;  y  si  se  trata  de  beneficios  que 


i1)    Mostazo,  en  su  obra  fiuda,  lib. S.cap.  I»  n.    58. 

(t)  Coindo  deberá  dedacirse  de  las  cláusulas  de  la  fonda- 
eion  que  se  ha  impoesto  al  capellán  la  obligación  de  residir, 
6  que  esta  cesa  i  pesar  de  que  aquellas  requieran  servicio  per- 
sonal, y  cuándo  penderá  también  la  capellanía  su  cualidad  de 
residencial  por  niu  de  cdngrna,  se  espUcará  en  la  sección  5.' 
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no  exigen  estricta  residencia ,  pero  que  al 
propio  tiempo  requieren  el  desempeño  per- 
sonal de  un  ministerio  sagrado,  entonces 
por  razón  de  este  se  hacen  incompatibles  y 
envaelven  la  prohibición  de  pluralidad. 

El  fundador  de  una  capellanía  eclesiástica 
ha  podido ,  usando  de  la  facultad  que  los  cá* 
nones  le  conceden,  poner  la  condición  de  in- 
compatibilidad;  de  modo  que  se  llamará 
eclesiástica  incompatible,  la  que  el  fundador 
hace  privativa  en  el  capellán  prohibiéndole 
obtener  otra  ú  otro  beneficio;  pero  asi  como 
la  disciplina  eclesiástica  deriva  la  incompa- 
tibilidad de  los  beneficios ,  ya  de  la  razón 
de  residencia,  yá  de  la  naturaleza  del  oficio 
y  de  la  suficiencia  de  su  congrua,  aprobando 
en  su  caso  la  costumbre  ó  concediendo  dis- 
pensa en  cuya  virtud  se  hagan  compatibles, 
asi  la  capellanía  eclesiástica  aun  cuando  ten- 
ga la  cualidptd  de  incompatible,  puede  dejar 
de  serlo  en  consideración  á  los  indicados 
principios,  cuya  esplanacion  reservamos  para 
su  lugar  oportuno  en  la  sección  V. 

Si  el  fundador  de  una  capellanía  eclesiás- 
tica determinó  que  las  rentas  líquidas  de  ella 
se  dividan  en  dos  partes ,  la  una  con  aplica- 
ción á  misas ,  y  otra  en  beneficio  del  ca- 
pellán, en  este  caso  se  llalna  eclesiástica  de 
dienta,  siempre  que  resulte  para  el  capellán 
la  tercera  parte  de  congrua,  en  que  se  inte- 
resa la  honesta  y  decente  manutención  cor- 
respondiente á  su  estado. 

Por  último,  hay  otra  clase  de  capellanías 
eclesiásticas,  tomada  de  las  condiciones  de 
la  fundación  que  permite  obtenerlas  al  idóneo 
menor  de  14  anos,  cuando  son  simples.  A. 
estas  se  dá  el  nombre  de  eclesiásticas  adju- 
dicadas, bien  la  haya  pretendido  el  capellán 
como  colativa  de  sangre  ó  colativa  simple, 
bien  en  virtud  de  nombramiento  de  los  pa- 
tronos ó  de  libre  presentación,  colación  y 
provisión,  y  sus  bienes  se  administran  por 
el  padre,  tutor  ó  curador  del  agraciado  ó 
pariente,  haciendo  este  suyos  los  frutos  hasta 
tanto  que  se  orilene,  y  nombrando  un  ser- 
vidor ó  cumplidor  de  las  cargas  piadosas.  El 
efecto  de  tales  adjudicaciones  en  las  cape- 
llanías de  sangre  y  aun  en  las  de  libre  pre- 
sentación, es  que  mientras  el  capellán  no  re- 


ciba la  colación,  puede  ser  vencido  en  juicio 
por  otro  pariente  de  mejor  derecho  que  la 
pretenda  para  ordenarse,  ó  perder  el  dere- 
cho adquirido  en  ella  si  á  su  tiempo  no  se 
ordena,  declarándose  de  nuevo  la  vacante. 

§.  2.*  De  las  capellanías  laicales. 

Las  capellanías  laicales  que  podemos  lla- 
mar con  mas  exactitud  impropias,  son  aque- 
llas en  las  cuales  por  voluntad  del  fundador 
está  de  tal  modo  dispuesto  todo  que  no  se 
requiere  autoridad  episcopal  en  la  erección 
y  menos  en  la  institución  de  los  capellanes, 
aun  cuando  el  fundador  haya  mandado  que 
se  dé  á  persona  eclesiástica ;  en  cuyo  caso 
basta  que  se  designe  un  clérigo  ó  sacerdote 
entre  los  aprobados  por  el  obispo  para  que 
cumpla  con  las  cargas  que  debe  cumplir ,  se- 
gún la  fundación  de  la  capellanía  (1).  La  fal- 
ta, pues ,  de  la  erección  en  esta  por  no  ha- 
ber requerido  el  fundador  ó  no  haber  inter- 
venido la  autoridad  eclesiástica,  asi  como  el 
no  haberse  en  su  consecuencia  espirituali- 
zado los  bienes  sino  conservado  su  cualidad 
de  temporales,  ha  hecho  dar  á  tales  capella- 
nías el  nombre  de  laicales. 

Los  tratadistas,  para  darlas  á  conocer  bajo 
todos  sus  aspectos,  diferenciándolas  por  con- 
siguiente de  las  eclesiásticas ,  las  han  llama- 
do laicales,  lo  uno  porque  sus  bienes  no  han 
sido  espiritualizados,  y  lo  otro,  por  cuanto  por 
punto  general  las  poseen  ó  pueden  ser  poseí- 
das por  legos  ya  sean  solteros  ó  casados ,  va- 
rones ó  hembras,  mayores  ó  menores  de  edad, 
si  bien  cuidaudo  de  que  se  cumplan  las  cargas 
de  misas  por  medio  de  clérigos  ó  sacerdotes 
idóneos,  á  menos  que  el  fundador  dispusiese 
otra  cosa :  profanas,  porque  los  bienes  que 
las  constituyen  conservan  su  cualidad  de 
temporales  ó  profaaos  sin  que  el  obispo  pue- 
da entrometerse  en  ellos,  á  no  ser  para  visi- 
tarlos en  su  caso  y  del  modo  que  en  su  lugar 
se  esplicará ,  pues  aunque  afectos  á  una  car  • 
ga  piadosa,  no  son  eclesiásticos  y  están  po- , 
seidos  generalmente  por  legos  y  bajo  su  ré- 


(1)    Berardi  Commentaria  in  jas  ecclcsiastienm  universum, 
tomo  S,  appendlcc  de  beneflciis  improplis.  §.  lile». 
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gimen  y  disposición,  viniendo  á  ser  una  ver- 
dadera vinculación  civil,  á  manera  de  mayo- 
razgo, con  el  gravamen  en  sn  poseedor  de 
celebrar  ó  mandar  celebrar  cierto  número  de 
misas  en  iglesia,  capilla  ó  altar:  mercenarm 
porque  no  sirviendo  de  título  de  ordenación, 
no  pueden  darse  ni  conferirse  en  titulo  per- 
petuo, sino  que  el  sacerdote  encargado  ó 
elegido  para  decir  las  misas,  solo  tiene  dere- 
cho i  la  merced,  estipendio  ó  limosna  que  i 
aquellas  se  asignase:  amovibles  ai  nutum  6 
manuales,  porque  no  estando  erigidas  á  ma- 
nera de  beneficios  eclesiásticos,  firmes  y  per- 
petuos, no  solo  no  sirven  de  título  de  orde* 
nación  ni  se  confieren  en  título ,  como  hemos 
dicho,  sino  que  aun  el  sacerdote  elegido 
para  decir  las  misas ,  puede  ser  removido  á 
voluntad  del  heredero  ó  poseedor  de  los  ble* 
nes  vinculados ,  en  cuya  mano  y  disposición 
está  conservar  á  aquel  ó  separarle :  potro* 
natos  reales  de  legos  t  porque  esta  preroga- 
ti  va  de  presentar,  administrar  en  su  caso  ó 
invertir  en  todo  ó  parte  los  emolumentos  ¿n 
un  fin  piadoso ,  es  apreciada  y  clasificada  á 
manera  del  patronato  canónico,  aun  cuando 
en  realidad  sea  un  patronato  civil;  pues  si 
bien  es  verdad  que  sus  poseedores  son  ó  pue- 
den ser  legos ,  otro  tanto  sucede  en  el  patro- 
nato canónico;  teniendo  facultad  de  nombrar 
sacerdote  que  diga  las  misas  ó  mandarlas 
celebrar  sin  necesidad  de  nombramiento  y 
tomando  recibo  del  colector,  si  la  memoria 
de  misas  está  fundada  en  una  iglesia,  ó  del 
sacerdote  conocido  que  las  diga ,  para  acre- 
ditar su  cumplimiento :  memorias  de  misas, 
porque  el  fundador  instituye  estas  capella- 
nías con  el  fin  de  conservar  su  memoria  por 
medio  de  las  misas  que  han  de  celebrarse  eb 
los  dias  designados ,  en  sufragio  suyo  y  de 
sus  parientes :  y,  por  último  ,  legados  píoSf 
porque  suelen  dejarse  ó  establecerse  estos 
encargos  de  piedad  en  testamento  ó  codicilo, 
y  como  una  manda  ó  legado,  estas  memorias 
de  misas  del  modo  que  se  dejan  otras  obras 
pías,  cuyo  cumplimiento  incumbe  á  los  po- 
seedores de  los  bienes  ó  á  los  herederos. 

De  las  capellanías  laicales  y  mercenarias 
son  una  especie  l^s  cumplideras  6  servideras^ 

asi  llamadas,  porque  bajo  el  primer  concepto 
TOMO  vil. 


sedan  á  legos  que  no  sean  los  patronos,  con 
la  obligación  de  cumplirlas  cargas  de  la  fun- 
dación, entre  ellas  la  de  mandar  celebrar  las 
misas,  y  bajo  el  segundo  se  nombra  para 
ellas  á  presbítero  que  las  sirva,  celebrando 
por  sí  las  misas ;  pero  ambos  con  la  obliga- 
ción de  cumplir  todas  las  demás  cargas  pia- 
dosas y  con  el  derecho  de  administrar  los»  ie- 
nes  de  la  capellanía  y  de  gozar  de  todo  su 
producto,  conservándolos  y  cuidándolos.   A 
esta  clase  de  capellanía  puede  ir  unido  el 
patronato  real  ó  de  legos^  que,  como  los  de- 
mas  en  las  laicales  á  que  pertenece ,  consis-^ 
te  en  el  derecho  de  darla  y  quitarla  á  un 
presbítero ;  teniendo  por  consiguiente  el  pa- 
trono facultad  privativa  para  nombrar  ca*^  • 
pellan  cumplidor  dentro  del  término  prefija- 
do por  el  fundador  ,  compelerle  por  ante  la 
jurisdicción   real  al  cumplimiento  de   las 
cargas  civiles  y  á  la  conservación  y  cuidada 
de  los  bienes,  ó  en  su  defecto  embargarle  la 
renta,  y  por  esta  ú  otra  causa  ó  sin  ella  qui- 
tarle la  capellanía,  cuando  asi  lo  disponga 
el  fundador;  y  si  falleciendo  el  capellán 
tarda  el  patrono  en  nombrar  otro,  puede  el 
juez,  á  petición  de  parte,  secaestrar  las  fin- 
cas de  la  capellanía,  hacer  qué  se  cumplan 
las  cargas  y  depositar  ei  sobrante  para  que 
lo  perciba  luego  el  capellán  que  se  nombre. 
Si  el  patronato  pasivo  recae  sobre  clérigo, 
la  capellanía  se  llama  laical  clerical ;  y  sa- 
cerdotal en  la  propia  forma  si  debiese  obte- 
nerla un  sacerdote.  Ea  el  primer  caso  solo 
puede  presentarse  para  ella  al  que  sea  sacer- 
dote ó  que  dentro  del  año  se  ordene  de  pres- 
bítero; en  el  segundo,  al  que  teniendo  ac- 
tualmente este  orden  reúna  además  las  cir- 
cunstancias especiales  determinadas  en  la 
fundación  ó  en  el  hecho  de  ser  sacerdote 
pueda  ayudar  al  párroco  y  decir  por  sí  las 
misas.  La  facultad  que  los  clérigos  tienen 
para  adquirir  bienes  vinculados  ó  amayoraz- 
gados, á  cuya  ciase  pertenecen  estas  cape- 
llanías laicales,  siempre  que  la  fundación  del 
vínculo  no  lo  resista,  es  el  fundamento  de  la 
que  se  les  concede  para  adquirir  los  bienesr  de 
las  sacerdotales^  gozando  de  todo  su  producto , 
administrándolos,  cuidándolos  y  haciendo 

constar  el  cumplimiento  de  sus  cargas  de 
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modo  qoe  lo  hacen  el  patrono  ó  poseedor 
lego  en  las  mercenarias  ó  laicales  simples»  y 
el  capellán  cumplidor  en  las  servideras»  á  las 
que  se  parece  mucho  bajo  este  concepto;  sin 
que  por  eso  deje  de  ir  inherente  como  áaque- 
Has  el  patronato ,  que  consiste  en  nombrar 
clérigo  ó  sacerdote  con  arreglo  á  la  funda- 
ción. 

Hay  también  y  puede  haber  capellanías 
laicales,  fundadas  para  que  las  posean  curas 
párrocos  6  sus  tenientes,  penitenciarios,  ca- 
pellanes ó  vicarios  de  monjas,  dignidades, 
canónigos  ó  beneficiados  de  catedrales  ó  co- 
legiatas, ó  que  estén  aplicadas  i  fábricas  de 
iglesias  áá  comunidades  religiosas:  y  puede 
también  suceder  que  á  su  disfrute  estén  lla- 
mados en  primer  lugar  parientes  del  funda- 
dor, y  en  su  defecto,  ó  por  su  no  presenta- 
ción, los  curas  ó  sus  tenientes ,   penitencia- 
ríos,  etc.  En  todos  estos  casos,  las  capella- 
nías reciben  en  la  práctica  el  nombre  de  ¡ni- 
nüteriales,  distinguiéndose  las  del  prímer  gé- 
nero en  puramente  ministeriales;  y  las  del 
segundo  en  ministeriales  de  segunda  clase , 
puesto  que  son  dotación  ó  aumento  de  ella 
en  ciertos  y  determinados  ministerios  ecle- 
siásticos de  alguna  iglesia,  sea  ó  no  parro- 
quial, regular  ó  secular,  y  solo  pueden  obte* 
Derlas  los  que  ejerzan  cualquiera  de  aquellos 
que  la  fundación  esprese:  de  modo  que  el 
nombrado  para  él  ó  aprobado  por  el  obispo, 
adquiere  de  hecho  la  posesión  de  la  capellanía 
que  le  está  afecta,  sin  que  se  necesite  cola- 
ción por  no  ser  eclesiástica,  y  porque  su  pro- 
visión es  por  tanto  gubernativa  aunque  se 
haga  por  el  obispo.  Este  por  lo  general  suele 
ser  el  patrono  en  tales  capellanías;   pero 
bien  puede  el  fundador  haber  nombrado  pa- 
trono y  corresponder  el  patronato  á  perso- 
nas ó  corporaciones  seculares  ó  eclesiásticas, 
á  las  cuales  incumba  velar  por  la  observan- 
cia de  la  fundación,  nombrando  para  que 
obtenga  la  capellanía  al  que  entra  á  desem- 
peñar el  cargo  ó  ministerio,  administrando 
los  bienes  de  aquella  y  dando  al  capellán  la 
renta  asignada  por  vía  de  merced,  recompen- 
sa ó  aumento  de  dotación,  á  no  ser  que  el 
fundador  faculte  al  capellán  para  administrar 
por  sí  los  bienes  y  gozar  de  todo  su  producto 


lo  mismo  que  en  las  cumplideras,  pues  eir' 
tonces ,  lo  mismo  que  en  estas,  el  patro- 
nato consiste ,  además  del  nombramiento, 
en  la  inspección  y  vigilancia  del  cumpli- 
miento de  cargas  y  conservación  de  los 
bienes,  compeliendo  en  su  caso  por  la  vía 
judicial  al  capellán ,  el  cual  en  tanto  se 
considera  inamovible  en  cuanto  por  punto 
general  no  puede  ser  separado  de  la  cape- 
llanía mientras  ejerce  el  ministerio. 

Es  un  principio  derivado  de  la  naturaleza 
misma  de  las  capellanías  laicales  mercena- 
rias, el  que  no  puedan  servir  de  título  de  or- 
denación, ya  porque  el  capellán  mercenario 
se  entiende  no  tiene  título ,  en  atención  á 
ser  amovible  á  voluntad  del  patrono  ó  po- 
seedor del  vínculo ,  ya  porque  recibiendo  la 
merced  ó  limosna  por  solas  las  misas  que  se 
le  encargan,  no  cuenta  con  rentas  fijas  espi- 
ritualizadas. Sin  embargo,  bien  sea  que  la 
fundación  permita  que  alguno  se  ordene  á 
título  de  ellas  por  vía  de  patrimonio ,  bien 
que  con  consentimiento  de  los  patronos  y 
aprobación  del  obispo  se  confieran  á  alguno 
en  título  vitalicio ,  la  capellanía  so  hace  por 
aquella  vez  laical  eclesiástica. 

El  fundador  de  una  capL'llanía  laical,  pue- 
de haber  también  querido  lo  propio  que  el  de 
una  colativa,  á  saber,  que  las  rentas  líquidas 
de  ella  se  dividan  en  dos  partes  iguales  ó  des- 
iguales ,  una  con  aplicación  á  misas,  y  otra 
en  provecho  del  capellán  ó  poseedor.  En  este 
caso  la  capellanía  se  llama  laical  de  cuenta^ 
y  con  arreglo  á  su  naturaleza,  una  de  ellas 
se  distribuye  en  misas  en  sufragio  del  fun- 
dador, depositando  el  poseedor,  si  ^  lego, 
su  importe  ea  la  colecturía  general  del  obis- 
pado ó  en  la  de  la  ígleiia  donde  se  halle 
fundada  la  capellanía,  y  si  es  presbítero, 
aplicando  por  sí  las  misas  y  abonándosele  su 
importe  en  visita,  á  no  ser  que  esté  ausente 
de  la  población,  y  las  misas  deban  celebrarse 
en  altar  determinado ,  pues  entonces  hace 
igual  depósit  o  en  la  iglesia  ó  su  colecturía 
general ,  cu  ya  oficina  las  reduce  á  la  limos- 
na acostumb  rada:  y  la  otra  parte  llamada 
superávit  se  percibe  por  el  poseedor  seglar, 
varón  ó  hembra,  ó  por  el  capellán  presbítero 
en  su  caso. 


Digitized  by 


Google 


capellanía. 


§    3/  Consideraciones  comunes  i  las  cape- 
llanías eclesiásticas  y  laicales. 

EatacoaruiioQ  inevitable  que  han  intro- 
ducido en  esta  materia  la  muchedumbre  dQ 
capellanías,  la  absoluta  libertad  de  los  fun- 
dadores, el  trascurso  de  los  tiempos,  y  las  di- 
versas opiniones  en  ellos  dominantes ,  nada 
mas  común  que  las  infinitas  dudas  ocurridas 
en  la  práctica  sobre  la  naturaleza  de  ciertas 
capellanías,  esto  es,  sí  son  eclesiásticas  ó 
laicales.  Es'cusado  es  decir  que  en  este  ptrn- 
io'Ios  principioti  fundamentales  para  la  iqler- 
pretacion  son  eotre  otros  las  cláusulas,  dispo- 
siciones y  fin  de  las  fundaciones. 

Si  áe  trata  de  fundación  lantigua»  de  la  cual 
no  existan  monumentos  escritos,  ó  no  sean 
decisivos  los  que  se  conserven  ó  aduzcan,  el 
inejor  interpreta  de  la  voluntad  del  testador 
é  fundador  es  la  costumbre  hasta  entonces 
usada.  De  modo  que  cuando  por  el  tenor  de 
la  escritura  de  fundación  no  se  descubre  su 
naturaleza  y  calidad  ni  consta  de  la  erección 
autorizada  por  el  Ordinario  eclesiástico  ,  la 
observancia  tiene  grande  \nñ}^  para  decla- 
rar cuál  sea  su  naturaleza ,  piíes  si  aquella 
fué  uniforme  manifiesta  seguramente  la  vo* 
luntad  del  fundador  y  debu  reputarse  ecle- 
siástica, ó  laical ,  según  dicha  observancia. ' 
.  Sin  embargo,  la  práctica  ha  podido  ser  al- 
ternativamente contraria,  porque  unas  veces 
los  patronos  ó  herederos  hayan  nonxbrado 
persona,  que  suceda  en  los  bienes  de  la  ca- 
pellanía y  cumpla  las  cargas  de  misas  y  las 
denlas  que  le  estén  impuestas,  y  otras  veces 
el  juez  ordinario  eclesiástico  haya  instituido 
la  capellanía  dando  colación  de  ella.  En  esta 
alternativa,  que  hace  que  los  estados  se  com- 
pliquen, no  han  estado.de  acuerdo  los  auto-^ 
res:  opinando  algunos  que  debe  presumirse 
laical,  porque  no  constando  la  intervención 
del  obispo  y  habiendo  observancias  laicales, 
debe  llamarse  profana  y  laical:  otros,  que  en 
caso  de  duda  ha  de  reputarse  eclesiástica, 
porque  debe  creerse  con  gran  fundamento, 
que  el  ordinario  interpuso  su  autoridad  por 
espresarlo  así  la  ftmdacion  ó  por  consenti- 
miento de  los  patronos,  y  juzgarse  ,  que  si 
estos  dieron  alguna  vez   investidura  en  la 


capellanía  sin  contar  con  el  obispo,  lo  hicie- 
ron clandestinamente  y  están  obligados  á 
probar  que  fué  con  ciencia  y  paciencia  del 
Ordinario.  Esta  segunda  opinión  ha  sido  admi- 
tida por  uno  de  los  autores  mas  notables  que 
han  escrito  últimamente.sphre  capellanías  (1), 
ps^iraen  el  solo  caso  deque.no  hubiera  ob- 
servancias 6  costumbres  próximas  á  la  fun- 
dación, pues  si  constase  que  algunas  lo  eran, 
deberian  observarse  en  términos  que,  si  de- 
mostraban ser  eclesiástica  la  capellanía  ha- 
bía de  entenderse  tal ,  y  lo  contrario  si  laical. 
La  razón  de  este  proceder ,  ospre.sada  por  el 
autor  que  en  la  nota. citamos;  nos  parece  ló- 
gica en  cuanto  se  funda  en  que  las  obéér  • 
vancias  mas  próximas  á  la  fundación  deben 
presumirse  basadas  en*  ella  y  pr^erirse  á 
las  mas  remotas,  puesto  quese  considera 
mas  conocida  la  voluntad  del  fundador,  y 
hay  la  presunción  de  qué  los  acfos  posterio- 
res se  ejecutaron  clandestinaSnente  $íh  noti- 
cia de  los  interesados  que  pudieron  reclamar 
contra  ellos,  ó  por  su  condescendencia  ,  cir- 
cunstancias ambas  que  no  bastan  para  alte- 
rar la  voluntad  del  fundador»  depiarada  en 
lo3  actos  anteriores ;  y  nos  pareoé  (amblen 
de  analogía  jurídica,  puesto  qns  .en  todos  los 
jjñcios  Ja  ley  estima  preferible  la  opinión  an-. 
ti^ua  y  vence  á  la'posterior^oonsiderándoia 
como  clandestina  y  dolosa;  Esta  ha  sido 
también  la  doctrina  de  célebres  prácticos 
regnícolas  do  los  lidtirrio?  tiempos  (i)  cuando 
han  tratado  de  fijat  los  límites  de  las  juris- 
dicciones eclesiástica  y   Real   en   asuntos 
ecfesíásticos,  á  fia  de  dar  á  entender  cuándo 
podrian  contra  los  que. ejerciesen  la  primera 
de  aquellas  introducirse  los    recursos   de 
fucrzs^.en  conocer  y  proceder.  Contra  ella 
no  sirve,  el  argumento  de  que  por  esplícita 
y  declarada  que  sea  la  observancia  y  con 
ella  el  uso  no  interrumpido,  de  ningún  mo- 
do puedeti  suplir  la  falta  de  erección*  ni 
constituir  en  espiritualizados  bienes  quecon- 
servan  su  naturaleza  de  profanos ,  no  hallán- 
dose razón  ni  principio  de  derecho  eclesiás- 


(1)    Mostazo,  Ub.  S,  cap.  9,  núms.  9J  7  il. 

(it  Entre  oíros,  el  Conde  de  I»  Cañada,  siguiendo  al  aotor 
ames  eitado,  á  González,  Lara,  Barbosa,  etc.,  tomo  2  de  sas 
luiiiUucñoñes  practicas,  cap.  5.*,  náms.  99  y  siguientes. 
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lico  para  que  así  se  conceptúen,  y  menos 
cuando  los  tribunales  Reales  y  el  uso  y 
práctica  constante  en  todas  épocas,  al  deci- 
dir los  recursos  de  fuerza  en  conocer,  no  ad- 
miten en  apoyo  de  la  jurisdicción  eclesiásti- 
ca otro  perjuicio  que  el  de  la  erección,  ni 
los  tribunales  eclesiásticos  para  sostener  su 
competencia  atienden  á  otra  circunstancia 
que  á  la  de  haber  sido  erigida  la  capellanía 
en  beneficio  eclesiástico  (1). 

La  doctrina  á  que  nos  inclinamos  ,  de  la 
observancia  uniforme ,  como  única  base  á 
que  es  posible  atender  cnaüdo  se  trata  de 
capellanías  antiguas  de  cuya  erección  no 
consta,  no  tiende  especialmente  á  suplir 
el  defecto  de  aquella  ni   á  constituir  en 
espirituali^dos  unos  bienes  que  conser- 
van su  naturaleza  de  profanos,  sino  que 
es  aplicable  á  las  capellanías  laicales  y  á 
las  eclesiá:sticas.  Por  lo  mismo  que  de  la 
erección  no  consta,  no  puede  asegurarse 
que  no  la  hubo,  ni  que  los  bienes  son  profa- 
nos ,  debiendo  la  presunción  ohrar  en  igual 
grado  9  asi  de  que  son  tales  como  de  que 
son  espiritualizados.  Tocante  al  único  prin- 
cipio de  la  erección  en  que  se  dice  fun- 
darse ios  tribunales  Reales  para  declarar 
que  el  eclesiástico  hace  ó  no  fuerza,  y  los 
tribunales  eclesiástic^os  para  conocer ,   el 
argumento  puede  ser  admisible  cuando  cons- 
ta la  erección,  no  cuando  por  la  antigüedad 
de  la  capellanía  no  pueda  aquella  descubrir- 
se. La  razón  es  que  sí  solo  este  requisito 
hubiera  en  tal  caso  de  atenderse  con  escln- 
sion  de  otros  fundamentos,  tan  injusta  po- 
dría ser  en  su  esencia  la  decisión  de  que  el 
C'Onocimiento  pertenecía  á  los  tribunales  Rea- 
les ,  como  la  de  que  este  tocaba  á  los  ecle- 
siásticos, puesto  que  contra  tales  decisiones 
en  uno  ú  otro  sentido  militaría  la  observan- 
cia que  si  tiene  fuerza  de  ley  cuando,  faltan- 
do esta,  reúna  los  requisitos  necesarios, 
igual  debe  teneria  cuando  suple  á  la  volun- 
tad del  fundador ,  que  es  la  primera  ley  en 
las  capellanías. 
Contra  la  doctrina  de  la  observancia  pri- 


(1)  El  aator  de  la  obra  Ütolada  ^Edimea  anaUtioo  legal  de 
los  bienes  vineulados  y  de  sa  supresión*  impresa  en  Cidlz  en 
1817,  capitulo  adicionali  tomo  9. 


mítiva  en  el  caso  de  que  la  práctica  hubiese 
sido  alternativamente  entraría,  opone  el  in- 
dicado autor,  que  si  hubiese  de  recurrirse  i 
la  observancia  y  se  quisiera  inferirla  desde 
el  instante  mismo  de  la  fundación,  toda  ca- 
pellanía debería  considerarse  colativa  ó  ecle- 
siástica y  permanente  en  ese  estado,  porque 
es  indudable  que  la  mente  y  voluntad  de  los 
fundadores  de  capellanía  que  no  sea  pura- 
mente servidera  ó  cumplidera,  no  fueron 
otras  que  las  de  que  los  parientes  ó  llamados 
pudieran  ó  debieran  ordenarse  con  ellas  á 
fin  de  que  hubiese  mas  ministros  que  sirvie^ 
ran  al  altar;  sin  que  por  eso  puedan  consi<» 
dorarse  colativas  las  que  no  estando  erigidas 
se  confieren  unas  veces  por  los  patronos  y 
herederos  y  otras  por  los  jueces  eclesiásti- 
cos; pues  si  efectivamente  estuvieren  cons- 
tituidas  en  beneficios  eclesiásticos  por  medio 
de  la  erección,  no  podría  darse  esa  alterna- 
tiva ni  conferirse  por  los  herederos  y  pa- 
tronos, asi  como  los  jueces  eclesiásticos  pue- 
den alguna  vez  proveerlas  como  las  demás 
que  no  están  erigidas  ó  son  laicables,  ecle- 
siastizándose  por  aquella  vez  los  bienes  y 
como  si  fuesen  colativas  para  que  alguno  se 
ordene  consintiéndolo  aquellos.  Aparte  de  la 
oscuridad  y  confusión  que  á  primera  vista 
envuelve  este  razonamiento ,  nos  parece  que 
lejos  de  argUir  contra  la  doctrina  que  deja- 
mos sentada,  la  confirma.  Siendo  un  princi- 
pio reconocido  que  la  naturaleza  de  colativa 
ó  laical  de  una  capellanía  se  deduce  de  la 
voluntad  del  fundador  como  primera  ley,  y 
que  esta  voluntad  ha  sido  en  muchas  ocasio- 
nes y  podido  ser  tan  diversa  como  se  ve  por 
la  enumeración  de  las  clases  mas  principales 
de  capellanías  que  en  su  lugar  dejamos  he- 
cha; no  cabe  admitir  el  supuesto  de  que  la 
generalidad  de  los  fundadores  hayan  querido 
que  las  capellanías  que  instituían  sirviesen 
de  título  de  ordenación ,  ni  aun  cuando  e  I 
supuesto  fuera  admisible  se  derivaría  de  él 
su  naturaleza  de  colativas  que  solo  nace  de 
la  erección  probada  ó  presunta  cuando  cons- 
ta de  la  voluntad  del  fundador,  en  cuyo  caso* 
seria  cierto  que  la  alternativa  no  podria  te- 
ner lugar  respecto  de  ellas,  ni  conferirse 
por  los  herederos  y  patronos  por  la  razón  de 
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paridad  que  respecto  de  las  laicales  milita 
algunas  veces  en  Tavor  de  los  jueces  ecle- 
siásticos. Pero  de  esto  á  la  observancia  pri- 
mitiva que  como  mas  cercana  á  la  fundación 
es  y  debe  ser  el  mejor  intérprete  de  la  vo- 
luntad del  fundador,  en  el  doble  caso  de  tra- 
tarse de  una  fundación  antigua  y  de  existir 
la  alternativa  hay  una  notable  diferencia. 
Si  se  admite  que  este  uso  y  observancia  pue- 
de hacer,  no  solo  que  se  presuma,  sino  tam- 
bién que  conste  la  voluntad  del  fundador,  de 
modo  que  nada  baste  á  alterarla,  implica 
exigir  que  conste  la  erección ,  pues  esto  es 
precisamente  lo  que  se  duda,  y  lo  mismo 
pueden  los  actos  posteriores  á  la  fundación 
servir  de  presunción  de  que  tuvo  lugar  la 
erección  de  la  capellanía,  qne  producir  esa 
única  fuerza  que  se  les  atribuye,  á  saber,  la 
de  probar  que  los  jueces  eclesiásticos  pudie- 
ron conferirlas  alguna  vez  en  la  maaera  y  en 
la  forma  espresadas. 

Puede  también  constar  notoriamente  por 
la  escritura  de  fundación  haber  sido  la  vo- 
luntad del  fundador  el  que  la  capellanía  fue- 
se laical,  ya  porque  asi  lo  manifestase  con 
palabras  claras  y  terminantes,  ya  porque  lo 
hiciera  de  un  modo  que  solo  pudiera  tener 
efecto  en  las  capellanías  laicales;  y  sin  em- 
bargo de  que  no  conste  haber  intervenido 
en  la  erección  la  autoridad  del  ordinario 
eclesiástico,  pretenda  este  mezclarse  en  su 
conocimiento  y  provisión,  á  pretexto  de  ha- 
berla provisto  alguna  vez  en  su  último  esta- 
do, y  acredite  que  se  han  repetido  dos  ó 
mas  colaciones  de  la  misma  capellanía,  pre- 
tendiendo probar  con  estos  actos,  especial- 
mente si  han  sido  prescritos  por  tiempo  legi- 
timo de  diez  anos,  que  aunque  la  capellanía 
en  su  origen  fuese  laical,  ha  mudado  después 
su  naturaleza  en  eclesiástica. 

Sobre  esta  materia  debemos  recordar  lo  di- 
cho al  definir  las  capellanías  colativas  por 
prescripción.  Conforme  á  la  teoría  allí  espues- 
la,  que  es  la  sostenida  por  los  prácticos  mas 
autorizados  que  exprofeso  han  tratado  de  ca- 
pellanías, en  el  caso  de  que  nos  ocupamos, 
esto  es,  cuando  la  escritura  de  fundación  ma- 
nifíesla  claramente  la  voluntad  contraria  del 
fundador,  el  ülttmo  estado  de  posesión  á  favor 


del  juez  eclesiástico  no  basta  por  si  solo  para 
ser  mantenido  en  ella  si  no  ha  prescrito.  Pero 
si  las  provisiones  hechas  por  el  diocesano 
se  han  repetido  en  efecto  por  tiempo  de  diez 
anos  que  es  el  suficiente  según  unos,  ó  por 
el  de  cuarenta  según  otros;  y  si  las  institu- 
ciones y  colaciones  han  tenido  lugar  con  no- 
ticia y  consentimiento  de  los  patronos  ó  de 
aquellos  que  tuvieran  interés  en  que  las 
enunciadas  capellanías  se  conservaran  laica- 
les según  lo  dispuesto  por  el  fundador ,  en 
este  caso  los  prácticos  están  de  acuerdo  en 
qne  aquellas  mudaron  su  cualidad  de  laica- 
les y  recibierQn  la  de  eclesiásticas  colati- 
vas (1). 

La  objeción  opuesta  contra  esta  doctri- 
na por  el  autor  antes  mencionado  tiene  tam- 
bién aquí  por  único  fundamento  el  prin- 
cipio esclusivo  de  la  erección  al  cual  se  pro- 
pone sujetar  la  decisión  de  todas  las  cues- 
tiones sobre  la  naturaleza  y  calidad  de  una 
capellanía  en  caso  dé  duda,  rechazando  el 
de  la  prescripción  consignada  y  admitida  en 
ambos  derechos  y  sostenida  por  todos  los 
autores,  aunque  algunos  discordcn  en  cuan- 
to al  tiempo  de  su  duración/ An  c£  que  nie- 
ga el  que  la  noticia  y  coo^cnü miento  de  los 
patronos  sean  causa  legal  para  mudar  las 
capellanías  su  calidad  de  laicales  y  recibir 
la  de  colativas,  aun  cuando  las  provisiones 
se  repitan  por  tiempo  de  cuarenta  anos ,  sin 
aducir  contra  la  prescripción  ordinaria  otra 
razón  que  la  de  que  dentro  de  los  diez  anos 
no  seria  fácil  que  se  repitieran  varias  provi- 
siones en  una  sola  capellanía  laical  como  no 
diese  lá  casualidad  de  que  los  capellanes  vi- 
vieran poco  tiempo. 

Si  en  el  caso  auterior  la  prescripción  pro- 
cede en  los  términos  espues(os,  con  mayor 
razón,  cuando  se  dude  si  el  fundador  quiso  ó 
no  que  fuese  laical  la  capellanía  y  el  Ordina- 
rio la  ha  conferido  por  menor  tiempo  de  diez 
años,  dos  ó  tres  veces,  deberá  estimarse  co- 
lativa, en  lo  Mial  parece  hallarle  también  de 
acuerdo  la  práctica.  No  obstante  si  el  Ordi- 
nario no  la  hubiese  conferido  sino  una  sola 


(I)  El  Conde  de  la  Cafiada ,  tomo  II  de  sus  Instituciones 
Dnicticas»  parte  1.',  cap.  S>.',  núm.  32,  citando  á  Lar^  Bar- 
bosa y  Mostazo. 


Digitized  by 


Google 


82d 


CAPELLANÍA- 


vez,  tambíea  es  opialeQ  adcnilida  por  prác- 
ticos autofiKados  (t)  (ptt  aqael  solo  ¿utquiri- 
ríalá  ctiasi  posesión  de  cooferír  can  tal  que 
la  colación  liúbi«se  sida  erectira  y  c[üe:  solo 
sei-ia  amparado  ei^  ella  cuando  hubieran  me- 
diado iuena  fé  de  parte  del  confertnte  cre- 
yendo queleíompetia,  ciencia  y  pacieocja 
del  que  teniendo  derecho  podia  contrade- 
cirla ,  y  lodos  los  demás  requisitos  necesa- 
rios para  ad<jaitír>la  cuasi  posesión  de*  los 
dei^chOft  .íacbrjporales*:  de.mode^quéeo. es- 
te $upuesló  solo  habría  Bna  presunción  áfi 
que  la  capellanía  era  Colativa  ,  a$í  comaáo^ 
lase  presumiría  prófena  sí  el  patroflo  es(4i- 
viese  en  h  Cuasr  posesión  de'presentar  clé- 
rigo que  la  sirviera  sin  institución  canóni- 
ca (2). 

Mayot  dificultad  ofrece  el  caso  en  que 
examinadas  las  tablas^le  laTundacioay  apu- 
rado 6u  espíritu  en  rucrza  de  las  conjeturas 
é  interpretación  de  las  palabras  ambigfias  en 
stt  vcrd?tdero  sentido;  -ó  á  pesar- de  haber 
acudido  á  la  observancia  si.  se  trata  dé  uoa 
fundación  antigua;,  aparece  todavía  intrin- 
cada la  fundación  y  Subsisten  dudas  acerca 
de  su  naturaleza  y  calidad.  En  estos-  casos 
mas  que  en  otros  algunos  se  nota  la  falta  de 
disposiciones  canónicas  que  éspresamente 
declaren  la  inteligencia  que  deba  darse  á  la 
fundación  y  la  cualidad  que  ha  de  conside- 
rarse en  la  capeltanía :  sieñda  urr^  conse- 
cuencia de  este  vacio  el  que  la  doctrina .  se 
haya  encargada  de  llenarle ,  más  no  con  tal 
uniformidad  y  concordancia  de  opinioo'es 
que  haya  íogrado  establecer  la  jurispruden- 
cia que  deba  seguirse.  Tratadistas  teóricos  y 
prácticos,  civilistas  y  canonistas,  y  todos 
mnv  autorizados,  hau  sido  de  contrario  pa- 
recer /undándoleen  principios  igualmente 
atendibles ;  pero  diferentes  aun  éntrelos  que 
han  adoptado  una  misma  opinión,  ya  fuese 
esta  afirmativa ,  ya  uegativa  dQ  la  cualidad 
eclesiástica. 

De  los  que  han  estado  por  la  afirmatt«- 
va ,  unos  han  dado  por  razón  que  es  mas 
favorable  á  la  misma  capellanía  respec- 


(1  \   D.  Diego  Co^ar/abías  j  Leiba,  prar.t.  qmttt.  14,  núm.  2, 
verxic.  tertium,         / 
1%    Lara,  lag.  cU.  nóms.  Si  al  59. 


todesu  coQsen'acion  y  perpetuidad  y  del 
mayor  servicio  de  Ojos,  toda  vez  que  no  solo 
Contiene  la  celebración  de  las  misas  sido 
también  la  obligación  de  recitar  el  oficio  di- 
vino, y  el  tíiulo  para  qíic  puedan  crearse  sa- 
cerdotes, siendo  ésto  mas  presumible  de  la 
voluntad  del  fundador  que  instituyó  la  cape- 
llanía con  ánimo  de  ser  grato  á  Dios.  Otros 
añaden  que  aun  cuando  de  la  fundación  no 
aparezca  reafniíODte  haber  intervenido  la  fu-r 
t^daddel/Qbispo,.  basta  que, esta  subsiga  si 
U  volumad  del  fiiádador  nci  lo  contradice, 
como  secía;  por  Qjemph)^  si  erigiese  una  ca- 
pellanía y  líama^'  para  su  disfrute  á  los  que 
presentarari  los  patronos  intervivos  difirién- 
dose su  efecto  para  después  da  la  muerte,  ó 
en  testamento  sin  que  contuviese  espresion 
alguna  repugnante  á  la  institución  ó  cola- 
ción por  el  obispo j  pues  entonces  deb^r4a 
decirse  qne  el  fundador  quiso  instituirla  ecle- 
I  siástíca,  y  el  obispo  puede  instituirla  por 
presentación  de  los  patronos^slendo  la  razón 
de  esto  el  qiíe  siempre  que  ás  usa  de  la  pa- 
labra capellanía  se  entiende  en  la  rigorosa 
acepción  de  estaToz  que  se  trata  de  la  eole- 
siástjca ,  y  no  conviene  desviarse  de  la 
significación  propia  de  las  palabras  sino 
.  cuando  consta  qae  ^1  l\indador  la  compren- 
dió de  otra  manera,  y  fa  joteiicioü  debe 
presumirse  tal  cuales  >oa  las  palabras.  De 
manera  que  cuando  en'  Ja  fundación  hay 
cláusulas  que  hacen  presumir  que  la  mente 
del  testador  fué  que  la  capellanía  fuese  ecle- 
siástica, puede  según  la  opinión  de  que  aca- 
bamos í\q  hacer  mérito  entenderse  que  sub- 
siguió la  autoridad  del  diocesano  ,  pues  era 
necesario  que  la  autoridad  que  no  intervino 
en  un  principio  subsiguiera  aun  cuando  esta 
inducción  se  foriQe  d^  palabras  dudosas,  que 
debe  concebirse  en  el  mejor  y  mas  sano  sen- 
tido y  en  su  dignificado  mas  virtual  (I). 

Los  de  la  opinión  contraria,  esto  es ,  los 
que  siguen  la  negativa  la  fuudan  en' que  lla- 
mándose eclesiástica  la  capellanía  únicamente 
cuando  á  su  erección  hui^iese  accedido  laau- 


(h  Mostazo,  lib.  3,  cap.  t,  núm.  15  y  siguientes  esponien- 
do ambas  opiniones  adopta  \i  afirmativa  luclinindose  i  loa 
principios  que  en  segup^  logar  indicamos.  Berardi  iug.  ciL 


hnal  de 
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el  S  Látese. 


Digitized  by 


Google 


capellanía. 


52 


02/ 


toridacl  del  Ordinario,  cuando  no  consta  que 
esta  intervino  no  cabe  presunción  legal  en 
contrario,  porque  la  accesión  es  una  cualidad 
accidental,  necesaria  simplicite)\  y  versa  so- 
bre un  hecho  que  no  puede  fácilmente  pre- 
sumirse sino  que  debe  necesariamente  pro* 
barse  como  se  iúfiere  de  los  cánones  9,  18  y 
23  de  consecratione  distinc.  1 .'  en  el  líecreto 
de  Graciano. 

Menos  concluyentes,  si  bien  mas  •especio-^ 
sas  y  en  mayor  número,  son  las  razones  emi- 
tidas por  prácticos  regnícolas  de  gran  nota 
en  épocas  en  que  se  procuraba  sostener  co- 
mo privilegiadas  las  regalías  de  la  corona  y 
restringir  todo  cuanto  pudiera  disminuirlas  ó 
perjudicarlas.  Entre  estos  autores  se  distin- 
gue el  Conde  de  la  Canadá ,  el  cual  tratando 
de  fijar  los  límites  de  las  competencias  de 
ambas  jurisdicciones  eclesiástica  y  real  á 
propósito  de  los  casos  en  que  pudieran  in- 
terponerse recursos  de  fuerza,  compiló  y 
adoptó  sobre  la  materia  de  que  tratamos  las 
doctrinas  de  la  mayor  parte  de  los  prácticos 
ípie  le  hablan  precedido.  En  el  capítulo  V 
tomo  II  de  sus  Instituciones  prácticas ,  no 
considerando  bastante  sólidos  ios  fundamen- 
tos de  la  doctrina  qué  eu  caso  de  duda  está 
por  la  naturaleza  de  eclesiástica  en  una  ca- 
pellanía, reasume  los  en  que  se^poya la  con- 
traria, que  consisten  en  la  naturaleza  de  los 
bienes  al  tiempo  de  la  fiuidacion,  én  el  libre 
arbitriodel  fundador  para  espresar  claramen- 
te su  voluntad,  y  por  ultimo  en  el  uso  mas  ge- 
neral por  lo  locante  á  España  y  en  el  mayor 
favor  que  de  considerar  laical  una  capella- 
nía resulta  á  los  pairónos  ó  herederos. 

tLos  Bienes,  han  dicho  los  enunciados  au- 
tores, son  profanos  y  temporales  hl  tiempo  de 
la  fundación ,  están  sujetos  en  un  .todo  al  co- 
nocimiento y  jurisdicción  real  y  á  los  tributos 
y  cargas  del  Estado  y  ayudan  y  facilitan  al 
comercio;  y  por  lodos  estos  respetos  se  in- 
teresa la  causa  pública  en  que  aquellos  se 
conserven  en  su  primitivo  estado  y  natura- 
leza. Esa  especie  de  donación  traslativa  de 
dominio  que  se  efectúa  espiritualizándose 
los  bienes,  no  se  presume  y  debe  probarla 
claramente  el  que  se  funde  en  ella  para  sa- 
car los  Wencs  de  su  primitivo  estado  de  tem- 


porales y  sujetos  en  un  todo  á  la  jurísdic^ 
cíon  real  y  á  las  disposiciones  <le  las  leyes, 
las  cuales  ordenan  que  los  herederos,  ya  ven- 
gan por  testamento,  \b,  abinteslato ,  sucedan 
en  los  bienes  del  difunto  y  como  parte  de 
ellos  entren  en  los  de  .  la  capellanía  con-  la 
obligación  de  hacer  cumplir  sus  cargas  y 
aprovecharse  áe  los  frutos  sobrantes,  lo  cual 
es  mas  recomendable  cuando  suceden  los 
parientes.  En  cuanto  al  fundador  pudo  dar 
leyes  claras  y  positivas,  y  si  no  lo  hizo  debe 
entenderse  que  se  conformó  con  la  naturaleza 
que  tenían  los  mismos  bfenes,  sin  estenderse 
á  mas  de  lo  que  suenan  las  palabras  de  su  dis- 
posioion  de  que  se  celebren  las  misas  que  se- 
ñaló, y  con  este,  fin  se  cumplen  sin  necesidad 
de  mendigar  de  la  autoridad  del  obispo.otras 
cualidades,  y  débé/^uedár  la  fundación  en  el 
mismo  estado,  que  los  bienes  tenian.  Por  lo 
que  toca  al  uso,  continúa  el  Conde  de  la  Ca- 
nadá, el.  mas  común  en  España  es  fundar 
capellanías  laicales  sin  autoridad. del  obispo^ 
llamando  para  su  goce  á  los  clérigos  de  ía 
párentela  ó  á  los  que  nombren  los  patronos; 
hecho  del  cual  no  es  justo  dudar  cuando  al 
leslimonip  de  los  autores  qUe  asi  lo  asegu- 
ran se  añade  el  de  la  existencia  de  crecido 
número  de  capellanías  laicales  fundadas  con 
solo  la  carga  de  misas  en  sufragio  de  las  al- 
mas de  los  fundadores  y  de  sus  parientes 
íjue  es  á  los  que  miran  como  fin  único  sin 
trascender  á  otros  ni  espresarlos:  y  en  este 
supuesto  procede  la  regla  de  qué  iás  pala- 
bras dudosas  se  entiendan  y  apliqueti-  á  lo 
que  los  hombres  hacen  y  usan  con  mas  fre- 
cuencia conforme  se  dispone  eh  las  leyes  18, 
55,  de  fundo  inslruct{\)  7,  lit.  40,  lib.  o3, 
§.ly2del  Digesto  y  en  la  6  del  tít.  6, 
Partida  !.•« 

Conocidas  la  naturaleza  y  cualidad  de  una 
capellanía,  fácil  es  también  conocer  las  re- 
glas, que  deben  serle  aplicables.  En  las  ecle- 
siásticas ó  colativas  rigen  casi  las  mismas 
que  eñ  los  beneficios ,  tocante  á  la  admi- 
.  ni'ítracion  y  cnagenacion  de  los  bienes  y 
cumplimiento  de  las  cargas ;  á  la  presen- 


í  1  \    rrcemos  equWocada  csia  ciu .  foes  no  corre«ponde  la 
rúbrica  que  csprcsa  en  el  Cuerpo  del  derceno. 
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tacion  é  institución^  tiempos  para  efectuar- 
las, devolución  en  los  casos  en  que  esta  pro- 
ceda ,  y  colación  ó  institución  canónica  y 
posesión;  á  la  estíncion  del  derecho  de  pa- 
tronato; al  título  de  ordenación  coa  el  cual 
puede  uno  decirse  arctado;  á  la  edad  y  obli- 
gaciones personales  del  capellán ,  cuales  son 
entre  otras  las  de  recitar  las  horas  canóni- 
cas, y  residir  aunque  sean  tenues  las  ren- 
tas de  las  capellanías,  y  aunque  con  ar- 
reglo á  la  fundación  pueda  ser  amoTido  á 
voluntad  del  ohispo  ó  del  patrono.  En  una 
palabra»  bs  capellanías  eclesiásticas  solo 
distan  de  los  beneficios  tanto  cuanto  el  fun- 
dador haya  establecido  espresaniente  que 
disten  ,  come  se  deduce  del  cap.  10,  tít.  3, 
lib.  1  de  las  Decretales;  y  si  se  trata  de 
capellanías  antiguas  en  las  cuales  no  apa- 
rezca claramente  la  voluntad  del  fundador, 
tanto  cuanto  la  práctica  demuestre  que  dis- 
tan de  los  beneficios. 

SECCIÓN  IV. 


DB    LOS  REQüISrrOS  PABA  LA  PUNDACIOIf 
TENCIÓN  DB  LAS  CAPELLANÍAS. 


V   OB- 


Sapuesias  la  aaturaleza  de  las  capellanías 
en  general,  á  saber;  de  una  fundación  ó  ins- 
titución piadosa  hecha  por  autoridad  privada» 
no  necesaria  como  los  beneficios  para  la  con- 
servación de  loa  diferentes  cargos  anejos  al 
orden  gerárquicq  de Iü^  Iglesia;  j  la  libertad 
concedida  por  esta  á  los  fundadores  en  re- 
compensa^ de  su  piedad  y  liberalidad,  para 
separarse. del  derecho  común  y  establecer 


las  reglas  que  les  pareciesen  tocante  á  la      sea  que  el  testador  ó  fundador  prohiban  que 


naturaleza  especial  de  la  capellanía  que  fun- 
dasen, y  á  las  cualidades  para  su  obtención 
y  disfrute  de  los  bienes;  resultan  desde  lue- 
go dos  principios  generales  acerca  de  la  ma- 
teria objeto  de  la  presente  sección,  á  saber: 
que  la  fundación  y  obtención  de  las  capella- 
nías no  pudieron  sujetarse  ni  están  sujetas 
á  determinadas  reglas  ó  cánones  de  antema- 
ho  prescritos  por  la  Iglesia;  y  que  siendo 
por  consiguiente  libre  el  fundador  para  es- 
tablecer las  que  deberían  tenerse  como  tales, 
solo  cuando  no  las  hubiese  establecido  ha- 


brá de  estarse  i  los  principios  generales 
del  derecho  canónico  ó  civil  según  que 
la  capellanía  sea  eclesiástica  ó  laical.  Pero 
como  el  derecho  no  consiente  las  con- 
diciones contrarías  á  la  naturaleza  ó  esen- 
cia de  las  cosas,  la  libertad  otorgada 
por  los  cánones  y  las  leyes  al  testador  ó 
fundador  para  instituir  una  capellanía  pro- 
piamente dicha,  no  puede  estenderse  á  esta- 
blecer rjsquisitos  contrarios  á  su  naturaleza 
ó  al  derecho  de  patronato  que  puede  irle 
unido.  Hé  aquí  el  único  líipite  que  en  las 
fundaciones  de  capellanías  al  paso  que  cons- 
tituye la  escepciott  de  la  regla  general  de  li- 
bertad, sirve  para  conocer  tratándose  de  de- 
terminada capellanía  cuándo  podrá  soste- 
nerse ó  no  la  prohibición  de  que  intervenga 
el  obispo  en  la  administración  de  sus  bienes 
y  en  su  provisiop  y  colación;  ó  por  el  con- 
trarío, cuándo,  ár pesar  déla  voluntad  mani- 
festada ó  de  la  petición  hecha  para  que  la 
autoridad  eclesiástica  ordinaria  intervenga, 
DO  puede  sostenerse  como  eclesiástica  una 
capellanía. 

La  enumeración  de  varios  casos  en  que 
puede  existir  ó  no  la  condición  prohibiti- 
va ó  permisiva  de  Ja  intervención  de  la 
autoridad  del  ordinario,  y  la  indicación  de 
los  requisitos  necesarios  para  que  una  cape- 
llaiiia  <4e  considere  ó  no  colativa,  darán  á 
entender  mas  claramente  esta  materia. 

Requisitos  en  la  fundación.  Cuando  los 
bienes  se  dejan  á  lego  con  carga  de  misas,  ó 
de  limosnas  ú  otra  obna  "pia ,  como  que 
permanecen  temporales  no  se  sujetan  al  go- 
bierno y  administración  del  obispo;  y  bien 


aquel  no  se  entrometa,  bien  que  nada  espre- 
sen ,  es  claro  que  tales  bienes  afectos  á  la 
fundación  pia  son  poseídos  y  administrados 
por  persona  lega ,  reputándose  como  suyos 
entre  los  demás  bienes ,  sin  que  por  hallarse 
hipotecada  al  cumplimiento  de  las  cargas 
pias,  se  entienda  estar  bajo  el  dominio  de 
estas.  Sin  embargo,  el  obispo  puede,  á  pe- 
sar de  la  cláusula  prohibitiva,  y  como  ejecu- 
tor de  las  causas  pias  (1),  conocer  si  se  cura- 

(I)    Cap.  S.  tit.  Vi,  lib.  3  (le  Its  DccreUles;  Coacilio  Trí- 
deutino,  ses  9t,  cap.  8  de  Ref. 
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plcn  las  cargas  conforme  á  la  voluntad  det 
fundador,  principalmente  si  los  encargados 
de  llevarla  á  efecto  desempeñan  mal  este 
encargo.  Lo  mismo  puede  decirse  cuando 
los  bienes  se  hubiesen  dejado  con  carga  de 
aniversario  ó  memoria  á  una  cofradía  laical 
ú  hospital  fundado  por  lego  sin  autoridad  del 
obispo ,  en  cuyo  caso  no  goza  de  los  privile- 
gios de  las  casas  religiosas.  Entonces,  como 
que  los  cofrades  6  socios,  que  solo  se  reúnen 
para  ejercer  en  el  hospital  que  fundaron  las 
obras  de  piedad ,  poseen  como  temporales 
los  bienes,  no  se  sujetan  estos  á  la  juris- 
dicción del  obispo  (1),  sino  á  la  del  juez  se- 
glar, pudiendo  el  obispo  inquirir  si  se  cum- 
plen las  cargas  pías,  aunque  no  compelerlos 
á  dar  cuentas  ni  visitar. 

Si  el  fundador  dispusiese  que  de  los  frutos 
ó  rentas  de  los  bienes  que  dejaba,  se  celebra- 
sen cada  ano  misas  en  sufragio  suyo  por  el 
clérigo  que  nombrase  el  patrono  que  señala- 
ría, en  tal  caso  podría  sostenerse  la  condición 
de  que  el  obispo  no  se  entrometiera  á  conferír 
la  capellanía  al  clérigo  nombrado  por  el  pa- 
trono, toda  vez  que  este  servicio  no  costituye 
colativa  á  aquella,  si  no  que  se  reduce  á  una 
memoria  de  misas  por  la  cual  no  se  paga 
subsidio  en  razón  á  no  estar  espiritualiza- 
dos sus  bienes,  que  permanecen  en  su  con- 
dición de  temporales  sin  que  sea  necesaria 
autoridad  del  obispo  para  fundarla.  Mas  no 
por  eso  estará  tampoco  privado  el  Ordinario 
de  poder  inquirir  también  si  se  cumplen  las 
cargas  de  la  capellanía ,  según  la  voluntad 
del  difunto. 

Otra  cosa  es  cuando  el  testador  ó  fun- 
dador deja  bienes  para  que  de  sus  ren- 
tas se  haga  aniversario  de  capellanía  con 
autoridad  del  obispo,  la  cual  debe  el  here- 
dero fundar  en  el  término  de  un  ano,  y  si 
no  lo  hace  pagar  los  réditos  vencidos  desde 
la  muerte  del  testador.  Entonces  como  que 
la  capellanía  qué  tunda  es  un  beneficio  ecle- 
síástico  que  no  puede  lícitamente  obtenerse 
sin  la  institución  canónica,  es  claro  que  no 


recho  la  rechaza  como  contraria  á  la  natu- 
raleza de  la  capellanía  (1).  De  modo  que 
aunque  el  patronato  de  tales  derechos  espi- 
rituales pueda  recaer  en  un  lego ,  la  institu- 
ción pertenece  esencialmente  al   obispo;  y 
tanto  que  aunque  á  la  prohibición  se  ana- 
diese  que  si  el  obispo  se  entromete,    por 
solo  este  hecho  se  entiende  írrita  y  anulada 
la  capellanía  colativa,  y  que  su  voluntad  es , 
que  de  los  bienes  asignados  para  su  dote  se 
celebren  dos  aniversarios,  todavía  la  capella- 
nía quedaría  firme,  y  la  sanción  penal  seria 
viciosa  reputándose  por  no  puesta,  pues  lo 
que  por  derecho  no  se  sostiene  no  puede 
recibir  fuerza  porel  vínculo  penal.  La  razón 
de  esta  doctrina  está  también  tomada  de  la 
naturaleza  de  la  obra  pia  que  se  funda:  pues 
luego  que  los  bienes  destinados  para  la  ca- 
pellanía se  trasfieren  al  patrimonio  de  la 
Iglesia,  y  se  hacen,  como  dice  una  decisión 
de  la  Rota  Romana  (2),  sancta  sanctorurn, 
es  imposible  que  dejen  de  ser  tales  por  la 
disposición  del  testador  ó  'del  fundador,  que 
al  cabo  se  refiere  al  tiempo  en  que  los  bie- 
nes dejan  de  ser  suyos.  No  han  faltado  auto- 
res regnícolas  que  defiendan  que  se  sostie- 
ne la  condición  prohibitiva  de  que  el  obispo 
se  entrometa,  siempre  que  el  testador,  para 
el  caso  en  que  el  obispo  lo  haga,  no  anule 
enteramente  la  fundación,  si  no  que  solo  la 
traslade  á  otra  obra  pia.  Pero  aunque  esta 
opinión  sea  fundada  y  admisible,  en  el  caso 
que  alguno  de   ellos  distingue ,  á  saber, 
cuando  no  se  ha  exigido  tódavia  la  capella- 
nia;  en  ios  demás  casos  y  absolutamente  ha- 
blando, la  cláusula  penal  añadida  á  la  pro- 
hibición siempre  seria  viciosa ,  ya  trasfor- 
mase  en  aniversario  ya  en  otra  obra  pia  la 
capellanía,  porque  siempre  subsistiría  la  ra- 
zón de  derecho  que  la  anula. 

Puede,  por  ultimo,  el  testador  ó  fundador 
dejar  determinados  bienes  con  carga  de  ani- 
versario 6  memoria  á  una  iglesia  ó  á  clérigos; 
y  entonces  es  del  mismo  modo  nula  la  condi- 
ción de  que  el  obispo  no  se  entrometa,  pues 


M)   Gap.  1,llt.  11,  lib.  Sde  bs  Clementinaf. 
TOMO  VII. 


podria  poner  la  condición  de  que  el  obispo      asi  como  la  Iglesia  en  particular  y  los  clérigos 
no  se  entrometa  en  conferirle,  porque  el  de- 


(I)   Canon  f ,  etiua  10«  qnosu  I. 

(i)    Decisión  10  ie  tettament.,  in  antlq.  núm,  I. 
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están  en  el  patrimonio  y  bajo  el  régimen  de 
la  Iglesia  en  general ,  así  también  lo  que  se 
les  dá  ó  Se  les  deja.  Esto  es  lo  que  se  in6ere 
daramente  de  nn  testo  del  derecho  canónico 
antiguo  al  establecer  como  regla  que  los 
fundadores  de  basílicas  ninguna  potestad 
tienen  en  las  cosas  que  confirieron  ó  dona- 
ron á  aquellas,  si  do  que  conrorme  á  lo  esta- 
tuido por  los  cánones,  lo  mismo  la  Iglesia 
que  su  dote  pertenecen  á  la  disposición  del 
obispo  (1):  Y  se  confirma  por  el  de  una  ley 
nuestra  de  Partida  que,  abundando  en  los 
mismos  principios,  facultaba  á  todo  hombre 
para  donar  sin  necesidad  de  insinuación  ju- 
dicial cuanto  quisiese  si  era  para  reedificar 
una  iglesia,  redimir  cautivos  ó  para  dote  en 
razón  de  casamiento,  ó  á  iglesia,  lugar  re- 
ligioso ú  hospital  (2). 

En  resumen ;  la  regla  de  que  es  licito 
al  que  deja  ó  dona  algunos  bienes  á  la 
Iglesia  poner  las  condiciones  que  quiera, 
y  que  la  Iglesia  está  obligada  á  cumplir- 
las según  la  común  inteligencia  del  capí- 
tulo 4,  tít.  5,  lib.  4  de  las  Decretales,  debe 
entenderse  con  la  doble  salvedad  que  otra 
ley  nuestra  de  Partida  consigna  acerca  del 
derecho  de  señorío  ó  de  dominio,  definién- 
dole como  poder  que  el  hombre  tiene  en  su 
cosa  de  hacer  de  ella  y  en  ella  lo  que  quiera 
según  Dios  y  según  fuero  (3).  Si  por  consi- 
guiente son  contrarias  á  este,  ó  sea  al  dere- 
cho, las  condiciones  espresadas  en  la  funda- 
ción de  una  capellanía,  valdrán  cuando  la 
autoridad  eclesiástica  las  haya  concordado 
y  admitido,  y  sicríipre  que  no  se  opongan, 
comoal  principio  indicamos,  á  la  naturaleza 
de  la  capellanía  ó  del  derecho  de  patronato 
que  puede  irle  unido,  como  se  deduce  entre 
otros,  de  los  capítulos  11 ,  tít.  5;  32,  tít.  28 
y  16,  tít.  39,  lib.  3  de  las  Decretales. 

En  la  fundación  de  una  capellanía  cola- 
tiva es  requisito  necesario  su  erección  para 
que  adq\iiéra  el  carácter  de  tal.  Cuando  el 
testador  ó  la  persona  á  quien  este  cometió  el 
encargo,  instituyen  uúa  capellanía  por  tes- 
tamento ó  escritura  pública,  señalando  bie- 


(t)    Canon  6,  causa  10,  qaxsu  1. 
(i)    Ley  9,  üt.  4,  Part.  5.  • 
\Z)    Ley  l,tlt.í8.  Parí.  *, 


nes  que  le  sirvan  de  dote  y  pidiendo  á  la 
autoridad  eclesiástica  ordinaria  ó  al  diocesa- 
no que  interpongan  la  que  ejercen  para  que 
aquellos  se  conviertan  de  profanos  en  espi- 
rituales y  eclesiastizados,  después  de  haber 
hecho  los  llamamientos  de  capellanes  y  pa- 
tronos y  designado  las  pensiones  ó  congruas, 
todavía  no  puede  decirse  que  la  capellanía 
es  colativa  porque  no  está  erigida,  y  solo 
hay  el  deseo  y  la  intención  manifiesta  de 
que  tal  erección  se  verifique.  Este  requisito 
puede  no  tener  lugar,  ya  porque  el  institutor 
mude  después  de  parecer  como  puede  hacer- 
lo, ya  porque  á  pesar  de  insistir  en  esa  in- 
tención hasta  su  muerte,  el  fundador  ó  su 
fideicomisario  hayan  sido  negligentes  en  de- 
ducir la  solicitud  correspondiente  al  efecto, 
ya  en  fin,  porque  la  autoridad  eclesiástica 
no  hubiese  creído  deber  interponerla  ó  ac-. 
ceder  á  la  petición.  En  este  punto  es  preciso 
no  perder  tampoco  de  vista  el  principio  ge-? 
neral  que  antes  examinamos  y  que  domi- 
na en  toda  fundación,  á  saber,  el  de  liber- 
tad por  parte  del  que  la  hace  para  poner 
todas  las  condiciones  que  le  parezcan  siem- 
pre  que  no  se  opongan  á  la  naturaleza  de  la 
capellanía  que  instituye.  Importa  poco,  dice 
un  célebre  práctico  regnícola ,  que  los  fun- 
dadores espresen  que  quieren  fundar  una 
capellanía,  si  el  espíritu  de  sus  cláusulas  6 
la  naturaleza  de  la  fundación  desdicen  del 
verdadero  concepto  de  aquella  voz,  ó  las 
rentas  no  son  suficientes  para  semejante 
erección,  pues  las  espresiones  esplican,  pero 
no  constituyen  las  cosas;  y  asi,  siempre  que 
se  toman  impropiamente  es  necesario  acu- 
dir á  la  naturaleza  y  esencia  de  la  cosa(l). 
La  erección,  pues,  consiste  en  la  declara- 
ción que  el  tribunal  eclesiástico  hace  de  que- 
dar convertida  en  colativa  una  capellanía,  y 
sus  bienes  de  temporales  en  esj^iritáales, 
previo  conocimiento  de  causa  en  el  espedien- 
te in^ruido  al  efecto.  Los  .trámites  de  esle 
según  la  práctica  mas  común  y  general  de 
todos  los  obispados  de  España ,  se  reducen  á 
acudir  el  fundador  ó  la  persona  á  quien  co  • 
misionó  para  ello'  al  ordinario  eclesiástico 


(I) 

teecion, 


Ctinrrubias.  Máximas  sobre  reenrsos  Ae  fuerza  5 
I,  tit.  i7,  §  i'i,  citando  i  Barbosa  7  CasUllo. 
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de  la  diócesis  donde  radican  los  bienes,  acom- 
pañando el  testamento  ó  escritura  pública  en 
que  se  espresa  la  voluntad  de  Tundar  una  ca- 
pellanía colativa,  y  pidiendo  se  eríj^  en  tal 
y  que  sus  bienes  se  espiritualicen  haciendo-» 
se  á  su  tiempo  colación  y  canónica  institu- 
ción al  primer  capellán  y  sucesivos  según  t 
en  la  forma  que  estuviesen  hechos  los  llama- 
mientos. El  tribunal,  á  reserva  de  proveer 
sobre  la  pretensión ,  ordena  la  citación  por 
edictos  y  emplazamiento  de  todos  los  que  se 
crean  con  derecho  á  dichos  bienes,  para  que 
dentro  de  un  breve  periodo  de  nueve  días  ó 
mas,  precisos  y  perentorios,  sepresenlen  por 
sí  ó  por  apoderado  á  deducirle  y  alegar  lo 
que  les  convenga,  bajo  apercibimiento  de 
que  en  su  defecto  se  procederá  á  la  erección 
de  la   capellanía  ó  á  lo  que  hubiese  lugar, 
y  de  que  las  providencias  en  el  espediente 
dictadas  les  pararán  el  perjuicio  de  estar  y 
pasar  por  su  tenor  y  forma.  Trascurrido  el 
término  durante  el  cual  han  de  haber  estado 
fijados  los  edictos  en  las  puertas  de  la  igle- 
sia á  que  corresponde  la  capellanía  y  en  al- 
gunos otros  sitios  públicos  de  la  población, 
se  devuelven   complimentados,   y  la  parte 
entonces  acusa  las  rebeldías  á  los  citados  y 
no  comparecientes,  y  habida  por  acusada,  y 
declarada  la  contumacia  de  aquellos*  se  reci- 
ben á  prueba  los  autos  por  el  término  compe- 
tente, y  hecha  la  bastante  el  actor  ó  instítu- 
ycnte  insiste  en  lo  solicitado  en  su  escrito  de 
demanda,  acordándose  en  seguida  pasar  lo 
actuado  al  6scal  eclesiástico  para  que  en 
uso  de  su  ministerio  esponga  lo  que  crea 
convenir  en  justicia.  Evacuado  el  traslado 
con  el  examen  de  Jos  documentos  pertene- 
cientes á  la  propiedad  de  las  fincas  á  que  se 
reduce  la  dotación  de  la  capellanía,  y  de  que 
el  capital  y  rentas  producen  lo  necesario 
para  cubrir  la  congrua  sinodal ;  y  sus^ncia- 
do  el  proceso  por  sus  trámites  legales ,   se 
traeála  vista  para  definitiva,  en  la  cual  se 
declara  erigida  en  colativa  la  eapeliank,  y 
sus  bienes  convertidos  detemporates  ea  es* 
pirítuaies  coa  t\  carácter  de  perpetuidad,  á 
ron  otras  espresiones  ó  cláusulas  equivalen- 
tes. En  seguida   presenta  información  de 
vita  el  mofibus  el  primer  capellán  nombrado 


por  el  fundador,  compareee  á  examen,  y  ha- 
llándole suficientemente  instruido,  se  le  or- 
dena de  tonsura  no  estándolo,  y  se  provee 
otro  auto  por  el  cual  se  le  hace  colación  y 
canónica  institución  de  la  capellanía  vacante 
á  piima  sui  erectione  ó  como  estnviese,  y  se 
le  dá  la  investidura  ó  posesión  imponiéndole 
sobre  su  cabeza  un  bonete  ,  y  despachándole 
carta  ó  título  en  forma;  con  lo  cual  queda 
también  erigidaen  eclesiástica  la  capellanía 
y  sus  bienes  en  espirituales ,  y  adquiere  el 
carácter  de  perpetuidad  á  manera  de  bene- 
ficio eclesiástico,  que  es  el  efecto  inmediato 
y  regular  de  la  erección. 

Para  que  una  capellanía  que  no  esté  eri* 
gida,  y  de  la  cual  hayan  conocido  ó  conoz- 
can en  la  actualidad  los  juzgados  eclesiásti- 
cos, se  tenga  por  laical,  no  es  suficiente  que 
no  haya  actos  de  erección,  si  no  que  es  pre- 
cisa además  la  declaración  de  la  autoridad 
eclesiástica  de  la  diócesis.  Para  que  esta 
tenga  lugar,  debe  preceder,  según  la  prácti- 
ca mas  común,  y  en  nuestro  concepto  la  mas 
arreglada  á  derecho ,  instancia  del  interesa- 
do :  este  ,  después  de  buscados  los  autos  de 
erección  y  no  hallados  en  el  archivo  general 
del  obispado  respectivo,  y  enterado  de  que  á 
continuación  de  la  escritura  de  fundación  no 
se  hallan  los  autos  de  erección  ni  testimonio 
ó  nota  que  esprese  haber  sido  erigida  la  ca« 
pellanía,  acude  con  dirección  de  letrado  y 
por  medio  de  procurador  al  juzgado  edC'* 
siástico,  haciendo  relación  de  los  anteceden- 
tes y  pidiendo  que ,  en  atención  á  no  cons- 
tar erigida  la  capellanía  en  eclesiástica  ni 
corresponderie  por  consiguiente  su  conocí  • 
cimiento ,  si  no  al  civil,  se  sirva  así  declarar- 
lo ,  é  inhibiéndose  del  qne  hasta  allí  ha  teni- 
do ,  remita  los  autos  de  fundación  al  jnez  del 
partido  á  que  pertenece,  como  único  eompe* 
tente ,  protestando  usar  del  recurso  de  fuer* 
za  si  se  deniega  la  declaración  ó  no  se  pro- 
videncia á  la  solicitad.  Por  an  otrosí  debe 
pedirse,  que  por  el  notario  archivista ,  pre- 
via citación  fiscal ,  se  ponga  testimonio  ¿  la 
letra  de  la  fundación  y  do  qne  do  hay  autos 
de  erección  ni  consta  haber  sido  erigida.  Si 
el  juez ,  con  audiencia  fiscal  y  de  tod  interc'' 
sa4os  eo  so  caso,  estiman  kt  soKcitod,  de*' 
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clarando  laical  la  capellanía,  y  qae  su  cono- 
cimiento toca  á  la  jurisdicción  Real ,  el  espe* 
pediente  seremite  al  juez  civil  para  los  efec- 
tos á  que  haya  lugar.  Mas  si  la  denegase, 
puede  la  parte  interponer  el  recurso  de  re  - 
posición  con  la  protesta  reiterada  de  usar  del 
de  fuerza  ante  el  tribunal  superior  del  territo- 
rio ;  y  desestimada  que  fuese  la  reposición, 
con  testimonio  que  debe  pedi  r  al  j  uez  eclesiás- 
tico, previa  citación  fiscal  y  de  los  interesados, 
de  la  escritura  de  fundación  ó  de  no  hallarse 
erigida,  acudir  á  la  audiencia  del  territorio 
pidiendo  se  le  admita  el  recurso,  mandándo- 
se despachar  la  Real  provisión  para  el  efecto 
y  en  la  forma  acostumbrada,  y  declarando 
la  fuerza  en  conocer  y  proceder. 

Para  la  vali(íez  de  la  fundación  de  una  ca- 
pellanía, cualquiera  que  fuese  su  clase,  ha  si- 
do indispensable,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
leyes  especiales  recopiladas ,  que  haya  in- 
tervenido la  licencia  Real ,  lo  mismo  que  en 
la  de  las  demás  vinculaciones  civiles  ó  fun- 
daciones piadosas.  Este  requisito,  consigna- 
do en  un  principio  como  obligatorio  en  la 
fundación  de  mayorazgos,  según  lo  disponia 
la  ley  12,  tít.  17,  lib.  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación ,  se  amplió  después  á  las  capella- 
nías y  otras  fundaciones  perpetuas  por  la 
ley  6,  tít.  12,  lib.  1  de  id.,  la  cual,  para  evi- 
tar dudas ,  declaró  que  en  la  cláusula  de  la 
anterior :  ni  prohibir  perpetuamente  la  ena^ 
genaeion  de  bienes  raíces  ó  estables  por  me- 
dios directos  ó  indirectos:  se  comprendian 
aquellas,  las  cuales  no  podrían  en  adelante 
hacerse  sioo  con  licencia  Real,  á  consulta  de  la 
Cámara ,  ni  con  otros  bienes  que  los  que  en 
aquella  ley  se  espresaban  por  lo  relativo  á 
mayorazgos.  Conforme,  pues,  á  lo  que  en 
la  aclaratoria  se  disponia,  la  Cámara,  para 
hacer  sus  consultas  había  de  tomar  informes, 
especialmente  de  los  diocesanos,  sobre  la 
necesidad  conocida  ó  utilidad  pública  de  la 
fundación,  renta  con  que  hubiese  de  hacer- 
se »  de  manera  que  fuese  suficiente  congrua 
para  mantener  con  decencia  al  clérigo  que 
hubiese  de  poseerla,  y  servicio  que  este  hu- 
biese de  prestar  á  la  iglesia  ó  capilla  don- 
de se  fundase. 

Después  de  fundada  ó  erigida  una  capella- 


nía, han  podido  cnalquiera  de  los  parientes, 
ó  un  estrano,  hacera  ella  agregación  ó  do- 
nación de  bienes  para  que  esté  mejor  dotada, 
poniendo  las  cláusulas  y  condiciones  que 
bien  les  pareciesen,  en  contrato  ó  última  vo- 
luntad :  modos  tan  legítimos  y  comunes  al 
€fecto  como  lo  son  para  dar  á  conocer  los  tes- 
tadores ó  fundadores  su  voluntad  de  vincular. 
Comeen  las  fundaciones  primitivas  no  consta 
del  menor  indicio  de  estas  agregaciones ,  en 
la  práctica  suele  ponerse  nota  de  ellas  en  la 
,  escritura  de  las  primeras ,  y  unirse  á  los  au- 
tos primitivos  el  testimonio  de  la  escritura  ó 
última  voluntad  en  que  se  hizo  la  donación, 
ó  conservarse  por  separado  en  el  archivo, 
tomándose  también  razón  en  él  en  las  colec- 
turías, en  los  libros  de  visita  y  en  el  proto- 
colo de  fundaciones  que  existe  en  la  parro- 
quia á  que  la  principal  pertenece,  y  que  se 
halla  á  cargo  de  los  curas  ó  notarios  ecle- 
siásticos de  cada  poblaciou,  por  si  á  las  par- 
tes se  ofreciese  acreditar  en  ella  la  propie- 
dad y  pertenencia  de  las  fincas  agregadas. 

Los  bienes  agregados  muy  rara  vez  se 
hallan  convertidos  en  eclesiásticos,  á  no  ser 
que  la  agregación  se  haya  hecho  con  las 
mismas  solemnidades  que  la  fundación  de  la 
capellanía. 

Requisitos  para  la  obtención.  La  doctrina 
sentada  al  principio  de  esta  sección*  es  apli- 
cable, como  regla  general ,  cuando  se  trata 
de  investigar  los  requisitos  necesarios  para 
obtener  una  capellanía.  No  siendo  tales  re- 
quisitos otra  cosa  que  las  condiciones  puestas 
por  el  fundador  para  que  conforme  á  ellas 
entren  en  el  goce  y  disfrute  de  la  capellanía 
los  que  en  adelante  deban  obtenerla,  es  cla- 
ro que  cuanto  se  dice  de  estas  se  entiende 
de  aquellos ,  y  que  respecto  de  los  mismos 
rige  el  principio  de  la  libertad  concedida  al 
fundador  ó  institutor,  en  cuanto  no  se  opon- 
ga á  la  naturaleza  de  la  capellanía.  Bajo  es- 
te supuesto,  los  requisitos  de  que  vamos  á 
tratar  pueden  estar  determinados  por  la  fun- 
dación ó  prescritos  por  derecho,  ya  sean  ge- 
nerales, ya  especiales  (1).  Examinaremos  con 


SliSTICO, 


Téngase  presente  lo  dicho  en  el  articulo  BENBricio  iclk- 
;o,  tomoti^pig.  199,  eoliimoa  i.\  fi.  S  y  sa  uou. 
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la  posible  claridad  alganas  cueüones  referen- 
tes i  varios  requisitos  de  la  primera  clase, 
puesto  que  de  este  examen  resultará  la  inte- 
ligencia de  los  que  pertenecen  á  la  segunda. 
Consanguinidad.     Entre  los  requisitos 
mas  comunes  y  también  mas  conformes  á 
los  vínculos  sagrados  de  la  naturaleza ,  que 
suelen  establecer  los  fundadores  de  una  ca- 
pellanía para  su  obtención ,  ocupa  el  primer 
lugar  el  de  consanguinidad.  La  Iglesia  lo  ha 
admitido  como  que  no  repugna  al  derecho 
ni  á  la  disciplina ,  si  por  otra  parte  hay  ido- 
neidad en  el  consanguíneo  llamado  ó  en  el 
agraciado  para  una  capellanía  colativa.  Mas 
aunque  semejante  llamamiento  doba ,  lejos 
de  prohibido ,  considerarse  como  meritorio, 
está  respecto  de  las  capellanías  espresa  y 
vigente  la  prohibición  que  la  Iglesia  ha 
establecido  de  obtenerlas  como   cualquier 
otro  oficio  eclesiástico  por  derecho  heredita- 
rio (1).  De  donde  se  sigue ,  que  siendo  las 
capellanías  colativas  una  especie  de  benefi- 
cio eclesiástico,  á  ellas  es  referente  la  dispo- 
sición canónica  que  citamos  y  otras  mu- 
chas (2);  y  que  llamados  simplemente  los 
consanguíneos ,  el  último  capellán  no  puede 
nombrarse  por  sucesor  á  otro  consanguíneo, 
ni  este  sucederle  por  derecho  hereditario; 
cualquiera  que  sea  la  inteligencia  que  se  dé 
á  los  hechos  que  en  la  historia  eclesiástica 
se  leen  de  elecciones  verificadas  por  Jesu- 
cristo, por  San  Pedro  y  por  varios  prelados, 
para  apóstoles  y  sucesor  en  la  cátedra  de 
Roma  ó  en  la  del  obispado,  y  que  consigna- 
dos en  parte  en  el  cuerpo  del  derecho  canó- 
nico (3)  han  dado  origen  á  encontradas  opi- 
niones (4).  Solo  en  el  caso  en  que  el  funda- 
dor hubiese  facultado  para  ello  al  capellán, 
puede  este  designar  ó  elegir  sucesor  en  la 
capellanía.  La  razón  de  esta  escepcíon  del 
principio  general  consiste  en  que  entonces 


(1i  Canon  7,  cansí  8,  enest.  I.*  Ápoitolica  auctkoriíai$ 
proübemus  ut  quis  Ecclesias,  Prebendas,  preposituras,  cape- 
llanías aut  aiiqna  Ecclesiastica  officia  hereditario  Jure  va- 
teat  vendicare,  aut  expostulare  prtuumat,  Quod  si  quis  im- 
probus  aut  ambitionis  reus  attentare  pritsumpseritt  debita 
pmna  mulctabitur  et  postuiatis  earebit. 

it)  Cinon  6,  dist.  89.— Cánones  3,  Ai  5  de  la  citada  ean- 
M  8 ,  eaest.  I  y  los  capitalos  que  acomodables  á  esu  materia 
ae  Insertan  á  la  pág .  176  y  siguientes  del  articulo  bimeficio 
ccbsiJíatico. 

(3)   Cánones  l.lyC  de  la  causa  8,  cnest.  1.' 

\4)   Mostazo,  lib.  3,  cap.  7,  núms.  1  á  16. 


el  capellán  se  entiende  nombrado  patrono 
para  que  presente  otro,  lo  cual  es  tan  válido 
como  si  se  nombrase  otro  patrono ,  que  pre- 
sentado después  para  la  capellanía  y  cono- 
cida su  idoneidad,  fuese  sustituido,  según  asi 
se  halla  resuelto  (1).  En  este  punto  es  de 
notar,  que  si  el  fundador  designó  personas 
determinadas  para  que  el  capellán  las  nom- 
brase por  sus  sucesores,  ó  si  llamase  al  pa- 
riente mas  próximo  de  cierta  familia  para 
que  hiciese  esta  designación,  como  que  hay 
nombradas  personas  por  el  fundador,  la  ca* 
pellanía  no  se  eslingue ,  aunque  el  capellán 
muriese  sin  presentar  ó  nombrar  sucesor. 
Mayor  dificultad  ofrece  el  caso  en  que  fue* 
se  incierta  la  persona  que  debiera  nombarse; 
opinando  algunos  que  la  capellanía  se  estin- 
guiria  por  haber  dejado  el  capellán  de  non^- 
brar  sucesor,  pues  cabe  según  ellos  la  razón 
de  analogía  que  en  los  legados  condiciona-^ 
les,  los  cuales  se  estioguen  faltando  la  con- 
dición, y  la  que  en  la  enfiléusis  concedida 
por  la  Iglesia  con  condición  impuesta  al 
poseedor  de  elegir  sucesor  cuando  muera ,  y 
de  que  si  no  lo  hoce  vuelva  á  la  Iglesia  el 
dominio  pleno.  Pero  por  una  parte  no  hay 
tal  analogía,  toda  vez  que  el  legatario  no 
adquiérela  cosa  legada,  ínterin  la  condi- 
ción no  se  realiza ,  lo  cual  no  sucede  en  el 
poseedor  de  una  capellanía,  y  por  otra  en  la 
enfitéusis  no  hay  personas  que  sucedan  en 
ella  si  no  las  que  el  poseedor  nombrase ,  de 
modo  que  se  estingue  si  deja  de  nombrar- 
la y  vuelve  á  la  Iglesia,  lo  cual  tampoco 
acontece  en  la  capellanía,  para  la  que  to- 
davía pueden  nombrarse  sucesores.  Ade- 
más de  esto ,  si  se  atiende  á  que  la  inten- 
ción del  fundador  fué  que  siempre  durase  la 
celebración  de  las  misas  y  sus  sufragios  para 
bien  de  su  alma,  que  es  la  causa  final  de  su 
fundación ,  es  indudable  que  mientras  dura 
esta  causa  no  se  estingue  la  capellanía,  aun- 
que el  capellán  no  nombre. 

Resuelta  asi  la  cuestión,  podría  pretenderse 
que  aun  quedaba  en  pié,  puesto  que,  siendo 
la  capellanía  de  derecho  de  patronato,  en  la 


(1)    El  mismo  núm.  17  cita  la  decisión,  y  algunos  autores 
que  opinan  conforme  i  ella. 
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cual  el  obispo  no  puede  sustituir  sino  al  que 
presente  el  patrono,  como  que  falta  quien 
presente,  ya  por  haber  muerto  el  capellán, 
ya  por  no  encontrarse  otro  patrono,  no  pue- 
de menos  do  estinguirse  la  capellanía  por 
falta  de  sucesores ,  al  modo  que  en  los  ma- 
yorazgos que  se  estinguen,  y  cuyos  bienes 
se  hacen  libres  cuando  faltan  todos  los  lla- 
mados. No  obstante,  dos  consideraciones  au- 
torizan que  en  el  caso  en  cuestión  sea  el 
obispo  quien  nombre  ó  elija  capellán :  la  pri- 
mera, que  cuando  los  patronos  son  negligen- 
tes en  presentar  al  capellán  esta  facultad  se 
devuelve  por  derecho  al  obispo  para  que  ob- 
servando las  cualidades  de  la  fundación  ins- 
tituya, de  suerte  que  habiendo  sido  negli- 
gente el  capellán  en  nombrar,  pertenece  al 
ol^ispo  hacerlo  por  derecho  devoluto;yla 
segunda  y  mas  principal,  la  de  que  el  obispo 
es  ejecutor  de  las  últimas  voluntades  cuando 
faltan  los  nombrados  en  testamento,  y  no 
habiendo  quien  designe  capellán  puede  ha- 
cerlo como  ejecutor  de  la  voluntad  del  fun- 
dador. 

La  facultad  que  este  tiene  de  llamar  á 
consanguíneos  suyos  ó  á  los  mas  próximos 
parientes  al  goce  de  una  capellanía,  aun 
cuando  sea  colativa,  si  bien  no  está  espresa 
terminantemente  en  los  cánones,  se  deduce 
sin  género  de  duda  entre  otros  del  Sínodo 
Komano  celebrado  en  tiempo  de  León  II,  en 
el  cual  se  manda  que  el  monasterio  ú  ora- 
torio canónicamente  constituido  no  se  quite 
del  dominio  del  institutor  contra  su  volun- 
tad, y  que  sea  lícito  al  mismo  encargarlo  al 
presbítero  que  quiera  para  que  ejerza  en 
aquella  diócesis  los  oficios  sagrados  con 
aprobación  del  obispo  (1).  Su  fundamento 
racional  y  legal  estriba  en  que  ^  pesar  de 
llamar  á  eonsaguíneos  no  es  por  derecho 
liereditario,  pues  siempre  la  intención  del 
fuadador  enrnelvela  condición  tácita  deque 
el  llamado  sea  digno  é  idóneo  por  su  edad, 
costumbres  y  ciencia,  lo  cual  ha  de  ver  y 
examinar  el  obispo  antes  de  instituirle. 

Puede  el  fundador  de  una  capellanía  ha- 
ber llamado  simplemente  á  sus  consaguí- 

(I)    Canon  ai  que  es  cl  83, cansa  ii€,  qusrst.  7. 


neos,  ó  en  particular  i  sos  parienles  mas 
próximos,  y  en  ambos  casos  la  Iglesia  res- 
peta sn  voluntad.  Disputan  sin  embargo  los 
tratadistas  acercado  si  en  el  primero  ha  de  ser 
necesariamente  instituido  el  pariente  mas 
próximo:  sosteniendo  los  unos  que  basta  pre- 
sentar al  mas  remoto,  y  en  que  en  el  caso 
en  cuestión  no  pidiéndose  grado  se  entien- 
den llamados  sin  él;  y  afirmando  los  otros 
que  solo  debe  admitirse  al  mas  cercano, 
pues  cuando  el  fundador  dispuso  simple- 
mente que  se  eligiese  á  algunos  de  entre  sus 
consanguíneos  debe  entenderse  por  el  orden 
de  sucesión,  eligiéndose  siempre  al  mas  pro* 
ximo,  tanto  mas ,  cuanto  que  al  llamar  sim- 
plemente á  los  eonsaguíneos  no  concede  al 
patrono  la  libre  elección  si  no  solo  la  presen- 
tación según  el  derecho  ordena  (1). 

Es  indudable  que  si  el  fundador  concedió 
al  patrono  facultad  de  elegir  ó  representar 
al  que  quisiese  de  entre  los  consagíneos,  po- 
drá válidamente  hacerlo  en  el  remoto,  pues 
se  ha  cumplido  con  la  voluntad  de  aquel, 
el  cual  dejó  la  elección  libre ,  mas  no  re- 
gulada. 

Hecha  la  canónica  institución  en  un  opo- 
sitor ó  presentado  por  el  patrono  ya  no  puede 
revocarse.  En  su  consecuencia ,  aunque  el 
fundador  haya  llamado  á  su  pariente  mas 
próximo  y  el  instituido  no  lo  sea,  queda  por 
aquella  vez  sin  efecto  la  voluntad  del  fun- 
dador. 

Cualidades.  Interminable  seria  tratar  ca* 
suíslicamentc  esta  materia:  bástanos  decir 
que  es  aplicable  á  ella  la  doctrina  de  las 
vinculaciones  llamadas  de  cláusula  ó  de  ca- 
lidad. La  fundación  indicará  si  estas  son 
para  obtener  6  para  disfrutar;  si  en  laTunda- 
cion  no  se  consigna  procurará  dedncirse  de 
las  reglas  de  interpretación,  teniendo  pre- 
sente que  en  caso  de  doda  ha  de  favorecer- 
se la  voluntad  del  fundador  en  la  persona 
del  llamado ,  por  la  regla  general  de  qne 
siempre  se  interpretan  asi  las  últimas  volun- 
tades, y  la  no  menos  general  favores  sunt 
ampliandi;  es  decir,  que  en  la  duda  de  si 
la  cualidad,  circunslartcia  ó  requisito  se  exige 


(1)   Lara,  lib.  9,  e9i>  t,  lám.  8. 
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para  obtener  ó  para  disfrutar,  ha  de  estarse 
por  este  último  estremo,  favoreciendo  asi  e] 
afecto  del  fundador  en  la  persona  del  nom- 
brado ó  instituido. 

¿Podrá  el  obiípo  con  consentimiento  del 
patrono  ó  de  la  mayor  parte  de  los  patronos 
en  su  caso  alterar  la  cualidad  de  sacerdotal 
en  una  capellanía,  como  cualesquiera  otras 
impuestas  por  el  fundador?  Esta  cuestión 
ha  sido  resuelta  negativamente  por  auto- 
res de  gran  crédito,  atendidos:  l.Mos  prin- 
cipios del  derect^o  público  eclesiástico  que 
la  Iglesia  ha  procurado  conservar  ilesos, 
llevando  con  sumo  cuidado  á  efecto  los  úl- 
timas voluntades:  2/  lo  dispuesto  en  el 
Concilio  Tridentino,  sesión  25  de  reforma, 
cap.  5^  en  que  después  de  consignar  lo  con- 
forme que  es  á  la  razón  el  que  en  nada  se 
derogue  por  medio  de  disposiciones  contra- 
rias lo  que  está  bien  establecido,  se  prohi- 
be que,  cuando  por  la  erección  ó  fundación 
de  cualesquiera  beneicios,  ó  por  otras  cons- 
tituciones se  requieren  algunas  cualidades  ó 
les  están  anejas  ciertas  cargas,  se  deroguen 
en  la  colación  de  los  beneficios  ó  en  cual- 
quiera otra  disposición:  3.°  la  jurispruden- 
cia práctica  en  cuanto  existen  declaraciones 
de  la  Congregación  del  Concilio  ,  dene- 
gando al  obispo  la  facultad  de  derogar  las 
cualidades  puestas  en  la  fundación,  aun- 
que medie  el  consentimiento  de  los  patro^ 
nos  (1);  y  4.**  las  sentencias  anulando  las  co- 
laciones hechas  por  el  obispo  con  consenti- 
miento del  patrono  contra  la  cualidad  de  la 
fundación  (2).  No  obstante,  otros  han  soste- 
nido que  pudiendo  por  causa  *de  necesidad 
ó  utilidad  de  la  Iglesia  dispensarse  las  cua-* 
lidades  puestas  en  la  fundación  de  la  cape- 
llanía, si  esta  exige  el  requisito  de  sacerdo-* 
cío  actual  en  el  que  ha  de  ser  presentado,' 
puede  también  el  obispo  alterarle  ó  conmu- 
tarle cuando  intervengan  dichas  causas ,  aun 
contra  la  voluntad  del  patrono,  y  nunca  sin 
asenso  del  mismo  cuando  aquellas  no  existan, 
ó  el  fundador  hubiese  usado  de  palabras  ne- 


•  (I)  VéQSe  el  nám.  9  de  tas  dedaraeíones  adieionadis  al  Con- 
eiHo  frtaentino  «ft  dicho  cap.  5  por  GuWemart. 

Si   Acebedo  en  et  nüm.  »de  sh  comentario  i  la  ley  5,  Ut. 
ñ,  Ub.  1  de  la  Recopilación. 


gativas  para  significar  su  voluntad  de  háeer 
sacerdotal  in  actu  la  capellanía  (1). 

Hé  aquí  como  resuelve  esta  cuestión  uúode 
los  autores  á  quien  repetidas  veces  hemos  ci- 
tado (2).  cPara  tomar,  dice,  desde  su  raiz  la 
dificultad,  debe  observarse  quede  dos  modos 
puede  fundarse  una  capellanía,  ó  entre  vivos 
ó  en  última  voluntad.  Cuando  la  fundación 
fué  hecha  entre  vivos  irrevocablemente,  isi  el 
fundador  vive,  podrá  con  consentimiento  del 
obispo  alterar  la  capellanía  ó  mudar  sus  cua- 
lidades temporal  ó  perpetuamente,  si  en  lo 
que  se  altera  ó  quita  no  ha  adquirido  dere- 
cho un  tercero;  esto  ningún  derecho  lo  pro- 
hibe y  en  ello  se  versa  el  favor  de  los  funda- 
dores para  que  reformen  sus  disposiciones, 
luego  ninguna  causa  hay  para  que  no  pue- 
da hacerse:  mas  si  hay  derechos  adqui- 
ridos por  algún  tercero,  como  si  por  ejem- 
plo se  ha  nombrado  capellán  ó  patrono  ,  en-^ 
tonces  debe  decirse  lo  contrarío,  á  saber, 
que  el  fundador  no  puede  mudarlas  ni  aun 
con  autoridad  del  obispo ,  porque  cuando  el 
contrato  se  ha  perfeccionado  y  un  tercero  ha 
adquirido  derecho,  no  puede  este  vulnerarse 
sin  consentimiento  de  aquel;  debiendo  esto 
entenderse  de  aquellos  derechos  que  perte- 
necen á  tercero,  no  de  otros  de  la  misma  ca- 
pellanía. Pero  si  en  la  fundación  de  esta  el 
nombramiento  de  capellán  ó  patrono  so  con- 
fiere después  de  la  muerte  del  fundador  por 
contrato  entre  vivos,  bien  podrá  revocarlas 
con  consentimiento  del  obispo^  porque  toda- 
vía no  hay  derechos  adquiridos  por  tercero- 
Cuan.do  la  fundación  se  hizo  en  última  vo- 
luntad por  consentimiento  del  obispo,  si  aun 
vive  él  testador  podrá  con  consentimiento  de 
aquel  mudar  la  cualidad  del  sacerdocio  ó 
cualquiera  otra,  porque  ia  voluntad  del  hom^ 
bre  e¿  variable  hasta  el  término,  de  su  vida, 
y  por  tanto  revocable ;  mas  si  el  fundador 
murió,  el  obispo,  con  consentimiento  del  pa- 
trono ó  patronos  en  su  mayor  parte,  podrá 
alterar  ó  mudar  esta  cualidad  ú  otra,  por 
una  ve^  ó  mas,  con  causa  necesaria,  lo  cual 
es  mas  probable,  porque  el  Tridentino,  en  el 


(I)  Lambéitiní,  dejure  paironai,  Wb.l,partel,cí 
ari  SO.  núm.  11  ?  Í5,  y  cucsu  10,  art.  7,  noois.  I  y  4. 


cdest.  1, 


(4)    MostafO,  Ub.  3,  cap.  5,  ndm.  88  y  si». 
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citado  capilolo  5,  solo  decretó  que  no  se  al- 
teren ó  conmalen  las  cosas  bien  establecidas 
por  los  fundadores  9  y  puesto  que  cuando 
existe  una  causa  necesaria  de  alterac¡o:i  ó 
mudanza  no  están  bien  constituidas  sino  que 
requieren  otra  forma  de  mejor  disposición, 
es  consiguiente  que  el  Concilio  no  prohibe 
esta  alteración  ó  conmutación  de  dicha  cua- 
lidad sacerdotal  ú  otra ,  si  existe  causa  y 
consienten  los  patronos.  En  apoyo  de  esta 
interpretación  puede  citarse  al  mismo  Con- 
cilio Tridentiao  que  en  el  capítulo  6  de  Re- 
forma de  la  Sesión  22,  permite  á  los  obispos 
cómo  delegados  de  la  Sede  apostólica,  que 
existiendo  causa  justa  y  necesaria,  de  la 
cual  han  de  conocer  sumaria  y  estrajudicial- 
mente  ,  conmuten  las  últimas  voluntades; 
pues  aunque  algunos  opinen  que  este  decre- 
to solo  tiene  aplicación  cuando  los  obispos 
son  ejecutores  de  las  conmutaciones  hechas 
por  el  Sumo  Pontífice,  otros  lo  entienden 
relativo  á  la  autoridad  concedida  á  los  obis- 
pos para  conmutar  por  sí  como  delegados  de 
la  Silla  Apostólica:  luego  sí  con  causa  nece- 
saria puede  el  obispo  conmutar  las  últimas 
voluntades ,  bien  podrá  cuando  la  misma 
exista  alterar  ó  quitar  por  una  vez  ó  dos, 
consintiéndolo  el  patrono,  la  cualidad  sacer- 
dotal ú  otra  cualquiera.» 

Réstanos  hablar  del  nombramiento,  cola- 
ción é  institución  canónica  en  las  capellanías 
como  requisitos  canónicos  para..obtenerla3. 
iVombramtenlo.  Aunque  en  la  práctica 
y  en  términos  generales,  suelen  usarse  como 
equivalentes  las  palabras  nombrammtOj  pre- 
sentación, coladan,  hay  sin  embargo  alguna 
diferencia  entre  ellas,  como  veremos.  Nom- 
bramiento, presentación,  significan  por  par- 
le del  patrono  activo  la  designación  de  per- 
sona para  la  capellanía,  por  medio  de  docu- 
mento público  Q  privado  en  que  vconate;  la. 
voluntad  del  patrono.  Presentación  por  par- 
te del  nombrado  es  la  comparecencia  perso- 
nal deF  mismo  ante  el  Ordinario  pidiendo  la 
canónica  institución  en  virtud  del  nombra^ 
míeíito  hecho  por  el  patrono  (I). 

(1)  Sobre  la  diferencU  earaetcríBUci  entre  la  nomiDacion  y 
la  presenudon  Téase  Berardi  en  »a  dt.  obra,  tom.  t,  diser- 
lae.  4.*,  cap.  1,  |;  B^rhra  quldem. 


Colación.  Diferenciase  también  del  nom  - 
bramiento  aunque  en  la  acepción  común  se 
usen  alguna  vez  indistintamente;  significan- 
do aquella  la  concesión  de  la  capellanía  por 
el  que  tiene  potestad  para  conferirla,  ya  lo 
haga  usando  libremente  de  su  derecho,  ya 
este  se  halle  en  relación  con  el  que  aun 
tercero  corresponda.  Asi,  pues,  en  las  cape- 
llantas  eclesiásticas,  lo  mismo  que  en  los  be- 
neficios, colación  libre,  á  que  también  se  ha 
dado  por  los  cánones  el  nombre  de  donacioo, 
es  el  acto  por  el  cual  el  Ordjnario  diocesano 
sin  mediar  nombramiento  ó  presentación  de- 
clara que  dá  y  confiere  por  su  propio  y  ori- 
ginario derecho  de  colador  nato,  á  cierta 
persona  idónea  la  capellanía:  y  colación  me- 
nos libre  ó  necesaria,  la  que  tiene  lugar  á 
virtud  de  nominación  ó  presentación  de  per- 
sona idónea,  y  también  la  declaración  que 
el  juez  eclesiástico  hace,  en  juicio  conten- 
cioso ó  de  oposición,  de  que  la  capellanía  to- 
ca y  pertenece  á  uno  de  los  opositores  me- 
diante reunir  los  requisitos  establecidos  en 
la  fundación  y  en  los  cánones.  Pero  ya  sea 
libre,  ya  menos  libre  la  colación,  correspon- 
de siempre  al  Ordinario  ó  prelado  diocesano 
y  constituye  fa  provisión  real  y  verdadera, 
denominándose  en  este  sentido  institución 
autorizable  y  colativa  (1). 

Inslitucion  canónica.  De  cualquier  modo 
que  la  provisión  se  verifique,  tiene  siempre 
lugar  la  institución  canónica  que  constitu- 
ye la  esencia  de  la  provisión  y  equivale  á  la 
autorizable  y  colativa,'  llamándose  canónica 
porqué  debe  ser  hecha  .cóu  arreglo  á  los  cá- 
nones, y  porque  soloejlá  es  la  .que  da  el. 
verdadero  título  que  aquéllos  exigen  para 
reconocer  en  el  provisto  .el  derecho  á  la  ob- 
tención de  la, capellanía.  En  este  sentido  es- 
tá espresa  la  regla  Beneficium  licité,  sine 
imlittdione  canónica  n0n  potest  obHnerir 
Sin  embargo  de  que  en  un  principio  la  ins«- 
titucion  canónica  hizo  inneoesaria  la  corpo- 
ral; la  variación  de  la  disciplina  pcir  una 


(I)  *  Véase  en  el  8. 10,  sección  5.*  del  art.  Bene/U^o  eefe- 
siástico  todk  la  teoría  sobre'  la  institncloD  canónica  y  la  pose- 
sión. Bn  cuanto  i  las  fórmalas  de  la  colación  de  capellMft  U- 
bre  ó  patronada  osadas  por  los  tribunales  eclesiásticos  véase 
Umbien  Salcedo  Cu^i*  ecietiústieé ,  Goaei  Bayo,  Pr^it 
eceluiattitt  ei  smeuiarM  J  él  Traudo  de  pr^cedlnieiitas  en 
negocios  eclesttstícos,  apéndice  o4  Febrero, 
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parle,  la  distancm  del  punto  en  que  había  de 
disfrutarse  y  servirse  el  beneficio  por  otra,  y 
finalmente,  k  necesidad  que  el  provisto  tict 
ne  de  acreditar  su  instalación  en  el  punto  de 
re.«idencia  y  desde  cuando  coinienza  á  cum- 
plir las  cargas  para  que  adquiera  el  derecho 
llamado  in  re,  y  haga  suyos  los  frutos,  pu- 
diendo  oponer  escepcion  contra  cualquiers^ 
otro,  introdujeron  como  una  sequela  indis^ 
pensable  de  la  institución  canónica  )a  corpo- 
ral, missio  m  possesionem,  que  en  las  cape* 
llantas  colativas  tiene  también  lugar  con  las 
solemnidades  establecidas  por  derecho  res- 
pecto de  los  beneficios  ó  admitidas  en  la 
práctica.  Consisten  estas,  por  lo  general ,  en 
la  presentación  del  capellán  por  sí  ó  por 
apoderado  con  las  letras  colativas  ante  el 
párroco  ó  rector  de  la  iglesia  tlonde  está 
fundada  la  capellanía,  para  que  ante  notario 
y  testigos  se  le  dé  la  posesión  real,  corporal 
vel  cuasi  de  ella  y  de  sus  frutos.  El  acto  se 
reduce  á  tomar  de  la  mano  al  capellán,  in« 
troducirle  en  la  iglesia,  tomar  agua  bendi- 
ta ,  pasar  al  altar  mayor  y  hecha  oración  al- 
Sacramento,  pasar  á  la  capilla  ó  altar  y  es- 
tando ante  él  tocar  una  campanilla  y  rezar 
una  oración:  haciéndose  constar  todo  por  di- 
ligencia y  dándose  de  ella  al  interesado  el 
correspondiente  te^nlimonío. 

Aquí  deberíamos  hablar  del  ejercicio  del 
derecho  de  presentación  en  las  capellanías 
colativas  patronadas,  y  de  la  prelacion  entre 
cx)nGnrrentes  á  una  misma.  Pero  no  diferen- 
ciándose en  este  punto  del  derecho  de  pa- 
tronato que  se  ejerce  en  los  beneficios  ,  re- 
ferimos á  nuestros  lectores  á  su  artículo  cor- ' 
respondiente.  Y.  p%tro»%to  c.«no»i€«. 

Por  conclusión  indicaremos ,  que  limitada 
por  su  naturaleza  la  doctrina  de  la  colación 
é  institución  á  solas  las  capellanías  eclesiás- 
ticas por  fundación  6  prescripción,  en  las  pa- 
ramente laicales  solo  puede  por  consiguien- 
te tener  lugar  el  nombramiento  ó  elección 
por  los  patronos  6  herederos  de  los  bienes  á 
los  cuales  va  afecta  la  carga  pía,  que  en  tal 
caso  son  también  patronos  <lel  capellán  cum- 
plidor. Para  que  tal  nombramiento  sea  vá- 
lido basta  que  recaiga  en  clérigo  aprobado 

por  el  Ordinario ,  y  que  el  mismo  se  presen- 
Tono  vn. 


te  al  párroco  ó  rector  de  la  iglesia  en  que  se 
halle  fundada  la  capellanía,  á  fin  de  que  se 
le  reconozca  por  tal  capellán.  Sin  embargo, 
en  las  laicales  eclmastizadas  por  una  vez 
con  consentimiento  del  patrono  y  del  obispo, 
ó  en  las  que  los  fundadores  permiten  que 
pueda  alguno  de  los  llamados  ordenarse  á 
título  de  ellas,  sirviéndole  sus  rentas  de 
congrua  suficiente  t  bien  pueden  intervenir 
la  presentación  y  la  colación  é  institución 
canónica,  porque  por  entonces  se  equiparan 
á  las  eclesiásticas  en  su  origen,  siéndoles 
.  aplicables  las  mismas  reglas  que  militan 
acerca  de  todos  los  actos  que  en  aquellas 
soQ  necesarios  para  su  lícita  obtención  á 
ejemplo  de  los  beneficios  propios.  Por  últi- 
mo, en  las  capellanías  eclesiásticas  el  fun- 
dador ha  podido  facultar  al  capellán  para 
elegir  sucesor,  y  en  este  caso  la  elección  se 
convierte  en  presentación ,  ya  tenga  carác- 
ter  de  libré  como  cuando  no  han  sido  desig- 
nadas las  personas  que  iflibian  de  nombrarle 
ó  presentarse,  ya  sea  pasivo  este  patronato 
que  en  tal  caso  ejerce  el  capellán  poseedor , 
porque  la  fundación  designe  las  personas 
ciertas  y  determinadas  en  quienes  debe  ha-^ 
cer  la  elección. 

SECCIÓN  V. 

Dlt  LAS  0BLI6ACI0NIS  Y  DBBBCBOS  PM  LOS  PO' 
SBBOfldRXS  DB  CAPBLLAHÍAS.— DB  L4  RBMO- 
^lON  DBL  CAPBLLANn 

§.  {.''  Obligación^  y  derechos  de  las  ca- 
pellmes. 

La  diferente  naturaleza  de  unacapellaníat 
bajo  el  punto  de  insta  de  eclesiástica  ó  laical, 
sirve  de  regla  para  conocer  las  obligaciones 
y  derechos  de  su  poseedor,  juntamente  con 
las  tablas  de  la  fundación ,  primera  ley  de 
la  que  no  es  lícito  separarse  mientras  no  sea 
opuesta  á  la  esencia  misma  de  la  institución. 
Asi,  cuando  la  capellanía  es  eclesiástica, 
como  esta  solo  dista  del  beneficio  propia- 
mente dicho  cuanto  el  fundador,  supuesta  la 
regla  anteriormente  dada,  quiso  que  distase, 

las  obligaciones  y  derechos  del  capellán  son 
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iguales  á  los  que  |>or  los  cánones  incumben 
al  beneficiado,  escepto  en  lo  que  el  fundador 
se  separó  esplicitamente  de  aquel ;  en  las 
laicales  se  determinan  por  la  fundación  que 
prefijó  su  eslension  y  naturaleza. 

No  siendo  nuestro  propósito  hablar  de  las 
cargas  puramente  temporales  que  incum- 
ben al  poseedor  de  una  capellanía ,  como 
son ,  V.  g. ,  el  pago  del  subsidio  impuesto 
por  las  leyes  civiles,  el  de  las  especiales  con 
que  se  hallen  gravados  por  la  fundación  mis- 
roa  los  bienes  de  la  capellanía ;  y  por  últi- 
mo, de  los  derechos  del  poseedor  en  lo  to- 
cante á  la  administración  de  los  predios, 
percepción  del  todo  ó  parte  de  los  frutos, 
congrua,  estipendio  señalado  ú  otros  análo- 
gos; pasamos  á  esponer  bajo  un  concepto 
puramente  canónico  las  obligaciones  que  in- 
cumben al  poseedor  de  una  capellanía,  y 
que  se  refieren  principalmente  á  la  celebra- 
ción de  misas,  a  la  residencia  y  á  la  incom- 
patibilidad. 

Celebración  de  misas.  El  principio  cons- 
tante en  materia  de  capellanías,  de  que  la 
la  fundación  es  la  primera  ley,  tiene  su  apli- 
cación necesaria  ciíando  se  trata  de  deter- 
minar la  naturaleza  de  la  obligación  de  ce- 
lebrar las  misas,  que  puede  reputarse  como 
la  mas  común  y  principal.  Según  dicho  prin- 
cipio aquella  será  personal  cuando  asi  lo 
disponga  el  fundador  por  palabras  espresas 
ó  equivalentes  (1)  sin  relación  á  la  e^ecie 
de  capellanía,  colativa  ó  laical.  Mas  no  por 
eso  pierde  su  cualidad  de  moral ,  esto  es ,  la 
de  poder  omitirse  cuando  medie  causa  nece- 
saria, racional  ú  honesta,  como  la  de  enfer- 
medad, urgente  necesidad,  honestidad  y 
debida  devoción,  aunque  el  capellán  esté 
obligado  á  celebrar  diariamente  (2).  Esta 
doctrina  admitida  por  casi  todos  los  trata- 
distas tiene  por  base  el  derecho  positivo, 
como  se  deduce,  entre  otros,  del  capítulo  11, 


(1)  Perraris,  Prompta  Bikliothect,  art.  CapelUnus  in  co- 
muñi,  ném.  I  á  S ,  presenta  Tartas  dánsiilas  qae  segun  de- 
claraciones de  la  Sag.  Gong,  qae  cila  demoestran  ser  perso- 
nal la  obligación.  ,  .,  .       ^ 

(i)  Sobre  la  cnestlon  de  si  es  mas  6  menos  lícita  y  honrsta 
la  condición  qae  el  fdudador  de  una  capellanía  poedc  poner 
de  que  el  capellán  celebre  diartanente  por  si ;  y  sobre  la  in- 
teligencia racional  ?  cristiana  de  esta  elájsala  »  Yéafe  entre 
otros  i  Mottüio,  \\b.  3,  cap.  6,  ndm.  4t  y  sig.,  y  Ferraris 
mJm.  S  y  5lg. 


tít.  S,  lib.  3  de  las  Decretales.  Sin  embargo, 
como  el  derecho  no  ha  fijado  los  límites  á 
que  la  omisión  debe  circunscribirse  ,  la  ju- 
risprudencia se  ha  dividido  respecto  de  los 
días  en  que  el  capellán  obligado  á  celebrar 
diariamente  puede  dejar  de  hacerlo  por  en- 
fermedad corporal ,  que  no  constituye  sin 
embargo  imposibilidad,  ó  por  razón  de  ho- 
nestidad y  devoción.  Asi  es,  que,  mientras 
los  unos  conceden  por  esta  última  causa  al 
capellán  un  dia  ó  dos  en  cada  semana,  otros 
solo  le  creen  facultado  para  no  celebrar  una 
vez  cada  mes  ó  doce  en  todo  el  ano.  Para  la 
resolución  de  esta  dificultad  conviene  tener 
presente  la  genuina  inteligencia  de  las  pala- 
bras salva  honéstate  et  debita  devotione  de 
la  citada  decretal.  La  glosa  las  aplica  al  ca- 
so en  qué  el  sacerdote  cometa  un  pecado 
grave  y  deba  por  ello  abstenerse  de  celebrar; 
lo  cual  no  es  causa  canónica  absoluta,  por  la 
obHgacion  en  que  en  tal  caso  está  todo  sa- 
cerdote de  confesar  sin  dilación;  y  si  no  qnam 
primum.  Lo  racional  parece  el  no  llevar 
tan  al  estremo  la  restricción,  que  el  ca- 
pellán no  pueda  cdebrar  ni  aplicar  nun- 
ca por  otra  intención  que  la  del  fundador. 
Es  indudablemente  duro  y  opuesto  á  la  re- 
gla canónica  de  obligación  debida ,  que  ud 
sacerdote  estuviese  ligado  perpetuamente 
con  un  vínculo  tal  que  jamas  pudiera  cele- 
brar si  no  por  algún  difunto  y  nunca  por  su 
alma,  por  la  Iglesia,  por  las  calamidades  pú- 
blicas, por  sus  padres  ó  parientes.  Escusado 
es  decir  que  en  las  causas  de  honestidad  y  de- 
bida devoción ,  aprobadas  por  los  cánones, 
no  se  entienden  comprendidas  ia  de  distrac- 
ción^ si  no  cuando  es  racional  ó  fundada:  la 
de  recreo  puramente  voluntario  y  que  en 
todo  caso  debe  ser  honesto:  y  la  de  avaricia 
que  está  absolutamente  reprobada  y  escluida 
en  términos  que  ni  un  solo  dia  el  capellán 
dispensado  de  celebrar  por  causa  de  ho- 
nestidad ,  puede  hacerlo  por  libre  intención 
mediando  limosna  ó  estipendio.  La  razón 
fundamental  de  esta  prohibición  no  es  sola- 
mente la  de  que  el  capellán  percibiera  dos 
limosnas  ó  estipendios;  si  no  la  de  que ,  de- 
biendo abstenerse  de  celebrar  por  honestí* 
dad  v  devoción,  si  lo  hiciese ,  cesaría  esta 
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causa  justa  y  laudable  que  no  puede  ni  debe  I  días  (1).  No  nos  deteudremos  en  analizar  las 


sustituirse  por  otra  indecorosa  y  culpable  (1) 
Del  mismo  modo  nos  parece  resuella  la 
cuestión  de  si  el  capellán  obligado  á  cele- 
brar diariamente  y  que  se  escusa  por  hones- 
tidad y  devoción  debe  poner  sustituto.  La 
declaración  afirmativa  de  la  Sagrada  Con- 
gregación de  14  de  mayo  de  1627  en  que 
muchos  se  apoyan  no  se  refiere  al  caso  en 
que  el  fundador  diga  que  el  capellán  celebre 
diariamente,  sin  añadir  ninguna  otra  espre- 
sion;  pues  entonces  es  visto  que  solo  quiere 
imponerle  obligación,  salva  honestidad  y 
decencia;  sino  ai  en  que  el  fundador  añada 
algunas  cláusulas  ó  espresiones  de  las  cuales 
s«  deduzca  fué  su  voluntad  la  de  que  nunca 
faltase  la  misa  en  el  altar,  iglesia  ó  capi- 
lla (2).  En  este  sentido,  pues,  debe  entender- 
se la  facultad  que  compete  al  obispo  para 
compeler  al  capellán  á  poner  sustituto,  y  en 
el  mismo  la  sostienen  tratadistas  notable? 
que  se  han  ocupado  en  el  examen  de  esta 
cuestión. 

Por  lo  que  toca  á  la  segunda  causa,  á  sa- 
ber, la  de  enfermedad^  está  admitida  por  el 
derecho  canónico  como  justa  para  eximir  al 
capellán  de  la  obligación  de  celebrar.  No 
obstante,  el  silencio  de  los  cánones  y  prin- 
cipalmente de  la  Decretal  citada  respecto  de 
los  dias  que  pueden  trascurrir  sin  que  deba 
poner  sustituto,  ha  dado  también  motivo  á 
diversas  opiniones  de  teólogos  y  canonistas. 
Los  mas  rigorosos  limitan  á  diez  dias  el  tiem- 
po en  que  el  capellán  enfermo  puede  dispen- 
sarse de  poner  sustituto:  otros,  mas  toleran- 
tes, lo  amplían  hasta  un  mes  ó  dos:  otros,  en 
lio,  adopten  como  término  medio  el  de  quince 


(t)  Ftfrrari«,  log.  elU  nüm.  9  alegando  una  Dfelarac.  de 
la  Sag.  GoDg.  del  concillo  de  13  jallo  16S0  dice  que  el  cape- 
ll:m  obligado  A  celebrar  diariamente  pae«le  recibir  nueva  li- 
mosna y  satisfacer  con  una  misa  dos  obligaciones  si  espresa- 
mente  el  fundador  le  eximió  de  aplicar  el  sacriQcio. 

(¿'  Para  esplícar  csu  obligación  prcsunu  los  amores  la 
clasiúcan  en  directa  é  indirecta :  llamándola  directa  cuando 
el  fundador  imponga  al  capellán  la  de  iincerlo  por  si  (i  por  otro, 
de  liacerquc  lodos  ios  dias  se  celebre  coiisiitnréndole  en  eje- 
cumr  ra.is  bien  que  en  capellán,  ó  de  celebrar  diurlaroente  en 
i  il  ultar  ó  capilla:  ¿  indirecta  cuando  dispone  se  celebre  misa 
en  diciios  puntos  por  su  capellán  designándole.  F.n  el  primer 
e^so  convienen  que  en  vacante  ó  ballinduse  impedido  debe 
nombrar  sustituto  ya  por  estar  espresa  la  v«)luntad  ya  porque 
diriiíléndose  principalmente  sus  palabras  al  lugar  parece  que 
quiso  honrarle  do  suerte  que  en  él  nunca  faltase  misa .  En  el 
segundo  algunos  limitan  la  obligación  de  poner  sustituto  i 
rircunsunclas  especiales  que  bacau  presumir  la  voluntad  del 
fandadorde  que  ningún  dia  fuítase  misa,  p.  e.,  quedármelos 
fletes  sin  oiría  si  el  capellán  no  la  decia. 


razones  de  analogia  jurídica  en  que  los  ca- 
nonistas han  fundado  sus  opiniones  mas  ó 
menos  latas  sobre  este  punto:  ni  tampoco  en 
el  examen  de  si  la  mencionada  obligación 
está  en  razón  de  las  cláusulas  usadas  por  el 
fundador,  ya  determinando  los  dias  ó  el  nú* 
mero  de  misas  en  cada  semana ,  ya  espre- 
sando que  el  capellán  ha  de  celebrar  diaria* 
mente  y  vacar  un  dia  en  cada  semaua  (2). 

Atendido  el  testo  del  citado  capítulo  11, 
tit.  5,  lib.  3  de  los  Decretales,  no  hay  duda 
que  la  enfermedad  corporal  con  tal  que 
inhabilite  al  capellán  para  celebrar,  le  escu- 
sa de  esta  obligación.  Verdad  es  que  la  de- 
cretal no  trata  directamente  de  la  capella* 
nía;  sino  de  que  el  prelado  y  cabildo  pue- 
den imponer  á  la  prebenda  vacante  una  car- 
ga honesta,  á  cuyo  cumplimiento  está  obli- 
gado el  prebendado.  Pero  la  analogía  entre 
este  caso  especial  y  la  facultad  concedida 
por  los  cánones  al  fundador  de  un  beneficio 
impropio,  como  es  la  capellanía,  para  impo- 
ner al  poseedor  las  condiciones  honestas  que 
quiera,  y  el  ser  precisamente  la  de  celebra- 
ción diaria  de  misa  la  que  dio  motivo  á  la 
declaración  pontificia  que  no  obliga  al  pro- 
visto, si  está  enfermo,  ni  le  impone  el  deber 
de  encargar  á  otro  el  aniversario  sin  con- 
sentimiento del  prelado  y  cabildo;  es  funda- 
mento bastante  racional  para  deducir  que  á 
no  haberlo  asi  determinado  la  fundación,  el 
poseedor  de  una  capellanía,  sea  ó  no  colati- 
va, no  está  obligado  á  poner  sustituto,  cuan- 
do la  enfermedad  le  impida  cumplir  por  si  la 
carga  de  la  celebración  de  misa  diaria  ó  en 
determinados  dias  (3). 


(1)  En  apoyo  de  la  segunda  de  estas  opiniones  sostenida 
por  crecido  numero  pueden  citarse  una  Declaraeeion  de  la  Sag. 
Cong.  del  Concilio  de  17  de  setiembre  1095,  j  de  la  tercera  los 
decretos  de  la  misma  congregación  de  17  noviembre  168C,  y  4 
4e  julio  1B89. 

<9)  Véase  en  Mostazo,  lib.  3,  cap.  G,  núm.  SO  y  sig.  las 
diversas  opnioncs sobre  cada  una  de  estas  cláusulas qno  pue- 
de contener  la  fundación 

(3)  De  lo  que  en  el  testo  decimos  se  deduce  que  si  el  fun- 
dador no  espresó  su  voluntad  de  que  la  capellanía  se  obtuviese 
solo  por  el  que  fuese  sacerdete  j«  «e/»,  como  que  puede  dar- 
se á  clérigo  menor  de  catorce  aftos  que  esté  obligado  A  desem- 
peñar por  medio  de  otro  la  celebracton  de  misas,  es  claro  que 
no  le  sería  licito  dejar  de  hacerlo  en  ningún  dia,  ni  le  escou- 
ria  la  enfermedad  como  ni  la  honestidad   y  devodon  debida; 


el  unánime  sentir  de  los  autores  citados  por  Cébassu^io,  tkeo- 
rlff  etprojcUjurii  c$nonici,  libro  i,  cap.  IS,  num.  ti ,  conlr* 
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Residencia.  Poco  tenemos  que  decir  de 
esta  obligación  personal  que  á  su  vez  es  real 
.  por  razón  de  la  especial  naturaleza  de  la  ca- 
pellanía ó  de  la  voluntad  del  fundador.  Deri- 
vada toda  la  teoría,  que  bajo  cualquiera  de 
estos  dos  puntos  domina  en  la  materia,  de  la 
que  rige  acerca  de  los  beneficios  eclesiásticos 
propios,  bástanos  referir  á  nuestros  lectores 
al  artículo  correspondiente,  haciendo  aquí 
tan  solo  algunas  indicaciones  en  lo  que  espe- 
cíficamente se  refiere  á  las  capellanías. 

Por  lo  que  toca  á  las  curadas,  no  hay  du- 
da que  obh'gan  á  sus  poseedores  á  residirías, 
sin  que  el  cumplimiento  de  semejante  obli- 
gación dependa  del  mayor  ó  menor  número 
de  feligreses  cuando  se  trata  de  capellanes 
que  hacen  las  veces  de  rectores  ó  párrocos, 
ni  del  mayor  ó  menor  valor  de  las  rentas. 
La  residencia  es  no  solo  dependiente  de  la 
cura  de  almas  sino  también  aneja  é  insepa- 
rable de  ella;  y  por  lo  mismo  cuando  la  Igle- 
sia la  dispensa  c^n  causa  justa  se  trasfiere 
esta  obligación  en  los  vicarios  ó  sustitutos 
idóneos. 

En  cuanto  á  las  capellanías  llamadas  sim- 
ples, es  regla  general,  tomada  de  la  qic  ri- 
ge acerca  de  los  beneficios  de  igual  clase, 
que  si  bien  por  su  naturaleza  de  cargo  ecle- 
siástico requieren  residencia  según  el  dere- 
cho común,  la  costumbre  es  causa  bastante 
para  que  el  obispo  dispense  de  ella  mas  fá^ 
cilmente  que  en  las  curadas  ;  y  aun  en  la 
práctica  se  considera  desvirtuada  la  volun- 
tad espresa  del  fundador  ó  instituidor  de  ha- 
cer residencial  una  capellanía  simple  aunque 
esta  condición  sea  válida  y  obligatoria  como 
arreglada  á  derecho  si  su  renta  es  muy  corta 


madn  por  dos  decrt>Ms  de  la  Saxrad:!  Cúnareg.  del  eoncilio  de 
18  de  setiembre  1088.  r  17  noviembre  I69N. 

Por  lo  tocante  al  ea^  en  qae  la  celebración  debiera  ser 
diaria  y  eleapellan  Teriflcnrla  por  si,  altanos  autores,  fonda- 
dos ya  en  razones  de  analogía,  ra  en  principios  puramente  de 
conciencia,  han  distíngnido  entre  la  enformedad  critnica  6  per- 
petua y  la  temporal,  y  entre  la  capellanía  de  pingüe  renta  y  la 
üc  corta  ó  muy  escasa  dotación:  diciendo  que  cuando  el  cape* 
Han  no  e«pera  sanar  y  la  renta  es  pinsüi;  deba  poner  sustitu- 
to para  que  la  omisión  no  ceda  en  grave  daOa  de  la  ip:lesia  ? 
del  fundador,  mas  si  es  tenue,  v  él  tan  pobre  que  necesite  los 
frutos  para  sus  alimentos  se  escusa  de  aquel  deber  porque  se 
presóme  que  si  el  fundador  la  viese  tan  pobre  t  enfermo  se  los 
eoDcelerfa  enteramente  para  su  sustento,  t  equivalen  i  una  li- 
mosna hecha  en  bien  de  so  alma  por  el  fnhdador;  y  que  ti  la 
enfermedad  es  temporal  y  se  espera  que  sanara,  aunque  aque- 
lla sea  larga  también  se  escusa,  porque  el  salario  6  estipendio 
que  se  da  á  persona  constituida  en  dignidad  no  es  solo  por  ra- 
zón deleargo  sino  Umbien  de  la  dignidad:  asi  como  el  prelado 
y  el  canéniffo  cnfenno  reciben  sus  salarios  y  distribuciones 
cuando  esiAn  enfermos.  Mo»fai9y  lug,  cit,  nüm.  80  v  síg. 


capellanía. 

ó  con  el  tiempo  llega  á  ser  insuficiente  para 
la  permanencia  del  capellán  y  su  508ten¡<^ 
miento  con  el  decoro  que  corresponde  á  sa 
dignidad  sacerdotal  en  el  punto  señalado;  de 
modo  que  pueden  dejar  de  residir  sin  dis- 
pensa del  diocesano;  y  este  no  debe  en  razón 
obligarle  á  que  lo  haga  ni  á  renunciar  (i). 

Por  lo  demás,  la  obligación  de  residir  se 
deduce  no  solo  de  la  volnntad  del  fundador 
espresamente  nianifestada,  sino  también  de 
las  disposiciones  ó  preceptos  cuya  ejecución 
envuelva  en  si  el  cumplimiento  de  aquella, 
como  si  por  ejemplo  impusiese  al  capellán  la 
obligación  de  administrar  los  Sacramentos, 
ayudar  al  párroco  en  oir  confesiones ,  cele- 
brar  por  sí ,  6  simplemente  celebrar,  asistir 
á  las  horas  canónicas  y  percibir  las  distríbu- 
c'oies  cotidianas,  ü  otras  semejantes  (2). 

En  cuanto  al  tiempo  que  por  derecho  ca- 
nónico común  puede  el  capellán  dejar  de  re- 
sidir sin  obtener  licencia  del  ordinario  dioce- 
sano; formalidad  con  que  esta  debe  conce- 
derse; causas  justas  y  legitimas  para  que 
tenga  efecto,  y  consecuencias  de  la  no  resi- 
dencia inmotivada  ó  puramente  voluntaria, 
referimos  á  nuestros  lectores  al  artículo  bc- 
«KFicio  ecLE^iAUTico  CU  SU  seccion  cor- 
respondiente." 

Incompatibilidad.  Unida  intimamente  la 
doctrina  canónica  sobre  incompatibilidad  á  la 
de  unidad  y  residencia  de  los  beneficios  ecle- 
siásticos, ocioso  seria  repetir  aquí  lo  espuesto 
á  este  propósito  al  hablar  de  aquellos,  y  que 
es  de  todo  punto  aplicable  á  las  capellanías, 
ya  sean  eclesiásticas,  ya  laicates.  La  cualidad 
de  incompatible  de  cualquiera  de  ellas,  ca- 
nónicamente considerada,  y  hecha  abstrac- 
ción de  la  doctrina  que  sobre  este  punto  regia 
en  materia  de  mayorazgos  ó  vinculaciones 
civiles,  y  que  tiene  entera  aplicación  á  las 
capellanías  laicales,  es  á  la  vez  una  obliga- 
ción, ó  mejor  dicho,  una  prohibición  im- 
puesta al  poseedor,  derivada  de  la  fundación 
ó  de  la  naturaleza  misma  de  la  capellanía. 


'D  Véanse  los  autores  citados  á  este  propósito  por  Maiau 
cap.  ll,núm.10y  21.  r    i—     r- 

(i\  Ademas  de  lo  dicho  en  la  seccion  S.*  de  este  artículo  al 
definir  las  capellanías  resUenciatfs  véase  Ferraris,  nüm.  43 
á  49,  donde  enumera  varias  cliustilns  que  puede  contener  la 
fundación  y  que  según  las  declaraciones  y  Hecl^ioñes  que  cita 
hacen  obligatoria  ó  no  la  residencia  personal. 
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Ccm  arreglo  á  este  príoctpío,  existe  incom- 
patibilidad eotre  dos  capellanías  caradas,  ó 
entre  dos  residenciales  simples,  porqne  nin* 
gano  pnede  hallarse  físicamente  en  dos  laga- 
res á  un  tiempo,  ni  camplir  con  el  servicio  ó 
cargo  que  cada  una  de  ellas  exige.  Ni  la  te* 
nuídad  ó  insuficiencia  de  las  rentas;  ni  el 
ser  la  residencia  causativa ,  por  razón  solo 
de  la  pérdida  de  frutos,  ó  precisa  por  razón 
de  la  del  título,  temporal  ó  continua;  ni  la 
otra  distinción  sugerida  por  el  móvil  de  la 
avaricia  y  con  el  fin  de  eludir  el  espíritu  de 
los  cánones,  entre  las  que  se  poseen  sub  eo- 
dem  tecto  ó  suh  diverso  tecto,  entre  las  uni- 
formes y  disformes,  pueden  desvirtuar  en  su 
esencia  el  principio  racional  y  lógico  de  la  in- 
compatibilidad. Sin  embargo,  una  costumbre 
legítima  fundada  en  la  equidad ,  que  sin 
desatender  el  servicio  de  la  Iglesia  mira  por 
la  debida  y  decente  sustentación  de  sus  mi- 
nistros, ha  modificado  el  principio  y  hecho  se 
tolere  y  autorice  la  retención  de  dos  capella- 
nías, cuando  son  simples ,  y  una  de  ellas  in- 
congrua; pero  ninguna  requiera  residencia 
personal;  cuando  poseyéndose  en  una  misma  ' 
iglesia  sus  cargos  respectivos  son  diformes 
y  la  congrua  de  una  de  ellas  insuficiente ;  ó, 
finalmente ,  cuándo  fundadas  en  diveri^as 
iglesias  ó  capillas  la  renta  de  cualquiera  de 
ellas  es  también  insuficiente  para  lá  honesta 
manutención  del  provisto.  En  este  sentido 
puede  ,  en  nuestro  concepto,  esplicarse  la 
facultad  que  compele  al  obispo  para  dispen- 
sar sobre  la  retención  de  dos  ó  mas  capella- 
nías, sosténer.-e  la  costumbre  contra  ley, 
que  la  jurisprudencia  ha  consagrado,  y  en- 
tenderse los  capítulos  del  Concilio  Tridenlino, 
que  forman  el  derecho  fundamental  en  la 
materia  (4). 

§.  2.*  De  la  remoción  del  capellau, 

Al  enumerar  las  diversas  clases  de  cape- 
llanías, esplicamos  las  amovibles  por  funda- 
ción ,  legítima  costumbre  ó  prescripción ,  ó 
que  dejaban  de  serlo  por  aquella  vez  cuando 
uno  con  consentimiento  del  patrono  se  orde- 

ií)    Véase  MosTAio,  lib.  h  cop.  il 


nabaá  título  de  eltas;  é  hicitkids  algunas  «A* 
servaciones  acerca  de  las  amovibles  eclesiás- 
ticas, ya  respecto  al  modo  de  considerarse 
en  ellas  la  perpetuidad ,  ya  bajo  el  punto  de 
vista  de  las  obligaciones  qae  imponían  á  sus 
poseedores.  No  es  nuestro  ánimo  ocuparnos 
en  el  examen  de  la  cuestión  de  si  proveyen* 
do  el  Papa  por  estraordinario  una  capellanía 
amovible  ó  manual,  porque  se  la  reservó  y 
afectó,  la  amovibilidad  desaparece  y  aquella 
se  hace  perpetua  (1).  En  cualquiera  de  los 
dos  casos  que  los  tratadistas  distinguen  de 
colación  pontificia  por  derecho  propio  y  de- 
recho devoluto,  con  ciencia  y  con  ignorancia 
de  la  cualidad  de  amovible,  es  indudable  que 
semejante  cualidad  subsiste ,  puesto  que  el 
Papa,  á  lo  menos  para  lo  sucesivo,  no  pudo 
cambiar  la  naturaleza  especial  de  la  capella- 
nía (2).  Nos  proponemos,  pues ,  hablar  de  la 
remoción  del  capellán ,  habida  consideración 
á  la  Capellanía,  á  los  casos  en  que  puede 
verificarse,  y  á  los  efectos  que  respecto  del 
que  tiene  facultad  de  remover  ó  de  su  su- 
cesor en  el  patronato  pueden  surtir  algunos 
actos  que  demuestren  la  renuncia  ó  desisti- 
miento del  derecho  que  sobre  este  punto 
ejerce  por  voluntad  del  fundador. 

En  las  capellanías  laicales  es  mas  frecuen- 
te que  en  las  eclesiásticas  el  ser  removido  el 
capellán  por  el  que  tiene  derecho  de  nom- 
brar ó  presentar,  ó  por  el  mismo  obispo  en 
su  caso ,  cuando  asi  se  esprese  en  las  tablas 
de  la  fundación.  La  base  de  toda  la  doctrina 
que  rige  acerca  del  ejercicio  de  este  derecho, 
es  la  voluntad  del  fundador,  y  en  su  defecto 
los  principios  de  equidad  y  moralidad.  La 
voluntad  del  fundador,  como  primera  ley 
inviolable,  porque  á  pesar  de  no  ser  perpe- 
tua por  su  naturaleza  misma  una  capellanía 
laical,  ha  podido  aquel  prohibida  remoción 
del  capellán  ó  autorizarla  solo  con  ciertas 
causas  por  leves  que  fuesen ;  y  porqne  aun 
en  el  supuesto  de  que  la  capellanía  eclesiás- 
tica participe  mas  que  la  laical  de  la  perpe- 
tuidad inherente  al  beneficio  de  igual  clase; 


(I)  Sobre  este  ponto  véase  Mostazo»  Hb.  S,  cap.  i,  nú- 
mero  lo  y  siguientes.  ..    ^   ,      ^  ,.  ,         .,    *    . 

{%  Ber  iRoi,  lomo  1,  ApcHdix  Ae  hneficht  Improfú;  fUul 
del  §.  Perrero, 
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también  ha  sido  Ücíto  al  fundador  hacerla 
amovible,  y  esta  condición  debe  por  lo  tanto 
reputarse  válida  y  aprobarse  por  el  obis- 
po (1).  Los  principios  de  equidad  y  morali- 
dad, en  que  todos  convienen,  aconsejan  que 
la  facultad  concedida  al  patrono  ú  obispo 
para  remover  al  poseedor  de  una  capellanía, 
aunque  aquella  sea  absoluta  y  ntUial ,  no 
se  ejerza  arbitrariamente  y  al  capricho,  sino 
que  sa  aleje  siempre  toda  idea  de  malicia  y 
la  remoción  no  se  haga  con  ánimo  de  de- 
fraudar al  capellán.  Esta  doctrina  es  con  es- 
pecialidad aplicable  á  las  capellanías  ecle- 
siásticas, en  cuya  colación  y  privación  se 
presume  elegido  el  arbitrio  de  buen  varón 
mas  que  el  capricho ,  y  en  las  cuales  la  con- 
dición de  la  amovilidad  se  entiende  puesta 
principalmente  para  contener  en  su  deber 
al  capellán,  que  con  el  temor  de  ser  separa- 
do se  dedicara  con  mas  cuidado  al  cumpli- 
miento de  su  encargo. 

Sentados  estos  fundamentos,  fécil  nos  pa- 
rece aplicarlos  en  los  casos  que  pueden  ocur- 
rir de  remoción.  Si  el  fundador  dispuso  que 
pueda  esta  tener  lugar  existiendo  causa,  de- 
berá la  que  se  aduzca  probarse  ante  el  juez 
eclesiástico ;  y  si  concedió  al  patrono  6  al 
obispo  la  facultad  de  remover  ad  nuíum  al 
capellán,  es  indudable  que  hay  que  alénei-se 
á  la  voluntad  del  fundador,  que  no  se  nece- 
sita el  consentimiento  y  aprobación  del  ordi- 
nario diocesano,  y  que  el  removido  no  ten- 
drá derecho  de  quejarse  ante  el  juez  de  que 
lo  fué  sin  causa,  ni  ser  amparado  en  (a  pose- 
sión, á  menos  que  intervenga  dolo  de  parte 
del  que  le  privó  do  ella  y  haya  sido  con  in- 
juria. La  remoción  ,  pues,  se  sostendrá,  si 
bien  con  menos  dificultad  en  las  laicales  que 
en  las  eclesiásticas,  puesto  que  en  estas, 
además  de  lo  que  acabamos  de  indicar,  in- 
tervienen la  coincion  é  institución  canónica  y 
se  tiene  en  cuenta  la  idoneidad  y  moralidad 
del  que  la  pretende  para  hacer  en  él  su  pro- 
visión ,  entrando  por  mucho  si  al  capellán 
le  queda  ó  no  congrua  sustentación. 

(1)  Enapojode  esUaflrmaiiva  hay  decisiones,  que  refirién- 
üostí  i  capellanías  caradas,  resuelven  la  cucsüon  de  la  iierne- 
tnídai,  no  considerándola  de  ciencia  de  hs  capcILínías  cclc- 
$lisUcas.  Vé,isc  fbrrabis  ,  en  la  ediciou  de  )failrld,  núme- 
ros 39  jr  4')  de  lu>  adicionen  al  arlicalo  capellvnia, 


Como  no  pueden  ser  iguales  las  causas 
que  se  requieren  para  la  remoción  del  cape- 
jlan ,  á  las  que  el  derecho  canónico  común 
exige  para  la  del  beneficiado ,  los  comenta- 
ristas, en  el  silencio  de  la  fundación  que 
siempre  debe  atenderse  como  primera  ley, 
establecen  una  división  tomada  de  los  he- 
chos que  se  refieren  á  la  persona  del  facul- 
tado para  la  remoción ,  y  de  los  del  capellán 
que  pueden  motivarla.  Ejemplos  de  la  pri- 
mera son  el  nacer  hijos  al  patrono,  ó  hacerse 
idóneos  los  que  antes  lo  eran  menos ,  para 
que  se  les  confiera  la  capellanía,  ó  que  el 
patrono  ó  el  obispo  quieran  colocar  en  ella 
algún  consanguíneo  suyo.  Ejemplos  de  la 
segunda  son  la  no  residencia  del  capellán, 
la  falta  en  el  cumpümiento  de  los  cargos  ú 
obligaciones  que  según  la  fundación  debe 
cumplir,  la  mala  administración  de  los  bie- 
nes de  la  capellanía  ó  su  conducta  desarre- 
glada. Por  lo  tocante  á  las  cansas  de  la  pri- 
mera clase  casi  todos  convienen  en  que  son 
suficientes  porque  no  interviene  malicia, 
cuando  se  trata  de  la  comodidad  de  un  hijo, 
consanguíneo,  familiar,  amigo  ó  persona  mas 
idónea,  y  porque  de  todos  modos  usa  de  su 
derecho  el  facultado  para  la  remoción.  Sin 
embargo,  creemos  que  esta,  cuando  se  apo- 
ye en  tales  causas,  podrá  sostenerse  con  re- 
lación á  una  capellanía  laical  mercenaria  en 
la  que  el  capellán  se  equipara  al  fámulo  que 
sirve  por  estipendio,  mucho  mas  que  respec- 
to de  la  eclesiástica ,  porque  ademas  de  las 
razones  que  dejamos  apuntadas,  se  requiere 
causa  discutida  y  aprobada  ante  el  juezecle- 
siástico;  la  cualidad  de  amovible  se  reputa 
puesta  siempre  en  las  de  esta  clase  para  que 
el  capellán  cumpla  mejor  con  su  deber ;  su 
derecho  es  mas  fundado  que  el  del  poseedor 
de  la  capellanía  laical  en  la  que  no  hubo  co- 
lación ni  canónica  institución;  si  cesa  la  cau- 
sa debe  cesar  el  efecto;  y,  en  fin,  toda  remo- 
ción introduce  perturbación  en  la  Iglesia, 
que  debe  evitarse  en  lo  posible. 

Cuando  el  patrono  de  una  capellanía  es- 
tuviese facultado  por  la  fundación  para  re* 
mover  ad  nulum  absolutuní  al  capo.llan  ,  sin 
causa  ,  y  nombrase  tal  á  alguno  para  mien- 
tras viva  ,  ¿podrá  este  ser  removido  por  los 
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sucesores  del  patronato?  Entre  los  encontra- 
dos pareceres  de  los  autores  que  ban  tratada 
esta  cuestión  creemos  oportuno  el  de  algu- 
nos que  establecen  una  distinción  respecto 
al  modo  de  suceder  en  el  patronato ,  al  cual 
va  inherente  el  derecho  de  elegir  ó  nombrar 
capellán  ad  nulum.  Si  el  sucesor,  dicen/  lo 
es  meramente^or  llamamiento  de  línea  ó  de 
consanguinidad  ó  de  cierto  linage  de  perso- 
nas, no  está  obligada  á  respetar  el  nombra* 
miento  de  su  predecesor,  porque  su  sucesión 
en  el  derecho  espresada  la  deriva,  no  del  úl- 
timo poseedor,  si  no  del  fundador ;  pero  de- 
berá causativamente^  esto  es,  cuando  al  pro- 
pio tiempo  fuese  heredero  del  último  posee- 
dor que  hizo  el  nombramiento  de  por  vida, 
pues  por  razón  de  la  herencia  representa  la 
persona  del  difunto  y  está  obligado  á  obser- 
var el  pacto  por  esle  celebrado.  La  razón  no 
es  del  todo  convincente;  no  siendo  para  el 
efecto  de  poder  el  capellán  reclamar  danos 
y  perjuicios;  pero  unida  á  las  demás  consi- 
deraciones antes  espresadas  conduce  á  difi- 
cultar mas  y  mas  la  aprobación  de  la  remo- 
ción. 

Si  el  sucesor  en  el  patronato  adquiere  el 
derecho  á  virtud  de  elección  hecha  en  él  por 
*  el  último  poseedor ,  como  sucede  cuando  el 
fundador  facultó  á  este  para  ello ,  tampoco 
le  consideran  obligada  á  respetar  el  nombra- 
miento vitalicio  hecho  por  aquel,  puesto  que 
deriva  realmente  su  derecho  del  fundador;  y 
si  bien  esto  es  mas  sostenible  en  el  caso  de 
estar  regulada  por  este  la  elección  de  patro« 
no  qne  ha  de  hacer  el  último  poseedor ,  que 
no  en  el  caso  en  que  la  elección  es  libre  y 
absoluta,  pues  el  sucesor  está  honrado  en 
haber  sido  elegido  con  prelacíon  á  otro  cual- 
quiera ;  aun  asi  el  derecho  de  remover  al 
capellán  es  libre  en  el  sucesor  cuando  no  es 
heredera  del  última  poseedor.  La  razón  en 
que  se  apoyan  los  autores  consiste  en  que 
por  mas  que  sea  libre  en  este  la  elección  de 
patrono,  mientras  es  necesaria  de  hecho, 
ningún  gravamen  puede  imponer  al  sucesor 
aunque  sea  honroso  /pues  verificada  aquella 
en  nombre  del  fundador  y  cumpliendo  su  vo- 
luntad » de  él  depende  todo  el  honor,  y  ele- 
gida patrono' por  el  último  poseedor,  equi- 


vale á  haberlo  sido  por  rí  fundador  (i). ' 
De  donde  se  deduce  que ,  en  príncipto  ge- 
neral, la  cualidad  de  amovible  de  una  cape- 
llanía ,  releva  al  sucesor  en  el  patronato  de 
la  obligación  de  observar  y  respetar  él  nom- 
bramiento de  capellán ,  vitaliciamente  hecho  ' 
por  su  antecesor. 

Réstanos  examinar  iijeramente  otra  cues- 
tión que  indican  los  autores^  A  saber,  qiré 
efecto  puede  surtir ,  respecto  del  sucesor  en  ' 
el  patronato  de  una  capellanía  amovible ,  la 
promesa  que  su  antecesor  hubiese  hecho  al 
tiempo  del  nombramiento  ó  institución  de  no 
revocarla  *  de  no  remover  al  capellán.  Cual- 
quiera que  sea  la  oblijgacion  nacida  de  esta 
promesa,  no  pasa  de  modo  alguno  al  sucesor 
cuanda  no  es  heredera  del  promitente,  pues 
por  su  derecha  propio  y  como  llamada  por  el 
fundador  no  le  liga  el  hecho  de  su  antecesor. 
A  e^e  propósito  observa  oportunamente  un 
autorizado  comentarista  {% :  que  en  el  caso 
de  constituirse  en  una  .capellanía  de  esla 
clase  un  patrimonio  eclesiástico  para  que 
sirva  de  titulo  perpetuo  de  ordenación,  no  se 
habrá  cumplida  con  el  espíritu  de  la  Iglesia 
que  exije  que  el  patrimonio  sea  perpetuo, 
solo  con  que  el  colador  de  la  capellanía  pro- 
meta que  no  revocará,  sí  ademas  no  dá  cau- 
ción de  que  en  cualquier  caso  que  se  revo- 
que la  concesión  de  la  capellanía  sustituirá 
otro  tanto  cuanto  la  constitución  patrimonial 
requiere. 

¿  Y  podrá  el  mismo  patrono  que  hizo  la 
promesa  revocarla?  En  este  punto  también 
es  indudable  que  semejante  promesa  no  al-, 
tera  ni  quita  á  la  capellanía  su  cualidad  de 
amovible  que  le  dá  la  fundación.  Sin  embar- 
ga ,  este  principio  es  mas  ó  menos  absoluta 
con  aplicación  al  caso  propuesta  según  que 
la  capellanía  sea  laical  ó  eclesiástica ,  é  inter- 
vengan ó  no  causas  para  la  remoción.  Si  es 
laical  aunque  estuviese  facultado  ad  uutum 
para  efectuarlas  debe  observar  la  promesa 
porque  renunció  á  su  derecho ,  eomo  es  á 
cada  uno  permitido.  La  promesa  es  por  otra 


(1)  otras  razones  dé  aoalogia  y  dé  respeto  i  la  folnm»! 
del  rondador  se  adacen,  qu«  potdéit  verte  tn  M0tlMU,  tvfa^ 
citado,  ndin.4S. 

(t)    Berardi ,  Ing.  til. 
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parte  un  pacto ,  una  obligación  bilateral.  Si  | 
la  capellanía  es  eclesiástica ,  y  se  alega 
causa  para  que  quede  sin  efecto  la  promesa, 
debe  examinarse  si  proviene  de  parte  del 
promitente «  eomó  seria ,  p.  e. ,  si  un  hijo  se 
hubiere  hecho  idóneo  y  quisiere  preferirlo 
al  capellán ,  y  aun  entonces  se  sostendrá  el 
pacto  por  el  principio  de  derecho  antes  enun- 
ciado ;  ó  si  proviene  de  parte  del  capellán, 
V.  g.,  por  defectos  de  moralidad,  actitud,  etc. , 
en  cuyo  caso  ni  al  que  pactó  ni  á  su  here- 
dero obKgaria  el  pacto,  puesfto  que  echaría 
por  tierra  la  voluntad  del  fundador ,  que  al 
establecer  la  condición  de  amovilidad,  cuidó 
principalmente  de  contener  y  obligar  por 
este  medio  al  capellán ;  añadiéndose  á  esto 
que  el  sucesor  del  fundador  está  obligado  á 
observar  todas  Jas  leyes  puestas  por  este  en 
aquello  en  que  no  demuestran  una  mera 
gracia  del  sucesor  (i). 

SECCIÓN  VI. 

DB  LA    SUPRESIOÜ  Y    CNIOlf ,    ALTERACIÓN 
Y  TRASLACtOIf  DS  UlfA  CAPELLANÍA. 

Por  el  epígrafe  de  esta  sección  podrá  com- 
prenderse desde  luego  que  nos  proponemos 
hablar  únicamente  de  capellanías  eclesiásti- 
cas á  las  cuales  solas  es  aplicable  la  doctrina 
sobre  supresión  y  unión  de  beneficios  propios, 
á  los  cuales  se  asemejan.  Espuesta  dioha 
doctrina  en  el  artículo 'Bsnevici»,  y  hechas 
allí  por  necesidad  algunas  indicaciones  res- 
pecto de  las  capellanías,  por  cuanto  Jas  dis- 
posiciones canónicas  y  civiles  hablan  á  un 
mismo  tiempo  de  unos  y  de  otras «  nos  has- 
tari  presentar  algunas  consideraciones  que 
den  á  conocer  la  disciplina  particular  de  Es- 
pana  sobre  la  supresión  y  unión  de  cape- 
llanías. 

La  necesidad  y  conveniencia  de  que  el 
poseedor  de  un  beneficio  eclesiástico  tenga 
la  congrua  sustentación  para  que  pueda  vi- 
vir con  la  decencia  correspondiente  á  su  dig- 
nidad sacerdotal ,  sin  verse  obligado  á  men- 
digar ó  á  dedicarse  á  tratos  y  ocupaciones 

(I)    Dicho  autor  fn  los  log.  eit. 


agenas  de  ella  ,  han  sido  reconocidas  por  la 
Iglesia ,  y  su  constante  objeto  satisfacerlas. 
Aplicable  en  toda  su  ostensión  este  principio 
á  las  capellanías  eclesiásticas  que  sirven  de 
título  de  orden  sagrado  y  colocan  á  su  po- 
seedor en  la  clase  y  deberes  del  beneficiado, 
los  cánones  y  las  leyes  no  han  podido  dejar 
de  comprenderlos  en  su  testoflil  establecer 
la  supresión  y  unión  como  único  medio  de 
conservar  en  toda  su  fuerza  «1  principio, 
evitando  por  consiguiente  la  mendicidad  con 
oprobio  del  clero ,  ka  admisión  de  mas  per- 
sonas que  las  que  les  fundadores  próvida- 
mente dispusieron  ,  y  la  cootoioa  del  oficio 
y  ministerio  que  ocasiona  la  nmltitud. 

Recorriendo  la  historia  de  h  disciplina  ge^ 
neral  y  de  la  particular  de  España  se  advier- 
te desde  luego  que  precisamente  en  la  épo- 
ca en  que ,  por  efecto  de  las  causas  que  en 
la  seacion  correspondiente  reseñamos ,  ha- 
bían llegado  a  ser  inmoderadas  las  fundacio- 
nes de  capellanías  ,  y  por  lo  mismo  las  de 
incierta  renta  ó  tan  tenue  que  no  podia  con- 
siderarse como  congrua ,  el  Concilio  Triden- 
tino  prohibia  terminantemente  fa  ordenación 
del  que  no  poseyese  pacíficamente  un  benefi- 
cio eclesiástico  que  bastase  para  su  congrua 
sustentación ,  á  la  vez  que  establecia  la  su-  ' 
presión  y  unión ,  bajo  ciertas  y  sabias  bases, 
como  medio  de  conseguir  aquel  objeto.  El 
trascurso  de  mas  de  un  siglo  debía  natural- 
mente haber  aumentado  las  fundaciones  de 
capellanías  incongruas  ó  cuando  menos  dis- 
minuido de  tal  modo  las  rentas  de  muchas 
por  efecto  de  la  calamidad  de  los  tiempos, 
que  los  ordenados  á  título  de  ellas  se  mez- 
chisen  en  tratos  y  ejercicios  poco  decorosos 
por  uto  poder  vivir  con  la  decencia  corres- 
pondiente i  su  estado.  La  ley  i.*,  tít.  i6, 
lib.  1  de  la  Nov.  Recop.  atribuía  á  este  co« 
mo  su  principal  causa  la  relajación  del  esta- 
do eclesiástico  secular  y  el  crecido  número 
de  eclesiásticos.  Para  remediarlo,  y  de 
acuerdo  con  el  Consejo  se  mandaba  suplicar 
á  Su  Santidad  que  espidiese  Breve  á  todos 
los  Obispos,  para  que  en  sus  diócesis  pudie- 
ran unir  las  capellanías  incongruas  ,  asi  de 
ordinaria  colación  como  de  patronato  hasta 
que  se  compusiera  de  dos  ó  mas  la  congrua 
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competente,  cuya  fijación  espresó  que»debia 
quedar  i  arbitrio  de  ios  ordinarios ,  puesto 
que  atendida  la  variedad  de  las  provincias 
ño  podia  ser  igual  en  todas  partes.  Esta  me- 
dida d^  la  supresión  y  unión  débia  según  la 
ley  ser  estensiva  á  las  capellanías  que  fue- 
ran de  la  jurisdicción  de  los  abades  y  otros 
exentos  que  estuvieran  dentro  del  territorio 
de  los  ordinarios.  En  el  convencimiento  de 
su  necesidad  y  con  el  propósito  de  realizar- 
la ,  prevenía  que  la  manera  de  ocurrir  al 
embarazo  que  pudieran  oponer  los  patronos 
de  tales  capellanías  creyéndose  perjudicados, 
seria  que  los  obispos  les  diesen  la  alternati- 
va en  las  presentaciones  ó  señalasen  las  vo- 
ces que  hubieran  de  tener  en  ellas;  pues 
estoá  eran  medios  por  los  cuales  conforme 
al  derecho  canónico  se  mantiene  y  conserva 
el  patronato  cuando  pertenece  á  muchos. 
Por  último ,  disponía  que  como  el  resultado 
del  examen  que  habrían  de  hacer  los  dio- 
cesanos seria  quedar  desde  luego  estingui- 
das  gran  número  de  fundaciones  por  haber 
faltado  enteramente  las  fincas  sobre  que  se 
hicieron ,  sería  bueno  quedasen  notadas  pa- 
ra que  en  adelante  ninguno  pudiera  orde- 
narse á  título  de  ellas. 

Dada  para  España  la  famosa  bula  Aposto- 
lid  minUteríi  con  el  objeto  de  arreglar  su 
disciplina  conforme  á  los  sagrados  cánones, 
y  en  particular  los  tridentinos  mas  impor- 
tantes, en  su  art.  8.""  y  accediendo  la  Sede 
Pontificia  á  las  preces  que  con  este  motivo 
se  le  hablan  dirigido  sobre  los  danos  que  se 
seguían  de  haber  en  el  reino  capellanías  de 
patronato  laical  ó  eclesiástico  sin  renta  cier- 
ta ó  tan  tenue  que  no  llegaba  á  la  tercera 
parte  de  la  congrua  necesaria,  se  facultó  á 
los  obispos  para  suprímir  al  punto  las  cape- 
llanías sin  renta  competente,  prohibiendo  se 
ordenase  de  prima  á  ninguno  con  motivo  de. 
adquirir  derecho  á  aquellas  cuya  renta  no 
llegase  ni  aun  á  la  tercera  parte  de  la  con- 
grua. ¥  para  que  en  lo  posible  quedasen 
ilesos  los  derechos  del  patronato ,  facultó 
á  los  patronos  legos  ó  eclesiásticos  para  ha- 
cer nombramientos  en  dichas  capellanías,  no 
como  beneficios  que  piden  príma  tonsura  en 
los  nombrados ,  sino  como  legados  pios ,  de 
TOMO  vil. 


modo  que  los  nombrados,  aunque  no  estuvie- 
ran tonsurados,  pudieran  poseerlos  como  ta- 
les con  obligación  de  cumplir  las  cargas  im- 
puestas por  los  fundadores. 

De  la  espresada  bula,  perfectamente  en 
armonía  con  las  prescripciones  tridentinas, 
en  la  sesión  21  do  reforma,  cap.  2  (1) ,  par- 
te la  disciplina  fundamental  y  peculiar  de 
España  sobre  la  supresión  y  unión  de  cape- 
llanías incongruas  y  su  reducción  á  legados 
pios.  En  su  consecuencia  y  para  confirmar- 
la se  dieron  entre  otras  las  leyes  2.*,  6/.  y 
7.*  del  título  y  libro  citados.  Por  la  prímera 
de  ellas  se  encargaba  á  los  diocesanos  que 
en  el  plan  general  de  los  beneficios  y  capella- 
nías de  toda  clase  que  radicasen  en  sus  dió- 
cesis comprendieran  las  capellanías  que  hu- 
biera en  cada  iglesia ,  de  libre  colación  ó  de 
patronato,  mencionando  sus  emolumentos, 
cargas  y  obligaciones ;  y  se  les  encargaba  la 
conveniencia  de  estinguir  ó  suprimir  las  que 
por  su  tenuidad  no  llegasen  á  la  tercera  parte 
de  la  congrua,  convirtiéndolas  en  legados 
pios  para  los  que  presentarían  los  patronos, 
de  modo  que  nunca  se  reputasen  por  benefi- 
cios eclesiásticos  y  cumpliendo  inviolable- 
mente los  que  las  gozasen  las  cargas  que 
tuvieran  anejas.  Por  la  segunda  de  las  cita* 
das  leyes  se  recordaba  al  Consejo  de  las 
Ordenes  el  derecho  de  la  Cámara  para  cono- 
cer, á  nombre  de  la  Corona,  por  su  patrona- 
to universal  de  las  iglesias  y  protectorado 
de  los  cánones  y  disciplina ,  de  la  estincion 
y  reducción  de  capellanías  incongruas  en  el 
terrítorio  de  dicho  Consejo ,  cl  cual  debia 
dar  con  puntualidad  las  listas  y  noticias  que 
sobre  esto  se  le  pidiesen.  Por  último ,  la  ci- 
tada ley  7.'  renovó  las  órdenes  dadas  para 
llevar  á  efecto  las  supresiones  y  uniones 
de  capellanías  incongruas  que  los  ordina- 
darios  seguían  proveyendo  sin  reparar  en 
esta  circunstancia ,  en  que  la  Cámara  trata- 
ba de  su  reducción  y  de  su  supresión  y 
unión  á  destinos  pios,  útiles  á  la  Iglesia  y  á 
la  causa  pública,  como  lo  habían  propuesto 


(i)  Los  demás  capítulos  del  Tddeaiiao  relativos  á  la 
supreálon  y  unión  de  beueñoioi  de  toda  clase  voedeo  ve^^e 
co  la  Paric  legislMiipa  del  ariiciüo  Beneficio^  páj,  I5«» 
tomo  6.* 
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alguDOS  prelados  y  se  había  verificado  ya  á 
la  fecha  ea  varías  diócesis;  y  sin  reparar  ea 
el  ejemplo  de  la  Coroaa  que  se  había  abste- 
nido de  presentar  para  beneficio  alguno  in- 
congruo (I). 

Atendidas ,  pues ,  la  bula  y  leyes  de  que 
acabamos  de  hacer  mérito,  creemos  que 
pueden  sentarse  relativamente  á  la  supre- 
sión y  unión  de  capellanías  incongruas  las 
siguientes  conclusiones : 

i.'  Que  la  supresión  y  unión  era  y  es 
extensiva  á  las  capellanías  colativas  de  san- 
gre, en  el  hecho  de  conservarse  por  las 
mencionadas  disposiciones  el  patronato  y 
añadirse  en  el  cap.  6.*  de  la  ley  7/  que  se 
haría  conrorme  á  las  reglas  canónicas  ,  á  la 
disciplina  y  al  fin  de  las  fundaciones  ;  pues 
este  es  que,  cumplidas  las  cargas,  gocen  los 
demás  bienes  los  parientes  de  los  fundadores 
de  las  que  quedaran  convertidas  en  legados 
píos. 

2/  Que  para  estimar  la  congrua  de  una 
capellanía,  y  si  es  llegado  ó  no  el  caso  de  su 
supresión  y  unión,  debe  atenderse  á  los  esta- 
tutos ó  constituciones  sinodales  del  obispado 
respectivo ,  que  la  fijan  por  lo  regular  con 
proporción  á  las  circunstancias  del  pais ,  á 
la  gerarquía  de  la  persona  y  á  la  dignidad 
del  altar  á  que  está  adscrita. 

3.*  Que  siempre  que  una  capellanía  co- 
lativa no  tenga  de  renta  líquida  la  tercera 
parte  de  la  congrua  sinodal ,  ha  de  conver- 
tirse en  legado  pío  nombrando  para  ella  co- 
mo tal  los  patronos,  legos  ó  eclesiásticos  ,  y 
poseyéndose  en  el  mismo  cencepto  por  el 
nombrado,  puesto  que  se  considera  en  el 
orden  de  las  laicales. 

4.*  Que  para  reducir  á  esta  clase  las  co  • 
lativas  incongruas  es  preciso  se  pruebe  que 
son  tales  ante  la  autoridad  eclesiástica  de  la 
diócesis ,  y  que ,  citados  los  patronos  en  las 
patronadas,  para  que  dentro  del  término  que 
se  le  señale  aumenten  la  renta  hasta  que  sea 
congrua ,  no  lo  hagan. 

5.'  Que  establecida  aquella  y  prescrita 
su  necesidad  por  los  cánones  y  las  leyes  en 

(i)    Puede  verse  Integra  esta  ley  en  li  pág.  tH  ,  colum- 
na 4.'  y  sig.  del  tomo  6/  de  esta  Enciclopedia, 


ulílidcil  de  la  Iglesia  y  del  Estado,  ng  solo 
pueden  pedir  la  reducción  y  unión  do  las  ca- 
pellanías incongruas  los  parientes  ó  llamados 
á  su  disfrute,  sino  cualquiera  estrano  no  lla- 
mado, pues  en  ello  ejerce  una  acción  pública. 

6.*  Que  los  ordinarios  están  por  la  mis- 
ma razón  y  en  uso  de  su  derecho  facultados 
para  suprimir  y  unir  no  solo  las  de  ordina- 
ria provisión  ó  no  instituidas  para  parientes 
de  los  fundadores ;  sino  también  las  de  pa- 
tronato particular ,  ya  fuese  libre  la  presen- 
tación ,  ya  deban  hacer  esta  los  patronos 
con  sujeción  á  las  reglas  de  la  fundación. 

7.*  Que,  constando  ser  laical  una  cape- 
llanía ,  no  tiene  lugar  respecto  de  ella  la  su- 
presión y  unión,  porque  pertenece  ya  á  la 
clase  de  legado  pío,  y  tampoco  es  aplicable 
el  remedio  canónico  legal  á  aquellas  de  cu- 
ya erección  en  colativas  no  constase  porque 
desde  luego  no  pueden  considerarse  como 
eclesiásticas. 

8.*  Que  las  uniones  solo  deben  tener  lu- 
gar cuando  no  haya  otro  medio  de  aumentar 
la  congrua;  debiendo  llevarse  á  cabo  con  la 
posible  uniformidad,  agregando  las  de  libre 
provisión  á  sus  semejantes,  y  las  patronadas 
á  las  de  igual  naturaleza;  y  que,  asi  cuando  se 
reúnan,  como  cuando  se  estingan  ó  reduzcan 
alegados  píos  quede  impuesta  á  sus  poseedo- 
res la  obligación  de  cumplir  inviolablemente 
las  cargas  que  la  fundación  estableciese  (i). 

La  alteración  de  una  capellanía  es  efecto 
de  cualquiera  de  las  causas  que  la  hacen  mu- 
dar, por  una  vez  ó  perpetuamente,  su  primi«* 
ti  va  naturaleza  y  cualidad.  Al  esplicar  ías 
diversas  clases  de  capellanías,  y  los  requisi- 
tos necesarios  para  fundarlas  y  obtenerlas, 
hemos  espuesto  incidentalmente  cuanto  en 
nuestro  juicio  basta  para  la  inteligencia  de 
las  espresadas  causas  de  alteración,  y  por  lo 
mismo  referimos  á  nuestros  lectores  á  la  sec- 
ciones correspondientes. 

Réstanos  decir  algo  tocante  á  la  traslación 
de  una  capellanía.  Por  derecho  común  no 
puede  sin  urgente  necesidad  tener  lugar  á 

(1/  El  citado  aotor  de  la  obra  «Eximen  analítico  legal  de 
los  bienes  viocnlados,  y  de  sa  supresión*  presenta  en  el  cap.  6, 
(om.  1  el  orden  de  proceder  en  la  supresión  y  nnfon  de  cape> 
llanias,  tomada  del  que  se  sigue  en  la  geocÑlidad  de  los  juz- 


gados eclesiásticos  de  Espafla. 
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otra  iglesia  de  la  en  que  esté  fundada^  aun- 
qae  ia  capellanía  sea  de  derecho  de  patrona* 
to.  La  razón  de  esta  prohibición  consiste  en 
que  la  capellanía  colativa  está  realmente  en- 
clavada en  la  iglesia,  puesto  que  es  una  es* 
pecie  de  beneficio  eclesiástico  que  no  puede 
erigirse  si  no  con  relación  á  un  altar  (1);  y 
en  el  hecho  de  erigirse  e^  permanece  fijo  en 
la  iglesia  en  que  aquella  se  Tunda.  A  esto  alu- 
de el  Concilio  Tr identino  cuando  en  el  cap.  5 
de  la  sesión  25  de- reforma ,  dispone  que  en 
nada  se  deroguen  las  erecciones  de  capella- 
nías ó  beneficios.  En  apoyo  de  estos  princi- 
pios, consignados  por  el  derecho  canónico  an- 
tiguo y  novísimo,  está  también  la  jurispru- 
dencia establecida  por  las  declaraciones  de 
ia  Sagrada  Congregación  del  Concilio  sobre 
no  ser  permitido  sin  licencia  de  la  Sede  Pon- 
tificia trasladar  á  otro  punto  las  cargas  de 
misas  dejadas  en  determinada  iglesia  ó  capi- 
lla (2) :  sobre  no  poder  los  nuncios  apostóli- 
cos conceder  indulto  para  que  las  misas  se 
celebren  en  otro  lugar  que  el  designado  por 
el  fundador  (3);  y  sobre  que  semejante  tras- 
lación seria  nula,  aunque  se  hiciese  con  au- 
toridad de  los  ejecutores  testamentarios ,  si 
no  estaban  espresamente  facultados  para 
ello  (4). 

No  obstante,  como  acabamos  de  indicar, 
la  Santa  Sede  puede  conceder,  indulto  para 
que  la  Citpellanía  se  traslade  de  un  lugar  á 
otro  como  en  algún  caso  se  ha  verificado. 
Entre  los  motivos  mas  razonables  qne  pue- 
den justificar  semejante  indulto,  sería  tal  por 
ejemplo,  la  necesidad  de  celebración  de  misa 
en  nueva  iglesia,  principalmente,  si  el  culto 
divino  no  sufre  detrimento  en  aquella  en  que 
esté  fundada  la  capellanía,  porque  queden 
todavía  en  la  misma  vanos  capellanes. 

Consecuencia  de  lo  que  acaba  de  indicarse 
es,  que  cuando  los  patronos  se  trasladan  á 
otro  lugar  se  traslada  también  con  ellos  el 
patronato,  toda  vez  que  el  primero  deja  de 
ser  el  lugar  patronal  y  por  lo  mismo  no  es 


(li    C^non  9,  dist.  I.'  De  cousecrat, 

{%)  Dcciaraeion  de  90  de  seiiembre  1580  r  de  1.*  diciembre 
de  1685. 

i3i  Id.  de  18  de  agosto  1708. 

(4)  Id.  de  4de  jBiiio  1701.  Las  ci  a  Ferraris  niini.  14  i  16 
Tcrbo  CMpetíñnla. 


I  aquel  al  cual  el  fundador  contempló  como 
tal  con  relación  á  los  patronos ;  y  el  nuevo 
lugar  comienza  á  ser  el  mismo  que  él  tuvo 
en  cuenta  porque  se  hace  pa¿rona{  y  en  él 
residen  los  patronos  tales  cuales  el  fundador 
los  contempló;  tanto  mas  cuanto  que  solien- 
do los  patronos  percibir  emolumentos  para 
que  las  misas  se  celebren ,  se  presume  que 
en  esta  consideración  el  fundador  quiso  aten- 
der, no  solo  á  la  comodidad  de  los  mismos,  si 
no  á  la  necesidad  presente.  De  donde  resulta 
la  deducción  de  que,  no  solo  tuvo  en  cuenta 
el  fundador  el  fruto  del  sacrificio  de  la  misa; 
si  no  también  el  remediarla  indigencia  de  los 
herederos  patronos ,  pues  en  ello  pudo  ejer- 
cer un  acto  de  piedad  y  encaminar  su  dispo- 
sición á  un  doble  fin  para  percibir  de  ambos 
utilidad,  pues  según  una  regla  de  derecho 
cada  uno  se  presume  que  obra  del  modo  que 
le  es  mas  útil  (1). 
Véase  la  sección  séptima. 

SECCIÓN  vn. 

BSTAOO  DE  LA  LBGISLACIOIf   CANÓNICA    T    CIVIL 
SOBHS   CAPELLANÍAS  EN  ESPAÍ^A. 

Entre  las  multiplicadas  y  opuestas  vicisi- 
tudes que  entre  nosotros  viene  corriendo  tres 
siglos  hace  la  legislación  de  capellanías,  nin- 
guna de  aquellas  es  tan  absoluta  que  com- 
prenda sin  escepcion  todo  género  de  cape- 
llanías y  memorias  piadosas;  ninguna  tan 
radical  y  contraria  á  las  anteriores  que  no 
haya  dejado  algo  vigente  tras  de  sí,  que  sea 
necesario  tener  presente  en  el  terreno  prác- 
tico por  dar  ocasión  á  contienda  judicial ;  y 
mas  principalmente  las  vicisitudes  legislati- 
vas ocurridas  de  cincuenta  años  á  estaparte, 
tan  radicales  y  opuestas,  como  lo  son  la  abo- 
lición; y  el  restablecimiento  délas  institucio- 
nes piadosas ,  ó  eclesiásticas,  que  son  objeto 
de  este  artículo,  para  volver  después  una  y 
otra  vez  á  abolidas  y  restablecerlas. 

Notaremos  ante  todo  que  la  materia  de  ca- 
pellanías, según  dejamos  indicado  en  la  re- 
seña histórica,  forma  parte  de  la  historia  y 

(1)    En  este  sentido  r.slA  dad.i  la  Declar.  de  la  Sag.  Cong. 
H    del  Concilio,  de  Vi  cuero  de  1663,  cit.  iwr  Ferraris  ,uiim.  18. 
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legislación  general  sobre  amortización  "¡des- 
amorlizaciony  y  que  por  tanto  ha  sido  ya,  ó 
tiene  qae  ser  mencionada  con  mas  ó  menos  am- 
plitud en  diferentes  artículos,  como  son  entre 
otros  los  de  amoiitizacio»  9  BE!fEri€»o 

ECLESIÁSTICO,  VIESES  SACIOSAI^S,  »e- 


»  MA- 


ROS MVERTAS,  ▼ALES  REALES,  etC,  ar- 

tículos  que  no  pueden  menos  de  consultarse, ' 
según  el  caso,  lo  cual  nos  permite  ser  en  la 
presente  sección  mas  lacónicos  de  lo  que  su 
complicación  natural  reclama. 

Pero  hay  en  punto  á  capellanías  épocas  y 
vicisitudes  especiales:  una  legislación  por 
demás  compleja  y  contradictoria «  y  ora  vi- 
gente en  sí,  ora  en  sus  efectos;  y  el  espía- 
narlacs  el  objeto  de  esta  sección.  Corren  in- 
separables en  esta  materia,  masque  en  otras, 
la  historia  y  la  legislación ,  siendo  de  todo 
punto  necesaria  aquella  para  esplicar  esta; 
motivo  por  el  que,  suprimiendo  lo  que  á  tal 
propósito  ha  parecido  necesario  en  la  rese- 
ña histórica,  hemos  remitido  en  ella  á  nues- 
tros lectorésá  esta  sección  séptima.  Para  es- 
planar  su  objeto  con  mayor  facilidad  y  cla- 
ridad ,  dividiremos  por  épocas  el  largo  tras- 
curso de  tres  siglos,  á  que  dichas  vicisitudes 
se  cstienden,  determinado  el  periodo  de 
duración  de  cada  una  por  ellas  mismas,  ar- 
rancando de  un  punto  de  partida ;  si  no  car- 
dinal, principalísimo,  y  al  propio  tiempo  co- 
mún, en  lo  que  es  objeto  de  este  artículo ,  á 
la  legislación  y  á  la  historia. 

Y  con  efecto :  en  el  asunto  que  vamos  á 
tralar,  como  en  tantos  otros,  el  abuso  y  el 
remedio  nacieron  del- mismo  principio.  Esta- 
blecido justamente  por  el  Concilio  de  Letran 
que  el  obispo  que  ordenase  á  un  clérigo  sin 
que  tuviese  asegurada  una.  congrua  susten- 
tación,  sin  la  cual  apenas  se  comprende  el 
decoro  y  prestigio  de  la  clase ,  hubiera  de 
mantenerle  á  propias  espensas ;  las  ordena- 
ciones, digámoslo  asi  baldías  y  se  contu- 
vieron; pero  eso  sobreescitó  el  interés  indi- 
vidual por  una  parte;  el  celo  religioso  por 
otra;  y  por  ello  y  otras  causas  se  multiplica- 
ron hasta  el  esceso  los  títulos,  ya  perpetuos, 
ya  temporales  y  de  ordenación ;  como  los  be- 
neficios^ capellanías  colativaSf  V  patrimonios 


eclesiásticos.  Siendo  ese  el  movimiento  de  la 
época ,  tampoco  al  autorizar  canónicamente 
estos  títulos  se  examinó  mucho  el  alcance 
de  sus-  rendimientos;  y  de  uno  y  otro  esceso 
vino,  apenas  corrido  un  siglo,  de  parte  del 
poder  temporal  el  sistemar  restrictivo  de  la  li- 
bertad  de  fundar ,  de  la  del  poder  eclesiásti- 
co, el  sistema  disciplinario ,  que  completan 
principalmente  el  Concilio  de  Trente  en  su 
ses.  21  de  ref.,  cap.  2:  la  célebre  bola  Apos- 
toliciministeríí^  cap.  8>  el  Concordato  de 
1837,  cap.  8:  los  breves  de  Pió  VII,  de  14 
de  juniade  1805,  y  12  de  diciembre  de  1806: 
el  Concordato  de  1851 ,  y  las  multiplicadas 

I  disposiciones  civiles ,  en  correspondencia  A 
oposición ;  pero  aúálogas,  al  objeto  de  estos 
documentos  y  determinaciones  canónicas: 
doble  sistema  que  arranca  del  siglo  XIII'  y 
corre  hasta  nuestros  días :  que  empieza  por 
restringir  y  acaba  por  desamortizar;  con  los 
efectos  que  al  esponer  las  diferentes  épocas, 
iremos  notando. 

Época  1.*  A  fines  del  siglo  XVI  sufrió  una 
notable  restricción  la  omnímoda  facultad  de 
fundar  capellanías,  Tecargadas  ya  estas,  co- 
momanos  muertas,  desde  1492  (ley  12,  tít.5, 
lib.  INov.  Recop.)  con  el  quinto  de  su  valor, 
y  contenida  la  libertad  de  los  obispos  en  es- 
citar  y  aun  en  compeler  á  su  fundación ,  re- 
husando ó  dificultando  tas  órdenes  i  los  que 
solicitaban  recibirlas  á  título  de  patrimonio, 
si  no  convertian  este  en  capellanía  colativa. 
II  Felipe  II  lo  prohibió  absolutamente,  y  esta 
determinación  (lej  1,  tít.  12,*lil).  1  déla 
Nov.  Recop.)  reiterada  después  todavía  al 
Consejo  de  las  Ordenes  en  cuanto  al  territo- 
rio de  estas,  como  se  ve  en  la  parte  legisla- 
tiva, ha  venido  rigiendo,  aunque  Con  varias 
vicisitudes ,  mientras  ha  habido  capellanias, 
que  es  decir^  hasta  el  presente;  pueá  si  bien 
pareció  prohibir  su  fundación  la  cédula  de 
1789,  por  cuanto  prohibía  la  vinculación 
perpetua  de  bienes  raices;  y  por  real  reso- 
lución de  1799  se  declaró  que  dicha  cédala 
era  estensiva-  á  las  capellanías ; '  no  se  prohi- 
bió la  vinculación  con  real  licencia;  como 
tampoco  sin  ella^  si  la  fundación  recaia  sobre 
tkclo&  á^  rédito  fijo ,  aunque  reputados  ea 
el  derecho  como  raices,  por  cuanto  la  ^/?i- 
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rítualizatím  de  estos  no  era  perjudicial  á  la 
riqueza  pública,  como  la  de  fincas  y  Tundes, 
impidiendo  la  circulación  de  estos ;  lo  cual 
fué  por  tank)  el  bbjeto  de  la  cédula  de  1789. , 
Mas  restrictiva  que  ella  la  ley  dedesvincu- 
lacion  de  1820,  prohibió  las  fundaciones  de 
capellanías,  no  solo  sobre  bienes  inmuebles; 
si  no  aun  sobre  efectos  de  rédito  fijo,  como  se 
ve  -en  sú  artículo  14;  petó  esta  ley  dejó  de  re- 
gir desde  18if  á  1836.  Prohibióse  también 
la  ordenación  á  título  de*  .patrimonio,  por 
abusiva;  mas  por  el  Concordato  de  1851 ,  la 
Iglesia  ha  recobrado  el  derecho  de  adquirir, 
con  parle  de  sus  antiguos  bienes,  y  ha  vuelto 
á  ponerse  en  vigor  también  el  derecho  de 
patrimonios.  Esta  primer  época ,  pues,  ha 
venido  rigiendo,  y  rije  hoydespues  del  Con- 
cordato de  1851 9  es. decir,  los  ordinarios  no 
pueden  compeler  á  fundar  capellanías  colati- 
vas sobre  patrimonios  eclesiásticos ;  tracto 
sucesivo  y  efecto  permanente  de  la  1.'  épo- 
ca, según  las  dividimos  y  esponemos,  esto 
es,  por  sus  efectos  legislativos  y  jurídicos,, 
ora  fijos,  ora  transitorios. 
.    2/    El  Concordato  de  1737  y  ías  leyes  y 
disposiciones  dictadas  para  su  ejecución  é 
inteligencia,  ora  fundadas  en  su  letra ,  ora 
en  su  espfriiu,  forma  en  nuestro  sistema  la  2.* 
época  de  gravámenes  y  restricciones  .en  ma- 
teria de  capellanías,  sujetándolas  desde  en- 
tonces, no  teniendo  el  carácter  de  primera 
fundación,  á  las  cargas  tributarias  de  bienes 
de  legos ,  cuyas  restricciones  rigen  hoy.  en 
sus  casos. 

3/  Forma  la  3/ época  sobre  la  materia 
el  célebre  y  bien  entendido  plan  beneficial 
de  1777  (Ley  2,  tft.  16,  libro*  1,  Nov.  Rec.) 
y  todas  las  disposiciones  cfue  lo  prepararon  y 
esplicaron ,  consecuencia  de  las  disposicio- 
nes del  Concilio  de  Trento  y  bula  posterior 
Apostolid  minísterii.  Según  el  1.^  no  debían 
conferirse  órdenes  con  capellanía  incongrua; 
y  según  la  2.*,  las  incongruas  debian  reu- 
nirse, como  con  la  compétente  autoridad  ecle- 
siástica, se  reunieron  en  una,  estableciendo 
alternativa  en  la  nominación  y  colación  de 
los  patronos  por  derecho  activo  ó  pasivo  de 
todas  las  que  fuese  necesario  a/^gar  para 
que  resultase  una  con  la  congrua  señalada 


en  los  sinodales  del  obispado,  i  que  según 
las  circunstancias  del  servicio » tiempo  y  lu- 
gar se  determinase :  disposición  impoctanti- 
sima,  no -derogada  después,  y  antes  comple- 
tamente llevada  á  cabo,  y  que  debe  llevarse 
en  todos  los  casos  que  ocurran,  ora  respecto 
de  (capellanías,  ora  de  beneficios  incongruos. 
Véase.BtivBrioio  Eci«BfiiAraMtf ,  tomo  6, 
pág.  91. 

4.*  La  4.*  época  sobre  capella'nias  es  ya 
mas  trascendental  en  sentfdp  restríctivol 
Fórmanla  la  ya  citada,  real  cédula  d^4789 
(Ley  12,  lít.  17,  lib.  ÍO,  Nov.  Becop.),  que 
prohibió  toda  vinculación  perpetua  de  bienes 
raices  sin  real  licencia,  y  la  real  resolución 
de  1799  (Ley  16,  tít.  12,  lib.,1  de  id.)  que 
declaró  las  capellanías  comprendidas  en  di- 
cha cédala,  sobre  lo  cual  véase  lo  que  deci- 
mos en  la  época  2.* 

.  5.'  Constituyen  ésta  época  las  multipli- 
cadas disposiciones  sobre  desamortización 
para  estinguir  los  vales  reales,  como  la  cé- 
dula de  24  de  agosto  de  1795,  imponiendo 
un  15  por  100  á  las  adquisiciones  por  manos 
muertas  (Ley  18,  tü,  5,  iib.  1,  Nov.  Recop.) 
la  célebre  real  cédula  de  25  de  setiembre 
de  1798,  y  demás  relativas  á  la  venta  de 
bienes  de  obras^  pías  y  patronatos  de  legos, 
y  es(^ilac¡oná  lo^  obispos  para  que  vendieran 
los  de  capellanías  colativjas^  imponiendo  su 
importe  en  la  caja,  recibiendo  en  Iqgar  de 
los  bienes  vendidos* una  láminano  negociable 
dé  crédiró  contra  el  Estado  con-  el  rédito 
anual  del  3  por  iOO>  la  cual  viene  desde  en- 
tonces, y  continúa  constituyendo,  ^n  sus' ca- 
sos ,  la  dote  de  la  fundación  y  congrua  del 
capellán  (Ley  22,  tít.  5,  lib.  1  de  id.) 

6."  De  tiempo  en  tiempo  importunada  la 
Santa  Sede  por  las  instancias  de  la  Corona 
para  poder  enagenar  ó  gravar  bienes  ecle- 
siástícos>  en  vistA  de  los  grandes  apuros  del 
erario,  habia  aquella  deferido  á.  estas  preces. 
Pío  Vil,  por  breve  (jte  14  de  junio  de  1805, 
recordando  lo  practicado  én' casos  análogos 
por  ios  pontífices. sus  predecesores,  Grego- 
rio XIII,  Clemente  Vil,  Paulo III  y  Julio  III, 
defiriendo  á  igual  súplica  de  la  Cprona,  con- 
cedió á  Carlos  IV  y  á  los  reyes  sus  sucésojres 
la  facultad  de  enagenar  bienes  eclesiásti- 
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eos,  hasta  constituir  con  el  valor  de  los  ven- 
didos  una  renta  anual  de  doscientos  mil  du- 
cados  de  oro  de  cámara,  distinado  dicho  pro- 
ducto á  la  amortización  de  vales  reales,  y 
recibiendo  las  corporaciones  ó  personas  á 
quienes  correspondía  el  disfrute  de  los  bie- 
nes vendidos,  la  lámina  equivalente,  según 
hemos  dicho  en  la  época  anterior.  Hablaba 
el  breve  pontiGcio  en  términos  generales  de 
bienes  eeleriásticos,  sin  espresa  mención  de 
capellanias  colativas;  pero,  como  era  consi- 
guiente^ se  estunó  el  breve  comprensivo  de 
estas  en  los  despachos  y  breves  del  nuncio, 
y  real  cédula  de  ejecución  de  15  de  octubre 
del  propio  año,  arts.  3  y  4.  En  12  de  diciem- 
bre de  1506  el  mismo  Pontífice  espidió  otro 
breve^  derogando  el  anterior ,  y  autorizando 
al  rey  cpara  enagenar.en  pública  subasta,  los 
predios,  asi  urbanos,  como  rústicos,  pertene- 
cientes á  las  capelhnías,  cuya  erección  hu- 
biera sido  hecha  por  autoridad  eclesiástica, 
ó  que  de  otro  cualquier  modo  la  Qolacion  é 
institución  canónica  de  ellos,  pertenezca  á 
los  ordinarios ,  ó  á  otros  superiores  eclesiás- 
ticos.»» 

La  caja  de  Amortización  debía  reconocer 
á  favor  de  los  poseedores  el  capital  equiva- 
lente al  precio  en  que  fuesen ,  no  vendidos; 
si  no  tasados  los  bienes,  abonando  un  rédito 
anual  de  3  por  100  en  metálico,  libre  de  toda 
contribución,  pues  el  esceso  ó  mejora  entre 
el  valor  en  tasación  y  ei>  venta  se  lo  reservó 
el  Estado. 

Facultóse  asimismo  al  rey  por  el  propio 
breve  cpara  enagenar  la  séptima  parte  de  los 
demás  predios  correspondientes  á  iglesias 
y  cualesquier  monasterios  de  uno  y  otro 
sexo,  aunque  fuesen  exentos;  conventos,  co- 
;nunidades,  fundaciones  eclesiásticas  y  per- 
donas también  eclesiásticas,  de  cualquier  dig- 
nidad, orden,  grado  y  condición  que  fuesen, 
pudlendo  el  rey  disponer  del  precio  de  di- 
chos bienes,  en  beneficio  público ,  según  le 
pareciere  convenir  en  el  señor,»'  y  por  tanto 
sin  que  la  caja  reconociera  en  este  caso  capi 
tal  alguno,  como  respecto  de  capellanias. 

Declaráronse  comprendido»  para  la  venta 
de  la  séptima  parte,  como  en  los  bienes  de 
iglesias  y  conventos  clos  de  la  orden  de  San 


Juan  de  Jerusalen  y  cualesquier  otras  órde- 
nes militares;  esceptuándose  simpre  los  pre- 
dios destinados  en  patrimonio  y  por  con- 
grua de  las  iglesias  parroquiales,  los  cuales 
queden  perpetuamente  esceptuados."  Dióse 
para  la  ejecución  de  este  breve  en  21  de  fe- 
brero de  1807  real  cédula  comprensiva  de  69 
capítulos ,  la  cual ,  asi  como  el  breve  han  de 
buscarse  fuera  de  la  Nov.  Recop.  y  tomos 
de  Decretos,  por  la  época  en  que  viesen  la 
luz  pública:  el  breve  de  1805  y  cédula  de  15 
de  octubre  del  propio  ano  para  su  ejecución, 
véanse  en  el  suplemento  á  la  Nov.  Recop., 
lib.  1 ,  tít.  5. 

Los  acontecimientos  políticos  hicieron  que 
en  16  de  noviembre  de  1808  la  dirección 
general  del  crédito  público  mandase  sus- 
pender la  venta  de  bienes  de  capellanias  y 
demás  eclesiásticos ;  declarándose  por  orden 
de  27  de  enero  de  1809  que  4a  anterior  no  tu- 
viese efecto  retroactivo ,  en  cuanto  á  llevar 
adelante  las  ventas  pendientes;  pero  no  con- 
sumadas á  su  fecha.  La  Regencia  del  reino» 
por  último,  por  decreto  de  13  de  junio  de 
1811  (Real  cédula  de  10  de  marzo  de  1817> 
mandó  suspender  asimismo  la  venta  de  bie- 
nes de  mayorazgos  y  vinculaciones ,  que- 
dándole por  tanto  la  de  bienes  de  capella- 
nías Iqicales ;  ó  patronatos  reales  de  legos, 
obras  pías,  aniversarios,  etc.,  en  estado  de 
venta,  como  antes  se  dijo,  desde  1798,  por 
la  cédula  ya  citada  de  27  de  setiembre  del 
propio  ano. 

Hoy  la  legislación  vigente,  respecto  de  las 
capellanías,  cuyos  bienes  fueron  vendidos 
desde  1798  á  1820 ,  es  que  unas  subsisten, 
y  otras  no ,  según  que  el  título  en  que  su 
congrua  consistía,  se  haya  ó  no  adjudicado  á 
los  parientes  por  virtud  de  la  ley  de  19  de 
agosto  de  1841 ;  ó  bien  al  Estado  por  la  de  2 
de  setiembre  del  propio  ano,  y  según  tam- 
bién que  los  bienes  hayan  sido  adjudicados 
al  clero  por  falta  de  parientes  con  derecho 
probado  por  la  ley  de  3  de  abril  de  1845,  ó 
por  el  Concordato  de  1851. 

AJ  fin  de  la  sección  indicaremos  el  modo  de 
convertir,  ó  utilizar  estos  títulos  de  deuda 
contra  el  Estado. 

Las  capellanías  laicales  ,  vínculos,  aniver- 
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sarios^  etc.,  cuyos  bienes  fueron  vendidos 
en  el  período  de  tiempo  que  encierra  esta 
época,  es  decir,  de  1798  á  1820,  subsistie- 
ron hasta  esta  última  fecha  en  los  títulos  que 
igualmente  les  espidió  la  Caja  de  consolida- 
ción ;  si  bien  de  1820  en  adelante  han  corri- 
do las  vicisitudes  que  en  las  épocas  sucesivas 
se  dirá. 

7.'  Amenazaba  sonar  la  última  hora  pa- 
ra las  vinculaciones  perpetuas  de  bienes 
raices,  y  por  tanto  contra  las  capellanías,  y 
en  gran  parte  sucedió  asi  en  1820.  La  ley  de 
desvinculacion  de  dicha  época,  no  solamente 
declaró  libres  los  bienes  de  patronatos  de  le- 
gos, aniversarios ,  legados  píos ,  y  toda  fun- 
dación análoga ;  si  no  que  prohibió  su  funda- 
ción y  toda  adquisición  por  manos  muertas 
en  lo  sucesivo.  Quedaron  asi  suprimidas  las 
capellanías  laicales;  pero,  dado  el  precedente, 
no  se  retardaría  por  mucho  tiempo  el  golpe 
á  las  eclesiásticas  de  todo  género;  y  ya  en 
su  prohibición  omuimoda  se  comprendía  la  de 
fundar  en  lo  sucesivo  capellanías  eclesiásii" 
cas ,  y  no  ya  relativamente,  como  en  la  cé- 
dula de  1789;  si  no  de  un  modo  absoluto,  es 
decir,  mediando,  ó  no  real  licencia,  y  ya 
ios  bienes  fuesen  fundos,  ya  efectos  de  redi  • 
to  fijo. 

Rigió  la  ley  hasta  1824,  en  que ,  como 
todas  las  del  trienio  constitucional ,  fué  de- 
clarada nula,  con  efecto  retroactivo  esta  de- 
claración, y  volvió  asi  á  regir  el  antiguoórden 
de  cosas  y  antigua  legislación  desde  1820 
hasta  1836,  en  que  la  ley  de  1820  i\ié  resta- 
blecida. Véase  lo  que  decimos  en  la  épo- 
ca 3.* 

8."  Por  decreto  de  30  de  agosto  de  1836 
se  restableció,  como  decimos,  la  ley  de  vin- 
culaciones de  1820.  No  se  hizo  con  efecto 
retroactivo ;  mas  como  después  ha  de  dárse- 
le, según  veremos,  en  1811,  es  decir,  que  la 
citada  ley  rigió  absolutamente  desde  el  30 
de  agosto,  fecha  de  su  restablecimiento  ;  y 
relativamente  desde  I8i0  á  1836,  según  el 
efecto  retroactivo  que  dá  á  la  misma,  como 
vamos  á  ver,  la  ley  de  vinculaciones  de  1841. 

9.*  En  1811  debía  consumarse  la  desvin" 
culacion  Y  desamor tizaciou  iniciadas  en  1820, 
y  continuadaen  1836  y  1837.  En  19  de  agos- 


to de  aquel  ano,  se  publicó  la  conocida  ley 
de  vinculaciones  ,  por  la  cual  se  declaró  vi- 
gente la  mencionada  de  1820  desde  la  fecha 
de  su  restablecimiento  en  1836,  y  se  la  dio 
aun  efecto  retroactivo  desde  esta  época  hasta 
1820;  si  bien  con  las  restricciones  que  se 
ven  en  la  precitada  ley  de  1841;  siendo 
el  resultado  en-  cuanto  á  capellanías  que 
las  laicales,  ó  patronatos  legos,  legados 
píos ,  etc.  que  se  desvincularon  de  1820 
á  1841,  quedar  suprimidos :  las  colativas 
que  con  los  requisitos  legales  se  hubie- 
sen fundado,  de  1824  á  1836,  subsistentes; 
por  lo  que  hace  al  mencionado  período; 
pero  sujetas  á  los  efectos  que  pasamos  á  es- 
poner. 

Hasta  1841  el  poder  temporal  no  había 
desamortizado  de  propia  autoridad  si  no  los 
bienes  del  clero  regular ;  pues  si  bien  en 
1837  se  declararon  en  estado  de  venta  desde 
1840  en  adelante  los  del  clero  secular,  en 
Real  orden  de  6  de  enero  de  1840  se  sus- 
pendió la  ejecución  de  las  ventas,  y  por  la  ley 
de  culto  y  clero  de  16  de  junio  del  propio 
ano  se  prohibieron ,  dejando  al  clero  secular 
en  el  goce  de  sus  bienes.  La  ley  de  16  de  ju- 
nio fué  muy  luego  abolida,  y  en  la  menciona- 
da fecha  del  19  de  agosto  de  1841,  se  publi- 
có asi  bien  la  conocida  ley  de  capellanías  de 
sangre,  declarando  adjudicables  como  libres 
á  los  parientes  y  patronos  llamados  por  la 
fundación  ios  bienes  de  ellas.  Esta  ley  des- 
amortizó las  existentes ;  la  de  mayorazgos 
de  la  misma  fecha,  prohibía,  como  la  de  1820, 
la  fundación  de  otras  en  lo  sucesivo. 

Dictóse  en  seguida  la  ley  de  2  de  setiem- 
bre del  propio  año,  declarando  secularizados 
y  del  Estado  todos  los  bienes  y  derechos  ac- 
tivos del  clero  secular;  si  bien  respecto  de 
capellanías ,  en  consonancia  con  la  ley  es- 
pecial de  ellas  de  19  de  agosto,  antes  citada, 
se  escluian  déla  clase  de  bienes  nacionales, 
los  pertenecientes  á  las  colativas  de  sangre. 
Era,  pues,  el  estado  de  la  legislación  en  esta 
fecha  y  lo  fué  hasta  el  Concordato ,  que  las 
capellanías  laicales,  en  todas  sus  especies 
de  aniversarios,  legados-píos,  memorias  de 
misas,  etc.,  venian  suprimidas  desde  1820, 
correspondiendo  sin  embargo  los  bienes  con 
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sufi  cargas  á  los  patronos  6  parieates  según 
las  randádooes;  y  no  al  Estado  »  por  cuanta 
no  eran  bienes  ecl^iásticos:  que  desde  la 
misma  Techa  databa  también  la  prohibición 
de  fuudar ,  ni  capellanías  laicales,  ni  ecle- 
siásticas, colativas  ó  no;  pues  se  prohibia  la 
ulterior  vinculación  de  bienes  con  el  titulo  de 
capellanía  y  cualquiera  otro:  que  si  de  1823 
á  1836  se  hubiese  fundado  alguna  con  real 
licencia,  ó  sin  ella,  según  los  dos  casos  es- 
tablecidos ea  la  cédula  de  1789,  ó  si  en  la 
misma  época  hubieren  ocurrido  algunas  con- 
cesiones, han  de  resolverse  los  casos  por  la 
ley  de  vinculaciones  antes  citada  de  19  de 
agosto  de  1841:  que  desde  las  otras  leyes 
mencionadas  de  19  del  propio  agosto  y  2  de 
setiembre  siguiente  sobre  capellanías  colati- 
vas y  desamortización  de  los  bienes  del  cle- 
ro secular,  toda  capellauia  eclesiáiíica,  de 
sangre  ó  no,  quedé  suprimida  en  la  persona 
del  último  poseedor,  con  prohibición  de  fun- 
dar otras:  y porúltimo,  que  en  las desmigre 
los  bienes  iban  como  libres  á  los  parientes; 
ó  se  aplicarian-al  fin  especial  que  espresase 
la  TundacioD;  y  los  de  las  demás,  se  reduje- 
ron á  la  clase  de  bienes  nacionales. 

10.  Asi  llegaron  las  cosas  á  1851,  y  ya 
antes,  como  preparación  para  el  Concordato, 
éun  arreglo  general  del  clero,  se  habian  sus- 
pendido las  ventas  de  bienes  nacionales  y  li- 
bre adjudicación  de  los  de  capellanías  de 
sangre  desde  1844.  YeriGcado  este  arreglo 
por  medio  del  Concordato,  parecia  debian 
haber  terminado  todas  las  dudas  y  dificulta- 
des sobre  bienes  eclesiásticos;  y  sin  embar- 
go no  fué  asi.  Algunos  tribunales  dudaron  si 
las  capellanías  colativas  de  sangre  que  fue- 
ron objeto  especial  de  la  ley  de  19  de  agosto 
de  1841,  habian  sido  comprendidas  en  el 
Concordato,  pues  no  se  las  mencionaba  en  él 
especialmente.  Dudaron  también  algunos 
fiscales  y  aun  hubieron  de  jecurrir  al  gobier- 
no, pidiendo  aclaración,  que  el  mismo  dio  en 
sentido  afirmativo,  á  propuesta  de  la  Cámara 
eclesiástica,  y  de  inteligencia  y  conformidad 
del  nuncio  apostólico,  por  real  decreto  de  30 
de  abril  de  1852;  el  cual  con  el  Concordato 
y  los  demás  decretos  publicados  en  ejecución 
de  este  constituyen  la  décima  época  que  vamos 


esponíendo.  Aun  después  del  decreto  de  30 
de  abril- el  interés  de  particulares  ha  hecho 
dudar,  asi  como  el  ralerés  general  en  la  des- 
amortización y  libre  circulación  de  bienes:  la 
duda  no  puede  rechazarse  por  infundada  de 
todo  punto,  y  no  solo  es  fundada,  si  no  que 
de  seguro  habrá  de  renovarse  y  tomar  cuer- 
po bajo  distintas  formas,  por  lo  mismo  que  la 
aclaratoria  de  1852  no  es  una  ley ,  y  aun 
siéndolo,  no  podia  por  sí  sola  comprender  en 
el  Concordato,  niescluir  de  él,  lo  que  real- 
mente no  estuviera  comprendido,  ó  escluido. 
No  podemos  escnaaraos  por  la  tanto  de  tra- 
tar esta  cuésiíon,  qnt  es  realmente  la  base 
y  punta  de  partida  de  la  actual  legislación  y 
jurisprudencia,  y  lo  haremos  esponiendo  las 
principales  y  opuestas  razones  que  parecen 
resolverla,  ya  en  sentido  afirmativo,  ya  ne- 
gativo, cuyo  resultado  necesario  seri&  el  de 
hallarse  ó  no  vigente  aun  la  ley  de  capella- 
nías de  19  de  agosto  de  1841,  pues  tai  ha- 
brá de  reputarse,  si  las  capellanías  colativas 
no  han  sido  comprendidas  en  el  Concordato. 
Parece  resolver  la  cuestión  eo  sentido  afir- 
mativo ,  esto  es,  en  el  de  hallarse  compren- 
didas en  el  Concordato  las  capellanías  colali" 
vas  dé  sangre,  las  siguientes  consideraciones: 
1  /  Nadie  puede  poner  en  duda  que  los 
bienes  de  capellanías  colativas  de  sangre,  y 
no  de  sangre,  en  todas  las  clases  de  ellas, 
por  el  hecho  de  estar  espiritualizadas,  son 
bienes  eclesiásticos.  Lasóla  enunciativa  de 
espiritualizados  lo  convence  civil  y  canóni- 
camente: lo  deja  asi  demostrado,  á  punto  de 
no  admitir  réplica  en  contrario.  No  se  hubie- 
ran eximido,  si  no,  de  pagar  los  tributos  ci- 
viles, como  bienes  de  legos;  no  hubiesen  es- 
tado sujetos  al  subsidio  eclesiástico,  no  ha- 
bría para  que  haberse  afanado  tanto,  ni  por 
tantos  medios,  el  poder  temporal,  para  coar- 
tar su  acumulación  y  amorlizaeiont  por  tan- 
tas leyes,  cédulas,  breves  y  hasta  concorda- 
tos como  quedan  mencionadas  en  este  artí- 
culo y  de  que  dan  razón  nuestras  colecciones 
legislativas.  Y  si  aun  se  quisiesen  disposi- 
ciones terminantes  y  específicas  en  el  parti- 
cular ,  pueden  traerse  en  comprobación  las 
mas, recientes  y  solemnes,  dictadas  por  una 
y  otra  potestad ,  y  en  épocas  no  recusables 
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por  cierto.  En  el  breve  de  Pió  Vil,  por  ejem- 
plo, de  14  de  junio  de  1805,  para  veader 
bienes  del  clero ,  b4cese  solo  esta  ennDciati- 
va  genérica,  no  se  mencionen  las  capellanías 
colativas,  y  sin  embargo  no  dudaron  por  un 
momento,  ni  el  poder  temporal,  ni  los  ejeeu^ 
lores  apostólicos^  de  que  en  dicha  enunciati- 
va se  hallaban  comprendidas;  y  asi  espresa* 
mente  lo  consignaron  ,  estendiendo  las  ven- 
tas á  los  bienes  de  las  mismas  por  los  ar- 
tículos 4  y  5  ya  citados  de  la  real  cédula 
de  ejecución.  La  ley  de  mayorazgos  de  1820, 
comprendió,  sí,  en  la  desvinculacion  los 
legadogpiQs,   las  capellanías  laicales;  pe- 
ro de  ninguna  manera  las  capellanías  co- 
lativas, evidentemente  pprque  dicha  ley  no 
tuvo  por  objeto ,  como  es  .sabido,  16s  bie- 
nes del  clero.  Publicóse  la  ley  de  19  de 
agosto  de  1841,  sobre  mayorazgos  y  vincu- 
laciones, restableciendo  la  de  1820 ;  y  como 
el  mas  decisivo  comprobante  de  que  en  ella, 
por  no  hablar  de  bienes  del  clero,   no  se 
comprendian  las  capellanías  colativas,  que- 
riendo no  obstante  desamortizar  los  bienes ' 
de  estas ,  se  dictó  por  separado  y  jcon  la 
misma  fecha  la  ley  llamada  de  capellanias  de 
sangra.  Promulgóse  por  último  la  de  2  de 
setiembre  del  propio  alio ,  secularizando  ya 
los  bienes  del  clero  secular ;  y  como  en  el 
rigor  de  los  principios  no  podía  dudarse  que 
en  ellos  vendrian  comprendidos  los  de  cape- 
llanías colativas  de  sangre,  se  hizo  en  su 
art.  6  espresa  esclusion  de  estos,  como  ya 
desamortizados  por  la  ley  especial  relativa  á 
los  mismos  de  19  de  agosto. 

Hemos  descendido  á  tales  pormenores,  por 
que  asi  es  inevitable  cuando  se  traen  á  cues- 
tión y  hay  que  demostrar  los  principios.  Y 
ahora  bien:  siendo  bienes  eclesiásticos  los 
de  las  capellanías  de  sangre  ,  habiendo  los 
mismos  sufrido  las  consecuencias  de  la  revo- 
lución, como  los  demás  bienes  de  la  Iglesia: 
reconocida  la  necesidad  de  entrar  en  arre- 
glo con  esta,  como  lo  fué  por  la  ley  de  auto- 
rización al  gobierno  para  realizar  el  Concor- 
dato ,  buscando  asi  la  sanacion  canónica  que 
en  tal  caso  se  creyó  necesaria:  realizada  al 
fin  aquella  solemne  estipulación  entre  una 

y  otra  potestad ;  ¿era  lógico,  ni  consecuente, 
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era  conveniente,  ni  oportuno,  dejar  fuera  de 
ella  lo  que  era  precisamente,  parte  esencial 
de  su  objeto?  Bien  pudiera  h^ber  sucedido; 
pero  es  preciso  reconocer  que  sería  le  mas  iló- 
gico é  inverQ3ÍnuL  Lo  sería  aun  el  haber  es- 
cluido  del  CoQcordote  los  bieoesde-capellanías 
colativas  por  mención  espresa;  pero  no  hay  na- 
da mas  violento  que  etsuponedosesdaidos,  sin 
tal  esclusiva,  de  una  estipulación  en  que  por 
la  naturaleza  de  las  cosas  sen  parfte  necesa- 
ria de  su  *  fin.  Los  bienes  de  capellanías 
desangre,  pues,  por  principios  de  uno  y 
otro  derecho,  se  hallan  cojnprendki.os,como 
siempre  lo  fueron,  en  la  enunciativa  general 
bienes  eclesiásticos ,- bienes  de  la  Iglesia; 
contenidos  por  tanto  en  ^1  Concordato  sin 
necesidad  de  mención  espresa;  yantes  era 
esta  necesaria  en  sentido  eschisivo  paira  que 
no  lo  estuvieran. 

3.'    Que  no  hay  absoluta  omisión  acerca 
de  estas  fundaciones  en  el  Concordato;  si  no 
terminante  espresion  de  los  bienes  de  cape- 
llanías, lo  que  convence  que  tanto  .|)or  prin- 
cipios de  derecho,  como  por  la  letra  y  espí- 
ritu del  Concordato ,  las  capellanías  colati- 
vas, aun-  de  sangre,  fueron  objetó  de  él. 
Verdad  es  que  el  Concórdalo  en  su  art.  39, 
al  hacer  mención  de  estas  fundaciones  ,  lo 
verifica  solo  para  consignar  la  obligación  del 
gobierno  temporal  sobre  que  «  aquellos ,  en- 
tre quienes  se  hayan  distribuido  los  bienes 
de  las  capellanías....  aseguren  los  medios 
de  cumplir  las  cargas  á  qué  dichos  bienes 
estuvieren  afectos.»  Habla  el  Concordato,  es 
I    verdad,  de  distribución  ó  adjudicación  de 
bienes ,  ya  realizada  ;  no  de  futura  ó  para 
en  adelante ,  de  donde  parece  indispensable 
deducir  una  de  dos  cosas;  ó  la  mas  incom- 
prensible omisipn  é  inconsecuencia  en  un 
documento  tan  solemne,  dictando  remedio 
para  lo  pasado ,  y  ño  para  lo  .venidero ;  ó 
que  no  entraba  en  la  mente  de  una  ni  otra 
potestad  el  que  hubiera  distribuciones  de 
bienes  de  futuro ,  una  vez  hecho  el  Concor- 
dato ,  por  cuyo  art.  41  deben  tenerse  por 
restablecidas  las  capellanías,  como  tbienes 
del  clero  y  adquisición  por  la  Iglesia  anti- 
guas y  modamas  fundaciones.» 

3.'    Siendo  bienes  eclesiásticos  los  de 
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las  capellanías  eolatiim^  y  eslipaláod<He  en 
el  art.  38  del  GoHcordato  la  devolución  á  la 
Iglesia  c  desde  laego  y  sin4emora  de  todos 
los  bienes  eclesiásticos  no  comprendidos  en 
la  ley  de  i84K,  y  que  todavía  no  hayan  sido 
enagenados....»  no  parece  pueden  reputarse 
eschiidos  ios  de. capellanías  de  sangre ,  aun 
subsistentes  entonces ,  sin  espresa  mención 
y  puesto  que  de  hecho  lo  han  sido  en  el  con- 
cepto genérico  de  bienes  del  clero  los  de 
capellanías  colativas  no  de  sangré  ^  y  los  de 
estas  por  Taita  de  parientes. 

4/  El  art.  4i  del  Concordato  dá  ala 
Iglesia  c  el  derecho  de  adquirir  por- cual- 
quier título  legítimo,  •  estipulando  que  en 
este  .caso  csu  propiedad,  en  tpdo  lo  que 
posee  ahora  (al  hacer  el  Concordato)  ó  ad- 
quiriere en  adelante,  será  solemnemente  res- 
petada.» P.ues  ahora  bien ,  la  Iglesia  poseía 
ya  entonces  los  bienes  que  la  habían  sido  de- 
vueltos por  la  ley  de  dotación  de  culto  y  cle- 
ro de  3  de  abril  de  1845,  entre  los  cuales 
estaban  los  pertenecientes  á  capellanías  co- 
lativas, si  bien  no  de  sangre  ;  como  las  lla- 
madas colativas  de  libre  presentadonf  de  jtt* 
re  devpluto ,  etc.  La  Iglesia  adquiriria  en 
adelante  por  la  devolución  consignada 
en  el  art.  38  del  Concórdalo ,  entre  cuyos 
bienes  se  comprendían  támUan  los  de  cape- 
llanías ,  anteriormente  mencionados ;  y  ade- 
mas los  de  capellanías  de  sangre  cuyos  pa- 
rientes no  habían  reclamado  conforme  á  la 
ley  de  19  de  agosto  de  1841 ,  ó  no  habian 
probado  su  derecho:  y  adquiriria  asi  bien 
en  virtud  de  lo  estipuhtdo  en  el  art.  41 ,  el 
cual,  autorizando  la  adquisición  por  cualquier 
titulo  legítimo ,  no  puede  sostenerse  que  no 
comprende  á  las  capellanías,  que  siempre 
han  sido  reconocidas  por  una  y  otra  po- 
testad titulo  legitimo  de  hacer  los  bienes 
eclesiásticos.  No  puede  haber  nada  mas 
evidente  que  el  testo  de  este  artículo;  y  si 
no  lo  fuere  respecto  de  las  capellanías  hasta 
allí  fundadas,  por  cualquier  razón  que  quie- 
ra alegarse,  lo  seria  para  poder  fundarias 
en  lo  sucesivo;  fuera  de  que  terminante- 
mente espresa  las  adquisiciones  anteriores 
hasta  aquella  fecha,  y  las  de  en  adelante. 

En  el  propia  art.  4i ,  como  una  con-  j 


secuencia  necesaria  de  la  facultad  dada  en 
el  mismo  á  la  Iglesia  para  retener  y  adqui- 
rir, se  estipula  y  dice:  c  Por  consiguiente, 
en  cuanto  á  las  antiguas  y  nuevas  pindaáo- 
nes  eclesiásticas,  no  podrá  hacerse  ninguna 
supresión,  ó  unión,  sin  la  intervención  de  la 
autoridad  de  la  Santa  Sede, salvas  las  facul- 
tades que  competen  á  los  obispos  ,  según  el 
Santo  Concilio  de  Trento  ^  No  pudiendo 
negarse  que  las  capellanías  colativas  en  to- 
das sus  clases ,  plenamente  de  sangre,  cola- 
tivas  simples ,  curadas,  etc. ,  son  fundado^ 
nes  eclesiáticas,  y  por  tanto  referibles  de  ne- 
cesidad á  los  dos  estremos ,  igualmente  de 
fundaciones  i  antiguas  y  nuevas^  parece  ine- 
vitable el  deducir  que  las  capellanías  colativas 
están  comprendidas  en  el  Concordato,  y  que 
solo  podría  entenderse  lo  contrario  habiendo 
en  el  mismo  escepcion ,  esclusion  cspresa  y 
test  nal  de  ellas. 

6.*  Aun  en  el  supuesto  de  no  haber  sido 
comprendidas  las  capellanías  colativas  de 
sangre  en  el  Concordato  en  las  enunciativas 
generales  de  sus  artículos  38  y  41,  ni  en  nin- 
gún otro  hasta  el  42 ;  lo  son  por  necesidad 
en  el  43,  en  el  cual  se  estipula,  que:  cTodo  lo 
demás  perteneciente  á  personas  ó  cosas  cele- 
siásticas^  sobre  lo  que  no  se  provecen  los  ar- 
tículos anteriores  ,  será  dirigido  y  adminis- 
trado {dirigetitur  omnia ,  et  administrabun- 
tur)  según  la  disciplina  de  la  Iglesia ,  cotiJ- 
nicamente  vigente. 

Para  el  efecto ,  pues,  de  pretender  que  ni 
aun  en  este  artículo  están  comprendidas  las 
capellanías  colativas  de  sangre  ,  es  menes- 
ter suponer  que  sus  bienes  no  son  eclesidsti^ 
eos ;  que  los  capellanes  ordenados  á  título 
de  ellas  no  son  personas  eclesiásticas  :  y  que 
á  la  sazón  del  Concordato  no  era  disciplifia 
canónica ,  no  ya  general ;  si  no  aun  parti- 
cular de  la  Iglesia  española,  el  reputar 
eclesifísticas  las  cosas  y  las  personas  de  tales 
capellanías ,  en  cuyo  caso  habrán  de  citarse 
los  hechos  ó  declaraciones  en  que  la  Iglesia 
lo  haya  consignado,  ó  reconocido  asi;  cuan^ 
do  es  notorio  y  hemos  demostrado  que ,  no 
solo  por  la  Iglesia ;  si  no  por  una  y  otra  po- 
testad está  reconocido  y  profesado  lo  con- 
trario ,  aun  por  hechos  y  actos  legislativo* 
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recientes*  del  período  ya  de  nuestra  revolu- 
cioo  política ;  no  siendo  necesario  que  voN 
vamos  á  citar  ios  breves  de  Pío  Vil  de  1805 
y  1806  y  reales  cédulas  de  su  razón :  las  le- 
yes civiles  ya  mencionadas  de  19  de  agosto 
y  2  de  setiembre  de  1841 :  el  real  decreto 
de  30  de  abril  de  1832 ,  sobre  capellanías 
colativas  de  sangre  é  infinitos  otros. 

7.*  Es  incuestionable  que  en  tal  supues- 
to son  contrarias  al  espíritu  y  á  letra  del 
Concordato  en  lo  eclesiástico  las  leyes  de 
desamortización  antes  citadas  de  1820, 1841 
y  cualesquiera  otras  disposiciones  análogas, 
y  por  tanto  aplicable  á  ellas  el  tenor  del  ar- 
tículo 45  del  Concordato  en  que  se  estipula, 
y  asienta ,  que  en  virtud  de  tal  estipulación 
concordada  ese  tendrán  por  re  vocéalas ,  en 
cuanto  á  ello  se  opongan ,  las  leyes ,  ór« 
denes  y  decretos  publicados  hasta  ahora  de 
cualquier  modo  y  forma  en  los  dominios  de 
España...»  Si «  pues,  cesan  en  su  efecto  las 
leyes  y  disposiciones  que  se  oponen  al  Con- 
cordato ,  esto  es ,  al  derecho  de  adquirir 
por  la  Iglesia ,  á  la  restitución  á  la  misma 
de  sus  bienes  aun  no  vendidos  entonces ,  á 
la  disciplina  canónicamente  observada,  ó 
vigente  á  la  sazón  ;  cesando  estas  leyes  y 
disposiciones  de  desamorlizacion  eclesiásti- 
ca ;  queda  vigente,  lo  que  antes  de  ellas  lo 
había  estado,  civil  y  canónicamente,  y  era 
la  disciplina  eclesiástica  general  y  particular 
de  la  existencia  y  conservación  de  capella^ 
nías  eclesiásticas  y  por  tanto  de  las  colativas 
de  sangre. 

8.*  La  cuestión  fué  resuelta  en  sentido 
aiinnativo  por  el  real  decreto  de  30  de  abril 
de  1852,  derogatorio  de  la  ley  llamada  de 
Capellanías  de  sangre  de  19  de  agosto  de 
1341;  siendo  de  notar,  que  para  firmar  y 
publicar  este  decreto ,  la  potestad  temporal 
se  puso  antes  de  acuerdo  con  la  pontificia, 
en  su  delegado  y  nuncio  apostólico  en  esta 
corte:  que  este,  el  arzobispo  de  Tesalónica, 
era  el  mismo  que ,  como  tal  nuncio ,  habia 
intervenido  en  la  formación  y  aprobación  del 
Concordato:  y  que  el  ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  que  refrendó  el  antedicho  real  de- 
creto, fué  en  su  tiempo  vocal  por  la  Corona 
en  la  junta  mista  creada  para  la  formación 


del  Concordato,  y  el  que  luego,  como  minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia,  intervino  en  la  con- 
clusión y  aprobación  de  dicho  documento,  y 
cange  de  plenipotencias  para  el  mismo.  Y 
por  último  que- esa  inteligencia  se  dio  por  la 
opinión  general  al  Concordato,  pues  desde 
sn  publicación  hasta  la  fecha  del  menciona- 
do real  decreto  de  1852  continuó  suspensa, 
como  antes ,  la  adjudicación  libre  de  bienes 
de  capellanías  á  parientes  de  los  fundadores. 

9.*  Si  las  capellanías  de  sangre  no  están 
comprendidas  en  el  Concordato;  tampoco  lo 
estarán  las  colativas  no  de  sangre,  pues 
tampoco  hace  aquel  espresa  mención  de 
ellas.  El  gobierno  en  su  consecuencia  hu- 
biera continuado  y  continuaría  vendiendo  los 
bienes  de  estas  al  tenor  de  la  ley  de  2  de  se- 
tiembre de  1841;  y  no  vemos  que  lo  haya 
realizado  después  del  Concordato,  si  no  que 
las  subsistentes,  ó  cuyos  bienes  no  habían 
sido  vendidos  á  la  fecha  de  aquel,  y  mucho 
antes  por  las.órdenes  de  supresión  de  ven- 
tas desde  1844,  han  entrado  en  poder  del 
clero;  han  continuado  y  continúan  poseyén- 
dose canónicamente:  se  ha  sucedido  en  ellos 
y  conferídose  órdenes  en  su  caso  á  título  de 
los  mismos,  conforme  á  las  fundaciones,  y  es 
decir  que  todo  asi  ha  sido  confirmado  por 
los  arts.  38  y  41  del  Concordato  y  la  Iglesia 
continúa  en  posesión  de  este  derecho* 

10.  Hay  todavía  una  razón  mas  delicada, 
mas  trascendental  que  todas  las  anteriores. 
Si  las  capellanías  de  sangre  no  están  com- 
prendidas en  el  Concordato,  no  alcan%a  á 
los  poseedores  de  sus  bienes  como  libres,  la 
sanacion  contenida  en  el  art.  42  del  mismo. 
T  sí  la  sanacion  se  ha  estipulado  porque  se 
ha  creído  necesaria,  ó  cuando  menos  útil  y 
conveniente;  y  lo  es  sin  duda,  cuando  vemos 
han  procurado  consignarla  en  sus  concorda- 
tos todos  los  estados  europeos  que  se  han 
hallado  en  el  caso  que  España:  si  se  ha  creí- 
do conveniente  para  tranquilizar  las  concien- 
cias en  muchos  de  los  compradores:  para 
evitar  en  las  transacciones  sociales  la  depre^ 
elación f  y  efectos  de  la  desconfianza  en  mu- 
chos casos :  aun  para  asegurarse  contra  to- 
das las  vicisitudes  políticas,  que  entran  en 
la  esfera  ilimitada  de  lo  posible ;  ¿cómo  será 
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ni  coafeaiéate,  ni  justo  establecer  esa  díre- 
rencia  entre  los  poseedores  de  bienes  ecle- 
siásticos, secalarizados  por  disposiciones  po- 
líticas? Verdad  es  que  en  el  citado  artículo 
se  habla  de  los  que  durante  las  pasadas  cir« 

cunsCancias  hubiesen  compilado bienes 

eclesiásticos:  es  decir>  testualmente  parece  se 
hablasolode  compradoresáe  bienes^  mientras 
en  las  capellanías  de  sangre  los  parientes  los 
han  adquirido  por  adjudicación  judicial;  y 
otras  veces  por  avenencia  y  transacción  en- 
tre sí  mismos,  despnes  de  llevar  la  cuestión  á 
los  tribunales.  Pero  no  es  posible  sostener 
que  en  estos  y  aquellos  el  fuadamento  de  la 
sanacion,  la  razón  de  la  ley  no  sea  la  misma. 
Hay  que  añadir  que  en  la  mayor  parte  de  los 
casos  los  poseedores  de  bienes  de  estas  ca- 
pellanías lo  eran  al  tiempo  del  Concordato, 
y  lo  son  hoy,  por  compra,  ya  por  las  enafi:c- 
naciones  que  los  adjudicatarios,  han  estado 
y  están  en  la  libertad  de  hacer:  por  las 
que  tuvieran  qnc  verificar  entré  sí  mismos 
en  los  casos  muy  frecuentes  de  no  admi- 
tir los  bienes  cómoda  división  ,  á  causa 
linas  veces  de  su  naturaleza,  otras  de  su  es- 
caso valor,  ó  cscesivo  numero  de  los  adjndi- 
ratarios:  y  porque,  como  es  sabido,  en  todos 
l'is  casos,  y  han  sido  muy  frecuentes,  en  que 
los  parientes  opositores  no  justificaban  an- 
te las  juntas  inspectoras  de  provincia  su 
derecho  con  los  títulos  originales  ,  el  go- 
bierno aplicaba  sus  bienes  á  la  nación ,  y 
la  hacienda  los  ha  vendido ,  como  ios  de- 
mas  del  clero :  siendo  el  resultado  que  aun 
en  la  calificación  lestual  de  compradores  de 
bienes  eclesiásticos  están  comprendidos  la 
mayor  ó  una  gran  parle  de  los  poseedores  de 
las  de  capellanías  de  sangre:  que  necesitan 
por  tanto  soñación ;  y  que  no  la  tienen,  si  se 
so<it¡o.npffue  el  Concordato  no  comprendió 
las  capellanías  de  sangre. 

Poro  hemos  dicho  que  la  cuestión  sobre 
estar  ó  no  comprendidas  en  el  Concordato 
las  cap(^llanías  podia  establecerse  fundada- 
mente, por  cnanto  hay  razones  atendibles  en 
uno  y  otro  sentido.  Y  con  efecto  entre  las  que 
pueden  alegarse  en  el  sentido  negativo  de  la 
cuestión,  son  las  principales: 

!.•    Que  si  no  pncde  negarse  ((ue  los  bie- 


nes de  capellanias  de  sangre  son  eclesiásti- 
cos, es  un  hecho  sm  embargo  que  no  lo  son 
plenamente,  como  los  de  beneficios  propia- 
mente, tales;  si  no  que  en  aquellas  las  facul- 
tades de  la  Iglesia  están  restringidas  por  el 
derecho  de  un  tercero^  que  son  los  parientes 
llamados  en  la  fundación  por  el  patronato 
activo  ó  pasivo  ó  por  ambos;  siendo  una  con  - 
secuencia  de  ello  ,  que  en  perjuicio  de 
estos  la  Iglesia  no  pnede  enagenar,  y  si 
cuando  mas  trasformar  la  propiedad ,  como 
sucedió  en  las  enageaaciones  autorizadas  por 
los  breves  de  Pió  VII  de  1808  y  1806,  en  las 
cuales  los  bienes  no  se  vendieron  para  la  ca- 
pellanía ,  si  no  que  se  trasformaron  en  títu- 
los de  crédito  contra  el  Estado.  Fuerte  es 
sin  duda  esta  consideración;  pero  es  preciso 
reconocer  que  su  fuerza  se  atenúa  ó  desapa- 
rece, considerando,  que  si  en  los  bienes  de 
capellanías  de  sangre  la  potestad  de  la  Igle- 
sia sobre  ellos  se  coarta  por  el  derecho  de  un 
tercero,  que  son  los  parientes  llamados;  igual- 
mente á  su  vez  el  derecho  de  estos  se  coarta 
por  el  de  la  Iglesia,  nacidos  ambos  del  mismo 
origen,  de  la  voluntad  del  fundador,  siendo 
unhecho  incontestable  en  la  jurisprudencia  y 
en  la  disciplina  de  la  Iglesia  de  España,  que 
el  derecho  de  aquella  es  mas  amplio  que  el 
délos  patronos,  ora  activos,  ora  pasivos,  pues 
sin  contar  con  estos,  puede  la  Iglesik  trasfor- 
mar los  bienes  de  la  fundación  en  otra  especie 
de  propiedal,  puede  reducir  las  cargas  ó  gra- 
vámenes espirituales,  puede  aun  atenuar  con 
causa  canónica  el  derecho  de  los  llamados, 
I  uniendo  y  aun  secularizando  las  capellanías 
incongruas,  sometiendo  la  sucesión  y  patro- 
nato á  alternativa;  mientras  los  patronos  na- 
da de  esto  pueden  hacer  por  sí,  si  no  acu- 
diendo para  todo  á  la  autorización  del  ordi- 
nario, que  concede  ó  niega,  sin  recurso  de 
la  autoridad  espiritual  contra  otra  diferente. 
2.**    Que  al  cabo  no  se  hace  mención  es- 

J  presa  en  el  Concordato  de  tales  capellanías  de 
sangre,  siendo  en  este  supuesto  tan  arriesga- 
da la  interpreticion  en  un  sentido,  como  en 
otro:  lo  cual,  sin  embargo,  se  atenúa  consi- 
derando que  ya  la  potestad  temporal  inter- 
pretó en  sentido  afirmativo  por  el  citado  real 
decreto  de  30  de  abril  de  18»á,  que  puede 
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verse  ea  la  parle  législaliva,  en  inlelí^encia 
coa  la  aatorídad  pontificia ,  ¿egun  dejamos 
esplicado;  y  de  todos  modos  sin  reclamación 
de  esta,  ni  de  los  particulares  hasta  el  dia. 

3."*    Ultimalmente  las  dudas  de  algunos 
fiscales  y  tribunales  que  dieron  mótíTo  al  de- • 
creto  aclaratorio  de  30  de  abrH  convencen^ 
que  se  podia  dudar  y  que  á  ello  se  presta 
el  testo  del  Concordato. 

Por  lo  que  á  nosotros  hace,  si  algo  valen 
los  principios  de  derecho  y  reglas  de  inter- 
pretación :  las  estipulaciones  solemnes  entre 
diversas  potestades :  los  motivos  de  la  ley  y 
el  fin  del  legislador ;  comparadas  imparcial- 
mente  y  apreciadas  unas  y  otras  razones, 
desde  luego  hallamos  mas  procedente  y  fun- 
dada la  resolución  de  la  cuestión  en  sen- 
tido afirmativo;  y  sobre  lodo  ese  es  hoy  el 
derecho  constituido,  la  jurisprudencia  y  la 
disciplina  desde  que  viene  rigiendo  el  de- 
creto de  ¿O  de  abril  de  1852. 

En  su  consecuencia  las  leyes  y  disposicio- 
nes civiles  anteriores  al  Concordato  se  repu*  I 
t;m  revocadas  en  lo  que  sean  opuestas  á  él. 
Si  asi  no  se  reputaren  en  lo  relativo  á  cape- 
llanías laicales,  estas  han  concluido,  y  las  con- 
troversias que  ocnn-an  sobre  desamortización, 
división  y  adjudicación  de  bienes  y  derechos 
se  han  de  resolver  por  las  disposiciones  civiles. 
En  el  caso  opuesto  las  capellanías  colativas, 
asi  de  sangre  como  de  otrogénero,  cuyos  bie- 
nes no  se  habian  vendido  á  la  promulgación 
del  Concordato  como  ley  del  reino,  subsisten, 
y  pueden  fundarse  otras;  pero  con  sujeción  á 
los  artículos  58  y  41  de  este,  que  determinan 
el  modo  de  recobrar  y  adquirir  la  Iglesia 
bienes  y  derechos;  y  á  las  leyes  recopiladas 
que  determinaban  el  modo  de  adquirir  y 
pechar  las  manos  muertas;  pues  que  no  ve- 
mos revocadas  estas  leyes  por  el  Concordato; 
ni  este  tuvo  por  objeto  principal  el  subsanar 
sino  lo  que  nuestrít  revolución  política  habia 
alterado,  consignándose  espresamente  en  su 
artículo  44:  f  quedar  salváis  é  ilesas  las  rea- 
les prerogativas  de  la  corona , »  siendo  una 
(Ic  ellas  la  regalía  llamada  de  amortización. 
Véase  m%»o«  mvrrtjiíi. 

Concluiremos  indicando  el  modo  de  con- 
vertir ó  utilizar  las  láminas  v  créditos  contra 


el  Estado,  dadas  á  los  capellanes  en  Repre- 
sentación dé  los  bieneis  vendidos  de  su§  fun- 
daciones, ó  á  los  propietarios  por  adjudica- 
ción judicial,  en  fas  capclíaifias  colativas  &e 
sangre  por  virtud  de  lá  ley  de  19  de  agosto 
mientras  vigié*  Desde  -  fuego  kay  que  notar 
una  esencial  diferencia  entre  los  poseedores 
de  estas  láminas,  de  suyo  intratisféríbtes, 
como  representativas  de  un  capital  dé  bie- 
nes no  enagenables:  Si  ef  poseedor  de  título 
intransferible;  es  un  mero  poseedor  de  la  ca- 
pellanía á  que  aquel  pertenece,  no  piíéde 
pedir  si  no  que  se  le  convierta  en  el  papel 
correspondiente,  según  la  ley  de  arreglo  de 
la  deuda  pública;  pero  siempre  intransferible 
ó  no  negociable,  én  cuanto  á  él ,  pues  él  no 
tiene  la  prol)iedad  de  dicho  título ;  hallándose 
en  el  caso  opuesto  los  parientes  que,  como 
llamados  por  la  fundación,  obtuvieron  la  ad- 
judicadetí  de  los  bienes  de  capellanías  de 
sangre  en  virtud  de  la  ley  de  19  de  agosto 
de  4841,  mientras  rigió;  ó  bien  de  legados 
píos ,  desamortizados  por  la  ley  de  vincula- 
ciones de  1820. 

Sobre  títulos  ó  láminas  intransferibles  pro- 
cedentes de  capellanía;,  ora  eclesiásticas, 
ora  laicales,  no  hay  mención  bastante  es- 
presa en  la  ley  y  reglamentos  sobre  arreglo 
déla  deuda  pública.  En  la  ley  (L'^de  agosto 
de  1851)  ninguna:  en,  el  reglamento  para 
su  ejecución  de  17  de  octubre  del  propio 
ano,  dispone  él  arl.  16:  cSe  convertirán 
en  deuda  amortizable  dé  primera  clase  por 
todo  su  valor  nominal....,  los  capitales  de 
imposiciones  y  préstamos  hechos  eñ  conso- 
lidación ,  que  comprenden  créditos  de  obras 
pías,  bienes  secularizados,  vinculaciones  vo- 
luntarias, hechas  en  la  antigua  Caja  de  con- 
solidacian  á  favor  de  cofradías  ,  estableci- 
mientos de  beneficencia,  comunidades  reli- 
giosas, capellanías,  memorias,  patronatos 
de  legos.....  y  otras  fundaciones >> 

El  art.  66  añade :  tLos  créditos  que  resul- 
ten contra  el  Estado  por  imposiciones  á  fa- 
vor de  patronatos  de  legos,  vínculos  ó  ma- 
yorazgos, no  se  entregarán  á  los  poseedores 
sin  previa  jnstificacion  de  hallarse. compren^ 
didos  en  la  mitad  de  que  pueden  dispo- 
ner libremente,  ó  bien  prestando  ett  forma 
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su  consentimiento  los  inmediatos  sucesores. 

Los  créditos  correspondientes  á  fundacio- 
nes ,  cuyos  bienes  estén  destinados  en  todo 
ó  parte  á  objetos  de  beneficencia »  ó  ense- 
ñanza pública ,  s6  entregarán  á  sns  legíti* 
mos  patronos  ó  administradores  ,'  previo  el 
.oportuno  aviso  á  los  ministerios deGoberna- 
cion  é  Instrucción  pública. 

Lo  mismo  se  entenderá  siempre  que  las 
oficinas  hayan  de  .emitir  créditos  correspon- 
dientes á  ayuntamientos  ú  otras  corporacio- 
nes, cualquiera  que  sea  el  ministerio  de 
que  dependan. 

Los  créditos  no  mgociables ,  pertenecien- 
tes al  clero  secular «  que  se  declararon  bie- 
nes nacionales  por  la  ley  de  2  de  setiembre 
de  i8il »  y  no  hayan  sido  anulados  con  an- 
terioridad á  la  de  3  de  abril  de  184S  ,  se 
amortizarán  á  favor  de  aquel ,  en  las  clases 
de  deuda  que  les  correspondan  con.arreglo 
á  la  ley  de  I.""  de  agosto  último,  dándose 
también  aviso  á  los  ministerios  de  Gracia  y 
Justicia  y  Hacienda. 

La  conversión  de  estos  créditos  y  de  los 
espresados  en  los  dos  párrafos  anteriores,  se 
verificará  precisamente  en  inscripciones  no- 
minativas, las  que  no'podrán  trasferirse  si  no 
en  la  forma  y  con  los  requisitos  que  previe- 
nen las  leyes.* 

Como  se  ve ,  no  se  hace  mérito  de  las  ca- 
•pellanías  colativas  de  sangre  á  que  es  refe- 
rente la  ley  de  i9  de  agosto  de  1841.  Sobre 
la  clase  de  papel  en  que  hayan  de  amortizar- 
se los  títulos  intransferibles  que  tienen  los 
poseedores  desde  su  venta  en  virtud  de  los 
breves  de  Pió  Vil ,  ó  los  parientes  adjudi- 
catarios por  consecuencia  de  la  citada  ley,  lo 
que  no  tiene  duda  es  que  deben,  al  reclamar, 
legitimar  su  persona  y  su  derecho,  acompa- 
ñando testimonio  fehaciente  de  la  sentenciado 
adjudicación  que  ha  causado  ejecutoria «  en 
que  han  de  constar  ambas  cosas ,  como  asi 
bien  las  partidas  de  filiación ,  defunción ,  es- 
critura de  venta ,  etc. ,  en  los  cabOs  de 
pedir  por  derecho  hereditario  ú  otro  le- 
gítimo. 

No  pudiendo  impedir  absolutamente  al 
clero  la  enagenacion  de  los  bienes  devuel- 
tos ,  cuya  propiedad  hay  que  garantirle  y 


respetarla  por  el  art.  38  del  Concordato; 
pero  debiendo  tener  en  cuenta  sus  rentas  al 
fijar  en  el  presupuesto  su  dotación ,  de  aquí 
el  no  espedirle  si  no  láminas  nominativas  ,  y 
el  dar  cuenta  á  los  ministerios  respectivos, 
para  el  debido  conocimiento  en  las  enage- 
bacionesi 

Ál  tenor  del  art.  3S  del  Conoordato, 
el  capital  de  los  bienes  que  se  vendan  de  las 
comunidades  de  monjas  ,  y  según  el  38,  de 
los  del  clero  secular ,  se  convertirán  en  ins- 
cripciones transferibles  de  la  deuda  del  Es- 
tado del  tres  por  ciento. 

Lo  propio  se  establece  en  el  citado  pro- 
yecto de  ley  presentado  á  las  Cortes ,  de- 
clarando en  estado  de  venta  los  bienes  del 
clero. 

SECCIÓN  YIII. 

DB  LOS  RECURSOS  Y  PROCEDimBICTOS  SOBRE 
CAPELLANÍAS. 

Las  laicales  ,  en  sus  multiplicadas  espe- 
cies, de  legados  píos,  aniversarios,  memorias 
de  misas,  etc.,  han  dejado  de  existir  por  vir- 
tud de  las  leyes  de  dcsvinculacion  ,  no  revo- 
cadas por  el  Concordato;  pues,  no  siendo 
eclesiásticas  ,  si  no  profanas ,  los  bienes  de 
dichas  fundaciones ,  no  fueron  objeto  de  esta 
solemne  estipulación. 

No  existen ,  pues ,  como  vinculaciones 
perpetuas  de  bienes ;  pero  sí  en  su  fin  pia- 
doso. A  la  potestad  eclesiástica  corresponde 
el  velar  sobre  el  cumplimiento  de  estas  car- 
gas de  justicia ,  bajo  el  concepto  de  últi- 
mas voluntades  que  tienen  un  fin  religioso. 
Véase  lo  que  decimos  mas  adelante  sobre 
cargas  de  bienes  eclesiásticos  desamorti^ 
zados. 

Mientras  existieron  las  capellanías  laica- 
les ,  no  siendo  en  sí  otra  cosa  que  vincula- 
ciones civiles ,  su  existencia  ó  supresión 
eran  del  resorte  de  la  potestad  temporal: 
los  recursos  sobre  la  sucesión  y  demás  cor- 
respondía por  pleito  civil  á  los  tribunales 
ordinarios ;  y  eso  aun  cuando  fueran  cape- 
llanías clericales 6  sacerdotalesy  llamadas  asi, 
según  que  para  obtener ,  ó  poseer ,  llama- 
ban clérigo  ó  sacerdote;  pues  que  no  por 
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esta  calidad  sucesoria  se  hacían  eclesiástn 
eos  los  bienes ,  segan  indicamos  en  ia  sec- 
ción cuarta. 

En  cuanto  i  capellanías  eclesiásticas,  en 
todas  sus  especies  también  de  beneficíales, 
de  sangre,  patronadas^  colativas  simples,  etc. 
los  recursos  y  procedimientos»,  son  guber- 
nativos ó  judiciales ;  y  puede  decirse  que 
aun  estos,  casi  siempre »  soü  antes  gnber* 
nativos.  Unos  y  otros  son  referentes «  según 
los  casos,' á  la  fundación  de  capellanías, 
erección  ó  espirituáli%aci(m  de  sus  bienes, 
nominación ,  colación ,  canónica  institución, 
sucesión  ,  derecho  de  patronato ,  reducción 
de  cargas ,  unión  de  capellanías  incongruas, 
reducción  de  ellas  á  patronatos  reales  de 
legos:  cualidad  ó  naturaleza'  laical  ó  ecle- 
siástica de  la  capellanía :  capacidad  ,  idonei- 
dad y  conducta  del  capellán.  Desde  luego 
puede  asentarse,  como  regla  general,  que  el 
conocimiento  ,  ora  gubernativo,  ora  conten- 
cioso, en  todos  estos  casos,  es  de  la  autori- 
dad eclesiástica.  La  práctica  y  ritualidad  en 
estos  recursos  son  las  mismas  que  en  mate- 
rias de  beneficios  propios ;  en  cuyo  supuesto, 
y  para  no  repitir ,  véase  lo  espuesto  en  las 
secciones  tercera  y  cuarta:  el  artículo  pa- 
TrnuKATo  y  el  de  BEüíEricio  ecbuiias- 
TICO,  señaladamente  en  la  sección  octava, 
tomo  6,  pág.  373  y  con  especialidad  el  pár- 
rafo 4.''  de  la  misma,  que  trata  de  estos  re- 
cursos en  las  capellanías  colativas. 

De  propósito ,  entre  los  recursos  indica- 
dos ,  no  mencionamos  el  posesorio ,  res- 
pecto del  que  la  práctica  y  disciplina  en 
España  son  opuestos  á  lo  antes  manifestado. 
Mas  como  la  existencia  actual  y  futura  de 
las  capellanías  colativas ,  se  reduce  ó  puede 
reducirse  á  cuestión  por  algunos ,  aun  des- 
pués del  Concordato  de  1851 ,  según  deja- 
mos espuesto  en  la  sección  séptima,  nos  es 
indispensable  considerar  este  punto  bajo  sus 
dos  estremos  opuestos. 

T  con  efecto:  si  la  cuestión  se  resuelve 
por  la  no  existencia  de  las  capellanías,  aun 
de  las  beneficíales^  ó  sean  las  fundadas  por 
particulares  en  calidad  de  colativas;  pero 
trasfiriendo  el  patronato  activo  y  pasivo  al 
ordinario,  si  bien  con  los  gravámenes  que 


I  hubiere  tenido  por  conveníenCe  el  fundador, 
los  recursos  se  limitarán  al  cumplimiento  de 
sus  cargas  de  justicia.  Sobre  este  punto  di- 
ce el  citado  art.  39  del  Concordato.  cEI  go- 
bierno de  S.  M.  salvo  el  derecho  propio  de 
los  prelados  diocesanos,  dictará  los  disposi- 
ciones necesarias  para  que  aquellos  entre 
quienes  se  hayan  distribuido  los  bienes  de 
capellanías  y  fundaciones  piadosas  ,  asegu- 
ren los.  medios  de  cumplir  las  cargas  á  que 
dichos  bienes  estuvieren  afectos.  Iguales 
disposiciones  a<loptará  para.que  se  cumplan 
del  mismo  modo  las  cargas  piadosas  que  pe- 
sasen sobre  los.  bienes  eclesiásticos  que  han 
sido  enagenados  con  este  gravamen.  El  go- 
bierno responderá  siempre  y  esclusivamente 
de  los  impuestos  sobre  los  bienes  que  se  hu- 
bieren vendido  por  el  Estadd  libres  de  esta 
obligación.» 

No  habia  que  estipular  semejante  deber. 
El  va  inherente  á  los  bienes  por  la  voluntad 

•  del  fundador  que  nadie  tiene  el  poder  de 
destruir  en  este  punto,  habiendo  medios 
de  que  sea  efectivo;  aunque  sí  de  modificar- 
la por  falta  de  ellos ,  por  imposibilidad  $  co- 
mo sucede  ó  ha  sucedido,  en  la  reunión  de 
capellanías  incongruas,  reducción  de  ellas 
por  la  misma  causa  á  patronatos  reales  de  le- 
gos, reducción  de  misas  ü  otras  cargas  por 
el  ordinario,  etc.  Pero  á  mayor  abundamien- 
to esa  obligación,  que  ya  antes  pesaba  sobre 
la  conciencia  de  una  y  otra  potestad,  se  esti- 
pula solemnemente ;  y  con  todo  ninguna  re- 
gla ni  disposición  específica  se  ha  dictado  so- 
bre este  grave  asunto,  ni  por  alguna  de  las 
dos  potestades,  ni  por  acuerdo  de  ambas, 
como  convenia  para  mayor  uniformidad  y  efi- 
cacia. Las  circunstancias  del  pais,  la  prolon- 

.  gada  horfandad  de  la  Iglesia  en  cuanto  á 
obispos  y  la  infrecuencia  por  tales  motivos 
de  las  visitas  de  las  diócesis,  han  traído  las 
cosas  á  este  estado  lamentable, yes  en  el  he- 
cho el  mas  completo  abandono  en  el  cumpli- 
miento de  las  cargas  mencionadas ,  no  de 
ahora ,  si  no  desde  la  secularización  de  bie- 
nes eclesiásticos  por  breves  pontificios,  muy 
señaladamente  el  de  Pió  Vil  de  12  de  di- 
ciembre de  1506,  derogatorio  y  ampliativo 
del  de  14  de  junio  de  1805  del  propio  Pon- 
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Kfioe.'Lc^  jurisprudencia,  por  tanto,  es  ¿n 
este  punto  e^uifüca;  pendieiite  dé  la  ^es- 
úigi  6  <pkeja  de  un  patrono ,  párroco ,  arci- 
pr^te  ó  parieití^:  de  un  fiscal  edesiislico: 
de  na  jues  de  testainenlos:  por  consecuencia 
de  un  auto  de  visita,,  etc.*  El  ecleiiáslico  de 
i^Q^  é  escítado  eoíla  forma  dicha,  procede, 
€om¿  es  priatica  gep^ral  por  {Í0to  de^ificio, 
CB  la  visita,  per  fequirimi^plQ  monilorio,  con- 
minaiprío  y  espediente  ecle»ástico  en  su  ce? 
sOt  oyendo  i  su  fiscal.,  librando»  á  su  tiempo 
al  tribunal  civil  del  encartadQ  el  despacho  ó 
despachos  necesarios  para  citaciones,  notifi- 
cfi^iones  y  embargo  ó  ventit  de  bienes ,  sii- 
gttié.ndose  ya  en  esto  los  irámites  ordinarios 
decümpriroiento ó  retención,  según  el  caso, 
pudiendo  llegar  las  cosas  hasta  el  oportuno 
recurso  de  Tverza.. 

En  ningún  caso  los  parientes  ó  patronos  han 
de  recurrir  á  ios  tribunales  civiles  tratándose 
del  cumplimiento  de  cargas  pcligiosas ;  pero 
pueden  hacerlo  al  gobierno  de  S.  M.,  ora 
porqne  este  h^ya  cnagenado  con  libertad  de 
tales  <^gas,  imponiéndolas  á  la  naciop ,  ora  en 
virtud  de  la  obligación  consignada  en  el  Con- 
cordato. El  gobierna  en  el  primer  caso  deberá 
cumplir  el  xleber  sagrado  que  le  incumbe, 
sin  autorizar  ni  justificar  con  su  ejemplo  la 
morosidad  de  los  particulares.  En  el  segondo 
debí  remitir  la  solicitud  ó  queja  al  ordinario 
para  los  efectos  oportunos,  y  puesto  que  áeste 
incumbe üPi^  directamente  el  procucar  el  cuqi- 
plimiento  de  .estas .cargas  piadosas.  En  virtud 
del  deber  estipulado  en  el  Concordato,  no  por 
qiie  fuera  nueva,  se.r^a  violenta  la  piráctica  de 
remHir  la  súplica  ó  queja  en  este  segundo 
caso  al  fiscal  para  que  pidiese  en  via  civil  lo 
conveniente  para  hacer  efectiva  la  obligación 
del  comprador  ó  adjudicatario  de  bienes  de 
capellanías  eclesiásticas :  pero  podía  suceder 
que  la  queja  fuese  infundada  ó  improceden- 
te, entre  otras  cosas,  por  estar  cumplida  la 
obligación  piadosa,  reducidas  las  cargas  por 
el  ordinario,  pender  espediente  sobre  ello,  y 
aipi  coercitivo  para  el  cumplimiento  de  di- 
chas obligaciones;  y  por  todo  ello  es  lo  mas 
normal,  espedito  y  procedente  escitar  ó  pro- 
mover la  iniciativa  del  ordinario. 
Si  la  carga  es  de  índole  laical ,  como  pet- 
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sion,  doté  de  huérfanos,  etc. ,  el  recurso  es 
á  ios  tribunales  civiles,  por  demanda  de  la 
persona,  ó  corporación  interesada.  Si  las 
cargas  fuesen  de  beneficencia,  ó  enseñanza 
pública,  la  parte  para  pedir  es  la  adminis- 
trativa de  estos  ramos.;  pero  el  recurso  es 
también  piviLcontenciosQ,  como  por  gestión 
de  particulares,  pues  á  tales  administracio- 
nes no  les  está  concedido  fuero  activo  privi- 
legiado, ni  la  via  de  apremio:  la  benefiosncia 
necesita  además  autorización  del  gobierno 
pasa  litigar.  Véase  sobre  esto  el  articulo  nm- 
i«BVf€B«i;iA,en  su  parte  legislativa  y  en  la 
doctrinal. 

Si  por  el  contrarío  Ift  cuestión  se  resolvie- 
se en  el  sentido  de  existir  capellam'as  cda- 
tivas  ó  eclesiásticas,  los  recursos  y  procedi- 
mientos comí)  se  ha  indicado  ya,  son ,  puede 
decirse,  idénticos  á  los  relativos  á  hene^eim 
eclesiásticos  propios.  Véase  lo  que  antes  he- 
mos manifeslído  sobre  este  punto  ,  debiendo 
añadir  únicamente  que  en  este  caso  el  prín- 
cipio  y  regla  cardinal  que  en* España,  por 
práctica  constante  y  muy  de  antiguo  y  aun 
por  disposiciones  recientes  de  la  potestad  ci- 
vil, los  tribunales  eclesiásticos  conocen  en 
todo  lo  que  es.esepcialmeote  espiritual,  co- 
mo lacanónica  institución,  unión  ó  separación 
de  las  capellanías;  pérdida  de  ella  por  causa 
canónica,  cualidades  eclesiásticas  del  cape- 
llán, derecho  de  propiedad,  pues  que  es  el 
beneficio f  etc. 

En  cuanto  á  los  casos  que  se  reputan  de 
puro  hecho ,  porque  dejan  ilesa  la  esencia  y 
perpetuidad  del  beneiipio,  siendo  por  tanto, 
temporales,  ó  como  temporales,  muchos  au- 
tores,  fundados  en  la  antedicha  distinción 
doctrinal  del  hecho  y  el  da^echo :  en  que  en 
las  cosas  que  no  son  esencialmente  eclesiásti- 
cas, tampoco  se  procede  en  virtud  de  juris- 
dicción esencial  eclesiástica ,  si  no  atribuida, 
y  que  por  tanto  la  autoridad  temporal,  que  la 
atribuye,  ó  tolera  tal  atribución,  puede  modi- 
6carla,  como  asimismo  establecerse  ó  arrai- 
garse práctica  en  contrario  sin  violación  de 
los  cánones  de  la  Iglesia,  en  el  cap.  21,  tit.  1, 
lib.  2  de  las  Decretales,  en  la  glosa  al  tít.  7 
del  citadp  librx)  y  en  el  canon  19,  en  Iíq, 
caus.  11,  cuest.  i,  asientan  la  opinión  de 
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que  los  inlerdicto¿  posesorios  en  materia  be- 
neGcial,  y  con  mayoría  de  razón  en  las  ca- 
pellanías; y  aun  el  plenario  de  posesión,  na- 
cido por  consecuencia  de  dichos  interdictos^ 
son  del  resorte  de  los  tribunales  ordinarios, 
versando  el  posesorio  meramente  sobre  si 
la  posesión  corresponde  mas  bien  á  unoque  á 
otro  de  los  que  han  dado  lugar  con  actos  de 
violencia  ó  despojo  al  interdicto.  Tal  es  de 
muy  antiguo  la  práctica  y  disciplina  en  Es- 
pana,  mas  y  mas  ampliada  y  corroborada 
desde  que  se  arraigó  y  prevaleció  la  legisla- 
ción y  jurisprudencia  sobre  recursos  de  fuer' 
2a  y  de  protección. 

Hemos  dicho  que  esta  práctica  venia  pre- 
valeciendo aun  por  recientes  disposiciones 
legislativas:  y  con  erecto  el  Reglamento  pro- 
visional para  la  administración  de  justicia, 
respetado  y  aplicado  como  con  fuerza  de  ley 
por  los  tribunales  civiles  y  eclesiásticos ,  y 
hasta  por  las  Cortes  del  reino,  que  han  creido 
propio  de  su  autoridad  ,  como  es  notorio,  la 
reforma  de  algunos  de  sus  artículos,  dice  en 
el  44:  cToda  persona  que fuere  despo- 
jada ó  perturbada  en  la  pesesion  de  alguna 
cosa  profana  ó  espiritual,  sea  lego,  eclesiás- 
tico ó  militar  el  despojante  ó  ¡perturbador, 
podrá  acndir  al  juez del  partido pa- 
ra que  le  restituya  y  ampare;  y  dicho  juez 
conocerá  de  estos  recursos  por  medio  del 
juicio  sumarísimo  que  corresponda,  y  aun 
por  el  plenario  de  posesión,  si  las  partes  lo 
promoviesen^  con  las  apelaciones  á  la  audien- 
cia respectiva;  reservándose  el  juicio  de  pro- 
piedad á  los  jueces  competentes,  siempre  que 
se  trate  de  cosa  ó  persona  que  goce  de  fue- 
ro privilegiado." 

Debe  notarse,  y  se  conoce  bien  por  el  te- 
nor de  esta  disposición  legislativa,  que  no 
porque,  según  hemos  dicho,  los  tribunales 
civiles  vengan  conociendo  y  conozcan  en  lo 
pasesorío,  ora  sumarisimo,  ora  plenario,  es- 
ta jurisdicción  es  privativa;  si  no  que  por  el 
contrario  es  mas  bien  preventiva^  pues  po- 
der acudir  al  juez  del  partido  en  tales  casos, 
y  conocer  este  en  plenario  de  posesión,  si 
las  partes  lo  pi^omovieren^  según  espresa  el 
testo  mismo  del  articulo  citado,  no  es  esta- 

blecer¡;la  esclusiva\  y  ^|  contraría*  T  asi  e? 
TOMO  vil. 
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efccla  lo  hemos  Visto  praet¡ear,no  en  los 
casos  de  interdictos,  que  necesitando  de  or- 
dinario fuerza  coercitiva,  la  autoridad  ecle- 
siástica tendría  que  impartirla  de  la  civil 
con  nesgo  de  la  paz  pública  en  la  demora; 
pero  si  en  el  plenario  de  posesión ,  y  sobre 
todo  cuando  empieza  por  concurso,  ú  ocur- 
rencia de  opositores,  ya  concurran  por  sí,  pi- 
diendo la  adjudicación  de  la  capellenfa  va- 
cante ,  por  títulos  posesorios ,  como  por 
ejemplo  el  de  ser  paríente  constituido  en  la 
línea  actual  posesoria;  ya  sean  llamados  por 
edictos  convocatorios  del  ordinario  y  junta* 
mente,  pues  que  en  este  caso  de  tal  suerte  se 
litiga  la  posesión,  que  importa  consigo  la 
propiedad.  Y.  BCMBricio,  tom.  y  pág.  ar- 
riba citados:  PAvaonATo:  Lara,  Deanniv.^ 
■ib.  2,  cap.  1  y  siguientes:  García,  De  bene^ 
ficiis,  part.  1,  cap.  2:  Barbosa,  Dejar,  ecc.^ 
lib.  o,  cap.  3:  González,  ad  reg.  canc.  rom.^ 
glos.  S:  Mostazo,  De  caussis  piis,  lib.  2, 
cap.  10:  Bayo,  Prax.  ecc.  part.  1,  lib.  6:  y 
Aguirre  y  Montalvan ,  apéndice  al  Febrero 
reform. 

APÉNDICE 
Ali  ARTIClJIiO  CAPBIXAMIA. 

En  prensa  ya  la  sección  octava  del  men<* 
donado  articulo  se  ha  publicado  el  real  de- 
creto siguiente : 

c Artículo  I.""  Se  declaran  en  su  fuerza  y 
vigor  la  ley  de  19  de  agosto  de  1841  sobre 
capellanías  de  sangre ,  y  las  demás  disposi- 
ciones relativas  á  fundaciones  piadosas  fa- 
miliares que  fueron  derogadas  por  mi  real 
decreto  de  30  de  abril  de  1852. 

Art.  S.""  Se  declaran  legítimos  los  dere- 
chos adquiridos  en  virtud  del  citado  real  de- 
creto por  sentencia  definitiva,  pronunciada 
ó  que  se  pronuncie  en  los  juicios  incoados 
anle  tribunal  competente.  Dado  en  Palacio 
á  6  de  febrero  de  18tf5.>9 

Casi  simultáneamente,  coa  fecha  del  5 
del  propio  mes ,  el  gobierno  ha  presentado 
á  la  aprobación  de  las  Cortes  un  proyecto 
de  ley,  por  cuyo  art.  I."*  ese  declaran  en  es- 
tado de  venta  ios  predio^  rústicos  y  urbanos, 
censos  y  foros  que  pertenecen  al  Estado, 4 
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tos  püebtos ,  al  clero ;  y  á  los  eslableciniieo- 
tos  de  beneficencia  é  instrucción  pública.»» 

Estas  (los  disposiciones  forman  una  ¿poca 
mas  en  punto  á  bienes  del  clero ,  y  por  tan- 
to y  aun  por  el  tenor  del  art.  \^  de  una  y 
otra  disposición ,  á  las  capellanías  de  todos 
géneros ,  esto  es ,  á  las  eclesiásticas  no  de 
sangre,  á  las  colativas  de  sangre,  y  á  las 
laicales  en  su  generalidad  de  fundaciones 
piadosas  familiares^  de  instrucción  ó  de  be- 
neficencia. 

Si  el  proyecto  de  ley  es  aprobado  por  las 
Cortos ,  y  supuesto  el  que  luego  el  gobierno 
se  ponga  de  acuerdo  con  los  prelados  dioce- 
sanos para  la  realización  de  las  ventas  ,  se 
reducen  por  ese  medio  á  ejecución  los  ar- 
ticules 38  y  38  del  Concordato  ,  según  los 
cuales  dichos  prelados  procederán  á  la  venta 
en  subasta  pública  de  los  bienes  devueltos 
al  clero  y  á  los  conventos  de  religiosas,  con- 
virtiéndose su  importe  en  láminas  intrasfe- 
ríbles  de  la  deuda  del  Estado  al  3  por  iOO 
en  favor  del  propio  clero  y  dichos  conventos; 

Como  se  ve,  por  virtud  de  la  ley,  lle- 
gando á  serlo ,  no  se  suprimen  ó  estinguen 
las  capellanías  eclesiásticas  no  de  sangre ,  ni 
las  laicales  que  consisten  en  Tundaciones  de 
beneficencia  é  instrucción  pública;  si  no 
que  sus  bienes  se  trasforman  en  títulos  de 
la  deuda  contra  el  Estado ,  ó  de  rédito  fijo; 
volviendo  en  este  pun'o  las  cosas  en  cuanto 
á'dichas  capellanías  al  estado  que  creó  la 
real  cédula  de  1789  sobre  vinculación  per- 
petua de  bienes,  si  aquellas  habian  de  fun- 
darse sin  real  licencia. 
:  Adelantamos  estas  ligeras  indicaciones, 
por  la  casi  seguridad  que  puede  tenerse  de 
que  en  esta  parte  se  aprobará  la  ley, 
prescindiendo  de  otras  consideraciones,  por- 
qtie  en  su  Tondo  descansa  sobre  la  disposi- 
ción terminante  de  los  mencionados  artícu- 
los 55  y  38  del  Concordato :  y  porque  en 
tal  caso ,  y  si  no  fuere  modificada ,  estarían 
en  contradicción  ella  y  el  real  decreto,  que 
dá  ocasión  á  este  apéndice ,  pues  por  este 
las  capellanías  eclesiásticas  no  de  sangre,  y 
en  tal  concepto  devueltos  sus  bienes  al  clero 
por  virtud  de  la  ley  de  3  de  abril  de  1848  y 
del  ari.  38  del  Concordato,  Como  asimismo 


las  laicales  f  de  instrucción  y  beneficencia 
pública ,  no  se  estinguen ;  si  no  que  única- 
mente se  tranforman  sus  bienes ,  como  de- 
jamos manifestado ;  mientras  por  el  decre- 
to revocatorio  de  30  de  abríl  de  1832,  resta- 
bleciendo las  disposiciones  sobre  capellanías, 
y  fundaciones  piadosas  familiares,  estas  que- 
dan estínguidas ,  pues  sabido  es  que  dichas 
(disposiciones  son  de  absoluta  desamortiza- 
ción, adjudicándose  los  bienes,  como  libres, 
á  los  parientes  llamados. 

De  todo  ello  resultará  la  continuación  de 
la  interminable  alternativa  á  que  viene  so- 
metida tiempo  hace  la  legislación  sobre  ca- 
pellanías y  fundaciones  piadosas,  la  imposi* 
bildiad  de  tratar  la  materia  con  absoluta 
concisión,  y  la  inevitable  necesidad  de  tener 
presente  y'anotar  en  nuestra  parte  legislati- 
va legislaciones  que  se  escluyen  ;  pero  que 
están  vigentes  en  sí,  ó  en  sus  efectos ;  cam- 
biando ,  no  sin  frecuencia  esos  mismos  con- 
ceptos ,  como  acaba  de  veríficarse  con  la  ley 
de  capellanías  de  19  de  agosto  de  1841  ,  el 
real  decreto  de  50  de  abril  de  1832  sobre 
la  mntería;  y  otras  muchas  disposiciones, 
insertas ,  ó  pitadas  en  el  artículo ,  y  que 
aun  nos  será  preciso  mencionar ,  como  re<;- 
tablecidas  por  el  enunciado  real  decreto 
de  6  de  febrero  de  1888. 

Limitando  á  él  ya  nuestras  observaciones, 
es  el  resultado  de  su  tenor,  y  de  la  esposi- 
cion  que  le  precede: 

I.""  Que  la  cuestión  de  estar  6  no  com- 
prendidas en  el  último  Concordato  las  cape- 
llanías de  sangre,  se  resuelve  negativamen- 
te ;  contra  la  apinion  opuesta  que  dejamos 
asentada  en  la  sección  séptima. 

2.*  Queda  derogado  el  real  decreto 
de  30  de  abril  de  1882,  en  que  dicha  cues- 
tión se  resolvió  afirmativamente,  y  deroga- 
das por  tanto  las  disposiciones  dictadas  con 
posteríorídad  á  él  y  en  consonancia  con  su 
letra  ó' espíritu. 

3.''  Quedan  restablecidas  las  disposicio- 
nes sobre  fundaciones,  piadosas  familiares, 
derogadas  por  el  precitado  real  decreto 
de  39  de  abríl  de  1882  ,  cuyo  art.  1.*  des- 
pués de  declarar  derogada  la  ley  de  17  de 
al>ril  anadia:  «De  la  misma  manera  y  desde 
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igual  fecha  (17  de  octubre  de  1831 ,  en  que  n 
el  Coacordato  fue  publicado  como  ley)  se 
enlenderáa  derogadas  las  disposiciones  reía* 
tivas  á  fundaciones  piadosas  familiares. «> 

4.®  Se  respetan  los  derechos  adquiridos 
ó  que  en  pleitos  pendientes  se  adquieran 
por  sentencia  que  cause  ejecutoria ,  por  vir- 
tud del  real  decreto  de  30  de  abril. 

S.*"  Los  pleitos  pendientes,  incoados  ante 
tribunal  competente ,  en  consecuencia  de 
dicho  real  decreto ,  continuarán  en  los  mis- 
mos hasta  causar  ejecutoria ,.  según  el  tenor 
del  art.  2.**  del  de  6  de  febrero  de  18?i5. 

6.°  En  cuanto  á  capelfanfas ,  fundaciones 
piadosas  familiares  ,  y  por  tanto  en  cuanto  á 
capellanías  laicales,  queda  subsistente  cuan- 
to habrá  tenido  efecto  hasta  la  publicación 
del  Concordato  ,  conforme  á  las  leyes  y  dis- 
posiciones relativas  á  esta  materia,  ante- 
riores al  mismo  :  sub^^istente  lo  ejecutoriado 
y  practicado  por  virtud  del  Concordato  y 
real  decreto  de  30  de  abril  de  !852,  hasta 
el  6  de  febrero  de  1885,  con  inclusión  de  las 
ejecutorias  que  se  causen  en  pleitos  pen- 
dientes, incoados  en  dicho  período,  según 
queda  antes  espuestp ;  y  vigentes  desde  6 
de  febrero  de  1858  en  adelante  las  leyes  y 
disposiciones  que  regían  sobre  la  materia 
antes  de  la  publicación  del  Concordato. 

Si  tal  vez  pareciera  violenta  la  disposición 
del  artículo  2.*  del  decreto  de  6  de  febrero, 
pues  restableciendo  una  ley,  parece  limitar 
sus  efectos ;  debe  tenerse  presente  que  lo 
propio  sucedería,  aun  cuando  dicho  decreto 
careciera  dé  su  art.  2.":  pues  hoy  por  las  le- 
yes y  disposiciones  vigentes  el  poder  real 
por  sí  solo  no  puede,  ni  debe  atajar  la  ac- 
ción de  los  tribunales,  ó  anularla ,  ora  man- 
dándoles no  procedan  en  pleitos  pendientes, 
ora  declarando  sin  efecto  las  ejecutorias 
causadas  en  pleitos  fenecidos.  Los  efectos, 
pues,  del  decreto  de  30  de  abril  de  1882, 
mientras  rigió,  quedái\  subsistentes,  y  serán 
de  fal  suerte  efectivos,  como  lo  serian  sin  el 
mencionado  art.  2.'',  pues  no  lo  son  por  él;  si 
no  por  el  derecho  público  español,  que  hace 
independiente  el  poder  de  los  tribunales,  y 
santa  la  cosa  juzgada. 

Por  lo  que  hace  á  fundaciones  piadosas, 


sobre  lo  que  ya  dejamos  espuesto  en  el  ar- 
tículo €%pei.i.AiíM,  véase  él  de  BIENES  ItE 

ERMITAS,   €OFaADI%0etC.:  BIEHEil  4E- 
CITI.AIIISAB90  ,  COFRIUIAS,    PI7!«DACIO-^ 
MES    PIADO^Af ,     ISa9IITA9,    MElHORfAS 
DB      ill«IA«,    PATRO.^ATBf*    BEAI^Ed    DE 

LBcios  y  demás  análogos. 

En  cuanto  á  capellanías  de  sangre  cúm- 
plenos esponer  legal  y  doctrinalmente  las 
consecuencias  del  reciente  reai  decreto  de  6 
de  febrero. 

PABTE  LEGISLATIVA. 

Por  el  art.  45  del  Concordato  se  declara- 
ron revocadas  desde  entonces  todas  las  le- 
yes ,  órdenes  y  decretos ,  contrarios  á  las 
disposiciones  del  mismo ,  y  no  puede  du^ 
darse  que  entre  ellas  figure  en  primer  lugar 
la  ley  de  2  de  setiembre  de  1841  por  la  cual  se 
declararon  desamortizados  y  de  la  propiedad 
del  Estado  los  bienes  del  cl^ro  secular ,  que 
por  el  art.  38  del  Concordato  se  devolvieron 
al  mismo. 

fPor  el  Concordato  y  por  el  real  decreto 
de  30  de  abril  de  1852 ,  sobre  capellanías  de 
sangre,  quedaron  a^mismo  derogadas  otras 
muchas  disposiciones  relativas,  prescindien- 
do aquí  de  los  bienes  del  clero  en  genera', 
á  capellanías  de  sangre. 

En  el  real  decreto  de  6  de  febrero  que 
restablece  la  ley  de  19  de  agosto  ,  no  se  ha- 
ce mención  de  dichas  disposibiones ;  y  sia 
embargo  ellas  formaban  el  derecho  consti- 
tuido sobre  capellanías  de  sangre ;  se  dicta- 
ron como  una  consecuencia  necesaria  de  la 
mencionada  ley  de  19  de  agosto ,  y  para  la 
ejecución  de  la  misma;  y  quiere  decir  que 
hoy  habrán  de  restablecerse ,  ó  dictarse 
otras ;  ó  la  ley  restablecida  no  podrá  ejecu- 
tarse. Entre  estos  dos  estremos  parece  el 
mas  natural  el  que  dichas  disposiciones  se 
restablezcan  ,  y  de  todos  modos  ellas  consti- 
tuyeron en  su  perríodo  la  legislación  del  caso, 
asi  como ,  aun  sin  ser  restablecidas  ,  y  pre- 
cisados á  proceder  los  tribunales  y  las  auto- 
ridades gubernativas  en  ejecución  de  la  ley 
de  19  de  agosto ,  ellas  serán  la  jurispruden- 
cia mas  adecuada  y  segura ,  en  lo  que  tto  se 


Digitized  by 


Google 


K64 


capellanía. 


opongan  al  Coacordalo.  Eu  tal  supuesto  pa* 
sainos  i  hacer  una  ligera  indicación  cronólo- 
|[ica  de  las  mencionadas  disposiciones. 

Ano  de  1841. 

Ley  de  19  de  agosto»  mandando  adjudicar 
los  bienes  de  capellanías  de  sangre  i  los  pa- 
rientes y  familias  llamadas  por  la  fundación, 
cometiendo  á  los  tribunales  ordinarios  la 
aplicación  de  la  misma. 

Ley  de  2  de  setiembre  sobre  desamortiza- 
ción de  los  bienes  del  clero  secular:  por  su 
art.  6  se  esreptúan  entre  los  bienes  que  lian 
de  aplicarse  al  Estado,  los  de  capellanías  de 
sangre  que  son  objeto  de  la  ley  de  19  de 
agosto,  pues  según  esta,  lo  han  de  ser  á  los 
parientes  llamados. 

Por  su  artículo  7  se  creó  en  cada  capital 
de  provincia  una  junta  inspectora  á  la  cual 
se  atribuyó  después,  como  veremos,  el  cono- 
cimiento en  lo  gubernaüvo  sobre  ejecución 
de  la  ley  de  19  de  agosto. 

MSA9. 

En  9  de  febrero  se  espidió  por  el  ministe- 
rio de  Hacienda  la  real  orden  siguiente: 
cKeglal.' Todos  los  espedientes  sobre  de- 
claración de  estar  ó  no  comprendidos  en  las 
cscepciones  del  art.  6.**  de  la  ley  de  2  de  se- 
tiembre, algunos  de  los  bienes  que  fueron 
del  clero,  fábricas  y  cofradías ,  se  promove- 
rán {  ventilarán  por  el  orden  gubernativo 
antes  de  poder  hacerse  contenciosos.  2.^  El 
conocimiento  de  ellos  corresponderá  en  pri* 
mer  grado  alas  juntas  inspectoras  de  pro- 
vincia, creadas  por  el  art.  T."*  de  la  ley,  de- 
biendo estas  consultar  sus  decisiones  á  la  di- 
rección general  dearbitrios  de  amortización, 
y  no  dictarlas  sin  haber  oido  á  los  asesores 
de  las  intendencias.  3.*  La  direcciom  am- 
pliará la  instrucción  de  estos  espedientes 
oyendo  también  á  su  asesor »  y  los  elevará 
con  8tt  opinión  esplícita  al  gobierno,  quien 
se  reserva  la  decisión  definitiva  con  audien* 
cia  también  del  asesor  de  la  superintenden- 
cia general  de  hacienda  pública ,  y  de  cuan- 
tos dictámenes  exigiere  cada  cdóo  especial. 


4.*  Las  disposiciones  precedentes  se  refleren 
á  los  casos  de  duda,  ó  reclamación;  sin  que 
obsten  á  la  ejecución  espedita  de*  la  ley  en 
todos  aquellos  en  que  fueren  notorias,  según 
la  misma,  la  incorporación  ó  esclusion  de  los 
bienes  para  el  Estado.  • 

La  aplicación  de  la  ley  de  19  de  agosto,  y 
mas  aun  las  escepciones  contenidas  en  el 
art.  6.*  de  la  ley  de  2  de  setiembre  de  1841, 
daban  lugar  en  la  práctica  á dudas  fundadas, 
cuya  resolución  motivó  el  real  decreto  de 
11  de  marzo,  en  el  cual,  reservando  la  solu- 
ción de  los  casos  mas  arduos  á  la  decisión  de 
las  Cortes,  se  declararon  los  muchos  y  muy 
trascendentales  que  contiene  dicho  decreto, 
no  solo  en  cuanto  á  capellanías  familiares; 
si  no  sobre  fundaciones  piadosas  ,  y  bienes 
de  todo  punto  eclesiásticos  en  su  origen  y 
aplicación,  inculcándose  al  propio  tiempo  la 
observancia  de  la  real  orden  anteriormente 
inserta  de  9  de  febrero  de  1842. 

1649. 

En  17  de  enero  se  dictó  otra  resolución 
importante  sobre  algunas  dudas  relativas  á 
devolución  de  frutos  y  otras,  ordenando  que 
nunca  podría  pasarse  á  juicio  contencioso^ 
sin  que  hubiera  precedido  espediente  guber- 
nativo, por  los  trámites  notados  en  la  real 
orden  de  9  de  febrero  de  1842  ya  citada. 

Por  real  resolución  de  29  de  julio  se  man-. 
dó  tener  como  parte  en  los  espedientes  de 
adjudicación  de  bienes  de  capellanías  fami« 
liares  al  ministerio  fiscal. 

Y  en  20  de  setiembre  se  declaró  por  otra 
real  orden  que  hasta  el  19  de  agosto  de  1841, 
los  frutos  de  las  capellanías  de  sangre  va- 
cantes, correspondian  al  Estado. 

t94«. 

Por  el  art.  6  del  real  decreto  de  12  de  oc- 
tubre, creando  las  comisiones  investigadoras 
de  memorias  de  misas,  y  otras  cargas  piado- 
sas, se  estableció  que  las  audiencias  y  jtic- 
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c6$  de  primera  instancia  Tacilitasen  á  dichas 
comisiones  cuantos  datos  resultaren  de  los 
espedientes  de  adjudicación  de  bienes  de 
capellanías  de  sangre. 

1950. 

En  real  orden  de  IS  de  Tcbrero,  con  el  fin 
de  asegurar  el  cumplimiento  de  las  cargas  á 
que  resultasen  anejos  los  bienes  adjudica- 
dos, fiado  hasta  allí  el  dicho  cumplimiento  á 
la  moralidad  de  los  adjudicatarios,  se  mandó 
que  luego  que  en  pleitos  de  esta  naturaleza 
se  cause  ejecutoria,  se  remita  testimonio  de 
las  cargas  á  la  comisión  investigadora. 

En  resolución  de  1.®  de  mayo  se  declaró 
que  los  fiscales  no  debían  deducir  pretensión 
alguna  en  los  pleitos  sobre  adjudicación  de 
bienes,  basta  haber  sido  publicada  la  prueba 
de  los  parientes,  y  visto  por  ella  si  tienen  ó 
DO  llamamiento  y  derecho. 

Con  los  bienes  devueltos  al  clero  por  la  ley 
de  3  de  abril  de  1845,  se  comprendieron  al- 
gunos que  correspondian  i  capellanías  de 
sangre,  no  reclamadas  por  los  parientes  que 
se  creían  con  derecho;  y  en  7  de  octubre  so 
declaró  no  fuesen  dichos  bienes  reclamados 
del  clero,  hasta  que  se  hubiese  causado  eje- 
cutoria en  favor  de  ios  parientes ,  si  al  fin 
reclamasen. 

Por  real  decreto  de  17  del  propio  mes  de 
octubre  se  publicó ,  como  ley  del  reino ,  el 
Concordato,  sobre  el  cual,  con  relación  á  ca- 
pellanias  de  sangre,  véase  la  sección  sétima 
del  artículo  e4Pi8i.i.A«i%.  Decimos  que  el 
Concordato  se  publicó,  como  ley  del  reino,  y 
lo  es  sin  que  pueda  dudarse ,  porque  el  go- 
bierno procedió  á  él  por  virtud  de  autoriza- 
ción espresa  de  las  Cortes,  á  las  que  después 
dio  cuenta  de  haber  ajustado  el  Concordato, 
quedando  aqueUas  conformes. 

t9&t. 

En  oO  de  abril  se  publicó  el  ya  citado  real 
decreto  sobre  capellanías  de  sangre ,  doro- 


gado  hoy  por  el  de  6  de  febrero  de  i855, 
que  motiva  este  apéndice. 

td5S. 

Mandóse  en  28  de  marzo  que  los  tribuna- 
les  eclesiásticos  no  diesen  cumplimiento  á 
los  exhortes  espedidos  por  los  tribunales  civi- 
les en  pleitos  sobre  bienes  de  capellanías,  ai 
estos  DO  hubiesen  sido  incoados  antes  del  17 
de  octubre  de  1851,  ó  sea  antes  de  la  publi* 
cacion  del  Concordato. 

Por  real  orden  de  I.""  de  junio  se  declaró 
que  en  los  pleitos  pendientes  sobre  capella- 
nías de  sangre,  cuando  los  parientes  no  pro- 
l)asen  su  derecho,  el  promotor  pidiese,  no 
que  los  bienes  se  reputasen  de  mostrencos; 
sino  que  la  capellanía  subsistiese,  según  e| 
espíritu  del  Concordato  y  tenor  del  real  de- 
creto de  30  de  abril  de  1852. 

Las  disposiciones  citadas  y  no  insertas  á 
la  letra  en  esta  parte  legislativa  del  apéndi-' 
ce,  véanse  en  la  parte  legislativa  del  artí- 
culo €«PKi.f«A!«i«.  Véanse  además  los  ar- 
tículos 38,  59  y  40  del  Concordato. 

Ni  este,  ni  la  ley  de  19  de  agosto  sobre 
capellanías  de  sangre,  son  estensivos  á  Ul« 
tramar. 

PARTE  DOCTRIiVAL. 

A  muchas  dudas  dio  lugar  la  aplicación  de 
la  ley  de  i9  de  agosto,  por  su  testo,  á  ve- 
ces diminuto ;  por  lo  complejo  del  asunto; 
porque  no  se  dictó,  como  era  consiguiente, 
instrucción  alguna  para  su  ejecución :  por- 
que destruyendo  en  parte  el  orden  sucesorio, 
y  en  parte  respetándolo,  hacia,  inútiles  en 
la  misma  escala  las  doctrinas  y  jurispru- 
dencia que,  en  materias  y  cuestiones  vincu- 
lares, venian  siendo  como  la  legislación 
del  caso;  y  por  las  sugestiones,  en  pn,  del 
interés,  avivado  con  ventajas  nunca  espera- 
das, y  complicado  en  su  triple  forma  de  inte- 
rés/(imtlt(u*  y  profano,  interés  >cIesiástíco,  é 
interés  fiscal. 

Muchas  de  estas  dificultades  fueron  resuel- 
tas por  las  importantes  declaraciones  de  que 
hacenxos  mención  en  la  parte  legidativa  de 
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este  apéndice :  otras  nacieron  de  estas  decla- 
raciones mismas:  no  pocas  quedaron  pen- 
dientes de  resolución  por  creerlas  de  índole 
legislativa  ,  como  se  espresa  en  algunas  de 
dichas  disposiciones;  y  todas  se  han  aumen- 
lado.ó  complicado,  ya  porque  las  menciona- 
das dificultades .  de  orden  legislativo  nunca 
llegaron  á  ser  sometidas  á  las  Cortes,  ya  por 
el  estado  alternativo  y  contrapuesto  porque 
viene  pasando  aüos  hace  el  estkdo  de  la  le- 
gislación sobre  capellaafas  de  sangre,  pri- 
mero por  la  secularización  6  reunión  de  las 
incongruas :  después  por  la  trasformacion 
de  los  bienes  y  dotación  de  las  mi<mas  en 
virtud  de  los  breves  de  Pió  VII  de  1805  y 
1806:  por  la  proHi^^^non  absoluta  de  fundar- 
las de  1820,  y  prphibición  asimismo  de  pro- 
veer las  existentes,  á  consecuencia  de  los 
decretos  de  1837:  por  la  supresión  délas 
existentes  en  virtud  de  la  ley  de  19  de  agos- 
to de  1841,  y  de  fundar  en  lo  sucesivo: 
por  la  conservación  de  la?  no  estin^uidas, 
y  autorización  de  proveerlas  y  fundarlas 
por  el  Concordato  de  1851  y  real  decreto 
de  30  de  abril  de  18o2 :  por  él  nuevo  y 
contrario  orden  de  cosas ,  en  fin ,  creado 
por  él  real  decreto  de  6  de  febrero  de 
1855 ,  rcslableciendo  por  una  parte  la  ley 
de  19  de  agosto;  sin  hacerlo  de  las  ór- 
denes y  declaraciones  dadas  en  su  tiempo 
para  su  ejecución ;  y  revocando  el  rea| 
decreto  de  30  de  abril;  respetando  sin  em- 
bargo los  efectos  producidos  por  el  mismo 
desde  la  publicidad  del  Concordato ,  y  los 
que  aun  produzcan  los  pleitos  pendientes  en 
6  de  lebrero  de  1851,  que  podrán  llevarse 
adelante  hasta  causar  ejecutoria.  Los  inte- 
resados y  los  tribunales  tienen  sobre  el  par- 
ticular las  muchas  declaraciones  consigna- 
das en  la  parte  legislativa  del  presente  apén- 
dice y  en  la  del  artículo  cAPRf.i.t^iA,  y 
ademas  el  razonado  yjuicioso  comentario  á 
la  ley  de  19  de  agosto,  publicado  por  don  Vi- 
cente Hernández  de  la  Rúa  en  el  tomo  1,  se- 
rie 3  del  Boletin  de  jurisprudencia  y  legis- 
lación. De  muchas  de  ellas  con  las  dudas, 
y  cuestiones  que  las  motivaron,  y  de  muchas 
otras  que  han  ido  resultando  en  la  práctica, 
haremos  mención,  cstensa  por  necesidad; 


aunque  mas  sucinta  todavía  de  lo  que  ellas 
requieren. 

Conduce  al  caso  indicar,  como  el  mencio- 
nado escritor  califica  al  principio  de  su  co- 
mentario la  ley  de  19  de  agosto,  cGrave  y 
espinosísima  tarea  emprendemos,  dice,  al 
tratar  la  ley  de  capellanías;  superior  sin  du- 
da á  nuestras  fuerzas,  ya  por  lo  complicado 
de  la  materia,  ¡/a  ¿am&í^n  porque  acaso  no 
sB  haya  sancionado  ninguna  otra  que  adolez- 
ca en  tanulio  grado  del  defecto  de  oscuridad 
y  con  fusión. T^  .  . 

La  mencionada  ley  de  19  de  agosto  se  ha- 
lla inserta  en  la  parte  legislativa  dd  artículo 
€%PEfx%^iA;  pero  siendo  ella  el  tema  y 
base  cardinal,  así  de  las  dudas,  como  de  su 
solución,  creemos  consultar  la  facilidad  y 
comodidad  de  nuestros  lectores  mencionan- 
do las  cuestiones  por  el  orden  de  los  artícu- 
los de  la  ley,  y  reproduciendo  estos  al  efecto, 
como  pasamos  á  realizarlo. 

Artículo'  1.''  Los  bienes  de  las  capellanías 
colativas,  á  cuyo  goce  están  llamadas  ríertas 
y  determinadas  familias,  se  adjudicarán,  có- 
mo de  libre  disposición,  á  los  individuos  de 
ellas  ,  en  quienes  concurra  \la  cií-amstancia 
de  preferente  parentesco,  según  los  llama- 
mientos; pero  sin  diferencia  dé  sexo  ,  edad, 
condición,  ni  estado. 

Llámase  comunmente  esta  ley  íe  capella- 
nías de  sangre;  pero  esta  denominación  no 
procede  de  su  testo,  si  no  de  su  sentido,  por 
cuanto  el  parentesco  de  consaguinidad  y  el 
llamamiento  es  por  regla  general  la  razón  y 
fundamento  de  la  adjudicación  de  bienes  que 
ella  dispone:  y  decimos  por  regla  general, 
porque  como  veremos  en  estos  comentarios, 
unas  veces  la  ley  dice  mas  sobreesté  punto  y 
otras  menos  de  lo  que  espresa  su  letra  y  en 
el  propio  caso  se  halla  la  razón  le  la  ley. 

Colativas.  No  habla  la  ley  de  capellanías 
simplemente  eclesiásticas,  que  son  por  lo 
tanto  beneficios  propios,  6  propiamente  tales 
por  el  origen,  por  la  forma  y  por  el  fin;  si  no 
de  capellanfas  eclesiásticas  colativas;  esto 
es ,  fundadas  por  particulares  y  con  bienes 
profanos;  pero  interviniendo,  ó  presumiéndo- 
se, según  las  reglas  de  derecho ,  la  aproba- 
ción del  ordinario,  verificándose  esto  según- 
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do  en  Io3  ca^^os  de  prescripción ,  coluo  vere- 
mos mas  adelante. 

Aun  interviniendo  ó  suponiendo  la  apro- 
bación de  la  Iglesia  en  las  fundaciones  de 
particulares;  para  que  estas  se  digan  cape- 
llanías colalivasy  es  menester  que  su  fin  sea 
la  ordenación  de  un  capellán,  como  título 
perpetuo  para  ello.  En  su  consecuencia  que- 
dan fuera  de  la  ley  las  fundaciones  de  parti- 
culares aprobadas  por  la  Iglesia  (>ue  tienen 
otro  fin  canónico  que  la  ordenación  de  un  ca- 
pellán; como  por  ejemplo  la  dotación  de  una 
parroquia ,  hospital ,  casa  de  misericor- 
dia, etc.;  cuyas  fundaciones  son  de  particu- 
lares  por  su  origen,  eclesiásticas  por  su  fin 
y  condición;  pero  ño  capellanías  colativas. 

Tampoco  son  objeto  de  la  ley  todas  las 
que  llevan  este  nombre ;  si  no  aquellas  en 
que  el  capellán  ha  de  pertenecer  á  familia 
determinada;  y  en  las  cuales  por  tanto  no  es 
simplemente  el  llamamiento  del  fundador; 
si  no  el  llamamiento  y  el  parentesco  la  razón 
del  beneficio  de  la  ley,  y  de  ahí  la  denomi- 
nación usual,  y  restrictiva  de  capellanías  de 
sangre.  Véase  la  sección  tercera  del  artículo 
c  ipi-xt«.%<%i  %  ,  sobre  las  diversas  especies 
de  estas,  y  principalmente  de  las  colativas. 

Estando  mandado  por  las  leyes  recopila- 
das en  virtud  de  las  restricciones  del  conci- 
lio de  Trento  y  tenor  espreso  de  la  bula 
Apostolici  ministerii,  que  las  capellanías  co- 
lativas incongruas  no  se  provean;  si  no  que 
se  reiinan  dos  ó  mas ;  y  que  ño  siendo  esto 
posible,  se  reduzcan  á  patronatos  reales  de 
legos  ¿qué  aplicación  tendrá  la  ley  de  19  de 
agosto  en  el  caso  en  que  una  capellanía  co- 
lativa, que  viene  proveyéndose  como  tal,  sea 
realmente  incongrua?  Como  el  juicio  y  apre- 
ciación sobre  congruas,  y  por  lo  tanto  sobre 
ser  ó  no  una  fundación  ds  particulares  titulo 
de  ordenación ,  son  esencia* mente  canónicos 
y  en  tal  concepto  se  encargó  á  los  ordinarios, 
por  las  leyes  recopiladas  la  unión  di  cape- 
llanías colativas  incongruas,  ó  su  reducción 
á  patronatos  reales  de  legos;  para  apreciar  la 
calidad  de  una  capellanía  en  el  caso  pro- 
puesto ha  de  atenderse  por  los  tribunales  ci- 
viles, no  á  la  fundación  precisamente  ,  ni  á 
las  vici-iitudes  de  los  bienes  de  siquislla,  $i  no 


á  la  última  provisión  de  la  misma ;  y  si  lo 
hubiese  sido  como  colativa,  colativa  ha  de 
reputarse  pira  los  fines  de  la  ley. 

Esta  doctrina  que  es  incontestable,  puede 
dar  sin  embargo  lugar  á  dudas,  y  recursos  á 
que  son  para  muy  meditados ,  por  mas  que 
deslumhren  por  tener  realmente  un  funda- 
mento legal.  No  hablamos  en  el  caso  de  ha- 
llarse provista  y  poseída ,  como  colativa ,  la 
capellanía;  en  el  cual ,  para  los  interesados, 
para  el  juez  real,  y  para  el  ordinario  ecle- 
siástico es  ¿;a2a¿i¿;a irrevocablemente,  sin  fa- 
cultades en  nadie  para  declarar  otra  cosa  por 
lo  que  hace  al  estado  y  cualidad  de  la  misma. 
Pero  puede  esta  hallarse,  ó  resultar  vacante, 
sin  que  durante  la  posesión  en  este  caso  se 
haya  á  prevención  pedido  para  cuando  va- 
que, la  adjudicación  de  bienes  como  lo  auto- 
riza la  ley.  Pueden  tener  los  parientes  mas 
interés  en  llevar  a<]uello:  como  de  patronato 
real  de  legos,  qjc  como  de  capellanía  cola- 
tiva de  sangre,  Podrian  en  fin,  en  este  caso, 
en  vez  de  acudiré!  tribunal  civil,  pidiendo 
la  adjudicación  de  bienes,  hacerlo  al  ordina- 
rio diocesano  soücitanlo  la  aplicación  de  las 
leyes  recopiladas  para  la  reducción  de  la  ca- 
pellanía por  incongrua  d  patronato  real  dj 
legos.  El  recurso  es  indudablemente  legal.  La 
bula  Apostolici  ministerii,  y  las  leyes  reco- 
piladas están  vigentes  en  este  punto.   Las 
leyes  civiles  recientes  no  lo  contrarían,  pues 
el  recurso  no  se  opone  á  la  desamortización; 
y  dada  la  de  19  de  agosto  en  favor  de  los  pa- 
rientes, debe  ser  interpretada  en  provecho  dt 
estos,  que  le  hallan  mayor  en  llevar  los  bie- 
nes por  un  concepto  que  por  otro,  es  decir, 
mas  bien  por  la  ley  de  19  de  agosto  de  1841 
sobre  Vinculaciones,  que  no  por  la  de  la 
misma  fecha  sobre  capellanías  de  sangre.  El 
ordinario  debe  declarar  la  secularización   de 
los  bienes,  porque  asi  está  mandado  por  las 
leyes  y  los  cánones,  supuesto  el  caso  de  ser 
la  capellanía  incongrua.  Lo  contrario  auto- 
rizarla  un  recurso  de  fuerza  que  debia  deci  • 
dirse  contra  el  eclesiástico. 

Pero  puede  haber  diferentes  interesados, 
y  contraposición  de  derechos  ó  intereses,  y 
al  propio  tiempo  que  unos  acudan  al  ordina- 
rio según  queda  espucslo,  verificario  olrog 
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al  tribunal  civil,  piJiendo  la  aplicación  de  la 
ley  de  19  de  agosto,  El  tribunal  real  no  pue- 
de rechazar  su  demanda,  ni  dejar  de  decla- 
rar conrorme  á  dicha  ley.  El  conflicto  de  po- 
testades no  puede  ser  mas  claro,  y  casi  ine- 
vitable, pues  cada  una  habría  empezado  á 
conocer  en  el  terreno  de  sus  atribuciones,  á 
petición  de  parte,  y  sin  conocimiento  de  que 
la  otra  procedía;  y  aun  teniéndolo,  no  ofrece 
pocas  dificultades  el  inhibirse ,    habiendo 
competencia  y  parte  que  pida  conforme  á  la 
ley.  En  este  caso,  mediando  la  petición  ó  re- 
quirimiento  de  inhibición,  creemos  que  el 
juez  real  no  puede  acceder  á  ella,  pues  le  es- 
trecha á  proceder  y  á  sostener  su  jurisdic- 
ción, la  ley  de  19  de  agosto,  el  real  decreto 
de  6  de  febrero  de  18o5¿  y  el  concepto  de 
colativa  de  que  goza  la  capellanía,  aunque 
incótigrua^  mientras  no  se  haya  declarado 
previamente  otra  cosa  por  quien  puede  y  de- 
be, y  en  el  supuesto  de  que  en  tal  concepto 
se  hizo  la  última  provisión.  El  eclesiástico  es- 
tá mas  en  libertad  de  inhibirse  por  no  haber- 
se pedido  la  declaración  de  incongrua^  re  in- 
tegra; y  sí  cuando  ya  es  inminente  el  conflic- 
to de  autoridad  por  virtud  de  la  ley  de  19  de 
agosto:  en  el  terreno  práctico,  en  fin ,  puede 
darse  por  cierto  que  prevalecería  en  su  caso 
la  jurisdicción  real,  pues  no  teniendo  la  ecle- 
siástica potestad  coercitiva,  en  este  caso  ha- 
bría de  impartirla  déla  potestad  civil,  y  de 
seguro,  obtemperando  esta  á  las  disposicio- 
nes civiles  vigentes,  y  posteriores  en  fecha  á 
toda  otra  de  la  misma  clase,  retendría  los 
despachos  en  vez  de  cumplimentados.  Ana* 
loga  seria  la  decisión  de  un  recurso  de  pro* 
lección,  si  se  intentara  por  el  eclesiástico,  y 
todo  convence  lo  que  hemos  asentado  al 
principio  y  es,  que  aun  fundados  en  derecho 
los  diversos  recursos  que  pueden  intentarse, 
son  para  muy  mirados  por  las  partes. 

Pueden,  en  fin,  ocurrir  conflictos  pareci- 
dos, y  de  todos  modos  dificultad  y  contiendas, 
fundadas  en  el  caso  de  duda  de  si  una  cape- 
llanía es  eclesiástica  ó  laical;  como  asi  bien  si 
es  simplemetite  eclesiástica  ó  colativa.  En  el 
terreno  de  la  doctrina  no  han  opinado  los  au- 
tores del  mismo  modo,  sintiendo  unos  que  en 
caso  de  duda;  antes  ha  de  suponerse  laical 


una  capellanía  que  noeclesiáslícíi,'  y  otros  ata 
inversa.  Si  solo  se  atiende  á  fines  piadosos, 
esta  última  solución  se  hallará  mas  fundada; 
pero  en  el  terreno  jurídico,  cuando  ya  media 
el  perjuicio  de  tercero,  la  solución  ha  de 
descansar  en  otros  principios:  y  pues  no  se 
hacen  obras  de  piedad,  ni  son  aceptas,  con 
perjuicio  de  tercero:  como  en  la  sociedad  ci- 
vil, y  comercio  de  los  hombres  la  regla  gene- 
ral son  las  sucesiones  familiares  y  laicales,  lo 
alodial  en'punto  á  bienes;  como  la  escepcion 
por  lo  tanto  son  las  sucesiones  no  familiares» 
y  la  amortíiacion ;  antes  en  el  dia  y  en  los 
casos  de  la  ley  de  19  de  agosto  ha  de  repu- 
tarse laical  una  fundación,  que  eclesiástica,  y 
por  los  migmos  principios;  y  por  la  razón  ade- 
mas de  que  el  amor  y  vínculos  de  familia  son 
la  base  legal  de  las  sucesiones  testadas  é  in- 
testadas; de  que  es,  en  fin,  una  presunción  ;u- 
ris  que  cada  tíno  prefiere  los  suyos  á  los  es- 
traños ;  antes  se  reputará  colativa  de  sangre 
una  capellanía,  que  beneficial,  ó  simplemente 
eclesiástica,  ó  beneficio  propio,  toda  vez  que 
resulte  su  origen  de  fundacioii  de  partiai- 
lares. 

Pero  en  el  terreno  jurídico  todavía  liay 
una  dificultad  en  pie,  y  el  riesgo  asi  bien 
de  conflicto:  ¿á  qué  potestad  corresponde  en 
los  casos  antedichos  la  decisión  ?  Si  la  cues- 
tión se  promueve  por  vía  de  acción ,  y  esta 
se  encamina  á  que  se  declare  que  la  cape* 
llanía  es  eclesiástica ,  debe  deducirse  ante 
el  eclesiástico,  pues  solo  á  esta  potestad 
compete  el  conocer  en  lo  que  es  esencial- 
mente canónico ,  como  lo  es  el  de  declarar 
que  un  tUulo  es  espiritual ,  ó  canónico  ,  y 
perpetuo  de  ordenación :  si  la  acción  y  de- 
manda es  para  que  la  fundación  sea  decla- 
rada laical ,  debe  intentarse  en  el  tribunal 
civil.  Pero  pudiera  suceder  que  se  cambia- 
sen los  frenos ,  ya  directamente ,  ya  por  vía 
de  escepcion.  En  tal  supuesto,  la  buena  fé, 
la  debida  armonía  entre  autoridades  ,  y  so- 
bre todo  la  rigurosa  justicia ,  eligirían  que 
unos  y  otros  tribunales  se  inhibiesen  en  sus 
respectivos  casos,  esto  es,  en  los  de  no 
competerles ,  según  su  índole,  la  declaración 
solicitada  por  excepción :  en  otro  caso ,  el 
correspondiente  recurso^  ya  de  apelación, 
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va  (te  fuenea  volvía  las  cof;a<%  á  sn  verdadero 
terreno « 

Hoy  los  tribunales  reales  están  en  otro 
caso  por  virtud  de  las  nuevas  disposiciones 
legales.  Si  se  les  pide  que  declaren  que  una 
capellanía  es  eclesiástica ,  no  les  compete  la 
declaración:  la  ejecutoria  que  causen  no 
tendría  tracto  sucesivo  para  en  las  sucesio- 
nes venideras;  ni  la  potestad  eclesiástica, 
reconoceria  por  espiritual  y  eclesiástico  lo 
que  la  misma  no  hubiera  declarado  tal.  Pero 
pueden  conocer  en  virtud  de  la  ley  de  19 
de  abril  en  la  adjudicación  de  bienes  dé 
una  capellanía  colativa  que  viene  reputada 
tal ;  y  reputarla  colativa  en  caso  de  duda 
meramente  para  el  efecto  de  la  adjudicación 
de  sus  bienes-,  y  salvos  los  recursos  que  com- 
petan á  quien  interese  sostener  lo  contrario, 
y  ante  el  tribunal  que  proceda,  según  lo  di- 
cho. 

A  cuyo  goce.    Mientras  la  enunciativa  ca- 
pellanías  colativas  es  específica  y  restric- 


tiva ;  pues  colativas  dice  relación  á  la  cola- 
don  y  canónica  institución  dada  por  el  ordi- 
narío  diocesano ,  precisamente  bajo  el  punto 
de  vista  de  ordenaciün  de  un  capellán ;  la 
de  goce  de  los  bienes  es  genérica ,  amplia  y 
hasta  indeterminada ,  pues  que  de  infinitos 
modos,  todos  canónicos,  que  no  son  la  orde- 
nación, pueden  gozarse  ó  disfrutarse  los 
bienes  de  una  fundación  eclesiástica ,  que 
pueJa  decirse ,  no  como  quiera  capellanía; 
si  no  capellanía  colativa,  de  libre  presenta- 
ción, por  ejemplo,  y  no  siendo  familiar  el 
patronato  activo.  Para  el  fin  de  la  pre- 
sente ley,  las  palabras  á  cut/o  ^oca  vienen 
subordinadas  á  las  de  capellanías  colati- 
vas ,  y  unas  y  otras  á  las  de  estar  llamadas 
á  suceder  en  aquellas  ciertas  y  determina^ 
das  familias ;  y  por  tanto  el  goce  de  los  bie- 
nes  ha  de  ser  como  titulo  perpetuo  de  orde- 
nación^ siendo  el  llamamiento  y  el  parentes- 
co la  razón  sucesoria.  Esto  en  cuanto  al  pa- 
tronato pasivo.  Del  activo  hablamos  mas 
adelante. 

Están  llamadas.  Esta  última  espresion 
parece  limitar  la  ley  á  las  capellanías  cola- 
tivas que  resultan  tales  precisamente  por 

fundación^  pues  que  ^1  llamamiento  de 
TOMO  vil. 


capellanes  ó  palroóof;  es  propio  de  aquellas 
y  no  de  otro  título  sucesorio.  Paréconos, 
sin  embargo ,  que  aquí  la  letra  de  la  ley 
va  menos  allá  que  la  razón  y  el  espíritu 
de  ella ,  y  que  por  este  ha  de  ampliarse  el 
favor  de  la  ley.  No  solo  hay  capellanías 
colativas  de  sangre  por  fundación ;  si  no 
también  por  prescripción ;  asi  como  al  con  - 
trarío ,  por  este  medio  muchas  capellanías 
de  sangre  se  han  hecho  laicales,  ó  sim- 
plemente eclesiásticas ;  v  otras  de  patrona- 
das se  han  convertido  de  jure  devoluto ,  y 
aun  de  libre  presentación.  Si  se  dá,  pues, 
lina  capellanía  colativa  en  que  por  costum- 
bre ,  sobre  todo  inmemorial ,  se  venga  suce- 
diendo por  líneas  y  grados  ,  ora  en  el  pa- 
tronato activo  de  sangre  ,  ora  en  el  pasivo, 
ó  en  ambos ,  el  orden  sucesorio  perpetuo  en 
ella ,  equivale  ciertamente  al  llamamienta 
por  fundación ;  pues  es  la  misma  la  razón 
de  la  ley ,  esto  es ,  el  derecho  de  sangre, 
teniendo  en  cuenta  que  el  fundamento  legal 
y  natural  de  la  prescripción  inmemorial  es 
la  presunción  de  que  existió  la  fundación^ 
pacto ,  licencia,  etc. ,  que  fueron  necesarios 
para  que  la  costumbre  empezara  y  preva- 
leciera, como  era  doctrina  corriente  en  cuan- 
to á  mayorazgos  y  vinculaciones,  siendo  in- 
dudable que  á  esta  última  clase  genérica 
corresponden  las  capellanías  colativas. 

Lo  mismo  sucederá  en  la  prescripción 
porque  se  prescriben  cosas  de  la  Iglesia, 
pues  contra  la  Iglesia  y  en  perjuicio  de  la 
presentación  libre ,  ó  de  jure  devoluto  ha- 
brán adquirido  los  parientes  el  derecho  de 
ser  llamados  y  de  poder  presentar  en  la  ca- 
pellanía un  título  canónico  de  ordenación. 

Por  la  indicada  razón  de  que  se  trata  de 
prescripción  de  derechos  eclesiásticos ,  la 
prescripción  ordinaria  no  produce  un  estado 
posesorio,  y  presunción  jum ;  pero  ya  he- 
mos dicho  que  para  los  efectos  de  la  ley 
de  19  de  agosto  en  la  calificación  sobre  la 
naturaleza  de  las  capellanías,  ha  de  atender- 
se al  estado  de  presentación  ó  provisiones 
de  ellas ,  y  no  de  origen  ó  fundación. 

Ciertas  y  determinadas  familias.  Se  re- 
putarán tales,  esto  es,  familias,  ciertas  y  de* 

^ermti}a({as, aquellas  cuyo  tronco  sedeter- 
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mima  por  la  faBdacion ,  séalo  ei  mismo  fun- 
dador, séalo  olra  persona,  segaa  sucedía 
en  los  mayorazgos  de  a§Hacion  fingida, 
como  en  las  cláusulas  tnia  descendientes, 
mis  parie^Ues  por  linea  derecha ,  los  hijos  y 
descendientes  legítimos  de  Pedro ,  de  Anto- 
nio, etc.,  en  una  palabra  lo  que  en  materia 
de  mayorazgos  se  llañiaban  llamamientos 
lineales. 

Debe  reputarse  también  familia  cierta  y 
determinada  aquella  de  que  no  puede  du- 
darse ,  aun  cuando  no  se  esprese  ó  designe 
su  tronco  ,  toda  ves  que  se  esprese  una  cir- 
cunstancia que  de  necesidad  lo  suponga^ 
esencialmente  constitutiva  de  üamilia ,  como 
los  de  mi  apellido »  los  Laras ,  los  Cas- 
tros,  etc. ,  de  tal  parte ,  pues  que  la  identi- 
dad de  apellidos,  ligados  por  lazos  de  Ta- 
milia,  ó  desangre  presupone  necesariamente 
elorígen  troncal ,  y  la  sucesión  de  genera- 
ciones ligadas  entre  sí  con  vínculos  de  con- 
sanguidad,  que  es  lo  que  constituye  Tamilia. 
Para  ello  es  indíspeniFable ,  sin  enibargo, 
que  la  familia  indicada,  sea  cierta  ;.esto  es, 
que  no  st;  confunda  con  olra ,  como  si  en  el 
pueblo  mencionado  hubiese  muchos  apelli- 
dos idénticos  ,  sin  mediar  vínculo  de  consan- 
guinidad. En  osle  caso  el  orden  sucesorio  en 
la  capellanía  en  los  tiempos  anteriores  se- 
gregará y  determinará  la  familia  llamada  de 
entre  las  otras  con  las  cuales  púdica  equi- 
vocarse. 

Habla  el  artículo  de  llamamientos  lineales 
y  no  de  los  pei'sonales.  Es  sin  duda  porque 
estos ,  no  siendo  posibles ,  según  la  natura- 
leza de  las  cosas,  sí  no  dentro  de  muy  limita- 
do número  de  generaciones ,  se  estiágucn  en 
los  primeros  tiempos  de  la  fundación;  y  hoy, 
atendido  el  sistema  restrictivo ,  que  á  lo  me- 
nos desde  la  cédula  de  1789 ,  viene  domi- 
nando sobre  fundación  de  capellanías  ,  ape  - 
ñas  habrá  alguna  de  creación  tan  reciente 
que  conserve  llamamientos  personales ,  por  - 
que  en  ellais ,  repetimos ,  es  lo  ordinario  y 
aun  lo  natural ,  que  el  fundador  conozca  á 
las  personas  que  premia  ó  su  tronco  inme- 
diato ,  pues  que  en  llamamientos  irregulares 
conio  el  de  las  capellanías ,  se  tiene  mas 
presente  la  individualidad  que  la  fitm^it^: 


pero  sí  por  las  alternativas  á  que  viene  so- 
metida hace  tiempo  la  Icgislaciou  decape-» 
Manías ,  hubiese  todavía  alguna ,  entre  cu- 
yos llamamientos  no  se  hayan  estinguido  los 
pí'rsonales,  no  nos  queda  duda  en  que  res- 
pecto de  estas  personas  llainadas  ó  prearaa- 
das  tiene  aplicación  la  ley,  de  la  cual  es  base 
cardinal  el  llamamiento  del  fundador  ,  y  ra- 
zón decisiva  el  mejor  grado;  entendiéndose  en 
este  caso  que  lo  que  no  está  en  la  letra  de  la 
ley;  está  inviolablemente  en  su  espíritu,  y  en 
su  razón. 

Determinadas  las  familias  por  la  circons* 
tancia  de  un  tronío  común ,  sucesión  por  ge* 
neracioneSf  y  vínculos  de  sau^fr^j ,  es  claro 
que  nunca  podrán  confundirle  con  ellas  las 
clases  meramente  tales,  ó  sean  los  gremios, 
corporaciones  6  ayuntamientos  de  personas 
entre  sí  cslranas;  y  por  motivos  distintos  do 
los  antes  enunciados  ,  como  si  se  dijera  el 
gremio  de  marcantes ,  los  vecinos  de  tal 
pueblo ,  los  estudientcs  hijos  de  vecino,  etc. 
En  razón  de  esto  por  real  decreto  de  11  de 
marzo  de  1843 ;  en  su  art.  I,**  se  declaró  no 
estar  comprendidos  en  la  escepcion  primera, 
art.  6  de  la  ley  de  2  de  setiembre  de  1841, 
sobre  desamortización  de  los  bienes  del  cle- 
ro secular ,  y  por  tanto  en  los  llamados  de 
capdlanlas  de  sangre ,  los  bienes  de  benefi- 
cios patrimoniales  ó  fundaciones  de  patrona- 
to activo  ó  pasivo  de  uno  ó  mas  ¡meMos ,  ó 
de  la  genemlidad  de  su$  naturales.  Pero 
como  parece  condición  de  las  disposicio- 
nes dictadas  sobre  esta  materia  la  oscuridad 
y  falta  de  precisión ,  este  mismo  decreto 
aclaratorio  dá  lugar  á  nuevas  dudas.  Décla- 
ranse  en  él  no  csceptuados  por  el  art.  6.' 
de  la  ley  de  2  de  setiembre  los  biene»  de 
fundaciones  eclesiásticas  patronadas  cuando 
el  patronato  activo  é  pasivo  correspon- 
den  entre  otros  casos  cá  la  generalidad  de 
sus  naturales.^y  Parece  debe  decirse  otra  co- 
sa, si  dichos  patronatos  corresponden  »  no 
é  la  generalidad ;  si  no  i  un  número  menor 
de  naturales  de  un  pueblo,  como  también  si 
pertenecieren  á  la  minoría  ó  mayoría  de 
moradores ;  ó  de  vecinos ,  cosa  bien  distinta 
de  los  naturales;  y  sin  embargo  todo  conven- 
ce que  el  derecho  y  la  ley  comprendea  ¿  la 
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generalidad ,  y  no  generalidad  de  natura- 
les^ de  vecinos,  ó  meramcnle  de  moradores^ 
pues  que  estas  agregaciones  de  personas, 
cualquiera  que  sea  el  número  de  ellas,  y  sus 
categorías,  son  clases ;  no  familias ,  y  la  na- 
ción al  encaularse  de  los  bienes  de  estas 
fundaciones,  no  ha  preferido  á  sí  misma  en 
estos  casos,  sí  no  á  la  familia,  á  los  vínculos 
de  sangre. 

Se  adjudicarán.  Parece  que  el  derecho 
á  la  adjudicación  no  nacerá  si  ne  de  la  ejecu- 
toria, que  se  cause;  lo  cual  seria  un  er- 
ror ,  origen  de  injusticias  y  aJemás  pro- 
longaria,  hasta  hacer  indefinido  ,  y  aun  ine- 
ficaz, el  propósito  de  la  ley  en  desamortizar 
los  bienes  de  capellanías,  según  que  los  inte- 
resados retardasen  el  demandar ,  y  los  tri- 
bunales el  causar  ejecutoria;  6  que  aquellos 
por  diversos  motivos,  que  biensccompreni^n, 
no  demandasen  nunca ,  en  cuyo  supuesto  la 
posesión  por  el  Estado  y  por  el  clero,  proce- 
dente en  sus  casos,  de  la  decisión  de  las  jun- 
tas inspectoras,  no  seria  si  no  precaria,  como 
pendiente  de  que  los  parientes  demandasen 
mas  pronto  ó  mas  tarde.  Mas  consultando  el 
principio  de  que  tos  tribunales  no  crean  el 
derecho;  si  no  lo  declaran  ,  retrotrayéndose 
«US  fallos  en  lo  cardinal  ó  fundamental  del 
derecho  al  momento  en  que  este  se  creó 
por  la  ley,  ó  por  4a  voluntad  del  hombre; 
los  bienes  en  este  caso  se  adjudicaron  por  la 
by  de  19  de  agosto  ¿  los  parientes  de  pre- 
ferente parentesco:  su  art.  i. ^produce  su 
efecto  en  favor  de  los  mismos  desde  la  fecha 
en  que  la  ley  se  promulgó  ,  ó  pone  en  vigor: 
con  arreglo  á  este  principio  ha  de  apreciarse 
y  declararse  el  derecho  de  las  parles;  salvo 
en  los  casos  en  que  la  misma  ley  disponga 
otra  cosa ,  como  en  los  artículos  sucesivos 
se  verifica:  y  asi  vemos  se  ha  practicado 
y  entendido  en  todas  las  leyes  de  desvincu- 
íacion  y  desamortización  ,  como  la  del  830, 
la  de  17  de  agosto  de  1841 ,  esplicatoria  de 
estas,  la  de  2  de  setiembre  del  propio  año, 
la  de  17  de  diciembre  del  de  1851  publican- 
do el  Concordato,  el  decreto  de  30  de  abril 
de  18$i  y  todas  las  refepeate6  a  este  asun- 
to. Ha  nacido  b  duda  de  qae  ni  la  ley  en 
su  testo ,  ni  Mras  tntes  que  eMa  ,  habían 


desamartiíado  los  bienes  de  capellanías  de 
sangre.  De  haberlo  verificado,  las  pal  ibras  ^e 
adjudicarán  eran  í^olo  el  mandato  de  ejecu  - 
cion  de  la  ley  por  los  tribunales ;  pero  según 
se  ha  redactado  la  ley,  las  palabras  menciona- 
das son  de  doble  q[qcío;  secularizan  los  bienes 
de  capellanías,  y  ordenan  á  los  tribunales  la 
ejecución  de  esta  decisión  legislativa  ;  muy 
al  contrario  de  la  ley  de  27  de  setiembre 
de  1820 ,  que  primero  desvincula ;  luego  or- 
dena la  adjudicación ,  como  aun  tendremos 
que  notar  mas  adelante. 

Como  de  libre  disposición.  Aunque  la  lo- 
cución parece  modal ;  ha  de  entenderse  de 
efecto  absoluto :  los  bienes  se  adjudican  en 
concepto  de  libres,  en  plena  propiedad,  como 
que  la  ley ,  antes  del  acto  judicial ,  ha  des- 
truido las  tres  circunstancias  que  lo  impe- 
dian ,  esto  es,  la  vinculación ,  la  espirituali- 
zación y  el  derecho  sucesorio  de  ulteriores 
generaciones. 

Ubre  disposición.  Subentendiéndose  con 
las  cargas,  como  decimos  mas  adelante,  y  la 
ley  ordena  en  su  art.  11. 

Preferente  parentesco  según  los  I/ama- 
mientos.  Esta  cláusula  dio  lugar  en  los 
primeros  casos,  y  puede  darlo  todavía,  á 
dudas  muy  fundadas;  si  bien  ,  aun  cuando 
el  artículo  es  en  sí  oscuro  y  diminuto  en  su 
primera  parte,  prefereiUe  parentesco;  se 
esplica  hasta  cierto  punto  por  la  segunda 
según  los  llamamientos:  y  ambas  por  el  ar- 
tículo 2.**  en  que  espondremos  nuestra  doc- 
trina. Véanse  también  algunas  de  las  cues- 
tiones generales,  que  reservamos  para  des-* 
pues  de  recorridos  los  artículos  de  la  ley. 

Art.  2.*  En  consecuencia  de  la.  anterior 
disposición ,  serán  preferidos  los  parientes, 
que  con  arreglo  á  la  fundación,  sean  de  mejor 
linea ;  y  entre  las  de  esta  a^uel  ó  aquellos 
que  fueren  de  grado  preferente.  Cuando  se 
hicieren  llamamientos  en  general  i  los  pa- 
rientes sin  distinguir  de  líneas  ó  grados ,  «e- 
rán  preferidos  los  mas  próximos  á  los  /kin* 
dadores  ó  á  los  que  estos  señalaron  com  b 
tronco. 

Como  se  ve ,  este  artículo  tiene  por  objeto 
espüetr  el  anterior ;  pero  no  completa  h  ex- 
plicación, y  antes  es  necesario  recurrir  á  las 
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doctrinas  comunes  sobre  sucesiones  vincula* 
res  y  con  la  circunstancia  de  que  antes  no 
eran  estas  del  todo  aplicables  á  las  capella- 
nías colativas  por  la  índole  especial  de  estas 
fundaciones,  profanas  en  su  origen,  canó- 
nicas ó  eclesiásticas  en  su  forma  y  en  su  fin; 
y  lo  son  con  díGcultad  en  la  ejecución  de  la 
ley  de  19  de  agosto,  que  atajando,  digámos- 
lo asi ,  los  fines  de  los  fundadores  y  de  la 
Iglesia ,  subrogándose  la  potestad  temporal 
en  el  lugar  de  esta  y  aquellos ,  crea  una 
nueva  entidad,  en  que  las  disposiciones  de 
la  ley ,  en  parte  son  conformes ;  en  parte 
contrarias  á  la  doctrina  vincular ,  á  las  anti- 
guas leyes ,  y  á  los  cánones  vigentes.  En 
cuanto  á  este  último  punto  debemos  consig- 
nar aquí ,  que  al  comentar  la  ley  de  i9  de 
agosto  y  disposiciones  referentes  á  ella ,  lo 
hacemos  únicamente  bajo  el  punto  de  vista 
de  su  aplicación  por  los  tribunales  civiles, 
según  el  testo  mismo  de  las  mencionadas 
disposiciones ;  pero  dejando  intacta  la  alta 
cuestión  canónica ,  por  la  razón  sencillísima 
de  que  no  toca  á  los  tribunales  civiles  resol- 
verla, ni  mas  que  aplicar  las  leyes  y  dispo-^ 
siciones  dictadas  por  la  potestad  temporal  y 
autoridades  legítimas. 

Mejor  línea.  En  los-  vínculos  y  mayoraz- 
gos esto  era  muy  espedito.  Si  no  habia  lla- 
mada mas  que  una  línea,  esa  era  la  mejor. 
Si  eran  llamadas  dos  ó  mas ,  la  mejor  era  la 
preamad%,  ó  llamada  con  preferencia.  En  las 
vinculaciones  de  sucesión  regular,  aun  sin 
espresarlo ,  se  subentendía  preamada  la  lí- 
nea de  primogénito.  En  las  de  igual  llama- 
miento ,  cuya  igualdad  provendría  de  no  ha* 
ber  prelacion  testual ,  si  no  la  enunciativa 
genérica  mis  parientes,  mis  descendien^ 
tes ,  etc.  y  ó  entre  líneas ,  disyuntivamente 
preamadas ,  siempre  se  subentendía  la  pre- 
lacion de  primogenitura.  En  lo  posesorio  la 
mejor  línea  era  la  actual  posesoria  ,  y  en  su 
caso  la  habitual  posesoria,  ó  contentiva  Je 
posesión,  etc.  Pero  estas  reglas  nopueden  te- 
ner ,  ó  tienen  apenas  aplicación,  en  punto  á 
capellanías ;  pues  buscando  estas  siempre 
varón ,  célibe ,  ó  viudo ,  con  vocación  al  es^ 
tado  eclesiástico ;  y  requiriendo  orden  sacro, 
si. no  para  obtener;  de  seguro  para  poseer 


ó  disfrutar «  llegando  á  la  edad  de  23  anos; 
no  como  quiera  estas  fundaciones  por  su  na- 
turaleza intrínseca ,  y  prescindiendo  de  la 
fundación ,  eran  de  calidad ;  si  no  aun  sal* 
luarias  por  accidente.  Sin  embargo,  si  el 
fundador  hubiere  hecho  llamamientos  linea- 
les ,  prefiriendo  unas  líneas  á  otras ,  la  mejor 
es  la  preferida  en  primer  lugar ,  y  asi  ordi- 
nalmente  las  demás :  si  solo  enumera  las  lí- 
neas ,  pero  sin  preferencia  respectiva ,  pare- 
ce lógico  reputar  mejor  á  la  primeramente 
enunciada ,  ó  la  que  ordinalmente  ocupe  e! 
primer  lugar ;  pues  antes  de  suponer  que  el 
fundador  las  enunció  de  cierto  modo  por  pu- 
ra casualidad,  debe  creerse  lo  hizo  coa 
intención ,  tratándose  como  se  trata ,  de  un 
acto  deliberado,  serio  por  su  fin ,  y  serio 
hasta  por  los  momentos  en  que  suele  reali- 
zarse; y  parece  lógico,  decimos,  suponer 
que  las  líneas  nombradas  ocupaban  en  la 
voluntad  el  mismo  lugar  que  se  las  dio  en  la 
escritura.  En  caso  de  no  haber  llamamientos 
lineales ,  y  sí  solo  familiares  genéricos ,  co- 
mo mis  parientes ,  mis  descendientes ,  la 
cuestión  no  puede  ya  ser  de  linea ;  si  no  de 
mejor  grado ,  como  pasamos  á  esponer,  pues 
la  regularidad  se  suponía  en  casos  de  duda, 
y  no  la  hay  en  donde  la  irregularidad  es  la 
regla,  como  en  las  capellanías. 

Preferente  parefUesco:  grado  preferente. 
Hemos  indicado  ya  que  tieue  por  objeto  el 
art.  i.""  de  la  ley  esplicar  el  primero,  y  el 
mismo  necesita  esplicacion . 

Es  preciso  no  perder  de  vista  que  las  cape- 
llanías ,  por  su  fía  y  naturaleza  intrínseca, 
como  hemos  dicho  ,  eran  siempre  fundacio- 
nes irregulares ,  y  hasta  saltuarias ,  de  las 
irregulares  que  se  llamaban  de  calidad ,  ó 
de  cláusula:  á  lo  que  es  preciso  añadir  que 
en  las  vinculaciones  profanas  el  fin  funda* 
mental  era  la  conservación  de  la  familia ;  en 
las  capellanías  colativas,  por  la  inversa,  la 
familia  entraba  por  poco,  y  aun  se  prescindía 
de  ella :  si  entraba  por  algo»  era  como  mf- 
dío,  secundariamente;  pero  el  fin  funda- 
mental ,  co.in  tenia  que  subordinarse  la  vo- 
luntad á  los  fines  de  la  Iglesia  ,  que  en  otro 
caso  no  espiritualizaria  los  bienes,  era  raU- 
gioso,  canónico,  la  celebración  de  sufragios. 
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la  manulencíoQ  de  un  sacerdote ;  y  si  se  te« 
nía  presente  á  los  parientes  era  para  dispen- 
sarles un  beneficio ,    que  conducía ,   no  á 
conservar  y  perpetuar  la  familia ;  si  no  mas 
bien  á  concluirla ,  aunque  sin  el  propósito  de 
ello,  pues  se  acaba  con  el  sacerdocio,  y  tales 
fundaciones  requieren  sacerdote.  De  aquí  se 
deducen  dos  consecuencias  inevitables ,  que 
son  al  propio  tiempo  dos  principios  prácticos 
en  la  aplicación  de  la  ley  de  19  de  agosto,  á 
saber:  que  en  las  capellanías  colativas,  sien- 
do fundaciones  irregulares  de  cualidad ,  no 
hay  línea  actual  posesoria,  y  ni  aun  contenti- 
va: y  no  teniendo  por  ñn  la  conservación  de 
la  familia,  tampoco  hay  derecho  de  represen- 
tación ,  introducido  precisamente  para  aquel 
ñn.  Ni  en  el  presente  caso  seria  aplicable, 
aunque  se  diera ,  pues  por  el  mencionado 
derecho  sucedia  uno   solo    en  el  vínculo; 
mientras  por  la  ley  de  19  de  agosto  son  lla- 
mados á  la  adjudicación  de  bienes  todos  los 
que  se  hallen  en  igual  grado  preferente  ,  y 
eso  sin  distinción  de  sexo  ,  edad  ,  condición, 
ni  estado.  Por  consecuencia  el  grado  prefe- 
rente se  buscará  del  mismo  modo  que  se 
buscaba  capellán ,  esto  es ,  examinando ,  si 
on  el  grado  ó  generación  de  lugar  preferenle 
en  la  línea  preamada  habia  capellán ;  y  no 
habiendo  ,  pasando  á  la  generación  siguien- 
te ,  y  asi  de  las  demás ;  con  la  diferencia  de 
que  entonces  en  cada  generación  la  capella* 
nía  era  solo  para  el  varón  que  por  su  estado 
y  condición  era  capaz  de  ella;  y  hoy  los 
bienes  se  distribuirán  entre  todas  las  perso- 
nas ,  varones,  ó  hembras,  célibes  ó  casados, 
que  constituyan  dicha  generación.  El  grado 
preferente  en    fin ,  buscado    por  rigorosa 
computación ,  y  no  por  representación ,  será 
en  la  línea  preamada,  sí  la  hubiere ,  el  mas 
inmediato ,  no  al  ultimo  poseedor  ,  como  en 
los  mayorazgos  ,  por  la  razón  ya  indicada  de 
no  darse  en  las  capellanías  colativas  línea 
posesoria ;  si  no  al  tronco ,  ó  cabeza  de  la 
propia  línea :  y  de  no  haber  líneas  preama- 
das ,  el  caso  está  resuelto  por  el  art.  2.**  de 
la  ley ,  á  saber ;  cuando  se  hicieren  estos 
llamamientos  en  general  á  los  parientes  sin 
distinguir  de  líneas ,  ni  grados ,  serán  pre- 
feridos los  mas  próximos  á  los  fundado ^ 


resú  á  los  que  estos  señalen  como  tronco. 
Pero  estas  palabras  de  la  ley  dan  lugar  á 
una  nueva  duda.  Dice  que  en  los  llamamiea* 
tos  genéricos  serán  preferidos  los  parientes 
mas  próximos  á  los  fundadot*es ,  ó  dios  que 
estos  señalen  como  tronco.  ¿  Es  qué  al  deter* 
minar  la  proximidad  del  grado,  sehayasiem* 
pre  de  seguir  el  orden  presentado  por  el  ar« 
tículo  2.*,  esto  es ,  primero  respecto  del  fun* 
dador »  sea  ó  no  tronco ;  y  después  res* 
pecio  del  tronco,  si  lo  hubiere,  ó  solo  ó 
conjuntamente  con  el  fundador?  ¿Habrá  si 
no  de  observarse  el  orden  disyuntivo  del 
propio  articulo ,  del  fundador ,  ó  del  tronco 
por  él  señalado,  buscando  indistintamente  el 
preferente  grado  con  relación  al  fundador ,  ó 
al  mencionado  tronco?  Las  dos  cosas  serian 
un  error;  6  en  otro  caso  el  art.  4.**  y  2.**  est 
tarian  en  abierta  contradicción.  En  el  i.* 
se  limita  la  obcion  á  la  adjudicación  de  bie* 
nes  ¿  los  llamamientos ,  ó  según  los  llama- 
mientos; y  dado  el  art.  2.*  para  esplicar  y 
aplicar  el  I."",  á  él  debe  subordinarse.  Eu 
su  consecuencia ,  en  los  llamamientos  gene* 
ricos ,  y  no  lineales ,  la  preferencia  del  gra- 
do se  determinará  por  su  proximidad  á  los 
fundadores,  si  estos  llamaron  á  sus  parien- 
tes, ó  solos ,  ó  en  concurrancia  con  los  de 
otro  troco  :  pero  si  no  llamaron  á  sus  parien- 
tes colocándose  el  fundador  como  tronco ,  y 
sí  á  los  de  otra  cabeza ,  ó  tronco ,  estrano  ó 
pariente,  como  con  frecuencia  sucede ,  con 
respecto  á  este  se  ha  de  determinar  la  pro- 
ximidad  del  parentesco  ;  y  no  respecto  del 
fundador.  Todavía  la  consecuencia  del  testo 
de  la  ley  es  mas  dura  y  violenta.  Etiel  caso  su- 
puesto de  no  llamar  el  fundador  á  susparíen* 
tes,  estinguidas  las  líneas  de  los  troncos  es- 
tranos,  no  solo  no  irán  los  bienes  á  los  parien* 
tes  del  fundador,  aunque  los  haya;  si  no  que 
con  preferencia  á  ellos,  y  como  caso  de  mos' 
trencos,  los  bienes  irán  al  fisco.  La  razón  es  por 
que  cl  art.  I.""  de  la  ley  dá  obcion  á  la  adju- 
dicación de  bienes  únicamente  á  los  llama  • 
dos,  ó  según  los  llamamientos;  y  como  en 
el  caso  antedicho  no  tenían  llamamicnta  los 
parientes  del  fundador ,  no  tienen  obcion  á 
los  bienes  ;  pues  en  tal  supuesto  los  lleva- 
rían sin  llamamiento ,  ó  no  según  los  llama- 
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mientos ,  que  es  el  rigor  teslual  del  art.  1.^ 
La  coose^ueocia ,  repetimos,  esdarísima: 
en  buenos  priocipios  de  derecho  ,  siempre  se 
supoae  qiie  cada  uno  prefiere  sus  parientes  á 
los  estranos ,  y  mucho  mas  al  fisco  :  destrui- 
da por  la  ley  la  voluntad  del  fundador  en  la 
sncesion  perpetua  de  los  estraüos  llamados, 
ct  caso  de  reduce  á  un  abintestato ;  y  con  to- 
do la  ley  ha  determinado  otra  cosa,  á  no  ser 
que  se  sostenga  que  el  art.  1.*  queda  dero- 
gado por  el  i."* ;  ó  que  este  es  escepcion  de 
aquel ;  cuando  en  el  mismo  se  espresa  ter- 
minantemente que  procede  en  consecuencia 
6  como  una  consecuencia  del  1/ 

A  primera  vista  parece  ofrecer  una  dificul- 
tad insuperable  el  decidir  sobre  la  proximi- 
dad y  grado  preferente  en  las  capellanías 
colativas  por  prescripción,  ó  en  que  la  fun- 
dación ha  desaparecido,  sin  quedar  mas  que 
el  hecho  legal  y  jurídico  del  orden  posesorío; 
siendo  la  razón  de  que  en  tales  capellanías 
en  algunos  casos  á  lo  menos,  no  será  cono- 
cido, ó  no  lo  será  nominal,  cierta  y  determi- 
nadamente el  fundador,  ni  el  tronco.  T  sin 
embargo  no  hay  ninguna  dificultad.  De  ha- 
berla, se  hubiera  dado  la  misma  en  la  elec- 
ción ó  designación  de  capellán ,  asi  como  en 
la  sucesión  de  mayorazgos  sin  olra  fundación 
que  la  prescripción  inmemorial;  y  eso  no  obs- 
tante se  ha  venido  sucediendo  lineal  mente 
en  unas  y  oirás  fundaciones.  La  ley  de  19 
de  agosto  no  ha  alterado  en  este  punto  ,  ni 
ha  manifestado  querer  alterar  el  orden  suce- 
sorio que  se  haya  erigido  er^  derecho,  y  reem- 
plazado á  las  fundaciones  conforme  á  las  le- 
yes. Del  mismo  modo,  pues,  que  antes  se 
computaban  los  grados  de  parentesco  y  se 
buscaba  sucesor  ó  capellán;  de  la  misma 
manera  hoy  se  aplicará  la  computación  y 
buscará  el  pariente  de  preferente  parentesco 
para  la  adjudicación  de  bienes.  La  razón  fun- 
damental en  uno  y  otro  caso  es  sencillísima. 
No  siendo  posible  familia  sin  tronco,  toda 
familia  lleva  en  sí  la  idea  y  la  certeza  natu- 
ral y  legal  de  la  existencia  de  este ,  aun 
cuando  nominal  é  individualmente  no  se 
tenga  de  él  noticia.  Otro  hecho  natural ,  in- 
contestable es  que  la  familia  no  se  forma  y 
entiende  sino  alejándose  del  tronco:  la  pro- 


ximidad, pues,  de  grado,  se  halla  infalible- 
mente retrocediendo.  Entre  un  padre  y  un 
hijo ,  por  tanto,  entre  un  tio  y  un  sobrino 
que  hoy  pudieran  concurrir  á  solicitar  la  ad- 
judicación de  bienes,  por  pertenecer  á  la  lí- 
nea ó  familia  determinada  que  viene  gozan- 
do del  patronato  activo  ó  pasivo  de  sangre, 
el  padre  y  el  tio  son  parientes  mas  próximos 
y  por  tanto  de  preferente  parentesco. 

Artículo  3.**  En  los  casos  en  que  los  /im- 
dadores  dispongan  que  alternen  las  lineas^ 
se  dividirán  los  bienes  entre  eslas  con  entera 
igualdad,  y  la  porción  que  á  cada  vna  cor* 
responda  se  adjudicará  álos  individuos  exis- 
tentes en  ella  en  los  términos  que  dispone  el 
artículo  precedente. 

Este  artículo  confirma  nuestra  doctrina 
sobre  esclusion  de  los  parientes  del  funda- 
dor, cuando  no  tienen  llamamiento;  pues 
que  según  él  solo  concurren  á  la  adjudica- 
ción de  bienes  las  líneas  alternativamente 
llamadas  y  no  las  que  no  lo  son,  aunque  las 
haya.  Pero  el  artículo  es  en  si  diminuto,  y 
encerraría  un  contra  principio,  si  no  se  es- 
plicara,  como  vamos  á  verificarlo. 

Se  dividirán  los  bienes  entre  estas  (entre 
las  lineas  allernnlívus)  con  entera  igualdad. 
Será  en  el  caso  en  que  la  alternativa  sea 
igual.  Pero  ¿y  si  se  dan  dos  ó  mas  turnosá 
una  línea  y  uno  solo  á  otra  ú  otras,  como  su- 
cede no  sin  frecuencia,  ora  porque,  fundando 
marido  y  muger,  los  bienes  todos,  ó  en  su  ma- 
yor parte,  eran  de  uno  solo  de  los  cónyuges, 
cuyos  parienlos  por  tanto  eran  mas  favoreci- 
dos en  la  alternatival  No  puede  dudarse  que 
los  bienes  en  este  caso ,  se  adjudicarán,  no 
con  entera  igualdad,  si  no  en  proporción  al 
mejor  derecho  sucesorio  de  alternativa  de 
las  líneas.  En  otro  caso,  no  solo  no  tiene  fun- 
damento de  justicia,  ni  regularidad  la  dispo- 
sición de  la  ley;  si  no  que  ya  no  sedistribui- 
rian  los  bienes  según  los  llamamientos,  M  te- 
nor del  art.!."*;  y  díüles  contra  los  llamamien- 
tos,  en  contradicción  con  él.  Asilas  palabras 
entera  igualdad,  han  de  tomarse  en  este  ea- 
so,  no  absolutamente;  si  no  ^or  igualdad 
proporcional  á  la  alternativa,  pues  solo  asi 
se  sucederá  según  los  llamamientos  al  tenor 
del  art.  I."*  que  es  el  capital ,  el  fundamento 
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de  la  ley.  Porcon50cuencia,sicnIaaUernali- 
va  una  líaea  eslá  llamada  en  uqsoIo  turna,  y 
otra  lo  está  en  dos,  la  primera  llevará  un  ter- 
cio de  los  bienes,  y  dos  tercios  la  segunda,  y 
esta  es  la  entera  igualdad  proporcional  y  la 
única  conforme  á  los  respectivos  derechos  de 
llamamiento. 

En  los  casos  en  que  las  fundaciones  dís" 
pongan  que  alternen  las  lítieas.  Si  la  ley  ha 
de  tomarse  en  su  tenor  rigoroso,  es  inútil 
en  la  mayoría  de  los  casos.  Después  de  la 
bula  Aposlolici  ministerü^  y  ley  recopilada» 
publicada  en  su  consecuencia  y  un  inmenso 
número  de  capellanías  colativas,  que  á  la 
sazón  eran  incongruas,  se  reunieron^  esta- 
bleciéndose alternativa  en  la  sucesión  del 
patronato  activo  y  pasivo.  Esta  alternativa 
no  es  de  fundación,  á  la  cual  se  limita  el  ar- 
tículo; pero  es  un  hecho,  y  un  hecho  legal  y 
jurídico,  pues  se  estableció  por  solemnes 
disposiciones  legislativas,  concurriendo  una 
y  otra  potestad.  Diremos  que  de  estas  no 
habla  el  artículo,  pero  tampoco  destruye  las 
respectivas  Tundaciones.  En  su  consecuencia 
para  la  adjudicación  de  bienes,  se  conside- 
rarán dichas  capellanías  como  no  unidas,  ni 
establecida  entre  ellas  la  alternativa,  no  do 
fundación,  si  no  de  ley;  y  por  tanto  los  bie- 
nes propios  de  cada  una,  según  su  peculiar 
fundación,  se  adjudicarán  á  los  en  ella  lla- 
mados al  tenor  de  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 1  •**  y  2.''  de  la  ley  de  19  de  agosto.  En  las 
mas,  después  de  los  breves  de  Fio  VII  de 
1S05  y  1806,  en  virtud  de  los  cuales  sus  bie- 
nes fueron  vendidos ,  es  claro  que  estos  no 
existen  ya  específicamente;  si.  no  que  fueron 
trasformados  en  una  inscripción  do  la  deuda 
contra  el  Estado.  En  este  caso  la  adjudica- 
ción del  valor  de  dicha  lámina  se  haiá  en  las 
mismas  proporciones  en  que  se  baria  la  de 
los  bienes ,  si  existiesen  ,  observándose  por 
supuesto  entre  los  parientes  llamados  en  cada 
fundación  de  las  reunidas  el  derecho  do  al- 
ternativa, que  dicha  fundación  estableciese, 
según  lo  determina  este  art.  S.""  y  dejamos 
espuesto. 

El  articulo  antecedente.  Debe  entender- 
se los  antecedentes,  esto  es,  el  primero  y 
segundo,  y  mas  principalmeole  eí  primero. 


I  que  es  el  que  establece  la  desamor íizaeion  y 
adjudicación  de  bienes  en  concepto  de  libros 
al  pariente  do  mejor  grado,  y  sin  distinción 
de  sexo,  edad,  condición,  ni  estado. 

La  doctrina  del  derecho  proporcional  en 
los  casos  de  alternativa  y  en  el  de  hallarse 
los  bienes  de  la  capellanía  confundidos  con 
otros,  no  discernibles  ya,  ó  no  existentes  es- 
pecíficamente; si  no  en  títulos  de  la  deuda 
pública ,  según  lo  dejamos  espuesto  en  los 
comentarios  á  este  artículo,  se  corrobora  con 
reales  declaraciones  que  moncionamoa  en  laa 
cuestiones  generales,  al  final  de  este  apén- 
dice. Véanse. 

Individuos  existentes  de  ella¿.  Se  confir« 
ma  la  doctrina  de  no  proceder  en  los  casoa 
de  la  ley  de  19  de  agosto  el  derecho  de  re- 
presentación  para  la  adjudicación  de  bienes» 
pues  esta  ha  de  verificarse  entre  los  parien* 
tes  existentes,  y  en  la  representación  el  re- 
presentado  no  existe  \^.  Los  existentes,  pues, 
'  no  vienen  por  derecho  de  otro;  si  no'  suyo 
personal;  que  para  la  capellanía  era  el  pa- 
rentesco  preferente  y  la  calidad  de  .sexo, 
edad,  condición  y  estado;  y  para  la  adjudi- 
cación de  bienes  es  solo  eA  parentesco  prefe^ 
rente,  dentro  de  los  llamamientos,  sin  dife- 
rencia ya  de  gexó ,  edad ,  etc.  Véanse  las 
cuestiones  generales. 

Artículo  4."*  Cuando  solo  el  patronato 
activo  fuese  familiar,  se  adjudicarán  tam* 
bien  los  bienes  en  concepto  de  .libres  á  los 
parientes  llamados  á  ejercerlo. 

Cuando  solo  el  patronato  activo ,  etc.  tn 
el  comentario  al  artículo  1.**  hemos  cspues- 
to  como  han  de  entenderse  en  los  casos  de 
la  ley  las  enunciativas  familia,  familiar.  Con 
arreglo  á  ello  el  presente  artículo  habla  de 
las  capellanías  de  libre presoitaciotí,  estoes, 
de-  aquellas  en  que  el  patrono  activo  puC'» 
de  elegir  capellán  ad  libitum ,  sin  obliga- 
ción de  ceñirse  á  parientes  ó  familias  deter-- 
minadas;  pero  no  de  todas  las  de  libre  pre- 
sentacion:  puestas  hay  y  se  llaman  tales 
porque  siempre  presenta  el  diocesano;  ó  el 
patronato  activo  va  inherente  á  un  cargo, 
como  al  párroco  de  tal  iglesia,  al  deán,  rec- 
tor,  etc.,  si  no  que  el  artículo  se  limita  á 
K    las  simplemente  patronadas  familiares  & 
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geiUüieias  por  parle  solo  del  patronato  acti- 
vo. Este  caso  está  indudablemente  compren* 
dido  en  el  artículo.  Pero  ¿y  si  el  patrono 
activo  familiar  en  capellanías  de  libre  pre^ 
sentacion  tiene  alternativa  con  el  ordina- 
rio, ó  con  otro  compatrono  no  familiar, 
ó  desangre,  de  lo  que  también  hay  casos? 
Puede  realmente  dudarse  si  los  bienes  ha- 
brán de  correr  la  suerte  del  turno;  esto  es, 
sí  la  vacante  ocurre  en  tumo  del  patrono 
eclesiástieo  6  lego  no  pariente,  aplicarse  los 
bienes  al  clero  en  virtud  del  art.  38  del 
Concordato;  y  si  en  el  turno  del  patrono  fa- 
miliar, al  patrono  gentilicio,  por  el  presente 
art.  4.**  El  artículo  no  distingue;  y  en  reali- 
dad parece  habla  del  patronato  absoluto,  y 
no  del  alternativo ,  por  los  términos  genera  • 
les  en  que  se  enuncia :  pero  teniendo  pre- 
sente que  el  fin  de  la  ley  es  if^samorh'isar,  si, 
pero  prefiriendo  los  parientes  llamados  por  las 
fundaciones  al  clero  y  al  fisco,  parece  mas 
conforme  al  espíritu  de  la  ley ,  que  en  los 
casos  de  alternativa  entre  parientes  y  no  pa- 
rientes, sea  en  el  patronato  activo,  sea  en  el 
pasivo ;  se  admitirán  siempre  los  patronos 
familiares  y  parientes  llamados  á  la  adjudi- 
cación de  bienes  conforme  al  art.  4.^  y  aun 
al  3."",  pues  la  alternativa  allí  se  establece 
entre  parientes;  y  no  entre  parientes  y  estra- 
nos.  Y  si  la  alternativa  del  patronato  fuese 
lineal,  y  desigual  ademas,  dando  uno,  ó  mas 
tumos  á  una  línea,  y  uno  solo  ó  en  menor 
número  de  veces  respectivamente  á  otra  ú 
otras,  se  aplicará  la  doctrina  del  derecho 
proporcional  que  dejamos  espuesta  en  el  co- 
mentario al  art.  S.""  de  la  ley.  En  suma :  en 
el  caso  del  articulo ,  ya  el  patronato  activo 
corresponda  al  pariente  en  todos  los  turnos; 
ya  en  alternativa  con  estranos ;  los  bienes  se 
adjudicarán  íntegramente  al  patrono  fami- 
liar ,  por  el  favor  manifiesto  que  la  ley  de  19 
de  agosto,  en  su  letra  y  en  su  espíritu ,  dis- 
pensa á  los  parientes  llamados. 

Puede  suceder  que  la  capellanía  sea  en 
todo  sentido  familiar ,  ó  de  sangre,  esto  es, 
por  el  patronato  activo  y  pasivo*  En  este  caso 
hay  que  distinguir:  si  al  patrono  activo  no  le 
corresponde  si  no  meramente  el  derecho  de 
presentar,  y  aun  algunos  derechos  ó  emo- 


Inmentof?,  pnramenle  lionoravm  6  remune^- 
ratotios ;  pero  na  sucesorios ,  é  que  le  atri- 
buyan el  concepto  de  comparlícipe  de  las 
rentas  del  beneficio ;  la  adjudicación  sigue 
esclusivamente  al  patronato  pasivo  :  en  otro 
caso  la  adjudicación  se  verificará  según  el 
derecho  proporcional  que  establezca  la  fun- 
dación en  sus  llamamientos,  esto  es,  según 
la  porción  á  que  como  comparlícipe  esté 
llamado.  No  debe  confundirse  este  segundo 
caso  con  el  primero,  que  fue  tratado  y  deci- 
dido negativamente  en  el  Senado  al  discutir- 
se la  ley.  Un  senador ,  prelado  muy  respeU- 
ble  ,  propuso  que  cuando  al  patrono  activo 
le  correspondiesen  algunos  intereses  6  emo- 
lumentos ,  se  le  admitiese  proporcionalmen- 
te  á  la  adjudicación.  Nada  mas  justo,  pera 
el  Senado  no  la  tomó  en  cuenta.  No  prueba 
eso  ciertamente  que  no  tuviese  por  justa 
y  fundada  la  moción  ;  si  no  que  tal  vez  la 
reputó  de  poco  momento  comparada  con 
el  inconveniente  parlamentario  de  alterar 
una  ley ,  votada  ya  en  la  otra  Cámara, 
dando  lugar  á  comisión  mista  ,  cosa  que 
siempre  fue  mirada  como  de  índole  delicada, 
y  practicada  con  suma  parsimonia.  La  cues- 
tión fue  propuesta  además ,  como  de  dere- 
chos honorarios  y  remuneratorios ,  que  ha- 
bía de  percibir  el  patrono  del  capellán  ,  no 
como  participación  sucesoria  de  rentas  en 
que  él  sucediera  por  derecho  propio ,  por 
patronato  pasivo ,  pues  este  es  precisamente 
el  preferentemente  favorecido  por  la  ley ;  y 
seria  una  evidente  contradicción  escluir  de 
él  al  que  lo  tuviese  en  su  favor.  Por  conse- 
cuencia la  regla  práctica  en  este  caso  será 
el  examinar  si  los  emolumentos  ó  derechos 
que  tenga  acción  á  llevar  ó  percibir  el  pa- 
trono activo ,  son  de  tal  índole ,  apreciada 
su  cuota ,  forma  de  su  percepción ,  fin«  y 
cláusulas  de  la  fundación ,  que  constituyan, 
no  una  retribución  honorífica ;  si  no  patrona^ 
lo  pasivo.  Véase  las  cuestiones  generales. 

Art.  S.""  Si  en  alguna  fundación  se  dis^ 
pusiese  de  los  bienes  para  en  el  caso  en  que 
dejase  de  exirtir  la  capellanía ,  se  cumplirá^ 
lo  determitiado  en  aquella. 

La  tendencia  de  la  legislación  sobre  capc-- 
llanías  ha  bia  hecho  advertidos  y  mas  recalo  ^ 
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sos,  qae  en  los  primeros  tiempos ,  á  los  fun- 
dadores de  ellas ,  y  muchos ,  presintiendo  el 
caso  de  que  sus  fundaciones  podían  dejar  de 
exirtir,  dispusieron  de  los  bienes  de  las  mis- 
mas á  prevención  para  tal  evento;  ora  orde- 
nando como  habían  de  repartirse  los  bienes, 
concluida  la  capellanía,  ó  impedido  su  fin, 
esperilual  por  cualquiera  causa ,  ora  deter- 
minando el  objeto  á  que  hubieran  de  aplicar- 
se. Las  juntas  inspectoras  han  hecho  en  su 
caso  esta  declaración ,  y  á  su  vez  los  tribu- 
nales ,  escluyendo  la  acción  del  fisco,  y  la 
de  los  parientes ,  cuando  la  adjudicación  se 
pedia  conforme  á  las  artículos  1.**,  2.**  y  5.* 
de  la  ley ;  pero  contra  el  tenor  del  4.%  y 
quiere  decir  que  este  ha  de  reputarse  como 
esccpcion  á  los  anteriores. 

Art.  6/*  Las  disposiciones  que  preceden 
tendrán  aplicación  á  las  capellanías  vacan^ 
tes  en  la  actualidad  ^  y  d  las  demás  según 
fueren  vacando. . 

Este  artículo  y  la  primera  parte  del  7.**  pu- 
dieran formar  uno  solo ,  asi  como  á  su  vez 
la  segunda  parte  del  7.°  y  todo  el  9.**  Lo  de- 
cimos únicamente  por  si  en  el  comentario, 
que  debe  acomodarse  al  orden  de  los  artícu- 
los ,  parecieren  separadas  ideas  que  debie- 
ran presentarse  unidas. 

Dice  en  suma  el  artículo  que  la  división  y 
adjudicación  de  bienes  de  las  capellanías  no 
será  efectiva  j  si  no  estando  aquellas  vacan- 
tes,  y  á  medida  que  vaquen ;  ó  como  espre- 
sa el  art.  7.**;  que  los  poseedores  continuarán 
en  su  posesión  sin  ser  inquietados  ,  ni  ha- 
cerse en  cuanto  á  ellos  novedad ,  hasta  que 
resulte  la  vacante:  idea  que  aun  vuelve á 
repetirse  al  ñnal  del  art.  9.**  y  justamepte.  Lo 
contrario  seria  lastimar ,  no  ya  esperanzas; 
si  no  derechos  adquiridos  ;  y  lastimarios  sin 
necesidad  ni  utilidad  pública ;  ni  debe  exa- 
gerarse tanto  la  urgencia  ó  conveniencia  de 
estinguir  las  capellanías  colativas  de  sangre, 
que  no  pudieran  tolerarse  y  respetarse  sus 
efectos  por  pocos  anos  mas  ,  aun  á  costa  de 
una  notoria  injusticia ,  cual  seria  el  despojo 
de  derechos ,  reales  y  efectivos  ,  adquiridos 
bajo  el  amparo  de  la  ley ;  mediando  en  ello 
también  consideraciones  canónicas ,  si  el  ca- 
pellán ,  como  de  ordinario  sucedía ;  se  había 
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ordenado  á  título  de  la  capellanía  sin  tener 
otra  renta ,  en  cuyo  caso  habria  que  atender 
á  su  congrua  sustentación  á  costa  de  los 
bienes ,  lo  que  era  aumentar  voluntariamen- 
te las  complicaciones. 

Pero  aquí  vuelve  á  reaparecer  una  dificul- 
tad que  hemos  tocado  en  el  comentario  al 
art.  1.*,  y  que  es  preciso  resolver  diciendo, 
como  hemos  dicho  allí,  y  aquí  repetimos, 
que  el  espíritu  de  los  mencionados  artículos 
dice  mas  que  el  tenor  de  ellos.  Según  este, 
tomado  en  su  rigor  literal  y  principalmente 
según  el  art.  6  c  ¿os  disposiciones  que  pre- 
ceden (las  de  desamortización  y  adjudicación 
de  bienes  en  concepto  de  libres ,  pues  no 
tratan  de  otra  cosa  los  artículos  i.*"  al  6."*) 
tendrán  apücatíon  á  las  capellanías  vacan- 
tes ,  en  la  actualidad  (ai  promulgarse  ó  res- 
tablecerse la  ley) ,  y  á  las  demás  según  fue- 
ren vacando.  >  Nace  aquí  la  oscuridad  de  ve- 
nir confundido  el  principio  con  sus  conse- 
cuencias:  de  no  haberse  seguido  en  la  ley  c 
método  y  precisión  en  esta  parte  de  la  de  37 
de  setiembre  de  1820. 

En  esta  se  sanciona  primero  la  desvincu- 
lacion;  luego  la  adjudicación  de  bienes; 
primero  el  principio;  después  la  consecuen- 
cia. En  la  ley  de  i 9  de  agosto  no  es  asi :  de 
la  consecuencia  hay  que  deducir  qI  pri7icipio: 
de  la  adjudicación  la  desamortización.  De 
adjudicarse  los  bienes  en  concepto  de  libres, 
se  deduce  ciertamente  que  quedanr  desamor-' 
tizados  por  la  ley ;  pero  ¿  es  desde  la  pro- 
mulgación de  la  ley  (ó  desde  el  restableci- 
miento.de  la  misma  eu  su  caso),  desde  que 
se  verifica  la  desamortizacian  ó  l^vacqnt$ 
déla  capellama,para  los  efectos  civiles  según 
el  tenor  del  art.  6."";  ó  desde  la  adjudicación 
judicial  de  los  bienes,  según  la  letra  del  artí- 
culo I.""?  El  primero  de  estos  estremos  debe 
tenerse  por  cierto ,  y  con  arreglo  á  este  su- 
puesto resolver  ya  judicial ,  ya  gubernati- 
vamente ,  todas  las  dudas  que  se  deriven  del 
mismo  principio.   La  regla  práctica  será, 
pues :  los  bienes  de  capellanias  colativas  de 
sangre  se  reputan  desamortizados  desde  la 
promulgación  de  la  ley  de  19  de  agosto ,  y 
en  sus  casos  desde  la  fecha  del  decreto  del 
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canónica  itislitucion,  con  el  mandato  de  mí- 
sioH  en  posesión.  Lo  c\ib\  lidi  de  entenderse 
en  el  caso  de  que  el  nombrado  no  acudiere 
con  el  nombramiento  al  ordinario ,  pidiendo 
la  canónica  institución.  Si  lo  verificó,  y  el  or- 
dinario le  hizo  condón,  ó  reconoció  ilegiti- 
midad de  su  derecho  é  idomidad^  sin  proce- 
der empero  á  laordenaci  )n  por  la  causa  civil 
antes  espresada;  ó  si  al  presentarse  el  cape- 
llán con  el  nombramiento,  en  lugar  de  instmir 
el  espediente, acordó  no  proceder  ad  uílcrio^ 
ra  hasta  que  cesase  el  impedimento  civil;  en 
estos  casos,  hay  vacante,  pero  hay  también 
fAeilo  pendiente,  pues  tal  es  el  espediente 
canónico,  mayormente  si  los  opositores  ó 
nombrados  eran  dos  ó  mas;  pero  aun  sin  eso 
siempre  en  tal  espediente  canónico  se  sen- 
tencia con  audiencia  de  la  parte,  y  audien- 
cia y  contradicción  en  su  caso,  del  fiscal 
eclesiástico,  termina  por  un  auto  de  colación 
ó  no  colaáon^  y  es  por  tanto  un  verdadero 
pleito  pendiente  ó  sea  causa  beneficial,  á  ia 
que  es  aplicable  el  art.  ^J*  del  real  decreto 
de  6  de  febrero  restitulorio  de  la  presente  ley. 
En  el  tercer  caso  no  hay  vacante;  pues  ni  por 
la  mencionada  causa,  ni  por  otra  se  pierde 
la  capellanía  ó  beneficio,  si  no  por  sentencia 
judicial,  y  es  claro  que  hasta  que  esta  recai- 
ga, el  capellán  está  en  posesión.  Entendemos 
en  este  caso  para  los  efectos  de  la  ley  por 
lilQiío  pendiente  el  meramente  incoado,  pues 
txl  es  la  espresion  del  real  decreto  de  6  de 
febrero.  No  importa  que  el  pleito  ó  causa  be- 
neficial  penda  en  el  tribunal  eclesiástico  y  no 
en  el  civil,  aun  cuando  en  el  art.  40  de  la  ley 
de  19  de  agosto  se  atribuya  el  conocimiento 
de  los  juicios  de  adjudicación  de  bienes  á  los 
tribunales  civiles.  Eso  se  entenderá  para  el 
mencionado  efecto  de  la  adjudicación  y  otros 
civiles;  pero  en  el  caso  supuesto  no  se  trata  de 
ellos:  la  causa  pende  en  ese  caso  en  tribunal 
competente ,  pues  á  él  correspondía  al  tenor 
del  real  decreto  de  1852 ;  y  á  dichas  causas 
ó  pleitos  canónicos  es  de  todo  punto  aplica- 
ble al  arí.  2.**  del  decreto  de  6  de  febrero  que 
declara  «legítimos  los  derechos  adquiridos 
en  virtud  del  real  decreto  de  30  de  abril,  por 
sentencia  definitiva  pronunciada  ó  que  se 
pronuncie  en  los  juicios  incoados  ante  tribu-  | 


nal  competente;»  sin  que  pueda  caber  duda 
en  que  la  competencia  se  ha  de  referir  en. 
este  caso  al  tiempo  de  la  incoación  del  plei- 
to. Es  terminante  ademas  el  art.  8**^  de  la 
ley  de  19  de  agosto. 

De  mas  dificil  solución  es  otro  caso  que 
sin  duda  ha  de  presentarse.  Supongamos  que 
en  una  capellanía  poseída  al  tiempo  de  pro- 
mulgarse la  ley  de  19  de  agosto  y  que  conti- 
nuó poseyéndose  por  el  mismo  capellán  has- 
la  después  de  pu!)!icado  el  Concordato,  y  so* 
brc  todo  el  real  decreto  de  50  de  abril  de 
185?,  supóngase  decimos,  que  ni  el  capellán, 
ni  los  parientes  entablaron  la  reclamación  de 
adjudkacion  de  bienes  para  que  les  autori- 
zaban los  arts.  7.*  y  9.  *  de  ia  ley :  que  el 
capellán  falleció  durante  el  período  en  que 
rigió  el  mencionado  real  decreto,  es  decir, 
desde  1  .**  de  mayo  de  1832  hasta  31  de  ene- 
ro, por  ejemplo,  de  1863:  claro  es  que  en  es- 
te tiempo  ya  los  mencionados  parientes  no 
podían  pedir  la  aplicación  de  una  ley  que  no 
regia:  es  consiguiente,  y  si  no  puede  supo- 
nerse, que  la  capellanía  se  proveyese  en 
nuevo  capellán  que  hoy  puede  estarla  posee^ 
yendo,  es  decir,  publicado  ya  el  decreto  de 
6  de  febrero:  en  las  vicisitudes  de  la  vida 
pueden  ser  ya  diversos  los  parientes  que  hoy 
se  hallan  en  el  caso  de  pedir  la  adjudicación 
previa  de  bienes  ó  sea  declaración  de  pro- . 
piedad  de  los  que  tuvieron  el  mismo  derecho 
de  1841  á  1832:  en  tal  caso  ¿quiénes  serán 
hoy  los  que,  viviendo  el  actual  capellán  ó  á  su 
muerte,  se  hallen  en  el  caso  de  los  artículos 
1.**,  7."  y  9."*  de  la  ley?  Dudosa  es  la  solu- 
ción y  mas  cuando  el  art.  2.*  del  decreto  de 
6  de  febrero  de  1853  declara  válidos  y  legí- 
timos los  derechos  adquiridos  en  virtud  del 
de  30  de  abril  de  1832.  Sin  embargo,  tenien- 
do en  cuenta  que  el  mencionado  art.  2.*^  se 
limita  á  derechos  adquiridos  por  ejecutoria 
causada  ó  que  se  cause  en  pleitos  incoados  á 
su  fecha,  y  que  ninguno  habia  incoado,  ni 
pueden  ya  incoar  después  de  él,  ni  el  nuevo 
capellán,  ni  los  parientes,  contra  el  tenor  de  la 
ley:  que  por  el  mencionado  real  decreto  de  6 
de  rebrero¡se  viene  á  declarar  ó  declara, 
(contra  nuestra  opinión)  que  las  capellanías 
colativas  no  se  comprendieron  en  el  Goncor- 
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dato,  en  cuyo  supuesto,  aun  publicados  este  y 
el  decreto  de  30  de  abril  de  1853,  los  parien- 
tes de  la  primera  época  y  el  primer  capellán 
eñ  su  caso  tuvieron  espedito  su  derecho,  aun 
después  de  publicado  el  Concordato  y  nom- 
brado el  segundo  capellán;  este  será  mante- 
nido  en  posesión,  si  sn  nombramiento  y  ca- 
nónica institución  se  consuinaron  en  tiempo 
hábil,  pues  que  asi  está  mandado  ,  y  es  un 
estado,  y  derecho  conseguido  por  virtud 
de  ejecutoria  en  causa  beneticial ;  pero  el  de- 
recho á  la  adjudicación  de  bienes  es  de  los 
que  lo  tuvieron  espedito  durante  la  vida 
del  primer  capellán ,  ó  sus  causahabientes, 
y  los  de  este  en  el  caso  del  art.  7.*  de  la  ley. 
La  razón  la  hemos  indicado  ya  anteriormen- 
te ;  los  bienes  fueron  desamortizados  á  la 
fecha  de  la  ley ,  y  por  esa  misma  razón  al 
propio  tiempo,  al  convertirse  en  laicales,  ra- 
dicó el  derecho  de  los  parientes  llamados 
en  su  consecuencia  á  la  adjudicación   de 
aquellos :  no  fue  ciertamente  un  derecho 
in  re;  pero  sí  nn  derecho  ad  rem;  y  aun 
por  la  índole  del  caso ,  por  tratarse  de  bie- 
nes de  una  fundación  vincular,  y  servir 
lodavia  en  parte  de  derecho  para  la  adju- 
dicación ;  d  que  lo  era  para  la  sucesión  vin- 
cular, esto  es,  el  llamamiento  del  fundador, 
por  tal  concepto ,  decimos ,  puede  reputarse 
que  el  derecho  en  este  caso  es  in  re ,  pues- 
fo  que  atribuye  acción  á  los  frutos  produci- 
dos y  debidos  producir,  desde  la  vacante, 
según  por  reales  órdenes  que  mencionamos 
en  su  lugar  esté  declarado.  Según  ellos, 
pues ,  el  derecho  á  la  adjudicación  de  bienes 
que  radica  en  los  parientes  llamados ,  al  te- 
nor del  art.  1.**  de  la  ley,  puesto  que  en  ca- 
so de  vacante  atribuye  la  percepción  de  fru- 
tos ,  y  nace  radicalmente  de  un  llamamiento 
vincular^  es  parificable  con  la  posesión  civil, 
civilísima  que  por  ministerio  de  la  ley  se 
transfiere  en  las  vinculaciones. 

Art.  1."*  Los  poseedores  actuales  conti^ 
nuarán  gozando  las  capellanías  en  el  mismo 
concepto  en  que  las  obtuvieron  y  con  entera 
sujeción  d  las  reglas  de  las  fundaciones  res- 
pectivas.  Pero  podrán  en  su  caso  usar  del  de- 
recho  que  les  corresponda  en  virtud  de  los 
artlcuU>s  anteriores. 


Continuarán  gozando  las  capellanías  en  el 
mismo  concepto  en  que  las  obtuvieron.  Luego 
nos  dirá  el  art.  8.*"  que  los  pleitos  pendientes 
sobre  obtención  de  capellanías  puedan  se- 
guirse ,  y  aquellas  proveerse  cotno  tales  ca- 
pellanías colativas.  Si  estos  dos  artículos 
hubieran  de  aplicarse  sobre  este  punto  en  su 
tenor  literal,  conducirian  á  mas  de  un  absur- 
do ,  y  á  una  palmaria  contradicción  con  los 
artículos  anteriores ,  y  con  el  sistema  y  fin 
de  la  ley. 

El  tenor  literal  de  uno  y  otro  artículo  es 
que  la  capellanía,  en  el  primer  caso  conser- 
va el  mismo  concepto  en  que  se  obtuvo:  en 
el  segundo  la  capellanía  disputada  se  provee- 
rá como  tal  colativa :  es  decir  que  en  uno  y 
otro  caso  tenemos  una  capellanía  colativa, 
€Con  entera  sujeción  á  las  reglas  de  las  fun- 
daciones respectivas j»  es  decir,  colativa, 
como  se  fundó  y  colacionó :  en  la  plenitud  de 
sus  derechos  ,  civil  y  canónicamente  ;  como 
si  no  se  hubiera  dado  la  ley  de  19  de  agosto. 
Y  sin  embargo  repetimos ,  esto  seria  un 
absurdo ,  consultada  la  ley  en  sus  artículos 
fundamentales.  ¿Podrá,  si  no,  reunirse á 
otras  la  capellanía  por  incongrua ,  como  has 
ta  la  ley  de  49  de  agosto  habia  podido?  ¿Po- 
drá por  la  misma  causa  reducirse  á  patrona- 
to real  de  legos?  ¿Podrá  el  capellán  acen- 
suar sus  fundos ,  permutarlos ,  ó  transfor- 
marlos ;  alterando  sustancialmente  su  forma, 
y  su  uso ,  previa  información  como  hasta 
aquí  de  utilidad  ó  necesidad  ante  el  ordina- 
rio? De  ninguna  manera.  Los  bienes  no  son 
ya  eclesiásticos  :  la  ley  civil  se  ha  sustituido 
á  la  fundación  y  á  los  cánones ;  y  ha  señala- 
do ya  el  destino  profano ,  y  el  futuro  dueño 
de  esos  bienes,  como  ha  tenido  por  conve- 
niente, dejando  solo  al  último  capellán  el 
usufructo  de  ellos.  El  sentido  ,  pues,  de  los 
artículos  7.**  y  8.**  en  el  punto  que  vamos  es- 
poniendo, es  estrictamente :  que  el  capellán 
gozará  durante  su  vida,  no  la  capellanía» 
según  le  fue  conferida ,  esto  es ,  en  la  pleni- 
tud de  derechos  de  un  beneficio  colativo  de 
sangre ;  si  no  meramente  del  usufructo  de 
los  bienes  de  la  misma  (art.  9.''),  sin  poder 
por  tanto  alterar  sustancialmente  la  forma,  y 
servicio  ó  uso  de  los  mismos  ,  como  ni  tam* 
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poco  ya  tiene  competencia  para  hacerlo,  6 
permitirlo  ninguna  autoridad  eclesiástica ,  ni 
civil:  la  capellanía  sigue  siendo  para  él  titulo 
espiritual,  beneficio  eclesiástico,  con  sus 
rentas  y  sus  cargas  ,  según  la  fundación  y 
los  cánones  :  los  frutos  los  percibe  y  disfru- 
ta como  renta  eclesiá-^tica :  los  bienes ,  de 
la  capellanía  son  laicales ;  pero  las  rentas 
son  eclesiásticas.  Véase  el  comentario  á  los 
arlículos  l.^y2.^ 

Puede  dudarse  á  qué  clase  de  contribucio- 
nes quedan  sujetos  los  bienes  de  capellanías, 
durante  la  vida  del  último  poseedor.  En  eso 
ha  de  observarse  el  art.  8.*  del  Concordato 
de  1737  y  las  disposiciones  recopiladas ,  da- 
das en  su  razón.  Pero  si  los  bienes,  por  lle- 
var dneja  la  capellanía  cura  de  almas ,  por 
estar  unidas  á  una  prebenda ,  ú  otra  causa 
análoga ,  hubieran  de  considerarse ,  como  de 
primera  fundación ,  según  la  escepcion  de 
dicho  Concordato ,  los  bienes  se  reputarán 
para  tal  efecto  eclesiásticos ;  pues  si  ya  no 
lo  5on  los  fundos ;  lo  continuarán  siendo  los 
frutos  6  rentas  por  la  vida  del  capellán  po- 
seedor ,  según  dejamos  espucslo. 

Por  consecuencia    necesaria  de  cuanto 
queda  dicho  el  capellán  poseedor  no  podría 
resignar,  efecto  canónico  inherente  á  un  bc- 
.  ncficio ,  aun  familiar ,    y  de  cuya  facultad 
no  podría  ser  privado  el  capellán  si  fuese  del 
todo  cierto ,  que  seguirá  poseyendo  la  cape- 
lanía  en  el  mismo  concepto  en  que  la  obtuvo. 
Y  no  puede  resignar ,  ni  aun  en  el  pariente 
á  quien  correspondería ,  muerto  él ,  ó  re- 
nunciando. La  ley  no  faculta  á  estos;  si  no  á 
él  y   para  poseer :  no  está  en  su  mano  el 
igualar  la  duración  de  las  vidas  ,   y  en  la 
mayor  duración  de  la  del  resignatario  ,  ha- 
bría siempre  un  tercero  perjudicado,  que 
serian  los  parientes ,  y  no  habiéndolos  ,  el 
clero,  y  el  estado ,  que  suple  al  presupues- 
to general  del  clero  lo  que  no  cubren  los 
bienes  devueltos  al  mismo  por  el  art.  38  del 
Concordato. 

En  virtud  de  los  anteriores  artículos.  An- 
teriores y  posteriores.  Véase  el  9.**  Es  decir 
que  sí  el  capellán  se  hallase  en  el  caso  de 
alegar  preferente  parentesco  ,  al  tenor  de  los 
arlículos  1."  y  2.",  podrá  ejercitar  el  derecho 


que  el  art.  9.^  dá  á  los  demás  parientes ,  pi- 
diendo la  declaración  preventiva  de  propie- 
dad :  renunciando  la  capellanía ,  caso  de  no 
haberse  ordenado  á  título  de  ella » y  tenien- 
do por  tanto  otra  congrua ,  podrá  pedir  la 
adjudicación  efectiva  de  bienes. 

Art.  8.**  Los  pleitos  que  sobre  capellanías 
colativas  se  hallen  pendientes ,  podrán  conti- 
nuar ,  y  estas  proveerse  como  tales  quedando 
los  que  lleguen  i  obtenerlas  en  el  mismo  ca^ 
so  que  los  actuales  poseedores. 

Los  pleitos  pendientos.  Se  entiende  ante 
los  diocesanos ,  pues  solo  á  estos  compete  el 
decidir  sobre  capellanías  colativas ,  y  confe^ 
rirías  ,  como  tales.  Son  por  tanto  las  causas 
beneficiales ,  ó  espedientes  de  colación  incoa- 
dos ante  los  obispos.  Véase  el  comentario  á 
los  arlículos  6.^  y  7.*  El  presente  artículo 
habla  de  los  pleitos  beneficiales  pendientes  á 
la  promulgación  de  la  ley  :  ahora  habrá  de 
entenderse  al  restablecimiento  de  la  misma 
y  así  lo  establece  en  su  art.  2.'*  el  real  de- 
creto de  6  de  febrero  del  corriente  año. 

Proveerse  como  tales.  Las  capellanías  se 
proveerán  en  el  caso  del  arlículo  como  cola^- 
tivas ;  pero  ya  bajo  la  alteración  esencial  he- 
cha por  la  ley  civil ;  y  en  su  consecuencia 
los  que  las  obtengan ,  se  hallarán  en  el  caso 
prevenido  por  el  art.  7.**  Véase  el  comentario 
al  mismo. 

Art.  9.*  Los  parientes  qae  conforme  i  los 
cuatro  primeros  artículos  de  esta  ley ,  ó  las 
personas  que  con  arreglo  al  8.**  tuvieren  de- 
recho  á  los  bienes  de  las  capellanías  que  se 
hallen  vacantes ,  ó  sobre  las  que  penda  li- 
tigio ,  podrán  desde  luego  pedir  que  se  les 
declare  la  propiedad  de  dichos  bienes  sin 
perjuicio  del  usufiiicto  que  á  los  poseedores 
corresponde. 

Podrán  desde  luego  pedir.  Aqui  se  con- 
íirma  la  idea  por  nosotros  emitida  anterior- 
mente de  que  la  desamortización  se  verifica, 
y  el  nuevo  derecho  en  favor  de  parientes  sin 
distinción  de  sexo  .  edad ,  etc. ,  se  crea  coa 
la  promulgación  de  la  ley ,  y  hoy  en  sus  ca- 
sos desde  el  restablecimientos  de  la  misma: 
que  los  bienes  por  tanto  son  laicales  desde 
uno  de  esos  momentos :  que  entonces  queda 
radicado  y  aun  Irasferido  por  ministerio  de  la 
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ley  el  derecho  á  la  propiedad  en  los  parien- 
tes de  grado  prererente  á  la  sazón :  que  es- 
tos pueden  ejercitar  ese  derecho  para  la  de^ 
claracion  previa  de  la  propiedad  durante  la 
vida  del  último  poseedor;  para  la  adjudica^ 
cion  efectiva  ó  en  concreto ,  ó  sea  conjunta- 
mente la  propiedad  y  el  usufructo ,  causada 
la  vacante:  que  el  derecho,  en  fin,  á  la 
propiedad ,  concedido  por  la  ley  y  trasferido 
por  ministerio  de  la  misma ,  al  tiempo  de  su 
promulgación  (ó  restablecimiento  en  su  caso), 
en  los  parientes  de  grado  prererente  enton- 
ces en  las  líneas  llamadas ,  es ,  digámoslo 
asi  y  cardinal  f  el  cual  por  lo  tanto  no  pueden 
turbar,  estinguir ,  ni  trasferir  á  familias  di- 
versas ,  ni  la  muerte  del  poseedor ,  que  pue- 
de retardarse  mucho  tiempo ,  ni  su  renun- 
cia ,  ni  el  haber  reservado  dichos  parientes 
de  grado  preferente  á  la  promulgación  ó 
restablecimiento  de  la  ley  el  pedir  la  de- 
ckiracion  previa  de  propiedad  hasta  la  va- 
cante, pues  en  ellos  la  elección  de  tiempos  es 
potestativa  según  la  ley  {podrán....).  Uuer- 
to ,  pues ,  el  capellán ,  ó  resultando  de  cual- 
quier otro  modo  la  vacante,  como  por  re- 
nuncia de  la  capellanía ,  por  privación  de 
ella  en  virtud  de  causa  canónica ,  los  pa- 
rientes, en  quienes  radicó  el  derecho  á  la 
propiedad  de  los  bienes  por  ser  de  mejor  linea 
y  grado  á  la  promulgación  de  la  ley  (ó  su 
restablecimiento),  ó  sus  causahabientes ,  son 
los  únicos  que  con  justicia  pueden  reclamar 
la  adjudicación  de  aquellos  en  el  doble  efecto 
de  propiedad  y  usufructo^  cualquiera  que  sea 
el  número  de  defunciones  que  durante  di- 
cho periodo  hayan  ocurrido. 

Art.  10.  A  los  tribwiales  civiles  ordina^ 
ríos  de  los  partidos  en  que  radiquen  la  ma- 
yor parte  de  los  bienes  corresponde  hacer  la 
aplicación  de  los  derechos  que  se  declaran 
por  esta  ley. 

La  aplicación  testual  del  presente  artícu- 
lo daria  lugar  á  errores  trascendenlales,  y 
recursos  inútiles  y  dispendiosos  que  nos  pro- 
ponemos  evitar,  asi  como  esclarecer  las  du- 
das á  que  dá  lugar  su  laconismo  y  aun  lo 
vago  6  equívoco  de  sus  términos.  Consultan- 
do la  claridad,  q:ie  requiere,  mas  que  otro, 
el  comentario  del  presente  artículo ,  precisa-  I 


remos  con  este  propósito  los  casos  á  que  nos 
proponemos  hacerlo  estensivo. 

1.^  Los  tribunales  civiles  ordinarios  de 
los  partidos,  son  sin  duda  los  juzgados  de 
primera  instancia,  y  por  supuesto  con  ape- 
lación á  las  audiencias  correspondientes. 

2.*^  Induciría  á  grande  error ,  á  recursos 
y  dispendios  inútiles,  el  aplicar  hoy  testual- 
menlecste  artículo,  cuj'o  tenor  mas  bien,  que 
esplicado,  ha  sido  alterado  y  aun  sustituido 
por  disposiciones  posteriores,  con  la  especia- 
lidad de  no  ser  estas  de  orden  legislativo;  si 
no  reales  órdenes  y  decretos ,  que  pudiendo 
ademas  revocarse  ó  modificarse  por  otros, 
quitan  al  derecho  constituido  la  fijeza,  uni- 
formidad y  regularidad  de  que  tanto  necesi- 
ta en  materias  como  la  presente. 

Y  con  efecto,  en  la  parte  legislativa  de  es- 
te apéndice  se  inserta  á  la  letra  la  real  or- 
den de  9  de  febrero  de  1842»  á  que  siguió 
en  ol  mismo  sentido  la  de  17  de  enero  de 
1847,  inserta  asi  bien  á  la  letra  en  la  parle 
legislativa  del  artículo  ctpei«i.%!viA  ,  cuyas 
disposiciones  es  indispensable  tener  á  la 
vista,  y  consultar,  antes  de  deducir  preten- 
sión alguna  para  la  aplicación  de  la  ley  Je 
19  de  agosto.  En  vista  de  ellas  no  solo  no  es 
esclusiva  la  competencia  de  los  juzgados  de 
partido,  scgiin  el  tenor  del  artículo;  no  solo 
no  debe  acudirse  á  ellos  desde  luego ;  si  no  ' 
precisamente  todo  lo  contrario ;  y  eso  por 
que  con  la  ley  de  19  de  agosto  de  capella- 
nías de  sangre  concurre  la  de  2  de  setiem- 
bre del  mismo  ano  sobre  desamortización  de 
bienes  del  clero  secular,  siendo  indispensa- 
ble hermanar  entre  sí  el  art.  G.""  de  esta  con 
el  tenor  de  aquella.  Según,  pues,  la  citada 
real  orden  de  9  de  febrero  c  todos  los  espe- 
dientes sobre  estar  ó  no  comprendidos  en  las 
escepciones  del  art.  6.**  de  la  ley  de  2  de  se- 
tiembre algunos  de  los  bienes  que  fueron  del 
clero,  capellanías,  etc.,  y  por  tanto  de  ser, 
ó  no  de  capellanías  de  sangre,  se  promove^ 
rán  y  ventilarán  por  el  orden  gubernativo  an- 
tes de  poder  hacerse  contenciosos:  el  conoci- 
miento de  ellos  con*esponde  en  primer  gra- 
do k\Bs'¡\inidiS  inspeciorsis  de  provincia 

debiendo  consultar  sus  decisiones  á  la  direc- 
ción general  de  arbitrios  de  amortización.... 
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espedientes y  los  elevará con  su 

opinión  esplícita  al  gobierno,   quien  se  re- 
serva la  decisión  deGnitiva >  Declárase 

que  «las  anteriores  disposiciones  se  refieren 
solo  á  los  casos  de  duda  ó  reclamación;  sin 
que  obsten  á  la  ejecución  espedila  de  la 
ley  en  todos  aquellos  en  que  fueren  noto- 
rias, según  la  misma,  la  incorporación  ó  es- 
clusion  de  los  bienes  para  el  Estado."  El  re- 
sultado es,  pues,  que  mediando  duda,  sobre 
si  los  bienes  son  ó  no  de  capellanías  de  san- 
gre,  á  cuyo  caso  se  reduce  la  duda  de  si  una 
capellanía  es  eclesiástica,  beneficial  pura- 
mente; ó  colativa;  y  si  es  colativa  6  lai- 
cal, etc.;  en  una  palabra,  siempre  que  se 
ponga  en  duda  si  una  capellanía  es  ó  no  co- 
lativa de  sangre,  precede  de  necesidad  la  vía 
gubernativa  á  la  contenciosa;  pero  no  co- 
mo quiera;  si  no  causando  ejecutoria:  pro- 
nunciando el  Gobierno  en  definitiva,  sin  ul- 
terior recurso,  si  ha  de  estarse  al  testo  y  es- 
píritu de  dichas  declaraciones:  y  es  decir 
que  las  mismas  se  han  sustituido  á  la  ley. 

Pero  ¿quién  es  el  juez  de  sí  la  duda  es  6 
no  Tundada?  ¿Bastará  que  con  buena  ó  mala 
fé  la  articulen  las  partes?  ¿Bastará  que  la  ha- 
llen tal  los  asesores  de  las  juntas  inspectoras? 
Pero  entonces  el  estado  de  duda  ha  sido  an- 
tes juzgado  por  otro,  pues  solo  asi  pudiera   I 
hal  larse  el  espediente  en  la  junta,  según  la   ! 
real  orden  antes  cittida.  ¿Serán  los  jueces  de 
primera  instancia  los  que  de  oficio,  ó  á  peti- 
ción fiscal,  ó  de  parte  declaren  haber  duda,  é 
inhibiéndose,  remitirán  los  autos  á  la  junta 
inspectora?  Esto  último  debería  así  practicar- 
se; pero  entonces,  el  juez  ordinario  puede 
también  declarar  no  haber  duda,  y  á  su  vez  la 
audiencia,  puesto  que  el  ministerio  fiscal  de- 
be en  su  caso  apelar,  y  si  no  dar  conocimiento 
del  fallo  al  fiscal, de  S,  M.  y  esperar  sus  ór- 
denes* El  estado  del  derecho  constituido  en 
1842  era  el  espuesto;  y  de  él  resultaba  por 
necesidad:  4.*  que  no  siempre  era  posible  in- 
coar espediente  gubernativo  antes  del  con- 
tencioso: y  2.**  resultaba,  y  aun  resulta,  que 
en  una  gran  parte  de  los  casos,  esto  es, 
siempre  que  de  buena  ó  mala  fé  resulte  du' 
da;  siempre  que  la  haya,  y  la  hay  en  infinitos 


Capellanía.  m 

La  dirección  ampliará  la  instrucción  de  los  I  casos,  el  conocimiento  y  decisión  definiti^ 

vas  sobre  bienes  de  capellanías  colativas  de 
sangre,  es  del  gobierno;  no  de  los  juzgados  cí- 
viies  ordinarios  de  partido.  La  disposición  por 
tanto  del  art.  10  de  la  ley  de  19  de  agosto,  ha 
sido  sustituida  casi  en  totalidad  ,  ó  esencial- 
mente alterada,  y  queda  reducida  á  la  enun- 
ciativa y  regla  siguiente:  á  los  tribunales 
civiles  ordinarios  compete  el  conocimiento 
sobre  adjudicación  de  bienes  de  capellanías 
de  sangre,  cuando  la  contienda  es  entre  pa- 
ríentes  y  no  ofrece  duda  la  naturaleza  de  la 
capellanía:  si  esta  cuestión  es  entre  los  pa- 
ríentes  y  el  Estado ,  por  ofrecer  duda  si  la 
capellanía  es  ó  no  colativa  de  sangre,  el  iro- 
nocimiento  y  decisión  es  del  gobierno  en  via 
gubernativa,  empezando  el  recurso  ante  las 
juntas  inspectoras. 

Ta  hemos  indicado  la  dificultad  que  ofre- 
cía la  aplicación  de  la  real  orden  de  9  do 
febrero  de  1842  por  no  determinarse  nada 
sobre  la  calificación  originaiia  de  la  duda; 
á  lo  que  ocurrió  la  otra  disposición  citada  do 
17  de  enero  de  1847,  que  partiendo  de  la  ba- 
se de  que  cno  corresponde  á  los  tribunales 
de  justicia;  sí  no  al  gobierno,»  el  decidir 
si  una  capellanía  es  ó  no  colativa  en  caso  de 
duda,  estableció :  c  que  siempre  que  ocurra 
una  declaración  de  bienes  procedentes  de  ca*» 
pellanías  colativas  de  patronato  activo  ó  pasivo 
familiar,  deberá  instruirse  inmediatamente 
un  espediente  gubernativo,  para  declararlos 
ó  no  comprendidos  en  las  escepciones,  etc.,» 
de  la  ley  de  2  de  setiembre  de  1841.  Ana-» 
dióse;  que  cías  providencias  de  los  juzgados 
de  primera  instancia  no  tienen  fuerza  ejecuti" 
va ,  ni  para  declarar  la  escepcion  do  las  fin- 
cas, que  se  reclamen,  ni  para  decidir  la  in- 
mediata entrega  de  sus  productos ;  pero  se* 
rán  útiles  para  que ,  cuando  una  y  otra  de- 


ban verificarse ,  se  hagan  á  la  persona  le- 
gítima.» 

Pena  dá  el  ver  tanta  confusión  en  las 
ideas ,  tanta  impropiedad  en  el  lenguaje  le- 
gal ;  y  no  es  menos  el  trabajo  y  la  dificultad 
en  determinar  reglas  ciertas  !  Algo  ha  con- 
tribuido á  ello  el  haberse  declarado  después 
ser  parte  el  ministerio  fiscal  en  todo  pleito 
de  división  y  adjudicación  de  bienes  de  ca- 


Digitized  by 


Google 


884 


capellanía. 


pellanfas  de  sangre.  En  tai  supuesto ,  he 
aquí  lo  qac  últimamente ,  es  decir ,  antes 
del  Concordato  sucedia.  Sí  los  bienes  de  una 
capellanía  colativa  se  habian  inventariado 
entre  los  del  clero ,  lo  cual  sucedia  en  infini- 
tos casos,  y  su  administración  por  lanío 
estaba  á  cargo  de  la  hacienda  páblica;  co- 
metida esta  á  las  juntas  inspectoras ;  los  pa- 
rientes que  se  creían  con  derecho ,  reclama- 
ban ,  no  en  el  juzgado  de  primera  instancia, 
si  no  ante  dichas  juntas.  Estas ,  si  no  habla 
duda ,  acordaban  la  entrega  de  bienes ,  des- 
pués de  lacual  los  parientes  llevaban  la  cues- 
tión al  juzgado  de  primera  instancia  para  la 
adjudicación  entre  ellos  con  arreglo  á  la  ley 
de  19  de  agosto :  sí  la  junta  creía  dudosa  la 
cuestión ,  ya  está  visto  por  las  dos  reales  ór- 
denes citadas  de  1842  y  1847  el  curso  y  re- 
sultado de  tales  espedientes :  si  el  gobierno 
declaraba  no  ser  colativa  la  capellanía ,  no 
había  otro  recurso  :  en  el  caso  contrario  se 
dejaban  los  bienes  á  disposición  de  los  recia, 
mantés ,  que  arreglaban  sus  cuestiones  en- 
tre sí,  ó  las  llevaban  al  juzgado  de  primera 
instancia  ,  sobre  prelacion  de  mejor  linca  y 
grado  de  parentesco.  Pero  acordada  la  inter- 
vención del  ministerio  fiscal  en  estas  contien- 
das, ya  la  transacción  entre  las  partes  no  fue 
posible,  como  en  breve  diremos. 

Si  la  hacienda  no  había  incluido  Its  bienes 
de  la  capellanía  entre  los  del  clero,  al  incau- 
tarse, de  estos  por  la  ley  de  2  de  setiembre 
de  1841 ;  los  parientes ,  establecida  la  inter- 
vención del  ministerio  fiscal,  como  parte, 
llevaban  y  deben  llevar  directamente  y  des" 
de  luego  la  contienda  al  juzgado  de  primera 
instancia.  Si  el  promotor  niega  el  parentes- 
co y  prueba  su  intención ,  los  bienes  se  ad- 
judican al  Estado  y  por  este  al  clero :  sí 
niega  que  la  capellanía  sea  colativa  de 
sangre,  y  el  juez  halla  fundada  (a  duda, 
se  inhibe  y  remite  lo  obrado  á  la  junta  ins- 
pectora para  los  efectos  y  ulteriores  recursos 
arriba  indicados. 

ZJ"  En  un  principio  nada  parecía  obstar 
á  que  las  partes  se  transigiesen;  aunque  real- 
mente no  era  asi.  El  art.  1.°  de  la  ley  de  19 
de  agosto  no  parecía  obligarles  á  litigar;  si 
DO  que  establecía  juzgado  competente  para 


cuando  litigaran  ,  como  sucede  en  los  nego- 
cios comunes.  Sin  embargo ,  la  cuestión  no 
era  solo  de  los  parientes.  Había  un  tercero 
interesado  que  era  la  voluntad  del  fundador, 
y  en  este  supuesto ,  bien  puede  decirse,  que 
el  art.  II,  poniéndose  de  parte  del  fundador, 
y  ordenando  por  tanto  que  la  adjudicación 
de  bienes  se  entendiese  con  las  cargas  ,  ha- 
cía necesario  el  litigio  para  distribuir  estas 
y  asegurar  su  cumplimiento ,  á  lo  menos 
mientras  por  la  instrucción  que  debía  seguir 
á  la  ley  para  su  aplicación  no  se  consultase 
de  otro  modo  esta  atención  sagrada.  Bien 
pronto  hubo. otro  tercero ííntcresado  en  la 
cuestión.  Lo  fue  el  Estado  por  la  ley  de  o  de 
abril  de  1845 ,  que  ordenó  la  devolución  al 
clero  de  los  bienes  eclesiásticos  no  vendidos 
á  la  sazón ,  y  después  por  el  Concordato  ea 
su  art.  3S.  Simultáneamente  el  estado  conti- 
nuó siendo  interesado  en  la  cuestión ,  por 
cuanto  estaba  obligado  á  suplir  del  presu- 
puesto general  lo  que  en  el  del  culto  y  clero 
no  cubriesen  les  bienes  devueltos,  y  que  pu- 
dieran irse  adjudicando  á  este ,  siendo  uno 
de  los  medios  el  que  suministraba  y  suminis- 
tra la  inlcligeqcia  que  se  diere,  y  continúa 
dándose  alas  escepciones  del  art.  6."*  de  la  ley 
de  2  de  setiembre  de  1841.  (Véase  en  la 
I  parle  legislativa  del  artículo  eAPBLi.%Ma.) 
Pero  en  un  principio ,  ni  el  estado  ni  el  clero 
estaban  representados  en  lo  contencioso.  Or- 
denóse al  fin  que  siempre  hubiese  de  ser 
parle  en  ellos  por  el  Estado  el  ministe- 
rio fis  cal ,  y  sí  antes  se  hicieron  algunas 
transacciones,  no  procedieron  ni  proceden  ya 
absolutameqte ,  después  de  la  intervención 
del  ministerio  fiscal ,  al  cual  está  prohibido 
transigir.  Véase  la  parte  legislativa. 

4  Z'  Pudo  en  un  principio  dudarse  si  á  lo6 
juicios  sobre  adjudicación  de  bienes  de  ca- 
pellanías colativas  de  sangre,  debía  prece- 
der juicio  de  conciliación,  puesto  que  la  ha- 
cienda pública  dejó ,  como  en  libertad  á  los 
parientes  para  litigar  entre  sí,  ó  no  litigar 
según  queda  dicho.  Pero  mandada,  como  de 
necesidad,  y  justamente,  la  ¡ntervencion 
fiscal  en  dichos  juicios,  el  de  conciliación  no 
procede  de  ninguna  manera ,  como ,  según 
el  Reglamento  provisional  ^  no  proceden  pQ 
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asuntos  de  la  hacienda  pública ,  ni  de  meno-      talidad  de  los  bienes 

res ,  cuyos  representantes  no  pneden  tran^ 

sigir. 

5.®  Siendo  tan  incierto  y  pudiendo  ser 
tan  diverso  y  distante  entre  los  parientes  el . 
domicilio  de  unos  y  otros ,  el  legislador  fijó 
la  competencia  de  tribunales  que  han  de  co- 
nocer sobre  la  adjudicación  de  bienes,  como 
por  acción  real ,  ó  lo  que  es  lo  mismo  por 
causa  de  radicación  ó  cosa  sita.  Todavía  los 
bienes  podian  no  radicar  todos  en  un  mismo 
punto ;  y  previniendo  y  obviando  ambos  ca* 
sos  ,  ordenó  ,  como  se  ve ,  que  el  juez  com- 
petente sea  el  del  partido  en  que  radique  la 
mayor  parte  de  los  bienes. 

Pero  el  legislador  no  tuvo  presente  que  las 
capellanías  colativas  ,  después  de  la  real  cé« 
dula  de  1798,  y  breves  de  Pió  VII  de  1805 
y  1806,  fueron  vendidas  en  su  mayor  núme- 
ro :  que  sus  bienes  ó  dotación  consisten  des« 
de  entonces  en  una  lámina  de  crédito  contra 
el  Estado :  y  en  este  caso  hay  que  preguntar 
¿en  qué  partido  judicial  se  dirá  que  radica 
la  mayor  parte  de  los  bienes  ?  Por  esta  im- 
previsión el  arC.  10  de  la  ley  no  ha  tenido 
aplicación  exacta,  ni  puede  tenerla,  si  no  en 
el  menor  número  de  casos ;  resultando  ,  en 
vez  de  lo  que  en  él  se  dispone ,  un  fuero 
cotivencional ,  pues  tal  es  al  que  en  caso 
semejante  las  partes  han  recurrido  consul- 
tando su  mutuo  interés.  Guando ,  pues ,  la 
capellanía,  por  no  haber  sido  vendida ,  con- 
servaba sus  fundos,  la  aplicación  del  artículo 
de  la   ley  ha  sido  espedita  :  en  el  caso 
opuesto  y  siendo  lo  natural  que  la  inscripción 
ó  cédula  de  crédito  obrase  en  poder  del  ca- 
pellán ,  la  cuestión  se  ha  trabado  en  el  juz- 
gado de  primera  instancia  del  domicilio  de 
aquel.  Lo  propio  si  lainscripcion  se  conserva- 
ba en  el  archivo  de  la  iglesia  en  que  radica- 
ba la  capellanía  ,  pues  sabido  es  que  las  co- 
lativas eran  residenciales ,  y  puesto  que  allí 
también  estaba  localizado  ordinariamente  el 
cumplimiento  de  las  cargas.  Si  una  de  las 
partes ,  ó  todas  de  convenio ,  habiéndose 
procurado  la  inscripción  legítimamente,  la 
presentan  en  un  juzgado  de  primera  ii»tan- 
cia  f  este  conocerá,  pues  en  su  distrito  radi- 
ca entonces  ,  no  la  oyayor  porte  ^  si  np  la  to« 
TOMO  vu. 


88JS 
Si,  como  alguna  ve¿ 
sucede ,  la  cédula  se  halla  depositada  en  el 
archivo  de  partido ,  el  juez  de  este  será  ef 
competente ,  aunque  los  parientes  no  tengan 
en  él  su  domicilio.  En  ningún  caso ,  ni  aun 
perdida  la  lámina  puede  pretenderse  que  la 
mayor  parle  de  los  bienes  radica  en  la  corte; 
porque  en  las  oficinas  de  esta  se  halla  el 
gran  libro  de  la  deuda  pública ,  pues  este 
no  es  la  cédula,  si  no  su  matriz  ó  protocolo; 
el  cual  nunca  causa  fuero  en  el  sentido  de  la 
ley  de  19  de  agosto;  pues  no  puede  presen- 
tarse en  juicio. 

6.*"    Estableciéndose  por  el  art.  4.""  el  de^ 
recho  que  corresponde  al  patronato  activo 
de  sangre  i  y  ordenándose  ahora  en  el  10^ 
que  en  tales  casos  el  conocimiento  corres^ 
ponde  á  los  tribunales  civiles ,  parece  evi- 
dentó  que  estos  conocen  en  algún  caso  de 
una  cosa  eclesiástica,  pues  no  puede  dudar- 
se que  lo  es  en  ocasiones  el  patronato  cañó- 
nicoy  aun  cuando  sea  familiar  ó  de  sangre, 
según  los  bienes  con  que  la  capellanía  se 
fundase ,  y  mas  si  llevan  aneja  cura  de  al- 
mas, ó  ellas  lo  están  á  alguna  canongía,  dig- 
nidad ,  personado ,  etc.  Sin  embargo,  en 
estos  casos,  después  de  la  ley  de  19  de  agos- 
to ,  ya  el  patronato  no  es  eclesiástico ,  si  no 
como  lo  fueron  los  bienes  de  la  capellanía,  en 
cuya  consideración  se  creó  y  lo  reconoció  la 
Iglesia;  pero  uno  y  otros  han  sido  «eculart- 
zados,  sin  que  al  tribunal  civil  incumba  exa- 
minar la  competencia  con  que  lo  han  sido,  sino 
aplicar  la  ley:  el  patronato,  en  este  caso  ya,  se 
somete  al  juicio ,  no  como  un  derecho  ecle^ 
siástico  ó  misto,  ño  como  tal  patronato ,  que 
en  el  efecto  canónico  ha  concluido  ,  como  la 
fundación  ;  si  no  como  una  condición  ó  cali- 
dad personal  para  un  efecto  profano  ó  de  to- 
do punto  laical. 

Merece  sin  duda  notarse  aquí  el  sistema 
en  otros  tiempos  adoptado  en  casos  que  pa- 
recen análogos.  Nos  referimos  á  la  notable 
ley  recopilada  (13,  tít.  5, 1  ib.  1.%  Nov.  Re- 
cop.)  que  por  su  especialidad  y  porque  to- 
davía podría  ser  consultada  en  alguna  cues- 
tión práctica,  insertamos  por  nota  (1).  Debe 

(li    «Declaro  <ioe  U  inaaenacion  de  los  bienes  qae  se  bagt 
eoo»tar  9M  estíiQ  esplrtuiaüzados  por  clAasaU  espresa  ,  oor« 
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tenerse  presente  sin  embargo  que  Ids  casos, 
si  bien  análogos,  no  son  idénticos ,  y  al  re^ 
Tés,  esencialmente  diversos.  Por  la  ley  de 
19  de  agosto  y  decreto  de  6  de  febrero,  hi^ 
ciendo  el  supuesto  coaio  ya  dejamos  nota- 
do, de  que  las  capellanías  np  están  com- 
prendidas en  el  Concordato  noTísimo,  la  fun- 
dación eclesiástica  desaparece  en  su  base 
cardinal  desde  la  fecha  de  la  ley;  y  en  todos 
sus  efectos  canónicos  desde  la  nnerte  ó  re- 
nuncia del  último  capellán:  maa  por  el  siste^ 
ma  de  que  es  parte  la  antedicha  ley  recopi- 
lada (de  18  de  noviembre  de  1790)  los  bienes, 
la  propiedad  eclesiástica  ^  transformaba, 
convirtiéndose  el  valor  de  sus  fundos  en  títu- 
los intransferibles  de  deuda  contra'el  Estado; 
y  por  consecuencia  quedaba  subsistente  la 
fundación  eclesiástica. 

7.*"  Lo  que  decimos  del  p^ronato,  ha  de 
entenderse  de  cualquier  otro  derecho  ecle- 
siástico ó  misto ,  religioso  ó  sagrado  en  sí 
ó  por  su  fin,  como  por  ejemplo,  el  decidir  sí 
la  capellanía  es  eclesiástica^  beneficial  ó  ^ía- 
tiva;  colativa  6  laical^  palfonada  eclesiástica 
6  gentilicia,  división  de  cargas  religiosas, 
traslación  personal  y  local  de  ellas  para  su 
cumplimiento.  En  todos  estos  casos  en  que 
la  ley  no  ha  reservado  su  decisión  á  la  auto- 
ridad eclesiástica;  como  lo  realiza  en  la  de- 
cisión canónica  sobre  causas  beneliciales,  ó 
pleitos  colativos  pendientes,  tales  objetos  no 
vienen  ya  como  cosas  eclesiásticas,  si  no  co- 
mo condiciones  ó  circunstancias  para  la  aplí- 
^cinn  y  fines  de  la  ley  de  19  de  agosto:  la 
resolución  acerca  de  ellos  no  es  por  tanto,  y 
mal  podria  sterlo,  eclesiástica;  si  no  profana; 


refunde  i  los  vftMos  eclesiisUcos,  coa  tnhibieion  de  los 
tríban^les  y  jazgadoK  reales,  asi  como  de  las  Oncas  de  okras 
pia9  qa«  se  hftHa*  fssdadss  con  raudales  propios  de  iglesias  6 
coa  el  producto  de  rentas  opiscopales,  sí  el  dcr^b  de  pa- 
tronato se  baila  concedido  algana  dignidad,  caerpo  ó  comaoi- 


closlon  de  la  eclesiástica.  Qae  siendo  establecida  la  obra  pia 
con  bienes  de  persona  secular  ó  de  celcsíisticos,  aoo^ue  sean 
productos  de  sus  beneficios,  canongias,  ó  cualquiera  otra  ren- 
u  eclesiástica  de  qqe  pueden  tesur,  eonforme  a  la  ley  del 
reino,  aunque  los  patronos  sean  dignidad  6  cuerpos  ccl  cstásti- 
eos,  la  venta  de  las  fincas  es  privaUTa  de  la  jtrísdircton  real. 
Que  concurriendo  en  la  fundación  de  las  obras  pías  caudales 
de  legos  y  de  iglesias  ó  rentas  episcopales,  sea  el  patrono 
persona  secular,  dignidad,  cuerpo  o  comunidad  eclesiástica,  ci 
patronato  se  considerará  misto,  ?  la  enagenaclon  de  los  bienes 
corresponde  á  la  jurisdicción  eclesiástica  y  secular  unidamen- 
te. Y  finalmeato  que  deben  pertenecer  á  la  real  ordinaria  las 
diligencias  de  subasta  de  los  bienes  de  memorias ,  obras  pías  j 
y  devas  coyo  patronato  se  dade  sí  9$  eclesiástico  diecvtar....»  ' 


la  declaración,  en  fin,  de  que  una  capellanía 
es  colativa,  hecha  por  el  gobierno,  al  tenor  de 
lo  dispuesto  por  la  real  orden  de  9  de  febrero 
de  1842,  no  crea  un  tUulo  espiritiial  ó  cañó- 
,  níco  de  ordenación,  que  seguramente  ningún 
diocesano  reconoceria;  ^i  no  que  meramente 
determina  una  forma  dé  apli'car  los  bienes: 
tío  espiritualiza  los  bienes;  si  no.  que  á  la  in- 
versa tiende  á  consumar  la  desamortización 
prescribiendo  reglas  para  la  mejor  aplicación 
de  la  ley  que  la  ha  sancionado.  Es  posible 
aprender  en  estos  casos  contradicciones,  ó 
contráprincipíos  que  no  existen,  distinguien- 
do el  fin  con  que  los  antedichos  objetos  se 
disputan ,  y  han  de  conocer  de  ellos  unos  y 
otros  tribunales:  si  el  fin  es  absolutamente 
canónico,  y  no  está  contradicho  por  la  ley 
de  19  de  agosto ,  la  de  2  de  setiembre  de 
1841,  ú  otras,  no  puede  conocer  de  ellos  el 
juez  real :  y  puede  por  la  inversa,  si  tales 
conceptos  son  solo  considerados  en  el  pleito, 
como  condiciones  meramente  para. un  fin 
profano,  cual  es,  por  ejemplo,  la  adjudica- 
ción de  bienes  á  los  parientes;  principio  ana* 
logo  al  que  domina,  como  hemos  visto,  en-  el 
conocimiento  en  lo  posesorio,  sobre  capella- 
nías colativas. 

8.""  La  aplicación  de  los  derechos  que  se 
declaran  por  esta  ley.  Ta  hemos  notado,  y 
otros  lo  han  hecho  también,  la  falta  de  pro- 
piedad legal  y  jurídica  en  el  lenguaje  de  es- 
ta ley  y  de  las  disposiciones  dictadas  para  su 
ejecución.  Los  tribunales  no  apUcan  dere- 
dios;  los  declaran;  esplican  los  preceptos  de 
la  ley.  Tampoco  esta,  en  el  caso  presente  so- 
bre todo,  declara  derechos;  los  crea:  ningu- 
no tenían  antes  de  ella  á  la  propiedad  de  los 
bienes  los  parientes,  que  hoy,  sin  distinción 
de  sexo,  edad,  condición,  ni  estado,  los  lleva- 
rán: no  teniéndolo  absolutamente,  mal  podria 
dudarse  de  tal  derecho ,  y  no  habia  para  que 
lo  declarase  la  ley.  Lo  que  ha  hecho  por  tan- 
to ha  sido  crearlo,  establecerlo. 

Tampoco  es  aplicable  el  artículo  en  el 
sentido  absoluto  en  que  está  redactado.  Di- 
ce corresponder  á  los  tribunales  la  apliea^ 
don  de  los  derechos  que  en  él  se  declaran.. 
Un  derecho  es  el  de  un  capellán ,  que  te- 
niendo pleito  canónico  pendiente,  para  que 
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no  se  declare  incóagraa  una  capellanía  pre- 
sentada ea  él »  y  poder  ordenarse  á  título  de 
ella,  para  que  se  le  colacione  precisamente  y 
dé  por  consecuencia  canónica  institución,  al 
tenor  del  art.  8»^  de  la  ley;  y  sin  embargo  es-* 
tos  derechos  no  los  hace  efectivos  el  tribunal 
civil  ordinario,  si  no  el  eclesiástico.  El  sen* 
tido  será,  pues,  que  á  los  juzgados  ordinarios 
de  partido  compete  la  aplicación  de  las  dis- 
posiciones de  esta  ley;  salvo  lo  que  la  misma 
reserva  á  los  tribunales  eclesiásticos.  Ya  de- 
jamos  indicado  que  en  una  gran  parte  de  los 
casos  son  las  juntas  inspectoras  y  el  gobier  - 
no  los  que  conocen;  y  no  los  tribunales  ci- 
viles, si  bien  esa  novedad  proviene  de  dis- 
posiciones posteriores  á  la  ley. 

Tampoco  hay  precisión  en  la  ley  al  con- 
signar que  los  tribunales  ordinarios  aplicarán 
los  derechos  que  se  declaran  en  la  misma: 
aplicarán  las  disposiciones  de  la  ley ,  no  so- 
lo en  cuanto  á  derechos ;  si  no  en  cuanto  á 
deberes  y  cargas ;  aplicarán  la  ley  en  todos 
sus  efectos.  Obsérvese  sin  embargo  cnanto 
qiíeda  dicho  sobre  la  competencia  dada  des- 
pués de  la  promulgación  de  ^a  ley  á  las  juntas 
inspectoras  de  provincia :  y  en  último  térmi- 
no el  gobierno  supremo. 

9.''  No  concluiremos  el  comentario  á  este 
articulo  sin  consignar  nuestra  reprobación, 
como  hombres  de  ley,  al  sistema  introducido 
por  las  reales  órdenes  ya  citadas  de  9  de  febre- 
ro de  1842  y  17  de  enero  de  1847,  que  no  solo 
han  falseado  el  sistema  jnrídico  y  seguro  de 
la  ley  de  19  de  agosto;  si  no  que.han  sancio- 
nado en  un  gran  número  de  casos  la  inde- 
fensión de  familias  y  personas  de  cuyo  per- 
juicio se  trataba.  La  ley  de  19  de  agosto  co- 
locó á  los  tribunales  de  justicia  entre  los  par- 
ticulares y  el  fisco :  prefirió  al  fisco  la  fami^ 
lia;  por  las  mencionadas  reales  órdenes  el  fis- 
co se  basta  y  prefiere  á  si  mismo,  escluyendo 
á  Ios-particulares  y  á  los  tribunales  de  justi- 
cia ,  pues  no  es  otra  cosa  competer  solo  ai 
gobierno,  con  esciusion  de  dichos  tribunales, 
la  decisión  definitiva  en  los  casos  de  duda^ 
que  ya  hemos  indicado  son  y  por  necesidad 
tienen  que  ser  numerosos ,  y  eso  sin  que  las 
partes  sean  oidas ;  y  eso  cuando  de  un  mo- 
do irrevocable,  y  que  cierra  la  puerta  á  todo 


ulterior  recurso,  se  va  á  decidir  sobre  su  in- 
terés y  derecho.  Hemos  indicado  cuan  nume- 
rosos tienen  que  ser  los  casos  de  duda  sobre 
la  calidad  de  una  capellanía ,  y  aun  hay  qae 
estenderlos  á  los  de  capellanías  colativas,  no 
por  fundación  conocida ,  si  no  por  prescrip- 
ción ,  pudiendo  ser  esta  inmemorial ,  longi 
6  longissimi  temporis  ,etc.,  y  habiendo  de 
decidir  sobre  ello ,  pues  de  ello  depende  el 
haber  de  reputarse  la  capellanía  colativa ,  ó 
no  colativa  ,  atravesándose  además  la  cues- 
tión j)osesoria,  ó  sea  cual  era  el  estado  pose- 
sorio sobre  patronato  activo  ó  pasivo  ,  cola- 
ción y  canónica  institución ;  y  si  la  posesión 
basta  para  reputar  colativa  la  capellania  á 
los  fines  de  la  ley  de  19  de  agosto.  Se  redu- 
ce asimismo  á  cuestión  de  duda  sobre  la  ca- 
lidad de  la  capellanía  el  ser  ó  no  congrua  á 
la  promulgación  ó  restablecimiento  de  la 
ley  ,  ó  en  las  últimas  provisiones :  el  no  ser- 
lo ciertamente ;  pero  haber  sido  colacionada 
y  dádose  de  ella  canónica  institución  ,  como 
colativa  :  el  ser  congrua  y  colativa  una  ca- 
pellanía formada  por  agregación  de  otras» 
en  virtud  de  la  bula  Apostolici  ministerii,  y 
el  no  serlo  cada  una  de  las  componentes ,  y 
si  ha  de  apreciarse  su  calidad  por  separado 
ó  en  conjunto ;  y  todavía  muchos  casos  mas. 
En  todos  ellos  las  cuestiones  son  de  derecho, 
y  muchas  veces  arduas  ,  exigiendo  entensos 
conocimientos  de  derecho  civil  y  canónico, 
de  disciplina  eclesiástica  general  y  particu- 
lar ;  y  empeñadas  controversias  en  el  caso 
frecuente  de  doctrinas  y  autoridades  opues^ 
tas ;  y  dicho  se  está  que  en  el  sistema  de  las 
citadas  reales  órdenes  no  habrá  mas  discusión 
ni  controversia  que  la  que  los  asesores  de 
las  juntas  y  Dirección  general  entablen  con- 
sigo mismos ,  sobre  lo  cual  vendrá  el  dicta- 
men de  los  fiscales,  de  la  Dirección,  del  Mi« 
nisterio  de  hacienda,  que  no  tienen  que  ser, 
y  solo  por  incidencia  serán,  facultativos  en 
derecho,  fil  resultado  es  tjue  la  decisión  so- 
bre cuestiones  de  derecho,  y  á  veces  por  de- 
mas  complicadas,  se  comete  sin  audiencia  de 
parte  á  personas  y  corporaciones  legas  en 
general :  la  de  cuestiones  de  hecho,  pues  eso 
es  fundamentalmente  una  cuestión  de  p«en- 
tesco ;  á  los  tribunales  de  justicia  con  ao- 


Digitized  by 


Google 


888 


capellanía. 


diencia  de  parte  é  ¡Qlerveacion  GscaL  No  ca- 
be mayor  desconcierto  jurídico.  Por  otra 
parte  nosotros  comprendemos  que  el  supre- 
mo gobierno  ejerza  por  sí  en  algún  caso  la 
jurisdicción  retenida;  pero  en  negocios  entre 
partes ,  como  sucede  en  lo  contencioso  ad- 
ministrativo ,  ó  entre  particulares  y  la  admi- 
nistración, no  siendo  cuestión  del  fisco ;  mas 
de  ninguna  manera  entre  partes  y  el  gobier- 
no mismo,  resultando  asi  este  juez  y  parte  en 
propia  causa ;  pues  suya  es ,  y  de  su  interés 
se  trata,  cuando,  discutiendo  sin  audiencia  el 
derecho  posible  de  parientes ,  se  adjudican 
al  erario  los  bienes  y  rentas  en  cuestión ,  si 
quiera  después  el  Estado  los  adjudique  al 
clero,  pues  lo  es  asignando  y  cubriendo  una 
obligación  del  Estado ,  la  del  enlío  y  derOf 
que  el  Estado  tiene  que  completar  ó  sufragar 
del  presupuesto  general. 

Pudiera  dudarse  si  de  la  decisión  del  go- 
bierno en  estos  casos  habría  recurso  conten- 
cioso administrativo  al  Consejo  Real,  y  hoy  al 
tribunal  supremo  del  ramo.  Pero  establecido 
este  sistema  en  1845 ;  y  siendo  posterior  á 
él  la  real  orden  de  17  de  enero  de  1847, 
sin  que  los  particulares  hayan  reclamado ,  y 
con  sus  reclamaciones  abierto  camino  á  una 
jurisprudencia  racional ,  hoy  un  recurso  pa« 
ra  ante  el  mencionado  tribunal  Supremo  se- 
ria aventurado ;  pero  no  ilegal ,  pues  la  ju- 
risprudencia y  tribunales  contencioso  admi- 
nistrativos existen  por  una  ley  ,  que  es  la  de 
creación  del  Consejo  Real ,  y  si  bien  parece 
derogada  por  actos  políticos  recientes  ;  es  lo 
cierto  que  está  rigiendo  por  reales  órdenes 
posteriores ,  por  las  cuales  también  existe  y 
continúa  el  tribunal  y  sistema  anterior  admi- 
nistrativo. Cierto  es  que  aun  en  este  caso  el 
gobierno  decidiría  en  causa  propia ;  pero 
mediaría  ya  tribunal ,  formas  judiciales  y  so* 
bre  todo  audiencia  de  parte. 

Art.  11.  La  adjudicación  de^  los  bienes 
se  entenderá  con  la  obligación  de  cw/nplir, 
pero  sin  mancomunidad,  las  cargas  eivUes  y 
eclesiásticas  á  que  estaban  afectos. 

Este  artículo  es  de  los  mas  oscuros  y  di- 
minutos de  la  ley;  cuando  por  su  objeto,  por 
lo  sagrado  de  las  obligaciones  que  encierra 
debiera  ser  de  los  mas  esplfcitos.  El  legisla- 


dor contó,  sin  duda  con  que  la  instrucción 
correspondiente  para  la  ejecución  de  la  ley 
aclararía  su  sentido ,  facilitaría  su  aplica- 
ción y  aseguraría  el  cumplimiento  de  lo  en 
ella  establecido ;  pero  la  instrucción  no  se 
publicó;' y,  doloroso  es  decirlo,  sin  ella, 
y  aun  con  ella ,  por  efecto  de  la  desmorali- 
zación general ,  tan  ocioso  es  en  el  terreno 
de  los  hechos  el  artículo ,  como  su  comenta- 
río.  T  sin  embargo,  por  respeto  á  los  prínci- 
pios,  ni  el  legislador  debió  omitir  el  primero 
en  la  ley,  ni  nosotros  podemos  prescindir  de 
consignar  algunas  consideraciones  en  su  apli- 
cación. 

Durísima  es  la  enunciativa  que  acabamos 
de  hacer,  y  sin  embargo  aun  prereríriamos 
la  nota  de  exagerador  á  la  evidente  y  triste 
realidad  de  los  hechos.  El  procurar  el  cum« 
pliroiento  de  las  carcas  piadosas  y  últimas 
voluntades  incumbe  directamente  á  la  potes- 
tad eclesiástica ;  el  cumplirlas  sin  necesidad 
de  coacción ,  á  los  particulares,  que  con  esa 
obligación  sagrada  han  recibido  y  disfrutan 
bienes  ágenos :  el  formular  y  facilitar  los 
medios  coercitivas,  es  de  la  potestad  tempo- 
ral ;  en  materia  de  desamortización ,  sobre 
todo ,  en  que  ella  se  ha  interpuesto ,  diga- 
maslo  asi,  por  razones  que  ha  creído  conve- 
nientes, pero  por  su  utilidad  y  fines  particu- 
lares, entre  la  voluntad  de  los  fundadores  y 
el  cumplimiento  religioso  de  lo  ordenado  por 
ellos.  En  esta  ley  ,  en  el  Concordato  novísi- 
mo, y  siempre,  la  potestad  temporal  ha 
sancionado  el  cumplimiento  de  las  cargas 
piadosas  ;  pero  dejándolo  abandonado  al  in- 
terés individual,  á  la  moralidad  prívada, 
cuya  merecida  inculpación ,  y  justa  censura 
han  consignado  alguna  vez  las  reales  dispo- 
siciones. A  pesar  de  eso,  si  la  misma  potes- 
tad ha  dictado  sobre  el  particular  algunas 
determinaciones ,  no  han  sido  para  el  mejor 
cumplimiento   de  tan  sagrada  obligación; 
si  no  por  miras  fiscales ;  como  se  ve  en  la 
real  orden  de  12  de  febrero  de  1850.  No  han 
tenido  otra  tendencia  la  creación  en  los  úl- 
timos anos  de  una  comisión  investigadora  de 
meraorías  y  cargas  piadosas  ;  y  las  disposi- 

I  cienes  análogas  que  pueden  verse  en  la  par- 
te legislativa  de  este  apéndice  y  del  articule 
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CAPEi«i«%iif  A.  Antes  de  esas  comisiones  pú- 
blicas, las  habia  habido  especíales  y  reser- 
vadas ,  siendo  el  resultado,  según  el  inmen- 
so espediente  que  sobre  el  particular  llegó  á 
formarse  en  el  ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia ,  que  solo  en  la  provincia  de  Madrid  se 
hacia  subir  por  un  cálculo  aproximado  á  400 
millones  de  reales  el  capital  de  memorias  y 
cargas  piadosas  por  cumplir.  Nos. hemos 
permitido  esta  digresión ,  que  si  no  pertene-*  | 
cíese  al  derecho  constituido ,  pertenecería  al 
constituyente,  por  si  su  contenido  sirviese 
de  escitacion  á  quienes  incumbe  el  remedio 
del  mal ,  y  porque,  escritores  de  conciencia, 
no  queremos  hacernos  cómplices  en  nuestra 
obra  de  consulta  del  punible  abandono  de 
deberes  tan  sagrados  ,  que  por  otra  parte 
no  son  otra  cosa  que  el  cumplimiento  de  Jas 
leyes.  Véase  todavía  sobre  este  punto  la  sec- 
ción octava  del  articulo  ídapbi.i<ai«ia. 

La  adjudicación  de  bienes  se  entenderá 
con  la  obligación  de  cumplir  las  cargas,  etc. 
Nada  mas  justo.    ¿Pero  la  obligación  es 
personal?  ¿Es  real,  ó  es  mista,  pues  todp  pup- 
de  entenderse?  ¿Lleva  los  bienes  por  hipoteca 
especial,  por  hipoteca  general,  ó  solo  son 
aquí  ios  bienes  la  causa  de  la  obligación,  y 
se  llevan  como  libres,  según  se  ordena  en 
el  párrafo  i.%  en  el  cual ,  al  atribuirles  ese 
concepto,  no  se  hace  excepción,  ni  mención, 
de  lo  dispuesto  ahora  en  el  art.  II,  como 
parecía  lógico  y  natural?  Las  cargas  ¿se  im- 
ponen en  proporción  aritmética,  ó  geométri- 
ca; 6  lo  que  es  lo  mismo,  la  obligación  será 
igual  y  proporcional  al  número  de  adjudica- 
tarios, ó  á  la  porpion  de  bienes  adjudicada  á 
cada  uno,  y  qué  en  casos  será  desigual ,  ora 
por  la  doble,  ó  triple  aU3rnativa  de  líneas,  ó 
grado,  ora  por  otras  causas  análogas  al  te « 
ñor  de  lo  que  decimos  en  el  comentario  al 
artículo  3.^?  Desde  luego  se  ve  con  cuanta 
razón  hemos  dicho  que  este  último  artículo 
es  acaso  el  mas  oscuro  y  diminuto  de  la  ley; 
y  ahora  añadiremos,  que  es  tal  la  incerti- 
dumbre  y  embarazo  que  ha  producido  y 
producirá,  para  que  la  autoridad  eclesiásti- 
ca procure  el  cumplimiento  de  hts  cargas, 
que  bien  puede  asegurarse  que  el  mismo  ar- 
tículo ha  contribuido  al  completo  abandono 


de  la  obligación  que  consigna.  Los  adjudi- 
catarios, gentes  de  escasasfacuitades  por  lo 
común,  se  han  apresurado  ¿  enagenar  los 
bienes*  Si .  se  les  demanda,  ó  se  les  halla 
insolventes;  responden  que  la  obligación 
es  reaK  y  que  no  poseen  la  Mpoteca»  como  se 
practica  en  los  censos,-  respondiendo  con 
ella  á  todas  las  obligaciones:  si  áe  persigue 
la  finca,  ó  fundo  enagenado;  el  tenedor  de 
ellos  niega  la  cualidad  hipotecaria  y  la  pro* 
cedencía.por  lo  tanto  de  la  acción  real.  ¿Có» 
mo  los  particulares,  ni  la  autoridad  eclesiás- 
tica entrarán  de  hoy  dms  en  tal  laberinto  de 
.  pleitos  y  cuestiones,  costosos,  interminables» 
de  éxito  dudoso  por  no  tener  sanción  esplí» 
cita  en  la^iey,  y  todo  ello  para  procurar  por 
ejemplo,  la  celebración  de  una  misa,. la 
aplicación  de  una  vigilia  única  en  on  ano» 
y  cuya  estipendio  ó  limosna  ha  de  recla- 
marse de  un  conjunto  indefinido,  y  tal 
vez  numeroso  >  de  adjudicatarios,  y  con  el 
tiempo  de  sus  causahabientes ,  residentes 
acaso  ^n  domicilios  diversos  y  aun  distantes 
y  sometidos  por  tanto  k  distintos  tribunales 
y  aun  á  diversos  fueros?  Aquí  se  ve  la  triste 
verdad,  que  ya  ha  confirmado  la  práctica, 
de  que  sin  la  correspondiente  y  roas  adecua- 
da instrucción  para  la  ejecm^ion  de  Ja  ley, 
es  tan  ocioso  en  el  terreno  de  los  hechos  el 
art.  11,  como  su  comentario,  al  "paso  que 
como  hemos  dicho,  uno  y  otro  son  ínescu- 
sables. 

Procediendo  por  partes,  he  aquí  los  fan* 
damenlos  que  parecen  persuadir  que  la  ac« 
cion  es  personal*  1.*"  Establecida  por  lar  ley 
la  perpetuidad  de  las  cargas  y  po  cesando 
en  este  efecto  la  capellanía ,  el  adjudicatario 
'  se  sustituye  ea  cuanto  al  mismo -al  capellán; 
y  en  el  capellm  la  acción  empei'sanal;  lo  uno 
porque  los  bienes ,  no  pudiendo  ser  vendí- 
dos,  no  respondían  de  las  cargas  que  por 
tanto  afectaban  al  usufructo  ó  renta  de  la 
fundación,  de  donde  nacia  que  aun  cuando 
estas  fueran  inferiores  á  las  cargas,  el  cape-» 
lian  era  compelido  á  su  cumplimiento,  y  por 
tanto  á  propias  espensas ;  mientras  no  pu- 
diera y  obtuviera  reducción  de  aquellas  por 
el  ordinario.  Lo  cual  se  corrobora  por  la 
misma  ley,  al  establecer  que  la  adjudicación 


Digitized  by 


Google 


590 


CAPEUANIA. 


se  verífiqae  con  las  cargas  á  que  los  bienes 
estaban  afectos^  es  decir,  especí&cameate  las 
mismas,  salvo  por  necesidad,  aqaeUas  cuyo 
eoi^plimieatoera  personalisimo  en  el  cape- 
llán, como  la  celebración  y  rezo  eclesiásti- 
co. 2.*  Establedéndose  por  la  ley  una  óbli* 
|»cío9i,  y.  no' espresándose  terminanlemeate 
qae  sea  reéA\  hade  entenderse  mas  bien  per- 
sonal que  real»  por  ser  la  que  al  capellán  in- 
cambia,  y  porque  en  caso  de  duda,  á  la  cual 
se  presU  el  artículo,  antes  la  obligación  y  la 
acciott  han  de  entenderse  personales  que 
reales,  pues  en  ei  comerdo  de  los  hombres 
aqueUás  son  el  tipo  ó  regla  general;  y  estas 
bt  escepcion.  3.*  Es  indudable  que  el 
que  eepÓBtineamente  aeepla  la  adjodicacioQ 
y  condiciones  de  la  ley,  formalmente  contrae 
por  el  hecho:  y  no  siendo  claro',  ni  esplícito 
que  ooAtraiga  una  obligación  real,  es  preci- 
so concluir  qoe  p(Hr  lo  menos  la  contrae  per- 
senáL  4.''  La  obligación,  en  fin ,  parece  im- 
ponerse como  personal  y  pues  la  adjudicación 
se  hace  á  las  personas^  y  á  ellas  se  refieren 
por  lo  tanto, .y  no  á  los  bienes,  las  palabras 
eon.la  obligación  de  cumplir,  etc.,  así  como 
\nfi  de  mancomunidad  ó  no  mancomunidad 
son  propias  siempre  en  cnanto  á  personas;  y 
menos  propias,  y  aun  violentas  á  veces,  en 
cnanto  acosas. 

No  parece  puede  dudarse  por  lo  tanto,  de 
que,  si  no  por  la  voluntad  del  legislador ,  al 
menos  por  la  naturaleza  de  las  cosas,  y  por 
el  tenor  literal  del  articulo,  niedía  fsnn,obliga- 
€imi  personal.  Nada  se  opone  por  otra  parte  á 
que  asi  sea.  La  ley  crea  un  derecho  en  favor 
de  quien  ninguno  tenia,  como^ueede  respecto 
de-aquelloa  parientes,  á  quienes  obstaba  se« 
gun  tarfundácion,  el  sexOj  la  edad,  la  condi- 
ción y  el  estada.  ¿Por  qué  la  4ey,  asi  como 
el  caso  es  especialisimo  y  antinormal,  ten- 
dría que  atenerse  á  las  acciones  establecidas 
y  recibidas  para  casos  normales;  y  no  adop- 
tad una  obngacion  y  acción  genéricas,  sui 
generis,  según  eí  caso  y  las  que  el  legislador 
creyese  mas  á  propósito  para  hacer  mas  mo- 
ral y  Menos  violenta  su  determinacionf  ¿Qué 
ae  opone  áqueel  adjudicatario,  así  favoreci- 
do, conUmiga ,  y  la  ley  á  su  vez  imponga 
nna  obligación  personal  indefinida,  sin  hipo- 


teca, solo  por  recibir  de  presente  los  bienes 
adjudicados  y  poder  disponer  de  ejlos  libre- 
mente,  sin  trabas,  según  el  tenor  literal  del 
artículo  !.•? 

Parece,  sin  embargo,  bajo  otro  punto  de 
vista,  que  el  fundador,  vinculando  una  por- 
ción de  bienes ,  y  amortizs^ádolps  para  el 
mantenimiento  de  no  capellán  y  levanta- 
miento de  las  cargas;  impuso  sobre  aquellos 
un  gravamen  real ;  que  perpetuamente  se- 
guiría á  los  mismos,  como  escrito  en  dios:  T 
hablando  el  articulo  11  de  las  cargas  á  que 
los  bienes  eraban  afectos,  parece  indudable 
que  reconoció  un  gravamen  real  é  impuso 
«na  obíigacioA  del  mismo  género. 

Hay^Kmtra  te  acción  rea!,  i^  queellegis* 
lador,  al  decir  que  los  bienes  estaban  afectos 
con  tas  cargas;  se  acomodó  al  lenguaje  -co- 
mún; pero  no  creó  un  derecho  noevo :  se 
acomodó  á  k)  que  eiistia;  y  ya  hemos  demos- 
trado anteriormente  que  las  cargas  afecta- 
ban á  las  rentas;  pero  nunca  habían  afecta- 
do, ni  pudieron,  la  sustancia  de  la  cosa  usa- 
fnictufida,  nunca  pudieron  tener  por  hipote- 
ca la  que.  00  podía  enagenarse  ,  ni  mas  ni 
menos  que  lo  que  sucedía  en  los  mayoraz- 
gos, en  los  cuales,  para  asistir  con  alimen- 
tos, por  ejemplo,  se  atendía ,  no  al  valor  de 
los  fundos,  si  no  al  de  las  rentas ,  ó  produc- 
tos. Y  ¿cómo  por  otra  parte  se  entenderán 
ahora  los  bienes  convertidos  en  hipoteca ,  ni 
especial,  ni  general,  sinquetertoiñantemen- 
tc  lo  esprese  la  ley,  que  lejos  de  hacerlo,  di- 
ce en  el  art.  t."  que  los  bienes  se  adjudican 
como  libres;  y  lejos  de  declararlos  gravados 
con  las  cargas  en  el  artículo  11,  grava  con 
ellas,  afecta  con  ellas,  la  adjudicación  ,  es 
decir,  al  adjudicatario,  ni  mas  «i  menos  que 
lo  que  antes  sucedía  respecto  del  capellán? 
Verdad  ps  que  la  cualidad  de  libres  de  que 
se  habla  en  el -art.  1.°  respectó  de  los  bie- 
nes puede  entenderse  por  desamortimdos  y 
enagenables;  pero  también  lo  es  que  habien- 
do de  venir  después  el  artículo  11,  debía  ha- 
cerse mención  de  si  este,  si  su  disposíeton, 
limitaba  la  del  artículo  1  ."^ 

Puede  dudarse  9  pues ,  si  el  art.  II  impo- 
ne obligación  personal ,  y  sí  la  impone  úni- 
ca ,  como  la  que  produce  el  reconocimiento 
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de  un  censo,  cuya  hipoteca  se  ha  oscoreoido: 
8i  impone  oMigacíon  real ,  y  si  e3,  única,  co- 
mo la  que  tiene  el  mero  llevador  de  una  hi- 
poteca oensúal  por  título  singular:  si  imp5« 
ne  dicho  articulo  .obligación  personal  j  real 
juntamente ,  á  manera  de  un  censo.  De  me- 
diar obligación  rea^,  hay  hipoteca.  Pero  ¿es 
esta  simplemente  eredüoria;  ó  escmsüofí 
Nada  de  esto  declara  la  ley  ,  y  todavía  la 
oscuridad  y  la  confusión  van  mas  allá.  Nin- 
gunas reglas  se  prescriben,  nada  se  dice  ea 
este  punto  ¿  los  tribunales ,  para  la  adjudi- 
cación de  los  bienes  y  las  cargad:  nada  m- 
l)re,  si  al  imponer  estas  sobre  aquellos, 
han  de  tener  por  base  é  regla  del  gravamen 
el  valor  de  los  bienes  en  venUt ,  ó  en  rentan 
nada ,  en  fin ,  del  tiempo  y  forma  em  que 
hayan  de  verificarlo ;  si  en  la  misma  senten- 
cia, ó  después  en  (fih'gencias  de  ejecución, 
con  juicio  de  peritos  ó  sin  él ,  etc. 

Se  dirá  hoy  que  Iok  tribunales' se  atengan 
en  todo  caso  á  la  jurisprudencia  que  rigió 
en  el  primer  período  de  la  ley;  pero  en  el 
primer  período  no  hubo  jurisprudencia :  ca- 
da tribunal  hacia  lo  que  alcanzaba ,  y  nadie 
podía  reprenderle.  Hubo  muchos  casos  en 
que  los  tribunales ,  creyendo  concluido  su 
oficio  é  intervención  con  la  sentencia  defini- 
tiva ,  dejaron  su  ejecución  sobre  cargas  á  la 
conciencia  y  prudencia  de  los  particulares, 
de  entre  los  que ,  los  obligados  á  pagar ,  cui- 
daron solo  de  posesionarse  de  los  bienes;  los 
que  tenian  interés  en  el  cumplimiento  de  las 
cargas  no  sabian  á  qué  autoridad  recurrir  para 
la  distribución  indi$ndual  y  íascUiva  de  ellas. 

Envista  de  todo:  teniendo  en  considera- 
cion  que  la  obligación  personal  única ,  tíbe- 
raria  los  bienes ,  lo  cual  no  espresa  la  ley, 
y  además  hace  nulo  de  hecho  el  cumplimien- 
to de  las  cargas :  que  la  obligación  real  úni- 
ca conduce  al  mismo  resultado ,  y  aun  por 
camino  mas  corto  ^  pues  hecha  una  vez  eje- 
cución y  venta  de  la  hipoteca ,  y  no  pudien- 
do  pedir  la  subrogación  de  otra ,  el  cumpli- 
miento de  cargas  habia  concluido;  cuando 
la  ley  conserva  á  las  mismas  su  índole  de 
perpetuas :  que  lo  mas  análogo  y  conforme 
al  caso ,  lo  que  es  natural  suponer  establece 
ja  ley ,  porque  es  lo  que  debió  establecer. 


es  la  doUe  obligación  personal  y  reaL  i 
manera  de  la  constitución  át  un  censa,  ó 
graváflften  censual;  que  al  cometer  la  ley 
4  los  tribunales  ordinarios  la  adjudieaeim 
de  los  bienes  ton  las  cargas  d  que  esláboH 
afectos)  les  impone  el  deber  y  atribuye* teda 
hk  jurisdicción  necesarias  para  formular  por 
completo,  hasta  dejar  jurídicamente  asegu^ 
rado  y  espedito  el  cumplimiento  de  esta  car- 
ga de  justicia ,  inseparable  de  la  adjudica-* 
cion  de  bienes:  qne  tales  pormenores,  en  fin» 
no  son  propios  de  la  sentencia  definitiva ,  ni 
pueden  precederia ,  pues  son  pormenores  ím 
ejecución  y  por  tanto  presuponen  ^ecutoria: 
por  todo  elk),  he  aquí  nuestra  opinión  y  la 
jurisprudencia  que  debe  arraigarse^  miea* 
tras  una  instrucción ,  ó  declaración  para  h 
inteligencia  y  ejecución  de  la  ley,  no  ordene 
otra  cosa. 

1 .""  La  obligación  impuesta  por  el  art.  i  I 
á  los  adjudieatorios  es  á  manera  de  obliga- 
ción censuaU  cuya. fórmula  encierra,  sin  ne- 
cesidad de  mas  esplicacion ,  los  deberes  y 
derechos  respectivos  de  los  adjudicatarios  y 
sus  causahabientes ,  y  de  los  interesados  eu 
el  cumplimiento  de  las  cargas. 

3.*"  El  tribunal  civil  prevendrá  en  su  sen- 
tencia, que  causando  esta  cause  ejecutoria,  se 
proceda  por  juicio  de  peritos  á  fijar  el  valor 
de  las  cargas  y  el  de  las  rentas  ó  productos 
de  los  bienes  adjudicados ,  según  quinque- 
nio, que  el  mismo  determinará  (y  que  para 
la  uniformidad  en  todos  los  tribunales  debe- 
rla ser  el  de  los  cinco  aSos  precedentes  al 
restablecimiento  de  la  ley  de  il9  de  agosto): 
que  dichos  peritos  formen  tantos  lotes  de 
bienes ,  como  sea  el  número  de  adjudicalA* 
ríos  contenidos  en  la  ejecutoria,  y  el  derecha 
prc^rciónal  de  estos»  come  hejaes  eapnesto 
para  los  casos  deiklteraativa;  uniendo  á  cada 
lote  la  porción  específica  y  proporcional  d# 
cargas,  si  estas  admiten  cómoda  división,  como 
tantas  misas,  tantas  dotes  de  huérfanas,  tal 
cantidad  de  limosnas;  v  si  no  admiten  cómo- 
da división,  el  canon  ó  gravamen  pecuniario 
proporcional :  y  qne  todo  hecho ,  se  traiga 
para  la  aprobación  del  tribunal  en  ejecución 
y  cumplimiento  de  lo  juagado  y  sentenciado* 
El  tribunal  lo  comunicará  á  las  partes ,  er» 
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denaráy  para  mejor  proveer,  lo  que  crea  por 
conveniente;  y  sin  intervención  fiscal;  que 
ya  en  este  caso  no  se  necesita ,  pnes  está 
ejecutoriada  la  cualidad  de  parentesco  que 
es  en  lo  que  tiene  interés  el  Estado,  por 
cuanto  de  no  probarse  aquel  se  incauta  de  los 
bienes ,  dictaráprovidencia  clara  y  esplícita 
de  aprobación,  que  se  notificará  á  las  partes. 
Cuando  los  bienes  ó  dotación  de  la  cape- 
llanía consistan  únicamente  en  una  inscrip- 
ción ó  título  de  la  deuda  pública,  por  ser  de 
aquellas  cuyos  bienes  fueron  vendidos,  la 
operación  es  mas  sencilla.  El  valor  del  capi- 
tal y  el  de  sus  intereses  es  conocido :  la  ope- 
ración pericial  quedará  reducida  á  fijar  el 
valor  ó  importe  de  las  cargas  para  distribuir- 
lo sobre  las  partes  en  que  se  haya  de  dividir 
tí  capital  ó  dote  de  la  capellanía.  Estas  ins- 
cripciones son  reputadas,  como  se  sabe,  bie- 
nes raices:  son  además  desde  su  primitiva 
emisión  ¡nstrasferibles:  aun  en  el  arreglo 
reciente  de  la  deuda  del  Estado  se  dispone 
su  conversión  en  deuda  amortizable,  según 
dejamos  espuesto  en  la  sección  octava  del  ar- 
ticulo CAPBI.ULÜIA*  Es  muy  posible  que 
alguna  vez  se  declare  negociable  esta  deiula; 
pero  en  ese  caso  la  misma  ley  ó  disposición, 
que  asi  lo  acordare ,  establecerá  el  modo  de 
asegurar  el  cumplimiento  de  las  cargas  de 
justicia. 

Pero  $in  mmeomunUad.  Esta  declara- 
ción era  inevitable ,  estinguida  la  capellanía 
y  su  unidad  canónica ;  y  sustituido  ahora  un 
número  indefinido  de  usufructuarios  al  cape- 
llán ó  usufructuario  único.  Cada  adjudicata- 
rio ,  pues ,  responde  únicamente  de  la  carga 
parcial  que  se  le  haya  impuesto,  al  tenor  de 
lo  que  arriba  dejamos  manifestado.  Pero  esta 
eláosula  importaría  consigo  de  necesidad  la 
•siiucion  de  las  cargas ,  que  la  ley ,  respe- 
tando en  eso  la  voluntad  de  los  fundadores, 
ha  querido  que  sean  perpetuas  ,  si  la  obliga- 
ción de  que  habla  el  art.  11  fuese  meramen- 
te real.  Divisibles  hasta  lo  infinito  la  finca 
6  fincas,  ¿quién  emprendería  la  tarea  imposi- 
ble ,  dispendiosa ,  y  en  la  mayor  parte  de 
los  cas^s  inútil ,  de  reclamar  el  cumplimien- 
io  de  las  cargas?  Ayudadas  entro  sí  la  ac- 
c¡(m  real  y  personal  es  como  únicamente  se 


asegura  «  hasta  donde  es  posible,  el  cumpli- 
miento y  fid  de  la  ley ,  fundamentos  en  l*)do 
caso  de  la  interpretación  de  la  misma ,  de  la 
teoría  y  jurisprudencia  sobre  el  particular. 

Cargas  rívUcs  y  eclesiásticas.  La  ley  no 
ha  querido  alterar  la  naturaleza  de  las  car- 
gas. En  cuanto  al  cumplimiento  de  ellas, 
pedirán  el  cumplimiento  de  las  civiles  las 
personas  ó  corporaciones  en  cuyo  favor  es- 
tán impuestas  ó  establecidas  por  la  funda- 
ción :  la  autoridad  eclesiástica  procurará  el 
cumplimiento  de  las  segundas ,  como  siem- 
pre ha  procurado  el  de  las  últimas  volunta- 
des en  materia  religiosa.  Escus^ido  es  decir 
que  en  lo  piadoso  la  reducción  de  cargas  no 
podrá  nunca  hacerla  si  no  el  ordinario  dio- 
cesano ,  como  hasta  aquí  se  ha  verificado. 

Denéminamos  así ,  y  hemos  reservado  pa- 
ra este  lugar ,  las  qne  no  nacen  de  la  ley; 
si  no  de  disposiciones  posteriores;  ó  no  se 
concretan  en  el  primer  caso  á  artículo  deter- 
minado, si  no  á  varios  de  ellos,  ó  á  la  gene^ 
ralidad  de  la  ley. 

!••  Muchas  veces  las  fundaciones  tienen 
por  objeto,  no  una  simple  capellanía  colati- 
va, si  no  el  sostenimiento  y  dotación  de  nna 
parroquia,  de  unacanongía,  de  una  digni- 
dad apersonado.  En  estos  casos ,  la  mera 
aceptación  por  la  iglesia  espiritualizaba  los 
bienes,  6  los  hacia  eclesiásticos,  es  decir, 
suyos;  sin  necesidad  de  la  aprobación  espe- 
cífica y  coíoítva  del  ordinario,  como  en  las 
simples  capellanías  colativas.  La  razón  es 
porque  una  parroquia,  una  canongía,  una 
abadía  son  ya  de  antemano  títulos  espiritua-' 
les,  tUulos  canónicos  de  ordenación:  los  car- 
gos son  categórícos,  autorizados,  instituidos 
por  la  Iglesia,  y  bástale  á  esta  entalsupues- 
to  para  espiritualizar  los  bienes,  que  á  tales 
fines  se  dedican,  usar  de  su  derecho  de  ad  • 
quirir;  aceptar  la  donación.  En  las  fundacio- 
nes de  particulares  para  simples  capellanías 
no  es  asi:  estas  no  son  categoría,  ni  oficio 
instituido  por  la  Iglesia,  no  son  beneficio 
propio f  y  por  eso  necesita  ser  erigido,  y  eso 
en  su  calidad  de  impropio^  por  el  diocesano. 
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Pero  á  tales  beneficios  eclesiásticos  categó-  i  nocidos,  ó  bien  una  parte  de  los  comunes 
ricos  pueden  haber  sido  llamadas  familias  |  del  cabildo,  equivalente  al  valor  de  la  dota- 


ciertas  y  determinadas.  ¿Serán  reputadas  las 
fundaciones  en  este  caso  capellarkas  de  san- 
gre y  comprendidas  por  lo  tanto  en  la  ley  de 
19  de  agosto?  Sin  duda  ninguna  que  no.  La 
potestad  temporal  no  puede  alteralr  Jas  ca- 
tegorías eclesiásticas  9  ni  ha  manifestado 
quererlo  hacer.  Ha  limitado  su  determina- 
ción en  este  caso  á  las  fundaciones  de  partí* 
culares  y  para  provecho  de  particulares,  que 
eran  los  capellanes;  sin  estenderla  á  las  que, 
aun  siendo  fundaciones  de  particulares,  y  no 
perdiendo  de  vista  el  interés  de  familia ,  tie- 
nen por  fundamento  y  fin  principal  un  cargo 
categórico  en  la  Iglesia.  Precisamente  el  real 
decreto  de  6  de  febrero,  restitutorio  de  la 
ley  de  19  de  ¿gosto,  se  funda  en  el  supues- 
to de  que  las  capellanías  de  sangre  no  se  ha- 
llan comprendidas  en  el  novísimo  Concorda- 
to; y  no  podría  hacer  tal  supuesto  de  los  be- 
neficios parroquiales  y  canongías,  cuyo  nú- 
mero y  hasta  su  asignación  ó  renta  ha  teni- 
do que  acordarse  con  la  autorídad  pontifi- 
cia. La  ley  por  fin  habla  solo  de  capellanías 
colativas  de  sangre;  y  nunca  se  han  llamado 
simplemente  asi,  ni  lo  son,  las  canongías,  pre- 
bendas, etc. 9  y  alas  capellanías  colativas  de 
sangre,  por  tanto,  en  el  rigor  de  la  acepción, 
ha  de  concretarse  la  ley  y  su  cumplimiento. 
Véase  ademas  lo  que  decimos  en  la  cuestión 
siguiente. 

2."  Puede  suceder  que  en  el  caso  ante- 
rior la  prebenda  lleve  el  gravamen  de  dolar 
una  capellanía  colativa  de  sangre.  En  tal  su- 
puesto esta  se  halla  comprendida  en  la  ley  de 
19  de  agosto.  En  razón  de  ello  se  declaró  por 
real  decreto  de  H  de  marzo  de  1843;  que 
cen  les  casos  en  que  los  bienes  de  una  pre- 
benda, beneficio,  capellanía,  ó  patronato  fa- 
miliar activo  ó  pasivo,  consistieren  en  una 
dotación  confundida  hoy  en  la  masa  capitu- 
lar de  catedrales  ó  colegiatas,  se  entenderán 
comprendidos  en  la  escepcíon  1."  del  artícu- 
lo 6.**  de  la  ley  de  2  de  setiembre  de  1841  y 
se  dejarán  á  disposición  del  poseedor  mien- 
tras viva  y  de  los  parientes  llamados  para 
después  de  su  muerte,  ó  bien  los  mismos  bie- 
jies  de  la  dotación  primitiva ,  si  fueren  co- 
TOMO  vn. 


cion,  graduado  por  capitalización  de  la  ren- 
ta que  hubiese  percibido  el  prebendado  en  el 
ano  común  por  quinquenio  [desde  1824  á 
1833.  El  prebendado  que  por  esta  razón  en- 
tre á  poseer  los  bienes  esceptuados,  como  pe- 
culiares de  la  fundación  familiar,  no  será  in- 
cluido por  asignación  personal  en  el  presu- 
puesto del  clero,  ni  recibirá  dotación  del  Es  • 
tado,  á  menos  que  por  algún  caso  especial  se 
le  considerase  incongruo,  al  tenor  de  lo  esta- 
blecido por  el  art.  4.*"  de  31  de  agosto  de 
1841  y  el  gobierno  acordase  suplir  lo  que  le 
falle  para  su  asignación.»» 

En  medio  del  contesto  oscuro  del  anterior 
real  decreto  ,  se  desprenden  dos  cosas  ,  á 
saber:  que  la  capellanía  está  comprendida  en 
la  escepcio^  primera  ,  art.  2."*  de  la  ley  de  2 
de  setiembre  y  por  tanto  en  la  ley  de  19  de 
agosto ;  y  no  la  prebenda ,  ó  canongía  fami- 
liar ;  pues  esta  subsiste ,  y  el  Estado  com- 
pleta«sn  congrua  siendo  necesario :  y  se  ve 
además  que  en  la  capellanía ,  muerto  el  po<* 
seedor,  entran  los  parientes,  como  decíamos 
en  la  cuestión  primera. 

3.*  Algunos  han  dudado  si  la  computa- 
ción que  debe  observarse  en  la  cuestión  de 
filiación  ,  y  parentesco  preferente  es  la  civil, 
ó  la  canónica ;  fundados  en  que,  si  bien  es 
conocido  el  principio  de  que  para  asuntos 
eclesiásticos  se  observa  la  segunda ,  y  para 
asuntos  civiles  la  primera ,  ahora ;  aunque 
la  institución  eclesiástica  ha  desaparecido; 
no  del  todo ,  pues  subsisten  las  cargas.  No 
hay,  sin  embargo,  fundamento  sólido  para  du- 
dar ,  sobre  que  la  computación  en  los  pleitos 
que  se  instauren,  según  la  ley,  ante  los  jue- 
ces de  primera  instancia,  y  lo  propio  en  los  es- 
pedientes dudosos  ante  las  juntas  y  el  gobier- 
no ,  es  la  civil.  Las  cargas  no  todas  son  ecle- 
siásticas ;  y  aun  estas  han  de  ser  cumplidas 
por  legos  ,  ó  en  concepto  de  tales ,  y  con 
bienes  ya  secularizados.  Asimismo  el  paren- 
tesco, la  adjudicación,  las  personas  y  las  co- 
sas todo  es  ya  civil ,  ó  considerado  bajo  tal 
concepto  por  la  ley  de  19  (fe  agosto.  Llégase 
á  todo  que  aquí  la  diversa  escala  de  compu- 
taciones no  influye  para  nada  por  parte  de 
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los  resaltados :  en  las  sacesiooes  ¡atestadas 
y  casos  reducidos  á  ellas »  sí;  mas  no  en  las 
testadas  ó  de  sa  índole ;  y  tal  es  aqai  la  sa- 
cesión  ó  adjudicación  de  bienes  por  paren-^ 
leseo  Y  según  los  llamamietitos.  Estos  son  ili- 
mitados ó  hasta  la  estincíon  de  las  gene- 
raciones familiares  llamadas;  por  conse- 
cuencia nanea  puede  darse  el  caso  de  que, 
habiendo  parientes,  por  mas  remotos  que 
sean,  ni  al  octavo,  ni  al  décimo,  ni  en  ningún 
grado  les  sea  preferido  el  fisco ,  ó  los  bienes 
vengan  á  mostrencos. 

4/  Háse  dudado  también,  si  por  la  extin- 
cíon  de  alguna  ó  algunas  líneas  llamadas, 
tendrá  lugar  el  dereáto  de  acrecer  á  las  sub- 
sistentes ;  ó  si  la  parte  de  las  líneas  estinguí- 
das  pasará  al  fisco.  De  ninguna  manera  esto 
último.  Hemos  dicho  antes  qne ,  aun  en  el 
caso  de  prelacíon  respectiva  de  Uneas ,  hoy 
se  buscará  en  ellas  el  pariente  preferido, 
como  antes  se  buscaba  capellán.  T  asi  co- 
mo en  este  caso ,  aun  habiéndose  estinguido 
tres  líneas,  por  ejemplo ,  de  cuatro  que-fue- 
sen  llamadas  ,  la  subsistente  daría  capellán, 
aun  no  siendo  de  las  preamadas  ,  ó  llamadas 
con  preferencia,  lo  propio  se  verificará  respecto 
de  la  adjudicación  de  bienes.  Ni  las  palabras, 
ni  el  esp(ritn  de  la  ley  dan  lugar  á  suponer 
otra  cosa ;  antes  al  contrario  la  ley  respeta 
absolutamente  los  llamamientos  familiares; 
y  por  otra  parte ,  en  caso  de  duda  antes  ha 
de  decidirse  en  favor  de  los  parientes  ,  que 
del  fisco.  Mientras  existe  ,  pues ,  un  solo  pa- 
riente de  cualquiera  de  las  líneas  llamadas, 
cualquiera  que  sea  el  grado  que  ocupe  res- 
pecto del  tronco ,  ese  prueba  entonces  pre- 
ferente parentesco ,  y  ese  llevará  todos  los 
bienes. 

Esto  en  cuanto  á  las  capellanías  únicas. 
En  las  que  se  han  formado  por  agregación 
de  dos  ó  mas  incongruas  ,  por  virtud  de  la 
bula  Apostolici  ministerii ,  la  cuestión  es  la 
misma ,  respecto  de  las  líneas  llamadas  en 
cada  una  de  dichas  capellanías  agregadas; 
pero  la  inversa  con  relación  de  unas  á  otras. 
Sobre  esto  tenemos  antes  manifestado  que 
para  la  adjudicación  de  bienes  cada  una  ha 
de  considerarse  aisladamente  ,  ó  como  si  no 
estuviese  agregada  á  otras ,  pues  la  agrega- 


ción constituyó  título  colectivo  de  ordenación; 
pero  no  nuevo «  ó  diferente  derecho  famüiar^ 
en  su  caso  y  tumo;  no  qaitó  llamamiento 
sucesorio,  ni  podía ,  si  bien  la  necesidad  im- 
puso la  alternativa  de  los  turnos. 

La  alternativa ,  igual ,  ó  desigual ,  de  li- 
neas ,  establecida  en  la  fundación  tampoco 
impide  el  derecho  de  acrecer  en  las  subsis- 
tentes ,  pues  siempre  los  mas  remotos ;  aun 
cuando  el  tumo  inmediato  á  la  última  pose- 
sión no  fuera  el  suVo  ,  ni  ya  lo  han  de  dis- 
frutar nunca ,  siempre  ,  decimos ,  es  cierto 
que  tienen  llamamiento ,  que  es  el  funda- 
mento legítimo  para  la  adjudicación ;  y  así 
como  entre  los  que  subsistan  de  entre  las 
llamadas  se  buscarla  capellán  ,  esto  es,  pa- 
tronato pasivo  ,  asi  en  defecto  de  las  estin- 
guidas ,  se  buscará  hoy  pariefite  de  prefe- 
rente parentesco  para  la  adjudicación  de 
bienes.  Porque  en  efecto:  buscar  capellán  no 
era  otra  cosa  que  buscar  el  patronato  pasivo; 
y  eso  mismo  hay  que  verificar  boy  para  la 
adjudicación  de  bienes. 

La  alternativa ,  en  fin ,  desigual ,  esto  es, 
la  que  concediese  dos  ó  mas  turnos  á  una  lí- 
nea ,  y  uno  solo  á  otra,  no  impide  tampoco 
el  derecho  de  acrecer.  Sí  esta  última  hubie- 
se quedado  sola,  ella  cubriría  todos  los  tur- 
nos para  dar  capellán ,  y  por  el  mismo  prin- 
cipio llevará  íntegra  hoy  la  adjudicación  de 
bienes  en  concurrencia  con  el  fisco. 

Es  por  demás  advertir  que  cuanto  dejamos 
espuesto  sobre  el  derecho  de  acrecer,  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  lo  que  el  fundador 
hubiese  dispuesto  para  en  el  caso  de  estia- 
guírse  algunas  líneas.  En  tal  supuesto  la  vo- 
luntad del  fundador  será  la-  ley  ,  asi  como, 
al  tenor  del  art.  K.""  lo  es  cuando  dispuso  de 
los  bienes  para  en  el  caso  en  que  dejase  de 
existir  la  capellanía. 

5.*  La  estincion  absoluta  de  líneas  ha 
dado  y  dará  lugar  á  diferentes  cuestiona, 
según  el  tiempo  6  período  á  que  se  refieran 
los  hechos ,  por  lo  mismo  que  el  decreto 
de  6  de  febrero  del  corriente  ano  se  ha  dado 
sin  efecto  retroactivo,  y  aun  el  de  30  de  abril 
de  1852.  Desde  la  ley,  pues ,  de  19  de  agos- 
to hasta  la  de  3  de  abril  de  1845  los  bi^es 
iban  al  fisco.  De&de  esta  fecha  hasta  6  de  fe- 
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bfcro  de  1855,  fecha  del  decrelo  revocatorio 
antes  citado,  al  clero ;  primero  por  la  citada 
ley  de  1845 ,  después  sacesivameiile  por  el 
art.  38  del  Concordato  de  1851 ,  y  real  de^ 
creto  citado  de  30tle  abril  de  18SS :  actual- 
mente y  en  fin ,  por  el  decreto  novísimo  de  6 
de  febrero ,  otra  vez  al  Estado,  al  fisco,  pues 
vuelve  á  regir  la  ley  de  19  de  agosto* 

6/  Mas  grave  es  otra  cuestión,  que  aun- 
que sin  violencia  podíamos  haber  tratado  en 
el  comentar^  al  art.  2.%  de  propósito  hemos 
reservado  para  este  -lugar  por  su  gravedad, 
por  no  ser  solo  cuestión  de  doctrina;  sL  no 
también  de  derecho  constituido ,  cuyas  dis- 
posiciones pugnan  entre  si ,  siendo  de  notar 
que  la  duda  ha  nacido  precisamente  de  las 
órdenes  dictadas  para  esclarecer  y  ejecutar 
la  ley;  á  la  cual ,  sin  embargo ,  contradicen 
abiertamente ,  según  nuestra  opinión. 

Y  con  efecto,  á  nadie  puede  caber  duda 
que  el  objeto  y  fin  único  de  la  ley  de  19  de 
agosto  fué  desamortizar  los  bienes  dé  cape- 
llanías, salvando  en  cuanto  con  ello  fuese 
conciliable,  la  voluntad  del  fundador,  ya  en 
el  cumplimiento  de  cargas,  ya  respecto  á  los 
llamamientoSy  vínculos  de  sangre  y  preama« 
clones  familiares.  Los  bienes  se  desamorti- 
zan, se  adjudican  como  libres;  pero  á  los 
parientes  de  mejor  grado,  según  los  llama" 
mientos;  siéndola  índole  de  estos  la  perpe* 
tuidad  en  el  tien^o^  y  en  la  línea  la  estefi- 
sion  absoluta  de  esta,  siquiera  fuese  infinita 
ó  según  la  locución  forense  mque  in  tn/Sni« 
tum ;  con  la  circunstancia  de  que  ni  aun  era 
necesario  espresarlo  asi  en  la  fundación  ;  si 
no  que,  según  opinión  unánime  de  los  auto- 
res, la  palabra  sola  mayorazgo,,  vinculación, 
suponía  el  llamamiento  de  todas  las  genera* 
cienes  necesarias  para  la  perpetuidad. 

No  es  menos  evidente:  1."^  que  la  limita* 
cion  de  grados  para  heredar  se  ha  introduci- 
do y  tiene  lugar  solo  en  las  sucesiones  intes- 


habría  que  conciliar  la  perpetuidad  de  una 
vinculación  con  la  linUtaciofi  de  la  misma  al 
décimo  grado  de  parentesco;  lo  ineiiagenable 
de  los  bienes  con  su  desvinculacion ,  en  la 
primera  sucesión  tal  vez,  para  que  fuesen 
entonces,  no  á  los  espresamente  llamados; 
si  no  &  loa  herederos  abintestato.  Verdad  es 
que  en  el  caso  de  la  ley  de  19  de  agosto  ce- 
sa la  perpetuidad  de  la  capellanía ;  pero  no 
lo  indefinido  de  tos  llamamientos;  y  antes 
espresamenle  la  ley  los  respeta  y  manda  se 
respeten  sin  alterarlos.  Llégase  á  esto  que 
la  alteración  en  los  llamamientos  «s  de  tal 
entidad  que  no  puede  creerse  la  hubiera 
omitido  la  ley,  si  su  fin  hubiera  sido  reducir 
k  intestada  la  sucesión  testada,  prefirien^ 
do  el  fisco  á  los  parientes  de  onceno  gra- 
do, por  ejemplo:  que  lejos  de  eso  nunca 
menciona  la  ley  al  iisco:  la  preferencia  de  la 
misma  á  los  parientes  es  esplícita  y  absoluta 
según  los  llamamientos;  sin  límites  como  estos 
no  los  tienen  en  la  escala  de  su  computa- 
ción; si  bien  dando  justamente  la  preferen- 
cia al  mas.ínmediato  al  tronco:  que  en  la  es- 
presion  indefinida  de  individuos  de  eüas  (de 
las  familias)  en  quienes  concurre  la  cireuns* 
tanda  de  preferente  parentesco,  según  los 
llamamientos,  se  comprenden  las  líneas  en 
toda  su  estension,  en  cuanto  á  todos  los  in- 
dividuos de  las  mismas,  estén  en  el  décimo, 
vicésimo,  tricésimo  gtzdo.  etc.,  sin  mas  dife- 
rencia que  la  indicada  de  preferir  el  mas 
próximo  al  mas  remoto;  si  los  llamamientos 
no  dispusiesen  otra  cosa:  que  esa  misma  es- 
presion  genéríca  é  ilimitada  de  la  ley  en  su 
art.  1.**  que  es  el  cardinal,  vuelve  á  repetir* 
se  en  los  arts.  2.^  3.^  y  9.''  Últimamente 
la  ley,  sin  contrariar  las  prescrípciones  del 
buen  sentido,  sin  parecer  y  realmente  ser 
capciosa,  no  podría  haber  alterado  los  lla- 
mamientos lineales,  reduciéndolos  á  la  limi- 
tación del  décimo  grado  de  parentesco,  co- 


todas;  no  en  las  testadas:  y  i.""  que  unafun-  mo  en  una  sucesión  intestada;  cuando  sien- 
dacion  vincular,  en  que  hay  llamamientos  y 
preamaciones,  no  puede  de  ninguna  manera 
referirse  á  las  primeras;  si  no  legal  é  incon^ 
lestablemente  á  las  segundas ;  esto  es,  á  las 
sucesiones  testadas:  de  otro  modo,  sobre  ne- 
gar.ó  desconocer  la  evidencia  de  los  hechos, 


do  cierto  que  desde  1789  ac&  apenas  se  ha- 
brér  fundado  alguna  capellanía,  la  sucesión 
de  las  existentes,  como  anteríores  á  tal  fe- 
cha sesenta  anos  por  lo  menos ,  y  algnnos 
siglos  en  las  mas,  la  sucesión,  decimos^ 
no  solo  no  estaría  ji  la  fecha  de  la  ley  den- 
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tro  del  décimo  grado ;  8i  no  en  el  quin- 
magérimOy  cénletímo,  ducentésimo ;  y  algu- 
nas aan  mas,  suponiendo  de  treinta  anos  por 
término  medio  la  posesión  y  disfrute  de  ca- 
da capellán. 

En  vista  de  todo  apenas  se  concibe  que  pu- 
diera suponerse,  y  menos  aun  el  que  pudiera 
declararse  reducido  el  derecho  de  los  parien- 
tes, y  por  tanto  la  estension  de  las  lineas  lla- 
madas al  décimo  grado  de  parentesco,  como 
una  sucesión  intestada;  y  sin  embargo  en  real 
orden  de  12  de  febrero  de  1850,  dirigida  á  los 
fiscales  de  las  audiencias ,  se  dice  que  asi 
ellos,  como  sus  subordinados  los  promotores, 
c  cuidarán ,  como  hasta  ahora ,  de  examinar 
con  el  mas  escrupuloso  esmero  los  referidos 
pleitos  los  de  capellanías  de  sangre,  para  co- 
nocer, si  los  que  aspiran  á  la  adjudicación  de 
los  bienes...  e$tán  dentro  d^l  grado  que  para 
adquirirlos  requieren  las  leyes... .i  Las  le- 
yes que  limitan  ó  circunscriben  la  sucesión 
dentro  de  cierto  grado  son  únicamente,  como 
ya  hemos  dicho ,  los  de  las  sucesiones  in- 
testadas. Solo  en  este  caso  las  leye^  interpre- 
tan la  voluntad  del  fundador,  circunscribien- 
do á  veces  una  esfera  mas  ó  menos  limitada 
al  fundamento  cardinal  de  la  legislación  sobre 
herencias,  al  amor  de  familia;  porque  el  tes- 
tador ó  fundador  no  espresó  su  volunlad: 
cuando  la  espresó,  las  leyes  la  han  respeta- 
do, cualquiera  que  sea  la  estension  de  la 
institución  ó  llamamiento.  Por  eso  en  los 
vínculos  y  mayorazgos,  y  por  tanto  en  las 
capellanías  colativas,  se  autorizó  y  reconoció 
el  derecho  sucesorio,  no  dentro  de  tales,  ó  ta- 
les gradosde  la  línea  llamada,  escluyendolos 
grados  ó  generaciones  restantes;  si  no  dentro 
de  toda  la  línea  hasta  su  estincion  ,  si  bien 
con  la  preferencia  del  mas  próximo  el  mas 
remoto:  sistema  que  según  dejamos  espuesto, 
no  ha  alterado  y  antes  espresamente  confirmó 
y  sostiene  la  ley  de  19  de  agosto. 

Desde  luego  es  fundado  el  creer  que  la  ci- 
tada real  orden ,  que  no  tenia  por  objeto ,  ni 
podia  modificar  ó  derogar  la  ley  de  19  •de 
agosto,  dijo  mas  de  lo  que  se  propuso,  usan- 
do la  espresion  dentro  del  grado ,  por  la  de 
preferente  parentesco^  empleada  por  la  ley 
de  19  de  agosto,  y  refiriéndose  ademas  á  es- 


ta únicamente  en  la  espresion  general  las  le- 
yes. Pero  aunque  asi  no  sea,  la  mencionada 
real  orden  y  cualquiera  otra  resolución  aná- 
loga, ha  de  interpretarse  por  la  ley  de  19  de 
agosto,  y  no  al  revés;  y  de  todos  modos  en- 
tre disposiciones  que  se  escluyen,  cuando 
unas  y  otras  están  mandadas  aplicar  ,  siem- 
pre es  mas  lógico  y  seguro  aplicar  una  ley, 
que  una  simple  real  orden,  y  asi  deben  prac- 
ticarlo los  tribunales,  si  para  dictar  sus  fa- 
llos ocurriere  duda  entre  la  ley  de  19  de 
agosto  y  la  real  orden  citada ,  pues  que  no 
apajece  que.  esta  espresamente  derogue  la 
ley,  ni  que  se  diese  para  eso;  en  cuyo  caso, 
entre  una  cuestión  de  derecho  constituyente, 
y  otra  de  derecho  constituido,  es  sabido  que 
los  tribunales  tienen  que  atemperarse  á  la 
segunda,  dejando  la  responsabilidad  política 
al  poder  supremo  que  pueda  haber  incurrido 
en  ella. 

7.'  Ha  sido  frecuente,  y  aun  puede  ocur- 
rir la  cuestión,  sobre  derecho  á  los  frut(^  de 
las  vacantes.  Sabido  es  que  en  vinculacio- 
nes, ora  meramente  civiles,  ora  eclesiásti- 
cas, cómelas  capellanías  y  beneficios,  muer- 
to el  poseedor»  ó  causada  la  vacante  de  otro 
modo  legítimo,  la  posesión  civil  civilísima  se 
transferia  por  ministerio  de  la  ley ,  sin  la 
intermisión  de  un  solo  momento,  en  el  inme- 
diato sucesor,  de  donde  nacia  el  derecho  de 
este  á  percibir  todos  los  frutos  y  rentas  des- 
de la  vacante.  En  las  prebendas  y  beneficios 
propios  el  Estado,  en  virtud  de  breves  ponti- 
ficios, llevaba  los  frutos  y  rentas  de  la  vacan- 
te, por  el  derecho  que  llevó  este  nombre  y 
que  no  es  de  esle  lugar  esponer.  Pero  en  las 
capellanías  colativas,  no  era  asi,  ó  no  debia 
ser;  pues  el  capellán  sucedía,  no  por  colación 
del  colador  ó  del  patrono;  si  no  por  llama- 
miento del  fundador. 

Pero  en  los  últimos  tiempos  ha  sucedido, 
1.^  que  prohibida  la  provisión  de  piezas  ecle- 
siásticas y  beneficios  no  curados,  y  sobre  to- 
do prohibida  la  ordenación  ,  fueron  en  ello 
comprendidas  las  capellam'as  colativas:  2.* 
que  entre  los  bienes  eclesiásticos  no  vendidos 
hasta  1845  se  entregaron  al  clero  por  virtud 
de  la  ley  de  3  de  abril  los  de  las  capellanías 
colativas,  cuyos  bienes  no  habían  sido  re- 
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clamados  por  los  parientes  que  se  creyesen 
con  derecho  á  ellos,  se^un  la  ley  de  19  de 
agosto  de  1841:  que  muchos  de  estos  han  re- 
clamado después  por  virtud  del  real  decreto 
de  6  de  febrero:  y  por  último  que  en  tales  ca- 
sos, y  lo  propio  al  decidirse  los  pleitos  pen- 
dientes sobre  colación  de  capellanías,  ocurrió 
y  ocurrirá  la  cuestión  de  rentas  y  de  frutos 
vencidos.  Según  nuestra  doctrina,  antes  ma- 
nifestada, la  cuestión  era  sencillísima.  Mien- 
tras los  bienes  de  la  capellanía  no  fueran  se- 
cularizados ó  desamortizados,  como  sucedió 
hasta  promulgarse  la  ley,  y  después  de  ella  por 
suspender  sus  efectos  el  pleito  pendiente ,  de 
que  hablan  la  ley  y  el  decreto  de  6  de  febrero, 
los  frutos  de  toda  la  vacante  eran,  y  son  del 
capellán,  á  quien  en  virtud  de  ejecutoria  se 
colacione  la  capellanía :  el  derecho  de  los 
parientes  adjudicatarios,  nacido  de  la  ley  de 
19  de  agosto  y  desde  su  fecha ,  ó  restableci- 
miento en  su  caso,  es  solamente  á  la  propie- 
dad, muerto  el  capellán.  Si  no  ha  habido,  ni 
hay  pleito  pendiente,  si  no  que  los  bienes  fue- 
ron englobados  con  los  del  clero  y  este  los 
ha  poseido,  ó  tal  vez  el  Estado,  los  parientes 
adjudicatarios  no  tienen  derecho  á  los  frutos 
desde  la  vacante,  si  no  desde  la  promulga- 
ción de  la  ley,  desde  que  por  ella  los  bienes 
se  hicieron  laicales,  pues  solo  en  ese  concepto 
los  llevan,  en  vez  que  el  capellán  último  po- 
seedor los  lleva,  ó  los  llevará  en  los  casos  de 
pleito  pendiente,  como  eclesiásticos  en  cuan- 
to á  él ,  todavía  de  capellanía  colativa, 
al  tenor  de  los  arls.  7  y  8  de  la  ley,  y  asi 
está  declarado  por  real  orden  de  20  de  se- 
tiembre de  1847;  aunque  antes  se  habia  de- 
clarado lo  contrario  por  otra  de  17  de  enero 
del  propio  ano,  mandando  que  declarado  el 
derecho  délos  parientes  á  la  adjudicación  de 
los  bienes,  se  les  entreguen  estos  con  los  fru- 
tos vencidos  desde  la  vacante,  deducidos  gas- 
tos. La  razón  cardinal,  y  la  esencial  diferen- 
cia entre  el  capellán  y  los  parientes  sin  dis- 
tinción de  sexo,  edad,  etc.  está  ya  indicada, 
esto  es,  estos  vienen  solo  por  llamamiento 
de  la  ley  al  disfrute  de  un  derecho,  que  sin 
ella  no  tenían;  el  capellán  por  la  inversa,  en 
virtud  de  un  llamamiento  y  derecho  anterior 
á  la  ley,  y  que  esta  no  crea^  como  en  el  pri- 


mer caso;  si  no  que,  hallándolo  establecidOt 
lo  reconoce  y  lo  respeta.  Véanse  las  mencio- 
nadas reales  órdenes  en  la  parte  legislativa 
del  artículo  capeiiIiAmia  y  del  apéndice. 

8.'  Ta  hemos  indicado,  y  venimos  demos- 
trando, que  la  mayor  parte  de  las  disposicio- 
nes dictadas  para  la  inteligencia  y  aplicación 
de  la  ley  de  i9  de  agosto,  necesitan  ellas  de 
mayor  esplicacion ,  nacido  todo  de  que  así 
en  las  mismas,  como  en  la  ley,  es  caracterís- 
tica la  oscuridad  y  la  falta  de  tecnología  le- 
gislativa y  jurídica.  De  ello  nos  suministra 
una  prueba  mas  el  real  decreto  de  11  de  mar- 
zo de  1843,  en  su  art.  2/que  ya  antes  hemos 
tenido  la  misma  precisión  de  esplicar  y  co- 
mentar en  una  de  sus  partes. 

En  la  segunda  del  propio  artículo  declara 
dicho  decreto  que  no  pasarán  á  los  parientes, 
ni  están  por  tanto  comprendidos  en  la  ley  de 
19  de  agosto,  y  art.  6.*"  de  la  de  2  de  setiem- 
bre de  1841  dos  bienes....  de  las  capellanías 
de  libre  presentación,  y  de  las  llamadas  de ;m- 
re  devolulo,  for  estincion  absoluta  delasfami' 
lias  á  que  pertenecieron  ambos  patronatos.» 
Sobre  no  ser  necesaria  semejante  declara- 
ción, según  veremos,  es  notable  por  demás 
la  oscuridad  que  envuelve  y  la  falta  de 
exactitud  y  propiedad  canónica.  Juzgando 
por  su  tenor  literal,  es  preciso  inferir:  1.^  que 
las  capellanías  de  libre  presentación  resultan, 
y  se  denominan  asi  por  estincion  absoluta  de 
las  familias  á  que  pertenecieron  ambos  pa- 
tronatos: 2.**  que  lo  propio  hay  que  decir  res- 
pecto d¡e  las  de  jure  devoluto:  3."*  que  siem- 
pre en  estas  y  en  aquellas  concurren  ambos 
patronatos:  4.°  y  por  último  cinéndose  tan 
estrictamente  el  artículo  al  caso  de  estincion 
absoluta  de  las  familias  á  que  pertenecieron 
amios patronatos,  parece  no  tener  aplicación, 
si  solo  un  patronato  correspondía  á  dichas 
familias ;  y  sin  embargo  lo  contrario  es  lo 
cierto  y  legal  en  todos  estos  casos.  Y  con 
efecto,  es  de  todos  sabido  que  las  capellanías 
de  libre  presentación,  derivan  su  esencia, 
no  de  ambos  patronatos;  ni  aun  del  activo ;  si 
no  del  pasivo.  Si  este  no  corresponde  á  fami- 
lia determinada ,  ó  por  haberse  estinguido,  ó 
porque  no  fuese  llamada  ninguna  en  la  fun- 
dación ,  la  capellanía  es  de  libre  presenta- 
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eion »  sea  I  ó  DO  de  sangre  el  patronato  acti- 
vo ,  pues  qae  el  patrono  en  este  caso  puede 
presentar  ad  libüum.  No  es  menos  cierto 
que  las  capellanías  de  jure  decoluto  derivan 
sa  esencia  del  patronato  activo  meramente, 
pues  que  resultan ;  no  solo  de  haberse  estin- 
guido  la  familia ,  ó  familias  á  quienes  cor- 
respondió el  patronato  pasivo;  si  no  de  haber 
dejado  de  perder ,  ó  prescribir  su  derecho, 
en  cuyo  caso  dicho  patronato  vuelve  natural- 
mente al  colador  general ,  y  por  que  á^l  es 
devuelto ,  es  por  lo  que  la  capellanía  recibe 
la  mencionada  denominación ,  por  lo  que  se 
dice  propiamente  de  derecho,  dejuredevó^ 
luto,  porque  vuelve  al  diocesano. 

Evidenciada  asi  la  inexactitud  é  incohe-. 
rencia  de  los  términos  del  artículo ,  es  igual* 
mente  incontestable  la  falta  de  necesidad  déla 
disposición  que  encierra.  Estinguidas  absolu- 
tamente las  familias,  alas  cuales  correspondía 
el  patronato  pasivo,  cesa  respecto  de  ellas  el 
derecho  familiar  á  la  adjudicación  de  bienes, 
al  tenor  del  art.  1.*  de  la  ley  de  i9  de  agos- 
to: estinguidas  asimismo  las  que  gozaban  de 
patronato  activo  de  sangre »  cesaba  igual- 
mente el  derecho  familiar  á  la  adjudicación, 
según  el  art.  4.^  de  la  ley.  Si  los  dos  patro* 
natos  concurrían ,  también  por  virtud  de 
los  artículos  1.*  y  4.**  cesaba  el  derecho  á 
la  adjudicación ,  estinguidas  absolutamente 
las  familias  á  quienes  correspondían.  ¿Cuán- 
do ,  pues,  ó  para  en  qué  caso  puede  ser  ne- 
cesaria la  disposicioi^  del  decreto  de  H  de 
marzo?  ¿Y  ciertamente,  estinguidas  de  todo 
punto  las  familias  llamadas ;  fuéranlo  por 
un  solo  patronato ,  fuéranlo  por  los  dos 
¿quién  ha  de  pedir,  sí  según  el  art.  1."^  de  la 
ley  de  19  de  agosto  solo  pueden  hacerlo  las 
familias  llamadas,  y  según  los  llamamientos^ 
En  suma ,  el  sentido  y  aplicación  que  puede 
darse  al  art.  2.''  del  decreto  de  11  de  marzo, 
y  de  todos  modos  la  doctrina  segura  es,  que 
aunque  una  capellanía  fuere  colativa ,  por  el 
uno ,  ó  por  los  dos  patronatos ,  estinguidas 
absolutamente  las  familias  llamadas  á  ellos, 
cesa  el  derecho  familiar  á  la  adjudicación  de 
bienes  de  la  ley  de  19  de  agosto ,  y  eso  sin 
embarazarse  en  la  clasificación  técnica  á 
que  por  el .  hecho  pueda  reducirse  la  cape- 


Uania ,  lo  cual  puede  tndBcir  f  enor,  segm 
hemos  visto. 

Resultará  sin  embargo  una  verdadera  dü« 
cuitad  en  el  caso  en  que ,  fundada  comMo- 
lativa  de  sangre  una  capellanía » haya  resul- 
tado con  el  tiempo ,  y  fuese  á  la  promalga- 
cion  de  la  ley,  de  libre  presentación,  áejurt 
deíH)luto,  ó  ambas  cosas,  no  por  estinma 
absoluta  de  las  famUids  Uamadas  al  uno  ó  á 
los  dos  patronatos  »  según  el  caso ;  si  no  por 
prescripción ,  de  suerte  que  el  orden  succm- 
rio  y  estado  de  provisión  pugnen  oon  la  fun- 
dación ;  que  por  negligencia  ,  abandono ,  ü 
otras  causas  se  balicen  desuso  en  caanto  á 
los  patronatos.  En  este  caso  las  familias  po- 
drán entablar  el  competente  y  conocido  re- 
curso de  reintegración  de  linea ,  y  petito- 
rio de  los  bienes,  y  la  decisión  será  con- 
forme á  lo  que  se  alegue  y  pruebe  sobre  fi- 
liación ,  y  prescripción ,  6  no  prescripción; 
pero  entre  tanto  la  administración  civil  y  el 
diocesano  en  sus  casos ,  se  atendrán  al  esta- 
do posesorio  y  de  presoitacion  de  la  cape- 
llanía ,  no  como  de  sanare ,  si  no  de  Brt 
presentación  y  jure  devoluto ;  y  se  atefidritfl 
á  ello ,  el  diocesano  para  conferirla,  siha^ 
hiere  pleito  pendiente;  la  administracioo 
para  continuar  incautada  de  sus  bienes  y 
administrarlos,  hasta   que  recaiga  ejeca- 
toria ,  al  tenor  del  real  decreto  de  17  de 
enero  de  1847 ,  y  real  orden  de  7  octubre 
de  1850. 

Por  decreto  de  11  de  marzo  1843,  en  fin, 
resulta  confirmada  nuestra  doctrina,  en  otro 
lugar  espuesta,  á  saber,  que  aun  cuando  exis- 
tan parientes  del  fundador ,  6  de  los  troncos 
llamados ,  estos  no  tienen  derechos  á  la  ad- 
judicación de  los  bienes ,  sí  no  tietien  íte* 
mamienlos ,  pues  la  ley  de  19  de  agosto 
respeta  y  favorece ,  no  las  pretensiones ;  si 
no  los  llamamiefUos ,  según  el  tenor  espreso 
délos  artículos  1.**  y  *.**:  y  se  compnicto 
en  segundo  lugar  que  la  sucesión  y  ob- 
cion  de  las  familias  llamadas,  no  se  circaos- 
cribe  á  grados  determinados ,  según  indica 
la  real  orden  de  12  de  febrero  de  1850;  si 
no  que  es  indefinida,  sin  mas  término  qne 
el  de  la  ostensión  de  la  línea  hasta  su  estin" 
úion  absoluta. 
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Por  demás  seria  advertir  que  lo  qae  aquí 
dice  relación  á  fas  capellanías  de;ure  devo- 
{uto  y  ha  de  entenderse  de  aquellas  en  que 
ha  prescripto  esta  cualidad ;  y  no  de  las  que 
solo  accidentalmente  se  proveen  y  por  una 
vez,  por  ;ucí^  devoluto,  por  no  haber  el  patro- 
no usado  en  tiempo  ó  haber  usado  mal  en 
una  ocasión  del  patronato  activo;  cuyo  dere- 
cho y  representación  le  quedan  ó  quedaban, 
eso  no  obstante,  espeditos  para  en  los  casos 
sucesivos. 

Resulta  comprobada  además  por  el  citado 
decreto  de  11  de  marzo,  nuestra  doctrina  de 
que  la  canónica  institución ,  una  vez  verifi- 
cada, es  irrevocable^  no  solo  canónicamente; 
sí  no  aun  para  efectos  civiles:  tal  es  el  siste- 
ma aun  de  la  legislación  vigente  sobre  ca- 
pellanías de  sangre :  y  hasta  se  dispone  en 
el  artículo  %""  -del  mencionado  decreto,  que 
aun  supuesta  la  estincion  absoluta  de  las 
familias  llamadas ,  el  capellán  ordenado  á  tí- 
tulo de  la  capellanía  continuará  en  posesión 
de  ella. 

No  es  necesario  indicar,  que  aun  estingui- 
das  absolutamente  las  familias,  los  bienes  no 
irán  al  fisco ,  ni  al  clero ,  según  el  casó ;  si 
el  fundador  dispuso  á  prevención  otra  cosa> 
al  tenor  del  artículo  ¡iJ"  de  la  ley  de  19  de 
agosto. 

9.'  Los  bienes  no  irán  tampoco  á  los  pa- 
rientes ,  al  clero ,  ni  al  fisco  en  sus  casos 
respectivos ,  si  están  destinados  á  objetos  de 
pública  utilidad ,  general  ó  local ,  como  be- 
neficencia ,  instrucción  pública ,  celebración 
de  misa  de  alba ,  etc. ,  y  asi  lo  disponen  en 
sus  casos  el  art.  4."*  mencionado  de  la  ley 
do  19  de  agosto,  el  6  de  la  de  2  de  setiem- 
bre del  mismo  año:  y  el  S.""  del  real  decreto 
de  11  de  marzo  de  1843.  Si  solo  una  parte 
de  la  renta  estuviese  destinada  á  dichos  fi- 
nes ,  esa  sola  se  reserva ,  adjudicando  el 
resto  de  bienes  á  los  parientes  de  preferente 
parentesco. 

10.  Finalmente,  sobre  registro  y  pago 
de  derechos  de  hipotecas  en  los  casos  de  ad- 
judicación de  bienes ,  se  previene  en  real 
decreto  de  26  de  noviembre  de  1852 ,  artí- 
culo S."*,  que  paguen  cel  2  por  100  de  de- 
recho  de  hipotecas. ...  sin  distinción  alguna 


de  líneas,  ni  grado  de  parentesco....  todas 
las  adjudicaciones  de  bienes  de  capellanías, 
ó  patronatos ,  verificadas  con  anterioridad 
al  17  de  octubre  de  1851  que  es  la  época 
señalada  por  el  decreto  de  30  de  abril...  de 
dicho  año ,  para  que  los  bienes  de  capella- 
nías que  no  se  hubieren  adjudicado  hasta 
aquella  fecha  en  plena  propiedad  y  dominio 
á  los  sugetos  designados  por  la  ley  de  19 
de  agosto  de  1841 ,  sigan  constituyendo  la 
existencia  y  dotación  de  los  mismos  patrona- 
tos y  capellanías." 

Esta  disposición  tiene  por  base,  en  cuanto 
á  limitar  su  efecto  al  17  de  octubre  de  1851, 
fecha  de  la  promulgación  del  Concordato, 
el  real  decreto  de  30  de  abril  de  1852. 
Derogado  hoy  este  por  el  de  6  de  febre- 
ro ,  el  citado  de  26  de  noviembre  tendrá 
aplicación  desde  26  de  febrero  en  ade- 
lante en  los  casos  en  que  lo  tenia  hasta 
el  17  de  octubre  de  1851.  El  registro  de  hi« 
potocas  ,  teniendo  por  base  las  adjudicación 
nes  de  bienes ,  es  otra  razón  mas  para  que 
en  ningún  caso  proceda  transacción  entre 
partes ,  evitando  asi  los  recursos  gubernati- 
vos ante  las  juntas  inspectoras ,  y  tribunales 
de  primera  instancia,  según  queda  espuesto 
en  su  lugar.  Véase  aun  sobre  registro  de 
hipotecas,  próroga  de  término ,  y  relevación 
de  multas ,  la  real  orden  de  20  de  diciem- 
bre de  1852. 

CAPILLií4l.  Lo  que  hemos  dicho  en  el 
artículo  CABELLA»  ,  sobre  la  dudosa  etimo- 
logía de  esta  palabra  y  de  la  de  capellanía^ 
y  sus  multiplicadas  acepciones ,  eso  mismo 
hay  que  repetir  de  la  voz  capilla.  De  todas 
las  opiniones,  espuestas  en  el  mencionado  ar- 
tículo ,  estamos  menos  conformes  que  con 
ninguna  otra  con  la  que  desde  luego  fija 
la  palabra  capilla  ,  como  etimológica ,  sin 
género  de  duda  ,  de  las  otras  dos  ;  y  provi- 
niendo ella  misma  del  latin  capella  (cabra  ó 
cabrilla),  cquia  anliquitas  erant,»  (los  orato- 
rios pequeños ,  santuarios  rurales  ,  etc.)  tu- 
guria  quaMlam  ,  caprarum  pellibus  tecta, 
segUQ  la  glosa  al  cap.  Concedimus ,  disí.  1 , 
cuya  opinión  adopta  Covarrubias  en  su  Teso- 
ro de  la  lengua.  Véase  el  art.  €apbe.i^m. 
Lo  propio  decimos  de  la  opinión  de  Papias  y 
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otros  que  derivan  capilla  del  latia  capio ,  á 
capiendo  populo;  porqae  tales  logares  sa^ 
grados  ofrecian  capacidad ,  ó  espacio  para 
recibir  al  pueblo ,  ó  á  los  fieles,  sóbrelo 
cual  hemos  espresado  nuestro  juicio  en  el 
articulo  antes  citado ;  y  en  todo  caso ,  si  ca- 
pilla se  dijese  k  capiendo ;  mas  bien  hubiese 
sido  por  antífrasis ,  ó  en  sentido  negativo, 
esto  es ,  á  populo  vix  capiendo ,  por  la  pe- 
quenez y  reducida  capacidad  de  tales  luga- 
res sagrados. 

T  con  efecto:  esa  es  la  idea  cardinal ,  ú 
originaria  que  á  primera  vista  se  concibe  de 
la  enuQciativa  capilla,  guardaudo  analogía 
con  esta  idea  primordial ,  la  voz  misma  ca- 
pellán usado  en  los  testos  canónicos ,  y  do- 
cumentos antiguos ,  que  es  diminutiva :  el 
serlo  también  la  de  sacellum  ,  empleada 
asimismo  para  espresar  ó  denominar  esta 
clase  de  lugares  sagrados :  el  uso  común  y 
ya  muy  antiguo  de  confundir ,  ó  tomar  como 
equivalentes,  capilla  y  oratorio;  aunque 
realmente  pudieren  concebirse  como  cosas 
diferentes:  y  por  último,  el  ver  que  de 
ordinario  aplicamos  la  denominación  de 
capilla  á  los  lugares  sagrados  reducidos; 
mas  bien  á  los  pequeños  que  á  los  grandes, 
mas  bien  á  la  agregación  ó  parte  de  un  tem- 
plo que  al  todo ;  á  una  ermita  ó  iglesia  rural 
que  á  un  templo  de  orden  superior :  al  ane- 
jo ó  Blial  que  á  la  parroquia  ó  matriz  :  á  un 
oratorio,  en  fin ,  mas  bien  que  á  una  iglesia. 

La  significación  ,  pues,  originaria  de  ca- 
pilla ,  es  en  primer  lugar ,  tópica  ó  local ;  y 
además  la  de  un  pequeño  santuario  aislado; 
ó  parte  de  otro ,  que  respecto  de  él  conser- 
va siempre  el  concepto  de  principal ,  y  ordi- 
nariamente de  primitivo  ,  6  preexistente. 

Pero  si  esta  es  la  idea  originaria  ,  ó  que 
puede  concebirse  como  tal ;  no  sufraga  sin 
embargo  en  todos,  los  casos;  y  antes  las 
acepciones  de  la  voz  capilla  se  han  gene- 
ralizado de  tal  modo ;  que  ya  ,  no  solo  la 
significación  no  es  tópica ,  ó  local;  si  no  al- 
gunas veces  de  clases  f  de  solemnidades  ,  y 
actos  religiosos  n  etc;  y  no  solo  no  espresa 
siempre  un  lugar  sagrado  reducido ,  priva- 
do ,  rural ,  secundario  ó  accesorio ,  etc. ;  si 
no  templos  de  primera  magnitud  y  categoría. 


Asi  la  legislación ,  la  disciplina,  las  prácti* 
cas  locales  y  generales ,  son  de  todo  ponto 
casuístícas ;  y  en  cada  caso  ha  de  decidirse 
por  lo  tanto ,  apreciadas  todas  las  circons- 
tancias  del  mismo. 

Asi  con  efecto ,  según  los  canonistas  y  los 
cañones  mismos,  capilla  est  proprié  locus  pri- 
vatus  in  eedesia^  vel  extra  ecclesiamposUmvd' 
sacratus  (i);  y  con  todo,  capilla  se  toma ,  se- 
gún los  casos,  por  el  mero  oratorio ^  ó  lugar  de 
oración  ,  sin  altar ,  ni  celebración  de  misa, 
aun  cuando  bajo  este  punto  de  vista  capíüa  y 
oratorio  sean  cosas  tan  diferentes ,  ó  por  lo 
menos  lo  fueron  en  un  principio  por  los  tes- 
tos canónicos ,    las  capitulares    de   Cario 
Magno  ,  las  leyes  de  Partida  (2)  y  otros  do- 
cumentos antiguos.  Véase  4mAv«Bi«.  Tó- 
mase otras  veces  por  oratorio  con  altar;  por 
ermita,  ó  iglesia  rural,  y  aun  meramente  por 
un  humilladero.  Otras  veces ,  en  el  derecho 
mismo  ,  se  llamaron  capilla ,  los  oratorios 
de  los  monasterios  y  aun  los  monasterios: 
las  iglesias  pequeñas  (3) :  el  altar ,  coa  en- 
terramiento, ó  sin  él  en  una  parroquia,  ca- 
tedral ,  ú  otra  iglesia  pública ,  secular  ó  re- 
gular, y  aun  una  sección  mayor  ó  menor 
de  estas,  con  dos  ó  mas  altares  ,  y  hasta 
con  sacristía,  servicio,  y  cabildo  especial, 
ó  cuerpo  separado  de  clérigos ,  capellanes, 
6  canónigos ,  pero  todo  de  fundación  parti- 
cular ;  como ,  por  ejemplo  la  célebre  capilla 
del  Almirante  en  la  catedral  de  Burgos, 
perteneciente  á  los  Duques  de  Frias;  y  aun 
de  fundación  de  los    reyes  ó  de  la  Iglesia 
misma ,  por  motivos  especiales;  como  las  no 
menos  célebres  capillas ,  muxirabe  en  la 
catedral  de  Toledo  ,  de  Reyes  en  la  de  Sevi- 
lla ,  etc. :  la  misma  iglesia  parroquial ,  y 
mucho  mas  si  está  agregada  á  una  catedral, 
colegiata ,  convento ,  y  la  cura  de  almas 
corresponde  coicctivamenre  al  cabildo  ó  co- 
munidad (4):  aun  las  colegiatas  (5) :  las  igle- 
sias de  los  palacios  reales ,  ó  de  patronato 
real :  el  cabildo  ó  cuerpo  de  clérigos ,  ca- 
nónigos, ó  capellanes  de  dichas  iglesias  :  las 


n\  Ctp.  Qttiquis,  vers.  capellae,  17.  qaoest.  4. 

(S  Leyes  i  v5,üt.  10,  pán.1. 

(3>  Capitulo  he  capellig  monackarum. 

U)  Cap.  EspoMuisti ,  33 ,  <í«  vrctbeni^ 

(5)  Cap.  Cum  capella.  De  prlTileg. 
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solemnidades  de  mayor  etiqueta  en  ellas:  tos 
cuerpos  de  cantores  en  los  cahildos,  colegia- 
tas y  catedrales;  y  todavía  se  estíenden  á  ma- 
yor número  de  casos  las  acepciones  de  la 
voz  capilla. 

Seria  empeño  vano  el  pretender  fijar  el 
tiempo  en  que  empezó  la  erección  de  capillas, 
aun  en  el  sentido  mas  estricto  de  la  voz. 
Puede,  sin  embargo,  tenerse  por  cierto  que 
el  origen  de  ellas ,  y  eso  clasifica  también 
las  épocas ,  lo  fueron  respectivamente ,  la 
necesidad ,  la  piedad,  la  suntuosidad  y  co- 
modidad privada ,  y  la  emulación.  La  nece- 
sidad: es  preciso  adrmtirla  eti  los  primitivos 
tiempos  de  la  Iglesia ,  cuando  en  un  día ,  en 
un  corto  espacio  de  tiempo ,  se  convertían 
infinitas  gentes ,  una  comarca  k  la  fé  cristia- 
na ,  siendo  indispensable  recurrir  á  improvi- 
sar iglesias ,  sobre  todo  rurales.  Únicamen- 
te de  estos  tiempos  puede  admitirse  la  opi- 
nión que  presenta  las  capillas  como  tugu* 
fia  capramm  pellíbus  tecta.  La  época  de  las 
persecuciones  después,  obligados  por  ellas 
ios  cristianos  á  reunirse  en  los  subterráneos, 
en  despoblado  ,  y  aun  á  practicar  los  actos 
sagrados  en  el  interior  de  sus  propias  casas, 
ó  de  la  del  que  prestaba  la  suya  para  ello.  En 
todos  tiempos ,  en  fin ,  en  la  población  dise- 
minada ,  en  las  largas  espediciones  y  viajes 
de  mar,  y  tierra,  en  las  misiones  á  países  de 
infieles. 

La  piedad  en  todos  tiempos  ,  ya  por  celo 
ardiente  de  que  Dios  sea  alabado  y  glorifica- 
do en  tadas  partes ,  ya  como  un  medio  y 
sacrificio ,  propiciatorio ,  espiatorío ,  remu- 
neratorio ,  por  sucesos  y  vicisitudes ,  ya 
prósperas ,  ya  adversas,  en  que  las  concien- 
cias hallaban  mas  adecuado ,  que  otro  ,  el 
medio  de  reconciliarse  con  Dios  por  la  erec- 
ción de  altares ,  ermitas ,  y  capillas  de  otros 
géneros. 

La  fastuosidad  y  comodidad,  la  emulación . 
Los  principes  y  potentados  creyeron  digno 
de  su  piedad ,  y  á  la  vez  de  su  rango, 
consultando  en  ello  también  su  comodidad, 
el  erigir  iglesiasí  ó  capillas  en  sus  palacios  y 
sitios  de  recreo ;  y  las  demás  clases ,  sin 
esceptuar  aun  las  del  pueblo  llano,  por  los 
propios  motivos  en  su  escala  respectiva. 
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les  siguieron  y  á  veces  emularon  en  esto. 
No  puede  erigirse  capilla  con  altar  para 
la  celebración  de  misas  sin  licencia  del  obis- 
po; y  síes  en  casa  particular, con  breve  pon- 
tificio :  si  es  pública,  e^té  ó  no  unida  á  la 
iglesia  parroquia!,  ó  formando  parle  de  ella, 
se  ha  de  entender  siempre  la  licencia  sin 
perjuicio  de  los  derechos  y  fueros  parroquia- 
les. Dentro  de  la  iglesia  parroquial  necesita 
licencia  del  ordinario  aun  la  erección  de  ca- 
pilla sin  altar.  Teniendo  altar  y  dotando  al 
capellán ,  con  lo  necesario  además  para  el 
sostenimiento ,  y  servicio  de  la  capilla ,  la 
erección  atribuye  derecho  de  patronato :  en 
caso  contrario ,  no.  Sí  solo  dotase  en  parte, 
ó  insuficientemente,  el  fundador  no  se  llama 
patrono;  si  no  meramente  bienhechor. 

La  capilla  erigida  en  una  iglesia ,  es 
siempre  pública,  como  esta.  Si  es  en  una 
casa ,  quinta,  ó  edificio  particnlar ,  se  repu- 
ta pública,  si  con  la  debida  aprobación  tie- 
ne puerta  á  la  calle  ó  al  campo ,  para  reci- 
bir al  pueblo ;  en  otro  caso  se  reputa  capilla 
privada,  y  simplemente  oratorio.  Véase 
pATn«ifAT«  ,  oAATettio.  Solo  las  capillas 
públicas  pueden  usar  de  campana.  Véase 
OAMPAMA :  y  solo  en  ellas  puede  usarse  del 
canto  eclesiástico. 

En  los  oratorios  sin  altar  el  diocesano 
tiene  únicaiiente  inspección,  según  diremos 
en  su  articulo ;  pero  en  las  capillas  públicas, 
por  el  hecho  de  serlo ,  tiene  aquel  derecho 
de  visita;  salvo  si  son  capilla  de  regulares, 
incorporadas ,  ó  no  al  monasterio,  ó  conven- 
to, en  las  cuales  solo  tiene  el  obispo  dere- 
cho de  visita ,  cuando  lo  tiene  en  la  comuni- 
dad ,  por  no  eí^tar  exenta.  Véase  Ti0tTA. 
Es  una  cuestión  si  el  ordinario  diocesano 
puede  visitar ,  ó  no  las  capillas  reales.  Véa- 
se €APfI<I<%   BBAIi. 

Las  inscripciones ,  armas ,  escudos ,  ú 
otros  distintivos  de  familia ,  según  las  cos- 
tumbres de  cada  pais,  talladas,  esculpidas, 
sobrepuestas  ó  suspensas  en  el  muro,,  altar, 
retablo  ó  puertas  Sq  la  capilla ,  inducen  p  e- 
suncion  jurís  de  patronato  y  propiedad  de 
aquella,  y  los  que  alegan  este  derecho  han 
de  ser  mantenidos  en  la  posesión ,  ó  cuas 
posesión  de  ellas,  mientras  no  se  pruebe 
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otra  cosa:  y  eso,  no  solo  cnando  tales  signos 
son  coetáneos  á  la  Tundacion,  ó  se  desconoz- 
ca sn  origen  ;  si  no  aun  cnando  conste  se 
pusieron  posteriormente ,  pues  el  asenti- 
miento del  párroco  ,  del  obispo  y  otros  pa- 
tronos, ó  compatronos  en  su  caso,  hace 
presumir  se  pusieron  con  derecho.  Hay  so- 
bre ello  reiteradas  declaraciones  de  la  Ro- 
ta romana»  y  de  la  Congregación  de  obispos 
y  regulares ,  que  pueden  verse  en  Perra- 
ris,  articulo  CAPKi.Lt.  Supuesto  el  men- 
cionado derecho ,  efectivo  y  ó  presuntivo ,  ni 
el  párroco ,  ni  el  obispo  pueden  hacer  levan- 
lar  dichos,  signos ,  alterarlos ,  ó  reempla- 
zarlos,  ni  consentir  que  otros  lo  hagan, 
aunque  sea  el  capellán,  ó  el  heredero ,  ó  el 
sucesor  en  el  patronato ;  pues  no  es  derecho 
personal;  si  no  familiar,  que  la  iglesia  ha 
concedido  y  debe  proteger;  y  porque  ade* 
mas,  perdido  el  patronato,  la  iglesia  misma 
perdería  en  muchas  ocasiones,  por  las  obli- 
gaciones que  ligan  al  patrono  y  capellán  ha- 
cia la  misma,  y  sus  fines  sagrados. 

Hemos  dicho  que  las  armas  y  demás  sig- 
nos Tamiliares  inducen  pre$uHcion  en  favor 
de  las  familias;  pero  solo  presunción  juris; 
pues  á  veces  se  permiten  tallar,  esculpir  ó 
poner  tales  signos  como  recuerdo  de  bene- 
volencia y  por  el  mero  título  de  bietihecho- 
res  de  la  Iglesia;  lo  cual,  según  hemos  dicho 
arríba,  no  atribuye  pcUrmato.  Claro  es  que 
en  estos  casos  no  tendrá  lugar  la  menciona- 
da presunción,  y  en  ellos  habrá  de  estarse  á 
la  fundación,  á  las  tablas  de  aniversarios  y 
al  estado  posesorio  que  pueda  alegarse. 

En  un  sentido  lato,  y  aun  cuando  no  son 
de  fundación  ó  dotación  particular,  se  llaraaif 
también  capillas  las  partes  ó  secciones  de  un 
templo  menos  abiertas  ó  mas  reservadas  al 
acceso  público,  que  el  resto  de  él,  por  cons-  || 
truccíon,  por  medio  de  verjas,  vallas,  etc.  En 
el  derecho  canónico  se  toman  á  veces  capilla 
y  capellanía  por  una  misma  cosa. 

En  IJItramar  no  pueden  venderse  ó  conce- 
derse eapíllas  en  las  catedAiles  sin  licencia 
del  rey  (ley  42,  tít.  6,  lib.  1,  Recop.  de  Ind.) 
y  creemos  que  hoy  habrá  de  observarse  lo 
mismo  en  España,  después  que  los  gastos  de 
fábrica,  construcción  y  reparación  de  tem- 


plos, culto  y  clero,  se  soplen  del  presopses- 
to  general  del  Estado.  Véase  á  Fagnmit  D^ 
prasbend.  ad  cap.  Exposmti:  ítem  el  arlíca- 
lo  28  del  Concordato  de  1851:  y  los  artículos 

ALTAtt:  MISA. 

CAPILI.A.  ARDIENTE.  Llá- 
mase asi  algunas  veces ,  y  también  ardenUf 
aquella  en  que  se  mantiene  alumbrado  perma- 
nente por  razón  del  Sacramento,  óá  cansado 
conservarse  ó  hallarse  espnesto  en  ellas  á  la 
veneración  ó  religiosa  atención  de  los  fieles, 
el  cuerpo  ó  reliquias  de  algún  santo ,  ó  el 
sarcófago  de  un  príncipe  úotro  personaje. 

CAPILLA    DE    MÚSICA.    El 
cuerpo  de  cantores  de  las  catedrales  y  cote* 
giatas,  presidido,  según  los  tiempos  y  la  no- 
menclatura adoptada  en  cada  Iglesiat  por  el 
primicerio^  capiscol ,  chantre ,  y  boy  por  el 
de  soduMtre  ó  maestro  de  capilla.  Admitido 
el  canto  por  la  iglesia,  y  sobre  Uéo  el  canto 
alternado,  ó  á  coros,  el  prestigio  mismo  y 
respetuosidad  de  los  oficios  sagrados,  exigia 
cierta  pericia  en  los  cantores.  De  aquí  las 
capillas  ó  cuerpo  de  aquellos ,  en  weoa  par- 
tes puramente  mercenarios;  en  otras  pre- 
bendados, sirviéndoles  las  prebendas  de  tí- 
tulo de  ordenación.  Suprimidos  los  diezmos 
en  España,  secularizados  los  bienes  del  cle- 
ro y  reducido  este  á  una  asignación  perso- 
nal, asi  como  los  gastos  de  la  fábrica  y  caito 
á  una  cantidad  fija,  sujeta  á  presupuesto,  y 
como  tal  limitada  á  lo  mas  necesario,  laseo- 
pUlas  de  canto,  Y  los  colegios  y  enseñanza 
llamadas  de  niños  de  coro,  han  cesado,  6  ape- 
nas queda  de  estas  instituciones  mas  que  la 
memoria ;  á  lo  que  también  ba  coBtribuído 
el  reducidísimo  número  de  capitulares  esta- 
blecido por  el  Concordato  novísimo  ,  debien- 
do obtener  todos  orden  sacro.    Las  iglesias 
ocurren  á.esta  necesidad  de  la  liturgia  por 
medio  de  mercenarios  ,  que    se  adoiileii  ó 
despiden  según  la  necesidad  y  clase  de  ae- 
cesidades.  Véase  otüve  ,  y  los  artículos  re^ 
lativos  á  las  dignidades  y  car  gos  mentíoaa- 
dos  á  la  cabeza  del  presente. 

CAPILLA  (c^me  Mumnamam). 
CAPILLA  PAPAL.  Sabido  es  que 
en  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia  la  misa  se 
celebraba  con  asistencia  del  clero  y  de  lodo 
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el  pueblo »  y  de  ahí  la  división  local  entre 
el  preíbUerio  y  el  cuerpo  del  templo.  Si  este 
aclo  era  solemne ,  anii  cuando  el  celebrante 
fuese  un  mero  presbítero,  lo  era  mucho  mas 
por  necesidad  cuando  era  un  obispo.  Cesaron 
con  el  tiempo  las  misas  digámoslo  asi,  colee- 
tiíHu;  pero  se  conservó  y  conserva  un  vesti- 
gio de  ellas  en  las  misas  Mlemnes  con  asis^ 
tencias,  y  en  las  llamadas  de  poiUi^L  La 
liturgia  regularizó  estas  solemnidades,  y  re- 
sultaron el  derecho  de  ser  asistidos  por  un 
número  mayor  ó  menor  de  presbíteros,  ca- 
nónigos, dignidades,  obispos,  cardenales,  se- 
gún el  caso,  esto  es,  según  la  categoría  del 
celebrante,  y  el  género  desolemnidad.  Con  el 
tiempo  estas  solemnidades  recibieron  el  nom- 
bre de  capilla^  señaladamente  cuando  el  ce- 
lebrante es  un  prelado,  ó  el  Papa ,  y  de  aquí 
la  denomiacion  usual  de  capilla  papal,  capi- 
Cía  episcopal^  ó  del  obispo.  De  aquí  también 
el  derecho  de  capillaf  que  es  el  que  tiene  el 
Papa  ó  prelado  celebrante  á  verificarlo  con 
^  mencionado  acompañamiento,  y  cuyo  de- 
recho supone  de  necesidad  la  obligación  de 
asistir  y  ausiliar  en  los  que  prestan  la  asis- 
lepcia.  S.  Ceferino,  pontífice  electo  al  empe- 
gar el  siglo  III,  mando,  que  cuando  celebrase 
el  obispo,  le  acompañasen  todos  los  presbíte- 
rofi,  cuyii  obligación  se  trasformó,  estableci- 
dos los  cabildos,  catedrales  y  colegiales ,  en 
l«0  que  se  llaman  oafotoncio^.  A  los  pontífi- 
ces en  los  primeros  siglos  les  asistían  todos 
los  presbíteros  y  obispos:  hoy  los  cardena- 
les 7  prelados  domésticos,  y  es   lo  que  se 
deoomina  Captl/a  papal.  Véase  asistbii- 
vnp:  ci^ii#«ifi«:  osuip^:  oapiula  abae.. 
CAPIIXAREAL:  CAPILLAS 
BBAEiBS*    Para  el  objeto  de  la  Exci- 
CLOKBu  DO  se  esplica  esta  idea  con  decir, 
que  es,  ó  son  la  iglesia  ó  capilla  del  palacio, 
ó  palacios  de  nuestros  reyes.  Para  dicho  fin, 
eapiUa  real  no  es  una  idea  puramente  local; 
si  no  com^eja,  y  que  abarca  jurisdicciones, 
cosas  y  personas ;  y  jurisdicción,  no  como 
quiera,  si  no  eminentemente  escepcional,  ca- 
nónica, privativa,  exenta,  la  mas  espuesta  por 
lo  tanto  i  cuestiones  y  conflictos;  no  solo  por 
el  considerable  territorio  ¿  que  se  es:iende 
la  jurisdicción  del  Capellán  mayor;  sino  por 


la  calidad  nunca  bien  definible  de  los  feli- 
greses, y  porque  la  capilla  con  sus  fueros  y 
prerogativas  sigue  á  la  corte  adonde  quiera. 
No  vamos>  pues,  a  tratar  de  la  capilla 
real  bajo  el  punto  de  vista  puramente  his- 
tórico, litúrgico,  ó  de  etiqueta;  si  no  como 
hemos  tratado  ya,  y  aun  tendremos  que 
tratar,  otras  cosas  correspondiente  á  la  real 
casa  y  palacio  de  nuestros  reyes,  esto  es,  en 
el  terreno  jurídico,  en  su  relación  con  el  de- 
recho público  y  privado,  con  el  nacional  é 
internacioaal,  con  el  civil  y  canónico. 

En  tal  supuesto,  diremos  ante  todo  que, 
en  el  uso,  capillas  reales  se  llaman  con 
propiedad  las  iglesias  ó  capilla  prmcipal, 
existentes  dentra  ó  fuera  del  recinto  de 
los  palacios  de  la  residencia    habitual  ó 
accidental  de  los  reyes,  y  en  los  cuales 
estos  y  la  real   familia  son  asistidos  es- 
piritualmenle  con  la  administración  de  sa- 
cramentos y  cumplen  con  los  deberes  parro- 
quiales. Y  es  precisa  la  concurrencia  de  es- 
tas circunstancias;  pues  dentro  de  los  pala- 
cios mismos  hay  oratorios  y  pequeñas  capi- 
llas para  las  misas  privadas  y  actos  religiosos 
de  los  reyes,  de  la  real  familia  y  servidum- 
bre, que  llevan  meramente  el  nombre  de  ta- 
les oratoiioSf  y  no  el  de  capilla  rea!,  reser- 
vando este  como  antonomástico  para  la  prin- 
cipal ó  parroquial.  Aquellos  sirven  solo  para 
los  actos  privados  de  piedad  y  religión;   es- 
tas para  los  actos   religiosos  públicos  y  so- 
lemnes, de  etiqueta  categórica  y  religiosa. 
La  capilla  real  es  siempre  pública;  el  oraío- 
rio  real  siempre  privado;  si  bien  con  mayor 
ampUludde  privilegios  canónicos  que  los 
de  particulares,  sobre  lo  cual,  en   caso  de 
controversia,  ha  de  estarse ,  como  en  todos 
los  de  privilegio,  á  las  letras  pontificias  en 
que  este  se  consigna.  Fuera  de  este  concep- 
to canónico,  y  de  la  denominación ,  los  rea- 
les oratorios  son  partes  de  la  entidad  com- 
pleja que  llamaremos  después  capilla  real  y 
y  se  rigen  por  la  jurisdicción  privilegiada  de 
esta. 

En  el  concepto  indicado  en  la  cabeza  de 
este  artículo  son  capillas  reales  las  iglesias 
ó  capillas  públicas  existentes  en  los  reales 
palacios  de  Madrid,  el  Escorial,  S.  Ildefon- 
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so,  Aranjaez,  el  Pardo,  Riofrio,  Alcázar  de 
Sevilla,  etc.,  teniendo  en  cuenta  que  á  la 
denominación  de  capilla  real  en  el  antedi- 
cho concepto  va  aneja  la  jurisdiecíon  escep- 
cional,  privativa  y  privilegiada,  que  com- 
pete, como  veremos  después  al  capellán  ma- 
yor del  rey  y  sus  delegados. 

Con  menos  propiedad  ,  pero  todavía  con 
fundamento  legal ,  civil  y  canónico  ,  se  sue- 
len llamar  capillas  reales  ,  las  iglesias ,  ó 
capillas  de  erección  ,  ó  fundación  personal 
de  los  reyes ,  y  en  las  cuales  ,  por  tanto ,  les 
corresponde  el  patronato  parítcuZar,  sobre  el 
universal,  que,  como  soberanos  de  la  nación/ 
les  compete  por  derecho  común  en  todas 
las  iglesias  de  ella.  Hállanse  en  el  caso  del 
presente  párrafo  las  reates  iglesias  y  capillas 
de  las  Salesas  Reales  y  de  San  Isidro  el  Real 
de  esta  corte ,  la  de  Reyes  de  Toledo ,  la  de 
San  Fernando  de  Sevilla ,  etc.  Estas  igle- 
sias y  capillas,  en  lo  honorífico,  gozan  del 
concepto  y  preeminencias  de  capilla  real ,  lo 
cual ,  sin  embargo ,  pende  en  el  hecho  del 
celo ,  y  curia  de  los  que  sirveu  y  ejercen 
autoridad  en  ellas ;  siendo  fácil  que  cada 
uno  recuerde  no  haber  visto  asiento  alguno 
en  las  mismas  para  los  concurrentes;  y  si  solo 
los  sillones  para  el  real  patrono ,  vueltos  de 
respaldo ;  en  otras  escaíios  meramente ,  que 
aun   asi  no  todos  pueden   ocupar  ,  como 
sucede  en  la  real  cámara  y  real  capilla; 
en  otras  ,  en  fin,  bancos  ,  ú  otros  asientos 
con  respaldo  :  en  lo  jurídico ,  sin  embargo, 
no  gozan  de  los  fueros  y  jurisdicción  privile- 
giada que  radica  en  el  capellán  mayor  del 
Rey  ;  como  no  estén  contenidas  en  el  breve 
de  Benedicto  XIV,  ú  otros  especiales  de 
que  después  haremos  mención. 

Llámanse  alguna  vez  también  capillas 
reales ,  aunque  sin  propiedad ,  las  iglesias, 
capillas ,  conventos ,  etc. ,  que  los  reyes, 
1X0  han  erigido  ó  fundado  personalmente ,  si 
no  recibido  bajo  su  real  protección,  y  distin- 
guido con  el  escudo  de  sus  armas.  Ni  ésta 
circunstancia ,  ni  la  denominación  de  reales; 
inducen  presunción  juris  de  real  capilla;  ^i- 
no  dQ  patronato  y  y  bien  se  ve  que  no  todas 
las  iglesias,  en  que  ios  Beyes  tienen  patro- 
nato, son  capillas  reales ,  en  el  sentido  pro- 


pio y  estricto  de  esta  denominación  ;  esto 
es,  en  el  concepto  jurisdiccional  privilegia- 
do, que  es  el  que  compete  esplanar  i  U 

EltClCLOPKDlA. 

Por  la  inversa,  las  iglesias,  capillas, 
ayudas  de  parroquia ,  filiales  de  los  reales 
sitios  y  bosques  de  la  Real  Casa  no  ue  deno- 
minan capillas  reales;  si  no  oratorios  ó  igle- 
sias del  real  patrimonio;  y  sin  embargo, 
bajo  el  punto  de  vista  jurisdiccional  y  privi- 
legiado son  parles  de  la  real  capilla ,  en  la 
acepcioa  de  territorio  ni*ütaa,segutt  ve- 
remos. 

Liábanse,  en  fin,  capiUa  real  par  ankníh 
masia  ,  la  capilla  6  iglesia  púbKcíi  edificada 
dentro  del  real  palacio  de  La  residencia  ha- 
bitual de  nuestros  Reyes:  la- de  cualquier 
palacio  de  los  sitios  reales ,  durante.  íoajor- 
mdas :  por  trasladan ,  el  cuerpo  de  cape- 
llanes de  honor ,  oficiales  y  ministros  que 
bajo  la  autoridad  del  capellán  mayor,  6  pro- 
capellan*  sostienen  el  culto  en  la  recd  capi- 
lla de  palacio  :  en  sus  efectos,  en  fiO|  el  tci- 
ritorio.á  que  se  eslienda  la  diócesis  veré  iw- 
llius ,  ó  sea  la  jurisdicción  cuasi  episcopal,  y 
nullius  del  capellán  mayor;  ¡deas  todas  qoc 
en  el  terreno  del  derecho  necesitan  el  con- 
veniente desenvolvimiento. 

Sabido  es  que  los  reyes  y  emperadores 
cristianos ,  desde  que  abrazaron  esta  santa 
creencia  tuvieron  cerca  de  sí  sacerdotes,  de- 
dicados privativamente  á  suminislraries  y  á  la 
real  familia  el  pasto  espiritual,  ya  en  oratoríoó 
iglesias  privadas ;  ya  en  iglesias  públic», 
designadas  al  efecto ,  desempeñando  además 
en  la  casa  del  rey  los  cargos  de  capellanes 
celebrantes ,  confesores ,  limosneros  ^  etc.; 
siendo  muy  natural  en  el  principio ,  eono 
después ,  en  tiempos  todavía  mas  remotas, 
fue  un  hecho  histórico,  el  queá  la  cabeza  de 
dichos  sacerdotes  se  colocara  un  prelado  é 
un  sacerdote  de  eminentes  dotes  ,  que  p« 
su  cargo  se  denominó,  andando  el  tiempo, } 
como  vemos  en  nuestro  antiguio  derecho, 
capellán  mayor  del  Üey.  La  ley  3,  tít.9, 
part.  2 ,  espresa  su  cargo  y  alta  dignidad, 
y  las  eminentes  dotes.que  debian  adornar  so 
persona,  exigiendo  ademá^que  hubiera  de 
ser  fde  los  mas  honrados ^  é  mejores péria* 
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dos  ée  su  tierra.»  Cuañdth4a  tecnología  de 
los  siglos  ñtedios  reenipUz4  á  la  anligua 
(Véanselos  articules  cJKwi;i^»,€AriE.t.A), 
la  iglesia  del  palacio,  d  en  que^l  rey  y  real 
familia  se  sumíDístraba  el  pasto  espiritual ,  y 
á  su  vez  el  cuerpo  de  sacerdotes  consagra- 
dos á  este  honroso  servicio ,  se  denominaron 
capilla ;  y  en  tiempo  de  Cario  Magno^  y 
según  sus  Capitulares»  se  denominaron  asi 
hasta  el  conjunto  de  vasos  sagrados ,  orna- 
mentes  y  alhajas  destinadas  á.  dicho  fin  reli- 
giosé  tú  sus  palacios. 

Pero  la  organización  del  cuerpo  de  cape- 
llanes en  este  caso  nó  era  realmente  ecle- 
siástica. El  soberano  podia  conceder  al  ca- 
pellán mayor  autoridad  disciplinaria:  tam- 
bién atribuirle  jurisdicción  temporal^  co- 
mo creyese  conveniente ;  pero  no  jurisdic- 
ción espiritual  y  canónica.  Para  esto ,  y 
para  realzar  mas  y  mas  el  prestigio  y  deco- 
ro da  la  real  capilla,  para  aumentar  la  so- 
femnidad  delculto ;  para  aumentar  las  ren- 
tas de  aquellos  sin  gravamen  del  erario ,  los 
reyes  recurrieron  á  la  autoridad  pontificia, 
y  seria  prolijo  el  enumerar  las  gracias ,  bu- 
las y  breves  obtenidos  de  los  Papas »  ya  que 
fuese  realizable  y  fácil  ^  cuando ,  ni  aun  las 
letras  apostólicas  de  Benedicto  XIV,  y  cons- 
tituciones dcT  Fernando  VI,  formadas  en  con- 
secuencia ,  y  que  son  hoy  la  legislación  car- 
dinal y  el  principal  derecho  constituido  so- 
bre los  fueros  y  jurisdicción  de  la  real  capi- 
lla ,  pueden  ser  habidos ,  ó  lo  son  con  suma 
dificultad,  en  caso  de  controversia,  ó  con- 
flicto. Haremos  mención,  pues,  por  lo  mis- 
mo algún  tanto  estensa ,  de  estos  importan- 
tes documentos,  y  en  especial  de  todos 
aquellos  que  constituyen  derecho,  por  haber 
sido  confirmados ,  ó  no  revocados  por  las 
citadas  letras  de  Benedicto  XIV. 

Y  con  efecto:  hasta  mediados  del  sígloXV 
los  ordinarios  fundaban  su  intención  en  de- 
recho á  conocer  en  las  causas  de  los  cape- 
llanes de  honor,  y  lo  propio  los  párrocos, 
en  cuyo  territorio  residía  la  corte,  ó  por 
donde  transitaba,  fundados  en  sus  fueros 
parroquiales.  Los  Pontífices  avocaban  á  sí 
el  conocimiento  de  estas  causas  ,  cometien- 
do después  su  prosecución  al  capellán  ma  - 


yor,  el  cual  procedía  en  consecuencia,  no 
con  jurisdicción  propia  ordinaria ;  si  no  de- 
legada. Este  embarazoso  estado  de  cosas 
con.sus  frecuentes  controversias  ,  cesó  al  fin 
por  breves  apostólicos  de  Sisto  IV  de  I.""  de 
julio  de  1474,  y  después  por  otros  de  Ino- 
cencio Vlli,  Alejandro  VI ,  y  Julio  II,  con- 
firmatorios del  primero  y  en  los  cuales  se 
ordenó  entre  otras  cosas:  que  el  capellán 
mayor  que  por  tiempo  fuere  pudiera  conocer 
en  todos  los  pleitos  y  controversias  benefi- 
ciales ,  ó  seculares  entre  individuos  de  la 
capilla ;  sin  que  ningún  ordinario ,  ni  cual- 
quier otro  juez  pudiera  pretender  entrome- 
terse ,  pues  desde  luego  quedaban  absoluta- 
mente inhibidos;  y  los  individuos  de  la  ca- 
pilla sujetos  únicamente  al  capellán  mayor, 
ante  el  cual  responderían  ó  ante  los  legados, 
ó  delegados  de  la  Santa  Sede:  que  asimis- 
mo pudiese  absolver  á  sus  subordinados  de 
excomunión  é  irregularidad  :  cantar  horas, 
y  celebrar  los  divinos  oficios  en  la  capilla, 
en  las  iglesias  y  parroquias  del  tránsito  de 
la  corte,  aunque  fueren  de  regulares,  ó 
privilegiadas  ó  exentas  :  administrar  los  sa- 
cramentos á  los  reyes  y  real  familia ;  y  ab- 
solver, aun  en  los  casos  reservados  á  los 
obispos  :  seria  y  denominaría  en  fin ,  rector 
de  cuantos  habitasen  en  la  corte  del  Rey  ,» 
donde  quiera  que  este  habitase  continua- 
mente, ó  por  algún  tiempo:  en  los  lugares  y 
palacios  en  que  por  tiempo  ,  ó  de  paso  mo- 
rasen los  reyes  se  podria  celebrar  misa  y 
demás  oficios  divinos  en  la  capilla.  No  po- 
dria en  dichos  palacios  y  lugares  ponerse 
entre  dicho ,  por  ninguna  causa ,  ni  aun  por 
autoridad  apostólica ,  sin  que  antes  los  au- 
tos de  su  razón  se  elevasen  al  Consejo  ,  ó 
y  este  dejase  transcurrír  un  mes  sin  resolver. 
Los  capellanes,  en  fin,  déla  real  capilla  que- 
daban exentos  de  residir  sus  prebendas ,  sí 
las  tuviesen  en  otras  iglesias,  mientras  pres- 
tasen en  aquella  sus  servicios.  León  X  con- 
firmó los  anteriores  breves :  autorizó  al  ca- 
pellán mayor  para  la  administración  de  sa- 
cramentos ;  y  que  en  la  capilla  se  pudiese 
conservar ,  y  esponer  la  Eucaristía  en  la  oc- 
tava del  Corpus  y  semana  mayor. 
Confirmando  Clemente  Vil  las  antedichas 
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gracias,  y  aiadiendo  otras,  concedió  en  lo  h  cion  para  visitarlos,  regirlos  y  'corregirte 


jarisdiccional ,  qoe  el  capellán  mayor  cpa 
diese  conocer  de  coalesquiera  cansas  qnese 
siguieren  por  fuero  aelivo  ó  pagiüo  entre  los 
capellanes,  ó  entre  estos  y  cualesquiera 
otras  personas... .  y  ejercer ,  tomo  verdade- 
ro ordinario,  jurisdicción  ordinaria  sobre 
cualesquiera  personas  de  ambos  sexos ,  se- 
culares ,  eclesiásticos  ,  y  regulares  de  cual- 
quier orden ,  que  siguieren  tu  corte  (dice  al 
Rey) ,  mientras  estuvieres  fuera  de  los  lu- 
gares donde  acostumbras  residir  la  mayor 
parte  del  ano....»  y  conferir  órdenes  sagra- 
das á  los  dependientes  de  la  capilla  ,  aun 
extra  témpora. 

Julio  III  por  breve  de  45  de  marzo  de 
1855 ,  con6rmó  y  renovó  las  anteriores  con- 
cesiones, ampliándolas  á  que  el  capellán  ma- 
yor pueda  proceder  ^sumariamente  y  de  pla- 
no y  sin  estrépito,  ni  forma  de  juicio,  ni  lela 
alguna  Judicial»  en  las  «ansas,  que  en  vir- 
tud de  lo  antes  espresado,  correspondieren  á 
su  tribunal :  á  que  pueda  ordenar,  ó  dar  di- 
misorias i  los  dependientes  de  la  capHIa  :  y 
solemnizar  matrimonios,  aun  estando  cer- 
radas las  velaciones ,  siempre  que  por  lo  me* 
nos  uno  de  los  contrayentes  sea  de  los  que 
siguen  á  la  corte ;  y  eso  sin  licencia  de  nin- 
gún ordinario ,  ni  de  otra  autoridad. 

Habiendo  Felipe  II  recurrido  á  la  Santa 
Sede  esponiendo  que  el  capellán  mayor,  que 
k)  era  de  inmemorial  tiempo  el  arzobispo  de 
Santiago ,  detenido  muchas  veces  por  aten- 
ciones inescusables  de  su  diócesis ,  no  podía 
residir  en  la  corte ,  ni  seguirla ;  con  lo  que 
sucedia  que  la  real  familia,  su  servidumbre 
y  los  muchos  naturales  y  estranjeros  que 
acudian  á  la  misma ,  se  hallaban  sin  párroco 
propio  ,  y  á  cuyo  inconveniente  solo  podia 
ocurrirse  dando  un  teniente  á  dicho  capellán 
mayor ,  en  un  todo  igual  á  este  en  atri- 
buciones ,  Pío  V,  por  su  bula  Ínter  cadera 
de  7  de  junio  de  1569 ,  lo  otorgó  así,  decla- 
rando que  al  capellán  mayor ,  estando  en 
la  corte ,  competía  la  cura  de  almas  de  los 
Reyes,  real  familia  y  servidumbre  y  de 
cuantos  naturales  del  reino ,  y  estranjeros 
de  cualquier  parte  del  mundo  viniesen  á  ne- 
gocios á  la  corte ,  con  omnímoda  jurisdíc- 


sin  distinción  de  3exo  ,  ni  condición  ,  salvo 
á  los  anobbpos  y  obispes,  y  ordinarios  loca- 
les. Concediendo  aN¡ué  prindpaliter  la  mis- 
ma cura  parroquial  y  plenitud  de  atribucio- 
nes al  presbítero ,  aprobado  por  su  ordiea- 
rio,  á  quien  el  rey  nombrare  para  suplir  al 
capellán  mayor,  autorizándole  desde  luego 
I  para  realizar  dicho  nombramiento,  y  es  el 
origen  del  cargo  de  pro^capelUm  mayor. 

Ibase  asi  formalizando  la  parroquia  de 
palacio,  ora  fija,  ora  ambulante  y  digámos- 
lo asi  del  palacio  y  corte;  y  al  propio  tiem- 
po el  tribunal  del  capellán  mayor ;  faltando 
todavía  sin  embargo  esenciales  requisitos; 
como  por  ejemplo,  iglesia  parroquial,  puesto 
que  la  capilla  no  gozaba  aun  ese  concepto,  y 
ni  aun  era  permitido  conservar  en  ella  la  Eu- 
caristía, salvo  por  privilegio  señalado,  co- 
mo antes  hemos  dicho.  A  petición,  pnes,  del 
rey,  Gregorio  XIV,  por  su  bula  Cum  dudmn, 
de  5  de  abril  de  1591,  ordenó  que  el  cape- 
llán mayor  fijara  el  servicio  de  la  parroquia 
de  palacio  en  la  iglesia'  parroquial  mas  in- 
mediata al  mismo;  y,  si  dos  lo  fueren  igual- 
mente, en  la  que  el  mismo  eligiese;  tomando 
de  ella  los  sacramentos,  y  celebrando  en  la 
misma  los  matrimonios  y  demás  actos  par^ 
roqniales ;  sin  que  por  nadie  plidiera  impo- 
nérsele impedimento  ,  aunque  sin  perjuicio 
de  los  derechos  propios  dd  párroco  de  dicha 
iglesia  sobre  sus  feligreses :  que  creyéndolo 
necesario,  pudieran  reservarse  en  la  capilla 
real  la  Eucaristía  y  la  Estrcmauncion  para 
asistir  con  mas  oportunidad  á  los  enfermos: 
y  que  el  capellán  mayor  pudiera  nombrar 
cuantos  oficiales  públicos  fuesen  necesarios 
para  constituir  en  forma  su  tribunal. 

Todavía  Gregorio  XV,  por  su  bula  Pus 
caíAoíícore/m ,  de  9  de  mayo  de  1623,  re- 
produciendo lo  anteriormente  dicho,  anadió 
que  el  capellán  mayor  no  quedaba  sujeto  á 
ninguna  otra  autoridad  que  la  del  Papa,  sin 
quepudieran  pretender  otra  cosa  íA  los  le- 
gados apostólicos,  ni  los  cardenales:  que  el 
rey  podria  nombrar  cuantas  veces  quisiq^e  y 
por  el  tiempo  que  quisiese,  al  presbítero  que 
hubiera  de  suplir  al  capellán  magor;  y  que 
aquel  y  hasta  treinta  capellanes  mas,  pudic- 
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ran'ser  prebendados  de  otras  iglesias ,  salvo  I 
si  las  prebendas  fuesen  teologales  ó  peniten- 
ciales; los  cuales  todos  ^  entendiesen  exen- 
tos de  residir  sus  beneficios,  mientras  sir- 
viesen en  la  real  capilla,  con  derecho  sin 
embargo  á  los  frutos  y  rentas  de  dichas  sus 
prebendas  ó  beneficios ,  á  escepcion  de  las 
distribuciones  cotidianas. 

Clemente  XI  por  la  bula  Piis  catholico- 
mm  de  23  de  julio  de  1716  confirmó  las  an- 
teriores gracias:  Paulo  V  estendió  la  juris- 
dicción del  capellán  mayor  al  convento  de 
Recoletas  de  Sta.  Isabel  do  Madrid:  y  por 
último  Clemente  XII  por  breve  de  26  de 
marzo  de  1738  la  estendió  asi  bien  á  los  co- 
legios  de  niña^  de  Sta.  Isabel  y  de  Loreto  de 
esta  corte. 

Así  llegaron  las  cosas  á  la  mitad  del  si- 
glo XVIII.  En  medio  dotan  incesantes  conce- 
siones, el  estado  de  la  parroquia  del  palacio 
y  corte ,  y  la  ostensión  de  su  jurisdicción 
cuasi  episcopal,  se  presentaban  oscuros  y  mal 
die  finido,  siendo  ocasión  de  continuos  con- 
flictos, pues  no  tenia  iglesia  propia  ,  ni  la 
conveniente  cirounscrípcioa  de  territorio, 
mientras  no  dejaba  todavia  de  ofrecer  dudas 
la  calificación  de  feligreses. 

Benedicto  XIV  por  su  breve  de  27  de  ju- 
nio de  1753  9  compuesto  de  cuarenta  y 
cinco  capítulos,  fijó  definitivamente  el  es- 
tado de  cosas,  si  bien  dando  por  repro 
ducido  cuanto  hasta  allí  se  babia  ordenado 
según  lo  dejamos  espuesto  (1):  Fernando  VI 
por  las  constituciones  que  formó  y  publi- 
có para  la  ejecución  del  breve ,  compuestas 
de  ciento  cuarenta  y  siete  capítulos ,  su  fe* 
cha  2  de  marzo  de  1757,  dio  á  la  capilla  la 
organización  (|oe  conserva;  salvas  las  modi* 
ficaciones  q.oe  sucesivamente  han  introducido 
y  mencionaremos,  el  breve  de  Gregorio  XVI, 
In  sublimis  aposloüeiBt  de  6  de  agosto 
de  1835:  las  novÍ8Ín>as  constituciones  de  la 
real  capilla  de  30  de  agosto,  planta  personal 
de  ^1  de  mayo  y  real  orden  confirmatoria  de 
36  de  jnniode  1849:  el  Concordato  do  1851: 
y  el  rolf  catálogo^  ó  registro  de  casas  y  lo- 
calidades,  qúQ  de  acuerdo  con  el  nuncio 

(1)    Ctp.9tli5y3i«l4», 


apostólico  ha  debido  formarse,  y  rectificarse 
al  tenor  del  capítulo  5  del  breve  de  Benedic- 
to XIV,  por  testimonio  del  contralor  grefier 
general:  cuyas  disposiciones  y  documentos 
es  indispensable  conocer  y  tener  á  la  vista 
en  las  contiendas  de  jurisdicción,  categoría 
ó  etiqueta  que  ocurran  en  la  real  capilla, 
pues  que  no  es  menor  el  número  de  docu- 
mentos jurídicos  que  forman  el  derecho  cons- 
tituido de  la  jurisdicción  privativa,  y  territo- 
rio nullius ,  y  exenta  del  palacio  y  real  ca» 
pilla. 

Ct)mo  son  capitales  en  la  materia  los  artí- 
culos de  erección  del  mencionado  breve  de 
Benedicto  XIV  y  nada  puede  ser  mas  autori- 
zado y  terminante  que  el  los,  los  insertamos 
á  la  letra,  y  cuyo  tenor  es: 

Cap  II.    c erigimos  tu  real  capilla 

(de  la  que  el  venerable  hermano  actual,  y 
que  por  tiempo  fuere  arzobispo  de  Santiago, 
por  indulto  apostólico,  ó  anügoaé  inmemo- 
rial, hasta  ahora  observada  ,  costumbre,  es 
capellán  mayor,  y  á  cuyo  cargo  está  la  cura 
de  almas  de  la  familia  real,  de  tus  parientes, 
consaguíneos,  y  afines  y  de  todas  las  perso- 
nas que  acuden  á  la  corte  con  motivo  de  ne- 
gociost  moran  en  ella  y  la  siguen)  en  iglesia 
parroquial,  con  todos  los  derechos ,  privile- 
gios, gracias,  prerogativas  y  honores  de  que 
las  demás  parroquiales  iglesias,  ya,  y  de 
antiguo  tiempoerigidas,  y  en  cualquier  par- 
te existentes,  usan  y  gozan,  ó  pudieron  y 
debieron  usar  y  gozar,  ó  de  cualquier  modo 
podrán  en  lo  futuro,  asi  de  derecho ,  uso  y 
costumbre,  como  de  otra  cualquiera  forma.» 

CAP.    III. 

''Por  la  espressada  autoridad,  y  tenor  esta- 
blecemos y  señalamos  á  esta  misma  Real 
Capilla,  asi  erigida  en  Iglesia  Parrochial ,  un 
Territorio  particular,  y  separado,  es  á  saber, 
lodo  el  ándito ,  ó  todo  el  circuito  del  Palacio 
Real ,  donde  reside  tu  Magostad  ,  y  habita 
tu  RealFamilia^  y  las  Oficinas  de  dicho  Pala- 
cio ,  y  Casas  á  él  vecinas  contiguas,  ó  adya^- 
Gentes ,  que  se  han  de  sentar  en  Matrícula, 
y  declarar  quales,  y  cuantas  deban  ser  por 
el  Venerable  Hermano  Enrique  Arzobispo  de 
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Nazianzo,  nuestro  Nuncio ,  y  de  la  Sede  I  que  tiene  separado ,  y  particular  Territorio 
Ai>ostólica  en  los  mismos  Reinos  de  las  Eí^pa-  I  veréNullimen  los  referidos  Palacios ,  Ca- 
nas ,  para  remover ,  y  quitar  enteramente  |  sas ,  Hospitales ,  Colegios ,  y  Conventos, 
cualesquiera  pleitos ,  que  acerca  de  lo  arriba  I  con  omnímoda  facultad  ,  y  privativa  jurisdic- 
espressadosepuedan  originar  entre  los  Curas  I  cion  Episcopal-,  ó  qaasi  Episcopal  enlata! 


de  las  otras  Iglesias  Parrochiales,  y  el  Cape- 
lan  Mayor ;  y  además  todos  ,  y  cada  uno  de 
os  Palacios  en  cualquiera  parte,  dentro  de  los 
límites  de  los  mismo  Reinos  de  las  Espanas, 
existentes ,  donde  los  Reyes  Cathólicos,  que 
por  tiempo  fueren  de  las  dichas  Espanas, 
pueden  habitar ,  6  morar ,  y  hospedarse, 
como  Umbien  los  Palacios,  en  que  las  Reinas 
Viudas  de  dichas  Espanas ,  el  Príncipe  de 
Asturias,  y  los  Infantes  de  las  Espanas  pue- 
den habitar ,  y  vivir  ;  y  finalmente  los  de- 
mas  higares ,  en  que  los  Reyes  de  las  mis- 
mas Espanas  acostumbran ,  y  podrán  tener 
Casas,  y  Palacios  para  su  habitación,  y  la 
de  su  Familia,  y  todas  las  Iglesias,  y  CapiHas 
anexas,  y  conexas  á  estos  mismos  Palacios, 
y  Casas  Reales ,  y  las  que  en  ellos  hubiere; 
y  también  al  HospiUl  llamado  vulgarmente 
de  la  Corte ,  6  del  Buen  Suceso;  y  otro  hos- 
pital real  de  Monserrate  de  Aragón  ;  otro 
bajo  la  advocación  de  S.  Andrés  de  la  Na- 
ción Bélgica ,  6  de  los  Bélgicos,  que  se  dice 
vulgarmente  de  los  Flamencos  ;  y  el  último 
el  de  S.  Luis  de  la  Nación  Gálica  ,6  délos 
Franceses ;  y  el  Convento  de  Santa  Isa- 
bel juntamente  con  el  Colegio  de  Ninas  Edu- 
candas  á  él  anexo,  y  agregado ;  y  finalmen- 
te el  Colegio  de  Educandas  llamado  de 
N.  Señora  de  Lorelo;  y  todas,  y  cuales- 
quiera Personas,  que  por  tiempo  huviere  en 
dichos  Hospitales ,  Convento  ,  y  Colegios  ,  y 
estuvieren  empleadas  en  servicio  de  ellos.»» 

CAP. IV. 

fPor  la  referida  autoridad ,  y  tenor  seña- 
lamos, y  deputamos  á  el  mismo  actual  Arzo- 
bispo de  Santiago ,  y  á  el  que  en  adelante  lo 
fuere  ,  como  á  Capellán  Mayor,  por  Rector 
perpetuo ,  y  Administrador  de  la  dicha  Par- 
rochial  Iglesia,  ó  de  la  mencionada  Real 
Capilla  erigida  (según  queda  espressado)  en 
Iglesia  Parrochial ,  eorao  verdadero,  real ,  y 
actual  Ordinario,  Rector,  y  Administrador, 


Iglesia,  Territono ,  y  subditos.  T  en  virtud 
deja  misma  autoridad ,  y  tenor  de  las  pre- 
sentes ,  cometemos ,  y  encomendamos  al  re- 
ferido Capellán  Mayor,  ó  Rector,  y  Admi- 
nistrador, que  aora  es  ,  y  por  tiempo  fuere 
de  dicha  Iglesia  Parrochial ,  ó  Real  Capilla, 
erigida  (como  va  espuesto)  en  Parrochial 
Iglesia ,  y  de  el  dicho  separado ,  y  partiea- 
lar  Territorio ,  el  cuidado ,  govierno ,  y  di- 
rección de  las  Almas  de  los  Parrochianos ,  y 
subditos  dependientes  de  la  espreseada  Igle- 
sia Parrochial.'» 

CAP.  V. 

c  Y  para  que  no  se  susciten  pleytos,  contro- 
versias ,  y  discordia  sobre  la  administracioo 
de  Sacramentos ,  y  otros  derechos  pertene- 
cientes á  los  Parrochos ,  ó  Rectores  de  las 
Iglesias  Parrochiales ,  entre  el  Capellán  Ma- 
yor ,  ó  Rector,  y  Administrador  de  la  dícba 
Real  Capilla  erigida  en  Iglesia  Parrochial ,  y 
los  demás  Parrochos  ,  d  Rectores  de  las  otras 
Iglesias  Parrochiales ,  ni  se  confunda  la  ja- 
risdiccion,  que  á  cada  uno  de  ellos  le  cor- 
responde de  derecho ;  en  virtud  de  la  misa» 
autoridad  ,  y  tenor  queremos ,  ordenamos,  y 
mandamos ,  que  de  la  dicha  nueva  Iglesia 
Parrochial ,  y  del  ya  señalado ,  y  resuelto 
Territorio  separado ,  en  que  el  Capellán  Ma- 
yor ,  6  Rector,  y  Administrador  de  la  espre- 
sada Iglesia  Parrochial  podrá  exercer,  y 
cumplidamente  usar  la  omnímoda  jurisdic- 
ción privativa  Episcopal ,  6  quasi  Episcopal, 
y  tener  la  Cura  de  Almas  ,  y  administrar  to- 
dos los  Sacramentos  de  la  Iglesia ,  y  seri 
Pastor  de  sus  Almas ,  se  entiendan ,  sean,  y 
deban  ser  Parrochianos  el  Rey  ,  y  la  Reyna, 
y  todas  las  personas  Reales  ,  Príncipes ,  é 
Infantes  de  las  Espanas  de  uno ,  y  otro  sexo, 
y  los  demás  Principes  llamados  vulgarmente 
de  la  Sangre ,  si  acaso  los  hay  ,  6  en  ade- 
lante los  huviere :  y  todos  los  Domésticos ,  y 
Familiares,  y  los  Criados  de  dicha  Casa  Beal, 
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y  los  que  prestan  en  ella  su  servicio ,  y  por 
razón  de  él  perciben  estipendio ,  ó  salario 
del  Erario  Real ;  los  guales  se  deberán  es- 
crivir  en  el  libro  del  assiento ,  llamado  vul* 
galmente  Rol,  ó  Catálogo  ,  por  el  dicho  Ar- 
zobispo ,  y  Nuncio  Enrique ,  conforme  ai 
assiento,  que  hicieren  de  ellos  el  llamado 
vulgarmente  Contralor  Grefier  General ,  y 
otros  Ministros  del  Real  Palacio ;  y  también 
todos  los  Domésticos ,  y  familiares  de  los 
Palacios  de  la  Reyna  Viuda,  y  de  los  Infan- 
tes de  las  Espanas ;  y  ios  demás  Ministros, 
y  Cortesanos ,  es  á  saber ,  aquellos ,  que  si- 
guen al  Rey  ,  y  la  Corte  ,  quando  tu  Mages- 
tad  ,  ó  tus  sucesores ,  que  por  tiempo  fueren 
Reyes  de  las  España ,  anduviere  ,  ó  andu- 
vieren de  jomada  fuera  de  Madrid ;  y  todos 
los  Habitadores  de  los  Palacios  Reales ,  y  los 
que  hacen  mansión  ,  y  se  hospedan  en  ellos 
por  qnalquier  modo ,  causa ,  razón  ,  y  oca- 
sión ,  y  aunque  sea  por  detenerse  en  casa  de 
sus  Parientes  Consaguíneos  ,  ó  Afines ,  que 
son  Criados  de  dicho  Rey ,  ó  están  emplea- 
dos en  su  servicio ,  ó  por  causa  de  negocios, 
ó   estudios;  y  los  que  alquilan  Casas,  y 
Tiendas  contiguas  á  los  Palacios  Reales.» 

CAP.  VI. 

t  Y  porque  el  actual,  y  por  tiempo  existen- 
te Arzobispo  de  Santiago ,  Capellán  Mayor, 
ó  Rector,  y  Administrador  de  la  Real  Capi- 
lla, y  expressada  Iglesia  Parrochial ,  debe 
atender  á  la  universal  Grey  de  su  Ciudad ,  y 
Diócesi  Compostelana,  que  le  está  encomen- 
dada, y  cumplir  con  la  obligación  de  su 
ministerio;  para  que  el  cuidado,  y  adminis- 
tración de  la  referida  Iglesia  Parrochial ,  y 
de  los  subditos  anexos  á  ella ,  no  padezcan 
en  lo  espiritual ,  ni  temporal  detrimento  al- 
guno, en  virtud  de  la  misma  autoridad,  y 
tenor  damos ,  y  conferimos  plena ,  libre ,  y 
omnímoda  fucultad  á  la  dicha  tu  Magestad, 
y  á  tus  sucessores ,  que  por  tiempo  fueren 
Reyes  Cathólicos  de  las  mismas  Espanas, 
para  que  en  lugar  del  dicho  Arzobispo  de 
Santiago ,  Capellán  Mayor ,  y  Rector ,  y  Ad- 
ministrador de  la  Real  Capilla ,  ó  de  la  dicha 

Iglesia  Parrochial ,  pueda  uombríjr ,  y  ele- 
TOMO  vil. 


gir  en   Pro-Capellan  Mayor  á  qualquiera 
Persona  Eclesiástica  del  agrado  de  tu  Ma- 
gestad ,  y  de  los  Reyes  tus  Sucessores ,  la 
qual  Persona  elegida ,  nombrada  por  tu  Ma- 
gestad ,  y  referidos  Successores  en  Pro-Ca- 
pellan Mayor ,  pueda ,  assi  en  presencia,  co- 
mo en  ausencia  del  espresado  Arzobispo  de 
Santiago  Capellán  Mayor,  ejercerla  juris- 
dicción á  este  encomendada  én  todo ,  y  por 
todo ,  como  si  á  él  le  fuesse  conferida ,  y 
usar  libre,  y  lícitamente  de  todos,  y  cada 
uno  de  los  privilegios,  prerogativas,  gracias, 
indultos,  facultades,  autoridad,  y  jurisdic- 
ción ,  que  le  competen,  y  en  otro  tiempo  fue- 
ron dados ,  y  concedidos  al  mismo  Arzobis- 
po de  Santiago ,  como  Capellán  Mayor,  por 
los  Romanos  Pontífices  nuestros  Predecesso- 
res ,  pero  sin  algún  perjuicio  de  las  faculta- 
des ,  y  autoridad ,  que  tocan ,  y  permanecen 
de  derecho ,  uso  ,  y  costumbre  á  el  mismo 
Arzobispo  de  Santiago,  como  tal  Capellán  Ma- 
yor, el  qual  si  acaeciere  hallarse  en  el  mismo 
lugar  ,  en  que  tu  Magestad ,  ó  los  dichos  tus 
Successores  estuvieren  ó  se  detuvieren,  de  nin- 
gún modo  se  le  impida  de  que  por  su  Persona, 
y  derecho  proprio  pueda  exercer  la  jurisdic- 
ción, que  le  compete  (interviniendo  siempre 
el  consentimiento  de  tu  Magestad  ,  y  Reyes 
successores)  pero  con  real  orden,  y  manda- 
to ,  para  que  tanto  el  Capellán  Mayor,  como 
el  espresado  Pro-Capellan  deban  exercer  la 
referida  jurisdicción ,  que  les  compete ,  de 
forma ,  que  no  se  origine,  como  podria  suce- 
der, desorden  ,  confusión  ,  ni  pleyto  alguno; 
con  la  calidad ,  y  condición  ,  que  el  Pro-Ca- 
pellan Mayor,  que  en  virtud  de  las  presentes 
se  haya  de  nombrar ,  y  elegir  por  tu  Mages- 
tad ,  y  por  los  Reyes  tus  successores  ,  de 
ningún  modo  deba  ser  aprobado  por  algún 
Ordinario,  según  se  halla  prevenido,  y  man- 
dado por  ciertas  Letras  de  nuestro  Predeces- 
sor  Clemente  Papa  XI  de  Feliz   memoria, 
espedidas  en  semejante  forma  de  Breve  el 
dia  25  de  Julio  de  1716;  las  quales  Letras, 
en  quanto  á  esta  parte ,  disposición  ,  y  te- 
nor ,  revocamos ,  casamos ,  y  anulamos  por 
las  presentes ;  y  tan  solamente  el  dicho  Pro- 
Capellan  Mayor,  que  fuere  elegido,  y  nom- 
brado por  tu  Magestad ,  ó  Reyes  succesores, 
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ercctuada  la  elección  de  su  Persona,  pueda 
y  esté  obligado  á  hacer  Profession  de  la  Fé 
€Q  manos  de  dicho  Enrique  Arzobispo  ,  ac- 
tual Nuncio,  y  del  que  por  tiempo  Tuere  de 
las  mismas  Estañas,  y  en  su  ausencia  en  las 
del  actual ,  y  por  tiempo  existente  Inquisidor 
General  de  los  mismos  Reynos  de  las  Espa- 
nas  ,  ó  en  las  de  otra  Persona  constituida  en 
Dignidad  Eclesiástica;  y  hecha  la  tal  Pro- 
fesión de  la  Pé,  inmediatamente  sea  lícito 
al  mismo  Pro-Capellan  Mayor  exercer  el 
cargo  á  ¿I  encomendado,  y  la  jurisdicción, 
que  por  el  mismo  empleo  le  compete  ;  y  que 
assi  el  Capellán  Mayor,  como  el  referido 
Pro-Capellan  Mayoí*  exerzan  cumplidamente 
la  omnímoda  jurisdicción  Ordinaria  Episco- 
pal ,  ó  cuasi  Episcopal  en  la  Iglesia  ,  Ter- 
ritorio, y  Personas  ,  que  dependieren  de 

ellos »» 

Sobre  el  tenor  de  estos  capítulos,  y  la  in- 
teligencia práctica  de  los  mismos,  véase  la 
conclusión  del  presente  articulo. 

Todo  asi  supuesto,  diremos  que  los  breves 
pontificios  no  dieron  organización  á  la  capi- 
lla: constituyen,  sí,  el  territorio  veré  nullius^ 
y  la  jurisdicción  episcopal  ó  cuasi  episcopal, 
radicada  in  solidum,  primero  en  el  capellán 
mayoi\  después  a^ué  principaHíer  en  el  pro- 
capellán  mayor,  y  como  esta  jurisdicción  no 
podría  ejercerse,  sin  esplicarse  y  regulari- 
zar su  ejercicio,  se  comprende  esta  facultad 
inherente  á  dicha  jurisdicción.  El  privilegio 
es  mas  singular  todavía.  Siendo  exento  el 
territorio  nulttus  de  la  capilla  y  su  jurisdic-. 
cion;  su  metropolitano  natural  era  el  Papa. 
Pudo  este  retener  en  sí  la  potestad  metro- 
politana para  la  canónica  institución  en  unos 
casos,  para  la  preconización  y  espedicion  de 
bulas  en  otros;  esto  es,  á  la  presentación  6 
nombramiento  de  capellán  mayor,  y  pro -ca- 
pellán mayor,  como  ordinarios  diocesanos, 
prelados  veré  nullius  con  jurisdicción  ordi- 
naiHa  episcopal,  y  cuasi  episcopal:  pudo  dele- 
garla al  Nuncio  ú  olro  prelado  metropolita- 
no; pero  lo  hizo  al  mismo  rey ,  cuyos  nom- 
bramientos importan  ó  llevan  en  sí  4a  canóni- 
ca institución ,  pues  no  necesitan  este,  ni 
otro  requisito.  El  rey  pudo,  pues,  organizar 
la  capilla  y  jurisdicción,  y  asi  ló  verificó  Fer- 


nando VI  por  sus  constituciones  de  1757. 
Podia,  pues,  el  rey  en  el  rigor  de  los  prin- 
cipios y  de  lo  singular  del  privilegio  haber 
organizado  por  sí;  y  sin  embargo  dio  en  ello 
justa  participación  al  capeHanypro-capellan 
mayor,  ya  consignando  que  haya  de  delegar, 
6  dar  poderes,  según  diremos,  tdjuez  de  la 
capilla,  ya  concediéndole  la  propuesta  para 
todos  los  cargos,  especialmente  eclesiásticos. 
Puede  aun  estimarse  que  pues  el  pro-cape- 
llan  mayor  propone  para  el  nombramiento  de 
juez  de  la  capilla,  cura  de  palacio  y  demás, 
delega  en  el  hecho.  Si  alguna,  pues,  de  las 
razones  indicadas  no  sufragase  plenamente 
por  sí  sola  para  salvar  la  legitimidad  de  la 
jurisdicción  real  en  estos  casos  en  el  ri- 
gor de  los  principios;  es  indudable  que  su- 
fraga el  conjunto  de  ellas.  Ademas  hay  ca- 
sos en  que  el  pro-capellan  mayor  nombra  ó 
delega  espresamente ,  pues  lo  propio  es  de- 
signar sus  delegados  ó  tenientes,  como  pue- 
de suceder  en  las  joniodas,  y  marchas  de  la 
real  familia,  según  veremos.  Véase  también 
sobre  este  punto  la  conclusión  del  artículo. 

La  organización,  pues,  de  la  capilla ,  ea 
lo  eclesiástico  y  jurisdícdonal  especialmen^ 
te,  esy  al  tenor  de  los  brev^,  de  las  consti- 
tuciones, y  planta,  del  personal,  como  sigue: 

Capellán  mayor:  pro-capellan  mzvor. 
cuerpo  de  capellanes  de  honor:  sumilleres  de 
cortina:  receptor:  juez  de  la  real  capilla:  cu- 
ra de  palacio:  prebendados  de  oficio:  fiscal: 
secretario:  visitador:  junta  de  gobierno:  ayu- 
das de  oratorio:  tenientes  de  cura.  De  estos 
oficios  y  cargas,  el  de  sumiller  de  cortina  y 
siguientes  basta  los  de  junta  de  gobierno, 
son  servidos  siempre  por  capellanes  de  honor. 

Capellán  mayor.  Ta  hemos  visto  por  la 
ley  de  Partida  que  el  capellán  mayor  del  rey 
debia  ser  de  los  mas  honrados  (en  catego- 
ría, de  los  mas  preeminentes)  y  mejores  per- 
lados de  su  tierra.  Nombráronse  para  ello 
desde  el  principio  los  arzobispos  de  Santia- 
go, y  lo  han  continuado  siendo  hasta  el  dia. 
Si  se  presentan  en  la  corte,  pueden  ejercer  la 
jurisdicción  y  funciones  de  su  cargo;  pero 
rara  vez  se  presentan  á  causa  de  las  aten- 
ciones de  su  propia  diócesis;  ó  se  abstienen 
de  ejercer  por  consideraciones  al  pro-cape- 
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lian  mayor»  sobre  lodo  desde  que  lo  es  de 
ordinario  un  obispo»  ó  el  patriarca  de  las  In- 
dias. Los  estreñios  y  opuestas  pretensiones 
de  ambas  potestades  sobre  el  origen  del 
nombramiento  de  arzobispos  de  Santiago  pa- 
ra capellanes  mayores,  se  concilian  como  se 
ve,  no  dirimiendo  la  duda;  si  no  consignán- 
dose en  las  letras  apostólicas  que  dicha  pre- 
rogativa  proviene  en  los  mencionados  arzo- 
bispos, de  costumbre  inmemorial  6  de  indulto 
apostólico  (1),  si  bien  desde  1753  en  adelan- 
te queda  radicado  el  cargo  y  la  jurisdicción 
panoquiaU  episcopal,  ó  cuasi  episcopal,  en 
dichos  arzobispos  (2);  y  en  cuyo  desempeño 
y  ejercicio  entra  sin  necesidad  de  bulas  pon^ 
tificias,  ni  mas  que  el  nombramiento  del  rey. 
PrO'Capellan  mayor.  Es  en  el  hecho  el 
verdadero  gefe  y  cabeza,  el  prelado  ordinario 
de  la  capilla  y  territorio  nuUlus.  Puede  serlo 
cualquier  presbitero*  aprobado  por  su  ordina- 
rio. De  aquí  la  espresion  de  las  bulas  y  bre- 
tes al  conceder  la  jurisdicción  episcopal,  6 
€uasi  episcopal:  la  primera,  si  el  capellán  ma- 
jror  la  ejerce  por  sí,  pues  que  es  arzobispo:  la 
segunda  cuando  el  pro-capelian  mayor  sea 
solo  presbítero.  De  bastante  liempo  á  esta  I 
parte,  por  mayor  prestigio  del  cargo  y  real 
capilla ,  son  nombrados  obispos  y  ya  casi  de 
ordinario  los  patriarcas  de  las  Indias,  los 
cuales  por  su  categoría  ya ,  y  orden  epis- 
copal ,  ejercen  jurisdicción  del  mismo  ór« 
den ,  y  por  tanto  confieren  órdenes ,  co- 
lacionan beneficios,  etc.  Tampoco  el  pro- 
capellan  necesita  bulas  ponlificias,  ni  ins- 
titución de  ningún  ordinario;  sufragando 
á  todo  al  nombramiento  del  rey;  por  cu- 
ya prerogativa,  que  también  ejercen  en  otros 
casos,  se  dice  ordinariamente  que  ios  reyes  I 
de  España  son  Papas.  El  rey  puede  nombrar 
pro-capellan  por  poco  ó  mucho  tiempo ,  ó  lo 
que  es  lo  mismo  el  cargo  es  amovible  ad  nu- 
tum.  Estos  hacen,  sin  embargo,  la  profesión 
de  fé  en  manos  del  Nuncio  apostólico.  Aun- 
que se  dice  cura  ó  párroco  de  palacio,  no 
ejerce  personalmente  la  cura  de  almas,  no 
siendo  en  maitrimonios,  ó  bautizos  de  reyes 


(4>    Breve  de  Benedicto  XIV,  eap  S. 
{t,    Op.  4  y  6  de  id. 


Ó  príncipes  y  actos  análogos.  Para  los  casos 
oMinarios  nombra,  es  decir ,  propone  él,  y 
nombra  el  rey,  tenienles,  asi  para  la  capilla 
de  palacio,  como  para  las  iglesias  y  capHIas 
de  los  demás  palacios  y  sitios  reales.  En  uso 
de  las  mismas  facultades  cuasi  episcopales, 
dá  dimisorias,  si  no  es  obispo,  nombra  pre- 
dicadores, concede  ó  retira  licencias  de 
confesar,  pudiendo  hacerlo  á  cualquier  clé- 
rigo secular  ó  regular,  debiendo  darlas  pre- 
cisamente por  escrito  j  no  de  palabra:  pro* 
pone  para  capellanes  de  honor ,  y  cargos 
de  capilla  y  tribunal  de  la  misma:  para  ca- 
pellanes de  altar  y  ayudas  de  oratorio  de  las 
personas  reales,  y  para  todos  los  oficios  y 
cargos  que  completan  la  organización  y  ser- 
vicio. Es  limosnero  del  rey,  y  en  fin  el  prec- 
iado cuasi  episcopal  en  todo  del  terHtorio 
nullius.  Si  fuese  obispo  el  nombrado,  no  pue- 
de aceptar,  sin  renunciar  aquel  cargo  y  dig- 
nidad, y  lo  propio  sí  es  prebendado  con  ci>- 
rade  almas,  ó  la  tiene  por  otro  concepto  (1). 

La  espresion  de  las  bulas  y  breves,  de  com- 
peterle  autoridad  y  jurisdicción  episcopal,  6 
cuasi  episcopal:  jurisdicción  ordinaria,  co- 
mo verdadero  ordinario  ^  indica  bastante 
bien  sns  atribuciones,  que  sin  embargo  se 
especifican  en  numerosos  capítulos ,  y  que 
ademas  hay  que  conciliar  con  las  singulares 
y  amplísimas  prerogativas  concedidas  asi 
bien  al  rey,  que  viene  á  ser  en  el  (^articular 
como  un  delegado  apostólico* 

En  virtud  de  ello,  el  pro-eap^lan  mayor, 
aunque  verdadero  ordinario  diocesano,  es 
amovible  ad  nutum;  lo  que  no  sucede  ya, 
después  de  la  bula  de  San  Pió  V  y  breve  de 
Benedicto  XIV ,  respecto  del  capellán  ma- 
yor. El  nombramiento  de  este  por  el  rey ,  es 
necesario,  el  del  pro-6apeilan  voluntario.  En 
cuanto  á  las  atribuciones  y  preeminencias 
de  uno  y  otro,  sobre  estar  determinadas  es- 
pecíficamente en  las  bulas  y  breves  pontifi  • 
cios  anteriores  al  de  erección  de  Benedic- 
to XIV,  en  este  se  esplican  y  reiteran  en  los 
capítulo  I.""  al  28  inclusive,  de  que  aun  ha- 
remos mención  á  la  conclusión  de  este  ar- 
tículo. 


(1)   Brev.  dcBencd.XlV,cap.C,  |3yS6;  vU.  9  al  6  de 
las  constituciones  de  1849. 
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Cuerpo  de  capellanes  de  honor.    Es  lo  qae 
el  cabildo  en  las  catedrales  y  colegiatas.  Sa 
número  y  organización  es  completamente 
potestativo  de  los  reyes.  Las  bulas  y  breves 
hablan  de  ellos,  suponiendo  su  existencia,  y 
para  concederles  gracias^,  como  veremos.  Fer- 
nando VI  en  las  constituciones  antes  citadas 
fijó  en  cuarenta  el  número  de  capellanes  de 
honor,  á  saber:  veinte  y  seis  que  compondrían 
el  llamado  banco  de  Castilla:  cuatro  de  la  or- 
den militar  de  Santiago:  tres  de  la  Alcánta- 
ra: tres  de  la  de  Calatrava:  dos  d^  Montesa; 
y  dos  de  la  de  San  Juan  de  Jerusalen:  y  po- 
drían nombrarse  ademas  seis  supernumera- 
rios. Todas  las  plazas  debian  ser  presbitera- 
les. De  los  del  banco  de  Castilla,  nueve  por 
lo  menos  habian  de  ser  licenciados  ó  docto- 
res; doce  de  los  veinte  y  seis  serian  de 
dotación,  y  distribuciones  cotidianas:  los 
catorce  restantes  solo  de  distribuciones.  Los 
de  las  órdenes  serian  dotados  por  sus  asam- 
bleas, aunque  podrían  ganar  turno  para 
distribuciones ;  mas  nunca  para  plaza  de 
planta  dotada.  Los  de  las  órdenes  eran  pre- 
sentados por  sus  asambleas ,  previa  oposi- 
ción ante  las  mismas :  para  los  del  banco 
de  Castilla,  que  no  tenian  plaza  ó  prebenda 
de  oficio,  proponía  elpro-capellan  mayor  (1). 

Por  las  recientes  constituciones  el  número 
de  capellanes  es  mas  reducido,  aunque 
siempre  potestativo  en  los  reyes.  En  el  dia 
el  banco  de  Castilla  se  compone  solo  de  diez 
y  ocho  plazas:  trece  de  ellas  dotadas:  cinco 
de  distribuciones:  las  órdenes  militares  no 
presentan  ya  si  no  un  capellán  cada  una  (2). 

Por  los  antiguos  breves  todos  los  capella- 
nes, cantores  y  escolares  de  la  real  capilla 
estaban  exentos  de  residencia  en  los  benefi- 
cios ó  prebendas  que  tuviesen  fuera  de  la  cor- 
te, aunque  fueran  canonicatos,  dignidades, 
personados;  con  derecho,  sin  embargo ,  á  los 
frutos  y  rentas,  salvo  las  distribuciones  co- 
tidianas (3).  Gregorio  XV  lo  limitó  des- 
pués al  pro-capellan  mayor ,  y  treinta  ca- 
pellanes mas,  salvo  en  este  caso  si  las 
prebendas  fuesen  teologales  ó  penitenciá- 


is )   Ordenanut  de  I757>  cap,  13, 18, 19, 10  y  ti. 

(li   Art.  1  y  II. 

i3)   Bre?e  de  1757,  cap.  35. 


les  (1),  Todavía  Benedicto  XIV  limitó  el  pri- 
vilegio al  pro-capellan,  seis  sumilleres  de 
cortina,  y  seis  capellanes  (2).  Esplicada  asi 
la  trascedencia  perjudicial  de  este  privilegio, 
Fernando  VI  apenas  hace  mención  de  él  en 
las  constituciones.  Pero  en  1833,  por  el  bre- 
ve ya  mencionado  de  Gregorio  XVI,  volvió 
á  hacerse  estensivo  el  privilegio  á  todos  los 
capellanes,  salvo  si  sus  canongias  ó  benefi- 
cios tuviesen  aneja  cura  de  almas.  Indicare- 
mos solo  de  paso  que  este  privilegio ,  siem- 
pre peligroso  y  perjudicial,  lo  era  mas  y  lo 
es  cuando  el  personal  de  los  cabildos  se  ha 
reducido  hasta  el  punto  que  es  notorio;  y  era 
menos  fundado  después  que  tan  ampliamen- 
te por  breves  pontificios  se  habian  conce- 
dido cuantiosas  rentas  á  la  capilla,  gravan- 
do para  ello  las  mitras  y  piezas  eclesiás- 
ticas de  casi  todas  las  catedrales.  Sin  embar- 
go, por  las  constituciones  de  1849  debian 
H  ser  prebendados  de  catedrales  ó  colegiatas 
todos  los  capellanes  de  honor,  numerarios  y 
supernumerarios  y  los  sumilleres  de  cor* 
tina  (3).  Por  el  Concordato ,  empero ,  de 
1851  (4)  las  dos  potestades  se  obligan  á  no 
proveer  prebenda,  ni  beneficio  ninguno  resi- 
dencial en  quien  tenga  cargo  con  residencia 
también  en  otra  parte ;  á  escepcíon  única- 
mente de  que  en  la  capilla  real,  podrá  haber 
seis  prebendados  de  las  iglesias  catedrales 
de  la  Península;  pero  en  ningún  caso  podrán 
ser  nombrados  clos  que  ocupan  primeras  si- 
llas, los  canónigos  de  oficio,  los  que  tienen 
cura  de  almas,  ni  dos  de  una  misma  iglesia. 

Por  las  constituciones  de  Fernando  VI, 
está  dispuesto  q\xt ,  siempre  que  el  cuerpo 
de  capellanes  de  honor  concurra  con  cual- 
quier cabildo,  comunidad,  ó  congregación, 
haya  de  preceder  ó  llevar  lugar  preferen* 
te  (5).  Véase  CAMonicio ,  paBceBBitcia. 

Sumilleres  de  cortina.  Siendo  su  cargo 
puramente  de  etiqueta,  véase  el  artículo  sv- 

lflI.I.KR. 

Receptor.  Sigue  en  autoridad  al  pro- 
capellan  mayor.  Es  presidente ,  decano  y 


(•) 

(3) 
(*) 
l5) 


Id.  Cap.  38. 

Id.  Cap.  18. 

Art.  7.  tt,  ti,  ti  y  ». 

Art.  19. 

Cap. 132 
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gefe  del  banco  y  coro :  sacristaa  mayor  eo 
ese  concepto,  tesorero  de  las  alhajas  y  reli- 
cario de  la  capilla  (1). 

Juez  de  la  real  capilla.  Es  en  la  capilla  y 
su  territorio  Tiuílíu^  lo  que  el  provisor  en  las 
diócesis.  Seganel  cap.  4  de  las  constitucio- 
nes de  1757»9  el  capellán  mayor  le  dará  co- 
misión y  poder ,  como  lo  dan  los  arzobispos 
y  obispos  en  sus  diócesis»'  para  que  conozca 
de  todas  las  causas  de  individuos  de  la  capi- 
lla y  feligreses  del  territorio.  Será  sacerdo- 
te: tendrá  la  ciencia  por  derecho  necesaria, 
y  según  el  artículo  9."*  de  las  constituciones 
de  1849  será  licenciado  ó  doctor  en  leyes  ó 
cánones. 

Cura  de  palacio.  El  pro-capellan  mayor 
debe  tener  dos  tenientes,  primero  y  segundo, 
para  ejercer  la  cura  de  almas  en  la  que  se 
llama  capilla  ministerial,  que  es  la  del  pala- 
cio. El  teniente  primero  es  el  que  se  llama 
cura  de  palacio.  Ejerce  veces  de  párroco 
sobre  todas  las  personas  que  habitan  dentro 
de  este  y  casas  adyacentes,  según  la  parro- 
quia de  palacio  esté  circunscrita  en  la  mo/ri- 
cula  [álbum.)  Ejerce,  por  tanto,  autoridad 


parroquial  sobre  todos  los  individuos  de  la 
capilla  ministerial ;  é  inspección  sobre  los 
tenientes  inferiores  del  territorio  (2). 

Capellanías,  ó  Mulos  de  oficio.  Por  las 
constituciones  de  1757  habría  dos  capellanes 
de  honor  doctorales,  y  dos  penitenciarios  con 
el  grado  académico  correspondiente  (3) :  por 
las  de  1849,  habrá  en  igual  forma  magistral 
penitenciario,  doctoral  y  lectoral.  Obtienen 
sus  cargos  por  oposición  (4). 

Fiscal.  Será  licenciado  ó  doctor  en  de- 
recho. Ejerce  su  cargo  en  el  juzgado  del 
juez  de  palacio.  Por  conveniencia  debe  ser 
fiscal  también  en  el  tribunal  de  la  vicaría 
general  castrense.  Llámase  fiscal  general. 
Ejerce  las  funciones  de  su  cargo,  no  solo  en 
lo  judicial,  si  no  en  lo  gubernativo  y  disci- 
plinario (5). 

Visitador.    Constituyendo  la  capilla  real 


ü)  CoDSts.  de  1757,  cap.  10:  Id.  de  1849,  arts.  16  al  10. 

it)  Constitociones  de  1757,  cap.  6,  61 ,  136  y  ii9:  id.  de 

1849,  Carta.  1t,  13  y  U.     '     «^    '      '        j    «^.     .   o 

(3)  Cap.  15  y  16. 

(4)  Arts.  ti,  61,  65, 66,  67  y  68. 

(8)  ConaUtncionet  de   1755,  cape.  3  y  S5:  M.  de  1859, 
artitalee  1,  10  y  41. 


y  SU  territorio  wdlius  una  verdadera  dióce  - 
sis,  no  podia  faltar  este  cargo.  Hay,  pues, 
además  del  cura  de  palacio,  que  como  he- 
mos visto  ejerce  inspección  sobre  los  tenien- 
tes de  parroquia,  un  visitador  general,  con 
las  atribuciones  propias  de  este  cargo  (1). 

Secretaría  de  gobierno.  La  tiene  y  des- 
pacha el  pro-capellan  mayor  con  un  secre- 
tario. Equivale  á  la  secretaría  de  los  obispos; 
si  bien  el  pro-capellan,  en  punto  á  provisio- 
nes y  nombramientos ;  no  tiene  atribuciones 
si  no  para  proponer  á  S.  M.,  presidir  las  opo- 
siciones, y  arreglar  lo  disciplinario  de  índole 
transitoria.  £1  secretario  general  es  capellán 
de  honor  (2). 

Junta  económica  y  de  disciplina.  Es  ordi» 
naria,  ó  estraordinaria,  á  prudencia  del  pro- 
capellan  mayor,  con  asistencia  unas  veces 
de  todos  los  capellanes,  otras  de  algunos,  y 
según  las  novísimas  constituciones  del  re-» 
ceptor,  juez  de  palacio,  cura  de  palacio, 
fiscal  y  los  cuatro  capellanes  de  oficio  (3). 

Tribunal.  Queda  dicho  que  es  como  el 
de  los  provisores.  Lo  constituye  el  juez  de  la 
real  capilla  con  el  fiscal  general,  notarios, 
alguaciles,  y  número  de  oficiales  inferiores 
necesarios  (4). 

Hemos  visto  por  los  Breves  pontificios 
que  de  los  negocios  de  los  capellanes  de  ho- 
nor y  demás  de  la  real  capilla,  solo  podía 
conocer  el  capellán,  ó  pro-capellan  mayor, 
ó  á  prevención  los  legados ,  ó  delegados 
apostólicos,  y  por  tanto  el  nuncio  con  el 
auditor  de  la  nunciatura :  que  el  capellán  y 
pro-capellan  mayor,  como  exentos,  solo  es- 
taban sujetos  al  Papa,  quien  delegaba  more 
sólito,  el  conocimiento  de  sus  causas  :  sien- 
do sabido  además  que  el  tribunal  de  la  nun- 
ciatura, no  solo  conocía  en  primera  instan- 
cía;  sino  por  apelación.  Debe ,  sin  embargo, 
tenerse  presente  que  todo  esto  sucedía  antes 
del  ano  de  1771,  esto  es,  antes  del  estable- 
cimiento en  España,  del  tribunal  de  la  nota. 
En  virtud,  pues,  de  esta  novación,  de  las 


(1)  Constitociones  de  1757,  cap.  13;  id.  de  1849,  arti- 
cnlos  1  T  76. 

(1)    Constitociones  de  1849,  arts.  141, 143  y  144. 

3)  Constitociones  de  1757,  caps  57  y  58:  id,  de  1849. 
artieoio. 

(4)   Constitociones  de  I849«  arU.  145,  146  y  1 47. 
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providencias  del  juez  de  palacio  se  apela* 
rá  al  tribunal  de  la  Rota:  en  niogon  ca^, 
ni  este »  ni  el  nuncio  ejercerán  ya  jurisdic- 
ción preventiva »  en  asuntos  de  la  real  capU 
Ua ;  si  no  que  todos  han  de  empezar  y  deci-* 
dirse  en  primera  instancia  ante  el  juez  de  pa- 
lacio :  y  que  en  causas  criminales  por  delitos 
comunes»  el  capellán  y  pro-capellan  mayor, 
el  primero  por  su  dignidad  siempre  eptsco-> 
pal;  el  segundo  por  la  propia  razón,  si  fuere 
obispo ;  y  sino  como  prelado  ordinario  nu- 
IHm,  serán  convenidos  ante  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  del  íuero  comuo,  como  los 
obispos  y  arzobispos,  según  el  reglamento 
provisional  de  1835. 

Hay  todavía  infinitos  cargos  en  la  capilla 
real,  como  maestro  de  ceremonias,  punta- 
dor ,  ayudas  de  oratorio,  capellanes  de  al- 
tar, confesores,  debiendo  haberlos  de  len- 
guas estranjeras  por  la  concurrencia  de  es- 
tranjeros  á  la  corte,  predicadores,  capilla  de 
canto,  etc.;  de  los  cuales  no  hacemos  espe- 
cial mención,  por  no  pertenecer  específica, 
si  no  genéricamente  al  orden  jurisdiccional. 

No  podemos  concluir  este  artículo  sin  al* 
gunas  consideraciones,  que  en  el  terreno 
práctico  hacen  de  todo  punto  necesarias  el 
testo  mismo  de  las  bulas  y  breves,  y  la  índo- 
le especial  de  esta  diócesis  nulllus ,  por  la 
calidad  misma,  categoría  y  oircunstancias  de 
las  personas  y  de  las  cosas. 

1.*  La  primera  duda  práctica ,  y  al  mis- 
mo tiempo  jurídica,  es  capital ,  á  saber  :  la 
autoridad  y  jurisdicción  del  pro-capellan 
mayor  ¿es  propia  y  plenamente  ordinaria,  ó 
delegada  del  capellán  mayor?  Es  absoluta- 
mente propia,  y  plenamente  ordinaria:  igual; 
pero  no  derivada,  ni  recibida  del  capellán 
mayor :  el  pro-capellan  mayor  la  recibe  di- 
rectamente del  Papa,  por  medio  del  norabra- 
micnto  del  rey;  sin  que  en  nada  intervenga 
para  ello  el  capellán  mayor :  la  recibe,  en 
fin,  en  un  todo  independiente,  é  igual  á  la 
de  aquel:  periformiterf  et  a^qué  principal^ 
ter,  como  se  espresa  en  la  bula  de  S.  Pió  V, 
y  se  consigna  en  el  breve  de  Benedicto  XIV, 
capítulos  6,  7  al  28  y  36. 

2/  Puede  dudarse  en  segunSo  lugar,  si 
la  autoridad  y  jurisdicción  del  capellán  ,  y 


pro-capellan  mayor  son  príwUwae,  rtspec* 
tivamente  preventivas,  escbuivas  una  de 
otra;  ó  por  el  contrario  acwnulativa$^  ó  si^ 
multáneas.  Ambas  son  privativas  reaj^cto 
á  las  de  todo  otro  prelado  ú  ordinario ;  no 
entre  sí  mismas ;  no  son  preventivas  ni  acu- 
mulativas, absoluta;  si  no  relativamente»  esto 
es,  hallándose  en  la  corte  el  capellán  mayor, 
y  no  de  otra  manera ;  y^  ann  en  ese  caso  de- 
terminándose por  el  rey  como  al  mismo 
tiempo  han  de  ejercer  el  capellán  y  el  pro- 
capellan  mayor ,  según  espresamente  se 
consigna  en  los  capítulos  6  y  56  del  breve 
de  Benedicto  XIY. 

3/  El  territorio  nulHus  no  ofrece  duda  res- 
pecto délos  palacios,  sitios  reales, conventos 
y  colegios  nominalmente  espresadoi  en  los 
breves:  debe  constar  en  la  circuíiscripeion  ó 
matricula  {álbum)  que  al  tenor  del  cap.  3  del 
breve  hubo,  ó  habrá  deformarse,  á%  acuerdo 
con  el  Nuncio;  pero  en  los  viages,  la  parro- 
quia territorial,  casi  desaparece ^  es  pura- 
mente accidental,  y  está  reducida  á  la  mo- 
rada de  la  real  familia,  é  iglesia  ó  parroquia 
que  el  pro-capellan  mayor,  6  su  delegado, 
designen  para  el  servicio  parroquial  de  la 
real  capilla,  como  pueden  y  deben  hacerlo, 
al  tenor  de  los  caps.  18  y  21  del  breve  de 
erección.  La  parroquia  en  estos  casos  es 
mas  bien  personal^  ó  se  determina  por  la 
morada  y  mansión  de  IO0  reyes,  real  familia, 
y  servidumbre,  y  personas  de  corte. 

4.'  Pero  en  estos  y  en  todos  los  casos  la 
parroquialidad  por  parte  de  las  personas  es 
difícil.  Como  hemos  visto  ya ,  por  el  cap.  5/ 
del  breve  de  Benedictino  XIV,  cuyo  titulo  es, 
Declaratio  parroquianorum  Regice  icapdUe, 
seu  dictce  eclesix  parraquialis ;  por  este 
capítulo,  en  cuya  cabeza  se  espresa  tener 
por  objeto  esclusivo  determinar  precisamente 
quiénes  sean  parroquianos ,  ó  feligreses ,  á 
fia  de  prevenir  contiendas  entre  la  parroquia 
de  palacio  y  otras;  se  mencionan  únicamen- 
te los  reyes ,  la  real  familia,  y  los  que  en  los 
palacios  presten  servicios »  devengado  estir 
pendU),  y  de  cuyo  conjunto  de  personas  se- 
gún el  breve f  se  forme  un  rol ,  ó  matrícula 
personal.  A  estas  clases  se  agregan  los  minis- 
I  tros  y  personas  que  de  oficio  siguen  la  corte 
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del  rey  en  ios  viajes  y  jornadas:  todos  los 
que  foera  de  Madrid  moren  en  los  palacios 
reales :  los  que  por  cualquier  causa  acciden- 
tal ó  no,  se  hospedan  en  ellas :  y  los  que  al* 
quilan  casas  ó  tiendas^  contiguas  á  sus  pala- 
cios reales.  Y  con  lodo  eso  ,  y  á  pesar  de  la 
especialidad  de  este  cap.8.*,  vemos  que,  se- 
gún el  segundo,  son  tan^bien  Teligreses  de  la 
parroquia  y  territorio  de  la  real  capilla  los 
naturales  y  estranjetvs  que  con  motivo  de 
negocios  caciiden  á  la  corte  ^  moran  en  ella 
yk  siguen.»  Lo  propio  se  repite  aun  en 
otros  capítulos  del  breve ;  y  bien  se  ve,  que 
si  nó  hay  contradicción  entre  «nos  y  otros; 
el  8."*  parece  limitativo  de  ios  demás.  Por 
otra  parte  no  puede  perderse  de  vista  que  al 
circunscribir  la  parroquia  ó  territorio  nw- 
llius,  se  exige  como  condición,  que  se  haya 
de  hacer  matrícula  de  casas  y  localidades: 
al  especificar  ó  determinar  asimismo  sus 
feligreses ,  se  requiere  de  la  propia  manera 
que  sean  escritos  en  el  rol  6  catálogo.  Y 
ahora  bien  cde  los  naturales  y  estranjeros 
que  por'  razón  de  negocios »  acuden  &  la 
corte ,  moren  en  ella  y  la  siguen ,  no  hay 
rol;  ni  casi  es  posible.  ¿  Quién  computaria 
hoy  los  que  se  hallan  en  ese  caso?  ¿  Quién 
exigirla  y  conseguiría  de  ellos  que  diesen  su 
nombre  en  el  oficio  del  contralor  ó  grefiei*! 
¿Qué  especie  de  justificación  hábria  de  dar 
la  certeza  necesaria  de  que  la  tal  persona 
venia  efectivamente;  ó  segnia  la  corte  por 
causa  de  negocios  ?  ¿  El  pro-capéllan  mayor 
ó  sus  tenientes  entrarán  en  competencia  á 
cada  paso ,  pretendiendo  ser  su  feligrés  el 
que  tal  vez  negara  sA  t)er^ona  de  negocios? 
¿Cuál  es  ,  pues,  la  regla-  práctica  sobre  el 
particular,  hoy  sobre  todo  en  que  es  tan  in- 
finito el  número  de  los  solicitantes  en  la 
corte?  Hé  aquí  lo  que  hemos  visto  practicar, 
y  por  otra  parte  lo  único  que  es  posible :  es- 
tando fija  la  corte  en  Madrid,  los  únicos  feli- 
greses de  la  parroquia  de  palacio  y  demás  te- 
nencias, ó  iglesias  filiales  del  patrimonio,  son 
los  contenidos  en  el  rol,  al  tenor  del  cap.  S."" 
Los  naturales ,  ó  estranjeros  que  concurren 
á  negocios ,  son  feh'greses  de  la  parroquia, 
privilegiada,  6  no,  en  cuyo  territorio  se  alo- 
jan. Los  estranjeros  transeúntes  lo  son  de 


la  misma ,  si  ni  elfos ,  oí  el  párroco  castren- 
se reclaman ;  pues  si  no,  pertenecen  á  la 
parroquia  castrense ,  como  dependientes  del 
juez  protector  de  estranjeros  ,  que  lo  es  el 
capitán  general.  En  las  jornadas  ó  palacios 
y  sitios  reales,  sucede»  respectivamente  lo 
que  en  Madrid,  lo  uno  porque  en  todos  ellos 
hay  capilla  rcaf,  y  lo  otro  porque  estala  lle- 
va consigo  la  corte.  Como  en  los  sitios  todas 
las  iglesias  suelen  ser  del  patrimonio  ,  todos 
^  entonces ,  esto  es,  todos  los  espresados  en 
el  cap.  2.**  son  feligreses  del  pro-capellan 
naayor ,  6  sus  tenientes.  En  los  viajes ,  no 
habiendo  capilla  real  local ;  si  no  que  el 
pro-^apélla  mayor,  ó  sus  delegados  designa 
una  iglesia  ó  parroquia  de  Ik  población  para 
ejercer  y  celebrar  en  ella ,  sucede  \6  que 
residiendo  la  corte  en  Madrid  ;  con  esta  di* 
fetencia,  qué  en  Madrid  son  feligreses  los 
sirvientes  y  funcionarios  que  devengan  es- 
tipendio del  re^I  patrimonio;  en  los  via- 
jes* estos  y  los  que  cobran  sueldo  del  estado 
y  siguen  de  oficio  á  la  corle,  como  los  mi- 
nistros de  la  Corona,  oficiales  de  secreta- 
ría, etc. 

5.*  El  fuero  de  los  capellanes ,  y  feligre- 
ses de  la  capilla  y  territorio  nullíus  es  pura- 
mente pasivo^  No  pueden  ser  demandados 
si  no  ante  el  juei  de  la  real  capilla ;  mas  pa- 
ra demandar  seguirán  el  fuero  del  reo.  Ni 
aun  el  fuero  pasivo  es  absohito.  Por  los  be- 
neficios 6  prebendas  que  puedan  tener  en 
otras  diócesis ,  están  sujetos  á  los  respecti- 
vos ordinarios,  según  se  espresa  en  el  capí- 
tulo 7.**  del  breve ;  como  lo  están  asimismo, 
€  por  cualquier  causa  y  título  que  puedan 
ocurrir , »  en  dichas  diócesis^ 

6/  Cuando  el  pro-capel  lañ  mayor  se  au- 
sente de  la  corte ,  le  sustituye ,  mediante 
delegación  suya  y  orden  ó  íiombramiento, 
esto  es ,  autorización  del  rey ,  el  receptor,  ó 
el  juez  de  la  capilla.  En  la  misma  forma 
puede  delegar ,  ó  proponer  para  tenientes 
de  parroquia ;  si  bien  por  mayor  bien  de  la 
iglesia,  está  ordenado  que  todas  las  tenen- 
cias se  provean  en  concurso  abierto,  con 
arreglo  al  Concilio  de  Trento.  Debe  tenerse 
presente  sobre  la  *  participación  y  autoridad 
del  rey  en  estos  casos  ,  que  por  el  breve  de 
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erección  de  ia  real  capilla  no  paede  entender* 
se  derogado  el  patronato  universal  que  á  los 
reyes  compete  en  todas  las  iglesias  del  reino: 
que  á  los  reyes  por  tanto  competí ria  el  nom- 
brar párrocos  ó  tenientes  para  las  menciona- 
das iglesias,  aun  sin  pertenecer  las  mismas  al 
territorio  nullius:  que  á  esta  facultad  y  rega- 
lías de  nuestros  monarcas  se  lega  las  espe- 
ciales Tacultades  que  sobre  nombramiento 
de  pro-capellan  y  demás  atribuyen  ai  rey 
el  breve  de  erección  y  otros  :  que  los 
tales  párrocos  y  tenientes  por  tanto ,  reú- 
nen el  doble  concepto  de  párrocos  de  pa- 
tronato universal  de  los  reyes  de  Espa- 
ña; y  el  serlo  del  territorio  nullim  de 
la  real  capilla :  y  de  aquí  la  necesidad  de 
conciliar  las  facultades  del  pro-capellan  en 
delegar  con  los  del  rey  en  aprobar  y  nom- 
brar. El  pro-capellan,  en  fin,  no  pudiendo  se- 
guir la  corte  en  los  viajes  ó  jornadas,  puede 
delegar  en  persona  eclesiástica  que  le  reem- 
place ,  al  tenor  del  cap.  19  del  breve ,  y  ou- 
yo  delegado ,  que ,  como  todos ,  necesita 
aprobación ,  ó  ausiliatoria  del  rey ,  ha  de 
ser  licenciado  ó  doctor  en  jurisprudencia, 
para  que  pueda  hacer  veces  de  juez  y  pro- 
visor ,  conforme  al  art.  5.^  de  las  constitu- 
ciones de  1849,  las  cuales  requieren  además 
que  el  delegado  en  este  caso  haya  de  ser 
capellán  de  honor. 

7.*  El  pro-capellan  mayor  puede  autori- 
zar matrimonios  entre  subditos  y  no  subditos 
en  cualesquier  iglesias  y  lugares,  y  dichos 
matrimonios  serán  válidos,  con  tal  que  se  ce- 
lebren á  presencia  del  rey,  según  lo  dispone 
el  cap.  20  del  breve.  Y  aunque  pareceria 
quedar  en  ello  infringido  el  Concilio  de  Tren- 
to ,  debe  tenerse  presente  que  los  fueros  de 
capilla  real  siguen  á  la  real  persona;  y  por 
tanto  donde  quiera  que  el  rey  more  ,  habi- 
tual ó  accidentalmente ,  su  presencia  cons- 
tituye fuero  y  parroquia,  y  el  pro-capellan 
por  lo  mismo  es  en  este  caso  párroco  propio 
de  los  que,  aunque  solo  sea  accidentalmen- 
te ,  no  siendo  subditos,  ó  feligreses  fijos,  se 
hallan  en  la  morada  del  rey. 

8.'  Los  cuerpos  de  los  que  fallecieren  en 
los  palacios,  no  siendo  de  la  familia  real,  se- 
rán trasladados  para  las  exequias  y  enterra- 


mientos á  la  iglesia  parroquial  mas  cercana . 
El  párroco  de  ella  no  podrá  sin  embargo  en- 
trar con  la  cruz  parroquial  en  palacio,  y  ni 
entonar  el  canto  funeral  al  recibir  el  cuerpo 
si  no  fuera  de  sus  puertas.  Cap.  26  del 
breve. 

9.*  Si  las  exequias  de  las  personas  rea- 
les se  celebraren  en  la  capillarreal ,  no  pue- 
de el  pro-capellan  mayor ,  ni  el  cura  de  pa- 
lacio llevar  cuarta  funeral,  ni  cuarta  de  mi- 
sas :  pero  si  se  celebrasen  en  parroquia  no 
perteneciente  á  la  jurisdicción  del  pro-cape- 
llan mayor,  podrán  este  y  el  párroco  propio 
de  la  mencionada  parroquia  llevar  y  com- 
partir dichas  cuartas  conforme  á  las  sinoda- 
les de  aquel  obispado»  Esto  último  se  verifi- 
cará también  en  la  traslación  de  cadáveres 
de  personas  reales  por  pueblos  y  parroquias 
que  no  sean  de  la  capilla  real ,  pues  en  cada 
una  de  ellas  se  devengará  dicha  cuarta.  Ca- 
pítulo 27  del  breve. 

10.  Si  acaeciere  en  los  viajes  y  jornadas 
pasar  la  corte  por  pueblos  sujetos  á  entredicho 
eclesiástico,  ó  estando  en  ellos  la  corte,  sede- 
clarase  las  personas  sujetas  á  la  jurisdicción 
del  pro-capellan  mayor  no  se  reputan  com- 
prendidas en  él ;  como  ni  las  iglesias  de  real 
capilla ,  si  las  hubiere.  En  estas  por  tanto 
podrá  celebrarse  y  oficiarse ,  aunque  no  por 
sacerdote  del  pueblo  sujeto  á  entredicho, 
ni  con  asistencia  de  los  feligreses  locales  ,  ni 
mas  que  los  de  la  jurisdicción  del  pro-cape- 
llan mayor.  Si  en  el  pueblo  no  hubiere  igle- 
sia del  real  patrimonio ,  el  pro-capellan  ó  su 
delagado  pueden  elegir  y  habilitar  una  de 
las  locales ,  y  en  ella  celebrar  y  oficiar  como 
queda  dicho.  Gap.  22  del  breve. 

ti.  El  sagrado  Concilio  de  Trente,  ca- 
pítulo 11,  ses.  24  de  reform.,  autoriza  á 
los  ordinarios  á  visitar  los  territorios ,  per- 
sonas, y  corporaciones  exentas  ,  sin  escep- 
tuar  á  los  capellanes  reales :  et  quoad  capa^ 
llanos  regios.  ¿Podrá  algún  ordinario,  hoy 
el  de  Toledo,  por  ejemplo,  pretender  visitar 
la  real  capilla ,  sin  feligreses  y  capellanes 
reales?  De  ninguna  manera.  En  primer  lugar 
el  territorio  de  la  capilla  real  constituye  una 
verdadera  diócesis  exenta,  con  un  ordinario, 
declarado  tal  por  los  breves,  con  autoridad 


Digitized  by 


Google 


CAPILLA. 


617 


ordinaria  para  visitar,  y  corregir  á  los  feli- 
greses: en  segando  dicha  diócesis  es  ^xa/Ua, 
como  termiaaQtemeDte  resulta  de  los  breves, 
sin  roas  sujeción  que  al  Papa ,  y  como  lo 
han  sido  hasta  el  Concordato  de  1851  las 
diócesis  de  Oviedo,  y  León,  las  cuales,  te- 
niendo su  ordinario^  como  el  territorio  de  la 
real  capilla^  solo  por  él  eran  y  podian  ser 
visitadas ,  ora  jure  proptio,  ora  como  dele- 
gados del  Papa,  al  tenor  del  Concilio.  En 
tercero  que  nadie  por  derecho  común  puede 
decirse  delegado  del  Papa,  donde  hay  dele- 
gado especial,  y  tal  es  por  los  breves  el  ca- 
pellán inayoi*,  y  el  pro-capellan  en  su  caso. 
El  Concilio  mismo  de  Trento  sujeta  á  visita 
á  los  capellanes  reales;  pero  es  conrorme  & 
la  constitución  de  Inocencio  III  (cap.  16, 
libro  5  de  las  Decretales ,  cum  capella)  y  en 
ella  se  espresa  precisamente  que  se  esté  al 
tenor  de  los  privilegios  pontificios,  y  sean 
estos  respetados :  in  guantum  exempti  sunt 
ejusdem  rationce  capellcey  apostolicis  privile- 
giis  deferes  reverenter;  y  no  pueden  ser  mas 
terminantes  los  privilegios  y  exencienes  de 
la  capilla  real  de  España.  Últimamente,  como 
en  lo  canónico  la  costumbre  constituye  de- 
recho, es  constante  que,  aun  por  costumbre, 
la  real  capilla  está  exenta  de  visita  de  otro 
ordinario,  que  el  suyo  privilegiado. 

12.  Queda  dicho  en  el  cuerpo  de  este  ar- 
tículo que  el  rey,  con  facultades  omnímodas, 
y  casi  pontificias ,  y  mas  bien  realmente 
pontificias  por  delegación,  nombra,  sin  nece- 
sidad de  que  se  obtengan  bulas ,  ni  de  que 
intervenga  caíiúnica  institución  ,  capellán 
ni(ii/or,prO'Capellan,  y  capellanes  y  cargos  de 
la  real  capilla,  mediante  propuesta  en  cuanto 
á  los  últimos,  del  pro-capellan  mayor:  y 
sabido  es  que  tales  nombramientos  se  ha- 
cen y  han  hecho  en  despacho  de  S.  M.  con 
el  pro-capellan ,  sin  que  intervenga  el  go- 
bierno, ó  ministro  alguno.  En  los  últimos 
tiempos,  por  virtud  de  las  vicisitudes  políti- 
cas, el  real  patrimonio  ha  dejado  de  cubrir  la 
asignación  de  los  capellanes  de  algunas  ca« 
pillas  reales,  como  por  ejemplo,  de  los  de  san 
Isidro  el  Real  de  Madrid,  siendo  comprendi- 
dos, por  lo  tanto,  en  el  presupuesto  general 
del  clero.  Los  ministros  de  Gracia  y  Justicia 
TOMO  ya, 


han  reclamado  y  vindicado  en  este  caso  la 
facultad  de  proponer  á  S.  M.  para  la  provi- 
sión ó  nombramiento  de  capellanes,  sin  in- 
tervención del  pro-capellan  mayor.  ¿Habrán 
por  esta  novedad  de  creerse  en  algo  dero- 
gados los  privilegios  reales  y  pontificios  de 
real  capilla  en  cuanto  á  dichos  lugares  y 
personas?  Parécenos  que  no;  aunque  con  el 
lapso  del  tiempo  la  costumbre  podría  con- 
vertirse en  ley. 

Concluiremos,  en  fin,  observando  que  en 
la  etiqueta  de  palacio  llevan  el  nombre  de 
capilla  pública,  simplemente  asi  enunciadas, 
aquellas  solemnidades,  celebradas  en  la  ca- 
pilla del  real  palacio ,  en  que  los  reyes  salen 
á  la  cortina ,  esto  es ,  que  asisten  y  se  sien- 
tan en  público  en  el  solio  que  para  ello  hay 
situado  y  fijo  al  lado  del  Evangelio.  La  eti- 
queta de  palacio  determina  la  asistencia, 
asientos,  y  ceremonial  de  la  capilla  en  este 
sentido,  tal  como  tiene  lugar  el  dia  do  la 
Concepción,  de  Reyes,  de  Candelas,  etc.  No 
siendo  dia  de  capilla  pública,  los  reyes  asis- 
ten solo  á  la  tribuna. 

Por  el  art.  11  del  Concordato  de  1851 ,  se 
conserva  entre  las  jurisdicciones  privilegia- 
das exentas,  la  del  pro-capellaii  mayor  de 
S.  M.:y  por  el  art.  21 ,  entre  las  colegiatas 
y  capillas  que  se  conservan,  es  una  la  capi- 
lia  real. 

CAPILLA  DE  L.OS  REOS. 
Ordinariamente  se  dice  ser  el  oratorio  que 
hay  en  las  cárceles  para  suministrar  á  los 
reos  de  muerte  los  últimos  ausilios  espiri- 
tuales, atribuyendo  la  creación  de  tales  ora- 
tonos,  ó  el  origen  de  esta  práctica,  á  Feli- 
pe II,  por  su  pragmática  de  27  de  marzo  de 
1569  (ley  4,  tít.  1,  lib.  1,  Nov.  Recop.)  y  ni 
en  uno  ni  en  otro,  hay  exactitud,  como  no  la 
hay  tampoco  en  la  pragmática  misma,  res- 
pecto del  supuesto  en  que  descansa. 

Desde  muy  antiguo  era  cuestión,  como  es 
sabido,  si  á  los  reos  de  muerte  debia  sumi- 
nistrárseles la  sagrada  comunión,  y  esto  por 
creer  que  en  ello  se  esponia,  ó  no  se  guar- 
daba todo  el  respeto  posible  al  Sacramento. 
Concillando  estremos  en  este  punto,  no  solo 
por  los  cánones,  según  espresa  la  menciona- 
da pragmática;  si  no  aun  por  las  leyes  civí* 
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les,  y  puede  verse  acerca  de  ello  la  7*  título 
13,  Part.  1 5  se  decidió  se  les  suministrase 
dicho  Sacramento,  cuando  ellos  lo  solicita- 
ren. Y  dicho  se  está  que  como  para  ello  los 
reos  no  hablan  de  ser  estraidos  de  las  cárce- 
les, con  riesgo  de  fuga  y  otros;  ni  era  decen- 
te recibiesen  la  Eucaristia  en  sus  calabozos, 
entonces  sobre  todo  bastante  inmundos ,  ni 
era  decoroso  que  en  él  les  acompañase  el 
confesor  y  sacerdotes  ausih'autes ;  dicho  se 
está,  decimos,  que  para  esto  el  reo  debia  ser 
colocado  dentro  de  la  cárcel  misma  en  lugar 
mas  decente  y  adecuado:  es  natural  tambiea 
que  este  local,  bendtío,  ó  no;  pero  sí  desti- 
nado á  este  fin  religioso,  fuese  uno  mismo 
para  todos  los  reos;  y  esta  es  la  capilla  ori- 
ginaria de  los  ajusticiados  que  por  tanto  no 
pudo  ser  creada  por  Felipe  II. 

Pero  el  sagrado  viático  podia  llevarse  de 
la  parroquia,  ó  consagrarse  en  la  cárcel 
misma,  en  altar  y  local  habilitado  canónica- 
mente para  ello.  Hallóse,  y  era  sin  duda,  mas 
adecuado  y  espedilo  esto  último,  y  es  loque 
ordenó JPelipe  II,  tomando  ocasión  del  motu 
propio  de  S.  Pió  V.  €um  sicuí  accepimus;  no 
estableciendo  en  este  una  regla  para  toda  la 
cristiandad;  ni  á  propósito  de  que  á  los  reos 
de  muerte  no  se  rehusase  la  sagrada  comu- 
nión, si  la  pidiesen;  si  no  ampliando  las  gra- 
cias espirituales  concedidas  por  los  papas 
Inocencio  Vil!,  León  X,  y  otros  á  la  cofradía 
de  h  Misericordia,  llamada  de  nacionales  de 
Florencia,  que  tenia  por  objeto  piadoso  asis- 
tir á  los  reos  de  muerte  en  sus  últimos  mo- 
mentos, como  las  de  la  misma  denominación 
ó  de  la  Caridad  entre  nosotros;  y  mandando 
estableeer  otra  igual  en  Roma,  ordenando 
ademas  que  el  capellán  de  la  cárcel  pudiese 
para  diebo  fin,  si  fuese  indispensable,  celebrar 
misa  dentro  de  aquella  á  cualquier  hora  de 
la  noche.  Por  la  legislación  de  Partidas  era 
este  uno  de  los  casos  en  que  un  saeerdote 
podia  celebrar  en  un  dia  dos  misas,  como 
mas  ampliamente  diremos  eu  su  lugar  opor- 
tuno. 

De  bastante  antiguo  también  está  manda- 
do que  en  las  cárceles  haya  capilla  para  de- 
cir misa  á  los  presos;  cuya  capilla,  sinembar- 
gOy  no  ba  de  confundirse  coo.la^de  los  reos 


de  muerte.  Por  la  pragmática  de  Felipe  II, 
se  dispuso  que  la  sagrada  comunión  se  dé  á 
los  reos,  que  la  pidan  cun  dia  antes  que  en  el 
que  en  tal  condenado  se  haya  de  ejecutar  la 
justicia,  proveyendo  que  se  les  diga  misa, 
dentro  de  la  cárcel  en  el  lugar  mas  decente 
que  estuviere  señalado  por  el  ordinario;  t 
pero  la  pragmática  en  este  punto  no  ha  te- 
nido  ni  tiene  completa  ejecución.  En  primer 
lugar  en  todas  las  cárceles  no  hay  capilla 
para  celebrar:  en  segundo ,  aun  cuando  la 
haya  y  bien  que  en  ella  se  celebre  y  consa- 
gre para  dar  la  comunión  al  reo ;  este,  por 
precaución  y  motivos  de  seguridad;  y  aun 
por  el  estado  ordinario  de  abatimiento,  no 
es  trasladado  á  dicha  capilla;  si  no  que  reci* 
be  el  viático  en  el  local  ú  oratorio  en  que 
ha  sido  colocado  para  ello  y  en  que  le  ha  si- 
do notificada  la  sentencia:  y  por  último  en 
muchas  cárceles,  ni  hay  oratorio,  ni  capilla 
de  celebrar;  si  no  que  ejecutoriada  una  sen- 
tencia de  muerte,  el  reo  es  estraido  de  su 
calabozo ,  y  constituido ,  no  en  la  capilla  de 
celebrar,  por  la  irreverencia;  si  no  en  simple 
oratorio,  si  le  hay;  y  si  no,  en  local  seguro  y 
decente,  preparado  con  cama  para  el  reo,  y 
un  crucifijo  para  el  fin  religioso:  puesto  de  ro- 
dillas, oye  su  sentencia,  notificada  por  escri- 
bano, acompañado  de  alguaciles;  después  de 
lo  cual,  hallándose  en  el  lócala  prevención,  se 
presentan  el  capellán  de  la  misericordia  con 
algunos  cofrades,  y  el  capellán  ausiliante  á 
ofrecerle  sus  ausilios  y  consuelos  espiritua** 
les;  sin  abandonarle  ya  hasta  el  patíbulo. 
En  los  reos  sentenciados  por  los  tribunales 
comunes  la  sentencia  se  notifica,  y  el  reo 
por  tanto  es  puesto  en  capilla  á  las  once  de 
la  mañana,  para  salir  al  patíbulo  á  la  misma 
hora  del  segundo  dia.  En  la  noche  del  pri- 
mero la  cofradía  de  la  Misericordia ,  con  su 
capellán,  encuerpo  y  con  hachas  encendidas, 
entra  en  la  capilla  y  presenta  á  aquel  la  mor- 
taja bendecida,  esto  es,  la  túnica  que  según  la 
clase  del  delito  debe  vestir  para  ser  llevado  al 
cadalso.  El  reo  la  pone  en  el  acto,  y  la  desnu- 
da en  seguida,  concluido  un  discurso  exorta^ 
torio  del  capellán ,  que  con  la  cofradía  se  re* 
tira,  después  de  ofrecerá  aquel  los  consuelos 
de  la  religión  y  los  servici<)s  de  su  institvto, 
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quedando  algunos  de  su  individuos  ala  vista 
del  reo  y  alternando  hasta  la  última  hora;  su- 
ministrándole bebidas  y  alimentos,  á  veces  con 
impropia  profusión.  En  la  mañana  del  segun- 
do dia  el  reo  recibe  la  sagrada  comunión, 
cumpliendo  asi  con  la  pragmática  antes  ci- 
tada, que  previene  haya  de  verificarse  el  dia 
antes  de  la  muerta. 

Capilla,  pues,  de  reos,  es  el  lugar,  religio- 
so ó  no,  en  que  el  reo  de  muerte  oye  su 
sentencia,  y  en  que  permanece  hasta  salir  al 
patíbulo:  y  llámase  asi  también  el  estado  le- 
gal d%\  reo,  en  el  período  fatal  que  media 
desde  la  notificación  de  la  sentencia  hasta  la 
ejecución  de  la  misma.  Asi  poner  á  un  reo 
en  capilla f  no  es  solo  trasladarlo  al  lugar  así 
denominado,  si  no  también  someterlo  á  dicho 
estado  estremo  y  de  ejecución,  al  de  ser  no- 
tificado y  prepararse  cristianamente  para  la 
muerte. 

Aun  respecto  de  las  jurisdicciones  espe- 
ciales la  permanencia  del  reo  en  capilla  es  en 
los  casos  ordinarios  de  cuarenta  y  ocho  ho- 
ras; en  los  estraordinarios,  como,  por  ejemplo, 
encampana,  aveces  solo  de  momentos,  por  el 
tiempo  necesario  para  confesarse  el  reo.  Aun 
en  los  casos  ordinarios  la  hora  para  poneren 
capilla  no  es  siempre  la  de  las  once,  si  no  la 
que  parece  mas  adecuada,  según  el  caso  y 
circunstancias;  la  primera  ó  de  las  primeras 
de  la  mañana  á  veces;  aunque  en  casos  or- 
dinarios hayan  de  trascurrir  las  cuarenta  y 
ocho  horas  hasta  la  muerte.  Véase  cárcel: 


CAPILLA  MUZÁRABE.  Esta 
singularidad,  no  solo  en  la  Iglesia  de  Espa- 
ña, si  no  en  la  iglesia  universal,  merece  una 
justa  mención  en  la  Enciclopedia  bspaí^ola. 

Se  tiene  por  cierto  que  al  establecerse  los 
godos  en  España  á  principios  del  siglo  Y, 
existia  en  Tolodo  el  antiquísimo  templo  de 
San  Torcuato,  antes  destruido  por  los  de- 
cretos de  Diocleciano ,  y  reedificado  en  312 
por  consecuencia  de  la  paz  general ,  dada 
por  Constantino  á  la  Iglesia.  Sucesivamente 
fueron  edificadas  en  la  misma  ciudad  por  re- 
yes y  príncipes  de  la  dinastía  goda,  las 
iglesias  de  Santa  Justa  y  la  de  Santa  Eulalia 
por  Atanagildo :  la  de  San  Sebastian  por 


Liuba:  la  de  San  Marcos  por  Blesila,. hija 
de  Chindasbinto,  y  la  de  San  Lucas  por  Es- 
cencio ,  abuelo  d^  San  Ildefonso  ,  arzobispo 
de  Toledo. 

Al  entrar  los  sarracenos  en  esta  ciudad, 
el  25  de  mayo  de  714  existian  estas  seis 
iglesias;  y  fue  condición  espresa  de  la  capi- 
tulación con  que  la  ciudad  se  rindió,  que  di- 
chas iglesias  se  conservarian,  y  en  ellas  se 
continuaría  ejerciendo  libremente  el  culto 
cristiano  ,  practicado  en  las  mismas  desde 
su  erección  ,  y  radicado  en  España  desde 
los  primeros  tiempos  del  cristianismo.  Al 
contemplar  que  hoy  ,  en  el  siglo  XIX  ,  aun 
continúa  practicándose  en  dichas  iglesias  el 
mismo  culto ,  y  rito  cristiano  primitivo, 
apenas  puede  mencionarse  este  singular  epi* 
sodio  de  nuestra  historia  sin  esperimentar 
una  impresión  de  profundo  y  religioso  res- 
peto. 

Durante  los  ,370  anos  de  la  dominación 
árabe  de  Toledo ,  hasta  el  de  1085 ,  en  que 
la  ciudad  fue  reconquistada  por  Alonso 
el  VI ,  el  culto  cristiano  fue  ejercido  fibre- 
mente  en  estas  iglesias :  los  mozárabes,  e^to 
es,  los  cristianos  de  Toledo ,  dichos  asi  por 
haber  vivido  entre  los  árabes ,  ó  mezclados 
con  ellos ,  contribaian  con  el  diezmo  de  sus 
frutos  para  el  sostenimiento  del  clero  y  del 
culto  de  su  respectiva  parroquia:  la  silla  ar- 
zobispal residió  en  la  de  Santa  Justa ;  y  tié- 
nese  por  cierto  que  los  memorables  Concilios 
de  Toledo  se  celebraron  en  la  de  Santa  Eu- 
lalia. En  sn  lugar  oportuno  hablamos  del 
rito  muzárabe,  y  de  los  muzárabes ^  limitan* 
do  el  presente  artículo  á  la  existencia  histó- 
rica y  jurídica  de  su  célebre  capilla. 

Conocido  es  en  nuestra  historia  el  notable 
suceso ,  y  juicio  de  Dios^  ocurridos  en  1086 
dando  ocasión  á  ellos  la  perplegidad  ea  este 
punto  de  parte  de  Alonso  el  VI,  y  su  deseo 
de  acertar  en  la  supresión  del  rito  muzárabe, 
y  establecimiento  esclusivo  del  romano ,  ya 
entonces  común  en  los  pueblos  reconqaista- 
dos,  como  lo  venia  siendo  en  tos  que  no  ha« 
bian  sido  dominados  por  los  árabes.  Pero  en 
vista  del  resultado  favorable  del  juicio  de 
Dios ,  en  la  doble  prueba  del  fuego  y  del 
duelo ,  el  rey  conquistador  aviorizó  la  eoi^i- 
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Duacion  del  rito  muzárabe  en  las  seis  antedi- 
chas iglesias,  á  cuyo  sostenimiento  continua- 
rían los  muzárabes  y  nuevos  feligreses  de 
ellas  acudiendo  con  los  diezmos. 

Por  causas  que  no  son  de  este  lugar,  el 
cullo  decayó,  á  punto  de  poder  reputarse  ca- 
si estinguido  á  fines  del  siglo  XV,  en  térmi- 
nos de  haber  creido  el  cardenal  Cisneros  po- 
der decir  en  el  preámbulo  á  las  constitucio- 
nes con  que  le  dio  estabilidad  y  vida,  diri- 
giéndose á  los  párrocos  y  capellanes  de  las 
iglesias  muzárabes:  Bien  sabéis,  como  el  ofi' 
cío 9  vulgarmente  llamado  muzárabe...  ha  es- 
lado  mucho  tiempo  cuasi  olvidado,  y  las  igle- 
siassin  servine,  etc.  Erigió  entonces  á  sus  es- 
pensas  la  sólida  capilla ,  hoy  existente  ,  lla- 
mada de  Corpus  Cristi :  hizo  copiosa  edición 
de  los  misales  muzárabes,  casi  estinguidos, 
como  lo  están  hoy:  y  fundó,  en  ñn ,  el  cuer- 
po ,  ó  cabildo  colegial ,  denominado  capilla 
muzárabe ,  compuesto  de  los  seis  párrocos 
de  las  iglesias  de  aquella  denominación  y  de 
ocho  capellanes  mas,  todos  bajo  la  presiden- 
cia del  llamado  capellán  mayor.  Dio  á  este 
cabildo  constituciones  adecuadas:  la  capilla, 
ó  colegiata  entró  en  funciones,  é  inauguró  el 
rezo  corporativo  y  diarias  horas  canónicas 
el  26  de  marzo  de  1502.  El  tiempo  y  sus  vi- 
cisitudes traian  amenazada  mucho  ha  la 
existencia  de  la  capilla  y  aun  la  material  de 
sus  antiquísimos  templos ;  cuando  ha  venido 
como  á  darles  nueva  vida  el  novísimo  Con- 
cordato, por  cuyo  art.  22  se  conserva  la  ca-- 
pilla  muzárabe.  Véase  m vbababbs:  bit« 

CAPISCOL.  Según  unos  esta  voz  es 
traducción  abreviada  de  caput  chori :  según 
otros  de  la  de  caput  schola^.  En  el  primer  caso 
seria  gefe  ó  cabeza  del  coro;  lo  que  nunca  ha 
sido  el  capiscol ,  desde  que  se  conoce  el  uso 
de  esta  voz.  En  el  segundo  caso  habría  sido 
gefe ,  ó  cabeza  de  las  escuelas ,  y  equival- 
dria  á  maestre  escuelas ,  cuyo  título  y  dig- 
nidad ha  prevalecido ,  siendo  su  cargo  cier- 
tamente muy  diverso  del  que  por  lo  común 
se  ha  atribuido  al  capiscol.  Esta  voz  parece 
referirse  mas  bien  al  canto  ,  ó  canturia ,  en 
cuyo  caso ,  de  reputarse  cabeza,  habría  sido 
del  coro  de  canto,  ó  de  la  escuela  de  canto. 


ó  capilla.  Es  lo  cierto  que  en  unas  iglesias, 
y  según  los  tiempos,  se  ha  tomado  por  el 
chantre ,  y  por  el  sochantre.  La  oscuridad 
en  el  origen  de  la  voz  y  la  incertidumbre  en 
el  uso  de  ella  es ,  y  ha  sido  tal ,  que  ha  tras- 
cendido hasta  el  derecho ,  y  hay  épocas  y 
documentos  en  que  seria  difícil  discernir  en* 
tre  capiscol,  chantre,  sochantre ^  primicerio 
y  maestro  de  capilla,  c  Chantre  ,  dice  la  ley 
5 ,  lít.  6 ,  Part.  i  ,  tanto  quiere  decir ,  como 
cantor :  pertenece  á  su  oficio  de  comenzar 
los  responsos  é  los  hymnos  e  los  otros  can- 
tos.... E  algunas  eglesias  cathedrales  son  en 
que  hay  capiscoles ,  que  han  este  mesmo  ofi- 
cio que  los  chantres ;  e  capiscol  tanto  quiere 
decir ,  como  cabdillo  del  coro  para  levan- 
tar los  cantos....  E  aun  hay  otras  eglesias  en 
que  hay  primicerios ,  que  han  este  mesmo 

oficio  qne  los  chantres E  la  mayoría 

desta  dignidad  se  puede  mejor  saber  por  eos* 
tambre  usada  en  las  iglesias  que  por  otro  dere- 
cho escripto.  >  La  verdad  es  esta ,  y  la  ley  es- 
presa  completamente  cnanto  sobre  el  origen, 
y  uso  de  la  voz  capiscol  puede  decirse.  En  al- 
gunas iglesias  llegó  el  cargo  á  ser  una  digni- 
dad ;  pero  en  todo  ha  de  estarse  en  cuanto 
á  lo  pasado  á  la  costumbre  de  cada  iglesia. 
Al  presente  la  denominación  de  capiscol  y 
por  tanto  el  cargo ,  oficio  ó  dignidad  á  que 

I  pudiera  ir  aneja ,  ha  desaparecido  de  dere- 
cho ,  al  tenor  del  art.  13  del  Concordato 
de  1851  ,  que  determina  las  dignidades,  ofi- 
cios y  canónigos  que  han  de  constituir  el  co- 
ro catedral,  sin  que  se  mencione  el  capiscol. 
De  usarse  la  voz  será  ya  en  oficios  inferio- 
res ,  como  por  ejemplo  ,  el  de  sochantre,  se- 
I  gnu  la  Academia  de  la  lengua.  Véase  cakt* 

CAPITACIÓN.  Del  latín  capüe, 
cabeza,  tomada  por  la  persona.  Contribución 
meramente  personal,  ó  que  se  impone  á  la  per- 
sona sin  consideración  ninguna  á  la  riqueza, 
y  por  lo  tanto  aunque  ñola  tenga.  Y  como  en 
este  caso  el  hombre  sería  a  Iguna  vez  obligado  á 
lo  que  no  puede,  ó  á  dar  lo  que  no  tiene:  co- 
mo por  otra  parte  falta  la  proporción  y  justi- 
cia distributiva,  que  legitiman  ,  y  hacen  lle- 
vaderos los  gravámenes  impuestos  á  los  aso- 
ciados:  como,  en  fin,  la  capitación,  por 
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mas  que  se  exagere  el  recargo «  es  siempre 
de  resultado  mezquino,  ante  las  grandes  ne- 
cesidades de  un  pais  constituido ;  de  aquí  el 
ser  reputado  por  los  economistas  el  mencio- 
nado impuesto ,  como  el  mas  fatal  de  cuan- 
tos se  conocen ;  lo  cual ,  sin  embargo»  no  es 
siempre  asi ,  como  luego  veremos. 

La  capitación  es  antiquísima;  sin  duda 
por  la  facilidad  con  que  puede  imponerse ,  y 
lo  desembarazado  de  su  recaudación  y  admi- 
nistración. En  general  la  vemos  planteada 
en  tiempos  de  rudeza,  y  escasos  conocimien- 
tos económicos  ,  como  en  los  pueblos  primi- 
tivos ,  ó  poco  civilizados  :  en  épocas  de  vio- 
lencia ,  como  en  las  conquistas :  en  situacio- 
nes apremiantes  ó  angustiosas  en  que  toda 
administración  se  hace  difícil  ó  imposible, 
como  en  tiempos  de  guerra  y  perturbacio- 
nes políticas:  cuando ,  en  fia ,  por  lo  estenso 
é  impracticable  del  territorio ,  por  lo  inculto 
ó  diseminado  de  los  subditos ;  por  la  falta  de 
industria  y  regularidad  del  trabajo  ,  casi  no 
se  conoce  base  imponible ,  no  es  posible  el 
amillaf amiento  y  ni  casi  la  administración 
normal,  ó  rigorosamente  económica,  como 
sucedió,  y  sucede  aun ,  aunque  ya  en  peque- 
ño, en  nuestras  Indias. 

Los  romanos  conocieron  el  tributo  perso- 
nal ;  consecuencia  de  la  índole  guerrera ,  y 
administración,  ora  militar,  ora  de  conquis- 
ta del  pueblo  soldado ;  aunque  también  fue- 
ra puMo  rey  :  y  de  la  índole,  y  forma  de  la 
imposición  in  capita,  provino  y  ha  llegado 
hasta  nosotros  la  denominación. 

Casi  todas  las  naciones  han  tenido  épocas 
en  que  han  creido  necesario  recurrir  á  la  ca- 
pitacion.  Entre  nosotros  la  moneda  forera 
era  una  capitación ,  como  diremos  en  su  ar- 
tículo. En  la  guerra  de  sucesión  en  1712 
se  impuso  en  Castilla ,  León  ,  Aragón, 
Cataluña  y  Valencia  la  capitación  llama- 
da de  cuartel  y  remonta,  y  la  denomina- 
da de  pagas  de  oficiales ,  de  60  rs.  por  ca- 
beza de  familia  la  primera,  y  d«  40  la  se- 
gunda. En  1713  se  fijó  el  típp  de  40  rs.  por 
vecino  en  Castilla  y  100  en  Aragón:  después 
hasta  1719  á  razón  de  55  rs.  en  Aragón  y  10 
en  Castilla.  La  capitacuní,  6  impuesto  lla- 
mado personal  en  Cataluña  se  cobró  hasta 


en  1817.  Comprendia,  á  razón  de  25  rs.  por 
persona,  no  solo  á  las  cabezas  de  familia,  si 
no  á  todas  las  personas  en  general «  ¿  escep* 
cion  de  los  solteros  y  nobles. 

Como  se  ve,  la  capitación  comprendo 
unas  veces  i  todas  las  personas  ,  otras  á  de- 
terminadas clases,  como  á  los  pecheros,  i 
tas  éabezas  de  familia ,  á  la  familia  en  gene- 
ral ,  etc.  Es  ostensiva  á  veces  á  las  caballe- 
rías y  ganados ,  y  aun  á  todo  género  de 
animales,  con  los  mismos  inconvenientes 
que  la  capitación  por  personas,  pues  aun 
los  animales  de  lujo  pueden  sostenerse  por 
capricho ,  por  razón  de  estado ,  bien ,  ó  mal 
aprendida ,  y  no  siempre  por  riqueza ;  y  aun 
las  caballerías  de  las  clases  pobres  sue- 
len constituir  toda  su  riqueza ,  ó  son  mas 
bien  con  frecuencia  el  símbolo  material  de  su 
pobreza.  La  capitación,  sin  embargo,  de 
animales  y  ganados ;  y  aun  la  de  personasi 
está  mas  generalizada  de  lo  que  se  cree,  y 
no  parece  es  del  todo  aplicable  á  la  misma, 
á  lo  menos  por  completo ,  la  acerba  censura 
y  calificación  de  los  economistas.  Los  por- 
tazgos, pontazgos ,  jpeazgos ,  barcajes ,  etc.^ 
y  todas  las  imposiciones  de  esta  índole  no 
son  otra  cosa  que  verdaderas  capitaciones. 
Sin  embaraziír  eí  tránsito,  y  en  gran  manera 
entorpecer  el  movimiento  industrial  ¿cómo 
se  practicaría  en  estos  casos  el  conveniente 
amillaramiento ,  y  rigorosa  apreciación  de 
riqueza? 

I  De  todo  ello  se  desprende  lo  que  hemos 
indicado  al  principio  de  este  artículo ,  esto 
es ,  las  épocas  y  situaciones  en  que  suele 
recurrirse  á  la  capitación ,  y  entonces,  para 
apreciar  su  inconveniencia  ó  injusticia  es  me- 
nester apreciar  también  la  fuerza  de  las 
circunstancias. 

Aun  la  injusticia  absoluta  de  la  capitación 
desaparece  á  veces  y  según  el  caso:  esto  es, 
cuando  el  tipo  adoptado  es  el  menor  que  po- 
dría imponerse  al  que  en  cualquier  contri- 
bución, aun  la  mas  equitativa  y  bien  enten- 
dida, pagase  menos.  Tal  sucedía  y  en  parte 
sucede  aun,  respecto  de  los  indios  de 
nuestras  posesiones  de  Ultramar.  Los  de  Fi- 
lipinas ,  por  ejemplo ,  pagan  por  capitación 
general  los  impuestos  denominados  tributo , 
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y  sanclorum,  6  sean  la  contribncion  civil  y 
la  del  culto  y  clero.  Consiste  cada  una  en  un 
real  por  cabeza.  No  puede  suponerse  contri- 
bución mas  módica,  ni  mas  exenta  de  injusti- 
cia. Tampoco  hubiera  podido  imponerse  otra, 
ó  lo  hubiera  podido  apenas ,  en  ta  inmen- 
sa estension  de  aquellos  dominios ,  de  dífí- 
cil  acceso ,  en  general  sin  industria,  de  po- 
blación diseminada  y  por  civilizar,  y  sin  mas 
administración  posible  que  la  del  padre, 
esto  es,  de  los  párrocos,  y  doctrineros. 
Véase  iwbios,  sjlmvomjii. 

CAPITAL  {en  sentido  ecofiómicó). 
WeñSQ  á  capite y  la  cabeza,  y  equivale  en 
este  caso  á  lo  principal;  y  es  porque ,  ya  se 
trate  de  la  producción ,  como  en  la  ciencia 
económica;  ya  de  las  necesidades  de  la  vida, 
que  son  los  dos  fines  á  que  es  referible, 
lo  principal  es  tener  con  que  producir  en  el 
prioier  casó,  con  que  satisfacer  aqueiras  en 
el  segundo. 

Las  acepciones  de  la  voz  capital  son  mul- 
tiplicadas, y  aun  diversas;  pero  siempre  se 
verá  dominar  en  ellas ,  mas  ó  menos ,  la  ra- 
zón originaria  que  acabamos  de  esponer.  De 
ella  se  deducen  como  consecuencias  necesa- 
rias: i.*  que  la  idea  de  capital  es  siempre  la 
de  medio  eficaz,  causa  a<^iva  y  eficiente  de 
uno  de  los  dos  medios  indicados,  esto  es ,  la 
pivduccion,  ó  la  satisfacción  de  las  necesida- 
des del  hombre  y  de  la  sociedad :  2.*  que 
en  el  sentido  propio  y  mas  estricto  el  capi- 
tal es  material  y  cuanlitatiüo,  como  metálico, 
máquinas,  edificios,  la  tierra, ütc:  y  <V 
que  en  sentido  figurado  y  mas  lato  los  capi- 
tales serán  eualüativos  é  inmateriales;  cau- 
sas, no  directas ,  si  no  indirectas,  que  con* 
tribuyen  á  hacer  eficaces  los  capitales  mate- 
riales y  sirven  con  estos  para  los  indicados 
fines  de  la  producción  y  satisfacción  de  ne- 
cesidades individuales  ó  sociales ;  como  por 
ejemplo,  la  ciencia,  la  pericia  personal,  etc. 

Dada  esta  idea  filosófica  del  capital  en  el 
sentido  del  presente  artículo ,  notaremos  sus 
diversas  acepciones  en  los  casos  mas  fre- 
cuentes de  la  aplicación  de  la  voz ,  esto  es, 
en  la  ciencia  económica,  en  los  usos  y  ne- 
gocios mercantiles,  en  los  negocios  comunes 
y  en  algunos  casos  especiales  del  derecho. 


En  economía  política  el  capital  es  conside- 
rado únicamente,  ó  por  lo  menos  de  un  modo 
principal,  bajo  el  punto  de  vista  y  fin  de  la 
ciencia,  (|iie  es  la  producción.  Asi  según 
unos,  capital  es  la  porción  disponible  de 
los  productos,  smtraidos  al  consumo,  ó  des- 
pués del  consumo:  según  otros  la  porción  de 
producios  destinada  4  la  producción:  según 
otros,  en  fin,  el  produetí  del  trabajo  aplica- 
do ala  industria,  y  todavía  la  idea  se  pre- 
senta bajo  otros  puntos  de  vUta.  Los  que  ha- 
yan estudiado  esta  ciencia,  loa  que  la  hayan 
visto  nacer,  como  la  hija  póstuiM»  digámos- 
lo asi,  de  la  humana  inteligencia,  que  duran- 
te el  trascurso  de  tantos  siglos,  en  el  curso, 
podríamos  decir,  de  la  vida  del  mundo«  habia 
aplicado  su  prodigiosa  actividad  á  todo  lo 
que  hoy  constituye  la  ciencia  del  género  hu- 
mano, menos  á  la  economía  política;  los  qu« 
hayan  hecho  este  estudio,  repetimos ,  saben 
que  el  origen  de  la  economía  política  es  de 
ayer,  que  apenas  ha  salido  de  su  infancia,  y 
que  aun  no  se  ha  puesto  de  acuerdo  consigo 
misma,  ni  llegado  por  tanto  á  su  tecnología 
definitiva.  Podría  servir  de  prueba  el  estado 
de  la  ciencia  sobre  la  riqueza,  sobre  la  apre- 
ciación del  trabajo,  etc.,  y  el  presente  tema  de 
capital,  en  cuyaesposicion,  ni  siquiera  hay 
exactitud.  Podríamos  tomar  por  ejemplo  la 
idea  cardinal  y  dominante  de  productos.  Pe- 
ro ¿de  qué  es  producto  la  tierral  ¿O  esta 
no  es  capital?  ¿No  será  capital  tampoco 
una  cantidad  heredada,  hallada  por  casua- 
lidad, etc^,  porque  no  sea  remanente  de 
productos,  y  ni  aun  producto,  pues  no  lo  es, 
ni  natural,  ni  industrial,  ni  misto,  puesto  que 
la  naturaleza ,  asi  como  el  adquirente  pue- 
den ser  absolutamente  estranos  á  su  adquisi- 
ción? Productos  aplicados  á  la  reprodueáon. 
Y  ¿por  qué  no  serán  capital  también  los  pro- 
ductos tío  apíécatios  aun;  pero  sí  aplicares 
á  dicho  fin,  siquiera  en  este  caso  el  capital 
se  llame  inactivo,  muerto,  inerte  ó  de 
otro  modo?  Y  si  al  cabo  la  misma  ciencia 
viene  á  denominarle  asi,  siempre  resaltará 
que  la  definición  de  capital  era  viciosa;  pues 
no  comprende  todas  las  especies  de  capita- 
les. Como  quiera  que  «ea ,  y  no  pndiendo 
aquí  descender  á  mas  pormenores,  diremos 
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que  en  economía  politica^  según  el  estado 
de  la  ciencia,  es  capital,  no  lo  que  se  sálica 
al  consumo^  ó  á  satisfacer  las  necesidades 
del  hombre  ó  de  la  sociedad;  no  lo  que  se 
dedica  á  gastos  no  reproductivos;  sinoaquev 
Ha  parte  ó  porción  de  riqueza  que  se  aplica 
de  hecho  á  la  producción  de  otra:  y  como  el 
objeto  de  la  ciencia  no  debe  ser,  porque  seria 
mezquina,  la  producción  casuística;  si  no  la 
indefinida,  la  trascendental,  la  reproduccionf 
por  esta  razón  añadiremos  que  será  capital 
también,  no  solo  el  aplicado;  si  no  ti  aplicable 
á  dichos  fines.  La  acepción,  pues,  de  capital, 
en  la  ciencia  económica,  es  específica,  limita- 
da: no  comprende  si  no  uno  de  los  dos  estre- 
mos  déla  razón  etimológica  de  capital  arriba 
espuesta;  la  producción  principalmente;  no 
con  igual  importancia  la  producción  y  el  con'- 
sumo;  aunque  este  sea  á  su  vez  objeto  in* 
directo  de  la  ciencia,  y  de  aquí  la  diversidad 
de  acepciones  de  la  voz  capital  en  la  eco- 
nomía ,  y  en  los  demás  casos  y  negocios, 
ora  mercantiles,  ora  comunes,  según  espon- 
dremos. 

En  sentido  mercantil  los  capitales  son 
efectíws ,  ó  existimados.  En  el  primer  con- 
cepto se  llaman  capital ,  y  es  el  sentido  es- 
tricto y  mas  propio  de  la  voz ,  los  fondos  ,  ó 
el  numerario ,  destinados  á  una  negociación 
ó  empresa  mercantil ,  ó  industrial;  y  tam- 
bién los  medios  materiales  que  sirven  y  se 
aplican  al  mismo  propósito,  como  máquinas, 
talleres,  fábricas,  edificios ,  artefactos ,  n.a-f 
ves,  etc.  Capitales  existimados  son  los  medios 
no  materiales  que  sirven  al  fin  de  la  empre- 
sa, como  la  ciencia,  la  pericia,  el  servicio 
personal ,  etc.  Los  capitales  efectivos,  como 
objetos  materiales,  del  comercio  humano, 
tienen  su  valor  en  el  mercado,  en  las  tran- 
sacciones sociales ,  en  la  estimación  general, 
y  á  veces  por  la  ley,  como  el  numerario:  los 
existimados  los  reciben  del  eonvenio,  y  en« 
tran  en  este  con  la  representación  y  efectos 
que  se  les  han  fijado  en  el  mismo ,  el  cual 
por  lo  tanto  es  la  ley  del  caso. 

En  los  asuntos  comnnes  es  aplicable  tam* 
bien  la  acepción  mercantil;  pero  adema$ 
en  un  sentido  lato ,  capital  es  lo  mismo  que 
caudal,  voz  nacida  del  mismo  origen,  d  ca* 


pite.  En  el  derecho  anügno  se  decía  cabdal^ 
trasformada  y  sincopada  asi  la  voz  capital; 
que  aun  habia  de  sufrir  su  segunda  trasfor- 
macion  en  caudal ,  según  ya  hemos  notado 
en  el  artículo  cam imos  caudales,  y  algún 
otro  análogo.  En  este  sentido,  pues,  capi" 
tal ,  siendo  lo  propio  que  caudal ,  espresa 
asimismo  la  hacienda,  el  haber  total,  los 
bienes ,  las  riquezas  de  cada  uno :  por  an- 
tonomasia se  llaman  capitales  las  riquezas 
metálicas  y  ya  amonedada3»  en  alhajas ,  ea 
barras ,  etc. ,  y  asi  se  decía  de  las  conductas 
de  Ultramar ,  capitales  venidos  de  América, 
capitales  perdidos,  decomisados ,  asegura- 
dos ,  etc. 

En  el  derecho  eomun ,  en  fin »  es  técnica 
y  específica  en  algunos  casos  la  voz  capital^ 
como  en  los  censos,  en  los  préstamos »  no 
solo  á  particulares;  sino  al  Estado,  y  por 
analogía,  cuando  este  convierte  en  présta- 
mo, por  señalarles  réditos,  los  adeudos, 
sueldos,  etc.,  que  no  puede  pagar:  en 
la  sociedad  conyugal ,  por  último ,  el  cau- 
I  dal  aportado  por  el  marido  con  relación 
á  la  dote  de  la  muger.  De  aquí ,  cuando  es- 
ta solo  aporta  bienes  al  matrimonio,  y  no  el 
marido ,  la  escritura  que  este  otorga  ,  se 
llama  meramente  de  recepto :  cuando  hay 
aportaciones  por  uno  y  otro  cónyuge ,  dicha 
escritura  se  denomina  de  dote  y  capital. 

^  Hemos  espuesto  con  alguna  detención  la 
naturaleza  filosófica  del  capital,  el  origen» 
etimología  y  las  diversas  acepciones  de  la 
voz,  porque  todo  ello  podria  ser  la  razón  de 
decidir  en  algunas  cuestiones  de  difícil  sloIu- 
cion.  Si  un  banquero,  por  ejemplo,  un  hom- 
bre que  por  profesión  ó  habitualmente  dedi- 
có parte  de  su  caudal  al  cambio  y  operacio- 
nes de  crédito,  dejase  á  uno  en  legado  ó  he- 
rencia parcial  su  c(^itai^  sin  oUaespre-^ 
sion,  antes  habría,  dé  entenderse  bt  manda 
del  capital  dedicado  al  cambiú\t  que  no -el  to- 
tal de  su  hacienda.  Por  principios  análogos 
se  apreciaría  la  manda  6  trasmisión  4e  su 
capital  hecho  por  un  socio  á  ^ro  en  asuntos 
mercantiles.  Mas  ardua  seria  la  cuestión; 
pero  en  defecto  de  otra  cosa  habría  que  ve** 
currir  á  principios  análogos,  aunque  mas  ám^ 
plios,  si  un  testador  de  laelase  cenmi,  6  w 
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comerdante  t  no  cambista»  etc.,  mandase  á 
uno  su  capital^  todo  su  capital,  etc.,  qae  no 
podría  entenderse  si  no  por  su  hacienda.  Los 
principios  generales  quedan  consignados  en 
el  artículo;  su  determinación  y  aplicación 
penden  de  la  índole  y  circunstancias  espe- 
ciales de  cada  caso. 

CAPITALi  (en  lo  tenitoriat).  Sub- 
entiéndese siempre  población ,  pueblo,  vi- 
lla, ciudad,  según  el  caso.  Viene  radical- 
mente del  lalin  eaput,  cabeza,  porque  la  ca- 
pital es  como  cabeza  de  un  todo  político,  ad- 
ministratiTo,  etc.  Dícese  de  las  poblaciones, 
chicas,  ó  grandes,  en  que  tiene  su  asiento 
ó  residencia  habitual,  la  autoridad  territo- 
rial, superior,  ó  suprema,  4)olítica,  civil, 
eclesiástica,  militar,  etc.,  según  el  caso.  La 
tecnología,  sin  embargo,  no  es  uniforme  en 
este  punto.  Asi  se  ve  que  decimos  capital 
del  reino,  capital  de  provincia,  del  territorio 
ó  distrito  de  una  audiencia ,  etc.  :  en  el  or- 
den judicial,  y  administrativo  inferior,  cabe^ 
%a  de  partido,  cabeza  de  ayuntamiento,  tra- 
tándose de  población  diseminada  :  en  Ultra- 
mar cabecera  de  partido ,  ó  capitanía :  en  lo 
eclesiástico,  en  fin,  el  uso  es  promiscuo,  y 
asi  decimos,  Roma ,  cabeza  del  orbe,  capital 
del  mundo  cristiano:  capital,  ó  cabeza  de 
diócesis:  metrópoli,  ó  cabeza  de  arzobispado: 
cabeza  de  arciprestazgo,  etc. 

Pero  la  tecnología,  ora  usual,  ora  jurídi- 
ca, no  es  la  cuestión  importante  en  esta  ma- 
teria; si  no  el  objeto  del  artículo  en  sí  mis- 
mo, esto  es,  la  fijación  de  capital ,  su  trasla- 


debe  abandonarse,  ni  se  ha  abandonado 
acaso. 

La  solución  no  es  una  misma  en  todos  los 
pueblos  y  en  todas  las  civilizaciones,  y  por 
«so  el  modo  con  que  se  la  halle  resuelta  re- 
vela desde  luego  la  base  de  que  se  ha  parti- 
do ;  la  civilización,  la  índole  y  las  necesida- 
des de  cada  pueblo.  Los  pueblos  guerreros 
han  procurado  lo  ínespugnable,  á  ser  posible, 
de  sus  capitales;  sin  cuidarse  mucho  de  li 
cerUralidad :  los  pueblos  nómadas,  ó  pasto- 
res ni  aun  se  han  cuidado  de  tener  capita- 
les: los  pueblos  pacíficos  han  consultado  mas 
la  centralídad,  las  comodidades,  el  fácil  ac- 
ceso: los  pueblos  industriales,  en  fin,  los 
marinos,  los  dados  al  corso,  han  establecido 
sus  capitales  por  principios  análogos  á  dichas 
circunstancias. 

Centralidad.  Estas  indicaciones,  sin  em- 
bargo, aunque  ciertas  históricamente,  y 
exactas  en  la  teoría  abstracta,  no  sufragan 
siempre  en  la  práctica.  Los  pueblos,  las  na- 
ciones no  se  constituyen  todos  los  dias,  ni 
todos  los  días  variaq  ó  renuevan  su  divisioa 
territorial,  administrativa,  jurídica,  eclesiás- 
tica, etc.  Por  otra  parte  ninguno  délos  men- 
cionados conceptos  es  tan  absoluto,  que  ten- 
ga aplicación  en  todos  los  tiempos  y  en  to- 
dos los  casos;  ni  tan  general  yesclusivo,que 
H  á  él  solo  tengan  que  atenerse  los  pueblos  y 
los  gobiernos.  Sucede  aun  que  cambian  con 
los  tiempos  la  índole,  propensiones,  y  nece- 
cesidades  de  los  pueblos ;  y  la  teoría  de  li 
capitalidad,  la  división  territorial,  en  este 


cion ,  diversos  ramos  de  la  administración      ^^^^  Y  siempre,  así  como  las  leyes,  como  los 


general,  territorial,  clases  y  autoridades  de 
que  híiya  de  ser  centro  y  asiento.  La  nueva 
tecnología  espresa  y  divide  esta  idea  com- 
pleja con  las  voces,  capital,  centralidad,- 
capitalidad,  centralización;  laprimena,  usa- 
da siempre  ,  y  las  siguientes  recibidas  ya  en 
lo  científico  y  oficial,  y  á  ellas  acomodare- 
mos las  observaciones  que  creemos  deben 
consignarse  en  este  artículo. 

Capital.  La  elección,  ó  designación  de 
capital,  en  cualquiera  de  los  órdenes  y  con- 
cq»tos  á  que  hemos  visto  se  aplica  la  voz  en 
lo  político  y  administrativo,  es  siempre  una 
cuestión  importa  ntC;  y  que  nunca,  por  tanio^ 


principios  generales,  tienen  una  bondad 
absoluta,  y  otra  relativa,  y  esta  es  la  verda- 
dera teoría  y  clave  de  la  solución.  Las  escue- 
las teóricas,  sin  embargo,  asi  como  los  uto- 
pistas, lo  han  buscado  y  establecen  con  fre- 
cuencia sobre  un  principio  único  y  sobre  el 
bello  ideal  de  la  centralidad.  Y  ciertamente: 
¿quién  en  teoría  rechazará  la  idea,  la  con- 
veniencia incontestable  de  establecer  las  ca- 
pitales en  el  centro  del  terrítorío  ó  distrito  á 
ellas  subordinado,  facilitando  asi  la  acdonde 
la  autoridad,  é  igualando  hasta  donde  es 
posible  las  distancias  para  los  gobernados? 
Pero  la  centralidad  no  es  siempre  posible^  ni 
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conveniente.  No  lo  es  en  ei 
¿quién  exigiria  de  Inglater- 


62K 


siempre  seria 
orden  político : 

ra,  que  abandonando  la  anchurosa  ría  del 
Táraesis,  hubiese  establecido  su  capital  en 
el  centro  de  la  isla ,  6  que  hoy  la  retirase 
allá?  ¿quién  persuadirá  que  la  capital  de 
una  península  que  dio  leyes  á  los  dos  mun- 
dos, la  capital  de  España ,  la  mas  céntrica 
que  acaso  se  conoce ;  estuvo  mejor  situada 
sobre  el  estéril  detritus  de  las  cordilleras 
del  Guadarrama  que  lo  hubiera  sido  en  Lis- 
boa, 6  Sevilla?  T  cuenta  que  en  ello  parece 
haber  entrado  por  mucho,  y  si  fue  así,  lo 
fue  por  una  razón  plausible,  la  razón  de  cen- 
tralidad :  esto  es ,  tratando  de  facilitar  y  re- 
ducir á  uua  verdad  de  hecho ,  la  unidad  po- 
lítica, de  una  nación  compuesta  de  tantas, 
tan  diversas  y  aun  pretenciosas  nacionalida- 
des ,  pudo  creerse  que  á  dicho  fin  conducia 
el  centralizar  la  capital  común,  quitando  á 
cada  una  el  motivo  de  queja  en  la  esclusion. 
En  lo  administrativo  no  es  tampoco  fácilmen- 
te aplicable  la  razón  de  centralidad  en  pue- 
blos ya  constituidos ;  y  hoy  no  hay  uno  que 
Heve  el  nombre  de  nación  política  que  no  lo 
esté.  En  la  vida  y  modo  jde  ser  de  las  nacio- 
nes, apenas  se  concibe  posible,  cuanto  mas 
fácil,  la  traslación  de  su  capital.  Siempre  se- 
ria necesario  empezar  contrariando  los  há- 
bitos y  relaciones  sancionadas  por  el  tiempo: 
destruyendo  elementos  de  vida ,  desarrolla- 
dos, y  aumentados  á  la  sombra  de  determi- 
nadas condiciones  políticas  6  administrati- 
vas: anulando  inmensos  capitales  invertidos 
en  edificios,  y  servidumbres  públicas;  como 
cárceles,  archivos,  casas  capitulares,  6  de 
audiencia,  plazas,  acueductos,  teatros,  car- 
reteras, etc.;  haciéndose  inevitable  la  nueva 
emplea  de  otros  no  menores  para  trasladar 
la  capitalidad  y  prepararle  el  conveniente 
asiento. 

Por  las  propias  razones,  y  aun  otras  mu- 
chas, de  muy  diverso  orden  por  cierto;  pero  no 
por  eso  menos  atendibles,  por  la  índole  de  la 
sociedad  eclesiástica,  y  el  posible,  6  inevi- 
table conflicto  de  potestades,  no  es  aplicable 
el  antedicho  principio  en  lo  eclesiástico.  Las 
catedrales,  seminarios,  palacios  episcopa- 
les, etCM  son  razones  incontrastables  contra 
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la  teoría  absoluta  de  la  centralidad.  Esta  se 
proclamó,  y  se  pensó  en  realizarla  en  la  di- 
visión territorial,  asi  judicial,  como  adminis- 
trativa, al  principio  de  nuestras  reformas 
políticas.  Y  á  pesar  de  ello ,  traída  la  cues- 
tion  al  terreno  práctico,  Barcelona ,  Valen- 
cia, Alicante,  Almería,  Cádií,  Sevilla  y  tan- 
tas otras  capitales  de  provincia,  quedaron  de 
capitales  y  lo  continuarán  siempre ,  para 
testificar,  como  otras  muchas,  cuanla  dife- 
rencia hay  siempre  entre  lo  bueno  y  lo  posi- 
ble, entre  la  teoría  y  la  práctica. 

Capitalidad.  En  los  últimos  tiempos 
esta  voz  espresa  una  cuestión  frecuente- 
mente promovida  por  los  pueblos,  sobre 
mutación ,  ó  traslación  de  capitales ,  ya 
administrativas,  ya  judiciales,  ya  de  otro 
orden ,  siendo  lo  mas  frecuente  respecto  de 
estas  últimas.  La  cuestión  de  capitalidad, 
bajo  su  aspecto  teórico,  queda  ya  espuesla: 
bajo  el  punto  de  vista  práctico  ,  es  indispen- 
sable tener  en  cuenta  que  si  la  división  ter- 
ritorial corresponde,  y  está  cometida  solo  al 
miuisterios  de  la  Gobernación;  dicha  división 
es  aplicable  á  lo  que  es  objeto  de  los  demás 
Ministerios,  dando  á  estos  por  tanto  cierta 
competencia  en  la  cuestión  de  capitalidad, 
esto  es,  en  la  creación  de  una  provincia ,  ó 
partido  judicial ,  comandancia  militar,  admi- 
nistración de  rentas ,  ayuntamiento,  estable- 
cimiento de  una  aduana,  etc.,  habiendo  unas 
veces  de  fijarse  de  nuevo  la  capital  de  los  ter- 
ritorios, institución  administrativa,  etc.;  pi- 
diéndose otras  veces  la  traslación  de  capita- 
les, cabezas  de  partido,  etc.,  ya  establecidas. 
En  estos  casos  la  solución  no  es,  ni  puede  ser 
de  un  solo  ministro  ;.la  iniciativa  sin  embar- 
go puede  provenir  de  todos  y  cada  uno ,  ó 
de  sus  respectivos  subordinados.  Cuando  la 
iniciativa  proviene  de  un  ministro ,  para  la 
creación  por  ejemplo  de  un  juzgado  de  pri- 
mera instancia ,  de  una  audiencia  territorial, 
ó  supresión  de  esta  ó  aquel ,  ó  bien  para  la 
traslación  de  sus  capitales  ya  existentes,  el 
ministro  de  Gracia  y  Justicia ,  y  así  relati- 
vamente en  los  casos  respectivos ,  instruye 
espedientes ,  oyendo  á  los  tribunales  y  pue- 
blos que  puedan  resultar  perjudicados,  ó  ha* 
yan  de  ser  favorecidos:  lo  comunica  al  m^ 
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nisterio  de  la  GoberoadoA ,  el  cual  oyendo  á 
la  comisión  de  divUion  territorial ,  decide, 
dando  ó  no  conocimiento  al  Consejo  de  mi* 
nistros ,  ó  á  algunos  de  estos  según  el  caso. 
Después  las  órdenes  se  comunican  por  cada 
uno  á  sus  respectivos  subordinados.  Si  por 
el  contrario  la  iniciativa  la  toman  los  pue- 
blos f  autoridades  ó  corporaciones ,  instru- 
yen espediente  en  que  aparezca,  acre- 
ditada la  justicia  ó  conveniencia  conque  pi- 
den :  con  esposicion  á  S.  M.  lo  elevan  al 
ministerio  de  quien  dependen ,  como  por 
ejemplo,  una  audiencia  &  Gracia  y  Justicia, 
una  diputación  ó  ayuntamiento  á  Goberna- 
ción ,  etc.:  el  ministro  amplía  el  espediente, 
como  cree  oportuno,  y  después  sigue  los 
trámites  ya  indicados  con  los  demás  minis- 
tros ó  Consejo  de  gabinete. 

Centralización.  No  ha  de  entenderse 
aquí  de  atribuciones ;  si  no  de  autoridades 
correlativas  en  todos  los  Órdenes.  T  cierta- 
mente :  nadie  puede  desconocer  las  venta- 
jas de  que  en  un  mismo  centro  se  reuniesen 
las  autoridrdes  correlativas ,  políticas  ,  ad- 
ministrativas,  judiciales,  militares,  ecle- 
siásticas, etc.  Si  muchas ,  y  muy  poderosas 
razones  recomiendan  la  eentralidad ;  iguale^ 
ó  mayores  apoyan  la  centralíiaeion  en  el 
sentido  del  presente  artículo ;  pero  mayores 
son  también  los  inconvenientes  en  algunos 
casos,  en  lo  militar ,  por  ejemplo,  en  cuanto 
á  las  autoridades ,  departamentos  y  coman- 
dandas  de  marina;  y  sobre  todo  en  lo  ecle- 
siástico; que  es  á  lo  que  vamos  á  ceñir 
la  conclusión  del  artículo.  En  lo  eclesiástico 
la  centralización  absoluta  ó  la  completa  coin- 
cidencia de  la  circunscripción  territorial  con 
la  política  ó  civil ,  no  solamente  es  hoy  difí- 
tíl ;  si  no  imposible. 

No  asi ,  y  antes  fue  muy  fácil,  en  los  pri- 
meros siglos  de  la  Iglesia.  Esta  ^e  planteaba 
de  nuevo ,  y  pudo ,  después  de  la  paz  de 
Constantino  sobre  todo ;  acomodar  su  cir- 
cunscripción diocesana  á  la  división  terri- 
torial política.  Después,  cada  vez  fueron 
mayores  por  necesidad  los  inconvenientes. 
¿Cómo  no  lo  serían  en  1849,  cuando  en 
£spana  se  echaban  las  bases  para  el  Con- 
cordato de  18S1 ;  del  que  seria  parte  esen- 


dal  una  nueva  y  mas  adecuada  cvcunspcrí- 
cion  de  diócesis?  Deseóse  y  se  deseó  eficaz* 
mente  ,  que  en  un  todo  coincidiese  la  de- 
marcación de  diócesis  con  la  de  provincias; 
pero  por  las  razones  ya  indicadas  y  por  otras 
que  se  espresarán  en  su  lugar ,  se  deseó  en 
vano.  Hay  además  que  el  número  de  pro- 
vincias está  mas  sujeto  á  variación,  al  movi- 
miento que  las  circunstancias  impriman  á  U 
administración ,  ó  á  la  política :  respecto  de 
las  diócesis  no  conviene  de  modo  alguno 
sea  asi. 

En  resumen:  en  teoría  estamos  por  la  ee»- 
tralidad ;  y  es  preciso  reconocer  la  escelen* 
cía  y  ventajas  de  este  sistema,  cuando  es  po« 
sible:  en  la  práctica  sin  embargo  ,  hay  que 
atenerse  á  las  prescripciones  de  la  escuela 
histórica,  que  ensenando  á  examinar  en  con- 
creto las  circunstancias ,  por  lo  común  cum- 
plejas,  de  cada  caso ,  presenta  aquella  como 
inaplicable  en  el  mayor  número  de  ellos.  Es 
preciso,  sí ,  reconocer  que  debe  aplicarse  la 
teoría  de  la  eentralidad ,  siempre  que  sea 
posible;  pero  es  indispensable  también  reco- 
nocer, que  lo  será  rarísima  vez. 

En  cuanto  al  derecho  constituido  ,  la  divi- 
sión territorial ,  el  censo-  electoral  ,  la  divi- 
sión de  partidos  y  otros  muchos  documentos 
análogos ,  espresan  respectivamente  las  ca« 
pítales  de  audiendas,  provincias,  capita- 
nías y  comandandas  generales,  partidos 
judiciales ,  etc. 

CAPITALISTA.  Derivada  esU 
voz  de  la  de  capital,  no  tiene,  sin  embargo, 
las  mismas  acepciones.  Alguna  vez  se  llaman 
capitalistas,  en  el  sentido  de  dueños  ó  pro- 
pietarios ,  los  que  lo  son  de  sumas ,  ó  ri- 
quezas metálicas  determinadas,  que  se  pres- 
tan á  la  acepción  de  capitales:  como  capitü'* 
leu  venido»  de  América ,  secueitrados  f  d$* 
comisados,  etc.  Los  cstpitalistas  6  dueños  tie- 
nen derecho  á  su  reembolso,  etc.  Pero  pro- 
piamente y  por  antonomasia  se  dicen  en  é 
uso,  y  aunen  lo  oficial,  capitalistas  los  qnei 
teniendo  su  hacienda,  ó  considerable  parte  de 
ella  en  metálico,  valores  y  títulos  de  deuda 
pública,  la  dedican  principalmente  y  como 
por  profesión  al  cambio  y  operadonesdei»^ 
dito.  Véase  eamai.  (¿nacido  4 
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CAPITALIZAR.  €APITALI- 
Z.'i€iOIV.  El  hecho  de  reducir  á  capi- 
tal el  importe  de  ana  renta,  sueldo  ó  pensión, 
bien  sea  para  graduar  el  principal  del  crédi- 
to ó  haber  que  las  produce,  bien  para  deter- 
minar el  valor  de  una  linca.  La  capitaliza- 
ción se  hace  fijando  primero  el  tipo  de  ella,  y 
comparando  con  él  la  renta,  pensión  ó  suel- 
do de  que  se  trata,  se  deduce  el  capital  por 
medio  de  una  operación  aritmética.  Asi,  por 
ejemplo,  si  la  renta ,  pensión  ó  sueldo  es  de 
300  rs.  y  el  tipo  establecido  del  S  por  100 
resultaráque  el  capital  se  eleva  á  la  suma 
de  6,000.  Suele  también  por  este  medio  su- 
plirse las  tasaciones  periciales,  en  los  casos 
en  que  estas  serian  muy  costoias  y  de  pe- 
quena  utilidad.  En  las  herencias,  por  ejem- 
plo ,  si  los  interesados  se  convienen  en  las 
bases  de  la  capitalización  de  las  fincas  ren- 
tísticas y  urbanas,  pueden  determinar  por 
ella  el  capital  hereditario  con  mas  brevedad 
y  menores  gastos  que  por  la  tasación  peri- 
cial de  las  mismas. 

La  capitalización  tiene  frecuente  uso  en- 
tre particulares,  en  el  comercio,  en  la  venta 
de  bienes ,  censos  y  rentas  pertenecientes  á 
la  nación,  en  las  operaciones  de  crédito  y  en 
la  liquidación  y  pago  de  los  que  constituyen 
la  deuda  del  Estado.  Asi,  por  ejemplo,  en 
el  comercio  el  acreedor  formaliza  muchas 
veces  con  su  deudor  una  operación  en  vir- 
tud de  la  cual  reduciendo  á  una  suma,  bajo 
el  tip>  convenido,  los  intereses  vencidos  y 
no  pagados,  los  capitaliza  y  agrega  el  pro- 
ducto al  capital  primitivo  confundiendo  am- 
bas sumas.  En  la  venta  de  bienes  y  censos 
pertenecientes  á  la  nación,  se  capitaliza  la 
renta  bajo  el  tipo  que  la  ley  tiene  determina- 
do para  fijar  la  cantidad  de  la  subasta.  En 
las  operaciones  de  crédito,  capitaliza  el  go- 
bierno los  intereses  de  la  deuda  que  no  ha 
podido  satisfacer  reconociendo  y  creando 
nuevos  capitales.  Finalmente  en  el  recono- 
cimiento y  liquidación  de  los  créditos  contra 
el  Estado,  se  capitalizan  las  rentas  de  los  ju- 
ros, de  participes  legos  en  diezmos  y  otros 
muchos  por  el  tipo  ó  base  que  la  ley  tiene 
fijado,  para  determinar  el  capital  de  que  los 
acreedores  deben  ser  reintegrados. 


Infiérese,  pues,  que  ia  capitalizaciones  una 
operación  fácil  y  sencilla  cuando  se  trata  de 
rentas  perpetuas,  bastando  entonces  fijar  el 
tipo  de  que  se  ha  hablado  ó  sea  el  tanto  por 
iOO  del  rédito  anual;  mas  cuando  las  rentas 
son  vitalicias,  que  constituyen  un  período  de 
duración  incierta,  es  necesario  ademas  fijar 
los  anos  de  la  vida  del  rentista,  bien  sea  por 
un  cálculo  aproximado  y  prudencial ,  bien 
graduándola  por  las  tablas  de  mortalidad  y 
probabilidades  de  la  duración  de  la  vida. 

CAPITAUZACION  DE  LOS 
INTERESES  DE  LA  DEUDA 
CONSOLIDADA  INTERIOR 
Y  ESTERIOR.  Satisfechos  puntual- 
mente los  intereses  de  esta  deuda  hasta  1.* 
de  mayo  de  1836,  la  penuria  del  erario, 
causada  por  los  cuantiosos  gastos  cstraordi« 
narios  de  la  guerra  civil,  obligó  al  gobierno 
á  suspender  el  pago  del  segundo  semestre 
de  intereses  de  la  deuda  estranjera  que 
vencia  en  i  .^  de  noviembre  del  mismo  ano. 
Causaba  este  acontecimiento  gran  menosca- 
bo en  el  crédito  páblieo,  por  lo  mismo  que, 
siendo  el  pago  de  los  intereses  de  la  deuda 
del  Estado  una  obligación  indeclinable  y  sa- 
grada, el  gobierno  habia  procurado  llenarla 
honradamente  en  medio  de  las  díficiles  eir^ 
cunstancias  y  contrariedades  de  la  época. 

Animado,  en  fuerza  de  estas  consideracio- 
nes y  del  mas  laudable  propósito,  pidió  y  ob- 
tuvo en  18  del  mes  y  ano  citados  la  corres- 
pondiente autorización  de  las  Cortes  para 
cangear  los  cupones  del  semestre  vencido, 
que  debian  recogerse  á  metálico,  por  billetes 
contra  el  Tesoro  público ,  pagaderos  á  seis 
y  doce  meses  por  mitad  con  abono  del  inte* 
res  del  5  por  100  al  ano;  pero  esta  nueva 
obligación  tampoco  pudo  realizarse ,  porque 
agravadas  las  circunstancias  y  abrumado  el 
gobierno  con  atenciones  de  mayor  trascen- 
dencia, no  se  halló  en  disposición  de  satisfa- 
cer ni  por  consiguiente  de  recojer  los  bille- 
tes emitidos. 

Fácilmente  se  comprenderá  que  empeo- 
rando cada  dia  el  estado  del  pais,  debia  acre- 
centarse también  la  imposibilidad  de  reunir 
el  efectivo  necesario  para  hacer  frente  á  los 
I  semestres  sucesivos.  Ya  en  1837  no  pudie* 
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ron  pagárselos  ¡atereses  de  la  deuda eslran- 
jera  ni  de  la  interior;  y  esta  imposibilidad, 
dura  pero  invencible,  obligó  al  gobierno  á 
pedir  otra  autorización,  qne  obtuvo  de  las 
Cortes  en  17  de  abril  de  1838,  para  capitali- 
zar los  cupones  de  la  deuda  estranjera.  No 
pudo  efectuar  por  entonces  esta  operación,  y 
como  al  propio  tiempo  no  le  fué  posible  se« 
guir  pagando  ios  intereses  de  una  ni  otra 
deuda,  hubo  de  pedir  otra  autorización  igual, 
que  obtuvo  en  21  de  junio  de  1840,  para 
capitalizar  también  los  cupones  de  la  deuda 
interior.  En  enero  de  1841  quedaban  sin 
pagar  ocho  semestres  de  esta  última  deu- 
da y  nueve  de  la  esterior ;  intereses  que 
el  ministro  de  Hacienda  en  aquella  época 
calculaba  en  1,200  millones  aproximada- 
mente. 

Mas  no  era  este  el  único  conflicto  á  que 
había  que  atender.  La  imposibilidad  de  pa- 
gar, decía  el  ministro  ya  citado,  continúa  y 
continuará  hasta  que  acrecentados  y  apro- 
vechados los  ingresos  al  compás  de  la  mayor 
producción  y  de  las  mejoras  en  el  sistema 
tributario  y  administrativo,  reducidos  los 
gastos  al  punto  que  permitan  las  atenciones 
del  Estado  á  beneficio  de  la  paz,  y  estingui- 
da  una  gran  parte  de  la  deuda  pública,  que- 
de esta  en  una  cantidad  proporcionada  á  lo 
qne  pueden  soportar  las  fuerzas  de  la  nación. 
La  capitalización,  por  consiguiente ,  aunque 
se  concretara  en  el  acto  á  los  semestres  ya 
vencidos,  era  necesario  estenderla,  por  medio 
de  una  nueva  autorización,  á  los  que  hubie- 
sen de  vencer  hasta  la  época  en  que  pruden- 
temente se  calculara  que  el  gobierno  se  ha- 
llaría en  aptitud  de  pagar  los  intereses  con 
la  debida  regularidad.  Esta  época  la  fijaba 
el  ministro  hacia  el  fin  del  ano  1842. 

Consiguiente  á  este  cálculo  y  haciendo 
uso  de  las  autorízaciones  anteriores,  la  re- 
gencia provisional  del  reino  decretó  en  21 
de  enero  de  1841  que  se  procediera  á  la  ca- 
pitalización de  los  intereses  de  la  deuda 
consolidada  interior  y  esterior,  vencidos 
hasta  l.'^  de  enero  de  esté  último  ano,  espi- 
diéndose en  su  lugar  nuevos  documentos, 
qne  gozarían,  desde  el  mismo  dia ,  el  interés 
de 3 por  100  al  ano,  pagado  por  semestres 


en  30  de  junio  y  31  de  diciembre;  que  á  los 
que  reclamasen  la  conversión  antes  del  30 
de  junio  se  les  abonasen  réditos  desde  I.""  de 
enero  anterior,  y  los  que  lo  hiciesen  con  pos- 
terioridad no  los  gozarían  si  no  desde  el  se- 
mestre dentro  del  cual  la  pidiesen  ó  solicita- 
sen; y  por  último,  ofreció  presentar  alas  Cor* 
tes  en  la  próxima  legislatura  un  proyecto  de 
ley,  proponiendo  la  capitalización  en  iguales 
términos  de  los  intereses  de  toda  la  deuda 
consolidada  que  habían  de  ve  ncer  basta  fia 
del  año  1842,  siempre  que  llegado  este  plazo 
la  nación  careciese  de  medios  positivos  para 
pagados  en  dinero. 

Para  llevar  á  efecto  el  gobierno  la  capita- 
lización de  los  intereses  de  la  deuda  esterior 
celebró  en  15  de  octubre  de  184t  un  convenio 
con  dos  capitalistas,  por  el  cual  se  obligaron 
estos  á  verificar  la  capitalización  voluntaria 
de  los  intereses  devengados  hasta  1.""  de  ene- 
ro de  dicho  ano,  situando  cuando  menos  10 
millones  efectivos  de  reales  en  la  plaza  de 
Londres  y  3  en  la  de  Paris  para  hacer  frente 
al  pago  de  un  semestre  que  debiera  realizar- 
se en  el  acto  de  la  entrega  de  los  nuevos  tí- 
tulos; obligáronse  también  á  satisfacer  todos 
los  gastos  de  la  confección  de  títulos,  del 
pago  de  los  intereses,  de  los  anuncios  en  los 
periódicos,  salarios  de  empleados  y  demás 
consiguientes  á  esta  operación;  y  por  último 
se  comprometieron  á  darla  por  terminada  en 
el  dia  30  de  abril  inmediato,  recibiendo  por 
todos  conceptos  un  inedio  por  100  de  comi- 
sión sobre  la  cantidad  nominal  que  se  capi- 
talizara. El  gobierno  por  su  parte,  para  ha- 
cer frente  á  este  desembolso,  se  obligó  á  re- 
partir mensnalmente ,  como  adición  á  las 
consignaciones  preferentes,  la  cantidad  de 
2.700,000  reales,  y  en  garantía  á  depositar 
70.000,000  de  rs.  en  cupones,  de  los  cuales 
podrian  disponer  los  contratantes  en  el  único 
caso  de  acumularse,  por  no  ser  pagados  á  sus 
vencimientos,  dos  de  dichas  consignaciones. 
El  convenio  debia  ser  secreto  y  no  podría 
publicarse  antes  de  anunciarse  el  pago  de  la 
capitalizacioa  en  Londres  y  Paris. 

Nombrado  por  el  gobierno  un  represen- 
tante de  su  confianza  á  fin  de  que  llevase  á 
cabo  esta  empresa  y  adoptó  las  medidas  que 
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le  parecieron  conducentes,  sin  poder  evitar 
la  desconfianza  que  produjo  en  los  acreedo- 
res estranjeros  el  no  ver  garantida  la  ope- 
ración por  una  casa  de  comercio  de  aquellas 
plazas.  Esta  circunstancia  obligó  ai  repre- 
sentante del  gobierno  á  consignar,  tanto  las 
operaciones  de  la  capitalización  como  el 
abono  de  sus  intereses,  en  una  casa  de  Lón* 
dres,  para  que  como  representante  de  los  co« 
misionistas  verificase  ios  pagos,  firmase  los 
nuevos  títulos  y  efectuase  los  demás  actos 
que  eran  consiguientes  á  su  cometido.  Estas 
disposiciones  fueron  aprobadas  por  real  ór^ 
den  de  9  de  mayo  de  1842. 

Las  dilaciones,  á  que  estas  incidencias  die- 
ron lugar,  fueron  causa  de  que  cuando  se 
principió  la  capitalización  hubiese  ya  venci- 
do un  semestre  de  intereses  y  estuviera  pró- 
ximo á  vencer  otro,  con  cuyo  motivo  se  ofre- 
ció ¿  los  acreedores,  que  al  entregarles  los 
nuevos  títulos  del  3  por  iOO,  seles  paga- 
rían en  metálico  los  dos  cupones  que  lleva* 
ban  ya  vencidos;  asi  fué  que  el  pago  de  los 
(res  primeros  semestres  vino  á  ser  simuitá* 
neo  por  la  casa  inglesa,  que  corria  con  ve 
rificarlos,  hasta  que  habiendo  suspendido  sus 
pagos  en  1847  se  mandó  por  real  orden  de 
17  de  diciembre  del  mismo  ano  que  las  co- 
misiones de  Hacienda  de  España  en  Londres 
y  Paris  fuesen  las  que  en  adelante  realiza- 
ran esta  obligación,  y  que  las  capitalizacio- 
nes sucesivas  se  hiciesen  precisamente  en 
Madrid. 

Otro  incidente  ocurrió  en  este  asunto  que 
merece  mencionarse.  Ya  se  ha  dicho  al 
principio,  que  para  hacer  frente  el  gobierno 
al  pago  de  los  intereses  vencidos  en  I.""  de 
noviembre  de  1836,  adoptó  el  medio  de  crear 
billetes  contra  el  Tesoro  público  para  can- 
gearlos  por  los  cupones  de  aquel  semestre. 
La  suma  de  estos  bonos ,  emitida  en  Paris, 
fué  de  escasa  consideración  á  causa  de  ha- 
berse negado  la  junta  sindical  de  agentes  de 
cambio  á  admitir  á  cotización  los  títulos  de 
que  se  hubiera  segregado  el  cupón ;  mas  no 
sucedió  así  en  la  plaza  de  Londres  donde  se 
hizo  el  caoge  por  una  suma  de  mucha  mon- 
ta. Estos  billetes,  que  como  también  se  in- 
dicó al  priacipio,  dcbian  recojerse  á  metáli- 


co, no  pudieron  satisfacerse  á  sus  vencimien- 
tos y  esto  dio  lugar  á  que  decretada  la  capi- 
talización de  la  deuda  esterior  ocurriese  la 
duda  de  si  deberia*n  ó  no  admitirse  á  ella« 
el  gobierno  resolvió  afirmativamente  en  el 
concepto  de  que  los  acreedores  que  los  pre- 
sentasen obtendrían  la  ventaja  de  aumentár- 
seles al  capital  el  importe  de  los  intereses 
prometidos. 

Algunos  de  ellos  se  sometieron  á  esta  ca- 
pitalización; pero  no  asi  la  mayoría,  que  re- 
clamó enérgicamente  contra  ella ,  y  forma- 
do el  oportuno  espediente,  después  de  varias 
contestaciones  y  propuestas  por  los  interesa- 
dos ,  autorizó  el  gobierno  á  persona  de  su 
confianza  por  real  orden  de  3i  de  enero 
de  1844  para  que  celebrase  una  transacción 
con  los  tenedores  de  dichos  billetes  procuran- 
do  sacar  todas  las  ventajas  posibles  para  el 
Estado. 

En  su  virtud  tuvo  lugar  la  transacción 
en  27  de  febrero  siguiente ,  estipulándose: 
I.""  que  por  cada  billete  del  Tesoro  delOO  libs. 
con  sus  correspondientes  intereses,  que  as- 
cendían á  otras  35  libs.,  sé  les  daría  libras 
211,  13  s.,  4  ds.,  en  títulos  del  3  por  100; 
y  S.""  que  á  los  tenedores  de  billetes  que  ya 
los  hubiesen  convertido  á  3  por  100  por  su 
capital  nominal  se  les  .'abonaría  la  diferencia 
entre  las  100  libs.  que  entonces  recibieron  y 
las  211 ,  13  s. ,  4  ds.  que  por  este  arreglo 
se  les  concedían;  de  cuya  diferencia,  que  era 
de  libs.  111, 13  s.,  4  ds.,  debía  deducirse  el 
importe  del  3  por  100  al  precio  de  33  que 
correspondiese  á  la  suma  de  los  dividendos 
recibidos  por  sus  correspondientes  intereses. 
Con  arreglo  á  estas  bases  se  ha  ido  verifican- 
do la  conversión  á  3  por  100  de  los  billetes 
que  desde  aquella  fecha  se  han  presentado  al 
efecto. 

Volviendo  ahora  á  la  capitalización  de  la 
deuda  esterior  diremos  que  el  capital  de  esta 
deuda  emitido  hasta  fin  de  diciembre  de  1847 
era  el  de  reales  vellón  620.040,000.  Desde 
aquella  época  las  capitalizaciones  de  la  mis- 
ma deuda  se  han  verificado  en  Madrid  entre- 
gándose á  los  tenedores  de  cupones  títulos 
del  3  por  100  interior. 

Los  títulos  emitidos  en  consecuencia  de 
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esta  capitalizacioo  se  (Uvidieron  eu  las  si-  I  Madrid  y  por  los  comisionados  de  las  provia 


guientes  clases: 

Serie,  A.ide  200  p.f. 
B.  de   400 
C.de  800 
D.  de  1200 
G.  de  2400 
F.  de  4800 
llevan  cuarenta  copones  desde  el  del  semestre 
de  30  de  junio  de  1841  al  de  31  de  diciembre 
de  1860.  Por  las  cantidades  menores  de  200 
pesos  se  emitieron  residuos  ó  certificados 
provisionales  que  pueden  canjearse  por  ti- 
tules cuando  se  reúne  el  número  suficiente 
de  ellos  para  componer  el  valor  de  uno. 
Llevan  todos  la  Techa  de  31  de  diciembre 
de  1841. 

La  cj^^italizaeion  de  los  intereses  de  la 
deuda  consolidada  interior  no  ofreció  dificul- 
tades ningunas  que  el  gobierno  tuviera  que 
vencer  con  medidas  y  disposiciones  especia- 
les. Todos  los  acreedores  ó  tenedores  del  pa- 
pel se  prestaron  á  ella  y  la  operación  siguió 
su  curso  regular  y  metódico. 

La  dirección  general  de  la  caja  de  amorti- 
zación es  la  que  empezó  á  ejecutar  esta  ope- 
ración como  era  consiguiente.  En  I.""  de 
marzo  se  dio  principio  á  la  recepción  de  do- 
cumentos, y  en  esta  fecha  se  admitian  ya  por 
los  comisionados  de  la  caja  en  las  provincias, 
obrando  en  este  asunto  con  tal  actividad,  que 
en  el  mes  de  junio  empezó  á  entregar  á  los 
acreedores  los  títulos  del  3  por  100  consoli- 
dado interior,  que  se  emitieron  en  equivalen- 
cia por  el  importe  de  las  sumas  presentadas 
á  capitalizar  tanto  en  Madrid  como  en  las 
provincias.  Asi  continuó  hasta  el  tercer  se- 
mestre, desde  cuya  época  por  la  supresión  de 
los  comisionados  de  la  caja,  la  capitalización 
se  ha  ido  verificando  en  las  oficinas  de  la 
deuda  en  esta  corte,  sin  que  pueda  decirse 
que  ha  terminado  esta  operación,  pues  en  la 
actualidad  se  está  practicando  todavía  la  de 
los  pequeSos  residuos  que  quedaron  en  cir- 
culación de  todos  los  cupones  y  réditos  no 
satisfechos  hasta  50  de  setiembre  de  1841. 

La  suma  emitid^  en  títulos  y  residuos  del 
3  por  100  interior  para  haaer  frente  á  las  ca- 
pitalizaciones ejecutadas  en  las  oficinas  de 


cias  asciende  hasta  31  de  diciembre  de  1854 
á  rs.  VB.  392.890,360  con  20  mrs.,  y  el  im- 
porte de  los  intereses  en  circulación,  que  son 
capitalizables  al  3  por  100,  es  de  39.023,682 
con  26  mrs.  según  el  balance  del  gran  libro. 
CAPITALIZACIÓN^  DE  VITA- 
LICIOS Y  DE  OTRAS  CLASES 
DE  PENSIONES  SOBRE  LOS 
FONDOS  DEL  ESTADO.    La  ca- 
pitalización de  las  rentas  á  que  se  refiere  el 
epígrafe  de  este  artículo  comprende:  1.*  la 
de  las  llamadas  vitalicios:  2."*  las  pensiones 
de  los  monacales  estinguidos  y  de  los  regu- 
lares secularizados:  3.""  las  de  los  capellanes 
de  capellanías  colativas  comprendidas  en  es- 
ta me(fida;  y  4.''  las  pensiones  de  los  emplea- 
dos cesantes  y  jubilados,  inclusos  los  milita* 
res  retirados,  y  de  toda  clase  de  pensionis- 
tas sobre  los  fondos  del  Estado.  Gomo  esto 
fué  en  su  tiempo  una  medida  de  crédito  im- 
portante, cuyos  resultados  ofrecen  alguna 
oscuridad  en  la  esfera  de  las  disposiciones 
dictadas  posteriormente,  procuraremos  es- 
ponerlas con  la  claridad  posible,  para  deter- 
minar la  suerte  actual  de  los  considerables 
y  numerosos  créditos  que  se  comprendieron 
en  aquella  capitalización. 

Sabido  es  que  las  Cortes  de  1820  y  1821, 
concibieron  el  pensamiento  de  amortizar 
hasta  donde  fuera  posible  la  deuda  pública, 
y  que  para  realizarle  adoptaron  medidas  taa 
graves  como  reclamaba  la  importancia  del 
objeto.  Fué;  entre  otras,  una,  la  de  suspen- 
der primero  la  provisión  de  los  beneficios  y 
capellanías  que  no  tuviesen  aneja  cora  de 
almas,  y  después  la  de  estinguir  todos  los 
capitales  y  réditos  procedentes  de  amortiza- 
ción eclesiástica,  quedando  sus  resultados  á 
favor  de  la  deuda  nacional,  esceptuando  so- 
lamente los  réditos  pertenecientes  á  capella- 
nes, y  los  capitales  y  réditos  de  las  capella- 
nías laicales  y  colativas  de  llamamiento  y  pa- 
tronato pasivo  de  familias,  que  muertos  los 
actuales  poseedores  debían  volver  en  clase 
de  bienes  seculares  y  libres  á  las  familias 
respectivas  (i). 


»í< 


Art.  i  del  decreto  de  las  Cortes  ordinarias  de  iSIO 
II  de^de  jonlodelSit. 
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CoBsiguiente  á  esa  eslindoo  de  capitales 
y  réditos,  procedentes  de  amortización  ecle- 
siástica, se  dispuso  el  pago  en  dinero  efoc« 
tivo  de  las  pensiones  correspondientes  i  los 
capellanes  de  capellanías  no  esceptuadas;  se 
les  permitió  lo  capitalización  de  sns  rentas, 
y  haciendo  estensivo  este  beneficio  á  todos 
los  que  percibían  haberes  del  Estado,  se 
acordó  en  una  disposición  general  lo  si- 
guiente: «Las  rentas  vitalicias,  las  pensiones 
de  los  monacales  estinguidos  y  de  los  re- 
gulares secularizados  y  que  se  secularicen, 
y  las  de  los  capellanes  de  capellanías  colati- 
vas y  establecimientos  de  beneficencia  serán 
pagadas  puntualmente  i  dinero  efectivo; 
pero  si  todos  estos,  los  empleados  cesantes, 
jubilados,  inclusos  los  militares  retirados  y 
toda  clase  de  pensionistas  sobre  los  fondos 
del  Estado,  quisiesen  capitalizar  sus  pensio- 
nes, sueldos  ó  rentas  por  reglas  de  vitalicios, 
consultando  las  tablas  de  la  probabilidad  de 
la  vida  humana,  lo  podrán  hacer,  presentán- 
dose á  solicitarlo  en  la  Junta  nacional  del 
crédito  público,  y  se  les  concederá  espidién- 
doles créditos  sin  interés  equivalentes ,  em- 
pleables  en  bienes  nacionales  por  el  valor 
del  capital  que  resulte,  y  otro  tanto  y  medio 
mas,  mientras  el  papel  sin  interés  no  baje 
del  50  por  100  de  pérdida  en  la  plaza  (i). 
Con  respecto  á  los  créditos  de  capitalizacio- 
nes, procedentes  de  capellanías,  todavia  se 
mandó  después  (2)  que  nof  udieran  transmi- 
tirse por  endoso,  cesión  ó  venta,  si  no  que 
necesariamente  deberían  emplearse  en  la 
compra  de  bienes  nacionales ,  para  que  los 
capellanes  no  quedasen  incongruos  conforme 
á  la  disciplina  vigente. 

Anulados  por  el  real  decreto  de  1  .^  de  oc- 
tubre de  1823  todos  los  actos  del  gobierno 
constitucional,  era  consiguiente  que  lo  fuesen 
también  las  capitalizaciones  de  que  se  trata.' 
En  el  decreto  de  4  de  febrero  de  i8¿4,  por 
el  cual  se  estableció  una  comisión  de  liqui- 
dación de  la  deuda  del  Estado,  se  dispuso 
que  el  encargo  de  la  comisión  ^ra  verificar 
y  liquidar  todas  las  deudas  del  mismo,  ora 


(1)   ArL  8  del  decreto  de  las  Cortes  yt  citado. 
^)  Decreto  do  8f  de  agosto  di  mi. 


consistSésen  en  capitales,  ora  en  réditos  de 
estos  ó  en  atrasos  de  sueldos  y  pensiones,  con 
tal  que  se  fundaran  en  títulos  anteriores  al  7 
de  marzo  de  1820;  y  consiguiente  á  esta  res- 
tricción se  dispuso  también  en  el  art.  38  del 
reglamento  de  15  de  junio  del  mismo  ano  que 
€  quedaban  nulas  y  fuera  de  circulación  las 
certificaciones  de  créditos  espedidas  por  ca- 
pitalizaciones desueldo^  pensiones  y  demás, 
hechas  en  tiempo  de  la  rebelión;  y  que  si  se 
presentasen  algunas  á  liquidar  se  retendrían 
y*  cancelarían.» 

Evidente  es  que  después  de  disposiciones 
tan  claras  y  terminantes  no  podia  caber  du* 
da  acerca  de  la  suerte  de  los  créditos,  pro<« 
cedentesde  las  capitalizaciones  objeto  de 
este  articulo.  Sí  la  liquidación  de  las  deudas 
del  Estado  solo  podia  comprender  las  que  se 
fundaban  en  títulos  anteríores  al  7  de  mar- 
zo de  1820 ,  y  si  los  documentos  de  crédi- 
to, producidos  por  aquellas  capitalizaciones, 
quedaban  nulos  y  fuera  de  circulación,  las 
capitalizaciones  no  podían  ser  eficaces  y  va* 
lederas;  y  los  créditos,  asunto  de  «lias,  ad- 
quirían su  condición  anterior  como  si  no  se 
hubiesen  capitalizado.  Eii  cuanto  á  las  pro- 
cedentes de  pensiones  de  capellanías  era 
mas  obvia  é  incontrastable  esta  verdad ,  por 
que  debiendo  reintegrarse  todos  los  capita* 
les  y  réditos  de  capellanías,  que  en  1821  se 
habían  mandado  estinguir,  y  volviendo  desu- 
de luego  estas  fundaciones  al  ser  y  estado 
en  que  se  hallaban  antes  de  dicha  época, 
evidentemente  no  podía  verificarse  aquella 
reintegración  ni  esta  restitución ,  subsistien* 
do  las  capitalizaciones  y  pudiendo  hacer  va- 
ler los  documentos  de  crédito  espedidos  á 
consecuencia  de  ellas. 

Esta  era  la  consecuencia  indeclinable  de 
las  disposiciones  dictadas  en  la  época  men* 
clonada.  Posteriormente  se  dictaron  otras» 
referentes  á  algunas  de  las  rentas  y  pensil 
nes  capitalizadas,  las  cuales  conviene  te- 
ner presentes  para  la  inteligencia  de  esta 
materia. 

La  real  orden  de  18  de  juKo  de  1825,  de- 
rogando también  el  decreto  de  las  Górtea^ 
de  29  de  junio  de  1821,  mandó  que  volvie* 
sen  i  su  estado  primitivo  los  créditos  de 
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vitalicios^  coyas  rentas  se  hubiesen^pitali- 
xado  en  la  época  constitucional. 

En  el  real  decreto  de  30  de  diciembre 
de  i834y  después  de  declararse  que  los  que 
obtuvieron  nombramientos  reales  en  las  car- 
reras civil  7  militar  desde  7  de  marzo  de  1820 
hasta  30  de  setiembre  de  1823,  percibirían 
desde  1 ""  de  enero  de  1835  la  parte  del 
sueldo  que  les  correspondiese  como  cesan- 
tes, se  ordenó  en  el  art.  4.''  que  no  tendria 
logar  esta  concesión  respecto  de  aquellos 
que  hubiesen  capitalizado  sus  sueldos,  qu*e- 
dando  sujetos  los  que  conservasen  el  papel 
á  lo  que  se  resolviese  para  el  de  igual 
clase  en  el  arreglo  de  la  deuda  interior  del 
Estado. 

A  pesar  de  esta  y  de  la  anterior  disposi  • 
cion,  en  1/  de  mayo  de  1836  se  dispuso  por 
el  ministerio  de  Hacienda,  que  los  créditos 
emanados  de  las  capitalizaciones  de  vitali* 
cios  y  de  otras  clases  de  haberes,  sueldos  y 
pensiones,  se  liquidaran  y  reconocieran  por 
medio  de  una  lámina  provisionaí,  convertible 
cuando  se  fijase  su  categoría  en  la  ley  de 
deuda  interior  en  la  especie  de  papel  que 
por  ella  se  designs^e;  y  por  real  orden  de 
28  de  julio  del  mismo  ano,  se  mandó  guar- 
dar y  que  quedase  subsistente  esta  dispo- 
sición. 

Pero  al  mismo  tiempo  y  en  13  de  octubre 
del  mismo  ano  1836,  se  dictó  otra  real  re- 
solucion,  en  la  cual  hablándose  de  la  capita- 
lización efectuada  por  un  esclaustrado,  se 
consignó  el  hecho  de  que  estas  capitalizacio- 
nes no  estaban  confirmadas  ni  declarada  la 
validez  de  ellas. 

Verificado  el  arreglo  de  la  deuda  no  ha- 
llamos mencionadas  en  la  ley  del.""  de  agos- 
to y  en  la  instrucción  en  17  de  octubre  de 
1 881  otras  capitalizaciones  que  las  de  vita- 
licios. En  el  art.  16  de  la  Instrucción  se  dis- 
pone, que  se  convertirán  en  deuda  amorti- 
zable  de  primera  clase  los  créditos  corres- 
pondientes á  vitalicios,  cuyas  rentas  se  ca- 
pitalizaron á  consecuencia  del  decreto  de 
las  Cortes  de  29  de  junio  de  1821,  y  que 
volvieron  á  su  estado  primitivo  en  virtud  de 
la  real  orden  de  18  de  julio  de  1825;  y  que 
los  créditos  respecto  de  los  cuales  no  se  hizo 


uso  de  la  facultad  que  concedió  esta  real 
disposición,  se  conviertan  también  en  igual 
clase  de  deuda,  siempre  que  se  conserves 
los  documentos  emitidos  por  la  capitaln 
zacion. 

En  cuanto  á  los  créditos  procedentes  de 
capitalizaciones  de  haberes,  sueldos  y  pen- 
siones ,  creemos  que  habiéndose  ordenado 
en  1."*  de  mayo  de  1836  su  liquidación  y 
reconocimiento  por  medio  de  una  lámina 
provisional  en  los  mismos  términos  que  se 
dispuso  respecto  de  los  vitalicios,  deberá 
sostenerse  en  el  dia  la  capitalización ,  y  por 
consecuencia  los  créditos  de  esta  clase  que 
hubieran  sido  reconocidos  por  medio  de  la 
lámina  espresada,  se  convertirán  hoy  en 
deuda  amortizable  de  primera  clase,  en  que 
con  arreglo  al  art.  16  de  la  instrucción  se 
convierten  las  láminas  provisionales  negocia  - 
bles;  y  los  que  no  hubieran  sido  reconoci- 
dos en  láminas  provisionales,  á  virtud  de  lo 
dispuesto  en  I.""  de  mayo  de  1S36,  deberán 
serlo  ahora  y  abonados  en  deuda  de  la  mis* 
ma  clase. 

Respecto  á  las  capitalizaciones  proceden' 
tes  de  capellanías  nada  se  dispone  directa 
ni  indirectamente  en  el  arreglo  de  la  deuda; 
ni  podia  tampoco  disponerse,  toda  vez  que 
reintegradas  estas  fundaciones  en  la  totali- 
dad de  sus  bienes  desde  el  momento  en  que 
fueron  anuladas  la  estincion  de  los  capita- 
les, y  la  capilaliz^ion  de  las  rentas  en  1823 
y  1824,  ya  no  podían  subsistir  las  capitali- 
zaciones ni  tener  curso  y  aplicación  los  cré« 
ditos  procedentes  de  ellas.  Anulados  espre* 
sámente  estos  actos ;  declarados  fuera  de 
circulación  ios  documentos  y  certificaciones 
de  créditos  espedidos  á  consecuencia  de 
aquellos;  no  revalidados  por  ninguna  dispo- 
sición posterior,  esplfcita  ni  virtnalmente ;  y 
subsistiendo  las  capellanfas  cuyas  rentas 
fueron  el  objeto  de  las  capitalizaciones,  evi- 
dente es  que  no  pudieron  tener  fuerza  y  efi* 
cacia  alguna,  porque  la  subsistencia  y  fir-* 
meza  de  ellas  destruía  esencialmente  la  in* 
tegridad  de  las  fundaciones.  En  el  momento 
que  las  capitalizaciones  de  las  capellanías  se 
considerasen  valederas,  las  fundaciones  ca* 
doraban,  como  sucedió  en  el  ano  de  1822,  y 
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por  eso  hubo  necesidad  de  prescribir  que  el 
producto  8ft  eqtpk^o  ei  Ueoes  PiícÍQQftles 
para  asegurar  lia  oéQgrus^  da  loa  poseedora. 
En  tanlo  el  E6t^o{x>dia  satisfacer  el  impoiv 
te  de  las  capUaüsiieioaes,  qw  eran  la  sun^a 
de  lat  realas  oapitalisadas  por  la  vida  de 
losi»oseedore»,  ea  euapto  estivguidas  las 
capellanías  y  aplicadas  al  litado »  ^wove-r 
chábase  esta  de  sus  bienes  y  pof  conseteaea-^ 
cia  de  las  reñías.  Si  esa  estinoion  había  ca<r 
sado,  si  las  capellanías  habiin  sido  «einta- 
gradas  ed  la  totalidad  da  I03  biaMs  de  sos 
respectivas  dotaciones,  y  ol  Estado  no  perci^ 
biani  pedia  pereibir  sos  reiitas,  ao  se  oonci- 
be  qoe  «finiera  ót  venga  hoy  obligado  á  aa« 
tisfacer  los  créditos  que  representan  la  suma 
de  todas  las  rentas  que  pereibirian  loa  po- 
seedores durante  ios  aEos  de  su  vida,  ealou-> 
lados  por  las  bases  que  se  establecieron  para 
las  eapttali^aeioaes.  Creemos,  pues,  que  los 
créditos  procedentes  de  las  de  capellanías, 
no  pueden  haeorse  vaier  boy  para  ningún 
fín  ni  objeto,  y  que  lo  único  que  podrán  ha** 
cer  los  capellanes  que  se  encuentren  en  el 
caso  de  haber  capitalizado  sus  rentas  en  vir- 
tud del  decretó  de  29  de  junio  de  <831,  será 
pedir  el  re'conocimieqtp  y  paga  de  loa  crédi- 
tqs  que  dieron  lugar  á  las  capilalizaoioDes 
en  la  clase  de  papel  que  les  eorvesponda, 
atendida  la  naturaleza  de  ellos. 

CAPITAIV.  Del  latin  capUe.  Equiva- 
le, por  tanto,  esta  denominación  metafórica 
á  gefe,  adalid,  caudillo^  cabeza  de  otros, 
senaladamante  de  gente  armada;  ó  de  otro 
modo  asociada  para  al^un  empeño,  ó  fin,  lí- 
cito ó  ilícito;  pero  que  traiga  riesgos,  6  re- 
quiera arrojo,  denuedo.  En  las  leyes  de  Par- 
tida, por  la  misma  razón  etimológica  se 
llama  capdilho  y  cabdillo.  Unas  veces  la  de- 
nominación espresa  cargos  específicos  en  el 
orden  social ;  sobre  todo  en  la  militar,  en  lo 
míKtar  administrativo,  y  en  lo  mercanlH: 
otras  una  superioridad,  i  veces  suprema;  6 
mas  ó  menos  indefinida.  Asi  se  dice  de  Na- 
poleón que  fué  el  capitán  del  siglo  i  y  en  em- 
presas ilícitas,  decimos  eaudilb  de  insurgen  • 
gentes,  cabeza  de  amotinados,  capitán  de 
bandidos,  etc.  En  los  cargos  específicos, 
cuando  el  mando  es  absolulo,  6  en  alta  esca- 

TOMO  YIU 


(la,  la  palabra  (¡apilan  viene  (calificada  aun 
por  la  de  g^eral,  unas  vec^s;  y  otras  sub- 
entendida^ usándose  solo  la  de  general,  y 
equivaliendo ,  por  tanto ,  á  capitán  general^ 
6  de  superior,  ó  supt'ema  graduación,  como 
sucede-  en  los  elevados  cargos  y  dignidades 
de  la  milicia.  En  los  artículos  subsiguientes 
espresamos  las  acepciones  es^p^cíficas  mas 
usuales  de  la  voz,  y  véase  aun  sobre  el  orí-^ 
gen  y  etimología,  y  multiplicadas  acepciones 
de  la.  misma,  el  artículo  inmediato  capitim 
hb  o^MPAííia. 

CAPITAIV  PE  BAIVDIDOS, 
DBBAIVDOIJSROS,  DE  MAL* 
HfiCHOBES,  etc.  Véanse  sus  arlí- 
cdlosi 

CAPITAAí.  El  gefe  de  cada  una  de 
las  compañías,  qu^  forman  los  batallones  en 
la  niilicia.  Los  hay  de  tantas  clases  cuanta^ 
son  las  armas  que  se  conocen  en  el  ejército, 
distinguiéndose  por  las  denominaciones  que 
se  agregan  siempre  á  aqliella  palabra.  Asi 
decimos,  capitán  de  infantería,  de  caballería, 
de  ingenieros',  de  artillería,  de  alabarderos, 
del  cuerpo  de  estado  mayor,  de  carabina- 
ro«r,  de  guardia  civil ,  de  cuerpos  francos,  da 
inválidos, etc.  También  se  distinguen,  den^ 
tro  de  un  mismo  cuerpo ,  por  la  clase  de 
los  soldados  que  forman  la  compañía ;  asi 
se  dice ,  capitán  do  granaderos ,  de  cazado- 
res*, de  fusileros;  se  distinguen  asimismo 
por  su  situación;  y  asi  se  dice  capitán  vivo, 
retirado,  agregado,  reformado,  de  reem- 
plazo, supernumerario ,  etc. ,  y  últimamen- 
te, se  distinguen  por  los  encargos  especia- 
les que  desempeñan  en  el  cuerpo;  asi  deci- 
mos, capitán  cajero,  capitán  d^  miüsica, 
capitán  apoobante ,  etc.  • 

Como  el  capitán  es  el  gefe  inmediato  de 
la  compañía  tiene  respecto  de  ella  las  mis^ 
mas  atribuciones  y  los  propios  deberes  que 
el  coronel  respecto  de  su  regimiento.  Debe 
saber  todas  las  obligaoioaes  del  recluta ,  soN 
dado ,  cabo ,  sargento ,  subteniente  y  teníea- 
te;  las  adverleacias  generales  para  oficiales, 
y  his  leyes  penales  para  ensenarlas  y  hacer- 
las observar  en  su  compania.  Vigilará  para 
que  desde  el  soldado  al  teniente  cada  uno 
I  sepa  y  cumpla  su  obligación ,  sostendrá  las 
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facultades  de  cada  empleo ,  cuidará  de  que 
la  enseñanza  de  ios  reclutas  sea  completa,  de 
que  el  servicio  se  haga  con  la  mayor  pun- 
tualidad y  con  arreglo  á  Ordenanza ,  de  que 
el  armamento  esté  siempre  en  el  mejor  esta- 
do ,  de  que  se  conscrve^  el  vestuario  y  cor- 
reaje »  de  que  los  ranchos  se  hagan  con  la 
posible  economía  y  atención ,  de  que  la  su- 
bordinación esté  grabada  en  el  ánimo  de  to- 
dos y  bien  observada  entre  los  respectivos 
grados  y  de  que  tengan  los  soldados  buen 
trato  y  pronta  justicia.  £l  buen  desempeño 
del  capitán  en  todo  lo  espresado  recomenda- 
rá muy  particularmente  su  mérito  ,  asi  como 
DO  tendrá  ascenso  alguno  si  su  compañía  es- 
tá mal  gobernada  ó  disciplinada  (1).  Será 
considerado  omiso  en  el  cumplimiento  de  su 
deber  y  se  castigará  su  abandono,  cuando  no 
exija  de  parte  de  sus  subordinados  la  obe- 
diencia puntual  en  los  asuntos  del  servi- 
cio (2)  y ,  si  alguno  se  atraviese  á  pedirle 
satisraccion,  le  pondrá  preso  en  banderas, 
sin  entrar  en  contestación  alguna ,  dando 
parte  al  coronel  (o). 

El  capitán  es  el  depositario  y  fiel  adminis- 
trador del  prest  de  su  compa&ía ,  en  cuyo 
concepto  le  recibirá  personalmente  cada  mes 
y  cuidará  de  su  legitioia  y  equitativa  inver- 
sión, llevando  un  libro  maestro,  en  que 
asentará  la  cuenta  de  cada  soldado ,  en  la 
forma  que  prescribe  la  Ordenanza  (4);  corre- 
rá también  con  los  utensilios  de  sus  compa- 
ñías ;  los  ajustará  cada  cuatro  meses ,  y  si 
hubiere  algún  alcance  después  de  rebajados 
los  gastos  de  compañías  abonará  á  cada  in- 
dividuo  la  parte  que  le  tocare  (5). 

Tendrá  además  un  libro  de  filiaciones  y  las 
listas  de  que  hablan  los  artíc\ilos  18  y  49  de 
la  Ordenanza  para  hacer  de  estas,  en  las  re- 
vistas mensuales  y  de  inspección,  el  uso  pres- 
crito en  el  art.  20.  En  estos  actos  y  en  los 
demás  casos  el  capitán  es  quien  debe  respon- 
der á  cuanto  quieran  los  gefes  saber  de  su 
compañía  (6). 


(I)  Aru  1 ,  t  7  5  de  U  Ordcaania  mlHtar. 

iS)  Art  «. 

(3)  Art.  7. 

(4)  Véanse  los  arts.  8  y  9  y  la  real  órdeo  de  9  de  oetO' 
UredelSSS. 

(5)  Art.  17. 
16)  Art.^1. 


El  capitán  debe  cuidar  con  esmero  de  ta 
enseñanza  del  ejercicio  por  compañías  en  los 
términos  que  espresa  el  art.  24 ,  sin  poder 
alterarla  bajo  ningún  protesto ,  y  es  respon- 
sable de  la  impericia  del  soldado  en  el  mane- 
jo del  arma,  en  el  ejercicio  de  fuego ,  en  el 
aseo^  en  el  vestirse ,  en  la  conservación  de 
las  armas ,  etc.  (1). 

Siempre  que  la  compaSía  tomare  las  ar- 
mas, el  capitán  la  revistará  corrigiendo  y 
castigando  las  faltas  que  notare ,  sin  permitir 
que  soldado  alguno  haga  servicio'  estando 
enfermo  ó  convaleciente  (2). 

Visitará  en  horas  estraordtnárias  y  espe- 
cialmente  por  la  noche  su  cuartel  para  ver 
si  los  sargentos  duermen  en  la  compañía ,  si 
se  recojen  á  las  horas  señaladas,  y  si  en  ella 
se  observa  la  regularidad  y  quietud  tan  im- 
periosamente prescritas.  Finalmente ,  tendrá 
un  libro  en  que  estén  copiadas ias  órdenes  de 
inspección,  relativas  al  gobierno  y  discipli- 
na de  su  compañía  y  las  generales  que  diere 
el  coronel ,  con  obligación  de  leerlas  una 
vez  cada  dos  meses  á  sus  subalternos;  y 
siempre  que  el  capitán  se  ausente  dejará 
para  igual  fin  el  mismo  libro  al  oficial  que 
quede  mandando  la  compañía  (3). 

CAPITÁN  DE  FRAGATA. 
Oficial  de  la  armada  cuya  graduación  cor- 
responde á  la  de  teniente  coronel  en  el  ejér- 
cito. En  el  artículo  referente  á  los  comandan- 
tes de  navios  y  otras  embarcaciones,  se  es- 
pondrán las  obligaciones  propias  de  los  ca- 
pitanes de  fragatas,  cuando  tienen  á  su  cargo 
el  mando  de  estas  embarcaciones.  Ni  estos 
ni  los  capitanes  de  navio  cuando  lo  son  sin 
sueldo  ni  antigüedad  y  obtienen  mando  de 
provincia,  pueden  por  esta  sola  circunstan- 
cia entrar  al  goce  de  uno  ni  otro.  Véase  la 
real  orden  de  30  de  junio  de  1846. 

CAPITÁN  OENERALi  DE 
EJERCITO.  Con  esta  deaomiuacion 
se  designa  actualmente  á  los  altos  dignata- 
tarios  de  la  milicia  que  han  recibido  seme- 


(1)    Véanse  los  arts.  ti ,  35,  26  y  27. 

{t)   Artículos  S8  y  29. 

(3)  Artíeolos  34  y  35.  Como  los  eapiunes  deben  saber  y 
ejecotar  las  operaciones  prácticas  de  detall  y  cootaUiílidad 
para  llenar  bien  y  complidamentc  sos  deberes  debe  consul- 
tarse para  este  Un  el  reglamento  pablicado  en  t  .*  de  setiem- 
'         ■ lile  infantería. 
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jante  título  de  honor.  Siendo  esta  la  mas  ele*  I 
vada  dignidad  entre  todas  las  que  existen 
hoy  de  hecho  en  la  milicia ,  y  ofreciendo  las 
investigaciones  que  hemos  procurado  hacer 
acerca  del  origen  de  su  creación  una  oscuri- 
dad casi  completa,  nuestros  lectores  leerán 
.  con  gusto  las  siguientes  observaciones  diri- 
gidas á  fijar  con  la  mas  probable  exactitud 
el  origen  y  el  carácter  actual  de  los.  capita- 
nes generales  de  ejército  (1). 

Partimos  de  un  supuesto  incontestable ,  á 
saber;  que  antes  del  ano  1702  no  se  conocía 
esta  denominación  en  la  milicia.  Ni  la  histo- 
ria, ni  la  legislación ,  ni  las  relaciones  aisla- 
das de  los  sucesos  militares,  nos  ofrecen  el 
ejemplo  de  un  solo,  caudillo  militar,  designa- 
do con  aquel  titulo,  ni  la  idea  de  un  grado, 
empleo  ó  cargo  de  la  milicia  á  quQ  se  aplica* 
ra  una  sola  vez. 

En  las  Ordenanzas,  llamadas  comunmente 
de  Flandes,  y  que  fueron  publicadas  en  10 
de  abril  del  citado  ano,  tampoco  se  lee  se- 
mejante denominación,  antes  bien,  fijada  la 
escala  de  los  grados  y  ascensos  de  que  ha- 
bia  de  constar  la  carrera  militar,  se  obsierva 
que  el  último  y  preeminente  fué  el  de  te- 
niente general,  añadiéndose  que  sobre  los 
investidos  con  este  grado,  solo  habian  de 
mandar  losyireyes  y  los  gobernadores  gene- 
rales de  los  estados  y  reinos. 

El  mas  antiguo  monumento  legislativo,  en 
que  aparece  usado  el  titulo  de  capitán  ge- 
neral,  son  las  Ordenanzas  de  Madrid,  publi- 
cadas dos  anos  después,  ó  sea  en  1704..  En 
uno  de  sus  artículos  se  dice :  cLos  capitanes 
generales,  que  estarán  empleados  en  mis 
ejércitos  de  Andalucía ,  Estremadura  y  Cas- 
tilla, gozarán  cada  mes  de  treinta  dias ,  por 
el  tiempo  que  el  ejército  estuviese  en  cam- 
paña, mil  escudos  de  vellón. »»  Aquí  el  título 
de  capitán  general  se  dá  al  caudillo  ó  gefe 
militar ,  á  quien  se  habia  conferido  el  cargo 
de  mandar  un  ejército;  por  donde  se  ve  que 
ui  era  un  grado  reconocido  y  establecido  en 
la  escala  ó  gerarquia  militar,  ni  otra  cosa 


fl)  Hemos  tenido  presentes  para  la  redacción  de  este  ar- 
tíruio,  además  de  otros  datos,  las  noticias  que  nos  lia  sominis- 
trnilo  el  señor  D.  Antonio  Valleeíilo,  tan  versado  en  la  liistori^ 
militar. 


mas  que  nna  denominación  mas  espresiva, 
adecuada  ú  honorífica ,  que  pareció  con- 
veniente dar  á  los  que  recibian  el  encargo 
mcAcionado.  La  Ordenanza  de  1704  no 
preestableció,  ni  creó ,  ni  supuso  siquiera  en 
términos  generales  la  existencia  de  los  capi- 
tanes generales  antes  de  dictar  la  disposición 
que  dejamos  trascrita;  por  consiguiente ^  la 
congetura  mas  razonable  acerca  del  uso  de 
esta  denominación,  empleada  por  primera 
vez  en  las  Ordenanzas  de  Madrid,  es  sin  du- 
da la  de  que  habiéndose  creado  algún  ejército 
antes  de  1704  y  conferídose  el  mando  de  él 
á. algún  teniente  general,  último  grado,  co- 
mo hemos  dicho,,  de  la  escala  militar,  pare- 
ció oportuno  investirle  con  una  denominación 
mas  análoga  al  cargo  que  debia  desempe- 
ñar, y  que  significase,  con  los  antiguos  y  glo- 
riosos recuerdos  de  capitán  ó  caudillo,  las 
nuevas  y  mas  latas  atribuciones  de  su  man- 
do, distintas  de  lasque  comprende  por  si  solo 
el  grado  de  teniente  general ,  cuando  no  va 
revestido  de  otra  comisión  ó  encargo. 

Cualquiera  que  sea,  sin  embargo,  el  fun- 
damento de  esta  conjetura ,  es  lo  cierto  que 
no  encontramos  por  entonces  definido  el  ca- 
rácter de  los  capitanes  generales  ^  ni  estable- 
cida su  creación  como  una  institución  deter- 
minada y  permanente  en  la  milicia.  Todo  lo 
que  podemos  inferir  y  conceder  es  ,  que 
aquellos  tenientes  generales,  á  quienes  el 
rey  habia  conferido  el  alto  y  delicado  encar- 
go de  mandar  un  ejército,  adquirirían  por 
este  hecho  alguna  mayor  consideración,  ó 
prerpgativa  de  honor ,  como  justa  y  debida 
recompensa  al  mérito ,  á  los  servicios  y  á  la 
capacidad  de  que  hubiesen  dado  pruebas  en 
beneficio  del  Estado. 

Pero  él  título  ó  denominación  de  capitán 
general  empezó  á  aplicarse  también  á  los  ge- 
fes  ipilitares  encargados  del  mando  de  las 
provincias,  y  desde  entonces  vemos  usado  el 
de  capitán  general  de  provincia.  Un  decreto 
espedido  en  16  de  octubre  de  1716,  revela 
las  frecuentes  cuestiones  que  ya  por  enton- 
ces se  suscitaban  sobre  preferencias  entre 
los  capitanes  generales  de  ejército  y  provin- 
cia; y  dispone  que  todas  las  patentes  de  ca- 
pitanes generales  de  provincia,  que  sehubie- 
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rea  dado  6  sé  dieréa  para  dentro  de  fispana, 
nó  pudieran  imprimir  el  mismo  grado  dé  ca- 
pitanes generales  de  ejércitos  para  mandar  én 
ellos,  y  que  los  que  las  tttvierexi  de  capitanes 
generales  hubieren  de  servir  en  los  referidos 
ejércitos  con  el  grado  que  tehian  en  ellos  an- 
tes de  obtener  las  espresadas  patentes  de  ca*- 
pitanés  generales  de  provincia.  Esta  dispost-^ 
cion  dá  á  entender  claramente,  que  tanto  el 
titulo  de  capitán  general  de  ejército  éomo  de 
provincilai,  eran,  unos  cargos  eventuales,  tal 
V  como  continúan  siéndolo  en  el  dia  las  ca- 
pití^nías  generales  de  provincia ;  recayendo 
uno  y  otro  en  los  oBciales  generales  com- 
prendidos en  los  últimos  gradT>s  de  la  escala 
militar,  reconocidos  y  determinados,  en  ht^ 
Ordenanzas.  Pero  establece .  también  dich^ 
disposición  cierta  superioridad  en  favor  de 
los  capitanes  generales  de  ejército,  toda  vtt 
que  los  de  provincia  tío  poáiaü  mandar  ejérci- 
tos en  virtud  de  sus  paten(ed;  superioridad, 
que  se  hizo  mas  notable  , -cuando  en  la  Or>- 
denanzá  de  1738  se  estendió  la  disposición 
de  1716,  concretada  á  los  capitanes  getié^a- 
les  de  dentro  de  España,  á.  bs  de  fuérst  de 
ella,  quedando  desde  entonces  reconpcidk 
aquella  superioridad  y  con  elíit  cierta  digni- 
dad ó  prerogativa  én  favor  de  los  de  ^ét^ilo. 

Publicáronse  las  Ordenanzas  de  1762  y 
siguieron  á  ellas  las  de  Í76S,  y  aunque  en 
unas  y  otras  se  habla  de  los  capitanes  ^né- 
rales  de  ejército,  ni  es  para  definir  b  gerar- 
qnía  que  debían  ocupar  en  la  escala  miDtar, 
t»i  es  para  determinar  el  carácter  y  la  vtrda:* 
dcra  condición  de  su  existencia  en  la  milicia, 
ni  para  establecer  de  hecho  un  grado  supe- 
rior á  los  recoftocííos  y.  preferente  al  último 
de  aquella  escala.  Lo  que  hacen,  sí ,  laís  Or- 
denanzas es  consignar  de  un  modo  bastante  es- 
pltcito  y  terminante  la  idea  de  la  dignidajl  su- 
perior de  los  capitanes  generales  de  ejército. 

Las  Ordenanzas  de  1768  habtan  de  estos 
capitanes  generales  como  de  gefes  nombra- 
dos para  mandar  un  ejército  en  campaSa  y 
dirigir  operaciones  militares  ofensivas  y  de- 
fensivas dentro  6  fuera  de  los  dominios  espa- 
ñoles: en  este  concepto  el  capitán  general  no 
ret^reseíita  maís  que  al  general  en  gefe  del 
mismo  ejército,  sin  otra  superioridad  que  la 


propia  y  peculiar  del  cargo  diilitar  de  que  ^e 
halla  investido;  pero  sin  reunir  por  ello  nin- 
gunadignidad  ni  carácter  que  le  eleve  sobre 
et  grado  que  tiene  en  la  milicia ;  así  este 
cargo  puede  recaer  según  la  misitaa  Orde- 
nanza en  un  .teniente  general.  Pero  él  arti- 
culo 1,  tít.  3 ,  tfat.  7  de  la  misma  dispone, 
que  si  por  hallarse  el  rey  en  el  ejército  6 
raandade  persona  caracterizada  con  el  titulo 
de  generatísimo  de  las  armas,  sirvieran  en  él 
dos  ó  ma^  capitanes  generales,  lomarán  dia 
alternativamente  para  recibir  (as  órdenes 
de  S.  M.  ó  del  que  tuviere  aquél  carácter; 
por  donde  se  ve  qne  el  título  dé  capitán  ge- 
neral se  dá  independientemente  del  cargo 
de  mandar  el  ejército ,  puesto  que  en  el  caso 
de  que  se  trata  el  mando  correspondía  arrcy 
ó  al  generalísimo,  á.quienes  los  primeros  se 
hallaban  subordinados ;  y  en  tal  supuesto,  el 
título  de  capitán  general  no  pufede  referirse 
si  no  á  la  dignidad  de  que  se  hallahan  inves- 
tidas las  personas  designadas  coa  s^ftiejante 
denominación.  Aun  elmismo artículo,  prosi- 
gue diciendo  \  cpero  si  yo  nombrare  capitán 
general  ó  tebiente  general  que  mande  en 
gefe*  .el  ejército  con  título  tie  tai...»  lo  cual 
prueba  .que  él  cargo  de  mandar  *  un  ejército 
podia  recaer  en  nn  oficial  geuecal  investido 
de  ^temado  con  el  título  de  capitán  gene- 
ral.; título  que,  éomo  se  ve,  no  podia  refe- 
riirse  ü  noí  la  dignidad  y  al  carácter  honorí- 
fico con  ^u^  sé  lé  consideraba. 
•  É^  sbptmSlo  to  t[ü6  podemos  .'y  d6bcíV]ht)8 
conchiir  de  las  observaciones  éspuesias  es 
que  .en  los  primeros  tiempos  el  nombrar 
miento  de  capitati  general  de  ejército  no  se 
conferia  si-  no  con  el  objeto  determinado  de 
mandar  un  cuerpo  •  mas  ó  menos  numeroso 
de  ejército ;  es  decir ,  como  un  cargo ,  cuyo 
cumplimiento  dejaba  en  el  que  le  hatia  des- 
empeñado cterta  dignidad,  quedabaá  Stt  po- 
sición militar  alguna  preeminencia;  que  sien- 
do este  cargo  eventual ,  como  lo  son  todos 
ios  que  propiamiénte  merecen  este  nombre 
én  la  milicia,  subsistia,  sin  embargo,  el  ho- 
nor llegando  á  hacerse  vitalicio;  que  poco 
á  poco  se  fué  consolidando  la  superioridad 
del  carácter  de  los  capitanes  generales  sobre 
todas  las  clases  militares,  resultando  una 
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posíciott  estable  y  permaneiite,,  ó  lo  (jire  es 
lo  mismo  9  una  dignidad  que  reconoeieron 
espresamente  las  Ordenanzas;  i)üe  esta  dig- 
nidad ,  empezó  á  conrerírse  como  Ui  índe- 
pendienteñnente  del  cargo  de  manflar  un 
ejército,  llevando*  anejas  las  consideraciones 
de  honoV  y'de  preeminencia  qué  son  propias 
de  su  alto  rango;  y  finalmente,  queen  aque- 
llos tiempos  y  atendida  la* significación  rigu* 
rosa  de  la  palabra  en  el  orden  militar  no  pu^ 
do  considerarse  el  título  de  capitán  general 
de  ejército  cómo  tin  grado  superior  á  los  pre* 
constituidos  en  la  milicia,  toda  vez  que  no 
se  halla  la  disposición  que  asi  lo  hubiere 
prescrito. 

Tal  es  el  origen  de  la  dignidad  dé  que  vamoá 
hablando  y  iü  carácter  en  el  deredio  consti* 
tnido,  es  decir,  en  la  esfera  de  las  disposicio- 
nes militares  út  que  hemoá  becho  mención. 
Pero  ruerade  ella,  prescindiendo  del  tecnicis- 
mo riguroso  militar,  en  el  concepto  unánime 
que  hoy  se  atribuye  al  titulo  d($  capitán  ge  • 
ncral  de  ejército  y  aun  en  la  esfera  de  los 
aclos  oficiales  constantemente  emanados  dd 
gobierno  «n  diversas  épocas ,  los  dignatarios 
que  han  recibido  esta  investidura  llevan  en 
nuestro  concepto  algo  mas  que  un  mero  tí- 
tulo de  honor  sin  ninguna  otra  trascendencia. 

Obsérvese  en  primer  lugar  que  no  hay 
ejemplo  de  haberse  conferido  aquel  título  á 
ningún  militar  que  no  estuviese  ya  en  pose  • 
sión  del  grado  de  teniepte  general.  Los  de 
esta  clase,  que  por  sus  altos  hechos  de  armas 
ó  por  ^us  eminentes  servicios  á  la  causa  pú- 
blica, han  conquistado  una  gloria  reconocida, 
son  los  únicos  que  han  recibido  semejante 
investidura.  ¿T  quién  puede  dudar  que 
cuando  el  teniente  general  la  recibe  con  el 
nombramiento  de  capitán  de  ejército  queda 
elevado  en  su  carrera;  que  representa  en 
cira  mas  de  lo  que  representaba  antes  y  que 
obliene  una  posición  superior,  no  solo  en 
dignidad,  si  no  en  todos  los  dornas  conceptos 
ala  que  deja?  De  seguro,  y  este  es  por  lo 
menos  el  concepto  común,  cualquiera,  al 
saber  el  nombramientodeun  capitán  general 
de  ejército ,  comprende  naturahnente  que  ese 
militar  ha  sido  [ascendido,  que  ha  llegado  al 
último  puesto  de  la  milicia,  que  ha  terminado 


con  envidiable  gloria  y  próspera  fortuna  su 
carrera  y  que  ya  no  le  queda  ningún  igrado, 
ningún  escalón ,  ningún  puesto  que  r.eüOrrer 
para*  conquistar  una  posidon* superior  áh 
suya.  Podrá  ser  que  en  q1  tecnicismo  rignro* 
sámente  militar  de  la  palabra  grado  se  en-^ 
cuentee  alguna  dificultad ,  para  aplicarla  i 
I6s  capitanea  generales,;  podrá  ser  que  fal- 
tando una  disposición  que  establezca  espre« 
sateente  estit  gerarquía,  como  tal  grado  su» 
perior  en  la  escala  militar ,  juzguen  algunos 
que  la  apreciación  figurosamente  Üegal  de  la 
doctrina  se  resiste  k  considerarla  como  el  úU 
tirfio  grado  ó  ascenso  de  hl  carrera;  pero  re« 
p^icaos  que  en  el  eweepto  común,  admiti« 
dosis  contradiccioB  algBua,  no  c»  esaJA 
verdadera  y  genaim  intelígeDei«i  que  se  dá 
al  titulb  ó  carát^et  do  ioápitan  general  de 
ejército. 

!Hemo$  indicado  que  tu  la  esfera  do  los 
actos  ^dal^s  emanados  oonstántemento  del 
gobierno  eñ  diverjas  lipocas  haliamos  la 
confimiacioa  de  este  juicio ;  y  aunque  seria 
fácil  citar  muchas  disposiciones  en  que  so 
califica  de  empleo  la  dignidad  de  capitán  ge- 
neral y  se  presupone  en  eHa  un  grado  supe- 
rior al  de  teniente  general ,  nos  creemos  dis- 
pensados do  este  trabajo  en  vista  de  un  do- 
cuinento  también  oficial  que  pone  el  seNo  do 
la  exactitud  á  nuestras  observaciones.  Alu- 
dimos al  proyecto  de  ley  telativo  á  ht  or- 
ganización del  caa4ro  del  estado  mayor  del 
ejército  presentado  por  el  gobierno  á  Ihstíér- 
tes  constituyentes.  La  doble  circunstancia  do 
confirmar  el  juido  que  hemos  emitido  sobro 
este  particular  y  la  de  haber  dado  ya  su  dic- 
tamen la  comisión  correspondiente  de  la 
asamblea ,  lo  cual  induce  á  creer  que  será 
aprobado  y  obtendrá  muy  ptonto  el  carácter 
de  ley ,  exige  que  hagamos  mención  en  este 
lugar  de  las  disposiciones  'concernientes  á 
loa  capitanes  generales  de  ejército,  para 
que  nuestros  lectores  tengan  ^ste  conod* 
miento  antídpado  de  ellas. 

El  proyeeio  de  la  comisión  declara  en 
primer  logar  que  los  capitanes  generales 
forman  la  primera  categoría  dd  ejército  y 
con^o  consecuencia  de  su  elevada  posición  y 
de  la  dignidad  que  representan  se  dispone 
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<|ue  serán  considerados  siempre  en  servicio 
activo.  Se  ordena  también  en  dicho  proyec- 
to de  ley  que  la  dignidad  de  capitán  general 
solo  se  conferirá  á  los  tenientes  generales 
que  hayan  mandado  .en  gefe  en  campana  y 
con  gloria  un  ejército  •  ó  cuerpo  de  ejército^ 
Finalmente,  fija  en  el  número  de  cinco  los 
capitanes  generales  que  ha  de  haber  en  el 
cuadro  del  estado  mayor  del  ejército. 

Los  capitanes  generales,  en  el  concepto  de 
la  alta  dignidad  que  representan,  disfrutan 
de  los  honores  correspondientes  á  ella  pres- 
critos espresamente  en  la  Ordenanza  y  otras 
disposiciones  posteriores.  Tienen  guardia  de 
honor  con  las  distinciones  y  prerogativas 
que  la  misma  Ordenanza  establece;  gozan 
los  honores  de  la  antecámara  del  real  cuar- 
to; teniendo  en  propiedad  el  mando  de  una 
provincia  ó  distrito  militar  reciben  determi- 
nados honores  á  la  entrada  ó  salida  de  cual- 
quiera plaza  de  su  jurisdicción  de  todas  las 
tropas  existentes  en  ella ,  que  deben  presen- 
tarle las  armas  batiendo  marcha;  tienen  el 
tratamiento  de  escelencia  y  por  escrito  des* 
pues  del  Excmo.  Sr.  deben  usar  los  tenientes 
generales  y  mariscales  de  campo  la  palabra 
muy  señor  mió ,  y  desde  brigadier  abajo  ^- 
íwi\  poniendo  en  ¡a  antefirma  desde  tenientes 
generales  hasta  coroneles  inclusive,  Exemo. 
señor  B.  L.  M.  etc.  N« ,  y  desde  teniente 
coronel  abajo  Excmo.  Sr.  N.  Por  su  muerte 
se  les  tribtitan  los  honores  que  detallada- 
mente prescriben  las  Ordenanzas  según  la 
diversa  situación  que  ocupaban  al  tiempo 
del  fallecimiento ,  es  decir ;  sí  mueren  en  la 
provincia  donde  estén  mandando  ó  en  cam- 
pana con  mando  de  general  en  gefe  ó  si 
mueren  en  plaza  en  que  no  mandan.  Visten 
el  uniforme  que  minuciosamente  describe  el 
real  decreto  de  30  de  mayo  de  1840  ,  ratifi- 
cado por  el  de  19  de  junio  de  1848 ,  siendo 
el  principal  distintivo  de  esta  clase  los  tres 
órdenes  de  bordados  que  usan  sobre  las 
vueltas  de  las  mangas ,  tanto  en  el  uniforme 
de  gala  como  en  el  pequeño  ,  esceptuándose 
las  grandes  solemnicUdes ,  en  las  cuales ,  si 
bien  se  les  permite  el  uniforme  de  gala  con 
bordados  en  las  costuras,  no  podrán  usar  si  no 
dos  en  las  vuelta^. El  citado  decreto  de  1848 


les  permite  usar  la  solapa  abierta  de  manera 
que  pueda  cruzase  sobre  el  pecho  llevando 
el  cuello  vuelto  y  abierto  por  delante. 

Por  último,  en  reconocimiento  de  la  alta 
dignidad  que  representan  en  la  milicia  los 
capitanes  generales  de  ejército  se  halla  dis- 
puesto (1)  que  cuando  uno  de  estos  dignata- 
rios llegue  por  cualquier  causa  al  ponto  de 
residencia  del  capitán  general  de  provincia 
le  avise  de  ello  o  ficialmente  con  remisión 
del  pasaporte  con  que  viaje,  y  que  esta  auto- 
ridad en  su  vista  le  envié  una  visita  por  me- 
dio de  su  segundo  cabo  ,  del  gefe  de  estado 
mayor,  6  del  mayor  de  plaza;  visita  que  de- 
berá serle  después  devuelta  personalmente  por 
el  capiun  general  de  ejército.  Sin  embargo 
por  otra  disposición  mas  reciente  publicada  en 
6  de  marzo  de  1855  se  derogó  la  anterior  y  se 
dispuso  que  cuando  un  capitán  general  de 
ejército  transite  por  las  plazas  de  guerra  é 
punto  de  residencia  del  capitán  general  de 
provincia  pase  el  aviso  oportuno  de  su  llega- 
da á  la  autoridad  superior  para  su  conoci- 
miento, y  á  fin  de  que  se  le  hagan  los  hono- 
res que  las  reales  Ordenanzas  marcan ,  de- 
biendo todas  las  autoridades  y  corporaciones 
del  ramo  de  guerra  cumplir  con  lo  que  las 
mismas  previqpen,  y  el  capitán  general  de 
provincia  visitarle  personalmente  para  ofre- 
cerle sus  respetos. 

Fuera  de  este  caso  y  siempre  que  un  capi- 
tán general  de  ejército  llegase  á  punto  don- 
de no  resida  el  de  provincia  deberá  aqud  dar 
aviso  oficial  á  la  autoridad  militar  del  mismo, 
lá  cual  en  cuanto  lo  reciba  irá  inmediata- 
mente á  visitar  en  persona  al  capitán  general 
de  ejército  para  ofrecerle  sus  respetos  y  fa- 
cilitarle los  ausilios  que  pueda  necesitar. 

Sobre  honores  y  prerogativas ,  creyendo 
escusado  dar  mas  pormenores,  pueden  verse 
las  disposiciones  citadas  á  continuación  (2)* 

CAPITAM  GENERAL  DE 
EJÉRCITO.  El  oficial  general  nom- 
brado para  mandar  en  gefe  un  ejército  des- 
tinado á  campana,  ó  sea  á  obrar  defensiva 


(1)   Retí  drden  de  13  de  febrero  de  1853. 

{%  KrU  «S .  lít.  i.%  trat  S/  de  las  Orden  inzas.  Art  w, 
Üt.*.'  Y  tiu  8/  del  mismo  tratado.  R.O.  de  16  dcjBtjo 
de  1788.  R.  decreto  de  80  de  mayo  de  1840.  Id.  de  W  «« 
janiodelSiS. 
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ú  orensívameite  dentro  ó  faera  de  los  do- 
minios españolé».  Las  Ordenanzas  le  llaman 
también  general  de  ejército  en  campana. 

En  el  articulo  anterior  hemos  hablado  de! 
capitán  general  de  ejército,  considerado  pu- 
ramente como  un  alto  dignatario  de  la  mili- 
cia; mas  como  las  Ordenanzas  dan  este  mis- 
mo título  al  oficial  general  designado  para 
el  importante  cargo  de  que  hemos  hecho 
mención,  hállese  ó  no  investido  de  aquella 
dignidad,  vamos  á  examinar  en  el  presente 
lo  que  la  legislación  militar  dispone  respecto 
de  ios  generales  nombrados  para  mandar  un 
ejército  con  el  espresado  carácter  de  gene- 
ral en  gefe. 

Empezaremos  por  decir  que  este  cargo 
puede  recaer,  ya  en  un  oficial  general  que 
hubiese  recibido  de  antemano  el  título  y  la 
dignidad  de  capitán  general,  ya  en  otro  que 
no  tenga  mas  que  la  graduación  de  teniente 
general.  La  medida  de  este  nombramiento 
está  en  la  confianza  que  por  sus  precedentes 
inspira  el  nombrado,  y  cuando  en  esa  clase 
se  halla  una  persona  capaz  de  dirigir  con 
gloria  un  ejército,  y  de  secundar  hábilmen- 
te las  altas  y  patrióticas  miras  del  gobierno, 
el. rey  puede  elegirle  para  tan  difícil  y  hon- 
rosa misión  según  las  disposiciones  de  la 
Ordenanza.  Así  el  art.  33,  tít.  1,  trat.  3,  dice: 
c por  general  de  ejército  se  entenderá  un 
teniente  general,  á  quien  por  la  satisfacción 
de  su  conducta,  talento  y  esperíencia  confie 
yo ,  con  nominación  espresa  ^  el  mando  de 
un  ejército.  I 

Consecuencia  de  ello  es,  que  el  general 
en  gefe  nombrado  para  el  mando  de  un  ejér- 
cito, aunque  se  le  designare  con  el  título 
de  capitán  general  de  él,  no  adquiere  ni  re- 
presenta por  el  hecho  de  semejante  nombra- 
miento la  dignidad  concedida  hoy  con  este 
título,  y  que  el  desempeño  de  su  cargo  ó 
sea  del  mando  en  gefe  del  ejército,  no  le  im- 
prime carácter  alguno  superior  á  su  catego- 
ría. En  tal  concepto,  si  el  mando  en  gefe 
recae  como  puede  ser  en  un  teniente  gene- 
ral, gozará  mientras  le  desempeñe  de  las 
consideraciones,  honores  y  prerogativas  que 
dispensan  las  Ordenanzas  á  los  generales 
que  mandan  en  gefe  un  ejército,  quedan- 


1  do  después  en  el  misma  grado,  situación  y 
categoría  que  ocupaba.  Si  el  mando  en  gefe 
hubiese  recaido  en  oficial  general,  investido 
ya  con  la  dignidad  de  jcapitan  general  de 
ejército ,  evidente  es  ,  que  gozará  todos 
los  honores  propios  de  ella  y  de  su  cate- 
goría. 

Considerado ,  pues ,  en  este  artículo  el 
cargo  de  general  de  ejército,  únicamente  con 
relación  al  mando  en  gefe  del  mismo  dire- 
mos que,  según  disponen  las  Ordenanzas, 
verificado  este  nombramiento,  debe  presen- 
társele el  cuartel  maestre  general  elegido 
por  el  rey,  y  tomando  sus  tirdenes  se  dirijirá 
con  anticipación  á  la  provincia  de  asamblea  (1), 
para  disponer  lo  conveniente  al  estableci- 
miento de  las  tropas.  El  capitán  ó  comandan- 
te general  de  la  provincia  de  asamblea ,  le 
dará  á  conocer  en  la  orden  general  por  tal 
gefe  del  ejército  desde  que  se  le  comunique 
el  nombramiento.  Ademas:  si  el  general  del 
ejército  ha  de  tener  eí  mando  universal  de 
las  armas,  espedirá  aquel  órdenes  t^ircularcs 
á  todos  los  gobernadores  de  plazas  y  co- 
mandantes militares,  sujetos'  á  su  jurisdic- 
ción, haciéndoles  saber  el  nombre,  carácter 
y  autoridad  del  capitán  general  nombrado, 
con  prevención  de  que  obedezcan  sus  ór- 
denes relativas  á  asuntos  puramente  mi- 
litares. 

Las  facultades  del'general  en  gefe  del 
ejército  son  ilimitadas  y  no  están  ni  pueden 
estar  detalladas  en  la  Ordenanza,  mediante 
á  que,  como  gefe  supremo  de  las  tropas  reu- 
nidas para  operar,  ha  de  ejercer  todas  aque- 
llas que  requieran  las  circunstancias  y  even- 
tualidades de  los  sucesos  en  sus  infinitas  com- 
binaciones. Baste  decir,  que  haciéndose  la 
guerra  en  la  provincia  de  asamblea,  tendrá 
el  mando  absoluto  de  las  armas  en  tropas  y 
plazas  de  la  provincia,  quedando  solo  á  car- 
go del  capitán  ó  comandante  general  de  ella 
el  ejercicio  de  su  jurisdicción  en  lo  económi- 
co y  gubernativo,  obedeciéndose  esclusiva- 
mente  las  órdenes  del  general  en  gefe  ,  en 
cuanto  sea  concerniente  al  mando  de  las 
armas  y  sejrvicio  del  mismo  ejército.  Fuera 


(I)  RennioD  de  Ia5  tropa». 
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de  estof  eooio  gefe  á  cuya  oaaducU^  y  eelo 
se  confia  el  aoíeirio  de  las  (^racionee  y  el 
hoDor  de  las  araias,  todas  las  personas  em« 
pleadas  ea  el  ejército,  sin  distinciaa  de  cla- 
ses, deben  estarle  subordinadas,  dependien- 
do de  él  los  oficiales  generales  y  paKiculares 
deque  se  componga. el  estado  mayor.  Po» 
drá  promulgar  los  bandos  que  baile  condu- 
centes al  servicio,  Icü  cuales  serán  ley  pre- 
ferente, y  eft  los  eaaes  á  <iue  se  refieran  sns 
disposicioiies  se  ol>9iervarán  por  todos  los  que 
sigan  al  ejército  sin  distinoion  de  clases, 
coadiebn,  estado  m  sexo ,  y  ateniéndose, 
asi  al  audftUk  come  los  i^XHcales  de  los  con- 
sejas de  guerra  ordinarios  de  los  regimienr 
tos,  al  tenor  literal  de  dichas. prescripciones 
para  el  jiiido  é  imposición  de  penas  á  los 
reos  contraventores  (1).  Por  último,. el  capi- 
tán 6  gonenal  en  jefe  del  ejército  comunica- 
rá por  si  á  los  respectivos  gefes  las  órdeníes 
que  traten  de  prevenciones  interiores  de  los 
cuerpos  desuñados  á  campana,  teniendo  para 
dislribnirias  los  ayudantes  de  champo  que 
creyere  coaveniente. 

Consiguiente  *al  carácter  de  general  en 
gefe  de  un  ejército ,  y  á  la  autoridad  que 
ejerce,  le  corresponde  también  conocer  de 
los  negocios  y  casos  de  justicia  que  señalan 
las  Ordenanzas.  Para  ello  le  confieren  estas 
la  jurisdicción  competente  que  desempeña 
por  medio  de  un  auditor  general  que  sirve 
en  el  mismo  ejércüo,  nombrando  también 
escrtiMuio  y  promotor  fiscal  en  su.  caso  con 
los  denu^  dependientes  necesarios;  De  esta 
juriadiócion,  de  los  casos  á  que  se  estiende  y 
demás  pomtaares  relativos  á  su  competen- 
cia ;  ejercicio  se  habla  en  el  artículo  corres- 
pondiente* 

El  general  en  gafe  del  ejército  disfruta, 
como  se  debe  á  sa  alto  é  importante  cargo, 
los  honores  que  prescribe  la  Ordenanza.  Tie^ 
ne  guardia  de  capitán ,  subteniente  con  ban- 
dera y  cuarenta  hombres  del  primer  cuerpo 
de  inrantería,  batiéndole  marcha  con  arm^s 
al  hombro  (3).  En  los  campamentos  se  les  ha* 
rán  los  que  determinan  los  artículos  cita- 


Mi   Véase  el  articnlo  Bñndo, 
(i;   Art.  S3»  tiu  i,  trat.  I. 


dos  (1),  Cuando  el  general  en  gafo  del  ejér- 
cito es  teniente  geiieral  y  muere  w  eamp^^r 
na,  se  le  harán  los  mismos  honores  y  cer^ 
monias  qae  al  capitán  general  de  ejército^  á 
escepcion  de  que  el  honor  de  armas  presea^r 
tadas  h^  de  limitarle  al  de  tenerlas  al  hoiu^ 
bro.  En  cuanto  á  traUtoaientOf  divisas  y  d^ 
ma^,  tendrá  ^Igeneral  en  gefe  del  ejército  laa 
qae  correspondan  á  su  categoría,  aegun  U^fí-' 
re  ea^n  general  de  ejército  ó  tenienleÉ 
general* 

cAPiTAW  GBNEBAI4  me:  v\ 

ARMAPÜ,  Oígaidad  supeHor  entra 
los  oficiales  d^  la  annada,  á  cuyo  carg<^ 
está  unido  el  empleo  de  director  geaeral  de 
ella.  Tiene  con»o  tal  el  mando  y  dirección  de 
toda  la  armada;  se  estiende  su  autoridad  4 
cualesquier  paraiies  en  que  ee  bailaren  escua^ 
dras,  bajeles,  cuerpos  é  individuos xle  guer- 
ra,  de  marina ,  y  todos  los  comandantes  ge- 
nerales  ó  particulares  deben  obedecer  las 
ónienes  que  lea  dirija  sobre  el  régimen ,  po- 
licía y  disciplina  para  la  mejor  práctica  del 
servicio ,  acierto  de  las  operaciones  y  ade- 
lantamiento del  cuerpo  de  la  armada.  A  la  su- 
perior dignidad  del  capitán  general  de  la  ar^ 
mada  va  unida  también  la  capitanía  .general 
del  departamento  de  su  residencia.  Acerca 
de  las  Tacultades  que  le  competen  como  di- 
rector general  de  la  armada  véase  el  artícu- 
lo de  este  nombre.  Sobre  su  tratamiento,  unir 
forme  y  honores ,  véanse  los  artículos  78  y 
84,  trat.  ±\  tít.  1."  y  26  y  62,  trat.  4,  títu-r 
ló  S;*"  de  las  Orden,  gen.  de  la  arm.  nav, 

CAPITÁN  OENERAIi  »E 
PROVIMCVA.  El  gefe  nombrado  para 
ejercer  la  astoridad  militar  en  una  ó  muchas 
provincias  que  componen  el  distrito  da  eUa. 
La  antigüedad  de  esta  denominación  nopne^ 
de  fijarse ,  como  se  deduce  de  lo  espuesto  ea 
el  artículo  csriTAs  .ciBffBR.«i.  sb  e«sm- 
€iv# ;  pero  es  indudable  que  antes  del<  ano 
17i6  eran  ya  oonoddos  con  este  títolo  los 
gefes  militares  á  quienes  se  confi^ia  el  en- 
cargo de  desempeñar  laautooida^  militar  en 
las  provincias.  Sus  fnncíones  canstiinyefi  un 
cargo  que  puede  recaer  en  cualquiera  4e  lea 


(i)    Art.  9y9,m.  ?l,  trat.  í. 
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grados  de  la  escala  miUlar  qae  tienen  apti- 
tud para  ello ,  tal  como  teniente  general  y 
mariscal  de  campo. 

Las  ordenanzas  vigentes  hablan  de  los  ca- 
pitanes generales  de  provincia,  pero  sin  defí- 
nir  sns  facultades  ni  determinar  la  estension 
de  ellas.  Puede  decirse ,  sin  embargo ,  que 
estas  son  omnímodas  en  todos  los  asuntos 
peculiares  de  U  autoridad  a^pei^or  piilitar 
que  desempeñan.  Antes  ejennan  algunas 
funciones  económicas  y  gobernativas  y  pre- 
sidian las  audiencias .  territoriales  de  su  res- 
pectiva demaircacion.  Actualmente  su  auto- 
ridad 90  lialla  limitada á  lo  militar,  pudien- 
do  decjrse  que  recae  sobre  ios  tres  puntos 
siguientes:  1.*"  el  mando  de  las  tropas  exis- 
tentes en  el  territorio  de  la  capitanía  general: 
2/  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  le  com* 
pete  en  las  causas  del  fuero  militar :  S.""  el 
desempeño  de  las  facultades  estraordinarias 
que  le  corresponden  en  ciertos  y  determina- 
dos casos. 

En^l  primer  concepto  los  capitanes  gene- 
rales tienen  el  mando  de  las  tropas  y  les  es- 
tán subordinados  cuantos  individuos  milita- 
res tienen  destino  ó  residencia  accidental  en 
el  territorio ,  debiendo  ser  obedecida  su  au- 
toridad por  toda  la  gente  de  guerra  y  distin- 
guido y  respetado  por  la  que  no  lo  fuere  (1). 
Pueden  por  consiguient,e  remover  dentro  de 
dicho  territorio  las  tropas  que  sirvan  á  sus 
órdenes  á  no  ser  que  el  destino  que  tuvieren 
procediese  de  resolución  del  rey,  dando  «par- 
te de  ello  á  S.  M.  por  la  secretaría  del 
despacho  (2).  En  el  mismo  concepto  nin- 
guna otra  autoridad,  sea  de  la  clase  que 
fuere,  puede  disponer  de  las  tropas,  pues 
toda  fuerza  armada  mientras  lo  esté ,  solo 
puede  depender  de  la  autoridad  militar  (3): 
cualquiera  que  necesitase  ausilio  de  la  es- 
pregada  fuerza  deberá  pedirla  al  capitán  ge- 
neral (4). 

El  capitán  general  es  el  responsable  de  la 
quietud  y  defensa  de  la  provincia  y  en  su 
coDsecuencia  las  demás  autoridades  y  los 


ül 


Art.  U\  úL  I.*,  irau  6 ,  ord.  mil. 

Af  t.  5. 

R.  órd.  de  98  de  abHl  de  1840. 

R.  drd.  de  80  de  enero  de  1751  y  mano  de  iW* 

TOMO  VII, 


comandantes  de  artillería  é  ingenieros  por 
los  ramos  de  su  mando ,  le  darán  cuantas 
noticias  les  pida  soBre  existencia  de  víveres, 
utensilios ,  hospitales ,  municiones ,  portre- 
chos, estado  de  fortificaciones  y  cuanto  ne- 
cesite saber,  con  la  distinción  y  espresion  que 
sus  órdenes  indiquen  para  acordar  con  cono- 
cimiento stts  providencias  militares  (1). 

En  consecuencia  de  las  relaciones  que 
remitan  al  capitán  general  los  gobernado- 
res de  las  plazas  de  su  jurisdicción,  de  re- 
sultas del  personal  reconoeímiento  que  de- 
ben hacer  para  tenerlas  en  el  estado  conve- 
niente de  defensa,  dará  las  providencias  que 
pidan  un  remedio  ejecutivo  en  caso  urgente 
y  representará  al  rey  lo  que  se  ofrezca  pro- 
veer con  tanteo  de  su  gasto  (2).  Fuera  de  ios 
casos  espresados  no  permitirá  ni  dispondrá 
por  sí  el  capitán  general  que  se  hagan  obras 
nuevas  de  fortificación  ni  que  las  ya  ejecuta- 
das se  varíen  sin  que  preceda  real  aprobación , 
y  para  las  que  sea  necesario  construir ,  for- 
mará y  le  pasará  el  ingeniero  director  los 
proyectos  y  cálculos  y  relaciones  corres- 
pondientes, cuyos  documentos  dirigirá  al 
rey  con  su  dictamen  por  la  secretaría  del 
despacho  de  la  Guerra  (3). 

Finalmente ,  no  permitirán  que  en  la  roas 
leve  cósase  alteren  ni  relajen  las  reglas  que 
en  las  Ordenanzas  se  prescriben,  celando 
con  vigilancia  su  exacto  cumplimiento; 
castigando  con  severidad  al  que  faltare  en 
obedecerlas  y  disipando  con  su  autoridad 
toda  convetsacion  ó  discurso*  que  conspiren 
á  interpretarlas ,  pues  siempre  se  han  de 
entender  literalmente.  Y  si  ocurriese  sin  em- 
bargo alguna  duda  sobre  la  ^ual  fuera  indis- 
pensable toínar  una  resoluQÍon  especial ,  po- 
drá el  capitán  general  decidirla  provisional- 
mente dando  cuenta  al  rey  de  la  disposición 
interina  que  hubiese  tomado ,  á  la  cual  de- 
berán sujetarse  todos  los  individuos  mili- 
tares (4). 

En  el  segundo  concepto  compete  al  capi« 
tan  general  de  provincia  la  jurisdicción  para 


(I)  Arte. 
(1)  Art  5. 
(3)  ArU9. 
W 


R.  0.  de  18  de  febrero  de  1709. 
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conocer  en  el  distrito  de  su  mando  de  las 
causas  de  los  oficíales  y  demás  individuos 
militares,  á  escepcion  de  los  cuerpos  privile- 
giados, formando  con  su  auditor  un  juzgado 
militar  en  primera  instancia.  En  los  artículos 
jurisdicción  de  capitanes  generales  de  pro- 
vincia ,  y  juzgado  de  la  auditoria  de  guerra 
hablamos  con  la  debida  estension  de  la  orga- 
nización y  facultades  de  aquel  juzgado. 

En  los  consejos  de  guerra,  tanto  ordínarips 
como  estraordin^rios,  ejercen  las  funciones  y 
le  competen  las  facultades  que  determinan 
espresamente  las  Ordenanzas  y  se  espresarán 
en  sus  respectivos  artículos.  También  es 
privativo  de  los  capitanes  generales  señalar 
el  presidio  donde  han  de  cumplir  sus  conde- 
nas los  reos  militares  sentenciados  á  esta 
pena  por  el  consejo  de  guerra  de  oficiales, 
á  no  ser  que  el  destino  estuviese  ya  prefijado 
.  por  alguna  real  determinación. 

Como  facultades  estraordinarias  ejerce  to- 
das las  que  espresamente  se  le  confieren ,  ya 
en  asuntos  propíos  de  su  autoridad,  ya  en 
otros  independientes  aunque  mas  ó  menos 
relacionados  con  ella.  La  medida  de  las 
atribuciones  que  en  tal  caso  le  competen, 
está  en  los  límites  del  encargo  ó  comisión 
que  se  le  ha  conferido. 

En  resumen :  el  capitán  general  de  provin- 
cia es  la  autoridad  superior  militar  en  el  dis- 
trito de  su  mando ;  á  él  por  consecuencia  se 
le  deben  todas  las  consideraciones  y  respetos 
que  exije  la  autoridad  que  representa.  Asi  to- 
dos los  oficiales  generales  de  cualquier  gra- 
duación que  sean  deberán  presentarse  al  mis- 
mo al  llegar  al  punto  de  la  residencia  del  ca- 
pitán general;  los  capitanes  generales  de  ejér- 
cito se  hallan  exentos  de  este  deber  en  la  forma 
que  indicamos  en  el  artículo  que  lleva  este 
último  título.  Tienen  guardia  de  honor  com- 
puesta de  un  capitán  y  subteniente  sin  ban- 
dera con  cuarenta  hombres;  cuya  guardia  se 
constituirá  en  la  casa  del  capitán  general  en 
la  forma  y  para  el  objeto  que  previene  el  ar- 
ticulo 17,  trat.  6,  tít.  5  de  la  Ordenanza, 
estando  declarado  por  real  orden  de  12  de 
enero  de  1849,  (jue  está  exenta  de  asistir  á 
las  paradas  y  de  la  dependencia  del  estado 
mayor  de  la  plaza  No  siendo  capitán  general 


de  los  ejércitos  se  le  recibirá  por  una  sola 
vez  á  la  entrada  de  cualquiera  plaza  de  su 
jurisdicción  con  los  mismos  honores  á  escep- 
cion de  que  la  marcha  ha  de  tocársele  te- 
niendo armas  al  hombro  los  soldados.  Res- 
pecto á  los  honores  fúnebres  debidos  á  su 
jerarquía  militar,  y  tratamiento,  véanse  las 
disposiciones  que  se  citan  (1). 

CAPITÁN  OEIVER AL  DE  DE- 
PARTAMENTO. Cargo  que  en  la 
armada  naval  equivale  en  sus  atribuciones  y 
prerogativas  al  de  capitán  general  de  provin- 
cia en  el  ejército.  En  este  concepto  se  decla- 
ró por  real  orden  de  10  de  abril  de  1918  que 
el  mando  y  autoridad  que  deben  ejercer  los 
capitanes  generales  de  los  departamentos 
sobre  las  brigadas  y  batallones  de  artillería 
ó  infantería  de  marina  es  el  que  confieren 
las  Ordenanzas  generales  del  ejército  en  el 
tít.  1.*,  trat.  6.*"  á  los  capitanes  generales  de 
provincia  sobre  todas  las  tropas  que  tienen 
destino  en  ellas  y  que  las  funciones  que  á  di- 
chos gefes  corresponden  son ,  además  de  las 
que  concede  la  ordenanza  de  la  armada  al 
comisario  general  de  artillería  y  comandante 
principal  de  batallones,  las  que  ejercen  los 
directores  de  las  armas. 

El  capitán  general  de  departamento  ejerce 
las  mismas  facultades  y  atribuciones  que  se- 
ñala la  Ordenanza  naval  á  los  comandantes 
generales  de  departamento ,  cuyos  cargos 
vienen  á  ser  idénticos ,  sin  mas  diferen- 
cia cfue  la  de  tomar  los  comandantes  gene- 
rales la  denominación  de  capitanes  gene- 
rales cuando  son  tenientes  generales  y  se  les 
confiere  el  mando  en  propiedad.  No  siendo 
los  nombrados  tenientes  generales  ó  aunque 
lo  sean ,  no  confiriéndoseles  el  mando  con  el 
carácter  espresado,  llevan  solamente  el  titu- 
lo de  comandantes  generales.'  Para  evitar 
repeticiones  hablaremos  de  sus  atribuciones, 
deberes  y  prerogativas  en  el  título  mas  ade- 
cuado que    es  comikmuAmTtt    «bübrai* 

CAPITÁN  A  GUERRA.    Anti- 
guamente se  daba  este  título  al  gefe  de  los 


(1)    Art.  10 ,  trat.  3 ,  til.  5.  H.  0.  de  9i  de  julio  de  il9l. 

7  lie  diciembre  de  1897. 
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tercios  (le  milicias^  alistados  y  repartidos  cq 
las  provincias  y  lagares  para  su  defensa  y 
seguridad  (1).  Los  capitanes  á  guerra  ejer- 
cían jurisdicción  civil  y  criminal  sobre  las 
personas  que  componían  dichos  tercios  de 
milicias,  conocían  en  primera  instancia  de 
todas  las  causas  con  apelación  al  Supremo 
Consejo  de  Guerra,  y  desempeñaban  algu- 
nas otras  funciones  de  carácter  puramente 
gubernativo. 

Conocidos  desde  muy  antiguo  la  autoridad 
y  el  título  de  capitanes  á  guerra  con  las  atri- 
buciones propias  é  independientes  que  he- 
mos espresado ,  uniéronse  después  á  los 
intendentes,  corregidores  y  alcaldes  mayo-, 
res  en  sus  respectivas  demarcaciones  ,  los^ 
cuales  siguieron  desempeñando  aquellas  atrí* 
buciones  militares  con  el  nombre  y  carácter 
de  capitanes  á  guerra,  obteniendo  el  título 
especial  de  tales  que  les  confería  el  rey  por 
la  vía  reservada  de  guerra,  previo  el  pago 
de  50  ducados  que  se  aplicaban  al  monte 
pío  respectivo  del  agraciado.  Las  facultades 
y  la  jurisdicción  de  estos  funcionarios,  ó  ca- 
pitanes á  guerra,  fueron  confirmadas  por  la 
real  cédula  de  9  de  febrero  de  i  696,  publi- 
cada por  el  señor  D.  Carlos  II,  para  el  res- 
tablecimiento de  las  milicias  del  reino;  y 
por  el  reglamento  de  10  de  mayo  de  1778 
para  las  milicias  de  Yucatán  y  Campeche. 
Sin  embargo,  el  tiempo  y  la  esperiencia  hi- 
cieron conocer  los  inconvenientes  que  ofre- 
cia  el  conceder  semejantes  atribuciones  á 
personas  ó  autoridades  estranas  á  la  milicia, 
y  para  remediarlos ,  en  la  Real  Ordenanza 
de  31  de  enero  de  1734  (2)  en  su  adición  de 
28  de  febrero  de  1736  (3)  y  real  declaración 
de  30  de  mayo  de  1767  (4) ,  se  concedió  á 
los  coroneles  la  privativa  jurisdicción  sobre 
todas  las  causas  en  que  fuesen  parte  los  que 
perteneciesen  á  las  milicias,  con  inhibición 
de  cualesquiera  jueces,  justicias,  tribunales 
y  aun  de  los  gefes  militares  de  la  provincia; 
haciéndose  igual  concesión  al  restablecerse 
de  nuevo  las  milicias  urbanas  de  España  en 


(I)  Colon ,  5.*  edición,  tomo  1,  página  196. 

i%  Ley  4,  tiu  O,  lib.  ft,  NoYisima  Recopilación. 

(3)  Nota  i*,  tiu  4 Jib.  6  id. 

(4)  Ley  6,  tit.  6,  lib.  1,  Not.  Recop. 


1764.  Desde  entonces  quedó  derogada  la 
autoridad  y  jurisdicción  de  los  capitanes  á 
guerra ,  y  se  refundió  en  los  coroneles  de  los 
regimientos ,  cuya  den»gacíon  se  hizo  esten- 
siva  á  las  Indias  por  real  orden  de  13  de  fe- 
brero de  1786,  en  que  se  privó  del  fuero 
militar  á  las  milicias  urbanas  de  aquellos 
dominios,  salvo  cuando  se  encontrasen  en 
actual  servicio,  que  estarían  sujetas  al  gober- 
nador ó  sutemente. 

A  pesar  de  estar  tan  esplicítas  las  Orde- 
nanzas y  demás  reales  disposiciones  citadas; 
después  de  su  publicación  todavía  algunos 
corregidores  y  regentes,  que  tenían  el  título 
de  capitanes  á  guerra ,  pretendieron  ejercer 
actos  de  su  antigua  jurisdicción  militar,  lo 
que  dio  lugar  á  que  se  dictasen  varias  reales 
órdenes  desaprobando  sus  pretensiones ,  y 
declarando,  que  el  título  de  capitán  á  guerra 
no  daba  autoridad  para  conocer  en  los  asun- 
tos militares,  de  cualquier  clase  que  fuesen, 
que  los  únicos  y  privativos  gefes  de  los  re- 
gimientos provinciales  eran  sus  coroneles 
y  el  inspector  general  á  quienes  estaban  su- 
bordinados. 

Tan  terminantes  declaraciones  no  podian 
dejar  duda  acerca  del  verdadero  carácter  de 
los  capitanes  á  guerra,  que  siendo  un  título 
puramente  de  honor,  no  les  confería  autori- 
dad en  ningún  caso ;  sin  embargo,  este  títu- 
lo continuó  espidiéndose  á  los  corregidores 
y  alcaldes  mayores  de  las  capitales  que  ha* 
bian  tenido  esta  preeminencia,  y  en  los  últi- 
mos tiempos  aun  se  creía  que  podian  los  ca- 
pitanes á  guerra  recobrar  su  antigua  autori- 
dad en  un  caso,  cuando  por  invasión  de  ene- 
migos ú  otros  motivos  semejantes  se  arma- 
sen los  vecinos  para  su  propia  seguridad  y 
defensa,  con  tal  que  hubiese  comandante 
militar  nombrado  por  el  rey  ó  capitán  gene- 
ral del  distrito.  La  práctica  de  espedir  estos 
títulos  continuó  hasta  el  establecimiento  de 
los  juzgados  de  primera  instancia,  en  que 
fueron  suprimidos  los  corregidores  y  alcaldes 
mayores,  como  es  notorio  y  decimos  en  el 
artículo  correspondiente. 

CAPITAM  de:  llaves.  El 
oficial  encargado  de  abrir  y  cerrar  las  puertas 
en  las  plazas  de  armas.  Según  el  decreto  del 
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regente  del  reino  de  i3  de  setiembre  de  1842, 
que  fija  la  nueva  organización  de  los  estados 
mayores  de  plaza,  el  encargo  de  capitán  de 
llaves  debe  desempeñarse  por  el  ayudante 
de  última  clase  que  hubiese  en  la  plaza,  y  en 
el  caso  de  haber  mas  d^  uno ,  por  e^  que 
nombre  el  gobernador  (1).  Para  recibir  las 
llaves  irá  el  capitán  á  casado  este,  acompa- 
ñado de  un<^abo  y  cuatro  soldados  del  prin- 
cipal (¿),  y  tomadas  aquellas,  desempeñará 
su  cometido,  bajo  las  formalidades  plrescritas 
en  la  Ordenanza.  Según  el  art.  4,  título  3, 
tratado  6 ,  los  capitanes  de  llaves  que  no 
tuviesen  grado  en  el  ejército ,  son  reputa- 
dos por  últimos  alféreces. 

CAPITÁN  DE  NAVE.  Se  dá 
este  nombre  al  gefe  de  ella  encargado  de  la 
navegación,  policía  y  seguridad  de  la  misma 
nave ,  y  comunmente  también  de  su  admi- 
nistración económica  en  representación  del 
naviero  ó  propietarios.  Dase  este  nombre 
generalmente  á  los  que  mandan  embarca- 
ciones mayores  que  hacen  navegación  de 
alta  mar ,  designándose  con  el  de  patrones 
á  los  encargados  de  buques  menores,  em- 
pleados por  lo  general  en  el  tráfico  de  cabo- 
taje. 

Los  capitanes  de  nave  son  objeto  de  la  le- 
gislación bajo  diferentes  conceptos.  Como 
gefes  de  los  buques,  encargados  de  dirigir 
la  navegación  y  de  la  policía  y  seguridad  de 
Iqs  mismos ,  deben  tener  la  pericia  necesa- 
ria, que  hacen  constar  por  medio  del  corries- 
pondiente  examen  y  llenando  los  demás  re- 
quisitos necesarios  para  ejercer  semejante 
cargo.  Estos  requisitos  están  prevenidos  en 
las  ordenanzas  de  las  matrículas  de  mar,  co- 
mo lo  están  también  las  reglas  que  deben 
observar,  durante  la  navegación,  en  todos 
los  actos  y  circunstancias  referentes  á  ella; 
de  unos  y  otros  nos  haremos  cargo  al  tratar 
del  comercio  marítimo  y  do  la  navegación 
mercantil.  Como  gefes  del  buque  ejercen 
autoridad  sobre  una  porción  mas  ó  menos 
numerosa  de  gente  que  debe  prestarles  su- 
bordinación y  disciplina ,  y  á  la  que  pueden 


(I)    ArtlK. 

(?)  Aru  4,U(.  8,  irat.  6  deU  Ordenanza  miliUr. 


imponer  las  penas  correccionales  correspon- 
dientes á  las  faltas  cometidas.  En  esta  parte 
observarán  también  lo  que  prescriben  las 
citadas  ordenanzas  y  los  reglamentos  de  la 
marina.  Últimamente,  como  mandatario  y 
representante  del  duelío  ó  dneSod  del  buque, 
encargado  de  su  administración  eeonómi* 
ca  y  de  cuantos  intereses  conduce ,  tiene 
mcícbas  obligaciones  que  llenar  respecto  de 
sus  mandantes,  respecto  de  terceras  perso- 
nas ,  antes  y  después  de  su  viaje  y  para  evi  • 
tar  la  responsabilidad  que  en  ciertos  casos 
le  impone  el  Código  de  comercio.  En  el  pre- 
sente artículo  solo  hablaremos  de  los  capita- 
nes de  nave  con  relación  á  este  último  con- 
cepto, dejando  para  el  ya  citado  y  algunos 
otros  el  examen  de  las  disposiciones  legales 
que  se  refieren  k  los  mismos  en  los  otros  dos 
conceptos  también  espresados ;  para  mayor 
claridad  examinaremos : 

i.*"    El  carácter  legal  de  los  capitanes  de 
nave. 

2."^    Sus  deberes  y  facultades  antes  de  la 
navegación. 

5J*    Sus  obligaciones  ordinarias. 

Sus  obligaciones  en  casos  estraordi- 


4.* 
narios 
«.• 
6.* 


Cosas  que  les  están  prohibidas. 
Deberes  en  orden  á  la  entrega  del 
cargamento. 

7."    Responsabilidad. 

!.•  Carácter  legal  dd  capitán  de  nave. 
Hemos  dicho  ya  que  el  capitán  es  el  gefe  de 
la  nave  á  quien  debe  obedecer  toda  la  tri- 
pulación, cumpliendo  cuanto  mandare  para 
el  servicio  de  ella ,  y  que  tiene  en  conse- 
cuencia la  facultad  de  imponer  penas  cor- 
reccionales ,  con  afrreglo  á  los  reglamentos 
de  marina.  Este  es  el  carácter  principal  y 
aun  el  único  del  capitán  cuando  el  naviero 
va  en  el  buque,  encargado  de  la  adminis- 
tracion  del  mismo;  el  primero,  en  este  caso, 
tiene  á  su  cargo  cuanto  se  refiere  á  la  nave- 
gación, sin  poderse  mezclar  en  los  demás 
actos  y  operaciones  concernientes  á  la  ad- 
ministración económica  reservada  esclusiva- 
mente  al  propietario. 

Pero  como  esto  rara  vez  sucede  asi ,  y 
como  lo  ordinario  es  que  el  capitán  vaya  ett- 
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cargado,  no  solo  dé  la  Davegacíoo ,  si  no  de 
la  administración  económica  del  buque ,  re- 
sulta que  este  es  también  el  mandatario  del 
dueño  ó  dueños,  y  su  representante  legítimo 
en  todos  aquellos  actos  y  operaciones  de 
que  se  ha  hecho  mención.  Tiene  por  consi- 
guiente todas  las  facultades  propias  de  esta 
representación  que  ejerce ;  asi  como  le  in- 
cumben todas  las  obligaciones  inherentes  á 
su  mandato.  Consiguiente  á  ello  estará  ó  no 
obligado  á  dar  fianzas ,  según  lo  que  sobre 
ello  contrate  con  el  naviero;  y  si  este  le  re- 
levase de  darlas ,  no  se  le  podrán  exigir  por 
otra  persona  alguna.  Tiene  la  facultad  de 
proponer  al  naviero  las  personas  del  equipa- 
je de  la  nave,  sin  que  este  pueda  obligar  al 
capitán  á  recibir  persona  alguna  que  no  sea 
de  su  contento  y  satisfacción ;  facultad  jus- 
tamente concedida ,  pues  siendo  responsable 
de  la  dirección  del  buque,  es  muy  razonable 
que  merezcan  su  confianza  los  que  han  de 
tomar  parte  en  esta  misma  dirección.  Por  lo 
demás ,  la  intervención  del  capitán  en  los 
buques  que  lo  requieren,  según  lo  manifes- 
tado al  principio  es  necesaria ,  ya  porque  asi 
está  prevenido  terminantemente ,  ya  porque 
lo  exige  la  seguridad  del  comercio  y  la  con- 
fianza que  debe  inspirarse  á  los  que  entregan 
sus  mercaderías  y  efectos,  fiados  en  la  sufi- 
ciencia y  honradez  del  encargado  del  buque. 
Esta  necesidad  es  tnl ,  que  según  el  Código 
de  comercio,  cuando  el  naviero  se  reserva- 
re ejercer  la  capitanía  de  su  nave ,  y  no  tu- 
viese la  patente  de  capitán ,  se  limitará  á  la 
administración  económica  de  eíta,  valiéndo- 
se para  cuanto  diga  orden  á  la  navegación 
de  un  capitán  aprobado  y  autorizado  legal - 
mente. 

Por  último,  el  capitán  debe  ser  natural 
de  España,  lo  cual  también  se  ha  establecido 
para  facilitar  las  transacciones  mercantiles 
y  evitar  las  dificultades  y  embarazos  que 
pudiera  producir  la  cualidad  de  estranjero 
en  el  encargado  y  gefe  de  la  nave,  que  cqmo 
veremos  mas  adelante,  ejerce  en  determina- 
dos casos  facultades  de  la  mayor  trascen- 
dencia. 

2.''  Deberes  y  pacuUades  antes  de  la  na- 
vegación. No  hay  necesidad  de  advertir  que 


cuandose  trata  de  fletar  un  buque,  y  se  ha- 
llan presentes  el  naviero  ó  su  consignatario, 
á  ellos  corresponde  la  facultad  de  celebrar 
todos  los  contratos  y  de  establecer  las^  con- 
diciones con  que  hayan  de  verificarse.  Cesa 
en  este  caso  la  representación  def  capitán 
como  mandatario,  con  la  presencia  del  man- 
dante, que  puede  contratar  y  contrata  di- 
rectamente. Pero  cuando  aquellos  no  están 
presentes ,  el  propio  interés  del  dueño  éxjge 
que  el  capitán  esté  autorizado  para  contratar 
por  sí  los  fletamentos ,  y  asi  lo  ha  dispuesto 
el  Código  de  comercia»  sin  mas  restricción 
que  la  de  sujetarse  á  las  instrucciones  reci- 
bidas, y  de  procurar  con  la  mayor  solicitud 
y  esmero  el  fomento  y  prosperidad  de  loa 
intereses  del  naviero.  Esta  disposición  nos 
parece  muy  razonable ,  porque  atendido  el 
espíritu  de  las  leyes  mercantiles  referentes 
al  comercio  marítimo  y  de  las  que  fijan  el 
carácter  de  los  capitanes  de  naves,  no  puede 
disputarse  ni  la  conveniencia,  ni  la  compe- 
tencia de  estos,  cuando  se  hallan  en  otro 
punto  que  los  propietarios,  para  celebrar  en 
su  calidad  de  representantes  legítimos  de  es- 
tos ,  todos  los  actos  necesarios  para  la  esplo- 
tacion  del  buque ,  su  conservación  y  aumen- 
to de  las  utilidades.  Téngase  presente,  sin 
embargo ,  que  aun  en  el  casa  de  que  vamos 
hablando,  estando  la  nave  fletada  ya  por  en- 
tero ,  no  puede  el  capitán  recibir  carga  de 
otra  persona,  sin  anuencia  espresa  del  fleta- 
dor, y  si  lo  hiciere,  podrá  este  obligarle  á 
desembarcarla  y  exigirle  los  perjuicios  que 
se  le.hayan  seguido. 

Supuesta  esta  facultad  y  celebrados  de 
uno  ú  otro  modo  los  contratos  relativos  al 
fletamento  del  buque,  el  primer  deber  del 
capitán  antes  de  proceder  á  la  carga  es 
O  practicar  un  reconocimiento  prolijo  del  esta- 
do de  la  nave,  interviniendo  los  oficiales  de 
ella  y  dos  maestros  de  carpintería  y  calafa- 
tería ,  y  hallándola  segura  para  emprender 
la  navegación  á  que  se  le  destine,  se  esten- 
derá por  acuerdo  en  el  libro  de  resoluciones; 
en  el  caso  contrarío  se  suspenderá  el  viaje 
hasta  quesfe  hagan  las  reparaciones  conve- 
nientes. SireconocimientO)  como  se  ha  dicho, 
debe  preceder  á  la  carga,  á  fin  de  que  sea 
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completo  y  se  eslienda  á  todas  las  partes  del 
buque  y  ofrezca  completa  seguridad. 

Fletada  la  nave  el  capitán  debe  desde 
luego  ponerla  franca  de  quilla  y  costados, 
apta  para  navegar  y  recibir  la  carga  en  el 
término  pactado  por  el  fletad ot.  Fletada  para 
punto  determinado  no  puede  el  capitán  de- 
jar de  recibir  la  carga  y  hacer  el  viaje  con- 
venido, si  no  sobreviene  peste»  guerra  ó 
estorsion  en  la  misma  nave  ,  que  impidan 
legítimamente  emprender  la  navegación.  La 
obligación  contraída  es  bilateral  y  la  falta  de 
cumplimiento  irrogaría  perjuicios  á  una  de 
las  partes;  no  puede  la  otra  por  consiguiente 
faltar  á  ella  en  virtud  de  un  motivo  gratuito 
y  no  justiGcado  legítimamente. 

En  el  acto  de  la  carga  debe  proceder  con 
mucha  diligencia.  Mientras  la  nave  se  está 
cargando  es  obligación  suya  mantenerse  en 
ella  con  toda  la  trípulacion»  no  puedeadmitir 
mas  carga  de  la  que  corresponda  á  la  cavi- 
dad que  esté  detallada  á  su  nave  en  la  ma- 
tricula, y  no  permitirá  que  se  ponga  ningu- 
na sobre  la  cubierta  del  buque  sin  que  con- 
sientan en  ello  todos  los  cargadores,  el  mismo 
naviero  y  los  oGciales  de  la  nave,  siendo 
suficiente  que  cualquiera  de  estas  partes  lo 
resista  para  que  no  se  verifique ,  aunque  las 
(lemas  lo  consientan.  El  fundamento  en  que 
al  parecer  descansa  esta  disposición  no  pue- 
de ser  mas  razonable.  La  parle  del  buque 
mencionada  es  la  que  se  halla  espuesta  á  ma- 
yor número  de  contingencias  y  peligros, 
porque  aparte  de  que  las  mercaderías  colo- 
cadas sobre  la  cubierta  del  buque,  están  de 
continuo  espuestas  á  la  lluvia,  á  los  golpes 
de  mar  y  á  otros  azares  semejantes,  lo  cual 
las  espondria  á  una  avería  casi  segura,  espe- 
cialmente en  largas  travesías,  hay  la  cir- 
cunstancia de  que  habiendo  de  arrojarse  al 
mar  alguna  parle  del  cargamento  en  los  ca- 
sos autorizados  por  las  leyes,  lo  que  existe 
sobrecubierta  es  lo  primero  que  se  arroja. 
Justo  es,  pues-,  que  sin  el  consentimiento  del 
cargador  no  ponga  el  capitán  carga  alguna 
en  lugar  tan  ocasionado  á  contratiempos. 

También  incumbe  al  capitán  tomar  por  sí 
las  disposiciones  convenientes  para  mante- 
ner la  nave  pcrlrcchada,  provista  Y  muni- 


cionada, comprando  á  este  efecto  lo  que 
considere  de  absoluta  necesidad,  siempre 
que  las  circunstancias  no  le  pernutan  soli- 
citar previamente  Jas  instrucciones  del  na- 
viero. Las  obligaciones  que  contraiga  con  tal 
objeto  recaen  sobre  el  dueño  de  la  nave,  y 
no  constituyen  al  capitán  personalmente  res- 
ponsable á  su  cumplimiento,  á  menos  que 
no  comprometa  espresamente  su  responsa- 
bilidad personal  ó  suscriba  letra  de  cambio 
ó  pagaré  á  su  nombro. 

Por  último  estando  ya  la  nave  de^achada 
para  hacerse  á  la  vela,  no  puede  ser  deteni- 
do por  deudas  el  capitán ,  á  menos  que  es- 
tas procedan  de  efectos  suministrados  para 
aquel  mismo  viaje,  en  cuyo  caso  se  le  admi- 
tirá también  la  fianza  de  satisfacer  la  deuda 
demandada  al  regresar  de  su  viaje.  Esta  dis- 
posición se  funda  en  que  estando  ya  el  bu- 
que en  la  situación  indicada,  pronta  la  tripu- 
lación y  todo  dispuesto  para  el  viaje,  la  de- 
tención del  capitán  por  obligaciones  suyas 
personales,  ó  por  otras  contraidas  como  tal 
en  época  anterior,  y  no  reclamadas  oportu- 
namente, produciría  la  suspensión  de  aquel, 
el  perjuicio  evidente  del  interés  general  del 
buque,  el  del  propietario,  el  de  los  cargado- 
res, etc.  Justo  es,  pues,  que  ante  esta  con- 
sideraciongcneral,  ceda  el  interés  particular 
del  acreedor,  que  pudiendo  intentar  su  re- 
clamación antes  de  aquellos  momentos  crí- 
ticos, vino  á  ejercitar  tan  intempestivamen- 
te sus  derechos.  La  única  escepcion  que  de- 
termina el  artículo  del  Código  de  comercio 
es  también  fundada;  porque  si  la  reclama-^ 
cion  procede  de  efectos  suministrados  para 
aquel  mismo  viaje,  la  cual  por  lo  mismo  no 
ha  podido  intentarse  antes,  seria  injusto  que 
el  capitán  hallase  en  la  necesidad  del  viaje,  el 
medio  de  sustraerse  al  pago  de  deudas  con- 
traídas legítimamente  para  emprender  y 
realizar  ese  viaje  mismo. 

La  disposición  á  que  hemos  aludido,  com- 
prende toda  clase  de  deudas  sin  distinción, 
salvas  tan  solo  las  espresamente  esceptua- 
das.  ¿Se  aplicará  lo  dispuesto  en  ella,  si  U 
reclamación  procede  de  alguna  condenación 
judicial  impuesta,  por  ejemplo,  en  una  causa 
criminal?  Creemos  que  en  semejante  caso 
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el  capitán  podrá  ser  detenido  porque  el  in- 
terés de  la  sociedad  que  exije  el  cumpli- 
miento de  aquella,  no  puede  dejar  de  pre- 
valecer sobre  el  de  los  particulares,  siquiera 
sea  tan  respetable  como  hemos  manifestado 
poco  ha. 

3.**  Ot/fjadones  ordiMar/as.  La  mas  im- 
portante entre  las  que  incumben  á  los  capi- 
tanes, es  la  de.llevar  asiento  formal  de  todo 
lo  concerniente  á  la  administración  de  la 
nave  y  ocurrencias  de  la  navegación  en  tres 
libros  encuadernados  y  foliados,  cuyas  hojas 
deben  rubricarse  por  el  capitán  del  puerto  de 
la  matrícolá  de  su  barco. 

En  el  primero,  que  se  titula  de  cargamen- 
tos, se  anotará  la  entrada  y  salida  de  tpdas 
las  mercaderías  que  se  carguen  en  la  nave, 
con  espresion  de  las  marcas  y  números  de 
los  bultos,  nombres  de  cargadores  y  consig- 
natarios, puertos  de  carga  y  de  descarga ,  y 
fletes  que  devengaren.  En  este  mismo  libro 
se  sentarán  también  los  nombres,  proceden- 
cia y  destino  de  todos  los  pasajeros  que 
viajen  en  la  nave. 

En  el  segundo,  con  el  título  de  cuenta  y 
razón,  se  llevará  la  de  los  intereses  de  la 
nave,  anotando  artículo  por  artículo  lo  que 
reciba  el  capitán  y  lo  que  espenda  por  repa- 
raciones, aprestos,  vituallas,  salarios  y  de- 
roas gastos  que  se  ocasionen  de  cualquiera 
clase  que  sean,  sentándose  en  el  mismo  libro 
los  nombres,  apellidos  y  domicilios  de  toda 
la  tripulación,  sus  sueldos  respectivos,  can- 
tidades que  perciban  por  razón  de  ellos  y 
las  consignaciones  que  dejen  hechas  para 
sus  familias. 

En  el  tercero,  que  se  nombrará  diario  de 
navegación,  se  anotarán  dia  por  dia  todos 
los  acontecimientos  del  viaje,  y  las  resolu- 
ciones sobre  la  nave  ó  el  cargamento,  que 
exijan  el  acuerdo  de  los  oficiales  de  ella. 

Estas  disposiciones  son  todas  necesarias. 
£1  capitán,  como  encargado  de  la  adminis- 
tración económica  del  buque,  debe  darcuen- 
ta  á  su  tiempo  de  la  inversión  de  los  fondos 
é  intereses  que  ha  manejado;  y  mal  podría 
llenar  este  indispensable  deber  sin  llevar 
una  contabilidad  exacta  donde  consten  todos 
la  s  actos  de  aquella.  Como  encargado  de 


trasportar  efectos  de  udo  ó  varios  puntos  á 
otro,  y  obligado  á  responder  de  su  seguri- 
dad y  buena  conservación,  debe  hacer  cons^ 
taf  lo  que  entra  y  sale  para  poder  justificar  el 
cumplimiento  de  su  deber  en  esta  parle.  Y  fi- 
nalmente encargado  también  y  principalmente 
de  la  navegación  y  de  la  dirección  del  buque, 
y  responsable  délos  contratiempos  que  pueda 
esperimentar  per  su  impericia,  abandona  ó 
faltas,  necesario  es  que  queden  consignados 
debidamente  todos  los  accidentes  del  viaje, 
y  las  resoluciones  tomadas  y  la  forma  enque 
ló  hayan  sido ,  para  que  pueda  apreciarse 
en  sus  verdaderos  límites  la  responsabilidad 
del  capitán.  Nadie  mas  interesado  que  él 
en  que  esta  parte  de  sus  asientos  se  haga 
con  toda  la  ostensión,  claridad  y  detalles  que 
sean  posibles;  porque  solo  asi  podrá  since* 
rar  cumplidamente  su  conducta,  y  patentizar 
qoe  llenó  todos  los  deberes  propios:  de  su 
cargo  para  evitar  el  contratiempo.  Sabidas 
son  las  difíciles  cuestiones  á  que  dá  lugar  la 
conducta  mas  ó  menos  acertada  y  diligente 
del  capitán  del  buque  en  casos  de  averías, 
de  seguros,,  etc.,  y  estas  cuestiones  solo 
pueden  dilucidarse  con  exactitud  y  resol- 
verse con  justicia,  teniendo  á  la  vista  un 
diario  minucioso  y  completo  de  todos  los 
hechos  de  la  navegación. 

Llegando  el  capitán  á  cualquier  puerto 
donde  haya  de  cargar  la  nave,  desde  él  debe 
remitir  al  naviero  un  estado  exacto  de  los 
efectos  que  ha  cargado,  hombres  y  domici- 
lios délos  cargadores,  fletes  que  devenguen 
y  cantidades  tomadas  á  la  gruesa.  En  el  ca- 
so de  no  encontrar  medios  de  dar  este  aviso 
en  el  puerto  dondB  reciba  la  carga,  lo  veri- 
ficará en  él  primero  á  donde  arribe  en  que 
haya  facilidad  para  ello.  Esta  disposición  se 
justifica  plenamente  por  la  razón  en  que  se 
apoya,  porque  tratándose  de  un  cargamen- 
to hecho  en  un  puerto  donde  no  residen  el 
naviero  ó  propietarios  y  distinto  de  aquel  de 
donde  ha  salido  el  buque  primitivamente,  po- 
dria  suceder  que  este  naufí-agase  perdiéndo- 
se los  libros  y  toda  clase  de  asientos;  en  cu- 
yo caso  el  estado  de  efectos  remitido  por  el 
capitán,  serviría  de  comprobante  para  justifi- 
car todos  los  que  componían  la  carga.  Tam* 
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bieu  debe  el  capitán  dar.  nolícia  puptual  .al 
WTiero  de  su  arribo  al  poerlo  dé.  su  deslíQo 
aprovechando  el  primer  correO^  ú  otra  oca- 
sión mas  pronta  siia  hubiese.  En  el  caso  de 
(}ue  llegaré  á  un  puerto  eslranjero,  se  pre- 
sentará al  cónsul  español  en  las  24  horas  si- 
guientes i  haberle  dado  plática»  y  hará  de 
elaracion  ante  t\  mismo  del  nombre,  ínatrí- 
cufa,  procedencia  y  deslino  de  su  buque,  de 
laS  mercaderías  que  compongan  su  carga, 
de  las  causas  de  su  arribada,  recogiendo 
certificación  que  acredite  haberlo  asi  verifi- 
^adcí,  y  la  época  de  su  arribo  ydesiLpaflida. 

El  capitán  debe  hallarse  personalmente  en 
el  buque  en  la  entrada  "y  salida  de  los  puer- 
tos y  rios,  sip  que  en  ningún  caso  pueda 
desampararle  en  tales  ocasiones.  Está  diepo- 
sicion  se  Tunda  en  que  ordinariamente  los 
parajes  ntas  peligrosos  de  la  navegación  son 
los  que  .el  Código  de  comercio  cita ,  necesi- 
tándose toda  la  pericia,  habilidad  y  espe- 
-rieneia  délos  capitanes  para  superarlos  in- 
convenientes qufr  ofrecen  dichos  actos,  y 
siendo  aun  indispensable  muchas  veces  la 
intervención  de  los  prócítcos  para  proceder 
con  seguridad  y  acierto. 

Si  durante  la  navegación  murjese  algún 
pasajero  ó  individuo  del  equipaje ,  pondrá  el 
capitán  eft  buena  custodia  todos  los  papeles 
y  pertenencias  del  difunto,  formando  tin  in- 
ventario exacto  de  todo  ello,  con.  asistencia 
de  dos  testigos,  que  serán  algunos  de  los  pa- 
sajeros, si  los  hubiere,  ó  en  su  defecto  indi- 
viduos de  ia  tripulación. 

Finalmente:  los  capitanes  deben  cumplir 
exactamente  las  obligaciones  impuestas  por 
lo<i  reglamentos  de  marina  y  aduanas.  Véase 

A  WAJiAv,  COME  AOIO  marítimo. 

4.""  Obligaciones  en  casos  estraordina-- 
ríos.  La  naturaleza  misma  del  encargo  que 
desempeña  el  capitán  y  la  fuerza  de  las  cir- 
cunstancias-criticas,, en  que  puede  hallarse 
eq  ciertos  casos  imprevistos  y  estraordina-» 
rios,  le  imponen  también  ciertos  deberes,  asi 
como  le  atribuyen  algunas  facultades  que 
debe  cumplir  y  ejercer  con  el  mayor  esme- 
ro. Como  en  tales  casos  r.6  es  posible  con- 
sultar la  voluntad  ni  el  parecer  de  los  man- 
dantes, y  como  para  ellos  no  son  las  reglas 


I  establecidas  en  los  comunes  y  ordinarios,  bs 
leyes  han  previsto  estas  eventgalidajes , 
marcando  la  conducta  .que  el  capitán  debe 
seguir  para  llenar  cumplidamente  sus  debe- 
res y  ofrecer  la  conveniente  garantía  i  to- 
dos los  que  bajo  cualquier  concepto  se  ha- 
llan interesados  en  la  conservación  de  la 
nave. 

Uno  de  estos  casos  que  pueden  ocurrir  y 
ocurren  con  frecuencia  es  el  de  naufragio. 
No  examinamos  en  este  artículo  ni  los  debe- 
res que  ha  de  llenar  para  evitarle,  ni  los 
efectos  que  produce  respecto  de  los  interesa- 
dos en  el  buque  y  su  cargamento;  ni  la  res- 
ponsabilidad especial,  en  que  puede  incurrir 
el  capitán  por  su  impericia  y  negligencia. 
Bastará  decir  en  términos  'generales  que 
debe  hacer  todo  cuanto  la  prudencia  mas 
esquisita  dicte  para  evitar  semejante  des- 
gracia, y  que  solo  en  el  cftso  de  haber  proca- 
rado  salvar  el  buque  por  todos  los  medios 
que  el  arte  y  la  práctica -aconsejan  cesará  su 
personal  responsabilidad.  No  habiendo  sido 
posible  evitar  este  funesto  contratiempo,  el 
Código  .de  comercio  le  impone  la  obligación 
de  presentarse  solo  ó  oon  la  parle  de  la  tri- 
pulación que  se  hubiere  salvado  á  la  autori- 
dad mas  inmediata  y  hacer  relación  jurada 
del  suceso.  Esta  se  comprobará  por  las  de- 
claraciones que,  mediante  juramento,  darán 
los  individuos  de  la  tripulación ,  y  pasa- 

I  jeros  que  se  hubieren  salvado ,  y  el  espe- 
diente original  se  entregará  al  mismo  capi- 
tán para  guarda  de  su  derecho.  Si  las  decla- 
raciones de  la  tripulación  y  pasajeros  no  se 
conformaren  con  la  del  capitán ,  no  hará  fé 
en  juicio  la  de  este,  y  en  ambos  casos  queda 
reservada  á  los  interesados  la  prueba  en 
contrario. 

Este  procedimiento  es  tan  esencia!,  como 
que  comunmente  en  él  se  funda  i  a  resolu- 
ción de  las  graves  cuestiones  que  subsiguen 
á  un  acontecimiento  tan  funesto  como  el 
naufra^.  Por  punto  general  no  es  una  sola, 
si  no  muchas,  las  personas  interesadas  en  la 
conservación  del  buque.  Los  armadores,  los 
cargadores,  las  compañías  qne  aseguran  el 
buque  mismo  y  las  mercancías,  los  que  pres- 
tan á  la  gruesa,  todos  se  hallan  vivamente 
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interesados  en  conocer  minuciosamente  las 
circunstancias  del  naufragio  para  apreciar 
debidamente  la  conducta  del  capitán  y  ver 
si  ba  llenado  todos  sus  deberes.  El  mismo, 
para  quedar  á  cubierto  de  toda  responsabili- 
dad, de  todo  cargo,  y  aun  de  toda  sospecba, 
debe  apresurarse  á  consignar  su  relación  y 
á  justificarla  de  la  manera  mas  exacta  y 
amplia  que  le  sea  posible.  Por  eso  creemos 
que  la  relación  del  capitán  no  debe  contraer- 
se á  los  hechos  mas  notables  del  aconteci- 
miento, si  no  que  debe  ser  estensiva  á  todos 
los  pormenores  y  detalles ;  y  que  la  autori- 
dad no  debe  limitarse  á  oir  y  hacer  escribir 
lo  que  el  capitán  refiera,  si  no  que  tiene  el 
deber  de  dirigirle,  á  si  como  á  los  testigos, 
cuantas  preguntas  juzgue  conducentes  al 
conocimiento  de  las  circunstancias  del  nau- 
fragio, al  esclarecimiento  de  la  .verdad  ,  á 
descubrir  si  ha  sido  efecto  de  causas  total- 
mente irresistibles  ó  de  faltas  cometidas  por 
el  gefe  de  la  nave;  finalmente,  á  dejar  con- 
signados en  las  actuaciones  todos  los  hechos 
y  antecedentes  que  han  de  ilustrar  después 
á  los  interesados  en  la  conservación  del  bu- 
que mismo.  No  fija  la  ley,  ni  era  posible,  el 
plazo  dentro  del  cual  debe  presentarse  el 
capitán  á  la  autoridad  mas  inmediata;  pero 
desde  luego  se  comprende  y  supone  que  de- 
Im  verificarlo  en  el  momento  mismo  que  le 
sea  posible. 

Otro  caso  estraordinario  puede  ocurrir 
también  durante  la  navegación,  que  es  el  de 
temporal ,  daño  ó  avería  en  la  carga.  El  Có- 
digo dispone  que  el  capitán  que  corriere 
temporal  ó  considere  que  hay  daño  ó  avería 
en  la  carga,  hará  su  protesta  en  el  primer 
puerto  á  donde  arribe  dentro  de  las  24  horas 
siguientes  á  su  arribo  ,  y  la  ratificará  dentro 
del  mismo  término ,  luego  que  llegue  al  de 
su  destino,  procediendo  en  seguida  á  la  jus 
tificacion  de  los  hechos,  y  hasta  quedar  eva- 
cuada, no  podrá  abrir  las  escotillas.  Casi 
iguales  formalidades  debe  practicar  cuando 
por  violencia  estrajere  algún  corsario  efec- 
^s  de  la  nave  ó  de  su  carga ,  ó  cuando  se 
viere  en  la  necesidad  de  entregárselos.  En- 
tonces formalizará  su  asiento  en  el  libro  y 

justificará  el  hecho  en  el  primer  puerto á 
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donde  arribe.  Debe  advertirse,  sin  embargo, 
que  la  ley  impone  al  capitán  la  obligación  de 
resistir  la  entrega,  ó  reducirla  á  lo  menos 
posible  en  cantidad  y  calidad  de  los  efectos 
que  se  le  exijan  por  todos  los  medios  que 
exija  la  prudencia. 

Mas  grave  es  otro  caso  estraordinario  que 
puede  ocurrir  y  se  halla  previsto  en  el  Có« 
digo  de  comercio.  Cuando  por  cualquier  ac- 
cidente de  mar  perdiera  el  capitán  toda  es- 
peranza de  poder  salvar  la  nave,  y  se  crea  en 
el  caso  de  abandonarla,  oirá  sobre  ello  á  los 
demás  oficiales  de  la  nave,  y  se  estará  alo 
que  decida  la  mayoría ,  teniendo  el  capitán 
voto  de  calidad.  Pudiendo  salvarse  en  el  bote, 
procurará  llevar  consigo  lo  mas  precioso  del 
cargamento,  recogiendo  indispensablemente 
los  libros  de  la  nave,  siempre  que  haya  posi- 
bilidad de  hacerlo.  Sí  los  efectos  salvados  se 
perdieren  antes  de  llegar  á  buen  puerto,  no 
se  le  hará  cargo  alguno  por  ello?,  justifican- 
do en  el jprimero  adonde  arribe  que  la  pér- 
dida procedió  de  caso  fortuito  inevitable. 

Nada  mas  previene  el  Código ;  pero  desde 
luego  se  sobrentiende  que  para  quedar  au- 
torizado el  capitán  á  abandonar  la  nave,  es 
necesario  que  el  peligro  y  la  imposibilidad 
de  salvarla  hayan  llegado  á  su  colmo.  Mien- 
tras queda  alguna  esperanza,  mientras  haya 
alguna  medida  que  tomar,  mientras  pueda 
ensayarse  algún  medio  mas  ó  menos  eficaz, 
el  capitán  debe  mantenerse  firme  en  su 
puesto  y  correr  todos  los  peligros  de  su  po- 
sición; porque  el  honor  le  impide  pensar  en 
su  seguridad  personal,  antes  de  haber  hecho 
todo  lo  posible  para  salvar  los  intereses  con- 
fiados á  su  cuidado.  En  este  caso,  como  en  el 
de  naufragio,  se  suscitan  también  las  diflciles 
cuestiones  á  que  nos  hemos  referido  antes, 
y  como  el  interés  particular  examina  sutil- 
mente la  conducta  del  capitán,  para  hacer 
recaer  sobre  él  toda  la  responsabilidad ,  ne- 
cesario es  que  se  haya  ajustado  completa- 
mente á  sus  deberes  y  que  no  ofrezca  ningún 
flanco  que  dé  ocasión  á  cargos  ó  acusa- 
ciones. 

No  impone  el  Código  en  este  caso  al  capn 
tan  la  obligación  de  hacer  y  justificar  la  re- 
lación del  suceso  ante  la  autoridad  mas  in-* 
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mediata.  9ib  dtttfa  ha  tefiMé  pdr  suficktite 
la  relaciidii  que  debe  estcfkiderse  ea  el  libro 
diario  de  nayegadotí,  de  todos  los  detalles 
del  suceso  y  de  la  resolución  acordada  por 
los  oficiales  de  la  nave,  firmada  por  lodos 
los  que  sepan  hacerlo.  Sin  embargo,  cree- 
mos may  conveniente  qne  el  capitán,  ade- 
mas de  consignar  en  dicho  libro  la  relación 
y  resolncion  indicada,  levante  por  separado 
una  acta  de  lo  ocnrrido  en  la  junta  de  los 
oficíales,  donde  consten  minuciosa  y  deta- 
lladamente todas  las  circnmitancias  del  acon- 
tecimiento, las  providencias  adoptadas  para 
salvarla  nave,  las  medidas  eslremas  toma- 
das en  los  últimos  momentos  y  la  resolución 
de  cada  nno  de  los  que  han  intervenido  en 
la  junta.  Esta  acta  aun  creemos  qne  no  será 
suficiente  y  que  en  el  primer  puerto  donde 
lo  considere  oportuno,  deberá  pedir  que  los 
oficiales  se  ratifiquen  con  juramento  en  el 
contenido  de  ella,  para  que  produzca  sus 
efectos  legales  en  juicio.  Tales  precauciones 
serán  tanto  mas  convenientes  cnanto  que 
puede  suceder,  y  en  la  misma  disposición  de 
que  vamos  tratando  se  provee  el  caso,  que 
el  capitán  no  pueda  salvar  los  libros ,  ó  que 
después  de  salvados  y  pnestos  en  el  bote  se 
pierdan,  y  en  tal  evento  tendría  qne  recnt- 
rir  forzosamente  á  una  información  muy 
posterior,  que  no  ofrecería  la  gártntía  y  se- 
gurídad  qne  el  acta  redactada  en  el  acto  del 
acontecimiento. 

También  pnede  oenrrir  al  capitán  el  caso, 
muy  firecnente  por  cierto ,  da  tener  qne 
tomar  puerto  por  arribada,  es  decir,  de  ar- 
ribar á  puerto  ó-  punto  distinto  del  prefija- 
do para  el  viaje  de  la  nave.  Cuando  esto  su  - 
cedaenterrílorío  español,  cñspone  el  Códi- 
go de  comercio ,  que  se  presente  inmediata- 
mente que  salte  en  tierra  al  capitán  del 
Imerto,  y  declare  las  causas  de  la  arribada. 
Lamisma  autoridad,  hallándolas  ciertas  y 
^suficientes,  le  dará  certificación  para  guarda 
de  su  derecho.  Esta  relación  debe  compren- 
der muy  detalladamente  las  causas  que  le 
han  obligado  á  variar  de  rumbo  y  dírígirse 
al  imerto  tomado,  y  asi  estendida  y  confir- 
mada easo  necesario  por  los  individuos  de 
la  tripulación ;  le  pone  á  cubierto  de  toda 


responsabilidad  y  es  una  garantfa  para  \m 
dueños  del  buque  y  demás  interesaos.  El 
último  estremo  de  esta  disposición  refereolc 
al  caipitan  del  puerto  es  el  que  nos  parece 
poco  oportuno  y  definido.  cLa  nrisma  auto* 
rídad,  dice,  hallándolas  ciertas  y  suficienles 
(las  causas  de  la  arríbada),  le  dará  certifica- 
ción para  guarda  de  su  derecho,  i  En  primer 
lugar  no  siempre  el  capitán  del  puerto  podrá 
apreciar  las  causas  de  la  arríbada  y  calificar- 
las de  ciertas  y  suficientes;  en  segundo  no 
se  espresan  los  particulares  á  que  debe  es- 
tenderse la  certificación ,  y  aunque  parece 
que  esta  se  refiere  á  la  certeza  y  suficiencii 
de  aquellas  causas,  creemos  qne  la  certifi- 
cación debia  y  debe  comprender  mas  biea 
el  hecho  de  la  entrada  en  aquel  puerto,  d  de 
su  salida,  asi  como  el  día  que  tiene  efecto,  y 
el  estado  del  buque  y  su  cargamento.  Con- 
traído aquel  documento  á  estos  estrenos, 
indudablemente  será  mas  útil  y  contríboirá 
mas  eficazmente  á  la  ilustración  de  los  he- 
chos en  que  se  fundara  en  su  caso  la  califi- 
cación de  la  arríbada.  Téngase   présenle 
ademas,  aunque  el  artículo  no  lo  espresa, 
que  el  capitán  no  pnede  resolver  por  si  solo 
la  arríbada,  debiendo  preceder  el  examen  y 
la  calificación  de  las  causas  en  junta  de  ofi- 
cíales de  la  nave»  y  estendiéndose  en  el  fi- 
bro  correspondiente  la  oportuna  acta  espre- 
siva  de  la  resolución  de  cada  uno. 

Pnede  ocurrír  también  que  antes  de  lie* 
gara  puerto  se  hayan  consumido  las  prorí- 
síones  de  la  nave;  ei|  tal  caso  el  Código  an- 
toríza  al  capitán  para  que  de  acuerdo  con  los 
demás  oficiales  de  ella,  puedan  obligar  á 
los  que  tengan  víveres  por  su  cuenta  partí- 
cular,  á  qne  los  entreguen  para  el  consafflo 
común  de  todos  los  que  se  hallen  á  bordo, 
abonando  su  importe  en  el  acto  ó  á  lo  mas 
tarde  en  el  primer  puerto  adonde  arribe.  Se- 
ria, en  efecto,  pococonforme  á  los  principios 
de  humanidad,  que  pudieran  guardar  sus  ví- 
veres aquellos  que  los  tuviesen  á  bordo, 
mientras  la  tripulación  esperimentase  una 
calamidad  tan  estrema  y  funesta.  Por  lo  de- 
mas  la  disposición  del  Código,  como  se  ha- 
brá observado,  se  refiere  precísanaente  al 
caso  en  que  se  hubiesen  consumido  las  pro* 


Digitized  by 


Google 


CAPITÁN. 


m 


visiooes  de  la  nave  antes  de  llegar  á  puerto, 
es  decir,  hallándose  en  alta  i^ar  y  en  la  im- 
posibilidad de  recurrir  á  otro  medio.  Si  el 
acontecimiento  se  verifica  estando  en  puerto, 
claro  es  que  tendrá  aplicación  la  facultad  de 
que  ya  hemos  hablado,  concedida  al  capitán 
para  tomar  por  s(  las  disposiciones  conve- 
nientes á  fin  de  mantener  provista  la  nave, 
no  pudiendo  solicitar  previamente  las  ins- 
trucciones del  naviero. 

Finalmente  en  casos  urgentes  durante  la 
navegación,  puede  el  capitán  disponer  las 
reparaciones  en  la  nave  y  en  sus  pertrechos 
que  sean  absolutamente  precisas,  para  que 
pueda  continuar  y  acabar  su  viaje,  con;  ta 
que  si  llegare  á  puerto  donde  haya  consig- 
natario de  la  misma  nave,  obre  con  acuerdo 
de  este.  Fuera  de  este  caso  no  tiene  facul- 
tad para  disponer  por  si  obras  de  reparación, 
ni  otro  gasto  alguno  para  habilitar  la  nave, 
sin  que  el  naviero  consienta  la  obra  y  aprue- 
be el  presupuesto  de  su  costo. 

Cuando  el  capitán  se  halle  sin  fondos  per- 
tenecientes á  la  nave  ó  á  sus  propietarios 
p^ra  costear  las  reparaciones,  rehabilitación 
y  aprovisionamiento  que  puedan  necesitarse, 
en  paso  de  arribada,  acudirá  á  los  corres* 
ponsales  del  naviero,  si  se  encontrasen  en 
el  mismo  puerto,  y  en  su  defecto  á  los  inte- 
resados en  la  carga,  y  si  por  ninguno  de  es- 
tos medios  pudiese  procurarse  los  fondos  que 
necesitare,  está  autorizado  para  tomarlos  á 
riesgo  marítimo  ú  obligación  á  la  gruesa  so- 
bre el  casco,  quilla  ó  aparejos,  con  previa 
lice^ncia  del  tribunal  de  comercio  del  puerto 
doade  se  halle,  siendo  territorio  español,  y 
en  pais  estranjero  del  cónsul  si  lo  hubiese,  ó 
no  habiéndolo  de  la  autoridad  que  conozca 
de  los  asuntos  mercantiles.  No  surtiendo 
efectoeste  arbitrio  podrá  echar  mano  de  la 
par  te  del  cargamento  que  baste  para  cubrir 
las  necesidades  que  sean  de  absoluta  urgen- 
cia  y  perentoriedad,  vendiéndola  con  la  mis- 
ma autorización  judicial  y  en  subasta  publi- 
ca. Todas  estas  disposiciones  descansan  Qn 
un  principio  de  irrecusable  justicia,  que  es  1^ 
necesidad  de  salvar  el  boque  y  su  carga 
aunque  ácost^  de  algOA  stiPÓficip.  En  cir- 
canstapcías  imprevistfis  y  calamitosa»  for- 


zado el  capitán  á  arribar  á  otro  puerto  y  falto 
délo  necesario  para  poner  el  buque  endi^po-. 
sicion  de  continuar  su  visye  y  llenar  su  com* 
premiso^  la  razón  suprema  de  los  deberes 
que  sobre  él  pesan  en  este  caso,  le  autoriza 
á  proceder  del  modo  que  previene  el  Código. 
La  serie  y  gradación  de  estos  procedimien* 
tos  no  pueden  ser  mas  acertados,  y  cuando 
en  último  estremo  fuesen  ineficaces,  aquella 
misma  razón  suprema  autoriza  á  sacrificag 
una  parte  para  salvar  el  todo  en  que  tantos 
se  hallan  interesados.  Téngase  presente  sin 
embargo,  que  estos  medios  como  todos  los 
estraordinarios  no  pueden  ejercitarse  sino  ^n 
los  casos  críticos  y  especiales  que  la  ley  de- 
termina espresamente.  El  Código  mercantil 
no  menciona  el  caso  en  que  habiendo  llega- 
do el  capitán  á  puerto  estranjero,  encontra- 
se la  nave  tan  maltratada  que  no  pudiera 
rehabilitarse  para  regresar  á  Espaní^,  y  fue- 
ra indispensable  proceder  á  su  tenia;  pero 
las  ordenanzas  de  las  matrículas  de  mar  ha- 
blan de  él  espresamente,  y  autorizan  al  ca- 
pitán á  recurrir  al  cónsul  español,  solicitando 
la  venta  del  buque,  que  debe  concedérsela 
previo  reconocimiento  del  mismo  buque,  y 
en  la  forma  que  establece  el  art,  27,  tít.  10 
de  dichas  ordenanzas,  y  esplicaremos  al  ha- 
blar de  la  navegación  mercantil . 

Prohibiciones.  Veamos  ahora  lo  que  el 
capitán  del  buque  tiene  prohibición  d^  ha- 
cer. Desde  luego  se  comprende,  conocido  el 
carácter  legal  de  este  mandatario ,  que  no 
puede  cargar  en  la  nave  mercadería  alguna 
por  su  cuenta  particular  sin  permiso  del  na- 
viero, ni  permitir  que  lo  haga  sin  el  mismo 
consentimiento  individuo  alguno  de  la  tripu- 
lación. Por  el  mismo  principio  en  que  se 
funda  esta  disposición  le  está  prohibido  al 
capitán  hacer  pacto  alguno  público  ni  secre- 
to con  los  cargadores  que  ceda  en  beneficip 
particular  suyo,  si  no  que  todo  cuanto  pro- 
duzca la  nave,  bajo  cualquier  título  que  sea, 
hji  de  entrar  en  el  acervo  común  de  los  par- 
(ícipgs  (n  los  productos.  Del  mismo  modo, 
^UPqS^  el  ca^pi  tan  navegue  á  flete  común  ó 
al  tercio,  no  puede  haper  de  su  propia  cuen- 
ta» U^£Q<¿\o  alguno  separado,  y  si  lo  hiciere, 
per|^9erá  la  utilidad  que  resulte  á  lq§  de- 
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mas  interesados ,  y  las  pérdidas  cederán  en 
su  perjuicio  particular.  Esta  última  obliga- 
ción es  mas  rigorosa  aun  que  las  anteriores. 
En  los  dos  primeros  casos  la  práctica  parti- 
cular de  algunas  plazas  de  comercio,  permi- 
te al  capitán  que  pueda  llevar  en  el  buque 
una  pequeña  porción  de  efectos  llamada  pa- 
cotiUa,  destinada  comunmente  á  sus  usos  y 
los  de  su  familia;  pero  en  el  último  caso,  es 
decir,  cuando  el  capitán  navega  teniendo 
parte  en  los  beneficios  producidos  por  la 
venta  y  tráfico  del  cargamento,  es  verdade- 
ramente un  socio ,  cuyo  nuevo  carácter  le 
compromete  á  gestionar  esclusivamente  en 
favor  de  los  intereses  de  la  sociedad  misma, 
á  la  cual  debe  dar  cuenta  de  todas  las  utili- 
dades por  leves  que  sean.  Finalmente  por  el 
mismo  principio  se  le  prohibe  al  capitán  to- 
mar dinero  á  la  gruesa  sobre  el  cargamento; 
y  en  caso  d^e  hacerlo,  será  ineficaz  el  contra- 
to con  respecto  á  este. 

Con  mayor  razón  todavía  se  le  prohibe  to- 
mar dinero  á  la  gruesa  ni  hipotecar  la  nave 
para  suspropias  negociaciones.  Estadisposi- 
cion  se  desprende  naturalmente  del  carácter 
que  tiene  el  capitán  respecto  del  buque  y  de 
la  índole  misma  de  su  encargo.  En  hora  bue- 
na, que  cuando  se  trata  de  salvarla  nave  y  su 
cargamento  y  se  halla  imposibilitado  de  re- 
currir á  otros  medios ,  pueda  hacer  fondos 
celebrando  aquel  contrato;  mas  ni  esta  consi- 
deración, ni  la  representación  del  capitán  res- 
pecto de  los  dueños,  ni  otra  consideración  al- 
guna puede  autorizarle  á  aprovecharse  de  la 
garantía  de  la  nave  para  sus  particulares  ne- 
gociaciones. Podrá  suceder  que  el  capitán 
sea  copartícipe  en  el  casco  y  aparejos,  en  cu- 
yo caso  como  dueño  podrá  empeñar  su  por- 
ción particular,  siempre  que  no  haya  toma- 
do antes  gruesa  alguna  sobre  la  totalidad  de 
la  nave,  ni  exista  otro  género  de  empeño  ó 
hipoteca  á  cargo  de  esta.  En  la  póliza  del  di- 
nero que  tomare  el  capitán  copropietario  en 
la  forma  sobredicha,  espresará  necesariamen- 
te cual  es  la  porción  de  su  propiedad  sobre 
que  funda  la  hipoteca  espresa.  Si  el  capitán 
contraviniese  á  esta  disposición  será  de  su 
privativo  cargo  el  pago  del  principal  y  costas 
y  podrá  el  naviero  deponerlo  de  su  empleo. 


También  está  prohibido  al  capitán  de  la 
nave  hacerse  sustituir  por  otra  persona  en 
el  desempeño  de  su  encargo  sin  consentí-* 
miento  del  naviero;  y  sí  lo  hiciere  queda 
responsable  de  todas  las  gestiones  del  susti- 
tuto, y  el  naviero  podrá  deponer  á  este  y  al 
que  lo  nombró,  exigiéndole  las  indemniza- 
ciones á  que  se  haya  hecho  responsable  por 
los  perjuicios  irrogados.  En  efecto:  el  capi- 
tán como  hemos  espuesto  al  principio  no  es 
mas  que  un  delegado  del  dueño  del  buque  ó 
un  mandatario  suyo  elegido  por  la  coafianza 
que  su  capacidad,  su  rectitud  y  su  esperien- 
cia  inspiran;  no  puede  por  consiguiente  tras- 
ferir  su  encargo  puramente  personal,  cuales- 
quiera que  sean  las  circunstancias  del  susti- 
tuto. 

Deberes  en  orden  á  la  entrega  del  carga- 
mento. Luego  que  el  capitán  llegue  al 
puerto  de  su  destino,  su  primer  deber,  como 
decimos  en  otra  parte,  es  llenar  los  requisi- 
tos que  previenen  los  reglamentos  de  mari- 
na y  de  aduanas,  obteniendo  el  permiso  ne- 
cesario para  hacer  la  descarga.  En  tal  caso, 
dispone  el  Código  de  comercio,  que  hará  en- 
trega de  su  cargamento  á  los  respectivos 
consignatarios  shi  desfalco,  bajo  su  respon- 
sabilidad personal  y  la  del  buque,  sus  apa- 
rejos y  fletes.  Esta  disposición  creemos  que 
solo  puede  tener  lugar  cuando  antes  de  ve- 
rificarse la  descarga  no  se  presenta  portador 
legítimo  de  un  conocimiento  á  la  orden;  por 
que  en  este  caso  no  debe  diferirse  la  entre- 
ga á  este,  ya  por  el  derecho  exigible  con  que 
se  reclaman  efectos  que  le  corresponden  io« 
disputablemente  ó  que  tiene  un  título  legal 
para  recibir,  ya  porque  el  art.  803  del  Códi- 
go dispone  que  el  portador  legítimo  de  un 
conocimiento  á  la  orden  debe  presentarlo  al 
capitán  del  buque  antes  de  darse  principio  á 
la  descarga,  para  que  se  le  entreguen  direc- 
tamente las  mercaderías,  lo  cual  no  es  com- 
patible, en  el  caso  de  que  vamos  hablando, 
con  la  entrega  inmediata  del  cargamento  á 
los  consignatarios.  Esta  tendrá  lugar  cuando 
no  se  haya  presentado  oportunamente  el 
portador  del  conocimiento,  es  decir,  cuando 
no  se  haya  presentado  antes  de  la  descarga. 
El  interés  del  dueño  del  buque  y  la  conve- 
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níencía  y  aua  la  justicia  de  evitar  á  este 
gastos,  dilaciones  y  perjuicios,  exije  que  la 
descarga  se  verifique  sin  demora,  y  en  tal 
supuesto  lo  mas  natural  y  legítimo  es  hacer 
la  entrega  á  los  consignatarios . 

Mas  pudiera  suceder  que  no  se  presentara 
portador  legítimo  del  conocimiento  á  la  ór* 
den  ó  estuviese  ausente  el  consignatario ;  en 
tal  evento,  no  debiendo  el  capitán  demorar 
tampoco  la  descarga ,  y  no  sabiendo  á  quien 
hacer  la  entrega ,  las  leyes  mercantiles  le 
autorizan  para  poner  el  cargamento  á  dispo- 
sición del  tribunal  de  comercio,  ó  en  defecto 
de  haberlo ,  de  la  autoridad  judicial  local, 
para  que  provea  lo  conveniente  á  su  depósi- 
to, conservación  y  seguridad.  Las  faltas  ú 
omisiones  agenas  no  deben  perjudicar  los 
intereses  del  naviero ,  ni  sobrecargarle  con 
gastos  á  que  él  no  ha  dado  lugar ;  justo  es, 
pues,  que  la  ley  haya  previsto  el  medio  de 
conciliar  todos  los  intereses  sin  menoscabo 
de  nadie. 

La  descarga  se  verificará  llevando  el  ca- 
pitán un  asiento  formal  de  los  géneros  que 
entrega,  con  sus  marcas  y  números,  y  esprc- 
sion  de  la  cantidad,  si  se  pesaren  ó  midieren, 
y  lo  trasladará  al  libro  de  cargamentos.  Las 
creces  y  aumentos  que  tenga  la  carga  du- 
rante su  estancia  en  la  nave ,  pertenecen  al 
propietario. 

Responsabilidad.  El  capitán,  que  como 
hemos  tenido  ocasión  de  decir  antes  de  aho- 
ra, es  un  mandatario  del  dueño  ó  dueños  del 
buque,  contrae  toda  la  responsabilidad  con- 
siguiente á  su  encargo  aceptado  por  su  pro- 
pia voluntad.  Toda  la  diligencia,  esmero  y 
cuidado  que  debe  emplear  el  que  acepta  la 
administración  de  ágenos  intereses,  como  un 
servicio  retribuido  é  interesado,  es  la  que 
debe  emplear  aquel  en  el  desempeño  de  su 
cometido;  y  toda  la  responsabilidad  en  que 
incurre  semejante  administrador  por  sub 
desaciertos » faltas  y  abusos ,  pesa  también 
sobre  el  capitán  en  iguales  casos. 

Consiguiente  á  estos  principios,  dispone  el 
Código  de  comercio,  que  el  capitán  es  res- 
ponsable civilmente  de  todos  los  danos  que 
sobrevengan  á  la  nave  y  su  cargamento  por 
impericia  y  descuido  de  su  parte.  Esta  últi- 


ma palabra  indÍQa  claramente  que  su  respon- 
sabilidad tiene  lugar  aun  en  las  faltas  leves, 
y  con  fundada  razón,  puesto  que  á  su  esme-> 
rada  diligencia  se  entrega,  no  solo  la  fortu- 
na del  propietario  del  buque  y  de  los  carga- 
dores, si  no  hasta  la  vida  de  la  tripulación  y 
pasajeros.  Es  por  otra  parte  un  mandato  re- 
tribuido el  que  ejerce,  y  debe  por  lo  mismo 
responder  hasta  de  las  fallas  de  aquella  clase. 

PoJrá  suceder  que  los  danos  causados  por 
el  capitán  procedan  de  haber  obrado  con 
dolo ;  en  cuyo  caso ,  ademas  del  perjuicio 
irrogado  al  naviero  y  cargadores,  hay  otra 
necesidad  que  satisfacer ,  cual  es,  la  de  la 
vindicta  pública ,  ofendida  por  el  delito  que 
constituye  el  dolo ;  el  Código,  ademas  de  la 
responsabilidad  predicha,  dispone  que  el  ca- 
pitán sea  procesado  criminalmente  y  casti- 
gado con  las  penas  prescritas  en  las  leyes 
criminales.  Si  este  proceso  dá  por  resultado 
la  condenación  del  capitán,  y  queda  juzgado 
que  obró  con  dolo  en  sus  funciones,  evidente 
es  que  se  habrá  hecho  indigno  de  merecer 
igual  confianza  para  lo  sucesivo ,  y  que  el 
interés  del  comercio ,  protegido  por  la  auto- 
ridad pública ,  exige  que  no  vuelva  á  obte- 
nerla en  ningún  tiempo.  Por  eso  se  dispone 
también  que  en  el  caso  indicado  quedará 
inhabilitado  para  obtener  cargo  alguno  en 
las  naves. 

No  solo  responded  capitán  de  sus  faltas, 
si  DO  hasta  de  sus  omisiones,  y  por  no  inter- 
poner toda  la  diligencia  que  exige  su  com- 
promiso. La  ley  mercantil  le  declara  respon- 
sable civilmente  de  las  sustracciones  y  latro- 
cinios que  se  cometieren  por  la  tripulación  de 
la  nave ,  salva  su  repetición  contra  los  cul- 
pados. Asimismo  de  las  pérdidas,  multas  y 
confiscaciones  que  ocurran  por  contraven* 
cienes  á  las  leyes  y  reglamentos  de  aduanas 
ó  de  policía  de  los  puertos  y  de  los  que  se 
causen  por  las  discordias  que  se  susciten  en 
el  buque,  ó  por  las  faltas  que  cometa  la  tri- 
pulación en  el  servicio  y  defensa  del  mismo, 
si  no  probare  que  usó  con  tiempo  de  toda  la 
estension  de  su  autoridad  para  prevcnirias, 
impedirlas  y  corregirlas. 

Todas  estas  disposiciones  son  consecuen- 
cias de  los  principios  generales  del  derecho. 
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Desde  el  ¡asíante  mismo  en  que  se  reciben 
los  efectos  y  las  mercaderias  ea  el  bqqae,  ya 
no  hay  otra  persona  tegalmente  encargada 
de  su  seguridad  y  conservación  qae  el  capí* 
tan  mismo.  El  puede  adoptar  en  este  con- 
cepto  todas  las  medidas  que  estime  condn- 
centes  con  absoluta  libertad  ;  á  él  le  toca, 
como  hemos  visto,  proponer  al  naviero  las 
personas  del  equipaje  de  la  nave ;  él  es  el  ge- 
fe  de  ella,  i  quien  debe  obedecer  toda  la  tri- 
pulación; y  él  puede,  en  fio ,  imponer  penas 
correceionales  á  los  que  se  bagan  merecedo- 
res de  ellas.  Lógico  es,  pues,  y  justo  que 
teniendo  á  su  disposición  los  medios  de  evi- 
tar las  sustracciones  y  las  faltas  de  que  se 
hace  mérito  en  la  disposición  que  se  acaba 
de  trascribir ,  responda  de  las  que  se  come- 
tan ,  toda  vez  que  cometidas  han  de  consi- 
derarse siempre  debidas  i  falta  de  celo  y 
diligencia  por  sn  parte. 

En  general  la  responsabilidad  del  capitán 
se  verifica  cuando  deja  de  cumpKr  alguna 
de  las  especiales  obligaciones  que  se  le  im- 
ponen espresamenle,  siguiéndose  daño  por 
ello  al  buque  é  cargamento.  Asi ,  cuando 
deja  de  tomar  disposiciones  para  la  provisión 
de  la  nave ,  cuando  no  practica  el  reconoci- 
miento previo  de  ella,  cuando  la  desampara 
en  la  entrada  y  salida  de  los  puertos  y  rios, 
cuando  carga  mercaderías  por  su  cuenta  par- 
ticular, cuando  pone  ó  consiente  que  se  ponga 
carga  sobre  cubierta,  euaado  no  se  halla  en 
la  nave,  durante  la  carga,  etc. ,  los  danos 
que  por  ello  sobrevengan ,  pesan  sobre  él  y 
debe  indemnizarlos.  El  compromiso  que  con- 
trae al  aceptar  el  cargo  de  capitán,  le  obliga 
á  observar  puntualmente  todas  y  cada  una 
de  las  prescripciones  establecidas  en  la  ley 
de  la  materia,  y  su  violación  lleva  impH- 
citamente  envuelta  la  obligación  de  reinte- 
grar los  perjuicios  irrogados  por  este  hecho 
voluntario.  Por  el  mismo  principio  el  capi- 
tán que,  habiéndose  concertado  para  un 
viaje  dejare  de  cumplir  su  empeño,  sea  por- 
que no  emprenda  el  viaje,  ó  sea  abandonan- 
do la  nave  durante  él,  ademas  de  indemnizar 
al  naviero  y  cargadores  todos  los  perjuicios 
que  les  sobrevengan  per  ello,  quedará  iohá- 


nave  alguna.  No  sye  trata  en  este  c^o  de  lat 
simple  om^ien,  de  una  falta  de  diügeacia, 
si  no  de  un  abuso  completo  de  sus  deberes, 
que  puede  poner  en  grave  riesgo  la  forlani 
de  muchos  intensados.  Solo  será  escusable, 
dice  el  Código,  si  le  sobreviniere  algon  in- 
pedimento  físico  ó  moral  que  le  impida  cam- 
plir  su  empeño. 

Abuso  completo  y  punible  hay  también  es 
la  conducta  del  capitán  cuando  toma  dioero 
sobre  el  casco  y  aparejos  del  buque,  ó  em- 
peña ó  vende  mercaderías  ó  provisiones  fben 
de  los  casos  y  sin  las  formalidades  preveni- 
das, ó  comete  fraude  en  sus  cuentas;  eo es- 
tos casos,  no  solamente  es  responsable  de  la 
cantidad  defraudada,  si  no  que  debe  ser  cas- 
tigado como  reo  de  hurto.  Sin  embargo,  bue- 
no será  advertir  que,  aun  en  los  casos  espre- 
s^os,  puede  haber  ocurrido  tal  combinacioB 
de  circunstancias,  que  sin  justificar  la  con- 
duela del  capitán,  y  auq  sin  escusarU  de  su 
responsabilidad  civil,  alejen  de  ella  el  con- 
cepto y  carácter  de  criminalidad,  que  tan  ri- 
gorosamente castiga  el  Código.  La  califica- 
ción que  se  haga  de  dicha  conducta  depen? 
derá  de  la  apreciación  de  los  hechos  exacta- 
mente conocidos  y  los  tribunales  Eallarin  te- 
niendo en  cuenta  su  gravedad  é  importancia. 

Finalmente,  abusa  el  capitán  y  falla  es- 
candalosamente á  sus  deberes  cuando  ba- 
biere  tomado  derrou^  contraria  á  la  que  de- 
bia,  ó  variado  de  rumbo  sin  justa  causa,  i 
juicio  de  la  junta  de  oficiales  de  U  nave,  con 
asistencia  de  los  cargadores  ó  sobrecargos 
que  se  hallaren  á  bordo.  El  capitán  obra  ei 
este  caso  arbitrariamente,  desentendiéndose 
del  juicio  de  la  junta  de  oficiales,  que  «s  ana 
conveniente  restricción  do  las  facultades, 
que  la  fuerza  misma  de  las  circunstancias 
obliga  á  conceder  al  capitán,  y  que  sirve  de 
confianza  y  garantía  á  todos  los  interesados. 
Si  por  ese  proceder  arbitrario  resultan  per* 
juicios,  no  solo  03  evidente  la  responsabili- 
dad del  gere  de  U  nave,  si  no  también  la  dis- 
posición que  aiade  el  Código,  á  sahei^:  que 
no  se  le  admitirá  escepcion  alguna  en  desear^ 
go  de  ella. 

La  responsabilidad  del  ^apit^n  ce^a  cuan*? 


bit  perpetuamente  para  volver  á  capitanear  1  io  los  danos  sobrevienen  al  buque  ó  carga? 


Digitized  by 


Google 


CAPITÁN. 


eS5 


mentó  por  fuerza  mayor  iusuperaUe ,  6  caso 
fortuito  que  no  pudo  evitarse.  Estos  acolite- 
cimientos  se  entienden  siempre  esclnidos  en 
los  contratos,  supuesto  qae  no  está  en  el  ar- 
bitrio y  en  las  facultades  del  hombre  evitar- 
los. Pero  en  la  calificación  de  lo  que  debe 
entenderse  por  fuerza  mayor,  tratándose  de 
hechos  ocurridos  en  alta  mar  y  en  los  que 
pueden  inflotr  tantas  y  tan  diversas  cansas, 
es  necesario  proceder  con  gran  discernimien- 
to. Habrá  acontecimientos  que  rigurosamente 
no  puedan  calificarse  de  fuerza  mayor ,  ó  de 
casos  fortuitos ;  podrá  suceder ,  por  ejemfilo, 
que  el  daño  haya  provenido  de  una  manio- 
bra, de  una  operación  ordenada  por  el  capi- 
tán, con  el  fin  de  salvar  el  buque ;  y  si  esta 
operación,  á  pesar  de  sus  resultados,  estaba 
bien  indicada ;  si  es  la  que  dictaban  la  prác- 
tica y  la  ciencia  náutica ;  sí  es,  en  fin,  la 
que  hubieran  adoptado  en  igual  situación 
marinos  diestros  y  esperimentados  ,*  creemos 
que  el  capitán  estará  libre  de  toda  responsa- 
bilidad porque  hizo  lo  que  humanamente  era 
conveniente  y  posible  hacer.  Aquella  apre- 
ciación dependerá,  por  consiguiente,  de  las 
circunstancias  especiales  del  caso,  y  del 
juicio  ilustrado  que  formen  los  tribunales  en 
vista  de  las  circunstancias  que  deberá  acre- 
ditar el  capitán  á  quien  incumbe  la  prueba 
en  este  caso. 

Nos  falta  determinar  el  tiempo  en  que  em- 
pieza la  responsabilidad  del  capitán.  El  Có- 
digo establece  >  que  la  responsabilidad  del 
capitán  sobre  el  cargamento  comienza  desde 
que  se  le  hace  la  entrega  de  él  en  la  orilla 
del  agoa,  ó  en  el  muelle  del  pnerto  donde 
se  descarga ,  hasta  que  la  pone  en  la  orilla 
ó  muelle  del  puerto  de  la  descarga  si  otra 
cosa  no  se  hubiere  pactado  espresamente, 
ó  si  no  hubiere  quedado  de  cuenta  del 
cargador  entregar  la  carga  á  bordo ,  ó  re- 
cibirla del  mismo  modo.  Por  ese  principió 
puede  asegurarse,  que  la  responsabilidad 
sobre  el  buque  comienza  desde  que  el  capi- 
tán se  hace  cargo  de  su  direcdott  y  se  consi- 
dera como  su  gefe. 

Hemos  concluido  el  examen  y  la  esposi- 
x^ion  de  las  prescripciones  que  contiene  el 
Código  relativamente  á  los  deberes  generales 


que  incumben  á  los  capitanes  de  naves,  como 
gefes  de  ellas  y  como  encargados  de  la  ad- 
ministración económica  de  los  intereses  que 
se  le  confian.  Ademas  de  éstos  deberes,  tie- 
nen otros  especiales  que  llenar  en  cada  uno 
de  los  casos  que  pueden  sobrevenir  en  el 
desempeño  de  su  cargo.  Asi ,  por  ejemplo, 
cuando  el  capitán  celebra  el  contrato  de  fle- 
tamento  ó  el  de  á  la  gruesa,  debe  observar 
las  reglas  especiales  que  para  estos  casos 
prescribe  el  Código,  en  el  de  avería,  en  el  de 
arribada  ^  en  el  de  naufragio ,  en  el  abando- 
no, si  las  mercaderías  y  aun  el  buque  están 
asegurados,  tiene  también  reglas  concretas 
y  determinadas  que  debe  observar  con  la 
mas  estricta  puntualidad  para  que  no  se  le 
exija  la  responsabilidad  de  los  danos  inferí- 
dos.'  De  estos  deberes  y  de  las  prescripciones 
que  en  cada  uno  de  estos  casos  establece  el 
Código,  relativamente  á  los  capitanes,  trata- 
remos en  sus  artículos  respectivos ;  puesto 
que  el  hacerlo  en  d  presente  artículo ,  sobre 
producir  alguna  confusión,  daría  por  resul- 
tado el  haber  de  examinar  con  mas  ó  menos 
amplitud  todas  las  materias  indicadas,  des- 
florando la  doctrína  legal  que  debe  reser- 
varse íntegra  para  cuando  llegue  la  esposi- 
cion  de  cada  una  de  ellas  (1). 

CAPITÁN  DE  NAVIO.  Oficial 
de  la  armada  cuya  graduación  corresponde  á 
la  de  coronel  en  el  ejército.  Las  obligaciones 
que  debe  cumplir  en  el  mando  del  buque 
que  tiene  á  su  cargo,  son  las  mismas  que 
competen  por  punto  general  y  que  señala 
la  ordenanza  naval ,  á  los  comandantes  de 
navios  y  otras  embarcaciones.  Véase  el  artí- 
culo de  este  nombre. 

CAPITÁN  DE  PARTIDO.  En 
algunas  de  nuestras  provincias  de  Ultramar 
se  llaman  asi  los  jueces  pedáneos.  Yéiise  su 
artículo. 

CAPITÁN  DE  PUERTO. .  Asi 
se  llama  á  los  oficiales  de  la  aripadfi  csla^ 
blecidos  en  cada  uno  de  los  puertos  d^  co- 
mercio, para  cuidar  de  la  conservación,  del 
orden  y  de  la  conveniente  disposición  de  los 
mismos  puertos  y  de  las  radas.  En  tal  con- 
■iii  "lili  ■ 

(1)   yéfse  la  sfe  t;  tit.  %,  lib.3  del  CMifo  «e  cimfttí^ 
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cepto  son  Tos  gefes  de  las  dependencias 
de  marina  que  constituyen  las  capitanías  de 
los  puertos ,  con  inmediata  subordinación 
al  capitán  general  del  departamento  res- 
pectivo. 

Las  obligaciones  del  capitán  del  puerto, 
según  el  art.  6,  trat.  5,  tít.  7  de  las  orde- 
nanzas navales,  se  hallan  reducidas  por  un 
concepto  general  á  cuidar  de  las  buenas 
condiciones  del  amarradero  de  las  embarca- 
ciones para  que  estén  con  la  seguridad  con- 
veniente, á  establecer  un  orden  regular  y 
metódico  en  las  descargas,  á  procurar  que 
se  observe  la  mejor  policía  en  orden  á  la  se- 
guridad y  limpieza  del  puerto,  y  á  tener  un 
conocimiento  cabal  de  las  circunstancias  del 
mismo,  para  daré  hacer  que  se  dé  buena  di- 
rección en  las  entrada  y  salidas,  y  en  todas 
las  maniobras  que  haya  ocasión  de  practicar 
en  él. 

Está  también  á  su  cargo  tomar  las  disposi- 
ciones convenientes  en  caso  de  socorro  y 
ausilio,  que  deba  prestarse  á  alguna  embar- 
cación, en  el  de  abordages  con  avería  en 
cascos,  arboladura  ó  cables  ó  de  barada  por 
dcsamarradero  de  embarcación,  á  su  entra- 
da ó  salida  ó  traslación  de  un  parage  á  otro, 
y  en  la  designación  de  los  puntos  donde  ha- 
yan de  ponerse  balizas  para  la  entrada  y  sa- 
lida de  los  bajeles.  Finalmente  los  capitanes 
de  puerto  deben  llevar  dos  libros,  uno  de 
entrada  y  otro  de  salida  de  buques,  y  como 
en  este  debe  constar  la  del  buque  saliente 
con  su  carga  y  pasageros,  si  por  cualquier 
concepto  hubiera  de  hacerse  constar  algún 
cstrcmo  referente  á  ello,  el  capitán  del  puer- 
to podrá  librar  la  oportuna  certificación. 
Consiguiente  á  las   referidas  obligaciones 
generales,  las  facultades  del  capitán  del 
puerto  son  absolutas  en  todo  lo  que  se  refie- 
re al  objeto  y  estension  de  ellas.  El  art.  7.*" 
del  tít.  y  trat.  ya  citados,  declara  como  de- 
lito la  desobediencia  al  capitán  del  puerto, 
y  aunque  no  se  le  permite  proceder  por  au- 
toridad propia,  al  castigo  personal  ni  á  la 
exacción  de  multas  por  faltarle  jurisdicción, 
se  le  autoriza  para  arrestar  y  se  manda  que 
sean  recibidos  en  las  cárceles  los  individuos 
que  remitiesen  en  tal  concepto ,  procedién- 


dose  después  por  el  respectivo  juez  á  lo  qoe 
hubiere  lugar. 

El  capitán  del  puerto  está  subordinado  d 
gobernador  ó  comandante  militar,  en  todo 
cuanto  se  roce  con  la  fortificación  de  la  pla- 
za, murallas,  castillos,  etc.,  con  la  coloca- 
ción ó  situación  de  amarraderos  de  baques 
mercantes  cargados  de  pólvora,  con  bajeles 
de  guerra  estranjeros  en  todos  tiempos,  cod 
los  mercantes  nacionales  y  estranjeros  en 
tiempo  de  guerra;  y  finalmente  sobre  provi- 
dencias dadas  en  materia  de  contrabando  y 
del  mejor  resguardo  de  las  rentas  públicas. 
Está  también  subordinado  al  presidente  de 
sanidad,  en  lo  perteneciente  á  separación  de 
buques  de  cuarentena,  á  su  custodia  y  al 
cumplimiento  de  las  disposiciones  de  la 
junta  (1).  En  todo  lo  demás  el  capitán  del 
puerto  es,  como  hemos  dicho,  el  gefe  de  su 
dependencia  responsable  de  sus  faltas  coa 
inmediata  subordinación  al  capitán  general 
de  su  departamento. 

El  cargo  y  mando  del  capitán  del  puerto  se 
estiende  desde  lo  mas  interior  def  puerto  de 
su  destino  hasta  las  puntas  salientes  á  la 
mar,  con  todas  las  conchas,  calas  ó  ensena- 
das que  hubiere  en  el  intermedio,  haya  ó  no 
población,  de  modo  que  donde  la  hubiese, 
el  alcalde  de  la  mar,  el  director  del  gremio 
ó  cabo  de  matrícula  que  haya  de  regentar 
en  materias  del  fondeadero ,  ha  de  ser  nom- 
brado por  el  capitán  del  puerto  á  quien  lia 
de  estar  subordinado.  En  aquellos  parajes 
donde  por  la  estension  del  brazo  de  mar, 
canal  ó  rio  hubiere  ó  se  estableciere  mas  de 
una  capitanía  de  puerto  se  espresarán  en  los 
despachos  reales  los  límites  de  cada  una. 

En  el  titulo  y  tratado  que  hemos  citado 
con  repetición,  se  establecen  minuciosos  por- 
menores para  el  desempeño  de  las  obligado* 
nes  de  los  capitanes  de  puertos  que  hemos 
indicado  genéricamente.  Los  que  deseen  so- 
bre esos  detalles  mayor  instrucción,  pueden 
consultar  aquella  parte  de  las  ordenanzas 
generales  de  la  armada. 

Añadiremos  únicamente,  que  por  disposi- 
ciones posteriores  á  ellas,  se  ha  organizado 
— — — ^ 

(1)   Art.  8  y  9,  lit.  y  irat.  eiUdoi, 
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el  relevo  de  los  oficiales  destinados  en  capi- 
tanías de  puertos  bajo  las  bases  siguientes. 
Son  amovibles  todos  los  destinos  de  capita- 
nías de  puertos  de  la  Península  y  Ultramar: 
estas  son  de  primera,  segunda,  tercera  y 
cuarta  clase,  las  de  primera  están  asignadas 
á  los  capitanes  de  navio  y  de  fragata,  sir- 
viendo en  unas  dos  y  en  otras  tres  anos;  las 
de  segunda  lo  están  á  capitanes  de  fragata 
6  tenientes  de  navio  sirviéndose  por  el  ira- 
prorogable  término  de  tres  anos;  las  de  ter- 
cera clase  se  sirven  por  los  respectivos  ayu- 
dantes de  distrito  y  las  de  cuarta  clase  se 
desempeñan,  por  subdelegados  individuos 
particulares,  k  los  que  al  tiempo  de  publi- 
carse estas  disposiciones  desempeñaban  ca- 
pitanías de  puerto  en  el  concepto  de  vitali- 
c¡a3,  y  no  hubieran  si  no  ascendido  al  obte- 
nerlas ó  desde  aquella  fecha,  y  á  los  que  en. 
su  carrera  militar  hubieren  recibido  heridas 
que  los  inutirrzasen,  se  les  concedió  conti- 
nuar en  sn  destino  hasta  su  fallecimiento  á 
no  concedérseles  otro  de  mas  ventaja ;  los 
que  no  se  hallasen  en  uno  de  estos  casos,  de- 
bian  ser  relevados  desde  luego  con  arreglo 
á  los  artículos  anteriores:  se  dispnso  también 
que  el  tiempo  señalado  para  el  desempeño 
de  cada  capitanía  de  puerto  sería  improro 
gable,  y  que  solo  por  entonces  en  las  de 
Amerita  que  hubieren  sido  obtenidas  en  el 
concepto  detres  anos,  se  aguardaría  á  que  se 
cumpliesen;  pero  de  ningún  modo  pasarían 
de  este  término:  las  concedidas  por  mas 
tiempo,  se  ordenó  que  las  anejas  á  las  co- 
mandancias y  ayudantías  militares  de  ma- 
trículas seguirían  la  suerte  de  estas;  se  ana- 
dió que  en  lo  sucesivo  no  se  nombrase  para 
capitán  de  puerto  á  individuo  alguno  que 
hubiese  obtenido  otro  destino  de  esta  clase 
por  todo  el  tiempo  que  le  estuviese  asignado, 
mientras  no  trascurriese  á  lo  menos  un  pe- 
ríodo doble  del  que  disfrutó  esta  ventaja,  y 
por  último  se  mandó  que  la  dirección  general 
de  la  armada ,  al  proponer  oficiales  para  es- 
tes destinos,  tuviese  presentes  los  servicios 
de  mar  y  Xierra  de  cada  uno  en  particular, 
y  su  mérito  respectivo,  prefiriendo  en  igual- 
dad de  circonstanciás  á  los  mas  antiguos  (1). 

(-1)    R.  O.  de  9  do  marzo  de  fS4Í. 
TOMO  Vil, 


Posteriormente  se  ha  hecho  una  nueva  clasi* 
ficacion  de  las  capitanías  de  puerto  de  la  Pe- 
nínsula y  Ultramar,  conservándose  la  divi- 
sión de  ellas  en  las  cuatro  clases  espresadas, 
y  disponiéndose  que  cuando  no  haya  capita- 
nes de  fragata  del  servicio  activo  disponibles 
para  desempeñar  las  capitanías  de  Ferrol  y 
Cartagena,  las  sirvan  los  segundos  coman- 
dantes de  matrículas  de  los  mismos  puntos, 
que  los  capitanes  de  puerto  de  MayagUés, 
Guáyame  y  Ponce  en  la  isla  de  Puerto-Rico 
y  el  de  Cárdenas  en  la  de  Cuba,  aunque  per- 
tenecientes á  la  carrera  activa;  según  la 
clasificación  efectaada  desempeñarán  á  la 
vez,  y  por  los  tres  anos  que  sirven  aquellos 
destinos,  las  ayudantías  de  los  distritos  res- 
pectivos; y  que  en  el  apostadero  de  Manila 
siguieran  desempe&adas  por  oficiales  de 
aquella  marina  sutil  las  capitanías  de  puer- 
to de  llocos,  Pangasinan,  Cebri,  Hoilo,  Capiz 
é  islas  Maríanas  (1).  Véase  baliza. 

CAPITANA.  En  la  marína  se  llama 
capitana  lá  nave  en  que  se  arbola  la  insignia 
del  gefe  ó  comandante.  Si  lo  fuese  el  rey,  ó 
estuviese  á  bordo,  se  llama  capitatia  real  el 
baque  ocupado  por  el  soberano,  y  en  que 
por  tanto  se  ostenta  el  real  estandarte. 
En  lo  antiguo  por  cédula  de  18  de  enero 
de  1654,  como  por  antonomasia  se  asignó  el 
nombre  de  capitana  real  á  la  de  la  arma- 
da del  Océano,  llamándose  simplemente  (^« 
pitona  en  la  flota  de  Indias ,  de  los  gáleo* 
nes,  etc.,  las  de  estos  servicios.  Sabido  es 
que  todos  los  buques  de  la  escuadra  ó  flota 
observan  .y  obedecen  las  señales  de  la  co- 
pitana  como  órdenes  que  son  del  gefe. 

CAPITANES  A  GUERRA  («t 
tJiéTiíAif  Att).  Este  cargo  tuvo  en  Ultramar 
el  mismo  origen  que  en  EspaSa ;  pero  no  el 
mismo  término,  pues  que  en  algunos  puntos 
de  aquellos  dominios  subsiste ,  como  dire- 
mos. Llamáronse  allí  y  suelen  llamarse  aun, 
capitanes  á  guerra  los  de  milicias ,  si  bien 
no  ejercen  ese  cargo  si  no  estando  aquellas 
sobre  las  armas.  (Véase  su  artículo.)  Llamá^ 
ronse  asi  también  los  corregidores  y  alcaldw 
mayores:  y  toítevia  los  vireyes  de  Méjieo, 


(1)    H,  0.  d?  90  de  setiembre  de  ÍMI» 
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y  por  práctica  los  deroas,  ea  cíFCunslancias 
estraordínarías  por  caasa  de  invasión  de 
enemigos,  ó  temor  de  ella,  estabrin  aulo- 
rizados  para  nombrar  tenientes  á  guerra,  ó  de 
justicia  y  guerra,  es  decir,  tenientes  corregi- 
dores, capitanes  á  guerra  (1).  En  Cuba  íwq- 
ron  capitanes  á  guerra  los  tenientes  de  go- 
bernador (2),  y  todavia  recientes  disposicio- 
nes hablan  de  este  cargo,  en  qne  al  (in  han 
cesado  por  la  nueva  organización  y  gobier- 
no de  la  isla,  en  atención  á  qne  la  seguridad 
de  la  misma  ha  hecho  se  nombren  coman- 
dantes militares  en  donde  se  han  creido  ne- 
cesarios. En  Paerto-Rico  subsiste  el  cargo 
de  capitán  á  guerra ,  bajo  la  denominación 
de  tenientes  á  guerra.  Véase  el  real  decreto 
de  28  de  agosto  de  1847,  sobre  organización 
de  justicias  y  ayuntamientos,  pág.  325,  tomo 
8  de  la  Enciclopedia.  La  denominación  de 
tenientes  á  guerra  se  dá  en  dicho  decrHo  i 
los  corregidores,  hov  alcaldes  mayores,  y 
á  los  alcaldes  ordinarios.  En  Filipinas  los  al- 
caldes mayores,  tenientes  gobernadores,  con- 
servan el  carácter  de  capitanes  á  guerra,  si 
bien  por  las  ultimas  reformas  un:)  gran  parte 
de  las  alcaldías  han  de  proveerse  en  milita- 
res, qne  por  esta  misma  calidad  no  necesitan 
de  aquel  título;  reducido  por  tanto  á  los  al- 
caldes mayores  letrados. 

gapítamgs  aproban- 
tes. Se  llaman  asi  los  gefes,  de  esta,  ú 
otra  graduación,  encargados  de  la  recepción 
de  quintos  en  las  capitales  de  provincia ,  ú 
otro  punto  que  se  &je,  según  las  circunstan- 
cias. Bajo  su  inspección  y  autoridad  se  veri- 
fica la  medición,  y  espiden  las  medías  filia- 
ciones ,  con  las  cuales  el  mozo,  declarado 
soldado,  es  entregado  al  depósito  de  quintos 
que  algunas  veces  está  á  cargo  del  mismo 
capitán  aprobante.  Sus  funciones  han  sufri- 
do alguna  modificación  con  la  institución  de 
los  consejos  de  provincia  y  diputaciones  pro- 
Tinciales. 

CAPITANES  GENERALES 
(cu  i7i.Tm.%1f  Am).  Por  las  circunstancias 
especiales  de  aquellos  dominios,  el  cargo  de 
capitán  general  no  es  hoy  equiparable  al  de 


rJí 


Real  e¿daU  de  tS  de  febrero  de  i 
Ley  16,  tit.  1,  lib.  5  de  U  Reeop. 


capitán  general  de  provincia,  y  ni  aun  al  de 
capitán  general  de  ejército  con  mando  ó  le« 
tras  de  servicio  en  la  Península;  si  no  qae 
por  la  acumulación  de  otros  cargos  sobre- 
puja á  dichas  clases  en  atribuciones. 

Conocido  es  el  cargo  de  los  vireycs  des- 
de el  origen  de  la  conquista,  y  la  misma  de- 
nominación espresa  que  cada  uno  era  como 
un  rey  en  su  distrito.  Sobre  el  cúmulo  in- 
menso de  sus  atribuciones,  véase  su  articu- 
lo. La  necesidad  hizo  que  en  ciertQS  terríto* 
ríos  se  les  nombrasen  autoridades  subordi* 
nadas  de  un  orden  superior,  cuales  fueron 
los  capitanes  generales  de  distrito,  ó  pro- 
vincia; asi  como  para  ausiliar  á  estos ,  y 
compartiendo  con  ellos  el  mando  y  la  juris- 
dicción, se  nombran  comandantes  generales. 
Aun  en  los  primeros  tiempos  los  capitanes 
generales  reunian  mayores  atribuciones  que 
las  que  respecto  de  la  Península  espresa  es- 
te cargo,  y  por  ello  se  íes  denominaba  capi- 
tanes generales  gobernadores.  En  Cuba  y 
Filipinas  se  conocieron  ya  en  el  siglo  XVI, 
y  en  Puerto-Rico  se  establecieron  en  1643. 
La  pérdida  de  la  mayor  parte  de  aquellos  do- 
minios obligó  á  modificar  la  organización 
política  y  militar  en  este  punto.  Precisamen- 
te perdió  España  los  dominios  y  territorios 
que  tenían  virey :  conservó  los  que  tenían 
meramente  capitanías  generales,  y  por  ello 
quedó  como  único  este  cargo  y  denomina- 
ción en  las  provincias  que  se  salvaron  y  aun 
conserva  España.  Pero  los  capitanes  gene- 
rales estaban  subordinados  á  los  vireyes: 
estos  tenian  multiplicadas  atribuciones  sobre 
las  de  aquellos;  que  después  por  necesidad 
han  recaído  en  los  mismos ,  y  hoy  un  capi- 
tán general  puede  ser  considerado  como  un 
virey,  y  son  y  se  denominan  por  tanto  ca- 
pitanes generales  vireyes.  En  tal  concepto, 
pues,  los  capitanes  generales  de  Cuba,  Fili- 
pinas y  Puerto-Rico  ejercen  plenamente  la 
autoridad  militar  de  ese  cargo:  son  goberna- 
dores políticos,  y  en  tal  concepto  presiden 
ayuntamientos  y  toda  clase  de  corporacio- 
nes administrativas,  dictan  bandos.de policía 
y  buen  gobierno,  etc.  (véase  «a»»ii),  y 
todo  en  mayor  escala  que  los  gobernadores 
políticos  de  la  Península:  son  vice-patronot 
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regios  y  ejercen  en  sus  distritos  el  patronato  ^ 
eclesiástico  ani versal  que  compete  á  los  re- 
yes de  España ,  salvo  en  los  casos  que  estos 
se  han  reservado  espresamente,  como  por 
ejemplo,  la  presentación  para  obispos,  y  lá 
nominación  para  canongias  :  presiden  las 
audiencias  territoriales,  y  en  tal  concepto 
avocaban  pleitos  de  los  juzgados  inreriores 
ad  effectum  videndi,  ejercían  jurisdicción  ci- 
vil ordinaria  por  medio  de  sus  tenientes  go- 
bernadores; y  personalmente  la  relativa  á 
juicios  verbales,  pendiendo  en  gran  parte  de 
su  apreciación  y  decisión  el  que  se  hiciesen 
contenciosos.  Los  cargos  ademas  de  superin- 
tendentes de  real  hacienda ,  de  correos ,  su 
supremacía  en  todos  los  ramos  de  la  admi- 
nistración, sus  atribuciones  discrecionales  en 
todo  lo  estraordinario,  y  como  es  indispen- 
sable á  tal  distancia,  si  bien  subordinados 
en  lo  ordinario  á  las  leyes,  y  en  todo  al  con- 
sejo de  los  reales  acuerdos,  los  hacen  reyes, 
menos  en  la  soberanía;  y  aun  tienen  también 
los  honores  de  esta  en  ocasiones ,  como  por 
ejemplo  la  guardia  de  alabarderos ,  y  el  to- 
que de  la  denominada  marcha  real,  ya  como 
vireyes ,  ya  como  capitanes  generales  de 
ejército. 

Este  cúmulo  de  atribuciones  se  ha  modi- 
ficado y  atenuado  mucho  en  lo  judicial ,  y 
económico,  sobre  todo  en  los  últimos  veinte 
anos,  por  virtud  de  las  notables  reformas  le- 
gislativas, como  el  planteamiento  en  aque- 
llos dominios  del  Reglamento  provisional  pa- 
ra la  administración  de  justicia,  la  supresión 
de  su  jurisdicción  para  juicios  verbales,  etc. 
Por  desgracia  estas  reformas  son  tan  fre- 
cuentes, é  insubsistentes  algunas,  que  hasta 
suelen  variar  con  el  nombramiento  de  capí- 
tan  general,  y  sin  exageración  puede  decirse 
que  la  legislación  de  Indias  se  halla  en  esta- 
do de  tramicion ,  motivo  por  el  que ,  des- 
pués de  las  indicaciones  generales  mas  im- 
portantes, que  aun  se  espianarán-  convenien- 
temente en  otros  artículos ,  no  damos  mas 
ostensión  al  presente. 

Por  el  mismo  cúmulo  de  atribuciones  que 
quedan  indicadas,  y  su  diversidad ,  los  capi- 
tcanes  generales  dependían  hasta  poco  há  de 
todos  los  ministerios  9  esto  es,  de  Guerra, 


Gracia  y  Justicia,  Gobernación,  Marina ,  etc. 
Después  de  la  creación  del  Consejo  y  Direc  - 
c^on  de  Ultramar,  y  centralizada  la  gober- 
nación de  aquellos  dominios  en  la  presiden- 
cia del  gabinete,  pendieron  principalmente 
de  este ,  oomo  hoy  del  ministerio  de  Estado, 
al  que  se  ha  cometido  recientemente  la  go- 
bernación de  Ultramar ,  si  bien  con  escep- 
ciones  ,  que  aun  hacen  depender  á  los  capi- 
tanes generales  de  otros  ministerios  como  en 
lo  relativo  á  guerra  y  marina.  Véase  a»- 

lfl»lflTR%€l05l    DE   JUSTICIA,   AYIJMT4L- 

ifiE»T«9 ,  sección  quinta  de  este  artículo: 
c«»0BJ«  y  DiRK€€i«n  DK  mtéVmAMAu  y 

demás  artículos  correlacionados.  Véase  á 
Zamora,  Legislación  ultramarina,  tomo  i  ^ 
página  178. 

€APITA!V1A  OEIVERAIi  DE 
PROVINCIA.  El  distrito  ó  territorio 
asignado  [al  mando  y  á  la  autoridad  de  cada 
uno  de  los  capitanes  generales  del  mismo 
nombre.  Como  estos  distritos  constituyen  las 
demarcaciones,  dentro  de  las  cuales  desem- 
peñan los  capitanes  generales  de  provincia, 
no  solo  su  mando  militar,  si  no  la  jurisdic- 
ción que  les  compete  en  primera  instancia, 
juzgamos  oportuno,  para  la  inteligencia  de 
nuestros  lectores,  el  dar  á  conocer  la  actual 
clasificación  de  las  capitanías  generales  de 
provincia,  tanto  en  la  Península  como  en  las 
islas  adyacentes  y  en  las  posesiones  de  UU 
tramar. 

Capitanías  generales  de  provincia  en  la  Pe- 
nínsula é  islas  adyacentes. 


1/ 

Castilla  la  Nueva. 

2.* 

CaUluña. 

3/ 

Andalacía. 

4.' 

Valencia. 

8.* 

Galicia. 

6.» 

AragOD. 

7.» 

Granada. 

8.» 

Castilla  la  Vieja. 

9/ 

Estremadura. 

iO. 

Navarra. 

H. 

Burgos. 

12. 

Provincias  Vascongadas. 

43. 

Islas  Baleares. 

14. 

Islas  Canarias. 

Digitized  by 

Google 


660 


CAPITULACIÓN. 


Cc^Uanias  generales  m  \ilrama9\ 

Caba. 

Puerto-Rico. 

Filipinas. 

Cada  capitanía  general  de  provipcia  com- 
prende cierto  número  de  ellas  que  constitu- 
yen su  distrito  ó  demarcación ,  y  es  en  esta 
forma. 

Castilla  la  Nueva:  comprende  las  provin- 
cias de  Madrid,  Toledo,  Ciudad-Real,  Cuenca 
y  Guadalajara. 

Cataluña:  t emprende  las  de  Barcelona, 
Tarragona,  Lérida  y  Gerona. 

Andalucía :  las  de  Sevilla,  Cádiz,  Córdoba 
y  Huelva. 

Valencia :  las  de  Valencia,  Alicante,  Mur- 
cia, Albacete  y  Castellón  de  la  Plana.  Sobre 
la  demarcación  de  la  capitanía  general  de 
Yaiencia,  véanse  el  real  decreto  de  7  de  agos- 
to de  1847  y  la  real  orden  de  28  de  mayo 
de  18S2. 

GaKcia :  compréndelas  de  la  Coruna,  Lu* 
go,  Orense  y  Pontevedra. 

Aragón :  las  de  Zaragoza ,  Huesca  y  Te- 
ruel. 

Granada :  las  de  Granada,  Málaga,  Al- 
mería y  Jaén. 

CntUla  la  Vieja:  las  de  Yalladolid,  Pa- 
lencia,  Zamora,  Salamanca,  Avila,  Oviedo 
y  León. 

Estremadura :  las  de  Badajoz  y  Cáceres. 

Navarra:  la  de  Pamplona. 

Burgos:  las  de  Burgos ,  Santander,  Lo- 
groño y  Soria. 

Provincias  Vascongadas :  las  de  Vitoria, 
Bilbao  y  Tolosa. 

Islas  Baleares:  la  comandancia  general 
de  Palma. 

Canarias:  la  de  Santa  Cruz  de  Tenerife. 

CAPITULACIÓN :  CAPITIJ- 
liAR.  Designábase  con  estos  nombres  la 
acusación  producida  en  el  tribunal  superior 
contra  los  corregidores ,  alcaldes  mayores, 
jueces  y  justicias  por  delitos,  escesos  y  abu- 
sos cometidos  en  el  desempeño  de  sus  fun- 
ciones; y  el  acto  de  presentar  en  dicho  tribu- 
nal la  acusación  formulada ,  previos  los  re- 
quisitos que  las  leyes  exigían  para  su  admi- 


sión. Actualmente,  auqque  con  menos  fre* 
cuencia,  dichas  palabras  suelen  usarse  toda* 
vía  para  espresar  la  acusación  coaira  los  jue- 
ces d$  primera  íatancia  y  el  aclo  de  produ- 
cirla en  juicio. 

Aunqdela  dignificación  común  de  las  pala- 
bras que  son  objeto  de  este  artículo  «la  laes* 
puesta,  se  aplicaba  asimismo  á  la  acusación 
contra  escribanos,  regidores  y  otros  que 
ejercian  funciones  públicas  por  su  mala  ver- 
sación en  el  desempeño  de  ellas.  Llamábase 
capitulación  porque  la  acusación  se  redacta- 
ba en  forma  de  capítulos ,  comprendiendo  ea 
cada  uno  de  ellos  y  por  orden  numérico  y 
gradual  los  delitos,  escesos  ó  abusos  de  que 
se  hacía  cargo  al  capitulado.  La  frecuencia 
con  que  se  entablaban  estas  capitulaciones, 
mas  por.  resentimientos  personales  y  por 
asegurar  el  monopolio  de  la  administracioo 
de  justicia  en  manos  de*los  poderosos  de  los 
pueblos,  obligaron  á  dictar  varias  disposicio- 
nes que  restringían  la  funesta  facilidad  de 
capitular  á  los  jueces.  De  ellas,  asi  como  de 
la  acusación  contra  estos ,  de  las  circunstan- 
cias indispensables  para  que  pueda  ser  admi- 
tida, trámites  de  susustanciacion,  etc.,  habla- 
mos  en  el  artículo  juicio  crimimai.  cmn- 

TRA  JQBCKIi  PE    FItIMRRA     IIií|TAIi€lA. 

CAPITUL.ACIOIV  (Biv  m  miu* 
TAB.)  El  pacto  con  que  una  plaza  sitiada, 
fuerte ,  castillo ,  ó  fuerza  armada ,  se  rinden 
á  una  fuerza  enemiga.  Llámase  capitulación 
por  los  capítulos,  condiciones  ó  partes  dife- 
rentes de  que  consta  por  lo  común. 

Cuando  la  guerra  no  espresaba  si  no  el 
derecho  del  mas  fuerte  ejercido  contra  el 
débil ,  era  por  demás  hablar  del  medio  racio- 
nal y  humanitario ,  que  hoy  se  llama  capiin- 
lacion :  predominando  una  de  las  fuerzas, 
la  lucha  terminaba  por  el  esternúnio  ó  la 
esclavitud :  ó  no  se  capitulaba,  ó  no  s^  cnim* 
plia  la  capitulación.  Aun  en  las  luchas  del 
pueblo  rey ,.  esto  es ,  no  solo  de  un  pueblo 
culto,  si  no  el  mas  culto  de  su  tiempo ,  pero 
que  espontáneamente  llevaba  la  guerra  á  to- 
das partes :  aun  en  las  guerras  y  conquis- 
tas, decimos,  de  on  pueblo  que  díó  leyes  al 
mundo ,  $1  prisionero  fie  guerra ,  no  tenia 
derecho  á  la  vida :  el  tremendo  2  Vm  vicikl 
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era  la  ley  lamentable  del  vencido ,  y  espre- 
saba la  civilización  ea  ^ste  punto,  no  solo 
de  los  tiempos  de  Aoma ,  si  no  de  mochps 
siglos  antes.  Después ,  empero ,  cuando  la 
guerra  no  es ,  ó  no  debe  ser.,  si  no  la  apli- 
cacion  de  la  fuerza  pública  de  un.  estado 
para  obtener  reparación  de  ana  ofensa,  ó 
mal  injusto ,  ó  para,  prevenirlos  ;  y  eso.conr 
ciliando  este  tremendo  derecho  con  los  fue- 
ros santos  de  la  humanidad ,.  la  4[^itulacion 
es ,  como  principio ,  un  canon  de  derecho 
universal ;  en  términos  prácticos  un  pacto  y 
cuestión  legal  de  derecho  de  gentes,  que 
como  tal,  y  como  medio  de  atenuar  los 
estragos  de  la  guerra ,  ha  merecido  y  mere- 
ce  toda  la  atención  de  las  naciones. 

Traída  la  eapilulacion.  al  tecr^no  del  de- 
reoho,  hay  que  distinguir  en  ella  los  fue- 
ros y  deberes  de  la  fuerza  capitulantes  los 
de  la  fuerza  que  otorga  la  capitulación: 
los  de  las  naóiones  i  que  una  y  otra  perte- 
necem 

En  cuanto  á  las  primeras  la  civilización 
resiste  y  resistirá  siempre  que  se  erija  en 
deber  la  temeridad  notoria :  ni  la  justicia, 
ni  la  política ,  ni  la  conveniencia  permiten 
que  los  estados  impongan  á  sus  subditos  sa- 
crificios notoriamente  imUiles ,  y  que  ade- 
más repugnan  á  la  civilización  ,  y  á  la  hu- 
manidad: en  esto  punto  los  hechos  heroicos 
de  SaguntQ  y  de  Numancia  ,  pueden  cele- 
hrarse ;  pero  no  convertirse  en  obligación: 
siendo ,  en  fin ,  la  capitulación  de  derecho 
de  ¿entes ,  y  descansando  precisamenlo  en 
estos  principios;  no  es  necesaria  facultad 
csplicita;  si  no  que  el  mero  nombramiento 
de   general  ó  gefe  de  una  fuerza  armada, 
lleva  implícito  el  poder  discrecional  de  ca- 
pitular ú  otorgar  capitulación  en  los  casos 
determinados  por  las  leyes  militares  y  prác- 
ticas de  la  guerra.  Una  fuerza  armada,  pues, 
que  en  campuía  abierta  ó  en  puntos  fbrtííi- 
cados  ,  se  ve  reducida  á  ese  caso  estremo, 
cuaiplidas  las  leyes  de  la  guerra,  y  las 
prescripciones  de  la  Ordenanza ,  satisfechas 
las  últimas  exigencias  del  pundonor  militar, 
y  nacional ,  puede  capitular :  tiene  el  dere- 
cho y  al  mismo  tiempo  la  autoridad  necesa- 
ria   para  hacerlo.  El  pacto ,  ó  capitulación, 


no  solamente  es  obligatorio  para  ios  gefes 
contrayentes,  clases  y  personas  comprendí* 
das  en  él:  si  no  para  sos  respectivas  naciones, 
si  bien  con  las  modificaciones  que  luego  tu- 
remos. Hemos  dicho  que  para  este  pacto 
solemne ,  de  tal  trascendencia ,  los  gefes  de 
fuerzas  beligerantes  no  necesitan  autoriza*- 
cion  especial,  ni  para  pedir  ó  admitir,  ni 
para  otorgar  capitulación  La  ley  del  caso  es 
la  de  la  necesidad;  j  como  ningua  estado 
podría  precaver  contra  ella  por  órdenes  ter- 
minautesástts  gefes  y  fuerza  pública > asi 
coma  ni.  el  estado  mismo ,  ni  el  supecior.  go- 
bierno podrían  eximirse,  omnímodamente  de 
ella,  todos  quedan  sometidos  á  esta  ley  ine- 
xorable; y  la  facultad  por  tanto  de  prevenir  ó 
evitar  sus  últimos  estragos  por  medio  de  una 
capHulacion  honrosa^  es  díscreoional  en  I03 
gefes  de  fuerzas  beligerantes,  y  se  subentien- 
de en  su  pombramiento.  He  aquí  en  resumen, 
según  los  publicistas ,  los  principios  de  de- 
recho público  que  rigen  en  esta  gravísima 
materia.  cTodo  oficial  de  guerra,  deáde  el 
alféi'ez  al  general ,  goza  del  derecho ,  y  de 
la  autoridad  que  le  son  atribuidos  por  el 
soberano.  La  voluntad  de  este  3e  cohoce  por 
sus  órdenes  espresas  ,  ó  se  deduce ,  ya  de 
las  comisiones  que  encarga  ,  ya  de  las  leyes 
militares ,  como  consecuencia  legítima  del 
cargo  ó  funciones  que  i  cada  uno  incumbe 
desempeñar  ,  porque  toda  persona  constitui- 
da en  mando.se  supone  revestida  del  poder 
que  le  es  necesario  para  el  completo  ejerci- 
cio y  desempeño  de  su  cargo  y  funciones. 
Asi  el  cargo  de  general  en  gefe ,  cuando  no 
es  limitado,  le  reviste  de  un  poder  absoluto 
sobre  el  ejército  en  punto  á  los  actos  y  ope- 
raciones que  creyere  necesarias.....  Cuando 
un  gefe  se  halla  sitiado,  interrumpida  toda 
comunicación  con  el  soberano ,  por  el  mis- 
mo hecho  se  halla  revestido  dé  la  autoridad 
del  estado ,  en  lo  que  concierne  á  la  defensa 
del  punto  y  salvamento  de  la  guarnición.  De 
este  principió  general  se  deducen  en  casos 
iguales  las  facultades  de  los  oficiales  y  gefes 
inferiores  aislados  del  general  en  gefe.  Su 
potestad  y  derecho  se  deducen  en  tal  situa- 
ción de  la  naturaleza  de  su  cargo  y  *  fun-   . 
ciones ,  debiendo  ademas  tenerse  presentes 
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las  prácticas  y  costumbres  recibidas  (1).>9 
La  capitulación  para  ser  válida  y  eficaz, 
ademas  de  las  circunstancias  que  después 
mencionaremos ,  hade  ceñirse  á  las  faculta- 
des del  capitulante,  oído  el  consejo  de  gefes 
y  oficiales  superiores ,  y  no  puede  por  tanto 
ser  ostensiva  si  no  á  las  personas ,  cosas  y 
lugares  sometidos  á  su  ms^ndo  y  autoridad 
de  guerra,  como  la  tropa,  la  población  y 
vecindario ,  los  fuertes,  almacenes ,  armas, 
y  efectos  de  guerra. 

Puede  ser  ostensiva  aun  á  puntos  y  fuer- 
zas,  sometidas,  sí,  al  gefe  que  capitula;  pe- 
ro menos  estrechadas ,  y  situadas  á  mayor  ó 
menor  distancia  ,  cuando  de  todo  punto  sea 
asi  necesario  para  que  haya  de  realizarse  la 
capitulación.  Asi  en  la  memorable  de  los 
campos  de  Bailen  fue  comprendida,  y  vino  á 
rendirlas  armas  al  campo  de  batalla,  la  nu- 
merosa división  dé  Vedé!  que  ocupaba  á 
Despenaperros:  pero  en  niflgnn  caso,  á  me- 
nos de  tener  para  ello  facultades  estraor- 
dinarias  y  espHcitas;  será  estensiva  á  la  paz, 
armisticio ,  o  tregua  general ,  cesión  de  ter- 
ritorio, ni  cosas  análogas  que  caen  fuera  de 
las  facultades  ordinarias  de  un  general  en 
gefe ;  y  solo  al  estado  ó  al  soberano  incum- 
be decidir  acerca  de  ellas. 

Ajustada  y  firmada  la  capitulación ,  es  un 
pacto  sagrado  que  obliga  á  su  religioso  cum- 
plimiento á  las  partes  contratantes ,  y  á  to- 
dos y  cada  uno  de  sus  subordinados  ,  lo  pro- 
pio que  el  armistirío  y  la  tregua,  como  deci- 
mos en  sus  arlículos  respectivos  ;  y  obliga 
personalmente  á  gefes  y  subordinados  ,  aun 
cuando  después  pudiera  ser  invalidada  ó  no 
aprobada  por  los  respectivos  estados  ó  sobe- 
ranos, hasta  ser  reconocida  por  lo  menos  esta 
resolución  Y  di  riamos  aun ,  si  las  leyes  de 
la  justicia  lo  permitieran ,  que  el  gefe  que 
otorga  la  capitulación  lo  queda  mucho  mas 
por  las  leyes  de  la  humanidad  y  del  decoro, 
apreciada  la  diferente  posición  entre  vence- 
dores y  vencidos,  en  virtud  de  la  que  la  de- 
cepción ó  alevosía  de  parte  de  los  primeros 
es  un  insulto  al  infortunio ,  un  abuso  bárba- 
ro del  derecho  del  mas  fuerte ,  un  delito  de 
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leso  derecho  púbUco  universal.  T  sin  embar- 
go, aun  en  nuestros  tiempos,  en  capitulacio- 
nes con  caudillos  de  naciones  poderosas ,  y 
de  las  que  marchan  al  frente  de  la  moderna 
civilización ,  se.  han  realizado  decepciones  y 
actos  de  la  mas  repugnante  perfidia,  que  se- 
rian vituperables  aun  en  rudos  gefes  de  la 
edad  media ,  de  lo  cual  suministra  ejemplo 
la  capitulación  histórica  de  la  invicta  Zara- 
goza en  1809 ,  indignamente  falseada  (t). 

En  cuanto  á  los  estados  ó  soberanos  de 
que  dependen  una  y  otra  fuerza  ,  la  capitu- 
lación es  un  negocio  tratado  por  intermedia- 
rios ó  mandatarios ,  siendo  en  el  caso  aplica* 
ble  el  principio  de  derecho ,  qui  per  alium 
operatur,  per  se  ipsumoperarividetur.^ToAo 
lo  que  una  autoridad  ó  funcionario  público, 
dice  Vattel  (2),  un  comandante  en  su  departa- 
mento promete  dentro  del  círculo  de  sus  atri- 
buciones y  según  el  poder  que  naturalmente 
le  atribuyen  su  cargo  y  funciones  ,  todo ,  por 
razones  anteé  cspueslas  ,*  es  prometido  ea 
nombre  y  autoridad  del  soberano  ,  y  obliga 
á  este ,  como  si  el  mismo  lo  hubiera  perso^ 
nalmente  prometido.  Asi  nn  comandante  ca- 
pitula por  la  plaza  que  jnanday  por  la  guar- 
nición ,  y  el  soberano  no  puede  invalidar  lo 
que  aquel  ha  prometido.»»  Si  por  el  contrario 
el  capitulante  se  csoede  de  sus  atribuciones, 
ó  lo  que  es  lo  mismo ,  si  esoede  del  manda" 
ío,ora  este  sea  espreso,  ora  tácito  y  subven- 
tendido  por  la  naturaleza  de  su  cargo  y  fun- 
ciones ,  como  seria  sujetando  á  la  capitula- 
cion  cosas  ó  personas  no  sometidas  á  su 
mando  ,  el  soberano  no  queda  obligado ;  y 
el  enemigo  no  tiene  responsable  en  su  favor 
mas  que  el  gefe  con  quien  trató. 

En  la  práctica  este  caso  es  siempre  grave. 
Muy  rara  vez ,  cuando  recae  la  desaproba- 
ción del  soberano,  la  cosa  está  Megra;  y 
antes  han  mediado  hechos  de  din  il  repara* 
cion  ó  que  hacen  imposible  restituir  las  co- 
sas á  su  principio.  Ni  se  reparan  con  entre- 
gar, ó  abandonar  al  enemigo,  al  gefe  que 
capituló,  escediéndose.  La  historia,  especial- 
mente la  antigua,  nos  presenta  insignes 
ejemplos  de  ello ,  en  las  célebres  o apitula- 


(1)    Vtttcl ,  Dcreekñ  4c  yeni^t ,  libro  8 ,  cap.  t ,  $  19. 


(I) 


Véase  sobre  ello  la  historia  del  Conde  de  Toreno. 

Librrt  y  cnpiínlo  citados  ,  p4r.  SO. 
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cíones  de  Mancino  con  los  de  Nurnaacía,  de 
Velurio  y  Poslumio  con  los  Samnitas ,  ett  el 
oprobioso  paso  de  las  horcas  candínas ,  de 
Régulo  en  África,  de  Fabio  Máximo,  ven- 
diendo sus  propios  bienes  para  cumplir  per- 
sonalmente los  empeños  de  una  capitulación 
desaprobada  por  el  Senado.  El  poder  incon- 
trastable de  Roma  se  convirtió  en  razón  para 
que  de  estos  hechos  no  naciesen  nuevos  con- 
Actos. 

Algunas  veces  los  gefes  de  fuerzas  arma- 
das ,  i  sabiendas ,  y  aun  consignándolo  asi 
en  la  capitulación ,  admiten  condiciones  que 
esceden  de  sus  facultades ,  á  calidad  de  que 
sean  aprobadas  por  su  soberano  ó  superior, 
y  aun  comprometiéndose  á  interponer  sus 
oficios  para  ello.  A  nada  mas  queda  obligado 
el  capitulante  en  este  caso,  y  el  soberano 
puede  libremente  cfbsaprobar  la  capitulación. 
Tal  fue  la  capitulación  de  las  horcas  candi- 
ñas.  Los  cónsules  vencidos  capitularon  ,  no 
solo  su  rendición  con  las  legiones;  si  no  la 
paz  con  los  Samnitas ,  á  calidad  de  que  la 
aprobase  el  Senado.  El  Senado  desaprobó. 
Los  Samnitas  en  este  caso  reclamaban  la 
restitución  de  las  cosas  al  estado  en  que  se 
hallaban  al  capitular ;  esto  es,  las  legiones 
y  los  cónsules  á  la  situación  apurada  que  les 
obligó  á  capitular,  asi  como  los  de  Numan- 
cía ,  desaprobada  la  paz  de  Mancino ,  que 
este  con  los  20,000  romanos ,  volviesen  á  las 
mismas  posiciones ,  ó  estado  de  prisioneros. 
En  el  hecho  la  dificultad  en  estos  casos  raya 
en  lo  imposible :  en  el  terreno  de  la  justicia, 
los  publicista  se  dividen  en  estremos  opues- 
tos. Yatlel  opina  que  el  enemigo  debe  im- 
patarse  á  sí  mismo  el  haber  tratado  á  la 
eventualidad,  y  que  el  soberano  de  los. ren- 
didos puede  licitamente  aprovechar  las  ven- 
tajas de  esta  imprevisión  del  adversario, 
como  es  licito  utilizar  un  lance  de  fortuna. 
De  todos  modos  la  civilización  actual  no  au« 
torizaria  el  riesgo  voluntario ,  la  temeridad 
espontánea,  el  sacrificio  de  miles  de  prisione- 
ros, el  deshonor,  tal  vez,  si  la  capitulación 
ha  sido  deshonrosa  ,  cuando  todo  es  evitable 
por  acomodamientos  mas  conformes  á  la  hu- 
manidad ,  á  la  dignidad  de  las  naciones ,  al 
modo  con  que  hoy  se  hace  la  guerra.  En  el 


terreno  práctico  la  cuestión  se  resuelve  co- 
mo en  los  tiempos  de  la  antigua  Roma ,  se- 
gún la  prepotencia  del  fuerte  con  el  débil; 
pero  al  fuerte  no  le  es  licito  hollar  los  fueros 
déla  justicia,  de  la  equidad  y  del  decoro, 
y  nunca  podrá  reportar  lícitamente  en  tales 
casos  otras  ventajas  que  las  que  permiten 
estos  principios,  conciliados  con  los  que  pres- 
criben la  civilización  y  la  humanidad  (1). 

Aun  en  el  caso  de  verificarse  una  capitu- 
lación dentro  del  círculo  de  las  atribuciones 
y  facultades  absolutas  de  los  capitulantes, 
quedando  obligados  por  tanto  á  estar  y  pasar 
por  ellas  sus  respectivos  soberanos  ,  tienen 
estos  el  derecho  de  hacer  examinar  la  con- 
ducta de  sus  mandatarios ,  y  hacerles  exigir 
la  responsabilidad  por  un  consejo  ó  tribunal 
de  guerra ,  conforme  á  las  leyes  y  prácticas 
militares.  La  historia  moderna  nos  presenta 
ejemplos  de  notable  severidad  en  este  pun- 
to. En  1673  Dupas  fue  condenado  en  Fran- 
cia á  la  degradación  ,  y  á  morir  en  una  pri- 
sión por  la  capitulación  de  la  plaza  de 
Náerden  ,  aunque  verificada  á  los  tres  dias 
de  tener  abierta  la  brecha.  En  1695  el  go- 
bernador holandés  de  Dixmude  ,  fue  conde- 
nado á  muerte  por  haber  rendido  la  plaza , 
aunque  ya  también  con  tres  dias  de  brecha, 
abierta.  Sobre  este  punto  lo  que  únicamente 
podemos  consignar  en  este  artículo  es  que 
toda  capitulación  que  no  sea  necesaria  ó 
inevitable ,  favorable  y  honrosa,  hace  res- 
ponsable al  gefe  que  la  admite  ú  otorga.  La 
Ordenanza  prescribe  á  todo  gefe  militar  que 
en  lances  dudosos  debe  adoptar  el  pai*tído 
mas  propio  de  su  valor  y  honor.  Debe  ade- 
mas, para  asegurar  el  éxito,  y  declinar  res- 
ponsabilidad,  reunir  consejo  de  guerra. 
Conformándose  con  el  dictamen  de  este ,  se 
libra  de  responsabilidad :  decidiendo  por  el 
suyo  propio,  la  toma  sobre  sí  (2).  Véase 


(I)  Véase  A  Pofendorf,  Derecho  de  la  gocrra  y  de  la  paz» 
llb.  i  ,  cap  i'y.  Vattel ,  iib.  9,  cap.  U  j  lib.  3,  cap.  90. 

(9)  El  jaicio  de  nn  consejo  de  guerra  acerca  de  una  capi- 
tnladon  es  en  gran  pane  prudencial ;  ni  puede  ser  otra  por  las 
inflnius  circunstancias  é  imprevistos  arxidentes  de  guerra  que 
pueden  concurrir  y  ser  preciso  examinar  en  cada  caso.  Son  bases 
para  ese  juicio  general  las  siguientes  y  otras  análogas;  I.' No  hay 
capitulación  honrosa  cuando  no  se  ha  peleado  ha^ta  donde  lo 
elijan  las  leyes  militares  y  la  prudencia.  !2.*  Toda  capitalacion 
absolutamente  necesaria, por  haber  perdido  la  mitad  déla  gente, 
haberse  conclaidolas  municiones,  o  víveres  sin  esperar  soeorro 
absolnumeute ,  es  honrosa,  etc.  8.*  Poder  salir  libremente  la 
guarnición  con  armas,  bagajA,  bandera  desplegada ,  y  tambor 
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CAPITULACIOIVE»  MA- 
TRIMONIALES. El  origen  del 
contrato,  que  hoy  designamos  con  este  nom- 
bre,  es  tan  antigno  que  sin  dificultad  alguna 
puede  referirse  á  los  primeros  tiempos  de  la 
monarquía  goda.  Sabida  es  la  costumbre, 
constante  en  aquella  sociedad ,  de  que  los 
padres,  6  en  su  defecto  los  hermanos  ó  con- 
sangofneos  del  mozo  que  deseaba  casarse 
pedian  la  doncella  á  los  padres  ó  parientes 
de  esta.  Cumplida  esta  formalidad  y  conve- 
nida la  boda,  unos  y  otros  ajustaban  los  tra- 
tados, es  decir,  los  capítulos  referentes  al  ma- 
trimonio, firmaban  los  preliminares  de  este 
y  procedían  al  desposorio  para  cuya  solem- 
nidad y  valor  eiigia  la  ley  el  otorgamiento 
de  las  tablas  dótales,  es  decir,  según  la  cs- 
plicacion  de  Martínez  Marina,  la  escritura 
hecha  ante  testigos  de  la  dote  que  ofrecía 
el  esposo  á  la  esposa.  Mas  tarde  cuando  se 
introdujeron  las  arras  y  donaciones  propter 
mtptias  los  tratados  ó  escritura  otorgada  con 
ocasión  del  próximo  casamiento  debieron 
comprender  también  los  pactos  referentes  i 
su  constitución,  devolución,  etc. 

Las  leyes  de  Partidas  conformándose  con 
esta  general  é  inconcusa  costumbre  hablan 
de  los  contratos  ó  estipulaciones  matrimo- 
niales, determinando  la  forma  que  debía  se- 
guirse en  la  ostensión  de  cada  uno  de  ellos. 
Formulan  entre  otras  escrituras  hi  de  promesa 
de  casamiento  otorgada  entre  los  padres  de 
los  futuros  consortes  y  el  novio;  la  de  con- 
sentimiento ú  obligación  de  casar;  la  de  do- 
te, arras  y  otras  donaciones ,  en  todas  las 
cuales  se  estipulan  los  pactos  consiguientes 
á  la  naturaleza  del  acto  Ja  cantidad  y  cali- 
dad de  los  bienes  que  se  donaban,  la  oblíga- 

batleme ,  sobre  todo  saliendo  por  la  brecha.  4.*  En  todo 
caso  no  oaedar  prisionera  de  guerra.  5.*  toder  ademas  salvar 
los  heridos  y  enfermos,  el  vecindario  ,  las  armas,  ó  alganos 
efecto»  de  guerra.  6.'  No  obligarse  la  fuerza  rendida  á  ha- 
cer armas  contra  el  enemigo*  en  corto  ,  ni  en  largo  niazo. 
7.'  Poder  llevar  consiiro  cierto  número  de  carros  cubiertos, 
bu  II  os,  cajas,  sin  sajeclon  ¿  registro.  8.'  Que  el  vencedor  no 
podrá  reclamar  cosa  alguna  por  indemnización  de  guerra, 
respecto  al  circalo  de  la  plaza  o  campamento ;  pues  en  lo  re- 
lativo á  indemnización  general ,  la  estipulación  compete  al 
soberano.  9.'  Elegir  pnnio  ó  cuerpo  á  que  retirarse  O  incor- 
porarse y  obtcuer  auxilios  y  medios  de  trasporte  para  la 
marcha ,  etc. 


cion  de  restituirlos ,  la  de  indemnizar  los 
perjuicios  ó  desperfectos  causados  en  ellos  y 
cuanto  se  creía  oportuno  para  asegnrar  ú 
capital  de  cada  cónyuge  á  la  dísolncion  M 
matrimonio. 

El  uso  de  estas  estipulacionas  matrimo« 
niales  debió  ir  tomando  mayor  incremento 
con  el  tiempo,  haciéndose  mas  primereóte  y 
aun  necesaria  la  constitución  de  esta  ch^ 
de  contratos  á  medida  que  era  mas  cooside* 
rabie  la  fortuna  de  los  contrayentes  ó  la  su- 
ma de  los  bienes  que  aportaban  al  matriino* 
nio.  Ya  no  se  limitaban  á  pactar  sobre  lado 
te,  las  arras  y  demás  donaciones;  sus  conte- 
mos se  estendian  á  fijar  la  suerte  de  los  d^ 
sados  en  las  eventualidades  que  preveían;  á 
establecer  reglas  sobre  la  sucesión ;  á  fijar, 
en  sama ,  cuanto  creían  conveniente  acerca 
de  la  distribución  de  los  bienes  en  laforailia. 
La  forma  adoptada  para  la  estension  de  los 
contratos,  distinta^  aunque  no  esencialmente 
de  la  establecida  por  las  leyes  de  Pariidis 
y  reducida  á  consignar  cada  uno  de  los 
pactos  y  estipulaciones  convenidas  por  me- 
dio de  captíulos  dio  origen  á  las  palabras 
capitulaciones  y  capitular  ^  llamándose  asi 
desde  entonces  el  acto  de  otorgar  estas  es- 
crituras ó  capítulos  y  las  escrituras  ó  estipo- 
laciones  mismas. 

El  uso  y  costumbre  de  celebrar  estas  ci' 
pitulaciones  llegó  á  su  mayor  desarrollo  ron 
el  establecimiento  de  las  fundaciones  vincn- 
lares.  Indudablemente  la  aportación  &  la  so- 
ciedad conyugal  de  vinculaciones  poseidaspor 
uno  ó  ambos  cónyuges,  exigiamayor  previsioa 
de  su  parte,  y  por  consiguieote  nuevos  pactas 
y  estipulaciones  que  sirviesen  de  regla  segura 
y  preconstítuida  en  las  diver^^  combinado' 
nes  que  pudieran  ocurrir,  evitando  difculta- 
des  y  confiictos  en  las  familias.  Así  el  uso  de 
las  capitulaciones  matrimoniales ,  vino  i  ser 
un  acto  obligado  en  las  familias  distinguidas  y 
acaudaladas,  que  no  olvidaban  jamas,  y  qoe 
practicaban  con  la  mas  esquisíta  diligencia. 
Pactábase  sobre  la  dote,  arras  y  demás  do- 
naciones nupciales  y  sobre  las  rentas  y  de- 
rechos aportados  al  matrimonio ;  estípuh- 
báse  sobre  el  modo  de  suceder  en  los  tna- 
yoraz^os  electivos  é  incompatibles  ;  formé* 
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banse  convenios  sobre  los  alimentos  que 
debían  suministrarse  á  los  bijos  en  su  ca- 
so ,  sobre  las  tindedades  y  sobre  los  fru- 
tos de  bienes  aportados  por  los  cónyuges,  y 
llegó  á  ser  tal  la  latitud  dada  á  este  género 
de  capitulaciones,  que  hallamos  ejemplos  de 
algunos  en  que  se  mudó  ó  varió  la  forma  y 
el  orden  de  suceder  prescritos  por  los  funda- 
dores. Podemos  citar  entre  otros  el  que  re- 
fiere el  Dr.  Yaienzuela  referente  á  la  casa  de 
Tobar  en  las  villas  de  Yerlanga  y  Astudillo; 
pues  habiendo  fundado  mayorazgo  el  cabeza 
de  ella  Joan  Fernandez  Tobar  á  virtud  de 
real  facultad  obtenida  en  el  año  de  1442  en 
favor  de  sus  hijos,  y  habiéndose  verificado  la 
sucesión  en  doña  María  de  Tobar  que  casó 
con  don  Iñigo  Fernandez  de  Velasen,  con- 
destable de  Castilla  y  duque  de  Frias,  obtu- 
vieron real  facultad  aprobando  uno  de  los 
capítulos  matrimoniales,  por  el  que  se  va- 
rió esencialmente  la  forma  de  suceder  esta- 
blecida, llamando  al  segundogénito  con  es- 
clusion  del  primogénito  de  sus  hijos  y  des- 
cendientes, quedando  el  mayorazgo  como 
de  pura  y  rigurosa  agnación  para  lo  su- 
cesivo. 

;T  qué  mucho  si  las  capitulaciones  matri- 
moniales llegaron  á  hacerse  cstensivas  hasta 
el  punto  de  pactar  y  estipular  sobre  la  suce- 
sión del  reino?  En  la  nueva  Recopilación  en- 
contramos una  ley  que  refiere  la  capitula- 
ción matrimonial,  convenida  en  el  casa- 
miento de  la  Srma.  señora  infanta  dona 
Ana  con  el  rey  de  Francia,  en  la  cual  se  es- 
tipuló que  ni  esta  señora  ni  sus  descendien- 
tes, pudieran  suceder  perpetuamente  en  el 
reino  de  España  y  sus  adyacentes,  enten- 
diéndose todos  escluidos ,  asi  los  primogéni- 
tos ,  como  los  segundogénitos  y  ulteriores, 
por  lo  que  importaba  al  Estado  público. 

En  el  dia  las  capitulaciones  matrimoniales 
han  perdido  mucha  parte  de  esta  grande 
importancia.  Celébranse  por  lo  común  entre 
familias  acomodadas  y  son  los  contratos  que 
preceden  á  la  celebración  del  matrimonio,  en 
los  cuales  estipulan  todos  aquellos  pactos  6 
capítulos  que  en  orden  á  sus  respectivos 
bienes  ó  capitales  juzgan  conducentes.  Es- 
tos contratos  se  consignan  en  una  escritura 

TOMO  VI!, 


pública,  que  precedte  siempre  al  casamiento^ 
intervienen  en  ella  los  padres  de  los  futu- 
ros cónyuges  ó  estos,  sus  curadores  ó  pa- 
rientes inmediatos,  y  después  de  ratificar 
el  compromiso  del  matrimonio  imponiendo 
alguna  pena  convencional  al  que  faltase,  so 
determina  la  dote  que  ha  de  llevar  la  novia 
y  los  bienes  en  que  consiste,  asi  como  las 
arras  y  donaciones  de  parte  del  novio,  lo  que 
este  dá  á  aquella  con  el  título  de  alfileres, 
las  cantidades  con  que  se  obligan  á  contri- 
buir sus  padres  ó  curadores  para  la  mas  de- 
corosa sustentación  de  las  cargas  matrimo- 
niales, y  algunas  veces  se  pacta  la  viudedad 
que  ha  de  gozar  la  mujer  después  de  la 
muerte  del  marido ,  y  aun  las  obligaciones 
que  se  imponen  de  mejorar  ó  no  mejorar  á 
los  hijos,  de  dar  ó  no  alimentos.  Otorgada 
esta  escritura ,  que  es  la  que  propiamente 
se  llama  de  capitulaciones  matrimoniales,  y 
verificado  el  matrimonio,  se  otorga  otra  lla- 
mada carta  de  pago  y  recibo  de  dote  y  ca^ 
pital  con  intervención  de  las  mismas  per  • 
sonas,  la  cual  se  reduce  á  confesar  la  mujer 
el  capital  y  bienes  que  aporta  su  marido, 
y  este  de  los  bienes  que  recibe  de  su  mujer, 
especificándose  unos  y  otros  con  toda  clari- 
dad y  distinción,  para  los  efectos  legales  que 
tienen  lugar  después  de  la  disolución  del 
matrimonio* 

CAPITULARES.  Citadas  con  fre- 
cuencia en  la  historia  y  en  la  esposicion  de 
uno  y  otro  derecho ,  no  se  comprendería  la 
omisión ,  siquiera  de  una  mención  de  ellas, 
en  una  obra  jurídica  de  consulta,  como  la 
enciclopedia:  por  lo  que  vamos  á  dar 
una  ligera  noticia  de  este  inmenso  cuerpo 
de  leyes  y  cánones ,  que  en  conjunto  forma 
como  la  legislación  de  la  edad  media  en 
una  gran  parte  de  Europa.  Llámanse  capi- 
tulares las  leyes,  reglamentos,  y  cánones  pu- 
blicados por  los  reyes  y  emperadores  de  la 
Europa  central  por  espacio  de  800  años ,  or- 
dinariamente en  las  asambleas  nacionaleSf 
comicios,  ó  cortes ^coneilioSf  como  diria- 
mos entre  nosotros ,  y  según  espondremos^ 
después.  Cuando  decimos  capitulares  de 
Carlo-Magno ,  de  Ludovico  Pío ,  de  Garios 
el  Calvo,  ctc, ,  no  espresamos  mas  que  par- 
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tes  del  todo,  ó  conjunto  de  lo  qne  se  lia  man 
capitularía  regum  jft'anearufn.  Los  eraditos 
disputan  si  las  capitulares  eran  propiamente 
leyes^  ó  solo  restractos  de  ellas,  segnn  unos; 
ó  meros  reglamentos ,  ú  ordenanasas ,  según 
oíros.  Con  baber  Tísto  cualquiera  de  las  co- 
lecciones ,  el  lenguaje  de  los  emperadores  al 
abrir  las  a$anAlea$-concilio$ ,  la  reneracion 
con  que  los  mismos  emperadores,  ios  Pontí- 
&ces,  y  los  concilios  hablaban  de  ellas  ,  la 
fórmula ,  en  fin ,  con  que  sa  obserrancia  se 
inculcaba  al  pueblo  y  al  clero ,  desaparece 
la  cuestión  en  su  fondo,  quedando  resuelta 
en  el  sentido  de  que,  si  las  capitulares  no  hu« 
bíeran  sido  propiamente  leyes ,  en  el  rigor 
técnico  de  aquellos  tiempos ,  eraa  induda- 
blemente una  de  las  diversas  especies  de  de- 
recho obligatorio.  Véase  esta  cuestión  en  el 
prólogo  de  la  colección  de  Ganciano ,  de  que 
después  haremos  mérito.  En  algunos  estados, 
no  sujetos  al  imperio  de  occidente,  las  capi- 
tulares se  observaban  como  disposiciones 
supletorias ,  por  respeto  y  costumbre  ,  como 
en  España  y  otras  partes  el  derecho  romano 
en  anteriores  siglos:  algunas  veces  los  sobe- 
ranos de  dichos  estados  las  mandaban  obser-* 
var  como  leyes  del  reino ,  y  asi  han  de  en- 
tenderse las  palabras  de  ¿otario  I,  rey  de 
£on(^frardos,  cuando,  al  dar  fuerza  de  ley  en 
el  suelo  itálico  á  las  capitulares  de  los  reyes 
francos,  decía  (ley  70  de  las  su^as):  €,^xapi^ 
Uda,  qum  escerpsimus  de  capitulare  boname- 
wíoriíB  avi  nostri  Caroli ,  ac  genitori  nosfyi 
Ludovici  iimperatoris ,  nft  onmibus  Sonda 
Dd  ecdesim ,  fidelibus ,  nostro  in  regno  Ita- 
IUb  consifitenttbuSf  pro  lege  teneaniur  et  ser- 
ventur.» 

De  esté  inmenso  y  á  veces  estrano  cuerpo 
de  derecho  misto ,  dice  Ganciano ,  el  último 
de  sus  compiladores  y  editores :  procedimus 
ad  capitularía  regum  franconm  ,  civilium 
constitutionum  prmclaram  sylvam ,  et  eccle^ 
siasticorum  sancHssimum  uberem ,  et  telec- 
tisximam  messem. 

En  un  sentido  lato  se  llamaban  capitula- 
res en  la  edad  media  las  leyes  y  ordenanzas 
de  los  soberanos  y  príncipes  itálicos,  de  los 
longobardos,  francos  jripuarios ,  y  aun  ios 
decretos  de  los  concilios.  Llamáronse  capí* 


tulares  por  estar  divididas  ea  capftnlos  6 
parles  separadas ,  aisi  cone  hoy  prevalece  el 
sistema  de  ordenarlas  por  artículos.  Por  an- 
tonomasia  se  llamaron  capsulares  >  y  boy  se 
entienden  asi  por  la  simple  enunciativa,  las 
leyes  civiles  y  eclesiásticas  hechas  en  las 
asambleas  naeionales  y  publicadas  en  la 
edad  media  por  los  reyes  y  emperadores 
francos ,  ó  de  occidente  eft  el  transcurso  4e 
cinco  siglos. 

Sabido  es  cuanta  parte  tomaban  el  clero 
y  el  puebla  desde  los  primeros  tiempos  de 
la  Iglesia  en  la  formación  de  las  leyes ,  asi 
como  en  la  elección  de  prelados.  Con  diver- 
sas alternativas,  esta  costumbre  presenta 
una  época  brillante  en  España  en  sus  me- 
morables concilios  de  Toledo ,  y  algún  tiem- 
po después  en  la  Europa  central ,  ó  imperio 
de  occidente,  esto  es,  en  Francia,  Alema- 
nia ,  é  Italia,  llegando  á  su  apogeo  en  tiem- 
po de  Garlo-Magno.  Las  asambleas  naciona- 
les eran  entonces ,  según  los  historiadores  v 
publicistas,  comicios  mistos,  ó  cortes-conci- 
lios ,  formados  por  brazos  6  estamentos ,  dis- 
cutiendo y  deliberando  con  separación  en 
los  suyos  respectivos  los  obispos:  los  abades: 
y  los  magistrados,  condes  y  potestades  civi- 
les ,  formando  estas  últimas  clases  un  solo 
estamento.  Minus  autem  mirabimus  reütícn- 
ri  episcopalis  resldentim  legem,  dice  Tomas!- 
no(l),  obgeneralia  regnicomüia^  si  eadem  ipta 
numci^amus  Ínter  concilia  natíonalia;  fpiúA 
nimirum  in  his  comitiis  tres  cotwentus ,  »- 
mulquidem;  sed  sejunetim  ^  celebrarentur: 
cameras  nunc  vocamus.  Unum  enin  in  locum 
conveniebant  ep^copi :  abbates  in  alterum: 
pramdes  provinciarum  et  magisH'atus ,  co- 
miteSf  judicesqUe.  Erat ,  ergo ,  hoc  luUiona- 
le  quasi  mixtum  coticilium,  ubi  synodus 
episcoporum ,  capitulum  monachorum ,  eu- 
ría  magistrátum,  nunc  separatim^  nunc 
conjunctim- consuUabant  f  ad  eeclesia,  el 
reipubluxB  regendam  disciplinan ;  vel  corri- 
gmdam.  Añade  el  mismo  autor  que  de^es 
con  el  episcopado  asistia  el  clero ,  y  con  los 
nobles  y  magistrados  el  pueblo.  De  aquí  el 
respeto  en  su  tiempo  á  las  capitulares ;  y 

(t)   Tomasino ,  Velas  el  Noví  ecca.  discipl. ,  part.  9 ,  Ub.  S, 
cap.  I. 
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siempre  su  importancia,  como  documento 
notable  de  historia  y  erudición  jurídica. 

Formadas  las  leyes  y  disposiciones  ea  ca- 
da uno  de  los  cuerpos ,  luego  eran  publica* 
das  en  asamblea  general  bajo  la  presiden- 
cia real  ó  imperial »  con  lo  que  sin  perder  su 
carácter  respectivo  de  leyes  civilies  ,  cano* 
nes ,  reglas  de  disdplina ,  etc. ,  según  el 
cuerpo  ó  estamento  de  que  procedían^  y  ob- 
et  o  de  las  mismas ,  pasaban  ¿  ser  leyes  del 
mperio.  Dábase  una  copia » ó  trasunto  auto- 
rizado de  ellas  á  los  obispos  y  concurrentes, 
y  estos  procuraban  su  puntual  cumplimiento 
en  sus  diócesis  ó  provincias ,  dándose  ade- 
n^as  especial  encargo  de  ello  á  los  agentes 
imperiales ,  intendentes  de  provincia  llama- 
dos mis$i  dominicí^  ó  enviadas  regios,  y  que 
eran  de  la  casa  real  ó  imperial ,  por  cuyo 
doble  sistema  el  concurso  de  una  y  otra  po- 
testad aseguraba  el  mejor  cumplimiento  de 
los  que  por  otra  parte  podían  con  propiedad 
llamarse  nomocimnes. 

En  las  capitular^  se  ven  reunidos  en  con- 
junto testos  de  la  Sagrada  Escritura ,  cá- 
nones de  los  poncilios  generales  y  parti- 
culares, decisiones  pontificias,  leyes  y  cons- 
tituciones civiles  y  políticas ,  leyes  y  dis- 
posiciones del  código  de  los  Visigodos, 
sentencias  de  Paulo  y  jurisconsultos  roma- 
nos, etc.  Comprendiendo  las  capitulares,  como 
cuerpo  jurídico,  desde  las  reglas  monásticas 
mas  minuciosas  hasta  los  cánones  venerandos 
de  la  Iglesia  universal :  reglas  administrati- 
vas yconstitifK^iones  políticas:  preceptos  de  la 
Escritura  sagrada  y  las  llamadas  leyes  sáli- 
ra«  9  etc.,  este  inmenso  cuerpo  jurídico  re- 
fleja la  eultura  y  la  ignorancia ,  la  piedad  y 
sus  abusos ,  costumbres  y  iendencias  de  la 
Europa  central  en  el  vasto  periodo  de  tiem- 
po que  comprende ,  dando  noticia  y  esplica- 
cioQ  de  infinitas  prácticas ,  instituciones  y 
disposiciones  de  que  en  las  capitulares,  mejor 
que  en  ningún  otro  documento,  se  encuentra 
razón.  Las  capitulares  fueron  en  su  tiempo 
al  vasto  imporio  de  ocddeftte  Jo  nf^  en  el 
suyo  los  memorables  concilios  de  Toledo  á 
ia  ^Península  ibérica :  ift  «atos  y  ;de  aquellas 
se  insertaron  al^uaas  -dispoMd^aes  en  el 
cuerpo  del  dereobo  caaóníoo. 


En  las  asambleas  ó  comicios  nacionales  no 
se  formaba  compilación  general  de  las  leyes 
y  cánones  acordados  en  la  misma,  si  no 
que  levantaba  acta  cada  uno  de  los  brazos 
ó  cuerpos;  y  aun  el  desorden  ó  el  descuido  fue 
tal,  que  el  primero  de  loscompiladores  de  las 
capitulares ,  formalizando  sus  trabajos  en  el 
período  todavía  brillante  de  las  asambleas 
fnistas  del  imperio,  esto  es  ,  muerto  Garlo- 
Magno  ,  y  empezando  á  correr  el  imperio  de 
Luis  el  Piadoso  ó  el  Benigno ,  nos  dice  reu- 
nir en  su  compilación ,  no  todas  las  capitu- 
lares hasta  allí  sancionadas;  si  no  las  que 
pudo  bailar,  dispersas,  y  en  membranas 
sueltas  :  in  diversis  sparsa  membranulis 
scripta  ,  q^ice  invenire  potui. 

El  decreto  de  Graciano  quitó  mucha  im- 
portancia á  las  Capitulares  ,  porque  el  cle- 
ro se  atenía  mas  á  aquel:  los  emperadores 
fueron  también  rebajando  la  importancia  de 
las  asambleas  nacionales:  rigieron  las  capi- 
tulares con  mas  ó  menos  éiito ,  basta  Feli- 
pe  el  HennosOf  y  luego  pasaron  á  la  historia 
y  aun  al  olvido ,  siguiendo  en  esto  la  suerte 
del  derecho  romano ,  hasta  que  llegada  la 
época  de  los  buenos  estudios  históricos, 
fueron  como  aquel,  desenterradas  de  entre 
el  polvo  de  los  archivos.  En  ISOi  Beato  Rhe- 
nano  hizo  una  edición  de  ellas.  Lo  propio 
verificó  en  1536  Joaquín  Yideamus ,  al  que 
siguieron  otros. 

Pero  originariamente  9  imperando  Luís  el 
Piadoso,  en  827 »  Ansegiso,  abad  del  monas* 
terío  Lobiense^  formó  la  primera  compilación 
general  de  capitulares,  comprendiendo  en  ellas 
las  atribuidas  áCarlo-Magno,  y  anteriores 
y  las  que  iban  publicadas  por  el  emperador 
reinante ,  su  hijo.  Dividió  su  compilación  en 
cuatro  libros,  y  la  dio  cierta  regularidad»  reu- 
niendo en  el  libro  primero  las  relativas  al  or- 
den eclesiástico,  y  en  los  restantes  las  del  orden 
civil:  lex  profana.  Baluzío  atribuye  á  Ansegi^ 
fto  el  error  de  haber  comprendido  desde  el  ca- 
pítulo 29  al  i04,  como  de  Cario-Magno,  ca- 
pilinl^esqueoorrespondianáLuis  el  Piadoso, 
promalgad^  por  este  en  826.  En  845  9ene- 
dicto  Levita,  por  orden  de  Utgario,  arzobis- 
po de  Maguncia;  anadió ,  jComQ  apéndice, 
tres  lihros  mas  á  la  colección  de  Ansegiso. 
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Sucesi  vamenie  se  aSadieroo  otros  cuatro  li- 
bros. Esteban  Baluzío  hizo  de  todo  nueva  edi- 
ción en  1677 ,  con  un  prólogo  que  ha  mere- 
cido celebrarse  por  su  erudición ,  anadien- 
do  aun  á  la  compilación  muchas  capitulares 
omitidas :  y  las  fórmulas^  esto  es,  los  enca- 
bezos y  formularios  de  todo  género  de  docu- 
mentos oficiales  y  instrumentos  públicos  y 
negocios  entre  partes  ,  de  culto  Sismond, 
Bignon,  y  otros.  Últimamente  á  fines  del  úU 
limo  siglo»  Paulo  Ganciano,  del  orden  de  los 
servitas ,  publicó  su  compilación  general, 
titulada  Barbarorum  leges  antiquíe,  et  selec- 
t(B  constUuíiones  medi  civi ,  de  cuya  compi- 
lación ,  tomo  3."»  son  parte  las  capitulares 
csegunlasde  Ansegiso  y  Benedicto  Levita, 
con  notas  de  Bdudo,  y  el  glosario  de  Fran- 
cisco Pilhoi. 

Forman  principalmente  el  cuerpo  de  di- 
chas compilaciones  las  capitulares  de  Pipi- 
tto,  Cario-Magno ,  Luis  el  Piadoso,  y  Carlos 
el  Calvo ,  si  bien  diseminadas  según  el  siste- 
ma adoptado  de  colocar  en  el  primer  libro 
todas  las  eclesiásticas ;  y  las  de  naturaleza 
profana  ó  temporal  en  los  siguientes ,  en 
que,  hasta  donde  es  posible,  se  compilan  uni- 
das las  de  cada  emperador.  VéasecAnvoi.^. 

CAPITULO.  Etimológicamente  del 
lalin  cajmlj  la  cabeza,  de  cuya  raiz  provienen 
infinitas  derivaciones  análogas ,  de  algunas 
de  las  cuales  ya  hemos  hecho  mérito,  como 

CAPITÁN,  CAPITAL,  CAPITALISTA,  CAPITALIZAR, 
CAPITACIÓN ,  CAPITULACIÓN,  CAPITOLAR,  CAPI- 
TULARES, etc.  Aun  la  palabra  capitulo  tiene 
multipUcadas  acepciones,  de  uso  frecuente 
en  el  lenguaje  legislativo  y  oficial. 

Es  la  primordial  entre  estas  la  de  cabeza^ 
ó  principio  de  una  cosa ,  y  en  este  sentido 
se  toma  por  las  diversas  partes  en  que,  por 
comodidad  y  claridad,  se  presenta  dividido 
el  contesto  de  un  escrito,  esposicion,  tratado 
\\enliñco,  etc.,  pareciendo  que  tiene  tantas 
cabezas  como  divisiones.  Los  capítulos ,  lo 
propio  que  las  demás  divisiones  y  subdivi- 
*sionesde  los  escritos  por  tratados,  secciones, 
artículos,  párrafos  etc.,  se  han  ido  introdu- 
duciendo  oportunamente  por  el  indicado 
{)rincípio  de  comodidad  y  claridad,  pues  sa- 
bido es  que  los  antiguos  escritos  y  documen- 


tos carecian  de  esta  división,  y  aun  de  la  or- 
tográfica. Terencio  d\¡o  capitulare,  por  es- 
cribir por  capítulos:  y  en  efecto  vemos  qne 
en  lo  antiguo  prevalecia  el  sistema  de  legis- 
lar por  capítulos,  como  hoy,  favoreciendo 
aun  mas  el  antedicho  principio ,  por  arlíca- 
los.  De  ahí  capitulado,  articulado,  capU^ 
res,  etc.,  por  escritos,  ordenados  según  estas 
divisiones. 

Por  analogía  etimológica  se  han  llamado 
capítulos,  y  se  llaman  en  algunos  casos  las 
reuniones  de  autoridades,  prelados  y  sope- 
riores,  de  ciertas  clases,  instituciones  ó  cate- 
gorías, ya  eclesiásticas  ,  ya  civiles,  anas 
veces  solos  los  gefes,  ó  cabezas  entre  sí, 
otras  en  unión  de  sus  subordinados,  y  siem- 
pre para  cosas  y  negocios  del  régimen  y  pro 
común  de  las  respectivas  corporaciones,  ó 
congregaciones.  Trasformada  la  voz ,  se  ha 
convertido  en  casos  dados  en  la  de  cabildo. 
Así  decimos  cabildo  por  ayuntamento:  cabildo 
catedral,  colegial,  parroquial,  beneficial:  ca- 
pítulo de  las  órdenes  mililares:  capítulo  ge- 
neral, provincial,  local  ó  conventual  de  las 
órdenes  monásticas,  de  los  coales  hemos  ha- 
blado ya,  ó  hablaremos  en  sus  lugares  res- 
pectivos. 

Capitular,  en  el  sentido  del  presente  artí- 
culo, significa  cosa  perteneciente  ánn  capita- 
lo,  ó  procedente  de  él:  y  también  á  veces  los 
individuos  del  cuerpo  ó  capítulo;  asi  decimos 
casas  capitulares,  por  las  del  cabildo  ó  ayaata* 
miento:  mesa  capitular ,  por  las  rentas  y 
acervo  decimal  de  un  cabildo,  en  contraposi- 
ción á  mesa  episcopal  en  el  propio  sentido: 
constituciones  capitulares:  y  capitulares  por 
canónigo,  prebendado,  ó  individno  de  nn  ca- 
bildo eclesiástico  secular,  cuya  denominación 
se  ha  hecho  como  específica  en  este  caso  por 
el  Concordato  de  185f .  Véanse  los  artículos 

ASAMBLEA ,  ATUNTAVIENTOS  DE  ULTRAMAB,  CA- 
BILDO, CANÓNIGO,  CAPITULACIÓN  ,  CAPITDLARIS, 
ÓRDENES  MILITARES ,  ÓRDENES  MONÁSTICAS,  BI- 
6ULARES. 

CAPTACIÓN:  CAPTATO- 
RIO. Estas  (los  palabras,  usadas  en  la 
legislación  desde  tiempos  muy  antiguos,  han 
tenido  también  frecuente  uso  en  la  jurispra- 
dencia.  Era  y  es  la  citación,  en  un  sentido 
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genérico,  el  medio  ó  la  persuasión  que  se 
emplea  para  atraer  la  voluntad  de  otro  y 
hacerse  dueño  de  ella.  Verifícase  la  capta- 
ción por  medio  de  demostraciones  de  afecto 
y  amistad,  de  cuidados  y  atenciones  asiduas, 
de  servicios  eficaces,  en  una  palabra,  por  la 
dulzura  del  trato  y  por  todos  los  medios  que 
contribuyen  á  obtener  la  simpatfa  y  el  agra- 
do de  los  demás  hombres.  En  un  sentido 
concreto  y  con  relación  á  las  últimas  volun- 
tades ,  la  captación  consistía  en  emplear  el 
ascendiente  y  la  influencia ,  que  se  habia  lo- 
grado adquirir  sobre  alguna  persona,  para 
inducirla  á  otorgar  una  disposición  testa- 
mentaria, que  de  otro  modo  no  hubiera  lle- 
gado á  verificarse.  La  captación  contenida 
en  estos  Kmites  nada  tenia  de  viciosa,  y  los 
jurisconsultos  romanos  sentaron  la  máxima 
de  que  era  lícito  atraerse  la  liberalidad  age- 
na,  á  favor  de  los  cuidados,  de  las  caricias, 
de  los  riesgos  y  de  otros  medios  semejantes 
que  no  escluyen  la  voluntad.  Pero  la  captación 
no  se  encerraba  frecuentemente  en  aque- 
llos límites ,  ni  se  concretaba  á  semejantes 
medios.  Abusábase  de  ella;  y  como  dice 
Mr.  Toullien,  se  convirtió  en  una  especie  de 
arte  que  cultivaban  con  gran  fruto  una  mul- 
titud de  hombres  despreciables,  designados 
con  el  nombre  de  heredipetas.  El  dolo ,  el 
engaño*,  medios  reprobados  de  toda  espe- 
cie, calumnias  inventadas  contra  los  herede- 
ros legítimos  y  naturales ,  todo  se  ponia  en 
juego  para  torcer  la  voluntad  del  testador  y 
jtrrancarle  una  institución,  que  no  estaba  en 
sus  afecciones.  En  este  concepto  la  capta- 
ción era  un  medio  altamente  vituperable, 
condenado  por  la  ley ,  y  que  producia  nece- 
sariamente la  nulidad  de  las  disposiciones 
testamentarías  ó  de  las  donaciones  entre  vi- 
vos arrancadas  á  espensas  de  ella.  Estos 
principios  fueron  adoptados  por  las  costum- 
bres y  la  legislación  de  casi  todos  los  paises, 
y  vinieron  á  constituir  el  derecho  general 
hasta  la  publicación  del  Código  francés,  que 
creyó  conveniente  guardar  silencio  sobre 
este  punto.  La  ley,  decia  el  orador  del  go- 
bierno en  la  discusión  de  aquel  Código, 
guarda  silencio  acerca  del  defecto  de  liber- 
tad qne  puede  resultar  de  la  sugestión  ó 


captación.  Acaso  sería  mas  conveniente  pa- 
ra el  interés  general  cortar  este  origen  de 
procesos  escandalosos,  disponiendo  espresa- 
mente  que  estas  causas  de  nulidad  no  serian 
admitidas;  pero  en  ese  caso  el  fraude  y  las 
pasiones  hubieran  creído  tener  en  la  ley 
misma  un  título  de  impunidad. 

De  la  captación  y  del  abuso  deplorable 
que  se  hizo  de  ella  nacieron  las  disposicio- 
nes testamentarías  llamadas  captatorias.  En 
su  origen  se  aplicaba  este  nombre  á  aque- 
llas qne  tendían  á  atraer  en  favor  de  su 
autor  ó  de  otra  persona  de  su  agrado  libe- 
ralidades déla  misma  naturaleza.  Por  ejem- 
plo» Pedro  instituía  á  Juan  por  heredero,  si 
Juan  le  instituía  á  él;  ó  si  le  instituía  en  la 
misma  porción  de  bienes,  que  Pedro  le  deja- 
ba; ó  si  instituía  en  la  misma  calidad  de  be- 
redero  á  Diego.  Como  en  estas  disposiciones 
habia  siempre  intención  maliciosa,  artificio 
y  tal  vez  engaño,  la  significación  de  aque- 
llas palabras  se  estendió ,  y  vinieron  á  lla- 
marse disposiciones  ó  voluntades  captato- 
rias todas  las  que  se  dirigían,  por  medio  del 
engaño  y  del  artificio,  á  conseguir,  i  captar 
algún  lucro  en  el  testamento  fUturode  otro, 
haciéndose  instituir  heredero,  legatario ,  do- 
natario, etc. 

Covarrubias  en  el  cap.  i3,  tit.  de  tes- 
¿am.  dice,  qne  la  voluntad  captatoria  era 
aquella  que  se  hacia  sub  spe  reciprocce  t;o- 
luntatis;  como  si  uno  instituía  heredero  á 
1*icio,  si  Ticío  le  instituía  á  él.  Llamábase 
también  del  mismo  modo,  según  el  autor 
citado,  quce  in  alterius  voluntalem  confertur; 
por  ejemplo,  instituyo  heredero  á  Sempro- 
nio,  si  Tício  quisiere;  ó  instituyo  heredero  á 
aquel  que  Ticío  quisiere.  Estas  últimas  vo- 
luntades estaban  reprobadas  eum  improbum 
visum  fueril  legum  laloribm  ita  retía  parari 
ad  aliorum  adipiscendam  heredüatem  aut 
legatum^  nec  libera  sit  prcemissa  ultima  vo- 
luntas y  sed  coacta  ex  capitoné  ambiciosa 
prioris  testamefiti  (1).  No  era,  por  consi- 
guiente, voluntad  ó  disposición  captatoria 
aquella  en  que  dos  personas  se  instituían 
recíprocamente  herederos;  captatorias  insti- 


(1)   Covar.  loe.  cit.  núm. 


Digitized  by 


Google 


GTO  CARA.  DEL 

tutiones  non  eai  esse  qum  mutuis  affectionibus 
judida provocaverunl.  Ni  era  tampoco,  se- 
gún la  opiiioa  mas  probable  y  general,  cap- 
tatoria Ja  última  disposición  que  se  dejaba  á 
la  voluntad  y  consentimiento  de  otro  condi* 
cionalmente ;  ni  lo  era ,  en  fin,  cuando  la 
instilucíon  se  referia  á  tiempo  pasado  como 
«si  Ticio  me  instituye  heredero,  sea  herede- 
ro mió;  porque  en  estos  casos  la  instilación 
no  tenia  por  objeto  captar  y  conseguir  seme- 
jante beneficio  de  parte  de  otro.  Según  los 
escritores  de  nuestro  derecho  las  voluntades 
captatorias  producian  efecto  en  algunos  ca- 
sos, como  cuando  $e  hacían  en  favor  de  la  li- 
bertad, de  las  cansas  piadosas  y  algunos  otros; 
pero  esa  opinión  seria  insostenible  en  la  prác- 
tica, porque  dado  el  vicio  radical  que  hemos 
espuestQ  en  esas  instituciones,  no  podía  sub* 
sanarse  ni  aun  con  lo  piadoso  de  su  objeto. 
De  ellos,  de  los  efectos  que  producen  relati- 
vamente á  la  validez  de  los  testamentos,  y 
dealgupos  otros  pormenores  referentes  i 
esta  materia,  se  hablará  en  el  artículo  tk»- 

TAJHBNT«. 

CAPTURA.  El  acto  de  prender,  ar- 
restar, ó  detener  á  un  delincuente  ó  que  se 
prjsumetal.  Y  decimos  á  un  delincuente,  por- 
q.ic  en  España  no  procede  la  prisión,  si  no 
pDf  delito  ó  cuasi  delito.  La  delincuencia, 
notoriamente  tal,  produce  acción  popular  y 
cualquiera  por  tanto  puede  detener  al  delin  • 
cuente  para  entregarlo  á  la  autoridad.  Todos 
también  están  obligados  á  dar  ausílio  á  las 
autoridades  que  lo  reclamaren  para  la  cap- 
turado delincuentes.  Véase  AVvomistaKs: 

AU9IIJ«. 

1DABA  DEL  HOMBRE.    La  fi- 

íosofía,  las  legislaciones,  las  costumbres  han 
comprendido  en  lodos  tiempos,  y  realzado 
de  consuno  la  dignidad,  la  alia  importancia 
fisiológica  de  esta  parte  nobilísima  del  cuer- 
pohumano.  El  hombre  mismo,  ante  todo  ac- 
to de  la  voluntad,  sin  conocimiento  aun  de 
la  legislación,  y  sin  necesidad  de  él,  tiene 
en  sí  este  sentimiento,  como  instintivo  ,  á 
priori,  y  reputa,  como  la  sociedad,  y  como 
las  leyes^  masof»robiosos,  mas  contumelio- 
sos los  ultrajes  de  hecho  recibidos  en  la 
cara,  que  en  ninguna  otra  parte  de  su  cuer- 


HOHBRE. 

po.  Asi  el  mesar  la  barba  en  tiempos  anti- 
guos, una  bofetada f  el  escupir  ea  la  cari,  ele, 
han  sido  y  sop  alindes,  afrentas,  quA  coi 
dificultad  ha  tolerado,  ni  tolera,  sin  un  gi^i- 
de  dominio  sobre  sí  mismo,  el  hombre  B\e« 
nos  susceptible.  No  parece  si  no  que  por  esi 
en  la  enseñanza  sublime  del  Evaogelio^oa 
está  mandado  que,  si  fuésemos  heridos  ea 
untado  de  la  cara,  presentemos  el  otro, 
como  si  este  fuera  uno  de  los  grados  de  he- 
roísmo k  que  puede  y  debe  llegar  la  manse- 
dumbre y  la  paciencia  cristiana. 

Por  tal  concepto,  y  todavía  por  altos  pria* 
cipios  fisiológicos,  que  mas  bien  presintieroa 
que  comprendieron  las  antiguas  legislaciones, 
la  cara  del  hombre  ha  sido  y  será  siempre 
objeto  del  derecho  bajo  el  doble  punto  de 
vista  específico  de  la  penalidad,  y  del  exa- 
men, itlafiisiologiajudiciaiia. 

En  el  primer  concepto,  las  legislacioaes 
no  han  sido  consecuentes,  como  no  paedei 
serlo,  cuando  no  proceden  por  rigorosos  prio- 
cipios  filosóficos.  La  ley  6,  til.   31,  Part.  7, 
por  ejemplo,  prohibió  terminantemente  que 
la  cara  del  delincuente  pudiera  ser  afeada 
por  ningún  género  de  pena  física:  «algii' 
ñas  maneras  son  de  penas  que  las  non  de- 
ben dar  á  ningún  orne  por  yerno  que  haya 
rocho:  asi  como  señalar  á  alguno  en  la  cara, 
(juemándole  con  fuego  caliente,  ó  cortándo- 
le las  narices,  nia  sacándole  los  ojos,  m 
dándole  otra  manera  de  pena  en  ella,  que 
finque  señalado.»  La  disposición   es  juslísi- 
ma,  acertada,  filosófica;  pero  no  por  Urazoa 
en  que  la  funda  ley,  cporque  la  cara  deloiae 
fizo  Dios  á  su  semejanza.»)  No  cabia  darse  usa 
razón  mas  inadecuada,  por  mas  de  un  coa- 
cepto: y  si  asi  no  fuera,  al  lionibre  np  podría 
serle  impuesto  ningún  géoero  de  pena  Gsica 
corporal,  pues  todo  él  fué  formado  á  imagen) 
semejanza  de  su  Hacedor;  aunque  no  cierta- 
mente  en  sus  formas  cvpóreas,   como  ea- 
tiende  la  ley.  La  razón  es  la  qu^  han  tenido 
Us  legislaciones  posteriores,  y  anies  sirvió 
deCundameoto  á  las  x^ostumbnos  pajqa  dew- 
torizar  y  aboUr  tal  género  de  penas,  qn^ 
siendo  perpetuas  4n  m  elo^e;  no  guardaba 
proporción  con  la  culpa;  é  imprimieado 
afrenta  jmpdtua,  lanzaban  al  hombre  ea  k 
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descsperaeíoa,  arrebatándole  el  estímttto,  y 
auQ  la  posibilidad  moral  de  mejorarde,  lio 
pudiendo  aspirar  á 'la  con6anza ,  estima* 
cion,  7  respeto  de  los  demás ,  por  no  poder 
borrar,  ni  ocultar  á  nadie,  aun  abandonando 
su  patria,  y  buscándola  «ntre  estranas  gen- 
tes ,  el  testimonio  de  su  crimen ;  que  alguna 
vez  podría  serlo  mas  bien  del  error  del  juzga- 
dor, de  la  desgracia  en  la  defensa,  del  pre- 
vericato  acaso. 

De  un  falso  principio  no  ei  natural  si  no 
la  inconsecuencia.  Asi  se  ve  que  la  legisla- 
ción de  Partidas  no  fué  consecuente  consigo 
misma ,  pues  según  ella ,  al  blasfemo ,  por 
ejemplo,  debia  taladrársele  la  lengua  con  un 
hierro  candente. 

La  marea  en  la  cara,  fondada  en  parte 
precisamente  en  el  principio  que  hemos 
asentado  á  la  cabeza  de  este  articulo ,  bus- 
cando la  eficacia  de  la  pena  en  herir  al  hom- 
bre eii  lo  que  mas  puede  lastimarle,  nos 
daría  lugar  á  muy  serias  reflexiones  sobre 
este  punto,  y  que  reservamos  para  su  lugar 
oportuno. 

Mas  acertada  que  la  legislación  ha  anda- 
do la  jurisprudencia,  y  mas  filosofía  encon- 
tramos en  considerar  como  de  una  índole 
especial,  de  una  índole  suigetierís^  las  inju- 
rias de  hecho  inferidas  en  et  semblante,  ya 
para  apreciar  su  gravedad ,  en  la  parte  que 
la  ley  deja  á  la  prudencia  judicial ,  ya  para 
atenuar  el  acaloramiento  6  arreliato,  que  un 
esceso ,  que  siempre  va  acompañado  de  la 
afi^etUa,  haya  podido  producir  en  el  ofendido. 

De  mas  alta  trascendencia,  y  si  no  de  una 
trascendencia  de  muy  diverso  género,  es  el 
otro  concepto,  bajo  el  cual  la  cara  del  hom- 
bre, el  semblante  humano,  ha  sido  y  siempre 
será  objeto  del  derecho;  con  la  diferencia, 
empero,  de  que  antes  lo  fué  príncipatménte 
del  derecho  constituido,  y  de  la  jurispruden- 
cia; y  en  lo  sucesivo  lo  será  mas  bien ,  como 
lo  es  ya  en  la  actualidad,  del  derecho  cons- 
tituyente. 

Sabido  es  cuanto  dejaban  las  antigtMis  le- 
gislaciones á  la  sagacidad  y  perspicacia  del 
jaez  en  el  etámen  fisiológico  del  semblante 
del  reo.  De  aquí  en  parte  el  sistema  de  ca- 
reas,  el  traer  é  interrogar  al  presunto  mata- 
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dor  á  la  presencia  del  cadáver,  el  que  po- 
dríamos llamar  sistema  conjetural  judieiárío, 
y  hoy  diriamos  con  la  moderna  tecnología 
fisiología  judidaría.  Y  ciertamente:  muchas 
veces  ef  hombre  moral  está  en  su  cara ;  ó  la 
cara  es  el  hombre  :  el  principio  era  exactí- 
simo, y  altamente  filosófico;  la  aplicación 
era  y  lo  es  siempre  peligrosa!;  tanto  mas, 
cnanto  mas  Hbre,  ó  mayor  sea  el  arbitrio  del 
juez,  cuanto  menos  preciso  y  seguro  sea  el 
sistema  de  responsabilidad  judicial ,  cuanto 
menos  se  haya  cultivado  el  estudio  fisiológi' 
co;  y  hasta  hoy  lo  ha  «do  bien  poco  por  los 
que  se  dedican  á  la  carrera  del  foro« 

Hemos  dicho  que  en  este  punto  las  anti- 
guas legislaciones,  mas  bien  presintieron, 
que  comprendieron  la  fisiología  judicial;  pe- 
ro la  presintieron  ciertamente:  la  alcanzó  en 
parte  la  ciencia;  y  no  fué  estraño  este  juicio, 
á  un  tiempo  instintivo  y  práctico,  á  las  cos- 
tumbres. Ni  ¿cómo?  El  semblante  humana 
es  como  la  síntesis  gráfica  del  hombre  inte- 
rior, el  indicador  natural,  la  clave  material 
de  un  profundo  misterio  filosófico ,  del  poder 
combinado,  mientras  por  otra  parte  parecen 
incombinables,  del  organismo  y  de  la  inteli- 
gencia. De  aquí  sobre  el  particular  los  apo- 
tegmasy  los  axiomas,  las  reglas  de  las  divi- 
nas y  humanas  letras :  agnitio  vultüs  eonnn 
respondebU  eis:  at  visu  cognoscilur  vir;  y 
hasta  la  vulgar,  pero  enérgica  y  filosófica 
por  demás,  sentencia  del  pueblo,  miráleá 
la  cara  y  verás  lo  que  puede  dar  de  si.  De 
aquí  lo  que  podemos  llamar  frenología  de 
los  antiguos,  el  tratado,  rara  vez  omitido  en 
las  obras  filosóficas,  de  conjectandis  Aomt- 
num  moribus^  encaminado  á  dar  reglas  pa^ 
ra  conocer  al  hombre  interior  precisamente 
por  los  rasgos,  signos,  aspecto  material,  y 
eofUraeiüUad  del  semblante:  de  aquí,  en- fin, 
como  hemos  indicado  ya,  la  parte  sometida 
á  la  sagacidad,  esperiencia  y  buen  criterio 
de  los  jueces. 

Hoy  las  cosas  han  variado  notablemente 
de  aspecto,  con  escasa  trascendencia  al  de- 
recho constituido ,  que  casi  ha  escluido  el 
arbitrio  y  juicio  privado  del  juzgador:  con 
alguna  mas  á  la  jurisprudencia  en  el  senti- 
do que  diremos;  con  inmensa  y  muy  tras- 
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cétodental  al  derecho  coiiHitüyente,  y  mas 
aun  al  orden  social.  La  fisiología  do  8e  cine 
hoy  á  los  términos  de  la  antigua  filosofía  de 
eonjectandis  hominum  moríbus:  la  frenolo- 
gía no  se  detiene  en  el  punto  en  que  con 
otros  pensadores  la  fijó  Lavater.  Estas  cien- 
cias nuevas,  á  lo  menos  en  sus  medios  y 
tendencias,  han  llevado  ya,  y  llevan  cada 
día  con  mas  empeño,  y  no  sin  éxito,  sus 
atrevidas  y  peligrosas  invasiones  y  preten- 
siones, no  ya  al  orden  cottgetural;  si  no  al 
demostrativo;  y  no  solo  en  el  terreno  espe- 
culativo;  si  no  en  el  práctico;  y  con  aplica- 
ción y  trascendencia  inevitable  por  tanto; 
no  meramente  al  orden  cientlfioo;  si  no. al 
judicial;  y  lo  que  es  aun  mas  para  examina- 
do y  meditado,  al  orden  moral  y  social.  To- 
dos estos  órdenes  que  no  menos  constituyen 
que  la  vida,  el  bienestar,  el  porvenir  de  las 
sociedades  políticas  y  aun  del  género  huma- 
no: estos  órdcLes,  decimos,  y  como  subordi- 
nados á  ellos,  el  criterio  judicial  en  ocasio- 
nes, las  ideas  sobre  el  destino  del  hombre, 
la  responsabilidad  personal,  la  moralidad  de 
las  acciones,  el  sistema  penal,  las  costum- 
bres, en  fin,  tan  eminentes  y  sagrados  obje- 
tos, todos  están  hoy  bajo  el  influjo  de  las  dos 
mencionadas  ciencias:  pueden  ser  ilustrados 
por  ellas;  pero  también  falseados.  Grandes 
deberes  nacen  de  estas  consideraciones,  del 
nuevo  estado  de  cosas,  en  lo  moral  y  cientí- 
fico, en  lo  legislativo  y  judicial,  para  los  le- 
gisladores, para  los  jueces,  para  los  escrito- 
res de  conciencia.  En  sus  lugares  oportunos 
nos  proponemos  esplanar  amplía  y  conve- 
nientemente las  graves  cuestiones  que  aquí 
no  pueden  ser  mas  que  iniciadas. 

En  cuanto  á  la  jurisprudencia,  la  inspec- 
ción fisiológica  de  los  jueces  tenia  aplica- 
ción, y  las  conjeturas  judiciales  tenian  lugar 
de  prueba  en  muchos  casos,  mientras  por 
las  víci8itude3  de  los  tiempos  la  jurispru- 
dencia criminal  pendía  en  gran  parte  y  con 
frecuencia  del  arbitrio  del  juzgador.  Publi- 
cado el  Código  penal,  con  el  sistema  estric- 
to, y  digámoslo  asi  taxativo  de  penas,  la 
inspección  fisiológrca  es  puramente  de  exa- 
men, y  lo  será  aun  mucho  mas ,  en  propor- 
ción que  se  generalice  y  regularice  la  tnort- 


vaciofi  de  las  sentencias.  En  su  oonsecneii- 
eia  no  puede  servir  para  otra  cosa,  qnepm 
ilustrar  el  ánimo  del  juez  en  la  ordenacioa 
del  procedimiento,  esto  es,  de  las  amplia- 
ciones, preguntas,  reconocimientos,  careos, 
evacuaciones  de  citas,  etc. ,  que  al  juez  pacda 
sugerir  como  importantes  y  conducentes,  b 
observación  fisiológica  ó  del  semblante  del 
reo.  Véase  blasfiiiu,  conjxtuba,  hsiologia, 

FRBNOLOOIA,  INDICIOS.  PENA,  MUTILACIÓN. 

CARABIKA.  Arma  de  fuego  mas 
corta  que  las  escopetas  de  marca ,  ó  sean  de 
vara  y  carga.  Fue  primitivamente  un  peque- 
ño arcabuz ,  usado  por  las  tropas  ligeras ,  ó 
tiradores.  Según  los  autores  franceses  se  di- 
jo del  español  cara,  y  del  latin  binUf  en  el 
sentido  de  cara  doble,  ó  pelear  á  dos  caras, 
por  cuanto  el  carabinero  descargaba  prime- 
ro de  frente,  y  después  en  retirada,  vodla 
la  cara.  Después  han  variado  las  dimensio- 
nes de  la  carabina ,  pero  siempre  ha  sido, 
en  primer  lugar  arma  müitar;  en  segando 
arma  corta,  ó  no  de  vara  y  carga.  En  este 
concepto  pertenece  á  la  clase  de  las  proki' 
bidas ;  y  por  ambos,  esto  es ,  por  arma  cor- 
ta, y  arma  militar,  no  se  entiende  autoriza- 
do su  uso  por  la  licencia  ordinaria  de  uso  de 
armas ,  como  no  se  esprese. 

'  CABABINGROS.  Los  soldados 
armados  de  carabina ,  y  sin  dada  por  esta 
razón  se  han  denominado  asi  los  de  la  fuerxa 
pública,  destinada  á  la  persecución  de  con- 
trabandistas ,  guarda  y  seguridad ,  de  las 
costas  y  fronteras  especialmente ,  pero  en 
general  de  todo  el  reino ,  para  la  represión 
del  contrabando. 

Esta  fuerza  ha  tenido  diversas  denomina- 
ciones, como  la  genérica  resguardo,  carabi- 
neros de  costas  y  fronteras,  carabineros  de 
hacienda  pública,  y  carabineros  del  reino, 
asi  como  también  diversas  organizaciones. 
En  un  principio  era  su  organización  de  todo 
punto  civil ,  depediendo  solo  dicha  faena 
del  ministerio  de  hacienda.  En  9  de  mano 
de  1829  se  organizó  en  cuerpo  militar  con 
la  denominación  de  carabineros  de  xoslas  í 
fronteras.  Posteriormente  esta  organización 
se  reiteró ,  y  digámoslo  asi ,  se  regulariió 
mas  y  mas  en  sentido  militar,  por  decreto 
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díel  Regente  del  reino  de  fi  de  noviembre 
de  1842,  que  contiene  el  reglaroento  or^ni* 
co  que  rige  en  el  día.  Sos  disposiciones 
principales  sobre  organización /fuero  y  pro- 
cedimiento en  lo  jnrídicOy  son  las  siguientes: 

Artículo  i. ""  c El  cuerpo  de  carabineros 
de  Hacienda  pAblica  recibirá  uña  organiza- 
ción fuerte ,  especial  y  puramente  militar. 
Dependerá  del  ministerio  de  Hacienda  y  de 
la  inspección  general  (del  ramo),  creada  por 
decreto  de  6  de  agosto  anterior.  *> 

Art.2.''  cEI  especial  instituto  de  esta 
fuerza  es  la  segarídad  de  costas  y  fronteras, 
evitando  el  contrabando  por  la  persecución 
de  los  contrabandista  en  todala  Península. 
Su  denominación  será  cuerpo  de  carabine- 
ros del  reino,  ff 

Constará  de  trece  comandancias  para  la 
Península  y  dos  compañías  sueltas  para  las 
Baleares  y  Canarias.  Las  comandancias  se 
dividen  en  compañías  y  estas  en  secciones, 
cada  una  de  ellas  con  un  oficial  (i).  Los  ofi- 
ciales todos  serán  considerados  en  cuanto  á 
sa  empleo  en  el  cuerpo,  como  los  del  ejérci- 
to permanente,  conservando  sin  embargo  los 
grados  superiores  si  los  tuvieren  (2).  Un  ofi- 
cial general  será  in^^pector  general  del  cuer- 
po, el  cual  todo  está  á  sus  inmediatas  órde- 
nes :  será  nombrado  por  el  ministerio  de  la 
Guerra  y  depende  del  de  Hacienda  (3). 

El  cncrpo  de  carabineros  se  regirá  por  la 
Ordenanza  del  ejército  ínterin  se  publica  su 
ordenanza  especial  y  salvas  las  escepciones 
comprendidas  en  el  reglamento  orgánico  (4). 
El  cuerpo  se  forma  por  empeño  voluntario; 
de  cuatro  anos  en  licenciados  del  ejércitos, 
de  seis  en  ios  paisanos  (5). 

Los  intendentes  de  provincia  son  en  ella 
snbinspectores  del  cuerpo  (6). 

Las  pensiones,  retiro  y  viudedades  son 
las  mismas  que  en  el  ejército ,  pero  se  co< 
brarán  del  presupuesto  de  hacienda  (7). 

Los  oficiales  en  el  distrito  de  su  mando, 


hecha  una  aprebensíon,  instruirán  espedien- 
te conforme  á  derecho,  haciendo  de  es- 
cribano el  sargento,  y  concluido  lo  remiti- 
rá con  los  reos  y  efectos  al  subdelegado  de 
la  provincia  (1). 

El  cuerpo  de  carabineros  prestará  tam- 
bién el  servicio  estraordinario  de  perseguir 
á  los  malhechores ,  detener  á  los  deserto- 
res, y  apoyar  las  medidas  de  sanidad  pú- 
blica (2). 

Las  sumarias  por  faltas  de  disciplina  la^ 
formará  el  oficial  del  cantón ,  previa  orden 
de  su  superior,  á  quien  para  ello  dará  cuen- 
ta de  toda  falta  y  arresto :  el  superior ,  con- 
cluida, la  remitirá  con  su  informe  á  dicho 
superior  inmediato ,  y  este  con  el  suyo  al 
inspector  general  (3),  el  cual  decide  por 
sí ,  salvo  si  la  pena  fuere  de  destino  del  en  • 
causado  al  fijo  de  Ceuta  ,  en  cuyo  caso  la 
consultará  con  S.  M.  por  el  ministerio  de 
Hacienda  (4). 

A  los  carabineros ,  por  la  naturaleza  de 
su  instituto,  se  les  considera  como  en  ser- 
vicio permanente,  y  por  consecuencia  de 
ello  todas  las  faltas  se  reputarán  como  co- 
metidas por  tropa  del  ejército  que  está  de 
guardia  (8). 

En  los  delitos  militares,  comunes  y  mistos, 
á  escepcion  de  los  que  causan  desañiero,  los 
carabineros  serán  juzgados  por  las  leyes  mi- 
litares (6);  pero  la  pena  será  agravada  ade- 
más conforme  á  las  obligaciones  especiales 
de  la  institución  (7). 

Art  100.  tSi  un  sargento,  cabod  carabi- 
11  ñero  cometiere  crimen ,  ó  delito  por  el  que 
deba  ser  juzgado  en  consejo  de  guerra  ortli  • 
narío,  se  formará  este  con  arreglo  á  la  Orde- 
nanza del  ejército,  instruyendo  el  proceso 
un  subalterno  elegido  por  el  comandante, 
después  de  arrestado  el  delincuente  y  trasla- 
dado á  la  capital  de  la  comandancia.  ^  Para 
que  los  individuos  que  han  de  declarar  como 
testigos  no  sean  distraidos  del  servicio  ,  el 
fiscal  de  la  causa  remitirá  los  interrogatorios 


(5) 


An.t. 

Att  4. 

Arts.  6 , 9  y  10. 
Art.  14. 
Arts.  16  y  19. 
Art.  19. 
Arts.  55  al  39. 

TOMO  VIL 


(1^ 

i 


Art.  30. 
Art.  56. 
Art.  90  y  9Í. 
Art.  91. 


|5)    Art.  97. 

(6)  Art.  98. 

(7)  Art.  99. 
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CARABINEROS. 


a]  comandante  respectivo  para  las  declara- 
ciones  (1). 

Art.  102.  «Cuando  el  proceso  se  halle  en 
estado  de  sentencia,  se  reunirá  el  consejo, 
previo  permiso  del  capitán  general,  ó  coman- 
dante general  de  la  provincia,  en  la  casa  en 
que  resida  el  primer  comandante  de  carabi- 
neros, que  será  el  que  presida:  y  vocales, 
el  segundo  comandante .  que  presidirá  en 
ausencia  del  primero,  y  á  falta  de  ambos 
el  gere  militar  que  designe  el  comandante 
general :  los  capitanes  de  carabineros  resi- 
dentes en  la  capital ;  esceptuándose  el  de  la 
compañía  del  encausado :  y  para  completo 
de  los  siete  vocales  nombrará  el  mismo  co- 
mandante general  capitanes  de  los  regimien- 
tos de  la  guarnición,  ^ean  del  ejército  ó  mi- 
licias provinciales,  y  retirados  ó  de  milicia 
nacional  á  Taita  de  unos  y  otros.  Observará 
el  consejo  las  mismas  formalidades  y  reglas 
que  están  establecidas  para  los  consejos  or- 
dinarios de  los  cuerpos  del  ejército ,  y  lo 
mismo  sucederá  respecto  á  la  ejecución  de 
la  sentencia.» 

Art.  103.  cLos  gefes  y  oficiales  del 
cuerpo  de  carabineros  quedan  sujetos  al  juz- 
gado de  los  capitanes  generales  del  distrito 
en  todos  los  delitos  y  causas  comunes,  tanto 
civiles ,  como  criminales,  que  no  tengan  co- 
nexión con  el  servicio  de  su  instituto;  asi  co- 
mo el  conocimiento  de  las  faltas  graves  con- 
tra el  servicio ,  y  de  los  crimines  militares  ó 
mistos,  toca  al  consejo  de  guerra  de  oficia- 
les generales;  arreglándose  los  procesos  á  lo 
que  está  prevenido  para  estos  casos  respecto 
de  los  de  su  clase  en  el  ejército,  t 

Art.  104.  c  Además  de  los  delitos  milita- 
res, y  de  los  comunes  y  mistos,  son  especia- 
les en  este  cuerpo:  1.^  todos  los  que  se  re- 
fieren en  el  art.  94  (2),  si  son  de  grave  natu- 
raleza, ó  con  circunstancias  agravantes:  S."" 
el  apropiarse  efectos  embargados,  ó  de  con« 
trabando,  sin  el  competente  mandato :  Z.""  el 
rehusar  ó  retardar  con  malicioso  designio  la 


(1)    Art.  101. 

(1;  «Art  94.  Kas  faltas  de  obediencia*  ó  insubordinación 
serin  castigadas  severamente;  y  si  fueren  con  reincidencia  y 
circnnstancias  agravantes,  dai^n  logar  -A  la  espulsion  del  cuer- 
po ,  sin  perjuicio  de  Irs  penas  señalada»  en  la  ordenanza  nii- 
litar  á  estos  delitos.* 


1  ejecución  de  las  órdenes  superiores,  6  fos 
requirimientos  de  las  autoridades  para  la 
aprehensión  del  contrabando  y  fraude:  4." 
violar  seereto ,  abrir  pliegos  cerrados ,  de  lo 
cual  pueda  depender,  ó  haya  dependido  el 
éxito  de  alguna  espedicion:  5."^  inQdelidad  ó 
alteración  maliciosa  en  los  partes  ó  suoia- 
rías  de  fraude:  O.""  falta  de  cumplimiento 
á  sus  respectivos  deberes,  con  la  circansian- 
cia  de  haber  mediado  corrupción  por  dinero, 
ó  promesa  de  cualquier  género  de  recompen- 
sa: 7."^  las  amenazas  ó  el  abuso  de  autori- 
dad, ó  de  mando ,  ó  de  empleo  en  los  supe* 
rieres  para  obligar  á  los  inferiores  á  la  infi- 
delidad, ó  descuido  en  el  servicio.» 

Art.  105.  c Serán  castigados  estos  delitos 
como  crímenes  militares  en  contravención 
del  servicio ,  y  juzgados  los  individuos  de 
tropa  por  el  consejo  ordinario  de  guerra  ;  y 
en  su  caso  los  oficiales  por  el  consejo  de 
generales  con  arreglo  á  Ordenanza.  Pero 
siempre  que,  ocurriendo  alguno  de  los  deli- 
tos  calificador  en  el  artículo  anterior  por 
crimen  militar,  se  mezcle  ó  implique  Uro- 
bien  el  de  contrabando  contra  cualquier  in- 
dividuo de  este  cuerpo ,  quedará  este  des- 
aforado ,  y  sujeto  al  rigor  de  las  penas  que 
por  todas  circunstancias  deben  imponérsele; 
ano  ser  que  para  la  imposición  de  mayor  pe- 
na, según  ordenanza,  tenga  por  convenieniC 
el  juzgado  primitivo  de  hacienda ,  después 
que  declare  lo  que  sea  justo  en  cnanto  al 
comiso  y  penas  de  él,  remitir  testimonio  de 
lo  resultante  al  gefe  de  carabineros  para  los 
efectos  consiguientes  y  que  quedan  espre- 
sados, i 

Por  el  artículo  106  se  declara  que  en  con- 
formidad á  lo  que  espresan  los  arts.  2  y  3, 
título  2,  trat.  8  de  las  ordenanzas  del  ejér- 
cito, y  las  demás  disposiciones  y  leyes  que 
desde  antiguo  atribuyen  el  conocimiento  es- 
pecial y  primitivo  á  los  juzgados  de  hacien- 
da en  materia  de  fraude  contra  ella,  se  de- 
clara que  cesa  el  fuero  militar  en  estos  deli- 
tos, y  que  en  cualquiera  causa  de  esta  na- 
turaleza en  que  se  hallare  complicado  al 
gun  individuo  de  carabineros,  sea  cual  fue- 
re su  clase,  el  conocimiento  corresponde 
al   juzg:ado  de  hacienda  con  inhibición  de 
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cualquier  otro ,  y  con  snjecion  á  los  pro- 
cedimientos y  fallos  ordenados  para  tales 
casos. 

Seria  interminable  el  hacer  mérito  de  las 
infinitas  órdenes  y  disposiciones,  ya  de  índo- 
le transitoria,  ya  permanente,  dictadas  por  el 
ministerio  de  la  Guerra,  por  el  de  Hacienda, 
y  por  la  inspección  del  ramo.  Una  gran 
parte  de  ellas  dicen  relación  mas  ó  menos 
principalmente  á  otros  ramos  y  asnnlos  de 
la  administración  de  la  hacienda  pública,  y 
materia  fiscal  ^  por  lo  cnal  han  de  verse  en 
sus  artículos  respectivos.  Véanle  además  el 
real  decreto  de  15  de  mayo  de  1848,  y  asi* 
mismo  €«nTAABAif  ••,  f.raitbbs  c^mrAA 

I. A  HACIBMBA  TOBMCA,  H.%€IBM»A,  MBi- 

GirA«B«  :  y  sobre  las  infinitas  órdenes  y 
declaraciones  relativas  al  objeto  de  este  ar- 
tículo, véase  asimismo  la  Recopilación  de  re- 
glamentos ,  decretos ,  etc.  para  el  cuerpo  de 
carabitieros  publicada  en  1851,  y  en  el  ín^ 
dice  de  órdenes  de  rentas ,  por  García  Gi- 
ménez ,  publicado  en  1845,  el  artículo  Res-' 
guardos. 

CÁRCEL.  Traducción  de  la  palabra 
latina  earcer ,  que  algunos  creen  deríbada 
del  verbo  coérceo,  cercar,  estrechar,  redu- 
cir, encerrar;  y  poh  tanto  en  alguno  de  sus 
casos  sujetar,  ó  asegurar  á  uno  encerrándo- 
lo, cercándolo,  etc.  Es  de  notar,  sin  embar- 
f^o,  que  las  palabras  cdrcely  encarcelado  tie- 
ne n  una  acepción  mas  limitada  que  las  de 
prisión,  preso.  En  el  uso  hallamos  que  cár- 
cel, en  su  sentido  estricto,  y  propio  es  el 
edificio  público,  destinado  para  la  retención 
Torzada  de  las  personas,  reputadas  responsa- 
bles, criminal  ó  civilmente  en  su  caso,  y  en 
tal  concepto  sometidas  al  Tallo  de  la  au- 
toridad competente ;  pero  todavía  no  juz- 
gadas. 

De  esta  circunstancia  se  deduce  la  verda- 
dera idea  de  cárcel:  lugar  meramente  de 
d  c!encion  forzada,  establecido  por  la  auto- 
ridad pública.  Pero  no  siempre  las  cárceles 
brm  estado  limitadas  á  ese  servicio;  sino  qae 
han  sido  al  mismo  tiempo,  y  aun  lo  son  en 
el  día,  establecimientos  petiales. 

Nace  de  aquí  en  la  tecnología  una  confu- 
sión <|ue  no  han  bastado  aun  á  desterrar,  y 


ni  aun  casi  á  rectificar  los  buenos  estudios 
y  notorios  adelantos  en  la  materia  jurídico- 
administrativa  sobre  prisiones,  sistemas  pe- 
nales, etc.  Contribuye  áello,  sin  duda,  el 
que  las  mejoras  materiales  no  han  podido 
hasta  ahora,  ni  podian  ir  tan  allá  como   las 
buenas  teorías;  y  si  bien  por  estas  se  han 
formulado ,  esclarecido  y  multiplicado  los 
sistemas  mas  racionales  y  humanitarios   so« 
bre  la  libertad  y  seiniridad  individual ,  de- 
tención, prisión,  sistemas  penales,  sistemas 
carcelarios,  etc.,  los  esfuerzos  de  los  estados 
no  han  sido  suficientes  para  llevar  á  cabo 
la  erección  de  edificios,  de  establecimientos 
y  mejoras  materiales  que  reclama  la  aplica- 
ción de  dichos  sistemas;  y  hoy  entre  noso- 
tros, como  hace  cuatro  siglos;  aun  después 
de  publicado  un  m^vo  Código  penal,  basado 
en  la&  mencionadas  teorías,  las  cárceles  son 
á  un  tiempo  casas  públicas  de  mera  deten- 
ción ;  prisión  de  reos  presuntos  ,  y  de  reos 
efectivos,  ó  de  rematados,  pues  que  en  ellas 
se  cumplen  muchas  de  las  penas  aflictivas 
que  correspondia  cumplir  en  otros  estable- 
cimientos. . 

Es  el  resultado  en  la  práctica  que ,  no 
hallándose  formada  una  tecnología  precisa, 
principalmente  por  no  existir  sus  objetos 
materiales;  con  frecuencia ,  aun  en  lenguaje 
oficial,  jurídico  y  administrativo ,  se  confun- 
den alguna  vez ,  ó  se  toman  unos  por  otros 
los  nombres  de  cárceles ,  prisiones ,  estable^ 
dmie/iíos  penales,  ó  correccionales,  etc.,  asi 
como  no  tienen  aun  completo  deslinde  ,  ni 
en  el  uso,  ni  en  el  derecho  las  palabras  cor- 
relativas prisión,  arresto,  detención,  presos, 
y  otras  análogas.  Nace  de  aquí  la  dificultad, 
y  mas  bien  la  imposibilidad  de  proceder  con 
absoluta  precisión  en  los  artículos  respecti- 
vos, lo  que  nos  es  indispensable  notar,  para  que 
el  giro  inevitable  de  estos  no  pueda  ser  in- 
terpretado en  otro  sentido,  si  bien  procura- 
remos ocurrir,  hasta  donde  sea  dable ,  al 
inconveniente  de  la  repetición  por  medio  de 
las  oportunas  referencias,  como  se  ve  practi- 
cado aun  en  la  parte  misma  legislativa  del 
presente  artículo,  que  ceñiremos  á  tratar  de 
las  cárceles  bajo  el  doble  punto  de  vista  de 
lo  que  debian  ser,  y  de  lo  que  son. 
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LEY  6  ,  ID.  10. 


Los  Reyes  Cilólieos  en  las  ordeoinus  de  Medina^  1489. 

Qae  los  de  la  chaociUería,  VisiMn  tedoe 
los  sábados  las  cárceles  de  ella,  y  los  demás 
de  la  villa  ó  ciudad  donde  estuyiese,  con- 
curriendo los  alcaldes  ,  alguaciles  y  escrí- 
banos para  responder  de  las  quejas  que  hu- 
biere contra  ellos ;  asistiendo  asi  bien  los 
abogados  de  pobres  y  los  procuradores,  y  en 
las  cárceles  de  la  villa  los  corregidores  y 
sus  al-guacíles. 

LEY  2,  TÍT.  2,  LIB,  7,  10. 
'  Los  Reyes  CaUHieos^  1500. 

Que  se  bagan  cárceles  donde  no  las  hu- 
biere. 

LEY  20,  TÍT.  38,  LIS.  12,  ID. 
¿Irlos  I  en  Toledo,  15». 

Que  al  encarcelado  que  jure  ser  pobre  no 
se  le  cobre  carcelería  ni  otros  derechos,  ni 
se  le  retengan  sus  ropas,  ó  efectos ,  aunque 
los  hubiese  dado  en  prenda;  ni  á  él  se  le  re- 
tenga por  tal  causa,  acordada  su  soltum* 

Lo  propio  disponen  las  leyes  21,  22  y  23, 
id.,  id. 

LEY  15,  ID.  ID. 
D.  Gdrtos  y  dofit  Jaant  Madrid,  l$Si,  pet.  81. 

Las  justicias  y  corregidores  tasen  lo  que 
han  de  pagar  los  presos  por  camas,  luz  y 
demás,  y  repriman  los  abusos  sobre  precios. 

LEY  9,  ID.  ID.  m. 

D.  Cirios  y  Dofia  fuana,  1543. 

Que  con  cargo  á  penas  de  cámara  y  gas- 
tos de  justicia  se  diga  misa  á  los  presos  los 
domingos  y  demás  fiestas;  y  se  provea  de 
cama  á  los  que  sean  pobres:  y  se  determina 
lo  que  el  carcelero  puede  llevar  por  camas  á 
los  no  pobres,  luz,  lei»,  gwsvrles  de  comer 
y  otros  ausilios. 
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LEY  9,  TÍT.  4,  LIB.  S,  ID. 
D.Cirkwl,  ordenanzas  de  Bra8elas,18B& 


La  cárcel  para  los  nobles  sean  las  atara* 
sanas. 

LEY  10^  TÍT.  30,  LO.  12,  ID. 

Felipe  11, 1565. 

En  las  visitas  de  cárceles  los-aut^s  que  se 
diclaren  son  ejecutivos,  sin  dar  lugar  á  sd« 
plica. 

LEY  4,  TÍT.  4,  LIB.  ID. 

Blaisao.ima.      . 

Qve^ntrode  las  cárceles,  en  el  higar 
designado  por  el  ordinaria»,  habiendo  reo  en 
capilla,  se  diga  misa,  para  dar  á  aquel  la 
sagrada  eomunion,  si  la  pidiere. 

LEY  II,  Tfr.  39,  LIB.  19,  ID. 


El 


),ítm. 


Estableeia  lo  que  debería  observarse  en 
las  visitas  de  cárceles,  habiendo  diversidad 
de  votos  entre  los  jueces  de  la  visita. 

LEY  11,  ID.  ID.  ID. 

Felipe  UI,  1611. 

Que  por  autos  de  visita  no  se  pudiesen 
alzar,  ni  conmutar  las  penas  impuestas  por 
sentencias  de  vista  ó  revista. 

LEY  13,  ID.  ID.  ro. 

Felipe  IV ,  en  164S. 

En  las  visitas  de  cárceles  no  se  visite  á  los 
rematados,  ni  se  tome  providencia  alguna 
sobre  sus  sentencias  ni  personas. 

LEY  4,  ID.   ID.   ID. 

Carlos  IIM7S6. 

El  Consejo  en  las  visitas  de  cárceles  no  se 
mezcle  en  lo  principal  de  los  procesos  y  fe^ 
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carsos  ordíoaríos ,  en  perjaicio  de  tercero ,  y 
se  ciña  á  remediar  ladeteocion  de  las  causas, 
y  los  abusos  ó  escesos  de  los  subalternos ;  y 
en  el  trato  de  los  presos. 

LEY  25 ,  Trr.  38 ,  id.  id. 

El  misao,  1788. 

Se  reencarga  el  buen  trato  á  ios  encarce- 
lados. (Véanse  ademas  las  leyes  í  á  la  10,  y 
la  13 ,  17, 18  y  19  de  este  mismo  título  y 
libro  9  en  el  ya  citado  artículo  ai.€.%ibb. 

DISPOSICIONES  POSTERIORES. 

COlfSTTfUCIOlf  DE  1813. 

Art.  290.  El  arrestado ,  si  desde  luego 
no  puede  ser  presentado  al  juez ,  será  puesto 
en  la  cárcel  en  calidad  de  detenido. 

Art.  293.  f  Si  se  resolviere  que  al  ar- 
restado se  le  ponga  en  la  cárcel ,  ó  que  per- 
manezca en  ella  en  calidad  de  preso,  se 
proveerá  auto  motivado  y  de  él  se  entregará 
copia  al  alcaide  para  que  la  inserte  en  el 
li!»ró  de  presos  ,  sin  cuyo  requisito  no  admi- 
(i^-á  el  alcaide  á  ningún  pre>o,  en  calidad 
de  tal,  bajo  la  mas  estrecha  responsabili- 
dad.» 

Art.  293.  cNo  será  llevado  á  la  cárcel  el 
(|uc  dé  6ador ,  en  los  casos  en  que  la  ley  no 
prohiba  espresamente  que  se  admita  fianza.» 

Art.  297.  f  Se  dispondrán  las  cárceles  de 
manera ,  que  sirvan  para  asegurar,  y  no  pa- 
ra molestar  á  los  presos:  asi  el  alcaide  ten- 
drá á  estos  en  buena  costudia ;  y  separados 
los  que  el  juez  mande  tener  sin  comunica- 
ción, pero  nunca  en  calabozos  subterrá- 
neos ,  ni  malsanos.» 

Art.  298.  fLa  ley  determinará  la  fre- 
cuencia con  que  ha  de  hacerse  la  visita  de 
cárceles ;  y  no  habrá  preso  alguno  que  deje 
de  presentarse  á  ellos,  bajo  ningún  pro- 
testo.» 

Art.  299.  cEI  juez  y  el  alcaide,  que 
Taltaren  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  pre- 
cedentes, serán  castigados,  como  reos  de  de- 
tención arbitraria,  la  que  será  comprendida, 
como  delito ,  en  el  Código  criminal.» 


DECBBTO   DE  CÓnfES   DE  11   »E  SETiniME  U 

1820  (restablecuoo  en  30  de  acostó  db  1836). 

Art.  4.®  cLos  detenidos  no  poeden  ser 
puestos  en  la  cárcel,  sin  queant^  se  cumpla 
con  lo  prevenido  por  el  artículo  287  de  la 
Constitución.» 

LEY  DE  3  DE  FEBEEBO  DE  1823, 

Art.  18.  cEn  la&visitasde cárceles áqae, 
según  la  ley  de  9  de  octubre  de  1813, 
han  de  asistir ,  sin  voto ,  dos  individuos  del 
ayuntamiento  (1) ,  tomarán  estos  los  conoci* 
mientos  necesarios  acerca  del  -estado  de  di* 
chas  careles,  del  trato  que  se  dá  á  los  preses, 
y  de  lo  concerniente  á  la  salubridad  y  como- 
didad de  ellos ,  para  hacerlo  presente  al 
ayuntamiento,  con  las  demás  observacioaes 
que  se  les  orrezcan.» 

Art.  122.  Dispone  lo  propio  que  el  ante- 
rior respectivamente  en  cuanto  á  los  dos  in- 
dividuos de  la  diputación  provincial  que  han 
de  asistir  á  la  visita  general  de  cárceles  con- 
forme á  la  ley  de  9  de  octubre  y  para  los 
fines  ademas  del  art.  333  de  la  Constitución 
de  1812  (2). 

RRGLAUBNTO  PROVISIONAL  DE  26  DE  SBTIEEBU 
DE  1838. 

Art.  15.  Todos  los  tribunales  y  jueces 
ordinarios  harán  públicamente  en  el  sábado 
de  cada  semana  una  visita ,  así  de  la  cárcel 
ó  cárceles  publicas  del  respectivo  pueblo, 
cuando  hubiere  en  ella  algún  preso  ó  arres- 
tado perteneciente  á  la  real  jurisdicción  or- 
dinaria ,  como  de  cualquiera  otro  sitio  en 


(t)  Art.  67.  «Asisiirinsin  taIo  i  éstas  visitas  fceneralM» 
interpolados  con  los  magistrados  de  la  aadicncia ,  despaes 
del  que  las  presida ,  dos  individuos  de  la  dipolacioo  proriB- 
cial ,  ó  del  ajontamiento  del  paeblo  en  que  resida  el  triboaal 
si  no  exlslipse  alli  la  dipatadon  ,  ó  no  estuviese  reunida ,  y 
con  este  objeto  la  auilieucia  seOtlará  la  hora  proporcioMU 
y  lo  avisará  anticipadamente  á  la  diputación ,  6  ayuntamiealo 
para  el  nombramiento  de  los  dos  Individuos  que  bajan  it 
concurrir.» 

iS  Dice  el  pirrafo  9del  art.  135.  •ííwr  parte  i  las  Cortes 
(las  diputaciones  provinciales)  de  las  infracciones  de  Coosiiti- 
clon  que  se  noten  en  la  provincia.» 

Por  el  .nrt.  i  10  de  la  ley  de  3  de  f*;brero  ,  se  establece  que 
cuando  para  el  ttn  indicado  las  diputaciones  baran  de  recirrír 
i  las  Cortes  é  al  gobierno,  lo  hagan  con  espoíllrnte  instmido, 
pidiendo  para  eso  cuantos  informes  crenn .  y  á  quien  creaa 
necesarios ,  pero  sin  entrometerse  en  atribuciones  de  otras 
autoridades. 
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qae  los  haya  de  esta  cíase;  y  en  dicha  visita, 
en  la  cual  se  pondrán  de  maniReslo  todos 
los  presos  sin  escepcion  alguna ,  examinarán 
el  estado  de  las  cansas  de  los  que  lo  estu- 
vieren á  su  disposición  ;  los  oirán,  si  algo 
tuvieren  que  esponer;  reconocerán  por  s{ 
mismos  las  habitaciones  de  los  encarcelados, 
y  se  informarán  puntualmente  del  alimento, 
asistencia  y  trato  que  se  les  da ,  y  de  si  so 
les  incomoda  con  mas  prisiones  que  las  ne- 
cesarias para  su  seguridad  ,  ó  se  les  tiene 
en  incomunicación  ,  no  estando  asi  preveni- 
do ;  y  pondrán  en  libertad  á  los  que  no  de- 
ban continuar  presos,  tomando  todas  las 
disposiciones  oportunas  para  el  remedio  de 
cualquier  retraso ,  entorpecimiento  ú  abuso 
que  advirtieren ,  y  avisando  á  la  autoridad 
competente ,  si  notaren  males  que  ellos  no 
puedan  remediar. 

Si  entre  los  presos  bailaren  alguno  corres- 
pondiente á  otra  jurisdicción  ,  se  limitarán 
á  examinar  cómo  se  le  trata ,  á  reprimir  las 
Taitas  de  los  carceleros ,  y  á  comunicar  á  los 
jueces  respectivos  lo  demás  que  adviertan  y 
en  que  toque  á  estos  entender. 

Para  hacer  estas  visitas  los  tribunales  co- 
legiados ba-tará  que  asistan  dos  de  sus  mi- 
nistros y  un  físcal. 

i  6.  Sin  embargo ,  en  las  capitales  don- 
de hubiere  real  audiencia,  será  esta  la 
que  haga  dicha  visita  semanal ,  á  la  cual 
deberán  asistir  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia ,  y  los  alcaldes  y  tenientes  de  alcalde 
del  pueblo  con  las  causas  de  sus  respectivos 
reos ,  si  los  tuvieren,  para  informar  sobre  lo 
que  se  orrezca. 

Si  en  la  capital  se  debieren  visitar  dos  ó 
mas  cárceles ,  podrán  nombrarse  para  cada 
una  de  ellas  dos  ministros  y  un  fiscal ,  á  fin 
de  que  todas  sean  visitadas  simultáneamen- 
te y  con  menos  trabajo. 

Donde  sin  haber  audiencia  esistieren  jue« 
ees  letrados  de  primera  instancia,  serán 
ellos  los  que  hagan  la  visita ,  concurriendo 
también  los  alcaldes  y  los  tenientes  de  al- 
calde para  informarles  si  tuvieren  á  su  disr 
posición  algún  preso. 

17.  Las  audiencias,  donde  residan ,  y  en 
los  demás  pueblos  los  jueces  de  primera 


instancia ,  y  en  su  defocto  tos  alcaldes ,  ha- 
rán ademas  públicamente  una  visita  general 
do  las  respectivas  cárceles  públicas  y  de 
cualquier  otro  sitio  donde  haya  presos  del 
fuero  ordinario  en  los  tres  dias  señalados 
por  las  leyes ,  y  en  el  que  ,  no  siendo  feria- 
do ,  preceda  mas  inmediatamente  al  de  la 
Natividad  de  nuestra  Señora ;  ejecutándose 
en  esta  visita  lo  mismo  que  queda  prescrito 
respecto  á  la  semanal. 

Pero  á  las  visitas  generales  que  hagan  las 
audiencias  concurrirán  el  regente  y  todos  los 
ministros  y  fiscales;  y  asi  á  las  primeras  co- 
mo á  las  que  de  igual  clase  hagan  por  si  los 
jueces  inferiores,  deberán  asistir  sin  voto 
dos  regidores  del  pueblo ,  á  cuyo  fin  el  re- 
gente ó  juez  respectivo  cuidará  de  avisar 
anticipadamente  al  ayuntamiento  para  que 
los  nombre.  Estos  regidores  tendrán  lugar  y 
asiento  con  el  juez  y  con  el  tribunal,  después 
del  primero  cuando  concurran  con  él  solo, 
y  después  de  los  fiscales,  cuando  lo  hagan 
con  la  atuliencia. 

18.  Siempre  que  algún  preso  ó  arresta- 
do pidiere  ser  oido,  el  juez  ó  un  ministro 
de  la  sala  que  conozca  de  la  causa ,  pasará 
áoirle  cuanto  tenga  que  esponcr,  dando  el 
último  cuenta  al  tribunal. 

ORDENANZAS  DB  LAS    AUDIENCIAS  DE  19   DE  DI- 
CIEMBRE DE  1835. 

Art.  49.  Para  que  las  audiencias  ejecu- 
ten las  visitas  generales  de  cárceles,  cuando 
y  en  la  forma  que  prescribe  el  art.  17  del 
reglamento  provisional  de  26  de  setiembre 
de  1835,  el  regente,  con  la  debida  anticipa- 
ción, señalará  la  hora,  dando  conocimiento 
de  ella  á  todos  los  ministros  y  fiscales,  y  to- 
mará con  tiempo  las  disposiciones  oportunas 
para  que  concurran  cuantos  deban  hacer- 
lo ,  y  para  que  se  presente  todo  lo  nece- 
sario. 

50.  Los  escribanos  de  los  juzgados  de 
primera  instancia  que  tengan  causas  de  pre- 
sos, que  deban  visitarse  por  la  audiencia, 
pasarán  á  la  escribanía  de  cámara  mas  anti- 
gua del  crimen,  dos  dias  antes  de  la  visita 
general,  una  relación  exacla  de  las  qne 
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pendaa  ante  caía  ono/coit  espresion  de  ios 
nombres  y  domicilio  de  los  presos,  del  tiem- 
po de  sa  prisión,  de  sí  se  hallan  ó.  no  iiico- 
mnnicados  por  orden  del  jaez,  de  los  delitos 
sobre  qoe  se  proceda,  y  del  estado  de  las 
mismas  cansas. 

SI.  Con  inclnsíon  de  estas  relaciones,  y 
poniéndose  de  acnerdo  coa  los  demás  escrí- 
banos de  cámara  del  crimen  de  la  andien* 
cía,  el  mas  antiguo  de  ellos  formará  y  pasa- 
rá al  regente,  el  día  antes  de  la  visita  gene- 
ral, nna  lista  igualmente  exacta  y  espresiya 
de  todas  las  causas  de  presos  pendientes  en 
el  tribunal  superior. 

KS.  Los  alcaides  de  las  cárceles  y  los 
encargados  de  cualesquiera  otros  sitios  en 
que  baya  presos  del  fuero  ordinario,  debe- 
rán también  pasar  al  regente  de  la  audien- 
cia, dos  días  antes  de  la  visita  general,  nna 
lista  exacta  de  todos  los  presos  que  cada  uno 
tuviere  á  su  cargo ,  con  espresion  de  sus 
nombres  y  domicilio,  del  dia  de  su  entrada 
en  la  cárcel,  y  de  si  se  hallan  ó  no  en  comu- 
nicación. 

53.  El  día  antes  de  la  visita  general  se 
reunirán  en  tribunal  pleno  el  regente  y  to- 
dos los  ministros  y  fiscales :  examinarán  las 
listas  que  se  hubieren  pasado  con  arreglo  á 
los  tres  artículos  precedentes;  dispondrán  lo 
que  convenga,  si  algo  faltare,  para  que  todo 
esté  corriente  al  otro  dia;  y  oídos  los  fisca- 
les, acordarán  respecto  á  cada  una  de  las 
causas  de  que  puedan  instruirse  ó  en  que 
no  tengan  duda,  las  providencias  que  des- 
pués hayan  de  darse  públicamente  en  la  vi- 
sita para  evitar  toda  detención  en  aquel 
acto. 

Si.  El  dia  de  la  visita  se  juntarán  todos 
los  magistrados  en  el  tribunal,  media  hora 
antes  de  la  señalada  para  ella,  y  procederán 
al  despacho  de  sustanciacion  en  las  respec- 
tivas salas;  y  después  para  aquella  acompa- 
ñarán á  la  audiencia,  detrás  del  que  presida, 
el  secretario  y  dos  porteros ,  precediendo  á 
los  ministros,  fiscales  y  regidores  los  demás 
porteros  y  los  alguaciles;  debiendo  ir  lodos 
en  traje  de  ceremonia. 

55.  Los  jueces  de  primera  instancia  de  la 
capital  y  el  alcalde  y  los  tenientes  de  alcal- 


de ée  la  mbiM,  sí  tuvieren  á  su  dispeácmi 
algún  preso,  estarán  á  la  poerU  prindpd 
del  edificio  por  donde  haya  de  empear  la 
visita,  para  recibir  á  la  audiencia;  y  deipies 
asistirán  al  acto  y  despedirán  en  el  miso» 
sitio  al  tribunal  cuando  salga. 

56.  Deberán  asistir  gratis  á  las  visHas 
generales  los  abogados  y  los  procuradores 
de  los  presos  que  hayan  de  ser  visitador,  y 
también  los  relatores  y  los  escribanos  de  ci- 
mara,  los  promotores  fiscales  de  los  juga- 
dos de  primera  instancia  de  la  ci^tal  y  l« 
escribanos  de  estos  que  tengan  causas  dé 
presos,  cotí  la  preparación  necesaria  unos  j 
otros  para  dar  razón  de  ellas,  del  curso  qae 
hayan  seguido,  y  del  estado  en  que  se  ha- 
llen. 

57.  En  el  acto  de  la  visita ,  el  ninistn 
mas  moderno  irá  llamando  por  Jas  listas  qM 
se  prescriben  en  los  arts.  80  y  51,  la  caoa 
de  cada  preso,  y  el  relator  6  el  escribano  i 
quien  corresponda ,  dará  cuenta  del  estada 
de  ella  por  medio  de  una  sucinta  r^eioi; 
con  lo  cual  el  regente  6  el  que  presida  pro- 
nunciará la  providencia  que  respectivaaienle 
se  hubiere  acordado  el  dia  anterior,  ó  la  qoe 
en  el  acto  acordare  el  tribnnal,  si  antes  ao 
hubiere  podido  instruirse  de  la  causa,  ó  h- 
hiere  tenido  alguna  duda  acerca  de  ella. 

58.  El  escribano  de  cámara  mas  antigm 
del  crimen  asentará  en  pliego  separado  to- 
das las  providencias  que  se  dieren  en  voí, 
para  estenderla  de§|mes  en  el  libro  de  visita, 
con  espresion  de  la  causa  respectiva ,  ea  el 
cual,  estendidas  que  sean  ,  las  rubricará  el 
ministro  mas  moderno,  y  aquel  pondrá  cer- 
tificación de  cada  una  en  su  respectivo  pro- 
ceso. 

Concluida  la  visita  general  de  las  cansas, 
se  leerán  en  público  las  resoluciones ,  eslao' 
do  en  pie  los  subalternos  y  demás  concor^ 
rentes ,  escepto  el  regente,  los  ministros  y 
fiscales  y  los  dos  regidores  que  asistan  coa 
el  tributtal;  y  en  seguida  lo^  dos  roimst"» 
mas  modernos,  acompaSados  de  uno  de  los 
fiscales  y  de  los  respectivos  jueces  de  prime- 
ra instancia,  visitarán  los  encierros  ó  habita- 
ciones de  los  presos,  y  oirán  sus  quejas  con 
separación  de  Tos  alcaides ,  practicándose  !• 
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(lemas  que  ordena  el  citado  reglamento  de 
26  de  setiembre. 

59.  Cuando  las  andiendas  para  la  visita 
general  pasen  de  uña  cárcel  á  otra,  llevarán 
el  acompañamiento  prescrito  en  el  art.  54. 

60.  Terminada  la  visita  general  en  todas 
sus  partes «  se  disolverá  la  audiencia  á  la 
puerta  de  la  cárcel  ó  del  último  edificio  que 
se  hubiere  visitado. 

61.  Las  visitas  semanales  de  cárceles, 
que  prescribe  el  mencionado  reglamento,  se 
harán  fuera  de  las  horas  de  despacho  en  la 
audiencia  por  los  dos  ministros  y  por  el  fis- 
cal á  quienes  loque  por  turno,  empezando  el 
mas  antiguo  y  el  mas  moderno  de  aquellos; 
pero  de  manera  que  cada  uno  en  su  tumo 
asista  á  dos  visitas,  para  que  en  todas  con- 
curra uno  que  haya  hecho  la  anterior.  De 
este  tumo  se  esceptuará  el  decano  cuando 
presidiere  al  tribunal. 

62.  A  las  visitas  semanales  asistirán  tam- 
bién los  jueces  inferiores,  como  se  prescribe 
en  el  art.  55,  y  un  escribano  de  cámara  del 
crimen,  por  turno;  y  desde  la  audiencia 
acompañarán  á  los  magistrados  de  la  visita 
un  portero  y  dos  alguaciles,  yendo  todos  asi- 
mismo en  traje  de  ceremonia. 

63.  Los  dos  ministros  recibirán  con  se- 
paración de  los  alcaides,  las  quejas  que  los 
presos  dieren  de  palabra  ó  por  escrito;  y  oi- 
do  envoz  el  fiscal,  acordarán  lo  que  corres- 
ponda sobre  ello  y  sobre  lo  demás  que  sea 
propio  de  la  visita,  pasándose  á  la  sala  res- 
pectiva las  solicitudes  y  reclamaciones  que 
requieran  conocimiento  de  causa. 

Conciuidala  visita,  los  que  la  hubieren 
practicado  se  separarán  también,  conforme 
al  art.  60. 

Arts.  177  al  188  sobre  nombramiento  y 
deberes  de  los  alcaides  {% 

Real  orden  de  9  de  junio  de  1838,  sobre 
tanteo  de  alcaidías  f).  i 

RBAL  ORDEN  DB  9  DB  JÜNtO  DB  1858. 


c Conformándose  S.  H.  con  lo  propuesto 
por  la  comisión  especial  de  cárceles ,  y  de- 
seando que  todas  las  del  reino  tengan  las  de- 
pendencias necesarias  para  plantear  las  ba-  I  de  1845;  arts,  67  al  72  (•). 
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ses  del  sistema  que  la  misma  se  ha  propues- 
to, y  ha  merecido  su  real  aprobación,  ha 
resuelto  que  en  los  edificios,  cuya  localidad  y 
estension  permiten  establecer,  cual  conviene, 
dichas  dependencias,  se  proceda  desde  luego 
á  acomodarlos  á  su  objeto ;  y  cuando  no  los 
haya  con  los  requisitos  que  se  necesitan ,  so 
proponga  desde  luego  á  S.  M.  el  edificio  que 
mejor  los  reúna.  Y  para  que  V.  S.  sepa  los 
requisitos  indispensables  que  han  detener 
esta  clase  de  establecimientos,  ha  mandado 
se  especifique  con  toda  individualidad,  y  son 
los  siguientes: 

I.""  Que  estén  situados  fuera  del  centro 
de  las  poblaciones. 

2."^  Que  tengan  la  estension  necesaria 
para  establecer  la  separación  entre  ambos 
sexos:  entre  detenidos  y  presos:  entre  jóve- 
nes y  viejos:  entre  reos  de  delitos  atroces  y 
delincuentes  que  no  se  hallen  en  este  caso, 
y  entre  los  incomunicados. 

3.^    Que  tengan  asimismo  capacidad  bas- 
tante para  las  piezas  de  trabajo,  talleres  y 
almacenes,  dormitorios,  enfermerías,  coci- 
nas, buenos  patios,  comunes  bien  situados, 
algún  hnertecito,  si  posible  fuese,  sala  de 
visitas,  oratorios,  habitación  para  el  alcaide 
y  algunos  dependientes  y  cuerpo  de  guardia. 
Las  cárceles  que  tengan  estos  requisitos, 
ó  la  mayor  parte  de  ella^,  particularmente 
en  las  capitales  en  donde  residen  las  audien- 
cias y  en  las  de  provincias,  se  conservarán 
para  irlas  acomodando  á  su  fin  por  los  me- 
dios que  están  ya  acordados ,  dándose  parle 
inmediatamente  de  cuáles  sean  aquellas  cár- 
celes y  donde  estén  situadas. 

En  otro  caso ,  propondrá  V.  S.,  oyendo 
previamente  á  los  arquitectos  que  merezcan 
su  confianza,  el  convento  que  les  parezca 
mas  á  propósito,  siempre  que  sea  ventilado 
y  se  halle  fuera  del  centro  de  la  población; 
en  la  inteligencia  de  que  esta  propuesta  ha 
de  hacerse  en  el  término  preciso  de  veinte 
dias  desde  el  en  que  se  reciba  esta  real  ór- 
den« 

Real  orden  de  26  de  enero  de  1840  sobre 
alcaldías  (*). 
Reglamento  de  juzgados  de  1.^.  de  mayo 
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UAL  I>ftCBma  T  RMtAHBIItO  D£  $1^  KB  AGOS- 
TO M  1847. 

Articiile  1/  Habrá  en  Bladrid  tres  cárce- 
les-modelos :  ana  para  ptesos  peodientós  de 
caosa  f  otra  para  semenciados,  y  otra  para 
mugeres* 

Art  a.""  Ea  las  cáreefes  de  las  capitales 
da  provincia  se  obsenrará  y  cumplirá  el  re« 
glamento  adjunto :  las  de  Madrid  se  sujeta^ 
rán  al  misino  en  la  pacte  qne  á  cada  mía 
corresponda. 

moiidiEinro  para  las  gárgilis  m  las  cafh 

TALES  U  PIOVIHCIA. 

CAPITULO  L 
Del  edificio* 

Articulo  1/  Se  distribuirá  en  la  forma 
siguiente: 

Primero.  Departamento  para  hombres, 
subdividído: 

1.*  En  secckm  de  acosados  por  delitos 
leves. 

S.""  At  secctoA  dc^  acosados  por  delitos 
graves. 

S^  En  sección  de  sentenciados  por  dcK^ 
tos  leves. 

k^  En  sección  de  sentenciados  por  deli- 
tos graves. 

6.^    En  sección  de  incomunicados, 

e.""  En  sección  de  los  jóvenes qoe  no  lie- 
gnen  á  la  edad  de  i5  aHos. 

Segundo.  Departamento  para  mogeres, 
subdividido  en  los  mismos  términos  que  el 
de  hombres,  separando  de  las  adultas  las  que 
no  lleguen  á  la  edad  de  12  anos. 

Tercero.    Enfermería. 

Cuarto.    Capilla. 

Quinto.    Sala  para  declaraciones  y  careos. 
Sesto.    Habitaciones  del  director  y  de^ 
pendientes. 

Sétimo.    Local  para  talleres  y  domas  06^ 
ciñas  del  establecimiento. 
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Art.  S.""  La  plaza  de  director  se  proveerá 
por  S.  H.  á  propuesta  en  terna  del  gefe  po* 
lítico  respectivo.  En  igualdad  de  circonstan- 
cias,  será  preferido  para  este  destino  un  in- 
dividuo del  ejército  ó  armada  que  teuga  á 
lo  menos  el  grado  de  comándame. 

El  gefe  político  proveerá  las  demás  plaaas. 

CAPITULO  m. 


Del  gobierno  interioré 

Art.  V  El  gefe  político »  como  delegado 
del  gobierno  y  responsable  del  orden  püUioo 
de  la  provincia,  es  el  gefe  superior  inmedia- 
to del  establecimiento. 

Bajo  la  dependencia  de  esta  autoridad, 
corresponde  esclusíi^amcnte  al  director  el 
gobierno  interior  de  la  cárcel. 

CAPITULO  IV. 

Del  director. 

Aru  B.^  Ba  de  vivir  {M'ccisameMe  i&Bám 
del  establecimiento. 
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Art.  6."*    Roune  el  dobfe  carácter: 

1  ."^    De  agente  de  la  administrackm. 

9.*  De  dependiente  de  la  attCoridad  ju- 
dicial. 

Gomo  agente  de  la  administración  i  si  es 
militar,  no  disfrutará  de  fuero  en  ningún 
acto  ni  caso  en  que  se  interese  el  servicio  de 
la  cárcel,  y  será  responsable,  asi  de  la  inco- 
municación y  seguridad  de  los  encarcelados, 
como  de  la  exacta  observancia  de  cnablo  en 
este  reglamento  se  prescribe. 

Como  dependiente  de  la  autoiridad  judi-* 
cial ,  está  obligado  á  cumplir  las  órdenes 
de  los  tribunales  y  jueces  respectivos  en  lo 
concerniente  á  la  prisión,  ibcomunicacion  y 
soltura  de  los  presos  con  causa  pendiente. 

Art.  7.*  Wo  le  servirá  de  descargo  la 
omisión  ó  descuido  de  los  empleados  subal- 
ternos, á  quienes  podrá  suspender  de  sus 
funciones  siempre  que  lo  juzgue  convenien- 
te, dando  de  ello  conocimiento  al  gefe  polí- 
tico para  la  resolución  que  corresponda. 

Art.  8."*  No  admitirá  ningún  preso  sin 
tflrden  por  escrito  de  autoridad  competen- 
te en  que  se  esprese  el  nombre,  apellido, 
profesión  y  vecindad  del  reo,  y  el  motivo  de 
9U  prisión  ó  arresto. 

Si  falta  cualquiera  de  estos  requisitos, 
detendrá  la  admisión  del  preso,  y  dará  cuen- 
ta al  gefe  politice  y  al  juez  é  autoridad  de 
^iéte  la  orden  proceda. 

Att.  9."^  Dará  parte  diario  al  gefe  poHtico 
de  las  novedades  que  ocurran  en  el  estable- 
cimiento y  de  los  presos  que  retíba,  conser- 
vando para  su  resguardo  las  órdenes  origi- 
jiales  de  que  trata  el  artículo  anterior,  y  tam- 
bién las  que  dispongan  la  salida  de  los 
jrcsos, 

Art.  10.  Una  vez  al  dia  por  lo  menos  vi- 
sitará &  todos  los  presos  para  consotarlos, 
-oir  sus  reclamaciones  en  cuanto  fü  compor- 
tamiento de  los  empleados  subalternos,  y 
siendo  fundadas,  proveerá  ásu  remedio. 

Art.  11 .  Cuando  visitare  el  departamento 
de  mugeres,  irá  acompañado  de  la  inspecto* 
ra  del  mismo. 

Art.  12.  Para  poder  informar  sobre  la 
conducta  de  los  presos  durante  su  eioMela- 
miento,  tendrá  un  libro  cuyas  hojtB^emMta 


numeradas  y  rubricadas  por  el  gñh  político, 
y  él^nolará  sus  nombres  y  las  observaciones 
que  Vaya  baefendo  reelecto  de  cada  uno  de 
ellos. 

CAPITULO  Y. 

Del  ayudante. 

Art.  13.  Sustituirá  al  director  en  ausen- 
cias y  enfermedades. 

Art .  14.  A  d  i  ferentes  horas  visitará  todos 
tos  días  las  oficinas  del  establecimiento  y  el 
departamento  de  hombres ,  dando  aviso  al 
director  si  observa  que  en  alguno  de  ellos 
no  reina  el  mayor  orden  y  limpieza. 

Art.  IS.  Vigilará  si  los  deioas  emplea- 
dos y  dependientes  cumplen  con  sus  debe- 
res, y  comunicará  al  director  el  resultado 
de  sus  observaciones. 

Art.  16.  Tendrá  un  libro  de  inventarios, 
en  que  constarán  todos  los  muebles ,  ensere3 
y  demás  efectos  que  haya  en  el  estableci- 
miento. 

Todas  las  hojas  de  este  libro  estarán  nu- 
meradas y  rubricadas  por  el  director. 

Art.  17.  Para  el  registro  general  de  los 
presos  tendrá  otro  ubre  en  folio  arreglado 
al  modelo  adjunto. 

También  estarán  numeradas  y  rubricadas 
por  el  diÉ^ctor  todas  las  hojas  de  este  libro. 

Art.  18.  Para  poder  probar  en  todos 
tiempos  y  círcnaatatteias  lá  iitentidad  de  los 
presos,  estenderá  su  filiacioli  en  otro  Ubre, 
que  por  medio  de  los  números  de  las  órde« 
nes'de  entrada cbrresponderá  oon  el  registro 
general. 

Art.  19.  Tendrá  además  á  sa  cargo  la 
contabilidad  del  estaUecimiento  bajo  hs  ba- 
ses que  se  fijarán  en  un  reglamento  s^- 
rado« 

CAPITULO  VU. 

Del  fimUoHtfe. 

Art.  SO*  Badeeerprecidam^temédioo- 
cirujano. 

ái«i  ati  éa  deatíM  es  ineDBBii^tible  coa 
cualquiera  otro  cargo  público. 

ksU  ^.   Cüidafi  de  que  lo  pasen  i  la 
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Cttferracría  siao  los  presos  que  realmente  lo  |  ministrarles  los  coasuelos  espirituales  qacle 
necesitea,  y  de  que  no  permanezcan  en  ella  1  dicte  su  celo,  y  les  administrará  los  Sacra- 
mas  tiempo  que  el  indispensable  para  reco-  roentos  cuando  el  facultativo  lo  juzgue  con- 
brarsu  salud.  veniente. 

Art.  23.  Visitará  á  todos  los  presos  una 
vez  al  dia »  y  dos  á  los  enfermos ;  y  tan 
luego  como  observe  en  alguno  síntomas  sos- 
pechosos de  contagio,  dará  cuenta  al  di- 
rector. 

Art.  24.  Reconocerá  semanalmente  to- 
das las  habitaciones  del  establecimiento ,  y 
hará  presente  al  director  el  estado  de  salu- 
bridad en  que  se  encuentren. 

Art.  25.  En  un  libro  que  quedará  siem* 
pre  en  el  establecimiento  como  propiedad  de 
él/ anotará,  asi  la  naturaleza  de  las  enfer- 
medades á  que  estén  mas  propensos  los  en- 
carcelados 9  como  los  medios  que  haya  em- 
pleado para  su  curación ,  y  el  resultado  que 
hubiese  conseguido. 


CAPITULO  VIL 

Del  capellán. 

Art.  26.  Reunirá  á  ana  sólida  instrucción 
los  sentimientos  de  humanidad  y  el  celo  re- 
ligioso que  distinguen  su  sagrado  ministerio. 

Art.  27.  Los  domingos  y  dias  festivos 
celebrará  misa  en  la  capilla  del  estableci- 
miento. 

Art.  28.  En  los  mismos  dias  hará  por  la 
tarde  una  plática,  asi  en  el  departamento  de 
hombres,  como  en  el  de  mugeres,  leyendo 
un  estracto  del  Evangelio  del  dia  con  su  es- 
plicacion  moral. 

Ejercitará  ademas  á  los  jóvenes  de  ambos 
sexos  en  el  catecismo  de  la  doctrina  cris- 
tiana. 

Art.  29.  Todas  las  noches,  antes  de  re- 
cogerse en  sus  dormitorios  los  presos  de  ami- 
bos sexos,  les  dirigirá  la  palabra  en  una 
breve  plática  al  alcance  de  su  comprensión, 
sobre  las  consecuencias  del  vicio  y  las  ven- 
tajas de  las  acciones  virtuosas,  demostrando 
la  conveniencia  propia  de  proceder  bien  y  el 
premio  que  lleva  siempre  consigo  la  hon- 
radez. 
Art.  30.    Visitará  á  los  enfermos  pa  ra  su- 


CAPITÜLO  vm. 

De  la  inspectora. 

Art.  31.  Ha  de  ser  de  edad  madura,  y 
soltera  ó  viuda. 

Art.  Zi.  Ha  de  vivir  precisamente  den- 
•tro  de  la  cárcel,  y  no  podrá  salir  del  edificio 
sin  permiso  del  director. 

Art.  33.  Ejercerá  la  mayor  vigilancia  en 
el  departamento  de  mugeres,  y  cuidará  bajo 
su  responsabilidad  de  que  en  todas  las  sec- 
ciones se  guarde  y  observe  el  silencio  y  el 
orden  establecidos,  debiendo  dar  inmediaU- 
mente  aviso  al  director  de  cualquiera  nove- 
dad que  ocurra. 

Art.  54.  No  permitirá  á  ninguno  de  los 
empleados  ni  dependientes  la  entrada  en  el 
departamente  sin  previo  permiso  del  direc- 
tor, y  cuando  estén  autorizados  para  ellolos 
acompañará  hasta  que  salgan. 

CAPITULO  IX. 

De  los  dependientes. 

Art.  35.  El  portero  ha  de  ser  casado ,  y 
deberá  vivir  precisamente  en  el  estableci- 
miento, no  pudíendo  salir  de  él  sin  permiso 
del  director. 

No  observará  mas  instrucciones  que  las 
que  reciba  de  este  personalmente  ó  del  ayu- 
dante cuando  haga  sns  veces. 

Art.  36.  Los  llaveros  han  de  vivir  tam- 
bién en  el  establecimiento,  y  no  podrán  sa- 
lir de  él  sin  permiso  del  director. 

Tampoco  observarán  mas  instrucciones 
que  las  que  reciban  del  mismo  personalmen- 
te, ó  del  ayudante  cuando  ocupe  su  lagar 
por  ausencia  y  enfermedad. 

CAPITULO  X. 

Del  régimen  interior. 

Art.  37.  A  toque  de  campana  y  al  ama- 
necer en  todas  las  épocas  del  ano ,  se  anun- 
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ciará  á  los  presos  la  hora  cTe  levantarse*  é 
inmediatamente  bajarán  á  los  patios  con  sus 
camas  ó  petates  para  que  pueda  hacerse  la 
limpieza  de  las  habitaciones.  En  los  patios  se 
lavarán  y  se  pasará  la  primera  lista  y  la  re- 
vista de  aseo,  volviendo  en  seguida  á  los  de- 
partamentos respectivos,'  donde  tendrá  lugar 
la  visita  diaria  del  facultativo. 

Si  no  hay  patios  diferentes  para  todas  las 
secciones,  los  presos  de  cada  una  bajarán 
sucesivamente. 

Art.  58.  No  se  comprenden  en  este  nú- 
mero los  presos  incomunicados ,  á  quienes 
el  director  hará  cambiar  frecuentemente  de 
celdas,  verificándose  la  ventilación  y  limpie- 
za de  estas,  de  suerte  que  la  incomunicación 
no  se  interrumpa. 

Art.  39.  A  las  siete  en  los  meses  de  abril 
á  setiembre  inclusives ,  y  á  las  ocho  en  los 
demás  del  ano,  empezarán  los  trabajos  en 
los  talleres,  cesando  á  las  diez  en  la  primera 
época,  y  á  las  once  en  la  segunda. 

Art.  40.  A  las  diez  ó  las  once  respecti- 
vamente, comerán  su  primer  rancho  los  pre- 
sos pobres,  y  á  las  mismas  horas  se  permiti- 
rá la  entrada  de  almuerzos  para  los  demás 
encarcelados. 

Art.  41.  A  las  doce  en  la  segunda  época, 
y  á  la  una  en  la  primera ,  empezarán  de 
nuevo  los  trabajos  durando  respectivamente 
hasta  las  cuatro  y  las  seis. 

Art.  42.  De  cuatro  á  cinco  en  la  segunda 
época,  y  de  seis  á  siete  en  la  primera,  po- 
drán visitar  á  los  presos  en  comunicación: 

1.^    Sus  defensores. 

S.""    Sus  parientes. 

3."*  Las  personas  con  especial  permiso 
por  esbrito  del  gefe  político. 

No  se  entenderá  por  parientes  mas  que 
los  esposos,  padres,  hijos  y  hermanos. 

Las  visitas  tendrán  lugar  por  medio  de 
dos  rejas. 

Los  defensores  podrán  conferenciar  con 
los  presos  en  la  sala  de  declaraciones. 

Art.  43.  Desde  las  cinco  á  las  siete  res- 
pectivamente comerán  el  segundo  rancho 
los  presos  pobres,  y  se  permitirá  la  entrada 
de.  comidas  para  los  demás  encarcelados. 

Art.  41.    A  las  seis  en  la  segunda  época 


y  á  las  ocho  en  la  primera,  se  cerrarán  las 
puertas  del  esterior ,  se  pasará  la  segunda 
lista,  se  rezará  el  rosario  en  todos  los  depar- 
tamentos, tendrá  lugar  la'plática  de  que  trata 
el  art.  29,  y  respectivamente  á  las  ocho  y  á 
las  nueve  se  tocará  á  silencio. 

Art.  45.  En  los  dias  festivos  se  observa- 
rán las  mismas  horas ,  con  la  diferencia  de 
que  la  mañana  se  destinará  á  oir  misa  y  al 
descanso,  y  la  tarde  á  los  actos  religiosos  de 
que  trata  el  art.  28. 

CAPITULO  XI. 

De  la  policía  de  salubridad. 

Art.  46.  Está  fundada  en  la  ventilaciod, 
la  limpieza  del  edificio  y  el  aseo  de  los  presos. 

Se  consigue  la  primera  teniendo  abiertas 
las  habitaciones  una  hora  por  la  mañana  y 
otra  por  la  tarde,  y  echando  cubos  de  agua 
en  los  comunes;  lo  segundo,  barriendo  y  re- 
gando diariamente  las  habitaciones  ▼  los 
corredores;  y  lo  tercero,  cuidando  de  que 
los  presos  se  laven  todos  los  dias  y  cambien 
de  ropa  Interior  todas  las  semanas,  lavando 
la  puesta,  si  no  tienen  otra  para  mudarse. 

Art.  47.  A  los  presos  pobres  que  no  ten- 
gan ropa  con  que  cubrirse  ni  cama  en  que 
acostarse,  se  les  facilitará  un  vestido  limpio, 
un  jergón,  un  cabezal,  y  en  invierno  una 
manta.  Mientras  lavan  la  ropa  puesta,  se  les 
facilitará  un  ropón. 

Art.  48.  La  limpieza  del  edificio  se  hará 
por  los  presos  socorridos  como  pobres. 

CAPITULO  III. 

De  la  polida  de  seguridad. 

Art.  49.  Para  la  seguridad  de  la  cárcel 
habrá  una  guardia  con  la  fuerza  proporcio- 
nada al  número  de  presos »  esclusivamente 
destinada  á  su  custodia  y  á  ausiliar  al  direc- 
tor cuando  este  lo  reclame. 

Art.  50.  Para  precaver  la  fuga  de  los 
presos,  hará  el  director  que  sean  registrados 
á  su  entrada  en  la  cárcel  á  fin  de  cerciorarse 
de  que  no  ocultan  ningún  arma,  lima,  cuer- 
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da  y  demás  que  pudiera  facililar  sn  evasión. 

kti.  51.  También  haráteconoocr  cscíu- 
polosamenle  á  presencia  del  condactor  cnan- 
to de  faera  se  introdozca  para  los  presoá»  ya 
sea  comida»  ropa  ú  otros  efectos* 

Si  apareciere  atgnna  cosa»  cuya  introduc- 
ción está  prohibida,  detendrá  al  conductor» 
dando  cuenta  al  gefe  político  para  la  resolu- 
ción que  corresponda. 

Art.  82.  Practicará  ademas  el  director 
cuantos  reconocimientos  crea  necesarios ,  y 
adoptará  cuantas  precauciones  juzgue  con- 
Tenicntesáfinde  evitarla  fuga  de  los  presos. 

CAPITULO  im. 

De  ta  policía  de  arden. 

Art.  93.  Se  prohibe  á  los  presos  el  uso 
del  vino ,  aguardiente,  licores  y  demás  be- 
bidas espirituosas. 

Arl.  84.  Se  les  prohibe  tamUen  toda 
clase  de  juegos. 

Art.  88.  Del  mismo  modo  se  prohiben 
disputas,  gritos,  cantares  deshonestos,  blas- 
femias, imprecaciones,  y  cuánto  es  óontrario 
á  la  decencia  y  á  la  moral. 

Art.  86.  §e  prohibe  igualmente  á  los 
presos  manchar  ó  desmoronar  las  paredes 
y  destruir  los  efectos  del  establecimiento  ó 
de  los  otros  presos. 

Art.  87.  Se  les  prohibe,  por  último,  con- 
servar en  su  poder  ningún  dinero,  debiendo 
depositar  en  la  caja  del  estableciente,  bajo 
recibo,  Ik  cantidad  que  poseen  á  su  entrada. 

Este  depósito  les  será  devuelto  el  diade 
la  salida,  ó  trtidrá  el  destino  que  señala  el 
artículo  71. 

Art.  88,  Desde  el  momento  en  que  los 
presos  entren  en  la  cárcel,  se  procurará 
instruirlos  dfe  '^us  deberes  y  de  los  castigos 
á  que  estarán  sujetos  por  falta  de  disciplina. 

CAPITULO  3aY. 

De  Xm  correcciones* 

Art.  49.  Las  amenazas,  injurias»  violen- 
cias,  escalamientos,  fractura  de  puertas  ó 


veiitanas»  y  cualquiera  otra  ¡nflr|cci(m  dd 
reglamento  por  parte  ^  los  feWgíirodados» 
80  castigará  según  las  drcunstaorias: 

1.*  Prohibiendo  al  reo  lae^mfinfctóon 
feon  su  familia. 

2.*    Ebcerrándqle  én  un  ca|aboto. 

5.^    Poniéndole  á  pan  y  a|fua. 

4.*  Descontándole  en  i¡|vor  del  estable- 
cimiento una  parto  de  lo  míe  le  haya  cor- 
respondido ó  corresponda  pn  lo  sucesivo  por 
su  trabajo.. 

Los  castigos  de  encieftt)  en  calabozo  y  ré- 
jgímen  de  pan  y  agua,  yio  podrán  esceder  do 
cinco  dias. 

Art.  60.  Sfcmpry  que  el  director  aplique 
los  castigos  de  quf  trata  el  artícnlo  anterior, 
lo  pondrá  en  conocimiento  del  gefe  político, 
quien ,  si  considfra  que  las  Ikltas  cometidas 
merecen  mayof  6  menor  pena,  disminuirá 
el  castigo  en  |l  primer  caso ,  6  mandará  en 
el  segundo  aplicar  hierros,  ó  dati,  en  fin, 
parte  4  lof  tribimales  de  justicia  para  que 
obren  cog  arreglo  á  las  leyes. 

CAPITULO  XY. 

De  la  enfermería. 

Art.  61.  Se  establecerá  ai  d  sitio  que 
designe  el  facultativo. 

Art.  62.  Tendrá  dos  departamentos  in- 
dependientes entre  si,  uno  para  los  hombres 
y  otro  para  las  mugeres. 

En  ambos  departamentos  bahYá  Uta  lodJ 
separado  para  los  incomunicados. 

Art.  63.  El  sum'mistro  de  alimentos  y 
medicinas  se  rematará  en  púMica  subasta. 

Art.  64.  El  facultativo  receurá  siempre 
por  escrito»  y  eü  los  mismos  términos  pres- 
cribirá el  régimdni^ué  ha  de  ohserviffse  coa 
los  enfermos. 

CAPITüKD  XVI. 

De  lo$  talleres  y  de  los  benefteios  que  ¡Rff  ro- 
den  i  los  presos  por  sus  troínijos 

Art.  68.  En  cada  sección  habrá  un  cuar- 
to ó  sala  destinada  para  taller. 
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Art*  66L  Los  talleres  estarái  regidos  por 
ttb  reglamenM  especial  qae  el  gefe  polítki^ 
lometerá  á  laftt>robac¡OQ  del  gotriema. 

Art.  67.  fin  el  reglamento  de  talleres  se 
fijarán  las^  ma&ufactaras  que  han  de  elabo- 
rarse» procurtaflo  sean  de  f^pil  eoosamo  y 
construcción. 

Quedarán  eieluidas  aquellas  que  constitu- 
van  una  iudnilria  especial  del  pai&. 

Art.  68.  Para  la  enseñanza  de  oficios  y 
dirección  de  lol  trabajos ,  procurará  el  gefo 
político  la  asociación  de  sociedades  filantró- 
picas. 

Art.  68.  El  trabajo  en  los  talleres  ha  de 
ser  solamente  Obligolorio  para  los  presos 
semeiieiados  sOOorridos  como  pobres ;  pero 
ni  estos  ni  los  demás  presos  seotenciados  que 
quieran  trabajar,  podrán  hacerlo  por  sn 
cuanta.  Unicamonte  á  las  horas  4e  desfianso 
se  les  permitirá  Oomponer  la  ropa  de  sa  uso. 

járL  70.  En  la  caja  del  establecimieoto 
se  ipapondrá  á  (Mda  sentenciado  la  mitad  del 
producto  liquido  de  su  trabajo  para  entre* 
gársela  por  torearas  partes :  mía  á  su  salida 
y  las  otras  dos  á  los  tres  y  seis  meses  si  no 
reincide  ó  eomele  nuei^o  delito» 

En  el  caso  de  ^eiacidir  ó  cometer  nnevi) 
delito,  quedará  á  beneficio  del  estableci- 
miento la  suma  retenida. 

SI  durante  la  prisión  observaren  los  en* 
iar«eiadoa  buena  conducta,  podrán  disponer 
hasta  de  la  mitad  de  su  peculio  en  favor  de 
sus  familias^  pero  justificando  previamente 
la  Absidnta  pofareía  de  e^as,  á  quienes  en 
tal  caso  se  hará  directameiM  la  entrega  por 
mako  del  director,  precediendo  orden  por 
escrito  del  gefe  político. 

Art.  71.  Los  presuntos  reos  podrán  de- 
dicalie  á  toda  especie  de  trabajos  compati- 
bles Oon  la  seguridad  y  orden  del  establea- 
miento.  Su  producto  les  corresponderá  por 
compteto,  y  ó  dispondrán  de  él  á  favor  de 
sus  familias,  ó  les  será  entregado  á  su  es- 
carcelacion,  si  resultan  absueltos. 

En  el  caso  de  ser  sentenciados  á  presidio^ 
se  librará  á  la  caja  del  jestablecimiento  i  qoe 
vayan  destinados.  Si  Aieren  sentmciados  á 
muerte,  se  entregará  á  sus  herederos  ó  á  Ia6 
mersonas  que 


CAPITULO  XVIK 

De  los  ingresos  y  gastos. 

• 

Art.  72.  En  el  presupuesto  del  estable- 
cimiento figurará  como  ingreso  el  producto 
líquido  opie  rinda  al  mismo  el  trabajo  de  los 
presos. 

Art.  73*  Los  gastos  de  material  y  perso- 
nal serán  de  cuenta  del  Estado. 

Art.  74.  El  sumioislro  de  pan  y  rancho  de 
los  presos  pobres  se  rematará  en  subasta  pú-r 
blica,  y  su  importoserá  satisfecho  de  losfon« 
dos  provinciales ,  asi  como  los  gastos  que  en 
la  enfermería  ocasionen  los  mismos  presos*. 

La  cantidad  de  los  alimentos,  su  calidad, 
y  la  de  las  medicinas  ha  de  sec  conforme  á 
Ibdetaltado  en  los  reglamentos  aprobados  pa- 
ra los  presidios  en  8  de  setiembre  de  1844. 

Art.  75.  Los  gastos  que  los  demás  pre- 
sos ocasionen  en  la  entermería,  serán  de  su 
cuenta. 

CAWTULo  xvm. 

Disposidoiiiss  generales. 

ktU  76.  Queda  prohibido  que  los  em- 
pleados y  dependientes  compren,  cambien, 
vendan  ó  alquilen  ningún  efecto  á  los  encar- 
celados. 

Art.  77«  Igualmeñto  se  prohibe  que  los 
empleados  y  dependientes  hagan  trabajar  á 
los  presos  en  cosas  de  su  uso  ó  servicio  pac- 
ücidar. 

Art.  78.  Se  pi^)hib6  también  |a  existen^ 
cia  de  cantinas,  y  qi^  los  empleados  y  de- 
pendientes faciliten  á  los  presos  ningún  gé- 
nero de  bebidas  ó  alimentos. 

Ar4.  79.  Se  prohibe  M  mismo  mdao  que 
los  encarcebdos  vendan  ó  cambien  entre  si 
stt  ración  ni  la  ropa  necesaria  para  su  uso* 

Art.  80«  Se  prohibe  asimismo  toda  dase 
de  derechos  ó  impuestos  carcelarios,  ya  sean 
los  que  se  cobren  por  alquiler  de  habitac¡o*> 
nes  y  los  conocidos  con  el  nombre  de  entre- 
puertas ,  de  grillos  y  demás  de  su  clase ,  ya 
sean  los  que  acostumbran  á  exigir  los  presos 
á  los  nne^os  encarcelados  con  la  denomina;* 
cion  de  entrada  ó  de  bienvenida, 
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Art.  81.  Finalmente,  se  prohibe  qne  los 
empleados  y  dependientes  admitan  de  los 
presos  ni  de  sus  parientes  y  amigos  ninguna 
especie  de  gratificación^  presente  ni  recom- 
sa  bajo  pretesto  alguno. 

LIT  DB  27  DE  JOLIO  DB  1849. 

Artículo  4,^  Todas  las  prisiones  civiles, 
en  cuanto  á  su  régimen  interior  y  adminis- 
tración económica «  estarán  bajo  la  depen- 
dencia del  ministerio  de  la  Gobernación  del 
Reino. 

Art.  2.^  En  el  régimen  interior  de  las 
prisiones  se  comprende  todo  lo  concerniente 
á  su  seguridad ,  salubridad  y  comodidad; 
su  policía  y  disciplina;  la  distribución  de  los 
presos  en  sus  correspondientes  localidades, 
y  el  tratamiento  que  se  les  dá. 

Art.  3.*  Las  prisiones  estarán  á  cargo 
de  sus  alcaides  bajo  la  autoridad  inmediata 
de  los  alcaldes  respectivos  ó  de  la  autoridad 
que  ejerza  sus  veces,  y  del  gefe  político  de 
la  provincia. 

Art.  4.^  El  nombramiento  de  alcaides 
para  las  cárceles  de  las  capitales  de  provin- 
cia y  partidos  judiciales  corresponderá  al 
gobierno,  á  propuesta  de  los  gefes  políticos, 
y  á  estos  el  de  los  otros  empleados  subalter- 
nos para  los  mismos  establecimientos ,  como 
igualmente  el  de  los  alcaides  de  las  prisio- 
nes de  los  demás  pueblos  del  reino ,  enten- 
diéndose que  el  de  estos  últimos  habrá  de 
verificarse  á  propuesta  de  los  respectivos 
alcaldes ,  quienes  nombrarán  á  su  vez  los 
subalternos  de  dichas  prisiones. 

Art.  5.^  Para  ausiliar  á  la  autoridad  su^ 
perior  política  de  las  capitales  de  los  distri- 
tos en  que  residan  las  audiencias  en  las 
atribuciones  que  les  competen  sobre  el  régi- 
men interior  y  administración  económica  de 
las  prisiones  de  las  mismas  capitales ,  se  es- 
tablecerán bajo  su  presidencia  juntas  titula- 
das de  cárceles ,  de  que  serán  individuos 
natos  un  magistrado  de  la  audiencia ,  vice- 
presidente ,  designado  por  su  sala  de  go- 
bierno ;  un  consejero  provincial,  que  lo  será 
por  el  gefe  político ,  y  un  eclesiástico  de  la 
capital ,  á  elección  del  diocesana, 


Art.  6/  Las  autoridades  administrativas 
bajo  cuya  dependencia  están  las  prisiones, 
harán  en  ellas  cuantas  visitas  de  inspección 
creyeren  necesarias ,  y  las  harán  precisa- 
mente una  vez  por  semana ,  tomando  cono- 
cimiento de  cuanto  concierna  á  su  régimen 
y  administración. 

Art.  7."*  En  cada  distrito  municipal  se 
establecerá  un  depósito  para  los  sentencia- 
dos á  la  pena  de  arresto  menor ,  y  para  te- 
ner en  custodia  á  los  que  se  hallen  procesa- 
dos criminalmente ,  ínterin  que  se  les  tras- 
lada á  las  cárceles  de  partido.  Los  hombres 
ocuparán  distinto  departamento  que  las 
mugeros. 

Art.  8.^  Los  sentenciados  á  arresto  me- 
ñor  podrán  comunicar  con  sus  parientes  y 
amigos  en  la  Torma  que  determinen  los  re- 
glamentos generales  ó  particulares. 

Art.  9.^  Se  permitirá  á  los  que  estén  sa- 
friendo  el  arresto  menor  ocuparse  dentro  dd 
establecimiento  en  toda  clase  de  trabajos 
que  sean  compatibles  con  la  seguridad  j 
buen  orden.  £1  producto  íntegro  de  las  lúo- 
res  será  para  los  presos ,  á  menos  quer^ 
han  el  socorro  de  pobres,  en  cuyo  casosli^ 
narán  el  costo  de  su  manutención. 

Art.  10.  Las  cárceles  de  partido  y  deta 
capitales  de  las  audiencias  se  destinarán  á 
la  custodia  de  los  presos  coa  causa  pendien- 
te, y  para  cumplir  las  penas  de  arresto 
mayor. 

Art.  11.  En  las  cárceles  habrá  departa- 
mentos diferentes  para  hombres  y  rangcres, 
y  en  el  de  cada  sexo  se  tendrán  con  separa- 
ción los  varones  menores  de  diez  y  odo 
anos,  y  las  mugercs  menores  de  quince,  de 
los  que  hubiesen  cumplido  estas  edades.  I^ 
presos  por  causas  políticas  ocuparán  tamben 
un  local  enteramente  separado  del  de  los 
demás  presos.  En  cuanto  lo  permita  ladis^ 
posición  de  los  edificios  de  las  cárceles  se 
procurará  asimismo  que  los  presos  con  cau- 
sa pendiente  estén  separados  delosqoese 
hallen  cumpliendo  las  condenas  de  arreste 
mayor. 

Art.  12.  Los  presos  en  comunicación  po* 
drán  conferenciar  con  sus  defensores,  sicm* 
pre  que  les  convenga.  Tambicp  le»  ^^ 
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perraílido  comnnicar  con  sus  parientes  y 
amigos  en  la  forma  que  prescriban  los  re- 
glamentos. 

Art.  13.  Los  presos  con  causa  pendien- 
te tendrán  la  facultad  de  ocuparse  en  las  la- 
bores que  eligieren»  ulilizándosé  de  sus 
productos  9  aunque  con  la  obligación  de 
abonar  los  gastos  de  su  manutención ,  si  se 
les  sufragare  de  cuenta  del  mismo. 
Artículo  4  al  15  22  (*). 

Art.  24.  ínterin  se  plantean  los  estable- 
cimientos correspondientes  á  mugeres ,  in- 
gresarán las  penadas  en  las  casas  de  corre- 
cion  que  existen  actualmente,  según  pres- 
cribe el  Código  penal ,  y  con  la  limitación  de 
que  las  sentenciadas  á  arresto  mayor  ó  me- 
nor estinguirán  sus  condenas  en  las  cárceles  ó 
en  los  depósitos  municipales»  como  también 
previene  el  mismo  Código. 

Art.  28.  La  manutención  de  presos  po- 
bres en  las  cárceles  de  partido  y  audiencia 
ser  á  también  de  cuenta  del  partido  ó  parti- 
dos á  que  los  establecimientos  correspondan. 
El  personal  y  material  estarán  á  cargo  del 
Estado. 

Art.  30.  Los  tribunales  y  juecesr,  así  co- 
mo el  ministerio  fiscal»  tendrán  derecho  de 
visita  en  los  depósitos  y  cárceles  para  ente- 
rarse de  que  se  cumplen  con  exactitud  las 
providencias  judiciales ,  y  para  evitar  que 
los  presos  ó  detenidos ,  aunqne  lo  sean  gu- 
bernativamente, sufran  detenciones  ilegales. 
Lo  tendrán  también  para  inspeccionar  sí  los 
penados  á  arresto  cumplen  sus  condenas  al 
tenor  de  las  sentencias  que  se  hubieren  dic- 
tado, debiendo  obedecer  los  encargados  de 
los  establecimientos  las  órdenes  que  en  esta 
parte ,  y  conforme  con  el  reglamento  de  la 
cas.a » les  comuniquen  los  tribunales  y  jueces 
res-pectívos. 

Art.  31.  La  autoridad  judicial  podrá  in- 
dependientemente de  la  administrativa,  á  la 
que  corresponderá  no  obstante  la  ejecución, 
disponer  la  traslación  de  uno  ó  mas  presos 
con  causa  pendiente,  cuando  motivos  que 
directamente  se  refieran  á  la  mas  espedita 
y  cumplida  administración  de  justicia  lo 
aconsejen  con  arreglo  á  las  leyes;  pero  en 
ningún  caso  podrá  decretar  la  traslación  en 

TOW  VII, 


masa  de  los  presos  de  una  cárcel  á  otra,  sin 
ponerse  previamente  de  acuerdo  con  la  auto- 
ridad civil. 

Art.  32.  Las  traslaciones  de  presos  con 
causa  pendiente  fuera  del  lugar  de  la  resi- 
dencia del  tribunal  ó  juez  instructor  de  la 
causa,  no  podrán  verificarse  por  la  adminis- 
tración sino  en  los  casos  de  absoluta  necesi- 
dad, y  como  medida  temporal:  en  tales  ca- 
sos habrá  de  darse  inmediatamente  conoci- 
miento al  regente  de  la  audiencia,  si  la  cau- 
sa  pende  de  este  tribunal,  ó  al  juez  de  pri- 
mera instancia  en  su  caso ,  espresando  los 
motivos  de  la  traslación.  En  los  demás  casos 
deberá  la  administración  ponerse  previamen- 
te de  acuerdo  con  el  regente  ó  juez  instruc- 
tor para  que  la  traslación  tenga  lugar. 

Art.  33  £1  desacuerdo  entre  un  alcalde 
y  un  juez  de  primera  instancia  será  dirimido 
por'el  regente  de  la  audiencia  del  territorio 
y  el  gefe  político  de  la  provincia.  No  convi- 
niendo en  la  resolución  aquellos  dos  em- 
pleados, superiores»  ó  suscitándose  desde  el 
principio  entre  ellos  desavenencias,  eleva- 
rán los  antecedentes  por  el  conducto  ordina- 
rio respectivo  al  gobierno  de  S.  M  para  que 
decida.  El  desacuerdo  que  ocurra  entre  el 
regente  y  un  alcalde,  ó  entre  el  gefe  político 
y  un  juez,  lo  decidirá  el  gobierno,  á  quien 
se  remitirá  también  los  antecedentes  en 
igual  forma.  Entre  tanto  no  será  trasladado 
el  preso,  ó  si  ya  lo  estuviere  por  causa  urr 
gente,  permanecerá  en  la  cárcel  donde  se 
halle. 

Art.  36.  *  Quedan  derogadas  todas  las  le- 
yes y  reglamentos  anteriores  sobre  el  régi- 
men de  las  prisiones  y  establecimientos  pe- 
nales en  cuanto  no  sean  conformes  ala  pre- 
sente ley. 

REAL  ORDEN  DB  13  DE  SETÍBMRRB  DE  1149. 

Disposición  2.'  c Los  gefes  políticos  de  las 
provincias  en  que  residen  las  audiencias  terri- 
toriales designarán  un  individuo  de  la  diputa- 
ción provincial»  otro  del  ayuntamiento,  otro 
de  la  junta  provincial  de  sanidad,  y  otro  de  la 
provracial  de  beneficencia;  y  nombrarán  ua 
profesor  en  la  facultad  de  medicina»  nn  ar« 
^  87 
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qnitecto  y  cuatro  particulares  enteodidos  en 
materia  de  contabilidad,  para  que  en  unión 
con  los  vocales  natos,  formen  las  juntas  au- 
siliares  de  cftrceles  á  que  se  reGere  el  arti- 
culó S.*  de  la  ley,  teniendo  entendido  que 
semejantes  cargos  han  de  ser  honoríficos  y 
gratuitos,  y  que  ha  de  darse  noticia  á  este 
ministeria  de  las  personas  que  los  desem- 
"  penen.»» 

8.'  En  la$  cárceles  cuyo  compartimiento 
interior  no  permita  establecer  desde  luego 
los  departamentos  de  que  trata  el  artículo  11 
de  la  ley ,  se  procederá  inmediatamente  á  la 
formación  del  plano,  proyecto,  y  presupuesto 
de  las  obras  absolutamente  indispensables 
para  la  separación  de  los  sexos  y  edades ,  y 
para  la  dé  los  procesados  por  causas  políti- 
cas y  sentenciados  á  arresto  mayor,  remi- 
tiéndolo con  la  bretedad  posible  al  ministe- 
rio de  mi  cargo.» 

CÓDIOO   PXMAL   HEPOniíADO     DB    30    DK    JULIO 

DE  1880. 

Arts.  276, 298,  296, 298  y  300  (antes  269, 
286,  287,  289  y  291  (*). 

Art.  303.  El  alcaide  que  solicitase  á  una 
muger  sujeta  á  su  guarda,  será  castigado 
con  la  pena  de  prisión  menor.  Si  la  solicitada 
fiíese  esposa,  hija,  madre,  hermana,  ó  afín  en 
los  mismos  grados,  de  persona  que  tuviere 
bajo  su  guarda,  la  pena  será  prisión  correc- 
cional. En  todo  caso  incurrirá  ademas  en  la 
pena  de  inhabilitación  perpetua  especial. 

RBAL  ÓEDBlf  DB  17  DB  MARZO  DB  1852.  , 

Que  la  visita  general  de  cárceles  de  Se- 
mana Santa  se  verifique  el  Martes  Santo, 
último  dia  de  despacho  en  la  misma,  confor- 
me al  decreto  sobre  vacaciones  de  tribu- 
nales. 

Nota.  Para  no  interrumpir  el  orden  cro- 
nológico se  colocan  la  Constitución  de  1812, 
y  la  ley  de3  de  febrero  en  el  lugar  que  con- 
forme al  mismo  les  corresponde ;  pero  debe 


{*)  toám  ht  dispesIdoiiM  sefialf  ^  Mk  Mta  Mta,  véaMe 
en  fl  art.  alcaide  tomo  y  p^.  citada». 


tenerse  presente  la  época  respectiva  de  sn 
restablecimiento. 

LEGISLACIÓN  ESTRANJERA. 

Poco  tendríamos  que  decir  en  este  parti- 
cular, si  no  fuera  preciso  vindicar  á  nuestra 
civilazacion  y  legislación  de  una  nota,  coya 
gravedad  se  ateniia;  no  siendo  eschisira  de 
las  mismas.  Las  cárceles  entre  nosotros  no 
han  sido  nunca  lo  que  debian  ser.  Recorrien- 
do la  legislación  ,  y  la  historia  hallaremos 
que'en  la  institución  y  creación  de  aquellas 
parece  haberse  consultado  con  preferencia; 
la  seguridad  de  los  encarcelados,  aun  á  costa 
á  veces  de  la  humanidad:  de  aquí  los  calabo- 
zos subterráneos  y  hasta  inmundos,  los  ce- 
pos, cadenas  y  hiasta  el  refinamiento  en  todo 
género  de  prisiones ;  no  consaltando  &p^ 
ñas  ,  y  frecuentemente  de  ninguna  manen, 
la  salubridad,  y  menos  la  moralidad  eo  b 
separación  de  sexos  y  edades;  de  detenidos, 
encausados  y  rematados:  de  reos  de  delitos 
leves,  y  de  crímenes  atroces:  previniendo 
los  estragos  de  la  ociosidad  por  la  ocupa- 
ción ,  etc.  Pero  lo  que  en  este  punto  bao 
sido  las  cárceles  entre  nosotros,  eso  han  sido 
desde  igual  época  y  por  igual  tiempo  en  to- 
das las  naciones,  aun  las  reputadas  por  mas 
cultas;  como  si  fuera  preciso  decir  que  e) 
vicio  era  en '  este  punto  mas  bien  de  los 
tiempos,  de  las  épocas,  de  las  personas,  qnc 
no  de  la  legislación. 

Por  lo  demás,  en  diciendo  que  todas  ia^ 
naciones,  que  en  Europa  llegaron  á  un  gra« 
do  regular  de  cultura,  adoptaron  en  lo  sos- 
tancial  el  sistema  y  legislación  carcelaria  de 
los  romanos,  con  su  mezcla  de  dureza  y  de 
humanidad;  en  reseSando  esta,  tendremos 
conocidas  las  legislaciones  de  Europa  en 
este  punto,  observadas  todavia  en  parte;  y 
en  su  totalidad,  hasta  una  época  bien  re- 
ciente, que  mas  adelante  mancionaremos. 

T  efectivamente :  por  la  ley  1,  tít.  3» 
lib.  48  del  Digesto.  De  custodia,  el  exhíbUio- 
ne  reorum,  se  enuncia  y  autorizaba  b  c^' 
tumbre  de  juzgar  el  pro-cónsul,  si  el  reo  bá- 
bia  de  ser  puesto  en  la  cárcel,  entregado  i 
la  custodia  militar,  encomendado  á  suí  fe' 
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dores,  ó  á  su  propio  honor,  según  la  grave- 
dad dei  delito,  grado  apárenle  de  culpabili- 
dad, calidad  y  garantías  de  la  persona,  etc. 
Según  las  demás  leyes  del  propio  título ,  el 
reo  debia  ser  puesto  en  la  cárcel,  cuando  no 
(fueran  suficientes  garantías  las  antes  men- 
cionadas; y  siempre  para  oir  la  sentencia 
de  muerte  en  su  caso  (1):  el  fiador  que  no 
presentaba  al  reo,  siéndole  reclamado,  era 
multado,  no  mediando  dolo ;  mediando  este, 
scgunla  gravedaddel  caso,4  juiciodel  juez(3): 
todo  lo  dicho  hasta  aqui  se  entendia  no  estan- 
do el  reo  confeso;  pero  estándolo,  desdeluego 
debia  ser  puesto  en  la  cárcel  (3):  el  carcele- 
ro que  por  cohecho  ó  corrupción  quitaba  las 
prísiones.al  que  debia  tenerlas,  ó  permitía  se 
facilitase  á  estos  armas  ó  veneno,  debia  ser 
castigado  según  el  arbitrio  judicial:  si  solo 
mediaba  negligencia,  con  la  pérdida  del  ofi- 
cio (4).  Los  reos  que  formaban  conspiración 
para  evadirse  de  la  cárcel,  serian  castigados 
por  ello,  aun  cuando  probasen  su  inocencia 
respecto  del  delito  porque  fueron  encarce- 
lados (8):  el  guardador,  en  fin,  de  un  reo, 
que  daba  á  este  la  muerte,*  se  hacia  reo  de 
homicidio  voluntario  (6). 

Por  las  leyes  del  Código,  tít.  4,  lib.  9,  tam- 
bién decustodia  et  exhibUione  reorum^  sedis- 
ponia  asimismo,  que  no  siendo  en  los  gran- 
des crimines ,  no  se  dejase  al  reo  con  espo- 
sas, ni  cadenas;  ni  se  les  sepultase  en  los  ca- 
labozos mas  subterráneos ,  si  no  que  se  le 
permitiese  cierta  holgura,  encerrándoles,  sí, 
de  noche  bajo  mas  segura  custodia ;  pero 
permitiéndoles  de  dia  gozar  del  aire  y  la  luz: 
nunca  los  encargados  y  oficiales  de  justicia, 
ó  que  tenían  cargo  en  los  estrados,  vende- 
rían su  crueldad  á  los  acusadores,  para  dar 
muerte  á  un  reo  en  la  cárcel,  ó  dejarlo 
morir  de  hambre  sin  presentarlo  en  la  au- 
diencia ó  visita:  el  juez  que  no  les  hiciese 
morir  por  ello,  se  espondria  á  una  responsa- 
bilidad proporcionada  (7)»  Constando  el  de- 
lito á  primeras  diligencias,  el  reo  seria 


(1) 

(9 
(i) 

(S) 

m) 

17} 


Ley  3,  id. 
Ley  4,  id. 
Ley  8,  id. 
LeySJd. 
Ley  13,  id. 
Ley  14,  M. 
Ley  1,  id. 


siempre  encarcelado  (1) :  cesaría  la  oostum- 
bre  de  compcender  á  todos  los  reos  sin  dis- 
tinción de  sexos  bajo  un  mismo  techo,  y 
aun  siendo  culpables  del  mismo  delito  y  su- 
jetos á  la  misma  pena,  las  mujeres  serian  cus- 
todiadas con  separación  de4os.hombres  (2): 
el  carcelero  que  dejase  escapar  á  un  preso, 
seria  castigado  con  la  misma  pena,  con  que 
este  lo  habría  sido,  probándole  el  delito  impu- 
tado (3):  cada  30  dias  el  comentariense  6  car- 
celero presentarla  al  tribunal  un  estado  exacto 
y  circunstanciado  de  los  presos  con  espresion 
de  sexos,  edad,  delito,  y  calidad  de  la  pri- 
sión ó  departamento  de  cada .  uno ,  pena  de 
perdimiento  de  oficio  y  20  libras  de  oro  en 
caso  de  omisión;  y  diez  libras,  ó  destierro  al 
juez  que  16  cousintiese  (4)*  Por  la  ley  6  del 
propio  título  se  prescribían  términos  brevísi- 
mos para  la  terminación  de  todas  las  causas, 
á  fin  de  abreviar  los  padecimientos  de  4a  pri- 
sión: y  para  asegurar  el  cumplimiento,  todos 
los  anos  los  obispos  el  dia  de  parasceve  debían 
visitar  las  cárceles, 'amonestar  á  los  jueces, 
si  hallaren  negligencia  ^  y  en  su  caso  dar 
conocimiento  ai  príncipe:  ningún  particular 
podría  erígir  ni  tener  cárcel,  ni  los  magistra- 
dos deberían  consentirlo  bajo  severísimas 
penas,  que  alguna  vez  llegaban  hasta  la  de 
muerte  (5):  por  la  novela  13(,'en  fin,  cap.  6. 
{Áulh.  Collatió  y  9y  iii.  17)  se  dispuso  que 
la  muger  no  pudiese  en  ningún  caso  ser  en- 
carcelada, sino  que  en  los  delitos  fiscales, 
podría  tesponder  por  medio  de  su  marido  ó 
de  un  tercero:  en  delitos  comunes ,  quedaría 
en  libertad,  dando  fiadores;  y  no  hallándolos, 
bastaría  que  jurase  estar  á  lo  sentenciado; 
en  los  crímenes  por  último  seria  encerrada 
en  un  monasterio ;  pero  nunca  sería  enco- 
mendada á  la  custodia  de  los  hombres. 

Si  se  compara  cuanto  dejamos  espuesto 
con  nuestra  legislación  de  Partidas,  como  así 
bien  con  las  antiguas  legislaciones  de  Fran- 
cia, Alemania,  y  todos  los  estados  de  Euro- 
pa, á  donde  alcanzaron  el  imperio  y  la  legis- 
lación romana ,  hallaremos  el  origen  coman, 


i 


Ley  %  id. 
Ley  S,  id. 

Ley  4,  id. 
LeyS,ld. 
Ley  I  y  3,  lil.  9  del  propio  IUnto  9. 
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y  hasta  los  pormeaores  de  sos  respectivos 
sistemas  carcelarios,  segon  hemos  notado; 
hasta  que  los  naevos  estadios  en  materia  le- 
gislativa abrieron  campo  á  las  reformas,  que 
ya  pueden  notarse  en  nuestra  parte  legisla- 
tiva, y  mas  ampliamente  esplanaremos  en  la 
doctrinal,  y  en  los  artículos  análogos,  teniendo 
en  cuenta,  que  nacidos  todos  del  mismo  mo- 
vimiento político  y  científico,  que  en  ese  y 
otro  sentido  ha  trasformado  la  faz  y  modo 
de  ser  de  los  estados  de  Europa  y  del  mun- 
do de  un  siglo  á  esta  parte;  de  los  mismos 
sentimientos  y  teorías  humanitarias,  siguién- 
dose en  esto  unas  naciones  á  otras,  el  siste- 
ma penal  y  carcelario  de  una  de  ellas,  dá  ya 
i  conocer  en  sus  bases  cardinales,  y  á  veces 
hasta  en  sus  permenores,  el  de  los  demás, 
sucediendo  en  esto,  como  era  consiguiente,  lo 
que  se  ha  venido  realizando  en  cuanto  á  có- 
digos ,  sobre  todo  penales ,  y  en  cuanto  á 
constituciones  políticas.  Notaremos,  sin  em- 
bargo, en  conclusión^  que  no  es  el  art.  Cár- 
cel en  el  que  mas  amplia  y  completamente 
puede  esplanarse  y  darse  á  conocer  el  men- 
cionado movimiento  y  sistema  común  euro- 
peo en  este  punto;  si  no  en  los  de  establecí-- 
míenlos  penales,  prisiones,  en  los  que  tratan 
de  los  sistemas  correccional  y  penitenciario, 
y  otros  análogos. 

PARTE  DOCTRIIVAL. 

Seg.  L  consideraciones  geneeales  sobre 
el  origen  de  las  cárceles:  de- 
recho y  fines  de  la  sociedad 
política  en  su  erección. 

Sec.  II.    bases  fundamentales  de  un  buen 

SISTEMA  CARCELARIO  EN  QUE  SE 
CONCILIEN  LOS  FINES  DE  LA  SOCIE- 
DAD POLÍTICA  CON  LA  HUMANIDAD. 

§,  i.^    Seguridad. 
§.  2.*    Salubridad. 
§.'3.*    Moralidad. 
$.  4.*    Régimen  administrativo  in^ 
terior. 

Se«.  III.  DE  NUESTRAS  CÁRCELES  :  AUTORI- 
DADES DE  QUE  HAN  DEPENDIDO  T 
DEPENDEN. 


SeC.   IV.     QUEBRANTAMIENTO     DE    CÁEGEI^KS. 

Seo.   V.    VISITAS  de  cárceles. 
SECCIÓN  1. 

GO  NSIDERAGIONES  GENERALES  SOBRE  EL  OMÍGEM 
DE  LAS  cárceles:  DERECHOS  Y  FINES  DE  LA  SO- 
CIEDAD POLÍTICA    EN  SU  ERECCIÓN. 

El  abus  o  ba  becho  mirar  las  cárceles  co- 
mo una  institución  odiosa,  por  bárbara  y  ti- 
ránica: la  crueldad,  que  parece  haber  fijado 
en  ellas  su  asiento,  las  presenta  como  ana 
mansión  de  horror:  y  si  por  desgracia  hubie- 
ra verdad  en  la  invectiva ,  cruelmente   hu- 
manitaria, de  algunos  publicistas,  al  califi- 
car la  represión  y  castigo  de  los  criminales, 
dt  una  guerra  de  la  sociedad  contra  el  in- 
dividuo (1),  las  cárceles,  según  lo  que  han 
sido,  bastarían  por  sí  solas ,  aun  para  des- 
honrar esa  guerra,   necesariamente  ¡nicna, 
por  enormemente  desigual.  T  sin  embargo, 
las  cárceles,  según  deben  ser,  espresan  por 
una  parte  una  necesidad  social ;  y  son  por 
otra,  aun  examinadas  á  la  luz  de  la  mas 
exigente  filosofía,  una  garantía  en  favor  de 
la  inocencia,  una    institución,  á  un  mismo 
tiempo  justa  y  humanitaria.  Pero  hablamos 
de  las  cárceles,  según  debca,  y  han  debido 
ser.  Según  lo  que  han  sido,  la  humana  civi- 
lización no  tiene  si  no  motivos  para  aver- 
gonzarse; y  si  bien  son  exajeradas;  tienen 
por  desgracia  fundamento  en  este  punto  las 
apasionadas  declamaciones  del  antes  citado 
publicista,  de  Filangieri,  Howard ,  Alincurt, 
Pastoret,  y  otros  ardorosos  autores  ó  propa- 
gadores de  la  filosofía  filantrópica  del  siglo 
anterior. 

Mas  como  siempre  el  abuso  es  la  devia- 
ción de  un  principio  opuesto,  siempre  tam- 
bién puede  tenerse  por  seguro  que  en  el 
fondo  del  abuso  se  esconde  ese  buen  prin- 
cipio; y  el  llegar  hasta  él,  el  establecer  la 
conveniente  direrencia  entre  el  uso  y  el  abu- 
so, es  el  oficio  de  la  filosofía ;  aunque  no  de 
la  filosofía  apasionada,  que  es  á  su  vez  otro 
abuso,  aun  de  las  dotes  mas  brillantes  de  la 
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iotelígencia,  y  de  ello  no  ha  sucedido  poco 
en  los  últimos  tiempos,  en  materia  de  cárce- 
les y  prisiones;  si  bien  conresaremos  que  en 
esta  parte,  aun  el  abuso  ha  sido  noble. 

Pero  el  rigorismo,  la  austera  impasibili- 
dad que  reclamábamos  de  parte  de  la  filo- 
soría  humanitaria  de  los  últimos  tiempos, 
exige  que  también  nosotros  seamos  impar- 
ciales, al  traer  á  juicio  las  pasadas  civiliza- 
ciones, las  legislaciones,  y  la  ciencia  de  30 
siglos.  Obtemperando  gustosamente  á  este 
principio,  nos  es  preciso  reconocer,  que  si 
bien  el  sistema  carcelario  general,  según 
ha  sido,  merece  la  durísima  caliRcacion  que 
nosotros  mismos  hacemos  de  él;  es  verdad 
al  mismo  tiempo  que  en  ello  han  tenido  mas 
parte  el  hombre  y  la  índole  de  los  tiempos, 
que  las  legislaciones  y  la  ciencia.  Estas  des- 
de los  primitivos  tiempos  históricos  hasta 
nuestros  dias,  vienen  en  general  prescri* 
hiendo  é  inculcando  la  teoría  salvadora  de 
conciliar  la  severidad  con  la  humanidad,  la 
justicia  con  la  clemencia,  encaminando  el 
tremendo  derecho  de  castigar,  no  aislada- 
mente á  la  vejación  ó  esterminio  del  delin* 
cuente,  no  á  la  venganza,  á  la  guerra  de  la 
sociedad  contra  el  individuo;  si  no  á  la  en- 
mienda de  aquel,  y  á  la  defensa  de  la  so- 
ciedad. Eso  vemos  en  la  legislación  de  los 
hebreos,  la  mas  antigua  y  genuinamente  his- 
tórica que  en  aquellos  remotos  tiempos  pue- 
da citarse:  en  las  leyes  y  filosofía  de  los  ate- 
nienses: en  la  legislación  romana  y  las  doc- 
trinas y  máximas  de  sus  profundos  juriscon- 
sultos: todas  las  legislaciones,  en  fin,  hasta 
nuestros  dias,  y  muy  seüaladamente  la  es- 
pañola, según  por  ella  misma  puede  juzgar- 
se en  la  parte  legislativa  de  este  artículo.  Y 
esta  confesión noes  nuestra:  es  délos  adalides 
mas  fervorosos  y  autorizados  de  las  teo- 
rías humanitarias  sobre  este  punto  del  último 
siglo  y  medio.  Filangieri  hace  en  este  sen- 
tido la  apología  de  las  leyes  romanas,  que 
nosotros  dejamos  notadas  en  la  legislación 
estranjera  de  este  artículo :  Wammy  en  su 
escelente  Manuel  de  prisons ,  hace  mérito 
y  elogio  de  la  filosofía  griega,  y  encomia  con 
razou  la  sabia  máxima  de  los  antiguos,  y  de 
la  jurisprudencia  de  siempre,  á  saber,  pa- 


rumesí  coerceré  improbos  poend.^..  nisipro^ 
bos  efftdas  disciplina. 

El  cristianismo,  con  sus  máximas  de  cari- 
dad, como  la  ley  mas  eminente  humanitaria 
de  los  siglos,  quebrantando  en  esto  también 
la  crueldad  y  rompiendo  las  cadenas  del 
género  humano,  llevó  la  dulzura  á  los  cora- 
zones, la  luz  y  el  consuelo  á  la  horrible  os- 
curidad de  las  cárceles  y  prisiones,  y  ha 
corregido  y  prevenido  en  gran  parte  los 
abusos;-  Todos  estos  saludables  principios, 
nobles  instintos  y  tendencias ,  se  reflejan  en 
nuestra  legislación  de  Partidas ,  como  en  la 
de  todos  tiempos.  No  descendemos  en  este  ar- 
tículo á  mas  pormenores ,  aunque  sí  habre- 
mos de  hacerlo  en  otros :  pero  véanse  sobre 
cuanto  queda  espuesto;  á  Platón,  De  legibus, 
diálogo  9 :  Filangieri,  Ciencia  de  la  legisla- 
don,  libro  3,  cap.  6,  y  part.  3  de  las  leyes 
criminales ,  cap.  26:  y  Wammy,  en  su  obra 
citada,  cap.  1. 

Quede,  pues,  para  el  abuso  del  hombre, 
de  los  oficiales  públicos,  de  la  indolencia  de 
los  gobernantes,  la  mayor  responsabilidad 
acerca  de  los  horrores  de  las  cárceles  y  pri- 
siones: sea  suya  también  la  de  haber  des- 
atendido las  sabias  prescripciones  de  la  ley, 
de  la  ciencia  y  del  dogma ;  pero  no  por  eso 
el  hecho  de  tales  horrores  es  menos  cierto. 
¿Será  que  la  institución  misma  de  cárceles 
sea  un  abuso  de  la  sociedad?  Lejos  de  creer- 
lo asi,  hemos  proclamado  la  institución  de 
las  cárceles,  según  debian  ser,  como  un  re- 
curso social  de  necesidad ,  lo  que  acredita 
su  justicia,  en  lo  cual  está  con  nosotros  el 
propio  Marqués  de  Beccaría,  cuando  asienta, 
como  un  canon  en  la  materia,  que  ttodo  ac- 
to de  autotidad  de  hombre  á  hombre ,  que 
no  se  derive  de  absoluta  necesidad^  es  tirá- 
nico. Veis  aqui^  añade,  la  base  sobre  que  el 
soberano  tiene  fundado  su  derecho  para 
castigar  (1).!  Pero  hemos  añadido  aun  que 
las  cárceles,  según  deben  ser,  son  una  ga* 
rantia  en  favor  de  la  inocencia  :  una  insti- 
tución, á  un  mismo  tiempo  justa  y  humani- 
taria ;  y  nos  incumbe  el  deber  de  demos« 
trarlo. 

vD  Trst,  De  los  delitos  y  de  \u  penas,  ialrodtc.  |  9. 


Digitized  by 


Google 


CABCEL. 


Ya  enira  por  mocho  en  este  punto ,  y  es 
muy  para  tenido  en  cuenta,  el  hecho  histó- 
rico de  que  la  institucíonde  (íceles púfrli^os, 
se  identifica  siempre  con  el  principio  de  to- 
das las  sodedades,  es  adoptada  poriodas  las 
civilizaciones,  aun  la  sublime  y  humanitaria 
civilización  cristiana,  y  dan  razón  de  ella  la 
historia  y  la  legislación  de  todos  los  pueblos. 
Para  evitar  proligidad,  porotra  parte  ociosa, 
en  un  asunto  notorio',  mencionaremos  sola- 
mente un  pueblo,  que  como  ya  hemos  notado, 
por  haber  dado  leyes  al  mundo,  presenta  en 
su  legislación  la  .base  y  la  historia  de  las  le- 
gislaciones de  los  domas  pueblos,  de  las  que 
mas  nos  importa  conocer.  La  institución  de 
cárcel  y  prisiones  en  Roma  se  atribuye  ya 
á  AncoMarcio,  y  según  otros  á  TuIoHostilío: 
y  siendo  cierto  que  desde  que  hay  una  ley, 
puede  darse  por  seguro  el  abuso,  y  la  nece- 
sidad consiguiente  de  represión ,  coartando 
de  uno  ú  otro  modo  la  libertad  del  transgre- 
sor,  bien  puede  suponerse  que,  aunque  anti- 
guas estas  leyes  de  Roma,  no  hicieron  mas 
que  ampliar  y  dar  nuevas  formas  al  recurso 
de  orden  público  que  la  necesidad  debió 
imponer  al  mismo  Rómulo,  como  antes  y 
después  ha  sugerido  ¿  impuesto  á  todos  los 
legisladores.  Esta  cárcel  contenia  los  tres 
deparlamentos  denominados  lautumicR ,  tul^ 
liaiuim,  y  robur.  El  primero,  por  lo  menos,  era 
ima  cava  subterráneaf  que  las  leyes  romanas 
llaman  tenebrm  Intinuz  sedü  (ley  1 ,  tit.  4, 
lib.  9  del  Código) ,  y  había  aun  en  la  misma 
otros  muchos  medios  de  fuerza  espresados, 
asi  como  la  propia  cárcel,  con  la  palabra 
genérica rincula,  prisiones,  como  grillos, 
cadenas,  esposas,  cepo,  ligaduras  (ner- 
vi)  etc.,  (1). 

Analizando  estas  ligeras  indicaciones,  y 
comparándolas  con  las  disposiciones  legales 
mencionadas  en  la  parte  legislativa,  es  im* 
posible  no  ver  en  el  conjunto,  y  según  ya 
hemos  mencionado,  el  sistema  carcelario  de 
la  Europa  hasta  el  lUtimo  siglo:  asi  como 
en  la  antigüedad  y  universalidad  de  este 
medio  eoercUivo,  se  revelan  la  necesidad  y 


(O    Heinficio,  antífffiedades  romanas,  lib.  3,  Üt.  tS,  |  6: 
ley  I,  tH  5>  lib.  9  del  Código  [He  akñtérihns). 


la  conveniencia  que  lo  han  convertido,  di- 
gámoslo asi,  en  ley  de  las  naciones,  el  de- 
recho, en  fin,  de  la  sociedad  en  la  erección 
de  cárceles. 

Y  con  efecto:  nadie  ha  disputado  á  la  so- 
ciedad política  el  derecho  de  castigar:  seria 
lo  mismo  que  disputarle  el  derecho  de  existir. 
Se  cuestiona  sobre  el  origen  de  ese  derecho, 
y  se  cuestiona  á  veces  hasta  con  violenciadel 
buen  sentido;  pero  todos  se  lo  conceden.  Y 
¿cómo  no?  A  pesar  de  las  teorías  mas  exage- 
radas: aun  reduciendo  el  derecho  social  á 
un  ¡Dcomprensible,  y  peligroso  individualis- 
mo, es  y  será  siempre  una  verda.d  de  prir 
mera  evidencia  que  no  se  concibe,  ni  es  po- 
sible, la  organización  social,  si  no  á  condición 
de  que  la  ley  impere,  y  todos  obedezcan. 
Desde  luego  puede  tenerse  por  cierto  que 
todos  no  lo  harán,  como  jamás  lo  han  he- 
cho, espontáneamente.  Hé  aquí  el  derecho 
de  la  sociedad  á  compeler,^  á  reprimir,  á 
castigar.  Esta  es  en  brevísimas  palabras  la 
síntesis  de  las  complicadas  teorías  sobre  el 
derecho  de  penar ,  que  nosotros  espon- 
dremos mas  ampliamente  en  su  lugar  opor* 
tuno. 

Pero  eí  castigo  no  puede  ser  siempre,  y 
mas  bien,  no  conviene  que  sea  nunca  instan- 
táneo. Para  ser  saludable  ,  ha  de  ser  justo; 
y  para  reunir  ambos  conceptos,  ha  de  re- 
vestir las  formas  de  la  reflexión,  de  (a  tem- 
planza; no  de  la  venganza,  de  la  precipita- 
ción, de  la  ira.  He  aquí  la  necesidad  del 
juicio,  y  por  tanto  de  la  detención  forzada, 
de  la  prisión  prevetUiva:  estado  intermedio 
entre  la  libertad  y  la  pena  ó  declaración  de 
la  inocencia,  que  la  sociedad  no  puede  evitar, 
ni  debe.  ¿Qué  civilización  consentiría  un 
juicio  sin  defensa?  He  aquí,  pue^,  la  necesi- 
dad de  las  cárceles,  que  no^s  io^^íspensable 
sean  mansiones  de  horror,  ni  un  suplicio 
anticipado.  Son,  sí,  una  interrupción  dolo- 
rosa  de  la  libertad  del  ciudadano;  pero  tal 
interrupción  es  parte  esenoialdel  derecho 
de  castigar;  y  como  este,  eminentemeiUe 
justo,  pues  que  es  inevitablemente  necesa* 
rio.  Las  cárceles  no  son  si  no  el  medio  ma^ 
terial  de  realizar  este  principio:  recurso  tris- 
tísimo ;  pero  fnescusable;  si  han  de  ser  efi« 
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caces  las  leyes ;  si  no  han  de  ser  ilnsorios 
los  juicios.  De  este  modo  e!  fin  y  el  medio, 
el  juicio  y  ladetencion,  la  prisión  prcventi- 
va,  son  inseparables:  doble  institncion,  qne 
despojada  de  las  demasías  del  abnso,  sobre 
ser  necesaria,  como  queda  evidenciado,  es 
una  garantía  en  favor  de  la  inocencia,  por 
que  hace  posible  y  favorece  el  derecho  sa- 
grado de  la  propia  defensa:  es  humanitaria 
ademas,  porque  obstando  á  los  ímpetus  de 
la  ira,  de  la  venganza,  dá  lugar  á  las  deci- 
siones desapasionadas  de  la  fria  razón.  Esto 
hemos  dicho  que  eran,  y  esto  son  las  pri- 
siones preventivas,  las  cárceles,  según  de- 
ben ser. 

Pero  se  empieza  por  privar  de  su  libertad 
á  uno  de  los  asociados,  qtie  es  acaso  de  todo 
punto  inocente:*  se  empieza  interrumpiendo 
el  pacto  sagrado,  que  siempre  es  preciso, 
subentenderá  lo  menos,  entre  los  asociados 
y  la  sociedad,  en  aquellos  de  respetar  la  li- 
bertad de  todos;  en  esta  de  reconocer  y  ase- 
gurar la  libertad  de  cada  uno:  y  si  la  socie- 
dad, por  una  condición  de  su  existencia, 
tiene  este  tremendo  derecho,  no  es  posible 
que  lo  tenga  nadie  mas  que  ella.  Por  otra 
parte,  si  el  derecho  de  detener,  de  encarce- 
lar en  su  caso,  es  parte  del  derecho  de  juz- 
gar, y  ambos  del  dé  castigar,  ó  mas  bien, 
si  todos  tres  no  son  sino  un  mismo  derecho, 
y  derecho  soberano,  pues  versa  sobre  uno 
de  los  supremos  fines  sociales,  es  evidente, 
repetimos,  y  mas  aun,  es  de  supremo  orden 
público  y  organización  social,  que  en  sus 
tres  indicados  conceptos ,  lo  propio  que  en 
cada  nno,  y  por  tanto  eü  el  de  encarcelar, 
compete  solo  á  la  sociedad,  ó  á  sus  manda- 
tarios. Lo  contrario  destruiría  en  una  desús 
bases  esenciales  la  organización  social.  De 
aquí  las  severísimas  penas  con  que  todos 
los  derechos;  y  muy  especialmente  el  roma- 
no y  el  español,  según  dejamos  consignado 
en  la  parte  legislativa,  prohibieron  y  casti- 
garon el  abuso  intolerable,  tiránico ,  pertur- 
batorio  ^  de  erigir  cárceles  los  particulares 
de  propia  autoridad ,  si  bien  hallamos  esce- 
ceso  de  rigor  en  castigario,  asi  las  leyes  ro- 
manas, como  las  de  Partidas,  con  la  pena 
de  muerte. 


Verdad  es  qne  la  legislación  misma  con- 
cedió á  los  particulares ,  á  los  señores  y  po- 
tentados, este  imponente  derecho*,  como  les 
concedió  el  de  juzgar;  y  sabido  es  hasta 
qué  punto  llegaron  en  esta  materia  el  abu- 
so y  el  escándelo.  Pero  si  la  legislación  ,  y 
la  sociedad  hicieron  mal,  pagando  en  ello  un 
tributo  á  lo  calamitoso  délos  tiempos,  á  lo 
debilitado  y  combatido  del  principio  de  au- 
toridad, á  las  equivocadas,  ó  mal  compren- 
didas teorías  de  derecho  público;  también  es 
cierto  que  la  sociedad  misma  y  las  leyes, 
como  si  en  ello  protestasen  contra  la  ley  de 
la  necesidad,  y  la  acervidad  de  los  tiempos, 
procuraron,  como  salvar  ,  la  cuestión  de 
principio,  por  una  parte  atribuyendo  el  ca- 
rácter de  sus  mandatarios  á  los  señores  ju^ 
risdiccionales;  no  permitiéndoles  el  derecho 
de  prender  y  penar  si  no  en  virtud  de  real 
gracia  y  delegación  ,  si  bien  perpetua ;  y 
por  otra  reservándose  los  soberanos  la  su- 
prema  justiciay  para  suplirla  allí,  en  donde  la 
arbitrariedad,  el  abuso,  la  tiranía  de  los  seno- 
res  laamenguase.  Últimamente  las  buenas  teo- 
rías han  prevalecido,  los  fueros  individuales  y 
sociales  han  sido  reintegrados,  el  tremendo 
derecho  de  prender  y  penar,  se  ha  legaliza- 
do al  fin,  proclamado  el  principio  universal 
deque  toda  justicia  se  administra  en  nombre 
del  rey,  esto  es,  en  nombre  de  la  sociedad 
personificada,  y  reduciendo  este  principio  á 
una  verdad  de  hecho  en  la  cesación  de  las 
justicias  ieñoríales. 

Pero  la  cuestión  jurídica  y  social ,  la 
cuestión  de  atentado  contra  la  autoridad  y 
orden  público  en  el  punto  sobre  que  vamos 
hablando,  no  estaba  bien  definida  en  la  mera 
prohibición  de  tener  cárceles  los  particula- 
res; ó  de  otro  modo,  no  podia,  no  puede  en- 
tenderse esta  prohibición  materialmente;  si 
no  en  todas  sus  consecuencias.  Asi,  no  solo 
no  era  ni  puede  ser  licito  á  los  particulares 
el  tener  cárceles,  esto  es,  localidades  erigi-» 
das  y  habitualmente  destinadas  para  la  re- 
tención de  ciudadanos,  como  las  cárceles 
públicas;  si  no  cualquier  género  de  encier- 
ro ó  prisiones,  y  cualquier  modo  de  coar- 
tar la  libertad  individual  por  autoridad  pri- 
vada, lo  que,  según  el  caso  y  las  formas,  6 
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pormenores  del  atentado,  ano  de  parte  de 
la  autoridad  pública,  dá  lugar  á  diversas  es- 
pecies de  delitos,  de  que  aquí  no  podemos 
hacernos  cargo,  y  sí  en  su  lugar  respectivo, 
como  m%WT;  bbtbxci*»  abbitbahia, 
cAirriYEBí*,  etc.:  en  resumen  no  puede 
perturbarse  licitamente  la  libertad  individual 
si  no  en  virtud  de  autoridad  pública,  y  como 
ella  permita,  y  solo  el  que  la  ejerza  puede 
erigir  y  tener  casas  ó  establecimientos  de 
detención  para  realizar  en  la  práctica  el  im- 
ponente derecho  de  detener,  de  encarcelar. 

De  todo  lo  espuesto  se  deduce  fácilmente 
cuáles  hayan  sido  y  cuáles  deban  de  ser  los  fi- 
nes de  la  sociedad^n  la  erección  de  cárceles, 
y  mas  bien,  no  hay  que  deducirlo;  ya  que- 
da indicado:  la  mera  detención ,  la  prisión 
preventiva  del  presunto  reo.  Pero,  pues  no 
consta  jurídicamente  la  delincuencia ,  y  aun 
puede  el  retenido  aparecer  inculpable;  la 
retención,  la  prisión,  la  cárcel,  no  puede  te- 
ner el  carácter  de  pena,  que  en  tal  caso  pre- 
cedería al  juicio  evidenciándose  en  ello  su 
notoria  injusticia;  ni  consiente  por  tanto 
otro  género  de  agravaciones,  privaciones, 
de  medios  aflictivos,  ó  represivos ,  que  los 
que  exija  de  necesidad  la  seguridad  de  la  per- 
sona, é  impedir  la  continuación  de  la  delin- 
cuencia ,  los  abusos  punibles  de  la  liber- 
tad individual.  Por  razones  que  se  despren- 
den fácilmente  de  estos  principios,  el  encara 
celamiento  debe  ser  el  último  término  de  la 
privación  preventiva  de  la  libertad  indivi- 
dual, y  admite  por  lo  tanto  gradaciones  pre- 
vias, y  aun  atenuaciones  en  su  último  esta- 
do, esto  es,  aun  en  el  caso  ya  de  rigoroso 
encarcelamiento,  que  las  antiguas  legisla- 
ciones no  desconocieron;  pero  que  las  mo- 
dernas han  adoptado,  y  examinan  con  me- 
jor atención  y  proligidad  que  ellas. 

Es  justo  notar  sin  embargo  que  en  mate- 
ria de  franquicias  individuales  apenas  han 
perfeccionado  cosa  alguna  las  modernas  le- 
gislaciones, que  no  vislumbrasen  en  teoría, 
ó  en  el  hecho  iniciasen,  las  antiguas:  asi  co- 
mo es  cierto  que  al  través  de  los  siglos  han 
venido  coexistiendo,  y  como  hermanados  é 
inseparables,  esos  destellos  del  buen  senti- 
do, con  el  abuso  mas  espantoso;  sin  que 


pueda  dudarse,  sin  embargo,  en  cual  de  es* 
tos  dos  heclios  coexistentes  hayan  de  bus- 
carse y  reconocerse  los  fines  de  la  sociedad 
en  la  erección  de  cárceles. 

Lejos  de  nosotros  el  suscribir  desde  luego 
á  las  exageraciones  apasionadas  de  la  filoso- 
fía filmürópica  del  último  siglo,  si  bien  dic- 
tadas por  un  noble  principio.  Uowardasegura 
que  en  su  visita  á  las  cárceles  de  Inglaterra, 
halló  calabozos  tales  cque  pocos  carceleivs  se 
aventuraban  á  acompañarle  para  reconocer- 
los: que  en  la  primera  vez  que  los  visitó, 
las  hojas  de  tu  diario  se  inancharon  con  la 
infección  del  aire,  de  tal  modo  que  ya  no 
podia  servirse  de  ellas:  que  el  vinagre  pre- 
servativo que  llevaba  consigo,  perdió  en  breve 
sus  propiedades:  (fiíQ  sus  vestidos  ^  en  fin, 
contrajeron  tal  hedor,  que  no  pudo  residir'' 
lo  en  tin  coche  cerrado.^  Si  no  ha  de  lanzar- 
se un  grito  de  indignación  contra  la  inhuma- 
nidad del  hombre,  hay  que  prevenirse  á 
creer,  aun  por  decoro  del  género  humano  y 
de  las  legislaciones,  que  en  esta  esposicion 
y  otras,  igualmente  sentidas,  haya  algún 
tanto  de  exageración;  pero  reconociendo  ine- 
vitablemente verdad  en  el  fondo.  ¿Cómo  ne- 
gar el  hecho  de  las  fiebres  carcelarias^  que 
tan  horriblemente  han  diezmado  la  clase  in- 
fortunada de  los  encarcelados?  ¿Quién  abrirá 
sobre  este  punto  las  epidemiologías  de  todos 
los  tiempos,  quién  recordará  sin  estremeci- 
miento la  llamada  por  sus  efectos  la  sesión 
negra^  de  mediados  del  siglo  XYI,  en  la  cual 
cuantos  se  hallaron  presentes  en  el  tribunal 
de  Oxford,  el  juez,  el  sherif  y  300  perso- 
nas, todas  sucumbieron  á  la  fiebre  carcela- 
ria en  menos  de  40  horas? 

Con  este  esceso  de  horror  coexistian,  he* 
mos  dicho,  lus  rudimentos  de  una  teoría  y 
legislación ,  admirablemente  humanitaria, 
en  que  poco  han  tenido  que  innovar  las  le- 
gislaciones modernas.  Hablamos  de  las  cir- 
cunstancias y  trámites  graduales  para  la  en- 
carcelación, y  atenuación  de  los  rigores 
de  esta.  Según  que  el  delito  lo  consen- 
tia,  por  la  legislación  romana ,  comí)  puede 
verse  en  la  parte  legislativa,  el  presunto  reo 
quedaba  en  libertad  bajo  su  palabra  de  ho- 
nor: bajo  fianza  comentariensCf  ó  carcelera: 
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encomendado  á  alguna  persona  notable,  y 
bajo  la  palabra  de  este;  y  vemos  que  hasta 
los  cómplices  de  Catilina  fueron  encomen- 
dados en  custodia  á  varios  senadores:  eran 
los  reos  entregados  otras  veces  á  la  custodia 
müitar,  como  sí  se  quisiesen  apurar  todos  los 
medios  antes  de  encarcelarlos.  Encarcelados 
ya,  aun  era  diversa  la  situación  de  los  con- 
fesos, y  no  confesos  ni  convictos,  habiendo 
para  estos  lo  que  se  llamaba  liberan  cusía- 
dt(E,  ó  detención  sin  prisiones:  respecto  de 
los  primeros,  y  aun  de  los  rematados  y  ya 
condenados  por  criminales,  se  ve  la  solicitud 
con  que  se  encargaba  se  les  espusiese  du- 
rante el  dia  al  aire  libre  y  la  luz :  y  se  ve, 
en  Gn,que  la  crueldad,  la  venalidad  desapia- 
dada de  los  carceleros  y  ministros  de  justi- 
cia eran  castigadas  basta  con  pena  de  muer- 
te. El  mismo  sistema  vemos  dominar  en  los 
siglos  medios  y  aun  bárbaros  en  la  legisla- 
ción visigoda,  en  las  Capitulares,  en  las  le- 
yes de  les  Longobardos :  de  un  modo  nota- 
ble en  nuestra  legislación  de  Partidas,  como 
en.Qtra^  legi^aciones :  y  el  mismo  Filan - 
gíeri ,  después  de  encomiar  en  este  punto 
las  leyes  de  los  romanos ,  asegura  que,  aun 
la  célebre  garantía  del  habeos  corpus  de  In- 
glaterra, es  tomada  de  dicha  legislación. 
(Véase  en  los  lugares  antes  citados.) 

Concluiremos  la  presente  sección  mani- 
festando, que  si  bien ,  por  el  rigorismo  al- 
fabético, concretamos  este  artículo  á  las 
cárceles,  esto  es,  á  las  casas  ó  estableci- 
mientos públicos  destinados  de  ordinario  á 
la  retención  ó  prisión  preventiva  de  los  en- 
causados del  fuero  común,  lo  espuesto,  y  que 
en  las  secciones  sucesivas  se  esponga,  ha  de 
tenerse  por  dicho,  y  el  buen  sentido  indicará 
lo  que  de  ello  es  aplicable  en  cada  caso,  á 
los  diversos  medios  de  prisión  preventiva,  y 
aun  de  arresto,  ó  mera  detención,  usados  ó 
empleados  por  las  autoridades  gubernativas, 
y  jueces  de  ftieros  especiales ,  como  depósi- 
tos municipales,  cárceles  de  corona,  cárce- 
les académicas,  castillos ,  calabozos  milita- 
res, cuartos  de  pr^t^eiieiotí,  etc.,  y  aun  las 
prisiones  y  lugares  de  seguridad,  *  que  las 
circunstancias  obligan  á  improvisar  en  los 
casos  de  persecución,  traslación  ó  ^onduc- 
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cion  de  presos:  es  decir,  que  bajo  la  cifra  de 
cárceles,  ha  de  entenderse  que  hablamos  do 
todo  local  y  medio  material  de  arresto,  de- 
tención, prisión  preventiva;  pues  en  cuanto 
á  establecimientos  penales  y  prisiones  pena- 
les ó  aflictivas,  han  de  verse  sus  artículos 
correspondientes.  Véanse  ademas  las  seccio- 
nes sucesivas  por  su  mutua  dependencia,  y 
correlación. 

SECCIÓN  U. 

BASES  FUNDAMENTALES  DE  UN  BUEN  SISTEMA 
CARCELARIO,  EN  QUE  SE  CONGILIEN  LOS  FINES 
DE  LA  SOCIEDAD  POUTICA  CON  LA  HUMANIDAD. 

Lamentable  es  que  después  de  tantos  si- 
glos de  civilizaciones  variadas :  después  de  la 
perdurable  existencia  de  sociedades  políti- 
cas ;  hoy  sea  preciso  tratar  todavía  de  con- 
ciliar dichos  sagrados  objetos ,  esto  es,  la 
conservación  de  la  sociedad  política  y  la  hu- 
manidad, ni  mas  ni  menos  que  si  ahora 
empezara  á  constituirse  el  género  humano. 
¿Será  verdad  que  hasta  ahora  no  se  habían 
concillado,  ó  no  lo  habían  sido  conveniente- 
mente, en  lo  que  es  objeto  del  presente  ar- 
ticulo, la  sociedad  y  la  humanidad?  En  la^ 
sección  anterior,  sin  recargar  el  cuadro,  sí 
no  atenuándolo  de  propósito,  hemos  indicado, 
aunque  ligeramente ,  el  estado  de  las  legis- 
laciones durante  veinte  siglos,  y  aun  de  mu- 
cho antes ;  y  el  estremo  á  que  había  llegado 
el  abuso.  Hace  siglo  y  medio  que  parece  ha- 
ber sonado  la  última  hora  para  éste:  á  repri- 
mirlo y  prevenirlo  se  encaminan  desde  enton- 
ces los  esfuerzos  de  la  ciencia  y  de  la  legís- ' 
lacion ;  y  la  sección  presente  no  es  si  no  una 
referencia  de  ese  impulso  general,  que  no  ha 
tocado  todavía  á  sus  últimos  resultados,  y  en 
que  están  igualmente  comprometidas ,  noble 
y  concienzudamente  empeñadas,  la  filosofía, 
la  administración ,  y  la  jurisprudencia.  Bajo 
este  punto  de  vista  la  sección  anterior  ha  mos- 
trado el  abuso:  la  presente  ocurre  á  su  re-: 
medio,  estableciendo  las1)ases  fundámen ta- 
les de  un  sistema  carcelario,  tal  como  se> 
indica  en  el  epígrafe  de  la  misma,  y  se  es* 
I  plana  eij  los  siguientes  párrafos, 
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En  todo  mtema  carc^buío,  en  todo  siste- 
ma de  represión  per8(mal,  es  base  fandamen- 
tal  la  seguridad.  tCómo  se  comprende  la  re-- 
presion  sin  eUa?  Pero  la  primera  idea  que  de 
este  prinei^ía  se  desprende,  es  la  de  opresión, 
de  coacción  en  h  libertad  humana :  y  cierta- 
mente la  seguridad  en  el  sentido  del  presente 
articulo»  de  cualquier  modo  que  se  consulte 
y  organice»  siempre  oprime;  cuanto  mas 
completa  sea,  mas  reprime;  menos  arbitrio 
deja  ala  evasión:  y  con  todo,  en  tratando  de 
sistemas  careelarios»  de  establecimientos  pe- 
nales» ó  de  corrección»  es  menester  procla- 
mar la  seguridad^  como  un  principio  abso- 
luto. T  es  que  por  sagrada  que  sea  la  liber- 
tad éel  hombre ;  por  absoluta  que  se  la  con- 
ciba» hemos  visto»  y  es  sabido»  que  admite 
represión  ante  otra»  no  menos  sagrada  y 
al]^luta»  si  no  lo  fuere  mas » ante  la  libertad 
socktL  En  esta  parte  ño  será  recusable  el 
testimonio  de  uno  de  los  adalides  mas  ardoro- 
sos de  la  libertad  humana :  de  Kan:  según  este 
filósofo»  oscnro  y  profundo»  pero  eminente-* 
mente  ontolégieo^  nuestroi  derechos  natura- 
les tieimn  siempre  la  limüacion  necesaria  de 
hacerse  eampatWles  con  los  derechos  de  los 
demás.  Aun  sin  este  principio  incontesta- 
ble»  es  ana  verdad  práctica  qm  h  opresión 
que  proviene  de  la  completa  seguridad^  sirve 
para  oprimir  menos;  como  resultará  demos- 
trado en  el  contesto  del  presente  párrafo.  T 
desde  luego  siempre  los  medios  de  la  ley  son 
mas  ini|Misibles »  menos  arbitrarios  ;  menos 
espuestos  á  error»  ó  pasión»  qoe  los  del  hom- 
bre: y  pnede  tenerse  por  cierto  que  la  segu- 
ridad» procurada  previamente  por  una  admi- 
nistración ilustrada»  previene  el  abuso »  la 
crueldad»  la  venalidad,  ó  la  venganza  de  la 
improvisada  por  un  alcaide»  6  carcelero»  obli- 
gado á  responder  de  la  custodia  de  los  dete- 
nidos» y  á  el^r  en  una  cárcel  insegura  en- 
tre la  libertad  de  estos  y  su  irresponsabüi- 
lídad. 

Pera  bi  seguridad  ha  de  ser  relativa :  los 
medios  con  que  esta  se  procure  han  de  ser 
análogos  y  {voporcionados  al  motivo  y  fin  de 
la  misma.  En  el  encarcelamiento  (^ictívo^ 


diremos  con  BeittiMun,ett  mi  estabtoeifluento^ 
penal»  los  medios  de  s^;uridad  podrán  ser 
aflictivos;  porque  la  privación  de  la  libertad 
es  penal,  es  aflictiva  también:  pero  no  asi 
en  el  encarcelamiento  simplCj  diremos  con 
el  mismo  publicista:  en  la  detención»  en 
el  arresto»  en  la  prisión»  ó  encarcelamien- 
to preventivo:  el  detenido»  como  reo  presunto» 
puede  ser  de  todo  punto  inocente :  ñinga» 
derecho  autoriza»  ni  puede  justificar  vna 
pena  anticipada.  Ni  en  los  detenidos»  ni  en 
los  rematados  son  justas  otras  privaciones  y 
padecimientos  que  los  que  haga  inescusa* 
Mes  una  absoluta  necesidad;  pero  esta  exi- 
gencia de  la  buena  razón»  de  Injusticia, 
debe  considerarse  como  mas  inexorable  aun 
en  el  primer  caso  que  en  el  segundo.  Harto 
mortifica  la  mera  reclusión :  harto  bstima 
la  idea  de  encarcelamiento:  la  ley  tiene 
apenas  poder  para  impedir »  y  ni  ann  pa- 
ra atenuar  por  declaraciones  honrosas  en 
favor  del  inocenie»  el  juicio  desfavorable  de 
la  opinión.  La  seguridad»  pues»  de  las  cárce- 
les »  aun  consideradas »  como  deben  ser»  y 
según  las  consideramos  en  el  presente  artí- 
culo: la  seguridad  de  las  cárceles»  decimos, 
aun  consideradas  como  meros  estableci- 
mientos de  detención  ó  prisión  preventiva^  ha 
de  ser  tan  completa  y  absoluta »  como  pueda 
ser :  como  requiere  el  hábito  ó  propósito  de 
dañar  por  parte  del  retenido»  la  tranquili- 
dad y  seguridad  de  los  uemas  ciudadanos» 
la  efectividad  del  juicio»  si  tuviese  que  ser 
condenatorio,  el  respeto  y  prestigio»  en  fin» 
de  la  autoridad  y  de  la  ley.  Pero  de  los  prin- 
cipios» antes  espaestos»  se  deducen  estas 
consecuencias »  que  han  de  reputarse  como 
otras  tantas  reglas  d  bases  de  un  sistema 
carcelario:  1.'  Que  la  seguridad  se  consulte 
previamente  y  de  un  modo  estable  por  la 
administración»  dejando  lo  menos  posible  al 
arbitrio  del  carcelero.  2.*  Qoe  á  este  se 
prescriban  los  casos  y  la  forma  de  hacerse 
uso  gradual  de  los  medios  de  seguridad»  pa< 
ra  evitar  que  el  uso  ó  abuso  se  convmtaa 
en  tráfico  punible.  3.'  Que  se  apuren  lodos 
los  medios  posibles»y  que  ha  dado  á  conocer 
la  jurisprudencia  de  todos  los  tiempos»  de 
asegurarse  de  la  persona,  á  sidier,  canción. 
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fianza,  meradeteDcíon,  guardar  carcelería 
ó  arresto  eo  la  propia  casa,  la  población  por 
cárcel,  etc.,  antes  de  Uegar  ai  estremo  aflic- 
tivo de  formal  encarcelamietto ;  cem  otras 
atenuaciones  y  gradaciones  em  priTscíoa  de 
libertad  que  aun  notaremos  en  el  resto  de  la 
sección. 

Viniendo  á  términos  prácticos,  en  todos 
ios  casos  de  represión  necesaria,  asi  como  en 
los  de  injusta  agresión,  prevalece,  y  se  halla 
reconocido,  en  las  nacionesycomoen  los  indi- 
viduos, el  saludable  principio  de  que  á  cada 
uno  es  licito  reducirá  su  n^justo  agresor  á  la 
imposUMidad,  adual  ó  relativa ,  de  no  ofen- 
derle: d  impedir ,  diriamos  c<m  Bentham ,  la 
posibilidad  de  dañar:  la  razón  universal  no 
ha  hallado  otra  fórmula  mas  kumanitaria  y 
eGc&z,  de  autorizar,  y  moderar  al  mismo 
tiempo  el  derecho  sagrado  de  la  propia 
defensa.  Encargada  la  sociedad  del  cumplí* 
mieato  de  las  leyes,  de  hacer  eficaces  los 
juicios,  de  la  protección  y  defensa  de  los 
asociados,  de  prcTenir  sus  ofensas ,  ha  con- 
sultado estos  fines,  ha  ocurrido  la  libertad  de 
dañar,  por  la  retención  personal  en  seguri- 
dad; pero  ni  esta,  ni  aquella  han  podido 
siempre,  ni  pueden  en  todos  los  casos,  ser 
consultadas  de  la  misma  manera,  ni  por 
medios  uniformes.  Algunas  veces  se  ha  pro* 
curado  la  seguridad  por  medio  de  la  fuerza 
armaba.  Las  leyes  romanas  dan  razón  de  lo 
que  se  llamaba  custodia  militaris:  y  siem-* 
pre  este  es  el  recurso  que  se  haHa  mas  á 
mano,  ya  para  suplir  ht  falta  de  cárcel,  ya 
la  inseguridad  de  estas.  Pero  el  recurso 
mas  natural,  y  que  se  ha  hecho  ordin  ario 
sobre  todo  en  el  fuero  común,  han  sido  y 
son  las  cosos  de  raclustofi,  las  cárceles.  Mas 
estas  se  necesitan  á  cada  paso,  en  cada  lo- 
calidad, y  no  hay  fuerzas  en  toií^nunicipios, 
y  ni  aun  en  los  estados,  pana  construir  en 
cada  localidad  una  ciodadela.  Fué  ,  pues, 
necesario  suplir  la  inseguridad  de  las  cárce- 
les ó  casas  de  rechision,  con  mil  géneros  de 
prisiones  y  medios  coactivos,  de  que  no  po- 
cas veces  ha  tenido,  y  aun  tiene,  que  resen- 
tirse la  humanidad.  De  aquí  los  calabozos  y 
horribles  subterráneos,  "d  aherrojamiento  de 
mil  modos  variado  y  ^Ta▼ado  ^  tos  -cepos 


para  los  pies,  y  aun  parala  cabeza,  etc.  Han 
contribuido  á  ello  la  debilidad  é  inseguridad, 
no  siempre  evitable,  de  los  establecimientos 
públicos  de  retención  :  la  procacidad  de  los 
encarcelados:  los  diferentes,  y  cada  vez 
nuevos  é  inusitados  medios  de  evasión,  elu« 
diendo  la  ley  y  burlando  á  la  autoridad; 
y  hasta  fundando  eti  la  facilidad  y  casi  segu- 
ridad de  la  evasión  la  mayor  audacia  para 
delinquir,  y  para  la  reÍAcidencia:  el  doble 
destino  de  las  cárceles,  de  casas  de  retención 
preventiva  y  establecimientos  penales,  en  los 
cuales  se  cumplian  á  veces  condenas  de 
primera  gravedad:  el  diverso  y  opuesto  rum- 
bo de  la  opinión  por  dilatados  siglos  y  al 
presente ,  pues  que  frecuentemente  se  con- 
ftindian  en  el  derecho  común  el  crimen  y  el 
criminal,  y  viendo  uno  y  otro  en  concreto  en 
la  persona,  todo  era  odio  y  dureza  contra  ei 
delincuente.  Las  miámas  leyes  romanas  dn* 
plicaban  á  veces  las  acciones  jurídicas ,  los 
medios  judiciales  de  persecución  de  los  la- 
drones ,  por  ejemplo ;  y  la  jurisprudencia  de 
aquellos  tiempos  reconocía,  como  razón  ju&^ 
tificativa  del  hecho ,  el  que  se  realizaba  fn 
odiam  furum. 

En  eidia  la  opinión  sigue  otro  rumbo, 
hasta  casi  tocar  en  el  término  opuesto;  efec- 
to casi  inevitable  cuando  se  huye  de  un  es- 
tremo, y  se  huye  con  aversión  y  vehemen- 
cia, como  aqui  se  huye  del  abuso  de  dureza  < 
y  aun  de  crueldad.  Hoy  la  ciencia  y  aun 
la  administración  meditan  con  mas  afán  el 
mejoramiento  de  las  casas  de  reclusión  de 
delinouentes»  que  en  el  de  los  asilos  de  los 
hombres  honrados,  perseguidos  del  infortu- 
nio, ó  inutilizados  por  la  edad,  por  las  yici- 
situdes  de  la  vida.  Pasada  la  primera  impre- 
sión del  crimen,  es  común  no  ver  en  el  cul- 
pable mas  que  i  un  infeliz:  bajo  ose  ecmti- 
miento  se  escucha  su  condena  y  se  le  sigue 
con  interés  al  patAniio  ,  reservando  toda  la 
dureza  para  la  autoridad,  y  para  la  legisla- 
ción de  que  esta  no  es  si  no  ¡nstremeato.  No 
reprendemos  este  noUe  instinto,  pero  ai  ad- 
vertimos al  paso  de  que  siendo  también  m 
estremo,  encierra  su  peligro  propio  con  que 
debe  contarse. 

Porte  domas,  variado  hoy  d^eotino  de 
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las  cároeles,  reducidas  á  meras  casas  de  re- 
tencíoQ,  de  prisión  preventiva;  la  seguridad 
habrá  de  consultarse  en  la  construcción  ade- 
cuada del  edificio »  en  el  sistema  de  vigilan- 
cia, inspección  y  régimen  interior;  y  no  en  el 
aherrojamiento,  y  otros  medios  vejatorios  de 
la  persona,  salvo  en  casos  muy  estraordina- 
rios,  y  esos  previstos  por  la  ley ,  al  menos 
en  principio;  y  prescribiendo  reglas  sobre  el 
uso  y  abuso. 

Ciertamente  no  será  posible  construir  una 
cárcel  segura  en  cada  pueblo;  pero  tampoco 
es  lan  necesaria  como  antes.  Mientras  la  Ju- 
risdicción contenciosa  de  primera  instancia 
residia  en  los  alcaldes  ordinarios ,  la  conve- 
niencia de  que  el  reo  estuviese  cerca  de  su 
juzgador,  ó  mas  bien  de  que  este  tuviera 
cerca  á  los  reos  para  la  mayor  espedicion  de 
la  justicia,  oportunidad  de  las  actuaciones  y 
rapidez  de  los  juicios,  una  cárcel  de  ciertas 
circunstancias  en  cada  villa  era  mas  necesa- 
ria que  hoy,  que  centralizada,  digámoslo  asi, 
la  jurisdicción  de  primera  instancia,  reside 
en  los  jueces  de  partido.  Por  eso  bastará  que 
en  la  cabeza  de  estos ,  ó  por  lo  menos  es 
mas  fácil  que  en  las  mismas ,  haya  una  cár- 
cel ,  cual  conviene ,  para  asegurar,  sin  veja- 
ción personal;  y  aun  antes  era  frecuente  la 
práctica,  como  hoy  alguna  vez ,  de  trasladar 
á  los  presos  de  consideración  á  las  cabezas 
de  partido  por  cárcel  segura.   . 

Cuanto  queda  dicho .  sobre  la  necesidad 
de  consultar  la  seguridad  para  oprimir  mC' 
tíos;  de  precaver  la  fuga  sin  recurrir  á  me- 
dios vejatorios  personales,  procedería  con 
mayoría  de  razón,  si  entre  nosotros  se  esta- 
bleciese, como  hace  algún  tiempo  se  viene 
pensando,  la  prisión  por  deudas  civiles.  Ade- 
mas de  los  párrafos  siguientes ,  véanse  sobre 
la  materia  las  secciones  primera  y  tercera. 

§.  2."    Salubiidad. 

Apenas  necesitaba  recomendarse  esta  cir- 
cunstancia. Si  la  sociedad  tiene  el  derecho 
de  castigar,  hasta  llegar  á  la  pena  de  muer* 
te;  no  tiene  el  de  vejar,  ó  hacer  morir  por 
incuria»  por  abandono,  por  olvido:  mediando 
en  lo  contrario  deberes  sagrados ,  que  no 


porque  sean  administrativos,  dejan  de  ser  de 
severa  justicia. 

Y  sin  embargo,  en  este  punto  también  el 
abuso  ha  llegado  á  lo  increible,  y  hasta  la 
seguridad  se  ha  consultado  con  húmedos  y 
lóbregos  calabozos,  con  privación  del  trato 
humano,  del  aire  y  la  luz,  á  costa  de  la  hu- 
manidad. Aunque  tan  antigua  ¡cuan  olvida  • 
da  ha  estado  en  la  higiene  carcelaria  la  me- 
morable doctrina  y  célebre  tratado  de  Hipó  - 
erales  de  los  aires^  las  aguas  y  los  lugaresl 
T  no  porque  la  materia  no  lo  mereciera . 
¡Qué  no  merecen  la  humanidad,  y  la  digni- 
dad del  hombre!  Estremecimiento  causa  el 
modo  coa  que  Bentham  describe,  y  mas  bien 
la  ciencia  por  él,  los  efectos  de  la  insalubri- 
dad. Helo  aquí. 

5."*  c  Humedad  ,  olores  pestíferos ,  mon- 
tones de  materias  corruptibles,  aire  meClico. 
Debilidad  habitual :  gangrena :  calentura 
carcelaria:  enfermedades  contagiosas:  muer- 
te (l).n 

No  es  este  lugar  i  propósito  para  consig- 
nar un  tratado  de  higiene;  pero  sí  para  re- 
comendar altamente  las  reglas  qne  en  este 
punto  suministra  la  ciencia  y  que  desde  lue- 
go se  comprende  habrán  de  proceder  de  la 
higiene  pública  y  privada,  de  la  personal, 
y  local.  Hé  aquí  por  lo  menos  las  reglas  que 
entre  otras  habrán  de  tenerse  presentes: 

i."  Situación  del  edificio  en  parte  sa- 
lubre. 

1."    Aislamiento  del  mismo. 

El  aislamiento  contribuye  sobremanera  á 
la  seguridad  haciendo  mas  fácil  la  inspec- 
ción y  mejor  custodia :  dificultando  la  eva- 
sión: permitiendo  el  mas  adecuado  nso  de  la 
fuerza  en  los  casos  de  sublevación  de  presos, 
motin,  etc.,  y  sirve  á  la  salubridad  facilitan- 
do ventilacidn  y  luz ,  y  la  mejor  observancia 
de  las  precauciones  sanitarias  en  los  casos 
de  epidemia,  fiebre  carcelaria,  etc. 

3.*  Separación,  ó  no  acumulación  de 
presos. 

4.'  Construcción  y  distribución  interior 
para  facilitar  la  separación  de  presos «  la 
venlilacioQ  y  la  luz. 

(1)  TeorU  de  Us  pentf.*  4d  eicarcelMiievto,  cap.  4. 
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5/  Supresión  de  calabozos  subterrá* 
neos. 

6/    Aseo  y  limpieza  personal. 

7/  Régimen  alimenticio,  en  que  se  pre- 
venga todo  esceso  de  crápula,  embriaguez» 
estensiva  á  la  parsimonia,  calidad  y  cantidad 
de  los  alimentos. 

8.*  Ocupación  ó  ejercicio  moderado,  que 
precaviendo  la  ¡neryacion  y  la  ociosidad,  es 
á  un  tiempo  útil  moral  y  físicamente. 

9.*  Influyendo  lo  moral  sobre  lo  físico, 
como  lo  físico  sobre  lo  moral;  esmerada 
inspección,  prescripciones  y  precauciones  en 
lo  moral  y  religioso,  de  que  mas  ampliamente 
hablamos  en  el  párrafo  siguiente. 

§.  3.*    Moralidad. 

El  objeto  del  presente  párrafo  está  casi 
contenido  en  el  último  período  del  anterior. 
Si  las  cárceles  han  de  continuar  mereciendo 
la  acerva  censura  de  escuelas  del  ctimen; 
no  seria  mas  seguro  para  la  sociedad,  pero 
si  menos  disonante ,  que  no  las  hubiese, 
ocurriéndose  por  otros  medios  á  impedir  la 
libertad  de  dañar,  y  á  asegurar  la  eficacia 
de  los  juicios.  No  se  borrará  fácilmente  de 
nuestra  memoria  lo  ocurrido  muy  reciente- 
mente con  ocasión   de  una  ejecución  de 
muerte  en  una  de  las  provincias  de  España. 
Notificada  la  sentencia,  el  reo  se  desató  en 
blasfemias  é  imprecaciones  impías  hasta  el 
estremo  lamentable  de  haber  de  recurrir  á 
la  mordaza.  Cuando  el  cansancio,  el  tiempo, 
las  exhortaciones  de  los  sacerdotes  ,  y  hasta 
el  escándalo  y  consternación  de  los  circuns- 
tantes, hicieron  su  efecto;  el  reo,  como  es- 
pantado de  sí  mismo,  interpeló  con  amar- 
gura y  consternación  á  la  autoridad  y  á 
los  sacerdotes:  pero  ¿es  verdad  lo  que  us- 
tedes  me  dieerít  \Nunca ,  en  mi  vida  se  me 
habia  hablado  de  eso  lll  ¡T  se  hablaba  del 
deber  moral:  de  Dios:  de  la  inmortalidad  del 
alma:  de  la  otra  vida!!!  ¡Amarga  invectiva 
contra  la  educación  pública  y  privada !  La- 
mentable, pero  insigne  leceion,  para  los  le- 
gisladores, para  la  administración  general, 
encargada  de  estos  establecimientos.  Rasta- 
rian  sobre  esta  grave  materia  la  esperiencia 


y  el  buen  sentido :  no  serian  necesarios  tes- 
timonios ,  sino  cundiera  tanto  la  desapren- 
sión religiosa:  pero  no  se  desechará  el  de 
Reolham. 

En  su  sistema  carcelario  pide  sacerdote 
para  las  cárceles,  que  celebre ,  esplique  y 
confiese.  Clama  porque  se  considere  y  dé 
vigor  á  la  sanción  religiosa.  €  En  el  cristia- 
nismo dice  ..  la  sanción  religiosa  es  un  freno 
singularmente  necesario  para  los  presos, 
tanto  mas,  cuanto  que  comprende  hasta 
las  acciones  secretas.»  Opinamos,  como  él 
tambien,en  que  no  hayan  de  establecerse  en 
las  cárceles  controversias  teóricas  sobre  la 
eirístencia  de  Dios,  sobre  el  dogma;  etc.  «No 
habrá  allí ,  dice  el  mismo,  ni  maniqueos, 
ni  hobbistas,  ni  espinonitas ,  ni  profesores 
de  incredulidad...  ni  sutiles  discípulos  de 
Roulanger,  de  Hayle  y  de  Frerct;  pero  hay 
personas  en  quienes,  al  principio  á  lo  meno?, 
mas  bien  están  olvidados «  que  estinguidos 
los  sentimientos  morales  y  religiosos."  Debe, 
pues ,  combatirse  la  ociosidad  por  la  ocupa- 
ción: evitar  las  conversaciones  perniciosas  y 
iQsalardesdel  crimen:  inculcar  los  sentimien- 
tos pundonorosos,  religiosos  y  morales:  es- 
tablecer con  separación  los  sexos ,  las  eda- 
des, los  detenidos  de  los  presos,  los  reos  de 
faltas  ó  delitos  leves  de  los  avezados  en  el 
crimen:  establecer  adecuadamente  prácticas 
religiosas,  evitando  en  ello  y  en  su  puntual 
cumplimiento  los  opuestos  estremos  de  la 
exageración  y  del  punible  abandono. 

§.  i.*    Régimen  administrativo  interior. 

Por  mucho  tiempo  el  régimen  administra- 
tivo interior  de  las  cárceles  ha  estado  redu- 
cido en  el  hecho  á  la  prudencia  de  ios  al- 
caides. Habia  reglas  prescritas  por  las  leyes: 
habia  escelentes  máximum  de  humanidad  in- 
culcadas por  ellas  r  en  la  parte  legislativa 
puede  verse  la  previsora,  y  hasta  minuciosa 
solicitud  en  la  parte  moral  y  religiosa,  en  la 
económica,  en  la  humanitaria,  descendien- 
do hasta  tocar  lo  que  el  carcelero  podría 
llevar  por  asistencia ,  cama ,  carcelaje  y 
demás  al  encarcelado  pobre :  en  una  pa  • 
labra  ,  con  las  máximas  y  preceptos  con* 
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sígtados  en  nuestra  legislación  de  todos 
los  tiempos,  puede  formarse  oierlamente  un 
esceiente  treglameiito  de<admini9tracion  inte- 
rior  de  las  cárceles;  pero  en  primer  lugar 
estas  máximas  ypreeeptos,  daiks  ó  oonsig- 
nadas  parcialmeiite ,  en  diversos  tiempos  y 
eircansiaiicias,  no  formaban  cuerpo  ni  siste- 
ma, lo  que  debilitaba  su  energia  y  hacia  in- 
eierto  su  cumplimiento :  y  en  segundo,  de- 
pendiendo las  cárcdes  de  los  tribunales; 
ejerciendo  estos  su  inspeockm  principalmen* 
te  por  medie  de  las  visitas  ya  particulares, 
ya  generales;  y  no  pudiendo  juzgar  en  estas 
8¡  no  por  queja  de  los  agraviados,  fácil  es 
eompresder  lo  ineficax,  parcial  éinadectmdo 
de  este  método ,  y  cuantos  recursos  tenia  un 
carcelero,  que  abusaba,  para  impedir  la  que- 
ja ó  dcsfigtirar  el  abuso. 

En  los  últimas  tiempos  la  admiiistraciaa 
interior,  y  la  inspección  de  las  cárceles  ban 
caaibiado  de  forma.  La  segunda  ha  pagado 
á  las  autoridades  gubernativas :  han  cesado 
los  carceleros  propietarios  por  juro  de  here« 
dad,  con  lo  cual ,  siendo  hoy  todos  de  libre 
nombramiento  de  la  Corona,  se  uniforma  y 
hace  mas  eficaz  la  acción  administrativa  su* 
perior:  se  reúnen ,  formando  cuerpo  y  siste- 
ma, las  reglas  de  administración  interior  y  se 
las  consigna  en  un  reglamento:  á  la  interven- 
ción é  inspección,  ejercida  por  los  jueces  y  fis- 
cales en  virtud  del  derecho  de  visita,  se  agrega 
boy  4a  intervencion,asi  bien,  é  iaspeccion  de 
la  administración  central;  y  si  el  régimen  in- 
terior de  las  cárceles  no  ba  llegado  aun  á  su 
perfeodoa,  no  hay  duda  que  «stá,  como  nun- 
ca, en  camino  de  ello.  No  ha  llegado,  repe- 
timos, á  su  perfección;  menos  por  falta  de  la 
administración  central*,  que  por  no  ser  toda- 
vía los  edificios,  ni  podrán  serlo  en  mucho 
tiempo,  h)  quedcbian.  Lo  reducido,  insegu- 
ro, insalubre  é  inadecuado  de  las  cárceles 
públicas,  esto  es,  de  las- cárceles  antiguas, 
hace  casi  imposible  la  absoluta  aplicación  de 
los  nuevos  reglamentos.  Entra,  sin  embargo, 
por  mucho  el  que  se  haya  dado  el  impulso  y 
este  se  balht  realmente  adelantado  en  los 
términos  que  manifiestan  las  secciones  uUe« 
riores  y  las  recientes  disposiciones  sobre  el 
particular,  consignadas  en  la  parte  legisla- 


tiva. Véase  ademas  el  arttculo  awaimé. 

No  podemos  concluir  esta  sección  sin  con- 
signar una  prueba  autorizada  del  estremo  á 
que  se  ban  llevado -en  los  últim»  tiempos  los 
estadios  «obre  cárceles  y  prisioaas;  llevando 
á  veces  las  teodas  á  donde  apenas  puede 
seguirlas  útilmente  la  práctica.  El  testimo^ 
mo  lo  tomareiios  át  Jeremias  Beatbam,  á 
quien,  para  no  desfigurar  sus  razonamientos, 
ni  su  sistema,  introduciremos  hablando  por 
sí  mismo. 

£n  su  ieoria  de  Ití  pemis,  cap.  6  al  8> 
trata  muy  latamente  del  encarcelamiento 
enumerasus  ineonvementei  y  ventaja^::  pres* 
cribe  reglas  para  «evitar  4os  afanos ;  y  par- 
tiendo del  supuesto  de  que  hasta  los  nom* 
bres  influyen  en  todo  to  penal,  las  cárceles, 
según  él,  habrían  de  ser  de  tres  clases,  á  sa- 
ber: cgñ  de  seguridad :  ea^  de  pemlencia: 
yeáreel  n^ro.  Medita,  asi  bien «  eobrc  la 
influencia  de  los  signos  y  accideiitef  de  noa 
prisión,  y  da  diferencia,  dioe,  de  las  cárce- 
les debe  estar  fuertemente  caraclerizada  en 
su  apariencia  esteríor,  en  su  adorno  interior, 
en  su  denominación.  Las  paredes  de  uta 
cárcel  deben  ser  blancas:  las  de  (Hra,  decoTor 
pardo;  y  negras  las  de  la  tercera.   Ué  tigre, 
una  serpiente,  una  garduña,  que  representan 
los  instintos  maléficos,  serian  ciertamente 
un  adorno  mas  oportuno  á  la  entrada  de  una 
cárcel  negra,  que  las  estatuas  de  la  locura, 
y  de  la  melancolia  á  las  puertas  del  hospital 
de  Bedkm.  Seria,  de  desear  que  «I  vestiba- 
lo  tuviese  una  apariencia  lúgubre ,  para  lo 
que  se  podrían  colocar  en  él  dos  grandes 
cuadros,  el  utío  representando  á  un  juez 
sentado  en  el  tribunal  oon  el  libro  de  la  ley 
en  la  mano,  pronunciándola  aenteneía  contra 
el  reo;  el  otro  representando  el  ¿njel ,  que 
toca  la  trompeta  del  Juicio  final.  £n  ti  inte- 
rior debería  haber  doi  esqueletos  colgados 
al  lado  de  una  puerta  de  hierro ,  para  herir 
vivamente  la  imaginación,  como  qaiea  viese 
la  mansión  espantosa  de  la  muerte.» 

Nosotros  que  respetamos,  cual  jaerecen, 
la  honda  convicción,  y  el  noble  prínclpio  de 
que  parten  las  concienzudas  meditaciones  de 
este  pensador  filósoAi,  no  osaminaromos  aqai 
laii^uencia  y  eficacia  de  estesfetemade  stf- 
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mas  y  Mmbies.  Sia  dudaqne  tos  looibresy  e^ 
mo  las  apariencias  influyen  en  gran  manera» 
10  solo  sobre  la  imaginación,  si  no  aun  sobre 
la  inteitgeiicia;  pero  ei  sistema  específico  del 
autor  es  de  toda  punto. inaplicaUe  ¿la  gene^ 
ralidad  de  las  cárceles;  y  como  por  otra 
parte  t  aun  siendo  aceptable»  lo  seria  á  las 
cárceles,  como  esUd>lscimientos  penales ^  y 
no  á  las  casas  de  seguridad ,  que  son  el  óIh 
jeto  único  de  este  artículo,  nos  reserva- 
mos Tolver  á  hablar  sobre  la  materia  en 
su  tagar  oportuno. 

SECCIÓN  III. 

DS  NÜBSTAA9  CAMBLBS:  AUT0UDADI8   M  QtB 
HAN  DBPBNDinO  T  DBPBlfDSI. 

Cuanto  qneda  dicÍM>  de  las  caréeles  en  ge- 
neral,  otro  tanto  se  ha  verificado  y  se  está 
verificando  entre  nosotros:  es  decir,  la  legis^ 
lacios  ha  vislumbrado,  y  aun  formulado  en 
disposiciones  aisladas,  la  buena  teoría  de  ui^ 
sistema  carcelario:  el  abuso  se  ba  sobrepues- 
to á  la  legislación:  las  cárceles  han  sido  á  un 
tiempo  casas  de  detención,  6  prisión  preven- 
tiva y  establecimientos  penales:  al  fin  núes* 
tra  legislación  ha  empezado  á  seguir  el  mo- 
vimiento general^  y  el  sistema  carcelario 
toca  casi  á  s«  perféceioft  en  teoría ,  si  bien 
en  la  práctica  ó  las  dificultades  de  hecho,  lo 
vasto  de  la  empresa,  y  hasta  las  circunstan- 
cias detienen  los  resultados. 

Nada  diremos  del  abuso  que  no  sea  eo- 
nuD  al  resto  de  Europa,  y  en  que  por  tanto 
sería  repetir  lo  ya  antes  espuesto. 

En  cuanto  á  la  legislación,  basta  decir  que 
adoptó  desde  luego  las  dispoaicto&es  bunia- 
nitarias  de  la  legislaciea  remana;  y  obtem- 
perando después  á  la  dulzura  de  las  máxi- 
mas cristianas,  y  de  una  civilización  de  bri- 
llantes períodos ,  aunque  interrumpidos, 
nuestra  legislación,  y  nuestra  jurispruden- 
cia en  punto  á  instintos  y  mims  faumaniia- 
riaa  han  ido  tan  allá  cohm»  te  del  país  mas 
aventajado.  Basta  sobre  ello  una  ligera 
ojeada  á  la  parte  legislativa  del  presente  ar- 
tículo: y  todavía  como  un  documentede  hon- 
ra nacional^  como  una  vindicacioi)  de  nues- 


tra togidaeíoQ  5  eosiumfciea  en  loda  easo^ 
no  podemos  resistimos  á  insertar  lá  disposí- 
ciion  y  beUas  máximas  que  sobre  este  punte 
contenia  la  célebre  Insírueeion  de  Corregid* 
dores  de  1788 ,  trasladadas  en  gran  parte  á 
las  leyes  recopiladas.  cLa  estancia  en  la 
cárcel,  decia,  trae  consigo  indispeasabie- 
mente  ineomodidadeg  y  nH>lesUas »  y  causa 
también  nota  á  los  que  están  detenidos  ea 
ella.  Por  esta  razón...  las  justicias  procede- 
rán con  toda  prudencia;  no  siendo  fáeMes  ea 
decretar  autos  de  prisión  en  causas  y  deUtos 
que  no  sean  graves,  en  que  no  se  teíaa  la 
&iga  ú  ocultación  del  reo;  lo  que  principal- 
mente d^rá  entenderse  respecto  de  las 
mugeres....  y  también  respecto  de  los  que 
ganan  la  vida  con  su  jornid  y  trabajo^  pues 
no  pueden  ejercerle  en  la  cárcel»  lo  que  suele 
ser  causa  del  atraso  desús  familias,  y  muchas 
veces  de  su  perdición  (1).»  cCuidarán  las 
justicias  de  que  los  presos  sean  bien  trata- 
dos en  las  cárceles,  cuyo  objeto  es  solamen- 
te la  custodia  y  no  la  aflicción  de  los  reos, 
no  siendo  justo  que  ningún  ciudadano  sea 
castigado  antes  de  que  se  le  pruebe  el  deli- 
to legítimamente.  Tendrán,  pues,  muy  parti- 
cular cuidado  de  que  los  dichos  presos  no 
sean  vejados  por  los  alcaides....  y  demaa 
dependientes  con  malos  é  injustos  trata- 
mientos, ni  con  exacciones  indebidas ,  á  cu- 
yo fin  les  prohibirán  con  todo  rigor  que  re- 
ciban dádivas  de  los  presos,  ni  exijan  mas 
derechos  que  los  que  se  les  deban  por  aran- 
cel, el  cual  les  obligarán  á  que  lo  tengan  pa- 
tente en  la  misma  cárcei  y  paraje  en  donde 
todos  lo  puedan  ver...  (S)^  aSadiendo  toda- 
vía saludables  disposiciones  sobre  la  'consi- 
deración á  los  presos  que  fueren  absaeltos  y 
sobre  seguridad  y  salubridad. 

El  reglamento  provisional  para  la  admi- 
nistración de  justicia  de  183S  y  las  orde- 
nanzas de  las  audiencias  del  propio  imo  am- 
pliaron aun  esta  humana  y  próvida  jurispru- 
dencia, en  los  términos  que  pueden  verse  en 
el  artículo  ^Mam» ,  y  yarte  legislativa  del 
presente* 


(1)   Art.8. 
{^   Ari.7. 
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,  DfctároDse  después  el  real  decreto  de  25 
de  agosto  de  i847  y  reglamento  de  cárceles 
que  le  acompaña.  Por  el  primero  se  estable- 
cen en  Madrid  tres  cárceles  modelos,  una 
para  reos  pendientes  de  causa»  otra  para 
reos  sentenciados»  y  otra  para  mugeres.  Por 
el  reglamento  se  establece  un  sistema  car- 
celario para  las  demás  cárceles  de  Madrid  y 
de  las  capitales  de  proTíncia:  en  él  se  con- 
signa cuanto  la  teoría  hasta  ahora  ha  sugeri- 
do como  mas  aceptable  en  la  materia.  La 
seguridad  y  la  salubridad:  la  moralidad  y  el 
régimen  interior:  .la  separación  de  sexos» 
edades  y  de  los  individuos  djs  cada  clase»  se- 
gún el  motivo  de  su  prisión  y  estado  del  pro- 
cedimiento respectivo:  la  inspección  y  admi- 
nistración superior:  cuanto  hemos  inculcado 
en  las  secciones  anteriores»  para  prevenir 
los  abusos»  para  que  las  cárceles  sean  loque 
deben  ser»  todo  se  contiene  en  el  menciona- 
do reglamento  organizado  y  reducido  á  sis- 
tema. No  será  posible  en  el  dia  su  completa 
aplicación:  es  limitado  por  otra  parte  á  las 
cárceles  de  Madrid  y  de  capitales  de  pro- 
vincia; pero  el  impulso  está  ya  dado»  y  todo 
lo  vence  la  eficacia  y  perseverancia  de  la 
administración.  Véanse  el  decreto  y  el  regla- 
mento mencionados  en  la  parte  legislativa. 
La  ley  de  prisiones  de  27  de  julio  de  1849» 
añade  todavía  notables  disposiciones  á  las 
hasta  allí  adoptadas  en  cuanto  á  cárceles. 
Siempre  ó  desde  mucho  tiempo  había  habi- 
do en  las  de  España»  la  sala  que  se  llamaba 
de  presentados.  En  ella  residían  los  meramen- 
te detenidos,  ó  todos  aquellos  contra  los  cua- 
les no  había  todavía  auto  de  formal  prisión, 
y  menos  de  incomunicación.  Otras  veces  ser- 
vían para  casas  de  detenidos  las  de  los  ayun- 
tamientos y  aun  las  mismas  de  los  reos. 
Ahora»  según  la  ley  de  prisiones»  en  cadadis- 
trito  municipal  habrá  un  depósito....  para  te- 
ner en  custodia  á  los  encausados»  ó  captura- 
dos» hasta  ser  trasladados  á  las  cárceles» 
cuidando  siempre  de  separar  los  sexos.  Es 
por  demás  advertir  qué  mientras  no  puedan 
establecerse  estas  casas  de  depósito,  y  no  lo 
han  sido  aun  casi  en  ninguna  parte»  lo  son  las 
de  ayuntamiento;  pero  en  general,  las  cár- 
celes, en  las  que  también  por  ahora  y  su- 


pletoriamente se  cumple  la  pena  de  orretío 
menor  (1). 

Las  cárceles  de  partido  y  las  de  capitales 
de  las  audiencias  se  destinan  á  la  custodia 
de  presos»  con  causa  pendiente»  y  paracam- 
plir  la  pena  de  arresto  mayor  (2). 

cEn  las  cárceles  habrá  departamentos  dife- 
rentes para  hombres  y  mugeres:  en  el  de 
cada  sexo  se  tendrán  con  separación  los  va« 
roñes  menores  de  18  anos  y  las  mugeres 
menores  de  15;  de  los  que  hubiesen  cumpli- 
do estas  edades.  Los  presos  por  causas  poli- 
ticas  ocuparán  también  un  lugar  enteramen- 
te separado  del  de  los  demás  presos.  Ea 
cuanto  lo  permitan  la  disposición  de  los  edi- 
ficios de  las  cárceles  se  procurará  asimismo 
que  los  presos  con  causas  pendientes  estés 
separados  de  los  que  se  hallen  cumpliendo 
las  condenas  de  arresto  níayor  (3). 

cLos  presos  con  causa  pendiente  tendrás 
la  facultad  de  ocuparse  en  kts  labores  que 
eligieren»  utilizándose  de  sus  productos, 
aunque  con  la  obligación  de  abonar  los  gas- 
tos de  su  manutención »  si  se.  les  sufraga- 
ren (4).» 

Añade  todavía  útiles  disposiciones  que 
conciernen  ya  al  oficio  del  alcaide»  ó  á  la 
visita  de  cárceles.  Véanse  estos  articules  y 
la  parte  legislativa  del  presente. 

En  los  mismos  lugares  han  de  verse  las 
escelentes  disposiciones  que  asimismo  con- 
signan sobre  el  particular  el  Código  penal 
de  1850,  y  la  ley  provisional  para  la  ejecu 
cion  del  mismo »  el  primero  en  sus  artica- 
los  295»  296»  303,  y  314»  y  la  segunda  ea 
las  reglas  28,  32  y  33,  sí  bien  el  completo 
esplanamiento  de  estas  reglas  y  artículos, 
como  de  otros  muchos»  tiene  mas  oportuno 
lugar  al  tratar  de  las  prisiones. 

Media  en  este  punto  una  cuestión  de  de** 
recho»  que  hemos  visto  ocasionar  algunos  in- 
convenientes en  la  práctica.  La  ley  de  pri- 
siones, y  el  Código  penal  y  ley  provisio- 
nal no  están  completamente  de  acuerdo  en 
los  puntos  que  dejamos  cspuestos,  y  menos 


n 


Art.7. 

ArtiO. 
(3)  Art.  II. 
\é)    Arl.15. 
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que  en  lo  relatíro  á  cárceles  y  alcaides »  lo 
están  todavía  en  cuanto  á  piisiones.  La  ley 
de  prisiones  es  de  26  de  julio  de  1849:  el 
Código  penal  primitivo  y  ley  provisional 
del."*  de  julio  de  1848,  desdo  cuya  fecha 
empezaron  i  regir  como  ley.  No  tiene  duda 
que  la  primera  habia  do  observarse  con 
preferencia  á  tos  segundos»  como  ley  poste*' 
rior;  pero  asi  el  Código ,  como  la  ley  provi* 
sionat,  sufrieron  notables  alteraciones,  lo 
mismo  en  el  punto  que  es  objeto  de  este  artí- 
culo ,  que  en  otros;  y  reformados ,  Aieron 
nuevamente  promulgados  por  real  decreto 
con  Tuerca  de  ley  de  30  de  junio  de  1850, 
ordenando  la  esclusiva  vigencia  y  aplica** 
cion  de  ambos»  los  cuales  reformados»  tal 
cual  ahora  se  publicaban»  se  reputarían  úni" 
ea  edición  oficial.  De  esta  circunstancia»  de 
haber  de  reputarse  edición  oficial  única»  y 
de  haber  sido  publicada  y  autorizada  h,  re- 
forma por  real  decreto  con  fuerza  de  ley» 
nace  la  solución  segura  de  lodas  las  cues- 
tiones» según  el  principio  de  que  la  ley  pos- 
terior deroga  la  anterior.  En  la  edición  y 
publicación  del  Código  y  ley  provisional  re- 
formadas» recibió  nueva  sanción»  lo  mismo 
lo  adicionado»  que  lo  que  quedaba  subsis^ 
tente;  y  todo  es  ley  del  reino  desde  la  citada 
fecha  de  SO  de  junio  de  18S0.  En  su  conse- 
cuencia» el  Código  penal  y  la  ley  provisio- 
nal» en  su  única  edición  oficial,  prefieren 
á  la  ley  de  prisiones  de  1849»  en  lo  que  esta 
sea  contraria  á  los  mismos.  En  tal  caso  se 
tendrá  muy  presente»  que  aunque»  como  me- 
dida provisional»  los  condenados  á  arresto 
mayor  que  deban  sujetarse  al  trabajo»  han 
de  cumplir  su  condena  en  establecimientos 
provineiale$t  cno  tendrá  lugar  esta  disposi- 
ción respecto  de  las  mujeres,  las  cuales  sufri- 
rán el  arresto  mayor  en  la  cárcel »  ó  edificio 
público  destilado  á  este  efecto  en  la  capital 
del  partido»  dedicándose  alas  labores  propias 
de  su  sexo»»  como  lo  dispone  la  regla  6/  de 
las  disposiciones  transitorias  del  Código  penal. 
Resulta  de  lo  dicho  que  isi  bien  las  cárce- 
les» según  las  disposiciones  de  Índole  defini- 
tiva» no  deben  ser  en  adelante  si  no  prisiones 
preventivas  de  encausados;  por  las  de  índo- 
le transitoria»  ó  provisional,  son: )  .*  depósito 
TOMO  vil. 


de  deíettidos:  2.*  prisión  de  encatisados:  5.^ 
depósito  de  rematados,  hasta  que  la  autori- 
dad administrativa  los  traslada  á  su  desti- 
no: 4.'*  establecimiento,  penal  para  cumplir 
las  condenas  de  arresto  menor»  en  defecto 
de  depósitos  municipales;  de  arresto  mayor, 
y  prisión  correccional  por  apremio,  ó  en 
sustitución  de  multas. 

Debe  tenerse  presente  que  aunque  el  des- 
tino  propio  de  las  cárceles»  es»  según  el  te« 
ñor  literal  de  la  ley  de  prisiones»  para  custo- 
dia de  reos  pendientes  de  causa,  no  basta 
que  esta  penda;  si  no  que  en  ella  haya  re- 
caído auto  de  prisión»  no  escnsable  por  fian- 
za» ó  consignación  pecuniaria»  al  tenor  de 
las  reglas  adicionadas  á  la  ley  provisional. 

Se  tendrá  presente  asimismo  que  aunque» 
según  el  Código  y  otras  disposiciones  (1)»  el 
alcaide  no  puede  recibir  presa  á  ninguna  per- 
sona» si  nó  en  virtud  de  auto»  ó  mandato  ju- 
dicial por  escrito;  los  particulares  pueden  de- 
tener y  presentar  en  la  cárcel  á  otras  perso- 
nas en  los  casos  prevenidos  en  las  reglas  26 
y  28  de  la  ley  provisional  para  lar  ejecución 
del  Código»  si  bien  en  estos  casos  los  pre- 
sentados no  lo  serán  como  presos»  sino  me«- 
ramente  como  detenidos. 

En  cuanto  á  las  autoridades  de  que  antes 
lian  dependido  y  hoy  dependen  las  cárceles, 
hasta  muy  recientemente  dependieron  siem- 
pre de  la  autoridad  judicial:  en  el  dia  dependen 
de  la  autoridad  administrativa »  aunque  con 
derecho  de  visita»  é  inspección»  en  la  forma 
que  diremos»  de  los  jueces»  y  fiscales.  Sobre 
este  punto  dispuso  la  mencionada  ley  de  pri- 
siones» que  las  civiles»  eneuántoá  su  régimen 
interior  y  administración  económica»  estaráa 
en  todo  el  reino  bajo  la  dependencia  del  mi- 
nisterio  de  la  Gobernación  (2):  que  en  el  r¿- 
gimen  interior  de  las  prisiones»  se  compren- 
de todo  lo  concerniente  á  sú  seguridad »  sa- 
lubridad y  comodidad»  su  policía  y  discipli- 
na» la  distribución  de  los  preso»  en  sus  cor- 
respondientes localidades»  y  el  tratamiento 
de  los  mismos  (3).  Las  cárceles  estarán  á 


{í\  Art  tSS  de  It  ConsUiadoo  de  ISlt :  trt.  S  d^  Nf Hl« 
nenio  de  S  de  agosto  de  I8t7. 
^    Aru*  1  de  dieba  ley;  y  i  del  rcglanenlo  ftiitfl  elUdo^ 
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cargo  de  los  alcaides^;  pero  bajo  la  autoridad 
inmediata  de  los  alcaldes  respectivos,  ó  de  la 
autoridad  que  ejerza  sus  veces,  y  del  gober- 
nador de  la  provincia  (1). 

Para  ausiliar  en  este  punto  á  la .  autori- 
dad superior  gubernativa,  habrá  juntas  de 
cárceles^  que  se  compondrán  según  el  artí- 
culo ^J"  do  la  ley  de  prisiones,  de  un  magis- 
trado de  la  audiencia  del  distrito,  designado 
por  esta,  y  será  vice-presidente:  de  un  con- 
sejero provincial;  y  de  un  eclesiástico  desig- 
nado por  el  ordinario.  Estableciendo  la  ley 
que  estos  vocales  sean  natos ,  deja  suben- 
tender, y  muy  justamente,  la  facultad  discre* 
cional  del  gobernador  á  aumentar  el  núme- 
ro según  la  necesidad,  y  asi  se  practica  (2). 

cLas  autoridades  administrativas,  bajo 
cuya  dependencia  están  las  prisiones  (y  por 
tanto  las  cárceles)  harán  en  ellas  cuantas 
visitas  de  inspección  creyeren  necesarias,  y 
las  harán  precisamente  una  vez  por  semana, 
tomando  conocimienlo  de  cuanto  concierna 
á  su  régimen  y  administración,  >  según  la 
ley  de  prisiones  (3). 

Todavia  la  parle  de  inspección,  asi  gu- 
bernativa, como  judicial ,  se  viene  mejoran- 
do, por  medio  del  derecho  de  visita,  y  la 
intervención  concedida  á  diversos  individuos 
de  los  ayuntamientos  y  diputaciones  provin- 
ciales, i  las  justicias  y  al  ministerio  fiscal: 
pero  sobre  esto  véase  la  sección  quinta. 

Cuanto  queda  espuesto  en  la  presente  se 
entiende  respecto  de  las  cárceles  civiles^  y 
.asi  terminantemente  lo  espresa  el  art^  1/  de 
la  ley  de  prisiones.  Las  cárceles  eclesiásticas 
por  tanto,  en  cuanto  á  su  mejoramiento,  salu- 
bridad ,  moralidad  y  régimen  interior,  deben 
.seguir  lo  ordenado  respecto  de  las  cárceles  ci- 
.vilesódel  fuero  común,  como  siempre  sucede 
.en  lo  judicial  del  foroesterno:  por  lo  que  ha- 
.ce  á  las  autoridades  de  que  dependen,  con- 
.tinúan  bajo  el  pié  que  hasta  aquí ,  esto  es, 
.dependen  solo  de  la  potestad  eclesiástica. 
VéasecAACBíi  mm  cmwím^A.  Lo  propio  res- 
pectivamente hay  que  decir  de  las  cárceles 
militares. 


{%   Véase  I)  disposición  V  de  la  real  orden  de  II  de  se- 
tiembre de  1849. 
iD   Arue. 


SECCIÓN  IV. 

QUIBaANTAMIENTO  DE  CÁRCBLES. 

La  palabra  quebrantar,  en  su  acepción 
material  indica  siempre  violencia  ^  fractura» 
rotura,  rompimiento  físico:  metatóricamenle 
ó  en  sentido  fígiirado,  el  efecto  de  quebran- 
tar se  entiende  moralmente,  en  el  concepto 
de  transgresión,  violación  de  ley,  ó  precep- 
to, abandono  del  deber,  realizando  lo  con- 
trario. En  el  primer  sentido,  en  la  acepción 
de  quebrantar  las  cárceles  viene  el  escala- 
miento, el  allanamiento  por  fracturas,  la 
conspiraciony  violencia  material:  en  el  se- 
gundo decimos  quebrantar  la  ley,  el  pacto, 
los  votos,  la  clausura,  etc.;  y  limitada  la 
presente  sección  á  este  segundo  concepto 
espresa  la  evasión  ,  la  fuga  sin  violencia, 
como  por  descuido  ó  abandono  del  carcelero, 
abusando  de  su  confianza ,  por  connivencia, 
engañándolo,  etc. 

Tomada  la  palabra  quebrantamiento  de 
cárcel  en  ambos  conceptos ,  se  ve  desde 
luego:  1  .**  que  en  el  objeto  y  esposicion  de  la 
sección  presente ,  hay  por  necesidad  algo 
común  á. otros  muchos  artículos,  como  pre- 
sos, prisión,  escalamiento,  fuga ,  soltara  de 
presos,  etc.,  pues  que  hay  mas  presos  que 
los  encarcelados,  y  mas  prisiones  que  las 
cárceles.  Entre  no  hablar  en  su  lugar  pro- 
pio del  quebrantamiento  de  cárceles ,  bien 
que  limitándolo  á  lo  que  es  específico  respec- 
to de  estas  ;  ó  tratar  de  ello  fuera  de  su  lo- 
gar ,  y  bajo  sistema  genérico,  no  podemos 
menos  de  optar  por  el  primer  estremo. 

Infiérese  lo  segundo:  que  si  la  iostítacíoo 
de  las  cárceles,  la  retención  ó  prisión  pre- 
ventiva es  de  tal  importancia,  una  garantía 
social  é  individual,  como  hemos  espucsto  an* 
teriormente »  hay  por  necesidad  en  el  que- 
brantamiento de  cárceles,  en  uno  y  otro  sen- 
tido, algo  y  aun  mucho  de  punible ,  de  cri- 
minal: pero  ¿lo  es  todo? 

Infiérese  por  último ,  que  en  el  hecho  del 
quebrantamiento  de  cárceles,  aun  siendo  lo- 
^0  punible ,  hay  diversas  y  muy  diferentes 
responsabilidades:  la  de  los  reos  que  se  eva- 
den: la  del  alcaide  negligente  ó  connivente; 
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la  de  los  eslraSos.  El  determiaar  estas  res- 
ponsabilidadcsy  era  antes  de  la  publicación 
del  Código  penal  una  cuestión  de  derecho 
constituido:  después  de  publicado  aquel,,  lo 
es  mas  bien  de  derecho  constituyente.  De- 
cimoslo,  porque  no  siendo  punibles  otros 
delitos  que  los  que  el  mismo  Código  penal 
califica  de  tales,  nuestra  antigua  y  aun  re  • 
ciente  legislación  penal  ha  sufrido  en  este 
punto  una  variación  profunda.  Pero  nuestra 
legislación  penal  se  halla  realmente  en  esta- 
do de  transición:  el  propio  Código  penal  es- 
tá sometido  á  revisión,  motivo  por  el  que 
nos  es  menos  posible  prescindir  de  cuestio- 
nes doctrinales,  aun  cuando  solo  sean  de  de- 
recho constituyente. 

En  cuanto  al  reo  que  sin  violencia  en  las 
personas,  ni  en  las  cosas,  se  evade  de  la 
prisión;  duro  y  lamentable  es  que  con  su  fu- 
ga pueda  defraudar  todos  los  fines  de  la  so- 
ciedad en  la  institución  de  cárceles,  en  la 
prisión  preventiva;  pero  no  es  menos  duro, 
ni  repugnante  hacer  á  un  preso,  inocente 
tal  vez,  carcelero  de  si  misfno^  hasta  renun- 
ciar al  instinto  natural  de  la  libertad,  y  aun 
en  su  caso  de  la  sustracción  á  la  pena  ,  que 
pudiera  ser  la  de  muerte  civil  ó  natural,  re- 
nunciando espontáneamente  á  la  oportuni- 
dad, no  buscada,  de  evadirse.  En  esta  deli- 
cada cuestión ,  la  contienda  es  entre  dere- 
chos de  la  sociedad  y  derechos  del  indivi- 
duo: entre  fines  políticos,  é  instintos  natura- 
les, ni  condenables,  ni  resistibles.  Ha  venci- 
do al  fin»  la  naturaleza:  tarazón  universal  se 
ha  decidido  por  la  inculpabilidad  del  indivi- 
duo, pues  que  procura  su  libertad,  y  apro- 
vecha en  favor  de  ella  ocasiones,  sobre  todo 
espontáneas.  En  el  caso  opuesto,  la  misma 
razón  habria  para  calificar  de  delito  el  no 
presentarse  á  la  justicia ,  ó  en  la  prisión, 
después  que  delinque:  el  no  delatarse  á  sí 
mismo:  el  no  confesar,  y  esperar  á  ser  ó  no 
ser  convicto.  Pero  si  la  opinión  general  se 
ha  decidido  siempre  por  la  inculpabilidad  del 
fugado,  no  asi  la  legislación,  ó  no  lo  ha  he- 
cho de  un  modo  absoluto:  antes  alguna  vez, 
Y  ann  con  frecuencia,  si  no  ha  castigado  la 
fuga  pacífica  jurídicamente;  lo  ha  verificado 
por  medios  gubernativos  y  correccionales. 


Vajo  este  último  punto  de  vista,  la  cuestión 
es  aun  de  derecho  constituido.  Una  resena 
cronológica  de  lo  que  ^hvt  quebrantamiento 
de  cárceles  se  ha  mandado  y  practicado  en 
diversos  tiempos,  nos  facilitará  la  noticia 
exacta  y  comparativa  del  hecho  y  del  de- 
recho. 

Ya  las  leyes  romanas  castigaban  hasta 
con  la  pena  de  muerte  ^  el  quebrantamiento 
(le  cárceles,  aun  en  el  preso  que  se  evadia 
de  la  prisión,  si  bien  atenuándola  en  cuanto 
á  este,  cuando  quebrantaba  la  prisión  solo 
por  simple  fuga.  Según  la  ley  i,  tít.  18, 
lib.  43  de  las  Pandectas  (De  effractoribus). 
Eos  qui  de  carcere  erupemnt .  sive  effractis 
foribus,  sive  conspiratione  cum  cceteris,  qul 
in  eadem  custodia  erante  capite  puniendos: 
quodsi  per  negligenciamcustodium  evase- 
runt,  lenius  puniendos.  Por  la  ley  13,  tít.  5, 
lib.  48,  {De  custodia  reomm)  los  que  forma- 
ban conspiración  para  fugarse  de  la  cárcel 
serían  castigados  con  mayor  pena  que  la 
correspondiente  al  delito  porque  se  hallaban 
presos,  y  eso  aun  cuando  este  no  se  les  pro- 
base: y  ya  hemos  visto  que  por  la  ley  3, 
tít.  4,  lib.' 9  del  Código  (asi  bien  de  n/sto- 
dia  reorum)  el  carcelero  que  dejaba  escapar 
á  un  preso,  era  castigado  con  la  misma  pe« 
na  que  este  lo  seria  por  el  delito  imputado. 

Por  las  leyes  del  Fuero  Juzgo  csi  algún 
orne  crebanta  cárcel ,  ó  enganna  al  guar- 
dador, ó  el  guardador  mismo  suelta  los  pre- 
sos por  algún  enganno,  sin  mandato  del  juez, 
cada  uno  de  estos  debia  recibir  tal  pena,  é 
tal  damno,  cual  debian  recibir  los  pre- 
sos (1).» 

Según  las  del  Fuero  Real  c  habían  la  pe- 
na de  los  ladrones  aquellos  que  sacaren  los 
ladrones  de  la  cárcel....  é  por  la  osadía  per- 
chaban 10,000  maravedís  al  rey  (!2).> 

La  ley  12,  tít.  29  de  la  Partida  7  i  exa- 
mina latamente  la  responsabilidad  en  que 
el  carcelero  podia  incurrir ,  fugándose  los 
presos,  ó  dejándolos  ir,  asi  como  en  el  caso 
de  muerte  de  estos,  natural  ó  violenta.  Si  la 
evasión  se  verificase  por  culpa  del  guarda- 


(1)    Ley  8,  tít  4,  lib.  7. 
{%)  UjtS,  ÜU  lt,lib.7. 
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4or,  este  debía  feeibir  h  j^na  seSaiaáa  al 
delito  ¡mpatado  i  les  presos:  si  solo  media* 
ba  descuido  ó  negligencia  del  carcelero,  se- 
ria este  castigado  de  feriaos,  y  con  h  pérdi- 
da del  oficié;  y  con  ninguna,  si  la  fágase  ve- 
rificaba pór.ocúHon.  Bor  la  ley  13  del  mismo 
título',  formando  conspiración  Los  presos  de 
una  cárcel  ó  los  reuniéas  en  un  departamen- 
to ^^ta;  y  fugándose  todos'  ó  la  mayof- 
parte  de  ellos,  todos  incurrían  en  la  pena 
impuesta  al  delito  imputado  como  confesos 
de  él:  si  en  tal  caso  solo  se  evadiesen  algu- 
nos presos,  siendo  habidos,  serian  reducidos 
á  mas  dura  prisión  y  castigados  con  pena 
arbitraria.  »  - 

Según  las  leyes  recopiladas,  en  fin,  ios 
jueces  y  ministros  de  justicia  que  dejaban 
escapar  los  presos,  incurrian  en  ht  misma 
pena  que  los  carceleros  en  el  propio  ca- 
fo (i):  el  que  chuia  de  la  cadena,  debía  ir 
por  hechor  de  lo  que  fuere  acusado,  pe- 
chando ademas  900  maravedís  para  la  Cá- 
mara: el  que  lo  tenia  preso ,  respondía  en 
su  lugar,  pechando  ademas  otros  600  mara- 
vedís (2):»  c si  los  monteros,  los  hombres  de 
los  alguaciles  de  la  corte,  y  los  carceleros  de 
hsotras  justicias» 'dejasen  Ir  ios  presos,  ó 
no  los  guardabanr,  como  debian,.  incurrian*  en 
pen$  de  muerte,  si;  esta  era  la  merecida  por 
les  reos  fugados:  lo  propio  si  estos  merecie- 
sen otra  pena  corporal :  para  casos  diversos, 
la  misma  legislacion^stabiece  mía  estrema 
escala  de  penas. 

Esta  legislación  oscura^  inadecuada,  é 
inc^érente  fue  niedifiicada  por  ia  jurispru- 
dencia: ésta  templó  el  escesivo  rigor  de  la 
l¿y  éh  algunos  , casos,  según  hemos  visto: 
la  legislación  penal,  fué  casi  sustituida  por 
ia  prudencia  de  los  juzgadores  ;  debiendo 
notarse  que  no  prevaleció  de  un  modo  abso- 
luto la  doctrina  de  que  el  xeo  que  se  fuga, 
ño  iocurfeenpena;  porque  cede  en  elloá 
un  instinto  natural,  no  bastardo  é  inmoral, 
como  el  de  la  venganza,  por  ejemplo;  si  no 
lícito  y  noble,  como  el  de  la  libertad;  si  no 
que  con  flrecueocia,  annque  no  con  unifor- 


(f)  Ley11,tit.88Jib.1». 
(f)   Ujr  17,  id.  id. 


^  midad ,  se  imponía  al  reo  fugado,  s^é  (ode 
reiacidenle ,  algún  (iempo  de  recargo. 

Asi  Ih^ron  las  cosas  á  la  pnblicacien  del 
Código  penal,  el  cual  solo  ceasagra  á  esta 
materia  los  artienlos  204,  27i6.y  277.  Por  el 
primero  de  eUos:  cLes  que  esláráferen  de  las 
cárceles....  á  alguna  persona  detenida  ea 
ellas,  ó  le  prop<Mreionasen  la  evasión,  serás 
castigados  con  las  miscna^  penas  señaladas 
en  el  art.  276 ,  según  el  caso  respectivo,  si 
emplearen  la  viole  ncia  ó  el  si^mo  y  coa 
pena  inferior  en  un  grado,  si  se  valieren  de 
otros  modos.»  Por  el , citado  articulo  276: 
cEi  empleado  público  culpable  de  connif en- 
cía en  la  evasión  de  un  pt*eso,'cuya  custodia 
le  esté  confiada,  se  rá  castigado;  1.*  ea  el 
caso  de  que  el  fugitivo  se  hallare  condenado 
por  ejecutoria  en  alguna  pena,  con  h  infe* 
rior  en  dos  grados,  y  la  de  inhaftiKtaeioi 
perpetua  especial:  2.''  en  la  pena  infertor  ea 
tres  grados  á  la  señalada  por  ky  al  delito, 
por  el  cual  se  halla  procesado  el  fugitivo,  sí 
no  se  le  hubiere  condenado  por  ejecntorist 
y  en  la  de  inhabilitación  especial  temporal.^* 
El  277  es  relativo  al  particular ,  que  estando 
encargado  de  la  cn^odia  ó  conducción  de  na 
preso,  lo  dqa  escapar. 

No  vemos  la  debida  coherencia  entre  es- 
tos artículos,  al  establecer  ideíUiáad  de  pe- 
nas; pues  en  los  empleados  públicos  de  que 
habla  el  276,  hay  siempre  abuso  de  autori- 
dad,  que  no  puede  darse  en  tos  meros  partiea* 
lares  de  que  habla  por  regla  general  el  2M, 
asi  como  es  indudable  que  en  estos  no  ent- 
dra  lo  mismo  la  inhabiKíáei(m  que  en  los 
empleados  públicos,  ó  de  otro  modo  los  de- 
litos son  dirérenlés:  el  276  es  de  inftidUad 
de  empleados  públicos;  el  204  de  atmtaáú  ó 
desorden  público. 

Respecto  del  204,  ordena  e(  206  qne  lo 
dispuesto  en  aquel  y  demás  d^el  cap.  3,  li- 
bro 2  del.  Código,  no  tenga  lugar,  coando 
los  delitos  tque  por  ellos  se  reprimen,  ieban 
ser  calificadas  de  rebelión  ó  sedieUnt.»  Kst* 
declaración  no  se  hace  respecto  del  art.  276; 
pero  sin  duda  debe  süb-eotenderse,  por  la 
correlación  que  el  mísnso  Código  establece 
entre  los  dos  artíentos. 

El  Código  calb  absohftannnte  sokré  b 
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(Icl¡»cuencia  del  reo  que  se  fuga:  es  decir, 
que  el  reo;  en  fugarse,  tto  delinque.  Nos* 
otros  hemos  indicado  ya  esta  cttestion,  y  aun 
nuestra  opinión  en  el  modo  de  resolverla 
adecuadamente.  En  el  terreno  del  sentí* 
miento  y  no  considerándoos!  no  el  natural, 
noble  y  vehemente  instinto  de  la  libertad, 
esta  delicada  cuestión  no  puede  menos  de 
verse  y  resolverse  por  todos  dé  la  misma 
manera:  en  favor  de  la  libertad.  Masen  el  ter- 
reno del  derecho:  considerando  que  si  el  in- 
dividuo tiene  derechos ,  los  tiene  también  la 
sociedad:  que  no  solo  conviene  castigar  los 
delitos;  si  no  prevenirlos :  bajo  estos  pnntos 
dé  vista  y  muchos  mas  análogos,  el  Código 
penal,  sancionando  por  preleilcion  la  irres- 
ponsabilidad absoluta  del  reo  que  se  fuga; 
ha  ido  tal  vez  muy  aHá;  como  parece  ha- 
berlo veriGcado  nosotros  en  la  opinión  qne 
dejamos  manifestada*  Debemos  declarar  que 
nuestra  opinión  en  este  caso  no  es  absoluta, 
y  de  todos  modos  esta  ardua  cuestión  mere« 
ce  ser  esplicada. 

No  es  una  razón  decisiva  para  la  impuni- 
dad absoluta,  siempre,  y  en  todos  ios  casos, 
la  de  que  el  reo,  al  procurar  su  fuga,  cede  á 
un  instinto  natural.  El  estado  social  es  emi- 
nentemente político:  íes  el  estado  político  por 
cscelcncíá,  y  sabida  es  la  regla  práctica  y  uni-^ 
versal  de  qne  m  política  no  hay  principios 
absolutos.  En  las  mismas  leyes  naturales  que 
se  aplican  á  este  principio,  á  esta  necesidad 
y  ley  práctica  del  género  humano ,  al  apli- 
carlas al  orden  social,  distinguimos  y  ha  dis^ 
tíngaido  la  jurisprudencia  de  todos  los  tiem- 
pos entre  su  bondad  absoluta  y  su  bondad 
relátim.  Porx)tra  parte,  si  la  sociedad  y  las 
kyes  debieran  detenerse  ante  los  i$tstíntos 
naturales  del  individuo,  á  penas  podrían  le- 
gislar, sobre  todo  en  ms^texia  penal.  En  este 
orden,  lamentable  cícptamentc;  pero  á  que 
no  es  dadoá  ninguna  sociedad  sustraerse,  la 
mayor  parte  de  las  disposiciones  y  su  san- 
ción penal  son  represivos  de  instintos  natu^ 
rales.  Es  porque,  repitiendo  aquí  la  sen- 
tencia de  Kan,  en  el  estado  social  no  tene- 
mos mas  derechos  tuUurales  que  lo§  qm  son 
compatibles  con  los  derechos  de  los  demás. 
¿No  son*  también  nobles  y  naturales  instin- 


tos los  del  pundonor ,  los  do  ta  vergüenza» 
el  amor  de  familia ,  y  tantos  otros;  y  no  soa 
sin  embargo  títulos  de  impunidad  absoluta» 
cuándo  delinquimos  por  virtud,  ó  ¿  impulse 
de  ellos?  Sirven  ciertamente  para  o^itior 
la>  delincuencia;  no  para  estinguirku  Y  aun 
en  esta  misma  matería:  cuando  el  reo  se  de* 
fiende,  y  ofende  para  no  ser  capturado,  se 
mueve  por  el  mismo  instinto  natural  de  ^u 
libertad,  que,  ya  preso,  le  impulsa  á  desear 
y  procurar  su  evasión.  ¿Podria  sancionarse 
también  en  aquel  caso  la  impunidad  abso* 
lula? 

Las  legislaciones  mismas,  aun  las  mas  hu- 
manitarias, no  han  guardado,  ni  el  Código 
penal  guarda;  absoluta  consecuencia  en  este 
caso.  El  cap.  1,  tit.  5  de  su  libro  1,  trata  de 
las  penas  en  que  incurren  los  que  quebrantan 
las  sentencias:  y  no  se  sostendrá  que  el  rema- 
tado que  se  fuga,  ó  evade  para  librarse  de  la 
pena,  para  eludir  su  reclusión,  por  ejemplo, 
para  recobrar  su  libertad,  no  cede  á  un  ins- 
tinto natural;  al  mismo  instinto,  y  ya  €on 
indecible  mayoría  de  causa  y  rasen ,  que 
concebimos  le  impulsa  á  quebrantar  la  cár- 
cel. La  diferencia  queda  reducida  á  fugarse 
de  una  oárcel,  ó  fugarse  de  un  presidio,  ó 
casa  de  reclusión.  Si  se  pretende  que  la 
sentencia  ejecutoríada  es  una  ley  para  él,  y 
la  quebranta,  es  reconocer  que  no  siempre 
los  instintos  naturales  nos  hacen  absoluta- 
mente irresponsables  en  el  quebranlanüento 
de  la  ley.  Por  otra  parte,  leyes  son  también 
las  que  determinan  el  estado  social:  las  que 
arreglan  los  deberes  respectivos  entre  la  so- 
ciedad y  los  asociados:  las  que  han  creado  y 
sostienen  la  institución  de  las  cárceles:  las 
que  procuran  lá  eficacia  de  los  juicios  por  la 
detención,  ó  prísion  preventiva:  las  que  re- 
primen,  como  deben  hacerlo ,  la  libertad  de 
dañar.  Si  por  todo  eHo  se  dijere  por  una  ley: 
siendo  parte  del  poeto  social  et  respeto  abso- 
luto á  las  leyes,  se  entiende  que  el  que  le  in- 
fringe contrae  el  deber  espUeito  de  someterse 
á  la  decisión  de  los  tribunales ;  y  que  falta  d 
dicho  dd)er  eludiendo  el  juicio,  por  hs  fuga^ 
por  el  quebrantamiento  de  sentencia^  ó  de 
otiv  modo  es^ntáneo,  iguabnento  eficaz, 
incurriendo  por  ello  en  tal  pena ;  ne  po- 
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dría  de  ninguna  manera  sostenerse  que  es- 
ta era  una  ley  absolutamente  inicua :  por 
consecuencia,  por  una  concecuencia  irrecu- 
sable» tampoco  puede  sostenerse  que  el  ins- 
tinto de  la  libertad  es  causa  absoluta  de  ir- 
responsabilidad en  cuanto  á  la  fuga,  y  me- 
nos aun  el  que  lo  sea  absolutamente  también 
en  (oetos  los  casos ,  y  en  todas  las  circuns- 
tancias» cuyo  punto  es  el  fin  principal  de 
estas  observaciones. 

Porque  en  efecto :  no  es  lo  mismo  procu- 
rar el  preso  su  fuga  por  d  solo  natural  instin- 
to de  recobrar  su  libertad  y  sustraerse  á  una 
pena»  que  él  puede  tener  conciencia  de  ser 
inmerecida;  pero  que  tiene  también  el  te  • 
mor,  ó  tal  vez  la  certeza  de  no  poder  evitar 
por  falta  de  medios  de  defensa,  por  la  par- 
cialidad y  pasión  de  los  jueces»  por  la  acer- 
vidad  de  las  circunstancias,  como  por  ejem- 
plo» en  los  momentos  tremendos  de  una  con- 
moción popular»  de  una  violenta  reacción 
polilica»  etc.:  no  es  lo  mismo»  decimos»  pro- 
curar su  libertad  en  estos  casos  por  tal  fio» 
ó  por  el  mero  instinto  de  ella »  que  procurar- 
la por  el  perverso  instinto  de  delinquir,  em- 
pezando á  usarla  por  la  repetición  de  sus 
crímenes,  de  crímenes  premeditados,  con- 
certados tal  vez  de  antemano  con  otros  cóm- 
plices» y  para  cuyo  efecto  la  evasión  no  fuó 
mas  que  un  medio »  que  se  liga  completa- 
mente á  la  iniquidad  del  fin. 

Tampoco  es  lo  mismo  la  fuga  pacifica,  que 
la  violenta:  el  aprovechar  el  descuido »  la 
casualidad»  una  ocasión  incierta  y  espontá- 
nea para  fugarse»  que  el  procurar  la  fuga» 
incendiando»  matando  por  medio  de  críme- 
nes: casos  todos  que  el  Código  deja  bien  en 
oscuro»  bien  al  arbitrio  incierto  del  juzga- 
dor» y  mas  bien  en  favor  de  una  impunidad 
indebida,  por  su  absoluta  preterición  en  este 
punto,  después  de  haber  establecido  esplíci* 
tamente  que  no  serán  castigados  otros  actos 
ú  omisiones,  que  los  que  la  ley  con  anterio- 
ridad haya  calificado  de  delitos,  ó  faltas. 

En  vista  de  ello,  he  aquí  nuestra  opinión 
en  el  terreno  del  derecho  constituyente,  y 
en  la  interpretación  del  derecho  constituido. 
Habría  una  gran  violencia  en  constituir  al 
hombre  catcelero  de  sí  mismo:  es  preciso  no 


constituirle  casi  en  la  necesidad  de  delin- 
quir »  y  puede  considerársele  constituido 
en  ella»  exigiéndole  se  sobreponga  abso- 
lutamente »  siempre  y  en  todo»  los  casos  ,  á 
instintos  que  se  identifican  con  su  ser  y  dig- 
nidad. Tales  so»  el  instinto  de  la  liber- 
tad: el  instinto  de  la  vida  y  propia  conserva- 
don :  y  sus  afines  á  ellos,  el  de  la  familia, 
el  de  la  honra ,  y  otros  análogos.  Por  eso 
las  leyes  divinas  y  humanas  permiten  la  re- 
pulsión del  injusto  agresor  de  la  vida,  aun- 
que el  medio  inevitable  para  aquel  fin  sea  la 
muerte  del  agresor:   por  eso  las  legisla- 
ciones autorizan  el  propio  derecho  en  el  la- 
drón nocturno,  que  invade  allanando  ó  frac- 
turando, suponiendo  en  él  la  resolución  de 
matar :  por  eso,  en  fin»  en  los  restantes  casos 
atenúa  la  penalidad.  Pero  nunca  se  recono- 
cen y  autorizan  estos  hechos  de  un  modo 
ilimitado»  absoluto;  si  no  cum  moderamine 
inculpatce  tutelm.  Al  encarcelado»  pues,  con 
arreglo  á  estos  principios  salvadores  de  la 
moralidad»  y  del  orden  social,  se  le  eximirá 
absolutamente  de  delincuencia,  y  por  tanto 
de  responsabilidad»  cuando  solo  se  determine 
á  la  fuga  por  el  noble  y  fiatural  instinto  de 
su  libertad;  para  gozarla»  no  para  abusar  de 
ella»  aprovechando  la  ocasión»  y  aun  procu- 
rándola; pero  nunca  por  medio  de  crímenes. 
Si»  por  el  contrarío,  el  encarcelado  se  evade 
para  delinquir,  según  dejamos  espuesto»  la 
ley  puede  sin  iniquidad  para  en  ese  caso  es- 
tablecer una  pena »  y  por  lo  menos  la  fuga 
habrá  de  considerarse  como  circunstancia 
agravante  del  delito  ó  delitos  que  en  vista  de 
ella  se  hayan  cometido.  Un  encarcelado  pue- 
de fugarse  para  tomar  venganza,  y  asesinar 
á  su  acusador»  á  su  juez,  al  denunciador  de 
sus  crímenes,  á  sus  testigos:  para  incendiar- 
les sus  casas ,  sus  mieses,  asesinar  á  sus  fa- 
milias» etc.  ¿Puede  ser  un  escudo  absoluto 
de  impunidad  en  este  caso  el  noble  instinto 
de  la  libertad  natural,  por  él  que  realmente 
no  se  ha  movido  el  que  asi  lo  olvida  ó  de- 
prava? 

Será  también  un  caso  de  justa  atenuación, 
llevada  hasta  el  grado  que  autoricen  las  cir- 
cunstancias» la  consideración  de  la  humana 
flaqueza »  y  como  son  siempre  motivos  de 
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ella,  el  miedo  que  cae  en  varón  constante, 
los  motivos  de  honra ,  el  amor  de  familia, 
el  obrar  por  motivos  poderosos  de  perturba- 
ción, ó  acaloramiento,  el  evadirse  de  la  cár- 
cel para  eludir  la  pena,  en  la  forma  que  ar- 
riba dejamos  indicada. 

Los  crímenes,  en  fin,  que  se  cometan 
para  la  fuga,  la  muerte,  el  envenenamiento, 
el  incendio,  la  sedición,  etc.,  se  castigarán., 
como  delitos  comunes,  pues  siendo  tales  por 
el  Código,  el  fin  de  la  fuga,  por  lícito  y  ve- 
nerado que  se  quisiera  suponer,  no  puede 
justificar  tales  medios. 

Lo  dicho  se  entenderá  en  el  orden  con- 
tencioso, y  tratándose  de  pdiuzs  jurídicamen- 
te tales;  mas  no  de  ninguna  manera  en  el 
orden  gubernativo.  En  este  punto  es  menes- 
ter no  dejar  inerme  á  la  autoridad  adminis- 
trativa, y  ni  aun  á  la  judicial;  como  lo  que- 
darían, si  al  reo  se  le  reconocía  absoluta  im- 
punidad en  procurar  su  libertad;  y  á  dichas 
autoridades  se  las  rehusaban  los  medios  coer- 
citivos, disciplinarios  de  asegurar  los  fines 
de  la  ley.  En  esta  razón  el  artículo  22  del 
Código  penal,  declara  oportunamente,  que 
«no  se  reputan  penas  la  restricción  de  la  li- 
bertad de  los  procesados....  acordada  por 
las  autoridades  gubernativas  en  uso  de  sus 
atribuciones,  ó  por  los  tribunales,  durante 
el  proceso,  ni  las...  demás  correcciones  que 
los  superiores  impongan  á  sus  subordinados 
y  administrados  en  uso  de  su  jurisdicción 
disciplináis  ó  atribuciones  gubernativas.» 
Por  eso,  aunque  posterior  el  Código  penal 
en  fecha,  no  se  reputará  derogado  por  él,  el 
art.  49  del  reglamento  de  cárceles  provin- 
ciales y  de  las  de  la  corte,  de  25  de  agosto 
de  1847,  ni  otros  análogos,  publicados  ó  que 
se  publiquen  con  dicho  objeto.  Según  el  citado 
articulo  cías  violencias...  escalamiento,  frac- 
tura de  puertas,  ó  ventanas...  por  parte  de 
los  encarcelados  se  castigarán ,  según  las 
circunstancias,  prohibiendo  al  reo  la  comuni- 
cación con  su  familia,  encerrándolo  en  un  ca- 
labozo, poniéndolo  ápan  y  agua,  descontán- 
dole en  favor  del  establecimiento  una  parte 
de  lo  que  le  haya  correspondido  ó  en  ade- 
lante corresponda  ,por  su  trabajo.  De  estos 
castigos  y  agravaciones  se  dará  conocimien- 


to al  gobernador^  y  todavie,  si  hallase  qi>e 
los  hechos  merecen  mayor  pena,  mandará 
aplicar  hierros,  ó  dará  parte  á  los  tribuna- 
les de  justicia  para  que  obren  con  arreglo  á 
las  leyes.»» 

SECCIÓN  V. 

VISITA  DE  CÁRCELES. 

Desde  la  ley  de  prisiones  de  26  de  julio 
de  1849,  la  visita  de  cárceles  ha  sufrido  una 
modificación  esencial.  Hasta  esa  fecha  todas 
las  cárceles  del  reino  habían  dependido  de  la 
autoridad  judicial :  desde  ella  todas  las  del 
fuero  común  penden  de  la  autoridad  provin- 
cial gubernativa,  y  ministerio  de  la  Gober- 
nación :  las  de  fueros  especiales  continúan 
aun  en  la  antigua  forma. 

Según  esta ,  la  visita  de  cárceles  era  un 
acto  jurisdiccional  y  al  mismo  tiempo  admi- 
nistrativo. Hoy  conserva  el  mismo  carácter 
respecto  de  las  cárceles  de  fueros  especiales; 
mientras  en  las  prisiones  civileSf  ó  del  fuero 
común,  es  meramente  de  polida  judicial, 
como  veremos. 

Las  visitas  de  cárceles,  en  su  antigua  for- 
ma de  actos  jurisdiccionales  y  administrati- 
vos ,  constituían  toda  la  administración  de 
las  cárceles,  y  no  hay  que  decir  mas  para 
comprender  que  esta  no  podía  ser  mas  ina- 
decuada. Verificada  en  forma  judicial,  la 
misma  solemnidad  se  oponía  á  la  minuciosa 
y  detallada  inspección  que  unos  estableci- 
mientos asi  requieren  en  cuanto  á  cosas  y 
personas:  teniendo  lugar  á  día  y  hora  fijos, 
los  carceleros  estaban  ya  avisados  por  el 
hecho,  y  muy  de  antemano ,  para  concertar 
sus  medidas  de  impunidad,  y  disfrazar  la 
verdad  con  las  apariencias. 

Como  acto  jurisdiccional ,  las  visitas  lle- 
garon á  confundir  el  orden  judicial ,  turban- 
do el  ejercicio  metódico  y  ordenado.de  las 
respectivas  atribuciones,  y  llegando  hasta 
una  casi  completa  absorción  de  ellas,  aun  de 
las  soberanas  de  gracia.  Los  oidores  corre- 
gían discrecionalmente  las  providencias  de 
los  alcaldes  del  crimen  y  de  Casa  y  Corte:  el 
Consejo  en  las  visitas  generales,  las  de  unos 
y  otros.  Se  revocaban  autos  de  prisión  ,  de- 
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eretaiMto  la  soltura :  se  íntemimpiaB  el  orden 
judicial  y  el  procedífliieiito  ordinario ,  deci- 
diendo de  plano  en  vigita^  lo  qne  estaba  en 
prioiera  instancia»  ó  esperaba  revista;  se  al- 
teraba la  cosa  jttigada,  conmutando  las  pe- 
nas, ó  modificándolas:  y  en  las  visitas  gene- 
rales, especialmente  el  Consejo»  y  en  gene- 
ral los  acuerdoSf  bajo  el  supuesto  de  que  en 
cuerpo  represetitaban  el  rey,  y  bajo  la  fór- 
nmlaque  se  llamaba  ab$oluciofipor  el  solio, 
ejerdan  atribuciones  soberanas ,  indultando 
de  todos  los  delitos ,  salvo  los  esceptuados 
en  los  indultos  generales  concedidos  por  la 
corona,  y  aun  respecto  de  estos  empezó  á  in- 
troducirse la  doctrina  de  que  podia  indultar 
el  acuerdo ,  si  no  habia  prueba  conduyente, 
lo  que  motivó  la  notable  real  carta  y  decla- 
ración, dirigida  en  4  de  Tebrero  de  1647,  al 
capitán  general  de  Valencia:  cEI  rey:  Ilustre 
conde  de  Oropesa ,  primo,  mi  lugar  teniente 
y  capitán  general :  háse  visto  lo  que  escri- 
bisteis en  carta  de  4  de  noviembre  pasado, 
de  la  duda  qne  se  ofreció  ó  esa  real  Audien- 
cia sobre  la  inteligencia  déla  absolución  del 
solio ;  si  deben  gozar  de  ella  los  que  estu- 
vieren culpados  de  delitos  esceptuados,  no 
resultando  plena  prueba  del  proceso  entre 
los  reos :  y  ha  parecido  deciros,  que  no  han 
de  gozar  del  indulto,  pues  en  general  son  los 
delitos  los  que  se  esceptáan,  sin  considera- 
ción á  la  prueba,  y  asi  ordenareis  que  se  ob- 
serve;.. Yo  el  Rey.»  El  período  de  esta  es- 
pecie de  confusión  en  el  orden  judicial- corre 
desde  el  tiempo  de  los  Reyes  Católicos  y 
Garios  I  que  instituyeron  las  visitas,  hasta  el 
de  Felipe  III  y  Felipe  lY,  en  que  empeza- 
ron las  justas  restricciones  hasta  quedar 
aquellas  reducidas  á  lo  que  debian  ser ,  á  h 
corrección  de  abusos. 

En  las  visitas,  sin  embargo,  ha  resaltado 
siempre,  ya  desde  su  institución,  el  senti- 
miento de  humanidad  y  de  caridad  cristiana, 
y  siempre  se  han  ligado  en  tal  concepto  al 
sentimiento  religioso.  Asi  en  la  Roma  cris- 
tiana vemos  estaban  cometidas  á  los  obispos, 
qne  ademas  debian  verificarías  en  la  paras^ 
teve  áe  cada  ano  (1);  asi,  como  entre  nos- 

{1}  Ley  i,  tü.  I,  lib.  9  del  Cddígo  de  custPdia.,,  remm: 


Otros,  las  visitas  genera  les,  vienen  realizán- 
dose en  las  grandes  solemnidades  religiosas 
de  Pascua  de  Natividad,  de  Resureccion  j 
de  Pentecostés,  esto  es,  en  la  víspera  ó  él* 
tkno  día  m  feriado  antes  de  ellas. 

Desde  un  principio  las  visitas  de  cárceles 
fueron  privadas  ó  no  solemnes ;  y  ordíatrias 
ó  solemnes.  Eran  las  primeras  las  de  in^^ec- 
cíon  6  administrativas  que  privadamente 
practijcaban  los  alcaldes ,  y  jueces,  segm  sa 
procedencia,ódesempenando  la  visita  que  los 
acuerdos  ordenaban,  ó  las  qué  realizaban  per 
llamamiento  ó  queja  de  los  encarcelados: 
las  segundas  eran  y  son  las  particulares  ó 
generales,  verificadas  con  solemnidad  y  apa- 
rato judicial  los  sábados  de  cada  semana,  j 
en  las  tres  Pascuas  del  ano  y  Nativi(hd  de 
Nuestra  Señora. 

Las  visitas  de  cárceles  fueron  institnidis 
por  los  Reyes  Católicos  y  Cários  I  (leyes  1  j 
2,  tít.  39,  lib.  12  de  la  Nov.  Reeop.)  para 
las  cárceles,  y  reos  del  fuero  común ;  pere 
luego  á  su  imitación  se  generalizaron  á  las 
cárceles  y  reos  de  todos  los  fueros ,  si  bien 
en  cada  caso  por  los  jueces  respectivos  del 
mismo  fuero ;  esto  es,  debian  y  deben  veri* 
(icarias  los  jueces  del  fuero  común ,  los  del 
eclesiástico  y  militar,  yantes  los  de  Haciea- 
da,  correos,  bureo,  etc. ;  pero  cada  uno  i 
los  reos  dependientes  de  su  jurísdiccioa  res- 
pectiva ,  y  eso  aun  cuando  existan  en  cárce- 
les de  otro  fuero,  casas,  castillos,  depósito  y 
cualesquier  género  de  prisiones. 

Las  leyes  fijaron  desde  un  principio  los 
dias  y  número  de  las  visitas;  pero  por  mncho 
^  tiempo  la  práctica  fué  varia,  por  parte  de  al- 
gunos tribunales.  En  las  Ordenanzas  de  la 
chancillerfa  de  Yailadoltd,  vemos  que  por  al- 
gún tiempo  los  alcaldes  del  crimen  repitieron 
la  visita  de  cárceles  tres  veces  por  semana, 
en  los  lunes,  miércoles  y  viernes,  y  los  oido- 
res el  sábado,  suprimiéndose  después  la  visüi 
del  lunes,  y  mandándose  que  los  alcaldes  coo- 
curriesen  á  la  del  sábado  con  los  oidores  (i)* 

La  visita  de  los  presos  por  deudas  merece 
nna  mención  especial.  La  practicaba  en  h 
Corte  en  las  tres  Pascuas  del  a&o  ^  níií^ 


(I)  ub.3,m.7, 
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mas  moderno,  y  en  la  cárcel  de  Villa  el  te- 
niente mas  moderno.  Concurrían  áella,  ade- 
mas de  la  curia ,  los  llamados  padres  caree^ 
teros,  de  la  compañía  de  Jesús,  como  co* 
misarios  regios  para  lo  qne  se  dirá :  los  re* 
presentantes  de  las  memorias  llamadas  de 
Cornejo,  de  Torre,  de  Noriega  y  otras:  el  re- 
presentante asi  bien  de  la  diputación  de  po^ 
bres  de  Madrid^  y  los  acreedores  de  presos 
pobres.  La  pena  de  prisión  de  estos  se  aumen- 
taba ó  estingnia,  y  se  acordaba  su  soltura, 
pagando  las  deudas,  para  lo  cval  el  rey  des- 
tinaba mil  ducados  al  a2o;  y  dichas  memo- 
rias y  diputación  de  pobres  contribuian  con 
diversas  cantidades,  que  se  anunciaban  en 
el  acto,  y  respecto  de  cada  preso  deudor, 
por  los  respectivos  representantes;  siéndolo 
de  la  corona  los  padres  carceleros  de  la  com- 
pañía.  Los  acreedores  solian  protestar,  »  no 
creian  suficiente  la  oferta,  pafa  estimarse  la 
soltura,  ó  reducción  de  la  pena ;  pero  el  mi- 
nistro de  la  visita  decidía  y  su  decisión  se 
ejecutaba. 

Las  visitas  fueron  regularizándose,  y  boy 
deben  ser  consideradas  bajo  el  punto  de  vis- 
ta de  sa  forma  y  solemnidad,  y  de  sus  erec- 
tos. En  cuanto  á  lo  primero,  cualquier  es- 
plicacion  seria  menos  esplícita  y  autorizada 
que  el  testo  de  las  Ordenapzas  de  las  Au- 
diencias y  Reglamento  provisional  para  la  ad- 
ministración de  justicia;  y  por  tanto  véanse 
en  lo  concerniente  á  este  punto  en  la  parte 
legislativa:  por  lo  que  hace  á  los  efectos 
de  las  visitas,  son  estos  ya,  según  hemos  di- 
cho, meramente  de  policía  judicial,  y  de  es- 
ploracion  y  corrección  de  abusos ,  que  no 
concrernená  lo  judicial,  como  comunicación, 
6  incomunicación  de  reos,  que  adopten  por  sí 
los  jueces  de  la  visita;  si  conciernen  al  orden 
administrativo,  los  jueces  dan  el  debido 
conocimiento  á  la  autoridad  administrativa 
que  debe  corregirlos ,  y  en  caso  de  omisión 
indebida,  al  ministro  de  Gracia  y  Justicia 
para  que  por  su  medio  llegue  á  conocimiento 
del  de  Gobernación. 

En  cuanto  á  la  visita  general  de  Pascua  de 
Resurrección,  se  verificaba  antes  el  Sábado 
de  Ramos,  como  último  dia  no  feriado  antes 
de  aquella  festividad:  instituida  la  vacación 

TOMO  vo« 


de  tribunales,  y  variados  los  dias  en  que  es- 
tos se  cierran,  por  real  orden  de  17  de  mar- 
so  de  1882  está  mandado  que  dicha  visita 
se  verifique  el  Martes  Santo,  al  presente  úl- 
timo dia  de  tribunales. 

Subsisten  hoy  también  las  visitas-  priva- 
das, por  llamamiento  de  presos,  y  las  es- 
traordinarias  no  solemnes;  pero  limitadas 
en  sus  efectos,  según  arriba  queda  indicado, 
y  en  la  forma  que  al  eslablecerias  ha  dado  á 
las  mismas  la  ley  de  prisiones  de  1849.  Se- 
gún ella,  los  magistrados  y  jueces  y  el  mi- 
nisterio fiscal  tienen  derecho  de  visita»  no 
solo  en  las  cárceles  y  depósitos  de  detenidos, 
si  no  también  en  los  establecimientos  pena- 
les. En  cuanto  á  las  cárceles  y  depósitos^  el 
derecho  de  visita,  asi  de  jueces»  como  de  fis- 
cales, se  limita,  á  ^enterarse  de  que  se  cum- 
V  píen  las  providencias  judiciales  ^  y  para  evi- 
tar que  los  presos  ó  detenidos,  aunque  lo  sean 
gubemativamente ,  sufran  detenciones  ilega^ 
les....  y  para  inspeccionar  también,  si  los  pe- 
nados  á  arresto  cumplen  sus  condenas  (!)...» 

En  la  práctica  ha  ofrecido  dificultad,  como 
no  podia  menos,  la  aplicación  de  estas  disp<>- 
siciones,  que  si  parecen  absolutas,  y  potes- 
tativas en  los  funcionarios  mencionados  del 
orden  judicial ,  el  mismo  art.  30  de  k  ley, 
establece  que  los  alcaides ,  ó  encargttkid  étl 
depósito  ó  cárcel,  deben  obedecer  kt  órde-^ 
nes  que  la  visita  les  diere  en  esta  parte^  esto 
es,  Kmkadas  al  doble  objeto  antes  indicado, 
y  ademas  que  sean  conformes  teofsel  regla- 
mento de  la  casa.*  Los  jueces  y  fiscales  em- 
pezaron dictando  determinaciones,  y  orde- 
nando su  ejecución  á  los  alcaides ,  haciéndo- 
las asentar  en  los  libros  y  registros  de  las 
cárceles,  aligerando  prisiones,  reconviniendo 
ó  castigando  correccionalmente  á  los  caree-- 
leros  ó  encargados  que  abusaban,  ó  se  resis- 
tían á  obedecer.  La  autoridad  administra- 
tiva protestó  la  incompetencia.  Unas  y  otras 
autoridades  acudieron  á  sus  respectivos  mi- 
nisterios, y  oidos  sobvt  el  particular  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  y  el  Consejo  leal, 
se  decidió  que  los  jneces  y  fiscales,  en  us¡p 
del  derecho  de  visita,  dictasen  en  k>  judicial, 


ü)  Art.  SO. 
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las  resoluciones  que  espresamente  autoriza- 
sen las  leyes ;  pero  en  lo  administrativo,  se 
limitasen  á  examinar  y  notar  los  abusos,  ó 
faltas,  dandp  de  ellas  conocimiento  á  la  auto- 
ridad administrativa  superior,  á  la  cual  in- 
cumbía el  remedio.  La  práctica  es  esa.-  Las 
faltas,  ó  abusos  del  alcaide  ó  encargados ,  se 
ponen  en  conocimiento  del  gobernador:  las 
de  este,  como,  por  ejemplo,  una  determina* 
cion  arbitraria ,  y  los  vicios,  defectos ,  ó  in- 
convenientes de  la  administración  en  gene- 
ral, como  licénciamiento  de  presos,  falta  de 
salubridad,  vicios  de  inmoralidad,  etc.,  en  el 
del  ministro  de  Gracia  y  Justicia,  para  que 
por  su  medio  se  haga  al  de  Gobernación, 
y  se  adopten  ademas  las  determinaciones  le- 
gislativas, ú  oGciales  que  parezcan  proce- 
dentes. 

En  lo  relativo  á  lo  judicial,  la  ley  mencio* 
nada  determina  ademas  corresponder  á  la 
autoridad  judicial,  independientemente  de  la 
administrativa,  á  la  cual,  sin  embargo,  in- 
cumbe la  ejecución,  decretar  la  traslación  de 
alguno,  ó  algunos  presos  con  causa  pendien- 
te, y  nunca  la  de  todos  los  de  una  cárcel, 
sin  ponerse  antes  de  acuerdo  con  la  autori- 
dad administrativa;  pero  de  este  punto  tra- 
taremos en  su  lugar  oportuno.  Véanse  los 
artículos  al^aisb,  Asmcsro ,  avt»  bb 

ynPBB  ■V9ICIPAI.BS,  BBTBNI»*i 
.VABIJB€IMIBMT««    PB9AI.EB  ,    PBB 

wmMmMmmam:  y  sobre  mas  pormenores  en 
cnanto  á  visitas  de  cárceles,  el  tít.  9,  lib.  2  de 
la  Recopilación  y  el  mismo  título  en  el  tomo 
de  Autos  acordados :  el  tít.  59,  lib.  i2  de  la 
Novísima  Recopilación:  Febrero  Novísimo 
apéndice  3  al  tomo  7,  nüms.  22  al  60 :  y  Sa- 
lazar.  Práctica  del  Consejo,  capítulos  29, 
SO  y  31. 

En  Indias  la  visita  ordinaria  de  cárceles 
habia  de  hacerse  los  martes ,  jueves  y  sá- 
bados, si  asi  se  creia  necesario.  Véase  sobre 
la  materia  el  tít.  7,  lib.  7  de  la  Recopilación 
de  Indias;  teniendo  presente  que  ya  en  ge- 
neral están  allí  mandados  observar  el  Regla- 
mento provisional  y  las  Ordenanzas  de  las 
Audiencias. 

CÁRCEL  DECOROIVA.    Lo 


mismo  que  cárcel  eclesiástica.  Constituyen- 
do la  Iglesia  una  sociedad  perfecta,  y  por 
tanto  con  facultad  de  castigar  y  juzgar,  tie- 
ne también  sus  cárceles.  Por  otra  parte  no 
era  decoroso  que  á  los  sacerdotes,  á  las  per- 
sonas consagradas  á  la  religión,  se  las  pusie- 
ra en  las  cárceles  públicas  del  fuero  común, 
confundidos  con  los  criminales.  De  aqui  las 
cárceles  de  corona,  esto  es,  áe personas  ecle-- 
siásticas;  lo  que  indica    bien  que  no  se 
instituia  por  las  personas  legas,  aun  cuando 
fuesen  juzgadas  por  la  jurisdicción  eclesiásti- 
ca. Las  de  la  inquisición ,  por  ejemplo ,  no 
se  llamaban  de  corona ;  y  muchas  veces  la 
autoridad  eclesiástica  judiciaría  tenia  y  tie- 
ne sus  reos  en  las  prisiones  comunes,  ó  en 
otro  lugar  seguro,  que  no  es  preciso  sea 
la  cárcel  de  corona.  Esta  se  reputa  tal,  con 
que  el  preso  sea  meramente  clérigo.  Donde 
no  hay  cárcel  de  corona,  y  aun  habiéndola, 
si  asi  lo  exije  el  sexo  ,  dignidad,  ó  calidad 
del  reo,  se  le  señala  su  ca<«a  por  cárcel,  ó  es 
encerrado  en  un  convento,  colegio,  semíoarío 
ó  casa  de  eclesiásticos.  De  cualquier  modo 
que  sea,  estas  cárceles  y  prisiones  penden  en 
un  todo  de  la  potestad  eclesiástica :  ella  nom- 
bra los  alcaides,  y  ordena  el  régimen  de  las 
mismas,  con  esclusion  absoluta  de  la  potes- 
tad civil:  si  bien,  como  en  materia  de  proce- 
dimiento, y  como  que  al  cabo  ejerce  su  ju- 
risdicción sobre  ciudadanos,  subditos  tam- 
bién por  este  concepto  de  la  potestad  tempo- 
ral, suele  observar  y  debe  los  reglamentos  y 
prescripciones  adoptadas  por  esta  potestad, 
y  sobre  todo  por  la  Constitución  del  Estado 
para  cárceles  comunes  y  prisiones  en  gene- 
ral. Cuando  la  que  juzga  á  las  personas 
eclesiásticas  es  la  potestad  temporal,  como 
sucede,  por  ejemplo ,  en  los  delitos  atroces, 
los  reos  no  van  á  las  cárceles  de  corona,  si  no 
á  las  comunes,  si  bien  en  localidad  adecuada 
y  separada;  ó  bien  se  prefiere  un  convento, 
seminario  ó  casa  eclesiástica ,  como  sucede 
cuando  el  Tribunal  Supremo,  por  ejemplo, 
juzga  á  un  obispo  ó  arzobispo.  V.  cabcbi.. 
CARC-EL  DE  MANIFESTA- 
DOS.   Conocidos  son  el  célebre  fuero  y 
privilegio  de  la  manifestación  en  la  anti- 
cua corona  de  Aragón.  El  reo ,  que  en  uso 
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de  eslc  privilegio,  se  acogía  á  la  proleccioQ 
del  Justicia  maijory  aunqae  ya  estuviese  pre- 
so por  otro  juez  ó  tribunal «  quedaba  desde 
luego  bajo  la  autoridad  del  Justicia,  ó  sus  lu* 
gar  tenientes,  que  decretaban  la  detención 
ó  prisión  en  la  cárcel  de  manifestados,  cuan- 
do la  hubo,  y  antes  en  una  casa  particular» 
ó  en  la  cárcel  común,  y  aun  en  la  misma  en 
que  ya  se  hallaba  prese  fuera  de  la  corte  de 
Aragón,  pero  á  las  órdenes  del  Justicia  ma- 
yor, y  en  donde  este  no  residia,  á  las  de  sus 
lugar  tenientes,  dando  comanda,  ó  comisión 
al  alcaide  parala  custodia  en  dicho  concep- 
to dé  manifestado.  Desde  entonces  el  reo 
se  bailaba  en  cárcel  de  manifestados,  estoes, 
preso  bajo  la  autoridad  y  protección  mediata, 
ó  inmediata  del  Justicia  mayor  (libro  9  de 
los  Fueros,  De  manifestationibus). 

La  cárcel  de  manifestados  equivalía  á  lo 
que  en  Castilla  se  llamaba  en  las  cárceles 
comunes  sala  de  presentados.  Sabido  es  que 
el  reo  que  se  veia  vejado  de  un  juez ,  ó  de 
un  alcaide,  se  evadía  de  la  cárcel  y  se  pre- 
sentaba á  las  Chancillerias  y  Audiencias  im- 
plorando protección.  Otras  veces  lo  verifica- 
ban, huyendo  de  un  auto  de  prisión,  ó  te- 
miéndolo, seguido  de  vejaciones.  Por  prime- 
ra providencia  el  presidente,  regente ,  go- 
bernador del  crimen,  ó  semanero,  según  los 
.  casos,  lo  mandaban  presentar  en  la  cárcel,  y 
era  puesto  con  cierta  holgura ,  y  libre  de 
prisiones  y  de  incomunicación ,  en  el  depar- 
tamento llamado  por  tso  sala  de  presentados, 
hasta  que  por  sala  de  justicia  de  la  Chanci- 
llería  ó  Audiencia,  recaia  la  providencia  que 
se  creia  proceder,  según  el  caso ,  y  después 
que  el  tribunal,  á  cuya  autoridad  se  sustraía 
el  presentado ,  informaba  con  justificación. 

En  su  lugar  oportuno  esplanaremos  con- ' 
venientemente  esta  institución  y  recurso 
protectorío,  de  que  tampoco  carecieron  los 
reos  en  Castilla. 

CARCELAJE.  Los  derechos  que 
el  alcaide  ó  carcelero  tiene  acción  á  cobrar 
de  los  encarcelados.  Hay  derechos  fijos,  co- 
mo son  los  que  se  devengan  meramente  por 
haber  estado  preso,  aunque  no  se  haya  reci- 
bido utensilio,  ni  ningún  género  de  servicio 
del  carcelero  ó  sus  dependientes:  y  los  hay 


relativos  ó  eventuales.  Los  primeros  tienen 
por  objeto  alijerar  al  Estado  en  cnanto  á  los 
gastos  de  construcción  y  conservación  de  las 
cárceles,  y  en  la  dotación  de  carceleros  y 
dependientes:  los  segundos  son  remunerato- 
rios y  como  precio  de  los  utensilios  y  servi- 
cio que  se  recibe.  Los  derechos  fijos,  si  no  se 
introdujeron,  se  ampliaron  y  arraigaron  con 
ocasión  de  las  cárceles  señoriales,  pues  los 
señores  jurisdiccionales  procuraron,  aun  mas 
que  el  estado,  que  el  reo  que  por  su  hecho 
propio  hacia  necesaria  la  prisión,  sufragase  los 
gastos  de  ella:  y  lo  segundo  por  la  enagena . 
cion  del  oficio  de  alcaide  por  juro  de  here* 
dad.  Los  dueños  de  la  propiedad  procuraban 
que  á  lo  menos  no  les  fuese  gravosa.  Suce- 
dió con  frecuencia  que  la  propiedad  recaia 
en  ricos  hombres  y  grandes  del  reino,  que 
por  tanto,  para  servir  el  cargo  nombraban 
carceleros  y  dependientes  particulares,  ya 
por  titulo  gratuito,  ya  por  título  oneroso, 
basta  arrendando  el  oficio;  y  es  claro  que  á 
ios  presos  se  haria  sufragar  los  gastos.  En 
todos  los  casos,  sin  embargo,  los  gastos,  ora 
fijos,  ora  eventuales,  debian  y  deben  prefijar- 
se por  arancel  y  este  colocarse  en  paraje  en 
que  pueda  ser  visto  y  examinado  por  todos 
aquellos  á  quienes  interesa.  Y.  Ai.cAiBe, 

CARCELiERIA.  En  el  lenguaje 
forense  se  ha  hecho  usual  esta  voz  que  unas 
veces  se  toma  por  cárcel;  otras  por  el  estado 
legal  del  que  tiene  contra  sí  un  auto  de  pri- 
sión ó  retención.  El  que  tiene,  por  ejemplo, 
su  casa,  ó  la  ciudad  y  arrabales  por  cárcel, 
no  está  realmente  encarcelado;  pero  se  dice, 
está  obligado  á  guardar  carcelería. 

CARCELERO.  El  oficial  público 
que  tiene  á  su  cargo  como  principal,  la  custo- 
dia y  régimen  interior  de  la  cárcel,  con  depen- 
dientes  ó  sin  ellos.  Los  romanos  le  llamaban 
comentariense,  tomando  la  denominación  de 
los  registros  y  estadística  que  estaba  obliga- 
do á  llevar,  y  los  estados  personales  clasifi- 
cados que  bajo  graves  penas  debia  presen* 
tar  á  la  autoridad.  Desde  la  dominación  ára- 
be se  llama  alcaide.  El  reglamento  de  cár- 
celes de  1849  le  llama  director.  Ycase  al- 
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CARDENAL.  CÁRDENA- 

liES.  En  rigor  etimológico  tradoccion 
del  hiiñcardinalis,  ácardine  el  quicio  ó 
eje  de  la  poerta,  y  en  este  sentido  lo  propio 
que  eardinaU  esto  es»  lo  que  es  eje,  base  ó 
fundamento  de  una  cosa.  Bajo  este  concepto 
desde  muy  antiguo  se  han  denominado  car* 
denalei  en  algunas  partes,  y  aun  se  llaman, 
aunque  menos  comunmente  y  á  pesar  de  ht 
prohibición  de  que  haremos  mérito,  los  pár- 
rocos de  ciudades  y  poblaciones  notables, 
sobre  todo  los  de  parroquias  matrices ,  como 
si  se  quisiera  decir,  párrocos  principales^ 
pues  que  lo  eran  en  honor  y  jurisdicdoo 
respecto  de  sus  filiales  y  coadjutores;  y  en 
el  orden  moral  respecto  de  los  párrocos  rúñe- 
les^ Por  traslación  se  llamaron  también  car^ 
denales  los  canónigos  de  algunos  cabildos:  y 
los  clérigos  de  algunas  corporaciones  ó  fun« 
daciones  eclesiásticas. 

Entre  estas  clases  hay  una*,  que  habiendo 
empezado  por  los  mismos  humildes  princi- 
pios, ha  llegado  al  mas  alto  grado  de  la  ge- 
rarquía  eclesiástica:  á  constituir  en  la  Iglesia 
imivérsal  la  primera  gerarquia  después  del 
Papa.  Desde  luego  se  entenderá  que  habla- 
mos de  los  Cardencdes  de  la  santa  Iglesia  ro- 
manay  y  de  ellos  trata  esclusiyamente  este 
artículo,  en  que  por  su  orden  esponemos 
brevemente  el  origen  de  esta  elcrada  cate- 
goría: clases,  número  y  títulos  de  los  carde- 
nales: requisitos  personales  y  forma  de  su 
nombramiento:  investidura,  dignidad,  obli- 
gaciones y  preeminencias  de  los  mismos. 

Origen.  Si  los  clérigos  y  sacerdotes  de 
las  clases  antes  mencionadas,  se  denomina- 
ron cardenales  por  el  concepto  csplicado,  con 
mayoría  de  razón  era  i^licable  á  los  de  la 
capital  del  orbe  cristiano,  que  por  esta  ra- 
zón, y  cuando  los  pontífices  no  tenían  orga- 
nizada su  asistencia  y  consejo  en  la  forma 
que  después  llegaron  á  serlo,  prestaban  su 
cooperación  personal  en  sus  funciones  y 
tareas  apostólicas  al  gefe  supremo  de  la 
Iglesia  universal ,  y  alguna  vez  eran  llama- 
dos á  su  consejo.  Véase  en  el  artículo  can* 
€ii«i.BmiA  moMANA  el  origen  de  esta.  Tal 
es  indudablemente  el  origen  de  los  cardena- 
les romanos.  Según  Belarmino»  los  párrocos 


ó  titulares  de  las  iglesias  de  Roma  se  deno- 
minaron  asi,  porque  asistiendo  al  Papa  cuan- 
do celebraba  de  pontifical,  se  colocaban  il 
estremo  del  altar:  ad  eardines  áUoiis.  Paré- 
ceños  mejor  fundada  la  denomkuieioa  en  d 
canon  Sacrosanta,  2,  dlst.  2,  cayo  tenor  es: 
Apostólica  sedes  caput^  et  cardo  á  Dommo». 
eofistituta  est:  et  sieut  cardine  09tium  regi^ 
tur  sic  hujus  apostolices  santm  seáis  aucíort- 
tateomneseeele$im...reguníur.  Utidesenalm 
Gardinalíum  á  cardine  namem  accepit^qum 
se  regat  et  alias:  sicuti,  enim, oafínm  regünr 
per  cardiues,  ita  ecclesia  per  istos...  El  con- 
cilio de  Basilea,  ses.  23,  reprodujo  el  mis- 
mo concepto:  sictiliiomtn^,  ita  et  re  ip» 
eardines  sunt ,  super  quos  ostia  universo- 
lis  ecdesim  versentur  et  susíentenlur.  La 
propio,  en  fin ,  repitió  Eugenio  IV  en  si 
Const.  Non  mediocris. 

Vindicada  asi  la  denominación  de  carde- 
nales para  los  de  la  Iglesia  romana,  se  biso 
antonomástica  en  ellos:  empezó  la  misma  i 
caer  en  desuso,  por  tanto,  en  las  muchas  igle- 
sias y  clases  que  la  habían  adoptado  por  ho- 
nor ó  emulación;  y  cesó  casi  en  ellas  después 
que  se  prohibió  no  pudieran  usarla  si  no  k» 
cardenales  de  la  Iglesia  romana.  Ta  en  el 
concilio  de  Basilea  se  anunció  como  un  aba- 
so la  adopción  de  esta  denominación  por 
muchas  iglesias :  y  como  aun  continuasen 
usándola  los  canónigos  de  las  catedrales  de 
Rávcna,  de  Compostela,  de  Ñapóles  y  de 
otras  muchas,  S.  Pió  V  en  1567  declaré  re- 
vocados los  indultos  ó  privilegios  de  tales 
iglesias,  si  los  tuvieren,  prohibiendo  que  na- 
die, fuera  de  los  cardenales  del  senado  pon- 
tificio, nombrados  tales  por  el  Pontífice,  usa- 
se en  lo  sucesivo  de  dicha  denominación.  La 
costumbre,  ó  el  abuso  ha  subsistido  en  algu- 
nas partes,  y  por  eso  sin  duda  los  cardena- 
les romanos  do  se  nombran  meramente  con 
esta  enunciación,  si  no  que  por  costumbre  y 
en  el  lenguaje  oficial  se  nombran  siempre 
Cardenales  de  la  santa  Iglesia  romana^  co- 
mo papa  distinguirlos  de  cualesquier  otros 
{Cardinales  S.  R.  E.);  sin  perjuicio  de  lo 
que  la  denominación,  como  hemos  dicho,  es 
antonomástica. 

No  se  encoeatra  I»  dttiioaínarinn  de  car- 
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deoal  en  documentos  anteriores  afi  ponlifíca* 
do  de  San  Silvestre;  pero  sí  desde  sn  tiempo. 
T  con  erecto:  en  el  concilio  de  Roma,  cele- 
brado después  de  la  conversión  de  Constan- 
tino ,  y  al  que  asistió  el  mismo  pontífice 
S.  Silvestre  (art.  1 ,  can.  6  y  7),  se  ordena 
que  los  subdiáconos  y  clérigos  menores  es- 
tén sujetos  al  cardenal  diácono:  y  asimismo 
que  se  necesitan  64  testigos  para  condenar 
en  juicio  i  un  cardenal  presbítero.  La  natu- 
raleza de  estas  mismas  disposiciones  indica 
á  nuestro  juicio  que  la  denominación  existia 
y  era  usual  antes  de  ellas. 

Clases.  Sabido  es  cuanta  Tué  en  los  pri- 
meros siglos  la  preponderancia  de  los  diáco- 
nos, que  mucbas  veces  presumieron  tenería 
sobre  los  presbíteros.  Aun  sin  eso  en  Roma, 
como  en  muchas  partes  habia'iglesias  enco- 
mendadas á  diáconos;  y  el  Papa  se  valia  en 
un  principio  del  ausilio  y  cooperación  de 
estos  y  de  los  párrocos  presbíteros,  resul- 
tando asi  que  los  cardenales  fueron  origina- 
riamente de  uno  y  otro  orden,  habiéndose 
conservado  hasta  el  dia  esa  prerogativa  á 
sus  títulos  ó  iglesias.  Sucesivamente  fueron 
llamados  igualmente  á  los  concejos  del  Papa 
los  obispos  suburbicarios  ó  mas  inmediatos  á 
Roma.  Por  conveniencia  ó  por  necesidad, 
señaladamente  cuando  la  elección  de  prela- 
dos pasó  del  pueblo  y  el  clero  reunidos  al 
sumo  Pontífice,  cuando  la  elección  de  este 
pasó  al  cónclave  de  Cardenales ,  y  con  oca- 
sión en  fin  de  los  cismas  que  dividieron  el 
cónclave  en  bandos,  se  aumentó,  como  vere- 
mos, el  número  de  cardenales,  y  los  Papas 
los  nombraron  de  entre  los  obispos  del  orbe 
cristiano,  aun  procurando  igualar  la  suerte 
y  representación  de  los  estados  ó  naciones 
cristianas,  resultando  de  todos  tres  clases 
de  cardenales,  á  saber:  del  orden  de  obis- 
pos, del  de  presbíteros  y  del  de  diáconos. 
Los  cardenales  de  la  primera  clase  son  siem- 
pre obispos:  los  de  la  segunda  y  tercera  son 
á  veces  mas  que  presbíteros  ó  diáconos,  esto 
es,  son  aun  del  orden  de  obispos;  pero  la 
denominación  la  toman  del  título  ó  iglesia^ 
según  viene  de  la  antigüedad.  Parece  que 
los  obispos  8uburbicarw$  w  obtuvieron  el 
nombre  de  cardenales  hasta  después  de 


Juan  XXII.  En  el  concilio  de  Roma,  en  que 
este  Papa  fué  depuesto,  se  les  llama  obispos 
romanos^  y  se  les  coloca  antes  que  los  car« 
denales  presbíteros  y  diáconos.  Después  ya 
se  les  denominó  cardenales  obispos. 

Número  y  Mulos.  No  es  fácil  fijar  el 
número  primitivo  de  cardenales,  ya  por  la 
potestad  absoluta  que  siempre  tienen  los 
Pontífices  en  su  elección  ó  promoción,  como 
en  todo  lo  disciplinario ,  ya  porqub  en  efec- 
to la  promoción  no  se  cenia  al  número  pre* 
cisamente  de  las  antiguas  parroquias ,  si  no 
que  discrecional  ó  potestativamente  los  Pon- 
tífices los  elogian ,  en  sentir  de  los  autores, 
non  tantum  d  templis  parroéhialíbus^  sed  á  fra- 
siUcis,  el  tumulis  martyrum,  el  ab  diis  loeist 
si  bien  conservando  la  clasificación  antes  indi- 
cada. El  Papa  Marcelo  fijó  el  número  de '  14 
de  todos  los  títulos.  El  cismado  Avinon  obli- 
gó á  los  antipapas  á  aumentarlos ,  según  la 
necesidad.de  hacerse  partidarios.  El  concilio 
deBasílea  fijó  el  número  en  el  de  24;  sin  que 
pudiera  aumentarse  nísi  pro  magna  Ecelesim 
neceeitate  el  uHlitate.  Los  pontífices  poste- 
riores no  se  creyeron  ligados  por  esta  dispo- 
sición, y  León  X  á  consecuencia  de  una 
conspiración  contra  él,  encabezada  por  on 
cardenal,  creó  31  en  una  sola  promoción. 
Paulo  IV  en  el  indulto  llamado  Compactum 
fijó  el  número  en  40.  Pió  IV  lo  aumentó  has- 
ta 76,que  es  el  mayor  que  se  ha  conocido. 
SistoY,  por  último,  en  1586  por  la  bula  Pos<- 
qiamveims  Ule,  \oñ\6^ü  70,  á  imitación» 
dice,  de  los  70  ancianos  del  consejo  de  Moi- 
sés. Prohibió  que  este  número  se  aumenta- 
se, declarando  desde  luego  írrita  y  nula  la 
elección  ó  promoción  que  de  él  escediere:  y 
aunque  eso  no  podia  obstar  á  la  libre  potes- 
tad de  otros  Pontífices  según  la  necesidad  y 
utilidad  de  la  Iglesia,  dicha  constitución  se 
ha  respetado  hasta  el  dia  y  por  tanto  el  nú- 
mero total  de  los  cardenales  que  forman  el 
Sacro  colegio  es  el  de  70,  aunque  no  siem- 
pre esté  completo,  según  el  arbitrio  y  pru- 
dencia de  los  Papas. 

En  cuanto  al  título,  todos  los  cardenales 
reciben  uño  ordinariamente,  según  la  clasifi- 
cación antes  mencionada.  Si  este  es  incompa- 
tible con  otro  beneficio  ó  dignidad  que  tea- 
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ga  el  eleclo,  com^  por  ejemplo,  un  obispado, 
el  Papa  dispensa»  aplicando  al  caso  la  regla 
ordinaria  de  non  vacandOy  con  lo  cual  retiene 
el  electo  su  dignidad  ó  beneficio,  como  es  ca- 
si de  necesidad  y  seguramente  de  convenien- 
cia en  los  arzobispos  y  obispos  de  remotas 
diócesis,  que  mueren  tal  vez  sin  haberse  pre- 
sentado en  Roma.  El  mismo  Sisto  Y  en  1587 
por  la  bula  Religiosa  Satictorum,  clasificó  los 
títulos,  fijando  en  6  los  episcopales,  en  Si  los 
presbiterales^  y  en  15  los  diaconales,  cuya 
clasificación  también  se  conserva.  Los  6  tí- 
tulos episcopales,  que  antes  fueron  mas,  son 
las  sillas  Ostiensis,  Tusculanensis,  Pranesti- 
nefisis,  Portuensis,  Sabinensis  y  Albanensis; 
de  donde  se  infiere  que  habiendo  muchos 
mas  cardenales  arzobispos  y  obispos,  estos 
tienen  4ítulos  presbiterales  ó  diaconales  (1>. 


(I)  SegonU  bota,  los 5t  Uiuíos praMeraUt  ton: 
Santa  María  de  los  Anieles  in  Tkermit, 
Santa  María  Irtn*  Tifherim. 
SkH  Lorenzo  in  Luciué. 
Santa  Prixedcs. 
San  Pedro  td  vincula. 
Santa  Anastasia. 
San  Pedro  in  Monte  nnreo, 
San  Honufre. 

San  Silvestre  in  Campo  Martio, 
Sania  María  in  Yia. 
San  Maréelo. 

San  Mareelino  jsan  Pedro. 
Los  doce  Apóstoles. 
SanU  Balbina. 
San  Cesáreo. 
Santa  lúes  in  Ágóne. 
San  Marro5. 

San  l^siéban  in  iíonte  Calió, 
Santa  María  iranspontina. 
San  Ensebio. 
San  Crisógono. 

Los  coatrn  santos  Coronadoi. 
San  Quirico  y  Jolita. 
San  Calisto. 

San  Bartolomé  in  intuía, 
San  Agnstin. 
Santa  Cecilia. 
San  Joan  y  san  Pablo. 
San  Martin  in  Mon/ibut, 
San  Alejo. 
San  Clemente. 
SanU  María  de  Pdnolo. 
San  Nereo  y  Aquiléo. 
SanU  María  de  la  Pax.  * 

SanU  María  de  Ara  Cali. 
San  Salvador  f»  iMuro. 
Santa  Croz  m  Jerntalem, 
San  Lorenzo  in  Palitperna, 
San  Juan  anle  Portam  latinam. 
Santa  Prodenciana. 
Santa  Prísca. 
San  Pancraclo. 
Santa  Sabina. 

Santa  María  tuper  Mineroam. 
San  Cirios. 

Santo  Tomis  in  Parlone* 
San  Gerónimo  UifUiricorum. 
Santa  Sosana. 
San  Sisto. 

San  Mateo  in  Merulana, 
Santísima  Trínidad  in  Monte  Pineio, 
Los  15  diaeonalet  son : 
San  Lorenzo  in  Dámaso, 
Santa  Maria  in  Via  Lata, 
San  Bostaqnio. 
Santa  María  la  noeva. 
San  Adriano. 


La  nota  adjunta  espresa  los  demás  títulos, 
debiendo  advertir  que  S.  Lorenzo  in  Dámaso, 
no  es  propiamente  diaeonia;  si  no  que  por  dis- 
posición de  Clemente  YII ,  esta  iglesia  se 
asigna  siempre,  como  título,  alvice-can- 
ciller  de  la  cancillería  romana,  sea  diácono, 
presbítero,  ú  obispo. 

Clemente  VIII  reprodujo  la*  anterior  da* 
sifícacion,  que  fué  aprobada  en  1602  en 
Congregación  de  ritos,  Paulo  Y  la  confirmó 
asi  bien  en  1618.  Es  de  notar  que  el  mismo 
Sisto  V  que  fijó  el  número  de  cardenales  en 
70,  estableció  como  se  ve,  72  títulos,  lo  cual 
hizo  por  honor  y  recuerdo  de  los  antigups, 
sin  que  eso  influya  en  aumentar  el  número 
de  cardenales ,  á  los  cuales  ademas  suele 
darse  por  título  un  obispado  in  partibus,  se- 
gún voluntad  del  Papa. 

Promoción  y  requisitos  para  ser  elegido. 
Tiénese  como  un  principio  que  asi  como  hoy 
solo  los  cardenales  elijen  Pontífice ,  solo  el 
Pontífice  elije  ó  nombra  cardenales.  Halla- 
mos otra  razón  mas  convincente :  el  Sacro 
coí^to es  el  senado  y  consejo  del  Papa;  y 
nada  es  mas  natural  que  el  que  él  elija  los 
que  han  de  darle  consejo. 

En  la  práctica  se  procede  á  la  creación  de 
cardenal  por  postulación,  ya  de  los  sobera- 
nos católicos ,  ya  del  consistorio  secreto  de 
cardenales,  de  acuerdo  por  supuesto  con  el 
Pontífice. 

El  concilio  de  fiasilea  estableció  que  la 
elección,  y  mas  bien  diriamos  hpostulacion 
para  el  nombramiento  de  cardenal,  se  hicie- 
se en  consistorio  secreto  por  voto  esciito  y 
esci'utinio,  y  no  por  voto  oral.  Asi  suele 
practicarse ,  y  después  él  Papa  proclama  al 
nuevo  cardenal  en  consistorio  público  al  que 
ha  obtenido  mayoría  de  votos  en  el  censisto- 
rio  secreto.  Por  la  intervención  de  este,  la 
creación  del  cardenal  se  llama  elección :  re- 
lativamente al  Papa,  creación  y  nombra  • 
miento. 


San  Nicolás  in  eareere  tulliano, 
Santa  Agoeda. 
Sania  Maria  in  dominica. 
Santa  María  in  cotawlin, 
Santo  Ángel  in  Foro  piscium. 
San  Gregorio  advalem  anreum, 
Santa  \izx\tin  pórticos, 
Santa  Maria  in  Afuiro. 
San  Co.^me  y  san  Oamlan. 
San  Vito  in  Marceilo, 
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La  creación,  y  mas  bien  la  proclamación 
de  los  que  ya  el  Papa,  después  del  consis- 
torio secreto  eleve  á  la  dignidad  cardina- 
licia  f  se  hace  de  ordinario  en  las  cuatro 
témporas ;  aunque  algunas  veces  el  Papa, 
habido  el  consistorio  secreto,  retiene  in  pee* 
torCf  ó  se  reserva  la  proclamación  de  car- 
denales que  ya  ha  creado,  para  publicar- 
la cuando  crea  oportuno. 

Los  cánones  y  la  gravedad  misma  del 
cargo  prescriben  requisitos  para  poder  ar- 
ribar á  la  dignidad  cardenalicia ,  que  no 
siempre  las  circunstancias  permiten  obser- 
var de  todo  punto.  A  tan  elevada  catego- 
ría, atan  altas  funciones  no  corresponden 
sino  dotes  y  cualidades  por  demás  eminen- 
tes. El  Santo  Concilio  de  Trento,  ses.  24  de 
reform.  cap.  i ,  estableció  que  en .  los  que 
hayan  de  elegirse  cardenales  de  la  Santa 
Iglesia  romana ,  concurran  en  un  todo  lo$ 
requisitos  prescritos  para  los  obispos.  Sis- 
to  y  en  la  citada  const.  Postquam  verus, 
declaró  incapaces  del  cardenalato  ,  no  ya  á 
los  espiíreos,  á  los  que  tengan  alguna  man- 
cha de  fih'acion,  á  los  hijos  legitimados  por 
rescripto  del  príncipe;  si  no  aun  d  los  legi- 
timados por  subsiguiente  matrimonio :  á  los 
que  tengan  ó  hayan  tenido  hijos  naturales: 
á  los  que  los  hayan  tenido  aun  legítimos  y 
de  legítimo  matrimonio,  ó  conserven  nietos 
de  ellos;  y  á  los  parientes  en  grados  próximos 
de  otro  cardenal ,  mientras  este  viva.  Por 
virtud  de  la  declaración  del  Concilio  de  Tren- 
to, para  ser  creado  cardenal  se  requiere  la 
edad  de  30  anos,  prescrita  para  el  episco 
pado;  si  bien  para  cardenal  diácono  bastará 
la  de  22,  según  la  bula  citada  de  Sisto  V. 
Por  la  misma  razón  bastará  la  de  2tt  para  car- 
denal presbítero;  pero  deseáramos  ver  eje- 
cutado en  su  rigor  literal  la  regla  del  Conci- 
lio, exigiendo  siempre  y  para  las  tres  cla- 
ses de  cardenales  la  edad  de  30  anos.  El  ele- 
gido, en  fin ,  ha  de  ser  clérigo. 

Lo  dicho  constituye  la  regla  común.  Los 
autores  ensenan  sin  embargo  (1)  que  el  Pa- 
pa, de  plenitudme  potestatis ,  etiam  nulla 
factapostulatione,  potest  faceré  cardinales, 

{i)   Barbosa ,  Bf  jur  ecc;  líb.  1,  caf .  3. 


qui  nom  habeaní  qualitates  requisitas,  sup- 
plendo  omnes  defectus.  En  nuestra  opinión 
nunca  podrá,  ni  deberá  dispensar  contra  el 
tenor  del  Concilio  ;  aunque  sí  respecto 
de  bulas  y  constituciones  de  sus  predece- 
sores (I). 

Investidura.  No  habría  hecho  mención 
de  este  acto  ritual,  si  no  se  ligara  á  él  una 
cuestión  gravísima  de  derecho  público  ecle- 
siástico. Proclamado  el  nuevo  cardenal,  si 
s&  halla  ausente  de  Roma,  hemos  espresado 
la  forma  de  recibir  su  investitura  en  los  ar- 
tículos BimmcTB  y  capelo.  Debemos  aña- 
dir aquí,  que  al  recibir  el  primero,  debe  ju- 
rar el  nuevo  purpurado  presentarse  en  Ro- 
ma dentro  del  ano  á  recibir  el  capelo :  y  con 
todo,  esta  circunstancia  y  presentación  se 
dispensa  cuando  existen  causas  racionales 
para  ello. 

Si  el  nuevo  cardenal  se  halla  en  Roma,  se 
presenta  privadamente  en  el  Vaticano  á  re- 
cibir el  birrete  de  mano  del  Papa.  Después 
en  consistorio  público  recibe  el  capelo,  con 
lo  que  queda  incorporado  al  Sacro  colegio* 
Al  ponerle  el  Papa  el  capelo  le  advierte  que 
el  color  rojo  del  mismo  indica  la  obligación 
que  contrae  de  sufrir,  hasta  verter  su  sangre, 
pro  exaltatione  sanctm  fidei ,  pace  et  quiete 
populi  christianiy  augmento  et  statu  sacro- 
sancUB  roma^uM  Ecclesice.  En  el  consistorio 
público  siguiente ,  el  Papa  cierra  la  boca  al 
nuevo  cardenal,  esto  es,  le  impone  silencio, 
y  le  priva  de  voz  activa  en  consistorio,  co- 
mo una  admonición  y  enseñanza  de  pruden- 
cia. Al  segundo  ó  tercer  consistorio  público 
después,  preguntando  antes  á  los  cardena- 
les sobre  la  oportunidad,  el  Papa  abre  laho* 
ca^  ó  restablece  y  constituye  al  purpurado  en 
la  plenitud  de  derechos  y  atribuciones. 

Pero  se  enumera  entre  estas  la  de  elegir 
Pontífice  en  sede  vacante.  Si  esta  ocurriese 
antes  de  abrir  la  boca  al  nuevo  cardenal 
¿podrá  entrar  en  cónclave  para  la  elección 
de  Pontífice?  ¿tiene  voto  activo  y  pasivo  para 
ella?  Eugenio  lY  en  su  const.  In  emminenti 

{i)  El  mismo  Barbosa  eita  la  eleccton  becba  por  Eoie- 
ilo  IV  en  un  espüreo,  qne  falleció  antes  de  recibir  el  capelo; 
pero  la  eoalidad  ^e  iegitim§  es  requerida  por  la  consiitodoQ 
de  Sisio  V  Pús/qHfim  rcrtts. 
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declaró  q«e  no  se  reputa,  aí  dUMmtna  car- 
denal, antes  qae  reciba  la  iavestidara  ó  in- 
signias, ñeque  vocem  in  elecUone  Summi 
Pontifuishabemt^  doñee  iU  eis  lieentiá  no- 
tandi  eofieessa.  Grande  podía  ser  el  conflicto 
de  la  Iglesia  universal  en  una  vacante  de  la 
sede  pontificia,  después  de  ana  creación  ne- 
cesaria y  nnmerosa  de  cardenales,  por  causa 
de  epidemia,  de  guerras,  ú  otras  calamida- 
des publicas ;  pero  habiendo  hllecido,  ó  pe- 
recido el  Pontífice  que  los  creó ,  antes  que 
los  electos  recibieren  la  investidura,  ó  fíiere 
á  los  nüsmos  abierta  la  boca.  Por  estas  miras, 
sin  duda,  de  pública  utilidad  y  conveniencia, 
emptzé  á  prevalecer  la  doctrina  de  que  ia 
investidura  debe  reputarse  como  de  ceremo- 
nia y  solemnidad;  y  que  la  esencia  de  la 
dignidad  descansa  en  la  eleccicm  del  romano 
Pontífice»  en  virtud  de  su  absoluta  potes- 
tad (I).  T  S.  Pío  V,  por  último,  en  36  de 
enero  de  1571,  lo  declaró  completamente 
asi :  Quia  aliquando  dubitattm  /lit(,  utrum 
cardinales  f  quibus  os  clausam  esset,  ante 
quam  illud  eis  aperiretur,  Sedis  vacatio 
evenirdy  utram^  inquam,  in  Summi  Pontifi- 
eis  elecUone  votum  hiberent^  SanctÜas  sua... 
deerevit^  quody  eum  potissima  cardmalium 
faenUas  in  romano  Pontífice  eligendo  con^ 
sistatf..  post  quam...  cardinaUs  ereeáus  fue- 
rit..,  et  eonsensum  suum  dederü ,  is  statim 
ífoeem,  eíjus  eligendi  romanum  Pontificem 
Aotetf,...  etiamsieardinalüius  galerus  iion- 
dum  01%  tradUus  itf,  ñeque  os  clausum^  et  si 
clonsicm,  nomdum  aperUm  sU...n  T  asi  prác- 
ticamente se  observó,  muerto  Clemenie  YIU, 
y  ea  la  elección  de  Inocencio  X,  siendo  ad- 
mitidos en  cónclave  varios  cardenales ,  á 
quienes  aun  no  se  había  abierto  la  boca  (2). 
La  práctica  coatraria  daría  ocasión  á  que 
fueran,  perjudicadas  algunas  naciones  cris- 
tianas no  concurriendo  los  cardenales  de  las 
mismas  i  la  elección  de  pontífices,  y  sobre 
todo  las  que,  como  España,  tienen  veto  en  el 
cénelave,  para  escluir  de  elección  pmiva  á 
ttftode  los  cardenales.  Véase  €Am»mAi.Bi 


m   Cardenal  de  Loca,  Rtlatioji.  ronaiMB  cnri»,  discano  II. 
(i)   El  cardenal  l^  cowUU^ut^y  después  Pantén^,  Roseta 


Dé§nidad  y  preeminencias.    Apenas  ptae- 
den  concebirse  mayores,  y  esto  ya  desde 
los  tiempos  mas  remotos ,  aon  sin  conve- 
nir en  la  opinión  de  algunos  que  reputan 
de  derecho  divino  la  institución  y  categoría 
de  los  cardenales.  Constantino,  según  se  lee 
en  el  capitulo  CA>nstantinus ,  dist.  99,  i 
los  clérigos  romanos  que  ausiliabanen  la 
capital  del  orbe  cristiano  los  igualó  en  hon^ 
y  consideración  á  su  senado  imperial.  Ta  he- 
mos visto  los  términos  del  ciaon  Saerosane^ 
ta,  2,  dist.  22:  los  del  Concilio  de  Basilea, 
diciendo  son  el  eje  sobre  que  se  sostienen  y 
giran  las  puertas  sagradas  de  la  Iglesia  uni- 
versal: Eugenio  IV,  en  su  const.  Non  me^ 
dmriSf  los  repula  como  el  sacerdocio  lest^ 
tico:  en  el  cap.  Per  venerabilem^  el  Papa 
Inocencio  los  reputa  de  la  misma  manera,  y 
les  denomina  sus  hermaiws  y  coadjutores: 
Sisto  Y,  en  stt  citada  eonst.  Posí  quam  los 
declara  representantes   de  los   apóstoles, 
mientras  personalmente  asistían  i  Jesucristo 
en  su  misión  sagrada  sobre  la  tierra :  segoa 
varios  autores ,  en  fin,  los  apóstoles ,  asis- 
tiendo á  S.  Pedro,  después  de  la  resurrec- 
ción de  Jesucristo,  fueron  antes  cardentín 
que  obisposy .  y  los  cardenales  han  sucedido 
en  tal  concepto  á  los  apóstoles.  Noque- 
remos  juzgar  el  empeño  de  llevar  tan  ade- 
lante los  encomios,  y  las  analogías;  pero  si 
revela  todo  ello  la  eminencí«  del  cargo  y 
dignidad,  y  como  de  grado  en  grado  los  car- 
denales,  según  antes  dejamos  indicado, 
constituyen  boy  en  la  Iglesia  universal  la 
primera  gerarqnía  después  del  Papa,  supe- 
rior, por  consecnencia,  á  la  de  los  patriar- 
cas, arzobispos  y  obispos.  Asi  lo  tienen  de* 
clarado  Eugenio  IV,  eonst.  Non  mediocris: 
León  X  en  la  suya  Superme  (t):  Sisto  V  en 
la  suya  DeS.  R.  E.  Cardimlium  pnestofiMt, 
de  1S86:  y  hasta  es  preciso  inferirlo  del  tes* 
to  del  santo  Concilio  de  Tre&to  ,  ses.  H, 
cap.  24.  En  {o  espiritual  y  rigoroeauMMCe 
eclesiástico  son  el  Senado  y  CoMejo  oons- 
tante  del  Papa:  constituyen  lan  dinwsu  con- 
gregaciones, y  altos  oficios  de  cnrMs  cmno^l» 


(i)   üU  €um  tMñcta  rommue  Eceiesim  eardkuOéM.  tmuru 
omnet  in  ijtsa  Ecciesiu,  pest  Summum  PoHiíficem  k^nor$  Bff 

éignitate  pretdant,,,» 
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Congregación  (te  Jilos,  (ki  CaqibIío,  de  Obis* 
pos  y  Regulares,  la  Cancillería,  Penitencia- 
ria, Dataria ,  etc.,  en  muchos  de  cuyos  car- 
gos, como  delegados  del  Papa,  y  verdaderos 
vicarios  universales  del  mismo ,  ejeic^n  jp* 
risdiccion  y  autoridad  casi  pontificia:  en 
lo  temporal  poniificio,  desempeñan  el  mi- 
nisterio de  .  Estado  y  otros ,  menos  el  de 
Hacienda :  obtienen  y  sirven  el  carg^  de 
gobernadores  generales  de  los  distritos  lla- 
mados legaciones :  en  lo  diplomático,  como 
nuncios  y  legados  á  laiere,  desempeñan  las 
misiones  y  legaciones  mas  solemnes,  etc.  En 
los  concilios  generales  suelen  lle?ar  las  ve- 
ces del  Papa- en  cuyo  nombre  asisten:  gozan 
de  la  insigne  y  esclnsiva  prerogativa  de  ele- 
gir Pontífice;  y  de  la  privativa  y  no  menor  de 
baber  de  ser  elegidos,  ó  de  que  de  entre  ellos 
privativamente Jiaya  de  salir  la  cabeza  visi- 
ble y  gefe  de  la  f glesía. 

Ademas  no  pueden  ser  juzgados  si  no  por 
el  Sumo  Poníifice:  para  ser  condenados  á 
deposición  se  necesitan,  según  el  Concilio  i 
de  Roma,  como  ya  hemos  indicado,  na  mor 
nos  que  61  testigos:  en  el  territorio  de  sus  ti« 
tulosejerceft  jurisdicción  cqasi  episcopal:  son 
comprendidos  en  todas  las  disposiciones  fa- 
voraMes  al  clero;  y  no  en  las  gravosas,  como 
resci^ms^  afecciones,  tic.  ^  á  ño  hacerse  de 
ellas  espUcita  mención»  como  vemos  lo  dis- 
pongo las  reglas  de  canceleria.  Tienen  en- 
trada en  Roma  ,  vie^itas  y  honores  ,  como 
de  magestad:  el  decano  del  ^^acro  colegio, 
que  lo  es  el  cardenal  obispo  de  Ostia ,  goza 
de  la  prerogativa  de  consagrar  al  Papa  elec- 
to, si  ya  no  fuere  obispo  consagrado:  usa  de 
palio  como  los  arzobispos:  personifica  al  sa- 
cro colegio,  y  en  tal  concepto  precede  á  los 
reyes,  emperadores  y  príncipes  soberanos: 
en  el  cónclave  recibe  á  los  embajadores,  co- 
mo á  su  vez  lo  hacen  los  cardenales  primeros 
ó  mas  antiguos  de  laclase  de  presbiterales  y 
diaconales:  el  decano,  en  fin,  ü  obispo  de 
Ostia,  es  ademas  decano  ó  primero  de  les 
cardenales  episcopales. 

La  antigttedad  y  precedencia  entre  los 

cardenales  se  arreglan  por  la  antigüedad  de 

la  creación  y  por  la  orden  ó  clase  del  título. 

Asi  se  espliea  por  que  pl  cardenal-diácono, 
TOMO  vil. 


aunque  sea  obispo,  no  precede  al  cardenal* 
presbítero,  aunque  no  lo  sea:  doctrina  que 
no  va  muy  de  acuerdo  con  la  que  ha  sido 
preciso  aplicar  para  esplicar,  como  sin  repug- 
nancia de  derecho  los  cardenales  son  de  su- 
perior categoría  que  los  patriarcas,  arzobis- 
pos y  obispos,  y  les  preceden ,  dándose  por 
razón  que  la  superioridad  y  precedencia  no 
se  toma  aquí  del  órdoi;  si  no  de  la  jurísdic- 
cion,  y  bien  se  ve  que  es  mayor,  por  mas 
universal,  la  de  loe  cardenales.  Así  se  ve 
también  en  otra  esfera,  que  un  vicario  ge- 
neral, aun  siendo  mero  clérigo,  precede  por 
causa  de  la  jurisdicción  á  los  subdiáconos, 
diáconos  y  presbíteros.  Nee  miretur  quis* 
quam,  dice  en  esta  razón  Eugenio  IV  (en  su 
citada  constitución  Non  mediocris),  quod  ordo 
episcopalispra^bUa^o  major  sit ,  quoniam  in 
ejusmodi  pralalioaibus  offícium  el  dignitas 
preponderaht  ordinis ,  quemadmodum  cau- 
tum  est,  ul  archidiaconus  non  prossbiter  suce 
jurisdictiofiis  obtentu  archipresbylero  pta* 
feratur. 

Los  cardenales,  por  ultimo,  en  el  territo- 
rio de  sus  títulos  usan  de  pontificales,  con- 
fieren la  tonsura  aunque  no  sean  obispos, 
dispensan  votos,  conmutan  últimas  volunta- 
des, son,  en  fin,  prelados  nullius:  el  Papa  no 
puede  establecer  reserva,  prestamera,  ni 
ningún  gravamen  sobre  sus  benebcios:  al 
cardenal  se  le  cree  bajo  su  palabra,  y  en 
los  estados  pontificios  sin  apelación:  en  ellos 
también  es  reputado  reo  de  lesa  magostad  el 
que  les  ofenda  en  su  persona:  tienen  una 
parte  en  las  rentas  de  la  Cámara  apostólica, 
la  cual  todavia  completa  su  dotación,  si  no 
reunieren  una  renta  de  seis  mil  duros:  están 
exentos  de  diezmos,  annatas  y  de  todo  tri- 
buto y  gavela. 

Su  tratamiento  es  el  de  Eminencia  en  el 
cuerpo  del  escrito  ó  (Hscurso,  y  KminenUsi- 
mo  al  encabezar. 

Antiguamente  los  cardenales  que  b^ían 
sido  ligados  usaban  traje  talar  purpúreo, 
que^go  se  hizo  general  á  todos,  comple- 
lándiM  con  muceta,  birrete,  c^ffAo,  capa  y 
solideo,  todo  del  mismo  color. 

Deberes.  Tienen  el  de  asistir  al  Papf  en 
los  actos  de  poniifical,  aunque  este  no  ten* 
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ga  el  de  ausilíará^e  de  elfos.  Así  se  ha  inter- 
pretado la  palabra  decet  del  cap.  Funda- 
mentum,  de  elect.  in  sexto.,.  Paede salvarse 
asi  el  sumo  rigor  del  derecho;  pues  por  lo 
demás,  si  por  otra  parte  pudiese  el  Papa  á 
su  arbitrio  prescindir  de  su  ausilio,  no  se 
comprendería  como  se  habia  erigido  para  eso 
una  categoría  que  es  reputada  la  primera 
después  del  Papa,  ni  para  que  se  sosten- 
dría. 

Por  la  misma  razod  ,  y  como  en  re- 
mnneracion  de  los  infinitos  .privilegios,  de 
que  gozan,  están  obligados  á  aceptar  y  des- 
empeñar cuantos  servicios ,  encargos  y  co- 
misiones les  confie  el  Papa  en  servicio  de  la 
Iglesia. 

Su  obligación  capital ,  como  medio  para 
llenar  las  funciones  de  su  cargo,  es  la  resi- 
dencia en  Roma,  de  donde  no  pueden  ausen- 
tarse sin  licencia  del  Papa.  Solo  á  esa  costa 
podian,  y  debian  estar  relevados  de  la  resi- 
dencia canónica  en  sus  títulos  y  beneficios. 
Urbano  VI  les  prohibió  recibir  regalos,  ni 
pensiones  de  ningún  príncipe:  Martino  V,  el 
que  se  declarasen  protectores  de  los  mismos: 
el  Concilio  de  Basilca  les  recomendó  el  des- 
interés, lo  que  confirmó  el  de  Letran  bajo 
León  X:  el  de  Trento,  por  último,  ses.  23 
de  reform.,  cap.  1,  no  solo  quiere  que  osten- 
ten las  mismas  virtudes  y  dotes  que  el  clero 
en  general,  si  no  que  se  presenten  como  mo- 
delos. 

En  la  investidura  juran  ser  fieles  al  Papa, 
cooperar  para  la  propagación  de  la  Té  cató- 
lica, no  consentir  la  enagenacion  de  bienes 
y  cosas  eclesiásticas  si  no  en  los  casos  auto- 
rizados por  el  derecho;  y  procurar  la  rein- 
tegración de  los  enagenados. 

Véase  á  Barbosa,  Jus  eco.  univeis.  cap.  1, 
2  y  3:  Cardenal  de  Luca,  en  el  lugar  arriba 
citado :  Tomasino,  Disciplina  ecc,  part.  4, 
lib.  1,  cap.  79  y  80: part.  H,  lib.  1,  cap.  65 
Fleury,  Histor.  ecc.  lib.  55,  núm.  17:  lib. 51 
núm.  19:  lib.  112,  nüm.  112:  lib.  IH 
ndm.  146:  lib.  92,  ndm.  25  y  lib.  94,  nú 
mero  20:  y  Ferrarís,  Biblioteca,  artículo  Car 
dinalis:  Concilio  de  Trento,  ses.  23,  24  y 
25  de  reform :  y  el  artículo  cavara  real, 
pág.  211  de  esto  tomo. 


CARAKMALüTO.  La  dignidad 
de  cardenal,  asi  como  cardinalieio  es  lo  cor- 
respondiente á  esta  dignidad  ó  cargo. 

CARDEiVALES   DE   LA  CO- 
RONA.   Estando  mandado  por  los  con- 
cilios que  los  cardenales  se  elijan  de  todo  el 
orbe  católico:  debiendo  elegirse  siempre 
Pontífice  de  éntrelos  cardenales;  y  siendo 
por  otra  parte  tan  útil  y  honroso  á  las  nacio- 
nes el  que  uno  de  sus  hijos  sea  elegido  Pon- 
tífice, no  puede  ser  mas  racional  y  fundada  la 
postulación  de  los  príncipes  católicos  para  el 
nombramiento  de  cardenales.  La    España 
tiene  este  derecho,  como  las  demás  naciones 
católicas;  pero  ademas  tiene  otro  mas  espe- 
cial, y  es  el  de  presentar  dos  sujetos  para 
que  sean  creados  cardenales.  No  hemos  po- 
dido haber  la  bula  ó  indulto  apostólico  de 
esta  concesión;  pero  si  hemos  tenido  á  la 
vista  papeles  y  documentos  de  la  cámara  de 
Castilla  en  qué  asi  resulla,  y  el  haber  hecho 
uso  la  EspaHa  de  esta  prerogativa.  No  cons- 
ta en  dichos  documentos  si  los  dos  cardena- 
les propuestos  ó  presentados  fueron  creados 
tales,  por  preconi%aciony  como  los  obispos 
para  que  presenta  la  Corona,  ó  como  en  los 
casos  de  postulación;  pero  sí  que  se  crearon; 
y  estos  dos  cardenales  son  los  que  se  han 
venido  llamando  por  razón  de  su  origen  Car- 
denales  de  la  Corona.  De  este  hecho  históri- 
co consignado  en  los  mencionados  documen- 
tos, resulta  la  consecuencia,  ó  de  que  la  co- 
rona de  España  ademas  del  derecho  de  pos- 
tulación^ como  toda  nación  católica,  tiene  el 
de  presentación  para  dos  cardenales ;  ó  qae 
goce  por  lo  menos  del  de  tener  siempre   dos 
cardenales  españoles  en  el  Sacro  colegio. 
Hemos  creído  no  podíamos  omitirla  mención 
de  este  hecho  histórico ,  aun  como  escita- 
don  para  que  por  quien  se  halle  en  posición 
y  en  el  deber  de  hacerlo,  se  ponga  en  claro 
y  conserve  esta  singular  é  importante  rega^ 
lía.  Los  dos  últimos  cardenales  de  España, 
arzobispos  de  Toledo  y  Sevilla ,  no  fueron 
creados  asi,  y  ni  aun  por  postulación.    Ai 
restablecerse  nuestras  relaciones  con  la  cor- 
te pontificia,  después  de  los  recientes  acon- 
tecimientos y  disturbios  políticos,  el  Sumo 
Pontífice,  ya  obtemperando  ^\  encargo  coq- 
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ciliar  de  quo  los  cardenales  se  elijan  de  to- 
do el  orbe  católico,  y  pues  que  la  Espaiia  no 
lenin  ninganoá  la  sazón;  ya  como  testimo- 
nio de  boena  voluntad  y  deferencia  hacia  la 
España^  hizo  insinuar  á  la  Corona  por  medio 
de!  Nnncia  apostólico,  le  seria  grato  crear 
algunos  cardenales  españoles  si  la  reina  los 
designase.  Designáronse  tres,  y  solo  fueron 
creados  los  dos  mencionados  arzol^ispos;  co- 
mo por  postulación. 

CAREAR.  CAREÓ.  Acto  que  se 
celebra  judicialmente  entre  personas  que 
han  declarado  en  una  causa  criminal  y  no 
están  conformes  sobre  la  certeza  de  algún 
hecho  ó  sus  circunstancias,  con  el  fin  de  que 
reconviniéndose  mutuamente  procuren  con- 
vencerse y  fijar  la  verdad. 

Admitido  el  careo  como  medio  de  prueba 
en  casi  todas  las  naciones  de  Europa,  no  ha- 
llamos, sin  embargo,  en  la  legislación  espa- 
ñola una  disposición  que  lo  haya  establecido 
terminantemente.  Las  que  se  refieren  á  él, 
tanto  entre  las  antiguas  como  entre  las  mo- 
dernas, lo  hacen  únicamente  para  restringir 
ó  modificar  su  uso,  introducido  sin  duda  por 
la  práctica  de  los  tribunales,  que  baria  cono- 
cer alguna  vez  la  necesidad  de  recurrir  á 
este  medio  de  investigación  para  descubrir  la 
verdad  en  la  instrucción  de  las  causas  cri- 
minales. La  legislación  militar  formada  en 
tiempos  mas  recientes ,  adoptó  el  careo  es- 
presamente  ,  disponiendo  en  el  trat.  8,  títu- 
lo 5,  art.  23,  que  después  de  haberse  ratifi- 
cado los  testigos,  se  careen  uno  por  uno  con 
el  reo. 

Nuestros  escritores  prácticos  no  están  con- 
formes acerca  de  la  conveniencia ,  oportuni- 
dad y  efectos  legales  del  careo.  Para  unos 
esta  diligencia  judicial  es  útil,  conducente  á 
los  altos  fines  de  la  administración  de  justi- 
cia» y  en  ciertas  ocasiones  hasta  indispensa- 
ble y  necesaria;  para  otros,  no  solo  es  ociosa 
é  inconducente,  sino  que  puede  llegar  á  ser 
hasta  peligrosa.  Se  fundan  los  primeros  en 
que  cuando  se  hallan  en  abierta  contradicción 
las  declaraciones  mas  importantes  de  un  pro- 
ceso, no  queda  otro  arbitrio  para  adquirir  la 
convicción  judicial,  que  presentar  la  verdad 
frente  á  frente  de  la  mentira  y  provocar  una 


especie  de  lucha,  en  la  cual  hade  salir  triun* 
fante  la  primera,  porque  esta,  añaden  aquelbs 
jurisconsultos,  bs  por  su  naturaleza  y  por  la 
confianza  que  inspira  en  el  ánimo  del  hom- 
bre, enérgica  y  firme,  al  paso  que  la  mentira, 
por  los  recelos  que  la  acompañan,  es  débil, 
vacilante  y  cobarde.  En  tales  circunstancias, 
concluyen,  ^1  delincuente  se  intimida  con  la 
presencia  del  juez ;  las  reconvenciones  justas 
y  verdaderas  del  que  le  desmiente  y  contra- 
dice, le  hacen  vacilar,  y  en  último  resultado 
se  ve  co.mpelido  á  confesar  la  verdad  refi- 
riendo los  hechos  tal  como  han  acontecido. 

Los  que  condenan  el  careo  temiendo  la 
exageración  de  estos  mismos  efectos,  creen 
que  la  intimidación  puede  llegar  á  un  estre- 
mo lamentable;  que  el  procesado,  inocente 
en  el  fondo  de  su  conciencia,  se  acobarde 
ante  la  acusación  imponente  de  un  detractor* 
ó  que  el  testigo  fidedigno,  pero  de  carácter 
débil,  vacile  ó  ceda  al  escuchar  las  recon- 
vencioues  del  criminal  que  le  trata  de  per- 
juro. Estos  peligros,  añaden  dichos  escrito- 
res, no  son  imaginarios ,  porque  en  la  lucha 
moral  que  producen  siempre  los  careos  ante 
la  presencia  del  juez,  rara  vez  pelean  fuer- 
zas iguales :  las  facultades  intelectuales  de 
los  contendientes,  sus  hábitos»  su  sagacidad 
y  su  esperiencia,  no  están  por  lo  común  á  la 
misma  altura,  y  claro  es  que  los  que  aven- 
tajen en  ciertas  condiciones ,  cuentan  con 
una  probabilidad  casi  segura  de  triunfar  so- 
bre sus  adversarios. 

En  verdad ,  ni  una  ni  otra  opinión  carece 
de  razonable  fundamento;  pero  en  nuestro 
concepto,  los  que  combaten  el  careo  hasta  el 
punto  de  proscribirle  de  los  procedimientos 
judiciales,  parten  mas  bien  del  abuso  y  de  la 
exageración  de  este  acto  que  del  uso  pru- 
dente y  juicioso  á  que  se  presta  por  su  pro* 
pia  índole.  No  diremos  nosotros  que  el  careo 
es  un  medio  de  prueba  perfecto ,  ni  á  tanto 
puede  aspirarse ,  porque  en  materias  de 
pruebas  no  son  posibles  la  perfección,  la  se* 
guridad  completa  ni  la  evidencia.  ;Hay  al- 
guna prueba,  entre  las  que  el  consentimiento 
unánime  de  los  legisladores  ha  sancionado, 
que  no  ofrezca  inconvenientes  por  su  natu- 
ral falibilidad  y  por  los  medios  reprobados 
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que  poedea  emplearse  para  amaSarlas?  Para 
nosotros  el  careo  paede  ser  eo  ocasiones  da- 
das UD  medio  de  íavestigacion  eficaz ,  una 
coirriccioa  moral  que  predisponga  útilmente 
el  ánimo  del  juez  y  ana  prueba  que  Tenga  á 
poner  el  sello  de  la  verdad  en  los  hechos  car- 
dinales del  proceso.  Pero  si  esta  diligencia 
se  prodiga ;  si  se  intenta  cuandoel  carácter 
y  las  circunstancias  reconocidas  de  Icf^  que 
han  de  ser  careados  indican  que  será  infruc- 
tuosa; si  se  practica  sin  prudencia  y  sin 
tasdoCes  indispensables  para  dirigir  este  acto 
ocasionado  á  peligrosos  inconvenientes,  sin 
duda  que  entonces  no  solo  será  infructuoso, 
si  no  que  podrá  llegar  á  ser  perjudicial. 

Por  eso  nuestros  más  juiciosos  escritores 
prácticos,  entre  ellos  Elizondo ,  han  aconse- 
jado el  mayor  pulso  y  la  mas  delicada  cir- 
cunspección en  el  uso  de  esta  diligencia.  El 
buen  éxito  de  ella  depende  por  lo  común  dé 
la  prudencia  y  sagacidad  del  juez  encargado 
de  practicarla.  De  sus  juiciosas  y  oportunas 
reflexiones,  de  las  severas  y  autorizadas  pa- 
labras que  pronuncie  en  nombre  de  la  justi- 
cia, puede  esperar  una  retractación  esplícita 
del  que  haya  declarado  con  falsedad ;  pero 
aunque  esto  no  suceda,  en  el  modo  de  ha- 
cerse las  preguntas  y  reconvenciones,  en  la 
duda  y  vacilación  con  que  se  contesten,  en- 
la  fisonomía  de  cada  uno  donde  á  despecho 
de  la  voluntad  se  vislumbran  muchas  veces 
los  movimientos  internos  y  en  otras  muchas 
circunstancias  que  allí  sobrevienen ,  sin  que 
ahora  puedan  preveerse,  pero  que  revelan  la 
calma  6  la  agitación,  la  sinceridad  ó  la  fic- 
ción de  los  que  hablan,  hallará  el  hilo  que  le 
conduzca  aldescubrimicnto  de  la  verdad  ó 
los  medios  de  patentizarla  en  el  proceso. 

Por  eso  es  que  para  la  práctica  de  esta 
clase  de  diligeácia  no  pneJcn  establecerse  á 
priori  reglas  generales  y  determinadas.  La 
apreciación  de  la  conveniencia  y  oportuni- 
dad de  los  careos  depende  de  las  circuns* 
tancias  especiales  de  cada  caso,  y  ha  de 
quedar  reservada  necesariamente  á  la  pru- 
dencia y  al  buen  criterio  del  juez  y  al  juicio 
ilustrado  de  los  representantes  de  la  ley.  En 
este  concepto,  el  artfcnlo  8  del  real  decreta 
áe  H  de  setiembre  dh  18f0,  restablecjido  por 


el  de  50  de  agosto  de  1836,  dispone  que  no 
se  celebren  mas  careos  que  los  que  sean  ne- 
cesarios ó  convenientes  para  la  averiguación 
de  la  verdad ;  y  d  artictto  1  i  de  la  ley  de  17 
de  abril  de  1821,  restablecida  también  por  el 
decreto  citado,  prescribe  que  en4os  proce* 
sos  militares  áque  se  refiere,  se  esovsen  cuan- 
to sea  posible  los  careos  con. arreglo  á  una 
real  órdea  del  afio  de  1803  ,  que  no  per- 
mite .en  los  prpcesos  contra  malhechores  y 
contrabandistas  otros  careos  que  ios  que 
seaA  conducentes  i  bien  por  la  discordancia 
de  los  testigos  en  hechos  sobre  los  diales, 
previos  los  mutuos  recuerdos,  pueda  .aclarar- 
se la  verdad,  bien  por  otras  justas  causas  que 
las  circunstancias  de  los  procesos  oft^zcan  y 
revelen. 

El  careo  puede  tener  lugar  entre  varias 
personas  que  con  diverso  carácter  intervie- 
nen en  la  instrucción  de  los  procesos^  cuando 
sus  declaraciones  están  discordes  sobre  al- 
gún hecho  ó  circunstancia  importante.  Asi 
se  verifica:  *    ' 

1.*    Entre  acusadores  y  acusados. 

2.*    Entre  el  acusador  y  el  testigo. 

3.*    Entre  dos  reos. 

4.*    Entre  un  reo  y  un  testigo. 

5."    Entre  dos  ó  mas  testigos. 

La  ejecución  del  careo  se  practica  en  la 
forma  siguiente :  Eljiiez,  previa  la  oportuna 
providencia,  hace  comparecer  á  los  carean- 
tes ,  manda  al  escribano  que  lea  sus  declara* 
cienes,  en  cuyo  acto,  bajo  juramento  si  son 
testigos,  ó  sin  está  strfemnidad  si  son  reos, 
les  pregunta  si  se  afirman  ó  ratifican  eh 
ellas  ó  tienen  alguna  modificación  ó  varia- 
ción qne  hacer.  SI  son  distintos  los  hechos  efl 
que  no  están  conformes  y  resnitan  de  diver- 
sas declaraciones,  se  leerán  antes  las  que 
versan  sobre  un  mismo  hecho,  requiriendo 
inmediatamente  la  contestación  y  pasando  á 
otro  punto.  El  juez  deberá  reflexionar  sobre 
las  contradicciones  en  qne  han  incurrido,  es- 
citándoles á  que  se  reconvengan  roátuamen- 
te  para  fijar  la  verdad  én  interés  de  la  justi- 
cia y  para  aclarar  los  hechos  que  han  de 
servir  de  fundamento  á  su  fallo.  De  todo 
cuanto  se  diga  y  alegue,  de  las  fNift{ffonta$ , 
contestaciones,  réplie^  y  reeonVMcioncs 
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y  de  cuantos  incidentes  ocurran  en  el  acto, 
debe  hacerse  clara  y  distinta  espresios  en 
una  diligencia  estendida  con  el  esmero  cor* 
respondiente.  Convendrá  notar  en  este  lugar 
que,  cuando  el  careo  se  celebra  entre  un 
testigo  T  un  reo  ó  entre  dos  cómplices  en 
el  delito,  solo  deberá  leerse  la  parte  de  las 
declaraciones  en  que  esté  la  contradicción, 
para  evitar  que  se  hagan  públicos  lo&  demás, 
hechos  contra  h>  que  exije  la  naturaleza  del 
sumario. 

En  la  práctica  de  esta  .diligencia  hemos 
notado  alguna  vez  el  ejemplo  de  un  abuso 
que  no  debemos  dejar  pasat  desapercibido^ 
y  consiste  en  terminarla ,  diciendo  que  se 
hicieron  otras  varias  preguntas  y  reconveü- 
ciones  sin  resultado  alguno  útil  para  la  ave- 
riguacron  de  la. verdad.  Esta  cláusula,  como 
es  fácil  comprender,  nada  significa  y  á  nada 
conduce,  porque  no  espresándose  cuáles  fue- 
ron  las  preguntas,  las  reconvenciones  y  las 
respuestas,  ningún  juicio  puede  formarse 
por  los  que,  bajo  diferentes  conceptos,  se 
hallen  en  el  caso  y  deber  de  apreciar  los  mé- 
ritos  del  proceso. 

También  hemos  visto  alguna  vez,  tn  los 
juzgados  militares  señaladamente,  el  ejemplo 
de  la  práctica,  no  menos  abusiva ,  de  carear 
al  reo  con  el  herido  haHándose  en  un  estado 
grave  y  alarmante.  En  la  necesidad  ^e  evi- 
tar á  este  desgraciado  todas  las  emociones 
que  puedan  comprometer  su  existencia,  fa 
prudencia  de.  los  jueces  debe  abstenerse  de 
decretar,  en  circunstancias  tan  críticas ,  un 
acto  que  seria  contrario  al  espíritu  de  sh  ins-* 
titucion,  y  que  difíctlmente  respondería  á  los 
fines  de  la  administración  do  justicia. 

Podria  suscitarse  la  duda  de  si  los  defen- 
sores de  los  reos  pueden  asistir  á  la  celebra^ 
cion  de  los  careos;  pero  fácil  és  comprender, 
que  debiendo  celebrarse  esta  diligencia  «a- 
lamenté  en  sumario,  y  siendo  secretas. las 
actuaciones  en  tal  estado  de  los  procesos,  no 
debe  permitirse  la  intervención  de  personas 
estranas  completamente  al  objeto  de  la  dili«- 
gencia  y  que  en  ningún  sentido  podrían  con* 
tribuir  al  linico  fin  que  la  justicia  se  propo- 
ne. En  lo»  juicios  militares  su^  hacérselo 
contrario,  y  por  cierto  que  )a  presencia  de 


/os  defensores  solo  suele  servir  para  oscure*- 
cer  la  verda^F,  porque  siendo  estes  oficiales^ 
y  soldados  los  testigos ,  ó  Bien  sugieren  al 
reo  la  contestacron  que  ha  de  dar,  6  bien  se 
intimidan  los  testigos  á  la  vista  desús  gefés» 
resultando  eñ  uno  y  otro  caso  cierta  eoac- 
cbrí  ó  influencia  perniciosa.  Pudiéramos  ci- 
tar mas  de  un  sumario  militar  malogrado  por 
.  la  asistencia  de  los  defensores  á  los  careos, 
y  desearíamos,  por.  tanto,  ver  desterrada 
de  todo  punto  esta  práctita  que  creemos  pe* 
ligrosa. 

liemos  tenido  ocasión  de  indicar^  Aunque 
incidentiUmeñte  -,  que  los  careos  no  deben 
decretarse  srnoensiimítrío,  y  en  efecto  es  asi, 
porqae  elevada  la  Causa  á  plenarío  y  conocido 
el  resultado  de  sus  actuaciones,  los  decla- 
rantes que  hubiesen  incurrido  en  alguna 
contradicción,  podrian  fifccitmente  ponoiise  de 
.aci]erd!>*ó  preparar  de  antemano  sttscoQIes- 
taciones,  siendo  inülil.es'cuahtos  esfuerzos 
practicase  el  celo,  judicial  para  descubrir  U 
verdad  6  conocer  al  que  hubiese  faltado  á  ella. 

GilItEMA.  CARENAR.  Con  es- 
tas dos  voces  se  espresa  en  la  marineria  la 
operación  ó  el  acto  de  componer,  recorrer  y 
calafatear  el  casco  de  una  embarcación ,  re- 
novando todo  lo  que  esté  podrido  ó^'nservi-* 
ble,  para  ponería  en  estado  de  hacerse  á  la 
mar  sin  peligro.  Según  es  la  naportancia  ó 
éslension  de  la  operación  indicada,  asi  se 
llama  carena  magory  en^n^  ó  de  fiíjne;  dú$ 
lerdos  de  oarem ;  media  careiia. 

Con  el  objeto  de  proteger  á  nuestra  maes:  - 
tran£a,  y  de  fomentar  las  producciones  hgfieé- 
las  é  industríales  que  se  emplean  en  la  cons^ 
tniccion,' equipo  y  ornato  de  los  buques;  Jas 
Cortes  de  1837  decretaron,  entre  otras  co- 
sas (I),  que  los  huques  españoles  no  puedan 
carenarse  en.  pais  estranjero,  eiseepto  cuan- 
'  do  se  encuentren  en  alguno  dé  los  tres  casos 
siguientes: 

I.""  cEn  el  de  gruesa  avería  s^frída  en  l« 
mar  por  temporal  é  abordage ,  sm  poder 
arribar  á  puertos  de  los  dominios  de  Espaiiá, 
tal  que  necesite  carena.* 

2.'    cEn  et  de  varada  á  la  entrada  ó  sali- 


(I)   hñ.  5  it  la  \ej  ét  «S4e  eeitfbre  de  1837. 
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da  de  un  puerlo  ó  Toadeadero  estrauj^rp ;  ó 
en  sus  costas;  abordaje  ó  avería  sufrida 
por  temporal  debtro  del  mismo.» 

ZJ^  cEn  el  de  haber  permanecido  dentro 
de  un  puerlo  6  fondeadero  estranjero  cuan- 
do menos  un  año»  por  causas  que  imposibi- 
litasen «a  salida <i  por  accidentes  de  guerra.» 

Una  necesidad  imperiosa  justifica  estas  tres 
escepcíones ;  pero  téngase  presente,  que  si  á 
pesar  de  la  avería,  el  buque  pudo  arribar  á 
cualquier  puerto  español  y  no  lo  hizo ;  si  «o 
llegó  i  un  año  el  tiempo  de  su  permanencia 
en  el  puerto  ó  fondeadero  estranjero ;  si  pn- 
diendo  haber  salido  de  él  sin  riesgo  antes 
del  ano»  no  lo  verificó;  ó  si  permaneció  mas 
del  ano  sin  motÍTo  justo  que  escusase  su  sa- 
lida, en  cualquiera  de  estos  casos  se  encuen- 
tra fuera  de  la  ley,  y  de  consiguiente  sujeto 
á  las  penas  de  que  luego  haremos  mención, 
cuando  hubiese  recibido  carena  en  pais  es* 
tranjero.  T  aun  en  los  casos  de  escepcion 
marcados  por  la  ley,  no  puede  darse  aJ  bu- 
que la  carena  mayor  ó  por  entero:  solo 
pueden  hacerse  en  él  la  reparación  y  recor- 
rida puramente  indispensables  para  regresar 
sin  riesgo  á  un  puerto  del  reino  (1). 

Guando  un  buque  se  halle  en  cualquiera 
de  los  tres  casos  antes  espresados,  su  capi* 
tan  no  podrá  proceder  á  darle  carena  sin 
acudir  previamente  al  cónsul  d  agente  con- 
sular de  la  nación  española  para  justificar  el 
heclio  y  obtener  su  autorización.  Este  debe- 
rá cerciorarse  de  ello,  en  el  primer  caso,  por 
los  asientos  del  diario  de  bitácora^  ene!  que 
deberá  haberse  anotado  este  accidente  de  la 
navegación,  por  las  declaraciones  de  la  tri- 
pulación y  pasageros,  y  por  reconocimiento 
facultativo;  y  en  los  otros  dos  casos,  por  el 
mismo  reconocimiento  facultativo,  por  infor- 
mes de  la  autoridad  marítima  del  puerto  y 
por  su  propia  convicción.  Acreditado  asi  el 
hecho,  el  cónsul  debe  l:Drar  un  testimonio 
fehaciente  de  ello  al  capitán  del  buque ,  con 
espresion  de  la  carena  ó  composición  que  se 
le  haya  dado  y  su  coste,  y  remitir  una  copia 
de  este  testimonio,  autorizada  por  él,  al  gefe 
de  la  matrícula  á  que  pertenezca  el  buque, 

(1)   ArU  IG  de  U  ley  de  Adiuau  de  9  de  Jalio  de  mi. 


quien  dispondrá  «e  anote  literal  en  su  asien- 
to. Los  cónsules  xfi  pueden  causar  gasto  al- 
guno á  los  capitales  de  buques  por  estas  di- 
ligencias (1). 

La  ley  de  1837  ao  prescribió  pena  alguna 
para  la  infracción  <|6  sus  disposiciones,  y 
esto  daba  ocasión  á  que  los  navieros  busca- 
sen medios  de  burlar  iu  observancia  siempre 
que  convenia  á  sus  intereses.  Mas  la  de 
Aduanas  de  1841,  siguiendo  el  mismo  siste- 
ma protector  que  domiqó  en  la  formación  de 
aquella,  suplió  dicha  fal^^,  declarando  en  su 
artículo  16,  que  crenui\<$ía  el  beneficio  d^ 
bandera  todo  buque  español  que  sin  ne- 
cesidad urgente,  calificadlt  ante  el  cónsul 
deS.  M.,  recibiese  carena  «n  puerto  estran^ 
jero  ó  hiciese  mas  obras  de  reparación  y  re.- 
corrida  que  las  puramentf  indispensables, 
para  regresar  sin  riesgo  á  un  puerto  del 
reino.>9  Esta  disposición,  adumas  de  su  parte 
penal,  contiene  implícitanfeote  una  acla- 
ración muy  importante  á  |a  ley  de  1837, 
á  saber:  qne  aun  en  los  ^asos  marcados 
por  esta ,  en  pais  estranjerq  no  pueden  ha- 
cerse en  buque  español  otr^i  obras  de  re- 
paración que  las  absolutamente  indispensa- 
bles para  regresar  sin  ries^  á  un  puerto 
del  reino.  De  consiguiente,  si  en  la  repa- 
ración se  escede  de  este  límite,  ó  si  la  em- 
barcación se  carena  sin  la  necesidad  .y  for- 
malidades prescritas,  sufrirá  If,  pena  de  per- 
der su  nacionalidad  y  con  eUa  todos  los 
privilegios  y  ventajas  concedidas  á  los  bu- 
ques espaüoles,  que  hacen  el  comercio  en  los 
dominios  de  España. 

No  ha  bastado  esto  para  evitar  por  com- 
pleto el  que  se  procure  eludir ,  y  se  elu- 
da en  algunos  casos  la  obiervancia  de  la 
ley.  En  1846  ocurrió ,  que  el  vapor  Pri- 
mer  Gaditano  comenzó  á  hacer  agua  en  el 
tránsito  de  Valencia  á  Barcelona ,  y  en  vez 
de  detenerse  en  este  puerto  para  reparar  su 
avería  que  iba  en  aumento,  continuó  su  via- 
je á  Marsella,  con  la  resolución  sin  duda  de 
darle  carena  en  este  punto,  como  asi  lo  hizo. 
Al  efecto  el  capitán  acudió  al  cónsul  espa- 
ñol, quien  sin  embargo  de  que  vio  en  él  la 

<l)   Arts.  $  y  7  de  U  ley  ciuda  de  1837. 
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contravención  á  sabiendas  y  con  plena  deli* 
beracion  del  art.  8."  de  la  ley  de  28  de  oc- 
tubre de  1837,  se  vio  obligado  á  autorizar  la 
carena,  por  no  dar  lugar  á  que  el  buque  se 
estacionara  allí  sin  poder  salir  á  la  mar;  pe- 
ro dio  cuenta  al  gobierno  para  la  resolución 
conveniente.  En  su  consecuencia  se  instruyó 
el  espediente  oportuno,  y  por  real<kden 
de  30  de  marzo  de  1848 ,  espedida  por  el 
ministerio  de  Marina»  después  de  acordar 
lo  conveniente  para  castigar  en  el  vapor 
antedicho  la  infracción  de  la  ley,  por  regla 
general  se  reencargó  el  cumplimiento  del 
artículo  antes  citado  de  la  de  1837  y  se  pre- 
vino, que  á  fin  de  evitar  semejantes  abusos, 
para  que  la  ley  se  cumpla  cuando  los  cónsu- 
les se  vean  en  la  necesidad  de  permitir  la  re- 
paración de  los  buques  españoles  fondeados 
en  los  puertos  estranjeros,  no  obstante  que 
hubiesen  debido  hacerlo  en  los  de  España,  se 
reserven  una  intervención  rigorosa  en  todos 
los  gastos  que  en  ella  se  causen,  asi  de  mate- 
riales como  de  mano  de  obra,  llevando  cuen- 
ta formal,  de  que  remitirán  copia  certiGcada 
al  ministerio  de  Marina,  para  que  por  la  co- 
mandancia de  la  provincia  á  que  correspon- 
da, se  exijan  al  capitán  y  al  propietario  del 
buque  mancomunadamente  los  derechos  que 
habrían  devengado  á  su  introducción  en  Es- 
pana  los  artículos  empleados  en  su  repara- 
ción, reintegrándose  su  importe  á  la  Hacien- 
da pública ,  y  que  ademas  se  les  imponga 
como  pena  de  la  infracción  de  la  ley  una 
multa  equivalente  al  duplo  de  aquellos  mis- 
mos derechos,  y  á  la  tercera  parte  del  coste 
que  baya  tenido  la  mano  de  obra  de  la  repa- 
ración, aplicándose  dos  terceras  partes  de  es- 
ta multa  de  la  mano  de  obra  á  la  Marina  y 
la  otra  tercera  parte  al  cónsul  por  via  de  in- 
demnización de  vigilancia. 

No  creemos  de  este  lugar  el  emitir  nuestro 
juicio  sobre  la  parte  dispositiva  de  esta  real 
orden  que  hemos  trascrito  casi  literalmente; 
pero  échase  de  ver  desde  luego  que  en  ella  se 
prescindió  de  la  pena  impuesta  por  la  ley  de 
Aduanas  á  las  infracciones  de  esta  clase.  Así 
lo  entendió  también  el  ministerio  de  Hacien- 
da, al  que  se  comunicó  dicha  real  orden,  y 
por  otra  de  2  julio  de  1819  declaró,  cque  el 


úÉ^  á  que  se  refiere  la  real  orden  de  30  do 
marco  de  carenarse  los  buques  españoles  en 
el  extranjero,  se  halla  previsto  y  espresa- 
mente  ^nado  por  el  art.  i6  de  la  ley  vigen« 
te  do  A<hianas ,  del  modo  mas  conveniente  v 
conforme  eon  el  sistema  que  la  misma  ley  y 

la  instrucción  del  ramo  establecen y  que 

por  lo  tanto  )ko  deben  señalarse  las  reglas 
que  comprende  la  citada  disposición,  dirigi- 
das á  cobrar  lo$  derechos  de  los  efectos  in- 
vertidos en  las  reco«^M>siciones  hechas  eñ  el 
estrajero,  lo  cual  hdce  perder  de  hecho  la 
nacionalidad  de  h>s  baques  y  daria  lugat  á 
fraudes  y  abusos  perjudiciales  á  los  construc- 
tores de  buques  del  pais,  y  también  á  los 
ingresos  del  Erario  público. »  Es  visto,  pues, 
que  por  esta  real  orden  se  declaró  implícita- 
mente sin  valor  ni  efecto  la  anterior  de  30  de 
marzo  de  1848  como  dictada  sobre  un  hecho 
ya  previsto  y  penado  por  una  ley,  y  hoy,  por 
lo  tanto»  al  buque  español  que  sin  necesidad 
urgente,  calificada  ante  el  cónsul  de  S.  M., 
recibiese  carena  en  puerto  estranjero,  ó  hi- 
ciese mas  obras  de  reparación  y  recorrida  que 
las  puramente  indispensables  para  regresar 
sin  riesgo  á  un  puerto  del  reino ,  no  debe 
imponéreele  otra  pena  que  la  de  la  pérdida 
del  beneficio  de  bandera»  y  con  él  la  de  la 
nacionalidad* 

La  naturaleza  y  responsabilidades  del  car- 
go de  capitán  de  nave  exigen  que  en  casos  ur- 
gentes, durante  la  navegación,  pueda  este 
disponer  la  carena  ó  reparaciones  que  sean 
absolutamente  precisas  para  que  la  nave  pue- 
da continuar  y  acabar  su  viage.  Los  gastos 
que  para  ello  se  originen  podrán  compren- 
derse unas  veces  ^ñ  las  averías^  gruesas»  y 
otras  en  las  comunes.  Véase  ATB«ia»  €▲- 

CARGA.  Del  toscano  carica ,  por 
el  peso  que  suele  trasportar  una  acémila  ,  ó 
animal  de  carga.  De  esta  acepción  material 
se  ha  trasladado  en  sentido  figurado  al  de- 
recho» usos  y  transacciones  sociales  en  el 
concepto  de  gravamen,  imposición,  restric- 
ción» canon ,  etc. ,  que  afecta  á  una  cosa »  ó 
persona.  Asi  decimos  cargas  públicas  por 
las  contribuciones  y  servicios  onerosos  en 
favor  del  E^{tn\o :  cargas  concejiles  en  e | 
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propio  caso  reflfp^clo  (M  concejo,  ó  procos 
mun»  oomo  el  servir  cargos  irntoicipales, 
soperlar  repartos ,  stsoí »  derramas ,  arbí- 
IriOt  etc.,  para  objeten  de  localidad ;  prestar 
senicios  de  facendera,  baqajcit  vereda,  aló- 
jamieatos,  guardadcrías^  etc. :  cargas  perso^ 
nales  9  cuanda  cr  ^er yfcio  &  grs^váttea'se 
presta  poria  persoaat  cargas  rea{e««  cuando 
Yan  inherentes  &  las  cosas^  como  ía  hipoteca 
censiial:  cargas,  y  regalía  de  aposento  (vea- 
se' jurawü.'v'roj:  cargas,  del  matrimonio,  del 
oficto,  de  justicia,  en  los  beneficios,  etc. 
4!^  índole  de  (as  cargas  pábticits  es.  que 
ebligan  á  todos  los  asociados',  sin  mas 
escepcionesqucJasqne  espresen  las  leyes, 
á  autorice  la  práctica,  ó  costuinl)re  legítima. 
Cómo  la  exención  en  tal  caso  es  de  la  índole 
del  privil^io,  elque  la  alega,  lo  propio  que 
en  estos,  tiene  que  acreditarla:  entre  lanío 
la  administración,  la  autoridad  Tunda  su 
intención  en  derecho  para  exigirla  como 
general.  Éctre  las  cargas  públicas  hay  unas 
qne  admiten  escepcion  por  privilegio,  otras 
que  son  potestativas,  otras,  en  fin,  cuya 
escepcion  es  accesAria,  por  fundarse  en  la  im- 
posibilidad, lo  cual  todo  es  casm'stico,  y  ha 
de  verse  en  sus  artículos  respectivos ,  como 
mi»iirtJUM«>TirrBUi,  cmtTBi^,  ab«- 

rALBs ,  etc.  Los  casos  en  qne  la  acep- 
ción de  la  vos  es  específica,  ó  mas  usual, 
véanse  en  los  actículos  subsiguientes.  Véa- 
se ademas  ca«i8#. 

CAROA  VDE8CAR€l.t.  Uno 
de  I09  dos  únicos  impuestos  á  que  en  la  ac- 
tualidad han  quedado  reducidas  todos  los  ar- 
bitrios que  bajo  cualquiera  denominación  y 
objeto  se  hallaban  establecidos  en  los  puer- 
tos de  la  Península.  Estos  impiiestoa  «on  el 
de  fondeadero  y  de  carga  y  descarga ,  y  se 
cobran  no  en  todos  los  puertos  indistinta-^ 
mente,  si  no  en  aquellos  puntos  de  la  costa, 
en  que  haya  ejecutadas  pocas  ó  muchas 
obras  artificiales,  para  facilitar  en  pequeña 
ó  grande  escala  las  operaciones  del  comer- 
cio ó  para  seguridad  de  los  buques  del  mis- 
mo (i).  Los  productos  deben  aplicarse  nece- 

.   (1)    R.O.dc9é«jiI}0il«1951 


descarga: 

s{ir¡ameat6  y  con  escluáíon  de  otro  objeto  ¿ 
la  limpia,' conservación  y  demás  obras  de 
los  puertos  (1)..  La  recaudación  de  dichos 
impuestos  se  verifica  por  las  dependencias 
del  ministerio  do  Hacienda  y  su  inversión 
por  el  de  Fomento ,  á  cuyo  fin  el  primero 
debe  pasar  al  segundo  mensualmente  utla 
n0l9.de  las  cantidades  que  se  hubieran  re- 
candado,  en  el  nntrrior,  manteniendo  los 
(bndos  á  disposicioa  del  mismo  con  completa 
separación  de  los  demás  que  por  otros,  con- 
ceptt>s  ingresen  en  el  Tesoro  público. 

Paraja  exacción  de  los  impuestos  deben 
observarse  .las  reglas  siguientes  (3). 

1.*  I^  buques  mercantes  españoles  qu^ 
entren  y  salgan  de  los  puerto.^  de  ja  Penía^ 
subte  islas  adyacentes,  pagarán  un  real  por 
tonelada  4e  las  que  midan,  y  un  octavo  da 
re$(l  per  quintal  d^  los  efectos  gue.  embar*^ 
quen  y  desembarquen. 

2.*  Los  buques  mercantes  estranjeros 
que  entren  y  salgan  de  la  Península  é  islas 
adyacentes,-pagaFán  das  reales  por  tonela- 
da y  un  cuartillo  de  real  por  quintal  de  lo) 
efectos  qae  embarquen  y  desembarquen. 

3.*  Los  buques  que  midan  mas  de  20 
toneladas  y  no  lleguen  á  60,  pagarán  la  mi« 
tad  del  derecho  de  fondeadero  y  completo  et 
de  carga  y  descarga. 

4.*  Los  buques  qoe  midan  mas  de  66 
toneladas,  pagarán  por  completo  ambos  de^ 
rechos.  * 

5/  Los  que  midan  menos  de  20  tonela- 
das, esiarán  libres  del  pago  de  derecho  de 
fondeadero ,  y  por  el  de  carga  y  descarga 
solo  pagarán  la  mitad  de  la  cuota  fijada. 

6.*  Lo  dispuesto  rospeelo  á  buques  es- 
tranjeros, se  entiende  sin  perjuicio  de  Jo 
establecido  en  los  tratados  vigentes. 

El  impuesto  de  ibndeadero  se  paga  en  uja 
solo  puerto  que  es  el  primero  en  qne  se  A^- 
irenga;  y  el  de  carga  y  descarga  se  paga  ea 
los  puertos  en  que  estas  operaciones  seprae- 
tir^m,  proporcíonalmente  á  las  cantidades  ef 
que  se  verifiquen.  Los  barcos  de  vapor,  des- 


(n    Art  7  áel  re«l  decreto  de  ti  de  diciembre  de  fSSf . 

(i)  Abrazuios  en  este  arUcalo  las  reglas  eoDcemifBies  i 
1t  cxaccioii  de  arabos  inuNieslos ,  por  la  intima  relaelOD  qav 
entre  si  tienen  j  para  evitar  repeliriones  en  el  irUevlo  F^t- 
ifa'irro.  Bu  osle  harenní  h  op.-^rtnna  remiston  al  presente. 
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tinados  á  trasporte  de  viajeros,  pagarla  sus  ■ 
impuestos  una  vez  por  cada  espodicíon;  en-  I 
tendiéndose  por  esta  el  viaje  de  un  vapor 
del  pnnto  de  donde  salga  á  aquel  en  que  lo 
termine,  y  considerándose  como  otra  espe- 
dicion  el  regreso  al  punto  de  su  procedencia 
ó  primera  salida.  En  este  concepto  los  espre- 
sados buqnes  de  vapor,  verificarán  por  com- 
pleto el  pago  del  derecho  de  fondeadero  en 
el  punto  de  donde  salgan :  el  de  carga  lo 
realizarán  por  partes  en  los  diversos  pun- 
tos donde  toman  carga,  ya  de  efectos  de  co- 
mercio, ya  de  equipajes  de  los  mismos  via- 
jeros ;  y  el  de  descarga  lo  verificarán  tam- 
bién parcialmente  en  los  diversos  puntos 
donde  esta  operación  se  practique. 

Finalmente:  no  están  sujetos  al  pago  de 
estos  derechos,  los  buques  que  conducen 
efectos  pertenecientes  á  alguna  fábrica  es- 
tablecida en  el  mismo  puerto;  ni  los  que 
conducen  granos  y  otros  efectos,  que  no  tie- 
nen por  objeto  especulación  alguna,  si  no  el 
consumo  de  los  pueblos;  ni  los  carbones  mi- 
nerales que  procedentes  del  país  se  embar- 
quen en  sus  puertos,  ya  sea  para  el  estran- 
jero,  ya  para  otros  de  la  Península  é  islas 
adyacentes,  comprendiéndose  bajo  la  deno- 
minación de  carbón  mineral  la  antracita,  la 
turba  y  el  coke  ó  eiscen  (1). 

CARGADO  Y  REGALÍA.  Se- 
gún los  escritores  que  han  tratado  de  nues- 
tras contribuciones  y  rentas  antiguas  era  la 
que  se  componia  de  los  derechos  de  millo- 
nes y  de  rentas  generales  que  se  cobraban 
á  los  vinos  y  aceites  que  de  Andalucía  sa- 
llan al  estranjero,  y  se  exíjian  en  la  aduana. 
CARGADOR  DE  MERCA- 
DERIAS.  Se  llama  asi  en  el  comercio 
terrestre  el  mercader  que  encarga  á  otra 
persona ,  denominada  porteador ,  la  conduc- 
ción y  trasporte  de  mercaderías  de  un  punto 
á  otro.  Este  trasporte  ha  de  verificarse  por 
tierra  ó  por  rios  y  canales  navegables ,  pues 
si  se  hiciese  por  mar,  se  regiría  por  las  re- 
glas especiales  del  comercio  marítimo,  y 


(I )  Véaose  sobre  esta  materia  ademas  del  real  decreto  eíta- 
éo  .el  reilaineato  de  30  de  enero  de  1851 ;  las  reales  órdenes 
ie  7  y  ti  fle  enero  de  1854;  el  real  decreto  de  1/  de  febrero 
de  M.;  7  la  de  3  de  marM  del  propio  «fio. 

Tono  yih 


entonces  tí  agente  de  que  se  trata' se 'llama- 
ría cargador  de  nave.  De  los  derecbos  y 
obligaciones  entre  él  <3argador  y  el  porteador) 
del  modo  d^  celebfat  y  jtfstiflcat  sos  conten^ 
cíones  y  de  los  efectos  de  las  mismas/  trata 
el  Código  de  Comfercio  en  la  sección  '4'.*; 
tít.  3.*  del  libro  I.**,  que  lleva  por  epígrafe, 
de  los  porteadores.  Por  esta  razón,  y  por 
no  ser  posible  tratar  con  separación  de  estos 
dos  agentes  del  comercio,  sin  incurrir  en 
repeticiones,  reservamos  integra  la  dodríná 
legal  sobre  esta  materia;  para  esponerk  en 
el  artículo  voutéador.  ' 

CAROADOR  DE  NAVE.  'En 
el  comercio  marítimo  se  llama  asi  él  comer- 
ciante que  embarca  mercaderías  en  un  puer- 
to, para  que  se  conduzcan  y  vendan  en  otro: 
en  sentido  roas  lato ,  es  la  persona  á  quien 
pertenece  el  todo  6  parte  del  cargamento  dd 
una  nave.  El  convenio  que  el  cargador  ce- 
lebra con  el  naviero,  y  en  su  caso  con  el 
consignatario  ó  capitán  de  la  nave ,  para  el 
trasporte  de  las  mercancías,  se  Uatna  cofí'" 
trato  de  fletamento;  y  el  documento,  en  que 
precisamente  ha  de  consignarse  para  que 
sea  obligatorio,  póliza  de  fletamento.  De 
aquí  se  infiere ,  y  asi  está  dispuesto ,  que 
para  los  efectos  del  comercio  cargador  es  lo 
mismo  que  fletador,  aunque  esta  voz  sea 
mas  genérica  que  aquella,  y  su  significación 
mas  estensa,  pues  por  fletador  se  entiende, 
no  solo  el  que  en  todo  ó  en  parte  carga  uncá 
nave,  según  hemos  dicho  del  cargador,  sí 
que  también  el  que  la  toma  por  entero  eil 
alquiler  para  subfletarla  de  su  cuenta  ó  ad- 
mitir carga  de  otros  á  los  precios  que  halle 
mas  convenientes,  como  puede  hacerlo ,  sin 
derecho  en  el  fletante  para  impedírselo  (i). 

Los  cargadores  son  otros  de  los  agenteá 
principales  del' comercio  marítimo,  recono- 
cidos como  tales  en  todos  los  Cffdigos  mer- 
cantiles ,  por  cuya  ra¿on  el  nuestro  no  pódia 
menos  de  ocuparse  de  ellos,  y  en  el  libro  3.* 
dedica  muchos  artículos  á  dejar  consignados 
sus  derechos  y  obligaciones  en  los  diferen- 
tes casos  y  eventualidades  que' pueden  ocur- 
rir, y  sus  relaciones  con  las  demás  personas 


(1)   Ari.  758  del  Cdd.  de  Comercio. 
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que  íQtervíeiida  en  dicho  comercio.  De  todo 
ello  se  irat»  con  la  esien&ion  conveaiente  ea 
los  arU'culoa  amiaim»*  j^mmímAmA^  atk- 
MA,  camrA«  •■  t^Awm ,  ^mmmm^Mm 
VAmmiM»  njrvA«Bni«,  m^mwmAwmt 
»%▼■«»•,  ««««««a  MAiMviHiM  y  algua 
otro  por  ser  su  lugar  mas  oportuno ;  por  lo 
que,  y  para  evitar  repeticiones  que  no  po- 
drían escusarse »  nos  remitinios  á  dichos  ar- 
tículos que  podrán  consultarse  según  el  ca^o 
que  ocarr^ :  en  ellos  se  encontraráA  todas 
las  prescripciones  del  CdAigQ  de  Comercio 
relativas  á  los  cargadori^  d^  naves. 

espiden  las  tesorerías  y  otras  dependencias, 
donde  se  recaudan  fondos,  al  ingresar  ca 
sus  cajas  para  que  conste  lo  percibido  y  re* 
caudado  en  ellas.  La  necesidad  de  interve- 
nir todas  la$  sumas,  sea  ^  dinero,  sea  en 
efectos  públicos,  que  tengan  entrada  en 
aquellas  oficinas  de  recepción,  ha  obligado 
á  establecer  este  documento  de  uso  t^n  fre- 
cuente en  la  contabilidad  pública,  revis- 
tiéndole de  ciertas  formalidades  para  que 
pueda  corresponder  á  su  efecto. 

La  forma  del  cargareme  está  redudda  á 
hacerse  cargo  el  que  lo  libra  de  la  cantidad 
que  recibe,  y  á  espresar  detalladamente  el 
concepto  y  la  época,  añadiendo  que  lo  espi- 
de en  equivalencia  de  la  misma  suma,  y  he- 
chos los  asientos  que  deben  practicarse  se- 
gún la  organización  de  la  oficina.  Todos  es- 
tos asi/ei^tos  tienen  por  objeto  el  conocimien- 
to y  la  intervención  de  las  sumas  ingresa- 
das. Ninguna  puede  tener  ingreso  sin  la 
espedicion  previa  del  cargareme  en  debida 
forma.  Para  los  ingresos  en  la  tesorería 
central  lo  estiende  la  contaduría  del  mis- 
mo título  :  los  administradores  principa- 
les de  flacienda  pública  de  las  provincias 
los  estienden  por  los  productos  de  los  ra- 
mos que  administran  ,  inclusos  los  de  las 
iabricas  y  de  los  ramos  centralizados;  y 
los  contadores  de  Hacienda  pública  por  los 
ingrcsoa  procedentes  de  las  operaciones 
del  Tesoro,  En  los  partidos  admim'strati- 
vos  los  estienden  los  administradores  de  los 
mismos. 

Todos  los  funcionarios  que  se  acaban  de 


citar,  han  de  liocer  constar  en  el  carj^éine 
precisamente  : 

I.""    El  húmero  especial  de  la  oficina  que 
lo  estiende  y  el  general  de  la  tesorería. 

S.""    El  recaudador  ó  deudor  que  hace  U 
entrega. 

S,""    La  persona  por  cuyo  conducto  la  eje- 
cutan, si  no  lo  fueren  ellos  mismos. 

4,'*    La  cantidad  á  que  ascienda. 

flJ"  El  rama  de  que  proceda  ó  motivo 
que  la  produzca. 

Q.""  El  ano  y  époc^  á  que  correspoode  el 
i^greso. 

7.®  La  especie  en  que  este  se  realiza,  sí 
es  plata,  orQ,  vellón,  papel  de  formalizacio- 
nes  con  espresion  de  sus  circunstancias,  é 
papel  de  la  deuda  djel  Estado  con  desigoa- 
cÍQ%  de  so  clase,  numeración  é  importe  de 
los  cupones,  si  los  tuviere. 

8/  La  fecha  y  firma  del  tesorero  ó  depo- 
sitario en  cuya  dependencia  se  hace  la  en- 
trega. 

9."*  El  sentado  de  la  administración  que 
estiende  el  cargareme,  y  el  de  la  oficina  de 
contabilidad  provincial  ó  de  partido  que  in- 
terviene las  entradas  de  fondos  en  las  cajas 
del  Tesoro,  ó  de  los  que  hacen  sus  veces  en 
los  partidos,  con  la  rúbrica  de  los  oficiales  de 
la  mesa  en  donde  radiquen  las  cuentas  en 
que  hayan  d(S  figurar  las  partido^  ^tl  ingreso. 

En  las  demás  dependencias  del  Estado 
estienden  los  cargaremes,  é  intervienen  los 
ingresos  los  empleados  á  quienes  respecti- 
vamente compete  ejercer  estas  funciones. 

La  necesidad  de  facilitar  la  recaudación 
de  los  ingresos  y  de  simplificar  las  opera- 
ciones de  la  contabilidad,  ha  introducido  los 
cargaremes  parciales  que  ,  como  el  mismo 
nombre  indica  ,  son  los  que  se  espiden  por 
cada  unp  de  los  pagos  parciales  que  se  veri- 
fican; estos  cargaremes  se  totalizan  des- 
pués, y  formado  el  resumen  correspondiente 
de  todos  los  espedidos  durante  el  mes  ante- 
rior, se  libra  otro  cargareme  por  cada  ramo 
y  por  la  cantidad  que  resulta ,  taladrándose 
los  parciales  (1).  Al  hablar  de  la  contabilí- 


<li   Raal  Orden  f  circnUr  de  li  saprlroida  contadorfa  g f • 
■enl  dr!  reino  (fe  f  deabrfl  de  «49. 
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dad  de  la  HacieDda  pública  trataremos  esta 
materia  con  mas  estension.  Añadiremos  úni- 
camente que  todo  cargareme  produce  carta 
de  p»go  ,  y  que  los  primeaos  totalizados  y 
estas  con  las  formalidades  que  deben  conte- 
ner, sirven  para  acreditar  lo  recaudado  en 
las  oricinas  donde  se  espiden. 

CAROAS  K\  LOS  BGIVEri- 
ClOS  Y  f^TRAS  FtJMDACnO^ 
NKS  PISRPETVAS.  La  índole  de 
perpetuidad,  y  ordinariamente  su  fin  y  na* 
tnraleza,  las  diferencian  de  las  cargas  y  con- 
diciones de  los  contratos  y  todo  otro  género 
de  transacciones  sociales,  qtte  han  de  verse 
en  sus  respectivos  artículos;  siendo  la  ratón 
de  mencionar  aquf  únicamente  las  relativas 
á  instituciones,  y  fundaciones  perpetuas, 
como  beneficios  propios ,  capelknfas  cólali'- 
tm,  capellanías  sacerdotales ,  mayorazgos, 
Tínculois,  aniversarios,  legados  pios,  esta** 
blecimientos  piadosos,  de  humanidad,  de 
bei&eScencia,  etc.,  por  la  Amdamental,  y  á 
Teces  esencial  variación  que  de  algún  tíem^ 
po  á  esta  parte  ha  sun-ido  la  legislación  re** 
lativa  á  las  mismas. 

En  el  artículo  correspottdiemeliemos  indi- 
cado la  diferencia  de  las  cargas ,  segín  qne 
son  reales,  personales,  de  índole  mista  y  per- 
sonalísimas.  Aquí  mencionaremos  las  cargas 
bajo  los  tres  conceptos  únicamente  que  han 
sufrido  alteración,  suprimidas,  ó  traafonnadas 
las  fundaciones  perpetuas  4  que  eran  in-» 
herentes.  Los  Mencionados  eonoeptos  son, 
pues,  los  de  cargas  piadows ,  eeksíátíkfM 
y  profanas. 

Piadosas.  Sott  todas  aquellas  á  cuya 
imposición  han  impulsado  )a  religien  6  la 
humanidad,  y  llevan  inherente  la  práctica  de 
alguna  virtud,  como  la  beneficencia,  la  mi-* 
seticotdia,  la  caridad,  la  piedad  hacia  Dios 
ó  sus  santos;  y  suelen  consistir  en  misas, 
sufhtgios,  aniversarios,  limosnas,  prestame- 
ras,  dotación  de  huérfanas,  de  hospitales, 
hospicios,  estableeimientós  de  enseSanza 
pública,  etc. 

EclesiásHcas.  Son  aquellas  que  por  ins- 
titución eclesiástica  van  inherentes  á  los 
beneficios  propios,  y  también  álos  impropias^ 
cuales  stm  las  capelUintas  vobUtvaí,  como  tí 


haber  de  recibir  orden  sacro,  el'ressodel 
oficio  dhitió,  lá  í-esidencia,  etc. 

Profanas  koú  los  que  tíeíien  tin  iin  pura- 
meúte  prófáftb,  coitto  los  alimentos  y  vinde*' 
dad  es  en  los  mayorazgos. 

La  difetéttcía  emite  eSta^  clases  de  cargas 
no  es  tan  absoluta,  que  unas  mismas  no  ren- 
dan dos  de  los  ttts  esprésados  conceptos :  la 
ordet^aciOA ,  por  ejemplo,  en  las  capellanías 
colativas  es  carga  piadosa  y  eciesidsHca, 
pues  que  la  imponen  á  su  vez  la  fundación 
y  los  cánones ;  conceptos,  qué  en  h  práctica 
es  menester  tenertnay  en  cuenta,  para  resol- 
ver las  dudas  sobre  competencia  de  autori- 
dad, y  legislación  que  es  apficahle  en  cada 
caso.  £h  las  puramente  edesraslicas,  la  au< 
toridad  compéteála  eelesiiedttca,  al  menos  en 
cnanto  á  los  céiveeptos  pira  y  rigorosamenle 
eclesiásticos,  «orno  la  ^rdenuciott,  la  residen** 
cia,  el  rezo,  los  votos,  etc.  En  las  cargas  pía-* 
dosas,  ehWdé  to  que  Vá  éNál  fengá  concepto 
de  espiritMl ,  como  misas,  suftiagids,  limos- 
nas, etc.,  la  autoridad  competente  lo  es  asi 
bien  la  eclesiástfoa  eá  cuanto  al  foro  in$er* 
no,  y  i  todo  lo  que  sea  esencial  en  las  car- 
gas, como  et  n^ero  dé  misas  V  sufragios, 
su  celebración  personal  ó  por  cumplidos,  re- 
ducción, ó  conmutación  de  ellas,  etc. :  en  lo 
qne  en  las  mismas  es  de  índole  temporal, 
como  ét  compeler  al  üumj^mtentó  por  me- 
dios coerdcivos, embargos,  posesión,  etc.,  la 
autoridad  compeiimte  h>  ^  por  lo  regatar  la 
civil,  la  cnal  es  esefúsfva  en  cutnio  i  las  car- 
gas profknas. 

El  cumpHmíemo  de  las  eargas  ineumbé  ai 
que  originariamente  traia  esta  obligaoion 
por  la  institucioa  ó  fándlicion  de  que  se  tra- 
ta; y  en  virtud  de  las  reformas  legislativas 
lo  será  aquel  á  quien  enas  hayan  impuesto 
la  obligación,  y  eso  aun  en  las  cargas  reales. 
Asi,  por  ejemplo,  muchas  fincas  del  clero  se- 
cular y  regular ,  de  capellanías  colativas  ó 
laicales ,  de  establecimientos  de  piedad,  4 
beneficencia,  estaban  gravadas  con  cargas 
piadosas,  y  hoy,  incautada  la  nación^  aque- 
llos bienes,  y  eaagenados  estos  á  particula* 
res  libres  (te  cargas ,  el  cumplimiento  de 
ellas  incumbe ,  no  á  los  poseedoras  ^  é  lle- 
vadores, fi  no  i  la  nación,  y  por  tanto  al  go^ 
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bierno.  A.si,  pues,  encada  caso  particular,  no 
ha  de  atenderse  solo  á  los  principios  genera- 
les, y  siempre  recibidos,  si  no  también  á  las 
novedades  introducidas  por  la  moderna  le- 
gislación. 

Ardua  por  cierto  es  la  cuestión  en  aque- 
llos casos  en  que  las  reformas  que  han  toca- 
do al  orden  canónico  no  han  sido  concordadas 
después  con  la  Santa  Sede,  ni  de  otro  modo 
obtenido  el  asentimiento  de  la  potestad  ecle* 
siástica:  pero  sobre  esto,  ademas  de  los  ar- 


acarreo  de  materiales  para  ello,  y  en  algu- 
nas partes  para  el  laboreo,  siembra  y  reco- 
lección en  común  de  ciertas  suertes  de  ter  - 
reno  de  propios  ó  valdios  para  suplir  con  el 
producto  la  falta  de  aquellos ,  y  escusar  los 
arbitrios  y  derramas. 

Seria  por  demás  buscar  uniformidad  com- 
pleta en  estas  cargas,  pues  que  no  en  todas 
partes  son  iguales  las  necesidades,  ni  se  ba- 
ilan recibidos  los  mismos  medios  de  satísEa- 
cerlas.  Las  que  admiten  regularidad,  se  ha- 


ticulos  respectivos ,  véase  lo  que  dejamos      Han  arregladas  por  las  leyes,  como  los  car 


espuesto  en  el  apéndice  al  de  Capellanías  co- 
lativas. 

Las  cargas  de  los  oficios  enagenados,  in* 
corporados  á  la  corona,  ó  suprimidos  en  los 
últimos  anos  por  disposiciones  gubernativas, 
han  dado,  y  están  dando  lugar  á  frecuentes 
cuestiones  en  la  práctica;  pero  véase  su  ar- 
ticulo. 

CAR04SC01ÍCEGILES.  Di- 
cese,  no  de  las  que  gravitan  sobre  el  conce- 
jo, si  no  colectivamente  sobre  los  vecinos  en 
favor  de  este.  Cuanto  los  vecinos  están  oblí- 
futidos  á  hacer,  pagar,  6  sufrir  por  ley  6  cos- 
tumbre en  favor  del  pro-comun,  viene  bajo 
la  denominación  de  carga  vecinal,  ó  conce- 
gil.  La  Índole  del  gravamen,  prestación,  ó 
servicio  en  este  caso  es  de  tal  naturaleza,  que 
nadie  puede  eximirse,  si  no  los  que  lo  están 
por  la  ley^  ó  la  costumbre.  De  estas  cargas, 
tomada  la  voz  en  su  acepción  mas  genéri-: 
ca,  unas  son  otírgas  públicas,  como  las  de 
república  ó  ayuntamiento,  que  se  arreglan 
por  las  leyes  del  caso:  otras  consisten  en  ser- 
vicios personales,  como  el  sc^r  recaudador, 
bulerOy  mayordomo  de  iabrica,  tutelas,  cú- 
ratelas, etc. :  otras  son  prestaciones,  como 
las  derramas,  ó  repartimientos  en  defecto  de 
propios  y  arbitrios,  para  el  pago  de  servi- 
ciales públicos,  como  médicos,  cirujanos, 
guardas ,  compostura  de  fuentes,  puentes, 
caminos,  carnicerías,  para  serenos,  etc.: 
otras ,  en  fin,  consisten  en  servicios  y  gra- 
váinenes  de  otro  género,  como  alojamientos, 
bagajes,  %afra$  ó  facenderas^  ó  sean  servi- 
cios vecinales,  ya  por  personas  ó  peonadas^ 
ya  por  yuntas  y  carros,  para  compostura  de 
puentes,  fuentes,  caminos  y  edificios  públicos, 


gos  municipales,  tutelas  y  cúratelas:  las  de- 
más lo  son  por  ordenanzas  locales,  regla- 
mentos, órdenes  particulares,  y  sobre  todo 
por  la  costumbre.  Los  arbitrios  y  derramas, 
sin  embargo,  no  deben  imponerse  sin  espe- 
pecial  autorización ,  y  aprobación,  conforme 
á  las  leyes.  Por  las  Constituciones  políticas 
de  1837  y  1845,  no  podían  imponerse  ni  co- 
brarse otros  impuestos,  y  por  tanto  otros  ar- 
bitrios que  los  espresamente  autorizados  por 
las  Cortes :  las  leyes  de  ayuntamientos,  go- 
biernos políticos  y  diputaciones  provincfales 
establecen  ademas  lo  necesario  sobre  pre- 
supuestos municipales,  en  que,  como  es  con- 
siguiente, se  consignan  las  cargas,  y  los  me- 
dios de  ocurrir  á  ellas. 

La  justicia  de  estas  cargas  está  fundada 
en  la  necesidad  y  común  utilidad;  lo  que 
basta  en  la  cuestión  de  principios;  pero  vi- 
niendo á  la  aplicación,  no  parece  salvarse 
siempre  la  justicia  distributiva.  Las  cargas 
específicas,  por  ejemplo,  como  los  servicios 
de  yuntas  y  bagajes ,  no  gravitan  sí  no  so- 
bre la  clase  labradora  y  acomodada.  Sin  em- 
bargo, la  justicia  distributiva  consiste  en  que 
cada  uno  contribuya,  según  sus  facultades; 
y  por  otra  parte ,  á  las  cargas  públicas  es 
inhereate  el  disfrute  de  aprovechamientos 
públicos,  como  pastos,  leñas,  etc.,  y  sin  du- 
da disfrutan  mas  los  que  mas  necesidades 
tienen  y  medios  de  aprovechar,  como  los  la- 
bradores y  ganaderos.  Los  ayuntamientos 
deben  procurar  ,  que  haya  la  debida  pro- 
porción entre  las  cargas  y  los  aprovecha- 
mientos ,  corrigiendo  las  costumbres  con- 
trarias. 
Llamándose  cargas  vecinales  las  antedichas, 
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parece  son  solo  de  veíaos,  y  no  es  asi :  las 
hay  que  gravitan  sobre  los  meramente  domi- 
ciliados, aun  cuando  sean  estraojeros  matri- 
culados; pero  sobre  todo  si  no  lo  están,  revé* 
lando  en  eso  su  propósito  de  no  connatura- 
lizarse. Aun  asi  y  repetimos,  están  sujetos  á 
los  gastos  y  cargas  concejiles  de  inmediata 
utilidad  del  pro-comun,  como  fuentes,  puen- 
tes, caminos,  serenos,  somatenes,  alarmas 
contra  enemigos  comunes,  patrullas,  etc.,  lo 
cual  deben,  no  considerando  el  municipio 
como  una  unidad  política,  sí  no  como  una 
unidad  colectiva  sometida  á  necesidades  co- 
munes perentoiiaSf  cuya  necesidad  es  co« 
mun  á  vecinos  y  domiciliados  sin  distinción, 
y  de  cuyas  ventajas  y  comodidad  disfrutan 
todos  y  cada  uno,  independientemente  de  la 
cualidad  de  vecinos ,  ni  naturales,  y  si  solo 
por  la  de  moradores.  Los  agentes  diplomáti- 
cos estranjeros,  sin  embargo,  y  los  oGciales 
y  agregados  á  la  legación  ,  y  por  tanto  in- 
mediatamente dependientes  de  ella,  no  están 
sujetos  á  ningún  género  de  cargas,  salvo 
que  tengan  el  carácter  de  medidas  de  policía 
y  buen  gobierno;  siendo  la  razón  de  lo  pri- 
mero el  derecho  recíproco  de  exterriloriali- 
dad^  ó  sea  el  considerarse  una  legación  es- 
tranjera  como  una  poixion  del  pais  de  que 
procede,  y  ademas  por  razón  de  reciproci- 
dad; y  de  lo  segundo,  que  las  medidas  de  po- 
licía local  y  buen  gobierno  obligan  á  todos 
sin  distinción.  Véase  ▲«biitb«  »in.oMA- 

«!€••,  DOmClUO,  B0TAA3ÍGEAIA  ,  YE- 

CARGAS  DE  JUSTICIA. 

Guando  teniamos  muy  adelantado  nuestro 
trabajo  para  la  redacción  de  este  artículo, 
ha  ocurrido  la  novedad  trascendental,  que 
conocerán  nuestros  lectores,  de  haberse  ocu- 
pado de  este  asunto  las  Cortes  constituyen- 
tes, dictando  un  acuerdo  que  altera  todas 
las  condiciones  peculiares  de  dichos  crédi- 
tos. Considerados  hasta  ahora  como  obliga- 
ciones sobre  el  Tesoro  publico  á  satisfacer 
en  metálico,  las  Cortes  constituyentes  han 
resuello  que  todas  las  cargas  de  justicia 
comprendidas  en  el  presupuesto  del  presen- 
te ano,  se  someterán  al  nuevo  reconoci- 
miento y  clasificación  qua  hará  lai  dirección 


del  Tesoro,  intervenida  por  una  comisión 
permanente  de  siete  diputados;  que  se  pre- 
sentará el  oportuno  proyecto  de  ley  para  li- 
quidar y  convertir  en  los  diferentes  títulos 
de  deuda  pública  que  corresponda,  según  sus 
clases,  los  créditos  de  que  se  trata  y  los  aná- 
logos pendientes  de  liquidación;  y  por  últi- 
mo, que  entre  tanto  sean  satisfechos  por  el 
Tesoro  los  comprendidos  en  el  presupuesto 
sin  perjuicio  de  lo  que  resulte  del  nuevo  re  - 
conocimiento.  Se  comprenderá,  pues,  que  no 
conociendo  las  bases  que  han  de  servir  para 
la  liquidación  y  conversión  ya  decretada,  no 
debemos  entrar  en  el  examen  de  esta  materia 
hasta  que  se  publique  la  oportuna  ley:  enton- 
ces hablaremos  del  origen  de  las  cargas  de 
justicia;  de  las  vicisitudes  que  han  tenido  en 
nuestra  moderna  legislación ,  de  la  justicia 
deiaéuerdo  de  las  Cortes  y  de  laconvenien* 
cia  6  inconveniencia  de  asimilar  estos  crédi- 
tos á  oíros  del  Estado.  Vid.  cmB»tT09  €•»- 

TftA  EL  É9TAE9» 

CARGAS  DE  LA  SOCIEDAD 

CONYUGAL.  Aunque  el  matrimonio 
no  constituyera  sociedad  civil,  como  la  lla- 
mada conyugal^  constituiría  sociedad  natu- 
ral, el  elemento  cardinal  de  la  sociedad  po- 
lítica, la  familia :  entre  los  crístianos  cons- 
tituiría una  asociación  ó  unión  religiosa,  que 
por  tanto  tendría  inherentes  sus  cargas  ;  la 
crianza,  educación  y  establecimiento  de  los 
hijos,  el  mutuo  ausilio  de  los  consortes,  etc. 
Estas,  que  siempre  se  llamarían  y  son  real- 
mente cargos  d^t  matrimonio,  reciben  ampli- 
tud, y  en  cuanto  á  los  efectos  sociales  otro 
carácter,  cuando  el  matrimonio  y  la  socie- 
dad legal  de  gananciales  son  inseparables, 
como  en  España,  donde  por  lo  tanto,  y  aten* 
diendo  mas  al  resultado  que  al  origen,  es 
lo  mismo  decir  cargas  de  la  sociedad  conyu- 
gal, que  cargas  del  matrímonio,  sin  mas  di- 
ferencia que  las  de  este ,  ademas  de  deber 
cumplirse  por  obligación  y  ley  natural,  se 
deben  por  derecho  divino  positivo,  y  por  ley 
civil.  Son,  pues,  cargas  de  la  sociedad  con- 
yugal todos  los  gastos ,  gravámenes,  y  pres- 
taciones que  nacen  en  ella  y  precisamente 
con  ocasión  de  ella,  siendo  su  ley  por  lo 
mismo  que  han  de  sufragarse  de  los  bienes 
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gananciales ;  y  en  lo  que  eslos  no  alcancen, 
con  los  bienes  del  marido,  no  siendo  nnnca 
responsables  los  bienes  aportados  por  la  mu- 
ger,  6  posteriormente  adquiridos  por  ella 
por  título  particular,  y  no  social,  si  no  per- 
sonal. Véase  ifaTttiM#ni« ,    ••cieba» 

CARGO.  Del  mismo  origen  e  ti  molo* 
gico  que  carga,  tiene  sin  embargo  distintas 
acepciones,  siendo  una  de  las  diferencias 
esenciales,  que  los  cargos,  aun  cuando  sean 
realmente  cargas  ,  como  lo  son,  y  según  se 
esplica  en  el  articulo  caaga  ,  son  siempre 
personales :  afectan  siempre  y  siguen  á  lá 
persona. 

La  voz  cargo  en  lo  penal  es  técnica ,  y 
significa,  según  el  caso,  culpa  rea!  ó  pre- 
sunta, imputación  hecba  al  reo,  reconven- 
ción de  culpabilidad  hecba  al  mismo  por  el 
juez,  como  deducción  de  los  hecbos  ya  con- 
signados en  el  sumario;  y  asi  decimos  decía* 
ración  con  culpa  y  cargo :  los  Cargas  que  re- 
sultan; y  decíamos  confesión  con  cargos. 
Otras  veces  se  tomaba  por  encargo ,  ó  pre- 
cepto legal  en  lo  relativo  al  procedimiento  y 
sus  términos,  y  asi  se  decía  recibir  un  plei- 
to á  prueba  con  calidad  de  todos  cargos. 

En  términos  generales  significa  deber, 
obligación,  como  tomar  uno  á  su  cargo  la 
defensa  de  otro:  ser  de  su  cargo  el  cum- 
plimiento de  misas,  sufragios ,  etc. :  girar 
á  cargo  de  tal  persona  ó  sociedad. 

En  lo  político,  en  fin,  cargo  es  lo  mismo 
que  empleo,  mando,  destino,  puesto  en  la 
administración  de  la  Iglesia  ó  del  Estado, 
al  que  siempre  va  aneja  autoridad,  ó  juris- 
dicción, ó  dignidad,  en  lo  que  también  se 
diferencia  esencialmente  el  cargo  público  de 
las  cargas  públicas.  El  que  desempeña  los 
primeros  es  empleado ,  6  funcionario  públi- 
co. Nuestras  constituciones  políticas  ban  de- 
clarado iguales  á  todos  los  españoles  para 
los  cargos  públicos,  según  sus  méritos.  Véa- 
se Ainrofti»A9c:9. 

CARICATURA.  La  exageración 
de  ciertas  ideas  ha  solido  llevar  el  uso  de  al- 
gunos derechos  políticos  á  un  grado  peligro- 
so; y  entre  los  muchos  ejemplares  que  po- 
dríamos citar  no  recordaremos  mas  que  la 


libertad  de  imprenta.  Sin  duda  cuando  esta 
libertad  no  ^e  hallaba  muy  contenida,  la  fa- 
cultad de  injuriar  directamente  y  de  propa- 
lar las  injurias  y  los  dicterios  satisfadan  el^ 
amor  propio  y  la  pasión  del  e^rilot ;  pero 
mas  adelante  fué  preciso  buscar  otros  re- 
sortes, y  dejando  el  camino  directo  se  recur- 
rió á  la  sátira,  al  sarcasmo,  y  sobre  todo  i 
la  caricatura.  Medio  terrible,  porque  po- 
niendo evidentemente  en  el  mayor  ridículo 
á  un  hombre  recomendable,  por  grande  y 
jnsto  que  sea  su  prestigio,  le  hace  al  (In  ob- 
jeto de  la  burla  y  mofa  de  la  muchedumbre. 
No  hay  reputación  que  resista  un  ataque  itíñ 
envenenado  y  maligno . 

Es,  pues,  la  caricatura  el  retrato  ó  pintura 
que  se  hace  de  alguna  persona  ó  personas 
dándole  las  formas  mas  exageradas  y  ridicu- 
las que  permite  el  ingenio  del  ejecutor,  y 
sin  separarse  por  ello  de  ios  tipos  á  quienes 
se  trata  de  ridiculizar.  También  se  han  be- 
cho  caricaturas  para  hacer  despreciables  los 
actos  de  la  virtud  y  de  la  moral,  y  no  menos 
han  corrido  otras  escitando  y  provocando  i 
la  irreligión,  á  la  impureza,  al  libertina/e  j 
otros  escesos  semejantes. 

Claro  es  que  estos  actos  se  hallan  prohibi- 
dos por  la  legislación ,  habiéndose  mandado 
en  real  orden  de  28  de  marzo  de  1851 ,  que 
se  impidiera  á  toda  costa  cualquiera  carica- 
tura, que  del  estranjero  se  tratase  de  intro- 
ducir, contraría  &  la  Inoral  ó  á  la  religión. 
En  cuanto  á  las  carícatn^  tftffgidSte  contra 
particulares,  según  el  Código  penal  (luedéta 
constituir  los  delitos  de  caluníhift  ó  injuria. 
El  ofendido  en  este  concepto  usará  de  su  de- 
recho al  tenor  de  lo  que  va  espuesto  en  el 
artículo  CALUMNIA. 

CARIDAD.  Del  latín  (Aaritas,  amor 
de  Dios  y  del  prójimo.  Es  el  gran  precepto,  la 
basey  fundamento  doctrinal  y  filosófico  al  mis- 
mo tiempo  del  cristianismo.  En  ella  se  encier- 
ran ó  reasumen  los  preceptos  del  decálogo,  la 
ley  y  los  profetas :  por  ella  el  cristianismo,  si 
fuera  posible  concebido  domo  no  divino,  se- 
ria todavía  la  religión  mas  humana  y  civili- 
zadora de  toda  la  tierra.  Ella  realiza  la  ver- 
dadera unidad  del  género  humano  sin  afear, 
ni  desmentir  la  civHizacion:  iguala  i  las  da- 
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ses  din  <taslru¡rlas :  la  ley  del  pobre  y  del 
rico:  el  flobas  sublime  filosofismo  sin  impie- 
dad; el  posible  sociali9mo  y  remedio  del 
jfouperismíy  v¡i  escesos.  Si  alguno^  dicen  las 
letras  sagradas,  viese  necesitado  i  $u  pró- 
jimo,  V  nolo  remediase ,  pudiendo,  en  ese  \ 
no  resida  la  caridad  divina.  Por  eso,  ¡y  es 
cosa  singular!  los  mayores  cDcmigos  dc}l 
cristiamnmo  lo  invocan ,  como  base  la  m^s 
autorizada  di^  sus  utopias:  testimonio  forzo- 
so de  que  ^  s4  celo  humanitario,  sa^  pue- 
den innovar  sobre  él »  nada  pueden  crear, 
como  na  sean  los  escándalos,  y  peligros 
90cia)es»  que  aquel  evita  ó  sublimemente 
coucilia  con  divina  enseñanza :  y  todo  sin 
pisrttf rbaciones ,  sin  crímenes ,  sin  TÍolencia, 
como  si  en  ello  se  demostrara  que  solo  por 
la  propia  eficacia  del  principio  sagrado  pue- 
de realizarse  pacífica,  útil  y  saludablemen- 
te ese  portento  de  civiUzacion,  fuera  del 
cual  el  peligroso  filosofismo^  aun  concedién- 
dole rectitud  de  miras,  no  ha  producido ,  ni 
producirá  nunca,  ni  una  Santa  Isabel  Reina 
de  Qungria,  ni  un  San  Vicente  de  Paul,  ni 
siquiera  una  hermana  de  la  caridad.  Por 
mas  que  estas  materias  no  hayan  tenido  por 
muchos  siglos  mas  que  un  carácter  místico  I 
y  religioso,  hace  algún  tiempo  que  lo  toma- 
ron científico  y  filosófico,  con  tendencia  po- 
lítica á  lo  social  y  legislativo :  no  pueden, 
por  tanto,  ser  del  todo  omitidas  en  una  obra 
jurídica,  enciclopédica  y  de  consulta;  y  nos- 
otros volveremos  á  tocarlas,  si  bien  bajo  el 
puQio  de  vista  de  la  doctrina  ^  de  la  ciencia 
política,  de  la  legislación  y  del  derecho  cons- 
tituyente, en  sus  correspondientes  artículos. 
Observaremos  en  el  presente ,  que  si  el 
género  humano  se  hubiera  equivocado  en 
honrar  el  trabajo ,  la  aplicación,  la  econo- 
mía, Eeproibando  la  inecoia ,  la  vagancia ,  la 
ociosidad:  si  las  sociedac|es. políticas  hubie^ 
sen  errado  al  organizar  bajo  tales  principios 
la  riquea^^en  la  fprma  seouUr  aicumulativa 
7  trasmisible»  en  que  la  viene  conociendo  el 
mundo,  la  caridad  hubiera  corregido  ese 
vicio  social.  £lla  impide  a)  rico  el  serlo  sin 
compartir  coa  eü  pobre :  ella  hace  que  haya 
estímulo  y  prendo  para  la  labofi^idad»  que 
tfi  haber  premio  y  estímulo  para  la  virtud^ 


Contra  esta  sevei^a  verdad  no  hay  utopias 
triunfadoras  9  ni  (placías  que  convenzan  en 
una  filosofia  estravíada,  siquiera  lo  sea  por 
celo. 

La  sociedad  civil  ha  consultado  también 
el  mismo  fin  por  medios  humanos :  ha  ocur- 
rido i  los  efectos  inevitables  de  la  orga- 
nización acitmulatiya  de  la  riqueza  con  la 
erección  de  establecimientos  de  humani- 
dad y  beneficencia:  de  hospicios,  hospi- 
tales, casas  de  inclusa,  enseñanza  gra- 
tuita, erogaciones  periódicas »  sopa  econó- 
mica, etc.:  pero  siempre  menos  eficaces 
que  si  han  descansado  sobre  el  principio  de 
la  caridad,  y  ninguno  tan  universal,  fácil 
y  seguro  como  el  do  la  caridad"  individual. 
¿Cómo  comparar  la  espontaneidad,  celo  y 
eficacia  ^1  mercenario  que  por  una  retribu- 
ción estipulada  presta  sus  servicios  á  la  hu- 
manidad ya  doliente,  ya  desvalida  en  un 
establecimiento  civil  de  beneficencia ;  y  las 
mismas  dotes  y  cualidades  en  el  que  k)  hace 
puramente  pojr  abnegación  y  fin  religioso, 
por  caridad  cristiana,  que,  cualqiuiera  que 
sea  su  altura,  ora  sea  rey,  ora  Papa».  Qo  \^ 
deja  ver  en  el  último  mendigo  mas  que  á  su 
hermano? 

En  los  países  católicos ,  y  por  tanto ,  y 
aun  principalmente  en  España .  la  institu- 
ción civil  se  ha  «nido  frecuentemente .  al 
principio  cristiano;  ó  prevalecido  este,  ha 
como  brotado  en  las  voluntades  privadas, 
aun  en  las  fortunas  mas  módicas;  y  ahí  están, 
ó  la  historia  testificando  por  ellos,  ó  ese  nú- 
mero de  fundaciones,  de  establecimientos 
de  caridad,  de  piedad  siempre  hermanada 
con  la  humanidad,  que  al  fin,  por  unos  ó 
por  otros  medios  que  aquí  no  juzgamos ,  ó 
ban  sido  presa  del  fisco ,  ó  han  aumentado 
las  fortunas  privadas,  sin  reemplazo  adecua- 
do para  el  pobre ,  ni  garantía  para  el  cum- 
plimiento humanitario  y  religioso*  Por  de- 
mas  seria  ya  el  citftf  las  infinitas  disposi- 
ciones relativas  á  ca;^as  y  establecimientos 
de  misericordia ,  tales  como  la  real  or- 
den circulada  en  setiembre  de  1816,  reen- 
cargando  á  los  arzobispos  y  obispos  que 
aplicasen  todo  su  celo  cristiano  á  la  mejor 
organización  y  régimen  de  djcbas  casas ;  la 
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real  cédula  de  11  de  enero  de  1784,  para 
que  solo  se  admitiesen  en  ellas  pobres  ó  des- 
graciados, y  no  delincnenles:  la  libre  facul- 
tad primero  de  erigir  y  dolar  tales  estable- 
cimientos :  las  restricciones  después ,  ó  sea 
sobre  adquisiciones  de  manos  muertas:  la 
prohibición  absoluta  por  último :  la  enage- 
nacion  de  sus  bienes  y  derechos ;  y  la  erec- 
ción f  en  fin ,  de  la  beneficencia  pública^ 
centralizando  la  caridad  privada ,  seculari- 
zando lo  que  era  sagrado ,  apagando  ó  res- 
friando el  estimulo  de  dar  y  contribuir;  todo 
sin  duda  con  loable  empeño;  pero  será  tam- 
bién con  desventaja  en  los  resultados,  por 
la  razón ,  entre  otras  muy  poderosas ,  de 
que  en  esta  parte  la  caridad  ,  el  principio 
cristiano  no  es  sustituible  con  ninguna  ins- 
titución humana,  y  mas  si  el  Estado  no  pue- 
de dotarla  con  pingUes  y  propios  fondos; 
sino  que  los  espera  de  los  particulares,  que 
cómo  es  sabido  siempre  entregan  con  poca 
espontaneidad  su  riqueza  á  la  Administra- 
ción, y.  »eüBFi€BX€iA :  CAn«.%9  pía- 
basas:  B«TABI.B€IMIKMTO«  PIABOSOS: 
LBGABOS  PI09. 

CARniAL.  Aplicase  algunas  veces 
esta  calificación  al  coito ,  ó  unión  sexual ,  ó 
generalm  entre  varón  y  hembra ,  y  á  sus 
consecuencias  de  paternidad,  Gliacion,  y  pa- 
rentesco. Así  decimos  hermano  carnal  en 
contraposición  á  los  afines :  acceso,  cópula 
carnal:  padre  carnal  en  contraposición  al 
adoptante,  y  putativo.  La  denominación  es 
especifica  para  designar  á  los  tios,  herma- 
nos de  padre  ó  madre,  á  los  sobrinos  hijos 
de  hermano,  y  á  estos  entresí,  de  suerte  que 
desde  luego  se  comprenden  los  antedichos 
grados  de  parentesco  de  consanguinidad,  ora 
de  agnación,  ora  de  cognación  con  solo 
decir  tios  carnales,  sobrinos  carnales,  primos 
carnales. 

CARFVAVAL.  Época  de  licencia  y 
escesos,  que  aun  sin  el  grado  de  disolución 
que  le  acompaña,  seria  una  práctica  vitupe- 
rable entre  cristianos,  pues  es  como  una 
protesta  contra  el  precepto  eclesiástico  de 
abstinencia  y  ayuno ;  contra  la  austeridad 
religiosa  de  la  cuaresma.  En  lo  antiguo  se 
limitó  á  los  tres  primeros  dm  de  esta:  hoy 


la  desaprensión  religiosa  con  el  nonAre  de 
píllate,  y  otros ,  la  anticipa  y  hace  subse- 
guir á  dichos  tres  días.  En  lo  eclesiástico  se 
denominan  estos  bachanalia,  ó  fiestas  de  Ba- 
co,  revelándose  en  ello  su  antigüedad,  y  su 
origen,  6  por  lo  menos  su  remedo  gentílico. 
Las  continuas  amonestaciones  de  la  Iglesia, 
y  los  esfuerzos  de  sus  prelados  y  pontífices, 
como  san  Carlos  Borromeo,  san  Felipe  de 
Neri,  y  Benedicto  XIV  no  han  bastado  á  coir- 
tener  tales  escesos,  cuya  inmoralidad  au- 
menta y  favorece  el  disfraz  y  la  careta.  Las 
autoridades  tienen  todavía  el  deber  de  impe- 
dir que  la  tolerancia  forzada  parezca  mas 
bien,  como  no  pocas  veces,  plena  autoriza- 
ción. Véanse  sobre  ello  la  ley  21,  tit.  19,  li- 
bro 3  de  la  Nov.  Recop. :  la  constitución  45, 
Ínter  ccetera,  de  Benedicto  XIV:  y  los  artí- 
culos C4B»BB,  MA9CAB%9. 

CARMECERIAS.    En  Castilla  se 

llamaba  asi  el  derecho  ó  contribución  que 
pagaban,  los  pueblos  ó  los  particulares  por 
tener  puestos  públicos,  ó  abastos  de  carnes. 

En  la  corona  de  Aragón ,  y  especialmente 
en  el  reino  de  Valencia,  fué  desde  h  con- 
quista  una  de  las  regalías  del  real  patrimo* 
nio  el  derecho  de  establecer  las  camecerias. 
Con  el  tiempo  fueron  desprendiéndose  los  re- 
yes de  mucha  parte  de  este  derecho,  que 
traspasaron  á  diferentes  señores,  debilitando 
asi  su  patrimonio  y  las  rentas  de  la  corona, 
hasta  que  el  rey  don  Alonso  III  (V  de  Ara- 
gón) espidió  una  real  cédula  en  29  de  enero 
de  1418,  por  la  que  prometió  no  separar  de 
la  corona,  entre  otras  cosas .  la  facultad  de 
conceder  permiso  para  establecer  came- 
cerias. 

CARNERAJE.  Antigua  contribu* 
cion  que  se  pagaba  por  los  carneros. 

CARMES.  CARNESTOLEN- 
DAS.   Véase  ayijivb,  ii«biji.t«  cva- 

BBACtB9IMAI«. 

CARRERA.  Espresa  algunas  veces 
el  conjunto  de  estudios  que  constituyen  aca- 
démicamente ,  ó  en  sentido  análogo,  una 
profesión,  ó  facultad.  Asi  se  dice  carrera  de 
cánones,  de  leyes,  carrera  militar,  etc. 

CARRERA.  CARRIL.     Véase 


CAIflIi#9,    9BBVfB|nBBBB. 
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CARRBTit.CARRO.    El  que  los 

lega,  se  entiende  qne  lega  también  la  caba- 
llería destinada  á  üraCtfde  ellos,  lo  qaé  habrá 
de  entenderse  de  la  caballería  habitualmente 
destinada  á  este  serTÍcio,  pues  estando  la 
carreta,  ó  carro  sin  uso ,  el  legado  se  limita 
á  ellos.  Ley  42,  tit.  9,  Parí.  6. 

CrtRRKTER^.  Camino  capaz  de 
carruages.  Véase  CJkunmom. 

CARRRTERI;!.  CARRETE- 
ROS.    Véase  cabaüa  mcAi.. 

CARRUAGES.  En  un  sentido  es- 
tricto esta  voz  comprende  todo  género  de  ve- 
hículos y  medios  de  trasporte,  que  marchan 
sobre  niedas,  tirados  por  animales  de  tiro  y 
carga:  y  es  la  razón,  el  que  al  tiempo  de  dic- 
tarse las  leyes  y  disposiciones  que  hablan  de 
carruages j  no  se  conocian  si  no  los  indicados, 
ó  apenas  se  conocian  otros ,  que  no  fuesen 
las  carretas ,  ó  carruages  de  mano.  Pero 
después  se  han  ¡do  introduciendo  los  carrua* 
ges  mecánicos ,  los  de  vapor ,  y  aun  los  de 
recreo  de  niños,  movidos  por  personas ,  por 
máquinas ,  ó  por  perros  y  reses  menores; 
que  por  su  número,  magnitud  ,  número  y 
llanta  de  sus  ruedas  ,  y  localidades  en  qüc 
ordinariamente  giran,  esto  es,  en  los  paseos 
públicos ,  ó  muy  contiguo  á  ellos ,  merecen 
atención  :  y  no  nos  queda  duda,  de  que  en 
algunos  casos,  y  para  algunos  efectos  lega- 
les, como  en  lo  relativo  á  su  construcción  é 
introducción  en  el  reino,  reglas  de  policía, 
imposición  por  el  número  de  ruedas,  y  cali- 
dad de  su  llanta,  etc.,  se  comprenderán  en  la 
denominación  genérica  de  carruages,  lo  cual 
ha  de  deducirse  del  tenor  de  la  orden,  aran- 
cel 6  reglamento,  de  cuya  aplicación  se  tra- 
te, y  de  la  identidad  de  razón  de  la  ley.  Los 
trineos  no  se  entienden  comprendidos  en  la 
denominación  de  carruages. 

Las  leyes  y  disposiciones  hacen  siempre 
diferencia,  y  justamente,  entre  los  carrtia- 
ges  de  tiro  y  arrastre,  y  los  de  lujo,  dispen- 
sando protección  y  franquicias  en  el  uso- y 
servicio  de  los  primeros  (véase  cabaíía, 
cAaBfiTKMiA),  y  gravando  el  délos  segun- 
dos, y  prescribiendo  especiales  circunstan-* 
cias  y  formalidades  para  su  uso  (véase  €•• 

TOMO  vn. 


Hay  reglas,  en  cierto  modo  comunes  á  to- 
do género  de  carruages,  principalmente  en 
lo  relativo  á  su  construcción,  ó  introducción 
en  el  reino;  á  portazgos  y  pontazgos;  á  su 
marcha  por  los  caminos  públicos,  y  á  fínes 
de  policía.  En  cuanto  á  la  primero,  está  per- 
mitida la  introducción  de  carruages  del  es- 
tranjero;  pero  pagando  los  derechos  de 
araucel  (véase).  Por  resolución  de  las  Cor- 
tes de  31  de  octubre  de  1837  se  declaró,  que 
los  carruages  parecidos  á  los  ómnibus,  deben 
pagar  á  su  introducción  los  derechos  esta- 
blecidos. Y  en  real  orden  de  23  de  setiembre 
de  1843,  se  ordenó  que  pudieran  introducirse 
del  estranjcro,  sin  derechos,  carruages  de 
alquiler  y  diligencias;  pero  con  la  precisa 
condición  de  reexportarlos  á  los  40  dias,  ó 
pagar  los  derechos,  pasado  este  término. 

En  cuanto  á  lo  segundo,  el  pago  de  por- 
tazgos y  pontazgos  está  determinado  por  el 
número  de  ruedas;  dimensiones  de  la  llanta, 
por  cuanto  la  mas  estrecha  hiende  y  destru- 
ye mas;  y  por  el  peso  ó  carga,  para  lo  cual 
han  de  verse  en  cada  caso  los  respectivos 
aranceles. 

Sobre  policía,  en  fin ,  la  legislación  es  y 
tiene  que  ser  mas  variada  y  aun  casuística, 
según  las  circunstancias  de  las  poblaciones  y 
tránsitos  ,  y  hasta  las  ocasiones.  Pero  ade- 
mas de  los  bandos,  y  reglamentos,  ú  orde- 
nanzas locales  en  estos  casos,  hay  también 
reglas  generales.  En  real  orden  de  27  de  oc- 
tubre de  1823,  recordada  por  otra  de  18  d($ 
abril  de  1830,  se  impuso  la  miiUade  60  rea- 
les al  carruage  que  dejando  la  caja  de  la« 
calzadas,  entrase  por  los  andenes  6  paseos 
laterales.  T  es  la  razón  el  que  formadas  las 
carreteras  con  grandes  espensas ,  y  no  áien- 
do  menos  costosa  su  conservación ,  no  pMtáé 
ser  arbitrario  en  los  conductores  de  carrua- 
ges el  llevarlos  por  fuera  del  firme.  La  mul- 
ta antedicha  es  en  el  dia  de  50  á  100  reales 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  9.**  de  la 
ordenanza  de  H  de  setiembre  de  1842,  que 
es  la  que  rige  para  la  conservación  y  policía 
de  las  carreteras  y  caminos  públicos.  Véase 

CAMIMOS, 

El  artículo  484  del  Código  penal,  núme- 
ro 6,  castiga  con  la  pena  de  arresto  de  cinco 
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á  quince  días  y  multa  de  cinco  á  quince  du- 
ros, á  loá  que  (^corriesen  carruages  con  peli- 
gro de  las  personas,  haciéndolo  de  noche,  ó 
en  parages  concurridos.»  Fuera  de  estos 
dos  casos,  el.  simple  hecho  de  correr  car- 
ruages dentro  de  una  población,  es  castiga- 
do con  el  arresto  de  uno  á  cuatro  dias,  ó  una 
multa  de  uno  á  cuatro  duros  (núm.  1."*  del 
art.  494  del  Código  citado).  El  apreciar  si  las 
circunstancias  son  las  que  requiere  la  ley, 
para  aplicar  las  penas  de  uno  ú  otro  artículo, 
queda  á  juicio  de  la  autoridad.  El  peligro 
puede  darse,  aun  sin  concurrencia  de  hecho, 
como  si  el  paraje,  calle,  ó  plaza  es  concur- 
rido de  suyo,  y  con  avenidas  multiplicadas  y 
de  concurrencia  frecuente,  en  cuyo  caso  hay 
imprudencia  y  temeridad  en  correr  el  car- 
ruage;  La  pena  en  los  casos  del  Código  es 
por  la  temeridad,  por  la  contravención  á  la 
ley  y  á  los  bandos,  por  el  peligro,  sin  per- 
juicio de  los  daños  en  su  caso :  pero  como 
el  peligro  es  mas  inminente  y  la  temeridad 
mas  marcada  en  el  caso  de  correr  los  car- 
ruages de  noche  dentro  de  una  población  ó 
cuando  la  concurrencia  es  de  hecho ,  que  en 
el  de  que  no  concurra  ninguna  de  estas  cir- 
cunstancias, por  eso  es  justa  ladirerencia 
en  las  penas  establecida  por  el  Código. 

En  las  calles,  como  en  los  caminos,  cada 
carruage  tomará  al  marchar  la  izquierda  del 
que  viene  (1):  los  de  alquiler  llevarán  el  nú- 
mero que  en  la  matrícula  les  haya  corres- 
pondido, y  á  la  vista  el  cartel  ó  tarjeta  de 
que  so  alquila,  lo  que  dá  opción  al  primero 
que  lo  reclame  para  usarlo.  En  el  interior 
deben  llevar  fija  la  tarifa  de  precios. 

CARTA.  Llámanse  asi  con  especiali- 
dad los  escritos  privados,  relativamente  bre- 
veSf  y  mUivos,  con  que  se  comunican  entre 
sí  las  personas  que  se  hallan  separadas.  Es 
accidental  que  las  cartas  sean ,  como  lo  son 
alguna  vez,  grabadas,  litografiadas,  ó  im- 
presas. Lo  que  constituye  su  carácter  son 
las  circunstancias  arriba  indicadas,  y  el  ha- 
blar personalmente  en  ellas  el  remitente, 
que  ademas  las  autoriza  con  su  Grma,  rúbri- 
ca ó  sello.  Las  cartas,  dicen  los  jurisconsul- 

— I^i^l— lA—í    II       j  ■!  ■  ■  

,    (1)   Art.  íl  de  U  ordenanw  de  U  de  setípmbre  de  lili. 


lo>,  s,)n  para  el  ausente  á  quien  se  dirigen, 
to  que  la  palabra  á  los  presentes  (i) :  esta 
enunciativa  no  espresaría  si  no  un  concep- 
to vulgar,  si  no  condujera  á  la  conclusioa 
de  derecho  de  que  por  cartas  pueden  reali- 
zarse los  mismos  negocios,  y  cometerse  los 
mismos  delitos  que  de  palabra  y  con  las  pro- 
pias formalidades,  esto  es,  el  negocio  se  da- 
rá por  concluido  cuando  conste  la  acepta- 
ción, ó  conformidad  por  escrito  en  los  asun- 
tos ó  contratos  que  la  roqnieran,  sin  perjui- 
cio de  otra  prueba  de  conformidad  :  y  del 
propio  modo  en  los  delitos  en  que  para  decir- 
se consumados  requieren  cierto  grado  de  pu- 
blicidad ,  como  en  los  de  injuría  y  calumnia, 
cuando  aquella  haya  tenido  lugar.  Véase  ca- 
lumnia ,  DE«tCAT«,  I^JtJIIIA,  MBBIA. 

Los  autores  suscitan  la  cuestión  sobre  á 
quien  corresponde  la  propiedad  de  una  car- 
ta. Pero  en  una  carta  hay  que  distinguir 
entre  el  instrumento,  ó  medio  material  de 
comunicación ,  y  la  idea  en  él  consignada; 
como  asi  bien  si  la  carta  se  dirigió  á  un  ter- 
cero, y  si  llegó,  ó  no,  á  ser  trasmitida,  lo 
cual  revela  que  en  la  antedicha  cuestión  se 
comprenden  las  de  propiedad  material^  pro- 
piedad literaria  ,  y  responsabilidad  en  su 
caso,  puesto  que  por  cartas,  como  queda 
insinuado,  se  puede  contraer  y  se  pncde  de- 
linquir. Resolviendo  dichas  cuestiones  por 
partes,  diremos  en  prímer  lugar ,  que  las 
ideas  son  propiedad  de  su  autor,  y  por  con- 
secuencia, de  este  es  la  propiedad  originaría, 
y  digámoslo  asi,  permutable,  asi  como  la 
propiedad  intelectual,  ó  sea  el  concepto 
honroso,  ó  deshonroso  de  autor,  entre  cuyos 
eslrcmos  hay  que  distinguir.  El  concepto  de 
autor  es  una  cualidad  personal:  no  está  en 
el  comercio  de  los  hombres :  no  se  trasmite, 
ni  abdica,  aun  cuando  el  au/or  quisiera :  ab- 
dicando este,  ó  renunciando  dicho  concepto, 
no  por  eso  es  menos  verdad  en  el  orden  ló- 
gico, en  la  naturaleza  de  las  cosas,  que  para 
bien,  ó  para  mal,  para  responsabilidad  ó  pa- 
ra gloria,  él  es  el  autor.  De  otro  modo  el 
autor  de  un  concepto,  ó  proyecto  críminal. 


(1)  Bartulo*  i  la  ley  4.  titnio  de  dcHatianibut,  del  Dí^esto: 
ISpisíota  •btentl  idem  ett ,  qnoá  termo  prai$eutíéuíi,  el  qui 
míttit  alten  littera»,  intelligilnr  prtrgeHs  pnrxenfi  lo^ui. 
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decünna  la  respousabilidad  sin  mas  que 
reuuücitir  al  conceplo  de  autor.  Por  conse- 
cuencia, esta  cualidad  es  inalterable,  corres- 
ponda á quien  quiera  el  provecho,  ó  respon- 
sabilidad de  su  aceptación,  ó  aplicación  á  los 
usos  humanos,  y  la  propiedad  material  de  la 
carta,  ó  instrumento. 

En  segundo  lugar,  materializada  la  pro- 
piedad de  la  idea,  esto  es,  considerada  bajo 
el  punto  de  vista  práctico  de  su  nplicacion  á 
los  usos  de  la  vida  »  puedo  ser  objeto  del  co- 
mercio humano,  y  por  tanto  írasmisible.  De 
los  términos  de  la  carta  resultará,  si  se  qui- 
so ó  no  trasmitir;  y  de  la  contestación  ó  he- 
chos de  un  tercero,  si  fué  aceptada,  y  con- 
cluido el  negocio,  como  en  la  enagenacion 
de  una  obra  literaria,  de  ,un  secreto,  descu- 
brimiento, ó  procedimiento  científico,  de  un 
dictamen  ó  consulta  facultativa ,  etc.  En  es- 
tos casos,  sin  perder  el  autor  este  concepto, 
pierde  la  propiedad  material ,  ó  materializa- 
da, que  por  tanto  corresponde  al  adquirenle. 
Véase  AUTO»,  paopiEDAD  LiTEmAmiA. 

En  tercer  lugar,  la  propiedad  de  la  carta, 
ó  instrumento  material  es  originariamente  de 
su  autor :  del  que  la  escribe,  6  manda  escri- 
bir, ó 
to  en 

en,  ó  sello.  Por  consiguiente ,  si  el  autor  de 
una  carta  no  la  escribió  para  trasmitirla ,  si 
no  para  perpetuar  una  idea,  un  hecho;  pura 
consignar  una  declaración ,  como  suelen  los 
hombres  verificarlo  en  consideración  á  un 
peligro  voluntario ,  ó  involuntario :  si  aun 
que  se  hubiese  escrito  la  carta  para  ser 
trasmitida,  no  llegó  á  realizarse  el  envío, 
ó  trasmisión:  en  todos  estos  casos  la  propie- 
dad de  que  vamos  hablando  es  del  autor  de 
la  carta,  del  que  la  autoriza.  Véase  auvo», 

AVTOGmAro. 

Últimamente,  si  la  carta  ha  sido  recibida, 
y  retenida  ó  no  devuelta  por  la  persona  á 
quien  ha  sido  dirigida,  de  esta  es  la  propie- 
dad material,  ó  del  instrumento.  Pero  la  pro- 
piedad puede  haberle  sido  trasmitida  con 
restricciones,  ó  sin  ellas;  lo  que  aparecerá 
del  contesto,  objeto  y  circunstancias  de  la 
carta,  ó  de  su  trasmisión:  si  aquella  contu- 


739 
la  publicidad;  ó  si  las  contuviese  tácitas, 
como  si  es  reservada,  ó  puramente  confiden- 
cial, el  propietario  no  puede  hacer  uso  de 
ella  sin  cometer ,  por  lo  menos ,  sobre  una 
falta  de  buena  educación  social ,  un  abuso 
de  confianza.  De  aquí  la  práctica  de  pedir 
permiso  al  autor  de  una  carta  confidencial 
para  publicarla.  No  hay  necesidad  de  este 
permiso,  si  la  exhibición  ó'  presentación  de 
ella  se  hace  de  mandato  judicial:  si  el  autor 
pone  al  propietario  en  la  necesidad  de  de- 
fenderse, para  lo  cual  conduzca  la  publica- 
ción de  las  cartas:  si  estas  contienen  proposi- 
ción para  delinquir,  ó  revelan  un  complot ,  ó 
un  crimen  ,  que  el  que  la  recibe  se  cree  en 
el  caso  de  denunciar  á  la  autoridad. 

Si  por  cartas  se  puede  contratar,  ó  delin- 
quir, es  claro  que  pueden  ser  presentadas  en 
juicio,  como  medios  de  prueba,  ya  espon- 
táneamente, ya  de  mandato  judicial.  Si  las 
cartas  son  confidenciales,  quedan  espueslos 
los  casos  en  que  el  propietario ,  ó  el  que  las 
recibió,  puede  hacer  uso  de  ellas.  No  puede 
darlas  á  un  tercero  para  que  acusando,  ó  de- 
fendiéndose, las  presente  á  un  tribunal,  ó  au- 
toridad, porque  en  ello  comete  abuso  de  con- 


mas  bien  del  que  habla  personalmen-      fianza.  Tampoco  puede  presentarlas  un  terce- 
ella  y  la  autoriza  con  su  firma,  rúbri-      ro  que  las  hubiese  obtenido  por  sustracción, 


ó  por  otro  medio  doloso.  Pero  el  juez,  ó  auto- 
ridad ¿podrán  dar  á  las  mismas  mérito  legal? 
En  utilidad  privada  de  los  que  con  abuso  las 
presenten,  parece  que  no,  según  la  tegla  de 
derecho  de  que  los  hechos  ilícitos  no  deben 
aprovechar  á  su  autor:  alterius  circunventio 
alii  non  prcebet  actionem  {Ley  49  de  regulis 
;«m).  Otra  cosa  será  en  utilidad  pública,  co- 
mo si  en  ellas  se  revela  algún  delito ,  ó  plan 
criminal,  si  bien  en  este  caso  la  responsabi- 
lidad respectiva  del  autor,  y  demás,  no  rele- 
vará de  la  suya  al  que  con  dolo,  ó  abuso  de 
confianza,  las  presentó  por  solo  su  utilidad 
privada. 

Como  los  conceptos  de  autor  y  de  propie- 
tario suponen  personalidad,  es  claro  que  pa- 
ra que  haya  persona  responsable,  ó  asistida 
de  algim  derecho  que  nazca  de  las  cartas, 
es  menester  que  estas  estén  firmadas,  ó  au- 
torizadas, pues  en  otro  caso  serán  anónimos: 


viere  restricciones  espresas  en  cuanto  á  dar-  |  que  las  firmas,  rubricas,  ó  sellos  sean  verda 
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deros ,  pues  si  no  la  carta  será  seudónimo: 
que  la  firma  verdadera ,  ó  supuesta,  y  en 
defecto  de  ellas  el  contesto »  sean  recono- 
cidos por  el  autor,  ó  remitente ;  ó  que  se 
pruebe  la  procedencia  y  verdad  de  la  carta 
por  al^un  otro  de  los  medios  establecidos  por 
el  derecho:  que  la  propiedad,  en  fin,  ó  sea 
la  no  devolución  de  la  carta ,  ó  sti  retención 
voluntaria,  se  reconozca,  resulte,  ó  se  prue- 
be legalmente.  Las  cartas,  en  el  sentido  en 
que  hasta  aquí  hacemos  mención  de  ellas, 
pertenecen ,  traidas  á  juicio ,  al  género  de 
instrumentos  privados.  El  tratar,  pues,  del 
valor  de  los  instrumentos  privados  y  pú- 
blicos, del  reconocimiento  de  firmas,  co- 
tejo de  letras,  y  deroas  pruebas  supletorias, 
corresponde  á  otros  artículos,  en  los  cuales 
ha  de  verse  esta  materia. 

Si  las  cartas  se  trasmiten  por  medio  de  los 
correos  públicos ,  constituyen  parte  entonces 
de  lo  que  se  llama  coirespondencia  publica. 
Bajo  de  este  punto  de  vista  las  cartas  misi- 
vas presentan  toda  la  importancia  social  de 
que  son  capaces,  y  hay  acerca  de  ellas,  de 
su  secreto ,  y  trasmisión,  de  su  iolercepta- 
cion  oficial ,  ó  á  mano  airada,  su  apertu- 
ra, etc.,  multiplicadas  y  muy  especiales, 
é  importantes  determinaciones  que  no  pue- 
den ser  espuestas  si  no  en  sus  artículos 
correspondientes.  Véase  balija,  cem- 
meo  ,     eomRMp«.tf9E5i€iA     pvsuca, 

PUBCI#. 

Ademas  de  las  indicaciones  generales  que 
quedan  espuestas,  la  palabra  carta  tiene  nu- 
merosas, y  aun  diversas  acepciones,  todas 
de  uso  en  el  derecho,  si  bien  de  uso  menos 
frecuente  en  el  derecho  moderno.  Asi  deci- 
mos carta  real,  carta  de  veci7idad,  carta  eje- 
cutoría, carta  geográfica ,  carta  de  marear, 
carta-puebla,  etc.  En  sentido  genérico  carta 
equivale  á  instrumento  público  ó  ptivado,  y 
comprende,  por  tanto,  todo  género  de  escri- 
turas públicas,  ó  privadas,  cédulas  reales, 
títulos,  privilegios,  procesos,  ele.  De  ahí  las 
denominaciones  de  cartofilacios,  cartularios 
álos  escribanos  y  archiveros.  Sobre  esta  acep- 
ción genérica,  véase  el  lit.  18,  Part.  3  y 
señaladamente  las  leyes  114  á  la  119  del 
mismo. 


En  sentido  mas  ó  menos  específico,  se  de- 
cía en  el  derecho  y  jurisprudencia  antigua, 
carta  forera^  por  privilegio  personal  6  local: 
el  despacho,  ó  provisión  declaratoria,  ó  de 
amparo  en  materia  de  fueros  ó  privilegios» 
espedidos  por  los  tribunales;  y  la  cédula,  ó 
provisión  para  demandar  sobre  cosa,  ó  á 
persona  determinada,  y  de  que  debia  hacerse 
uso  dentro  del  ano  (leyes  26,  34  y  48,  del 
título  y  Partida  citados) :  carta  desaforada^ 
por  la  cédula,  provisión  ó  mandato,  dado 
contra  ley,  ó  fuero,  y  que  por  tanto  debían 
ser  obedecidos  y  no  cumplidos  (ley  3,  tít.  4, 
libro  3^  Nov.  Recop.) :  carta  de  apelación, 
por  el  testimonio  de  apelación  para  mejorar- 
la :  cartaabierta,  por  la  provisión  cuyo  cum- 
plimiento se  encargaba  genéricamente  á  to- 
das las  autoridades  y  personas,  como  los 
privilegios,  carta  de  amparo,  de  encomienda, 
por  seguro,  ó  salvo  conducto  ( ley  18,  tít.  18, 
Partida  3) :  carta  de  compañería,  ó  de  mance- 
bía, la  provisión ,  despacho ,  ó  escritura  pii* 
blica  sobre  este  contrato,  etc. 

Y  asi,  en  fin ,  aun  decimos  hoy  carta blan-- 
ca,  á  la  misiva,  orden,  ó  despacho  de  coniís/oo 
que  no  limita  las  facultades  de  la  persona 
á  quien  se  autoriza  con  ella,  ó  en  que  se 
omite  el  nombré  de  la  persona  agraciada pa< 
ra  que  se  llene  según  convenga;  y  también  á 
la  carta  de  crédito  indefinido  ó  no  limitado, 
para  que  el  portador  tome  lo  que  guste: 
carta  acordada^  ó  simplemente  acordada ,  la 
parte  reservada  de  una  providencia  de  un 
tribunal  superior  en  que  acuerda  se  advier- 
ta ó  prevenga  por  la  via  reservada  alguna 
cosa,  se  amoneste  ó  reprenda  á  alguna  per- 
sona, autoridad,  ó  corporación.  Se  llama 
acordada ,  porque  la  prevención,  ó  repren- 
sión no  se  consigna  en  la  sentencia,  sino  en 
testimonio  separado,  refiriéndose  al  cual ,  en 
la  sentencia,  después  de  lo  que  terminante- 
mente se  espresa,  solo  se  dice,  y  lo  acorda- 
do :  carta  plomada ,  la  que  lleva  pendiente 
grabado  en  plomo  el  sello,  ó  armas  del  prín- 
cipe, que  la  autoriza,  en  vez  que  otras  cé- 
dulas, títulos  ó  privilegios  llevan  el  sello  en 
cera  ó  lacre:  carta  de  contramarca^  la  auto- 
rización, ó  patente  de  corso  contra  corsarios 
de  otra  nacioni  etc.  Algunas  acepciones  que 
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merecen  mas  ampliación,  véanse  en  los  artí- 
culos sucesivos. 

CARTA    COIVSTITUCIO- 

IVAL.  Véase  €#5í9TiTO€io»  POMVfOA. 
CARTA  DESAFORADA. 

Era  la  que  se  daba  contra  fuero  personal,  ó 
municipal,  ó  contra  el  derecho  común.  Acer- 
ca de  ellas  estaba  prevenido  que  se  obede- 
ciesm  y  no  se  cumpliesen ,  csponieadó  en  su 
razón.  Si  en  su  vista  recayere  sobre-caria  ó 
segunda  yusión,  entonces  se  cumplirian;  pero 
todavía  debia  representarse  eñ  algimos  oasos. 
La  teoría  en  este  caso  se  generalizó  á  todo 
albalá,  carta^  cédulay  privilegio ,  piwision, 
real  arden,  decreto,  ley,  ái  "uña  palabra,  á 
todo  mandato  del  rey,  de  los  poderes  supre- 
mos, y  por  estension  y  mayoría  de  razón,  de 
toda  autoridad,  que  manda  una  cosa  noto- 
rtameate  contra  razón  y  derecho;  como  se* 
ria,  matar  á  uno  sin  forma  de  juicio,  se- 
cuestrarle sus  bienes,  etc.  En  este  sentido 
latísimo,  lo  propio  es  carta  desaforada,  que 
mandato,  providencia ,  provisión,  etc. ,  no- 
toriamente contra  justicia,  contra  el  derecho 
constituido. 

La  teoría  se  ha  generalizado,  y  vigoriza- 
do aun  mas  con  las  reformas  y  novedades  in- 
Iroducidas  en  el  régimen  político,  legislativo, 
y  judicial,  regularizando  la  acción  y  auto- 
ridad de  todos  los  poderes,  sustituyendo  la 
responsabilidad  al  arbitrio,  antes  autorizado 
á  veces  por  el  derecho  mbmo.  Hoy,  los  reyes 
constitucionales  declaran  al  jurar  las  consti- 
tuciones políticas,  sobre  todo  si  son  acepta- 
das, en  vez  de  ser  otorgadas,  que  en  caso  de 
faltar  á  ellas  quieren  no  ser  obedecidos:  inctíjí- 
riria  en  responsabilidad ,  no  el  que  no  obe- 
deciese, si  no  el  que  obedeciese  6  cumpliese 
orden  ó  decreto  emanado  de  la  corona  y  no 
refrendado  por  un  ministro  responsable,  etc. 
Pero  estas  mismas  reformas  políticas  que 
por  una  parte  han  estendido  y  vigorizado  la 
teoría  de  obedecer  y  no  cumplir,  la  han  K- 
limitado  por  otra.  Cuando  no  estaba  conve- 
nientemente organizado  el  poder  judicial,  ni 
deslindada  la  jurisdicción  retenida  y  la  dele^ 
gada  por  el  poder  supremo,  si  no  que  am- 
bas ,  ora  en  principio ,  ora  en  la  práctica  se 
concentraban  en  este,  por  no  estar  determina- 


da por  la  Constitución  del  Estado  la  división 
ó  separación  de  poderes :  cuando  en  conse- 
cuencia de  ello  se  admim'straba  justicia  por 
cartas  foreras,  tribunales  en  comisión,  im- 
provisados 6  creados  ea^isticamefite  des  - 
pues  del  hecho  justiciable  y  para  él:  ]^  cédu- 
la >  de  gracia,  para  abrir'pletlos  fen^dtos,  para 
ver  y  decidir  otros  por  dos  ¿  mas  salas  reu- 
nidas, etc. :  cuando  por  la  centralización  del' 
poder  supremo,  este  era  el  único  poder  so- 
beraao,  y  los  demás  emanados  de  él  por  de- 
legación; siendo  la  consecuencia  qué  una 
orden  ó  decreto  fuesen  ley,  ó  tuviesen  fuerza 
de  tales;  en  un  régimen  asi,, era  indispensa- 
ble estender  la  teoría  alo  legislativo,  jtídi- 
cial  y  gubernativo.  En  el  régimen  actual  no 
seria  eso  posible  sin  perturbar  el  orden  ad- 
ministrativo general,  el  judicial  á  su  vez,  y 
en  ocasiones  el  órdeu  político.  ¿Cómo  hoy  un 
juez  ¿autoridad,  dejaria  de  dar  cumplimien- 
to á  una  ley,  habiendo  concurrido  á  su  for* 
macioA  los  poderes  con&tilucionales?  ¿Cómo 
loharián  de  un  real  decreto  convocando,  sus- 
pendiendo, ó  disolviendo  las  Cortes? 

La  teoría ,  como  se  vé  ,  de  obedecer  y  no 
cumplir,  ha  cambiado  hoy  de  carácter:  no 
puede  aplicarse  hoy  indeterminadamente  la 
regla  de  las  cartas  desaforadas:  tiene  que 
estudiarse  mucho  la  jurisprudencia  que  se 
establezca,  y  ser  esta  muy  circunspecta: 
puede  tenerse  por  cierta  en  el  orden  admi^ 
nistrativo  y  gubernativo :  en  lo  judicial,  en 
cuanto  á  la  verdad  civil,  ó  falta  de  formali- 
dades, de  inserción  ó  compulsas,  por  oscu- 
ridad, etc.,  y  por  tanta  en  ejecución  de  des- 
pachos ó  provisiones;  pues  en  el  fondo  de  la 
justicia  jurídica  y  legalidad  en  el  procedi- 
miento,  el  abuso  ó  perjuicios  posibles,  tie- 
nen su  natural  remedio,  y  la  justicia  sus 
garantías  en  las  apelaciones,  súplicas  y  otros 
recursos  de  procedimiento.  La  regla  mas  ge- 
neral y  constitucional  que  hoy  puede  darse, 
abraza  dos  puntos  de  vista  igualmente  car- 
dinales: 1."  que  la  orden  de  que  se  trate 
esté,  ó  no  dentro  del  círculo  de  atribuciones 
legítimas  dje  la  autoridad  de  qtue  emana: 
y  2."  el  temor  sólido  de  que  se  perturbe  el 
orden  público;  cuyos  casos  son  diversos  bajo 
algunos  puntos  de  vista  de  ser  las  cartas 
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contra  ley,  ó  derecho,  que  eran  las  desafora- 
das. Esta  grave  cuestión  por  lo  tanto  proce- 
de esplanarla  en  otros  artículos.  A  mayor 
abundamiento  véanse  las  leyes  30  á  la  44, 
tít.  18,  Part.  3:  y  el  til.  4,  lib.  3,  Novísima 
Recopilación. 

CARTA  DK  DOTE.  Digimos  en 
el  artículo  cavitiji.%€io5ib«  mavrim«- 
RiALeit;  que  cuando  estas  se  pactan  y  se 
consignan  en  la  correspondiente  escritura 
pública,  verificado  el  matrimonio,  se  otorga 
otra  llamada  carta  de  pago  y  recibo  de  dote 
y  capital.  Pero  sucede  muchas  veces  que  á 
la  constitución  de  la  dote  no  preceden  capi- 
tulaciones matrimoniales  ,  por  no  ser  ya  tan 
frecuente  el  uso  de  aquel  acto,  y  entonces 
la  escritura  que  se  otorga  para  hacer  cons- 
tar la  aportación  al  matrimonio  de  los  bienes 
de  lamuger  en  calidad  de  dótales  y  su  recep- 
ción de  parte  del  marido,  se  llama  simple- 
mente escritura  de  dote ,  carta  dotal,  y  es 
el  testimonio  y  la  garantía  que  posee  la  mu- 
ger  para  conservar  y  defender  su  dote. 

El  tenor  de  la  escritura  ó  carta  dotal  en 
este  caso  está  reducido  á  términos  muy  sen- 
cillos; á  consignar  el  compromiso  matrimo- 
nial, designando  las  personas  y  demás  cir- 
cunstancias semejantes;  la  promesa  de  la  fu- 
tura esposa,  ódel  que  la  haya  hecho  en  su  nom- 
bre, de  llevar  á  él  los  bienes  y  efectos  conve- 
nidos; á  verificar  en  el  acto  la  entrega  efectiva 
de  dichos  bienes  poniéndolos  en  la  carta  do- 
tal por  clases,  partidas,  precios  y  circunstan- 
cias individuales ;  á  darse  el  marido  por  re- 
cibido y  entregado  de  ellos,  dando  fé  el  es- 
cribano autorizante,  y  finalmente,  añadiendo 
aquellas  cláusulas  que  sean  propias  del  caso, 
según  la  naturaleza  especial  de  la  dote  que 
se  haya  constituido,  para  los  efectos  de  su 
restitución,  etc. 

Hemos  visto  en  algunos  pueblos  una  prác- 
tica tan  absurda  como  ilegal ;  pero  muy  ge- 
neralizada entre  las  gentes  pobres  é  indoc- 
tas. Hemos  visto  á  algunos  prestamistas  exi- 
gir á  los  deudores,  como  garantía  y  seguridad 
de  su  crédito  la  carta  dotal,  que  generalmen- 
te conserva  siempre  la  muger.  El  acreedor 
tenedor  de  este  documento  cree  que  el  mari- 
do deudor  y  su  muger  no  pueden  disponer 


de  aquellos  bienes ,  ni  mas  ni  menos  que  sí 
los  hubieran  hipotecado  formalmente;  y  los 
deudores  se  creen  en  la  misma  imposibili  - 
dad,  juzgando  que  el  mero  hecho  de  hallarse 
la  carta  de  dote  en  poder  del  acreedor,  pro- 
duce semejante  efecto.  Este  abuso,  pues  do 
merece  otro  nombre ,  no  tiene  fundamento 
alguno:  el  acto  no  produce  efecto  ninguno 
legal  y  no  debe  ejecutarse  ,  porque  es  inefi- 
caz é  insubsistente.  Para  completar  las  noti  • 
cias  referentes  á  este  artículo  véase  el  de 


CARTA     EJECUTORIA.     El 

despacho  que  se  libra  en  los  tribunales  al  liti- 
gante que  en  juicio  contradictorio  ha  obte- 
nido sentencia  favorable,  luego  que  se  de- 
clara haber  quedado  ejecutoriada.   Esta  de- 
nominación viene  usándose  desde  muy  anti- 
guo,  si  bien  entonces  precedia  siempre  la 
palabra  real  á  la  de  carta,  asi  se  decía:  cespí- 
dase  real  carta  ejecutoria  con  los  insertas  de 
costumbre,  etc.  >  La  carta  ejecutoria  se  espe- 
dia  á  nombre  del  rey ;  el  rey  se  dirigía  á  to- 
dos los  demás  tribunales,  jueces  y  autorida- 
des y  el  despacho  era  acatado  como  merecía. 
En  el  dia  continúan  espidiéndose  las  cartas 
ejecutorias  del  mismo  modo,  es  decir,  enca- 
bezándose con  la  fórmula:  cdona Isabel  U  por 
la  gracia  de  Dios  y  de  la  Constitución  de  la 
monarquía  española,  etc.» 

La  carta  ejecutoria  la  espide  la  escribanía 
de  Cámara  donde  ha  pendido  el  pleito ,  y  no 
puede  insertarse  en  ella,  á  la  letra,  mas  que 
la  sentencia  que  causó  la  ejecutoria ,  la  sen- 
tencia ó  sentencias  anteriores  á  la  ejecutoria 
que  por  ellas  fueren  confirmadas,  revocadas 
ó  modificadas ,  la  petición  y  respuestas  prin- 
cipales en  que  se  hubiesen  planteado  las 
cuestiones  resueltas  en  cada  instancia  por  las 
espresadas  sentencias ;  y  en  relación  lo  ab- 
solutamente indispensable  para  que  se  en- 
tienda con  claridad  el  genuino  sentido  de  la 
ejecutoria. 

Antiguamente  y  aun  hasta  las  últimas  re- 
formas era  escandaloso  el  abuso  qae  come- 
tían los  escribanos  de  Cámara  en  la  estcnsion 
de  las  carias  ejecutorias.  Puo^lc  decirse  que 
se  copiaban  casi  integramente  los  autos, 
porque  prescindiendo  de  la  demanda  y  con- 
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(eslacíon,  cuyos  escritos  estaban  may  en  su 
Ingar ,  seguían  á  estos  el  de  réplica  y  dupli- 
ca y  todos  los  presentados  en  los  incidentes 
promovidos.  Insertábase  la  prueba,  no  se 
omilian  ni  los  primeros  y  segundos  alegatos: 
otro  tanto  se  hacia  con  lo  actuado  en  segun- 
da y  tercera  instancia,  y  asi  el  despacho  ó 
carta  ejecutoria  venia  á  ser  un  grueso  volu- 
men ó  una  copia  literal  de  las  actuaciones. 
Ahora  ya  se  ve  hasta  que  punto  se  puede  y 
se  debe  simplificar  la  eslension  de  aquel 
documento.  (Véase  el  real  detrelo  de  5  de 
enero  de  1844). 

Esto  no  se  opone  á  que  el  litigante  exija 
que  la  carta  ejecutoria  comprenda  lo  que 
resulte  de  autos  respecto  á  algún  puqtodado; 
asi  el  art.  8  del  real  decreto  citado  de  8  de 
enero  de  1844,  dispone,  que  el  costo  de  los 
insertos  que,  ademas  de  los  espresados,  con- 
tuvieren las  cartas  ejecutorias,  serán  de 
cuenta  y  pago  esclusivo  de  la  parte  á  cuya 
instancia  se  hubieren  incluido,  sin  que  pueda 
esta  reclamarlo  en  ningún  caso  de  la  parte 
adversaria.  El  artículo  siguiente  dispone, 
que  las  dudas  y  reclamaciones  á  que  diere 
lugar  la  disposición  anterior,  sean  resueltas 
sin  ulterior  recurso,  previa  audiencia  de  los 
interesados  por  la  sala  que  hubiese  dictado 
la  sentencia  ejecutoria. 

CARTA  FORERA.  Eran  siem- 
pre relativas  á  la  administración  de  justicia, 
aunque  no  en  todos  los  casos  de  justicia 
las  cartas  ó  provisiones  se  llamaban  cartas 
Toreras.  En  medio  de  la  Taita  de  precisión 
que  domina  en  el  tít.  18,  Part.  3,  al  pre- 
tender definir  todas  las  especies  de  cartas,  ó 
escrituras,  hay  tres  casos  en  que  las  carias 
ó  provisiones  en  justicia,  ó  como  dice  la  ley, 
sobre  efectos  de  jusUcia,  se  llamaban  fove* 
ras.  En  el  mas  clásico  entre  ellos ,  y  en  el 
que  con  toda  propiedad  la  carta  real  se  lla- 
maba/brera,  era  aquel  en  que  esta  causaba 
fUerOf  ó  atiibuia  jurisdicción.  Para  ello  es 
menester  recordar  el  modo  con  que  se  ad- 
ministraba justicia  en  la  corte  del  rey  antes 
de  la  creación  de  las  Chancillerías,  y  aun  de 
la  Audieticia  real  (Véase  este  artículo).  Co- 
mo siempre,  el  rey  Qva  fuente  de  todajustir 
tía ;  él  la  administraba  personalmente ,  sen- 


tándose en  publico  á  e.^te  fin  ciertos  dias  en 
la  semana.  Para  dar  vado  con  acierto  á  esta 
grande  incumbencia,  cometia  el  conocimien- 
to y  decisión  délos  casos  de  justicia  á  perso- 
nas conocedoras  del  derecho  de  las  que  se- 
guían ó  no  su  corte.  La  carta  con  que  el  rey 
remitía  á  los  recurrentes  con  su  queja,  6 
petición  á  la  persona,  que  como  juez  en  co- 
misión había  de  conocer  del  caso ,  se  llama- 
ba carta  forera^  y  era  la  que  con  mas  pro- 
piedad merecía  este  nombre ,  por  la  razón 
arriba  indicada,  de  que  procediendo  déla 
Tuenle  de  la  justicia,  causaba  fuero  j  invis- 
tiendo de  jurisdicción  al  que  sin  ese  cometi- 
do no  la  tenia  para  aquel  caso.  La  carta  con- 
tinuó llamándose  Torera  en  el  uso  Torense  y 
de  corte,  aun  cuando  ya  los  oidores  y  hom* 
bres  de  derecho  que  á  prevención  seguían 
para  este  fin  á  la  corte,  llegaron  á  constituir 
tribunal  cerca  del  rey.  Las  cartas  en  este  ca- 
so equivalían  á  una  mera  remisión  á  la  vía 
de  justicia,  para  lo  que  según  ella,  ó  en  vías 
de  derecho  hubiese  lugar;  práctica  que  ha 
continuado  hasta  nuestros  dias,  cuando  los 
subditos  acuden  al  rey  pidiendo  en  vía  gu- 
bernativa lo  que  debe  reclamarse  y  venti- 
larse ante  los  tribunales  de  justicia.  Aunque 
sin  el  nombre  también,  como  en  el  caso  pre- 
cedente, las  cartas  Toreras  han  continuado 
en  las  cédulas  de  hacer  justicia ,  ó  cédulas 
de  grada,  cometiendo  el  conocimiento  en 
justicia  en  casos  determinados,  á  veces  qui- 
tándolo aun  á  los  tribunales  competentes  ó 
que  ya  habían  conocido,  á  otros  tribunales, 
ó  personas  particulares.  Esta  práctica  per- 
turbatoria  del  buen  orden  judicial,  se  lleva- 
ba á  veces  al  estremo  de  espedir  cédulas  de 
gracia,  para  abrir  pleitos  Tenecidos  por  eje- 
cutoria, cometiendo  su  revisión  en  justicia 
á  díTerentes  tribunales,  ora  de  los  establecí* 
dos ,  ora  estableciéndolo  en  comisión  para 
aquel  caso.  La  práctica  de  las  cartas  foreras 
tenia  esplicacion  y  aun  conducencia  antes  de 
la  creación  de  la  Audiencia  real,  y  después 
de  las  Chantíllerias:  no  tenia  ni  espUcacion 
siquiera  después  de  la  organización  de  aque- 
llos tribunales :  era,  en  fin,  y  es  incompatible 
con  el  régimen  constitucional,  según  las 
constituciones  políticas  actuales;  y  así  las 
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eartas,  propiamente  foreras ,  cesaron  con  la 
erección  de  las  ehancillerías  yandiencias  ter- 
ritoriales ;  lás  de  su  abnsivo  remedo  6  remi- 
niscencia, con  las  últimas  reformas  políticas 
y  judiciales  y  según  las  que  ningún  espaSol 
puede  ser  juzgado  en  comisión ,  si  no  por  le- 
yes y  tribunales  anteriores  al  hecho  justi- 
ciable (I). 

La  jurisdicción  atribuida  por  la  carta  fore- 
ra, en  el  caso  en  que  vamos  hablando,  du- 
raba un  año,  á  condición  de  que  viviesen  el 
rey  que  la  dio,  el  que  la  obtuvo,  la  persona 
contra  quien  se  dirígia,  y  el  juez,  ó  persona 
comisionada.  Si  viviendo  lodos ,  el  juicio  no 
quedaba  radicado  dentro  del  a?¡o,  por  con^* 
testación  á  la  demanda ,  caducaba  la  juris- 
dicción: cesaba  dentro  del  ano ,  si  alguno 
de  los  mencionados  muriese:  se  radicaba 
y  continuaba  hasta  fenecer  el  juicio  corres- 
pondiente, radicándose  este  dentro  del  ano 
en  la  forma  antes  esprcsada,  aunque  después 
muriesen  el  rey  que  la  dio,  el  que  obtuvo  la 
carta  forera,  y  la  perdona  contra  quien  dirí- 
gia su  acción ;  salvo  el  juez  á  quien  perso^ 
nalmeiite  se  cometía  el  conocimiento  (2). 

Llamábanse  en  segundo  lugar  cadas  fo- 
reras t aquellas  que  el  rey  daba,  6  alguno  de 
aquellos  que  habian  poder  de  las  dar  en  su 
corte,  é  en  las  que  dicen  que  fagan  ó  cum- 
plan alguna  cosa  de  las  que  mandan  las  le- 
yes deste  nuestro  libro,  ó  en  el  fuero  de 
aquel  logar,  onde  fuere  mandada  la  irarla,» 
que  es  la  que  hemos  reputado  equivalente  á 
la  que  después  se  ha  llamado  provisión  ordi- 
naria de  hacer  jmticia ,  sin  dar  lugar  d 
quejas  y  reclamaeiojies  (3). 

Llamábanse,  por  último,  cartas  foreras  los 
despachos,  ó  provisiones  de  los  alcaldes  de 
la  casa  del  rey,  adelantados,  sobre  los  juicios 
ó  litigios  en  que  conocían  (4). 

CARTA  FORMADA.  Enlospri- 
meros  siglos  de  la  Iglesia,  desde  el  11  según 
algunos,  los  cristianos,  para  ser  conocidos 
de  los  prelados,  y  demás  fieles,  para  distin- 
guirse de  los  hereges ,  cismáticos  y  gentiles, 


(«.    Ley  Í5,  dLbos  titulo  y  Partidi. 

(ü    l«y«c«iaiti. 

i4)   Ley  36,  titulo  y  Partida  eitadoe. 


llevaban  un  atestado  de  su  ortodoxia,  espe- 
dido por  su  obispo.  Con  él ,  conocido  asi  el 
cristiano  católico  por  tos  demás,  era  recibido 
y  socorrido  por  estos;  y  los  que  Jo  recibían 
en  sus  casas,  y  á  la  celebración  de  los  sa- 
grados misterios  ,  tenian  la  seguridad  de  no 
entregarse "á  los  enemigos  del  nombre  cris- 
tiano. Llamábanse  dichos  documentos  cartas 
formadas,  como  si  dijera,  cartas  de  una  for- 
ma y  signos  especiales.  Según  la  persona  i 
quienes  se  daban,  y  el  fin  con  que  se  hacia, 
equivalían  las  carias  formadas,  á  lo  que  hoy 
llamamos  testimoniales  ,  dimisorias,  atesta^ 
do,  etc.,  por  lo  que  con  el  tiempo  se  llamaron 
letras  canónicas.  Al  obispo  le  daba  la  carta 
formada  el  metropolitano :  el  Concilio  iliberi- 
tano,  canon  58,  ordenó,  que  para  asegurarse 
de  la  verdad  é  identidad  de  la  persona  que 
presentaba  dicho  atestado ,  se  le  hiciesen 
las   preguntas  que  pareciesen  oportunas. 
Ivon,  reproducFendo  una  carta  formada,  que 
lleva  el  nombre  de  Ático,  obispo  de  Cons- 
tantinopla,  nos  trasmite  la  forma  de  ellas, 
bien  compleja  á  la  verdad ,  pues  una  gran 
parle  estaba  en  cifra,  espresando  por  me- 
dio de  iniciales ,  numerales ,  cuales  eran  las 
letras  griegas,  el  nombre  de  las  personas  de 
la  Trinidad,  del  propio  obispo  ,  de  la  indic- 
ción que  corria,  del  obispo  á  quien  se  diri- 
gía, del  nombre  de  S.  Pedro,  etc.,  y  el  Con- 
cilio Milevitano  11  en  416  ordené  se  añadiese 
el  nombre  de  la  Pascua. 

CARTA  DE  GRACIA.  Carta  ó 
cédula  real  en  que  se  concedía  algún  privi- 
legia, ó  merced.  En  algunas  provincias,  co- 
mo en  Aragón ,  la  carta  de  retrovetita*  Le- 
yes 49,  50  y  51,  tít.  18,  Part.  5.  Véase  be- 

VB9VBMTA. 

CARTA  DE  L.ASTO.  En  el  ar- 
tículo correspondiente  esplicamos  todo  lo  que 
concierne  á  este  acto  legal;  aquí  basta  re- 
cordar ,  que  cuando  paga  una  deuda  el  que 
no  es  deudor  de  ella,  aunque  sea  fiador,  6  la 
paga  por  completo,  no  debiendo  si  no  parte, 
como  en  las  mancomunadas,  tiene  derecho  á 
exigir  que  el  acreedor  le  otorgue  y  entregue 
una  escritura  pública ,  que  se  llama  carta 
de  lasto,  para  repetir  el  pago  del  obligado  ú 
obligados. 
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En  esta  escritiira.qne,  como  hemos  dicho, 
otorga  el  acreedor  reintegrado,  debe  hacer- 
se mención  del  deudor  principal ,  para  qne 
conste  contra  quien  dcl)en  dirigirse  las  ac- 
ciones trasmitidas  por  la  escritura  de  lasto; 
como  también  deberá  espresarse  necesaria- 
mente la  persona  que  hace  la  paga  y  en  el 
concepto  con  que  lo  veriKca.  Se  empieza 
siempre  por  la  confesión  de  la  paga  ó  por  la 
entrega  erectiva,  y  luego  sigue  la  cesión 
completa,  espKcita  y  terminante  de  las  ac- 
ciones que  competian  al  acreedor.  La  escri- 
tura ó  carta  de  laslo  es  sumamente  sencilla, 
pues  su  tenor  esencial ,  descargado  de  las 
fórmulas  y  cláusulas  que  suelen  añadir  los 
escríbanos,  está  reducido  á  llenar  las  indica- 
ciones anteriores. 

CARTA  DE  IVATURALE- 
ZA.  La  real  cédula,  título  ó  real  despacho 
por  el  cual  un  cslranjero  es  naturalizado,  ó 
declarado  natural  de  estos  reinos.  La  fórmu- 
la y  requisitos  de  estas  cartas  pueden  verse 
en  la  que  por  real  decreto  de  7  de  febrero 
de  1844 ,  fué  otorgada  á  favor  de  don-  Pedro 
Dutilh  (i)  Véase  naturales,  hatura- 

I.I:BA,   1«ATURAI.IX%€I«5Í. 

CARTA-ORDEN.  Las  dos  pala- 
bras de  que  se  compone  esta  voz ,  dan  una 
¡dea  bastante  perfecta  de  su  significación  en 
sentido  genérico :  es  toda  carta  que  contie- 
ne alguna  orden  ó  mandato ;  lo  cual  supone 
autoridad,  superioridad  ú  otras  facultades 
en  el  que  la  dirijo  ó  autoriza  con  su  firma,  y 
el  deber  de  cumplirla  en  el  que  la  recibe. 
En  lo  judicial  se  dá  este  nombre  á  ciertos 
despachos  ó  comunicaciones  oficiales,  que  en 
asuntos  de  la  administración  de  justicia  diri- 
jen  los  tríbunales  y  jueces  á  sus  inferiores  ó 
subordinados  para  la  práctica  de  alguna  dili- 
gencia acordada,  tanto  en  negocio  civil  como 
en  criminal.  Llámanse  cartas-órdenes  por 
estar  concebidas  en  estilo  preceptivo,  aunque 
con  fórmula  parecida  á  la  de  los  oficios,  y  por 
contener  una  orden  ó  mandato  que  está  obli- 
gado á  cumplir,  sin  reserva  de  ningún  géne- 
ro, el  inferior  á  quien  van  dirígidas:  por  eso 
en  el  auto  de  cumplimiento,  se  usa  simple- 


(I)  T9mo  5S  de  la  eoleedon  legistativa,  pég.  t94, 
TOIIO  Vil. 


monte  de  la  fórmula  cciimplase,»ádirereirc¡a 
de  los  exhortos  en  que,  por  proceder  de  oiro 
juez  de  igual  categoría,  se  añade  la  de  csin 
perjuicio.»  La  práctica  de  hacer  uso  de  car- 
tas-órdenes ep  los  casos  indicados,  ha  sido 
sancionada  por  una  disposición  moderna  :  el 
art.  18  del  reglamento  de  los  juzgados  de 
primera  instancia ,  aprobado  en  i/  de  mayo 
de  4844,  dispone,  que  cuando  los  jueces 
tengan  que  valerse  de  los  alcaldes  de  su 
partido  ú  otros  inferiores  para  la  práctica  de 
diligencias  acordadas  en  los  negocios  civiles 
ó  criminales,  lo  hagan  por  medio  de  despa- 
chos ó  cartaS'órdenes  concebidas  en  estilo 
preceptivo,  si  bien  atento. 

Según  la  práctica  mas  común  y  autorizada, 
solo  se  hace  uso  de  las  cartas-órdenes  para 
recordar  la  devolución  ó  cumplimiento  de 
algún  despacho  ú  otra  orden  anterior,  ó  para 
la  práctica  de  alguna  diligencia  de  poca  im  - 
porlancia,  como,  por  ejemplo,  la  compare- 
cencia de  un  testigo:  mas  cuando  las  dili- 
gencias son  de  importancia  ó  de  esencia  en 
el  juicio ,  como  el  emplazamiento  de  una  de- 
manda ,  el  examen  de  testigos ,  la  ejecución 
de  un  embargo,  etc.,  en  estos  casos  los  jue- 
ces se  dirijen  á  los  alcaldes  por  medio  de 
despachos,  que  aunque  concebidos  tamhíon 
en  estilo  preceptivo ,  su  fórmula  es  parecida 
á  la  de  los  exhortos ;  y  en  los  tríbunales  su- 
periores se  hace  uso  de  certificaciénes ,  ó  de 
reales  provisiones. 

Las  cartas-órdenes  que  estos  mandan  li- 
brar, son  autorízadas  ó  firmadas  por  el  es- 
cribano de  cámara  que  conoce  del  negocio; 
mas  las  que  acuerdan  dirígir  los  jueces,  han 
de  ir  firmadas  por  los  mismos ,  fuera  de  al- 
gún caso  de  suma  urgencia  en  que  podrá 
hacerlo  de  su  orden  el  escribano  actuario 
(art.  19  del  reglamento  citado).  En  unas  y 
otras  debe  relacionarse  ó  insertarse  la  provi- 
dencia que  las  motiva ,  con  espresion  del 
negocio  en  que  ha  sido  acordada :  han  de 
eslenderse  en  el  papet  sellado  que  corres- 
ponda, según  se  dirijan  de  oficio,  ó  á  ins- 
tancia de  parte  rica  ó  pobre;  y  se  remitirán 
para  su  cumplimiento  por  el  mismo  conduc- 
to qne  deben  dirigirse  los  exhortes  y  demás 

despachos  judiciales.  Véase 
ft4 


Digitized  by 


Google 


748 


CARTA. 


CARTA-ORDGIV  OE  C«EDI- 
TO.  CrARTi^  |>«^RC:DIT0.  Co- 

mODménte  es  laque  di  uosiigélp  á  favor  de 
otro  para  que  un  tercero  eiXfegue  al  porta- 
dor de  la  carta  cierta  cantidad  de  diaero. 
Puede  lambiea  librarse  Gjando  una  suma  co- 
mo má^iimum  de  las  entregas  que  hayan  de 
hacerse;  y  puede,;  finalmente /espedirse  sin 
fijar  cantidad  aíguna,  én  cvy.o-casb'^  suele  • 
llamarse  car^  de  crédito  kbiérla..  Todí^s  es- 
tos eohceptoft  se  aplican  á  ia^  carlas-órdénes 
de  crédito  qué  se  dan  entre  particulares  jio 
comerciantes  9  ó  entre  un  comerciante  y  el 
que  no  lo  es,  parar  écibir  en  direrente  punto 
de  su  residencia  alguna  cantidad  destinada 
¿sus  particulares  atenciones;  en  tales  casos, 
ni  se  reputan  actos  mercantiles,  fti-están  su- 
jeta áhs  leyes  y  á  ^a  jurisdicción  ide  la 
misma  especie,  ni  pueden  regirse  mas  que 
por  las:leyé3X0munes  y  ordinarias. 

En  él  orden  mercanlil;  las  carias-^órdenes 
de  crédito  tienen  una  significación  muy  di- 
verja ,  pues  para  que  se  reputen  contratos 
mercáosles,  sometidos  á  Jas  disposiciones  y 
íi  Jajurisdíccion  de  esta  clase, .deben  ser  da- 
das de  eómécciante  á  comereianie  para  aten- 


dcráuna  operación  de  comercio  (i).  En  este . 
^OQ.oepto,  la  barta-órden  descrédito  no  es 
otra  cosa  más  .que  la  orden  que  dá  el  man- 
dante para  que  se  entregue  cierta  cantidad 
de  dinero  por  su  cuenta  al  mandatario,  r  í 
quien  encjirgá  la  -ejecución  de  un  negocio 
mercantil ;  por  lo  mismo  el  portador  de  la 
carta-órden  no  adquiere  derechos  ningunos 
pei^'óijaled  irélátivánrente^  á  la  cantidad  que 
está  autorizado  para  recibir. 
*  Consiguieiite  á  Wta '  docirina  dispone  el 
Ctidigb  de  comercio,  que  las  cartas.de  crédi- 
to ño  puédéú  darseá  la  órdeh,  si  no  contra! -í 
das  á  sugeto  determinado:  lo  cual  significa 
que  no  pueden  irasmítirse  por  endosojí  me- 
díante el  carácter  qiie  licne  y  representa  la 
persona  á  cuyo  favor  ha  sido  librada.  En  el 
momento  que  la  carta-órden  se  espidiera  á  la 


También  es  consecuencia  de  la  misma  doc- 
trina que  la  carta-órden  de  crédito  no  pueda 
protestarse,  y  que' por  ella  no  adquiera  ac- 
ción alguna  el  portador  contra  el  que  la  dio, 
aun  cuando  no  sea  pagada.  No  se  trata  en 
este  caso  de  ningún  desembolso  que  haya 
efectuado,  el  portador  de  la  carta  de  crédito; 
se  tra(a  únicamente  de  una  suma  que  debe 
percibir  por  cuenta  del  librador  para  el  en- 
cargo qua^  le  ha  conferido,  y  ho  causándose-, 
le  al  primero  perjuicio  alguno  por  la  falta  de 
pago,  no  pueden  tener  lugar,  ni  el  protesto, 
ni  reclamación  alguna.  Dos  casos ^  sin  em- 
bargo, pueden  ocurrir  en  que  por  ía  propia 
razón  Fundamental  que  acabamos  de  espo- 
ner qI  portador  de  la  carta  de  crédito  puede 
repetir  contra  el  librador :  Primero ;  cuando 
aquel,  recibida  la  carta  de  pago  hubiese  inver- 
tido alguna  suma  que  no  esceda  de  la  que  se 
Üjó^n  la  carta :  el  dador  de  ella  queda  en  tal 
caso  obligado  á  reintegrarla  como  dicta  la 
justicia.  Segundo ;  cuando  el  dador  de  la 
carta  la  revocase  intespestivamente  y  con 
dolo  para  estorbar  las  operaciones  del  toma- 
dor, será  responsable  á  este  de  los  perjuicios 
que  de  ello  se  le  siguieren.  No  sucederá  asi 
cuando  teniendo  el  portador  de  uaa  carta- 
V  orden  algún  crédito  contra  el  librador,  ocur- 
riese ,  después  de  librada  aquella ,  causa 
fondacla  que  atenuara  dicho  crédito  ,  pues 
entonces  el  dador  puede  anularla  dando  con- 
traorden al  que  hubiese  de  pagarla ,  sin  in- 
currir en  responsabilidal  alguna. 

Las  cartas-órdenes  de  crédito  en  el  orden 
mercantil  de  que  vamos  hablando ,  han  de 
contraerse  á  cantidad  fija,  como  máximum 
dic.h^que  deberá  entregarse  al  portador  ;  y 
las  que  no  tengan  este  requisito' se  conside- 
rarán si  mpícs.  cartas*  dé  recomendacioH  ,  su- 
jetas á  las  leyes  comunes.  El  portador,  al 
hacer  uso  de'ella ,  está  obli^do  á  probar  la 
identidad  de  su  persona,  si  el  pagador  no  le 
conociere  personalmente. 
El  portador  de  una  carta  de  crédito  debe 


orden,  6- sea  coa  facultad  de  endosarla,  el  í  reembolsar  sin  demora  al  dador  la  cantidad 

portador  perderia  su  /oarácler  y  fullaria  el  (¡ue  hubiere  percibido  en  virtud*  de  ella,  si 

objeto  e^ncial  que  en  el  orden  mercantil  antes  no  la  dejó  en  su  poder;  y  en  defecto 

tiene  dijhó  documento.                ,  de  hacerlo ,  podrá  exigirla  el  mismo  dador 

'  (I;  Atumdeicóii.deoom.              '     "  ejecutivamente  cotí .  el  interés  legat  der  ta 
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dendn,  desde  el  (lia  de  la  demaada,  y  el 
cambio  corrieute  de  la  plaza  eo  que  se  hizo 
el  pago  sobre  el  lugar  donde  se  haga  el 
reembolso. 

Fioalrneute,  cuando  el  parlador  de  una 
carta  de  crédito  no  hubiere  hecho  uso  de 
eíla  en  el  término  convenido  con  el  dador, 
ó  en  defecto  dé  haberlo  señalado,  en  el  que 
el  tribunaVd?'  Ccnnercío,  atendidas  las  éif- 
constairciasy  considerase  suficicnlc,  debe 
devolverla  al  dador,  requerido  que  sea  al 
efecto,  ó  afianzar  su  importe,  hasta  que  cons- 
te su  revocación  al  que  debía  pagarla  (1).. 

CARTA  DE  PAGO.  La  escritura 
pública  que  otorga  el  acreedor  luego  que  ha 
sido  reintegrado  de  su  crédito  por  el  deudor, 
á  fin  de  que  este  pueda  hacerlo  constar  siem- 
pre que  convenga  á  sus  intereses. 

Como  la  primerar  condición  de  los  con- 
tratos es  la  igualdad  de  derechos  y  obliga- 
ciones, se  sigue  naturalmente,  que  asi  como 
el  acreedor  puede  exigir  y  exige  por  lo  co- 
mún aquellas  seguridades  y  garantías  que 
le  satisfacen,  el  deudor,  una  vez  que  ha  re- 
dimido la  obligación  , -puede -exigir  el  docu- 
mento que  le  ponga  á  Cubierto  de  toda  re- 
clamación sucesiva.  El  deudor  tiene  este  de- 
rechoi  aunque  no  se  haya  estipulado,  porque 
nace  de  la  índole  de  los  principios  constitü* 
tivos  de  los  contratos.  El  documento  qqe 
otorga  ei  acreedor,  es  él  que  llamamos  ca/ta 
de  pago.  Esta  escritura  es  todavía  mas  im- 
portante cuando  la  deuda  fué  garantizada 
<;on  hipoteca  de  bienes;  pues  no  puede  le- 
vantarse este  gravamen' ni  cancelarse  los  re* 
gistros,  sin  que  se  presente  la' Carta  de  pago 
y  se  tome  la  debida  razón  de  ella.  Es,  pues, 
un  documento  de  grande  trascendencia  para 
los  deudores  que  cumplen  sus  obligaciones  y 
deben  procurar  exigirle  inmediatamente. 

Como  el  pago  puede  hacerse  de  una  vez  y 
ante  el  escribano  que  auloNza  la  carta  de 
pago,  ó  en  diferentes  ocasiones  que  hayan 
precedido  todas  al  otorgamiento  de  la  escri- 
tura, nuestros  prácticos  llaman  en  un  cnsa^ 
la  escritura  carta  de  pago  con  fe  de  entrega^ 


li)   Véase  8ot»r#  csu  laateria  «i  lU.  11,  lib.  3  del  Código  de 
comercio. 


y  en  el  otro  cavia  de  pagó  confesado.  La  dife- 
rencia, como  se  comprende  fácilmente.,  está 
en  t|úe  en  la  carta  de  pago  con  féde  entrega 
el  deudor  poiie  de  raanrfiestp  y  a  disposición 
del  acreedor  ante  el  cscribajío  y  testigos,  hi 
cantidad  que  paga' ,  y  el  acreedor  declara  y 
éonfiesa  que  la  recibe  ,  y  que  en  el  misino 
acto  la  pasa  á  su  poder.  En  la  carta  de  pago 
confesado  el  acreedor  decbra  qué  tiene  re- 
cibida ya  de  antemano  el  importe  del  crédi- 
to; por  consiguiente  sus  protestas  y  manifes- 
taciones sobre  este  punto  deberán  ser  mas 
terminantes.  Esto  obligó  á  algunos  de  nues- 
tros antiguos  escritoreis  á  proponer  y  acon- 
sejar que  el  acreedor  jurase  á  mayor  abun- 
damiento el  recibo.  Este -juramento  no  su) 
observa  en  la  práctica. 

En  résünlen,  pagada  la  deuda,  el  acreedor 
debe  dar  ál  deudor  íjo'üJ*^ escritura  de  ella 
la  carta  de  pago:  los. derechos  de  esta  y  do 
la  cancelación  l6s  satisfaced  mismo  acree- 
dor, y  el  deudor. procura  lá  cancelación  del 
registro  de  la  deuda,  y  si.  hay  bienes  hipote- 
cados la  correspondiente  libertad  de  ellos. 

CARTA  DE  PAGO.  El  docu- 
mentó que  libran  las  tesorerías  ,  las  deposi- 
tarías, y  en  general  todas  las  dependencias 
en  que  se  reciben  y  recaudan  fondos  pilbli- 
cos,  á  favor  del  que  hace  la  entrega  de  ellos. 
Debe  contener,  por  consiguiente,  el  nombre 
y  el  carácter  púbh'có  de  quien  la  espide  ,  la 
persona  por  cu;a  cuenta  se  hace  la  entrega, 
la  cajitidad,  las  especies  y  el  concepto  por 
que  se  satisface^  la  firma,  del  que  recibe  jo^ 
fondos ,  y  la  toma  de  razón  de  los  que  inter- 
vienen las  entradas  y  ios  asientos  ó  sentados 
de  los  empleados,  que  lleven  las  respectivas 
cuentas  de  tps'diversos  ramos  á  que  puedea 
referirse  las  cartas  dé  pago.  También  se  li- 
bran estas  muchas  veces  á  favor  de  determi- 
nadas personas  que  tienen  derecho  á  percibir 
cantidades  del  Tesoro  .á  cargo  dejas  tesore- 
rías, depositarías  y  demás  para  que  estas 
hagan  en  su  virtud  •ciertos  pagos.  En  este 
Caso  la  carta  de  pago  equivale  á  un  manda- 
miento de  pago,  y  sirve  para  la  justificación 
de  la  data  en  la  oficina  donde  se  verifica. 
También  se  espiden  á  favor  de  particulares, 
ayuntamientos  y  otras  corporaciones  por  au- 
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licipos ,  suministros  y  otros  servicios  scme-  I 
jantes,  á  fin  de  acreditarlos  en  otras  oficinas 
y  realizar  el  reintegro  6  pago  de  su  importe 
ya  legitimado. 

De  las  cartas  de  pago ,  espedidas  cn^este 
último  concepto,  especialmente  por  las  ofici- 
nas de  la  administración  militar,  se  ha  hecho 
por  espacio  de  muchos  anos  tan  escandaloso 
abuso,  que  la  necesidad  de  reprimir  sus  fu- 
nestas consecuencias,  ha  obligado  á  adoptar 
varias  veces  serias  y  eficaces  providencias. 
El  ramo  de  suministros  ha  sido  el  manantial 
perenne  de  los  especuladores  de  mala  fó  que, 
falsificando  cartas  de  pago,  han  conseguido» 
ó  acrecentar  á  su  arbitrio  los  créditos  ó  figu- 
rar y  realizar  los  que  nunca  habian  existido. 
Apenas  hay  oficina  central,  á  donde  debieran 
ir  á  parar  en  último  resultado  aquellos  do- 
cumentos para  su  cobro,  donde  no  se  cuen- 
ten muchos  espedientes  de  falsificaciones, 
descubiertas  unas  y  rooralmente  comproba- 
das las  dema^.  En  la  real  orden  de  18  de  ma- 
yo de  1848,  se  dio  conocimiento  de  la  ex/s- 
tencia  de  wia  falsificación  considerable  de 
los  documentos  conocidos  con  el  nombre  de 
carias  de  pago  de  las  pagadurías  de  los  dis- 
tritos miniares ;  y  en  30  de  setiembre  de 
Í8i9,  la  intendencia  general  militar  espuso 
al  gobierno  que  carecía  de  medios  para  eje- 
cutar el  reconocimiento  de  las  cartas  de  pa* 
go,  que  según  se  habia  mandado  debían  can* 
gearse  por  otras  que  de  nuevo  librase  la 
pagaduría  general ;  que  esta  dificultad  nacía 
de  la  perfección  á  que  habian  llegado  las 
falsificaciones,  por  lo  cual  no  podían  aceptar 
la  responsabilidad  de  afirmar  rotundamente 
la  legitimidad  de  las  que  se  pasaran  á  su 
examen ;  y  por  último,  que  no  había  arbitrio 
alguno  posible  para  descubrir  las  verdaderas 
cartas  de  pago  á  no  ser  reconocidas  por  pe- 
ritos inteligentes  ó  por  medio  de  procedi- 
mientos químicos. 

Para  remediar  en  lo  posible  estos  danos, 
acordó  el  gobierno  varías  medidas,  en  cuya 
esposicion  no  creemos  oportuno  entrar  al 
presente,  mayormente  cuando  suprimidas  las 
pagadurías  de  los  ministerios,  quedó  modifi- 
cada ,  por  consecuencia ,  la  administración 
del  ramo  de  suministros»  Véase  este  artículo^ 


CARTA    PARTIDA  POR 

A.  B.  C.  En  lo  antiguo,  para  asegurar 
la  legitimidad  de  los  instrumentos  públicos, 
se  acostumbró  á  estender  por  duplicado  las 
escrituras,  en  un  mismo  pergamino,  en  dos 
columnas  divididas  de  arriba  abajo  por  las 
primeras  letras  del  abecedario,  colocadas 
perpendicularmente  unas  sobre  otras.  Des- 
pués se  cortaban  los  duplicados  por  medio 
de  dichas  letras,  siendo  cada  una.,  como  an 
talón  respecto  de  la  otra,  teniéndose  por  com- 
probada en  los  casos  prácticos  la  legitimidad* 
si  ajustandolos  duplicados  correspondían  con 
exactitud  las  letras  cortadas. 

CARTA  PLOMADA.  Llama* 
base  así  la  que  debía  autorizarse  con  sello 
de  plomo,  y  no  de  oro,  ni  de  cera.  Reina  en 
esto  alguna  confusión  en  la  clasificacioD  de 
cartas  hecha  por  las  leyes  de  Partida.  Segnn 
la  ley  1,  tít  48,  Part.  5,  la  carta  plomada 
se  llamaba  privilegio,  y  era  una  de  las  espe- 
cies de  estos:  según  la  ley  4  siguiente,  la 
carta  plomada  era  de  aquellas  que  non  llawian 
prevíllejos.  Lo  que  sí  aparece  claro  de  qs(a 
ley  y  de  la  primera  antes  citada,  es  que  era 
carta  de  rey  por  el  hecho  de  llevar  pendien- 
te sello  de  plomo  ,  pues  las  de  los  señores 
debían  llevarlo  de  cera :  que  se  diferencia- 
ba del  preulllejo  en  que  este  era  ley  dada  ó 
otorgada  del  rey  apartadamente  i  algún  lo-' 
gar  ó  á  algún  orne  para  hacerle  bien  é  mcr- 
ced^  y  la  carta  plomada  era  de  donación, 
heredamiento,  quitamiento  ó  avenencia,  esto 
es,  de  negocio  entre  partes,  y  no  constituti- 
va de  fuero  ó  derecho:  y  por  último,  qnc  en 
el  privilegio,  ademas  del  rey  que  lo  otorga- 
ba ,  debían  ser  mencionados  su  mnger,  y  los 
hijos  legítimos  por  su  orden,  principiando  por 
el  mayor ;  en  defecto  da  estos ,  las  hijas  tam- 
bién por  su  orden;  y  á  falta  de  estas,  los  her- 
manos del  rey  ó  el  pariente  mas  próximo,  etc.; 
y  en  la  cart  i  plomada  solo  el  rey  otorgante. 
Estas  diferentes  formalidades  pueden  servir 
hoy  para  juzgar  en  algún  caso  de  la  legiti- 
midad, V  autoníicidad  de  un  documento  an- 
tíguo;  pues  por  lo  demás  la  razón  que  d4  la 
ley  ^  del  mencionado  titulo  de  espresarse 
en  los  privilegios  la  familia  real,  según  que- 
da insinuado,  para  que  todos  quedasen  mas 
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obligados,  no  satisface,  pues  lambieu  lo  que- 
daban si  el  rey  hacia  donacimf  quitamiento, 
avemncia,  etc.  La  razón  en  tal  cmo  seria 
que  estos  últimos  eran  como  negocios  pri- 
vados ;  mientras  el  conceder  /liero,  ya  fuese 
personal,  ya  local,  era  negocio  púbHco^  y  de 
los  mas  solemnes,  pues  que  era  legislar.  Por 
otra  parte,  el  recuerdo  de  estas  formalidades 
es  siempre  un  dato  positivo  y  apreciable 
húitóricOy  critico  y  jurídico;  y  por  eso  hace- 
mos ,  y  en  casos  análogos  haremos  siempre 
mención  de  ellas;  pero  por  lo  demás,  alguna 
vez  se  hallará  que  la  práctica  no  fué  en  todo 
de  acuerdo  con  la  lev. 

CARTA  DE  PORTE.  El  docu- 
mento en  que  se  consigna  el  contrato,  que 
para  trasportar  mercaderías  por  tierra,  ó  por 
rios  y  canales  navegables,  se  celebra  entre 
el  cargador  y  el  porteador.  Véase  ip«r- 

CARTA  PUEBLA.  La  escritura 
en  que  se  consignaban  los  deberes  y  dere- 
chos con  que  el  señor  de  un  término ,  solar 
de  población,  ó  población  destruida,  ó  des- 
poblada, los  cedia  para  ser  poblados,  ó  re- 
poblados, á  un  número  determinado  6  inde- 
terminado de  personas.  Del  fin  del  contrato 
y  cesión,  que  era  la  población  ,  6  repobla- 
ción ,  se  llamó  el  instrumento  carta  puebla. 
Este  articulo,  por  tanto,  se  liga  á  los  de  fvr- 
ii0fl  MViiicf p.%i.K9 ,  wMsmmm  i»b  pobla- 
ción ,  KVRVAO  POBr«%€IO»B0,  POBI.A- 
CIO»,    OBiOB  ,    OBiOBIO,    ▼AOtl.I.OÜ   y 

otros  análogos.  Véanse. 
CARTA  DE   RECOMEIVDA- 

CIOIV.  La  que  damos  á  un  tercero  para 
que  sea  atendido  por  la  persona  de  cuyo  fa- 
vor necesita,  lo  cual  supone  que  con  esta  te- 
nemos algún  crédito,  autoridad,  ó  confianza. 
En  lo  judicial  están  prohibidas  por  real  or- 
den de  6  de  octubre  de  1833. 

CARTA  DE  SEGURIDAD. 
Documento  de  policía,  que  equivalia  á  un 
pasaporte  limitado.  Era  personal,  y  su  efecto 
se  limitaba  al  radío  de  seis  leguas  del  do* 
micilio.  Fueron  abolidas  por  real  orden  de  il 
de  noviembre  de  i853 ,  estableciéndose  en 
su  lugar  los  pases:  hoy  pueden  considerarse 
sustituidas  por  las  cartas  de  vecindad,  salvo 


que  estas  sufragan  para  cualquier  distancia 
dentro  del  reino. 

CARTA  SUCESORIA.  Lláma- 
se real  carta  sucesoria  la  que  debe  obtener 
de  S.  M.,  por  el  ministerio  de  Gracia  y  Jus* 
tícía  todo  titulo  de  Castilla,  y  por  el  de  Estado 
todo  grande  de  España ,  con  grandeza  enfe* 
ra,  ó  media,  al  suceder  en  dichos  títulos  y 
grandezas,  de  donde  la  cédala^  ó  real  carta 
tomó  el  nombre.  Establecióse  para  hacer 
efectivo  con  mas  seguridad  el  adeudo  de 
lanzas  y  medias  anatas  que  debía  satisfacer 
al  Erario  cada  nuevo  sucesor.  Suprimido  di- 
cho impuesto,  y  sustituido  en  1846  por  un 
nuevo  derecho  sucesorio,  sin  cuyo  pago  no 
se  obtiene  la  real  carta  de  sucesión,  es  mas 
rigorosa  la  saca  de  esta,  y  nadie  puede  usar 
del  título,  ó  grandeza  qu.»,  llevaron  sus  pre- 
decesores, sin  haber  obtenido  dicho  docu- 
mento. Para  ello  el  nuevo  sucesor  acude 
á  S.  M.,  por  el  ministerio  correspondiente» 
según  queda  arriba  indicado,  acreditando 
perteaecerle  por  defunción,  renuncia,  pérdi- 
da ,  venta  ó  donación  del  último  poseedor, 
el  título  ó  grandeza ,  cuya  sucesión  solici- 
ta: declarado  pertenecerle  ,  se  ordena  qne 
acrelitado  el  pago  del  derecho  sucesorio ,  se 
le  espida  la  real  carta  sucesoria.  Comunica- 
da esta  declaración  al  ministerio  de  Hacien- 
da y  por  este  á  las  oficinas  superiores,  el 
interesado  obtiene  la  correspondiente  carta 
de  pago,  en  c.iya  vista  por  el  ministerio  en 
que  radica  el  espediente  se  le  espide  la  real 
carta,  sin  la  que  nadie  puede  titularse,  cubrir- 
se ante  S.  M. ,  ni  usar  de  grandeza.  Véase 

CIBA1ÍBBB%  BB  BOPAÍ A  ,  I.A1IBA9  T  HB- 
BIAO  JkMMJkTAm,   TITIJI.OÜ  BB   CA8TII.IJÍ. 

CARTA  DE  VECi:VDAD.    En 

lo  antiguo  era  el  testimonio  de  que  se  pro- 
veia  á  uno  de  haber  sido  admitido  por  vecino 
de  algún  pueblo,  ó  la  real  provisión  de  haber 
obtenido  vecindad  judicialmente.  En  el  dia, 
abolidos  los  pasaportes  para  lo  interior  del 
reino ,  es  la  cédula  con  que  por  real  decreto 
de  15  de  febrero  de  1851  han  sido  reempla- 
zados,  y  con  la  cual  acredita  cada  uno  su  do* 
micilio,  y  puede  viajar  sin  necesidad  de  otro 
documento,  salvo  para  el  estranjcro  y  Ultra- 
mar. Véase  teciivo. 
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CASA. 

ASUIVTOS  DE  I  en  la  rúbrica  y  re»)  divino.  Ninguno  dj^ 
Véase  mbr«s  db  |  carecer  de  elkr/ 

CAirf  ULARJO.   ^  lo  anüg«o  et 


CARTEL.    Unas  veces  lo  mismo  que      €nítargado  de  la  coorJinacion  y  enstodiá  de 


edicto^  ó  anuncio,  y  asi  decimos  cartd  dé 
anuncio  de  alguna  fimcion :  otca«  se  toma 
por  despacho  judicial,  ó  re<iüíriraienlo,  y  asi 
se  dice  cartel  dj^Mprémio:  otras,  en  fin,  lo 
mismojiue 'liarla,  ó  billete,  xomo  cartel  de 
desafioT  Conviene  ^iemp're  en  ser  un  esórito 
púbKoo  ójpcivadb;  pero  siempre  anunciando 
ó  exigiendo  alguna  cosa.  En  Cataluña  se 
llama  cartel  también  el  mandamiento  de  eje- 
cución. No  puede  fijarse  al  público  cartel, 
edicto,  ni  anuncio  impreso,  litografiado, 
manuscrito ,  ni  de  otro  género ,  sin  permiso 
de  la  aritoridad  competente,  la  cual  en  ese 
•caso  toma  sobré  sí  las  consecuencias  que  tu- 
viere la  fijación  del  cartel.  Art.  96  del  real 
decreto  de  10  de  abril  de  i844. 

CARTERO.  Empleado  público  que 
en  las  grandes  poblaciones  tiene  el  cargo  de 
distribuirá  mano,  ó  por  casas,  la  corres- 
pondencia pública.  Trata  latamente  de  estos 
funcionarios  el  título  22  de  la  ordenanza  ge- 
neral de  correos  de  1194.  Véase  ceanes- 

rONIIIBNICIA  rUBUCA :    C«AAB««. 

CARTILLA*  En  recientes  disposi- 
ciones se  denominan  asi  lasjesümoniales  y 
licencias  de  los  eclesiásticos..  Di  cense  car  tí* 
lias  de  órdenes.  En  real  decreto  de.i6  de 
julio  de  1844  se  autorizó  á  los  arzobispos, 
obispos  y  gobernadores  eclesiásticos  para 
que  devolviesen  las  cartillas  de  órdenes  y 
licencias  á  los  presbíteros ,  á  quienes  hu- 
biesen sido  recogidas  sin  otro  motivo  qué 
haberse  ordenado  en  el  estranjero ;  mas  por 
real  orden  de  10  de  noviembre  del  ano  si- 
guiente se  declaró,  que  esta  dií^posicion  no 
era  aplicable  á  los  que  se  hubiesen  orde* 
nado  eu  el  estranjero  sin  los  jequisitos  pres- 
critos por  los  cánones ,  ni  á  los  que  lo  hu- 
biesen hecho  con  posterioridad  á  aquel  -de- 
creto ,  y  se  mandó  que  se  recogieran  las 
carHUns  i,  los  que  se  encontrasen  en  estos 
casos. 

Llámase  también  cartillejd,  añalejo  y  ga^ 
llofa ,  la  cartilla  de  rezo ,  ó  almanaque  cele- 
fláslico  que  tienen  los  clérigos  para  regirse 


las  cartas  f  esto'cs ,  de  las  estcrituras,  é  ins- 
trumentos públicos  7  privados  que  se  arcbi*- 
vaban :  lo  que  hoy  et  archivero.  En  Oriente 
se  llamaba  cartófilax.  Posteriormente  se  han 
llamado  cartularios  los  escribanos ,  porque 
autorizaban,  ya  los  procesos,  ya  las  escritu- 
ras públicas.  Alguna  vez  eartulariay^  ha 
aplicado  al  escribano  de  lo  judicial ,  en  opo- 
sición á  escribano  escriturario.  Cartularios 
se  han  llamado  también  los  códices,  y  las 
colecciones  de  instrumentos ,  tflulos  de  per- 
tenencia, inmunidades,  etc.,  de  iglesias, 
conventos  y  corporaciones  eclesiásticas,  co« 
piados  en  pergamino. 

CASA.    Según  algunos,  el  edificio  he- 
cho  para  habitar,  de  donde  resaltaría,  como 
inmediatamente  vamos  á  ver,  el   notable 
error,  de  que  la  inmensa  materia  de  servi- 
dumbres rústicas  y  urbanas ,  las  reglas  de 
policía  urbana,  de  ornato,  seguridad,  como- 
didad y  salubridad,  etc. ,  no  serían apKca- 
bles  á  4odos  los  edificios  que  vienen  bajo  la 
acepción  genérica  de  casa^  si  no  solamente 
á  algunos. 

Casa,  pues f  en  su  acepción  genérica,^ 
mas  lata,  es  lo  mismo  que  edi/lcio,  searús- 
tico  ó  urbano,  profano  ó  sagrado,  para  habi- 
tar, ú  otro  objeto  t  cualquiera  que^sea  sa 
uso  y  su  fin.  Asi  decimos,  y  decimos  con 
propiedad,  casa  de  Oios,  casa  de  concejo, 
de  ayuntamiento,  de  cabildo:  casa  de  cam- 
po: casa  de  contratación :  casa  de  mone- 
da, etc. 

En  su  acepción  específica ,  casa  es  el  edi- 
ficio construido  para  habitación. 

En  sentido  figurado^  tomado  el  contenido 
por  el  continente;  casa  espresa  la  familia^ 
esto  es,  el  padre  ó  cabeza  de  casa ,  la  con- 
sorte ,  hijos ,  domésticos,  y  demás  personas 
sometidas  á  la  autoridad  y  economía  Taihiliar 
de  aquel,  residan  ó  no  bajo  el  mismo  techo. 
Asi  decimos  que  tal  vecino  levanta  su  casa, 
traslada  su  casa  á  otro  punto ,  pueblo  ó  pro- 
vincia': cabeza  de  casa,  lo  mismo  que  cabeza 
de  familia:  mozo  de  casa  abierta,  por  el 
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emancipado,  4  que  ya  es  sui  jum,  y  que 
por  taolo  es  vecino. 

Eq  el  propio  sentido,  casa  se  toma  por  los 
estados,  ó  pueblos  ,  pertenencias,  rentas  y 
derechos  de  algún  título,  ó  señor :  asi  deci- 
mos casa  de  Alba,  del  Infantado,  de  Frías, 
de  Benavente.  Significa  asi  bien  la  descen- 
dencia ó  linaje  de  un  mismo  apellido  con  su 
tronco  ó  cabeza,  como  casa  de  Lara,  de 
Aguilar,  de  Manrique.  Significa,  en  fin,  una 
dinastfa  Tamiliar,  en  cuyo  sentido  decimos, 
casa  de  Austria,  casa  de  Borbon,  casa  de  Bra- 
ganza. 

De  lo  dicho  se  infiere  cuan  complejo  seria 
el  tratar  aquí  de  todo  aquello  en  que  la  casa^ 
en  cualquiera  de  las  antedichas  acepciones, 
y  muy  particularmente  de  la  genérica  y  es- 
pecífica ,  es  objeto  del  derecho  ,  ya  como 
queda  insinuado,  ya  bajo  el  punto  de  vista  de 
las  servidumbres f  de  las  reglas  de  comlruc- 
clon,  de  las  de  policía  y  salubridad,  etc.,  lo 
cual  por  tanto  esponemos  en  sus  artículos 
respectivos,  como  cai^uí, «nnncAB,  eim- 
ricio  ,  POBI.ACI0»,  roMCiA  wmm/k%A^ 

•  EIITIIIIJMBRE0. 

Sobre  algunas  acepciones  mas  especiales 
de  la  palabra  casa,  véanse  todavía  los  artí- 
culos subsiguientes. 

CASA  CABEZA  DE  ARME- 
RÍA. Dícese  también  casa  de  cabo  de  ar- 
mería^ y  se  llama  asii  la  casa  solariega  del 
gefe  ó  pariente  mayor  deuná  familia  noble. 
Véase  casa  aoijíbibqa.' 

CASA  CAI^IAMA.  La  que  está  su- 
jeta al  pagode  la  contribución,  repartimiento 
ó  tributo  de  este  nombre.  (Véase  caS  %iiia). 
Ya  se  comprenderá  que  aquí  se  toma  casa  en 
sentido  figurado,  por  el  conjunto  de  las  pro- 
piedades ó  rentas  de  cada  uno  de  los  veci- 
nos qué  pagaban  este  tributo,  é  pechaban  por 
cáñamaé.^ 

Con  el  objeto  de  que  cesara  la  desigual- 
dad que  se:  observaba  en  el  repartimiento  de 
los  tributos,  á  petición  de  las  Cortes  de  Va- 
lladoliden  i548,  mandaron  don  Carlos  y 
doña  Juana ,  y  en  su  nombre  el  príncipe 
don  Felipe,  gobernador  (1),  que  en  ca- 

ii)   L«73,Ül.l4Jili.  6,Refop. 


da  pueblo  cabeza  de  jurisdicción  se  junta-* 
sen  la  justicia  y  regidores  con  el  procurador 
del  coniua  y  seis  pecheros,  á  fin  de  que  ave- 
riguasen y  propusieran  el  mejor  modo  de 
pechar,  si  por  cánamas  6  pecherías  6  por  la 
hacienda  ó  riqueza  de  cada  uno ;  y  en  el  caso 
de  que  se  hubiese  de  pagar  por  cáñamas,  de 
qué  cantidad  y  número  babria  de  ser  cada 
una,  y  de  qué  manera  se  habrían  de  tasar 
las  haciendas  para  poner  cuantía  ó  precio  á 
dichas  cánamas.  También  mandaron  (1),  que 
las  Audiencias  no  se  entremetiesen  á  cono- 
cer de  pleitos  sobre  cáiiamas  y  pecherías ,  y 
sobre  si  se  había  de  pagar  por  ellas  ó  por  /a- 
ciefula,  cuyos  pleitos  debían  remitirse  al 
Consejo.  Bastan  estas  ligeras  indicaciones 
para  Tormar  idea  de  fó  que  fueron  las  caña- 
mas  y  las  casas  ó  haciendas  que  pechaban 
de  este  modo,  no  deteniéndonos  mas  en  esta 
materia,  porque  en  el  día  no  tiene  aplicación 
por  las  razones  que  están  al  alcance  de  todos 
nuestros  lectores. 

Mas  generalmente  se  entendían,  y  aun  se 
entienden  por  casas  cáñamos ,  las  diezmeras 
6  escusadas.  Véase  cama  imcij«adav' 

CASAS  DE  COJVTRATA- 
ClOrV.  En  otra  porte  de  nuestra  obra ,  al 
tratar  de  las  Bolsas  de  comercio ,  heínos  te- 
nido necesidad  de  consignan  algunas  obser- 
vaciones sobre  el  origen  y  la  existencia  de 
las  ca^as  de  contratación,  porque  no  de  otro 
modo  hubiéramos  podido  determinar  él  orí- 
gen  y  la  existencia  de  aquellos  otros  esta- 
blecimientos mercantiles.  Procuraremos  en 
el  presente  artículo  ampliar,  hasta  donde  ¿ea 
conveniente,  esas  mismas  .observaciones  y 
añadir  las  que  puedan  servir  de  l;ompÍemen- 
to  al  estudio  y  conocimiento.de  esta  mate- 
ria, que  no  ofrece  hoy  si  no  un  interés  pura- 
mente histórico. 

Las  reuniones  de  los  comerciantes,  indis- 
pensables en  todos  los  países  y  localidades 
donde  se  han  practicado  transacciones  de  la 
misma  especie,  han  debido  ser  tan  anti- 
guas como  el  comercio  mismo ,  y  seguir 
la  acción  de  su  desarrollo  y  movimiento. 
Cuando  las  exigencias  del  comercio  eran 

(I)    Ley  14,  ili.  I ,  Hb.  5,  Noy.  Recop. 


Digitized  by 


Google 


782 


CkSi. 


exiguas  y  la  contratación  no  pasaba  de  una 
esfera  limitada,  dichas  reuniones  podrían 
celebrarse  en  cualquier  punto,  bajo  de  cual- 
quier forma ,  sin  aparato  y  sin  otras  con- 
diciones que  las  precisas  para  llenar  su  poco 
importante  objeto.  Cuando  ensanchada  la 
esfera  del  comercio  fué  preciso  ya  facilitar 
la  contratación «  simplificar  las  fórmulas  de 
ella,  regularizar  todos  los  actos  poniendo  en 
continua  y  diaria  relación  á  las  personas  de- 
dicadas á  ellos,  las  reuniones  debieron  ce- 
lebrarse en  algún  sitio  público  con  fórmulas 
determinadas  para  el  caso ,  y  con  ciertas 
condiciones  que  llenasen  estos  íines  mas 
trascendentales.  Tal  debió  ser  el  origen  de 
lo  que  en  unas  partes  se  llamó  casas  de  con- 
Uatacion;  en  otras  íonjas  de  comercio,  y 
mas  adelante  colegios  de  comerciantes  y 
mercaderes.  Por  eso ,  reduciendo  á  pocas 
palabras  cuanto  puede  decirse  acerca  del 
origen  de  las  casas  de  contratación ,  espusi- 
mos en  aquel  articulo,  que  tan  pronto  como 
el  comercio  adquiríó  mayor  grado  de  pros- 
peridad en  el  siglo  XIII,  al  paso  que  se  fun- 
daron algunos  consulados  y  otros  estableci- 
mientos no  menos  útiles ,  se  pensó  también 
en  regularizar  las  reuniones  de  los  comer- 
ciantes y  organizarías  de  manera  que,  ofre- 
ciendo las  garantias  convenientes,  pudiesen 
proporcionar  al  comercio  todas  las  ventajas 
que  eran  de  esperar  de  una  mejora  tan  im- 
portante. 

También  indicamos  en  aquel  articulo,  que 
la  lonja  mas  antigua  que  debíamos  recordar 
como  casa  de  contratación  en  España,  era  la 
de  Barcelona,  ya  por  haber  sido  la  mas  flo- 
reciente ,  ya  por  las  noticias  exactas  y  deta- 
lladas que  nos  han  quedado  acerca  de  su  ré- 
gimen y  organización ;  digimos  ,  que  en  el 
ano  1380  se  habian  aprobado  su  construc- 
ción y  los  medios  propuestos  para  sostenerla, 
y  que  en  el  de  i  401  habia  quedado  habilita- 
da, celebrándose  en  ella  la  famosa  reunión,  de 
que  alli  hacemos  mérito.  Nuestros  lectores 
verán  con  gusto  un  resumen ,  aunque  abre- 
viado, de  lo  dispuesto  en  las  ordenanzas  pa- 
ra aquella  casa  de  contratación ,  no  solo  por 
la  inteligencia  y  previsión  con  que  están  re- 
ilactadas,  si  no  porque  ellas  sirvieron  como 


de  modelo  para  la  organización  de  las  demás 
lonjas  y  casas  de  contratación  que  se  fue- 
ron estableciendo  sucesivamente  en  la  Pe- 
ninsula. 

La  entrada  en  las  reuniones  de  la  lonja 
estaba  permitida  á  cuantos  acomo«laba  con- 
currir á  ellas,  fueran  nacionales  ó  estrnnjc- 
ros,  para  asuntos  del  tráfico  mercantil.  Exis- 
tía ademas  un  cuerpo  con  el  nombre  de 
colegio  de  mercaderes ,  en  que  solo  eran 
admitidas  personas  hábiles  y  prácticas  en 
el  comercio,  que  acreditaran  hallarse  en  ac- 
tual ejercicio  de  esta  profesión ,  proceder  de 
linage  limpio  y  haber  nacido  en  Cataluña, 
cuyas  calidades  debían  aprobarse  por  los 
cónsules  para  que  pudiera  concederse  la  ins- 
cripción en  la  matrícula  por  el  ayuntamiento, 
á  quien  estaba  reservada  esta  facultad  ,  eo 
junta  con  los  treinta  comerciantes  que  for- 
maban parte  del  gran  Concejo  municipal.  El 
gobierno  de  la  lonja,  ó  casa  de  contratación, 
se  hallaba  á  cargo  de  los  cónsules,  y  con  es- 
pecialidad del  cónsul  segundo,  á  quien  com- 
petía vigilar  sobre  la  policía  del  estableci- 
miento y  el  buen  orden  en  las  reuniones 
diarias  de  los  interesados  en  el  tráfico.  Tenia 
ademas  la  lonja  dos  oficiales  suba\leruos. 
llamados  defensores,  que  eran  los  defensores 
de  sus  privilegios  y  prerogativas ,  los  cuales 
cuidaban  de  la  recaudación  y  distribución  de 
las  rentas  y  derechos  de  la  casa ,  y  tenían 
voto  en  el  consejo  de  los  veinte,  creado  para 
regir  lo  gubernativo  y  económico  de  la  lon- 
ja. Sus  individuos  habían  de  pertenecer  al 
colegio  de  mercaderes. 

Para  conservar  la  buena  fé,  orden  y  justi* 
cia  en  la  constratacion ,  se  dictaron  las  opor- 
tunas ordenanzas  en  que  se  contenían  las  re- 
glas que  habían  de  observarse  en  la  lonja 
para  formalizar  todos  los  actos  y  contratos 
mercantiles.  En  ellas  se  trata  de  las  obliga- 
ciones de  los  que  negociaban  como  factores 
de  otros;  de  las  formalidades  en  exhibir  sus 
poderes»  y  de  la  responsabilidad  en  queque* 
daban  constituidos  si  giraban  mas  allá  de  los 
limites  que  les  estaban  prefijados.  Se  dan 
reglas  para  asegurar  la  buena  fé  de  los  con- 
tratos celebrados  por  estranjeros  á  quienes 
se  obligaba  á  que,  antes  de  establecer  sus 


Digitized  by 


Google 


casas  de  tráfico,  hiciesen  constar  ante  los 
cónsules  de  la  lonja  el  fondo  de  su  compañía 
y  la  parte  que  tenm  en  él  cada  uno.  En  ef 
ranio  de  seguros  marítimos  tenia  también  la 
lonja  su  reglamenlio,  el  primero  conocido 
basta  aborá  sobre  esta  clase  de  negociado'- 
nes ;  y  en  fin,  todo  cnanto  se  conocía  y  al- 
canzaba en  aquel  tiempo  en  punto  á  tráfico 
y  comercio,  estaba  previsto  y  ordenado  len 
aquellas  célebres  ordenanzas. 

Por  el  Arden,  y  bajo  las  bases  adoptada» 
para  el  establecimiento  de  la  lonja  de  Barce- 
lona, se  crearon  otras  en  algunas  ciudades 
de  la  corona  de  Aragón,  donde  ya  et  tráfico 
había  comenzado  á  desarrollarse.  La  casa  de 
contratación  de  PerpiSan  se  estableció  en 
1412:  la  de  Valencia  se  creó  en  i482en  la^ 
misma  lonja  que  mucho  antes  se  había  cons- 
Iruidjo  para  la  reunión  de  los  jueces  que  des- 
empeñaban la  jurisdicción  comercídl;  y  la  de 
Zaragoza  quedó  instalada  en  iSK!.  En  las 
provincias  de  Castilla,  cuando  reunidas  las 
coronas  de  Castilla  y  Aragón  y  terminada 
la  reconquista,  pudo  abrirse  al  comercio  un 
campo  mas  dilatado/ empezaron  aerearse 
también  las  lonjas  ó  casas  de  contratación. 
Burgos  la  tenia  ya  desde  mediados  del  si- 
glo XV,  y  en  ella  residía  la  dirección  gene- 
ral de  la  universidad  de  mercaderes,  carga- 
dores ,  navieros  y  cambistas  de  los  antiguos 
reinos  de  León  y  de  GastiUa,  los  cuales  jan- 
tos  formaban  una  corporación  que  represen- 
taha  la  sociedad  A  grenrío  del  comercio,  di- 
rigía su  policía  interior  y  esterior,  y  defendía 
sus  derechos  y  franquicias ,  habiéndose  fun- 
dado sobre  esta  base  por  los  Reyes  Católicos 
en  21  de  julio  de  1494  el  consulado,  univer- 
sidad y  casa  de  contratación  de  la  misma 
ciudad  (I) :  la  de  Bilbao  existía  de  muy  an- 
tiguo, y  fué  organizada  bajo  el  mismo  pié  que 
la  de  Burgos  en  22  de  juKo  de  i51í  (2):  la 
de  Sevilla  filé  establecida  por  los  Reyes  Ca- 
tólicos tan  pronto  como  se  abrió  el  comereto 
con  las  Américas,  y  don  Felipe  II  en  I58S 
mandé  construir  la  suntuosa  lonja  de  comer- 
cio que  costeó  la  universidad  de  mercaderes: 
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en  Madrid  sefl»idó  crear  t^asá  d&  contrata-> 
cion  y  coaauMo por  pragmática  de  9  de  fe-: 
brero  de  i638  (1);  perd  eáta  disposición  no» 
llegó  ú  efectuarse;  y  últimamente,  según  se 
lee  en  la  ley  6  del  título  y  libro  citados,  el 
consulado,  universidad  y  casa  de  contrata- 
ción de  San  Sebastian,  fué  dirigido  en  virtud 
de  cédula  del  Rey  Católico  espedida  en  13 
de  marzo  de  1682,  con  jurisdicción  amplia  y 
privativa  para  conocer  de  los  negocios  mer- 
cantiles. 

Como  puede  ya  inferirse  de  las  últimas  in-* 
dicaciones  que  hemos  espuesto ,  la  impor- 
tancia de  las  lonjas  ó  casas  de  contratación,, 
como  establecimientos  destinados  á  la  reu- 
nión de  los  comerciaotes  y  á  la  formalieacioa> 
de  sus  contratos,  comenzó  á  decaer  con  el. 
estaUeciuúeato  de  los  consulado^.  Todas  las» 
djsposícíoAds  que  se  dietabaa,  las  ordenan-: 
zas  que  ¿e  espedían,  las  reglas  que  ^e  fija- 
ban, dirigíanse  á  los  consulados,  universi- 
dades de  mercaderes  y  casas  de  contratación. 
Ta  no  eran  estos  establecimientos  especiales 
contraidos  á  su  objeto:  los  comerciantes,  ior- 
mando  corporaciones  con  su  fnero,  coo  su^ 
[privilegios  y  prerogatívas,  se  reunían  ea  al- 
gún punto  de  la  antigua  casa  de  contrata-, 
cion  coavertida  en  consulado;  mas  adelante, 
ni  aun  ealas  feaniones  se  Teríficabaa  fai  y 
vinieroa  á  quedar  solaoiente  los  consulados^ 
con  sus  tribunales,  con  sus  ma^ículas  de 
comerciantes  y  con  sus  juntas  de.coaierciOi 
como  han  existido  hasta  nuestros  dia^»        ^ 

Entre  las  casas  de  cootrataoion  que  hemos 
mencionado  merece  la  de  SevUla  un  se««ícr.t 
do  particular  en  nuestra  obra^  por^l  tifibu- 
nal  que  se  estableció  en  eUa,  eapecialísima 
en  su  clase.  Aludimos  á  la  Audiencia  real 
erigida  en  iSOH  pQt  los  Reyes  Católicos,  tan 
pronto  coBM>  se  estableció  y  emperó  á  flore-p 
cer  el  comercio  de  nuestros  reinos  oon  los  de 
Indias,  para  peipetuarle  en  el  puerto  de  St^ 
villa.  Compúsose  primitivamente  á%  un  pre«- 
sideate,  tres  oidores,  un  fiscal,  oaatro  o(ieíat- 
les,  un  contador,  an  tesocero  y  vn  faotor,  que 
se  dividían  en  dos  salas,  una  de  gobierno  y 
otra  de  justicia.  Conacia  de  todos  los  neg^ 


(9)   Leyt,id.ifl. 
TOMO  Vil. 


(I)    LBy4,M.i(l. 
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oíos  relativos  á  este  tráfico  y  ntvegacion;  de 
las  causas  de  comisos;  de  las  crimiBaIcs,  as^i 
de  hurtos  como  de  los  demás  delitos  y  esce- 
808  que  se  cometiau  en  los  viajes  de  ida  y 
vuelta;  de  las  pérdidas  de  navios  y  merca- 
dorias,  y  de  todas  las  respectivas  ¿  los  due- 
ños, maestres,  marineros  y  demás  gente  de 
mar  empleada  en  los  buques  de  la  carrera  de 
Indias;  siendo  también  de  su  cargo  la  for- 
mación de  registros,  despachos  de  buques  y 
exacción  de  derechos,  y  el  percibo,  custodia 
y  distribución  de  los  caudales  pertenecientes 
al  real  Erario.  Mas  adelante  fué  perdiendo 
en  importancia  y  atribuciones  la  Audiencia 
de  la  casa  de  contratación,  quedando  redu- 
cido su  conocimiento  á  solo  las  dependencias 
civiles,  económicas  y  criminales  de  delitos  y 
esoesos  cometidos  en  la  navegación,  á  la  ad- 
judicación de  Ips  caudales  de  bienes  de  di- 
fiíntos  que  se  remitian  de  América,  y  al  juz- 
gado de  alzadas  de  los  pleitos  de  comercio 
que  ocurrían  en  el  consulado.  La  Audiencia 
fué  trasladada  con  la  casa  de  contratación  á 
Cádiz  por  el  señor  don  Felipe  V;  y  don  Cár« 
los  lY,  en  18  de  junio  de  4790,  mandó  su- 
primir una  y  otra  con  su  presidencia,  dejan- 
do en  su  lugar  un  juez  de  arribadas  como  lo 
habia  en  los  demás  puertos  habilitados. 

CASAS  OB  GORRECCIOIV.  Ba- 
jo  esta  denominación,  tomada  en  su  acepción 
lata,  pueden  comprenderse  losestablecimién^ 
tos  públicos  en  que  se  estingue  la  condena 
de  penas  correccionales.  Pero  especialmente 
se  da  este  nombre  á  las  casas  destinadas  á 
la  reclusión  de  mugeres,  en  que  cumplen  las 
condenas  de  cadena ,  reclusión ,  presidio  y 
prisión;  si  bien  se  debe  procurar  que  se  reú- 
nan en  edificios  separados ,  ó  por  lo  menos 
en  departamentos  distintos  las  sentenciadas  á 
cada  una  de  las  diferentes  clases  de  penas  (i): 
medida  transitoria  adoptada  por  la  nece- 
sidad,  y  mientras  se  erigen  las  diversas 
clases  de  establedmieitos  necesarios  para 
la  ejecución  completa  del  Código  penal.  De 
desear  es  que  llegue  el  dia  en  que  arregla- 
dos por  completo  todos  los  establecimientos 
penales,  y  erigidos  los  que  son  absoluta- 

(1)   i.*  ditpotidoB  df  las  iraMitoriat  del  c6á\$9  fenU 


mente  indispensable;?,  >eí^c  esta  mezéfa  qnrí 
tan  poco  conduce  á  que  se  guarde  la  debida 
diferencia  entre  las  penas ,  y  la  distinta  con- 
dición que  los  penados  deben  tener  según  las 
prescripciones  del  Código. 

Antes  del  I.""  de  abril  de  1846  no  estaba 
centralizada  la  administración  de  las  casas 
destinadas  á  la  corrección  y  castigo  de  las 
mugeres.  Por  real  decreto  espedido  en  di- 
cho dia  se  mandó,  que  todas  las  casas  de  es- 
ta clase  fueran  administradas  por  el  director 
general  de  presidios  con  inmediata  depen* 
dencia  del  ministerio  de  la  Gobernación  del 
Reino.  Sustituida  hoy  á  la  dirección  de  pre- 
sidios la  de  establecimientos  penales ,  á  ella 
corresponde  la  dirección  y  vigilancia  de  las 
casas  de  corrección  de  mugeres.  En  su  vir- 
tud toca  al  director  general: 

1/  Cuidar  que  se  lleven  con  exactitud  y 
esmero  los  registros  y  notas  de  las  penadas, 
del  mismo  modo  que  se  llevan  con  los  que  es- 
tan  en  presidio  (1). 

2.^  Vigilar  el  cumplimiento  de  las  dispo- 
siciones relativas  al  ramo. 

S.*  Adoptar  por  sí  las  medidas  que  con- 
duzcan á  la  reforma  de  los  establecimientos. 

4.''  Nombrar  á  los  empleados  á  escepcion 
de  los  comandantes ,  cuya  plaza  es  de  pro- 
visión real ,  y  de  los  rectores ,  para  cuyo 
destino  propone  en  tema  á  S.  M.  (2). 

6."^  Espedir  las  licencias  de  cumplidos 
sin  oir  ¿  los  tribunales  sentenciadores. 

6.*"  Propgdier  á  S.  M.  las  rebajas  y  alza- 
mientos de  retenciones  ,  oyendo  á  los  tri- 
bunales sentenciadores  (3). 

Para  que  la  centralización  se  llevara  á 
efecto  se  publicó  un  reglamento  general  en 
9  de  julio  de  1847 ,  que  es  el  vigente  en  la 
actualidad. 

Estos  establecimientos  penales  se  manda- 
ron situar  en  Barcelona ,  Burgos,  Badajoz, 
la  Cornna,  Cartagena,  Granada,  Madrid, 
Sevilla,  Valencia,  Valladolid,  Zaragoza,  San- 
ta Cruz  de  Tenerife  y  Palma  de  Mallorca. 
En  cada  uno  de  ellos  deben  ingresar  las  pe- 
nadas por  la  Audiencia  del  territorio  ea  que 


(i)   Art  12  del  reglamento  de  9  de  JqUo  de  1847. 
it)    Arl.fS. 
(51    Art.  11. 


Digitized  by 


Google 


CASA. 


786 


se  hallaD  situadoj^.  Pero  como  aua  quedabaa 
sia  casas  de  corrección  los  territorios  de  las 
Audiencias  de  Pamplona  y  Oviedo,  se  orde* 
nó  que  la  de  Zaragoza  recibiera  las  penadas 
por  la  Audiencia  de  Pamplona,  y  la  casa  de 
la  Coruna  las  que  lo  hubieran  sido  en  la  Au- 
diencia de  Oviedo.  Creyéndose,  sin  embar- 
go, posible  que  hubiera  necesidad  mas  ade- 
lante de  crear  establecimientos  en  Oviedo  y 
Pamplona,  se  reservó  el  reglamento  el  dis- 
ponerlo en  lo  sucesivo  (1).  No  es  de  creer 
que  llegue  esta  necesidad,  atendido  el  corto 
territorio  á  que  las  espresadas  Audiencias 
tienen  limitada  su  jurisdicción.  Para  mayor 
claridad  hablaremos  separadamente  de  los 
distintos  puntos  que  lo  requieran. 

Gobierno  de  las  casas  de  confección.  Los 
gobernadores  de  provincia  son  los  protecto- 
res de  las  casas  de  corrección ,  como  lo  son 
de  I03  demás  establecimientos  penales  que 
están  en  el  distrito  de  su  mando  (2).  Corres- 
póndeles  en  su  virtud  la  inspección  y  vigi- 
lancia de  las  casas,  y  las  mismas  facultades 
que  les  atribuyen  las  leyes  y  reglamentos 
respecto  á  los  hombres  que  estinguen  sus 
condenas  en  los  presidios. 

Pero  el  gobierno  particular  de  las  casas 
está  á  cargo  de  los  comandantes  de  los  pre- 
sidios (3),  los  cuales  son  ausiliados  por  su 
rector  y  por  dos  inspectores. 

El  comandante  es  gefe  superior  local  del 
respectivo  establecimiento.  En  este  concep- 
to le  corresponde: 

i.*  Obedecer  y  hacer  obedecer  las  leyes, 
reglamentos  y  disposiciones  de  la  dirección 
general. 

S."*  Vigilar  su  cumplimiento,  visitando 
diariamente  el  establecimiento  en  horas  al- 
ternadas (4). 

S.""  Cuidar  de  que  las  penadas  constan- 
temente se  ocupen  de  los  talleres  y  faenas 
que  se  les  encarguen,  y  que  haya  entre  ellas 
!a  separación  correspondiente  (6). 

4.''  Impedir  la  entrada  en  la  clausura  de 
personas,  sin  su  conocimiento.  Aun  asi ,  de- 


íM  Arts.  2  ]r  3  del  regUmenlo  de  9  de  julio  de  1847. 

{%  Art.  4. 

i8t  Dieho  art  4. 

(4)  Art.  14. 

(5)  ArU.  17  y  18. 


ben  estas  ir  acompañadas  de  una  inspectora. 

S.""  Observar  la  conducta  de  los  emplea- 
dos, tanto  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  como 
en  la  vida  privada,  proponiendo  en  su  caso 
al  directorio  que  estime  conveniente  (1). 

QJ"  Hacer  que  por  la  mayoría  del  presidio 
se  lleven  con  la  debida  exactitud  las  cuen- 
tas del  establecimiento,  la  razón  de  altas  y 
bajas  de  penadas  y  testimonios  de  condenas, 
sin  cuyo  requisito  no  serán  admitidas  (3). 

7.*  Proveer  las  plazas  de  celadoras  y 
ayudantas  á  propuesta  de  la  directora  pri- 
mera, hecha  por  conducto  del  rector. 

S.""  Nombrar  interinamente  las  personas 
que  han  de  sustituir  á  los  demás  empleados 
en  el  caso  de  ausencia  ó  enfermedad,  dando 
cuenta  á  la  dirección  (o). 

Al  rector,  que  ha  de  ser  sacerdote,  cor- 


1/  Ejercer  el  cargo  de  capellán  en  la 
casa  en  iguales  términos  que  los  capellanes 
de  presidio  deben  hacerlo  respecto  á  estos  es- 
tablecimientos (4). 

S.""  Cumplir  las  órdenes  que  el  coman- 
dante le  comunique  (8). 

Z!"  Cuidar  de  la  seguridad  de  las  pena- 
das desde  que  entren  en  clausura  hasta  que 
salgan  en  virtud  de  orden  escrita  del  co- 
mandante. A  este  efecto  vivirá  precisamente 
dentro  déla  casa  (6),  y  tendrá  una  llave  de 
la  portería,  la  de  la  clausura  ,  y  demás  que 
conduzcan  á  la  calle ,  la  de  los  almacenes  y 
habitaciones  que  se  hallen  fuera  de  la  clau- 
sura, cuidando  de  que  en  todo  tiempo  se 
cierren  ala  oración,  y  que  solo  se  abran  para 
asuntos  urgentes  del  servicio  (7). 

4.^  Cuidar  del  orden  del  establecimien- 
to, ya  adoptando  las  medidas  convenientes, 
ya  ausiliando  á  las  inspectoras ,  ya  recla- 
mando del  comandante  los  medios  necesa- 
rios en  lo  que  no  alcancen  sus  atribucio- 
nes (8V 

S.^    Cuidar  del  régimen  interior,  vestua- 

(I)  Arl.l9. 

{%)  Art.  15. 

(i)  Art.  90. 

(4)  Arts.  5  y  17. 

(5)  Art.tt. 

(«I    Arts.  5  y  11. 

(7)  Art  II. 

(8)  Arts.  5  y  «. 
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rió,  trabajo,  educácron  y  buen  orden  del  es* 
tablecímienlo  (i). 

6/  Tener  á  sus  órdenes  los  dependientes 
de  la  casa,  y  cuidar  de  que  cumplan  sos  res- 
pectivos deberes  (2). 

7.*  Visitar  rrecnentemente ,  en  cumpli- 
miento de  su  deber  de  vigilancia,  todo  el  in- 
terior de  la  clausura ,  acompañado  de  una 
inspectora  (3). 

8."*  Dar  parte  diario  al  comandante  de  las 
novedades  ocurridas  en  el  dia  anterior,  üú- 
mero  de  reclusas,  sus  delitos,  y  de  las  ra- 
ciones que  necesite  para  el  inmediato  (4). 

En  todas  las  casas  de  corrección  debe  ha- 
ber al  menos  una  inspectora.  En  los  estable* 
cimientos  en  que  el  número  de  las  penadas 
lo  exija,  habrá  ademas  una  inspectora  se- 
cunda que  está  á  las  órdenes. de  la  primera 
y  le  suple  en  sus  ausencias  y  eñrermeda- 
*dcs(5). 

Las  inspectoras  deben  ser  ^e  edad  madu- 
ra, solteras  6  viudas,  de  conducta  irrepren- 
sible, instruidas  en  la  lectura,  escritura, 
aritmética  y  en  las  labores  propias  de  su 
sexo  (6).  Cauta  debe  ser  la  administración 
en  la  elección  de  estas  personas,  porque,  mas 
en  contímio  roce  con  las  penadas,  pueden 
contribuir  con  su  moralidad,  con  su  ejemplo, 
con  su  disposición  y  bnenas  prendas  á  cor- 
regirlas, á  purificarlas  de  sus  malas  incfina--^ 
cienes  y  á  restituirlas  á  la  sociedad  útiles  y 
honradas. 

Las  inspectoras  deben  vivir  dentro  de  las 
respectivas  casas  de  corrección,  y  dentro  de 
la  clausura.  Solo  podrán  salir  para  cosas  ar- 
gentes é  indispensables  y  con  permiso  del 
rector  (7). 

Corresponde  á  las  inspectoras  : 

!.•  Camplir  las  órdenes  (fue  les  comuni- 
que el  rector,  y  hacer  que  cumplan  con  sus 
deberes  respectivos  las  cefadoras  y  ayudan- 
tas (8). 

2."    Ensenar ,  dirigir  y  distribuir  las  la- 


/'I 

«71 
11») 


ArU  91. 

Arts.  S2  j  ^. 

El  mismo  art.  9S. 

Aru  9G. 

Arts.  6  7,  t8  y  39. 

Art.  6. 

Art.  «.  7  y  Í8. 

MU  50< 


bores ,  respondiendo  de  su  estravío  ó  menos- 
cabo ,  y  reclamando  oportunamente  del  rec- 
tor trabajo  para  evitar  la  ociosidad  de  las 
reclusas  {i). 

3.*  Cuidar  del  orden  y  ^guridad  interior 
de  las  corrigendas ,  impidiendo  toda  clase 
de  escesos,  toda  falta  de  moralidad  y  dé 
limpieza  (2). 

4.*  Presidir  todos  los  actos  dé  cóiúuni- 
dad,  siendo  las  primeras  en  levantarse  á 
cumplir  sus  deberes ,  y  retirándose  después 
que  las  otras  (3). 

5.*  Vrgilar  por  la  clausura,  pertnítieDdo 
solo  la  entrada  i  los  empleados  para  actos 
de  servicio,  y  á  los  que  hubieren  obtenido 
autorización  del  comandante ,  pero  acompa^ 
ñándolód  mientras  estén  dentro  (4).  Al  efec- 
to han  de  tener  en  su  poder  una  ddtít  llave 
de  la  puerta  de  la  clausura  con  guardas  di- 
ferentes de  la  del  rector  para  qttt  no  pueda 
abrirse  sin  concurrencia  de  ambos  (5). 

6/  Cuidar  de  las  piezas  interiores  de  h 
clausura ,  que  abrirá  y  Cerrará  oportuna- 
mente, á  cuyo  efecto  tendrá  las  llaves  eú  si 
poder  (6). 

7.''  Llevar  un  registro  de  penadas ,  en 
que  se  haga  espresion  de  sus  vicisitudes, 
aplieacion  ,  conducta,  arrepentimiento,  ser' 
vicios  estraordmaríos  y  hitas  ó  delitos.  Este 
registro  de|)e  arreglarse  al  modelo  ordenan- 
do por  la  dírérceion ,  y  sus  datos  servirán  á 
la  mayoría  del  presidio  para  las  propuestas 
trimestrales  que  debe  dirigir  por  totfdtKrlo 
del  comandante  al  director  general  del  ramo, 
conforme  está  mandado  para  los  penafdos  (7). 

8.*"  Imponer  con  anuencia  del  rector  las 
correcciones  correspondientes  (8). 

El  médico-cirujano  del  presidio  de  una 
población  en  que  hay  casa  de  correcciom  lo 
es  también  de  esta.  Goza  por  su  mayor  tra- 
bajo una  gratificación,  y  ha  de  Vivir  dentro 
de  uno  ú  otro  estableciiftkmo,  respecto  á  los 
cuales  tiene  los  deberes  qtfe  dispone  el  re* 


(i) 

Art. 

SI  r 

51. 

til 

ArL 

tu. 

(t) 

Art. 

13. 

;i) 

Art.  SI. 

(5) 

Art. :». 

<6» 

El  mismo  irt.  S5. 

(7) 

Art. 

ri6. 

\«í 

Art. 

S7, 
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glaméoto  de  enfermerías  de  presidios  (1). 
Un  cargo  interesante  en  estas  casas  es  d 
de  los  porteros  deiñandaderps.  Estos  del)eA 
ser  personas  de  probidad,  de  edad  7  salud 
á  propósito  para  llenar  sus  fonctone?,  y  ca-^ 
sados,  á  no  haber  circunstancias  espeóhtes 
á  favor  de  un  soltero  6  viudo  que  le  reco* 
mienden  con  prererenciia.  Tanto  ét  como  sü 
muger  deben  vivir  dentro  del  edificio  (3). 
Su  obligación  es  permanecer  y  cuidar  de  la 
portería,  salir  solo  por  mandato  del  re<^tof, 
ó  de  la  inspectora ,  quedando  entonces  su 
muger,  y  estar  siempre  ¿tas  órdenes  del 
rector  (3). 

Para  ansiliar  á  las  inspectoras  hay  en  las 
casas  de  corrección  por  cada  doce  penadas 
una  celadora  y  nna  ayudanta  ,  elegidas  de 
entre  elías  mismas.  Solo  puede  recaer  el 
nombramiento  en  las  que  llevan  complída  la 
mitad  de  su  condena  sin  haber  incurrido  en 
delito  ó  falta,  han  dado  pruebas  de  arrepen- 
timiento y  tienen  la  aptitud  conveniente  (4). 
La  inspectora ,  á  cuyas  órdenes  inmediatas 
están,  las  destina  á  los  servicios  que  consi- 
dera convenientes  (8).  Tienen  por  sn  tfabajo 
tina  gratificación  que  se  impone  en  la  caja 
de  ahorros  (6). 

Hemos  hablado  hasta  aquí  del  personal  de 
las  casas  de  corrección.  Debemos  pasar  aho- 
ra á  las  demás  disposiciones  que  se  han  díc- 
tildo  para  el  buen  régimen  de  los  estableci- 
mientos. 

Entre  ellas  descuella  la  recomendación 
que  se  hace  á  los  gobernadores  para  que 
procuren  la  formación  de  asociaciones  de 
seríoras,  regidas  por  reglamentos  aprobados 
por  el  gobierno ,  las  cuales  deben  ser  con- 
i^nlladas  para  el  nombramiento  de  las  inspec- 
toras (7).  De  desear  es  que  los  gobernado* 
res  no  descuiden  este  encardo  ,  ya  que  fa 
«•speriencia  tiene  afcrerfítádo  los  veíftajosos 
resultados  que  estas  sociedades  han  pi^ddu* 
cido  en  otros  establccirtiiettíos  pdblicos. 
Para  el  buen  órdefi  de  his  casas  de  cor- 


{i;  Art.  8  y  «. 

'  r«T  ATT.  XI, 

^S)  Art.  40  y  41. 

Uj  Art.  10. 

i3)  Arl.43. 

(6;  El  »rt.  10  citado. 

'7,  Ar^etfto  adteloiuk 


reccfon  está  díspttesto  que  i^%  editleros  se 
dhridán  en  doü  secciones  absótMaiueme  iii« 
dependientes :  una  denominada  clAuéura ,  it 
t^tra  coiir  et  Donibre  de  estertor. 

La  elansüra  comprende  los  pábeHoiies  dé 
las  fnsp^toras,  la  Capilla ,  la  enfermería ,  ta 
eáeucla,  llts  salas  de  labor ,  Ids  dormhotios, 
la  cocina,  él  comedor,  et  lavadero,  alifiace-> 
ues  y  departamentos  de  castigo  (1).  Aunque 
el  reglamento  se  limita  á  designar  especiaU 
menté  estas  dependencias,  se  it^fie^e  de  codo 
sn  espíritu,  y  no  puede  ofrecer  duda,  que  se 
considera  como  clausura  cuatesquter á  otras 
partes  del  edificio,  y  los  corredores,  patios, 
jardines  y  huertas  q^e  están  destinadas  «1 
nso  y  ál  desabogo  •de  las  penadas. 
.  La  ^cóion  estef  ior  del  edificio  há  de  com^ 
prender  los  pábelloues  del  rector ,  del  por« 
tero  ,  almacenes  y  oficinas  (|oe  no  sean  his 
dedicadas  para  el  orden  interior  del  elstabfe-^ 
cimiento. 

Ambas  secciones  se  comunicarán  solo  por 
una  puerta  con  dos  llaves  dist'ratas  de  las 
que  la  inspectora  conservará  la  interior,  y 
el  rector  la  esterior  (2), 

Previene  el  reglamento  (3)  que  para  los 
actos  de  recreo  y  descanso  haya  tres  depar- 
tamentos ,  uno  para  las  penadas  con  reten- 
ción ,  otro  para  las  incorregibles  y  otro  para 
las  no  comprendidas  en*  ninguna  de  estas 
clases.  Pero  las' disposicióties  para  la  ejecu- 
ción del  Código  penal  al  establecer ,  ségutt 
antós  qoedá  dicho ,  ^ue  en  el  caso  de  ^Ufrn* 
sus  condenas  en  un  mismo  e<:tablecíní{ento, 
inogeres  ctíndenadas  á  diferente  clase  de 
penas ,  estén  en  departamentos  separados, 
hace  necé^rioá  mayor  nürmero  le  depáfta- 
mcntos  en  las  casas  de  corrección. 

Con  prolija  detención  (4)  habla  el  regla^ 
.  mentó,  de  los  aflmétítos,  utensilio  y  vestuario 
de  las  penadas ,  en  ío  que  no  nos  detenemos 
por  no  creerlo  propio  de  nuestro  objetó.  Sblo 
advertiremos  quenfe^pectó  ú  aumento  y  tfa- 
ge,  prescribe  que  sean  iguales  paM  todas,  lo 
que  solo  pueda éíspensatsc  en  él  daáo  de  ífa* 


(91 
(3) 
t4) 


Art.  lí. 
Art.  44. 
Art.  43. 
Arts.  46,  47,  48  y  49. 
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fermedad  (1).  Nos  parece  que  pudiéndose  ea- 
co&trar  en  uoa  misma  casa  camplíeado  sos 
condenas  personas  sujetas  ¿  tan  diversa  pe- 
nalidad, como  la  que  media  desde  el  grado 
mínimo  de  la  prisión  correccional «  que  es  de 
siete  meses,  á  la  cadena  perpetua»  no  es 
justo,  no  es  equitativo  hoy  sujetar  á  las  pe- 
nadas ¿  iguales  condiciones:  lo  que  procede, 
en  nuestro  concepto ,  es  considerar  cada  de- 
partamento de  penadas  como  un  estableci- 
miento particular  sujeto  i  sus  reglas  y  con- 
diciones especiales,  condiciones  que  sean 
iguales  para  las  que  sufran  la  misma  pena. 
En  otro  caso  no  hay  igualdad ,  si  no ,  con 
apariencia  de  ella,  la  desigualdad  mas  re- 
pugnante. Pues  qué  ¿la  que  ha  cometido  un 
delito  gravísimo,  por  el  que  está  condenada 
á  cadena  perpetua,  no  ha  de  diferenciarse 
mas  que  en  la  duración  de  la  pena ,  de  la 
que  solo  ha  cometido  un  delito  leve?  En- 
tonces ¿para  qué  es  la  escrupulosa  descrip- 
ción qne  el  Código  hace  de  las  penas  y  del 
modo  de  ejecutarlas? 

El  reglamento  de  1847  establece  (3)  que 
las  penadas  se  ocupen  en  los  trabajos  á  que 
se  las  destine,  y  que  sean  retribuidas  con  la 
mitad  del  producto  líquido,  depositando  su 
importe  en  la  caja  de  ahorros  para  que  lo 
reciban  por  terceras  partes,  una  á  su  licén- 
ciamiento y  las  otras  á  los  tres  y  seis  meses, 
si  no  reinciden  en  delito ,  y  quedando  en 
beneficio  del  establecimiento,  si  reinciden. 
Añade ,  que  si  durante  la  reclusión  observa- 
ren buena  conducta,  podrán  disponer  de  la 
mitad  de  su  peculio  en  favor  de  sus  familias; 
pero  justificando  previamente  la  miseria  de 
estas ,  á  quienes  en  tal  caso  hará  el  rector 
directamente  la  entrega.  Sin  entrar,  porque 
no  es  el  lugar  mas  oportuno,  en  el  examen 
de  las  ventajas  ó  inconvenientes  de  estas 
disposiciones,  que  si   bien  admisibles  en 
principios,  creemos  que  podian  estar  mejor 
desenvueltas,  cúmplenos  a^uí  manifestar  que 
han  sufrido  una  variación  considerable  con  la 
publicación  del  Código  penal. 
En  efecto  según  este ,  las  condenadas  á 


(1)    Arts.  Bl  j  SS. 
(1)   Art.  b3. 


cadena  temporal  ó  perpetua  y  á  rechumi 
temporal  ó  perpetua,  deben  trabajar  en  ke*- 
nefido  del  Estado  (i):  de  lo  qne  se  inñtm 
que  no  pueden  tener  ess  fondo  de  afaorraa 
que  les  daba  el  reglamento  de  1847.  Las 
condenadas  á  presidio  están  sujetas  también 
á  trabajo  forzoso ,  y  antes  de  sacar  provecho 
de  sus  labores ,  deben  pagar  otras  obliga- 
ciones ;  estas  son  lo  que  importe  la  respon- 
sabilidad civil,  proveniente  de  su  delito,  y  la 
indemnización  al  establecimiento  de  los  gastos 
que  ocasionen:  lo  demás  podrá  destinar- 
se á  proporcionarles  alguii  alivio ,  si  lo  me- 
recieren, y  á  formarles  un  fondo  de  reserva, 
que  se  les  entregará  á  su  salida  del  estable- 
cimiento (2). 

Las  condenadas  á  prisión  están  forzosa- 
mente sujetas  á  los  trabajos  del  estableci- 
miento hasta  hacer  efectiva  su  responsabili- 
dad civil,  proveniente  del  delito  que  come- 
tieron ,  é  indemnizar  al  establecimiento  de 
los  gastos  que  le  ocasionan,  ó  si  no  tuviereo 
oficio,  ó  modo  de  vivir  conocido  y  honesto: 
fuera  de  estos  casos  se  ocuparán  en  trabajos 
de  su  elección,  siempre  que  sean  compaliUes 
con  la  disciplina  reglamentaría  de  la  casa.  Lo 
que  ganen,  después  de  cubierta  la  responsa- 
bilidad civil  y  los  gastos  que  ocasionen  al 
establecimiento,  es  para  su  propio  benefi- 
cio (3). 

Con  el  fin  de  conseguir  la  corrección  de 
las  penadas  y  consultar  al  buen  orden  de  las 
casas,  establece  el  reglamento  premios  y 
castigos.  Por  premios  solo  cuenta  las  rebajas 
que,  en  recompensa  del  buen  comportamien- 
to ó  servicios  especiales,  les  conceda  el  rey 
en  uso  de  sus  altas  prerogativas  (4).  Puede 
serlo  también,  y  lo  es  de  su  laboriosidad,  el 
mayor  producto  que  saquen  de  su  trabajo, 
las  que  pueden  adquirír  para  propio  bene- 
ficio, según  la  naturaleza  de  su  condena. 

Mas  esplícito  está  el  reglamento  respecto 
á  las  faltas.  Calificado  tales  la  desobediencia, 
las  disputas  ó  riñas  con  las  companeras,  los 
defectos  ó  escesos  en  la  parte  moral  ó  reli- 


fl)  Artt.  96, 100  y  iOt  del  Códlco  penal. 

(i)  Art  101  del  Código  penal. 

(5)  Art.  106. 

{A,  Art.  50  del  reglamento  de  9  de  islio  de  1847. 
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gíosa,  la  tibieza  y  poca  eiactítud  en  ri  cum- 
plimiento de  sos  deberes  y  la  inrraccion  del 
reglamento  ó  do  las  órdenes  verbales ,  ó  por 
escrito  de  los  gefes  (1). 

Los  castigos  que  se  pueden  imponer  por 
estas  faltas  son ,  la  reprensión  privada ,  la 
reprensión  pública ,  el  aumento  de  trabajo 
en  las  horas  de  descanso  y  de  recreo,  la  pri- 
vacion  de  comunicación,  plantones,  des- 
cuento de  una  parte  do  lo  que  por  su  trabajo 
les  corresponda ,  pan  y  agua ,  separación  de 
sus  companeras  por  tiempo  determinado  ,  y 
prisión  en  calabozo.  Ni  el  castigo  á  pan  y 
agua ,  ni  la  prisión  en  calabozo,  podrán  es- 
ceder de  cinco  dias  (3).  Pero  si  las  Taitas 
fueren  de  mayor  consideración  y  exigieren 
represión  mas  severa ,  se  consultará  al  con- 
sejo de  disciplina  establecido  para  el  presi- 
dio ,  el  cual  señalará  la  pena  gubernativa 
que  pueda  aplicarse,  pena  que  podrá  consis- 
tir en  poner  prisiones,  rasuración  de  cabeza, 
ú  otra  semejante.  Pero  coando  los  hechos 
llegaren  á  constituir  un  delito  verdadero,  se 
pondrá  en  conocimiento  del  gobernador  de 
la  provincia  para  que  este  lo  pase  al  juzgado 
correspondiente  {S). 

No  debemos  detenernos  en  lo  que  el  regla- 
mento previene  respecto  á  la  policía  y  ré- 
gimen interior  ,  talleres ,  gastos ,  revistas, 
fondo  económico ,  y  algunas  otras  disposi- 
ciones generales  de  las  casas  de  corrección, 
porque  esto  solo  se  refiere  á  su  gobierno  in- 
terior ,  y  es  de  suyo  muy  variable.  Véase 

CASA   ESCU9ADA.    La  que  en 

virtud  lie  la  concesión  hecha  á  la  corona  de 
España  por  San  Pió  V  y  otros  pontífices, 
elogia  el  rey  en  cada  parroquia  para  percibir 
todos  los  diezmos  de  los  frutos  y  ganados  que 
produjese  la  misma.  Se  la  llamó  casa  escu- 
soda,  porque  el  dueño  de  ella  estaba  exento 
ó  escusado  de  llevar  sos  diezmos  al  acerbo 
común,  pues  en  vez  de  pagarlos  á  la  Iglesia 
los  entregaba  al  rey  ó  á  la  real  Hacienda; 
y  también  casa  cáñama  y  iexmei^a  mayor ^ 


fi)  Art-aa. 

m    Art.70. 
i9)i   Art.  71. 


porque  era  la  del  vecino  que  pagaba  mayor 
cantidad  de  diezmos.  También  se  decia  casa 
escusada  la  del  propietario  que  por  privilegio 
estaba  exento  de  pagar  tributos ;  y  la  del 
ototribuyente,  que  en  vez  de  pagarlos  al  rey 
ó  seSor,  lo  hacia  á  la  persona  ó  comunidad 
que  tenia  el  privilegio  de  percibirlos.  Véase 

CASA  FUERTE.  Ea  sentido  figu- 
rado Ci^  lo  mistse  que  casa  rica :  aquella 
cuyo  gefe  ó  cabeza  es  persona  muy  acornó  <- 
dada,  que  tiene  grande  rentas,  y  que  goza, 
por  lo  tanto ,  de  las  comodidades ,  conside- 
raciones y  prestigio  que  esta  posición  inde- 
pendiente suele  dar  en  los  pueblos*  En  su 
acepción  propia ,  es  la  casa  que ,  aunque 
destinada  para  habitación ,  está  guarnecida 
de  muros  y  otras  fortificaciones  para  su  de«> 
fensa.  Está  prohibido  edificar  casas  fuertes 
sin  real  licencia,  y  deben  ser  demolidas  y 
y  derribadas  las  que  se  construyesen  sin  este 
requisito  (1).  La  usurpación  de  las  mismas  y 
de  los  castillos,  era  castigada  con  penas 
muy  Severas ,  porque  daba  lugar  á  grandes 
disturbios  y  reyertas  entre  los  hijosdalgo  y 
señores  feudales  (2).  Véase  casriuL». 

CASA  DE  GANADEROS.  Ve- 
nia á  ser  en  Aragón  lo  que  en  Castilla  el 
concejo  de  la  mesta,  esto  es,  una  institución 
protectora  de  la  ganadería,  pero  con  jurís- 
diccion  privativa,  la  cual  no  tenia  el  mencio- 
nado concejo  f  sino  que  eran  distintos  de  él 
los  jueces  privativos  de  mesta;  mientras  que 
en  Aragón  la  casa  de  ganaderos  de  Zaragoza 
ejercia  ella  misma  jurisdicción  (Fueros  de 
Calatayod  de  1626,  de  la  casa  de  ganaderos: 
id.  de  Zaragoza  de  1646). 

CASAS  DE  JUEGO.  Aunque 
bajo  la  denominación  de  casas  de  juego  pue- 
den  comprenderse  todas  aquellas  en  que  en- 
tran personas  con  el  principal  objeto  de  ju- 
gar, aun  á  juegos  permitidos  por  las  leyes, 
se  aplica  mas  frecuente  y  especialmente  á 
las  en  que  hay  juegos  de  suerte  y  azar. 

Prohibidos  estos,  porque  en  lugar  de  con- 
sultar á  una  recreación  plausible  y  honesta. 


(1)   Ujn  4  T  6,  tlt  «,  Hb.  7, Not.  Becop. 
{%)   Lff  «,  Mt.  i»;  llb.  H,  WoT.  Recap. 
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cftUMjD  males  trascendeiifáfés ,  fomcntaír  la 
ociosidad,  arrainan  las  ranuttas  y  son  origen 
4^  niataa  paaones  y  delitos»  nalaral  era  que 
se  pr#hH>ieraii  también  las  casas  de  juego,  y 
se  penara  i.  los  que  las  tayieran.  Dejando 
para  so  correspondiente  articalo  todo  lo  que 
liacé  rebcioB  á  (os  juegos  prohibidos,  nos 
limitaremos  en  este  á  las  casas  eor  ^ue  los 
bay,  que  es  Jaque  en  él  nos  correspondo; 

Ei^re  los.  romanos  ya  se  castigó  nevera* 
neMo  á  les  que  en  sas  casas  acogían  los 
juegos  d^  azar.  El  edicto  del  pretor  fué  muy 
severo  ton  ellos ,  pues  les  negó  Coda  acción 
ciiFil  y  crimíaaJ  cuando  se  los  maltrataba 
de  obra,  ó  se  les  causaba  algún  daño  ea 
cualquier  parte,  ó  oon  cualquiera  ocasión; 
4o  que  se  hizo  ostensivo  i  la  reivindicación, 
la  condkioo  furtiva  y  la  acción  de  hurto  én 
los  casos  en  que  se  les  hurtasen  algunos  bie- 
nes en  su  casa ,  mientras  estaban  jugando, 
aunque  no  fiíera  jugador  el  autor  delde- 
tílo  (4). 
No  se  mostraron  nuestros  legiíiladores  roas 
V  condescendientes  con  las  casa»  de  jue^o  en 
que  searriesgaba  la  fortuna  de  las  rafiíiilias. 
El  rey  don  Alfonso  el  Sabio ,  en  su  Código 
de  Jas  Pan  idas  (2),  imitando  y  escedíendo  el 
rigor  de  las  leyes  romanas,  estableció :  que 
cuando  uno  acogía  en  su  casa  tahúres  ó 
.  truhañeÉ  como  en  manera  de  tahurería  para 
qbe  jogasen,  si  estos  le  hicieran  hurto,  daño 
ódeshonra,  lo  debia  sufrir  sin  que  le  quedara 
ninguna  clase  de  acción ,  ni  fueran  los  tahú- 
res castigados ,  esceptuando  solamente  el 
caso  en  que  mataren  á  alguno,  T  dando  la 
Uizon  de  disposición  tan  dura,  dice,  que  es 
iioí  la  gravedflwl  de  la  culpa  del  que  en  su 
casa  los  recibe,  porque  debe  saber  que  los 
tahnreséloe  vetlaeos,  asando  la  tahurería 
j>or  fUefta  conviene  que  sean  tadrones,  i 
ornes  de  mala  viéi ;  épor  ende ,  si  le  fúrta^ 
ren  aígo^.  ó  le  fi%ieren  otro  daño,  suya  es 
la  eulpa  de  aquel  que  ha  la  compañía  con 
ellos. 

Es  menester  confesar,  sin  embargo,  que 
nA  mismo  rey  ftie  hasta  cierto  punto  condes- 


il) 


U.  loicial  $  «  Ue  Uiey  I,  til.  S»  Hk  II  4«1  Oinsto. 
Ley  6,  uu  14,  Pan.  7. 


candiente  c^on  7os  juegos  de  azar,  tratando 
de  regularizar  l$s  casas  en  que  los  había,  y 
sujetarlas  á  ciertas  reglas  para  evitar,  ó  mi- 
norar al  menos ,  las  estafas ,  y  los  disgustos 
á  que  dabaA  lugar,  ^i  se  ha  creido  también 
qué  debia  hacerse  en  diferentes  naciones  de 
Europa,  en  qne  vemos. las  casas  de  juego 
de  azar  autorizadas  y  sujetas  i  ciertas  pre- 
cauciones de  pdicia,  y  hasta  objeto  de  im* 
puestos  y  de  ganancias  para  los  fondos  pú- 
blicos. No  lo  aplaudimos :  conocemos  la  di- 
GcuUadque  hay  de  atajar  la  afición  á  los 
juegos  de  suerte ;  no  negamos  que  alguna 
vez  la  insf^^ccion  constante  de  los  agentes 
de  la  autoridad  pública ,  podrá  evitar  frau- 
des y  delitos ;  pero  tenemos  por  cierto  que 
las  cases  de  juego  abiertas  libremente  á  to- 
dos ,  aumentan  el  número  de  los  jugadores, 
son  una  tentación  continuada  para  los  que. 
á  no  verlas  garantidas  por  la  autoridad,  tal 
vez  nunca  pensarian  en^las^  y  acosiani- 
bran  á  los  hombres  á  mirar  como  lícito  y  ho- 
nesto lo  que  la  ley,  lejos  de  reprobar,  acoje 
bigo  su  protección  y  salvaguardia.  Creemos, 
por  últiiiio,  que  menos  malo  es  que  algunos 
se  entreguen  á  actos  conocidameale  inmo- 
rales ^des|]^bo  de  la  ley ,  que  el  que  esVa 
con  la  organización  que  d^^  á  lo  que  debe 
reprobar,  aliente  á  muchos  á  seguir  un  ca- 
mino de  perdición»  que  solo  conduce  á  vicios 
y  delitos. 

yolvanjM>0  á  la  organización  que  don  AU 
fonso  el  Slibio  dio  i  las  «asas  de  juego.  Lo 
hizo  e^  el  fUnkaumifi^  Ae  las  tafm'erías^ 
tUo  es,  de  laj  ea^i^  d«  joego  de  mierte  y 
azar  que «orrespondiftn  al  Estado,  ó  á  los 
pueblos  por  privilegio ;  easas  que  se  daban 
en  arrendamiento.  El  que  redactó  el  Orde^ 
namiealo  fue  el  maestre  Roldan,  según  se 
dice  ea  su  prólogo.  Consta  la  obra  de  44 
leyes.  No  es  de  este  artículo  el  examen  de 
las  nwdidas  adoptadas  por  el  sabio  rey  para 
iotroduetr  el  orden  en  las  casas  de  juego ,  y 
evitar  y  castigar  los  engaños,  trampas,  rí« 
m»  y  aun  iwaerte3 ,  ^^fi  desgraciadamcpte 
salen  de  semejantes  albergues  del  vicio.  Pa- 
ra nuestro  propósito,  lo  que  conviene  dejar 
consignado  es  que,  á  los  cincuenta  aQos  pró- 
ximamente de  la  publicación  de  este  orile-» 
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namiento ,  estaba  ya  del  todo  reconocida  su 
ineficacia,  por  lo  que  se  creyó  necesario  su- 
primir todas  las  tafurerías,  como  se  efectuó, 
indemnizando  á  los  pueblos  que  las  tenian 
arrendadas  por  su  cuenta  con  el  percibo  de 


las  multas  que  se  impusieron  á  los  jugado-      público  civil  ó  militar ,  y  si  personas  de  me 


don  Carlos  III  dada  en  i771.  Según  ella  loa 
dueiios  de  casas  de  juegos  prohibidos  incur- 
rían en  doble  pena  que  los  jugadores ,  es  de-^ 
cir,  en  la  multa  de  cuatrocientos  ducados  si 
eran  nobles  ó  empleados  en  algún  oficio 


res  (i).  Desde  entonces  sin  interrupción,  han 
estado  prohibidas  las  casas  de  juego  y  azar. 
El  que  la  tuviera  incurría  en  la  multa  de 
cinco  mil  maravedís  por  cada  vez,  y  si  no 
podia  satisfacer  la  pena  pecuniaria,  debia 
sufrír  quince  dias  de  cadena  (2).  En  i480  se 
renovó  la  prohibición  mandándose  que,  los 
que  tuvieran  casas  de  juego  incurrieran  en 
la  misma  pena  que  los  jugadores,  y  añadien- 
do ,  que  si  los  señores  de  los  pueblos  no  y 
cumplieran  con  la  ejecución  de  esta  y  otras 
penas,  ademas  de  la  escomunion  puesta  con- 
tra ellos,  perdieran  sus  oficios  y  las  rentas 
que  por  cualquier  título  recibieran  del  rey, 
y  que  si  no  percibían  salarío  alguno,  perdie- 
ran la  mitad  de  los  bienes  ,  de  los  cuales 
tres  cuartas  parles  fueran  para  la  Cámara,  y 
la  otra  cuarta  parte  para  el  acusador  (3).  A 
petición  de  las  Cortes  se  dio  en  1513  otra 
pragmática  contra  los  juegos  de  azar,  en  que 
se  aplicaban  al  fisco  las  casas  en  que  se  ju- 
gaba ,  y  las  tiendas  en  que  se  vendían  da- 
dos (4). 

En  tiempos  de  don  Felipe  II  se  renovaron 
las  penas  contra  los  dueños  de  las  casas  de 
juegos  prohibidos,  imponiéndoles  ademas  el 
mismo  castigo  que  á  los  jugadores ,  á  saber: 
diez  días  de  cárcel  por  la  primera  vez ,  trein- 
ta por  la  segunda,  y  un  año  de  destierro  por 
la  tercera.  Al  mismo  tiempo  se  castigó  á  los 
dueños  de  casas  de  juegos  lícitos,  si  en  ellas 
se  jugaba  al  fiado,  con  la  pérdida  de  los  de- 
rechos é  intereses ,  bajo  la  pena  de  la  de- 
volución de  otro  tanto  sí  no  escediera  de 
cincuenta  ducados,  y  de  ser  desterrados  por 
un  año  (6). 

Mas  rígorosa  aun  fué  la  pragmática  de 


(1)  Ley  6,  tit.  10,  Ub.  8  de  las  Ordenanzas  Reales  de  Cas- 
tUla,  qoe  es  la  %,  tit.  99,  Ub.  II  de  la  Nov.  Recop. 

(i)  Ley  4,  tiu  10,  !ib.  8  de  las  Ordenanias  Reales  de 
Casulla.  S,  tu.  3S,  üb.  \%  de  la  Nov.  Rccop. 

( i)  Ley  7,  tit.  tO,  lib.  8  de  las  Ordenanzas  Reales  de  Cas- 
ulla, ó  4,  tit.  *3.  Ub.  ií  de  la  Nov.  Recop, 

( 4)  Ley  6 ,  tit.  93.  Hb.  19  de  la  Nov.  Reeop. 

(5)  Leyes  19  y  18,  üt.  95,  iU>.  19  de  la  Nov.  Reeop, 

TOMO  VU, 


ñor  condición  destinadas  á  algún  arte ,  ofi- 
cio, ó  ejercicio  honesto  ,  en  cien  ducados  de 
multa.  Estas  penas  se  duplicaban  en  el  caso 
de  reincidencia,  y  al  que  por  tercera  vez  con- 
travenia, además  de  la  doble  multa,  se  le 
castigaba  con  la  pena  de  dos  años  de  des- 
tierro. Cuando  por  falla  de  bienes  no  se  ha* 
cía  efectiva  la  pena  pecuniaria ,  se  conmuta- 
ba en  la  primera  vez  con  veinte  dias  de  cár- 
cel ,  con  cuarenta  en  la  segunda ,  y  en  la 
tercera  con  sesenta.  Añadió  á  esto  la  ley, 
que  en  el  caso  de  que  los  contraventores  es- 
tuvieran empleados  en  servicio  del  rey  ó  del 
Estado,  ó  fueran  personas  de  notable  carác- 
ter, á  la  tercera  contravención  se  diera 
cuenta  á  S.  M.,  con  testimonio  de  la  suma- 
ria, para  las  demás  providencias  que  convi- 
niere adoptar  (1). 

Mayor  fué  la  agravación  que  se  impuso  á 
los  que  tenían  casas  destinadas  habitualmen- 
te  á  juegos  prohibidos,  y  eran  vagos,  ó  mal 
entretenidos,  sin  oficio,  arraigo,  ú  ocupación, 
y  ordinariamente  entregados' al  juego, ^ ó 
tahúres,  garitos  ó  fulleros.  Estos,  si  eran  no- 
bles, incurrían  en  la  pena  de  ocho  años  de 
presidio  para  servir  en  los  regimientos  fijos, 
y  si  plebeyos ,  eran  destinados  por  aquel 
tiempo  á  los  arsenales  (2). 

Estas  penas  se  hicieron  estensívas  á  los 
que  tenian  en  sus  casas  juegos  permitidos, 
en  que  se  jugaban  prendas,  alhajas,  ú  otros 
cualesquiera  bienes  muebles  ó  raices,  en  po- 
ca ó  mucha  cantidad,  ó  en  que  sé  jugaba  á 
crédito,  al  fiado,  ó  sobre  palabra,  enten- 
diéndose por  tal  cuando  se  usaban  tantos  ó 
señales  que  no  fuera  dinero  contado  y  cor- 
riente (3). 

Para  dar  mayor  firmeza  á  las  disposiciones 
que  quedan  referidas ,  se  repitió ,  como  ya 
se  había  hecho  otras  veces ,  la  derogación 


(I)   Leyl5,Üt.93,lib.  l9delaN0Y.  Recop.  en  sus  pir- 


rafos  9, 8  j  4.' 

"5  de  dicha  ley  15. 


(9) 
(5) 
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de  todo  Tuero  privilegiado ,  añadiendo,  que 
en  el  caso  de  iqcurrir  en  tales  delitos  los  ecle- 
siásticos,  después  de  haberse  hecho  eTec- 
tivas  por  la  jurisdicción  ordinaria  las  penas 
sacándolas  de  sus  temporalidades,  se  pasase 
testimonio  de  lo  que  contra  ellos  resultase  á 
sus  respectivos  prelados  para  que  los  corri- 
gieran conforme  á  los  sagrados  cánones  (1). 

En  el  mismo  reinado  de  don  Carlos  III  se 
mandó  que  la  sala  de  alcaldes  de  corte  reno- 
vase cada  seis  meses  el  bando  sobre  juegos 
prohibidos  (2),  y  pusiera  en  conocimiento  de 
S.  U.,  las  contravenciones  habituales  de  que 
tuviera  noticia ;  y  entre  otras  cosas  se  pre- 
vino, que  los  embajadores  y  ministros  es- 
tranjeros  no  admitieran  en  sus  casas  á  los 
subditos  de  S.  M. ,  disposición  de  que  he- 
mos debido  hacer  indicación  ligera,  á  pesar 
de  que  no  la  vemos  mencionada  en  la  Noví- 
sima Recopilación ,  aunque  habla  de  otras 
disposiciones  de  la  real  orden  en  que  esto  se 
preceptuaba. 

Las  penas  contra  los  que  tienen  casas  de 
juego,  fueron  renovadas  diferentes  veces,  en 
que  el  gobierno  se  creyó  en  el  caso  de  re- 
cordar el  cumplimiento  de  las  leyes  que  cas- 
tigan los  juegos  prohibidos;  pero  esto  no  es 
peculiar  á  este  articulo.  Véase  jvcg«9 

El  Código  penal  ha  cambiado  la  severidad 
de  los  ca^tjgos  antes  impuestos  á  los  dueños 
de  casas  de  juegos  prohibidos.  Ha  partido 
sin  duda  de  la  convicción  que  tendrían  sus 
autores ,  de  que  la  ineficacia  de  las  antiguas 
leyes  consistía  principalmente  en  el  dema- 
siado rigor  de  las  penas  que  imponian.  Na- 
tural era,  sin  embargo,  que  fuera  mayor  la 
penalidad  á  que  sujetara  á  los  dueños  de  las 
casas  que  á  los  jugadores.  Según  su  ar- 
ticulo 267,  los  dueños  de  casas  de  juego 
de  suerte,  envite  ó  azar,  incurren  en  la  pena 
de  arresto  mayor  y  multa  de  20  á  200  duros, 
y  en  caso  de  reincidencia,  en  la  pena  de 
prisión  correccional  en  su  grado  mínimo  al 
medio  y  doble  multa.  No  creemos  necesario 
detenemos  en  manifestar,  que  bajo  la  deno- 


(I)  {.  u 

19)  Ilota: 


7  áe\  til.  ü  del  \\b.  IS  de  U  Noy.  fkeofi. 


minacion  de  dueHos  de  casas  se  comprenden» 
no  los  que  tienen  el  dominio  de  ellas,  st  na 
los  que  las  viven,  sean  dueños,  inqailino<!, 
usufructuarios ,  ó  habitadores.  Los  muebles 
de  la  habitación,  los  instrumentos,  objetos  y 
útiles  destinados  al  juego,  caen  en  comiso. 

Fuera  de  toda  duda  está,  que  el  coaoci  • 
miento  de  las  cau.sas  contra  los  dueños  de 
las  casas  de  juegos  prohibidos ,  corresponde 
á  los  juzgados  y  tribunales  del  fuere  común: 
que  la  administración  debe  limitar  sus  fun- 
ciones á  prevenir  la  perpetración  del  delito 
y  á  ausiliar  á  las  autoridades  judiciales  en  su 
investigación  y  persecución.  Aun  antes  de  la 
publicación  del  Código  penal  asi  debía  bar 
cerse,  con  arreglo  á  la  ley  15,  tit.  23,  li- 
bro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  de  cu- 
yas disposiciones  antes  hemos  hablado,  y 
que  no  podia  ser  considerada  como  suave. 
Cualquiera  cosa  hecha  en  contrario ,  era  un 
abuso  que  hoy  serta  mas  intolerable. 

Las  leyes  de  Indias  manifiestan  hasta  qué 
punto  habia  cundido  en  el  Nuevo  Mundo  el 
vicio  desmoralizador  del  juego.  No  es  de  este 
artículo  estendernos  en  toda  la  leg^ac/on 
relativa  a)  particular :  en  él ,  por  ei  contra- 
rio, debemos  limitarnos  á  lo  que  especial- 
mente se  refiere  á  las  casas  de  juegos.  La 
ley  2  del  tít.  2,  lib.  7  de  la  Recopilación  de 
Indias ,  después  de  describir  con  amargara 
los  desórdenes  y  crímenes  á  que  daban  lagar 
los  juegos,  dice  que  tenian  lugar  en  las  ca- 
sas de  los  gobernadores ,  corregidores ,  al- 
caldes mayores,  y  otras  justicias  á  cuyo  car- 
go estaba  el  castigo  y  ejemplo  público ,  que 
los  eclesiásticos  se  hallaban  notados  de  lo 
mismo,  y  encarga  la  represión  y  castigo  de 
tales  abusos.  Mas  sentidas  son  aun  las  pala- 
bras con  que  comienza  la  ley  3;  dice  asi: 
Algunos  ministros  togados  (y  susjnugeres) 
debiendo  dar  el  mejor  ejemplo  en  todas  sus 
acciones,  corregir  y  castigar  escesos ,  ¿os  co- 
metían  y  cousentian,  teniendo  en  sus  casas 
tablages  públicos  con  todo  género  de  gentes^ 
hombres  y  mugeres  doííde  de  día  y  de  tio- 
che  se  perdian  y  aventnr&ban  vidas  14  Aa- 
ciendas.  Para  evitarlo  ordena  que  ea  ca- 
sos semejantes,  los  vi  reyes  y  preside  otea 
de  las  Audiencias,  llamen  á  acuerdo    á 
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los  oidores,  alcaldes  ó  fiscales,  y  les  di- 
gan de  parte  del  rey,  cuan  mal  le  pare- 
cen cscesos  tan  reprensibles ,  y  que  no  se 
permitan  en  sus  casas  juego  de  cualquiera 
tantidad  que  sea,  ni  ellos,  ni  sus  mugeres 
vayan  á  jugar  á  otra  parle;  que,  si  esto  no 
es  bastante  á  corregirlos ,  se  dé  cuenta  al 
rey  para  que  determine,  y  si  los  ministros  de 
justicia  fueren  á  su  provisión,  los  suspendan 
(le  oficio.  Estas  mismas  prohibiciones  se  am- 
pliaron y  castigaron  por  otras  leyes  limita- 
das á  las  ciudades  de  Panamá,  Portebclo  y 
puertos  de  Indias,  mandándose  á  los  capita- 
nes generales  y  presidentes  de  la  Audiencia 
que  no  consintieran  juegos  en  sus  casas  n¡ 
de  los  capitanes ,  sargento  mayor ,  oficiales 
de  Guerra,  Justicia,  Hacienda,  ni  en  ningu- 
na otra  de  vecinos,  bajo  la  pena  de  suspen- 
sión de  oficio  por  ocho  anos  el  que  contra- 
viniera (1) ,  y  las  demás  penas  establecidas 
por  las  leyes  de  Castilla  y  otras  á  arbitrio  del 
Consejo  de  Indias.  La  repetición  de  estas 
prohibiciones  (2)  manifiesta  la  gravedad  y 
las  profundas  raices  del  mal,  que  llegó  hasta 
el  estremo  de  burlar,  con  pretestos  piadosos, 
las  leyes :  asi  es  que  don  Felipe  III  (3)  dis- 
puso, que  los  oidores  y  ministros  de  las  Au- 
diencias ,  sus  parientes  y  criados ,  y  los  go- 
bernadores, corregidores  y  alcaldes  mayores, 
no  tuvieran  en  sus  casas  tablajes  de  juego, 
aunque  fuera  con  protesto  de  sacar  limos- 
nas para  hospitales,  y  otras  obras  de  piedad. 

En  la  isla  de  Cuba  é  islas  Filipinas,  rigen 
ademas  algunas  disposiciones  modernas  de 
que  aquí  debemos  hacernos  cargo. 

En  el  bando  de  gobernación  y  policía 
que,  con  derogación  de  los  anteriores,  dio 
el  gobernador  capitán  general  de  la  isla 
de  Cuba,  en  14  de  noviembre  de  184§?  para 
que  empezara  á  regir  en  1/de  enero  de  1843, 
hay  varias  disposiciones  respecto  á  juegos, 
alguna  de  las  cuales  se  refiere  especialmente 
á  las  casas  en  que  tienen  lugar.  Estas  son 
la  prohibición  de  los  juegos  de  treinta  y  una 
y  chirimbolos  eñ  los  villares;  la  de  la  lotería 
de  cartones,  v  de  los  caracoles  en  los  cafés  v 


(1)   Ley  7,  tft.  %  lib.  7  de  la  Recopilación  de  Indias. 
i%    Ley  74,  til  16,  lib.  1.      " 
'3)   Ley  75. 


casas  públicas,  bajo  las  penas  con  que  están 
prohibidos  los  juegos  de  envite  y  azar  (I),  y 
la  de  juegos  lícitos  de  todas  clases  en  las  ta- 
bernas, bodegas,  confiterías  y  demás  casas 
públicas,  escepto  en  los  villares  y  cafés, 
donde  se  permiten  los  de  damas,  ajedrez,  ta- 
blas reales  y  dominó,  bajo  la  misma  pena  (2). 

Pero  lo  mas  notable  que  acerca  del  parti- 
cular contiene  el  bando ,  de  que  hablamos, 
es  la  última  parte  de  su  artículo  45  en  que 
se  dice ,  que  sucediendo  con  frecuencia  que 
los  jugadores  consiguen  eludir  la  vigilancia 
de  las  autoridades,  y  evitan  ser  sorprendidos 
in  fraganti ,  siempre  que  en  alguna  casa  no- 
tada de  haber  en  ella  juegos  prohibidos ,  se 
sorprenda  algún  número  considerable  de  per- 
sonas que  haga  presumir  haberse  reunido 
con  aquel  objeto ,  bien  por  la  clase  de  suge- 
tos  de  que  se  componga ,  bien  por  hallarse 
en  habitaciones  retiradas,  bien  porque  al 
llegar  la  autoridad  emprendan  la  fuga  por 
las  puertas,  ventanas  ó  tejados,  ó  en  cual- 
quiera otro  concepto  semejante ,  se  instruya 
sumaría  en  averíguacion  de  los  fines  de  di- 
cha reunión,  sospechosa  como  todas  las  que 
se  celebran  con  aquellas  circunstancias  y  sin 
licencia  del  gobierno ,  para  acordar  las  pe- 
nas que  procedan ,  reduciéndose  desde  lue- 
go á  prisión  á  cuantos  fueren  aprendidos  y 
procurándose  la  captnra  de  los  que  hubieren 
emprendido  la  fuga. 

Otro  bando  rije  en  las  Islas  Filipinas.  Su 
fecha  es  de  11  de  octubre  de  1847  y  está 
aprobado  por  real  orden  de  12  de  mayo 
de  1848.  Muchas  disposiciones  hay  en  él  co- 
munes á  los  jugadores  y  á  los  dueños  é  in- 
quilinos  de  casas  de  juego,  pero  como  para 
lo  general  es  lugar  mas  propio  el  articulo 
JUEGOS,  debemos  aquí  limitamos  á  lo  que 
solo  se  refiere  á  las  casas. 

Al  inquilino  de  la  casa  en  que  hubiere  juego 
de  suerte,  envite  ó  azar,  se  le  impone  por  la 
primera  vez  cien  pesos  de  multa,  doscientos 
por  la  segunda,  y  por  la  tercera  se  le  reputa 
y  castiga  como  á  vago.  El  propietario  de  la 
casa  en  que  se  juega,  incurre  en  la  multa  de 


(i) 


Art.  45  dei  bando. 
Art.  46. 
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doscientos  pesos  siempre  que  el  inquilino 
.sea  reincidente  y  se  haya  publicado  su  pri- 
mera aprehensión ,  aunque  esta  haya  tenido 
erecto  en  otra  casa  (i). 

En  las  tabernas,  aguardienterías,  figones, 
casas  de  villar  ó  trucos  y  cualquiera  otra 
tienda  ó  puesto  público,  está  prohibido  todo 
juego  aunque  no  sea  de  envite  ó  azar.  Los 
inquilinos  de  las  casas  incurren  en  la  mulla 
de  cinco  pesos  por  la  primera  vez,  diez  por 
h  segunda  y  por  la  tercera  veinte,  quedan- 
do en  este  último  caso  al  arbitrio  de  la  auto- 
ridad hacer  cerrar  la  tienda  ó  eslablecimica- 
to.  El  propietario  de  la  casa  pagará  doble 
pena  que  el  inquilino  cuando  este  sea  rcin- 
ci dente  en  los  mismos  términos  que  hemos 
cspucsto  al  tratar  de  los  juegos  de  envite  y 
azar  (2). 

Las  penas  de  que  queda  hecha  mención 
se  duplican  cuando  los  contraventores  son 
eclesiásticos,  empleados  civiles  ó  militares, 
ó  personas  de  notable  carácter  (5). 

Con  el  objeto  de  sorprender  mejor  los  jue- 
gos y  jugadores ,  está  derogado  lodo  fuero 
para  los  efectos  de  allanar  y  sorprender  las 
casas  en  que  se  juegue,  instruir  las  justifí- 
ca cienes  sumarias  de  la  contravención  al 
bando  y  hacer  efectivas  las  penas  que  impo- 
ne (4).  Tampoco  es  necesaria  denuncia  ó 
justificación  previa  para  hacer  el  allana- 
miento, quedando  á  la  prudencia  de  las  au- 
toridades obrar  como  lo  tengan  por  conve- 
niente (5).  Esta  facultad  de  allanar  las  casas 
para  vigilar  y  perseguir  los  juegos  prohibi- 
dos, es  estensiva  al  gefe  y  oficiales  del  cuer- 
po de  carabineros  de  seguridad  pública,  los 
cuales  han  de  entregar  los  reos  con  el  acta 
ó  sumario  á  la  autoridad  á  que  corresponde 
el  conocimiento  de  la  causa  y  el  castigo  de 
los  delincuentes  (6). 

Por  último,  debemos  advertir  que  para 
proceder  á  la  instrucción  de  una  sumaria 
basta  que  al  intentarse  por  la  autoridad  el 
registro  de  una  casa ,  se  tarde  mas  tiempo 


(1)  ArUl.' 
1^)  ArU«. 
...(¿L  Art.  8. 
(1)  Art.i4. 
(S)  Art  17. 
\B)   Art.  11. 


del  bando  de  II  de  octubre  de  1817. 


que  el  indispensable  para  abrir  sus  puertas; 
que  entre  estas  las  haya  de  escape  ó  en  mas 
número  del  acostumbrado,  que  se  hallen 
reunidas  muchas  personas  ó  sean  estas  sos- 
pechosas ,  sin  espresar  uniforme  y  separada* 
mente  en  el  acto  de  la  sorpresa  el  objeto  de 
la  reunión ;  que  no  manifieste  el  dueño  ó  in- 
quilino el  permiso  que  tenga  de  la  autoridad 
para  celebrarla;  que  se  note  la  ocultación  ó 
fuga  de  alguno  de  los  concurrentes ,  ó  cual- 
quier otra  circunstancia ,  de  donde  puedan 
inferirse  razonables  presunciones  (1). 

CASAS  DE  LOCOS.  Estableci- 
mientos públicos  destinados  al  refugio,  cus- 
todia y  curación  de  los  que  padecen  enage- 
nacion  mental.  Dáseles  también  en  el  uso 
común  el  nombre  de  casas  de  inocentes,  por- 
que el  loco  no  puede  apreciar  la  moralidad 
de  sus  acciones:  de  dementes  á  demendo  por 
la  falla  que  tienen  de  razón ,  y  de  horates  d 
orales ;  palabra  con  que  se  designa  á  los 
locos  que  tienen  lúcidos  intervalos,  ó  en  que 
alternan  por  horas  su  razón  y  su  estravio. 
Aun  en  el  lenguaje  oficial  la  casa  de  locos 
de  Santa  Isabel  de  Leganés ,  lleva  el  tituio 
de  casa  de  dementes. 

La  institución  de  las  casas  de  locos  es  una 
de  las  que  mas  sensiblemente  demuestran  el 
carácter  benéfico  y  protector  de  la  legisla- 
ción administrativa.  Es  ademas  á  todas  lu- 
ces, no  solo  útil,  si  no  necesaria,  de  suerte 
que  nadie  ha  impugnado  semejantes  estable- 
cimientos, mientras  que,  por  el  contrario, 
muchos  han  dirigido  su  celo  y  sus  esludios 
á  mejorarlos  y  perfeccionarlos. 

Reconocido  universalmente  por  todos  el 
deber  que  tiene  la  sociedad  de  socorrer  los 
pobres  y  desvalidos  ,  mayor  es  el  de  hacerlo 
con,  aquellos  seres  infelices  que,  á  parle  de 
su  miseria,  se  hallen  privados  del  uso  de  su 
razón ,  sin  poder  proveer  á  su  conservación 
y  á  sus  necesidades,  sin  poder  cuidar  de  su 
vida ,  pero  al  mismo  tiempo  ofreciendo  pe- 
ligros para  la  de  los  demás  asociados.  Asi  al 
erigir  y  organizar  casas  de  locos ,  la  socie- 
dad ejerce  la  beneficencia  en  muy  alto  gra- 
do, al  paso  que  provee  á  otra  obligación  no 

(1)   Art.  i». 
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menos  interesante  y  esencial ,  la  de  gatanlir 
la  seguridad  de  las  personas  y  de  las  pro- 
piedades. En  una  palabra ,  las  casas  de 
locos  tienen  el  triple  carácter  de  asilo  6  re- 
Tugio,  de  hospital  y  de  reclusión. 

En  nuestro  pais ,  como  en  todos  los  demás 
de  Europa,  se  tuvo  en  un  principio  este 
ramo  de  la  beneficencia  pública  completa- 
mente abandonado;  después  se  conoció  su 
importancia,  pero  se  le  díó  una  organización 
imperfecta,  viciosa  y  aun  perjudicial,  y  solo 
en  época  muy  reciente  ha  sido  mirado  con 
lodo^l  interés  que  requiere,  y  constituido  un 
objeto  predilecto,  tanto  de  la  ciencia  médica 
como  de  la  administración  pública.  Nuestras 
casas  de  dementes  van  cambiando  afortuna- 
damente  de  aspecto,  y  haciéndose  suscepti- 
bles de  producir  todos  los  beneficios  que  la 
sociedad  y  los  particulares  pueden  y  deben 
reportar  de  ellas:  antes  eran  unas  malas  cár- 
celes ,  hoy  ya  son  establecimientos  de  cari- 
dad pública;  antes  tan  mal  acondicionadas 
que  lejos  de  minorar,  agravaban  tal  vez  los 
padecimientos,  cuando  no  apresuraban  la 
muerte  de  los  dementes,  hoy  van  ya  dispo- 
niéndose oportunamente  para  su  alivio  y  cu- 
ración; antes,  en  (in,  eran  frecuentemente 
encierros  horribles  y  hediondos,  hoy  se  cam- 
bian en  asilos  y  hospitales  para  nuestros  se- 
mejantes. 

Las  casas  de  locos  tienen  el  carácter  de 
establecimientos  genei*ales  de  beneficencia, 
puesto  que  se  hallan  esclusivamente  destina- 
das á  satisfacer  necesidades  permanentes,  y 
ademas  reclaman  una  atención  especial. 
Cualquiera  de  estas  dos  circunstancias  bas- 
taria  á  darles  aquel  concepto :  por  eso  está 
csplícitamente  declarado  que  las  casas  de 
locos  pertenecen  á  la  clase  de  establecimien- 
tos generales  (1).  De  aquí  derivan  conse- 
cuencias importantes  que  deben  tenerse  muy 
en  cuenta.  Desde  luego  no  hay  necesidad  de 
que  en  cada  capital  de  provincia  se  erija  y 
mantenga  una  casa  de  locos;  pueden  estas 
ser  comunes  y  lo  son  en  efecto  á  varias  pro- 
vincias. No  resulta  de  esto  el  menor  incon- 
veniente ,  antes  bien  los  habría  y  de  bastan- 

(1)   ArU  1'  del  reglamento  de  14  de  maya  de  1833. 


te  consideración  sí  se  equipararan  estos  es- 
tablecimientos á  los  que  se  hallan  clasifica* 
dos  como  provinciales.  Son  harto  costosas 
las  casas  de  locos  para  que  se  multipliquen 
sin  verdadera  necesidad  ,  ni  seria  fácil ,  si 
fueran  muchas ,  que  tuvieran  todas  las  con- 
diciones que  requieren  para  la  curación  y 
cuidado  de  los  infelices  en  ellas  acogidos. 
Agrégase  á  esto ,  que,  á  diferencia  de  otros 
establecimientos  de  beneficencia,  que  sin  pe- 
I  ligro  de  los  que  á  ellos  acuden,  no  han  de 
estar  á  mucha  distancia  de  los  necesitadosi 
las  casas  de  dementes  pueden  estarlo  sin  in- 
convenientes graves.  Debe ,  pues ,  reducirse 
el  número  de  estas  casas  de  suerte  que  se 
sostengan  cómodamente  y  estén  dotadas  de 
todas  sus  condiciones  esenciales,  procuran- 
do al  mismo  tiempo  que  próximamente  estén 
situadas  en  puntos  equidistantes  del  terríto* 
rio  nacional,  de  modo  que  provean  suficien- 
te y  desahogadamente  á  las  necesidades  de 
cada  provincia.  Por  esto  ya  en  el  plan  de 
beneficencia  de  18¿2,  al  establecer  casas 
públicas  destinadas  6  recojcr  y  curar  los  lo- 
cos de  toda  especie ,  se  advirtió  muy  opor- 
tunamente que  podian  ser  comunes  á  dos  ó 
mas  provincias  según  su  población ,  distan- 
cias y  recursos ,  y  aun  según  el  número  or- 
dinario de  locos  en  ellas;  todo  á  juicio  del 
gobierno  (I). 

Por  lo  demás  deben  ser  seis  las  casas  de 
dementes  en  todo  el  reino,  según  el  regla- 
mentó  de  Beneficencia  (2):  limitación  que 
no  tiene  consideración  de  permanente  é  inal- 
terable ,  si  no  que  por  el  contrario  es  transi- 
toria y  provisional  como  lo  demuestran  las 
palabras  ««por  ahora»'  de  que  usa  el  citado 
reglamento.  La  dificultad  de  crear  estos  seis 
grandes  establecimientos  por  los  considera- 
bles dispendios  que  exije  su  planteamiento, 
ha  hecho  que  esta  parte  del  reglamento  aun 
esté  sin  cumplirse,  permaneciendo  los  locos 
en  las  antiguas  casas ,  si  bien  mejoradas  en 
su  mayor  parte  y  reformados  los  métodos 
empleados  para  la  curación  de  los  dementes. 
No  espresa  el  reglamento  el  punto  donde 


(I)    Art.  119  del  plan  general  de  beneflcenda  de  93  de 
enero  de  I8£í.  ^        ^  ^   ^^^ 

(9)    ArU  5.*  del  reglamento  de  14  de  mayo  de  185). 
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haya  de  establecerse  cada  casa:  al  gobierno, 
oida  la  junta  general  de  Beneficencia ,  cor- 
responde hacer  esa  determinación,  como  en 
general  la  que  se  refiere  á  cualquiera  clase 
de  establecimientos  generales  (1) :  facultad 
que ,  aun  cuando  parece  arbitraria ,  es  en 
realidad  oportuna  y  previsoramente  conce- 
dida y  fundada  en  la  sencilla  consideración 
de  que  el  gobierno  y  la  junta  son  los  que 
poseen  los  antecedentes  necesarios  para  ha- 
cer la  designación  de  la  manera  mas  venta- 
josa para  la  utilidad  del  establecimiento.  T 
tanto  es  así,  que  aun  la  legislación  de  18¿2 
que  no  podrá  tacharse  de  favorable  á  la  cen- 
tralización ,  reconoció  espHcitamente  esas 
mismas  facultades  prudenciales ,  advirtiendo 
que  no  era  preciso  que  las  casas  de  locos  es- 
tuvieran en  la  capital ,  sino  que  el  gobierno 
podría  establecerlas  en  otros  puntos  de  la 
provincia  mas  ventajosos  y  cómodos  para  la 
curación  de  los  dementes  (2).  T  en  efecto, 
no  serán  á  veces  las  capitales  ni  las  ciudades 
populosas  los  sitios  preferibles,  conviniendo 
mejor  aprovechar  puntos  mas  ventilados ,  de 
mas  desahogo,  de  buenas  vistas  y  de  abun- 
dantes aguas  en  pequeñas  poblaciones.  No 
debe,  sin  embargo,  perderse  de  vista  la 
conveniencia  de  que  algunas  de  estas  casas 
estén  en  poblaciones  en  que  haya  facultad 
de  medicina,  ó  en  sus  afueras,  con  el  objeto 
de  que  en  ellas  se  establezcan  clínicas ,  cu- 
yos alumnos  puedan  adquirir  conocimientos 
especiales  en  esta  difícil  parte  de  la  ciencia. 
De  este  modo  ademas  de  tener  un  plantel  de 
facultativos  adecuados  para  las  casas  públi- 
cas de  locos ,  se  facilitará  la  erección  de  es- 
tablecimientos particulares  en  que  haya  com- 
petencia por  el  buen  servicio  de  los  de- 
mentes. 

El  carácter  de  generales  que  atribuyen  á 
las  casas  de  locos  las  disposiciones  vigentes, 
supone  otra  consecuencia :  la  de  mantenerse 
por  cuenta  del  Estado  y  con  los  recursos 
consignados  en  el  presupuesto  general ,  sin 
gravar  para  ello  á  las  provincias  ni  á  los  mu- 
nicipios. Este  principio  es  fundamental  y  ha 


(1)  AtU  5.*  del  reglamento  de  II  ée  mayo  de  1869. 
{%)  ArU  m  del  plan  de  23  de  enero  de  18i2. 


recibido  esplícita  sanción  en  una  real  orden 
moderna  (i) ,  constituyendo  una  diferoacia 
característica  entre  la  legislación  antigua  y 
la  actual.  Sin  embargo,  aun  no  ha  tenido 
completa  ejecución  porque  en  los  presupues- 
tos  generales  del  Estado  no  se  ha  compren- 
dido la  cantidad  necesaria  para  cumplir  este 
servicio :  así  es  que  solo  se  ha  hecho  cargo 
la  junta  general  de  Beneficencia  de  la  casa 
de  dementes  de  Santa  Isabel  de  Leganés ,  y 
que  es  también  la  única  socorrida  con  fondos 
del  Estado  ,  dependiendo ,  si  bien  interina- 
mente, las  demás  de  las  juntas  provinciales 
de  Beneficencia,  de  cuyo  presupuesto  cubren 
sus  respectivas  obligaciones. 

Las  casas  de  locos  no  se  hallan  estableci- 
das esclusivamente  para  los  que  sean  pobres: 
de  su  institución  pueden  aprovecharse  tam- 
bién las  familias  ó  curadores  de  los  demen- 
tes que  cuentan  con  medios  de  subsistencia, 
pero  en  este  caso  justo  es  y  obligatorio  qae 
satisfagan  una  pensión  por  indemnización  de 
los  gastos  del  establecimiento.  Al  efecto  está 
dispuesto  que  las  casas  tengan  un  departa- 
mento especial  para  aquellos ,  cuyas  familias 
puedan  costear  sus  estancias  en  las  mismas, 
conforme  dispongan  sus  reglamentos  (2). 

A  estos  corresponde  propiamente  fijar  lo 
relativo  al  tratamiento  de  los  dementes,  al 
régimen  que  han  de  observar ,  i  los  traba- 
jos que  deban  practicar  y  otros  pormeno- 
res semejantes,  á  que  no  nos  incumbe  des- 
cender. Sin  embargo,  conviene  recordar  dos 
disposiciones  del  plan  de  1822:  la  una  (3)' 
estaba  muy  de  acuerdo  con  los  sentimientos 
de  humanidad,  con  los  dictados  de  la  razón 
y  con  las  lecciones  de  la  esperiencia :  prohi- 
bía absolutamente  emplear  el  encierro  conti- 
nuo, la  aspereza  en  el  trato,  los  golpes,  gri- 
llos y  cadenas ;  hoy  quedaría  desacreditada 
la  casa  que  acudiera  á  tan  bárbaros  medios, 
mas  á  propósito  para  matar  al  hombre  ó  con- 
cluir con  la  razón  que  le  quede ,  que  para 
curarlo  y  volverle  como  miembro  útil  á  su 
familia  y  á  la  sociedad.  La  otra  disposición  (4) 


U)  Beal  orden  de  7  de  agosto  de  183i. 

(S)  Art.  1t  del  reglamento  de  II  de  mayo  de  185i. 

(3)  Art.  tn  &í\  plan  de  t3  de  enero, 

(4)  Art.  f2)  del  mismo  plan. 
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recomendaba  ocupar  á  los  locos  en  lo^  tra- 
bajos de  roanos  mas  proporcionados  k  cada 
uno,  según  la  posibilidad  de  la  casa  y  el  dio- 
lamen  del  médico  (i).  En  la  elección  de  la 
dase  de  trabajos ,  es  menester  tener  en 
cuenta  que  su  principal  objeto  es  que  sean 
medios  eCcaces  de  curación »  y  que  en  ellos 
deben  encontrar  distracción  y  consuelo  los 
acogidos.  Imponer  el  trabajo  por  fuerza  se- 
ria inhumano  y  poco  digno  de  la  protección 
que  la  sociedad  debe  á  estas  casas.  Justo  es 
que  en  el  caso  de  que  el  trabajo  produzca 
algima  utilidad  participen  de  ella  los  de- 
mentes. 

Aunque  por  lo  común  las  casas  de  locos 
son  establecimientos  públicos  que  erije  y 
costead  Estado»  no  hay  inconveniente  en 
permitir  á  los  particulares  que  las  instituyan 
por  su  cuenta.  Pero  en  este  caso  siempre  ha- 
brá de  sobreentenderse  la  vigilancia  y  la 
inspección  de  la  administración  pública,  co- 
mo garantía  indispensable  que  evite  lamen- 
tables abusos  9  que  de  otro  modo  pudieran 
causar  perjuicio  á  la  sociedad  y  vejación  á 
los  particulares.  Preciso  será  hacer  constar 
que  es  positiva  la  demencia  de  los  condu- 
cidos al  establecimiento ,  y  después  cercio- 
rarse de  que  están  bien  custodiados ,  de  que 
se  les  trata  bien ,  de  que  se  hallan  sujetos  á 
una  atinada  disciplina»  y  en  fin,  de  que  se 
procura  su  curación  y  alivio.  Asi,  pues,  se 
hace  indispensable  la  intervención  del  go- 
bierno ,  ausiliada  por  la  de  la  junta  general 
de  Beneficencia  (2),  si  las  casas  establecidas 
por  los  particulares  han  de  ser  útiles  y  dig- 
nas de  autorización. 

CASil  A  LA  MALICIA.  Esta- 
blecido en  la  corte  el  gravamen  de  aposento, 
que  recaia  sobre  las  casas  de  mas  de  un  pi- 
so, empezaron  á  construirse  muchas  con  solo 
piso  bajo ;  y  llamáronse  á  la  malicia ,  por  la 
que  envolvía  este  género  de  construcción, 
encaminado  á  eludir  la  ley.  Véase  app- 

CA»AS  DE  MATE||]V1DA% 

Desígnanse  con  este  nombre  aquellos  esta* 


(1)  Artf.  m  y  issdei  tíandeiSde  enerode  tW. 
*         ')pl¡iii 


iV   Art.l»deleludopbii. 


blecímienlos  públicos  destinados  al  refugio 
y  subsistencia  de  las  mugeres  que  han  con- 
cebido ilcgítimamecte  y  tratan  de  ocultar  el 
embarazo  y  el  parlo.  Es,  pues,  el  objeto  prin- 
cipal de  estas  casas  evitar  los  infanticidios  y 
salvar  el  honor  de  las  madres  (1);  la  admi- 
nistración pública  practica  asi  los  deberes  de 
protección  y  beneficencia  que  tiene  para  con 
las  personas.  Hay,  sin  embargo,  quienes 
creen  inmorales  y  funestos  semejantes  luga- 
res de  refugio;  porque  si  la  sociedad,  dicen, 
no  encubriera  la  deshonra ,  habría  mucha 
mas  cautela  para  no  dar  lugar  á  ella,  al  paso 
que  protegiendo  las  concepciones  ilegitimas 
y  preservando  sus  frutos,  parece  que  estimula 
á  la  deshonestidad,  ó  por  lo  menos  la  tolera  y 
garantiza  sus  resultados.  Muy  descaminados 
van  los  que  asi  opinan :  resguardar  de  la 
deshonra  pública  á  quien,  por  el  mero  deseo 
de  huir  de  ella,  reconoce  su  falla  anterior  y 
demuestra  no  haberse  eslinguido  en  su  co - 
razón  el  sentimiento  del  deber;  procurar  dis- 
minuir el  número  de  uno  de  los  mayores 
crímenes,  del  parricidio;  arrancar  á  la  muer- 
te victimas,  tanto  mas  dignas  de  protección, 
cuanto  son  maá  desvalidas,  serán  siempre 
actos  eminentemente  carítativos  y  benéficos, 
que  lejos  de  amenguar  la  moralidad ,  la  for- 
tifican y  de  ella  dan  evidente  testimonio*  Ni 
conocen  la  naturaleza  humana  y  sus  debili- 
dades y  pasiones  los  que  crean  sinceramente, 
que  por  no  existir  casas  de  maternidad  no 
existirían  los  deslices  quo  las  hacen  necesa- 
rias :  error  es  este  que  se  comprende  muy 
bien  sin  grande  esfuerzo,  y  que  en  todo  caso 
seria  fácd  combatir  con  datos  estadisticos.  Y, 
en  fin,  aun  cuando  no  sancionara  los  esta- 
blecimientos de  que  se  trata  una  moral  es- 
trcmadamente  escrupulosa,  no  por  eso  el  le- 
gislador, que  legisla  para  honobres,  habria 
de  suprimir  una  institución  conocidamente 
ventajosa:  la  conveniencia  pública  debe  ser 
para  él  ley  de  mucha  autorídad  y  respeto. 
Pero  afortunadamente  en  este  caso,  como  en 
todos,  lo  que  dicta  la  conveniencia  pública 
no  deroga  ni  anula  las  bases  de  la  moral. 


d)  Art.  4t  dd  pliB  de  benefleenela  de  t3  de  enero 
de  Í8tt. 
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Esto  creemos,  y  no  damos  mas  amplitud  á 
uoa  cuestión  que  en  otros  artículos  volverá 
á  presentarse  con  mas  oportunidad.  Pasemos 
á  esponer  las  disposiciones  vigentes. 

Por  regla  general  deben  ser  admitidas  en 
las  casas  de  maternidad  todas  las  mugeres 
que,  habiendo  concebido  ilegítimamente,  se 
hallen  en  la  precisión  de  reclamar  este  so- 
corro (1).  La  administración,  sin  embargo, 
para  que  la  beneficencia  no  degenere  en  in- 
merecida protección  á  quienes  verdadera- 
mente no  tengan  títulos  suficientes  á  disfru- 
tarlas, ha  debido  señalar  la  época  del  emba- 
razo desde  la  que  sean  admisibles  las  muge- 
res  en  las  casas  de  maternidad,  y  por  esto 
ha  tomado  como  punto  de  partida  el  sétimo 
mes  del  embarazo  (2) :  entonces  es  cuando 
comienza  á  ser  inminente  el  público  desho- 
nor, y  entonces  cuando  hay  certeza  de  que 
las  mugeres  necesitan  el  benéfico  refugio  del 
establecimiento,  como  que  ya  no  pueden  di- 
simular ante  !a  sociedad  su  situación.  Esta 
regla  tiene  escepciones,  admitiéndose  á  las 
mugeres  antes  del  sétimo  mes  de  embarazo, 
ya  cuando  medien  causas  justas  y  graves  á 
juicio  del  director,  ya  cuando  aquellas  pa- 
guen una  pensión,  ya,  en  fin,  cuando  ganen 
el  sustento  con  su  propio  trabajo  (3). 

Siendo  uno  de  los  principales  objetos  de 
las  casas  de  maternidad  poner  ¿  salvo  el 
honor  de  las  mugeres  que  vienen  á  buscar 
refugio  en  ellas,  no  podía  la  administración 
por  su  parle  dar  ocasión  á  (|ue  ese  objeto  se 
•contrariase,  ni  dentro  del  establecimiento, 
oi  menos  respecto  á  la  sociedad.  Asi  dicta  el 
buen  sentido  y  también  la  ley  preceptúa,  que 
se  observe  en  las  casas  de  maternidad  el 
mas  inviolable  secreto,  no  debiendo  hacerse 
pregunta  ni  información  alguna  sobre  la  con- 
ducta privada  de  las  mugeres  refugiadas ,  y 
siendo  espelido  inmediatamente  el  empleado 
ó  dependiente  que  faltase  de  cualquier  modo 
á  tan  importante  obligación  (4).  La  ley  ha 
avanzado  todavía  mas,  declarando  que  el  des- 
eubrimiento  de  alguna  mugeren  las  casas  de 


(I)    Aru  17  del  reglamento  de  14  de  mayo  de  1861;  y  4a 
del  plan  de  9S  de  enero  de  ISiS. 


maternidad  no  podrá  sorvir  de  prueba  legal 
contra  ella  (1).  T  no  podia  de  otro  modo  que- 
dar á  salvo  el  principio  fundamental  de  la  ins- 
titución. 

Entre  las  mugeres  que  se  reúnan  en  las 
easas  de  maternidad,  ha  de  haber  gran  dife- 
rencia ,  por  razón  de  sus  antecedentes  y  de 
su  conducta  en  la  sociedad,  y  esta  diferencia 
deberá  apreciarse  en  su  estancia,  y  procuran- 
do que  no  se  hallen  reunidas  las  que  conser- 
ven todavía  sentimientos  de  moralidad  con 
aquellas  que  casi  perdieron  la  conciencia  del 
deber;  las  que  comprometieron  su  honor  por 
un  desliz  pasagero  con  las  que  persistieron 
en  sus  fallas.  La  buena  organización  de  es- 
tablecimientos de  este  género  requiere,  pues, 
la  conveniente  separación  entre  las  mugeres 
acogidas,  según  sus  circunstancias  y  la  con- 
ducta pública  que  hubieren  observado  (¿). 

La  beneficencia  social,  al  mismo  tiempo 
que  otorga  asilo  á  las  mugeres  que  conci- 
bieron ilegítimamente,  provee  con  no  me- 
nor interés  á  la  subsistencia  y  cuidado  de 
los  nifííos  que  nacen  en  aquel  asilo :  este  de- 
ber es  correlativo  al  primero.  La  legislación 
de  18%  dio  tanta  importancia  á  esta  relación 
que  los  reunió  y  redujo  á  una  sola  clase:  se- 
gún su  sistema  las  casas  de  maternidad 
comprendian  tres  departamentos:  uno  para 
las  mugeres  embarazadas  y  paridas;  otro 
para  la  lactancia  de  los  niños,  y  otro  para 
conservar  y  educar  á  estos  hasta  la  edad  de 
seis  anos  (3).  Pero  según  la  moderna  legis  - 
lacion  se  distinguen  los  establecimientos  de 
maternidad  de  los  de  espósitos.  Cierto  es  que 
debe  procurarse  que  aquellos  se  unan  con 
estos ;  pero  aun  en  este  caso  se  ha  de  dar  á 
la  parte  destinada  á  los  primeros  la  separa- 
ción necesaria  y  entrada  indispensable  para 
conservare!  secreto  6  inspirar  confianza  (4). 
La  distinción  legal  de  ambas  clases  de  esta- 
blecimientos nos  impide  tratar  aquí  de  los 
espósitos,  y  solo  diremos,  por  lo  tanto,  que 
la  ley  recomienda  sean  aprovechadas  las  ca« 
sas  de  maternidad  para  la  lactancia  de  los 


A  ru  46  del  citado  plan,  y  19  del  reglamento  de  isn. 
ArU  44  del  plan  deísta. 


(«I   Art.  18  del  reglamento  de  I85S;  y  4S  del  plan  de  18SS.    D      ( 3)    Art.  41  del  plan  ya  eludo. 

W   ['(*iv¡\mosirtícu\os,  ¡      (4)   Regla  1'  del  aru  91  del  reglamcnio  de  14  de  mayo 

(4)  Art.  45  del  plan  de  ISiL  |    de  1851. 
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niños  que  hubiere  en  las  de  espósitos  (i). 
Véase  BBüBPiCBüciA :  tmipmmrwmm. 

Por  lo  (lemas  debe  tenerse  en  cuenta  que 
las  casas  de  maternidad »  en  atención  á  la 
índole  de  los  servicios  que  están  llamadas  á 
prestar,  entran  en  la  clase  de  los  estableci- 
miemos  provinciales  de  beneficencia  (2).  De 
aquí  la  necesidad  de  que  exista  una  por  lo 
menos  en  cada  capital  de  provincia  (3)  sin 
perjuicio  de  autorizarse  otras  subalternas  (4); 
puestas  unas  y  otras  bajo  la  vigilancia  de  las 
juntas  provinciales  de  Beneficencia. 

CASAS  DE  MONEDA.  Seda 
este  nombre  á  los  establecimientos  públicos 
en  que  se  fabrica  ó  acuna  la  moneda.  En  el 
artículo  de  este  nombre  examinaremos  el 
origen,  la  historia  y  los  cambios  de  la  mo- 
neda en  España ,  sus  condiciones  y  requisi- 
tos, las  disposiciones  dictadas  para  asegurar 
su  legitimidad  f  y  en  una  palabra,  cuanto 
tiene  relación  con  la  moneda  generalmente 
considerada  y  con  su  uso.  En  el  presente 
vamos  á  tratar  únicamente  de  la  historia  y 
vicisitudes  de  las  casas  de  moneda,  y  del  de- 
recho vigente  acerca  de  su  régimen  y  orga- 
nización y  de  la  rabricacion  de  la  moneda. 

PARTE  DOCTRIIVAL. 

Skg.    i.    rrseSa  histórica. 

SeC.  II.   ORGANIZACIOX  Y  RÉGtMBN  DE  LAS 

CASAS  DE  MONEDA. 
SbG.  III.   DE  LA  FABRICACIÓN  Ó  ACUÑACIÓN  DE 

LA  MONEDA. 
SbC.  IV.   DEL  DEPARTAMENTO  DEL  GRADADO, 

Y  CONSTRUCCIÓN  DE  INSTRUMENTOS 

Y  MÁQUINAS   PARA  LA  MONEDA. 

SECCIÓN  I. 

RESE^TA  HISTÓRICA. 

Dada  en  las  sociedades  antiguas  la  exis- 
tencia de  la  moneda  como  signo  represen- 


(1 )    ArU  19  de  la  ley  de  SO  de  jonio  de  1849.      . 
(9)    Art.  3  de  la  ley  eiuda,  y  del  reglamento  de  14  de  mayo 
de  I85t. 
(•)   Art.  G  del  reglamento  de  I85t. 
(4)   El  citado  aru  49  de  la  ley  de  1849, 
TOMO  VII. 


tativo  de  las  cosas ,  que  eran  objeto  de  las 
transacciones  públicas  y  privadas ;  acense* 
jada  por  la  razón  mas  vulgar  la  necesidad 
de  prohibir  sn  fabricación  á  los  particulares, 
y  reconocida  esla  facultad  como  privativa 
en  los  príncipes  y  reyes  como  un  atribulo 
esclusivo  de  su  autoridad  suprema,  seguíase 
como  necesaria  é  indeclinable  consecuencia 
la  facultad ,  inherente  á  las  mismas  potesta- 
des ,  de  establecer  casas  donde  se  acuiiase 
la  moneda  con  todas  las  condiciones  de  le- 
galidad ,  de  pureza  y  conGanza  que  exije  su 
circulación  para  alejar  todo  género  de  te- 
mores y  recelos. 

Ocioso  sería,  por  tanto ,  entregarse  á  ninr 
gun  género  de  investigaciones  para  descu- 
brir el  origen  de  la  creación  de  esos  esta- 
blecimientos. Allí  donde  la  moneda  ha  cir- 
culado como  medio  de  subvenir  á  las  nece- 
sidades indicadas ,  donde  el  supremo  poder 
ha  ejercido  la  facultad  de  crearla,  han  debi- 
do existir  casas  organizadas  con  mayor  6 
menor  inteligencia  y  bajo  una  forma  mas  ó 
menos  adecuada  á  su  importante  objeto. 

En  orden  á  nuestro  pais  todos  los  historia- 
dores convienen  en  que ,  siendo  tan  abun- 
dantes de  minas  las  provincias  españolas  y 
tan  ricos  los  metales  que  se  estraian  de  ellas, 
fué  considerable  el  número  de  casas  de  mo- 
neda establecidas  en  tiempo  de  los  cartagi- 
neses y  aun  bajo  la  dominación  de  la  Re^ 
pública^romana.  Todavia  se  citan  las  ciuda- 
des doiíde  existían,. se  recuerdan  los  instru- 
mentos que  se  empleaban  en  la  fabricación, 
y  se  conocen  los  nombres  de  los  encargados 
y  trabajadores  de  ellas.  Los  instrumentos 
con  que  acunaban  los  españoles  la  moneda, 
eran  las  tenazas  para  cortar  y  redondear  e 
metal ,  el  yunque  para  tenerlo  sujeto,  el  tro- 
quel para  grabar  el  tipo,  y  el  martillo  para 
ejecutar  esta  maniobra.  Los  entalladores  del 
troquel  se  llamaban  signatores;  los  que  pur- 
gaban el  metal  confectores;  los  que  lo  tenían 
sujeto  bajo  el  cuno  supposíores;  los  que  gol- 
peaban con  el  martillo  malleatores,  y  los  ge- 
fes  de  las  casas  de  moneda  quatuorviros  mo-- 
netales  (1). 

(i)   Masdeo,  tomo  8,  pig.  67. 
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Pero  los  mismos  romanos  qoe  laa  estraor- 
dioarío  uso  hacían  del  dinero ,  y  á  quienes 
tanto  lisonjeaba  la  finura  y  pureza  de  nues- 
tros metales ,  empezaron  á  mostrarse  hosti- 
les con  las  casas  de  moneda  de  los  españo^ 
les.  Primero,  según  el  testimonio  del  maes- 
tro Florez ,  procuraron  deteriorarlas  notable- 
mente ;  después  se  prohibió,  á  las  ciudades 
de  España  acunar  moneda ,  y  por  ultimo, 
empezaron  ¿  trasportar  á  su  país  considera- 
bies  remesas  de  metal  en  pasta ,  que  benefi- 
ciaban en  sos  establecimientos.  El  arbitrario 
Calígula  Alé  el  que  mas  se  distinguió  en  esta 
obra  de  destrucción ,  que  no  solo  toleró ,  si 
no  que  autorizó  el  Senado  romano,  sin  duda, 
como  observa  un  historiador ,  por  parecerle 
un  sistema  muy  ventajoso  para  los  intereses 
de  la  Italia. 

Ignoramos  si  los  monarcas  godos  restable- 
cerian  las  antiguas  casas  destruidas  por  los 
romanos;  pero  teniendo  presente  que  per- 
mitieron la  circulación  de  las  monedas  ro- 
manas, acunadas  con  gran  profusión,  y  que, 
ni  la  índole,  ni  las  circunstancias  del  gobier- 
no pudo  permitir  fomentar  el  desarrollo  y  uso 
del  numerario,  es  de  creer,  que  fuesen  pocos 
en  número  los  establecimientos  destinados 
á  semejante  objeto.  Masdeu  ,  sin  embargo, 
citk  bastantes  ciudades  donde  asegura  que 
se  acuCaba  moneda ,  y  aun  designa  el  nom- 
bre de  los  presidentes  y  trabajadores  de  las 
casas  (i). 

Alguna  mas  luz  descubrimos  en  nuestra 
investigación,  al  llegar  á  los  siglos  posterio- 
res á  la  irrupción  de  los  árabes.  Evidente- 
mente en  el  territorio  español  que  ellos  do- 
minaban, debió  circular  al  principio  la  gran 
suma  de  monedas  asiáticas  que,  según  fama, 
introdujeron  en  España ;  pero  consta  ademas 
que  años  después  acunaron  moneda  en  An- 
dalucía ,  que  circulaba  con  profusión  y  usa- 
ban indistintamente  vencedores  y  vencidos. 
Es  casi  cierto  que  la  principal  de  estas  casas 
existiese  en  Córdoba ,  porque  Abderi*ahaman 
hizo  acunar  á  fines  del  siglo  IX  y  al  empezar 
el  X,  monedas  con  su  nombre  y  títulos ,  y 
leyendas  propias  de  sus  creencias  religiosas. 


t  Consta  también  que,  edificada  por  el  mismo 
en  los  aSos  936  y  37  la  célebre  Medina  Za- 
hará,  constmyó  una  %eka  ó  casa  de  moneda, 
de  la  cual,  según  los  historiadores,  hay  mu- 
chas acuñadas  hacia  la  mitad  del  siglo  X. 

En  cnanto  al  resto  del  mismo  territorio  do- 
minado por  los  cristianos ,  fácil  es  compren- 
der que  debió  ser  muy  escasa  la  cantidad  de 
moneda  que  se  acuñara  en  aquellos  tiempos. 
Todos  conocen  las  circunstancias  políticas  de 
los  pequeños  reinos  en  que  se  dividia  aquel 
territorio ;  también  es  notorio  que  la  estin- 
cion  completa  del  comercio  y  de  la  industria, 
la  ocupación  constantemente  guerrera  de 
casi  todos  sus  habitantes  y  el  abandono  com- 
pleto de  la  agricultura ,  produjeron  tan  es- 
traordinaría  escasez  de  numerario  como  debia 
serlo  la  de  los  minerales.  Basta  haber  salu- 
dado la  historia  para  saber  que  la  moneda 
habia  desaparecido  casi  por  completo  de  las 
transacciones  sociales  en  los  cuatro  siglos 
posteriores  á  la  irrupción  arábiga,  lo  cual 
haría  probablemente  que  los  reyes  no  aten- 
diesen á  la  acuñación  de  ella,  si  no  en  tanto 
cuanto  fuera  necesario  para  hacer  frente  á 
las  urgencias  perentorias  de  la  guerra.  Sin 
duda  por  esta  consideración  y  por  las  cir- 
cunstancras  políticas  que  hemos  enunciado, 
la  acuñación  se  hizo  algunas  veces  por  aquel 
tiempo  de  cuenta  de  empresarios  partícula- 
res,  en  virtud  de  contratos  celebrados  con 
los  reyes.  Doña  Urraca  concedió  el  año  de 
1116  permiso  para  labrar  moneda  al  abad  de 
Sahagun.  Don  Enrique  II  arrendó  á  Fernán 
García,  Ruiz  Pérez  de  Esquivel  y  Argüís 
Gose,  genovés,  la  labor  de  tos  cruzados  por 
el  precio  de  17.280,000  maravedís,  que  de- 
bían anticiparle.  Verosímilmente  estas  acu- 
ñaciones se  verificarían  en  los  ingenios  y 
casas  reales,  siendo  de  creer  también  que 
estas  se  hallasen  situadas  en  las  ciudades 
donde  residían  las  corles.  Quizá  por  esta 
consideración  pudiéramos  inclinarnos  á creer 
que  la  casa  de  moneda  de  Burgos ,  conocida 
mucho  antes  del  siglo  XIV ,  existiera  ya  eA 
aquella  época.  Sospechamos  también  que  la 
casa  de  moneda  de  Cuenca  se  estableciera 
no  mucho  después  de  su  reconquista  por  Al- 
fonso VIH  en  1177,  pues  sabida  es  la  grande 
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importancia  que  dio  i  esta  ciudad  en  lo  mili- 
lar,  en  lo  político  y  en  lo  eclesiástico,  hasta 
convertir  la  mezquita  mayor  en  templo  cris- 
tiano, que  elevó  á  iglesia  catedral  y  colmó  de 
todo  género  de  franquicias,  privilegios,  fue- 
ros y  distinciones. 

Al/:ima  mayor  diligencia  debió  emplearse 
desd^'  esta  época  en  adelante ,  por  lo  que 
hace  relación  al  establecimiento  y  organiza- 
ción de  las  casas  de  moneda ,  porque  reu- 
nidos deñnitivamente  los  reinos  de  León  y 
de  Castilla,  ensanchada  la  monarquía,  fo- 
mentado el  tráfico  y  reconquistada  una  gran 
parte  del  territorio  ,  era  ya  indispensable 
acrecentar  la  escasa  suma  de  la  moneda  cir- 
culante para  facilitar  el  desarrollo  de  todos 
esos  elementos  de  riqueza,  que  empezaban  á 
vivir  y  á  reanimarse.  Juzgamos  que  á  esta 
¿poca  corresponde  la  creación  de  la  antiquí- 
sima casa  de  moneda  de  Segovia;  y  en  cuan-  . 
lo  á  la  de  Sevilla  no  puede  rechazarse  la 
razonable  conjetura  de  que  su  conquistador 
el  santo  rey  don  Fernando  conservara  la  que 
existia  en  ella  al  arrancarla  del  poder  de  los 
Almohades ,  ó  de  que  la  estableciera  de  nue- 
vo ,  supuesto  que  no  hay  arte ,  ni  industria, 
ni  institución  alguna  de  las  que  conocía  la 
civilización  de  aquel  tiempo,  que  no  plan* 
tease,  mejorase  ó  perfeccionase  el  santo  rey, 
hasta  el  punto  de  trasladarse  después  la 
corte  á  la  reina  del  Guadalquivir ,  como  lla- 
man á  Sevilla  las  crónicas  de  aquel  reinado. 

Pero  todavía ,  en  los  monumentos  legales 
de  dicha  época,  no  encontramos,  ni  orde* 
nanzas,  ni  disposiciones  especiales  para  or- 
ganizar las  casas  de  moneda.  Yernos,  sí,  con- 
signada en  las  leyes  la  facultad  de  acunarla 
ó  batirla  como  una  regalía  inherente  á  la 
soberanía ;.  hallamos  graves  y  severas  penas 
impuestas  á  los  falsificadores ,  y  leemos  en 
leyes  posteriores  á  la  época  á  que  hemos 
aludido,  claras  é  incontestables  manifesta- 
ciones de  la  existencia  de  dichas  casas  con 
cierta  organización  y  con  un  cúmulo  inmen- 
so de  privilegios  concedidos  á  los  que  se 
ocupaban  en  ellas.  A  fines  del  siglo  XIII  y 
principios  del  XIV,  gozaban  de  exención  y 
franquicia  de  casi  todos  los  j^echos  y  tributos; 
de  jueces  espeoiales  para  sus  causas  y  plei- 


tos; de  no  poder  ser  presos  por  deudas ;  del 
disfrute  absoluto  de  pastos  para  sus  ganados; 
de  exención  de  alojamientos  y  bagages,  y  de 
otros  importantes  privilegios.  Las  personas 
acomodadas  compraban  alguno  de  los  oficios 
de  las  casas  de  moneda,  y  otros  se  hacían 
incorporar  al  número  de  los  operarios  solo 
para  disfrutar  de  franqnicias  tan  pingües,  sin 
dedicarse  jamás  á  los  trabajos.  Por  lo  de- 
mas  ,  estos  debian  ser  muy  penosos,  atendi- 
da la  imperfección  de  los  procedimientos  que 
se  empleaban,  pues  según  leemos  en  una  ley 
de  don  Juan  II,  año  1435 ,  los  oficios  de  los 
tesoreros,  monederos  y  obreros  y  otros  ofi- 
ciales de  las  casas  de  moneda ,  son  muy  ne- 
cesarios y  de  grandes  trabajos y  de  ellos 

se  siguen grandes  dolencias  y  enferme- 
dades. Todos  estos  abusos  fueron  corregidos 
posteriormente ;  los  privilegios  quedaron  re- 
ducidos á  mas  justas  proporciones  y  se  de- 
claró ,  que  solo  disfrutaran  de  ellos  los  que 
pudieran  labrar  y  labraren  por  sí  la  mone  da, 
siendo  vecinos  de  las  ciudades  donde  existían 
las  casas  y  pecheros  medianos  ó  menores, 
mas  no  de  los  mayores. 

La  historia  de  nuestra  legislación » sobre 
casas  de  moneda,  empieza  realmente  en  la 
época  de  los  ilustres  Reyes  Católicos,  don 
Fernando  y  dona  Isabel.  Animados  de  su 
constante  deseo  de  reformar  todos  los  ramos 
de  la  administración  pública,  pensaron  dar 
una  organización  formal  á  los  establecimien- 
tos de  que  vamos  tratando.  A  este  efecto 
promulgaron  en  1497  una  colección  de  leyes, 
que  puede  considerarse  como  una  ordenanza 
completa,  y  que,  siendo  la  mas  antigua  que 
nos  presenta  la  legislación,  merece  fijar  en 
sus  principales  disposiciones  la  atención  de 
nuestros  lectores. 

Había  por  entonces  casas  de  moneda  en 
Burgos,  Granada,  Toledo,  Sevilla,  Cuenca, 
Segovia  y  la  Goruna.  El  rey  ordenaba  labrar 
la  moneda  cuando  lo  tenia  por  conveniente, 
remitiendo  los  metales  necesarios  para  ello. 

Disponían  tes  ordenanzas  que  se  labrara 
moneda  de  oro  fino  de  ley  de  23  quilates  y 
tres  cuartos  largos,  y  no  de  menos,  y  de  pla- 
ta con  peso  de  67  rs.  en  cada  marco,  y  mo- 
nedas de  N'ellon,  denominadas  blancas :  i 
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£1  balauzario  había  de  recibir  y  dar  en  fiel  la 
obra  y  moneda ;  y  el  tesorero  debia  entregar 
á  los  dueños  ante  escribano  y  oficiales  la 
moneda  labrada  de  oro  y  plata  por  el  mismo 
marco  y  peso  que  lo  recibió,  y  no  por  cuen- 
to, sin  llevar  derechos.  Pero  debia  retener 
para  los  oficiales  y  otras  costas  de  cada  mar- 
co de  oro ,  un  tomin  y  tres  cuartos  de  tomin 
de  marco  ,  de  cada  marco  de  reales  un  real, 
y  de  cada  uno  de  vellones  maravedís  de  dos 
blancas  el  maravedí :  de  este  fondo  se  sacaba 
la  parte  que  para  cada  uno  de  los  empleados 
y  operarios  designaba  la  ordenanza,  y  lo  res- 
tante se  aplicaba  al  tesorero.  El  tesorero, 
entallador,  guardas,  ensayador,  balanzario 
y  escribano,  debían  servir  por  si  sus  oficios, 
so  pena  de  que  no  les  fuesen  dados  derechos 
ni  ración  por  el  tiempo  que  no  estuvieren; 
escediendo  este  de  cuatro  meses ,  perdían  el 
oficio.  Solo  el  tesorero  podía  poner  lugar- 
teniente siendo  hábil  é  idóneo ,  llano  y  abo- 
nado, y  obligando  ambos  su  persona  y  bie- 
nes ;  en  otro  caso ,  los  oficiales ,  obreros  y 
monederos  de  la  casa  no  debían  recibirle.  A 
ninguno  de  ellos  se  permitía  tasar  caudal 
por  sí  ni  por  interpuesta  persona,  ni  en  com- 
pañía con  otro,  para  labrar  en  la  casa  donde 
servían;  níngunno,  ni  el  mismo  tesorero,  pe- 
dia tener  hijo,  criado  ni  familiar  suyo  em- 
pleado en  el  establecimiento.  Prohibíase  á los 
tesoreros  pedir,  ni  llevar  á  obreros  ó  mone- 
deros algunos  marcos  de  plata  ni  otra  cosa 
por  nombrarle  y  recibirle:  finalmente,  que- 
daron espresamente  revocados  los  privilegios 
dados  por  don  Enrique  á  ciertas  personas 
para  nombrar  tesorero  y  otros  oficiales  de  las 
casas  de  moneda. 

Aunque  hemos  procurado  observar  toda 
la  concisión  posible  al  esponer  las  prescrip- 
ciones de  esta  ordenanza,  que  consta  de  74 
largos  capítulos,  de  intento  ño  hemos  queri- 
do omitir  ninguno  de  los  puntos  que  abrazan, 
para  que  se  vea  la  prudente  previsión  y  el 
minucioso  esmero  con  que  está  formada. 
Aparte  de  la  escesiva  desproporción  de  las 
penas ,  tributo  pagado  á  las  doctrinas  dé  la 
(^.poca,  el  sistema  adoptado  para  la  organi- 
zación de  las  casas ;  el  número  y  clase  de  los 
dependientes  y  operarios;  la  claridad  con 


I  que  se  determinan  sus  deberes  y  prohibicio- 
nes ;  los  medios  de  precaución  establecidos 
para  evitar  abusos ;  la  prolijidad  y  el  orden 
con  que  se  describen  todas  las  operaciones 
concernientes  á  la  fabricación,  y  las  medidas 
dictadas  para  asegurarse  del  buen  éxito  de 
I  ellas ,  revelan  en  esa  colección  de  leyes  una 
concepción  profunda,  una  inteligencia  su- 
perior que  las  hace  aun  actualmente  objeto 
digno  de  nuestra  admiración  y  de  nuestro 
estudio.  Cinco  anos  después  los  mismos  Re- 
yes Católicos  publicaron  en  Sevilla  una  de- 
claración acerca  de  las  leyes  y  ordenanzas 
anteriores,  compuesta  de  varios  capítulos, 
cuyo  objeto  principal  fué  asegurar  la  legali- 
dad en  las  casas  de  moneda  por  medio  de 
visitas  bien  combinadas,  y  el  peso  y  la  ley  de 
las  que  se  acunaban  en  ellas. 

Un  acontecimiento  de  todos  conocido  vino 
á  aumentar  algunos  anos  después  la  impor* 
tancía  de  las  casas  de  moneda  y  la  necesi- 
dad de  combinar  su  organización  interior  y 
sus  relaciones  con  el  gobierno  ,  al  tenor  del 
gran  desarrollo  que  tomaban  las  operacio- 
nes de  su  particular  instituto.  La  conquista 
del  Nuevo  Mundo  traía  sin  cesar  á  la  Penín- 
sula grandes  flotas  de  oro  y  plata,  que  desde 
luego  se  acunaban  y  se  entregaban  á  la  cir- 
culación. Don  Felipe  II  comprendió  aquella 
necesidad  y  publicó  en  2  de  junio  de  4S88 
una  nueva  ordenanza,  cuyo  objeto  principal 
fué  mejorar  la  fiscalización  y  la  contabilidad 
de  dichos  establecimientos ;  crear  una  inter- 
vención que  no  existia ,  para  evitar  abusos; 
perfeccionar  los  procedimientos  que  hasta 
entonces  se  habían  seguido  en  la  fabricación, 
y  asegurar  la  ley,  peso  y  estampa  de  las 
monedas  que  se  acunasen.  Creó  superinten- 
dentes nombrados  por  el  rey  con  el  sueldo 
y  las  facultades  que  prescribe  minuciosa- 
mente, siendo  de  notar  entre  ellas  la  de  lle- 
var la  correspondencia  con  el  ministro  ó  tri- 
bunal á  quien  el  rey  encargase  la  dirección 
de  las  casas  de  moneda ,  y  hacer  publicar 
las  órdenes  que  recibiese,  las  cuales  deberían 
archivarse  en  la  contaduría.  Conservó  el  em- 
pleo de  tesorero  con  el  sueldo  y  las  atribu- 
ciones que  se  le  marcan ,  propias  de  sus 
funciones ;  estableció  la  plaza  de  contador, 
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también  con  real  título ,  atribayéadosele  to- 
das las  de  intervenctoQ  y  contabilidad  en  la 
recepción  de  metales ,  cuenta  de  gastos  y 
mermas,  entrada  y  salida  de  fondos ,  etc.; 
y  conservó  del  mismo  modo  la  plaza  de  en- 
sayador, también  con  real  título,  con  sus 
obligaciones  prolijamente  descritas.  Estos 
cuatro  funcionarios  se  denominaban  minis- 
tros y  asistian  reunidos  á  todos  los  actos  y 
operaciones  del  establecimiento.  Habia  ade- 
mas según  esta  ordenanza  un  balanzario,  un 
tallador,  dos  guardas  de  vista,  un  escribano 
de  diligencias  para  asistir  al  juzgado ,  un 
alguacil ,  un  maestro  fundidor  y  un  maestro 
de  labrar  moneda,  nombrado  por  el  tesore- 
ro. Todos  debían  vivir  en  la  casa,  y  no 
siendo  posible ,  el  tesorero  y  el  ensayador 
que  eran  los  mas  necesarios  en  las  labores 
de  moneda:  los  superintendentes  y  contado- 
res debian  practicar  en  las  oficinas  y  vivien- 
das visitas  y  reconocimientos  perfectamen- 
te combinados:  los  primeros  debian  remitir 
cada  cuatro  meses,  al  tesorero  general,  cer- 
tificaciones libradas  por  los  contadores  de 
los  caudales  exist  entes :  exigíase  á  los  teso- 
reros una  fianza  considerable ;  y  en  fin ,  se 
determinaban  minuciosamente  las  reglas  que 
debian  observarse  en  la  recepción  de  los 
metales,  en  la  práctica  de  los  ensayes,  for- 
mación de  copelas,  sustancias  que  debian 
mezclarse,  estructura  de  los  hornillos,  mez- 
cla y  liga  de  aquellos,  ley ,  peso  y  estampa 
de  las  monedas ,  perfección  de  los  cunos  y 
algunos  otros  particulares.  Esta  ordenanza 
rigió  hasta  el  ano  1718  en  que  don  Felipe  V 
publicó  otra  en  Madrid,  que  no  alteró  la  an- 
terior en  ninguna  de  sus  disposiciones  esen- 
ciales ,  aunque  aumentó  el  personal  de  las 
casas  9  estableciendo  varios  otros  oficios  y 
dependientes  que  hasta  entonces  no  se  ha- 
bían conocido. 

La  verdadera  reforma  de  las  casas  de  mo- 
neda ,  la  efctuó  el  mismo  don  Felipe  Y  algu- 
nos años  adelante.  Ya  por  entonces  habían 
cesado  de  funcionar  las  casas  de  Burgos,  Co- 
rana, Granada  y  Cuenca,  y  estaban  en  pie 
solamente  las  de  Madrid,  Sevilla  y  Segovía, 
y  las  de  Afagon,  Catalunay  Valencia.  El  ante- 
dicho rey  publicó  en  16  de  julio  de  1738  una 


escelente  ordenanza  para  organizar  dichos 
establecimientos ,  tan  bien  entendida  y  com" 
binada  que  es  la  que  rige  aun  en  la  actuali- 
dad á  pesar  de  los  trastornos, de  los  cambios 
y  de  los  adelantos  que  con  posterioridad  ha 
esperimentado  el  arte  de  la  acuñación.  No 
nos  detendremos  en  examinar  aquí  este  do- 
cumento legal,  porque  tendremos  que  ha- 
cerlo con  mayor  oportunidad  en  la  sección 
siguiente;  bastará  dejar  consignado  que,  para, 
completar  aquel  monarca  su  pensamiento, 
estableció  por  decreto  de  15  de  noviembre 
del  mismo  ano  1730  una  junta,  á  la  cual  en- 
cargó todo  lo  concerniente  á  los  negocios  de 
moneda ,  debiendo  ser  presidida  por  el  se- 
cretario del  despacho  de  Hacienda ,  á  quien 
se  nombró  juez  conservador  y  superinten- 
dente general  de  todos  los  reales  ingenios  y 
casas  de  moneda,  con  jurisdicción  privativa 
para  todo  lo  peculiar  y  gubernativo  de  ellas. 
El  superintendente,  asi  como  la  junta  de 
moneda,  tenían  las  mas  latas  facultades  en 
todo  lo  que  se  rercria  á  la  acuñación  y  or- 
ganización de  los  establecimientos,  ejercien- 
do la  junta  en  apelación  la  jurisdicción  civil 
y  criminal  que  en  primera  instancia  desem- 
peñaban los  superintendentes  de  las  caéas. 

Las  turbulencias,  los  trastornos  y  las 
guerras  que  sobrevinieron  en  nuestro  país 
después  de  esta  época,  no  permitieron  á  los 
gobiernos  ocuparse  en  la  mejora  de  este  im- 
portante ramo:  pero  á  fines  del  siglo  y  prin« 
cipios  del  presente,  pudo  ya  dedicar  su 
atención  á  este  asunto  con  mas  desembarazo, 
y  lo  hizo  con  tal  eficacia,  que  sin  duda  sus 
esfuerzos  hubieran  producido  notables  resul- 
tados, á  no  haber  sobrevenido  de  nuevo 
acontecimientos  mas  gravea  en  la  nación. 

Habíanse  hecho  desde  1783  grandes  ade- 
lantos en  el  arte  de  la  amonedación.  Un 
francés,  llamado  el  ciudadano  Droz,  había 
mejorado  considerablemente  los  procedimien- 
tos conocidos  hasta  entonces;  habia  inventado 
otros  para  perfeccionar  la  acuñación,  y  sobre 
todo  habla  ideado,  ejecutado  y  puesto  en  prác- 
tica con  felicísimo  éxito  la  obra  maestra  de  su 
sistema ,  el  gran  voImiíc  que  mereció  el 
aplauso  de  los  hombres  mas  distiguidos  de  la 
Francia;  la  medalla  de  oro,  ó  sea  la  recom- 
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pensa  de  primer  orden  en  Inglaterra,  y  to 
que  es  mas  aun,  que  el  gobierno  de  esta  na- 
ción lo  adoptase  desde  luego  para  sos  easas 
de  moneda.  El  de  España  siguió  la  misma 
marcha;  mandó  una  persona  entendida  para 
estudiar  el  mecanismo  de  los  procedimientos 
y  máquinas  perreccionadas  ó  inventadas  por 
M.  Droz,  adquirió  el  magnifico  volante,  que 
existe  por  fortuna  aun  en  la  casa  de  Madrid, 
y  mandó  formar  el  correspondiente  regla- 
mento que  so  publicó  en  1804  en  analogía 
con  el  uso  que  había  de  hacerse  de  estos 
adelantos.  Hasta  mandó  redactar,  y  se  publicó 
también  una  obra  con  el  título  de  Casas  de 
Moneda  que  cita  el  Príncipe  de  la  Paz  en  sus 
memorias ,  aun  que  no  nos  ha  sido  posible 
haberla  á  las  manos. 

Nuestros  lectores  adivinarán  fácilmente 
cual  ha  sido  el  estado  de  dichas  casas  desde 
la  época  citada  en  adelante.  Lo  que  ignoran 
sin  duda  y  leerán  con  admiración  es,  que  en 
el  año  de  18¿3,  al  evacuar  la  capital  de  la 
monarquía  el  Sobierno  constitucional,  los 
encargados  mismos  de  la  casa  de  Madrid, 
conforme  á  un  acuerdo ,  que  se  dejó  consig- 
nado en  las  actas  de  la  junta  directiva,  para 
que  se  quemaran  las  casas  de  Madrid  y  Se- 
govia,  quedaron  ambas  casi  destruidas  é  in- 
servibles. La  de  Madrid  fué  rehabilitada  pron- 
tamente; en  la  de  Segovia  se  habilitó  un  vo- 
lante ,  quedando  tres  muy  deteriorados ;  la 
de  Sevilla  se  conservó  por  haberse  estable- 
cido allí  dicho  gobierno;  y  la  de  Jubia,  que 
se  hallaba  planteada  para  la  acuñación  des- 
de algunos  anos  antes ,  continuó  en  buen  es- 
tado. Recientemente  se  ha  restablecido  la 
casa  de  moneda  de  Barcelona,  habiéndose 
dispuesto  por  real  decreto  de  28  de  noviem- 
bre de  1883  que  se  acune  en  ella  plata  y  co« 
bre.  También  ha  quedado  rehabilitada  la  fá- 
brica de  Jubia  para  la  acuñación  de  moneda 
de  cobre  (1),  y  aunque  el  gobierno  fué  auto- 
rizado para  eoagenar  la  de  Segovia  (2),  no 
habiéndose  verificado ,  continúa  en  ella  la 
acuñación.  Las  cinco  antedichas  son  las  úni- 
cas casas  de  moneda  que  hoy  existan  en 


(1)   Kmi  decreto  4e  19  «les^nsto  de  1881 
(t;   Real  decreto  de  30  de  enero  de  1851. 


nuestra  Península ,  pues  aunque  por  el  ar- 
tículo il  del  real  decreto  de  i  S  de  abril  de 
1848 ,  se  mandó  que  se  establecieran  en  los 
puntos  del  reino,  en  que  el  gobierno  lo  cre- 
yera conveniente ,  provistas  de  todos  los  me- 
dios necesarios  para  acunar  la  moneda  con 
la  mayor  economía  y  perfección,  no  han  lle- 
gado á  plantearse  otras  fuera  de  las  que  van 
citadas. 

Tal  es  el  estado  actual  de  las  casas  de 
moneda  en  Espsma.  Las  de  Madrid  y  Sevilla 
habilitadas  para  la  acuñación  del  oro  y  de  la 
plata;  la  de  Barcelona  para  la  plata  y  el  co- 
bre, y  las  de  Segovia  y  Jubia  para  este 
último  metal.  Tenemos  fundados  motivos 
para  creer  que  dicho  estado  mejorará  consi- 
derablemente, y  que  el  arte  de  la  amoneda- 
ción se  elevará  entre  nosotros  á  la  altura  á 
que  ha  llegado  en  otras  naciones.  El  gobier- 
no de  algunos  anos  á  esta  parte  viene  hacien- 
do eficaces  esfuerzos  para  conseguirlo,  y  sus 
gestiones,  que  empezaron  bajo  los  auspicios 
mas  felices,  han  empezado  á  dar  útiles  resul- 
tados. La  persona  encargada  de  visitar  las 
mejores  casas  de  moneda  en  Europa,  pa- 
ra formar  en  vista  de  los  sistemas  estableci- 
dos el  plan  mas  conveniente  para  perfeccio- 
nar las  de  España;  esa  persona,  tan  entendi- 
da como  modesta,  ideó  y  trazó  ya  su  obra, 
que  conocida  por  el  gobierno  inglés  se  apre- 
suró á  adoptarla,  teniéndola  ya  funcionando 
con  grande  éxito  en  la  Australia.  Los  apuros 
de  nuestro  Erario  no  han  permitido  adquirir 
por  completo  las  máquinas  que  entran  en 
este  sistema ,  pero  lo  han  sido  ya  como  unas 
catorce  mil  arrobas  de  maquinaria  construida 
en  Londres  bajo  la  dirección  del  celoso  autor 
del  nuevo  sistema,  que  desearíamos  ver 
cuanto  antes  planteado  en  la  casa  de  Ma- 
drid y  estendido  á  las  de  las  provincias. 

SECCIÓN  U. 

ORGANlZAttÓÑ    Y   RÉGIMEN    DI    US    CASAS    DI 
MONEDA. 

Es  tan  especial  y  constituye  una  armonía 
tan  notable  la  organización  de  las  casas  de 
moneda ,  que  en  el  momento  mismo  que  fal« 
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y  respeto,  de  segura  cotiducta ,  celoso  del 
real  servicio  y  del  público,  desinteresado, 
prudente  y  con  práctica  en  otros  manejos  de 
él,  y  lo  correspondiente  á  las  casas  y  labores 
de  moneda.  Del  mismo  modo  se  marcan  las 
circunstancias  personales  que  deben  concur- 
rir en  los  demás  empleados;  la  superioridad 
y  dependencia  que  nnos  tienen  respecto  dé 
los  otros,  y  sus  atribuciones  j  deberes,  se- 
gún los  diferentes  cargos  que  desempe- 
ñan. Nos  ocuparemos  de  cada  uno  de  ellos 
con  separación ,  siguiendo  el  orden  estable- 
cido en  la  misma  ordenanza;  y  espondremos, 
por  último,  en  esta  sección  las  disposicio- 
nes vigentes  relativas  á  las  fianzas  que  de- 
ben prestar  algunos  de  ellos. 

Superintendente.  Ta  hemos  dicho  las 
circunstancias  personales  de  que  debe  estar 
adornado.  Es  el  superior  de  la  casa,  y  por  lo 
mismo  todo  lo  que  se  refiere  al  orden  inte- 
rior del  establecimiento  se  arregla  por  él, 
dictando  las  providencias  que  juzga  oportu- 
nas. Las  juntas  que  celebran  los  ministros 
para  tratar  los  asuntos  de  su  competencia, 
son  presididas  por  él.  La  ordenanza  le  per- 
mitía representar  por  mano  del  superinten- 
dente general ,  siempre  que  le  ocurriera,  so- 
bre cosas  peculiares  y  gubernativas  de  las 
casas ;  hoy  deberán  hacerlo  por  medio  de  la 
dirección  general,  que  dando  cuenta  al  mi- 
nistro, obtendrá  la  resolución  que  parezca 
justa. 

Ha  sido  tal  el  esmero  con  que  se  redacta- 
ron en  lo  antiguo  estas  ordenanzas,  que  todo 
quedó  previsto  y  reglamentado.  Era  una  ne- 
cesidad indispensable  que  el  gefe,  que  tiene  á 
su  cargo  el  régimen  de  la  casa ,  viviese  en^ 
ella :  solo  asi  su  vigilancia  podia  ser  eficaz 
y  provechosa.  En  este  sentido  se  dispone 
que  el  superintendente  viva ,  si  fuere  posi- 
ble, dentro  de  las  mismas  casas,  destinándo- 
sele cuarto  decente  y  correspondiente  á  su 
empleo.  Mientras  esto  no  pudiera  verificarse 
y  viviese  fuera,  será  de  su  obligación  asis- 
tir diariamente  tarde  y  mañana ,  menos  los 
dias  festivos,  y  especialmente  en  los  que  ha- 
ya labor.  Las  horas  de  su  asistencia  serán, 
por  la  mañana,  desde  el  mes  de  mayo  hasta 

el  de  setiembre ,  de  las  ocho  á  las  doce,  y 
TOMO  vil. 


por  la  tarde  de  las  cuatro  hasta  puesto  el 
sol ;  y  desde  el  mes  de  octubre  hasta  fin  de 
abril,  de  nueve  á  doce,  y  por  las  tardes  des- 
de las  tres  hasta  puesto  el  sol. 

Es  generalmente  sabida  la  importancia 
que  se  daba  en  tiempos  mas  remotos  al  ju- 
ramento de  los  empleados,  tanto  mas  importa 
tante  cuanto  mas  elevada  era  su  categoría 
y  mas  delicadas  sus  funciones.  £1  juramento 
délos  superintendentes  era  una.  verdadera 
solemnidad :  estando  presentes  el  contador, 
tesorero ,  juez  de  balanza,  fiel  de  moneda  y 
ensayadores  con  el  escribano  de  la  casa ,  se 
le  daba  la  posesión ,  tomándose  razón  por  el 
espresado  contador.  Esto  mismo  es  lo  que  po- 
co mas  ó  menos  se  practica  en  la  actualidad. 
Por  último,  el  superintendente,  como 
autoridad  superior  á  cuyo  cargo  está  el  ré- 
gimen del  establecimiento,  recibe  las  comu- 
nicacioQCs  superiores,  las  cumple  ó  man- 
da cumplir,  las  trasmite  á  quien  debe  tras  • 
milirlas  y  procura  que  se  archiven  en  debida 
forma,para  los  usos  que  puedan  hacerse  en 
lo  sucesivo  (1). 

Contador.  Al  superintendente  sigue  en  or- 
den y  autoridad  el  contador,  cargo  indispen- 
sable como  se  comprende  donde  entran  y  sa- 
len tantos  intereses.  El  contador  debe  ser,  se- 
gún la  ordenanza,  de  la  mejor  y  mas  clara 
inteligencia,  práctico  en  cuentas  y  formación 
de  libros,  de  buena  opinión,  segura  conducta, 
celoso,  desinteresado,  y  con  conocimiento 
de  las  dependencias  de  la  casa:  en  las  jun« 
tas  y  demás  actos,  tiene  el  segundo  lugar 
después  del  superintendente  á  su  derecha, 
y  estando  este  enfermo  ó  ausente,  firma  co- 
mo tal  cuanto  ocurra.  Añaden  también  las 
ordenanzas,  no  perdiendo  de  vista  el  interés 
que  ofrece  el  celo  y  el  cuidado  de  este  fun- 
cionario, que  debe  vivir  precisamente,  ha- 
biendo disposición,  dentro  de  la  misma  casa, 
á  cuyo  fin ,  se  le  dedique  cuarto  correspon- 
diente y  decente  á  su  persona  y  familia ;  y 
si  no  le  hubiese,  se  le  destine  uña  ó  dos  pie- 
zas cómodas  para  la  contaduría,  con  su  llavo 
para  la  custodia  de  libros  y  papeles,  los  que 
con  ningún  motivo  permitirá  salgan  fuera. 


(1)   Art.  17  de  U  Ordenanta  de  16  de  jQlio  de  tJIO. 
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bles ,  etc. :  que  en  fia  de  cada  ano  el  te- 
sorero y  contador  hicieran  un  tanteo  ó  ba- 
lance general  de  su  cuenta  de  cargo  y  data, 
de  dinero  y  metales,  para  que  por  él  se  ven- 
ga en  conocimiento  del  estado  de  las  arcas 
y  demás  caudales,  con  los  metales  que  exis- 
tieren, concluyendo  con  un  reconocimiento 
formal,  y  contando  el  caudal  que  hubiere  en 
arcas,  á  lo  que  asistirá  el  superintendente  con 
su  llave,  y  encontrando  diferencia  se  averi- 
guará por  dichos  tres  ministros  en  que  pue- 
de consistir;  de  cuyos  tanteos,  con  su  resul- 
tas, por  certificación  del  contador,  dará 
cuenta  al  rey  el  superintendente.  En  la  ac- 
tualidad ,  el  balance  anual  de  que  habla  la 
ordenanza,  se  dá  cada  mes,  variando  en  las 
formas ,  según  la  contabilidad  establecida  v 
adoptada  generalmente. 

Disponía,  por  último,  la  ordenanza,  que 
los  tesoreros ,  cada  tres  anos ,  presentasen 
su  cuenta  general  de  cargo  y  data  en  el  tri- 
bunal de  la  contaduría  mayor  de  ouentas: 
pero  hoy,  como  es  sabido ,  todas  las  oficinas 
del  Estado  rinden  sus  cuentas  anualmente; . 
y  por  lo  mismo,  no  cada  tres  anos,  si  no  ca- 
da ano,  deben  los  tesoreros  rendir  la  suya, 
que  será  examinada  y  aprobada  por  el  tribu- 
nal de  cuentaá  del  reino  (1). 

Emayadores.  Siguen  al  oficio  anterior  los 
ensayadores;  cargo  importante,  porque  de  su 
juicio  y  calificación ,  prácticamente  hecha, 
nace  la  seguridad  de  que  la  acuñación  es  per- 
fecta y  está  arreglada  á  todas  las  condiciones 
legales.  Por  eso  exigían  las  ordenanzas  que 
para  ser  admitidos  hiciesen  constar  estar 
examinados  y  ser  suficientes,  y  ademas  que 
se  tomasen  informes  de  su  buena  opinión,  celo 
y  desinterés:  que  habiendo  disposición  vivan 
en  las  casas,  á  lo  menos  el  mas  antiguo;  y 
no  habiéndola,  se  les  destine  en  ellas  á 
cada  uno  su  oficina  separada,  con  sus  forjas, 
hornillos,  escaparates  y  demás  concerniente 
á  sus  empleos,  siendo  de  su  cuenta  en  todos 
los  ensayes  que  hicieren  los  gastos  de  toda 
clase  (2).  Esta  última  circunstancia  no  se 
observa  hoy,  como  comprenderán  nuestros 


(i)    Ari.  19  de  id. 
(3)    Arl.  iO  de  ¡d. 


lectores:  los  ensayadores  disfrutan  liquido  el 
sueldo  que  les  está  señalado,  y  aqueUos  gas- 
tos  se  cubren  de  la  cantidad  asignada  al  mate- 
terial  de  las  casas  de  moneda.  Tampoco  se 
practica  lo  que  dispone  la  ordenanza  respec- 
to de  los  requisitos  que  deben  concurrir  ea 
los  que  aspiren  á  estos  destinos,  y  del  modo 
de  proveerlos,  pues  teniendo  el  gobierno 
presente  la  gran  trascendencia  de  sus  actos 
en  la  fabricación  de  la  moneda,  mandó  en 
17  de  agosto  de  1850,  que  las  plazas  de  en- 
sayadores de  las  casas  de  moneda  se  pro- 
vean en  lo  sucesivo  por  oposición,  y  que  una 
junta  compuesta  del  consultor  de  la  direc- 
ción general  de  aduanas  y  aranceles,  del 
catedrático  de  química  de  la  universidad  de 
esta  corte,  del  ensayador  mayor  del  reino  y 
de  los  ensayadores  de  la  casa  de  moneda  de 
la  misma,  presente  á  la  aprobación  de  S.  M. 
el  programa  de  los  exámenes  teóricos  y 
prácticos,  á  que  deben  sujetarse  los  aspiran- 
tes á  las  indicadas  plazas  y  el  modo  de  lle- 
varlos á  efecto. 

Juez  (le  balanza.  Para  este  empleo,  grave 
también  por  la  índole  de  sus  funciones,  quiso 
la  ordenanza  que  se  eligiese  persona  de  la 
mayor  inteligencia  en  pesos  y  pesas;  puri-* 
dad  9  de  buena  opinión,  desinteresada  y  ce- 
losa: su  obligación  es  pesar  por  sí  el  oro, 
plata  y  demás  metales  que  entraren  en  las 
casas  y  los  que  salieren ;  y  no  se  permitirá 
la  salida  sin  este  requisito.  Deberá  asistir  á  la 
sala  del  despacho  y  á  las  juntas  y  conferen- 
cias que  se  ofrecieren ,  siguiendo  en  asiento 
y  voto  á  los  ensayadores.  Vivirá  en  la  misma 
casa  habiendo  disposición;  y  no  habiéndola, 
se  les  destinará  una  pieza  para  registrar  la 
moneda.  En  la  sala  de  despacho  tendrá  un 
cajón  con  su  llave,  donde  guardará  los  pesos, 
pesas ,  dinerales  y  balanzas  de  todos  tama- 
maños,  para  hacer  pesos  por  mayor  y  me- 
nor, teniendo  cuidado  de  que  estén  cor- 
rientes (i). 

Fiel  de  la  moneda.  Este  empleado,  lla- 
mado también  fiel  de  labores,  desempeña  las 
funciones  que  espresa  desde  luego  su  título. 
Debe  recibir  por  inventario  todas  las  oficinas 

(1)    Art.  21  de  id. 
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que  se  ocupan  en  las  casas  para  la  labor, 
corrientes  en  estado  de  operar  con  ellas ;  y 
no  lo  estando,  debian  componerse  de  cuenta 
de  la  real  Hacienda ,  á  fin  de  que  las  en- 
tregara del  mismo  modo,  en  caso  de  cesar 
en  este  empleo  por  cualquier  motivo ;  siendo 
por  consiguiente  de  su  cuenta  la  recomposi- 
ción de  los  indicados  instrumentos ,  á  escep* 
cion  de  las  obras  mayores  que  se  ofrecieren  6 
instrumentos  de  mayor  coste  y  cuantía,  que 
esto  debcria  ser  de  cuenta  de  dicha  real  Ha* 
cienda :  hoy  todo  es  de  cargo  de  la  misma. 
Debia  cuidar  de  que  la  moneda  saliese  per- 
fecta en  peso  y  figura,  pena ,  reprobándosela 
el  juez  de  balanza ,  de  volver  á  fíindirla  y 
labrarla  de  nuevo  por  su  cuenta.  En  el  dia 
los  fieles  de  moneda  de  Madrid  y  Sevilla  tie- 
nen cada  uno  un  ayudante  para  que  les  ausilie 
en  las  difíciles  operaciones  que  están  á  cargo 
de  dichos  empleados ;  y  en  la  casa  de  Madrid 
hay  un  interventor  del  fielato,  cuyas  atribu- 
ciones se  deducen  de  su  mismo  título. 

Según  la  ordenanza  y  el  sistema  de  retri- 
bución adoptado  por  ella  para  algunos  em- 
pleados, el  fiel  percibía  un  real  de  plata  pro- 
vincial, valor  de  16  cuartos  de  vellón,  en  cada 
marco  de  plata,  y  siete  rs.  de  vellón  de  cada 
marco  de  oro  que  se  labrare,  para  costear  las 
labores  de  todo  lo  que  correspondía  al  fiel:  en 
el  dia,  como  se  inferirá  fácilmente,  el  fiel  solo 
percibe  su  sueldo ,  sacándose  de  las  cantida- 
des asignadas  al  material,  las  que  se  necesiten 
para  las  operaciones ,  composición  y  reposi- 
ción de  instrumentos.  Prescribe,  por  ultimo, 
la  ordenanza  que  viva  precisamente  en  las 
y  tenga  llave  de  todas  las  oficinas  con  la 
casas,  que  corresponde  á  la  sala  de  los  volan- 
tes, mediante  que  otra  debe  tener  el  guarda- 
cunos.  También  á  estos  empleados  se  les 
exigía  y  exige  hoy  una  fianza  considera- 
ble (1). 

Fundidor.  Para  fundidor  exige  la  orde- 
nanza que  se  elija  persona  de  habilidad  en  su 
ejercicio  y  esperto  en  el  conocimiento  de  me- 
tales: á  su  cuidado  debe  estar  todo  lo  que  de- 
penda de  las  fundiciones.  Podia  admitir  y  es- 
cluir  cuando  le  pareciere  á los  trabajadores  en 

(I)    Art.  U  de  id. 


esta  operación ;  pero  en  el  dia  no  podrá  usar 
de  semejante  facultad ,  y  lo  que  podrá  hacer 
es  poner  en  conocimiento  del  superintenden- 
te las  faltas  que  aquellos  hubiesen  cometido, 
para  que  adopte  las  medidas  que  correspon- 
dan. Es  responsable  de  todo  lo  que  perte- 
nezca á  fundiciones,  afinaciones  y  demás 
de  su  oficio,  y  por  esta  razón  debe  asistir  al 
beneficio  de  escobillas  y  afinados  en  presen- 
cia de  los  ensayadores  con  el  guarda-mate- 
riales ,  avisándoles  antes  de  pasar  á  estas 
operaciones.  Debe  recibir  por  inventario  to- 
dos los  instrumentos  pertenecientes  á  ^u  ofi- 
cio. Debe  tener  balanza  con  pesas  y  marco 
para  lo  que  se  pueda  ofrecer;  y  el  juez  de  la 
balanza  las  reconozca  cuando  deba.  Tendrá 
una  llave  de  la  fundición  y  otra  el  guarda- 
materiales,  y  asistirán  juntos  á  abrir  y  cer- 
rar. Dispone  que  viva  dentro  de  la  casa,  y 
que  no  habiendo  proporción ,  se  le  señale 
aposento  donde  se  recoja  á  comer  y  desnu- 
darse los  dias  de  faena  (1). 

Gíiarda-cuños,  Dispone  la  ordenanza, 
que  tenga  una  llave  de  la  sala  de  los  volan- 
tes donde  están  los  cunos  reales ,  de  la  que 
ha  de  usar  en  las  ocasiones  precisas  de  en- 
tradas y  salidas  de  moneda  por  acunar  y 
acunada ,  en  compañía  del  fiel :  tiene  obli- 
gación de  contar  toda  la  moneda  acuñada 
dentro  de  la  misma  sala  de  los  volantes,  apar- 
tando y  cortando  la  imperfecta ;  esta  debe 
entregarla  al  fiel  y  la  perfecta  se  encerrará 
en  arca  de  hierro,  que  deberá  haber  en 
la  misma  oficina,  con  dos  llaves  á  cargo  de 
ambos  hasta  su  entrega.  Exige  también  que 
viva  dentro  de  la  casa  para  cumplir  mas 
pronto  con  su  obligación  (á). 

Guarda-mateiiales.  Este  tiene,  según  la 
ordenanza,  á  su  cargo  la  compra  de  los  que  se 
ban  de  costear  por  cuenta  de  la  real  Hacien- 
da, pertenecientes  á  la  fundición,  de  la  que 
ha  de  tener  una  llave  y  otra  el  fundidor ,  no 
debiendo  abrirse  sin  concurrencia  de  los  dos. 
Dispone  asimismo  la  ordenanza,  que  ten- 
ga los  materiales  guardados  dentro  de  di- 
chas casas ,  los  que  vaya  entregando  á  don- 


(1)    Art.lt  de  id. 
(i)    Arl.  ti  de  id  . 
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de  pertenezcan  para  su  consumo ,  recogien- 
do recibos  :  para  ello^  debe,  tener  un  libro 
en  que  siente  las  compras  con  distinción  de 
tiempos  y  precios ,  y  las  entregas.  No  de- 
be hacer  compra  de  material  alguno  sin  or- 
den del  superintendente ,  ó  contador  en  su 
ausencia;  y  de  todas  las  compras  que  hicie- 
re ha  de  formar  relaciones  juradas,  que  exa- 
minadas por  dichos  ministros,  le  despacharán 
libramiento  contra  el  tesorero  de  su  importe. 
Ha  de  asistir  á  ver  las  Tundiciones^tomando: 
razón  por  escrito  de  todo  lo  que  se  operare 
en  ellas,  y  lo  demás  que  le  mandaren  el  su- 
perintendente ó  contador,  á  cuyas  órdenes 
estará  en  todo  lo  que  corresponda  á  su  ins- 
pección, y  vivirá  precisamente  dentro  de  las 
casas  (1). 

Al  terminar  las  ordenanzas  la  esposicion 
de  las  infinitas  disposiciones  que  contienen 
respecto  de  la  organización  de  las  casas  de 
moneda,  hablan  de  unos  operarios  no  in- 
significantes por  cierto  ,  de  quienes  no  ha- 
cen mención  en  los  primeros  artículos,  don- 
de se  presenta  con  exactitud  el  cuadro  de 
dicha  organización.  Llama  la  ordenanza  á 
estos  operarios  abridores ,  y  dispone  que  se 
reciban  por  oposición  los  mejores,  dando 
cuenta  al  rey  para  su  aprobación :  que  se  les 
entregue  por  inventario  todas  las  herramien- 
tas que  les  corresponden;  y  cuando  cesen, las 
entregarán  con  la  misma  formalidad  en  el  es- 
tado que  estuvieren :  que  dentro  de  las  casas 
se  les  destine  cuarto  para  su  habitación  y  tra- 
bajo; y  el  superintendente  y  demás  ministros 
celen  para  que  no  saquen  ningunos  instru- 
mentos, con  apercibimiento  de  ser  castigados 
severamente  los  que  incurran  en  este  delito. 
Los  abridores  debian  entregar  al  fiel  los  cua- 
drados que  abrieren  para  que  los  haga  limar 
y  templar  por  cl  cerrajero ,  y  hecho ,  se  de- 
bían devolver  por  el  fiel  á  los  abridores  pdra 
pulirlos ,  los  cuales  luego  los  entregaban  al 
guarda-cunos  (2). 

Fuera  de  estos  funcionarios,  que  entran 
en  el  plan  de  organización  de  una  casa  de 
moneda  por  la  importancia  de  las  atribucio- 


(\)    Art.  9'Jdeid. 
(9)   Art.  96  de  id. 


ues  en  que  cada  uno  se  ejercita ,  hay  depen- 
dientes artesanos,  hombres  de  habilidad,  pe- 
ro dedicados  á  otros  actos  mas  subalternos, 
como  cerrajeros,  porteros,  mozos,  etc.,  que 
no  merecen.mencion  especial  en  este  artí- 
culo H). 

Lo  que  no  podemos  dejar  de  advertir  á 
nuestros  lectores ,  es  que  las  facultades  que 
la  ordenanza  señala  á  los  últimos  opera- 
rios de  que  se  ha  hecho  mérito ,  como  el 
fundidor,  guarda-cunos  y  otros ,  están  mo- 
dificadas por  las  disposiciones  que  se  toma- 
ron en  el  ano  de  1804  al  crearse  el  departa- 
mento de  grabado  y  construcción  de  instru- 
mentos y  máquinas  parala  moneda.  Entonces 
se  dieron  á  la  nueva  escuela  atribuciones 
que  antes  eran  peculiares  de  los  empleados 
referidos,  y  las  de  estos  quedaron  modificadas* 
Por  eso,  sin  duda,  se  dijo  en  real  orden  de 
30  de  diciembre  de  1804 ,  que  como  por  lo 
prevenido  en  el  indicado  reglamento  se  varia 
el  sistema  facultativo  de  las  casas  de  mo- 
neda, autorizando  á  los  grabadores  y  tallado- 
res para  entender  en  todas  las  operaciones 
I  de  la  moneda  desde  la  fundición ,  escepto  la 
ley  que  es  el  del  ensayador  mayor ,  quedan 
desde  luego  nulas  y  sin  ningún  valor  las  dis- 
posiciones de  la  ordenanza  de  16  de  julio  de 
1730  que  sean  contrarias  á  lo  que  se  estable- 
ce en  aquel.  En  la  última  sección  incluiremos 
esas  disposiciones  del  reglamento  de  1804  y 
podrá  hacerse  fácilmente  el  cotejo  de  ellas 
con  las  de  la  ordenanza. 

Fianzas.  Para  completar  esta  sección, 
réstanos  solo  tratar  de  la  fianza  que  están 
obligados  á  prestar  algunos  dé  dichos  em- 
pleados, en  garantía  de  los  intereses  que  ma* 
nejan  de  la  Hacienda  pública.  Ya  hemos  vis- 
to que  la  ordenanza  de  1730  solo  imponía 
esta  obligación  al  tesorero  y  al  fiel  déla  mo- 
neda: lógico  hubiera  sido  que  la  hubiese  im- 
puesto igualmente  al  guarda-materiales ,  por 
la  razón  de  que  maneja  también,  como  aque- 
llos, intereses  de  la  Hacienda.  Ademas ,  no 
había  en  esta  parte  un  sistema  que  garanti- 
zara suficientemente  dichos  intereses :  ni  ha* 
bia  reglas  fijas  á  que  atenerse  para  evitar 


(I)   Arts.  17,  88  y  í9  ^e  id. 
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qae  saliesen  fallidas  dichas  fianzas,  ni  la  cuan- 
tía de  estas  marcada  en  la  ordenanza  estaba 
en  perfecta  armonía  con  la  responsabilidad 
que  debian  cubrir.  A  suplir  tales  omisiones 
y  precaver  sus  consecuencias ,  poniendo  á 
cabierto  los  intereses  del  Estado,  ha  sido  diri- 
gida la  real  orden  de  23  de  enero  del  cor- 
riente ano  de  1855,  la  cual  ha  sido  espedida 
después  de  haber  oido  á  las  direcciones  del 
Tesoro,  Contabilidad  y  Gasas  de  moneda  y 
minas ,  y  de  acuerdo  con  el  dictamen  de  la 
última.  Por  ella  se  designan  los  empleados 
que  en  cada  una  de  las  casas  de  moneda  de- 
ben prestar  fianza  y  la  cantidad  á  que  esta 
debe  ascender,  la  cual  es  proporcionada 
al  sueldo  que  cada  uno  disfruta  y  á  la  cuan- 
tía de  los  intereses  que  maneja ;  que  en  un 
mismo  destino  es  mayor  ó  menor,  según  la 
estension  ó  importancia  de  las  operaciones  de 
cada  establecimiento.  También  se  fijan  en 
ella  las  reglas,  á  que  deberán  atenerse  los 
empleados  de  dichas  casas,  para  constituir 
sus  fianzas  y  otorgar  las  escrituras.  De  lo 
uno  y  de  lo  otro  daremos  á  nuestros  lectores 
las  noticias  convenientes. 

Los  destinos  de  cada  una  de  las  casas  de 
moneda  sujetos  á  fianza ,  según  dicha  real 
orden,  con  espresion  de  la  cantidad  en  me- 
tálico señalada  al  efecto  á  cada  uno,  son  los 
siguientes: 

Casa  de  mofieda  de  Madrid. 

Cantidades  en 


DESTINOS. 


Soeldo  qne      metálíeo  con 

está  sefialado   qoe  deben  ser 

i  cada  Eio.       garantidos. 


Tesorero. 24,000 

Fiel  de  labores 20,000 

Interventor  de  fielato.  .  12,000 

Guarda-materiales.  .  •  6,000 


120,000 
80,000 
45,000 
20,000 

Casa  de  moneda  de  Barcelona. 


Tesorero 18,000 

Fiel  de  labores 8,000 

Guarda  -  materiales    y 
cunos 6,000        20,000 

Casa  de  moneda  de  Sevilla.    - 

Tesorero 20,000 

Fiel  de  labores 12,000. 

Guarda-materiales.  .  .      6,000 


70,000 
30,000 


80,000 
45,000 
20,000 


Casa  de  moneda  de  JuHa. 
Tesorero 16,000       60,000 

Casa  de  moneda  de  Segovia. 

Tesorero 8,000       30,000 

Guarda -materiales    y 
cuños 4,000        14,000 

Estas  fianzas  pueden  prestarse  en  metáli- 
co; en  títulos  del  3  por  100;  en  fincas;  ó 
bien  en  acciones  de  carreteras ,  y  en  cual* 
quier  otra  clase  de  papel  admisible  por  su 
valor  nominal,  en  virtud  de  disposiciones 
generales  del  gobierno  (1).  Para  cada  caso  se 
establecen  sus  reglas  especiales  en  la  real 
orden  de  que  nos  estamos  ocupando. 

Si  la  fianza  se  constituye  en  metilieo,  des- 
pués de  entregar  el  interesado  en  la  tesore- 
ría de  rentas  de  la  provincia  en  que  radica 
su  destino,  ó  en  la  caja  general  de  depósitos 
la  cantidad  señalada ,  deberá  otorgar  por  si 
ó  sus  fiadores  la  competente  escritura,  inser- 
tando en  ella  la  carta  de  pago  espedida  en 
equivalencia  de  su  importe ;  con  la  precisa 
circunstancia  de  que  ha  de  constar  si  son  ó 
no  mayores  de  edad,  y  han  de  concurrir  al 
otorgamiento  la  consorte  del  sugeto  ó  suge- 
tos  que  hicieren  la  obligación ,  si  fueren  casa- 
dos; y  de  no  serlo  han  de  espresar  su  estado. 
En  el  caso  de  que  hayan  de  concurrir  las 
consortes  á  dicha  obligación,  ha  de  preceder 
y  espresarse  en  la  escritura  la  licencia  mari- 
tal prevenida  por  derecho,  el  juramento  de 
que  no  han  sido  violentadas  para  el  contrato» 
y  la  declaración  de  que  renuncian  todos  los 
privilegios  que  las  leyes  les  conceden  por 
razón  de  dote,  arras,  etc.,  y  en  especial  de 
la  61  de  Toro  (2). 

Si  se  presenta  en  tUidos  del  3  por  400, 
ha  de  ser  en  la  cantidad  equivalente  á  la  que 
debe  darse  en  dinero,  cotizados  al  precio  que 
tuviesen  en  la  plaza  el  dia  de  su  entrega.  El 
interesado  los  presentará  por  si  ó  por  medio 
de  apoderado,  acompañados  de  factura  dupli- 
cada, al  gobernador  de  la  provincia  para  que 
por  su  conducto  se  formalice  el  depósito;  y 


(1)   Regla  I.*  de  la  real  orden  de  93  de  enero  de  1853. 

(t)   Rpg'.a  9/ de  id. 
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después  de  verificado  este  en  la  dirección 
de  la  caja  general,  procederá  al  otorgamien- 
to de  la  escritura,  con  inserción  en  ella  de  la 
carta  de  pago  que  espidiere  á  su  favor  la 
tesorería  de  dicho  establecimiento ,  sujetán- 
dose á  las  mismas  condiciones  y  formalida- 
des antes  espuestas  para  la  fianza  en  metá- 
lico (1). 

Y  si  se  la  constituye  en  fincas ,  estas  han 
de  tener  el  valor  triple  de  la  cantidad  desig- 
nada para  las  fianzas  en  metálico;  y  ademas, 
si  son  urbanas,  han  de  estar  precisamente 
en  capital  de  provincia  ó  puerto  habilitado. 
El  dueño  ó  dueños  de  las  que  se  hayan  de 
hipotecar,  deberán  acudir  al  juez  de  primera 
instancia  del  partido  en  que  radiquen  las 
fincas,  pidiendo  se  practique  la  tasación  de 
las  mismas  por  peritos  nombrados  judicial- 
mente, y  ofreciendo  en  el  mismo  escrito  que 
prestarán  información  con  testigos  de  abono, 
de  que  son  suyas  en  pleno  dominio,  adquiri- 
das por  compra ,  donación ,  herencia,  ó  el 
título  que  sea,  y  que  su  valor  es  el  mismo 
que  el  que  les  hubiesen  regulado  los  peritos. 
Practicada  la  tasación,  y  recibida  la  informa- 
ción antedicha,  el  juez  ha  de  dictar  auto 
aprobándola,  espresando  en  él  terminante- 
mente que  lo  hace  de  su  cuenta,  cargo  y  ries- 
go, según  dispone  la  real  orden  de  14  de 
noviembre  de  1848,  y  el  art.  47  de  la  ins- 
trucción de  16  de  noviembre  de  1816;  y  de 
no  hacerlo  asi,  deberá  manifestar  las  razones 
en  que  funde  su  negativa,  conforme  lo  exige 
la  real  orden  de  2  de  agosto  de  18%r.  Des- 
pués se  procede  al  otorgamiento  de  la  escri- 
tura, en  la  que  se  ha  de  insertar  literal- 
mente: 

I.""  Todo  el  espediente  antedicho,  instrui- 
do para  la  tasación  é  información  de  abono 
de  las  fincas. 

^J"  Una  certificación  de  la  contaduría  de 
hipotecas,  con  referencia  al  período  de  los 
treinta  últimos  anos,  en  que  se  acredite  que 
las  fincas  no  tienen  gravamen  alguno,  ó  es- 
presando el  que  fuere. 

3/    Otra  certificación  espedida  por  la  ad- 

(1)    Reglas!.' y  5.' de  id. 


la  provincia  donde  radiquen  las  fincas  que 
se  hipotequen,  en  que  conste  la  cuota  que 
por  cada  una  se  haya  satisfecho  en  el  ano 
anterior  por  la  contribución  de  inmuebles,  y 
el  tanto  por  ciento  á  que  salió  sobre  las  utili- 
dades, para  que  capitalizadas  las  de  las  fin- 
cas rústicas  al  3  por  100  y  las  de  las  urbanas 
al  8,  se  conozcan  exactamente  sus  valores. 
En  el  caso  en  que  á  la  referida  administra- 
ción no  le  sea  posible  espedir  la  precitada 
certificación,  y  conste  asi  de  una  manera  ofi- 
cial, se  insertará  otra  librada  por  el  ayunta- 
miento respectivo,  en  la  que  éste ,  con  rela- 
ción á  los  datos  que  hubiesen  servido  para  el 
amillaramiento  y  reparto  del  ano  anterior, 
certifique,  bajo  su  responsalidad,  de  la  utili- 
dad ó  producto  imponible  señalado  á  cada 
una  de  las  fincas  hipotecadas,  y  del  tanto  por 
ciento  con  que  la  riqueza  general  del  pue- 
blo haya  salido  gravada  en  el  mismo ,  en 
equivalencia  de  la  cuota  impuesta  á  dichas 
fincas. 

ÍJ"  Y  además  se  ha  de  espresar  en  la  es- 
critura el  estado  de  los  otorgantes,  si  son  ó 
no  mayores  de  edad,  la  concurrencia  de  sus 
mugeres  si  son  casados ,  la  licencia,  jura- 
mento y  renuncias  de  parte  de  estas ,  todo 
en  los  términos  que  se  ha  espuesto  anterior- 
mente al  hablar  de  las  fianzas  en  metálico;  y 
que  se  ha  puesto  la  correspondiente  nota  en 
los  títulos  de  propiedad  que  acredite  la  obli- 
gación á  que  quedan  afectas  las  fincas,  dan- 
do  fé  el  escribano  ante  quien  se  otorgare  la 
escritura  de  haberlo  asi  verificado,  y  de  que 
de  aquellos  no  aparece  tampoco  que  estas 
tengan  contra  sí  obligación  alguna  an- 
terior (1). 

Ninguna  disposición  especial  contiene  la 
citada  real  orden,  relativamente  al  modo  de 
constituirse  las  fianzas  en  acciones  de  carre- 
teras ó  en  cualquiera  otra  clase  de  papel,  ad- 
misible por  su  valor  nominal  en  virtud  de 
disposiciones  generales  del  gobierno.  De  con- 
siguiente, deben  otorgarse  con  todas  las  so- 
lemnidades antes  espuestas  para  las  fianzas 
en  metálico ,  al  que  se  equiparan  los  indica- 
dos títulos  ó  acciones  por  la  circunstancia  de 

(I)   tUtlut.'74-*deid« 
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ser  admisibles  por  todo  su  valor  nomiaal  pa- 
ra esta  clase  de  fianzas. 

£1  agraciado  con  un  destino  de  casas  de 
moneda,  sujeto  á  fianza,  tiene  el  término  de 
dos  meses  para  presentar  al  gobernador  de 
la  provincia  respectiva  la  correspondiente 
escritura  de  fianza,  otorgada  con  las  forma- 
lidades antedichas,  según  se  constituya  en 
metálico,  papel  del  Estado  ó  fincas » ¿  cuya 
autoridad  corresponde  la  aprobación  de  la 
misma,  previo  informe  de  los  respectivos  ad- 
ministradores y  promotores  fiscales  de  Ha- 
cienda pública.  Estas  escrituras ,  después  de 
aprobadas  por  el  gobernador,  deben  archivar- 
se en  la  administración,  luego  que  se  haya  sa-^ 
cado  una  copia  de  ellas  para  su  envió  á  la  di- 
rección del  ramo.  Sin  llenarestoá  requisitos  y 
formalidades  no  puede  ponerse  en  posesión  de 
sus  destinos  á  ninguno  de  los  significados  em- 
picados, que  están  sujetos  á  dar  fianza  (1). 

SECCIÓN  III. 

DK  LA  FABRICACIÓN  Y  AGUXAGION  DE  LA  MOiVCDA. 

Toda  la  importancia  de  la  acuñación  de  la 
moneda  está  en  que  salga  fiel ,  perfecta  y 
de  todo  punto  adecuada  á  las  condiciones 
establecidas.  La  persuasión  de  que  este  tra- 
bajo se  practica  de  ese  modo  tan  escrupuloso, 
y  el  convencimiento  de  que  cuantos  inter- 
vienen en  estos  trabajos  los  desempeñan 
con  la  mas  esquisita  escrupulosidad,  hace 
que  la  moneda  se  reciba  sin  examen  y  con 
una  facilidad  que  revela  la  confianza  de  los 
ciudadanos.  El  cuno  del  soberano  que  se 
imprime  en  la  moneda,  aunque  no  le  da 
parte  alguna  de  valor  considerado  como  me- 
tal ,  sirve  para  asegurar  á  los  que  la  reciben 
que  cada  pieza  tiene  el  valor  que  señala  la 
inscripción,  exactamente  igual  al  metal  de 
que  se  compone,  habiendo  precedido  los  re- 
conocimientos necesarios. 

Antiguamente  se  hacia  ó  acunaba  la  mo- 
neda en  las  casas  por  cuenta  del  gobierno  y 
de  los  particulares.  Hoy  solo  se  acuna  del  pri- 
mer modo  (i);  y  cuando  los  particulares  tie- 


M)   Real  arden  eiuda  y  regla  t/  de  la 
(i)   MU  I  de  la  ordenaniade.lTIO. 


nen  suficiente  cantidad  de  pasta  para  llevar 
á  la  casa  de  moneda,  reciben  con  toda  exac- 
titud y  puntualidad  el  dinero ,  descontando 
dos  por  ciento  en  la  plata  y  uno  por  ciento 
en  el  oro  (1). 

Dejando  para  el  artículo  mmm^BM.  algu- 
nos pormenores  que  no  son  propios  del  pre- 
sente, vengamos  á  la  esposiciou  de  las  dis- 
posiciones de  la  ordenanza  ya  citada  de  1730 
sobre  la  fabricación. 

El  artículo  4  de  dicha  ordenanza  dispone 
que  cuando  se  lleve  á  las  referidas  casas  por 
los  dueños  particulares  oro ,  plata  ó  cobre, 
los  reciba  el  tesorero  comprándolos  de  cuen- 
ta del  rey ,  haciéndoles  el  pagamento  de  lo 
que  importa,  precediendo  haber  ensayado 
los  metales  y  reducídolos,  el  oro  á  k  ley 
de  22  quilates  y  la  plata  á  la  ley  de  11  di- 
neros, y  reconocido  la  calidad  del  cobre, 
siendo  el  costo  de  reducirlos  á  estas  leyes 
de  cuenta  de  los  dueños  vendedores  de  di- 
chos metales,  y  desde  esta  operación  hasta 
su  reducción  á  moneda ,  sean  de  cuenta  de 
la  real  Hacienda ;  dando  á  los  ensayadores 
por  cada  ensaye  de  oro  y  plata  la  parte  que 
designa,  lo  cual  no  se  observa.  Concluido 
el  ensaye,  dispone  la  ordenanza  que  se  mar- 
quen todas  las  barras  por  el  ensayador, 
poniéndolas  la  ley  que  tuvieren,  y  acom- 
pañando á  los  dueños,  las  presente  en  el 
despacho  de  la  sala  de  libranza  con  certifica- 
ción de  su  ensaye  y  ley.  Ordena  asimismo, 
que  inmediatamente  .el  juez  de  balanza  pese 
las  barras,  y  conforme  i  la  ley  de  su  ensa- 
ye y  peso  hagan  la  cuenta  el  contador  y  te- 
sorero ,  la  cual  vista  y  ajustada,  pague  este 
lo  que  importen  los  metales  ensayados  en 
virtud  de  libramiento  firmado  del  superin- 
tendente, é  intervenido  por  el  contador. 

El  honor  de  las  artes  españolas  exije  que 
hagamos  mención  de  una  novedad  introdu- 
cida por  las  ordenanzas  de  1730,  que  facilitó 
grandemente  la  acuñación  de  la  moneda. 
Hasta  entonces  se  habia  seguido  para  la  for- 
mación del  cuño  de  toda  especie  de  moneda 
el  sistema  rudo,  pesado  y  poco  espedito  que 


.  (I)    Aru  7  del  real  decreto  de  15  de  abril  de  I848;yartí- 
culo  5  del  de  3  de  febrero  de  I854L 
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vemoá  descrito  en  lad  ordenanzas  de  los  Re- 
yes Católicos.  Las  de  1730  en  su  artículo  6.* 
sustituyeron  á  este  sistema  el  de  los  inge- 
nios ,  como  empezaron  á  llamarse  entonces 
los  balancines  ó  volantes,  y  dispusieron  que 
el  cuno  de  toda  suerte  de  monedas  se  hi- 
ciese con  los  dichos  ingenios,  acunándose  en 
ellos  cada  moneda  de  por  sí  de  oro  ó  plata 
después  de  cortadas  en  forma  esférica ,  y 
que  se  lea  imprimiese  á  cada  una  de  ellas 
un  lauret  ó  cordoncillo  por  lo  grueso  del 
canto  de  la  parte  de  afuera.  En  el  dia  el 
sistema  de  volante ,  ó  de  prensa  monetaria, 
como  generalmente  se  le  llama,  se  ha  lleva- 
do al  último  grado  de  perfección,  según  se 
observará  en  Madrid  luego  que  funcionen 
las  máquinas  Va  preparadas ;  estando  pre- 
venido que  las  monedas  de  oro  y  plata  se 
acuñen  en  birola  cerrada,  á  escepcion  del 
duro  y  medio  duro  6  escudo,  que  continua- 
rán con  birola  abierta,  y  conservarán  la  le- 
yenda de  fLey,  Patria  y  Rey,»  establecida 
por  la  ley  de  1."  de  diciembre  de  1736  (í). 

La  acuñación  legítima  de  la  moneda  des- 
cansa,  entre  otras  condiciones,  en  la  conser- 
vación fiel  y  exacta  de  las  pesas  y  de  los 
dinerales.  La  ordenanza  da  á  este  punto  toda 
la  importancia  que  sin  duda  merece  cuando 
dispone  (2),  que  los  superintendentes ,  conta- 
dor y  juez  de  balanza  tengan  el  cuidado  cor- 
respondiente de  que  se  conserven  los  pesos  y 
pesas  iguales  con  los  dinerales  que  haya  en 
dichas  casas,  comprobándolos  de  seis  en  seis 
meses ,  ó  mas  si  fuere  menester  y  se  esta- 
blezcan unos  que  sirvan  de  originales  en 
cada  casa,  y  estén  encerrados  en  las  salas 
del  despacho  bajo  una  llave  que  tenga  el  su- 
perintendente para  la  referida  comprobación. 

Por  estos  dinerales  precisamente  se  ajus- 
te la  moneda  ,  cada  una  de  por  sí ,  con  la 
diligencia  y  cuidado  posible,  vigilando  mu- 
cho el  juez  de  balanza  y  fiel  de  moneda: 
siendo  fas  de  oro ,  se  disimule  en  una  ó  en 
en  otra  de  fuerte  ó  feble,  en  la  de  8  escudos 
dos  granos  de  feble;  en  la  de  á  4  un  grano, 
y  en  el  sencillo  lo  mismo;  en  el  escudo,  el 


U )    Art.  6  del  real  decreto  citado  de  15  de  abril  de  1848. 
\t)   Art.  8  de  la  ordenanza  de  1710. 
TOMO  VU, 


que  no  llegud  á  un  grano;  y  en  las  monedas 
de  plata,  e!  real  de  á  ocho  de  plata  provm- 
cial  hasta  cuatro  granos ,  en  el  de  á  cuatro 
tres,  y  en  el  de  á  dos  hasta  dos;  y  lo  mismo 
en  el  real  de  plata  y  medios  que  no  lleguen 
á  dos  granos;  volviéndose  á  fundir  nueva- 
mente á  costa  del  fiel  las  que  se  encuentren 
sin  la  correspondencia  debida.  Asi  lo  dispu- 
so el  art.  9.*  de  la  citada  ordenanza ;  mas 
en  el  dia  el  permiso  en  mas  6  en  menos  del 
peso  correspondiente  ,  para  que  el  gobierno 
apruebe  6  desapruebe  las  rendiciones  será: 

Oro.      En  los  doblones  de  Isabel,  de  10 
granos  mas  ó  menos  por  marco. 

Mata.    En  los  duros  y  escudos,  de  15 
granos. 
En  las  pesetas  y  medias ,  de  23 

granos. 
En  los  reales ,  de  46  granos  (1), 

Con  respecto  á  los  particulares,  el  permiso 
para  admitir  ó  rehusar  legalmente  las  mone- 
das, podrá  verse  ch  el  artículo  mo^veda. 

La  acuñación  debe  empezar  real  y  efecti- 
vamente luego  que  el  tesorero,  hallándose 
con  cantidad  de  oro  ó  plata ,  en  pasta ,  bar- 
ras ó  bajilla,  suficiente  á  poder  hacer  labor, 
dé  los  avisos  correspondientes.  El  aviso  debe 
dirigirlo  al  superintendente ,  conta^jlor ,  juez 
de  balanza,  guarda-materiales  y  fundidor,  y 
pasados  estos  metales  á  la  sala  de  libranza, 
presentes  todos ,  se  hacen  los  pesos  por  el 
juez  de  balanza,  teniendo  delante  los  asien- 
tos que  se  hubieren  hecho  al  tiempo  de  las 
compras;  y  ejecutados  los  pesos  en  esta 
forma ,  se  entregan  al  Tundidor  y  guarda- 
materiales  ,  haciéndoles  sus  cargos  y  des-¿ 
cargando  al  tesorero  del  que  le  hubiese  he-* 
cho  al  tiempo  de  las  compras  (2). 

Avanzando  la^  ordenanzas  en  la  vía  de  la 
fundición,  disponen  que  hecho  cargo  el  fun- 
didor y  guarda-materiales  de  estos  metates 
en  la  forma  rererida,  los  lleven  á  la  fundi- 
ción ;  donde  concurriendo  los  dos  ensayado-* 
res,  traten  de  fundirlos,  haciendo  unos  y 
otros  todas  kis  diligencias  posibles  para  que 
salgan  los  metales  de  la  primera  fundición 


(1)    Art.  A  del  real  decreto  de  15  de  abril  de  1848. 
(S)    Art.  10  de  la  citada  ordcnAnza  de  1790. 
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en  su  ausencia,  el  que  con  los  dos  ensayado- 
res, fiel  de  la  moneda  y  guarda-cuños,  enlra- 
ran  ea  la  sala  de  acuñación  y  el  superinten- 
dente revolverá  la  moneda  acunada  por  sus 
manos  y  sacará  una  ó  dos  de  cada  tamaño, 
las  cuales  hará  cortar  en  tres  partes  cada 
una,entregarálas  dos,  una  á  cada  ensayador, 
quedándose  con  la  otra  el  fiel  de  moneda; 
los  ensayadores  se  retirarán  á  ensayar  las  re- 
feridas monedas,  y  concluido  esto,  formarán 
sus  certificaciones  que  declaren  oslar  aquella 
moneda  justa  en  su  ley,  las  darán  al  referido 
superintendente,  quien  la  hará  pasar  á  lasa- 
la  de  libranza ,  donde  estará  él  mismo ,  el 
contador,  tesorero ,  juez  de  la  balanza ,  fiel 
y  guarda-cunos ,  se  pese  de  cien  en  cien 
marcos  por  el  juez  de  balanza,  haciendo 
cuenta  de  todo  el  peso  de  la  partida  el 
mismo,  ó  su  ayudante,  y  después  se  encierre 
en  arca  de  tres  llaves  en  presencia  del  teso- 
rero y  demás,  y  se  repartan  entre  los  tres  mi- 
nistros, sin  cuya  concurrencia  no  debe  abrir- 
se jamás;  y  haya  dentro  de  ella  un  libro  en- 
cuadernado, foliado  y  rubricado,  en  la  actua- 
lidad por  el  superintendente,  donde  se  lleve 
cuenta  y  razón  de  la  entrada  y  salida  de  los 
febles,  firmando  las  partidas  los  tres  referidos 
ministros,  superintendente ,  contador  y  teso* 
rero:  las  monedas  cortadas  y  ensayadas  con  las 
partes  tomadas  por  los  superintendentes  pa- 
ra los  ensayes,  se  junten  con  las  certificacio- 
nes de  los  ensayadores,  intervenidas  por  el 
contador ,  y  visadas  por  los  superintendentes, 
se  encierren  en  arca  de  tres  llaves  que  ten- 
gan los  tres  ministros ,  á  cuyo  fin  prefine  el 
rey  tres  años  para  que  en  fin  de  ellos  se  con- 
suman estos  metales  reduciéndolos  á  mo- 
neda (i). 

Como  según  la  ordenanza  de  1730  y  las  an- 
teriores, el  fiel  de  la  moneda  servia  su  destino 
por  asiento  ,  se  disponia  en  aquella  (2),  qué 
después  de  hecha  cada  rendición,  el  tesorero 
pagara  al  fiel  el  importe  de  las  dos  terceras 
partes  de  los  derechos  que  el  rey  le  conce- 
dia  en  cada  marco  de  ambas  especies  de  oro 
y  plata.  En  el  dia  no  se  sigue  semejante  sis- 


Art.il  de  id. 
Ar!.  Í5. 


tema:  el  fiel  cobra  su  sueldo  y  no  retira  par- 
te alguna. 

Tales  son  las  disposiciones  mas  importan* 
tes  que  hemos  hallado  en  la  interminable 
parte  de  nuestro  derecho  constituido,  relati- 
vas á  la  forma  y  á  los  procedimientos  esta- 
blecidos para  la  acuñación.  Repetimos  la 
observación  que  hicimos  en  la  sección  pre- 
cedente, á  saber :  que  todas  las  disposiciones 
de  la  ordenanza  relativas  á  la  fundición  de 
la  moneda  y  personas  que  en  ella  se  emplean, 
deben  considerarse  modificadas  por  el  regla- 
mento de  1804  y  posteriores.  Las  diferencias 
aparecerán  fácilmente^  comparando  las  anti- 
guas disposiciones  con  las  modernas. 

SECCIÓN  IV. 

DEL  DEPARTAMBNTO  DEL  GRABADO  Y  COITSTFUC* 
CION  DE  INSTRUMENTOS  T  MÁQUINAS  PARA  LA 
MONEDA. 

A  Últimos  del  siglo  pasado,  como  hemos 
indicado  en  h  primera  sección ,  empezaron 
á  desarrollarse  los  adelantos  en  el  arte  de  la 
acuñación  de  la  moneda,  y  estos  adelantos- 
se  hacian  cada  dia  mas  notables  á  medida 
que  se  adoptaba  algún  invento  del  célebre 
ciudadano  francés,  á  quien  ya  hemos  citado. 
El  gobierno  español  entró  en  deseos  de  me- 
jorar los  establecimientos  del  pais ,  y  se  co- 
metería una  insigne  injusticia,  si  no  se  re- 
conociese que  hizo  cuanto  ])udo ,  cuanto  las 
circunstancias  del  pais  permitían,  y  cuanto 
era  compatible  con  el  estado  de  escasez  de 
recursos,  que  agoviaba  á  los  gobernantes  en 
aquella  época,  para  conseguir  su  objeto.  Se 
mandó,  en  primer  lugar,  que  se  comprara  el 
volante  francés  en  Paris,  y  se  creara  en  Ma- 
drid un  establecimiento  con  la  denominación 
de  «departamento del  grabado  y  construcción 
de  instrumentos  y  máquinas  para  la  monedat 
bajo  la  dirección  de  los  dos  grabadores  gene- 
rales, en  el  que  se  debian  formar  grabadores 
y  talladores ,  que  adquiriendo  la  instrucción 
debida  en  el  manejo  de  las  máquinas,  pudie- 
sen dirigirías  cuando  llegasen  á  establecerse 
en  las  casas  de  moneda  de  los  dominios  rea- 
les ,  y  que  entretanto  se  hiciesen  las  obras 
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necesarias  para  la  acunacioD,  y  conslriiyesea 
los  troqueles ,  respecto  de  la  Tacilídad  coa 
que  se  ejecuta  su  muIMplícacion  con  el  nuevo 
volante,  resultando  en  ellos  exacta  igualdad. 
Todas  estas  disposiciones  se  comprendieron 
en  la  real  orden  de  30  de  diciembre  de  1804, 
aprobándose  también  por  ella  el  reglamento 
de  21  del  mismo  mes  y  ano,  para  el  régimen 
del  nuevo  establecimiento. 

En  la  introducción  de  este  reglamento  se 
dice ,  que  haciéndose  cargo  el  rey  de  que  no 
podian  disfrutarse  desde  luego  los  singulares 
beneñcios  del  volante ,  recientemente  adqui- 
rido, por  falta  de  ^ugetos  capaces  de  mane- 
jar las  máquinas  con  la  inteligencia  que  se 
requiere ;  atemperándose  á  estas  circunstan- 
cias y  á  la  instrucción  en  que  se  hallaban  los 
grabadores  y  talladores  de  las  casas  de  mo- 
neda, y  á  la  que  podrían  adquirír  en  poco 
tiempo  para  sacar  cuanto  antes  un  partido 
muy  interesante  al  Estado,  se  habia  ser- 
vido resolver,  etc.:  con  cuyas  breves  pa 
labras  se  esplica  suficientemente  el  objeto 
y  fin  de  este  reglamento. 

Ordenó  en  primer  lugar,  que  desde  aquel 
momento  se  construyesen  en  Madrid  los  tro- 
c|ueles  para  todas  las  casas  de  moneda  de  Es- 
paña é  Indias^  respecto  de  la  facilidad  con  que 
se  ejecutaba  su  mulliplicacion  en  el  nuevo  vo- 
lante, resultando  en  ellos  exacta  igualdad;  y 
que  se  hicieran  en  los  volantes  actuales  las 
reformas  indispensables  en  pileras,  husillos  y 
tuercas ,  según  el  modelo  de  Paris,  dando 
principio  en  uno  de  la  casa  de  moneda  de 
Madrid  y  pidiendo  dibujos  de  los  que  hubiere 
en  las  demás  de  España  é  Indias,  para  eje- 
cutar en  ellos  la  misma  variación ;  con  lo 
cual  se  abreviarían  las  labores ,  que  era  el 
objeto  principal  de  esta  invención  ,  dejando 
el  uso  de  la  mano  mecánica  para  la  acuña- 
ción, y  el  de  la  birola  con  que  se  imprime 
al  mismo  tiempo  el  cordoncillo ,  para  cuando 
hubiese  operarios  instruidos ,  y  con  la  des- 
treza necesaria  que  exige  el  manejo  de  tan 
delicadas  piezas,  difíciles  de  reponer  sise 
destruyen  ó  descomponen  (I). 

Se  dispuso  igualmente ,  que  para  estas 

(1)   Art  1/  del  ref  lamento  de  ti  de  dfrierobre  de  1804. 


operaciones  y  para  la  iastruccioa  de  sugetos 
que  babian  de  acompañar  y  colocar  dichas 
piezas  en  las  respectivas  casas ,  se  habilitase 
un  establecimiento  donde  se  diera  la  enseñan- 
za necesaria;  el  que  se  puso  bajo  la  dirección 
de  los  dos  grabadores  generales ,  y  faltando 
estos,  continuarian  en  el  mismo  encargo  los 
sucesores :  y  se  ordenó ,  que  en  el  momento 
que  hubiese  oportunidad  para  ello,  el  depar* 
tamento  se  uniera  á  la  casa  de  moneda.  Este 
departamento  habia  de  ser  una  escuela,  en 
que  deberian  formarse  todos  los  grabadores  y 
talladores  de  las  casas  de  moneda,  de  modo 
que  el  que  saliese  destinado  á  cualquiera  de 
ellas,  había  de  saber  las  operaciones  desde  el 
forjado  de  los  troqueles  hasta  la  acuñación» 
y  habia  de  conocer  las  piezas  que  componen 
el  volante»  cortes  y  las  demás  máquinas, 
para  distinguir  de  donde  dimana  cualquier 
defecto  y  corregirio ,  dirigiendo  los  opera- 
rios para  su  ejecución :  y  se  encargó  á  los 
grabadores  generales  que  formasen  la  ins- 
trucción y  plan  de  enseñanza  que  debería 
seguirse ,  y  lo  presentaran  para  su  aproba- 
ción, á  fin  de  que  no  se  variase  arbitraria- 
mente (1). 

Por  entonces  se  dividió  esta  escuela  en 
tres  clases :  la  primera  de  grabadores ,  que 
debían  adquirir  la  instrucción  que  va  espre- 
sada ,  de  los  cuales  babian  de  salir  los  gene- 
rales y  los  que  en  lo  sucesivo  conviniera  en- 
viar á  las  casas  de  Indias.  Para  ello  nom- 
bró S.  M.  cuatro  sugetos,  cuyos  nombres  se 
espresan  en  el  reglamento  (2). 

La  segunda  clase  habia  de  ser  de  talla- 
dores para  las  casas  de  España,  y  se  dispu- 
so que  se  mandaran  venir  á  Madrid  por  de 
pronto ,  uno  de  la  casa  de  Sevilla  y  otro 
de  la  de  Segovia ,  de  los  que  menos  falta 
hicieren  en  ellas ,  pare  que  ipstruidos  bre- 
v^ímente  en  el  manejo  y  mecanismo  del 
volante ,  pudieran  acompañar  y  colocar  las 
piezas  que  se  habían  de  hacer  en  Madrid 
para  dichas  casas;  y  para  que  en  lo  su- 
cesivo nunca  se  esperimentase  falta  de  es- 
tos facultativos,  se  encargó  especialmente  al 


(I)    Arts.3,9,ly  5  de  Id. 


Art.  6  de  id.' 
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(1) 

'3) 


Art  7  de  id. 
Art.  8. 
Art.  9. 


grabador  general,  que cuidaüase  de  que  ade- 
mas  del  que  se  halle  en  cada  casa  diri« 
giendo  las  operaciones,  baya  otro  babilí- 
tándose  en  la  escuela  que  pueda  reempla- 
zarle en  caso  de  falta  6  de  ausencia  (1). 

La  tercera  clase,  boy  suprimida,  habia  de 
ser  también  por  entonces  de  talladores ,  con 
destino  á  las  casas  de  América;  pero  no  sien- 
do adaptable  para  ellas  la  misma  idea  de  ha- 
cer venir  alguno  de  sus  dependientes,  por- 
que se  dilataria  demasiado  la  operación  ,  se 
encargó  al  grabador  general  que  buscase 
discípulos  que  se  Tueran  instruyendo  y  pu- 
dieran estar  habilitados  para  acompañar  los 
troqueles  y  piezas  de  volantes  quesehabis^a 
de  conducir  á  aquellos  dominios ,  paralo 
cual  era  necesario  que  se  balicen  ya  con 
buenos  principios  (2). 

Partiendo  el  reglamento  que  vamos  exa- 
minando del  supuesto  innegable  de  que,  para 
este  departamento  se  necesitaban  operarios 
diestros  de  diferentes  oficios,  eu  atención  á 
que  en  él  se  hablan  de  hacer  las  piezas  indi- 
cadas para  reformar  los  volantes^  los  troque- 
les y  demás  instrumentos  y  máquinas,  y  que 
por  lo  mismo  estos  destinos  debian  ser  per* 
manentes  y  de  sueldo  fijo,  dispuso  que  el  per- 
sonal de  dichos  operarios  se  compusiera  de 
los  funcionarios  siguientes : 

Un  ayudante  de  grabador,  nombrándose 
por  entonces  al  que  lo  era  primero  de  la  casa 
de  moneda  de  Madrid. 

Tres  limadores,  un  agregado  á  la  lima  y 
un  peón,  si  bien  disponiéndose  ,  que  cuando 
faltasen  dos  de  los  nombrados  para  aquellos 
ofícioSf  que  eran  empleados  antiguos  de  la 
casa  de  moneda  de  Madrid  con  conocimien* 
tos  especiales  en  esta  materia,  no  hubiese 
en  este  obrador  mas  que  dos  limadores  y 
el  peón. 

Un  guarda-almacen,  que  fue  suprimido  eD 
en  1828,  y  otros  maestros  de  oficios,  de  quie- 
nes no  hay  necesidad  de  hacer  mérito  (3). 

Como  en  estos  obradores  se  hablan  de  ha- 
bilitar los  instrumentos  existentes  en  las  ca- 
sas de  moneda  y  hacer  de  nuevo  los  que  se 


necesitasen,  se  dispuso  que  el  grabador  ge- 
neral cuidara  de  pedir  á  todas  ellas  relación 
circunstanciada  del  estado  en  que  se  halla- 
ban los  volantes ,  cortes  y  demás  máquinas, 
para  proceder  desde  luego  á  remediar  sus 
defectos  6  á  construir  otros  nuevos  (1). 

Por  liltimo ,  se  consignó  la  disposición  de 
que  hemos  hecho  mérito  en  la  sección  segun- 
da, á  saber;  que  siendo  indispensable  que  con 
este  establecimiento  se  variase  el  sistema  fa- 
cultativo de  las  casas  de  moneda,  lo  era  tam- 
bién que  las  ordenanzas  se  alterasen  en  la 
parte  relativa  á  este  objeto ,  autorizando  á 
los  grabadores  y  talladores  para  entender  en 
todas  las  operaciones  de  la  moneda ,  desde 
la  fundición  (escepto  en  la  ley  que  es  del 
ensayador  mayor),  porque  siendo  responsa- 
bles  de  la  última » que  es  el  sello ,  no  pueden 
constituirse  en  esta  obligación  sin  que  llegue 
á  ellQs  bien  preparada  la  pasta  por  las  ma*» 
niobras  anienores  (2). 

Llevando  adelante  el  pensamiento  consig- 
nado en  el  reglamento  de  que  acabamos  de 
ocuparnos ,  y  conforme  á  lo  prevenido  en  el 
mismo ,  en  el  ano  siguiente  se  estableció  en 
el  nuevo  departamento  de  grabado  y  cons- 
trucción de  instrumentos  y  máquinas  para  la 
moneda ,  y  al  cargo  de  los  grabadores  gene- 
rales ,  una  escuela,  con  el  objeto  de  que  se 
formasen  grabadores  útiles  que  pudieran  ser- 
vir en  las  reales  casas  de  moneda  de  España 
é  Indias  ,  con  el  desempeño  que  exije  la  im- 
portancia de  sus  cargos :  cuya  instrucción  y 
plan  de  enseñanza  se  aprobó  eq  3  de  abril 
de  1805.  Se  confirmó  en  él  U  división  de 
esta  escuela  en  las  tres  clases  establecidas 
por  el  art.  6.*  del  reglamento  de  1804,  y 
se  dispuso  que  los  discípulos  que  hubieran 
de  recibirse  en  ella,  habian  de  ser  preci- 
samente jóvenes  solteros  que  no  pasaran 
de  24  años,  ni  tuvieran  menos  de  12,  con 
informe  de  buena  conducta,  y  que  sq  baila- 
sen con  algunos  principios  de  dibujo  y  mo- 
delo, examinándolos  los  grabadores  genera- 
les antes  de  proponerlos  á  S,  M  (3). 

Se  ordenó  también,  que  todos  estos  discípu- 


(I)  Art.  iOdeid. 
(t>  Aru  i^  de  id. 
i8)    Art.  1  de  la  instrucción  de  I  de  abril  de  180S. 
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los  asistan  iadistiataiuente  un  aao  entero  sin 
sueldo  alguno  y  en  clase  de  supernumerarios, 
para  que  en  este  tiempo  se  aseguren  los  gra- 
badores generales  de  su  talento  y  aplicación, 
y  para  que  ellos  por  su  parte,  enterados  de 
las  obligaciones  que  tienen  que  desempeñar, 
de  la  dificultad  de  la  profesión  y  su  larga 
carrera,  determinen  con  pleno  conocimiento, 
si  les  acomoda  ó  no  continuarla ;  pues  em* 
pezando  el  segundo  ano ,  en  que  entran  al 
goce  de  los  sueldos,  deben  quedar  sujetos  á 
servir  los  destinos  respectivos,  con  arreglo  á 
esta  instrucción  y  disposiciones  de  S.  M  (1). 

Para  los  discípulos  de  la  primera  clase, 
debia  ser  el  objeto  principal  aplicarlos  al 
grabado  de  medallas,  sellos,  firmas  y  demás 
objetos  de  primer  orden  qne  necesite  el  ser- 
vicio personal  de  S.  M.  y  ministerios,  ejer- 
citándose en  todo  lo  concerniente  al  meca- 
nismo de  las  casas  de  moneda:  para  esto  de- 
bían aprender  científicamente  matemáticas, 
dedicándose  principalmente  á  la  geometría, 
delineacion  de  arquitectura  y  perspectiva, 
qne  les  facilite  el  conocimiento  de  las  má- 
quinas; simetría,  anatomía,  dibujo  y  mo- 
delo ,  pues  sin  estos  conocimientos,  no  se 
puede  formar  un  buen  grabador  de  meda- 
llas. También  se  les  debia  instruir  y  ejerci- 
tar en  el  manejo  de  lima,  torno  y  forja, 
como  que  de  esta  primera  clase  han  de  salir 
los  grabadores  generales ,  y  por  consiguien- 
te enseñar  á  los  otros  á  su  tiempo  (2). 

En  cuanto  á  los  discípulos  de  la  segunda 
clase,  era  su  principal  destino  el  de  talladores, 
y  se  les  debia  instruir  para  el  desempeño  de 
las  obras  de  este  cargo,  en  sacar  y  reparar 
punzones,  y  principalmente  en  la  multiplica- 
ción de  troqueles  ,  el  mecanismo  del  volante 
y  demás  instrumentos,  que  es  el  principal  ob- 
jeto á  que  se  les  destina,  uniendo  como  es 
preciso ,  al  menos  una  mediana  habilidad  en 
el  grabado  (3). 

Los  discípulos  de  la  tercera  clase ,  supri- 
mida en  1828,  como  ya  hemos  indicado  y 
veremos  mas  adelante,  debian  adquirir  la 
misma  instrucción  que  los  de  la  segunda; 


(1)  Art.  ídCid. 
fi]  Arl.  I  de  id. 
í3)    Arl  4  de  id. 


pero  los  grabadores  generales  debian  cuidar 
de  instruirlos  mas  especialmente  en  la  parte 
práctica  é  inteligencia  de  los  instrumentos  y 
máquinas  de  la  moneda ,  hasta  ponerlos  en 
estado  de  dirigir  por  sí  solos  en  América  la 
construcción  de  dichos  instrumentos ,  á  fin 
de  que  por  este  medio  se  ahorrase  la  real 
Hacienda  los  costosos  gastos  de  su  conduc- 
ción (1). 

Sin  embargo  de  que  para  el  buen  orden 
y  mas  pronta  instrucción  se  dividió  esta  es- 
cuela en  las  tres  clases  antedichas,  como  era 
factible  que  en  cualquiera  de  ellas  se  hallase 
algún  joven  que  por  su  disposición  y  genio 
natural  fuese  mas  propio  para  cualquiera  de 
las  otras ,  se  encargó  á  los  grabadores  gene- 
rales que  cuidasen  de  dirigirle  ¿  instruirle 
con  arreglo  á  esta  circunstancia ,  y  que  lo 
propusieran  en  el  mismo  concepto  al  tiempo 
de  entrar  á  ejercer  cualquiera  de  las  pla- 
zas (2). 

Dispuso  también ,  que  todos  los  discípulos 
asistan  diariamente ,  sin  escepcion ,  á  la  es- 
cuela del  departamento  todas  las  horas  acos- 
tumbradas, trabajando  en  lo  que  se  les  or- 
dené ,  y  presentándolo  á  su  correcxíion  con 
docilidad ,  obediencia  y  exactitud ;  y  qne 
cuando  los  grabadores  generales  lo  juzguen 
á  propósito  con  arreglo  á  los  trabajos  parti- 
culares del  departamento,  les  hagan  concur- 
rir á  la  academia  de  San  Fernando  para  su 
mayor  progreso ,  particularmente  á  aquellos 
que  se  hallen  bastante  adelantados  para  se- 
guir el  estudio  del  modelo  vivo  (3). 

Con  el  fin  de  estimular  y  fomentar  la  apli- 
cación de  los  discípulos ,  y  de  poder  formar 
idea  de  ella  y  de  su  capacidad  ,  dispuso  la 
misma  instrucción ,  que  estos  presentasen  al 
fin  de  cada  año  alguna  muestra  que  acredite 
el  estado  de  su  adelantamiento,  ya  sea  en  la 
parte  teórica  ó  en  la  práctica ,  ya  en  la  ar- 
tística ó  mecánica ,  cuya  muestra  deben  di  < 
rigir  los  grabadores  generales  á  S.  H.  por 
mano  del  superintendente  generalde  la  real 
Hacienda,  que  era  el  ministro  del  ramo, 
con  su  informe  en  que  esprese  las  circuns- 


(t)    Art.  5  de  id. 
(í     Art.  6  de  id. 

(S'    Art.  7  -le  id. 
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tancias  y  mérito  de  cada  uno ;  y  asimUmo 
que  hagan  los  que  estén  en  disposición,  sus 
oposiciones  á  los  premios  generales  de  la 
academia,  sirviéndoles  aquella  obra  de  equi- 
valente á  la  que  deben  presentar  aquel  ano 
áS.  M.  (1). 

A  tan  conveniente  disposición ,  modiGcada 
en  i  828,  sigue  otra  no  menos  conveniente, 
justa  y  reparadora.  cSi  sucediese,  dice  en 
su  art.  9."*,  por  algún  accidente  de  enferme- 
dad ,  que  se  debilite  algún  discípulo  en  la 
vista ,  firmeza  de  pulso  ú  otro  de  los  que  le 
impidan  seguir  la  carrera  del  grabado ,  pero 
que  no  se  inutilice  para  otros  ministerios  de 
las  casas  de  moneda ,  como  guarda-cunos, 
guarda-materiales,  maestro  de  moneda  ú 
otro  equivalente,  se  les  atenderá  con  prefe- 
rencia ,  y  verificado  su  acomodo ,  les  cesará 
el  sueldo  de  discípulo  para  reemplazar  en  su 
lugar  otro  idóneo  y  no  gravar  la  real  Ha- 
cienda." Muy  justo  es  que  el  Estado  tome 
bajo  su  protección  al  que  se  inutiliza  en  su 
servicio,  y  aquí  se  hace  esto  de  modo  que 
no  salen  gravados  los  intereses  del  Estado 
mismo. 

Ordena,  por  último,  la  instrucción  de 
1805 ,  que  siempre  que  se  digne  S.  M.  des- 
tinar á  cualquiera  de  los  discípulos  de  esta 
escuela  á  alguna  de  las  casas  de  moneda, 
dispondrán  los  grabadores  generales  se  les 
franqueen  las  medallas  que  posee  la  escuela, 
para  que  saquen  vaciados  de  ellas  en  cera, 
azufre ,  yeso  ú  otra  materia  que  no  perjudi- 
que los  originales;  que  se  les  equipe  de  una 
colección  de  modelos  ó  dibujos  de  los  prin- 
cipales instrumentos  y  máquinas  pertene- 
cientes á  la  fabricación  de  moneda ;  y  que 
los  destinados  á  las  casas  de  América  lleva- 
sen una  colección  de  machos  originales,  al- 
guna terraja,  un  árbol  de  torno  y  otros  ins- 
trumentos de  que  entonces  se  carecía  abso- 
lutamente en  aquellos  dominios,  y  con  los 
cuales  pudiesen  renovar  cualquiera  pieza 
que  se  desgraciase,  de  las  que  componep 
los  volantes  (S). 

Las  vicisitudes  políticas  que  sobrevinieron 


(i)    Art.  8  de  id. 
1«)    Art.  10  de  id. 


I  después ,  no  permitieron  que  el  reglamento 
é  instrucción  de  que  acabamos  de  ocuparnos, 
adquiriesen  el  desarrollo  conveniente,  y  pro- 
dujesen los  resultados  que  debian  esperarse 
I  del  acierto  é  inteligencia  con  que  estaban 
redactados.  Algunas  modificaciones  impor* 
tantes  sufrió  después  el  sistema  por  ellos  es- 
tablecido ;  mas  bien  pronto  vino  la  esperien- 
cia  á  demostrar  el  desacierto  de  la  reforma 
y  la  bondad  y  conveniencia  de  aquellas  dis- 
posiciones. El  mejor  testimonio  que  en  su 
apoyo  puede  aducirse,  es  la  real  orden  de  31 
de  marzo  de  18S8 ,  por  la  que  se  fijan  las 
reglas  que  en  lo  sucesivo  debian  observarse 
para  el  restablecimiento  del  ramo  artístico 
de  las  casas  de  moneda. 

Por  ella  se  anulan  las  disposiciones  de  2 
de  diciembre  de  1825  por  ser  incompatibles 
con  el  sistema  de  operaciones  por  el  método 
de  birola,  que  queria  S.  M.  se  estableciese 
en  sus  casas  de  moneda,  para  que  esta  se 
labrase  con  toda  la  perfección  posible.  Se 
dispuso  ademas ,  que  se  observase  en  ade< 
lanle  el  espresado  reglamento  de  21  de  di- 
ciembre de  1804,  y  lo  prevenido  por  real 
orden  de  30  del  mismo  mes  y  ano ;  y  que  se 
restableciera  la  escuela  de  grabado  bajo  el 
plan  aprobado  en  aquel  dia ,  el  que  no  po- 
dría vanarse  sin  oir  antes  al  gefe  respectivo 
á  fin  de  que  el  ramo  artístico  no  estuviese 
espuesto  á  sufrir  alteraciones  perjudiciales  á 
su  progreso.  Con  este  mismo  objeto ,  y  para 
que  continuase  el  buen  método  de  enseñan* 
za  en  el  departamento  del  grabado,  se  nom- 
bró una  persona  de  mérito ,  que  sustituyese 
al  grabador  general  en  ausencias  y  enferme^ 
dades ;  y  por  ultimo ,  se  suprimió  la  plaza 
de  guarda-almacén  del  departamento ,  .por 
no  ser  absolutamente  necesaria. 

En  la  nueva  instrucción  y  plan  de  ense- 
ñanza para  los  alumnos  de  grabado  de  las 
casas  de  moneda,  aprobado  en  la  fecha  cita- 
da de  31  de  marzo  de  1828,  se  reproduce 
casi  literalmente  el  de  5  de  abril  de  1805, 
sin  hacerse  mas  modificaciones  que  las  exi- 
gidas por  las  diferentes  circunstancias  en 
que  uno  y  otro  fueron  redactados.  Por  él  se 
divide  la  escuela  en  dos  clases,  en  lugar  de 
las  tres  que  estableció  el  reglamento  de  1804, 
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la  real  Hacíruda,  y  disfruten  el  sueldo  de  H  tículo  8.*  de  la  instruccioQ  de  ISOtf»  segaa 


ocho  mil  reales  anuales;  y  que  los  de  segun- 
da clase  tengan  la  consideración  de  oficiales 
novenos  y  el  sueldo  de  cinco  mil  reales  (1); 
y  que  estos  sueldos ,  como  igualmente  los 
demás  gastos  de  la  escuela  y  del  estableci- 
miento del  grabado,  se  paguen  puntual- 
monte,  cualesquiera  que  sean  las  estreche- 
ces del  Erario,  por  la  tesorería  de  la  corte  (2). 
Boy  no  pueden  tener  esta  preferencia,  por- 
que dependiendo  del  presupuesto  general 
del  Estado,  como  los  demás  haberes  del  per- 
sonal y  material ,  no  se  satisfacen  aquellos 
hasta  qne  se  acuerda  el  abono  de  todos  los 
demás. 

Últimamente,  á  fin  de  estimular  y  recom- 
pensar á  los  alumnos  mas  beneméritos  y 
aplicados,  dispone  dicha  instrucción  (3)  que 
se  distribuyan  tres  premios  cada  dos  anos. 
El  programa  de  estos,  y  de  las  obras  que  de- 
berán ejecutarse  para  obtenerlos,  debe  for- 
marlo el  grabador  general  y  presentarlo  á 
la  superioridad  para  su  aprobación  por  me- 
dio del  superintendente  general  de  las  ca- 
sas de  moneda;  cuidando  de  verificarlo  con 
bastante  anticipación ,  á  fin  de  que  les  que- 
de á  los  alumnos  un  ano  para  ejecutar  di- 
chas obras ,  por  ser  estas  de  género  que 
necesitan  tiempo ,  y  mas  si  ocurren  labo- 
res estraordinarias.  Para  juzgar  del  mérito 
de  las  obras  y  votar  los  premios,  ordena 
que  se  reúnan  cinco   vocales  artistas,  á 
saber:  el  grabador  general ,  el  grabador, 
principal  de  la  casa  de  moneda  de  Madrid,  y 
tres  profesores  de  la  clase  de  escultura ,  in- 
dividuos de  ia  academia  de  S.  Fernando,  que 
elegirá  y  nombrará  el  superintendente  gene- 
ral de  las  casas  de  moneda,  ó  sea  el  ministro 
de  Hacienda.  Si  alguno  délos  vocales  tuviese 
parentesco  con  cualquiera  de  los  opositores, 
no  podrá  votar  y  se  nombrará  otro  en  su  lu- 
gar. Todas  las  obras  de  los  alumnos  deben 
presentarse  á  S.  M.  por  mano  de  dicho  su- 
perintendente general,  señalando  las  que  hu- 
bieren obtenido  premio.  Esta  disposición  ha 
venido  á  reemplazar  á  la  contenida  en  el  ar- 


(1)    Aru  15. 
(t)    Art.13. 
(3)    Art.17. 
TOMO  VII, 


el  cual ,  los  discípulos  debian  presentar  al 
fin  de  cada  ano  alguna  muestra  de  sus  ade- 
lantos, y  hacer  oposición  á  los  premios  ge- 
nerales de  la  Academia  los  que  estuvieran 
en  disposición  para  ello,  como  digimos  ante- 
riormente. 

Este  es  el  estado  de  nuestro  departamento 
del  grabado  y  construcción  de  instrumentos 
y  máquinas  para  la  moneda,  y  de  la  escuela 
agregada  al  mismo ;  escuela  que  indudable- 
mente ha  correspondido  á  su  objeto,  como  se 
infiere  de  la  perfección  con  que  hoy  se  fabri- 
can y  acuñan  las  monedas  en  las  casas  de  Es- 
pana,  á  pesar  de  no  haberse  podido  plantear 
todavia  los  adelantos  hechos  en  este  ramo  por 
nuestro  ilustrado  compatriota,  cuyo  sistema 
ha  sido  ya  adoptado  por  el  gobierno  inglés 
con  grande  éxito,  como  hemos  dicho  al  final 
de  la  sección  primera.  Luego  que  esto  se 
realice,  es  seguro  que  mejorará  el  estado 
de  dicho  departamento ;  sin  que  probable- 
mente sea  necesario  hacer  grandes  altera- 
ciones en  el  reglamento  de  1804  é  instruc- 
ción de  1828 ,  cuyas  bien  meditadas  disposi- 
ciones hemos  espuesto  en  la  presente  sección. 
La  bondad  de  las  mismas  es  abonada  tam- 
bién por  la  circunstancia  de  no  haberse  atre- 
vido á  tocarlas  el  espíritu  reformador  de  la 
presente  época,  sin  embargo  de  que  en  real 
orden  de  4  de  mayo  de  1848,  recordada  por 
otra  de  20  de  febrero  de  1851,  se  mandó  á  la 
junta  consultiva  de  moneda  que  informase 
sobre  la  reforma  ó  modificación  que  conside- 
rase necesario  hacer  en  las  ordenanzas  y  re- 
glamentos vigentes  en  las  casas  de  moneda. 

Al  ir  á  entrar  en  prensa  este  pliego,  se  ha 
publicado  en  la  Gaceta  la  ley  de  presupues- 
tos para  el  corriente  ano  de  1855,  sancio- 
nada en  25  de  julio,  la  cual  contiene  tres 
disposiciones  importantes  relativas  á  las  ca- 
sas de  moneda;  son  la  5.%  6.'  y  7.*  de  las 
correspondientes  al  presupuesto  de  ingresos, 
las  que  no  podemos  menos  de  trascribir  aquí 
por  la  relación  que  tienen  con  el  objeto  de 
este  articulo ;  dicen  asi : 

«5.*  Se  pondrán  de  acuerdo  las  Direc- 
ciones de  Estancadas  y  Casas  de  moneda 
para  abrir  cunos  y  fabricar  troqueles  do 
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sigftamo&etorie  que  no  se  prestes  atan  ficU 
iaitacioft  eotitt  ím  aclosdes^it 

ce."*  El  BÚikiiQ  de  Haciettia  procurará 
dar  unidad  para  el  año  pr4xiim  al  estableci- 
niento  de  la  caM  de  Moneda  de  Madrid, 
que  liena  sas  dape&deicías  en  tres  edificios 
distintos,  ruinoso  el  uno  y  otro  inservible 
para  el  objeto.** 

.  c7/  La  acuñación  en  las  ca^as  de  mone- 
da del  reino  deberá  ponerse  á  la  altura  de 
los  adelantos  y  en  disposicíoB  de  llenar  con 
rapidea  las  necesidades  M  eoniercto  y  de 
los  dañas  ramos  de  la  riqueza  pública." 

Estas  disposieJOBea  revelan  lo  qiK  ya  he- 
mos iadisado  en  este  artículo ,  á  saber;  que 
ttueslroa  gobernantes,  comprendiendo  la  im- 
partaseia  da  la  moneda  y  su  representación, 
mereaatU  y  econénHcanente  considerada, 
ban  procurado  en  todos  tiempos  mejorar  su 
acuñación  y  ponerla  á  la  altura  de  la  de  las 
nactoaes  mas  adelantadas.  Es  probable  que 
ahora  se  aprovechen  los  estudios  y  adelan- 
tos hechos  en  este  ramo  por  el  entendido 
funcionario  español ,  á  quien  antes  hemos 
aludido,  y  que  se  utilicen  las  14,000  ar- 
robas de  maquinaria,  construida  en  Londres 
bajo  sudúreecion,  que  hay  ya  preparadas 
para  plantear  el  nuevo  sislema  en  la  casa  do 
moneda  de  Madrid,  reuniendo  todas  sus  de- 
pendencias en  un  solo  edificio;  pensamiento 
que  exisle  hace  algunos  años ,  y  que  por  la 
escasez  del  Tesoro  no  ha  podido  realizarse 
hasta  ahora  á  pesar  de  su  notoria  convenien- 
cia. LasCértes  constituyentes  lo  encargan 
al  gobierno,  y  no  dudamos  que  este  hará 
los  mayores  esftierzos  para  llevarlo  á  efecto. 

Concluiremos  este  articulo  manifestando, 
que  en  sus  diferentes  secciones  nos  hemos 
hecho  cargo  de  las  disposiciones  legales  por 
las  que  se  rigen  hoy  nuestras  casas  de  mone- 
da y  sus  dependencias,  y  si  se  ha  omitido  al- 
guna que  aellas  haga  relación,  es  porque,  co- 
mo ya  hemos  indicado ,  tiene  su  colocación 
mas  propia  en  el  articulo  mm^da  (véase). 

CitS.%  PUBLICit.  Suele  llamar- 
se asi  la  casa  en  que  moran  ó  se  reúnen  las 
mugeres  de  mal  vivir.  Véase  mipa»%ii: 


Ci%9.%    RKAL.     E>;ta  lomcion  no 


espresa  de  ordinari0,  como  parece^  uña  idea 
local;  si  no/imií/iaryeM^lejft:  esto  es, 
no  significa  de  ordinario  casa  del  rey,  pala* 
cío ,  ó  edificio  en  que  habita  el  rey  ó  aiguaa 
real  persona;  si  no  el  rey  con  la  real  familia 
y  servidumbre.  Asi  decimos,  por  ejemplo, 
dotación  de  casa  real,  prcmpuesto  de  la  casa 
real ;  y  por  el  contrario ,  cuando  queremos 
espresar  una  idea  material  y  local,  prescin- 
diendo de  las  personas,  decimos,  por  ejem- 
plo ,  palacio  de  Madrid ,  de  la  Granja ,  de 
Rio  Frió,  etc.;  si  bien  palacio  tiene  una  do- 
ble acepción,  eomi  veremos  en  su  artículo. 
T  es  esencial  que  en  la  idea  comfdeja  ante- 
dicha se  comprenda  la  persona  del  soberano 
reinante ;  pues  si  no ,  diremos  casa  ó  palacio 
del  principe,  de  la  reina  madre,  del  infante; 
pero  no  cata  real.  En  el  propio  sentido  /¡sh 
miliar  y  categórico,  decimos  tropas  de  casa 
real ,  librea  de  casa  real. 

Algunas  veces  en  la  mencionada  idea  com- 
pleja familiar  se  comprenden,  no  solo  el  so- 
berano  y  real  familia  con  sus  preeminencias 
personales,  si  no  los  bienes  y  derechos,  la 
etiqueta  y  la  administración:  asi  decimos 
fuero  de  casa  real ,  exenciones  de  casa 
real,  etc.;  mientras  otras  veces  por  la  in« 
versa,  separando  lo  personal  de  lo  económi- 
co, la  etiqueta  de  lo  administrativo,  decimos 
real  casa  y  patrimonio,  como  veremos  mas 
adelante. 

En  el  servicio  interior  de  la  real  casa  se 
han  conservado  baste  las  últimas  reformas 
políticas,  las  denominaciones  de  casa  de 
CasíUla,  casa  de  Borgoña,  y  casa  francesa, 
espresando  cada  una  de  ellas  los  empleos, 
etiqueta  y  coslumbrcs  que  se  venian  conser- 
vando de  las  tres  últimas  dinastías  ó  sea  de 
la  castellana  ó  española ,  de  la  de  AusttHa  y 
de  la  de  Borbon,  Asi,  por  ejemplo,  los  car- 
gos ú  oficios  de  mayodormo  mayor,  monteros 
de  Espinosa  ,  porteros  de  cadena ,  proccilian 
de  la  casa  de  Castilla:  los  arquom,  la  guar-- 
dia  alemana  de  la  de  Austria :  la  camarera 
mayor,  grefUr,  sumiller,  etc.,  de  la  franeesa, 
que  en  el  uso  de  palacio  se  llamaba  también 
casa  de  pamilia,  por  pertenecer  á  ella  la 
reinante.  La  rivalidad ,  el  contrasto  y  emba- 
razos que  resultaban  en  la  diferencia  dea?ig- 
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naciones,  etc.,  hizo  que  en  las  ordenanzas 
de  palacio  de  1784  se  snprimiera  la  clasifi- 
cación de  casas ,  adoptando  la  única  de  casa 
del  reg^  casa  rtal^  real  cata.  Casa  de  la  rei^ 
na  era  la  servidumbre  separada  y  habitacio- 
nes de  esta:  hoy  se  dice  en  este  sentido, 
cuarto  del  rey ^  cuarto  de  la  rehuid  cuarto 
de  la  princesa ,  etc. 

Ha  habido  tiempos  en  que  la  casa  real  cons  • 
lítuia  como  un  pequeño  estado,  dentro  del 
Estado  general.  El  rey,  por  su  cualidad  de 
soberano,  y  ademas  de  su  autoridad  de  tal, 
cualquiera  que  Tuese  su  edad  y  estado ,  era 
gefe  y  cabeza  de  la  real  familia,  sin  escep- 
tuar  sus  propios  padres,  tíos,  abuelos,  ele, 
ejerciendo  sobre  todos  autoridad  doméstica 
absoluta,  y  como  patriarcal,  ó  como  un  pa- 
dre común,  del  qué  ningún  individuo  de 
aquella  se  hubiese  emancipado ,  ni  se  eman- 
cipase nunca.  Asi  el  rey  tenia  que  atender  á 
la  subsistencia  de  todos  y  de  sus  respectivas 
servidumbres ;  y  les  proveía  de  habitación 
en  palacio  ó  Tuera  de  él ,  según  sa  voluntad: 
residían  donde  determinaba  el  monarca:  no 
podían  mudar  de  estado,  viajar,  ni  para 
nada  disponer  de  sus  personas ,  sin  licencia 
del  rey,  quien  ademas,  como  medidas  de 
familia,  reprendía,  arrestaba  en  sus  cuartos, 
desterraba  de  la  corte,  ó  de  otro  modo  cas- 
tigaba gubernativamente ,  ó  sin  formación 
de  causa ,  si  asi  lo  creía  oportuno.  La  casa 
real  tenia  hacienda  peculiar ,  ó  su  patrimo- 
nio'y  dotación :  tropas  peculiares ,  ó  de  casa 
real :  fuero  y  jurisdicción  privativa  personal 
y  real,  civil,  criminal  y  eclesiástica,  estén* 
si  vas  á  todas  las  cosas  y  personas  depen- 
dientes de  la  casa  real ,  donde  quiera  que  ra* 
dicasen,  ó  estuviesen. 

En  el  día,  á  consecuencia  de  las  últimas 
reformas  políticas,  tal  estado  de  cosas  ha  su- 
frido alteraciones  esenciales.  Se  ha  suprimido 
el  fuero  de  casa  real  ó  del  bureo  (véase  su  ar- 
tículo): se  ha  suprimido  la  guardia  Real  y 
guardias  de  Corps,  esto  es,  las  tropas  de  casa 
real,  salvo  únicamente  los  Alabarderos  (véase 
AE.iR%RDEiio9):  han  cesado,  por  tanto,  los 
jueces  del  patrimonio,  qtiedando  las  fin<ias  y 
negocios  de  este  sometidos  á  los  tribunales 
comunes :  las  facultades  del  rey  sobre  la  li- 


bertad individual  de  las  personas  de  ia  réai 
familia,  en  cnanto  á  tomar  estado  sin  su  li^ 
cencía,  y  oiros  actos  análogos,  se  hallan  no- 
tablemente debilitadas  aun,  y  contrariadas 
por  actos  de  autoridad  popular:  los  indi^ 
viduos  de  ia  real  familia  han  sido  eroan« 
cipados  en  lo  económico ,  dependiendo,  como 
hoy  dependen ,  del  presupuesto  del  Estado, 
como  el  propio  soberano:  y  únicamente  la 
capilla  real  se  conserva  en  t6da  la  plenitud 
qne  traía  de  tiempo  inmemorial,  y  que  reci- 
bió su  mas  ámplii»  sanción  y  estensidn  pw 
el  célebre  breve  de  su  erección  de  BenediC'^ 
to  XIV.  (Véase  €apiij.a  rbii^) 

El  régimen  interior  y  esterior  de  lá  re«l 
oasa  y  familia,  en  sus  relaciones  cm  et  Es** 
tado  y  en  k>  concerniente  al  ceremoniai  m^ 
teme  de  palacio  y  servicio  de  las  reales  per^ 
sonas,  la  administración  económica,  y  la  es* 
pirítual ,  están  distribuidas  en  departomen* 
tos  confiados  á  gefes  independientes  entre 
sí,  si  hien  para  los  asuntos  comunes  se  reu- 
nían en  junta  ó  tribunal  de  buréo^  según  el 
caso.  Estos  funcionarios,  que  se  denomina- 
ban, y  aun  denominan,  gefes  de  palacio^  son 
el  capellaft  mayor,  ó  procapellan  mayor»  en 
lo  espiritual  y  eclesiástico:  el  nmyordomo 
mayor:  ^1  sumiller  de  corps:  c¿allerizo 
mayor:  y  la  camarera  mayor.  Recientemen- 
te se  ha  creado  el  cargo  de  intendente  de  la 
real  casa  y  patrimonio:  es  dudoso  si  le  com- 
pete categoría  de  gefé  de  palacio ;  pero  es 
indudable  que  ^erce  las  flmcíontd  respecti- 
vas de  tal.  Subordinados  á  estos  cargos  su- 
periores, hay  infinitos,  algunoa  de  los  cuales 
tienen  relación  con  el  orden  esteñer,  ora 
político,  ora  gubernativo,  era  judicial,  como 
capellanes  de  honor » juez  de  paUuúo  f  cura 
de  palacio,  fiscal ,  grefier ,  notario  $  reyes  de 
armas,  gentites  hombres,  damas  de  boaor, 
azafatas ,  camareras  t  caballerixos  de  ctan- 
po  f  etc. 

Alguna  vez  han  tratado  de  centralizarse, 
digámoslo  asi,  la  acción  administrativa,  y 
etiqueta  de  palacio,  nombrando  gobernador 
de  palacio.  El  rey  don  Fernando  Vil  creó 
este  cargo  en  1814.  Vino  luego  en  desuso, 
y  se  volvió  á  reproducir  en  1849 :  tuvo  el 
mismo  resultado  ,  y  otra  ver  se  ha  reprodu- 
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cido  en  1854,  pero  siempre  con  el  mismo 
resultado,  de  ser  un  cargo  casi  nominal,  por 
la  alta  categoría  de  las  personas  que  debian 
subordinarse  á  él,  y  por  la  novedad  misma. 
En  1849  y  1854  la  reproducción  del  cargo 
de  gobernador  de  palacio  ha  tenido  tenden- 
cia política. 

En  algunos  paises  regidos  constítucio- 
nalmente ,  á  la  caida  del  ministerio  se  si- 
gue el  cambio  del  personal ,  ó  á  lo  menos  de 
los  principales  cargos  de  la  servidumbre  de 
la  real  casa,  por  el  recelo  de  que  la  servi- 
dumbre  anterior  no  sea  afecta  á  los  nuevos 
gabinetes  sucesivos :  tal  es  la  práctica ,  por 
ejemplo,  de  Inglaterra.  En  España  no  se  ha- 
bía hasta  ahora  practicado  así.  En  1849  se 
aspiró  solo  por  el  gobernador,  á  contar  cer- 
ca de  S.  H.  con  una  persona  y  gefe  superior 
afecto  al  gabinete,  pues  que  le  debía,  si  no 
el  nombramiento,  la  iniciativa,  puesto  que 
él  hacia  la  propuesta  y  refrendaba  el  real 
decreto:  notable  novedad  en  la  materia,  pues 
hasta  entonces  el  ministerio  habia  sido  es- 
trano  al  nombramiento  de  gefes  de  palacio, 
que  el  soberano  hacia,  y  revocaba  á  su  vo- 
luntad por  órdenes  privadas,  sin  refrendo  de 
ministro.  Pero  en  1854  el  nombramiento  de 
gobernador  de  palacio  ha  revestido  el  ca- 
rácter político  á  que  se  aspiraba  con  todas 
sus  consecuencias ,  pues  á  exposición  del  go- 
bernador á  S.  M.,  ha  sido  reemplazada  á 
placer  de  este  la  servidumbre  de  palacio. 

Sobre  el  complejo  asunto  de  este  artículo, 
véanse  sus  numerosos  artículos  particulares, 

como  VM«AMAM»0,  aVRBO  ,  OAVailA, 
CAMARBüA,  CAPELLÁN  MAYOR,  OAPI- 
M.MJL  RBAL ,  ClBPBS  BK  PALACIO ,  «Bü- 
VILHOMRftB  ,  PALACIO ,  PAVamOMlO, 
PBBOOMAO  BBALBO,  CtC. 

Deben  en  su  caso  consultarse  también  las 
ordenanzas  de  palacio  de  1748 :  las  antiguas 
e/i^ue/os,  señaladamente  la  llamada  de  Sino- 
gas,  que  de  orden  de  Felipe  II  recapituló  la 
de  Carlos  Y :  las  constituciones  de  Fernan- 
do VI  de  1757:  el  decreto  de  10  de  junio 
de  1838  y  ordenanza  de  1840:  aunque  dero- 
gadas, las  ordenanzas  de  1848,  llamadas  del 
marqués  de  Miraflores:  el  decreto  de  24  de 
junio  y  ¡os  <te  2  y  10  de  agosto  de  1852  :  y 


los  decretos,  en  fln ,  de  Í.8S4  ,  relativos  al 
servicio  de  la  real  casa. 

CASA  SOIiARIEOA.    Suele  de- 
cirse también  casa  solar.  Ambas  enunciati- 
vas espresan  una  circunstancia  tópica  ó  lo- 
cal, y  es  el  punto,  pueblo,  pago,  etc.,  en 
que  radica  la  casa  á  que  una  y  otra  se  refie- 
ren. Dícese  de  la  casa  en  que  residió  el  tron- 
co ,  cabeza,  gefe ,  ó  primer  hombre  notable 
que  ha  dado  nombre,  renombre,  estados,  tí- 
tulos de  honor,  etc.,  á  una  familia,  como  un 
rico-hombre,  un  fundador,  un  personaje  in- 
signe en  política,  en  armas,  ó  letras, etc. 
Cuando  al  través  de  algunos  siglos  se  con- 
serva la  memoria  del  solar  originario  de  una 
familia,  prueba  que  esta  no  es  oscura,  y  por 
el  contrario  que  tiene  en  su  favor  alguno  de 
aquellos  títulos  de  honor,  distinción  ó  mere- 
cimiento que  aprecia  ó  respeta  la  sociedad. 
Era  este  de  ordinario  el  de  hidalguía  ó  no- 
bleza ,  y  era  mas  frecuente  el  connotado  de 
solar  conocido  j  ó  casa  solaiiega  en  los  pai- 
ses de  nobleza  local,  como  Vizcaya,  y  las 
montanas  de  Santander,  siendo  sabido  que  la 
vizcainía  y  fueros  de  hidalguía  seguían  ¿  los 
oriundos  de  dichos  paises  á  todas  partes, 
probando  dicha  procedencia,  ú  oriundez,  ó 
ó  sea  el  solar  de  que  procedian.  Siendo  tí- 
tulos de  distinción  ante  las  leyes  y  en  el 
concepto  social  los  de  duque,  conde,  mar- 
qués, barón,  infanzón  en  algunas  partes, 
y  en  todas  el  de  hidalguía ,  de  ahí  el  alegar 
como  un  honor  patronímico  el  procederde 
solar  conocido j  ó  el  ser  poseedor  y  llevador 
de  una  casa  solariega,  y  la  afectación ,  mu- 
chas voces  pueril,  y  en  el  dia  ridicula,  de 
añadir  al  propio  apellido,  el  que  acaso  no 
puede  probarla  procedencia  y  notoriedad, 
ni  aun  de  los  terceros  abuelos ,  la  partícula 
de ,  como  procedencia  ,  digámoslo  asi,  ge- 
neológica  ó  signiGcativa  de  alcurnia,  ú  orí- 
gen  distinguido,  ó  por  lo  menos  conocido  de 
antiguo,  no  oscuro.  Véase  bioaloifia,  mo* 

BLBBA,  OOLAR,  SOLARIEGO,  TIBCAIlflA. 

CASACIÓN.  Esta  palabra  trae  su 
origen  del  verbo  latino  casso ,  eassas,  que 
significa  abrogar ,  derogar  ó  anular  algún 
acto.  Entre  nosotros  el  verbo  easai*  ha  sido 
solamente  de  acepción  forense,  y  con  él  se 
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ha  indicado  la  anulación  de  los  actos  que, 
por  tener  algún  yícío  radical,  no  son  subsis* 
tentes  con  arreglo  á  derecho.  Del  verbo  ca- 
sar ha  venido  lo  palabra  casación,  que  es  la 
acción  de  anular  y  declarar  de  ningún  valor 
ni  erecto  lo  que  se  ha  hecho  con  evidente  in- 
fracción de  las  leyes. 

En  los  tiempos  modernos  la  palahra  casa" 
cion  ha  tomado  una  significación  mas  impor- 
tante. Se  ha  aplicado  en  la  mayor  parte  de 
las  naciones  para  designar  un  remedio  supre- 
mo y  estraordinario,  contra  las  ejecutorias 
de  los  tribunales  superiores ,  cuando  las  sen- 
tencias han  sido  pronunciadas  con  inrraccíon 
abierta  de  las  leyes  ó  de  los  principios  lega- 
les que  vienen  recibidos  como  jurisprudencia  ' 
inconcusa  de  los  tribunales;  ó  cuando  en  la 
tramitación  de  las  causas  se  ha  faltado  á  las 
formas  solemnes,  necesarias  é  indispensables 
de  los  juicios,  que  son  la  garantía  principal 
de  justicia  que  tienen  los  que  comparecen  en 
los  tribunales  para  la  defensa  de  sus  derechos, 
ya  demandando,  ya  impugnando  las  deman- 
das que  ante  ellos  se  hayan  intentado. 

El  principio  en  que  se  funda  este  remedio 
supremo  de  la  casación,  es  la  recta  adminis- 
tración de  justicia.  Por  buenas  que  sean  las 
leyes,  se  convierten  en  ineficaces,  cuando  los 
jueces  y  tribunales  pueden  impunemente  elu- 
dir su  cumplimiento :  los  recursos  de  casación 
estableciendo  una  alta  inspección  sobre  la  | 
conducta  de  los  juzgadores,  inspección  ejer- 
cida por  el  primer  tribunal  del  Estado,  cortan 
muchísimos  abusos  y  la  introducción  de  doc- 
trinas ilegales  y  de  prácticas  absurdas. 

En  nuestras  antiguas  leyes  se  habla  de 
nulidad,  de  casación  de  las  sentencias,  y  se 
ha  usado  siempre  de  este  remedio  como  sub- 
sidiario en  las  apelaciones  y  en  las  súplicas: 
pero  no  es  este  el  recurso  de  casación  que 
hoy  se  conoce  en  los  diferentes  estados  de 
Europa  y  entre  nosotros :  si  tiene  una  seme- 
janza y  puntos  de  contacto,  es  con  los  anti- 
guos recursos  de  injusticia  notoria  y  con  el 
grado  de  segimda  suplicación. 

Efectivamente,  estos  recursos  estraordi- 
oarios  se  daban  contra  las  ejecutorias  de  los 
tribunales;  y  el  Consejó  de  Castilla,  institu- 
ción la  mas  alta  del  orden  judicial,  reparaba 


los  agravios  que  las  Chancillerías  y  Au- 
diencias habían  ocasionado  á  los  litigantes, 
que  por  estos  medios  estraordinarios  recla- 
maban que  se  les  administrase  la  justicia, 
que  en  vano  habían  esperado  de  los  que  te- 
nían la  misión  ordinaria  de  hacerla  cumplir. 

Pero  á  pesar  de  esto,  es  muy  diferente  la 
ínílole  de  los  recursos  de  casación  y  de  los 
antiguos  de  segunda  suplicación  y  de  injus* 
ticia  notoria.  En  estos  podia  el  Consejo  en- 
trar sin  límites,  sin  cortapisas  de  ninguna 
clase,  en  el  examen  minucioso  y  detenido  de 
los  autos,  examinar  los  hechos,  pesarlas 
pruebas,  calificarlas  y  apreciarlas  del  modo 
que  creía  conveniente :  reparaba  la  injustir 
cía,  sí  la  hallaba :  pero  su  fallo  se  limitaba  á 
aquel  negocio ,  no  podia  ser  traído  como  re- 
gla á  otro  juicio  porque  se  le  opondría  la  co- 
nocida regia  res  inter  alias  acia  alus  non  no^ 
cet;  era  una  ley  individual  que  terminaba  un 
pleito;  pero  que  no  ejercía  la  grande  influen- 
cia que  hoy  tienen  las  sentencias  en  que  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  declara  la  nu- 
lidad ó  la  casación. 

En  estas  no  se  trata  solo  del  interés  de  los 
que  litigan:  hay  una  cuestión  mas  alta  que 
resolver:  la  interpretación  judicial  de  la  ley, 
la  uniformidad  de  la  jurisprudencia  en  todos 
los  tribunales  de  la  monarquía. 

El  principio  de  unidad,  que  se  desen* 
vuelve  en  todos  los  ramos  de  la  administra- 
ción pública ,  ha  alcanzado  á  la  justicia.  Y 
con  razón,  fórmese  la  idea  que  se  quiera  de 
la  mayor  ó  menor  ventaja  de  que  cierta  cla- 
se de  intereses  estén  subordinados  á  una 
misma  dirección  y  se  muevan  por  un-solo  im^ 
pulso,  no  puede  ponerse  en  duda  que  los  in- 
tereses morales  y  perpetuos  de  la  sociedad, 
que  80  rigen  en  todas  las  divisiones  del  ter- 
ritorio por  las  mismas  leyes,  deben  ser  de  la 
misma  manera  atendidos  por  los  que  están 
encargados  de  protejerlos.  La  unidad  de  có- 
digos produce  la  igualdad  del  derecho ;  el 
establecimiento  del  remedio  de  casación  ,  la 
unidad  de  la  jurisprudencia.  Puede  decirse 
sin  temor  de  errar,  que  la  casación  completa 
en  el  derecho ,  es  la  unidad  que  los  códigos 
proclaman. 

Para  convencerse  de  esto,  basta  observar 
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qae  no  hay  ley,  por  buena  que  sea,  por  bien 
redactada  que  esté,  por  acomodada  que  se 
halle  i  la  capacidad  de  todas  las  inteügencías, 
que  no  dé  mas  6  menos  tarde  lugar  á  di6cul<- 
tades  y  á  dudas  en  su  aplicación.  En  vano  el 
legislador  querría  subvenir  con  su  previsión  á 
evitarlas:  no  aleanzaá  tanto  la  humana  sabi- 
duría: solo  el  tiempo,  la  esperieneia  y  los  in- 
tereses encontrados  que  se  ofrecen  i  la  deci- 
sión de  los  tribunales ,  ponen  en  descubierto 
estos  vacíos.  Hay  mas:  el  legislador  que  tu- 
viere la  pretensión  absurda  de  evitarlas,  que 
se  propusiera  descender  á  todos  los  casos, 
prever  todas  las  cuestiones,  no  dejar  nada  ab- 
solutamente ¿  la  prudencia ,  á  la  ciencia  y  á~ 
la  recta  interpretación  de  los  que  han  de  apli- 
car las  leyes ,  se  vería  envuelto  en  on  siste- 
ma casuístico  que  le  baria  olvidar  la  genera- 
lidad con  que  debe  estar  escrita  la  ley;  se 
convencería  al  fin,  que  en  vano  pretendía 
descender  i  todo,  y  concluiría  por  ceder  ante 
la  imposibilidad  de  llevar  á  término  su  obra. 
Pues  en  el  supuesto  de  que  la  ley  no  pue- 
de descender  á  los  casos  especiales,  y  que 
ha  de  ser  necesario  interpretarla  frecuente- 
mente al  hacer  su  aplicación^  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  que  hay  que  vencer  dificultades  para 
la  recta  inteligencia  de  lo  que  ha  presento  el 
legislador,  conveniente  es  que  el  cuerpo 
mas  autorizado  en  el  orden  judicial,  el  depo- 
sitario principal  de  las  tradiciones  forenses,  y 
que  mejor  que  nadie  y  con  menos  peligro, 
puede  penetrar  en  el  espíritu  de  la  ley  para 
fijar  su  sentido  verdadero,  sea  el  que  esté 
encargado  de  esta  atribución  importantísima, 
no  por  providencias  generales,  ¡o  que  no  po- 
dría hacer  en  los  límites  de  sus  funciones 
que  se  circunscríben  á  juzgar  y  á  hacer  eje- 
cutar lo  juzgado ,  si  no  por  la  aplicación  de 
las  buenas  doctrínas  en  los  juicios,  rectifican- 
do con  su  decisión  los  errores  en  que  puedan 
haber  incurrído  los  tribunales  superiores.  De 
este  modo  el  Tribunal  Supremo,  al  mismo 
tiempo  que  ejerce  su  vigilancia  sobre  la  ad- 
ministración de  justicia,  resuelve  las  dudas 
y  cuestiones  de  interpretación,  fija  la  inteli- 
gencia de  las  leyes,  dá  unidad  á  la  jurispru- 
dencia, y  completa  la  obra  que  ha  erigido  el 
derecho  escrilOr  Su  declaración  motivada 


patentizando  el  error,  es  un  preservativo 
para  evitar  que  otros  incurran  en  él ,  y  es  un 
remedio  eficaz  contra  las  prácticas  que  en 
todos  los  tribunales  pueden  introducirse  á 
despecho  de  las  leyes. 

La  base  de  los  recursos  de  casación  ó  nu- 
lidad, puede  decirse  que  se  sentó  en  la  Cons- 
titución de  1812.  Entre  las  diferentes  dispo- 
siciones que  adoptó  para  mejorar  b  admi- 
nistración de  justicia,  en  el  título  5."*,  tan 
fecundo  en  útiles  reformas ,  fué  una  la  de 
señalar  entre  las  atribuciones  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  (1)  la  de  conocer  de  los 
recursos  de  nulidad  que  se  interpusieran 
contra  las  sentencias  dadas  en  última  ins- 
tancia ,  para  el  preciso  efecto  de  reponer  el 
proceso ,  devolviéndolo,  y  hacer  efectiva  la 
responsabilidad  de  los  magistrados.  La  prin- 
cipal reforma  que  se  hizo  por  esta  determi- 
nación, y  que  debe  considerarse  como  abso- 
lutamente nueva,  por  no  haber  sido  antes 
conocida,  fué  la  de  que  el  Tribunal  Supremo 
no  p«diera  entender  en  el  fondo  del  negocio 
que  se  llevaba  i  él  por  nulidad,  ni  examinar 
la  apreciación  de  las  pruebas ,  ni  mezclarse 
en  otras  cuestiones  que  en  la  de  fct  nulidad 
reclamada  y  declarada  en  su  caso ;  pero  sin 
enmendar  la  sentencia  que  se  habia  pronun- 
ciado. Venia  en  este  sistema  á  ser  el  Tribu- 
nal Supremo  un  alto  cuerpo  inspector  de  la 
justicia,  cuya  autoridad  consistía,  no  en  juz- 
gar, no  en  aplicar  la  ley ,  si  no  en  evitar  sus 
infracciones.  Por  esto  su  intervención  se  li- 
mitaba á  declarar  la  nulidad ,  reanudar  la 
legalidad  reponiendo  el  proceso,  y  devolverio 
al  tribunal  competente  para  que  pronfmdara 
un  fallo  á  que  no  pudiera  objetarse  el  vicio 
de  nulidad. 

La  Constitución  de  1812  no  habia  mas  que 
fijado  la  base:  era  necesario  desenvolverla. 

Asi  se  hizo  en  la  ley  de  9  de  octubre 
del  mismo  ano:  en  ella  se  seialaron  las  sen- 
tencias contra  quienes  competía  el  recurso;  el 
término  de  su  interposición  y  el  tribunal  en 
que  esta  procedía ;  y  se  ordenaron  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia  reclamada  como  nula, 
dando  la  parte,  que  la  hubiera  obtenido,  fianza 


(1)    Ari.íCI. 
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de  eslar  á  las  resultas  ,  si  se  mandaba  repo- 
ner e)  proceso ;  el  emplazamiento  de  las  par- 
tes y  el  derecho  qae  estas  tenían  de  pedir, 
cuando  se  remitían  los  autos,  que  quedara  de 
ellos  testimonio.  Nada ,  sin  embargo,  se  pre- 
vino respecto  á  la  tramitación  en  el  Tribunal 
Supremo;  la  práctica  suplió  esta  omisión,  y 
solo  se  entregaron  los  autos  á  las  partes  por 
via  de  instrucción,  procediéndose  á  la  vista 
con  los  informes  verbales  de  los  letrados. 

En  la  generalidad  con  que  la  constitución 
de  <812  y  la  ley  de  9  de  octubre  habían  es- 
tablecido y  formulado  los  recursos  de  nuli- 
dad, caian  bajo  sus  prescripciones  los  nego- 
cios criminales  del  mismo  modo  que  los  ci- 
viles. Habían  sido  lógicos  nuestros  legisla- 
dores; nada  que  pudiera  decirse  respecto  á 
estos  dejaba  de  ser  eslensivo  con  mayor  razón 
á  aquellos :  la  vida,  el  honor  y  la  hacienda 
de  los  españoles,  en  un  tiempo  en  que  aun 
existia  la  cruel  pena  de  confiscación ,  no 
podían,  no  debían  tener  menos  garantías  que 
los  litigios  civiles,  en  que  alguna  vez  se  trata 
de  toda  la  fortuna  de  un  individuo ;  pero  casi 
siempre  de  cosas  que  en  último  resultado 
disminuyen ,  pero  no  aniquilan  sus  bienes. 
Mas,  sucedió  lo  que  frecuentemente  destruye 
las  mejores  ideas,  y  hace  estériles  los  prin- 
cipios mas  saludables :  dificultades  prácticas 
vinieron  á  interponerse  entre  la  ley  y  su  eje- 
cución, y  poco  mas  de  nueve  meses  después 
de  publicada  la  ley  de  9  de  octubre  (en  17 
de  julio  de  1813)  se  dio  un  decreto,  en  el  que 
se  declaró,  que  en  las  causas  criminales  no 
habría  lugar  al  recurso  de  nulidad.  Y  asi  ha 
continuado  hasta  hoy,  sin  mas  escepcion  que 
la  que  el  real  decreto  de  SO  de  junio  de  i882 
ha  establecido  respecto  á  los  delitos  de  con- 
trabando y  derraudacion  á  la  Hacienda  pú- 
blica. 

Con  las  reacciones  políticas  de  1814  y 
1833 ,  desapareció  la  reforma  que  se  basó 
en  la  Constitución  de  1812 ,  proscrita  enton- 
ces con  tanto  encarnizamiento,  y  sin  escep- 
cion alguna,  aun  en  la  parte  que  se  refería  al 
derecho  político.  Los  que  quisieron  borrar 
primero  seis  anos ,  y  después  tres  de  la  serie 
de  los  tiempos ,  no  repararon  en  I»  bueno  ó 
en  lo  aceptable  de  lo  hecho  aun  d^enfro  de  su 


sistema:  lo  proscribieron  todo :  asi  creyeron 
que  no  se  equivocaban:  se  miró  solo  al  orí- 
gen»  no  é  lo  que  se  había  hecho. 

En  1838,  época  sin  duda  en  que,  i  pesar 
del  furor  de  la  guerra  civil  hubo  mayor  cir- 
cunspección ,  y  se  pensó  seriamente  en  gra« 
vísimas  reformas  judiciales  que  se  llevaron  á 
efecto,  volvió  otra  vez  á  salir  á  plaza  el  re- 
curso de  nulidad.  El  reglamento  provisional 
para  la  administración  de  justicia,  señaló 
como  una  de  las  atribuciones  del  Tribunal 
Supremo  conocer  de  los  recursos  de  nulidad 
que,  según  lo  que  establecieran  las  leyes,  se 
interpusieran  de  las  providencias  dadas  por 
las  Audiencias  que  hubieran  de  causar  eje- 
cutoria. El  principio,  pues,  quedó  de  nuevo 
consignado ,  pero  no  se  procedió  á  su  desar- 
rollo y  aplicación  por  entonces  :  leyes,  que 
estaban  por  hacer,  debían  consignarlo. 

Restablecida  en  1836  la  Constitución  de 
181!2,  volvió  otra  vez  á  proclamarse  el  prin- 
cipio, aunque  con  menos  fortuna  que  en  las 
épocas  constitucionales  anteriores;  porque 
no  se  restableció  la  ley  de  9  de  octubre  que 
era  la  que  lo  hacia  aplicable.  Esto  naturaU 
mente  debía  producir  conflictos  y  dificultades 
en  la  práctica:  los  litigantes,  acogiéndose  á 
la  Constitución,  entablaban  el  recurso;  las 
Audiencias  y  el  Tribunal  Supremo  no  podían 
menos  de  admitirlos :  si  de  otro  modo  se  hu- 
bieran conducido ,  podrían,  con  razón ,  ser 
acusados  de  infractores  de  la  ley  fundamen- 
tal. Sin  embargo,  faltaba  la  máquina  del  pro- 
cedimiento para  seguir  estos  recursos,  y  el 
tribunal  se  encontraba  en  una  situación  ano-' 
mala,  embarazosa ;  en  el  deber  de  juzgar,  y 
en  la  imposibiiidad  de  hacerio :  en  tal  estado 
se  limitaba  á  reclamar  el  remedio  y  suspen- 
día la  tramitación  y  vista  de  los  recursos  que 
se  le  presentaban. 

Las  Cortes  Constituyentes  en  1837,  en  los 
últimos  días  de  la  legislatura,  se  dedicaron  á 
formular  los  recursos  de  nulidad :  el  proyecto 
de  ley  fué  discutido  y  aprobado  en  el  último 
dia  de  sesiones,  y  no  llegó  á  ser  llevado  á  la 
sanción  real. 

Las  Corles  ordinarias  de  1837  á  1838  con 
gran  detenimiento  trataron  de  organizar  los 
recursos  de  nulidad;  el  proyecto  de  ley  pasó 
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y  se  niegue  á  la  vida»  á  la  libertad,  á  la 
honra,  y  á  la  propiedad  usurpada  á  los  ciu- 
dadanos por  medio  de  actos  criminales,  lo 
mismo  que  se  les  concede  en  vindicación  de 
la  propiedad  ó  de  un  derecho,  cuando  no  ha 
habido  actos  que  se  eleven  á  la  esfera  de 
delitos. 

La  evidencia  de  estas  razones  no  se  ha 
ocultado  á  los  impugnadores  del  recurso  de 
casación  en  las  causas  criminales.  Para  sos- 
tener sus  ideas »  acudieron  en  1838  á  otro 
terreno.  Admitiendo  la  bondad  de)  principio, 
le  presentaron  como  imposible  ó  al  menos 
erizado  de  diRcultades  en  la  práctica.  La 
falta  de  precisión  en  las  actuaciones  crimi- 
nales ,  y  de  leyes  penales  escritas,  vigentes 
en  la  práctica ,  y  la  necesidad  de  suplirlas 
por  el  prudente  arbitrio  de  los  juzgadores; 
hé  aquí  el  arsenal  de  donde  sacaron  todas 
sus  armas  los  impugnadores  de  los  recursos 
de  nulidad  por  razón  de  los  delitos.  Necesa- 
rio es  confesar  que  bajo  este  aspecto  no  de- 
jaban de  tener  alguna  fuerza  sus  observa- 
ciones ,  si  bien  no  tanta  como  pretendian. 

Nuestro .  procedimiento  criminal  en  los 
puntos  capitales,  no  es  roas  indeterminado 
que  el  civil.  Nadie  duda ,  por  ejemplo ,  que 
el  que  no  es  citado,  ni  oido,  no  puede  ser 
condenado  como  criminal;  que  no  debe  ad- 
mitirse para  que  represente  al  acusado. á 
quien  no  esté  competentemente  autorizado 
al  efecto;  que  deben  abrirse  pruebas  sobre 
los  hechos  que  no  se  admiten  como  dertos 
por  el  acusador  ó  por  el  acusado ;  que  la 
sentencia  en  primera  instancia  es  apelable,  y 
que  el  juez  debe  ser  competente.  Estos  y 
otros  puntos  capitales  del  juicio  pudieron 
6jarse  sin  duda,  como  motivos  para  dar  lu- 
gar al  recurso  de  casación  ó  nulidad,  por  in- 
fracción de  las  leyes  del  enjuiciamiento.  Asi 
lo  ha  hecho  oportunamente  el  real  decreto 
de  20  de  junio ,  respecto  á  los  delitos  de 
contrabando  y  defraudación  :  sin  peligro  de 
errar  puede  decirse,  á  nnestro  juicio,  que 
las  mismas  causas  que  dan  lugar  ál  recurso 
de  nulidad  en  los  negocios  civiles ,  deben 
abrir  la  puerta  á  él  en  los  criminales.  Eü  es- 
tos puede  haber  necesidad  de  aumentar  al- 
guna causa ,  pero  no  de  disminuir  su  núm0- 


ro.  No  nos  parecen  aceptables,  pues,  los 
argumentos  que  contra  tales  recursos  se  han 
querido  sacar  de  la  incertidumbre  de  los 
procedimientos. 

Alguna  mas  fuerza  tenían  las  objeciones 
que  se  hicieron  con  motivo  del  estado  del 
derecho  penal.  En  1838  las  leyes  penales 
escritas  hablan  en  su  mayor  parte  caido  en 
completo  desuso :  distaban  mucho  del  es- 
tado de  nuestra  civilización  y  de  nuestras 
costumbres :  ningún  juez  se  hubiera  atre- 
vido á  darles  nueva  vida,  á  considerarlas 
vigentes  en  la  práctica:  su  crueldad,  su 
d^proporcion ,  su  poca  filosofía ,  revelaban 
las  necesidades  de  nna  época  muy  dife- 
rente de  la  que  hemos  alcanzado.  Los  tri- 
bunales hablan  sustituido  una  jurispruden- 
cia mas  conforme  con  el  sentimiento  públi- 
co, mas  racional,  mas  aceptable:  mal,  pues, 
podia  tratarse  de  impedir  por  los  recursos  de 
casación  la  infracción  de  leyes,  que  todos 
de  común  acuerdo  creian  que  estaban  con 
sobrada  razón  relegadas  ai  olvido.  Sin  em- 
bargo ,  este  mismo  estado  incierto  que  en- 
tonces tenia  el  derecho  penal,  parecía  exi- 
gir la  fijación  de  la  jurisprudencia  y  su  uni- 
formidad en  todas  las  diferentes  subdivisio- 
nes de  la  monarquía.  Irritante  seria  que  el 
delito  que  en  el  territorio  de  una  Audiencia 
se  castigara  con  la  pena  capital  ^  no  tuviera 
en  otras  la  misma  penalidad :  absurdo  era 
también  hacer  fluctuante  la  jurisprudencia 
^egun  las  circunstancias  de  k>s  juzgadores. 
Pero  cualquiera  que  fuese  la  fuerza  del  ar- 
gumento que  queda  espuesto ,  necesario  es 
convenir  en  que  quedó  del  todo  destruida 
desde  la  promulgación  del  Código  penal, 
que  á  la  incertidumbre  sustituyó  k  fijeza 
del  derecho.  La  conveniencia  de  uniformar 
la  jurisprudencia  que  de  él  ha  de  nacer ,  ha- 
ce hoy  mas  necesario  el  recurso  de  casación 
en  las  causas  criminales. 

Espuestos  estos  principios,  pasemos  al 
examen  y  esplicacion  de  las  disposiciones 
del  real  decreto  de  20  de  junio» 

Después  de  establecerse  y  de  desenvol- 
verse en  él  el  principio  de  que  soto  debe  ha- 
ber dos  instancias  en  las  causas  de  contra- 
baQdo  j  d<>fraudacion  á  la  Hacienda  pUblica, 
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ticia ,  no  se  concibe  ningún  motivo  racional 
para  que  las  disposiciones  que  establecen 
los  medios  de  que  las  leyes  sean  respetadas, 
no  se  reputen  estensivas  á  que  sean  también 
respetados  los  principios,  frecuentemente  de 
un  orden  superior,  y  que  han  sido  bases  del 
derecho  escrito,  solo  porque  el  legislador 
dándolos  como  universalmente  acatados  y 
sabidos,  no  haya  crcido  que  debia  dar  una 
nueva  sanción  espresa  á  lo  que  habia  ya 
recibido  la  sanción  de  los  siglos ,  de  la  cien- 
cia y  de  los  pueblos,  á  lo  que  era  una  ver- 
dad en  el  orden  legal ,  acatada  por  cien  p:e- 
neraciones,  y  que  tal  vez  habia  servido  al 
legislador  de  punto  de  partida  en  algunas 
leyes.  Muchos  ejemplos  pudiéramos  presen- 
tar de  principios  de  esta  clase,  cuya  viola- 
ción seria  mucho  mas  Tatal  que  la  de  una  ley. 

Mas  en  ningún  caso  procede  el  recurso 
contra  la  sentencia  pronunciada  en  primera 
instancia*  Y  con  razón ,  porque  el  recurso  de 
casación  es  estraordínario,  y  solo  debe  darse 
contra  las  sentencias  que  no  tengan  otra  re- 
paración posible.  El  que  por  el  recurso  de 
apelación  y  el  de  nulidad  en  su  caso,  inter- 
puesto ante  la  Audiencia  del  respectivo  ter- 
ritorio ,  puede  hacer  valer  en  su  favor  las 
prescripciones  de  la  ley ,  no  debe  acudir  al 
recurso  supremo,  al  que  en  último  lugar 
borra  las  sentencias  y  dá  lugar  á  que  se  de- 
clare no  válido  lo  que  tiene  la  autoridad  so- 
lemne y  alta  de  la  cosa  juzgada.  El  que  en 
su  daño  deja  por  incuria  de  usar  de  los  re- 
medios comunes  que  se  le  conceden ,  no  de- 
be tener  derecho  para  acojerse  á  los  estra- 
ordinarios. 

Puede  aquí  preguntarse  qué  se  entiende 
por  fallos  contrarios  á  ley;  si  bajo  ests^  deno- 
minación se  comprenden  todos  los  que  con- 
tienen injusticia.  Para  apoyar  esta  pregunta 
y  su  respuesta  afirmativa,  se  citarán  dispo- 
siciones legales  escritas ,  en  que  se  ordena 
que  los  jueces  fallen  los  juicios  y  causas  en 
justicia:  fallar  contra  justicia,  dirán,  es  fa- 
llar contra  ley.  Ademas  de  esto  se  podrá 
añadir ,  nuestras  leyes  tasan  la  apreciación 
de  la  prueba:  el  juez  que  se  separa  de  las 
reglas  al  efecto  establecidas  al  fallar ,  falla 
contra  ley ;  debe  por  lo  tanto  haber  lugar  al 


recurso.  Esto  no  es  posible:  semejante  doc- 
trina desnaturalizaría  completamente  al  re- 
curso de  casación:  en  él  no  debe  el  Tribunal 
Supremo  entrar  en  los  hechos  de  la  prueba, 
ni  en  su  apreciación:  no  debe  examinar  la 
justicia  ó  injusticia  de  la  sentencia;  solo  vé, 
solo  decide  si  hay  en  la  apliencion  del  dere- 
cho, en  la  sentencia  infracción  de  la  ley: 
cuando  tas  partes  están  conformes  en  la  doc- 
trina legal ,  entonces  no  procede  el  recurso 
por  mas  que  pueda  ser  injusta  la  sentencia. 
Y  para  decirlo  de  una  vez,  en  los  recursos 
de  casación ,  por  quebrantamiento  de  ley  en 
la  sentencia,  solo  ha  de  ventilarse  una  cues- 
tión de  derecho ,  no  una  cuestión  de  hecho. 

La  segunda  causa,  porque  se  concede  el 
recurso  de  casación  es ,  como  queda  indica- 
do, cuando  en  laprímera  ó  segunda  instan- 
cia se  han  quebrantado  las  reglas  principales 
del  enjuiciamiento:  pero  para  no  dar  lugar 
al  capricho  é  intereses  de  los  litigantes  y  al 
arbitrio  judicial  ilimitado,  en  la  apreciación 
de  qué  reglas  del  procedimiento  debian  ser 
las  quebrantadas  para  admitir  el  recurso,  se 
han  fijado  con  precisión  y  claridad.  Estas 
son  siete. 

I."*  Por  defecto  de  emplazamiento  en 
tiempo  y  forma  de  los  que  deban  ser  citados 
al  juicio. 

2."*  Por  falta  de  personalidades  ó  poder 
suficiente  para  comparecer  como  parles  en 
el  juicio. 

5/  Por  defecto  de  la  citación  para  la 
sentencia  y  para  toda  diligencia  probatoria. 

4J*  Por  no  haberse  recibido  la  causa  á 
prueba  debiéndose  recibir,  ó  no  haberse  per- 
mitido á  las  partes  hacer  la  prueba  que  hu- 
bieren solicitado  siendo  conducente  y  ad- 
misible. 

5.""  Por  no  haberse  notificado  el  auto  de 
prueba  ó  la  sentencia  definitiva  en  tiempo  y 
forma. 

e.'*  Por  haberse  dictado  la  sentencia  por 
un  número  de  jueces  menor  que  el  señalado 
por  la  ley. 

7."    Por  incompetencia  de  jurisdicción  (1). 

Todos  estos  casos ,  menos  el  sesto ,  fueron 
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los  que  espresó  también  ct  real  decrelo  de  4 
de  noviembre  de  1838 :  la  esperiencia  sin 
dada  no  exigió  otr«  reforma.  Sin  embargo, 
bueno  es  que  acerca  de  ellos  demos  algunas 
esplicaciones  y  espongamos  nuestras  ideas. 

El  defecto  del  emplazamiento  debe  ser,  sin 
duda  ninguna,  motivo  para  anular  los  proce- 
dimientos. El  que  no  es  citado  á  juicio,  el 
que  no  comparece  por  lo  tanto,  no  es  oído; 
la  sentencia  dada  en  su  daño  no  debe,  no 
puede  perjudicarle;  estableciéndose  otra  co- 
sa se  destruiría  el  principio  de  derecho  uni- 
versalmente  profesado  por  todos,  de  que 
nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oido.  Pero 
como  de  la  redacción  del  artículo,  que  esta- 
mos examinando ,  podría  nacer  la  duda  de 
si  solo  el  defecto  de  emplazamiento  al  juicio 
en  la  primera  instancia,  podía  dar  lu^ral 
recurso,  ó  si  producía  igual  resultado  la 
omisión  misma  en  la  segunda  instancia ,  nos 
parece  conveniente  decir,  que  á  nuestro 
modo  de  ver,  una  y  otra  falta  son  causas  de 
nulidad  y  que  por  cualquiera  de  ellas  hay 
lugar  á  la  declaración  de  nulidad  y  á  la  ca* 
sacien.  Basta  para  convencerse  de  esto  con- 
siderar <)ue  el  defecto  de  emplazamiento  en 
la  segunda  instancia,  produce  todos  los  in- 
convenientes jurídicos  que  en  la  prímera ,  i 
lo  que  se  agrega  la  muy  atendible  razón  de 
que  la  sentencia ,  que  en  ella  se  pronuncia, 
es  ejecutoría. 

La  falta  de  personalidad  puede  provenir,  ó 
bien  de  los  que  se  presentan  en  el  juicio  en 
reclamación  de  su  derecho,  ó  impugnando 
el  que  otro  pretende ,  ó  de  los  procuradores. 
Están  en  el  prímer  caso  los  menores  y  los 
incapacitados  que  se  presentan  sin  sus  guar- 
dadores ,  los  hijos  de  familia  que  no  compa- 
recen representados  por  sus  padres,  ó  auto- 
rizados por  ellos,  ó  por  el  juez  en  su  caso, 
las  mugeres  casadas  que  no  han  obtenido  la 
autorización  de  sus  mandos  ó  la  judicial  en 
su  defecto ,  y  los  que  piden  como  herederos, 
como  administradores  ó  en  cualquier  otro 
concepto  que,  ó  no  tienen,  ó  que  no  prue- 
ban. Ya  que  el  juez  no  haya  apreciado  las 
razones  que  se  hayan  espuesto  para  que  no 
entren  en  juicio ,  tan  gravísimo  defecto  lo 
anula  todo ,  hasta  la  ejecutoria.  Lo  mismo 


sucede  cuando  el  poder  de  un  procurador  no 
es  bastante  para  el  pleito ,  ó  cuando  le  ha 
sido  revocado :  la  necesidad  de  bastantear 
los  poderes  evita  machas  de  estas  nulidades. 

De  la  falta  de  eítacion  para  otr  sentencia, 
debemos  decir  lo  mismo  qoe  antes  indicamos 
respecto  al  emplazamiento,  que  debe  enten- 
derse asi  de  la  primera  que  de  la  segonda 
instancia. 

Cuando  la  causa  versa  sobre  hechos,  la 
denegación  de  la  proeba  equivale  i  la  dene- 
gación de  justicia:  la  prueba  es  el  verdadero 
pleito :  en  las  causas  criminales  es  todavía  de 
peor  efecto,  de  mu  funestos  resultados  su 
comisión:  con  razón ,  pues,  se  cuenta  como 
causa  de  nulidad.  La  denegación  de  la  prue- 
ba puede  ser  absoluta ,  como  cuando  no  se 
recibe  á  ella  la  causa ;  ó  parcial ,  cuando  no 
se  permite  hacer  la  prueba  solicitada.  Eñ  el 
primer  caso,  para  que  el  recurso  proceda, 
es  menester  que  la  cuestión  no  se  haya  6ja- 
do  en  un  punto  de  derecho,  ó  que  si  se  trata 
de  hechos  no  haya  conformidad  de  las  partes 
en  todos  los  que  son  objeto  de  investigación, 
pues  entonces,  ó  la  prueba  á  nada  conducid- 
ría,  ó  seria  ocioso  tratar  de  probar  lo  que 
todos  daban  por  probado  y  por  cierto. 

Cuando  no  ha  negado  el  juez,  ó  tribunal 
en  su  caso,  el  recibimiento  de  la  causa  i 
prueba ,  si  no  que  ha  desechado  en  todo  ó 
en  parte  la  solicitada,  en  tanto  será  esto  moti- 
vo de  nulidad  en  cuanto  sea  pertinente,  en 
cuanto  mas  ó  menos  directamente  conduzca 
á  la  averiguación  de  lo  que  en  el  juicio  se 
investiga.  Acerca  de  este  punto,  si  bien  de- 
ben ser  los  jueces  muy  circunspectos  antes 
de  desechar  las  pruebas  que  se  les  presen- 
ten, np  lo  será  de  seguro  m^os  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  para  declarar  causa  de 
nulidad  la  denegación  de  prueba  sobre  he- 
chos que  no  conduzcan  claramente  á  la  ave- 
ríguacion  del  delito  y  sus  autores. 

Consecuencia  de  lo  que  acabamos  de  decir 
es,  que  la  omisión  de  la  notificación  del  au- 
to, en  que  se  abre  la  causa  á  prueba,  sea 
causa  de  nulidad.  El  que  no  sabe  que  es  lle- 
gado el  tiempo  de  probar,  el  que  espera  en 
vano  que  el  juez  se  lo  mande,  y  por  dcfeclo 
de  los  que  intervinieren  tn  los  pleitos  pierde 
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el  tiempo  que  necesitaba  para  demostrar  sa 
¡Docencia ,  no  puede  quedar  por  elle  perjudi- 
cado :  lo  contrario  seria  una  injusticia. 

Mas  dificultades  presenta  el  que  se  decla- 
re como  causa  de  nulidad  de  un  fallo  defini- 
tivo» el  que  no  se  haya  notificado  en  tiempo 
y  Torma.  Nos  parece  que,  aunque  se  conoce 
lo  que  con  esto  quiso  decirse ,  no  se  espresó 
de  un  modo  conveniente.  Compréndese  mny 
bien  que  todo  lo  que  se  haya  hecho  sin  ha- 
berse notificado  la  sentencia,  sea  nulo ;  pero 
no  la  misma  sentencia ,  porque  los  defectos 
posteriores  á  ella,  que  hubieren  ocurriiio,  no 
pueden  anularla ,  sr  por  st  era  subsistente. 
En  tal  sentido  creemos  que  debe  entenderse 
esta  causa  de  nulidad. 

El  número  de  jueces  que  pronuncia  la  sen- 
tencia ,  cuando  es  menor  del  señalado  por  la 
ley,  disminuye  las  garantías  de  acierto  en  el 
fallo,  y  debe  ser,  por  lo  tanto,  motivo  de 
nulidad.  Con  razón  se  ha  suplido  aquí  esta 
omisión  notable  en  el  real  decreto  de  4  de 
noviembre. 

Mayor  esplicacion  necesita  la  causa  de 
nulidad  que  se  funda  en  incompetencia  de 
jurisdicción.  El  que  no  es  competente  para 
juzgar  no  es  juez;  todo  lo  qu6  hace,  pues, 
es,  y  no  puede  menos  de  declararse  nulo. 
Sin  embargo,  el  que  es  juez  incompetente 
puede  convertirse  en  competente,  ya  por 
sumisión  espresa,  ya  por  sumisión  tácita  que 
se  presuma  por  el  hecho  de  acudir  á  él  el 
demandante ,  y  por  no  proponer  en  tiempo  y 
forma  la  declinatoria  de  jurisdicción  el  de- 
mandado, ó  acusado:  necesario  es  fijarse  en 
si  en  este  caso  habrá  ó  no  lugar  al  recurso.  T 
fuera  de  toda  duda  está  que  no  procede,  por- 
que cualesquiera  que  fueran  los  motivos  que 
en  un  principio  hubiera  para  alegar  la  in- 
competencia, estos  se  desvanecieron  desde 
el  momento  en  que  un  acto  de  los  interesa- 
dos vino  á  modificar  la  regla  general  que  es- 
tablece el  fuero  propio  para  cada  clase  de 
causas.  Pero,  sin  embargo,  si  la  jurisdicción 
del  juez  incompetente  no  fuera  prorogable 
por  voluntad  espresa  ni  tácita  de  los  Ktigan- 
105,  como  sucedería  si  se  tratase,  por  ejem- 
plo, de  sumisión  á  un  juzgado  militaré  á  uno 
eclesiástico  que  no  pueden  conocer  en  delitos 


contra  la  Hacienda  pública ,  entonces  indu- 
dablemente habría  siempre  lugar  á  pedir  la 
nulidad,  la  que  sin  duda  ninguna  sería  de* 
clarada. 

Conviene ,  sin  embargo ,  considerar  que 
hay  algún  caso  en  que  la  incompetencia  no 
puede  dar  lugar  al  recurso  de  nulidad.  En 
hora  buena  que  proceda  siempre  que  por  de« 
cisión  de  un  superior  común  de  los  juzgados 
entre  que  se  ha  establecido  la  competencia, 
ó  por  no  haber  recurso  ulteríor  al  de  alzada 
contra  las  determinaciones  del  tribunal  de 
apelación,  en  el  caso  de  declaratoria,  se  ha- 
ya declarado  competente  al  juez  que  no  lo 
sea ;  pero  no  debe  suceder  asi  en  los  casos 
en  que  esta  decisión  se  ha  dado  por  el  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  cuando  á  él  le  ha 
correspondido  dirimir  k  competencia  y  fijar 
el  orden  de  las  jurísdicciones;  Absurdo  seria, 
en  efecto,  que  después  que  el  tribunal  que 
tiene  como  una  de  sus  principales  atribucio- 
nes resolver  las  competencias,  hubiera  pro- 
nunciado su  fallo  declarando  competente  á 
un  juez ,  él  mismo  deshiciera  la  obra  de  sus 
manos,  anulara  lo  que  determinó,  y  que 
contra  su  dignidad  y  contra  los  verdaderos 
intereses  de  la  justicia ,  fallara  que  habia 
errado,  y  que  por  su  error  ó  por  su  imprevi- 
sión habia  aumentado  las  dilaciones,  gastos, 
disgustos  y  desgracias  á  que  se  sujeta  el  in- 
feliz que  es  acusado  por  la  perpetración  de 
un  delito,  que  con  mas  ó  menos  fundamento 
se  le  atribuye.  Las  cuestiones  judiciales  de- 
ben tener  un  término  mas  allá  del  cual  no  sea 
licito  reproducirías :  el  fallo  del  Tribunal 
Supremo,  al  decidir  la  competencia,  es  la  au* 
toridad  santa  de  la  cosa  juzgada  en  las  cau- 
sas, y  en  los  pleitos. 

Si  entramos  en  investigaciones  acerca  de 
sí  debian  comprenderse  algunas  causas  de 
nulidad,  ademas  de  las  espuestas,  difícil  seria 
que  las  encontráramos.  Un  distinguido  ju- 
risconsulto, consultando  el  real  decreto  de  A 
de  noviembre,  echaba  de  menos  otras  dos 
hipótesis :  estas  eran  la  de  que  no  fuere  la 
sentencia  conforme  con  la  demanda,  y  la  de 
que  la  resolución  no  fuese  cierta,  determi- 
nada y  fija.  Confesaba  el  mencionado  escri- 
tor, que  en  sus  dos  hipótesis  las  sentencias 
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eraü  opuestas  á  ley  clara  y  termioaQle; 
y  que  procedía ,  por  lo  tanlo ,  coolra  ellas 
el  recurso  de  nulidad,  por  íurraccion  de  ley 
en  la  sentencia ;  pero  creía  al  mismo  tiempo 
que  aquellos  defectos  inducían  una  violación 
de  forma  en  la  sentencia  misma,  parte  prin- 
cipalísima del  proceso ,  y  que  podrían  igual- 
mente reputarse  por  causa  bastante  para  fun- 
dar el  recurso  por  quebrantamiento  de  la  forma 
del  juicio.  No  nos  parece  acertada  esta  opi- 
nión ;  pudiéndose  atacar  en  el  caso  propuesto 
la  sentencia  como  nula,  por  infringirse  en 
ella  la  ley,  no  alcanzamos  qué  mayor  venta- 
ja puede  resultar  de  declararla  también  nula, 
por  no  arreglarse  á  la  forma  del  procedí* 
miento.  Y  eso,  prescindiendo  de  la  inexacti- 
tud que  se  comete  al  considerar  violación  de 
forma  donde  hay  solo  violación  de  ley  en  el 
fondo.  Estas  ú*  otras  consideraciones  debie- 
ron hacer  rectificar  su  opinión  al  jurisconsulr 
to  mencionado,  puesto  que,  á  pesar  de  ha- 
ber sido  el  que  presentó  y  aconsejó'á  S.  M.  la 
adopción  del  real  decreto  de  SO  de  junio,  que 
refrendó  como  ministro,  no  incluyó  entre  los 
casos  de  casación  los  que  en  otro  tiempo 
había  echado  de  menos. 

Para  que  proceda  el  recurso  de  nulidad 
por  infracción  de  las  formas  del  procedimien- 
to, exige  el  real  decreto  de  4  de  noviem- 
bre (1)  que  se  haya  reclamado  la  nulidad  an- 
tes que  recaiga  sentencia  en  la  instancia  res- 
pectiva, y  que  la  reclamación  no  haya  surti- 
do efecto:  sin  embargo,  si  la  nulidad  recla- 
mada y  desatendida  en  una  instancia,  puede 
subsanarse  en  la  ulterior ,  se  debe  reclamar 
nuevamente  en  ella.  Nada  dice  acerca  de 
este  particular  el  real  decreto  de  20  de  junio: 
conviene,  por  lo  tanto ,  examinar  si  es  ó  no 
estensivo  á  los  recursos  de  casación  lo  que 
para  los  de  nulidad  se  halla  establecido.  En 
nuestro  concepto  el  art.  114  del  decreto  de 
20  de  junio,  resuelve  esta  dificultad,  cuando 
dice,  que  en  todo  lo  que  no  se  halla  espresa- 
mente  determinado  por  dicho  real  decreto, 
respecto  del  enjuiciamiento,  se  observe  lo  que 
disponen  las  leyes  comunes :  de  lo  que  se 
infiere,  que  es  aplicable  al  caso  presente  lo 

(I)    Art.  5. 


I 


que  respecto  á  la  nulidad  ordenó  el  decreto 
de  4  de  noviembre.  Ni  pareció  que  podía  ser 
de  otra  manera,  cuando  el  que  propuso  y 
refrendó  el  recurso  de  casación  de  que  tra- 
tamos, aplaudió  esta  precaución  útilísima, 
introducida  en  el  de  nulidad,  diciendo  que 
estaba  fundada  en  principios  de  justicia,  de 
conveniencia  y  aun  de  moralidad ,  y  que  era 
acertadísima,  porque  no  es  justo  tener  á  los 
tribunales  y  jueces  en  perpetua  ansiedad, 
dejando  al  arbitrio  de  los  litigantes  reclamar 
sin  restricción,  ni  limitación  alguna  de  tiem- 
po, los  defectos  que  tal  vez  inadvertidamen- 
te pudieran  cometer;  ni  era  conveniente  que 
pudíendo  subsanarse  una  falta  por  el  que  in- 
currió en  ella ,  se  permitiera ,  sin  reclamar 
ante  él ,  recurrir  á  otro  tribunal ,  y  apelar  á 
un  remedio  estremo;  ni  puede,  en  fin,  per- 
mitirse, sin  ofensa  de  la  moralidad  y  sin  faltar 
al  decoro  debido  á  la  magistratura,  que  el 
litigante  que  ha  adoptado  el  defecto,  muchas 
veces  consentido ,  y  muchas  provocado  por 
él,  use  de  la  perfidia  de  esperar  á  la  deter- 
minación final  del  negocio ,  para  sí  le  es  con- 
traria reclamarla ,  y  conformarse  con  ella  si 
le  es  favorable. 

Mas  como  no  siempre  puede  hacerse  la 
reclamación  de  nulidad  antes  de  que  recaiga 
la  sentencia  en  la  instancia  respectiva  ,  por- 
que, ó  puede  faltar  el  tiempo  para  proponer- 
la, ó  ser  la  nulidad  posterior  á  la  sentencia, 
de  aqui  es  que  la  regla  de  que  acabamos  de 
hablar,  debe  entenderse  cumplida,  siempre 
que  la  reclamación  se  entable  y  reproduzca 
cuando  haya  posibilidad  legal  de  que  sea 
atendida. 

Debe  interponerse  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  sala  que  pronunció  la  sentencia, 
contra  la  que  se  intenta,  para  ante  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia ,  dentro  de  los  diez 
días  siguientes  á  la  notificación  del  fallo  que 
lo  motive.  El  escrito  en  que  se  interponga, 
debe  estar  firmado  por  letrado ;  en  él  se  ha 
de  esponer  la  ley  ó  regla  de  enjuiciamiento 
que  se  suponga  infringida  (1).  El  término 
es  fatal ;  ninguna  latitud  dan  las  palabras  del 
real  decreto  de  20  de  enero:  es  conveniente, 

\í)    Art.  97  del  real  decreto  de  M  de  junio  de  I8M. 
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por  otra  parte,  que  las  garantías  qae  se  con- 
ceden á  los  justiciables  en  último  recurso  y 
como  remedio  estraordinario ,  no  estén  sin 
ejercitarse  indefinidamente,  y  que  indefini- 
damente también ,  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada  esté  puesta  en  tela  de  juicio,  y  los 
tribunales  superiores  pendientes  de  la  censura 
que  el  Supremo  haga  de  su  conducta.  El  que 
no  se  aproveche  oportunamente  del  término 
que  se  le  concede ,  impúteselo  á  su  negli- 
gencia. 

Puede  dudarse  si  es  necesario  que  el  pro- 
curador presente  poder  especial  para  inter- 
poner el  recurso.  Nada  dice  el  real  decreto 
de  20  de  junio:  nuestra  antigua  jurispruden- 
cia exige  poder  especial  para  todos  los  re- 
cursos estraordinarios :  el  decreto  de  4  de 
noviembre  también  le  exigió.  El  silencio  que 
se  guarda  al  hablar  en  los  recursos  de  casa- 
ción de  esta  circunstancia  en  su  artículo,  to- 
mado en  parte  del  que  estableció  los  recur- 
sos de  nulidad,  nos  hace  creer  que  no  se  la 
creyó  necesaria:  influiría  en  ello  probable* 
mente  la  convicción  de  lo  embarazoso  que 
es  alas  veces  la  exigencia  del  poder  especial, 
que  siempre  está  á  tiempo  aquel  á  cuyo  nom- 
bre se  ha  recurrido  para  separarse  del  recur- 
so, y  que  son  mayores  los  inconvenientes 
que  las  ventajas  que  resulten  de  no  admitir- 
se la  interposición  del  recurso  sin  esa  cir- 
cunstancia. Tal  vez  produciría  este  silencio 
el  suponer,  que  tratándose  de  causas  crimi- 
nales en  que  la  notificación  de  la  sentencia 
es  personal ,  los  mismos  interesados,  presen- 
tes generalmente ,  podrían  interponerlo.  De 
desear,  sin  embargo,  hubiera  sido  que  no 
se  hubiese  dejado  de  hacer  espresion  de  esta 
circunstancia.  Creemos,  en  visladetodo, 
que  no  debe  exigirse  hoy  en  el  procurador 
poder  especial ;  pero  que  conviene,  para  evi- 
tar toda  duda,  que  estando,  como  frecuente- 
mente estará,  el  que  pretende  interponer  el 
recurso  en  el  punto  en  que  se  pronunció  la 
sentencia  que  lo  motive,  firmará  también  el 
escrito. 

Siguiéndose  la  opinión  contraría ,  será  ne- 
cesario convenir ,  en  que  sí  el  procurador 
carece  de  poder  especial ,  y  el  principal  se 
baila  ausente,  deberá  concederse  el  término 


indispensable  para  llenar  este  requisito.  Asi 
lo  previene  el  real  decreto  de  4  de  noviem- 
bre y  así  lo  diclan  la  equidad  y  la  justicia. 
El  exigirse  la  firma  de  letrado  es  conve- 
nientísimo.  Trátase  de  la  recta  inteligencia 
y  de  la  interpretación  de  las  leyes:  supónese 
-  en  el  recurso  que  un  tribunal  superior  com- 
puesto de  hombres  esperi  mentad  os  y  cono- 
cedores del  derecho,  ha  inrringído  las  leyes; 
la  menor  garantía  pericial  que  podía  exigir- 
se ,  era  la  de  la  firma  de  un  letrado. 

Pero  no  se  ha  creido  bastante  esta  garan- 
tía :  se  ha  establecido  ademas  otra  pecunia- 
ria. Tal  es  la  de  que  al  interponerse  el  re- 
curso, ofrezca  el  que  lo  proponga  depositar 
en  las  cajas  del  Tesoro,  ó  del  banco  de  San 
Fernando,  ó  de  otro  establecimiento  autori- 
zado ,  una  cantidad  en  metálico  igual  á  la 
mitad  de  la  pena  pecuniaria  y  valor  del  co- 
miso ,  con  tal  que  no  esceda  de  trescientos 
duros.  El  tribunal  manda  formalizar  el  de- 
pósito en  el  término  que  estima  suficiente,  y 
si  al  vencimiento  no  se  hubiere  verificado, 
no  tiene  efecto  el  recurso.  Al  recurrente  po- 
bre le  basta  obligarse  en  el  proceso  á  res- 
ponder de  dicha  cantidad  cuando  llegue  á 
mejor  fortuna.  El  oficio  fiscal  no  está  obliga- 
do á  constituir  el  depósito  (1). 

Antigua  es  entre  nosotros  la  necesidad  de 
constituir  ciertos  depósitos  en  los  recursos 
estraordinarios.  En  el  de  segunda  suplica- 
ción se  exigian  mil  quinientas  doblas ;  en  el 
de  injusticia  notoria  tres  mil  quinientos  rea- 
les, y  cinco  mil  quinientos  en  los  negocios 
mercantiles  (S).  El  objeto  principal  de  estos 
depósitos  ha  sido  limitar  de  un  modo  indi- 
recto el  número  de  los  recursos ,  evitando 
asi  que  en  los  negocios  de  corta  importancia 
se  interpongan ,  y  escusándose  de  la  necesi- 
dad de  seHalar  las  causas  en  que  deberían 
escluirse  por  razón  de  su  cuantía.  Sin  em- 
bargo ,  no  puede  negarse  que  son  de  fuerza 
los  argumentos  que  se  hacen  contra  los  de- 
pósitos: parece  ,  en  efecto,  que  la  adminis- 
tración de  justicia  no  debe  imponer  á  los  liti- 
gantes otros  dispendios  que  los  que  son  indis- 


(1)    Art.  9H  del  real  decreto  de  ^  de  junio  de  íKn, 
{%)    Art.  498  tío  1h  Icj  de  onjuiriamienio  iurrc«util. 
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pensablespara  su  deí^nsa,  y  que  la  socie- 
dad no  del>c  recargármelos ;  bastantes  sinsa- 
bores,  bastantes  gastos  y  bastante  peligro 
de  ser  condenado  en  costas  tiene  el  que  se 
deGende,  para  que  todavía  se  aumenten  es^ 
tas  dificultades  con  otras.  En  nuestro  con- 
cepto debería  adoptarse  un  término  medio: 
podría  consistir  este  en  que  se  hiciera  depó- 
sito en  los  casos  en  que  los  fallos  de  príraera 
y  de  segunda  instancia  hubieran  sido  conror- 
mes ,  y  que  se  libertara  de  esta  obligación  el 
recurrente  que  hubiera  obtenido  á  su  favor 
una  sentencia.  No  tiene  el  que  se  halla  en 
este  último  caso  igual  presunción  de  litigan- 
te temerario  que  el  que  ha  sido  vencido  en 
las  dos  instancias.  De  este  modo,  según 
creemos,  se  consultaría  mas  á  la  equidad  y 
á  todos  los  intereses. 

El  depósito  solo  puede  consistir  en  dinero: 
el  real  decreto  de  4  de  noviembre  admitia 
en  su  lugar  fianza  suficiente,  pero  en  doble 
cantidad.  Las  dificultades  y  dilaciones  á  que 
la  apreciación  de  la  fianza  dá  lugar,  y  la  di- 
ficultad ,  ó  el  retardo  al  menos  para  hacer 
efectiva  la  suma  en  caso  de  desestimarse  el 
recurso,  han  debido  ser  las  causas  de  escluir 
todo  lo  que  no  sea  metálico.  A.grégase  á  es- 
to ,  que  no  siendo  muy  crecida  la  cantidad 
que  se  señala  para  el  depósito ,  el  que  puede 
dar  la  fianza  por  el  doble  naturalmente  ten- 
drá en  el  término  que  corre  desde  la  notifi- 
cación de  la  sentencia,  hasta  el  dia  en  que 
debe  acredkar  que  ha  depositado,  el  tiempo 
bastante  para  procurarse  el  numerario. 

Interpuesto  el  recurso  y  acreditado  el  de- 
pósito en  sn  caso,  la  Audiencia  manda  remi- 
tir la  causa  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
con  emplazamiento  de  las  partes  para  que 
comparezcan  dentro  de  veinte  dias ,  conta- 
dos desde  sn  notificación  (1).  Este  es  el  tenor 
literal  del  decreto.  De  él  parece  inferirse 
que  no  debe  haber  tramitación  alguna,  si  no 
que ,  interpuesto  el  recurso ,  los  jueces  de 
plano  han  de  declarar  su  admisión  ó  inadmi- 
sión. Pueden,  sin  embargo  de  eso,  ocurrir 
incidentes  que  hagan  necesarias  algunas  di- 
ligencias, talea  como  los  que  «e  refieran  á 


(1 }    Art.  99  del  real  decreto  de  90  de  jnnto  de  1851 


la  constitución  del  depósito  :  deberán  en 
estos  casos  ser  muy  cautos  tos  tribunales, 
teniendo  presente  el  espíritu  que  domina 
en  todo  este  procedimiento. 

El  término  de  veinte  dias,  bastante  según 
creemos  para  las  causas  que  se  siguen  en  la 
Península  y  Baleares ,  nos  parece  muy  corto 
para  Canarias  por  las  dificultades  actuales 
de  las  comuaicacioBes. 

Solo  podrá  negar  la  Audiencia  la  admisión 
del  recurso,  si  no  se  hubiere  interpuesto 
dentro  de  los  diez  dias  siguientes  al  de  la  no- 
tificación de  la  sentencia ;  ó  si  el  escrito  no 
estuviere  firmado  por  letrado ;  ó  si  no  se  hu- 
biere citado  la  ley ,  doctrina  legal  ó  regla  de 
enjuiciamiento  quebrantada;  ó  por  último, 
sí  no  se  hubiere  verificado  oportunamente  el 
depósito  (1).  A.  estos  casos  de  denegación 
nos  parece  que  podia  haberse  añadido  otro 
especial  á  los  recursos  que  se  entablan  por 
quebrantamiento  de  alguna  regla  del  juicio: 
este  es ,  cuando  la  infraccioi  no  hubiera  sido 

I  oportunamente  reclamada  según  queda  antes 
espuesto.  La  Audiencia,  pues,  como  se  vé, 
se  limita  á  examinar  la  parte  esterna ,  la  de 
las  fórmulas  de  la  Interposición  del  recurso. 
Contra  el  auto,  en  que  se  deniega  la  ad- 
misión  del  recurso  de  casación ,  puede  inter- 
ponerse el  de  apelación  al  Tribunal  Supremo 
en  el  término  de  cinco  dias.  La  Aidiencia 
admitirá  el  recurso,  elevando  al  mwno  Trí« 
bnnal  Supremo  testimonio  de  lo  que  las  par- 
tes solicitaren,  con  citación  de  las  misoMs  y 

I  señalamiento  del  término  de  SO  días  coBta* 
dos  desde  la  notificación  de  la  sentencia,  pa- 
ra que  comparezcan  ante  el  mismo  Tribvnal. 
Este  declarará  desierto  el  recurso  si  el  apea- 
lante no  compareciere  en  dicho  término ,  y 
en  otro  caso  sin  mas  trámites  que  la  entrega 
del  testimonio  por  via  de  instrucción  á  las 
partes,  y  la  vista,  decidirá  irrevooableineB- 
te  lo  que  estime  en  justicia  (:2).  La  justicia 
de  este  remedio  de  la  aleada  es  indi^ta* 
ble;  de  otro  modo  estarían  los  tribunales  sa« 
períores  autorizados  para  impedir  la  rewíoa 
de  sus  falles  y  podrvan  quebrantar  impone- 
mente  las  leyes. 


(1)    Art.  Id. 

(i)    Dicho  art.  n>lf 
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No  se  ha  establecido  el  recorso  de  alzada 
contra  las  providencias  de  las  Audiencias  ad- 
mitiendo el  recurso,  porque  esto,  lejos  de  ser 
beneficioso  al  que  lo  impugna f  seria  perju- 
dicial, pues  una  vez  remitidos  los  autos  al 
Tribunal  Supremo ,  mas  conveniente  es  que 
se  estienda  á  todas  las  cansas  de  nulidad, 
inclusas  las  que,  versando  sobre  la  forma  es- 
terna de  la  interposición  del  recurso ,  debie- 
ron ser  decididas  de  diversa  manera  por  la 
Audiencia,  que  no  ir  sucesivamente  entran- 
do en  el  examen  de  cada  una ,  aumentando 
las  vistas  y  los  gastos  judiciales. 

La  interposición  del  recurso  de  casación  por 
regla  general  no  suspende  la  ejecución  de  la 
sentencia ,  salvo  en  los  dos  casos  siguientes: 

1 ,°    Si  fuere  de  muerte. 

S.""  Si  en  ella  se  impusiere  la  pena  de  ar- 
golla» degradación,  ó  alguna  corporal  que 
hubiere  de  cumplirse  fuera  de  la  Península  é 
Islas  adyacentes  (1). 

Al  leerse  estas  escepciones,  nadie  habrá 
que  no  las  aplauda.  Seria  sobre  absurdo,  in- 
humano y  bárbaro,  que  cuando  estaba  inter- 
puesto el  recurso,  que  cuando  podia  anular- 
se la  ejecutoria,  se  llevaran  á  efecto  penas  que 
no  admiten  reparación  y  que  después  se  de- 
clarara nula  la  sentencia.  En  este  caso  la  pe- 
na de  muerte  aparecería  como  un  asesinato 
jurídico ,  y  también  las  de  argolla  y  degra- 
dación, esas  penas  que  bastan  para  matar  al 
hombre  de  vergüenza.  Pero  ¿ha  debido  la 
suspensión  de  la  ejecución  de  la  sentencia 
limitarse  á  esas  penas  y  á  las  que  se  han  de 
sufrir  fuera  del  territorio  de  la  Península  é 
islas  adyacentes?  Francamente ,  nos  parece 
que  no.  Guando  la  ejecutoria  no  está  fuera  de 
discusión,  cuando  el  que  es  condenado  por 
criminal  puede  todavia  ser  absuelto  como 
¡nocente,  es  terrible  proceder  á  ejecutar  la 
pena,  á  confundir  al  hombre  de  bien  con  los 
malvados,  á  amargar  los  dias  que  le  quedan 
de  existencia  y  á  causarle  danos  irreparables; 
irreparables  sin  duda,  puesto  que  el  ánimo,  el 
cuerpo  y  la  opinión,  padecen  de  un  modo  que 
no  puede  ser  nunca  compensado.  La  declara- 
ción de  la  nulidad  de  la  sentencia  criminal 


(f)    Art.100. 

TOMO  VW, 


que  ha  empezado  á  ejecutarse,  rebaja  por 
otra  parte  notablemente  el  prestigio  déla  ma- 
gistratura, y  cede  en  descrédito  de  la  admi- 
nistración de  justicia.  Conveniente  es  que  no 
aparezcan  mártires ,  para  que  no  se  dé  á  los 
juzgadores  el  dictado  de  tiranos  y  opresores. 
Ni  se  teman  las  dilaciones  que  la  interposición 
de  los  recursos  puede  ocasionar:  la  deten- 
ción nunca  es  un  mal  tan  grave  como  la  in- 
justicia. Pero  estas  tardanzas  pueden  evitar- 
se en  una  buena  ley  de  procedimientos  cri- 
minales, y  no  deben  sacrificarse  á  ideas  vul- 
gares de  celeridad  exagerada,  los  grandes  y 
perpetuos  intereses  de  la  inocencia. 

Admitido  el  recurso  de  casación  y  recibida 
la  causa  en  el  Tribunal  Supremo,  establece 
el  real  decreto  de  20  de  junio  un  sistema,  que 
antes  de  entrar  en  sus  pormenores  y  en  el 
modo  de  desenvolverlo ,  exige  por  nuestra 
parte  algunas  esplicaciones. 

Según  él ,  la  sala  primera  del  Tribunal 
declarasi  haóno  lugar  al  recurso,  y  la  segun- 
da determina  en  última  instancia  sóbrela  vio- 
lación de  la  ley,  y  cuando  declara  la  nulidad 
por  infracción  délas  reglas  de  enjuiciamiento, 
manda  reponer  el  proceso  y  lo  remite  á  la 
Audiencia  para  que  se  prosiga  con  arreglo  al 
estado  á  que  se  le  reponga. 

Entre  tres  sistemas  pudo  elegirse  para 
arreglar  este  punto,  á  la  verdad  delicado  y 
trascendental :  6  seguirse  el  del  real  decreto 
de  4  de  noviembre;  ó  el  adoptado  en  el  que 
comentamos;  ó  por  último,  establecer  que  la 
misma  sala  que  entendiera  en  la  nulidad,  fa- 
llara sobre  el  fondo  de  la  cuestión,  si  el  re- 
curso era  por  infracción  de  ley  en  la  senten- 
cia, y  si  lo  era  por  quebrantamiento  de  las  re  * 
glas  de  enjuiciamiento,  que  lo  pasara  al  tri- 
bunal superior  para  que  se  repusiere  por 
quien  correspondiese  el  proceso  al  estado 
que  tedia  al  cometerse  la  nulidad. 

El  primero  de  estos  tres  sistemas  fué  en- 
tre nosotros  una  importación  francesa,  y  á  la 
verdad  poco  feliz,  porque  se  trasplantó  solo 
en  parte,  dejando  la  que  podría  en  su  caso 
minorar  los  inconvenientes  del  sistema. 
Cuando  hablamos  asi,  nos  referimos  solo  á  la 
parte  del  decreto  de  4  de  noviembre  que  or- 
denaba que  cuando  se  declarara  haber  lugar 
102 
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ai  recurso,  por  ser  fallo  coolrario  á  la  ley  es- 
presa y  termioaiite»  el  Tribunal  Supremo  de- 
volviera los  autos  al  Tribunal  á  qu6  para  que 
sobre  el  fondo  de  la  cueslion  determinara 
en  última  instancia  lo  que  estimara  justo  por 
siete  ministros  que  no  hubieran  intervenido 
en  los  anteriores  fallos.  Este  sistema  que  fué 
introducido  en  Francia  con  el  loable  propósi- 
to de  dar  mayor  independencia  á  las  opinio- 
nes, ensanchar  los  debates  sobre  las  cues- 
tiones de  def  echo  ,  y  reunir  mas  prendas  de 
acierto  para  Gjar  la  jurisprudencia,  está  su- 
jeto á  gravísimos  inconvenientes,  porque 
pone  en  rivalidad  á  los  tribunales  supe- 
riores con  el  Supremo,  destruye  el  orden 
gerárquico  de  los  tribunales,  haciendo  que 
una  deeision  de  la  Audiencia,  reproduciendo 
el  bllo  primero,  desaire  la  declaración  de 
nulidad  del  Tribunal  Supremo,  pues  como 
contra  la  segunda  sentencia  no  hay  segundo 
recurso  de  casación,  se  sobrepone  de  este  mo- 
do el  inferior  al  superior.  T  asi  tenemos 
entendido  que  ha  sucedido  ya  alguna  vez, 
con  desdoro  de  la  administración  de  jus- 
ticia. Ni  se  diga  que  la  Audiencia ,  vista  la 
declaración  de  nulidad,  suele  atemperarse  á 
la  que  basla  cierto  punto  considera  como  ju- 
risprudencia, desde  el  momento  ea  que  ha 
visto  el  fallo  del  Tribunal  Supremo.  Enton- 
ces serla  necesario  decir  que  la  sentencia  del 
tribunal  superior  solo  es  en  el  nombre ;  que 
los  magistrados  de  la  Audiencia  no  tienen 
libertad  para  juzgar  coft  independencia  so- 
bre una  cuestíoa  de  derecho;  que  se  les  redu- 
ce á  la  miserable  condición  de  tener  que  su- 
jetar su  saber  y  su  inteligencia  á  la  autoridad 
de  otro  alto  tribunal,  con  el  que  no  pueden 
discutir»  con  el  que  tienen  necesariamente 
que  ooBfermarse.  Esto  no  es  posible;  esto  so- 
bre absurdo,  seria  inteuo. 

No  puede  suceder  lo  mismo  en  Francia: 
alli  para  resolver  las  dificultades  que  deja- 
mos indíeadas,  se  bao  dado  cinco  leyes  dife- 
rentes en  el  espacio  de  muy  pocos  anos. 
Según  la  ultima^  cuando  el  tribunal  de  depar- 
tamento insiste  eu  la  primera  sentencia,  el 
de  casación,  reunido  en  pleno,  resuelve  de  un 
modo  defiaitivo.  Los  gastos  que  llevaconsigo 
este  sistema,  las  dilaciones  que  causa  y  ki 


desautorización  que  ocasionaá  los  tribunales, 
son  evidentes.  Pero  al  menos  evita  que  el 
fallo  del  tribunal  de  alzada  prevalezca  sobre 
el  del  mas  alio  cuerpo  de  justicia.  Por  estas 
consideraciones  no  somos  partidarios  del  sis- 
tema del  real  decreto  de  4  noviembre,  ni  aun 
que  se  completara  añadiéndole  lo  que  le  falta 
del  procedimiento  del  tribunal  francés  de  ca- 
sación. 

No  nos  parece  tampoco  aceptable  el  siste- 
ma adoptado  por  el  real  decreto  de  30  de  ju- 
nio, y  que  fué  imitado  por  la  instrucción 
del  procedimiento  civil  de  30  de  setieoüire 
de  Í8S5.  Prescindiendo  de  que  es  aplicable  á 
este  sistema  alguna  de  las  objeciones  pre- 
sentadas contra  el  anterior,  encontramos  otra 
mas  grave,  mas  trascendental,  atendiendo  al 
principal  objeto  de  los  recursos  de  casación, 
que  es  uniformar  la  jurisprudeucia.  Oportu- 
namente se  ha  dicho  por  una  corporación  ilus- 
tre, analizando  esta  misma  disposición:  <0 
«la  segunda  sala,  por  espíritu  de  cuerpo,  por 
««consideraciones  personales  (lo  que  no  es  de 
ncreer),  ó  adoptando  4  siguiendo  las  mismas 
««doctrinas,  resuelve  la  cuestioude  fondo  del 
«»mismo  modo  y  en  el  propio  sentido  que  lo 
"hubiera  hecho  la  primera  que  declaró  la 
"nuUdad,  ó  por  el  contiario,  falla  con  la  mas 
««completa  independencia  de  espíritu»  de 
««cuerpo  y  de  doctrina  ^ue  es  lo  que  suoede- 
««rá)  y  decide  la  cuestión  de  una  manera  con- 
»«tradictoría  ü  opuesta.  En  el  primer  caso 
««no  tiene  objeto  el  que  conozca  del  negocio 
««una  segunda  sata,  con  los  perjuicios  de 
««producir  gastos  y  dilaciones  que  pudie- 
««ran  evitarse  fallando  en  el  fondo  la  sala  que 
««declare  la  nulidad.  En  la  segunda  hipótesis, 
««resulta  entre  las  dos  salas  un  completo  an- 
«'tagonismo  ó  una  disonancia  de  doctrina  que 
««desprestigia  al  Tribunal  Supremo,  y  que 
««impide  que  se  logre  la  unidaíd  en  la  juris- 
««prudencia.»  Y  estas  observaciones  son  tan 
exactas,  que  no  pueden  á  nuestro  modo  de 
entender  ser  impugnadas  con  éxito.  Para  que 
la  jurisprudencia  sea  una ,  es  menester  q^e 
la  misma  sala  sea  la  que  falle  sobre  la  nuli- 
dad y  sobre  el  fondo:  dos  salas,  aunque  cor- 
respondan á  un  mismo  tribunal,  son  en  rigor 
dos  tribunales  diferentes  cuando  veo  sepaca- 
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damente  los  pleitos  ó  las  causas ;  soq  dos 
centros  y  do  uno  solo  que  uniforma  la  juris- 
prudencia. 

Las  observaciones  que  preceden  nos  llevan 
al  tercer  sistema  de  los  que  antes  indicamos» 
á  saber :  que  la  misma  sala,  que  falle  sobre 
la  nulidad,  sentencie  la  causa.  Este  sistema 
es  mas  conforme  con  nuestras  antiguas  tra- 
diciones: el  Consejo  de  Castilla,  en  los  recur- 
sos estraordínarios  de  injusticia  notoria ,  no 
solo  declaraba  la  injusticia,  si  no  que  fitllaba 
sobre  el  fondo  del  negocio*  Aceptable  nos  pa- 
rece este  principio ,  pero  creemos  al  propio 
tiempo  que  debe  ser  desenvuelto  de  modo 
que  satisfaga  hoy  á  las  necesidades  actuales. 
Conviene  separar  la  parte  de  la  sentencia 
que  decide  la  nulidad,  de  laque  repara  la  in- 
usticia :  la  primera  es  de  un  interés  mas 
general ;  es  la  interpretación  judicial,  el  mo- 
do que  tiene  de  entender  la  ley  el  Tribunal 
Supremo  del  Estado:  la  segunda  parte  es 
consecuencia  necesaria  de  la  primera,  y 
afecta  principalmente  á  la  causa  sobre  que 
recae :  la  primera  interesa  á  todos,  porque 
la  jurisprudencia  completa  la  ley ,  la  segun- 
da Qs  una  ley  especial  para  el  negocio  que 
decide:  la  primera  puede  ser  invocada  en 
otras  causas,  como  un  precedente  de  grande 
autoridad,  la  segunda  solo  es  autoridad  en- 
tre los  que  fueron  parte  en  la  causa.  Por  es- 
tas consideraciones  creemos  que  seria  con- 
veniente que  la  sentencia  de  casación  se  di- 
vidiera en  dos  partes  independientes,  ó  bien 
que  la  misma  sala  pronunciara  dos  senten- 
cias sin  intermisión;  la  una  declarando  la 
nulidad,  la  otra  reparando  la  injusticia.  Opi- 
namos, por  último,  que  la  competencia  de  las 
salas  del  Tribunal  Supremo,  por  lo  que  hace 
á  los  recursos  de  nulidad,  deberia  arreglarse 
señalándose  á  cada  una  la  clase  de  negocios 
de  que  debia  entender. 

Manifestadas  ya  nuestras  opiniones  acerca 
de  este  gravisimo  panto,  veamos  como  des- 
envuelve su  sistema  el  real  decreto  de  20 
de  junio. 

Recibida  la  causa  en  el  Tribunal  Supremo, 
se  pasa  á  la  sala  primera,  y  por  esta  al  fiscal 
para  qqe  esponga  $it  díctámeiü,  y  á  petición 
suya  se  declarará  desierto  el  recurso,  si  en 


ej  caso  de  no  sor  pobre  la  parte  que  lo  haya 
interpuesto,  no  se  hubiera  presentado  por 
medio  de  procurador  en  el  térmíiK)  del  em* 
plazamíeoto,  eondenáadole  al  pago  de  las 
costas  causadas,  y  á  la  pérdida  de  la  mitad 
de  la  cantidad  depositada.  Pero  si  el  recur- 
rente es  pobre ,  se  le  nombrará  defensor  de 
oficio,  sí  Bo  lo  tuviere  (1). 

Para  la  completa  inteligencia  de  estas  dis- 
posicionesj  conviene  tener  en  cuenta  que  las 
partes  fueron  ya  emplazadas  en  la  Audien- 
cia ,  y  que  el  ministerio  fiscal  nunca  puede 
dejar  de  ser  parte  en  estas  causas,  ya  por«^ 
que  son  criminales,  y  ya  también  porque  en 
ellas  está  interesada  la  Hacienda  pública ;  y 
esta  es  la  razón  por  la  que  se  exige  su  inter- 
vención aquí,  separándose  en  este  punto  de 
lo  que  se  ordenó  en  el  real  decreto  de  4  de 
noviembre,  en  que  por  regla  general  no  es 
parte  el  ministerio  público,  si  bien  puede 
serlo  cuando  como  actor  ó  como  demandado, 
representa  al  Estado  en  las  cuestiones  que 
caen  bajo  el  imperio  de  la  ley  civil. 

No  será  muy  frecuente  el  caso  de  que 
abandone  el  recurso  la  parto  que  le  haya  in- 
terpuesto; porque  no  se  concibe  que  haga  el 
depósito  para  perder  la  mitad.  Pero  siendo 
indudable  la  posibilidad  de  que  esto  se  veri- 
fique ,  ya  por  descuido,  ya  porque  el  letrado 
ó  letrados  á  quienes  el  interesado  consulta 
para  seguir  el  recurso ,  viendo  la  cuestión 
bajo  distinto  aspecto  del  en  que  la  consideró 
el  que  la  aconsejaba  en  la  Audiencia,  le  ha- 
gan cambiar  de  propósito,  no  debió  omitirse 
el  caso  en  la  ley. 

¿Y  qué  sucederá  si  el  que  interpuso  el  re- 
ceso acude  al  Tribunal  Supremo  desistiendo 
de  él?  ¿Deberá  perder  también  la  mitad  del 
depósito?  No  hay  disposición  legal  que  lo  or* 
dene  :  esta  circunstancia  y  la  buena  fé ,  de 
que  dá  pruebas  el  que  mejor  aconsejado,  se 
separa  del  camino  que  emprendió,  no  espe- 
rando á  que  el  ministerio  fkcal  pida  que  se 
declare  el  recurso  por  desierto,  hacen  que 
nos  inclinemos  á  que  no  debe  perder  la  mi- 
tad del  depósito.  En  todas  las  leyes  que  es- 
tablecen penalidad ,  lo  mas  seguro  os  inter* 
pretarla^  estrechamente. 

(I)    Art.  lOi  del  reyl  decioto  de  tO  éo  janlo  ét  l$5i. 
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habido  mas  que  dos  ÍDslancias,  nos  parece 
proporcionado  el  número  de  magistrados  qae 
debe  fallar  esta  clase  de  recursos,  porque 
siempre  resulta  un  número  mayor  de  jueces 
que  el  que  ha  tomado  parte  en  la  instancia 
anterior.  Sea  lo  que  quiera  de  la  verdad  y 
bondad  intrínseca  de  la  teoría  del  juez  único, 
y  de  la  reducción  posible  del  número  de  ma- 
gistrados en  los  tribunales  colegiados,  el  he- 
cho es  que  la  conciencia  pública  descansa 
mas  en  la  justicia  de  los  fallos  cuanto  mayor 
es  el  número  de  los  jueces.  Aunque  solo 
fuera  bajo  el  aspecto  del  prestigio  de  la  ad* 
ministracion  de  justicia,  sostendríamos  estos 
principios. 

Vista  la  causa,  la  sala  pronunciará  la  sen- 
tencia dentro  de  los  quince  dias  siguien- 
tes (1).  En  ella  declarará  si  ha  ó  no  lugar 
al  recurso,  esponiendo  los  fundamentos  del 
fallo  (2).  La  fórmula  de  haber  ó  no  lugar  al 
recurso,  nos  parece  oportuna  y  bien  elegida 
cuando  el  Tribunal  Supremo  no  puede  mez- 
clarse mas  que  en  la  declaración  de  si  ha 
habido  ó  no  infracción  de  ley  en  la  sentencia, 
ó  quebrantamiento  de  una  regla  capital  de 
la  tramitación  del  juicio,  y  no  puede  descen- 
der al  examen  y  apreciación  de  las  pruebas, 
y  de  los  hechos  alegados  por  las  partes. 

Las  doctrinas  modernas ,  que  separándose 
diametralmente  de  nuestro  antiguo  derecho, 
han  exigido  que  el  juez  fundara  su  fallo  en 
las  causas  criminales,  han  prevalecido,  como 
era  natural,  en  los  recursos  de  casación.  No 
basta  fallar,  ni  aun  fallar  con  justicia,  para 
que  las  sentencias  tengan  toda  la  autoridad 
moral,  que  necesitan  en  estos  tiempos  de  dis- 
cusión y  de  examen :  es  menester  ademas 
que  el  juzgador  dé  un  testimonio  público  de 
que  ha  estudiado  los  autos,  de  que  ha  pesa- 
do las  razones  de  los  contendientes ,  de  que 
ha  meditado  las  leyes  que  roas  influencia 
ejercen  en  la  cuestión ,  y  de  que  obra  con 
imparcialidad,  con  saber  y  con  justicia.  Esta  | 
publicidad  de  los  motivos  que  los  tribunales 
tienen  para  pronunciar  los  fallos,  contribuye 
(le  un  modo  eficaz  á  la  buena  administración 


(I)    Art.  107. 
(í>    Art.  108. 


de  justicia,  y  compromete  á  los  jueces  y 
tribunales  á  investigaciones  y  trabajos  á  que 
de  otro  roodo  tal  vez  no  descenderían.  Pero 
á  las  razones  que  por  regla  general  hay 
para  que  se  funden  los  fallos,  se  agrega  otra 
especialisima  en  los  recursos  de  casación. 
Repetidamente  hemos  dicho  que  su  objeto 
príncipal  es  fijar,  es  uniformar  la  jurispru- 
dencia: la  sentencia  que  no  fuera  fundada, 
no  llenaría  su  objeto :  es  menester  que  se 
sepa  qué  doctrina  legal,  qué  ley  ha  sido 
quebrantada,  cuál  es  la  viciosa  interpreta- 
ción que  le  ha  dado  el  tribunal  superior, 
cuál  la  que  ha  debido  darle.  Solo  de  este 
modo  se  conseguirá  que  los  recursos  de  ca- 
sación y  nulidad  sean  tan  fecundos  en  bue- 
nos resultados ,  como  su  institución  hace  es- 
perar :  solo  de  este  modo  corresponde  el  pri- 
mer cuerpo  de  la  magistratura  á  la  alta  im- 
portancia de  su  encargo ,  y  á  la  considera- 
ción que  todo  el  pais  le  dispensa. 

Para  proponer  los  puntos  sobre  que  debe 
recaer  el  fallo  y  la  redacción  de  la  sentencia, 
la  sala  designa  un  magistrado  ponente ,  car- 
go que  desempeñan  por  turno  el  presidente 
y  ministros  (1). 

Cuando  la  sala  primera  declara  haber  lu- 
gar al  recurso,  se  pasa  la  causa  á  la  sala 
segunda  compuesta  de  nueve  ministros  dis- 
tintos de  los  que  han  dictado  la  providencia 
anterior  (2).  La  sala  segunda  determina  en 
última  instancia  las  cuestiones  sobre  viola- 
ción de  ley;  pero  cuando  declara  la  nulidad 
por  infracción  de  las  leyes  del  procedimien- 
to, manda  reponer  el  proceso,  y  lo  remite 
á  la  sala  de  la  Audiencia,  para  que  se  prosi- 
ga en  primera  ó  segunda  instancia  por  el 
juzgado  correspondiente,  y  una  de  sus  salas 
ordinarias  con  arreglo  á  las  leyes  y  al  esta* 
do  á  que  se  le  reponga.  Si  determina  el  Tri- 
bunal Supremo  que  no  se  reponga  el  proce- 
so ,  se  devuelve  este  á  la  sala  de  la  Audien- 
cia para  que  se  ejecute  el  fallo  dictado  por 
ella  (3).  Los  fallos  de  la  sala  segunda  que 
son  también  motivados,  causan  ejecutoria,  y 
contra  ellos  no  hay  recurso  ulterior  (4).   Al- 


(I)  ArU  lis. 

(91  Art.  106. 

(3)  Art.  109. 

(4)  Art,  110. 
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la  motivado ,  y  que  sia  duda  son  de  grave- 
dad cuando  qo  se  trata  de  resolver  cueatio- 
aes  teóricas  en  el  terreno  de  la  ciencia  t  sí 
no  de  aplicarlas  á  la  vida  real  y  á  las  nece* 
sidades  de  los  pueblos.  En  efecto ,  parecería 
un  contrasentido  qoe  hubiera  recurso  de  ca- 
sación en  las  causas  criminales  de  Ultramar, 
cuando  no  lo  hay  para  las  qne  se  fallan  en 
la  Península  é  islas  adyacentes ;  que  se  ad- 
mitiera donde  no  rige  el  Código  penal,  euan- 
de  está  desechado  en  donde  la  ley  nueva  ne- 
cesita fundar  una  jurisprudencia  nueva  tara- 
bien  ;  y  por  último ,  que  se  prefiriera  para 
ensayar  el  recurso  de  casación  en  las  cansas 
criminales,  las  provincias  en  quemasdifi- 
cuitados  habia  de  presentar  su  planteamien^ 
to.  Bajo  este  punto  de  vista  no  podemos  ne* 
gar  que  se  ha  obrado  con  circunspección  y 
miramiento  dignos  de  alabanza. 

Dos  clases  de  recursos  de  casación  esta-* 
blece  el  citado  real  decreto  de  23  de  enerov 
Distingüelos  el  mismo  con  los  nombres  de 
nulidad  ó  casación  que  dá  á  uno ,  y  (te  casa^ 
Clon  simplemente  con  qne  denomina  el  otro. 
Nos  parece  que  hubiera  sido  mejor,  para 
evitar  confusión  y  dar  mas  precisión  á  la  no- 
menclatura, haber  dado  al  primero  ef  nom- 
bre de  recurso  de  nulidad ,  y  el  de  recurso 
de  casación  al  segundo.  Basta  con  esta  indi- 
cación. 

Los  recursos  dé  míMad  6  casación  son 
los  que  se  interponen  en  las  Audiencias  res- 
pectivas de  las  providencias  inapelables  dic- 
tadas por  los  juzgados  subalternos  de  Ultra- 
mar (1).  Los  de  casación^  semejantes  á  los 
que  hoy  en  la  Península  4  islas  adyacentes 
llevan  el  nombre  de  recursos  de  nulidad ,  y 
que  fueron  formulados  por  el  real  decreto 
de  4  de  noviembre  de  18^8,  son  los  que  en 
asuntos  civiles  se  interponen  contra  los  fallos 
de  las  Audiencias  de  Ultramar,  en  que  se 
quebranta  una  ley  espresa  y  vigente ,  ó  una 
doctrina  legal  recibida  á  tilta  de  ley  por  la 
jurisprud^cia,  ó  cuando  se  haya  infringida 
algana  regla  capital  de)  enjuidaniíeivto  (2). 
De  unos  y  otros  hablareBH)s  sepavadameite. 


(I)    Art.  IW. 

(9)    Artt.  19i  y  195. 


Los  abusos  de  los  juzgados  subalternos 
son  mas.  f&ciles  en  proporción  i  la  distancia 
que  tienen  de  su  superior  y  del  gobierno  su- 
premo, de  la  menor  vigilancia  qne  sobre 
ellos  puede  ejercerse,  de  la  multiplicidad  de 
sus  funciones,  de  la  aglomeración  de  las 
atribuciones  administrativas  y  judiciales, 
cuando  indistintamente  las  desempeñan  ,  de 
la  mayor  estension  del  territorio ,  de  la  mas 
escasa  población,  y  de  bailarse  menos  difun- 
dida la  ilustración  en  la  mayor  parte  de  los 
habitantes.  La  justicia  exige  que  á  estos  se 
les  proporcionen  francamente  medios  efica- 
ces para  evitar  la  opresión  de  los  que  estia 
encargados  de  administrarlos.  Este  ha  sido 
constantemente  el  anhelo  de  las  benéficas  le- 
yes de  Indias :  el  real  decreto ,  de  que  esta* 
mos  hablando,  se  propone  también  el  mismo 
objeto. 

Nada  hay,  según  él,  de  lo  qne  determi- 
nan los  juzgados  subalternos  de  Ultramar, 
libre  del  remedio  de  alzada  ,  que  no  esté  su- 
jeto al  recurso  de  nulidad  ó  casación.  No 
dice  el  real  decreto  cuando*  procede  este  re- 
medio, pero  la  denominación  qiie  le  dá  y  el 
cuidado  con  que  lo  separa  del  de  apelación, 
hacen  conocer  que  le  autoriza  solamente 
para  los  casos  en  que  los  juzgados  subalter- 
nos han  cometido  una  nulidad,  es  decir, 
cuando  han  hecho  alguna  cosa  contraría  á  lo 
que  prescriben  la  ley  ó  las  disposiciones  que 
tienen  fuerza  de  ley  en  aquellas  provincias. 
Basta  por  lo  tanto  que  no  haya  el  remedio 
ordinario  de  la  apelación ,  para  que  tenga 
lugar  el  estraordinario  de  casación  ó  nuli- 
dad (1). 

La  sustanciacion  de  estos  recursos  es  muy 
sencilla.  Redúcese  á  la  entrega  de  autos  á 
las  partes  por  su  orden,  y  á  cada  una  por 
un  término  que  no  esceda  de  treinta  días 
para  solo  el  efecto  de  que  se  instruyan  los 
defensores  á  tin  de  hablar  en  estrados.  Pa- 
sado dicho  término ,  se  llama  el  negocio  con 
citación  de  los  interesados  para  pronunciar 
el  fallo.  De  este  no  hay  ulterior  recurso  (2). 
Hé  aquí  todo  lo  que  nos  dice  el  real  decreto 


(i)    Art.  19i  citado  antes, 
il)    Art.  193. 
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que  esUblece  y  ordena  este  recurso.  Pero 
desde  luego  se  observa  que  hay  eo  é)  vacíos 
que  la  práctica  se  encargará  de  completar. 
Dónde  ha  de  interponerse  el  recurso ,  sí  ha 
de  ser  en  el  juzgado  ó  en  la  Audiencia ,  ó 
indistintamente;  si  al  interponerse,  el  mtt^ 
rior  debe  hacer  el  emplazamiento  remitiendo 
las  diligencias  al  tribunal  superior ;  si  se  ha 
de  oir  á  la  autoridad  contra  cuya  providen- 
cia se  reclama;  si  se  ha  de  suspender  ó  no 
el  cumplimiento  de  lo  ordenado»  mientras 
esté  pendiente  el  recurso ,  y  otros  puntos  de 
índole  parecida,  han  sido  omitidos  absoluta* 
mente  en  el  decreto  á  que  nos  referimos.  T 
esto  forma  un  contraste  singular  con  los  re- 
cursos llamados  simplemente  de  casación^  en 
los  cuales  se  fija  con  mayor  claridad ,  con 
mayor  precisión,  el  orden  de  proceder.  En 
el  silencio»  pues,  del  derecho  escrito,  cree- 
mos que  lo  mas  natural  es  sujetar  estos  re- 
cursos,  en  lo  que  se  calla,  á  loque  se  obser- 
va respecto  de  las  apelaciones.  La  Audiencia 
en  ellos  tiene  la  doble  facultad  de  anular  ó 
casar  lo  que  está  hecho  contra  la  ley,  ó  con- 
tra reglas  de  jurisprudencia  generalmente 
recibidas»  y  fallar  acerca  del  fondo,  sustitu- 
yendo lo  legal  á  lo  ilegal ,  lo  justo  á  lo  in- 
justo. 

Pasemos  al  recurso  llamado  simplemente 
de  casación  f  y  que  por  su  importancia  y 
gravedad  ha  tenido  mayor  desenvolvimiento 
en  la  ley »  y  que  lo  exige  también  por  nues- 
tra parte. 

Del  mismo  modo  que  hemos  dicho  al  tra- 
tar de  los  recursos  de  casación  en  los  delitos 
de  contrabando  y  defraudación  á  la  Hacien- 
da pública ,  los  de  casación  en  los  negocios 
civiles  de  Ultramar,  proceden  por  una  de 
estas  dos  causas ;  ó  por  quebrantamiento  de 
ley  ó  de  doctrina  legal  en  la  sentencia,  ó 
por  infracción  de  uno  de  los  principales  trá- 
mites del  procedimiento. 

Por  violación  á  ley  espresa  y  vigente  en 
Indias»  ó  de  una  doctrina  legal  recibida  á 
falta  de  ley  por  la  jurisprudencia  de  los  tri- 
bunales ,  relativa  al  fondo  ó  sustancia  de  la 
cuestión  resuelta  por  el  fallo  que  se  pretenda 
anular,  hay  I  ugar  al  recurso  de  casación  con- 
tra las  sentencias  ejecutorias  de  las  Audien- 


cias de  Ultramar,  en  cualquiera  de  los  casos 
siguientes: 

Primero.  Si  la  cuestión  del  pleito  pasa 
de  tres  mil  pesos,  y  la  sentencia  no  es  dicta- 
da por  unanimidad  de  votos»  ó  aun  cuando  lo 
sea,  si  revoca  la  anterior  en  parte  sustancial. 

Segundo.  Siempre  que  la  cuantía  del 
pleito  pase  de  cinco  mil  pesos,  aunque  la 
sentencia  sea  confirmatoria  por  unanimi- 
dad (1). 

Al  comparar  estas  disposiciones  con  las  del 
real  decreto  de  20  de  junio  de  1882 ,  que 
quedan  espuestas,  y  con  las  del  real  decreto 
de  4  de  noviembre  de  1838»  desde  luego 
aparecen  mas  terminantes  respecto  al  punto 
de  que  no  es  precisamente  necesaria  la  in- 
fracción de  ley,  si  no  que  basta  la  de  una 
doctrina  legal  erigida  en  jurisprudencia,  para 
dar  lugar  al  recurso.  Esto  nos  parece  bien 
por  las  mismas  razones ,  que  antes  Indica- 
mos ,  al  hablar  de  la  casación  en  las  cansas 
de  contrabando  y  defraudación  á  la  Hacien- 
da pública. 

No  es  á  nuestro  juicio  tan  acertado  el  ha- 
ber fijado  el  minimum  del  interés  del  pleito, 
y  establecido  que  cuando  esceda  de  cinco 
mil  pesos  haya  lugar  al  recurso,  aunque  la 
sentencia  sea  confirmatoria  por  unanimidad; 
que  cuando  pase  de  tres  mil  pesos,  solo  U 
haya  si  la  sentencia  no  hubiere  sido  dictada 
por  unamidad,  ó  aun  siéndolo,  cuando  hubiere 
revocado  la  de  primera  instancia ,  en  parte 
sustancial;  y  por  último,  que  cuando  la  cuan- 
tía del  pleito  no  llegue  á  los  tres  mil  pesos» 
se  cierre  la  puerta  á  este  último  y  estraor- 
díoario  remedio.  Ni  el  real  decreto  de  4  de 
noviembre,  ni  el  de  20  de  junio  han  ido  tan 
allá :  huyendo,  y  con  razón»  á  nuestro  juicio, 
estos  decretos  de  fijar  la  cuantía  de  la  cosa 
disputada »  han  hallado  en  la  necesidad  del 
depósito  y  en  la  penalidad  de  su  pérdida, 
medios  bastantes  para  corregir  y  escarmen- 
tar á  los  litigantes  temerarios,  á  los  que  sin 
bastante  fundamento  suponen  que  los  tribu- 
nales superiores  infringen  las  leyes»  aunque 
sea  por  la  mala  manera  que  tienen  de  com- 
prenderlas. Por  este  medio  se  ha  conseguido 

(I )    Art.  f  01  del  real  deercto  de  S9  de  enera  de  IKHS. 


Digitized  by 


Google 


CASACIÓN- 


817 


que  no  hayan  venido  al  Tribunal  Suprem'b 
causas  livianas,  pleitos  insigiMÍicantes,  y  este 
mismo  medio  hubiera  bastado  en  ios  negó* 
cios  de  Ultramar.  Los  gastos  que  ocasionan 
en  la  corte  los  recursos  estraordinarios ,  la 
condenación  necesaria  en  las  costas  al  recur- 
rente qae  no  sale  victorioso  y  la  pérdida  del 
depósito,  son  sin  duda  motivos  bastante. po- 
derosos para  retraer  á  las  veces  al  que  tiene 
razón ,  y  de  seguro  al  que  sabe  que  no  la 
tiene. 

La  fijación  de  la  cuantía  de  lo  disputado, 
dejando  aparte  lo  que  tiene  de  arbitraria ,  es 
desigual ,  i  pesar  de  su  igualdad  aparente* 
No  representan  la  misma  fortuna  tres  ó  cinco 
mil  pesos  en  Filipinas  ó  en  Puerto-Rico  que 
en  Cuba ;  no  representan  tampoco  la  misma 
foriuna  tres  ó  cinco  mil  pesos  en  «na  provin* 
cia  de  Filipinas  que  en  Madrid.  Para  uno$  I 
será,  por  otra  parte ,  cantidad  respetable  la 
que  para  otros  sea  insignificante.  No  convie- 
ne, en  nueMro  concepto,  ser  fáciles  en  negar 
al  primer  tribunal  del  Estado  los  medios  de 
vigilar  por  la  administración  recta  de  justi- 
cia en  toda  la  ostensión  de  la  monarquía;  no 
conviene  dificultar  demasiado,  ó  por  mejor 
decir,  hacer  imposibles  algunos  recursos, 
que  al  mismo  tie^mpo  que  reparan  escanda- 
losas injusticias,  llenan  los  grandes  objetos, 
de  que  se  ejerza  sobre  los  tribunales  superior 
res  la  inspeceton  suprema ,  y  se  uniforme 
la  jurisprudencia.  ¥  si  estos  principios  son 
aplicables  á  la  Península  é  islas  adyacen- 
tes ,  parece  que  con  mayor  razón  lo  de- 
ben ser  á  las  provincias  ultramarinas ,  en 
que  su  distancia  de  la  metrópoli,  la  mayor 
facilidad  que  hay  de  cometer  abusos,  de 
introducir  malas  prácticas,  de  hacer  pre- 
valecer absurdas  interpretaciones,  exigen 
que  sea  mas  eficaz  la  inspección ,  y  que 
venga  de  mas  alto  la  fijación  de  la  juris- 
prudencia. Esto  respecto  á  la  cuantía  de  los 
pleitos. 

No  nos  parece  mejor  el  cerrar  la  puerta  á 
los  recursos  de  cierta  clase  contra  la  senten- 
cia que  es  dictada  por  unanimidad  de  votos, 
ó  que  no  revoca  la  anterior  en  parte  sus* 
tancial.  Este  punto  ha  sido  objeto  antes  de 
ahora  de  detenido  examen,  á  i|itedieron  lugar 

TOMO  VII. 


el  real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838  y 
la  instrucción  sobre  el  procedimiento  civil  de 
50  de  setiembre  de  1853,  con  respecto  á  la 
jurisdicción  ordinaria;  instrucción  que,  como 
es  sabido,  ha  sido  completamente  derogada. 

La  unanimidad  de  los  magistrados  en  una 
sentencia  nunca  seria  tan  grande  prenda  de 
acierto  que  debiera  escluir  todo  recurso. 
Pero  esta  consideración,  que  por  sí  sola  has* 
taria  para  decidimos  en  la  cuestión  presente, 
adquiere  mucha  mayor  importancia  cuando 
se  la  considera  en  los  efectos  prácticos  que 
naturahnente  ha  de  producir.  El  Tribunal 
Supremo  de  Justicia»  en  ciertos  pleitos,  solo 
podrá  ejercer  su  acción,  cuando  plazca  á  las 
Audiencias  de  Ultramar:  bastará  que  los 
magistrados  de  una  sal^  voten  por  unanimi* 
dad,  para  que  por  absurdo,  por  nulo  que  sea 
su  fallo,  no  pueda  ser  anulado.  Esta  unani- 
midad libra  á  las  Audiencias  del  temor  de 
ver  que  el  Tribunal  Supremo  en  su  alta  sa- 
biduría  y  justificación ,  condene  sus  fallos, 
corrija  sus  errores  y  les  ensene  el  camino 
derecho  de  la  ley.  No  es  de  creer  que  la  in- 
fluencia que  ejerza  esta  determinación  en  los 
tribunales  de  Ultramar,  sea  la  de  que  haya 
muchas  sentencias  unánimes  en  los  pleitos 
en  que  la  divergencia  puede  dar  lugar  al  re- 
curso: pero  debia  evitarse  hasta  el  peligra 
remoto  de  que  hubiera  algún  magistrado  en 
el  que  influyera  semejante  consideración.  No 
nos  parece ,  por  último ,  conveniente  que  la 
distinta  opinión  de  un  solo  magistrado,  que 
no  pueda  ponerse  de  acuerdo  cea  sus  compa- 
ñeros, produzca  una  diferencia  tan  notable 
en  el  derecho.  Unadísposicion  análoga  á  esta, 
adoptada  en  la  instrucción  de  30  de  setiem* 
bre ,  ocasionó  severas  impugnaciones. 

La  desconformidad  de  las  dos  sentencias 
para  admitir  el  recurso ,  ha  sido  impugnada 
también  con  fuertes  argumentos :  estableció- 
la el  real  decreto  de  4  de  noviembre,  y  desde 
luego  se  patentizaron  todos  los  inconvenien* 
tes,  que  la  csperiencia  ha  comprobado  des« 
pues.  No  es  prudente  poner  á  los  magistrados 
que  fallan  en  alzada,  en  la  alternativa  de  con- 
firmar la  sentencia  pronunciada  en  primera 
instancia,  ó  de  someter  en  realidad  la  deci- 
sión al  Tribuna)  Supremo,  si  e)  Uti^to 
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Octavo.  Por  incompetencia  de  jurisdic- 
ción (1).» 

Si  comparamos  las  causas  que  dan  lugar  á 
este  recurso  de  casación  por  infracción  de  re- 
glas del  procedimiento  ,  con  las  que  espusi- 
mos al  tratar  de  los  mismos  recursos  en  las 
causas  de  contrabando  y  defraudación,  vere- 
mos que  solo  hay  entre  ellas  alguna  ligera 
diferencia  en  la  forma  de  la  redacción,  ó  al- 
guna mayor  espresion ,  como  sucede  en  la 
causa  sétima  y  en  que  se  añade  el  caso  en  que 
no  se  haya  reunido  el  número  de  votos  con- 
formes parala  validez  de  la  sentencia,  lo  que 
en  verdad  no  se  comprende  bien,  cuando 
siempre  es  para  los  litigentes  un  arcano  lo 
que  ha  votado  cada  magistrado.  Una  causa, 
sin  embargo,  se  añade ,  á  saber :  la  sestaque 
habla  de  los  casos  en  que  se  niega  el  recurso 
de  súplica,  cuando  es  procedente.  Estaño 
podia  haber  sido  comprendida  en  los  ante- 
riores recursos ,  porque  allí  babia  solo  dos 
instancias.  Como  ya  hemos  espuesto  con 
bastante  estension  lo  que  entendemos  de 
cada  una  de  estas  causas ,  tenemos  por  ocio- 
so el  reproducirlo  en  este  lugar. 

Pero  no  podemos  prescindir  de  hacer  una 
observación  que  nos  parece  interesante :  los 
recursos  que  con  arreglo  al  real  decreto  de 
4  de  noviembre  pueden  entablarse  por  de- 
fecto de  las  leyes  de  tramitación,  proceden 
por  la  infracción  cometida  en  cualquiera 
instancia ,  con  tal  que  oportunamente  haya 
sido  reclamada  en  ¡os  términos  que  hemos 
manifestado  al  opinar  que  esto  era  estensivo 
á  los  recursos  que  ordenó  el  real  decreto  de 
SO  de  junio :  pero  en  los  del  real  decreto  de 
23  de  enero  no  aparece  esto  tan  claro.  Según 
queda  espuesto,  el  art.  196  se  refiere  solo  á 
cuando  en  la  última  instancia  se  han  in/Wn- 
gido  las  leyes  de  enjuiciamiento.  A  esto  pa- 
recía consiguiente,  que  cuando  la  infracción 
hubiera  tenido  lugar  en  alguna  de  las  instan- 
cias anteriores,  no  procediera  el  recurso. 
Sin  embargo ,  no  permite  que  resolvamos  asi 
la  cuestión  el  artículo  siguiente  (197),  cuyas 
palabras  literalmente  copiadas ,  dicen :  «Para 
>que  proceda  el  recurso,  en  los  casos  de  que 

(i)    Art  IDO, 


«trata  el  artículo  anterior,  será  necesarío^ 
>que  se  haya  reclamado  la  nulidad  antes  que 
•recaiga  sentencia  en  la  instancia  respectiva, 
>y  que  la  reclamación  no  haya  surtido  efec- 
»to.  Sin  embargo  ,  si  la  nulidad  reclamada  y 
^desatendida  en  una  instancia ,  pudiese  sub- 
isanarse  en  la  ulterior ,  se  deberá  reclamar 
«nuevamente  en  ella.»  Vemos,  pues ,  que  no 
debe  estarse  á  la  redacción  literal  del  artí- 
culo 196 ,  si  no  á  h  esplicacion  que  dá  el  197, 
queespresamente  resuelve  la  cuestión.  Agré- 
gase á  esto ,  que  en  caso  de  duda  debe  tam- 
bién estarse  por  la  procedencia  del  recurso. 

Hay,  sin  embargo ,  algunos  negocios  en 
que  no  tiene  lugar  el  recurso  de  casación  de 
que  estamos  tratando.  Estos  son: 

Primero.     Las  causas  criminales. 

Segundo.    Los  juicios  ejecutivos. 

Tercero,  Los  juicios  posesorios ,  cuya 
cuantía  no  pasa  de  veinte  mil  pesos. 

Cuarto.  Los  demás  pleitos  en  que  no  se 
litiga  por  cantidad  mayor  de  tres  mil  pesos. 

Quinto,  Cuando,  conformes  las  partes  en 
el  deracho  ,  versa  la  cuestión  sobre  he- 
chos (i). 

Este  es  el  derecho  vigente.  Ya  antes  he- 
mos manifestado  nuestro  modo  de  pensar  res- 
pecto á  los  negocios  criminales  y  á  aquellos 
en  que  la  cuantía  de  la  cosa  litigiosa  no  esce- 
de de  tres  mil  pesos ,  y  no  hemos  aplaudido 
las  escepclones.  Debemos  ahora  esponer  lo 
que  nos  parece  respecto  de  los  cuatro  casos 
restantes. 

Conformes  estamos  en  que  en  \oi  juicios 
ejecutivos  no  haya  lugar  al  recurso.  Sea  lo 
grave  que  se  quiera  la  sentencia  que  los  ter«- 
mine,  el  hecho  es  que  el  gravamen  no  es  ir- 
reparable, si  no  solo  por  la  voluntad  y  aquies- 
cencia del  perjudicado :  queda  todavía  abier- 
to el  juicio  ordinario,  procedimiento  amplio, 
en  que  puede  volver  á  tratarse  la  misma 
cuestión  decidida  en  el  ejecutivo.  Lo  resuel- 
to, lo  fallado  en  el  juicio  ejecutivo,  no  tiene 
mas  que  un  carácter  provisional ,  que  solo 
adquiere  la  fuerza  de  permanente ,  cuando 
el  silencio  del  que  tiene  derecho  á  reclamar 
viene  á  dar  al  fallo  el  carácter,  que  por  su 

(1)    An.  198. 
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guna  diferencia  «n  la  redacción,  que  por 
estar  al  parecer  hecha  de  propósito ,  exige 
que  digamos  algunas  palabras.  Según  este 
último  decreto  y  el  de  20  de  junio  de  i852, 
el  término  de  los  diez  dias  para  interponer  el 
recurso,  empieza  á  correr  desde  el  siguiente 
al  de  la  notificacioa  de  la  sentencia ,  que 
causa  ejecutoria.  ¿Ba  qué  se  diferencia, 
pues,  de  esto,  lo  que  se  previene  en  la  dis- 
posición que  comentamos ,  cuando  dice  que 
el  término  se  cuenta  desde  el  dia  siguiente 
al  en  que  la  sentencia  haya  adquirido  la 
calidad  de  firme?  En  nada,  según  nuestro 
dictamen:  lo  mismo  es  sentencia  que  causa 
ejecutoria,  que  sentencia  firme:  mientras  la 
sentencia  no  es  firme ,  ó  mientras  no  causa 
ejecutoria,  mientras  hay  posibilidad  de  otra 
instancia,  no  procede  el  recurso,  porque 
solo  ha  higar  á  este  remedio  estraordinario 
cuando  están  agotados  todos  los  ordinarios. 
Ni  la  sentencia  es  firme,  ni  causa  ejecutoria, 
ni  para  las  consecuencias  legales  es  en  rigor 
sentencia,  hasta  que  ha  sido  notificada  á  las 
parles:  antes  seria  hasta  hijusto  y  arbitrario 
que  corriere  el  término,  y  daria  lugar  á  ab- 
surdos curiales  lamentables ;  porque  podria 
suceder  que  espirase  el  plazo  para  interponer 
el  recurso  antes  de  que  el  perjudicado  tuvie- 
ra conocimiento  de  la  sentencia  firme ,  ó  que 
causa  ejecutoria.  Parécenos,  por  lo  tanto, 
que  esta  diferencia  de  redacción  no  introdu- 
ce ninguna  variación  entre  las  distintas  cla- 
ses de  recursos  que  se  siguen  por  el  real  de- 
creto de  4  de  noviembre,  por  el  de  20  de  ju- 
nio, ó  por  el  de  33  de  enero. 

Lo  que  nos  parece  una  omisión  ,  tanto  en 
las  disposiciones  que  analizamos,  comeen  el 
real  decreto  de  4  de  noviembre,  omisión 
oportunamente  corregida  en  el  de  40  de  ju- 
nio, es  el  decirse  que  en  el  escrito  firmado  de 
letrado  se  cite  la  regla  ó  doctrina  legal  in- 
fringida, y  no  se  añada,  ó  la  regla  de  enjui-' 
ciamiento  qu^antada.  Esta  omisión  podria 
dar  ocasión  á  que  se  creyera  que  no  debia 
hacerse  mención  de  esta  circunstancia ;  en 
el  caso  á  que  se  refiere ,  no  es  de  presumir, 
sin  embargo ,  que  ningún  letrado  pretenda 
que  se  admita  el  recurso  cuando  entablándo- 
se por  infracción  de  las  reglas  del  procedi- 


miento, se  omite  hacer  espieston  de  la  regla 
quebrantada,  ni  que  haya  tribunal  que  lo 
haga :  pero  mejor  hubiera  sido  con  una  re* 
daccion  mas  precisa  cerrar  la  puerta  á  in* 
terpretaciones ,  que  si  no  tienen  apoyo  en  la 
razón,  te  están  destituidas  de  todo  funda- 
mento para  los  que  buscan  mas  la  letra  de  la 
ley  que  su  recto  sentido,  que  la  verdadera 
intención  del  que  la  ordena. 

Al  hablar  del  recurso  de  casación  en  ias 
causas  seguidas  por  k»  delitos  de  contraban- 
do y  defraudación  á  la  Hacienda  páblica,  ana- 
nifestanos  que  se  habia  ífttrodticido  en  ellos 
la  importante  novedad  de  no  exigirse  poder 
especial  para  interponerlos.  No  se  ha  adop- 
tado fat  nottsma  reforant  para  los  recursos  de 
Ultramar,  qae  nos  fotrece  que  hubiera  sido 
ventajosa,  por  las  razoifós  que  allí  indica- 
mos. Pero  adoptada  la  regla,  m  puede  Jie- 
garse  que  es  mas  equitativo  su  desarrollo  que 
el  del  real  decreto  de  20  de  noviembre,  el 
cual ,  estableciendo  la  improrogabilidad  de 
los  términos,  crea  á  las  veces  dificultades 
prácticas  en  su  apticacion,  que  comprometen 
á  los  tribunales,  ó  á  salir  del  testo  literal  de 
lo  que  está  escrito,  ó  á  ocasionar  perjuicios 
indebidos. 

Pero  no  son  solo  los  particulares  los  que 
pueden  tener,  interés  en  llevar  al  Tribunal 
Supremo  un  recurso  de  nulidad :  el  Estado  á 
las  veces  tiene  derechos  que  sostener ,  y  es 
necesario,  portante,  fijar  eon ¡precisión  y 
elaridad  los  casos  en  que  el  ministerio  ñs^ 
cal  puede  usar  de  este  remedio  estraordi* 
nario. 

Desde  luego  aparece  en  el  ministerio  -fis- 
cal, con  relación  á  este  asunto ,  un  triple  ca- 
rácter; el  de  representante  del  Estado  en 
los  tribunales  para  reclamar  losdetecbos  pri- 
vados, creados  por  las  leyes  civiles ,  que  en 
concepto  de  persona  jurídica,  puede  tener 
del  mismo  modo  que  los  particulares :  el  4e 
representante  del  Estado  en  la  tutela  supre- 
ma que  ejerce  sobre  todos  los  desvalidos  que 
no  tienen  la  administración  de  sus  bienes  pa- 
ra protejerlos  y  para  que,  por  falta  de  quien 
defienda  sus  intereses,  no  sufran  perjuicio: 
el  de  representante  de  la  ley  para  procurar 
su  cumplimiento,  su  recta  inteligencia,. su 
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genuíQa  interpretacioa ,  y  oponerse  á  sus  in- 
rracciones.  Este  triple  carácter  le  está  espre- 
sámente  reconocido  en  cuanto  se  refiere  á 
los  recursos  de  casación  para  las  provincias 
ultramarinas.  Asi  ordena  el  real  decreto  de 
23  de  enero  (1)  que  el  ministerio  fiscal,  sal- 
vo en  el  caso  en  que  defiende  los  intereses 
privados  del  Estado,  ó  de  las  personas  que 
por  si  no  pueden  administrar  sus  bienes,  solo 
puede  entablar  el  recurso  de  nulidad  ó  casa- 
ción en  interés  de  la  ley,  para  que  se  fije  la 
jurisprudencia ,  ó  en  su  caso  se  promueva 
la  interpretación  auténtica  de  aquella,  que- 
dando firme  entre  partes  la  sentencia  que 
motive  el  recurso. 

Para  la  inteligencia  de  la  disposición  que 
precede,  en  la  parte  que  se  refiere  á  la 
defensa  de  los  derechos  privados  del  Estado 
y  de  personas  que  están  en  la  triste  situación 
de  no  poder  manejar  sus  bienes ,  nada  de- 
bemos decir :  el  encargo  que  el  ministerio 
fiscal  tiene  de  representar  al  Estado  ,  y  á 
las  personas  desvalidas ,  mientras  no  ten- 
gan quien,  con  autoridad  mas  inmediata,  los 
defienda  en  juicio,  le  dá  iguales  derechos 
que  á  todos  los  que  litigan;  hacer  otra  cosa, 
equivaldría  á  declarar  de  peor  condición  al 
Estado  que  al  particular ,  al  desvalido  que  al 
que  tiene  toda  la  capacidad  física,  intelec- 
tual y  jurídica  que  necesita  para  mirar  por 
sus  intereses.  Alguna  mas  esplicacion  exige 
la  facultad  de  introducir  el  recurso  en  inte- 
rés de  la  ley,  por  lo  mismo  que  es  una  nue- 
va introducción  en  nuestro  derecho. 

Hemos  dicho  repetidamente  que  el  recurso 
de  casación,  muy  particularmente,  tiene  por 
objeto  uniformar  la  jurisprudendia:  bajo  este 
aspecto,  no  puede  menos  de  considerarse  su 
interposición  como  de  utilidad  publica ,  en 
todos  aquellos  casos  en  que  la  diversidad  de 
jurisprudencia  que  se  introduce  en  los  tribu- 
nales superiores,  hace  que  la  misma  ley  sea 
entendida  de  diferente  modo  en  las  distintas 
divisiones  judiciciales  del  territorio..  Aun  su- 
poniendo que  la  ley  sea  entendida  por  todos, 
ó  por  la  mayor  parte,  de  una  misma  manera, 
puede  ser  de  un  modo  que  no  corresponda  al 

(t)    Art.  900. 


espíritu  del  legislador,  y  conveniente  es  en 
estos  casos,  que  para  interpretarla  judicial- 
mente, para  fijar  su  verdadero  sentido  jurídi- 
co ,  sea  el  primer  tribunal  del  Estado  el  que 
con  sus  autorizados  fallos  rectifique  los  erro- 
res y  conserve  la  ley  en  toda  su  integridad. 
La  administración  de  justicia,  por  otra  parte, 
si  bien  interesa  á  los  particulares  individual- 
mente en  los  pleitos  que  agitan  en  los  tribu- 
nales, considerada  en  general,  es  una  de  las 
primeras  cuestiones  de  orden  público,  en  que 
está  interesada  toda  la  sociedad ;  las  graves 
injusticias  que  se  cometen ,  las  infracciones 
palpitantes  del  derecho,  el  desprecio  de  las 
salvadoras  garantías  del  procedimiento,  la 
mala  aplicación  que  pueden  hacer  los  tribu- 
nales de  las  leyes ,  interpretándolas  mal  por 
ignorancia,  por  error,  ó  por  malicia,  no 
afectan  solo  al  individuo  á  quien. directa, 
inmediata  é  indirectamente  se  perjudica; 
afectan  á  todos,  porque  se  crean  malos  pre- 
cedentes ,  erigen  una  fatal  jurisprudencia,  y 
hacen  que  el  pais,  en  lugar  de  ser  legalmen- 
te  regido,  venga,  por  último,  á  serlo  muchas 
veces  por  prácticas  absurdas,  que  el  espíritu 
de  la  ley,  y  tal  vez  su  letra,  rechazan,  y  que, 
sin  embargo,  lenta  y  particularmente  llegan 
á  ser  costumbre  y  pasan  á  la  esfera,  á  la  im- 
portancia y  al  valor  del  derecho  no  escrito. 

Por  esto ,  en  interés  de  la  ley  se  establece, 
que  el  ministerio  fiscal  puede  interponer  el 
recurso  de  casación ,  aun  en  las  cuestiones 
en  que  no  sea  parte.  Pero  esta  interposición 
de  recursos,  de  que  es  de  presumir  que  usa- 
rá el  ministerio  fiscal  con  mucha  sobriedad  y 
con  escesiva  prudencia,  no  debe,  no  puedo 
alterar  la  condición  y  ventajas  respectivas 
que  hayan  los  litigantes  conseguido  en  el 
juicio  terminado  ya  entre  ellos  de  un  modo 
irrevoc/able,  desde  el  momento  en  que  pasó 
el  plazo  de  los  diez  dias  sin  interponer  nia- 
guno  de  ellos  el  recurso.  La  cuestión  que  se 
ventila  es  ya  solamente  lagenuina,  la  verüa* 
dera  inteligencia  de  una  ley ,  la  interpreta- 
ción judicial  que  .en  adelante  debe  recibir: 
lo  que  fué,  lo  que  pasó,  ha  adquirido  ya  para 
siempre  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada. 

Como  se  hace  en  los  demás  recursos  de  es- 
I  ta  misma  clase,  y  en  los  de  injusticia  noto* 
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ria  que  se  establecen  conlra  las  semencias 
pronunciadas  en  los  pleitos  mercantiles  ,  se 
exige  depósito  para  interponer  estos  recur- 
sos, garantía  que  se  ha  buscado  para  ocurrir 
á  la  malicia  y  á  la  temeridad  de  los  litigantes. 

Acerca  de  este  punto  la  legislación  ultra- 
marina es  mas  espresa ,  mas  completa  que 
la  que  rige  en  la  Península.  Yeámosla. 

A  la  admisión  del  recurso  ha  de  preceder, 
por  parte  del  que  lo  interponga,  el  depósito 
de  una  cantidad  de  dinero  equivalente  al  diez 
por  ciento  de  la  que  se  litigue,  con  tal  que 
no  pase  de  mil  pesos ,  cuyo  máximum  se 
señala  también  para  los  pleitos  en  que  se 
ventilan  derechos  ioestimables,  esceptuando 
los  de  filiación ,  paternidad  ,  maternidad, 
adopción ,  interdicción  y  tutela,  respecto  á 
los  cuales  no  pasará  el  depósito  de  la  mitad 
de  la  suma  designada-.  En  lugar  del  depósito 
se  podrá  admitir  fiuoza  hipotecaria  por  doble 
cantidad.  La  cantidad  litigiosa  se  graduará 
por  las  reglas  siguientes: 

Primera.  Se  reputarán  de  valor  indeter- 
minado, y  por  consiguiente  de  mayor  cuan- 
tía, las  demandas  relativas  á  derechos  hono- 
ríficos, exenciones  y  privilegios,  filiación, 
paternidad,  maternidad,  adopción,  interdic- 
ción y  tutela. 

Segunda.  En  los  juicios  petitorios  sobre 
el  derecho  de  exigir  prestaciones  anuales 
p-erpétuas ,  no  constando  el  capital  que  las 
produce,  se  capitalizarán  al  cinco  por  ciento. 

Tercera.  Si  la  prestación  fuere  vitalicia, 
se  calculará  el  capital  multiplicando  por  diez 
la  anualidad. 

Cuarta.  En  las  obligaciones  pagaderas  á 
plazos  diversos,  se  calculará  el  valor  por  el 
de  toda  de  la  obligación,  cuando  el  juicio 
verse  sobre  la  validez  del  principio  mismo 
de  que  proceda  la  obligación  en  su  totalidad. 

Quinta.  En  las  demandas  sobre  servi- 
dumbres ,  se  calculará  su  cuantía  por  el  va- 
lor de  las  mismas  servidumbres,  si  constare 
cuál  es ,  y  si  no  consta ,  por  graduación  de 
peritos. 

Sesta.  Cuando  con  los  bienes  ó  capitales 
se  demanden  las  rentas,  frutos,  ó  intereses 
vencidos ,  se  acumularán  unos  á  otros  para 
conocer  el  valor  de  la  cosa  litigiosa. 


Sétima.  Si  el  importe  de  los  frutos  ó  ré- 
ditos fuese  cierto,  pero  no  líquido,  se  gra- 
duará por  peritos ,  y  en  casos  dudosos  los 
tribunales  optarán  por  el  juicio  mas  amplio. 

Octava.  La  disposición  de  la  regla  pre- 
cedente es  aplicable  al  caso  en  que  se  pidan 
con  la  demanda  principal  los  perjuicios  (1). 

Loable  es  el  deseo  de  fijar  reglas  acerca 
de  la  cantidad  del  depósito,  en  el  supuesto  de 
que  no  se  quiera  que  sea  siempre  la  misma,  si 
no  que  guarde  proporción  con  lo  que  se  li- 
tiga. Quizá  fuera  preferible  á  este  sistema  el 
de  un  mismo  depósito  en  toda  clase  de  liti- 
gios, como  lo  hizo  el  real  decreto  de  4  de 
noviembre.  El  adoptado  por  el  decreto  ultra- 
marino tiene  el  inconveniente  de  exigir  á  las 
veces  formalidades  y  operaciones  judiciales 
que  pueden  dar  lugar  á  incidentes ,  que  si  no 
se  sustancian ,  privan  de  derechos  legítimos 
á  los, litigantes;  y  si  se  sustancian,  detienen 
cl  curso  del  negocio,  y  causan  dilaciones 
graves ,  si  se  considera  que  está  puesta  en 
tela  de  juicio  la  fuerza  de  una  ejecutoria ,  y 
pendiente  de  censura  del  Tribunal  Supremo 
la  conducta  que  ha  observado  uno  superior. 
Y  esto  es  mas  importante  aun,  cuando  se  trata 
de  provincias  que  distan  tanto  de  la  metrópoli, 
y  en  que  tanto  interesa  que  las  Audiencias 
tengan  todo  el  prestigio,  toda  la  considera- 
ción por  parte  de  los  tribunales.  Pero  dentro 
del  sistema  adoptado,  no  puede  negarse  que 
están  bien  entendidas  y  calculadas  las  ocho 
reglas  que  quedan  espuestas. 

Nada  se  dice  del  lugar  en  que  se  ha  do 
consignar  el  depósito.  Debe  provenir  este 
silencio,  ó  bien  de  que  la  diversidad  de  las 
circunstancias  especiales  de  cada  una  de  las 
provincias  ultramarinas  exigiría  diferente 
disposición ,  ó  bien  de  haber  considerado  es- 
te punto  como  muy  variable  de  suyo ,  y  no 
querer,  por  lo  tanto,  comprenderlo  en  un 
real  decreto  de  carácter  mas  permanente.  De 
todos  modos,  esto  no  ofrece  dificultad  alguna, 
porque  ó  por  regla  general,  ó  en  cada  caso, 
ya  cuidarán  las  Audiencias  de  señalar  el 
punto  seguro  en  que  debe  hacerse  la  con- 
signación. 


(1)     Art.  JW  del  rf al  decreto  U  §8.  de  «ifro  de  185& 


Digitized  by 


Google 


CASACIÓN. 


8áS 


recurso  no  debia  darse  traslado,  ni  permi- 
tirse discusión  acerca  de  su  procedencia, 
pero  sin  desechar  por  esto,  sin  embargo, 
las  actuaciones  breves  de  ciertos  incidentes 
que  las  exigían ,  se  couciliaban  mas  todos 
los  intereses,  pero  se  consultaba  menos  á  la 
letra  del  derecho  escrito.  Y  que  estos  inci- 
dentes pueden  ocurrir,  y  que  la  justicia  re- 
quiere que  acerca  de  ellos  sean  oidas  las 
partes,  no  hay  ningún  género  de  duda.  La 
insuficiencia  de  la  hipoteca  ofrecida ,  la  se- 
guridad del  establecimiento  en  que  se  con- 
signe el  depósito  cuando  no  esté  previamente 
designado  por  regla  general ,  la  remisión  de 
autos  originales,  ó  de  testimonios,  y  la  en- 
trega de  los  autos  á  la  parte  recurrente, 
punto  en  que,  según  queda  espuesto,  cabe 
oposición,  son  cuestiones  que  pueden  dar 
lugar  á  algunas  actuaciones,  si  bien  breves 
y  sumarias,  bastantes  á  que  se  haya  supri- 
mido la  frase  sin  trámites. 

La  designación  de  la  parte  de  autos  con- 
ducentes al  fallo  del  recurso ,  que  se  ha  de 
testimoniar  para  remitirla  al  Tribunal  Su- 
premo ,  ó  la  declaración  de  si  debe  el  testi- 
monio ser  estensivo  á  todo  lo  actuado ,  cor- 
responde indudablemente  á  la  Audiencia,  de 
cuyo  fallo  se  ha  recurrido,  pero  no  por  eso 
puede  entenderse  que  no  tengan  las  partes 
derecho  para  pedir  que  se  amplíen  los  testi- 
monios á  mas  particulares  que  los  señalados 
por  el  tribunal. 

La  circunstancia  de  testimoniarse  todo  lo 
que  se  remite  al  Tribunal  Supremo,  ó  bien 
para  que  vaya  á  él ,  ó  bien  para  que  quede 
en  la  Audiencia,  circunstancia  que  no  se 
exige  de  un  modo  tan  absoflflb  en  los  recur- 
sos de  nulidad ,  encuentra  su  justificación, 
á  pesar  de  los  mayores  y  crecidos  gastos  que 
ocasiona ,  en  los  estravíos  y  azares  á  que 
está  espuesta  la  correspondencia  de  Ul- 
tramar. 

También  es  una  diferencia  importante  la 
que  establece  que  si  el  vencedor  en  la  sen- 
tencia que  causa  ejecutoria  se  opusiese  con 
fundamento  á  que  se  entreguen  los  autos  al 
recurrente,  para  su  remisión,  y  esta  oposi- 
ción fuere  fundada,  el  tribunal  mande  que 

se  remitan  por  la  secretaría  de  cámara ;  tal 
TOMO  vn. 


vez  no  seria  necesario  ni  aun  hacer  oposición 
fundada,  porque  hay  cosas  que  se  dejan 
comprender ^  y  sin  embargo,  no  es  conve- 
niente que  se  digan  y  lancen  á  los  pleitos: 
(bastante  garantía  dá-  de  que  no  procede  de 
capricho  quien  en  el  hecho  de  pedir  que  por 
el  mismo  tribunal  y  por  la  secretaría  de  cá- 
mara se  remitan  los  autos  al  Supremo ,  se 
constituye  en  la  obligación  de  pagar  parte 
del  porte  del  correo ,  que  no  deja  de  ser  cre- 
cido cuando ,  como  suele  suceder  en  estos 
recursos,  los  autos  son  voluminosos. 

Previene  también  el  real  decreto  de  4  de 
noviembre,  que  á  la  remisión  de  autos 
acompañe  el  tribunal  superior  un  informe  en 
que  manifieste  los  fundamentos  de  hecho  y 
de  derecho  que  ha  tenido  para  dictar  su  fa-^ 
lio.  Esta  circunstancia  se  ha  omitido  en  los 
recursos  de  Ultramar,  y  con  razón,  puesto^ 
que  en  las  nuevas  reformas  introducidas  en 
la  administración  de  justicia  en  sus  provin- 
cias todos  los  fallos  han  de  ser  motivados. 

La  sentencia ,  de  que  se  interpone  el  re- 
curso de  casación,  se  ejecutará,  si  lo  solici- 
ta la  parte  que  la  obtuvo  dando  fianzas  sufi^ 
cientes  de  estar  á  las  resultas  (I).  Esto  es  lo 
que  venía  consagrado  en  nuestro  derecho 
respecto  á  los  recursos  estraordinarios  que 
no  suspendían  la  ejecución  de  las  sentencias, 
siempre  que  se  aseguraba  al  recurrente  de 
los  perjuicios  que  podían  ocasionársele.  Se- 
gún esto,  en  arbitrio  está  del  que  ha  ganado 
la  ejecutoria  pedir  su  cumplimiento  según 
la  urgencia ,  la  facilidad  de  dar  la  fianza  y 
la  seguridad  ó  mayor  esperanza  que  tenga 
de  que  no  haya  de  ser  anulada  la  sentencia. 
T  esta  es  otra  diferencia  que  hay  entre  lo^ 
recursos  ordinarios  de  apelación  y  súplica, 
y  los  estraordinarios  de  casación  y  nulidad. 

Ni  hay  tampoco  rázon  bastante  para  que 
deje  de  llevarse  á  ejecución  lo  que ,  apura- 
das todas  las  instancias  de  la  ley ,  llega  á 
ser  ejecutorio:  la  interposición  del  recurso 
en  nada  disminuye  la  presunción  de  justicia 
que  por  regla  general  llevan  envueltas  las 
sentencias.  Lo  único  que  puede  hacerse  en 
favor  del  recurrente,  es  que  quede  garantido 


(1)    Art.  IOS. 
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9U  derecho  de  uní  manera  etictz  para  el 
caso  en  que  salga  rencedor. 

No  se  dice  que  clase  de  fiaiza  es  la  que 
se  requiere  para  que  la  seotencia  sea  ejecu- 
tada. En  la  vaguedad  de  esta  prescripcioD  se 
compreoden  del  mismo  modo  que  la  fiaiza  con 
fiadores ,  la  obligación  hipotecaria  ó  su  de- 
pósito en  metálico,  ó  en  efectos  que  asegu- 
ren en  todo  caso  al  recurrente  de  todos  los 
perjuicios  que  se  le  originen  de  la  ejecución 
de  la  sentencia.  El  tribunal ,  cuyo  fallo  ha 
dado  lugar  al  recurso,  es  el  que  debe  deter- 
minar todo  lo  que  hace  relación  i  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia,  y  resolver  las  dudas 
que  suscite  la  calidad  y  esiension  de  la  fian- 
za, admiliéndola  ó  desechándola.  No  seria» 
sin  embargo,  justo  que  la  admitiera  sin  dar 
audiencia  al  vencedor  en  el  juicio,  puesto  que 
en  su  daño  esclusivamente  es  la  aprobación 
de  fianza  insuficiente. 

Hemos  considerado  basta  aquí  ei  caso  en 
que  la  Audiencia  admite  el  recurso.  Puedo 
suceder  también  que  crea  que  debe  negarlo 
por  no  proceder  con  arreglo  á  derecho.  Aun- 
que no  están  fijados  espresaraente  los  casos 
en  que  la  Audiencia  puede  negar  la  admisión 
del  recurso,  nos  parece  fuera  de  duda  que 
nunca  dede  hacerlo  por  cosas  que  afecten  al 
fondo  de  la  cuestión,  es  decir,  por  no  haber  la 
infracción  de  ley  que  se  supone,  ni  la  víoIa>- 
cion  de  la  doctrina  legal ,  ni  el  qnebrantar- 
miento  de  alguna  forma  del  juicio.  Estosería 
lo  mismo  i|ue  dar  alas  Audiencias  la  aprecia^ 
cion  del  recurso  mismo.  Las  razones  porque 
puede  negarse  la  admisión  del  recurso,  son 
la  omisión  de  alguna  de  las  formas  esternas 
que  en  su  interposición  se  exigen :  tales  son, 
el  no  interfionerlo  en  tiempo;  el  no  llevar  el 
escrito  la  firma  de  un  letrado ;  no  presentar 
oportunamente  el  poder  especial ;  no  citar  la 
ley ,  doctrina  legal  ó  regla  de  enjuiciamiento, 
cuyo  quebrantamiento  dé  lugar  al  recurso; 
no  constituir  el  depósito,  y  sobre  todo,  que  la 
naturaleza  del  juicio  y  la  cuantía  del  nego- 
cio no  rechacen  el  recurso,  según  las  reglas 
que  antes  quedan  espuestas. 

En  los  casos  en  que  la  Audiencia  deniega 
ó  imposibilita  el  recurso  de  casación,  esta 
providencia  es  apelable  para  ante  el  Tribu- 


nal Supremo  de  Justicia.  Sí  se  iaterpuiiere 
la  apelación,  el  tribunal  á  qué  mandará  sa-» 
car  testimonio  de  lo  conducente,  por  señala- 
miento de  los  interesados ,  solamente  para 
resolver  sobre  la  apelación,  y  le  remitirá  al 
SupreoM)  por  el  primer  correo ,  ó  á  lo  mas 
tardar  por  el  segundo,  emplazando  á  las 
partes  para  que  se  presenten  á  usar  de  sa 
derecho  dentro  del  término  de  seis  meses  si 
el  recurso  se  hubiere  interpuesto  en  las  An- 
diencias  de  las  Antillas,  ó  de  doce  cuando 
I  sea  de  Manila  (1). 

No  se  limita  el  derecho  hoy  vigente  en 
Ultramar  á  los  casos  en  que  se  admita  ó  nie- 
gue la  interposición  del  recurso :  vá  mas 
adelante  señalando  lo  que  ha  de  verificarse 
cuando  la  Audiencia  admita  la  interposición 
del  que  debia  desechar ,  estableciendo  que 
este  auto  es  también  apelable,  y  que  si  se 
apela,  el  testimonio  comprenda  todo  lo  ne- 
cesario para  resolver  sobre  la  alzada  y  fallar 
en  el  fondo  del  recurso  (2). 

No  encontramos  reglas  especiales  estable- 
cidas para  la  sustanciacion  de  estas  apela- 
ciones ;  nos  parece ,  sin  embargo ,  que  por 
analogía  deben  guardarse  las  que  el  real  de- 
creto de  4  de  noviembre  señala  en  la  inter- 
posición de  los  recursos  de  nulidad,  con  tan- 
ta mas  razón ,  cuanto  que  vemos  manda- 
das observar  en  los  de  casación  de  Ultramar 
las  disposiciones  rituales  que  el  mismo  de- 
creto previene,  para  la  mayor  parte  de  los 
procedimientos  que  deben  tener  lugar  en  el 
Tribunal  Supremo.  Agrégase  á  esto  que  nin- 
guna razón  puede  haber  para  que  no  sea  la 
tramitación  igual  en  unos  y  en  otros  recursos. 
Bajo  este  supuesto  decimos  que  llegados  los 
autos  al  Tribunal  Supremo,  se  entregarán  por 
su  orden  á  las  partes  para  el  solo  efecto  de 
que  informen  en  el  día  de  la  vista,  decidien- 
do definitiva  é  irrevocablemente  el  inciden- 
te (3).  Esta  vista  debe  ser  en  la  sala  de 
Indias. 

Recibidos  los  autos  en  el  Tribunal  Supre- 
mo ,  se  pasan  á  la  sala  de  Indias,  y  se  signen 
en  la  tramitación  las  mismas  reglas  que 


(1)  Aruaoa. 

(4)    Art.  210. 

(3)   Art.  II  del  rettl  d«ereto  ie  4  de  Bwriamhre  tfe  ItSS. 
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ordeaan  I05  recursos  de  atrtidad  (i),  que  son 
los  de  que  vamos  á  tratar* 

Pasado  el  tériníiio  del  emplazamiento  sin 
que  se  haya  presentado  la  parto  recnrrente, 
se  declara  á  petición  contraria  por  desierto 
el  recurso,  condenando  al  que  lo  interpuso 
al  pago  de  las  costas  cansadas  y  á  la  pérdida 
de  la  mitad  de  la  cantidad  depositada  ó  de 
que  se  obligó  á  responder,  cantidad  que  ten- 
drá la  aplicación  de  que  hablaremos  al  tratar 
de  la  pérdida  del  todo  qne  sufre  el  recurren- 
te que  es  vencido  en  su  pretensión  (2).  Este 
caso,  como  dijimos  al  tratar  de  los  recursos 
de  casación  en  los  delitos  de  contrabando  y 
fraude,  no  será  muy  frecuente,  porque  no  es 
de  presumir  que  haya  muchos  que  hagan  el 
depósito  sin  el  ánimo  decidido  de  presentarse 
oportunamente  á  sostener  el  recurso,  y  en  bi 
seguridad  de  perder  la  mitad  de  la  suma  de« 
positada.  Por  las  razones  que  allí  manifes- 
tamos también,  creemos  que  el  recurrente 
que  se  presenta  al  tribunal  superior  desis- 
tiendo del  recurso ,  no  debe  ser  condenado  á 
la  pérdida  de  la  mitad  del  depósito. 

Nada  tampoco  encontramos  establecido  pa- 
ra el  caso  en  que  el  recurrente  eomparezca  y 
no  lo  haga  el  que  salió  vencedor  en  la  sen- 
tencia ejecutoria.  Las  reglas  comunes  del  de- 
recho bastan  para  resolver,  que  el  procedi- 
miento que  debe  seguirse  es  el  de  rebel- 
día y  notificación  de  las  providencias  en  los 
estriólos  del  tribunal. 

Pero  tanto  para  que  sea  declarado  desierto 
el  recurso  ciiando  no  comparece  el  recurren- 
te, como  para  que  en  ausencia  del  que  obtuvo 
la  ejecutoria  se  sigan  los  procedimientos  en 
rebeldía,  es  necesario  que  lo  pida  la  parte 
contraria:  en  los  negocios  civiles  no  admiti- 
mos la  intervención  jacBcíal  de  oGeio. 

PresenUdas  las  partes  en  el  Tribnnal  Su- 
premo por  medio  de  procurador,  se  les  en» 
tregarán  los  autos  fNura  instrucción  de  sus 
letrados  por  un  téraimo  suficiente,  con  tai 
de  que  no  pase  de  treinla  dias  por  cada 
uQa(3).  Devueltos  los  autos,  y  hecho,  si  se 
pidiere,  el  cotejo  del  apuntamiento,  se  §e&a» 


(1)    Art.  911  del  real  deereto  de  U  «e  enera  de  1885. 
\2    Aru  19  del  real  decreto  de  4  de  Doviembre  de  tSo8. 
•3)    Art.  13  de  id. 


lará  dia  para  la  vista  del  recurso  y  se  proce^ 
derá  á  eUa,  citadas  las  partes  (1).  Ya  en  otro 
lugar  hemos  manifestado  que  no  debian  pro- 
hibirse algunas  peticiones  y  aun  sustanciarse 
si  bien  brevemente  ciertos  incidentes,  como 
por  ejemplo,  el  que  versa  sobre  la  legitimidad 
ó  suficiencia  de  los  poderes.  La  ley,  sin  em- 
bargo, no  ha  previsto  estos  casos:  en  los  tri* 
bunales  está  el  completar  este  vacío  con  la 
jurisprudencia. 

A  la  vista  de  los  recursos  de  casación  en 
los  negocios  civiles  de  Ultramar ,  concurren 
dos  ó  tres  ministros  mas  de  los  que  hayan 
votado  la  sentencia,  contra  la  cual  se  inter-^ 
ponen,  debiendo  ser  siempre.en  númer»  im- 
par ,  y  nunca  menos  de  siete  (¿).  Para  deci- 
dir las  que  se  entablen  contra  las  dictadas 
por  alguna  de  las  salas  de  Guerra  y  Marina 
de  las  audiencias  de  Ultramar,  asisten  tres 
ministros  del  Tribunal  Supremo  del  mismo 
nombre  con  los  demás  del  de  justicia  qne  fue- 
ren necesarios  (3).  En  este  número  y  combina  - 
cion  del  tribunal  creemos  que  se  reúnen  las 
garantías  apetecibles  para  el  acierto. 

Dentro  de  los  quince  dias  siguientes  al  en 
que  se  celebró  la  vista ,  se  pronunciará  la 
sentencia.  Contra  ella  no  se  admite  recurso 
alguno  (4).  En  la  sentencia  se  hará  espresa 
declaración  si  ha  ó  no  lugar  «I  recurso,  espre- 
sándose ios  fundamentos  del  fallo  (tf) ,  ate- 
niéndose respecto  á  los  hechos  á  la  caliSca- 
cion  de  aquellos  en  que  se  haya  fundado  la 
Audiencia  (6).  De  estas  disposicioües  hemos 
hablado  ya  al  tratar  de  los  recursos  c(mtra 
las  sentencias  ejecutorias  en  las  causas  crimi^ 
nales  por  los  delitos  de  contrabando  y  de- 
fraudación á  la  Hacienda  páblica,  y  por  esto 
aquí  no  nos  detenemos. 

Cuando  se  declara  haber  lugar  al  recvrso 
por  infracción  4e  ley  en  la  sentencia  defini* 
tiva  ó  en  sentencia  que  aunque,  bajo  la  for- 
ma de  ioterlocutoría,  concluye  el  pleito  sin 
permitir  ulterior  procedimiento,  la  sala  de 
IndiaB  Mamará  de  nuevo  los  autos  á  im  vista 


tn  Art  14  del  mismo. 

{%  Aru  ti%  del  real  decreto  de  S3  de  enero  de  1S5S. 

it)  AiLilS  del  mismo. 

[A)  Art.  IG  del  real  decreto  de  i  de  noviembre  de  tSSS. 

(S)  Art.  «7  del  nismo. 

^6)  Art.  iil  del  real  dccrtto  de  93  de  cuero  de  1865. 
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para  fallar  sobre  el  fondo  de  la  cueslion,  coa- 
forme  á  los  mérilos.del  proceso.  Contra  esta 
sentencia  no  hay  recurso  alguno  (1).  Nos- 
otros, que  en  este  mismo  artículo  hemos  mani- 
festado los  graves  inconvenientes  que  resul- 
taban del  sistema  adoptado  por  el  real  decre- 
to de  4  de  noviembre  de  1838,  según  el  cual 
se  remitían  los  autos  á  la  Audiencia  para  que 
pronunciara  nueva  sentencia ,  de  la  qne  no 
había  ulterior  recurso,  y  del  sistema  estable- 
cido por  real  decrelo  de  20  de  junio  de  1 852, 
que  ordena  que,  declarada  la  casación  por  la 
sala  primera  del  Tribunal  Supremo,  pase  la 
causa  á  la  segunda  para  que  decida  deGniti- 
vamente,  no  podemos  menos  de  aplaudir  que 
se  haya  salido  al  encuentro  de  todas  estas  di- 
ficultades por  un  sistema  que,  adhiriéndose 
mas  á  nuestro  antiguo  derecho  y  á  nuestras 
tradiciones,  consulta  mucho  mejor  al  orden 
gerárquico  de  los  tribunales,  á  su  indepen* 
dencia  y  ala  uniformidad  de  la  jurisprudencia. 

Cuando  la  declaración  del  Tribunal  Supre- 
mo es  que  hay  lugar  á  la  casación  por  infrac- 
ción de  alguna  regla  del  procedimiento,  se 
devuelven  los  autos  á  la  Audiencia  para  que 
reponiendo  el  proceso  al  estado  que  tenia  an- 
tes de  cometerse  la  nulidad,  lo  sustancie  y 
determine  por  ministros  que  en  su  mayor 
parte  sean  diferentes  de  los  que  intervinie- 
ron en  el  fallo  anulado  (2).  Sin  duda  hubiera 
sido  mejor,  á  ser  posible,  que  fueran  del  to- 
do diferentes  los  ministros,  pero  se  tropeza- 
ría en  la  dificultad  de  que  frecuentemenle  no 
habrá  número  bastante  de  magistrados  para 
este  doble  turno.  Ni  es  por  otra  parte  muy  de 
temer  que  la  Anulación  de  providencias  de  tra- 
mitación, por  sustanciales  que  sean,  preven- 
ga á  los  magistrados  contra  la  parte  que  in- 
terpuso el  recurso,  y  mucho  menos  sabiendo 
poresperiencia  que  no  permite  impunemente 
que  se  quebranten  las  leyes  en  su  daño. 

Siempre  que  se  declare  haber  lugar  al  re-  . 
curso  de  casación ,  se  condena  en  costas  al 
interponente.  Se  le  condena  ademas  ala  pér- 
dida de  la  suma  depositada  ó  de  que  se  obli- 
gó á  responder,  cuando  se  deniega  el  recur- 


(I)    Art.  914  del  real  decreto  de  *3  de  enero  de  1855. 
(S)    Art  915. 


sopor  estar  fundada  en  ley  espresa  la  sen- 
tencia, cuya  casación  se  pretendió.  Igual 
condenación  podrá  imponer  el  Tribunal  Su- 
premo á  su  prudente  arbitrio,  cuando  el 
principal  fundamento  de  la  sentencia,  sea,  no 
la  ley ,  si  no  la  doctrina  legal  generalmente 
recibida  (1).  No  nos  parece  mal  esta  diferen- 
cia: el  que  supone  infringida  la  ley,  cuando 
espresa  y  claramente  establece  lo  que  ha  fa- 
llado el  tribunal,  no  tiene  disculpa :  pero  en 
las  cuestiones  que  no  son  de  ley,  si  no  de  in- 
terpretación de  ella,  hay  roas  lugar  á  dudas 
y  vacilaciones  y  puede  haber  mas  buena  fé 
por  el  que  pretende  que  no  prevalezca  el  fallo 
pronunciado.  El  prudente  arbitrio  del  tribu- 
nal puede  salvar  las  desigualdades. 

La  mitad  de  la  cantidad  depositada ,  ó  de 
la  que  se  cobre  en  los  casos  de  fianza  ó  de 
caución ,  á  cuya  pérdida  sea  condenado  el 
recurrente,  se  aplica  á  la  parte  contraría, 
y  la  otra  se  invertirá  en  papel  sellado  de 
multas  que  se  agrega  al  espediente  (2). 

Por  último,  los  fallos  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia ,  en  que  se  declara  haber  6  no 
lugar  al  recurso  de  casación ,  se  publican  en 
la  Gacela  del  gobierno  (3),  pues  que  sirven 
para  uniformar  la  jurisprudencia  en  nuestras 
provincias  ultramarinas. 

CASADOS.  El  varón  y  la  hembra 
que  se  unen  en  matrimonio.  Dicese  sin  duda 
de  casa,  en  la  primera  y  segunda  acepción 
de  esta  voz  (véase  su  artículo),  ó  por  cuanto 
ambos  contrayentes  van  desde  luego  á  ha- 
bitar una  misma  casa,  ó  porque  van  á  cons- 
tituir una  misma  familia.  Hay  muchas  dis- 
posiciones legales  que  hablan  específicamen- 
te de  los  casados;  mas  para  tratar  la  mate- 
ría  con  mayor  unidad,  véase  MAvmiMoni^. 

CASAMIENTO.  Del  mismo  orí- 
gen  etimológico  que  casa  ••«,  y  significa 
el  acto  de  contraer  matrimonio :  la  celebra- 
ción de  este :  el  matrimonio  mismo,  ó  estado 
conyugal.  V.  matmm^iii». 
.  CASAR  (»■  <7A9a).  Autorizar  y  ben- 
decir un  matrimonio,  como  ministro  de  él. 
Entre  católicos  no  puede  si  no  el  propio  pár- 


(l)    Art  tl6  y  917. 
(1)    Art.  918. 
(3)    Art.  919. 
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roco,  ú  otro  sacerdote  presbítero  coa  su  li- 
cencia. En  general  es  fácil  determinar  cuál 
es  el  párroco  propio :  en  el  territorio  nulliuSf 
sin  embargo,  de  la  real  capillay  pende  á  ve- 
ces aquella  circunstancia  de  la  pura  contin- 
gencia de  bailarse  presente  el  rey.  Véase 

OAriIiliA   ABAL. 

CASAR.  Del  latín  guasso^  sacudir, 
quebrantar.  Es  lo  mismo  que  declarar  sin 
efecto  para  en  lo  sucesivo  un  instrumento,  ó 
documento  por  sentencia  ó  decreto  de  auto- 
ridad competente.  A  veces,  según  el  caso, 
la  forma  de  libelar,  y  los  términos  de  la  sen- 
tencia ó  declaración,  se  confunden  con  anu- 
laVf  asi  como  en  los  propios  casos  esta  pa- 
labra se  confunde  con  la  de  casar.  Pero  en 
realidad  hay  entre  ellas,  tomadas  en  su  sen- 
tido estricto,  esencial  diferencia.  Declarar 
una  cosa  nula^  es  decir  que  desde  el  prin- 
cipio lo  fué:  mandar  casar  una  escritura 
ó  documento,  es  inutilizarlo,  ó  dejarlo  sin 
efecto  desde  allí  en  adelante.  De  aquí  la 
fórmula  forense ,  casar  y  anular ,  para  re- 
unir los  dos  efectos,  6  uno  y  otro  tiempo. 
Casado ,  en  el  sentido  de  este  artículo,  lo 
mismo  que  declarado  sin  efecto :  casación  el 
acto  de  declararlo :  aplicada  á  las  sentencias 
es  revocarlas.  Véase  oahacio.ií. 

CASO.    Del  verbo  latino  cadOf  caer, 
ocurrir,  acontecer,  y  de  abí  casus ,  lo  ocur- 
rido ,   sucedido ,  acontecido.  Caso  es,  pues, 
todo  acontecimiento,  de  cualquier  género 
que  sea,  en  el  orden  natural  y  político,  en 
el  físico  y  moral,  en  lo  necesario  y  contin- 
gente, en  todos  los  órdenes.  En  rigor  etimo- 
lógico los  casos  no  debian  ser  si  no  reales, 
y  de  pretérito;  y  con  todo,  en  el  uso  son  tam- 
bién de  futuro,  contingentes,  reales,  ó  bipo- 
téticos.  Todas  las  condiciones  se  resuelven 
en  un  caso  de  este  género.  Por  via  de  exa- 
men los  casos  hipotéticos  pueden  ser  basta 
imposibles,  por  lo  mismo  que  pueden  ser  ar- 
bitrarios. Asi  ser  una  condición  imponte, 
es  lo  mismo  que  no  poder  llegar  á  ser  caso 
reaU  no  poder  ocurrir.  Como  todo  caso  ó 
acontecimiento  real  ó  hipotético ,  simple  ó 
complejo,  es,  ó  se  concibe,  como  un  efecto, 
todo  caso  es  por  ello  un  objeto  lógico,  objeto 
susceptible  de  examen ,  de  cuestión  ,  y  de 


aquí  muclias  veces  en  el  derecho,  caso  y  cues-^ 
tion  ,  son  una  misma  cosa. 

En  el  curso  natural  de  las  cosas  los  casos  son 
ordinarios  ó  estraordinarios,  según  el  modo, 
y  regularidad  ó  irregularidad  con  que  suce- 
den :  la  salida  del  sol,  por  ejemplo,  es  un  caso 
ordinario:  un  terremoto  un  caso  estraordina- 
rio.  Por  la  frecuencia  ó  infrecuencia  con  que 
acaecen,  son  también  comunes  ó  raros:  y 
pueden  ser  de  todo  punto  inciertos,  eventua- 
les,  fortuitos,  si  nunca  hubieran  ocurrido,  ó 
solo  rarísima  vez,  de  donde  nace  el  que  pue- 
dan ser  pret^fe/os,  ó  no.  De  aquí  la  regla  prác- 
tica en  el  orden  moral  y  jurídico  de  que  los 
casos  que  se  subentienden  en  los  contratos 
y  negocios  humanos,  son  los  orditiarios,  los 
comunes,  mucho  mas  los  frecuentes ;  pero  no 
los  estraordinarios ,  los  raros^  y  menos  los 
absolutamente  eventuales  ó  fortuitos;  los  q4ie 
pueden  ocurrir,  porque  sean  posibles ,  pero 
que  no  hay  noticia  de  que  se  hayan  verifica- 
do. Hablamos  en  el  supuesto  de  caso  omiso, 
cuando  los  casos  no  se  mencionan,  y  hay 
por  tanto  que  subentenderlos ,  como  en  el 
arrendamiento,  por  ejemplo,  la  lluvia,  la 
helada  en  paises  fríos  ;  pero  si  los  casos  se 
espresaren,  entonces  lo  escrito  hace  ley,  en 
el  orden  lógico :  en  el  moral  y  jurídico,  ni 
las  costumbres,  ni  las  leyes  deben  autorizar 
lo  que  no  sea  racional  y  lícito  y  honesto ,  y 
de  ahí  la  falta  de  eficacia  y  validez  en  los  ca- 
sos y  condiciones  imposibles  ó  inmorales. 

Tal  es  la  acepción  natural  de  lo  que  se 
llama  caso :  en  esta  acepción  latísima  lo  en- 
tendieron los  romanos,  y  nuestros  antiguos 
legisladores;  pero  los  comentaristas  del  de- 
recho han  llamado  caso,  como  por  antono-  ' 
masia,  al  fbrtuUo,  al  imprevisto,  al  incierto: 
asi  establecen,  por  ejemplo,  la  cuestión, 
utmm  comodatarius  teneatur  casu :  num  lo- 
calor  príBStei  casum,  etc.  Esto  en  cuanto  á  la 
acepción :  en  cuanto  al  derecho  véanse  los 
artículos  que  subsiguen;  y  respecto  á  lateo- 
ría  filosófica  de  los  casos ,  véase  el  artículo 
CJkmmJLUBJkm. 

CASO  DE  CORTE.  Llamábanse 
asi  aquellos  en  que  ciertas  clases  de  perso- 
nas tenian  el  derecho  de  ventilar  sus  pleitos 
desde  la  primera  instancia  ante  los  tribuna- 


Digitized  by 


Google 


CASO. 


831 


i  las  vegadas  maliciosameote  ornes  ya  á  ga- 
nar cartas  eontra  ios  huérfanos,  e  las  biudas, 
ó  los  ornes  muy  viejos ,  ó  cuitados  de  grau* 
des  enrerroedades,  ó  de  muy  grand  pobreza, 
para  aducirlos  á  pleito  ante  el  Rey,  ó  aute 
los  adelantados,  ó  ante  otros  jueces  que  non 
son  moradores  en  la  tierra  do  biven  estos 
sobre  dichos  contra  quien  las  ganan.  E  por- 
que esto  non  tenemos  por  guisada  cosa,  nin 
por  derecha ;  mandamos ,  que  la  carta  que 
Tuere  ganada  contra  cualquiera  destos  sobre 
dichos,  ó  contra  otra  persona  semejante  de- 
líos,  de  quien  ome  deviesse  aver  merced  ó 
piedad,  por  razón  de  la  mezquindad,  ó  mise- 
ria en  que  bive;  que  non  vala,  nin  sea  tonu- 
do de  yr  á  responderle  por  ella  i  ninguna 
parte,  si  non  ante  aquel  juez  de  su  lugar  do 
bive.  Mas  las  otras  cartas  que  cualquier  des- 
tas  personas  cuitadas  contra  olri  ganasse, 
para  aducirlo  ante  el  Rey,  ó  ante  otro  jue# 
que  le  otorgasse  que  lo  oyesse,  é  lo  ficiesse 
aver  derecho,  mandamos  que  vala^»  De 
forma  que,  como  dice  con  su  acostumbra- 
da exactitud  el  docto  conde  de  la  Cana- 
da  (1),  los  pupilos  (en  cuya  clase  cuenta  pa- 
ra este  efecto  á  los  menores  de  2S  anos ,  las 
viudas  y  las  demás  personas  miserables)  go* 
zaban  de  dos  priv¡legios;por  el  uno  no  podian 
ser  obligados  á  litigar  fuera  de  su  domicilio, 
aunque  se  intentara  en  los  casos  de  corte 
por  los  que  tuviesen  este  privilegio:  y  por  el 
otro,  las  mismas  personas  miserables ,  y  las 
qae  por  cualquier  otro  título  eran  acreedoras 
á  la  equidad  y  conmiseración,  ya  fuesen  ac- 
toras,  ya  demandadas,  podian  someter  en  pri- 
mera instancia  sus  pleitos  ú  conocimiento 
del  rey,  ó  de  los  tribunales  encargados  de 
juzgar  en  su  nombro. 

Decimos,  ó  de  los  tribunales  encargados  de 
juzgar  en  su  nombre,  porque,  como  es  bien 
sabido,  la  forma  de  administrar  justicia  va- 
rió notablemente  después  de  la  formación  del 
Código  de  las  Partidas.  A  las  audiencias  que 
el  rey  celebraba  personalmente  para  oír  y 
fallar  los  pleitos  y  las  causas,  sucedió  la  crea- 
ción de  un  tribunal  colegiado  que,  con  el 
nombre  de  Audiencia  ó  de  Chancillerfa,  juz- 

(f )    Imüt.  prart.  darte  3,  e»p.  4. 


gaba  y  sentenciaba  tmlos  aquellos  negocios; 

y  era  natural  que  4  este  tribunal  se  recurrie- 
se para  ventilar  ante  su  autoridad  los  casos 
de  corle,  y  que  ejerciera  en  ellos  el  poder  re- 
servado hasta  entonces  al  soberano.  Asi  ve- 
mos ya  deade  esta  época  en  las  peticiones  de 

Cortes  del  reino,  en  las  leyes  del  Espéculo, 
en  las  Ordenanzas  Reales,  en  las  leyes  reco- 
piladas y  en  otras,  prohibir  que  ninguno  fuera 
emplazado  ante  los  alcaldes  de  Corte  y  Chan- 
ciltería,  fuera  de  ciertas  causas  sobre  críme** 
nes  atroces,  y  de  los  pleitos  de  viudas,  huérfa- 
nos y  personas  miserables ,  espuestas  á  ser 
oprimidas ,  y  á  ver  zozobrar  su  justicia  en 
un  juzgado  inferior.  Es  notable  sobre  esta 
materia  la  ley9,  tit.  4,  lib.  i  i  de  la  Novísima 
Recopilación:  c Defendemos  (prohibimas)t 
dice,  que  ninguno  de  los  vecinos  de  las 
nuestras  ciudades ,  villas  y  lugares  puedan 
ser  emplazados  para  ante  los  nuestros  alcal- 
des de  Corte  y  Chancillería sin  que  pri- 
meramente sean  demandados  ante  los  alcal- 
des de  su  fuero,  y  oidos  y  vencidos  por  de- 
recho ;  y  que  no  valan  nuestras  cartas  que 
en  contrario  fueren  dadas,  salvo  en  aquellos 
casos  que  se  deben  librar  en  nuestra  Corte  y 
Chancillería,  que  son  estos  según  estilo  an- 
tiguo: muerte  segura;  muger  forzada;  tre- 
gua quebrantada;   casa  quemada;   cami- 
no quebrantado ;  traición  ,  aleve ;  riepto; 
pleyto  de  viudas,  y  huérfanos,  y  perso- 
nas miserables ;  ó  contra  corregidor  ó  alcaU 
de  ordinario,  ó  otro  oficial  del  tal  lugar,  y 
sobre  caso  en  que  pueda  ser  convenido  du* 
rante  el  tiempo  de  su  oficio.»  La  relajación 
del  principio  asentado  por  la  ley  respecto  del 
filero ,  y  el  perjuicio  que  podian  esperimen- 
tar  las  personas  obligadas  á  salir  de  su  domi- 
cilio para  litigar  en  los  tribunales  superiores, 
eran  incomparablemente  danos  menores  que 
el  que  en  otro  caso  esperimentarian  la  so- 
ciedad ofendida  y  el  desvalido,  con  la  insegu- 
ridad en  la  administración  de  justicia. 

Aunque  las  leyes ,  como  benM)s  visto,  li- 
mitaron constantemente  al  número  antedicho 
los  casos  de  corte ,  la  jurisprudencia  los  am- 
plió ,  estendiendo  la  disposición  de  aquellas 
&  algunos  oíros  negocios  en  que  concurrían 
análogas  circunstancias.  El  señor  Elizondo^ 
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el  reglamento  provisional  para  la  admiois- 
iracion  de  josticia  de  26  de  setiembre  de 
i835,  ordena  en  su  art.  36,  que  clos  jaeces 
letrados  de  primera  instancia  son »  cada  uno 
'en  el  partido  ó  distrito  que  le  esté  asignado, 
los  únicos  á  quienes  compete  conocer  en  la 
instancia  sobredicha  de  todas  las  causas  ci- 
viles y  criminales  que  en  él  ocurran »  cor- 
respondientes á  la  real  jurisdicción  ordinaria, 
inclusas  las  que  hasta  ahai*a  han  sido  casos 
de  cortean  esceptuando  únicamente  los  ne- 
gocios pertenecientes  á  las  jurisdicciones  es- 
peciales ó  privilegiadas,  los  verbales  come- 
tidos á  los  alcaldes ,  y  las  causas  contra  mi- 
nistros, consejeros  ,   obispos ,  magistrados, 
gobernadores  civiles  y  otros  altos  Tunciona- 
rios  del  Estado,  cuyo  conocimiento  en  pri- 
mera y  segunda   instancia  se  reserva  al 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  y  las  ya  indi- 
cadas contra  jueces   inferiores  por  abusos 
de  jurisdicción,  que  se  cometen  á  las  Au- 
diencias, según  puede  verse  con  mas  es- 
tension  en  los  artículos  58  y  90  de  dicho 
reglamento.  Estas  escepciones ,  como  á  pri- 
mera vista  se  comprende,  están  fundadas 
en  alias  consideraciones  sociales  y  políti- 
cas,  sin  que  pueda  decirse  por  ellas  re- 
lajado el  principio  en  que  se  funda  la  re- 
gla general,  anles  bien  son  una  confir- 
mación de  este  mismo  principio,  el  que 
se  sostiene  con  tanto  rigor,  que  por  el  arti- 
culo 59  se  prohibe  absolutamente  á  los  tri- 
bunales superiores  c  abocar  causa  pendiente 
ante  el  juez  inferior  en  primera  instancia,  ni 
entremeterse  en  el  fondo  de  ellas  cuando 
promuevan  su  curso  ó  se  informen  de  su  es- 
tado, ni  pedírselas  aun  ad  effectum  videndi, 
ni  retener  su  conocimiento  en  dicha  instan- 
cia, cuando  haya  apelación  de  auto  interlocu- 
torio,  ni  embarazar  de  otro  modo  á  dichos 
jueces  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que 
les  compete  de  lleno  en  la  instancia  espresa- 
da.» Estos  mismos  principios,  con  parecidas 
disposiciones,  han  sido  consignados  en  el  real 
decreto  de  23  de  enero  de  1835,  por  el  que 
seda  nueva  organización  á  la  administración 
de  justicia  en  las  provincias  de  Ultramar  (1). 


(I)   Pueden  ter^  los  artículos  10 ,  ti ,  51 ,  55 ,  t  gg  de 
4ljcl)0  real  decreto. 


De  consiguiente,  en  ningún  caso  pueden  te- 
ner hoy  lugar  en  nuestros  tribunales  los  ca- 
sos de  corte. 

CASO  FORTUITO.  Del  adver- 
vio  latino  forte ,  que  significa  por  acaso,  por 
casualidad.  Y  con  efecto ,  en  términos  gene- 
rales se  llama  caso  fortuito  todo  aconteci- 
miento que  no  depende  de  la  voluntad  del 
hombre  y  que  no  ha  podido  proveerse.  En 
el  orden  moral,  la  teoría  sobre  los  casos  for- 
tuitos es  muy  sencilla:  cuando  estos  aconte- 
cimientos producen  dimo  á  unc^  persona  sin 
que  otra  haya  dado  ocasión  á  él,  no  tiene 
aquella  derecho  á  que  se  le  indemnice.  En 
el  presente  artículo  trataremos  esta  materia 
feamente  con  relación  á  sus  efectos  en  el 
orden  civil ,  y  según  la  tecnología  del  de^^ 
recho. 

Ginéndonos  rigorosamente  á  ella,  y  reser- 
vando las  cuestiones  filológica  y  filosófica,  ya 
indicadas  en  los  artículos  acís«,  y  •«- 
••,  para  esplanarlas  en  los  de  casual,  «a- 
0iJAi.i».%»  y  otros  análogos,  diremos,  que 
según  la  ley  ii,  tít.  33,  Part.  7.  «Co^ts 
fortuituSy  tanto  quiere  decir  en  romance, 
como  Ocasión  que  acaesce  por  ventura,  de 
que  non  se  puede  ante  ver;»  cuya  ley  cita 
como  por  via  de  ejemplo  el  cderribamiento 
de  casas ,  fuego  que  se  enciende  á  so  ora, 
e  quebrantamiento  de  navio,  fuerza  de  la- 
drones ó  de  enemigos.»  Según  Vinnio(l) 
lo  son  omne  quod  humanu  captu  prcevi- 
deri  notí  potest;  aut  cui  prceviso,  nonpo^ 
test  resistí :  es  decir ,  que  cuando  los  acon-f 
tecimientos  son  de  tal  naturaleza,  que  se 
sustraen  al  cálculo  y  previsión  del  hombre, 
ó  que  aun  cuando  pueda  presumirse  la  posi- 
bilidad de  que  acontezcan ,  no  pueden  impe-^ 
dirse  sus  efectos  á  pesar  de  que  se  interpon- 
ga todo  el  cuidado  que  puede  suponerse  en 
el  hombre  mas  diligente ,  entonces  tendrán; 
el  carácter  de  casos  fortuitos ,  considerados 
en  el  orden  legal.  Por  eso  dijo  el  juriscon^ 
sulto  Ulpiano,  foi'tuitos  easus  nullum  huma-' 
num  consüium  prasvidei'e  potest. 

Esa  imposibilidad  de  proveer  el  caso  for- 
tuito ,  de  que  hablan  la  ley  y  los  juriscon- 


TPMP  víj. 


(1)   Coraont.  «!§<«»  tít-  is .  'ib.  5  losl. 
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y  cuando,  á  pesar  de  toda  la  diligencia  po« 
gible,  no  ha  podido  evitarse,  el  aconteci- 
miento causado  por  el  hecho  del  hombre  se 
considera  como  caso  fortuito,  y  sujeto  á  las 
reglas  peculiares  de  los  mismos.  Por  eso, 
como  ya  hemos  indicado,  los  casos  fortuitos 
que  la  ley  toma  en  consideración  para  exi- 
mir de  responsabilidad,  son  únicamente  los 
producidos  por  aquellos  acontecimientos  de 
que  no  ha  podido  sustraerse  la  vigilancia  de 
un  hombre  prudente,  celoso  y  diligentfsimo. 
Si  el  daño  ha  sido  causado  por  una  violencia 
ó  por  otro  esceso  que  puede  ser  objeto  de 
una  reclamación  judicial,  el  hecho  del  hom- 
bre tampoco  se  considerará  como  caso  for- 
tuito y  se  regirá  por  otros  principios.  Véase 
WBAñm :  ••!.• :  chispa  :  •mi.ito. 

Los  casos  fortuitos  pueden  tener  aplica- 
.  cien  á  todo  género  de  contratos  y  obligacio- 
nes ,  porque  en  todos  y  en  todas  ellas  pue- 
den ocurrir  esa  clase  de  acontecimientos 
que  impiden  su  ejecución ,  ó  cansan  perjui- 
cio á  alguno  de  los  contratantes,  y  que  dan 
lugar  á  sus  reclamaciones.  Tienen  aplica- 
ción del  mismo  modo  cuando  trascurren  los 
plazos  señalados  para  ejecutar  algunos  actos 
legales :  y  la  tienen  también  en  materia  de 
delitos  y  faltas.  No  podemos  entrar  aquí  en 
el  examen  particular  de  cada  uno  de  los 
contratos  y  objetos  indicados  ,  porque  esto 
se  hará  con  roas  oportunidad  en  cada  uno  de 
los  artículos  á  que  hacen  relación.  Fijare- 
mos únicamente  los  principios  generales, 
aplicables  por  un  concepto  común  á  todos 
aquellos  casos,  para  reunir  en  el  presente 
artículo  toda  la  doctrina  que  el  derecho  es- 
tablece, y  la  jurisprudencia  ha  sancionado, 
respecto  á  los  casos  fortuitos  considerados 
en  general. 

El  principio  general  é  inconcuso  en  esta 
materia  es  que  el  caso  primto  no  se  presta; 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  cuando  ha  ocur- 
rido un  daño  por  causa  de  un  acontecimiento 
fortuito ,  no  puede  exigirse  ninguna  indem- 
nización ,  ni  hay  lugar  á  reclamación  algu- 
na: mas  breve;  que  en  ningún  contrato  tiene 
hignr  la  responsabilidad  por  caso  fortuito. 
J\emo  príEstal  casum ,  es  una  regla  del  de- 
recho; y  una  ley  romana,  ampliando  este 


concepto ,  decia :  animalium  vero  easus, 
mortes ,  quwque  sine  culpa  accidutU ,  fügm 
servorum  qui  cusiodiri  non  solent ,  rapinot, 
tumultué,  incendia 9  aquarum  nuignitudines, 
ímpetus  prcediorum,  d  nullo  prcestantur. 
Nuestras  leyes  han  seguido  el  mismo  princi- 
pio ,  si  bien  aplicándolo  á  casos  determina- 
dos (1). 

La  regla  general  que  constituye  este  prin- 
cipio» tiene  dos  escepciones  fundadas  en  la 
equidad  y  la  razón  ,  y  en  las  mismas  leyes 
que  acabamos  de  citar. 

Primera :  cuando  se  hubiese  pactado  lo 
contrario;  esto  es,  cuando  alguno  de  los 
contrayentes  hubiese  tomado  espresamente 
á  su  cargo  leseases  fortuitos,  obligándose 
á  responder  al  otro  de  las  pérdidas  y  danos 
causados  por  ellos ,  ó  á  cum^ir  la  obiigacion 
contraída  itunque  sobreviniesen  tales  acon- 
tecimientos. Per  pactum  potest  quis  se  ads^ 
tringeread  casum  foriuitum,  establecieron 
ya  los  romanos  como  un  principio  del  dere- 
cho, el  cual  ha  sido  seguido  por  nuestras 
leyes.  Pero  en  tales  casos  la  cláusula  del 
contrato  debe  ser  clara  y  terminante ,  sin 
que  pueda  quedar  la  menor  duda  de  que  tal 
ha  sido  la  voluntad  de  los  contrayentes » su- 
puesto tiene  por  objeto  derogar  los  efectos 
que  la  ley  atribuye  á  los  casos  fortuitos. 
Esta  escepcion ,  sin  embargo ,  no  puede  por 
regla  general  estenderse  mas  que  á  los  ca- 
sos fortuitos  ordinarios,  es  decir,  á  aqueUos 
que  según  hemos  dicho  antes  están  al  al- 
cance déla  previsión  humana,  aunque  no 
pueda  fijarse  el  dia,  la  hora,  el  lugar ,  ni  las 
demás  circunstancias  de  esta  clase;  pero  no 
á  tos  estraordinarios  cuyo  acontecimiento  no 
pnede  calcularse  ni  proveerse.  El  graniío, 
la  piedra  y  otros  sucesos  de  esta  clase,  pue- 
den proveerse  6  tomarse  en  cuenta:  pero  el 
que  un  rio  que  fertiliza  las  tierras  arrenda- 
das, quede  de  repente  completamente  en 
seco ,  no  puede  calcularse  ni  está  sujeto  á 
la  previsión  de  nadie.  Por  consecuencia  ,  la 
renoncta  general  de  los  casos  fortuttos  se 
estenderá  á  los  primeros,  pero  no  al  segun- 
do ni  á  todos  los  demás  tan  estraordinarios 


\t)    Pueden  verse  ias  leyes  9  y  8  ,  tít.  S ;  4  ,  til.  8  ;  13 
tit.  5  ;  8,  tit.  8»  Part.  5  y  algunas  otras. 
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para  el  cumplimiento  de  la  obligación,  es- 
cepciona  el  caso  fortuito  como  causa  jurídica 
para  rechazar  la  demanda:  Actor  fit  extí" 
piendo  reus.  Si  no  puede  dar  la  prueba  del 
caso  fortuito  alegado,  y  por  otra  parte  el  ac- 
tor no  justifica  contra  él  la  existencia  de  dolo 
ó  mala  fé,  se  supondrá  solamente  de  parte 
del  demandado  una  falta  ó  culpa ,  porque 
esta  se  presume  en  el  deudor  siempre  que 
aparece  imposibilitado  de  llenar  su  obliga* 
cion  sin  escusa  legítima,  ó  sin  que  medie  un 
acontecimiento  cuya  causa  no  se  le  pueda 
imputar.  En  suma ;  el  que  teniendo  obliga- 
ción de  dar  ó  hacer  alguna  cosa,  pretende 
estar  exento  de  ella  á  beneficio  de  una  dis- 
posición legal  que  le  favorece ,  debe  justifi- 
car indispensablemente  que  se  halla  en  las 
circunstancias  previstas  por  semejante  dis- 
posición. 

Los  casos  fortuitos  producen  por  punto 
general  los  efectos  siguientes : 

I.""  Eslinguen  las  obligaciones  anterior- 
mente contraidas :  asi ,  por  ejemplo,  el  ven- 
dedor queda  libre  de  entregar  la  cosa  vendi- 
da cuando  perece  ó  se  destruye  sin  culpa 
alguna  de  su  parte,  ó  por  caso  meramente 
fortuito.  Véase  couprnA-weiiTA. 

2.^    Modifican  estas  mismas  obligaciones, 
ruando  quedan  subsistentes  :  sirva  de  ejem- 
plo el  derecho  que  tiene  el  arrendatario  á 
pedir  la  reducción  del  precio  de  su  arriendo, 
cuando  acontecen  ciertos  casos  fortuitos  que 
reducen  los  productos  de  la  cosa  arrendada, 
de  que  hemos  hecho  mención  anteriormente. 
T  S."*    Dan  ocasión  á  que  se  establezcan 
otras  obligaciones  nuevas:  por  lo  mismo, 
siempre  que  las  pérdidas  ó  daños  ocasiona- 
dos por  los  casos  fortuitos  enriquecen  á  al- 
guno á  espensas  de  los  que  los  han  esperi- 
nientado ,  aquel  está  obligado  á  devolver  á 
estos  lo  que  hubiere  percibido,  ó  á  indem- 
nizarles en  proporción  del  provecho  que  ba- 
ya tenido.  Esta  doctrina,  que  es  aplicable  á 
muchos  casos  particulares,  se  funda  en  el 
principio  sancionado  por  todas  las  legislacio- 
nes: Jure  naturcB  ctquum  est,  neminem 
cum  altenus  detrifhcnto  et  injuria  fieri  loen- 
pletiorem.  Cuando  esto  se  verifica,  nace, 
por  consecuencia  del  acontecimiento  pura- 


mente fortuito ,  una  obligación  entre  el  que 
ha  esperimentado  el  daño,  y  el  que  ha  reci- 
bido el  provecho,  exígible  en  el  orden  de 
las  leyes ,  asi  como  en  el  orden  moral  cons- 
tituye uno  de  aquellos  deberes  que  la  cari- 
dad obliga  á  cumplir  en  el  fondo  de  la  con- 
ciencia. Si,  por  ejemplo,  un  temblor  de 
tierra  destruye  una  casa  y  arroja  los  mate- 
riales de  ella  sobre  la  heredad  de  otro,  surje 
de  aquí  una  obligación  entre  ambos  dueños, 
por  el  principio  que  dejamos  sentado.  De' 
estos  efectos  que  en  el  orden  legal  producen 
los  casos  fortuitos,  hablaremos  con  estension 
en  sus  respectivos  artículos.  Véanse,  como 
también  el  siguiente  y  €a«o:  casvaijva». 
CASO  INGIERTO.  El  que,  según 
la  naturaleza  de  las  cosas,  puede  ocurrir, 
y  puede  no  ocurrir,  por  lo  cual  no  cabe  certe- 
za acerca  de  su  existencia.  Véase  a€A0«, 

€A0«,    CAflO    FORTUITO,    COlfOldOM ,  y 

principalmente  casvamoa». 
CASOS  RESERVADOS.    EsU 

complicada  materia  ha  perdido  mucha  de  su 
importancia  jurídica,  y  doctrinal,  no  como 
cuestión  de  principios;  si  no  de  aplicación, 
después  que  han  cesado  las  penitencias  pú- 
blicas, y  la  disciplina  ha  sufrido  la  esencial 
modificación  que  es  conocida  y  en  breve  es- 
pbndremos ,  por  virtud  de  las  declaraciones 
del  Concilio  de  Trente,  disposiciones  ponti- 
ficias, y  costumbres  posteriores :  pero  aun 
asi  es  de  aplicación  diaria,  versando  siem- 
pre en  el  terreno  delicado  de  la  jurisdic- 
ción y  la  conciencia,  en  cuestiones  de  au- 
toridad; motivo  por  el  cual  no  podemos 
menos  de  esponerla  y  tratarla  con  la  esten- 
sion y  atención  que  todavía  se  merece. 

Desde  luego  se  comprende  que  el  presen- 
te artículo  está  íntimamente  ligado  con  mu- 
chos otros ,  como  aboolvciom,  aproba- 

CIO.H,  CBROURA  ,  COMFBOOR,  PECABO, 
P£:«IT£!V€IA,  PEMITEnClARlA,  PBNITBR- 

ciARio ,  RB9EIIWA8,  etc,  etc. ;  y  solo  en 
el  conjunto  de  ellos  ha  de  verse  el  cabal 
desenvolvimiento  de  la  materia,  que  en  este 
no  podemos  esponer  por  completo,  en  cuanto 
á  algunas  de  sus  partes  por  lo  menos,  sino 
bajo  un  punto  de  vista  general. 
En  tal  supuesto  diremos, que  bajo  laenun-. 
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las  inferiores  y  sobre  los  fieles,  tan  estensas; 
y  ya  ampliativas,  ya  restrictivas;  ya  remime- 
ratorias,  ya  penales,  como  la  prudencia,  y 
el  juicio  mismo  de  la  Iglesia  crea  necesarias, 
para  procurar  y  asegurar  el  fin  de  esta  so- 
ciedad mística :  si  todo  esto  se  considera, 
ademas  de  otras  muchas  razones,  derivadas 
de  la  índole,  siempre  variable  de  los  tiem- 
pos ,  de  la  condición,  al  fin  humana  y  terre- 
nal, de  los  recibidos  en  el  gremio  de  la  Igle- 
sia ,  ele,  es  indispensable  distinguir  entre 
la  jurisdicción  espiritual  y  su  ejercicio ;  y 
entonces  hallaremos  el  derecho  de  la  Iglesia 
á  hacer  el  principio  útil  y  práctico ,  estable- 
ciendo reglas  de  prudencia  para  su  aplica- 
ción, y  la  evidente  necesidad  de  hacerlo. 
De  aquí  la  división  territorial  de  diócesis, 
con  sus  multiplicadas  subdivisiones  de  par- 
roquias ,  vicarías ,  arciprestazgos ,  etc. :  la 
aprobación  de  confesores :  la  espedicion  de 
licencias,  y  la  facultad  de  recogerlas :  las 
censuras :  las  penitencias  públicas,  cuando 
se  creyeron  útiles,  ó  necesarias  para  inspirar 
un  santo  terror;  y  su  supresión,  cuando, 
como  medio  humano  en  sí ,  aunque  espiri- 
tual en  su  fundamento  y  fin ,  perdieron  su 
eficacia:  los  casos  reservados ,  en  fin  ,  que 
es  á  lo  que  teníamos  que  llegar,  y  que  no  son 
si  no  una  parte,  como  se  ve,  del  sistema  ge- 
neral de  principios  y  derechos  que  queda  es- 
puesto. 

Reducida  asi  á  breves  términos  la  prolija 
cuestión  sobre  procedencia  de  casos  reser- 
vados, veremos  después  que  dejó  de  ser 
cuestión ,  para  convertirse  en  doctrina ,  y 
parte  de  ^lla  en  dogma,  por  la  declaración 
y  definición  del  Concilio  de  Trento. 

No  hizo  el  Concilio  si  no  acoger  y  sancio- 
nar ,  marcando  su  infracción  ó  menosprecio 
con  anatema,  el  juicio  general  de  la  Iglesia, 
ya  desde  sus  primeros  tiempos.  No  puede 
lijarse  con  precisión  la  época  en  que  empe- 
zaron los  casos  reservados,  con  los  saluda- 
bles fines  que  quedan  espuestos.  La  época 
efectiva  es  sin  duda  tan  antigua  como  su  ra- 
zón, como  su  necesidad,  y  por  tanto  desde  el 
primer  siglo  tal  vez  :  la  historia,  aunque  du- 
dosa, puede  fijarse  en  el  siglo  II,  ó  princi- 
pios del  III  de  la  Iglesia. 


Y  en  efecto:  conocido  es  en  la  jiistoria 
eclesiástica  el  antiquísimo  cargo  de  confesor 
general,  ó  penitenciario  del  obispo,  que  era 
el  eclesiástico  que  deputaban  en  sus  dióce- 
sis  para  oir  por  delegación  las  confesiones 
que  ellos  acostumbraban  á  oir  por  sí,  que 
eran  señaladamente  las  de  algunos  casos  en 
los  legos,  y  siempre  las  de  los  sacerdotes,  lo 
cual  no  era  otra  cosa  que  una  reserva  de 
casos.  Algunos  refieren  la  institución  de  es- 
tos penitenciarios  al  pontificado  del  Papa 
Cornelio,  que  ocupaba  la  silla  de  S.  Pedro  á 
mediados  del  siglo  III.  Algún  autor  regníco- 
la opina  que  en  Roma  no  se  establecieron 
los  penitenciarios  hasta  Benedicto  U ,  á  fines 
del  siglo  YII,  resultando  de  todo,  sin  embar- 
go, que  la  costumbre  de  reservarse  los  obis- 
pos la  absolución  de  algunos  casos  es  anti- 
quísima. 

Es  denotar,  que  aun  cuando  fueron  cedien- 
do las  penitencias  públicas,  lo  cual  en  la  Igle- 
sia de  Oriente  se  verificó  en  los  primeros  si- 
glos, no  sucedió  asi  con  los  casos  reseiifados; 
y  al  revés,  las  penitencias  públicas  hablan 
decaído  en  gran  parte  en  Occidente  en  el  si- 
glo X ,  y  casi  desaparecieron  en  el  XII ;  y 
del  X  al  XII  es  acaso  el  período  de  mayor 
auge  y  rigor  en  cuento  á  pecados  reservados, 
como  se  ve  por  las  épocas  de  los  concilios  y 
Papas  que  mas  trataron  de  la  materia.  Aun 
hay  en  la  historia  dos  hechos  notables  que  lo 
comprueban:  es  el  primero  las  reservas  al 
Papa,  que  tuvieron  principia  en  el  siglo  X: 
y  las  de  prelados  regulares,  que  no  pudieron 
tenerlo  hasta  la  institución  de  estas  órdenes, 
que  es  sabido  lo  fueron  macho  después. 

Con  efecto :  que  los  papas,  por  los  mismos 
fines  espirituales,  y  razones  de  disciplina 
que  los  obispos,  podian  con  mayoría  de  ra- 
zón hacer  en  toda  la  Iglesia,  lo  que  estos  en 
sus  diócesis,  es  una  cosa  fuera  de  duda.  Sin 
negar  ese  derecho  y  conveniencia  espiritual 
y  disciplinaria  en  los  obispos,  no  puede  ne- 
garse en  el  Papa ;  y  aun,  negada,  por  hipó- 
tesis, en  los  (d)ispos,  habria  que  admitirlo  en 
el  Papa.  Y ,  sin  embargo,  la  historia  no  nos 
ha  dado  á  conocer  reservas  especiales  al 
Papa  hasta  el  siglo  X :  hasta  esa  época,  dice 
Tomasino,  no  se  diré  renciaron  las  reservas 
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llevan  aneja  censura  de  escomunion.  Y  es 
conforme  á  la  a^utoridad  divina ,  que  esta  re- 
serva tenga  Tuerza,  no  solo  en  cuanto  á  la  dis- 
ciplina esterna,  si  no  ante  Dios En  tal 

supuesto  los  sacerdotes  inferiores ,  no  tenien- 
do potestad  alguna  en  los  casos  reservados, 
salvo  in  articulo  morUs  (véase  la  sección  ter- 
cera), se  limitarán  en  cuanto  á  ellos  á  incul- 
car y  persuadir  á  sus  penitentes,  que  se  di- 
rijan á  sus  jueces  superiores  y  legítimos 
para  obtener  la  absolución.» 

T  todavía  el  mismo  Concilio  ordenó  en  el 
cánoUi  ii  de  la  propia  sesioi^:  cSi  quis  dixe- 
rit  episcopos  non  habere  ;m«  reservandi  sUn 
casus ,  nm  quoad  extemam  politiam ,  atque 
ideo  casuum  reservaUonem  non  prohihere^ 
quóminus  sacerdos  d  reservaiis  veré  absol- 
vat,  anathema  sit.^ 

Introducidas  las  reservas  por  razonen  de 
disciplina  (i),  resn\U  en  primer  lugar:  que 
solo  pueden  establecerse  per  las  potestades 
que  estén  al  frente  de  ella.  El  Concilio  nien- 
ciona  espresamente  á  los  Pontífices  y  los 
obispos:  hace  mención  genérica  también  de 
summis sacerdotibus y  y  por  esta  razón,  por 
la  identidad  de  la  razón  legal,  los  PonKüces 
han  declarado,  y  estimado  la  Congregación 
del  Concilio ,  que  el  derecho  de  reservas 
compete  también  á  los  prelados  nulllus ,  y  á 
los  de  las  ór(jlenes  regulares  sobre  sus  súbdi- 
tos,  cpmo  decimos  en  U  sección  siguiente. 

En  segundo:  que  solo  por  el  niencionado 
fin  podrán  establecerse  las  reserva,  y  no 
por  ningún  otro,  por  respetable  que  parezca, 
como  el  mayor  prestigio  ó  prerogativas  del 
prelado,  el  practicarse^  en  otras  diócesis ,  ó 
haberse  practicado  en  las  mismas  en  tiempos 
antiguos ,  pues  faltando  la  razón  de  la  ley, 
la  reforma  del  pueblo  cristiano ,  faltan  los 
fines  sagrados  de  la  Iglesia  que  ha  autoriza- 
do las  reservas  solamente  ad  christiani  po^ 
puli  disciplinam...  in  (edificalioHem;  nonin 
destructionem. 

En  tercero :  que  no  pueden  reducirse  aun 
número  inalterable  los  casos  reservados ,  ni 


(I)    Magnoperé  Tfro  ad  christiani  popoll  disciplinam  perU- 
nerc  sanciissimis  patiibiis  nostris  visom  fsi ,  ut  airociora 

Snaedam  et  graviora  crimina  ,  non  á  qnibasvis,  sed  i  snmmis 
umtaxat  sacerdotibus  absolveren hir.  ConrUio  de  Trtnto, 
tet.  y  cap.  citados, 
T03f0'vil, 


pueden  ser  unos  mismos  siempre ,  ni  en  to- 
das las  diócesis,  pues  no  en  todas,  ni  en 
todos  los  tiempos  habrá  las  mismas  causas 
para  establecerlos. 

En,  cuarto  lugar:  que  solo  pueden  com- 
prenderse por  tanto  en  el  derecho  común,  y 
obligar  á  los  obispos  y  prelados  los  que  tie- 
nen una  causa  perpetua,  por  ser  perpetua- 
mente crímenes  atroces  ó  graves,  como  la 
heregía,  la  simonia ,  etc. 

Quinto :  que  aun  sobre  los  casos  reservados 
que  no  son  causa  perpetua  de  reserva ,  por 
que  siempre  conservan  la  misma  enormidad, 
tiene  gran  fuerza  la  costumbre,  aun  cuando 
se  hallen  incluidos  en  el  cuerpo  del  derecho; 
y  asi  en  cuanto  á  ellos  ha  de  estarse  á  la 
costumbre. 

Y  últimamente:  que  la  reserva  cesa,  cuan- 
do cesa  la  autoridad  que  la  ha  adoptado ,  y 
por  tanto  las  impuestas  por  un  obispo  cesan 
con  su  muerte ,  salvo  si  fueron  adoptadas  en 
sínodo  diocesano;  y  respecto  de  los  prelados 
de  regulares,  en  el  capítulo  provincialó  ge- 
neral ,  pues  en  estos  casos  la  reserva  no  es 
personal,  y  por  lo  mismo  no  cesa  con  la 
muerte,. renuncia,  degradación,  etc.»  del 
prelado  la  autoridad  que  la  dictó. 

Los  teólogos  establecen  que  para  que  un 
pecado  sea  reservable ,  han  de  concurrir  las 
circunstancias  de  que  sea  estemo,  consuma^ 
do,  mortaU  cierto  ó  indudable,  y  cometido 
por  persona  adulta.  No  podemos  rechazar 
esta  doctrina  como  regla  general.  Lo  gravo- 
so  de  la  r^rva ,  habiendo  de  ir  á  procurar- 
se la  absolución  á  Roma  ,  ó  á  la  cabeza  de 
las  diócesis :  los  posibles  inconvenientes  de  la 
edad,  el  sexo,  la  falta  de  salud,  la  escasez  de 
facultades,  la  imposibilidad  á  veces:  la  de- 
sesperación y  el  abandono  moral  á  que  estas 
causas  pueden  reducir  á  un  pecador  en  oca- 
siones, resultando  asi  la  reserva  en  perjui- 
cio de  la  disciplina,  cuya  perfección  se  bus- 
ca, son  razones  que  debemos  tener  muy  en 
cuenta  y  realmente  se  han  tenido,  como 
veremos  en  la  sección  tercera  al  hablar  de 
la  absolución.  Los  inconvenientes  menciona- 
dos son  todavía  mavores  en  los  niños ,  inca- 
paces por  otra  parte  de  sentir  por  completo 
el  terror  saludable  que  se  procura,  dificul* 
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Espuesta  en  la  sección  anterior  la  doctrina 
general  sobre  reservas:  indicadas  las  auto- 
ridades superiores  eclesiásticas  que  gozan  de 
ese  derecho ;  hablanros  en  la  presente  de  los 
casos  correspondientes  de  ordinario  á  cada 
una.  Antes  de  ello  debemos  notar ,  que  si 
bien  la  absolución  sacramental  ha  sido  esta- 
blecida en  forma  judicial :  y  si  bien  las  reser- 
vas se  Tundan,  como  ya  hemos  espuesto ,  en 
razones  dé  disciplina,  y  competen  por  tanto 
á  las  autoridades  eclesiásticas  superiores, 
á  las  cuales  está  aquella  encomendada ;  no 
sufraga  para  poder  hacer  reservas  la  so- 
la potestad  de  jurisdicción;  si  no  que  ade- 
mas se  necesita  la  de  orden.  Por  consecuen- 
cia no  pueden  hacer  reservas  los  cardenales 
no  presbíteros,  aun  cuando  son  prelados  ju- 
risdiccionales: las  abadesas  que  gozan  de 
jurisdicción  episcopal ,  vel  cuasi :  ningún 
superior  eclesiástico,  en  fin,  en  quien  no 
concurran  las  potestades  de  jurisdicción  y 
de  orden.  Pueden  los  sínodos  diocesanos  y 
los  concilios,  porque  en  sus  individuos  en  ge- 
neral concurren  ambas  potestades ,  y  porque 
de  ellos ,  personalmente,  ó  por  delegados, 
son  parte  respectivamente  los  obispos  y  el 
Papa.  Pero  si  los  sínodos,  concilios  y  capí- 
tulos hacen  reservas,  no  son  para  absolver- 
las ellos ;  si  no  los  prelados  respectivos,  para 
cuyos  territorios  ó  subditos  se  establecen; 
por  cuya  razón,  al  reseñar  ahora  los  casos 
específicos  de  reservas ,  mencionamos  solo  á 
las  potestades  á  quienes  incumbe  su  impo- 
sición por  derecho  ordinario  y  propio. 

§.  I.""    De  los  casos  reservados  al  Papa. 

Hasta  tal  punto  son  correlativas  la  absolu^ 
cion  por  derecho  propio  y  la  reserva^  que  á 
veces  en  los  espositores  se  toman  una  por 
otra.  Asimismo  coinciden  de  tal  suerte  la  ab- 
solución de  los  pecados  y  la  de  las  censuras, 
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I  que  también  se  confunden,  ó  toman  una  por 
otra  con  frecuencia,  sobre  todo  en  el  antiguo 
derecho.  Hállase  en  este  caso  la  ley  22,  tí- 
tulo 9,  Partida  i,  que  empieza  hablando  de 
la  absolución  de  la  excomunión^  y  acaba  con 
la  de  pecados;  cosa  bien  diferente,  como  no- 
tamos en  su  lugar  oportuno.  Limitándonos 
ahora  á  la  de  pecados  reservados ,  turemos 
que  según  la  propia  ley  de  Partida,  las  ab- 
soluciones reservadas  al  Papa  son :  c  la  pri- 
mera, si  alguno  mete  manos  airadas  en  cléri* 
go,  ó  ome  de  religión :  la  segunda,  si  al- 
guno quemare  eglesia,  ó  otra  casa  religiosa, 


ó  mieses  en  campo ,  ó  en  era ,  ó  otra  cosa 
cualquier,  faciéndolo  á  sabiendas  por  mal  fa- 
cer... :  la  tercera,  si  alguno  quebranta  egle- 
sia, ó  le  denuncian  por  ello  por  descomulga- 
do :  la  cuarta,  si  alguno  se  acomp  aña  á  sa« 
hiendas  con  los  descomulgados  ante  el  Papa: 
la  quinta,  si  alguno  falsea  carta  del  Papa: 
la  sesta,  si  alguno  face  aquel  pecado  mesmo 
por  que  el  apostólico  descomulgó  á  otro  por 
ello.  > 

Según  el  derecho  común,  y  disposiciones 
pontificias,  los  casos  reservados  al  Papasen: 

1.**  El  de  haber  impuesto  manos  violen- 
tas en  un  clérigo  ó. religioso.  Canon  Si  quis 
suadente  diabolo,  47.  quest.  4:  Can.  Mulie- 
reSy  De  sentent.  excom. 

2.*"  Absolución  de  los  falsarios  denuncia- 
dos, si  no  satisfacen  dentro  de  los  20  dias 
después  de  la  denuncia. 

3.*"  La  comunicación  con  los  excomulga- 
dos por  el  Papa.  Can.  Significavit,  De  sew* 
tent.  excom. 

4.'' .  Incendiarios  denunciados.  Can.  Tua, 
De  sent.  excom. 

S.""  Ladrones  y  quebrantadores  de  igle- 
sias y  lugares  sagrados,  si  son  denunciados. 
Canon  Conquestus ,  De  scfit.  excom. 

6.""  A  los  que  han  elegido  á  un  empera- 
dor, rey  ó  príncipe,  ó  conde  para  senador  ro- 
mano, sin  consentimiento  del  Papa.  C.  Fun- 
damenta, De  elect.  iii  Sexto. 

I.""    A  los  que  matan,  maltratan,  ó  vejan 
á  los  portadores  de  censuras,  y  los  cómpli- 
ces de  aquellos.  Cin.  Quicumque.Desen- 
tent.  excom. 
S.""    Inquisidores  que  han  prevaricado  en 
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de  religiosas  de  sus  conventos.  Id.  id.  id. 

40.  A  los  que  citan  á  los  eclesiásticos 
ante  los  tribunales  seculares,  y  á  los  jueces 
que  pronuncien  ó  decreten  contra  ellos. 
Martino  V.  Extravag.  Ad  reprimendas. 

41.  A  los  que  reciben,  6  favorecen  á  los 
desterrados  por  Roma.  Extrcfvag.  de  Pió  F, 
Gregorio  XlIIy  Sixto  V. 

42.  A  los  que  publican  libelos  contra  re^ 
ligíosos.  Collect.  privileg.  mendic. 

43.  A  los  que  reciben  á  los  apóstatas  en 
los  conventos.  Id.  id.  id, 

44.  A  los  religiosos  que  impiden  la  en- 
trada en  la  orden.  Id.  id.  id. 

45.  A  los  que  en  las  corporaciones  de  re- 
gulares intri^n  para  obtener  algún  cargo. 
Id.  id.  id. 

46.  A  los  que  cautivan  á  los  habitantes 
residentes  en  páisés  dominados  porlos  tur- 
cos. Pió  F.  Extrav.  Licet  ómnibus  ,  y 
Qiiantam, 

47.  A  los  que  hacen  prestar  juramentos 
ilícitos,  ó  contra  el  Concilio  de  Trento.  Gre- 
gorio  XIIL 

48.  A  los  que  sostienen  que  puede  con- 
Tesarse,  y  recibirse  la  absolución  por  cartas, 
ó  por  escritos  misivos.  Clement.  VIII en  1602. 

49.  A  los  que  publican  indulgencias  sin 
autorización  ,  conceden  facultad  de  elegir 
confesores,  6  absuelven  de  casos  reservados 
sin  jurisdicción  propia ,  ó  delegada:  si  el  pe- 
nitente, ó  infractor  fuese  obispo»  le  está 
prohibida  la  entrada  en  la  iglesia ,  micAtras 
no  restituya  á  la  Santa  Sede,  y  reciba  abso- 
lución de  ella.  Pió  Ven  1570. 

50.  Los  multiplicados  casos  comprendi- 
dos en  la  Bula  déla  Cena. 

.51.  Y  últimamente  está  reservada  al  Pa- 
pa la  absolución  de  los  votos  de  entrada  en 
religión,  de  castidad,  peregrinación  á  Roma 
á  la  iglesia  de  los  santos  Apóstoles,  á  Jern^a- 
len ,  y  á  Santiago.  Sixto  V.  Extravag.  Etsi 
dominici,  De  pomitent. 

Este  conjunto  de  casos ,  qne  teniendo  en 
cuenta  los  colectivos,  como  los  del  número  50 
y  otros,  escederán  de  100,  no  están  en  uso 
en  todos  los  paises  cristianos ;  en  algunos  de 
ellos,  por  no  estar  recibidos  el  Concilio  de  Tren- 
te, ó  la  Bula  de  la  Cena,  ó  por  costumbre  en 


contrario :  por  lo  cual  en  cada  diócesis  ha  de 
examinarse  cuidadosamente  la  costumbre,  y 
en  caso  de  duda,  en  materia  tan  grave,  en  que 
el  principal  perjudicado  por  noa  absolución 
nula,  lo  es  el  penitente,  á  quien  no  incuoíibe 
tan  de  lleno  conocer  todos  los  casos  de  reser- 
vas, ni  la  jurisdicción  de  un  jiiez  penitencial, 
como  á  este  mismo,  decidirse  por  la  vigencia 
de  la  reserva;  ó  consultar.  (Véase  la  sección 
tercera). 

Algunos  de  los  casos  antedichos ,  parecen 
de  escasa  importancia  para  ser  reservados 
al  Papa ,  lo  cual  nada  hace  al  derecho  cons- 
tituido ,  pues  el  apreciarla  ó  juzgar  de  ella 
no  compete,  ni  al  penitente  ni  al  confesor  or- 
dinario; si  no  á  lá  potestad  qne  hace  la  re- 
serva ,  la  cual  en  su  tiempo  pudo  tener  la 
importancia  que  hoy  no  presenta  por  la  fre- 
cuencia é  incorregibilidad  en  la  perpetra- 
ción del  pecado ,  ^perversa  tendencia,  escán- 
dalo, ú  otras  circunstancias. 

Para  evitar  sacrilegios,  prevaricaciones,  y 
lamentables  males  espirituales  en  el  tribunal 
de  la  penitencia,  los  obispos,  asi  como  suelen 
y  debes  publicar  anualmente  ó  de  tiempo  en 
tiempo,  por  encíclica,  el  catálogo  de  casos 
I  reservados ,  ó  por  inserción  en  las  licencias 
de  confesar,  obrarían  con  recomendable  pru- 
cia  en  hacerlo  al  propio  tiempo  de  los  reser- 
vados al  Papa,  determinándolos,  habiendo 
duda,  por  medio  de  la  concerniente  cou- 
sulta  á  la  Santa  Sede,  cuya  contestación 
constituirla  derecho. 

Para  que  resalte  mas  esta  necesidad,  obser- 
varemos en  conclusión  del  presente  párrafo, 
que  en  algunas  naciones  cristianas,  en  Fran- 
cia por  ejemplo,  de  los  numerosos  casos  an- 
tes citados,  no  se  reputan  vigentes  y  admiti- 
dos según  la  opinión  común  de  los  escritores 
eclesiásticos,  si  no  los  ocho  casos  siguientes: 
violencia  de  hecho  sobre  personas  eclesiásti- 
cas: simonía  notoria:  confidencia  notoria:  in- 
cendio con  malicia,  después  de  la  denuncia: 
robo  con  fractura:  usurpación  de  bienes  ecle- 
siásticos: falsificación  de  letras  apostólicas:  y 
retención  de  bulas  ó  letras  apostólicas  falsas, 
pasados  20  dias  después  de  conocida,  ó  sa- 
bida su  falsedad.  Es  muy  de  notar,-  para  cor-* 
roborar  mas  v  mas  nuestra  anterior  obser- 
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vacion  y  que  en  el  Diccionario  canónico  del 
abate  Andrés ,  traducido  al  español  bajo  la 
dirección  del  limo.  Sr.  don  Judas  José  Romo, 
obispo  de  Canarias,  después  arzobispo  de 
Sevilla ,  y  cardenal  de  la  Santa  Iglesia  Ro- 
mana, se  indican  estos  últimos  casos,  como 
los  únicos  vigentes  en  España,  según  la  opi- 
nión común;  pero  desde  luego  puede  tenerse 
por  seguro,  y  es  cosa  notoria,  que  los  hoy 
vigentes  entre  nosotros  son  muchos  mas. 

§.  S/   De  lo$  casos  reservados  i  los  obispos. 

Si  el  determinar  los  casos  reservados  al 
Papa,  siendo  úiiico  en  la  Iglesia  universal, 
ofrece  la  difícultal  que  hemos  visto  en  el  pár- 
rafo anterior,  fácilmente  se  comprenderá  que 
eso  es  de  todo  punto  mas  difícil  respecto  de 
los  obispos. 

Ta  hemos  visto  que  en  los  primeros  siglos, 
antes  del  establecimienlo  de  los  confesores 
generales,  ó  penitenciarios  del  obispo,  se 
reservaban  estos  un  número  inmenso  de  ellos, 
y  por  de  contado  todos  los  del  clero. 

Después  ellos  solos  absolvían  en  los  casos 
de  penitencia  pública,  y  como  esta  no  se  im- 
ponia  ordinariamente  si  no  por  pecados  pú^ 
blicos,  puede  tenerse  por  cierta  la  regla  de 
que  en  el  largo  período  en  que  aquellas  es- 
tuvieron en  uso,  los  obispos  absolvian  de  to- 
dos los  pecados  públicos.  Asi  el  segundo  Con- 
cilio  de  Limoges,  enlOSlestablecia,  presby- 
ten  deignotis  causis,  episcopis  de  tiotis  exco^ 
vmnicareesl,  ne  episcopi  vilercat  potestas.  Sa- 
bido es  que  por  entonces  empezaron  las  re- 
servas al  Papa,  con  lo  cual  se  redujo  mucho, 
como  era  inevitable,  la  facultad  de  los  obispos. 

No  se  crea  por  lo  dicho  arriba,  que  estos  no 
se  reservasen  pecados  ocultos,  ó  no  públicos. 
Algunos  autores  lo  querían  y  sostenían  asi, 
por  cuanto  la  reserva  misma  los  hacia  públi- 
cos. Este  fué  también  el  juicio  de  algunos 
Concilios  particulares ,  como  el  de  Colonia: 
mas  como  la  razón  fundamental  de  las  reser- 
vas, sobre  todo  después  del  Concilio  de  Tren- 
to ,  es  la  mejor  disciplina  y  enmienda  del 
pueblo  cristiano ,  es  claro  que  esta  puede 
aconsejar  á  veces  la  reserva  de  pecados  ocul- 
tos, y  asi  se  verifica,  no  solo  en  cuanto  á  los 


obispos,  si  no  aun  por  el  Papa,  como  veremos 
en  la  sección  tercera. 

Tomasino  {Disciplina  'eclesiásíica^  part.  4, 
libro  1,  cap.  71),  hace  una  reseña  de  los  ca- 
sos que  los  Concilios  solían  reservar  álos 
obispos :  pero  variando  la  disciplina  con  los 
tiempos,  teniendo  los  obispos  por  sí  la  facuU 
tad  de  hacer  reservas,  y  de  revocarlas :  ce- 
sando estas  con  la*  muerte  del  obispo  que  las 
hizo :  siendo  una  ley  del  caso  la  costumbre, 
que  por  otra  parte  estas  varían  en  las  diver- 
sas diócesis;  diremos  con  Barbosa  {De  potes- 
tale  episcoporwn),  que  la  potestad  de  los 
obispos  en  este  punto  se  determina  en  aque- 
llas por  la  costumbre,  lo  que  ha  sugerido 
el  medio,  en  muchas  practicado,  y  que  debe- 
rán practicar  todos  los  obispos ,  de  formar 
cada  ano  y  hacer  fijar  en  las  parroquias  el 
cataloga  de  los  pecados  reservados,  estensi- 
vo,  como  decimos  en  el  párrafo  anterior,  aun 
á  los  reservados  al  Papa,  6  bien  hacer  men- 
ción de  ellos  en  las  licencias  de  confesar. 
Aun  en  este  caso  no  deberá  omitirse  el  catá- 
logo que  deberá  obrar  en  cada  parroquia  pa- 
ra conocimiento  de  los  confesores  proceden- 
tes de  otra,  en  que  las  reservas  sean,  6  pue- 
den ser  diversas ,  y  fijarse  asimismo  dentro 
de  los  confesonarios ;  todo  lo  cual  se  practica 
asi  con  bastante-  generalidad  en  las  diócesis. 

§.  3."    De  los  casos  reservados  á  los  prela- 
dos nullíus» 

Ta  antes  dejamos  manifestado  en  que  se 
funda  la  facultad  de  hacer  reservas  en  esta 
clase  de  prelados ,  y  la  interpretación  dada 
sobre  el  particular  al  Concilio  de  Trente ,  y 
que  creemos  acertada.  Solo  diremos  ahora 
que ,  para  que  les  competa  esta  facultad  á 
otros  prelados  seculares  que  á  los  obispos  y 
arzobispos,  no  basta  que  tengan  autoridad 
episcopal  vel  cuasi  por  privilegio,  y  digá- 
moslo asi  ad  honorem,  ni  el  mero  uso  de 
pontificales;  si  no  que  con  aquella  ha  de 
concurrir  la  de  tener  territorio  y  subditos 
propios,  no  sometidos  inmediatamente  á  au- 
toridad episcopal  superior  á  la  suya,  en  cuyo 
caso,  únicamente  el  territorio  con  sus  fieles 
son  propiamente  nullius  dioccesis,  y  el  prela- 
do de  ella  se  halla  de  todo  punto  en  el  caso 
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de  un  obispo,  salvo  ser  exento ,  ó  no  estar 
subordinado  á  otra  autoridad  que  á  la  del 
Papa ,  y  alguna  vez  á  la  metropolítica. 

En  España  la  jurisdicción  espiritual,  epis- 
copal,  vel  cuasi  de  las  cuatro  órdenes  mili- 
tares, ofrece  una  dificultad.  La  administra- 
ción espiritual  y  temporal  de  ellas  está  con- 
cedida á  los  reyes ,  en  calidad  de  grandes 
maestres;  pero  la  primera  deben  ejercerla 
por  persona  ó  personas  de  orden.  Para  los 
prioratos  nombra  el  rey  eclesiásticos  de  la 
orden,  que  ejercen  en  ellos  autoridad  y  juris- 
dicción  cuasi  episcopal.  Pero  los  prioratos  no 
son  territorios  del  todo  nullius^  pues  hace 
veces  de  metropolitano ,  antes  el  Consejo  de 
las  órdenes  y  después  el  tribunal  especial 
de  las  mismas;  este,  como  aquel ,  com- 
puestos de  personas  de  las  órdenes; -pe- 
ro legas  las  mas,  y  en  el  tribunal  espe- 
cial lo  son  todos  de  hecho  desde  su  crea- 
ción, ó  es  accidental  el  que  haya  eclesiásti- 
cos. Por  esta  razón ,  y  por  los  principios  en 
que  se  funda  la  facultad  de  hacer  reservas, 
no  parece  dudoso  que  los  prioratos  son  para 
el  efecto  terrítorios  nullius ,  y  que  á  los 
grandes  priores  covresjionde  la  facultad  de 
reservar  que  á  los  obispos.  T  decimos  á  los 
grandes  priores,  pues  aunque  en  el  Concor- 
dato novísimo  de  1851  se  modifica  notable- 
mente la  forma  y  ejercicio  de  la  jurisdicción 
ynaestraly  disponiendo  que  en  vez  de  los 
diversos  prioratos  se  establezca  uno  solo, 
llamado  coto  redondo,  el  Concordato  no  está 
todavia  ejecutado  en  esta  parte,  y  aun  cuando 
llegue  á  serlo,  el  gran  prior  se  hallará  en  el 
caso  que  los  actuales,  pues  si  bien  hade  tener 
título  de  obispo ,  lo  será  in  partibus ,  siendo 
solo  prior  en  el  territorio  de  las  órdenes,  cu- 
ya jurisdicción  metropolítica  ejercerá  el  rey 
según  sus  facultades,  al  tenor  de  las  anterio- 
res bulas  y  constituciones  de  las  órdenes. 

En  cuanto  á  la  determinación  específica  de 
casos,  téngase  por  reproducido  lo  espuesto 
en  el  párrafo  anterior  respecto  de  los  obispos. 

§.  4.''    De  los  casos  reservados  á  los  prela- 
dos de  rendares. 

Para  fundar  en  estos  los  autores  la  facul- 
lad  de  reservar ,  dicen  que  esta  no  es  tan 
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inherente  al  carácter  episcopal  que  no  pue- 
da concederse  por  gracia  ó  privilegio  á  otros 
superiores ,  y  que  por  privilegio  ha  sido  con- 
cedida á  los  prelados  de  regulares.  Hay  en 
este  modo  de  razonar  un  círculo  vicioso  in- 
contestable; pues  se  trae  un  cstremo  por 
prueba  del  otro  y  á  la  inversa,  esto  es,  la  fa- 
cultad de  hacer  reserva  de  casos  tan  esclusí- 
vamente  inherente,  que  no  se  puede  conce- 
der por  gracia  á  otros  prelados :  y  se  puede 
conceder  por  gracia  á  otros  prelados,  por- 
que no  es  esclusivamente  inherente  al  ca- 
rácter episcopal.  La  razón  no  está  aquí  en 
las  denominaciones ;  si  no  en  las  cosas  en  sí: 
las  reservas  se  han  introducido  por  razones 
de  disciplina  y  mejoramiento  de  costumbres 
del  pueblo  cristiano,  y  por  tanto  competen  en 
el  rigor  de  losprincipios,  no  por  privilegio;  sí 
no  por  la  naturaleza  de  las  cosas,  á  los  que  co- 
mo prelados,  ó  con  jurisdicción  preladaí,  es- 
tán encargados  de  dirigirias.  Verdad  es  que 
el  Concilio  de  Trente  en  el  canon  antes  in- 
serto define  y  declara ,  pena  de  anatema 
al  que  sostuviere  lo  contrario ,  que  á  los  obis* 
pos  compete  la  facultad  de  hacer  reservas; 
pero  no  dice  que  esclusivamente;  mientras 
en  el  cap.  7  de  la  ses.  14  también  inserto, 
establece  como  base  de  esa  facultad  la  dis- 
ciplina :  habla  de  sacerdotes  ^mos,  y  decla- 
t'a  competer  al  Papa  en  la  Iglesia  universal, 
de  la  cual  no  es  obispo,  si  no  cabeza.  Es, 
pues,  inherente  la  facultad  de  hacer  reser- 
vas de  casos  á  la  potestad  disciplinaria  su- 
perior: á  la  potestad  judicial  espiritual  su- 
perior :  á  la  episcopal  ó  cuasi  episcopal :  ha- 
brá privilegio  por  tanto  respecto  de  los  pre- 
lados de  regulares  en  eximirlos  de  la  juris- 
dicción y  autoridad  de  los  obispos ;  pero  una 
vez  hecho  asi ,  establecida  por  el  hecho  una 
jurisdicción  cuasi  episcopal ,  fiándose  ya  en 
este  caso  la  razón  y  fundamento  estable- 
cidos por  el  Concilio,  que  es  la  autoridad 
é  inspección  superior  disciplinaria  ;  ya  en 
los  prelados  de  regulares,  sacerdotes  su- 
mos respecto  de  sus  subditos  i  de  la  grey 
que  se  les  confia,  no  solo  no  hay  privile- 
gio en  declararles  la  facultad  de  reservarse 
casos;  si  no  que  el  no  concedérsela  seria 
contrariar  la  razón  del  Concilio ,  los  fines  de 
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servados  que  los  no  reiervados.  Véase  toda- 
vía sobre  este  decreto  la  sección  sígaiente. 

SECCIÓN  m. 

DE   LA  ABSOLUCIÓN  DK  CASOS  RESERVADOS 

Todos  los  bienes  que  podían  esperarse  de 
las  reservas,  venían  contrariados  desde  el 
principio  por  las  dificultades  y  gravámenes^ 
á  veces  considerabilísimos,  de  su  absolución, 
pues  que  había  de  procurarse  con  inevitable 
publicidad  y  dispendios,  á  largas  distancias; 
y  no  siempre  ha  podido  contarse  de  seguro, 
y  puede  menos  cada  día,  con  el  fervor  reli- 
gioso  de  los  penitentes  para  arrostrarlo  todo: 
y  ya  que  por  una  vez  se  contase,  subía  de 
punto  la  dificultad  en  las  reincidencias ,  y 
mas  en  la  habitual  reiteración.  Aun  sin  eso, 
las  dificultades  de  grandes  viajes  eran  siem- 
pre erectivas  en  las  mugeres,  en  los  impú- 
beres, en  los  ancianos,  en  los  enfermos  y 
personas  débiles ,  faltas  de  recursos ,  impo- 
sibilitadas, en  fin,  física  ó  moralmente.  Los 
viajes  por  otra  parte,  con  sus  inevitables 
ocasiones  é  incidencias ,  peligrosas  siempre 
para  la  flaqueza  humana,  producían  de  or- 
dinario el  efecto  opuesto  al  que  se  aspiraba 
por  las  reservas ,  esto  es ,  la  relajación  ó 
corrupción  de  costumbres.  A  pesar  de  tantas 
leyes  y  disposiciones,  ya  protectoras,  ya 
precautorias ,  respecto  de  peregrinos  y  ro- 
meros ¿quién  no  recuerda  los  desórdenes 
inherentes  á  la  peregrinación,  y  en  que  ter- 
minaron estos  viajes,  emprendidos  de  ordi- 
nario para  procurar  la  remisión  de  una  culpa 
reservada?  A  veces  los  motivos  de  la  impo- 
sibilidad de  peregrinar  eran  hasta  morales, 
sagrados ,  ó  por  mas  de  un  concepto  atendí- 
bles  ó  disculpables ,  como  el  sexo,  la  edad, 
el  no  ser  una  persona  suijuris ,  etc. 

La  Iglesia ,  como  madre  piadosa ,  según 
la  prudencia  lo  aconsejaba  ó  las  circunstan- 
cias lo  permitían ,  ha  venido  ocurriendo  á 
estos  inconvenientes  por  los  multiplicados 
medios  que  son  conocidos :  y  así  como  en 
las  penitencias  públicas  y  después  en  las 
censuras  eclesiásticas ,  del  mismo  modo  por 
(ñausas  en  todos  tres  casos  análogas ,  ha  n^o* 
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dificado  la  disciplina  ó  permitido  que  la  mo« 
dífique  la  cosumbre,  como  pasamos  á  indicar 
en  los  párrafos  siguientes. 

$;  1.^  Déla  absolución  de  casos  reservados 
al  Papa. 

Estos ,  sin  duda  por  ser  los  mas  gravosos, 
á  causa  de  la  distancia ,  son  los  que  han  su- 
frido mayor  modificación ,  como  lo  convence 
la  mera  resena  de  los  diferentes  medios  que 
han  contribuido  á  este  fin. 

i.''  La  costumbre.  Ya  hemos  visto,  y 
aun  veremos,  hasta  que  punto  la  costumbre 
ha  reducido  en  las  diversas  diócesis  los  casos 
reservados  al  Papa,  sin  que  la  Santa  Sede 
haya  usado  de  sus  armas  naturales  para  rei- 
vindicar los  derechos  que  le  daban  los  cáno- 
nes ,  siendo  el  resultado ,  que  de  los  casos 
no  vigentes,  aunque  antiguamente  reserva- 
dos al  Papa,  absuelven  en  tales  diócesis  ios 
confesores  ordinarios. 

2.**  Los  indultos  y  concesiones  particula- 
res. Son  infinitos  los  concedidos  en  esta 
parte  por  la  Santa  Sede ,  y  todavía  los  mas 
de  ellos  ampliados  por  la  costumbre.  Cono- 
cida es  la  caria  de  Alejandro  III  al  obispo  de 
SigQenza,  autorizando  á  este  para  absolver 
á  las  mugeres^  impúberes  y  ándanos^  y  aña- 
diendo que  á  las  mugeres  y  personas  que 
no  fuesen  mii  juris ,  pudiesen  absolverlas  los 
obispos  (1).  La  costumbre  generalizaba  lue- 
go estas  concesiones  por  identidad  de  razón. 
Por  este  fundamento,  aun  cuando  en  un 
principio  empezó  dispensándose  solo  de  acu« 
dir  materialmente  á  Roma  para  la  absolución 
del  caso  reservado  de  haber  puesto  manos 
violentas  en  clérigo  ó  monje,  esta  dispensa 
se  estendió  á  otros  casos  (2). 

Estas  gracias  y  concesiones  llegaron  al  eS" 
tremo  con  la  institución  de  comunidades  reli- 
giosas, ora  seculares,  ora  regulares;  muy  es- 
pecialmente respecto  de  estas  últimas.  Aque* 
líos  privilegios  eran  pasivos  y  activos.  El  que 
profesaba  en  ellas ,  como  por  ejemplo,  en  la 


(1)  StattU,  vero,  faminis  ,  puerity  ac  senibus  satis  cre^ 
dimus  le  super  hoe  posse  dispensare.  Mulleres ,  vel  ali^ 
persona,  quee  sui  juris  non  sunt »  ab  episcopo  dincssane  alM 
soM  posiunt, 

(V  Cap.  6, 13,  ?C  y  60  Di  sentent.  esem. 
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confesor  y  para  su  habitación  basla  el  que  le 
sea  cierto  lo  que  únicamente  puede  serlo  pa- 
ra él,  yes  el  peligro,  conocido,  como  diremos. 
El  peligro  de  muerte  ha  de  ser  inminente 
ó  próximo,  según  dictamen  facultativo,  ó 
la  estimación  moral  por  la  naturaleza  del 
hecho  y  padecimiento  ó  circunstancia  que  lo 
motive:  no  basta  por  tanto  el  peligro  remo- 
to ó  meramente  posible.  Asi  el  que  se  em- 
barca, con  buenas  condiciones,  aunque  la 
navegación  sea  larga:  el  que  ha  de  pasar 
un  rio  caudaloso ,  sin  plena  seguridad ,  pero 
con  medio  probable  de  ella :  una  muger  em- 
barazada ,  etc.,  por  el  hecho  solo  de  estarlo, 
DO  pueden  reputarse  in  articulo  mortis. 

Mas  grave  es,  y  acaso  la  mas  grave  entre 
todas  las  dudas  jurídicas,  la  de  determinar  el 
vabr  de  la  frase  conciliar  anmes  sacerdotes. 
Quieren  unos  que  esta  frase  sea  de  tal  modo 
genei*al,  que  no  escluya  al  sacerdote  no  apro- 
bado ,  al  escomulgado ,  al  denunciado  y  ni 
aun  al  hereje.  Santo  Tomás  (3  p.  q.  82, 
art.  7:  item  i/i  4,  dist.  19,.g.  1,  art.  2  al  7), 
escluye  á  este.  Otros  á  este  y  al  no  aproba- 
do, escomulgado  ó  denunciado ,  si  hay  pre- 
sente ó  puede  fácilmente  ser  habido  sacer- 
dote idóneo.  La  cuestión  es  ardua  por  de- 
mas  ,  principalmente  por  lo  crítico  y  peren- 
torio del  momento ,  por  tratarse  de  una  cosa 
necesaria ,  ut  plurimutn ,  con  necesidad  de 
medio ,  pues  sin  temeridad  puede  darse  co- 
mo mas  segura  ó  frecuente  la  atrición  del 
penitente  que  la  contrición :  es  difícil ,  en 
fin,  porque  en  ella  son  casi  inseparables  la 
razón  canónica  y  la  teológica.  Sin  embargo, 
haciendo  entre  estas  la  posible  abstracción: 
distinguiendo  entre  lo  válido  y  lo  licito :  ci- 
néndonos  á  lo  primero ,  ó  lo  puramente  ju- 
risdiccional ,  parécenos  incontestable  ó  por 
lo  menos  muy  seguro,  que  en  ausencia,  de- 
fecto ó  noluntad  absoluta  de  sacerdote  idó- 
neo y  aprobado ,  el  Concilio  concede  juris- 
dicción in  articulo  mortis  á  todo  sacerdote, 
sin  atender  mas  que  á  esta  calidad  ó  carác- 
ter, aun  cuando  se  halle  no  aprobado,  de- 
nunciado ,  escomulgado,  ó  sea  hereje.  Paré- 
cenos cierto  también  que  estos  mismos  tie- 
nen jurisdicción  estraordinaria  en  virtud  del 
decreto  del  Concilio,  aun  habiendo  otros  sa- 


cerdotes idóneos,  ó  que  sea  fácil  hallarlos ,  y 
que  se  presten  á  confesar»  sea  la  que  quiera 
la  responsabilidad  moral  en  que  incurran  por 
entrometerse  en  tal  caso  á  oir  la  confesión, 
la  disposición  de  ánimo  que  la  elección  ó 
preferencia  de  tales  sacerdotes  pueda  argüir 
en  su  caso  en  el  penitente,  y  las  obligacio- 
nes de  conciencia  en  que  pueda  quedar ,  si 
convalece  de  la  enfermedad  ó  salva  el  peli« 
gro  de  muerte  en  que  se  le  creyó.  Tal  es  la 
opinión  común  de  los  autores,  aunque  los 
hay  también  en  contrario,  siendo  notabilísi- 
mo entre  ellos  Santo  Tomás ,  según  ya  he- 
mos ditho  en  cuanto  al  sacerdote  hereje. 
Los  sólidos  fundamentos  en  que  los  primeros 
apoyan  y  apoyamos  nuestra  opinión ,  mera- 
mente, repetimos,  en  el  punto  jurídico,  son: 
1.*"  en  la  enunciativa  absoluta  y  general  del 
Concilio  omnes  sacerdotes,  y  no  puede  du« 
darse  que  lo  son  los  enumerados ,  aun  el 
hereje :  S.""  que  el  Concilio  no  distingue ,  y 
no  parecía  posible  que  en  materia  tan  grave 
lo  omitiera ,  si  esa  fuera  su  intención :  S."" 
establecidas  las  reservas ,  según  el  Concilio 
y  la  mente  de  la  Iglesia ,  in  oídilieationem; 
non  in  destructionem ,  está  en  el  espíritu  de 
esta  el  ordenarlas  de  modo  que  nunca  pro- 
duzcan el  segundo  efecto ,  como  podrían 
producirlo  en  un  penitente  que  in  articulo 
mortis  no  tuviese  cerca  de  sí  sacerdote  que 
no  fuese  de  los  notados,  cuando  pudiera  su- 
ceder que  sin  la  reserva  al  Papa ,  hubiera 
confesado  en  salud  el  caso ,  no  siendo  reser- 
vado ,  con  un  confesor  ordinario :  4.^  la  ra- 
zón misma  de  la  determinación  del  Concilio, 
que  es  precisamente ,  ne  hae  ipsa  occasione 
(la  de  las  reservas)  aüquis  pereaí:  S.*"  lo  gra- 
ve, crítico  y  perentorio  del  caso,  pues  por 
una  parte  se  trata  de  un  recurso  espiritual^ 
MÍ  plnrimum,  necesario  con  necesidad  de  me- 
dio ,  siendo  cierto  que  mas  veces  podrá  con- 
tarse con  la  sola  atrición^  que  ho  con  la  con*- 
tricion;  y  por  otra  el  verdaderamente  perju* 
dfcado  en  lo  espiritual,  que  seria  el  agravado 
de  muerte,  es  el  que  menos  parte  puede  tomar 
en  la  contienda,  eligiendo  ó  desechando;  y  con 
frecuencia  ninguna  absolutamente ,  ya  por  la 
ignorancia  en  cuestiones  de  esta  iadote ,  ya 
por  agravación ,  por  lo  tardiameate  que  de 
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ordinario  se  recurre  á  los  remedios  espiri- 
tuales, pérdida  de  sentido,  etc.,  hasta  llegar 
á  la  absolución  sub  condüion6f  en  cuyo  caso, 
ni  aun  el  mas  perito ,  tiene  ya  elección  entre 
un  conresor  y  otro. 

Pero  la  dificultad  de  esta  cuestión  sube 
todavía  de  punto ,  si  como  algunos  quie- 
ren ,  las  palabras  del  Concilio  en  el  mencio- 
nado cap.  7,  ses.  14,  hubieran  de  tomarse 
en  su  tenor  literal ;  y  ningún  inconveniente 
filológico,  jurídico,  ni  dogmático,  se  opone 
á  que  sea  asi.  Mas  en  este  caso  resulta  que 
el  Concilio  no  removió  otro  obstáculo  que  el 
de  las  reservas,  no  el  que  provenga  de  otras 
causas  para  no  poder  absolver,  como  de  ser 
el  sacerdote  no  aprobado,  de  ser  denuncia^ 
do ,  escomulgado ,  hereje.  No  parece  hablar 
el  Concilio  de  devolver  la  jurisdicción  de  ab- 
solver á  todo  sacerdote ,  si  no  á  los  que  pu- 
diendo  absolver  de  otros  pecados ,  no  pue- 
den de  los  reservados.  T  con  efecto:  el  Con- 
cilio ,  después  de  referir  y  aprobar  las  reser- 
vas al  Papa  y  á  los  obispos ,  añade  sin  in- 
terrupción y  acudiendo  al  mal  espiritual  que 
de  ellas  podria  provenir  en  casos  de  muer- 
te: cSin  embargo,  para  que  nadie  perez- 
ca con  esta  ocasión.^  {Vet*unUamen ne 

hac occasione  aliquis  percal);  esto  es  ,  con 
ocasión  de  las  reservas ;  no  de  la  que  puede 
provenir  de  otras  restricciones  canónicas, 
como  la  de  estar  el  sacerdote  inhabilitado, 
por  escomunion  y  demás  causas  arriba  indi- 
cadas. Corrobórase  este  concepto  cuando  el 
Concilio  espresa  el  remedio  puesto  siempre 
por  la  Iglesia  á  este  mal ,  y  ahora  confirma- 
do por  él ,  y  es  que  en  el  articulo  de  la 
muerte  no  haya  reservados  {ut  nulla  sit  re^ 
servatioin  articulo  mortis).  Si,  pues^  no 
bay  reservas,  ese  es  el  único  obstáculo  que 
se  remueve ;  y  las  cosas  quedan ,  como  an- 
tes de  establecer  aquellas ,  y  era ,  no  el  de 
que  pudieran  absolver  los  sacerdotes  inca- 
pacUados ;  si  no  los  aprobados  y  habilitados 
canónicamente.  Si  alguna  duda  pudiera  qtíe- 
dar  de  ello  todavía,  la  desvaneceria  el  testo 
mismo  del  Concilio  cuando  añade  en  conclu- 
sión, que  los  sacerdotes  que  in  articulo  mor- 
tis  podrán  absolver  á  quibusvis  peccatis ,  son 
los  que  fuera  de  ese  caso  nada  podían  sobre 


los  reservados  {extraquemariiculumsacer' 
dotes ,  cum  nihil  possint  in  casibus  reserva- 
tis...)  y  es  claro  que  son  los  confesores  or- 
dinarios, pues  los  escomulgados,  etc.,  ni 
podían  en  cuanto  á  reservados,  ni  en  cuanto 
á  ningunos  otros.  T  añade ,  en  fin ,  el  Con- 
cilio, que  estos  sacerdotes  que  ahora  son  ha- 
bilitados, y  siempre  lo  fueron  por  la  Iglesia, 
para  absolver  sin  reserva  in  articulo  mortis^ 
se  limiten  fUera  deélk  inculcar  á  sus  peni-- 
lentes  que  acudan  á  buscar  absolución  á  sus 
jueces  naturales.  Si ,  pues ,  Fe  habla  de  sa- 
cerdotes que  fuera  del  caso  de  muerte  tienen 
peniteiües ,  esos  son  los  confesores  ordina- 
rios; no  los  no  aprobados,  denunciados ,  es- 
comulgados, ni  herejes. 

Reconocemos  con  Santo  Tomás  y  otros 
(Navarro,  in  Man.  capítulo Í6,  námcroiñ: 
Covarmbias,  in  capitulo  Alma^  part.  1, 
§.  6,  número  8),  la  fuerza  de  la  dificul- 
tad ,  en  cuanto  al  sacerdote  hereje  por  lo 
menos ;  y  con  todo ,  nos  afirmamos  en  nues- 
tra opinión  ya  manifestada,  lo  uno- porque 
el  motivo  aquí  de  la  Iglesia  que  es  la  suma 
piedad^  según  el  Concilio ,  se  presta  mas  á 
ser  ampliado ,  que  á  ser  restringido ;  no  se- 
ria piedad  suma ,  si  no  fuera  amplísima ,  ni 
seria  amplísima  si  no  se  estendiese  á  todos 
los  casos  posibles  sin  contravenir  al  dogma, 
si  no  solo  á  la  disciplina  ordinaria ;  porque 
asi  lo  requiere  lo  genérico  del  fin  de  la  Igle- 
sia de  que  nadie  perexea  por  causa  de  las 
reservas ,  y  es  cierto,  como  hemos  indicado 
ya ,  el  que  por  causa  de  ellas  perecería  el 
que ,  no  teniendo  in  articulo  mortis  confesor 
idóneo  y  habilitado,  pero  sí  no  aprobado,  de- 
nunciado, escomulgado,  ó  herege,  no  pu- 
diera ser  absuelto  por  ellos,  muriendo  en  su 
conciencia  sin  absolución ;  cuando  de  no  me- 
diar la  reserva,  la  podria  haber  obtenido  en 
salud  de  un  confesor  ordinario :  por  la  enun- 
ciativa también  general  omnes  sacerdotes: 
porque  de  no  admitir  que  el  espíritu  del  Con*- 
cilio  se  estendiese  mas  que  su  letra,  seria 
preciso  reconocer  que  los  obispos  y  prelados 
inferiores,  no  pueden  absolver  reservados 
in  articulo  mortis,  pues  la  letra  del  Concilio 
habla  de  los  sacerdotes  que  fuera  del  caso  de 
muerte  nada  pueden  sobre  casos  reservados» 
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y  es  cierto  que  ea  este  caso  no  se  haliau  los 
obispos ,  qae  según  el  cap.  6,  ses.  24,  pue- 
den absolver  por  sí ,  ó  por  yicario  especial 
de  los  reservados  al  Papa:  y  últimamente, 
porque  siendo  opinión  común  que  in  articulo 
mortis  pueden  absolver  de  cualesquier  peca- 
dos por  el  capítulo  del  Concilio  los  sacerdo- 
tes ,  fuera  de  ese  caso  incapacitados ;  como 
asimismo  que  el  obispo  que  hubiere  cometi- 
do pecados  reservados  al  Papa,  el  de  here- 
gía,  por  ejemplo  9  puede  nombrar  vicario 
especial  que  le  absuelva,  lo  qne  supone,  que 
á  pesar  del  crimen  de  heregfa ,  habia  adqui- 
rido, y  tenia  en  s(  la  jurisdicción  y  facultad 
de  delegar  que  atribuye  á  los  mismos  el  ca- 
pítulo 6,  ses.  24  del  Concilio,  ni  la  silla  Ro- 
mana, ni  la  Congregación  del  Concilio,  en-p 
cargada  de  velar  por  su  observancia  y  rectai 
inteligencia,  han  declarado  nada  en  contra- 
rio, equivaliendo  por  tanto  dicha  práctica  y 
opinión  común  á  una  costumbre  general. 

Los  autores  se  dividen  al  resolver  si  el 
capítulo  6 ,  ses.  24 ,  se  circunscribe,  como 
parece ,  estrictamente  á  los  obispos,  pues 
que  á  estos  únicamente  menciona ;  ó  si  por 
el  contrario,  y  pues  que  la  razón  es  idénti- 
ca, y  ya  aplicada  por  práctica  general  y  opi- 
nión común  al  cap.  7,  ses.  24,  hade  repu- 
tarse con  estension,  á  los  prelados  que  ejer- 
cen jurisdicción  episcopal  vel  cuasi,  y  que 
por  tanto,  siendo  nullíus^  son  ordinarios  ter- 
ritoriales. Nuestra  opinión  es  afirmativa. 
Verdad  es  que  la  facultad  que  dá  el  Concilio 
es  ó  fwcece  específica;  pero  no  es  privilegiada 
para  realzar  el  prestigio  y  dignidad  episco- 
pal solamente ;  si  no  ordinaria,  pues  que  se 
dá  á  todos,  y  después  del  Concilio  nace  del 
derecho :  y  se  dá  como  remedio  estremo  pa  • 
ra  un  fin  muy  diverso,  para  que  nodte  pereZ" 
ca  con  ocasión  de  las  reservas :  y  no  habría 
una  razón  para  escluir  de  este  beneficio  de 
la  suma  piedad  de  la  Iglesia ,  á  los  subditos 
de  esos  prelados  inferiores,  que  lo  son  pre- 
cisamente, 7  no  de  un  obispo,  no  por  causa 
dependiente  de  su  voluntad,  ni  por  derecho 
común ;  si  no  por  privilegio  y  exención  pon- 
tificia ,  sustrayendo,  por  razones  sin  duda 
atendibles,  el  territorio  nullíus  á  la  diócesis 
común.  Ni  puede  decirse  que  dichos  peniten- 


tes podrían  ser  absueltos  por  un  obispo,  pues 
estos  no  pueden  absolver  por  virtud  de  di- 
cho capítulo  6,  si  no  á  sus  subditos  en  su 
propia  diátesis  (quoscumque  sibi  subditos 
in  dicBcesi  sua).  Repetimos  que  por  idetUi^ 
dad  de  razón  ha  sido  asi  interpretado  el  ca- 
pítulo 7,  ses.  14,  y  lo  ha  sido  por  declaración 
precisamente  de  la  Congregación  del  Con- 
cilio. 

Ya  queda  indicado  como  ha  sido  resuelta 
en  la  opinión  general  la  duda  relativa  á  un 
obispo  que  necesitase  absolución  para  sí  de 
pecados  reservados  al  Papa;  estoes,  no  repu- 
tándole por  ellos  incapacitado  de  depntar  vi- 
cario especial  que  le  absuelva  de  los  mismos. 
Otra  cosa  será  del  pecado  de  heregía ,  en 
que  según  el  Concilio  no  puede  delegar  para 
la  absolución.  En  cuanto  á  este  rige  la  regla 
general  para  la  absolución  de  pecados  pu- 
lí blicos  reservados  al  Papa,  pues  á  estos  no  se 
estiende  la  autorizaeion  dada  á  los  obispos 
por  el  cap.  6,  ses.  24 ;  y  por  tanto  rigen  en 
cuanto  á  ellos  la  disposición  del  7,  ses.  14  y 
demás  resoluciones  y  costumbres  relativas  á 
pecados  públicos. 

Divídense  también  los  autores  al  determi- 
nar qué  ha  de  entenderse  por  pecado  público, 
y  por  pecado  secreto  á  los  fines  del  Concilio. 
Quieren  unos  que  solo  se  repute  oculto  para 
que  el  obispo  tenga  jurisdicción  sobre  él ,  el 
que  no  es  sabido  por  nadie  absolutamente: 
otros  reputan  todavía  oculto,  el  que  no  se  ha 
divulgado,  ó  hecho  público,  aun  cuando  pue- 
da probarse  en  un  caso,  esto  es,  aunque  lo 
sepan  dos  testigos  idóneos,  pero  que  no  lo 
propalan ;  y  sostienen  que  solo  se  reputará 
público  en  oposición  á  oculto,  que  es  la  frase 
del  Concilio ,  el  que  se  ha  divulgado,  ó  ha 
sido  deducido  al  foro  contencioso.  Son  mu- 
chos los  patronos  de  esta  opinión :  otros  con 
la  Congregación  del  Concilio  tienen  solo  por 
ocultos  los  del  primer  caso,  y  eso  nos  parece 
lo  mas  exacto  y  seguro.  El  ejemplo  que  se 
toma  para  lo  contrario  de  las  irregularidades 
y  censuras,  que  por  lo  común  requieren  que 
el  hecho  ó  crimen  se  haya  hecho  contencio-^ 
so,  ó  divulgádose  ,  no  convence,  por  cuanto 
en  la  absolución  del  pecado  oculto  se  trata  ais- 
lada y  estrictamente  del  fuero  de  la  concien- 
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al  cumpliinieDto  del  obispo  local  las  letras 
apostólicas  de  su  comisión.  Lo  ordinario  es 
que  estas  se  den  á  sacerdotes  aprobados  por 
el  obispo  en  cada  diócesis. 

En  los  reservados  que  por  Taita  de  ocasión 
no  podian  ser  absueltos  por  este  medio,  Tue- 
ron  relevados  los  penitentes  de  hacer  el  viaje 
á  Roma;  pero  se  dirigian  al  Papa  por  la  via 
reservada  para  la  absolución.  Sobrecargada 
la  Santa  Sede  con  infinitas  atenciones,  que 
retardaban  la  espedicion  en  tales  absolu- 
ciones, delegó  en  un  cardenal ,  penitencia- 
rio general,  que  al  ñn  constituyó  un  tribunal 
7  oficina,  llamada  Pdnt^daría  romana,  á 
cuyo  frente  se  halla  dicho  cardenal.  A  la  Pe- 
nitenciaría, por  la  via  reservada,  se  dirigen 
ahora  los  penitentes ,  y  por  ella  obtienen  la 
absolución. 

Lo  mas  común  es  que  recurran  sus  con- 
Tesores,  espresando  el  pecado  y  callando  el 
pecador,  pidiendo  autorización,  ó  delegación 
para  absolverlo,  que  les  es  concedida.  Como 
los  nuncios  apostólicos  llevan  de  ordinario 
facultades  estraordinarias  de  absolver,  los 
confesores  en  tales  casos  recurren  á  ellos,  y 
obtienen  la  delegación  para  caso  determina- 
do. Si  el  Nuncio  no  tiene  esa  facultad,  ó  solo 
hay  pro-Nuncio,  ó  encargado  de  la  legación, 
por  él  se  dirigen  las  preces  á  la  Penitencia- 
ria ;  aunque  también  por  la  agencia  de  pre- 
ces á  Roma*  Véase  PB.iíiTBifciAmiA  ro- 


mana. 


§•  S.""    De  la  absolHcion  de  los  casos  reserva- 
dos  á  los  obispos. 


Nadie  puede  absolver  de  los  pecados  re- 
servados por  cada  obispo  en  su  diócesis ,  si  no 
él  mismo,  ó  aquellos  á  quienes  concede  po- 
der para  hacerlo.  El  mismo  vicario  general 
necesita  de  esta  autorización  especial.  Algu- 
nos pretenden  que  los  penitenciarios  de  las 
catedrales  tengan  esta  autoridad,  como  ordi- 
naria, vi  offiájf  y  no  como  delegada  del 
obispo.  Por  de  contado  es  un  contraprincipio 
que  el  obispo,  que  es  el  encargado  de  velar 
por  su  diócesis,  á  lo  que  se  encaminan  las 
reservas ,  vea  ó  pueda  ver  contrariada  su 
inspección  y  solicitud  apostólica  por  un  sub- 


dito suyo;  pero  sobre  este  punto  véase  ps- 
niTEMCiAmio. 

Por  el  principio  invocado  no  puede  el  me- 
tropolitano absolver  de  los  reservados  por  el 
sufragáneo,  como  no  sea  en  visita;  y  es  por 
que  entonces,  durante  ella,  son  subditos  su« 
yos  los  visitados,  y  adquiriendo  conocimien^ 
to  del  estado  moral  y  de  las  diócesis,  puedo 
absolver  con  conocimiento  de  causa,  ya  cor- 
roborando las  reservas  y  disciplina  del  sufra- 
gáneo, ya  enmendándolas. 

Por  el  propio  principio,  llevado  á  su  es- 
tremo rigor ,  habría  que  decir  que  el  Papa 
no  podria  absolver  de  los  reservados  á  los 
obispos ,  y  sin  embargo,  sucede  lo  contrarío. 
En  los  jubileos,  en  la  bula  do  la  Cruzada ,  y 
en  otros  indultos  y  gracias  vemos  que  el  Pa- 
pa absuelve,  ó  autoriza  á  absolver  de  los  pe- 
cados reservados  á  cualquier  ordinario. 

Asi  sucedió  hasta  el  Concilio  de  Trento  en 
los  privilegios  concedidos  á  regalares,  sobré 
todo  por  aquellos  privilegios  denominados 
tnare  magnum,  por  la  razón  ya  antes  indica- 
da. Sin  embargo,  prefijada  la  discipliaa  so- 
bre casos  reservados  por  el  Concilio  de  Tren- 
to en  los  capítulos  ya  citados  7,  ses.  14,  y  6, 
ses.  24 :  derogados  por  el  22  ,  ses.  28  to- 
dos los  prívilegios,  indultos,  concesiones  á 
cualquiera  persona  y  corporaciones  sin  dis- 
tinción, inclusos  los  concedidos  á  regulares, 
bajo  cualesquier  formas,  aun  los  llamados  por 
ello mare  magnum  (i);  en  cuanto  tales  pri- 
I  vilegíos  y  concesiones  se  opongan  á  lo  de- 
terminado por  el  Concilio,  se  tiene  cierto  y 
corríente,  que  ni  aun  los  regalares  pueden 
después  del  Concilio  absolver  de  los  pecados 
reservados  por  los  obispos,  necesitando  para 
ello,  por  tanto,  de  su  autorización,  ó  delega- 
ción, como  los  sacerdotes  seculares,  en  tér- 
minos, que  si  dichos  regulares  absuelven  de 
reservados,  por  lo  menos  en  los  jubileos ,  no 
es  en  virtud  de  sus  antiguos  prívilegios ,  sí 
no  del  jubileo  mismo ,  ó  por  alguna  gracia 
especial  pontificia  posterior. 

Los  penitenciarios,  ó  sacerdotes  particula- 
res delegados  por  el  Papa,  para  absolver  de 


(1)  ...Non  obstantibns  eoram  omniom ,  et  slngnlorom  prí' 
vilegiis  ,  sub  quiboscanmae  formulis  verbórom  concepUs ,  le 
moremagnvm  appeilatb,  rlfam  in  fandatíoae  obtemis,  bm 
non  coDsiitntionibus,  et  regulis  ctíam  joratis... 
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